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DON  JOSÉ  ALFONSO 


Hacer  justicia  es  la  más  bella 
función  de  la  humanidad.— Thomas 
Elojio  fúnebre  del  CaneUler  D'Aguea- 

La  Revista  de  Derecho  t  Jurisprudencia  envía  un  respetuoso  saludo 
al  señor  don  José  Alfonso,  que  acaba  de  retirarse  de  Ui  magistratura, 
dejando  el  puesto  que  tan  honrosamente  desempeñaba  de  Ministro  de  la 
Excma.  Corte  Suprema. 

Cuarenta  y  cinco  años,  con  corta  diferencia,  de  labores  y  continua- 
dos servicios  en  el  desempeño  de  las  tareas  de  juez,  Ministro  de  Estado, 
ó  representante  de  Chile  ante  Gobiernos  extranjeros,  tal  es  la  obra  públi- 
ca del  señor  Alfonso.  , 

Su  vida  entera  es  una  de  las  páginas  más  bellas  de  la  magistratura 
judicial,  y  su  personalidad  moral  es  para  todos  im  ejemplo  viviente  de 
las  virtudes  que  deben  adornar  al  verdadero  ciudadano.  Parece  un  viejo 
repúblico  de  los  legendarios  tiempos  de  Grecia  6  Roma,  perdido  en  nues- 
tra vida  contemporánea,  que  cruza  su  camino,  augusto  y  grave  como  el 
derecho,  sin  que  le  manche  el  lodo  que  en  su  senda  encuentra  ni  enturbien 
a  claridad  de  su  criterio  las  miserias  de  los  hombres. 

En  él  Liceo  de  la  Serena,  su  ciudad  natal;  en  el  Instituto,  al  que 
ingresó  en  1849,  y  en  las  aulas  universitarias,  el  joven  Alfonso  dió  claros 
indicios  de  lo  que  habría  de  ser  más  tarde.  En  1855  llegó  al  término  de 
su  carrera  obteniendo  el  título  de  abogado. 

Su  memoria,  que  versó  sobre  «Implicancias  y  recusaciones  en  dere- 
cho civil»,  mereció  el  honor  de  ser  publicada  en  los  cAnales  de  la  Univer- 
sidad» 
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Establecido  en  Valparaíso,  ejerció  su  profesión  hasta  1862,  en  que 
fué  nombrado  Juez  de  Comercio. 

Esta  fecha  marca  el  comienzo  de  la  brillante  can*era  judicial  del 
sefior  Alfonso. 

El  Juez  de  Comercio  de  nuestro  primer  puerto  llegó  á  adquirir  una 
de  esas  reputaciones  que  envidian  hanta  los  hombres  más  favorecidos. 
Sus  fallos  sabían  slempi*e  encontrar  la  justicia  y  la  verdadera  doctrina 
legal. 

Las  ímprobas  tareas  de  su  puesto  le  dejaban  sin  embargo  tiempo 
para  ir  preptirando  sus  estudios  8obi*e  nuestro  C^ódigo  de  (^omercio.  obra 
en  que  condensó  su  experiencia  de  juez.       /  . 

Pero  Valparaíso  no  sólo  tuvo  en  el  señor  Alfonso  un  juez  que  ha 
dejado  entre  su  alto  comercio  un  recuerdo  imboiTable,  sino  también  un 
obrero  de.  su  progi*eso  como  miembro  de  su  municipio,  al  que  perteneció 
en  más  de  una  ocasión. 

Orgulloso  del  juez,  y  más  aun  del  hombre,  Valparaíso  hizo  públicas 
la  fama  de  su  rectitud  y  de  sus  virtudes  cívicas.  El  resultado  no  se  hizo 
esperar  y  muy  luego  el  seflor  Alfonso  fué  llamado  á  tareas  más  difíciles 
y  de  más  expectación. 

De  1K75  á  187S  desempeñó  la  cartera  de  Relaciones  Exteriores, 
bajo  la  presidencia  de  los  señores  Emízuriz  y  Pinto,  y  múltiples  negocios 
inteniacionales  de  gran  trascendencia  para  el  país  reclamaron  todo  su 
tiempo  y  todos  sus  desvelos. 

Era  miembro  d.e  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  cuando  estalló 
la  guen'a  del  Pacífico,  en  la  que  le  cupo  desempeñar  el  delicado  puesto 
de  Auditor  de  Guerra  del  ejército  acantonado  en  Antofagasta. 

En  1880,  fué  nuevamente  llamado  á  las  tareas  administrativas,  de- 
sempeñando la  cartera  de  Hacienda  en  el  Ministerio  Recabairen. 

Én  1883  era  nombrado  delegado  del  Gobierno  de  Chile  en  la  Confe- 
rencia Internacional  Americana  de  Washington,  lo  que  le  dió  ocasión 
de  recorrer  los  Estados  Unidos  y  el  Viejo  Mundo. 

De  regreso  á  Chile,  reanudó  sus  tareas  de  Ministro  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  esta  capital  hasta  1892  en  que  fué  nombrado  miembro  de 
la  Excma.  Corte  Suprema,  en  cuyo  puesto  ha  jubilado  poniendo  así  mere- 
cido término  á  su  carrera. 

Como  miembro  de  nuestros  tribunales  superiores  de  justicia^  fué  lla- 
mado al  Consejo  de  Estado  durante  dos  administraciones,  habiendo  lle- 
gado á  ser  Vicepresidente  de  tan  elevada  Corporación. 
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El  juez  que  sólo  diera  oidos  á  los  dictados  de  la  justicia,  llevó  á  la 
Corte  y  al  Consejo  de  Estado  esa  misma  norma  de  conducta  é  ilustró  á 
sus  colegas  con  su  saber  y  su  experiencia. 

Al  verlo  retirarse  á  la  vida  privada,  sentimos  su  alejamiento  de  las 
tareas  á  que  consagrara  los  mejores  aftos  de  su  vida,  honrando  con  su 
nombre  la  majistratura  chilena.  Cualquiei*a  que  sea  la  apreciación  que 
sus  fallos  hayan  merecido,  aunque  alguna  vez  pudiera  haberles  faltado 
el  acierto,  que  no  siempre  es  dado  alcanzar  en  la  lucha  por  el  derecho, 
nunca  le  ha  sido  negado  el  espíritu  de  rectitud  y  de  elevada  justicia  que 
ha  presidido  su  decisiones  de  juez. 

La  personalidad  moral  de  don  José  Alfonso  se  ha  manifestado  prin- 
cipalmente en  la  simphcidad  de  sus  costumbres,  símbolo  de  la  verdadera 
grandeza  de  alma,  y  en  su  austera  disciplina  del  deber,  que  lo  ha  lleva- 
do á  poner  en  todos  los  actos  de  su  vida  pública  una  intención  clara  y 
definida,  un  espíritu  recto  y  un  propósito  constante  de  hacer  la  justicia 
sin  otro  interés  que  el  de  la  justicia. 

Thomas  formulaba  este  voto  sobre  la  tumba  del  célebre  canciller 
D'AguesscHu:  «Desearíamos  que  en  medio  del  palacio  que  sirve  de  templo 
á  la  justicia,  se  elevara  la  estatua  de  este  grande  hombre.  Ella  sería  entre 
nosotros  un  monumento  eterao  de  religión,  de  simplicidad  y  de  virtud. 
Este  marmol  mudo  ejercería  sin  cesar  una  censura  útil  sobre  las  costum- 
bres de  los  majistrádos,  y  cuando  ellos  no  existan,  sefialaría  el  camino  de 
la  virtud  á  los  que  han  de  venir  en  pos.» 

La  vida  del  seflor  Alfonso  ejercerá  esta  útil  censura  y  podrá  ser  pie- 
8entá(]a  á  las  generaciones  venideras  como  un  ejemplo  de  viitudes 
cívicas. 
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DozL  Federico  Pinto  Izarra 


El  28  (le  septiembre  falleció  uno  de  los  fundadores  de  esta  Revis- 
ta, don  Federico  Pinto  Izan'a,  distinguidísimo  abogado  de  Valparaíso 
y  uno  de  los  miembros  más  ilustrados  del  foro  chileno. 

Es  grande  el  vacío  que  su  muerta  deja  en  la  ciencia  jurídica  y  en 
el  círculo  numeroso  de  sus  amigos. 

El  seflor  Pinto  Izarra  fué  lector  asiduo  y  entusiasta  de  la  historia 
y  de  la  literatura  clásica  moderna.  Su  privilegiada  memoria  le  permi- 
tía i*etener  esas  lecturas  por  largo  tiempo  con  perfecta  claridad  y  orden, 
de  tal  modo  que  á  los  diez  y  ocho  afios,  puede  decirse,  había  asimilado 
grandes  conocimientos  y  poseía  ya  un  fondo  de  ilustración  poco  común 
de  que  usaba  con  discreción  suma  y  que  daba  en  toda  circunstancia 
á  su  conversación  un  tinte  ameno  é  instructivo. 

(^ursó  los  estudios  superiores  en  la  Facultad  de  Leyes  de  Santia- 
go y  i*ecibió  su  título  de  profesional  el  9  de  enero  de  1878. 

Hiendo  muy  joven,  el  Supremo  Gobierno  le  confió  en  instantes  di- 
fíciles para  la  política  exterior  de  la  República,  el  delicado  puesto  de 
Secretiirio  de  la  Legación  de  Chile  en  Washington  en  la  importante 
misión  encomendada  al  seflor  don  Marcial  Martínez  cerca  del  Gobierno 
del  Presidente  Garfíeld,  á  raíz  de  la  (íuerra  del  Pacífico  y  con  motivo 
de  las  dificultades  diplomáticas  que  entonces  se  produjeron  entre  aque- 
lla gran  nación  y  la  nuestra.  Nombrado  más  tarde  don  Joaquín  Go- 
doy  reemplazante  del  seftor  Martínez,  don  Federico  Pinto  continuó  en 
el  mismo  puesto  hasta  el  alio  1884,  regresando  entonces  deñnitivamente 
á  su  país  con  el  ánimo  de  dedicarse  por  entero  á  la  abogacía. 

Su  versación  en  los  diversos  ramos  del  derecho  era  indiscutible  y 
su  conocimiento  de  la  historia  vastísimo. 

En  1890,  en  unión  de  don  Emiliano  Bordalí  H.,  publicó  la  obra 
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titulada  El  Código  de  Comercio  y  la  Jurispnidencia  Comercial^  libro 
Utilísimo  que  resume  con  la  mayor  claridad  la  doctrina  jurídica  con- 
tenida en  los  fallos  de  nuesti'os  Tribunales. 

La  claridad  de  los  conceptos,  hi  facilidad  de  exposición  y  la  ha- 
bilidad con  que  sabía  condensar  los  pensamientos  más  complejos  y 
exponer  las  cuestiones  más  abstractas,  daban  al  sefior  Pinto  Izaira  gran 
notoriedad  en  el  foro. 

Las  condiciones  de  sxi  inteligencia  y  su  reconocida  veraacíón  le  lle- 
varon al  puesto  de  Ministro  de  Hacienda  de  uno  de  los  Oabiuetes  de  la 
Administración  Errázuriz  Echaurren. 

En  el  momento  de  la  inhumación  de  sus  restos,  uno  de  sus  ami- 
gos manifestó  elocuentemente  que  el  sefior  Pinto  Izaría  poseía  convic- 
ciones sólidas  y  profundas  como  era  profundo  su  respeto  á  los  senti- 
mientos ajenos  y  á  las  ajenas  convicciones;  anhelos  de  progreso  tem- 
plados con  exquisita  prudencia;  elocuencia  natural  y  elegante,  rica  en 
ideas  y  culta  de  formiis,  con  todos  los  atributos  de  la  elocuencia  ver- 
dadera y  útil;  lealtad  inalterable,  jamás  olvidada  con  hombres  y  par- 
tidos, tal  era  el  acervo  moral  é  intelectual  de  esta  organización  pri- 
vilegiada. 

La  Dirección  de  la  Revista  de  Derecho  y  Jurisprudencia  lamenta 
sinceramente  el  fallecimiento  de  tan  distinguido  abogado  y  jurisconsulto, 
y  consagi*a  este  recuerdo  á  su  memoria. 

Alejandro  Valdés  Riesco 
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DERECHO 


EL  CENTENARIO  DEI.  CODIGO  NAPOLEÓN 


La  flEVISTA  DE  Dbrechu  y  JURlSPRr- 

DBNCiA  no  puede  menos  de  asociarse  al 
movimiento  de  opinión  que  se  propaga 
entre  los  hombres  y  las  sociedades  que 
representan  la  más  alta  intelectualidad 
jurídica  de  Francia  para  celebrar  debida- 
mente en  el  presente  mes  de  octubre  el 
centenario  del  Código  Civil  Francés, 

El  30  de  Ventoso  del  año  XII  que  co- 
rresponde al  21  de  marzo del804  se  pro- 
mulgó la  le3*  que  ordenó  la  minión,  en 
un  sólo  cuerpo  de  leyes,  bajo  el  nombre 
de  Código  Civil  de  los  Franceses,  de  los 
diversos  títulos  votados  como  leyes  es- 
peciales en  el  curso  de  los  años  preceden- 
tes, realizando  así  el  voto  emitido  por  la 
Asamblea  Constituyente  de  1791. 

La  celebración  del  centenario  del  Códi- 
go Civil  de  la  Francia  nos  toca  muy  de 
cerca,  ya  que  nuestro  Código  Civil,  sin 
perder  de  vista  la  tradición  romana  y  las 


particularidades  de  adaptación  al  país 
en  que  debía  regir,  se  elaboró  sobre  la 
1>ase  del  Código  francés,  siguiéndolo  en 
su  método  y  en  la  mayor  parte  de  sus 
disposiciones. 

Este  Código  es  citado  entre  nosotros 
á  cada  paso  como  fuente  ú  origen  de 
nuestra  legislación  civil;  la  doctrina  y  la 
jurisprudencia  francesa  ilustran  nuestras 
discusiones  forenses  y  sirven  de  guía  á 
los  fallos  de  nuestros  tribunales.  No  po- 
demos, pues,  dejar  de  asociamos  á  este 
homenaje  de  reconocimiento  rendido  por 
la  Francia  á  los  eminentes  juristas  que 
tan  acertadamente  dieron  cimaá  la  gran 
obra  de  la  codificación  civil. 

Y  en  nuestro  caso  se  encuentran  la  ma- 
yor parte  de  los  países  civilizados  del 
orbe.  Adoptado  en  todas  las  comarcas 
sometidas  al  poderoso  conquistador  que 
le  dió  su  nombre,  el  Código  Civil  francés 
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ha  inspirado,  directa  6  indirectamente, 
toda  la  legislación  civil  promulgacia  en 
todos  los  países  del  mundo  en  el  curso 
del  siglo  XIX,  y  ha  constituido  así  el 
medio  más  eficaz  con  que  la  Francia  ha 
contribuido  al  progreso  universal. 

Fucile  decirse,  sin  temor  de  incurrir  en 
una  exageración  que  hoy  sería  injustifi- 
cable, que  la  promulgación  del  fódigo 
Civil  estableció  en  Francia  y  fiié  comuni- 
cando á  los  demás  países  que  adoptaron 
sus  principios,  no  sólo  la  fijeza  y  el  res- 
peto del  derechoen  general,  sino  las  bases 
reguladoras  y  protectoras  de  la  familia, 
de  la  propiedad  y  del  orden. 

Con  razón  ha  podido  decir  Locré,  ca- 
racterizando el  espíritu  del  Código,  "por 
todas  partes,  el  fraude  es  encadenado,  la 
propiedad  asegurada,  la  fe  de  los  con- 
tratos garantida.  la  igualdad  de  los  de- 
rechos consagrada,  el  imperio  de  la  justi- 
cia establecido"  (1). 

Hs  necesario  trasladarse  con  el  pensa- 
miento á  la  época  de  incertidumbre  en  el 
derecho  que  existía  en  la  Europa  á  prin- 
cipios del  siglo  pasado,  incertidumbre 
que  se  reflejaba  en  las  oscilaciones  de  la 
jurisprudencia  y  en  la  anarquía  de  las 
ideas,  para  poder  apreciar  el  mérito  de 
esta  obra  excepcional  que  puede  hoy,  des- 
pués de  cien  años  de  vigencia,  reglar  las 
relaciones  civiles  de  un  pueblo  que  ha 
experimentado  las  portentosas  transfor- 
maciones del  siglo  XIX. 

No  quiere  esto  decir  (¡ue  el  Código  Ci- 
vil francés,  sea  una  obra  irreprochable. 
"No  se  puede  esi^rar,  decía  uno  de  sus 
propios  redactores,  poco  antes  de  ser  pro- 
mulgado, no  se  puede  esperar,  cualquie- 
ra que  sea  la  sabiduría  con  que  ha  sido 


(l)  hocHt.  —Enjirít  da  Code  Nupoléon.  Tomo 
píp.  XIV. 


hecho,  que  sea  enteramente  exento  de 
faltas.  La  sabiduríahumana  no  va  hasta 
hacer  una  obra  perfecta."  (1). 

La  legislación  civil  está  también  some- 
tida A  la  ley  del  progreso  y  especialmen- 
te k  la  evolución  de  las  ideas  económicas 
y  sociales,  que  tan  vastos  horizontes  han 
adquirido  en  los  tiempos  modernos. 

La  necesidad  de  revisar  la  legislación 
dictada  en  época  ya  remota,  va  hacién- 
dose cada  día  más  visible.  Lfi  vida  mo- 
derna adquiere  particularidades  y  fiso- 
nomías enteramente  desconocidasá  prin- 
cipios del  siglo  pasado;  y  la  jurispruden- 
cia tiende  á  buscar  fundamentos  nuevos 
en  el  derecho  para  solucionar  los  múl- 
tiples problemas  en  medio  de  los  cuales 
se  desarróllala  actividad  humana. 

Pero  todo  esto  no  amengua  el  mérito 
exce|)cional  del  Código,  sino  que  al  con- 
trario, aquilata  su  valer  y  justifica  la  ce- 
lebración del  centenario. 

Al  asociamos  por  nuestra  parte  á  esta 
manifestación  de  la  intelectualidad  jurí- 
dica de  la  Francia,  rendimos  también 
un  tributo  de  reconocimiento  á  los  fun- 
dadores de  nuestra  legislación  civil  que 
tan  acertadamente  supieron  inspirarse 
en  los  grandes'  principios  proclamados 
por  los  juristas  de  1804. 

Desde  muchos  años  antes  de  la  Revo- 
lución de  1789,  se  había  formadoel  pro- 
yecto de  dar  á  la  Francia  un  Código 
Civil,  pero  sin  que  los  ensayos  hechos  en 
este  sentido  alcanzaran  resultado. 

El  violento  contraste  que  existía  entre 
el  antiguo  derecho  francés  y  los  princi- 
pios proclafnados  por  la  revolución,  in- 
dujo sin  duda  á  la  Asamblea  Constitu- 


(tj  Treii.uard.— Pn)c^0rrfM,  d«l  21  pluvioso, 
añi>  XII. 
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yentc  á  insertar  en  la  Constitución  de 
1791,110  artículo  queordexiaba  la  con* 
feccxón  denn  Código  de  leyes  civiles  que 
consagrara  la  tinidad  del  Estado  por 
mediode  la  uniformidad  de  la  legislación 
é  liiciera  prácticas  las  tendencias  iguali- 
tarias tan  ardorosamente  profesadas  en 
las  postrímeHas  del  siglo  XVIIÍ. 

La.  abolición  de  la  reyeda  trajo  á.  De- 
recho intermediario,  en  que  con  numero- 
sas leyes  no  siempre  bien  meditadas,  se 
trAtaba  de  correjir  el  Derecho  antiguo 
vigente  hasta  entonces.  Bsta  contra- 
dicción  entre  la  legislación  monárquica  y 
la  legislación  republicana,  que  no  podía 
mantenerse  mucho  tiempo,  impulsó  la 
ubra  de  la  codificación  general. 

Los  trabajos  empezaron  en  la  comi- 
sión de  legislación  de  la  Convención  Na- 
cional. Cambacérés  redactó  el  primer 
proyecto  de  Código  Civil,  que  fué  recha- 
zado porque  no  seguía  del  todo  las  ten- 
dencias locamente  innovadoras  del  nue- 
vo orden  de  cosas.  El  mismo  Cambacé- 
rés redactó  otro  proyecto,  que  apenas  si 
llegó  á  discutirse,  por  haber  cesado  el 
(iincionamiento  de  la  Convención  con  la 
urganización  del  Directorio. 

Dos  años  después  Cambacérés  presen- 
taba un  tercer  proyecto  á  un  consejo  for- 
mado por  quinientos  miembros,  filósofos 
y  juristas  de  todo  género,  que  no  avan- 
zó gran  cosa  en  su  estudio.  La  ley  de  19 
brnmario  del  año  VIH,  suprimió  el  Direc- 
torio y  confió  la  preparación  del  Código 
Civil,  á  dos  consejos,  de  los  Ancianos  y  de 
ios  Quinientos.  Ese  año  Bonaparte  llega- 
ba á  ser  en  realidad  el  jefe  omnipotente 
del  Estado, y  lasdificuitades  con  que  has- 
ta entonces  había  tropezado  la  discusión 
fueron  salvadas,  con  la  disolución  del 
Tribunado  y  con  la  formación  de  uno 
nuevo,  compuesto  de  personas  enteramen- 


te adeptas  á  los  deseos  del  Jefe  Supremo 
de  dar  pronto  término  á  la  elaboración 
de  la  obra. 

Gracias  á  esta  simplificación,  el  traba- 
jo se  reanudó  el  año  X  y  se  fué  despa- 
chando en  forma  de  leyes  separadas  has- 
ta el  número  de  treinta  y  seis. 

"I^  discusión  del  Código  Civil,  decía 
en  aquellos  días  Mr.  Camus,  citado  por 
Locré,  presenta  á  los  ojos  del  filósofo  un 
drama  en  extremo  interesante,  y  á  veces 
picante  por  el  carácter  de  los  personajes 
que  toman  parte  en  él. 

"La  discusión  se  establecía  entre  juris- 
consultos, los  unos  del  país  regido  por  el 
derecho  consuetudinario,  los  otros  del 
país  del  derecho  escrito;  legistas,  admi- 
nistradores, militares,  financistas,  perso- 
nas que  no  tenían  ningún  conocimiento 
particular  de  las  leyes,  sino  ideas  sanas 
y  rectas,  formadas  sea  en  la  naturaleza, 
sea  en  la  experiencia. 

"A  estadiversidad  de  talentosq'ue  resul- 
ta de  los  estudios  y  de  las  ocupaciones  de 
los  actores,  es  necesario  agregar  las  dife- 
rencias que  vienen  del  carácter  de  las  per- 
sonas y  de  todos  esos  matices  que  se 
notan  entre  los  hombres  que  viven  en  so- 
ciedad... Siguiendo  el  curso  deladiscnsión 
es  fácil  observar  cómo  cada  uno  conser- 
va fielmente  el  carácterque  ha  mostrado 
al  principio;  pero  lo  que  es  más  digno  de 
observación  es  la  extrema  influencia  que 
tienen  sobre  los  hombres  el  género  de 
vida  al  cual  ellos  se  entregan,  sus  estu- 
dios, sus  ocupaciones  habituales  y  las 
funciones  que  llenan.'*  (1) 

La  acción  dominante  del  primer  cón- 
sul pudo,  pues,  vencer  las  resistencias  pro- 
pias de  la  trascendental  innovación  que 
en  el  antiguo  orden  decosas  significabael 


0)  hoCKÍ~:La  l^idaUmeivitet  i.  l."p.*13. 
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Código  Civil,  resistencias  que  se  manifes- 
taron aánenelseno  del  prímerTríbunado 
y  que  sin  la  autoridad  un  tanto  arbitra- 
ria de  Napoleón,  pudieron  hacer  fraca- 
sar la  obra. 

"Napoleón,  dice  Mr.  Thiers,  contribu- 
yó de  dos  maneras  decisivas  á  la  confec- 
ción de  nuestros  códigos,  determinando 
el  ^ado  de  innovación  é  impulsando  la 
obra  á  término"  (1). 

Vivamente  controvertida  ha  sido  la 
influencia  que  en  la  clalx>ración  del  Có- 
digo tuvo  el  Primer  Cónsul,  de  (juien  el 
mismo  Mr.  Thiers,  dice  que  "no  tenía 
sino  la  instrucción  que  es  posible  recibir 
en  una  buena  escuela  militar'*;  pero  na- 
die niega  que  sólo  su  poderosa  voluntad 
pudo  impulsar  la  obra  hasta  llevarla  á 
término  y  vencer  las  resistencias  del  Tri- 
bunado en  cuyo  seno  se  encontraban  un 
buen  número  de  hombres  dominados  por 
un  porfiado  espíritu  de  oposición,  v  á 
quienes  Napoleón  caliñcaba  de  "metafísi- 
cos  buenos  para  arrojar  al  fuego". 

La  ley  de  30  de  Ventoso  del  año  XII, 
reunió  por  fin  las  treinta  y  seis  leyes  que 
hasta  entonces  habían  sido  sucesiva  v 
separadamente  sancionadas  y  las  pro- 
mulgó como  un  solo  cuerpo  con  el  título 
de  Código  Civil  de  los  Franceses. 

Este  título  no  se  mantuvo  mucho  tiem- 
po. El  Gobierno  imperial  reemplazó  á  la 
República,  y  fué  necesario  ponerel  Código 
Civil  en  armonía  con  el  nuevo  orden  de 
cosas.  El  3  de  septiembre  de  1807  se  dic- 
tó la  ley  que  aprobaba  la  nueva  edición 
del  Código  y  en  ella  se  le  dió  por  primera 
vez  el  título  de  Código  Napoleón. 

La  modificaciones  introducidas  en  esta 
edición  fueron  en  realidad  muy  escasas  y 
se  redujeron  principalmente  á  cambiar 

(I)  Thiers.— //MifwVrrfa  Coiuulat,  t.  XX,  p.  726. 


las  palabras  República  por  Imperio,  Pri- 
mer Cónsul  por  Emperador,  etc. 

Bigot  Préameneu  en  la  exposición  de 
motivos  de  esta  ley  decía:  "El  Código  Na- 
poleón es  una  especie  de  arca  santa  por 
la  cual  daremos  á  los  pueblos  vecinos  el 
ejemplo  de  un  respeto  religioso".  Este  es- 
píritu dominó  en  la  Asamblea;  se  mantu- 
vo sustancialmente  el  texto  primitivo  y 
se  prefirió  dictar  leyes  especiales  sobre 
algunas  materias  en  que  la  experiencia 
aconsejaba  innovar  (1 ). 

La  restauración  borbónica  no  podía 
conservar  el  nombre  de  Napoleón  en  el 
título  del  Código.  La  Carta  de  1814 
mantuvo  la  fuerza  obligatoria  de  este 
cuerpo  de  leyes  designándolo  con  el  nom- 
bre de  Código  Civil.  La  Ordenanza  de  17 
de  julio  de  1816,  al  autorizar  la  tercera 
edición  del  Código,  le  restituyó  su  anti. 
guo  nombre  de  Código  Civil.  Por  fin  en 
la  víspera  del  segundo  imperio,  el  prínci- 
pe Napoleón,  Presidente  ya  de  la  Repú- 
blica, hizo  sustituir  este  último  título  por 
el  de  Código  Napoleón,  dictando  á  este 
efecto  un  decreto  que  fué  sancionado  con 
fuerza  de  ley  por  la  Constitución  de  1852- 
"Al  restablecer  esta  denominación,  decía 
el  decreto,  no  se  hace  sino  rendir  home- 
naje á  la  verdad  histórica." 

El  nombre  oficial  del  Código  Civil  de 
Francia,  es,  pues,  según  la  legislación  vi- 
gente, el  de  Código  Napoleón,  no  obstante 
de  que  en  la  práctica,  después  de  la  caída 
del  segundo  imperio,  se  ha  introducido  la 
costumbre  de  llamarlo  sencillamente  C<5- 
digo  Civil. 

Vivamente  controvertida,  decíamos 

(I)  En  eae  uiiemo  tivmpo  iie  dicturon  las  leyes  da 
3  de  septiembre  de  1807  sobre  la  tana  del  iateréi; 
la  de  igasl  feoh»  sobre  inscripciones  bi|)oteeaiiaB; 
y  la  de  4  de  septiembre  del  mismo  aflo  sobre  el  sen- 
tido del  artículo  2148  del  Código. 
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hace  puco,  ha  sido  la  justicia  con  que  seha 
dado  al  Código  el  nombrede  Napoleón. 

En  18Ü7,  durante  la  discusión  de  la  ley 
qne  consagró  este  título,  Mr.  Chabot  de 
L'Allier,  justificaba  en  estos  términos  su 
adopción: 

"La  compilación  de  las  leyes  romanas, 
hechas  bajo  el  gobierno  de  un  príncipe  que 
pensaba  por  medio  de  sus  Ministros,  c|ue 
combatía  por  medio  de  sus  generales,  y 
que  no  tuvo  ninguna  participación  en  la 
obra  que  había  ordenado  hacer,  no  debe- 
rla llevar  su  nombre.— Sin  embargo,  es  la 
compilación  de  leyes  lo  que  ha  salvado  á 
Justiniano  del  olvido.— De  muy  distinto 
modo  ha  pasado  entre  nosotros,  señores; 
el  mismo  emperador  es  quien  ha  echado 
con  sus  triunfantes  manos  las  bases  de 
nuestras  leyes  civiles.— Constantemente 
se  le  ha  visto  asistir  á  la  discusión  en  los 
Consejos,  alumbrarlosy  dirigirlos á  la  vez 
que  por  la  profundidad  de  las  ideas  por 
la  fuerza  del  razonamiento,  y  desenvolver 
á  cada  instante  conocimientos  que  han 
dejado  atónitos  á  los  más  consumados 
jurisconsultos,  fijando  los  grandes  prin- 
cipios por  las  vastas  concepciones  de  un 
genio  creador  al  cual  nada  parece  ser 
extraño. — Nuestro  Código  si  que  es  cier- 
tamente el  Código  Napoleón." 

Siete  años  después,  bajo  la  influencia 
sin  duda  de  la  caída  del  im|)erío,  Mr.  Du- 
pin,  que  fué  más  tarde  el  ilustre  Procura- 
dor General  del  Reino,  exclamaba:  "Na- 
poleón no  reina  ya;  pero  todas  sus  leyes 
nos  quedan  y  son  ellas  las  que  han  hecho 
la  desgracia  de  la  nación." 

"Bonaparte,  decía  á  su  vez  Mr.  Acco- 
las,  era  incapaz  de  elevarsehasta  la  altu- 
ra de  la  menor  idea  moral:  religión,  cien- 
cia, costumbres,  todo  no  era  entre  sus 
manos  sino  el  instijimento  de  su  mons* 

DBMCHO 


truosa  ])ersonalidad....  Hn  legislación  no 
hubo  jamás  un  espíritu  más  limitado  que 
el  suyo"(l). 

Bnl84r9  cuando  las  elecciones  de  1848 
alzaban  ya  sobre  la  Francia  la  figura  de 
Luis  Napoleón,  decía  Mr.  Thieriet:  "Es- 
cribir á  la  cabeza  del  Código  el  nombre 
de  aquel  de  quien  es  el  más  bello  título  de 
gloria,  de  aquel  que  tomó  en  su  redacción 
una  parte  tan  realy  tan  activa...  no  sería 
sino  aplicar  la  gran  máxima  suüm  caique 
tribuerc,  dar  á  cada  uno  lo  suyo"  (2). 

Por  fin  en  1872,  á  la  raíz  de  la  caída 
del  segundo  imperio,  se  manifestaba  en  la 
Asamblea  Nacional,  la  necesidad  de  su- 
primir el  nombre  de  Napoleón:  "El  título 
de  Código  Civil,  decía  uno  de  sus  miem- 
bros, presenta  como  los  de  la  legislación 
comercial,  penal,  rural,  un  sentido  intrín- 
seco, que  responde  naturalmente  á  su 
objeto  especial  y  homogéneo;  mientras 
que  el  título  de  Código  Napoleón,  no  es 
ni  explicativo  por  sí  mismo,  ni  justo  en 
su  soberana  aplicación  de  una  reminicen- 
cia  romana:  el  Código  de  justiniano  en- 
cerraba no  una  especialidad  de  leyes  con- 
cordantes, sino  una  colección  de  leyes  di- 
versas" (3). 

Es  probable  que  el  nombre  de  Código 
Napoleón,  no  se  borre  oficialmente  hasta 
que  no  se  haga  una  4^  edición,  tanto  más 
necesaria  hoy  cnanto  que  desde  1816  en 
que  se  hizo  la  3*  se  han  introducido  nu- 
merosas modificaciones  en  las  materias 
de  que  el  Código  trata. 

Entretanto,  nosotros  continuaremos 
participando  de  la  opinión  de  Mr.  Lau- 
rent,  á  quien  no  puede  suponérsele  incli- 
nado á  adular  á  la  familia  napoleónica. 

(1)  AcGOLAS. — Uanuel  da  Dmit  Oiril.  Introdao- 
dón. 

(2)  Revue  de  Ugitlation,  i.  U,  año  1849. 

(3)  Journal  Qficiel,  exposición  d«  motivos  de  no 
proyeoto  de  ley  de  Hr.  Salnenve. 
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Lanrent  empieza  su  monumental  obra  de 
Derecho  Civil  con  estas  palabras: 

"Nuestro  Código  Civil  lleva  el  título  de 
Código  Napoleón;  la  posteridad  recono- 
cida le  ha  conservado  este  título,  que  los 
contemporáneos  le  dieron  cuando  el  Em- 
perador estaba  en  la  cima  de  la  gloría. 
Nosotros  podemos  reconocer  hoy  día  sin 
alabanza  que  es  íil  Primer  Cónsul  á  quien 
debemos  el  beneficio  de  una  legislación 
que,  por  la  claridad  y  precisión  de  la  for- 
ma, es  una  verdadera  obra  maestra.  La 
codificación  había  sido  antes  que  por  él 
intentada  y  había  fracasado.  Desde  su 
exaltación  al  poder,  el  Primer  Cónsul 
pensó  en  satisfacer  el  voto  manifestado 
por  todas  las  Asambleas  nacionales,  y  ob- 
tuvo éxito.  Nosotros  no  diremos  con  Por- 
talis,  que  "es  el  mayor  de  los  bienes  que 
los  hombres  pueden  dar  y  recibir".  Napo- 
león también  quería  celebrar  su  Código 
como  si  f\  hubiera  realizado  todas  las  as- 
piraciones del  S9.  No,  hay  aún  un  bien 
mayor  que  un  Código  completo  de  leyes 
civiles:  es  la  libertad,  y  la  historia  impar- 
cial dirá  que  en  el  momento  en  que  el  Pri- 
mer Cónsul  dotó  á  la  Francia  de  una  le- 
gislación civil,  le  arrebató  la  libertad". 

Es  innegable  que  Napoleón  vela  en  la 
aplicación  del  Código  Civil  no  sólo  los  be- 
neficios de  la  uniformidad  de  legislación, 
sino  también  un  propósito  político  al 
amparo  de  la  tendencia  igualitaria  de  las 
disposiciones  del  Código  y  especialmente 
de  la  supresión  de  losmayorazgosy  la  di- 
visión forzada  de  la  propiedad  que  tenía 
que  concluir  con  la  influencia  de  la  gran 
propiedad  territorial  de  la  antigua  noble- 
za francesa. 

En  su  Correspondencia  se  ve  el  empeño 
queel  Emperador  ponía  para  hacer  adop- 
tar el  Código  eñ  todos  tos  países  domina- 


dos por  sus  armas.  "Yo  cuento  más  sobre 
el  efecto  del  Código,— escribía  á  su  her- 
mano Jerónimo,  á  quien  acaba  de  colo- 
car sobre  el  trono  de  Westfalia,— yo  cuen- 
to más  sobre  el  efecto  del  Código  para  la 
extensión  y  afianzamiento  de  vuestro  po- 
der, que  sobre  los  resultados  de  las  más 
grandes  victorias.  No  diferais  por  nada 
su  establecimiento.  No  dejarán  de  hace- 
ros objeciones;-  oponedles  una  firme  vi>- 
luntad"...  (1). 

En  la  unidad  de  legislación  existía  sin 
duda  un  poderoso  elemento  de  domina- 
ción, que  si  bien  nos  presenta  una  de  las 
fases  de  la  acción  de  Bonaparte,  no  amen- 
gua sino  que  más  bien  esplica  y  esclarece 
su  intervención  eficaz  y  preponderante  en 
la  elaboración  de  la  obra.  En  una  nota  dic- 
tada en  Burdeosen  1808  sobre  la  manera- 
como  él  entendía  que  debía  contarse  la 
historia  nacional,  insistía  en  el  contraste 
entre  la  nuevay  laantiguaFrancia,  "esta 
Francia  abigarrada,  sin  unidad  de  leyes, 
siendo  más  bien  una  reunión  de  veinte 
reinos  que  uno  solo;  se  siente,  agregaba, 
que  se  respira  al  llegar  á  la  época  en  que 
se  ha  gozado  de  los  lieneñcios  debidos  á 
la  unidad  de  leyes,  de  administración  y  de 
territorio". 

Esa  época  era  el  período  napoleónico. 

Lo  que  puede  asegurarse  es  que  Napo- 
león en  todo  tiempo  manifestó  un  vivo  in- 
terés por  todo  lo  que  al  Código  se  refería; 
y  aún  en  la  hora  de  la  desgracia,  cuando 
toda  su  grandeza  se  había  derrumbado, 
tenía  la  visión  de  que  el  Código  Civil  sería 
su  obra  perdurable  y  su  más  justificado 
título  al  reconocimiento  de  la  posteridad. 
"Mi  verdadera  gloria,  decía  en  Santa  Ele- 
na, no  es  haber  ganado  cuarenta  bata- 
llas... Waterloo  borrará  el  recuerdo  de 


(1)  Qorrftpomle mf,  XVI^pág  .206. 
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tantas  victorias...  Pero  lo  que  nada  bo- 
rrará, lo  que  vivirá  eternamente,  es  mí 
Código  Civir  (1). 

No  vivirá  eternamente  el  Código  Na- 
poleón; sobre  la  obra  monumental  de  los , 
juTÍsconsultosdel804  se  cimentarán  nue- 
vas faces  del  Derecho  Civil,  porque  es  esa 
la  eterna  evolución  de  la  vida  y  del  pro* 
greso;  pero  el  hecho  de  haber  llegado  la 
oportunidad  de  celebrar  su  centenario 
justifica  las  palabras  de  Napoleón  y  háce 
unir  su  nombre  á  los  grandes  beneficios 
que  á  la  causa  de  la  civilización  ha  traído 
el  Código  Civil  de  los  Fran<xses. 

Por  la  Dirección  de  la  Revista, 
Bliodoro  YX5ÍBZ. 
Octubre  de  19U4-. 


CENTENARIO  DEL  CÓMGf)  CIVIL 
ÜR  FRANCIA  (2) 

Un  siglo  ha  transcurrido  desde  que  el 
Código  Civil  entró  en  vigor,  porque  fué 
el  30  del  Ventoso  del  año  XII,  ó  sea  el  21 
de  marzo  de  iSO-i  cuando  una  última  ley 
reunió  en  un  solo  cuerpo  las  36  leyes  civi- 
les que  se  habían  dictado  anteriormente 
y  que  debían  constituir  este  imponente 
monumento  legislativo.  El  Consejo  Di- 
rectivo déla  Sociedad  de  Legislación  Com- 
parada y  el  de  la  Sociedad  de  Estudios 
I^islativos  han  pensado  que  es  conve- 
niente celebrar  con  una  solemnidad  cien- 
tífica y  patriótica  el  centenario  de  la 
promulgación  de  un  Código  que  por  pri- 
mera vez  unió  á  la  Francia  entera  bajo 

(1)  MoNTfihHON,  Réeüde  la  captívité,  1. 1,  pá^. 
401. 

(2)  T> aducido  d«l  BuUriin  de  la  Société  de  Ligit- 


una  regla  común  y  cuya  influencia  en  el 
extranjero  ha  sido  tan  considerable. 

A  este  efecto,  ambos  consejos  se  han 
puesto  de  acuerdo  para  nombrar  una  co- 
misión mixta,  á  la  cual  han  encargado  de 
estudiar  la  forma  en  que  se  debe  hacer  la 
proyectada  manifestación.  La  comisión 
quedó  compuesta  de  M.  Baudoin,  presi- 
dente de  las  dos  Sociedades;  de  M.  Sallei- 
les,  secretatio  general  de  la  Sociedad  de 
Estudios  I.«gislativos;  de  M.  Daguin,  se- 
cretario general  de  la  Sociedad  de  Legis- 
lación comparada  y  de  otros  diez  juris- 
consultos. 

Desde  su  primera  sesión»  celebrada  en 
el  pasado  mes  de  marzo,  la  Comisión 
juzgó  conveniente  poner  la  empresa  bajo 
el  patronato  de  una  gran  junta  compues- 
ta de  representantes  de  la  magistratura, 
del  foro,  del  Parlamento,  del  ministerio 
público,  del  instituto  de  Francia,  de  las 
Facultades  de  Derecho,  de  los  hombres 
de  negocios,  de  las  sociedades  sabias,  y 
en  una  palabra,  de  todos  los  cuerpos  que 
por  cualquiera  causa  se  interesen  en  los 
adelantos  del  derecho  y  en  las  cuestio- 
nes sociales  y  económicas  que  á  él  se  re- 
fieren. 

Designados  estos  representantes  en  nú- 
mero más  ó  menos  de  140  á  150,  cele- 
braron su  primera  sesión  general  el  15 
de  mayo  en  las  Escuelas  de  Derecho,  y 
en  ella  M .  Baudoin  pronunció  el  siguien- 
te discurso: 

"Señores: 

"El  SU  del  Ventoso  del  afio  XII  el  Go- 
bierno promulgaba  en  un  solo  cuerpo  las 
36  leyes  que  votadas  en  el  curso  del  año 
precedente,  constituían  en  su  magestuo- 
so  conjunto  el  Código  Civil  de  Francia  y 
venian  á  realizar  la  aspiración  nacional 
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tantas  veces  manifestada  de  lu  unidad 
de  la  legislación  civil. 

"Todos  vosotros  conocéis  los  inmeu' 
sos  beneficios  de  tal  obra,  la  cual  junto 
con  aprovechar  los  tesoros  acumulados 
del  derecho  romano  y  de  nuestras  cos- 
tumbres y  las  inapreciables  conquistas 
de  nuestra  gloriosa  revolución,  supo  me- 
diante una  maravillosa  transacción  ligar 
el  presente  al  pasado  y  dar  á  nuestra 
sociedad  contemporánea  el  palladium, 
bajo  el  cual  ella  vive,  prospera  y  progre- 
sa desde  hace  un  siglo. 

"Tan  grandes  han  sido  estos  beneficios 
que  se  han  desbordado  fuera  de  nuestras 
fronteras,  como  que  el  mundo  entero  los 
ha  hecho  suyos,  seducido  por  la  admira- 
ble simplicidad  de  la  obra  y  por  la  cien- 
cia y  la  sabiduHa  de  sus  disposiciones^ 
y  numerosas  legislaciones  de  Europa  y 
América  la  han  tomado  por  modelo 
cuando  no  se  han  ceñido  á  reproducirla 
l)ura  y  simplemente. 

"Cien  afios  han  trascurrido  desde  en- 
tonces, y  entre  tantos  escombros  acumu- 
lados en  el  curso  del  siglo  XIX,  que  ha 
visto  tantas  grandezas  reducidas  á  rui- 
nas, el  Código  Civil  permanece  robusto 
y  de  pie,  siempre  digno  de  la  admiración 
que  lo  acogió  al  nacer  y  del  título  de 
arca  santa  con  que  lo  saludó  en  ÍH07  el 
respeto  de  la  nación. 

"Las  sociedades  de  Estudios  Legislati- 
vos y  de  Legislación  Comparada  han 
pensado  que  semejante  aniversario  no 
debe  pasar  inadvertido;  que  es  indispen- 
sable resumir  en  tm  cuadro  todos  los  be- 
neficios que  la  influencia  del  Código  Civil 
nos  ha  reportado;  y  que  es  justo  que  en 
esta  tierra  clásica  del  derecho,  en  la  pa- 
tria de  Cujus,  de  Dumoulin  y  de  Pothier, 
la  gratitud  nacional  tribute  una  vez  más 
solemne  homenaje  á  la  memoríci  de  aque- 


llos grandes  juristas,  los  cuales  fueron 
Tronchet,  Malville,  Bigot-Préameneu, 
Portalis,  que  en  breves  meses,  bajo  la 
genial  impulsión  de  Bonaparte.  forjaron 
nuestro  inmortal  Código.  Han  pensado 
también  que  en  justicia  se  debían  asociar 
á  este  testimonio  de  gratitud  todos  esos 
buenos  ministros  del  derecho  que  desde 
hace  un  siglo  han  contribuido  poderosa- 
mente con  sus  doctrinas,  con  sus  senten- 
cias y  con  su  infatigable  laboriosidad  á 
desarrollar  los  principios  consagrados 
por  el  texto  y  á  desprender  todo  lo  bue- 
no que  de  ellos  se  deriva. 

"Empero,  por  grande  que  sea  nuestra 
admiración,  ella  no  nos  ciega  hasta  el 
punto  de  desconocer  las  lagunas  y  los 
arcaísmos  de  la  obra.  A  medida  que  el 
tiempo  pasa,  se  ensancha  el  horizonte,  se 
hacen  sentir  nuevas  necesidades,  y  sobre 
todo,  la  de  adaptar  la  ley  que  rige  á  la 
nación,  mediante  prudentes  enmiendas,  á 
las  nuevasexigencias  ({ue  reclaman  satis- 
facción. Mas  ¿acaso  no  se  rinde  también 
homenaje  al  pasado  cuando  se  pone  dis- 
cretamente de  manifiesto  la  novedad  de 
aquéllas  situaciones  que  la  más  despier- 
ta previsiém  no  pudo  adivinar  y  la  ma- 
ravillosa elasticidad  de  un  Código  cuyos 
principios  generales  contienen  todos  los 
gérmenes  del  derecho  nuevo  y  se  amoldan 
á  todas  las  aspiraciones  It^timas  de  la 
democracia? 

"A  la  celebración  de  este  jubileo  así 
entendido  es  á  la  que  hemos  querido  in- 
vitaros, señores.  Hemos  creído  que  de- 
bíamos reunir  para  este  homenaje  á  t<i- 
dos  aquellos  que  han  hecho  de  los  estu- 
dios jurídicos  el  fin  de  su  vida  y  á  todos 
aquellos  que  por  la  autoridad  de  que  es- 
tán investidos,  por  sus  trabajos  de  todos 
admirados,  por  sus  talentos,  por  su  ca- 
rácter,  honran  en  este  país  la  ciencia  del 
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derecho  y  deben  tener  á  honor,  como  no- 
sotros mismos,  asociarse  á  la  gloriñca- 
ción  de  la  obra  grandiosa  que  para  no- 
sotros persotiifícn  el  derecho  y  lajusticia. 

Os  agradecemos,  señores,  haber  venido  a 

nuestro  llamamiento." 

Después  de  este  discurso,  se  tr&hó  dis- 
ensión acerca  de  los  dos  puntos  siguien- 
tes: 1'  en  qué  forma  se  delje  celebrar  el 
memorable  acontecimiento  que  puso  ú. 
Francia  bajo  el  imperio  de  una  sola  ley ;  y 
2*  ¿convendría  invitará  dichacelebración 
á  representantes  de  aquellos  países  ex- 
tranjeros que  están  ó  han  estado  regidos 
por  el  Código  Civil  francés  ó  en  cuyo  mo- 
vimiento legislativo  el  derecho  francés  ha 
ejercido  influencia  preponderante? 

Acerca  del  primer  punto,  la  Junta  deci- 
dió que  la  fiesta  tuviera  carácter  pura- 
mente científico  sin  ninguna  tendencia 
política.  Bn  principio,  ella  consistirá  en 
la  celebración  de  una  ó  varias  sesiones 
dedicadas  al  Código  Civil,  y  su  impor- 
tancia dependerá  de  los  recursos  que  se 
obtengan. 

Acerca  del  segundo  punto,  fué  opinión 
unánime  que  convenía  invitar  algunos 
extranjeros,  pero  que  se  debía  limitar  el 
número  de  estas  invitaciones  y  no  favo- 
recer con  ellas  sino  á  juristas  que  formen 
parte  de  una  ú  otra  de  ambas  Sociedades. 

Antes  de  levantarse  la  sesión,  la  Junta 
patrocinante  delegó  sus  poderes  en  una 
Comisión  Ejecutiva  y  la  autorizó  para 
integrarse  llamando  ásu  seno  en  número 
restringido  algunos  miembros  nuevos  ele- 


gidos entre  las  personas  más  aptas  para 
secundar  sus  propósitos. 

La  Junta  patrocinante  declaró,  por  lo 
demás,  que  el  propósito  de  glorificar  el 
Código  Civil  no  era  en  manera  alguna 
incompatible  con  una  revigjón  confiada 
á  hombres  que  sepan  tomar  en  cuenta  las 
nuevas  ideas  y  necesidades,  como  también 
los  cambios  que  desde  un  siglo  atrás  han 
sobrevenido  en  el  estado  social  v  en  el 
orden  económico. 

La  Comisión  Ejecutiva  se  ha  reunido 
varias  veces  en  mayo  y  en  junio,  y  ha 
fijado  ya  el  programa  de  la  manifesta- 
ción y  formado  la  nómina  de  los  extran- 
jeros que  serán  invitados.  La  celebración 
consistirá  principalmente  en  una  sesión 
solemne  que  tendrá  lugar  el  29  de  octu- 
bre próximo  bajo  la  presidencia  del  guar- 
da-sellos y  que  será  seguida  de  un  ban- 
quete de  suscripción.  Varias  reuniones  ó 
recepciones  precederán  ó  seguirán  á  la 
ceremonia  oficial.  En  particular,  las  So- 
ciedades de  Legislación  Comparada  y  de 
Estudios  legislativos  celebrarán  el  27  y 
el  28  del  mismo  mes  dos  sesiones  comu- 
nes que  se  consagrarán  al  examen  de  los 
mejores  procedimientos  que  se  puedan 
seguir  para  reformar  el  Código  Civil. 
Una  medalla  conmemorativa,  acuñada 
en  la  Moneda,  se  distribuirá  á  loa  que 
tomen  parte  en  la  celebración. 

Han  llegado  ya  á  la  Comisión  Ejecuti- 
va numerosas  adhesiones  y  parece  que 
la  fiesta  va  á  ser  particularmente  bri- 
llante. 
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EL  RECURSO  DE  CASACIÓN  EN  EL  FONDO  Y  LAS  CUESTIONES 
DE  HECHO  BN  LOS  JUICIOS 


(  Continuación) 


Pero  no  se  confunda  lo  dicho  con  los 
efectos  que  debe  producir  la  interpreta- 
ción dada  al  contrato  por  el  juez  del 
fondo;  de  nuevo,  esto  es  aplicación  de  la 
ley  á  los  hechos  y  nos  encontramos  den- 
tro de  la  órbita  de  acción  de  los  actos 
generales.  Interpretado  un  contrato  en 
tal  ó  cual  sentido,  deben  concedérsele  las 
consecuencias  que  la  ley  añade  al  acto 
comprobado  y  no  otras  ni  tampoco  nin- 
guna de  menos.  Así,  pues,  si  el  juez  esta- 
ble<%  que  existe  una  cláusula  de  no  enaje- 
nar sobre  cuyo  mérito  se  discute,  será 
preciso  declare  que  ella  es  válida  ó  que  es 
nula  según  sea  la  especie  de  acto  contrac- 
tual de  que  se  trate.  Si  yerra  sobre  este 
punto,  incurre  ^  causal  de  casación  en  el 
fondo,  porque  ha  infringido  la  ley. 


De  lo  dicho,  resulta  que  es  inacepta- 
ble la  doctrina  sentada  por  la  Corte 
de  Casación  francesa  en  una  de  las  sen- 


tencias libradas  durante  el  segundo  pe- 
ríodo de  su  jurisprudencia  sobre  infrac- 
ción del  artículo  1134  del  Código  Napo- 
león, declarando:...  "Que  las  reglas  in- 
dicadas por  la  ley  en  materia  de  inter- 
pretación de  contrato  son  más  bien 
consejos  que  prescripciones  rigorosas  díi- 
das  á  los  jueces"  (1). 

Esto  lo  afirmó  la  Corte  arrastrada 
más  allá  de  lo  conveniente  por  la  nueva 
teoría  que  adoptaba,  en  virtud  de  la 
cual  se  creía  incompetente  para  imponer 
la  sanción  de  su  censura  al  juez  á  quien 
se  acusaba  de  no  haber  respetado  la  vo- 
luntad ■  de  las  partes.  Pero  nos  parece 
una  conclusión  exagerada  y  antijurídica 
y,  por  consiguiente,  peligrosa. 

Antijurídica,  porque  los  principios  del 
Derecho  quieren  que  todo  precepto  de  la 
ley  positiva  sea  absolutamente  obligato- 
rio para  el  juez;  de  otra  manera,  la  ley  no 
existe,  el  juez  se  convierte  en  árbitro  des- 

(1)  Rfpfrtoire,  t.  IX,  iidm.  H¿99. 


Digitized  by 


Google 


niíRRCílO 


ir» 


pótico  é  irresponsable,  y  se  fustra  ra- 
dicalmente la  función  social  del  Derecho. 

Exagerada,  porque  no  es  preciso  ir  tan 
lejos  para  reconocer  la  facultad  privativa 
de  los  jueces  del  fondo  en  orden  á  la  apre- 
ciación de  la  intención  de  los  contratan- 
tes. Si  son  soberanos  para  decidir  cuál 
ha  sido  ésta,  no  lo  son  ni  pueden  serlo 
para  ajustarse  ó  no  á  las  normas  ge- 
nerales que  la  ley  les  traza  para  6jar  el 
HÍcance  legal  de  esa  intención.  Por  ejem- 
plo, el  jaez  del  fondo  es  libre  para  decla- 
rar que  las  partes  se  han  referido  expre- 
samente á  cierto  caso  para  explicar  su 
estipulación,  ó  si  no  se  han  referido  á. 
caso  alguno  determinado  con  tal  objeto; 
[tero  establecido  lo  primero,  no  podria 
excnsarse  de  aplicar  la  regla  del  artículo 
1565  del  Código  Civil,  que  dispone  que 
"no  se  entenderá  por  solo  eso  haberse 
querido  restringir  la  convención  á  ese 
caso,  excluyendo  los  otros  á  que  natu- 
ralmente se  extienda".  Si  el  juez  se  nega- 
se á  fallar  con  arreglo  á  este  artículo 
sin  causa  legal  bastante,  su  sentencia 
serta  casable  por  infracción  de  ley,  por- 
que, en  realidad,  se  habría  pronuncia- 
do erróneamente  sobre  el  alcance  jurídi- 
co del  hecho  por  él  comprobado,  materia 
propia  del  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 

Otro  tanto  debe  entenderse  de  las  de- 
más reglas  legales  de  interpretación  cuya 
infracción  importe  igual  cosa.  Pero  no 
así  de  aquéllas,  lo  repetimos  nuevamente, 
que  sólo  se  refieran  á  la  apreciación  de 
los  htthos  en  sí  mismos  y  á  su  alcance 
material,  como  son  v.  gr.,  las  de  los  ar- 
tículos 1563  y  1564  del  Código  Civil. 
Por  éstas  no  habría  motivo  de  casación; 
pero  quedando  siempre  en  pie,  para  el 
ju»,  la  obligación  ineludible  de  sujetarse 
áeUas. 


VI 


£n  cuanto  á  la  declaración  de  haberse 
ó  no  llenado  las  solemnidades  legales 
de  un  acto  ó  contrato,  es  también  un 
punto  del  dominio  de  la  Corte  de  Casa- 
ción. 

Sin  embargo,  podría  parecer  que  no; 
porque,  á  primera  vista,  la  comproba- 
ción de  las  solemnidades  es  cuestión  de 
hecho.  Pero  es  el  hecho  de  haberse  ó  no 
observado  la  ley,  y  la  equivocación  del 
juez  sobre  este  particular  puede  ser  mo- 
tivada por  un  error  de  derecho,  que  in- 
cumbe á  la  Corte  de  Casación  reprimir. 

La  cuestión  es  aún  más  indiscutible  si 
se  considera  que  las  solemnidades  que 
exige  la  ley  para  la  eficacia  de  un  acto  ó 
contrato  consisten  en  requisitos  ó  trami- 
taciones que  tienen  su  fórmula  ó  su  ma- 
nera especial  de  producirse  fijadas  por  la 
misma  ley;  generalmente  son  hechos  au- 
ténticos; generalmente  también  resultan 
ó  deben  resultar  del  acto  ó  contrato  mis- 
mo de  que  se  trata. 

La  doctrina  y  la  jurispmdeucia  france- 
sas sobre  esta  materia,  son  terminantes. 
"Es  evidente",  escriben  los  autores  del 
Repertorio  Alfabético  (1),  copiando  á  la 
letra  lo  que  dice  M.  Crépon  (2),  "que  la 
cuestión  de  saber  si  las  formas  (de  los 
contratos)  han  sido  ó  no  observadas,  si 
las  indicaciones  exigidas  se  encuentran  6 
no  en  el  acto  que  se  discute,  no  puede  ser 
abandonada  al  poder  discrecional  de  los 
jueces  del  fondo,  y  que  ellaentra  esencial- 
mente en  las  atribuciones  de  la  Corte  Su- 
prema, encargada  de  asegurar  el  respeto 
á  las  prescripciones  legales.  En  consecuen- 
cia, la  declaración  hecha  por  los  jueces 

(1)  T.  IX.  n.  3143. 

(2)  T.  IIT,p.  óíí 
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del  fondo  en  orden  á  que  las  formalida- 
des y  menciones  exigidas  se  encuentran 
en  el  acto,  no  es  obstáculo  en  manera  al- 
guna, á  la  revisión  de  la  Corte  de  Casa- 
ción, que,  examinando  el  acto  mismo, 
podrfa  casar  por  inobsen'ancia  de  las 
prescripciones  de  la  ley." 

TESTAMENTOS 


I 


En  lo  relativo  á  testamentos,  presén- 
tanse  igualmente  algunas  difícultades 
para  delimitar  el  campo  de  los  hechos  y 
el  dominio  del  derecho. 

Sobre  las  solemnidades  del  acto,  se  apli- 
ca lo  que  acabamos  de  decir  respecto  de 
los  contratos,  que  es  común  á  los  actos 
jurídicos  en  general. 

La  controversia  se  refiere  particular- 
mente al  sentido  de  las  cláusulas  testa- 
mentarías, ó  sea,  á  la  interpretación  de 
los  testamentos. 

Como  lo  hemos  expresado  más  arríba, 
ésta  consiste  en  determinar  6  penetrar  la 
voluntad  del  testador,  lo  que,  en  princi- 
pio, es  una  cuestión  esencialmente  de  he- 
cho. Pero  como  las  afirmaciones  de  he- 
cho pueden  derivar  aquí  también  de  un 
concepto  falso  de  la  ky,  de  un  error  de 
derecho,  debemos  concluir  que  los  jueces 
del  fondo  carecen,  en  esta  materia,  de 
una  soberanía  absoluta  de  apreciación. 


II 


La  doctrina  general  seguida  en  Fran- 
cia sobre  esta  interesante  cuestión  está 
contenida  en  los  siguientes  párrafos  de 
las  Pandectas  francesas  (1). 

ti)  Donatiom  tí  TMtamfnla,  t.  II. 


"8117. — El  legislador  ha  consignado 
en  los  artículos  1 156  y  siguientes  del  Có- 
digo Civil  francés  algunas  reglas  genera- 
les de  interpretación  para  las  convencio- 
nes. Al  contrario,  se  ha  abstenido  de  dio- 
tarlas para  las  disposiciones  testamenta- 
rias. M.  Coin  de  Lisie  explica  así  esta 
diferencia:  "La  voluntad  testamentaria, 
dice,  es  más  caprichosa  que  la  voluntad 
convencional.  Esta  encuentra  un  control 
en  la  oposición  de  intereses  de  las  partes 
contratantes,  y  la -combinación  de  la  in- 
tención de  las  dos  partes,  forma  una  in- 
tención comfin.  La  voluntad  testamenta- 
ria es  despótica,  se  ejerce  sin  control  y 
por  eso  llega  á  ser  más  difícil  de  penetrar. 

"8118.— Puede  agregarse  que,  para  los 
actos  de  última  voluntad,  que  se  mani- 
fiestan, de  ordinario,  en  la  proximidad  de 
la  muerte,  hay  una  razón  más,  que  impide 
una  red^ión  clara  y  neta  de  la  voluntad 
del  que  dispone:  es  la  perturbación  inevi- 
table que  la  proximidad  del  momento  su- 
premo causa  en  los  espíritus  más  firmes, 
máxime  si  están  debilitados  por  la  enfer- 
medad y  el  sufrimiento.  Pero  si  la  inter- 
pretación de  las  disposiciones  testamen- 
tarias se  hace  poresto  mismo  más  delica- 
da, y  si  constituye  más  bien  una  obra  de 
sagacidad  que  una  aplicación  de  reglas 
determinadas  a  príorí,nose  sigue  de  aquí 
que  el  juez  sea  absolutamente  libre  pura 
proceder  como  mejor  le  parezca. 

"8129. — ^El  juez  no  puede,  dicen  muy 
bien  MM.  Aubry  et  Rau  (t.  7.  n,  712,  p. 
459,  texto  y  nota  2),  so  pretexto  de  que, 
habiendo  el  testador  expresado  su  volun- 
tad de  una  manera  incompleta  ó  inexacta, 
es  necesario  interpretarla  y  completarla, 
sustituir  á  una  disposición  clara  y  formal 
una  cláusula  que  produzca  efectos  diferen- 
tes, ni  agregar  á  una  disposición  pura  y 
simple,  tanto  por  sus  términos  como  pe  r 
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SU  naturaleza _v  objeto,  una  condición  6  un 
modo  no  escritos  en  el  testamento,  ni  tam- 
poco, para  dar  efecto  á  una  disposición 
nula  según  su  tenor  literal,  prestar  al  tes- 
tador una  intención  diferente  de  aquélla 
que  él  haexpresado.  Esto  importaría,  por 
una  parte,  desconocer  la  fe  debida  á  un 
testamento  regular,  y  por  otra  parte,  de- 
clarar eficaz  una  voluntad  que  no  ha  sido 
manifestada  en  la  forma  legal  de  los  tes- 
tamentos; habría  entonces,  bajoun  doble 
punto  de  vista,  exceso  de  poder... 

"8245. — ...  El  poder  de  interpretación 
que  la  Corte  de  Casación  ha  reconocido 
siempre  á  los  jueces  del  fondo,  en  materia 
de  testamentos,  no  llega  hasta  permitir- 
les  desnaturalizar  el  pensamiento  del  tes- 
tador tai  como  se  desprende  de  los  breves 
términos  en  que  lo  ha  expresado,  ni  sus- 
tituir la  voluntad  de  ellos  á  la  suya.  En 
los  casos  en  que  hayan  contravenido  á 
esta  regla,  la  Corte  Suprema  puede  anu- 
lar sus  decisiones.  Le  corresponde  tam- 
bién á  ella  verificar  si  los  jueces  del  fondo 
no  han  atribuido  á  las  disposiciones  tes- 
tamentarías, tales  como  las  han  compro- 
bradn  6  legítimamente  interpretado,  efec- 
tos distintos  délos  que  deljen  producir,  ó 
si  les  han  atribuido  todas  las  consecuen- 
cias legales  que  les  corresponden..." 

Tal  es  la  doctrina  rejñbida  por  los  tra- 
tadistas y  la  Corte  de  Casación  de  Fran- 
cia. Ella, como  se  ve,  ha  tratadodc  suplir 
las  deftciencias  legislativas. 

Podemos  completarla,  exponiendo  lo 
que,  al  fin  de  prolongadas  controversias, 
han  llegado  á  establecer  en  orden  á  dos 
cuestiones  especiales  que,  á  este  propósi- 
to, pueden  suscitarse,  y  que  se  suscitan 
en  Francia  particularmente,  por  causa 
de  la  misma  deficiencia  del  Código  Civil: 
la  interpretación  de  los  testamentos  lla- 
mados incompíetos,  porque  no  contienen, 

l>)tRE(;HU 


en  sí,  todos  los  datos  necesarios  para  co- 
nocer, sin  lugar  á  dudas,  la  voluntad  del 
testador;  y  la  interpretación  de  los  testa- 
mentos que  hacen  referencias  á  otros  es- 
critos. 

He  aquí  cómo  se  expresan  las  Pandec- 
tas francesas  sobre  la  primera  cues- 
tión (1): 

"6170.— De  que  las  disposiciones  testa- 
mentarias no  pueden  producirse  sino  ba- 
jo las  formas  reconocidas  por  la  ley,  re- 
sulta la  consecuencia  de  que,  cuando  hay 
testamento  válido,  sólo  este  acto  mismo 
puede  suministrar  la  prueba  de  las  volun* 
tades  del  testador.  En  efecto,  todos  los 
medios  de  prueba  que  se  pueden  buscar 
fuera  del  acto,  en  las  presunciones,  en  la 
prueba  testimonial  ó,  aún,  en  otros  actos, 
no  estarían  revestidos  de  las  formalidades 
testamentarias  y  no  podrían  legalmente 
establecer  la  voluntad  del  testador. 

"B171.— El  testamento  mismo  debe, 
pues,encen'ar  necesariamente  la  desii^na- 
ción  de  los  diversos  elementos  que  cons- 
tituyen ó  pueden  constituir  una  voluntad 
testamentaria,  A  saber:  1^  la  designación 
del  legatario;  2^  la  designación  de  la  cosa 
legada;  3*'  la  designación  de  las  diversas 
modalidades  bajo  las  cuales  puede  ser  he- 
cho el  legado,  cargas,  condiciones,  plazo, 
etc.  (Dbmou>hhb,  t.  4.  n.  36.— Laurbnt, 
1. 13,  n.  128.) 

"6172.--Es  preciso,  sin  embargo,  no 
exagerar  el  alcance  de  la  regla  que  aca- 
bamos de  sentar.  Lo  que  ella  significa 
exactamente  es  que  no  se  puede  recurrir  A 
pruebas  extrínsecas  al  testamento  para 
crear,  modificar  ó  alterar  una  disposición 
de  última  voluntad.  Sin  duda,  cuando  se 
trata  de  una  convención,  se  puede  recu- 
rrir á  todas  las  pruebas  legales  para  co- 


(1)  DoNOÜdw  «t  teitamMto,  t.  II. 
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nocer  la  verdadera  voluntad  de  las  par- 
tes contratantes.  Pero  no  es  lo  mismo 
cuando  se  trata  de  disposiciones  de  últi- 
ma voluntad « pues  estas  disposiciones  no 
existen  á  los  ojos  de  la  ley  sino  cuando  el 
testador  las  ha  manifestado  en  las  for- 
mas legales.  No  se  les  puede  establecer  si- 
no por  el  acto  mismo  que  les  da  existen- 
cia. £n  otros  términos,  únicamente  el  tes- 
tamento mismo  puede  crear  una  disposi- 
ción de  última  voluntad  y,  como  se  ha 
dicho,  siempre  es  en  este  acto  donde  debe 
encontrarse  la  sustancia  de  ella. 

"6174. — Siendo  cierto  el  principio  que 
dejamos  apuntado,  es,  á  las  veces,  muy 
delicado  el  distin^ir,  en  su  aplicación,  lo 
que  constituye  la  sustancia  de  la  disposi- 
ción testamentaria  y  lo  que  no  es  sino 
una  simple  interpretación  de  esta  dispo- 
sición. La  iurísprudencia,  en  este  punto, 
no  da  los  motivos  de  sus  decisiones  con 
toda  la  precisión  y  certidumbre  desea- 
bles. 

"8203.— M.  Coin  de  Lisie  consigna,  en 
esta  materia,  una  distinción  que  nos  pa- 
rece muy  racional.  Cuando  se  trata  de 
determinar  si  la  parte  oscura,  ambigua  ó 
incompleta  del  testamento  contiene  una 
disposición,  sólo  es  permitido  interrogar 
al  testamento  mismo,  pues  si  las  disposi- 
cienes  por  causa  de  muerte  no  pueden 
hacerse  sino  por  testamento,  únicamente 
en  el  testamento  puede  encontrarse  la 
prueba  de  las  disposiciones,  so  pena  de 
violar  la  regla  que  quiere  queel  testamen- 
to esté  escrito.  Pero  cuando  los  tribuna- 
les han  reconocido  en  el  escrito  una  dis- 
posición cierta  y  sólo  resta  una  oscuri- 
dad de  detalle,  puede  producirse  pnieba 
por  todos  los  medios  propios  para  disi- 
par esta  oscuridad.  Tal  sería  el  caso  en 
que  el  nombre  del  legatario  fuese  común 
á  dos  personas  y  ambas  pretendieran  e* 


legado,  y  una  de  las  cuales  justifícase,  por 
sus  vínculos  de  amistad  ó  de  parentesco 
con  el  testador,  que  es  á  ella  á  quien  real- 
mente ha  sido  destinado  el  legado,  ó  to- 
davía, el  caso  de  una  pensión  alimenticia 
no  determinada,  que  correspondería  re- 
glar al  Juez  según  la  naturaleza  de  la  cau- 
sa y  las  necesidades  del  legatario." 

Hn  fin,  he  aquí  las  conclusiones  esta- 
blecidas respecto  de  los  testamentos  que 
se  refieren  á  otros  papeles: 

"6191. — Llegamos  A  una  cuestión  bas- 
tante delicada,  cual  es  la  de  saber  sí  el 
testamento  debe  necesariamente  ence- 
rrar in  terminis  todas  las  disposiciones 
del  testador  en  lo  tocante  á  la  designa- 
ción del  legatario,  de  la  cosa  legada  y  de 
las  modalidades  del  legado;  si  debe,  en 
una  palabra,  bastarse  absolutamente  á 
sí  mismo,  ó  si,  al  contrarío,  el  testador 
puede  referirse,  sea  á  otros  escritos,  6  A 
una  costumbre. 

"6194. — Los  autores  modernos  ense- 
ñan, en  general,  que  no  se  puede  testar 
por  simple  relación  á  un  acto  que  no  reú- 
ne las  formas  prescriptas  para  la  validez 
de  los  testamentos... 

"6195.— M.  Laurent  (t.  13,  n.  130  y  s.) 
admite  esta  teoría,  pero  con  una  distin- 
ción, según  que  se  trate  del  testamento 
ológrafo  ó  del  testamento  auténtico  (1). 
En  el  testamento  ológrafo  el  testador 
interviene  solo.  La  esencia  de  este  acto 
es  que  el  testador  lo  escriba,  pero  no 
se  exige,  en  manera  alguna,  que  es- 
criba en  una  sola  hoja;  puede  escribir 
en  varias  y  basta  que  firme  y  date  la 
última.  Si,  pues,  en  lugar  de  escribir  su 

(1)  Testamento  oltij^a/o  es  aqaél  que  está  todo 
escrito,  datado  y  firmado  de  puflo  y  letm  del  testa- 
dor, no  reqniriendo  otras  condiciones  q<je  éotaspara 
BU  nlidet  (art.  970  dal  O.  C.  Fr.);  y  mUhUieo  es  el 
otorgado  públioamente  ante  doa  notarios  j  dos  tex- 
tigo«,  ú  ante  un  notario  y  cuatro  testigos  |Id.-97l } 
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disposición  en  varías  hojas  en  un  solo 
contexto,  el  testador  se  refiere  a  un  es- 
crito que  tif ne  ya  hecho,  este  escríto  hará 
parte  de  su  testamento,  tanto  como  si  lo 
copiase  para  insertarlo  en  su  testamen- 
to. La  única  condición  es  que  este  escrí- 
to,  al  cual  el  testador  se  refiere,  sea  ente- 
ro de  sa  manot  pero  no  es  necesario  que 
sea  testamento  propiamente  dicho.  Por 
relación,  este  escrito  se  convierte  en  una 
cláusula,  en  una  parte  integrante  del 
testamento  ológrafo  y  es  válido  con  el 
mismo  título  que  él. 

'•6196.— Si  se  trata,  al  contrarío,  de  un 
testamento  auténtico,  entónces  no  bas- 
ta, según  el  mismo  autor,  que  el  escrito 
á  que  se  refiere  el  testador  emane  de  él, 
para  que  sea  considercido  como  parte  in- 
tegrante del  testamento.  En  efecto,  el 
tratamento  auténtico  está  sometido  á 
formas  especiales  prescriptas  bajo  pena 
de  nulidad,  y  es  en  él  esencial  que  el  tes- 
tador dicte  sus  disposiciones  y  el  notario 
las  escriba.  De  aquí  resulta  entonces  que, 
en  un  testamento  de  este  género,  no  se 
concibe  relación  á  otro  escrito,  como 
quiera  que  este  escrito,  aunque  emanado 
dd  testador,  no  ha  sido  dictado  por  él 
ni  escrito  por  el  notario.  No  puede,  por 
consiguiente,  constituir  una  disposición 
testamentaria  que  forme  parte  integran- 
te del  testamento. 

"Q197.— Esta  distincióa  nos  parece  faif 
dada:' 

El  "Repertorio  de  Derecho  francés"  se 
expresa  sobre  estos  particulares  más  ó 
menos  en  los  mismos  términos,  desarro 
liando  idéntica  doctrina. 

III 

Deliberadamente  hemos  transcrito  con 
toda  extensión  los  párrafos  precedentes. 


á  fin  de  que  se  aprecie  mejor  el  alcance 
de  los  preceptos  que  consigna  nuestro 
Código  Civil  sobre  la  interpretación  de 
los  testamentos. 

Nuestro  Código  no  contiene,  en  esta 
materia,  las  deficiencias  del  Código  fran- 
cés. Nuestro  legislador,  que  se  impuso  de 
esos  vacíos,  que  conoció  las  discusiones 
que  provocaban  en  el  campo  de  la  doc- 
trina y  de  la  jurisprudencia,  y  que  pudo 
hacerse  cargo  de  los  errores  judiciales  y 
peligros  que  una  situación  semejante 
comportaba,  tuvo  cuidado  de  formular 
reglas  precisas  y  terminantes  que  zanjan 
las  dificultades  apuntadas. 

Escribió,  desde  luego,  el  artículo  1002 
del  Código  Civil,  que  prohibe  en  absoíu' 
to  testar  refiriéndose  á  cédulas  ó  papeles 
que  no  sean  el  testamento  mismo,  y  que 
veda  á  los  tribunales  tomarlos  en  cuen- 
ta á  pesar  de  la  voluntad  del  testador: 
"Iras  cédulas  ó  papeles",  dice,  "á  que  se 
refiera  el  testador  en  su  testamento»  no 
se  mirarán  como  parte  de  éste,  aunque 
e¡  testador  lo  ordene;  ni  valdrán  más 
de  lo  que  sin  estas  circunstancias  val- 
drían". 

No  cabe,  pues,  en  Chile,  discrepancia 
acerca  de  este  punto;  no  vale  referencia 
alguna,  ni  á  otros  papeles  del  propio 
testador  (salvo  que  sea  otro  testamento 
del  mismo,  porque  entonces  habrá  que 
aplicare!  precepto  del  art.  1215)  ni  me- 
nos de  otras  personas  extrañas,  cual- 
quiera que  sea  el  valor  que  ellos  tengan 
independientemente  del  testamento  que 
las  menciona. 

Sólo  podría  anotarse  uno  que  otro  ca- 
so, como  los  de  los  artículos  1133  j 
1136,  inciso  2»,  en  que  algunos  papeles 
6  documentos  ajenos  al  testamento  tie- 
nen influencia  sobre  el  valor  ó  eficacia  de 
alguna  de  sus  cláusulas;  pero  no  es  por- 
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que  el  testador  lo  disponga  así  en  su 
testamento,  sino  porque  la  ley,  por  excep- 
ción expresa,  les  atribuye  esa  influencia, 
ya  que  no  sería  jurídicamente  posible 
desconocérselas. 

En  virtud,  pues,  de  estas  consideracio- 
nes y  de  los  preceptos  congruentes  con 
ellas  que  expresan  los  artículos  1003, 
1004, 1060, 1063,  1069  y  otros  del  Có- 
digo, se  impone  la  conclusión,  que  tiene 
el  carácter  de  un  aforismo  legal  entre 
nosotros,  de  que  ñiera  del  testamento, 
no  ae  puede  buscar  Ja  intención  del  tes- 
tador, 6  sea,  que  el  testamento  debe  in- 
terpretarse con  el  testamento  mismo  y 
sin  salir  de  él. 

Son,  también,  especialmente  notables 
las  prescripciones  contenidas  en  los  ar- 
tículos 1056  y  1066,  inspiradas  en  el 
mismo  principio  y  que  son  otras  de  las 
reglas  que  ha  sentado  nuestro  Código 
para  apreciar  las  cláusulas  de  un  testa- 
mento: el  testamento,  según  ellas,  debe 
ser  completo  en  sí  mismo,  en  punto  á  las 
asignaciones  que  contenga;  de  tal  mane- 
ra, que  no  es  asignación  testamentaria 
aquélla  que,  á  la  vez,  no  encierre  desig- 
nación de  asignatario  y  de  la  cosa  asig- 
nada. 

En  nuestro  concepto,  tal  vez  no  sería 
aventurado  distinguir,  en  uno  y  otro  re- 
quisito interno  de  la  asignación,  sujeto 
y  objeto,  aquello  que  podríamos  denomi- 
nar la  simple  designación  de  ellos  y  lo 
que  es  propiamente  su  determinación  6 
individualización . 

La  designación  debe  estar  totalmente 
hecha  dentro  del  testamento  mismo.  Es- 
to es  imprescindible;  porque  de  otro  mo- 
do la  voluntad  del  testador  no  está  con- 
signada en  el  testamento.  Interpretación 
sobre  este  punto  no  es  admisible;  por- 
que no  sería  tal,  sino  una  refacción  de  la 


cláusula  testamentaría,  sustituyéndose 
la  voluntad  del  tribunal  á  la  del  tes- 
tador. 

La  ley  no  quiere  que  nadie  sino  el  pro- 
pio testador  señale  la  cosa  asignada,  ni 
la  persona  favorecida,  como  lo  corrobo- 
ra, respecto  de  esta  iJltima,  el  articu- 
lo 1063. 

En  cuanto  al  requisito  de  determina- 
ción, la  ley  permite  que  sea  completado 
con  datos  de  fuera  del  testamento;  en  tal 
caso  procede  una  interpretación  y  son 
pertinentes  las  pruebas  aclaratorías  que 
puedan  rendirse,  como  v.  gr.,  en  la  situa- 
ción contempladaenel  artículo  1065,  que 
sería  un  caso  de  aplicación.  Por  eso  dicen 
los  artículos  1056  y  1066  que  el  asigna- 
tario y  la  cosa  asignada  (que  se  desig- 
nan) pueden  determinarse  por  medio  de 
ij^dicaciones  claras  que  el  propio  testa- 
mento debe  contener. 

Pero  nótese  que,  entre  estas  indicacio- 
nes, no  podría  figurar  la  referencia  á  otros 
escritos  distintos  del  testamento;  porque 
ello,  hemos  visto,  está  expresa  y  .termi- 
nantemente rechazado  de  antemano  por 
la  disposición  del  artículo  1002. 

En  resumen,  estimamos  aplicable  á 
nuestro  Derecho  Civil  la  doctrina  consa- 
grada por  los  tratadistas  y  tribunales 
franceses  transcrita  más  arriba: "...  Cuan- 
do se  trata  de  determinar  si  la  parte  os- 
cura, ambigua  ó  incompleta  del  testa- 
mento contiene  una  disposición,  sólo  es 
permitido  interrogar  al  testamento  mis- 
mo...  Pero  cuando  los  testamentos  han 
reconocido  en  el  escrito  una  disposición 
cierta  y  sólo  resta  una  oscuridad  de  de- 
talle, puede  producirse  prueba  por  todos 
los  medios  probatorios  para  disipar  esta 
oscuridad". 

Finalmente,  es  una  disposición  de  capi- 
tal importancia  el  principio  general  sobre 
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interpretación  tratamentaria  escrito  en 
el  artículo  1069:  "Sobre  las  reglas  dadas 
en  este  título  acerca  de  la  inteligencia  y 
efecto  de  las  disposiciones  testamentarías, 
preraleeerá  la  voluntad  del  testador  cla- 
ramente manifestada,  con  tal  que  no  se 
oponga  á  los  requisitos  ó  prohibiciones 
legales". 

Este  artículo,  ¿  la  vez  que  da  la  más 
amplia  libertad  á  los  jueces  del  fondo 
para  interpretarla  voluntad  del  testador, 
consagra  la  competencia  de  la  Corte  de 
Ca&yión  en  esta  materia;  porque  la  en- 
carga de  examinar  si  la  interpretación 
{|Ue  han  dado  aquéllos  no  vulnera  la  ley, 
contraviniendo  á  sus  prohibiciones  ó  de- 
sentendiéndusedclns  requisitos  que  exige 
para  la  validez  ó  eficacia  de  las  dispusi. 
cienes  testamentarias.  Pero  nada  más 
que  esto;  la  Corte  Suprema,  en  conformi- 
dadálos  pñncipiosya  conocidos  de  nues- 
tra legislación,  carece  de  facultad  para 
revisar  la  interpretación  del  testamento 
en  b{  misma  ¿  efecto  de  investigar  sí  el 
testador  se  ha  conformado  verdadera- 
mente con  el  tenor  del  instrumento  ó  los 
antecedentes  producidos,  o  si  ha  alterado 
ó  modificado  de  alguna  manera  la  inten- 
ción del  testador.  Por  mas  claro  que 
apareciese  un  vicio  de  esta  especie  en  la 
sentencia  recurrida,  él  no  constituirla 
9ÍQ0  un  mal  fallo  sobre  los  hechos. 

No  tiene,  pues,  cabida  en  nuestro  dere- 
cho la  doctrína  que  se  establece  en  la  pri- 
mera parte  del  número  8245  de  las  Pan- 
dectas francesas,  según  la  cual  estaría 
antorízado  el  Tribunal  de  Casación  para 
annlar  una  sentencia  á  virtud  de  que,.en 
la  interpretación,  ha  sido  desnaturaliza- 
do el  pensamiento  del  testador  ó  de  que 
el  juez  ha  sustituido  su  voluntad  á  la  de 
aquel. 

Esta  doctrína  es  la  misma  que  hemos 


combatido  al  hablar  de  la  interpretación 

de  contratos  y  del  artículo  1545  de  nues- 
tro Código  Civil,  y  se  le  aplica  lo  que  á 
este  proposito  hemos  dicho. 

lY 

De  lo  expuesto  resulta  que  es  preciso 
distinguir  dos  operaciones  distintas  en 
orden  á  la  interpretación  testamentaria. 

La  una  consiste  en  averiguar  cuál  ha  si- 
do la  voluntad  del  testador,  examinando 
las  cláusulas  del  instrumentoylos  demás 
antecedentes  que  pudieron  obrar  en  la 
mente  de  aquél  en  la  fecha  en  que  otorgó 
el  acto  testamentario.  Esta  es  una  cues- 
tión de  hecho,  que  puede  ó  no  estar  so- 
metida al  mérito  de  una  prueba  extrín- 
seca al  testamento;  pero  que,  en  todo 
caso,  es  decidida  soberanamente  por  los 
jueces  del  fondo,  á  quienes  está  confiado 
el  exámen  de  los  hechos.  En  esta  materia, 
no  tienen  otra  cortapisa  que  la  de  proce- 
der por  las  vías  legales  de  la  investiga- 
ción. 

La  otra  operación  es  la  de  dar  su  al- 
cance legal  á  las  cláusulas  del  testamen- 
to tales  cuales  las  han  comprobado  6 
le^tímamente  interpretado  como  dicen 
los  jurisconsultos.  En  esto  no  son  sobe- 
ranos los  jueces  del  fondo:  el  artículo  1069 
les  dice  que  no  pueden  respetar  la  volun- 
tad del  testador  cuando  de  ello  se  sígala 
violación  de  prohibiciones  6  requisitos 
legales;  porque  el  interés  privado  de  los 
individuos  debe  ceder  al  interés  superior 
de  la  conservación  del  régimen  legal  exis- 
tente en  punto  á  succiones  testamenta- 
rias, cuya  salvaguardia  son  precisamen- 
te esas  prohibiciones  y  requisitos. 

En  consecuencia,  sobre  este  punto,  se 
ejerce  de  lleno  la  fiscalizadón  de  la  Cor- 
te Snprvma,  que  deberá  anular  la  sen- 
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teacia  del  juez  del  hecho  si  encuentra  que 
infringe  el  precepto  del  artículo  1069  al 
resolver  sobre  el  mérito  de  un  testamen- 
to Ó  de  sus  cláusulas,  6  sobre  el  alcance 
que  debe  tener*  ante  la  ley,  la  voluntad 
del  testador  tal  como  ha  sido  estable- 
cida ó  manifestada. 

Apliquemos  las  reglas  precedentesá  un 
ejemplo. 

Supongamos  que  se  produce  litigio  so- 
bre el  valor  de  una  cláusula  concebidaen 
estos  términos:  "Ordeno  que  se  pagueun 
legado."  Juan  se  presenta  demandando 
en  su  favor  el  cumplimiento  de  esa  cláu- 
sula; sostiene  que  el  testador  se  ha  refe- 
rido á  él  y  qne  le  ha  asignado  diez  mil 
pesos. 

Rinde  prueba  y  produce  antecedentes 
de  los  cuales  se  desprende,  sin  lugar  á 
duda,  que  es  efectivo  lo  que  afirma.  ¿Po- 
dría, no  obstante,  mandársele  pagar  el 
legado? 

Es  evidente  que  no;  porque,  aun  cuan- 
áo  la  voluntad  comprobad  a  del  testador 
ha  sido  aquélla,  no  la  ha  manifestado 
en  su  testamento  conformándose  á  los 
requisitos  prescríptos  por  los  artículos 
1056  y  1066:  no  designó  ni  legatario  ni 
cosa  asignada,  omisiones  que  vician  de 
inexistencia  legal  esa  cláusula.  En  con- 
formidad al  artículo  1069,  no  puede  en- 


tonces  respetarse  la  voluntad  del  testa- 
dor, porque  se  opone  á  los  requisitos 
legales;  y  si  el  juez  del  fondo,  arrastrado 
por  la  prueba  producida  y  respetando  la 
voluntad  del  testador  manda  cumplir  la 
asignación,  incurre  en  infracción  de  la 
ley  y  su  fallo  es  ca  sable. 
Otro  ejemplo. 

Pedro  dice:  Encargo  que  se  pague  un 
legado  que  instituyó  mi  mujer  en  su  tes- 
tamento". 

Desde  luego,  hay  que  observar  que  esta 
cláusula  es  de  aquellas  que  se  refieren  á 
otros*  documentos;  alude  á  una  cédula 
6  memoria  testamentaria  que  no  es  otro 
testamento  válido  del  mismo  testador. 

En  consecuencia,  con  arreglo  al  artícu- 
lo 1002,  debe  hacerse  caso  omiso  de  la 
referencia  y  del  testamento  de  la  mujer 
de  Pedro.  ¿Qué  reata  entonces  de  la  cláu- 
sula? Una  que  parece  asignación,  pero 
que  no  contiene,  en  sí,  ni  designación  de 
asignatario  y  cosa  asignada,  ni  menos 
su  determinación  ó  la  posibilidad  de  su 
determinación  por  circunstancia  alguna 
ó  dato  legalmente  atendible;  por  lo  cual 
debe  tenerse  como  no  escrita. 


ToMÍs  A.  Ramírbz  F. 


(Continuará) 
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PROPIEDAD  MINERA  Ó  SALITRERA 


El  reciente  debate  abierto  en  la  Cáma- 
ra de  Oipatados  á  propósito  de  un  pro- 
yecto de  ley  presentado  por  el  Supremo 
Gobierno  en  cautela  de  la  propiedad  fia- 
cal  del  salitre,  pone  de  actualidad  un  exa- 
men de  la  materia,  ya  que  el  actual  Có- 
digo de  Minería  está  muy  Igos  de  servir 
para  solucionar  estas  delicadas  cuestio- 
nes. 

Efectivamente,  el  Código  de  Minería, 
falto  de  noción  y  de  unidad  jurídica  desde 
el  primero  hasta  el  iSltimo  de  sus  artícu- 
los; sin  espíritu,  el  que  menor,  de  propen- 
der al  incremento  de  la  industria  minera; 
y  plagado  de  eiTore»  en  la  concepción 
rigurosa  del  Derecho,  se  mantiene  por- 
fiadamente en  pie,  sin  que  nadie  se  haya 
atrevido  á  hacer,  ni  aconsejar  siquiera, 
una  reforma  radical  de  esta  ley,  llamada 
á  ser  la  gran  palanca  del  progreso  indus- 
trial del  país. 

Es  el  propósito  de  estos  artículos  es- 
tudiar á  la  luz  del  Derecho: 

I.  Qué  debe  entenderse  por  propiedad 
minera; 

II.  Cúyo  es  el  dominio  originario  de 
este  régimen  de  propiedad  y  cuáles  son 


los  derechos  que  adquiere  un  concesiona- 
rio; y 

III.  En  que  consiste  y  cuál  es  laíndole 
de  la  propiedad  salitrera,  en  especial. 


I 


DE  LA  PROPIEDAD  HINBRA 

El  Código  de  Minería  empieza  por  in- 
titular del  siguiente  modo  sus  primeras 
disposiciones:  *'De  las  minas  y  de  la  pro' 
piedad  minera".  Pero  ni  en  este  título 
primero  ni  en  ninguna  otra  parte,  ha  de- 
finido, determinadamente,  qué  debe  en- 
tenderse por  mina,  qué  por  propiedad 
minera;  no  obstante  que  era  de  rigor  que 
hubiese  comenzado  por  señalary  precisar 
el  objeto  á  que  sus  preceptos  debían  apli- 
carse, sobre  todo,  estableciendo  la  debida 
separación  entre  mina  y  propiedad  mi- 
nera. 

Dentro  del  Código  y  en  el  lenguaje  or- 
dinario, la  palabra  mina  tiene  tres  acep- 
ciones diferentes:  signifícaá  veces,  "lasus- 
tancia  metálica  ó  fósil  que  puede  ser  ob- 
jeto de  una  concesión**.  A  veces,  más  ge- 
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neralmente,  se  da  ese  nombre  á  lo  (lue  se 
llama  en  español  mina,  "al  lugar  subte- 
rráneo donde  se  hallan  en  filones,  capas 
ó  mantos  los  metales  u  otras  cualesquie- 
ra espeeies  de  minerales".  Y  se  da  todavía 
la  misma  denominación  á  *'la  extensión 
superficial  6  demarcación  en  el  suelo  de 
la  cabida  de  una  pertenencia  minera 
mensurada.'' 

Más,  como  antes  de  practicar  traba- 
jos de  reconocimiento,  antes  de  labrar 
pozo  legal,  antes  de  practicar  las  esca- 
vaciones  y  hacer  las  faenas  que  constitu 
ven  la  mina  en  el  sentido  genuino  de  la  ex- 
presión, existe  ya  el  venero  ó  yacimien- 
to que  es  objetivo  de  una  industria;  y  co- 
mo después  de  hecha  la  mina  es  cuando 
se  constituye  definitivamente  y  se  deli- 
mita en  su  extensión  superficial  por  me- 
dio de  la  operación  de  mensura,  resulta 
que  el  Código  de  Minería  debe  reglar  no 
solamente  lo  que  propiamente  se  llama 
mina,  sino  también  cnanto  coa  ella  se  re- 
laciona desde  su  origen  hasta  su  consti- 
tución definitiva  por  la  mensura. 

Un  filón  metálico,  una  veta  de  carbón, 
que  se  reconoce  por  su  mero  afloramien- 
to sobre  el  haz  del  suelo  ¿es  una  mina? 
Seguramente  nó,  en  el  sentido  natural  de 
la  palabra.  Tampoco  es  mina,  en  el  mis- 
mo sentido,  la  extensión  superficial  que 
delimita  una  pertenencia  ó  la  cabida  del 
inmueble  mina. 

Con  la  palabra  bienes  se  denominan 
todas  las  cosas  corporales  ó  incorporales 
que  son  susceptibles  de  procurar  una  uti- 
lidad y  de  ser  el  objeto  de  un  derecho  de 
propiedad,  pública  ó  privada;  de  suerte 
que  las  sustancias  metálicas  ó  fósiles, 
cuanto  constituye  el  reino  mineral  ó  inor- 
gánico, son  ab  im'tio,  desde  que  existen, 
aún  antes  de  la  concesión  á  los  particu- 
lares y  de  las  mensuras  de  estas  concesio- 


nes, bienes  sobre  los  cuales  hay  un  de 
recho  real  de  dominio,  son  una  propie- 
dad. 

El  derecho  común  define  el  dominio  di- 
ciendo que  "es  el  derecho  real  en  una  cosa 
corporal  para  gozar  y  disponer  de  ella 
arbitrariamente,  no  siendo  contra  ley  6 
contra  derecho  ajeno".  Las  cosas  corpo- 
rales que  tienen  el  carácter  de  mineras, 
son,  entonces,  objeto  de  un  derecho  «al 
de  dominio,  son  una  propiedad  general, 
del  mismo  modo  que  la  propiedad  super- 
ficial raíz. 

Decir,  pues,  propiedad  minera^  es  indi- 
car aquellas  cosas  que,  teniendo  el  carác- 
ter de  mineras  constituyen  el  objeto  de 
un  derecho  real  de  dominio,  de  la  misma- 
manera  que  se  dice  propiedad  territorial, 
propiedad  urbana. 

El  Código  de  Minería,  por  tanto,  del>e 
regimentar  la  propiedad  minera;  y  es  ne- 
cesario declararlo  así,  no  sólo  para  tra- 
zar el  círculo  en  que  obra,  diversificándo- 
lo y  distinguiéndolo  del  derecho  común, 
sino  también  para  no  incurrir  en  la  incon- 
veniencia de  expresar,  como  lo  hace  el  Có- 
digo de  Minería,  que  él  tiene  por  objeto 
las  minas  de  oro,  plata,  cobre,  etc.,  dan- 
do á  la  palabra  mina  una  significación 
distinta,  más  general  y  compleja  que  la 
que  tiene  naturalmente  de  suyo.  Se  da  á 
una  palabra  un  sentido  técnico  ó  jurídico 
para  adaptarla  á  traducir  una  idea  pro- 
pia y  determinada;  pero  no  para  darle 
una  significación  más  extendida. 

El  Código  de  Minería  debe  reglar  la 
propiedad  minera;  pnes  no  será  exacto  ni 
correcto  decir  que  tiene  por  objeto  de  sus 
disposiciones  /as  minas. 

Según  eso,  ¿en  qué  consiste  la  propie- 
dad minera? 

las  leyes  de  minería  de  Chile,  co- 
mo las  de  otros  penses,  han  considerado 
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r  clasificado  de  diversas  maneras  las  sus- 
tancias inorgánicas  de  que  se  ocupan. 

Desde  las  leyes  de  minas  de  Austria  y 
Pmsia  que  no  admiten  más  que  una  so- 
la categoría  de  sustancias  inorgánicas 
sujetas  al  régimen  de  las  leyes  sobre  la 
materia,  hasta  la  ley  portuguesa  que  ha- 
ce ciac»  grupos  de  sustancias  mineras, 
püf  regla  casi  general,  se  ha  observado 
la  división  tripartita  de  la  ley  francesa 
de  1810. 

Tales  clasificaciones  se  refieren,  6  á  la 
naturaleza  y  propiedades  químicas  de  di- 
chas sustancias  inorgánicas;  6  al  modo 
y  forma  de  explotación,  de  t|ue  son  sus- 
ceptibles; ó  al  dominio  originario  sobre 
ellas,  va  se  las  considere,  todas  y  de  un 
modo  general,  como  propiedad  del  Es- 
tado;  ya  como  res  naílius,  ya  como  ac- 
cesión del  suelo. 

El  que  fué  nuestro  Códi^  de  Minería 
hasta  el  1^  de  enero  de  1889  distinguía: 
1'  minas  de  oro,  plata,  cob«,  etc.,  diez  y 
séis  metales  y  las  piedras  preciosas;  2' 
carbón  y  demás  fósiles  no  comprendidos 
en  el  primer  grupo;  3"  piedras  decons' 
tmcción,  arenas,  pizarras,  arcillas  y  de- 
más sustancias  de  esta  clase;  4^  are- 
nas auríferas  y  estañíferas  y  cualesquiera 
otras  producciones  minerales  de  los  ríos 
T  placeres;  y  5^  desmontes,  escoriales  y 
relaves  de  minas  Ó  establecimientos  de  be- 
neficio abandonados. 

Esa  clasificación  tenía  por  objeto  atri-  ■ 
buir  un  derecho  adquisitivo  de  esas  sus- 
tancias, á  todas  las  cuales,  por  lo  demás, 
tt  daba  una  fisonomía  común  de  sustan- 
cias minerales;  pero  sin  erigirlas  franca- 
mente en  propiedad  general  minera. 

Análoga,  y  con  sólo  muy  ligeras  dife- 
mdas,  hace  el  Código  de  Minería  vigen- 
te, la  clasificación  de  sustancias  minera- 
les de  que  se  ocupa. 

I>KftRC-H<' 


Mas  ¿á  qué  obedece  esta  clasificación? 
¿A  lanaturaleza  y  caracteres  mineralógi- 
cos 6  á  las  propiedades  químicas  de  tales 
sustancias?  ¿A  sus  métodos  propios  de 
explotación  ó  beneficio?  ¿Al  dominio  ori- 
ginario en  cada  una  de  ellas?  ¿A  la  diver- 
sa manera  de  adquirirlas  en  goce  por  los 
particulares? 

Sin  orden  ni  concierto,  todas  esas  ideas 
aparecen  confundidas  en  los  cuatro  pri- 
meros artículos  del  Código  de  Minería  de 
20  de  diciembre  de  1888.  Mejor  ((ue  criti- 
car los  motivos  de  afiuellas  clasificacio- 
nes, porque  eso  llevaría  este  estudio  de- 
masiado lejos,  es  preferible  comprender 
bajo  la  denominación  genérica  de  propie- 
dad minera  toda  sustancia  inorgánica, 
mineral  6  fósil;  y  buscar  una  razón  cien- 
tífica de  esta  generalización,  al  mismo 
tiempo  que  se  discuten  aquellas  clasifica- 
ciones y  se  descubren  los  fundamentos 
que  se  haya  tenido  para  establecerlas. 

Se  ha  visto  más  arriba  que  no  hay  co- 
rrección en  llamar  mina  al  filón  6  yaci- 
miento metálico  ó  fósil,  objetivo  de  una 
concesión;  y  que  tampoco  la  hay  en  dar 
ese  nombre  á  la  cabida  de  una  pertenen- 
cia, medida  en  la  superficie  del  suelo,  con- 
cluyendo por  creer  que  tanto  en  derecho 
como  en  romance,  "mina  es  el  lugar  sub- 
terráneo donde  se  hallan  en  filones,  capas 
ó  mantos  los  metales  á  otras  cualesquie- 
ra especies  minerales'*.  La  industria  mi- 
nera, como  cualquiera  otra,  para  ser  eco- 
nómicamente tal,  supone  dos  elementos, 
uno  sujetivo,  el  trabajo,  otro  objetivo,  la 
materia  utilizable,  susceptible  de  hacer  la 
riqueza;  y  figura  en  la  categoría  de  las 
industrias  extractivas. 

Cuando  tin  agricultor  surca  la  tierra  y 
entierra  la  semilla,  no  debe  esperar  que 
sus  faenas  le  produzcan  oro,  plata  ó  pie- 
dras preciosas;  y  por  la  inversa,  el  mine- 
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roque  cava  la  tierra  en  busca  de  mineral, 
no  conseguirá,  seguramente,  trigo. 

Es  lucra  de  duda,  erttonces,  que  tanto 
el  arte  industrial  agrícola  como  el  arte 
industria]  minero  no  persiguen  la  misma 
clase  de  riqueza  ni  pueden  obtener  la  mis- 
ma clase  de  utilidad;  y  por  consiguiente 
es  menester  que  haya  dos  regímenes  de 
propiedad  que  se  diferencien  por  el  diver- 
so objetivo  que  persiguen  los  agentes  in- 
dustríalesque  loscrean  ó  que  losextraen. 

Sentadas  estas  premisas,  cuando  uno 
ó  muchos  operarios  se  ocupan  en  desma- 
jar del  suelo  colpas  de  carbonato  de  cal, 
V.  gr.,  ¿hacen  6  no  un  trabajo  industrial 
de  extracción  de  esa  sustancia,  como  lo 
hacen  cuando  es  oro,  plata  ó  cobre  lo  que 
extraen?  De  la  misma  manera,  si  se  exca- 
va un  terreno  de  acarreo  para  quitarle 
las  partículas  de  oro  libre  que  contenga 
¿se  ejercita  6  no  una  industria  de  extrac- 
ción? 

Estas  operaciones  que  se  llaman  indus- 
tria minera,  no  sólo  tienen  por  objeto 
convertir  en  materias  útiles  y  apropia- 
bles  las  sustancias  metálicas  oro,  plata, 
cobre,  estaño,  zinc,  etc.,  sino  también 
cualesquiera  otras  sustancias  inorgáni- 
cas, de  análoga  estructura  y  naturaleza, 
que  pertenecen,  todas  ellas,  al  reino  mi- 
neral, del  mismo  modo  que  las  sustan- 
cias calizas  y  otras  similares. 

Supuesto  que  las  materias  á  que  la  in- 
dustria minera  se  aplica  son  congéneres, 
tanto  en  razón  de  su  estructura  molecu- 
lar y  de  su  naturaleza  inorgánica;  y  si, 
además,  es  uno  mismo  el  arte  industrial 
de  extracción  que  se  emplea  para  explo- 
tarlas, es  menester  llegar  á  la  conclusión 
de  que  todas  dichas  sustancias  inorgáni- 
cas deben  ser  contempladas  bajo  una  so- 
la denominación  genérica,  y  concluir:  que 
la  propiedad  minera  consiste  en  las  sus- 


tancias minerales  ó  fósiles,  cualquiera 
que  sea  la  forma  del  lecho  ó  yacimiento 

en  que  se  encuentren. 

Para  perseverar  en  la  clasificación  tan 
varia  como  antojadiza  que  de  estas  sus- 
tancias inorgánicas  han  hecho  nuestras 
leyes  de  minería,  dos  requisitos  serían 
menester:  1''  que  dicha  clasificación  tu- 
viera algún  fundamento  ó  razón  científi- 
ca que  la  aconsejara;  y  2*^  que  tales  fun- 
damentos ó  razones  científicas  concorda- 
ran entre  sí  y  no  se  excluyeran  los  unos 
por  los  otros,  al  extremo  de  producir, 
como  en  nuestro  Código  de  Minería,  una 
verdadeia  confusión  de  ideas  en  los  cua- 
tro primeros  de  sus  artículos. 

Admítase  como  fundamento  de  la  cla- 
sificación que  hace  el  Código  en  minas  de 
oro,  plata,  cobre,  estaño,  zinc,  etc.;  en 
minas  de  carbón  y  otros  fósiles;  en  sali- 
nas, en  guaneras  y  nitratos;  en  piedras 
preciosas;  en  arenas  auríferas  y  estañífe- 
ras; y  en  desmontes  y  relaves;  admítase 
como  fundamento  la  consideración  de  ser 
todas  esas  sustancias  de  diversa  compo- 
sición química  ó  estructura  mineralógi- 
ca; y  véase  si  esta  circunstancia  es  razón 
útil  de  la  clasificación.  En  verdad  que  el 
oro  no  tiene  las  mismas  propiedades,  ni 
la  misma  estructura  que  los  nitratos  y 
sales  amoniacales,  v.  gr.;  pero  tal  diver- 
sidad de  condiciones  no  les  hace  salir  del 
reino  mineral  á  que  pertenecen;  ni  les  ha- 
■  ce  objeto  de  industrias  que  no  sean  rigu- 
rosamente extractivas;  ni  influye  en  sus 
caracteres  de  cuerpos  inorgánicos  agru- 
pados ó  acarreados  por  fuerzas  mecáni- 
cas de  la  naturaleza  en  forma  de  filones, 
mantos,  rebosaderos,  depósitos,  placeres, 
etc.;  ni  influye  en  las  condiciones  de  con- 
cesibilidad  para  constituir  en  ellas  dere- 
chos á  favor  de  particulares  industriales; 
y  no  les  quita,  sobre  todo,  la  índole  de 
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sustancias  inorgánicas,  en  todo  y  por  to- 
do similares.  Si  no  lo  fuesen  tales,  no  su- 
cedería que  todas  las  legislación^  mine- 
ras las  contemplan  y  reconocen  en  ellas 
la  condición  mineral  que  les  es  propia  y 
común. 

Xo  hay,  pues,  ninguna  razón  práctica 
ó  científica  para  esa  clasificación  del  Có- 
digo; y  antes  al  contrario,  las  hay  para 
asimilarlas  liasta  hacer  de  toda  sustan- 
cia mineral  una  sola  generalización  con 
el  nombre  de  propiedad  minera. 

De  igual  modo,  el  hecho  de  que  los  mi- 
nerales propiamente  tales,  los  de  oro,  pla- 
ta, cobre,  etc.,  se  encuentren,  de  ordina- 
rio, en  filonesó  vetasy  que  su  explotación 
esté  sujeta  á  un  procedimiento  industrial 
dado;  y  que  el  salitre  se  encuentre  en  de- 
pósitos sobre  el  haz  del  sueloy  tenga,  ásu 
vezotro  sistema  de  beneficio,  distinto,  tal 
diverndad  de  métodos  industriales,  no 
aparta  al  salitre  del  cobre  como  sustan- 
cias inorgánicas,  ambas  susceptibles  de 
«reemprendidas  en  la  denominación  ge- 
nérica de  propiedad  minera. 

No  debe  perderse  de  vista  que  teniendo 
por  objeto  las  leves  de  minería  cautelar 
el  dominio  primario  y  universal  de  toda 
la  riqueza  mineral  del  territorio  y  reglar 
al  mismo  tiempo  la  concesibilidad  de  ella 
i  los  particulares  que  la  soliciten,  es, 
pues,  indudable  que,  ante  todo,  se  hace 
preciso  definir  y  precisar  en  qué  consiste 
tstc  régimen  especial  de  propiedad,  total- 
notte  diferencial  de  la  propiedad  super- 
&ial,  de!  suelo. 

Por  eso,  sin  duda,  el  Código  Civil  (ar- 
ticalo  591)  ha  colocado  las  minas,  en  el 
mtido  de  la  propiedad  minera,  del  sub- 
ueb  mineral  ó  fósil,  entre  los  bienes  na- 
■ionales  del  Estado,  casi  de  igual  modo 
liehallamado  bienes  nacionales  á  todas 
liu  tierras  que,  estando  situadas  dentro 


de  los  límites  territoriales,  carecen  de 
otro  dueño. 

Inspirándose  en  esa  misma  noción  ju- 
rídica ha  sido,  sin  duda,  que  tanto  el  Có- 
digo de  Minería  de  1874  como  el  de  1888 
han  expresado  que  las  minas,  es  decir  la 
propiedad  minera  en  general,  forman  un 
inmueble  distinto  y  separado  del  terreno 
ó  fundo  superficial  eu  que  se  encuentran. 
Hay,  de  consiguiente,  reconocidos  por  la 
ley  dos  régimenes  de  propiedad,  la  del 
suelo  y  la  del  subsuelo  mineral,  con  sólo 
que  á  este  segundo  régimen  no  se  le  con- 
sidera de  un  modo  absoluto,  genérico, 
así  como  el  artículo  593  del  Código  Civil 
dijo:  E¡  mar  adjacente  es  de  dominio  na- 
cional. 

Asf  como  el  mar  adyacente,  y  no  las 
playas  del  mar,  es  dominio  nacional  (ar- 
tículo 598  del  C.  C);  el  artículo  591  del 
citado  Código  pudo  y  debió  decir:  La 
propiedad  minera,  y  no  las  minas,  es  do- 
minio del  Estado,  etc.  Como  se  sabe,  el 
artículo  591  del  Código  Civil  pasó  á  ser 
el  artículo  1'  del  Código  de  Minería  vi- 
gente. Mas,  si  hubiese  sido  trasportado 
introduciendo  la  sustitución  de  la  pala- 
bra minas  por  la  expresión  propiedad 
minera,  habría  tenido  que  desaparecer  la 
nomenclatura  de  los  metales  oro,  plata, 
cobre,  etc.,  C|ue  ese  articulo  consagra;  y 
no  habrían  tenido  razón  de  ser  las  divi- 
siones y  clasificaciones  contenidas  en  los 
artículos  2'',  3'',  4'  y  5''  de  dicho  Código 
de  Minería. 

El  artículo  2^  de  ese  Código  establece: 

Que  lasminas  de  oro,  plata,  cobre,  etc., 
veinte  y  un  metales,  son  de  libre  adquisi- 
ción por  los  particulares; 

Que  el  carbón  y  demás  fósiles  no  com- 
prendidos en  el  grupo  anterior,  ceden  al 
dueño  del  suelo; 

Que  las  sustancias  de  cualquiera  otra 
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especie  que  se  encuentren  entérrenos  eria 
les  del  Estado  ó  de  las  Municipalidades 
son  también  de  libre  adquisición  por  los 
particulares; 

Que  las  salinas  existentes  en  las  playas 
marítimas  y  en  lagunas  ó  lagos  corres- 
ponden al  propietario  colindante;  y 

Que  las  guaneras  que  se  encuentren  en 
terrenos  de  cualquier  dominio,  como  los 
nitratos  y  sales  amoniacales  en  terrenos 
del  Estado  6  de  las  Municipalidades  son 
explotables  únicamente  por  el  Estado. 

El  artículo  3^  del  Código  dice  que  per- 
tenecen al  primer  ocupante  las  piedras  y 
metales  preciosos  que  se  encuentren  ais. 
lados  en  la  superficie  del  suelo. 

El  artículo  4''  equipara  las  arenas  au- 
ríferas y  estañíferas  y  cualesquiera  otras 
producciones  minerales  de  los  ríos  y  pla- 
ceres, á  los  minerales  de  oro,  plata,  co- 
bre,etc.,  del  primer  grupo  del  artículo  2", 
para  los  efectos  de  hacerlas  delibre  apro* 
vechamiento  por  los  particulares.  Y  por 
fin,  el  artículo  5^  considera  de  aprove- 
chamiento común  los  desmontes,  escoria- 
les y  relaves  de  minas  6  establecimientos 
abandonados. 

Dos  ideas  capitales  surgen  del  análisis 
de  los  cinco  primeros  artículos  del  Có- 
digo de  Minería: 

1^  Que  si  bien  el  artículo  l'',  que  es  el 
591  del  Código  Civil,  no  contempla  más 
que  las  minas  de  oro,  plata,  cobre,  etc., 
piedras  preciosas  y  demás  sustancias  fó- 
siles, acercándose  mucho  á  la  generaliza- 
ción propiedad  minera,  los  artículos  2^, 
3',  4'  y  5'  del  Código  de  Minería  dicen 
relación  con  toda  dase  de  sustancias 

(Continuará) 


minerales,  separadamente  consideradas, 
donde  quiera  que  se  encuentren,  cual- 
quiera que  sea  la  forma  de  su  yacimiento, 
y  ya  se  hallen  adheridas  al  suelo  ó  en  es- 
tado libre;  y 

2*^  Que  el  Código  hace  esa  clasificación 
tan  varia,  tan  poco  científica  y  tan  anto- 
jadiza para  atribuirles  diversos  modos 
de  vincular  en  ellas  derechos  de  particu- 
lares, y  los  hace:  de  Ubre  aprovecha- 
miento;  ó  que  ceden  al  dueño  del  suelo; 
6  que  son  de  libre  adquisición;  6  que  co- 
rresponden al  propietario  colindante;  6 
son  de  explotación  por  el  Estado;  ó  per- 
tenecen  al  primer  ocupante;  ó  son  de 
aprovechamiento  común. 

No  es  de  este  momento  criticar  la  im- 
propiedad jurídica  de  las  expresiones  usa- 
das por  el  Código  de  Minería  para  indi- 
car los  modos  de  adquirir  dominio  ó  vin- 
cular derechos  reales  en  un  régimen  de 
bienes  nacionales  que  la  ley  ha  hecho  con- 
cesibles  á  los  particulares;  pero  sí  es  de 
este  lugar  hacer  la  observación  de  que, 
tanto  aquella  clasificación  ó  nomencla- 
tura del  artículo  1',  como  esta  promis- 
cuidad de  los  arHculos  2',  3^^,  4^  y  5', 
están  indicando  la  conveniencia  de  gene- 
ralizar bajo  la  denominación  de  propie- 
dad minera  todo  lo  que  es  el  subsuelo 
mineral,  de  dominio  originario  del  Esta- 
do; y  concluir  que  es  propiedad  minera 
toda  sustancia  mineral  ó  fósil,  cualquiera 
que  sea  la  forma  del  lecho  6  yacimiento 
en  que  se  encuentre,  encerrada  en  la  tie- 
rra ó  existente  en  su  superficie;  y  que  sea 
susceptible  de  una  industria  extractiva. 

Frutos  Üsandon 
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Entre  las  instituciones  británicas,  la 
más  interesante  y  quizá  la  más  original 
en  mí  concepto  es  la  judicial.  Por  las  raí- 
ces que  tiene  en  el  pasado,  por  el  espíritu 
conservador  de  que  está  impregnada  en 
50  forma  y  en  su  fondo,  es  un  reflejo  com- 
pleto del  alma  inglesa,  y,  por  lo  mismo, 
merece  que  se  la  examine  de  cerca.  En  vez 
de  ser  como  la  nuestra  el  producto  algo 
exclosivo  de  una  época,  de  cuyas  concep- 
ciones, doctrinas  y  teorías  se  hace  intér- 
prete, la  ley  inglesa  se  ha  formado  de 
estratificaciones;  las  capas  profundas  cu- 
biertas poco  á  poco,  no  han  dejado  de 
snbsistirpor  eso,  determinando  y  sirvien- 
do de  apoyo  á  nnerascapas  de  las  cuales 
éstas  no  se  aislan.  Hs  preciso  descender 
hasta  el  fondo;  es  necesario  tocar  el  subs- 
trataitt  para  abarcar  la  obra  acumulada 
niel  trascurso  del  tiempo. 

Un  estudio  semejante  demuestra  una 
vez  más  que  entre  los  anglo-sajones  to- 
das isa  cosas  se  desarrollan  naturalmen- 
te, semodificanobedeciendo  ánecesidades 

(l]  Tndaoído  de  1»  Sepve. 


sucesivas,  en  evolución  lenta,  sin  precipi- 
tación y  sin  estrépito.  Las  revoluciones 
del  mismo  modo  que  han  respetado  los 
monumentos  de  granito,  han  dejado  casi 
intactos  el  edificio  público  y  el  judicial. 
Desde  entonces  estos  últimos  han  recibido 
nuevas  piedras  sobre  sus  cimientos  incon- 
movibles. 

La  ley  en  Inglaterra  vale  más  que  en 
los  otros  paises:  es  la  verdadera  Carta 
del  ciudadano;  todos  la  acatan,  y  los  que 
la  aplican  participan  del  profundo  respe' 
to  que  ella  inspira.  Voltaire  ha  dicho: 
"Los  ingleses  han  amado  las  leyes  como 
los  padres  aman  á  sus  hijos,  porque  los 
han  engendrado,  ó  porque  han  creído  en- 
gendrarlos." Debe  olvidarse  la  ironía  y 
contemplar  sólo  el  elogio;  caracteriza  á 
un  pueblo. 

No  es  un  estudio  sobre  legislación  el  que 
me  propongo  emprender.  Pero  hoy  día  en 
que  la  éra  de  las  reformas  judiciales  pa. 
rece  abrirse  camino  entre  nosotros,  no 
será  quizá  trabajo  perdido  hacer  un  bos- 
quejo de  lo  que  es  la  justicia  entre  nues- 
tros vecinos  y  de  la  manera  cómo  se  ad- 
ministra. Tendremosejemplos  que  seguir, 
ó  enseñanzas  que  recoger. 
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Las  Cortes  de  Justicia  de  Londres 
( Courts  ofJustíce)áan  su  frente  al  Strand, 
casi  en  el  límite  de  la  Cité  señalado  por  la 
columna  conmemorativa  del  Temple-Bar. 
Es  un  monumento  de  estilo  gótico,  quizá 
el  mejor  de  la  capital  por  la  pureza  de  su 
estilo.  Datade  un  siglo  atrás,  y  revela  pur 
lo  esmerado  de  sus  detalles  la  minuciosa 
tendencia  arcaica  que  fia  presidido  en  su 
construcción.  Más  severo  que  nuestro  Pa- 
lais  y  de  más  pequeñas  dimensiones,  lo 
supera  en  elegancias  raras  y  refinadas, 
tales  como  puertas  primorosamente  escul- 
pidas  6  golpeadores  cinceladc»  de  una 
manera  delicada;  podría  decirse  que  es 
más  bien  un  museo  de  justicia.  Esta  im- 
presión se  confirma  á  la  vista  de  los  per- 
sonajes que  desempeñan  su  papel  en  esa 
morada,  disfrazados  los  tiesos  rostros  de 
jueces  y  abogados  con  la  peluca  empol- 
vada del  tiempo  de  los  Estuardos,  la  que 
con  frecuencia  no  se  adapta  por  completo 
á  la  cabeza  del  propietario,  y  deja  al 
descubierto  en  la  prolongación  de  sus  rí 
zos  blancos,  nucas  de  sal  y  pimienta, 
sobre  las  que  juguetea  la  cola  encinta- 
da, produciendo  un  efecto  de  lo  mas  có- 
mico. Esta  peluca  es,  puede  decirse,  la 
ordinaria  y  corriente,  denominada  tjre 
wig.  En  casos  solemnes  los  jueces  la 
reemplazan  por  la  "/ij//  bottomed  wig'', 
ó  peluca  ondeada  que  aumenta,  á  no  du- 
darlo, sn  respetabilidad  en  un  grado.  Loa 
jueces  agregan  una  cofia  negra  en  dos  ca- 
sos, cuando  se  trata  de  una  condenación 
capital,  y  con  ocasión  del  banquete  ofre- 
cido anualmente  por  el  nuevo  Lord-Maire 
al  tomar  posesión  de  su  cargo. 

Las  Cortes  de  Justicia  dan  asilo  á  la 
Corte  Suprema  ( Supreme  Cour  of  Judi- 
cature)  que  comprende  dos  Cortes  diver- 


sas: la  primera  es  la  de  apelaciones  y  la 
segunda  la  Alta  Corte  cuyas  tres  seccio- 
nes funcionan  como  tribunal  civil  de  pri- 
mera instancia.  Una  de  ellas  conoce  ade- 
más de  las  apelaciones  de  los  tribunales 
de  provincia,  (1)  que  son  las  Cortes  de 
Condado.  En  número  de  cerca  de  quinien- 
tas, éstas  forman  el  grado  inferior  de  la 
jerarquía  judicial,  de  la  cual  la  Cámara 
de  los  Lores,  ó  más  bien  una  delegación 
de  esta  asamblea,  ocupa  el  punto  culmi- 
nante. Podría  compararse  ánnestra  Cor- 
te de  Casación  si  sus  fallos  no  se  pronun- 
ciaran sobre  la  cuestión  de  hecho  al  mis- 
mo titmpo  ((ue  sobre  el  derecho.  A  ella 
correspondería  lógicamente  el  título  de 
Corte  Suprema. 

La  escala  intermediaria  entre  la  Corte 
de  los  Loi^  y  la  Suprema  la  ocupa  el 
Consejo  privado  (Comité  judicial  del 
Consejo  privado)  que  entiende  en  las 
apelaciones  de  las  Cortes  coloniales. 

De  esta  rápida  exposición  resulta  una 
centralización  casi  única  en  Inglaterra. 
Solo  Londres  está  en  posesión  de  las  ju- 
risdicciones superiores,  y  las  de  primer 
grado  no  corresponden  como  entre  noso- 


(1)  Según  loB  térniinos  de  Jttdietttur*  Acl  ile 
1873,  modificada  por  laa  leyes  de  1876  y  de  1881,  y 
que  ha  aprobado  una  reforma  completa  de  la  orga- 
nizacián  jndioial,  estas  tres  Becciones  son :  1 .'  Gancills- 
ría. — 3.*  Banco  dél  Rey. — 3."  Tettametitoe,  Divorcian 
y  Almirantazgo, — La  8ala  dinaionaria  del  Buco  del 
Rey  es  la  qae  faÜa.  las  apelaeiones  de  las  Cortes  de 
Condado.  Ejerce  igoalmente  nna  jarísdicoióa  crimi- 
nal en  los  casos  qae  se  dicen  reservados  á  la  Corona. 
Es,  en  fin,  nn  Tribanal  administrativo.  La  oindad  de 
Londres,  faera  de  estas  jurisdiooiones  rapnioreB^ 
posee  once  Cortes  de  Condado,  llamada»  metropoli- 
tanas, especies  de  justicias  de  paz  ooo  competencia 
extensa;  i  mis  dos  tribaoales  especiales:  la  Corte 
dsl  Lorá-Maire  y  la  Corte  dé  la  Cité.  Esta  organiia- 
eion  no  se  aplica  aino  á  la  Inglaterra  propiamente 
dicha  y  al  país  de  Oales;  la  Esooeia  y  la  Irlanda 
tienen  tribnnaleR  espeeialea  sometido*  á  reirían  par- 
ticnlarex. 
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tros  á  la  primera  instancia  de  provincia. 
Además,  como  la  jurisdicción  de  la  Alia 
Corte  se  extiende  igualmente  sobre  los 
cuarenta  y- tres  condados,  y  como  éstos 
no  pueden  llegar  hasta  ella,  es  necesario 
que  esa  Corte  vaya  en  su  busca,  lo  <\ac 
obliga  á  Thémis  á  plegar  sus  balanzas, 
á  tomar  el  ferrocarril  y  á  hacer  visitas  á 
sus  justiciables. 

Para  este  efecto  la  Inglaterra  y  el  país 
de  Gales  están  divididosen  ocho  ci'rcuiíoíi 
(1)  que  comprenden  56  ciudades.  Tres 
veces  al  afio,  en  los  meses  de  febrero,  julio 
y  noviembre,  16  jueces  (2)de  la  AltaCor- 
te,  designados  por  la  Cámara  del  Rey  se 
dirigen  de  dos  en  dos  á  celebrar  en  las  di- 
versas ciudades  de  su  circuito,  uno  los 
assises  civiles  llamadas  de  nisi  prius^  el 
otro  los  assises  criminales  oí  crown  si- 
de  (3),  asistidos  del  jurado  en  ambos  ca- 
sos. Van  escoltados  de  un  cierto  número 
de  abogados  para  litigar  en  los  asuntos 
mientras  dura  la  sesión.  Los  60  jueces 
de  las  Cortes  de  Condado  observan  la 
misma  práctica:  cada  uno  de  ellos  visita, 
á  lo  menos  una  vez  al  mes,  las  diferentes 
Cortes  de  su  circuito,  y  permanece  allí 
según  las  exigencias  del  servicio.  De  ma- 

(1)  Estos  oircnito*  bou  lM;*ígDÍetites: 
Soctb-Eastem  6  Home,  qns  oomprende  9  cíd- 

Midland,  10  cindadea. 

Northern,  5  cindsdes. 

Norkh-EasterD,  4  eindadee. 

Oxford,  7  ciadades. 

Weatern,  8  cindadei. 

North-WaleB  y  Ghester,  7  ciudadei. 

SoDth-Walea  Diviu¿n,  6  ciadades. 

<2)  lntenoioiiainienteempl0oentodo  este  estadio 
la  palabra  jvge  y  no  la  de  magMrat,  qae  ss  apliea 
«n  Inglaterra  al  jaex  del  crimen  de  los  trlbanales 
inferiores. 

(3j  Sm  embargo  la  sesión  de  otofio  se  reserva  á 
los  asnntoa  eriminalea,  ezeepci¿n  hecha  para  los 
Condados  de  Lancaxbiro  y  Olamorgansbire.  E^pe- 
eialmente  para  los  condados  de  Laneashir^  y  Tork- 
shire  ba,j  uaa  senOn  en  mayo< 
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ñera  que  para  nuestros  vecinos  la  magis- 
tratura no  delie  estar  ni  sentada  ni  de 
pie:  es  ambulante. 

Este  sistema  de  tribunales  errantes  £ 
intermitentes  puede  tener  inconvenientes 
graves;  pero  ofrece  la  inmensa  ventaja 
de  reducir  á  su  más  estricto  mínimum  el 
personal  judicial,  lo  que  permite  asf  for- 
marle una  situación  al  nivel  de  la  gran- 
deza de  8u  rol.  Así  mientras  la  Francia 
sostiene  cerca  de  lóOO  jueces  (4-)  en  rí75 
tribunales  de  distrito,  la  Inglaterra  pro* 
vee  con  60  jueces  (5)  á  las  necesidades  de 
500  Cortes  de  Condado,  excediendo  su 
población  á  la  nuestra  en  diez  millones  de 
habitantes.  Su  Corte  de  Apelaciones  se 
compone  de  cinco  jueces  ordinarios  ( in 
ordinary)  (6)  y  su  Alta  Corte  de  21  (7). 
En  cada  una  de  las  cámaras  de  nuestras 
Cortes  de  Apelaciones,  cuyo  número  es  de 
27,  cinco  consejeros  á  lo  menos  conocen 
de  una  causa,  y  su  número  total  asciende 
á  688,  de  los  cuales  71  componen  nues- 
tra sola  Corte  de  París.  No  hablo  del 
Parquet  (S)  que  ocupa  147  miembros. 
Tenemos  la  fiebre  del  derroche. 

La  consecuencia  inmediata  es  que  mien- 
tras el  más  alto  personajede  nuestra  ma- 
gistratura, el  gran  sacerdote  de  nuestra 
Corte  Suprema,  recibe  de  la  munificencia 
del  Estado  la  suma  de  30,000  francos,  el 


(4)  1,46S  jneees  titulares;  &  los  cuales  oonviene 
añadir 688  miembros  del  Parquet.  Lo*  jaecea  suplen- 
tes, 00  retribufdos,  aloaasan  á  798. 

(5)  En  la  cifra  mAxima  fijada  por  la  ley.  En  efecto, 
hay  actualmente  56  jueces  de  los  Cortes  de  Condado . 

(6)  O  que  faneionan  m  ordmarif*  Tiene  además 
4  jaeces  Uamados  ex  t^fieio. 

(7)  Sea:  para  la  división  de  OanciUeHa:  6  jueces. 
—Banco  del  Bey:  Lord  Chiof  de  justicia:  14  jueceii. 
— Testamentos;  Divorcioy  Almirsntasgo:  '2  jueoes. 

(8)  Que  ocupa  147  miembros.  Sumando  estas  di- 
ferentes (nfros,  7  agregaudo  á  ellas  los  55  magistra- 
dos de  la  Corte  de  Gasaeión,  llamos  al  total  de 
:i,Ü49  magiHtraduH. 
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peor  pagado  de  los  jueces  ingleses  recibe 
más  de  35,000,  con  la  expectativa  de  ju- 
bilarse con  25,000.  La  cifra  más  elevada 
en  Inglaterra  corresponde  al  Lord  Canci- 
ller, quien  percibe  un  sueldo  de  250,000 
francos  (1). 

Bs  verdad  que  las  jurisdicciones  inferio- 
res, los  juzgados  de  paz  son  allá  gratui- 
tos; pero  por  eso  mismo  tales  cargos,  que 
procuran  una  situación  moral  conside- 
rable, no  pueden  ser  desempeñados  sino 
por  ricos  propietarios.  Gratuidad  ó  cuan- 
tiosa retribución,  tal  es  la  alternativa. 
Pretender  que  un  magistrado  pueda  so- 
bresalir si  se  le  remunera  pobremente  es 
un  absurdo.  Está  obligado  á  mantener 
su  rango,  lo  que  no  puede  hacer  sino 
dentro  de  ciertas  condiciones  pecuniarias; 
véase,  si  no  el  papel  que  hace  en  nuestra 


(1)  Tios  ernolumeiitoa  de  loa  jueces  inglesM  <K>n 
loB  ugatentes: 

I."  Cámara  de  loa  Lores; 

Ijord  Oran  Oanciller,  250,000  franooB. 

Cada  oDo  de  los  Inores  jnatioias,  150,000. 

•i.*  GoDsejo  Privado. 

3.*  Corte  Saprema. 

Corte  de  Apelación.  Maítre  áen  rMes,  150,000 
francos, 

Lorda  justicia?,  126.000,  francos. 
Alta  Cámara.— Lord  Chief  de  Justicia  (presidente 
del  Banco  del  Bey),  200,000. 
liorda  justiciaB,  125,000. 

4  '-  Jaeces  de  las  Cortes  de  Condado  provineísles 

y  metropolitanas,  .37,500. 

5*  Jueces  de  tas  Cortes  de  policía  metropolitana, 
37,500. 

Joeoes  de  la  Corte  de  Bow-Street,  45,000- 

Los  jneoea  de  la  Corte  Suprema  tienen  dere- 
cho, después  de  quince  años  á  una  pensión  de  jubi- 
lación de  76,000  francos.  Cuando  andan  en  «circui- 
to de  aasíseait  reoiben  fuera  de  su  sueldo,  una  in- 
demninoión  diaria  de  180  francos.  No  deaempefian 
su  puesto  sino  ooho  mese*  por  año. 

Los  jueces  de  las  Cortee  de  Condado  perciben 
igualmente  por  gastos  de  viaje  una  subvención  que 
puede  sabir  hasta  8,')00  francos  por  año. 

Uo  sueldo  apreoiable  es  el  del  Lord  Gran  Oauei- 
11er.  Fuera  de  loa  250,000  francos  qu6  gana  en  este 


sociedad  un  juez  de  arrondissement  con 
sus  4,000  francos  de  renta  (2).  El  magis- 
trado necesita  desligarsede  las  preocupa- 
ciones materiales  y  de  los  cuidados  onJi- 
narios  de  la  vida  para  absorberse  más  fá- 
cilmente en  su  tarea.  Bn  fin,  no  teniendo 
á  sus  ojos  el  dinero  el  valor  de  una  cosa 
raraycodíciable,  no  obedecerá  en  la  apli- 
cación de  la  lev  en  determinados  casos  á 
consideraciones  estrechas  y  mezquinas,  v 
le  será  dado  mirar  las  cosas  con  mavor 
elevación. 

Todo,  por  lo  demás,  contribuye  á  ha- 
cer de  la  magistratura  inglesa  una  corpo- 
ración suigenerís,  principiando  por  su 
formación. 

Los  jueces  son  nombrados  por  el  rey  de 
entre  las  notabilidades  del  foro  (3 ).  Cuida- 
dosamente elegidos,  llevan  naturalmente 
al  ejercicio  de  sus  funciones  el  contigente 
de  ciencia  y  experiencia  que  han  adquiri- 
do ya  en  el  foro;  es  por  decirlo  así  una 
milicia  reclutada  entre  veteranos  rada- 
mente  experimentados.  Al  ocupar  su  si- 
llón les  acompaña  la  doble  investidura  de 
la  reputación  y  del  talento.  En  cierto 
modo  su  nombramiento  esunaconsagru- 
ción;  y  para  servirme  de  una  fórmula  jii- 
ridica,  es  confirmatorio. 


Loins  KiviiíRB 
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puesto,  recibe  150,000  como  Presidente  de  la  divi- 
sión de  la  cancillería  de  la  Alta  Corte  sin  olvidnr 
los  100,000  francos  más  que  percibe  por  su  puei>to 
de  «Speaker»  de  la  ''i'imara  de  los  Lores,  ó  sea  nn 
total  de  600,000  francos  por  año. 

(2).  Es  la  cifra  media;  el  raáximun  es  de  t>,000 
franooB,  el  míuimun  de  3,000,  sólo  en  París  los  jue- 
ces del  Tribunal  del  Sena  perciben  8,000  francos. 

(.3)  Hay  que  tener  10  años  de  ejercicio  de  la 
profesión  de  abogado  para  ser  nombrado  en  la  Cor- 
te Suprema,  7  ai1os  para  ser  juez  de  una  Corte  de 
Condado,  El  Lord  Canciller  es  el  úuico  "nombrado 
por  el  primer  miniatro. 
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LA  JUSTICIA  INtíLESA  (]> 


(Conclusión) 


AI  expresarme  así  no  me  guía  un  opti- 
mismo ciego,  ni  creo  en  la  [jerfección  ab- 
soluta, ya  que  tanto  en  Inglaterra,  como 
en  otros  pafsea,  la  poUtica  y  el  favor  no 
son  extraikosal  nombramiento  de  los  jue- 
ces;y  liberales  y  conservadores,  alternán- 
dose en  el  poder,  se  acuerdan  muy  bitít 
de  sus  amibos.  Pero  su  elección,  aún  ín- 
fluenciada  por  preferencias  de  partido,  no 
se  aparta  absolutamente  de  ciertos  lími- 
tes, ni  se  llega  en  caso  alguno,  á  hacer  un 
nombramiento  indigno. 

Además  de  esta  garantía  existe  otra: 
el  juez  inglés  no  puede  deslumhrarse  con 
el  peligroso  miraje  del  ascenso,  que  tien- 
de, como  es  muy  sabido,  á  hacer  ver  las 
cosas  bajo  un  falso  prisma.  No  debe  enten- 
derse por  esto  que  en  todo  caso  se  nom. 
bra  al  jnex  desde  luego  para  el  puesto  que 
ocupará  toda  su  vida;  pero  A  lo  menos 


(1)  TrwiDoido  da  la  Rnme. 

OKBECHO 


no  pasa  de  las  jurisdicciones  inferiores, 
Cortes  de  Condado,  á  las  superiores,  Cá- 
mara de  los  Lores,  Cortes  de  A[>elacio- 
nes  y  Alta  Corte  de  Justicia.  Bl  ascenso 
sólo  tiene  lugar  entre  estas  últimas,  y 
puede  afirmarse  <|ue  es  únicamente  hono- 
rífico, ya  que  la  remuneración  escasi  igual, 
con  excepción  de  unos  pocos  puestos  ele- 
vados. Así  escapa  el  juez  á  la  fascina- 
ción que  ejerce  la  capital  sobre  los  tribu- 
nales de  provincia,  y  su  ambición,  sino 
del  toda  abolida,  queda  á  lo  menos  muy 
limitada.  Prindfuo  fecundo:  no  pndiendo 
subir,  no  tiene  para  que  alzar  ni  bajar  la 
cabeza,  dos  posturas  que  son  igualmen- 
te perjudiciales  á  la  buena  admistración 
de  justicia.  Bajo  el  punto  de  vista  de  la 
dignidad  y  de  la  comodidad  profesionales 
existe  la  misma  diferencia  entre  él  y  el 
fiincionario  que  asciende,  que  la  que  hay 
entre  un  gentleman  sentado  en  su  sillón 
y  el  hombre  que  tiene  que  subir  penosa- 
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mente  la»  gradas  sucesivas  de  una  es- 
calera. 

Asegurada  así  la  independencia  deljuez 
con  la  supresión  del  ascenso,  ésta  se  en- 
cuentra además  garantida  con  la  inamo- 
vilidad  de  hecho.  Un  juez  de  la  Corte  Su- 
prema no  puede  ser  destituido  sino  por 
causas  graves  y  concretas,  A  solicitu<l  de 
42  miembrosA  lo  menos  del  Parlamento, 
y  si  tal  es  la  voluntad  del  solwrano. 

Sí  A  ci^tasconsideracionesse  agrega  que 
el  juez  no  divide  su  jurisdicción  con  tribu- 
nales administrativos; queá  menudo  fun- 
ciona solo,  íl)  lo  que  contribuye  á  desa- 
rrollar en  él  el  sentimiento  de  su  propia 
responsabilidad;  que  nocstA  vigilado  por 
nn  poder  superior  al  acecho  de  sus  actos; 
que  en  las  audiencias  no  ve  menoscaba- 
da su  autoridad  con  la  tutela  de  un  mi- 
nisterio público;  se  comprenderA  qué  si- 
tuación es  la  suya. 

Esta  situación  se  ve  todavía  enalte- 
cida con  las  distinciones  y  prerrogati- 
vas de  que  gozan.  A  los  miembros  de  la 
Corte  Snprema  se  Ies  discierne  el  título 
de  "Mylord";  los  titulares  de  los  cargos 
superiores  son  elevados  al  rango  de  pa- 
res, y  el  tratamiento  A  que  tienen  derecho 
los  jueces  de  las  Cortes  de  Condado  es  el 
de  "Honorable".  Si  consideran  ofendida 
su  dignidad  en  lo  mAs  mínimo,  estAn  au- 
torizados para  hacer  encarcelar  inmedia- 
tamente al  culpable  por  desacato  can- 
tempt  oíCouri  y  mantenerlo  aherrojado 
A  sn  voluntad.  Mi  admiración  se  detiene 
ante  este  detalle,  y  mnchos  en  Inglaterra 
piensan  como  yo  sobre  este  particular. 
Tales  son  las  múltiples  causas  que.con- 

(1)  Buaede  uí  siempre  qae  el  asnnto  se  somete 
&  jarado,  el  qne,  como  es  sabido  conoce  tanto  en  ma- 
teria oirU  como  en  materia  criminal. 

Cada  ana  de  las  Salaa  diviiiioiianai  dfl  la  Oanrille- 
ría  no  se  compone  sino  de  an  jaes. 


vergiendo  todasA  una  mismaconcepción, 
elevan  sX  judge  (juez)  sobre  el  pedestal  en 
que  lo  mantiene  la  opinión  pública  y  1c 
rodean  de  prestigio.  Se  sabe  que  es  inde- 
pendiente, poderoso  y  rico;  todo  garan- 
tiuL  su  capacidad  é  integridad.  ¿Qué  ra- 
zones tendría  para  no  sentenciar  bien? 
Puede  decirse  de  él  con  toda  verdad  que 
dicta  fallos,  no  presta  servicios.  EstA 
realmente  muy  por  encima  de  los  demás 
hombres,  los  políticos  inclusive.  Y  secom- 
prendeel  caso,  glorificado  en  un  fresco  del 
Parlamento,  deljuez  (iascoigne  arrestan- 
do al  príncipe  que  lo  había  ultrajado  (2 ). 

Hace  algunos  años  un  miembro  de  la 
CAmara  de  los  Comunes,  considerAndose 
difamado  en  un  discurso  pronunciado 
por  el  primer  Ministro,  no  trepidó  en  per- 
seguir A  éste  ante  los  tribunales,  en  la  iii- 
leligeneia  de  queen  Londres  hay  verdade- 
ros jueces  y  jurados  ( 3 ). 


111 


Si  el  personal  judicial  es  irreprochable, 
no  pueile  decirse  lo  mismo  de  la  institu- 
ción legal.  A  principios  del  siglo  XX  la 
Inglaterra  carece  de  un  cuerpo  de  leyes. 
Por  tma  parte  una  aglomeración  confusa 
de  costumbres  seculares,  anticuadas,  sin 
cohesión,  momias  de  leyes  qne  constitu- 
yen el  derecho  consuetudinario  ó  no  es- 
crito (common  /a  w^;  por  otra  la  equidad, 
es  decir,  una  especie  de  derecho  pretoria- 
no,  formado  de  decisiones  de  la  jurispru- 
dencia, correctivo  y  complemento  d.e  la 
comtnoD  law  y  siempre  en  pie,  lo  que  ha 
permitido  decir  que  el  juez  inglés  es  en 
cierto  modo  un  legislador. 

£n  iin,  entretejidas  con  todo  esto  apa- 


(2)  El  príncipe  Enriqae  hijo  de  Eoriqae  IV. 

(3)  Ente  ocurría  en  IH93.  El  demandante  era  el 
diputado  O'Brien. 
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recen  las  leyes  nuevas,  Acts  of  Pñrh'a' 
ment,  algunas  de  las  cuales,  entre  las 
más  recientes,  forman  verdaderos  Códi- 
gos especiales,  que  no  derogan  siempre 
los  textos  anteriores.  61  conjunto  de  tal 
sistema  ofrece  un  rasgo  notable  del  feti- 
^nismo  británico  por  las  cosas  del  pasa- 
do, r  Taine  1»  ha  definido  perfectamente, 
"una  adaptadAn  gradual  de  antiguas 
piezas  á  nuevos  usos'*.  Cuando  surgen 
conflictos  sobre  ciertas  materias  entre  la 
common  law  y  la  equidad,  es  la  primera 
la  que  decide  el  litigio,  según  las  prescríp- 
eiünes  de  la  Judícnture  Act  de  1873. 

Debe  recordarse  que  los  legisladores 
ingleses  han  mirado  siempre  con  repug- 
nancia la  codificación  de  las  leyes.  Bacon 
mismo  creia  que  líis  nuevas  leyes  son 
como  las  drogas  de  los  boticarios,  que 
»ólo  sirven  para  paliar  el  mal,  dañando 
)a  salud  del  cuerpo.  Sin  embargo,  el  mal 
que  resulta  del  sistema  hfl)rido  en  vigen- 
cia tiene  una  compensación  lógica:  las 
costumbres  de  un  país  no  se  verán  jamás 
perturbadas  por  un  legislador  enredoso. 
Por  otra  parte,  si  la  jurisprudencia  denn 
tñbnnal  permanece  siempre  invariable, 
an  litigante  puede  conocer  de  antemano 
ta  suerte  reservada  á  su  proceso,  lo  que 
en  cierto  modo  contribuye  á  moderar  el 
espíritu  de  chicana. 

Nf)  ménoR  defectuosas  son  las  formas 
<lc  la  justicia.  Bl  procedimiento  es  com- 
plicado y  espinoso  en  extremo.  Si  los  ne- 
;!ocios  sumarios  se  solucionan  con  más 
rapidez  que  entre  nosotros,  no  sucede  lo 
mismo  con  los  asuntos  cuantiosos,  que 
se  explotan  hábilmente  como  una  larga 
enfermedad,  ruinosos  como  ella  y  que,  en 
soma,  llegan  á  ser  para  el  ganancioso,  si 
es  que  vire  todavfa  para  ver  el  fin  de  su 
litigio,  verdaderas  victorias  á  lo  Pirro. 

\fr.  le  Comte  de  Franqueville  en  su 


obra  magistral  sobre  la  organización  ju- 
dicial inglesa  cita  el  caso  de  un  proceso, 
que  después  de  haber  durado  once  afios, 
se  concluyó  con  una  cnenta  de  gastos  as- 
cendente á  46.550  francos,  más  4.140 
francos  de  derechos  de  impuesto.  Sólo  le 
quedó  al  infeliz  que  ganó  el  juicio  la  suma 
de  1.625  francos,  y  vivió  después  con  su 
mujer  en  una  casa  de  asilo  para  obreros. 

¿Qué  suene  correría  al  litigante  ven- 
cido? 

Los  enormes  gastos  judiciales  se  expH- 
cfin  si  se  considera  que  á  más  de  lo  com- 
plicado del  procedimiento,  existe  un  for- 
malismo costoso  t|Uf  preside  en  los  mi- 
nuciosos detalles  de  la  acción  y  en  las 
diligencias  más  insignificantes  de  que  ella 
ha  menester.  KI  soh'citor,  que  equivale  á 
nuestro  procurador,  no  formnla  deman- 
da alguna  sin  tener  opinión  por  escrito 
del  abogado  consultor,  barrister  below 
the  IniVt  ó  del  abogado  defensor  uttet 
barrister.  Paracualquíer  asunto  de  algu- 
na importancia  se  requieren  dos  aboga- 
dos, el  leader  que  dirige  la  defensa  y  el 
Júnior  r\nc  le  asiste,  y  sería  mal  visto  que 
el  litigante  se  presentara  al  estudio  del 
abogado  sin  la  compañía  del  soliciior. 
Los  procuradores,  í|úe  son  astutos  com- 
padres del  abogado,  ejercitan  maravi- 
llosamente el  arte  de  acrecentar  la  cnen- 
ta, y  piden  con  toda  desvergüenza  una 
guinea  por  haber  conversado  con  el  clien- 
te ó  leído  y  contestado  su  corresponden- 
cia. Una  persona  respetable  me  asegura- 
ba que  haMa  recogido  esta  peria  en  una 
cuenta  de  expensas  judiciales:  Taatopor 
haber  pensado  en  ei  negocio. 


IV 


Volvamos  á  la  Cité. 

Próximos  á  las  Cortes  de  Justicia  se 
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agrupan  los  cuatro  Inns  of  Court,  ( 1 )  co- 
legios, Hteralmente,  Hoteles  de  Abogados, 
donde  tiene  su  asiento  la  Corporación  de 
abogados.  Hoy  la  más  importante  es  la 
llamada  del  Temple,  que  se  divide  en  Tem- 
ple interior,  lotier  Temple  y  Temple  me- 
dio, Middle  Temple.  Contemporáneo  ca- 
si de  la  Magna  Carta,  debe  su  nombre  á 
la  orden  de  los  Templarios,  á  quienes  per- 
teneció esa  propiedad  hasta  mediados 
del  siglo  XIV.  Fué  en  seguida  del  do- 
minio de  los  caballeros  de  San  Juan  de 
Jerusalén,  para  volver  á  la  corona  que  la 
arrendó  por  largo  tiempo  á  sus  actuales 
ocupantes  definitivos  dueños  de  ella  des- 
de mediados  del  siglo  XVII.  Extiende 
entre  Fleet  street  y  el  Támesis  sus  edifi- 
cios que  datan  desde  Enrique  VHI,  Isa- 
bel y  Carlos  I.  La  construcción  antigua 
desa|>areció  devorada  en  parte  por  el 
grande  incendio,  y  sólo  la  capilla  de  los 
Templarios,  copia  de  una  iglesia  del  San- 
to Sepulcro  y  consagrada  en  1185,  que- 
da aún  en  pie  en  toda  su  belleza  primi- 
tiva. 

El  Temple  es  un  lugar  risueño;  en  otro 
tiempo  fuera  de  los  límites  de  la  ciudad, 
hoy  parece  como  inmovilizado  en  sn  reti- 
ro, en  tanto  que  á  dos  pasos  bulle  el  mo- 
vimiento de  la  Cit¿.  Es  agradable  pa- 
searse en  esos  parajes,  y  sobre  todo  me- 
ditar en  medio  de  esos  patios  y  de  esos 
jardines  tan  ricos  en  recuerdos,  allí  don- 
de, si  debe  creerse  á  Shakespeare,  se  co- 
gieron las  rosas  que  presidieron  las  ma- 
tanzas de  York  y  de  Lancáster.  En  aquel 
lugar  se  encuentra  la  fiiente  cerca  de  la 
cual  coloca  Dickeus  una  de  las  más  her- 
mosas escenas  de  su  Martín  Chatlewitt. 


En  el  cementerio  del  Temple  duerme  el 
autor  del  Vicario  de  WakeBeld  (2). 

El  interior  del  monumento  ofrece  un 
lujo  y  comodidad  pcríectamente  ingleses. 
La  biblioteca  de  Middle  Temple,  ilumi- 
nada por  grandes  ventanas  que  miran 
hacia  el  río,  ostenta  con  orgullo  en  sus 
armarios  barnizados  28.000  volúmenes. 
Fué  construida,  según  creo,  en  los  tiem- 
pos de  la  reina  Ana.  Es  una  cosa  digna 
de  admiración  en  Inglaterra,  encontrar 
todas  las  comodidades  modernas  adap- 
tadas á  antiguas  moradas. 

Interesantes  por  su  pasado,  los /nns(  3 ) 
lo  son  también  por  su  organización.  Fi- 
guran en  primer  lugar  los  colegios  de  abo' 
gados;  alK  tienen  éstos  generalmente  sus 
oficinas  ( chambers )  y  pueden  aun  tomar 
sus  comidas  en  común.  Todos  ellos  cons- 
tituyen además  un  cuerpo  de  colegios  li- 
bres donde  reciben  instrucción  de  dere- 
cho y  después  la  investidura,  los  jóvenes 
que  aspiran  á  calarse  la  peluca  del  barris- 
ier  Ht  law  (licenciado  en  leyes).  Debe 
tenerse  presente  que  esta  escuela  es  pura- 
mente profesional  y  no  confiere  grados 
universitarios.  Corresponde  á  las  univer- 
sidades de  Oxford  ó  de  Londres  otorgar 
los  títulos  de  bachiller  v  de  doctor  en 
leyes.  Es  en  los  colegios,  en  el  ejercicio 
mismo  de  la  profesión,  donde  se  modela 
el  estudiante  y  se  prepara  al  abogado, 


( L)  8oD :  Gray's  Inn;  Línooln'i  Iiid;  Inner  Tem- 
ple; Middle  Temple. 


(2)  El  cuerpo  de  Oliverio  Ooldiimith  fué  sepul- 
tado en  el  TempU  en  1864;  no  kb  sabe  con  exactitud 
el  lugar  donde  densaosa. 

(3)  hLo8  TnnH  of  Oourt  flon  coleaos  d  sooiedales 
que  tienen  nu  sitio  en  Londres  y  á  las  cuales  deben 
pertenecer  todos  ios  abogados  y  loe  ñ<írjeani»  aí  ¡ato 
y  todos  los  que  aspiran  á  estas  dignidades.  3e  desig- 
nan tamlñén  bajo  este  nombre  loa  edifidoB  pertane- 
oientes  á  esas  BoáedadeB,  donde  los  miembroa  de 
estos  InHfi  comen  en  común,  y  donde  loa  ¿arrúCmi 
tienen  su  ofidnai.  (ímperi<U  Dictioaarg,  1883,  cinns 
of  Conrtit) . 
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que  madana  puede  llegar  á  ser  juez.  Hay 
un  estrecho  lazo,  una  completa  unión  en- 
tre la  escuela,  el  foro  y  la  magistratura. 

La  enseñanza  oficial  es  desconocida,  7 
la  intervención  del  Estado  sólo  se  ejer- 
cita en  una  forma  benigna  y  poco  mo- 
lesta. No  hay  tampoco  programas  im- 
paestos.  Se  encuentra  siempre  aplicada 
la  doctrina  liberal  y  fecunda  del  self-gO' 
remment. 

Los  cuatro  "Inns",  independientes 
tmos  de  otros  como  igualmente  lo  -son 
los  coleaos  de  lasnniversidadesinglesas, 
se  gobiernan  y  administran  por  sí  mis- 
mos; tienen  sus  reglamentos  especiales  y 
sus  rentas  propias  (1).  A  la  cabeza  de 
cada  uno  de  ellos  figura  un  comité  directi- 
vo de6e0C¿ers  (decano  de  los  colegios  de 
abogados),  elegidos  de  entre  sus  miem- 
bros mas  conspicuos.  El  lazo  que  los  une 
es  el  Consejo  Superiorde  educación  legal, 
que  examina  á  los  candidatos  y  se  pro- 
nuncia sobre  su  admisión  al  foro  (calling 
at  tbe  bar).  Sus  resoluciones  pueden  ser 
revocadas  por  los  jueces  de  la  Corte  Su- 
prema. 

Numerosas,  son  las  celebridades,  no 
sólo  jurídicas,  sino  aún  literarias,  filosó- 
ficas y  políticas  que  como  estudiantes  han 
frecuentado  los  "Inns":  Chaucer,  For- 
tescne,  Goldsmith,  Sheridan,  Macanlay, 
Bentham,  para  no  citar  sino  los  más  co- 
nocidos, han  estudiado  allí  y  nos  hablan 
de  esos  colegios  en  muchos  pasajes  de 
sus  escritos.  Bacon  se  complada  en  da- 
tar sus  Ensayos  desde  su  estudio  en 
Graie's  lan. 

La  enseñanza  que  se  dispensa  en  los 
"Inns",  si  bien  ménos  vasta  que  la  de 
nuestra  Escuela,  se  conforma  mucho 

(1)  Ornado  tM  hiio  la  iDvestigkción  «n  1854  Ua 
Khtw  kuualoB  de  Iw  Inns  ranDÍdoa  aMJpqdían  k  60 
mil  bbru  ó  9ea  ].5Q0.00p  frapeop, 


más  al  fin  que  se  persigue,  que  es  el  de 
formar  antes  que  un  jurisconsulto  un 
pi^ctico  en  la  profesión  *'a  lawyermore 
ihan  a  Jaríst." 

Así  lo  requieren  también  la  índole  de 
la  legislación  inglesayla  misión  que  está 
llamado  á  desempeñar  el  abogado.  Aqué- 
lla, como  ya  se  ha  dicho,  no  está  codifi- 
cada, y  á  causa  de  su  mismo  embrollo, 
se  consultan  menos  los  textos  que  la  ju- 
risprudencia, sobre  todo  la  profesada 
por  los  jueces  que  están  conociendo  del 
litigio  actual. 

De  aquí  proviene  la  tendencia  del  abo 
gado  á  especializarse.  Desempeña  en  el 
foro  un  rol  mucho  más  importante  que 
en  nuestros  tribunales;  dirige  Ui  audiencia 
bajo  la  rigilancia  del  juez,  interroga  á  los 
testigos  de  su  cliente  y  contra-interroga 
á  los  del  adversario,  tendiendo  hábilmen- 
te la  mano  á  los  primeros,  y  echando  re- 
des 6  zancadillas  á  los  segundos. 

En  lo  criminal,  y  á  falta  de  ministerio 
público,  es  el  abogado  quien  sostiene  la 
acusación  á  nombre  de  la  víctima  ó  de 
los  parientes  de  ésta,  con  las  mismas  fa- 
cultades que  en  lo  civiU  Como  su  adver- 
sario le  espía  y  sacará  partido  del  más 
insignificante  traspiés  ó  de  la  más  ligera 
inadvertencia,  el  debate  degenera  en  un 
verdadero  torneo  judicial  en  que  se  lleva- 
rá la  palma  el  mejor  dotado  de  táctica, 
sangre  fría  y  de  oportunas  salidas,  que 
sun  cualidades  que  se  adquieren,  no  en 
los  libros,  sino  con  el  ejercicio,  esto  es,  en 
el  terreno  mismo. 

Por  este  motivo  el  principiante  tiene 
que  someterse  á  una  larga  práctica  al 
lado  de  un  patrón  de  quien  es  el  ama- 
nuense ó  diablo  {devil),  según  la  expre- 
sión consagrada,  y  á  quien  tiene  que  pa- 
gar más  ó  menos  bien  por  alcanzar  el 
honor  de  prepararle  los  expedientes.  No 
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hay  otro  nietlio  de  iniciarse  en  los  nego- 
cios y  de  adquirir  la  práctica  necesaria, 
ya  que  no  existe,  como  sucede  entre 
nosotros,  esa  clase  de  liti^os  que  la  asis- 
tencia judicial  encomienda  á  los  princi- 
piantes, desde  que  el  procedimiento  ¡n 
forffja  pHuperís  es  insignificante.  Por  lo 
demás,  nada  hay  que  esperar  del  solici- 
tar -6  procurador  mientras  no  se  haya 
dado  pruebíi  de  competencia. 

Todo  esto  contribuye  á  tjue  los  princi- 
pios sean  en  extremo  {lenosos  para  el 
abogado  inglés.  Pero  si  los  primeros  pa- 
sos son  rudos,  en  cambio  las  cimas  que 
se  conquistan  son  mucho  más  elevadas: 
quinientos  mil  francos  anuales,  tal  es  la 
cifra  alcanzada  en  honorarios  por  algu- 
nas notabilidades. 

I^»s  ahogados  distinguidos  pueden  ser 
honrados  con  el  título  de  consejeros  del 
rey,  lo  que  Ies  asegura  el  privilegio  de  lle- 
var toga  de  seda,  sHk  gown  en  lugar  ele 
la  comfin  y  ordinaria  stufí'gown;  de  ocu- 
par asientos  de  preferencia  y  cobrar  in- 
gentes honorarios  y  también  de  pagar 
trescientas  libras. 

Bl  foro  de  Londres  posee  dos  puestos 
oficiales,  el  attomey  general  y  el  soUci- 
tor  general,  que  son  los  jurisconsultos  de 
la  corona  y  le  sirven  de  lazo  de  unión 
con  el  Gobierno  (1). 

De  este  ligero  bosqngo  puede  concluir- 
se que  la  institución  del  foro  inglés  es 
más  aristocrática  y  exclusivista  que  la 
nuestra.  Un  antiguo  autor  cuya  palabra 
es  muy  digna  de  fe,  Fortescne,  nos  ense- 
ña que  en  el  siglo  XV,  para  ser  admi- 
tido en  los  Inns  of  Courts,  era  necesario 
ser  hijo  de  una  persona  de  calidad.  Un 

(1)  Durante  mucbct  tiempo  Londrea  ha  «ido  la  úni 
c«  ciudad  de  IngUturra  qa«  tuTÍvra  foro;  rus  mietn- 
liroa  ilnn  k  alegar  en  loa  oondadoa.  Hoy  día,  exíaten 
algnnna  foroa  de  proTÍncia. 


abogado  no  podía  sin  desdoro  subir  á 
un  carruaje  público  ó  entrar  á  un  hotel. 
Hoy  dfa  el  postulante  debe  presentar  un 
certificado  de  honorabilidad  suscrito  por 
dos  abogados  y  consignar  doscientas  li- 
bras al  entrar.  Para  ser  admitido  en  el 
foro  hay  que  desembolsar  en  Middle  Tem- 
ple cerca  de  setecientas  libras  (2). 

Bl  abogado  inglés  goza  de  ciertas  in- 
munidades, como  la  de  no  poder  ser 
arrestado,  privileged  from  arresta  cuan- 
do está  en  presencia  de  nn  tribunal  ó  en 
circuito  de  assises;  se  le  dispensa  asimis- 
mo de  las  funciones  de  jurado.  Por  lo  de- 
más, es  un  gentleman  que  fuera  de  su 
oHcina  no  permite  ((uc  se  le  hable  de  ne- 
gocios. Un  amigo  me  contaba  que  tnvci 
que  ir  á  Londres  á  seguir  nn  proceso.  Al 
llegar,  invitó  á  comer  á  su  abogado  y  al 
procurador;  y  cuando  se  sirvió  el  postre 
(|uiso  hablarles  del  asunto  que  le  intere- 
saba. La  respuesta  fué:  "Maitana  á  tal 
hora". 


V 


Las  Cortes  de  justicia  criminal  tienen 
su  asiento  en  Oíd  Bailey.  lado  de  la 
antigua  y  sombría  prisión  de  Newgate, 
lugar  de  ejecuciones.  Se  dividen  en  Oid 
Court  (Corte  vieja),  donde  se  juzgan  los 
crímenes,  y  New  Coart  {Corte  nueva)  que 
corresponde  á  nuestro  tribunal  correccio- 
nal. Bstasdos  Cortes  celebran  susassises 
una  vez  al  mes,  con  asistencia  del  jurado. 
Cierta  categoría  de  delitos  leves  escapan 
á  su  competencia  y  son  juzgados  por  una 
de  las  catorce  Cortes  metropolitanas  de 
policía  y  por  la  Corte  del  Lord  Maire.  Es- 
tas fjltimas,  semejantes  á  nuestros  tribu- 
nales de  policía  local,  son  permanentes  y 

(2)  En  e»ta  cifra,  qae  me  ha  dado  nn  ahulado 
entran  todos  loa  gaatoii. 
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la  mayor  parte  de  ellas  se  compone  de 
dos  magistrados.  La  más  importante  es 
la  de  Bow  Street  que  presidía  hasta  hace 
poco  el  R.  Hon.  John  Brígde,  coyas  sen- 
tencias üieron  de  gran  autoridad. 

Es  una  circunstancia  digna  de  aten- 
ción la  de  que  la  ley  establece  un  raázi- 
luum  para  las  penas,  pero  no  fija  un  mí* 
nimam  al  juez.  De  modo  que  éste  puede 
reducirlas  ó  imponerlas  tan  leves  como 
le  plazca,  y  tiene  aun  la  facultad  de  ab- 
solver al  acusado  culpable.  Latitud  sin 
la  cual  no  se  concibe  el  rol  de  justiciero, 
y  que  tiende  A  suprimir  las  tristes  pero 
inevitables  escenas  que  se  ven  en  nues- 
tros tribunales  correccionales  (1). 

audiencias  que  he  presenciado  en 
OldCourt  me  han  edificado.  Los  negocios 


(I)  Oomu  tm  lo  civil,  Londrert  tiene  nú  organisa- 
ñóa  wpectKl.  l->ts  e»  Ik  jerarq»ía  de  Ims  Corten  on- 
minftleii  de  provincia: 

A.—OorlM  rfe  oMuev. — Atüte  ijomt»,  dirigidas  ea 
l(*  ocho  circuitos  por  el  Lord  de  la  Corte  Snprema 
«II  lu  condioiones  qae  ya  he  eniiDciado.  CoDoceo  de 
)•»  cawM  eriminalea  grave»,  llamados  indictahUa,  y  de 
tas  apelacioneii  de  las  Corten  de  Condado.  Sos  fallen 
no  Km  susceptibles  de  apelación  sino  en  oondíoionea 
)|ue  hacen  casi  ilaaorio  eete  dererho  y  estas  npela- 
cionea  van  i  la  Alta  Corte  ante  el  Banco  del  Key. 

R.^Vortet  trimfHtralfé  de  Condado  y  de  Burgo,  lia  - 
■Dadas  m  qvtirifr  teMtom.  Las  presiden  dos  6  varios 
jaeces  de  pai  y  joagan  ciertos  orímenes  y  la  mayor 
psrte  de  los  delitos.  Anteellaase  llevan  las  apela- 
nonesde  los  fallos  de  los  jueces  de  |>az. 

b)I  jarado  funciona  en  estas  do^  clases  da  Cortes. 
(Comprende:  el  gran  jnradu  ó  jurado  de  investiga- 
nóD  que  desempeña  el  rol  de  nuestra  sala  de  acosa 
ñ'm  f  al  jarado  chico,  ó  jnrado  de  fallo. 

C— Cbrte*  de  ptqueHa  audiencia — ¡n  pethj  «asión — 

Oortei  de  jurisdicción  sumaría.  Generalmente 
comimMtas  de  dos  magistrados,  s-'sioitan  sin  jurado 
en  épocas  mis  ó  menos  cercanas  según  laa  neeeaida. 
dd.  Fallan  los  a^unto^  de  pooa  importancia  y  pre 
puwlM  que  van  ante  laa  as8ÍM!<.  En  los  oentnis 
inportantes  estas  Cortes  son  reemplazadas  por  las 
^Jortíi  de  policía — Pólice  Courí— de  competencia 
mil  rüHti  y  dirigidas  por  jueces  rentados — síípín- 
ii*ti'3  mgintntíe». 


se  tratan  sencillamente,  sin  aparato  ni 
uijjse  en  scéne;  y  esta  sencillez  llega  aun  al 
exceso,  porque  la  sala,  así  como  el  resto 
del  edificio,  es  estrecha,  incómoda  y  fea. 
No  se  ve  otro  emblema  que  una  espada 
de  la  justicia  colgada  en  el  muro,  bajo  un 
dosel  y  sobre  la  cabeza  del  juez.  Cuando 
se  trata  de  condenación  capital  un  ca> 
pellán  en  traje  negro  se  coloca  al  lado 
del  juez  que  lleva  toga  roja  y  responde 
"Amén",  concluida  de  pnmunciarsc  la 
sentencia  (2). 

Es  aquí  también  el  abogado  q  uien  dirige 
el  debate.  Aún  cuando  la  investigación  se 
ha  intentado  por  la  víctima  misma,  por 
sus  representantes  6  por  cualquiera  ¡perso- 
na (3),  la  contienda  durante  la  audien- 
cia no  se  traba  con  el  ministerio  publico, 
sino  entref  el  abogado  que  acusa  y  el  que 
defiende  al  inculpado.  El  jurado  se  pronun- 
cia entre  ambos,  y  el  rol  del  juez  queda 
reducido  á  lo  que  debe  ser:  el  de  un  árbi- 
tro  imparcial  que  no  interviene  sino  para 
asegurar  la  lealtad  de  lacontienda.  Poco 
le  importaque  la  balanza  se  incline  de  uno 
ú  otro  lado,  lo  que  persigue  es  la  mani- 
festación de  la  verdad,  cunhiuieraque  sea. 


(2)  Esta  US  lu  fórmula,  cunciensada  y  analítica, 
de  esta  sentencia: 

«La  sentencia  pronuuciada  contra  usted  |ior  la 
Corte  á  causa  del  crimen  de  homicidio  con  preme- 
ditación de  que  usted  está  ahora  convicto,  es  que 
usted  9ei  llevado  del  lagar  en  que  se  encuentra  un 
oite  momento  á  U  prisión,  de  donde  se  le  ha  tr»ído 
basta  aquí;  que  de  allí,  en  el  día  fijado,  se  le  eou- 
dussa  al  lugar  de  la  ejeoación  para  que  sea  ahoroa- 
do  hasta  qi.e  an  onerpo  mneia;  y  que,  tnn«'rto  sa 
cuerpo,  &ea  enterrado  en  el  reciutu  de  la  prt?ióu  eu 
que  usted  pasó  sus  últimoii  días. — Quiera  el  Sefior 
tener  piedad  de  su  alma.» 

(3)  Sólo  i  falta  de  querella  de  parte  de  la  vícti- 
ma ó  de  otra  persona  ú  cuando  se  trata  de  un  asun- 
to cñminul  moi  importante,  se  presentan  los  pode- 
res públicos  entablando  la  acción  criminal,  repre- 
sentados porel  attomey  ijeneral,  por  el  loUeilor  gentral 
y  p<  r  el  IJireotor  de  las  pesquiiias  públicns. 
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ayudando  á  descubrirla  con  todo  su  po- 
der (1). 

A  los  ojos  del  jaez  inglés  todo  acusado 
cuyo  delito  no  ha  llegado  todavía  á  esta- 
blecerse es  inocente;  en  tanto  que  muy  Á, 
menudo  es  la  presunción  contraria  la  que 
domina  espontáneamenteycon  todabue- 
na fe  el  espíritu  de  nuestros  magistrados. 
Durante  largo  tiempo  nuestros  pretores 
del  crimen  han  ofrecido  el  espectáculo  de 
un  ministerio  pi3b1ico  {persiguiendo  una 
condenación,  con  el  encarnizamiento  del 
amor  propio  picado  en  el  juego,  y  de  un 
Presidente  que  se  constituía  en  auxiliar 
complaciente  de  la  acusación,  si  bien  esta 
tendencia  se  ha  ido  modificando  poco  á 
poco. 

I^a  actitud  del  juez  inglés  tiene  la  dig- 
nidad serena  y  desapasionada  de  la  ley 
que  representa;  su  política  ó  su  cortesía 
mismacon  respecto  al  inculpadoson  pro- 
pias de  un  verdadero  geutleman.  El  resu- 
men {Samming  up)  que  expone  al  jurado 
al  clausurarse  el  debate  es  un  modelo  de 
imparcialidad  (2);  y  por  poco  que  la 
causa  le  parezca  oscura  ó  el  acusado  in- 
teresante, no  vacila  un  momento  en  pedir 
su  absolución.  No  es  raro  el  caso  de  que 
anule,  haciendo  uso  de  su  poder  discre- 
cional, un  veredicto  que  estime  injusto, 
ó  bien  que  postergue  el  asunto  para  una 


(1)  cEl  deber  de  un  juei  es  el  de  im  auditor 
i|ue  escacba  con  atención,  no  e»  el  de  na  investiga- 
dor. ÜD  jaez  ingüs  se  eonridemria  rebajado  mí  se 
le  pidiera  ó  se  te  exijiera  que  entrara  en  conflicto 
pei'Bofial  con  el  acnsado  6  que  procurara  arrancarle 
una  confesión  por  medio  de  un  interrogatorio.» 
Stbphbn:  Hittors  qf  tke  eríoUnal  law.  T.  I,  eap. 
XV). 

(2)  Bt|  csummmg  sepi  equivale  al  resúmen  de 
los  debates  que  hacínn  loa  Prexidentes  de  oneütrns 
Cottes  de  aDBÍses,  oon  la  diferencia  de  que  énte  era 
en  realidad  una  segunda  requisitoria.  Por  eso,  m 
Ba|>reuóa  f né  mny  jmoiosa;  la  última  paUtna  co* 
rresponde  boy  día  4  la  dafanaa. 


sesión  ulterior.  He  leído  palabras  dirigi- 
das por  él  á  condenados  ó  á  reos  absuel- 
tos  por  gracia  y  me  parecía  oír  la  voz 
misma  de  la  insticia. 

El  procedimiento  criminal  da  testimonio 
de  un  loable  cuidadoen  multiplicar  las  ga- 
rantías de  que  se  rodea  al  acuséido .  N  o  pue- 
de decretarse  ó  mantenerse  un  arresto  sin 
que  existan  cargos  graves  y  pruebcUi  se- 
rias. En  materia  de  delitos  la  escarce- 
lación  bajo  fianza  es  un  derecho  absolu- 
to. No  se  conoce  el  juez  instructor  cuyo 
procedimiento  importa  A  veces  una  scmi- 
condenación.  En  la  audiencia  se  deja  al 
inculpado  en  completa  libertad  denegarse 
á  contestar  el  interrogatorio  y  se  le  per- 
mite declararen  ciertoscasosbajolafedel 
juramento.  Sí  no  tiene  defensor,  puede  in- 
terrogar por  sí  mismo  á  los  testigos,  y 
éstos,  ya  sean  agentes  ó  particulares,  es- 
tán obligados  áexpresarse  en  los  términos 
más  moderados. 

Son  éstas,  áno  dudarlo,  excelentes  cosas 
para  los  inculpados  ricos  ó  instruidos;  fie- 
ro es  el  caso  de  preguntarse  si  los  indigen- 
tes pod  rán  aprovecharse  de  ellas.  ¿Setfa  la 
ley  criminal  inglesa  un  simple  objeto  de  lu- 
jo, á  la  que  le  convendría  aquella  máxima 
de  Montesquieu:  "Las  leyes  son  telas  de 
araña  donde  se  enredan  las  moscas  peque- 
ñas dejando  paso  á  las  grandes?** 

Por  lo  demás,  los  buenos  propósitos  de 
la  ley  degeneran  á  veces  en  torpeza.  Por 
ejemplo,  á  pretexto  de  no  influenciar  al  ju- 
rado, en  ningún  caso  se  permite  revelar  los 
antecedentes  del  acusado,  circunstancia 
muy  ventajosa  para  el  forragido;  pero  de- 
plorable para  aquel  que  ha  incurrido  por 
primera  vez  en  una  falta,  pues  se  cernirá 
sobre  su  pasado  una  sospecha  que  puede 
ser  inconsciente,  mas  no  por  eso  dejará  de 
tener  cierta  eficacia . 

Asimismo,  el  veredicto  debe  dictarse  por 
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unanimidad:  medida  que,  si  á  primera  vis- 
ta parece  intachable,  da  margen  á  una  pre- 
sión á  veces  violenta,  de  la  mayoría  sobre 
la  minoría.  Conviene  agregar  que  los  ju- 
rados, encerrados  en  un  local  estrecho, 
cuando  no  se  pronuncian  sobre  tabla,  se 
ven  privados  durante  su  deliberación  de 
luz  V  de  toda  comodidad. 

Ciertas  disposiciones  son  netamente  de- 
fectuosas. El  acusado  no  puede  cíiiniini- 
carse  con  su  defensor  antes  de  comparecer 
á  la  audiencia,  jsi  no  tiene  con  que  pagar 
un  ahogado  no  se  le  dará  de  oficio  áno  ser 
en  un  proceso  capital.  H1  jurado  no  tiene 
facultad  para  establecer  circunstancias 
atenuantes;  sólo  puede  recomendar  al  con- 
denado á  la  clemencia  del  juez,  quien  no  se 
considera  cohibido  por  ana  solicitud  seme- 
jante. 

Otra  inconsecuencia:  á  los  testigos  no  se 
les  separa  de  la  audiencia  durante  la  dis- 
cuñón,  T  antes  de  prestar  sus  declaracio- 
nes, lo  que  se  presta  á  que  se  dejen  in- 
fiuenciar. 

Pero  el  másgravede  los  errores  consiste 
en  la  invitación  que  al  principio  del  debate 
se  dirige  al  acusado  para  que  se  declare  cul- 
pable, guiltyt  6  no  culpable.  Si  se  declara 
culpable,  se  cierra  el  debate,  no  se  oye  á  los 
testigos,  no  hay  alegatos  ni  aún  sentencia; 
el  juez  aplica  la  penainmcdiatamente,sin 
que  exista,  por  consiguiente,  elemento  al- 
umno de  convicción.  Si  el  juez  no  cuidara 
de  advertir  al  acusado  que  nada  le  obliga 
á  declararse  culpable,  tal  procedimiento 
equiraldifa  á  estimular  la  mentira  y  ¿una 
invitación  á  no  confesar  jamás.  Entre  nos- 
otros en  un  caso  semejante  la  audiencia 
continúa  su  curso  ordinario,  lo  que  puede 
suscitar  muchos  incidentes  y  revelaciones 
favorables  á  la  defensa  del  acusado. 

Dna  palabra  de  conmiseración  para 
los  testigos.  ¡Qué  suerte  la  que  les  está 
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reservada  cuando  se  les  somete  á  la  prue- 
ba del  contra-interrogatorio,  cross  exa- 
mmatíon^  y  qué  malhadado  cuarto  de 
horael  que  tienen  que  soportar  en  el  ban- 
quillo! Se  ven  en  un  instante  desnudados, 
despedazados  y  triturados,  moralmente 
se  entiende,  por  el  abogado,  de  la  parte 
contraria.  Su  pasado,  su  vida  privada, 
los  asuntos  en  que  se  hayan  visto  mez- 
clados con  la  justicia,  todo  se  exhuma, 
como  pudiera  pasar  con  las  cosas  olvi- 
dadas en  el  fondo  de  un  baúl  y  que  de  re- 
pente saca  á  luz  una  mano  curiosa.  No 
hay  para  el  testigo  resistencia  posible 
desde  que  siempre  le  habrá  de  ser  difícil 
entrar  en  polémica  con  gentes  que  llevan 
peluca  cuando  él  110  la  carga. 

En  suma,  el  legislador  criminal  inglés 
puede  haber  cometido  errores  y  torpezas; 
pero  es  necesario  concederle  que  se  ha  de- 
jado guiar  por  dos  grandes  principios, 
los  únicos  aceptables:  el  temor  al  error 
judicial  y  el  respeto  por  la  persona  del 
^msado.  La  Bruyére  ha  dicho  que  "así 
como  un  culpable  castigado  es  un  ejem- 
plo para  la  canalla,  un  inocente  ¿  quien 
se  condena  es  un  atentado  contra  los 
hombres  de bien";y  después  Voltaxre:  "De> 
be  siempre  tenerse  presenteque  la  causa  de 
un  ciudadano  interesa  á  todos  los  demás'  *. 
Parece  que  nuestros  vecinos  se  hubieran 
hecho  esta  misma  reflexión,  y  asf  puede 
leerse  en  uno  de  los  comentadores  de  sus 
leyes  (1)  esta  frase  característica:  "Vale 
más  dejar  escapar  diez  culpables  que 
arrestar  á  un  solo  inocente".  Es  esta 
una  tendencia  de  espíritu  que  merece  ala- 
banzas. 

Por  otra  parte,  se  comprende  que  res- 
petando á  todos  sus  miembros  indistin- 
tamente, la  sociedad  se  respete  a  sf  misma. 


(1)  Vincent:  Poticeeotle. 
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Un  jurista  inglés  ha  dicho  que  la  justicia 
criminal  de  su  paf  s  es  Utigiosa  y  no  inqtti' 
sitoriai  (1)  y  es  esta  la  mejor  fórmula 
que  puede  darse  de  ella.  Los  sanos  propó- 
sitos, que  no  pueden  desconocerse,  flotan 
quizá  en  la  superficie  y  quedan  sólo  para 
la  vista,  por  decirlo  así,  lo  que  sorpren- 
de y  aparece  contrarío  en  cierto  modo  al 
espíritu  del  pueblo  inglés;  pero  al  mismo 
tiempo  no  debe  echarse  en  olvido  que  si 
liay  cosas  defectuosas,  ahí  está  el  juez 
que,  desempeñando  su  rol  moderador,  las 
coloca  en  su  verdadero  lugar.  Bl  eqnili- 
brío  práctico  se  restablece,  y  volvemos 
A  encontrar  el  carácter  propio  de  los  in 
gleses. 


Vista  eu  su  conjunto,  la  justicia  inglesa 

(II  T.StRHIIBN:  Hi-t»r¡n^' lUf  erimiiMil  hnr. 


se  asemeja  á  un  antiguo  reloj  decuadran- 
te amarillento,  de  desarrollo  lento  y  so- 
lemne. Las  ruedas  han  pasado  de  moda* 
muchas  son  ya  inútiles  ó  están  enmohe- 
cidas; se  las  conserva  sin  embargo  como 
reliquias  respetables  y  sólo  para  guardar 
la  armonía  del  conjunto.  Su  manejo  se 
ha  confiado  á  obreros  escogidos  éntrelos 
más  hábiles  y  honorables,  que  lo  gobier- 
nan delicadamente,  sin  brusquedad,  y  que 
sabenencontrar  las  soluciones  convenien- 
tes, para  lo  cual  se  les  ototga  en'  el  des- 
empeño de  su  tarea  toda  clase  de  facili- 
dades. La  maquinaría  puede  ser  compli- 
cada y  su  oscilación  costosa;  pero  fun- 
ciona con  precisión  y  segundad.  Atendido 
su  valor,  su  manejo  es  el  más  bello  elogio 
de  los  que  la  dirígeu. 


LüUlS  KlVIERK. 
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hAS  NULIDADES  EN  LOS  JUICIOS  CRIMINALES  Y  LA  INSTITUCIÓN 

DE  LA  CASACIÓN  (1) 


[)espqjadas  de  retórica  v  de  palabras  y 
redncidas  las  cosad  á  sti  más  simple  ex- 
jjresiftn,  parece  que  el  único  objeto  de 
todas  las  instituciones  de  la  justicia  pe- 
nal es  obtener  la  certidumbre  déla  culpa- 
IÑlidad  6  de  la  inocencia  de  los  inculpa- 
ilos;  y,  en  el  primer  caso,  la  aplicación  de 
la  pena  correspondiente  al  reato.  A  estos 
fines  deberían,  pues,  convergir  las  diver- 
sas normas  de  tm  buen  Código  de  Proce- 
dimiento Penal;  y.  i>or  tanto,  todo  lo 
(]ae  no  conduce  á  ellos,  delierfa,  como 
snperfluo  ó  dañoso,  ser  eliminado  por  la 
legislarión.  Tal  es,  no  vacilamos  en  afir- 
marlo categóricamente,  la  institución  de 
las  nulidades  en  el  modo  como  ha  sido 
establecida  en  nuestro  Código  y,  aún 
más,  en  el  que  lo  ha  aplicado  nuestra  ju- 
risprudencia. 

I«a8  formas  de  los  juicios  son,  sin  duda, 
la  tutela  de  las  partea  contra  la  arbitra- 
riedad, la  ligereza  ó  el  olvido  de  los  jue 
ctt.  Por  esto  es  justo  que  ellas  sean  esta- 
blecidas con  toda  precisión  por  el  legisla- 


{l)Dela  RirütH  Pmtiea  di  Dottriua  e  ffttunV 


dor  para  i\ut:  las  partes  sepan  cuáles  son 
sus  derechos  y  puedan  ejercitarlos  y  para 
que  sea  declarado  nulo  el  juicio  en  que 
tales  derechos  hayan  sido  conculcados. 

No  hay  ninguna  duda  al  respecto.  Pero 
la  cuestión  está  en  ver  si  es  conforme  á 
los  ültimos  fines  de  la  justicia  penal  el 
sistema  de  nuestro  Código,  para  el  cual 
la  inobservancia  de  algunas  formalida- 
des, no  obstante  la  aquiescencia  de  las 
partes,  deba  necesariamente  causar  la 
imlidad  del  juicio,  y  para  el  cual  el  cum- 
plimiento de  algunas  otras  formalidades 
deba  ser  mencionado  en  el  proceso  so 
pena  de  nulidad,  esto  es,  que  cuando  sea 
omitido  el  juicio,  debe  ser  sin  más  trámi- 
te anulado;  ó  sí  este  sistema  no  produce 
más  bien  efectos  tales  que  embrollen  ó 
turben  el  curso  de  la  justicia. 

La  respuesta  no  puede  ser  dudosa  con 
sólo  considerar  las  funciones  de  la  Corte 
de  Casación,  órgano  judicial  supremo 
llamado  á  examinar  si  las  formas  y  las 
reglas  del  procedimiento  han  sido  exac- 
tamente ob9ervadas,  y  si,  dados  los  pun- 
tos de  hecho  establecidos  por  el  juez,  los 
efectos  penales  han  sido  deducidos  en 
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conformidad  á  la  ley.  Es  fácil  observar 
que  las  funciones  de  justicia  de  la  Corte 
de  Casación  se  reducen  totalmente  á  esta 
segunda  de  sus  atribuciones;  pues  la  pri- 
mera,  en  cambio,  esto  es,  la  crftica  del 
procedimiento,  no  tiene  nada  que  por 
necesidad  lógica  esté  ligado  estricta  é  in- 
disolublemente con  la  justicia.  Puede,  en 
efecto,  ser  vicioso  en  la  forma  un  juicio 
en  el  cual  no  haya  ninguna  duda  respec- 
to de  la  culpabilidad  del  condenado;  y 
viceversa,  puede  ser  perfectamente  regu- 
lar un  juicio  en  que  haya  sido  condenado 
un  inocente  ó  en  que  aparezca  un  acusa- 
do contra  el  cual  sólo  militan  inciertas  y 
débiles  pruebas.  ¿Qué  debe  hacer  la  Corte 
de  Casación?  Anular  en  el  primer  caso  la 
condena  y  ordenar  un  nuevo  juicio,  dan- 
do así  al  culpable  nuevas  alas  para  esca- 
par de  la  justicia,  y  rechazar  en  el  segun- 
do caso  el  recurso,  confirmando  una  sen- 
tencia injusta.  Pero  esto  no  es  justicia 
verdadera;  esto  es  lo'  que  con  un  curio- 
so eufemismo  ha  sido  llamado  justicia 
formal.  Y,  entonces,  cabe  preguntar  si 
socialmente  es  útil  tal  institución  cuando 
se  considera  que  el  efecto  positivo  de  ella 
es  el  retardo  en  la  represión  de  los  deli- 
tos, y  que  la  reparación  de  una  injusti- 
cia no  puede  acontecer  sino  de)  acaso  é 
indirectamente,  y  se  piensa  que  sería  tan 
fácil  encontrar  el  modo  de  obtenerla  di- 
rectamente con  un  sistema  diverso. 

Desde  el  punto  de  vista  de  la  justicia 
verdadera,  el  fundamento  de  la  institu- 
ción de  la  casación  se  comprendería  si  la 
inobservancia  de  una  formalidad  fuese 
valorada  según  la  influencia  que  ella  tuvo 
presumiblemente  en  la  sentencia.  Y  este 
es  el  sistema  austriaco,  según  el  cual  la 
nulidad  no  puede  ser  declarada,  en  caso 
de  condena,  cuando  sea  manifiesto  que  el 
acto  nulo  no  haya  podido  teper  influen- 


cia en  alguna  parte  del  fallo;  y  no  puede 
ser  declarada,  en  caso  de  absolución,  si- 
no cuando  las  violaciones  de  formas  pu- 
dieran evidentemente  producir  un  efecto 
contrario  en  la  acusación. 

Pero,  contra  tal  sistema,  teóricamente 
incensurable,  se  ha  dirigido  la  objeción 
de  que  él  conduce  por  necesidad  á  unexa- 
men  de  hecho,  ya  que  no  es  posible  de 
otro  modo  apreciar  la  influencia  de  las 
formalidades  en  casos  especiales,  y  que  así 
se  llegaría  á  desnaturalizar  el  sistema  de 
las  nulidades. 


De  tres  esijccies  son  las  nulidades  que 
pueden  ser  declaradas  por  la  Corte  de  Ca- 
sación en  lo  tocante  á  las  formalidades 
del  juicio.  La  primera  especie  consiste  en 
la  inobservancia  de  ellas,  cuando  ha  ha- 
liido  reclamación  de  una  délas  partes  so- 
bre el  particular,  y  se  ha  omitido  toda 
decisión,  ó  la  decisión  ha  sido  contraria  á 
las  leyes.  La  segundaylatercera.especies 
son  las  que  hemos  indicado  al  principio, 
esto  es,  la  inobservancia  de  algunas  de- 
terminadas formalidades,  aunque  no  ha- 
ya habido  reclamación, ylamención  omi- 
tida de  algunas  otras  en  el  proceso.  Aho- 
ra bien,  ninguna  duda  se  presenta  en  lo 
i|ue  mira  á  la  primera  especie,  cuando  una 
formalidad  es  establecida  por  la  ley  6  un 
derecho  consagrado  por  ésta  en  favor  del 
ministerio  público  y  de  otras  partes,  y  la 
observancia  de  la  primera  se  ha  reclama- 
do 6  la  parte  quiera  valerse  de  su  dere- 
cho, y  cuando  el  juez  no  da  lugar  á  la  re- 
clamación, ú  omita  todo  fallo  ó  bien  nie- 
gue el  derecho;  hay  en  todos  estos  casos 
verdadera  y  propia  nulidad  del  juicio. 

De  otro  modo  seria  inútil  que  la  ley  es- 
tabl^iera  formalidades  de  ningún  géne^ 
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ro,  y  las  sentencias  podrían  librarse  bajo 
lafamosaencinadel  rey  Luis  IX  de  Fran- 
cia; lo  que,  entre  paréntesis,  no  querría 
decir  que  fueran  peores. 

Pero  lo  que  no  secomprendeesla  razón 
de  la  nulidad  por  la  inobservancia  de  for- 
malidades á  las  cuales  ninguna  de  las 
piirtes  ha  dado  importancia  y  que  han 
dgado,  por  esto,  omitir  sin  formular  re- 
clamación; y,  aún  más,  por  la  sola  nmi* 
sión  de  hacerlas  constar  en  el  proceso, 
aunque  se  pueda  presumir  que  la  regla  no 
ha  sido  en  realidad  trasgredida. 

En  algunos  casos,  sin  embargo,  la  pena 
de  nulidad  no  se  encuentra  siquiera  ex- 
presamente establecida  por  la  ley,  pero  se 
ha  extendido  á  ellos  por  la  jurispruden- 
cia, entre  los  cuales  podemos  citar  la  re- 
lación de  la  causa  en  los  juicios  de  apela- 
ción y  la  presencia  del  acusado  en  la  lec- 
tura del  veredicto.  En  los  juicios  de  Corte 
de  Assises  en  particular,  muchas  son  las 
normas  establecidas,  so  pena  de  nulidad, 
como  la  lectura  de  la  fórmula  del  jura- 
mento que  debe  hacerse  á  los  jurados,  la 
lectura  de  la  sentencia  remisoria  del  pro- 
ceso, el  modo  y  el  orden  en  que  las  cues- 
tiones deben  ser  propuestas,  el  resumen 
del  presidente,  las  instrucciones  que  deben 
leerse  á  los  jurados.  Y  á  todos  es  notorio 
la  abundante  cosecha  de  nulidades  que  se 
recoge  cotidianamente  en  los  procesos  por 
alguna  omisión  ó  inexactitud  de  que  ado- 
lecen, y  como  muchos  juicios  de  AssiseSj 
por  razones  á  menudo  futiUsímas,  deb«i 
Mr  casados  por  la  Corte  Suprema. 

Pero,  puesto  que,  comohemosdicho,  la 
nulidad  del  juicio  por  imperfección  del 
proceso  no  está  dispuesta  de  un  modo  ex- 
preso por  la  ley  respecto  de  todas  las  for- 
mahdades  sino  sólo  de  algunas,  la  Corte 
de  Casación  de  Turín,  muy  sabiamente 
había  decidido,  desde  1887  á  1888  y  con 


posterioridad,  que  la  vista  de  una  causa 
no  es  nula  porque  en  el  proceso  no  consta 
que  se  observaron  formalidades,  por  im- 
portantes que  sean.  Cuando  la  mención 
no  está  prescripta  con  la  pena  de  la  nuli- 
dad, se  debe  presumir  que  las  leyes  fueron 
observadas,  á  menos  de  probarse  lo  con- 
trario. 

¿Por  qué  debe  suponerse,  por  ejemplo, 
que  la  vista  de  una  causa  ha  tenido  lu- 
gar á  puertas  cerradas, ó queelínculpado 
no  ha  ^do  interrogado  ó  que  no  se  ha 
hecho  relación  de  ella,  sólo  porque  el  can- 
ciller olvidó  escribir  que  las  puertas  estu- 
vieron abiertas  al  público  ó  que  los  de- 
más actos  se  llevaron  á  efecto? 

Si  esto  no  es  a^,  como  muy  bien  se  ob- 
serva en  un  opúsculo  sobre  la  materia  (1 ) 
el  principio  que  restrinja  la  necesidad 
de  la  mención  sólo  á  los  casos  expresa- 
mente indicados  por  la  ley  "es  la  censura 
más  elocuente  de  nuestro  Código,  que  es- 
tablece, so  pena  de  nulidad,  algunas  men- 
ciones en  el  proceso". 

En  efecto,  si,  por  algunas  reglas  de 
máxima  importancia,  se  presume  que  ellas 
han  sido  observadas,  á  menos  de  prueba 
contraria,  y  tal  presunción  se  basa  en  la 
rectitud  y  en  la  ciencia  del  magistrado, 
en  la  presencia  de  las  partes  y  en  la  con- 
currencia de  sus  defensores  ¿por  qué  la 
misma  presunción  no  existiría  respecto 
de  otras  formalidades  menos  importan- 
tes, y  por  qué  la  mención  de  éstas  en  el 
proceso  debe  prescribirse,  so  pena  de  nu- 
lidad? 

Bl  sistema,  pues,  no  es  siquiera  lógico. 
Admítasele  si,  al  menos,  prácticamente, 
llegase  á  ser  útil  á  la  justicia. 


(t)  VicRNZo  Romano,  c£a  mensíorw  di//'  adempi' 
m^-jito  deüe  formalitn  mi  vfrhalt  di  dibaUimtnU  pe- 
na/in,  Venezia  1888. 
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Pero,  en  cambio,  es  dafiosísimo,  porque, 
como  hemos  dicho,  conduce  á  la  anulación 
de  tm  uftufw  immmm  dft  sentencias  en 

las  cuales  no  aparece  vicio  alguno,  funda- 
do sólo  en  que  un  canciller  poco  experto 
ó  desatento  omitió  anotar,  por  ejemplo, 
que  e!  acusado  tenia  por  defensor  al  abo- 
gado tal,  ó  que  el  jues  hizo  la  relación  de 
la  cansa,  ó  bien  en  que  en  una  fórmula 
sacramental  olvidó  una  palabra,  etc.  Una 
sentencia  anulada  8Ígni6ca  nuevos  gastos 
para  el  erario,  nuevas  molestias  ¿  los 
testigos  y  un  larrísimo  retardo  déla 
obra  de  represión,  que  á  menudo  se  con- 
vierte en  la  im])unidad  del  culpable.  Y 
todo  esto  ¿con  qué  fin?  Para  que,  se  res- 
ponde, se  tenga  la  certidumbre  de  que  no 
ha  faltado  á  las  partes  la  garantía  de  las 
formas.  Pero  ¿qué  certidumbre,  si  el  can- 
ciller, como  con  frecuencia  acontece,  no 
notando  las  irregularidades  que  para  to- 
dos pasaron  inadvertidas,  transcribecasi 
instintivamente  las  fórmulas  á  Ins  cuales 
está  habituado  ó  atestigua  el  cumpli- 
miento de  actos  que  en  realidad  se  omi- 
tieron? Y,  ¿qué  garantía,  si  la  formalidad 
pareció  tan  vana  al  defensor  que  no  cre- 
yó que  debía  exigir  su  observancia  por- 
que, si  lo  hubiere  hecho,  el  proceso  no  po- 
dría guardar  silencio  al  respecto? 

Esta  observación  nos  conduce,  pues,  A 
rechazar  no  sólo  el  sistema  déla  mención 
so  pena  de  nulidad,  sino  también  el  siste- 
ma completo  que  distingue  las  nulidades 
en  sanables  é  insubsanables. 

Y,  en  ^'erdad,  no  se  comprende  por  qué 
las  partes  no  puedan  renunciar  á  un  de- 
recho ó  derogar  de  consuno  una  regla 
que  en  un  caso  determinado  consideren 
completamente  inútil.  Y,  pues,  ¿no  ha  re- 
querido la  ley  la  concurrencia  de  los  abo- 
gados para  que,  como  conocedores  del 
derecho,  puedan  vigilar  sobre  su  cumpli- 


miento? Y  si  algún  acto  fué  omitido  ó  no 
se  conformó  á  las  disposiciones  del  Códi- 
go ¿qué  les  impide  reclamar  su  estricta 
ofcaaranóa? 

I4P  que  les  retrae  de  hacer  ea»€»cicrta- 

mcnte  sólo  el  deseo  que  tienen  de  no  per- 
der un  buen  motivo  de  im/n/ai/,  en  el  caso 
de  que  mas  tarde  quieran  atacar  la  sen- 
tencia.  Y  todos  saben  que  no  pocos  abo- 
gados se  limitan  siempre  al  silencioy  que 
no  raras  veces  provocan  expresamente 
irregularidades  de  las  cuales  después  es- 
peran sacar  provecho. 

Esta  es  la  absurda  exageración  del 
formulismo,  que  deliería  desaparecer  de 
un  nuevo  código  de  procedimiento  si  sn 
composición  no  fuese  confiada  principal- 
mente á  teóricos  que  no  ven  los  inconve- 
nientes práctícos  de  sus  principios  abso- 
lutos, ó  á  profesionales  que  los  ven  con 
claridad,  pero  que  no  querrán  probable- 
mente extirparlos,  porque  eso  les  haría 
perder  alguna  de  las  armas  de  que  se  va- 
len en  el  eiercicio  de  su  profesión. 


La  Corte  de  Casación  es  un  trílninal 
supremo  de  justicia  y  no  una  academia. 

Mejor  sería  si  fuese  una  verdadera 
academia.  En  tal  caso  no  casaría  las 
sentencias  sino  que  daría  solamente  en- 
señanzas á  los  jueces  para  lo  futuro.  El 
mal  está  en  que  no  puede  dar  de  otro 
modo  sus  lecciones  sino  anulando  lo  he- 
cho por  los  jueces.  Para  castigarles  por 
nn  error  cometido  en  la  interpretación  de 
una  regla  de  procedimiento,  debe  casar 
la  sentencia  si  es  evidente  que  no  pudo 
de  aquel  error  en  modo  alguno  derivar  el 
fallo.  ¿A  quién  se  ha  castigado  en  reoli- 
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dad,  al  juez,  ó  á  la  sociedad,  que  paga  los 
gastos  y  que,  en  el  entretanto,  ve  retarda* 
(la  la  obra  de  la  justicia?  (Cuando  se  anu- 
la la  vista  de  una  causa  de  Corte  de  Assi- 
aes,  cuya  duración  ha  sido  de  muchos 
dfas  ó  meses,  en  razón  de  que  en  el  proce- 
so no  se  ha  escrito  la  fórmula  entera  del 
juramento  de  uno  de  entre  ciento  y  más 
testigos  que  fueron  examinados,  ó  por- 
([oe  en  él  no  se  lee  una  prevención  que  de- 
bió hacerse  al  acusado  ó  á  los  jurados,  ó 
por  cosas  de  semejante  linaje,  la  concien- 
cia pública  queda  maravillada  de  que  tal 
bizantinismo  permanezca  todavía  triun- 
fante en  la  administración  de  justicia  ( 1 ). 

Para  extirparlo  no  hay  má»  que  un 
solo  medio:  renovar  radicalmente  el  sis- 
tema  sobre  la  base  de  este  principio:  que, 
abolida  la  distinción  de  nulidades  sana- 
bies  é  insubsanables,  se  observen  sin  ex- 
cepción tcxias  las  reglas  establecidas  por 


{1}  Coiuo  indicio  de  la  opinión  pública  en  orden 
i  la  inbtitQci^n  de  que  ne  trata,  oopíarans  el  si- 
KDieiittt  artículo  ínínico  del  diario  /  Trihuitedi,  Mi- 
lán,  7  de  febrero  de  ]'M)i:  «En  la  Corte  de  Amii- 
m  de  Brabante  Re  dobe  jnígar  el  atentado  al  rey 
de  Bélgica,  y  en  fácil  prever  qae  la  coudena  fterá  al 
Maj-ífHu»,  atento  á  i|ao  el  acu»do,  para  pur^anie 
de  la  acimción  de  expíti  reftpecio  de  roh  compafieroR 
Knarqaitttu,  ha  oonfeiiado  categúricamente  que  que- 
ría anesinar  al  minino  tiempo  al  rey  y  al  príncipe 
Alberto! 

tSS  ello  no  es  así,  ohaervamoii  que  allí  mi  prooem 
i  Dn  tal  Rubina. 

1 V  heraofi  ya  recordado,  sobre  la  haae  de  nna  par- 
tida anténtica  de  nacimiento,  que  el  incnlpndo  es 

«Ahora  bien,  e«  verdad  que  la  peniona  procesada 

»,  por  decirlo  aaí,  aqaél ;  pero,  si  se  le  condena  co< 
n»  Rebino  y  no  oom»  Rubio!,  podrá  intervenir  la 
C(»te  de  Casación,  aquella  maestra  del  puro  derecho 
M  todo  el  mundo  conocida,  la  cual,  por  el  cambiti 
de  naa  i  en  nna  o,  podri,  en  homenaje  k  loa  princi- 
pimde  la  razón  pura  legal,  casar  la  sentencia  y  or- 
denar «o  renueve  el  prooeao,  únicamente  para  corre- 
gir la  o  en  i*. 


la  ley,  pero  cpie-te  iMtiiwiiii  iii  de  éstas 

traiga  la  nulidad  sólo  cuando  la  parte 
en  cuyo  interés  la  formalidad  se  ha  esta- 
blecido haya  reclamado  su  cumplimien- 
to. En  el  caso  contrario,  esto  es,  cuando 
haya  habido  silencio  ó  aquiescencia,  no 
se  hable  jamás  de  anulación,  aunque  se 
trate  de  formalidades  importantes;  cen- 
súrese al  funcionario  que  trasgredió  las 
reglas  de  ley  ó  inflíjasele  una  multa  A 
otra  pena  disciplinaria.  Sin  embargo,  es- 
te principio  no  podría  aplicarse  á  las  dis- 
posiciones de  la  ley  que,  en  verdad,  mere- 
cen ser  llamadas  de  orden  público  y  cuya 
derogación  no  puede  admitirse  que  se  en- 
tregue al  arbitrio  de  las  partes. 

Tales  soo  las  reglas  de  competencia  en 
razón  de  materia;  tal  el  número  de  jueces 
y  de  jurados  establecido  pur  In  ley;  tal  la 
presencia  del  ministerio  público,  del  acu- 
sado y  de  su  defensor.  Cuando  estas  re- 
glas son  trasgredidas,  no  existe  juicio  en 
el  sentido  de  la  ley,  y  de  consiguiente,  na- 
da vale  el  silencio  de  las  partes.  En  suma, 
es  indispensable  para  que  haya  juicio, 
(|ue  sea  el  juez  el  requerido  por  la  ley  y 
que  la  acusación  y  la  defensa  estén  regu- 
larmente constituidas.  Cuando  esto  tie- 
ne lugar,  á  ambas  toca,  cada  una  en  su 
propio  interés,  velar  por  el  cumplimiento 
de  las  normas  del  juicio.  Y  entonces  las 
formalidades  establecidas  so  pena  de  nu- 
lidad serán  todñs  y  ninguna,  según  haya 
habido  ó  no  solicitud  ó  reclamación  de  la 
parte  á  quien  el  cumplimiento  de  ellas  po- 
día interesar.  Así  los  actos  irregulares 
podrán,  durante  el  juicio,  ser  renovados 
ó  rectificados;  pero  cesará  el  escándalo 
de  irregularidades  consentidas  ó  que  ma- 
liciosamente fueron  provocadas  con  el 
solo  fin  de  preparar  la  anulación.  Sólo  de 
tal  modo  la  justicia  penal  adquirirá  en 
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Italia  la  Seriedad  que  hoy  desgraciada-  debiera  ser  la  de  iltiiiiiiiar  y  no  la  de  insi- 
mente  le  falta,  y  también  será  ennobleci-    diar  la  justicia. 

da  la  profesión  del  abogado,  cuya  misión  Rafael,  Gakopalü. 
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I.A  LEY  I)E  MUNIOIPALIDADES  DE  n  DE  DICIEMBRE  DE  1891 

¿fiA  DBH06ADO  U  IXÍ  DE  HAKGAB  DE  FÁBRICA  Y  DE  OOHEROIO  DE  12 

2I0VIEMBRE  DE  1874? 


Con  motivo  de  una  querella  criminal 
sobre  falaificación'de  la  marca  "Sabro- 
sos" asada  en  cigarrillos,  inscrita  con  fe- 
cha  8  de  agosto  de  1902  en  el  registro  de 
marcas  de  fábricas,  llevado  por  la  "Socie- 
dad Nacional  de  Agricultura",  la  Corte  de 
Valparaíso,  en  sentencia  de  10  de  noviem- 
bre último  que  llera  las  6rmas  de  los  se- 
ñorea ministros  P.  M.  Pineda,  Luis  Igna- 
cio Silva,  Benicto  Alamos  González  y  Ale- 
jandro Bezanilla  Silva,  declaré  quo  no 
existía  delito  de  falsificación  por  no  tra- 
tarse de  tina  marca  debidamente  regis- 
trada, ya  que,  en  concepto  del  Tribunal, 
laley  de  Municipalidades  ha  derogado  la 
ley  de  marcas  en  cuanto  esta  última  en- 
comendaba á  la  Sociedad  Nacional  de 
Agrícultnra  la  formación  del  respectivo 
registro. 

Como  es  natural  este  fallo  de  la  Corte 
de  Valparaíso  ha  producido  alarma  en- 
tre' los  industriales  que  ven  amenazado 
su  derecho  de  propiedad  de  las  marcas;  y 
Be  ha  procurado  obtener  una  disposición 


HRECHO 


legislativa  que  ponga  inmediato  remedio 
á  esta  situación.  La  ley  vendrá  segura- 
mente á  evitar  la  perturbación  que  el  fa- 
llo de  la  Corte  de  Valparaíso  habría 
producido,  á  lo  menos  en  su  distrito  juris- 
diccional; pero  la  diversidad  de  opinio- 
nes que  se  han  producido  en  tomo  de  esta 
cuestión  legal  y  la  misión  que  esta  Resis- 
ta se  ha  propuesto  llenar,  nos  mueve  á 
terciar  en  el  debate. 


El  derecho  de  propiedad  se  ejerce  no 
sólo  sobre  las  cosas  corporales  que  prin- 
cipalmente constituyen  los  bienes.  La  le- 
gislación moderna  ha  considerado  dignas 
de  la  protección  de  la  ley  tas  produccio- 
nes del  talento  y  del  in^nio  y  todas  las 
manifestaciones  del  trabajo  y  de  la  acti- 
vidad del  hombre  que,  llevando  el  sello  de 
su  personalidad,  le  abren  las  puertas  del 
comercio  y  le  as^uran  un  mercado  para 
los  productos  por  él  elaborados,  como  re- 
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compensa  de  su  honradez.  Nuestro  Códi- 
go Civil  consagró  este  principio  en  el  ar- 
tfcnlo  584:  "Las  producciones  del  talento 
y  del  ingenio,  dice,  son  una  propiedad  de 
sus  autores.  Esta  especie  de  propiedad  se 
regirá  por  leyes  especiales." 

Las  leyes  de  24  de  julio  de  1834  y  de  9 
de  septiembre  de  1840  tenfan  ya  esta- 
blecidos sobre  sólidas  bases  el  derechode 
I)ropiedad  literaria  y  el  dereceho  de  pro- 
piedad de  los  inventos.  Las  leyes  dicta- 
das en  noviembre  de  1874  vinieron  á 
completar  sus  disposiciones  haciendo  ex- 
tensivo este  derecho  de  propiedad  á  la.i 
marcas  de  fábricas  v  de  comercio,  v  á  las 
marcas  de  animales,  aunque  estas  íilti- 
mastienenen  realidad  un  objeto  diverso. 

La  ley  de  marcas  de  fábricas  y  de  co- 
mercio dispuso  se  abriera  un  registro 
para  inscribir  las  marcas  nacionales  ó 
extranjeras  y  asegurar  así  á  los  fabri- 
cantes 6  comerciantes  los  provechos  de 
■  su  propaganda  mercantil  y  del  crédito 
asegurado  á  los  artículos  de  su  fabrica- 
ción ó  comercio.  Según  el  artículo  5^  de 
la  ley  "el  que  inscribe  en  el  registro  una 
marca  de  fábrica  6  de  comercio,  tiene  la 
propiedad  exclusiva  de  ella".  Bata  pro- 
piedad dura  diez  años,  y  sí  no  se  renueva 
la  inscripción  caduca.  £1  propietario 
puede  disponer  de  su  marca  en  la  forma 
que  quiera,  pero  la  transferencia  6  el  per- 
miso que  conceda  para  que  otro  haga 
uso  de  ella,  debe  tambi^  anotarse  en  el 
regiíitro,  previo  el  anuncio  dado  al  pú- 
blico por  medio  de  avisos  durante  diez 
días  (art.  6').  Según  el  artículo  11.  "el 
que  falsifique,  adultere  ó  use  fraudulen- 
tamente las  marcas  6  rótulos  de  que 
habla  la  presente  ley,  sufrirá  las  penas 
que  designe  el  Código  Penal".  Bl  artículo 
12  agrega:  "Los  objetos  revestidos  con 
marcas  falsificadas  caerán  es  comiso  A 


l^eneficio  del  perjudicado.  Los  utensilios 
de  la  falsificación  serán  destruidos." 

Estas  disposiciones  y  las  que  consagra 
el  Código  Penal  que  lleva  la  misma  fe- 
cha de  la  ley,  12  de  noviembre  de  1874. 
dejaron  asegurado  el  derecho  del  fabri- 
cante y  del  comerciante  contra  la  com- 
petencia desleal  de  aquellas  personas 
inescrupulosas  que  pretendían  aprove- 
charse del  crédito  obtenido  por  determi- 
nado comerciante  6  fabricante  y  arreba- 
tarle su  clientela,  alcanza  tal  vez  por 
muchos  axios  de  constantes  y  honrados 
esfuerzos. 

Registrada  la  marca,  el  registrador 
adquiría  la  propiedad  exclusiva  de  ella: 
tal  es  la  base  de  la  ley. 

Ahora  bien;  este  registro  debía  abrirse 
en  la  "Sociedad  Nacional  de  Agricultura", 
bajo  la  dÍFécción  del  presidente  de  ésta  ó 
de  un  delgado,  nombrado  por  el  Conse- 
jo. Lapartüda  del  registro  debe  contener 
el  día  y  la  kora  en  que  se  hace  la  inscrip- 
ción, el  nombre  del  propietario,  su  profe- 
sión y  domicilio;  el  lugar  en  que  esté  es- 
tablecida la  fábrica,  el  género  de  indus- 
tria ó  de  comercio  para  que  va  á  servir 
la  marca,  como  asimismo  un  facsímile  de 
ella.  Se  agriará,  ademas,  á  la  inscripción 
el  número  de  orden  que  ct>rre8ponda  á  la 
marca  d^ositada  y  también  las  otras 
ii^icaciones  que  sean  necesarias.  Tanto 
la  partida  del  registro  como  la  copia  que 
sedará  al  ipteresado,  serán  firmadas  por 
el  presidente  de  la  "Sociedad  Nacional  de 
Agricultura"  ó  su  delegado,  por  el  intere- 
sado y  dos  testigos.  Se  pagarán  como  de- 
recho á  la  "Sociedad  Nacional  de  Agricul- 
tura" doce  pesos  por  inscripción  de  una 
marca  de  fábrica,  tres  pesos  por  la  de  co* 
merdo  y  un  peso  por  la  copia  autorizada 
de  una  ú  otra. 

Estableció  así  la  ley  un  registro  único 
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de  marcas  de  fiSbrícaa  y  de  comercio  para 
todo  el  pafs:  **Se  abre,  decía  d  artículo 
1*  de  la  ley,  un  ngistfó  para  inscribir  las 
xnarcaii  de  fábrica  6  de  comercio,  naciona- 
ks  6  extranieras";  y  el  artfcnlo  8'  agre- 
gaba: **e/  registro  á  que  se^refiereel  ar- 
tículo 1^'*.  Era  natural,  por  lo  demás,  que 
este  re^stro  Ibera  uno  sólo  desde  que  se 
trataba  de  crear  la  propiedad  exclusiva 
de  las  marcas  de  fábricas  ó  de  comercio 
respecto  de  todo  el  país  y  no  para  cada 
departamento  6  localidad  determinada, 
lo  que  hubiera  hecho  ilusorio  6  excesiva- 
mente ^^avoso  el  reconocimiento  de  tal 
derecho.  Una  propiedad  exclusiva  que  se 
hubiera  podido  hacer  efectiva  en  Santia- 
go; pero  que  no  hubiera  sido  tal  propie- 
dad en  Valparaíso,  Takahuano  6  Cof»a- 
p6,  habría  nido  sencillamente  absurda.  Si 
se  reconocía  la  propiedad  de  la  marca,  era 
indispensable  c|ue  este  reconocimiento  tu- 
viera aplicación  á  todo  el  territorio  de  la 
República;  y  se  buscó  por  eso  una  oficina 
central,  y  tina  oficina  ¿nica,  para  que 
abriera  y  llevara  el  registro  de  marcas  de 
fábricas  y  de  comercio,  imponiendo  á  los 
beneficiados  una  contribución  módica  por 
el  servicio  que  el  re^stro  de  sus  marcas 
estaba  llamado  á  prestarles. 

Este  sistema  del  registro  ánico.  ea,  por 
lo  demás,  el  que  hasido  implantado  en  las 
legislaciones  extranjeras  (1).  *'La  marca 
cubre  y  protege  los  productos,  dice  Ponil- 
let,  obra  citada  número  78,  en  cualquier 
ponto  del  territorio  donde  se  hallen;  y 
existe  en  principio  usurpación  de  la  mar- 
ca en  cualquier  lugar  en  que  se  produzca. 
Bra  indispensable,  pues,  que  el  legislador 
tomase  las  medidas  necesarias  para  per- 


(1)  Pueda  oonsnltane  «1  nsamen  do  omm  legida- 
dooM  «a  el  TniiU  des  morgue*  de  fabrique  et  de 
la  fvmemr&me*  dtíogniñ  m  tone  ffeim  ile  Rdornh 
PociLLKT.  4.*«dit  UaiehMl  Billard,  I89H.  Pkrti- 


mitir  álos  interesadosconocer  las  marcas 
iegafancnte  depositadas.  Ha  provisto  á 
ésto,  ordenandoel  depósitoen  tripleejem- 
plar,  uno  que  es  devuelto  al  depositante, 
el  otro  que  queda  en  la  secretaría  del  tri- 
bunal de  comercio  en  que  tiene  lugar  el 
depósito,  el  tercero  destinado  al  "Conser- 
rvatorio  de  Artes  y  Oficios  de  Paifs",  que 
es  así  laofícina  central  de  todas  las  mar- 
cas de  Francia.** 

El  sistema  implantado  entre  nosotros 
por  Li  ley  de  12  de  noviembre  de  1874, 
cuyas  disposiciones  están  de  acuerdo  con 
las  de  la  ley  francesa  de  23  de  junio  de 
1857,  estaba  en  plena  vigencia  cuando  se 
dictó  la  ley  de  Municipalidades  de  22  de 
tliciembre  de  1891.  El  artículo  26  de  esta 
ley  dice:  "Como  encargadas  de  promover 
la  educación,  la  agricultura,  industria  y 
comercio,  etc.,  corresponde  á  Ins  Munici- 
palidades: 7^  Regtan^ntar  el  uso  de  las 
marcas  de  fóbricas  ó  de  comercio  y  las  de 
animales,  y  Jlerar  ¡os  registros  corres- 
pondientes." ¿Cuál  es  el  alcance  de  esta 
disposición  y  cuáles  sus  efectos  respecto 
de  la  ley  de  12  de  noviembre  de  1874? 
¿Entendió  el  legislador  confiar  á  las  di- 
versas Municipalidades  del  pais,álasl95 
Municipalidades  que,  á  más  de  las  depar* 
tamentales  6  de  subdelegaciones  ya  exis- 
tentes, fueron  creadas  por  el  de  cretoque 
lleva  la  misma  fecha  de  la  ley  y  que  aho- 
ra exceden  de  240,  el  registro  de  marcas 
de  fábricas  y  de  comercio?¿Entendió  sus- 
tituir al  registro  único  trescientos  6  más 
registros  y  obligar  á  los  comerciantes  y 
fabricantes  á  efectuar  trescientas  ó  más 
inscripciones  para  llegar  á  obtener  la  pro- 
piedad exclusiva  de  su  marca?  ¿Entendió 
dejar  á  los  fabricantes  y  comerciantes  ex- 
puestos á  tener  que  hacerun  nuevo  regis- 
tro cada  vez  que  se  creara  una  nuera  Mu- 
nicipalidad? O,  por  el  contrario,  ¿la  ley  de 
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22  de  diciembre  de  1S91  no  tuvoeQ  vista 
la  legislación  de  marcas,  ni  pretendió  en- 
tregar á  la  reglamentación  variable  y 
poco  segura  de  las  múltiples  comunas,  el 
derecho  de  propiedad  de  las  marc£»  de 
fábricas  y  de  comercio,  incorporado  en 
nuestra  legislación  como  una  conquista 
de  progreso  y  de  necesidad  comtrcial  é 
industrial? 

Por  nuestra  parte  siempre  hemos  crefdo 
esto  último;  hemos  sostenido  esta  tésis 
en  diversos  juicios  ante  los  Tribunales,  en 
los  cuales  se  ha  establecido  como  doctri- 
na; y  persistimos  en  esta  opinión  ante  el 
tallo  de  la  Corte  de  Valparaíso,  cuyosfun- 
damentos,  á  pesar  de  lo  que  se  ha  dicho 
en  las  publicaciones  que  se  han  hecho 
en  la  prensa  diaria,  no  tienen,  á  nuestro 
juicio,  base  alguna. 


La  ley  de  22  de  diciembre  de  1891  qui- 
zo dar  autonomía  á  las  Municipalidades, 
independizándolas  de  la  autoridad  del 
Presidente  de  la  República  y  prestigián- 
dolas con  la  amplitud  de  facultades  de 
que  las  invistió  para  llamar  á  los  ciuda- 
danos á  la  práctica  de  la  vida  política  de 
una  manera  activa  é  inmediata. 

Este  propósito  se  revela  en  la  enumera- 
ción minuciosa  que  se  hace  en  los  artícu- 
los 24,  25,  26  y  27  de  I»s  facultades  que 
corresponden  á  las  Municipalidades  en  la 
administración  de  los  intereses  locales, 
({ue  según  el  artículos  23  les  corresponde 
"dentro  de  sas  respectivos  territorios". 
Pero,  precisamente  en  esta  última  frase, 
que  reproduce  la  disposición  con  que  prin- 
dpiael  artículo  119  (128)  de  la  Constitu- 
ción PoUtica  de  la  República,  se  contiene 
una  limitación  de  sus  prescripciones,  limi- 
;tación  según  lá  cual  no  es  dable  suponer 


que  ellegislador  baya  podido  tácitAmente 
sustituir  á  una  institución  general  y  única 
una  serie  de  reglamentos  particulares,  ex- 
clusivamente locales  y  que  en  caso  algu- 
no  pueden  tener  efecto  íuera  de  los  lími- 
tes de  cada  comuna. 

La  ley  de  nnicipalidades  de  22  de  di- 
ciembre de  1891  filé  minuciosa  en  cuanto 
á  la  enumeración  de  las  leyes  que  enten- 
día derogar.  Lo  prueban  el  artículo  7' de 
sus  transitorios  y  las  disposiciones  dise- 
minadas en  el  cuerpo  mismo  déla  ley.  La 
derogación  expresa  de  la  ley  de  12  de  no- 
viembre de  1874  sobre  marcas  de  fábri- 
cas y  de  comercio  no  se  contiene  en  ella. 

¿Ha  existido  la  derogación  tácita  que 
se  supone?  Lo  que  acabamos  de  decir  es, 
para  nosotros,  decisivo.  Esa  derogación 
tácita  no  puede  existir  porque  no  es  po- 
sible suponer  que  las  resoluciones  exclu. 
sivamente  locales  de  las  Municipalidades 
puedan  sustituir  á  disposiciones  de  legis-. 
lación  general  que  consagraron,  como 
parte  integrante  del  derecho  civil,  el  de- 
recho exclusivo  de  propiedad  de  tas  mar- 
cas de  fábricas  y  de  comercio  registradas. 

Hemos  principiado,  por  esto,  recor- 
dando que  las  producciones  del  ingenio 
son  una  especie  de  propiedad  civil  que  se 
rige  por  leyes  especialeSi  es  decir  por  pre  • 
ceptos  generales,  no  por  reglamentos  ú 
ordenanzas  locales  que  no  pueden  salir 
del  territorio  de  una  comuna  dada. 

La  derogación  tácita  exige  que  la  nue- 
va ley  contenga  disposiciones  qoenopue- 
dan  concillarse,  esto  es,  que  estén  en  pug- 
na abierta  con  las  de  la  ley  anterior;  y 
¿cómo  puedeexistir  esta  incompatibilidad 
absoluta  entre  una  ley  que  dispone  para 
una  sección  determinada  del  país  y  una 
ley  que  tiene  establecida  una  institución 
lie  derecho  civilgencral ynplicable  á  todo 
el  territorio  del  Estado? 
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La  derogación  sapone,  pues,  que  la 
materia  de  la  ley  nueva  y  de  la  ley  anti- 
gua es  la  misma  y  que  el  legislador  intro- 
duce modificaciones  en  las  reglas  á  que  la 
tiene  sometida.  Ahora  bien,  ¿dónde  está 
en  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891  la 
disposición  que  haya  venido  á  establecer 
otra  base  distinta  de  la, adoptada  por 
la  ley  de  12  de  noviembre  de  1874  para 
la  constitución  de  la  propiedad  de  las 
marcas  de  fábricas  ó  de  comercio? 

Sin  la  identidad  de  materia  de  ambas 
Wes,  no  cabe  la  derogación  tácita,  pues 
es  necesario  una  incompatibilidad  abso- 
luta entre  ellas,  sin  la  cual  no  cabría  tal 
derogación  aún  tratándose  de  leyes  que 
se  refieren  á  la  misma  materia.  "La  dero- 
gacidn  tácita,  dice  el  artículo  53  del  Có- 
digo Civil,  deja  vigente  en  las  leyes  aiite- 
nores,  aunque  versen  sobre  ta  misma 
mater/a,  todo  aquello  que  no'pugna  con 
las  disposiciones  de  la  nueva  ley".  Si  esta 
lochaentre  las  dos  leyesno  existe,  ambas 
deben  ser  cumplidas,  porque  ambas  son 
una  declaración  de  la  voluntad  soberana 
y  sólo  al  legislador  toca  dejar  sin  efecto 
sn  voluntad  anterior.  De  aquí  la  máxima 
de  que  una  ley  especial  no  es  derogada 
por  una  ley  general  sobre  la  misma  ma- 
teria, kgi  special  per  generaíem  non  de' 
rogantur;  mientras  que  la  ley  general  es 
derogada  por  la  especial,  in  toto  jare  ge- 
oerí  por  speciem  derogantar;  et  illud 
potissimum  habetur  quod  ad  speciem  di- 
recios  Mí.  D.  de  reg  jur.  L.  80. 

Y  si  esto  pasa  con  las  leyes  que  se  re- 
finen  á  la  misma  materia,  con  mayor  ra- 
zón tendrá  que  suceder  tratándose  de  le- 
yes sobre  materias  distintas,  cuando  las 
disposiciones  de  la  segunda  no  han  podi- 
do siquiera  abarcar  en  su  campo  de  ac- 
ción el  que -domina  la  ley  anterior. 

Esto  nos  lleva  á  la  conclusión  de  que 


al  decir  el  artículo  26  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1891  que  corresponde  á  las 
Municipalidades,  dentro  de  sus  respecti- 
vos territorios,  "reglamentar  el  uso  dr 
las  marcas  de  fábricas  ó  de  comercio  y 
las  de  animales  y  llevarlos  registros  co- 
rrespondientes", no  entendió  disponer  so- 
bre la  constitución  de  la  propiedad  de  di- 
chas marcas,  ni  definir  loquedebfa  enten- 
derse por  marcas.  Lejos  de  eso  la  ley  da 
por  establecida  la  existencia  de  las  mar- 
cas de  fábricas  y  de  comercio,  como  una 
projncdad  especial  garantida  por  la  ley 
y  se  refiere  á  la  simple  reglamentación  de 
su  uso,  disponiendo  al  mismo  tiempo  que 
para  los  fines  de  esa  reglamentación  debe 
llevar  la  MunicipHiidad  los  registros  co- 
rrespondientes. 

Si  se  leen  con  atención  los  diversos  ar- 
tículos en  que  se  detallan,  en  la  ley  de  22 
de  diciembre  de  1891,  las  facultades  de 
las  Muncipalidades,  se  percibirá  clara- 
mente este  propósito  de  confiar  la  regla- 
mentación de  ciertos  derechos,  dentro  de 
sus  respectivos  territorios,  á  las  Munici- 
palidades, sin  modificar  por  lo  demás  la^í 
leyes  sustantivas  del  caso.  Así  sin  salir 
del  artículo  26  en  que  se  contiene  esta 
disposición  referente  á  las  marcas  de  fá- 
bricas y  de  comercio,  el  número  3'  las 
autoriza  para  reglamentar  el  ejercicio  de 
la  caza  y  de  la  pesca,  sin  que  esto  quiera 
decirque  quedan  modificadas  óalteradas, 
en  lo  más  mínimo,  las  disposiciones  del 
Código  Civil  que  fijan  las  bases  de  esta 
forma  de  ocupación  de  las  cosas  que  ca- 
recen de  dueño;  así  el  número  4^  las  facul- 
ta para  reglamentar  la  corta  de  bosques 
y  arbolados  y  la  quema  de  bosques,  ras- 
trojos ú  otros  productos  de  la  tierra,  sin 
que  esto  importe  la  derogación  de  la  ley 
de  13  de  júliór  de  '1872  sobré  la  inatena; 
a6f  «1  número  6^  hablaba  de  ré^tameiítar 
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los  montepíos  ó  casas  de  préstamos  so* 
bre  prendas  y  la  enajenación  de  los  obje- 
tos perdidos  y  no  podría  probarse  que  an- 
tes de  la  ley  de  23  de  noviembre  de  1898 
que  reglamentó  estas  casas,  las  Munici- 
palidades habrían  podido  modificar  las 
disposiciones  del  Código  Civil  rderentes 
al  préstamo  sobre  prendas  y  á  la  enaje- 
nación de  los  objetos  perdidos;  así  el  nú- 
mero 15  las  autoriza  paru  vigilar  y  re- 
glamentar tos  lugares  de  detención  pro- 
visoria y  no  podrá  sostenerse  que  con 
esto  se  hayan  derogado  las  leyes  relati 
vas  á  las  garantías  individuales. 

En  el  número  7^  de  que  nos  ocupamos 
se  habla  en  primer  término  de  la  regla- 
mentación dei  aso  de  las  marcas  de  fábri- 
cas 6  de  comercio  y  las  de  animales;  pero 
esta  facultad  de  reglamentación  de  tal 
uso,  no  importa  la  modificación  de  la  ba- 
se misma  de  la  propiedad  de  las  marcas 
de  fábricas  y  de  comercio  que  la  ley  hace 
consistir  en  la  inscripción  en  el  registro 
que  ella  misma  establece.  AI  hablar  de  que 
las  Municipalidades  llevarán  los  registros 
correspondientes^  como  atribución  pura- 
mente facultativa,  ha  entendidoevidente- 
menteqne  se  trataba  de  registros  relacio- 
nados con  el  uso  de  que  acaba  de  hablar 
y  para  los  objetos  de  policía  que  la  ley  le 
encomendaba  en  todos  sus  ramos,  aun  el 
de  seguridad.  En  todo  caso,  en  una  expre- 
sión tan  general  é  indeterminada  como 
la  que  consigna  el  número  7^  del  referido 
artículo  26,  nada  puede  con  certeza  esta- 
blecerse respecto  de  la  idea  de  una  modi- 
ficación tan  radical  de  sistema  en  orden 
á  la  constitución  de  una  propiedad  tan 
especial  como  ésta  y  que  la  ley  haMa  pro- 
carado  garantir  de  un  modo  eficaz  san- 
cionando la  infiracción  de  sus  disposi- 
ciones con  una  penalidad  severa. 

Esto  nos  lleva  á  la  Conclusión  de  que 


la  derogación  tácita  no  ha  existido.  No 
creemos,  pues,  que  pueda  decirse  que  "es 
fuera  de  duda"  que  el  número  7^  del  ar- 
tículo 26  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de 
1891  ha  derogado  los  artículos  8'  y  10 
de  la  ley  anterior^ es  decir,  el  que  dispuso 
que  el  registro  de  marcas  de  fábricas  y  de 
comercio  se  Ileyará  en  la  oficina  déla  "So- 
ciedad Nacional  de  Agricultura"  y  el  que 
fija  el  derecho  de  inscripción  que  debe  pa- 
garse á  dicha  Sociedad  (1). 

Por  el  contrario,  para  nosotros  "nada 
autoriza  la  congeturade  que  el  legislador 
haya  derogado  el  registro  único  que  cons* 
tituye  la  propiedad  de  las  marcas  nacio- 
nales y  extranjeras  en  toda  la  República 
para  reemplazarlo  por  doscientos  y  más 
registros  regionales  que  pueden  estar  su- 
jetos no  sólo  á  reglamentos  diversos,  sino 
contradictorios,  que  pudiera  dictar  cada 
Municipio,  lo  que  no  corresponde  al  fin 
que  han  tenido  en  mira  todas  las  legisla- 
ciones que  han  establecido  la  institución 
de  la  marca  registrada"  (2). 


Pero  si  esta  conclusión  fluye  á  nuestro 
juicio  del  estudio  directo  y  comparativo 
de  ambas  leyes,  se  presénta  con  mayor 
claridad  y  con  toda  evidencia  si  se  to- 
man en  cuenta  otros  antecedentes. 

Se  ha  hablado  de  que  las  leyes  periódi- 
cas de  contribuciones,  al  hacer  reiterada 


(1)  AaosTÍN  Correa  Bvl^x o. ^Comentar io» y  etm- 
cordancitu  de  ta  Ley  de  Organimición  ¡/  AMbueioneg 
de  la»  Mtmicipalidádeé,  2.*  edicidn,  nám.  191.  8e 
pronuncia  por  la  derogación.  Contra  BonqneMatta 
Vial,  Leg  de  MutúciptdtduáM,  p^.  101.  Véase  la  sen- 
tencia publicada  en  la  sección  segunda  de  Joriapra- 
deawa  j  la  nota  del  nfior  Alejandro  Taldéa  iUeaoo. 

(%)  Uonaiderando  ll.*de  lasenteneia  del  jaez  de 
letnu  de  Valparaíio,  don  Santiago  Santa  Crai  de  Ib 
de  norámlve  de  1904  ¡mUieada  en  £1  Cftilam  atim. 
6,664. 
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referencia  ¿  la  lej  de  12  de  noviembre  de 
1894  con  posterioridad  á  la  promulga- 
ción de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891 , 
la  han  mantenido  en  toda  su  vigencia  y 
rechazan  la  idea  de  una  derogación  tácita; 
y  se  ha  tratado  de  contestar  á  esta  ob- 
serración,  diciendo  que  la  ley  de  coutri- 
buckwies  no  ha  hecho  más  que  reproducir 
teartmümente  lo  que  en  todas  las  unterío- 
res  se  establecía;  pero  que  esta  referencia 
T  conformidad  no  autoriza  la  percepción 
delimpoesto  ó  derecho  de  registro  por  la 
oficina  ó  funcionario  que  la  ley  de  12  de 
noviembre  de  1894  á  que  se  alude  deter- 
mina, sino  lo  que  lógicamente  debe  enten- 
derse es  que  el  impuesto  debe  feercobrado 
en  la  cuantía  6  en  proporción  á  lo  que 
allí  se  establece  (1). 

El  argumento  derivado  de  las  leyes  pe- 
riódicas de  contribuciones  es,  sin  embar- 
go, decisivo  si  se  tiene  presente  lo  ocurri- 
do cuando  por  primera  vez  se  incluyó  el 
impuesto  sobre  marcas  de  fábricas  y  de 
comercio  en  la  enumeración  que  esas  le- 
TCB  han  venido  haciendo. 

Bs  sabido  que  la  ley  de  11  de  enero  de 
1877  fné  la  primera  en  que  se  hizo  dicha 
enumeración,  limitada  entonces  á  los  im- 
puestos fiscales.  Esa  ley  no  cita,  sin  em- 
bargo, el  impuesto  de  marcas  de  fábricas 
y  de  comercio  entre  las  contribuciones 
fiscales;  y  no  podría  decirse  íjue  se  com- 
prendía en  la  autorización  geheral  que  el 
artículo  2^  Jiacía  del  cobro  d¿  las  contri - 
btrciones  y  emolumentos  éstablecidoe  á 
favor  de  las  Municipalidades,  de  instilu- 
ciones  de  beneficencia  y  de  funcionarios 
públicos,  pues  la  ley  de  23  de  julio  de  1878 
7  todas  las  posteriores  hasta  la  de  4  de 
febrero  del 892  inchisi  ve  (2),  hicieron  por 

\\)  Artículo  do  don  Agustía  Corre»  Bravo,  pa- 
Itbeado  en  d  Düm.  15^9  de  El  FerroearrU. 
{t)  Eais  lejas  wd;  d«  5  d«  enero  de  1880i  da  6 
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separado  la  enumeración  de  las  contribu- 
ciones fiscales,  de  las  municipales  y  de  los 
derechos  ó  emolumentos  de  instituciones 
de  beneficencia  y  funcionarios  públicos, 
sin  citar  el  impuesto  de  marcas  de  fá- 
bricas ó  de  comercio  y  la  ley  de  12  de  no- 
viembre de  1874,  en  ninguna  de  las  indi- 
cadas categorías. 

El  impuesto  se  había  estado  cobrando 
en  realidad  sin  ley  que  lo  autorizara,  ol- 
vidado tal  vez  porque  su  importancia  no 
era  mucha  y  la  adquisición  de  la  propie- 
dad de  la  marca  era  exclusivamente  vo- 
luntaria. 

AI  discutirse  en  la  sesión  de  22  de  julio 
de  1893  el  proyecto  enviado  por  el  Go* 
bierno  con  mensaje  de  8  de  ese  mes,  el  di- 
putado don  Ismael  Valdés  Valdés  obser- 
vó que  *'en  el  proyecto  no  se  enumeraba 
la  contribución  sobre  marcas  de  fábricas, 
á  pesar  de  bal&er  una  ley  que  la  establecía." 
Reservada  esta  observación  para  ser 
tomada  en  cuenta  en  la  discusión  par- 
ticular el  señor  Valdés,  al  discutirse  d 
artículo  I*'  dijo: 

"Aquí  es  donde  debería  agregarse  la 
contribución  sobre  marcas  de  fábricas  es- 
tablecida por  Jas  dos  leyes  de  12  de  no- 
viembre de  1874,  que  disponen  que  todo 
el  que  quiera  poner  una  marca  á  sus  ani- 
males vacunos  y  caballares,  ó  usar  una 
marca  comercial,  deberá  inscribirla  en  el 
registro  respectivo  qae  corre  á  cargo  de 
¡a  Sociedad  Nacional  de  Agricultura,  se- 
gún- el  decreto  de  17  del  mismo  mes  y 
año,  pagando  el  valor  de  la  marca  y  el 
derecho  de  inscripción  y  certificado.  Co- 
mo supongo  que  no  ha  habido  el  deseo 
de!  Gobierno  de  suprimir  esta  contribu- 
de  jolio  de  1881,  de  6  de  enero  de  1883,  Ae  5  de  jn- 
lio  de  1884,  de  i\á»  enero  de  1886,  de  7  de  juli9  de 
1887,  de 2 de  enero  de  1889, de  13 detesto  de  1890 
7  4  de  febrero  de  1S93. 
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ción,  sino  que  su  supresión  en  et  pro- 
yecto (1)  es  causada  por  algún  olvido, 
creo  que  serfa  ésta  la  ocasión  de  resta- 
blecerla." 

Bl  señor  Ossa,  don  Macario,  observó: 
"Yo  creo  que  la  indicación  del  honorable 
Diputado  vendría  bien  al  discutirse  el 
artículo  referente  á  los  impuestos  muni- 
cipales. No  lo  hallo  en  este  instante,  pero 
estoy  seguro  de  que  existe  en  la  ley  muni- 
cipal, un  artículo  que  da  á  los  municipios 
este  impuesto." 

"Et  señor  Valdés  Valdés. — Me  imagino 
que  nó,  señor  Diputado,  porque  la  "Socie- 
dad Nacional  de  Agricultura"  es  la  que 
tiene  á  su  cargo  ese  registro  y  por  consi- 
guiente sólo  la  Municipalidad  de  San- 
tiago tendría  esa  renta." 

"£7  señor  Ossa. — No  me  había  equivo- 
cado; el  artículo  está  aquí,  es  el  artículo 
26  que  en  su  inciso  7^  dice: 

"Reglamentar  el  uso  de  las  marcas  de 
fábricas  6  de  comercio  y  las  de  animales 
y  llevar  los  registros  correspondientes." 

"De  manera  que,  perteneciendo  esta 
contribución  á  las  Municipalidades,  la 
ocasión  de  consultarla  en  la  ley  llegará 
cuando  se  discuta  el  artículo  sobre  con- 
tribuciones municipales: 

"Eí  señor  Robinet. — Pero  reglamentar 
no  es  percibir. 

"El  señor  Ossa.  —  No  sé  como  lo  en- 
tienda su  señoría;  pero  me  parece  que  es 
como  he  dicho." 

Después  de  un  incidente  motivado  por 
la  olwrvación  del  señor  Ossa  que  daba, 
como  se  ve,  á  la  ley  municipal  et  alcance 
que  le  atribuye  la  Corte  de  Valparaíso, 
el  señor  Barros  Méndez,  dijo: 

"Me  parece,  señor  Presidente,  que  ha- 


(l)  £1  deñoT  VaMés  ioctirría  en  el  error  de  creer 
()ae  en  \*a  leyes  aiiieiiores  ^taba  <;iuiinerada, 


biendo  una  ley  que  estableció  y  regla-, 
mentó  la  contribución  sobre  marcas,  es 
indispensable  autorizar  su  cobro.  Esa 
ley  que  ha  citado  el  señor  Valdés  no  está 
derogada;  iucgo,  debe  autorizarse  el  co- 
bro de  ia  contribución.  Si  no,  no  podría 
cobrarse  ni  mantenerse  el  registro.  £s  in- 
dispensable, pues,  subsanar  el  olvido  en 
(jue  se  ha  incurrido  respecto  á  ella  y  agre 
garla  á  la  enumeración." 

El  señor  Barros  Méndez  formuló  indi^ 
cación  en  este  sentido,  que  fué  aprobaba 
por  27  votos  contra  uno,  y  la  ley  de  1" 
de  agosto  de  1893  consignócn  el  artículo 
1^  en  la  enumeración  de  los  impuestos 
fiscales: 

"9'  Impuesto  sobre  marcas  de  fábri- 
ca, conforme  ála  ley  de  12  de  noviem- 
bre de  1874." 

La  discusión  que  queda  copiada  ma- 
nifiesta claramente  que  la  casi  unanimi- 
dad  de  la  Cámara  consideró  que  la  ley 
de  Municipalidades  no  había  derogado 
la  ley  de  marcas  de  12  de  noviembre  de 
1874  y  autorizó  el  cobro  del  impuesto 
para  que  pudiera  mantenerse  el  registro 
por  ella  establecida  y  que  llevaba  la  "So- 
ciedad Nacional  de  Agricultura".  Las 
leyes  de  21  de  enero  de  1895  y  21  de  ju- 
lio de  1896  reprodujeron  la  misma  dis- 
posición, pero  la  ley  de  21  de  enero  de 
1898  fué  aún  más  explícita.  Esta  ley  hi-: 
zo  una  clasificación  más  precisa  de  los 
impuestos  y  contribuciones,,  establecien- 
do cuatro  categorías:  la  l  de  las  contri' 
buciones  y  servicios  ñscaieSt  la.  II  de  las. 
contribuciones  y  servicios  municipales,  la 
III  de  las  contribuciones  de  la  provincia 
de  Tacna  y  la  IV  de  Jas  contribuciones^ 
emolumentos,  derechos  6  aranceles  esta- 
blecidos á  favor  de  ciertas  instituciones  ó 
funcionarios  públicos;y  colocó  en  esta  úl- 
tima categoría,  "el  impuesto  sobre  mar- 
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rns  de  fábrica,  conforme  á  la  lej  de  12  de 
noviembre  de  1874",  dejando  así  clara- 
mente establecido  que  la  autorización 
para  cobrar  el  impuesto  por  el  servicio 
de  las  inscripciones  y  copias  de  marcas 
de  fábricas  ó  de  comercio  se  otorgaba  á 
la  "Sociedad  Nacional  de  Agricultura." 
Bn  esta  misma  forma  ha  sido  sucesiva- 
mente  autorizado  este  cobro  por  las  leifcs 
de  26  de  julio  de  1899.  22  de  enero  de 
1901. 22  de  julio  de  1902  y  la  vigente  de 
20  de  enero  de  1904. 

La  inclusión  primero  y  esta  colocación 
en  la  nueva  clasiíicación,  en  las  leyes  pe- 
riódicas, manifiestan  sobradamente  que 
el  legislador  no  ha  estimado  derogada 
ua  solo  instante  la  ley  de  12  de  noviem- 
l»n:  de  1874  en  ninguno  de  sus  artículos. 
Para  el  legislador,  desde  que  se  estable- 
ció, el  registro  de  marcas  ha  sido  uno 
solo.Ilevado  por  la  "Sociedad  Nacional 
de  Agricnltura",á  lacoal  ha  autorizado 
para  {Krcibir  los  derechos  fijados  por  la 
lev  por  cada  inscripción. 


•  « 


Idéntica  convicción  se  desprende  de  la 
lev  número  1094  de  24  de  octubre  de 
1894.  Dice  esta  ley  que  "en  los  procesos 
qne  se  siguieren  para  perseguir  la  respon- 
sabilidad establecida,  por  el  artículo  11 
de  la  ley  de  12  de  noviembre  de  1894,  los 
Tribunales  resolverán  en  conciencia  si 
ha  habido  &  no  la  falsificación,  adultera- 
ción ó  uso  fraudulento  de  que  habla  di- 
cho artículo,  "no  obstante  la  disconfor- 
midad entre  la  marca  registrada  y  la  que 
da  origen  al  juicio  criminal." 

Si  esta  ley  no  hubiera  de  aplicarse  á 
las  marcas  registradas  en  la  "Sociedad 
Xacional  de  Agricultura",  habría  sido 
nna  ley  manifiestamente  inútil  y  sin  apli- 

DEUCHO 


cación  posible, desde  qne  bástala  fecha  y 
por  lo  mismo  cuando  fué  disentida  y  pro- 
mulgada, no  existe  disposición  alguna  de 
las  Municipalidades  que  haya  reglamen- 
tado el  uso  de  las  marcas  y,  sin  embargo, 
la  ley  da  por  establecida  la  existencia  de 
esas  marcas  en  virtud  de  la  ley  de  1894, 
á  cuyo  artículo  11  alude. 

La  ley  número  1094  debió  su  origen  á 
una  mocióif  del  diputado  don  1.  E.  To- 
comal,  presentada  en  diciembre  de  1896, 
con  la  cual  perseguía  el  i>ropÓBÍtode  com- 
pletar el  sistema  establecido  por  la  ley  de 
1894  para  la  constitución  y  conserva- 
ción de  la  propiedad  industrial,  que  cali- 
ficaba de  defectuoso.  La  comisión  de  la 
Cámara  de  Diputados,  informando  el  pro- 
yecto,decía:  "Como  lo  hace  presente  el  au- 
tor de  la  moción  se  ha  generalizado  con- 
siderablemente el  abuso  de  adulterar,  por 
medio  de  ligeras  variaciones,  las  marcas 
registradas  con  arreglo  á  la  hy  de  12  de 
noviembre  delfi74  y  aún  cuando  tal  pro- 
cedimiento constituye  en  el  fondo  una  ver- 
dadera falsificación  no  alcanza  hasta  él 
la  sanción  penal,  por  estimar  los  Tribu- 
nales que  para  ta  existencia  de  acpiel  de- 
lito se  necesita  la  completa  igualdad  de 
la  marca  legítima  con  la  adulterada".  So- 
metido el  proyecto  á  discusión,  ésta  no 
fué  larga  y  los  diputados  que  tomaron 
parte  en  ella  no  pusieron  siquiera  en  du- 
da, como  el  autor  del  proyecto  y  la  comi- 
sión informante,  que  el  registro  de  marcas 
no  fuera  ó  debiera  ser  llevado  por  la  "So- 
ciedad Nacional  de  Agricultura''.  Lejosde 
eso;  .se  daba  por  establecida  la  propiedad 
exclusiva  de  la  marca,  asegurada  al  que 
la  inscribió  en  el  Registro  llevado  por  di- 
cha Sociedad  y  para  garantir  tat  propie- 
dad eficazmente,  se  trataba  de  dar  á  los 
Tribunales  amplias  facultades  para  apre- 
ciar la  prueba,  á  fin  de  poner  atajo  a  los 
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abusos  que  se  venían  cometiendo  en  vista 
de  laestríctez  con  que  se  apreciaba  lo  que 
constitufa  el  delito  de  adulteración  v  que 
habfan  motivado  ya  un  proyecto  de  refor- 
ma completo  de  la  ley  de  1874,  presenta- 
do por  el  diputado  don  Abraham  Gacitúa 
en  1^  de  junio  de  1894  y  cuyo  despacho 
había  gestionado  la  misma  ''Sociedad  Na- 
cional de  Agricultura"  en  una  petición 
dirigida  á  la  Cámara  de  Di]httados  en  4 
de  agosto  de  1896  (1). 

Todos  estos  antecedentes  legislativos 
revelan  á  laa  claras  que  la  propiedad  de 
las  marcas  de  fábricas  6  de  comercio  ha 
existido  entre  nosotros  desde  que  se  abrió 
por  la  "Sociedad  Nacional  de  Agricultu- 
ra" el  registro  dispuesto  por  la  ley  en  12  de 
noviembre  de  1894,  la  cual  no  ha  dgado 
de  estar  un  solo  momento  en  vigencia  en 
todas  sas  partes. 


La  jurisprudencia  de  la  generalidad  de 
los  Tribunales  había  estado  también  de 
acuerdo  con  estas  conclusiones. 

En  yn  juicio  seguido  por  el  dueño  de 
"La  librería  del  Mercurio"  contra  el  pro- 
pietario del  almacén  de  artículos  de  escri- 
torio "El  Mercurio"  que  había  registra- 
do esta  marca  en  el  registro  de  la  "Socie- 
dad Nacional  de  Agricultura",  se  pidió  por 
aquél  se  declara  sin  valor  este  registro  por 
corresponderá  las  Municipalidades  hacer 
las  inscripciones  de  las marcasde fábricas 
ó  de  comercio,  y  que  no  tenía  derecho  á 
seguir  usando  la  palabra  "Mercurio".  El 
demandado  reconvino  á  su  vez  para  que 
se  reconociera  que  sólo  él  tenía  la  pro- 
piedad exclusiva  de  esta  marca  con  arre- 
glo á  la  ley  de  1874;  y  el  sefíor  juez  don 
Carlos  Olivos,  en  sentencia  de  20  de  mayo 


[1)  Boletín  de  Sétima,  pig 


de  1899,  negó  lugar  á  la  demanday  acep- 
tó la  reconvención  por  las  s^icutes  con- 
sideraciones: 

!*■  Queelregistco  para  inscribir  las  mar- 
cas de  fábricas  Ó  de  comercio  existe  en 
virtud  de  di^iosición  I<^al; 

2*  Que  entre  las  anotaciones  que  deben 
acompañará  cada  inacrípcióaeatnia  la 
d^  día  y  la  hora  en  que  se  verifique; 

3«  Que  la  ley  de22  de  diciembre  de  1891, 
no  ha  derogado  la  ley  anterior  en  mate- 
ria de  marcas  de.fábricas  ó  de  comescio; 

4*  Que  no  habiendo  hasta  el  presente 
la  Municipalidad  de  Santiago  dictado 
nuevos  reglamentos  en  orden  á  la  mate- 
ria, debe  continuar  el  sistema  actual,  ya 
que  su  supresión  equivaldría  á  dejar  sin 
cumplimiento  la  ley  que  crea  y  ampara 
la  propiedad  de  marcas  industriales  y  co- 
merciales; 

5*  Que  con  el  certificado  presentado  por 
el  Remandado  había  probado  éstesudere- 
cho_áusar  la  marca  "El  Mercurio"  y  que 
á  mayor  abundamiento  el  demandante 
reconocía  que  aquel  llegó  á  inscribir  mo- 
mentos antes  que  él  dicha  marca  á  la  se- 
cretaría de  W**Scx:iedad  Nacional  de  Agri- 
cultura"; y 

6^  Que  de  laexposición  hecha  por  el  de- 
mandante se  desprendía  que  el  período  le- 
gal por  el  cual,  con  anterioridad,  se  te  ha- 
bía otorgado  el  derecho  de  usar  la  mar- 
ca objeto  de  la  litis,  había  expirado  y  no 
había  obtenido  su  renovación  antes  de 
la  inscripción  hecha  por  el  demandado. 

Esta  sentencia  ííié  confirmada  lisa  y 
llanamente  por  la  Corte  de  Santiago,  en 
17  de  agosto  de  1899  con  las  firmas  de 
los  señores  Saavedra,  Bemalesy  Vergara 
Altiano. 

En  el  mismo  sentído  se  pronunció  el 
juez  don  José  Toribio  Marín  en  un  juicio 
fK>l7re propiedad  del  título  comercial  "Do- 
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Rc-Mi-Fa"  registrado  por  los  demandan- 
tes como  marca  comercial  y  que  el  de- 
mandado haUa  adoptado  en  un  estable- 
cimiento  recientemente  abierto  al  públi- 
co. El  juez  dió  lugar  á  la  demanda  por 
los  siguientes  considerandos. 

\V  Que  los  demandantes  jnstiticaron 
debidamenté  el  registro  ^e  su  marca  en 
Üs  oñeimt  respectiva  cumpliendo  lo  nece- 
sario para  ser  considcradoscomo  dueños 
de  ella  y  coii  derecho  para  su  uso  exclu- 
sivo; 

2^  Que  esíi  propiedad  no  puede  ser  li- 
mitada á  nil  punto  dado  del  territorio  de 
la  Repúbticfl,  sino  que  lo  comprende,  todo 
ya  que  la  lev  de  22  de  noviembre  de  1874 
ni  otra  algnna  contiene  disposición  que 
lo  limite; 

3"  Que  la  marca  es  la  señal  distintiva 
empleada  por  el  dueño  de  ella  para  desig- 
nar sn  negocio  ó  mercadería  no  alteran- 
do sn  calidad  el  hecho  de  usarla  en  la  cu- 
bierta que  envuelve  los  artículos  que  ven- 
de  6  al  frente  del  muro  de  los  almacenes 
que  tenga  para  el  expendio;  y 

4^  Qne  no  es  indispensable  ■  la  exiscen- 
cia  del  rótulo  ó  iniciales  en  cada  marca 
para  designar  á  ésta,  puesto  que  ello  que- 
da señaladb  con  el  registro  que  de  tal 
marca  se  háce  en  Ja  otícinn  respectiva. 

Bstassen^nciasyotrasqne  |>odríamos 
citar,  si  no  temiéramos  dar  A  este  articu- 
lo proporciones  excesivas,  reconocen  la 
existencia  de  la  propiedad  de  marcas  de 
fiUicicaa  T  de  comercio  en  materia  dvil 
con  estricta  sujeción  á  la  lej  de  1874.  á 
pesar  de  la  vigencia  de  la  Ley  de  Munici- 
palidades de  1891.  En  materia  criminal 
consignó  iguales  principios  una  sentencia 
de  la  Corte  ^prema  á  que  vamos  A  refe- 
rimoq. 

La  Sociedkd  "The  ApoUinaris  Compa- 
ny  Umited"  se  querelló  contra  diversas 


personas  por  falsificación  de  las  marcas 
de  fábrica  usadas  por  ella  en  el  expendio 
del  agua  mineral  "ApoUinaris".  El  juez 
don  Santiago  Santa  Cruz  admitió  la 
querella  y  condenó  á  los  querellados,  fun- 
dándose en  las  razones  siguientes: 

"3''  Que  esta  causa  debe  juzgarse  con 
arreglo  á  las  disposiciones  penales  de  la 
ley  especial  sobre  marcas  de  fábricas  y  de 
comercio  de  12  de  noviembre  de  1874  y 
su  complementaria  número  1094,  promul- 
gada el  24  de  octubre  de  1898,  concorda- 
das con  el  Código  Penal,  por  cuanto  el 
artículo  final  de  este  Código  ha  derogado 
sólo  las  disposiciones  preexistentes  sobre 
las  materias  que  en  él  se  tratan  y  no  dis- 
posicionescoexistentes,  como  son  las  de  la 
ley  de  marcas,  dictada  en  la  misma  fecha 
que  el  Código  y  que  por  su  naturaleza 
de  tratar  de  negocios  particulares  preva- 
lecen sobre  las  disposiciones  generales 
confoime  al  principio  sentado  en  el  ar- 
tículo 13  del  Código  Civil; 

"4''  Que  á  mayor  abundamiento  la  ley 
número  1094  de  1898,  posterior  al  Códi- 
go Penal,  considera  vigente  de  una  ma- 
nera expresa  las  disposiciones  penales  de 
la  ley  de  12  de  noviembre  de  1874  y  sien- 
do ésta  la  interpretación  del  legislador,  no 
queda  lugar  á  duda  que  el  artículo  final 
del  Código  Penal  no  ha  derogado  las  dis- 
posiciones penales  de  la  ley  de  marcas." 

La  Corte  Suprema,  conociendo  en  se- 
gunda instancia  deesta  causa,  confirmó 
esta  sentencia  con  fecha  4  de  diciembre  de 
1902,  teniendo  presente,  ademas: 

"1''  Que  tantoel  nombre  personal,  como 
el  de  un  viñedo,  ingenio,  industria,  predio, 
etc.,  pertenece  exclusivamente  al  que  lo  lle- 
va ó  dedica  á  objetos  de  su  dominio,  por 
emanación  directa  del  derecho  de  propie- 
dad y  demás  individuales  que  garantízala 
Constitución  del  Bstado^  y  no  por  conc^ 
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sión  especial  de  las  leyes  secundarias,  que 
reglamentaii  el  ejercicio  de  esos  derechos; 

"2'  Que  la  ley  de  12  de  noviembre  de 
1874,  que  creó  un  registro  público  parala 
inscripción  de  marcas  de  fábrica  y  de  co- 
mercio, reglamentando  el  uso  de  las  mar- 
cas de  esta  naturaleza,  tiareconocidoen  el 
artículo  4-^,  de  una  manera  expresa,  el  prin- 
cipio establecido^n  el  considerando  ante- 
rior, al  indicar  que  el  nombre  de  un  fundo 
rústico,  molino,  fundición  ó  fábrica  será 
del  exclusivo  aso  del  propietario  del  fundo, 
molino,  fundición  6  fábrica; 

"3' Que  dicho  artículo  no  exige,  comose 
ve,  que  el  derecho  exclusivo  al  nombre  sólo 
se  adquiera  por  la  inscripción  en  el  registro 
respectivo,  inscripción  que  únicamente  es 
necesaria,  según  el  artículo  5^  de  la  misma 
ley,  para  tener  el  monopolio,  ó  en  otros 
términos,  la  propiedad  exclusiva  referen- 
temente á  marcas  que  contengan  símbo- 
los, emblemas,  figuras  ú  otros  signos  de  la 
propia  índole  y  que,  en  su  conjunto,  for- 
men una  marca  especial  con  el  nombre  ó 
sin  el  nombre  del  productor  6  expendedor; 

"4"  Qué  la  simple  lógica  manifiestaque 
el  nombre  propio  de  tina  persona  ó  de  un 
establecimiento  industrial  bien  individua- 
lizado, no  puede  lícitamente  servir  á  extra- 
ños para  especular  indebidamente  en  per- 
juicio ó  en  descrédito  de  sus  verdaderos 
propietarios,  sea  que  éstoshayanónó  to- 
mado la  precaución  de  inscribir  dichos 
nombres,  que  siempre  son  integrantes  de 
su  patrimonio. 

"5^  Que  aplicando  las  reglas  anteriores 
al  caso  de  que  se  trata,  se  nota  que  los 
querellados,  á  cienciaciertadequelafuen- 
te  "Apollinaris",  de  la  cual  se  extrae  el 
agna  del  mismo  nombre,  es  de  propiedad 
del  Estado  prusiano  y  del  uso  de  lasocíe^ 
dad  arrendataria  "Compañía  Apollinaris 
Linüitada",  con  residencia  en  Londres, 


han  estado  tomado  el  nombre  de  dicha 
fuente  y  de  dichas  aguas  con  toda  su  in- 
dividualización, con  el  objeto  de  expender- 
lascomo  tales  aguas  minerales  natarales 
déla  "Prusia  Rhiniana"; 

^'6'  Que  para  que  el  público  incurriera 
fácilmente  en  error  acerca  de  la  proceden- 
cia de  las  aguas  que  expendían  con  esté 
nombre,  han  procurado  también  imitar 
con  la  mayor  semejanza  posible  la  marca 
de  fábrica  ó  de  comercio  en  que  ñgura  el 
nombre  de  dichas  aguas  y  que  sus  le^ti- 
mos  expendedores  tienen  registrada  en  la 
"Sociedad  Nacional  de  Agricultura;" 

"7"  Que  esta  semejanza  de  las  marcas  y 
esta  apropiación  del  nombre  de  la  fuente 
de  dominio  ajeno  ha  sido  efectuada  indu? 
dablemente  con  fines  fraudulentos,  aun 
cuando  en  la  marca  usada  por  G...  ae 
expresa  en  caractéres  que  fácilmente  pue- 
den no  ser  advertidos,  que  dichas  aguas 
son  preparadas  según  la  composición  de 
la  fuente,  semejanza  que  aparece  álasim- 
ple  confrontación  de  las  marcas  original 
y  adulterada,  sin  necesidad  de  recurrir  á 
la  ley  de  24  de  octubre  de  1898  que  per- 
mite apreciar  en  conciencia  este  hecho; 

"8'  Que  tratándose,  pues,  de  la  apropia- 
ción de  un  nombre,  á  sabiendas  de  que  es 
ajeno,  con  fines  fraudulentos,  no  importa, 
según  el  artículo  4^  de  la  indicada  ley  de 
1874  y  en  virtud  de  los  antecedentes  que 
se  citan  en  el  primer  considerando,  que  se 
hubiera  prescindido  de  la  inscri¡KÍÓn  de 
dicho  nombre  ó  de  la  marca  que  lo  con- 
tiene. 

"9''  Que  el  inciso  2'  del  artículo  190del 
Código  Penal  preceptúa  que  se  aplicarán 
las  penas,  en  él  indicadas,  á  todo  merca- 
der, comisionista  ó  vendedor  que  á  sa- 
biendas hubiese  puesto  en  venta  ó  circti- 
lación  objetos  mateado»  cotí  nombre*  su- 
puestos ó  alterados; 


Digitized  by 


Google 


DBRBCHO 


61 


"10.  Que  A  mayorabundamiento.yaún 
cuando  la  marca  de  la  "Compañía  Apolli- 
narís"  consistiera  sólo  en  símbolos  ó  em- 
blemas, sin  contener  el  nombre  de  la  fuen  te 
que  se  ha  usurpado,  dicha  marca  se  halla 
inscrita,  y  por  lo  tanto,  no  han  podido  tos 
querellados  usarla  sin  incurrir  en  las  penas 
que  determina  el  artículo  11  de  la  misma 
ley; 

"11.  Que,  dadala  naturaleza  delaespe- 
colación  consistente  en  el  expendio  cuoti- 
diano y  corriente  de  las  aguas  en  rieren- 
cia,  hay  que  dar  por  probado,  para  la 
hipótesis  que  contempla  el  considerando 
anterior,  queeseexpendiü  con  el  uso  irau- 
dolento  de  la  marca  ha  sido  anterior,  coe- 
táneo y  posterior  al  registro  ó  inscripción 
que  se  ha  hecho,  pues  en  los  autos  no  se 
ha  puesto  en  duda  esta  circunstancia,  la 
enal  aparece  como  antecedente  ó  cargo  in- 
concuso  de  la  querella. 
•  Esta:  sentencia  fué  acordada  por  los  se- 
ñores Ministros  Urrutia,  Huidobro  y  Ga- 
llardo y  contra  el  voto  de  los  señores  Pre* 
sidente  Alfonso  y  fiscal  Valdés,  llamado  á 
integrar  el  Tribunal,  quiénes  absolvían  á 
los  querellados  por  los  fundamentos  con- 
signados en  su  voto  que  reproducimos  en 
seguida  para  que  se  vea  que  la  discordia 
de  opiniones  no  se  refiere  á  la  vigencia  de 
la  ley  de  marc£^,  ni  afecta  á  la  teoría  so- 
bre la  propiedad  de  las  marcas  registra- 
das en  la  secretaría  de  la '  'Sociedad  Nació- 
oal  de  Agricultura";  y  que,  por  el  contra- 
rio, confirman  y  robustecen  aún  más  en 
este  punto  las  conclusiones  del  fallo  de  la 
mayoría.  He  aquí  las  consideraciones  del 
roto  e^peciah 

"1*  Que  el  delito  por  el  cual  se  ha  per- 
Manido  y  condenado  en  primera  instan- 
cia ^Ips  reQS4.se  hí|<íe  consistir  en  haber 
éstos  aplicado  á  las  botellas  de  aguas 
gaseosas,  procedentes  de  sus  fábricas, 


una  etiqueta  ó  marca  análoga  á  la  que 
usa  la  sociedad  anónima  inglesa  titula- 
da "Compañía  Apollinaris  lámitada", 
para  el  expendio  del  agua  mineral  natu- 
ral de  que  es  propietaria  dicha  compa- 
ñía y  que  se  conoce  con  el  nombre  de 
"Agua  Apollinaris"; 

2^  Que,  en  consecuencia,  el  acto  de  que 
se  trata  debe  ser  juzgado  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  185  del  Código 
Penal  y  en  la  ley  del  12  de  noviembre  de 
1874,  sobre  marcas  de  fábricas  y  de  co- 
mercio; 

"3'  Que  la  primera  délas  disposiciones 
citadas,  en  la  parte  que  dice,  relación  con 
el  caso  actual,  castiga  al  que  falsificase 
el  timbre  ó  marca  de  un  establecimiento 
privado  de  banco,  de  industria  6  de  co- 
mercio, ó  de  un  particular,  ó  hiciera  uso 
de  los  timbres  ó  marcas  falsas;  y  la  se- 
gunda de  dichas  leyes  que  reglamentó  el 
registro  público  délas  marcas  de  fábricas 
y  de  comercio  y  establece  en  el  artículo  5' 
que  el  que  inscribe  en  ese  registro  algun(l 
de  las  mareas  expresadas  tiene  la  propie- 
dad exclusiva  de  ella; 

"4.*  Que  dado  lo  expuesto  anteriormen- 
te, el  delito  que  prevén  los  artículos  185 
del  Código  Penal  y  1 1  de  la  ley  del  74  cita- 
da, no  puede  existir  mientras  la  marca 
objeto  de  la  falsificación  ó  uso  que  am- 
bos castigan,  no  sea  registradaconforme 
á  la  última  de  dichas  leyes,  ya  que  antes 
del  registro  la  marca  no  es  propiedad 
exclusiva  de  nadie  y  puede,  por  lo  tanto, 
ser  usada  por  cualquier  industrial  ó  co- 
merciante, sin  que  este  uso  constituya 
apropiación  ó  falsificación; 

"5*  Que  ad  lo  ha  entendido  también  el 
mismo  querellante,  el  cual  invoca  come 
fundamento  de  su  acción  la  propiedad 
déla  marca  "Apollinaris",  que  le  da  el 
registro  verificado  en  la  "Sociedad  Nacio- 
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na]  de  Agricultura"  el  22  de  marzo  de 
1899,  según  el  certificado  acompañado  á 
su  querella,  interpuesta  un  mes  después 
de  llenada  esa  formalidad; 

"6*  Que  es  un  hecho  establecido  en  el 
proceso,  tanto  por  la  propia  exposición 
del  querellante  como  por  la  prueba  de  los 
querellados,  que  éstos  empleaban  para  el 
expendio  de  sus  productos  las  marcas  ó 
etiquetas  referidas  desde  mucho  tiempo 
antes  del  registro  de  su  marca  hecho  por 
la  "Compañía  ApoUinarís",  6  sea  en  una 
época  en  que  aquel  uso  no  constituía  de- 
lito, según  lo  dicho  anteriormente; 

Que  no  consta  que  el  registro  que 
dió  á  la  Compañía  querellante  la  propie- 
dad exclusiva  de  la  marca  usada  por  los 
querellados,  se  haya  puesto  en  conoci- 
miento de  éstos  6  llegado  por  algún  me- 
dio ¿  su  noticia,  con  anterioridad  á  la 
querella,  como  habría  sido  de  rigor,  tan- 
to para  impedirles  que  continuaran  em- 
pleando esa  misma  marca,  que  ya  tenía 
dueño,  como  para  convertir  aquel  uso  le- 
gítimo y  de  buena  fe  en  un  acto  doloso, 
ejecutado  á  sabiendas  y,  por  lo  tanto, 
penaxio  por  la  ley; 

"8*  Que  sin  esanoticia  6  conocimiento 
no  ha  podido  existir  el  dolo  ó  maliciaque 
es  de  la  esencia  de  todo  delitoy  cuyacom- 
probación  era  indispensable  en  el  presen- 
te caso,  por  ser  una  circunstancia  consti- 
tutiva de  la  defraudación  que  persigue 
este  proceso,  según  se  desprende  del  tenor 
literal  del  art.  185  del  Código  Penal  y 
del  acuerdo  consignado  en  el  acta  respec- 
tiva por  la  comisión  redactora  de  esta 
ley,  la  cual  resolvió  "expresar  que  para 
que  esta  disposición — ó  el  art.  185 — pue- 
da aplicarse,  es  necesario  se  proceda  á 
sabiendas  y  con  el  propósito  de  usar  ó 
circular  fraudulentamente  el  objeto  falsi- 
ficado"; 


"9*  Que  no  es  aplicable  al  caso  actual 
el  artículo  190  del  Código  Penal  que 
castiga  al  "que  hiciese  poner  sobre  obje- 
tos fabricados  el  nombre  de  un  fabrican- 
te que  no  sea  autor  de  tales  objetos  ó  la 
razón  comercial  de  uua  fábrica  que  no 
sea  la  de  verdadera  fabricación",  porque 
el  nombre  de  la  "Compañía  ApoUinaris", 
puesto  en  las  etiquetas  usadas  por  los 
acusados,  no  es  el  nombre  ni  la  razón  co- 
mercial de  ningún  autor  ó  fábrica  de  la 
verdadera  agua  Apollinaris,  la  cual,  co- 
mo es  sabido,  no  procede  de  fabricación 
sino  de  fuentes  naturales."  ■ 

La  doctrina  que  de  estas  resoluciones 
sedesprende  es,  á  nuestro  juicio,  la  verda- 
dera y  la  única  conforme  con  los  princi- 
pios de  la  hermenéutica  que  aconsejan  la 
observancia  de  la  ley  mientras  no  sea  ex- 
presamente derogada  ó  no  se  halle  en 
abierta  pugna  con  las  disposiciones  de 
una  ley  posterior  sobre  la  misma  mate- 
ria. La  disposición  del  número  7'  del  ar- 
tículo 26  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de 
1891  fué  evidentemente  inconsnlta  al  dar 
intervención  á  las  Municipalidades  en  la 
reglamentamón  del  ejercicio  de  un  derecho 
de  propiedad,  sometido  á  una  ley  especial 
y  suficientemente  garantido  por  ella.  En 
elhechotaldisposiciónhasidoinútil,  pues 
las  Municipalidades  no  han  encontrado 
en  qué  forma  podrían  hacer  uso  de  la  fa- 
cultad de  reglamentación  que  se  les  otor- 
gaba; pero  su  alcance,  y  precisamente 
en  ello  está  su  inutilidad  práctica,  no  fué 
absolutamente  el  alterar  esa  legislación 
especial  mantenida  con  rara  persistencia 
en  una  serie  de  declaraciones  del  legis- 
lador. 

Luis  Claso  Solar 
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XX 

CCyo  es  el  dominio  originario  i>b  la 
propiedad  minera  v  cuáles -son  los 
derechos  que  adquiere  vs  concbsio- 

XARIO. 

Admitido  que  el  régimen  de  prbpiedad 
del  sabsnelo  se  refiere  á  toda  sustancia 
iaorgáníca,  ya  sea  mineral  ó  fósil,,  corres- 
ponde establecer  dónde  está  radicada  el 
dominio  originario  de  dichas  sustancias, 
y  cuáles  son  los  derechos  que  la  ley  acuer- 
da á  los  particulares' en  ellas. 

El  estudio  de  esta  materia  conduce  ne- 
cesariamente al  examen,  siquiera  sea  so- 
mero, de  las  tres  teorías  sustentadas  pa- 
ra esclarecerlo. 

De  U  accesión. Séf^ún  esta  teoría,  el 
mbroelo  mineral,  usqae  aé-  inñra,  sería 
nna  dependencia,  una  continuación  del 
meló  superficial,  y  la  accesión  del  sub- 
Boelo  le  operaría  del  mismo  modo  que  la 
de  nn  iimiueble  á  otro. 

La  parte  segunda  del  artículo  1*  del 


Código  de  Mineríade  1874disponía:  "La 
explotación  del  carbón  y  demás  fósiles  no 
comprendidos  en  el  artículo  anterior,  te- 
de  al  dnefio  del  suelo,  quien  sólo  estará 
obligado  á  dar  aviso  de  ello  á  la  autori- 
dad administrativa".  Y  el  inciso  2'  -tlel 
artículo  2^  del  Código  vigente,  dice: 

"La  explotación  del  carbón  y  demás  fó- 
siles no  comprendidos  en  el  inciso  ante- 
rior, cede  al  dueño  del  suelo,  quien  estará 
obligado  en  caso  de  trabajar .  árconstituir 
propiedad  minera  practicando  las  diligen- 
cias que  prescribe  esta  ley," 

Ambas  disposiciones  convienen  en  que 
el  carbón  y  demás  fósiles  no  enumerados 
entre  las  sustanciasmetálicassonuna  ac- 
cesión al  suelo  bajo  cuya  superficie  se  ha- 
llan, á  diferencia  de  los  filones  metáli- 
cos, v.  gr.,  que  son  adquiríbles  por  cua- 
lesquiera personas  capaces  y  en  las  con- 
diciones prescritas. 

Bl  subsuelo  mineral,  "las  minas,  como 
las  llama  el  Código, constituyen  un  régi- 
men especial  de  propiedad  inmueble,  dis- 
tinta y  separado  del  terreno  ó  fundo  su- 


Digitized  by 


64 


PRIMBSA  PARTB 


perñcial,  aunque  aquéllas  v  éste  perte- 
nezcan á  un  mismo  dueño*',  dice  el  ar- 
tículo 10. 

Lo  que  deja  consagrados  los  dos  regí- 
menes de  propiedad,  el  suelo  y  el  subsue- 
lo, de  índole  diversa  uno  de  otro,  de  dis- 
tintos condiciones  de  existencia,  y,  en  las 
más  de  las  veces,  hasta  pertenecientes  á 
distintas  personas. 

La  accesión,  sin  embargo,  como  modo 
de  constituir  dominio,  consiste  en  que  el 
"duefio  de  una  cosa  pasa  á  serlo  de  lo 
que  ella  produce,  ó  de  lo  que  se  junta  á 
ella."  dice  el  articulo  643  del  Código  Ci- 
vil; y  penetrando  un  poco  en  la  razótt  fi- 
losófica de  la  accesión  de  un  inmueble  á 
otro,  se  puede  establecer  que  ésta  supo- 
ne, 6  la  ocupación  real  de  la  cosa  que  ac- 
cede, ó  un  privilegio  acordado  por  la  ley 
¿  favor  del  dueño  del  suelo  en  cuya  vecin- 
dad se  encuentra  la  cosa  accesible.  Así 
accede  el  terreno  de  aluvión  y  se  acuerda 
al  propietario  riberano  lafacultad  de  "ha- 
cer las  obras  necesarias  para  restituir  á 
su  acostumbrado  cauce  las  aguas  de  un 
río  que  varía  de  curso,  adueñándose  por 
accesión,  de  la  parte  de  dicho  cauce,  que 
quedase  en  seco".  La  ley  no  beneficiaría 
al  adquirente,  en  tales  casos,  si  no  supu- 
siera en  él  ánimo  de  ocupar  y  trabajar, 
de  incorporar  á  su  industria,  el  suelo  su- 
perficial que  le  permite  acrecer. 

Mas,  en  tratándose  de  sustancias  mine- 
rales ó  fósiles,  de  ordinario  escondidas 
bajo  el  haz  de  la  tierra,  en  el  subsuelo, 
que  no  son  ocupables  en  el  sentido  legal 
de  la  expresión,  que  no  son  utilízables  si- 
no á  condición  de  un  arte  industrial  dis- 
tinto del  que  en  sus  faenas  ejercita  el  se- 
ñor de  la  superficie,  ¿cómo  suponer  que 
la  ley  le  acuerde  la  accesión,  el  aumento 
de  su  propiedad  superficial  con  laagrega- 
ción  de  una  propiedad  desconocida  aún, 


impalpable,  que  está  sujeta  á  otro  régi- 
men, que  no  puede  ser  ocupada  ó  poseída 
por  los  medios  de  que  el  superficiario  dis- 
pone? 

No  se  operaría,  entonces,  la  accesión  de 
un  inmueble  ¿  otro,  ambos  de  la  misma 
índole  y  naturaleza,  úno  una  accesión 
ficticia  de  lo  desconocido  á  lo  tangible  y 

real. 

Acéptese,  por  vía  de  hipótesis  que  el 
dueño  de  la  superficie  lo  sea  también,  por 
accesión,  del  subsuelo  mineral  ó  fósil,  re- 
sultaría que  en  uso  de  uno  de  los  atribu- 
.  tos  Je  su  dominio,  el  de  usar  ó  no  usar  de 
lo  que  es  suyo,  le  sería  lícito  abstenerse  de 
trabajar  los  filones  ó  yacimientos  metá- 
licos ó  los  depósitos  de  carbón  que  se  en- 
contraran en  su  heredad;  y  tal  sería  la 
actitud  ordinaria  y  normal  del  cultivador 
dd  suelo,  precisamente  porque  no  tiene 
ni  los  elementos  ni  la  inclinación  necesa- 
rios para  consagrarse  á  la  industria  ex- 
tractiva minera. 

La  riqueza  pública  nada  ganará  con 
que  la  propiedad  minera  del  subsuelo  es- 
té radicada  en  el  dueño  de  una  finca,  que 
no  es  ni  quiere  ser  industrial  minero. 

¿Ni  quién  asegura  al  .propietario  de  un 
pfedio  que  el  yacimiento  metálico  ó  fósil, 
de  que  la  accesión  le  hiciera  dueño,  fuese 
aprovechable  y  útil  dentro  de  los  límites 
de  su  heredad  superficial;  que,  caso  de 
disponerse  á  la  explotación  del  subsuelo, 
no  se  encontrara  limitado  por  un  derecho 
análogo  del  superficiario  vecino? 

No  se  producirán  semejantes  conflictos 
de  intereses  bajo-  la  noción  de  la  propie- 
dad minera  independiente,  diferente  de 
la  del^  suelo,  que  no  está  subordinada  ni 
limitada  á  tal  ó  cual  extensión  de  un  pre- 
dio; y  que  permite,  según  las  indicaciones 
del  arte  industrial  minero^  perseguir  la 
sustancia  metálica  ó  fósil,  sin  considera- 
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ción  al  dueño  de  la  Superficie  y  mirando 
solamente  al  interés  que  la  industria  que 
le  es  peculiar,  le  sugiera. 

La  propiedad  minera,  pue».  no  es  ñb  orí- 
fine,  una  accesión  del  territorio;  y  en  par- 
ticular, los  yacimientos  de  sustancias  fó- 
siles, como  el  car1>ón,  ó  sus  similares  co- 
mo los  depósitos  de  nitratos  y  boratos, 
etc.,  no  pueden  ser  consideradoscomo  una 
accesión  del  suelo. 

Res  nuilius.  -Que  el  subsuelo  mineral  es 
res  auHius,  esto  es,  que  se  adquiere  en  do- 
minio de  particulares  por  ocupación,  Iic 
allí  otra  de  las  teorías  sustentadas  por  los 
tratadistas  del  derecho  de  minería;  j'que 
encuentra,  también,  acogidaen  Jas  dispo- 
siciones de  los  artículos  2^;  3*^,  4^  y  5*  de 
nuestro  Código  en  la  materia. 

Se  ha  observado  que  las  clasificaciones 
de  las  sustancias  minerales,  en  mayor  ó 
menor  número  de  categorías,  no  obedece  á 
ningunaconsideradón  económica,  ni  sim- 
plemente industrial;  y  que,  por  elcontra- 
rio,  todo  acouseja  hacer  la  separación  ló- 
^cay  fundamental  entre  suelo  y  subsuelo, 
entre  propiedad  superfiáal  y  propiedad 
minera,  estableciendo  dos  regímenes  dife- 
renciales. 

Admitir  la  generalización  "propiedad 
minera"  para  significar  con  ella  todo  lo 
que  no  es  Hgnrosamentéel  suelo  superfi- 
cial, el  predio,  conduce,  de  rigor,  á  plan- 
tear una  vez  másiacuestión  sohreáquicn 
corresponde  el  dominio,  el  señorío  origi- 
nario de  este  régimen  particular  de  pro- 
piedad minera. 

Res  nniiiaSj  cosas  que  á  nadie  pertene- 
cen, son  en  derecho  las  aves  del  cielo,  los 
peces  del  mar,  los  animales  bravios,  lases- 
pecies  muebles  perdidas  ó  abandonadas, 
etc.;  pero  no  lo  son  los  bienes  inmuebles 
como  el  snclo  y  el  subsuelo. 

Los  terrenos  eriaicsque  no  están  cons- 
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tituídos  en  dominio  de  particulares,  los 
ríos,  lagos,  las  riberas  del  mar,  etc.;  son 
bienes  nacionales  ó  municipales. 

Si  bien  la  aprehensión  real  ó  material  de 
una  cosa  y  la  aplicación  del  trabajo  huma- 
no sobre  ella  son  los  vínculos  que  Hgañ  al 
hombre  con  lo  que  es  suyo,  la  ausencia  del 
uno  ó  del  otro  de  estos  elementos  del  do- 
minio no  importa,  sin  embargo,  la  condi- 
ción de  res  nulliaa  deunacosa no  ocupada 
ó  que  no  recil>e  la  aplicación  actual  del  es- 
fueno  humano  sobre  ella. 

Así,  las  aguas  de  un  río,  las  riberás  del 
mar  no  son  ocupadas  ni  poseídas;  pueden 
no  serexplotadas  ó  trabajadas;  pero  reco- 
nocen un  dueño  que,  virtnalmente,  ejerced 
señorío  en  ellas;  y  por  eso  son  bienes  na- 
cionales. 

Del  mismo  modo,  las  sustancias  mine- 
rales ó  fósiles,  aún  desconocidas,  aún  no 
descubiertas,  son  una  cosa  por  el  hecho 
mismo  de  so  existencia,  y  esta  cosa  debe 
reconocer  un  dueño;  son  una  propiedad 
preexistente  al  descubrimiento  y  stí  dueño 
no  es  el  señor  de  lasuperficie,  pero  debe  re- 
conocer alguno. 

Verdad  es  que  antes  del  descubrimiento 
ó  manifestación  de  un  filón  metálico,  por 
ejemplo,  éste  no  es  propiamente  un  ¿ien  en 
el  sentido  económico  de  la  palabra;  pero  es 
ya  nna  cosa  que  existía  antes  de  la  mani- 
festación; y  de  consiguiente,  á  alguien  per- 
tenecía como  parte  ó  fracción  del  todo  que 
se  llama  el  subsuelo  mineral  6  propiedad 
minera. 

El  articulo  3^  del  Código  dé  Mineríaes 
así  concebido:  "Las  piedras  y  metales  pre- 
ciosos que  se  encuentran  aisladoseülá su- 
perficie del  suelo  pertenecen  al  primer  ocu- 
pante." En  hora  buena  que  estos  objetos 
muebles,  descuajados  de  la  propiedad  mi- 
nera inmueble,  sean  susceptibles  dt  hallaz- 
go y  ailquiriblcs  ¡ior  aprehensión,  como 

9 


Digitized  by 


Google 


PRIMERA  PARTK 


res  auUias,  del  mismo  modo  que,  segán  el 
inciso  2^  del  artículo  624del  Código  Civil, 
porocupacíón  se  "adquiere  el  dominio  de 
las  piedras,  conchas  y  otras  sustancias 
que  arroja  el  maryqueno  presentan  seña- 
les de  dominio  anterior."  Pero,  por  lo  mis- 
mo que  las  piedras  y  metales  preciosos  que 
se  eactteatran  aislados  en  la  superficie  del 
suelo,  son  res  nullius  muebles,  ocupnbles; 
y  por  lo  mismoque  no  son  ya  parte  com- 
ponente  del  inmueble  propiedad  minera  del 
subsuelo,  dicho  se  está  que  este  articulo  2* 
del  Código  de  Minería  ó  no  tiene  razón  de 
existencia,  ó,  caso  de  tenerla,  la  disposi- 
ción que  encierra  no  afecta  ni  modifica  en 
lo  menor,  la  noción  clara  y  absoluta  de  que 
ta  propiedad  del  subsuelo  no  es  ni  puede 
ser  res  nuUias. 

El  sabsveh  mineral  6  fósil  es  propie- 
dad del  Estado. 

Antes  que  los  Códigos  de  Minería  na- 
cionales, de  1874  y  de  1888,  ya  las  anti- 
guas Ordenanzas  de  Minería,  radicaban 
en  el  Estado  el  dominio  originario  del 
subsuelo  minero,  diciendo:  "  Las  minas 
(en  el  sentido  genérico  de  propiedad  mi- 
nera) son'propias  de  mi  Seal  Corona,  así 
por  su  naturaleza  y  origen,  como  por  su 
reunión  dispuesta  en  la  ley  4,  título  13, 
libro  6  dé  la  Nueva  Recopilación." 

El  antes  recordado  artículo  591  del 
Código  Civil,  dispone:  "El  Estado  esdue-. 
ño  de  todas  las  minas  (propiedad  mine- 
ra), etc.»' 

Sobre  esta  base  del  dominio  del  Esta- 
do, el  Código  de  Minería  de  1874  hacía 
la  distribución  de  las  sustancias  minera- 
les 6  fósiles  y  sus  similares  á  éstas,  ex- 
cepcionando  la  regla  general  en  cuan- 
to, como  se  ha  visto  más  arriba,  ciertas 
•turtancias  eran  concedibles,  otras  accesi- 
bles, otras  ocupables,  aquellas  de  libre 
aprovechamiento,  etc. 


Vino  el  Código  de  1888,  vigente,  y  co- 
locó á  su  cabeza  el  citado  articulo  591 
del  Código  Civil,  consagrando  así  de  una 
manera  expreita  y  terminante  la  noción 
cabal  del  dominio  del  Estado  en  el  sub- 
suelo mineral  6  fósil,  *'no  obstante  el  do- 
minio de  las  corporaciones  ó  de  los  par- 
ticulares sobre  la  superficie  de  la  tierra 
en  cuyas  entrañas  estuviesen  situadas." 
'*Pero  se  concede  A  los  particulares,  agre- 
ga dicho  artículo,  la  facultad  de  catar  y 
cavar  en  tierras  de  cualquier  dominio,  la 
de  labrary  beneñciaráichai  minas  y  la  de 
disponer  de  ellas,  como  dueños,  con  los 
requisitos  y  bajo  las  reglas  que  prescribe 
el  Código  de  Minería." 

Según  eso,  si  bien  la  ley  ha  reconocido 
en  el  Estado  el  dominio  primario  del  sub- 
suelo mineral  6  fósil,  ese  dominio  no  es 
absoluto  por  cuanto,  al  mismo  tiempo 
confiere  el  uso  y  goce,  la  facultad  de  dis- 
poner como  dueños,  á  los  particulares 
que  lo  soliciten  en  conformidad  á  las  pres- 
cripciones de  la  misma  ley  sobre  el  parti- 
cular. 

El  uso  y  goce  de  la  propiedad  minera 
concedida,  y  aún  la  facultad  de  disponer 
de  la  concesión  como  dueño  están  limi- 
tando  el  pleno  dominio  del  Estado. 

Hé  aquí  un  derecho  real  de  usufructo, 
que  es  el  verdadero  carácter  jurídico  de 
la  concesión  de  propiedad  minera  á  favor 
de  particulares. 

Este  derecho  de  usufructo  tiene,  sin 
embargo,  algunos  caracteres  especiales 
que  le  distinguen  de  este  derecho  real  con- 
sagrado en  el  título  IX  del  Código  Civil 
en  razón  de  la  índole,  también  peculiar, 
de  la  propiedad  minera. 

El  derecho  real  de  usufructo  "consiste 
en  la  facultad  de  gozar  de  una  cosa  con 
cargo  de  conservar  su  forma  ysnstancia, 
y  de  restituirla  á  su  dueño,  si  la  cosa  no 
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es  ñragible;  ó  con  cargo  de  volver  igual 
cantidad  y  calidad  del  mismo  género,  6 
de  pagar  su  valor,  si  la  cosa  es  fungible." 
ÍATt.764deIC.  C.) 

fel  asufructuario  debe  conservar  la  for- 
ma y  sustancia  de  la  cosa  fructuaria, 
coDservaciAn  imposible  para  el  concesio- 
nario de  un  yacimiento  metálico,  por 
cnantu  éste,  en  fuerza  de  la  explotación, 
se  menoscaba  de  dfá  en  día  y  puede  lle- 
garse hasta  agotarlo.  Porque  la  propie- 
dad minera  concedida  en  explotación 
tiene  eso  de  pecuHarísimo,  convertirse  de 
inmueble  en  mueble,  de  infungible  en  fun* 
gible. 

Sale,  entonces,  del  derecho  comán  la 
propiedad  minera  concedida  en  usufructo 
álos particulares;  yelusufructuarío,esto 
es,  el  concesionario,  no  estará  obligado 
á  conservar  la  forma  y  sustancia  de  la 
cosa  fructuaria. 

;Cómolia  podido  la  leyconsagrar  esta 
peculiaridad  que  carocteríza  el  usufructo 
de  una  concesión  minera? — Muy  sencilla- 
mcnte,  facultando  al  concesionario,  usu- 
frnctaaríOfpara  disponerde  la  cosa  co/»o 
éaedo,  para  transferirla  por  medio  de 
contratos  entre  vivos,  para  transmitirla 
por  causa  de  muerte;  sobre  todo,  y  en 
unu  palabra,  otorgando  el  usufructo  á 
perpetuidad,  con  sólo  la  condición  del 
trabajo  obligatorio  ó  ficticio  por  medio 
de  la  patente,  como  al  presfcnte  sucede. 
De  esta  manera  se  trae  al  Código  de  Mí- 
wrfa  la  regla  del  artfculo571  del  Código 
Civil  que  reputa  bienes  muebles,  frutos 
naturales  de  \as  minas,  los  minerales  que 
de  ellas  se  extraen.  De  ese  modo  desapa* 
rece  la  condición  restitutoria  de  la  cosa 
fructuaria,  para  los  efectos  de  la  devolu- 
ción de  ella  en  cantidad  ó  calidad. 

Puesto  que  el  usufructuario  de  un  in- 
mueble tiene  el  derecho  de  percibir  los 


frutos  naturales  y  aún  los  pendientes  al 
tiempo  de  deferírsele  el  usufructo  (art. 
781  del  C.  C.)el  usufructuario  de  propie- 
dad minera  debe  tener  también  la  facul- 
tad de  disponer  de  los  minerales  ó  sus- 
tancias fósiles  y  sus  similares,  *en  que  su 
concesión  se  convierte. 

Por  eso  el  Código  Civil  (art.  789)  con- 
templa el  caso  enque  el  usufructo secons- 
tituya  sobre  cosas  fungibles,  en  el  cual 
caso  "el  usufructuario  se  hace  dueño  de 
ellas  y  el  nudo  propietario  se  convierte 
en  acreedor  á  la  entrega  de  otras  especies 
de  igual  cantidad  y  calidad,  ó  del  valor 
que  éstas  tengan  al  tiempo  de  terminarse 
el  usufructo". 

Mas,  como  en  esta  especie  peculiar  de 
usufructo  la  cosa  fructuaria, 'si  bien  in- 
mueble de  propia  naturaleza,  se  resuelve 
en  cosas  muebles,  claro  está  que  domina 
en  la  regla  la  idea  de  beneficiar  al  usufruc- 
tuario con  los  firutos  naturales  de  la  cosa 
fructuaria.  Que  en  lo  tocante  al  crédito 
del  propietario  en  valores  ó  especies,  el 
acreedor  resultará  serel  Estado,  la  colec- 
tividad nacional  que  condona  de  ante- 
mano esos  créditos  en  interés  general  de 
la  industria  y  de  la  riqueza  pública. 

Y  como  las  condiciones  constitutivas 
de  un  usufructo  pueden  ser  ajustadas  en- 
tre el  propietario  y  el  usufructuario,  aún 
en  el  sentido  de  modificar  las  disposicio- 
nes legales  sobre  la  materia  (art.  791  del 
C.  C),  con  mayor  razón  ha  podido  el  le- 
gislador, sin  menoscabo  alguno  de  las 
nocipnes  legales,  establecer  este  derecho 
particular  de  usufructo. 

Aunque  esta  doctrina  del  usufructo  so- 
bre la  propiedad  minera  puede  ser  com- 
batida en  nombre  de  la  estabilidad  y 
permanencia  de  los  derechos  del  concesio- 
nario, arguyendo  que  esos  derechos  se 
hacen  precarios  ó  poco  solemnes  en  pre- 
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«encía  de  la  noción  vulgar  sobre  el  domi* 
nío- absoluto  que  hoy  se  atribuye  al  mi- 
nero sobre  su  concesión,  fácil  es  desva- 
necer la  objeción,  cualquiera  que  sea  el 
rigor  de  la  argumentación  que  para  ello 
se.emplee. 

Ante  todo,  el  hecho  cierto  es  que  un 
concesionario,  en  el  estado  actual  de  la 
legislación,  y  por  másc^^ese  le  llame  due- 
ño de  «na  concesión,  no  es  ni  puede  ser 
otra  cosa  que  usufructuario  de  ella,  suje- 
to á  la  condición  de  restitución  por  falta 
de  pago  de  la  patente,  que  la  grava.  En 
el  lenguaje  del  Derecho,  la  noción  de  ío 
que  es  el  dominio  pugna  con  la  idea  de 
restitución;  porque  el  dominio  quees  limi- 
tado, no  es  propiamente  tal,  de  un  modo 
absoluto;  y  el  que  tiene  una  cosa  como 
dueño,  pero  sujeta  á  una  condición  res- 
titutoria,  no  es  en  maneraalguna  dueño. 

Tanto  li^  Ordenanzas  de  Nueva  Espa- 
ña, como  el  Código  de  Minería  de  1874 
"concedían  á  los  particulares  la  propie- 
dad de  las  minas  á  condición  de  trabajar- 
las, y  explotarlas  siempre  y  constante- 
mente";:de  suerte  que  la  falta  de  trabajo 
(el  abandono  ó  el  despueble)  las  resti- 
tuían de  pleno  derecho  á  su  dueño  prima- 
rio, el  Estado. 

Bl  Código  Civil  (art.  591)  ya  no  habló 
de  la  dación  de  las  minas  en  propiedad  á 
condición;  sino  que  habló  de  la  facultad 
atribuida  al  concesionario  de  usar  y  go- 
zar, pomo  dueño, 

Bl  Código  de  20  da  diciembre  de  1888 
dijo:  (art.  13)  "la  ley  concede  la.  propie- 
dad perpetua  de  las  minas  bajo  la  condi- 
ción de  pagar  anualmente  una  patente;  y 
sólo  se  entiende  perdida  esa  propiedad  y 
devuelta  al  Estado  por  falta  de  cumpli- 
miento de  aquella  condición." 

Ahora  bien  ¿qué  clase  de  dominio  es 
é6te„  al  cual  le  falta  uno  de  sus  más  pri- 


meros y  preciados  atributos,  el  de  ser  ab- 
soluto; y  que,  por  el  contrario  está  suje- 
to á  una  condición  precaria,  al  despueble 
ó  á  la  simple  omisión  en  el  pago  de  una 
patente? 

Un  derecho  de  propiedad  así  limitado 
y  sujeto  á  tales  condiciones  restitutorias, 
no  se  llama  derecho  de  dominio:  se  llama 
derecho  de  usufructo. 

Conviene  prevenir  otra  objeción  con- 
sistente en  decir  que  si  se  quita  á  una 
concesión  minera  el  carácter  de  dominio 
pleno,  ella  resultará  incierta,  limitada, 
condicional,  impropia  para  el  desarrollo 
de  la  minería  que  reíjuiere  condiciones  vi- 
tales que  atraigan  el  capital  y  preparen 
su  desarrollo  industrial. 

Aparte  de  que  el  pretendido  señorío 
absoluto  del  concesionario  es  una  noción 
equivocada;  pues,  como  se  ha  visto,  la 
ley  concede  á  los  particulares  única  y  ex- 
clusivamente el  uso  y  goce,  e!  usufructo 
de  la  propiedad  minera,  dejando  siempre 
y  por  siempre  radicada  la  nuda  propie- 
dad en  el  Estado;  aparte  de  que  no  es 
posible  reaccionar  contra  el  orden  de  co- 
sas establecido  en  el  derecho  común,  ni 
es  dable  cambiar  la  índole  propia  y  jurí- 
dica de  las  concesiones,  tampoco  es  efec- 
tivo que  la  industria  minera  se  vea  ame- 
nazada en  su  crecimiento  y  prosperidad, 
simplemente  porque  se  da  á  las  conce- 
siones su  verdadero  nombre  jurídico,  ro- 
deándola de  todos  los  atributos  que  le 
corresponden.  Muy  al  contrario,  no  defi- 
nir las  situaciones  que  la  ley  crea,  dejar 
un  derecho  en  una  posición  ambigua,  es 
comprometerlo  verdaderamente,  es  de- 
jarlo expuesto  á  litigios  y  á  contradic- 
ciones peligrosas. 

Una  concesión  minera,  como  que  im- 
porta la  adquisición  de  un  derecho  del 
concesionario,  debe  sujetarse  á  los  prín- 
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cipios  generales  del  derecho  común,  para 
encontrar  en  él  su  cuna  y  también  su  am- 
paro. 

Hl  Código  de  Minería,  como  especial 
que  es,  no  debe  tampoco  apartarse  de  sn 
fuente,  sino  para  dictar  reglas  que  digan 
relación  con  las  particularidades  de  las 
materias  á  que  sus  disposiciones  han  de 
aplicarse. 

En  consecuencia,  la  nuda  propiedad 
minera  es  un  bien  nacional  cuyo  uso  y 
goce  son  otorgados  por  la  ley  á  toda 
persona,  natural  ó  juHdica,  capas  de  ad- 
quirirlos. 


Si  la  propiedad  minera  se  refiere  á  to- 
da sustancia  mineral  ó  fósil,  si  ella  es  do- 
minio del  Bstado,  concedible  en  nsnfructo 
á  los  particulares,  resulta  como  natural 
consecuencia: 

Que"  los  cinco  primeros  artículos  de! 
Código  de  Mineda  podrian^  qnixás,  ser 
ventajosamente  sustituidos  por  los  dos 
arriba  propuestos;  y  que,  caracterizado 
el  régimen  de  la  propiedad  minera  y  el 
derecho  de  usufructo  de  que  goza  el  con* 
cesionario,  queda  expedito  el  camino  para 
estudiar  y  definir. 


( Continuará) 


Frutos  Osandon 
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I)K  inicuo  ES  LOS  JUICIOS 


( ContinuHción  } 


El  caso  cae,  pues,  He  lleno  dentro  de  la 
rjstricción  del  artíeulo  lOüD:  la  voluntad 
del  testador,  que  está,  por  lo  demás,  cla- 
ramente manifestada,  se  opone  á  prohi- 
biciones (art.  1002)  y  á  requisitos  (arts. 
1056  y  1066)  legales,  y  el  juez  está  legal- 
mente impedido  p.nra  tomarla  en  cuenta. 
Respetando  estas  últimas  disposiciones 
citadas  deberá  tener  como  no  escrita  la 
pretensa  asignación.  Si  adopta  otra  con- 
clusión, libra  una  sentencia  violatoría  de 
ley  y  corresponde  á  la  Corte  de  Casación 
anularla.  Y  al  hacerlo  la  Corte  de  Casa 
cióu  no  invade  el  terreno  de  los  hechos 
del  juicio,  sino  que  resuelve  sobre  la  apli- 
Cfictón  de  la  ley  á  los  hechos. 

Procedimientos  Judiciales 

I 

El  último  punto  que  nos  proponemos 
dilucidar  es  el  relativo  á  los  procedimien- 
tos judiciales  y  en  especial  á  la  prueba. 
*  (juien  dice  prueba,  dice  cuestión  sobre 


hjs  hechos  del  juicio,  y,  por  consiguiente, 
campo  del  dominio  soberano  del  juez  del 
fondo  ó  del  hecho. 

Tal  es,  en  efecto,  el  principio.  Pero  ai 
s¿  observa  que  la  ley,  salvagunrdiando 
los  intereses  de  los  litigantes  y  velando 
por  el  propio  decoro  de  los  tribunales, 
ha  fíjado  reglas  que  determinan  cuáles 
s(m  los  medios  probatorios  de  que  pue- 
de echarse  mano,  cómo  deben  producir- 
se  para  que  sean  eficaces  y  cuál  es  su 
valor  absoluto  ó  relativo,  hay  que  con- 
venir en  que,  aún  en  esta  materia,  puede 
ejercerse  el  control  de  la  Cortf  de  Casa- 
ción. La  violación  de  cada  una  de  las  dis- 
posiciones legales"pertinentes  áesos  tópi- 
cos queda,  en  efecto,  comprendida  en  el 
articulo  940  del  Códigr>  de  Procedimien- 
to Civil.  Esto  no  admite  discusión;  pero 
requiere  algunas  explicaciones  que  mani- 
fiesten el  sentido  y  alcance  que  debe  atri- 
buírsele, á  fin  de  dejar  á  salvo  la  natura- 
leza projiia  del  recurso  de  casación  en  el 
fondo, 
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El  artículo  1698.  inciso  2'',  del  Códi<;o 
Civil  y  el  iirtículo  330  del  de  Procedi- 
miento Civil  ouunieraa  taxativamente 
los  medios  probatorios  de  que  puede  ha- 
cerse uso  enjuicio,  sea  para  probar  obli- 
gaciones, sea  para  probarsíniples  heclios. 
Hn  consecuencia,  un  tribunal  carece  de 
facultad  para  admitir  como  medio  pro- 
bíitürio  cualquiera  otra  forma  de  com- 
probación que  no  sea  ídgunn  de  l;is  enu- 
meradas en  esas  disposiciones.  I'or  lo 
mismo,  sí  de  hecho  llegara  á  suceder  que 
se  hubiese  aceptado  un  medio  no  legal  de 
prueba,  se  habría  infringido  la  ley,  y  la 
senteiuria  que,  en  una  prueba  semejante  se 
basara,  no  podría  escnpar  á  la  casación. 

igual  cosa  debería  aplicarse  cuando 
un  tribunal  se  negase  á  ndmitir  alguno 
de  los  medir>s  probatorios  legales.  Sin 
embargo,  sobre  este  punto,  es  preciso  te- 
ner en  cuenta  algunas  circunstancias  es- 
peciales. 

¿Es  regla  absoluta  la  de  que,  en  todo 
caso,  debe  un  tribunal  admitir  cual(|uicr 
medio  probatorio  que  sea  de  los  acepta- 
dos por  la  ley  en  general? 

Es  sabido  que,  para  la  comprobación 
de  ciertos  actos  jurídicos  6  hechos,  la  ley 
exige  algunos  determinados  medios  pro- 
batorios, excluyendo  á  otros.  Por  ejem- 
plo, el  estado  civil  tiene  sus  pruebas  es- 
peciales, determinadas  por  el  Código  Ci- 
vil en  el  título  XVII  del  libro  I  y  en  otros 
títulos  del  mismo  libro  respectivamente 
para  cada  uno  de  esos  estados.  Del  mis- 
mo modo,  el  artículo  1708  del  Código 
Civil  dispone  que  no  se  admita  prueba 
de  testigos  para  ciertos  actos.  Y  como 
¿stos,  existen  varios  casos  en  las  leves  en 
que  se  declaran  inadmisibles  alguno  ó  al- 
gunos de  los  medios  generales  de  prueba. 

Pues  bien:  ¿procedería  correctamente  ti 
tribunal  que,  fundándose  en  la  improce- 


dencia de  tal  ó  cual  medio  probatorio,  se 
negase  á  admitir  que  él  fuese  producido 
en  los  autos? 

La  cuestión  nos  parece  delicada;  pero 
nos  inclinamos  á  creer  que  el  tribunal  no 
tiene  esa  facultad,  fundándonos  para  ello, 
en  las  siguientes  consideraciones  princi- 
píiles. 

La  primera  es  que  el  texto  de  los  ar- 
tículos 1*198  del  Có(lig(j  Civil  y  es¡)ecial- 
mente  del  330  del  de  Procedimiento  Civil 
no  autoriza  una  medida  como  esa,  sino 
que  da  amplio  derecho  á  la^  partes  para 
servirse  de  todos  y  de  cada  uno  de  los 
medios  legales.  El  encabezamiento  del  ar- 
tículo 330  citado  dice:  "Los  medios  de 
prueba  de  t[ue  puede  hacerse  uso  enjuicio 
son..."  etc.  La  expresión  puede  hacerse 
uso  se  refiere  á  las  partes;  á  ellas  confiere 
la  ley  e.se  poder  y  no  lo  subordina  á  la 
voluntad  del  tribunal.  ¿A  qué  título  limi- 
taría éste  la  facultad  privativa  de  las 
partes?  El  tribunal  estaría,  sin  duda,  en 
su  derecho  al  oponerse  á  una  diligencia 
de  prueba  no  reconocida  en  aquellas  dís* 
posiciones  legales;  pero  no  para  hacer 
igual  cosa  con  una  de  las  reconocidas  por 
la  ley. 

En  segundo  lugar,  el  que  un  medio  sea 
ó  no  Í>astante  para  producir  la  prueba 
que  pide  la  ley  en  un  caso  determinado, 
es  una  cuestión  que,  por  su  naturaleza, 
debe  ventilarla  y  resolverla  el  tribunal 
en  la  sentencia  y  no  en  el  curso  de  ta  tra- 
mitación; porque  la  prueba  tiene  por  ob- 
jeto demostrar  el  derecho  del  litigante  y 
este  derecho  es  definido  en  el  fallo  final  y 
no  en  la  tramitación. 

Habría  aún  ciertos  casos  en  que,  recha- 
zar de  antemano,  por  improcedente,  un 
medio  probatorio,  podría,  en  algún  mo- 
do, importar  un  prejuzgamiento  sobre  el 
fondo  del  litigio,  creando  á  una  de  las 
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partes  una  situación  que  no  puede  pro- 
ducirse sino  por  la  resolución  definitiva 
del  negocio. 

Bn  íin,  existiría,  en  tal  procedimiento, 
el  grave  peligro  de  causar  la  indefensión 
de  una  de  las  partes,  privándola  de  una 
prueba  que,  si  bien  por  el  momento  pare- 
ce improcedente,  puede  más  tarde  tener 
eficacia.  Como  ejemplo  podría  aducirse  el 
del  artículo  1708  del  Código  Civil.  Su- 
póngase que  el  juez  se  niega  á  recibir  la 
causa  á  prueba  de  testigos,  porque  versa 
sobre  una  obligación  de  valor  de  diez  mil 
pesos  y  el  demandante  ha  declarado  que 
carece  de  documento  y  el  demandado  ha 
negado  la  deuda;  y  supóngase  que  más 
tarde,  en  las  peripecias  de  la  contienda 
judicial,  el  demandante  llega  á  obtener 
un  principio  de  prueba  por  escrito,  ó  en- 
cuentra alguno  que  se  le  había  extravia- 
do. El  resultado  de  aquella  negativa  del 
tribunal  habría  sido  entonces  matar  la 
acción  del  demandante  á  pesar  de  contar, 
ante  la  ley,  con  elementos  suficientes  para 
producir  prueba  plena. 


Sería,  pues,  casable  aquella  sentencia 
que  se  hubiese  dictado  después  de  haber 
impedido  á  alguna  de  las  partes  las  dili- 
gencias probatorias  legales  que  hubiera 
solicitad<»  oportunamente  y  que  hayan 
traído  por  consecuencia  el  peijudicarla  en 
su  derecho. 

Esta  casación  sería,  por  regla  general, 
en  la  forma,  de  acuerdo  con  lo  ])receptua- 
do  en  los  artículos  941,  número  9^  966. 
incisos  a**,  3'  y  4',  970,  números  3'  y  7*. 
y  otros  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil; y  en  los  casos  en  que  no  procediera 
el  re<:nrso  de  forma,  y  siempre  que  la  es- 
pecie cayera  dentro  de  la  disposición  del 
artículo  940  del  mismo  Código,  esto  es, 
cuando  hubiese  infracción  de  ^ey  sobre  la 
legitimidad  del  medio  probatorio,  y  su  re- 
chazo en  la  causa  haya  influido  sustan- 
cialmente  en  lo  dispositivo  del  fallo,  ca- 
bría el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Tomas  A.  Ramirrz 

(  Continuará  j 
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CUSIFICAGION  D£  US  FUKNTEK  DE  LAS  OBLIGACIONES  (i) 
Por  M.  Marcbl  Planiol 

Pfi,fMor  d*  la  fualtad  dt  Dmdw  de  la  Uaimiidad  d*  Parí- 


Todos  los  tratados'  de  derecho  civil 
francés  dicen  que  las  obligaciones  nacen 
de  cinco  fuentes  diferentes:  los  contratos, 
los  eaasi-contratost  los  delitos,  los  caasi- 
detítoay  la  ky.  Esta  clasificación  agrada 
por  sn  simetría.  Las  cuatro  primeras 
fuentes  se  reúnen  en  grupos  de  á  dos  de 
dos  maneras  diversas:  segán  se  considere 
que  se  trata  de  hechos  licitas  6  ilícitos; 
le  juntan,  por  una  parte,  los  contratos  y 
los  cuasi-con  tratos;  por  otra,  los  delitos 
yloscnasi-delitos.  O  también,  atendiendo 
ft  si  su  carácter  es  6  no  intencional  se 
agrupan  los  contratos  con  los  delitos, 
los  cuasí-contratos  con  los  cuasi-delitos. 
En  cuanto  á  la  ley,  se  le  atribuyen  como 

(1)  De  !•  Banu  eritiqtie  rf<  l^étalten  et  dtijwri* 

I»KtCHO 


un  residuo,  todas  las  obligaciones  que  no 
han  encontrado  cabida  en  las  otras  ca- 
tegorías. Es  ese  un  arreglo  simétrico  co- 
mo un  tablero.  ¿Quémás  se  puede  desear? 
Sin  embargo,  esacombinación  entera  tan 
satisfactoria  para  el  espíritu,  se  obtiene 
sólo  á  expensas  de  la  exactitud. 

£n  primer  lugar,  esa  clasificación  tra- 
dicional no  es  antigua  en  nuestro  dere- 
cho. Parece  haber  sido  lanzada  por  Po- 
thier,  en  su  Tratado  de  las  obíigacioaes, 
publicado  en  1761.  Al  menos  no  he  en. 
contrado  rastro  alguno  de  ella  en  las 
obras  anteriores,  ni  en  los  jurisconsultos 
del  siglo  XVI  como  Dumoulfn  y  Argentré, 
ni  aún  en  los  del  siglo  XVII  como  Domat 
V  Lauriére.  Pothier  la  había  tomado  de 
los  romanistas,  probablemente  de  Heinec- 

lo 
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cius  (1),  pero  es  por  su  intermedio  como 
ha  entrado  en  la  doctrina  francesa. 

Esta  clasificación  nunca  ha  sido  some- 
tida á  una  crítica  seria,  aunque  varios 
autores  han  notado  su  principal  detecto, 
especialmente  Demolomliey  Laurent.  Am- 
bos vieron  muy  bien  cuanto  hay  de  falso, 
y  de  sin  sentido  en  la  noción  del  cuasi- 
contrato, pero  no  dedujeron  ninguna  con- 
secuencia de  su  observación  y  después  de 
haberla  hecho,  volvieron  dócilmente  á  ex- 
poner la  fórmula  tradicional  y  sus  apli- 
caciones, sin  preocuparse  de  reemplazar- 
la. Sin  embargo,  si  esa  noción  es  falsa, 
toda  la  clasificación  de  Heíneccíus  y  de 
Pothier  se  derrumba  porque  no  existe  la 
simetría  que  es  su  esencia. 

Creo  que  convendría  adoptar  un  con- 
cepto enteramente  diverso  de  las  fuentes 
de  las  obligaciones,  concepto  cuyos  ras- 
gos principales  he  diseñado  en  las  dos 
primeras  ediciones  de  mi  Tratado  de  de- 
recho civil  y  cuya  fórmula  completa  me 
propongo  exponer  hoy. 


I 


En  realidad,  no  hay  sino  dos  fuentes 
de  obligaciones:  el  acuerdo  de  voluntades 
entre  el  acreedor  y  el  deudor  y  la  volun- 


(l)  iHactenus  de  cotitractibus  vavin  qtii  consen- 
■am  Ttirnm  et  expressum  i'xiiriint.  Xoiiiiunqnam 
oonMOBnn  nec  veras  eat,  iier;  ux  utrique  parte  ex- 
primitar,  seil  ¡irocmmitur,  et  tiitn^  ohlrgatio  dici- 

tur  Dasci  Ql'ASI  BX  CONTRACIII»  (dtJIXKCClUS  .Ihíí- 
quiUitxiHi  roHUinoinm  nt/ntuifitit  m-nii<luiii,  onlinem 
ínMtitutianum....\\\i.  IlÍ,  tít.  X.KVIIÍtXXVII,  priii- 
cip.) — tiQiiid  negotiorum  jíestio?...  Is  t¡itim-cnntritc- 
'tMorigiueindebdre  videtur  rvlti^tiuui.»  (íbid  ,  §/j  . 
«Tutela  quoque  quasi  contractus  est  ..  d  (§  4) — (¿ue- 
madmoduin  oblít^ationes  qnie  lam  qiiiv*i  i-t.  coutrarlit 
nasci  dicuntur:  ita  nnnt  etiam  quie  Quasi  ex  dbmc- 
TO  deHoendunt.  Ent  vero.  Qr  pRLlcruH  fac- 
tam,  qaod  dumno  vel  f  iiit  vel  atine  potcst,  no»  dolo, 
sed  colpa  fíomniiiwuni.'-  (fbiil.,  lib.  IV,  tít.  V,  \ma- 
tnp.) 


tad  todopoderosa  de  la  ley  que  impone 
una  obligación  á  una  persona,  contra  su 
voluntad  y  en  interés  de  otra.  Esta  clasi- 
ficación se  reduce  á  la  distinción  bien  co- 
nocidadeobligacionescontractuales  y  no 
contractuales,  pero  en  lugar  de  Hmitarse 
en  cuanto  á  estas  últimas  á  una  designa- 
ción puramente  negativa  de  su  fuente, 
llamándolas  "compromisos  que  se  for- 
man sin  convención  "  como  dice  el  Códi- 
go Civil,  ella  les  atribuye  positivamente 
una  fuente  especial  y  única:  la  ley. 

En  el  contrato,  es  la  voluntad  de  las 
partes  la  que  forma  la  obligación,  ella  es 
su  verdadera  causa  creadora,  ella  deter- 
mina su  objeto,  su  extensión  y  sus  moda- 
lidades; la  ley  no  interviene  sino  para  san- 
cionar este  acuerdo;  concediendo  á  las 
partes  la  acción  contractual,  ella  se  limi- 
ta á  dar  su  visto  bueno  á  la  convención. 

Donde  no  existe  ese  concurso  de  volun- 
tades, que  es  la  esencia  del  contrato,  no 
hay  nada  que  se  asemeje  á  un  contrato. 
No  hay  ninguna  otra  fuente  de  obligacio- 
nes que  sea  de  naturaleza  casi  contrac- 
tual porque  no  hay  ninguna  que  presente 
caracteres  análogos  á  un  acuerdo  volun- 
tario entre  el  acreedor  y  su  deudor  ( 1 ). 

Ese  es  el  gran  defecto  de  la  clasificación 
de  Heineccius  y  de  Pothier.  Dueaurroy  ha 
señalado  la  naturaleza  del  error  inicial 


(1)  Sin  embargo,  hay  que  exceptuar  las  trausmi- 
ttiones  por  cansa  <le  muerte:  la  iiceptación  de  una 
herencia  i'i  de  un  legado  e»  en  verdad  un  contrata 
en  el  cual  las  dos  voluntades  en  lugar  de  ser  coetá  - 
m-as  9o  suceden  con  uniatervato:  es  la  voluntad  del 
testador  la  que  hace  de--«pu(^  de  tía  muerte,  uua 
oferta  A  su  leíjatario,  6  igual  cosa  se  puede  decir  de 
la  distribución  legal  de  las  sucesiones  que  no  hace 
sino  suplir  el  testamento.  E«  un  acto  de  la  mi.sma 
naturaleui  que  el  con;,rato:  si  lasdos  voluntades  no 
coinciden  en  el  tiempo,  concurren  sio  emb^i^o  por 
sn  sucesión  y  mu  encadenamiento,  á  prodaoir  un 
efecto  de  derecho  igualmente  deseado  por  amban 
pai'tes  y  que  reaultadet  acuerdo  que  He  eatahlece 
entre  ellas. 
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cointrtido  jjor  esos  autores:  se  han  equi- 
vocado al  erigir  los  cnasi-contratos  y  loa 
cuasi-delitos  en  fuentes  de  obligaciones 
creyendo  conformarse  así  á  las  ideas  ro- 
manas; los  jiiriscousultos  antiguos,  al  iia- 
blar  de  obligaciones  "quae  quasi  ex  con- 
tractu  ( 6  cinasi  ex  delicto )  nasci  víden- 
tur,"  no  habían  querido  calificar  el  hecho 
del  cual  se  derivan esasobligaciones,  sino 
simplemente  determinar  el  régimen  í¡ue 
se  les  debe  aplicar  una  vez  nacidas,  por- 
queel  derecho  romano  que  hacía  una  gran 
diferencia  entre  las  obligaciones  nacidas 
ex  maleficio  y  todas  las  demás,  no  quería 
tratar  con  demasiado  rigor  las  personas 
que  estaban  exentas  de  dolo  ó  de  f^ilta. 
El  día  en  que  desapareció  del  derecho  ci- 
vil toda  tendencia  penal ,  se  fueron  borran- 
do los  caracteres  especiales  de  las  accio- 
nes nacidas  ex  maleñcio;  ese  día  debió  de- 
saparecer también  la  oposición  que  se 
hacia  entre  el  cnasi-delito  y  el  cuasi'Con- 
trato. 

Se  puede  demostrar  de  una  manera  di- 
recta la  inutilidad  y  el  vacío  de  la  noción 
del  cuasi-contrato. 

Este  nombre  que  se  ha  atribuido  á  cier- 
tos hechos  fjue  producen  obligaciones  los 
acerca  necesariamente  de  los  contratos: 
llegaá  hacer  creer  qnecasi  son  contratos, 
que  son  actos  del  mismo  género,  que  no 
difieren  de  los  contratos  propiamente  ta- 
les sino  por  algún  requisito  secundario. 
La  verdad  no  es  esa  y  la  diferencia  que 
los  separa  consiste  precisamente  en  el  ca- 
rácter esencial  de  loscontratos,  en  la  con- 
currencia de  voluntades  sin  la  cual  no 
puede  haber  nada  que  merezca  el  nombre 
de  contractual. 

Es  cierto  que  Heineccius  trató  de  esta- 
blecer entre  esas  dos  fuentes  la  relación 
de  que  carecen;  en  el  primero  délos  pá- 
rrafos citado  til  la  nota  ]>recedente,  expli- 


ca por  completo  su  pensamiento:  si  el 
cu  asi -con  trato  merece  su  nombre  aún 
cuando  no  se  nota  en  las  partes  la  volun- 
tad de  obligarse  recíprocamente,  es  por- 
que su  consentimiento  es  tácito  "prsesu- 
mitur".  Semejante  idea  es  inadmisible:  si 
hubiera  consentimiento  presunto  ó  táci- 
to, habría  verdadero  contrato^  como  en 
el  caso  del  mandato  tácito;  un  ccwisenti- 
miento  presunto  produciría  el  mismo 
efecto  que  un  consentimiento  real;  pero 
es  tal  la  naturaleza  de  los  cuasi-contra- 
tos,  que  si  por  fuensa  se  quisiera  presu- 
mir en  ellos  el  consentimiento  se  iría 
abiertamente  contra  la  evidencia.  En  la 
mayorparte  de  los  casos  de  obligaciones 
casi  contractuales  no  se  puede  descubrir 
el  menor  indicio  de  que  el  deudor  haya 
prestado  adhesión  al  nacimiento  de  una 
obligación  que  le  incumba.  Gcneralmen* 
te  su  voluntad  se  opone  á  esa  obligación 
y*por  lo  demás  es  inútil  buscar  su  asenti- 
miento; la  causa  de  su  obligación  no  se 
encuentra  allí  sino  fuera  de  su  persona. 

(.)tra  consideración  demuestra  también 
la  distancia  enorme  que  separa  el  contra- 
to del  cuasi -con trato.  Cuando  la  obliga- 
ción níi^re  de  un  contrato,  es  la  voluntad 
del  que  se  obliga  la  quedesempeña  el  prin- 
cipal papel;  la  obligación  no  existe  sino 
en  cuanto  él  la  ha  consentido  y  aceptado. 
Por  consiguiente,  su  capacidad  es  una 
condición  necesaria  del  contrato,  porque 
siendo  éste  obra  de  tas  partes,  no  puede 
ser  válido  y  efícax  sino  en  cuanto  la  ley 
les  reconoce  la  capacidad  para  obligarse. 
Por  el  contrario,  en  el  cuasi-contruto,  no 
se  toma  en  cuenta  la  capacidad  del  que 
se  obliga,  lo  que  sólo  puede  explicarse 
considerando  que  la  obligación  se  forma 
independientemente  de  su  voluntad.  No 
se  requiere  su  capacidad  porque  su  volun- 
tad noentra  para  nada  en  la  obligación. 
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Hay  que  reconocer,  pues,  claramente,  que 
la  pretendida  obligación  casi  contractual 
no  es  obra  de  la  voluntad  del  que  se  obli- 
ga; por  consiguiente,  es  necesariamente 
la  obra  de  la  ley:  es  legal  (1).  En  otros 
términos,  el  cuasi-contrato  no  merece  su 
nombre,  j  si  en  realidad  existe  una  causa 
distinta  de  obligaciones,  queda  aún  por 
demostrar  su  verdadera  naturaleza  y  los 
caracteres  que  le  son  propios. 

Podemos  deducir  una  primera  conse- 
cuencia de  las  observaciones  anteriores: 
es  la  de  que  se  comete  un  error  al  definir 
los  cuasi-contratos  como  hechos  volun- 
tarios, como  lo  dice  todo  el  mundo  sin 
pensarlo  y  como  también  lo  dicen  Aubry 
et  Rau.  Si  hay  en  ellos  un  acto  volunta- 
rio, como,  por  ejemplo,  el  hecho  de  haber 
edifícado  en  un  terreno  ajeno,  esa  circuns- 
tancia es  indiferente:  no  es  Ja  voluntad 
ds  sa  autor  la  que  crea  la  obligación^ 
porque  no  es  el  autor  del  hecho  volun^- 
rio  el  que  queda  obligado;  es  otra  perso- 
na, extraña  generalmente  á  ese  hecho,  6 
que  al  menos  no  ha  intervenido  sino  pa- 
siramente  en  él,  como  el  dueño  del  terre- 
uoen  que  se  haedificado.  De  manera  que, 
el  que  pasa  á  ser  deudor,  no  est^  obliga- 

(1)  íiHureut  mismo  lo  recwiitKte:  «En  vauo  ite  bus- 
etría  otra  causa  quv  1h  Itjy:  en  ella  la  qae,  por  moti< 
TOS  de  equidad  y  de  otilidad,  impone  ciertas  oblign- 
cionea*,  ft.  XX:  dúiu.  307);  peroeu  la  oontiuiia 
cióu  ele  eite  párrafo  el  aator  se  confonde  por  com- 
pleto, diciendo,  como  Heineucius  que,  en  loe  cnasi- 
oontratos,  el  ooneeotimiento  ei  premnto  lü  «upuento 
',núm.  SOS).  ¿Pam  qné  presumir  el  consoii  ti  miento 
pira  dar  á  la  obligación  ana  base  que  faltará  en  ca«o 
de  inempwridad?  Oomp.  DemolombB,  t.  XXXI,  mim 
ó.— M.  M.  Aabr;  et  Ban  dicen  también  qne  eri  lus 
eaasi-contmtoB  las  obligacionei  de  las  partea  nacen 
Kle  p^eno  derecho»,  es  decir,  sin  sa  voluntad 
(440).  Puthier  era  aún  más  explícito:  «En  los  cua- 
ai-contratos  no  intarviene  consentimiento  algnou. 
es  la  ley  sola  6  la  eqnidad  natural  la  qne  produce  la 
obligación...»  ( ObligaeioM$,  núm,  lí 4.  Véase  tam- 
b.én  i  Damonlin,  Obnu,  t.  HI.  Deverb.  obljg.: 
jí  ai  qu'$  ila,  núm.  123. 


do  porque  lo  ha  querido.  Siendo  esto  atí 
¿por  qué  decir  que  el  cuasi-contrato  es 
un  hecho  voluntario? 

Pero  hay  más  aún:  los  hechos  califica- 
dos de  "cuasi-contratos"  se  apartan  tam- 
bién por  otro  motivo  de  los  contratos  á 
los  cuales  se  les  asimila  tan  sin  razón. 
Asi  como  carecen  del  carácter  de  volun- 
tarios, carecen  también  del  carácter  de  lí- 
citos. 

En  efecto,  se  asemejan  por  su  esencia  á 
los  delitos  y  cuasi  delitos,  porque  son, 
como  ellos,  hechos  ilícitos.  Es  un  error 
detenerse  en  el  hecho  iojc/a/que  todo  cua- 
si contrato  supone  y  que  es,  en  realidad, 
un  hecho  Ucito;será  por  ejemplo  un  pago 
hecho  por  alguien  que  se  crefa  deudor  6 
un  edificio  construido  en  un  terreno  que 
no  pertenecía  al  constructor;  esos  hechos 
nada  tienen  de  ilícito  pero  ¿qué  importa? 
No  es  en  ellos  donde  propiamente  se  en- 
cuentra el  acto  generador  de  la  obliga- 
ción, porque  la  obligación  no  nace  en  la 
persona  de  su  autor;  no  es  el  que  paga  ni 
el  que  construye,  el  que  queda  obligado, 
es  la  otra  parte.  Y  es  evidente  que  el 
hecho  generador  de  unn  obligación  debe 
producirse  en  la  persona  de  aquel  que 
queda  obligado;  sin  eso,  se  podría  que- 
dar obligado  por  un  hecho  ajeno,  lo  que 
es  inadmisible,  ó  habría  que  aceptar  que 
la  obligación  carecería  de  causa.  Cuando 
se  busca  en  la  persona  del  deudor  cuál  es 
la  causa  de  su  obligación  y  cuando  se  es- 
tudian con  este  objeto  las  diferentes  hi- 
pótesis de  cuasi-contratos,  se  descubre 
fácilmente  que  el  rasgo  común  á  todos 
ellos  es  la  existencia  de  un  enriquecimien- 
to sin  causa  jr  á  expensa  e/ena,  enriqueci- 
miento cuyo  valor  se  trata  de  devolver. 
Es  esa  una  causa  de  obligación  que  satis- 
tace  el  espíritu.  Un  enriquecimiento  seme- 
jante es,  según  su  propia  definición,  un 
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hecho  ilícitu  porque  es  injusto.  No  podría 
permitirse  que  el  que  Ic  posee  pretendiera 
conservarlo;  an  obligación  tiene  por  cau- 
sa ana  situación  de  hecho  contraria  ai. 
DERECHO.  Se  puede,  pues,  considerar  como 
seguro  que  en  el  cuasi-con trato  la  verda- 
dera cansa  tle  la  obligación  no  es  ni  un 
hecho  voluntario,  ni  un  hecho  lícito;  es 
nn  hecho  involantarío  éilícho.  Esto  equi- 
vale ¿  decir  qae  la  expresión  cuasi-con- 
trato  es  enteramente  falsa;  tal  vez  no 
haya  en  el  derecho  entero,  otra  más  im- 
propia que  ella. 

La  cosa  que  esa  palabra  quiere  indi- 
car, no  existe;  no  hay  fuente  de  obliga- 
ciones que  se  asemeje  al  contrato;  no  hay 
caso  en  que  una  persona  llegue  á  ser  deu- 
dora de  otra  porque  casi  ha  hecho  con 
ella  an  contrato  {!). 

II 

Consideremos  ahora  las  obligaciones 
legales.  Estas  obligaciones  son  muy  nu- 
merosas. En  primer  lugar  hay  todnsaque- 
llas  que  la  ley  penal  sanciona  y  cuya  vio- 
hción  constituye  un  crimen  ó  un  delito: 
no  matar,  no  robar,  no  hablar  mal  del 
prógimo,  etc. 

Aún  en  materia  civil  hay  muchas  más 
de  lo  que  parece.  Hay  todas  las  cargas 
de  familia:  obligación  de  ser  tutor,  cura* 
dor,  miembro  de  un  consejo  de  fnniilia; 
obligación  alimentaría  entre  parientesen 
linea  recta;  deber  deeducación  queincum- 
be  á  los  padres  resi^ecto  de  sus  hijos,  etc. 
Las  obligaciones  Ihimadns  áe  vecindad, 
impuestas  á  los  dueños  de  inmuebles  con- 

f1 )  Ha  sido  nn  tmi  ajo  iDi'itil  el  ((ueie  han  dndo, 
cuuiido.  paro  hacer  aceptable  la  idea  inso-teni- 
blt:  del  cñnlrnlo  »nciiil,  inventado  por  RocS8)-AD, 
idearon  el  presentarlo  ci'D»)  nn  euuni  contrato,  tra- 
tando de  darle,  por  eate  medio,  cierno  as|>ecto  ja. 


tiguus;  la  obligación  del  secieto  profesio- 
nal  y  muchas  otras. 

Puede  notarse  que  esas  obligaciones 
legales  tienen  objetos  variados:  algunas 
son  obligaciones  de  nn  hacer  (delitos  cri- 
minales, secreto  profesional);  otras  son 
obligaciones  </eAacer(deberde  educación, 
guarda  de  los  tutores,  etc. );  otras  por  fin 
son  obligaciones  de  dar  (obligación  ali- 
mentaria). De  manera  que  la  ley  nos  im- 
pone á  veces  una  abstención^  otras  veces 
una  acción. 

En  cuanto  A  la  razón  que  sirve  de  cau- 
sa jurídica  á  todas  estas  obligaciones  se 
la  pnede  descubrir  por  un  procedimiento 
muy  sencillo:  suprímase  en  pensamiento 
una  de  estas  obligaciones  impuestas  por 
la  ley  á  una  persona;  se  verá  inmediata- 
mente  aparecer  un  peligro  más  ó  ménos 
considerable  para  otra  persona,  el  riesgo 
de  andana  íaturo  más  ó  ménos  próximo, 
sitndo  que  para  suprímir  este  peligro, 
basta  imponer  á  alguien  un  sacrificio  me- 
nor y  muchas  veces  nulo,  como  el  secreto 
(irofesional.  Aún  en  los  casos  en  que  la 
obligación  legal  es  más  pesada  como  las 
cargas  de  familia,  ella  asegura  la  educa- 
ción ó  la  vida  dcuna  personaó  la  conser- 
vación de  sus  bienes,  por  medio  de  un  sa- 
crificio relativamente  pequeño,  impuesto 
á  los  parientes  que  pueden  soportarlo. 

Ya  tenemos  la  llave  del  misterio.  Mien- 
tras en  la  clasificación  tradicional,  el 
grupo  (le  las  obligaciones  legales  viene  el 
filtimo  y  aparece  como  una  especie  de 
residuo  que  recoge  todas  las  que  no  han 
encontrado  cabida  en  los  otros  cuatro 
grupos,  la  nueva  clasificación  que  me  pro- 
pongo establecer,  principia  por  invertir 
ese  orden,  colocando  las  obligaciones  le- 
gales A  la  cabeza  de  todas  las  obligacio- 
nes no  contractuales  y  por  hacer  de  ellas 
la  fuente  y  Iíi  forma  primera  de  todas  las 
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demás.  Lü  que  en  la  nomenclatura  clá- 
üíca  se  llama  ''obligación  delictuosa,  cua- 
si delictuosa  ó  cuasi  contractual"  no  es 
sino  la  transformación  en  pinta  de  una 
obligación  legal  preexistente,  que  ha  sido 
mejecutaáa  6  violada.  Es,  en  otros  tér- 
minos, la  aplicación  á  las  obligaciones 
legales  del  principio  que  reemplaza  la 
obligación  contractual  no  cumplida  por 
la  obligación  de  pagar  una  indemniza- 
ción de  perjuicios. 

De  manera  que  la  categoría  de  las  obli- 
gaciones legales  propiamente  dichas,  es 
la  categoría  primordial;  ella  nos  muestra 
las  obligaciones  no  contractuales  que  no 
se  han  transformado  en  indemnizaciones 
de  perjuicios  y  que  se  presentan  ante 
nosotros  con  su  objeto  primitivo,  como 
obligaciones  de  hacer  ó  de  no  hacer  algo 
en  interés  ajeno. 

Y,  como  resumen  de  este  sistema,  dire- 
mos: toda  obligación  que  no  nace  de  un 
contrato  no  tiene  más  causa  que  la  ley; 
toda  obligación  legal  tiene  por  motivoe^ 
temor  de  un  daño  injusto  causado  á  otro, 
daño  que  hay  que  impedir  si  aún  es  futu- 
ro, que  hay  que  indemnizar  si  ya  está 
realizado.  Las  obligaciones  que  tienen 
por  objeto  evitar  un  daño  futuro  son 
aquellas  á  que  en  el  lenguaje  ordinario 
se  reserva  el  nombre  de  obligaciones  le- 
gales; las  que  tienden  á  remediar  un  i)er- 
nicio  ya  causado  son  las  que  de  ordina- 
rio se  llaman  delictuosas,  cuasi  delictuo- 
sas ó  cuasi  contractuales.  Todo  el  mundo 
admite  esta  idea  de  indemnizar  un  daño 
ya  cmsado  tratándose  de  obligaciones 
delictuosas  y  cuasi  delictuosas.  En  cuan- 
to á  his  obligaciones  cuasi  contractua- 
les parece  que  no  se  nota  que  su  origen 
está  en  la  existencia  de  un  hecho  dañoso 
y  que  no  se  reconoce  su  carácter  jní/e/nn/- 
tario.  Creo  haber  dejado  suficientemente 


establecido  lo  uno  y  lo  otro  con  las  ob- 
servaciones desarrolladas. 

La  fórmula  más  general  que  puede  dar- 
se de  la  obligación  legal  es,  pues,  ésta: 
No  perjudicar  á  otro  sin  derecho.  Volve- 
mos así  al  precepto  "Neminem  Isedere" 
que  la  sabiduría  antigua  había  escrito 
en  la  portada  de  sus  manuales  de  derecho 
y  que  las  Institutas  de  Justiniano  nos 
han  conservado.  Fuera  de  los  contratos, 
todo,  en  el  dominio  de  las  obligaciones, 
está  ligado  á  esa  idea. 
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Hay  algo,  sin  embargo,  que  en  cierto 
modo  justifica  la  clasificación  usual  y  ex- 
plica su  conservación  después  de  1761, 
ponjue  si  ella  no  contuviera  algún  átomo 
de  verdad  no  habría  podido  mantenerse 
tanto  tiempo.  Cuando  la  obligación  le- 
gal se  transforma  por  su  falta  de  cumpli- 
miento en  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios pueden  distinguirse  tres  grados  de 
moralidad  en  el  agente: 

1^  Ha  podido  causar  el  daño  intencio- 
nalmente,  en  cuyo  caso  se  dice  que  hay 
delito. 

2*^  Ha  podido  causarlo  sin  intención 
€Íe  dañar  por  un  simple  hecho  de  torpeza 
ó  de  negligencia  que  le  es  imputable;  se 
dice  entonces  que  hay  cuasi-deíito. 

3'  Por  fin,  puede  no  ser  él  autor  del 
hecho  indemnízable  y  aprovecharse  úni- 
camente de  un  acto  ajeno,  se  dice  enton- 
ces que  hay  cuasi-contrato.  Más  valdría 
decir  que  hay  enriquecimiento  sin  causa. 

De  esta  manera  la  criminalidad  del  he- 
cho dañoso  forma  una  gradación  descen- 
dente, hasta  llegará  ser  nuloen  el  último 
caso,  pero  esos  matices  no  influyen  en  el 
resultado  bajo  el  punto  de  vista  civil:  la 
obligación  de  indemnizar  el  daiio  injusto 
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nace  siempre  con  la  misma  fuerza  poríjuc 
no  es  la  intención,  es  el  resultado  lo  que 
la  ley  civil  contempla  (1).  Por  interesan- 
te que  sea  bajo  el  punto  de  vista  doctri- 
nario, esta  clasiñcación  en  tres  grupos 
de  la  obligación  de  pagar  una  indemniza- 
ción áconsecuencia  de  la  violación  deuna 
obligación  legal,  cantx  de  alcance  jurídi- 
co y  de  valor  legislativo. 

Si  no  existiera,  sería  inútil  inventarla; 
trae  su  origen  del  tiempo  en  que  el  dere- 
chocivil  se  inspiraba  en  gran  parte  en  las 
ideas  de  venganza  y  de  castigo,  y  si  se  la 
quiere  conservar,  se  debería  al  menos  te- 
ner cuidado  de  advertir  á  todo  el  mundo 
que  ella  está  allí  por  mera  fórmula  y  (juc 
no  sirve  de  nada. 

Resumiendo  mi  opinión  diré:  fuera  de 
las  obligaciones contractualcsno  hay  sino 
las  obligaciones  legales.  Estas  se  presen- 
tan originariamente  bajo  la  forma  de 
ubhgaciones  de  dar,  de  hacer  ó  de  no  lia-: 
cer.  En  caso  de  no  cumplirse,  se  transfor- 
man en  indemnizaciones  de  perjuicios  lo 
mismo  que  las  obligaciones  contractua- 
les, porque  ese  principio  es  la  sanción  ne* 
cesapa  de  toda  obligación.  Una  obliga- 
ción delictuosa,  cuasi  delictuosa  ó  cuasi 
contractual  no  es  sino  la  transformación 
en  plata  de  una  obligación  legal  preexis- 
tente quenco  ha  sido  cumplida. 


1 1  j  Se  lia  dicho  á  vecw  (]Ue  se  dube  ser  mán  Huveru 
'f>D  el  ageote  coandoes  culpable  de  dolo  (De  Haknr 
Flaudrn  judieiaire,  1901).  Efita  idea  puede  ap<  yur^e 
por  analogía  eu  las  dispoíticiniies  de  los  art  culos 
1150^1151  del  Código  Civil,  relativo!)  á  Iji  iiicje- 
rucii'>n  de  las  obligaciones  contractubles.  Sin  embar- 
co, la  creo  falsa;  tiende  &  introducir  eo  el  deii^chu 
rivil  DDa  coDNdeniciÓD  tomada  del  derecho  jifiial, 
¡a  del  cait'ujo  moral  y  á  traniiformar  la  repaiauti'in  de 
un  daño  en  una  especie  de  ¡tena  má»  ó  n]uiiu8  ae- 
Tera.  Por  qué  dejar  de  iodtniDizar  una  paiU-  del 
perjoirin  CHUt-ado  forqoe  nú  autor  está  exento  de 
di,lt.y  ^, Acato  la  victíma  á  quien  no  puede  inii'utnr»e 
Uta  alguna  es  menos  ioteresante  que  ¿1? 


IV 

No  me  falta  sino  indicar  tres  observa- 
ciones <le  cíii  áctcr  secundario: 

1*^  Scgíin  loíjiicsc  hí»  expuesto  más  arri- 
ba, anali%an<]o  todo  cuasi-contrato  se 
encuentra  tm  enriquecimiento  sin  causa; 
es  pues,  un  acto  esencialmente  uni/atera/, 
c<»mo  d  delito  ó  el  cuasi-delito.yasíes  en 
realidad.  Sin  embargo,  todos losautores, 
desde  Pothier  hasta  Aubry  et  Rau,  dicen 
(|uelos  cuasi-con tratos  engendran  indife- 
rentemente: ó  una  sola  obligación  que  in- 
cumlx:  áuna  de  las  partes,  íí  obligaciones 
recíprocas  entre  ambas  (Aubry  et  Rau, 
§  -t4rO).  Lo  mismo  dice  el  artículo  1371 
eco  del  libro  de  Pothier.  Y  todo  el  mundo 
piensa  inmediatamente  en  el  más  conoci- 
do de  los  cuasi-ctmtratos,  en  la  gestión 
de  negocios,  en  que  existe,  en  efecto,  fueríi 
de  la  obligación  del  dueño  de  remunerar 
el  ser^'icio  gratuito  que  ha  recibido  y  de 
indemnizar  al  jestor,  otra  obligación  im- 
puesta al  jestor  mismo  por  el  artículo 
1373  del  Código  Civil:  la  ley  quiere  que 
continúe  su  gestión,  en  caso  de  fallecimien- 
to del  dueño  hasta  que  el  heredero  pueda 
tomar  su  dirección.  ¿De  dónde  viene  esta 
obligación?  Siempre  de  la  misma  ¡dea,  el 
temor  de  una  lesión  injusta  para  otro:  se 
quiere  imj^edir  que  el  que  se  ha  inmiscuf- 
do  en  los  negocios  de  una  persona  pueda 
jjerjudicar  á  los  herederos  de  ésta  reti- 
rándose de  un  modo  intempestivo  y  dema- 
siado brusco;  no  hay  aquí  enriquecimien- 
to sin  causa  ni  perjuicio  causado,  hay 
sólo  la  posibilidad  de  un  j^ijuicio  futuro 
(jue  se  evita  creando  una  obligación  legal 
de  hacer.  Si  la  gestión  de  negocios  se  pre- 
senta así  bajo  la  forma  de  un  cuasi-  con- 
trato sinalagmático,  no  es,  pues,  sino 
una  apariencia:  no  hay  una  causa  única 
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({ue  engendra  dos  obligaciones  recípro- 
cas, hay  coocurrejiCM  decAasas  obligato- 
riast  en  la  misma  hipAtesís.  Menos  que 

un  cuasi-cotitrato  sinalagmático  es  el  en- 
cuentro de  dos  clases  de  obligaciones, 
cada  una  de  ellas  con  su  fuente  distinta. 

2"  La  categoría  de  los  cuasi-delitos  es 
de  formación  reciente.  No  es  romana,  á 
pesar  de  la  semejanza  de  las  denomina- 
ciones, porque  las  obligaciones  que  los 
romanos  trataban  como  nacidas  qaasiex 
(íeíicto  forman  parte  hoy  de  las  obliga- 
ciones delictuosas  y  nuestras  obligacio- 
nes cuasi-delictuosas  han  sido  extraídas 
Ue  la  categoría  romana  délos  delicia  pri- 
rata:  son  los  hechos  previstos  por  la  ley 
Áqailia.  Heineccius  es  también  el  inven- 
tor de  esta  nueva  categoría;  véase  más 
arriba  el  párrafo  citado  en  la  primera 
nota.  Como  interpretación  del  derecho 
romano  su  idea  es  completamente  falsa, 
y  no  es  más  exacta  si  se  la  aplica  al  dere- 
cho francés,  pues  los  artículos  1382  y 
1383  no  hacen  distinción  alguna  entre 
los  delitos  y  los  cuasi-delitos:  no  conocen 
sino  una  sola  categoría  de  hechos,  la  fal' 
ta  y,  si  hacen  una  distinción,  es  bajo  un 
punto  de  vista  muy  diverso,  entre  la  fal- 
ta por  acción^  hecho  positivo,  previsto 
por  el  artículo  1382  y  la  falta  por  omi 
sión^  prevista  por  el  artículo  1383,  sin 
deducir  de  allí  ninguna  diferencia,  porque 
ambas  clases  de  faltas  se  asimilan  y  tra- 
tan de  igual  nlodo. 

que  haaseguradt»  la  aceptación  del 
término  "cuasi-delito"  y  la  conservación 
en  nuestro  derecho  de  una  fuente  especial 
de  obligaciones  que  lleva  ese  nombre,  es 
una  idea  enteramente  ajena  á  la  doctrina 
de  Heineccius,  pero  que  es  la  única  que 
puede  explicar  una  parte  importante  de 
la  jurisprudencia.  SÍ  se  lee  el  Código  Civil 
se  ve  con  cvidtíocia  que  el  cuasi-dclito 


existe,  por  liviana  que  sea  la  falta  come- 
tida, por  el  solo  hecho  de  que  caá  &lta  ha. 
causado  un  daño  á  otro.  Son  cnasi-deli- 
tos  todos  los  peijuicios  causados  sin  in- 
tención, resultados  de  una  imprudencia 
del  momento,  en  que  la  responsabilidad 
del  autor  del  acto  está  comprometida. 
Es  eso,  en  realidad,  lo  que  se  desprende  de 
las  disposiciones  de  la  ley  (arts.  1382  y 
1383),  que  no  hace  ninguna  distinción  y 
así  también  lo  entendía  Trbilhasd  (Bx- 
posé  des  moti&y  en  Fbnbt  t.  XIU,  p. 
467 ).  Compárese  con  Anbry  et  Ran,  t.  IV. 
§  446.  No  ocurría  antes  lo  mismo.  Aun- 
que no  había  ideas  muy  definidas  sobre 
este  punto,  que  no  había  mdo  profundi- 
zado por  tos  autores,  existía  entre  ellos 
la  tendencia  á  reservar  el  nombre  de 
"cuasi -delitos"  para  las  faltas  graves  que 
se  asemejan  á  los  actos  criminales.  Esto 
es,  por  ejemplo,  lo  que  decía  PouUoin  du 
Pare:  "El  cuasi-deHto  es  una  fcUta  come- 
tida sin  dolo  y  que  se  acerca  mucho  al 
delito,  deíicto  similis  et  fínitima.  Es  una 
falta  grosera,  lata  culpa  qute  dolo  tequi' 
para  tur"  (Principios  de  derecho  írancés, 
t.  VIII,  p.  107).  Pothierno  estaba  piuj 
distante  de  pensar  de  igual  modo:  para 
él,  el  "cuasi-delito  era  el  hecho  porel  cual 
una  persona,  sin  malicia,  pero  por  uaa 
imprudencia  inexcusabie,  causa  algfin  da- 
ño á  otra."  ( Ohíigaciones,  ntm.  1161. 
Domat  es  el  único  que  se  expresaba  eu 
términos  tan  amplios  como  los  de  la  ley 
moderna  CLej'es  c/W/es,  lib.  II,  tít.  8.) 

Se  encuentra  en  la  jurisprudenciadel  si" 
glo  XIX  una  idea  análoga  á  la  idea  an- 
tigua. Hay  numerosos  fallos  en  que  se 
puede  leer  esta  asombrosa  aseveración, 
contradicha  por  la  misma  letra  del  Códi- 
go: que  el  cuasi-delito  no  existe  sino  allá 
donde  hay  una  intención  dolosa  (Lyon, 
18  abril  1856,  D.  56.2.199;  Cas.' 17  abril 
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1867,  D.67.1.  267;Chambéry,  11  agosto 

1868,  D.  69.  2.  13;  Lyon,  19  mayo  1886, 
S.  88.  2.  134;  Agen,  20  diciembre  1893. 
D.  94.  2.  92;  Parts.  21  abril  1896.  D.  98. 
1.  306).  La  mayor  parte  de  estos  fallos, 
pero  no  todos,  tienen  su  explicación  en 
que  fueron  pronunciados  en  asuntos  de 
dote  y  quisieron  ampliar  el  antiguo  prin- 
cipio según  el  cual  la  mujer  no  respondía 
coa  sus  bienes  dótales  sino  de  las  obliga- 
ciones nacidas  de  sus  delitos  (l);  se  ha 
querido  asimilar  á  los  hechos  delictuosos 
propiamente  tales,  los  actos  dolosos  no 
previstos  por  la  ley  penal.  Lo  que  la  ju- 
risprudencia llama  aquí  cuasi-deJito  es  lo 
que  se  acostumbra  llamar  simple  delito 
civil.  Ese  e»  el  lenguaje  corriente  en  los 
tribunales.  Decir  á  a1gui«i:  "Usted  ha  co- 
metido un  cuasi-delito", esdecirle:  "Usted 
ha  cometido  tin  acto  criminal";  porque 
teniendo  la  palabra  delito  dos  sentidos, 
uno  en  derecho  civil,  otro  en  derecho  pe- 
nal, no  es  de  extraflarse  que  su  derivado 
cuasi-delito  tenga  también  dos  signifíca* 
dos. 

3^  Nuestro  concepto  moderno  del  acto 
delictuoso  no  es  sino  ta  generalización  del 
sistema  romano.  Se  sabe  que  los  delicia 
prírata  eran  todos  hechos  precisos  ó  ca- 
tegorías de  hechos,  previstos  por  disposi- 
ciones de  la  ley  positiva  que  los  castiga- 
ban, lo  que  les  daba  su  ciyacter  ilícito. 
Por  ejemplo,  el  dolos  6  la  li'aas  credito- 
rum  estaban  previstos  por  el  edicto  del 
Pretor.  Dentro  de  nuestras  ideas  actuales 
ya  no  necesitamos,  para  considerar  un 
hedió  como  delito  civil,  descubrir  una  ley 
poátiva  que  lo  prohiba;  la  existencia  de 
una  ley  prohibitiva especialsólo  se  requie- 
re en  materia  penal.  Nuestros  tribunales 

(1)  Aqai  la  paUluii  tdulitoB»  designaba  loa  he- 
ebot  castigadoa  oon  Terdaderai  penas  (Boussiehb) 
De  ¡a  dote,  núm  426.) 

DBEICHO 


civiles  conceden  día  á  día  indemnizacio- 
nes, aplicando  el  artículo  1382,  sin  poder 
citar  un  solo  artículo  que  tenga  alguna 
relación  con  el  caso  fallado  por  ellos.  Los 
textos  especiales  dd  derecho  romano  que 
hacían  delictuosos  ciertos  hechos,  ya  no 
existen,  al  menosen  su  granmayoHa.  No 
tenemos  ningún  texto  general  que  repri- 
ma el  dolo  como  lo  hacía  el  párrafo  del 
edicto  De  íío/o  ÍOtto  Lenel,  edicto 
perpetuo^  trad.  Peltier,  tomo  I,  página 
130)  (1). 

Puede  decirse  que  se  han  borrado  los 

límites  de  los  diferentes  delitos.  En  lugar 
áe  €9tar  individualizados  como  lo  están 
aún  los  delitos  en  el  derecho  penal,  los  de- 
litos civiles  y  los  cu.'isi-delitos  son  juzga- 
dos por  los  tribunales  conforme  á  la  equi- 
dad. Confundidos  bajo  el  nombre  genérico 
de  "faltas",  ellos  dependen  del  criterio 
del  juez. 

Sin  embargo,  es  importante  mantener 
el  prindpio  romano  que  no  ha  desapare- 
cido: si  el  delito  es  ilícito,  no  es  porque 
fiche  ynf/emnfzarse,comolo  sostienen  cier- 
tos sistemas  engañosos  de  reciente  crea- 
ción; es  delictuoso  porque  es  ilícito;  la 
existencia  del  daño  no  es  sino  la  condición 
de  hecho  que  proporciona  su  acción  á  la 
víctima;  el  homicidio  no  es  un  delito  sino 
porque  es  ilícito  aún  ant^  de  haberse  co- 
metido, y  lo  mismo  ocurre  con  el  dolo  y 
la  falta.  Al  perder  los  textos  de  derecho 
positivo  que  castigaban  los  delicia  prí- 
rata del  derecho  romano,  no  hemos  he- 
cho sino  abandonar  sus  fórmulas  estre- 
chas 6  incompletas  y  hemos  conservado 
el  principio  tutelar,  la  idea  de  una  dispo- 

(1)  Sin  embargo,  debemos  hacer  notar  que  el  ar- 
tt'oulo  1!)82  puede  oonsiderane  como  una  formula 
geneialiuda  de  la  ley  Aquília.  j  qae  el  artíonlo  1  Id7 
del  Código  Civil,  prevé  especialmente  la/raw  ere- 

II 
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sición  legal  que  prohibe  ciertos  hechos,  la  ley  .4guj7ya.  Puede  decirse  que  esos  dos 

porque  no  debe  olvidarse  queexisten  prc-  textos  se  ciernen  aún  sobre  nuestro  dere- 

ceptos  de  derecho  que  no  están  escritos  cho  civil:  ellos  le  han  comunicado  su  es- 

en  ninguna  lev.  Nuestro  sistema  moder.  pfritu  invisible  que  aún  lo  anima. 

no  de  delitos  y  de  cuasi-delitos  no  es  sino 

la  generalización  del  edicto  De  dolo  y  de  Marcku  Planioi,. 
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EL  RECURSO  DE  OASilJlÓN  EN  EL  FONDO  Y  LAS  CUESTIONES 
m  HKCÜO  EN  iiOS  JUlClOti 


f  Coaciusióu) 


IT 


Más  delicado  aún  de  resolver  concep- 
tuamos lo  relativo  álos  requisitos  de  va- 
lidez í|ue  la  ley  exi^  en  orden  á  la  mane- 
ra (le  producir  una  prueba  cuaIc]UÍera. 

El  título  X  del  libro  II  y  algunos  otros 
títulos  de  los  libros  siguientes  del  Código 
dt  Pnx-edimiento  Civil  dan  reglas  sobre 
el  particular,  lo  mismo  que  algunos  ar- 
tk:ulos  del  título  XXI  del  libro  IV  del 
Códijfo  Civil.  La  infracción  de  estos  prc- 
»j)tüs ¿da margen  ácasaciónen  el  fondo? 

Los  artículos  966  y  970  del  Código  de 
Procedimiento  establecen  como  causal  de 
tasación  en  la  forma  la  omisión  de  albi- 
nas de  las  solemnidades  6  requisitos  es- 
tablecidos pana  la  validez  de  la  prueba 
en  iüs  juicios  de  mayor  cuantía:  Incita- 
ción respecto  de  ídguna  diligencia  proba- 
toria, la  citación  respecto  de  la  agrega- 
ción de  algún  documento. 

tales  casos  la  cuestión  está  resuelta: 
si  ha  habido  la  omisión,  la  sentencia  que 


se  pronuncie  adolece  de  un  vicio  de  forma 
y  es  anulable. 

Pero  no  son  esas  las  -únicas  solemnida- 
des ó  requisitos  que  las  leyes  prescriben 
parív  la  eficacia  ó  validez  de  los  medios 
probatorios.  El  artículo  1713  del  Código 
Civil,  por  ejemplo,  expresa  cuáles  son  las 
condiciones  de  validez  de  la  confesión  ju- 
dicial. 

Supóngase  (jue  el  tribunal  prescinde  de 
ellas,  y  en  Aiérito  de  esta  confesión  nula, 
condena  á  algunas  de  las  partes  á  la  pér- 
dida del  pleito.  ¿Es  casable  este  fallo? 

Para  resolver  esta  cuestión,  hay  que 
resolver  otra  general,  en  que  ella  se  in- 
cluye, y  es  ésta:  ¿procede  el  recurso  de  ca- 
sación en  virtud  de  transgresiones  de  pro- 
cedimiento no  comprendidas  en  el  ártículo 
94-1  del  Código  respectivo? 

Estimamos  ([ue  sí,  siempre  que  la  in- 
fracción quede,  por  otra  parte,  dentro 
de  la  fórmula  del  artículo  940  del  mis- 
mo Código;  ó  en  otros  términos,  opi- 
namos que  un  vicio  de  procedimiento 
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qneda  comprendido  dentro  del  capitulo 
general  de  casación  en  el  fondo  siempre 
que  haya  inñuido  snstancialmente  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia  y  que  no  sea 
de  los  enumerados  en  el  articulo  941, 
porque  entonces  es  causal  de  casación  en 
la  forma. 

Justifiquemos  esta  conclusión,  que  pue- 
de creerse  contraria  á  la  noción  de  casa- 
ción en  el  fondo,  que  parece  rechazar  las 
infracciones  de  la  ritualidad  del  juicio, 
que  son  la  materia  propia  de  la  casación 
en  la  forma. 

Ante  todo,  conviene  dejar  establecido 
que,  en  teoría,  la  casación  en  la  forma  ha 
experimentado,  respecto  de  las  causales 
en  cuya  virtud  debe  proceder,  diversas  va- 
naciones;  que  la  regla,  generalmente  acep- 
tada hoy,  de  que  sólo  es  admisible  cuan- 
do se  trata  de  infracciones  que  anulan  el 
procedimiento, no  faasido  siempre  la  con* 
sagrada  por  las  legislaciones. 

"Bajo  la  Ordenanza  de  1667  (tít.  33, 
art.  34)",  dice  M.  Crépon  (1),  "la  viola- 
ción de  las  formas  era  una  causal  de  in- 
vestigación civil.  La  ley  de  27  de  noviem- 
bre— 1^  dediciembrede  1790,  laconvirtió 
en  capítulo  de  casación;  dió  al  Tribunal 
de  Casación  el  poder  de  anular  todo  pro- 
cedimiento en  que  hayan  sidp  violadas 
las  formaSy  v  decidió  que  "hasta  la  for- 
mación de  un  Código  único  de  las  leyes 
civiles,  la  violación  de  las  formas  de  pro- 
cedimiento^ FUESCKITAbBAJOPHNA  DB  NU- 
LIDAD, darían  margen  á  casación"  (ar- 
tículo 3»)...". 

"La  ley  de  4  gcr.,  año  11",  continúa, 
"fué  más  lejos:  decidió  "que  en  lo  futuro 
toda  violación  ú  omisión  de  las  formas 
prescritas  en  materia  civil  por  los  decre- 
tos..., aún  cuando  no  sean  sancionados 

(l)  übr.oit..t.III,  p.  57. 


ezipresamente  con  la  penade  nulidad^  da- 
ría margen  á  casación"  (art.  2').  El  ar- 
tículo 3'  restringió  la  disposición  de  la 
ley  de  l'^  de  diciembre  de  1790  á  las  for- 
mas determinadas  por  las  leyes  anterio- 
res á  1789.  El  artículo  55  de  la  constitu- 
ción del  5  de  fruct.,afío  III,  establece  que 
el  Tribunal  de  Casación  "case  los  fallos 
espedidos  según  procedimientos  en  que 
han  sido  violadas  las  formas".  Tal  es 
también  la  disposición  del  artículo  66 
de  laconstitucióndel  22  fi-im.,año  VIH**. 

En  la  legislación  francesa  anterior  al 
Código  de  Procedimiento  civil,  hubo, 
pues,  disconformidad  de  pareceres:  las 
primeras  leyes  restringieron  la  casación 
por  vicios  de  forma  á  los  casos  en  que  el 
procedimiento  estaba  sancionado  expre- 
samente con  nulidad;  las  que  vinieron  en 
los  días  de  la  Revolución  fueron  más  ra- 
dicales, autorizándola  casación  porcual- 
quiera  violación  de  la  forma  del  procedi- 
miento. 

El  Código  de  Procedimiento  Civil  vol- 
vió al  sistema  primitivo.  En  su  artículo 
480  dispone  que  procede  investigación^ 
"cuando  las  formas  prescritas  bajo  pena 
de  nulidad  han  sido  violadas,  ya  sea  an- 
tes del  fallo  ó  en  el  mismo,  con  tal  que  la 
nulidad  no  haya  sido  renunciada  por  las 
pactes". 

Por  último  la  ley  de  20  de  abrí!  de  1810, 
en  su  artículo  7',  se  expresa  así:  "La  jus- 
ticia es  administradasoberanamente  por 
las  cortes  de  apelaciones;  sus  sentencias, 
siempre  que  estén  revestidas  de  las  for- 
mas prescritas  bajo  sancipu  de  nulidad, 
no  pueden  ser  casadas  sino  por  una  con- 
travención expresa  á  la  ley". 

Tal  es  la  situación  legislativa  en  Fran- 
cia, y,  por  consiguiente,  el  sentido  de  la 
jurisprudencia.  En  vista  de  ello,  concluye 
M.  Crépon:  "Entre  las  formas  se  distiQ- 
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gueo  aquéllas  que  la  lej  declara  irritantes 
j  aquéllas  para  las  cuales  no  prescribe  la 
pena  de  nulidad.  En  general,  la  inobser- 
vancia  de  las  formasque  lale^noliapres- 
cñto  bajo  pena  de  nulidad  no  da  margen 
á  casación.  Sin  embargo,  aun  cuando  la 
nulidad  no  sea  consignada  expresamente 
por  la  ley,  si  ella  afecta  á  la  sustancia  del 
acto,  no  puede  establecerse  lo  mi»mo; 
pues,  como  lo  observaba  Poncet  (t.  2,  p. 
288,  n.  529)las  nulidades  sustanciales  no 
solamente  pueden,  sino  que  deben  ser  apli- 
cadas por  los  tribunales".  (1). 

La  doctrina,  aceptada  también  por  la 
juxisprudenciu,  ha  ampliado  la  esfera  de 
acción  permitida  por  la  lev.  Pero  no  se 
aplica  esta  ampliación  en  el  sentido  que 
la  lev  chilena  ha  considerado  esta  cues- 
tión, sino  que  por  formas  sustanciales  se 
entienden  a}lí  aquéllas  que  sean  de  la  na- 
turaleza de  las  indicadas  en  los  artículos 
962, 966,  970  de  nuestro  Código  de  Pro- 
cedimiento. 

\o  hay,  con  todo,  unanimidad  en  los 
tratadistas  respecto  del  actual  estado  de 
cosas.  "M.  Poncet  (t.  II,  núm.  530)  pien- 
sa también,  aunque  con  muchas  vacila- 
ciones," dice  el  mismo  Crépon,  "que  si 
un  tribunal,  fallando  soberanamente,  ha 
omitido  alguna  formalidad  en  los  actos 
que  le  son  privativos,  aunque  nosea  pres- 
crita bajo  la  pena  de  nulidad,  ni  sustan- 
cial, podría  su  fallo  ser  llevado  por  las 
partes  ante  la  Corte  de  Casación.  Sola- 
mente que  subordina,  en  este  caso,  la  ad- 
misibilidad del  recurso  á  la  prueba  del 
interés  apreciable  que  hnyan  tenido  las 
partes  en  la  observancia  déla  forma  des- 
cuidada ú  omitida.  £1  único  motivo,  di- 
ce, que  nos  puede  determinará  hacer  esta 

(1)  Crépon..  obr.  cit.  t.  III.  p.  61. 


concesión,  es  que  no  es  quizá  permitido 
mirar  como  puramente  facultativa  y 
como  absolutamente  extrafias  al  interés 
de  las  partes,  las  formas  del  procedimien- 
to que  debe  seguir  el  juez,  por  más  sim- 
ples que  puedan  ser  y  por  escaso  que  sea 
el  rigor  con  que  la  ley  las  cimsidere..." 

M.  Crépon  rechaza  esta  opinión  de 
Poncet,  ])orque  no  se  concibe  cómo  una 
omisión  reputada  indiferente  ante  el  juez 
del  fondo,  puede  cambiar  de  carácter 
ante  la  Corte  de  Casación. 

De  lo  expuesto  resulta  que,  en  la  legis- 
lación francesa,  no  existen  dos  disposi- 
ciones que  puedan  equipararse  á  los  ar- 
tículos 940  y  Uil  de  nuestro  Código  de 
Procedimiento  Civil,  estableciendo  una 
distinción  formal  en  la  ley  entre  ambas 
clases  de  casación.  Allí  existe  solamente 
un  principio  de  carácter  general,  en  vir- 
tud del  cual  es  imposible  perder  de  vista 
la  naturaleza  propia  de  cada  clase  de 
casación,  cuando  se  trata  de  averi- 
guar si  una  determinada  infracción  pro- 
cede ó  no  como  capítulo  de  nulidad: 
las  que  son  infracciones  de  ritualidad  no 
pueden  jamás  dar  motivo  á  casación  en 
el  fondo,  sino  en  la  forma,  y  las  que  tie- 
nen este  segundo  efecto  están  limitadas 
á  las  infracciones  sustanciales  del  pro- 
cedimiento ó  que  estén  penadas  expre- 
samente con  nulidad.  En  otros  térmi- 
nos, en  Francia  se  definen,  en  la  ley  mis- 
ma, las  dos  clases  de  casación,  atendien- 
do á  la  naturaleza  propia  de  cada  una: 
hay  casación  en  el  fondo  cuando  se  trata 
de  violación  de  la  ley  que  resuelve  sobre 
el  fondo  del  litigio;  hay  casación  en  la 
forma,  cuando  la  infracción  es  de  la  ley 
de  procedimiento.  No  cabe,  pues,  dentro 
de  tales  conceptos,  la  pregunta  que  he- 
mos formulado  respecto  de  nuestra  legis- 
lación, esto  es,  si  una  infracción  de  pro- 
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cedimiento  puede  engendrar  una  casa- 
ción en  el  fondo. 

En  nuestra  ley,  no  sólo  puede  formu- 
larse la  pregunta,  sino  que,  según  lo  di- 
jimos, ella  tiene,  en  ciertos  casos,  una 
respuesta  afirmativa. 

En  Chile,  no  se  llama  casación  en 
el  fondo  aquélla  que,  en  conformidad  á 
los  principios  abstractos  del  derecho,  se 
basa  en  infracciones  de  la  ley  sustantiva, 
sino  que  se  llama  recurso  de  casación  en 
el  fondo  aqvél  á  que  se  reñere  el  artículo 
940  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 
y  no  se  llama  casación  en  la  forma  la  que 
procede  á  virtud  de  infracciones  de  la  ri- 
taah'dad  del  inicio,  sino  la  que  se  funda  en 
alguna  de  las  causas  contempladas  en  el 
artículo  941  del  mismo  Códiffo. 

Estas  son  las  definiciones  que  este  Có- 
digo nos  ofrece  en  su  artículo  038,  inci- 
sos 2'  y  S'* 

Creemos  que  se  habrá  notado  la  di- 
ferencia sustancial  que  existe  entre  una  y 
otra  manera  de  definir  lascasaciones.  La 
una  excluye  todo  lo  í|ue  pugne  con  el 
principio  teórico  general,  porque  descan- 
sa precisamente  en  dicho  principio;  la 
otra  excluye,  no  lo  que  esté  en  pugna  con 
los  principios,  sino  lo  que  no  (juepa  den- 
tro de  la  fórmula  que  da  la  ley.  Bnlauna, 
para  saber  sí  un  capítulo  es  de  casación 
en  el  fondo  ó  en  la  forma,  habrá,  pues, 
que  aplicar  el  principio;  en  la  otra  basta- 
rá examinar  si  los  términos  de  la  ley  lo 
incluyen  entre  éstas  6  aquéllas  causales 
de  casación.  En  otras  palabras,  nuestro 
Código  no  ha  dado  una  regla  teórica  pa- 
ra resolver  sobre  este  punto,  sino  que 
ofrece  una  regla  material,  si  se  nos  per- 
mite la  expresión.  Ha  prescindido  del 
principio, 

Y  no  hace  faltaaverigíiarsi, para  cons- 
truir esa  regla  tuvo  ó  no  en  vista  ese 


principio;  porque  la  letra  de  la  Ic^*  nos 
urge  á  no  consultarla  sino  á  ella. 

Por  consiguiente,  en  nuestro  derecho, 
una  infracción  legal  cualquiera  será  cau- 
sal de  casación  en  la  forma  cuando  sea 
de  las  enumeradas  en  el  artículo  94-1  del 
Código  de  Procedimiento,  y  será  causal 
de  casación  en  el  fondo  sí  cuadra  dentro 
los  términos  del  artículo  940  del  mismo 
Código.  Las  palabras /oDc/o  y /brma  que 
usa  no  tienen  para  ella  una  significación 
teórica  que  influ3'a  en  la  caracterización 
de  las  causales  de  casación,  sino  que  tas 
emplea  como  simples  nombres  propios 
que  diferencian  las  dos  clasesdecasación. 

A  quien  disienta  de  lo  que  decimos,  le 
recomendamos  leer  el  artículo  938  del  Có- 
digo de  Procedimiento,  y  comprenderlo 
bien  haciéndose  cargo  del  alcance  natural, 
genuino,  necesario  de  sus  palabras;  para 
lo  cual  es  menester  desprenderse  de  las 
definiciones  teóricas  sobre  la  materia: 

"El  recurso  de  casación",  dice,  "es  de  dos 
especies;  de  casación  en  el  fondo  y  de  ca- 
sación en  la  forma. — Es  de  casación  en  el 
fondo  en  el  caso  del  artículo  940. — Es  de 
casación  en  la  forma  en  los  casos  del  ar- 
tículo 94ir 

Nada  más  ni  nadíi  menos.  Sería,  por 
consiguiente,  desnaturalizar  ó  rehacer  el 
pensamiento  del  legislador  el  sustituir  á 
las  dos  últimas  frases  subrayadas,  la  fór- 
mula jurídica  teóricíi  ((ue  emplean  otras 
legislaciones. 

Sucede,  en  esto,  algo  análogo  á  Ío  que 
establece  el  artículo  3'  del  Código  Penal: 
los  delitos  no  se  caracterizan  porsu esen- 
cia, por  lo  que  son  en  sí  mismos,  sino  que 
se  caracterizan  de  crímenes,  simples  deli- 
tos y  faltas  atendiendo  á  la.  pena  qufi  les 
cstíí  señalada  en  el  artículo  21  del  mismo 
Código.  Así,  pues,  un  parricidio,  dentro 
de  nuestro  Código  Penal,  no  es  criñjen 
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porqae  el  hecho  en  sí  sea  atroz,  sino  por- 
que el  artículo  21  le  asigaa  una  pena  que 
llama  de  crimen. 

No  importa  aquí  tampoco  averiguar  si 
el  legislador  tuvo  ó  nó  en  cuenta  la  sus- 
tancia de  las  cosas  al  consignar  sus  re- 
alas; lo  que  hay  que  hacer  es  conformarse 
con  éstas,  que  son  precisas  y  materiales. 
Sería  ocioso  sostener  que  cierto  hecho  es 
en  sí  un  crimtrn  y  no  un  simple  delito,  si 
es  que  el  artículo  21  del  Código  le  señala 
pena  de  simple  delito  y  nÓ  de  crimen:  es 
preciso  concluir  que  es  simple  delito. 

De  lo  espuesto  resulta  que  las  con- 
sideraciones teóricas  ó  filosóficas  que 
pudieran  hacerse  valer  en  éste  ó  en  aquél 
sentido,  Berá.n  buenas  6  malascrimo  nor- 
mas en  que  el  legislador  ha  debido  inspi- 
rarse ó  que  no  ha  debido  aceptar.  Son 
ar^mentos  para  legislar,  para  hacer 
una  ley;  mas  nó  para  fallar,  para  apli- 
car la  ley  ya  hecha. 

lll 

Ahora  resolvamos  la  cuestión  pendien- 
te. Se  presenta  unainfracción  legal  en  una 
sentencia.  ¿Escausal  decasación  con  arre- 
glo al  Código  de  Procedimiento  Civil? 

Si  cae  esa  infracción  dentro  del  artícu- 
lo 940  ó  del  artículo  941,  lo  es;  no  en  el 
caso  contrario. 

Supongamos  que  se  trata  de  una  ley  que 
prescribe  ritualidad.  En  tal  caso,  si  queda 
comprendida  entre  alguna  de  las  que  con- 
templa el  segundo  de  estos  artículos,  delie 
decirse  que  es  un  capítulo  de  casación  en 
\sL  forma,  y  es  éste  el  recurso  que  procede; 
si  no,  se  verá  si  cabe  dentro  de  los  térmi- 
nos del  primero  de  esos  artículos,  y  si  se 
leaplican,  esa  infracción  de  procedimiento 
escausal  de  casación  en  el  fondo,  sin  que 
nada  importe  que  sea  ley  de  procedimien- 


to: lo  que  importa  al  artículo  940  es  que 
sea  infracción  de  kj  y  que  haya  iaffaído 
sastanciaimente  en  Itt  parte  dispositiva 

del  fallo. 

¿Es  esto  contrario  A  los  principios  del 
derecho  en  lo  que  se  refiere  á  las  leyes  ad- 
jetivas? Pero  hay  que  confesar  que  está 
conforme  con  los  textos  legales  vigentes. 
¿Convendríauna reforma?  Pero  mientras 
tanto  el  hecho  es  indiscutible. 

Y  la  verdad  es  que  la  solución  material 
que  ha  adoptado  el  código  nuestro  no  deja 
de  tener  sus  ventajas,  así  como  las  tie- 
ne innegables  el  temperamento  análogo 
adoptado  por  el  Código  Penal  en  ordená 
la  clasificación  de  los  delitos. 

Desde  luego,  el  principio  teórico  está 
muy  ex])iiesto  á  los  caprichos,  siempre 
temibles  cuando  no  hay  una  alta  prepa- 
ración jurídica  y  disciplina  moral,  déla 
inteqjretación  de  cada  cual;  la  fórmula 
material,  nó:  es  inerrable. 

La  distinción  misma  entre  leyes  sustan- 
tivas y  leyes  adjetivas,  si  bien  en  la  gene- 
ralidad de  los  casos  es  fácil  y  clara;  en 
otros  seofrecellena  de  vaguedades;  lo  que 
es  una  fuente  de  arbitrariedades  y  de  pe- 
ligros. 

Es  también  una  consideración  grave  la 
de  que  no  conviene  que  la  conducta  de  los 
jueces  del  fondo  sobre  la  ritualidad  délos 
juicios  sea  intocable  fuera  de  los  casos 
en  que  se  concede  casación  expresamente 
por  contravención  á  ella.  Es  la  misma 
cuestión  que  hemos  debatido  antes  respec- 
to de  las  declaraciones  de  los  jueces  sobre 
las  formalidades  en  los  contratos  y  actos 
jurídicos  cu  general. 

En  uno  y  otro  caso  se  trata,  no  de  sim- 
ples hechos,  sino  de  la  correcta  aplicación 
de  la  tcy.  Las  tramitaciones  no  son  he- 
chos del  juicio. 

Finalmente,  ténganse  presente  los  bene- 
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ficiosque  para  el  rcspetoá  lakgislacióii  y 
para  los  intereses  de  los  litigantes,  repor- 
ta la  inteligencia  de  los  textos  legales  se- 
gún queda  manifestada. 

Una  sentencia,  en  efecto,  con  una  for- 
ma aparentemente  irreprochable  puede 
estar  determinada  en  su  resolución  por 
vicios  de  ritualidad  que  la  hagan  absolu- 
tamente atentatoria  contra  las  reglas  de 
procedimiento  que  son  nna  garantía  para 
todos  j  nna  salvaguardia  para  la  ley 
misma.  Supóngase,  por  ejemplo,  que  la 
sentencia  establece  que  está  probado  con 
testigos  que  Pedro,  demandado,  irroga 
ciertos  perjuicios  por  un  acto  culpable 
suyoá  Juan,  que  exige  una  indemnización, 
y  que  en  mérito  de  esta  prueba  condena 
á  Pedro  á  pagar  una  fuerte  cantidad. 
Mientras  tanto,  la  prueba  adolece  de  los 
defectos  capitales  de  haber  sido  rendida 
fuera  de  tfrmíno  y  de  ser  emanada  de 
personas  inhábiles  y  que  fueron  oportu- 
namente tachadas,  constando  también  en 
autos  la  efectividad  de  las  tachas;  vicios 
que  el  tribunal  ha  desestimado  por  puro 
error  de  derecho  sobre  las  disposiciones  le- 
gales pertinentes. 

Pueden  imaginarse  multitud  de  otros 
casos  en  que,  á  consecuencia  de  infraccio- 
nes, no  de  las  leyes  que  regulan  el  fondo 
del  negocio,  sino  de  las  que  se  refieren  á 
su  tramitación,  se  den  sentencias  inicuas 
ante  el  derecho. 

¿No  es  entonces  de  necesidad  manifies- 
ta el  que  semejantes  fallos  no  queden  en 
pie? 

A  esta  necesidad  responde  la  redacción 
que  nuestro  legislador  dió  á  los  textos 
que  establecen  el  recurso  de  casación. 

Esas  sentencias  han  sido  pronunciadas 
con  infracción  de  ley,  y  la  ínfr^rción  ha 
influido  sustancial  mente,  suponemos,  en 
la  disposición  del  fallo;  luego  procede  el 


recurso  de  casación  que  establece  el  ar- 
tículo 940  del  Código  de  Procedimiento 

Civil. 

En  verdad,  pues,  la  opinión  de  Poncet, 
que  hemos  mencionado  más  arriba,  apo- 
yada, todavía,  tan  débilmente  como  él 
lo  hacía,  no  nos  parece  aceptable.  Sin 
duda  el  ideal  sería  que  jamás  pudiese  que- 
dar en  pie  infracción  alguna  de  la  ley,  de 
cualquier  clase  de  ley;  pero  existe  sobre 
esto  la  consideración  superior  de  que  no 
se  destruya  todo  un  juicio  por  una  sim- 
ple consideración  teórica,  cuando  de  ello 
no  resulta  lesionado  el  derecho  de  alguien. 
Ix>s  ápices  de  la  ley,  cuando  su  inobser- 
vancia no  acarrea  mayores  conseciKn- 
cias,  no  pueden  ser  fuerza  suficiente  para 
anular  una  sentencia. 

Pero  no  sucede,  no  puede,  á  lo  menos, 
A  nuestro  juicio,  suceder  lo  mismo  cuan- 
do la  infracción  ha  traído  como  resulta- 
do el  desastre  de  una  de  las  partes.  En- 
tonces la  conveniencia  del  derecho  y  el 
interés  social  están  por  que  el  fallo  sea 
revisado. 

La  ley  francesa,  y  la  jurisprudencia  su- 
pliendo sus  vacíos,  han  llegado  á  estable- 
cer que  existe  causal  de  casación  (de  ca- 
sación, simplemente)  siempre  que  hay 
infracción  de  ley  de  procedimiento  sancio- 
nada expresamente  con  nulidad,  y  siem- 
pre que  hay  infracción  de  ley  de  la  misma 
especie  conceptuada  como  de  observancia 
e5«ic/a7,  porque  en  tal  caso  se  supone  que 
el  legislador  implícitamente  ha  puesto  la 
misma  sanción  de  nulidad. 

Nuestra  legislación,  como  varias  otras, 
estableció  separadamente  dos  grandes 
capítulos  de  casación:  uno  que  apellidó 
de  fondo  y  otro  que  apellidó  de  forma. 
Dentro  de  este  último  incluyó  las  infrac- 
ciones capitales  de  las  leyes  de  procedi- 
miento; pero  no  todas  las  que  deben  re- 
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putarse  de  observancia  ineludible.  Para 
las  restantes  dej6  abierta  otra  puerta 
f\xi£f  si  bien  no  se  abre  en  conformidad  á 
los  principios  del  derecho,  está  literal- 
mente autorizada  por  los  textos  y  viene 
á  salvar  la  irritante  injnsticiaquedeotro 
modo  resaltarla. 

IV 

Volviendo,  después  de  todo  lo  dicho,  al 
caso  especial  que  fbamos  A  contemplar 
respecto  de  la  observancia  de  las  rítuali* 
dades  en  la  manera  de  producirun  medio 
probatorio,  concluiremos  que,  pudiendo 
ser  las  infracciones  de  trascendencia  en 
esta  materia,  el  juez  del  fondo  está,  en  te* 
sis  general,  obligado  á  guardar  aquellas 
formalidades,  bajo  penade  librarsenten* 
cia  anulable. 

Pero  téngase  aún  presente— y  esta  es 
observación  de  carácter  general — que  ha- 
brá motivo  de  casación  solamente  en  los 
casos  en  que  la  infracción  sea  imputable 
al  tribunal,  al  juez  mismo.  Si  las  partes 
han  incurrido  en  la  infracción  ó  han  incu- 
rrido en  ella  los  ministros  de  que  están 
obligadas  á  valerse  y  aquéllas  no  han 
protestado,  no  cabe  casación,  porque  en- 
tonces han  consentido  en  la  omisión  ó 
irregularidad  y  tienen  que  soportar  sus 
consecnencí  as . 

Otro  tanto  sucede  cuando,  habiendo 
incurrido  en  el  vicio  el  juez  mismo,  no  han 
protestado  oportunamente. 

Oe  modo  que  la  reclamación  procede: 
1^  cuando  el  vicio  ha  emanado  del  tribu- 
nal directamente  y  las  partes  han  protes* 
tadó  en  tiempo;  2"  cuando  no  ha  emana- 
do del  tribunal,  pero  ha  ñdo  representa- 
do á  éste  y  no  ha  sido  por  él  corregido. 

Este  es  un  principio  sentado  por  el  ar- 
ticulo 946  del  Código  díe  Procedimiento 

OKKBCHQ 


Civil.  Es  también  lo  resuelto  por  los  tri- 
bunales franceses  de  casación.  Opiniones 
ha  habido,  sin  embargo,  en  disidencia. 

"Según  M.  Poncet  (t.  II.  p.  285,  n.  527)" 
dice  M.  Crépon  (1),  "un  tribunal  viola 
las  formas  judiciales,  sea  no  conformán- 
dose á  ellas  en  los  actos  de  su  ministerio, 
sea  no  anulando  los  actos  ejecutados  por 
las  partes  ó  en  su  nombre  y  en  que  esas 
formas  han  sido  omitidas  ó  violadas.  En 
uno  y  otro  caso,  hay ,  de  su  parte,  una  con- 
travención textual  á  la  ley  que  ha  regla' 
do  los  procedimientos  y  que  lo  obliga,  no 
solamente  á  observarlos  por  sí  mismo; 
sino  también  á  hacerlos  observar  por  las 
partes  ó  por  los  oficiales  ministeriales." 

*'No  admitimos  esta  opinión"  agrega 
M.  Crépon:  "á  nuestrojuicio,  la  violación 
de  las  formas  cometidas  por  jas  partes 
no  puede  ser  reputada  como  un  hecho 
del  juez,  sino  cuando  la  nulidad  ha  sido 
reclamada  y  el  tribunal  ha  rechazado 
declararla.  Sólo  en  este  caso  puede  ser  un 
capítulo  de  casación,  tal  como  lo  ha  re- 
suelto la  Corte  Suprema  el  19  de  julio 
de  1809..." 

V 

Pasemos,  en  fin,  á  una  ^tima  cuestión 
sobre  la  prueba:  la  relativa  á  la  aprecia- 
ción del  valor  de  los  medios  probatorios 
hecha  por  los  jueces  del  fondo.  £1  error  en 
este  punto  ¿es  motivo  de  casación? 

La  respuesta,  en  general,  es  afirmativa; 
porque  habiendo  la  ley  prescrito  reglas 
que  deben  respetar  en  sus  decisiones  los 
tribunales,  la  inobservancia  de  ellas,  he- 
mos dicho,  cae  dentro  del  artículo  .940 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 


(1)  Obr.oit.,  i.  ITI,p.  60. 
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No  obstante,  tina  explicación  se  impone 
respecto  de  ciertos  casos. 

Los  preceptos  sobreestá  materia  están 
principalmente  contenidos  en  el  título 
XXI.  libro  IV,  del  Código  Civil  y  en  el  tí- 
tulo X,  libro  II,  del  de  Procedimiento  Ci- 
vil. Recorramos  á  la  ligera  lo  referente  A 
cada  medio  probatorio. 

Instrumentos.— El  valor  de  los  instru- 
mentos públicos  ó  privados  está  definido 
en  los  artículos  1700  á  1708  del  Código 
Civil  y  en  algunos  del  respectivo  párrafo 
del  de  Procedimiento.  Las  declaraciones 
del  juez  del  fondo,  sea  en  orden  al  carác- 
ter 6  natnraJeza  del  instrumento  de  que 
se  trata,  sea  en  orden  á  su  valor  pro- 
batorio, no  son  afirmaciones  de  hecho, 
sino  que  son  aplicaciones  de  la  ley,  y  el 
error  sobre  el  punto  es,  por  consiguiente, 
de  derecho  y  la  casación  es  indudable. 
Tal  sería,  v.  gr.,  si  contase  la  fecha  de  un 
instrumento  privado  en  contravención  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  1703  del  Có- 
digo Civil,  Ó  si  le  diera  un  mérito  distinto 
del  que  les  atribuye  el  artículo  1702,  ó 
si  declarase  público  un  instrumento  que 
no  lo  es  eo,  conformidad  al  artículo  1699, 
etc...  Todas  estas  son  infracciones  de  ley. 

Testigos.  — Lo  mismo  decimos  de  la 
iniracción  de  las  reglas  de  apreciación 
prescritas  relativamente  á  los  testigos 
en  el  artículo  374  del  Código  de  Proce- 
dimienlo  Civil.  Pero,  en  este  terreao,  se 
presentan  algunas  cuestiones  que  son  de 
hecho  y  que  conviene  deslindar. 

Las  circunstancias  de  que  los  testigos 
fstén  contestes,  deque  hayan  dado  razón 
de  su  dicho,  deque  estén  en  contradicción 
unos  con  otros,  como  asimismo  la  apre- 
ciación de  su  imparcialidad,  dencia,  vera* 
cidad,  y  otras  análogas,  son  cuestiones 
esencialmente  de  hecho  cuya  investiga- 
ción y  resolución  incumbe  soberanamente 


á  los  jueces  del  fondo.  Bu  esto  la  casación 
es  improcedente. 

Mas  no  es  lo  mismo  en  cnanto  á  las 
consecuencias  legales  que  deduzca  el  tri< 
bunal.  Si  por  ejemplo,  después  de  estable  - 
cer  que  los  testigos  de  ambas  partes  son 
igualmente  dignos  de  fe,  y  que  se  equili- 
bran también  en  número,  pero  están  en 
contradicción,  declara, sin  embargo,  pro- 
bados, de  esta  manera,  los  hechos  dd  jui- 
cio, incurrirá  en  infracción  de  la  r^la  5* 
del  artículo  374  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  y  habrá  una  causal  de  casa- 
ción en  conformidad  al  artículo  940  del 
Código  citado:  el  error  ha  estado  en  la 
aplicación  de  la  ley  al  hecho. 

Confesión.  —  "Los  tribunales  aprecia- 
rán la  fnerzaprobatoria  de  la  confesión 
judicial",  dice  el  artículo  389  del  mismo 
Código,  "en  conformidad  á  lo  que  esta- 
blece el  artículo  1713  del  Código  Civil  y 
demás  disposiciones  legales*'. 

Yeste  artículo  1713  es  como  sigue:  "La 
confesión  que  alguno  hiciese  en  juicio 
por  sí,  ó  por  medio  de  apoderado  espe- 
cial, ó  de  su  representante  legal,  y  relati- 
vaáun  hecho  personal  de  la  misma  parte, 
producirá  plena  fe  contra  ella,  aunque  no 
haya  un  principio  de  prueba  por  escrito; 
salvo  los  casos  comprendidos  en  d  ar- 
tículo 1701,  inciso  1^  y  los  demás  que  las 
leyes  exceptuaren. — No  podrá  el  confe- 
sante revocarla,  á  no  probarse  que  ha 
sido  el  resultado  de  un  error  de  hecho." 

Por  este  artículo  pueden  también  dilu- 
cidarse cuestiones  de  hecho  y  cuestiones 
de  derecho  en  cuanto  á  la  apreciación  de 
su  valor  probatorio. 

Son  cuestiones  de  derecho  tdatiras  á 
este  punto  las  de  que  la  confesión  hace 
kcontrá  el  que  la  prestayno  en  su  favor, 
á  menos  que  sea  una  de  aquellas  confe- 
siones indivisibles  según  el  artienlo  301 
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del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que 
faa  modificado,  en  parte,  al  1713  trans- 
crito y  al  1698,  inciso  1^  del  Código  Ci- 
tÜ;  es  cuestión  de  derecho  la  de  que  la 
confesión  no  puede  retractarse  sino  cuan- 
do se  pruebe  ^ue  ha  sido  el  resultado  de 
nn  error  de  iSicto;  y  lo  relatÍTO  A  que  no 
K  admite  la  confesión  como  prueba  en 
ciertos  casos- 
Este  áltimo  punto  lo  hemos  tratado  al 
considerar,  en  general,  la  admisibilidad 
6  ínadmíaíbílídad  de  cada  uno  de  los  me- 
dios probatorios.  Es  materia  de  casación. 

También  son  materia  de  casación  loa 
otros  dos  puntos,  pero  teniendo  presen- 
te, respecto  del  primero,  que  es  cuestión 
de  hecbo  la  de  averiguar  si  la  confesión 
es  6  no  en  contra  del  declarante,  y  por 
consiguiente,  que  es  de  la  soberana  apre- 
ciación del  juez  del  fondo;  de  modo  que 
éste  incurrirá  en  infracción  legal  solamen- 
te cuando,  después  de  haber  establecido 
qvela  confesión  prestada  es  en  contra  del 
confesante,  no  le  da,  sin  embargo,  el  valor 
de  pkna  prueba  en  favor  de  la  otra  parte. 

La  retractación  de  la  confesión  suscita 
una  cuestión  compleja.  Es  aplicación  de 
la  ley,  y  por  consiguiente,  materia  de  ca- 
sación, lo  de  que  no  se  admite  retracta- 
ción que  no  esté  fundada  en  error  de  he- 
cho y  lo  de  que  este  error  debe  compro- 
barse. Si  un  tribunal  acepta  una  retrac- 
tación q  ue,  según  él  mismo  lo  establece,  no 
se  ftinda  en  error  de  hecho  ó  que,  fundán- 
dose en  tal  error,  dice,  no  ha  sido  proba- 
do, incurre  en  infiracdón  legal.  En  cuanto 
á  la  prueba  del  error  de  hecho,  es  punto 
que  queda  sometido  álas  reglas  generales 
que  respecto  de  la  prueba  hemos  venido 
estableciendo.  Hay,  pues,  dentro  de  éllo, 
algunas  cuestiones  que  son  de  derecho  y 
otras  que  son  de  hecho,  resolTiendQ  tmas 


y  otras  en  conforoidad  á  los  princípioses- 
tablecidos. 

yummentocfeáfrKfo.— El  juramento  de- 
ferido, tal  como  lo  reglamenta  el  fi  5^ del 
título  X  del  libro  II  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  presenta  muy  pocas  cues- 
tiones de  hecho:  contienen  algunas  los 
artículos  395,  396,  397,  404  y  otros, 
como  ser,  v.  gr.,  la  apreciación  que  haga 
el  tribunal  sobre  la  extensión  de  las  facul- 
tades de  un  mandato  interpretando  el 
contrato,  etc.,  las  demás  son,  casi  todas, 
cuestiones  de  derecho  sobre  la  proceden- 
cia y  efecto  del  juramento,  siendo,  por 
tanto,  materias  de  casación  en 'conformi- 
dad al  articulo  940  del  citado  Código. 

laspección  del  tríbunal.  —  Al  revés,  la 
inspección  personal  del  tribunal  casi  no 
suscita  sino  cuestiones  de  hecho,  que  el 
juez  del  fondo  resuelve  soberanamente. 
La  ley,  en  esta  materia,  se  abandona 
al  criterio  del  tribunal,  tanto  en  orden  á 
la  procedencia  de  la  medida  (salvo  casos 
especiales  en  que  es  de  obligación  según 
la  misma  ley),  como  en  orden  á  la  ma- 
nera de  practicarla  y  á  lew  comproba- 
ciones ó  aserciones  que  el  tribunal  haga 
en  vista  de  ella,  etc.  Pero  es  cuestión  de 
derecho  el  mérito  probatorio  que  el  re- 
sultado de  la  inspección  tiene  con  arre- 
glo al  articulo  410  del  Código  de  Pro- 
cedimiento. Por  consiguiente,  si  el  tribu- 
nal, después  de  haber  dejado  explícita 
constancia  de  que  los  hechos  discutidos 
son  tales  como  los  alega  el  demandante, 
y  no  habiendo  otra  circunstancia  legal  que 
obste  á  ello,  v.  gr.,  una  prueba  de  orden 
preferente,  declara,  sin  embargo,  que  no 
está  probada  la  demanda,  infringe  evi* 
dentemente  el  artículo  410  citado  y  su 
fallo  debe  ser  anulado  con  arreglo  al  ar- 
tículo 940  del  Código  de  Procedimiento. 
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'  Peritos. — La  prueba  de  peritos  es  otra 
de  las  materias  que  casi  no  ofrecen  sino 
cuestiones  de  hecho  que  resolver  y  que, 
por  consiguiente,  no  pueden  darmargen  á 
casación  en  el  fondo:  tales  son  las  de  si  se 
oye  6  no  peritos  en  los  casos  del  artículo 
413  del  Código  de  Procedimiento,  las  que 
se  susciten  dentro  del  número  2"  del  ar- 
tículo 415,  etc.  Son,  asimismo,  puntos  de 
hecho  los  relativos  á  la  apreciación  que 
haga  el  tribunal  relativamente  al  valor 
ó  fuerza  de  los  informes  periciales  con 
arreglo  á  los  artículos  424  y  427;  y  otros 
análogos. 

Pero  sería  cuestión  de  derecho  la  ob- 
servancia del  artículo  411,  en  su  caso,  y 
aún  la  del  artículo  412. 

Presaaciones.  —  La  prueba  de  presun- 
ciones puede  suscitar  delicadas  contro- 
versias. 

Desde  luego,  debemos  establecer  que  la 
determinación  de  los  requintos  que  deben 
reunir  las  presunciones  judiciales  para 
constituir  plena  prueba,  es  esencialmente 
una  cuestión  de  hecho  sobre  la  cual  falla 
Soberanamente  el  jncz  del  fondo.  A  éste 
incumbe  apreciar,  segfin  su  criterio,  si  los 
hechos  de  que  deriva  la  presunción  ofrecen 
los  caracteres  de  gravedad,  precisión  y 
concordancia  que  pide  el  artículo  1712 
del  Código  Civil.  Su  error  sobre  esto,  es 
'  error  de  hecho,  que  no  puede  constituir 
sino  un  mal  fallo  y  nunca  dará  margen 
á  casación.  Sería,  pues,  improcedente  fun- 
dar, V.  gr.,  este  recurso  en  infracción  del 
artículo  1712^  alegando  que  el  tribuna! 
no  tomó  en  cuenta  ciertas  circunstancias, 
ó  que  exageró  otraa,  ó  que  son  contra- 
dictorias, etc. 

Kn  las  presunciones  que  establece  la 
ley  (presunciones  simplemente  Ic^^ales  y 
de  derecho)  hay  tambi^i  como  bAsej  nn^ 


cuestión  de  hecho  que  escapa,  como  la 
anterior,  al  poder  de  la  casación:  tales  la 
comprobación  de  los  antecedentes  6  cir- 
cunstancias de  que  deduce  su  consecuen- 
cia la  ley:  esto  corresponde  privativa- 
mente al  juez  del  fondo. 

Pero  una  vez  que  ¿ste  ha  dado  por 
establecidos  estos  hechos,  debe  atribuirles 
el  alcance  que  la  ley  les  señala,  esto  es, 
llegar  á  la  presunción.  Si  no  lo  hace,  in- 
fringe la  ley  é  incurre  en  causal  de  casa- 
ción con  arreglo  al  artículo  940.  Tal  se- 
ría, por  qemplo,  el  caso  en  que,  declarando 
probada  la  fecha  del  parto,  no  aplicase, 
sin  embargo,  la  regla  del  artículo  76,  in- 
ciso 2^,  del  Código  Civil,  para  deducir  la 
legitimidad  ó  ilegitimidad  de  un  hijo. 

En  cuanto  á  las  regláis  que  contiene  el 
Código  de  Procedimiento  Civil  respecto 
de  la  apreciación  comparativa  de  los  di- 
versos medios  probatorios,  preséntanse 
igualmente  cuestiones  de  hecho  y  de  de- 
recho. 

Es  esencialmente  de  derecho  la  cuestión 
contenida  en  el  artículo  430  de  ese  Códi- 
go. Su  infracción,  naturalmente,  da  origen 
á  casación  con  arreglo  al  artículo  940. 

Es,  al  revés,  esencialmente  de  hecho  la 
apreciación  á  que  se  refiere  el  artículo  431. 
Es  un  hecho,  en  efecto,  el  determinar  si 
las  pruebas  son  contradictorias.  Loes 
también  el  establecer  cuál  es  más  confor- 
me con  la  verdad.  No  cabría,  pues,  CEisa* 
ción  fundada  en  que  el  juez  falló  mal  so- 
bre estos  puntos. 

Para  concluir,  una  consideración  gene- 
ral, aplicable  á  todo  lo  que  hemos  dicho 
sobre  estas  cuestiones  de  procedimiento, 
consideración  que  hemos  mencionado  re- 
petidas veces,  pero  sobre  lacual  queremos 
aún  insistir:  estas  infracdones  de  ritua- 
lidad, que  pned^  dar  margen  á  casación 
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en  conformidad  al  articulo  940  del  Códí-  Si  no  tienen  este  carácter  decisivo,  no 

go  de  Procedimiento  Civil,  deben  ser  ta-  puede  haber  casación, 
les,  que  hayan  tenido  influenciasustancial 

en  lo  dispositivo  de  la  sentencia  atacada.  Tomís  A.  Ramírez 
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EN  J2UÉ  CONSISTE  Y  CUÁL  ES  LA  CALIDAD 
DE  LA  PROPIEDAD  SALITRERA 

Las  Ordenanzas  de  Minería,  que  faeron 
la  ley  sobre  esa  materia  en  América,  de- 
cían: "Las  minas  (el  subsuelo  mineral  6 
fósil)  son  propias  de  mi  real  corona,  asf 
por  su  naturaleza  y  origen,  como  por  su 
reunión  dispuesta  en  la  ley  IV,  tft.  13.  L. 
6  de  la  Nueva  Recopilación",  y  agregaba: 
"Sin  separarlas  de  mi  Real  Patrimonio, 
las  concedo  á  mis  vasallos  en  propiedad 
y  posesión,  etc." 

El  Código  Civil  chileno  (art.591)  con- 
sagró la  misma  disposición  diciendo:  "KI 
Estado  es  dueño  de  todas  las  minas  de 
oro,  plata,  etc.  V  demás  sustancias  fósiles* 
no  obstante  el  dominio  délas  corporacio- 
nes ó  de  los  particulares  sobre  la  superfi- 
cie de  la  tierra  en  cuyas  entrañas  estuvie- 
sen situadas;  pero  se  concede  á  los  parti- 
culares la  facultad  de  catar  y  cavar  en 
tierras  de  cualquier  dominio  para  buscar 
las  minas,  lade  labrary  beneficiar  dichas 


minas  y  la  de  disponer  de  ellas  como  due- 
ños, bajo  las  reglas  que  prescribe  el  Códi- 
go de  Minería". 

De  donde  se  desprende:  1^  Que  todas 
las  sustancias  minerales  ó  fósiles  forman 
un  régimen  de  propiedad  del  subsuelo;  2* 
Que  esta  propiedad  del  subsuelo  es  diver- 
sa é  independiente  de  la  supei^cie  de  la 
tierra,  quien  quiera  que  sea  el  dueño  de  la 
propiedad  superficial;  3^  Que  este  domi- 
nio del  Estado  en  el  subsuelo  mineral  6 
fósil  es  una  categoría  especial  de  bien  na- 
cional, no  comprendido  ni  en  el  inciso  2* 
ni  en  el  inciso  3^  del  artículo  589  del  cita- 
do Código. 

Efectivamente,  si  el  uso  de  un  bien  na- 
cional ó  del  Estado  pertenece  á  todos  los 
Habitantes  déla  nación,  se  llama  bien  na- 
cional de  uso  páblico;  cuando  el  aso  no 
pertenece  generalmente  á  los  habitantes, 
se  llama  bien  del  Estado  ó  fiscal;  pero  la 
propiedad  del  subsuelo  mineral  ó  fósil  ni 
pertenece  en  uso  á  todos  los  habitantes 
ni  es  excln»va  del  Estado,  sino  que  éste 
tiene  en  ella  la  nuda  propiedad  y  el  usu- 
fructo es  otor^^ado  por  la  ley  á  los  par* 
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ticulares,  según  las  reglas  prescritas  en  la 
ley  especial  de  minería. 

Bajo  esta  noción  jurídica,  el  Código  de 
Minería  de  1874,  en  lo  tocante  á  los  ya. 
cimientos  no  rigurosamente  metálicos  del 
subsuelo,  hizo  separación  entre  aquellos 
que  se  encontraban  situados  en  suelo  de 
particulares;  y  los  que  yacían  en  terrenos 
críales  del  Estado  ó  de  las  municipalida- 
des, atribuyendo  la  explotación  de  los  pri- 
meros al  dueño  del  suelo,  y  dejando  los 
segundos  en  disponibilidad  de  poder  ser 
concedidos  á  particulares. 

De  consiguiente,  á  contar  desde  1874, 
todo  yacimiento  de  salitre  existente  en 
d  territorio  de  la  República  jen  terrenos 
eriales  del  Estado,  fué  una  propiedad  de 
éste,  concesible  á  los  particulares,  bajo 
las  condiciones  que  se  determinaron  en 
los  reglamentos  dictados  al  efecto, 

Arino  entonces  el  Reglamento  de  28  de 
julio  de  1877,  "conforme  al  cual  debe  con- 
cederse á  los  particulares  la  explotación 
de  los  depósitos  de  salitre  y  bórax  que 
existen  en  los  terrenos  eriales  del  Esta- 
do". BsteReglamento  quedó,  pues,  incor- 
porado al  Código  de  Minería  de  1874;  y 
si  bien  es  verdad  que  en  el  preámbulo  de 
este  Reglamento  se  hacía  referencia  á  los 
importantes  descubrimientos  efectuados 
en  la  provincia  de  Atacama,  el  artículo 
1^  decía  relación  con  todos  los  depósitos 
de  salitre  y  de  boratos  que  se  encontra- 
ren en  terrenos  eriales  del  Estado. 

Después  de  la  anexión  á  la  República 
de  los  territorios  situados  al  norte  del 
paralelo  veinte  y  tres,  el  Reglamento  de 
28  de  jnlio  de  1877,  pasó  á  tener  aplica- 
ción á  los  depósitos  de  salitre  y  bórax 
qne  en  esos  terrenos  anexados  pudieran 
encontrarse. 

Bajo  el  imperio  del  citado  Reglamento 
de  28  de  julio,  los  depósitos  de  salitre 


fueron  "denunciables  ante  el  Intendente 
de  la  provincia,  y  sn  registro,  posesión  y 
propiedad  se  regirían  por  las  disposicio- 
nes del  Código  de  Minería^  salvo  las  mo- 
diñcaciones  de  los  artículos  siguientes" 
del  mismo  Reglamento. 

El  Código  de  Minería  de  1874,  vigente 
á  la  sazón,  admitía  dos  vías  de  consti- 
tuir propiedad  minera  á  particulares:  la 
manifestación  de  un  hallazgo  ó  descubrí* 
miento  v  el  denuncio  de  mina  abandona- 
da ó  despoblada. 

El  Reglamento  confundió  estos  dos  ca- 
minos y  no  vió  más  que  eidenancio;  pero 
con  la  mira  evidente  de  comprender  en 
las  exprexiones  son  denunciables,  las 
manifestaciones  de  un  hallazgo  de  depó- 
sito de  Salitre;  de  suerte  que  para  el  ar- 
tículo 2^  arriba  transcrito,  tanto  da  de- 
cir "manifestación"  como  decir  "denun- 

CIO. 

Al  denunciante  ó  manifestante  de  un 
depósito  de  salitre  se  le  otorgaba  prime- 
ramente una  concesión  de  registro,  esto 
es,  de  exploración  por  seis  meses,  del  te- 
rreno denanciadó"  (art  3^  del  R.) 

Este  plazo  de  seis  meses  estaba  desti* 
nado  á  la  exploración  del  terreno;  y 
"concluido  este  término  se  concedía  un 
nuevo  plazo,  también  de  seis  meses,  para 
verificar  por  el  respectivo  ingeniero  la 
mensura  y  tomar  la  posesión"  (art.  4^ 
del  R). 

Practicada  la  mensura  y  tomada  la 
posesión  de  la  pertenencia  demarcada, 
"el  concesionario  quedaba  obligado  á 
poner  trabajos  conducentes  al  aprove- 
chamiento del  depósito...  y  podíaobtener 
el  plazo,  improrrogable,  de  un  año  para 
establecer  máquinas  de  beneúcio,  etc." 

Había,  pues,  tres  plazos,  uno  de  seis 
meses  para  explorar;  otro  de  igual  dura- 
ción para  mensurar  y  tomar  posesión  de 
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la  pertenencia  mensurada;  y  un  tercero 
de  un  año  para  explotar  el  terreno  con- 
cedido. 

La  omisión  del  concesionario  en  ejecu- 
tar alguno  de  esos  actos  ó  verificar  esos 
hechos,  quedaba  sancionada  (art.  12  del 
R.)  con  el  despueble  en  que  caían  las  per- 
tenencias otorgadas  en  concesión.  En  lo 
tocante  al  plazo  de  un  año  para  iniciar 
los  trabajos  de  explotación,  y  en  amparo 
de  los  derechos  de  los  concesionarios,  se 
dictaron  los  decretos  supremos  de  14  de 
noviembre  de  1878,  de  14  de  marzo  de 
1879,  de  30  de  mayo  de  1879,  de  19  de 
febrero  de  1880,  de  5  de  agosto  de  1880, 
de  31  de  enero  de  1881  y  de  28  de  mayo 
de  1881. 

Todos  esos  decretos  supremos  dispu- 
sieron de  una  manera  expresa  y  unifor- 
me: "prorrógase  hasta  tal  fecha  el  plazo 
concedido  para  dar  principio  á  los  tra- 
bajos de  explotación  de  las  salitreras  de 
Atacama";  de  modo  que  encadenándose 
unos  con  otros  estos  plazos,  se  llegó  al 
28  de  mayo  de  1881,  en  que  el  decreto 
supremo  de  esta  fecha,  aunque  cambió  el 
texto  suscíntode  los  anteriores,  se  expre- 
só diciendo:  "suspéndese,  por  lo  que  toca 
á  las  pertenencias  salitreras  de  Taltal, 
los  efectos  de  los  artfculos  10  y  12  del 
supremo  decreto  de  28  de  julio  de  1877, 
relativo  (el  decreto  de  28  de  julio)  á  la 
concesión  y  explotación  de  los  depósitos 


de  salitre  y  boratos  en  los  territorios 
eriales  del  Estado;  y  se  declara  que  los 
dichos  artfculos  no  tendrán  vigor  sino 
desde  el  día  en  que  queden  terminados 
los  ferrocarriles  de  Taltal  á  Cachinal  y 
de  Aguas  Blancas  á  Antofagasta". 

Según  eso,  los  concesionarios  de  perte- 
nencias salitreras,  descubridores  ó  esta- 
cadas, que  hubiesen  constituido  sus  per- 
tenencias por  medio  de  la  mensura  y 
tomado  posesión  de  ellas  por  la  entrega 
real  que  debía  hacerles  el  ingeniero  que 
practicara  esa  operación  de  mensura, 
tales  concesionarios  y  postores  de 
PERTENENCUS,  estaban  amparados  para 
conservarlas,  sin  riesgo  de  perderlas, 
hasta  el  día  en  que  quedaron  terminados 
los  ferrocarriles  á%  Taltal  á  Cachinal  y 
de  Aguas  Blancas  á  Antofagasta;  pero  los 
meros  peticionarios  de  concesiones  sali- 
treras que  no  hubieran  explorado  y  men- 
surado en  los  términos  que  les  señalaban 
los  artículos  3^  y  4^  del  Reglamento  de 
28  de  julio  de  1877,  no  solamente  no  es- 
taban ni  podían  estar  amparados  con  la 
suspensión  del  pituso  para  explotar  y  tra- 
bajar sus  pertcnenc/as,  pues  no  las  tenían 
constituidas,  sino  que,  además,  sus  con- 
cesiones habían  caducado  y  no  estaban 
habilitados  para  constituirlas. 


Frutos  Osanton 


(Continuará) 
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PROGRAMA  DE  UN  (I  USO  I)K  INTRODrcCIÓN  AL  DERFXHO  CIVIL  (1) 

Por  M.  Enrique  Lévy  Ullhann 
Agregado  á  Ib  Facoltad  de  Deiecho  de  la  rnircriiHlad  de  Lille 


La  resolución  ministerial  de  24cleJuÍio 
de  1&95  que  repartid,  en  fiucstras  facul- 
tades francesas  las  materias  del  derecho 
civil,  entre  los  exámenes  de  los  tres  años 
de  la  licenciatura,  no  se  lia  limitado  so- 
lamente á  establecer  sobre  un  plan  nue- 
vo la  distribución  de  estas  materias  sus- 
tituyendo al  orden  del  Código  un  méto- 
do de  exposición  diferente.  El  programa 
de  preguntas  para  el  examen  del  primer 
año  ha  sido  intencionalmente  reducido- 
Se  ha  querido,  dice  el  decreto,  "dejar  al 
profesor  cierta  parte  de  su  tiempo  deque 
dispondrá  libremente  para  la  orientación 
general  de  su  enseñanza,  sea  que  le  reser 

(1)  CreemoR  de  ínteni  este  artículo  para  el  ro- 
ii'iciaiiento  de  la  importancia  de  la  reforma  o|'era- 
da  en  el  plan  de  entadioa  de  la  facultad  de  leyea  de 
K  UDÍTemidad  de  Chile,  aprobado  por  decreto  de  10 
de  enero  de  190¿ . 

OUICHO 


ve  píira  la  exposición  de  teorías  genera- 
Jes,  sea  que  use  de  él  de  otra  manera 
conforme  á  las  "disposiciones  del  articu- 
lo 3",  es  decir,  modificando  en  una  medi- 
da limitada  el  orden  trasado  para  la 
progresión  oñcinl. 

La  iniciativa  así  conferida  al  profesor 
en  el  primer  año  no  se  ha  presentado  á 
los  ojos  de  todos  los  civilistas  como  una 
reforma  indiscutible  y  fecunda.  Así  un 
cierto  número  de  ellos,  usando  de  la  la- 
titud dejada  por  el  artículo  3^,  han  resta- 
blecido parcialmente  el  antiguo  progra- 
ma y  explican  en  el  curso  de  este  año, 
como  anteriormente,  el  libro  1  del  Códi- 
go en  su  integridad,  comprendic-r  do  en  él 
las  relaciones  de  familia  regladas  por  los 
títulos  Y  á  XI  que  el  decreto  de  1895 
había  colocado  en  el  tercer  año.  Y  no  se 
vea  en  esta  vuelta  al  statu  quo  aate.ú 

13 
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simple  efecto  de  la  costumbre  adquirida. 
Los  profesores  de  derecho  privado  se  de- 
jan, con  demasiada  mansedumbre,  ta- 
char de  "rutina"  por  sus  colegas  de  las 
ciencias  económicas  y  políticas,  para  que 
uno  de  los  suyos,  aún  demasiado  novi- 
cio, se  permita  dirigirles  este  reproche 
injustificado.  N6.  La  vuelta  al  antiguo 
programa  corresponde  desde  luego  á  con- 
sideraciones prácticas  de  enseñanza.  Al 
aligerar  el  curso  del  primer  año,  se  ha 
recargado  el  del  último  (el  más  impor- 
tante sin  duda  pues  que  conduce  al  exá- 
men  ñnal)  hasta  tal  punto  que  es  impo- 
sible llenarlo  por  completo; fuerza espues 
arrojar  lastre:  se  hace  esto  en  el  momen- 
to oportuno,  el  único  que  se  encuentra, 
es  decir  al  principio.  Pero  no  sólo  hay 
esas  razones,  eaclusivamente  materiales. 
Se  invocan  también  argumentos  más 
ciratfficos.  Las  clases  de  introducción, 
dicen,  estaban  destinadas,  según  la  men- 
te de  los  innovadores,  á  dar,  en  las  Fa- 
cultades de  Derecho  francesas  el  equiva- 
lente de  laM  nociones  generales  (definicio- 
nes, indicaciones  bibliográficas,  princi- 
pios de  método,  etc.)  que  son,  en  ciertas 
Universidades  estranjeras,  objeto  de  un 
curso  especial  áe^' Enciclopedia  jurídica'*. 
Nada  impide,  á  medida  que  se  desarrolla 
el  curso  ordinario,  introducir  de  paso 
esos  datos  elementales:  por  lo  demás  las 
materias  contenidas  en  los  dos  primeros 
libros  del  Código  se  prestan  fácilmente  á 
ello  y  no  es  diflícil  para  un  profesor  dies- 
tro y  un  poco  experimentado,  introducir 
todas  esas  nociones  en  el  curso  de  su  en- 
señanza. En  cuanto  á  los  principios  de 
método,  no  es  necesario  explicarlos  de- 
talladamente; su  conocimiento  se  deduce 
por  sf  mismo  de  la  exposición  de  las  re- 
glas positivas  y  de  las  cuestiones  contro- 


vertidas: es  trabajando  el  hierro  como 
se  forma  el  herrero. 

Esos  son  los  cargos  que  se  hacen  á  la 
resolución  de  1895.  Tienen  ahora  ocasión 
de  expresarse  oficialmente  porque  se  ha 
consultado  á  las  Facultades  de  Derecho 
acerca  de  los  resultados  de  la  reforma. 
(1)  A  pesar  de  ese  movimiento  de  oposi- 
ción considerable,  nos  permitimos  pen- 
sar que  la  posibilidad  de  un  curso  de 
introducción  debería  mantenerse  encabe- 
zando el  programa  de  estudios  de  dere- 
cho civil.  Y  desearíamos  decir  aquí  mo- 
destamente, sin  más  ambición  que  la  de 
atraer  sobre  esas  ideas  que  nos  son  pre- 
dilectas las  autorizadas  observaciones 
de  nuestros  maestros,  por  qué  encontra- 
ríamos justificado  ese  curso  y  cómo  lo 
comprenderíamos. 

Kn  el  curso  de  la  gran  investigación 
sobre  !a  enseñanza  secundaria  que  ha  con- 
ducido al  régimen  actual  de  nuestros  li- 
ceosy  colegios, hay  un  punto  sobreelcual 
los  partidarios  de  la  cultura  clásica  pa- 
re^-en  haber  insistido  con  mayor  razón: 
es  el  de  que  una  instrucción  escolar,  cual- 
quiera que  ella  sea,  no  puede  tener  por 
objeto  proporcionar  al  adolesceate  la  to- 
talidad de  los  conocimientos  de  que  más 
tarde,  cuando  hombre,  deberá  hacer  uso 
en  ta  vida,  sino  que  el  único  resultado  po- 
sible es  obtener  la  formación  general  de 
su  espíritu.  Que  se  tome  por  ejemplo,  al 
bachiller  de  estilo  moderno,  al  que  habrá 
perseguido  y  obtenido,  al  terminar  su  úl- 
timo año  de  estudios,  el  diploma  chactas 
— lenguas  vivas.  ¿Podrá  sostenerse  que 
posee  con  ese  pergamino  el  conjunto  de 
nociones  que  le  serán  necesarias  para  de- 


(1)  Deseos  de  los  señorea  decanos  Glassoa  y 
YUley  tendentes  á  reemplasar  en  el  primer  aflo  el 
estadio  ds  los  derechos  de  familia  (nov.  190.1) 
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dicarse  á  una  carrera  práctica  en  el  co- 
mercio rt  en  la  industria?  Nadie  se  atre* 
Terá  á  sostener  que  en  cuanto  entre  en 
losnegocios.no  podrá  corregirle,  en  cuan- 
to á  idiomas,  el  dependiente  más  inferior 
que  baya  estado  algunos  meses  en  el 
extranjero,  y  bajo  el  punto  de  vista  téc- 
nico, cualquier  mecánico. 

Y  sin  embargo,  el  colegio  le  ha  propor- 
cioaado  todo  lo  que  podia  prometerle:  la 
pmeba  es  que  un  espacio  de  tiempo  más 
6  menos  prolongado  basta  para  ponerlo 
al  corriente.  ¿Cuál  es  entonces  el  objeto 
exclusivo  de  la  enseñanza  sino  el  de  ase- 
gurar al  que  la  recibe:  1'^  los  elementos 
indispensables,  base  fundamental  sobre 
la  cual  descansarán  mas  tarde  todos  los 
materiales  que  la  vida  hará  necesarios; 
2*  tm  método  seguro,  probado,  destina- 
do á  permitir  edificar  asi  con  facilidad  y 
firmexa  las  nuevas  adquisiciones  sobre 
los  primeros  cimientos?  Los  principios,  el 
método,  ese  es  el  doble  y  constante  obje- 
to de  cualquiera  que  instruye  á  su  prógi- 
mo,  desde  el  preceptor  de  instrucción  pri> 
mana  en  su  escuela  de  aldea,  hasta  el 
profesor  de  instrucción  superior  en  su  ele- 
vada cátedra  universitaria. 

La  adquisición  de  un  método  es  de  es- 
pecial importancia  en  el  dominio  de  las 
ciencias  jurídicas.  Hn  efecto,  nadie  podrá 
pretender  que  el  estudiante  que  sale  de 
nuestras  Facultades  tenga  conocimiento 
completo  de  todas  las  reglas  del  derecho 
pontivo.  Por  maravillosas  que  sean  las 
pruebas  de  erudición  que  el  profesor  ó  el 
estudiante  puedan  realizar,  siempre  de- 
berán resignarse  á  no  ser  sabios  sino  con 
ras  libros...  doctas  cümíibro,  ¿De  qué  ser- 
riila,  por  lo  demás,  almacenar  en  su  me- 
moria, como  en  un  repertorio  vivo,  los 
infinitos  detalles  de  nuestros  Códigos  y 
de  nuestras  leyes?  Lo  esencial  es  saber  en- 


contrarlos pronto  en  cuanto  se  presenta 
la  necesidad. 

Pero  hablando  de  derecho,  no  es  sólo 
en  este  sentido  restringido  como  debe  to- 
marse la  palabra  método.  Por  múltiples 
que  sean  las  prescripciones  concretas  de 
los  textos,  el  confiicto  de  los  intereses 
promueve  cada  dia  cuestiones  que  ellos 
no  resuelven.  El  jurisconsulto  obligado 
á  contestar,  el  juez  que  no  puede  negarse 
á  tallar  ¿dónde  irán  á  buscar  los  princi- 
pios en  que  fundar  su  resolución? 

Es  también  aquí  el  método  el  que  debe 
dar  la  solución,  método  complejo  y  deli- 
cado donde  entran  enjuego  las  conside- 
raciones más  variadas,  deducidns  á  la 
vez  de  la  lógica,  de  la  utilidad  general  y 
del  sentimiento  de  equidad.  La  entera  po- 
sesión de  este  método,  su  feliz  aplicación 
diaria  constituyen  ese  giro,  esa  tendencia 
del  pensamiento  llamada  el  "espíritu  ju- 
rídico' '(1),  que,  en  cumplimiento  de  nues- 
tra misión,  debemos  inculcar  á  nuestros 
estudi  antes. 

Y  por  fácil  que  parezca  la  tarea  es,  en 
el  fondo,  de  lo  más  difícil.  La  dificultad 
obedece  á  dos  razones. 

La  primera  es  que  ese  famoso  "espfr/Éu 
Jurídico"  no  es  sino  un  engaño  si  no  se  da 
al  que  lo  adquiere,  lo  que  por  nuestra 
parte  quisiéramos  llamar  el  "espíritu  crí- 
tico" en  el  derecho. 

El  espíritu  crítico,  en  el  orden  general 
de  las  ciencias,  ordena  al  hombre  no  acep- 
tar como  ciertas  sino  las  conclusiones 
cuya  veracidad  ha  podido  comprobar  él 
mismo  personalmente  por  medio  de  pro- 
cedimientos científicos.  Si,  por  ejemplo, 
se  reconoce  como  una  ley  del  mundo  ex- 

(1)  C£.  la  fina  y  penetrante  oonfureocia  de  nues- 
tro colega  M.  Charmont:  cel  espirita  jurídico»  en 
la  Academia  da  MontpelUer  f  Eteiita  de  moral  aa 
cial,  1900). 
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terior  el  famoso  priacipio  de  Arquítnedes, 
es  porqae  todo  físico  en  su  laboratorio 
puede,  si  lo  des, -a,  por  medio  de  la  expe 
riencia,  ver  que  toJo  cuerpo  sumergiilo 
en  un  líquido  exjieriniL'Uta  un  impulso  de 
abajo  hacia  arriba,  igual  al  peso  del  vo- 
lámen  líquido  desalojado.  El  espíritu  crí- 
tico se  opone  al  método  de  autoridad 
que  ordenaría  inclinarse  ante  el  princi- 
pio porque  Arquímedes  era  un  gran  sabio 
y  porque  debe  tenerse  fe  en  los  descubri- 
mientos ligados  á  su  nombre.  En  el  cam- 
po del  estudio  de  las  reglas  positivas  que 
rigen  las  relaciones  de  los  individuos,  este 
mismo  espíritu  ordena  al  jurisconsulto 
no  admitir  el  carácter  jurídico  de  ningu- 
na proposición  dada,  sin  haber  examina- 
do su  fuente.  Esta  no  puede  referirse,  en 
legislación  general,  sino  á  cuatro  elemen- 
tos diversos:  ley,  costumbre,  jurispruden- 
cia, doctrina,  es  decir,  que  la  regla  invo- 
cada debe  estar  necesariamente  ligada, 
sea  á  la  voluntad  del  poder  legislativo, 
sea  á  la  fuerza  de  un  uso  largo,  sea  á  la 
sentencia  de  los  magistrados,  sea  á  la 
opinión  de  los  juristas  privados  y  esto 
por  medio  de  una  disciplina  de  espíritu 
indispensable  y  en  virtud  de  una  vigilan- 
cia constante.  Bsta  investigación  no  es 
estéril.  Bs  por  el  contrario  muy  fecunda  á 
causa  de  la  autoridad  muy  variable  de  la 
regla  jurídica  según  sea  la  fuente  de  que 
emana.  Esas  diversas  fuentes  presentan, 
en  efecto,  diversii  autoridad  y  la  crítica 
libre  del  hombre  puede,  respecto  de  cada 
una  de  ellas,  ejercerse  en  mayor  6  menor 
grado.  La  ley  tiene  una  fuerza  obligato- 
ria á  que  cada  uno  debe  someterse,  al 
menos  cuando  la  disposición  legal  es  de 
carácter  imperativo  (6  de  orden  públi- 
co?); frente  á  ella  el  individuo  no  tiene 
sino  un  recurso:  apelar  del  legislador  de 
ayer  al  legislador  de  mañana  de  la  lex 


lata  á  la  ¡ex  ferenáa.  La  costumbre  tiene 
fuerza  de  ley  (t),  pero  tiene  menos  resis- 
tencia; la  voluntad  persistente  de  los 
hombres,  dirigida  por  la  de  un  legista 
puede  llegar  á  derribarla.  La  autoridad 
de  la  cosa  juzgada,  idéntica  á  la  ley  en  la 
especie  en  que  ha  intervenido  está,  en 
Francia,  restringida  á  ese  sólo  juicio  (ar- 
tículo 1351,C.C.){2);  la  crítica  del  juris- 
consulto parece,  pues,  respecto  de  ella,  H- 
brey  absoluta.  Sin  embargo,  esta  libertad 
es  más  teórica  que  práctica.  En  realidad, 
múltiples  consideraciones  vienen  á  limi- 
tarla; respecto  de  los  tribunales  por  sus 
propios  fallos,  puesto  que  el  precedente 
liga  moralmentc  al  juez,  ya  que  nada  es 
más  atentatorio  de  la  autoridad  buena 
fama  de  las  resoluciones  judicialesque  los 
cambios  sucesivos  de  opinión  de  los  tri- 
bunales ó  sus  divisiones  interiores;  ley 
de  imitación  entre  los  tribunales,  que  da 
á  un  fallo  bien  fundado  una  popularidad 
susceptible  á  veces  de  extenderse  por  to- 
do eí  territorio  nacional;  por  fin,  autori- 
dad de  los  fallos  de  la  Corte  de  Casación, 
á  quien  el  mecanismo  de  los  recursos  su- 
cesivos da  el  derecho  de  decir  la  última 
palabra  en  cualquier  controversia,  confi* 
riendo  de  hecho  á  sus  sentencias  el  méri- 
to de  los  antignos  fallos  de  reglamento. 
Queda  la  doctrina  cuyo  valor  es  pnra- 

(1)  ¿Tiene  fuerza  raiitra  la  ley?  Gs  una  caeütiÚTi 
disQutida.  Pero  ai  se  le  reconoce  esta  fuona,  ella 
Proporuiona  al  jurisconanlto  nn  medio  eficai  de  la- 
char contra  la  ley  miiima,  tratando  de  hacer  nacer, 
por  la  práctica,  costumbres  contrarias)  á  la  ley.  (  Ver 
artículo  2  del  Código  Civil  chileno).  N.  del  T. 

(2)  Akt.  — íiA  autoridad  de  la  u<Ma  juzgada 
nu  tieue  lugar  aino  respecto  de  lo  que  ha  Mdo  ob- 
jeto del  fallo.  Ea  necesario  que  la  cosa  pedida  sea 
la  misma;  que  la  demanda  esté  fundada  sobre  la 
roismn  causa;  que  la  demanda  sea  entre  las  mismas 
partea,  6  interpuestn  por  elia«  y  contra  ellas  en  la 
misma  calidad.  (Semejante  al  art.  '200  OóJ-  Procd. 
Civil  chileno;  ver  también  arta.  5  Cód.  Civ.  Francés 
y  3  Cód.  Uít.  chileno).  N,  del  T. 
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mente  moral;  porque,  si  se  debe  respeto 
á  los  mae&t.'os  eni'iieiites  que  se  ban  ejer- 
citado en  la  c'eucia  del  derecho,  sus  opi- 
niones esráii  indeniiiclamente  sujetas  á 
revisión  y  la  crítica  de  ellas  es  siempre, 
no  sólo  posible,  sino  también  necesnria. 

Se  ve,  pues,  por  la  rApida  exposición 
de  este  sistema  complejo,  que  el  espíritu 
iurídico  no  puede  privarse  del  espíritu  crí- 
tico. Sin  el  examen  minucioso  de  la  na- 
turaleza íntima  decada  regla  y  de  la  fuer- 
za que  de  ella  se  deriva,  el  jurisconsulto 
está  en  constante  peligro  de  aplicar  fal- 
samente su  trabajo  ó,  á  la  inversa,  de  de- 
tenerse cuando  sus  esfuerzos  producirían 
frutos.  ¥  esta  exacta  determinación  de 
los  limites  en  qt*e  puede  moverse  la  inicia- 
tiva del  espíritu  jurídico,  es  el  primer  obs- 
táculo que  encuentra  en  su  obra  educa- 
dora, el  profesor  de  las  Facultades  de  de- 
ncAO.  Hay  que  confesarlo  sin  amarara 
pero  también  con  entera  franqueza.  Mu- 
chos est'.Tdiantes  nos  Hegan  yaformndos, 
sin  que  ellos  mismos  lo  sepan,  por  el  es- 
píritu de  dogma  y  el  método  de  autori- 
dad. La  libertad  de  apreciación  frente  á 
opinioiTes  de  aspecto  temible,  desolemnes 
resoluciones  judiciales  ó  de  autores  de  fa- 
ma Uflíve/saí  es  una  de  las  emancipacio- 
nes del  pensamiento  cuya  diñcultad  de 
adquiiir  olvidan  con  demasiada  rapidez 
aquellos  que  la  han  conquistado. 

Muchos  otros  nos  traen  en  cambio  el 
espíi-itu  de  contradicción  á  oatrancc,  la 
protesta  sistemática  que  se  ejerce  en  todo 
caso,  tendencia  peligrosa  en  sí,  porque 
conduciría  forzosamente  á  hacer  retroce- 
der el  derecho  á  la  escolástica  de  la  edad 
media. 

De  manera  que  el  espíritu  crítico^  "con- 
dición de  existencia"  puede  decirle,  del 
espíritu  jurídico,  es  difícil  de  transmitir. 
£1  espíritu  jurídico  mismo  no  lo  es  menos. 


Exige,  en  primer  lugnr,  un  conocimien- 
to profundo  de  cada  uno  de  losclementos 
puestos  en  juego  por  las  facultades  inte- 
lectuales del  jurista  en  el  silencio  de  la  ley 
positiva:  lógica,  utilidad,  equidad.  La  ló- 
gica contiene  el  arte  de  conducircon  buen 
raciocinio.  En  el  dominio  de  las  ciencias 
jurídicas  tiene  variadas  aplicaciones.  Su 
objeto  es  buscar  la  intención  probable 
del  legislador  al  través  de  los  términos 
que  emplea,  á  6n  de  deducir  la  solución 
sobre  la  cual  ha  guardado  silencio.  Para 
llegar  á  este  objeto  se  pueden  emplear  di- 
versos procedimientos.  En  primer  lugar 
el  raciocinio  deductivo,  los  silogismos  en 
que  la  primera  premisa  se  apoya  en  una 
disposición  de  .la  ley  y  la  segunda  (6  las 
segundas)  contienen  el  argumento  jurídi- 
co propiamente  tal:argumentoextensivo 
(á  generali,  á  pan,  a  fortiorí,  etc.)  ó  ex- 
clvycnte  ( á  specialú  é.  contrarioy  etc.)  En 
seguida  el  procedimiento  inverso,  la  in- 
ducción que  permite  encontrar,  detrás  de 
las  variadas  soluciones  de  detalle,  los 
principios  generales  que  las  dominan:  in- 
vestigación necesaria  para  aplicar  á  las 
soluciones  legales  los  diversos  argumen- 
tosjurídicos;  investigación  útil  también  si 
se  consiente  en  aplicará  los  principios  así 
adquiridos  los  procedimientos  de  deduc* 
ción  que  se  aplican  á  los  textos  mismos. 
Las  consideraciones  de  utilidad  obligan 
al  jurisconsulto  á  generalizar  las  conse- 
cuencias de  sus  argumentos  para  no  estre- 
llarse por  excesos  de  lógica  con  las  nece- 
sidades económicas  y  las  aspiraciones  so- 
ciales. La  equidad  envuelve  el  sentimiento 
de  la  justicia,  la  idea  del  derecho:ella  pue- 
de analizarse  y  se  resume  en  nuestros  días 
en  una  noción  de  solidariedad  entre  loe 
hombres  que  existe  en  la  conciencia  so- 
cial y  superior  al  Estado  mismo.  Tales 
son  en  resumen,  los  tres  factores  del  espí- 


Digitized  by 


102 


PRIMERA  PAUTH 


ritu  jurídico.  Cada  uno  de  ellos  requiere, 
desde  su  principio,  el  más  serio  examen. 

Hay  que  determinar,  en  seguida,  la  pro- 
porción en  que  cada  uno  de  ellos  debe  in* 
fluir.  Bs  la  cuestión  misma  del  método 
suscitada  en  Francia  por  M.  Gény  v  so- 
bre la  cual  las  opiniones  son  contradic- 
torias. Algunos  puntos  pueden  conside- 
rarse va  sentados.  Sobre  otros  impera 
aún  la  duda.  Es  imposible  pronunciarse 
en  teoría  ni  proceder  en  la  práctica  sino 
con  la  mayor  prudencia. 

Todas  esas  razones,  á  nuestro  juicio, 
requieren  más  que  un  simple  aprendizaje 
en  que  los  estudiantes  aprenderían  del 
maestro,  viéndolo  obrar,  darte  del  juris- 
consulto. Es  temible  sustituir  una  auto- 
ridad á  la  graduación  delicada  de  las  di- 
versas fuentes  del  derecho  impuesta  por 
el  espíritu  crítico:  autoridad  que  puede 
ser  la  del  profesor  6  la  de  un  libro.  ¿A 
qué  examinador,  aún  principiante,  no  le 
ha  ocurrido  oír  citar  en  apoyo  de  una 
respuesta  y  como  única  justifícación,  la 
opinión  enseñada  en  clase?  El  argumen- 
to, aunque  honroso,  es  deGciente,  y  lo 
mismo  ocurre  con  la  cita  de  un  autor.  La 
pregunta  "¿donde  está  dicho?"  "¿Dónde 
está  escrito"?  sorprende  al  mejor  de  los 
estudiantes  de  leyes,  y  pueJen  contarse 
con  los  dedos  los  que,  en  el  examen,  cono- 
cen el  Código,  Los  hechos  de  que  habla- 
mos son  fáciles  de  comprobar;  no  cree- 
mos exagerarlos  persuadidosde  que  cada 
uno  de  nuestros  colegas  ha  podido  obser- 
varlos día  á  día.  £1  método  empírico  pa- 
rece igualmente  impotente  para  comuni- 
car el  espíritu  jurídico  sin  engendrar  un 
peligro  análogo.  A  falta  de  reglas  preci" 
sas  relativas  á  la  interpretación,  cada 
cual  lleva  á  ella  su  orientación  personal, 
sea  en  el  sentido  de  la  lógica,  sea  en  el  sen- 
tido de  la  utilidad  ó  de  la  equidad.  La 


exageración  de  que  todos  nos  precavemos 
¿no  es  de  temer  de  parte  de  los  estudian- 
tes? Las  consideraciones  económicas,  cier- 
tos sentimientos  que  se  dicen  de  justicia, 
pueden  ocultar  machas  arbitrariedades. 
La  lógica  jurídica  es  muy  atrayente  por 
sus  apariencias  rigurosas;  las  construc- 
ciones doctrinarias  seducen,  por  su  ele- 
gancia, los  cerebros  matemáticos;  pero 
discutir  está  muy  cerca  de  argammtar 
y  es  muy  inclinada  la  pendiente  que  con- 
duce de  la  argumentación  á  la  sutileza. 

Bs,  pues,  necesario  una  advertencia. 
¿Se  dirá  que  es  demasiado  abstracta?  la 
objeción  podría  tener  su  parte  de  ver- 
dad. No  hay  duda  que  es  espuesto  hacer 
una  obra  inútil  si  se  dirije  esa  adverten- 
cia á  jóvenes  inteligencias  para  hablarles 
desde  el  prindpio  y  sin  precaución  del 
método  jurídico  cuando  aún  ignoran  los 
conceptos  más  elementales  del  derecho. 
Pero  lo  que  á  primera  vista  parece  im- 
posible se  hace,  por  el  contrario,  bastan- 
te fácil,  si  se  tiene  la  prudencia  de  llegar 
á  esas  nociones  paso  á  paso,  progresiva- 
mente, rodeándolas  de  una  agrupación 
de  hechos  y  de  ideas  cuyos  rasgos  esen- 
ciales nos  proporciona  la  enseñanza  se- 
cundaria. 

El  estudiante  que  al  salir  del  colegio  se 
sienta  por  primera  vez  en  los  bancos  de 
nuestra  Facultad  de  Derecho,  está  aún 
impregnado  de  sus  estudios  de  humani- 
dades. Si  desde  el  principio  se  recurre  á 
la  Historia  y  á  la  Filosofía,  se  asombra' 
rá  de  encontrarse  con  un  idioma  ya  co- 
nocido para  él,  con  conocimientos  que 
renacen  de!  fondo  de  su  memoria. 

Los  estudios  jurídicos  que  talvez  se 
aprontaba  á  encontrar  áridos  y  auste- 
ros, en  todo  caso  nuevos  para  él,  le  apa- 
recerán como  la  continuación  de  sus  es- 
tudios anteriores.  Gracias  á  este  medio. 
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entrará  sin  tropiezo,  por  una  transición 
lenta  j  natural,  en  el  dominio  especial 
del  derecho. 

Y  no  debe  verse  exclusivamente  en  este 
llamado  á  estos  auxiliares  necesarios: 
ia  Historia  y  la  Filosofía,  un  simple  pro- 
cedimiento pedagójico  destinado  única- 
mente á  facilitar  al  profesor  y  al  alumno 
el  acceso  arduo  ñ  los  problemas  de  méto- 
do. Hny  en  esto  más  que  una  simple 
cuestión  de  forma  y  de  introducción.  Pre- 
tendemos que  son  estas  nociones  histórí- 
cas  y  filosóficas  mismas,  las  que  deben, 
no  sólo  conducir  al  estudio  del  método, 
sino  constituir  principalmente  la  base 
fundamental  del  famoso  "espíritu  jurí- 
dico". 

Entre  las  causas  de  diversa  naturale- 
za bajo  cuyo  dominio  evoluciona  toda 
le^slación,  deben  colocarse  en  primer  lu- 
gar tres  grupos  principales:  las  causas  de 
orden  político,  las  causas  de  orden  eco- 
nómico, las  causas  de  orden  filosófico  ó 
moral. 

Entendemos  por  ''causas  políticas"  to- 
dos los  hechos  de  orden  externo  ó  inter- 
no que  vienen  á  afectar.en  bien  ó  en  mal, 
la  organización  de  una  sociedad  determi- 
nada, en  el  curso  de  su  desarrollo  histó- 
rico. Llamamos  "causas  económicas"  las 
modificaciones  que  sobrevienen  en  la  pro- 
ducción, circulación,  consumo  y  distri- 
bución de  la  riqueza;  y  "causas  filosóficas 
6  morales,*'  las  transformaciones  ince- 
santes del  pensamiento  humano  en  lo 
concerniente  á  la  acción  de  la  justicia,  en 
una  palabra,  los  progresos  de  la  idea  del 
derecho. 

Cada  una  de  estas  causas  tiene  una 
infiuencia  capital  sobre  el  derecho  pri- 
vado. 

La  historia  entera  del  derecho  está  allí 


para  atestiguar  que  hay  una  correlación 
estrecha  entre  las  profecías  políticas  de 
una  nación  y  el  desarrollo  de  su  derecho 
privado.  Iheríng,  en  su  magistral  Espi- 
rita del  Derecho  Romano,  lo  demuestra 
respecto  de  Roma,  que  nos  da  un  ejemplo 
palpable. 

La  aldea  del  Latium  no  es,  en  sus  orí- 
genes, sino  ana  confederación  de  padres 
de  familia;  agrupados  para  prestarse  su 
apoyo  mutuo,  tienden  á  conservar  los 
beneficios  que  la  fuerza  les  ha  dado  en  el 
interior  y  en  el  exterior:  la  conquista  del 
territorio,  la  autoridad  incontestada  en 
el  hogar  doméstico.  El  antiguo  Derecho 
Romano  se  amolda  á  esta  organización 
primitiva.  Este  concepto  podía  ser  el  de 
una  pequeña  aldea,  con  la  conquista  del 
mundo  debía  necesariamente  evolucionar. 
De  defensiva  que  era,  la  alianza  de  los 
padres  de  familia  se  había  transformado 
en  ofensiva  y  se  estendía  en  el  universo 
entero:  la  organización  debía  perder  en 
vigor  lo  que  ganaba  en  amplitud. 

En  el  hogar  doméstico,  antes  doblados 
bajo  un  régimen  de  fierro,  el  niño,  la  mu- 
jer, el  esclavo,  se  emancipan.  La  revolu- 
ción política  que  sustituye  el  Principado 
á  ía  antigua  Confederación,  para  acabar 
de  romper  esta  última,  ayuda  también  á 
la  emancipación.  El  primer  Emperador 
reconoce  al  hijo  el  derecho  de  tener  un 
patrimonio  propiq,  lo  que  la  guerra  le  ha 
producido  (peculio  casírans);  el  fruto  de 
las  rapiñas  de  los  "Augustanos"  es  el 
primer  núcleo  de  fortuna  que  escapa  de 
las  manos  del  padre  de  familia  y  liga  á 
las  jóvenes  generaciones  con  el  nuevo  es- 
tado de  cosas.  Y  es  así  como  la  espan- 
sión  territorial  de  Roma  por  una  parte, 
y  la  caída  de  la  República  por  otra,  con- 
tribuyeron á  producir  la  gran  emancipa- 
ción individual,  cuya  fórmula  definitiva 
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parece  haber  estado  condensada,  duran- 
te largr>a  siglos,  en  las  reglas  jurídicas 
del  Derecho  Romano  privado.  Las  modi- 
ficaciones políticas  llevan,  pues,  nccesa" 
riamente  consigo  el  germen  fecundo  de 
un  derecho  renovado.  Y  si  fuera  preciso, 
ademán  de  Koma,  citar  otro  ilustre  ejem- 
plo, bastaría  indicar  con  una  palabra, 
palabra  que  resumevolúmenes,  las  trans- 
formaciones profundas  introducidas  en 
el  antiguo  derecho  francés,  por  la  legisla- 
ción privada  de  la  Revolución  fran- 
cesa. 

Los  cambios  ocurridos  en  el  transcurso 
de  los  siglos  en  las  condiciones  de  la  ri- 
queza, no  son  menos  fecundos  en  conse- 
cuencias bajo  el  punto  de  vista  de  las 
instituciones  jurídicas.  Que  se  compare 
aún,  bajo  este  punto  de  vista,  la  Roma 
antigua  de  los  Reyes  con  la  de  los  Anto- 
ninos.  Hn  la  aldea  de  las  siete  colinas, 
sobre  la  tierra  de  los  antepasados,  (el 
bien  por  excelencia)  el  viejo  Quirite  ali- 
mentaba fácilmente  su  familia  y  su  pecas; 
la  gens  se  bastaba  á  si  misma  sin  necesi- 
dad de  recurrir  al  préstamo,  al  cambio 
de  productos  6  de  fuerzas  con  las  o-eníes 
vecinas.  Frente  á  esas  antiguas  edades, 
la  Roma  imperial,  la  ciudad  por  exce- 
lencia, es  no  sólo  la  capital  política,  sino 
especialmente  la  capital  académica  del 
mundo;  la  venta  de  prisioneros,  el  botín 
de  las  ciudades,  la  explotación  de  las  co- 
lonias, hacen  afluir  la 'riqueza  mueble;  el 
comercio  prospera,  se  fundan  Bancos, 
hombres  nuevos  de  reciente  fortuna  lle- 
gan á  las  supremas  magistraturas.  A  si- 
tuaciones tan  diversas  en  la  naturaleza 
y  en  la  cantidad  de  los  bienes,  en  su  cir- 
culación, en  su  distribución,  debían  co- 
rresponder necesariamente  situaciones 
jurídicas  variadas  en  lo  concerniente  á  la 
transmisión  ó  á  la  adquisición  de  los 


derechos  reales,  á  la  formación  ó  á  la 
extinción  de  los  lazos  contractuales. 

Con  el  contacto  del  Jas  gsntium,  el 
viejo  Jüs  quirítium  se  pule,  se  afina  ó  de- 
s  iparece.  El  derecho  romano  de  la  pro- 
piedad y  de  las  obligaciones,  cabe  entero 
en  un  capítulo  de  economía  poUtica>.  ¥  si 
estas  causas  de  evolución  son  ya  impor- 
tantes en  Roma,  ¿qué  decir,  en  nuestra 
época,  de  su  influencia  sobre  el  derecho 
privado?  El  siglo  XIX  ha  visto  él  sólo 
más  revoluciones  económicas  que  todos 
los  ai. tenores  reunidos.  El  Código  Civil 
se  ve  desbordado.  Las  grandes  aplica* 
clones  de  las  ciencias,  el  vapor,  la  electri- 
cidad, hacen  nacer  una  industria  que 
ignoraba  casi  por  completo;  la  sociedad 
por  acciones  desarrolla  el  capital  bajo  la 
forma  de  valores  de  Bolsa;  el  personal 
industrial  se  multiplica,  dando  origen  á 
conflictos  de  intereses,  complejos,  entre 
patrones  y  empleados;  el  procedimiento 
industrial,  la  marca  6  eldibujode  fábrica 
constituyen  bienes  de  una  nueva  especie; 
la  colonización  hace  aún  cien  veces  ma- 
yor la  fortuna  mobiliaria,  aplastada  en 
1804  bajo  la  importancia  social  de  la 
tierra.  Eso,  en  resumen,  respecto  de  la 
producción.  ¥  las  modificaciones  ocuni' 
das  entre  1800  y  1900  en  la  circulación, 
el  consumo  y  ta  distribución  de  la  rique- 
za tienen,  en  las  relaciones  jurídicas  entre 
particulares,  consecuencias  no  menos 
considerables. 

Queda  el  orden  moral,  la  evolución  de 
la  idea  del  derecho.  El  grito  eterno  de  los 
oprimidos  hacia  la  justicia  absoluta,  el 
clamor  déla  ley  escrita  hacia  las  leyes  no 
escritas,  lanzado  por  la  Antígona  de  Só- 
focles, ha  resonado  en  todo  tiempo.  Ha 
encontrado  solemnes  confirmaciones  co- 
mo la  inmortal  (Aclaración  de  los  Dere- 
chos del  hombre  v  del  ciudadano.  La 
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conciencia  humana  de  donde  ha  surgido 
espontáneamente,  ha  analizado  poco  á 
poco  esc  concepto.  Vosqaitas,  la  igual- 
dad entre  los  hombres,  tal  era  la  doctri- 
na antigua.  "Membra  samas  corporís 
magni'*  "natura  nos  cognatos  edidit''\ 
escribían  los  estoicos.  Fraternidad,  soli- 
daridad, decimos  hoy:  la  máxima  de 
Kact  de  la  conistencia  ha  sido  reempla- 
zada por  el  precepto  déla  cooperación. 
S61o  faltaba  declararla  superior  al  Esta- 
do, al  Príncipe,  al  Dictador;  los  romanos 
casi  lo  habían  hecho:  "quidquiú  ptincipi 
placuit  legis  babet  vigorem."  La  revolu- 
ción francesa  ha  levantado  la  idea  del 
derecho  sobre  el  Estado  mismo,  j  los 
tiempos  más  recientes  nos  muestran  que 
toda  lev  que  no  corresponde  en  absoluto 
á  la  conciencia  común  de  un  pueblo  libre, 
es  vana.  Tal  es  el  esfuerzo  del  pensamien- 
to humano  en  la  concepción  a  príorí  de 
las  reglas  que  rigen  las  relaciones  de  los 
hombres  entre  sí;  y  desde  los  primeros 
tiempos  del  Imperio  Romano,  en  que  los 
filósofos  dejaron  terminada  la  emanci- 
pación jurídica  del  hijo  de  familia,  déla 
mujer  y  del  esclavo,  hasta  la  legislación 
más  reciente  relativa  al  arrendamiento 
de  trabajo,  hasta  las  últimas  resolucio- 
nes judiciales  referentes  á  los  seguros,  las 
ideas  morales  dirigen  el  desarrollo  del 
derecho  privado. 

Los  hechos  de  carácter  político,  econó- 
mico y  filosófico  que  dominan  la  evolu- 
ción de  las  instituciones  jurídicas  son 
bien  conocidos  en  su  conjunto  por  el  es- 
tudiante de  primer  año;  es  la  esencia 
misma  de  la  cultura  que  se  le  ha  dado  en 
el  liceo.  Mostrar  la  relación  entre  esas 
causas  jeneraJes  y  las  reglas  del  derecho 
privado,  tal  es,  á  nuestro  juicio,  la  pri- 
mer¿  tarea  del  profesor  del  curso  de  in- 
troducción. 

nSBCHO 


La  dificultad  de  interesar  no  es  gran- 
de. Se  hacen  pasar  delante  del  futuro 
jurista  los  hechos  más  notables  de  la  his- 
toria y  las  grandes  ideas  humanitarias. 
No  es  difícil  tampoco  ser  comprendido, 
ya  que  se  habla  de  cosas  familiares  al 
estudiante  y  que  se  resumen  con  un  nue- 
vo fin.  En  cuanto  al  método  de  exposi- 
ción que  debe  emplearse,  se  impone  na- 
turalmente. Se  procederá  por  medio  de 
grandes  cuadros,  separados  por  largos 
períodos,  deteniéndose  primero  por  sepa- 
rado, en  las  dos  fuentes  de  nu»tro  dere- 
cho nacional,  la  tradición  romana  y  la 
tradición  jermánica;  el  derecho  privado 
en  el  siglo  XIII,  después  en  la  víspera  de 
la  Revolución;  el  derecho  de  la  Revolu- 
ción... 

Queda,  sin  embargo,  una  objeción. 
Se  considera  que  el  estudiante  de  dere- 
cho al  iniciar  su  primer  afio  ignora  por 
completo  el  derecho.  ¿Cómo  puede  en- 
tónces  presentársele,  aun  siguiendo  lí- 
neas muy  amplias,  el  cuadro  de  las  prin' 
cipales  reglas  del  derecho  civil  en  una 
época  determinada  en  términos  que  sean 
intelijibles  para  un  espíritu  no  iniciado? 
La  objeción  sólo  sería  decisiva  si  debié- 
ramos entrar  en  el  detalle;  y  no  se  trata 
aquí  sino  de  ideas  mui  elementales.  No 
se  necesita  ser  versado  en  derecho  para 
comprender  las  palabras:  patria  potes- 
tad, esclavitud  ó  servidumbre,  matrimo- 
nio, divorcio,  propiedad,  contrato,  suce- 
sión, testamento.  Basta  indicar  al  estu- 
diante, por  medio  de  algunas  palabras 
características,  cuál  era,  en  una  fecha 
dada  de  la  historia  de  nuestro  derecho 
privado,  el  estado  de  un  ciudadano  en  el 
momento  de  su  nacimiento,  en  el  de  su 
matrimonio;  lo  que  ocurría  con  sus  bie- 
nes á  su  fallecimiento,  todo  ello  puesto 
en  paralelo  con  la  situación  política,  eco- 
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nómica  y  moral  dt:  Roma  ó  de  la  Fran- 
cia en  ese  momento.  Esto  no  requiere 
gran  acopio  de  palabras  técnicas  ni  de 
conocimientos  jurídicos.  Ycreemos  quees 
por  medio  de  una  exposición  de  esta  na- 
turaleza como  puede  llegarse  é  inculcar 
en  el  estudiante  la  noción  de  la  evolu- 
ción del  derecho. 

Esta  noción  es  á  nuestro  juicio,  la  pri- 
mera que  se  debe  despertar.  Sin  embar- 
go, no  es  la  Iónica.  Recordemos  el  objeto 
especial  de  este  curso  de  introducción: 
formar  el  espíritu  crítico  y  el  espíritu  Ju- 
rídico de  nuestros  alumnos.  La  exposi- 
ción sumaria  de  los  estados  sucesivos  del 
derecho  civil  en  las  diferentes  épocas, 
aún  acompañada  de  la  indicación  de  las 
principales  nociones  polfticas,  económi- 
cas y  morales  que  la  esplican,  aunque 
muy  instructivas  en  sí  mismas,  serán  in- 
su6c*ientes  en  vista  del  fín  que  se  persi* 
gue,  si  no  se  realizaran  además  dos  con- 
diciones suplementarias. 

La  primera  de  estas  condiciones  es  que 
en  cada  faz  de  la  historia,  en  cada  cua- 
dro nuevo  que  se  presente,  se  agregue  á 
la  exposición  del  derecho  y  de  sus  causas 
de  transformación,  la  de  los  factores 
gracias  á  los  cuales  la  evolución  jurídicu 
se  ha  realizado:  nos  referimos  á  las  fuen- 
tes del  derecho  consideradas  como  los 
instrumentos  propios  de  la  evolución  ju- 
rídica. 

Se  darán,  por  ejemplo,  desde  el  princi- 
pio, algunas  explicaciones  muy  ániplias 
referentes  á  la  ley  escrita  y  á  la  cos- 
tumbre, á  la  jurisprudencia  y  á  la  cien- 
cia del  derecho.  Sin  duda  hai  que  limitar- 
se á  lo  extrictamente  jeneral;  los  otros 
romos  que  se  enseñan  simultáneamente 
en  el  primer  año:  derecho  romano  é  his- 
toria del  derecho,  darán  detalles  en 


abundancia.  Pero  á  nuestro  juicio,  es  ne- 
cesario hacer  figurar  en  el  curso  de  in- 
troducción, el  estudio  razonado  pero  ele- 
mental de  esas  nociones. 

Y  esto  en  primer  lu^^ar,  por  disciplina 
intelectual.  Se  h«n  mostrado  al  estu- 
diante los  progresos  del  derecho  coinci- 
diendo con  los  progresos  de  la  civiliza- 
ción. Sabe  que  el  derecho  ha  evoluciona- 
do; y  ¿por  qué?  ¿No  es  también  indispen- 
sable indicarle  además  cómo?  ¡Sf!  se 
debe  acostumbrar  al  futuro  jurista  des- 
de el  primer  día  de  sus  estudios  á  la  con- 
templación de  los  esfuerzos  de  sus  mayo- 
res. Debe  acostumbrarse  á  la  idea  de 
que,  cualesquiera  que  sean  las  causas,  el 
esfuerzo  del  hombre  de  derecho  es  la  pa- 
lanca de  la  transformación  social.  Que 
Fe  trate  de  los  comicios  por  curias  ó  del 
aparato  parlamentario  de  las  leyes  mo- 
dernas, de  las  costumbres  de  los  roma- 
nos ó  de  las  nuestras,  del  pretor  ó  de  la 
Corte  de  Casación,  de  Ulpiano  ó  de  Au- 
br^'  et  Rau,  debe  aparecer  perpetuamen- 
te el  espectáculo  del  hombre  creando  el 
derecho  para  su  felicidad. 

Otra  consideración  más,  obliga  al  es- 
tudio razonado  de  las  fuentes  del  dere- 
cho. ¡Cuántas  expresiones  jurídicas  que- 
darían oscuras  y  sin  sentido  si  no  se 
dieran  de  ellas  explicaciones  que  tienen 
raíces  profundas  y  lejanas  en  la  técnica 
de  los  siglos!  Veamos  uno  de  los  térmi- 
nos que  usamos  más  á  menudo:  el  de 
"institución  jutidícá",  ¿Qué  es  en  reali- 
dad esa  noción  y  cómo  dar  idea  de  ella, 
si  no  se  asciende  hasta  los  romanos,  fun- 
dadores de  la  ciencia  del  derecho?  Será 
necesario,  para  aclararla,  mostrar  á  los 
Prudentes  observando  de  hecho  las  dife- 
rentes situaciones  en  que  el  hombre  pue- 
de encontrarse  con  relación  á  sus  seme- 
jantes (padre  ó  hijo,  esposo,  amo  ó  escla- 
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To)  6  respecto  de  las  cosas  que  ha  colo- 
cado bajo  su  dominación  (dominación 
más  6  menos  extensa  que  lleva  envuelta, 
sea  el  simple  uso,  el  simple  goce,  sea  la 
dominación  completa  yendo  hasta  la 
destrucción  posible);  terminado  este  tra- 
bajo de  obserracióat  habrá  que  verlos, 
por  un  ednerzo  de  ^ntesis,  agrupar  en 
manojo  todas  las  reglas  de  derecho  apli- 
cables á  esta  situación  de  hecho,  crean- 
do en  seguida  términos  especiales  para 
caracterizar  esa  situación  y  dar,  en  un 
vocablo,  la  intuición  resumida  de  todas 
las  reglas  así  condensadas;  habrá  que 
verlos  hacimdo  clasiñcaciones  para  lle- 
gar por  6n  é  las  deñniciones,  fundamen- 
to  de  la  ciencia  jurídica.  Y  sólo  después 
de  haber  asistido  á  este  trabajo  de  loa 
romanos  proeceptores  nostri,  podrá  com- 
prender el  estudiante,  cuanto  esfuerzo  de 
abstracción  latente  y  virtual  se  encierra 
en  la  más  insignificante  de  esas  palabras 
nuevas  que  está  llamado  á  usar. 

Por  eso,  por  diversas  razones,  el  exó- 
men  sumario  de  las  fuentes  debe  acompa- 
ñar rigorosamente  los  cuadros  jurídicos 
rápidos,  que  constituyen  á  uuestrojuicio 
el  curso  de  introducción  al  derecho  civil. 
Esa  es,  á  nuestro  parecer,  una  de  las  exi- 
gencias esenciales  de  la  educación  del  ju- 
rista. Hagamos  mcndón  para  terminar, 
de  una  segunda  y  última  condición. 

Hemos  dicho  que  esos  cuadros  deben 
retroceder  hasta  el  derecho  romano; 
pero  en  nuestros  dfas  ¿hasta  dónde  será 
bueno  extender'os?  ¿Nos  detendremos  en 
el  Código  Civil?  Después  de  haber  bos- 
quejado á  grandes  rasgos  los  conceptos 
generales  del  Código  Napoleón  en  to 
concerniente á la  familia  yála propiedad, 
después  de  haber  resumido  su  espíritu, 
deducido  de  las  condiciones  políticas, 
económicas  y  morales  que  han  rodeado 


su  nacimiento,  ¿bastará  detenemos  allí 
y  abrir  el  Código  en  el  artículo  1'  para 
principiará  comentarlo?  A  nuestro  jui- 
cio sería  una  falta.  Toda  la  fuerza  del 
curso  de  introducción  debe  referirse,  por 
el  contrario,  al  siglo  que  acaba  de  pasar. 

Pero  aquí,  invertiremos  el  orden  se- 
guido en  los  períodos  precedentes.  Bn 
lugar  de  indicar  en  primer  lugar,  en  sus 
rasgos  generales,  las  grandes  líneas  del 
derecho  positivo,  y  de  examinar  en  se- 
guida, sucesivamente,  las  causea  y  los 
factores  de  la  evolución, es  porel  estudio 
de  esas  causas  y  de  esos  factores  por  don- 
de debemos  ahora  comenzar. 

Consagraremos  primero  varias  lec- 
ciones á  deducir  las  causas  de  la  evolu- 
ción del  derecho  privado  desde  la  codifi- 
cación. Sin  hacer  un  curso  de  historia 
contemporánea,  recordaremos  nuestras 
r  voluciones  políticas  y  las  principales 
c  msecuencias  que  ellas  tuvieron  sobre 
lus  destinos  del  p^s.  Insistiremos  en  el 
movimiento  económico,  en  esas  transfor- 
maciones en  el  orden  de  la  producción 
cuyos  razgos  característicos  citábamos 
más  arriba,  y  que  han  trastornado  el  de- 
recho del  Código.  Insistiremos  también 
sobre  las  modalidades  nuevas  de  la  cir- 
culación de  las  riquezas,  que  han  reno- 
vado la  antigua  teoría  de  las  obligacio- 
nes de  las  Institutas  y  de  Pothier;  sobre 
las  modificaciones  en  la  repartición  de 
la  fortuna,  sobre  la  remuneración  desi- 
gual del  capital  y  del  trabajo  en  el  curso 
del  siglo  XIX,  sustituyendo  á  la  casi 
igualdad  de  condiciones  que  siguió  á  la 
Revolución,  esa  oposición  flagrante  de 
dos  clasesantogónicas:  burguesía  y  pro- 
letariado; insistiremos  por  fin  sobre  las 
formas  actuales  de  gastos,  de  ahorros  y 
de  previsión,  donde  deben  hallarse  los 
remedios  de  la  desigualdad  social. 
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Por  fin,  daremos  una  idea  de  conjunto 
de  las  doctrinas  filosóficas  del  siglo  pa- 
sado, concernientes  á  las  ideas  del  dere- 
cho. Será  el  caso  de  hablar  especialmen- 
te de  la  gran  escuela  histórica  alemana, 
de  enseñar  al  estudiante  losnpmbres,  las 
obras  de  Savigny  y  de  Yhering,  cuyos 
conceptos  han  producido  tanta  impre- 
sión en  el  mundo  jurídico  francés.  Se  es- 
tudiará á  los  utilitarios  ingleses,  Mili  y 
Spencer,  á  los  positivistas,  los  precurso- 
res del  socialismo,  Bastiat  y  Froudhon, 
en  sus  conceptos  de  la  justicia.  Se  ligará 
á  la  escuela  liberal  francesa  de  nuestros 
filósofos  espiritualistas,  mostrando  sin 
embargo  como  su  doctrina  ha  sabido 
rejuvenecerse  con  el  contacto  de  esas  es- 
cuelas contrarias,  se  ligará  decíamos,  á 
esa  escuela,  la  idea  moderna  del  derecho 
que  se  desprende  de  las  obras  más  re- 
cientes: La  Idea  del  derecho  de  M.  Fouí- 
Uée,  El  derecho  individual  y  el  Estado  de 
M.Beudant,  La  evolución  del  derecho  y 
la  conciencia  social,  del  señor  presidente 
Tanon,  Solidaridad^  de  M.  León  Bour- 
geois. 

Vendrá  después  la  exposición  de  las 
fuentes  del  derecho  actual,  consideradas 
como  factores  de  la  evolución  jurídicaen 
el  siglo  XIX.  La  teoría  clásica  de  la  ley 
acarreará  la  de  las  leyes  extranjeras  y 
la  iniciación  al  derecho  comparado.  La 
teoría  de  la  costumbre  suscita  un  gran 
debate  contemporáneo.  Con  la  jurispru- 
dencia aparece  el  grave  problema  de  la 
misión  del  juez;  con  la  doctrina,  la  cues- 
tión de  los  diferentes  métodos  de  expo- 
sición del  derecho  civil;  con  ambas,  por 
fin,  la  discusión  fundamental  de  los  mé- 
todos de  interpretación. 

Así  nos  veremos  llevados,  por  la  en- 
cadenación natural  de  las  ideas,  al  estu- 
dio ^ue  constituía  el  objeto  principal  de 


este  curso  de  introducción.  Haremos  pa- 
sar á  la  vista  del  estudiante,  ilustrados 
por  numerosos  ejemplos,  los  raciocinios 
silogísticos  del  método  tradicional;  des- 
compondremos la  argumentación  jurí- 
dica, analizaremos  los  procedimientos  de 
deducción  y  de  inducción  y  la  estética 
paciente  de  las  construcciones  doctrina- 
rias. Hablaremos  de  las  críticas  recientes 
que  este  método  ha  levantado,  y  de  las 
nuevas  teorías  propuestas.  Faltando  un 
método  absoluto,  se  indicarán  los  prin- 
cipios dirigentes  de  la  interpretación  ju- 
rídica, combinando  lalógica,  la  utilidad 
y  la  equidad. 

Se  obtendrá  asi  el  objeto  de  las  leccio- 
nes de  introducción.  Después  de  haber  es- 
puesto las  causas  de  la  evolución  juridica 
en  el  siglo  XIX  y  sus  factores  determi- 
nantes, faltaría  aún  dar  á  conocer  el  de- 
recho positivo  mismo.  £so  será  materia, 
no  ya  de  un  rápido  cuadro  de  conjunto, 
sino  de  un  estudio  científico  detallado:  el 
curso  general  se  iniciará.  Pero  el  estu- 
diante ya  habrá  comprendido  por  qué,  al 
revés  de  un  dicho  célebre,  estaríamos 
autorizados  para  decirle:  '*no  conozco  el 
Código  Napoleón;  enseño  el  derecho  civil 
francés." 

No  tenemos  de  ningún  modo  la  preten- 
sión de  creer  que  el  estudiante,  al  termi- 
nar estas  rápidas  lecciones  será  un  juris- 
ta perfecto.  El  objeto  de  la  enseñanza, 
decimos,  es  proporcionar  al  que  la  recibe 
los  principiosy  el  método.  Los  principios 
del  derecho  civil,  los  ignora  aún  radical- 
mente: el  curso  general  está  establecido 
para  enseñárselos  en  tres  buenos  años  de 
estudios,  ¿El  método?  apenas  lo  conoce; 
tiene  de  él  una  noción  teórica  pero  deberá 
ir  haciendo  su  aprendizaje:  el  curso  está 
^lí  también  para  completar  este  vacío. 
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¿De  qué  le  habrán  servido  entonces 
estas  pocas  conversaciones  de  introduc- 
ción? Ya  que  á  fin  de  cuenta  las  nociones 
teóricas  son  por  sí  solas  insuficientes 
para  proporcionar  el  método.  ¿Con  qué 
objeto  darse  tanto  trabajo  y  por  qué  ese 
constante  llamado  á  la  historia  y  á  la 
fílosofia,  encabezando  un  curso  de  dere- 
cho civil  francés? 

Es  porque,  como  lo  ananciábamos  más 
arriba,  este  llamado  á  las  humanidades 
no  constituye  exclusivamente  en  nuestro 
pensamiento,  el  método  pedagógico  bus- 
cado para  llegar  á  fin  de  cuenta,  sin  mU' 
chas  dificultades  para  el  alumno  y  para 
el  maestro  á  algunas  lecciones  de  meto- 
dología. Es  porque  constituye  una  de  las 
bases  fundamentales  del  espíritu  jurídico 
mismo. 

¿Qué  son,  pues,  en  efecto  las  nociones 
de"utilidad"y  de  "equidad*'  que  entran- 
do en  las  reglas  de  interpretación,  confir- 
man ó  contrapesan,  en  una  proporción 
discutible  pero  segura,  los  raciocinios  de 
la  lógica  jurídica?  Las  consideraciones  de 
utilidad,  como  lo  recordábamos,  obligan 
al  jurisconsulto  á  generalizar  las  conse- 
cneacias  de  sus  deducciones,  á  fin  de  evi- 
tar el  conflicto  entre  el  bien  general  y  el 
derecho  aplicado;  ¿qué  es  el  bien  general 
y  dónde  deberá  el  jurista  buscar  el  crite- 
rio que  le  sirva  á  apartar  las  interpreta- 
ciones dañadas  ó  perjudiciales?  ¿Acaso  se 
cree  que  el  sentimiento  de  la  equidad  está 
tan  profuñdamente  cimentado  en  noso- 
trc«  que  pueda  dictarnos,  frente  á  todos 
los  problemas,  la  solución  justa,  indiscu* 
tibie,  sin  dudas  para  la  conciencia  y  sin 
vacilaciones  acerca  de  la  justicia  de  su 
fallo?— ¡Nó!  Los  variados  matices  de  las 
necesidades  sociales  solo  aparecen  gra- 
cias á  un  conuciniiento  profundo  de  las 
necesidades  económicas;  es  por  na  exa- 


men perpétuo  de  los  pensamientos  de  los 
demás  y  de  los  suyos  propios,  como  se 
desprende  lentamente  en  el  hombre  la 
idea  con  diente  del  derecho,  ese  sentimien- 
to obscuro  y  delicado  que  Cicerón  decía 
ya  deber  buscarse  en  los  pliegues  más 
profundos  de  la  naturaleza;  "penitusex 
intima  philosophin  haariendam  jarís  áis- 
cipUnam  putas." 

Cualesquiera  quesean  los  esfuerzos  que 
se  hagan  para  desterrar  "lo  arbitrario" 
del  derecho,  acrecer  el  dominio  del  racio- 
cinio lógico  y  cspulsar  las  consideracio- 
nes "personales"  de  lo  tátil  y  de  lo  justo, 
estas  últimas,  por  débiles  que  sean,  arras- 
trarán siempre  la  balanza.  En  todos  los 
dominios  del  derecho  civil,  aun  los  más 
abstractos,  aun  aquelfos  que  se  prestan 
más  al  rigor  del  raciocinio,  siempre  pre- 
domina al  fin  la  parte  del  sentimiento. 
No  sólo  hablamos  del  derecho  de  las  per- 
sonas: no  hay  cuestión  alguna  del  dere- 
cho de  familiaen  que,  tras  las  apariencias 
de  los  argumentos  del  texto,  do  se  aper- 
ciban rápidamente  las  tesis  contrarias 
del  derecho  superior  de  los  parientes,  del 
padre,  del  marido,  del  seductor  mismo  y 
la  de  la  protección  individual  del  hijo,  de 
la  mujer,  del  débil  de  espíritu,  de  la  joven 
seducida,  del  hijo  ile^timo.  Coloquemos 
la  cuestión  sobre  elterrenodel  derecho  de 
las  obligaciones,  la  patria  misma  de  nues- 
tra lógica  jurídica.  ¿Son  en  realidad  pro- 
cedimientos delógica  los  que  han  llevado 
á  todo  e!  mundo  á  re.:onocer,  prescindien- 
do de  las  fórmulas  del  Código,  que  de  un 
contrato  celebrado  entre  Primus  y  Secun- 
dus  puede  nacer  un  derecho  á  favor  de  un 
tercero?  ¿Cuáles  son  las  razones  que 
obligan  á  admitirel  valor  del  interés  mo- 
ra! en  las  obligaciones  nacidas  de  delitos 
ó  contractuales,  que  hacen  retroceder  los 
límites  de  la  "causa  jurídica"  hasta  asi- 
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mílarla  al  "simple  motivo'^  que  tienden 
á  identificar  las  viejas  "obligaciones  na> 
turales"  con  el  deber  moral,  pero  que  ha- 
cen objetiva  la  obligación  nacida  de  deli- 
to hasta  el  extremo  de  desterrar  la  idea 
de  falta,  reemplazada  por  la  noción  del 
riesgo  creado,  que  eliminan  de  ese  mismo 
delito  la  condición  de  ilicitud,  en  contra- 
dicción con  el  antiguo  adagio  "nemiaem 
Icedit  qui suo  jure  átitur"...? 

Resignémonos,  pues,  á  lo  inevitable  y 
confesemos  francamente  la  verdad. 
(ógica  no  es  el  derecho  entero.  Es  el  in&< 
trumento  propio  de  él,  el  aparato  indis- 
pensable. Es  necesario  que  el  jurista  tra. 
baje  por  adquirirla  j  por  hacerse  con  ella 
una  disciplina  del  pensamiento.  Pero  el 
alma  del  derecho  está  en  otra  parte.  Por 
eso  nos  parece  que  es  de  desear  hacer  de 


nuestros  estudiantes,  historiadores,  eco- 
nomistas y  filósofos  al  mismo  tiempo  que 
les  enseiSamos  los  textos  j  el  arte  de  uti- 
lizarlos. Asf  aprenderán  á  conpeer  que, 
desde  el  origen  del  derecho,  si  todo  se  ha 
creado,  nada  se  ha  perdido.  Las  transfor- 
maciones jurídicas  no  requieren,  gracias 
al  jurista,  ningunaconvulsión  social.  Las 
instituciones  que  imagina  y  también  las 
que  modifica,  son  el  reflejo  de  la  sociedad, 
de  las  necesidades,  del  espíritu  público  del 
momento,  del  medio  en  que  se  mueve.  Es 
á  la  ves  el  más  sólido  apoyo  de  la  conser- 
vación y  el  más  atrevido  campeón  del 
progreso;  y  todo  se  realiza,  gracias  á  él, 
en  la  s^uridad  del  orden  y  á  la  sombra 
de  la  paz,  sin  trastorno  y  sin  revolución. 

Enrique  L£ty  Uixmann 
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(Conclmión) 


La  parte  segunda  del  artículo  3^  del 
Reglamento  de  28  de  julio  dice:  "al  que 
denuncie  (manifieste)  como  descubrid<ir 
un  depósito  de  salitre  ó  borato  se  otor- 
gará  primero  una  concesión  de  legisiro^ 
esto  es,  de  exploración,  por  seis  meses"; 
de  modo  que  si  el  concesionario  de  regis- 
tro no  hace  sus  exploraciones  en  seis 
meses,  deberá  sufrir  alguna  sanción. 

El  artículo  2'  de  este  Reglamento  re- 
mite al  Código  de  Minería  todo  lo  rela- 
tivo al  registro,  posesión  y  propiedad  de 
los  depósitos  salitrales.  Así  el  Código  de 
Minería  de  1874  (art.  38)  como  el  de 
1888  (art.  41 J  disponen:  "si  el  registra- 
dor no  labrare  el  pozo  y  no  ratificare  su 
registro,  se  le  tendrá  por  desistido  de  sus 
derechos". 

De  consiguiente,  el  concesionario  de  re- 
gistro de  un  depósito  de  salitre,  que  no 
baya  practicado  dentro  de  término  las 
escavaciones  necesarias  para  hacer  el  re- 
conocimiento del  depósito  manifestado; 
y  que  no  haya  ratificado  su  registro,  ha- 
ciendo practicar  la  mensura,  como  se  lo 
prescriben  los  artículos  3^  74^  del  Regla- 


mento de  28  de  julio,  cae  en  la  sanción  de 
la  pérdida  de  sus  derechos,  como  lo  pres- 
criben tos  artículos  citados  del  Código 
de  Minería. 

Es,  por  lo  tanto,  una  presunción  de  de- 
recho la  que  sanciona  la  omisión  del  con- 
cesionario de  un  depósito  de  salitre,  que 
no  ha  sido  reconocido  y  mensurado  en 
los  plazos  prefijados;  y  consiste  esa  san- 
ción en  la  pérdida  de  la  concesión. 

A  no  ser  así,  el  permiso  para  explorar 
en  busca  de  un  yacimiento  de  salitre, 
sería  perpetuo,  irrevocable,  imprescrip- 
tible. 

Cuando  el  Código  de  Minería  dispone 
que  el  concesionario  debe  labrar  un  pozo 
dentro  del  plazo  de  90  días  que  para  ello 
le  fija,  lo  mismo  que  cuando  al  peticiona- 
río  de  un  depósito  de  salitre  el  Regla- 
mento de  28  de  julio  le  da  un  término 
de  seis  meses  para  hacer  exploraciones, 
aquel  plazo  y  este  término  llevan  consigo 
la  condición  resolutoria  de  caducidad  de 
la  concesión,  si  no  se  ejecutan  los  traba- 
jos para  los  cuales  el  permiso  fué  otor- 
gado. Dice  el  artículo  49  del  Código  Ci- 
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vil:  "Cuando  se  dice  que  un  acto  debe  eje- 
cutarse en  6  dentro  de  cierto  plazo,  se 
entenderá  que  vale  si  se  ejecuta  ántes  de 
la  media  noche  en  que  termina  el  último 
día  del  plazo." 

Ante  este  precepto  legal,  una  concesión 
ó  permiso  para  explorar  un  yacimiento  de 
salitre  en  el  plazo  de  seis  meses,  caduca 
por  el  hecho  de  no  ejecutar  las  explora- 
ciones, caduca  por  no  haber  practicado 
la  mensura  en  los  seis  meses  subsiguien- 
tes al  primer  plazo;^  no  puede  ser  ampa- 
rada por  los  decretos  supremos  dictados 
entre  el  14  de  noviembre  de  1878  y  el  28 
de  mayo  de  1881,  porque  lo  que  estos 
decretos  ampararon  fué  el  derecho  de  un 
concesionario  de  pertenencia  salitrera 
mensurada  y  tomada  en  posesión,  para 
el  sólo  efecto  de  la  explotación  de  la  per- 
tenencia ya  constituida. 

Así  y  todo,  aún  admitiendo  que  los  de- 
cretos supremos  que  ampliaron  los  pla- 
zos para  empezar  la  explotación  de  las 
pertenencias  de  salitres  concedidas  á  par- 
ticulares, hubiesen  protegido  también  las 
simples  concesiones  6  permisos  para  ex- 
plorar y  constituir  pertenencias,  hasta 
que  hubiesen  sido  terminados  los  ferro- 
carriles de  Taltal  á  Cachinal  y  de  Aguas 
Blancas  á  Antofugasta,  resaltaría  que 
desde  la  terminación  de  esas  vías  férreas 
hasta  el  presente,  habrían  transcurrido 
todos  los  plazos  fijados  para  constituir 
y  demarcar  pertenencias,  y  para  explo- 
tarlas. 

El  decreto  supremo  de  30  de  mayo  de 
1884  fué  así  concebido:  "Considerando 
que  deben  establecerse  por  ley, que  se  dic- 
tará oportunamente,  las  condiciones  con 
sujeción  á  las  cuales  pueden  otorgarse 
concesiones  de  depósitos  de  salitres,  bo- 
ratos y  otras  sustancias  análogas,  á  que 
se  refiere  el  decreto  de  28  de  iuliode  1877, 


y  que  mientras  tanto  no  es  conveniente 
continuar  otorgando  dichas  concesiones, 
decreto:  "suspéndese  en  todo  el  territorio 
de  ¡a  República^  comprendiendo  los  de- 
partamentos al  norte  del  paralelo  23,  el 
otorgamiento  de  concesiones  de  depósi- 
tos de  salitres,  boratos  y  demás  sustan- 
cias enumeradas  en  el  citado  decreto  de 
28  de  julio  de  1877,  el  cual  queda  dero- 
gado." 

Este  decreto  trascrito  concluyó  con  las 
concesiones  de  depósitos  de  salitres  en 
todo  el  territorio  de  la  República;  y  el 
Código  de  Minería  de  20  de  diciembre  de 
1888,  parte  final  del  artículo  2*^  dispuso: 
"El  Estado  se  reserva  la  explotación  de 
jas  guaneras  en  terrenos  de  cualquier 
dominio,  y  la  de  los  depósitos  de  nitra- 
tos y  sales  amoniacales  análogas  que  se 
encuentren  en  terrenos  del  Estado  ó  de 
las  Municipalidades,  sobre  los  que,  por 
leyes  anteriores  no  se  bubúse  constituido 
propiedad  minera  de  particulares,** 

De  consiguiente: 

1'  Toda  concesión  de  permiso  para  ex- 
plorar dépósitos  de  salitre,  con  sujeción 
al  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877, 
que  no  haya  sido  convertida  en  perte- 
nencia por  medio  de  la  mensura  y  toma 
de  posesión,  dentro  de  los  plazos  de  los 
artículos  3^  y  4^  de  dicho  Reglamento, 
ha  caducado; 

2^  Toda  pertenencia  de  salitre,  consti- 
tuida  tal  por  la  mensura  y  dada  en  pose- 
sión á  un  particular,  que  no  haya  sido 
puesta  en  explotación  desde  que  queda- 
ron  terminados  los  ferrocarriles  de  Tal- 
tal á  Cachinal  y  de  Aguas  Blancas  á  An- 
tofagasta,  ha  caído  en  despueble; 

3*^  Desde  el  30  de  mayo  de  1884,  según 
el  decreto  supremo  dé  esa  fecha,  no  fué 
ya  posible  solicitar  permisos  de  explora- 
ción ni  obtener  concesiones  de  perteuen- 
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cías  salitreras,  lo  que  consagró  la  parte 
final  del  articulo  2^  del  Código  de  Mtne- 
rfa  de  20  de  diciembre  de  1888;  y 

4*  Que  á  partir  de  esta  última  fecha 
sólo  quedaron  respetables  Jos  depósitos 
de  nitratos  y  sales  amoniacales  análogas 
sobre  los  cnsdes  se  hubiese  constituido 
propiedad  minera  de  particulares  (ar- 
tículo 2',  C.  deM.de  1888). 

No  obstante,  ha  sucedido: 

a)  Qne  se  han  mensurado  numerosas 
concesiones  de  permisos  para  explorar 
depósitos  de  salitre,  evidentemente  ca- 
ducas. 

h)  Que,  aún  al  presente,  se  hacen  valer 
como  eficaces  y  útiles  infinitas  de  esas 
eonoeáones,  atribuyéndoles  el  carácter 
legal  de  títulos  de  dominio  adquirido,  so- 
Hrc  un  inmueble.  Conviene  estudiar  sepa 
radamente  estas  dos  situaciones. 

Concesionarios  de  permisos  para  ex- 
plorar, otorgados  en  conformidad  á  los 
artículos  3'  y  4"  del  Reglamento  de  28 
rlejuliode  1877, que  haMan  dejado  trans- 
cnrrir  los  plazos  dentro  de  los  cuales  hu- 
bieran debido  constituir  pertenencias  por 
medio  de  la  mensura,  idearon  el  arbitrio 
de  instaurar  demandas  contra  el  Fisco, 
pidiendo  que  se  diese  mensura  á  sus  con- 
cesiones, por  cnanto,  si  bien  era  verdad 
qne  ellas  habían  sido  otorgadas  algunos 
años  atrás,  habían  estado  amparadas 
por  los  decretos  supremos  dictados  entre 
el  U  de  noviembre  de  1878  y  el  28  de 
mayo  de  1881. 

Los  tribunales  de  justicia  han  estado 
acojiendo  tales  demandas;  en  razón  de 
las  sentencias  dictadas,  con  anuencia  y 
con  intervención  de  la  Delegación  Fiscal 
de  Salitreras,  se  han  practicado  las  men- 
snras  demandadas,  no  siempre  de  una 
manera  correcta  ni  en  los  propios  luga- 
res en  que  »e  habían  concedido  los  per- 
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misos  de  exploración;  y  de  esta  manera, 
la  propiedad  fiscal  ha  sido  paulatina 
y  considerablemente  cercenada  durante 
muchos  at)os. 

No  es  de  este  lugar  hacer  la  crítica  le- 
gal de  esas  sentencias;  pero  es  imprescin- 
dible reconocer  que  en  esos  juicios  se  ha 
hecho  una  grave  y  trascendental  confu- 
sión, entre  lo  que  es  la  constitución  de  la 
pertenencia  s&lttréra  por  la  mensura,  y 
lo  que  es  la  explotación  déla  misma;  en- 
tre los  plazos  concedidos  para  mensurar 
y  los  plazos  señalados  para  explotar;  y 
sobre  todo,  y  principalmente,  en  que  las 
ampliaciones  de  términos,  concedidas 
por  los  decretos  supremos  de  14  de  no- 
viembre de  1878  y  28  de  mayo  de  1881, 
favoreciendo  á  los  concesionarios  de  per- 
tenencias para  que  pudiesen  diferir  ta 
explotación  de  éstas,  se  han  aplicado  esas 
ampliaciones  y  esos  decretos,  á  los  pla- 
zos, no  ampliados,  no  prorrogados,  no 
diferidos,  que  dieron  los  artículos  3  y  4 
dW  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877, 
para  convertir  un  permiso  de  explora- 
ción, en  la  constitución  de  una  pertenen- 
cia minera  de  salitre. 

Bllu  es  que  esas  sentencias  han  sido 
pronunciadas,  y  que  sobre  las  pertenen- 
cias salitreras  mensuradas  á  virtud  de 
aquellas  resoluciones  de  los  Tribunales», 
ha  recaído  la  ejecutoría  de  la  cosa  juz- 
gada. 

No  sucede  otro  tanto  con  el  sinnúme* 
ro  de  manifestaciones  volantes  de  perte- 
nencias salitreras,  que  andan  en  el  mer- 
cado y  que  son  objeto  de  especulaciones 
mercantiles.  So  color  de  que  esas  mani- 
festaciones son  títulos  de  propiedad  de 
particulares,  se  hacen  con  ellas  cuantio- 
sas negociaciones  sobre  bienes  evidente- 
mente fiscales. 

Cuando  se  dictó  el  Reglamento  de  28 
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de  julio  de  1877,  se  tuvo  en  consideración 
"qne  los  recientes  é  importantes  descu- 
brimientos efectuado»  en  la  provincia  de 
Atacaina,  hacían  necesario  determinar 
las  reglas  bajo  las  cuales  debía  conceder- 
se á  los  particulares  la  explotación  délos 
depósitos  de  salitre  y  de  borato." 

Una  de  estas  reglas  era  la  del  artículo 
4  de  dicho  Reglamento:  "Concluidodicho 
término  (el  de  seis  meses  para  explorar 
el  terreno),  se  concederá  nn  nuevo  plazo 
de  seis  meses  para  que  se  veriñqne  por  el 
respectivo  ingeniero  ta  respectiva  mensu- 
ra y  se  le  dé  la  posesión." 

El  artículo  10  del  Reglamento  agre- 
gaba: "Bl  título  de  mensura  y  de  pose, 
sión  de  una  pertenencia  da  el  derecho 
de  explotación;  pero  el  concesionario 
queda  obligado  á  poner  trabajos  condu- 
centes al  aprovechamiento  del  depó- 
sito." 

Entre  los  años  1876  y  1880,  princi- 
palmente, las  solicitudes  de  permiso  para 
explorar,  impropiamente  llamadas  ma- 
nilestaciones,  fueron  infinitas;  pero  estos 
concesionarios  de  solicitudes  de  registro, 
esto  es,  de  exploración^  como  les  llama 
el  Reglamento,  vinieron  en  cuenta  muy 
luego  de  que  la  instalación  de  oficinas 
salitreras  requería:  en  primer  lugar,  la 
reunión,  en  grupos,  de  muchas  pertenen- 
cias, por  cuanto  la  explotación  de  per- 
tenencias aisladas  en  reducido  número, 
era  evidentemente  rninosa,  imposible;  y 
en  segundo  lugar,  qne  la  instalación  de 
una  oficina  salitrera  requería,  por  pe- 
queña que  fuese,  la  inversión  de  grandes 
capitales. 

Ante  estas  dos  graves,  casi  insupera- 
bles dificultades,  los  concesionarios  de 
permisos  para  explorar,  se  desanimaron, 
ni  siquiera  hicieron  las  exploraciones  que 
les  prescribía  el  artículo  4'  del  Reglamen- 


to; y  señalados  fueron  los  que  llegaron 
á  la  mensura  de  sus  concesiones. 

De  entre  estos  últimos  salieron  los  que 
durante  un  largo  espacio  de  tiempo  es- 
tuvieron luchando  por  obtener  la  serie 
de  decretos  supremos  dictados  entre  el 
14  de  marzo  de  1879  y  el  28  de  mayo  de 
1881;  que  les  prorrogaban  los  plazos 
para  iniciar  los  trabajos  de  explotación 
de  sus  pertenencias  mensuradas.  Pero, 
como  se  ha  visto,  estos  decretos  supre- 
mos no  amparaban  ni  podían  amparar 
á  los  que  no  habían  mensurado,  á  los 
concesionarios  de  permisos  para  explo- 
rar, que  no  habían  explorado  siquiera, 
que  habían  abandonado  sus  concesio* 
nes. 

Son,  sin  embargo,  estos  últimos,  los 
que,  hoy  en  día,  hacen  el  comercio  de 
esas  cjncesiones  de  permiso  para  explo- 
rar, y  los  llaman  sus  títulos  de  propie- 
dad. 

El  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877, 
daba  permisos  para  explorar  terrenos 
salitrales  de  propiedad  fiscal,  ácondición 
de  convertir  esas  concesiones  en  perte- 
nencias demarcadas,  y  de  trabajarlas. 

El  Reglamento  quería  favorecer  á  los 
industriales.  Pero  no  otorgaba  aquellos 
permisos,  incondicionalmente  y  á  perpe- 
tuidad, para  negociarlos. 

¿Qué  mérito  legal  tienen  esos  permisos 
ó  concesiones  de  registro,  esto  es,  de  ex- 
ploración,qae  acordaba  el  artículo  3^ del 
Reglamento  de  28  de  julio  de  1877?  Era 
el  otorgamiento  de  un  derecho  en  especta- 
tiva,  el  de  constituir  propiedad  salitrera 
dequeel concesionario  podía usufhictuar, 
en  el  supuesto  de  que  las  exploraciones 
previas  que  practicara,  dejaran  de  mani- 
fiesto laexistencia  del  depósito,  su  poten- 
cia y  su  importancia,  (art.  4^  del  Regla- 
mento). 
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Mas,  esa  concesión  de  registro  ó  permi- 
so para  explorar  no  era  tin  título  de  pro- 
piedad, sencillamente: 

a)  Porque  el  dominio  (llamado  tam- 
bién propiedad)  es  el  derecho  real  en  tina 
cosa  corporal,  para  gozar  y  disponer  de 
ella  arbitrariamente  (art.  582  del  C.  C). 

b)  Porque  la  concesión  de  un  permiso 
para  cxplorarno  indica ningunacosacor- 
poral  cif  rta;  v  antes  al  contrario,.signifi- 
ca  que  se  va  en  busca  de  ella; 

c)  Porque  tanto  el  Código  de  Minería 
de  1874,  como  el  Reglamento  de  1877, 
como  el  Código  de  Minería  vigente,  esta- 
blecen que  sólo  el  acta  de  mensura  de  una 
pertenencia  minera  ó  salitrera,  estftulo 
de  propiedad  que,  una  vez  inscrito,  consti- 
tuye un  derecho  real  á  favor  del  conce- 
sionarío,  llámese  este  derecho  real  de  do- 
minio ó  de  simple  usufructo;  y 

d)  Porque  un  decreto  de  la  autoridad 
administrativa,  que  concedía  esos  permi- 
sos para  explorar,  no  podía  ser  un  título 
traslaticio  del  dominio  de  bienes  ñsca- 
lea.  ni  constitutivo  de  derechos  reales  en 
ellos. 

¿A  quiénes  ha  ocurrido,  entonces,  la 
idea  de  llamar  títulos  de  propiedad  á  las 
concesiones  de  permiso  para  explorar  te~ 
rrenos  salitreros  otorgadas  en  conformi- 
dad al  reglamento  de  28dejuHode  1877? 
No  á  otros  que  á  los  concesionarios  de  esos 
permisos  caducos,  que  arguyen  diciendo: 
tanto  el  Código  de  Minería  de  1874como 
el  vigente,  disponen  queel  registro  de  una 
manifestación  coloca  á  ésta  bajo  el  régi- 
men de  la  propiedad  inscrita,  y  por  lo  tan- 
to, una  manifestación  de  pertenencia  sa- 
litrera, una  vez  inscrita,  es  un  titulo  de 
propKdad  inatacable. 

Las  concesiones  de  registro,  esto  es,  de 
exploración  ,  como  las  llama  el  Reglamen- 
to de  28  de  julio,  eran  inscritasen  el  Con- 


servador de  Minas,  por  cuanto  el  artícu- 
2^  de  dicho  Reglamento,  disponía  que  el 
registro,  posesión  y  propiedad  de  las  con- 
cesiones salitreras  se  regirían  por  las  dis- 
posiciones de]  Códigode Minería sobrees- 
tos  particulares. 

Sin  embargo,  el  registro  que  se  hacía  de 
una  solicitud  de  pertenencia  salitrera,  si 
bien  tenía  el  mismo  objeto,  no  participa- 
ba del  propio  carácter  de  una  manifesta- 
ción rigurosamente  minera,  en  conformi- 
dad al  título  IV  del  Código  déla  materia. 

Efectivamente,  el  artículo  29  del  Códi- 
go de  Minería  de  1874  (hoy  art.33  C.  de 
M.  de  1888)  dispone: 

"Kl  registro  es  la  transcripción  íntegra 
de  la  manifestación  ó  pedimento  y  de  su 
proveído  con  cargo  y  certificado  del  día 
y  hora  de  su  presentación  hecha  en  un  li- 
bro de  Registro  de  descubrimientos  que 
llevará  todo  escribano  de  minas".  Bí  ar- 
tículo siguiente  agrega:  "La  publicación 
del  registro  se  hará  insertándolo  en  un 
periódico  del  departamento.** 

Estas  diligencias  de  inscripción  de  la 
manifestación  ó  del  pedimento  en  un  li- 
bro especial  que  para  este  objeto  debe  lle- 
var el  notario  de  minas,  y  la  publicación 
de  la  inscripción  en  un  periódico  deldepar- 
tamento,  son  los  medios  señalados  por  la 
ley  para  dar  publicidad,  notoriedad  al  he- 
cho de  la  manifestación;  y  también  para 
asegurar  al  manifestante  que  será  respe- 
tado en  el  ejercicio  de  las  obligaciones  que 
le  quedan  impuestas,  v.gr.,de  hacer  reco- 
nocimientos, de  labrar  pozos,  etc.;  pero 
esta  inscripción  del  pedimento  6  mani- 
festación no  es  en  manera  alguna,  el  acto 
notarial  de  la  tradición  de  un  inmueble  por 
la  inscripción  en  el  Conservador  de  bienes 
raices  del  título  traslaticio  de  dominio  6 
constitutivo  de  un  derecho  real. 

Porque,  si  la  tradición  es  un  modo  de 


Digitized  by 


116 


PRIMBRA  PARTE 


adt)uirír  el  dominio,  ta  tradición  del  in- 
mueble mina  ó  salitrera  requiere  la  ezia- 
tencia  de  nn  títalo  constitutivo  ó  trasla- 
ticio del  dominio  ú  otro  derecho  real  en 
el  inmueble;  y  nadie  puede  pretender  que 
la  simple  manifestación  ó  permiso  de  ex- 
ploración sea  unt/tii7odesemejantenatu- 
fftleza^  constitutivo  de  dominiofiotro de- 
recho real  sobre  un  inmueble  que  aún  no 
existe,  ni  se  sabe  si  llegue  á  alcanzar  exis- 
tencia. 

En  tratándose  de  bienes  inmuebles,  co- 
mo son  las  minas  ó  las  salitreras,  la  ins- 
cripción no  constituye  dominio  6  derecho 
real  alguno,  la  inscripción  no  es  un  título; 
y  de  consiguiente,  la  inscripción  que  el  Có- 
digo de  Minería  manda  hacer  de  la  ma- 
nifestación 6  pedimento,  no  tiene  ni  pue- 
de tener  otro  carácter  que  el  de  anotación 
en  un  libro  especial  del  hecho  mismo  de  la 
manifestación,  para  los  efectos  ulteriores 
de  constituir  una  propiedad  (ó  usufruc- 
to).especial  sobre  un  inmueble  que  resulte 
constituido  por  la  mensura,  cuya  acta, 
que  es  ya  un  título  (art,  58  del  C.  de  Mi- 
nería) se  inscribirá  para  la  tradición  del 
inmueble  asf  constituido. 

Porque,  una  de  dos:  ó  la  propiedad  mi- 
nera de  particulares  se  constituye,  como 
dice  la  ley,  por  la  mensura,  la  inscripción 
de  cuya  acta  importa  la  tradición;óe8  la 
inscripción  de  la  manifestación  ó  pedimen- 
to, lo  que  tiene  tal  valor  legal,  como  pre- 
tenden los  concesionarios  que  fueron,  de 
pertenencias  para  explorar  terrenos  fisca- 
les con  depósitos  de  salitre. 

Una  de  esas  dos  tiene  que  ser  la  noción 
jurídica  verdadera  y  cierta:  ambas  no  pue- 
de;? coexistir;  porque  ello  importada  tan- 
to como  admitir  que  el  legislador,  no  sólo 
había  desnaturalizado  la  concepción  cien- 
tífica de  lo  que  es  la  tradición  del  domi- 
nio ó  de  un  derecho  real  sobre  inmuebles; 


sino  que  había  consagrado  dos  procedí' 
mientos  divem»,  que  chocan  el  uno  con 
el  otro,  paraconstituiret  dominio  óel  usu- 
fructo sobre  el  inmueble  mina. 

Si  la  inscripción  de  la  manifestación  fue- 
re, ella  sola,  un  título  de  propiedad,  se- 
gún la  tesis  en  estudio;  el  legislador  no 
habría  tenido  por  qué  ni  para  qué  exijir 
al  manifestante  del  filón  metálico  ó  de  un 
depósito  de  salitre,  ni  que  hiciera  recono- 
cimientos ni  que  labrara  pozos  ni  que 
mensurase  pertenencias,  para  los  efectos 
de  constituir  propiedad  minera  ó  salitre- 
ra, que  usufructuar. 

Como  se  ve,  la  manifestación  y  su  ins- 
cripción es  sólo,  para  el  conc^ionario, 
la  espectativa  de  un  derecho,  á  condición 
de  practicar  todas  las  diligencias  que  la 
ley  le  impone,  hasta  Uegarála consecución 
de  ese  derecho. 

Sólo  la  pertenencia  salitrera  Ó  minera 
demarcada  y  con  mensura  inscrita  es  el 
inmueble  mismo  á  que  se  refieren  los  ar- 
tículos 10,  13  y  58  del  Código  de  Mint- 
ría;  y  es  este  inmueble  el  que,  según  el 
artículo  80  del  mismo  Código,  *'pnede 
enajenarse  entre  vivos  y  trasmitirse  por 
causa  de  muerte  de  la  misma  manera  que 
los  demás  bienes  raices".  Y  por  eso,  el 
artículo  81  establece  que'Maposesiónori. 
ginaría  de  las  minas  (como  inmuebles 
que  son)  se  adquiere  por  el  registro  legal- 
mente verificado"  y  las  deja  sujetas  al 
régimen  de  la  propiedad  inscrita,  desde 
que  se  verifica  el  registro  de  esta  propie- 
dad minera  ó  salitrera,  por  medio  de  la 
inscripción  del  título,  que  esel  acto  de  la 
mensura.  Y  para  eso,  el  artículo  82  del 
Código  de  Minería  dispone  que  "la  traái. 
ción  de  las  minas  demarcadas  y  lacoasti- 
tuciónde  derechos  reales  en  ellas,  se  haga 
en  un  registro  conservatorio  especial,  á 
cargo  de  un  solo  e&cribjno,et  cual  será  el 
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que  lleva  los  otros  registros  de  mina"  (el 
registro  de  manifestaciones,  por  ejemplo), 
"Se  rejirá  este  registro  por  las  mismns 
disposiciones  que  reglan  el  registro  del 
Conservadorde  Bienes  Raices". 

Los  artículos  80,  81  y  82  del  Código 
de  Minería  se  refieren,  pues,  á  las  minas 
donarcadas  y  constituidas  por  tn  men- 
sara;  y  no  á  las  manifestaciones  y  permi- 
sos de  exploraciones  de  terrenos  fiscales 
de  salitre,  tanto  porque  la  inscripción 
de  esas  manifestaciones  ó  permisos,  no 
es  tradición  de  un  inmueble,  aun  no  cons- 
tituido; como  porque  es  á  ellas,  á  las  que 
se  refiere  el  artículo  83,  así  concebido: 
"La  tradición  de  las  minas,  cuvo  registro 
no  se  haya  ratificado  ó  respecto  de  las 
males  do  se  haya  constituido  título  de- 
finitivo de  propiedad,  se  verificará  por  la 
inscripción  en  el  registro  de  descubrí* 
mientos'*. 

El  legislador  hizo  una  disposiciónespe- 
cial  del  articulo  83  transcrito,  para  carac- 
terizar  el  registro  de  las  manifestaciones 
ópennisos  de  exploración,  no  ratificados 
ni  mensurados;  intencionalmente  los  co- 
locó fuera  de  los  artículos  80,  81  y  82, 
qne  dicen  relación  con  las  minas  mensu- 
radas; Y  se  cuidó  de  decir  que  la  inscrip- 
ción especialísima  de  las  manifestaciones 
ó  permisos  de  exploraciones  de  terrenos 
salitrales  ]oscolocara,como  á  las  minas 
demarcadas  ó  mensuradas,  bajo  el  régi- 
men de  la  propiedad  inscrita. 

De  modo  que  esta  tradición  de  las  mi- 
nas (en  la  acepción  de  simple  manifesta- 
ción) que  se  opera  por  la  transcripción  In- 
te^ del  pedimento,  no  es  tradición  r7e 
dominio  ni  de  derecho  real  alguno,  sino 
que  esa  palabra  tradición,  que  no  tiene 
aquí  la  significación  jurídica  de  entrega 
de  una  cosa  en  dominio,  ha  sido  impro* 
píamente  colocada  en  elartfcttlo  83  del 


Código  de  Minería  para  significar  que 
el  concesionario  de  una  manifestación 
ó  permiso  para  explorar  queda  hábil  para 
ocupar  el  terreno  donde  ha  de  practicar 
sus  reconocimientos  ó  hacer  sus  explora- 
ciones. 

Cualquiera  que  sea,  sin  embargo,  la 
perturbación  del  criterio  jurídico  que  la 
impropiedad  con  qne  es  empleada  la  pa- 
labra tradición  en  el  artículo  83,  pueda 
producir,— es  innegable  que  las  disposi- 
ciones délos  artículos80,83  y  82,  se  refie- 
ren álas  minas  mensuradas;  que  ladelar- 
tículo  83  dice  relación  con  los  simples  pe- 
dimentos ó  manifestaciones;  y,  en  conse- 
cuencia, que  estos  pedimentos  ó  mani- 
festaciones no  están  sujetos,  como  vul- 
garmente se  asegura,  al  régimen  de  la  pro- 
piedad inscrita  por  el  hecho  sólo  de  la 
transcripción  del  pedimento. 

En  tratándose  de  la  constitución  de  la 
propiedad  salitrera,  es  todavía  menos 
aplicable  la  equivocada  creencia  de  que 
la  inscripción  del  pedimento  confiera  do- 
minio de  algo,  al  concesionarío. 

En  efecto,  el  Código  de  Minería  del874, 
lo  mismo  que  el  actualmente  en  vigor,  el 
de  20  de  diciembre  de  1888,  requieren, 
en  vías  de  constituir  propiedad  minera 
en  usufructo  de  particulares:  1^  Una 
manifestación  hecha  ante  el  juez,  que  se 
transcribe  íntegra  y  que  se  da  á  la  publi- 
cidad por  carteles  6  avisos;  2.'  Una  rati- 
ficación del  registro,  ante  el  mismo  jueai, 
después  depracticada  lalabor  legal,  indi- 
cándose los  rumbos  y  cabida  de  la  per- 
tenencia que  se  derea  constituir  por  la 
mensura,  diligencias  que  pueden  servir  de 
título  provisorio;  y  3"  la  constitución 
misma  de  la  propiedad  por  medio  de  la 
mensnra. 

Esas  tres  estaciones  de  la  tramitación 
judicial,  que  permiten  decir  á  las  perso 
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Tías  ignorantes  en  el  derecho,  que  son 
tres  grados  de  la  propiedad  minera,  como 
si  la  constitución  6  trasmisión  del  dominio 
6  de  los  derechos  reales  pudieran  admitir 
grados,  esas  tres  estaciones  y  la  trami- 
tación judicial  misma  no  existen  ni  son 
requeridas  en  la  constitución  de  la  pro- 
piedad salitrera  según  el  Reglamento  de 
28  de  julio  de  1877. 

Bste  Reglamento  suprimió,  desde  Inegoi 
la  intervención  del  juez,  puesto  que  con- 
fió al  Intendente  de  la  provincia  la  con' 
cesión  de  las  solicitudes  de  registro,  esto 
es,  permisos  de  exploración.  Kn  vez  del 
plazo  de  90  días  para  labrar  pozos  y  hacer 
constar  In  existencia  de  mineral  que  se  va 
á  explotar  (art.  35  del  C.  de  M.)  y  de  la 
ratilicación  unte  el  juez  (art.  38  del  ci- 
tado Código),  el  Reglamento  de  28  de 
julio  (art.  3.'')  dióal  Intendente  la  facul- 
tad de  otorgar  una  concesión  de  registro» 
esto  es,  i]e  exploración,  por  seis  meses, 
del  terreno  denunciado,  plazo  dentro  del 
cual  el  con.'esíonario  (art.  4.°)  "debería 
verificar  á  l.>  menos  diez  escavaciones 
para  poner  de  manifiesto  la  potencia  é 
importancia  del  criadero".  Y,  "concluido 
dicho  término,  agregaba  el  artículo  4^  ci- 
tado, se  le  concederA  un  nuevo  plazo  de 
seis  meses  para  que  verifiquejior  el  res- 
pectivo ingeniero  la  mensura  y  se  le  dé  la 
posesión". 

De  consiguiente,  el  Rejílamento  de  28 
de  julio  de  1877  señalaba,  par.i  ta  consti- 
tución de  la  propiedad  s  Titrera  en  ma- 
nos del  concesionario  de  ella  en  usufruc- 
to, trámites  diversos  de  los  señalados 
por  el  Código  para  la  constitución  de  la 
propiedad  minera  en  xn&noa  de  particu- 
lares. 

El  Reglamento  tenía  facultad  de  hacer- 
lo: 1^  porque  había  sido  dictado  por  el 
Presidente  de  la  República,  en  uso  de  la 


íacultad  que  le  confería  el  artículo  3'  del 
Código  de  Minería  de  1874;  y  2'  porque 
siendo  propiedad  fiscal  todo  depósito  de 
salitre  existente  en  terrenos  eriales  del 
Estado,  árbitro  era  el  Presidente  de  la 
República  para  dictar,  como  las  dictó, 
las  reglas  "conforme  á  las  cuales  debe 
concederse  á  los  particulares  la  explota- 
cióii  de  los  depósitos  de  salitre  y  de  bo- 
ratos". 

Sur^e  aquí  una  consideración  capital 
que  es  menester  dejar  subrayada. 

Los  depósitos  de  salitre  y  bórax  en  te- 
rrenos eriales  del  Estado  6  de  las  Muni- 
cipalidades son  propiedad  fiscal  ó  muni- 
cipal que  puede  "ser  concedida  á  los  par- 
ticulares en  la  extensión  y  bajo  las  con- 
diciones que  se  determinen  en  los  regla- 
mentos que  se  dicten  al  efecto"  decía  el 
artículo  3^  del  Código  de  Minería  de 
1874;  y  desde  el  Código  de  Minería  de 
1888  hacia  acá,  esos  depósitos  quedaron 
reservados  exclusivamente  para  dichas 
corporaciones. 

Lo9  depósitos  de  salitre,  propiedad 
fiscal,  no  eran,  nunca  fueron,  como  los 
yacimientos  metálicos,  v.  gr.,  bienes  na- 
cionales que  la  ley  hada  concesibles  á 
los  particulares  para  explotar  y  disponer 
de  ellos  como  dueños.  De  consiguiente, 
hablando  en  términos  rigurosos  del  De- 
ret-ho,  nadie  ha  podido  constituir  pro- 
piedad particular  sobre  estos  bienes  fis- 
cnles,  salitre  y  bórax,  sino  que  habrá  po- 
dido recibirlos  en  explotación  y  aprove- 
chamiento, conforme  á  las  reglas  á  que 
tales  confalones  quedaban  sujetas. 

Ea  verdad,  los  depósitos  de  salitre  y 
bórax,  propiedad  fiscal,  como  los  terre- 
nos eriales  mismos  en  que  esos  depósitos 
se  encuentran,  sólo  fueron  concesibles  en 
uso  y  aprovechamiento,  es  decir,  en  ex- 
plotación, hasta  que  se  dictó  el  supremo 
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decreto  de  30  de  mayo  de  1884  (Bol.  of. 
de  ese  año,  pág.  524)  que  dispuso:  "sus- 
péndese en  todo  el  territorio  de  la  Repú- 
blica, comprendiendo  los  departamentos 
al  norte  del  paralelo  veinte  y  trés,  el 
otorgamiento  de  concesiones  de  depósi- 
tos de  salitres,  boratos  y  demás  sustan- 
cias enumeradas  en  el  Reglamento  de 
28  de  julio  de  1877,  el  cual  queda  dero- 
gado". 

El  Código  de  Minería  de  1888  vino  á 
con6rmar  este  carácter  de  los  depósitos 
de  salitre  y  bórax  diciendo  (nrt.  2^):  "el 
Estado  se  reserva  la  explotación  de  los 
depóntos  de  nitratos  y  sales  amoniaca- 
les, sobre  los  que,  por  leyes  anteriores  no 
se  hubiere  constituido  propiedad  minera 
de  particulares". 

Aún  cnando  es  permitido  afirmar  que 
nadie  pudo  nunca  constitu:r  propiedad 
particular  sobre  los  depósitos  de  salitre 
y  bórax,  ello  es  que  desde  el  Supremo  de- 
creto de  30  de  mayode  1884,  arriba  tras- 
crito, y  sobre  todo,  des^iués  del  Código 
de  Minería  de  20  de  diciembre  de  1888, 
nadie,  que  no  lo  hubiera  hecho  antes  al 
menos,  puede  constituir  pertenencias  sa- 
litreras ni  en  propiedad  ni  en  usufructo, 
ni  en  explotación,  como  se  quiore  decir. 

Llega  el  momento  de  preguntarse: 

1'  ¿Qué  suerte  han  conñdo  los  pedi- 
mentos ó  permisos  para  explorar  depó- 
sitos de  salitre,  anteriores  á  1884,  fecha 
en  que  faé  derogado  el  Reglamento  de  28 
de  julio  de  1877,  y  que  quedaron  en  ese 
estado  embrionario  de  simples  manifes- 
taciones?; y 

2^  ¿Es  posible,  de  1884  acá,  constituir 
propiedad  salitrera  en  manos  de  parí  i- 
cnlares,  y  sobre  todo,  después  del  Código 
de  18S8,  que  reservó  al  Estado  la  expío* 
tación  del  salitre? 

Sí  aquellos  pedimentos,  anteriores  á 


1884,  una  vez  que  después  de  esta  fecha 
no  han  podido  existir,  no  fueron  tramita- 
dos ni  alcanzaron  á  la  mensura  y  toma 
de  posesión  que  prescribía  el  Reglamento 
de  28  de  julio  de  1877,  ¿qué  vida  ni  exis- 
tencia legal  pueden  tener  hoy  en  día? 

¿Ni  cómo  podiian  esos  pedimentos  ó 
manifestaciones  convertirse  en  pertenen* 
cías  y  tomar  posesión  de  ellas,  habiendo 
sido  derogado  el  Reglamento  de  28  de 
julio  de  1877,  que  daba  Uis  reglas  para 
tales  efectos? 

Verdad  es  que  en  los  últimos  años  se 
han  mensurado  y  constituido  pertenen- 
cias de  salitre  con  osa  class  de  pedimen- 
tos ó  manifestaciones,  haciendo  aplica- 
ción del  Reglamento,  derogado,  de  28  de 
julio  de  1877;  pero  es  de  notar,  como  se 
ha  visto  más  arriba,  que  para  ello,  se 
recurrió  al  arbitrio  de  demandar  a!  Fis- 
co; y  que  ha  sido  c(m  anuencia  de  la  De- 
fensa Fiscal,  como  esas  mensuras  se  han 
hecho  y  se  ha  ordenado  hacer  por  sen- 
tencias judiciales  firmes. 

No  es  probable,  sin  embargo,  que  la 
Defensa  Fiscal,  continúe,  como  hasta 
aquí,  disimulando  esta  verdadera  defrau- 
dació.->  le  intereses  fiscales,  que  está  lla- 
mada á  cautelar. 

Y  viniendo  al  punto  de  partida,  que  es 
el  tema  de  este  brevísimo  estudio,  se  pue- 
de arribará  las  siguientes  conclusiones: 

1^  Que  en  términos  legales,  nunca  ha 
podido  existir  en  Chile  la  propiedad  sali- 
trera de  particulares  sobre  depósitos 
existentes  en  terrenos  del  Estado,  por 
cuanto,  en  conformidad  á  las  leyes  de  la 
República,  tales  depósitos  son  bienes  ri- 
gurosamente fiscales. 

2^  Que  si  bien  es  verdad  que,  hasta 
aquí,  por  tolerancia  ó  á  vii  tud  de  senten- 
cias judiciales  pronunciadas  en  Juicios  en 
que  el  Fisco  se  ha  dejado  vencer,  se  ha 
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tolenulo  á  particulares  conatitnir  una  ley  ha  reservado  en  explotación  al  Bs- 

como  especie  de  propiedad  salitrera,  tal  tado. 
pro|nedad  no  puede,  de  hoy  en  mas,  ser 

constituida  sobre  bienes  fiscales  que  la  Frutos  Osanoon 
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LA  EXENCIÓN  DR  RESPONSABILIDAD  CRIMINAL 

FUNDADA  M  EL  NI  MEEO  9 "  DEÍi  ARTlCUI.O  l(i  DEL  CÓDIGO  PENAL  CHILENO,  Y  LA 
DOCTRINA  DKL  PRESIDENTE  MAGNAÜD,  DEL  TRIBUNAL  DE  CHATEAU-THIERRY 


Son  famosas  en  el  múñelo  jurídico,  las 
sentencias  criminales  dictadas  porel  ilus- 
tre magistrado  Magnaud  Presidente  del 
Tribunal  de  Chftteau-Thierry;  y  de  entre 
ellas  son  notables  las  que  se  refieren  á  la 
exención  de  responsabilidad  en  casos  de 
iaoitpadosde  delitos  contraía  propiedad 
que  haUan  obrado  bajo  el  impulso  de 
apremiantes  necesidades  físicas. 

En  medio  del  escándalo  de  unos  y  de 
las  protestas  airadísimas  de  importan- 
tes diarios  franceses,  pero,  en  medio  tam- 
Iñén  del  aplauso  de  la  parte  más  valiosa 
fie  la  judicatura  y  del  foro,  ast  como  de 
las  felicitaciones  ardorosas  que  le  llega- 
l>an  de  todos  los  países  extranjeros,  Mr. 
Magnaud,  jurisconsulto,  filósofo  y  hom- 
bre de  corazón,  ba  fijado  una  doctrina 
interesantísima,  tanto  bajo  el  punto  de 
vistapropiamente  jurídico, como  bajólos 
respectos  morfü  y  social. 

DUXCHO 


Vamos  A  transcribir  á  continuación 
una  sentencia  que  puede  considerarse  co- 
mo el  tipo  clásico  de  otras  muchas  y  cu- 
ya sola  lectura  explica  sobradamente  el 
punto  jurídico  analizado  y  resuelto  en 
ellas. 

Advirtamos  ante  todo  que  el  artículo 
64  del  Código  Penal  Franc^,  dice  a^: 

No  hay  crimen  ni  delito  cuando  el  in- 
culpado se  encontraba  en  estado  de  de- 
mencia en  el  momento  delacto,  ó  cuando 
se  encontraba  obligado  por  una  fuerza  á 
la  cual  no  podía  resistir." 

El  número  9  del  artículo  10  del  Códi- 
go Penal  Chileno  dice  asi:  "Estánexentos 

de  responsabilidad  criminal  .9^  El 

que  obra  violentado  por  ana  fuerza  irre* 
sistible  ó  impulsado  por  un  miedo  insu- 
perable.** 

Eliminando  el  caso  de  la  falta  de  ra- 
zón, que  en  nuestro  Código  se  encuentra 
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consignado  en  un  inciso  aparte  del  caso 
de  la  fuerza,  tenemos,  pues,  que  en  lo  que 
á  esta  se  refiere,  la  idea  de  ambos  legisla- 
dores es  la  misma  en  el  fondo,  por  más 
que  en  el  Código  Chileno  esa  idea  apa- 
rezca talvez  un  poco  más  esclarecida. 

He  aquí,  aHora,  la  sentencia  del  Presi- 
dente Magnaud: 

Audiencia  del  yiémes  4  de  marzo  de  1898 

El  Tribunal: 
Considerando  que  Luisa  Ménard,  procesada 
por  robo,  reconoce  haber  cogido  un  pan  en  la 
tienda  del  panadero  F  

Que  ella  expresa  muy  sinceramente  su  pesar 
de  haberse  dejado  llevar  á  cometer  este  acto; 

Considerando  que  la  procesada  tieae  á  su 
cargo  un  hijo  de  dos  años  para  el  cual  nadie 
la  presta  auxilio,  y  que,  desde  hace  algún  tiem 
po  se  encuentra  sin  trabajo,  á  pesar  de  sus  ín- 
vestigaciones  para  procurárselo; 

Que  al  realizar  el  hecho  contaba  por  todo 
recurso  con  el  pan  de  dos  kítos  y  las  dos  libras 
de  carne  que  la  entrega  cada  semana  el  despa- 
cho de  beneficencia  de  Charly,  para  ella,  su 
madre  y  su  hijo; 

Considerando  que  en  el  instante  en  que  la 
procesada  hubo  de  arrebatar  un  pan  en  casa 

del  panadero  P  no  tenía  dinero,  y  que  los 

artículos  que  había  recibidoestaban  agotados 
hacía  ya  treinta  y  seis  horas; 

Que  ni  ella  ni  bu  madre  habían  comido  du- 
rante ese  lapso  de  tiempo,  dejando  para  el 
niño  algunas  gotas  de  leche  que  tenían  en  la 
casa; 

Que  es  lamentable  que  en  una  sociedad  bien 
organizada,  uno  de  los  miembros  de  esta  so* 
ciedad,  sobre  todo  una  madre  de  fiamília,  pue- 
da no  encontrar  pan  de  otro  modo  que  come- 
tiendo una  falta; 

Que  cuando  una  semejante  situacii5n  se  pre- 
senta como  la  de  Luisa  Ménard,  muy  clara- 
mente establecida,  el  juez  puede  y  debe  inter- 
pretar humanamente  los  inflexibles  preceptos 
de  la  ley; 

Considerando  que  el  hambre  es  susceptible 
de  arrebatar  á  todo  ser  humanó  una  parte  de 


su  libre  arbitrio,  y  de  aminoraren  él,  en  una 
gran  medida,  la  noción  del  bien  y  del  mal; 

Que  un  acto  ordinariamente  reprensible, 
pierdemuchode  su  carácterfraudulento,  cuan- 
do el  que  le  comete  obra  impulsado  por  la  im- 
periosa necesidad  de  procurarse  un  alimento 
de  primera  necesidad,  sin  el  cual  la  naturaleza 
rehusa  poner  en  ejercicio  nuestra  constitución 
física; 

Que  la  intención  de  delinquir  está  todavía 
mucho  más  atenuada  cuando  á  las  torturas 
angustiosas  resultantes  de  una  larga  priva- 
ción de  nutrición,  se  junta,  como  en  este  caso, 
el  deseo,  tan  natural  en  una  madre,  de  evitai^ 
las  &  sn  tierno  hijo,  del  que  sólo  ella  tiene  la 
carga; 

Que  de  todo  esto  resulta  que  los  caracteres 
de  la  aprehensión  fraudulenta,  libre  y  volunta- 
riamente perpetrada,  no  se  encuentran  en  el 
hecho  cometido  por  Luisa  Ménard,  que  se  ofre- 
ce á  restituir  al  panadero  P  con  el  produc- 
to de  su  primer  trabajo  que  pueda  procurarse; 

Que  si  ciertos  estados  patológicos,  notable- 
mente el  estado  de  preñez,  han  sido  muchas 
veces  motivo  de  estimar  irresponsables  á  los 
autores  de  robos  cometidos  sin  necesid^,  esta 
irresponsabilidad  debe,  con  mas  poderosa  ra- 
zón, ser  admitida  en  favor  de  los  que  no  han 
obrodo^sino  según  los  irresistibles  impulsos 
del  hambre; 

Que  ha  lugar,  en  consecuencia,  á  declarar  la 
absolución  déla  pnxxsoda,  sin  costas,  por 
aplicación  del  artículo  64  del  Código  Penal. 

Por  estos  motivos,  el  Tribunal  absuelve  á 
Luisa  Ménard  del  hecho  por  el  que  ha  sido 
perseguida,  sin  costas. 

Esta  sentencia  recibida  con  la  aproba- 
ción casi  unánime  de  la  Francia,  expre- 
sada en  cartas,  artículos  de  periódicos,  fe- 
lioitaciones  al  magistrado  y  á  que  se  agru- 
paban cuantiosos  ó  modestos  socorros  á 
Luisa  Ménard,  fué  combatida  duramente 
por  algunos  publicistas  y  los  periódicos 
el Joumal  des  Débats  y  la  République 
Fran^aise  reprocharon  con  acritud  al  Pre- 
sidente Magnaud  **su  visión  harto  falsa 
de  la  sociedad  y  del  papel  del  magistrado 
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en  ella.  Rl  JoürnaldesDébatsátcia:  "todo 
delito  merece  una  pena"  y  en  virtud  de 
este  principio  exige  del  Ministro  dejus* 
ticia  ordene  la  apelación  de  la  sentencia." 
Magnaad  contesta: 

"Yo  digo  que  ciñéndose  á  la  ley  el  Tri- 
bunal pudo  absolver  á  Luisa  Ménard, 
sin  acudir  á  la  equidad.  No  he  de  defen- 
der aquí  una  sentencia  que  el  Tribunal 
ha  pronunciado  después  de  madura  refle- 
xión. Nó,  no  es  una  vana  sensibilidad  la 
que  nos  la  ha  dictado;  son  los  mismos 
principios  del  derecho  penal  los  que  nos 
han  suministrado  nuestros  motivos. 

¿Cuál  es  la  base  de  nuestro  sistema  pe- 
nal? ¿Qué  castiga  el  Código?  La  inten- 
ción. Lo  que  debe  examinar  el  magistra- 
do encargado  de  aplicar  la  ley,  es  la  res- 
ponsabilidad del  agente.  Dice  el  artículo 
64  del  Código  Penal. 

"A'o  haj^ crimen  ni  delito  cuando  el  pro- 
cesado se  haiÍH  en  estado  de  demencia  al 
tiempo  de  la  acción  ó  cuando  ha  sido  vio- 
kntado por  una  fuerza  á  la  cual  no  ha 
podido  resistir." 

"Ei  hambre,  después  de  treinta  y  seis 
horas  de  ayuno,  me  parece  ser  una  fuerza 
á  la  cual  una  mujer  no  puede  resistir. 
Esto  pasa  junto  á  una  panadería;  el  pan 
está  ahí,  atractivo,  en  el  mostrador;  y 
allí  cerca  la  desgraciada  tiene  á  su  madre 
y  á  un  tierno  hijo  que  mueren  de  inani- 
ci6n  Hablad  de  voluntad  libre,  de  dis- 
cernimiento posible  en  semejante  caso. 

"A  parte  de  esto,  ¿no  han  sido  absuel- 
tos,  como  habiendo  obrado  bajo  el  impe- 
rio de  una  ñierza  irresistible,  las  mujeres 
nerviosas  6  en  cinta  que  han  robado  tal 
6  cual  bagatela  de  que  no  tenían  ninguna 
necesidad?  Entonces  ¿cómo  no  aplicáis 
parecida  jurisprudencia  al  individuo  que 
tiene  hnmbre?  Toda  la  cuestión  está  en 
saber  si  el  hambre  era  un  pretexto  6  una 


necesidad  real,  absoluta,  dominante,  en 
el  momento  del  robo,  y  sí,  por  consi- 
guiente la  sustracción  fraudulenta  no  ha 
sido  más  que  el  movimiento  instintivo  y 
maquinal." 

El  Fiscal  déla  Audiencia  de  Amiens  que 
conoce  de  la  apelación,  no  piensa  del 
mismo  modo  y  sostiene  la  condenación 
de  Luisa  Ménard.  He  aquí  el  fallo  de  se- 
gunda instancia: 

El  Tribunal: 
Considerando  que  las  circunstancias  extre- 
madamente excepcionales  que  concurren  en  el 
hecho,  no  permiten  decir  si  ha  habido  6  node 
parte  de  la  inculpada  una  intención  fraudu- 
lenta; 

Considerando  que  la  duda  debe  aprovechar 
al  acusado; 

Sin  adoptar  los  motivos  de  los  primeros 
jueces; 

Confirma  la  sentencia  de  apelación; 
Absuelve  á  la  jóven  Ménard  de  los  fines  de 
la  querella;  sin  multas  ni  coatas. 

El  problema  social  y  jurídico  resuelto 
por  el  presidente  Magnaud  no  es  nuevo. 

Hace  siglos  los  moralistas  y  juriscon- 
sultos se  habían  ya  preguntado  si  la  mi- 
seria, y  el  hambre  particularmente,  de- 
berían ser  consideradas  como  causas  de 
exención.  La  cuestión  ha  sido  muy  de- 
batida; pero,  generalmente  los  autores 
han  estado  contestes  en  resolver  que  el 
individuo  que  roba  para  no  perecer  de 
hambre  obra  bajo  el  imperio  de  una  fuer- 
za irresistible. 

El  Código  llamado  Carolino,  dictado 
por  el  Emperador  Cárlos  V,  el  cual  cons- 
tituía uno  de  los  fundamentos  del  dere- 
cho penal  europeo  hasta  hace  siglo  y 
medio,  decía  en  su  artículo  166: 

"Si  alguien  oprimido  por  hambre  ver- 
dadera que  él,  au  mujer  jr  sus  hijos  estu- 
viesen suíriendo,  robase  alimentos  y  el 
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robo  fitese  considerable  y  conocido^  ¡os 
juetxs  consaltarán  sobre  lo  que  deben  re- 
solver.  Tal  ladrón,  aunque  ae  le  deje  li- 
bre y  sin  castigo,  no  tendrá  acción  con- 
ira  el  acusador.'* 

Tales  conceptos  demuestran  que  en 
aqtiel  viejo  Código  de  los  fines  de  la  BdacI 
Media,  era  permitida  la  absolución  de 
los  que  habían  caido  en  delincuencia  bajo 
la  presión  de  ineludibles  necesidades  físi- 
cas de  la  vida. 

Fácil  seria  para  nosotros  la  tarea  de 
reproducir  opiniones  de  autores  que  con- 
firman la  doctrina  sentada  por  Magnaud. 
Pero  no  vemos  la  necesidad  de  hacerlo. 
Basta  con  resumir  lo  que  dicen  todos 
ellos,  en  los  términos  concisos  en  que  lo 
hace  Garraud: 

"Ninguna  ñierza  ó  presión  moral  dá 
el  derecho  de  secutar  un  acto  delictuo- 
so. Pero  la  cuestión  no  es  esa:  se  trata 
de  saber  solamente  si,  en  aquel  que  obra 
bajo  el  impulso  de  tal  presión,  existe  una 
voluntad  bastante  para  constituir  la 
la  imputabilidad;  y  si  la  libertad  estre- 
chada entre  la  alternativa  de  una  infrac- 
ción que  cometer  ó  de  un  mal  que  sufrir, 
era  tal  que  pudiese  autorizar  la  pena. 
Ahora  bien,  colocada  en  esos  términos, 
Ih  cuestión  no  es  dudosa:  cuando  bajo  el 
imperio  de  una  fuerxa  moral  se  veriñca 
un  hecho  prohibido  por  la  ley  penal,  ese 
hecho  resulta  verificado  en  un  estado  de 
espíritu  que  no  es  el  que  debería  ser  para 
que  se  pueda  aplicar  un  castigo." 

La  doctrina  que  fluye  de  las  sentencias 
del  Presidente  Magnaud,  parécenos,  pues, 
la  misma,  en  principio,  que  desde  muy 
antiguo  se  bal:^  proclamado  }>or  los 
autores  más  prestigiosos. 

Creemos,  sin  embargo,  que  jamás  ha- 
bía sido  traducida  á  la  práctica  de  un 
modo  más  jurídicamente  hermoso,  de  un 


modo  más  humano,  más  real  y  verdade- 
ro, en  fin. 

Ricardo  CabibsesZ. 

Para  completar  este  bosquejo  de  las 
sentencias  del  juez  de  Cháteau-Thierry, 
que  consagran  lo  que  él  llama  el  derecho 
á  la  vida,  reproducimos  algunas  otras 
á  continuación,  agregando  en  estracto 
los  comentarios  de  Mr.  Henry  Lcyret, 
de  la  traducción  española  del  sefior  Dio- 
nisio Díaz  Bnrfquex,  reproducida  en  la 
Revista  General  de  Legislación  y  Juris- 
prudencia de  Madrid. 


27  de  diciembre  de  1899 

BI  Tribunal: 

Considerando  que  ha  resultado  de  los  deba- 
tes que  el  26  de  didembre  de  1889,  Bardoux, 
que  había  salido  el  mismo  día  de  la  cárcel  co- 
gió de  modo  muy  ostensible  un  paquete  de 
chalecos  de  lana  en  la  entrada  del  almacén  del 
señor  Collou; 

Que  no  IratA  de  ocultar  los  objetos  que 
acababa  de  aprehender  ní  de  sustraerse  por 
una  huida  precipitada  ála  persecución  del  per- 
judicado ni  de  los  demás  testigos  de  esta  es- 
cena; 

Que  no  liabfa  formado  por  consiguiente  el 
proyecto  de  apropiarse  los  dichos  objetos; 

Que  no  tuvo  tampoco  el  deseo  de  causar  un 
perjuicio  A  otro,  puesto  que  no  ignoraba  que 
los  objetos  le  iban  á  ser  inmediatamente  reco- 
^dos  y  devueltos  á  su  dueño; 

Que  si,  en  efecto,  sepusouno  de  lus  chalecos 
que,  con  los  demásde  que  se  había  apoderado, 
dejaron  junto  á  él  en  la  habitación  donde  lo 
encerraron  en  los  primeros  instantes,  fué  para 
abrigarse  momentáneamente  y  no  con  el  pro- 
pósito de  sustraer  esta  prenda,  pues  que  no 
ignoraba .  que  los  chalecos  habían  sido  con- 
tados, y  que,  en  la  cárcel  donde  iba  a  ser  con- 
ducido, el  registro  de  su  ropa  tenía  que  verifi- 
carse; 
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Que  en  los  móviles  que  han  impulsado  A 
obrar  á  Bardoux  no  se  encuentra  ni  la  inten- 
rión  de  apropiarse  las  cosas  de  otro  ni  la  de 
caosar  un  pcrjaícío,  qoe  son  los  elementos 
constitutivos  y  característicos  de  la  sustrac- 
ción fraudulenta; 

Que  resulta,  por  tanto,  que  el  procesado  no 
ha  hecho  más  que  simular  un  robo,  ñ  fin  de  ser 
mntegrado  lo  más  pronto  posible  &  la  cárcel, 
de  la  que  había  salido  contra  su  gusto  en  la 
misma  mañana; 

Qne,  si  hechos  de  esta  naturaleza  se  produ- 
cen con  Alarmante  frecuencia,  la  cansa  consis- 
te en  el  régimen  confortable  de  las  prisiones: 

Que,  admitido  esto,  secxplica  facilnienteqtte 
Banloux,  varias  veces  condcnndo  por  vago  y 
desprovisto  de  todo  sentido  moral,  haya  en- 
sayado por  un  medio  cualquiera,  de  hacerse 
reintegrar  durante  la  mala  estación  en  el  esta- 
blecimiento, mucho  más  filantrópicoqiierepre- 
■íro,  ifle  acababa  de  dejar; 

Que  debe,  en  consecuencia,  absolverse  de  loa 
(toes  de  la  persecución,  sin  costas; 

Por  estos  motivos,  el  Tribunal  absuelve  á 
Bardnox  de  tos  referidos  6nes,  sin  costas. 

ElMa^^strado  tiene  la  obligación  de 
aplicar  la  ley  á  los  que  la  infringen:  pero 
no  está  obligado  por  esta  misma  ley  á 
amniatiar  á  aquel  que  la  menosprecia  el 
primero,  el  Estado,  ni  A  encubrir  los  vi- 
cios de  la  sociedad.  ¿No  es  uno  de  éstos, 
y  de  los  más  escandalosos,  que  cada  año 
discurran  ante  los  Tribunales  millares  de 
seres  humanos,  con  el  objeto  de  tomar 
sos  cuarteles  de  invernó,  solicitando  con 
toda  la  tranquilidad  de  espíritu  un  bille* 
te  de  alojamiento  en  una  prisión? 

La  mayor  parte  de  los  Magistrados  en- 
nuntran  esto  muy  natural.  La  rutina, 
la  indiferencia,  el  egoísmo  también,  les 
bvitan  á  condenar  maqninalmente  á  es- 
tos delincuentes  voluntarios.  De  investi- 
gar su  pasado,  de  pensar  en  su  porvenir, 
para  pesar  los  móviles  y  para  prevenir 
un  error  nuevo,  estas  gentes  no  se  curan. 
Condeoaa  nnas  veces  más,  otras  veces 


menos,  |x;ro siempre  condenan;en  cuanto 
á  ensayar  el  salvar  ánn  hombre,  en  cuan- 
to A  permitirse  corregir  por  una  bienhe- 
chora equidad  las  culpas  de  la  sociedad, 
verdaderamente  cae  esto  ftiera  del  negocio 
tal  como  ellos  lo  consideran,  l^  preocu- 
pa tan  poco,  que  lejos  de  querer  abando- 
nar á  merced  de  su  trabajo  esos  millares 
de  vagabundos,  les  ven  retomar  ante 
ellos  con  cierto  placer:  son  sus  clientes 
preferidos.  Hay  Magistrados  tan  com- 
placientes con  ellos,  que  les  preguntan  á 
cuántos  meses  desean  ser  condenados,  y, 
sonriendo,  administran  justicia  según  su 
deseo.  Hay  otros,  más  severos,  que  les 
amonestan,  que  les  hablan  de  moralidad, 
pero  les  condenan  también,  primero,  por- 
que lo  exige  el  formulismo  legal;  después, 
porque  las  condenas  añaden  renombre  á 
la  importancia  del  Tribunal. 

Ambas  clases  típicas  de  Magistrados 
condenan  por  hábito,  sin  abrigar  ningún 
propósito  de  reformar  esas  prácticas  de- 
testables: los  vagabundos  lo  saben  y  de 
ello  se  fían  (1). 

La  |)asividad  moral  de  los  Magistra- 
dos es  una  de  las  principales  causas  de  la 
vagabundez.  Y  es  otra,  según  ha  escrito 
el  Presidente  Magnaud  en  sus  conside- 

(I)  «En  el  fondo,  nosotros  los  vtgsbundud  endu- 
recidüü,  teñamos  una  cierta  simpatía  respetuosa  por 
'a  Moipstratara,  pues  ella  es  quien  nos  provee  de 
alimentos  y  de  dormitorio,  onando  en  ninguna  parte 
los  snoontrsDos...  Yo  afladirla,  que  Bosotros  somos 
también  algo  Atilei  á  loa  Magistrados.  He  observado 
varías  veces,  aristíendo  á  hs  audisncias  correccio- 
nales, que  ciertos  Tribunales  tendrían  bien  poco 
que  batwr  si  no  reoogieseu  oon  regnlarídad  las  ban- 
dadas de  golfos.  Un  día,  oomo  me  hubieran  oondu- 
cido  i  la  audiencia  oon  otro  otnnpafiwo,  arrestado  al 
mismo  ti*impo  que  yo,  oí  A  un  Fisoal  dedr  i  su  sus- 
tituto: «'obre  todo,  no  olvide  hacer  dos  procesos 
di^tintt«  para  que  tengauun  un  proceso  más  en  la 
estadística...»  Entonces  me  convencí  de  que  los  jae- 
ce» y  los  vagabandos  se  ayudan  recíprocamente  k 
vivir  ~>  Antonio  Banmann,  Sowwfi/rc  de  maffittrat, 
p«g.  143-144,  un  vol.  en  8.*,  París,  1899. 
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randos,  el  régimen  confortable  de  las  pri- 
siones. ¿Quiere  esto  decir  que  desee  intro- 
ducir en  las  prisiones  un  régimen  más 
severo  que  el  régimen  actual?  ¡No,  por 
cierto!  Las  mejoras  aportadas  por  el  si- 
glo XIX  en  la  administración  penitencia- 
ria son  el  fruto  del  progreso  de  la  frater- 
nidad humana.  Retrogradar  á  las  pe- 
nas más  duras,  al  sistema  despiadado  de 
otras  épocas,  sería  tanto  como  renegar 
de  la  civilización  misma.  Si  el  régimen  de 
las  prisiones  es  ineficaz  contra  los  vaga- 
bundos, ¿no  es  esto  una  prueba  de  que 
los  medios  de  represión  empleados  por  la 
sociedad  contra  la  vagancia,  inútiles  y 
malos,  van  precisamente  contrael  objeto 
que  se  propuso  el  legislador?  Perseguir  á 
1  os  vagos pro&sionaks  es  excitarles  á  per- 
sistir en  sus  hábitos  errabundos;  es  impe- 
dirles las  tentativas  de  un  trabajo  segui- 
do, haciéndoles  caer  en  la  tentación  de 
una  pereza  sostenida;  es  comunicarles  el 
gusto,  y  aun  algunas  veces  la  nostalgia 
de  la  prisión.  Como  esos  combatientes 
de  la  vidááquieneslas batallas  ilusorias, 
las  esperanzas  quiméricas,  hacen  volver 
desalentados  á  soterrarse  en  el  viejo  ho- 
gar familiar,  asf  los  vagabundos,  cucin- 
do,  después  de  recorrer  vanamente  los 
polvorientos  caminos  sin  fin,  lafatiga  les 
vence;  cuando  ven  á  su  alrededor  caer  las 
hojas  secas  y  la  soledad  engrandecerse, 
se  apresuran,  entristecidos,  á  recogerse 
en  el  lünico  puerto  en  que  pueden  anclar. 
La  prisión  es  su  asilo. 

Ellos  eligen  de  antemano  aquella  que 
les  promete  refugio  más  seguro  y  confor- 
table. Mejor  que  un  Fiscal,  conocen  las 
capacidades  de  represión  de  los  Magis- 
trados de  la  jurisdicción  por  donde  cami- 
nan. Mejor  que  un  director  general  cono- 
cen las  ventajas  y  los  inconvenientes  de 
los  establecimientos  penitenciarios  de  la 


región  que  recorren.  Su  experiencia  per- 
sonal, ¿no  se  lo  demuestra  encada  etapa? 
Van,  por  consiguiente,  á  la  cárcel  donde 
saben  quehan  deestartranquilos.  Todos 
los  vigilantes  no  son  brutales.  Algunas 
veces  son  buenas  personas.  En  este  caso, 
si  los  detenidos  no  son  peligrosos,  el 
guardia  les  deja  en  paz.  Y  por  algunos  ' 
meses,  una  existencia  sosegada,  regular, 
monótona,  comienza.  Y  en  las  entreteni- 
das tertulias  nocturnas,  unos  y  otros  se 
comunican  sus  observaciones  prácticas 
sobre  el  país  quehan  recorrido,  sobre  los 
Tribunales  que  han  frecuentado,  sobre 
las  prisiones  que  han  habitado,  sobre  las 
triquiñuelas  del  Código,  sobre  el  peligro 
de  ciertas  reincidencias,  en  fin,  sobre  los 
medios  de  vagabundar  toda  la  vida  sin 
peligro  (1).  Y  mientraahablan, duermen, 
trabajan  en  el  taller,  pasean  en  los  pa- 
tios, tranquilos  ahora,  al  abrigo  del 
hambre  y  del  frío;  la  prisión  va,  traido- 
ramente,  realizando  su  obra:  ella  les  ener- 
va, les  debilita,  les  lenifica,  y,  cuando 
han  perdido  para  siempre  su  energía,  ha- 
cen liquidación  de  todo  amor  propio,  de 
toda  pena,  de  todo  escrúpulo,  viniendo  á 
ser  estos  resignados  sinvergüenzas  peo- 
res que  los  criminales  rebeldes. 

Resignados  á  vivir  de  delitos  anua- 
les, de  aprisionamientos  periódicos;  re- 
signados á  vagabundar,  á  mendigar,  á 
robar;  resignados  á  abdicar  su  cualidad 
de  hombres  para  aprovechar  hasta  su 
vejez  las  ventajas  inherentes  á  la  condi- 
ción del  prisionero.  Suena,  con  la  prima- 
vera, la  hora  de  su  libertad;  dejan  la  pri- 
sión con  ánimo  de  regresar  á  ella,  y,  en 
efecto,  tan  pronto  como  vuelven  los  pri- 
meros fríos,  les  recogen  los  polizontes, 


(1]  Véase  Baumann,  obra  citada,  el  ooal  hace 
una  descripoión  pintoresoa  de  estas  ooBtumbree. 
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qtie  llenan  los  Tribunales,  que  pueblan 
las  cárceles.  Pobres  diablos  en  el  fondo, 
menos  vituperables,  en  verdad,  que  tan- 
tos jueces  que,  por  un  necio  respeto  á  las 
disposiciones  literales  de  la  ley,  acaban 
de  perderles  antes  que  intentar  despertar 
sa  alma  dormida.  Absolviendo  á  uno  de 
esos  vagabundos,  el  Presidente  Mag- 
naud  no  solamente  ha  condenado  loscal- 
pables  usos  de  los  Tribunales,  sino  que 
ha  señalado  también  una  de  las  más  abo- 
minables imperfecciones  sociales.  ¿Cuán- 
do llegará  su  reforma? 

II 


25  de  febreto  de  1898 


El  Tribunal, 


Considerando  que  S... no  niega  haber  roto  el 
farol  de  un  mechero  de  gas  perteneciente  á  la 
ciudad  de  Chateau-Thierrj-,  pero  que  declara 
haberlo  hecho  con  el  solo  objeto  de  hacerse 
poner  en  prisión,  para  ser  así  al-mentado  y 
alqado  á  expensas  del  Estado; 

Considerando  que  no  existe  en  estas  condi- 
dones  la  intención  de  dañar,  elemento  consti- 
tutivo de  todo  delito,  ha  lugar  á  la  absolución 
del  procesado,  sin  costas. 

Por  estos  motivos: 

Absuelve  á  S...del  hecho  por  el  que  se  le  ha 
perseguido,  sin  costas. 

A  fin  de  asegurar  el  pan  y  un  albergue, 
aqnél  comete  tm  robo  en  el  comenrio, 
éste  rompe  un  farol  del  alumbrado  públi- 
co. En  ambos  casos,  la  intención  dedañ^ir 
no  existe.  Ninguno  de  los  dos  desgraciados 
obedece  á  un  pensamiento  malévolo.  lil 
móvil  de  su  acto,  violencia  material  ó  ro- 
bo, Alé  la  necesidad  apremiante  de  salvar 
su  propia  vida  de  un  peligro  extremo.  El 
objeto  era  el  mismo,  la  sentencia  no  podía 
variar.  Xa  acción  de  romper  un  reverbe- 
ro, calificada  en  derecho  de  "deterio- 


ración de  un  monumento  de  utilidad  pú- 
blica", es  frecuente.  Como  no  entraña 
jamás  la  relegación,  suele  ser  cometida 
varias  veces  por  el  mismo  individuo;  los 
miserables  recurren  con  frecuencia  á  este 
medio.  Parece  como  que  el  Código  se  loha 
puesto  á  su  disposición,  á  modo  de  una 
tabla  salvadora.  Y  en  efecto,. los  Magis- 
trados les  aplican  la  ley  según  su  deseo. 
De  suerte  que  los  archivos  judiciales  au* 
mentan,  las  prisionesse  pueblan  de  la  má- 
nera  más  injusta.  Pues  si  es  verdad  que 
no  puede  haber  delito  cuando  falta  la  in- 
tención de  dañar,  es  inicuo  que  los  Tri- 
bunales condenen  á  la  prisión  á  hombres 
de  toda  evidencia  inocentes. 

£1  hecho  de  obligar  indirectamente  á  la 
sociedad  á  cumplir  sus  deberes  de  hospi- 
talidad respecto  á  los  desventurados  des- 
provistos de  todo  lo  necesario,  no  puede 
constituir  un  delito. 

El  presidente  Magnaud  loha  creído  así, 
y  no  ha  vacilado  en  absolver  al  reo  S.  de 
la  querella.  Era  á  la  vez  un  acto  dejnsticia 
y  de  previsión.  Porque  es  incontestable 
que  si  los  Magistrados  abandonan  su  es- 
píritu de  rutina,  cesando  de  enviar  á  la 
cárcel  los  reos  de  rotura  de  faroles  y  de 
actos  similares,  ellos  se  abstendrán  en  lo 
sucesivo  de  destrozar  los  objetos  públicos. 
Y  se  conseguirá  una  ventaja  para  la.  co- 
lectividad, que  no tcndráyaque lamentar 
peijuicios  de  esa  naturaleza,  y  otra  para 
los  necesitados,  que  no  verán  aumentar 
más  su  hoja  penal  á  cadanuevacondena. 

1  as  penas  impuestas  por  daños  causa- 
(loN  i-n  objetos  públicos,  son  inmerecidas, 
porque,  según  acabamos  de  explicar,  falta 
en  estos  casos  la  intención  de  dañar.  Por 
otra  parte,  son  perfectamente  inútiles, 
porque  no  producen  efecto  sobre  los  pe- 
nados. La  prisión,  repetimos,  no  morali- 
za, endurece.  Hn  lugar,  por  tanto,  de  re 
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cluir  á  los  desgraciados,  cuyo  foIo  crimen 
es  encontrarse  sin  asilo  y  sin  pan,  la  so- 
ciedad debe  fundar  casas  de  refugio,  de 
hospitalidad  para  alliergarlos. 

Precisamente,  el  presidente  Magnaud 
ha  tomado,  como  es  sabido,  la  iniciativa 
de  una  reforma  de  este  género.  El  quiere 
que  se  transforme  una  parte  de  los  loca- 
les de  las  prisiones  en  cuarteles  de  hos- 
pitalidad, en  los  que  se  recogería  á  los 
pobres  miserables  sin  imptmerles  previa- 
mente ninguna  condena. 

El  régimen  de  los  hospitalizados  debe 
ser  el  mismo  que  el  de  los  presos;  la  refor- 
ma no  entraña  ninglín  gasto  suplemen- 
tario para  el  Estado.  Esta  ideaexcelente 
bajo  el  punto  de  vista  humano,  es  perfec- 
tamente realizable.  El  Congreso  de  la  Hu- 
manidad, del  que  Magnaud  es  presidente 
honorario,  probablemente  la  adoptará. 

ni 

28  áe  marzo  de  1900 

Ministerio  público  contra  C... 
El  Tribunal,  después  de  haber  deliberado 
conforme  A  la  ley,  hn  estatufdo  en  estos  tér- 
minos: 

En  vista  de  que  ha  resultado  de  los  debates 
y  de  la  confesión  del  procesado,  la  prueba  de 
que  el  16  de  marzo  de  1900,  liácia  el  medio- 
día, se  hizo  servir  en  el  establecimiento  de  los 
esposos  L.  J.,  hosteleros  en  C.  V.,  los  alimen- 
tos que  allí  consumió,  sabiendo  que  estalla  en 
la  imposibilidad  absoluta  de  pagarlos; 

Considerando  que  el  hambre,  para  ser  una 
causa  de  irresponsabilidad  penal,  ha  de  enten- 
derse, no  de  esa  necesidad  de  comer  que  nos 
sobreviene  algunas  horas  después  de  una  pre- 
cedente comida,  sino  de  la  abstención  forzosa 
y  de  tal  suerte  prolongada,  que  la  existencia 
esté  comprometida; 

Que  en  estas  circunstancias,  de  una  excep- 
cional gravedad,  cuya  apreciación  jH-Ttenece 
al  Juez,  el  hambre  cesa  de  ser  una  simple  causa 
de  atenuación,  para  convertirse  en  esa  fuerza 


irresistible  que,  según  el  artículo  64  del  Códi- 
go Penal,  hace  desaparecer  el  delito  y  obli^ 
á  pronunciar  la  libertad  del  reo  falto  de  inten* 
ción  criminal; 

Pero  atendiendo  á  que  tal  no  es  el  caso  de 
C,  quien  ha  cometido  en  perjuicio  del  matri- 
monio L.  J.  el  delito  de  estafa  de  alimentos, 
hecho  absolutamente  ajeno,  por  la  serie  de 
circunstancias  de  que  es  generalmente  acom- 
pañado, de  aquella  impulúón  expon  tánea  que 
resulta  del  instinto  de  conservación; 

Que,  en  efecto,  después  de  estar  dentro  del 
establecimiento  del  matrimonio  L.  J.  y  de  ha- 
ber tranquilamente  tomado  asiento,  se  hizo 
servir,  para  principiar,  un  vaso  de  aguardien- 
te, y  sucesivamente,  pan,  una  lata  de  sardi- 
nas, queso,  una  botella  de  cerveza,  así  como 
diversos  accesorios,  tales  como  café,  coñac, 
papel  de  fumar,  que  no  tienen  más  que  una 
muy  lejana  relación  con  los  artículos  de  pri- 
mera necesidad  destinados  á  proveer  las  ine- 
luctables exigencias  de  la  vida; 

Considerando  que  estos  hechos,  efectuados 
con  reflexión,  establecen  superabundan  temen- 
te  que  C...  no  ha  sido  impulsado  á  cometer  el 
delito  que  se  le  imputa  más  que  por  el  deseo 
de  apadguar,  bastante  copiosamente,  á  costa 
de  otro,  un  hambre  normalmente  apremiante, 
pero  todavía  sin  peligro; 

Considerando,  por  otra  parte,  que  en  el 
trascurso  de  cinco  años,  el  procesado  ha  sido 
varias  veces  condenado  por  el  mismo  delito  y 
delitos  similares,  á  cuatro  meses,  tres  meses  y 
un  mes  de  prisión; 

Que  se  halla,  por  consecuencia,  en  estado  de 
reincidencia; 

Considerando,  sin  embargo,  que  se  ha  pro* 
bado  que  C...  estaba  sin  ningún  recurso,  mal 
vestido,  transido  de  frío  y  bajo  la  influencia 
de  una  necesidad  de  nutrición  en  el  momento 
en  que  lia  cometido  con  tanta  indiscreción  el 
delito  que  le  es  reprochado; 

Que  todo  ser  humano,  por  poco  interesante 
que  sea,  que  se  encuentre  reahnenteen  una  tan 
penosa  situación,  debe  bene6ctar  de  circuns- 
tancias atenuantes,  sobre  todo  si  se  tiene  en 
cuenta  que  la  probidad  y  delicadeza  son  dos 
virtudes  infinitamente  más  fáciles  de  practi- 
car cuando  no  se  carece  de  nada,  que  cuando 
se  está  desprovisto  de  todo; 
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Que  liaj,  por  consiguiente,  lugar  á  apre- 
ciarlas en  C—,  más  en  los  límites  restringidos 
que  impone  su  estado  de  reincidencia  legal: 

Por  estos  motÍToa: 

El  Tribunal  condena  á  C...  á  quince  días  de 
prísidn. 

Se  ha  dicho  al  Presidente  Magnaud: 
"Admitir  el  derecho  á  la  vida  es  con- 
sagrar el  derecho  al  robo.  Que  tal  madre 
de  familia,  sorprendida  en  flagrante  deli- 
to de  robo  de  un  pan,  os  haya  parecido 
digna  de  piedad,  hasta  el  punto  de  absol- 
verla, ¡sea!  Vuestro  corazón  ha  podido  en 
este  dia abrirse  á  la  indulgenciatotal  con 
alguna  razón,  ¡puede  ser!  ¿Pero  no  te- 
méis haber  proporcionado  así  una  prima 
á  la  pereza,  haber  suministrado  un  pre- 
texto legal  á  la  gula,  ¿  la  codicia  dili- 
gente? 

"¿Qué  haréis  en  lo  sucesivo  cuando  ten- 
gáis en  el  banquillo  de  vuestro  Triliunal 
uno  de  esos  seres,  desde  remoto  tiempo 
perdidos  para  el  trabajo,  cuya  existencia 
es  sostenida  al  azar,  y  que  frecuentemen- 
te proveen  á  su  nutrición  cometiendo,  al- 
gunas veces  sin  necesidad  apremiante,  el 
delito  conocido  con  el  nombre  de  trampa 
de  alimentos? 

"Cuando  este  hombre,  interrogado  por 
vos  sobre  los  motivos  de  su  acto,  se 
atrinchere  detrás  de  la  exposición  de 
principios  comprendidos  en  vuestra  sen- 
tencia de  4  de  marzo  de  1898,  ¿qué  le  res- 
ponderéis?" 

Dos  años  después  de  pronunciada  la 
sentencia  que  provoca  esas  objeciones,  el 
Presidente  Magnaud  se  encuentra  en  pre- 
sencia del  caso  previsto  por  los  espíritus 
timoratos.  Hé  aquí  ante  él  un  procesado 
por  estafa  de  alimentos,  que  invoca  la 
excusa  del  hambre. 

Bl  Magistrado,  interrogándole,  sabe 
que  había  comido  de  una  manera  sufí- 

DUSCHO 


cíente  la  noche  de  la  víspera  de  su  delito, 
y  que  en  la  mañana  del  siguiente  día  se 
hizo  servir  una  comida  en  una  hostería 
sin  tener  los  medios  de  pagarla,  preocu- 
pándose menos  de  pedir  alimentos  sóli- 
dos y  nutritivos,  de  primera  necesidad, 
que  los  supérfiuos  (1). 

El  magistrado  sabe,  por  otra  parte, 
que  el  reo  está  acostumbrado  á  cometer 
delitos  similares.  ¿Le  absolverá?  Si  pre- 
disponen contra  él  sus  anteriores  conde- 
nas motivadas  por  hechos  análogos,  es 
también  muy  cierto  que  hay  seres  aban- 
donados para  quienes  la  reincidencia 
viene  á  ser  como  una  obligación  vital. 
Pero  al  magistrado  leconsta  que  la  vida 
del  delincuente  no  estaba  en  peligro,  y 
de  esto  infiere  que  su  instinto  de  conser- 
vación no  podía  hallarse  excitado  hasta 
el  punto  de  justificar  el  descaro  mani- 
festado en  el  número  y  en  la  elección  de 
los  artículos  consumidos.  Desde  que  esto 
se  patentiza,  el  Presidente  Magnaud  no 
reconoce  en  el  hecho  las  consecuencias 
de  la  necesidad,  y  condena. 

¡Oh!  la  penaes  insignificante.  C.  ba  si- 
do castigado  por  el  mismo  delito  á  va- 
rios meses  de  prisión.  El  Presidente 
Magnaud  no  le  condena  más  que  á  quin- 
ce  días  de  cárcel.  ¿Cómo,  se  dirá,  conde- 
nar menos  á  un  incorre^ble  que  lo  fué 
en  sus  primeros  delitos?.. . 

"No  es  precisamente  su  estado  de  rein- 
cidencia legal,  responde  el  juez;  yo  me  mos- 
traría indulgente  hácia  él  en  límites  más 
amplios  todavía.  Sí,  á  mí  entender,  es 


(1)  Se  emplea  squf  eata  palabra  para  mejor  tradu- 
cir el  pensamiento  del  jaes.  Porque  llamar  sopérflao 
un  trozo  de  qneso,  uiia  lata  de  aardiiiaii,  una  botella 
de  cerveza,  etc.,  hará  reir  k  loe  habituados  á  no  sa- 
tisfaoerBe  más  que  de  alimentoH  rvoa,  varíadoe  y 
oopiosos.  Pero  todo  esto  es  relativo,  7  eata  relativi- 
dad, el  juez  se  ha  visto  obligado  á  tenerla  en  cuenta. 
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culpable;  pero  tiene  en  su  favor  circuns- 
tancias  atenuantes. 

*'Bn  efecto:  aunque  sin  excusa  sería  ha 
abusado  de  los  bienes  ajenos,  no  puede 
desconocerse  tampoco  qne  la  probidad  y 
delicadeza  son  dos  virtudes  más  fáciles 
de  practicar  cuando  no  falta  nada  que 
cuando  se  carece  de  todo. 

"Sí,  ha  tenido  la  culpa  de  consumir 
alimentos  ajenos  que  no  eran  absoluta- 
mente necesarios  é  su  conservación,  pero 
en.  el  momento  que  cometía  este  acto 
crímtnal  estaba  sin  ningún  recurso,  mal 
vestido,  transido  de  frío,  y,  al  mismo 
tiempo,  se  encontraba  sobre  la  influen- 
cia de  una  necesidad  denutríción.  Es  por 
lo  que  yo  soy  todo  lo  indulgente  que 
puedo." 

Ahora,  los  hombres  severos  que  en  pri- 
mer lugar  reprochan  al  Presidente  Ma- 
gnaud  el  haber  sido  benévolo  con  C,  le 
preguntan  con  ironía:  ¿Qué  habéis  he- 
cho, señor  Juez,  del  derecho  á  la  vida? 
Vos  habéis  dicho  que,  no  obstante  las 
circunstancias  de  la  causa  de  C,  se  ha- 
llaba sobre  la  influencia  de  una  necesi- 
dad de  nutrición,  y  sin  embargo,  le  ha- 
béis condenado.  ¿Dónde  están  los  famo- 
sos considerandos  de  la  sentencia  de 
1898? 

"Vos  no  os  atrevéis  á  insistir;  vos  les 
dáis  prudentemente  de  lado;  vos  retro- 
cedéis ante  vuestra  obra." 

Argumentación  especiosa.  Léjos  de 
retroceder  delante  de  su  obra,  el  Presi- 
dente Magnaud  la  prosigue  con  una  ló- 
gica admirable.  Lejos  de  renegar  del  jui- 
cio de  4  de  marzo  de  1898,  le  completa, 
le  perfecciona,  con  la  sentencia  de  23  de 
marzo  de  1900.  Pues  él  confirma,  con 
más  energía  todavía,  la  interpretación 
tan  humana  que  ha  dado  al  artículo  64 
del  Código  Penal. 


El  hambre  es  siempre  una  excusa.  Pe- 
ro ella  es  normal  ó  apremiante,  penosa 
solamente  ó  ya  aniquiladora;  ella  es,  en 
fin,  esa  necesidad  de  nutrición  que  se  ha- 
ce sentir  momentos  ántes  de  las  horas  de 
comida,  ó  bien,  irritada  por  una  absten- 
ción involuntaria  y  prolongada,  es  esa 
fuerza  irresistible  que  deriva  del  instinto 
de  conservación. 

Partiendo  de  esta  diferencia  efectiva,  el 
Presidente  Magnaud  acuerda  lascircuns- 
tancias  atenuantes  Á  un  delito  cometido 
en  el  primer  estado,  porque  el  hambre, 
aun  siendo  normal,  es  nna  causa  de 
atenuación. 

Este  no  es  el  caso  en  que  un  ayuno  for- 
zado pone  la  existencia  en  peligro,  en  que 
es  de  toda  necesidad  comer,  so  pena  de 
morir  de  hambre,  cuando  sintiéndose 
amenazada  la  vida,  la  naturaleza  hu- 
mana se  rebela,  recurriendo  para  salvar- 
se á  la  violencia  ó  á  la  astucia,  porque 
este  caso  es  el  de  irresponsabilidad  de- 
clarado por  el  artículo  64. 

Cuando  el  Presidente  Magnaud  precisa 
aM  las  condiciohes  físicas  en  las  cuales  el 
hambre  puede  y  debe  saciarse,  cuando  las 
restringe  á  la  imperiosa  necesidad,  forti- 
fica mucho  más  el  derecho  á  la  vida.  De- 
sembarazar este  principio  de  falsas  in- 
terpretaciones, es  mantenerle  al  abrigo 
de  las  aplicaciones  intencionalmente  fal- 
sas. Estas  últimas,  nna  vez  descartadas, 
el  principio  queda  puro.  Desde  entonces 
nada  más  fácil  que  reconocerle  cada  vez 
que  se  manifiestaensn  humana  sencillez. 

rv 

3  de  mano  de  1899. 

El  Tribunal: 
Considerando  que  Dubost  ha  sido  sorpren- 
dido c1 25  de  enero  de  1899  mendigando  en  la 
Ferté-Milon; 
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Qne  aunqne  no  existe  en  esta  localidad  nin- 
gún establecimiento  susceptible  de  subvenir 
tíicazmente  á  la  mendicidad,  el  procesado  es 
perseguido,  sin  embargo,  en  virtud  del  artícu- 
lo 273  del  Código  penal,  es  decir,  como  dedi- 
cado habitualmente  á  la  mendicidad,  siendo 
válido,  y  al  mismo  tiempo  por  vagancia; 
Sobre  el  delito  de  mendicidad: 
Considerando  que  el  mendigo  profesional  ó 
habitual  es  el  hombre  que,  por  pereza  ínvete- 
rnda  vive  constantemente  de  la  mendicidad, 
explotando  la  caridad  pública,  rehusando  la 
limosna  cuando  no  es  de  su  gusto,  desperdi- 
ciándola ó  traficando  con  ella; 

Que  el  delito  de  mendicidad  profesional  no 
puede  ser  imputado  al  que  implora  la  caridad 
pública  solamente  por  intervalos  ;  en  mo' 
mcntos  difíciles  en  que  estA  sin  trabajo,  sobre 
todo  si  se  prueba  que  ha  trabajado  frecuente- 
mente, aun  en  condiciones  desventajosas,  en 
épocas  cercanas  y  anteriores  al  hecho  de  men- 
dicidad por  el  cual  se  le  persigue; 

One  es  necesario  además  que  el  mendigo, 
para  ser  calificado  de  profesionalt  explote  des- 
de largo  tiempo  y  sin  discontinuidad  la  cari- 
dad pública; 

Qae  también  ta  edad  del  procesado  del»  ser 
tomada  muy  en  cuenta,  porque  es  evidente 
q  ic  el  que  se  halla  en  estado  de  minoridad  pe- 
nnl  6  salido  apenas  de  ella,  en  el  momento  de 
cometer  cl  hecho  de  mendicidad,  no  puede  ser 
retenido  por  este  hecho  más  que  cuando  ha~ 
biendo  voluntariamente  abandonado  el  domi- 
cilio paterno,  ha  vivido  siempre  de  limosnas, 
relmsando  cínicamente  todo  trabajo; 

Que  en  reali'lad,  salvo  muy  raras  excepcio- 
nes, sólo  el  hombre  hecho,  que  durante  largo 
ti':mpo  no  quiere  trabajar  ó  no  justífíca  haber 
realizado  serios  esfuerzos  para  crearse  recur- 
sos por  medio  del  trabajo,  puede  ser  caldcado 
dt  mendigo  profesional; 

Considerando,  por  otra  parte,  que  para  que 
d  delito  de  mendicidad  profesional,  previsto 
«i  íl  artículo  275,  pueda  ser  castigado,  es  ne- 
cesario también  que  el  mendigo  sea  válido; 

l}ae  procede,  por  tanto,  investigar  si  Du- 
twst  reúne  estas  dos  condiciones: 

Considerando  que  Dubost,  que  carece  de 
&riilia,ha  sufrido  hasta  el  día  cuarenta  jdos 
coaáeaas,  todas  por  mendicidad,  vagancia, 


ruptura  de  bando  y  ultrajes  á  polizontes  y 
Magistrados,  estos  últimos  inferidos  por  él 
con  el  objeto  evidente  de  ser  penado  con  ma- 
yor severidad,  á  fin  de  no  tener  que  preocu- 
parse largo  tiempo  de  las  necesidades  de  la 
existencia; 

Considerando  que  en  cl  trascurso  de  unos 
veinte  y  cinco  años  ha  pasado  once  en  las  pri- 
siones, donde  ha  olvidado  completamente, 
por  falta  de  ejercicio,  su  oficio  de  encuader- 
nador; 

Que  reconoce  ún  dífcultad  vivir  habitual- 
mente de  la  mendicidad;  pero  declara  que  está 
constreñido  á  ello  por  su  estado  de  salud,  que 
no  le  permite  dedicarse  á  ningún  trabajocons- 

tante; 

Considerando  que  examinado  con  el  mayor 
detenimiento,  bajo  el  punto  de  vista  de  su  es- 
tado físico  y  mental,  por  el  doctor  Vilcoq,  á 
quien  el  Tribunal  ha  nombrado  á  este  efecto, 
este  perito  declara:  "que  Dubost  es  raro,  me- 
lancólico, indiferente  á  todo,  resignado  de  an- 
temano á  reanudar  esa  misma  existencia  de 
mendicidad  y  de  estancia  en  las  prisiones;  que, 
por  otra  parte,  se  halla  atacado  de  una  her- 
nia que  puede  impedirle  dedicarse  á  penosos 
trabajos,  aunque  no  á  toda  ocupación,  y  que 
es  anémico  por  el  tiempo  pasado  en  las  cárce- 
les; que  si  bien  no  hay  en  él  ningún  signo  de 
degeneración  mental,  es  evidente  que  sus  fa- 
cultades ñsicas  están  muy  aminoradas,  y  que 
esta  debilitación  puede,  con  el  mismo  titulo 
que  la  miseriafisiológicay  la  vejez  prematura, 
ser  atribuida  á  la  estancia  prolongada  en  las 
prisiones," 

Considerando  que  de  este  informe  resulta 
que,  aparte  de  la  debilidad  intelectual,  el  pro- 
cesado no  es  suficientemente  válido  para  sub- 
venir á  las  necesidades  de  su  existencia; 

Considerando  que  uno  de  los  elementos 
constitutivos  del  delito  de  mendicidad  profe- 
sional, previsto  por  el  artículo  275  del  Código 
penal  que  es  la  validez  del  inculpado,  no  está 
establecido  suficientemente  respecto  de  Du- 
bost. 

Sobre  el  delito  de  vagancia: 

Considerando  que  el  mero  hecho  de  no  tener 
nidomiciHo  cierto,  ni  medios  de  subsistencia,  y 
no  ejercer  habitualmente  ni  oficio  ni  profesión; 
en  una  palabra,  de  ser  simplemente  desgracia- 
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do  por  su  falta  6  sin  su  falta,  constituyen  un 
delito,  aun  cuando  no  resultare  ningún  per- 
juicio material  ó  moral  para  otro,  procede 
investigar  sí  esos  elementos  constitutivos  del 
delito  de  vagancia  se  encuentran  en  el  caso  de 
Dubost,  y  si  aun  en  esta  hipótesis,  las  penas 
dictadas  por  el  artículo  271  pueden  serle  apli- 
cadas; 

Considerando  que  Dubost  ha  sido  arrestado 
veinte  y  nueve  dias  después  de  su  salida  de  la 
cárcel  de  Mácon,  donde  había  sufrido  treinta 
días  de  detención,  saliendo  con  un  peculio  de 
o  francos  f^S  céntimos; 

Considerando  que estasuma representa  unos 
veinte  céntimos  por  día,  durante  veinte  y  nne< 
ve  días,  para  procurarse  el  pan  cotidiano; 

Que  conviene  añadir  algunos  socorros,  al 
menos  de  alojamiento,  que  ha  podido  recibir 
en  ciertas  alcaldías  de  las  localidades  por  él 
atravesadas; 

Considerando  que  de  la  causa  no  resulta 
que  en  los  primeros  días  de  su  libertad  haya 
gastado  todo  su  peculio; 

Que,  por  tanto,  no  puede  estrictamente  afir- 
marse que  en  el  momento  de  ser  arrestado,  es- 
tuviera después  de  varios  días  sin  medios  de 
subsistencia; 

Considerando,  además  de  esto,  que  sin  apo- 
yarse sobre  ese  hecho  material,  sin  embargo, 
muy  jurídicamente  concluyente,  no  puede  afir- 
marse que  Dubost  haya  sido  hallado  en  las 
tres  condiciones  previstas  por  el  artículo  270 
del  Código  penal  para  la  existencia  del  delito 
de  vagancia; 

Considerando,  en  efecto,  que  puesto  que  él 
no  tiene  á  nadie  que  se  interese  en  v«iir  en  su 
ayuda,  y  no  es  susceptible  de  dedicarse  útil- 
mente á  trabajos  penosos,  los  solos  que  él  po* 
dría  procurarse  dadas  sus  aptitudes,  se  en- 
cuentra forzosamente  sin  medios  de  subsis- 
tencia, y  porconsecuencia,  sin  domicilio  cierto. 

Que  es  de  todo  punto  evidente  que  lo  que  no 
puede  ser  evitado  no  puede  tampoco  ser  puni- 
ble, y  el  simple  buen  sentido  indica  que  el  le- 
gislador no  ha  querido  castigar  másque aque- 
llos que  pueden  trabajar,  encontrándose  por 
su  falta,  á  veces  bien  excusable,  en  las  tres  si- 
tuaciones claramente  precisadas  por  el  artícu- 
lo 270  del  Código  penal; 

Que  en  consecuencia,  tanto  por  el  delito  de 


vagancia  como  por  el  de  mendicidad,  procede 
absolver  al  procesado  de  los  fines  de  la  perse- 
cución, sin  costas; 

Que  esta  solución  se  impone  tanto  más, 
cuanto  que  el  procesado  Dubost  es  un  ser  dig- 
no del  hospital  y  no  de  la  cárcel; 

Que  su  sentido  moral,  estando  en  parte 
atrofiado,  le  hace  considerar  la  prisión  en  que 
ha  pasado  sus  días  en  el  lecho,  y  en  la  cual 
pide  insistentemente  ser  reintegrado,  como 
uno  de  esosestablccímientoshospitalariosque 
la  sociedad  ha  olvidado  instalar  en  número 
suficiente  en  favor  de  los  desgraciados  de  su 
especie,  á  fin  de  obviar  así,  de  una  maneraefí- 
caz,  á  la  mendicidad  al  mismo  tiempo  qne  á  In 
vagancia; 

Considerando  que  el  Tribunal  no  podría 
prestarse  al  deseo  de  Dubost,  puesto  que  toda 
condena  temporal  no  debe  ser  pronunciada 
sino  con  el  doble  objetivo  de  castigar  una  fal- 
ta, y  sobre  todo  de  corregir  al  que  se  declara 
culpable; 

Que  conviene,  por  otra  parte,  señalar  que  si 
Dubost  ha  incurrido  en  cuarenta  y  dos  conde- 
nas, no  ha  sido  ninguna  por  improbidad,  y 
debe  ciertamente  tenerse  muy  en  cuenta  res- 
pecto de  este  desgraciado,  cuya  debilidad  de 
espíritu  va  sín  cesar  en  progresión,  á  pesar  de 
lo  cual  ha  tenido  la  energía  y  honestidad  na- 
tural bastantes  para  resistir  durante  su  larga 
miseria  á  toda  tentación  de  apoderarse  de  los 
bienes  ajenos; 

Por  estos  motivos:  el  Tribunal  absuelve  á 
Dubost  de  los  hechos  porque  ha  sido  procesa- 
do, sin  costas. 


30  de  marMo  de  1900. 

Hl  Tribunal, 
Considerando  que  el  hombre  sin  trabajo  y 
sumido  en  la  miseria  que  para  apaciguar  su 
necesidad  solicita  con  buenos  modos  de  su  se- 
mejante, mejor  favorecido  por  la  suerte,  un 
socorro,  y  se  retira  sin  la  menor  protesta  si  su 
petición  es  rechazada,  no  comete  ningún  acto 
punible; 

Que  esa  humilde  y  simple  apelación  á  la  so- 
lidaridad humana,  no  nendo  en  nada  contra- 
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ría  á  la,  moral,  de  nin^n  modo  ha  podido  ser 
comprendida  por  el  legislador  en  el  delito  de 
mendicidad  que  ha  creado; 

Qaeno  sucede  lo  mismocuando  el  individuo 
major  de  edad  y  válido,  nunca  ha  procurado 
mejorar  aa  situación  por  medio  del  trnbnjo,  y 
ha  hecho  de  la  mendicidad  su  profesión  habi- 
tnal,  de  la  cual  saca  los  recursos  para  su  exis- 
tencia; 

Qaeéstees  un  parásito  y  un  explotador  de 
la  bondad  humana  y  de  la  caridad  pública,  de 
las  cuales  agota  la  bienhechora  fuente  en  de- 
nimcnto  de  los  verdaderos  desgraciados; 

Que  debe  castigarse  con  más  severidad  al 
qaedcun  modo  insolente  pide  la  limosna,  la 
rechaza  si  no  le  conviene,  exige  que  se  le  aumen- 
te 6  cambie  sn  natnralcsa,  é  injuria,  amenaza 
<i  violenta  A  los  que  no  se  atemperan  A  sus  im- 
poáciones; 

Qne  es  predsamente  á  este  último  género  de 
mendicidad  á  la  que  se  dedica  el  procesado 

F  ,  de  nacionalidad  extranjera,  que  el  24 

de  marzo  de  1900,  en  R  ,  proTÍsto  de  una 

carta  conmovedora  fabricada  por  él  y  arma- 
do deán  enorme  bastón,  se  presentó  grosera- 
mente en  casa  de  R...C...  y  L...para  solicitar 
limosna,  cuando  era  poseedOT  de  una  pequeña 
sama;  habiendo  proferido  injurias  y  amena- 
zas y  hasta  tirado  piedras  contra  los  que 
rehusaron  favorecerle  ó  darle  otra  cosa  que 
t>an,  este  alimento,  decía,  no  era  baeao  mas 
qaepara  perros: 

Cooúderando  que  estos  hechos  están  com- 
prendidos en  los  artículos  276  y  279  del  Có- 
digo penal; 

Considerando,  por  otra  parte,  que  el  proce* 
«ado  ha  sido  sorprendido  en  territorio  fran- 
cés, del  que  fué  expulsado  por  un  decreto  mi- 
nisterial de  31  de  octubre  de  1895,  que  se 
halla  vigente; 

Qne  por  este  hecho,  previsto  y  castigado 
por  los  artículos  7^  y  8^  de  la  ley  de  3  de  di- 
ciembre de  1849,  ha  sido  ya  tres  veces  conde- 
nado á  tres  meses  y  seis  meses  de  prisión  por 
los  Tribunales  de  Reims,  Sedán  y  París,  inde- 
pendientemente de  otras  condenas  por  robo; 

Qne  por  consecuencia  se  encuentra  en  el  es- 
tado de  teincidencia  legal  y  sujeto  á  la  aplica- 
cióo  del  artículo  58  del  Código  penal; 

Considerando  que  en  caso  de  pluralidad  de 


delitos,  la  pena  más  grave  debe  ser  aplicada, 
conforme  al  artículo  365  del  Código  de  ins- 
trucción criminal; 

Considerando,  sin  embargo,  que,  en  razón 
de  la  gravedad  de  las  penas,  preceptuadas  por 
el  artículo  279  del  Código  penal,  y  sólo  por 
este  motivo,  ha  lugar  á  hacer  beneficiar  al 
procesado  de  circunstancias  atenuantes; 

Por  estos  motivos,  el  Tribunal 

Condena  á  F...  á  trece  meses  de  prisión; 

Le  condena  á  reembolsar  los  gastos; 

Pija  la  duración  de  la  prisión  subsidiaría 
por  insolvencia  al  máximum; 

Dice  que  al  expirar  su  pena  será  conducido 
á  la  frontera. 

El  fallo  de  30  de  marzo  de  1900  no  es 
meuos  interesante  que  la  sentencia  de  3 
de  marzo  de  1899.  El  proclama  también 
el  derecho  á  la  asistencia,  y  añrma  que 
la  apelación  á  la  solidaridad  httmana  no 
tiene  nada  de  contrarío  á  la  moral;  que 
aquel  que  solicita  un  socorro  de  su  seme- 
jante no  comete  ningún  acto  punible. 
Pero  con  la  misma  nitidez  en  los  princi- 
pios y  en  las  expresiones,  condena  sin 
piedad  á  los  profesionales  de  la  mendici- 
dad, á  ios  explotadores  de  la  bondad  y 
de  la  caridad;  á  los  individuos  que,  con 
el  objeto  de  obtener  una  limosna  de  su 
gusto,  la  piden  con  arrogancia,  profí- 
ríendo  iasultos  y  amenazas,  y  están  siem- 
pre prestos  á  usar  de  la  violencia  si  se  re- 
sisten á  su  voluntad. 

Así  procede  el  mendigo  F...,  ncás  dis- 
puesto á  persuadir  por  la  ostentación  de 
su  garrote  que  por  el  espectáculo  de  su 
miseria,  apedreando  á  quien  rechaza  sus 
exigencias,  rehusando  el  pan,  "que  no  es 
bueno— dice— más  que  para  los  perros." 

Ciertamente,  una  parecida  manera  de 
solicitar  la  limosna  lleva  en  sí  su  propia 
condena. 

Un  verdadero  desgraciado,  cujas  nece- 
sidades sean  apremiantes,  no  recurre  á 
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esos  extremos:  más  cuidadoso  de  comer 
qne  de  aterrorizar,  se  abstendrá  de  ape- 
lar á  medios  violentos,  de  los  que  el  efec- 
to inmediato  sería  agotar  para  él  toda 
fuente  de  caridad.  Es  insigne  torpeza  pre- 
tender apiadar  al  prógimo  por  el  insulto 
y  el  terror. 

Y  hay  más.  Aquel  que  con  un  propósi- 
to de  tal  género  tiene  en  cuenta  el  temor 
que  pueda  inspirar  á  otro  con  sus  demos- 
traciones ofensivas,  éste,  aun  teniendo 
por  pretexto  el  hambre,  se  hace  culpable 
de  una  falta  grave,  de  aquella  que  es  más 
propia  de  los  poderosos:  el  abuso  de  la 
fuerza. 

Cualquiera  que  sea  la  posición  social 
del  ser  que  aprovecha  su  superioridad 
para  someter  á  sus  caprichos  á  sus  seme- 
jantes bien  esa  superioridad  sea  física  ó 
moral, se  ejemi  desde  arribaódesde  aba- 
jo, venga  del  rico  Ó  del  indigente,  del  Es- 
tado ó  del  individuo,  que  tome  por  ins- 
trumento las  leyes  6  los  brazos,  es  repren- 
sible  siempre. 

El  abuso  de  la  fuerza  es  la  negación  de 
la  igualdad  de  los  hombres:  que  se  mani- 
fieste en  provecho  de  la  colectividad  ó  del 
individuo,  nosotros  la-reprobamos  siem- 
pre con  el  mismo  rigor. 

Es  una  de  las  formas  de  la  tiranía:  la 
tiranía  es  odiosa  de  cualquier  pretexto 
que  se  ampare.  Si  la  condenamos  en  el 
Estado,  ¿cómo  podremos  excusarla  en  el 
individuo? 

Este,  aun  siendo  un  desgraciado,  no 
tiene  ningún  derecho  á  atacar  la  persona 
de  su  semejante. 

El  derecho  á  la  solidaridad  no  confiere 
el  derecho  á  la  fuerza. 

Exigir  la  asistencia  á  mano  armada, 
es  sustituir  la  cobardía  á  la  solidari- 
•dad. 

Retrogradar  el  derecho  á  la  barbarie. 


Homo  bomini  lupus— éi  hombre  es  \m 
lobo  para  el  hombre—. 

En  virtud  de  esta  doctrina,  al  que  ame- 
nace con  un  palo  puede  contestársele  con 
un  disparo  de  arma  de  fuego. 

El  qne  abusa  de  la  fuerza,  perece  por  la 
&erza. 

Así,  pues,  abusar  de  los  músculos  para 
forzar  á  otro  á  la  limosna,  es  poner  en 
práctica  el  principio  de  autoridad  en  lo 
qne  tiene  de  más  detestable:  el  derecho 
del  más  fuerte. 


VI 


Audiencia  de  27  de  mayo  de  1898 

El  Tribunal: 
Considerando  demostrado  por  los  debate  s, 
que  el  7  de  ma,vo  de  1898,  E.  M.  tiró  vari  is 
piedras  á  S.,  hiriéndole  ligeramente  en  el  ojo 

derecho: 

Considerando  que  la  procesada  reconoce 
también,  sin  ninguna  dificultad,  la  certeza  de 
las  violencias  que  se  la  imputan,  las  cualrs 
constituyen  el  delito  previsto  y  penado  por  el 
articulo  311  del  Código  penal  (1); 

Considerando  probado  igualmente  que  S. 
ha  sostenido  durante  varios  años  relaciones 
íntimas  y  constantes  con  M.,  la  cual  había 
observado  anteriormente  una  condncta  inta- 
chable; 

Que  en  las  numerosas  cartas  que  él  la  ha 

dirigido,  no  solamente  en  el  principio  de  su 
unión,  en  1893,  sino  hasta  en  octubre  de 1897, 
declara  de  un  modo  categórico  que  ee  casará 
con  ella,  participándola  también,  que  ya  cl 
notario  de  la  localidad  faaMa  persuadido  á  su 
madre  para  que,  á  pesar  de  la  despropordóu 
de  sus  fortunas,  prestara  su  consentimiento; 

Que  él  llama  á  M.  "Señora  S."y  firma  algu- 
nas veces  "S.  M.": 

Considerando  que  esa  misma  corresponden- 
cia demuestra  además,  que  S.  se  constderalja 


<1)  Gonsaltado  el  Código  fraaoéa,  resulta  quo  cl 
delito  previsto  y  castigado  en  el  artíoalo  311  es  el  de 
lenoDOB  menos  gravea. 
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psdn  del  niño  que  E.  M.  dió  á  luz  en  1896, 
por  el  cual  se  inquietaba  de  un  modo  muy  pa- 
teraal; 

Qne  ¿I  es  quien  -buscó  con  interés  un  buen 
medico  para  el  parto;  quien  ha  comprado  la 
canastilla,  asi  como  un  pequeño  coche;  quien 
ha  pagado  también  las  reparaciones  del  cuar- 
to en  el  cual  se  alojaba  la  procesada  y  su  hijo, 
j  quien  la  ha  suministrado  con  regularidad 
desde  entonces  los  medios  de  subsistencia,  bas- 
tante modestos,  es  verdad,  si  se  tiene  en  cuen- 
ta sn  situación  de  fortuna; 

Que  esos  subsidios  eran,  por  otra  parte,  del 
todo  necesarios  á  la  procesada,  qne,  al  punto 
de  ser  conocida  su  preñez,  fué  despedida  de  su 
taller  de  pasamanería,  en  el  cual  se  la  ha  con- 
sentido, sin  embargo,  reingresar  algunos  me- 
ses después  del  parto,  más  para  ganar  sola- 
mente doce  francos  mensuales,  en  lugar  de  cin- 
cuenta  que  antes  recibía; 

Confflderando  que  después  del  26  de  febrero 
último,  S.  ha  suprimido  todo  recurso  en  dine- 
ro y  en  especie  á  B.  M.,  oponiendo  nna  negati- 
va pertinaz  A  las  demandas  más  ó  menos 
viras  qne  ésta,  reducida  casi  á  la  miseria,  le 
dirigía,  tanto  en  casa  de  él  como  en  la  vía  pu- 
blica; 

Qne  agriada  y  sobreexdtada  por  la  deplo- 
raUe  situación  en  que  había  sido  dejada,  a^ 
como  su  hijo,  se  explica,  atraque  no  puede  le- 
galmente excusarse  de  ana  manera  completa, 
que  se  baya  lanzado  á  actos  de  violencia  sobre 
dqnereilante,  afortunadamente  sin  consecuen- 
cias graves,  en  el  momento  en  que  le  sorpren- 
dió en  conversación  amorosa  con  cierta  joven, 
que  por  ana  correspondencia  caída  en  sus  ma- 
nos sat^  era  la  causa  de  su  abandono  (1 ): 

(1)  Ante  los  aetoa  de  violencia  ejeootadoe  por  esta 
jovea  tbsndcnada  sin  razón  con  va  hijo  por  el  bom- 
bre  que  la  había  sedaoído,  no  podemos  menos  de 
htcer  notar  el  esoaio  ipreeio  qoe  merece  al  legisla- 
dor írsnoés,  como  al  espafiol,  la  honra  de  las  inex- 
pertas jóvenes,  la  oormpoión  de  las  iuooentes  niñas 
HiayorM  de  doce  aíioe,  á  ju^r  por  el  denmparo  en 
que  ludeja. 

Coueeneneia  de  tal  desamparo  un  los  atrevi- 
núentos  Dusealinos,  qne  Unta  alarma  producen  en 
Issfuniliaa,  obligándolas á  encerrar  la  mujer  dentro 
del  h(^r  doméstioo  en  el  período  de  la  vida  en  qoe 
U  swía  mái  fácil  adquirir  loe  oonodmientoe  neoe- 


Considerando  que  en  la  Audiendn  laactítad 
de  M.  B.  ha  sido  excelente  y  que  ha  expresado 
BU  pesar  por  no  haber  podido  resistir  a  un 
movimiento  de  arrebato,  causado  por  el  espec- 
táculo, tan  penoso  para  su  corazón  de  mujer 
y  de  madre,  que  acababa  de  presenciar; 

Que  no  puede  decirse  lo  mismo  del  quere- 
llante *'Don  Juan  del  lugar",  qne  en  vex  de 
borrar  su  odiosa  conducta,  mostrándose  in- 
dulgente con  aquella  desgraciada  á  quien  ha- 
bía prometido  dar  su  nombre,  ha  llevado  la 
infamia  hasta  intentar  hacerla  pasar  por  una 
muchacha  de  malas  costumbres,  á  pesar  de 
qne  el  Alende  de  su  domicilio  atestigua,  en 
contrarío,  qne  lleva  una  vida  de  las  más  regu. 
lares; 

Que,  por  tanto,  concnrren  en  favor  de  B.  M. 
circunstancias  atenuantes,  emanadas  á  la  vez 
de  las  buenas  referencias  recibidas  sobre  ella  y 
del  abandono  de  que  ha  sido  objeto,  as!  como 
su  hijo,  no  obstante  tan  formales  promesas; 

Que  á  todos  estos  elementos  de  atenuación 
viene  &  juntarse  otro,  y  no  de  los  menores, 
resultante  de  esa  laguna  de  nuestra  organiza- 
ción social,  que  deja  á  nna  madre  soltera  toda 
la  carga  del  hijo  que  ha  concebido,  mientras 
que  á  aquel  que  sin  ninguna  duda  le  ha  hecho 
concebir,  le  permite  desembarazarse  alegre- 
mente de  toda  responsabilidad  material; 

Que  un  semejante  estado  de  cosas,  que  pone 
á  veces  á  la  mujer  abandonada  en  la  terrible 
alternativa  del  crimen  ó  de  la  desesperación, 
es  suficiente  para  excusar  en  gran  manera  los 
actos  violentos  á  que  puede  entregarse  contra 
aquel  cuyo  corazón  es  tan  seco  y  el  nivel  mo- 
ral tan  bajo,  qne  no  obstante  sa  riqueza  hace 


aaríofl  para  proporcionarse  despnn  una  existencia 

decorosa. 

Pero  no  bóIo  tiene  esta  trascendencia  socísl  la 
parcialidad  de  la  ley,  sino  otra  también  mny  grave, 
que  se  refiere  á  la  prole  ilegítima,  la  onal,  á  pesar  de 
■n  inooenoia,  sufre  en  mayor  grado  qoe  la  madre  tos 
efectos  de  la  protección  que  dispensa  la  ley  á  los 
seductores. 

¿Qué  hará,  pnes,  ana  joven  seducida,  si  la  seduc- 
ción no  se  pena,  si  la  iavestigación  de  la  paternidad 
de  su  hijo  está  prohibida? 

SCorirse  de  vergQensa,  de  miseria,  ó  tomándola 
por  la  tremenda,  ejecutar  contra  su  infame  seductor 
la  justicia  qne  la  ley  la  niega.— I* N.  tkl  T.) 
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pesar  sobre  ella  toda  las  cargas  déla  materni- 
dad; 

£1  Tribunal,  al  cual  el  Ministerio  público  se 
asocia,  declara: 

Que  se  eslíi  en  el  caso  de  aplicar  en  favor  de 
la  procesada  el  artículo  4^3  del  Código  penal 
hasta  sus  más  clementes  límites,  y  de  hacerla, 
por  otra  parte,  bene6ciar  de  las  bienhechoras 
dísposidones  de  los  artículos  1^  y  2^  de  la  ley 
de  26  de  marzo  de  1891,  &  fin  de  que  de  una 
manera  estable  quede  bien  comprendido  que 
si  E.  M.  es  la  condenada  legal,  no  es  á  ella  á 
quien  moralmente  alcanza  la  condena  (1). 

Por  efitos  moLívos,  el  Tribunal  condena  A 
B.  M.  á  un  franco  de  multa. 

La  condena  también  al  reembolso  de  los 
gastos. 

Suspende  la  ejecución  de  la  pena. 

Hé  aquí  una  historia  vulgar. 

Un  joven  rico  seduce  á  una  joven  pobre 
con  promesa  de  matrimonio. 

De  sn  unión  nace  nn  niño.  El  padre,  du- 
rante algún  tiempo,  muéstrase  deseoso 
de  cumplir  su  palabra.  Pero  llega  un  día 
en  que  bruscamente,  por  capricho  ó  por 
egoísmo,  deja  querida  y  progenitura  para 
volar  á  otros  amores. 

Del  nifio,  que  ha  hecho  concebir,  de  la 
mujer  que  ha  seducido  con  proposiciones 
falaces,  no  se  preocupa. 

El  niño  llora,  la  madre  suplica  y  él,  sin 
embargo,  lea  abandona.  Está  en  su  dere- 
cho, la  ley  le  ampara-  Pecado  de  juven- 
tud, dice  la  sociedad,  tan  colerante  con 
este  género  de  criminales,  como  lo  es  con 
todos  los  explotadores  ricos  y  poderosos. 

Mientras  que  el  seductor  es  felicitado 
por  su  familia  A  causa  de  haberse  des- 
prendido tan  diestramente  del  compro- 
miso, sn  víctima  es  despedida  de  un  mo- 
do brutal  del  taller  donde  trabaja. 

¡Una  mujer  que  ''hace  la  vida"!  ¡Una 
desvergonzada! .. . 

(1)  La  ley  de  26  de  mano  de  18Ü1  en  la  ley  de 
■obreseimiento  llamada  de  Bérenger  (N.  dtl  T.) 


¿Qué  sería  de  la  sociedad  si  los  patro- 
nos no  velasen  por  el  respeto  de  las  cos- 
tumbres? 

A  la  calle,  ¡perra!  Así  revientes  con  tu 
niño. 

La  desgraciada  cae  en  la  miseria.  Pero 
sus  patronos,  que  son  buenas  gentes, 
vuélvenla  á  recibir  por  ser  una  buena 
obrera;  solamente  que,  en  lugar  de  pa- 
garla, como  antes,  50  francos  por  mes, 
no  la  dan  ahora  más  que  12  francos.  ¡Qué 
dineral  para  el  sostenimiento  delamadre 
y  del  hijo!  Cuarenta  céntimos  por  día... 

¡Qué  buenos  corazones  los  de  estos 
amos! 

Sigue  la  miseria  todavía.  Por  ventura, 

l.i  abandonada  no  ha  imitado  á  las  que 
se  hallan  en  su  caso;  no  ha  pensado  en  el 
infanticidio,  para  ser  aligerada  de  su 
carga. 

Ama  á  su  hijo,  quiere  guardarle,  edu- 
carle; pero  carece  de  recursos  y  morirán 
ambo?  de  inanición. 

Es  entonces  cuando,  agriada  y  sobre- 
excitada por  la  situación  espantosa  á  que 
la  ha  reducido  la  villanía  social,  encuen- 
tra al  hombre  que  abusó  de  su  confian- 
za Cándida.  Le  sorprende  coqueteando 
y  arrullándose  con  otra  joven,  completa- 
mente ensimismado  en  su  tarea. 

¡Qué!  Mientras  ella  se  lamenta  y  se  de- 
sespera, este  hombre,  única  causa  de  sn 
desgracia,  no  piensa  más  que  en  divertir- 
se? Por  la  falta  de  ese  miserable  se  en- 
cuentra reducida  á  las  peores  extremida- 
des morales  y  materiales,  y  él  repetirá 
cerca  de  otras  ingenuas  sus  juegos  y  sus 
discursos  engañosos  impunemente?... 

La  cólera  la  ciega,  coge  unas  piedras, 
se  las  tira,  le  hiere,  ¡oh!  muy  ligeramente. 

Justa  venganza!  ¡Ah!  Si  las  jóvenes  se- 
ducidas, en  vista  de  que  tienen  contra 
ellas  todas  las  vilezas  humanas  coaliga- 
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(las,  se  hiciesen  más  á  menudo  justicia 
ellas  mismas,  aunque  fuese  sólo  con  las 
piedras... 

Mas  las  mujeres  son  débiles,  y  por  eso 
aguantan  que  la  ley— hecha  por  los  hom- 
bres—[>ermanezca  respecto  á  ellas,  tan 
inicua,  tan  salvaje. 

Bien  sabe  el  "Don  Juan  de  la  villa"  que 
la  ley  está  por  él.  A  su  socorro  apela  so- 
lícito. ¡El  cobarde  presenta  querella  con- 
tra la  madre  de  su  hijo! 

Y  en  la  Audiencia,  en  lugar  de  redimir 
su  odiosa  conducta  mostrándose  indul- 
gente con  aquella  á  quien  había  prometi- 
do dar  su  nombre,  renueva  la  infamia 
(pues  comprendiendo  su  propia  falta, 
quiere  atenuarla,  aún  á  precio  de  una 
nueva  bajeza)  hasta  intentar  hacer  pasar 
á  su  víctima  por  una  joven  de  malas  cos- 
tumbres. 

¿Sus  deberes  de  padre?  ¿Los  remordi- 
mientos de  su  conciencia?¿Lasexigenc¡as 
de  la  verdadera  justicia? 

¡Ah!  El  se  burla  de  todo  eso. 

Lo  importante  es  que  hay  en  el  Código 
nna  ley  que  le  da  la  razón,  y  allí  ratá  el 
Tribunal  reunido  para  aplicar  esa  ley  fa- 
vorable á  los  seductores. 

En  Amiens,  informando  ante  el  Tribu- 
nal de  apelación  por  Luisa  Ménard,  que 
también  había  sido  abandonada  por  su 
seductor,  M.  Goblet,  en  un  hermoso  ras- 
go de  indignación,  exclama:  "El  padre 
que  nada  ha  hecho  por  su  tierno  hijo,  que 
no  ha  venido  jamás  en  socorro  de  la  ma- 
dre, no  ha  incurrido  aquí  en  ninguna  cen- 
sura! 

No  será  siempre  así,  señor  Abogado 
general..." 

A  poco  de  proferida  esta  amenaza,  héla 
aquí  realizada  por  el  Presidente  Ma- 
gnaud  para  gran  confusión  del  Don  Juan 
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lugareño.  Este,  apelando  á  la  ley,  conta- 
ba con  que  el  Juez  no  tendría  más  reme- 
dio que  condenar  á  la  joven  seducida, 
puesto  que  el  Código  le  obligaba  á  ello. 
Pero  el  Juez  declara  que  el  solo  culpable 
es  el  seductor. 

Como  la  ley  exige  una  condena,  el  Pre- 
sidente Magnaud  acata  sus  prescripcio- 
nes. Mas  estima  que  una  mujer  abando- 
nada se  encuentra  puesta  en  la  alternati- 
va del  crimen  ó  de  la  desesperación,  y  es, 
por  tanto,  excusable  que  se  deje  llevar  á 
actos  violentos  "contra  aquel  cuyo  cora- 
zón es  tan  seco  y  el  nivel  moral  tan  bajo, 
que  le  permiten  consentir  que  ella  sola 
soporte,  á  pesar  de  su  situación  misera, 
ble,  todas  las  cargas  de  la  maternidad." 

Ven  su  virtud,  llevando  la  clemencia 
hasta  los  más  avanzados  límites  á  que 
alcanzan  sus  facultades  judiciales,  no  la 
condena  más  que  á  un  franco  de  mt^ta  y 
á  las  costas,  con  la  aplicación  de  la  ley 
Bérenger. 

Si  bien  de  los  dos  comparecientes,  el 
querellante  y  la  procesada,  ésta  es  lacon- 
denada  legal,  aquél  es  el  moralmente  cas- 
tigado. 

Se  comprende  la  importancia  social  de 
un  fallo  semejante.  El  pone  de  nuevo  el 
problema,  tan  largo  tiempo  discutido, 
de  la  investigEición  de  la  paternidad. 

Este  no  es  el  lugar  apropiado  para  re- 
producir en  sus  detalles  los  argumentos 
que  se  han  aducido  en  contra  de  dichain- 
vestigación. 

Es  suficiente  recordar  que  todas  las  ob- 
jeciones de  los  adversarios  de  esta  refor- 
ma, vanamente  reclamada  por  tantos 
grandes  y  generosos  espíritus,  se  reducen 
á  decir  que  una  ley  autorizando  la  inves- 
tigación déla  paternidad  será  una  prima 
al  chantage  y  á  la  inmoralidad. 
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A  una  cuestión  de  justicia  humana,  res- 
ponden por  una  cuestión  de  interés  mo- 
netario. 

Sí,  si  es  esto,  porque  no  ofrece  duda  que 
la  aTarícia  de  los  padres  es  la  que  más  á 
menudo  impide  el  matrimonio  de  sus  hi- 
jos con  las  muchachas  pobres  que  han 
seducido. 

Oponen,  pues,  la  ley  civil  á  la  ley  mo- 
ral; la  salvaguardia  del  capital  á  la  con- 
servación de  la  humanidad.  , 

£1  abandono  de  las  jóvenes  seducidas 
da  por  resultado  la  miseria,  el  infantici- 
dio, la  prostitución,  la  mendicidad,  el  ro- 
bo, el  crimen. 

El  seductor  no  incurre  en  ninguna  res- 
ponsabilidad; su  victima  soporta  sola 
toda  "la  falta"  y  sus  consecuencias. 

Esto  es  de  tal  modo  inicuo,  que  no  se 
sabe  qué  extrañar  más:  si  la  villanía  de 
tos  hombres,  ó  la  longanimidad  de  las 
mujeres. 

Abordando  sin  rodeos  este  grave  pro- 
blema (al  cual  convendría  que  buscasen 
solución  de  antemano  los  sociólogos  que 
investigan  el  mejor  medio  de  repoblar  la 
Prancia),el  Presidente  Magnaud  ha  pues- 


to de  manifiestf)  la  injusticia  dé  la  aocie- 
ílíid. 

Las  mujeres  no  deben  olvidar  el  "Con- 
siderando" en  que  señala  la  laguna  de 
nuestra  organización  social,  que  deja  á 
ana  madre  joven  toda  la  carga  del  hijo 
que  ba  concebido^  mientras  que  aquel 
qact  sm  ninguna  duda,  le  ba  becbo  con- 
cebir,  puede  desprenderse  alegremente  de 
toda  responsabilidad  material. 

Ante  este  "Considerando",  Le  Journal 
des  ZMbaís,  guardián  inmutable  de  todas 
las  viejas  iniquidades  y  de  todas  las  leyes 
caducas,  escribe  con  espanto:  "¿Hasta 
cuando  la  sociedad  estará  procesada  an- 
te el  Tribuna]  de  Cháteau-Thierry  para 
ser  juzgada  por  M.  el  Presidente  Ma- 
gnaud?" 

Sin  duda,— contestaremos  por  nuestra 
cuenta, — hasta  que  la  sociedad  francesa 
consienta  en  reformarse,  ó,  al  menos,  en 
elevar  su  legislación  al  nivel  de  las  legis- 
laciones extranjeras.  Pues  nuestro  país, 
que  pretende  estar  á  la  cabeza  de  la  civi- 
lización, es  uno  de  los  más  atrasados  que 
existen  bajo  el  punto  de  vista  de  la  jus- 
ticia. 
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BRRVES  APUSTACIONRS  SOBRE  EL  EFECTO  KETROACTI VO  DE  LAS  LEYES 


(Continuación) 


VIH 

Crítica  del  sistema  de  los  derechos  adqui- 
ridos jr  de  Jas  espectativas  en  materia 
de  retroactividad  (1). 

La  dificultad  de  determinar  con  relati- 
va fijeza  lo  que,  para  los  efectos  de  la  re- 
troactividad de  las  leyes,  debe  entender- 
se por  derecho  adquirido,  se  acrecienta  si 
examinamos  las  opiniones  emitidas  al 
respecto  por  los  jurisconsultos  franceses, 
nuestros  guías  habituales  en  la  solución 
de  las  cuestiones  de  derecho. 

No  pretendemos  buscar  una  definición 
del  derecho  adquirido,  pero  sí  conocerlos 
elementos  que  lo  caracterizan  y  que  per- 
mitan hacer  la  apreciación  del  sistema. 

Hn  18U9  publicaba  Mr.  Blondeau  un 

(1)  Vid.  Revista,  tomo  1.»  SrceMu  rf*  ÍM-eeho, 
pÁgR.  Ififi,  103  y  ■¿34. 


"Knsayo  sobre  lo  que  se  llama  el  efecto 
retroactivo  de  las  leyes"  en  que  se  esta- 
blecía con  acentuación  precisa,  aunque 
con  alcance  diferente  al  de  hoy,  el  sistema 
de  las  espectativas  y  los  derechos  efecti- 
vos. Según  Blondeau,  los  derechos  cuyo 
ejercicio  procura  una  ventaja  inmedia- 
ta, 6  ventajas  reales,  es  lo  que  se  llama 
un  derecho  6  derecho  propiamente  dicho; 
y  llama  facultades  aquéllasqueconsisten 
simplemente  en  hacer  acíos,  que  por  ellos 
mismos  é  inmediatamente  no  procuran 
ningún  bien  á  su  autor,  pero  que  tienen 
el  poder  de  hacerle  adquirir  derechos  de 
la  primera  especie. 

Este  derecho  era  objeto  de  diversas  dis- 
tinciones: el  caso  en  que  una  persona  lo 
posee  en  condiciones  de  poder  ejercerlo 
desde  luego  y  de  procurarse  en  consecuen- 
cia á  voluntad  las  ventajas  que  son  obje- 
to de  él;y  el  caso  en  que  una  persona  tie- 
ne simplemente  laposibilidad  de  adquirir- 
lo por  un  acontecimiento  posterior.  Kn 
el  primer  caso  el  derecho  se  llama  derecho 
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efectivo',  en  el  segundo  5ie  llama  especia- 
íjVaíl). 

Se  distinguía,  pues,  el  derecho  de  la  sim- 
ple facultad,  y  dentro  del  derecho  era  ne- 
cesario separar  el  derecho  efectivo  de  la 
espectativa;  y  esta  clasificación,  subordi- 
nada toda  ella  al  principio  de  la  utilidad, 
daba  lugar  á  variadas  y  no  siempre  jui- 
ciosas aplicaciones. 

La  doctrina  de  Blondeau  ha  que  lado 
aislada.  Subordinar  la  existencia  del  de- 
recho á  las  ventajas  que  su  ejercicio  pro- 
duce, es  erróneo.  Adoptar  el  principio  de 
la  utilidad  como  norma  para  resolver  el 
conflicto  entre  leyes  dictadas  en  diversas 
épocas  eslanzarlaincertidumbrey  tal  vez 
la  arbitrariedad  en  la  aplicación  de  esas 
leyea. 

El  Canciller  de  la  Corte  de  Casación, 
Mr.  Chabot  de  l'Allier  es  sin  duda  de  los 
autores  antiguos  uno  de  los  que  ha  trata- 
do conmayordetenimiento  los  principios 
generales  según  los  cuales  deben  ser  re- 
glados  los  derechos  anteriores  á  la  pro- 
mulgación del  Código  Civil  francés  en  or- 
den al  efecto  retroactivo  de  sus  disposi- 
ciones. 

"La  ley  nueva, decfa Chabot, exponien- 
do el  pian  de  su  obra,  encuentra  derechos 
establecidos^  pero  que  no  son  aún  defini- 
tivamente adquiridos  ó  que  no  son  toda- 
vía abiertos,  ó  en  fin  que  no  se  realizan 
y  no  producen  efectos  sino  después  de  su 
promulgación.  ¿Reglará  ella  estos  dere- 
chos diversos  ó  serán  reglados  por  la  ley 
antigua?"  (2) 

Y  tratando  especialmente  de  los  derv 
c¿os  adquiridos,  materia  que  abrasa  to- 


(1)  H.  Blíimdeau, — Eamin  gur  quelqim  jmintn  íÍb 
Léginlution  ou  de  Jmiaprudenee;  pág.  166. 

(2)  Chabot  dr  l'Alijbii.— ^uu/tou  irmidUñre» 
mr  lé  Coát  Ovil,  tomu  1." 


das  las  cuestiones  particulares  que  tra- 
ta en  su  obra,  dice: 

"Se  entiende  por  derechos  adquiridos , 
aquéllos  que  habfan  sido  irrevocablemen- 
te conferidos  y  definitivamente  adquirí  - 
dos  ántes  del  hecho,  del  acto  ó  de  la  ley 
que  se  trata  de  oponerle  para  impedir  el 
pleno  y  entero  goce  de  esos  derechos.  Bs 
de  toda  evidencia  que  un  derecho  irrevoca- 
ble ad  virtum,  por  la  persona  que  lo  con- 
firió, puesto  que  no  es  sino  una  simple  es- 
peranza, una  mera  espectativa.  La  ley 
nueva  que  lo  encuentra  en  este  estado, 
puede,  pues,  apoderarse  de  él  para  reírlo 
á  su  voluntad;  puede  revocarlo  ó  modifi- 
carlo, puesto  que  es  irrevocable  por  su 
naturaleza  y  el  dominio  de  la  ley  se  ex- 
tiende á  todo  lo  que  no  estaba  irrevoca- 
blemente terminado  antes  de  su  promul- 
gación. No  hay  efecto  retroactivo  sino 
cuando  se  lastiman  derechos  definitiva- 
mente adquiridos."  3). 

Hay  en  estos  conceptos  una  visible  pe- 
tición de  principios,  pues  queda  siempre 
por  determinar  cuáles  son  los  derechos 
"irrevocablemente  conferidos  y  definiti- 
vamente adquiridos",  que  constituyen  lo 
que  debe  entenderse  por  derecho  adqui- 
rido. 

I.^  irrevocabilidad  no  es  ni  puede  ser 
un  elemento  constitutivo  de  esta  clase  de 
derechos,  toda  vez  que  puede  adquirirse 
un  derecho  que  estando  sujeto  á  revoca- 
ción subsista  bajo  el  imperio  de  una  nue- 
va ley.  Por  ejemplo,  bajo  el  imperio  del 
Código  Civil  puede  hacerse  una  donación 
mortis  causa,  que  por  su  naturaleza  es 
revocable  ó  una  donación  entre  vivos  que 
es  revocable  en  caso  de  ingratitud,  y  no 
es  dudoso  que  el  derecho  del  donatario 
subsistiría,  aunque  una  nueva  ley  esta- 

(3)  Op.  cit  T.  DrnilJi  Aequix',  tomo  2.',  piig.  88. 
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bledera  la  nulidad  de  las  donaciones  re- 
vocables. 

Merlín  calificaba  de  demasiado  meta- 
física la  disertación  de  Blondean;  y  lo 
mismo  podría  decirse  de  las  opiniones  de 
Chabot  l'Allier.  £1  célebre  jurisconsulto 
ha  disertado  sobre  el  efecto  retroactivo 
de  las  leyes,  con  la  profundidad  de  con* 
cepto  y  la  claridad  de  juicio  que  le  son 
habituales,  reconociendo  alhablar  sobre 
el  estado  y  la  capacidad  de  las  personas, 
que  esta  cuestión  es  demasiado  compleja 
para  que  sea  posible  resolverla  en  bloc 
y  de  una  vez,  lo  que  hace  indispensable 
examinarla  sucesivamente  con  relación  á 
cada  estado. 

Entre  las  excepciones  de  la  palabra 
DerecbOf  consigna  Merlín  la  siguiente 
definición  del  derecho  adquirido  *'es  el 
que  ha  sido  adquirido  por  alguien  antes 
del  hecho  ó  acto  que  se  opone  para  frus- 
trar el  goce  de  ese  derecho;  y  con  este  mo- 
tivo decimos  que  adquirido  una  vez  por 
alguien  un  derecho,  no  puede  serle  arre- 
batado sin  su  consentimie*«to,  ni  menos- 
cabado  ó  dañado  por  el  hecho  de  un  ter- 
cero." (1^ 

En  realidad,  esta  no  es  una  definición 
porque  no  es  definir  decir  que  derecho  ad- 
quirido es  el  que  ha  sido  adquirido; 
envuelve  además  un  manifiesto*  error  al 
dejar  la  existencia  y  naturaleza  del  dere* 
cho  subordinada  á  su  colisión  con  un 
hedió  ó  tm  acto  que  se  le  opone  para  frus- 
trar su  goce.  En  todo  caso  la  calidad  de 
no  poder  ser  arrebatado,  menoscabado 
ó  dañado  por  el  hecho  de  un  tercero,  es 
un  efecto  y  no  un  elemento  constitutivo, 
efecto  que  sufre  excepciones  como  en  el 
caso  de  prescripción  y  de  ciertas  servi- 
dumbres. 

(1)  Mbhlím  R^pwUÁrt^  t(nii.4,  t.  Droii. 


Disertando  Merlín  en  tesis  general  so- 
bre las  condiciones  requeridas  para  que 
hava  retro  actividad  en  una  ley,  se  expre- 
sa con  mayor  exactitud  y  precisión. 

Dice  así: 

"Para  que  haya  retroactividad  en  el 
sentido  del  artículo  2''  del  Código,  no 
basta  que  la  ley  cambie  el  pasado;  es  ne- 
cesario, además,  que  lo  cambie  en  perjui* 
cío  de  las  personas  á  quiénes  se  refieren 
sus  disposiciones. 

¿Cómo  podría  la  ley  cambiar  el  pasa- 
do en  perjuicio  de  estas  personas?  Sólo 
podría  hacerlo  arrebatándoles  derechos 
actualmente  adquiridos. 

El  principio  de  la  no  retroactividad  de 
las  leyes  no  está,  pues,  establecido  sino 
para  resguardar  los  derechos  actualmen- 
te adquiridos  por  los  individuos,  de  los 
ataques  que  el  capricho  del  legislador  po- 
drá dirigirles;  y  por  consiguiente,  es  evi- 
dente que  no  puede  haber  retroactividad 
si  los  derechos  precedentemente  adquiri- 
dos han  sido  re8i>etados  y  han  permane- 
cido intactos. 

Pero,  ¿qué  se  entiende  por  derechos 
adquiridos?" 

Después  de  citar  la  opinión  de  Tobías, 
agrega:  "Los  derechos  adquiridos  son,  ■ 
pues,  aquellos  que  han  entrado  en  nues- 
tro dominio,  que  hacen  parte  de  él  y  que 
ya  no  nos  puede  quitar  aquel  de  quien  los 
hemos  recibido. 

Tales  son  los  derechos  que  se  derivan 
inmediatamente  de  un  contrato,  aquellos 
que  nos  ha  conferido  un  testamento  cuyo 
autor  ha  muerto,  aquellos  que  forman 
parte  de  una  sucesión  abierta  y  á  que  te- 
nemos derecho  según  la  ley  vigente  al  mo- 
mento de  su  apertura. 

Pero  nunca  es  de  esa  naturaleza  un  de- 
recho puramente  facultativo,  á  menos 
que  se  le  haya  ejercido  y  que  por  el  ejerci- 
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CÍO  qae  de  él  se  haya  hecho,  la  cosa  que 
es  objeto  de  él  haya  pasado  á  ser  propie- 
dad nuestra. 

En  efecto,  ocnrre  con  las  facultades  con- 
cedidas por  la  ley  como  con  las  faculta' 
des  concedidas  por  los  individuos.  Mien- 
tras éstas  no  toman  el  carácter  de  dere- 
chos contractuales,  son  siempre  y  esen- 
cialmente revocables.  El  legislador  no 
contrata  nunca  cuando  concede  una  fa- 
cultad; permite,  pero  no  se  obliga,  con- 
serva, pues,  siempre,  el  poder  de  retirar 
su  autorización;  y  aquellos  á  quienes  se 
la  quita,  antes  deque  la  hayan  usado,  no 
tienen  pretexto  alguno  para  quejarse. 

¿Es  aplicable  lo  que  decimos  de  la  sim- 
ple facultad  no  transformada  en  acto,  á 
la  esfjectativa,  es  decir,  á  la  esperanza 
que  se  tiene  de  un  hecho  ya  pasado  6  de 
un  estado  actual  de  cosas,  de  gozar  de  un 
derecho  cuando  se  abra?  En  otros  térmi- 
nos ¿constituye  esa  esperanzaun  derecho 
adquirido? 

Eso  depende  de  la  naturaleza  ñ  del  es- 
tado de  las  cosas  de  donde  procede  esa 
espectativa. 

Ella  proviene,  ó  de  la  voluntad  aun 
ambulante  del  hombre  6  de  una  ley  que 
es  obra  dd  legislador  y  que  éste  es  siem- 
pre dueño  de  revocar. 

Puede  también  derivarse,  sea  de  un  tes- 
tamento cuyo  autor  ha  fallecido,  sea  de 
un  contrato. 

En  el  primer  caso  es  evidente  que  no 
constituye  un  derecho  adquirido;  porque 
es  imposible  considerar  como  adquirido 
el  derecho  que  aun  noestá  abierto  y  cuya 
espectativa  no  descansa  sino  en  un  acto, 
siempre  revocable. 

Así,  mientras  no  muere  el  testador  que 
ha  dispuesto  de  sus  bienes  en  conformi- 
dad á  la  ley  existente,  puede  una  ley  nue- 
va neutralizar  sus  disposiciones  y  de  ese 


modo  dejar  sin  efecto  la  esperanza  que 
ios  herederos  instituidos  6  los  legatarios, 
han  tenido  de  aprovecharse  de  ellas  al- 
gún día. 

A^,  mientras  no  se  abre  una  sucesión 
que,  según  la  ley  existente  debe  pertenecer 
en  todo  ó  en  parte  á  tal  persona,  puede 
una  ley  nueva,  introduciendo  otro  orden 
de  sucesión,  arrebatar  á  esta  persona  la 
esperanza  que  tiene  de  recojerla."  (1). 

La  definición  de  derecho  adquirido  que 
dá  Merlín,  lo  mismo  que  en  el  caso  antea 
citado,  consigna  como  elemento  consti- 
tutivo del  derecho,  lo  que  es  sólo  un  efec- 
to de  él,  siendo  todavía  á  lo  menos  du- 
doso que  pudiera  nplicarse  esa  definición 
á  los  derechos  de  familia  ó  al  estado  civil 
que  no  pueden  á  nuestro  juicio,  conside- 
rarse dentro  del  patrimonio  de  la  perso- 
na que  la  ejerce. 

Pero,  pn-scindiendo  de  estas  particu- 
laridades, que  sólo  demuestran  cuán  pe- 
ligrosa es  toda  dehnición,  nuestro  objeti- 
vo al  reproducir  las  opiniones  anteriores 
ha  sido  principalmente  manifestar  que 
en  los  autores  contemporáneos  á  la  pro- 
mulgación del  Código  francés,  no  se  en- 
cuentra con  los  hneamientos  actuales,  el 
sistema  de  los  derechos  adquiridos  y  las 
expectativas,  como  norma  de  solución 
de  las  moy  variadas  cuestiones  á  que  da 
iugar  la  retroactividad  de  las  leyes. 

Esta  circunstancia  nos  induce  á  no  de- 
tenemos en  examinar  en  detalle  la  últi- 
ma cita  de  Merlín  que  contiene  errores 
que  la  doctrina  y  la  jurisprudencia  han 
puesto  en  transparencia.  No  basta  ano- 
tar que  Merlín  reconoce  que  en  ciertos 
casos  la  espectativa  puede  tener  los  ca- 
racteres de  un  derecho  adquirido  y  ser 
trasmisible  á  los  herederos. 


(1)  Meklíh.  Rep.  tom.  16,  v.  E/fet  reteoactif,  pk- 
giuH.  2¿u. 
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Empero,  continuemos  examinando  la 
opinión  de  otros  autores,  para  seguir  de- 
mostrando la  dificultad  de  fundar  un  sis- 
tema jurídico  sobre  la  doctrina  de  los 
derechos  adquiridos,  cuya  caracteriza- 
ción manifiesta  una  absoluta  disconfor- 
midad de  criterio. 

Duvergier  cree  que:  "son  derechos  ad- 
quiridos aquellos  que  pueden  ejercitarse 
actualmente,  es  decir,  aquellos  á  los  cua- 
les en  caso  de  agresión  ó  resistencia,  el 
poder  público  debe  protección,  tanto  pa- 
ra ponerlos  á  salvo  de  los  ataques  de  un 
tercero,  como  para  asegurar  contra  éste 
todo  su  desarrollo."  (1) 

Es  incuestionable  que  uno  de  los  atri- 
butos del  derecho,  es  el  recurso  de  pro- 
tección por  parte  del  poder  público;  pero 
para  que  esta  protección  se  opere  en  for* 
ma  ostensible  es  necesaria  la  agresión  ó 
á  lo  menos  la  colisión  de  intereses.  Incu- 
rre, pues,  Duvergier  en  el  mismo  error 
antes  anotado  de  subordinar  la  existen- 
cia del  derecho  al  hecho  posterior  que  se 
opone  á  su  ejercicio. 

Duvergier  anota  un  elemento  nuevo, 
que  es  la  facultad  de  ejercitar  el  derecho, 
pero,  aparte  de  que  el  ejercicio  de  un  de- 
recho presupone  su  existencia  anteladn, 
la  definición  dada  por  Duvergier  adolece 
de  la  misma  vaguedad  de  las  anteriores, 
pues  queda  siempre  por  determinar  cuá- 
les son  aquellos  derechos  que  pueden 
ejercitarse  actualmente. 

Mourlon  repite  literalmente  los  térmi- 
nos de  Merlín  y  procura  salvar  la  vague- 
dad de  la  definición  por  medio  de  ejem- 
plos. 

"Los  derechos  adquiridos,  se  ha  dicho, 
son  aquellos  que  han  entrado  en  nuestro 
patrimonio  y  que  no  pueden  sernos  arre- 
batados por  el  hecho  de  un  tercero.  Ta- 
les son  los  deiechos  provenientes  de  un 


contrato,  de  un  testamento  cuyo  otor- 
gante ha  muerto  ó  de  una  sucesión  (in- 
testada) abierta.  Poco  importa  que  ta- 
les derechos  sean  puros  y  simples  6  con 

dicionales        Estos  son  menos  seguros 

sin  duda;  peri:  tales  como  son,  figuran  en 
nuestro  patrimonio,  y  podemos  cederlos, 
donarlos,  etc. 

£s  preciso  considerar  como  simples  es- 
pectativas  las  esperanzas  débiles  como 
las  del  que  está  en  vía  de  adquirir  algo 
por  prescripción,  la  de  un  asignatario  en 
vida  del  de  cuyas,  etc." 

Ya  hemos  indicado  el  error  de  atribuir 
un  carácter  patrimonial  á  la  idea  del 
derecho,  y  en  cuanto  á  los  ejemplos  de 
expectativa  que  apunta  Mourlon,  sólo 
agregaremos  que  para  estar  en  vía  de 
adquirir  algo  por  prescripción,  es  necesa- 
rio tener  la  posesión  de  la  cosa,  y  esta 
posesión  no  es  una  expectativa  sino  un 
hecho  que  puede  dar  lugar  á  variadas 
relaciones  de  derecho  y  aun  al  ejercicio 
de  acciones  judiciales  para  amparar  la 
posesión,  como  en  el  caso  del  artículo 
894  de  nuestro  Código  Civil. 

Sería  fatigoso  seguir  en  un  examen  de- 
tallado de  las  .opiniones  de  los  principa- 
les y  más  conocidos  tratadistas  de  dere- 
cho. En  todos  ellos  se  encontrará  la  ca- 
rencia de  un  principio  general  que  pueda 
servir  de  base  al  sistema  de  las  expecta- 
tivas y  los  derechos  adquiridos  en  mate- 
ría  de  retroactividad.  Oigamos,  sin  em- 
bargo á  Demolombe. 

"Ya  hemos  dicho  quelateoría  de  la  no 
retroactividad  de  las  leyes  no  puede  so- 
meterse á  reglas  fijas  é  invariables;  y  es 
esa  tal  vez  la  causa  del  laconismo  del  ar- 
tículo de  nuestro  Código,  tan  breve  en 
efecto,  tratándose  de  un  tema  tan  extenso 


(1)  ToüLLiERETDuvBnaiER.— Droif  etBtl  fran- 
;ai>,  tomo  1.*,  pág.  69. 


Digitized  by 


Google 


144 


PRUIBKA  PAUTB 


j  tan  complejo!  Bs  especialmente  una 
cuestión  de  api'eciación;  es,  en  cada  hipó- 
tesis, una  comparación  perpetua  de  las 
ventajas  y  de  los  inconvenientes  del  inte- 
rés público  y  del  intéres  privado  que  se 
hallan  en  presencia. 

En  efecto,  no  hay  que  preocuparse  solo 
del  intéres  de  los  particulares;  es  ese  sin 
duda  un  puntode  vistaimportantey  muy 
esencial,  pero  sin  embargo  hay  que  pensar 
también  en  el  intéres  general  de  la  socie- 
dad, que  exige  que  las  leyes  puedan  modi- 
ficarse y  mejorarse;  y  que  en  consecuencia, 
las  leyes  nuevas,  que  necesariamente  se 
presentan  mejores,  reemplacen  cuanto  an- 
tes  y  lo  mas  universalmente  posible  l€is 
leyes  antiguas,  cuyo  defecto  tienen  por  ob- 
jeto corregir. 

Con  estos  antecedentes  se  puede  com- 
prender el  carácter  general  de  lasconside- 
racioues  que  inclinarán  la  balanza,  á  ve- 
ces á  favor  de  la  ley  nueva  á  vec^s  á  favor 
de  la  ley  antigua. 

La  ley  nueva  deberá  aplicarse  aún  á 
las  consecuencias  de  los  hechos  anteriores 
sí  de  ello  no  resulta  ningún  perjuicio,  ó 
si  no  hace  sino  destruir  débiles  esperan- 
zas y  vagas  expectativas.  Por  una  parte 
no  hayenestoscasos  ninguna  lesión,  nin- 
gún perjuicio  real  j  serio  del  intéres  pri- 
vado; por  otra  en,  consecuencia,  ningún 
disturbio,  ningún  desorden  en  la  sociedad. 
Considérese  también  que  no  hay  ley  que 
no  despierte  un  número  mayor  ó  menor 
de  esperanzasy  que  si  selas  hubiere  de  to- 
mar en  cuenta,  la  legislación  permanece- 
ría estacionaria  é  inmóvil  con  gran  detri- 
mento para  la  sociedad. 

Por  el  contrario,  la  ley  nueva  no  debe- 
rá aplicarse  si  esta  aplicación  destruye  ó 
cambia  efectos  sobre  los  cuales  los  parti- 
culares han  contado  con  toda  seguridad. 
Habría  entonces  en  esta  reacción,  en  este 


trastorno  del  pasado,  un  peijuicio  grave 
é  inicuo  causado  al  interés  privado  y  por 
consiguiente  una  perturbación,  un  de- 
sorden en  la  sociedad  misma  á  quien  esta 
aplicación  de  la  ley  nueva  causaría  así, 
mas  daño  que  bien. 

I  estos  efectos  sobre  los  cuales  los  par- 
ticulares han  creido  contar  con  completa 
certidumbre  y  que  la  ley  nueva  no  podría 
modÍíicarsinretroactÍTÍdad,han  recibido 
en  doctrina,  el  nombre  yá  consagrado  de 
derechos  adquiridos. 

¿Qué  es,  pues,  el  derecho  adquirido? 

Es,  para  definirlo  aquí  á  grandes  ras- 
gos, y  con  reserva  de  las  aplicaciones  que 
vamos  á  hacer  más  adelante,  el  derecho 
que  completa  y  definitivamente  ha  pasa- 
do á  ser  nuestro,  derecho  de  que  estamos 
investidos,  de  que  nos  hemos  apropiado 
y  ({ue  un  tercero  no  podría  quitamos. 

Sin  embargo,  no  es  necesario  que  poda- 
mos disponer  de  ese  derecho,  trasmitirlo, 
enajenarlo;  porque  hay  derechos  de  los 
mejor  adquiridos,  de  los  más  respetables, 
que  no  son  alienables  ni  transmisibles. 
No  obstante,  esta  circunstancia  es  mu- 
chas veces,  en  primer  lugar,  un  medio  de 
reconocer  el  derecho  adquirido;  pues  no 
podemos  enajenar  sino  lo  que  nos  perte- 
nece,  segundo,  es  una  consideración  más 
en  favor  de  la  aplicación  de  la  ley  anti- 
gua, ya  que  la  aplicación  de  la  nueva  ley 
á  un  derecho  que  habría  sido  objeto  de 
transmisiones  sucesivas,  lesionaría  á  la 
vez  diversos  intereses  privados  y  causa- 
ría, por  lo  mismo,  una  perturbación  más 
profunda  en  las  relaciones  sociales. 

Por  fin,  creo  que  puede  decirse  aún, 
como  proposición  general,  quecuandoun 
hecho  se  ha  realizado  bajo  el  imperio  de 
la  ley  antigua,  la  consecuencia,  que  ha 
tenido  este  hecho  por  principio  genera- 
dor, por  causa  eficiente  y  directa,  forma 
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especialmente  lo  que  se  llama  el  derecho 
adquirido''  (1). 

Las  consideraciones  preliminares  que 
hace  Demolombe  paraexplicar  losefectos 
sobre  los  cuales  los  particulares  han  de- 
bido contar  son  simples  generalidades  que 
no  bastan  para  constituir  un  sistema. 
¿Dónde,  en  efecto,  podríamos  trazar  la 
línea  que  separa  el  interés  público  del  in- 
terés privado?  ¿Y  cuál  sería  la  autoridad 
encargada  de  calificar  en  cada  caso  ese 
interés  para  decidir  según  eso  si  la  ley  se 
aplicaba  6  no  con  efecto  retroactivo?  Si, 
como  tendría  que  ser  forzosamente,  esta 
calificación  quedaba  entregada  á  la  des- 
cisión de  los  Tribunales  de  Justicia,  no  se 
trataría  ya  de  hacer  reposar  el  principio 
de  la  retroactividad  en  un  sistema  jurídi- 
co sino  sencillamente  estaría  fundado  en 
un  peligroso  arbitrio  judicial. 

Pero  la  definición  misma  de  derecho  ad- 
quirido dada  por  Demolombe  es  vaga  é 
incierta  en  su  forma.  ¿Cuáles  son  esos  de- 
rechos bien  y  debidamente  hechos  nues- 
tros, cuáles  aquellos  de  que  estamos  in- 
vestidos, que  nos  hemos  apropiado?  De 
qué  signo  podríamos  valemos  para  co- 
nocerlos y  para  hacerlos  respetar  en  el 
caso  de  conflictos  de  leyes?  Nada  de  esto 
seexpresaen  las  observaciones  de  Mr.  De- 
molombe y  por  el  contrario  en  el  final  del 
párrafo  transcrito,  se  generaliza  dema- 
siado el  concepto  del  derecho  adquirido, 
porque  la  consecuencia  de  un  hecho  con- 
sumado bajo  la  ley  antigua  puede  ser  una 
mera  aptitud,  una  caf)acidad,  generado- 
ra de  una  simple  expectativa,  como  pue* 
de  ser  un  estado  que  dé  ó  no  origen  á  de- 
rechos adquiridos. 

No  creemos  tampoco  jurídicamente 
exacto,  como  se  expresa  en  el  párrafo  an- 

(1)  Dkmolumbe.— Cbiis  Naiioléun,  t«iuo  1^  pág.  43. 
OBKBCHO 


tes  transcrito,  que  para  que  el  derecho 
exista  con  los  caracteres  necesarios  para 
ser  respetado,  se  requiera  que  su  adquisi- 
ción haya  sido  debidamente  hecha,  es  de- 
cir, que  se  haya  verificado  la  adquisición 
con  arreglo  á  las  formalidades  y  condi- 
ciones exi^das  por  la  ley  en  vigor;  ni  si- 
quiera nos  parece  esencial  que  las  causas 
que  dan  origen  al  derecho  se  hayan  cum- 
plido totalmente  bajo  la  ley  antigua.  Se- 
ria detenemos  demanado  citar  en  con- 
trario de  estas  tesis,  ejemplos  que  fácil- 
mente se  presentan  exi  el  estudio  de  esta 
materia. 

Oigamos  ahora  algunos  autores  con- 
temporáneos. Los  señores  Baudry-Lacan- 

tinerie  y  Houques-Fourcade,  en  su  "TV-a- 
tado  Teórico  y  práctico  de  Derecho  Ci- 
vil," (2)  después  de  criticar  la  definición 
de  Merlín,  seguida  con  más  ó  ménos  va- 
riantes por  casi  todos  los  autores  (3)  se 
expresan  así: 

"A  nuestro  juicio  debe  entenderse  por 
derechos  adquiridos  las  facultades  lega- 
les regularmente  ejercidas  y  por  expecta- 
tivas ó  intereses,  aquéllas  que  aun  no  lo 
estaban  cuando  sobreviene  el  cambio  de 
legislación. 

Bajo  el  nombre  de  derechos  la  ley  nos 
reconoce  aptitudes,  nos  otorga  faculta- 
des que  generalmente  nos  deja  en  liber- 
tad de  usar  6  de  no  usar.  Miéntras  no 
hemos  utilizado  una  de  estas  aptitudes, 
tenemos  un  derecho,  si  se  quiere,  sólo  en 
el  sentido  de  que  somos  aptos  para  ad- 
quirirlo en  cierta  forma  determinada. 
Pero  este  derecho  no  es  para  nosotros 
adquirido  sino  cuando  hemos  recurrido 


(2)  Op.  CU.  Tom.  I.",  pág.  104. 

(3)  £1  miraio  sentido  ó  con  pocas  variantes  se  ex- 
presan Aubry  tt  Man,  tom.  1.*  piig.  112;  Demauic, 
tom.  t.^núm.  9  Mi;  LaumU,  tom.  1."  nAm.  168; 
Huc,  tom.  l.o,  núm.  60. 
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á  estas  formas  y  cuando  naestra  aptitud 
se  ha  manifestado  de  hecho  por  medio 
del  acto  necesario  para  utilizarla. 

Bl  ejercicio  de  la  facultad  legal,  que  en 
cierto  modo  se  ha  materializado  en  este 
acto  que  le  da  vida  extema  es  constituti- 
vo del  derecho  adquirído(l).  Y  este  dere- 
cho nos  pertenece  en  adelante  hasta  tal 
punto  que  una  ley  nueva  no  puede  des- 
pojamos de  él  sin  incurrir  en  retroacti- 
vidad.  Es  lógico  que  asi  sea:  porque  la 
ley  se  destmiría  ú  sí  misma,  destmyendo 
la  obra  que  en  el  pasado  autorizó,  con 
gran  perjuicio  de  su  propia  autoridad 
primeramente  y  de  los  intereses  de  aqué- 
llos que  ella  rige  en  seguida,  ya  que  en 
tal  caso  nada  sería  estable  en  la  socie- 
dad. Por  superior  que  sea  á  la  ley  anti- 
gua la  ley  nueva,  debe  imponerse  como 
principio,  el  respeto  á  los  derechos  adqui- 
ridos y  no  debe  aplicarse  sino  á  las  situa- 
ciones que  aun  no  han  engendrado  estos 
derechos.  Nada  mejor  que  suprima,  res- 


(1)  Estas  ideas  se  asemejau  á  las  qae  hadeitano- 
llado  tan  admirablemente  M.  Da({uit,  en  su  obra 
publicada  durante  )a  impresión  de  esta  nueva  edi- 
ción sobre  El  E$tatlOf  el  £>erecho  ub/etívo  tj  la  ley  posi- 
tiva. París  1901.  C3f.  especialmente,  pág  577  y  pág. 
589:  1%  situación  jurídica  subjetiva,  el  derecho  sub- 
jetivo no  aparecen  sino  cuando  se  ha  realizado  un 
acto  de  voluntad  individnalj especial»  Gp.tambiÓo 
las  definioiones  de  Oiepe  fDfuitche»  Príeatrechí,  I 
pág.  192.:  «deben  considerarse  como  derechos  ad 
qniñdos  los  derechos  que  pertenecen  á  aus  sujetos  en 
virtud  de  un  título  especial  de  adquisición»;  de  La- 
salle  (S^tteta  der  ermrbene  Sechte,  I,  pág.  SI): 
«sólo  deben  oonaiderarse  oomo  derechos  adquiri- 
dos aquellos  que  por  un  acto  de  voluntad  partiru- 
lar  del  individuo,  han  sido  adquiridos  y  hechos 
suyos  por  él»- y  de  Geber  (Grundzüge  det  Staatn- 
rechu,  3."  edición  18S0,  pág.  39.:  cSólo  deben  consi- 
derarse como  derechos  adquiridos  aquellos  en  los 
cuales  se  ha  realindo  oomo  estado  jurídico  concre- 
to de  un  sujeto  individual,  una  posibilidad  de  ma- 
nifestar la  voluntad  contenida  en  el  derecho  objeti- 
vo y  se  ha  realizado  por  un  procedimiento  cualquie- 
ra, sea  por  un  aeto  jurídico,  sea  por  un  hecho  crea- 
dur  de  derecho,  sea  por  una  \vy.* 


trinja  ó  modifíque  las  facultades  concedi- 
das ántes  y  de  que  aun  no  se  ha  hecho  uso, 
porque  no  perjudica  á  nadie  y  se  mejora 
á  sí  misma:  cierra,  restringe  ó  rectifica 
una  vía  hasta  entonces  abierta  v  en  que, 
se  supone,  los  intereses,  6  al  menos  algu- 
nos de  ellos,  aun  no  se  hallaban  compro- 
metidos (2)." 

En  concepto  de  los  autores  citados,  el 
derecho  depende  del  ejercicio  de  las  facul- 
tades legales;  lo  que  maniñesta  que  sin 
Cite  ejercicio  el  derecho  no  existe.  Bn 
nuestro  concepto,  el  derecho  puede  exis- 
tir independientemente  de  su  ejercicio, 
como  en  el  caso  por  ejemplo,  de  la  dela- 
ción de  una  herencia  hecha  sin  conoci- 
miento del  heredero  voluntariamente 
instituido  en  un  testamento.  Un  indivi' 
dúo  puede  tener  la  aptitud  y  la  esperan- 
za de  heredar  á  otro;  esto  constituye 
una  expectativa  que  puede  desaparecer 
por  la  exigencia  de  requisitos  diversos 
determiuados  por  una  ley  posterior;  pero 
si  la  herencia  se  ha  deferido,  la  ley  pro- 
mulgada con  posterioridad  á  la  delación 
no  hará  variar  el  derecho  del  heredero, 
aun  cuando  éste  no  tuviera  conocimiento 
de  ella  ni  hubiere  ejecutado  acto  alguno 
en  ejercicio  de  su  derecho. 

La  opinión  de  los  autores  citados  po- 
dría además  inducir  á  desconocer  como 
tales  los  derechos  meramente  facultati- 
vos, los  potestativos  y  ciertos  derechos 
condicionales,  en  todos  los  cuales  el  ejer- 
cicio de  ellos  no  puede  verificarse  sino  en 
tiempo  posterior  á  su  existencia. 

No  obstante,  habremos  de  volver  más 
tarde  sobre  la  importancia  y  signiñca- 
ción  que  el  ejercicio  tiene  en  la  calificación 
de  los  derechos  adquiridos;  y  habremos 
de  relacionar  este  elemento  con  la  teoría 

(2)  Cpr.  Anbry  et  Rau  loe,  cit ,  p,  114  y  116,  uiím. 
37  y  39. 
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de  las  consecuencias  de  un  hecho  cum- 
plido bajo  la  ley  anterior,  de  <|ue  habla 
Demolombe  en  el  párrafo  antes  trascrito 
para  llegar  A  lo  que  en  nuestro  sentir  es 
la  verdadera  doctrina  en  materia  de  irre- 
troactividad  de  las  leyes,  subordinándo- 
la, no  al  sistema  de  los  derechos  adquiri- 
dos y  las  expectativas  sinoá  laexistencia 
de  mía  relación  de  derecho,  cualesquiera 
que  sean  su  alcance  y  significación. 

Entre  los  autores  españoles  no  encon- 
tramos nada  que  aclare  las  dudas  que 
levantad  sistema  de  los  derechos  adqui- 
ridos. Consagrado  el  principio  de  la  no 
retroactividad  de  las  leyes,  por  la  ley  15, 
título  14,  Partida  3^  y  por  e!  artículo  3 
del  Código  Civil  español,  los  comentado- 
res de  este  tíltimo,  no  parecen  haberse 
detenido  á  examinar  la  materia  en  sus 
diversas  aplicaciones. 

■E)on  José  María  Manresa,  apenas  si 
dedica  unas  cuantas  líneas  al  artículo  3^ 
citado;  y  Mucius  Scevola,  que  es  más 
explícito,  se  limita  á  reproducir  y  comen- 
tar la  d^nición  de  Merlin,  sobre  lo  que 
debe  entenderse  por  derechos  adquiridos. 

Entre  los  autores  anteriores  al  Código, 
sólo  es  digno  de  mención  el  viejo  y  queri- 
do Escriche,  el  cual  después  de  reproducir 
la  definición  de  Mourlon,  agrega:  ''pero 
no  son  derechos  adquiridos  los  puramen- 
te facultativos,  á  menos  que  los  hayamos 
ejercido  y  que  por  razón  de  este  ejercicio 
se  hayan  hecho  nuestras  las  cosas  que 
son  su  objeto." 

El  error  en  cuanto  á  los  derechos  facul- 
tativos nos  parece  manifiesto;  por  lo  de- 
más, Escriche  ha  coincidido  con  la  teoría 
del  ejercicio,  que  muchos  años  después 
ha  sido  seguida  por  los  señores  Bandry, 
Lacantinerie  y  Houques  Fourcade. 

Entre  los  civilistas  italianos  solo  pode- 
mos citar  al  distinguido  profesor  de  De- 


recho Civil  don  Francisco  Ricci,  tan  pre- 
maturamente arrebatado  á  los  estudios 
jurídicos.  Reconoce  Ricci  que:  "el  principio 
de  la  irretroactividad  de  la  ley  no  puede 
ser  entendido  en  e!  sentido  de  excluir  to- 
do influjo  de  la  nueva  ley  en  el  desenvol- 
vimiento de  aquellos  hechos,  que  tuvie- 
ron su  existencia,  bajo  el  imperio  de  la 
ley  anterior. 

Pero  ¿hasta  dónde  llegará  el  influjo? 

Desde  luego  se  comprende  que  éste  no 
puede  ser  ilimitado,  sin  violarel  principio 
establecido  por  el  legislador;  á  saber:  el 
de  que  la  ley  no  dispone  más  que  miran- 
do al  porvenir,  y  no  tiene  efecto  retroac- 
tivo: es  necesario,  pues,  establecer  con 
precisión  el  punto,  fuera  6  más  allá  del 
cual  aquel  influjo  no  pueda  extenderse. 
El  punto  que  se  busca  está  en  el  respeto 
á  los  derechos  adquiridos;  de  suerte  que 
si  no  se  atenta  á  éstos,  estaremos  en  ma- 
teria que  cae  dentro  del  dominio  de  la 
nueva  ley;  pero  si  la  aplicación  de  la  nue- 
va ley  no  pudiera  hacerse  sin  perturbar 
semgantes  derechos,  la  ley  precedente, 
bajo  el  imperio  de  la  cual  el  hecho  se  ha 
producido,  es  la  única  que  puede  ejercer 
influjo  sobre  la  cuestión  que  se  trata  de 
resolver. 

¿Cuándo  puede  estimarse  un  derecho  en 
la  condición  á  que  se  acaba  de  hacer  refe* 
rencia?  Estees  elpuntoculminante.y  más 
escabroso,  en  materia  de  irretroactividad 
de  las  leyes:  es  necesario,  pues,  proceder 
aquí  con  toda  precisión  y  con  la  debida 
claridad. 

Comenzaremos  por  distinguir  el  dere- 
cho de  la  facultad,  y  de  las  simples  expec- 
tativas y  esperanzas.  La  característica 
sustancial  que  distingue  el  derecho  de  la 
facultad,  es  la  siguiente:  que  el  primero 
se  deriva  de  un  título  propio  de  aquel  que 
lo  invoca,  miéiitras  la  segunda  se  deriva 
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de  un  título  común  A  todos;  quiere  decir- 
se de  la  ley".  (1) 

Ricci  diserta  en  apoyo  de  esta  tesis,  con 
la  mayor  claridad  y  exactitud  en  los  di- 
versos ejemplos  que  analiza;  y  no  puede 
dudarseque  la  distinción  hecha  porél,  en- 
tre el  título  propio  del  hombre  y  el  título 
común  nacido  de  la  ley  presenta  todos  los 
caracteres  de  un  sistema  fácil  de  aplicar 
en  las  Tañadas  cuestiones  que  provoca  la 
irretroactividad  de  las  leyes. 

En  cuantoá  lasezpectativas ó  esperan- 
zas, Ricci  es  menos  preciso,  limitándose 
á  decir  que  son  mucho  menos  confundi- 
bles con  los  verdaderos  derechos. 

La  base  del  sistema  se  encontraría, 
pues,  en  la  distinción  entre  el  derecho  pro- 
piamente dicho  y  la  mera  facultad.  Estas 
últimas  están  en  realidad  subordinadas 
al  interés  general. 

"Cuando  la  ley  concede  alguna  facul- 
tad, no  la  concede  áTicio  6  á  Sempronio, 
que  de  las  referidas  facultades  usan  ó  se 
sirven,  sino  en  vista  de  los  intereses  ge- 
nerales del  cuerpo  social,  para  cuya  pro- 
tección y  progreso  es  necesario  el  uso  de 
algunas  facultades.  Ahora  bien;  es  sabido 
que  no  siempre  y  en  todos  los  momentos 
se  atiende  con  los  mismos  medios  al  cui- 
dado y  tutela  de  los  intereses  del  cuerpo 
social;  así  ocurre  que,  modificándose  los 
tiempos  y  modificándose  las  necesidades, 
los  usos  y  las  costumbres,  surgen  nuevos 
intereses,  y  con  ellos  surge  también  lá  ne- 
cesidad de  atender  á  todo  eso  con  nuevos 


(1)  BiCGi. — Derecho  civil  teórico  y  práctico.— Edi- 
olón  eapañola,  tomo  1,«  pij.  42. 


medios,  y  más  idóneos,  para  lograr  el  fin 
querido.  Cuando  la  ley,  pues,  dispone 
algo  en  materia  de  meras  facultades,  ne- 
gándolas ó  modificándolas,  no  eatiende 
que  por  tal  modo  reconoce  6  tutele  dere- 
chos, sino  que  atiende  al  cuidado  de  inte- 
reses, y  no  á  los  especiales  ó  propios  de 
éste  ó  de  aquel  individuo,  sino  á  los  ge- 
nerales y  propios  de  todo  el  cuerpo  so- 
cial; Ahora  ¿cómo  en  una  bien  organi- 
zadn  sociedad,  puede  el  particular  pre- 
tender hacer  que  sus  intereses  prevalez- 
can sobre  el  interés  público?  A  esto  se 
llegaría  cuando  el  individuo  pudiera  in- 
vocar la  ley  anterior  para  ejercitar  una 
facultad  que  no  le  ha  sido  concedida  por 
la  ley  actual."  (2) 

Dentro  déla  tesis  de  Ricci  delse  darse 
á  la  palabra  título  una  acepción  más 
lata  que  la  que  en  derecho  le  correspon- 
de, y  hacerla  comprensiva  de  todo  acto, 
todo  hecho  generador  de  un  derecho;  pero 
no  siempre  el  hecho  que  genera  el  dere- 
cho, 6  para  valemos  de  las  palabras  de 
Ricci,  no  siempre  el  derecho  se  deriva  de 
un  título  propio  de  aquel  que  lo  invoca; 
pues  puede  suceder  que  el  que  invoca  el 
derecho  se  funde  en  un  acto  de  un  tercero 
unido  á  su  capacidad  propia,  como  su- 
cede en  la  delación  de  la  herencia. 

En  nuestro  concepto,  esta  teoría  es  la 
que  más  analogía  guarda  con  la  del  res- 
peto á  l«s  relaciones  de  derecho,  como 
base  del  sistema  de  la  irretroactivídad 
de  las  leyes. 


EuonoRO  YÁÑez 


(Continuará) 


(2j  Op.  cit.  pág.  44. 
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CLASIFICACIÓN  SINTÉTICA  DE  LOS  CONTRATOS  (1) 

Por  Marcel  Planiol 
Profeior  de  Derecho  Civil  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Uaivemidad  de  ParÍR 


Aún  DO  se  ha  intentado  hacer  ningún 
estndio  de  carácter  general  para  buscar 
las  relaciones  que  existen  entre  los  dile* 
rentes  contratos  atendiendo  á  sus  obje- 
tos y  funciones  diversas.  No  se  ha  hecho 
sino  distinguir  dos  ó  más  categorías  se- 
gún tengan  6  no  un  carácter  dado.  Asf 
por  ej.,  los  contratos  se  denominan  con- 
sensualcs  6  solemnes  según  sean  Uis  for- 
mas especiales  que  la  ley  impone  á  los 
crmtratantes  para  ligarse  entre  sí;  á  titu 
lo  gratuito  6  á  Ütaío  oneroso  según  ha- 
ya 6  no  cambio  de  prestaciones;  conmii- 
tativos  ó  aleatorios  según  la  naturaleza 
de  las  prestaciones,  que  pueden  ambas 
estar  fijadas  por  el  contrato  o  estarlo 
solo  una  de  ellas  pndiendo  la  otra  variar 
debido  á  alguna  circunstancia  futura. 

Estas  clasificaciones  no  son  sino  antí- 
tesis ó  distinciones  establecidas  según 
una  caractcTÍstica  aislada.  Es  posible 
concebir  otra  que  tenga  un  alcance  sinté- 


(1 )  De  la  Revue  critique  dt  LégitUuion  etde  Juriit- 
pndemce. 


tico,  que  permita  abarcar  el  conjunto  de 
los  contratos  agrupados  según  sus  seme' 
janzas  naturales  y  ver  como  esos  diferen- 
tes instrumentos  jurídicos  desempeñan 
sus  funciones  económicas.  ¿Tenemos  ti- 
pos de  contratos  bastantes  numerosos  y 
bastantes  variados  para  responder  en 
realidad  en  toda  su  extensión  á  todas  las 
necesidades  prácticas? 

¿Bs  posible  inventar  otros  nuevos?  y 
¿por  qué  medios?  Se  puede  contestar  esta 
pregunta  buscando  el  objeto  ó  propósito 
posible  de  todos  los  contratos  que  se  pue- 
den imaginar. 

§  1 . — De  qué  manera  se  clasiñcan  los 
contratos 

Las  tres  grandes  familias  de  con- 
tratos.— Todo  contrato  tiene  por  objeto 
un  servicio  que  una  persona  pide  á  otra; 
pero  como  varía  la  naturaleza  del  servi- 
cio, se  concibe  que  los  contratos  se  reúnen 
en  grupos  diversos  de  la  misma  manera 
que  los  servicios  que  les  sirven  de  objeto. 
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En  el  orden  lógico,  el  contrato  primor- 
dial es  aquel  por  el  cual  una  persona  se 
obliga  á  gecutar  un  trabajo  en  provecho 
de  otra;  son,  pues^  los  contratos  relati- 
vos al  trabajo  humano  los  que  van  á  for- 
mar la  primera  clase  de  contratos  que 
tendremos  que  examinar. 

En  algunos  casos  el  trabajo  realizado 
se  reduce  á  un  esfuerzo  insignificante  que 
no  guarda  proporción  con  la  importancia 
del  servicio  prestado:  esto  ocurre  en  to- 
dos los  contratos  que  los  economistas  ca- 
lifican de  cambios  y  que  tienen  por  obje- 
to la  traslación  de  una  cosa  material, 
haciendo  pasar  de  una  persona  á  otra  la 
facultad  de  utilizar  esta  cosa  (1).  Dire- 
mos que  los  contratos  de  esta  clase  tie- 
nen por  objeto  las  cosas  y  no  el  trabajo. 

Por  fin  la  organización  de  las  socieda- 
des civilizadas  pone  á  la  disposición  de 
los  particulares,  un  tercer  objeto  de  con- 
tratos: los  derechos  de  toda  naturaleza 
que  las  personas  pueden  tener  las  unas 
contra  las  otras  y  que  pasan  á  ser  mate- 
ria de  un  gran  número  de  convenciones. 

Una  reseña  de  los  diferentes  tipos  de 
contratos  actualmente  conocidos  y  clasi- 
ficados, demostrará  que  los  contratos  no 
pueden  tener  sino  alguno  de  estos  tres 
objetos  y  que  necesariamente  deben  ver- 
sar sobre  un  trabajo^  una  cosa  6  un  dere- 
cho. Entre  las  cosas  colocamos  el  dinero 
6  con  más  exactitud  la  moneda,  que  es 
una  mercadería  como  las  demás,  apesar 
de  su  función  especial  que  hace  de  ella  el 


(1)  Es  verosímil  que  el  cambio  de  cosos  sea,  bajo 
el  pnnto  de  vista  cronol^tgico,  anterior  &  los  contrs- 
tos  relativoti  al  trabajo.  Sin  embargo,  está  lógicameo- 
te  Bubordínado  á  él,  porque  las  cosos  que  se  pueden 
cambiar  no  tienen  utilidad  sino  en  virtud  del  trabajo 
que  en  ellas  se  ha  incorporado,  de  manera  qne  en  el 
aprovechamiento  que  de  ellas  hacen  lan  partes  des- 
pués del  camino,  volvemoB  &  encontrar  un  cambio 
d«  awneifw. 


intermediario  de  los  cambios.  En  el  tra- 
bajo incluímos  á  la  vezel  trabajo  propia- 
mente tal,  el  de  las  profesiones  manuales 
y  los  servicios  de  un  orden  más  elevado 
como  los  de  lasprof<raiones  liberales,  por- 
que no  hay  entre  estas  dos  clases  de  tra- 
bajo sino  una  diferencia  de  grado:  todo 
trabajo  manual  exige  cierta  dosis  de  in- 
teligencia y  no  hay  trabajo,  por  literario 
ó  artístico  que  sea,  que  no  exija  un  es- 
fuerzo material. 

Observación  general.— En  cada  una 
de  las  tres  categorías  de  contratos  que 
se  van  á  examinar,  las  sub-distinciones 
que  se  van  á  establecer  provienen  todas: 
1^  de  la  existencia  ó  de  la  falta  de  una 
prestación  de  la  otra  parte;  2*  de  la  na- 
turaleza de  esta  prestación  contraria, 
cuando  ella  existe.  La  diferencia  entre 
dos  contratos  relativos  al  trabajo,  á  una 
cosa  ó  á  un  derecho  depende  siempre  de 
si  el  que  proporciona  el  servicio  prestado 
á  otro  recibe  recompensa  por  ese  servicio 
y  en  qué  forma  la  recibe. 

SECCIÓN  I.— Contratos  relativos  al 
trabajo 

Hay  prestaciones  gratuitas  de  trabajo: 
todas  las  profesiones,  todos  los  servicios 
pueden  dar  lugar  á  la  promesa  de  un  tra- 
bajo no  retribuido.  Estos  contratos  gra- 
tuitos son,  para  el  trabajo,  lo  que  las  do- 
naciones y  los  comodatos  paralas  cosas. 
Son  escasos,  porque  el  hombre  necesita 
vivir  de  su  trabajo.  Sin  embargo,  hay  dos 
contratos  muy  prácticos,  qne  se  hacen 
muchas  veces  sin  remuneración  y  que  tie- 
nen por  objeto  un  servicio  prestado  á 
otro:  son  el  depósito  y  el  mandato  gra- 
tuito. El  depositario  presta  al  deposi- 
tante el  servicio  de  cuidarle  su  propiedad 
durante  su  ausencia;  el  mandatario  pres* 
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ta  al  mandante  el  sen'icio  de  vigilarle 
SQ  propiedad  y  de  celebrar  por  él  actos 
jurídicos.  Kn  los  dos  casos  hay  una  pres- 
tación de  servicios,  es  decir,  un  trabajo 
efectuado  sin  remuneración.  La  gratui- 
dad  acostumbrada  de  estos  contratos 
proviene  de  que  el  esfuerzo  gastado  ó  el 
tiempo  empleado  por  el  depositario  6  el 
mandatario  es  muy  poca  cosa. 

La  mayor  parte  de  las  prestaciones  de 
trabajo  son  retribuidas.  Supondremos 
primero  que  esta  remuneración  consiste 
en  dinero. 

Hl  trabajo  pagado  en  dinero  es  objeto 
de  dos  contratos  diversos:  el  arrenda- 
miento y  la  empresa  ó  trato  á  precio  al- 
zado. £1  primero  se  caracteriza  por  una 
remuneración  proporcional  al  tiempo^ 
como  en  el  arrendamiento  de  cosas.  El 
salario  se  compone  de  cantidades  iguales 
para  todas  las  unidades  de  tiempo  em- 
pleadas, sea  esta  unidad  elegida,  la  hora, 
el  día,  el  mes  ó  el  año.  Los  salarios  cal- 
culados sobre  una  base  superior  á  un  día 
se  subdtviden  por  lo  demás  en  fracciones 
diarias  para  los  períodos  incompletos, 
meses  6  afios  inconclusos. 

El  otro  contrato  es  la  empresa  6  trato 
á  precio  alzado  caracterizado  por  el  he- 
cho de  que  la  remuneración  del  trabaja- 
dor está  fijada  como  precio  alzado  por  la 
obra  y  ya  no  depende  del  tiempo  necesa- 
rio para  terminarla;  de  manera  que  hay 
para  él  esperanzas  de  lucro  ó  riesgos  de 
pérdida,  según  dedique  más  ó  menos  tiem- 
po á  realizar  el  trabajo.  La  forma  más 
sencilla  del  trato  es  el  salario  por  tarea 
Ó  por  pieza.  Una  forma  más  elevada  es 
la  empresa  de  trasportes.  De  parte  del 
patrón  la  empresa  se  complica  porque 
puede  haber  venta  de  materiales  al  mis- 
mo tiempoqueprov/s/án  Je  trabajo;  pasa 
á  ser  así  un  contrato  mixto  que  tiene  á  la 


vez  por  objeto  el  trabajo  y  cosas  mate- 
riales. Pero  si  el  empresario,  en  lugar  de 
trabajar  á  precio  alzado,  tiene  derecho 
para  exigir  una  suma  igual  á  la  cantidad 
de  trabajo  proporcionado  v  de  materia- 
les empleados,  segón  se  establezca  por  un 
convenio  posterior,  pasaáser  simplemen- 
te vendedor  de  trabajo  y  de  mercaderías. 

Estas  observaciones  prueban  que  el 
contrato  de  empresa  en  que  consiste  el 
trabajo  á  precio  alzado,  puede  hacerse 
por  simples  obreros  y  que  las  personas 
llamadas  "empresarios*'  proponen  mu- 
chas veces  contratos  que  no  son  de  em- 
presa; con  otras  palabras,  la  calificación 
de  las  personas  no  corresponde  exacta- 
mente á  lanaturaleza  de  los  contratos. 

Cuando  el  trabajo  se  remunera  en  di- 
nero no  se  concibe  otra  especie  de  contra- 
to que  el  arrendamiento  ó  la  empresa: 
trabajo  en  arriendo  6  trabajo  á  precio 
alzado.  ¿Qué  otra  forma  de  remunera- 
ción podría  adoptarse?  Hasta  ahora  no 
se  ha  indicado  ni  hecho  uso  de  ninguna 
otra. 

Cuando  el  trabajo  no  se  remunera  en 
dinero,  puede  remunerársele  en  especie, 
entregando  cosas  diversas.  Decostumbre 
el  trabajador  recibe  cosas  necesarias  para 
la  vida,  el  alimento  y  la  habitación.  Es 
lo  que  pasa  con  los  sirvientes  que  reciben 
en  esta  forma  prestaciones  que  hacen  su- 
bir su  ganancia  real  mucho  más  allá  del 
valor  en  dinero  á  que  alcanzan  sus  suel- 
dos; hay  para  ellos  una  remuneración 
mixta  que  se  hace  parte  en  dinero,  parte 
en  prestaciones.  Algunas  veces  el  sala- 
rio en  dinero  llega  á  desaparecer  comple- 
tamente y  la  persona  empleada  trabaja 
únicamente  para  recibirsu  alojamiento  y 
su  alimento.  Es  lo  que  ocurre  con  muchas 
niñas  extranjeras  que  vienen  á  Francia 
para  aprender  el  francés  y  entran  en  las 
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familiíis  á  ¡a  par  ( aa  pair),  es  decir,  sin 
sueldos  en  dinero,  para  ocuparse  de  la 
educación  de  los  niños. 

Por  fin,  la  remuneración  del  trabajo 
puede  consistir  también  en  una  presta- 
ción de  trabajo  hecha  por  la  otra  par* 
te.  Es  lo  que  ocurre  en  todas  las  formas 
de  cooperación,  las  que  no  son  sino  un 
cambio  de  servidos.  La  más  sencilla  es 
el  cambio  de  mano  de  obra  que  hacen  los 
cultivadores  en  tiempo  de  cosechas:  van 
unos  á  casa  de  otros  prestándose  una 
ayuda  mutua  para  terminar  más  pronto 
la  siega  ó  la  vendimia  de  cada  uno. 

El  fenómeno  es  el  mismo  en  todo  jénero 
de  sociedades  para  los  aportes  de  indus- 


tria. Dos  personas  asociadas  bajo  una 
razón  social  colectiva  se  prestan  mutua- 
mente su  colaborcición  y  es  posible  que 
en  una  sociedad  cooperativa  obrera  los 
aportes  en  herramientas  sean  muy  bajos 
ó  casi  nulos.  En  ese  caso  hay^  en  todo  ó 
en  parte,  cambio  de  servicios;  ninguno  de 
los  socios  ó  colaboradores  aporta  á  los 
demás  un  trabajo  gratuito;  cada  cual 
aprovecha  del  trabajo  de  otro. 

ha.  ventaja  de  estos  cambios  de  servi- 
cios es  que  el  esfuerzo  útil  de  las  personas 
asociadas  es  superior  á  la  suma  de  los  re- 
sultados que  übtendiían  persiguiendo  se- 
paradamente el  mismo  fin. 

(  Continuará) 
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UN  CASO  DE  ASISTENCIA  MUTUA  INTERNACIONAL  ANTE  LA 
OÚRTESUPRKUA  PECHILIS 


En  el  proceso  que  se  sigue  en  el  juzga- 
do federal  de  Mendoza  contra  los  seño- 
res l^ncin-a,  Romero  y  Ferrer,  actual- 
mente emigrados  argentinos  en  nues- 
tro país,  por  "rebelión  y  extracción  de 
$  300,000  del  Banco  de  la  Nación  Ar- 
gentina*', se  dictó  con  fecha  1'  de  marzo 
del  año  en  curso  el  auto  siguiente:  "Com- 
parezcan á  declarar  los  procesados  Lcn- 
cina.  Romero  y  Ferrer  en  la  audiencia 
que  tendrá  lugar  el  décimo  df  a  hábil  pos- 
terior á  sus  respectivas  notificaciones  á 
las  9  de  la  mañana,  bajo  los  apercibi- 
mientos de  derecho,  y  residiendo  en  San- 
tiago de  Chile,  Itbrese  el  correspondiente 
exhorto  rogatorio,  haciéndose  presente 
que  la  declaración  es  extensiva  también 
á  los  autos  seguidos  por  extracción  de 
dinero  al  Banco  de  la  Nación  Argentina. 
Salrá." 

Transmitido  el  exhorto  por  la  via  di- 
plomática, la  Corte  Suprema  de  Chile, 
solicitó  el  dictamen  de  su  fiscal,  el  señor 
Valdés,  quien  opinó  en  el  sentido  de  que 

PUICIIO 


se  debía  hacer  la  notificación  solicitada, 
por  tratarse  tan  sólo  de  una  simple  "ci- 
tación que  no  ofende  ni  daña  ningún  de- 
recho, no  contraría  nuestras  prácticas 
judiciales  ni  lesiona  la  jurisdicción  na- 
cional" y  que  incide  en  un  proceso  seguí- 
do  "por  un  delito  cometido  en  territorio 
argentino  y  porciudadanos  argentinos." 

La  Excmn.  Corte  Suprema,  apartán- 
dose del  dictamen  fiscal,  resolvió  la  cues- 
tión en  la  forma  siguiente:  "Santia^,  3 
de  mayo  de  1905.— Tratándose  de  una 
notificación  en  causa  criminal  en  la  cual 
no  se  ha  solicitado  la  extradición  de  los 
inculpados,  no  ha  lugar  por  ahora  á  lle- 
var adelante  la  citación  contenida  en  el 
presente  exhorto.  Comuniqúese  al  Minis- 
terio de  Relaciones  Ejcteriores.— A^u/r/ie 
Var^^as.  —  Alfonso.  —  Urrutia.  —  Gallardo 
— Palma  Guzmán. — Rodríguez. — Saavc 
dra—Fósier  Recabárrea.^* 


A  pesar  de  la  escasa  importancia  del 
auto  argentino  al  cual  se  ha  negado  & 
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<lar  curso  el  primer  tribunal  de  nuestro 
país,  consideramos  de  interés  examinar 
la  resolución  á  la  luz  de  los  principios  y 
reglas  del  Derecho  Internacional,  por 
cuanto  las  resoluciones  de  esta  naturale- 
za, por  secundario  que  sea  su  valor,  fí)r- 
man  jurisprudencia,  determinan  la  doc- 
trina que  sigue  un  país  y  son  materia  de 
estudio  para  un  gran  número  de  publi- 
cistas  que  siguen  paso  á  paso  las  eta- 
pas que  el  Derecho  Internacional  va  re- 
corriendo en  los  diferentes  países  del 
mundo. 

Bn  esta  materia,  el  principio  funda- 
mental que  ha  prevalecido  durante  si- 
glos es  el  de  que  las  leyes  penales  tienen 
un  carácter  esencialmente  territorial,  y 
de  que,  por  consiguiente,  ningún  ^tado 
tiene  derecho  á exigir  de  otro  que  le  pres- 
te su  ayuda  para  perseguir  á  los  delin- 
cuentes que  abandonen  el  territorio  ó 
para  tramitar  loaprocesos  quecontra  di- 
chos delincuentes  se  instauren.  Este  prin- 
cipio, que  emana  directamente  de  la  so- 
beranía y  de  la  igualdad  de  los  Estados, 
ha  podido  prev^ecer  sobre  todo  género 
de  consideraciones,  mientras  los  diversos 
Estados  hicieron  la  vida  de  absoluto  6 
relativo  aislamiento  que  imponían  en  si- 
glos anteriores  la  dificultad  de  los  medios 
de  comunicación  y  la  escasez  de  relacio- 
nes comerciales  y  de  todo  género. 

Pero,  el  acercamiento  entre  los  pueblos 
más  distantes,  producido  por  las  doctri- 
nas filosóficas  del  siglo  XVIII  y  por  las 
extraordinarias  fecilidades  de  comunica- 
ción de  que  ha  dotado  al  mundo  el  siglo 
XIX,  ha  venido  á  modificar  considera- 
blemente el  órden  establecido,  haciendo 
sentir  la  indispensable  necesidad  de  ate- 
nuaren muchos  casos  el  rigor  del  antiguo 
principio,  en  virtud  del  cual  cada  Estado 
se  consideraba,  no  sólo  en  el  derecho  sino 


en  el  deber  de  mantenerse  completamen- 
te ajeno  á  la  persecución  de losdelitosco- 
metidos  fuera  de  su  territorio. 

Una  apreciación  más  clara  de  los  dicta- 
dos de  la  moral  ha  impuesto  á  los  Esta- 
dos la  conveniencia  de  ayudarse  entre  sí 
para  el  castigo  de  ciertos  delitos  que  ha- 
cen á  los  culpables  enemigos  peligrosos 
de  la  sociedad  en  cuahiuiera  parte  en  que 
se  encuentren.  Además,  cada  Estado  ha 
visto  verdadera  conveniencia  en  coope- 
rar al  castigo  de  los  delitos  cometidos  en 
otros  Estados,  como  un  medio  de  obte- 
ner que  éstos  á  su  vez  cooperen  á  su  tra- 
bajo de  hacer  efectiva  la  sanción  en  que 
incurran  los  que  delinquen  dentro  de  su 
territorio  y  buscan  la  impunidad  fugán- 
dose al  extranjero. 

Este  ha  sido  el  origen  delosnumerosos 
tratados  de  extradición  que  hoy  ligan  á 
muchos  Estados,  y  principalmente  á  los 
que  tienen  relaciones  muy  frecuentes  en 
razón  de  su  vecindad  ó  de  su  comercio. 
Del  examen  comparativo  de  esos  trata- 
dos, se  deducen  los  principios  que  hoy  ri- 
gen en  materia  de  extradición,  qtte  es  una 
de  las  formas  más  frecuentes  y  carÍEicte- 
rísticasen  qnelosBstadosse  prestan  asis- 
tencia mutua,y  se  puede decirque  es  com- 
pletamente exacto  el  concepto  emitido 
por  el  Ministro  Mr.  Ronher  en  la  Cáma- 
ra de  Diputados  de  Francia:  "El  principio 
de  la  extradición  es  el  principio  de  la  soli- 
daridad, de  la  seguridad  recíproca  de  los 
gobiernos  y  de  los  pueblos  contra  la  ubi- 
cuidad del  mal." 

Ysitodos  los  pueblos  civilizados  se  en- 
cuentran hoy  de  acuerdo  sobre  la  conve- 
niencia de  entregarse  recíprocamente  á 
ciertos  delincuentes  fugitivos,  que  es  lo 
más,  con  mayor  razón  se  encuentran  de 
acuerdo  sobre  la  conveniencia  de  prestar- 
se asiatencta  en  la  instrucción  de  los  pro- 
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cesos  criminales,  que  es  lo  menos.  Nume- 
rosos tratados  reglamentan  la  forma  en 
que  los  Estados  deben  prestarse  recipro- 
camente este  servicio,  y  á  ftUta  de  trata- 
dos, se  recurre  A  los  principios  generales 
que  de  ellos  se  deducen  y  que  se  encuen- 
tran consignados  en  las  obras  de  los  es- 
critores de  Derecho  Internacional.  Vamos 
á  transcribir  los  términos  en  queseespre- 
san  dos  autores  contemporáneos,  de  mu- 
cha autoridad. 

Bonfils,  autor  consultado  por  nuestro 
profesorado  universitario,  dice:  "A  falta 
de  todo  tratado,  los  Estados  deben  faci- 
litarse recíprocamente  en  In  medida  de  lo 
posible,  la  administración  de  la  justicia 
^  en  materia  civil  y  penal,  reglar  su  legisla- 
ción interna  en  forma  tal  que  sus  tribuna- 
les puedan,  á  petición  de  una  jurisdicción 
extranjera,  proceder  á  las  investigaciones, 
peritajes,  interrogatorios  y  otros  actos 
de  mstruccióa  necesarios  á  la  administra- 
ción de  justicia."  (Ílianua/<fe  Derecho  In- 
ternacional PúbticOt  por  Henry  Bonfils). 

Fiore,  el  más  caracterizado  de  los  in- 
temacionalistas italianos,  y  uno  de  los 
autores  más  acertados  en  sus  soluciones 
á  los  puntos  controvertibles,  dice:  "Entre 
Estados  distintos,  la  asistencia  recíproca 
para  la  iñstrucdón  deprocesos  penales  se 
halla  reglamentada  por  los  tratados.  Sin 
embargo,  bien  mirado,  debería  conside- 
rarse más  bien  como  una  obligación  recí- 
proca derivada  de  la  solidaridad  de  los 
Estados  para  la  represión  de  los  delitos. 
Bl  juez  requerido  por  un  magistrado  ex* 
tranjero  competente,  no  debería  jamás  re- 
húsar  el  prestar  su  concurso  para  recoger 
los  testimonios  y  demás  elementos  de 
prueba  útiles  para  la  buena  administra- 
ción de  justicia".  Y  más  adelante  agrega: 
"En  general,  la  materia  de  requisitorias 
K  halla  reglamentada  en  los  tratados  de 


extradición.  Pero  de  aquf  no  podría  de- 
ducirse que  los  actos  de  instrucción  en  ma- 
teria penalinternacional  deben  tener siem* 
pre  cierta  conexión  con  la  extradición." 
(Tratado  de  Derecho  Penal  Internacio- 
nal Y  de  la  Extradición,  por  Pasquale 
Fiore). 

Agregaremos  á  estas  dos  autorizadas 
opiniones  lo  que  sobre  el  particular  se  en- 
cuentra en  las  Pandectas  Francesas,  No- 
tificación de  actos,  número  1029: 

"En  el  curso  de  una  instancia  penal, 
puede  haber  necesidad  de  notificar  al  in- 
culpado algún  acto  judicitd.  Estas  notifi- 
caciones determinan  el  comienzo  de  algún 
plazo  cuyo  vencimiento  puede  modificar 
gravemente  la  situación  de  la  persona  á 
quien  dicho  acto  conciemri.  Por  este  mo- 
tivo, un  individuo  condenado  en  ausencia 
está  interesado  en  recibir  la  notificación 
de  la  sentencia,  á  fin  de  poder  formular 
oposición  en  los  términos  legales.  Intere- 
sa así  mismo  á  un  acusado  recibir  la  noti- 
ficación del  auto  que  ordena  abrir  el  pro- 
cedimiento plenario  en  su  contra,  á  fin  de 
poder  evitar  los  efectos  de  una  sentencia 
en  rebeldía,  presentándose  en  el  plazo  co- 
rrespondiente. Podrían  encontrarse  toda- 
vía otros  ejemplos  de  la  utilidad  de  las 
notificaciones  en  cuestión.  Ahora,  cuando 
la  persona  á  quien  éstas  deben  hacerse  se 
encuentra  en  el  extranjero,  con  ó  sin  in- 
tención de  sustraerseála  pesquisa,  en. ca- 
so de  no  ser  el  delito  de  que  se  le  acusa 
susceptible  de  extradición,  es  oportuno 
poderle  notificar  realmente,  por  interme- 
dio de  las  autoridades  del  país  en  que  re- 
side, los  actos  prescritos  por  la  ley,  en  vez 
de  hacerle  una  notificación  ficta,  como  la 
que  se  verifica  cuando  se  trata  de  un  in- 
dividuo sin  domicilio  conocido.  Los  Go- 
biernos se  han  entendido,  en  consecuen- 
cia, para  obligaráaus  magistrados  á  ha» 
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ccr  notificar  los  actos  transmitidos  por  la 
justicia  del  país  requerido,  y  han  celebra- 
do sobre  el  particular  convenciones  como 
para  las  comisiones  rogatorias." 

"N"^  1030— Hai  enlodo  caso  unaniar- 
cíida  diferencia  entre  ia  simple  notifica- 
ción de  actos  judiciales  y  las  comisiones 
rogatorias  (1 ).  En  estas  últimas,  el  Go- 
bicno  requerido  presta  su  concurso  direc- 
to á  una  instrucción  abierta  en  país  ex- 
tranjero, y,  por  lo  tanto,  se  iuice  respon- 
sable, hasta  cierto  punto,  del  resultado 
de  la  pestjutsa.  Así  se  comprende  que  se 
rodee  de  especiales  precauciones,  que  exi- 
ja principalmente  una  transmisión  por  ia 
vía  diplomática,  y  que  excuse  su  concur- 
so en  los  asuntos  que  tengan  un  carácter 
político.  La  situación  es  de  todo  punto 
diferente  cuando  se  trata  de  una  simple 
notificación  de  actos  judiciales;  e\  Gobier- 
no requerido  no  compromete  en  ninguna 
forma  su  responsabilidad  con  una  notifi- 
cación que  se  hace  en  interés  mismo  de  la 
persona  á  quien  concierne.  Asi  las  opi- 
niones están  de  acuerdo  en  el  sentido  de 
que  no  hay  motivo  para  exigir  en  este 
caso  las  mismas  garantías  ó  para  esta- 
blecer las  mismas  restricciones  que  para 
las  comisiones  rogatorias.  £1  derecho 
convenciotial  admite,  en  consecuencia, 
que  los  magistrados  del  pafs  en  que  se 
instrm'cel  proceso  puedan  transmitir,  sea 
por  la  vía  diplomática  sea  aún  directa- 
mente, todos  los  actos  que  interesen  á 
personas  residentes  en  territorio  extran- 
jero.  No  hay  que  preocuparse  tampoco 
de  la  nacionalidad  de  la  persona  á  quien 

<1)  En  el  derecho  fraocés  sólo  ae  da  el  nombre  de 
ccomísióa  rogatoria»  al  encargo  de  juez  á  juex  que 
tiene  por  objeto  la  pr&cticii  de  algiín  aoto  de  ins- 
trucción del  proceKo  y  eu  especial  de  diligeQcias  pro- 
batorias, como  ser,  declaraciones  de  testigos,  confe- 
«iones,  reoonoaimieotoa  periñalea,  exameu  de  libros, 
eto. 


se  va  á  notificar,  puesto  que  esta  me  li- 
da,  lejos  de  causarle  perjuicio,  puede  re- 
portarle, por  el  contrario,  una  utilidarl 
manifiesta.  Se  puede  decir,  en  fin,  que 
aún  1-  s  actos  concernientes  á  procesos 
políticos  pueden  ser  notificados  por  las 
autoridades  de  otros  países,  puesto  que, 
por  esta  notificación,  estas  autoridades 
no  concurren  en  forma  alguna  á  la  per- 
secución del  delito." 


Lns  autoridades  que  hemos  invocado, 
dejan  constancia  de  que,  teórica  y  prácti- 
camente se  encuentra  establecida  la  asis- 
tenciu.  internacional  en  materia  de  ins- 
trucción deprocesoscriminales,  y  de  que, 
entre  todos  los  servicios  (pie  esa  asisten, 
cia  importa,  las  simples  notificaciones 
de  autos  son  los  menos  importantes  y  los 
que  menos  comprometen  la  responsabi- 
lidad de  los  Estados  que  las  efectúan  á 
petición  de  las  cancillerías  ó  de  las  ma* 
gistraturas  de  Estados  amigos. 

Vamos  ahora  á  referirnos  á  un  caso 
práctico,  relatado  con  muchos  detalles 
en  la  interesante  obra  de  Fiore  que  he- 
mos citado.  Kl  conde  de  Amim,  después 
de  haber  sido  embajador  del  Imperio  Ale- 
mán en  Italia,  y  encontrándose  residien- 
do en  este  país,  fué  procesado*  en  su  pa- 
tria y  condenado  á  ocho  meses  de  pri- 
sión,-por  el  delito  de  detención  premedi- 
tada de  documentos  oficiales  confiados 
á  él.  El  Gobierno  alemán  solicitó  del 
Gobierno  italiano  que  hiciera  notificar 
por  medio  de  su  magistratura  al  conde 
de  Arnim,  el  auto  de  una  judicatura  ale- 
mana por  el  cual  se  le  ordenaba  presen- 
tarse dentro  del  término  de  catorce  días 
á  contar  desde  la  fecha  de  la  notificación 
en  la  cárcel  nueva  de  Berlín  para  consti- 
tuirse en  prisión.  El  Consejo  de  Estado 
de  Italia,  después  de  un  detenido  estudio 
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de  la  cuestión,  dictaminó  en  el  sentido 
de  que  debía  hacerse  la  notificación  pedi- 
da, á  pesar  de  que  no  se  trataba  de  un 
simple  auto  de  instrucción  criminal,  sino 
de  un  auto  que  importaba  el  comienzo 
de  ejecución  de  una  sentencia. 

Sin  necesidad  de  que  exista  un  tratado 
de  extradición  con  lu  República  Argentina 
y  ateniéndonos  tan  sólo  á  los  principios 
aceptados  por  los  tratadistasde Derecho 
Internacional,  y  consagrados  por  numc* 
rosos  pactos  internacionales,  nuestra 
Corte  Suprema  habría  podido  onlcnur 
que  se  hiciera  la  notifij^ación  solicitada 
por  el  juez  federal  de  Mendoza.  Semejante 
procedimiento  habría  estado  en  arm(mfa 
con  las  tendencias  á  la  solidaiidad,  que 
dominan  hoy  en  materia  penal  interna- 
cioral. 

I^a  única  razón  que  invoca  la  Corte 
Suprema  para  fundar  su  negativa,  es  la 
de  "no  haberse  solicitado  la  extradición 
de  los  inculpados  en  la  causa  crinúnul  en 
que  se  solicita  la  notificación".  Y  el  he- 
cho de  formular  la  negativa  "porahora" 
parece  indicar  que  se  reserva  para  orde- 
nar la  notificación,  una  vez  que  la  extra- 
dición haya  sido  solicitada  ó  concedida. 

Este  es  precisamente  el  punto  más  dé- 
bil de  la  resolución  que  examinamos.  Si 
se  hubiera  fundado  la  negativa  en  el  he- 
cho de  no  existir  sobre  el  particular  tra- 
tado alguno  que  obügue  ¿i  Chile  á  pres- 
tar á  la  Argentina  el  servicio  pedido,  se 
habría  contrariado  únicamente  las  t^'n- 
dencias  del  Derecho  Internacional  con- 
temporáneo. Pero,  al  fundar  la  negativa 
en  el  hecho  de  no  haberse  solicitado  la 
extradición  de  los  inculpados,  se  incurre 
en  el  error  de  confundir  dos  cosas  com- 
pletamente distintas,  comoson:la  extra- 
dición de  ciertos  delincuentes  v  la  asis- 


tencia mutua  para  la  instrucción  de  pro- 
cesos criminales  en  general. 

Ha}'  muchos  casos  en  que  un  Estado 
necesita  recurrir  á  otro  para  que  le  ayu- 
de á  descubrir  la  verdad  respecto  de  un 
delito,  sin  que  se  le  ocurra  siquiera  soli- 
citar la  extradición  del  delincuente.  Un 
ejemplo.  Tratándose  de  un  delito  de 
adulterio,  y  siendo  necesario  investigar 
la  delincuencia  de  la  inculpada  residente 
en  el  i)aís  en  (pie  el  delito  se  supone 
cometido,  puede  ser  necesario  tomar  de- 
claración al  inculpado  como  cómplice 
que  residecn  otro  país.  Como,  por  lo  ge- 
neral, no  se  concede  extradición  por  el 
delito  de  aduUerio  ¿sería  ésta  una  razón 
para  negarse  á  tomar  una  declaración  ó 
hacer  una  citación  que  en  el  país  que  la 
solicitara  podría  ser  indispensable  para 
adelantar  la  investigación  tendente  a  es- 
tablecer legalmente  la  culpabilidad  ó  ino- 
cencia de  la  persona  inculpada? 

En  el  proceso  mismo  que  se  sigue  en 
Mendoza,  tenemos  un  ejemplo  muy  claro. 
En  él  se  trata  de  averiguar  quiénes  eje- 
cutaron la  extracción  de  fondos  del  Ban- 
co de  la  Nación  Argentina,  y  hasta  el 
presente  aparecen  como  inculpados  los 
señores  Lencina,  Ferrer  y  Romero.  Se 
necesita  que  declaren  estos  señores,  para 
oír  su  confesión  ó  sus  descargos,  y  ésto 
es  lo  (|ue  se  pide  á  la  judicatura  chilena 
que  les  notifique,  para  que  ellos,  con  co- 
nocimiento de  causa,  y  sabiendo  ¿i  <|iic 
atenerse,  procedan  como  lo  estimen  c(m- 
veniente,  compareciendo  á  declarar  ó  de- 
jando que  el  proceso  se  tramite  en  rebel- 
día de  ellos.  Esto  nada  tiene  que  ver  con 
la  cuestión  de  la  extradición,  que  será  so- 
licitada ó  nó  jior  el  Gobierno  argentino, 
y  que,  en  caso  de  ser  solicitada,  será  ó 
nó  concedida  por  el  Gobierno  chileno,  se- 
gún le  parezca  más  procedente. 
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Una  vez  más  invocaremos  la  respetable 
opinión  de  Fiore:  "La  extradición  nodebe 
consentirse  sino  por  los  delitos  enuncia- 
dos en  el  tratado,  mientras  que  una  re- 
quisitoria puede  tener  por  objeto  un  acto 
cualquiera  de  instrucción  ó  de  procedi- 
miento, relativo  hasta  á  delitos  por  los 
cuales  no  sería  obligatoria  la  extradición. 
Es,  pues,  natural,  que  para  la  ejecución 
de  una  requisitoria  no  se  prejuzgue  ja- 
más la  cuestión  de  extradición  del  acu- 
sado. La  extradición  podría  ciertamente 
ser  negada  aún  en  el  caso  en  que  se  refi- 
riese á  la  misma  persona  y  al  mismo  he- 
cho que  ha  motivado  la  ejecución  de  la 
requisitoria." 

Aparte  de  toda  obligación  establecida 
expresamente  por  tratado,  los  Estados 
se  prestan  asistencia  mutua  en  materia 
de  instrucción  de  procesos  penales,  siem* 
pre  que  medie  una  promesa  de  reciproci- 
dad, promesa  que,  en  el  caso  que  exami- 
namos, existe,  formulada  por  el  juez  de 
Mendoza  y  hecha  suya  por  la  cancillería 
argentina  por  el  solo  hecho  de  transmitir 
la  rogatoria  por  la  vía  diplomática. 

Si  no  existiera  la  promesa  de  recipro- 
cidad y  la  Corte  Suprema  hubiera  fun- 
dado en  esa  causal  su  negativa,  nada 
habría  que  observar:  el  auto  chileno  es- 
taría conforme  con  las  buenas  prácticas 
internacionales. 

Entre  paises  vecinos,  es  de  todo  punto 


conveniente  que  la  asistencia  mutua  en 
materia  penal  se  estienda  lo  más  posible; 
así  lo  entienden  y  practican  los  pueblos 
más  adelantados. 

Si  se  alegara  en  pro  del  auto  que  exa- 
minamos la~c¡rcunstaucia  de  haber  inci- 
dido la  rogatoria  argentina  en  una  causa 
de  carácter  político,  se  podría  contestar, 
en  primer  lugar,  que  no  se  trata  de  una 
petición  de  extradición  sino  de  una  sim- 
pie  notifícnción  de  un  auto  necesario  para 
la  tramitación  del  proceso;  en  segundo 
lugar,  que  el  proceso  se  sigue  también 
por  un  delito  comiín  como  es  la  extrac- 
ción de  fondos  del  Banco  de  la  Nación 
Argentina;  y,  finalmente,  que  el  auto  chile- 
no no  toma  en  cuenta  el  carácter  del  pro- 
ceso argentino  sino  únicamente  el  hecho 
de  no  habersepedido  la  extradición,  pa- 
ra fundar  la  negativa. 

Por  estas  consideraciones,  expuestas  á 
la  lijera  y  sin  más  pretensión  que  la  de 
no  dejar  pasar  sin  comentario  una  resolu- 
ción que,  á  nuestro  juicio,  envuelve  alguna 
trascendencia,  estimamos  que  la  negati- 
va de  la  Corte  Suprema  á  gecutar  la  di- 
ligencia solicitada  por  el  juez  de  Mendoza, 
noesconveniente  ni  ajustada  a  derecho,  y 
que  el  fundamento  en  que  se  apoya  no 
guarda  relación  con  el  fondo  de  la  resolu- 
ción. 

J.  GiTiLLERMO  Guerra. 
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(  Continuación) 


Sección  II.— Contratos  relativos 
álas  oosas 

Como  todas  las  prestaciones  posibles 
tieden  por  objeto  una  cosa  que  ya  existe, 

ppseída  por  una  de  las  partes,  ellas  se  di- 
viden necesariamente  en  dos  clases:  unas 
tienen  por  objeto  la  transmisión  deiiniti- 
ra  de  esa  cosa,  de  una  persona  á  otra,  lo 
que  se  llama  enajenación;  las  demás  s6Io 
sirven  para  poner  esa  cosa  á  la  disposi- 
ción de  otro  durante  un  tiempo  más  ó 
menos  largo.  Bstas  últimasconvenciones 
no  tienen  actualmente  un  nombre  genéri- 
co admitido  por  el  uso;  las  llamaremos 
prestaciones  temporales. 

Enajenaciones.  —  Si  hay  eníijennción, 
puede  ocurrir  que  se  dé  ta  cosa  sin  retri- 
bución alguna;  en  ese  caso  se  dice  que  el 
contrato  es  gratuito.  Será  una  donación 
si  la  enajenación  tiene  lugar  entre  vivos, 


nn  kgado  si  la  transmisión  se  hace  por 
causa  de  muerte  (1). 

La  donación  gratoita  puede  no  ser  ins- 
pirada por  un  sentimiento  de  mera  libe- 
ralidad, puede  habérsela  prometido  con 
un  fin  interesado,  fis  lo  que  ocurre  en  el 
Juego  y  en  la  apuesta  en  que  el  que  pierde 
no  ha  hecho  sino  una  promesa  condicio- 
nal y  en  que  esperaba  la  realización  de 
una  condición  contraria  que  se  habría 
producido  en  provecho  de  él.  Hay,  es  cier- 
to ^raíu/c/aí/ de  la  prestación,  pero  no 
hay  liberalidad. 
Si  la  enajenación  supone  una  contra- 
di Aunque  el  t<>Btaniento  difitre  jurídicamenie 
de  un  contrato,  ne  concibe  en  una  síntesis  superior, 
que  se  reúnen  ent»!  dos  claseH  de  enajenaciones  gra- 
tuitiis;  el  legado  necesita  per  nc^fuio  como  una  do- 
nación; la  diferenoia  cou  la  donación  consiste  úni- 
eamenle  en  qne  la  aceptación  sólo'  tiene  lugar  des- 
paés  de  la  muerte  del  donante,  que  ra  aquí  el  testa- 
dor. El  legarlo  es,  pues,  un  contrato  de  ac»ptación 
pÓBtuma,  porque  ai  la  voluntad  del  testacior  queda 
aislada,  loe  legados  caducan  por  falta  de  aceptación. 
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parte,  quereempinzaen  el  pntrímonio  del 
que  enajena  la  cosa  enajenada  por  otra, 
puede  haber: 

l'^  Cambio,  si  se  trata  de  dos  cosas  en 
especie; 

2^  Venta,  si  la  prestación  contraría, 
hecha  por  el  adquirentc,  consiste  en  di- 
ñero. 

Estos  dos  tipos  de  contratos  suponen 
que  la  prestación  contraria  hecha  por  el 
adquirente  es  un  capital,  pagadero  en 
una  6  más  veces.  Pero  la  prestación  con- 
traría puede  representar  para  el  que  ena- 
jena, una  simple  renta  anual  6  una  ren- 
te exigihie  indefinidamente  (renta  perpe- 
tua) 6  sólo  hasta  su  muerte  (renta  vita- 
licia). Por  lo  demás,  en  las  enajenaciones 
en  cambio  de  una  renta,  se  concibe  que 
existe  la  misma  di&rencia  que  distingue 
en  las  prestaciones  de  capital,  la  venta 
del  cambio:  la  renta  puede  tener  por  ob- 
jeto dinero  lo  que  ocurre  de  ordinarío,  Ó 
una  provisión  de  cosas  en  especie,  como 
en  los  antiguos  champarts  1 1 )  ó  como  en 
el  arrendamiento  de  alimento  moderno, 
que  es  una  enajenación  hecha  en  cambio 
de  la  obligación  de  alimentar  duraute  su 
vida  al  que  enajena. 

En  resumen,  cuando  se  consiente  en  la 
enajenación  de  cosas  á  título  oneroso, 
vemos  que  hay  cuatro  clases  de  contra- 
tos según  se  de  el  precio  en  dinero  ó  en 
especie,  y,  en  cada  uno  de  estos  dos  casos, 
en  capital  ó  en  renta. 

Al  lado  de  los  contratos  del  tipo  do  at 
des  hay  los  del  tipo  do  ut  facias,  pero  es- 
tos últimos  entran  en  la  categoría  de  los 
contratos  relativos  al  trabajo  porque  la 
prestación  de  una  cosa  pasa  á  ser  la  re- 


(1)  CterU  cantidad  de  gaTÍllas  de  mieaes  que  ea 
alganai  partea  pagaban  los  eofiteutas  Á  los  señores 
propietarios. 


mnneraciÓn  de  un  servicio,  siendo  este  úl- 
timo el' elemento  príncipal  del  contrato. 

Prestaciones  TEMPORALES.— Como  las 
enajenaciones  definitivas,  las  prestacio- 
nes tem|K>rales  de  una  cosa  pueden  ha- 
cerse á  título  gratuito  ó  á  título  oneroso. 
En  el  primer  caso,  tenemos  un  contrato 
del  tipo  del  comodato;  en  el  segundo, 
un  contrato  del  tipo  del  arrendamiento. 
Así,  por  ejemplo,  el  préstamo  á  interés  de 
cantidades  de  dinero  no  es  sino  un  arren- 
damiento; es  el  arrendamiento  de  capita- 
les (Planiol,  Tratado  de  Derecho  Civil, 
3»  edic,  t.  II,  núm.  2062). 

Apesar  de  las  apariencias,  el  depósito 
no  es  un  contrato  relativo  á  las  cosas,  es 
un  contrato  del  prímer  grupo,  de  los  que 
tienen  por  objeto  un  servicio:  cl  deposi- 
tarío  es  el  guardián  de  una  cosa  ajena  y 
presta  al  dueño  de  esa  cosa  el  servicio  de 
evitarle  los  cuidados  de  almacenaje  y  vi- 
gilancia. 

Por  el  contrarío,  la  constitución  de 
usufructo  y  el  aporte  á  una  sociedad, 
aunque  tomen  la  forma  de  una  transmi- 
sión de  derechos  reales,  constituyen  con- 
venciones que  tienen  por  objeto  la  pres- 
tación temporal  de  una  cosa.  En  cuanto 
al  usufructo,  sea  que  se  cree  á  título  one- 
roso ó  á  título  gratuito,  entre  vivos  6 
por  causa  de  muerte,  es  siempre  evidente 
el  carácter  temporal  de  la  prestación;  en 
cuanto  al  aporte  en  sociedad,  este  carác- 
ter, aunque  no  tan  visible,  e&  sin  embar- 
go fácil  de  reconocer.  El  acto  se  presenta 
bajo  la  aparíencia  de  una  enajenación  en 
provecho  de  la  persona  moral  llamada 
"sociedad",  pero  esta  enajenación  no  es 
perpetua  y  el  socio  se  reserva  el  derecho 
de  volver  á  tomar  su  parte  en  el  activo 
social  después  de  la  disolución  de  la  so- 
ciedad, lo  que  será  para  él  la  restitución 
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de  su  aporte,  sea  en  especie,  fea  en  equi- 
valente. En  suma,  ta  sociedad,  que  es 
siempre  temporal,  no  habrá  tenido  sino 
el  goce  pasagero  del  activo  aportnd o  por 
sus  miembros.  Cuando  el  contrato  exclu- 
ye ese  derecho  6  facultad  de  recuperar 
que  constituye  la  asociación,  hay  funda- 
ción 6  donación  en  provecho  de  una  i)er- 
sona  moral,  es  decir,  enajenación  defíni" 
tiva. 

Sección  III.  —  Contratoa  relativos  Á 
lOB  derechos 

Los  derechos  de  toda  especie  no  son 
sino  cosas  de  una  esencia  particular,  que 
se  distinguen  de  las  cosas  propiamente 
dichas  en  que  son  incorporales.  Por  su 
naturaleza  se  prestan  á  ciertas  operacio* 
nes,  diferentes  de  aquellas  que  tienen  por 
objeto  el  aprovechamiento  de  cosas  ma- 
teriales; pero,  en  cambio,  no  son  suscepti- 
bles indistintamente  de  muchas  otras  que 
se  refieren  á  esas  cosas.  Son  susceptibles 
de  enajenaciones,  de  canciones  y  de  con- 
tratos de  renuncia.  Además,  la  interven- 
ción de  una  tercera  persona  en  los  con- 
tratos, produce  dos  categorías  de  opera- 
ciones diversas:  unas  que  se  refieren  á  la 
formación  de  derechos  nuevos,  otras,  á 
la  reálización  de  derechos  preexistentes. 

Enajenacionbs.— Puede  haber  enajena- 
ción de  nn  derecho^  porque  la  mayor 
parte  de  los  derechos  se  pueden  ceder,  es 
decir,  transmitir  de  una  persona  á  otra. 
Tomemos,  por  ejemplo,  un  crédito.  l.,a 
cesión  de  un  crédito  puede  ser  indiferen- 
temente, como  la  cesión  de  una  cosa, 
una  donación^  una  venta  6  un  cambio. 

Aun  más,  los  derechos  son  susceptibles 
de  ajustarse  á  ciertas  formas  de  presta- 
ciones temporales:  así  por  ejemplo:  se 
concibe  el  estabiecimiento  de  un  usufruc- 
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to  sobre  un  crédito  ó  su  entrada  Á  una 
sociedad.  No  hay  sino  los  contratos  del 
tipo  del  comodato  6  del  arrendamiento 
que  parecen  inaplicables  á  los  derechos, 
porque  esos  contratos  suponen  la  utiliza- 
ción de  una  cosa  material  por  medio  de 
la  posesión,  y  faltando  esa  condición 
no  se  ve  como  podría  hacerse  uso  de 
ellos  para  objetos  incorporales. 

Contratos  dií  caución.  —  Estos  con- 
tratos tienen  por  objeto  la  constitución 
de  garantías  reales.  Se  reducen  á  dos:  la 
hipoteca  y  la  prenda,  y  en  realidad,  vfln 
dirijidos  sobre  el  derecho  de  propiedad  y 
no  sobre  las  cosas.  Es  el  derecho  de  pro- 
piedad del  deudor  sobre  la  cosa  empeña- 
da ó  hipotecada  el  que  se  pone  á  disposi- 
ción del  acreedor  y  no  la  cosa  misma,  de 
que  no  tiene  derecho  de  servirse.  Su  ga- 
rantía consiste  en  que  tiene  la  facultad 
de  conferir  á  un  tercero  la  propiedad  de 
la  cosa  de  su  deudory  de  hacerse  pagar  el 
precio  de  ella.  Así  por  ejemplo,  cuando 
una  cosa  se  hipoteca  6  se  dá  en  prenda, 
la  facultad  de  enajenar  se  transfiere  al 
acreedor,  quien  venderá  la  cosa  para  pa- 
garse; de  manera  que  es  en  realidad  so- 
bre el  derecho  del  deudor  que  recae  el 
contrato  }'  sobre  ese  derecho  se  establece 
el  conferido  al  acreedor  prendario  ó  hi- 
potecario. 

Renuncias.  —  Las  renan,.ias  de  toda 
naturaleza  fonnan  una  segunda  cla^e  de 
contratos  apropiados  á  los  derechos.  Ks- 
tas  renuncias  intervienen  en  las  circuns:- 
tancias  más  variadas  y  parecen  poder 
agruparse  toda^  en  tres  clases,  según  la 
naturaleza  del  derecho  que  se  renuncia: 
si  es  un  crédito  tendremos  una  remisión 
de  deuda;  si  es  un  derecho  real  sobre  una 
cosa  ajena,  tendremos  una  renuncia  que 
no  tiene  nombre  especial;  si  es  una 
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acción  de  nulidad,  tendremos  una  confir- 
mación. La  parte  que  aprovecha  estas 
renuncias  obtiene  de  ellas  un  beneficio 
que  no  puede  asimilarse  á  las  transfe- 
rencias de  derecho  que  constituyen  ena- 
jenaciones, porque  la  persona  que  queda 
libre  por  la  renuncia  no  adquiere,  pro- 
piamente el  derecho  que  pertenecía  antes 
á  la  otra  parte. 

Estas  renuncias  pueden  hacerse  gratuí- 
tamente  ó  mediante  una  contra-prtsta- 
ción,  la  que  indiferentemente  puede  tener 
por  objeto  un  derecho^  una  cosa  6  un 
trab&jo. 

■  Entre  las  renuncias  obtenidas  á  título 
oneroso,  hay  algunas  que  toman  una 
fisionomía  especial  y  llevan  nombres 
particalares.  Por  ejemplo,  si  se  consiente 
en  la  remisión  de  una  deuda  en  cambio 
de  la  creación  de  una  deuda  nueva,  pasa 
á  ser  una  novación  y  si  la  deuda  nueva 
se  cumple  inmediatamente,  la  novación 
pasa  á  ser  un  pago.  Si  las  renuncias  son 
recíprocas,  el  acto  es  una  transacción^ 
cada  parte  renuncia  en  favor  de  la  otra 
una  parte  de  sus  derechos  6  de  lo  que 
ella  cree  ser  sus  derechos. 

Operaciones  para  otro.— Hay  ciertas 
operaciones  que  se  hacen  posibles  gra- 
cias á  un  hecho  especial:  la  intervención 
de  un  tercero  en  las  relaciones  jurídicas 
de  dos  personas.  Este  hecho  no  puede, 
por  lo  demás,  concebirse  sino  bajo  dos 
formas:  ó  bien  el  tercero  interviene  en  el 
contrato  para  celebrarlo  en  interés  aje- 
no; ó  bien,  suponiendo  una  obligación 
creada  sin  su  participación  por  las  par- 
tes mismas,  el  tercero  se  compromete  á 
cumplirla  en  lugar  del  deudor.  Celebra- 
ción de  convenciones  para  otro  ó  ejecu- 
ción de  una  obligación  preexistente  á 
cargo  de  otro;  á  eso  parece  reducirse  el 


rol  posible  del  que  interviene  como  terce- 
ro en  las  relaciones  de  las  partes. 

A  la  primera  hipótesis  corresponden  el 
mandato,  la  gestión  de  negocios,  laejc- 
tipalación  para  otro,  la  convención  porte- 
íort',  á  la  segunda,  la  fianza  con  sus  va- 
riaciones como  la  obligación  solidaria 
que  no  es  sino  una  fianza  mútua,  laex- 
pt  omisión  y  la  delegación  imperfeta. 

Lo  esencial  es  comprender  lo  que  en  ca- 
da una  de  estas  hipótesis,  constituye  una 
relación  jurídica  nueva  que  no  entra  en 
ninguna  de  las  categorías  precedentes. 
En  efecto,  el  tercero  que  interviene  en  la 
operación,  se  snstitnye  á  una  de  las  par^ 
tes  cuyo  rol  desempefla;y  por  consiguien- 
te, parece  que  no  hubiera  nada  de  nuevo 
si  no  es  una  sustitución  de  personas,  que 
no  puede  cambiar  la  naturaleza  misma 
del  acto  jurídico  realizado,  el  que  necesa- 
riamente cae  en  las  tres  clases  de  contra- 
tos relativos  al  trabajo,  á  las  cosas  ó  á 
los  derechos. 

Sin  embargo,  hay  allí  en  realidad  una 
entidad  jurídicadiversa; ella  se  encuentra 
en  la  relación  que  se  establece  entre  el  ter- 
cero que  interviene  y  aquella  de  las  dos 
partes  en  cuyo  interés  ha  obrado.  Esta 
relación  se  analiza  siempre  como  nn  ser- 
vicio prestado  que  tiene  por  objeto,  no 
la  ejecución  de  untrabijo  ó  la  entrega  de 
una  cosa,  sino  la  celebración  de  un  con- 
trato 6  el  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción. La  naturaleza  puramente  jurídica 
de  este  servicio  excluye  este  género  de 
contratos  de  las  dos  primeras  clases  que 
se  refieren  al  trabajo  ó  á  las  cosas.  Así  se 
agregan  dos  categorías  nuevas  á  la  lista 
de  los  diversos  géneros  de  contratos  (1). 

(]]  Creo  que  es  inútil  entrar  &  examinar  las  dife- 
rentes t!Hpt.cte(i  que  dom^onun  esos  dos  jóneroa  (ce- 
lebración de  cnncmtuH  jwra  utru  ó  eji:cucii^a  de  obli- 
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S  2.— Del  alcance  de  esta  clasiñcación 

Cualquiera  que  sea  el  objeto  de  la  pro- 
mesa hecha,  que  esta  promesa  requiera  ó 
no  una  prestación  contraría  que  haga  de 
la  operación  una  convención  sinalagmá- 
tica y  cualquiera  quesea  la  naturaleza  de 
esta  prestación  contraría,  todo  contrato 
imaginable  debe  caber  en  el  marco  de  una 
división  establecida  sobre  las  bases  indi- 
cadas. Es  posible  que  en  la  enumeración 
que  he  hecho,  haya  oMdado  alguna  con- 
vención realizable;  esta  falta  se  deberá  á 
mi  imprevisión  pero  no  al  principio  de 
clasificación  adoptado.  Debe  contenerto- 
dos  los  contiatos,  gracias  á  la  combina- 
ción de  sus  seríes,  asi  como  una  tabla  de 
multiplicar  nos  da,  en  el  punto  en  que  se 
cruzan  dos  columnas,  el  resultado  de  la 
multiplicación  de  dos  números  cuales- 
quiera. 

Para  no  prolongar  demasiado  esta  ex- 
posición con  repetidas  demostraciones, 
tomaré  por  ejemplo  dos  clases  de  con- 
tratos cuya  naturaleza  no  es  fácil  r^o- 
nocer:  /a  venta  de  clientela  y  el  seguro. 

Es  seguro  que  la  venta  de  clientela  no 
es  una  venta:  la  clientela  no  es  una  cosa 
materíal  apropiable,  ni  un  derecho  que  se 

gaeiones  ajenas);  cada  una  de  ellas  es  bien  conocida. 
H>ré  notar  únicameute  que  lo  que  distingue  elporte 
/or<  d«!  gestor  de  negocios  ó  del  mandante,  es  que 
presta  serTÍcíos  á  la  ¡larte  preaente,  permiUéndole 
contratar  oon  un  ausente,  mientras  qae  el  gestor  de 
negouios.y  el  mandatario  sonageatestUZ/M  al  ausente. 
Conviene  observar  también  que  el  mandato  y  la  ges- 
tiAn  de  negocios  que  he  presentado  aquí  sirviendo 
¿  la  celebración  de  contratos  para  otro,  porque  es  e«K 
sa  misión  principal,  pueden  también  emplearse  para 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones:  un  mandatario 
6  un  gerente  paeden  pagar  por  otro,  como  una  cau- 
ción, an  del^ptdo  ó  un  codeudor;  la  diferencia  qne 
loa  sopara  de  estos  últimos  «b  que  el  mandatario  ó  el 
gerente  paga  por  otro  sin  haber  contraído  personal- 
mente obligación  liá-:ia  el  acreedor  por  un  acto  an- 
terior al  pago. 


pu.da  trflnsmitir;  no  es  un  objeto  sus- 
ceptible de  enajenación.  Sin  embargo,  el 
contrato  que  la  práctica  designa  bajo  es- 
te nombre  se  puede  hacer  perfectamente 
y  es  válido;  pero,  ¿qué  es  en  realidad?  Ge- 
neralmente se  compone  de  un  doble  obje- 
to: el  vendedor  presenta  su  sucesor  á  sus 
clientes  y  se  los  recomienda;  es  una  obU- 
gación  de  hacer  cuya  remuneración  va 
incluida  en  el  precio  de  venta  y  que  cae 
evidentemente  en  la  categoría  de  los  íra- 
bajos  pagados  A  precio  alzado^  consis- 
tiendo aquí  el  trabajo  en  el  uso  de  la  in- 
fluencia moral  que  el  vendedor  posee  so- 
bre su  clientela  para  inducirla  á  otorgar 
su  confianza  á  su  sucesor.  Este  es.el  ob- 
jeto principal  de  esta  pretendida  venta; 
pero  ella  tiene  un  segundo  objeto:  el  ven- 
dedor se  compromete  explícita  ó  implíci- 
tamente á  no  ejercer  en  adelante  su  pro- 
fesión, sea  de  un  modo  absoluto,  sea  al 
menos  en  cierto  ramo  en  que  su  compe- 
tencia podría  perjudicar  los  intereses  de 
su  sucesor.  Es  esa  una  obligación  de  a6s- 
tención,  que  pertenece  á  la  categoría  de 
las  renvacias  de  an  derechoya  que  el  ven- 
dedor se  obliga  á  no  hacer  uso  de  In  fa- 
cultad natural  que  posee  de  ejercitar  su 
talento  y  de  utilizar  su  reputación. 

Para  el  seguro,  la  demostración  exige 
más  atención  y  requiere  un  mayor  núme- 
ro de  ideas.  Aquí,  por  lo  demás,  el  terre- 
no está  obstruido  por  un  prejuicio  popu* 
lar  difícil  de  destruir:  se  ha  acostumbra- 
do considerar  el  asegurador  como  un 
vendedor  de  seguridad ,  como  una  perso- 
na caritativa  que  toma  á  su  cargo,  me- 
diante una  ligera  retribución,  el  nesgo 
de  las  pérdidas,  á  veces  enormes,  que 
amenazan  al  asegurado.  |Qué  lejos  de  la 
realidad  está  este  concepto!  En  lugar  de 
ver  funcionar  el  seguro  bajo  su  forma  ci- 
vilizaday  perfeccionada,  representado  por 
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nna  compañfn  poderosa,  ríen  en  capita- 
les, que  asegura  gente  de  poca  fortuna, 
propietarios  aislados,  que  no  conocen  si- 
no ella  y  no  se  entienden  sino  con  ella, 
invirtamos  esta  construcción  artificial 
para  percibir  la  verdad  de  las  cosas.  Su- 
pongamos una  familia  dueñadeuna  casa 
y  que  tiene  la  certidumbre  de  conservar 
indefinidamente  su  propiedad.  Admita- 
mos que  el  riesgo  de  incendio  pnra  cada 
casa  sea  de  uno  por  mil.  Esta  familia 
podrá  pensar  que  economizando  anual- 
mente la  milésima  parte  del  valor  de  su 
casa  formará  el  capital  necesario  para 
reconstruirla  el  día  que  se  incendie.  Su- 
pongamos ahora,  para  eliminar  del  pro* 
blema  el  elemento  duración,  de  que  el 
hombre  no  dispone,  que  esa  misma  fami- 
lia es  dueña  de  mi!  casas.  Podrá  decir 
que  anualmente  se  quemará  una  y,  por 
consiguiente,  que  tendrá,  para  mantener 
su  patrimonio  que  descontar  de  la  renta 
de  cada  una,  una  milésima  de  su  valor 
para  reparar  los  perjuicios  de  los  sinies- 
tros anuales.  Hs  precisamente  lo  que  ha- 
cen los  propietarios  que,  como  el  Estado, 
poseen  millares  de  inmuebles  expuestos  á 
riesgos  de  incendio,  ó  como  las  grandes 
compañías  de  navegación  que  tienen  nu- 
merosos btiques  y  realizan  una  economía 
siendo  su  propio  asegurador. 

En  cuanto  á  los  particulíires  que  no 
poseen  sino  unaconstru.ción  ánica  (casa 
ónavío),  ó  sólo  algunas,  hallan  en  la  aso- 
ciación  con  otros  propietarios  expuestos 
al  mismo  riesgo  la  posibilidad  de  trans- 
formarlas pérdidasen  un sacriñcio anual, 
pero  módico,  en  lugar  de  un  siniestro 
raro  y  excepcional,  pero  formidable.  I^a 
esencia  del  seguro,  que  llega  á  ser  así  un 
contrato  entre  un  gran  nfnncro  de  perso- 
nas expuestas  al  mismo  riesgo  es,  pues, 
)a  repartición  anual  de  los  siniestros, 


que  transforma  el  riesgo  iadividval  acci' 
dental  en  una  pérdida  colectiva  constan 
te.  Ese  es  su  objeto  económico.  En  cuan- 
to al  medio  jurídico  que  permite  obtener- 
lo, no  es  sino  un  cambio  aleatorio  de 
cantidades  de  dinero^  en  el  que  cada  una 
de  las  partes  aporta  una  puesta  baja,  re- 
ducida, pero  seguray  recibe  en  cambio  la 
promesa  de  una  suma  considerable,  pero 
condicional  (subordinada  al  hecho  del 
siniestro )  El  seguro  se  analiza  asi  como 
un  contrato  aleatorio  que  es  lo  contrario 
del  juego  ó  de  la  apuesta.  Mientras  el 
juego  es  la  creación  de  algo  aleatorio  in- 
dividual favorable,  que  constituye  una 
ganancia  para  uno  de  los  jugadores  á  es- 
pensas  de  los  otros,  el  seguro  es  la  supre- 
sión de  algo  aleatorio  individual  desfa- 
vorable reemplazándolo  por  la  reparación 
de  un  siniestro  á  espensas  de  los  otros. 

La  esencia  del  seguro  es,  pues,  la  mu- 
tualidad. ¿Cuál  esentonccs  el  rol  jurídico 
real  de  las  compañías  de  seguro  que  en 
la  práctica  diaria  ocupan  el  primer  lugar 
y  parecen  entregarse  á  o|ieracionesextra- 
onlinariamente  arriesgadas?  Este  rol  se 
reduce  á  un  oficio  de  trasmisión  compara- 
ble al  del  comisionista  del  derecho  comer- 
cial: son  simples  ajentes  intermediarios, 
que  centralizan  lus  cotizaciones  aúnales 
de  los  asociadosY  regulan  las  indemniza- 
ciones, no  con  sus  fondos  propios,  sino 
con  el  dinero  de  su  clientela.-  Si  parecen 
hacer  más,  si  toman  de  su  cuenta  el  riesgo 
de  siniestros  excepcionales,  nocs  esa  sino 
una  apariencia:  en  cuanto  sus  operacio- 
nes se  extienden  sobre  un  terreno  bastan- 
te vasto  funcionan  con  toda  regularidad 
y  los  siuiestros  se  equilibran  y  se  igualan 
si  se  considera  un  número  de  años  suñ- 
cieutc. 

Puede  decirse,  pues,  que  en  los  contra- 
tos de  seguro  hay  dos  operaciones:  una 
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que  no  se  ve,  pero  que  es  sin  embargo  la 
principal,  la  base  sn  que  descansa  todo 
el  sistema,  es  el  cambio  anual  de  primas 
y  de  indemnizaciones  que  se  efectúa  entre 
los  coasegurados  de  una  misma  compa- 
ñía; el  otro,  que  es  secundario,  es  el  rol 
útil  de  la  compañía  que  presta  un  serví- 
ció  como  intermediario  para  centi*alizar 
todos  esos  riesgos  dispersos,  servicio  ({ue 
se  le  paga  con  una  cantidad  que  se  dedu- 
ce de  las  sumas  totales  que  pasan  por 
sus  manos.  Debemos  reconocer  así  en  el 
seguro  un  doble  elemento:  1^  un  cambio 
aleatorio  de  samas  de  dinero  entre  los 
coase^arados;  2"  un  servicio  prestado 
por  Ja  compañía  que  ios  coloca  indirec- 
tamente en  relaciones.  Uno  y  otro  calwn 
evidentemente  en  las  categorías  que  he- 
mos descrito. 

Posibilidad  dk  la  creación  de  con- 
tratos NUEVOS.  —  £1  cuadro  que  acaba- 
mos de  trazar  no  contiene,  por  lo  demás, 
sino  las  divisiones  primarias  y  secunda- 
rias de  los  contratos.  Estos  se  hallan  así 
repartidos:  1^  en  familias^  según  tengan 
por  objeto  las  cosas,  el  trabajo  ó  los  de- 
rechos; 2'  en  gáneos,  según  que  el  servi- 
cio prestado  es  retribuido  de  una  ú  otra 
manera  ó  no  lo  es  en  absoluto.  Falta 
aún  determinar  las  especies  de  que  se 
compone  cada  género,  lo  que  no  puede 
hacerse  sino  por  el  ezámen  especial  del 
objeto  del  contrato. 

Tomemos  por  ejemplo  el  género  venta, 
que  comprende  todas  las  enajenaciones 
definitivas  de  una  cosn  mediante  un  ca- 
pital pagadero  en  dinero.  Hay  cierto  nú- 
mero de  especies  diferentes  de  ventas,  que 
se  distinguen  las  unas  de  las  otras  por  la 
naturaleza  especial  de  la  cosa  vendida. 
Por  ejemplo,  se  concibe  (y  es  un  hecho  de 
observación  muy  sencilla)  que  cada  con- 


trato de  venta  esté  sometido  á  dos  clases 
de  reglas;  unas  muy  generales  que  se  re- 
fieren á  toda  venta,  otras  que  se  refieren 
á  la  naturaleza  de  la  cosa  vendida.  La 
venta  de  inmuebles  y  la  venta  de  muebles 
corporales  no  están  sometidas  á  las  mis- 
mas reglas.  La  venta  de  un  crédito,  la 
venta  de  im  privilegio  de  invento,  la  ven- 
ta del  estudio  de  un  notario,  la  venta  de 
una  acción  en  una  sociedad,  la  venta  de 
una  propiedad  literaria  ó  artística,  exi- 
gen reglas  especiales  que  se  han  estable- 
cido en  consideración  á  la  variedad  de 
sus  diversos  objetos.  Estas  últimas  son 
las  más  numerosas,  por([ue  contienen  la 
reglanuntación  detallada  de  los  contra- 
tos verdaderamente  individualizados;  por 
lo  demás,  no  son  sino  la  adaptación  á 
cada  objeto  vendido  de  la  idea  general 
de  venta. 

Estas  consideraciones  nos  j^rmiten 
comprender  por  qué  y  en  qué  medida  es 
posible  crear  contratos  nuevos.  Todos 
los  géneros  de  contratos  han  sido  in- 
ventados y  conocidos  desde  hace  mucho 
tiempo  y  no  creo  que  pueda  agregarse 
nada  al  cuadro  general  diseñado  en  el 
párrafo  primero.  Lo  que  es  posible  y  lo 
que  ocune  de  tiempo  en  tiempo  con  el 
progreso  de  la  civilización  y  la  transfor- 
mación lenta  de  las  costumbres  y  de  las 
instituciones,  es  la  creación  de  nuevos  o¿- 
jetos  de  contratos.  Por  ejemplo,  la  orga- 
nización actual  de  los  estudios  notaria- 
les; la  creación  de  la  propiedad  literaria 
y  de  las  patentes  de  privilegios  exclusi- 
vos, han  dado  origen  á  nuevos  contratos. 
Desde  entonces  hubo  que  vender,  dar,  hi- 
potecar cosas  nuevas  que  las  épocas  an- 
teriores no  habian  conocido.  Cada  gran- 
de época  histórica  puede  proporcionar 
así  á  la  observación  del  historiador,  nue- 
vos tipoa  de  contratos  que  provienen,  no 
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del  USO  de  contratos  verdaderamente 
nuevos,  sino  de  la  existencia  de  nuevos 
objetos  que  pueden  realizarse  por  con- 
venciones privadas.  Algunos  de  estos 
contratos  caracterizan  una  época,  así 
como  ciertos  fósiles  permiten  identificar 
un  terreno  en  la  Si'rie  de  los  sedimentos: 
por  ejemplo,  los  contratos  relativos  á  los 
esclavos  en  la  antigüedad, los  relativos  á 
los  feudos  durante  la  Ednd  Media.' 

Seguramente  con  el  tiempo  veremos 
nacer  contratos  nuevos:  esmuy  probable 
que  no  serán  sino  especies'mtevas,  es  de- 
cir, la  aplicación  á  objetos  nuevos  de  un 
género  de  contratos  cuyo  tipo  ya  no  es 
conocido. 

Otro  modo  de  crear  algo  nuevo  en  ma- 
teria de  contratos,  es  la  mezcla  de  susdi- 
versos  géneros.  Que  el  contrato  pea  re- 
lativo al  trabajo,  á  las  cosas  corporales 
óálos  derechos,  los  particulares  no  están 
obligados  á  emplear  cada  género  de  con- 
tratos en  estado  paro  y  sin  mezcla  algu- 
na: pueden  por  ejemplo  combinar  el  cam- 
bio con  la  venta,  fijando  un  precio  parte 
en  especie,  parte  en  dinero;  ó  combi- 
nar el  cambio  (ó  la  venta)  con  la  dona- 
ción, estipulando  sólo  unaprestación con- 
traria insuficiente,  loque  hace  que  el  ven- 
dedor ó  uno  de  los  que  efectúan  el  cam- 
bio es  en  realidad  donante  de  todo  el 
exceso  de  valor  que  posee  la  cosa  que 
enajena.  Son  esas  las  combinaciones 
mas  sencillas;  hay  otras  mfts  difíciles  de 
preveer.  Así  por  ejemplo,  el  arrenda- 
miento A  compJant  (con  la  obligación  de 
plantar  árboles  ycepasparticularmente), 
es  una  mezcla  de  arrendamiento  de  cosas 
y  de  prestación  de  trabajo.  Así  también,  en 
la  sociedad,  puede  haber  una  mezcla  de 
aportes  en  industria  y  de  aportes  en  espe- 
cies, que  hace  de  ella  un  contrato  mixto 
referente  á  la  ves  á  las  cosos  corporates 


y  al  trabajo.  A  pesar  del  nfimero  redu- 
cido de  elementos  simples  de  que  se  com- 
pone la  clasificación  de  las  familias  y  de 
los  géneros  de  contratos  que  hemos  es- 
puesto,  las  combinaciones  son  bastante 
variadas  y  su  número  puede  ser  ilimita- 
do á  causa  de  la  proporción  gradual  en 
que  pueden  hacerse,  de  la  misma  manera 
que  los  tres  colores  fundamentales:  el 
amarillo,  el  rojo  y  el  azúl,  proporcionan 
los  innumerables  tonos  que  se  observan 
en  la  naturaleza  \'  que  los  pintores  repro- 
ducen con  sus  pinceles. 

Inexistencia  de  contratos  innomina- 
dos.—La  existencia  de  estos  contratos 
nuevos,  sea  por  la  novedad  de  su  objeto, 
sea  por  la  novedad  de  la  mezcla  de  los 
elementos  antiguos  de  que  se  componen, 
ha  desconcertado  muchas  veces  á  los  ju- 
risconsultos. ¿Qué  nombre  dar  á  estos 
contratos  nuevos?  Uno  de  los  procedi- 
mientos más  frecuentes  que  han  ideado 
para  salir  de  apuros,  consiste  en  decir  que 
se  hallan  en  presencia  de  un  contrato  in- 
nominado. La  expresión  se  comprende, 
a^  como  también  el  uso  que  de  ella  se 
hace  tan  á  menudo,  porque  significa  sen- 
cillamente que  nos  encontramos  en  pre- 
sencia de  una  especie  de  contrato  que  no 
cabe  exactamente  en  ninguna  de  las  ca- 
tegorfais  que  antes  hemos  reconocido  y 
clasificado.  Tiene  sin  embargo,  el  grave 
defecto  de  ser  falsa,  porque  esa  mis- 
ma expresión  posee  un  valor  histórico 
diverso,  fijado  desde  hace  más  de  quince 
siglos  é  inmutable.  Los  contratos  inno- 
minados, forman  una  parte  de  la  teoría 
romana  de  los  contratos  y  es  una  cosa 
muy  diversa  de  lo  que  hoy  día  se  com- 
prende bajo  ese  nombre.  Cuando  los  ju- 
risconsultos romanos  han  admitido  su 
existencia,  no  han  creado  nueras  varíe* 
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dades  concretas  de  contratos  porque  to- 
das las  operncioñes  que  se  hicieron  desde 
entonces  bajo  el  nombre  de  "contratos 
innominados,"  podían  realizarse  ante- 
riormentepor  medio deiina  extiputación: 
el  reconocimiento  de  esos  contratos  nue- 
vos fué  simplemente  la  creac/(5n  de  unnae- 
To  modo  de  obligarse.  Se  suplía  asf  la  in- 
suficiencia de  los  procedimientos  para 
obligarse  del  derecho  romano;  se  eximía 
á  las  partes  de  la  obligación  de  emplear 
la  extipulación  fuera  de  los  casos  de  los 
cuatro  contratos  consensúales  y  de  los 
cuatro  contratos  reales.  Pero,  lo  que  im- 
porta comprender  bién,  es  que  desde  que 
elsimptepacto  ha  reemplazado, como  ac- 
to creador  de  obligadones  convencionales 
al  contrato  formalista  de  la  extipulación 
romana, _ya  DO  nccesííamos  los  contratos 
innominados  y  no  podemos  ni  siquiera 
celebrarlos,  puesto  que  el  contrato  inno' 
minado  del  derecho  romano  era  una  ma- 
nera de  dar  fuerza  obligatoria  á  un  pac- 
to por  medio  de  la  ejecución  de  una  de  las 
prestaciones  prometidas.  Con  nuestro  sis- 
tema moderno  de  los  contratos  consen- 
súales, el  pacto  esdeporsí obligatorio,  lo 
llega  á  ser,  pues,  mucho  antes  de  la  realiza- 
ción de  la  prestación  que,  en  la  teoría  ro- 
mana, daba  nacimiento  á  la  acción  Prse- 
ctiptis  verbis.  Por  consiguiente,  es  enga- 
ñarse uno  mismo  y  engañar  á  los  demás 
por  medio  de  una  confusión  inevitable,  el 
decir  que  los  contratos  nuevos  que  en- 
contramos en  el  derecho  moderno,  son 
contratos  innominados.  No  son  sino  es- 
pecies nuevas  de  contratos  y  no  una 
nueva  manera  de  obligarse. 

§  Q,—De  la  utilidad  de  esta  cJasiñcadón 

La  clasificación  de  los  contratos  ex- 
puesta mas  arriba»  tiene  una  gran  ven- 


taja. Ella  muestra  que  la  diversidad  de 
sus  géneros,  depende  de  saber  sí  y  cómo 
el  que  da  ó  hace  algo  para  otro  recibe  él 
mismo  alguna  ventaja  en  cambio.  De  allí 
surge,  con  la  claridad  de  la  evidencia,  la 
demostración  de  ciertos  errores  que  nun- 
ca habrían  debido  cometerse. 

Por  ejemplo  cuando  ha  habido  que  de- 
terniinarcl  {género  de  contrato  que  hacen 
los  cocheros  de  posta  parisienses  que  tra- 
bajan á  la  moyenne,  nuestros  tribunales 
han  resuelto  en  dos  ocasiones  diversas 
que  era  un  arrendamiento  de  servicios. 
(Tribunal  Civil,  Sena,  14  enero  18Ü1, 
D.  93.  2.  57;  Paris,  15  febrero  1902, 
D.  1904,  2.139  en  cass.,  S.  1903.  2. 301.) 
En  1891  se  trataba  de  aplicar  al  patrón 
del  cochero  la  responsabilidad  del  comi- 
tente y  en  1902  de  hacer  beneficiar  al 
cochero  de  la  ley  de  9  de  abril  de  1898, 
sobre  los  accidentes  del  trabajo.  En  am- 
bos casos  era  inútil  calificar  de  "arren- 
damiento" el  contrato  celebrado,  porque 
la  calidad  de  comitente  puede  hallarse  en 
cualquiera  persona  que  emplee  A'otra  en 
provecho  propio  y  no  es  un  carácter  es- 
pecial del  arrendamiento  de  servicios.  Lo 
mismo  ocurre  con  la  calidad  de  patrón, 
que  depende  mucho  más  del  rol  respectivo 
de  las  partes  en  la  industria  y  de  su  cali- 
dad social  que  del  procedimiento  parti- 
cular empleado  por  ellas  para  la  remu- 
neración de  los  trabajadores. 

Resulta  que  podían  perfectamente  ad- 
mitirse las  dos  soluciones  muy  exactas  á 
que  llegaron  los  tribunales  en  los  nego- 
cios citados,  sin  negarque  el  cochero  tra- 
bajando á  la  moyenne  es  en  realidad  un 
empresario  en  pequeño,  que  hace  su  día 
de  trabajo  á  su  riesgo:  la  falta  de  un  sa- 
lario fijo,  avaluado  independientemente 
de  las  entradas,  excluye  la  posibilidad 
de  que  haya .  allí  un  árrendamiento  de 
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servicios  y  un  asalttríaclo.  No  hay  duda 
de  que  el  cochero  es  empleado  de  la  com- 
pañía, ella  lo  acepta  y  lo  vigila,  está 
sometido  á  cierta  disciplina  y  expuesto  á 
multas:  es  el  subordinado  de  an  patrón. 
Pero,  ¿qué  prueba  esto?  Unicamente  lo 
siguiente:  (]ue  el  patronato  es  una  fun- 
ción econóniicíiy  no unacaUdad jurídica, 
y  no  depende  de  las  particularidades  em- 
pleadas en  el  modo  de  remunerar  el  tra- 
bajo. Es  por  eso  dílícil  comprender  cómo 
ha  podido  escribirse  refir¡énd(;sc  al  fallo 
de  1902,  que  "el  contrato  celebrado  en- 
tre el  cochero  y  la  compañía  es  un  verda- 
dero arrendamiento  de  servicios,"  (|ue 
"la  forma  de  remuneración  del  cochero 
poco  importa"  y  que  "no  podría  cam- 
biar la  naturaleza  del  contrato,"  Nota 
de  Dalloz,  1904.  2. 139).  Por  lo  demás,  el 
fallo  de  1a  Sala  de  Admisibilidad  (Re- 
quétes),  de  28  de  junio  de  1903,  que  ha 
rechazado  el  recurso  interpuesto  contra 
el  fallo  de  la  Corte  de  París,  no  ha  re- 
suelto propiamente  que  el  contrato  era 
un  arrendamiento,  se  ha  limitado  á  enu- 
merar las  circunstancias  que  hacían  dei  . 
cochero  un  verdadero  empleado  de  la  com- 
pafifa,  cosa  que  no  podía  negarse  y  que 
bastaba  para  justificar  la  solución.  Se 
puede  ser  empicado  de  álguicn  sin  haber 
liecho  un  arrendamiento  de  servicios,  de 
la  misma  manera  que  uno  puede  arren- 
dar sus  servicios  á  tanto  por  año  ó  por 
día  sin  ser  verdaderamente  un  "emplea- 
do," si  de  ello  no  resulta  ninguna  sugeción 
de  la  persona  misma,  ninguna  preponde- 
rancia de  la  otra  parte.  La  suscripción 
á  un  diario  es  un  arrendamiento  de  ser- 
vicios al  mismo  tiempo  que  una  venta 
de  cosas  y  el  abonado  no  es  el  patrón  del 
diarista.  En  resumen,  como  las  clasifica- 
ciones jurídicas  no  corresponden  á  las 
distinciones  e3tablecidas  por  la  economía 


política  y  no  pueden  sobreponérseles,  la 
calidad  social  de  las  personas  no  está  en 
relación  constante  con  la  naturaleza  de 
los  contratos  que  las  ligíin. 

Muchas  otras  consecuencias  podrán 
derivarse  de  una  percepción  neta  del  con- 
junto de  los  contratos  y  de  sus  funcio- 
nes rcs|Kíctiv«s.  Es  inadmisible  que  se 
emplee  en  singular  la  expresión  "contra- 
to de  trabajo,"  para  designar  la  con- 
vención hecha  con  sus  patrones  por  los 
obreros  de  una  industria.  Ya  he  señalado 
lo  que  tiene  de  falso  y  de  deRciente  {Tra- 
tado de  derecho  civil,  t.  2,  nfim.  1826); 
como  hay  varios  contratos  que  tienen  el 
trabajo  por  objeto,  el  niñs  sencillo  buen 
sentido  y  la  necesidad  imperiosa  de  ex- 
presarse con  claridad,  exigen  que  se  diga 
al  menos  de  cual  de  ellos  se  habla;  y  si  se 
quiere  designarlos  todos  á  la  vez,  lo  que 
es  necesario  tratándose  de  ciertas  medi- 
das legislativas  aplicables  á  la  clase 
obrera  cu  su  conjunto,  es  preciso  usar  el 
plural  y  decir:  los  contratos  de  trabajo. 
Por  lo  demás,  el  uso  obstinado  que  ha- 
ce mucha  gente  de  la  expresión  "contra- 
to de  trabajo"  en  lugar  de  "arrenda- 
miento de  trabajo,"  se  explica  talvezpor 
una  intención  tácita  no  maniíiestada:  se 
quiere  realzar  el  trabajo  ante  el  espíritu 
popular  y  evitar  esa  palabra  "arrenda- 
miento," que  hiere  las  susceptibilidades 
de  los  obreros,  tan  vivas  y  despiertas 
hoy  día. 

Terminaré  señalando  una  última  ven- 
taja de  mi  clasificación:  es  la  claridad 
que  ella  espai^  sobre  la  noción  de  la 
gestión  de  negocios.  La  gestión  de  nego- 
cios difiere  del  mandato  en  que  el  geren- 
te se  ocupa  de  los  negocios  ágenos  sin 
que  esto  se  le  haya  pedido  y  sin  haber 
recibido  poder  para  hacerlo,  pero,  salvo 
esta  falta  de  poder  previo,  el  gerente 
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desempeña  el  ofício  del  mandatario;  con 
otras  palabras  el  objeto  de  las  dos  ges- 
tiones es  el  mismo,  y  se  es  gerente  ó  man- 
datario según  se  obre  espontáneamente 
6  á  ruego  del  interesado. 

Desde  la  antigüedad  se  ha  efectuado 
tm  lento  trabajo  de  trasposición  en  la 
noción  del  mandato  y  del  arrendamiento 
de  servicios.  Para  los  romanos  la  dife- 
rencia escencial  entre  estos  dos  contra- 
tos se  hallaba  en  la  falta  ó  en  la  exis- 
tencia de  ^ma  remuneración:  si  el  servi- 
cio prestado  era  gratuito,  la  operación 
era  un  mandato;  sí  era  retribuido,  era  un 
arrendamiento:  "matidatum  nisi gratui- 
ttJtn  nuUum  est;  nam  originem  exofficio 
et  amicitia  trahit;  contrarium  porro  cst 
ofScio  merces;  interveniente  enim  pecu- 
nia, res  ad  locationetn  conáuctioaem  po- 
tius  respicitr  (Digeste  iih.  XVII,  tít,  I, 
Mandati  vel  contra,  fr.  1,  %  4).  £1  man- 
dáto  era  un  servicio  de  amigo  cuya  es- 
cencía  era  la  gratuidad,  pero  tenía  el 
mismo  objeto  posible  que  el  arrenda- 
miento de  servicios.  Sin  duda  ya  se  le 
usaba  mucho,  como  hoy  día,  para  hacer 
realizar  por  un  agente  actos  jurídicos 
que  no  podía  hacer  uno  mismo.  Pero 
coBsideraban  igualmente  como  manda- 
tos las  convenciones  que  tenían  por  objeto 
la  ejecución  de  un  trabajo  material  des- 
de el  momento  que  ese  trabajo  era  gra- 
tuito. Gaíus  dice  formalmente  que  se  da- 
ba la  acción  mandati,  si  se  había  entrega- 
do ropaá  un  sastre  para  limpiarla  ó  com- 
ponerla gratuitamente,  y  de  una  manera 
más  general,  "guoí/es  aliquid gratis  fa- 
ciendamdederim.'*  ( Galas,  HI,  núm.  162). 

Los  trabajos  manuales  gratuitos  evi- 
dentemente son  raros  y  casi  nunca  se  pi- 
de un  servicio  de  ese  género  á  un  manda- 
tario, mientras  que  la  inmensa  mayoría 
de  los  textos  antiguos  relativos  al  man- 

DKKBCHO 


dato  suponen  que  se  ha  encargado  al 
mandatario  de  una  negociación  ó  de  un 
contrato,  de  manera  que  el  punto  de  vis- 
ta ha  cambiado  poco  á  poco.  KI  manda- 
to se  ha  especializado  en  la  ejecución  de 
actos  jurídicos  hechos  por  cuenta  ajena 
y  su  esencia  es  la  concesión  al  mandata- 
rio del  poderde  obrarjuddicamente  para 
el  mandante,  de  tal  manera  que  la  idea 
de  mandato  ha  yegado  á  ser  inseparable 
de  la  idea  de  acto  jurídico.  Bn  cuanto  á 
los  trabajos  materiales  no  remunerados, 
constituyen  una  prestación  gratuita  que 
no  lleva  nombre  especial. 

Este  desdoblamiento  del  conttato,  es- 
pecializado en  adelante  por  su  objeto, 
que  se  ha  producido  para  el  mandato, 
aun  no  se  ha  realizado  en  la  gestión  de 
negocios.  Esta  ha  permanecido  tan  com- 
prehensiva en  sus  aplicaciones  como  lo 
era  en  la  antigüedad  y  nuestros  tribuna- 
les conceden  diariamente  indemnizacio- 
nes por  medio  de  la  acción  de  negotiis 
gestis  á  personas  que  han  prestado  á 
otro  un  servicio  de  orden  material.  Así  se 
ha  hecho  por  ejemplo  para  una  persona 
que  había  detenido  un  caballo  desbocado 
y  que  había  sido  herida.  Y  sin  embargo, 
si  las  personas  que  se  hallaban  en  el  co- 
che hubieran  tenido  el  tiempo  ó  la  sangre 
fría  necesaria  para  pedir,  durante  esa  loca 
carrera,  el  auxilio  de  un  transeúnte  pro- 
metiéndole dinero,  es  evidente  que  allí 
tendríamos  un  contrato  del  género  del 
arrendamiento  de  servicios  ó  de  la  em- 
presa y  no  del  género  del  mandato:  no 
diríamos  que  el  salvador  era  su  manda- 
tario. 

£s  pues,  importante  establecer  el  doble 
carácter  de  la  gestión  de  negocios  segán 
la  naturaleza  del  servicio  prestado  y 
aproximarla  ya  sea  del  mandato,  ya  del 
arrendamiento  de  servicios  ó  de  la  em- 
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presa.  Las  reglas  tomadas  de  In  teoría 
del  mandato  conciemen  el  efecto  de  los 
actos  jurídicos  realizados  por  cuenta 
ajena  y  no  se  pueden  aplicar  al  gestor  de 
negocios  sino  en  cuanto  ha  hecho  actos 
de  este  género;  las  reglas  que  conciemen 
la  remuneración  de  un  trabajo  material, 
del  tiempo  trascurrido  y  del  esfuerzo  gas- 
tado  en  interés  ajeno  suponen  que  se  tra- 
ta de  un  salario  y  no  pueden  tomarse 
sino  de  los  contratos  de  arrendamiento 


de  servicios  y  de  empresa.  Es,  pues,  úni- 
camente sobre  la  naturaleza  de  los  actos 
hechos  por  el  gerente  qne  hay  que  basar- 
se para  saber  si.habría  sido  un  mandata- 
rio 6  un  empresario  que  trabajaba  por 
otro,  en  caso  de  que  se  le  hubiera  pedido 
su  concurso  antes  de  obrar  y  no  hubiera 
intervenido  sino  á  instancia  previa  del 
interesado. 

Marcel  Planiol 
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DE  LA  NATURALEZA  JURÍDICA  DE  LOS  FERROCARRILES  PARTICULARES 

ANTE  Eli  IMPUESTO  MUNICIPAL 


£1  artfculo  34  de  la  Ley  de  Organiza- 
ción y  Atribuciones  délas  Municipalida- 
des, de  22  de  diciembre  de  1891,  establece 
en  su  inciso  2^,  que  concurre  á  componer 
las  rentas  municipales  "un  impuesto  so- 
bre los  haberes  muebles  é  inmuebles,  que 
no  podrá  exceder  de  un  tres  por  mil'*. 

Con  esta  disposición  sustituyó  el  legis- 
lador al  impuesto  agrícola,  vigente  á  la 
época  en  que  la  ley  se  promulgó,  una  nue- 
va y  más  equitativa  repartición  del  im- 
puesto sobre  "todos  los  terrenos,  los  edifi- 
cios y  objetos  que  la  ley  considera  adheri. 
dos  á  ellos",  como  explica  el  artículo  36, 
inciso  1^,  la  expresión  "haberes  inmue- 
bles". De  ahí  que  el  artículo  7'  de  las  dis- 
posiciones transitorias  declara  derogadas 
desde  el  1^  de  abril  de  1892  las  "leyes  de 
18  de  junio  de  1874,  2  de  septiembre  de 
1880  y  5  de  enero  de  1883  (impuesto 
agrícola)"  y  "de  16  de  diciembre  de  1881 
(policía  rural)". 

Desde  que  con  fecha  11  de  octubre  de 
1831,  el  Congreso  Nacional  impuso  con 
la  denominación  de  Catastro  la  cantidad 
de  $  100.000  anuales,  sobre  todos  los  pre- 
dios rústicos  de  la  República,  repartida 
en  razón  proporcional  á  los  productos 


de  cada  predio,  así  las  leyes  de  23  de  oc- 
tubre de  1834,  28  de  enero  de  1837  y 
1'  de  diciembre  de  1846,  que  fijaron  las 
reglas  para  su  repartimiento  y  percep- 
ción, como  la  ley  de  16  de  octubre  de 
1853,  que  gravó  con  la  denominada  coo- 
tríbución  territorial,  todas  las  propieda- 
des rústicas,  en  proporción  al  valor  de 
.  sus  terrenos,  y  los  decretos  supremos  de 
15  de  diciembre  de  1853,  de  15  de  octu- 
bre de  1855,  24  de  junio  de  1857,  15  de 
julio  y  8  de  agosto  de  1858,  que  determi. 
naron  la  cuantía,  el  modo  de  pago  y  la 
forma  de  recaudación  de  dicha  contribu- 
ción, no  han  tomado  en  consideración 
sino  los  fundos  destinados  á  la  agricul- 
tura, los  predios  que  se  explotan  ya  por 
los  propietarios,  ya  por  sus  arrendata' 
ríos,  los  terrenos  clasificados  en  "Ierre- 
nos  regados  de  1^  clase,  terrenos  regados 
de  2'  clase,  terrenos  sin  riego  de  1*  clase, 
terrenos  sin  riego  de  2*  clase  y  cerros"  y 
valorizados  por  la  renta  de  la  tierra  que 
dieren,  las  propiedades  rurales  y  los  pro- 
ductos que  de  ellas  se  sacaren. 

La  ley  de  18  de  junio  de  1874,  mandó 
revisar  la  avaluación  de  la  renta  ó  cánon 
efectivo  ó  calculado  de  todos  los  fundos 
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rústicos  de  la  República,  para  el  cobro 
del  impuesto  territorial,  que  ella  denomi- 
nó contribución  agrícoln;  y  designándo- 
lo con  este  nombre,  dictaron  reglas  espe- 
ciales  para  su  repartición  y  percepción 
las  leyes  de  2  de  septiembre  de  1880  y 

5  de  enero  de  1883.  En  las  tres  se  habla 
de  la  renta  agrícola  del  fundo  rústico,  del 
cánon  efectivo  ó  calculado  que  produzcan 
los  predios  rurales  para  el  dueño  ó  po- 
seedor. 

No  á  otros  bienes  se  refirió  la  Ley  de 
Organización  y  Atribuciones  de  las  Mu- 
nicipalidades  en  su  artículo  36,  al  esta- 
tuir una  forma  nueva  de  impuesto  para 
la  contribución  agrícola  territorial. 

Apesar  de  la  generalidad  de  sus  térmi- 
nos, el  inciso  2'  del  mismo  artículo,  res- 
tringe su  sentido  á  las  Aeret/ades,  predios 
ó  fundos,  tomando  en  cuenta  para  el  im- 
puesto complementario  sobre  los  habe- 
res inmuebles  únicamente  "todos  los  ani- 
males, enseres,  muebles  y  maquinarias 
de  un  predio  rústico,  estimados  conjun- 
tamente en  un  10%  del  valor  del  predio 

6  de  Ja  parte  en  qtx  trabaja  el  contribu- 
yente". Con  esto  se  conforma  el  artícu- 
lo 52  de  la  misma  ley,  contraponiendo 
"/as  propiedades  rásticas'*  á  "/a  propie- 
dad urbana"  al  ñ}a.T  la  época  y  la  pro- 
porcionalidad del  pago  del  impuesto  en 
la  Tesorería  Municipal. 

Regla  general  de  la  interpretación  de 
la  ley,  dada  por  el  artículo  20  del  §  4^, 
del  título  preliminar  del  Código  Civil,  es 
que  "las  palabras  de  la  ley  se  entenderán 
en  su  sentido  natural  y  obvio,  según  el 
uso  general  de  las  mismas  palabras,  pero 
cuando  el  legislador  las  haya  deñnido 
expresamente  para  ciertas  materias,  se 
les  dará  en  éstas  su  significado  legal". 

Si  aplicamos  esta  regla,  encontramos 
que  predio  rústico  es  "la  parte  de  tierra 


que  se  cultiva  ó  beneficia  de  algún  modo, 
el  campo  ó  porción  de  tierra  de  labranza 
ó  sembradura",  y  predio  urbano,  "el  si- 
tio en  que  hay  edificio  para  habitar  en 
poblado",  según  el  habla  común  definida 
en  el  Diccionario  de  la  Lengua  Castella- 
na. Con  estas  acepciones  concuerda  la 
significación  que  el  legislador  ha  dado  á 
las  mismas  palabras  en  el  artículo  568 
del  título  I,  g  1*,  del  libro  II  del  Código 
Civil,  que  define  los  inmuebles  ó  ñacas  ó 
bienes  tafees.  "Son  las  cosas  que  no  pue- 
den transportarse  de  un  lugar  á  otro; 
como  las  tierras  y  minas,  y  las  que  ad- 
hieren permanentemente  á  ellas,  como 
los  edificios,  los  árboles",  dice  el  inciso  1^ 
de  dicho  artículo;  y  el  inciso  2*  agrega: 
"Lascasas  y  heredades  se  llaman  predios 
ó  fundos".  De  forma  que  en  este  caso  haj* 
perfecta  correspondencia  y  armonía  en- 
tre el  lenguaje  vulgar  y  el  lenguaje  foren- 
se ó  legislativo,  pues  ambos  denominan 
propiedad  ó  predio  rústico  á  una  porción 
de  terreno  cultivado,  á  una  hacienda  de 
campo. 

No  cabe,  entonces,  comprender  entre 
los  predios  ó  ñtndos  un  &rrocarril,  cuya 
única  razón  de  existencia  y  objeto  exclu- 
sivo es  la  explotación  de  los  transpor- 
tes por  la  vía  férrea,  el  desarrollo  co- 
mercial é  industrial  de  una  porción  del 
territorio  mediante  la  mayor  rapidez  en 
las  comunicaciones  y  la  economía  en  los 
gastos  de  acarreo.  Conducir  de  un  lugar 
á  otro  por  tierra  pasajeros  ó  mercade- 
rías, por  el  precio  y  las  condiciones  que 
contengan  sus  reglamentos  y  anuncios, 
es  el  objeto  de  la  empresa  que  se  propo- 
nen los  ferrocarriles  particulares,  confor- 
me á  lo  prescripto  en  los  artículos  166, 
172  y  220  del  Código  de  Comercio;  ob- 
jeto que  ninguna  relación  directa  6  indi- 
recta tiene  con  la  agricultura,  industria 
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que  pertenece  exclusivametite  al  suelo  y 
cuya  obra,  según  los  economistas  de  la 
escuela  inglesa,  consiste  en  explotar  sus 
caalidadoi  prixnítiTas  é  índestmctibles,  6 
sea  sn  fertilidad  natural  y  permanente. 

Consecuencia  de  lo  expuesto  es  que  las 
TÍas  férreas  mediante  las  cuales  se  explo- 
ta elferrocarnt  á  vapor  para  el  cual  se 
concede  permiso  6  prÍTÍlegio  á  las  com- 
paflfas  que  las  construyen,  no  se  hallan 
comprendidas  entre  los  bienes  que  grava 
la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891  con  el 
impuesto  municipal  súbre  los  haberes  tn- 
mnebles.  El  suelo  6  terreno  sobre  cuya 
superficie  corren  las  locomotoras  á  va* 
por  y  los  convoyes  de  un  punto  á  otro» 
no  es  heredad  6  predio  que  sirva  á  labo- 
res agrícolas,  á  trabajos  rurales^  ni  cons- 
tituye una  hacienda  6  un  campo  de  la 
compañía. 

Aún  en  el  supuesto  de  que  la  palabra 
terrenos  empleada  por  el  inciso  1^  del  ci- 
tado articulo  36  de  la  Ley  de  Organiza- 
ción y  Atribuciones  de  las  Municipalida- 
des, tuviese  el  sentido  general  de  inmue- 
bles por  naturaleza,  esto  es,  el  suelo  en 
estado  de  inercia,  sn  área  6  superficie  y 
todo  lo  que  concurre  á  formarlo  6  que  en 
él  está  encerrado,  tampoco  se  podrían 
considerar  como  haberes  inmuebles  las 
Kneas  férreas  que  son  la  condicióo  nece- 
saria para  el  ejercicio  de  transporte  por 
ferrocarril  á  vapor. 

"Las  cosas  muebles  se  hacen  parte  del 
suelo  cuando  están  fijas  en  él  ó  toman  el 
carácter  de  parte  integrante  ó  de  depen- 
dencias de  una  cosa  del  suelo  6  de  cual- 
quiera construcción  que  está  incorpora- 
da á  él.  Su  fijación  ó  adherencia  comple- 
ta, acábala  el  suelo",  dice  Menachius  en 
d  número  204  de  su  clásico  tratado /fe 
retiaendi  possesionis  remedio. 

Pothier,  en  el  número  1^,  del  capítulo 


S**  de  su  Traité  des  cboses,  expresa  aná- 
logo concepto:  "Deben  tenerse  como  par- 
te integrante  de  un  inmueble  los  objetos 
muebles  que  en  él  se  fijan  6  adhieren  para 
permanecer  siempre,  porque  se  presumen 
formar  parte  de  él:  perpetuidad  que  se 
deduce  de  su  naturaleza  por  motivo  de 
que  sin  ellos  el  terreno  no  podría  consi- 
derarse completo  y  faltaría  algo  á  su  in- 
tegridad." 

Y  Mühlembruch,  en  el  §  226  del  libro 
2^  de  BU  célebre  Doctrina,  pandectamm 
escribe:  "No  basta  que  sean  esos  objetos 
muebles  destinados  á  quedar  alU  á  per- 
petuidad; requiérese,  además,  que  tengan 
por  fin  el  inmueble  en  el  cual  han  sido  co- 
locados, y  no  la  persona  que  lo  disfruta." 

Parece  que  no  habrá  duda  acerca  de 
que  todo  el  material  que  forma  la  estruc- 
tura de  la  vía  férrea  construida  por  la 
mano  del  hombre,  no  es  terreno  6  finca  ó 
bien  raíz  6  inmueble  por  naturaleza;  y, 
una  vez  precisado  en  los  términos  indica- 
dos, el  concepto  legislativo  de  los  inmue- 
bles por  accesión,  parece  imposible  seguir 
considerando  esa  infra-estructura  de  las 
líneas  del  ferrocarril  y  el  conjunto  de 
cos€i8  que  concurren  á  constituir  las  con- 
diciones necesarias  de  su  explotación  na- 
tural en  el  ejercicio  de  la  industria  de 
transportes  como  accesionei  del  suelo  6 
terreno  sobre  que  están  superpuestas. 
Con  razón  observa  Demolombe,  en  el  to* 
mo  9^,  número  312  de  su  Cours  de  Code 
Napokón^  que  la  ley  declara  inmuebles 
por  accesión  "sólo  los  objetos  muebles 
que  por  su  incorporación  al  fundo  pier- 
den el  nombre  y  la  primitiva  fot ma,  en 
una  palabra,  su  individualid^". 

¿Serán,  entonces,  inmuebles  por  desti- 
nación las  vías  fihrreas  y  las  comprenderá 
la  presunción  legal  del  artículo  570  del 
Código  Civil  que  reputa  inmuebles,  aun- 
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qae  por  su  naturaleza  no  lo  sean,  tas  co> 
sas  que  están  permanentemente  destina' 
das  al  uso,  cultivo  y  beneficio  de  un  in- 
mueble? 

Plantear  la  cuestión  es  casi  resolverla. 

El  legislador  considera  en  ese  precepto 
los  objetos  del  derecho  subjetivamente, 
de  modo  que  la  calidad  de  inmuebles  en 
ellos  deriva  de  la  voluntad  presunta  del 
propietario.  Por  eso  el  Código  declara 
inmuebles  por  destinación  tanto  los  ob- 
jetos muebles  físicamente  unidos  á  un 
predio,  cuanto  los  que  forman  un  mero 
accesorio  suyo  nó  por  su  material  adhe- 
rencia sino  por  sus  relaciones  con  las  ne- 
cesidades del  fundo  según  la  presunta  des- 
tinación dada  á  los  mismos  por  el  dueño. 

Dentro  de  los  términos  de  la  ley  adquie- 
ren la  calidad  de  inmuebles  únicamente 
las  cosas  que  tienen  atingencia  con  el  be- 
neficio, el  cultivo  6  el  goce  de  un  fundo, 
las  cosas  que  el  propietario  ha  colocado 
allf  con  tal  propósito  y  que  son  necesa- 
rias á  la  continua,  ordinaria  y  económi- 
ca administración  de  un  fundo  y  no  pue- 
den separarse  sin  perjuicio  ó  detrimento 
del  servicio  útil  del  mismo. 

Por  tanto,  la  disposición  del  articulo 
570  no  tendría  aplicación  en  el  caso  en 
que  las  cosas  estuviesen  destinadas  á  una 
industria  de  fábrica  ó  manufactura,  la 
cual  no  saca  su  existencia  ni  de  los  edifi- 
cios en  que  se  ejercita  ni  del  suelo,  de  ma- 
nera que  éste  y  aquéllos  entran  como 
accesorios  de  la  especulación  á  que  ella 
tiende. 

Con  mayor  razón  es  inaplicable  á  la 
industria  de  transportes,  que  no  cultiva 
ó  beneficia  la  tierra  sino  quesesirvede  su 
superficie  para  hacer  moverse  con  mayor 
seguridad  y  ligereza  los  vehículos  en  que 
conduce  á  los  lugares  convenidos  pasaje- 
ros y  mercaderías.  Ivas  líneas  y  equipos 


de  un  ferrocarril  á  vapor  no  están  desti- 
nados á  la  explotación  de  un  predio  cual- 
quiera de  la  Compañía  anónima  á  que 
pertenece  generalmente,  más  son  el  medio 
técnico  necesario  para  ejercitar  la  indus- 
tria ó  empresa  de  acarreo  por  tracción  á 
vapor.  Al  derecho  de  propiedad  que  la 
Compañía  tiene  sobre  los  materiales  que 
componen  las  vías  férreas  por  donde  eje- 
cuta habitualmente  los  actos  privativos 
de  la  empresa  que  se  propone,  se  adhiere 
ó  cede  un  derecho  de  uso  sobre  la  superfi- 
cie que  las  soporta,  ya  que  no  permiten 
las  leyes  físicas  que  los  cuerpos  más  pesa- 
dos que  el  aire  y  el  agua  se  trasladen  de 
un  punto  á  otro  regularmente  si  no  es  so- 
bre el  haz  de  la  tierra. 

Hay,  pues,  en  este  caso  una  accesión 
del  suelo  ó  terreno  al  material  anexo  ó 
superpuesto  á  él  y  sobre  el  cual  se  efectúa 
el  goce  de  la  superficie  con  el  fin  de  ejer- 
citar la  industria  del  ferrocarril  á  vapor. 
Porque  es  fuerza  reconocer  que  en  tales 
empresas  de  transportes  el  terreno  que  fue- 
re ocupado  por  las  vías  férreas  y  el  espa- 
cio á  cada  uno  desnscostados  en  toda  la 
extensión  de  su  curso,  dependen  exclusi- 
vamente de  las  necesidades  del  tráfico, 
así  como  son  éstas  mismas  las  que  impo- 
nen las  diversas  construcciones  ú  obras 
de  arte,  utensilios  y  maquinarias  que  un 
conveniente  y  ordenado  servicio  público 
exigiere. 

Según  el  artículo  294  del  Código  Civil 
de  Austria,  "pertenencia  dícese  lo  que  á 
alguna  cosa  está  continuamente  conexo. 
Tal  es  no  solamente  la  accesión,  mien- 
tras no  sea  separada;  pero  lo  son  también 
las  cosas  sin  las  cuales  la  cosa  principal 
no  serviría  á  ningún  uso  y  que  son  desti- 
nadas por  la  ley  ó  por  el  dueño,  al  uso 
permanente  de  la  cosa  principal."  Este 
concepto   ilustra  suficientemente  el  de 
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nuestra  propia  ley  y  basta  para  poner  en 
evidencia  que  en  un  ferrocarril  la  superfi- 
cie de  la  tierra  es  una  nueva  pertenencia 
de  las  vías  férreas,  en  cuanto  es  medio  or- 
dinariamente empleado  para  que  queden 
ellas  en  aptitud  de  servir  á  sus  ñnes  de 
facilitar  las  comunicaciones  y  el  inter- 
cambio de  productos. 

Así  lo  considera  la  ley  francesa  en  el  Ca- 
hier  des  cbarges  donné  aax  Compagnies 
de  Cbentías  de  Feren  1857,  cuyo  artícu- 
lo 36  estatuye:  "En  la  época  prefijada 
para  la  expiración  de  la  concesión  y  por 
el  sólo  hecho  deesta  expiración,  el  Gobier- 
no se  subrogará  en  todos  los  derechos  de 
la  Compañía  sobre  el  Ferrocarril  y  sus 
dependencias  y  entrará  inmediatamente 
en  el  goce  de  todos  sus  productos.  La 
Compa&ía  estará  obligada  á  entregarle 
en  buen  estado  de  conservación  el  ferro- 
carril y  todos  los  inmuebles  que  depeu' 
dan  de  él,  cualquiera  qpe  sea  su  origen, 
tales  como  los  edificios  de  estaciones  y 
paraderos,  bodegas,  talleres  y  depósitos, 
casas  de  celadores,  etc.  Otro  tanto  suce- 
derá con  todos  los  objetos  inmuebles  que 
€Íepcndan  asimismo  de  dicho  íerrocarril, 
talescomo  barreréis  y  cerramientos,  vías, 
cambios,  tornamesas,  señales,  estanques , 
groas,  bombas,  maquinarías  fijas,  etc." 

Igualmente,  se  lee  en  el  artículo  248 
de  la  Ley  de  obras  públicas  del  Reino  de 
Jtalia,áe20  de  marzo  de  1865:  "Las  con- 
cesiones de  los  ferrocarriles  públicos  se 
otorgan  por  un  tiempo  determinado  en 
los  estatutosdelos mismos, al  vencimien- 
to del  cual  y  por  el  sólo  hecho  de  dicho 
vencimiento,  el  Estado  sucederá  á  loscon- 
cenonarios  eneldisfirute  de  todas  las  uti- 
lidades y  productos  de  los  establecimien- 
tos y  otros  que  constituyen  los  ferro- 
carriles  concedidos  y  sus  dependencias. 


Deberán  al  indicado  vencimiento  los  con- 
cesionarios entregar  al  Gobierno,  en  buen 
estado  la  vía  ^rrea,  las  obras  que  la  com- 
ponen y  sas  dependencias,  cuales  son  la 
estructura  de  la  vía,  las  estaciones,  las 
construcciones  todas  comprendidas  en 
ellas,\o8  depósitos,  los  almacenes, las  ofi- 
cinas, los  galpones,  los  andenes  de  carga 
y  descarga,  las  casetas  y  las  garitas  de 
guardia,  los  puestos  de  las  contribucio- 
nes, las  máquinas  fijas  y  en  general  cual- 
quiera otro  inmueble  que  no  tenga  una 
destinación  distinta  y  especial  del  servi- 
cio de  transportes,  etc." 

Luego  el  derecho  de  las  Compañías  con- 
cesionarias de  ferrocarriles  á  vapor  so- 
bre las  vías,  constituye  un  verdadero 
derecho  de  propiedad  sobre  todo  el  mate- 
rial sobre  el  cual  se  efectúa  el  goce  del 
suelo  con  el  fin  de  ejercitar  la  industria 
de  ferrocarriles,  pues  goxa.  por  sí  sola  con 
exclusión  de  cualquiera  que  quisiese  ex- 
plotar allí  una  empresa  de  transporte,  de 
las  estaciones,  los  galpones  y  las  bode- 
gas, las  casas  y  las  garitas  de  guardia,  los 
rieles  y  todo  lo  que  forma  la  estructura 
de  la  vía  férrea.  Este  material  no  puede 
ceder  al  suelo  y  seguir  su  condición  de  in- 
mueble por  cuanto  el  uso  de  la  superficie 
á  que  está  sobrepuesto  es  mero  accesorio 
de  la  industria  á  que  sirve. 

Con  que  queda  demostrada  la  opinión 
antes  emitida,  á  saber:  que  no  son  bienes 
inmuebles  las  líneas  ni  equipos  de  los  fe- 
rrocarriles á  vapor  particulares,  ni  están 
comprendidos  entre  los  bienes  que  grava 
con  el  impuesto  municipal  sobre  los  ha- 
beres inmuebles  el  artículo  36  de  la  ley  de 
22  de  diciembre  de  1891. 

Juan  de  Dios  Vergara  Salva. 

Vcdparaiso,  mayo  de  1905. 
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JUS.IURANDUM  SPEGIEM  TRANSAGTIONIS  CONTINET 
¿ES  Kli  JURAMENTO  UNA  TRAKSACCIrtN? 
Por  Cahlo  Lessona 

Trofeiinr  de  la  Universidad  de  c*isa 


Por  el  título  pudiera  creerse  que  este  es 
un  estudio  de  derecho  romano,  pero  en 
realidad  su  objeto  es  diferente. 

Determinar  si  el  juramento  decisorio  es 
una  especie  de  transacción,  como  muchos 
traducen  el  texto  latino,  ó  si  hay  afini- 
dad con  la  transacción,  es  una  investiga- 
ción muy  importante  en  el  derecho  posi- 
tivo de  los  países  latinos.  Y  es  una  inves- 
tigación interesante  porque  demuestra  la 
utilidad  verdadera  que  hay  para  la  prác- 
tica en  resolver  correctamente  las  cues- 
tiones de  doctrina. 

Bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  po- 
sitivo, tanto  francés  como  alemán,  es 
necesario  formular  inmediatamente  una 
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observación,  ó  mejor,  constatar  un  he- 
cho. Es  el  de  que  la  opinión,  que  asimila 
más  ó  menos  el  juramento  á  la  transac- 
ción era  si  no  indiscutida  al  menos  pre- 
dominante cuando  se  compilaban  los  có- 
digos francés  é  italiano.  No  hay  duda 
alguna  de  que  los  autores  de  esos  códigos 
eran  favorables  á  esta  opinión.  Pero  hay 
que  hacer  notar  otro  hecho,  es  el  de  que 
esta  opinión  no  ha  sido  expresamente 
consagrada  por  los  códigos.  Si  se  puede 
dudar  que  haya  que  conceder  fuerza  de 
ley  á  un  principio  abstracto,  expresado 
en  el  Código,  puede  decirse  que  un  princi- 
pio de  esa  naturaleza,  no  expresado  en  el 
Código,  no  tiene  fuerza  de  ley.  Poco  ini- 
porta ,  pues,  que  la  analogía  entre  el  jura- 
mento y  la  transacción  se  admitiera  sin 
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(liscusiAn  á  la  época  de  la  codificación,  si 
la  ley  no  ha  adoptadoexpresamente  esta 
solución. 

Pienso,  por  ejemplo,  que  la  confesión 
jadicial  es  tin  medio  de  prueba,  no  porque 
era  ese  el  concepto  de  la  doctrina  á  la 
época  de  las  codificaciones,  sino  porque 
ese  concepto  ha  sido  adoptado  expresa- 
mente por  los  códigos  francés  é  italiano, 
que  han  colocado  las  reglas  relativas  á 
la  confesión  bajo  el  rubro  "de  la  prueba 
de  las  obligaciones".  Y  pienso,  además, 
que  los  autores  que  niegan,  en  un  sistema 
de  derecho  positivo  como  el  sistema  fran- 
ca é  italiano,  que  la  confesión  sea  un  me- 
dio probatorio,  incurren  en  un  error.  El 
error  puede  escusarse  en  Francia  porque 
la  teoría  contractual  de  la  confesión,  ad- 
mitida por  algunos  (1),  tiene  una  justifi- 
cación, á  mi  ver  más  aparente  que  real, 
en  los  fallos  de  expediente  (jugements 
fTexpédient):  no  es  escusable  en  Italia 
donde  no  se  reconocen  los  fallos  de  esa 
naturaleza. 

Pero,  en  lo  qut  se  refiere  al  carácter  y 
á  la  esencia  del  juramento,  el  intérprete 
estácompletamente  libre  porque  en  Fran- 
cia y  en  Italia  las  leyes  no  han  adoptado 
la  teoría  corriente  sobre  laafinidad  entre 
el  juramento  y  la  transacción:  en  los  dos 
códigos  no  hay  una  sola  palabra  que  es- 
prese esa  afinidad. 

Y,  sin  embargo,  se  la  afirma  continua- 
mente y  parece  constituir  un  axioma  ju- 
rídico, hasta  tal  punto  que  muy  pocos 
autores  tratan  de  demostrarla. 

La  verdad  es  que  esa  afinidad  es  un 
error  bajo  el  punto  de  vista  de  sus  oríge- 
nes y  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho 
positivo  y  no  es  inoportuno  declararlo 

(1)  V.  por  ejemplo,  Salrille»;  Tr.  de  lat  obllg.,  p. 
280  y  sigto.;  Oorj»,  It«v.  ínm.  tie  rfr.  cw ,  1. 1,  pigi- 
iu274 


abiertamente  porque,  en  la  teoría  del  ju* 
ramento,  es  un  principio  predominante 
que  produce  importantes  efectos  prácti- 
cos. Basta  decir  que  se  considera  que  las 
cuestiones  referentes  á  la  capacidad  para 
deferir  y  prestar  el  juramento,  con  el  ob* 
jeto  del  juramento  mismo,  deben  ser  re- 
sueltas exclusivamente  por  las  reglas  que 
dicta  la  ley  en  lo  que  concierne  á  la  capa- 
cidad para  transigir  y  al  objeto  déla 
transacción. 


II 


En  derecho  romano  hay  que  conceder 
gran  importancia  á  las  leyes  siguientes: 
2,  DiGEsTE,  De jiirejur.  (XII,  2)JusJaran- 
dum  speciem  transactionis  continet. — 51, 
Eod. :  Quod  si  alias  ínter  ípsos  Jarejutan- 
do  tramactatn  ñt  aegotiam,  non  conce- 
ditm  eamdem  causam  retractare. — 21. 
Dig.y  De  dolo  malo  (IV,  3):  Quod  si  defe- 
renti  me Jaraverísetabsolatus  sis,post€a 
perjurium  ñteríi  adprobatam^  Labeo  ait 
de  dolo  actionem  in  eam  dandam,  Pom- 
ponías  avtem  per  Jusjarandam  tratisac- 
tum  víderi. 

De  allí,  según  los  intérpretes  del  dere- 
cho romano,  la  máxima  que  afirma  la 
íntima  analogía  entre  el  juramento  y  la 
transacción  y  que  deduce  de  ella  impor- 
tantes consecuencias  respecto  á  los  ca- 
ractéres  del  juramento(2),ha8ta  tal  pun- 
to que  Bmnemann  ha  llegado  á  decir: 
juramentí  delatíoettransactíoparipassu 
ambulant,  et  ab  ano  ad  alteran»  argu- 
mentarílicet  (3). 

Pero  hay  que  observar  también  que, 


(2)  V.  espeoialmente  á  Doñead,  L.  XXIY,  o.  12, 
letr.  A.;  GlAck,  Pand.,  L.  XII,  tít.  2,  §  798;  Voet, 
L.  Xri,  tít.  2,  núm.  25. 

(3)  in  Pand.,  L.  XII,  tít.  2,  sobru  la  ley,  §  2. 
núm.  1  (NápolM,  1780,  i  n,  pág.  677,  ool.  XI.) 
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entre  los  escritores  antiguos,  aunque  es- 
tuvieran encadenados  por  un  texto  que 
interpretaban  falsamente,  hay  un  nfimero 
bastante  considerable  de  ellos  que  niegan 
la  existencia  de  una  verdadera  añnidad 
entre  el  juramento  y  la  transacción.  Ac- 
CURSE,  por  ejemplo,  dice  jasjarandum 
prottt  transactío  largc  accipitar  qaast 
litis  decisiot  sed  prout  species  nan<xsset 
species  opposita  (1). 

De  la  misma  manera.  Hartóle,  exami- 
nando analíticamenteen  qué  se  asemejan 
y  en  qué  difieren  el  juramento  y  la  tran- 
sacción, reduce  la  semejanza  al  efectoco- 
mún  de  terminar  los  juicios,  lo  que  ex- 
presa por  la  palabra  transactío  en  su  sen- 
tido amplio  (2).  Balde,  más  analftica- 
mente,  adopta  esasconcluEiiones(3).  Aun 
pueden  citarse  otros  en  el  mismo  sentido 
restringido  (4). 

En  todo  caso,  es  seguro  que  la  afinidad 
entre  el  juramento  y  la  transacción  se 
afirma  generalmente  con  efectos  prácticos 
en  Francia  y  en  Italia  (5).  Sin  embargo, 
en  Italia,  aún  entre  los  escritores  prácti- 
cos, se  nota  cierta  vacilación  en  asimilar, 
bajo  el  punto  de  vista  de  los  efectos  prác- 
ticos, las  dos  instituciones.  Por  ejemplo, 
el  seBor  Mattirolo,  notable  por  sus  co- 
nocimientos en  materíasprocesales,  niega 


(1)  8obre  p1  fra<;.  2  nn-iba  citado. 

(2)  Sobre  el  frag.  2,  ya  citado. 

{^)  Sobre  el  frag.  2,  nnoM.  16  y  28. 

(4)  Ct'jAfl.  Opera  (Froto,  1838,  V.  col.  346):  Bar- 
clay, en  TAw.  Oti.,  Iiy22. 

{6}  Para  la  Francia,  V.  en  ese  sentido,  Pothikr, 
Ohlig.,  n  "  822;  Laubent,  t.  XX,  niims.  230  y  231; 
BotCNrEK,  Pmebiis  6."  edic ,  núm  40'.^;  Doran- 
TOM,  t.  Til,  núm.  571;  TnuLLiER,t.  V.  núm.  365; 
DRMoLoaiBE,  t.  XXX,  núm.  580;  Oarsokhet,  Tr, 
líe/mxr.  2»*dic.  t.  III.  §  879,  p.  112;  GLASSOKt 
Manual  de  proeed.,  t.  I,  núm.  89.  p.  642.  Para  la 
jurifpnjdeucia,  Y.  S.  89,  2,  41;  Journal  du  Palt 
1889.  1.  229. 


la  identidad  entre  el  juramento  y  la 
transacción,  pero  reconoce  una  analogía 
(6).  Francesco  Bianchi eminente  civilista 
y  presidente  del  Consejo  de  Estado,  de- 
clara igualmente  que  entre  las  dos  insti- 
tuciones la  analogía  no  es  muy  estrecha, 
porqueconsisteúnicamenteen  que  por  la 
delación  del  juramento,  se  tiende  á  termi- 
nar un  proceso,  haciendo  depender  del 
juramento  la  solución  de  la  contienda  (7). 
Giuseppe  Saredo,  jurisconsulto  distingui- 
do y  eminentemagistrado,  declara  qnees 
errónea  por  muchas  razones  la  doctrina 
según  la  cual  el  juramento  es  una  especie 
de  transacción  (8),  y  el  primero  de  los 
"proceduristas"  italianos,  el  profesor 
Mortara  se  ha  adherido  recientemente  á 
este  sistema  (9),  Chironipone  en  eviden- 
cia algunas  diferencias  esenciales  entre 
ambas  inatituciones  (10).  Seguramente  es- 
tos escritores,  con  excepción  de  los  dos 
últimos,  no  fueron  influenciados  por  la 
obra  deDemeiius  (11),  en  la  cual  demnes- 
traque  los  fragmentos  de  derecho  romano 
citados  más  arriba  ó  no  se  refieren  al  ju- 
ramento judicial,  ó  emplean  la  palabra 
transactío  en  el  sentido  general  de  "re- 
solver, solucionar,  terminar"  y  no  en  el 
sentido  técnico  de  "transacción",  Pero  la 
opinión  de  Deme1ius,apesardelfavorcon 
que  ha  sido  acogida  por  la  ciencia  en  Fran- 


(fi)  Traítato  fli  fliriltto  givdfziario  «r»7«,5"edÍo. 
t.  XI,  p.  721,áfiin.2. 

(7)  Curao  di  codie«  eiríle,  t.  V,  pig.  940. 

(f))  latítazioñi  di  proeedura  avilen  3.*  ed.,  t.  I* 
l.ág.  422. 

(9)  Comntfnt.  al  rodiee  e  nlle  leggi  dipreeetha^  eivi' 
le,  1. 1,  pág.  680. 

(10)  Trattato  di  dirittoeivüeilaliaaú,  i.  I,  (Tarín, 
1904),  p.  658  y  G59.  En  Fraoria,  creemos  que  wlo 
M.  Hdc  w  aparta  de  la  opinión  oomAn  (t.  Yllt, 
núnis.  357,  M$  y  358)-  M.  CHADRR[ER.^j«nm<itfo 
(París,  1899)  se  adhiere  á  ella. 

(11)  Sehieduid  uad  Betüaae  in  rom.  Civil  proM., 
1887. 
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ciaé  Italia  (1),  no  ha  ejercido  ninguna 
influencia  ni  sobre  la  doctrina  de  los  prác- 
ticos ni  sobre  la  jurisprudencia;  esta  til- 
tímat  en  Italia  y  en  Francia,  salvo  muy 
raras  excepciones,  reproduce  el  concepto 
de  Pablo  con  la  interpretación  comtin. 


III 


Un  corto  paralelo  entre  el  juramento  y 
la  transacción  demostrará  el  error  de  los 
que,  encontrando  una  analogía  entre  ama- 
bas instituciones — esto  es  indiscutible» 
han  tratado  de  identificarlas:  no  se  habría 
propuesto  este  error  si  no  hubiera  exis- 
tido la  doctrina  de  los  romanistas. 

£s  evidente  que  con  esfuerzos  infinitos 
y  por  medio  de  un  trabajo  de  metafísica, 
pueden  hallarse  lejanas  analogías,  pero 
no  es  sobre  ellas  que  puede  fundarse  la 
lógica  jurídica.  Así  procedían  los  lógicos 
de  la  Edad  Media,  que  sustituían  la  fan- 
tasía al  raciocinio.  Se  dice  que  las  defini- 
ciones son  peligrosas  en  el  derecho;  pero 
los  falsos  axiomas  de  donde¡  nacen  fra- 
ses hechas  lo  son  también.  La  analogía, 
es,BÍnduda,unafuente  de  interpretación, 
pero  á  condición  que  haya  entre  las  ins- 
tituciones que  se  sostiene  ser  idénticas, 
relaciones  sustanciales.  Esta  identidad 
falta  en  absoluto  entre  las  instituciones 
de  que  nos  ocupamos. 

£1  juramento  es,  en  los  códigos  francés 
é  italiano,  un  medio  probatorio,  la  tran- 


(1)  Para  la  Francia,  Geodpfkb  db  la  Pb&db- 
LLB,  L'évolution  hiétorique  du  $erment  dieisoire  i 1 894) ; 
JoBBÍ-DüVAL,  Etuife  »ttr  Vhitl.  de  la  ptvcid.  etv. 
(1896);  GiBARD;,  Man.  éUm.  de  dr.  romain.  (1901)  p. 
696-597.  En  Italia,  T.  Bertolini,  iVeAv  la  tra- 
ducción de  Qlüele,  p.  223,  nota  1 ;  Fadda,  en  la  Reo. 
ital.  per  la  táenze  giuridicht,  (1888),  p.  25o  y  en  el 
BvtUett.  deUIatit.  di  dir.  rom.,  (1888),  p.  34  y  úgR.; 
SciALOJA,  Proeedura  eivÜe  romana,  (1894),  p.  326* 
265  y  a.;  BoNPANTE,  luit.  di  dir.  rom.  (1896),  p.  100; 
Fekkini,  MmuaU  di  pandette,  (1900),  p.  238  y  245. 


sacciónésun  contrato.  Sin  duda,  se  pres- 
tad juramento  después  de  tma  proposi- 
ción, pero  si  no  se  presta  despnfo  de  una 
proposición,  produce  efectos  desfavora- 
bles para  el  que  lo  ha  negado.  En  cambio, 
¿en  qué  contrato  puede  una  proposición 
perjudicar  al  que  la  niega?  £1  acuerdo  de 
las  partes  es  un  elemento  esencial  para 
hacer  nacer  la  obligación  contractual;  el 
que  niega  su  consentimiento  no  contrata 
y,  por  consiguiente,  no  está  obligado; 
por  el  contrarío,  el  que  se  niega  á  prestar 
el  juramento  se  obliga.  No  hay.  pues,  ana- 
logía alguna  en  el  génesis  de  ambas  ins- 
tituciones. 

Esto  no  es  todo.  Siendo  el  juramento 
un  medio  probatorio,  tiene  por  objeto  y 
por  efecto  demostrar  la  verdad  de  un  he- 
cho. La  transacción  no  contiene  nada  se- 
mejante. El  que  transige  no  afirma  un 
estado  de  cosas  y  no  trata  de  investigar- 
lo. Por  el  contrarío,  las  partes  que  tran- 
sigen quieren  sustituir  á  un  estado  de  de- 
recho y  de  hecho  respecto  del  cual  no  han 
hecho  constar  ninguna  existencia  obje- 
tiva precisa,  otro  estado  determinado  no 
por  la  verdadera  naturaleza  de  las  cosas 
pero  sí  por  el  interés  de  los  contratantes. 
Además,  el  que  defierc  el  juramento  se 
propone  salvar  íntegro  su  derecho  sin  di- 
simularse que  puede  perderlo  entero;  el 
que  transige  se  propone  salvar  una  parte 
de  su  derecho  y  sabe  que  no  lo  perderá 
entero:  la  reciprocidad  de  los  sacrificios 
es  una  de  las  condiciones  esenciales  de  la 
transacción. 

Luego,  no  hay  ningtua  analogía  entre 
las  dos  instituciones  en  lo  que  se  refiere 
á  sus  objetos  y  á  sus  e&ctos. 

Un  elemento  común  muy  vago  que  con- 
siste en  la  intervención  de  la  voluntad  ea 
una  y  otra  de  estas  instituciones  no  es 
bastante  para  asimilarlas:  aquel  á  quiea 
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se  defiere  el  juramento  debe  ó  aceptarlo 
ó  deferirlo:  ¿en  qué  contrato  existe  cosa 
semejante?  ¿dónde  es  lícita  una  prisión 
de  esa  especie  ejercida  sobre  la  voluntad? 
Bl  juramento  termina  sin  duda  el  juicio, 
pero  la  sentencia  y  el  desistimiento  pro- 
ducen el  mismoefecto.  La  presentación  de 
una  escritura  pública  hace  también  ganar 
la  causa  al  que  la  invoca  á  menos  que 
este  acto  se  redarguya  de  falso;  ¿podrá 
decirse  que  ^a  presentación  es  una  tran* 
sacción? 

Puede  augurarse  que  el  error  que  he 


tratado  de  rebatir  dejará  de  presentarse 
en  la  práctica  jurídica.  Solo  entonces  po- 
drá intentarse  una  construcción  jurídica 
exacta  del  juramento  probatorio  y  elimi- 
narlo de  las  instituciones  jurídicas  por 
medio  de  una  reforma  legislativa,  á  la 
(]ue  se  opone  hoy  día,  en  el  criterio  de  la 
mayoría,  un  obstáculo,  el  carácter  con- 
tractual que  se  atribuye  al  juramento  y, 
como  consecuencia  de  él,  la  libertad  de  las 
convenciones. 

Carlü  Lessona. 
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1.  De  todas  las  instituciones  que  com- 
prende el  derecho  propiamente  comer- 
cial, ninguna  ha  adquirido  un  desarrollo 
tan  rápido,  vanado  y  poderoso,  como  la 
que  nace  del  contrato  de  Sociedad. 

La  utilidad  de  la  asociación  es  un  he- 
cho  que  se  impone  bajo  el  doble  punto  de 
vista  del  interés  privado  y  de  la  conve- 
niencia pública. 

El  esfuerzo  individual,  el  capital  aisla- 
do, no  bastan  ciertamente  para  favore- 
cer las  múltiples  operaciones  á  que  la  in- 
teligencia y  la  actividad  del  hombre  dan 
constante  nacimiento. 

Monsieur  Bedarride  ha  dicho:  "La  ins- 
titución que  tiene  por  objeto  la  reunión 
de  los  capitales  y  de  íos  hombres,  está 
llamada  á  jugar  un  rol  importante  en  la 
creación  y  en  el  desenvolvimiento  del  es- 
tado social." 

La  unión  de  dos  ó  más  personas  que 
ponen  en  común  sus  intereses  ó  su  inJus- 
tría  con  el  fin  de  obtener  beneficios  divi- 
sibles entre  ellos,  no  es  de  origen  mo- 
derno. 

Los  romanos,  en  efecto,  hadan  uso  fre- 


cuente del  contrato  de  Sociedad  pars^  las 
transacciones  de  su  comercio  y  con  esiie- 
cialidad  para  las  operaciones  de  Banco 
y  las  especulaciones  que  exigían  viajes  le- 
janos, asf  como  para  todas  las  que  se  re- 
lacionaban con  la  provisión  de  los  ejér- 
citos. 

La  caida  del  imperio  romano  hizo  pa- 
sar por  largo  eclipseal  espíritu  de  asocia- 
ción, para  aparecer  de  nuevo  en  la  Edad 
Media,  presentándose  entonces  en  for- 
ma rudimentaria,  y  como  una  invención 
feliz,  la  sociedad  por  acciones. 

Las  grandes  modificaciones  del  contra- 
to de  Sociedad,  sn  perfeccionamiento, 
sus  distintas  y  vanadas  especies,  han  te- 
nido por  causa  el  desarrollo  del  comercio 
y  el  acrecentamiento  de  la  industria,  ha- 
biendo seguido  la  ley  de  su  desenvolvi- 
miento y  llegado  más  ó  menos  rápida- 
mente al  estado  en  que  hoy  lo  vemos  en 
la  legislación  universal.  Curso  de  Dere- 
cho Comercial  de  Obarrio.  Páginas  261 
y  siguientes. 

2.  Las  sociedades  por  acciones,  tales 
como  las  conocemos,  no  tienen  su  origen 
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en  la  antigüedad.  Las  sociedades  anóni- 
mas aparecen  á  íines  de  la  Edad  Media 
en  Italia;  y  las  sociedades  en  comandita 
son  una  creación  del  Código  de  Comer- 
cio francés  de  1807. 

La  aparición  tardía  de  las  sociedades 
por  acciones  se  explica  fácilmente.  £n 
Roma,  los  recursos  que  proporcionaban 
los  esclavos  unidos-á  la  constitución  de 
los  peculios,  permitían  á  los  ciudadanos 
desentenderse  en  cierta  manera  de  las 
ventajas  que  proporciona  el  comercio. 

Posteriormente,  á  fines  de  la  Edad  Me- 
dia, el  desarrollo  del  comercio  y  de  la  in- 
dustria no  eran  tan  grandes  que  de  ordi- 
nario permitieran  satisfacer  todas  las 
necesidades. 

En  Italia,  las  primeras  sociedades  anó- 
nimas fueron  asociaciones  de  Banca,  for- 
madas por  los  arrendatarios  de  los  im- 
puestos públicos,  tal  fué  el  origen  del 
Banco  de  Génova  fundado  en  1407  y  di- 
suelto en  1799.  Es  en  Holanda,  después 
que  en  Italia,  donde  se  encueutran  las 
primeras  sociedades  anónimas;  tal  fué  la 
Sociedad  Holandesa  de  las  Inditts  Orien- 
tales, fundada  el  20  de  marzo  de  1602  y 
disuelta  en  1795,  á  semejanza  de  la  cual 
se  organizó  en  Inglaterra  la  sociedad  del 
mismo  nombre  y  cuyo  origen  se  remon- 
ta á  1599. 

Las  sociedades  en  las  cuales  los  asocia- 
dos tienen  responsabilidad  limitada,  has- 
ta concurrencia  de  sus  aportes,  y  pueden 
ceder  su  parte  á  voluntad,  no  aparecie- 
ron en  un  principio  con  el  nombre  de  so- 
ciedades anónimas;  ese  nombre  estaba 
reservado  entonces  á  las  sociedades  en 
participación. 

3.  En  Francia  las  sociedades  de  que  se 
viene  tratando,  no  estaban  regidas  ni 
por  la  Ordenanza  de  1673,  ni  por  ley  al- 
guna general.  El  rey  sólo,  por  sus  edic- 


tos, autorizaba  la  existencia  de  las  aso- 
ciaciones, en  las  cuales  los  socios  tenían 
responsabilidad  limitada  y  cuyas  accio- 
nes eran  cesibles.  Eran  designadas  tales 
sociedades  con  el  nombre  de  Compañías, 

Cada  edicto  contenía  las  reglas  parti- 
culares aplicables  á  la  Sociedad  que  se 
autorizaba;  á  menudo  la  autoridad  real 
tenía  cierta  intervención  en  los  negocios 
sociales,  el  edicto  real  no  se  limitaba  á 
autorizar  la  existencia  de  la  Sociedad,  le 
confería  un  monopolio. 

Esta  práctica  estaba  de  acuerdo  con 
las  ideas  del  antiguo  régimen,  según  el 
cual  el  derecho  á  menudo  se  reconocía  en 
forma  de  un  monopolio;  así  los  invento- 
res, los  escritores,  eran  protegidos  con 
la  condición  de  haber  obtenido  prévia- 
mente  el  real  privilegio. 

Sin  embargo  de  esto,  existían  en  Fran- 
cia, principalmente  después  de  la  Revo- 
lución, algunas  sociedades  por  acciones 
creadas  sin  intervención  del  poder  real. 
Así,  en  1750,  fué  creada  la  Sociedad  por 
acciones  llamada  Cámara  de  Seguros  de 
París,  que  agregó  á  su  nombre  el  califi- 
cativo siguiente:  establecida  en  forma  de 
compañía  particular  por  acta  de  asocia 

ciótt  Savary,   Diccionario  Universal, 

pág.  1210,citado  por  Lyon  Caen  ktRb- 
NAtTLT.  Droit  Commercial,  tomo  II,  pá- 
gina 465. 

E>tus  compañías  tenían,  en  general, 
por  objeto  el  comercio  marítimo  y  la  co- 
lonización. Durante  el  reinado  de  Luis 
XIII  se  organizaron  con  la  autorización 
real  las  Compañías  San  Cristóbal  y  Nue- 
va Francia  que  no  tardaron  ea  liquidar. 

Bajo  el  poderoso  influjo  de  Colbert 
{Annalesde  T  Ecolc  dea  scieaces,  octu- 
bre de  1886,  étttde  de  Ai.  Pigeonneau)  se 
formaron  dos  compañías,  las  más  céle- 
bres del  antiguo  régimen;  una  deno^iina- 
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da  Indias  Occidentales,  é  Indias  Orienta- 
les la  otra,  en  las  cuales  el  rey  de  Fran- 
cia y  Colbert  contribuyeron  á  formar  el 
capital;  otras  compañías  por  acciones 
(anónimas)  tuvieron  por  objeto  hacer  el 
comercio  en  Africa. 

El  movimiento  continuó  en  el  siglo 
XVIII:,las  compañías  de  Santo  Domin- 
go, del  Canadá,  de  la  Babia  de  Hudson 
fueron  autorizadas  por  Luís  XV.  En 
esta  época,  precisamente,  se  organizó  el 
célebre  Banco  de  Law.en  forma  de  Socie- 
dad por  acciones;  él  adquirió  los  privile- 
gios de  la  Compañía  de  Indias  Orientales 
y  se  hizo  cargo  de  las  finanzas  generales 
del  reino. 

Las  acciones  de  esta  Compañía  tuvie- 
ron entonces  un  alza  prodigiosa;  llegaron 
á  adquirir  un  precio  veinte  veces  superior 
al  primitivo.  Esta  prosperidad  ficticia 
dió  lugar  al  agiotaje  y  no  fué  de  larga 
duración;  el  Banco  de  Law  quiebró  y  los 
desastres  que  produjo  desacreditaron  en 
tales  términos  á  las  sociedades  por  accio- 
nes que  aparecieron  éstas  á  los  ojos  de 
todos  como  un  medio  de  realizar  opera- 
ciones fraudulentas. 

Después  de  la  proclamación  de  la  liber- 
tad de  la  industria  por  la  ley  de  2  de  mar- 
zo de  1791,  numerosas  compañías  se  for- 
maron en  Francia.  Ellas  no  se  vieron  li- 
bres de  especulaciones  y  sus  títulos  con- 
tribuyeron á  la  depreciación  de  los  asig- 
nados franceses. 

La  Convención  consideró  las  socieda- 
des por  acciones  como  instrumentos  de 
especulación,  atentatorios  del  crédito  pú- 
blico. Un  decreto  de  26—29  germinal,  año 
II,  suprimió  las  compañías  existentes 
y  prohibió  la  formación  de  otras  en  to 
sucesivo,  bajo  cualquier  pretexto  y  nom- 
bre que  se  les  diese. 

Los  tribunales  franceses  y  cámaras  de 


comercio  pidieron  á  los  legisladores  que 
distinguiesen  entre  dos  clases  de  socieda- 
des por  acciones,  las  uniis  autorizadas, 
las  otras  libres;  fué  esta  distinción  la  que 
consagró  definitivamente  el  Código  de 
Comercio;  reconoció  sociedades  por  accio- 
nes en  las  cuales  no  hay  sino  accionistas 
de  responsabilidad  limitada  ( sociedades 
anónimas)  y  sociedádes  en  las  que,  á  la 
vez,  existen  socios  de  responsabilidad  li- 
mitada y  socios  colectivos  (comandita 
por  acciones j.  Las  primeras  estaban  su- 
jetas á  la  autorización  gubernativa;  las 
segundas  podían  formarse  libremente. 
Véase  LyonCaenkt  Renault.  Traité  de 
Dtoit  Commerciaí.  Tomo  II,  págs.  463 
y  siguientes. 

4.  Estos  hechos  explican  la  interven- 
ción del  Estado  en  la  organización  y  fun- 
cionamiento de  las  sociedades  anónimas. 
Nuestro  Código  de  Comercio,  á  semejan- 
za del  francés,  consignó  en  su  artículo  427 
el  siguiente  principio:  "Las  sociedades 
anónimas  existen  en  virtud  de  un  decreto 
del  Presidente  de  la  República  que  las  au- 
toriza." 

Casi  todas  las  le^slaciones  han  reac- 
cionado posteriormente  y  en  vez  de  dar 
á  estas  sociedades  por  base  necesaria,  hi 
autoridad  del  Estado,  han  bascado  la 
verdadera  garantía  en  la  publicidad  de 
los  actos  constitutivos  de  las  asociacio- 
nes y  de  la  totalidad  de  las  operaciones 
de  importancia,  vigiladas  por  la  misma 
autoridad  para  ponerlas  en  transparen- 
cia en  las  relaciones  de  la  asociación  con 
el  Estado  y  los  particulares. 

Tan  sólo  tres  legislaciones  mantienen 
hasta  hoy  la  tutela  del  Estado  sobre  las 
sociedades  de  que  venimos  tratando; 
ellas  son:  la  chilena,  la  argentina  y  la 
servia. 

Una  gran  revolución  se  ha  operado  en 
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el  orden  de  estas  ideas.  Los  nuevos  códi- 
gos y  las  nuevas  leyes  han  venido  á  su- 
primir un  requisito,  cuyos  inconvenien- 
tes han  considerado  sui^eriores  á  las  ven- 
tajas que  pudiera  procurar.  "El  Gobier- 
no no  debe  asumir  la  responsabilidad  en 
la  apreciación  de  los  negocios  ñnancieros 
ó  industriales,  ha  dicho  M.  Pilimez,  al 
exponer  los  motivos  de  esta  innovación 
en  la  ley  belga.  Si  se  muestra  severo  en 
los  juicios,  corre  el  peligro  de  impedir  es- 
peculaciones útiles;  si  es  blando  6  bené- 
volo, se  exponed  dar  aprobación  á  espe- 
culaciones censurables.  Su  co2i£ro7  no  pue- 
de ser  sino  una  formalidad  sin  valor  ó  un 
patronato  desgraciado.'* 

La  misma  Franciacomprendió  las  ven- 
tajas de  esta  innovación,  en  la  ley  sobre 
las  sociedades,  de  24  de  julio  de  1867,  los 
legisladores  de  este  país  consignaron  el 
siguiente  principio;  "En  adelante  las  so- 
ciedades anónimas  podrán  formarse  sin 
autorización  del  Gobierno." 

5.  Para  indicar  los  fíindamentos  de 
algunas  de  las  reformas  que  deberían 
introducirse  en  nuestra  legislación  sobre 
sociedades  anónimas,  vamos  á  recorrer 
los  principios  que  acerca  deestas  compa- 
ñías de  responsabilidad  limitadahan  sido 
adoptados  durante  los  últimos  años  en 
diversos  países  de  Europa  y  de  Amé- 
rica. 

El  nuevo  Código  de  Comercio  Alemán 
que  entró  á  regir  en  1900  reconoce  cinco 
clases  de  sociedades:  1^  sociedad  de  res- 
ponsabilidad ilimitada  (colectiva);  2^ 
sociedad  en  comandita  simple;  3^  socie- 
dad anónima;  4^  sociedad  en  comandita 
por  acciones;  5^  sociedad  tácita  (en  par- 
ticipación.) 

X«as  acciones  en  las  sociedades  anóni- 
mas son  indivisibles.  Pueden  ser  nomina- 
tivas ó  ai  portador.  Las  acciones  que  se 
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expidan  antes  del  completo  abono  de  su 
importe  no  pueden  ser  al  portador. 

El  capital  nominal  de  cada  acción  no 
puede  ser  inferior  á  1.000  marcos;  puede 
sí  ser  rebajado  hasta  200  marcos  siem- 
pre que  se  trate  de  una  empresa  de  utili- 
dad pública  y  previa  autorización  del 
Consejo  Federal,  ó  cuando  se  organiza 
una  empresa  para  la  cual  un  estableci- 
miento público  garantiza  sin  limites  ni 
condiciones  una  determinada  renta. 

Los  estatutos  deben  estar  suscriptos 
por  cinco  accionistas  cuando  menos. 

Toda  ventaja  especial  estipulada  en 
beneficio  de  determinado  ó  determina- 
dos accionistas  se  hará  constar  en  el 
contrato  social  con  expresión  del  favore- 
cido. 

Los  accionistas  que  celebran  el  contra- 
to social  ó  que  hacen  aportaciones  no 
metálicas  se  consideran  como  fundado- 
res de  la  Sociedad.  Si  los  socios  fundado- 
res suscriben  todas  las  acciones,  con  la 
susci*ipción  se  entiende  constituida  la  So- 
ciedad. 

Si  los  fundadores  suscril>en  todas  las 
acciones,  han  de  nombrar  inmediata- 
mente, al  constituir  la  Sociedad,  ó  en 
acto  separado  ante  el  representante  de 
la  fe  pública,  el  primer  Consejo  de  ins- 
pección de  la  Sociedad. 

Si  los  fundadores  no  suscriben  todas 
las  acciones,  convocarán  á  una  junta  ge- 
neral, una  vez  suscripto  el  capital,  para 
la  elección  de  ese  Consejo. 

Los  miembros  de  la  Junta  de  Gobierno 
y  del  Consejo  de  Inspección  examinarán 
los  trámites  por  que  la  constitución  de  la 
Sociedad  ha  pasado. 

De  la  constitución  de  la  Sociedad  ha- 
brá de  darse  cuenta  al  Tribunal,  para 
quesea  inscripta  en  el  Registro  de  Comer- 
cio. 

24 
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Antes  de  la  inscripción  en  el  Registro 
de  Cumercio  de  su  respectivo  domicilio, 
no  existe  la  Sociedad  como  tal. 

La  sociedad  anónima  tiene  personali- 
dad propia,  deberes  y  derechos;  puede 
adquirir  propiedades  y  -derechos  reales 
sobre  bienes  inmuebles,  demandar  y  ser 
demandada  ante  los  tribunales. 

La  Sociedad  anónima  se  considera 
como  mercantil  aún  cuando  su  objeto  no 
sea  el  lucro  en  el  ejercicio  del  tráfico  co* 
mercial. 

Los  accionistas  no  pueden  pretender  la 
devolución  desús  aportes; no  tienen  otro 
derecho  mientras  la  Sociedad  subsista 
que  el  de  percibir  la  ganancia  líquida» 
siempre  que  ésta  no  esté  sujeta  á  reserva 
con  arreglo  á  la  ley  6  al  contrato  social. 

La  participación  en  las  ganancias  será 
proporcional  al  importe  de  las  acciones. 

El  accionista  que  no  hace  oportuna- 
mente las  aportaciones  á  que  se  ha  com- 
prometido, abonará  intereses  desde  el 
día  en  que  debió  efectuarlas. 

El  Consejo  de  Administración  ó  Junta 
de  Gobierno  representa  á  la  Sociedad 
anónima  judicial  y  extrajndicialmcnte. 

Ese  Consejo-Junta  podrá  constar  de 
uno  ó  más  miembros. 

Los  miembros  del  Consejo  de  Gobierno 
han  de  emplear  en  su  gestión  la  solicitad 
de  un  buen  comerciante. 

Si  el  Imperio,  un  Estado  confederado  ó 
una  corporación  pública  nacional  se  ha- 
cen cargo  del  capital  de  una  sociedad 
anónima,  puede  estipularse  que  no  se 
pra-ítiquc  liquidación  alguna. 

Los  miembros  de  los  consejos  de  admi- 
nistración y  de  inspección,  ó  los  liquida- 
dores que  deliberada  é  intencionalmente 
obraren  en  peijuicio  de  laSociedad,  serán 


castigados  con  arresto  y  al  propio  tiem- 
po con  una  multa  hasta  el  importe  de 
20.000  marcos.  Podrá  también  privárse- 
les de  sus  derechos.  Cuando  medien  cir- 
cunstancias atenuantes,  podrá  limitarse 
el  castigo  exclusivamente  á  la  multa. 

Pasamos  ahora  á  Inglaterra. 

La  ley  inglesa,  que  se  aplica  ñ  la  vez  á 
Inglaterra,  Escocia  é  Irlanda,  reconoce 
las  formas  de  sociedades  siguientes:  1' 
Partnership  6  sociedades  en  nombre  co- 
lectivo; 2**  Joint  stock  companieaó  socie- 
dades anónimas;  3^  Corpotatioas^  socie- 
dades, á  las  que  la  personalidad  morid 
se  las  confiere,  ó  letras  patentes  del  So- 
berano, ó  el  Parlamento;  é**  ciertas  so- 
ciedades que  se  constituyen  siguiéndose 
los  usos  locales  (generalmente  sociedades 
bancarias);  5'  las  sociedades  obreras 
regidas  por  leyes  especiales;  tí''  las  socie- 
dades de  construcciones  reglamentadas 
por  la  ley  de  25  de  agosto  de  1894. 

En  el  derecho  inglés  las  sociedades  anó- 
nimas, jomt  stock  compaaies,  están  re- 
gidas hasta  hoy  por  la  ley  de  7  de  agos- 
to de  1862,  que  derogó  todos  los  regla- 
mentos anteriores  sóbrela  materia;  pero 
esta  ley  ha  experimentado,  desde  su  vi- 
gencia acá ,  numerosas  m  odifícaciones  por 
la  promulgación  de  nuevas  leyes. 

La  primera  ley  que  desprendió  del  de- 
recho común  ciertas  sociedades  por  ac- 
ciones, las Joint  stock  banks,  en  1826,  y 
la  posterior  de  5  de  mayo  de  1844*  sobre 
las  sociedades  por  acciones  en  general, 
consagraron  el  principio  de  la  responsa- 
bilidad absoluta  de  todos  los  accionistas. 

Alejandro  Valdbs  Kibsco. 

{Continuará.) 
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1. — "Las  servidumbres  discontinuas  de 
toda  clase  y  las  servidumbres  continuas 
inaparentes  sólo  pueden  adquirirse  por 
medio  de  un  título;  ni  aún  el  goce  inme- 
morial bastará  para  constituirlas"  dice 
el  artículo  882  del  Código  Civil:  "Las 
servidumbres  continuas  y  aparentes  pue- 
den adquirirse  por  título  ó  por  prescrip- 
ción de  10  años  contados  como  para  la 
adquisición  del  dominio  de  los  fundos." 

Bsta  disposición  terminante,  que  es  en 
si  misma  un  obstáculo  á  las  pretensio- 
nes privadas,  ha  dado  lugar  á  interpre- 
taciones erróneas  sobre  las  cuales  hay 
conveniencia  en  llamar  la  atención.  Es- 
piteando  el  artículo  882  se  dice:  "Por  el 
primer  inciso  se  prescribe  cómo  pueden 
adquirirse  las  servidumbres  discontinuas 
y  las  continuas  inaparentes,  lo  que  sólo 
puede  hacerse  por  título.  Por  el  segundo 
inciso  se  ñja  el  medio  de  adquirir  las  ser- 
vidumbres continuas  y  aparentes  que 
puede  serlo  por  título  ó  porprescripción 
de  10  años"...  Y  en  seguiJo  se  agrega: 

"El  artículo  822  deñne  la  servidumbre 
continua  que  es  la  que  se  ejerce  continua- 
mente, sin  necesidad  de  un  hecho  actual 
del  hombre,  considerando  como  discon- 


tinua la  de  tránsito,  cuando  se  ejerce  á 
intervalos  más  ó  menos  largos  de  tiempo 
y  supone  un  hecho  actual  del  hombre; 
pero  deja  de  tener  esta  cnalidad  cuando 
s¿  hace  el  tránsito  por  una  senda  ó  por 
una  puerta  especial  destinada  á  él.  En- 
tonces la  servidumbre  es  aparente  y  con- 
tinua. Por  eso  el  artículo  824  se  expresa 
en  estos  términos:  "Servidumbre  aparéa- 
te es  la  que  está  continuamente á\a.  vista, 
como  la  de  tránsito  cuando  se  hace  por 
una  senda  ó  por  una  puerta  especialmen- 
te destinada  á  é\."  "Bn  buenos  términos, 
lo  que  está  siempre  á  la  vista,  lo  que  se 
palpa  y  no  desaparece  en  seguida,  lo  que 
siempre  pueden  ver  los  hombres  y  dar 
razón  de  ello,  puede  ser  motivo  de  una 
servidumbre  que  se  adquiere  6  por  título 
6  por  prescripción." 

Según  esta  interpretación  la  servidum- 
bre de  tránsito  y  cualquier  otra  servi- 
dumbre discontinua  sería  susceptible  de 
prescripción  con  tal  que  fuera  aparente. 

2. — Todo  consiste,  como  se  ve,  en  un  jue 
go  de  palabras  en  que  se  confunde  la  ser- 
vidumbre continua  con  la  servidumbre 
apaneaíe. 

Las  definiciones  de  la  ley  no  se  prestan, 
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mientras  tanto  á  la  confusión  en  que 
se  incurre.  La  apariencia  es  cuestión  de 
EXTBRioKiDAl)  en  la  servidumbre;  la  con- 
tinuidad no  es  cuestión  de  permanencia, 
de  duración  constante,  como  á  primera 
vista  pudiera  creerse. 

El  Código  ha  distinguido  muy  bien 
estos  dos  caracteres,  haciéndolos  base  de 
dos  clasificaciones  que  no  tienen  nada  de 
común. 

"Servidumbre  continua,  diceel  artículo 
822,  es  lo  que  se  qerce  ó  se  puede  ejercer 
continuamente,  sin  necesidad  de  un  hecho 
actual  del  hombre,  como  la  servidumbre 
de  acueducto  por  un  canal  artificial  que 
pertenece  al  predio  dominante;  y  servi- 
dumbre discontinua,  la  que  se  ejerce  á 
intervalos  más  6  menos  largos  de  tiem- 
po, y  supone  un  hecho  actual  del  hombre, 
como  la  servidumbre  de  tránsito." 

Lo  que  caracteriza  la  servidumbre  dis- 
continua por  lo  tanto,  que  su  ejerci- 
cio no  sobrevive  al  hecho  actual  del 
hombre:  cesa  desde  que  este  hecho  dqa 
de  producir  sus  efectos.  La  continuidad 
de  las  servidumbres  no  puede  confundirse 
con  la  continuidad  de  la  posesión.  "La 
palabra  es  la  misma,  dice  Laurent,  tomo 
8,  número  195,  pero  la  idea  es  del  todo 
diferente.  Se  dice  que  la  servidumbre  es 
continua  cuando  ella  puede  ser  ejercida 
sin  el  hecho  actual  del  hombre;  y  la  pose- 
sión es  continua  cuando  el  poseedor  hace 
'os  actos  de  goce  que  la  naturaleza  de 
la  cosa  permite.  La  posesión  de  una  ser- 
vidumbre discontinua^  tal  como  una  ser- 
vidumbre de  tránsito,  podría,  pues,  ser 
continua  y,  sin  embargo,  la  ley  no  admi 
te  que  ella  sea  adquirida  por  prescripción. 
Hemos  dado  de  antemano  la  razón  de 
esto;  los  actos  que  constituyen  el  ejerci- 
cio de  una  servidumbre  discontinua  im- 
plican de  ordinario  la  tolerancia  y  se 


hacen  en  razón  de  las  relaciones  de  buena 
vecindad,  sin  que  aquel  que  los  hace  y 
aquel  que  los  sufire,  entiendan  atribuirles  . 
una  idea  de  derecho  6  de  gravamen." 

3.— La  apariencia  ó  inaparencia  no  tie- 
ne, por  tomismo,  nada  que  vercon lacon- 
tinuidad  delaservidumbre:  ella  puede  ser 
continua  é  inaparente;  así  como  puede 
ser  aparente  y,  sin  embargo,  discontinua. 
Precisamente  la  servidumbre  de  tránsito 
que  la  ley  califica  de  discontinua  sirve  de 
ejemplo  para  la  distinción  entre  las  servi- 
dumbres aparentes  y  las  inaparentes. 
"Servidumbre  aparente,  según  el  articulo 
824,  es  la  que  está  continuamente  á  la 
vista,  como  la  de  tránsito,  cuando  se 
hace  por  una  senda  Ó  por  una  puerta  es- 
pecialmente destinada  á  é\;  é  inaparente^ 
la  que  no  se  conoce  porunaseñal  exterior, 
como  la  misma  de  tránsito  cuando  care- 
ce de  estas  dos  circunstancias  y  de  otras 
análogas." 

Esta  definición  resuelve  por  sí  sola  la 
cuestión,  pues  establece  que  una  servi- 
dumbre discontinua  puede  ser  aparente 
sin  dejar  de  ser  discontinua.  Laservidum- 
bre  aparente  debe  responder  á  la  condi- 
ción  de  publicidad  requerida  para  la  po- 
sesión; es  preciso  que  la  servidumbre  sea 
revelada  al  propietario  del  fundo  sirvien- 
te, advertido  de  una  manera  cierta  y  no 
equívoca  de  la  asistencia  de  esta  ser\'i- 
dumbre.  "La  distinción  precedente,  dicen 
Baudry-Lacantinerie  y  Chaveau,  número  i 
1090,  está  basada  sobre  la  naturaleza 
misma  de  las  servidumbres:  la  continui- 
dad ó  la  discontinuidad  es  para  cada  ser- 
vidumbre un  carácter  invariable  que  le, 
asigna  un  lugar  inmutable  en  la  clasifi- 
cación del  articulo  688.  Pasa  lo  contrario 
con  la  distinción  establecidaenelarticulo 
689.  Una  misma  servidumbrepuedeserya 
aparente,  ya  inaparente.  Así  la  servidum- 
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bre  de-acueducto  que  se  ejerce  por  tubos 
colocados  en  la  superficie  del  suelo,  es 
aparente;  mientras  que  la  que  se  ejerce  por 
tubos  subterráneos  es  inaparente.  Del 
mismo  modo,  la  servidumbre  de  tránsito 
será  aparente  si  su  existencia  es  denun- 
ciada por  un  camino  arreglado  al  efecto 
6  por  una  puerta,  mientras  que  no  será 
aparente  si  ningún  signo  exterior  traicio- 
na su  existencia." 

"Lo  que  carecteriza,  pues,  las  servi- 
dumbr»  discontinuas,  dice  Laurent  t.  8, 
número  128,  es  que  es  necesario  el  hecho 
actual  del  hombre,  repetido  tan  á  menudo 
como  se  quiera  usarla;  si  el  hombre  no 
interviene  cada  vez,  la  servidumbre  no 
pnede ejercerse.  Sehapretendidoqueestas 
servidumbres  pierden  su  carácter  de  dis- 
continuidad y  llegan  A  ser  continuas 
cuando  se  anuncian  por  signos  aparen- 
tes. Tal  sería  una  servidnmbr  de  trán- 
sito que  se  anunciaría  por  una  puerta, 
6  un  camino.  Esta  opinión  que  encuentra 
algún  apoyo  en  la  antigua  jurisprudencia, 
ha  quedado  aislada.  Ella  está  en  oposi- 
ción con  el  texto  y  el  espfritu  del  Código 
Civil.  La  ley  no  admite  dos  especies  de 
servidumbres  discontinuas:  no  hay  más 
que  una  sola  y  acabamos  de  decir  que  la 
servidumbre  no  es  discontinua  sino  cuan- 
do se  ejerce  por  sí  misma.  ¿Acaso  una 
servidumbre  de  tránsito  se  ejerce  por  sí 
misma  porquehayaunapuertaque  anun* 
cié  su  existencia?  Se  coiunden,  asf,  las 
obras  que  constituyen  ciertas  servidum- 
bres continuas  con  las  señales  que  anun- 
cian una  servidumbre  discontinua. .  Cuan- 
do un  tránsito  se  anuncia  por  una  puerta, 
la  servidembre  es  aparente;  dice  el  ar- 
tículo 689;  aunque  el  signo  exterior  sea 
permanente,  no  resulta  de  esto  que  la 
servidumbre  se  ejerza  por  s/ ajísma.  ¿Se 
concibe  el  ejercicio  del  derecho  de  tránsito 


sin  el  hecho  de  pasar?  Si  á  pesar  de  la 
«cistencia  de  obras  exteriores  la  servi- 
dumbre de  tránsito  exige  el  hecho  del 
hombre,  tan  á  menudo  como  se  usíí  de 
ella,  esta  servidumbre  será  siempre  dis- 
contínaa.  La  jurisprudencia  se  ha  pro- 
nunciado en  este  sentido.  Se  habla  soste- 
nido que  la  servidumbre  de  tránsito  deja 
de  ser  discontinua,  cuando  el  propietario 
del  fundo  dominante  posee  la  llave  de  la 
puerta  que  dá  paso  al  lugar  en  que  el 
tránsito  se  ejercita,  por  que  por  medio 
de  esta  llave  la  servidumbre  puede  ejer- 
cerse de  un  instante  á  otro;  basta  leer  la 
definición  de  las  servidumbres  disconti- 
nuas dada  por  el  artículo  688  para  con- 
vencerse de  que  es  un  error.  ¿La  posesión 
de  una  llave  es  suficiente  para  que  la  ser- 
vidumbre se  ejercite  por  sí  misma?" 

Por  eso  el  artículo  824  dice  que  la  ser- 
vidumbre de  tránsito  es  aparéate  cuan- 
se  hace  por  una  senda  ó  por  una  puerta 
especialmente  destinada  á  él,  apesar  de 
que  acaba  de  decir  que  la  servidumbre 
de  tránsito  es  discontiava.  "Una  servi- 
dumbre discontinua  por  naturaleza,  no 
deja  de  serlo  por  el  hecho  de  que  se  ma- 
nifieste por  signos  aparentes.  Es  lo  que 
tiene  cabida  parala  servidumbrede trán- 
sito cuando  se  anuncia  por  medio  de  una 
puerta,  de  un  camino  ó  por  ^abajos  des- 
tinados áfaciÜtar  el  tránsito."  (A.UBRY y 
Rau,  5»  edición  t.  III,  §  248.) 

4.~Lascitasque  hemos  hecho  para  pre- 
cisar el  alcance  de  las  expresiones  conti- 
nua y  apareatCf  tienen  la  importancia 
práctica  de  uncomentariodenuestra  ley, 
que  ha  reproducido  en  esto  las  disposi- 
ciones del  Código  francés. 

"Las  servidumbres  son  ó  continuas  ó 
discontinuas,  dice  el  artículo  688  de  ese 
Código.  Las  servidumbres  continuas  son 
aquellascuyo  uso  es  ó  puede  ser  continuo 
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sin  tener  necesidad  de  un  hecho  actual 
del  hombre:  tales  son  los  acneductost  los 
desagües,  las  vistas  y  otros  de  esta  espe- 
cie. Las  servidumbres  discontinuas  son 
aquellas  que  tienen  necesidad  de  un  hecho 
actual  del  hombre  para  ser  ejercidas: 
tales  son  los  derechos  de  tránsito,  de  sa- 
car agua  de  uil  pozo,  de  talaje  j  otros  se- 
mejantes." 

£1  artículo  689  dice:  "Las  servidum- 
bres son  aparentes,  6  inaparentes.  Las 
servidumbres  aparentes  son  las  que  se 
anuncian  por  obras  exteriores  tales  como 
una  puerta,  una  ventana,  un  acueducto. 
Las  servidumbres  inaparentes  son  aque- 
llas que  no  tienen  señal  exterior  de  su 
existencia,  como,  porejemplo,  la  prohibi- 
ción de  edificar  sobre  un  suelo,  6  de  no 
levantar  el  edificio  sino  hasta  una  nltura 
determinada." 

Nuestro  Código  ha  dado,  pues,  una 
simple  traducción  de  estos  claros  defini- 
dos. "Estos  artículos  dice  Marcadé,  están 
redactadas  con  una  exactitud  y  una  cla- 
ridad que  no  dejan  lugar  á  observación 
alguna;  se  re  en  ellos,  tanto  por  la  eco- 
nomía de  laa  reglas,  como  por  los  ejem- 
plos, que  la  continuidad  de  la  servidum- 
bre consiste  en  la  simple  posivilidad  de 
ser  ejercida  sin  el  hecho  actual  del  hom- 
bre y  su  apariencia  es  la  existencia  de  al- 
guna señai  qae  la  anaencie  exterior- 
méate:' 

Lo  que  caracteriza  las  servidumbres 
continuas  no  es  que  se  ejerzan  ó  puedan 
ser  ejercidas  de  una  manera  continua^  es 
decir,  sin  interrupción  alguna;  sino  que  no 
requieren  actualmente  un  hecho  del  hom- 
bre  para  su  ejercicio.  Por  íxcho  actual 
del  hombre,  necesario  para  el  ejercicio  de 
la  servidumbre,  debe  entenderse  el  hecho 
en  que  consiste  la  servidumbre  misma  y 
no  el  hecho  del  hombre  sin  el  cual  la  ser- 


vidumbre no  habría  podido  ser  estable- 
cida. Todas  las  servidumbres  suponen 
para  su  establecimiento  un  hecho  del 
hombrey  así  es  él  quien  construye  el  acue- 
ducto destinado  á  conducir  las  aguas; 
es  ¿1  quien  construye  el  techo  que  arroja 
las  aguas-lluvias;  es  é\  quien  abre  la  ven- 
tana en  la  pared  para  dar  luz  á  su  habi- 
tación. Más,  una  vez  ejecutados  estos 
trabajos  la  servidumbre  se  ejerce  por  sí 
misma,  sin  que  el  hecho  del  hombre  sea 
necesario  para  este  uso;  el  agua  corre 
por  el  acueducto  sin  el  heclio  del  hombre- 
cae  del  techo  sin  su  hecho;  el  aire  y  la 
luz  penetran  á  través  de  la  ventana,  sin 
que  el  hecho  del  hombre  tenga  intención. 
La  palabra  continua  despierta  la  idea  de 
continuidad  y  parece  excluir  toda  idea 
de  intermitencia;  pero  no  es  ésta  la  sig- 
nificación que  la  definición  del  Código  da 
á  la  servidumbre  conf  lima.  Bxisten  servi- 
dumbres cuyo  uso  es  continuo,  como  la 
servidumbre  negativa  de  no  edificar,  no 
devar  las  paredes,  no  plantar;  pero  hay 
servidumbres  cuyo  uso  es  intermitente  y 
estas  serán  continuas  si  su  ejercicio  pue- 
de ser  continuo  sin  necesidad  de  un  hecho 
actual  del  hombre,  como  la  servidumbre 
de  aguas-lluvias,  aunquenose  ejerza  con- 
tinuamente. 

5 — No  es  posible,  pues,ccnfundirlaapa- 
ríencia  con  la  continuidad.  Una  servi- 
dumbrede  tránsito  que  se  manifiesta  por 
una  puerta  Ó  un  camino  cerrado  y  fosea- 
do, es  sin  duda  aparente;  pero  no  por 
esto  puede  decirse  que  es  continua,  pues- 
to que  exijirá  siempre  que  se  ejercite  el 
hecho  del  hombre  en  que  consiste  las  er- 
vidumbre  misma. 

Estos  dos  caracteres  pueden  reunirse  A 
veces  en  las  servidumbres.  Generalmente 
las  servidumbres  aparentes^  como  la  de 
luz  y  vista,  la  de  acueductos,  son  también 
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contíaaas;  mientras  que  las  servidum- 
bres discontinvas  pueden  ser  también  ina- 
parentes,  como  el  tránsito  á  través  de  un 
campo  abierto;  pero  pueden  ser  aparen- 
tes como  la  misma  de  tránsito  si  se  efec- 
túa poruncaminocerrado  y  expresamen- 
te destinado  á  ella. 

Combinando  estos  caracteres  se  pueden, 
por  eso,  formar  cuatro  clasificaciones: 

1*  Servidumbres  continuas  3' aparentes, 
como  la  de  luz  por  una  ventana; 

2*  Servidumbres  continuas  é  inaparen- 
tes,  como  la  de  prohibición  de  edificar  un 
suelo; 

3*  Servidumbres  aparentes  y  disconti- 
nuas, como  la  de  tránsito  que  se  ejerce 
por  medio  de  una  puerta; 

4* Servidumbres inaparentes  ydisconti- 
nuas,  como  la  misma  detránsito  cuando 
no  tiene  señal  alguna  exterior,  ó  la  de  lle- 
var animales  á  beber  ft  pastar  en  el  pre- 
dio vecino. 

6. — Esta  clasificación  es  la  que  sirve  de 
base  á  las  disposiciones  que  la  ley  consa- 
gra á  la  adquisición  de  las  servidumbres. 

Según  el  articulo  882  sólo  las  servidum- 
bres continuas  y  aparentes  pueden  adqui- 
rirse por  prescripción,  sólo  esta  clase  de 
servidumbres  es  suceptible  de  una  acción 
posesoria,  porque  sólo  ell^s  pueden  ser 
poseídas  en  la  forma  pública,  notoria  y 
sin  interrupción  que  la  ley  exige  para  la 
prescripción.  Poresodiceel  artículo  917: 
"sobre  las  cosas  que  no  pueden  ganarse 
por  prescripción,  como  las  servidumbres 
inaparentes  ó  discontinuas,  no  puede  ha- 
ber acción  posesoria."  Yno  se  pretenderá 
seguramente  que  las  expresiones  /napa- 
frotes  y  discontinuas  signifiquen  la  mis- 
ma cosa. 

Las  servidumbres  continuas  inaparen- 
tes se  encuentran  en  el  mismo  caso  que 
las  servidumbres  discontinuas. 


Kn  cuantoáéstas  la  ley  dice:  "las  servi- 
dumbres discontinuas  de  todas  clases", 
es  decir  aparentes  ó  inaparentes,  "sólo 
pueden  adquirirse  por  medio  de  un  títu- 
lo; ni  aun  el  goce  inmemorial  bastará 
para  constituirlas." 

Ha  seguido  también  en  esta  distinción 
nuestro  Código  al  Código  Napoleón.  "Las 
servidumbres  continuas  y  aparentes  se 
adquieren  por  título,  ó  por  la  posesión  de 
treinta  años,"  dice  el  artículo  690.  Las 
servidumbres  continuas  inaparentes  y  las 
servidumbres  discontinuas  aparentes  6 
inaparentes,  sólo  pueden  establecerse  por 
titulo.  La  posesión  aun  inmemorial  no 
basta  para  establecerlas;  sin  que,  sin  em- 
bargo, se  pueda  hoy  atacar  las  servidum- 
bres de  esta  naturaleza  yaadquirídaspor 
la  posesión,  en  las  regiones  del  pais  don- 
de ellas  podían  adquirirse  de  esta  ma- 
nera." 

La  ley,  como  se  ve,  es  la  misma:  la  re- 
dacción francesa  algo  más  "repetida,  ha 
sido  únicamente  presentada  en  la  forma 
más  precisa  que  distingue  el  lenguaje  del 
autor  del  Código. 

Para  que  una  servidumbre  pueda  ad- 
quirirse por  prescripción,  es  preciso,  pues, 
que  sea  á  la  vez  continua  y  aparente. 
"¿Cuáles  son  los  motivos  por  qué  la  ley 
exige  la  doble  condición  de  la  apariencia 
y  de  la  continuidad?"  se  pregunta  Lau- 
rent,  tomo  8,  número  195,  ya  citado  más 
arriba.  "La  primera  se  explica  porsí  mis- 
ma, responde.  En  efecto,  la  prescripción 
adquiritiva  tiene  por  base  la  posesión,  y 
la  posesión  debe  reunir  ciertos  caractéres; 
uno  de  los  más  esenciales  es  que  sea  pú- 
blica. Ahora  bien,  la  posesión  de  una  ser- 
vidumbre inaparcnte  no  tiene  este  carác- 
ter de  publicidad  sin  el  cual  no  podría 
haber  prescripción.  En  cuanto  á  la  con- 
dición de  continuidad,  ella  no  mira  á  los 
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caracteres  que  debe  reunir  la  posesión  se- 
gún el  artículo  2229.  Es  verdad  que  estar 
disposición  exige  que  la  posesión  sea  con- 
tinua y  hay  autores  que  han  creído  que 
la  ley  prohibía  la  prescripción  de  las  ser- 
vidumbres discontinuas  porque  la  pose- 
sión de  ellas  no  era  continua.  Hsto  im- 
porta confundir  la  continuidad  de  la 
posesión  y  la  continuidad  de  hísservidm- 
6/ies.  La  palabra  es  la  misma;  pero  la  idea 
es  del  todo  diferente.  Se  dice  que  la  servi- 
dumbre es  continua  cuando  puede  ser 
ejercida  sin  el  hecho  actual  del  hombre;  y 
la  posesión  es  continua  cuando  el  posee- 
dor hace  los  actos  de  goce  que  la  natura- 
leza de  la  cosa  admite." 

La  posesión  es  continua,  decimos  no- 
sotros, cuando  no  es  interrumpida  civil  ni 
naturalmente:  en  este  sentido  puede  ser 
continua  la  posesión  de  una  servidumbre 
discontinua  y,  sin  embargo,  la  lei  no 
admite  la  prescripción,  porque,  como  lo 
observa  Laurent,  "los  actos  que  consti- 
tuyen el  ejercicio  de  una  servidumbre  dis- 
continua implican  de  ordinario  la  tole- 
rancia y  se  ejecutan  en  razón  de  las  rela- 
ciones de  buena  vecindad,  sin  que  aquel 
que  los  hace^y  el  que  los  sufre,  entiéndan 
atribuirles  una  idea  de  derechoó  de  gra- 
vamen." 

Lá  posesión  de  las  servidumbres  conti' 
nuas  inaparentes  y  de  las  servidumbres 
discontinuas  aparentes  ó  inaparentes,  es 
siempre  equívoca  cuando  no  está  funda- 
da en  un  título,  precisamente  por  esta 
circunstancia.  Si  el  hecho  de  abrevar  ani- 


males cu  una  fuente  del  predio  vecino, 
pecoris  ad  aquam  appuJsus;  si  el  hecho 
de  sacar  agua  de  un  pozo  de  la  propiedad 
contigua  ú  otros  análogos  pudieran  cons- 
tituir servidumbres,  limitativa  s  del  domi- 
nio, con  la  continuidad  y  notoriedad  de 
su  uso,  y  no  fueran  reputados  precarios, 
sería  necesario  que  los  propietarios  ve- 
cinos se  rehusaran  los  unos  á  los  otros 
las  comodidades  que  exigen  la  buena  ve- 
cindad y  la  humanidad,  en  el  temor  de 
que  su  complacencia  dejenerara  en  ser\-i- 
dumbre  (Toullkr  t.  II,  nfim.  621).  Aho- 
ra bien;  una  posesión  de  esta  clase  no 
podía  servir  de  base  sólida  á  la  prescrip- 
ción y  llegar  hasta  desconocer  el  derecho 
de  propiedad.  La  apariencia  de  la  servi- 
dumbre discontinua  no  es  bastante  para 
hacer  desaparecer  el  equívoco;  y  en  esta 
situación  era  natural  respetar  el  derecho 
de  propiedad. 

De  aquí  la  regla  del  artículo  2549  del 
Código  Civil,  según  la  cual  "la  omisión 
de  actos  de  mera  facultad,  y  la  mera  tole- 
rancia de  actos  de  que  no  resulta  grava- 
men, no  confieren  posesión,  ni  dan  funda- 
mento á  prescripción  alguna".  La  ley 
pone  precisamente  como  ejemplo  de  estos 
actos  el  caso  del  que  tolera  que  el  gana- 
do de  su  vecino  transite  por  sus  tierras 
eriales  6  paste  en  ellos  y  dice  que  "no  por 
eso  se  impone  la  servidumbreenestetrán- 
sito  ó  pasto." 

Litis  CCaro  Solar. 
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INFLUENCIA  DE  LA  CESACION  DE  TRABAJO  <1) 

SOBRE  EL  CÁIiCÜLO  DE  LAS  INDEMNIZACIONES  QUE  SE  CONCEDEN  k  LAS  VÍCTIMAS 
DE  LOS  ACCIDENTES  DEL  TRABAJO  W 

Por  Julio  Cabouat 

Profesor  de  la  Facultiid  de  Derecho  de  la  Universidad  de  Caen 


1.  — Bl  perjuicio  pecuniario  que  sufre 
cl  obrero  víctima  de  algún  accidente  en 
el  trabajo,  consiste  sobre  todo  en  la  su- 
presión 6  suspensión  del  salario;  no  se 
pedia,  pues,  dar  al  cálculo  de  las  indem- 
nizaciones, una  base  más  lógica  que  el 
salario,  que  es,  según  loa  términos  del 
artículo  10  §  1,  de  la  ley  de  9  de  abril  de 
1898,  "la  remuneración  efectiva  conce- 
dida al  obrero...,  sea  en  dinero,  sea  en  es- 
pecie." 

2.  — Deben,  pues,  tomarse  en  cuenta, 
para  el  cálculo  de  la  remuneración  del 
obrero,  todos  los  valores,  sea  en  dinero, 


(1)  OhAhaor. 

(8)  Da  k  Reme  trímee/riOIe  de  Droit  Ciril. 

DUtKHO 


sea  en  especie,  que  se  le  dan  en  cambio 
del  trabajo  que  se  ha  obligado  á  propor- 
cionar. 
Esto  comprende: 

1*^  Las  sumas  Ó  prestaciones  debidas 
en  virtud  de  una  tarifa  £ja  establecida 
sea  por  pieza,  sea  á  tanto  por  día  6  por 
semana; 

2^  Laganancia  accesoria  realizada,  sea 
como  precio  de  horas  suplementarias  ó 
como  salario  extra,  en  condiciones  deter- 
minadas por  el  contrato,  sea  como  par- 
ticipación en  los  benefíciosde  la  empresa, 
sea  como  comisión  añadida  al  salario 
fijo,  presentando  estas  prestaciones  un 
carácter  contractual  y  suponiéndolas  de- 
bidas, en  virtud  de  cláusulas  del  contrato 
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de  trabajo  cuja  ejecución  forzosa  puede 
reclamar  el  trabajador. 

En  cuanto  á  las  subvenciones  patro- 
nales ó  gratificaciones  concedidas  gra- 
ciosamente .y  no  debidas  en  virtud  de 
ninguna  cláusula  del  contrato  de  trabai 
jo  sino  provenientes  de  «n  mero  senti- 
miento de  benevolencia,  son  del  dominio 
de  las  instituciones  patronales  y  quedan 
fuera  de  la  esfera  del  derecho.  Están  ex- 
cluidas por  esta  razón  de  la  remunera- 
ción contractual  única  basepara  elcálcu- 
lo  de  las  indemnizaciones. 

3.  — Ya  determinada  la  consistencia  del 
aalurío,  el  lejislador  debia  fijar  la  unidad 
de  tiempo  tomada  como  base  para  el 
cálculo  de  las  indemnizaciones. 

La  solución  que  contienen  los  artículos 
10  y  3'  §  4  varía  según  se  trata  de  ven- 
tas ó  de  indemnizaciones  diarias.  Para 
las  primeras,  el  legislador  prescribe  al 
Juez  que  tome  como  base  para  el  cálculo 
el  salario  anual;  para  las  segundas  es 
sobre  el  salario  pagado  en  el  momento 
de!  accidente  que  debe  calcular  la  indem- 
nización (l). 

4.  — Al  ordenar  al  Juez  tomar  por  base 
ya  el  salario  anual,  ya  el  salario  diario 
de  la  víctima,  ha  querídoel  legislador  to- 
mar en  cuenta  el  carácter  especial  de  cada 
una  de  esas  indemnizaciones. 

Esta  es  la  explicación  que  da  á  ese  res- 
pecto M.  Thévenet:  "Cuando  se  trata  de 
indemnizaciones  temporales,  dice,  ¿Cuál 


(1)  Dada  esta  dualidad  de  baoe  asignada  al  cálca- 
lo de  las  indemoizacionei,  paede  ocarrír  de  hecho 
que,  para  nn  mismo  accidente,  la  indemnisacién 
temporal  sea  inferior  ó  superior  á  la  indemniiación 
permanente.  Este  resultado  proviene  de  que  el  Juex 
paede  sin  eontradiccftn  alf^nna,  fijar  tasas  diferen- 
tes para  el  salario  en  el  momento  del  aooidente,  base 
de  h  indemniiad^n  diaria  y  para  el  salario  anual, 
base  de  la  indemnización  permanente.  Cku.  req^S 
Jir.  1001.  S,  1902, 1. 188. 


es  la  unidad  que  debe  servir  en  cierto 
modo  de  base  de  apreciación?  Es  el  sala- 
río  cuotidiano.  Es,  pues,  este  salario  el 
que  servirá  de  baseá  las  indemnizaciones 
pagadas  día  á  día.  Cuando  se  trata,  por 
el  contrario,  de  fijar  una  pensión  en  caso 
de  incapacidad  parcial  y  permanente  ó 
de  incapacidad  absoluta  y  permanente  ó 
en  caso  de  muerte,  es  evidente  que  no 
puede  servir  de  base  el  salario  diario; 
hay  que  tomar  el  salario  anual  ya  que 
la  indemnización  misma  tiene  el  carácter 
de  una  pensión  anual"  (2). 

En  otros  términos,  siendo  la  indemni- 
zación diana  generalmente  "de  poca  du- 
ración y  representando  por  lo  tanto  una 
suma  módica"  (3),  pareció  bastante  cal- 
cularla sobre  el  salario  diario  que  perci- 
bía la  víctima  el  dia  del  accidente;  en 
cuanto  á  la  indemnización  permanente 
que  debe  ser  vitalicia  y  aproximarse  en 
lo  posible  á  la  remuneración  permanente 
de  la  víctima,  pareció  oportuno  ampliar 
su  base  para  evitar  las  equivocaciones 
que  pudieran  resultar  de  una  estimación 
demasiado  restringida  hecha  en  el  mo- 
mento del  accidente  y  que  no  abarcara 
por  lo  mismo  sino  un  período  demasiado 
corto. 

5. — Entre  las  múltiples  cuestiones  naci- 
das de  la  aplicación  de  los  textos  citados 
anteriormente,  sólo  examinaremos  la  si- 
guiente: la  de  saber  si  el  Juez  sólo  puede 
tomar  en  cuenta,  para  estimar  el  salario, 
los  valores  ganados  efectivamente  por  el 
obrero,  ó  si,  por  el  contrario,  puede  co- 
rregir por  un  acto  de  apreciación  sobera- 
na, el  efecto  que  producen  los  períodos 
de  cesación  de  trabajo,  cuyo  resultado  es 

(2)  Senado,  18  marco  1898,  p.  327. 

(3)  OBOROfea  Paülbt,  It^ormé  pretnUada  ai  Con- 
greso  Intemaeloñol  dé  loa  aeeidenU*  del  trahcgo  dé 
1900,  p.  23. 
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la  disminución  excepcional  en  el  monto 
de  los  salarios. 

Sobre  este  punto  hai  que  hacer  distin- 
ción entre  las  indemnizaciones  permanen- 
tes y  las  temporales. 

I.— Indbmnizacionbs  permanentes 

6.  — En  lo  relativo  á  la  estimación  del 
salario  como  base  para  las  indemnizacio- 
nes permanentes,  encontramos  frente  á 
frente  dos  opiniones  bien  distintas: 

Según  la  primera,  los  períodos  de  cesa- 
ción de  trabajo  barfan  disminuir  propor- 
cionalmente  la  remuneración  anual  y  de 
este  modo  tendrían  influencia  indirec- 
ta sobre  la  indemnización  misma,  cuyo 
monto  disminuiría  á  su  vez.  Por  el  con- 
trario, según  la  segunda  opinión  á  la 
cual  nos  inclinamos  decididamente,  se 
podrían  deducir  los  períodos  de  cesación 
de  trabajo,  en  ciertas  condiciones,  del 
tiempo  tomado  como  base  de  aprecia- 
ción y  no  ejercerían  de  este  modo  influen- 
cia alguna  sobre  el  cálculo  del  salare 
anual  ó  de  la  indemnización. 

7.  — El  punto  de  partida  de  la  primera 
opinión  es  que  el  salario  anual  no  debe 
comprender,  como  lo  dice  el  artículo  10, 
§  1,  sino  la  remuneración  efectiva  dtl 
año,  de  donde  se  deduce  que  sólo  se  pue- 
den tomar  las  sumas  percibidas  en  rea- 
lidad, las  únicas  que  de  hecho  hay  que 
considerar  para  conocer  el  monto  efecti- 
vo de  la  renta  anual,  y  tal  era  la  idea 
expresada  por  M.  Poirier  en  el  siguiente 
párrftfo  de  su  informe:  "¿No  es  evidente, 
decía,  que  la  remuneración  realmente 
percibida  por  el  obrero  durante  los  doce 
meses  anteriores  al  accidente,  estará  en 
proporción  inversa  al  periodo  de  cesa- 
ción de  trabajo?  Hl  salario  anual  se  cal- 


cula tomando  en  cuenta  el  período  de 
cesación  y  el  período  de  actividad  (1). 

Con  ese  sistema,  los  penodos  de  cesa- 
ción de  trabajo  ocurridos  durante  el  año 
en  que  se  produjo  el  accidente,  harían 
disminuir  en  proporción  el  monto  efecti- 
vo de  la  remuneración  que  sirve  de  base 
al  cálculo  de  las  indemnizaciones. 

8.  — La  ventaja  <jue  presenta  ese  modo 
de  calcular  es  que  da  con  exactitud  ma- 
temática la  suma  precisa  de  la  remune- 
ración efectiva  anual,  á  la  cual  se  refiere 
el  artículo  10,  §  1.  pero  no  se  puede 
negar,  por  otra  parte,  que  ese  procedi- 
miento, útil  y  eficaz,  cuando  se  trata  de 
establecer  el  salario  que  se  gana  en  un 
año  determinado,  presenta  el  grave  in- 
conveniente de  introducir,  en  la  fijación 
del  salario  como  base,  un  elemento  alea- 
torio que,  por  el  contrario,  la  equidad 
aconsejaría  eliminar;  pues  no  se  puede 
poder  en  duda  que  la  duración  de  la  cesa- 
ción de  trabajo  puede  presentar  de  un 
año  á  otro,  para  una  misma  industria  y 
para  los  obreros  de  un  mismo  taller, 
grandes  diferencias  provocadas  por  cau- 
sas accidentales  que  hacen  variar  mucho 
para  cada  uno  de  ellos  la  cantidad  de 
trabajo  asalariado  y  efectivo. 

Si,  pues,  se  toma  sólo  por  base  para 
calcular  las  rentas,  el  salario  ganado  en 
realidad  durante  el  año  anterior  al  acci- 
dente, es  de  temer  que  en  el  monto  de  la 
indemnización  resulten,  para  dos  obreros 
víctimas  del  mismo  accidente,  desigual* 
dades  perjudiciales  que  no  tienen  otra 
causa  que  la  cesación  accidental  del  tra- 
bajo. 

9,  — Sin  desconocer  que  la  letra  del  ar- 
tículo 10,  §  1,  que  prescribe  al  Juez  no 


(I)  Happ.  mppl.  de  28  de  Janio  de  189&;  ^n. 
Doe.  Parí ,  1895,  año,  námero  146. 
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tomar  en  cuenta  sino  la  remuneración 
efectiva,  parece  favorable  en  apariencia 
A  la  opinión  expuesta  más  arriba,  cree- 
mos, sin  embargo,  que  se  interpretaría 
erróneamente  el  pensamiento  del  legisla- 
dor, al  atenerse  únicamente  al  sentido 
literal  del  texto,  fruto  de  sus  delibera- 
ciones. 

Se  hicieron  en  el  curso  de  las  discusio- 
nes parlamentarías,  declaraciones  forma- 
les que  precisan  el  verdadero  alcance  del 
artículo  10,  §  1,  y  que  permiten  corregir 
lo  que  habría  de  demasiado  rigoroso  en 
su  aplicación  literal. 

10.— En  efecto,  desde  1895  veía  el  Se- 
nado la  necesidad  de  sustraer  el  cálculo 
de  las  indemnizaciones  á  las  incertidum- 
bres  de  los  períodos  de  cesación  de  tra- 
bajo, y  adoptó  casi  sin  discusión  una 
disposición  que  permitía  al  Juez  prescin- 
dir de  ciertas  causas  de  suspensión  del 
trabajo  y  calcular  el  salario  como  si  la 
actividad  de  la  víctima  no  hubiera  sufri- 
do interrupción  alguna  (1). 

Pero,  habiendo  desaparecido  esta  dis- 
posición de  los  proyectos  posteriores  y 
habiendo  rechazado  después  el  Senado 
una  enmienda  del  señor  Félix  Martín 
que  tendía  á  restablecerla,  ha  quedado 
por  fin  el  artículo  10  §  1  en  su  primitiva 
forma  que  está  en  armonía,  hay  que  re* 
conocerlo,  con  la  solución  rigurosa  pro- 
puesta en  su  origen  por  el  señor  Poirier. 

¿Resulta  de  ahí,  sin  embargo,  que  deba 


(1)  Proyecto  de  1895,  artíealo  9,  §  6:  <8Í  damn- 
te  loB  doce  meses  qne  han  precedido  al  aocideote,  el 
obrero  ha  estado  sin  trabajo  dnrunte  más  de  qnince 
días  á  causa  de  enfermedades  6  de  heridas,  el  sala- 
rio annsl  comprenderá  so  remuneración  efeotin, 
aumentada  oon  la  ganancia  qoe  habría  realiaado  en 
la  empresa  si  no  hubiera  estado  enfermo  6  herido, 
tomando  por  base  la  ganancia  obtenida  dorante  el 
período  qne  ha  estado  ocupado.» 


adoptarse  esa  solución?  Creemos  quede 
ningún  modo,  y  nos  parece  fácil  demos- 
trarlo,recordando  sumariamente  algunos 
de  los  párrafos  decisivos  de  la  discusión 
después  de  la  cncU  se  rechazó  laenmienda 
antedicha. 

"Supone  nuestro  honorable  colega,  dice 
el  señor  Thévenet,  que  el  trabajóse  había 
interrumpido  por  causa  accidental,  es  el 
término  que  emplea  en  su  enmienda.  Las 
causas  accidentales  no  impedirán  la  fija- 
ción del  salario  anual.  Se  apreciará,  esto 
es  todo....  Y  se  reemplazará  el  salario  qne 
falta  durante  el  período  de  interrupción 
de  trabajo,  por  una  apreciación  que  ten- 
drá por  base  el  salario  ganado  durante 
el  resto  del  afio.  No  hay  nada  más  claro, 
y  es  querer  complicar  voluntariamente  el 
texto,  el  pedir  la  modificación  que  recla- 
ma don  Félix  Martín." 

Esta  declaración  prueba  que  existía 
acuerdo  en  el  fondo  entre  don  Félix  Mar- 
tín y  el  señor  Thévenet  en  cuanto  ala  ne- 
cesidad de  prescindir  por  lo  menos  de  las 
cansas  accidentales  de  cesación  de  tra- 
bajo. 

Y  creemos  que  sólo  una  lamentable 
confusión  indujo  al  señor  Thévenet  á  pro- 
poner en  el  Senado  el  rechazo  de  la  en- 
mienda de  don  Félix  Martín  que  ae  creyó 
inútil  y  sin  alcance  alguno  porque  solu- 
cionaba una  cuestión  ya  resuelta  por  el 
artículo  10  §  3  (2). 

Pues,  al  contrario  de  lo  que  sostiene  el 
informante,  la  hipótesis  del  §3  del  artículo 
10  en  qne  se  trata  del  caso  "en  que  el  tra- 
bajo no  es  continuo",  no  se  puede  aplicar 
al  caso  en  que  se  interrumpe  la  labor  del 
obrero  por  cesación  de  trabajo.  En  el  tex- 
to antedicho  el  legislador  sólohaquerido 
referirse  á  las  industrias  cuya  actividad 


(2)  Senado,  18  márao  1898.  p.  327. 
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es  más  6  menos  intermitente  (1)  y  la  me- 
jor prueba  de  que  el  texto  no  se  refiere  en 
absoluto  á  una  cesación  de  trabajo  que 
paralice  la  actividad  personal  del  obrero, 
es  que  supone  que,  durante  la  interrup* 
ción  del  trabajo  industrial,  el  obrero  ha 
podido  realizar  en  otra  parte  una  ganan- 
cia que  se  toma  en  cuenta  para  calcular 
su  salario. 

¿Será  preciso,  por  fin,  añadir  que  el  §  2' 
del  artículo  10  no  se  refiere  tampoco  en 
nada  al  caso  de  cesación  de  trabajo  acci* 
dental  de  un  obrero  determinado?  Si  este 
texto  habla  de  obreros  empleados  desde 
hace  menos  de  un  año  en  alguna  empresa 
determinada,  con  ello  no  se  refiere  en  ab- 
soluto á  obreros  cuva  labor  hubiera  sido 
interrumpida  por  una  cesación  de  trabajo 
más  6  menos  larga,  sino  á  obreros  ocu- 
pados, es  decir,  que  hubieran  entrado^  á 
trabajar  en  la  empresa  desde  hace  menos 
de  un  año,  lo  que  esenteramente  diverso. 

£n  resumen,  como  ninguna  de  las  dispo- 
siciones del  artículo  10  podía  adaptarse 
al  caso  previsto  por  don  Félix  Martín, 
fué  por  error  y  sin  razón  alguna  que  el 
Senado  se  negó  á  aceptar  la  enmienda 
propuesta,  que  correspondía  perfecta- 
mente, en  el  fondo,  á  su  propio  pensa- 
miento. 

Y  tanto  más  segura  nos  parece  esta  ex- 
plicación, cuanto  que  resalta  claramente 
delasobservaciones  cambiadasáeste  res- 
pecto, que  la  enmiendadedon  Félix  Mar- 
tin fué  desechada  después  de  haberse  for- 
mulado observaciones  que  implicaban 

(1)  Dijtfn,  10  d«  marfo  de  190i         uBesnlta  de 

loB  trabajos  preparatorios  de  la  ley,  dice  este  fallo 
qne  por  las  palabras  «trabajo  coutínao*,  se  ha  que- 
rido dengnar,  no  el  trabajo  del  obrero  sino  el  tn- 
hajo  de  la  empresa  y  referirse  &  laa  industrias  qae 
intemimpen  regularmente  stts  trabajos  dorante  nna 
parte  <íe1  afio.« 


formal  adhesión  al  principio  allí  sosteni- 
do (2). 

11.  Habiéndose  manifestado  de  este 
modo  con  claridad  la  voluntad  del  legis- 
ladorde  que  deben  contarse  al  obrero  los 
períodos  sin  trabajo  que  lo  han  reducido 
á  la  inacción  y  han  disminuido  de  esta 
manera  el  monto  de  su  ganancia  anual, 
y  no  existiendo  disposición  precisa  al  res- 
pecto, se  impone  la  conclusión  de  que  el 
Juez  está  facultado  ámpHamente  para 
apreciar  y  llenar,  empleando  los  medios 
de  información  de  qne  dispone,  las  defi- 
ciencias que  las  interrupciones  de  trabajo 
pueden  producir  en  el  salario  de  la  vícti- 
ma (3). 

Creemos,  pues,  que  el  Juez  está  autori- 
zado, como  lo  dice  el  señor  Thévenet  en 
el  párrafo  citado  más  arriba,  "para  reem- 
plazar el  salario  que  falta  por  interrup- 
ción de  trabajo,  por  una  estimación  que 
tendrá  por  base  el  salario  ganado  duran- 
te el  resto  del  año"  (4). 

(2)  CWra.M.Wahl,  nota  fallo  Douay,6  abril  1900 
S.  1901.  i.  185,  B^n  el  cnal  el  artículo  10§2  se 
referiría  tanto  al  obrtíro  entrado  desde  hace  menos  de 
un  ai1o  eu  la  empresa  como  á  aqael  cuyo  trabajo  ha 
sido  interrumpido  por  ua  período  d«  ceiuoión  durante 
el  afio  anterior  al  accidente.  Adüb,  Baüpkv,  La- 
CANTIHBRIE  V  Waul  Tratado  del  contrató  de  arren- 
damiento. '2  '  ed.  t.  TI,  ui'im.  751. 

(3)  En  el  sisteiua  de  interpretación  ya  mencio- 
nado de  M,  Wabl,  debería  aceptarse,  por  el  contra* 
rio,  que  el  Juez  debe  necesariamente  tomar  por  base 
de  su  estimación:  «la  remnneracidn  media  que  han 
recibido,  durante  el  período  necesario  fiara  consti- 
tuir lua  1'2  roet>eii,  ios  obreros  de  la  misma  categoría». 
Sie.  Urleans,  30  mayo  1900,  Gaz.  Pal.,  1900,  2. 
434. 

(4)  Bellom.  — Aecidmites  dd  Uahqjo,  2  ■  éd.  p. 
166— Dijon,  a  jniio  1900,  Gaz.  PaK  1901.  1.  601.— 
París,  2  marro  1901,  Recopilaeión  periódica  de  acei- 
dtntet,  1901.  p.  134. 

Para  determinar  este  .«alario  ficticio,  el  Juez  pue 
de  tomar  en  cuenta  tanto  los  elementos  normales 
del  salario,  en  dinero  ó  en  especie^  cnanto  sna  ele- 
mentos excepcionales  6  accesorios. 

De  este  modo,  el  valor  de  las  primas  de  economía 
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¿Pero,  admitido  este  principio  cómo 
hay  que  aplicarlo?  ¿Puede  el  Juez  hacer 
abstracción  de  este  modo  de  todas  las 
causas  de  cesación  de  trabajo  ó  sólo  de 
algunas,  para  avaluar  el  salario  anual? 
Contestaremos  ahora  esta  pregunta,  di- 
ciendo que  el  poder  del  juez  varía  según 
la  naturaleza  de  la  causa  á  queso  debe  la 
interrupción  de  trabajo. 

12.  La  cesación  de  trabajo  puede  pro- 
venir de  causas  muy  diversas,  accidenta- 
les las  unas,  voluntarias  las  otras. 

Las  causas  accidentales  de  cesación  de 
trabajo  son  las  unas  pt-rsonales  del  obre- 
ro,—  enfermedades,  accidentes,  servicio 
militar,  etc.,— las  otras  propiamente  in- 
dustriales, es  decir,  nacidas  de  aconteci- 
mientos fortuitos  tales  como  un  incendio, 
ó  alguna  crisis  económica  que  trae  con- 
sigo una  interrupción  masó  menos  larga 
del  trabajo. 

Es  evidente  que  el  efecto  de  causas  tan 
profundamente  diversas  no  puede  ser 
idéntico. 

Se  impone,  pues,  una  distinción  entre 
las  causas  de  cesación  de  trabajo  acci- 
dentales y  personales  del  obrero  por  una 
parte,  y  las  causas  meramente  económi- 
cas ó  voluntarias  por  otra. 

Bn  cuanto  á  la  cesación  de  trabajo  vo- 
luntario, puede  sólo  proceder  de  la  nega- 
tiva individual  6  colectiva  para  trabajar 
y  especialmente  de  las  huelgas.  Pero  en 


d»  combuatÍDlo  que  un  nuquiuicta  He  feTocanil 
h;ibiía  podido  recibir  duninte  la  cesación,  aumenia- 
ría  en  su  monto  el  sahirio  correspondiente  á  la  dii 
tACÍ6D  de  la  interrnpción  del  ^rahajo.  No  importa 
que  esoB  eutrad:iB  ttirigan  cierto  cnráoter  aleatorio; 
basta  que  el  monto  de  ellaa  pueda  ectablecerre  to- 
mando el  término  medio  obtenido  dorante  el  perfo 
do  de  actividHd  del  ül)rero. — Parín,  27  marnj  190.'í, 
El  Drreeho,  6  majo  ]'.t03. 


lo  que  se  reñere  á  estas  últimas  causas  de 
cesación  de  trabajo,  para  determinar  su 
inflaencia,  deben  tomarse  en  cuenta  con~ 
sideraciones  particulares  sobre  las  cuales 
insistiremos  más  adelante. 

13.  Siendo  las  enfermedades,  los  acci- 
dentes y  el  servicio  militar,  las  principa- 
les causas  accidentales  y  personales  de 
cesación  de  trabajo  puede  determinarse 
fácilmente  su  grado  de  influencia  sobre  el 
cálculo  de  la  remuneración  efectiva  de 
que  trata  el  articulólo  s  l,por  medio  de 
las  declaraciones  del  scitorThévenet  cita* 
das  más  arriba. 

Pues  bien,  si  se  convieneen  que  el  legis- 
lador ha  dado  al  Juez  el  poder  de  deter- 
minar la  remuneración  anual  y  efectiva 
del  obrero.debe  admitirse  lógicamente  que 
tiene  facultad  para  llenar  por  medio  de 
cálculos  basados  sobre  los  períodos  de 
actividad  los  vacíos  que  hayan  produci- 
do en  el  salario,  los  efectos  de  cansas  en- 
teramente excepcionales  y  por  lo  demás 
personales  del  trabajador, 

"Para  ser  justo,  lo  que  debe  obtenerse, 
escribe  el  señor  Sachet,  es  un  término  me- 
dio, término  medio  del  salario,  término 
medio  de  la  cesación  de  trabajo.  Si  se  to- 
ma en  conjunto,  sin  discernimiento,  el 
salario  recibido  durante  un  año  por  un 
obrero,  sin  preocuparse  de  averiguar  si 
entre  las  cesaciones  de  trabajo  ocurridas 
en  el  curso  de  ese  año,  hubo  algunas  ex- 
traordinarias, y  si  entre  esas  no  existe 
alguna  que  deba  inspirar  compasión  por 
la  víctima  en  vez  de  disminuir  la  indem- 
nización, se  corre  el  peligro  de  llegar  muy 
léjos  de  ese  resultado  de  justicia  que  se 
desea.  Si  un  desgraciado  ha  tenido  fiebre 
tifoidea  durante  los  12  meses  anteriores 
al  accidente,  ¿deberá  su  enfermedad  ya 
tan  perjudicial  para  él,  acarrear  la  con- 
secuencia tan  inesperada  como  ii^cua,de 
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disminuir  la  indemnización  á  que  tenía 
legitimo  derecho?  Esto  es  inadmisible"  (1) 

De  manera  que  en  lo  que  se  refiere  á 
las  causas  de  cesación  de  trabajo  acci- 
dentales y  puramente  personales,  debe 
ejercerse  la  apreciación  del  Juez,  tal  cómo 
lu  proponía  la  enmienda  de  don  Félix 
Martín,  de  manera  de  aumentar  la  re- 
muneración efectiva  anual  en  una  canti- 
dad igual  é  aquella  en  que  pueda  haber- 
se disminuido  accidentalmente  por  efecto 
de  causas  excepcionales. 

Resuelto  esto  así,  indiquemos  las  apli- 
caciones que  pueda  tener  esta  idea  gene- 
ral, respecto  de  cada  una  de  las  causas 
de  cesación  de  trabajo  antes  indicadas: 
enfermedades,  accktentesy  servicio  mi- 
litar. 

14.  Las  únicas  enfermedades  que  de- 
ben tomarse  en  cuenta,  para  el  cálculo 
del  salario  como  base,  son  aquellas,  que 
por  razón  de  su  duración  é  índole  anor- 
mal puede  considerarse  que  han  ejercido 
influencia  especial  sobre  el  año  j  dismi' 
nufdo  de  un  modo  excepcional  el  salario 
de  ese  mismo  año. 

En  cuanto  á  las  ligerasindisposicíones 
de  corta  duración,  que  se  repiten  todos 
los  años  buenos  ó  malos,  con  regulari- 
dad casi  constante,  constituyen  éstas  una 
causa  normal  de  disminución  de  salario 
por  la  cual  no  hay  razón  alguna  para  in- 
demnizar el  obrero.  Por  eso  los  días  de 
cesación  de  trabajo  que  sufre  el  obrero 
por  esta  causa,  disminuyen  en  propor- 
ción la  remuneración  efectiva  (2). 

(1)  Sachkt.— Tratado  de  la  legiüación  sobre  los 
aeádentea  del  trabajo,  2,"  éd.  núm.  661,  p.  347, 

{'/.)  Aix,  3  agosto  1900,  Gaz.  Pal.  26  octubre  1900. 
— Tril).  Hazebrouck,  16  mano  1900,  Bol.  Min,  Com. 
III.  p.  143.— Di^ON,  3  julio  1900,  D.  1901.  2  250. 
— Tríb.  Ljon,  30  Doviembre  1900,  í&i(2.— Douai,  19 
jonio  1900,  Bol.  Min.  Com.  190-2.  638. 

En  cl  estado  actual  de  la  legislación,  hay  que 


Por  lo  demás,  debe  entenderse  que  las 
enfermedades  á  que  alude  el  texto,  son 
sólo  aquéllas  que  tienen  cierta  gravedad 
y  son  de  carácter  accidental.  La  solución 
sería  enteramente  distinta  si  se  tratara 
de  enfermedades  crónicas  que  afectarían 
entonces  la  capacidad  misma  de  trabajo 
del  obrero,  obrando  de  una  manera  ha- 
bitual y  constante  en  disminuir  su  re- 
muneración. Si  no  se  hiciera  esta  restric- 
ción, podría  suceder,  por  ejsmplo,  que  el 
obrero  atacado  de  tisis  ó  de  reumatismo 
y  condenado  por  lo  tanto  á  interrupcio- 
nes periódicas  de  trabajo,  obtuviera  una 
indemnización  calculada  sobre  la  base  de 
un  salario  mucho  más  alto  que  el  que 
realmente  pudiera  ganar  (3). 

15.  Cuando,  en  el  año  mismo  en  que 
ocurre  un  accidente,  que  da  lugar  al  pago 
de  una  indemnización  permanente,  ha 
sido  vfctima  el  obrero  de  otro  accidente 
anterior  que  lo  imposibilitó  por  cierto 
tiempo  para  trabajar,  es  lógico  exigir 
que  se  le  tome  en  cuenta  ese  período  de 
cesación  cuya  causa  fué  excepcional,  y, 
por  lo  tanto,  enteramente  ajena  á  su  vo- 
luntad. 

Pero,  por  analogía  con  lo  que  acaba  de 
decidirse  relativamente  á  la  cesación  de 
trabajo  que  resulta  de  una  enfermedad; 
hay  que  observar  que  el  Juez  sólo  debe 
tomar  en  cuenta  los  accidentes  que  aca- 
rrean una  incapacidad  de  cierta  dura- 
ción, y  si  se  trata  de  heridas  recibidas  en 
el  trabajo,  sólo  aquellas  que  hayan  dado 
lugar  á  una  indemnización  conforme  á 
las  disposiciones  de  la  ley  de  9  de  abril 

dejar  cierta  amplitud  ul  ejercicio  del  poder  de 
apreciación  del  Juez,amplitud  que  le  negaban  tanto 
el  proyecto  adoptado  por  el  Senado  en  1895,  como 
la  enmienda  de  don  Félix  Martin,  al  exigir  par^ 
la  cesación  de  trabijo  proveniente  de  enfermedad, 
nnadaraeión  mínima  de  15  días. 
(HJ  LouBAT,  obra  cit. ,  núm.  Iti5,  p.  1  ib. 
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de  1898.  En  cuanto  á  los  pequeños  acci- 
dentes, parece  que  la  cesación  de  trabajo 
que  traen  consigo,  dcbedisminufr  en  pro- 
porción  la  remuneración  efectiva,  como 
sucede  con  las  enfermedades  (1). 

16.  Considerando  el  servicio  militar 
como  causa  de  interrupción  de  trabajo, 
puede  sólo  tomársele  en  cuenta  cuando 
consiste  en  temporadas  de  ejercicios  de 
28  ó  de  13  días,  pero  sin  duda  que  en  es- 
ta forma  debe  considerársele  como  cual- 
quiera otra  causa  excepcional  que  inte- 
rrumpe el  trabajo  por  un  tiempo  mfts  ó 
menos  largo  suspendiendo  asi  la  ganan- 
cia del  obrero;  es  ésta  una  causa  anormal 
de  cesación  de  trabajo  pues  sólo  se  deja 
sentir  durante  algunos  años  de  la  vida 
del  hombre,  pero  es  lo  bastante  para  que 
el  efecto  que  ella  produce  deba  corregirse 
en  el  cálculo  déla  remuneración  del  obre- 
ro (2). 

17.  Se  suele  emplear  obreros  de  un  mo- 
do intermitente;  es  esta  en  especial  la  si- 
tuación de  los  obreros  auxiliares  de  las 


(1)  Eq  lo  relativo  á  incapacidades  temporaleii 
que  provieoeD  de  heridas  recihidas  en  el  trabajo,  es 
en  efecto  natonil  y  conforme  con  la  intenoióu  del 
legislador,  el  permitir  que  el  lúes  adopte,  de  \tu> 
ditiponicíonea  mianiaa  de  ln  ley  de  9  de  abril  do 
1898,  au  criterio  para  distinsuir  entre  heiidas  gra- 
ven y  levea.  Tríb.  Chalón  aur-SaAne,  '20  dfi  marz  • 
m\  fíol.  M'ta.  Cota.  211.  |i.  155.  Este  fallo  resnel- 
ve,  con  niBon  á  Doeatro  jaíoio,  qne  deben  tomante 
en  uaenta  loa  días  inutilindos  á  consecuencia  de 
hertdHc,  aobre  todo  coando  esai  heridas  han  aido 
oauaadaa  por  on  accidente  del  trabajo.  Atíde,  Pan. 
27  marzo  1903.— ¿«  Droit,  fi  de  mayo  d«  1903. 
Igual  Boluoiiín  en  lo  qne  ae  refiere  i  laa  disminuoio 
nes  de  aalario  debidas  i  una  disminución  accidental 
de  la  capacidad  de  trabajo.  Kn  todas  ««tat  hipéteai^, 
hay  que  tomar,  para  fíjnr  el  aalacio  como  base  de  c41  - 
GuIOj  el  Halarlo  que  el  obrero  babría  ganado  sin  esn 
circunataricia  fortuita. 

(2)  La  jurisprudencia  se  ha  pronnuciado  varias 
veces  en  el  sentido  de  qne  el  salario  base  del  obre- 
ro que  lia  cumplido  iin  período  de  aervicio  militar 
durante  el  afio  anterior  al  accidente,  debe  aumen- 
tarse en  tanto  cuanto  sea  la  remaneración  media  de 


compañías  de  ferrocarriles.  Como  no  se 
les  emplea  sino  según  las  necesidades  del 
servicio,  estos  trabajadores  sé  encuen- 
tran expuestos  á  frecuentes  interrupcio- 
nes de  trabajo  mientras  consiguen  un 
empleo  permanente,  j  de  ahí  surge  la 
cuestión  de  saber  si  se  les  debe  calcular 
el  salario  anual  sobre  la  remuneración 
efectiva  que  reciben  con  estas  tempora- 
das de  cesación  de  trabajo,  ó  si  debe  el 
juez  suplirlas  por  medio  de  la  apreciación 
de  un  salario  ficticio  que  se  fija  guián- 
dose por  los  principios  expuestos  más 
arriba. 

La  Corte  de  Paris  optó  por  esta  última 
solución  en  vista  de  dos  consideraciones; 
primera:  que  la  industria  de  ferrocarriles 
no  sufriendo  nunca  interrupciones,  sólo 
puede  aplicarse  el  artículo  10  5  1,  y  se- 
gunda: que  siéndole  imposible  al  Juez  to- 
mar en  cuéntala  ganancia  realizada  afue- 
ra porel  indemnizado,  tiene  la  obligación 
de  aumentar  la  remuneración  efectiva,  so 

loe  obreros  de  esa  categoría  dnrante  el  miamo  perío- 
do. Tríb.  Yalenciennei.  17  nov.  1899,  BoL  STm. 
Com.,  I,  p.  61.— Besanfon,  8  de  agosto  de  1900, 
ibid.  IV.  p.  346 — Creemos  viu  embargo  que  el  Juez 
dispone  de  un  poder  de  apre>^lación  mí»  ¿mplio  y  no 
esii  obligado  de  ningán  modo  i  atenerse  á  ese  pon- 
to de  oompamoión. 

M.ay  i)ue  hacer,  ademÍB,alganaB  reservas  en  oaan- 
to  loa  faltos  citados  declaran  aplicable  el  artículo 
10  §  2  que.  lájitg  de  referir»»  á  laa  internipuiones 
de  trabajo  no  se  aplica  en  realidad  sino  i  lof>  obreros 
coya  entrada  inicial  en  la  emprvn  es  por  lo  menos 
doce  mesen  anterior  al  accidente.  Adde.  Lyon,  27 
de  niarso  de  1900.  Ibid.  III,  ¡i.  17i. 

En  cuanto  al  aervicio  militar  de  mayor  duración, 
au  grado  de  inflneoeiaen  eata  mateña  es  flicil  de  de- 
terminar. Si  por  ejemplo,  un  obrero  es  víctima  de  au 
accidente,  menoede  un  ailo  antut  de  volver  i  an  bo- 
gar, ó  también  durante  nna  licencia,  la  lógica  exige 
q  lie  ae  le  trate  como  todo  obrero  ocupado  deade  haoe 
meooade  doce  meses  (att.  10,  §  2.°),  de  donde  ae  de- 
duce, que  á  la  remuiicrwñón  que  ha  recibido  efecti- 
vamente, debe  sgregarse  la  remuneración  media  qne 
han  recibido  los  obreroa  de  la  miama  categoría  da~ 
runte  el  tiempo  neoeaarío  para  completar  los  doce 
meses. 
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pena  de  reducir  de  un  modo  excesivo  la 
indemnización  misma  (1). 

18.  Siendo  las  causas  accidentales  y 
personales  de  cesación  de  trabajo,  las 
ánicas  que  pueden  dar  lugar  á  que  se 
ejercite  el  poder  de  compensación  que  he- 
mos creído  deber  reconocerle  al  Juez, 
debe  deducirse  que  es  al  obrero  que  soli- 
cita el  que  se  ejerza  ese  poder,  ¿  quien 
corresponde  la  obligación  de  diseñar  el 
carácter  preciso  de  la  causa  de  cesación 
de  trabajo  de  que  pretende  prevalerse 
para  conseguir  el  aumento  correspon- 
diente de  la  remuneración  efectiva. 

19.  Diferenciándose  de  las  causas  de 
cesación  de  trabajo  puramente  persona- 
les cuyos  efectos  es  justo  que  borre  el  Juez, 
alzando  la  remuneración  del  obrero  al 
nivel  normal,  las  suspensiones  ó  reduc- 
ciones de  trabajo  fruto  de  circunstancias 
puramente  industríales,  deben  ejercer,  por 
el  contrarío,  una  influencia  enteramente 
diversa  sobre  la  operación  que  prevee  el 
artículo  10  §  1. 

Efectivamente,  si  es  justo  y  razonable 
que  se  indemnice  al  trabajador  por  la 
acción  perturbad  ora  de  causas  meramen- 
te personales,  que  determinaron  fortui- 
ta é  individualmente  la  baja  de  su  sala- 
rio, es  indispensable  al  contrarío  tomar 
en  cuenta  las  circunstancias  que  influven 
de  un  modo  general  sobre  la  actividad,  y 
que  contribuyen  por  lo  tanto  á  dar  el 
término  medio  de  rendimiento  de  traba- 
jo de  un  grupo  de  obreros  pertenecientes 
á  una  determinada  industria  (2). 

(1)  París,  i  de  marzo  de  1901,  Bol.  Min.  Com  , 
p.  756.  Ente  fallo  aumenta  la  remaiieración  efecti- 
va recibida  por  an  obrero  auxiliar  de  ferrocarrílen, 
rn  ana  cantidad  igual  al  salario  ganado  por  los  ubre- 
ras de  la  misma  categoría  dmmate  las  snspenñones 
d«  trabajo. 

<V)  Es  así  como  los  díaM  de  cesación  de  trabajo, 
pnrranientes  d«  cawaa  mis  ó  menos  imgalarss,  ta- 
DBucaa 


20.  En  cuanto  al  efecto  que  producen 
las  crisis  industriales,  se  puede  vacilar  al 
tomar  en  cuenta  algunos  incidentes  en 
los  trabajos  preparatorios  cuyo  examen 
crítico  hay  que  hacer  antes  de  poder  pre- 
cisar la  influencia  que  esas  causas  espe- 
ciales de  cesación  de  trabajo  ejercen  so- 
bre la  estimación  del  salario  como  base 
de  indemnización. 

La  influencia  que  tienen  las  crisis  indus- 
triales sobre  la  estimación  del  salario 
anual  fué  examinada  porel  Senado  cuan- 
do se  propuso  una  enmienda  de  M.Leydet 
en  que  declaraba  implícitamente  que  el 
salario  como  base  debía  tan  solo  calcu- 
larse sobre  el  producto  neto  del  trabajo 
tal  como  lo  hablan  determinado  los  pe- 
ríodos de  cesación  de  trabajo  (3).  Pues 
bien,  la  discusión  deesa  enmienda  provo- 
có en  el  Senado  las  siguientes  explicacio- 
nes: 

Habiéndosele  pedido  al  señor  Bérenger, 
presidente  de  la  Comisión,  que  diera  su 
opinión  sobre  la  disposición  propuesta 
por  el  señor  Leydet,  contestó  sencilla- 
mente que  esa  proposición  era  inútil  por- 
que la  cuestión  de  que  se  trataba  estaba 

les  como  el  mal  tiempo,  disminuyen  en  nn  tanto  «1 
salario  anosl.  Estas  t-nspennones  de  trabajo  se  re- 

fferen  al  ejercicio  normal  de  la  profesión. — Aiz,  3 
de  agosto  de  1 900,  Gax.  Pal,  36  de  octubre  de  1 900. 
Tríb.  Moatiiu,  5  de  junio  de  1900.  Bol.  Min.  Com., 
1902.  p.  S33.— Conf.  Angar*,  26  de  noTiembre  de 
1900  ib¡d.,  p:  683. 

La  enmienda  de  M.  Leydet  eataba  redactada 
en  estos  términos:  «Para  el  obrero  ocopado  durante 
m&n  de  un  año,  la  remuneración  se  eatableeará  sobre 
d  té>  mino  medio  del  salario  anual  que  ha  recilndo, 
si  ha  trabajado  de  uno  i  tres  años;  y  sobre  el  térmi- 
no medio  del  salarío  de  los  ñltimos  tres  años  si  ha 
trabajado  durante  más  tiempoii.  (Senado,  Besión  de 
18  de  marso  de  1898,  p  328.) 

En  el  pensamiento  de  su  autor  esta  enmienda 
traía  un  útil  oorreotivo  i  la  dedaceión  de  los  perío- 
dos de  cesación  de  trabajo,  permitiendo  al  loes  es* 
tableoer  un  término  medio  de  loe  años  anteriores  al 
accidente. 

a6 
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ya  resuelta  en  la  forma  más  ventajosa 
para  el  interés  de  loa  obreros  en  el  S  3^  del 
articulo  10:  *'No  sólo  se  cuentan  aquí  los 
días  de  actividad,  decfa,  sino  todos  los 
días  de]  año  suponiendo  que  haya  habido 
una  actividad  constante." 

Esta  declaración  era  tan  clara  que  en 
realidad  hacía  perder  toda  utilidad  á  la 
enmienda  antedicha.  Efectivamente;  ¿de 
qu^  servía  reconocerle  al  Juez  el  poder  de 
corregir  la  insuñciencia  de  la  renta  del 
año  mismo  en  que  ocurría  el  accidente, 
valiéndose  de  un  término  medio  tomado 
de  los  años  anteriores,  si  le  era  lícito  ha- 
cer abstracción  completa  del  período  de 
cesación  de  trabajo? 

Esta  era  la  única  interpretación  qne 
podía  darse  á  la  declaración  del  ^or 
Bérenger. 

De  tal  manera  que  el  señor  Leydet,  sa- 
tisfecho de  esta  explicación  que  le  conce- 
día más  de  lo  que  se  hubiera  atrevido  á 
pedir,  se  apresuró  á  retirar  una  enmienda 
que  él  mismo  consideró  ya  inútil. 

La  cuestión  parece,  pues,  estar  comple- 
tamente i-cauelta,  si  se  considera  sólo  el 
resultado  de  esta  discusión,  en  el  sentido 
de  que  el  Juez,  sin  tomar  en  cuenta  para 
nada  los  [leríodos  de  crisis,  está  autori- 
zado para  subir  el  salario  hasta  la  cifra 
total  que  habría  alcanzado  si  no  se  hu- 
biera producido  ninguna  cesación  de  tra- 
bajo. 

21.  Sin  embargo,  nada  sería  menos 
exacto  ni  estaría  más  en  desacuerdo  con 
el  sentido  verdadero  del  texto  al  cual  se 
refiere  el  señor  Bérenger  que  esta  última 
solución. 

En  primer  lugar  sólo  por  una  confusión 
evidente  se  pudo  decir  que  el  artículo  10, 
§  3^,  trataba  en  cualquier  grado,  de  las 
interrupciones  de  trabajo  producidas  por 
las  crisis  económicas.  En  realidad,  el  ob- 


jeto de  ese  texto  es  más  sencillo  y  muy 
distinto,  pues  por  los  términos  "si  no  es 
continuo  el  trabajo,"  el  artículo  10,  §  3', 
alude  sólo  á  las  industrias  en  que  la  inte- 
rrupción del  trabajo  es  el  resultado  de 
las  alternativas  periódicas  y  regulares  de 
las  estaciones  muertas  y  de  ninguna  ma- 
nera á  la  cesación  excepcional  de  trabajo 
que  puede  afectar  á  ciertas  industrias 
cuya  producción  corresponde  á  necesida- 
des permanentes  (1). 

¿Y  de  qué  serviríaen  el  fondo  ampliar  el 
artículo  10,  §  3'  á  la  cesación  de  trabajo 
causada  por  crisis  industriales?  Sería  di- 
fícil decirlo,  pues  el  único  objeto  del  texto 
antedicho  es  permitir  al  Juez,  cuando  se 
trata  de  industriascuyo  trabajo  es  inter- 
mitente,  el  añadir  al  salario  ganado 
durante  el  período  *de  actividad  cualqnie- 
ra  otra  ganancia  realizada  fuera  de  la  in- 
dustria. Pero,  como  es  de  suponerlo,  no 
pudiendo  el  obrero  sino  en  casos  excep- 
cionales encontrar  trabajo  en  épocas  de 
crisis  y  utilizar  su  capacidad  de  labor,  de 
nada  serviría  declarar  que  se  puede  apli- 
car el  artículo  10,  §  3^,  á  las  crisis  indus- 
triales, pues  el  texto  antedicho,  lejos  de 
autorizar  al  Juez,  como  lo  pretendía  sin 
razón  el  señor  Bérenger,  para  corregir  e\ 
efecto  de  la  cesación  de  trabajo  debida  á 
esas  causas,  le  daría  sólo  la  facultad  ilu- 
soria de  tomar  en  cuenta  una  ganancia 
industrial  ú  otra  que  no  se  realizaría  sino 
raras  veces. 

En  resumen,  lejos  de  dar  medio  alguno 
de  resolver  lacuestión, el  artículo  10,§  3^, 
no  contiene  ninguna  solución;  y  sólo  por 
una  equivocación  clara  y  evidente  que 
convenía  señalar,  se  pudo  sostener  que 
este  texto  era  aplicable  á  las  industrias 


(1)  Tnb.  Loricnt,  *29  mayo  1900.  D.  1900.  2.453. 
— Saohet,  dCiid.  6C8 
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de  trabajo  permanente,  cuya  actividad 
ha  sido  interrumpida  por  algún  período 
excepcional  de  cesación  de  trabajo. 

22.  A  pe&ar  de  las  declaraciones  explí- 
citas del  señor  Bérenger,  y  del  rechazo, 
por  inútil,  de  la  enmienda  del  señor  Ley- 
det,  no  nos  atrevemos  sin  embargo,  á  re- 
solver, como  lo  hicimos  anteriormente 
para  las  causas  accidentales  y  personales 
de  cesación  de  trabajo  (l),que  debe  pres- 
cindirse  de  las  interrupciones  de  trabajo 
producidas  por  crisis  industríales.  .Seme- 
jantes crísis  son  acontecimientos  fortui- 
tos que,  así  como  reducen  las  ganancins 
del  contratista  deben  por  igual  razón, 
reducir  también  los  salarios  (2). 

Además,  si  la  indemnización  por  los  ac* 
cidentes  del  trabajo,  es  como  se  ha  dicho 
con  razón  una  parte  de  los  gastos  gene- 
rales de  la  industria,  estas  indemnizacio* 
nes  no  pueden  ser  sino  proporcionales  á 
los  períodos  de  actividad  industríal,  los 
'únicos  durante  los  cuales  hay  gastos 
generales  de  donde  poder  deducirlas  (3). 

Por  comiguiente,  el  monto  de  la  remu- 
neración efectiva  debecalcularse  según  la 
actividad  del  establecimiento  donde  esta- 
ba empleado  el  obrero  en  el  año  mismo 
del  accidente,  tal  como  resulta  tomando 
cu  cuéntalas  causas  que  han  podido  con- 
tribuir á  hacerla  bajar  ó  á  alzarla  sobre 
el  término  medio  que  constituye  su  me- 
dida normal  (4). 

(I)  V.  nuprii.  númn.  13  y  n. 

(*Í)  Contra.  Saobet,  nám.  fíü8. 

(3l  ¿C¿mo,  por  otni  parte,  connídenir  c<>nii>  no 
I  xistente  bujo  el  panto  de  viita  de  la  estimación  del 
salario  el  efecto  de  las  crtois  indoRtt-íalei*,  cuaudo 
por  una  neceRÍdad  reconocida  dé  todos.  la  remaoe- 
racíAn  del  trabajo  debe  Mr  aceptada  á  caalqtüer 
|iredo  qae  se  1&  hayaredaeido.á  oonsecucnoia  de  eir 
entutaocÍBit  desfiivorahltíS,  como  un  ezoeeo  de  pro- 
ductos ó  una  nnperAbniidancía  de  ofertan  de  trabajo? 

(4)  De  don^íe  s*-  deduce  que  el  ealario  ganado  por 
elolvero  trabajando  cou  un  tercero  durante  la  ce- 
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23.  Nos  parece  que  esta  solución  debe 
aplicarse  también  á  las  interrupciones  de 
trabajo  causadas  por  incendio  total  ó 
parcia!  de  la  fábríca  ó  por  grandes  tra- 
bajos de  reparación  que  se  hicieran  en 
ella.  Creemos  que  estas  causas  de  cesa- 
ción de  trabajo  deben  asimilarse  á  las 
crisis  económicas  que  suspenden  la  labor 
industríal;  efectivamente,  son  idénticas 
entre  sí,  en  el  sentido  de  que  suspenden 
la  actividad  industríal  durante  cierto 
tiempo  no  sólo  respecto  de  algunos  indi- 
viduos aislados  sino,  lo  que  es  muy  dis- 
tinto, respecto  de  todo  el  personal  de 
empleados  de  un  establecimiento  dado; 
son  estas  causas,  pues,  las  que  determi- 
nan el  término  medio  de  la  remuneración 
anual  para  el  año  del  accidente.  Además, 
sería  difícil  someterlas  al  mismo  régimen 
que  las  causas  accidentales  y  personales 
de  cesación  de  trabajo,  ya  que  el  legisla- 
dor en  ninguna  parte  ha  expresado  siquie- 
ra la  intención  de  admitirlas  en  esa  cate- 
goría (5). 

24.  Nos  parece  indudable  que  el  Juez 
no  puede  tomar  en  cuenta  para  calcular 
el  salarío  de  base,  los  períodos  de  cesa- 
ción de  trabajo  en  que  el  obrero  ha  aban- 
donado voluntariamente  su  labor. 

Ante  la  razón  y  la  justicia,  no  se  po- 
dría admitir  que  el  obrero  6ojo  6  de  asis- 
tencia irregular  pretendiera  que  se  le 
abonaran,  como  empleados  efectivamen- 
te, los  días  que  pasó  de  ocioso  por  su 
propia  voluntad. 

saoión  de  trabajn,  no  puede  entrar  en  el  o¿loulo  del 
salarío  como  base.  DijAn,  1(1  marzo  1902,  Bol.  Min. 
Cora.  p.  194- 

(5)  Comp.  Proyecto  de  1895,  artículo  9.°,  §  6.«  ci- 
tado mAa  arribft  y  declaracionen  de  M.  Th^venet 
coa  ocañiin  de  la  enmienda  de  M.  Félix  Martín, 
Senado,  18  marzo  1898,  p.  327,— Contn,  Sachet, 
núm.  668.-OrléaQB,  30  mayo  1900,  Oaa.  Pal., 
1900.  2.  434. 
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Al  acojer  semejante  pretensión  se  daría 
á  la  flojera  un  premio  injustificable. 

Además,  el  texto  de  la  enmienda  del 
señor  Félix  Martín  as{  como  laa  explica- 
ciones que  dió  el  señor  Thévenet,  deslin- 
daron con  bastante  claridad  el  alcance 
del  poder  de  apreciación  del  Juez  para 
estimar  el  salario  de  base,  para  que  no 
quede  duda  alguna  ¿  este  respecto.  Pues, 
si  hay  un  punto  que  se  deduzca  con  cla- 
ridad, de  la  discusión  anterior,  es  el  de 
que  los  autores  de  la  ley  no  pensaron  ja* 
más  en  indemnizar  al  obrero  de  los  perío- 
dos de  cesación  de  trabajo  exclusivamente 
voluntarios,  sino  sólo  de  aquellos  que  son 
puramente  accidentales  ó  debidos  á  fuer- 
za mayor. 

Sin  embargo,  si  esta  solución  aparece 
clara  tratándose  sólo  de  la  negativa  in- 
dividual de  trabajar,  necesita  al  contra- 
río alganasexplicaciones  cnandose  trata 
de  la  cesación  de  trabajo  que  producen 
^as  huelgas. 

25.  has  huelgas  producen  interrupcio- 
nes más  ó  menos  largas  en  el  trabajo 
cuyo  resultado  directo  es  el  reducir  con- 
siderablemente el  monto  de  la  remunera- 
ción anual.  El  determinar  la  influencia 
de  esta  causa  especial  de  cesación  de  tra- 
bajo sobre  la  estimación  del  salario  de 
base  ofrece,  puea,  el  mayor  interés. 

Kxisten  dos  opiniones  sobre  este  punto. 
La  una  conviene  en  que  la  influencia  de 
las  huelgas  es  diversa  según  las  circuns- 
tancias; la  otra  no  las  considera-  sino  co- 
mo simples  causas  de  disminución  de  sa- 
lario (1). 

26.  — Según  la  primera  opinión,  no  se 
podría  asimilar  a  priori  la  suspensión  de 

(1)  Conf.  Aix,  3  de  agooto  de  1900,  citado;  esto 
fallo  parece,  pnr  el  contrario,  considerar  la  huelga 
como  ana  causa  de  cesación  de  trabajo  de  la  onal 
debería  BÍempre  indemntsane  al  obrero. 


trabajo  producida  por  una  huelga,  consi- 
derada ésta  como  una  causa  especial  de 
interrupción  de  labor,  con  alguna  de  las 
otras  causas  que  hemos  estudiado  aquí. 
Por  el  contrario,  no  podría  deducirse  el 
carácter  jurídico  de  la  huelga  sino  de  las 
circunstancias  en  las  cuales  se  produjo, 
circunstancias  cuyanaturaleza  puede  dar- 
le los  aspectos  más  diversos  bajo  el  punto 
de  vista  especial  de  la  estimación  del  sa- 
lario como  base  de  indemnización  (2>. 

En  sí  misma,  la  huelga  aparece  efecti- 
vamente como  un  hecho  voluntario  ya 
que  implica  un  desahucio  más  ó  menos 
regular  y  motivado  del  contrato  de  tra- 
bajo. Considerándolas  bajo  ese  mismo 
punto  de  vista,  ¿cómo  no  habrían  de  in- 
cluirse las  huelgas  entre  las  causas  de  ce- 
sación de  trabajo  puramente  voluntarias 
que  está  prohibido  al  Juez  tomar  en  cuen- 
ta para  la  liquidación  de  la  remuneración 
efectiva  del  obrero?  (3). 

{'I )  La  jorUprodenda  es  nniforme  en  el  sentido 
de  que  la  huelga,  como  cauf^a  posible  de  eztiuoi^n 
de  obligBoione*,  no  conatituye  un  caso  de  f  ueru  ma- 
yor H¡no  en  cnanto  pone  al  deudor  en  U  impoeilnli- 
dad  absoluta  de  ejecntarse  No  es,  pues,  sino  según 
lascircunatHOcias  en  que  se  produce,  oireaniitaaciaa 
cnyKH  priucipolett  de  ellas  son  íu  causa  enteramente 
imprevista,  tal  que  no  ha  podido  entrar  en  la  pievi- 
niún  dtt  los  contratante»,  sn  violencia  ó  aún  su  exten- 
sión, que  acarrea  una  8as)ieniii6n  casi  abfolnta  de 
la  prodacoión,  no  es,  deoimos,  sino  según  esas  oir^ 
cunstancias,  que  el  Jne*  puede  considerar  que  la 
huelga  da  Ingar  i  la  splicacióti  del  artículo  1302  del 
Código  CítíI,  que  establece  que  la  fuerza  mayor  des- 
liga al  deudor  de  wat  obligaciones  (Coof .  Bry,  Le- 
gíokción  índDKtrial,  p.  215  y  sig.  Adde,  Anales  de 
Derecho  Comercial,  189ó,  p.  154  ysigts.) 

(3)  En  efecto,  en  teoría,  la  huelga  esnnaarma 
para  In  lucha  y  se  considera  que  cada  obrero  huel- 
guista la  asa  con  entera  libertad  de  juicio  aunque 
en  el  hecho  era  libertad  eotá  extraordinariamente 
coartada  por  el  carácter  colectivo  de  la  coalicióu  y 
la  presión  moral  que  ejerce  sobre  nn  gran  número. 

En  rigor,  la  boelgH  seguirá  siendo  jurídicamente 
Tolunt-iria,  mientras  Ioh  grupos  organiiados  para 
declararla  y  sostenerla  conserven  la  forma  eapontá 
nea  y  voluntaria  que  revisten  hoy  día. 
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Pero,  sí  es  cierto  que  la  huelga  es  á  me- 
nudo un  hecho  realmente  voluntario,  sea 
en  su  origen,  sea  de  parte  de  sus  iniciado- 
res, suele  cambiar  y  transformarse,  en  un 
momento  dado,  que  toca  al  Juez  señalar, 
en  un  hecho  de  fuerza  mayor,  obstáculo 
insuperable  para  la  libertad  de  trabajo  y 
como  tal,  causa  accidental  de  cesación  de 
labor. 

£n  resumen,  si  la  huelga  fuera  una  cau- 
sa voluntaria  de  interrupción  de  trabajo 
acarrearía  tan  sólo  una  disminución  de 
salario  tal  como  lo  haría  el  hecho  de 
abandonar  sencillamente  el  trabajo.  Si 
fuera  una  causa  accidental  sería  un  acon- 
tecimiento fortuito  del  cual  debería  el 
Juez  indemnizar  al  obrero  al  hacer  la  esti- 
mación del  salario  f  1). 

27. — Dentro  de  este  sistema,  la  misión 
del  Juez  consistiría  en  determinar  el  ca- 
rácter predominante  de  la  huelga,  es  de- 
cir, si  es  un  hecho  puramente  voluntario 
ó  de  ineiza  mayor. 

PerOfPWiaría  otra  co«  en  ana  legislación  qne  hide- 
la  oUigatoria  para  todos  nna  hnelua  declarada  por 
un  voto  ivevio  emitido  en  ciertos  coodieioneB  deter- 
minadas. 

Declarada  segúa  las  formas  legales  y  t^msudo  por 
esto  OB  car&cter  obligatorio,  la  lupenaidn  de  tmbajo 
eonatitniria  desde  entonces  ana  cansa  accidental  de 
cesadón,  oreando,  así  como  puede  ahora  adncitirae 
en  ciertafl  cirounstanoias  dadas,  una  imposibilidad 
real  para  el  trabajo  (Conf.  el  proyecto  preseDtado  el 
15  noT.  1900  por  Hr.  Hillerand,  Ministro  de  Comer- 
mo,  sobre  el  arreglo  amigable  de  laa  disidencias  reía- 
tina  á  las  oondioiones  del  trabajo.  Oh.  Doo.  parí. 
Ses.  extr.  1900  aüo.  núm.  1038,  p.  58.) 
(1)  Bellom,  2.'  edic,  f.  166.  Este  autor  se  expre- 
sa en  los  siguientes  términos  respecto  de  la  soluaión 
expuesta  en  el  texto:  cEn  caso  de  oesaaÓn  de  tra- 
bajo causada  por  huelga,  la  interrupción  ea  en  teoría 
voluntaria  de  parte  del  obrero  y  por  consiguiente  no 
es  del  caso  tomar  en  cuenta  lo&  días  así  perdidos. 
Sólo  pasaría  otra  cosa  ñ  la  huelga  hubiera  tenido  por 
resultado  hacer  imposible  la  continuación  del  traba- 
jo: la  situación  se  habría  entonces  impuesto  al  obre- 
ro y  aetla  bneno  tomailo  en  enenta  para  él.> 


Entre  los  hechos  que  permitirían  al  Juez 
pronunciarse  en  este  último  sentido,  figu- 
raría en  primer  término  el  carácter  gene- 
ral de  la  huelga.  Efectivamente,  si  supo- 
nemos que  la  totalidad  de  los  obreros  de 
un  establecimiento  se  han  negado  á  tra- 
bajar, es  muy  verosímil  que  esta  suspen- 
sión de  actividad  haya  acarreado  tal  des- 
organización del  taller  que  á  los  trabaja- 
dores les  haya  sido  imposible  emplearse. 
Por  otra  parte,  cuando  la  mayoría,  si  no 
la  totalidad  de  los  obreros  se  declara  en 
huelga,  corre  la  minoría  disidente  tales 
riesgos  materiales  y  morales  si  persiste 
en  ofrecer  su  trabajo,  que  se  puede  decir 
que  la  huelga  constituye  para  ella  un  im- 
pedimento de  fuerza  mayor  que  engendra 
de  hecho  una  imposibilidad  verdadera  de 
trabajar. 

A  fortiori  debe  pasar  lo  mismo  cuando 
el  jefe  de  la  industria,  en  vez  de  procurar 
atraerá  los  obreros  hacia  su  estableci- 
miento dándoles  facilidades  para  el  tra- 
bajo, no  les  dirige  llamado  alguno  y  se 
contenta  con  aceptar  el  hecho  mismo  de 
la  huelga.  En  esta  última  hipótesis,  pue- 
de perfectamente  considerarse  que  la  sus- 
pensión de  trabajo  ha  sido  impuesta  por 
circunstancias  excepcionales,  y  que  de- 
be estimársela,  en  consecuencia,  como 
una  causa  accidental  de  cesación  de 
labor. 

Por  fin,  no  podrían  considerarse  como 
causas  voluntarias  de  cesación  sino  las 
huelgas  parciales,  es  decir,  las  que  abar- 
cando sólo  una  fracción  más  ó  menos 
importante  del  personal,  dejan  cierta  ac- 
tividad al  trabajo  y  dan  á  los  obreros  faci- 
lidades reales  para  emplearse.  En  seme- 
jantes condiciones ,  la  participación  de 
los  obreros  á  la  huelga  es  un  hecho  ente- 
ramente voluntario  de  cuyo  carácter 
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participa  la  suspensión  misma  del  traba- 
jo  1). 

28.  — £1  inconveniente  grave  que  ofrece 
esta  distinción  es  el  imponer  al  Juez  un 
examen  de  los  hechos  que  podría  con  fre- 
cuencia arrastrarlo  á  soluciones  arbitra- 
rias. En  la  práctica,  por  fin,  el  único  re- 
sultado de  ese  punto  de  vista  teórico, 
sería  el  de  transformar  la  mayor  parte 
de  las  huelgas  en  causas  accidentales  de 
cesación  de  trabajo,  y  en  realidad  quitan 
todo  interés  apreciable  á  la  clasificación 
que  se  proponía  hacer  entre  huelgas  vo- 
luntarias 6  impuestas. 

29.  — Sin  poner  en  duda  que  las  huelgas 
tengan  en  realidad  caracteres  distintos 
según  el  grado  de  voluntad  de  los  que  en 
ellas  participan,  nos  parece  sin  embargo 
que,  sea  libre  ó  impuesta,  sea  parcial  ó 
general,  puede  tratarse  la  huelga  de  idén* 
tica  manera,  ateniéndose  al  punto  de 
vista  de  la  aplicación  del  artículo  10  §  1, 

Si  se  puede  probar  que  la  huelga  es  el 
resultado  de  una  manifestación  evidente 
de  voluntad,  tal  como  sería  la  participa- 
ción voluntaría  del  obrero  á  una  suspen- 

(1)  Tiib.  I  halon-i'ur  SuAne,  áOinar»!  1900,  fívU. 
Min.  Com.  III,  p  155,  confirmado  por  Dijon,  3 
julio,  p.  472.  DefpuéR  de  huber  sentado  como  prin- 
cipio qD«  la  baelga  no  podí»  conniderar-e  en  sí  o  la- 
ma oomo  ana  causa  fortnita  de  ceiiaciúii  de  trabajo, 
el  fallo  citado  iidmite,  siti  embargo,  que  la  huelga 
pnede  revestir  ese  carácter  cuando  es  oaaBa  de  dis- 
turbÍDB  y  violencias  que  hai  en  imposilde  dorante 
algún  tiempo  la  contiouBcíón  del  trabajo. 

cEu  esas  circunstancias,  dice  el  fallo  citado,  la 
eesaeión  de  trabajo  anfrida  por  el  demandante  pre- 
de  oonsiderarae  que  proviene  de  un  hecho  que  no  le 
•a  exelusivameiitc  peiFonnl  y  debe  tomarse  en  cuen- 
ta para  la  determinación  del  salario  como  base.» 

Fallando  en  el  mismo  sentido,  la  Corte  de  Dijon 
resuelve:  «que  corresponde  i  los  jueces  apreciar  si 
el  obrero  tiene  6  nó  rasón  para  sostener  qne  esa» 
oondioiones  (diaturbins  y  TÍolenoias  qne  hacen  im- 
posible durante  un  tiempo  la  continaación  del  tra- 
bajo)  se  han  realicado  y  permitir  |qae  obtenga  en 
eata  caso  el  beneficio  de  nna  iítnadón  qoe  la  ha  sido 
impuesta...  ■> 


sión  de  trabajo  de  la  cual  pudo  abstener- 
se, sea  que  haya  sido  sólo  parcial  y  haya 
dejado  subsistir  en  este  caso  alguna  po- 
sibilidad de  trabajar,  sea  que  ninguna 
coerción  material  ó  moral  haya  estorba- 
do el  libre  ejercicio  de  la  voluntad  de  los 
obreros,  en  ninguno  de  estos  casos  se 
podría  negar  qne  la  huelga  fué  realmente 
una  causa  de  cesación  voluntaria  de  tra- 
bajo, lo  cual  debe  lógicamente  tomar  en 
cuenta  el  Juez  al  hacer  la  liquidación  del 
salario  de  base.  Por  el  contrarío,  si  la 
huelga  fué  causa  de  que  se  clausurara  el 
establecimiento  en  donde  trabajaba  la 
víctima  del  accidente,  y  constituyó  un 
obstáculo  realmente  insuperable  aún 
para  el  que  tuviera  la  voluntad  más  sin- 
cera y  resuelta  de  trabajar,  se  la  puede 
considerar  verdaderamente  como  una 
causa  accidental  de  cesación  de  trabajo. 
Pero,¿se  deducirá  deesto,  que  deba  consi- 
derársele idéntica  á  una  enfermedad  ó  á 
cualquiera  otra  causa  personal  de  cesa- 
ción? No,  por  cierto,  pues,  muy  diferente 
en  esto  de  esos  hechos  accidentales  pero 
rigorosa  y  extríctamente  individuales, 
la  huelga  pertenece  al  funcionamiento  de 
la  industria  y  á  las  condiciones  mismas 
del  trabajo. 

Además,  cuando  nna  huelga  trae  con- 
sigo la  imposibilidad  absoluta  de  traba- 
jar, ¿qué  diferencia  existe  entre  ella  y  una 
verdadera  crisis  industrial,  y  cómo  pue- 
de sustraérsela  á  la  regla  general,  sobre 
todo  cuando  toda  huelga  de  esa  natura- 
leza  proviene  tanto  de  las  dificultades 
entre  patrones  y  obreros  como  de  ciertas 
razones  de  orden  económico  que  hacen 
necesario  un  cambio  más  ó  menos  tras- 
cendental en  las  condiciones  del  trabajo? 

Bn  resumen,  el  efecto  que  producen  las 
huelgas  bajo  el  punto  de  vista  del  artícu- 
lo 10  §  1,  no  tiene  nada  que  ver  con  los 
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caracteres  diversos  que  puedan  darles 
las  circnnstancias;  sea  Ubre  6  impuesta, 
sea  parcial  ó  general,  la  huelga  es  una 
causa  de  disminución  de  salario  que  re- 
duce en  la  misma  proporción  el  monto 
de  la  remuneración  que  sirve  de  base  at 
cálculo  de  las  indemnizaciones  perma- 
nentes. 

II 

Ittdemnixaciones  temporales 

30. — Si  se  acepta  que  el  Juez  puede  diri- 
gir sus  investigaciones  al  período  con- 
temporáneo al  accidente  (1 ),  para  fijar 
la  remuneración  media  que  ha  de  servir 
de  base  al  cálculo  de  la  indemnización 
diaria^  es,  sin  embargo,  con  la  condición 
de  no  tomar  en  cuenta  sino  los  días  que 
verdaderamente  íiieron  empleados,  exclu- 
yendo los  que  fueron  improductivos  por 
causa  de  alguna  cesación  de  trabajo  ac- 

(1)  En  este  sentido  nos  propooemoB  intorpretiir 
U  disposición  del  artículo  3.°  §  4.*,  cuyos  términos 
indican  que  la  indemnización  diaria  tiene  por  baite 
el  salftrío  percibido  por  la  TÍctima  en  el  momento 
delaooidente.  La  equidad  parece  exigir  qne  el  Jaez 
disponga  de  cierta  libertad.  En  efecto,  considerar 
exclanivamente  el  salario  de  la  víctima  en  el  día 
mismo  del  accidente  y  hacer  abstracción  liHtemáli- 
ea  de  laa  circaostancías  casuales  qae  ban  podido  de- 
preciar ó  aliar  bu  tua  normal,  ea  exponerse  á  come- 
ter grande*  errores;  además,  no  refiriéndote  el  ar- 
ticalo  3.*  S  4.*  sino  al  salario  percibido  por  la  vícti- 
ma cen  el  momento  del  accidente»  j  no  al  del  i'ilti- 
mo  día  de  trabajo,  ¿uo  e»  macho  más  probable  que 
la  menta  del  legislador  haya  sido  la  de  permitir  que 
loa  tribnnalea  tomen  por  base  el  período  de  trabajo 
más  próximo  al  accidente,  para  caicnlar  un  término 
medio,  expresión  más  real  y  verdadera  de  la  remu- 
neración del  obrero?  Sic,  Sachet,  inc.  711,  p.  371. 
M.  Ijonbat  cree,  por  el  oontiario,  qne  loe  términos  del 
artfcnlo  3.*  §  4.*  se  refieren  al  salario  qne  recibía  al 
herido  «el  día  en  qne  oennié  el  accidente.»  Op.  eit 
núm.  172  p.  153. 

Sin  embargo,  debemoi  reoooocer  qne  la  interpre- 


cidental  (2^.  A  pesar  de  que  el  legislador 
no  dice  nada  terminante  á  este  respecto, 
esta  solución  nos  parece,  sin  embargo, 
conforme  con  su  intención  más  probable 
que  ha  sido  la  de  asegurar  á  la  víctima 
una  indemnización  diana  suficientemen- 
te alta  para  procurarle  medios  de  exis- 
tencia mientras  dura  la  incapacidad  tém- 
pora!. 

Pues  bien,  bajo  ese  punto  de  vista,  una 
de  las  condiciones  esenciales  es  el  elimi- 
nar los  días  de  cesación  de  trabajo  que 
no  podrán  tomaren  cuenta  sin  reducir  á 
veces  con  exceso  la  indemnización  diaria. 

Dada  la  relativa  brevedad  del  período 
de  trabajo  que  el  Juez  debe  examinar  pa- 
ra poder  aplicar  el  artículo  3'  §  4,  bas- 
taría  que  se  intercalaran  unos  cuantos 
días  de  enfermedad  ó  de  huelga  en  dicho 
período  para  que  la  cifra  de  la  indemni- 
zación diaria  quedara  reducida  á  casi 
nada. 

Hay  que  convenir  que  este  método  no 
dará  una  idea  muy  exacta  del  verdadero 
salario  del  obrero  y  que,  por  consiguien- 

tnción  duda  por  M  Ricard  á  los  términos  del  ar- 
tíonlo  3.0  §  4.°  no  es  favoniblti  k  la  solnoi»n  diid<i. 

«El  mlario  diario,  d«>oía,  ya  no  «s  como  eii  los 
proyectos  anterídres,  el  Salario  anual  dividido  por 
865  ó  por  800,  ¡ano  el  aaíario  liiario  realmmte  perci~ 
hidn  por  la  mcttina  ea  «<  mftmento  dnl  aeeidente.  De 
manera  que  se  obtendrá  la  cautidad  debida  para 
gastos  de  funerales  multiplicando  por  ¿O  el  pre- 
oio  del  último  dia  de  trabajo  y  la  indemnisacióa  del 
artículo  S  •  Ber&  bajo  la  reserva  del  miximam  de 
2  50  francos,  igual  á  la  mitad  de  este  ultimo  Malaria, 
Rin  i\U6  pueda  reducirlo  á  cansa  de  la  cesación  de 
trabaio  ó  de  vacaciones  periódicas  ni  aumentarlo  en 
eoaoideración  á  la  edad  de  la  víctima».  Informe  de 
1893,  p.  62. 

tí)  En  lo  qne  se  rffiere  i  la  oesaoióii  votantaria 
de  trabajo,  la  cuentión  se  resolverá  por  sí  sola,  si  se 
conce-le  al  Jues  la  facultad  de  calcular  un  térmi- 
no medio  qne  corresponda  al  salario  ganado  por  la 
víctima  cen  el  momento  del  aecídente».  Siempre 
podrá  tomar  en  cuenta  los  días  roluntariaiuente 
perdidos  por  el  obrero,  para  llegar  i  establecer  ana 
remuneración  media. 
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te,  el  monto  de  la  indemnización  no  se 
ajustará  matemáticamente  á  la  impor- 
tancia del  perjuicio  verdadero. 

No8pare(%,  sin  embargo,  que  por  lo  mis- 
mo que  es  de  corta  duracióh,  puede  cal- 
cularse sin  gran  inconveniente  la  indem- 
nización diaria,  haciendo  abstracción  de 
los  periodos  de  cesación  que  pudieron  re- 
ducir la  remuneración  media  del  trabajo 
cuando  ocurrió  el  accidente. 

31.  — En  la  práctica,  deberá  pues  el  Juez 
de  paz  empeñarse  en  sacar  no  "la  ganan- 
cia media  de  un  df a  en  general"  sino,  lo 
que  es  muy  distinto,  "la  ganancia  media 
de  un  día  de  trabajo",  es  decir,  de  cada 
día  efectivamente  empleado,  durante  el 
período  de  labor  que  él  ha  examinado. 

£n  seguida,  sumando  las  cantidades 
obtenidas  de  esta  manera  y  dividiéndo- 
las después  por  el  número  de  días  que 
representan,  el  Juez  sacará  el  valor  cuya 
mitad  se  dará  á  la  víctima  como  indem- 
nización diaria. 

32.  — De  manera  que,  si  el  obrero  hade- 
jado  de  trabajar,  sea  debido  á  una  enfer- 
medad ó  á  un  accidente,  sea  por  causa 
de  circunstancias  propiamente  industria- 
les, tales  como  una  crisis  ó  una  huelga, 
en  todo  caso  el  salario,  base  de  la  indem- 
nización diaria,  tendrá  por  única  medida 
la  ganancia  media  de  los  días  efectivos 
de  trabajo,  incluidos  en  el  período  que  se 
tomó  como  base  de  cálculo,  sin  que  los 
días  de  cesación  de  labor  que  se  interca- 


len en  dicho  período  hagan  disminuir  el 
monto  del  salario  cuotidiano  (1). 

De  lo  cual  resulta  que  cuando  ocurre 
un  aecideote  en  una  época  de  media  cesa- 
ción de  trabajo  durante  la  cual  no  tra- 
bajan por  ejemplo  los  obreros  sino  tres 
días  por  semana  en  vez  de  seis,  habrá 
que  dividir  por  tres,  número  de  los  días 
empleados  lectivamente,  y  no  por  seis, 
la  ganancia  semanal  para  obtener  el 
monto  diario  del  salario  (2). 

JuLSS  Cabodat. 

(1)  Esta  soladón  not  panuM  tuto  más  aegora 
ouanto  qne  nu  enmienda  de  H.  Cordelet  que  pro- 
ponía un  «¡Btema  oompletamente  distinto  ha  dem- 
pareoído  por  fin  del  tezt»  deflnitÍTo.  Esta  enmien- 
da taaaba  la  indemnicación  temporal  eD..<Umitaddel 
salario  diario  oalcalado  tomando  la  7.*  parte  del  sa- 
lario de  la  semana.»  (Senado,  6  >\b  •Talio  de  1896,  Dth. 
parí  p.  750.) 

(2)  Fot  el  oontrario,  si  el  obrero  estaba,  «ono 
ocurro  á  veces  en  tiempo  de  crisis,  empleado  por 
medio  día,  parecería  lógico  exigir  qoe  la  indemni- 
tacióD  diaria  se  calcnlara  sobre  este  medio  salario. 

Pero  se  llegaría  así  á  no  oonoeder  al  hMido  sino 
una  indemnixaoión  may  rednoída,  en  el  hecho 
igual  á  ta  enarta  parte  del  salario  de  an  día  sema- 
nal. ¿No  sería  ente  resaltado  muj  estricto  si  se  to- 
ma en  cuenta  la  solaciÓn  adoptada  en  el  texto  para 
el  cano  de  que  el  obrero  esté  empleado  el  día  entero 
pero  sólo  durante  la  mitad  de  la  semana?  Bl  trabajo 
de  medio  dfa  no  es  en  suma  sino  nn  recnrso  de  or- 
den interno  cuyo  únioo  objeto  es  distribuir  en  cier- 
to mndo  la  cantidad  de  trabajo  según  las  oonvenien- 
oiss  de  todos. 

Por  eso,  nos  sentimos  inolinados  i  asimilar  Iss  dos 
hipótesis,  lo  qae  permitíria  al>  Jues  considerar  aeti 
medios  días  de  trabajo  como  equivaleutn  á  tres 
días  nornules. 
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(APÜNTÍS  A  PROPfelTO  DB  ÜM  FAUO  JITinAU 


DocTiUN*,--L«  pdliia  provisarM  « tvmporal d«l  Icguro 
de  vida  MorgsdB  por  cuatro  meMi,  mlentru  m  coii*u1tft 
i  I»  ofidDK  priadpal,  m  vARdA  j  oblifa  &  b  CompMtM 
M  durante  weplMOocniTe  el  unieMroL 

La  pdHndvncumoUKÍdn  cobra  toda  cIsMde  ricfgo»,  y 
Mncliu^ub-deoo  tener  rettriccídn  alguna  pcw  génsrode 
vida  d  canta  de  muerte,  comprende  aún  el  suicidio  del 
aMpirado,  mIvo  el  ano  de  dolo  por  pan«  de  ¿ste  &  la 
ceirbracidn  del  i:on trato. 

La  ptfiiia  de  acumuladdn  ce  rige  por  la«  dUpnsicione* 
generales  de  los  conirnios,  de  acuerdo  con  lo  dispucuo  «n 
el  articulo  57B  del  Cddigo  de  Comereío,  y,  en  consecuen- 
cia, oa  pueda  apScinefe  d  wniciila  ¡n  del  niiiuno  Códi- 
go que  rescinde  el  Mgnrode  vida  del  nitcida. 

t  asdtHpoÑcioiMiiIucMidicloncsdataiioliiatwldanegiir» 
no  ompmdidaa  en  la  pAUai  qnc  n  el  coutrato,  no  nbli- 
gan  á  U«  partaK. 

Cm.  Crv/.  ~rOA  Sefittmtre  lit  tgof. 


Es  este  el  primer  caso  que  se  presenta 
ante  los  tribunales  del  país  de  rescisión 
de  an  segnro  de  vida  por  causa  de  suici- 
dio del  asegurado.  La  Corte  lo  ha  resuel- 
to en  la  forma  que  corresponde  en  pre- 
sencia de  las  disposiciones  legales  que 
rigen  la  materia. 

£1  artículo  575  del  Código  de  Comercio 
dispone:  *'£!  seguro  de  vida  se  rescinde: 
1^  si  el  que  ha  hecho  asegurar  «n  vida  la 
perdiere  por  suicidio  ó  por  condenación 
capital,  ó  si  la  perdiere  en  duelo  ó  en  otra 

DHIBCHO 


empresa  criminal,  ó  si  fuere  muerto  por 
sus  herederos.  Esta  disposición  es  inapli- 
cable al  caso  de  segnro  contratado  por 
an  tercero;  2''  si  el  que  reclama  la  canti- 
dad asegurada  fuere  autor  ó  cómplice  de 
la  muerte  de  la  personacuya  vida  hasido 
asegurada." 

A  su  vez  el  artículo  578  agrega:  "Las 
disposiciones  prfcedentes  no  son  aplica- 
bles á  las  tontinas,  seguros  mutuos  de 
vida,  ni  á  los  demás  contratos  que  requie- 
ran la  contribución  de  unacantidad  fija." 

Dentro  del  tenor  expreso  de  la  ley, 
el  suicidio  del  asegurado  no  es  causal  su- 
ficiente, en  tesis  general,  de  rescisión  de  un 
seguro  de  vida,  en  los  casos  de  seguros 
mutuos,  como  es  el  de  que  se  trata  en 
este  juicio. 

No  quiere  esto  decir  que  la  ley  chilena 
acepteel  suicidio  como  eventualidad  nor- 
mal del  riesgo  que  el  asegurador  toma 
sobre  sí,  sino  que  el  Código  no  ha  legis- 
lado sobre  esta  materia  en  los  casos  de 
seguros  mutuos  o  tontinos,  y  ha  dejado, 
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por  consiguiente,  el  ríesgo  de  suicidio  su- 
geto  á  las  disposiciones  comunes. 

Creemos  que  nnestro  Código  hizo  bien 
en  no  tratar  sobre  el  seguro  de  vida  sino 
en  los  términos  muy  breves  y  restringí- 
dos  que  aparecen  de  su  texto.  Promul- 
gado en  1865,  en  una  época  en  que  la 
institución  de  estesegnro  era  rudimenta- 
ria, sin  precedentes  que  seguir  y  sin  inte- 
reses que  cautelar,  era  justificado  que  la 
ley  guardara  silencio  y  no  dictara  dispo- 
siciones improvisadas  sobre  una  institu- 
ción con  la  cual  nuestros  legisladores  no 
podían  estar  familiarizados.  Como  Indice 
M.  Courcy,  este  apóstol  exclarecido  del 
seguro  de  vida,  las  buenas  leyes  son  las 
que  signen  á  las  costumbres,  para  coor- 
dinarlas y  para  unificarlas  cuando  son 
divergentes;  no  las  que  las  preceden. 

costumbre  y  la  jurisprudencia  van 
formando  entre  tanto  la  base  sobre  que 
debe  cimentarse  una  legislación  acertada 
y  previsora. 

El  derecho  común  en  nuestro  caso  lo 
forman  las  disposiciones  del  Código  Civil 
relativas  al  dolo,  que  es  precisamente  la 
consideración  que  ha  tenido  en  vista  la 
Corte  para  fallar  la  causa  en  el  fondo  en 
favor  del  beneficiario  del  seguro. 

£s  digna,  pues,  de  llamar  la  atención 
de  nuestros  juristas  y  de  nuestros  legisla- 
dores, este  primer  caso  de  suicidio  en  un 
seguro  de  vida  fallado  en  los  tribunales, 
con  tanta  mayor  razón  cuanto  que  la 
Corte  ha  sabido  desentenderse  de  la  in- 
fluencia tan  dominante  entre  nosotros  de 
la  jurisprudencia  francesa,  contraria  en 
general  al  mantenimiento  del  contrato 
en  estos  casos. 

Para  apreciar  el  caso  de  suicidio  en  un 
seguro  por  causa  de  muerte,  es  indispen- 
table  dcG^r  dos  palabras,  lobrc  esta  clase 


de  contratos,  tomándolas  de  cualquier 
texto  que  trate  de  la  materia. 

El  contrato  de  seguro  sobre  la  vida  no 
tiene  historia  propiamente  hablando.  Es 
de  origen  completamente  moderno;  es  el 
resultado  de  una  civilización  más  avan- 
zada,  más  instruida,  más  previsora,  más 
segura  de  su  mañana  que  lo  que  son  de 
ordinario  las  civilizaciones  primitivas. 
Un  autor  alemán,  WilganH,  afirma  con 
mucha  justicia  que  la  práctica  de  los  se- 
guros sobre  la  vida  es  el  mejor  termóme- 
tro de  la  civilización  de  un  país. 

El  seguro  sobre  la  vida,  en  efecto,  dice 
M.  Herbnult,^  supone  una  ciencia  de  los 
números  muy  desarrollada  y  que  permita 
el  cálculo  de  las  probabilidades;  un  estado 
civil  regularmente  llevado,  una  estadísti- 
ca exacta,  y  un  conocimiento  profundo  de 
los  movimientos  de  la  población,  á  fin  de 
establecer  sobre  bases  ciertas  los  cuadros 
de  mortalidad;  un  espíritu  de  asociación 
muy  desarrollado,  utilidades  bien  cimen- 
tadas que  permitan  el  ahorro;  un  gobier- 
no que  dé  garantías  de  seguridad,  pues  se 
trata  de  un  contrato  de  larga  duración; 
una  justicia  imparcial  que  reprima  los 
abusos,  un  espíritu  de  familia  muy  desa* 
rrollado  y,  en  ñn,  un  conocimiento  serio 
de  las  leyes  de  la  economía  política. 

Al  decir  que  el  seguro  de  vida  no  tiene 
historia,  noqueremosdecirque  caresca  de 
precedentes  y  sea  una  institución  impro- 
visada de  los  tiempos  modernos. 

La  estipulación  can  moriatit  del  Dere- 
cho Romano;  los  aolidates  del  Bajo  Im- 
perio y  del  derecho  consuetudinario  de 
la  Edad  Media,  como  los  ghÜdes  del  de- 
recho germánico,  pueden  citarse  como 
precursores  de  este  contrato. 

Las  tablas  de  mortalidad  se  confeccio- 
naron por  primera  va  en  Inglaterra  ba- 
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jo  et  reinado  de  la  reina  Ana.  Bn  Fran- 
cia, A  la  época  de  la  confección  de  los 
Códigos  no  había  en  materia  de  seguros 
de  vida  sino  las  tradiciones  de  la  Orde- 
nanza de  1681  sobre  seguros  marítimos. 

Pothier  se  expresa  á  este  respecto  en 
los  términos  siguientes: 

"La  Ordenanza  de  Marina,  tltnlp  ¡Je  Jos 
segaros,  artículo  10,  prohibe  hacfr  segu- 
ros sobre  la  vida  de  las  personas. 

Por  ejemplo,  si  los  asegurado|%s,  por 
una  determinada  suma  que  yo  Iqp  daría, 
convenfan  conmigo  que  si  mi  hjjo,  que 
yo  envío  á  la  Martinica,  pere<^a  en  el 
viaje  por  algún  accidente  de  m^r,  como 
en  un  combate  ó  por  un  naufraoio,  ellos 
me  pagarían  una  suma  de  100  aoblones, 
para  indemnizarme  de  la  pérdida  que  yo 
habría  experimentado  en  mi  hijo,  tal 
contrato  seria  nulo.  Siguiendo  esta  dis- 
posición de  la  ordenanza,  los  asegurado- 
res no  pueden  exigir  de  mí  la  pfima  con- 
venida entre  nosotros,  y  debet|  devolvér- 
mela conditione  sine  causa  si  1^  han  reci- 
bido; y,  por  mi  parte,  yo  no  puedo  exigir 
de  ellos  la  suma  estipulada  rn  caso  de 
pérdida  de  mi  hijo. 

La  razón  es,  que  vacontra  ^1  decoro  y  la 
honestidad  pública  poner  á  precio  la  vida 
de  los  hombres.  Porotra  pajíte,  siendo  He 
la  naturaleza  del  contrato  (le  seguro  que 
el  asegurador  se  encargue  ^e  pagar  la  es- 
timación de  la  cosa  asegui^da  v  no  sien- 
do la  vida  de  un  hombre  libre,  h'berum 
Corpus  aestimatioaem  non  recipit;  L.  3, 
ff.  si  Quadre)  susceptible  de  ninguna  es- 
timación, no  puede,  por  consecuencia,  ser 
materia  del  contrato  seguro". 

Estas  ideas  eran  la^  dominantes  á  la 
época  en  que  se  echaban  las  bases  de  la 
legislación  de  Franci^. 

"Hay  países,  decía  Portalis,  en  que  se 
autorizan  seguros  sobre  la  vida  del  hom- 


bre. Pero  en  Francia  semejantes  conven- 
ciones han  sido  siempre'  prohibidas.  . . 
Estas  especies  de  pactos  sóbrela  vida  del 
hombre  no  pueden  existir  sin  peligro.  La 
avaricia  que  especula  sobre  la  vida  de  un 
ciudadano,  se  encuentra  á  menudo  muy 
cercana  del  crimen  que  puede  abreviar- 
la". Portalis  acepta,  sin  embargo,  la 
renta  vitalida;  pero,  agrega^  "se  han 
proscripto  con  razón  los  seguros  sobre  la 
vida  de  los  hombres,  porque  un  acto  sé* 
mejante  es  vicioso  en  sí." 

El  conde  Corvetto  en  la  exposición  de 
motivos  del  título  del  Código  de  Comer- 
cio relativo  á  los  seguros  marítimos,  de- 
cía: "La  redacción  del  artículo  334  ha  pa- 
recido responder  al  espíritu  de  la  Orde- 
nanza de  1681  que  permitía  asegurar  la 
libertad  de  los  hombres  y  que  prohibía 
los  seguros  sobre  la  vida.  La  libertad  es 
estimable  en  dioero,  la  vida  no  lo  es" 

Merlín  en  su  Repertorio  conmdera  que 
"una  tal  convención  es  contraría  é  las 
buenas  costumbres  y  podría  dar  lugar  á 
un  sinnúmero  de  fraudes".  El  consejero 
Favard  de  Langlade  califica  por  su  par- 
te esta  operación  de  vergonzosa  {bon- 
tease. ) 

Estas  eran  las  ideas  comunes  en  toda 
Europa.  A  más  de  la  Ordenanza  de  1681, 
el  seguro  sobre  la  vida  era  prohibido  en 
la  Ordenanza  de  los  Países  Bajos,  de 
1570,  en  la  de  Amsterdan  de  1589,  en  el 
Código  sueco,  de  1666,  y  en  numerosos 
textos  de  otros  países. 

Después  de  las  perturbaciones  de  la  re- 
volución y  de  las  guerras  del  primer  im- 
perio, los  negocios  en  Francia  tomaron 
gran  vuelo;  la  influencia  de  las  ideas  in- 
glesas sobre  seguros  se  hizo  sentir,  se 
formaron  compañías  para  esta  clase  de 
negocios  que  eran  autorizadas  ppr  orde- 
nanzas, pero  que  las  costumbres  restrin- 
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gfan  á  un  estrecho  radio  de  acción.  Las 
legres  de  1850.  1867, 1868  y  1875  fueron 
sncesÍTamente  permitiendo  y  antorÍKan- 
do  en  Francia  el  seguro  de  vida  y  destru- 
yendo poco  á  poco  la  idea  de  que  estos 
contratos  eran  contrarios  á  las  buenas 
costumbres  y  al  orden  público.  Puede  de- 
cirse que  el  seguro  de  vida  no  se  genera- 
lúcó  en  Francia  sino  a  partir  de  1870,  y 
desde  esa  época  se  ha  desarrollado  con 
gran  extensión  y  rapidez. 

Un  proceso  célebre,  Uaffaire  Pommc- 
ra»,  produjo  una  reacción  en  contra  é 
hizo  resaltar  los  peligros  de  esta  clase 
de  seguros. 

Mr.  Dupin,  procurador  general,  en  una 
requisitoria  pronunciada  delante  de  la 
Sala  en  lo  criminal  de  la  Corte  de  Casa- 
ción, se  levanta  contra  estas  institu- 
ciones, y  los  condena,  en  los  términos 
siguientes: 

"Estas  son  convenciones  que  las  leyes 
romanas  llaman  siniestras  y  llenas  del 
,  más  peligroso  porvenir:  plenae  periculo 
sissioii  eventus.  Estas  funestas  previsio- 
nes se  han  realizado  en  el  caso  actual,  y 
el  seguro  colocado  sobre  la  cabeza  de  la 
infortunada  víctima  de  La  Pommerais, 
sirviendo  para  hacer  su  crimen  más  evi- 
dente, es  también  lo  que  lo  hace  más  es- 
pantoso y  requiere  la  intervención  del  le- 
gislador." (1) 

Se  pedía  en  realidad  la  prohibición  de 
estos  contratos  en  nombre  de  la  seguri- 
dad pública. 

£1  progreso  de  la  estadística  y  el  desa- 
rrollo de  una  nueva  ciencia,  la  sociología, 
marcan  el  progreso  de  las  compañías  y 
dan  lugar  á  la  gran  competencia  de  hoy. 

Los  primeros  seguros,  eran  generalmen- 
te temporales,  individuales,  pof  una  em- 


<1)  Gm.  4  de  Junio  d«  im. 


presa  determinada.  Establecidas  con  pre- 
cisión las  tablas  de  mortalidad,  se  hicie- 
ron más  graerates,  pero  llenos  de  nume- 
rosas restricciones.  Puede  decirse  que  se 
podía  asegurarsolo  el  hombre  que  llevaba 
una  vida  encuadrada  dentro  de  ciertas 
circunstancias  al  parecer  fijas  que  sirviera 
de  garantía  al  asegurador. 

Fué  entrando  poco  á  poco  la  idea  de 
que  no  había  porqué  mirar,ála  luz  de  las 
reglas  de  una  moral  severa  y  casi  monás- 
tica, contratos  que  se  fiindaban  solo  en 
la  previsión  de  hechos  sociales. 

Mr.  Descontures,  abogado  general  cer- 
ca de  la  Corte  de  Paris,  contestaba  á  las 
criticas  de  ¿)upín  en  estos  términos: 

"No  tenemos  para  qué  rebuscar  ni  para 
qué  discutir  aquí  la  moralidad  de  este  gé- 
nero de  contratos.  Ellos  han  sido  objeto, 
con  la  ocasión  de  un  proceso  criminal  tris- 
temente célebre,  de  críticas  tanto  más 
severas  cuanto  que  caían  de  muy  alto. 
Nosotros  no  po  Iríamos  asociamos  áellas 
y  sin  examinar  incidentalmente  una  cues- 
tión que  merece  un  estudio  profundo". 

¿Cuál  es,  pues^  naturaleza,  el  objeto, 
el  propósito  del  seguro  de  vida? 

Bs,  respecto  del  augurado,  un  acto  de 
previsión,  un  medio  de  economía,  una  su- 
presión de.la  casualidad  en  las  empresas 
humanas. 

¿Cuál  es  su  base?  Los  hechos  sociales, 
tal  cual  se  producen;  esos  acontedmien- 
tos  que  agitan  y  perturban  la  vida,  que 
trastornan  los  hogares,  que  llevan  la  des- 
gracia á  las  familias  por  causas  de  acci- 
dentes naturales,  de  vicios,  de  errores,  de 
estravíos  de  la  pasión  ó  de  la  inteligencia 
humana. 

Si  apHcamoB  á  esta  clase  de  contratos 
las  reglas  de  una  moral  severa,  habremos 
concluido  con  la  base  del  seguro  en  sus 
más  numerosas  aplicaciones,  y  atacado 
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en  una  de  sus  faces  más  amplias  la  bene- 
ficenda  j  la  caridad. 

Bn  nno  y  otro  caso  no  se  trata  sino  de 
prevenir  los  males  sociales,  sin  atender 
á  sus  causas  y  sin  ver  en  ellos  el  fruto  de 
los  vicios  de  los  mismos  que  los  sufren. 
Dejando,  pues,  de  mano  las  reglas  de  la 
moral,  que  tienen  en  estos  casos  una  apli- 
cación diversa,  veamos  si  está  excluido, 
si  debe  ser  excluido  el  suicidio  del  seguro 
por  causa  de  muerte. 

Un  moralista  y  estadístico  alemán  de- 
cía hace  ya  más  de  nn  siglo: 

"Salimos  de  esta  vida  por  tres  puertas: 
la  una  inmensa,  de  i)roporciones  colosa- 
les, por  la  cual  pasa  una  multitud  más  y 
más  considerable,  es  la  puerta  de  las  en' 
fermedades;  la  segunda,  de  menotes  di- 
mensiones, y  que  parece  estrecharse  gra- 
dualmente, es  la  de  la  vejez;  y  la  tercera, 
sombría,  de  apariencia  siniestra,  toda 
manchada  de  sangre  y  que  se  agranda 
c^a  día,  es  la  puerta  de  las  muertes  vio> 
lentas  y  especialmente  del  suicidio." 

La  mortalidad  por  enfermedades  acre* 
ce;  por  la  vejez,  disminuye;  la  mortalidad 
por  suicidio  se  eleva  rápidamente. 

La  previsión  de  los  males  sociales,  ha- 
bría tomado  en  cuenta  la  enfermedad,  la 
vejez,  los  accidentes,  los  crímenes;  y  ha- 
bría eliminado  el  suicidio? 

¿Qué  es,  pnes,  el  suicidio? 

El  suicidio  es  tan  antiguo  como  el  mun- 
do. £1  sentimiento  religiosoen  las  épocas 
de  una  fe  ardiente,  las  legislaciones  repre- 
sivas, las  severidades  de  la  opinión  ha- 
ciendo solidaria  á  la  familia,  han  podido 
prevenir  un  gran  número  de  muertes  vo- 
luntarias, pero  se  puede  afirmar  que  por 
todas  partes  y  siempre,  ha  pasado  por 
encima  de  todos  los  obstáculos,  dominado 
todas  las  influencias  preventivas,  hasta 
el  momento  en  que  la  pérdida  del  senti- 


miento religioso  (no  reemplazado  por 
otros  ideales)  lo  ha  presentado  al  espíritu 
del  hombre  como  el  remedio  supremo  de 
los  sufrimientos  físicos  ó  morales  juzga- 
dos incurables. 

Sus  causas  son  tan  numerosas  como  las- 
pasiones  que  agitan  el  corazón  humano. 
Hay  causas  indi  vidualesy  sociales;  la  raza 
y  la  herencia,  el  clima  y  la  naturaleza  del 
trabajo,  las  enfermedades  del  cuerpo  y  las 
del  espíritu,  un  sentimiento  exagerado 
del  honor  y  del  deber,  lo  mismo  que  la 
ausencia  de  todo  sentido  moral,  las  irre- 
flexiones propia^  de  la  juventud  y  el  ex- 
cepticismo  de  la  vgez,  los  vicios,  la  igno- 
rancia y  el  error,  juegan  un  rol  importan- 
te en  la  génesis  del  fenómeno  que  nos 
ocupa. 

Las  tablas  estadísticas  demuestran  la 
relación  inmediata  de  la  locura  y  el  suici- 
dio; y  entre  la  enajenación  mental  pro- 
piamente dicha  y  el  perfecto  equilibrio  de 
la  inteligencia  criste  toda  una  serie  de 
intermediarios,  que  pueden  ocasionar 
pertubaciones  transitorias  de  la  mentís 
con  influencia  bastante  para  impulsar  al 
suicidio. 

En  nuestro  concepto,  en  el  estado  ac- 
tual de  la  sociedad,  el  suicidio  es  el  indi- 
cio de  una  profunda  miseria  moral,  y  de 
ahí  su  solidaridad  con  los  más  graves 
problemas  prácticos  de  la  hora  presente. 

Establecido  que  el  suicidio  es  un  fenó- 
meno social,  catalogado,  sujeto  á  influen- 
cias más  ó  menos  precisas,  veamos  cómo 
ha  sido  considerado  por  la  legislación 
de  los  diferentes  pueblos. 

En  Roma,  no  había  ley  que  castigase  á 
los  suicidas,  salvo  cuando  su  autor  acu- 
sado de  un  crimen,  había  prevenido  su 
condenación  por  la  muerte  volontarm. 

Ejemplo  de  esta  indiferencia  de  la  legis- 
lación romana  por  el  suicidio  es  el  edicto 
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del  Emperador  Marco  Antonio,  en  el 
cual  se  decía:  "si  vuestro  padreó  vuestro 
hermano,  no  siendo  prevenido  de  ningún 
crimen,  se  mata,  por  sustrarse  á  los  do- 
lores, ó  por  fastidio  de  la  vida,  ó  por  de- 
sesperación, ó  por  demencia,  que  su  tes- 
tamento sea  válido  ó  que  sus  herederos 
sucedan  ab  intestato" 

El  derecho  romano  estaba  impregnado 
de  las  doctrinas  del  estoicismo. 

£1  cristianismo  siguió  la  tradición  he- 
braica; prohibió  el  suicidio,  calificó  de  in- 
fames á  los  que  se  mataban  j  les  negó 
sepultura.  Sin  embargq,  en  los  primeros 
tiempos  se  hacía  sentir  la  influencia  del 
derecho  romano.  Carlos  Magno  permitió 
los  salmos,  porque,  dijo:  "los  juicios  de 
Dios  son  impenetrables  y  nadie  puede 
sondar  la  profundidad  de  sus  designios.*' 

Pero  á  medida  que  la  influencia  de  la 
iglesia  llega  á  ser  predominante,  la  ley 
civil  se  confunde  con  la  canónica.  La 
crueldad  de  las  penas  aumenta;  y  son 
ellas  consignadas  en  Códigos  6  leves  que 
han  estado  en  vigencia  bástalos  tiempos 
modernos;  en  Alemania  hasta  1871,  en 
Inglaterra  hasta  1881. 

En  Francia  hasta  1791  dominaban  las 
mismas  ideas.  La  revolución  de  1789 
encontró  esta  legislación  en  vigor.  La 
Asamblea  Nacional  la  abolió  enteramen- 
te proclamando  el  principio  absoluto  de 
la  libertad  humana  y  la  indiferencia  del 
suicidio  delante  de  la  justicia  y  la  socie- 
dad. Quedó  así  reconocido  el  carácter 
odioso  de  una  investigación  en  cada  ca- 
so, á  fin  de  recoger  las  causas  del  suici- 
dio. Cuánta  incertidumbre  en  la  investi- 
gación y  cuánta  perturbación  en  las  fa- 
milias, eran  la  obligada  consecuencia  de 
esta  bárbara  legislación. 

Los  tribunales  tanto  en  Francia  como 
en  otros  países  habían  establecido  de  he- 


cho la  caducidad  de  las  penas  que  apare- 
cían no  obstante  consignadas  en  la  legis- 
lación vigente.  Declaraban  en  cada  caso 
que  el  suicidio  era  el  resultado  de  una 
enajenación  mental  y  suspendían  de  este 
modo  la  aplicación  de  la  ley. 

Esta  acción  de  los  tribunales  en  los 
casos  de  la  legislación  represiva  del  sui- 
cidio, se  ha  hecho  sentir  de  la  misma  ma 
ñera  en  los  casos  de  seguro  por  causa  de 
muerte;  pero  en  Francia  esto  no  se  ha 
verificado  sino  mny  lentamente  y  todavía 
no  existe  una  jurisprudencia  uniforme- 
mente cimentada  en  esta  materia. 

Cuando  el  seguro  de  vida  se  generalizó, 
las  pólizas  se  otorgaban  sujetándolas  á 
numerosas  restricciones  en  su  aplicación; 
y  eran  expresamente  excluidos  los  riesgos 
provenientes  de  "lugares  malsanos,  tra- 
bajos peligrosos  y  guerra"  y  los  ocasio- 
nados por  "duelo,  condenación  y  suici- 
dio Las  tres  primeras  clases  de  riesgos 
se  han  ido  eliminando  sin  entorpecimien- 
tos y  sin  peligros  para  las  compañías 
aseguradoras.  Las  tres  últimas  se  man- 
tienen aún  por  algunas  compañías. 

La  primitiva  jurisprudencia  francesa, 
casi  sin  excepción,  anulaba  el  seguro  en 
todo  caso  de  suicidio,  voluntario  6  n  6. 
Lo  mismo  puede  verse  en  la  antigua  ju- 
risprudencia de  Alemania,  Austria  y  Bél- 
gica, y  aún  no  faltan  casos  en  Ingla- 
terra. 

La  injusticia  de  esa  cláusula  era,  sin 
embargo,  notoria,  toda  vez  que  el  suici- 
dio podía  provenir  de  causas  enteramente 
extrañas  á  la  voluntad  del  asegurado. 
A  pesar  de  la  estipulación,  podia  hacerse, 
y  en  la  mayoría  de  los  casos  se  fué  hacien- 
do, la  distinción  entre  el  suicidio  volunta- 
rio y  el  inconsciente;  y  dentro  de  esta  dis- 
tinción vinieron  los  numerosos  casos  so- 
bre la  prueba  del  suicidio  y  la  excepción 
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de  insanidad,  que  daban  lugar  á  largos 
y  odiosos  litigios. 

£u  algunos  países,  la  legislación  con- 
sagró esta  doctrina,  y  al  efecto  la  resci- 
sión del  seguro  se  restringió  al  suicidio 
Toluntario  tn  la  ley  belga  de  1874,  en 
el  Código  de  Comercio  italiano,  artículo 
450;  en  el  portugués,  artículo  458.  £1 
Código  español  mantuvo  en  su  artículo 
423  las  tres  causales  de  restricción  íintes 
citadas:  duelo,  suicidio  y  condenación 
capital;  pero  no  han  faltado  en  España 
comentadores  que  manifiestan  la  necesi- 
dad de  modificar  esta  disposición.  Rome- 
ro Jirón,  por  ejemplo,  se  expresa  así: 

"Acerca  de  la  conveniencia  ó  inconve- 
niencia de  las  limitaciones  que  establece, 
duramente  censuradas  por  unos  comen- 
taristas y  aplaudidas  por  otrcs,  enten- 
demos queno  hay  razón  para  una  ni  otra 
cosa.  Lo  que  sucede,  á  juicio  nuestro,  es 
que  el  artícnlo  es  deficiente,  pues  ni  en 
todos  los  casos  sería  inmoral,  como  se 
asegura,  el  contrato  de  seguro  sobre  la 
vida  de  que  se  trata,  ni  tampoco  sería 
conveniente  dejar  una  absoluta  libertad, 
pues  que  entonces  los  suicidas  y  los  due- 
listas podrían  perjudicar  considerable- 
mente Á  estas  sociedades." 

Naturalmente,  tanto  la  estipulación 
ant^  citada  como  los  preceptos  legales 
de  estos  cuerpos  de  leyes,  están  llamados 
á  dar  lugar  k  numerosos  pleitos,  sobre  si 
el  suicidio  ha  sido  ó  nó  voluntario;  y  la 
concecuencia  de  ellos  es  no  solo  una  gran 
perturbación  en  las  familias,  sino  también 
nn  serio  peijuício  para  las  compañías, 
cuya  conveniencia  está  en  el  fácil  y  rápi- 
do arreglo  de  los  seguros. 

La  idea  dominante  en  las  estipulacio- 
nes y  preceptos  legales  citados,  al  excluir 
el  suicidio,  voluntario  6  no,  era,  no  un 
peniamiento  moral,  sino  el  evitar  abusos 


impidiendo  la  especulación  de  un  hombre 
que  se  mata  por  salvar  á  los  suyos,  do- 
minado por  influencias  de  la  situación  de 
la  familia  ó  por  causas  análogas. 

Este  peligro  fué  mejorcautelado  por  las 
propias  compañías.  Kn  Estados  Unidos, 
las  compañías  americanas  aceptaron  pa- 
gar el  seguro  en  caso  de  suicidio,  siem- 
pre que  éste  sobreviniera  un  año  y  un  día 
después  del  contrato.  La  Gresham  lo  ad- 
mitió después  del  pago  de  tres  primas. 

En  Inglaterra  las  pólizas  en  general  ad- 
miten la  validez  del  seguro  en  caso  de  sui- 
cidio ocurrido  tres  ó  cinco  años  después 
del  contrato.  Conocemos  pólizas  de  la 
Compañía  Belga  de  Seguros  Generales  en 
que  se  paga  el  seguro  en  caso  de  suicidio 
pasado  tres  años. 

Bn  Francia  algunos  juristas  recomen- 
daron esta  práctica.  Patinot,  Revae  juS' 
tique  de  droit  franqais,  t.  26,  p'  557, 
proclamó  el  principio  de  que  el  amor  á  la 
vida  era  una  garantía  suficiente  para  los 
aseguradores,  bastando  para  el  caso,  á 
fin  de  que  las  compañías  no  vieran  mul- 
tiplicar sus  pérdidas,  y  evitar  tanto  el 
fraude  como  la  locura,  exigir  cinco  años 
de  cumplimiento  del  contrato. 

Otros  autores  se  inclinaban  á  aceptar 
la  validez  de  esta  estipulación  en  caso  de 
seguros  de  vida  perpetuos.  En  estos  se- 
guros el  hecho  voluntario  del  asegurado 
no  hacía  sino  acelerar  la  reaIiz£iciÓn  del 
riesgo.  Así  Alauzet,  en  su  tratado  de  se- 
guros, pág.  494,  tomo  2**  se  expresa  en 
estos  términos: 

"Si  el  asegurado  por  su  propiafalta  da 
lugar  al  siniestro  ¿no  es  lo  más  justo  qtie 
el  asegurador  cese  de  ser  responsable? 
¿Posa  lo  mismo  en  los  seguros  sobre  la 
vida,  por  lo  menosen  aquellos  que  no  son 
por  tiempo,  sino  que  abrazan  toda  la  du- 
ración de  la  existencia?  Aquí  hai  incerti* 
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dnmbre  sobre  el  momento- en  que  tendrá 
lagar  el  fallecimiento,  es  esto  lo  que  los 
hace  aleatorios,  pero  no  sobre  la  muerte 
misma;  la  obligación  no  es  ya  condicio- 
nal sino  simplemente  á  término.  Sí  por 
sn  culpa  elaseguradoadelantael  momen- 
to de  su  muerte,  priva  al  asegurador  de 
un  término,  y  eso  es  todo,  pues  la  deuda 
misma  era  cierta.  ¿Se  considerará  esta 
anulación  como  una  pena  impuesta  al 
criminal,  al  suicida,  al  duelista?  Eso  se- 
ría demasiado  extraño;  sería  una  pena 
ó  multa  pronunciada  en  provecho  de  los 
aseguradoresy  quitada,  arrebatada  (tén- 
gase bien  presente)  á  los  herederos  del 
asegurado,  únicos  llamados  á  aprove- 
diarse  del  seguro  hecho  por  éste. 

Cuando  se  extiende  un  contrato  de  un 
objeto  ¿  otro,  de  una  cosa  á  un  hombre, 
es  peligroso  confiar  muy  ciegamente  en  la 
analogía,  y  peligroso  proceder  sin  la  más 
extrema  atención,  puesto  que  nacerán 
necesariamente  mutaciones  de  naturale- 
za tan  diversa  de  los  objetos  á  que  el 
contrato  se  aplica.  £n  el  silencio  de  la 
ley,  ni  la  doctrina  ni  la  jurisprudencia 
podrían  suplirla;  pero  cuando  se  trate  de 
dictar  una,  talvez  sería  bueno  asegurar 
por  una  disposición  sabiamente  combi- 
nada los  derechos  de  los  herederos." 

Se  hada  valer  queel  contrato  conserva- 
ba siempre  el  carácter  aleatorio,  que  es 
•u  esencia  y  sn  natnralesa,y  siempreexis- 
tiaun  plazo  entre  el  contrato  y  la  muerte. 
£n  este  sentido  se  pronunciaron  juristas 
tan  respetables  como  Dorlhac  de  Borne, 
Saisctelette,  Bullet  y  Patinot,  ya  ci- 
tado. 

La  jurisprudencia  francesa  se  mantuvo 
al  principio  inexorable.  Sin  embargo,  es- 
tai  ideas  fueron  abriéndose  camino  poco 
á  poco.  £1  Tribunal  del  Sena  proclamó 
la  TaUdet  .de  una  póliia  extraqjera  de 


seguro  afin  en  el  caso  de  suicidio,  con  la 
condición  de  que  éste  no  habría  de  sobre- 
venir antes  de  un  cierto  lapso  de  tiempo. 

Esta  sentencia  fué  objeto  de  duras  crí- 
ticas; pero  los  tribunales  se  han  ido  in- 
clinando en  el  sentido  de  aceptar  la  vali- 
dez de  la  cláusula.  "Por  desgracia,  dice 
Lefort,  no  es  casi  posible  contar  con  una 
reacción." 

Sin  embargo,  no  puede  decirse  que  tal 
jurisprudencia  sea  uniforme  y  pueda  con- 
siderarse como  prácticamente  aceptada 
esta  doctrina. 

"Considerando,  dice  una  sentencia  de 
la  Corte  de  París,  del  año  1891,  que  el 
suicidio  no  permite  suponer  la  locura  del 
suicida,  que  no  denota  necesariamente 
la  pérdida  de  la  razón  y  puede  muy  bien 
ser  el  resultado  de  una  voluntad  firme  y 
reflexiva,  y  que  este  acto,  justamente  re- 
probado por  la  moral,  como  una  cobar- 
de deserción  del  deber  de  vivir,  deja  sub- 
sistente en  su  autor  libre  arbitrio  y  ple- 
nitud de  facultades;  que  admitir  a  priori 
la  inconsciencia  del  suicida  sería  escasar 
por  la  misma  razón  todas  las  debilida- 
des y  ccddas  de  la  conciencia  humana''... 

En  el  mismo  sentido  se  dictó  otra  ten- 
dencia el  año  1892.  Sin  embargo,  la  ten- 
dencia que  prevalece,  a  nuestro  juicio,  en 
los  tribunales  franceses,  es  la  contraría. 

En  Estados  Unidos  las  compafiías  han 
manifestado  la  mayor  liberalidad  á  este 
respecto,  y  en  general,  aceptan  sin  litigio 
el  arreglo  de  las  pólizas  en  caso  de  suici- 
dio. No  obstante,  la  jurisprudencia  de  los 
tribunales,  parece  fijada  en  sentido  con- 
trarío. Así  lo  hace  suponer  una  sentencia 
dictada  por  la  Corte  Suprema  en  17  de 
enero  de  1898,  en  que  se  establecieron  las 
siguientes  conclusiones: 

"La  muerte  del  estipulante  acaecida 
por  el  suicidio  anula  la  pólisa,  aun  cuan- 
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do  ésta  no  contuTÍera  ninguna  cláusula 
a  este  respecto. 

"Debe  catenderae,  en  este  caso,  que  la 
muerte  á  que  la  póliza  se  refiere  es  una 
muerte  sobrevinientc  en  el  curso  ordina* 
rio  de  la  vida  del  estipulante  y  no  el  fa- 
llecimiento que  proviene  de  un  acto  tío* 
lento  cometido  porél  mismo  con  elobjeto 
de  que  sobrevenga  este  acontecimiento. 

"La  cláusula  que  estipula  queel  monto 
del  beneficio  será  pagado  en  caso  de  sui- 
cidio,  es.contraría  al  orden  pfiblico;  ella 
no  puede  ser  sancionada  por  un  tribunal. 

"Cuando  las  partes  convienen  en  la  ca- 
ducidad de  todo  derecho  al  seguro,  en 
caso  de  suicidio,  esta  cláusula  no  tiene 
efecto,  sí  el  suicidio  ha  tenido  lugar  en 
un  acceso  de  locura  que  era  a  los  estipu- 
lantes imposible  resistir.  La  muerte,  en 
este  caso,  no  puede  ser  connderadacomo 
voluntaría. 

"La  ejecución  capital  pof  la  justicia  lle- 
va consigo  la  caducidad.  La  cláusula 
que  la  admitiera  sería  contraria  al  orden 
público. 

*'Si  la  muerte  es  cansada  por  consecuen- 
cia de  prácticas  abortivas  y  sí  la  estipu- 
lante sabfa  que  el  acto  que  cometfa  po- 
dría traer  lamuerte,lacaducidad  es  igual- 
mente procedente. 

"Cuando  la  muertedel  estipulante  pro- 
viene de  un  hecho  del  beneficiario,  éste  que- 
da destituido  de  tododerechoal  seguro." 

La  legislación  de  algunos  pueblos  ha 
confirmado  la  doctrina  que  antes  hemos 
expuesto.  En  Inglaterra  se  deja  libertad, 
quedando  la  estipulación  sometida  á  las 
reglas  generales.  El  Código  de  Comercio 
húngaro  en  su  articulo  504 permite  dero- 
gar la  prohibición.  La  ley  de  16  de  mayo 
de  1891  sobre  seguros  del  Gran  Ducado 
de  Luxemburgo,  dispone  en  su  artícu- 
lo 41  que  por  convención  se  puede  evitar 
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la  caducidad  de  la  póliza  por  causa  de 
suicidio. 

La  importancia  de  esta  ley  es  innega- 
ble, porque  ha  venido  á  colocar  esta  cueS' 
tión,  tan  largamente  debatida,  en  el  te- 
rreno que  á  nuestro  juicio  le  corresponde, 
de  tomarcomo  baredel  segurólos  hechos 
sociales,  tal  cual  se  prodnoen,sin  atender 
á  tas  causas  que  pueden  generar  los  ries- 
gos. No  por  eso,  podría  decirse  que  la  ley 
de  Luxemburgo  acepta  y  justifica  el  sui- 
cidio, porque  aun  dentro  de  sus  estipula- 
ciones cabe  la  excepción  de  caducidad  de 
la  póliza  por  razón  de  dolo,  lo  que  basta 
para  garantir  el  interés  de  los  asegura- 
dores. 

De  aquf  ha  nacido  lo  que  en  el  lenguaje 
de  las  compañías  se  llama  la  póliza  in- 
contestable, y  que  tiene  por  base  el  prin- 
cipio de  que  la  vida  vale  más  que  el  di- 
nero. 

Es  fácil  que  dentro  de  este  principio  se 
produzca  un  aumento  en  la  proporción 
de  los  siniestros,  pero  las  compañías  pue- 
den fácilmente  corregir  este  peligro,  revi- 
sando las  tablas  de  mortalidad  y  toman- 
do en  cuenta  en  ellas  la  proporción  que 
corresponde  al  suicidio. 

Creemos,  pues,  que  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Corte  Suprema  que  nos 
ha  sugerido  estas  observaciones,  guarda 
armonía,  no  solo  con  los  preceptos  lega- 
les sino  aun  con  la  tendeuciaá  que  parece 
obedecer  la  jurisprudencia  universal  en 
esta  materia. 

El  resumen  de  esta  jurisprudencia  pue- 
de condensarse  en  estos  términos: 

En  los  seguros  mutuos  de  vida,  tonti- 
nos,  y  en  general  en  los  contratos  de  se- 
guros sujetos  á  la  contribución  de  una 
cantidad  fija,  ó  sea,  en  la  casi  unanimi- 
dad de  los  contratos  hoy  en  uso,  es  per- 
mitido estipular  como  riesgo  el  caso  de 
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suicidio  del  asegurado,  y  la  póliza  no  será 
rescindible  sino  en  caso  de  que  la  Compa- 
ñía aseguradora  pueda  probar  que  ba 
habido  dolo  en  la  celebración  del  contra- 
to, ó  sea,  que  el  asegui^ado  tuvo,  al  con- 
tratar, el  propósito  de  suicidarse  para 
defraudar  al  asegurador. 

La  eliminación  del  riesgo  del  suicidio, 
estipulada  en  la  póliza,  no  liljera  al  ase- 
gurador sino  en  caso  de  que  el  siniestro 
se  haya  verificado  por  el  asegurado  vo- 
luntaria y  conscientemente  y  no  sea  el 
resultado  de  un  hecho  accidental  éjn- 
consciente.  En  este  último  caso  el  contra- 
to debe  ser  mantenido,  porque  la  causa 
verdadera  de  la  muerte  es  en  realidad, 
una  perturbación  del  espíritu,  un  acceso 
de  enajenación  mental,  sin  debilitamiento 
de  la  razón,  u  otra  causa  semejante,  que 
constituye  un  riesgo  ordinario  compren- 
dido en  el  contrato. 

En  el  primer  caso  la  prueba  correspon- 
de é  la  Compañía;  en  el  segundo  al  bene- 
ficiario, toda  vez  que  el  texto  de  la  póliza 
ampara  el  derecho  de  uno  ó  de  otro. 

El  seguro  de  vida  es  una  institución 
moral  y  bencfactora,  que  mira  no  al  in- 
terés del  asegurado, sino  al  interés  de  las 
personas  de  quienes  el  asegurado  es  en 
general  el  único  sostén.. 

Es  un  medio  que  la  ley  da  de  satisfacer 
la  nect  sidad  de  protección  y  de  abnega- 
ción que  experimenta  todo  hombre  colo- 
cado en  lasitúación  responsable  de  espo* 
so  ó  de  padre,  respecto  de  las  personas 
que  viven  de  él..  Es  natural  entonce»  que 
la  ley  no  mire  con  demasiada  severidad 
las  causas  de  siniestro,  y  contemple  con 
preferencia  la  situación  de  los  Ijeneficia- 


>  nos  en  cuyo  favor  se  ha  contratado,  el 
seguro. 

La  idea  de  aprobar  el  soicidio^parece 
.  á  primera  vista  como  inmoral,  y^l  espí- 
ritu se  incliua  á  no  convertirlo  en  fuente 
■de  un  beneficio  para  nadie.  Pero  es  nece- 
sario refiexionar.  Los  fenómenos  sociales 
tienen 'la  particularidad  de  imponerse  á 
la  consideración  de  los  espíritus  reflexi- 
vos y.  pensadores.  Son  fenómenos  que 
'  tienen  sus  leyes  propias;  y 'no  debe  por 

•  consiguiente  caerse  en  el  error  de  aplicar 
las  reglas  de  la  lógica  civil  á  estas  miste- 
riosas perturbaciones  .  del  espíritu  que 
arrastran  al  hombre  á  perder  su  propia 
vida/ 

-  Antes  que  la  idea  de  ñna  moral,  dema- 

■siado  estrecha  para  que  sea 'fundada,  «s 
'  necesario  ver  ahí  uncstravío  de  la  mente, 
una  .insanidad  moral,  ..una  eafecmedad 
agravada  por  estacivílización  profunda- 
mente demoledora  de  las^eaergías  vita- 
'  les,  falta  de  ideales,  y  en  lefue  las  extgen- 

>  cías  crecientes  de  la  vida  y  la  aX'idez  de 
■  los  placeres  va  agrandando  día .  á  día  la 

-  siniestra  puierta  del  filósofof  'alMttán;  • 

•  Anta  el  problema  social i^d  sM^idiwde-^ 
saparece  el  criterio  individual  de  éti  folfia  '>" 
de  moralidad,  y  es  justoi-qúeila;>*4i»fn4«l 
tome  en  cuenta  sin  atender  á  sus  ■oiwwfclTO''^  • 

-  tal  como  se  produ£ieí;  p>ara  no-priWEU(iáMb>Iiíij:; 
familia  del  suicida  de  \os^henefti:'tí3ii:Mísii 
seguro,  haciéndola  así  xloblemente>Vte¿»uT::> 
graciada.    '  -■    »   .   •  sIbÍjíí; 

El  fallo  qurhemos-citado  al  princi^9,-->J'  " 
.  se  inspira,  pues,  Él  nuestro  juicio,  en  iH  0^    ■  *  ■ 
}^ritu  de  la  legislación  y  de  la  juri^n*ifJ  *  '  ' 
dencia  universal.  -  '  : 

Bliodoro  YXjQaz 
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ORDENANZAS  NAVALES 
¿CUAL  ES  LA  LEGISLACIÓN  POR  LA  CUAL  SEBIOE  EN  CHILE  U  HARINA  DE  GUERRA? 


SUMARIO 

L — Origen  de  la  duda  y  cómo  se  creyó  qae  qaedaba 
reiaelta. — II.  Nuestra  opinión,  y  fundamentos  en 
que  se  búa. — III.  Hiitoría  de  la  legidación  es- 
paftolm  rnbre  esta  materia.-  lY.  Prtmenis  medi- 
das dictadas  en  Chite  al  organizarse  el  podvr  na- 
val  de  lu  República, — V.  Decreto  de  24  de  jalio 
de  18^4  que  paso  en  vigor  loa  Ordenanzas  de 
Urandallana. — TI.  Por  qoé  este  decreto  tíene 
fuerza  de  ley. — Podere:^  dictatoriales  eonfertdoa  al 
general  don  Ramón  Freiré. — Vil.  Proanilgaoíón 
del  decreto'ley  de  37  de  jalio  de  I8'Í4  llevada  á 
efecto  en  conformidad  á  las  leyes  qne  entonces 
regían.— VIII.  Ningona  ley  posterior  lo  ha  dero- 
gado.—IX.  La  den^oión  de  las  Ordenansasde 
1748  y  1793  es  solamente  parcial. — Conclnsión. 

I 

Bs  cosa  verdaderamente  original  fiue 
haya  podido  suscitarse  en  Chile  la  duda 
acerca  de  cuál  es  el  cuerpo  de  leyes  por 
el  cual  se  gobierna  la  Armada  nacional. 
Ves  todavía  mucho  más  extraño  que  esa 
duda  subsista,  y  que  participen  de  ella 
los  llamados  á  aplicarla  ley  en  el  terreno 
administrativo  6  en  el  judicial. 

DKBECHO 


La  verdad  es  que  si  hubiera  razones 
fundadas  para  mantener  la  indecisión  en 
un  punto  de  tanta  trascendencia  habría 
sido  un  deber  primordial  del  Gobierno 
provocar  una  resolución  legislativa  ñ 
esterespecto.  No  es  cosa  de  poco  momen- 
to que  los  funcionarios  públicos,  los  jue- 
ces y  los  que  dirigen  nuestra  manna  de 
guerra  ignoren  cuál  es  el  Código  á  que 
está  sujeta  esta  institución:  si  lo  es  la 
Ordenanza  llamada  de  Grandallana,  que 
el  Gobierno  español  dictó  en  1802,  ó  lo 
son  las  ordenanzas  de  1748  ó  las  de 
1793. 

Hay  entre  unas  y  otras  diferencias  gra- 
ves y  sustanciales.  Bn  dos  de  ellas  se 
.  contiene  un  sistema  de  penalidad  que  tie- 
ne sus  diferencias;  y,  sin  embargo,  llega- 
do el  caso  de  aplicarlas,  surge  la  duda  y 
el  Gobierno  y  los  Tribunales  se  ven  em- 
barasndos  por  esta  cuestión  previa  cuya 
existencia  apenas  puede  concebirse. 
La  verdad  es  que  hasta  1880  tal  cues- 
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tión  no  se  habfa  planteado  francamente. 
Los  tribunales  de  jnsticia  aplicaban  pro- 
miscuamente las  diversas  ordenanzas  es- 
pañolas sin  preocuparse  mucho  de  cuáles 
eran  las  que  estaban  vigentes  y  cuáles 
las  derogadas.  Asi,  vemos  en  las  senten- 
cias dictadas  con  anterioridad  á  esa  fe- 
cha, citadas  las  disposiciones  de  las  Or- 
denanzas de  Grandallana  y  las  de  1793, 
y  seguidas  para'  la  tramitación  de  las 
cansas  criminales  del  ramo  de  Marina 
las  que  se  contienen  en  las  ordenanzas 
de  1748,  únicas  que  tratan  esta  materia 
con  toda  amplitud. 

Con  motivo  del  juicio  sobre  adjudica- 
ción de  las  presas  hechas  durante  la  gue- 
rra del  Pacífico  el  distinguido  abogado 
don  Manuel  Salas  Lavaqui  dilucidó  ex- 
presamente la  cuestión  acerca  de  sí  las 
ordenanzas  de  1802  regían  en  Chile,  jen 
un  folleto  que  dió  á  luz  en  1880  se  pro- 
nunció por  la  negativa. 

El  señor  don  Francisco  Ugarte  Zente* 
no,  en  aquella  época  Fiscal  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago,  no  encon- 
trando antecedentes  para  resolver  la 
cuestión  en  uno  ó  en  otro  sentido,  creyó 
prudente  averiguar  de  fuente  bien  auto- 
rizada si  las  ordenanzas  de  1802  habfan 
sido  derogadas  por  el  gobierno  español 
antes  de  la  fecha  de  nuestra  emancipa- 
ción política;  y  con  la  contestación  afir- 
mativa que  emitió  el  sub-secretario  de 
Marina  de  España,  creyó  resuelta  defini- 
tivamente la  duda. 

Para  que  el  lector  se  forme  una  ¡dea 
exacta  de  lo  que  exponemos,  damos  á 
continuación  la  nota  que  el  señor  Fiscal 
de  la  Corte  de  Apelaciones  dirigió  al  Go- 
bierno y  el  texto  de  la  contestación  en 
que  el  Ministerio  de  Marina  de  España 
absolvió  la  consulta  que  se  le  hacía. 
Dicen  así: 


"Santiago,  11  de  noviembre  de  1886.— 
Señor  Ministro:  De  tiempo  en  tiempo  se 
han  despertado  dudas  en  el  foro  sobre 
qué  ordenanzas  regían  en  la  Armada  es- 
pañola en  1810,  cuando  Chile  se  declaró 
Estado  independiente. 

Se  ha  creído  generalmente  que  esas  or- 
denanzas eran  las  de  Grandallana,  sin 
duda  por  ser  las  de  fecha  más  próxima  á 
la  de  nuestra  emancipación  política,  y 
porque  en  una  nota  escrita  al  pié  de  la 
ley  14,  tít.  7',  Lib.  6'  de  la  Novísima  Re- 
copilación, se  habla  de  ellas,  y  se  cita  la 
real  cédula  de  18  de  septiembre  de  1802 
que  las  comprende. 

Aunque  el  Supremo  decreto  directorial 
de  27  de  julio  de  1824  las  puso  aquí  en 
vigor,  y  adición  al  mente  las  de  1793,  ese 
decreto  no  se  promulgó  y  no  adquirió 
por  defecto  de  ese  esencial  requisito,  la 
fuerza  de  ley  que  habría  tenido. 

Cuando  leí  la  interesante  memoria  so- 
bre presas  marítimas  redactada  por  el 
ahogado  don  Manuel  Salas  Lavaqui,  en 
que  se  consigna  la  noticia  de  haber  sido 
derogadas  en  España,  antes  de  1810,  las 
dichas  ordenanzas,  me  pareció  que  no  de- 
bíamos continuar  observándolas,  puesto 
que  la  razón  única  en  que  su  uso  fundá- 
bamos para  mirarla  como  ley  del  Esta- 
do, era  la  de  suponer  que  eo  la  fecha  in- 
dicada regían  en  España,  ya  que  el  cita- 
tado  decreto  de  1824  no  podía  citarse  en 
apoyo  de  su  vigencia  por  no  haber  sido 
promulgado,  como  también  lo  advierte 
el  señor  Salas  Lavaqui. 

Sin  embargo,  la  noticia  de  la  deroga- 
ción de  las  ordenanzas  de  Grandallana, 
sin  datos  fehacientes  que  la  confirmara, 
me  dejó  en  dudas. 

No  habiéndome  sacado  de  ellas  ni  las 
personas  ni  los  libros  que  consulté,  acudí 
á  la  Legación  de  España  en  solicitud  de 
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ese  indispensable  dato  histórico;  mas,  el 
xDor  Ministro  residente,  don  Enrique 
Vallés,  me  dijo  que  no  existfa  en  la  Lega- 
ción, pero  que  lo  pediría  al  Ministro  de 
Marina  del  Gobierno  de  S.  M.  el  Rey  de 
España,  como  ha  tenido  la  bondadosa 
cortesía  de  hacerlo. 

Aver  recibí  del  señor  Ministro  la  con- 
testación á  mi  consulta,  que  le  ha  sido 
oficialmente  trasmitida  por  el  último  va- 
por. La  remito  á  V.  S.  con  esta  nota  pa- 
ra qae  se  sirva  hacerla  conservar  en  el 
archivo  de  su  Ministerio  con  el  esmero 
que  merece  un  documento  tan  imjwrtan- 
te  como  ese. 

Dios  guarde  á  V.  S.— F.  üg&rte  Zén- 
teao." 

"Legación  de  España  en  Santiago  de 
Chile.— Sección  política  número  59. — 
Excelentísimo  Señor:  El  señor  Ministro 
de  Marina,  en  real  orden  de  21  del  corrien- 
te, dice  á  este  Ministerio  lo  que  sigue: 

El  Rey  (Q.  D.  G.)  y  en  su  nombre  la  Rei- 
na Regente  del  Reino,  se  ha  dignado  dis- 
poner se  manifieste  á  V.  E.  en  contesta- 
ción á  la  Real  Orden  de  ese  Ministerio 
del  digno  cargo  de  V.  E.,  de  4  del  actual, 
trascribiendo  despacho  del  Ministro  Re- 
sidente de  S.  M.  en  Santiago  de  Chile 
relativo  á  la  nota  del  Fiscal  de  la  Corte 
de  Apelaciones  del  expresado  punto,  en 
que  se  interesa  saber  cuál  fuese  la  orde- 
nanza vigente  en  la  Armada  española  el 
año  1810,  lo  siguiente: 

1^  Que  el  mencionado  año  de  1810  es- 
taban vigentes  en  España  las  Ordenanzas 
Navales  de  1748  en  la  parte  relativa  á 
Consejos  de  Guerra  y  procedimientos  mi- 
litares; las  de  Arsenales,  de  1776,  en  lo 
que  hacía  al  réjimen  militar  y  económi- 
co de  dichos  establecimientos;  la  llama- 
da de  matrículas  de  1802,  en  lo  que  á  la 
organización  de  las  mismas  se  refería,  v 


finalmente  los  generales  de  la  Armada  de 
1793  para  todos  los  demás  servicios  de 
nuestra  marina  militar; 

2"^  Que  respecto  á  las  conocidas  con  el 
nombre  de  Grandallana,  que  parecen  ser 
lasque  motivan  la  consulta,  sólo  rijieron 
en  lo  que  hacía  al  servicio  de  los  bajeles 
de  S.  M.  desde  l*'  de  julio  del  año  1803 
hasta  el  21  de  octubre  de  1806,  en  que 
se  suspendió  su  observancia. 

De  real  orden  comunicada  por  el  señor 
Ministro  de  Estado,  lo  traslado  á  V.  £. 
para  su  conocimiento  y  como  respuesta 
á  su  despacho  número  86,  de  10  de  junio 
próximo  pasado. 

Dios  guarde  á  V.  B.  muchos  años.—- 
Madrid,  31  de  agosto  de  1886. — El  sub- 
secretario, losé  Gutiérrez  Agüero. — Señor 
Ministro  Residente  de  S.  M.  en  Santiago 
de  Chile. 

Está  conforme  con  el  original  qneobra 

en  el  archivo  de  esta  Legaci6n.--Santia- 
go  de  Chile,  9  de  noviembre  de  1886. — 
El  secretario  de  la  Legación,  Aíejantlro 
Alavar 
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Conforme  á  los  antecedentes  que  que- 
dan expuestos,  los  señores  Salas  Lava- 
qui  y  Ugarte  Zenteno  han  opinado  que 
las  ordenanzas  de  Grandallana  no  rigen 
en  Chile,  y  que  sólo  están  vigentes  las  de 
1748  y  1793,  aquéllas  en  la  parte  no  de- 
rogada ó  no  tratadas  por  estas  últimas. 
El  fundamento  de  esta  opinión  consiste 
en  (|ne  las  ordenanzas  de  1802  fueron 
suspendidas  antes  del  año  de  1810,  en 
que  tuvo  lugar  nuestra  emancipación  po- 
lítica; y  que  el  decreto  de  1824  que  las 
mandó  revivir,  no  tuvo  fuerza  de  ley  por 
falta  de  suficiente  promulgación. 

Nosotros  no  aceptamos  esta  última 
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manera  de  ver  de  los  señores  Salas  La- 
vaqui  y  ligarte  Zenteno;  y  trataremos  de 
demostrar  que  las  ordenanzas  de  Gran- 
dallana  rigen  en  Chile  desde  el  27  de  Julio 
de  1824,  por  cuanto  el  Supremo  Director 
que  lo  dictó,  ejercía  en  esa  fecha  faculta- 
tades  omnímodas;  por  cuanto  el  decreto 
fué  suficientemente  promulgado  confor- 
me á  las  leyes  qae  reglan  en  aquella  épo- 
ca; y  por  cuanto  no  se  ha  dictado  acto 
alguno  legislativo  que  las  derogue  con 
posterioridad  al  27  de  julio  de  1824?. 

Vamos  á  exponer  suscintamentelas  ra- 
zones en  que  apoyamos  esta  opinión,  ha- 
ciendo ántes  una  ligera  exposición  histó- 
rica de  la  legislación  que  ha  regido  en 
España  sobre  marina  de  guerra. 


III 


Las  primeras  tentativas  de  los  reyes 
españoles  para  organizar  una  marina  de 
guerra  datan  del  año  1278.  Antes  de  esa 
fecha,  se  servían  en  caso  de  guerra  de 
galeras  que  arrendaban  á  los  marinos 
jenoveses  ó  á  otros  armadores. 

Femando  VI,  cuyo  reinado  duró  des- 
de 1746  á  1759,  dedicó  grandes  esfuerzos 
al  fomento  de  la  marina  española;  gra- 
cias á  ellos,  la  nación  pudo  contar  á  la 
fecha  de  su  muerte  con  cuarenta  y  cuatro 
navios  de  línea,  diez  y  nueve  fragatas  y 
gran  número  de  buques  inferiores.  Fuer- 
za tan  respetable  necesitaba  ya  un  Códi- 
go que  la  rigiera;  y,  al  efecto,  se  dictaron 
en  1748  las  Ordenanzas  de  Sa  Majestad 
paraeKrobierno  Militar,  Político  y  Eco- 
nómico de  su  Armada  Naval,  código 
jcompleto  y  minucioso  que  consta  de  nue- 
ve tratados  subdívididos  en  sesenta  y 
cinco  títulos.  En  la  introducción  expresa 
el  Rey  que  anula  todas  las  disposiciones 


dictadas  anteriormente  y  que  directa  ó 
indirectamente  se  opongan  á  lo  que  en 
las  ordenanzas  se  contiene. 

Diversas  reales  cédulas  vinieron  modi- 
ficando ó  adicionando  estas  ordenanzas 
hasta  que  el  Rey  Carlos  IV  mandó  hacer 
de  todas  ellas  una  nueva  recopilación  que 
promulgó  en  1793  con  el  título  de  Orde- 
nanzas Generales  de  la  Armada  Naval. 
Consta  esta  nueva  ordenanza  de  seis  tra- 
tados, que  se  subdividen  en  treintay  dos 
títulos. 

En  la  introducción  hace  presente  S.  M. 
la  importancia  de  la  recopilación,  los  mo- 
tivos que  le  indujeron  á  ordenarla  y  el 
alcance  de  sus  disposiciones  con  respecto 
á  la  recopilación  anterior,  y  á  las  que, 
figurando  en  aquéllas,  fueron  omitidas 
en  la  posterior. 

He  aquí  sus  palabras: 

"Por  quantohe  mandado  recopilar  las 
varias  adiciones  que  han  tenido  las  orde- 
nanzas generales  de  mi  Armada  Naval 
desde  su  publicación,  por  exigirlo  así  la 
diversa  constitución  y  aumento  de  mis 
fuerzas  de  mar,  añadiendo  otros  precep- 
tos que  no  comprehendfa  y  son  ahora 
necesarios  para  su  acertado  gobierno  y 
dirección:  verificado  en  su  Parte  Prime- 
ra, esto  es,  SOBRE  la  gobernación  mi- 
litar Y  MARINERA  DE  LA  ARMADA  EN 
GENERAL,  Y  USO  DE  SUS  FUERZAS  EN  LA 

mar;  he  resuelto  que  anulado,  como  des- 
de luego  anulo,  quanto  directa  ó  indirec- 
tamente se  opusiere  á  ello  de  la  anterior 
se  observe  inviolablemente  y  sin  interpre- 
tación alguna  lo  que  ahora  instituye  del 
tenor  siguiente." 

Dedúcese  de  aquí  que  la  Ordenanza  de 
1748  no  fué  derogada  por  la  de  1793  sino 
en  la  parte  en  qne  había  oposición  entre 
la  una  y  la  otra;  y  que  por  consiguiente 
quedaban  en  todo  su  vigor  los  preceptos 
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referentes  á  tramitación  délos  juicios  mi- 
litares y  distribución  de  las  prescis  marí- 
timas,  materias  acerca  de  las  cuales  nu 
se  ocupó  el  Código  de  1793.  Expresamen- 
te lo  hace  notar  el  Rey  mismo  en  laparte 
final  del  decreto  que  lo  manda  poner  en 
vigor,  cuando  después  de  ordenar  su  ob- 
servancia, agrega:  "Sinembargo,  de  cual- 
quier ley  contraria,  siguiéndose  enten- 
diendo que  las  que  rigen  actualmente  las 
materias  de  justicia  y  demás  partes  de 
los  cuerpos  militares  y  otros  ramos  de 
marina  que  no  coraprehende,  hasta  que 
se  verifique  su  nueva  recopilación,  como 
tengo  dispuesto." 

Puesta  en  vigor  la  nueva  Ordenanza 
Naval,  comenzó  á  ser  inmediatamente 
modificada  por  reales  órdenes,  que  cam- 
biaban ó  adicionaban  muchos  de  sus  ar- 
tículos; de  tal  manera  que  se  hizo  indis- 
pensable publicar  un  Resumen  de  aclara- 
ciones y  alteraciones  de  las  ordenanzas 
generales  de  la  Armada  Naval,  que  se  dió 
á  luz  en  1795;  y  otro  eñ  1807,  ambos  or- 
denados por  el  director  general  de  la  Ar- 
mada y  por  el  príncipe  generalísimo  al- 
mirante, los  cuates  pueden  consultarse  en 
el  Cedulario  de  la  Biblioteca  Nacional, 
tomo  12,  correspondiente  á  los  años  de 
1790  á  1824. 

Las  reformas  que  se  habían  verificado 
hasta  el  año  de  1802,  hicieron  compren- 
der al  Ministro  de  Marina,  don  Domingo 
de  Grandallana,  la  necesidad  de  dar  nueva 
forma  á  las  ordenanzas  navales  existen- 
tes, resumiendo  sus  disposiciones  en  una 
nueva,  que  ordenó  redactar,  y  presentó  á 
la  firma  de  S.  M.  el  día  18  de  septiembre 
de  aquel  año. 

Como,  á  nuestro  juicio,  son  éstas  las 
ordenanzas  vigentes  en  Chile,  nos  parece 
útil  hacer  conocer  su  introducción  y  su 
conchisión,  qne  dan  una  idea  general  de 


la  importancia  y  alcance  de  este  novísi- 
mo Código. 

**Don  Carlos,  por  la  gracia  de  Dios, 
Rey  de  Castilla,  de  León,  de  Aragón,  de 
las  Dos  Sicilias,  de  Jerusalém,  de  Nava- 
rra, de  Granada,  de  Toledo,  de  Valencia, 
de  Galicia,  de  Mallorca,  de  Sevilla,  de 
Cerdeña,  de  Córdoba,  de  Córcega,  de 
Murcia,  de  Jaén,  de  ios  Algarbes,  de  Al- 
gecira,  de  Gibraltar,  de  las  islas  de  Cana- 
ríaSt  délas  Indias  Orientales  y  Occidenta- 
les, islas  y  tierras  ñrmesdel  Mar  Océano; 
archiduque  de  Austria;  duque  de  Borgo- 
ña,  de  Brabante  y  de  Milán;  conde  de 
Abspurg,  Fíandes,  Tirol  y  Barcelona; 
señor  de  Vizcaya  y  de  Molina,  etc. 

"Por  interesar  mucho  á  mi  Real  Servi- 
cio, que  se  establezcan  en  mi  Armada 
Naval  algunas  doctrinas  útiles  que  influ- 
yen eficazmente  en  el  desempeño  de  las 
operaciones  militares  y  marineras,  he  ve- 
nido en  resolver  que  así  se  verifique;  y 
que  se  resuma  en  los  treinta  y  seis  títu- 
los de  esta  Ordenanza  Naval  todo  el  ser- 
vido á  bordo  de  mis  buques  de  guerra: 
aboliendo  quanto  se  hallare  con  antela- 
ción instituido  directa  ó  indirectamente 
en  contrario;  y  mandando  queseobserve 
con  la  mayor  puntualidad  y  exactitud 
lo  que  ahora  se  ordena. 

"Y  por  tanto,  para  que  tenga  en  esta 
parte  su  debido  efecto  mi  Real  voluntad, 
mando  al  mi  Supremo  Consejo  de  Guerra 
y  demás  tribunales,  al  generalísimo  de 
mi  Armada  Naval,  como  superior  xefc  de 
ella,  oficiales  generales  y  particulares  del 
del  mismo  Cuerpo  y  del  mi  Exército,  Vi- 
reyes,  Capitanes  Generales  de  mis  tropas 
y  Provincias,  Gobernadores  de  mis  Pla- 
zas, Intendentes,  Justicias  y  demás  per- 
sonas á  quienes  corresponda,  obedezcan 
y  cumplan  en  todo  lo  que  se  ha  estableci- 
do en  esta  Ordenanza  Naval:  contintian- 
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do  en  su  vigor  lo  que  anteriormente  se 
practicaba  y  estaba  dispuesto  sobre  los 
puntos  de  que  no  trata,  mientras  Yo  no 
haga  publicarlas  innovaciones  que  tengo 
prevenidas;  y  á  este  fin  he  resuelto  expe- 
dir la  presente,  firmada  de  mí  real  mano, 
sellada  con  el  Sello  secreto  de  mis  Reales 
Armas,  y  refrendada  de  mi  Secretario  de 
Estado  y  del  Despacho  Universal  de  Ma~ 
riña.  Dada  en  Barcelona,  A  18  de  sep- 
tiembre de  1802. — Yo  KL  Rky.— Domingo 
de  Grandaiíana" 

Estas  ordenanzas,  como  las  anteriores, 
no  derogaban  las  leyes  preexistentes 
sobre  las  materias  tratadas  en  ellas,  sino 
en  cuanto  les  fueran  contrarias.  Propia- 
mente son  un  resumen  de  las  anteriores» 
en  especial  de  las  dictadas  en  1793.  Apli- 
cándolas de  preferencia,  se  notará,  sin 
duda,  ausencia  de  los  detalles,  de  que  tan 
pródigas  eran  las  dos  precedentes,  las 
cuales,  por  ese  motivo,  pueden  servir 
como  fuente  de  información  en  los  casos 
dudosos. 

No  estuvieron,  sin  embargo,  en  vigor 
por  largo  tiempo  las  ordenanzas  de  1802. 
El  Ministro  de  Estado,  don  José  Antonio 
Caballero, comunicaba  con  fecha  8  de  oc- 
tubre de  1806  á  los  capitanes  generales 
dependientes  de  la  Corona  de  España,  la 
siguiente  Real  orden  que  suspendía  su 
obstTvancia  y  ponía  nuevamente  en  vigor 
las  Ordenanzas  de  la  Armada  Naval  dic- 
tadas en  1793. 

"En  papel  de  4  del  mes  último  me  dice 
el  señor  Prey  don  Francisco  Gi!  lo  que 
sigue: 

**EI  señor  Generalísimo  Príncipe  de  la 
Paz  me  dijo  con  fecha  de  12  de  es  te  mes, 
lo  siguiente: 

"Excmo.  Señor.— Muy  señor  mío:  Las 
dudas  que  ocurren  h^uentemente  en  los 


Departamentos  sobre  el  modo  de  hacer 
el  servicio  en  ciertos  casos,  por  exemplo, 
la  que  hubo  en  Cartajena  el  día  de  Cor- 
pus, de  que  V.  E.  me  habla  en  oficio  de 
20  de  Agosto,  sobre  á  quién  correspon- 
día el  mando  fie  la  tropa  que  desembarcó 
de  la  Escuadra  á  cubrir  la  carrera,  di- 
manan de  no  ser  conciliable  la  práctica 
de  las  ordenanzas  generales  de  la  Armada 
con  la  observancia  de  la  nueva  Orde- 
nanza Naval,  cuyo  sistema  es  muy  diver- 
so. Pero  como  no  está  completo  todavía, 
y  sólo  se  contrae  al  servicio  de  los  báse- 
les me  parece  será  más  acertado  suspen- 
der su  observancia  al  modo  que  se  hizo 
con  la  Ordenanza  de  Montes  el  año  pasa- 
do, y  restablecer  en  todas  sus  partes  la 
práctica  de  las  Ordenanzas  Generales  de 
la  Armada;  lo  que  se  servirá  V.  E.  hacer 
presente  á  S.  M.  para  su  soberana  re- 
solución. 

"Y  habiendo  dado  cuenta  á  S.  M.  ha- 
llando muy  juiciosa  y  prudente  la  pro- 
puesta del  señor  Generalísimo,  se  ha  dig- 
nado, conformándose  con  ella  en  todo, 
mandar  que  quedando  suspensa,  la  ob- 
servancia de  la  Ordenanza  Naval  al 
modo  que  se  hizo  con  la  de  Montes  de 
1803,  se  restablezca  en  todas  sus  partes 
la  práctica  de  las  Ordenanzas  Generales 
de  la  Armada,  con  las  adiciones  que  ha- 
yan tenido  desde  su  publicación. 

"Lo  traslado  á  V.  E.  de  Real  Orden 
para  su  inteligencia  y  cumplimiento  en 
la  parte  que  le  taca. 

"Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años. — 
San  Lorenzo,  8  de  Octubre  de  1806. — 
Caballero. — Señor  Capitán  General  de 
Chile." 

Bastante  nimio  fué  el  motivo  alegado 
para  suspender  el  vigor  de  un  cuerpo  de 
leyes  tan  importante;  pero  no  pueden 
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causar  admiración  medidas  de  esta  espe- 
cie dnrante  el  régimen  hasta  cierto  pun- 
to excepcional  á  que  esturo  sometida  la 
Bspaña  durante  el  tiempo  en  que  el  fa- 
vorito príncipe  de  la  Paz  ejercía  un  po- 
der omnímodo  en  aquel  país. 

El  documento  que  acabamos  de  inser- 
tar se  encuentra  original  en  el  archivo 
del  coloniaje  que  se  guarda  en  la  Biblio' 
teca  Nacional,  de  donde  lo  hemos  copia- 
do. Si  el  señor  ligarte  Zcnteno  hubiera 
tenido  conocimiento  de  él,  se  habría  aho- 
rrado las  diligencias  que  hizo  ante  la  Le- 
gación española  para  saber  cuAlis  eran 
lasordenenzas  navales  vigentes  en  Espa- 
ña al  iniciarse  el  movimiento  de  nuestra 
independencia  política  en  1810. 


IV 


Regían,  pues,  en  esa  época,  las  orde- 
nanzas de  1793,7  porellas  se  gobernaban 
los  pocos  buques  de  guerra  que  la  Espa- 
ña mantenía  en  las  costas  del  Pacífico. 
En  cuanto  á  la  República  que  se  levan- 
taba en  esta  extremidad  de  América,  no 
tuvo  durante  su  comienzo  paraqué  preo- 
cuparse de  las  reglas  á  que  debía  estar 
sometida  la  marina  de  guerra  que  toda- 
vía no  existía.  Por  eso,  durante  el  perío- 
do que  medió  desde  el  18  de  septiembre 
de  1810  hasta  el  5  de  abril  de  1818,  no 
se  publicó  ninguna  disposición  suprema 
que  se  refiriese  á  este  ramo,  que  en  esa 
época  carecía  de  toda  importancia. 

Pero,  afianzada  la  nacionalidad  chilena 
con  la  victoria  de  Maipo,  el  Supremo  Direc- 
tor del  Estado,  don  Bernardo  O'Higgins, 
dedicó  todos  sus  esfuerzos  á  la  organiza- 
ción de  una  escuadra,  que  destruyendo 
los  restos  del  poder  naval  de  España,  en 


el  Pacífico,  permitiera  expedicionar  libre- 
mente sobre  el  Perú,  y  atacar  en  el  centro 
mismo  de  sus  recursos  á  los  últimos  re- 
presentantes de  la  monarquía  española. 

Ese  trabajo,  verdadera  obra  de  titanes 
para  la  época  en  que  se  emprendió,  dió 
los  más  felices  resultados.  Nuestra  inci- 
piente marina  de  guerra  se  reforzó  consi- 
derablemente con  el  apresamiento  de  la 
fragata  María  Isabel  en  el  puerto  de  Tal- 
cahuano  que  llevó  á  afecto  el  almirante 
Blanco  Encalada,  como  más  tarde  el 
almirante  Cochrane  arrancó  de  entre  las 
fortalezas  del  Callao,  que  defendían  tres- 
cientos cañones,  la  fragata  Esmeralda^ 
el  buque  más  poderoso  que  en  estos  ma- 
res sostenía  la  causa  de  la  metrópoli. 

Desde  que  pudo  considerarse  constitui- 
da la  escuadra  de  Chile,  se  hizo  necesario 
fijar  el  régimen  legaláque  debía  estar  so- 
metida. El  Gobierno  determinó  desde  lue- 
go que  las  facultades  del  comandante  ge- 
neral de  ella  fuesen  las  amplísimas  que  le 
conferían  las  ordenanzas  de  la  Marina 
española;  y  así  lo  comunicó  el  Ministro 
de  Marina  al  almirante  Cochrane  en  ofi- 
cio de  1'  Enero  de  1819.  Mas  tarde,  este 
jefe  hizo  presente  ai  Gobierno  los  embara- 
zos que  le  suscitaba  la  aplicación  de  estas 
ordenanzas  que  desconocía  por  completo, 
y  pidió  que  á  lo  menos  en  lo  relativo  á 
consejos  de  guerra  semandase  observar  la 
ordenanza  de  la  marina  inglesa.  "El  Se- 
nado, á  quien  el  Gobierno  sometía  en  con- 
sulta este  negocio,  dice  el  historiador  don 
Diego  Barros  Arana,  representándole  los 
inconvenientes  de  una  declaración  gene- 
ral que  pugnaría  con  la  costumbre  esta- 
blecida, resolvió  con  fecha  16  de  agosto 
que  los  marinos  ingleses  fueran  juzgados 
por  la  ordenanza  inglesa,  y  los  del  país 
por  la  española,  pero  solo  provisoriamen- 
te y  mientras  el  tiempo  y  las  circunstan- 
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das  dieran  á  conocer  cuáles  eran  las 
otras  reglas  que  convenfa  adoptar"  (1). 

Bajo  este  extraño  régimen  permaneció 
nuestra  marina  de  guerra  durante  el  tiem- 
po que  estuvo  al  mando  del  almirante 
Cochrane. 


Cuando  en  1824  se  trató  de  organizar 
una  nueva  expedición  naval  sobre  las  cos- 
tas del  Perú  mandada  por  el  vice-almi- 
rante  Blanco  Encalada,  el  Gobierno  to- 
mando en  consideración  que  era  ya  muy 
reducido  el  número  de  marineros  extran- 
jeros que  componían  las  tripulaciones, 
dispuso  por  decreto  de  27  de  julio  de  1824 
que  las  fuerzas  navales  de  la  República  se 
rigiesen  por  las  ordenanzas  españolas  de 
1802,  vulgarmente  denominadas  orde- 
nanzas de  Grandallana.  Heaquf  como  se 
expresa  acerca  de  este  suceso  el  historia- 
dor que  acabamos  de  citar. 

"Siendo  entonces  bastante  reducido  el 
número  de  marineros  extranjeros  que 
servían  en  raas  naves,  pudo  establecerse 
que  todas  las  tripulaciones  estuvieran 
sometidas  al  régimen  disciplinario  de  las 
ordenanzas  españolas  de  1802,  haciendo 
cesar  la  anomalía  impuesta  por  las  cir- 
cunstancias de  1819  de  que  los  marine- 
ros extranjeros  se  rigieran  pur  las  orde- 
nanzas inglesas"  (2). 

El  decreto  gubernativo  fué  transcrito 
al  jefe  de  la  Armada  en  los  términos  si- 
guientes: 

"S.  E.  el  señor  Director  Supremo  en  vis- 
ta de  la  ñuta  de  V.  £.  de  24  del  actual, 
ha  resuelto  que  para  el  servicio  de  los 
bajeles  de  la  Marina  Nacional  de  Guerra 


1  BakROS  Ahaha,  Historia  General  áe  CA>7<t.  1*2, 
p.  305. 

(2)  BAKRita  Arana,  obra  citada,  t  14,  p.  423. 


se  observen  las  ordenanzas  del  año  de 
1802  que  regían  en  la  Armada  española 
en  cuanto  sean  adaptables  y  adicional- 
mente  las  de  1793,  debiendo  desaparecer 
la  distinción  de  jtizgamientos  concedida 
anteriormente  de  los  extranjeros  como 
V.  E.  propone. 

De  orden  suprema  tengo  el  honor  de 
avisarlo  á  V.  E.en  contestación,  para  su 
inteligencia  y  gobierno. 

Dios  guarde  á  V.  ^£..—Snntiago  Fer- 
nándes. 

Al  vice-almirante  de  la  Marina  Nacio- 
nal." 

Tal  es  el  texto  de  la  comunicación  que 
á  nombre  del  Gobierno  de  la  República 
dirigió  el  Ministro  de  Marina  al  jefe  de 
la  escuadra  que  era  el  encargado  en  ese 
instante  de  poner  en  vigor  el  decreto  su- 
premo con  fuerza  de  ley,  que  mandaba 
regir  en  la  Armada  chilena  las  ordenan- 
zas españolas  de  1802. 


VI 


Alguien  ha  manifestado  duda  acerca 
de  las  facultades  que  el  Director  Supre- 
mo tenía  para  dar  á  este  decreto  la  fuer- 
za de  una  ley  del  Estado.  El  ilustre  pu- 
blicista y  magistrado  don  José  Victorino 
Lastarria  que  falló  en  primera  instancia 
el  juicio  que  promovieron  los  marinos 
para  la  adjudicación  de  las  presas  marí- 
timas capturadas  en  la  guerra  del  Pací- 
tico,  establece  en  uno  de  los  consideran- 
dos de  la  sentencia  que  pronunció,  lo  si- 
guiente: 

"Considerando  que  el  reglamento  de 
corso  y  sus  declaraciones  anexas  no  pue- 
den tenerse  por  modificadas  ó  deroga- 
das ni  por  la  resolución  que  mandó  ol> 
servar  en  el  servicio  de  los  bajeles  de  la 
marina  nacional  de  guerra  las  ordenan- 
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zas  españolas  de  1802  y  adición almen te 
las  de  1793,  ni  menos  porque  la  Repúbli- 
ca haya  abolido  de  un  modo  absoluto  el 
corso,  como  lo  hizo  la  declaración  del 
*  Tratado  de  París  de  30  de  marzo  de 
1856. 

Aquella  resolución,  que  no  es  un  decre- 
to dictatotiaít  como  se  supone,  porque 
entonces  regla  la  Constitución  de  1823, 
la  cual  se  declaró  insubsistente  después 
por  la  ley  de  10  de  enero  de  1825,  apare- 
ce de  un  o6cio  de  27  de  julio  de  1824,  en 
que  el  Ministro  de  Marina  la  comunica 
al  Comandante  General  de  Marina  inser- 
to en  el  apéndice  del  Manual  Oñcial  del 
MaríoOt  y  refiriéndose  exclusivamente  á 
las  citadas  ordenanzas  españolas  que 
nada  estatuyen  en  materia  de  corso  y  de 
presas  marítimas,  no  ha  podido  derogar 
implícitamente  el  reglamento  de  corso  de 
1817,  ni  las  leyes  que  le  son  referen- 
tes" (1). 

Juzga  el  señor  Lastarria  que  el  decreto 
de  27  de  julio  de  1724  no  es  dictatorial, 
es  decir,  dictado  por  persona  que  tuviera 
en  sus  manos  todos  los  poderes  del  Esta- 
do, puesto  que  rigiendo  en  esa  época  la 
Constitución  de  1823,  una  ley  no  podía 
formarse  sino  por  las  autoridades  y  con 
los  trámites  que  aquélla  establecía. 

Aquella  Constitución  atribuía  al  Su- 
premo Director  la  iniciativa  de  las  leyes, 
que  sólo  requerían  la  aprobación  del  Se- 
nado para  ser  promulgadas.  Este  no  po- 
día iniciar  una  ley  sino  en  dos  épocas  del 
año,  cada  una  de  las  cuales  duraba  sola- 
mente el  período  de  quince  días.  La  Cá- 
mara Nacional  6  de  Consultores  Nació- 
oa/es,  no  tenía  sino  la  íacnltad  de  con- 


( 1)  ViaM  eD  La  Gaceta  d*  l»  Tríbuiiaie$  de  1886, 
la  sentencia  número  3,25'',  pAgina  2,049. 
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sentir  en  que  se  dictase  cierta  clase  de 
leyes  ó  de  resolver  cuando  en  la  forma- 
ción de  una  ley  se  produjese  el  veto  del 
Senado  ó  del  Supremo  Director. 

No  queda  en  nuestros  archivos  oficiales 
testimonio  de  que  el  decreto  de  27  de  ju- 
lio de  1824,  hubiese  sido  aprobado  por 
el  Senado;  pero  basta  recordar  los  suce- 
sos ocurridos  durante  ese  mes  para  ma- 
nifestar que  esa  aprobación  no  era  nece- 
saria ni  habría  sido  posible.  La  Consti- 
tución de  1823  no  había  sido  planteada 
sino  á  medias.  El  sistema  que  establecía 
era  de  tal  manera  complicado  y  engorro- 
so que,  á  pesar  de  los  esfuerzos  del  Go- 
bierno, la  mayor  parte  de  las  disposicio- 
nes constitucionales  no  hallan  aún  co- 
menzado á  regir.  liste  hecho  fué  recono- 
cido por  el  Senado  en  la  sesión  de  17  de 
julio  de  1824,  al  'ocuparse  en  la  renuncia 
que  presentó  el  general  don  Ramón  Frei- 
ré de  la  suprema  magistratura  que  ejer- 
da. 

Formas  que  aquella  corporación  trató 
de  mantener  en  vigor  siquiera  una  parte 
de  la  Carta  Fundamental,  incitando  pa- 
ra ello  elcelo  del  Supremo  Director,  cuya 
dimisión  se  negaba  á  aceptar,  no  pudo 
impedir  que  una  revolución  popular  sus- 
pendiese su  imperio  el  día  19  de  aquel 
mes,  y  confiriese  al  Supremo  Director  la 
suma  de  los  poderes  públicos.  Freiré 
aceptó  el  mando  que  se  le  ofrecía,  y  des- 
de aquel  día  comenzó  á  gobernar  libre  de 
lastrabas  que  le  había  impuesto  la  Cons- 
titución derogada. 

El  Senado,  por  su  parte  reconociendo 
el  hecho,  acordó  en  aquel  mismo  día  "sus- 
pender el  imperio  de  la  Constitución  de- 
jándola vigente  solo  en  aquella  parte  en 
que  ya  está  planteada,  y  que  si  aun  en 
esta  parte  encuentra  tropiezos,  el  Direc- 
tor Supremo,  proponga  al  Senado  la  co- 
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rrespondiente  iniciativa  para  reformar- 
la" (1) 

En  la  sesión  de  21  de  julio,  á  que  asis- 
tieron el  Supremo  Director  y  sus  Minis- 
tros, el  Senado  mismo  sancionó  la  dicta- 
dura, delegando  en  aquel  magistrado 
todos  sus  poderes  por  el  término  de  tres 
meses,  autorizándolo  además  para  sus- 
pender aquellos  artículos  constituciona- 
les cuyo  cumplimiento  pudiera  ocasionar 
dificultades  insuperables. 

"Este  acuerdo,  dice  el  señor  Barros 
Arana,  publicado  como  ley  del  Estado, 
no  era  más  que  un  recurso  de  forma  para 
quitar  á  aquella  evolución  lo  que  tenía 
de  violento  y  de  inconstitucional.  Es  lo 
cierto  que  deedeesedia  quedó  su5|>endido 
el  cumplimiento  de  casi  la  totalidad  de 
la  Constitución  de  1823;  de  manera  que, 
aunque  seis  meses  más  tarde  se  la  declaró 
definitivamente  anulada,  esta  declara- 
ción sólo  vino  á  sancionar  un  beclio  que 
podía  considerarse  consumado"  (2). 

Así,  pues,  por  acuerdo  del  pueblo  y  de 
sus  representantes,  el  gobierno  del  gene- 
ral Freiré  asumió  el  carácter  de  gobierno 
de  hecho  con  el  máximum  de  las  faculta- 
des de  que  autoridades  de  este  género  se 
consideran  investidas. 

Es  evidente  entonces  que  el  día  27  de 
julio,  fecha  en  que  se  expidió  el  decreto 
que  ponfa  en  vigor  las  ordenanzas  de 
marina  de  1802,  el  general  Freiré  ejercía 
no  solamente  los  poderes  que  le  había 
señalado  la  Constitución  de  1823,  sino 
también  todos  los  poderes  que  corres- 
ponden á  un  gobierno  de  hecho  y,  por 
consiguiente,  podía  dictar  medidas  legís- 


(1)  SeHionea  de  Ion  Guerpon  Legislatiroi  recopi- 
ladas por  doit  Valentín  Letelier,  t.  9.",  p¿|t*.  6)1  y 
aigaientee, 

(2)  Obra  citada,  t,  14,  p  396. 


lativas,  como  lo  era  el  decreto  de  27  de 
julio  de  1824. 

Carecía  por  consiguiente  de  razón  el 
señor  Lastarría  cuando,  al  dictar  su  sen- 
tencia de  3  de  octubre  de  1885,  ponía  en 
duda,  ó  más  bien  negaba  al  Supremo  Di- 
rector Freiré,  la  plenitud  de  facultades 
que  había  ejercido  tanto  por  la  resolu- 
ción  popular  como  por  el  acuerdo  del 
Cuerpo  Legislativo  que  se  encontraba  en 
funciones. 

Dejo  comprobado  con  estoquee!  decre- 
to que  mandó  regir  en  Chile  las  ordenan- 
zas de  Graudallana  fué  expedido  por  au- 
toridad que  tenía  facultad  de  legislar,  y 
que  por  lo  tanto  fué  y  es  una  ley  de  la 
República. 

VII 

Pero  se  ha  dicho  (jue  este  decreto-ley 
no  rige  por  no  habersido  suñcien  temen  te 
promulgado.  El  señor  Salas  Lavaqui  es 
quien  ha  hecho  esta  aseveración,  que  el 
señor  Fiscal  don  Francisco  Ugarte  Zente- 
no  aceptó  sin  vacilar.  Dice  el  primero: 
"Sin  duda,  tomando  en  cuenta  las  facul- 
tades de  que  estaba  investido  el  Director 
Supremo,  la  disposición  citada  debiera 
tener  fuerza  de  ley,  y  según  ella,  debieran 
regir  las  ordenanzas  referidas;  mas,  tal 
decreto  no  se  promulgó,  y  cuarenta  años 
ha  sido  preciso  que  trascurran  para,  al 
fin  de  mucho  rastrear,  llegar  á  dar  con 
él  en  el  archivo  del  Ministerio  de  Mari- 
na"(l). 

No  hcice  el  señorSalasotro  argumento, 
ni  aduce  otro  hecho  para  probnrsu  tesis. 
Conviene,  sin  embargo,  en  que  el  decreto 
de  27  de  julio  de  1824  fué  comunicado  al 
vice-almirante  de  la  marina  nacional, 


(1)  Salas  Ijavaqdi,  BntutliM  wbn  Pnmn  Morí- 
limaM.  p.  20. 
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que  era  el  jefe  actual  de  ella  y  aquel  de 
quien  única,  6  al  menos  principalmente,  in- 
cumbía en  esa  época  darle  cumplimiento. 

¿Qué  clase  de  promulgación  esentónces 
la  que  exigía  el  señor  Salas  Lavaqui?  La 
orden  gubernativa  llegó  á  conocimiento 
de  las  [)ersonas  á  quienes  correspondía 
observarla,  trasmitida  por  su  conducto 
natural  y  en  forma  auténtica.  Las  orde- 
nanzas fueron  puestas  en  vigor  y  cons- 
tantemente aplicadas  por  las  autoridades 
á  quienes  esta  misión  incumbía.  La  histo- 
ria, como  antes  lo  hemos  manifestado, 
lia  tomado  nota  de  este  hecho,  y  el  señor 
Barros  Arana  no  ha  necesitado  sin  duda 
de  prolijas  investigaciones paradejartes- 
timonio  de  él  en  su  obra  monumental  so- 
bre la  historia  del  país.  El  decreto-ley  fué 
por  lo  tanto,  suficientemente  promulga- 
do, es  decir,  dado  á  conocer  á  todos  los 
que  debían  intervenir  en  su  ejecución. 

Es  cierto  que  el  Código  Civil  prescribe 
que  la  promulgación  de  una  ley  se  verifi- 
ca publicándola  en  el  periódico  oficial; 
pero  también  lo  es  que  esta  disposición 
sólo  rige  desde  1857,  es  decir,  un  tercio  de 
siglo  después  de  dictado  el  decreto  de  27 
de  julio  de  1824.  La  promulgación  de  es- 
te no  pudo  pues  regirse  por  esa  disposi- 
ción, V  preciso  es  encontrar  en  las  leyes 
españolas  vigentes  en  ese  año  la  regla  le* 
gal  por  la  cual  estecaso  debe  regirse. 

En  Roma  existían  diversas  formas  de 
promulgación  según  el  origen  de  la  ley, 
las  cuales  podían  consistir  en  edictos,  de- 
cretos, rescriptos  y  mandatos.  Savigny 
que  analiza  detenidamente  cada  una  de 
estas  clases  de  constituciones,  manifiesta 
que  solo  las  primeras  tenían  el  carácter 
de  una  ley  general.  Las  otras  se  dictaban 
en  juicio  entre  partes,  ó  en  respuesta  á 
consultas  particulares,  ó  en  órdenes  6 
instrucciones  á  los  legados.  La  promul- 


gación de  estas  constituciones  consistía 
en  hacerlas  saber  á  aquellos  que  debían 
cumplirlas,  y,  por  consiguiente,  era  gene- 
ral ó  especial  se^n  los  casos  (1). 

Mackeldey  formula  el  procedimiento 
romano  en  estos  términos  (2): 

"La  ley  está  basadasobre  la  voluntad 
del  legislador.  Pero  para  adquirir  fuerza 
obligatoria  necesita  ser  puesta  en  cono- 
cimiento de  todos  aquellos  quedeben  go- 
bernarse por  ella.  El  acto  por  el  cual  la 
autoridad  suprema  del  Estado  hace  pú- 
blica esta  ley  á  fía  de  que  sea  observada, 
se  llama  promulgación  de  la  \ey  (promuh 
gatio  legis)i  y  puede  verificarse  de  diver- 
sas maneras.'* 

Había  perfecta  lógica  en  el  sistema  ro- 
mano. Siendo  el  objeto  de  la  promulga- 
ción  que  la  ley  sea  sabida  por  los  que  de- 
ben cumplirla,  para  que  no  pueda  alear- 
se ignorancia  de  ella,  y  porque  sería  irra- 
cional exigir  que  fuera  obedecida  por 
quienes  no  la  conocían,  bastaba  para  es- 
te efecto  ponerla  en  noticia  de  los  que  es- 
taban obligados  á  observarla;  es  decir, 
de  todos  si  se  trataba  de  una  ley  gene- 
ral; de  las  autoridades,  corporaciones  ó 
particulares  si  la  ley  no  concernía  sino  á 
una  de  estas  entidades. 

La  legislación  española  siguió  á  es- 
te respecto'la  línea  de  conducta  trazada 
por  el  Derecho  Romano.  Como  principio 
adoptó  la  regla  de  que  toda  ley  se  preHU- 
me  sabida  por  los  que  deben  cumplirla, 
de  manera  que  no  puede  alegarse  como 
escusa  la  ignorancia  de  ella.  Así  lo  esta- 
blecen todos  los  cuerpos  de  leyes  desde 
el  Fuero  Juzgo  en  adelante;  pero  salvo  el 
precepto  de  la  ley  20,  tít.  2».  Partida  !• 

(1)  Saviony.  Sittema  dei  Deruho  Romano  aetuaí, 
Lib.  l.»,  cap.  3.-,  §  23. 

(2)  F.  M&CKELDBY.  El^n^entos  del  DarMha  Roma- 
no, Sec.  1.',  §  5." 
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que  ordena  leer  las  leyes  para  poder  obe- 
decerlas, no  se  dictó  precepto  alguno 
acerca  de  la  manera  de  promulgarlas 
hasta  el  año  de  1767,  en  que  apareció  la 
ley  que  ratificó  el  Rey  Carlos  IV  en  1804, 
y  que  se  incorporó  posteriormente  en  la 
Novísima  Recopilación,  y  es  la  12,  título 
2^,  libro  3^  de  este  Código. 
Dice  esta  ley: 
"Conforme  á  lo  dispuesto  por  Derecho, 
y  á  lo  que  se  ha  practicado  en  quantas 
providencias  se  han  establecido,  se  haga 
saber  al  Público  de  esta  Corte  y  demás 
pueblos  del  Reyno,  que  ninguna  ley,  re- 
gla ó  providencia  general  nueva  se  debe 
creer  ni  usar,  no  estando  intimada  ó 
publicada  por  pragmática,  cédula,  pro- 
visión, orden,  edicto,  pregón  ó  bandos  de 
las  justicias  ó  magistrados  públicos;  y 
que  se  debe  denunciar  al  que  sin  preceder 
alguna  de  estas  circunstancias  y  requisi- 
tos, se  abrogase  la  facultad  de  poner  en 
execución,  ó  de  ñngir  ó  de  anunciar  de 
autoridad  propia  y  privada  algunas  le- 
yes,reglas  degobiemo  inciertas,  ó  á  vuel- 
tas de  ellas  especies  sediciosas,  ya  sen  ríe 
palabra  ó  por  escrito,  con  firma  ó  sin 
ella,  por  papeles  ó  cartas  ciegas  6  anóni- 
mas; castigándoseles  por  las  justicias  or- 
dinarias como  conspirador  contra  la 
tranquilidad  pública;  á  cuyo  fin  se  le  de- 
clara para  lo  sucesivo  como  reo  de  Esta- 
do, 3'  que  contra  él  vélenlas  pruebas  pri- 
vilegiadas, etc." 

Esta  ley  era  la  única  que  acerca  de  la 
manera  de  promulgar  las  leyes  regía  en 
Chile  durante  el  año  de  1824-. 

En  ella  se  determinan  las  diversas  ma- 
neras de  hacer  conocer  la  ley,  tomando 
en  consideración  las  circunstancias  del 
caso,  para  darle  la  notoriedad  necesaria 
á  fin  de  que  pudiera  llegar  á  noticias  de 


todos  los  súbditos,  6  álo  menos  de  aque- 
llos á  quienes  especialmente  concernía. 

La  Pragmática  era  la  forma  mas  so- 
lemne de  promulgación  usada  desde  el 
tiempo  de  los  romanos;  pero  Savigny 
hace  notar  que  no  ha  llegado  hasta  no- 
sotros la  fórmulacon  que  se  usaba;  y  Es- 
criche  en  su  Diccionario  de  Legislación  y 
Jurisprudencia  se  limitaá  manifestar  que 
la  palabra  está  tomada  del  Código  de 
Justiniano  y  significa  la  ley  que  se  dife- 
rencia de  los  reales  decretos  y  órdenes 
generales  en  las  fórmulas  de  su  promul- 
gación. 

La  Real  Cédula  consistía  en  un  despa- 
cho del  Rey  expedido  por  un  tribunal  su- 
perior, en  que  se  concedía  alguna  merced 
ó  se  tomaba  alguna  providencia.  Era  en- 
cabezada por  la  palabras  "El  Rey"  y  fir- 
mada por  éste. 

Provisión  era  el  despacho  ó  manda* 
miento  que  en  nombre  del  Rey  expedían 
los  tribunales;  significaba  también  la  ac- 
ción de  dar  ó  conferir  algún  oficio,  digni- 
dad ó  empleo. 

La  Real  Orden  era  la  tran8crí[}ción  que 
el  Ministro  ó  Secretario  de  Estado  res- 
pectivo hacía  de  los  decretos  y  disposi- 
ciones dictadas  porel  Rey.  Generalmente 
terminaba  esta  trascripción  con  la  fra* 
se:  de  Real  Orden  lo  digo  á  V.  S.  para  los 
electos  correspondientes  6  para  su  cum- 
plimiento. Dios  guarde  á  V.  S.  y  la  firma 
del  Ministro.  Es  ejemplo  de  Real  Orden, 
la  que  hemoscitado  textualmente  al  prin 
cipio  de  este  artículo,  en  la  cual  el  Minis- 
tro Caballero  trascribe  la  resolución  del 
Rey  de  suspender  la  observancia  de  las 
ordenanzas  navales  de  1802.  La  comu- 
nicación que  hoy  se  hace  por  los  Minis- 
tros de  Estado  de  los  decretos  supremos 
guarda  perfecta  conformidad  con  las  an- 
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tiguas  reales  órdenes  expedidas  por  los 
Ministros  del  Rey. 

£1  Edicto  era  el  mandato  ó  decreto  pu- 
blicado con  autoridad  del  príncipe  ó  ma- 
gistrado, disponiendo  la  observancia  de 
algunas  reglas  en  algún  ramo  ó  asunto. 
Bn  Roma  los  edictos  eran  r^lamentos 
ú  ordenanzas  dadas  por  los  emperadores 
en  virtud  de  la  magistratura  de  que  es- 
taban investidos  y  que  equivalían  á  los 
que  antes  del  cambio  de  las  instituciones 
dictaban  los  pretores,  procónsules  y  otros 
magistrados. 

Por  íiltimo,  llamábanse  BaíJífos  ó  Pre- 
gones, los  anuncios  públicos  de  una  cosa, 
como  un  edicto,  una  ley,  un  decreto  de  la 
autoridad,  hechos  por  persona  autoriza- 
da 6  por  voz  de  pregonero,  6  por  fijación 
de  carteles  en  los  parajes  más  concurrí- 
dos  del  pueblo.  Escriche  previene  que 
también  toma  el  nombre  áe  bando  el  mis- 
mo edicto,  mandato  ó  ley  que  ae  publica 
6  anuncia  solemnemente. 

Hemos  querido  manifestar  cuál  es  el 
sentido  de  cada  una  de  las  palabras  de 
que  se  vale  la  ley  12,  título  2',  lib.  3'  de 
la  Novísima  Recopilación  para  expresar 
lo  que  se  entiende  por  promulgación. 
Esta  tenia  lugar  por  cualquiera  de  los 
medios  que  dichas  palabras  indican. 

Sin  uso  en  el  nuevo  gobierno  republica- 
no de  Chile  las  pragmáticas,  cédulas  y 
provisiones,  no  quedó  otra  manera  de 
promulgar  las  leyes  que  la  trascripción 
de  los  decretos,  equivalente  A  las  anti- 
guas reales  órdenes,  cuya  forma  conser- 
vaba. 

El  dwreto  supremo  de  8  de  febrero  de 
1823  que  ordenó  la  publicación  del  Bole- 
tín de  las  Leyes  agregó  una  nueva  forma 
de  promulgación  por  cuanto  mandó  que 
todo  lo  inserto  en  este  periódico  se  tuvie- 
ra por  ofícialnicnte  publicado  y  circulado; 


pero  no  derogó  lo  dispuesto  por  la  ley  de 
la  Novísima  Recopilación.  Esta  quedó  en 
todo  su  vigor,  y  de  hecho  numerosas  dis- 
posiciones gubernativas  y  legales  fueron 
mandadas  observar  sin  necesidad  de  ser 
insertadas  en  el  Boletín, 

Debe  tenerse  presente  además  que  el 
legisladores  dueño  de  determinaren  cada 
caso  especial  la  manera  cómo  debe  ser 
promulgada  la  ley;  y  cómo  el  decreto  de 
27  de  julio  de  1824  fué  dictado  por  un 
magistrado,  cuyas  facultades  eran  omní- 
modas, pudo  disponer  que  la  trascripción 
del  decreto  importase  su  promulgación, 
lo  que  se  deduce  claramente  del  hecho 
mismo  de  la  trascripción  y  del  cumpli- 
miento que  se  dió  á  aquel  decreto-ley. 

Así,  pues,  el  texto  de  la  nota  en  que  el 
Ministro  de  Marina  don  Santiago  Fer- 
nández comunica  al  vice- almirante  de  la 
escuadra,  don  Manuel  Blanco  Encalada, 
la  resolución  del  Supremo  Director  de 
que  se  observasen  en  la  Marina  Nacional 
las  ordenanzas  de  1802,  importaba  por 
sí  misma  la  promulgación  legal  de  dicha 
resolución  en  conformidad  á  la  ley  12, 
título  2^,  libro  3'  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, y  con  arreglo  á  la  suma  de  facul- 
tades de  que  se  encontraba  investido  este 
magistrado. 

El  señor  Salas  Lavaqui,  que  aseveraba 
á  seguida  de  copiar  aquella  nota,  que  las 
ordenanzas  de  1802  no  habían  sido  pro- 
mulgadas, no  reparaba  que  dejaba  testi- 
monio de  lo  contrario  en  la  nota  misma 
que  acababa  de  reproducir.  Esa  nota  era 
precisamente  la  promulgación  que  echa- 
ba menos. 

Creo  pues  tener  fundado  motivo  para 
añmiar  que  el  decreto  directoríal  de  27 
de  julio  de  1824,  fué  promulgado  confor- 
me á  la  ley  que  regía  en  la  época  en  que 
se  dictó.  Estoy  convencido  además  de 
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que  no  hasido  derogado  expresa  ni  tácita- 
mente con  posterioridad  á  aquella  fecha. 

VIII 

Desde  que  se  dictó  el  decreto  que  man- 
dó poner  en  vigor  las  ordenanzas  nava- 
lee  de  1802,  no  se  ha  dictado  ley  alguna 
que  las  derogue.  Nadie  ha  alegado  de  en- 
tonces acá  que  ellas  hayan  sido  deroga- 
das y  por  consiguiente  debemos  conside- 
rarlas vigentes. 

Tal  ha  sido  también  el  concepto  de  los 
tribunales  de  justicia,  que  las  han  apli- 
cado  constantemente  en  el  juzgamiento 
de  las  causas  criminales  contra  indivi- 
duos de  la  Armada. 

La  Gaceta  de  los  Tribunales  publica 
numerosas  sentencias  que  lo  atestiguan. 

Tomamos  al  acaso  los  volúmenes  co- 
rrespondientes á  los  años  de  1858,  1862 
y  1875;  y  encontramcs  en  el  primero  la 
sentencia  número  386  recaída  en  la  causa 
que  se  siguió  al  capitán  de  corbeta  don 
Manuel  2'  Escala  por  la  pérdida  del  va- 
por de  guerra  María  Isabel,  en  la  cual  se 
absuelve  al  reo  por  haber  justiñcado  con 
arreglo  al  artículo  15,  título  33  de  las 
Ordenanzas  de  GrandalJana  que  la  pérdi- 
da del  buque  fué  irremediable,  apesar  de 
haber  puesto  su  comandante  todos  los 
medios  regulares  para  impedirla. 

Mas  adelante  aparece  la  sentencia  nú- 
mero 490  que  condena  á  un  soldado  del 
ejército  que  cometió  un  hurto  á  bordo  del 
buque  en  que  estaba  de  guarnición,  á  las 
penas  de  baqueta  y  presidio  que  señala  el 
artículo  32  del  título  34>  de  las  mismas 
Ordenanzas. 

En  La  Gaceta  de  1862  se  encuentra  la 
sentencia  número  2496  que  condena  por 
desobediencia  á  siete  guardia- marinas, 
que  después  han  dado  á  la  República  días 


de  gloria,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  38,  título  8'  de  las  Ordenanzas 
de  Grandallana. 

En  la  de  1875  está  la  sentencia  número 
1201  queaplicaáun  reo  el  artículo  6'  del 
título  36  de  las  mismas  Ordenanzas. 

Se  puede,  pues,  establecer  como  un  he- 
cho inconcuso  que  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia reconocieron  siempre  toda  la  fuerza 
del  decreto-ley  que  mandó  regir  en  Chile 
las  ordenanzas  navales  de  1802. 

Es,  por  lo  tanto,  indudable  que  ellas 
están  vigentes,  no  obstante  que  hablan 
sido  abrogadas  en  España  en  el  año  de 
1806,  por  haberlas  hecho  revivir  el  decre- 
to de  27  de  julio  de  1824. 


IX 


Esto  no  significa  que  las  anteriores 
ordenanzasdel793  y  del748estén  total- 
mente derogadas.  Hemos  visto  que  el  de- 
creto de  1824,  declaró  que  se  aplicaran 
adicionalmente  las  primeras  yno  han  fal- 
tado casos  en  que  han  sido  invocadas  las 
segundas,  por  la  sencilla  razón  de  que 
cada  uno  de  estos  cuerpos  de  leyes  no  ha 
derogado  de  las  anteriores  sino  aquello 
en  que  fueren  contrarias  á  las  posteriores. 
En  lo  demás  y  sobre  todo  en  lo  omitido 
por  éstos,  rigen  las  disposiciones  preexis- 
tentes. Por  eso  no  es  de  extrañar  que  el 
decreto  supremo  de  29  de  abril  de  1854 
disponga  que  se  dé  cumplimiento  á  los 
artículos  8'  y  18  del  título  VI,  tratado  6' 
de  las  ordenanzas  de  1793  en  lo  relativo 
á  gratificadón  de  mesa  que  corresponde 
á  los  oficiales  embarcados,  ya  que  sobre 
este  punto  callaban  las  nuevas  orde- 
nanzas. 

La  ley  de  29  de  agosto  de  1867  manda 
por  la  misma  razón,  que  los  ingenieros  y 
empleados  de  máquina  de  la  Armada  sean 
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comprendidos,  para  los  efectos  del  retiro 
á  inTálidos,  en  el  artículo  18,  título  IV, 
tratado  6'  de  las  ordenanzas  de  1793. 
Este  título  trata  de  los  sueldos  y  régimen 
para  percibirlos,  descuentos,  asignacio- 
nes, hospitalidades  y  otras  gracias,  sobre 
todo  la  cual  nada  disponen  las  ordenan- 
zas de  Grandallana. 

Kn  la  sentencia  número  676  que  regis- 
tra La  Gaceta  de  1871 ,  se  falló  una  cansa 
en  la  1*  instancia  con  arreglo  á  la  orde- 
nanza de  1748,  y  la  Corte  de  la  Serena 
invocó  en  su  sentencia  de  término  las 
prescripciones  de  la  ordenanza  de  1793. 
No  cabe  duda,  por  consiguiente,  de  que 
tanto  los  representantes  del  poder  ejecu- 
tivo como  los  del  poder  judicial  han  en- 
tendido que  las  Ordenanzas  de  Granda- 
llana han  derogado  solo  parcialmente  las 
que  preexistieran  á  ella;  y  que  éstas  con- 
servan en  vigormuchasde  sus  disposicio- 
nes sobre  materias  que  aquellas  no  han 
previsto  ó  que  no  le  son  opuestas. 

Los  antecedentes  que  dejamos  expues- 
tos bastan  y  sobran  para  disipar  toda 
duda  acerca  de  lacuestiónquenos  propu- 


simos resolver  en  el  presente  artículo. 
Por  no  haber  sido  antes  conocidos  algu- 
nos de  ellos,  ó  estudiados  detenidamente 
las  demás,  se  originó  la  dificultad  que 
motivó  la  consulta  hecha  por  el  sefior  Fis- 
cal Ugarte  Zenteno  al  Ministerio  de  Ma- 
rina de  España.  Esta  dificultad  ha  desa- 
parecido; pero  queda  en  pie  otra  de  no 
menor  importancia,  cual  es  la  de  discer- 
nir con  toda  seguridad  cuáles  S(m  las  dis- 
posiciones de  las  ordenanzasde  1748  y  de 
1793  que  se  conservan  en  vigor.  Solo  el 
estudio  atento  y  comparativo  de  las  tres 
ordenanzas,  puede  solucionar  este  árduo 
problema. 

En  todo  caso,  y  atendida  la  antigüedad 
de  estas  leyes  y  los  adelantos  modernos 
que  han  modiBcado  tan  profundamente 
las  condiciones  de  los  buques  de  guerra  3" 
su  servicio,  sería  de  desear  que  un  Código 
nuevo  y  más  adecuado  viniera  á  reempla- 
zarlas. Entendemos  que  el  Supremo  Go 
bierno  está  empeñado  en  esta  obra,  y 
hacemos  votos  por  que  ella  llegue  cuan- 
to antes  á  feliz  término. 

Manuel  E.  Ballesteros. 
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SOBRE  EL  ARRENDAMIENTO 


ODLIGACIONBS  DB  LOS  CONTRATANTES 

"El  arrendamiento  es  (art.  1915  dé. 
Código  Civil)  un  contrato  en  que  las  dos 
partes  se  obligan  recíprocamente,  la  una 
á  conceder  el  goce  de  una  cosa,  6  á  ejecu- 
tar una  obra,  ó  á  prestar  un  servicio;  y 
la  otra  á  pagar  poreste  goce,  obra  6  ser- 
vicio un  precio  determinado." 

Concretando  la  obligación  de  conceder 
el  goce,  el  artículo  1924  declara  que  el 
arrendador  debe  entregar  la  cosa,  man- 
tenerla servible  para  el  uso  contratado  y 
en  el  libre  y  tranquilo  goce  del  arrenda- 
tario; y  las  obligaciones  de  éste  las  expre- 
san varios  artículos,  á  saber:  (1438  y 
1439)  de  usar  de  la  cosa  según  los  térmi- 
nos, y  más  aún  según  el  espíritu  del  con- 
trato, como  un  buen  padre  de  familia; 
(1440)de  hacerle  las  reparaciones  locati- 
vas; (1942)  de  pagar  la  renta;  y  (1947) 
de  restituir  la  cosa  al  fin  del  arriendo.  Con- 
tiene el  título  XXYI  del  libro  4'  dispo- 
siciones «peciales  relativas  á  algunas 
clases  de  cosas  arrendadas;  pero  ninguna 


liberta  de  aquellas  obligaciones  ¿  las 
partes. 

Bilateral,  este  contrato  está  sujeto  á 
la  disposición  del  artículo  1552;  y  a^  el 
arrendador  no  caerá  en  mora,  aún  en  el  ca- 
so de  no  cumplir  sus  obligaciones,  toda  vez 
que  el  arrendatario  falte  á  las  suyas;  ni 
el  arrendatario,  cuando  no  se  desempeñe 
el  arrendador.  Como  bilateral,  hállase 
también  regido  el  arriendo  por  el  artícu- 
lo 1489,  que  para  el  caso  en  que  una 
parte  deje  de  cumplir  lo  que  debe,  impo- 
ne la  condición  resolutoria  en  favor  de  la 
otra:  pero  uno  y  otro  con  ciertas  modifi- 
caciones prescriptas  en  dicho  título. 

De  lo  cual  ñuye  que,  si  el  arrendador 
no  entrega  la  cosa,  aunque  se  haya  pac- 
tado que  la  renta  se  pague  anticipada,  el 
arrendatario  no  es  moroso  si  no  paga 
esperando  al  momento  en  que  se  le  entre- 
gue la  cosa;  que  no  cae  en  mora  no  pa- 
gando la  renta,  sea  cual  fuere  la  estipu- 
lación, cada  y  cuando  el  arrendador  no 
mantenga  la  cosa  en  estado  de  servir 
para  el  uso  contratado,  v.  gr.  si,  por 
causa  no  imputable  al  arrendatario,  se  ha 
destruido  partedel  techo  de  la  casa,  se  ha 
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roto  la  represa  que  surtía  á  la  heredad,  y 
no  los  ha  restablecido  el  daefio;  que  no 
está  obligado  el  arrendatario  á  pagar 
mientras  el  arrendador  no  lo  liberte  del 
embarazo  que  al  goce  de  la  cosa  le  opon- 
ga un  tercero.  Todo  lo  cual  nos  parece 
inconcuso,  como  consecuencia  rigorosa 
de  los  principios  de  justicia,  de  las  pres- 
cripciones generales  dictadas  por  la  ley  y 
de  las  especiales  relativas  al  goce  de  cosa 
ajena,  concedido  por  una  estipulación. 

Sígnese  igualmente  que  el  arrendatario 
á  quien  el  dueño  no  le  entrega  la  cosa,  ó 
no  se  la  mantiene  servible  y  exenta  de 
todo  embarazo,  tiene  derecho  á  la  reso- 
jución  del  arrendamiento;  y  asimismo  el 
arrendador  cuando  el  arrendatario  falta 
á  las  obligaciones  que  pesan  sobre  él; 
pero  en  este  particular  han  de  tenerse 
presentes  varias  prescripciones  del  Códi- 
go Civil  que  restringen  tales  deiechos. 

Las  consecuencias  indicadas  las  con- 
signan las  varias  legislaciones  en  dispo- 
siciones expresas  y  las  explican  los  tra- 
tadistas en  toda  su  extensión.  Bástenos 
citar  á  Marcadé,  tan  apreciado  por  la 
exactitud  de  su  doctrina  y  por  la  preci- 
sión de  sus  frases. 

"El  arrendador,  dice  en  la  página  460, 
tomo  6',  comentando  los  artículos  1719 
y  1720  del  Código  Napoleón,  debe,  ante 
todo,  entregar  la  cosa;  y  ésta  es  una  obli- 
gación, nó  de  la  naturaleza  como  podría 
creerse  por  la  letra  del  artículo  1719, 
sino  de  la  esencia  de  este  contrato;  pues 
evidentemente  no  hay  arriendo  posible 
sin  la  entrega  de  una  cosa  arrendada. 
No  sólo  debe  entregar  la  cosa  sino  entre- 
garla con  todos  sus  accesorios  y  entre- 
garlo todo  en  buen  estado;  puntos  estos 
dos  últimos  que  son  de  la  natumleza  y 
nó  de  la  esencia  del  contrato,  como  que  las 
partes  pueden  estipular  que  el  arrendata- 

OBRBCHO 


río  no  gozará  de  estps  ó  aquellos  acceso- 
rios que  antes  tenía  la  cosa  ó  que  la  to- 
mará en  el  es^do  en  que  se  encuentre, 
aunque  no  sea  bueno;  pero  para  ello  se 
necesitaría  una  estipulación  especial,  pues 
en  el  silencio  de  las  partes  se  entendería 
que  al  arrendatario  le  asistía  derecho  á 
los  accesorios  y  podría  exigir  que  todo 
estuviese  en  buen  estado  al  momento  en 
que  hubiera  de  principiar  su  goce." 

Kn  la  página  4-63  continúa:  "La  segun- 
da obligación  del  dueño  es  conservar  la 
cosa  duran  ce  el  arriendo  en  estado  de  ser- 
vir para  el  uso  convenido.  Esta  obligación 
no  es  análoga  á  la  primera,  no  es  de  tan 
vasto  alcance;  y  el  artículo  1720  indica 
con  claridad  la  diferencia  que  va  entre 
ellas  en  cnanto  á  su  extensión.  Al  princi- 
piar el  goce  del  arrendatario,  el  dueSo 
debe  entregarle  la  cosa  en  buen  estado  á 
todo  respecto  y  por  tanto  en  condicio- 
nes satisfactorias,  practicadas  las  repa- 
raciones de  toda  especie;  pero  durante  el 
arriendo,  en  cuanto  mira  á  la  conserva- 
ción, al  arrendador  nó  le  obligan  sino 
las  reparaciones  que  no  sean  locativas; 
las  locativas,  lejos  de  serle  exigibles, 
son  de  cargo  del  arrendatario,  quien  de- 
berá restituir  la  cosa  en  buen  estado,  ha- 
ciendo de  su  cuenta  tales  reparaciones,  á 
menos  que  pruebe  haber  recibido  la  cosa 
en  mal  estado." 

Cuanto  á  la  tercera  oblig^ión,  la  ex- 
presa así:  "El  arrendador  está  obligado 
á  procurara!  arrendatario,  durante  todo 
el  tiempo  del  arriendo,  el  g^oce  tranquilo 
de  la  cosa,  ó  hacerlo  gozar  de  ella;  á  di- 
ferencia del  nudo  propietario  respecto 
del  usufructuario,  á  quien  aquel  sólo  de- 
be dejarlo  gozar.  Debe  hacerlo  gozar,  es- 
to es,  debe  ejecutar  todos  los  actos  y  he- 
chos necesarios  que  le  procuren  el  goce 
permanente,  completo  y  tranquilo;  y  cotí 

30 


Digitized  by 


236 


PRIMBRA  PARTB 


mayor  razón,  debe  abstenerse  de  realizar 
cosa  alguna  que  le  estorbe,  le  disminuya 
6  perturbe  en  lo  más  mínimo  tal  goce." 

Deduce  así,  página  46&,  las  consecuen- 
cias: "Obligado  á  hacer  gozar  al  arren- 
datario, á  proporcionarle  el  goce  libre  y 
completo  de  la  cosa,  el  arrendador  lo  ga- 
rantiza contra  todos  los  vicios  6  defeceos 
que  le  impidieran  el  uso  á  que  se  la  desti- 
nó, sea  que  los  haya  conocido  ó  nó  al 
momento  del  contrato,  sea  que  existie- 
ran en  ese  momento  ó  que  después  hayan 
sobrevenido.  Tales  defectos  autorizan  en 
todo  caso  al  arrendatario  para  exigir  la 
resolución  del  arriendo  y  para  excusarse 
del  pago  de  la  renta.  No  bastaría,  sin 
duda,  que  los  vicios  hicieran  solo  menos 
agradable  6  menos  cómodo  el  goce  de  la 
cosa;  se  necesita  que  sean  graves,  pero 
nó  tanto  que  hagan  imposible  el  goce 
total  de  ella." 

II  " 

JURISPRUDKNCIA 

Podríamos  citar  muchas  sentencias  de 
nuestros  tribunales  para  mostrar  que 
nuestra  jurisprudencia  está  de  acuerdo 
con  las  opiniones  que  preceden ;  pero,  sobre 
esta  materia,  en  que  la  ley  es  tan  clara  y 
en  que  los  hechos  se  repiten  con  frecuen- 
cia, á  la  vista  de  todos,  bastará  con  una 
que  otra  á  nuestro  propósito. 

a)  La  Corte  de  Apelaciones  de  Santia- 
go declaró  nula  la  sentencia  que  orde- 
nó seguir  adelante  la  ejecución  promo- 
vida por  elduéño  de  unos  almacenes  con- 
tra la  persona  á  quien  los  había  dado  en 
arríendo,  por  eátas  consideraciones:  1^ 

"Si  bien  en  la  escritura  pública  que 

sirve  de  base  á  la  ejecución  se  estipula 
que  D...  arrienda  á  los  señores...  los  de- 
partamentos que  se  determinan...  por  el 


precio  de...  y  por  el  término  de  seis  años 
á  contar  desde  el  15  de  junio  de  1896  6 
desde  la  fecha  de  la  entrega  si  ésta  se 
efectuase  antes,  siempre  que  se  hallasen 
terminadas  todas  las  obras  áque  se  obli- 
gó el  arrendador;  en  la  misma  escritura, 
se  compromete  R.  á  entregar  la  propie- 
dad antes  del  15  de  junio  indicado  y  á 
ejecutar,  también  con  anterioridad  á  esa 
fecha,  los  trabajos  que  se  detallan  en  el 
mismo  instrumento;  2*^  que,  como  se  vé, 
la  ejecución  del  contrato  y  la  exigíbilidwl 
délas  obligaciones  en  él  contraídas  por  el 
arrendatario  quedaron  subordinadas  al 
cumplimiento  que,á  su  vez,  diera  el  arren- 
dador á  lo  pactado  por  su  parte;  3*^  que, 
á  virtud  de  lo  expuesto,  la  escritura  de 
arrendamiento  mencionada...  no  consti- 
tuye por  sí  sola  un  título  bastante  para 
ejecutar,  puesto  que  de  ella  no  aparece 
que  el  arrendatatio  haya  contraído  una 
obligación  actualmente  exigible  ó  que  es- 
tuviere cumplida  la  condición  contem- 
plada en  el  mismo  contrato  para  que 
principie  á  devengarse  la  renta  estipula- 
da". (Pág.349del  tomo  2^  año  1897, 
sentencia  núm.  2685.) 

b)  La. sentencia  que  se  registra  en  la 
página  1 ,381  de  la  Gaceta  de  los  Tribuna- 
les de  1879,  con  el  número  1992,  pronun- 
ciada por  la  Corte  de  Concepción,  refiere 
que  se  contrató  por  escritura  pública  el 
arriendo  de  una  heredad  con  todo  lo  edi- 
ficado y  plantado  y  con  cinco  yuntas  de 
bueyes;  que,  no  habiendo  el  arrendatario 
pagado  la  primera  renta,  el  arrendador 
lo  demandó  ejecutivamente  por  ella;  y 
que  el  arrendatario  se  opuso  alegando 
que  el  dueño  po  le  había  entregado  aún 
las  bodegas  del  fundo  ni  las  cinco  yuntas 
de  bueyes,  que  por  tanto  él  no  estaba  en 
mora  conforme  al  artículo  1552  del  Có- 
digo Civil,  ya  que  se  trataba  del  contrato 


Digitized  by 


Google 


DERECHO 


237 


bilateral  de  arrendamiento.  Bl  tribunal, 
á  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1915  y  1904  inciso  1^  j  considerando 
que  "las  obligaciones  del  arrendatario 
para  con  el  arrendador  nacen  como  con- 
secuencia de  haber  cumplido  éste  con  las 
que  le  impone  la  naturalezaresencm,  que- 
rría decir)  del  contrato;  y  que  no  se  halla 
probado  que  el  arrendador  haya  entre- 
gado al  arrendatario  la  bodega  existente 
en  el  fundo  y  las  cinco  yuntas  de  bueyes 
objetos  comprendidos  en  e!  contrato  y  á 
cuyaentrega  era  obligado;  y  por  lo  tanto 
no  puede  al  presente  obligar  al  arrenda- 
tario á  que  le  solvente  los  ....  pesos  que  le 
reclama  á  virtud  del  contrato",  absolvió 
al  ejecutado. 

c>  El  20  de  noviembre  de  1860  (página 
1161,  año  1860,  sentencia  1946)  la  Cor- 
te de  Santiago  confirmó  la  sentencia  que, 
por  demanda  del  arrendatario  y  confor- 
me á  los  artículos  1924  y  1927  del  Có- 
digo Civil,  ordenó  al  dueño  de  una  here 
dad  reconstruir  pronto  un  puente,  forma- 
do en  su  mayor  parte  de  machones  de  cal 
y  ladrillo  que  estaban  dentro  deun  estero 
(asi  dice  la  sentencia,  \yero  es  seguro  que 
quiso  hablar  de  un  río)  y  sobre  el  cual 
había  una  canoa  formada  con  maderos 
largos  y  gruesos,  capaz  de  contener  la 
dotación  de  agua  del  fundo;  y  las  tapias 
que  dividen  el  fundo  arrendado  del  vecino, 
las  de  una  arboleda  y  una  pared  inmedia- 
ta á^sta;  puente,  canoa,  tapias  y  pared 
que  habían  sido  destruidas  por  un  fuerte 
aluvión,  durante  el  arriendo. 

d)  Bn  la  página  962  de  1876,  sentencia 
núm.  1882  se  lee  que  un  arrendatario  de- 
mandó al  dueño  para  que,  libertándolo 
del  embarazo  que  le  ponía  el  vecino  que, 
reedi6cando  su  casa,  botó  la  pared  que 
cerraba  el  almacén  arrendado  y  le  indem- 
nizara los  perjuicios  que  había  padecido; 


se  lee  que  el  juez  de  1^  instancia  negó  lu- 
gar á  la  demanda  fundándose  en  que  los 
perjuicios  fueron  causados  por  el  dueño 
colindante  3' que  el  arrendador  no  era  res- 
ponsable por  hechos  de  terceros  que  no 
podíaevitar  ni  estaban  bajo  su  dependen- 
cia, y  en  que  In  disminución  de  la  clientela 
es  un  perjuicio  inapreciable  en  dinero;  y  se 
lee  también  que  la  Corte,  "considerando 
que  el  artículo  1929  del  Código  Civil  con- 
cede al  arrendatario  derecho  á  indemniza- 
ción de  perjuicios  siempre  que  es  turbado 
en  el  goce  de  la  cosa  arrendada  por  cual- 
quier persona  á  quien  el  arrendador  pueda 
vedarlo  y  que  el  demandante  probó  haber 
recibido  perjuicios  por  la  turbación  men- 
cionada", revocó  la  sentencia  y  declaró 
que  el  arrendador  debía  indemnizar  los 
petj  uicios  causados,  avaluados  por  el  juez 
de  la  causa. 

e)  La  sentencia  de  la  Corte  de  Santiago 
□iJmero  1680.  página  904  de  1883,  con- 
firma la  del  Juez  Letrado  que  da  lugar  á 
la  demanda  de  un  arrendatario,  quien 
pedía  rebaja  de  la  renta  porque  se  había 
revenido  una  parte  de  la  heredad  arrenda- 
da á  consecuencia  de  las  lluvias  copiosas 
y  repetidas  de  1877  y  1880.  En  la  de 
1'  instancia  se  leen  estos  considerandos: 
"8'^  el  demandante  ha  justificado  con  la 

prueba  testimonial        que,  con  motivo 

de  los  temporales  de  1877,  se  revinieron 
casi  en  su  totalidad  los  terrenos  de  un  po- 
trero del  predio,  quedando  subsistente  el 
mal  hasta  el  día,  de  tal  manera  que  no 
será  posible  hacerlo  desaparecer  sino  cau- 
sando un  costo  tan  serio  que  ni  aún  al 
propietario  puede  con  venirle;  9'  que  igual- 
mente se  ha  justificado  que  el  terreno  en 
esas  condiciones  no  puede  ser  explotado 
en  ninguna  clase  de  siembras." 

f)  Es  notable  otra  resolución  contenida 
en  esta  sentencia.  Ese  arrendatario  pedía 
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también  rebaja  porque  el  oidiutn,  que  ha- 
bía atacado  á  la  viña  del  fundo,  tenía  re- 
ducida en  macho  la  producción  de  éste, 
la  cual  él  calculó  cuando  lo  tomó  en 
arriendo.  En  este  punto  la  sentencia  re- 
chazó la  demanda  por  estas  considera- 
ciones: *'2*  la  enfermedad  conocida  con  el 
nombre  de  oidium  tvckery,  que  de  algu- 
nos años  á  esta  parte  se  ha  manifestado 
en  las  viñas  de  este  país,  no  es  un  mal  que 
destruya  y  mate  las  plantas  por  comple- 
to, limitándose  sus  efectos  en  los  períodos 
en  que  se  presente,  según  sea  su  mayor  ó 
menor  intensidad,  á  influir  sobre  el  resul- 
tado de  la  cosecha;  3*  esa  enfermedad  tie- 
ne un  antídoto  conocido  que,  aplicado 
convenientemente,  atenúa  en  gran  parte, 
si  no  hace  insensibles  sus  efectos;  4^  dadas 
tas  consideraciones  que  preceden,  se  ve 
que  el  mal  no  está  en  la  cosa  misma  y  que 
puede  ser  de  más  ó  menos  consecuencia, 
según  sea  la  incuria  ó  negligencia  que  se 
emplee  en  combatirlo  en  las  épocas  pe- 
riódicas en  que  se  presenta;  5*  la  enfer- 
medad de  que  se  trata  podría  más  bien 
estimarse  comounode  loscasos  fortuitos 
extraordinarios  á  que  se  refiere  el  articulo 
1983  del  Código  Civil,  en  su  inciso  3'',  de 
cayos  efectos  no  es  responsable  el  arren- 
dador, ni  dan  derecho  al  arrendatario 
para  pedir  rebaja  del  precio  ó  renta." 


lU 


ACCIONES  DEL  ARRENDAMIENTO 

El  Código  Civil  concede  ciertas  accio- 
nes, verdaderamente  especiales,  que  en  el 
fondo  son  la  misma  resolutoria,  ya  al 
arrendador,  ya  al  arrendatario  según  los 
casos;  pero  dándoles  solo  una  vez  la  de- 
nominación de  acción  resolutoria  que,  en 


general,  compete  contra  la  parte  que  no 
cumple  su  obligación  nacida  de  un  con- 
trato bilateral. 

Así.  en  el  párrafo  2"  del  título  XXVI 
expresado,  en  que  trata  de  las  obligacio- 
nes del  arrendador  de  cosas,  atribuye  al 
arrendatario  la  facultad  de  desistir  del 
arriendo,  de  darlo  por  terminado,  de  exi- 
gir que  cese,  de  pedirla,  terminación^  y 
hasta  la  rescisión.  Así,  en  el  párrafo  3^  y 
en  otros,  confiere  al  arrendador  los  de- 
rechos de  reclamar  la  terminación  del 
arriendo,  ponerle  fin,  darlo  por  concíai- 
do,  hacerlo  cesar,  hacerlo  cesar  inmedia- 
tamente,  expeler  al  arrendatario. 

Si  el  arrendador,  por  cualquier  hecho 
suyo,  culpable  ó  nó,  ó  por  culpa  de  sus 
agentes  ó  dependientes,  se  ha  puesto  en 
la  imposibilidad  de  cumplir  la  primera  de 
sus  obligaciones,  entregar  la  cosa,  es  de 
razón  que  el  arrendatario  burlado  pueda 
desistir  del  contrato  (art.  1925).  Y  si  la 
cosa  necesita  reparaciones  que  no  puedan 
sin  grave  perjuicio  diferirse  y  que  recai- 
gan sobre  una  parte  tan  grande  que  el 
resto  de  la  cosa  no  aparezca  suficiente 
para  el  objeto  con  que  fué  arrendada,  con 
lo  cual  el  arrendador  no  cumple  la  obli- 
gación de  mantener  al  arrendatario  en  el 
goce  contratado,  puede  éste  dar  por  ter- 
minado el  arriendo  (art.  1928,  inc.  3'.) 

El  artículo  1932,  previendo  el  caso  de 
que  la  cosa  sea  de  tan  mala  calidad  ó  se 
halle  en  tan  mal  estado  que  no  sirva  pa- 
ra el  uso  á  que  fué  arrendada,  autoriza  al 
arrendatario,  á  quien  por  tanto  no  se  le 
da  el  goce  convenido,  para  pedir  la  resci- 
sión del  contrato,  si  la  cosa  estaba  así  en 
el  momento  de  celebrarlo;  6  para  pedn 
la  terminación  del  contrato,  si  el  vicio 
ocurriere  después  de  la  celebración  de  és- 
te; salvo  que  el  impedimento  para  el  go- 
ce fuere  solo  parcial  y  el  tribunal  estima- 
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re  que  fué  contratado  un  goce  limitado 
A  la  parte  que  subsiste. 

Si  el  arrendatario  fuere  perturbado  en 
e]  goce  de  tanta  parte  de  la  cosa  que  sea 
de  cTver  que  sin  ella  no  habría  contrata- 
do, por  consecuencia  de  haber  un  tercero 
probado  derecho  ¿esaparte,  podrá  exigir 
(¡ne  cese  el  arrhndo  (art.  1930,  ¡nc.  3') 

A  su  vez,  el  arrendador  puede  recobrar 
su  cosa  por  hechos  del  arrendatario  que 
le  conculquen  sus  derechos,  en  casos  aná- 
logos á  los  que  prevee  la  ley  en  favor  del 
arrendatario;  yademásen algunos  otros, 
como  vamos  á  ver. 

Autorizado  está  (art.  1938,  inc.  2*)  pa- 
ra reci&mar  la  terminación  de  un  arrien- 
do príncifñado,  toda  vez  que  el  arrenda- 
tario use  de  la  cosa  contra  los  términos  6 
contra  el  espíritu  del  contrato;  reclamar, 
á  fin  de  que  el  tribunal,  calificando  el  con- 
trato \  los  hechos  que  se  aleguen,  llegue 
á  pronunciar  la  justicia. 

Usan  de  términos  equivalentes  el  ar- 
tículo 1939,  inciso  2^,  que  confiere  al 
arrendador  derecho  para  poner  ñn  al 
arrendamiento  (en  el  caso  de  un  grave  y 
culpable  deterioro  de  la  cosa,  debido  á 
que  el  arrendatario  no  emplea  en  su  con- 
servación el  cuidado  de  un  buen  padre  de 
familia);^  el  1968  inciso  3^,  que  atribuye 
al  arrendador  derecho  para  dar  por  con^ 
cIuidoelarrendamientOyCuando\os  acree- 
dores del  arrendatario  fallido  no  se  sus- 
tituyen á  él,  prestando  fianza  sufi- 
ciente. 

Derecho  de  hacer  cesar  el  arriendo  úbxí 
al  arrendador  el  articulo  1966  para  cuan- 
do la  cosa  arrendada  necesite  reparacio- 
nes que  impidan  su  goce,  ya  en  todo,  ya 
en  parte;  y  el  1977,  inciso  1^,  al  que  en- 
cargó la  confección  de  una  obra  mate- 
rial, con  tal  que  indemnice  al  arrendata- 
rio de  los  gastos  hechos  y  lepagne  lo  tra- 


bajado y  lo  que  hubiere  podido  ganar 
terminando  la  obra. 

Derecho  de  hacer  cesar  inmediatamente 
el  arriendo  tiene  el  arrendador,  conforme 
al  artículo  1972,  inciso  2",  por  la  negli- 
gencia grave  del  arrendatario  de  edificios 
para  mantenerlos  seguros  y,  según  el  ar- 
tículo 1977,  por  la  mora  en  que  éste  cai- 
ga en  pagar  la  renta  de  un  período 
entero  (aunque,  obligado  el  arrendador  á 
hacer  dos  reconvenciones  con  cuatro  días 
de  intervalo  y  facultado  el  arrendatario 
para  retardar  porlo  menos  durante  trein- 
ta díasel  pago  con  sólo  dar  una  fianza  por 
la  renta  adeudada  de  aquel  período,  este 
der«:ho  del  arrendador  llega  A  ser,  puede 
decixw,  ninguno); y  segfin  el  artículo 
1979,  cuando  el  arrendatario  rústico,  le- 
jos de  gozar  de  la  heredad  como  un 
buen  padre  de  familia,  ladestmye  ó  daña 
de  una  manera  grave,  y  el  arrendador  no 
ha  podido  atajar  eí  mai  uso  ó  ía  t/eterro- 
ración  del  fundo. 

Finalmente,  el  arrendador  puede  expeler 
al  inquilino  ( art.  1973 ),  que  empleare 
la  cosa  6  edificio  en  un  objeto  ilícito  6 
que,  pudiendo  subarrendar,  subarriende 
á  personas  de  notoria  mala  conducta. 

No  se  suponga  que  las  frases  derecho 
para  poner  término^  para  dar  por  con' 
claidOf  para  hacer  cesar ^  para  ¿aeer  cesar 
inmediatamente^  para  expeler  al  arren- 
datario, por  lo  enérgicas  que  son,  fa- 
culten al  arrendador  ó  al  arrendatario 
para  proceder  por  sí  mismos;  que  eso  se- 
ría alterar  el  orden  público  autorizando 
á  los  particulares  para  hacerse  justicia 
por  sf  mismos,  ya  que  el  administrar 
justicia  es  atribución  exclusiva  de  la  au- 
toridad constituida;  no  se  suponga  que 
los  faculte  para  romper  por  sf  solos  el 
vínculo  jurídico  que  se  formó  por  el  con- 
trato: fuente  del  derecho  y  de  la  oblfga- 
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ción  convenida,  que  eso  sería  despreciar 
la  igualdad  de  loa  ciudadanos,  base  de  la 
nación. 

N6,  esas  frases  signiiican  solo  derechos 
reconocidos,  A  los  cuales  corresponden 
acciones  que  ejercitar  ante  los  tribunales, 
acciones  dirigidas  á  hacer  entender  á  és- 
tos que  deben  declararlos  sin  vacilacionest 
sin  tardanza,  y  mandarlos  cumplir  sin 
déos. 


IV 


DISPOSICIONES  D£L  CÓDIGO  DE 

PROCEDIMIENTO  CIVIL 

Con  su  viveza,  esas  expresiones  iban 
también  dirigidas  al  legislador  para  ins- 
tarlo á  que  en  el  Código  de  Procedimien- 
tos que  pronto  había  de  dictar,  estable- 
ciera una  tramitación  breve  y  sencilla, 
sin  las  dilaciones  requeridas  para  el  escla- 
recimiento de  derechos  discutibles,  invi- 
tarlo á  quede  una  manera  expedita  diera 
vigor  á  tan  claros  derechos,  é.  tan  opor- 
tunas acciones. 

Bsa  recomendación  ha  sido  atendida, 
aunque  tímidamente,  por  el  Código  de 
Procedimiento  Civil;  que  no  la  satisfizo 
en  el  todo,  pues  no  la  extendió  á  los  de- 
más casos  que  la  ley  sustantiva  conside- 
ra análogos  á  los  consultados  por  la 
nueva  disposición. 

Los  primeros  proyectos,  trabajados  por 
notables  jurisconsultos,  nada  dicen  sobre 
la  tramitación  de  las  acciones  nacidas 
del  contrato  de  arrendamiento;  probable- 
mente por  inadvertencia,  preocupados, 
como  estaban  sus  autores,  de  sentar  las 
bases  de  una  tramitación  nueva  sin  olvi- 
dar los  principios  que,  con  la  esperiencia 
de  siglos,  habían  comprobado  su  verdad 
y  conveniencia.  Encontrando  delineado  el 


campo  y  limpio  de  arraigadas  malezas, 
los  sabidosy  laboriosos  jóvenes  encarga- 
dos por  el  Supremo  Gobierno  de  darle  al 
proyecto  una  última  mano  para  presen- 
tarlo al  Congreso,  aprovecharon  la  opor- 
tunidad de  hacerle  agregaciones  verdade- 
ramente importantes. 

De  éstas,  la  tramitación  abreviada  y 
suficiente  para  el  ejercicio  de  algunos  de- 
rechos que  la  ley  civil  reconoce  al  arren- 
dador y  que,  complicados  en  los  trámites 
ordinarios,  serían  como  si  no  fuesen;  por 
que,  pendientes  de  plazo  corto  las  rela- 
ciones entre  arrendador  y  arrendatario, 
si  se  retardase  la  tramitación  forense  de 
aquellos  derechos,  vendría  tardía  la  sen* 
tencia,  cuando  ya  se  hubiera  cumplido 
de  suyo  el  arriendo. 

En  el  proyecto  reformado  por  la  últi- 
macomisióndelGobiemo,  se  halla  el  títu- 
lo  V  del  libro  3'  con  el  rubro  "De  los  jui- 
cios especiales  del  contrato  de  arrenda- 
miento," dividido  en  tres  párrafos;  de 
los  cuales  el  2*^  dice:  "De  la  terminación 
inmediata  del  arrendamiento."  El  pri- 
mero de  sus  artículos,  número  753,  ex- 
presa así  los  casos  á  que  se  refiere: 
"Cuando  la  ley  autorice  al  arrendatario 
para  pedir  la  terminación  inmediata  del 
arrendamiento,  como  en  los  casos  pre- 
vistos por  los  artículos  1972  y  1973  del 
Código  Civil",  artículos  cuya  letra,  se- 
gún hemos  visto,  conceden  el  derecho  de 
hacer  cesar  inmediatamente  el  arriendo, 
de  expe/er  al  inquilino. 

Dudoso  se  presenta  este  artículo;  pues, 
si  reza:  "Cuando  la  ley  autorice  al  arren- 
dador para  para  pedir  la  terminación 
inmediata'*,  refiriéndose  sin  duda  al  de- 
recho que  el  Código  Civil  expresa  con  ta- 
les palabras,  y  si  el  proyecto  repite  en  el 
epígrafe  del  párrafo  y  en  el  cuerpo  del 
artículo  (el  art.  751)  la  voz  inmediata; 
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por  otra  parte,  los  artículos  que  pone 
como  ejemplos  no  tienen  la  frase  termi- 
nación inmediata^  sino  hacer  cesar  in- 
mediatamente el  arriendo,  expeler  al  in- 
quilino, cuyo  sentido  es  claramente  aná- 
logo al  de  terminación  inmediata.  La 
contradicción  que  apa  rece  entre  las  pala- 
bras directas  del  artículo  y  los  ejemplos 
incorporados  en  el  mismo,  contradicción 
que  oscurece  la  expresión  de  la  ley,  au- 
toriza á  recurrir  al  espíritu  de  ese  artícu- 
lo claramente  expresado  en  él  (inciso  2^ 
del  artículo  19  del  Códififo  Civil);  y  visto 
todo,  creemos  que  debe  concluirse  que  se 
comprenden  en  el  artículo  750  que  estu- 
diamos, así  los  casos  en  que  el  Código 
Gvil  habla  de  terminación  inmediata, 
como  también  los  otros  C|ue  les  son  se- 
mejantes. 

El  artículo  764  del  Código  de  Procedi- 
miento, en  el  punto  que  analizamos,  dice 
á  la  letra  lo  mismo  que  el  751  del  proyec- 
to, conservando  la  forma  dubitativa  del 
subjuntivo  autotice  en  vez  de  la  aserti- 
va del  indicativo  autoriza,  que  expi-esa- 
ría  con  exactitud  la  verdadera  idea  del 
legislador. 

La  tramitación  del  juicio  áique  da  lu- 
gar la  demanda  del  arrendador  es,  como 
convenía,  verdaderamente  breve:  prove- 
yendo el  escrito  de  demanda,  cita  el  juez 
á  las  partes  para  el  quinto  día  después 
de  la  notificación  del  arrendatario;  noti- 
ficación que  se  verifica  en  la  forma  ordi- 
naria; pero  si  el  arrendatario  no  fuere 
habido,  aunque  no  resida  en  el  lugar  del 
juicio,  se  le  notificará  entregando  las  co- 
pias á  cualquier  persona  que  se  encuen- 
tre en  la  morada  de  él;  y  si  no  se  las  pu- 
diere entregar,  se  fijará  en  la  puerta  el 
aviso  correspondiente.  La  audiencia  se 
celebrará  con  las  partes  que  asistan, 
quienes  llevarán  sus  medios  de  prueba,  ya 


sea  instrumental,  ya  testimonial.  Si  hu- 
biere de  rendirse  esta  última,  cada  parte 
entregará  en  la  secretaría,  antes  de  las 
12  del  día  que  preceda  á  la  audiencia,  la 
lista  de  sus  testigos.  Si  el  juez  lo  estima- 
re necesario,  podrá  nombrar  un  perito 
que  le  informe  .sobre  los  hechos  ó  practi- 
car por  sí  una  inspección;  y  fallará  una 
vez  terminada  la  audiencia  ó  practica- 
das esas  diligencias,  ó  á  más  tardar  den- 
tro del  tercero  día.  Pero  esta  sentencia 
no  tiene  fuerza  de  cosa  juzgada;  y  así 
pueden  las  partes  litigar  en  juicio  ordi- 
nario sobre  las  mismas  cuestiones  resuel- 
tas. La  sentencia  que  dé  lugar  á  la  ter- 
minación del  arrendamiento  es  apelable 
solo  en  lo  devolutivo. 

Para  la  acción  contra  el  colono  que 
abusa  de  la  heredad,  da  el  artículo  769 
la  tramitación  del  procedimiento  suma- 
río;  y  el  768  ordena  que  la  intención  de 
poner  término  al  arrendamiento  de  ser- 
vicios domésticos  ó  inmateriales,  sea  del 
arrendador  6  del  arrendatario,  se  noti- 
fique en  la  forma  que  acabamos  de  ex- 
presar, estimando  desahucio  esa  decla- 
ración. 

Muy  acertadas  estas  disposiciones  en 
todo  cuanto  contienen,  porque  cortarán 
los  abusos  que  suelen  cometer  los  arren- 
datarios, promoviendo  litigios  intermina- 
bles; pero  es  lástima  que  el  legislador  se 
moviera  solo  por  el  interés  del  arrenda- 
dor y  nó  por  el  de  la  otra  parte,  que  tie- 
ne derechos  equivalentes,  nacidos  del  mis- 
mo contrato  bilateral  de  que  arranca  el 
derecho  de  aquél.  Tanto  más  lamentable 
esa  omisión  cuanto  que,  como  lo  hemos 
recordado,  la  ley  sustantiva  declara  al- 
gunos derechos  del  arrendatario  con  las 
mismas  palabras  que  los  del  arrendador. 
Si  en  favor  de  éste  habían  de  estable- 
cerse tramitaciones  especiales,  era  fuerza 
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íavorecer  con  estas  mismas  al  arrenda- 
tario. 

Rq>robamo8,  pues,  la  falta  de  conse- 
cnencia  en  que  incurrid  el  legislador,  tan- 
to más  cuanto  que  el  arrendatario  puede 
correr  peligro  de  perder  lasalud  ó  la  vida, 
si  por  las  exigencias  de  una  prolongada 
tramitación,  se  ve  obligado  á  seguir  ha- 
bitando en  una  casa  malsana  6  ruinosa, 
que  tomó  en  arriendo  sin  saber  que  era 
inadecuada  ó  que  posteriormente  se  puso 
en  adversas  condiciones;  6  ha  de  seguir 
pagando  renta  por  una  cosa  que  no  le 
presta  el  servicio  para  el  cual  la  tomó  en 
arriendo;  ó  ha  de  soportar  otros  perjui- 
cios agravados  por  la  tardanza. 


DBL  LANZAMIENTO 

Al  párrafo  1^  del  titulo  V,  en  que  nos 
ocupamos,  la  Comisión  Mixta  del  Con- 
greso le  agregó  tres  artículos  y  conservó 
á  la  letra  los  que  aquél  contenia.  No  nos 
ocuparemos  aquf  sino  en  una  de  las 
materias  tratadas  en  ese  párrafo,  en  el 
lanzamiento,  que  nos  sujiere  observacio- 
nes de  alguna  importancia. 

El  articulo  752  de  dicho  Código  dispo- 
ne: "Si  ratificado  el  desahucio  llegare  el 
dfa  señalado  para  la  restitución  sin  que 
el  arrendatario  haya  desalojado  la  finca 
arrendada,  éste  aeré  lanzado  de  ella  á  su 
costa...'*;  y  el  763:  "Las  sentencias  en 
que...  se  ordene  el  íanzamknto..,  sólo  se- 
rán apelables  en  el  efecto  devolutivo  y  la 
apelación  se  tramitará  como  en  los  inci- 
dentes". No  bajr  en  ese  Código  más  dis- 
posiciones que  hablen  de  lanzar,  de  lan- 
üamiento. 

¥  bien  ¿qué  es  lanzamiento,  qué  es  lan- 
zar á  un  arrendatario  que  no  desaloja  la 


finca  arrendada?  No  lo  dice  la  ley,  ni  hay 
ninguna  que  determine  lamanerá  de  efec- 
tuarlo. Para  contestar,  nosotros  debe- 
mos inspiramos  en  los  principios  jurídi- 
cos y  deducir  las  consecuencias  que  de 
ellos  fluyen. 

^^Lanzamiento" t  se  leeen  el  Diccionario 
de  Legislación  y  Jurisprudencia  de  Bscri- 
che,  "el  despojo  de  alguna  posesión  por 
fuerza  judicial;  y /aiizar,  despojar  de  la 
posesión  á  alguno";  definiciones  que  se 
hallan  con  las  mismas  palabras  en  el  Dic- 
cionario de  la  Academia  Española;  y  co- 
rrespondientemente también  en  los  de 
otras  lenguas  que  hemos  podido  consul- 
tar. La  idea  de  ¡anzar^  de  lanzamiento 
su  derivado,  recae  pues  sobre  personas; 
necesita  por  régimen  que  las  complete 
una  ó  varías  personas;  puede  predicarse 
de  personas,  nó  de  cosas.  Y  asf  el  artícu- 
lo 752  citado  dice  que  "el  arrendatario 
será  lanzado  de  ella  á  su  costa";  nó  que 
los  bienes  que  tenga  el  arrendatario  sean 
lanzados. 

Obligación  del  arrendatario,  una  vez 
terminado  el  arriendo,  es  devolver  In 
cosa.  Basta  indicar  esta  obligación  para 
dejar  d¡cl*:)que  ella  es  una  obligación  de 
hacer,  nó  de  dar;  que  el  pago,  que  la  solu- 
ción de  ella  se  verificará  desapoderándo- 
se el  arrendatario  de  la  cosa  y  entregán- 
dola al  arrendador,  segfín  los  casos:  si  la 
cosa  fuere  una  alhaja,  poniéndola  en  ma- 
nos de  éste;  si  un  caballo,  dejándolo  á  su 
disposición  en  un  lugar  convenido  ó  dán- 
dole la  soga  con  que  está  cojido;  si  una 
casa,  desocupándola  y  pasándole  las  lla- 
ves; si  una  heredad,  separándose  de  ella 
y  dejándola  á  disposición  del  arrenda- 
dor, etc. 

Luego,  sí  el  arraidatario  no  cumple  esa 
obligación,  si  se  constituye  en  mora, 
puede  el  arrendador  pedir,  conforme  al 
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Artfcnlo  1553  del  Código  Civil,  ó  que  se 
apremie  á  aquél  para  que  hngn  In  devo- 
lución, 6  que  se  le  autorice  á  él  mismo 
para  hacer  ejecutar  ésta  por  un  tercero á 
espensas  del  arrendatario;  y  además  que 
se  le  indemnicen  los  perjuicios  que  se  le 
irrogaren  por  la  mora. 

Al  apremio,  ft  los  medios  compulsivos 
contra  el  arrendatario  no  de1)ía  proveer 
el  Código  Civil,  cuya  misión  es  declarar 
los  derechos;  sino  el  de  Procedimiento  Ci- 
vil, que  con  toda  fijeza  los  determinó  en 
el  libro  II,  dentro  de  los  juicios  especia- 
les, título  II;  declarando  en  el  artículo 
556  que  hay  acción  ejecutiva  respecto  de. 
las  obligaciones  de  hacer  cuando  éstas 
son  acreditadas  por  alguno  de  los  títu- 
los que  traen  aparejada  ejecución;  y  ha- 
ciendo en  general,  artículo  557,  extensi- 
va talaccióná  lasdisposicionesdictadas 
para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
de  dar. 

El  artículo  562,  aunque  colocado  entre 
las  prescripciones  dictadas  para  llevar  á 
cabo  la  confección  de  una  obra  matetial 
que  el  deudor  n<]  trabaja,  sin  embargo 
por  reproducir  los  términos  del  artículo 
1553  del  Código  Civil  que  hemos  recor- 
dado, se  presta  á  una  aplicación  hasta 
cierto  punto  general;  y  asf  autoriza  al 
arrendador  para  pedir  que  el  tribunal 
nombre  una  persona  que  le  haga  la  devo- 
lución de  la  cosa  arrendada,  á  costa  del 
arrendatario,  que  la  desocupe  y  se  la  en- 
trq^e  libre  y  en  el  estado  debido,  con- 
forme al  artículo  1947  y  demás  del  Có- 
digo Civil;  ya  que  todo  ello  es  de  cierto  y 
fácilmente  posible,  como  exige  el  artículo 
citado  del  Código  de  Procedimiento. 

El  articulo  569  de  éste,  previendo  (|ue 
el  deudor,  el  arrendatario  en  nuestro 
caso,  no  ejecute  el  acto  personal  á  que 
está  obligado,  sino  que  persista  en  que- 
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darse  con  la  cosa  arrendada,  en  perma- 
necer en  lacasa  ó  en  la  heredad, au| oriza 
al  tribunal  para  imponerle  un  arresto 
hasta  por  quince  días  y  para  imponét^ 
selo  de  nuevo. 

Relacionando  este  artículo  con  el  752> 

que  dice  que  *'el  arrendatario   será 

lanzado  de  la  cosa  arrendada*',  se  con- 
firma lo  que  dejamos  expuesto:  que  el 
lanzamiento  se  ejecuta,  nó  sobre  lacosa, 
sino  sobre  la  persona,  ya  que,  si  ésta  no 
lo  obedece  se  le  arroja  por  la  fuerza,  se 
le  obliga  mediante  un  arresto  repetido. 

Cuanto  á  los  bienes  que  el  arrendatario 
tenga  en  la  cosa  arrendada  y  que  no  sa- 
que de  ella  para  devolverla  despejada  al 
arrendador,  ni  el  Código  Civil  ni  el  de 
Procedimiento  contienen  disposición  es- 
pecial alguna;  por  lo  cual  este  particular 
queda  regido  por  las  disposiciones  gene- 
rales, ó  sea  por  las  dictadas  en  aquél  y 
en  éste  para  mandar  cumpHr  las  obliga- 
ciones de  hacer  que  el  deudor  se  niega  á 
desempeñar  en  el  debido  tiempo;  disposi* 
Clones  qqe  no  son  otras  ñno  la  de  auto» 
rizar  al  acreedor,  al  arrendador  en  nues- 
tro caso,  para  hacer  que  un  tercero 
ejecute  el  hecho  debido  á  costa  del  deu- 
dor, para  que  en  nuestro  caso,  un  terce- 
ro extraiga  los  bienes  4  objetos  que  el 
arrendatario  tenga  en  la  cosa  arrendada 
y  devuelva  ésta  totalmente  desocupada 
al  arrendador. 

No  autoriza  la  ley  para  lanzar  esos  bie- 
nes, para  arrojarlos  con  violencia  de  la 
cosa  arrendada;  luego,  no  puede  hacerse 
con  ellos  lo  que  se  puede  con  la  persona  ó 
personas  arrendatarias,  porque  no  aque- 
llo, sino  esto  se  halla  expresamente  au- 
torizado por  la  ley;  y  todo  con  razón,  ya 
la  n^ativa,  ya  la  asertiva;  como  quiera 
qne  arrojar  los  bienes  seriia  destruirlos, 
sería  ponerlos  al  alcance  de  quien  qui- 
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stera  llevárselos,  sin  beueficio  del  arren- 
dador y  con  daBo  del  dueño;  y  como 
quiera  que  la  persona  lanzada  del  lugar 
quedebia  devolver  no  recibiría  injuria, 
no  padecería  detrimento  en  su  derecho  y 
podría  ella  misma  ponerse  á  salvo,  ella 
sabría  irse  dónde  le  conviniera,  sin  un 
peligro  especial  proveniente  del  lanza- 
miento. 


VI 


UNA  SENTENCIA 

Para  concluir  este  artículo,  llevando  á 
la  práctica  teorías  sustentadas  en  él,séa- 
nos  lícito  considerar  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  primera  Sala  de  la  Ilustrisi- 
ma  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  el 
12  de  septiembre  de  1904,  en  causa  se- 
guida por  don  M.  A.  y  x>tros  con  don 
J.  D.  sobre  rentas  é  indemnización  de 
perjuicios;  la  cual  no  hemos  encontrado 
en  la  Gaceta  de  ¡os  Tríbaaaíes  y  hemos 
leído  en  la  secretaría  del  señor  CuevaB. 

Bl  señor  D.,  arrendatario  de  un  predio 
erial  fué  desahuciado  por  el  dueño  de  és- 
te; y  mientras  trataba  con  el  mismo  due- 
fio  de  la  compra-venta  de  un  galpón  de 
madera,  nuevo  y  valioso  que  había  cons- 
truido en  el  terreno,fué  notificado  de  lan- 
zamiento por  un  receptor  encargado  de 
A.  y  acompañado  de  la  fuerza  pública. 
Inmediatamente  que  se  le  notificó  la  ot^ 
den  del  juzgado,  D.  tomó  sus  libros  y  su 
caja  de  fondos,  mandó  á  su  mayordomo 
á  buscar  carretones  en  que  conducir  sus 
mercaderías;  jr  diciendo  al  receptor  que 
ponía  á  sv  disposición  el  galpón  y  todas 
sus  existencias,  muchas  y  varias,  que  te- 
nía en  el  predio,  mientras  llegaba  su  em- 
pleado á  llevarlas,  salió  del  sitio  sin  de- 
mora. Bl  receptor  en  el  acto  hizo  sacar 


y  botar  á  la  calle  todas  las  mercaderías, 
mandó  arrancar  á  .barreta  y  destruir 
ese  galpón  y  botar -igualmente  á  In  ca- 
lle todas  las  maderas,  largas  ó  cortas;  y 
cuando,  como  á  los  veintewin«itu8,  volvió 
el  mayordomo  con  carretones^  se  encon- 
tró con  que  muchas  personas  se  hribían 
llevaHo  las  mercaderías  y  algunas  made- 
ras, no  solo  á  mano  sino  en  carretones; 
reclamó  ál  receptor,  pero  éste  continuó 
en  la  destrucción  del  galpón  y  lanzando 
á  la  calle  las  maderas. 

D.  pidió  al  Juzgado  que  condenara  a  A. 
á  indemnizarle  los  perjuicios  que  le  había 
irrogado;  probó  los  hechos  referidos  en  el 
aparte  precedente,  con  numerosos  testi- 
gos abonados  y  obtuvo  que  el  señor  don 
José  Toribio  Marín,  por  sentencia  de  29 
de  marzo  de  1904,  considerando  9'  que  "se 
ha  justificado  que  en  la  diligencia  de  lan- 
zamiento no  se  ha  procedido  en  forma  de- 
bida, ya  que  por  lanzamiento  no  puede 
entenderse  el  arrojar  á  la  calle  las  espe- 
cies del  desahuciadoyalcance  que  no  le  da 
el  artículo  762  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  sino  el  lanzamieato  de  Ja 
persona  de  la  finca  ó  propiedad  que  debía 
desocupar  y  Ja  extracción,  debida  de  sus 
especies  sin  daño  ó  pérdida»  ya  que  ellas 
responden  de  las  costas  que  se  ocasionen; 
y  en  consecuencia  debe  indemnizarse  el 
perjuicio  ocasioníidQf  pero,  no  constando 
de  autos  el  monto  de  esos  perjuicios, 
deben  ser  estimados  por  el  juez,  previo 
informede  peritos",  declaróque  "ha  lugar 
á  la  indemnización  de  perjuicios  por  los 
daños  causados  en  la  destrucción  del  gal- 
pón, pérdida  y  deterioro  de  las  mercade- 
rías extraídas  y  arrojadas  á  la  calle,  per- 
juicios que  estimará  el  Juzgado,  previo 
informe  de  ^Mírito"... 

Apelada  esta  resolución  yor  A.,  la  Ilus- 
trfsíma  Corte  consideró  ."que  el  lanza- 
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mieoto  de  qtie  tratan  estos  antecedentes  Agrédanos  creerque  no  volverá  á  repe- 
se efectuó  por  nn  ministro  de  fe,  asociado  tírse  un  procedimiento  judicial  semejante 
de  la  fuerzapública  necesaria,  y  conforme  al  que  hemos  analizado  sin  más  deseo 
álo  ordenado  por  la  autoridad  judicial  que  el  decontribuir,conunápice  siquiera, 
correspondiente";  j  revocando  la  senten-  á  la  recta  aplicación  de  las  leyes,  y  sin 
cía  del  sefior  Marín,  absolvió  á  A.  ánimo  de  amenguar  el  mérito  de  los  fallos 

D.,  cansado  de  litigar,  no  dedujo  el  de  nuestros  tribunales, 
recurso  de  casación  que  correspondía  con- . 

tra  esa  sentencia  revocatoria,  que  con-  Josá  Antonio  Lira. 
cuica  la  ley  aplicándola  de  un  modo  evi* 

dentemente  contrarío  á  su  letra  y  á  su  1^  de  julio  de  1905. 


espíritu. 
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EL  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO  EN  LA  AMÉRICA  COMIAL  (l) 

Por  B.  S.  Zbballos 


(Caiiitulo  da  ana  oím  inédita  eaerite  en  1802,  púa  el  cuno  ile  la  materia  en  la  Facultad  de  Derecho 
y  OieMÑae  SfwialeH  de  la  Univenidad  de  Buenoi  Airai) 


Los  farístas  europeos  y  la  América. — 
Los  tratadistas  europeos  han  prescindido 
del  Nuevo  Mundo,  especialmente  de  su 
parte  hwpano-amerícana  y  portuguesa, 
al  investigar  los  orígenes  y  el  desenvolví  - 
miento  del  Derecho  Internacional  Priva- 
do. De  la  América  inglesa  se  han  ocupado 
apenas  por  incidente.  Algunos  escritos 
recientes  comieuzan  á  dedicar  al  Nuevo 
Mando  mayor  atención,  sin  detenerse  lo 
necesario. 

Los  publicistas  americanos  tratan  de 
las  leyes  civiles,  comerciales  y  penales  de 
los  Estados  Unidos  de  América  en  sns  re- 
laciones exteriores  y  los  trabajos  funda- 
mentales de  Marshall,  de  Story.deWhar- 

(I)  De  la  «BeTÍsta  de  Derecho,  Hiatoiia  >  Le. 
(rui;  Baenoa  Aimi  Ato  TIIrTomo  XXI. 
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ton,  de  Dudiey  Fíeld,  Moore  y  de  los  fa- 
llos de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  que- 
dan incorporadas  al  derecho  como  frutos 
maduros  del  ingenio  humano. 

La  América  latina  (2)  comprendía  has- 
ta el  siglo  actual,  cuatro  quintas  partes 
del  Nuevo  Mundo,  La  América  del  Sur, 
las  islas  más  importantes  del- mar  Cari- 
be, Centro  América  y  en  el  continente  éá. 
norte,  la  Florida  y  las  tierras  interiores 
desde  el  Mississipipiasta  el  Pacífico  y  des- 
de el  golfo  de  Méjico  hasta  Alaska,  obe- 
decían á  un  sistema  colonial  de  le3rcs  á 
las  cuales  no  ha  prestado  atención  la 


(2)  ÜM)  la  palabra  latina  eo  su  toepcíiSu  conven- 
cional para  comprender  las  coloniaa  de  España  y 
Portugal,  din  olvidar  que  el  eonoepto  de  «raía  latt- 
u»  es  una  eupreiión  que  csreoe  de  nlor  oientífteo 
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ciencia  europea.  La  merecen,  mn  embar- 
go, filosófa*»  y  jurídicamente  considera- 
das, porque  su  estudio  enseña  que  en  el 
seno  de  la  colonización  latino-americana 
los  conBictos  y  los  intereses  de  las  pobla- 
ciones y  de  los  derechos,  reclamaron  so- 
luciones perentorias. 

l^yes  ríe  Indias.— Líi&  "Leyes  de  In- 
dias" de  España,  son  dignas  de  la  admi- 
ración de  nuestro  tiempo  y  de  la  Histo- 
ria. Forman  un  código  de  colonización 
científico,  sagaz  y  humanitario  que  abra- 
za las  múltiples  relaciones  délos  derechos 
Público,  Privado,  Administrativo,  Canó- 
nico y  Militar  en  el  gobierno  de  estos 
países  lejanos.  Adelantaálas  leyes  éideas 
filosóficas  de  su  tiempo  en  los  procedi- 
mientos de  la  colonización,  en  las  solucio- 
nes civiles  y  penales, en  losconmovedores 
sentimientos  de  amor  y  caridad  con  que 
dispone  la  protección  y  la  conservación 
de  los  indios  y  de  sus  bienes;  en  la  liber- 
tad parcial  de  los  esclavos;  en  1^  escru- 
pulosas doctrinas  y  reglas  sobre  moral  ad- 
ministrativa, poUtica  y  privada,  en  las 
relaciones  de  los  espafioles  entre  sí  y  de 
éstos  con  las  razas  autóctonas,  en  los 
sistemas  para  el  gobierno  de  los  intereses 
reales  y  municipales  y  en  las  soluciones 
sensatas  y  frecuentes  sobre  Derecho  In- 
ternacional Privado. 

La  Gran  Bretaña,  nación  colonizadora 
por  excelencia,  en  los  últimos  siglos,  ha 
comprobado  el  acierto  de  los  planes  de 
las  Leyes  de  Indiasfnndadas  en  este  prin- 
cipio: el  descubrimiento,  conquista  y  co- 
lonización por  medio  de  la  asociación  de 
las  iniciatÍTas  privadas  á  la  acción  del 
Estado.  No  son  más  origínales,  ni  más 
justos  los  planes  y  medios  colonizadores 
de  la  Gran  Bretaña  en  la  actualidad.  Si 
las  Leyes  de  Indias  hubieran  sido  aplica- 
das siempre  por  hombres  sinceramente  re- 


ligiosos y  cultos,  y  no  por  fanáticos,  por 
aventureros  ó  por  soldados  con  la  reli- 
gión en  los  labios  y  el  vicio  en  el  alma,  si 
España  hubiera  dispuesto  entonces,  como 
las  naciones  modernas,  del  vapor  y  de  la 
electricidad,  para  comunicarse  por  mar  y 
tierra,  si  en  vez  de  estar  á  seis  meses  y  un 
año  y  más  de  viaje  de  sus  colonias,  hu- 
biera estado  á  nueve  y  treintadías,  si,  por 
último,  no  hubiera  cometido  el  error  fun- 
damental de  aislarse  del  mundo  y  de  li- 
mitar, en  vez  de  fomentar,  la  división  de 
sus  inmensos  dominios  y  su  población  por 
europeos,  los  resultados  habrían  sido  tan 
felices,  como  los  que  asombran  en  la  Amé- 
rica inglesa,  en  Australia,  en  la  India,  en 
el  Canadá  y  en  el  Africa  Austral. 

Los  Estados  Unidos  de  América,  no  han 
creado  en  ella,  como  algunos  autores  sos- 
tienen, ciertas  soluciones  constitucionales 
y  civiles,  destinadas  á  afianzar  lalibertad 
individual.  El  juicio  político,  la  jurisdic- 
ción política  de  la  Suprema  Corte,  la  ini- 
ciativa de  legislación  local,  la  libertad  de 
los  esclavos,  la  exención  de  embargo  de 
los  bienes  é  industrias  de  los  colonos,  ca- 
racterístico de  las  leyes  pobladoras  están 
más  ó  meaos  esbozadas  en  las  Leyes  de 
Indias  (1). 

Conñíctoy  mexcla  de  raías.— Los  reyes 
de  España  son  acreedores  á  la  justicia  de 
la  Historia  y  de  la  gratitud  humana  por 
sus  anhelos  vehementes,  uniformes  y  enér- 
gicos en  todas  las  épocas  durante  cuatro 
siglos,  para  amparar,  civilizar  y  ediñcar 
una  nueva  sociabilidad  sobre  la  base  del 
elemento  autóctono  de  Hispano-América 
desde  el  Cabo  de  Hornos  hasta  las  Anti- 


(1)  Tavo  este  derecho  ni  ■abio  espositor  en  el 
doctor  Jun  de  Soloramo  y  Pereyra.aator  de  U  obra 
justamente  celebrada  «De  Jare  Indiamm»,  vertida 
al  taNtellano  oon  el  tUato  de  «Política  Indianai,  ea 
doi  torooi.  (Msdrid  1776.) 
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Uas,  Florida,  Mississipiy  Méjico.  Isabel  la 
Católica  fundaba  esa  política  trascenden- 
tal, extraña  á  las  ideas  filosóficas  y  á  las 
ideas  jurídicas  de  la  Europa  de  su  tiempo, 
que  reposa  en  la  fusión  é  igualdad  civil  de 
las  razas. 

La  Ley  I  del  título  X,  Libro  VI  de  la 
Recopilación  de  Indias,  reproduce,  en  efec- 
to, la  cláusula  del  testamento  de  la  reina. 

"Suplico  al  Re\',  mi  señor,  muy  afectuo- 
samente, dice,  y  encargo  y  mando  á  la 
princesa  mi  hija  y  al  príncipe  su  marido, 
que  ai^  lo  hagan  y  cumplan  y  que  este 
sea  su  principal  fin  y  en  ello  pongan  mu- 
cha diligencia  y  no  consientan,  ni  den  lu- 
gar á  que  los  indios  vecinos  y  moradores 
en  las  dichas  islas  y  tierra  firme,  reciban 
agravio  alguno  en  sus  personas  y  bienes; 
más,  manden  que  sean  bien  y  justamente 
tratados  y  si  algún  agravio  han  recibido, 
lo  remedien  y  provean  de  manera  que  no 
se  excedan  cosa  alguna  de  Ío  que  por  las 
letras  apostólicas  de  la  dicha  conce- 
sión (1 )  noses  ingungido  y  mandado." 

Tal  es  también  la  primera  ley  de  la  Re* 
copilación  de  Indias,  ordenando  la  igual- 
dad civil  entre  españoles  y  naturales. 

Dos  siglos  más  tarde,  Don  Cárlos  II, 
indignado  al  saber  que  los  indios  eran  in- 
humanamente gobernados,  dictó  las  leycB 
XII  y  XIII  (2)  en  la  cual  recuerda  que  en 
iguales  circunstancias,  su  padre,  el  Rey 
Don  Felipe  IV,  aprobaba  las  medidas 
que  el  Real  Consejo  de  Indias  le  sugiriera 
y  tomando  la  pluma  añadfa  de  su  puño  y 
letra  al  texto,  esta  conminación,  diri^da 
á  sus  gobernadores: 

"Quiero  que  me  deis  satisfacción  á  raí  y 
al  mundo  del  modo  de  tratar  esos  mis 
vasallos  y  de  no  hacerlo,  con  que  en  res- 

(1)  Se  refiere  i  la  célebre  Bala  de  Alejandro  VI, 
dividiiindo  lu  ooaquiatas  de  Eapafia  y  Portugal. 
{i)  BMOpiluión  de  IoUím,  Ub.  VI.  Tit  X. 


puesta  de  esta  carta  vea  yo  ejecutados 
ejemplares  casti^s  en  los  que  hubieren 
excedido  en  esta  parte,  me  daré  por  de- 
servido, y  aseguraros  que  aunque  no  lo 
remediéis  lo  tengo  de  remediar,  y  manda- 
ros hacer  gran  cargo  de  las  mas  leves 
omisiones  en  esto,  por  ser  contra  Dios  y 
contra  mí,  y  en  total  ruina  y  destrucción 
de  estos  Reinos,  cuyos  naturales  estimo 
y  quiero  que  sean  tratados  como  lo  me- 
recen vasallos  que  tanto  sirven  á  la  Mo- 
narquía y  tanto  la  han  engrandecido  é 
ilustrado." 

El  Real  Consejo  de  Indias  recomenda- 
ba incesantemente  á  los  Virreyes,  Presi- 
dentes, Audiencias  y  Justicias,  que  trata- 
ran á  los  indios  "con  toda  suavidad, 
blandura  y  caricia  y  de  ninguna  persona 
eclesiástica  ó  secularsean  ofendidos"  (3). 

Finalmente,  en  1810,  proclamada  ya 
en  el  Plata  la  revolución  hispano-ameri- 
cana,  las  cortes  generales  en  España  reu- 
nidas extraordinariamente  en  la  Isla  de 
León,  insistían  en  la  misma  política  hu- 
manitaria, en  defensa  del  indio  contraías 
crueldades  é  injusticias  del  cristiano. 

Otro  decreto  de  1811  mandó  que  sus 
personas  y  propiedades  fueran  respeta- 
das como  las  de  los  mismos  españoles 
según  estaba  dispuesto  por  las  leyes  de 
tres  siglos  (4). 

Sería  imposible  reasumir  en  un  capitu- 
lo todas  las  reglas  de  justicia  y  de  soli- 
daridad humana,  dadas  en  amparo  de 


(3)  lUdem,  mÍRmo  lagar  y  Ley  XXXVII,  Tít.  tX, 
libro  VI.  En  las  oapitulaoioiies  y  cartas  de  Ade- 
lantados para  el  Dercubrimiento  del  Kío  de  la  Plata, 
ne  recomienda  el  jasto  tratamiento  de  los  indios. 
Consttltese  la  Ordenanza  del  Beal  Consejo  de  In- 
dias, VIII,  IX,  XXV  y  XXX,  recopilación  inédiU  • 
impresa  en  la  c  Revista  de  Derecho,  Historia  y  La- 
trasi,  Buenos  Aii-eB,janio  1905,  tomo  XXI. 

(4)  «  Recopilación  de  IndUs»,  nota  i  la  tej  1,  dal 
Tít.  X,  Ubro  VL 
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los  derechos  de  los  indios,  en  sus  relacio- 
nes con  las  autoridades  y  con  los  parti- 
culares, en  lo  civil,  comercial,  penal,  in- 
dustrial y  militar.  El  fracaso  de  esta  sa- 
bia política,  la  fusión  lenta  y  recelosa  de 
las  razas,  las  frecuentes  é  implacables 
hostilidades,  é  injusticias,  la  guerra  secu- 
lar de  odios,  prolongada  hasta  nuestros 
días,  fueron  debidas  á  la  falta  de  educa- 
ción y  de  carácter  moral  de  los  coloniza- 
dores y  á  la  imposibilidad  en  que  los  re- 
yes se  hallaban  de  imponer  sus  ideales  á 
través  de  las  distancias.  Las  transgresio- 
nes eran  estimuladas  por  el  aislamiento 
del  Nuevo  Mundo.  (1)  No  obstante  la 
personalidad  civil  de  los  indios  fué  incor- 
poradaá  lacivilisación  desdeelsiglo  XVI 
y  si  fueron  relativamente  poco  numero- 
sos los  que  gozaron  con  tranquilidad  de 
sus  beneficios,  el  mérito  filosófico  de  las 
Leyes  de  Indias  no  es  menor. 

Derecho  de  matrímonioy  patrimonial. 
—Política  fundadora  y  progresista  fué  la 
de  los  reyes  y  príncipes  que  durante  el  si- 
glo XVI  establecieron  la  recordada  igual- 
dad civil  entre  indios  y  espafioles.  Las 
libertades  de  matrimonio  y  patrimonial 
fueron  sus  primeras  consecuencias.  La 
Ley  II,  Titulo  I,  libro  VI  de  la  Recopila- 
ción de  Indias  dispone  qne  los  '4ndios 
tengan  libertad  para  casarse  con  quien 
quisieran,  así  con  indias,  como  con  natu- 
rales de  estos  nuestros  reinos  ó  españo- 
les nacidos  en  Indias.— Y  mandamos  que 
ningnna  orden  nuestra  que  se  hubiera 
dado,  ó  por  Nos,  fuera  dada,  pueda  im- 
pedir, ni  impida  el  matrimonio  entre  los 


(1)  He  explieado  U  falta  deiptítode*  «Iminhdm* 
tiva^  da  loi  Mpafioleo  «a  nn  estadio  socíolÓjico  pu- 
blicado ea  la  uReTÍsta  de  Derecho,  Hiatoría  y  Letra» 
(XIX— tíl7)  reaibido  con  elogio  j  reÍRi|irem  |«r  k 
prtMS  de  EHjnfla, 


indios  é  indias  con  españolas  y  españo- 
les (2). 

Podían  igualmente  los  indios  poseer 
bienes  y  enajenarlos,  aceptarlos  y  tras- 
mitirios  por  testamento  y  constituir  so- 
bre ellos  toda  clase  de  derechos  reales, 
además  de  los  susodichos  (3).  La  venta 
según  estas  leyes,  se  hacía  en  almoneda 
pública  para  protger  á  los  indios  contra 
la  mala  fe  de  los  españoles,  amenndo 
condenada  por  otros  textos  del  mismo 
Código. 

Comercio. — Cárlos  V  había  estableci- 
do, antes  que  su  hijo,  la  libertad  civil,  de 
los  indios  y  la  de  comercio  entre  ellos  y 
los  españoles.  "Que  entre  indios  y  espa- 
fioles, decía  haya  comercio  libre  á  con- 
tento de  las  partes*'  (4).  La  codicia  de  las 
autoridades  locales  resistió  esta  medida 
con  violencia  y  el  glorioso  Emperador  la 
reprimió  severamente,  insistiendo  en  que 
los  indios  podían  vender  con  libertad  sus 
bienes  y  sus  frutos  (5).  Por  último,  se  re- 
conoció á  los  indios  el  derecho  de  hacer 
tiangues  para  vender  sus  nurcadeilas  y 
frutos.  Era  este  el  sistema  europeo  del 
comercio  de  abastos  públicos  y  de  menu- 
dencias durante  la  Edad  Media.  Tomado 
probablemente  de  los  bazares  del  Oriente 
subsiste  hasta  nuestros  días  con  el  nom- 
bre de  ferias  (6). 


(2)  Don  Femando  T  y  doña  Juana  de  Yalbnena 
4  19  de  ootnbre  de  1514  y  en  Talladolid  i  5  de  fe- 
brero de  1616.  D.  Felipe  II  y  la  [H-inoaas  gi^raa- 
don  alli  á  22  de  octubre  de  1666. 

(3)  cBeooiúlaoiÓn  de  Indias»,  Libro  IT.  TIL  I. 
Leyes  XXYU.  Don  Felipe  n  en  1671  y  1672  y 
XXXni  miuno  monarca,  1680. 

(4)  lUdem,  ley  XXIV,  mismos  librea  y  títalos* 
De  Bnifoa  en  1621,  ooi^rmada  en  Valbddid  en 
1628  y  en  Toledo  en  16S4, 

(6)  Ley  XXT,  miamo  logar  Talladolid  en  1661  y 
ratificada  por  don  Felipe  n  en  el  Pardo  1667. 

(6)  Ley  XXVIII,  mismo  Ingar,  Cirloa  V  en  1662, 
don  Felipa  Ilw  1668. 
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Coañkto  de  derechos.  ~  Si  jurídica- 
mentcicuiisicleradas  eran  estas  soluciones  , 
asnntbsde  derecho  nacional,  de  an  punto 
de  vista  real  j  filosófico  interesan  tam- 
bién al  Derecho  Internacional  Privado. 
Sn  analogía  con  las  leyes  de  los  Vingo- 
dos,  de  los  árabes  y  de  los  reyes  y  prín- 
cipes de  la  Reconquista,  (1)  me  parece  in- 
discutible. Los  indios  en  efecto,  si  bien 
estaban  legalmente  incorporados  á  la  so- 
beranía de  Bspafia  de  hecho  vivían  rec^ 
losos,  separados,  sin  identificarse  con  la 
sociedad  dominante.  Como  los  árabes  y 
los  jndios  de  España,  obtuvieron  amenu- 
do  el  reconocimiento  de  su  propio  dere- 
cho md^ena  ó  se  organizaron  con  una 
autonomía  extraordinaria  en  el  orden 
político  y  absoluta  en  el  civil.  Se  sometie- 
ron por  la  fuerza  de  ta  conquista  á  la  me- 
trópoli, pero  muchas  tribus  continuaron 
su  vida  nacional  en  guerra  permanente. 
Otras  reconocieron  el  "imperium"  de  Es- 
paña como  potestad  política,  reserván- 
dose el  poder  de  dictar  y  conservar  su 
derecho  político  y  privado  tradicional 
en  cuanto  no  se  oponía  al  de  la  Corona; 
y  usaron  con  dicha  limitación,  la  "auto- 
ritas"  y  la  "jurisdictto",  es  decir,  el  poder 
para  exigir  la  obediencia  de  sus  leyes  y 
para  justar  definitivamente  con  arreglo 
á  ellas. 

Las  misiones. — El  tipo  más  notable  de 
aquellas  oi^anizc^oncs  autonómicas,  es 
el  de  las  misiones  religiosas  del  Nuevo 
Mundo.  Este  sistema  de  congregación 
social  y  de  golnemo  político  de  los  in- 
dios, tenía  su  tipo  mas  perfecto  en  las 
misiones  del  Paraguay,  cuya  embridad 
llenó  el  mundo,  ajitó  á  los  políticos  y 
preocupó  á  los  pensadores  durante  los 
siglos  XVI  y  XVII. 


(1)  EBtaobn,«p{tulo.. 


Los  treinta  pueblos  indíjenas,  goberna- 
dos por  los  jesuítas,  tenían  su  asiento  en 
el  territorio  abundantemente  regado,  de 
ricos  bosques,  fértil  suelo  y  templado  y 
vigorizante  clima,  que  se  extiende  al  nor- 
deste de  la  República  Argentina,  entre  los 
ríos  Uruguay  y  Paraguay,  hasta  los  con- 
fines occidentales  del  Brasil. 

Las  grandes  masas  de  indios  vivían 
bajo  el  nstema  de  la  comunidad  de  bie- 
nes. Su  libertad  municipal,  única  política 
que  les  era  permitida,  no  pasaba  de  una 
ficción.  Aquel  gobierno  recordaba  el  tipo 
patriarcal  de  las  tribus  de  Ab-Rham  y  de 
Mosé.  Sus  leyes  eran  las  reglas  de  un 
comunismo  intransigente.  No  dependían 
del  Rey  de  España,  sino  nominalmente, 
porque  los  reyes  habían  cedido  por  gra- 
dos hasta  permitir  el  desuso  de  sus  códi- 
gos en  las  misionM.  En  el  conflicto  de  los 
derechos  prevaleció  el  sistema  político  y 
civil  de  los  jesuitas,  al  cual  no  excluía  la 
legislación  de  España,  sino  cuando  era 
opuesto  á  sus  reglas.  Los  misioneros 
mantuvieron  un  comercio  activo  con 
América  y  Europa  cuando  el  comercio  es- 
taba prohibido  bajo  pena  de  muerte  á 
las  colonias  americanas.  Los  gobernado- 
res y  obispos  que  pretendían  inspeccio- 
nar sus  dominios,  defendiendo  la  sobera- 
nía del  Rey  de  España,  no  salieron  á  ve- 
ces airosos  en  su  propósito  y  algunos 
fueron  expulsados  por  los  jesuitas.  En 
fin,  dice  un  escritor,  salvo  el  impuesto  de 
capitación  de  indios,  que  era  religiosa- 
mente abonado  al  real  tesoro,  las  misio- 
nes no  tenían  casi  relaciones  con  los  agen- 
tes de  la  autoridad  española.  La  organi- 
zación de  los  jesuitas  por  lo  demás,  había 
suprimido,  deformado  ó  restringido  las 
libertades  civiles  y  comerciales  con  que 
las  Le3res  de  Indias  favorecían  á  los  na- 
turales de  lastres  Américas  é  islas. 
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OrgaaixBción  política  y  íeres  ináíjenas 
respetadas  por  España.  —  Pero  hubo 
otros  casos  de  conflictos  de  leyes  más 
característicos  aún  en  el  dominio  de  esta 
ciencia.  Tribus  indfjenos,  sometidas  mili- 
tarmente, pretendieron  conservar  su  or- 
ganización social  y  política  y  gobernar- 
se, aplicando  sus  usos  y  costumbres,  es 
decir,  su  derecho  comlín.  La  corona,  mo- 
vida por  los  altos  y  Hábiles  planes  de  co- 
lonización que  he  bosquejado,  autorizó 
la  demanda.  La  real  cédula  de  Madrid, 
á  18  de  mayo  de  1680,  que  mandó  publi- 
car la  Recopilación  de  Leyes  de  las  In- 
dias, decía,  además,  que  "se  guarden  y 
ejecuten  y  por  ellas  sean  determinados 
todos  los  pleitos  y  negocios  C|uc  cti  éstos 
yaquéllos  reinos  ocurrieren".  Pero,  entre 
las  leyes  recopiladas,  que  así  se  manda 
observar,  hallamos  varias  acordando  á 
los  indios  el  poder  de  gobernarse  con  su 
sistema  político  natural  y  bajo  su  dere- 
cho consuetudinario.  La  ley  reconocía  el 
titulo  de  cacique  con  sus  preminencias 
tradicionales;  pero  sin  el  absolutismo 
con  que  era  ejemdo  y  aceptado  entre  los 
indios  ( l). 

Entre  los  ejemplos  propios  para  ilus- 
trar el  tópico,  prefiero  el  de  los  indios  de 
la  nación  mejicana  de  Tlaxcala.  Por  una 
real  orden  de  Felipe  II  en  Poblete,  á  16 
de  abril  de  1585,  confirmada  en  Zarago- 
za, á  25  de  marzo  del  mismo  año,  se 
manda  "á  los  virreyes  que  tengan  parti- 
cular cuidado  de  los  honrar  y  favorecer 
y  llamarlos  en  ocasiones  de  nuestro  real 
servicio  y  mucha  cuenta  con  su  ciudad  y 
república,  para  que  viendo  los  demás  la 
merced  que  les  hacemos,  nos  sirvan  con 
la  misma  fidelidad".  En  mayo  del  mismo 

(1)  Ldíb  L.  Domínguez,  «Hisfcori»  Argentina»,  1.* 
edioióQ,  Baenos  Aire*,  pág.  118  j  Recop.  de  Indias, 
]}bro  TI,  título  Til. 


año,  don  Felipe  11  se  hallaba  en  Barcelo- 
.na  y  despachó  en  el  correo  de  las  Indias 
la  real  orden  de  10  del  susodicho  mes, 
cuyo  texto  es  fundamental  eñ  este  estu- 
dio, y  dice:  (2) 

"Los  principales  y  c  iciqiies  de  las  cua- 
tro cabecerasde  Tlaxcala,  nos  suplicaron 
por  merced,  que  se  les  guardasen  sus  an- 
tiguas costumbres,  para  conservación  de 
aquella  provincia,  ciudad  y  república, 
conforme  á  las  ordenanzas  dadas  por  el 
gobierno  de  la  Nueva  España,  el  año  de 
mil  quinientos  y  cuarenta  y  cinco,  »:onfir- 
mada  por  provisión  real.  Y  porque  son 
muy  justas  y  convenientes,  y  hasta  aho- 
ra han  estado  en  observancia  y  median- 
te ellas  son  bien  gobernadas,  y  la  ciudad 
ss  halla  quieta  y  pacífica,  de  nuevo  la 
aprobamos  y  confirmamos,  y  mandamos 
que  se  guarden,  cumplan  y  ejecuten  por 
nuestros  virreyes,  audiencias  y  justicias, 
y  que  no  consientan  que  en  todo  su  con- 
tenido se  contravenga  en  ninguna  for- 
ma." 

Al  mismo  tiempo  se  disponía  que  las 
autoridades  de  Tlaxcala  fueran  investi- 
das en  indios  (3)  de  las  cuales  el  cacique 
gozaría  de  título  y  honores  de  goberna- 
dor (4-);  que  no  hubiera  estanco  de  vinos 
y  de  carnicerías  en  la  república  indíje- 
na  (5).  Finalmente,  una  real  cédula  de 
1594  ordenó  que  á  estos  indios  no  se  les 
llevara  á  servir  fuera  de  su  país  (6),  y  se 
concedía  el  derecho  complementario  de 
su  autonomía,  de  poder  dirigirse  por  es- 
crito directamente  al  rey  en  sus  relacio- 
nes (7).  Es  de  mayor  trascendencia,  por 
lo  demás,  como  declaración  general  de 

(2)  Recop.  de  Indiu.  Ley  XL,  libro  VI,  título  I. 

(3)  Leyes  de  India».  Ley  XLII,  miamo  lugar. 

(4)  Ibidem.  Ley  XLIT,  misiDO  logar. 

(5)  IbideiB.  Ley  XLIII,  miamo  lugar. 

(6)  Ibidem.  lisy  XLIT,  mismo  lugar. 

(7)  Ibidem.  Ley  XLT,  mismo  lugar. 
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dfKtrina  al  respecto,  la  siguiente  ley  del 
emperador  Carlos  V  y  de  su  hija,  dictada 
en  1555: 

"Ordenamos  T  roandamosque  las  leyes 
y  buenas  costumbres  que  antiguamente 
tenfan  los  indios  para  su  buen  gobierno 
y  policía,  y  sus  usos  y  costumbres  obser- 
vadas y  guardadas  después  que  son  cris- 
tianos, y  que  no  se  encuentran  con  nues- 
tra sagrada  religión  ni  con  las  leyes  de 
este  libro,  y  las  que  han  hecho  y  ordena- 
do de  nuevo  se  guarden  y  ejecuten;  y 
siendo  necesario,  por  la  presente  la  apro- 
bamos y  confirmamos, con tantoque  Nos 
podamos  afiadir  lo  que  fuéremos  servi- 
dos, y  Nos  pareciere  que  conviene  al  ser- 
vicio de  Dios  Nuestro  Señor  y  al  nuestro, 
y  á  la  conservación  y  policía  cristiana  de 
los  naturales  de  aquellas  provincias,  no 
perjudicando  á  lo  que  tienen  hecho  ni  á 
las  buenas  y  justas  costumbres  y  estatu- 
tos suyos'*  {!). 

Justicia  y  pro^iwientos. — El  funcio- 
namiento del  derecho  consuetudinario 
de  los  indios  estaba  garantizado  por  jae- 
ces excepcionales  de  indios  (2),  ó  por  pa- 
tronos del  tipo  ya  conocido  en  Israel,  en 
Atenas,  en  Roma  y  en  España  (3)  cuyas 
funciones  fueron  más  tarde  atribuidas 
á  los  mismos  fiscales  del  crimen.  La  jus- 
ticia de  los  indios  tenia  un  carácter  va- 
gamente político.  Por  eso  varias  reales 
cédulas  excluían  de  la  jurisdicción  ecle- 
siástica las  causas  civiles  y  reales  de  in- 
dios (4-). 

En  las  aplicaciones  del  derecho  indíje- 
na,  los  tribunales  debían  observar  la  1i- 


(1)  Ibidem.  Jáhm  II.  tttalo  I.  ley  IV. 
C2)  Becop.  de  IndiaB.  Uy  XLVII,  libro  VI,  tí- 
tulo I.  Don  Felipe  IIT,  ¿  1605  y  1606. 

(3)  Itúdein.  Libro  VI,  título  VI,  titulado:  cDe  Iob 
pro t«c teres  de  indio»».  £at»  obra,  capitulo  

(4)  Ley  XSXIL  Uhm  l,  tftalo  VU. 


mitación  del  orden  público  y  buenas  cos- 
tumbres, de  modo  que  cuando  el  derecho 
de  los  indios  los  ofendía,  éste  no  era  apli- 
cado. 

Pero  nada  quedaba  sujeto  al  criterio 
judicial.  Leyes  meditadas  explicaban  en 
qué  caso  debía  excluirse  aquel  derecho. 
Citaré,  entre  otras,  las  relativas  al  ma- 
trimonio. Este  debía  ser  monógamo,  aun 
cuando  los  contrayentes  permanecieran 
infieles  y  se  casaran  con  arreglo  á  sus 
usos  y  costumbres.  Los  casos  de  bigamia 
eran  castigados  en  ambos  sexos  (5). 

La  venta  de  las  doncellas,  según  cos- 
tumbres universales  de  los  nómades,  es- 
taba también  prohibida  ( 6). 

La  mujer  casada  con  español,  que  en- 
viudaba, podía  volver  á  su  ley,  siendo  de 
raza  Guaraní  (7). 

Derecho  de  los  extranjeros. — Las  na- 
ciones colonizadoras  de  la  época  de  los 
descubrimientos  que  sigue  al  siglo  XV, 
España,  Portugal,  Gran  Bretaña,  Países 
Bajos  y  Francia  principalmente,  adop- 
tan para  sus  establecimientos  ultrama- 
rinosuna  política  de  absoluta  hostilidad 
reciproca.  Los  extranjeros  eran  conside- 
rados espías  ó  elementos  hábiles  para 
llevar  en  el  mismo  rumbo  las  naves  riva- 
les ó  enemigas. 

El  comercio  extranjero  estaba  prohibi- 
do. Las  metrópolis  proveían  á  sus  colo- 
nias y  consumían  sus  frutos.  Los  puer- 
tos estaban  cerrados  para  todas  las 
banderas.  Sin  embargo,  estas  reglas  fue- 
ron cediendo  á  las  circunstancias.  Aqué- 

(5)  Secop.  de  Indiaii.  Leyes  IV  y  V,  libro  TI, 
título  I. 

(6)  Reoop.  de  Iiidiu.  Ijey  VI,  libro  Vf,  titulo  t. 

(7)  Becop.  de  IndÍHii.  I^y  VIT.  La  riza  Guaraní 
cubría  la  América  del  Sur  en  la  costa  atlántica, 
desde  el  Bíf)  de  la  Plata  hasta  las  AntillaH  y  se  in 
temaba  «u  algnoati  ibones  oentrales  huta  lus  Au- 
des, 
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lias  naciones  viéronse  obligadas  á  acep- 
tar en  sus  navesno solamente  trípalacio- 
nea  extranjeras,  sino  oficiales,  cosmó- 
grafos mayores  y  almirantes.  De  1534  á 
1540,  Carlos  V  permitió  el  viaje  de  ex- 
tranjeros al  descubrimiento  y  coloniza- 
ción del  Río  de  la  Plata  (1). 

El  contrabando,  el  espíritu  aventurero 
de  los  corsarios  ingleses,  holandeses  y 
franceses,  y  la  superposición  de  sobera- 
nías, abrieron  la  América  hispano-lusíta- 
na  al  comercio  extranjero,  no  obstante 
las  prohibiciones  y  la  vigilancia,  parcial- 
mente ineñcacesen  aquellos  tiempos.  Los 
tratados  internacionales  regularizaban 
sucesivamente  estas  relaciones  limitadas 
en  virtud  de  concesiones  recíprocas.  Las 
leyes  de  Indias  y  algunas  de  Portugal, 
completan,  con  los  tratados,  el  derecho 
de  los  extranjeros  en  todo  el  Nuevo 
Mundo,  no  sometido  á  los  ingleses. 

HostHidad  reciproca.  —  Las  Leyes  de 
Indias  son  las  primeras  que  determinan 
aereramentesobreestasituación.  Ningún 
extranjero  ni  persona  prohibida,  pueda 
tratar  en  las  Indias,  ni  pasar  á  ellas,  ba- 
jo pena  de  la  vida  y  perdimiento  de  bie- 
nes (2). 

Las  autoridades  debían  procurar  la 
limpieza  de  la  tierra  de  extranjeros  (3). 
Los  que  aparecieren  comerciando,  dice 
otra  ley,  serán  expulsados  sin  considera- 
ción alguna  á  las  personas  (4). 

El  texto  parece  referirse  á  los  extran- 

(I)  ArohÍTo  de  lodiu,  documentos  iaédit<«,  añoe 
1534  i  1640.  Entrad»  de  los  prímerot  comerciantes 
italiano*  y  flamenoos  i  Bnenoe  Airea  y  del  alemán 
SohnUdel  que  Morilná  la  er^Sniea  de  Im  orígenea  ar- 
gentinoa. 

(i)  «BeooptIamÓD  de  Leyes  de  las  iDdiasn,  Lib, 
IX,fcít.  XXVII,  Leyes  I  y  VII. 

(3;  «ReoopilaciÓD  de  Leyes  de  l«s  Indias*,  Lib. 
IX,tít.  XXVII.  LeylX. 

(4)  cB«eopilaeí6n  de  Leyes  de  las  Indias»,  lAh. 
IX,  tít.  ZXVII,  Ley  XIL 


jeros  que  habiendo  ido  á  Indias  con  li- 
cencia ó  en  real  servicio,  practicaran  el 
comercio  prohibido,  pues  en  cuanto  á  los 
demás  se  les  aplicaban  las  penas  de  con- 
fiscación y  muerte.  Una  real  cédula  de 
22  de  abril  de  1796  dispuso  que  los  con- 
trabandistas no  fueran  enviados  á  Espa- 
ña en  lo  sucesivo,  sino  castigados  en 
América  con  pena  capital  ú  otra  mereci- 
da, hos  clérigos  y  las  mujeres  extranje- 
ras no  podían  hacer  actos  de  composi- 
ción, ni  aun  con  real  licencia  (5). 

Era  prohibido  admitir  en  los  puertos 
de  Indias  navios  de  apresadores  y  corsa- 
rios ( 6).  La  real  cédula  de  20  de  enero  de 
1784,  rayaba  en  la  inhumanidad,  al  dis- 
poner que  "ningún  buque  extranjero 
particular  sea  admitido  en  puertos  de 
América,  con  pretexto  alguno,  aunque 
sea  el  de  hospitalidad  y  aunque  al^ue 
que  se  va  á  pique  (7), 

Concesiones  legttles.—L&s  concesiones 
reales  para  pasar  á  las  Indias  eran  á  tí- 
tulo comercial  ó  en  servicio  de  las  metró- 
polis. Las  leyes  españolas  limitaban  se- 
veramente los  permisos.  Los  derechos 
adquiridos  por  ellas  eran  también  excep- 
cionales. El  comercio  de  América  se  ha- 
cía de  puntos  fijos  y  únicos,  de  Sevilla  en 
España  y  del  Tajo  en  Portugal,  las  auto- 
ridades locales  visaban  y  registraban  en 
libros  especiales  los  permisos  concedidos. 
La  famosa  casa  de  contratación  de  Se- 
villa, por  ejemplo,  debía  exigir  quefaeran 
enviados  á  dicha  ciudad  los  extranjeros 
sorprendidos  en  América  sin  licencia. 
Eran  juzgados  por  el  juez  oficial  de  In- 

(5)  cReoopIlación  de  Leyes  délas  Indias»,  Ingar 

cit.  Ley  XVI. 

(6)  Ibidem,  Ley  XXVU. 

(7)  Ibidem.  tit  XXVII  qne  trata  de  loe  extnn 
joft»  que  pasan  á  las  Indias  y  va  ctUBposición  j  na- 
tnimlesa  qne  en  ellos  pnedett  adquirir  para  tratar  y 
coa  tratar. 
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días  establecido  en  la  cradad  de  Cá- 
diz (1). 

Las  licencias  concedidas  á  los  extran* 
jeros  para  pasir  'á  América»  compren- 
dían amenudo  el  derecho  de  entrar  con 
buques  también  extranjeros.  Si  el  navio 
extranjero  entraba  sin  licencia,  aunque 
fuera  fletado  y  conducido  por  españoles, 
era  confiscado  (2). 

Bn  el  derecho  comercial  se  incluía  la 
trata  de  negros,  porque  los  co|nerciantes 
no  podían  internarse  con  las  mercaderías 
ni  con  los  negros,  (8)  á  fin  de  evitar  que 
adquirieran  noticias  y  las  dieran  al  ene- 
migo (4). 

Los  comerciantes  extranjeros  autori- 
zados, pero  que  permanecieran  sin  casar- 
se en  los  puertos  eran  expulsados  (6)- 
A  todos  les  estaba  prohibido  el  comer, 
cío  del  oro,  de  la  plata  y  de  la  cochini- 
lla de  producción  colonial  (6).  El  produc- 
to del  comercio  de  los  extranjeros  debía 
ser  llevado  ¿  laCasa  de  Contratación  de 
Sevilla  para  su  verifícadón  (7). 

No  podían  vender  mercaderías  fiadas 
en  Europa  para  pagar  en  América,  ni  re- 
cibir consignaciones  6  remesas  de  frutos 
de  ésta  á  su  nombre  (8). 

Naturalización. — Para  obtener  las  li- 
cencias de  comercio  y  trata  de  negros  en 


(1)  RetM^ilMñón  de  lu  LeyaB  de  Indiu,  Wa.  IX, 
ift.  XXVII,  Leyu  I,  II  y  XXT. 

(2)  cReoopikción  d«  Iw  Leyes  de  IndiaH.  Lib. 
IX.  Tít.  XXVII.  Ley  IV. 

cReoopilaoíón  de  lu  Tjeyes  de  Indiasi.  Lib. 
IX.  Tít.  XXVII.  Ley  V. 

(4)  cBecopilación  de  Leyee  de  las  Indias».  Lib. 
IX.  Tít.  XXVII.  Ley  VIH. 

(5)  cBeoopiUoiÓD  de  Leyetde  las  Indiui,  Lib, 
XI.  .Tít.  XXVII.  Ley  XXV. 

(6)  «Reoopilaoión  de  Leyes  de  he  üidias».  Lib. 
IX.  Tít  XXVU.LeyVL 

(7)  cEecopilasitfn  de  Leyes  de  las  India».  Lib. 
IX.  Tít,  XXXVn.  Ley  IV. 

(8)  «Beoopiladón  de  Leyee  de  las  lodias»,  La- 
gueüadawLey  ZXX. 

DUICHOe 


América,  debían  los  extranjeros  natura- 
lizarse, y  eran  válidas  únicamente  las  na- 
turalezas despachadas  por  el  reál  Conse- 
jo de  Indias  y  con  "la  cláusula  y  condi- 
ción expresa  de  poder  tratar  y  contratar 
en  las  Indias.*' 

Las  concesiones  anteriores  á  esta  1^ 
fueron  anuladas  (9).  Los  hijos  nacidos 
y  criados  en  América  de  padres  extranje- 
ros, clandestinamente  establecidos,  que- 
daban equiparados  á  los  que  tenían  car- 
ta de  naturaleza  ( 10). 

Los  naturalizados  en  Europa  no  po- 
drían, sin  embargo,  pasar  á  América,  ni 
residir,  ni  tratar,  ni  contratar  libremen- 
te. Estaban  sometidos  á  los  rigores  de 
las  licencias,  bajo  las  penas  establecidas 
y  prohibición  de  desembarcar  ó  de  que- 
dar en  Indias  (11). 

Eran  naturales  en  ellas,  como  en  los 
reinos  de  España,  todos  los  nacidos  de 
padres  extranjeros  (12). 

Las  guerras  civiles  y  la  pluralidad  de 
reinos  en  la  Península  trajeron  confusio- 
nes tales,  qne  en  una  época  dada  españo- 
les y  portugueseseran  todos  españoles,  y 
otras  veces,  lusitanos  y  españoles  resul- 
taban extranjeros,  sometidos  á  las  leyes 
precedentes  (13). 

El  Real  Consejo  de  Indias  acordaba 
las  cartas  de  ciudadanía,  previa  infor- 
mación comprobatoria  délas  condicio- 


(9)  «Beoopilación  de  Leyes  de  las  IndíM»,  Lu- 
gar citado.  Ley  XXXUr.  Ootubre  de  1608, 

(10)  cBecopilación  de  Leyes  de  las  Indias*.  Le- 
gar citado.  Ley  XV  de  1&96. 

(11)  Ibidem.  Lagar  oitado.  Ley  XXVIII. 

(12)  «Recopilación  de  las  Leyes  delodiun.  Lu- 
gar citado.  LeyXXVn  de  14  de  agosto  de  16'20. 

(13)  La  Ley  XXVIII,  1596,  lugar  citado  declara 
extranjeros  en  Lndias  k  los  naeidoi^en  los  reinos  de 
Gastilb,  León,  Aragón,  Valencia,  Oatainfia,  Nava- 
rra é  islas  de  Mallorca  y  Menorca,  de  la  corona  de 
Aragón,  oon  prohibición  de  estar  ni  residir  ea 
Aniériaft. 
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nes  siguientes:  domicilio  en  Bspafia  ó  en 
Indias  durante  veinte  años  continuos, 
"j  loa  diez  de  ellos  teniendo  casa  y  bie- 
nes raíces»  y  estando  casado  con  natural 
ó  hija  de  extranjeros  nacida  en  estos 
reinos  ó  en  las  Indias".  Loa  naturaliza- 
dos debían  trabajar  en  sus  caudales  pro- 
pios, y  no  podían  cargar  las  haciendas 
de  otros  extranjeros,  que  no  gozaran  del 
privilegio,  bajopenade  perdimiento  de  lo 
que  se  contratare  en  su  cabeza.  Treinta 
días  ántes  de  comenzar  su  comercio  en 
las  Indias,  debían  presentar  á  la  justicia 
de  su  domicilio  inventarío  jurado  de  los 
bienes  que  poseían  para  fiscalizar  sus  ac- 
toa  futuros.  Si  no  lo  hadan,  la  carta  de 
naturaleza  y  sus  privilegios  eran  anula< 
dos  (t). 

Para  adquirir  naturaleza  y  facultad  de 

residir,  tratar  y  contratar  en  Indias,  los 
extranjeros  debían  poseer,  por  lo  ménos, 
cuatro  mil  ducados  (2)*  en  bienes  raíces, 
adquiridos  por  acción  propia,  por  heren- 
cia 6  donación,  todo  lo  cual  debía  pro- 
barse por  escrituras  públicas,  con  exclu- 
sión de  la  prueba  testimonial  (3). 

Derecho  de  composición,— Entre  el  ex- 
tranjero contrabandista  6  residente  clan- 
destino en  América  y  el  naturalizado  ha- 
bía una  situación  intermedia,  autoriza* 
da  por  las  Leyes  de  Indias  desde  el  siglo 
XVI.  Era  la  de  los  extranjeros  que  se 
acogían  al  derecho  de  composición,  apli- 
cado á  las  Indias  por  Felipe  II.  En  vir- 
tud de  dicho  derecho,  los  extranjeros  po- 
dían gestionar  de  las  autoridades  espa- 
ñolas la  autorización  para  adquirir  en 
América  cierta  extensión  de  tierra  con  ó 


(1)  « Bfoopilación de  Leyes  ds  laslndiu»,  lugar 
citado,  liey  XXXI. 

(2)  Moneda  de  oro  del  valor  imaginario  de  2  rea- 
lea  j  un  maravedí. 

(3)  «Beoopilación  de  Lejea  de  laa  Indiaav,  Lagar 
ñudo.  Ley  XXXn. 


«in  encomiendas  La  autoridad  real  ó 
sus  delegadoa  en  América,  previa  orden 
especial  del  Rey,  lo  concedían,  substan- 
ciando informes  con  citación  fiscal. 

Generalmente  'se  reservaba  este  derecho 
para  premiar  á  extranjeros  distinguidos 
en  el  servicio  militar  Ó  civil  de  España  ó 
en  la  colonización  de  los  desiertos.  Era 
también  un  medio  de  atraer  extranjeros, 
con  la  gracia  y  merced  real.  Los  extran- 
jeros compuestos  solamente  podían  rea- 
lizar los  actos  permitidos  en  su  respecti- 
va cédula.  Los  virreyes,  presidentes  de 
Audiencia  y  gobernadores  de  provincia, 
no  podían  conceder  composiciones  (4). 
Algunas  veces  este  derecho  fué  acordado 
á  los  naturalizados  que  eran  tratados 
más  generosamoite  que  los  otros,  y  sien- 
do casados  se  les  permitía  conservarse 
en  el  interior  con  tal  de  que  no  pasasen 
de  seis  en  cada  pueblo  (5). 

Parece  que  el  derecho  de  composición 
tuvo  por  objeto  regularizar  la  situación 
de  ciertos  extranjeros  que  habían  entra- 
do á  América  sin  licencia,  habiendo  vivi- 
do y  procedido  con  beneficio  para  Espa- 
ña. Así  se  deduce  de  una  ley  de  Felipe  III 
dada  á  2  de  diciembre  de  1598.  "Manda- 
mos, dice,  que  por  las  cédulas  y  comisio- 
nes de  composición  de  extranjeros,  solo 
se  admitan  los  que  estuvieren  arraigados 
y  que  después  no  se  use  de  ellas'*  (6). 
Acordado  el  derecho  de  composición  á 
los  extranjeros,  quedaban  excluidos  de 
lasgraves  prohibiciones  á  su  respecto  ( 7 ). 
Los  extranjeros  compuestos  solamente 

(4)  «Keoopilación  de  Leyea  de  laa  Indias»,  Lngar 
citado.  Ley  XII.  • 

(5)  cReoopilacián  de  Leyes  de  Indina*,  lugar  cita- 
do;  ley  XIII  y  real  cMat|  sobre  los  portugueses, 
dada  oa  Nisa  á  20  de  julio  de  1704. 

{(i)  «BecopilaciÓQ  de  Leyes  de  Indias*,  lugar  cita- 
do, Iry  XVni. 

(7)  «ReanpítaoióB  de  Leyea  de  Inditai,  lugar  eika- 
do,  ley  XIX. 
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podían  usar  del  prívilen^o  en  las  provin- 
cias donde  residían,  bajo  pena  de  muerte 
y  perdimiento  de  bienes  (1).  Al;,'uno8ex' 
tranjeros  entrados  á  América  en  servicio 
militar  de  España  solían  adquirir  bienes, 
residir,  tratar  y  contrariar  en  tos  puertos 
y  en  el  interior.  En  tal  caso,  incurrían  en 
las  penas  ordinarias;  pero  los  reyes  los 
indultaban  frecuentemente  otorgándoles 
el  derecho  de  composición.  Podían,  en  tal 
caso,  adquirir  bienes,  tratar  y  contratar 
en  una  extensión  proporcional  á  sus  ser- 
vicios y  á  la  compensación  recibida.  Los 
soldados  que  no  se  acogían  al  derecho  de 
composición,  una  vez  sorprendidos  en 
tratos,  contratos  j  cultivo  de  bienes, 
eran  embarcados  para  Sevilla,  acusados 
del  delito  penado  con  la  muerte  y  confis- 
cación. El  servicio  militar  prestado  no 
excusaba  (2). 

Cuando  las  autoridades  americanas 
hallaban  diñcultades  para  expulsar  ex- 
tranjeros ó  para  embarcarlos  con  destino 
á  España,  los  reyes  tas  autorizaban  4 
conceder  el  derecho  de  composición,  mo- 
deradamenteysegán  los  recursos  de  ¿ada 
uno  (3). 

La  propiedad  de  tas  tierras  fiscales 
obligaba  á  poblarlas  y  cultivarlas  y  sino 
caducaba  la  concesión  (4).  Debían  los 
extranjeros  compuestos  residir  fuera  de 
los  puertos,  tierra  adentro,  y  tratar  y 
contratar  sin  pasar  de  lo  permitido.  Obe- 
decían estas  reglas  á  los  propósitos  de  es- 
timular la  población  en  las  regiones  inter- 
nas que  más  la  reclamaban  y  de  evitar  el 

(I)  «BecopilBciónde  Ley  «de  Indíu*,  lagftr  cita- 
do, ley  XX  de  1615. 

(i)  cReoopilaciAn  de  Leyes  de  Iadiu>,  logar  cita- 
do, leyee  XI  y  XXXV. 

(3)  clleoopilactón  de  Leyes  de  Indias»,  lugar  cita- 
do, ley  XIV. 

(4)  «Recopilación  de  Leyes  de  lodiasB,  varías  le- 
yes del  libro  IV,  títnto  XU. 


espionaje,  como  se  deduce  del  siguiente 
final  de  la  ley:  "Y  para  más  seguridad, 
los  virreyes  y  los  gobernadores  se  procu- 
ren informar  de  la  ocupación  en  que  se 
emplean  y  de  qué  correspondencias  se  va- 
len y  con  qué  personas  contratan,  para 
que  con  esta  noticia  puedan  averiguar  si 
proceden  como  es  justo  Ó  exceden  de  su 
obligación"  (5). 

Las  leyes  citadas  eran  aplicables  á  los 
extranjeros  naturalizados  en  España  y 
que  deseaban  pasar  y  pasaban  á  Améri- 
ca. Si  lo  habían  hecho  sin  licencia,  ó  con 
el  propósito  de  regresar  después  de  ven- 
didas sus  mercaderías,  y  se  quedaban,  se 
lea  acortaba  la  proporción  de  la  tierra 
compuesta.  En  estos  como  en  todos  los 
casos,  la  concesión  del  derecho  correspon- 
día al  rey  (6). 

Era  prohibido  á  los  extranjeros  com- 
puestos abandonar  sus  tierras  ó  provin- 
cias para  ir  á  otra  parte  de  Hispano- 
América  en  busca  de  mayores  venta- 
jas  (7). 

Derecho  de  encomienda.  —  El  reparti- 
miento de  indios  con  sus  tierras  entre  los 
señores  de  la  conquista,  llamábase  enco- 
mienda. Los  extranjeros  no  podían  reci- 
birlas por  regla  general  (8).  Sin  embar- 
go, el  rey  por  excepción,  y  en  premio  de 
notorios  servicios,  permitía  repartir  en- 
comiendas á  extranjeros. 

El  casamiento  con  española,  que  por 
cualquier  título  tuviera  ó  pudiera  adqui- 
rir encomienda,  extendía  su  privilegio  al 
extranjero.  La  ley  disponía  que  en  tales 

(5)  «Recopilación  de  Leyes  de  Indiasi,  libro  IX, 
títnlo  XXVII.  ley  XXL 

(6)  cReoopilación  de  Leyes  de  Indias»,  logar  dia- 
do, ley  XXm. 

(7;  «Recopilación  de  Leyes  de  Indias»,  Ingar  cita- 
do, ley  XXIV. 

(8)  iReoopilaeión  de  Leyes  de  Indias»,  libro  VI, 
ley  XIV,  título  VUI. 


Digitized  by 


258 


PBUIKSA  PAKTB 


casos  ftiera  amparado,  siempre  que  pre- 
sentara títulos  confirmados  por  el  rey  de 
ana  manera  especifica  (1). 

Privilegio  proíéaioaal.—kdtsaáB  de  los 
derechos  6  privilegios  que  he  estudiado, 
hab$a  otro,  fundado  en  las  profesiones. 
£1  más  importante  y  general  de  ellos  era 
el  que  favorecfa  á  los  oficiales  mecánicos 
extranjeros.  Don  Felipe  IV  ordenó  en 
1621,  que  las  leyes  sobre  expulsión  de  ex- 
tranjeros no  fueran  aplicadas  á  aquellos 
operarios,  porque  se  ocupaban  de  oficiar 
"útiles  á  la  República"  y  porque  "la  prin- 
cipal prohibición  comprende  á  los  tratan- 
tes y  á  los  que  viven  de  vecindad  en  los 
pueblos  particulares,  especialmente  ma- 
rítimos" (2). 

He  aquí  también  la  razón  filosófica  de 
las  extraordinarias  medidas  restrictivas 
adoptadas  sobre  los  extranjeros.  Porque 
la  principal  causa,  dice,  consiste  en  pur- 
gar la  República  de  personas  que  no  con- 
vienen y  conservar  las  que  fiiereo  útiles  y 
necesarias. 

Estas  leyes  de  los  países  hispano>ame- 
ricanos  fueron  modificadas  por  los  tra- 
tados internacionales. 

Derecho  de  los  tratadoa.—'B\  de  Muns- 
tcr,  por  ejemplo,  celebrado  el  30  de  ene- 
ro de  1648,  entre  España  y  los  Países 
Bajos,  disponía  que  los  súbditos  y  ha- 
bitantes de  los  dos  países,  no  estarían 
obligados  á  pagar  mayores  derechos  é 
impuestos  que  los  propios  súbditos  res- 
pectivos. La  presentación  y  comercio  en- 
tre los  vasallos  respectivos  no  podía  ser 
impedida  y  si  sobrevenían  impedimentos 
eran  allanados. 

El  tratado  entre  don  Felipe  V  de  Bs- 

(1)  «ReeoinlamSn  ds  Lqnn  da  Indú»,  libro  IX, 
títolo  ZXVII,  ley  XXIL 

(S)  «BMOfMladÓii  de  Leyes  da  Indíe»,  logar  cita- 
do, tf talo  XXTII,  ley  Z. 


paña  y  la  princesa  doña  Ana  de  Inglate- 
rra acuerda  la  protección  de  los  tribuna^ 
lea  ordinarios  para  los  yúbditos  de  nno  y 
otro  estado,  de  modo  (|iie  puedan  alegar' 
y  obtener  sus  derechos,  pretensiones  y' 
acciones,  según  las  leyes,  constituciones 
y  estatutos  de  nno  y  otro  país.  Declara 
libre  d  uso  de  la  navegación  y  del  comer- 
cio entre  los  súbditos  de  ambos  vernos. 
El  artículo  8^  dice: 

"Se  ha  convenidoy  establecidoespecial- 
mente  que  por  ningún  título,  ni  con  nin- 
gún pretexto,  se  pueda  directa  ni  indirec- 
tamente, conceder  jamás  licencia,  ni  fa- 
cultad alguna  á  los  franceses  ni  á  otra 
nación  para  navegar,  comerciar,  ni  intro- 
ducir negros,  bienes,  mercaderías  ú  otras 
cosas  en  los  dominios  de  América  perte- 
necientes á  la  corona  de  España,  sino  en 
aquello  que  fuera  convenido  por  el  trata- 
do ó  tratados  de  comercio  sobredichos 
y  por  los  derechos  y  privilegios  concedi- 
dos en  el  convenio  llamado  vulgarmente 
el  asiento  de  negros,  de  que  se  hace  men- 
ción en  el  artículo  12;  y  excepto  también 
lo  que  el  dicho  Rey  Católico  y  sus  herede- 
ros ó  descendientes  ofrecieren  por  el  tra- 
tado ó  tratados  de  la  introducción  de 
negros  de  las  Indias  occidentales  españo- 
las, después  que  se  hubiere  concluido  el 
referido  convenio  del  asiento  de  negros. 
Y  para  que  la  navegación  y  comercio  á 
las  Indias  occidentales  queden  más  firme 
y  ámpliamente  asegurados,  se  ha  conve- 
nido y  asegurado  también  por  el  presen- 
te, que  ni  el  Rey  Católico,  ni  alguno  de 
sus  herederos  y  sucesores,  puedan  vender, 
ceder,  empeñar,  traspasar  á  los  france- 
ses, ni  á  otra  nación,  tierras,  dominios  ó 
territorios  algunos  de  la  América  espa- 
ñola, ni  parte  alguna  de  ellos,  ni  enaje- 
narla en  modo  alguno  de  sí,  nt  de  la  co 
roña  de  España." 
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El  artículo  9^  introduce  la  cláusula  de 
la  nación  más  favorecida  en  estos  tér- 
minos: 

"También  se  ha  conTenido  y  estable- 
cido por  regla  general,  que  todos  y  cada 
uno  de  los  súbditos  de  ambos  reinos,  en 
todas  las  tierras  y  hogares  de  ufio  y  otro, 
7  en  cuanto  mira  á  los  derechdb,  impov 
dones  y  cargas  concernientes  á  las  per- 
sonas, mercaderías,  navios,  fletes,  mari- 
neros, navegación  y  comercio,  usen  y 
gocen  ¿  lo  menos  de  los  mismos  privile- 
gioe,  fianzas  é  inmunidades  y  tengan  en 
todos  igual  favor  que  los  súbditos  de 
Francia  6  de  otra  nación  extrafia,  la  más 
amiga,  usan  poseen  y  gozan  ó  puedan  de 
aquí  en  adelaitte  tener  y  gozar." 

Los  privilegios  convenidos  recíproca- 
mente fueron  de  comfin  acuerdo  extendi- 
dos al  rey  deSnecia,  á  las  serenísimas  re- 
públicas de  Venecia  y  Jénova  y  á  la  ciu- 
dad de  Dantzig. 

Trata  de  ncgros.^lA  trata  de  negros 
era  permitida  en  América  por  los  espa- 
ñoles en  condiciones  especialmente  legis- 
ladas. Ufados  los  negros  á  América  de- 
Uan  ser  bien  tratados  y  recibir  educa- 
ción. El  casamiento  entrenegros  aún  con 
]a  voluntad  de  sus  amos,  no  libertaba. 
No  podían  tener  iiílA!icfh,  ni  indias  á  su 
servicio.  No  era  permitido  á  los  esclavos 
usar  anuas,  ni  aún  acompañando  á  sus 
amos,  ni  se  concedía  licencia  para  intro- 
ducir negros  armados. 

En  los  motines  de  negros  se  procedía 
al  castigo  sin  formar  procesos.  Los  caci- 
ques indios  tenían  el  derecho  de  prender 
negros  y  mulatos  pasándolos  luego  á  la 
justicia  ordinaria.  Era  prohibido  á  los 
negros  vivir  en  pneblos  de  indios  (1). 

(1>  Yéam  k  nuTor  psrU  de  1m  L^TMdsBeoo* 
^i¿¿6u  da  lodiM.  labro  TU.  Tft.  T^ 


Libertad  de  esclavos.  —  Las  leyes  pro- 
claman ia  libertad  de  los  esclavos,  aun- 
que limitadamente.  Disponen,  en  efecto, 
dirigiéndose  á  las  Audiencias,  Altas  Cor- 
tes de  Justicia  de  América  que  "si  algún 
negro  ó  negra  ú  otro  cualquiera  tenido 
por  esclavos,  proclamaran  á  la  libertad 
los  oigan  y  hagan  justicia."  Numerosos 
negros  venidos  á  América  en  esclavitud, 
alcanzaron  en  cantidades  su  libertad.  Así 
lo  declaró  don  Felipe 'II  en  repetidas  oca- 
siones, el  27  de  abril  de  1574yel5de  agos- 
to de  1577  en  Madrid,  y  el  21  de  octubre 
de  1592  en  Burgos,  cuando  resolvió  va- 
rias consultas  sobre  si  los  negros  ó  mula- 
tos libertados  áehían  pagar  lacapitación 
impuesta  á  todos  los  vasallos  de  Indias. 
Decía,  en  efecto:  "Mnchos  esclavos  y  es- 
clavas, negros  y  negras,  mulatos  y  mula- 
tas, que  han  pasado  á  las  Indias,  y  otros 
que  han  nacido  y  habitan  en  ellas,  han 
adquirido  libertad,  y  tienen  granjerias  y 
hacienda,  y  por  vivir  en  nuestros  domi- 
nios, ser  mantenidos*  en  paz  y  justicia, 
haber  pasado  por  esclavos,  hallarse  li- 
bres, y  tener  costumbre  los  negros  dé  pa- 
gar en  sus  natnralexas  tnbntoen  mucha 
cantidad,  tenemos  justo  derecho  para  que 
nos  le  paguen,  y  que  éste  sea  un  marco  de 
plata  en  cada  año,  más  ó  menos,  confor- 
me á  las  tierrasdondevivieren,y  le  pague 
cada  uno  en  las  granjerias  que  tuvie- 
re" (2), 

El  mismo  monarca  dispuso  en  Madrid 
á  31  de  marzo  de  1543  que  los  españoles 
que  tenían  hijos  en  esclavas,  pudieran 
darles  libertad  comprándolos  y  que  los 
padres  íneran  preferidos  en  caso  de  ven- 
ta (3). 

(2)  cKeeop.dsLey.deInd.iTfttt1oT,tibn>Tn 
LeyI. 

(8)  cBMop.  de  Lsy.  de  Ind.»  Libro  Til.  Tftnlo 
T,LijTIdel668. 
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Los  esclavos  libertados  debían  ser  pro- 
tejidos y  guardárseles  las. corresponda- 
tes  pivemineocías  (1).  Hsceptuábase  de 
la  regla  á  los  "esclavos  6  esclavas  berbe- 
riscos, 6  libres  nuevamente  convertidos 
de  moros  é  hijos  de  indios  residentes  en 
cualquiera  parte  de  las  ludias,  los  cuales 
debían  ser  expulsados  y  enviados  á  Es- 
paña en  los  primeros  navios".  Enningíín 
caso  podian  quedar  en  América  (2). 

América  lusitana,  —  Las  guerras  colo- 
niales de  Portugal  con  Holanda  y  Fran- 
cia, y  sus  rivalidades  irreconciliables  con 
España,  explican  también  el  aislamiento 
de  sus  colonias.  La  política  comercial  de 
los  portugueses,  sus  prohibiciones  y  res- 
tricciones eran  análogas  á  las  de  España, 
aunque  aplicadas  con  menos  vigor.  La 
colonización  del  Brasil  por  extranjeros 
fué  más  fácil,  porque  su  inmenso  litoral 
estaba  también  más  cerca  de  Europa  é 
indefenso.  Los  holandeses  y  francas  la 
iniciaron,  dejando  los  gérmenes  de  la 
mezcla  de  las  razas.  La  tercera  expedi- 
ción francesa  contra  Río  Janeiro,  coman- 
dada por  Duguay  Trouin,  dejó  uñá  base 
seria  de  población  y  un  consulado.  Pero 
vencidos  los  franceses  y  holandeses,  Por- 
tugal restablecía  el  aislamiento.  La  idea 
de  llamar  á  la  vida  política  y  civil  de  las 
colonias  á  los  hombres  de  otras  razas, 
considerados  infieles  y  por  lo  mismo  fue- 
ra de  las  fronteras  de  la  humanidad,  era 
muy  avanzada  para  que  la  comprendie- 
ran y  practicaran  los  gobiernos  de  esa 
época(3).  Interesa  al  estudio  del  derecho 
comparado  las  prohibiciones  reales  y  le- 
gales de  Portugal  sobre  los  extranjeros 

(1)  cBeoop.  de  Ley.  de  Ind.»  Lagar  oitedo,  Ley  X. 

(2)  «Recop.  de  Lvy».  Lagar  oitado,  Ley  XXI. 

(3)  Fernando  Piobeiro.  A  Franca  Antartica  en  la 
cBevista  do  Inetítato  Hietóriro  e  Ethnngrlifieo  do 
Braeil»,  tomo  XXII,  1.*  tiimaitre  de  1859,  pági- 

Min. 


y  su  comercio  en  Sud-América.  La  más 
antigua  disposición  general  que  conozco 
es  la  de  18  de  marzo  de  1605  prohibiendo 
que  los  buques  y  comerciantes  extranje- 
ros vayan  al  Brasil  (4).  Don  Felipe  III 
de  Castilla  reinaba  también  sobre  Por- 
tugal en  1626  y  decretó  que  no  se  deste- 
rrara extranjeros  para  América  ( 5 ) .  Otro 
decreto  de  20  de  mayo  de  1662  (6),  pro- 
hibía á  los  extranjeros  navegar  para  el 
Brasil  fuera  de  las  armadas,  lo  cual  con- 
cuerda con  el  ustema  español  de  las  li- 
cencias de  que  me  he- ocupado,  bajo  la 
vigilancia  de  las  autoridades  navales  de 
España.  Don  Pedro  II  prohibió  el  27  de 
noviembre  de  1684  la  entrada  de  navios 
del  Brasil  en  puertos  extranjeros  (7).  Los 
tratados  modificaron  sucesivamente  el 
derecho  prohibitivo  de  Portugal  en  las 
colonias. Eldel2dejumo  de  1641entreel 
Reino  y  los  Países  Bajos  reconoció  para 
los  siibditos  sudamericanos  de  ambas 
partes  los  mismos  derechos,  privilegios, 
libertades  y  comercio  de  que  gozaban  los 
propios  súbditos.  No  obstante  estipula- 
ron la  recíproca  prohibición  del  comercio 
en  azúcar,  polo  brasil  y  otras  produccio- 
nes sudamericanas  en  el  Brasil  y  en  las 
colonias  holandesas.  Ei  comercio  entre 
estas  posesiones*  continuará  vedado.  Es- 
te tratado  lo  era  también  de  tregua  y  de 
cesión,  de  manera  que  debía  estipular  res- 
pecto dé  los  derechos  privados  sobre  in- 
muebles y  dispuso  su  reconocimiento  á 

(4)  «Leiii  lia  Torre  >)o  ToiuVk».  Libro  II,  págiua 
84.  hOrdenan^as  do  Beiiio  de  Portugali  GoleeoiAn 
L  Libro  V,  Título  103,  Tomo  V,  página  233. 

(6)  31  de  enero.  MaoiiscritoB  da  Casa  Pombat  con 
el  título  de  Privilegios  do  loglesee  (Quadro  Ele- 
mentar das  He  lancee  Politioae  e  DiplomiticM  do 
Portugal,  ete*,  pelo  Tñooiide  de  Bantaram,  Paria, 
1842,  tomo  T,  página  33. 

C))  Esta  ml^ma  obra,  tomo  I,  pAgioa  35. 

(7)  Oi^.  do  Rein.  OoUee.  I.,  Libro  V.,  Titulo  107. 
Tomo  T,  págiM  848. 
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favor  de  los  primeros  propietarios,  pre- 
via justificación.  El  comercio  de  los  siib- 
ditos  de  ambos  pafses  en  América  con 
naves  extranjeras  6  con  las  posesiones  de 
Castilla  era  también  prohibido  (1). 

CromwcU  obtuvo,  en  1654  el  levanta- 
miento de  las  prohibiciones  para  sus  súb- 
ditos  en  el  tratado  de  10  de  julio  (2). 
Portugal  concedió  á  lossúbditos  ingleses 
el  comercio  seguro  y  libre  con  sus  pose- 
siones snd-americanns  y  entre  éstas  y  el 
reino  de  Europa.  Fué  medida  de  hostili- 
dad militar  contra  España  antes  que  co- 
mercial y  humanitaria.  El  tratado  con 
los  Pafses  Bajos,  de  6  de  agosto  de  1661, 
declaró  libre  el  comercio  de  América  para 
los  súbditos  de  las  dos  naciones  escep- 
tuando  las  operaciones  sobre  palo  brasil 
que  continuaron  prohibidas  (3). 

El  tratado  de  7  de  mayo  de  1681,  en- 
tre las  coronas  de  España  y  de  Portugal, 
decía  en  el  artículo  IX.  "Las  prohibicio- 
nes del  comercio  por  mar  y  por  tierra,  así 
de  los  castellanos  en  el  Brasil,  como  de 
los  portugueses  en  Buenos  Aires,  Perú  y 
demás  partes  de  las  Indias  Occidentales, 
quedarán  en  su  enterafuerzay  vigor,y  en 
los  transgresoi^  se  ejecutarán  las  penas 
establecidas  por  las  leye»  décima  y  otras 
del  reino,  irremisiblemente'*  (4). 

AmérícB  ingksa.—hBS  colonias  ingle- 
sas cuyos  asientos  más  importantes  se 
hallaban  en  la  América  del  Norte,  seguían 
el  derecho  inglés  que,  como  he  recorda- 
do (5),  haUa  tomado  cierta  forma  na^ 
cional,  desde  la  organización  de  los  rei- 

(t)  Oolle^ao  de  Tintado!,  Convenfoes,  CoDtntoi 
e  Actos  Públicos  celebrados  entre  á  Coroa  de  Por- 
tagal  é  u  maÍB  Potencias.  Lisboa,  1856,  Tomo  I, 
págintii  33  á  39. 

(2)  Ibidem,  tom.  y  log.  cit.,  pág.  ^78  y  nguieiitM, 

(3)  >       B       »     »  ^  26S. 

(4)  Ibidem,  tom.  7  lag.  cit,,  pig.  487, 
(6)  Bita  obra,  MtpUalo  


nos.  Era  aquel  un  derecho  eminentemen- 
te feudal.  La  inmigración  y  el  comercio 
extranjero  estaban  restringidos  también 
en  la  América  inglesa.  Las  luchas  de  las 
colonii»  entre  sí,  la  profunda  rivalidad 
entre  Francia  y  la  Gran  BretaBaen  Amé- 
rica y  las  guerras  europeas,  explican 
aquella  situación  de  hostilidad  recíproca. 
£1  comercio  con  las  niiciones  rivales  ó 
enemigas  de  la  Gran  Bretaña  estaba  pro- 
hibido á  las  colonias. 

La  metrópoli  misma  rivalizaba  pro- 
fundamente con  éstas.  Durante  el  reina- 
do de  la  casa  de  Hanover  fueron  dicta- 
das las  famosas  medidas  impidiendo  la 
industria  colontaL  Se  pretendía  que  In- 
glaterra fuera  el  único  centre  de  manu- 
facturas y  que  de  ella  se  proveyeran  las 
colonias.  La  materia  prima  que  produ- 
cían,  era  obligatoriamente  exportada  por 
la  madre  patria.  Ellas  no  podían  fabri- 
carla, temerosa  la  Inglaterra  que  si  Amé- 
rica adquiría  grande  potencia  industrial, 
sufriera  el  comercio  metropolitano,  y 
aquella  se  encaminara  A  la  independen- 
cia (6). 

Derecho  de  los  extranjeros. —hoB  po- 
líticos ingleses  estaban  profundamente 
equivocados,  sin  embargo;  y  sus  prohibi- 
ciones injustificadas  crearon  desde  1722 
el  sentimiento  separatista,  que  á  fines  del 
mismo  siglo  produjo  la  emancipación  de 
las  colonias.  "Las  mismas  medidas  de 
rigor,  dice  una  obra  citada,  (7)  en  per- 
juicio de  los  extranjeros,  hallamos  adop- 
tadas en  Inglaterra. 

Durcmte  la  Edad  Media  la  ciudadanía 
inglesa  estaba  dominada  por  dos  princi- 
pios cardinales:  eran  ingleses  los  nacidos 

(6)  Q.  BanoiDÍ fe,  Hiilory  of  the  UnitAd  Statei  ot 
Amerioa,from  the  DiBeoTuy  of  the  OoiitlMiit.New. 
York,  1892.  Tolúm.  II.  Páginsi  8S6  y  ligweatw. 

(7J  Fion,  tom,  I,  pág.  60. 
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de  padres  extranjeros  en  los  territorios 
de  la  Gran  Bretaña.  Los  hijos  de  ingleses 
nacidos  en  el  extranjero  eran  ingleses 
como  lo  eran  también  sus  hijos  y  sus  nie- 
tos.  He  ahí  dos  soluciones  contradicto- 
rias del  punto  de  vista  estatuario.  Por 
la  primera  mantenía  Inglaterra  el  princi- 
pio feudal  de  la  territorialidad  de  la  ley  y 
no  admitía  el  estatuto  personal  del  ex> 
tranjero,  como  elemento  para  determinar 
la  nacionalidad  de  los  hijos.  Por  el  se- 
gundo reclamaban  el  imperio  de  su  ley 
personal  en  el  esterior.  La  falta  de  razón 
é  impractibilidad  de  estas  reglas,  dice 
Webster  (1),  eran  evidentes.  Fueron  un 
impedimento  para  las  relaciones  sociales 
entre  las  naciones,  para  el  adelanto  de 
las  artes,  del  comercio  y  de  la  ciencia,  eran 
restrictivas  del  derecho  natural  y  priva- 
ban al  hombre  de  la  libertad  y  del  bienes- 
tar. Era  tentativa  para  hacer  la  ley  in- 
glesa ley  del  mundo.  El  mantenimiento 
de  la  regla  resultó  impracticable  y  fué 
abandonado.  Hasta  el  siglo  actual  In- 
glaterra ha  sostenido,  no  obstante,  su 
nacionalidad  para  los  hijos  de  ingleses 
nacidos  en  el  extranjero,  con  variables 
modificaciones  según  los  tratados  (2). 

JRazones  políticas  aconaejabcm  á  me- 
nudo la  modihcación  de  las  reglas  en  la 
materia.  Además,  la  protección  comer- 
cial produjo  cierta  extensión  del  derecho 
de  ciudadanía  en  favor  de  los  pescadores 
extranjeros  (3).  Las  restricciones  indus- 
triales impuestas  á  las  colonias  inglesas, 
de  que  acabo  de  ocuparme,  correspondían 
á  medidas  adoptadas  en  Inglaterra,  para 
impedir  la  concurrencia  exterior,  aún  den- 

(1)  Treatlse  of  the  Laws  of  CitiUDsbip  in  the 
Ünitod  StatM.  Treated  hMtorioaly  by  PrentÍH 
Welwtor.  Albany  K.  T.  1891.  Pt^  &S  y  M. 

■  (2)  E«t«  obra,  oapitalo  

tSj  Afio  ZXdel  reÍQftdo  á»  J[oi«»  U. 


tro  de  la  misma  soberanía.  Era  prohibi- 
do, en  efecto,  á  los  industriales  ingleses 
establecerse  en  el  extranjero  ó  en  las  co- 
lonias con  sus  fábricas  bajo  pena  de  pri- 
vación de  la  nacionalidad  y  de  algunos 
de  sus  derechos  civiles  (4). 

Los  extranjeros  no  podían  adquirir 
propiedades  raíces.  El  rey  tenía  el  dere- 
cho de  aubana,  que  en  el  continente  co- 
rrespondía á  los  señores,  y  lo  aplicaba  en 
el  caso  de  que  un  extranjero  hubiera  ad- 
quirido aquellos  bienes. 

Los  derechos  comerciales  eran  menos 
excluyentes  pero  no  amplios.  Los  comer- 
ciantes extranjeros  debían  vender  sus 
mercaderías  é  invertir  su  valor  en  pro- 
ductos ingleses  dentro  denueve  meses^S). 

La  compra  y  venta  de  lana  y  fabrica- 
ción de  telas  les  estaba  prohibida.  Las 
artes  y  oficios  les  estaban  vedadas  (6). 
Su  empleo  en  las  colonias  fué  prohibido 
(7).  Para  ir  á  ellas  con  mercaderías  se 
necesitaba  licencia.  Las  cartas  reales  de 
las  compelías  fiindadoras  de  las  prime- 
ras colonias  inglesas  de  la  América  del 
Norte,  traen  la  cláusula  autorizándolas 
á  prohibir  ó  permitir  la  inmigración  y  el 
comercio  de  los  extranjeros  dentro  de  di- 
chas plantaciones  ó  colonias.  Las  Ucen- 
cias podían  ser  dadas  por  las  compa- 
ñías. Los  infractores  eran  perseguidos 
porello.  Tal  era  el  derecho  de  los  extran- 
jeros en  la  América  inglesa  (8j.  * 

El  ''Common  Law",  el  derecho  comfin 
de  Inglaterra,  había  pasado  á  las  colo- 
nias, con  sus  reglas  civiles,  comercia- 
Mi  Año  7  del  raiiudo  de  Jorge  I. 

(5)  Estatato  IX  de  Ricardo  III,  año  I, 

(6)  Id.  XIII  de  Earíque  Vllt,  afio  U. 

(7)  Medida  del  reinado  de  Garlos  II. 

(8)  OoDsúlteBe  la  obra:  Tke  Federal  and  Statt, 
Oonatítation»,  CoJottial  Ckafitn  amd  other  Organie 
lam  of  the  United  States,  by  Perlty  Ptort-Sécond 
kUUtm  Wathitt0tOH,  D.  O.,  1878.  ■ 
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les  y  penales.  Ellas  eran  decididamente 
hostiles  al  extranjero,  como  consecuencia 
de  los  elementos  feudales  que  hasta  nues- 
tros dfas  predominan  en  el  derecho  an- 
glo  americano.  Los  conflictos  de  derecho 
internacional  privado,  no  podían  ser, 
pues,  frecuentes  donde  el  contacto  de  los 
nacionales  y  extranjeros  estaba  prohibí' 
do  ó  restringido.  La  Gran  Bretaña  3'  los 
Estados  Unidos  han  reaccionado,  como 
tendr<^  oportunidad  de  demostrarlo  más 
adelante,  á  fines  del  siglo  pasado  y  en  el 
actual,  aunque  no  con  la  amplitud  de 
otros  países. 

Conñkto  de  razas.— El  número  y  re- 
beldía de  los  indios  qu<e  poblaban  el  con- 
tinente Norte-Americano,  obligó  á  nues- 
tras colonias  y  al  Gobierno  republicano 
del  siglo  pasado  á  adoptar  una  política 
nspecto  de  la  población  indígena.  La 
mezcla  de  las  razas  era  resistida  por  eu- 
ropeos y  naturales.  La  división  social 
fué  tan  señalada  que  la  coexistencia  de 
las  razas,  de  sus  costumbres  y  de  sus  le- 
yes, resultó  posible  en  todas  partes.  Los 
ingleses  trataban  con  los  indios  como 
naciones  soberanas  reconociéndoles  inde- 
pendencia política  y  territorial  aún  cuan- 
do en  principio  consideraran  las  tierras 
de  las  tribus  amigas  sometidas  á.  la  so- 
beranía de  la  corona  (1). 

Marca  así  en  el  régimen  colonial  y  se 
trasmite  á  la  república  de  Washington 
un  derecho  de  indios,  que  comparte  la 
coexistencia  de  las  legislaciones  políticas 
y  consuetudinarias  autóctonas  y  con- 
quistadoras. 

Sus  principios  generales  interesan  á 
esta  ciencia.  Según  ellos  los  indios  forma- 
ban comunidades  políticas  distintas  é 

(1)  Baoerott,  obr.  eit,  «n  virios  Tolámeno  y  pá- 
^ut.  LéM  en  el  íodioe  gauenl  U  paUbn  Indiaoi, 
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independientes.  Conservaron  el  dominio 
pnvadu  del  suelo;  jiero  nd  el  dominio  pú- 
blico en  el  sentido  deque  no  podían  tras- 
mitir su  propiedad  á  otra  nación  con 
perjuicio  de  la  descubridora.  Los  trata- 
dos de  las  colonias  y  de  los  gobiernos  re- 
publicanos con  los  indios  eran  solemni- 
zados y  tenían  la  fuerzíi  de  los  tratados 
concluidos  con  poderes  extranjeros.  Las 
partes  contratantes  aplicaban  sus  leyes 
propias  con  independencia.  Jurados  mix- 
tos conocían  en  los  crímenes  cometidos 
por  los  súbditos  ingleses  ó  americanos 
entre  los  indios  y  vice-vcrsa  (2). 

Ei  derecho  iaternacioiml  privado  en 
América.— La  suscinta  exposición  que  pre- 
cede demuestra  la  existencia  de  fuentes 
notables  de  Derecho  Internacional  Priva- 
do en  América;  y  que  corresponde  el  honor 
de  las  ideas  y  soluciones  más  liberales  y 
avanzadas  en  materias  de  derecho  pri- 
vado, á  las  colonias hispano-americanas. 

Proclamada  la  emancipación  ameri- 
cana por  las  declaraciones  precursoras  y 
dirigentes  deFiladelña  (3),y  deTucumán 
(4),  el  derecho  privado  surgió  del  sistema 
constitucional  republicano,  con  el  vigor 
y  la  amplitud  necesaria  para  atraer  y 
radicar  k  los  hombres  de  buena  voluntad 
sin  distinción  de  nacionalidad  en  el  Nue- 
vo Mundo. 

Las  constituciones  de  los  Estados  Uni- 
dos de  Américaydela  República  Argenti- 
na consignaron  los  principios  más  avan- 
zados y  humanitaríoa  de  que  la  sociedad 

(2)  (y.  The  voritíng»  of  John  MarthaU.  LaU  Ch¡^ 
Juatiee  of  f  Ae  ü.  S.  upon  tht  Federal  ConttUutUnUf 
Bfrton  1839,  pág.  14i ,  264,  277,  281,  286,  414,  434 
y  442. 

(3)  Declaración  Je  la  Ini3ependencia  de  loa  Ba- 
tados  Unidos  de  América,  4  de  julio  de  1776. 

(4)  Declaración  da  U  lodependenaia  Ar|»ntiiu, 
9  dA  jalio  de  1816. 
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civil  haya  jamás  gozado.  Los  extranje- 
ros qnedaron  incorporados  al  Nuevo 
Mundo  con  la  suma  de  derechos  priva- 
dos de  los  naturales  y  con  derechos  poH- 
ticos  fundamentales  como  el  de  votar  y 
tomar  parte  en  el  Gobierno  Municipal. 
Las  constituciones  citadas  han  derrama- 
do su  influencia  sobre  todo  el  continente 
y  han  sido  en  este  punto  completadas  por 
monumentos  legislativos,  inspirados  en 
la  más  alta  sabiduría  y  acierto  político. 
Tales  son  en  efecto  la  jurisprudencia  ame- 


ricana y  los  códigos  civiles  deFreitas  (1 ) 
en  el  Brasil  y  de  Véiez  Sarsfield  en  la  Re- 
pública Argentina  que  codificaron  simul- 
táneamente el  derecho  internacional  pri- 
vado, inspirándose  en  las  doctrinas  de 
Sa  vi  gny,  antes  que  Italia  hubiera  sancio- 
nado su  nuevo  código  civil. 
  E.  S.  Zkballos 

(1)  Aunque  este  proyecto  de  código  no  faé  un- 
ctonado  definitinmente  en  la  forma  qae  diant  ra 
antor,  ba  mdo  legoidoan  m  paf»  y  fnera  de  allí,*»!! 
el  reipato  qae  jtutamente  merece  obia  tan  emdi  ta 
y  m<  difalda. 
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NECESIDAD  D8  »U  BEFORUA 


(Continuación) 


&i  8  de  mayo  de  1 845  entró  en  vigen- 
cia ta  ky  que  estableció  por  primera  vez, 
para  las  sociedades  que  tenían  por  obje- 
to la  realÍ2i(ción  de  una  empresa  de  uti- 
lidad pública,  /a  responsabilidad  ¡imita- 
da  pata  ¡as  accionistas,  lacnal  fué  exten- 
dida en  1857  á  las  compañías  de  interés 
privado. 

Este  principio  de  la  responsabilidad  li- 
mitada fué  confirmado  por  la  ley  de  7  de 
agosto  de  1862,  posteriormente  por  la 
de  20  de  agosto  de  18G7que,  completan- 
do la  precedente,  permitió  introducir  en 
los  estatutos  sociales  la  cláusula  de  la 
responsabilidad  absolutade  los  adminis- 
tradores, creó  las  acciones  al  portador, 
y  autorizó  la  reducción  del  capital.  Pero 
las  indicadas  leyes  exigieron  de  las  socie- 
dades de  responsabilidad  limitada  el 
agregado  de  la  palabra  limited  á  la  ra- 
zón social:  este  hecho  y  las  nuevas  for- 
malidades introducidas  por  la  legislación 
hicieron  que  la  mayor  parte  de  las  socie- 
dades adoptasen  el  anterior  sistema  de 
la  responsabilidad  absoluta  y  solidaría, 
jx>r  el  temor  de  disminuir  su  crédito. 

Con  posterioridad  á  la  serie  de  desas- 


tres financieros  que  arruinaron  &  nn  c<m* 
siderable  número  de  personas  á  causa  de 

la  solidaridad  de  todos  los  accionistas, 
una  nueva  ley  fué  adoptada  el  15  de 
agosto  de  1870  para  dar  mayor  garan- 
tía á  los  acreedores  en  las  sociedades  de 
responsabilidad  limitada  y  para  llevar 
al  mayor  número  posible  de  sociedadesá 
adoptar  la  nueva  forma. 

Dió  un  paso  más  en  este  camino  la  ley 
de  24  de  marzo  de  1880,  permitíendo  re- 
tirar de  la  caja  social  los  capitales  inúti- 
les para  la  gestión  de  los  negocios. 

Una  comisión  oficial  designada  en  1894 
por  la  Board  oí  trade  elaboró  un  proyec- 
to de  modificación  de  las  leyes  vigentes 
sobre  sociedades,  que  se  presentó  á  la 
Cámara  de  los  I^res  en  1896.  El  conte- 
nía disposiciones  que  hadan  más  explíci- 
tos y  detallados  los  prospectos  de  emi- 
sión; exigía  el  registro  de  las  hipotecas 
aceptadas  por  la  Sociedad  dentro  de  siete 
días  y  por  orden  de  sus  fechas;  reducía  de 
cuatro  A  nn  mes  el  plazo  fijado  por  la  ley 
de  1867  para  la  reunión  de  la  primera 
asamblea  general,  deinendo  ponerse  en 
conocimiento  de  los  accionistas  todos 
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los  documentos  importantes  en  los  ocho 
días  que  precedan  á  la  reunión  ó  asam' 
blea;  prescribía  la  publicación  y  el  depó- 
sito del  balance;  principalmente  hacía  á 
los  administrado!  es  responsables  si  no 
desempeñan  sus  funciones  "con  el  celo  de 
un  hombre  razonable.'* 

La  Cámara  de  los  Lores  envió  dicho 
proyecto  á  un  comité  especial  de  infor- 
mación, pareciéndole  excesiva  la  respon- 
sabilidad impuesta  á  los  administrado- 
res y  de  tal  naturaleza  que  contribuiría 
á  aterrorizar  A  los  hombres  de  negocios 
por  el  carácter  vago  y  peligroso  de  la 
fórmula  propuesta. 

Estos  estudios  dieron  origetl  á  la  ley 
de  8  de  agosto  de  1900,  que  puesta  en  vi- 
gencia el  1^  de  enero  de  1901,  dió  á  la  le- 
gislación inglesa  sobre  sociedades  anóni- 
mas «na  faz  nueva,  modificando  princi- 
palniente  las  reglas  sobre  emisión  de 
títulos  y  exigiendouna  amplia  publicidad 
para  todos  los  actos  sociales.  , 

Desde  la  vigencia  de  la  ley  de  8  de  agos- 
to de  1900,  los  fundadores  de  las  socie- 
dades deben,  como  ya  lo  prescribía  la  ley 
de  1862,  hacer  registrar  en  la  oficina  so- 
cial el  memorándum  de  asociación,  jun- 
tamentecon  la  declaración  de  un  so/Zc/íor 
de  la  Corte  Suprema  que  establezca  el 
hecho  de  haberse  dado  cumplimiento  á 
las  prescripciones  de  la  ley,  asf  como  tam- 
bién el  nombre  de  los  administradores  y 
la  circunstancia  de  si  se  emiten  ó  no  títu- 
los para  el  páblíco. 

Las  acciones  no  pueden  ser  colcx'adas 
en  el  público  mientras  tanto  el  mínimum 
de  las  mismas,  fijado  por  la  ley,  no  haya 
sido  suscripto,  y  que  el  pago  correspon- 
diente, el  cual  no  puede  bajar  del  57r  del 
valor  nominal  de  cada  título  no  haya 
sido  efectuado.  Los  estatutos  deben  pre- 
ver, para  el  buen  éxitodelacolocación  de 


acciones,  un  máximum  de  tiempo  dentro 
del  cual  los  accionistas  sean  reembolsa- 
dos del  capital  é  intereses. 

El  capital  de  las  sociedades  anónimas 
inglesas  puede  ser  aumentado  por  nuevas 
emisiones  de  títulos  ó  acciones.  Es  lícito 
igualmente  estipular  que  el  capital  no- 
minal será  aumentadocon  la  agregación 
de  los  beneficios  efectivamente  distribui- 
dos, los  cuales  pueden  ser  recobrados  en 
caso  de  liquidación. 

La  ley  de  1867  que  aün  está  en  vigen- 
cia, permitió  la  reducción  del  capital  so- 
cial á  condición  de  que  sea  autorizado 
este  acto  por  todos  los  acreedores  socia- 
les y  por  la  Cortecompetentequien  fijará 
el  tiempo  durante  el  cual  el  nombre  de  la 
Sociedad  deberá  ir  seguido  de  las  pala- 
bras and  reduced.  Aún  mas,  la  ley  de  24 
de  marzo  de  1880  permite  á  toda  So- 
ciedad que  tenga  un  fondo  de  reserva 
considerable,  aplicarlo  al  pago  de  la  parte 
no  enterada  de  las  acciones,  sin  modifi- 
car, por  lo  demás,  la  responsabilidad  de 
los  accionistas  en  caso  de  liquidación. 

Toflo  miembro  de  sociedad  recibe  un 
certiñcado  que  indica  las  acciones  de  que 
es  beneficiado.  Los  títulos  al  portador 
no  pueden  ser  expedidos  mientras  tanto 
las  acciones  no  estén  totalmente  pagadas. 

Las  acciones  pueden  ser  tran^formadas 
en  títulos  de  un  valor  mayor  ó  divididas 
en  otros  de  un  valor  menor  con  autorí* 
zación  de  la  asamblea  general. 

Todos  los  años  debe  celebrarse  una 
asamblea  general  ordinaria  en  la  fecha 
fijada  por  los  Estatutos,  y,  en  defecto  de 
indicación  de  éstos,  el-  segundo  lunes  de 
febrero,  previo  aviso  individual  á  los  ac- 
cionistas, enviado  con  siete  días  de  anti- 
cipación. 

El  número  de  accionistas  que  deben  es- 
tar presentes  en  la  asamblea  fiara  que 
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ésta  pueda  celebrarse  Tarla  de  5  á  20,  se- 
gún el  número  total  de  ellos. 
■  Cada  miembro  tiene  derecho  á  un  voto 
por  acción  hasta  el  número  de  diez,  ñ  más 
tin  YOto  por  cada  cinco  acciones  de  diez 
á  ciento,  y  un  voto  por  cada  diez  accio- 
nes por  las  que  excedan  de  ciento.  Los 
poderes  para  representar  en  las  reunió* 
nes  6  asambleas  no  pueden  ser  conferidos 
á  otras  personas  que  á  los  accionistas. 

La  asamblea  ordinaria  no  puede  hacer 
otra  cosa  que  aceptar  6  rechazar,  después 
de  dit^cutido,  el  reparto  de  utilidades  pro- 
puesto por  el  Consejo  de  Administración; 
ella  delibera  acerca  del  dividendo  pro- 
puesto, el  cual  puede  reducir  pero  en  nin- 
gún caso  aumentarlo. 

Las  joint  stock  companies  no  pueden 
ser  llevadas  alestadode  quiebra.  Encaso 
de  liquidación  v  de  insuficiencia  del  ac- 
tivo, las  deudas  son  pagadas  en  el  orden 
siguiente:  gastos  de  liquidación,  sumas 
adeudadas  al  Estado,  impuestos  regio- 
nales, estipendios,  salarios,  obligaciones, 
accionistas. 

Tal  es,  en  resumen,  lo  que  disponen  las 
diversas  leyes  inglesas  en  vigor  acerca  de 
las  sociedades  Ó  compañías  anónimas. 

El  Código  de  Comercio  Español  de  22 
de  agosto  de  1885,  que  ha  servido  de 
principal  base  al  Código  del  Perú,  entró 
á  regir  el  l''  de  enero  de  1886.  No  sola- 
mente dá  las  reglas  generales  aplicables 
á  las  diferentes  formas  de  sociedades:  co- 
lectivas, en  comanditas,  anónimas  y  en 
participación;  sino  que  también  estudia 
especial  y  separadamente  las  sociedades 
de  crédito,  los  bonos  de  emisión  y  des- 
cuento, las  compañías  de  ferrocarriles  y 
demás  obras  públicas,  compañías  de  al 
macenes  generales  de  depósitos,  compa- 
i^s  6  bancos  de  crédito  territorial  y 
bancos  y  sociedades  agrícolas. 


El  acta  constitutiva  de  una  sociedad 

anónima,  destinada  á  ser  inscripta  en  el 
Registro  de  comercio,  debe  enunciar  los 
nombres  de  los  contratantes,  los  de  los 
administradores,  el  nombre  de  la  socie- 
dad, su  duración,  objeto,  el  capital  social 
y  el  número  de  acciones,  la  manera  de 
convocarlas  asambleas  generales,  las  ma- 
yorías requeridas  y  la  manera  de  calcu- 
larlas. 

Ningún  mínimun  se  ha  fijado  para  el 
número  de  asociados.y,  sobre  lascompa- 
ñías  de  ferrocarriles  y  de  trabajos  públi- 
cos, ninguna  obligación  se  ha  impuesto 
á  los  fundadores  paraquejustifiqnen  que 
el  capital  ha  sido  íntegramente  suscrip- 
to ni  que  una  fracción  determinada  ha  si- 
do realmente  enterada  en  caja. 

Los  administradores  de  la  sociedad 
anónima  son  designados  por  los  accio- 
nistas en  la  forma  determinada  por  el 
contrato  social,  por  los  estatutos  ó  por 
los  reglamentos  (art.  155);  son  simples 
mandatarios  y  su  responsabilidad  está 
'regida  por  las  reglas  del  mandato. 

Las  compañías  anónimas  tendrán  obli- 
gación de  publicar  mensualmente  en  la 
Gaceta  de  Madrid  el  balance  detallado 
de  sus  operaciones,  exprraando  el  tipo  á 
que  calculen  sus  existencias  en  valores  y 
toda  clase  de efcctoscotizables  (art.  157). 
El  Código  no  contiene  prescripción  algu- 
na referente  al  establecimiento  de  un  fon- 
do de  reserva. 

El  capital  social  de  las  compañías  anó- 
nimas puede  estar  representado  por  ac- 
ciones ú  otros  títulos  equivalentes.  Las 
acciones  podrán  ser  nominativas  ó  al 
portador.  Todas  las  acciones  serán  no- 
minativas hasta  el  desembolso  del  50% 
del  valor  nominal.  Después  de  desembol- 
sado este  50%  podrán  convertirse  en  ac- 
ciones al  portador.  No  podrán  emitirse 
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uñeras  seríes  de  acciones  mientras  no  se 
haya  hecho  el  desembolso  total  de  la  se- 
rie 6  series  emitidas. 

Las  compañías  anónimas  únicamente 
podrán  comprar  sus  propias  acciones  con 
los  benefícios  del  capital  social  para  el 
solo  efecto  de  amortizarlas.  En  caso  de 
reducción  del  capital  social,  podrán  amor- 
tizarlas también  con  parte  del  mismo  ca- 
pital (art.  166.) 

Las  compaftfas  anónimas  no  podrán 
prestar  nunca  con  la  garan  tf  a  de  sus  pro- 
pias acciones. 

Las  sociedades  anónimas  reunidas  en 
junta  general  de  accionistas,  previamen- 
te convocada  al  efecto,  tendrán  la  facul- 
tad de  acordar  la  reducción  ó  el  aumen- 
to del  capital  social  (art.  168.) 

No  estarán  sujetos  á  represalias  en  ca- 
so de  guerra  los  fondos  que  de  la  perte- 
nencia de  los  extranjeros  existieren  en 
las  sociedades  anónimas. 

Cuando  se  pretende  dar  á  conocer  en 
extracto  las  leyes  norte-americanas  sobre 
las  sociedades,  así  como  acerca  délas  de- 
más ramas  del  derecho,  se  tropieza  con 
una  dificultad  casi  insuperable. 

Bn  efecto,  el  derecho  en  los  Estados 
Unidos  de  Norte  América  se  divide  en  dos 
partes,  conforme  á  la  tradición  británi- 
ca: 1*  el  derecho  propiamente  dicho  ó  la 
ley;  2*  la  equidad. 

Los  procedimientos  en  derecho  y  en 
equidad  son  diversos.  La  equidad  por  su 
naturaleza  dá  á  la  intención  de  los  con- 
tratantes ó  de  las  partes  una  importan- 
cia mayor  que  la  ley  con  relación  á  los 
hechos,  y  hace  prácticos  los  derechos  que 
reposan  en  la  confianza  y  en  la  buena  fe. 

El  papel  de  la  equidad  con  relación  á 
las  sociedades  comerciales  es  importan- 
te, por  ejemplo,  en  IcM  casos  en  que  no 
existe  el  contrato  escrito  ó  cuando  el 


contrato  está  mal  hecho:  un  tribunal  or- 
dinario no  podrá  juzgar  si  no  sóbrelos 
documentos,  ó  prueba  que  se  haya  ren- 
dido en  el  juicio;  de  muy  diverja  manera, 
delante  de  un  tribunal  de  equidad  las 
partes  se  verán  en  la  necesidad  de  expli- 
car y  de  penetrar  en  aquellos  detalles  que 
permiten  conocer  por  completo  la  verdad 
que  se  busca. 

El  tribunal  de  equidad  podrá  resol- 
ver que  un  inmueble  adquirido  á  nombre 
de  uno  de  los  socios,  pero  que  forma  en 
realidad  parte  del  capital  de  la  sociedad, 
será  considerado  como  perteneciente  al 
fondo  social  y  que  s<erTÍrá  de  garantía  & 
los  acreedores;  hará  que  se  paguen  de 
preferencia  los  acreedores  de  la  sociedad 
con  el  activo  de  dicho  socio  á  sus  acree- 
dores personales. 

La  ley  de  14  de  abril  de  1900  de- 
terminó en  el  Estado  de  Ohio  el  régimen 
de  las  sociedades  extranjeras  por  accio- 
nes. Toda  sociedad  extranjera  de  esta 
naturaleza  debe  declarar  al  secretario 
del  Estado  el  número  y  el  valor  de  sus 
acciones,  el  lugar  dónde  va  á  establecer- 
se dentro  del  Estado  y  el  valor  compa- 
rado de  su  activo  dentro  y  fuera  del  Es- 
tado de  Ohio. 

El  acta  de  18  de  abril  de  1872,  sobre 
las  asociaciones,  contiene  la  reglamenta- 
ción de  sociedadeSide  diversa  naturaleza; 
pero  prescinde  de  las  sociedades  banca- 
rias,  de  las  compañías  ferrocarrileras,  de 
las  sociedades  de  seguros,  todas  las  cua- 
les se  encuentran  sometidas  á  disposicio- 
nes especiales. 

En  el  Estado  de  Nueva  York  han  sido 
promulgadas  las  siguientes  leyes:  una  en 
1868  sobre  sociedades  en  nombre  colec- 
tivo; la  de  21  de  junio  de  1875  sobre  so- 
ciedades en  comandita  por  acciones,  y 
sociedades  anónimas. 
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La  ley  de  15  de  abril  de  1883,  introdu- 
jo algunas  modificaciones  en  la  de  1875 
sobre  sociedades  anónimas:  el  capital  so- 
cia!  no  debe  ser  mayor  de  5.000.000  de  . 
dollarsy  el  valor  nominal de?cada  acción 
no  puede  ser  superior  á  100  dollars  ni 
inferior  á  10  dollars.  Los  accionistas  que 
no  enteren  oportunamente  sus-  cuotas 
pueden,  después  de  nn  aviso  por  carta, 
ver  realizadas  sus  acciones  y  rendidas  al 
mejor  postor. 

Los  artfcnlos  75  á  249  del  Código  de 
Comercio  de  Italia,  puesto  en  vigencia  el 
1^  de  enero  de  1883,  están  consagrados 
á  las  sociedades,  tienen  ellos  mucha  ana- 
logía con  las  disposiciones  del  Código 
Belga  de  1873. 

Bl  Código  Italiano  reconoce  las  socie- 
dades colectivas,  en  comandita  simple  y 
por  acciones,  y  anónimas  y  'las  socieda- 
des cooperativas  pueden  tomar  cuales- 
quiera de  estas  formas;  por  último,  exis- 
ten las  asociaciones  en  participación  y 
las  asociaciones  de  seguros  mutuos. 

I«a8  sociedades  civiles  pueden  consti- 
tnirse  por  acciones;  se  encuentran  ¿stas 
sometidas  á  las  disposiciones  del  Código 
de  Comercio,  salvo  en  lo  que  concierne  á 
las  qtúebras  y  á  la  competencia. 

La  sociedad  anónima  es  administra- 
da por  uno  ó  varios  mandatarios  revo- 
cables, asociados  ó  nó  (art.  120)  en  los 
que  la  responsabilidad  se  halla  limitada 
á  la  ejecución  del  mandato  y  á  la  que 
procede  de  las  obligaciones  que  la  ley  im- 
pone (art.  122 X  Todo  administrador 
afianzará  su  gestión  hasta  la  concurren- 
cia de  la  quincuajésima  parte  del  capital 
social.  En  la  escritura  constitutiTa  po- 
drá, mn  embargo,  establecerse  que  la 
fianza  no  exceda  de  la  cantidad  de 50.000 
liras  de  capital  (art.  123.) 
Gl  uombramieato  de  administradores 


corresponde  á  la  junta  general;  la  prime- 
ra  vez,  sin  embargo,  podrán  designarse 
en  la  escritura  constitutiva,  pero  el  man- 
dato no  les  podrá  ser  conferido  sino  por 
cuatro  años  á  lo  sumo  (art.  124). 

Los  socios  fundadores  serán  solidaria  é 
ilimitadamente  responsables  de  las  obli- 
gaciones que  contraigan  para  constituir 
la  compañía,  salvo  que  repitan  contra 
ésta,  si  hubiere  lugar  á  ello. 

También  correrán  de  cuenta  y  riesgo 
diTlos  mismos  las  consecuencias  de  los 
actos  y  gastos  necesarios  para  la  consti- 
tución de  la  compañía,  y  si  ésta  no  lle- 
gare á  constituirse  por  cualquiera  cir- 
cunstancia, no  podrán  repetir  contra  los 
suscriptores  de  las  acciones  (art.  126.) 

Los  socios  fundadores  no  podrán  re- 
servarse á  su  favor  en  la  constitución  de 
la  compañía  ningún  premio  ó  beneficio 
particular,  sea  cualquiera  la  forma  en 
que  estén  representados,  en  pagos  pre- 
vios, acciones,  ni  obligaciones  favore- 
cidas, ni  conceder  premios  ni  comisión 
á  los  que  hubieren  garantizado  ó  toma- 
do á  su  cargo  la  colocación  de  las  ac- 
ciones. 

Los  pactos  que  celebren  contra  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  anterior,  serán  nu- 
los. 

Podrán,  sin  embargo,  los  socios  funda- 
dores reservarse  una  participación  que 
no  exceda  de  un  décimo  en  los  beneficios 
líquidos  de  la  compañía  durante  uno  6 
más  ejercicios,  con  tal  que  estos  no  abra- 
cen más  de  la  tercera  parte  del  tiempo  de 
duración  de  la  compañía,  ni  excedan  en 
ningún  caso  de  cinco  años  de  ejercicio  so- 
cial; pero  no  podían  estipular  que  el  pa- 
go de  la  participación  mencionada  se 
verifique  antes  de  aprobado  el  balance 
(art.  127.) 

Para  proceder  á  la  constitución  de  la 


Digitized  by 


Google 


sociedad,  es  necesario  que  se  haya  sus- 
cripto todo  el  capital  social  t  se  hayan 
desembolsado  en  metálico  por  cada  uno 
de  loa  socios  tres  décimas  partes  de  la 
parte  de  capital  consistente  en  numera- 
rio que  represente  su  participación  6  las 
acciones  porque  se  haya  suscripto,  á  no 
ser  que  en  el  programa  publicado  por 
los  fundadores  se  haya  fijado  el  dcsem- 
bolso  de  una  cantidad  mayor. 

No  se  podrán  emitir  nuevns  acciones 
hasta  que  se  hayan  pagado  por  entero 
las  anteriormente  emitidas. 

En  ningún  caso  podrá  emitirse  por  un 
valor  inferior  á  su  valor  nominal. 

Las  compañías  que  tengan  por  exclusi- 
TO  objeto  de  sn  empresa  los  negocios  de 
seguros,  podrán  constituirse  desembol- 
sando en  metálico  una  décima''parte  del 
valor  de  las  acciones  suscriptas  por  cada 
socio  (art.  131). 

Recogidas  las  suscripciones,  los  socios 
fundadores  insertarán  un  anuncio  en  la 
GacetH  Oñcial  del  Reino  y  en  el  Diario  de 
anuncios  judiciales  del  lugar  en  que  se 
trata  de  establecer  el  domicilio  de  la 
compaftfa,  señalando  un  término  fijo  para 
que  hagan  el  pago  prcscripto  en  el  artí- 
culo anterior,  aquellos  suscriptores  que 
no  lo  hubiesen  verificado  al  tiempo  de 
suscribirse. 

Trascurrido  sín  efecto  el  término  seña- 
lado, es  potestativo  en  los  socios  funda- 
dores dar  por  rescindida  la  obligación 
contraída  por  los  suscriptores  morosos  6 
apremiaries  para  que  hagan  el  desem- 
bolso (art.  132). 


Los  administradores  deberán  pedirá 
los  socios  fundadores  y  éstos  delierán  en- 
tregar á  aquéllos,  todos  los  documentos 
y  correspondencia  relativa  á  la  constitu- 
ción de  la  Sociedad  (art.  139). 

Cuando  haya  varios  administradores, 
se  requerirá  para  la  validez  de  los  acuer- 
dos la  prcienciade  la  mitad  de  ellos  cuan- 
do menos,  salvo  el  caso  en  que  la  escritu- 
ra social  exija  mayor  número  (art.  141). 

No  podrán  los  administradores  com- 
prar acciones  porcoenta  de  la  compañía, 
salvo  el  c;iso  en  que  la  adquisición  se  ha- 
ya autorizado  por  la  junta  general  yá 
condición  de  que  se  haga  con  cantidades 
deducidas  de  los  beneficios  comprobados 
con  arreglo  á  derecho  y  las  acciones  es- 
tén liberadas  por  completo. 

En  ningún  caso  podrán  conceder  prés- 
tamo alguno  sobre  dichas  acciones  (ar- 
tículo 144-). 

Las  compañías  de  seguros  sobre  la  vi- 
da y  las  sociedades  que  administran  terri- 
torios nacionales  ó  extranjeros,  emplea- 
rán en  títulos  de  la  deuda  pública  del  Es- 
tado, que  se  depositarán  en  la  Caja  de  De- 
pósitos y  préstamos,  una  cuarta  parte 
de  las  cantidades  pagadas  por  los  segu- 
ros y  de  los  intereses  de  dichos  títulos,  si 
fueran  nacionales,  y  la  mitad  si  fuesen 
eztrangeras  (art.  145). 


Alrjandro  Valdés  Ribsco 


(Continuará) 
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OotQtm  de  1904 


Hlim.  1 


JURISPRUDENCIA 

SECCIÓN  PRIMERA 
CORTE  SUPREMA 


Apetacióa,—20  üe  abril  de  1904 
Banco  de  Talca  con  I^arraín  Bnines  y  C* 

Empate.— Inte^adón  del  Tribunal. 
—Salas;  alteraolón  en  su  oompoBl- 
olón. 

UocTKifiJí'-— Habiendo  intervenido  en 
la  vista  de  una  causa  el  personal  com- 
pleto de  una  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  y  producido  ti  empate^  de- 
biendo verse  la  cansa  nuevamente  por 
los  mismos  ministros  que  han  pasado  á 
formar  el  personal  de  otras  Salas  del  Tri- 
bunalt  debe  éste  integrarse  con  el  minis- 
tro más  antiguo  de  las  otras  Salas  en  la 
misma  forma  en  que  se  habría  integrado 
si  el  personal  de  la  Sala  no  hubiera  cam- 
biado. 


El  año  1903  comBpondió  intervenir  en  la 
cansa  del  Banco  de  Talca  con  lo»  señores  La- 


rrnín  Bulnesy  C*  á  la  primera  Sala  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  de  Santiago  compuesta  de 
los  señores  Mora,  Montt,  Benavente  y  Barri- 
ga, y  habiéndose  producido  empate  se  llamó, 
por  providencia  de  11  de  enero  de 1904,  á  din- 
mirlo,  al  Ministro  á  quien  correspondía  por  la 
ley. 

Verificado  más  tarde  el  sorteo  anual  de  las 

Salas  quedaron  en  la  primera  Sala  los  señores 
Montt  y  Benavente  y  pasaron  á  otra  los  se- 
ñores Mora  y  Barriga. 

Agregada  la  causa  á  la  tabla  de  la  primera 
Sala  se  formó  tribunal  con  los  cuatro  minis- 
tros nombrados  y  con  el  ministro  don  José 
Alejo  Fernández  como  el  más  antiguo  de  las 
otras  dos  Salas. 

Al  iniciarse  la  vista  de  la  causa  el  abogado 
de  los  señores  Larrain  Bulnesy  C*  reclamó  de 
la  composición  del  Tribunal  y  sobre  el  par- 
ticular se  pronundó  la  «guíente  sentencia: 

Santiago,  12  de  abril  de  1904  Vistos: 

constituido  el  Tribunal  en  la  forma  de  que  da 
testimonio  el  certificado  que  antecede,  antes 
de  principiar  la  vista  de  la  causa,  el  abogado 
de  los  demandados  solicitó  se  declarara  qa« 
debía  integrarse  con  el  señor  Ministro  más 
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antiguo  de  la  primera  Sala,  que  no  esté  inha- 
bilitado. 

El  abogado  del  demandante  sostuvo,  por 
au  parte,  que  el  Tribunal,  en  la  forma  como 
estaba  integrado,  se  ajustaba  á  las  prescrip- 
ciones de  la  lej,  j  por  lo  tanto,  no  debía  alte- 
rarse su  composición. 

Teniendo  presente: 

1^  Que  es  la  primera  Sala  de  esta  Corte  la 
ñamada  á  resolver  el  presente  juicio;  y 

2*  Que  al  tiempo  de  verse  la  causa,  hay  en 
la  referidaSala,  miembros  no  inhabilitados  que 
pticden  integrarla. 

De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
134),  número  1^,  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875,  se  resuelve  que  ha  lugar  á  lo  pedido  por 
la  parte  demandada. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Barriga,  quien,  por  los  fundamentos  que  con- 
signa en  el  libro  respectivo,  estuvo  por  no  dar 
lugar  á  la  declaradón  formulada.  —  L.  R. 

Mora  A.  Montt  Darío  Benavente.—Lvis 

Bárriga. 

Los  fundamentos  del  voto  disidente  son 
'  éstos: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  disposición  legal  invocada  por  los 
señores  Larrraín  Bulnes  y  llama  á  resolver 
los  empates  á  los  miembros  no  inhabilitados 
de  la  misma  Sala  en  que  se  producen; 

2'  Que  en  la  primera  vista  del  actual  litigio 
intervinieron  todos  los  miembros  que  compo- 
nían la  primera  Sala,  y  no  había,  por  lo  tan 
to,  ningún  miembro  de  ella  no  inhabilitado 
que  pudiera  integrarla; 

3^  Que,  en  consecuencia,  la  resolución  que 
llamó  á  dirimir  el  empate  pendiente  al  Minis- 
tro que  correspondía  no  pudo  referirse  sino 
al  más  antiguo  de  las  otras  Salas,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  número  2^  del  artícu- 
lo 134  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales;  y 

4^  Que  esta  situación  no  se  altera  por  las 
circunstancias  de  haber  cambiado  con  el  úl- 
timo sorteo  el  personal  de  la  Sala  menciona- 
da y  encontrarse  hoy  en  ella  dos  miembros 
.-4to  inhabilitados  para  intervenir  en  el  presen- 
te jaicío,  ya  que  qo  es  la  actual  primera  Sala 
la  que  debe  conocer  en  dicha  causa,  síno  una 
Sala  especial,  formada  precisamente  con  los 


ministros  que  intervinieron  en  su  primera  vis- 
ta y  el  llamado  en  la  citada  resolución  de  11 
de  enero  á  dirimir  el  empate,  que,  según  que- 
da expuesto,  no  era  otro  que  el  más  antiguo 
de  las  otras  dos. 

Santiago,  14  de  abril  de  1904.— Luis  Ba- 
rriga. 

Apelada  esta  resolución.  La  Oorte: 

Tenwndo  presente: 

1^  Que  la  primera  vista  de  la  causa  tuvo 
lugar  ante  los  señores  MinistrosMora,  Montt, 
Benavente  y  Barriga,  que  constituían  el  per- 
sonal completo  de  la  Sala  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago; 

2'  Que  producido  el  empate  y  debiendo 
verse  nuevamente  la  causa  por  los  mismos 
Ministros  que  componían  la  primera  Sata  á 
la  fecha  en  que  la  discordia  se  produjo,  no 
quedó  ningún  miembro  de  ella  que  pudiera  ser 
llamado  A  dirimirla;  y 

3^  Que,  en  consecuencia,  el  Tribunal  debió 
integrarse  en  la  forma  dispuesta  en  el  número 
2^  ó  siguientes  del  artículo  134  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875,  forma  de  integración  que 
no  ha  podido  cambiarse  por  razón  del  nuevo 
sorteo  anual  de  las  salas. 

Se  revoca  la  resolución  de  12  de  este  mes,  y 
se  declara  que,  para  integprar  el  Tribunal  que 
ha  de  resolver  la  cuestión  pendiente,  debe  pro- 
cederse  del  modo  prevenido  en  el  considerando 
3«  de  este  fallo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
—Galvar'mo  Gallardo.— Abel  Saavedra. — Car- 
loa  Varas.S.  Fóster  Recabarrea. 


Apelación  18  de  abril  de  1904 

Retamales  y  otros  con  Pisco 

Oflolales  del  ejéroito  llamados  á  oa- 
llfioar  servioioB.  -  Sueldos.— Oompe- 
tenola  de  los  Tribunales  de  Justicia. 

Doctrina: — Bs  competente  la  j'ust ida 
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ordinaria  para  conocer  de  una  demanda 
que  tifne  por  objeto  exigir  del  Fisco  vna 
di^rencia  de  sueldos  correspondiente  á 
ana  fecha  anterior  é  independiente  de  la 
pensión  de  retiro  acordada  por  e¡  Presi- 
dente de  la  República  con  posterioridad, 
en  virtud  de  la  atribución  especial  que  le 
acuerda  el  número  11  del  articulo  73  de 
la  Constitución  Política  de  la  República 
para  conceder  jubilaciones,  retiros,  licen- 
cias y  goce  de  montepíos  con  arreglo  á 
las  leyes. 

Los  decretos  supremos  de  9  de  Junio  y 
3  de  septiembre  de  1891,  expedidos  por  la 
Excma.  Junta  de  Gobierno,  se  reñeren  al 
Ejército  que  de  ella  dependía  y  tuvieron 
por  causa  determinante  Jas  condiciones 
especiales  de  la  campaña  en  que  se  encon- 
traba; y  no  son  aplicables  á  Jos  que  fue- 
ron llamados  á  caJifícar  como  cx-Jefes  6 
ex-oñciales. 


Don  Alejandro  Salvo,  por  don  Julío  C.  Re- 
tamales, don  Ismael  Maldonado,  don  Alejan- 
dro Villalobos,  don  Lorenzo  Campos,  don 
Santiago  Hinojosa,  don  Arístidea  Villalobos, 
don  Daniel  Bríceño,  don  Mateo  Bravo,  don 
Enrique  Gándara,  don  Juan  M.  Donoso,  don 
Joiié  M.  Montiel,  don  Juan  P.  Bustamante, 
(Ion  Adolfo  Silva  V.  y  don  Emilio  Contreras, 
según  los  poderes  que  acompaña,  expone  que 
A  sus  mandantes  se  Ies  llamó  como  miembros 
del  ejército  á  calificar  servicios  en  los  años 
1891  y  1892  y  se  Ies  mandó  pagar,  en  conse- 
cuencia, los  sueldos  consiguientes  devengados 
desde  el  1^  de  septiembre  de  1891  hasta  la  ca* 
lificación  y  retiro  del  servicio,  pero  sólo  en 
conformidad  al  sueldo  de  asamblea  señalado 
por  la  ley  de  25  de  septiembre  de  1882. 

Como  entonces  estaban  vigentes  los  decre- 
tos de9  de  junioy  3  de  septiembre  del891, ex- 
pedidos por  la  Excma.  Junta  de  Gobierno,  por 
¡os  cuales  se  asignó  mayor  sueldo  y  gratifica- 
ción de  rancho  á  sus  mandantes,  debió  pagár- 


seles esos  sueldos  y  gratificreiones  en  confor- 
midad á  dichos  decretos  que  tenían  fueizn  de 
ley  por  lo  menos  en  el  tiempo  comprendido 
desde  el  1'  de  septiembre  hasta  el  26  de  no- 
viembre íie  ese  año,  fecha  esta  última  en  que 
se  dictó  otro  decreto  determinando  que  ellos 
gozarían  sólo  el  sueldo  de  asamblea  señalado 
por  la  citada  ley  de  25  de  septiembre. 

Por  lo  expuesto,  demanda  al  Fisco  para 
que  se  declare  que  debe  pagarse  también  á  sus 
mandantes  las  diferencias  de  sueldos  y  gratifi- 
cación de  rancho  correspondientes  á  cada  uno 
de  sus  mandantes,  por  el  tiempo  comprendido 
desde  el  1^  de  septiembre  al  26  de  noviembre 
de  1891,  entre  hj  pagado  y  lo  que  les  corres- 
pondía según  el  mencionado  decreto  de  9  de 
junio  de  ese  mismo  año. 

Contestando,  por  el  Fisco,  el  señor  Direc- 
tor del  Tesoro  expone  que  no  debe  aceptarse  ■ 
la  demanda  p.or  la  razón  siguiente: 

Por  decreto  supremo  de  10  de  octubre  de 
1891  se  ordenó  pagar  á  los  jefes  y  oficiales 
restituidos  en  sus  empleos  ó  llamados  á  calí- 
ficar  por  declaración  de  la  Uxcma.  Junta  de 
Gobierno,  los  sueldos  señalados  en  la  ley  de 
25  de  septiembre  de 1892 al  empleo  militar  que 
desempeñaban  los  agraciados  el  31  de  diciem- 
bre de  1890,  designándoles  el  sueldo  de  asam- 
blea, puesto  que  ninguno  de  ellos  tenía  comi- 
sión activa  en  el  servicio. 

En  mérito  de  lo  anterior  y  de  las  razones 
que  se  darán  si  fuere  necesario,  pide  que  se  de- 
seche la  demanda. 

Keplicando  los  señores  Salvo  y  López,  por 
sus  respectivos  mandantes,  exponen:  que  de 
los  decretos  supremos  de  8  y  3  O  de  octubre  de 
1891,  cuya  copia  acompañan,  se  deduce  cla- 
ramente que  lo  mandado  pagar  en  conformi- 
dad al  sueldo  de  asamblea  señalado  en  la  ley 
de  25  de  septiembre  de  1892  fué  por  el  tiempo 
anterior  á  la  instalación  de  la  Excma.  Junta 
de  Gobierno  en  Santiago,  es  decir,  por  el  lapso 
comprendido  desde  el  1^  de  enero  al  30  de 
agosto  de  1891,  y  desde  esta  fecha  en  ade- 
lante,  en  conformidad  al  decreto  de  9  de  junio 
del  mismo  año,  citado  en  la  demanda. 

Además  el  decreto  de  10  de  octubre  dispone 
que  se  pague  á  los  jefes  y  oficiales  sueldos  de 
asamblea  en  conformidad  á  la  ley  mencio- 
nada, sólo  por  el  tiempo  traicurrído  desde  el 
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31  de  diciembre  de  1890  hasta  antes  de  ingre- 
sar al  ejército  constitucional;  pero  de  ninguna 
manera  por  el  tiempo  posterior,  porque  ello 
habría  sido  ilógico  é  injusto;  antes  de  ingresar 
no  prestaron  servido  alguno,  pero  después  pa- 
saron á  desempeñar  diversas  comisiones  á  cada 
unadelas  cuales  se  asignaron  sueldos  mayores 
6  menores,  como  está  determinado  claramente 
en  el  decreto  de  26  de  noviembre  de  1891, 
á  que  se  ha  hecho  referencia. 

Piden,  por  lo  expuesto,  se  dé  lugar  á  la  de- 
manda. 

£1  señor  Director  del  Tesoro,  duplicando, 
por  el  Pisco,  continúa  sosteniendo  lo  afir- 
mado en  la  contestación,  esto  es,  que,  con- 
forme el  decreto  supremo  de  10  de  octubre  de 
1891,  se  ordenó  pagar  á  los  jefes  y  oficiales 
restituidos  en  sus  empleos  ó  llamados  á  cali- 
'  ficar  por  declaración  de  la  Excma.  Junta  de 
Gobierno,  lossueldos  señalados  en  la  ley  de  25 
de  septiembre  de  1882,  al  empleo  militar  que 
desempeñaban  los  agraciados  el  31  de  diciem- 
bre de  1890,  asignándoles  el  sueldo  de  asam- 
blea porque  ninguno  de  ellos  tenía  comisión 
activa  en  el  servicio. 

Los  demandantes,  dice,  deben  probar  cuan- 
do ingresaron  al  ejército  y  quéserricio  presta- 
ron en  él  para  poder  juzgar  acertadamente 
respecto  de  sus  pretensiones. 

Solicita,  en  consecuencia,  se  deseche  la  de- 
manda. 

La  causa  se  recibió  á  prueba. 
Por  auto  de  26  de  septiembre  de  1898,  se 
mandó  tener  también  como  demandante  en 
este  juicio  á  doña  Octavia  Potte  v.  de  Cam- 
pos, á  doña  Teresa  Talavera  v.  de  Vtldósola, 
á  doña  Rosa  Bezanilla  v.  de  Gana,  á  don  Luis 
Aro  y  á  don  Luis  Ortiz. 

Bn  el  escrito  de  respuesta  al  alegato  el  se- 
ñor Director  del  Tesoro,  en  representación  del 
Pisco,  pide  que  en  definitiva  se  resuelva  que  el 
juzgado  es  incompetente  para  pronunciarse 
sobre  las  peticiones  hechas  en  la  demanda  y 
en  subsidio  que  ésta  sea  desechada  por  las  ra- 
zones expuestas  en  la  contestadón  y  dúplica. 

La  demanda,  observa,  tiende  &  que  la  justi- 
da  ordinaria  modifique  resoluciones  dadas 
por  8.  E.  el  Presidente  de  la  República  en  uso 
de  atríbudones  exclusivas  conferidas  por  la 
Constttudón  Política  del  Estado. 


La  declaradón  que  se  pretende  incumbe  ha- 
cerla á  dicho  fundonario  si  lo  estimare  justo, 
á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  número.  11  del 
artículo  73  de  ese  Código. 

Oído  el  señor  Promotor  Fiscal,  se  dtó  para 
sentenda. 

Suspendidos  por  sentencia  de  22  de  abril  de 
1902,  los  efectos  de  la  sentenda  de  27  de  di- 
ciembre de  1900,  por  haberse  omitido  en  ella 
la  enundadón  de  tres  de  los  demandantes,  se 
mandó  volver  los  autos  á  primera  instanda 
para  que  se  pronnndara  resoludón  con  arre- 
glo á  derecho. 

Salvada  esa  omisión  por  resoludón  de  2  de 
julio  último,  se  mandó  por  auto  de  14  de 
agosto,  volver  nuevamente  loa  autos  al  juz- 
gado para  que  pronundara  sentenda  con 
arreglo  á  derecho. 

Se  ha  mandado  regir  la  dtadón  para  sen- 
tenda. 

Juzgado  resolvió  con  fecha  15  de  octu- 
bre de  1902: 

Considerando: 

1^  Que  entre  otras  atríbudones  espedales 
del  Presidente  de  la  República  está,  según  el 
número  11  del  artículo  73  de  la  Constitudón 
Política  de  la  República,  la  de  conceder  jubila- 
ciones, retiros,  Hcendas  y  goce  de  montepíos 
con  arreglo  á  las  leyes  y  en  virtud  de  esta  atri- 
budón  seles  expidió  á  los  demandantes  cédula 
de  retiro  asignándoseles  la  pensión  á  que  se 
les  consideró  con  derecho; 

2'  Que,  conforme  al  artículo  4^  de  la  ley  de 
15  octubre  de  1875,  es  prohibido  al  Poder  Ju- 
didal  mezclarse  en  las  atríbudones  de  otros 
poderes  públicos,  y  en  general,  ejercer  otras 
funciones  que  las  determinadas  en  los  artícu- 
los precedentes,  entre  las  que  no  se  comprende 
el  caso  actual; 

3^  Que  ni  aun  en  el  supuesto  de  haberse 
concedido  á  los  demandantes  cédula  de  retiro 
asignándoseles  pensiones  en  contravención  á 
las  leyes,  esta  drcunstanda  no  facultaría  á 
la  justida  ordinaria  para  conocer  del  nego- 
do,  porque  no  hay  disposición  legal  ni  cons- 
titudonal  que  la  autorice  y,  por  el  contrario^ 
según  el  artículo  151  de  la  Constitudón  Po- 
lítica, ninguna  magistratura  puede  atribuirse, 
ni  aun  A  pretesto  dé  circunstandasextraordi- 
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narias,  utra  auturidad  que  la  que  expresa- 
mente le  hayan  conferido  las  leyes; 

4^  Que,  por  otra  parte,  los  decretos  supre- 
mos de  9  de  junto  y  3  de  septiembre  de  1891, 
invocados  como  fundamentos  de  la  demanda, 
expedidos  el  primero  en  Iquiqae  y  el  segundo 
en  Santiago  y  ambos  por  la  Excma.  Junta  de 
de  Gobierno,  se  refieren  únicamente  al  ejército 
constitucional  y  tuTÍeron  por  cansa  determi- 
nante las  condiciones  excepcionales  de  la  cam- 
paña en  que  se  encontraba,  lo  que  se  deduce 
no  sólo  si  se  atiende  á  la  autoridad  de  que 
emanaron  y  á  las  circunstancias  en  que  se  ex- 
pidieron, sino  también  de  la  letra  clara  del 
primero  de  esos  decretos,  y  los  demandantes 
no  han  probado  haber  ingresado  al  ejército 
constitucional  y,  por  el  contrarío,  aparece  de 
los  decretos  cuyas  copias  corren  en  autos  que 
ellos  fueron  llamados  á  calificar  como  ex-jefes 
6  ex-oficiales,  previo  informe  de  la  Comisión 
Calificadora  de^ex-oficiales. 

Se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  demanda.— 
Ayala. 

Apelada  esta  sentencia^ 

La  Oorte  falló: 

'^^stos:  teniendo  presente  que  en  este  caso 
no  se  trata  de  una  petición  que  tenga  por  ob- 
jeto alterar  en  modo  alguno  los  decretos  del 
Presidente  de  la  República  que  llamaron  á  ca- 
lificar servicios  á  los  demandantes  y  fijaron  la 
pensión  de  retiro  que  á  juicio  del  Gobierno  les 
ha  correspondido,  sino  de  exigir  del  Fisco  una 
diferencia  de  sueldos  correspondiente  á  una 
fecha  anterior  é  independiente  de  la  expresada 
pensión  de  retiro. 

I  con  et  méríto  del  considerando  cuarto  de 
la  sentencia  apelada  de  15  de  octubre  de  1902, 
se  confirma  dicha  sentencia. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Gallardo 
confirma  sólo  con  el  méríto  del  considerando 
cuarto. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo  Urrutia.  —  GaJvariao  Gallardo.  — 
Abel  Saavedra.S.  Fóater  Recabarren. 


Cas.  C/V.—19  de  jubo  de  1904 

Slora.— Obligraoión  testamentaria;  ne- 
cesidad del  requerimiento  del  deu- 
dor. —  Interpretación  de  cláusula 
testamentaria.— Apreciación  de  los 
hechos  de  la  causa. 

Doctrina: — Eí  deudor  sólo  incurre  en 
mora  ea  Jas  prestaciones  á  día  cierto, 
cuando  él  mismo  promete  coatractuaU 
mente  á  su  acreedor  que  la  obligación 
será  cumplida  dentro^  del  plazo  conveni- 
do,  salvo  que  la  ley  en  casos  especiales 
exija  que  se  requiera  al  deudor  para  cons- 
tituirlo en  mora.  La  expresión  "término 
estipulado^*  empleada  en  el  número 
del  articulo  1551  del  Código  Civil  es  si- 
nónima en  derecho  de  ^'término  conveni- 
do ó  prometido",  no  sólo  porque  esta 
signiñcación  corresponde  literalmente  al 
verbo  "estipular'*,  según  su  uso  general  y 
su  etimología,  sino  porque  tal  concepto 
Je  atribuyen  también,entre  otros,  los  ar- 
tículos 16, 1497, 1538, 1542, 1543, 2180, 
2204,2205 y 2208  deiCódigo  Civil.  Sste 
concepto  jurídico  aparece  consagrado  en 
los  orígenes  del  derecho,  en  la  historia 
fídedigna  del  establecimiento  deJ  Código 
CiviJyen  la  legislación  positiva  romana 
y  española  según  las  cuales"  el  día  déla 
convención  interpela  por  el  acreedor." 

Por  consiguiente,  cuando  se  trata  de 
una  obligación  testamentaria  que  el  lega- 
tario  debe  cumplir  dentro  del  plazo  ñjado 
por  el  testador,  es  necesario  requerimien- 
to para  constituir  en  mora  al  deudor  st 
no  se  trata  de  una  cosa  que  no  haya  po- 
dido ser  dada  ó  ejecutada  sino  dentro  de 
cierto  espacio  de  tiempo,  ó  sea  del  caso 
contemplado  en  el  número  2^  del  artículo 
1511  citado  (1). 

{\)  Véase  sobre  ests  sentenciR el  artíoulo  de  don 
Luir  Claro  Solar,  cLa  mora  eo  el  cumplimiento  d« 
las  obligaciones»,  que  se  publicará  en  la  aeodóo  de  , 
Dereobo. 
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AI  tribunal  sentenciador  corresponde 
la  ñjación  soberana  de  ¡os  hechos  de  la 
causa  y  la  interpretación,  con  arreglo  á 
ella,  de  las  disposiciones  testamentarias. 


Don  Benjamín  Varas  Solar,  como  represen- 
tante legal  de  doña  María  del  C.  Mena,  de- 
mandando expone:  que  don  Marcos  Mena,  por 
su  testamento,  fecha2  9de  noviembrede  1890, 
dejó  á  don  Mauricio  Mena  Larraín  el  fundo 
"Bajos  de  Mena"  con  sus  existencias  y  el  me- 
naje de  la  casa  número  138  de  la  calle  Cate- 
dral, imponiéndole  la  obligación  de  repartir, 
dentro  del  término  de  cinco  años  once  meses 
contados  desde  la  fecha  en  que  se  recibiera  del 
fundo  y  percibiera  sus  entradas,  la  suma  de 
ciento  veinte  y  dos  rail  setecientos  cincuenta 
pesos,  en  la  formaqueensus  disposiciones  tes- 
tamentarías establece;  que  la  mora  en  cual- 
quiera de  las  obligaciones  impuestas  era  pena- 
da con  el  dos  por  ciento  mensual  de  interés  pe- 
nal el  primor  año  posteríor;  con  el  doble  en  el 
segundo  y  terminado  el  tercero  sin  haber  cum- 
plido las  obligaciones,  agregaba  el  párrafo  II 
del  testamento:  "perderá  la  herencia  que  pa- 
sará ipso  facto  á  mis  tres  hermanos  Mauricio, 
Mercede8yCármen,etc.";que  importando  esa 
cláusula  una  condición  resolutoria  y  habien- 
do pasada  el  día  en  que  el  demandado  debió 
cumplirla,  lo  que  no  hizo  oportunamente,  en- 
tabla demanda  para  que  se  declare  que  el  le- 
gado del  fundo  "Bajos  de  Mena"  con  sus  en- 
seres y  el  menaje  delacasa  de  la  calle  Catedral 
ha  caducado  y  que  esos  bienes  deben  restituir- 
se á  los  herederos  del  testador,  cancelándose 
los  gravámenes  que  haya  podido  contraer  don 
Mauricio  Mena  Larraín  sobreese predio.  Fun- 
dando esta  petición  alega  que  el  testador  fa- 
lleció el  14  de  octubre  de  1891,  fecha  en  que 
el  legatario  entró  de  lleno  en  el  goce  de  lo  que 
se  le  había  dejado  ó  por  lo  menos,  desde  el  17 
de  noviembre  de  ese  año  en  que  prorrogó  por 
un  año  el  arrendamiento  del  fundo  cuyo  pre- 
cio recibió  anticipadamente;  y  que,  en  conse- 
cuencia, el  plazo  de  cinco' años  nueve  meses 
expiró  el  17  de  octubre  de  1897  y  el  de  tres 
años  adicional  el  mismo  día  del  año  1900. 


Ahora  bien,  don  Mauricio  Mena  por  escritura 
de  12  de  diciembre  de  1898  impuso  un  censo 
de  doce  mil  pesos  á  fin  de  que  con  los  réditos 
de  él  se  atendiera  á  los  gastos  de  las  reunio- 
nes de  familia  ordenadas  por  el  testador,  que 
era  uno  de  los  gravámenes  impuestos  al  lega- 
tario, y  lo  redimió  en  arcas  fiscales  por  seis  mil 
ochocientos  cincuenta  y  siete  pesos  catorce 
centavos;  que  habiendo  reclamado  de  la  for^ 
ma  en  que  el  legatario  cumplía  con  las  obliga- 
ciones impuestas,  por  sentencia  de  término  fe- 
cha 12  de  noviembre  de  1901  se  declaró  que 
con  esa  imposición  no  se  había  cumplido  con 
la  voluntad  del  testador;  que  deesa  resolución 
se  desprende  que  el  demandado  dejó  pasar 
mucho  más  tiempo  del  ([ue  le  señaló  don  Mar- 
cos Mena  sin  verificar  el  pago  efectivo  de  los 
ciento  veinte  y  dos  mil  setecientos  cincuenta 
pesos  que  debió  restituir  antes  del  17  de  octu- 
bre de  1900  en  que  se  vencieron  los  ocho  años 
once  meses  que  tenía  don  Mauricio  para  ha- 
cerse dueño  á  firme  de  los  bienes  legados  condt- 
cionalmente;  que,  después,  en  11  de  diciembre 
delOOl,  impuso  un  nuevo  censo pornueve  mil 
pesos  que  redimió  porcínco  mil  ciento  cuaren- 
ta y  dos  pesos  ochenta  y  seis  centavos  con  lo 
que  ha  pretendido  dar  cumplimiento  á  la  par- 
te del  testamei^to  que  ordenaba  entregar  en 
arcas  fiscales  doce  mil  pesos paraatenderálas 
reuniones  de  familia;  que  habiendo  solicitado 
don  Mauricio  Mena  que  se  estimaran  esas 
constituciones  como  un  solo  censo  y  que  su 
fecha  debía  contarse  desde  el  12  de  diciembre 
de  1898,  Varas  se  opuso  por  tratarse  de  capi- 
tales acensuados  diversos  y  réditos  diferen- 
tes que  se  percibían  desde  la  misma  fecha  y  no 
de  la  redención  de  capitales;  que  en  el  supues- 
to de  considerarse  como  un  solo  censo,  el  últi- 
mo no  puede  redimirse  por  adeudarse  réditos 
atrasados  en  conformidad  con  el  artículo  2039; 
y  que,  por  tanto  no  ha  cumplido  oportuna- 
mente con  esa  obligación.  Agrega  que,  aparte 
de  lo  expuesto  anteriormente,  no  ha  cumplido 
don  Mauricio  Mena  dentro  del  plazo  señalado 
con  efectuar  el  pago  de  un  mil  pesos  á  favor 
de  los  padres  salesianos;  que  tampoco  ha  he- 
cho otros  abonos  como  el  de  un  mil  pesos  á 
favor  de  £/  Estandarte  Católico  y  el  de  sete- 
tecíentos  cincuenta  pesos  á  favor  de  la  Casa 
Talleres  de  San  Vicente  de  Paul;  ni  fundó  en 
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tiempo  la  capellanía  del  curato  de  Snn  Pedro 
Nolasco  en  los  Bajos  deMena,  siendodenotar 
respecto  de  esta  capellanía  que  el  demandado 
ba  lucrado  con  los  doce  mil  pesos  de  capital, 
pues  debió  fundar  un  censo  porveintey  un  mil 
pt»oa  análogo  al  destinado  para  las  reuniones 
de  familia. 

Contestando  don  Mauricio  Menapidiónose 
diera  lugar  é  la  demanda,  con  costas.  Fun- 
dando esta  petición  alega  que  don  Marcos 
Mena,  le  señaló  el  plazo  de  cinco  años  once  me- 
ses para  el  cumplimiento  de  las  obHgadones 
que  le  impuso,  plazo  que  debía  empezar  á  con- 
tarse desde  el  día  en  que  el  demandado  se  reci- 
biera del  fundo  y  percibiera  sus  entradas;  que 
no  habiendo  el  testador  determinado  precisa- 
mente el  día  inicial,  lo  dejó  subordinado  á  la 
concurrencia  dedoscircunstanciasfuturas;  que 
solo  el  día  31  de  agosto  de  1892  se  recibió  del 
fiindo,  pues  tuvo  que  prorrogar  el  contrato  de 
arrendamiento  del  fundo  por  un  año  más,  tanto 
para  impedir  que  esaprórrogaseefectuarapor 
medio  de  la  ley,  cuanto  para  respetar  el  conve- 
nio que  en  ese  sentido  haUa  celebrado  don 
Marcos  Mena  con  el  arrendatario,  quien  había 
pagado  ya  antes  del  fallecimiento  del  testador 
seis  mil  doscientos  pesos  á  cuenta  delcanon, 
hechos  que  además  de  constar  en  la  escritura 
acompañada porel  demandanteestán compro- 
bados con  las  cuentas  que  fueron  aprobadas 
por  el  mismo  señor  Varas;  qut  no  habiéndose 
recibido  del  fundo  sino  en  treinta  y  uno  de 
agosto  del  año  indicado,  mal  pudo  comenzar 
á  correr  antes  y  &tS  lo  reconodó  el  deman- 
dante en  el  escrito  que  presentó  en  el  cuaderno 
de  aceptación  de  herencia;  que  el  día  indicado 
se  realizó  la  primera  de  las  circunstancias  seña- 
ladas por  el  testador  para  determinar  el  día 
señalado  del  plazo,  pero  que  la  Kgunda,  ó  sea, 
la  de  percibir  lasentradassólo  pudo  verificarse 
al  expirar  el  año  agrícola,  esto  es,  en  abril 
de  1893;  que,  dados  esos  antecedentes  el  plazo 
de  anco  años  once  meses  habría  expirado  sólo 
en  marzo  de  1899  y  el  plazo  de  la  mora,  si  ésta 
procediera,  habría  vencido  en  marzo  de  1902, 
que  tratándose  de  días  indeterminados  debie- 
ron los  interesados  practicar  las  diligencias 
consiguientes  para  su  fijación  y  después  de  ven- 
cido el  i>1azo  de  cinco  años  once  meses,  requerir 
allegatario  por  el  cumplimiento  de  las  obliga- 


ciones sin  lo  cual  no  se  habría  constituido  en 
mora;  que  aún  prescindiendo  de  esta  última 
alegación,  de  lo  expuesto  anteriormente  se  de- 
duce que  los  pagos  se  efectuaron  antes  de  ven- 
cer los  tres  años  adicionales. 

Respecto  de  la  capellanía  destinada  á  las 
reuniones  de  familia  díce  que  por  auto  fecha  4 
de  noviembre  de  1900  se  resolvió  que  la  se- 
gunda escrituraera  complementaria  de  la  pri- 
mera y  en  consecuencia,  para  los  efectos  lega- 
les debe  tenerse  como  cumplida  la  voluntad 
del  testador  en  la  fecha  del  otorgamientodela 
primera  escritura;  que  aún  suponiendo  diversos 
esos  actos,  no  puede  sostenerse  que  por  un 
error  de  interpretación  de  las  cláusulas  testa- 
mentarías ha  habido  falta  de  cumplimiento  ó 
propósito  de  eludir  las  obligaciones  impuestas 
que  traiga  consigo  la  imposición  de  la  cláu- 
sula penal  y,  por  el  contrario,  que  el  hecho  de 
haberse  impuesto  el  censo  indica  claramente 
la  voluntad  de  cumplir  con  lo  ordenado.  Bl 
pago  á  los  salesianos,  agrega,  fué  hecho  opor- 
tunamente y  así  lo  declara  el  interesado  quien 
además  reconoce  que  por  inconvenientes  aje" 
nos  &  su  voluntad  no  firmó  la  escritura  de  17 
de  diciembre  de  1898  que  se  insertó  en  la  de  6 
de  diciembre  de  1901  ante  el  notario  Meló.  El 
legado  á  la  casa  Talleres  de  San  Vicente  de 
Paul  también  lo  fué,  según  consta  de  la  escrí' 
tura  de  25  de  Octubre  de  1899;  y  el  de  BJ  Es- 
tandarte Católico  no  se  efectuó  por  no  existir 
ese  diario  á  la  fecha  del  fallecimiento  del  señor 
Mena.  Por  lo  que  hace  á  la  capellanía  de  San 
Pedro  Nolasco,  dice  que  el  testador  le  impuso 
la  obligación  defundaruna  capellanía  y  no  un 
censo  dejándole  en  completa  libertad  para 
constituir  en  la  forma  que  estimara  conve- 
niente y  que  cumpliendo  con  la  voluntad  del 
difunto  la  fundó,  según  escritura  de  junio  de 
1899,  sobre  la  casa  núm.  3  de  la  calle  de  Fon- 
tecil1a;que  la  autoridad  eclesiástica  aprobó  lo 
hecho;  y  que  el  cura  de  San  Pedro  Nolasco 
otorgó  la  escritura  de  8  de  marzo  de  1901, 
por  la  que  declara  que  la  capellanía  fué  consti- 
tuida en  tiempo  oportuno,  que  recibió  los  rédi- 
tos devengados  desde  el  16  de  septiembre 
hasta  el  1'  de  enero  de  3  901  y  que  sólo  desde 
esta  fecha  se  ha  podido  dar  comienzo  á  la  ca- 
pellanía por  dificultades  que  debió  allanar  ta 
Santa  Sede.  Finalmente,  alega  la  excepción  de 
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cosa  juzgada  respecto  del  censo  de  doce  mil 
pesos  para  atender  á  las  reuniones  de  familia 
por  haberse  resuelto  que  la  segunda  escritura 
es  comptementaría  de  la  primera,  y  que  el 
demandante  no  tiene  interés  por  cuanto  por 
dicha  escritura  de  3  de  abril  de  1893  él  y  su 
mujer,  debidamente  autorizados,  renunciaron 
á  favor  de  don  Mauricio  lo  que  podía  corres- 
ponder á  aquélla  como  heredera  6  legataria 
de  don  Marcos. 

Replicando  el  demandante  insistió  sobre  lo 
manifestado  acerca  de  la  fecha  de  la  iniciación 
del  plazo  y  alegó:  que  no  ha  habido  necesidad 
de  requerimiento  para  constituir  al  deudor  en 
mora  por  tratarse  de  plazos  fatales;  que  no  es 
aceptable  la  explicación  que  á  posterioridad  da 
el  demandado  acerca  del  arriendo  y  que  si  en 
una  escritura  pública  declara  haber  percibido 
anticipadamente  el  canon,  no  es  admisible  que 
más  tarde  sostenga  lo  contrario;  que,  aunque 
se  consideren  como  nna  sola  las  dos  escrituras 
de  censo,  ñempre  el  deudor  está  en  mora  pues 
no  ha  enterado  hasta  la  fecha  los  ciento  veinte 
y  dos  milsetecientos  cincuenta  pesos,  pues  que 
pagó  con  descuento  varios  legados  y  no  ha 
satisfecho  el  de  El  Estandarte  Católico  que 
debió  invertir  en  beneficio  de  la  prensa  católi- 
ca. Agrega  que  la  cosa  juzgada  no  procede 
por  cuanto  el  juicio  seguido  ante  el  cuarto  juz- 
gado no  se  .refiere  en  ningún  modo  á  los  dere- 
chos que  pudieran  hacer  valer  los  hermanos  de 
don  Marcos  por  la  falta  de  cumplimiento  del 
legatario  de  los  "Bajos  de  Mena"  y  que  la  es- 
critura de  transacción  á  que  se  alude  se  refiere 
solamente  á  los  derechos  que  en  el  remanente 
de  los  bienes  del  testador  correspondían  á  sus 
hermanos. 

Con  fecha  10  de  febrero  de  1903  el  juzgado 
falló: 

Considerando  respecto  de  las  excepciones  de 
cosa  juzgada  y  de  falta  de  interés: 

1?  Que  el  juicio  iniciado  ante  el  cuarto  juz- 
gado no  comprendió  las  acciones  que  por  el 
presente  se  ejercitan;  y 

2^  Que  la  escritura  de  transacción  sólo  se 
refiere  á  los  derechos  que  en  el  remanente  de 
los  bienes  podían  corresponder  ádoña  Cármen 
Mena  de  Varas. 

Considerando  respecto  á  la  demanda: 


1^  Que  por  la  cláusula  primera  fie  su  testa- 
mento don  Marcos  Mena  señaló  á  su  sobrino 
don  Mauricio  Mena  Larraín,  á  quien  dejó  el 
fundo  "Itajos  de  Mena".el  plazo  de  cinco  años 
once  meses  paraque  dentro  de  él  cumpliera  las 
obligaciones  que  por  ese  mismo  testamento  se 
le  imponía; 

2^  Que  en  caso  de  no  haljerse  stitisfecho,  en 
ese  plazo  ó  dentro  de  los  tres  años  siguientes 
á  la  expiración  de  él,  las  cargas  á  que  se  ha  he- 
cho referencia  dispuso  el  testatlor  por  la  cláu- 
sula segunda  que  don  Mauricio  Mena  I^arraín 
perdería  el  dominio  de  los  bienes  legados,  los 
que  pasarían  á  los  hermanos  de  don  Marcos; 

3''  Que  por  el  artículo  adicional  de  ese  mis- 
mo testamento  estatuyó  que  el  plazo  de  cinco 
años  once  meses  se  contaría  desde  que  el  asig- 
natario se  recibiese  del  fundo  legado  y  perci- 
biese todas  sus  entradas  ó  frutos; 

4-^  Que  la  escritura  de  fs.  13,  cartas  de  fs. 
69  y  siguientes  del  cuaderno  sobre  cobro 
de  legado,  de  los  documentos  de  fs.  38  á  83 
del  cuaderno  de  aceptación  de  herencia  y  es- 
pecialmente de  la  confesión  prestada  por  el 
demandante  en  el  escrito  de  fs.  34  del  rainno 
cuadenio,  aparece  que  don  Mauricio  Mena 
Larraín  sólo  se  recibió  del  fundo  en  31  de 
agosto  de  1902  por  haberse  prorrogado  en 
vida  de  don  Marcos  Mena,  quien  percibió  la 
casi  totalidad  del  cánon,  el  contrato  de  arren- 
damiento que  éste  tenía  celebrado  con  don 
llernardino  Silva; 

5^  Que  de  la  letra  del  artículo  adicional  del 
testamento  de  don  Marcos  Mena,  se  despren- 
de claramente  que  éste  señaló  copulativa- 
mente dos  circunstancias  diversas  para  que  el 
pidzo  comenzara  á  correr,  pues  de  lo  contra- 
rio resultaría  redundante  la  frase  »y  perciba 
todas  sus  entradas  ó  productosM-, 

6^  Que  no  habiéndose  fijado  con  anteriori- 
dad por  el  testador  ni  por  las  partes  el  día 
preciso  en  que  se  cumplieron  taas  dos  con- 
diciones corresponde  á  la  justicia  determi- 
narlo; 

7^  Que,  en  consecuencia,  tanto  el  censo  de 
12.000  pesos  para  atender  á  las  reuniones  de 
familia,  como  la  capellanía  á  favor  del  cora 
de  San  Pedro  Nolasco  y  los  legados  hechos  á 
los  padres  salesíanos  y  á  la  casa  "Talleres  de 
San  Vicente  de  Paul"  fueron  constituidos  y 
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cubiertos,  antes  de  vcriticarse  la  condición 
resolutoria  como  aparece  de  los  documentos 
corrientes  en  autos; 

8^  Que  respecto  á  la  capellanía  á  favor  del 
cnra  de  San  Pedro  Nolasco  el  señor  Mena 
cumplió  literalmente  con  ta  voluntad  del  tes- 
tador y  la  forma  en  que  la  llevara  á  efecto 
fué  aprobada  por  el  interesado; 

9^  Qaé,  según  consta  de  autos,  á  la  fecha 
del  fallecimiento  de  don  Marcos  Mena  había 
dejado  de  publicarse  El  Eatúnáarte  Católico^ 
por  lo  que  la  asignación  hecha  á  so  ffivor  ca- 
ducó; 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lodispue^ 
to  en  los  artículos  1698,  1069  y  962  del  Có- 
digo Civil,  se  desecha  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada y  se  declara  sin  lugar  la  demanda. 

Habilitase  el  feriado  para  el  pronunciamien- 
to de  este  ísX\o.— Ahumada  M. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Oorte  fesoivió: 

Santiago,  8  de  julio  de  19U3  Vistos  y  con- 
siderando: 

1^  Que  don  Marcos  Mena  impuso  á  su  le- 
gatario don  Mauricio  Mena  Larraín  en  su  tes- 
tamento de  29  de  diciembre  de  1900,  la  carga 
de  entregar  diversas  asignaciones,  ascenden- 
tes en  conjunto  á  la  suma  de  122.750  pesos, 
en  el  plazo  de  cinco  años  y  once  meses  "fata> 
les",  contados  desde  el  día  en  que  se  recibiera 
del  fundo  "Bajos  de  Mena",  que  le  legaba  y 
percibiera  todos  sus  entradas  ó  productos, 
determinando  al  mismo  tiempo  en  la  cláusula 
II,  que  "la  mora  en  cualquiera  de  las  obliga- 
ciones anteriores  le  será  penada  con  el  dos 
por  ciento  mensual  de  ínteres  penal  el  primer 
año,  con  el  doble  el  segundo,  cuya  multa  ser- 
virá para  aumentar  la  asignación  del  asigna- 
tario peijudicado  y  terminado  el  tercero,  sin 
haber  cumplido  la  obligación,  perderá  la  he- 
rencia que  pasará  ipao  üícto  á  mis  tres  her- 
manos, etc."; 

2^  Que  atendido  el  tenor  de  las  cláusulas 
testamentarias  alndidas  en  el  considerando 
que  precede,  es  incuestionable  que  el  testador 
no  empleó  la  palabra  fatal,  con  que  califica 
el  plazo  de  cinco  aSosy  onoemeses,en  la  acep- 
ción que  le  correspondeen  derecho,  puesto  que 

SUFKUIA 


concede  á  su  legatario  una  prórroga  de  tres 
años,  dentro  de  la  cual  podría  cumplir  con 
sus  obligaciones  medíanteel  pago  de  una  pena, 
prórroga  que  sería  incompatible  con  el  térmi- 
no fatal,  ^a  que  los  plazos  de  esta  naturaleza 
llevan  envueltos,  por  el  solo  hechodesu  venci- 
miento, la  caducidad  de  los  derechosy  obliga- 
ciones que  durante  él  debieran  ejercerse  6  cum- 
plirse; 

3^  Que  no  siendo  fatal,  según  la  voluntad 
del  testador,  ese  término  de  cinco  años  y  once 
meses,  sino  por  el  contrario  prorrogable,  era 
menester  que  el  legatario  se  hubiera  constituí- 
do  en  mora  de  cumplir  con  las  obligaciones, 
para  que  empezara  á  correr  la  prórroga  de 
tres  años,  y  para  que,  vencido  este  tiempo, 
permaneciendo  el  legatario  en  mora,  caduca- 
ra el  legado  y  naciera  el  derecho  de  la  deman- 
dante á  los  bienes  comprendidos  en  el  legado, 
como  hermana  del  testador; 

AP  Que,  según  las  disposiciones  legales  que 
reglan  la  materia,  la  sola  llegada  del  día  fija- 
do para  el  cumplimiento  de  una  obhgación 
no  hace  caer  en  mora  al  deudor  sino  cuando 
el  plazo  ha  sido  estipulado  por  el  mutuo  con- 
sentimiento de  las  partes,  salvo  las  excepcio- 
nes legales,  y  cuando  la  cosa  debida  no  ha  po- 
dido ser  dada  ó  entregada  sino  dentro  de  cier- 
to espacio  de  tiempo;  ; 

5^  Que  no  es  aplicable  al  presente  caso  la 
primera  de  las  reglas  expuestas  en  el  consi- 
derando que  precede,  porque  la  obligación  del 
legatario  no  ha  nacido  de  un  contrato;  ni 
tampoco  la  segunda,  porque  las  cargas  que 
se  impusieron  al  legatario  no  son  de  aquellas 
que  por  su  naturaleza ú  objeto  deban  ser  cum- 
plidas ó  ejecutadas  dentro  de  un  cierto  espacio 
de  tiempo; 

6^  Que,  de  consiguiente,  para  constituir  en 
mora  al  legatario  por  no  haber  cumplido 
dentro  de  los  cinco  años  once  meses  siguien- 
tes á  la  recepción  del  fundo  y  á  la  percepción 
de  tas  entradas  ó  productos,  habría  sido  me- 
nester el  requerimiento  judicial  conforme  á  la 
regla  del  número  3^  del  articulo  1551  del  Có- 
digo Civil; 

7'  Que  la  demandante  no  ha  justificado 
que  se  haya  hecho  el  respectivo  requerimien- 
to y  que,  por  tanto,  el  legatario  se  haya  cons- 
tituido en  mora  de  cumplir  con  sus  obliga- 
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ciones;  y  si  bien  en  el  cuaderno,  aobre  cobro 
de  legado,  que  corre  agregado  á  estos  autos, 
don  Benjamín  Varas,  representante  legal  de 
la  demandante,  y  otros,  iniciaron  nn  juicio 
para  el  pago  de  los  legados,  los  demandan- 
tes, se  desistieron  expresamente  de  él,  tenien- 
do el  señor  Varas  en  cuenta  s<)Io  que  á  la  fe- 
cha en  que  presentaba  el  escrito  de  fs.  47  de 
esos  autos,  julio  de  1898,  no  habfa  trascurrí- 
do  el  referido  plazo  de  cinco  años  once  meses; 

8^  Que  de  lo  expuesto  en  los  consideran- 
dos anteriores  se  desprende  que  á  la  fecha  de 
la  interposición  de  la  demanda  el  legatario 
no  se  hallaba  en  mora  de  cumplir  con  sus 
obligaciones  en  la  parte  de  que  se  trata,  y  se 
desprende  también  la  improcedencia  deesa  de- 
manda fundada  en  la  mora  del  deudor;  y 

9^  Que,  ademáif,  consta  de  los  autos  que 
á  la  fecha  de  la  iniciación  del  juicio  había  el 
legatario  cumplido  con  las  cargas  á  que  se 
refiere  la  demanda,  con  excepción  del  pago  de 
un  legado  al  diario  Bí  Estandarte  Católico, 
cuya  falta  de  pagóse  halla  plenamente  justifi- 
cada con  la  circnnatancta  de  haber  cesado  de 
publicarseesediarioantesdel  fallecimiento  del 
testador,  no  pudiendo  sostenerse  legalmente 
que  el  actual  diario  llamado  El  Porvenir  sea 
la  continuación  del  mismo  Estandarte  desde 
que  pertenece  á  otra  empresa  y  persigue  dis- 
tintos 6nes,  como  consta  de  las  cartas  agre- 
gadas á  los  autos  con  citación  contraria  y  cu  - 
yas  firmas  fueron  judicialmente  reconocidas. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prevenido  en  los  artículos  1698,  1069 
y  962  del  Código  Civil,  se  confirma,  en  la 
parte  apelada,  la  sentencia  de  10  de  febrero 
áltimo,  con  costas  del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Casti- 
llo.—£.  Fóster  Jtecabarrea. — Darlo  Benaven- 
te  Eduardo  Castillo. 

El  recurso  de  casación  en  el  fondo,  inter- 
puesto por  el  demandante  contra  este  fallo, 
se  fundó  en  las  consideraciones  siguientes: 

Que  la  Corte  ha  declarado  sin  lugar  la  de- 
manda, infringiendo  el  articulo  1551  del  Có- 
digo Civil,  por  cuanto,  se  ha  limitado  su  al- 
cance únicamente  á  las  obligaciones  conven- 
cionales, á  pesar  de  que  la  regla  número  1^ 
del  artículo  1551  es  general  y  aplicable  A  toda 


especie  de  obligadones,  nazcan  ellas  de  la  con- 
Tendón,  del  hecho  Tolnntarto  de  ta  persona 
que  se  obliga,  del  delito  ó  cuasi-delito,  6  de  la 
ley. 

Que  la  distinción  hecha  por  la  Corte,  al 
afirmar  que  el  número  1^  del  citado  artículo 
ae  refiere  á  las  obligaciones  convencionales, 
no  siendo  aplicables  á  éstas,  los  números  2*^ 
y  3^  del  mismo  articulo,  es  una  peregrina 
distinción  que  no  se  funda  en  la  circunstancia 
de  referirse  el  número  1°  á  término  estipaludo 
y  de  no  hablarse  de  lo  estipulado  en  los  otras 
números,  pues,  esta  palabra  no  implica  aquí 
la  idea  de  contrato,  sino  simplemente  la  idea 
de  obligación  existente  en  que  se  fija  término; 
pues  tal  es  el  sentido  claro  de  la  ley. 

Que  atendiendo  á  su  origen,  la  palabra  es* 
tipaiación,  estipulado,  significa  lo  propuesto, 
lo  impuesto  por  el  acreedor  al  deudor,  por  el 
obligante  al  obligado,  y  por  lo  mismo,  térmi- 
no estipulado  seria  término  propuesto  y  una 
vez  aceptado  en  una  convención  6  fuera  de 
ella,  sería  término  prometido. 

Que  la  obligación  nacida  de  la  aceptadón 
de  la  carga,  en  el  fondo  nace  de  la  libre  volun- 
tad del  testador  y  del  heredero  ó  legatario;  y 
el  plazo  á  que  se  sujeta  su  cumplimiento  es  un 
plazo  estipulado,  un  plazo  prometido:  y  por 
esto  el  empleo  en  el  número  1'  del  artículo 
1551  de  las  palabras  término  estipulado  no 
es  impropiedad,  y  el  alcance  de  estas  expresio- 
nes no  se  restringe  á  la  obligación  que  nazca 
exclusivamente  del  contrato,  sino  que  se  ex- 
tiende á  otra  clase  de  obligaciones,  como  las 
derivadas  de  la  aceptación  de  una  herencia  ó 
legado. 

Que  la  Corte  de  Apelaciones  interpretando 
el  testamento  con  infracción  manifiesta  del 
articulo  1069  del  Código  Civil,  ha  dejado  sin 
efecto  y  anulado,  en  el  hecho,  la  disposición 
contenida  en  el  número  2^  del  testamento  de 
don  Marcos  Mena. 

Don  Mauricio  Mena  Larraín,  respondiendo 
al  escrito  en  que  el  señor  Varas  Solar  funda 
así  el  recurso  de  casación  expone: 

Que  en  el  presente  caso,  se  trata  de  resolver 
si  don  Mauricio  Mena  Larraín,  cuyas  obliga- 
ciones sólo  podían  nacer  del  hecho  voluntario 
de  la  aceptación  de  la  herencia  ó  legado,  po- 
día encontrarse  en  mora  de  cumplir  ó  pagar 
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las  cargas  de  la  asignación,  sin  requerimiento 
previo,  habiendo  el  testador  señalado  plazo 
I>ara  cumplirlas  6  pagarlas. 

Que  hecha  abstracción  de  la  circunstancia 
conclnyente  de  no  ser  determinado  el  día  ini- 
cial del  plazo,  lo  que  dejaba  indeterminado 
también  el  dfa  de  su  vencimiento,  y,  en  conse- 
cuencia, el  día  en  que  el  deudor  no  requerido 
pudiera  hallarse  en  mora,  siempre  era  necesa- 
rio el  requerimiento  para  producirla. 

Que  8Í  la  disposición  contenida  en  el  número 
1^  fuera  aplicable,  como  decontrario  se  afirma, 
á  las  obligaciones  que  nacen  de  la  convención, 
del  hecho  voluntario  í'e  la  persona  quesc  obli- 
ga,  del  delito  ó  cuasi-delito  6  de  la  ley,  sería 
innegable  que  la  regla  del  número  3^  estaria 
demás,  ya  que  no  quedarían  obligaciones  que 
por  ella  pudieran  ser  regidas,  y  sin  embargo, 
está  en  ella  la  regla  general. 

Que,  el  vencimiento  del  plazo  ó  la  llegada 
del  día  de  cualquiera  obligación,  no  es  sino  un 
hecho,  y  de  este  solo  hecho  que  se  realiza  sin 
el  concurso  de  la  voluntad  y  sin  ejecución  de 
acto  alguno  de  las  partes  no  puede  deducirse 
ni  una  responsabilidad  para  el  deudor,  ni  un 
perjuicio  para  el  acreedor,  pues,  lo  único  que 
puede  inferirse  es  que  se  extingue  una  modali- 
dad de  la  obligación,  que  ésta  se  convierte  en 
pura  y  simple  y  se  hace  exigible. 

Que,  como  la  mora  impone  la  obligación  de 
indemnizar  losdaños  y  peijuicios  por  ella  can- 
sados, y  no  pudiendo  presumirse  que  la  lie- 
gada  del  día  ó  el  venrimiento  del  plazo  por  sí 
solos  los  infiere,  es  indispensable  una  declara- 
ción del  acreedor  que  tenga  este  alcance  y  ella 
se  encuentra  en  la  reconvención  judicial.  El 
acreedor  que  reconviene  advierte  expresamen- 
te al  deudor  que  el  retardo  le  perjudica.  Esa 
misma  declaración  la  presume  la  ley  en  las 
obligaciones  en  que  se  estipula  término,  ó  sea, 
en  las  obligaciones  con  vencionales  á  plazo. 

Que  siendo  la  disposición  del  número  3*^  del 
artículo  1551  la  que  abraza  mayor  número 
de  casos,  hay  razón  sobrada  para  afirmar  que 
en  ella  está  contenida  la  regla  general,  y  que 
los  números  1^  y  2^  son  excepciones  de  esta 
regla;  y  por  consiguiente,  el  precepto  general 
es  que  para  constituir  en  mora  al  deudor  en 
las  obligaciones  de  dar  y  en  las  obligaciones 


de  hacer,  es  necesario  reconvenirlo  judicial- 
mente, excepto  en  los  casos  1'  y  2' 

Que  en  la  sentencia  recurrida,  se  considera 
sujeta  á  la  regla  general  la  excepción  que  falla 
y  se  expresa  que  la  disposición  del  número  1^ 
del  artículo  1551,  única  que  es  necesario  apre- 
ciar, no  es  aplicable  al  caso,  porque  la  obliga- 
ción del  legatario  no  nace  de  un  contrato. 

Que  el  sentido  natural  y  obvio  de  la  pala- 
bra "es£7pu/a</o"  empleado  en  el  artículol551 
del  Código  Civil  al  disponerqne  el  deudorestá 
en  mora,  cuando  no  ha  cumplido  la  obliga- 
ción dentro  del  término  estipulado,  es  el  que 
indica  el  Diccionario  de  la  lengua  Castellana, 
sinónimo  de  pactar,  contratar,  convenir,  y  no 
es  otro  el  sentido  en  que  la  emplea  el  Código 
Civil,  en  los  artículos  1547, 1558, 1717, 1802, 
1852,  1872,  1944,  1946,  1978,  2053,  2069, 
2104.  2180,  2204,  2222,  2226.  2341,  2397, 
2443  y  2463. 

La  Corte: 

Teniendo  presente  sobre  la  infracción  del  ar- 
ticulo 1551  del  Código  Civil: 

1^  Que  eideudorestá  en  mora,  según  lo  pres- 
cripto  en  el  número  1^  de  dicho  artículo,  que  es 
el  caso  de  que  se  trata,  cuando  no  cumple  la 
obligación  dentro  del  término  estipulado,  sal- 
vo que  la  ley,  en  casos  especiales,  exija  que  se 
le  requiera  para  constituirle  en  mora; 

2^  Que  la  expresión  término  estipulado  es  si- 
nónima en  derecho  de  término  convenido  ó  pro- 
metido, no  sólo  porqne  esta  significación  co- 
rresponde literalmente  al  verbo  estipular,  se- 
gún su  uso  general  y  su  etimolo^a,  sino  porque 
tal  concepto  le  atribuyen  también,  entre  otros, 
los  artículos  16, 1497, 1538, 1542, 1543, 2180, 
2204,  2205,  y  2208  del  Código  Civil; 

3*  Que  este  concepto  jurídico  aparece  consa- 
grado desde  los  orígenes  del  derecho,  pues  es 
notorio  que  laStipolatio  constituía  una  de  las 
formas  de  los  contratos  verbales,  simbolizan- 
do las  declaraciones  de  voluntad  concurrentes 
de  las  partes;  como  también  lo  es  que  el  dere- 
cho españoldabaá  esta  palabra  un  significado 
meramente  contractual,  según  lo  comprueba 
especialmente  la  ley  1*,  titulo  1^  de  la  Partida 
4*  que  dice:  "Llamado  es  desposorio  el  prome- 


Digitized  by 


12 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


timíentoque  facen  loshomes  por  palabra  cuan- 
do quieren  casarse:  et  tomó  este  nombre  de 
una  palabra  que  es  llamada  en  latín  SpondeOt 
que  quiere  decir  en  romance  como  prometer... 
et  esto  ha  iogar  señalariamiente  en  tas  despo- 
sajaB  et  en  los  casamientos.  Mas  en  otros 
pleytos  promesa  que  alguno  fecíese,  á  que  lla- 
man en  latín  stipulatio,  en  logar  de  otro  que 
non  fuese  delante,  non  valdría..."; 

4'  Que  los  precedentes  fidedignos  del  artícu- 
lo 1551  confirman  que  éste  es  el  significado  que 
tiene  la  expresión  término  estipulado.  Bn  efec- 
to, los  Proyectos  de  Código  Civil  consignaron 
áeste  respecto  el  siguiente  artículo:  "1730.— 
El  deudor  está  en  mora:  1^  Cuando  no  ha 
cumplido  la  obligación  dentro  del  término  es- 
tipulado» si  en  el  contrato  se  expresa  que  por 
la  mera  expiración  del  término,  quedará  cons- 
tituido en  mora,  salvoque  la  ley  en  casos  espe- 
ciales requiera  la  reconvención  judicial  no  obs- 
tante cualquiera  expresión  del  contrato."  Bn 
armonía  con  este  principio  se  estableció  en  los 
artículos  1537  y  1538,  de  la  cláusula  penal, 
qne  el  deudor  no  incurría  en  la  pena  por  la  sola 
llegada  áeldiaestipulado, mno  que  además  era 
menester  que  estuviera  constituido  en  morn. 
Por  lo  tanto  se  acentuaron  en  todos  estos  ar- 
tículos y  en  el  número  2^  del  1559,  dos  ideas, 
á  saber:  1*  Que  el  vencimiento  del  plazo  esti- 
pulado no  importaba  por  sí  solo  la  mora  del 
deudor;  y  2*  Que  el  plazo  de  que  ellos  tratan 
era  el  emanado  de  la  voluntad  contractual  de 
las  partes; 

5^  Que,  suprimido  de  ese  número  1^  el  con- 
cepto "si  en  el  contrato  se  expresa  que  por  la 
mera  expiración  del  término  quedará  consti- 
tuido en  mora",  no  se  alteró  en  lo  más  mínimo 
la  significación  contractual  que  se  había  dado 
Á  la  frase  término  estipulado,  pues  la  supresión 
tuvo  por  objeto,  sin  duda,  consagrar  la  doc- 
trina acerca  de  que  bastaba  la  convención  del 
plazo  para  tener  por  hecha  la  reconvención  del 
deador; 

6'  Que  los  conceptos  anteriormente  expues- 
tos guardan  perfecta  consonancia  con  la  insti- 
tución de  la  mora,  la  cual  sólo  procedía  en  las 
obligaciones  á  plazo: 

1^  Según  el  Derecho  Romano  de  occidente, 
cuando  el  deudor  prometía  en  la  misma  con- 
vención, hacer  la  prestación  dentro  de  un  tér- 


mino fijo,  siempre  que  el  acreedor  le  imputara 
además  la  culpa  del  retardo  por  medio  de  un 
requerimiento  especial;  y 

2*'  Según  el  Derecho  Bizantino  y  el  de  las 
Partidas,  por  el  solo  hecho  de  no  efectuar  el 
deudor  esa  prestación  dentro  del  plazo  prome- 
tido en  el  contrato;  siendo  de  notar  que  aún  la 
mora  denominada  ex-lege  no  procedía  por  la 
llegada  del  día  pre6jado  sino  en  el  caso  de  que 
la  le3'  misma  así  lo  determinase;  todo  lo  cual 
lo  demuestran  los  siguientes  textos  legales: 

L.  12,  Mb.  Vm,  tít.  38  del  Código: 

"El  emperador  Justiniano...  quitando  la  os- 
curidad de  las  antiguas  leyes,  que  ha  sido  has- 
ta ahora  causa  de  duración  de  los  platos, 
mandamoK:  que,  sí  alguien  estipula  hacer  ó 
dar  alguna  cosa  en  determinado  tiempo  ó  se 
compromete  A  pagar  una  pena  para  el  caso 
de  que  no  dé  ó  haga  en  el  tiempo  Sjado  lo  que 
haya  estipulado,  sepa  el  deudor  que,  á  fin  de 
evitar  la  pena,  no  podrá  alegar  que  nadie  se 
lo  advirtió,  sino  que  estará  sujeto  á  la  pena  á 
tenor  de  la  estipulación  aunque  no  se  te  haya 
avisado,  pnes  debe  siempre  recordar  lo  que 
promete  y  no  debe  pretender  que  los  demás 
se  lo  recuerden."  Año  529. 

Ley  35,  tít.  XI,  partida  5*.  "Que  pena  me- 
resce  el  que  prometió  de  dar  o  de  facer  alguna 
cosa  a  dia  cierto,  et  non  la  dió  nin  la  fizo." 

"So  cierta  pena  et  a  dia  cierto  prometiendo 
un  home  a  otro  de  dar  o  de  facer  alguna  cosa, 
si  aquel  dia  non  lohobiere  dado  o  fecho  loque 
prometió,  tenudo  es  de  pechar  la  pena  o  de 
dar  o  facer  lo  que  prometió  qual  mas  quisiere 
aquel  que  rescetió  la  promisión,  et  non  se 
puede  excusar  que  lo  non  faga,  maguer  el 
otro  nunca  gelo  hobiere  demandado"; 

7^  Que  de  estas  consideraciones  aparece 
que,  á  virtud  de  la  reforma  del  artículo  1730 
del  proyecto  de  Código  Civil,  por  la  supresión 
de  la  frase  que  menciona  el  5'  considerando, 
quedó  mantenida  en  el  número  1'  del  artículo 
1651,  la  teoría  que  imperaba  al  promulgarse 
el  Código  Civil,  en  la  ley  española  acorde  con 
la  romana,  ambas  copiadas  en  el  consideran- 
do precedente,  esto  es,  ^ne  el  día  de  la  conven' 
ción  interpela  por  el  acreedor,  y,  por  lo  tanto, 
siendo  sustancialmente  iguales  esas  leyes  y  el 
indicado  precepto  del  artículo  1551,  el  deudor 
sólo  incurre  en  mora  en  las  prestaciones  á  día 
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cierto  cuando  él  mismo  promete  contractual- 
mente  A  su  acreedor  que  la  obligación  será 
cnmplida  dentro  del  plazo  convenido;  salvo 
la  excepción  que  señala  el  mismo  número  pri- 
mero» de  que  aquí  no  se  trata; 

8*  Que  no  hay  por  consiguiente,  razón 
alguna  para  no  dar  á  la  frase  término  atipu- 
jado la  acepción  que  le  corresponde  segfin  su 
tenor  literal  y  el  uso  general,  el  cual  tenor, 
por  otra  parte,  se  halla  conforme  con  la  sig- 
nificación jurídica  que  á  dicha  frase  atribuyen 
otros  textos  del  Código,  los  precedentes  6de- 
dignos  de  la  institución  en  referencia,  otras 
kyes  que  re^an  al  entrar  en  vigor  el  Código 
Civil  y  el  espíritu  general  y  uniforme  del  dere- 
cho, desde  sus  orígenes,  acerca  del  hecho  con- 
tractual de  que  se  habla; 

9'  Que,  por  lo  tanto,  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, al  expresar,  en  los  considerandos  4',  5', 
6^  y  7^  de  la  sentencia  recurrida,  que  la  regla 
primera  del  artículo  1551  se  refiere  al  plazo 
estipulado  por  el  mutuo  consentimiento,  y 
que  para  constituir  cu  mora  al  legatario  de 
que  se  trata,  era  menester  que  se  hubiese 
requerido-á  éste,  conforme  A  la  regla  tercera 
del  mismo  artículo,  ha  dado  á  In  ley  su  genui- 
na  y  correcta  aplicación. 

Y  teniendo  presente  sobre  la  infracción  del 
artículo  1069del  Código  Civil,  en  que  también 
se  funda  el  recurso: 

1'  Que  la  interpretación  que  la  Corte  ha 
dado  á  las  disposiciones  testamentarias  de 
don  Marcos  Mena,  prescindiendo  de  la  cues- 
tión de  derecho  á  que  aluden  las  precedentes 
connderaciones,  se  apoya  en  la  apreciaciÍ6n  de 
los  hechos  de  la  causa  tales  como  el  tribunal 
los  ha  dado  por  establecidos;  y 

2^  Que,  en  la  fijación  délos  hechos,  el  tribu- 
nal sentenciador  qeroe  una  atribución  priva- 
tiva; 

Vistos  los  artículos  y  leyes  citadas:  19  y  20 
del  Código  Civil;  y  940, 960  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo  deducido 
contra  la  sentencia  de  8  de  julio  de  1903.  Que- 
da aplicada  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutta  

Gabrkl  Gaete.  —  fosé  Alfonso.  —  Leopoldo 
Ürratia.—J.  Gahríct  Palma  G.—J.  Alejo  Fer- 


nández. — L,.  Romilio  Mora. — Eleaxar  Dono- 
so V. 


Apelación. —11  de  agosto  de  1904 
Varas  y  otro  con  Montero 

Inadmislbllidad.^  Sentencia  Interlo- 
oatorla.— Multa;  oanttdad  que  debe 
aplloarse  al  Flsoo.  -  Competenola  de 
la  Oorte  Suprema. 

Doctrina: — Declarado  inadmisible  tttí 
recurso  de  casación  en  el  fondo  por  1á 
Corte  de  Apelaciones  por  no  tratarse  de 
sentencia  detinitiva  ni  de  interlocutona 
que  ponga  término  al  juicio  6  baga  im- 
posible su  continuación^  se  aplica  al  Fis- 
co la  totalidad  de  la  multa. 

Aunque  no  se  baya  apelado  de  la  reso- 
lución que  al  declarar  inadmisible  elre- 
curso  había  aplicado  al  Fisco  sólo  la 
cuarta  parte  de  la  multa  JaCortx  Supre- 
ma es  competente  para  rever  esta  reso- 
lución ( 1 ). 


En  27  de  noviembre  de  1899  y  ante  el  Juez 
Letrado  de  Cauquenes,  don  Genaro  Varas  y 
don  Luis  Pérez  Valenzuela  entablaron  deman- 
da contra  don  Manuel  Jesús  Montero  por  co- 
bro de  pesos,  por  haber  pagado  don  Julián 
Montero,  de  quien  los  demandantes  son  here- 
deros, comofiador  de  don  Manuel  Jesús  Mon- 
tero, nn  crédito  á  la  Municipalidad  de  Talca. 

(1)  Es  digna  de  notar  c»ta  resolaoi^n  porque  en 
la  Corte  de  Talca  ae  disoatió  sobra  si  era  procedente 
aplicar  malta;  j  ante  la  Oorte  Saprema  el  Ministro 

señor  Fónter  provocó  ta  oaestióa  de  competenoia  del 
Tríbiinal  para  pronanoiarse  sobre  este  panto  no  ape- 
lado. 
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El  demandado,  después  de  terminado  an 
incidente  sobre  medidas  precautorias,  formuló 
artículo  de  incontestación  á  la  demanda.  Por 
auto  de  18  de  junio  de  1900  se  mandó  contes- 
tar la  demanda.  Pedida  reconsideración  de  es- 
ta resolución  por  el  demandado,  fué  negada  y 
■e  concedió  el  recurso  de  apelación  interpues- 
to en  subsidio,  fué  confirmada  aquella  resolu- 
ción por  auto  de  3  de  mayo  de  1901  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  de  Talca. 

Habiendo  formulado  nuevo  artículo  de  in- 
contestación el  demandado  porfalta  de  repre- 
sentación de  uno  de  los  demandantes  y  admi- 
tido éste,  el  apoderado  de  los  demandantes 
pidió  se  tuviera  por  eliminado  del  j  uicio  á  aquel 
cuya  representación  noestabajustificadayasí 
se  ordenó.  El  demandado  -apeló  y  el  recurso 
fué  declarado  improcedente. 

Puesto  el  cúmplase  á  esta  resolución  el  apo- 
derado de  los  demandantes  pidió  se  notificara 
al  demandado  el  pago  de  costas  y  se  siguió  con 
este  motivo  una  larga  incidencia  que  fué  re. 
suelta  por  fallos  de  primera  y  segunda  instan- 
cia en  que  se  ordenó  el  pagode  las  costas  bajo 
apercibimiento  de  embargo. 

Puesto  nuevamente  el  cúmplase  pidió  el  de- 
mandado no  se  diera  curso  al  mandamiento 
referido  por  haber  consignado  una  cantidad 
para  pagar  las  costas,  lo  que  dió  lugar  &  otra 
incidencia  que  el  Juzgado  de  Cnuquenes  resol- 
vió por  auto  de  9  de  junio  de  1903,  y  apelada 
esta  resolución,  se  negó  lugar  al  recurso  por 
auto  de  12  del  mismo  mes,  que  fué  notificado 
ei  día  13  al  demandado. 

Con  anterioridad,  en  29  mayo  de  1903,  ha- 
bía <leclarado  el  juzgado  que  debía  contestar- 
se la  demanda  en  el  término  legal,  auto  de 
que  el  demandado  fué  notificado  al  día  si. 
guiente. 

El  apoderado  de  los  demandantes  acusó  re- 
beldía de  la  contestadón  de  la  demanda,  la 
que  se  dÍ6  por  contestada  el  19  de  junio  de 
1903  y  pedida  reconsideración  y  apelación  en 
subsidio;  el  juzgado  proveyó: 

Canquénes,  junio  23  de  1903.— Vistos  y  te- 
tiendo  presente  que  por  el  auto  ejecutoriado 
de  29  de  mayo  filtimo  se  ordenó  contestar  la 
demanda;  que  don  Manuel  J.  Montero  dejó 
trascurrir  el  plazo  legal  para  contestarla;  y 
que  los  incidentes  sobrepago  de  costas  no  han 


suspendido  dicho  plazo,  sedeelara  sin  lugar  la 
reposición  y  apelación  deducida  en  su1>sidio. 
—A.  Montt  Soíar. 


En  la  misma  fecha  y  proveyendo  el  escrito 
de  contestación  y  reconvención,  el  juzgado  se 
refirió  al  proveído  anterior  por  decreto  de  fs. 
72  y  de  este  provado  también  apeló  el  deman- 
dado. 

La  Corte  de  Talca  falló  con  fecha  9  de  abril 
de  1904: 

Vistos:  se  confirma  la  providencia  apelada 
de  23  de  junio  de  1903,  con  costas  delrecurso. 
-^Herrera. — Ramón  B1auco.~M.  Montero. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  apelante 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo  y  el  mismo 
Tribunal  proveyó: 

Talca,  26  de  abril  de  1904f.— Vistos:  tenien- 
do presente  que  la  resolución  de  que  se  inter- 
pone recurso  de  casación  en  el  fondo  no  es 
sentencia  definitiva,  ni  interlocutoria  que  pon- 
ga término  al  juicio  ó  haga  imposible  su  con- 
tinuación; de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
los  artículos  939,  943,  950,  953  y  979  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  declara  inad- 
misible dicho  recurso. 

Se  aplica  A  favor  del  Fisco  la  cuarta  parte 
de  la  cantidad  consignada. 

Acordada  la  última  parte  de  la  resolución 
anterior  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Montero  que  opinó  que  no  debía  aplicarse  al 
Pisco  ninguna  parte  de  la  multa  consignada 
por  no  existir  disposición  legal  expresa  (jue 
establezca  sanción  penal  para  el  caso  de  ((ue 
se  trata. — /.  C.  Herrera.  —F.  Román. — M. 
Montero. 

I  apelada  esta  resolución,  La  Corte: 

Vistos:  Se  confirma  la  resolución  apelada  de 
de  26  abril  último,  con  costas  del  recurso. 
Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  cantidad 
de  ciento  cincuenta  pesos  consignada  en  la  Te- 
sorería Fiscal  de  Talca. 

Acordada  por  unanimiilnd  después  de  dese- 
charse la  indicación  previa  del  señor  Ministro 
Póster  Recabarren  para  que  esta  Corte,  sin 
perjuicio  de  los  derechos  del  Fisco,  se  declara- 
rá incompetente,  para  rever  la  resolución  de 
que  se  trata,  en  lo  relativo  al  monto  de  la 
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multa,  panto  que  debe  considerarse  como  no 
apelado.— Gafef/e/  Gaete.—  V.  Aguirre  V. — 
Leoncio  Rodríguez.— E.  Fóster  Recabarren.— 
A.  Vergara  Altano.— J.  Alt^o  Fernánde*.—J. 
Btmales. 


Apelación.— 16  de  agosto  de  1904 
Melossi 

Keolamaolón  de  acuerdo  muniolpal.— 
Inclusión  como  municipal.- Impro- 
cedenoia  del  recurso  de  casación.— 
Deserción. 

Doctrina:— £!s  ilegal  el  acuerdo  de  la 
Municipalidad  que  no  se  pronuncia  sobre 
la  reclamación  de  un  municipal  que  pide 
que  ai  caliñcar  su  elección  se  le  declare 
elegido  en  lugar  de  otro  que  debe  ser  ex' 
cluSdo  por  haber  obtenido  menor  número 
de  votos. 

El  recurso  de  casación  no  es  procedehte 
en  esta  clase  de  cuestiones. 

Negado  este  recurso  por  la  Corte  y  em- 
plazadas las  partes  para  la  apelación  in- 
terpuesta contra  su  resolución,  es  proce- 
dente la  declaración  de  deserción  del  re- 
curso. 


Don  Alfredo  Melossi  expone:  Que  dentro  del 
plazo  señalado  por  el  artículo  10  de  la  ley  de 
Municipalidades  presentó  una  solicitud  al 
municipio  de.  esta  capital,  reclamando  de  la 
elección  verificada  en  la  4*comuna  Estación,  el 
l^de  marzo  de  1903; 

Que  en  dicha  solicitud  pidió  la  exclusión  de 
don  Isidoro  Vásquez  Grille  yque  se  le  incorpo- 
rara en  el  Cabildo  en  lugar  de  éste,  por  haber 
obtenido  en  la  elección  referida  la  mayoría  ne- 


cesaria para  fignrarcomo  miembro  de  aquella 
corporación; 

Que  la  Municipalidad  excluyó  al  señor  Vás- 
quez, pero  no  se  pronunció  sobre  la  inclusión 
del  peticionario; 

Que  reclamada  esta  resolución  ante  la  justi- 
cia ordinaria  se  dictaron  sentencias  de  1*  y  2* 
instancia  en  el  respectivo  expediente  seguido 
en  el  4^  juzgado,  en  cuyo  juicio  fueron  parte  el 
señor  Vásquez  y  el  ocurrente; 

Que  dichas  sentencias  declararon  legal  la  ex- 
clusión del  señor  Vásquez,  pero  no  acogieron, 
con  calidad  de  por  ahora,  la  petición  de  inclu- 
sión del  solicitante,  por  no  haber  existido  pro- 
nunciamiento previo  del  Municipio  sobre  este 
punto; 

Que  en  virtud  de  este  fallo  se  presentó  á  la 
Municipalidad  pidiéndole  resolución  en  cuales- 
quier  sentido  sobre  la  solicitud  que  tenía  pre- 
sentada para  que  se  le  incluyera  en  el  Ca- 
bildo; 

Que  según  consta  del  certificado  que  exhibe, 
la  Municipalidad  rechazó  la  inclusión  del  ocu- 
rrente en  sesión  de  2  de  octubre  último; 

Que  ejercitando  el  derecho  que  confiere  la  ley, 
viene  en  reclamar  de  este  acuerdo  para  que  sea 
declarado  ilegal  y  se  le  incorpore  en  la  Muni- 
cipalidad; 

Que  funda  estas  peticiones  en  la  circunstan- 
cia de  haber  obtenido  en  la  elección  de  1^  de 
marzo,  ya  recordada,  la  tercera  mayoría  legal 
-de  votos  de  la  Comuna,  como  lo  comprueban 
los  antecedentes  que  rolan  en  el  expediente  fa- 
llado por  el  4^  Juzgado,  que  debe  ser  tenido  á 
la  vista  para  sentenciar  esta  reclamación; 

Que  en  ese  expediente  se  declaró  en  juicio 
contradictorio  que  la  elección  del  señor  Vás 
quez  fué  adulterada,  perpetrándose  ese  fraude 
con  el  propósitode  asignarle  áaquel  caballero 
un  número  mayor  de  votos  que  el  obtenido  en 
las  urnas,  para  arrebatar  su  elección  al  solici- 
tante; 

Que  en  el  acta  de  la  6*  mesa  de  la  subdelega- 
ción  25  urbana,  obtuvo  el  seBor  Vásquez  trein- 
ta votos,  los  cuales  agregados  á  los  que  alcan- 
zó en  el  resto  de  las  mesas  de  la  Comuna  suma- 
ban un  total  de  doscientos  veinte  y  cinco  (226) 
al  paso  que  el  reclamante  obtuvo  doscientos 
sesenta  y  cuatro  (264),  es  decir,  la  tercera  ma- 
yoría; 
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Que  á  fin  de  qnc  los  votos  del  señor  VAsqoez 
excedieran  á  este  número  se  borró  por  medio 
de  procedimientos  químicos  la  cifra  treinta  y 
se  puso  en  su  logarla  de  ochenta  ycnatro^  con 
lo  cual  se  aumentaron  en  cincuenta  y  cuatro 
los  votos  del  señor  V&sqnez  que  aparecía  así 
con  un  total  de  dosoentos  setenta  7  nueve  vo- 
tos (279)  en  toda  la  Comuna,  contra  doscien- 
tos sesenta  y  cuatro  (264)  del  peticionario; 

Que  las  sentencias  aludidas  declararon  falsa 
la  cifra  de  doscientos  setenta  y  nueve  votos 
que  se  atribuía  al  señor  Vásqnez,  quedando 
establecido  que  el  número  de  votos  verdadero 
que  le  correspondía  en  la  6*  mesa  de  la  subde- 
legaciÓn  25  urbana  fué  sólo  de  treinta*  á  cuyo 
resultado  se  llegó  por  medio  de  la  prueba  ren- 
dida y  por  la  apertura  del  paquete  de  cédulas 
sufragadas  en  dicha  mesa; 

Que  los  doscientos  sesenta  y  cuatro  votos 
que  alcanxó  el  reclamante  no  han  sido  impug- 
nados por  nadie  ni  han  motivado  la  más  lige- 
ra of}servación; 

Que  n  los  recordados  fallos  no  dispuneron 
la  inclusión  del  reclamante  fué  tan  sólo  por- 
que la  Municipalidad  no  se  haUa  pronuncia* 
do  sobre  ese  punto  de  lo  cual  resultaba  qne  la 
justicia  ordinaria,  tampoco  podía  hacerlo, 
desde  que  ésta  sólo  puede  aprobar  ó  desapro- 
bar lo  resuelto  por  aquella; 

Que  en  la  calificación  de  las  elecciones  muni- 
cipales están  comprendidas  las  inclusiones  y 
exclusiones,  por  disponerlo  asi  los  artículos  9,* 
11, 12  y  15  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de 
1891; 

Finalmente  qne  formula  las  peticiones  que 
son  materia  de  su  presentación  por  haber  des- 
aparecido el  único  inconveniente  legal  que  se 
oponía  á  ellas  con  el  prcmunciamiento  dene- 
gatorio de  la  Municipalidarl. 

Se  dispuso  acumular  á  esta  reclamación  el 
expediente  tramitado  en  el  4^  Juzgado  que 
tiene  por  carátula  "Isidoro  Vásquez  Grille  con 
Municipalidad  de  Santiago",  en  el  cual  según 
el  peticionario»  rolan  la  prueba  y  antecedentes 
de  su  elección. 

Se  oyó  al  Ministerio  público,  el  que  dictami- 
nó en  el  sentido  de  que  se  aceptara  la  reclama- 
ción del  señor  Melossi. 

Don  Manuel  A.  Navarrete,  se  hizo  parte  en 
el  juicio,  ejercitando  Inacción  popular  y  solici- 


tó que  se  rechazara  la  inclusión  del  señor  Me- 
lossi como  municipal  de  la  4*  Comuna  Esta- 
ción por  estar  inhabilitado  para  ejercer  el  car- 
go, á  virtud  de  haber  celebrado  ell  6  de  mayo 
de  1903  con  e!  municipio  de  esta  capital  un 
contrato  de  compraventa  sobre  provisión  de 
artículos  por  valor  de  650  pesos  para  el  ser- 
vicio del  té  municipal. 

Cita  en  apoyo  de  su  petición  el  artículo  5" 
de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891. 

El  apoderado  dedon  Alfredo  Melossi,  respon- 
diendo á  esta  petición  sostiene  que  debe  ser 
rechazada,  porque  la  Municipalidad  no  se  ha 
pronunciado  sobre  ella  y  este  pronunciamiento 
debe  preceder  al  de  la  justicia  ordinaria  y 
porque  si  se  la  considera  como  recla-mación 
electoral  habría  sido  ileducida  fuera  de  tér- 
mino. 

El  mismo  señor  Navarrete  se  opuso  nue- 
vamente á  la  inclusión  del  señor  Melossi 
fundándose  en  el  número  5'*  del  artículo  5*  de 
la  'Ley  de  Municipalidades  que  prohibe  ser  ele- 
gido al  que  se  hallare  procesado  por  crimen  6 
simple  delito  que  merezca  pena  aflictiva,  caso 
en  que  se  encuentra  el  señor  Melosü,  pues  está 
procesado  en  el  tercer  Juzgado  del  Crimen  co- 
mo infractor  del  artículo  126  de  la  ley  de  elec- 
ciones. 

Mas  adelante  se  hace  parte  don  Juan  de  Dios 

Bravo  R.  y  formula  también  oposición  contra 
la  inclusión  del  señor  Melossi,  por  encontrar- 
se éste  procesado  por  delito  que  merece  pena 
aflictiva. 

Se  citó  para  sentenda  y  el  juzgado,  con  fe- 
cha 3  de  marzo  de  1904  resolvió: 

Considerando  en  cuanto  á  las  peticiones  de 
don  Alfredo  Melossi: 

Que  por  sentencias  de  término  de  8  de  junio 
y  26  de  agosto  del  año  último  corrientes  en  el 
expediente  agregado  á  esta  reclamación,  se  ex- 
cluyó de  la  Municipalidad  á  don  Isidoro  V/is- 
quez  Grille  y  se  declaró  que  este  ciudadano  no 
había  obtenido  la  tercera  mayoría  en  su  elec- 
ción de  1^  de  marzo  de  1903  en  la  4*  Comuna 
Estación; 

2^  Que  con  la  eliminación  del  señor  Vázquez 
queda  el  reclamante  don  Alfredo  Melossi  con 
dicha  tercera  mayoría,  según  se  comprueba 
con  los  diversos  antecedentes  que  rolan  en  el 
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el  expediente  aludido  en  el  anterior  conside- 
rando; 

3*  Que  los  doscientos  sesentay  cuatro  votos 
(264)  que  aparecen  emitidos  en  favor  del  se- 
ñor Melossi  y  que  le  dan  la  3*  mayoría  en  la 
4*  ('omuna  Estación  en  la  elección  de  1' de 
marzo  de  1903,  no  han  sido  impugnados  ni 
existe  antecedente  alguno  para  creerlos  frau- 
dulentos; por  lo  cual  debe  estimarse  que  refle- 
jan netamente  la  voluntad  popular,  manifes- 
tada sin  vicios  ni  defectos; 

4^  Que  la  reclamación  del  señor  Melossi  no 
importa  que  se  le  designe  á  él  como  reempla- 
zante del  excluido  señor  Váquez  Grille,  sino 
que  se  le  reconozca  el  derecho  que  tiene  para 
ejercer  funciones  de  municipal,  en  cuyo  carác- 
ter ha  ndo  legalmente  elejido; 

3'  Que  la  Municipalidad  de  Santiago  no  ha 
procedido  con  arreglo  á  la  ley  al  caltñcar  la 
elección  de  don  Alfredo  Melossi,  ya  que  no  in- 
corporó á  éste  á  su  seno  á  pesar  de  halxr  sido 
legalmente  elegido  por  la 4*  Comuna  Estación 
y  á  pesar  de  que  esta  incorporación  era  nece- 
saria para  completar  el  número  legal  de  mu- 
nicipales  que  corresponden  á  dicha  Comuna;  y 

6^  Que  la  presente  reclamación  del  señor 
Melossi,  instaurada  en  7  de  octubre  último, 
ha  sido  formalizada  en  el  tiempo  hábil  indica- 
do por  el  articulo  15  de  la  ley  de  22  de  diciem- 
bre de  1891,  desdeque  larcsoludón  de  excluir- 
lo de  la  Municipalidad  se  tomó  por  esta  cor- 
poración en  sesión  de  fecha  2  del  mes  citado. 

Considerando  en  cuanto  á  las  peticiones  de 
ios  señores  Navarrete  y  Bravo: 

1''  Que  ellas  versan  sobre  inhabilidades  de 
don  Alfredo  Melossi  para  ejercer  el  cargo  de 
municipal;  y 

2^  Que  la  justicia  ordinaria  no  puede  pro- 
nunciarse sobreestá  materia,  sino  después  que 
lo  baya  efectuado  el  respectivo  municipio,  lo 
que  en  el  presente  caso  no  se  ha  acreditado 
que  haya  ocurrido. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  9,  11, 12 
y  15  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  se 
declara;  1^  que  ha  lugar  á  la  solicitud  de  fs. 
25,  y  en  consecuencia  que  don  Alfredo  Melossi 
debe  ser  incorporado  en  la  Municipalidad  de 
Santiago  como  regidor  elegido  por  la  4*  Co- 
muna Estación  en  la  elección  ordinaria  de  1^ 
de  marzo  de  1903;  y  2^  que  no  procede  dictar 

bUPKBMA 


pronunciamiento  por  ahora  en  orden  á  las 
peticiones  de  los  señores  Navarrete  y  Bravo. 

Anótese  y  consúltese  si  no  se  apelare.— £u- 
docio  GonzáJez. 

Apelada  esta  sentencia,  La  Corte  de  San- 
tiago resolvió: 

Santiago,  julio  5  de  1904.— Vistos:  Se  con- 
firma la  sentencia  apelada  de  tres  de  marzo 
último.—^.  Mora.—J.  Ag.  Rojas.  — Ricardo 
Reyes  Solar. 

Interpuesto  recurso  de  casación  por  don 
Ricardo  Cossío  por  estimar  la  sentencia  con- 
traria al  artículo  16  de  la  ley  de  22  de  diciem- 
bre de  1891, 

La  Oorte  proveyó: 

Santiago,  6  de  julio  de  1904  No  siendo 

materia  tratada  en  el  Código  de  Procedimien- 
to Civil  aquella  á  que  se  refiere  la  presente 
solicitud,  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1^ 
de  dicho  Código,  no  ha  tugar  á  la  concesión 
del  recurso,—/..  R.  Mora.~~J.  Ag,  Rojas.— Ri- 
cardo Reyes  Solar. 

Cossio  apeló  de  esta  resolución  y  concedido 
este  recurso  por  auto  de  5  de  julio,  se  elevó  el 
espediente  sin  notificarse  las  partes  y  habién- 
dose pedido  deserción  por  don  Alfredo  Melossi 
por  no  haber  comparecido  el  apelante,  la  Cor- 
te por  providencia  de  22  de  junio  dijo: 

Vuelva  el  proceso  á  la  Corte  de  Apelaciones 
para  que  se  haga  notificar  ádon  Ricardo  Cos- 
sio el  decreto  de  7  del  corriente. — Gabrie  IGae- 
te.— Carlos  Varas.— B.  Fóster  Recabarrea,~ 
A.  Vergara  Altano. 

Elevados  de  nuevo  los  autos,  después  de 
notificado  Cossio  por  un  receptor,  se  pidió 
nuevamente  deserción  y, 

La  Oorte  falló: 

Con  el  mérito  del  certificado  que  precede,  se 
declara  desierto  el  recurso  interpuesto  por  don 
Ricardo  Cossio,  contra  el  auto  de  6  de  julio 
último. 

Acordado  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
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nístros  Aguirre  Vargas,  Saavedra  y  Fóster 
Recabárrea  quienes  opinaron  que  no  debía 
darse  lugar  á  la  deserción  sino  fallarse  la 
causasin  esperar  la  comparecencia  de  las  par- 
tes por  tratarse  de  una  incidencia  del  recurso 
de  casación. 

El  señor  Ministro  Fóster  Recabarren  tuvo 
además  presente  la  circunstancia  de  incidir  la 
apelación  en  un  asunto  municipal  que,  con 
arreglo  á  la  ley  respectiva,  debe  verse  sin  espe- 
rar la  comparecencia  de  las  partes.— í?abr«7 
Gaete.— Leopoldo  Urrutía.—J.  Gabriel  Palma 

Gazmán  Gairaríno  Gallardo.—  V.  Aguirre 

V,— Leoncio  Rodrfgaet  Carlos  Varas. — Abel 

Saavedra  E.  Fóster  Recabarren. — A.  Ver- 
gara  Albaao. 


tión  en  litigio,  paes  estaparticularización 
es  ana  solemnidad  ó  requisito  de  forma 
para  la  interposición  del  recurso  de  casa- 
ción con  arreglo  al  precepto  terminante 
del  artículo  945  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil. 

Decretado  eldepásitode  una  propiedad 
en  juicio  ejecutivo,  el  acreedor  no  es  por 
este  solo  hecho  responsable  solidariamen- 
te de  los  actos  del  depositario  nombrado, 
ni  se  encuentra  obligado  á  rendir  cuenta\ y 
al  declarar  el  Tribunal  de  Alzada  que  no 
se  ha  establecido  causal  algunade  la  cual 
aparezca  la  responsabilidad  solidaria  del 
ejecutante,  resuelve,  en  uso  de  sus  faculta- 
des exclusivas,  ana  cuestión  de  puro  he- 
cho, no  susceptible  de  casación  (1), 


Cas,  CÍV.—16  de  agosto  de  1904 
Gaínza  con  Gafnza 

Arrendamiento.  —  Venta  del  predio 
arrendado.— Obligación  de  respetar 
el  arriendo.  —  Depósito  judicial.  — 
Bendlulón  de  cuentas  del  depósito.— 
Mención  expresa  y  determinada  de 
la  ley  InfHn^rlda- 

Doctrina:— £jst¿  obligado  á  respetar  el 
arriendo  aquel  á  quien  se  transfiere  el  de- 
recho del  arrendador  á  titulo  oneroso,  si 
el  arrendamiento  consta  de  escritura  pú- 
blica, conforme  al  artículo  1962  del  Códi- 
go Civil  que  no  estable<x  diferencia  entre 
el  arriendo  cuyo  período  de  duración  se 
halla  pendiente  á  la  fecha  de  la  enajena- 
ción yel  que  aúnnohaempezadoácorrer. 

No  es  admisible  el  recurso  por  violación 
"(fe  las  kyes  relatívasal  contrato'*,  invo- 
cándose asi  en  términos  indefínidos  las 
leyes  de  aplicación  genérica,  sin  citar  los 
preceptos  de  aplicación  concreta  á  la  cues- 


Doña.  María  Mercedes  VÜkgas  de  Gaínza, 
diñ  en  arrendamiento  á  su  hijo  don  Juan  de  la 
Cruz  Gaínza,  su  fundo  "La  Esperanza*',  ubi- 
cado en  la  subdelegación  de  Coihueco  del  de- 
partamento de  ChiUán,  por  nueve  años  que 
deberían  empezar  á  contarse  desde  el  1^  de 
enero  de  1882. 

£1  31  de  julio  de  1893,  es  decir,  durante  la 
vigencia  de  este  contrato,  celebró  la  expresa- 
da señora  Villegas,  otro  arriendo  de  su  mis- 
mo fundo  "La  Esperanza",  también  por  el 
término  de  nueve  años,  á  favor  de  otro  hijo 
suyo  don  Pedro  Gainza,  designándose  como 

(1)  La  sentencia  de  la  Corte  de  Talca  se  limitó 
á  confirmar  el  fallu  de  primera  instancia  y  en  este 
se  expresaba,  en  los  considerandos  6."  y  7.",  con  que 
•e  rechaza  la  reconvención  del  demandado,  que 
éste  tno  ha  rendido  prueba  de  ninguna  oíase  para 
comprobar  sa  rooonvenoién  6  los  perjaicios  qae  re- 
clama» y  cque  no  se  ha  establecido  causal  alguna  de 
la  cnal  aparezca  que  don  Pedro  QaÍDsa  sea  solidaria- 
mente responsable  de  los  acioa  del  depositario  nom- 
brado en  la  ejecución  que  siguió  contra  don  Jaan 
de  la  Omz  Oaínsa». 

Ko  es,  pues,  una  apreciación  de  hechos,  es  decir 
de  la  prueba  rendida  la  que  se  contiene  en  el  fallo 
recorrido.  La  sentencia  principia  por  establecer  qtie 
.  no  se  ha  rendido  prueba  tif  ninguna  cíate:  no  ea  uu 
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fecha  inicial  del  convenio  aquella  en  que  expi- 
rase el  primer  arrendamiento. 

Algunos  meses  más  tarde,  el  8  de  marzo  de 
1894,  la  señora  Villegas  de  üaínza,  vendió  el 
mismo  fundo  al  primer  arrendatario,  don 
Juan  de  la  Cruz  Gaínza. 

AI  llegar  e!  día  prefijado  para  la  ejecución 
del  segundo  arrendamiento,  como  don  Juan 
de  la  Cruz  no  se  allanara  á  la  entrega  de 
la  propiedad  arrendada,  don  Pedro  Gaínxa 
interpuso  demanda  en  su  contra,  á  fin  de  que 
M  declarara  que  estaba  obligado  á  dar  cumpli- 
miento al  contrato  y  por  sentencia  de  20  de 
diciembre  de  1896  se  dió  lugar  á  la  demanda 
nn  que  don  Juan  de  la  Cruz  Gaínza  se  allana- 
ra á  la  entrega. 

Apoyándose  en  estos  antecedentes  don  Pe- 
dro Gaínza  demandó  á  don  Juan  de  la  Cruz 
con  el  objeto  de  que  se  declarase: 

"1*  Que  en  cumplimiento  de  la  recordada 
sentencia,  se  le  debe  poner  desde  luego  en  po- 
sesión del  fundo  "La  Esperanza"  á  que  ha  he- 
cho referencia; 

"2'  Que  en  subsidio,  don  Juan  de  la  Cruz 
Gafnza  debe  hacerle  entrega  inmediata  del 
mismo  fundo  paragozarlocotno  arrendatario 
por  el  término  de  nueve  años,  conforme  A  la 


hmho  del  pleito  discutido  por  Ub  partea,  lo  que  fe 
fijftba  como  base  inamovible  para  el  Tribunal  de  Ca- 
sación con  arreglo  á  las  terminantes  diHpostcioneR  de 
los  artículoH  958  y  977  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  sino  que  se  resolvía  la  cuestión  de  derecho  do 
si  don  Pedro  Gaínza,  que  había  seguido  contra  don 
Joan  de  la  GrnzGaíuM  un  juicio  ejecutivo  que  por- 
dió  y  en  que  ui  él  ni  el  depositario  del  fundo  habían 
rendido  cuenta  de  las  eotradas  habidas  durante  el 
depÓMto,  estaba  obligado  á  rendir  esa  cuenta  y  k  res- 
ponder Holidarinmente  de  Ion  perjuicion  que  se  decían 
cansados  y  de  cuya  existencia  se  manifestaba  igno- 
rante el  demandante,  agregando  que  lo  tínico  cierto 
era  que  hubo  embargo  y  por  lo  tanto  de|KMiitario, 
qnien  debía  responder  de  su  sdministnoión. 

La  apreciación  hecha  por  la  Corte  í'uprema  no  es, 
por  eso,  fundada  y  llamamos  á  este  punto  la  aten- 
ción, porque,  si  bien  es  derto  que  la  apreciatíÓH  de 
lo$  hecho»  de  la  causa  es  privativa  de  los  jneces  lla- 
mados &  fallarla  en  primera  y  segunda  instancia  y 
escapa  i  la  censurn  de  la  Corie  de  Casación,  tribuna) 
de  mero  derecho,  es  necesario  procurar  se  estables 
can  líneas  de  separación  entre  los  hechos  y  el  dere- 
cho, sin  las  cuales  se  corra  el  riesgo  de  limitar  los 
Rectos  del  reeniso  de  casacit'm  dentro  de  un  marco 


escritura  de  arrendamiento,  de  fecha  31  de  ju- 
lio de  1893,  otorgada  ante  el  notario  de  San-> 
tiago  don  Florencio  Márquez  de  la  Plata; 

"3*  Que  debe  entenderse  en  todo  caso  que 
el  término  del  arriendoempezará  el  día  en  que 
se  verifique  la  entrega; 

"4-^  Que  en  el  supuesto  de  que  por  la  resis- 
tencia opuesta  por  el  demandado  ó  la  que 
continuase  oponiendo,  no  alcanzara  á  estar 
en  posesión  de  la  propiedad  arrendada,  du- 
rante los  nueve  años  estipulados  en  el  contra- 
to, delie  indemnizarle  don  Juan  de  la  Cruz 
Gaínza  la  suma  de  cuatro  mil  pesos  por  cada 
año  de  que  le  haya  privado  6  le  prive  de  la 
posesión  del  fundo;  y 

5^  Que  además  debe  pagarle  las  costas  del 
presente  juicio." 

En  contestación  á  esta  demanda  dijo  don 
Juan  de  la  Cruz  Gaínza,  que  no  estaba  dis- 
puesto á  cumplir  el  contrato,  en  virtud  de  ha- 
b-ir  comprado  el  fundo  "La  Esperanza",  sin 
la  obligación  de  respetar  arriendos  ni  de  so- 
portar gravámenes,  ni  de  encontrarse,  por 
otra  parte,  en  ninguno  de  los  casos  previstos 
en  el  artículo  1962  del  Código  Civil.  En  con- 
secuencia, pidió  que  se  le  absolviera  de  la  de- 
manda y  que  fuera  ella  dirigida  en  contra  de 


excesivamente  reducido  y  estrecho.  Nuestra  legisla- 
ción es  más  restrictiva  que  otras  al  circnniicrihir  la 
esfera  de  acción  de  la  Corte  de  Casación  en  lo  tocan- 
te al  fallo  de  la  causa,  en  el  caso  de  anular  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Apelaciones,  puesto  qne  tiene 
que  aceptar  «el  mérito  de  los  heahi<H  tales  como  se 
han  dado  por  establecidos  en  el  fallo  recnrridoi.y  no 
le  es  permitido  tampoco,  ptirn  £sllsr  el  recurso  de 
casación,  «admitir  ni  decretar  de  oficio  para  mejor 
proveer  pruebas  de  ninguna  clase  que  tiendan  á  es- 
tablecer ó  esclarecer  loa  hechos  controvertidos»;  pero 
las  disposiciones  i  qne  nos  referimos  dejan  perfecta- 
mente á  salvo  la  acción  de  la  Corta  Huprema  en  todo 
lo  que  se  refiere  i  la  apreóamón  y  aplioación  de  la 
ley. 

Al  decir  la  sentencia  cque  no  se  ha  establecido 
eaiual  alguna  de  la  cual  aparezca  qne  el  ejecutante 
sea  solidariamente  responaaMe  de  loa  actos  del  de- 
positario nombrado  en  la  ejecoción.»  no  establece  un 
hecho  df  la  cama,  sino  qnt>  aprecie  el  derecho  que  el 
ejecutado  pueda  tener  para  hacer  responsable  al  eje- 
cutante de  tos  actos  de)  depositario  nombrado  en  el 
juicio  qne  fué  fallado  en  sn  iirntra. 

L.  C.  8. 
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la  arrendadora,  doña  María  Mercedes  Ville- 
gas de  Gaínza,  desde  que,  según  el  artículo 
1961  del  mismo  Código,  está  obligada  á  in- 
demnizar al  arrendatario. 

Bn  cuanto  á  la  sentencia  aducida  por  el  de- 
demandante, declaró  que  no  la  aceptaba,  poi^ 
que  jamás  faé  notificado  de  la  demanda  á  que 
hace  alusión  ese  fallo. 

Bn  seguida  dedujo  reconvención  fundado  en 
que  ni  bu  hermano,  don  Pedro  Gaínza,  ni  el 
depositario  del  juicio  ejecutivo,  que  su  referido 
hermano  promovió  en  su  contra,  y  que  perdió 
en  ambas  instancias,  le  han  rendido  cuenta 
del  producido  del  fundo  "La  Esperanza"  duran- 
te el  depósito.  Por  fin  pide  que  se  dicten,  en 
definitiva,  las  seis  declaraciones  que  siguen: 

"1*  Que  es  solidariamente  responsable  el  de- 
mandante de  todos  los  perjuicios  ocasionados 
por  el  depositario  aludido  ó  dependiente  del 
fundo  "La  Esperanza"  durante  todo  el  tiempo 
que  la  hacienda  de  que  se  trata  permaneció 
embargada  injustamente; 

"2^  Que  los  frutos  de  la  hacienda  embarga- 
da, que  fueron  percibidos  tanto  por  don  Pedro 
Gaínza  como  por  el  depositario  nombrado  en 
dicha  ejecaáón,  deben  regularse,  prudencial- 
mente,  en  cuatro  mil  pesos,  por  cada  año  que 
permaneció  embargada  la  hacienda  "La  Espe- 
ranza"; 

"3*  Que  debe  don  Pedro  Gaínza  solidaria- 
mente con  el  depositario,  las  treinta  mil  ca- 
rretadas de  leña  y  carbón  que  se  vendieron  á 
particulares,  previo  el  informede  un  perito  que 
las  tase  en  su  valor  ó  precio; 

"4*  Que  debe  abonarle  solidariamente  con  el 
depositario  cinco  mil  pesos  por  los  perjuicios 
que  se  le  han  ocasionado  con  el  roce  de  la  mon- 
taña virgen; 

"5*  Que  debe  abonarle  quinientas  fanegas 
de  trigo  que  quedaron  en  las  casas  de  la  ha. 
cienda  el  dfa  que  se  trabó  embargo  en  elfundo 
(te  que  se  trata; 

6*  Que  debe  abonarle  dos  mil  pesos  por  ra- 
zón de  perjuicios  por  la  casi  totalidad  de  la 
destrucción  de  las  cercas  del  fundo  "La  Espe- 
ranza", y  la  pérdida  de  las  herramientas  y  úti- 
les de  labranza  que  quedaron  el  día  en  que  se 
trabó  embargo." 

Don  Pedro  Gidnza  ha  sostenido  en  lo  refe- 
rente á  la  reconvención  que  no  le  constan  los 


hechos  sobre  producción  y  perjuicios  en  que  el 
demandado  la  funda;  que  no  lo  une  vínculo 
alguno  de  responsabilidad  al  depositario  de 
que  se  trata;  que  éste  debe  responder  de  la  ad- 
ministración del  fundo  durante  el  depósito;  y 
que,  por  lo  tanto,  debe  ser  desechada  la  recon* 
vención. 

B1  juzgado  de  Chillán,  con  fecha  20  de  no- 
viembre de  1902,  resolvió: 

Considerando: 

1'  Que  consta  del  certÍ6cado  de  inscripción 
que  corre  en  el  expediente  agregado,  que  doña 
María  Mercedes  Villegas  dió  en  arrendamiento 
á  don  Pedro  Gaínza  su  fundo  "LaEsperanza" 
según  escritura  del  31  de  julio  de  1893,  inscri- 
ta en  el  registro  respectivo  el  21  de  mayo  de 
1894,  debiendo  el  término  de  nueve  años  del 
arriendo  empezar  una  vez  que  concluyera  el 
término  del  arriendo  que  tenía  pendiente  don 
Juan  de  la  Cruz  Gaínza; 

2^  Que  el  arriendo  de  éste  terminó,  según 
la  escritura  respectiva  del  cuaderno  agregado, 
el  31  de  diciembre  de  1895; 

3^  Que  según  la  escritura  del  mismo  cuader- 
no don  Juan  de  la  Cruz  GiUnca  compró  á  su 
arrendadora  el  fundo  "La  Esperanza"  el  8  de 
marzo  de  1894^  es  decir,  mucho  tiempo  des- 
pués que  la  vendedora  había  arrendado  el  mis- 
mo fundo  á  don  Pedro  Gaínza  por  escritura 
pública,  que  se  inscribió  además  antes  que  don 
Juan  de  la  Cruz  Gaínza  inscribiera  su  escritu- 
ra de  compra,  lo  que  se  efectuó  el  9  de  junio 
de  1894; 

4^  Que  está  obligado  á  respetar  el  arriendo 
aquel  á  quien  se  trasfiere  el  derecho  del  arren- 
dador á  título  oneroaot  si  el  arrendamiento 
consta  de  escritura  pública,  como  en  el  caso  á 
que  se  refiere  este  juicio; 

5^  Que  esa  ha  sido  también  la  voluntad  de 
la  arrendadora  (madre  dd  demandante  y  del 
demandado),  según  lo  declara  en  la  escritura 
de  27  de  julio  de  1896  que  corre  en  el  expe- 
diente agregado; 

6^  Que  el  demandado  no  ha  rendido  prueba 
de  ninguna  clase  para  comprobar  su  recon- 
vención 6  los  perjuicios  que  redamo;  y 

7^  Que  no  se  ha  establecido  causal  alguna 
de  la  cual  aparezca  que  don  Pedro  G^nza  sea 
solidariamente  responsable  délos  actos  del 
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depontario  nombrado  en  la  ejecuctóa  que  ai- 
guió  contra  don  Juan  de  la  Cruz  Gaínza. 

En  conformidad  £  lo  dispuesto  en  la  ley  1*^ 
título  14  partida  3*  y  artículos  1924  número 
1»  1962  y  1698  del  Código  Civil  se  declara: 

1'  Sinluj^ar  la  reconvención;  y  2'  que  ha  lu- 
gar á  ta  demanda,  en  cuanto  don  Juan  de  la 
Cruz  Gaínza  debe  hacer  entrega  dentro  de  ter- 
cero día,  á  don  Pedro  Gaínza,  del  fundo  "La 
Esperanza"  para  que  como  arrendatario  lo 
goce  en  cumplimiento  de  lo  estipulado  en  la 
escritura  á  que  se  refiere  el  primer  consideran- 
do.—Afa/t/onac/o. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  falló: 

Talca,  lU  de  agoBtodelü03.— Vistos:  se  con 
firma  la  sentencia  apelada  de  20  de  noviem- 
bre del  año  próximo  pasado,  con  costas  del 
recurso. — M.  Montero.— J.  Herrera. — F.  Ko- 
máa  B, — L.  Orratia. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  don  Juan  de 
la  Cruz  Gaínza  el  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do. Sostiene  que  no  está  obligado  á  entre- 
gar al  demandante  el  fundo  "La  Esperanza" 
porque  no  le  afecta  el  contrato  de  arrenda> 
miento  celebrado  entre  dou  Pedro  Gaínza  y 
dona  María  Mercedes  Villegas;  y  que,  por  el 
contrarío,  afectan  á  don  Pedro  las  consecuen- 
cias del  depósito,  de  que  debe  rendirle  cuenta. 
El  contrato  citado  tiene  fuerza  obligatoria 
para  los  que  lo  celebraron,  conforme  al  ar- 
tículo 1514  del  Código  Civil,  de  donde  nacen 
las  obligaciones  que  los  afectan  personalmente 
y  entre  ellas  la  del  número  1^  del  artículo  1924 
del  mismo  Código,  bajo  la  sanción  de  los  ar- 
tículos 1926  y  1 926,  es  decir,  la  de  entregar, 
con  la  pena  de  perjuicios.  Según  el  artículo 
1548,  la  obligación  de  entregar  una  especie  6 
cuerpo  cierto  contiene  ta  de  conservarlo  hasta 
la  entrega,  con  cargo  de  indemnización.  En 
consecuencia,  don  Pedro  Gaínza  ha  debido  re- 
clamar de  su  arrendadora  el  cuerpo  cierto 
arrendado,  que  ésta  debió  conservar  hasta  el 
día  fijado  para  el  comienzo  del  contrato  j  sólo 
desde  entónces  empezaría  éste  á  producir  sus 
efectos. 

Agrcgn  el  recurrente  que  como  tercero  no  le 
afecta  la  obligación  de  respetar  el  arriendo  en 


los  casos  que  menciona  el  artículo  1962  del 
Código  Civil.  Esos  casos  son  aquellos  en  que 
el  arriendo  subsiste  á  pesar  de  extinguirse  el 
'derecho  del  arrendador,  situación  que  como 
medio  de  extinguir  el  contrato,  menciona  el 
número  3^  del  artículo  1950.  La  extinción  de 
que  se  habla  es  sin  duda  la  del  arrendamiento 
que  ha  comenzado  á  regir,  conforme  á  la  na- 
turaleza del  contrato,  deñnida  en  el  artículo 
1915,  previa  entrega  de  la  cosa 

Cuando  en  estas  condiciones  se  extingue  el 
derecho  de  arrendar,  tiene  lugar,  respecto  del 
sucesor  en  el  dominio,  lo  que  dispone  el  artículo 
1962,  del  cual  no  se  deriva  obligación  alguna 
respecto  del  recurrente  como  actual  dueño, 
porque  cuando  adquirió  el  predio  no  ejercita- 
ba en  él  derecho  de  arrendatario  el  demandan  - 
te,  pues  aún  no  le  había  sido  entregado  por  la 
arrendadora,  yno  había  vigente  otroarriendo 
que  el  que  el  recurrente  tenía  con  la  señora 
Villegas  á  la  época  de  la  compra. 

Si  no  había  entonces  ningún  arriendo  que 
respetar  al  demandante,  su  pretensión  de  que 
se  le  entregue  el  fundo,  como  está  fallado,  im- 
porta constituir  al  recurrente  en  arrendador 
directo,  obligándolo  á  la  entrega,  obligación 
que  la  ley  no  le  impone. 

Lo  expuesto  se  corrobora  con  lo  que  dispone 
el  artículo  1960,  según  el  cual,  las  indemniza- 
ciones debidas  al  arrendatario  en  caso  de  ex- 
propiación por  causa  de  utilidad  pública  se 
refieren  á  las  que  correspondan  por  el  arren- 
damiento actualmente  en  ejercicio. 

Por  lo  tanto,  el  fallo  reclamado  ha  sido  ex- 
pedido contra  las  disposiciones  legales  men- 
cionadas "y  particularmente  contra  las  rela- 
tivas al  contrato  de  arrendamiento",  y  debe 
ser  modificada! 

Expone  en  conclusión  el  recurrente:  que  ab- 
solviendo al  demandante  de  la  reconvención 
la  sentencia  reclamada  ha  contrariado  otras 
disposiciones  legales. 

En  efecto,  don  Pedró  Gafnza  designó  en  la 
ejecución  un  depositario  del  bien  embargado 
y  le  afectan  las  consecuencias  de  este  acto,  ve- 
rificado con  arregloá  las  condiciones  que  men- 
ciona el  articulo  1445  del  Código  Civil.  El 
depositario,  nombrado  con  su  consentimiento 
y  bajo  su  responsabilidad,  procedió  en  el  con- 
cepto que  establece  el  artículo  1448  y  obligó 
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á  don  Pedro  con  sus  actos,  como  si  éste  mismo 
los  ejecutara.  Y  como  e!  artículo  2229  del  mis- 
mo Código  da  derecho  al  recurrente  para  exi- 
gir la  restitución  del  depósito  con  sus  accesio- 
nes y  frutos,  y  el  2239  impone  ni  depositario 
la  prestación  de  la  culpa  leve,  y  la  responsabi- 
lidad consiguiente,  ha  carecido  de  fundamento 
el  fallo  recurrido  parn  establecer  que  no  se  ha 
sentado  causal  alguna  de  la  cual  aparezca  que 
don  Pedro  Gaínza  sea  responsable  de  los  actos 
del  depositariodel  embargo.  No  se  ha  fundado 
la  sentencia  ni  podría  fundarse  en  la  falta  de 
comprobación  de  lós  hechos  reconvenidos,  por- 
que, si  así  hubiera  sucedido,  esa  falta  no  habría 
extinguido  la  obligación,  sino  que  haría  necesa- 
ria la  rendición  de  cuentas. 

No  habiendo  el  recurrente  fundado  el  recur- 
so, en  su  rebeldía,  la  contra  parte  pidió  se  dese- 
chara la  casación  en  las  dos  causales  que  abra- 
sa, habiéndose  estimadojenl^y  enS^instancia 
que  ta  prueba  rendida  daba  mérito  para  ello, 
porque  se  trataría  de  rever  si  se  ha  probado  ó 
no  el  gravamen  del  arriendo  y  la  obligación  de 
rendir  cuentas  y  de  indemnizar,  y  el  Tribunal 
Supremo  tiene  resuelto  que  esto  no  puede  ser 
materia  de  un  recurso  de  casación. 

Las  dos  peticiones  del  recurso,  ó  son  el  efecto 
de  un  error,  ó  tienen  el  propósito  de  retardar 
el  cumplimiento  de  lo  fallado. 

Según  el  recurrente,  el  contrato  es  una  ley 
para  los  contratantes  y  el  arrendador  debe 
entregar  lacosa  y  conservarla  para  poder  cum- 
plir con  esta  obligación,  de  donde  deduce  que 
la  acción  ha  debido  dirígirse  contra  la  arren- 
dadora, ya  parala  entrega,  ya  para  la  indem- 
nización de  perjuicios. 

Si,  como  lo  dispone  el  artículo  1964  del  Có- 
digo Civil,  es  ineficaz  el  pacto  de  no  enajenar 
la  cosa  dada  en  arriendo,  y  el  arrendatario 
tiene  el  derecho  de  [lerseveraren  el  contrato,  y 
si,  según  el  artículo  1961,  el  arrendador  queda 
sustituido  por  el  comprador  en  los  casos  del 
artículo  1962,  probado  este  hecho,  como  se 
expresa  en  la  sentencia  reclamada,  no  se  divisa 
qué  fundamento  puede  tener  este  recurso.  No 
sólo  hayescriturapúblicade  arríendo  ha  dicho 
la  sentenóa,  sino  que  fué  inscripta  antes  del 
contrato  de  venta. 

Según  el  recurrente,  ha  expirado  el  arríendo 
por  el  número  3**  del  articulo  1950;  pero  no 


advierte  que  dicho  número  dice  según  las  re- 
falas (¡ue  más  adelante  se  expresarán  y  entre 
estas  reglas  se  halla  la  de  que  el  arrendador 
es  sustituido  por  el  comprador. 

La  distinción  entre  arriendo  en  ejercicio  y 
arriendo  que  no  lo  está,  es  inadmisible,  debien- 
do atendersesólo  á  si  estA  ó  no  vigente,  hecho 
reconocido  por  el  recurrente  y  estimado  pro- 
bado por  la  sentencia. 

El  argumento,  fundado  en  el  artículo  1960, 
es  adverso  al  recurso.  Ha  habido  necesidad  de 
un  precepto  especial  para  afectar  al  contrato 
de  arriendo,  se  le  da  cierto  plazo  y  se  le  asegu- 
ran indemnizaciones  especiales.  Se  modifica 
por  causa  de  mucha  urgencia  y  de  interés  ge- 
neral y  sólo  se  atiende-  a  si  está  pendiente  el 
plazo  estipulado.  Según  la  doctrina  del  recu- 
rrente, bastaría  vender  para  burlar  el  conjun- 
to de  derechos  consagrados  en  esta  materia 
por  el  Código,  al  que  se  haría  decir  al  mis- 
mo tiempo  no  vale  el  pacto  de  no  enajenar  v 
la  enajenación  sirve  para  tener  como  tw  es- 
cutas las  garantías  otorgadas  al  arrenda- 
tario. 

La  sentencia  da  por  no  probada  la  recon- 
vención; y  sin  embargo  el  recurso  pretende  ha- 
cer responsable  del  depósito  al  demandante  y 
derivar  esta  responsabilidad  de  los  artículos 
1445,  1448  y  2229  del  Código  Civil.  Para 
aplicar  de  este  modo  el  primero  sería  menester 
que  el  demandante  se  hubiera  impuesto  la  obli- 
gación que  se  le  atribuye  y  la  sentencia  dice 
que  no  se  ha  producido  la  prueba  de  tal  hecho. 
Tampoco  cabe  la  aplicación  del  artículo  1448 
porque  el  depositario  no  tenía  facultad  para 
representarlo,  y  no  puede  establecerse  que  lo 
hecho  por  éste  produzca  los  mismos  efectos 
que  si  hubiera  contratado  el  mismo  deman- 
dante. El  artículo  2229  regla  una  obligación 
del  depositario  y  el  demandante  no  ha  desem- 
peñado este  cargo,  como  lo  reconoce  el  mismo 
recurrente. 

El  señor  Ministro  ponente  dió  su  opinión  en 
los  términos  síguimtes: 

"En  los  antecedentes  relacionados  y  sobre 
los  dos  puntos  en  ellos  discutidos»  ha  tocado 
dictaminar  al  infrascripto  y  va  á  hacerlo  bre- 
vemente. 

"La  primera  cuestión  es  ésta: 

"¿Ha  debido  don  Juan  de  la  Cruz  Gabuca, 
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como  dueño,  respetar  el  contrato  de  arriendo 
celebrado  entre  don  Pedro  y  doña  María  M. 
Villegas  por  nueve  años,  que  debían  contarse 
desde  el  vencimiento  del  anterior  contrato  de 
arriendo  convenido  entre  donjuán  de  la  Cruz 
y  la  misma  señora? 

"Ajuicio  del  infrascripto,  esta  pregunta  debe 
ser  contestada  sin  vacilación  afirmativamen- 
te. Piensa  que  el  caso  está  resuelto,  por  el  ar- 
tículo 1962  del  Código  Civil,  según  el  cual,  es- 
tará obligado  á  respetar  el  arriendo  todo 
aquel  á  quien  se  transfiere  elderecho  del  arren- 
dador, &  titulo  oneroso,  si  el  arrendamiento 
hasido  contraído  por  escritura  pública;  excep* 
tuados  los  acreedores  hipotecarios,  caso  de 
excepción  de  que  ahora  no  se  trata.  El  recu- 
rrente se  ha  hecho  dueño  del  fundo  por  medio 
del  titulo  oneroso  de  la  compraventa,  yel  con- 
trato de  arriendo  se  ha  hecho  constar  por  es- 
critura pública. 

"No  requiere  la  ley,  ademas,  que  el  contrato 
haya  comenzado  á  regir,  previa  entrega  de  la 
cosa,  conforme  al  artículo  1924.  Sostener  la 
necesidad  de  este  requisito  por  anato^  de  la 
regla  del  artículo  1960,  relativa  al  caso  de  ex- 
propiación por  causa  de  urilidad  pública,  es 
asimilar  situaciones  jurídicas  distintas  y  limi- 
tar el  precepto  del  artículo  1962,  sin  que  la 
ley  autorice  esta  limitación,  como  habría  sido 
necesario  para  que  no  se  aplicase  su  texto  en 
toda  su  ampHiud.  La  arrendadora  pudo  ena- 
jenar válidamente  el  fundo;  pero  no  pudo  pri- 
var al  arrendatario  de  los  derechos  que  le 
daba  el  contrato,  si  constaba  de  escritura  pú- 
blica sin  que,  para  gozarlo,  fuera  menester  la 
entrega  previa  de  la  cosa,  que  no  es  exigida 
en  este  caso  por  el  precepto  legal. 

"Por  consiguiente,  declarando  que  el  con- 
trato de  arrendamiento  celebrado  entre  don 
Pedro  Gaínza  y  la  señora  Villegas  debe  ser 
aceptado  y  cumplido,  y  dando  como  funda- 
mento de  esta  declaración  el  precepto  del  ar- 
tículo 1962  del  Código  Civil,  la  sentencia  re- 
clamada no  ha  infringido  ni  violado  ninguna 
disposición  legal,  ni  autorizado  el  ejercicio  del 
derecho  que  confiere  el  artículo  940  del  Código 
de  Procedimiento  Civil.  Por  el  contrario,  ha 
aplicado  correctamente  el  precepto  legal  con- 
cerniente al  caso  de  esta  cuestión,  y  dado  mé- 
rito bastante  para  que,  por  este  capítulo,  se 


declare  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  don  Juan  de  la  Cruz  Gaínza. 

"En  cuanto  al  otro  capitulo  del  recurso,  el 
relativo  á  la  responsabilidad  resultante  del 
depósito  en  un  juicio  ejecutivo,  que  no  ha  sido 
reconocida  por  la  sentencia  al  desechar  la  re- 
convención, el  infrascripto  arriba  á  una  con- 
clusión idéntica:  debe  ser  á  su  juicio  también 
declarado  sin  lugar. 

"El  artículo  1445  del  Código  Civil,  que  s= 
cita  en  apoyo  de  esta  parte  de  la  casación,  es 
cierto  que  determina  cuales  son  los  cuatro  re- 
quisitos 6  condiciones  que  deben  concurrir 
para  que  una  persona  se  obligue  á  otra  por 
un  acto  ó  declaración  de  voluntad.  En  el  de- 
pósito constituido  en  la  ejecución  se  habían 
reunido  todos  esos  requisitos;  pero  le  ha  fal- 
tado al  recurrente  establecer  en  virtud  de  que 
ley  ó  de  qué  hecho  üe  ha  obligado  el  ejecutante 
con  el  depósito,  sin  lo  cual  carece  de  objeto  la 
cita  de  aquel  articulo,  ni  tiene  para  qué  ser 
aplicado  en  este  caso.  También  se  hace  valer 
el  artículo  1448,  según  el  cual,  lo  que  una  per- 
sona ejercita  á  nombre  de  otra,  estando  facul- 
tada por  ella  ó  por  ta  ley  para  representarla, 
produce  respecto  del  representado  iguales  efec- 
tos que  si  hubiere  contratado  él  mismo.  Entre- 
tanto, no  aparece  que  el  ejecutante  haya  fa- 
cultado al  depositario  para  que  lo  represente 
en  el  depósito,  ni  se  menciona  un  precepto  legal 
que  establezca  esta  representación  de  tal  suer- 
te que  se  produzca  la  consecuencia  de  que  lo 
hecho  por  el  representante  sea  lo  mismo  que 
si  hubiere  sido  hecho  por  el  representado,  por^ 
que  el  artículo  2229  á  que  se  refiere  el  recu- 
rrente, al  ordenar  que  la  cosa  depositada  debe 
restituirse  con  todos  sus  accesorios  y  frutos, 
sanciona  una  regla  que  obliga  al  depositario, 
el  cual  responde  hasta  de  la  culpa  leve,  según 
el  articulo  2239,  á  que  también  se  alude.  Am- 
bas disposiciones  son  aplicables  al  deposita- 
rio; y  no  favorecen  la  pretensión  del  recurren- 
te en  el  sentido  de  obligar  al  ejecutante,  como 
si  ejecutante  y  depositario  constituyesen  en 
el  juicio  ejecutivo  una  misma  entidad  jurídica. 

"Hay  que  tener  presente,  al  pronunciarse  so- 
bre este  recurso,  que  la  sentencia  reclamada 
ha  rechazado  la  reconvención  por  falta  abso- 
luta de  prueba,  como  se  expresa  en  el  6^  con- 
siderando, y  apreciada  la  cuestión  en  este 
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punto  bajo  este  aspecto,  dicha  apreciación 
habrá  recaído  en  una  materia  respecto  de  la 
cual  el  tribunal  sentenciador  falla  en  último 
término,  sin  que  su  resolución  pueda  ser  revi- 
sada en  grado  de  casación. 

"Concluye  el  infrascripto  opinando  que  V.  E. 
se  halla  en  el  caso  de  desechar  en  todas  sus  par- 
tes el  recurso  de  casación  en  el  fondo  ínter- 
puesto  por  don  Juan  de  ta  Cruz  Gaínza. 

"Santiago,  20  de  noviembre  de  1903.— José 

AlfottFO." 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  las  cuestiones  controvertidas  como 
litigiosas  en  este  pleito  son  dos:  la  una  rela- 
tiva á  saber  si  don  Juan  de  la  Cruz  Gaínza, 
comprador  del  fundo  "La  Esperanza",  está  ó 
noobligado  á  respetarelarriendo  quede  dicho 
fundo  celebró  la  vendedora,  doña  María  Mer- 
cedes Villegas,  á  favor  de  don  Pedro  Gaínza; 
y  concerniente  la  otra  á  sí  debe  rendir  cuenta 
este  último  de  la  administración  del  mismo 
predio,  durante  el  tiempo  que  permaneció  en 
depósito,  por  consecuencia  del  juicio  ejecutivo 
de  que  antes  se  ha  hecho  mención; 

2^  Que  la  primera  de  estas  cuestiones,  fué 
resuelta  en  sentido  afirmativo  por  la  senten- 
cia redargüida  de  casación  en  el  fondo,  tenién- 
dose, para  ello,  presente  la  regla  contenida  en 
el  artículo  1962  del  Código  Civil; 

3^  Que  este  precepto  de  la  ley  estatuye  en 
su  número  2^,  en  una  forma  lata  y  general, 
que  está  obligado  á  respetar  el  arriendo  todo 
aquel  á  quien  se  transfiere  el  derecho  del  arren- 
dador, á  título  oneroso,  ai  el  arrendamiento 
ha  sido  contraído  por  escritura  pública;  por 
cnanto  no  establece  diferencia  entre  el  arrien- 
do cuyo  periodo  de  duración  se  hallaba  pen- 
diente á  la  fecha  en  que  tuvo  lugar  la  compra- 
venta, y  el  qne  aún  no  había  empezado  á 
ejecutarse; 

4fi  Que  al  decidir  el  Tribunal  de  Apelaciones 
en  la  sentencia  cuya  casación  se  pretende,  qne 
don  Juan  de  la  Cruz  Gaínza.  debe  respetar  c1 
arriendo  otorgado  por  su  madre  doña  Mana 
Mercedes  Villegas,  á  favor  de  don  Pedro  Gaín- 
za, no  hn  violado  el  referido  artículo  1962, 
alegado  en  apoyo  del  recurso,  sino  que  al  con- 


trario, se  ajusta  en  su  decisión  á  la  letra  y  al 
espíritu  de  dicho  precepto  legal; 

5'  Que  no  pueden  reputarse  aplicables,  en 
el  concepto  de  infringidos,  los  demás  artículos 
del  Código  Civil,  invocados  en  tal  sentido  por 
el  recurrente,  en  virtud  de  lo  consignado  en 
los  anteriores  considerandos,  respecto  de  al- 
gunas de  esas  disposiciones  legales,  y  por  ca- 
recer las'otras  de  relación  y  congruencia  con 
el  punto  concreto  que  se  ventíln; 

6^  Que  tampoco  procede  el  recurso  por  la 
contravención  aducida  por  don  Juan  de  la 
Cruz  Gaínza,  como  causa  fundamental  del  re- 
curso, 6  sea,  por  haberse  pronunciado  la  sen- 
tencia de  que  recurre,  "particularmente  en 
contra  de  las  leyes  relativas  al  contrato  de 
arrendamiento";  porque  aparte  de  loqueseha 
expuesto,  no  se  ha  deducido  ese  motivo  con 
arreglo  á  las  formas  preceptivas  legales,  exi- 
gidas como  indispensables  para  la  introduc- 
ción ritual  y  admisión  del  recurso;  pues  sólo 
se  invocan  en  términos  indefinidos  las  leyes 
de  aplicación  genérica  al  arrendamiento  y  no 
se  citan  los  preceptos  de  aplicación  concreta  á 
la  cuestión  del  litigio; 

7^  Que  esta  solemnidad  de  fonna  ó  regla 
de  procedimiento,  para  la  interposición  del 
recurso  de  casación,  constituye  uno  de  los  re- 
quisitos de  que  necesariamente  ha  de  estar 
revestido  dicho  recurso,  para  que  pueda  váli- 
damente decidirse  su  admisión;  puesto  que  el 
artículo  945  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  se  expresa,  acerca  de  éstas  y  otras  cir- 
cunstancias concurrentes  á  su  introducción, 
de  una  manera  terminante  y  preceptiva; 

8^  Que  al  estimar  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Talca  y  consignar  en  su  sentencia,  que  en 
lo  que  concierne  á  la  segunda  de  las  cuestiones 
expuestas  en  el  primer  fundamento  del  pre- 
sente fallo,  que  don  Juan  de  la  Cruz  Gaínza, 
no  ha  comprobado  la  responsabilidad  solida- 
ría que  supone  afectar  á  su  hermano  don  Pe- 
dro, en  los  actos  del  depositario  del  fundo 
"La  Esperanza",  y  que  forman  la  razón  y  base 
de  su  demanda  reconvencíonal,  ha  resuelto, 
en  uso  de  sus  facultades  exclusivas,  una  cues- 
tión de  puro  hecho,  no  susceptible,  por  tanto, 
de  casación. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ellas  se  citan  y  á  lo 
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qne  ()}itpoiien  los  artículos  940,  960  y  979  del 
Cñdigo  de  Procedimiento  Civil,  ae  declara  que 
no  halugar  al  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
interpuesto  por  don  Juan  de  la  Cruz  Gaínza, 
A  quien  se  condena  en  las  costas  y  en  la  pér- 
dida, á  beneficio  fiscal,  de  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rodríguez. 
— Gabriel  Gaete.  —Leopoldo  Ürrutia.—J.  Ga- 
briel Palma  Gazmáa.—Gaíraríno  Gallardo.— 
V.  Agnirre  Vargas.  —  Leoacio  Rodrigncz,~-J. 
Bemaks. 


Revisión.— 16  de  t^osto  de  1904 
Fisco  con  Fernández  é  luglis  Lomax  y  C* 

Recurso  de  revisión.— Oosa  juzgada.— 
Haqulnaolón  fraudulenta.— Mensu- 
ra de  salitreras.  -  EfBoto  retroaotlvo. 

Doctrina:— Z,os  recursos  ó  vías  legales 
para  obtener  la  reforma,  revocación  ó 
invalidación  de  una  sentencia  deben  ser 
considerados  como  condiciones  de  su 
existencia  ó  validez^  inherentes  á  ella  y 
qne,  por  lo  mismo,  son  regidos  igualmen- 
te por  la  ley  vigente  a  la  fecha  de  su  pro- 
nunciamiento. Pronunciada  una  senten- 
cia antes  de  la  vigencia  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  y  habiendo  dicha 
sentencia,  con  arreglo  á  la  ley  29,  título 
22  de  la  Partida  3^  que  regía  en  esa  fe- 
cbBf  pasado  en  autoridad  de  cosa  jua- 
gada con  sólo  su notiñcación  álas  partes 
contendientes,  los  derechos  declarados 
por  dicha  sentencia  quedaron  ñrmes  y 
deñnitivamente  adquiridos  bajo  el  impe- 
rio de  la  ley  vigen^  á  la  sazón;  y  deja- 
rían de  ser  tales  bajo  el  imperio  de  esa 
ley  si  pudiera  ser  leformada  ó  invalida- 

SUPREMA 


da  por  medios  ó  vías  que  establece  una 
ley  nueva  y  no  admitía  la  antigua\y  por 
lo  tanto,  no  pueden  invocarse  en  su  con- 
tra las  disposiciones  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  que  ha  establecido  el 
recurso  de  revisit^n,  sin  darles  electo  re- 
troactivo. Aun  en  el  supuesto  de  que  ¡os 
medios  creados  por  la  ley  para  impug- 
nar.  un  fallo  pudieran  caliñcarae  de  reglas 
concernientes  á  la  ordenación  ó  mera  n- 
tualidad  del  Juicio  y  no  como  disposi- 
ciones que  acetan  al  fondo  del  derecho, 
tampoco  serían  aplicables  las  disposicio- 
nes de  dicho  Código,  porque  una  senten- 
cia dictada  antes  de  su  vigencia  estaría 
comprendida  dentro  de  la  excepción  del 
artículo  24  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861,  que  es  una  conñrmación  del  prin- 
cipio de  que  "la  ley  puede  sólo  disponer 
para  lo  futuro  y  no  tendrá  Jamás  efecto 
retroactivo'',  ya  que  la  sentencia  es  más 
que  una  actuación  iniciada,  es  acto  pro- 
cesal completo. 


Con  motivo  de  haberse  dictado  por  la  Corte 
Suprema  con  fecha  30  de  diciembre  de  1902 
una  sentencia  que  ordenaba  mensurar  las  per- 
tenencias salitreras  "Fortuna",  'Treinta  de 
Enero"  t  "Nueva  Tarapacá",  ubicadas  en  el 
llano  de  la  "Paciencia",  al  oriente  de  Megí- 
llones,  en  contradicción  con  otra  sentencia 
dictada  por  la  misma  Corte  con  íecha  19  de 
octubre  de  1896,  que  negó  lugar  á  dicha  men- 
sura, se  interpuso  porelDirector  del  Tesoro,  á 
nombre  del  Fisco,  recurso  de  revisión  que  se 
relaciona  y  analiza  en  el  siguiente  dictamen 
del  señor  Fiscal  don  Miguel  I/uis  Valdés  que 
preferimos  transcribir  íntegro: 

Bxcma.  Corte: 
El  Director  del  Tesoro,  en  representación 
del  Fisco,  expone  ante  V.  E.  en  la  solicitud  de 
fs.  11,  que  por  sentencia  de  16  de  febrero  de 
1896  pronunciada  por  el  juez  de  letras  de  Aa< 
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tofagasta  confirmacla  por  V.  E.  el  19  de  oc- 
tubre del  mismo  año,  se  declararon  de  domi- 
nio del  Estado  las  pertenencias  snlitreras  de- 
nominadas "Fortuna",  "Treinta  de  Enero"  y 
"Nuevo  Tarapaca",  ubicadas  en  el  llano  de  la 
Paciencia,  al  oriente  de  Megillones,  y  en  con- 
secuencia se  negó  lugar  en  todas  sus  partes  á 
la  demanda  que  había  entablado  don  Juan 
Francisco  Martínez  sobre  mensura  de  dichas 
pertenencias,  las  cuales  fueron  concedidas  por 
el  Gobernador  del  litoral  de  Antofagasta  el 
10  de  enero  de  1880  y  se  registraron  bajo  los 
números  35,  36  y  37  en  el  Registro  de  Minas 
correspondiente.  Perdi<lo  este  juicio,  Martí- 
nez resolvió  después  renovarlo  bajo  otro  nom- 
bre, contando  para  ello  con  la  complicidad 
indubitable  del  promotor  físcal  encargado  de 
la  defensa  del  Fisco,  ya  que  sin  la  connivencia 
de  ente  funcionario  no  habría  podido  tramitar- 
se de  nuevo  un  asunto  que  había  tenido  gran 
resonancia  en  Antofagasta,  porcuanto  se  tra- 
taba de  saber  si  los  tribunales  aceptarían  los 
títulos  de  [lertenencias  salitreras  ubicadas  al 
norte  del  paralelo  veinte  y  cuatro.  Al  efecto 
el  5  de  julio  de  1902  otorgó  Martínez  ante  el 
notario  de  Antofagasta  una  escritura  simu- 
lada de  cesión  de  sus  derechos  sobre  las  per- 
tenencias mencionadas  á  doña  Urbana  Fer- 
nández, en  calidad  de  retribución  de  senrícios 
prestados  por  ésta  á  la  familia  del  cedente. 
Con  esta  escritura  se  inició  el  10  de  julio  de 
1902  nueva  demanda  contra  el  Fisco  sobre 
mensura  de  tas  mismas  pertenencias;  y  el  plan 
ideado  para  apoderarse  de  la  propiedad  fiscal 
tuvo  completo  éxito,  pues  por  sentencia  de  30 
de  julio  del  mismo  año,  pronunciada  por  lo 
tanto  sólo  veinte  días  después  de  entablado  el 
juicio,  lo  que  prueba  la  complicidad  del  repre- 
sentante del  Fisco,  se  dió  lugar  á  la  demanda, 
aunque  sólo  respecto  á  la  pertenencia  "Nuevo 
Tarapacá",  porque  á  juicio  del  juzgado  el  de- 
recho de  doña  Urbana  Fernández  aparecía 
acreditado  Juicamente  sobre  dicha  pertenen- 
cia. En  la  demanda  se  procuró  inducir  en 
error,  pues  para  ubicar  las  pertenencias  se 
habló  de  "la  continuación  hacia  el  norte  de 
Aguas  Blancas".  Se  rindió  prueba  para  esta- 
blecer esta  ubicación,  y  entre  los  conside- 
randos de  la  sentencia  se  dice  que  el  ferroca- 
rril de  Antofagasta  á  Aguas  Blancas,  donde 


se  ha  probado  que  están  las  pertenencia,  no 
ha  sido  entregado  al  servicio  público.  Esta 
sentencia  ftié  coníinnada  por  V.  E.  el  30  de 
diciembre  de  1902,  con  la  declaración  de  que- 
dar aceptada  la  demanda  en  todas  sus  partes, 
y  la  confírmaáón  se  explica  si  se  atiende  A 
que,  en  la  época  en  que  se  dictó,  se  ventilaban 
en  segunda  instancia  numerosos  asuntos  de 
la  misma  naturaleza,  de  modo  que  el  engaño 
llevado  á  efecto  medíante  un  cambio  de  nom- 
bres pudo  pasar  inadvertido  fácilmente. 

El  dolo  es  manifiesto,  y  la  sentencia  que  ha 
ordenado  mensurar  las  tres  pertenencias  lia 
sido  ganada  injustamente  en  virtud  de  esta 
maquinación  fraudulenta  y  ha  sido  además 
pronunciada  contra  la  sentencia  anterior,  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  que  no 
se  alegó  en  el  juicio  en  que  aquella  recayó. 

En  consecuencia,  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  980  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  y  por  las  causales  que  esta- 
blecen los  números  3  y  4  de  dicho  artículo, 
entabla  á  nombre  del  Fisco  el  recurso  de  revi- 
sión contra  la  sentencia  de  segunda  instancia 
áe  30  de  diciembre  de  1902,  y  pide  que  V.  E. 
anule  en  todo  dicha  resolución,  declarando 
que  no  debe  seguirse  nuevo  juicio. 

A  solicitud  del  Director  del  Tesoro  y  de 
acuerdo  con  lo  prescripto  en  el  artículo  983 
del  mismo  Código,  mandó  V.E.  enplazar  pura 
estainstanciaá  los  expresados  don  Juan  Fran- 
cisco Martínez  y  doña  Urbana  Fernández.  A 
petición  de  estañltima  se  decretó  asimismo  la 
citación  de  los  señoreF  Inglis  Lomax  y  C*,  ce- 
sionarios de  los  derechos  de  la  señora  Fernán- 
dez sobre  las  pertenencias  en  cuestión. 

Los  señores  IngKs  Lomax  y  Compañía  se 
han  hecho  parte  en  el  juicio  y  han  pedido  á  fo- 
'as  23  que  se  declare  improcedente  el  recurso. 

En  cuanto  á  la  primera  causal  invocada, 
dicen  que  el  n'ámero  3' del  artículo  980  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  en  que  ella  se  fun- 
da, exije  que  la  existenciadel  cohecho,  violencia 
ú  otra  maquinación  fraudulenta  haya  sido 
declarada  por  sentencia  de  término.  De  consi- 
guiente el  Director  del  Tesoro,  al  interponer  el 
recurso,  ha  debido  acompañar  copia  de  la  sen- 
tencia ejecutoriada  que  declare  la  existencia  de 
la  maquinación  fraudulenta  á  que  se  alude,  ó 
al  menos  citar  esa  sentencia.  Nada  de  esto  se 
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ha  hecho  ni  podría  hacerse,  puesto  que  no  se 
lia  seguido  ningún  juicio  en  que  tal  decla- 
ración pudiera  haber  recaído.  Tampoco  ha 
usado  el  Director  del  Tesoro  del  derecho  que 
acuerda  el  articulo  981  del  Código  citado,  pues 
no  ha  hecho  presente  nt  ha  insinuado  siquiera 
que  exista  pendiente  algún  juicio  de  la  natu- 
raleza indicada. 

Con  respecto  á  la  segunda  causal,  dicen  que 
es  efectivo  que  la  sentencia  recurrida  se  dictó 
contra  otra  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada y  qne  no  se  alegó  en  el  juicio  en  que  la 
sentencia  firme  recayó;  pero  también  lo  es  que 
contra  ese  falto  dictado  antes  de  la  vigencia 
del  Código  de  Procedimiento,  no  procede  el 
recurso  de  revisión  creado  posteriormente  por 
dicho  Código. 

La  sentencia  cuya  revisión  se  pide  fué  dicta* 
da  con  fecha  30  de  diciemlnv  de  1902,  es  decir 
bajo  el  imperio  de  la  antigua  legislación  proce. 
sal,  la  cual  sólo  daba  contra  una  sentencia  de 
segunda  instancia  el  recurso  de  nuKdad  esta- 
blecido por  la  ley  de  1'  de  marzo  de  1837.  El 
artículo  2^  de  esta  ley,  en  el  número  10,  conce- 
día el  recurso  en  el  caso  de  haberse  fallado  en 
segunda  instancia  sobre  cuestión  acerca  de  la 
cual  hubiere  recaído  sentencia  pasada  ya  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  y  el  artículo  4^ 
daba  al  litigante  agraviado  el  plazo  fatal  de 
cinco  días  contados  desde  la  notificación  de  la 
sentencia,  para  interponer  el  recurso.  Según 
consta  de  autos,  notificada  el  mismo  día  la 
sentencia  de  30  de  diciembre  de  1902,  trascu- 
rrió el  plazo  legal  sin  que  se  interpusiera  por 
la  parte  del  Fisco  el  recurso  de  nulidad  que  la 
ley  le  concedía,  y  sólo  con  fecha  22  de  diciem* 
bre  de  1903,  es  decir  casi  un  año  después,  se  ha 
presentado  invocando  el  recurso  de  revisión, 
recurso  creado  por  una  ley  posterior  á  la  fecha 
en  que  dicha  sentencia  adquirió  la  fuerza  in- 
conmovible de  la  cosa  juzgada,  con  arreglo  á 
la  ley  vigente  al  tiempo  de  sn  pronunciamien< 
to.  La  parte  agraviada,  por  olvido  ó  por  negli- 
gencia, noejercitó  el  único  recurso  que  procedía 
contra  esa  sentencia,  y  esta  omisión  importa 
una  verdadera  aceptación  de  lo  resuelto  é  im- 
pide en  todo  caso  ejercitar  el  recurso  de  revi- 
sión introducido  posteriormente  en  nuestra  le- 
gislación. 

Pero  aunque  asi  no  fuera,  el  hecho  es  que  se 


pretrade  atacar  una  sentencia  por  medio  de  un 
recurso  que  no  existía  á  la  época  en  que  fué 
pronunciada,  es  decir  que  se  pretende  hacer 
regir  el  Código  de  Procedimiento  Civil  desde 
una  fecha  anterior  á  su  promulgación  6,  en 
otros  términos,  se  quiere  dar  á  la  ley  efecto 
retroactivo.  Porque  si  bien  el  Código  establece 
en  términos  generales  que  puede  interponerse 
el  recurso  en  el  plazo  de  un  año  contado  desde 
la  fecha  de  la  última  ootifícación  de  la  senten- 
cia recurrida,  es  ante  todo  necesario  que  la 
sentencia  sea  susceptible  de  tal  recurso,  que 
éste  haya  existido  cuando  ella  se  pronunció. 
Lo  contrario  seria  dar  vida  á  una  institución 
de  derecho  desde  una  fecha  anterior  á  su  naci- 
miento. 

No  se  trata  en  este  caso  de  aplicar  inmedia- 
tamente una  ley  de  procedimiento,  sino  de 
destruir  ó  alterar  retroactivamente  derechos 
adquiridos  al  amparo  de  una  sentencia  firme, 
que  creaba  una  situación  jurídica  inamovible; 
y  tal  pretensión  es  contraría  á  la  regla  del 
artículo  9'  del  Código  Civil,  según  el  cual  '"la 
ley  puede  sólo  disponer  para  lo  futuro  y  no 
tendrá  jamásefecto  retroactivo".  Elpríncipio 
de  que  la  ley  rige  para  el  porvenir  debe  enten- 
derse en  el  sentido  de  que  no  puede  cambiar, 
modificar  ó  snprímir  los  derechos  adquiridos 
antes  de  su  vigencia. 

Tampoco  seria  de  ningún  modo  aplicable  al 
caso  la  disposición  del  artículo  24  de  la  ley 
de  7  de  octubre  de  1861,  según  la  cual  las  le- 
yes concernientes  á  la  sustanciación  y  rituali- 
dad de  los  juicios  prevalecen  sobre  las  ante- 
riores desde  la  fecha  en  que  deben  principiar  & 
regir,  porque  este  precepto  no  se  refiere  á  to- 
das las  leyes  procesales  en  general,  sino  única- 
mente á  las  que  reglan  la  simple  tramitación 
del  juicio,  ó  sea  á  las  qne  los  tratadistas  de- 
signan con  la  denominación  de  ordinatoriu 
litis,  sin  comprender  las  que  afectan  al  fondo 
del  derecho  cuestionado,  las  cuales  se  conocen 
con  el  nombre  de  decisoria  litis,  aunque  se 
hallen  incorporadas  en  un  Código  de  Proce- 
dimiento; y  A  esta  última  categoría  pertene- 
cen sin  duda  alguna  las  disposiciones  que  per- 
miten, en  ciertos  casos,  atacar  por  medio  de 
la  revisión  los  derechos  adquiridos  por  una 
sentencia  firme. 

Dicen  por  fin  que  esta  doctrina  ha  sido  ya 
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sancionada  por  ta  jurisprudencia  de  V.  E., 
pues,  por  sentencia  de  14  de  noviembre  de 
1903,  recaída  en  un  juicio  seguido  entre  don 
Diego  A.  Sutil  y  P,  Corbeaux  y  dcL-laró 
V.  E.  sin  lugar  el  recurso  de  revisión  deducido 
contra  una  sentencia  definitiva  de  segunda 
instancia  dictada  el  27  de  octubre  de  1902, 
en  un  caso  enteramente  igual  al  prraente.  En 
consecuencia,  aplicando  la  misma  doctrina  al 
actual  recurso,  este  debe  ser  también  dese- 
chado. 

Respondiendo  por  su  parte  doña  Urbana 
Fernández  y  don  Juan  Francisco  Martínez,  se 
han  limitado  á  adherirse  á  la  defensa  hecha 
por  losseñores  Inglis  Lomax  y  C*. 

En  este  estado,  y  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  983  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  ha  servido  V.  B.  requerir 
el  dictamen  del  Fiscal. 

Como  se  ve,  la  cuestión  capital,  por  decirlo 
ari,  que  domina  la  solución  de  este  asunto,  es 
la  relativa  á  ta  procedencia  del  recurso  de  re- 
visión, atendidas  la  fecha  de  la  sentencia  recu- 
rrida y  la  en  que  principió  á  regir  la  ley  que 
estableció  dicho  recurso. 

Y  para  entrar  en  el  estudio  de  esta  materia, 
hay  que  comenzar  por  eliminar  del  debate  el 
primer  aspecto  en  que  coloca  la  cuestión  la 
defensa  de  los  señores  Inglis  Lomax  y  C*. 
Después  de  desestimar  ésta  la  causal  fundada 
en  la  existencia  de  una  maquinación  fraudu- 
lenta, por  no  cumplir  con  las  condiciones  que 
requiere  para  su  admisibilidad  el  número  3^ 
del  artículo  980  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  sostiene  que  la  segunda  causal,  6  sea  la 
de  haberse  dictado  dicha  resolución  contra 
otra  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
pudo  deducirse  como  fundamento  del  recurso 
de  nulidad  que  establecía  la  ley  vigente  al 
tiempo  de  su  pronunciamiento,  pues  la  reco- 
nocía como  tal  el  número  10  del  articulo  2^ 
dé  la  ley  de  1^  de  marzo  de  1837.  Y  como  el 
representante  fiscal  dejó  trascurrir  el  plazo  ' 
que  concedía  el  artículo  4' de  la  misma  ley  sin 
interponer  el  recurso,  debe  entenderse  renun- 
ciado el  derecho  de  atacar  dicha  sentencia  por 
aquel  vicio;  é  importando  esta  renuncia  la 
extinción  del  derecho  así  abandonado,  no  pue- 
de estimarse  que  éste  haya  revivido  por  la 
circunstancia  de  haberse  dictado  con  poste- 


rioridad una  ley  que  acepta  la  misma  causal 
como  fundamento  de  un  nuevo  recurso. 

Esta  doctrina,  en  apoyo  de  la  cual  se  cita  la 
resolución  dictada  por  V.  E.  el  14  de  noviem- 
bre del  año  último  en  el  juicio  de  Sutil  con  Cor- 
beaux, carece  de  aplicación  al  caso  actual, 
pues  no  es  efectivo  que  contra  la  sentencia 
actualmente  recurrida  hubiera  podido  inter- 
ponerse el  recurso  extraordinario  de  nulidad 
establecido  por  la  ley  de  1'  de  marzo  de  1837; 
y  para  convencerse  de  ello  basta  observar  ([ul- 
dicha  sentencia  fué  pronunciada  por  V,  H.  y 
que  el  artículo  22  de  esa  ley  no  daba  recurso 
de  nulidad  contra  las  sentencias  pronunciadas 
por  la  Corte  Suprema.  No  tiene,  pues,  valor 
en  esta  oportunidad  la  argumentación  funda- 
da en  la  renuncia  tácita  y  consiguiente  extin- 
ción del  derecho  de  atacar  aquella  sentencia 
por  la  causal  ya  dicha,  puesto  que  no  ha  po- 
dido renunciarse  un  derecho  que  no  se  ha  te- 
nido. 

Hay,  por  lo  tanto,  que  considerar  este  nego- 
cio bajo  un  punto  de  vista  en  que  no  se  colocó 
la  sentencia  recaída  en  aquel  otro  asunto,  ni 
c1  dictamen  fiscal  que  la  precedió. 

Este  aspecto  es  el  de  una  simple  cuestión  de 
i-etroactividad,  pues  se  trata  sólo  de  averi- 
guar si  procede  el  recurso  de  revisión  creado 
por  el  Código  de  Procedimiento,  contra  una 
sentencia  que  había  cansado  ejecutoria  antes 
de  la  vigencia  de  dicho  Código,  pero  respecto 
de  la  cual  no  había  trascurrido  añn  el  plazo 
que  éste  concede  para  la  interposición  de  aquel 
recurso.  En  términos  más  concretos,  se  trata 
de  resolver  si  una  sentencia  dictada  y  notifi- 
cada el  30  de  diciembre  de  1902  ha  podido  ser 
atacada  por  medio  del  recurso  de  revisión  es- 
tablecido por  el  Código  de  Procedimiento,  que 
entró  en  vigencia  el  l^de  marzo  de  1903,  siem- 
pre que  el  recurso  se  haya  interpuesto  dentro 
del  año  contado  desde  la  primera  de  las  fechas 
indicadas. 

"La  ley —dice  el  artículo  9'  del  Código  Civil- 
puede  sólo  disponer  para  lo  futuro,  y  no  ten- 
drá jamás  efecto  retroactivo."  Este  precepto 
fundado  enelrespeto  que  merecen  los  derechos 
legítimamente  adquiridos,  no  es  más  que  la 
consagración  de  un  principio  juridícoconstan- 
temente  observado  é  incorporado  en  todas  las 
legislaciones  modernas.  Pero  esta  regla,  si  bien 
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sencilla  en  su  enunciación,  presenta  á  menudo 
graves  dificultades  en  cnanto  á  su  aplicación 
práctica,  como  quiera  que  todos  los  actos  ju- 
rídicos noseperfeccionan ycumplen  bajo  el  im- 
perio de  la  legislación  que  les  dió  vida.  Sucede, 
por  el  contrario,  que  muchos  actos  incoados 

6  derechos  nacidos  al  amparo  de  una  ley,  se 
desarrollan,  ejecntan  6  aplican  durante  la  vi- 
gencia de  otra  ley  nueva  que  modifica  la  ante- 
rior. De  este  conflicto  de  legislaciones  surgen 
graves  y  complicadas  cuestiones  de  derecho, 
tan  delicadas  á  veces  como  suele  ser  tcnuey  de 
difícil  pertxpción  la  línea  divisoria  entre  el  de- 
recho adquirido  y  la  mera  expectativa,  que  es 
la  base  adoptada  por  la  jurisprudencia  y  por 
la  legislación  positiva — artículo  7^  de  la  ley  de 

7  de  octubre  de  1861— para  la  solución  de  ta. 
les  problemas. 

La  dificultad  no  existe,  sin  embargo,  tra- 
tñndose  de  la  situación  jurídica  creada  por 
una  sentencia  ejecutoria.  El  derecho  declarado 
en  juicio  por  sentencia  de  término,  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  tiene  evidentemen- 
te todo  el  valor  y  eficacia  de  un  derecho  ad- 
quirido, tanto  más  digno  de.  respeto  cuanto 
que  á  la  fuerza  que  le  da  la  ley  une  la  que 
emana  de  la  autoridad  judicial  que  lo  ha  defi- 
nido y  consagrado.  La  eficacia  de  un  fallo  de 
esta  naturaleza  y  ta  situación  de  derecho  que 
el  establece  no  pueden,  pues,  ser  alteradas  por 
medios  ó  recursos  creados  posteriormente  por 
la  ley.  Ello  importaría  violar  el  principio  de  la 
irretroactividad  en  la  forma  más  peligrosa, 
puesto  que  atacar  la  estabilidad  y  firmeza  de 
las'  decisiones  judiciales  legalmente  ejecuto- 
riadas, es  destruir  una  de  las  bases  más  sóli- 
das del  derecho  de  propiedad  y  aún  del  orden 
social. 

Este  respeto  á  las  sentencias  que  han  ad- 
quirido fuerza  ejecutoria  bajo  una  legislación 
anterior  se  encuentraadmitido  como  doctrina 
inconcusa  por  los  tratadistas  que  se  ocupan 
de  la  materia.  Sus  opiniones  se  hallan  citadas 
y  condensadas  con  admirable  claridad  por 
Pascual  Piore  en  su  estudio  crítico  y  de  le^s- 
lación  comparada  sobre  la  "Irretroactividad  e 
Interpretación  de  las  Leyes",  del  cual  la  defen- 
sa de  los  señores  IngKs  Lomax  trascribe  algu- 
nos pasajes  quesehace,  por  lo  tanto,  innecesa- 
rio reproducir  aquí.  Bastará,  en  consecuencia. 


referirse  á  la  parte  3*  de  dicha  obra  y  en  espe- 
cial al  capítulo  6^,  donde  aparecen  citados  los 
autores  cuyas  opiniones  se  extractan  y  las  re- 
soluciones judiciales  que  las  sancionan. 

Nuestro  Código  Civil  consagra  también  im- 
plícitamente la  misma  doctrina.  Dice  en  efecto 
el  inciso  2"  del  artículo  9',  citado  anterior- 
mente: "Sin  embargo,  Ina  leyes  que  se  limiten 
á  declarar  el  sentido  de  otras  leyes,  se  enten- 
derán incorporadas  en  éstas;  pero  no  afecta- 
rán en  manera  alguna  los  efectos  de  las  sen- 
tencias judiciales  ejecutoriadas  en  el  tiempo 
intermedio". 

Si  las  ánicas  leyes  á  las  cuales  el  legislador 
atribuye  efecto  retroactivo  no  tienen,  según 
el  mismo,  poder  suficiente  para  afectar  las 
sentencias  judiciales  ejecutoriadas,  menos  po- 
drán tenerlo  las  demás  leyes  á  las  cuales  se  les 
niega  expresamente  la  retroactividad.  Y  para 
dar  al  precepto  que  se  analiza  toda  su  impor- 
tancia hay  que  tener  presente  que  la  [aplica- 
ción de  la  ley  interpretativa,  desde  la  vijencia 
de  la  ley  interpretada,  no  constituye  propia- 
mente un  efecto  retroactivo,  sino  una  conse- 
cuencia necesaria  del  carácter  de  aquella  ley, 
la  cual  no  se  dicta  en  sustitución  de  otra  y 
para  crear  una  situación  nueva,  sino  que  tie- 
ne por  objeto  reiterar  la  voluntad  del  legisla- 
dor ya  manifestada,  aclarando  su  sentido.  Y 
si  á  pesar  de  todo  el  mismo  legislador  ha  di- 
cho que  estos  preceptos  declarativos  no  pue- 
den alterar  ni  tocar  las  sentencias  ejecutorias, 
es  porque  ha  querido  llevar  el  respeto  por  la 
cosa  juzgada  á  sus  mas  ámplios  límites. 

La  doctrina  y  la  jurisprudencia  sancionan 
asimismo  esta  regla  de  nuestra  legislación  po- 
sitiva. En  efecto,  la  notable  obra  titulada 
"Pandectas  Francesas.  Nuevo  repertorio  de 
doctrina,  de  legislación  y  de  jurisprudencia", 
dice  al  respecto  en  el  tomo  17,  v.  "Cosa  Juz- 
gada", página  525,  números  1469  y  1474,  lo 
siguiente:  "En  fin,  una  ley,  sin  tener  efecto  re- 
troactivo, no  puede  modificar  la  cosa  ante- 
riormente juzgada.  Y  esta  modificación  no 
puede  siquiera  producirse  por  una  ley  inter- 
pretativa, aún  cuando  de  ella  resulte  que  la 
sentencia  había  aplicado  mal  la  ley  interpre- 
tada. El  efecto  de  la  nueva  ley  debe  redurirse 
á  las  contiendas  futuras  ó  por  lo  menos  pen- 
dientes; extenderlo  á  las  sentencias  ya  irrevo- 
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cables  sería  dar  á  la  le;  un  efecto  retroactivo 

que  no  puede  admitirse".  En  apoyo  de  esta 
teoría  se  citan  numerosas  sentencias  de  los 
tribunales  franceses  y  la  opinión  de  los  juris- 
consultos Merlín  y  Demolombe. 

Es  cierto,  sin  embargo,  que  las  reglas  jene- 
rales  sobre  irretroactividad  sufren  alguna  mo- 
dificación tratándose  de  las  leyes  de  procedi- 
miento, las  cuales,  por  ser  reputadas  como  de 
orden  público,  se  considera  comúnmente  que 
deben  aplicarse  inmediatamente  á  las  situacio- 
nes jurídicas  ya  producidas  6  que  emanen  de 
actos  verificados  antes  de  su  promulga- 
ción. 

La  ley  de  7  de  octubre  de  1861  contiene  con 
relación  á  esta  materia  la  disposición  del  ar- 
tículo 24,  que  dice:  "Las  leyes  concernientes  á 
la  snstanciación  y  ritualidad  de  los  juicios 
prevalecen  sobre  las  anteriores  desde  el  mo- 
mento en  que  deben  empezar  á  regir.  Pero  los 
términos  que  hubiesen  empezado  á  correr  y  las 
actuaciones  y  diligencias  que  ya  estuvieren 
inidadfls  se  regirán  por  la  ley  vigente  al  tiem- 
po de  su  iniciación." 

Para  dar  a  este  precepto  su  recta  y  genuina 
aplicación  no  es  del  caso  entrar  aquí  en  el  es- 
tudio minucioso  de  la  distinción  3' clasificación, 
generalmente  aceptada  por  los  tratadistas,  de 
las  dos  categorías  ú  órdenes  de  leyes  procesa- 
les, conocidas  con  la  denominación  de  deciso- 
Hay  ordinatoría litis; por  cuanto  es  indudable 
que  pertenecen  á  esta  última  categoría  las 
disposiciones  del  título  32  del  libro  3'  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  que  establecen  y 
reglamentan  el  recurso  de  revisión,  ó  sea  el  re- 
medio extremo  que  concede  la  ley  para  rescin- 
dir una  sentencia  injusta  y  por  determinadas 
causales  de  dolo  6  fraude.  Se  trata,  pues,  de  dis- 
posiciones que  miran  exclusivamente  al  orden, 
regularidad  y  pureza  de  los  procedimientos  ju- 
diciales, y  no  al  fondo  del  derecho  cuestiona- 
do. Nos  encontramos,  por  lo  tanto,  en  presen- 
cia de  "leyes  con'*erniente8  á  la  sustanciación 
y  ritualidad  át  los  juicios",  como  dice  el  ar- 
tículo 24  ya  citado  de  la  ley  del  61,  á  las  cua- 
les debe  por  lo  mismo  aplicarse  de  lleno  la  re- 
gla que  en  él  se  contiene.  La  cuestión,  entonces, 
queda  reducida  á  fijar  el  alcance  de  esa  regla, 
esto  es,  á  determinar  si  según  ella  la  nueva 
ley  ordiuatoria  litis  puede  extender  sus  efectos 


á  los  aetos  procesales  definitivamente  termi* 
nados  antes  de  su  vigenda. 

Responde  desde  luego  que  no  el  texto  mis- 
mo del  artículo  24  que  se  analiza.  Establece,  en 
efecto,  esta  disposición  que  la  ley  procesal  rige 
in  acta,  y  agrega  en  seguida:  "Pero  los  térmi- 
nos que  hubiesen  empegado  A  correr  y  las  ac- 
tuacicncsy  diligencias  que  ya  estuvieren  ini- 
ciadas se  regirán  por  la  ley  vigente  al  tiempo  de 
su  iniciación".  Se  ve,  pues,  que  por  más  que  el 
legislador  ha  querido  dar  á  la  ley  procesal,  en 
cuanto  al  tiempo,  efectos  más  amplios  que  los 
acordados  á  la  ley  sustantiva,  no  ha  podido 
menos  de  sustraer  de  su  alcance  los  actos  pro- 
cesales empezados  6  iniciados  antes  de  su  vi- 
gencia. ¿Cabría  entonces  la  suposición  de  que 
el  mismo  legislador  haya  querido  someter  al 
imperio  de  la  ley  nueva  las  actuaciones  y  aún 
los  procesos  completa  y  definitivamente  ter- 
minados con  anterioridad?  Evidentemente  no. 
Estos  actos,  respecto  de  los  cuales  la  ley  no 
ha  hecho  excepción  alguna  y  en  que  ni  siquie- 
ra se  ha  ocupado,  se  rigen  plenamente  por  la 
disposición  del  artículo  9"  del  Código  Civil,  se- 
gún el  cual  "la  ley  puede  sólodisponer  para  lo 
futuro,y  no  tendrá  jamás  discto  retroactivo". 

En  igual  sentido  se  pronuncian  también  la 
doctrina  y  la  jurisprudencia. 

Fiore,  en  la  obra  citada  más  arriba  (Sección 
3.*,  "de  la  retroactividad  é  irretroactividad 
de  las  leyes  de  procedimiento  en  los  juicios  ci- 
viles", capítulo  I,  que  trata  de  los  "principios 
generales  acerca  de  la  autoridad  de  las  leyes 
nuevas  de  procedimiento",  pág.431)  dice  que 
el  principio  aceptado  comúnmente  de  que  las 
leyes  de  procedimiento  son,  por  regla  general, 
retroactivas,  significa  que  éstas  extienden  su 
autoridad  á  los  derechos  adquiridos  antes 
su  promulgación,  lo  mismo  que  á  los  que  lo 
fueren  después,  y  que  "deben,  por  lo  tanto,  ser 
aplicadas  para  regular  el  procedimiento  co- 
menxado  antes  de  empezará  regir  la  ley  nae- 
ra,  y  en  cuanto  á  los  que  tengan  principio 
después  no  pueden  dejar  de  estar  sometidos  á 
ella,  sino  en  determinados  casos."  Y  agrega 
en  seguida  que  "por  el  principio  general  de  de- 
recho, del  respeto  á  los  derechosereados.  ne- 
cesario es  también  aceptar  que  la  nueva  ley 
procesal  no  puede  viciar  sin  injustificada  re- 
troactividad los  derechos  nacidos  mediante 
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un  acto  de  procedimiento  acabado  y  com- 
pleto*'. 

Más  adelante,  en  el  capítulo  11  de  la  misma 
Sección,  que  se  ocupa  de  la  "teoría  del  derecho 
creado  en  materia  de  procedimiento",  página 
447,  se  expresa  así:  "De  lo  que  ahora  debemos 
ocupamos  principalmente  es  del  acto  procesal 
propiamente  dicho,  el  cual,  cuando  se  halla 
terminado  bajo  el  imperio  de  una  le^slaci6n, 
puede  constituir  el  título  ("el  acto",  dice  la 
versión  española)  adquisitivo  de  un  derecho, 
es  decir,  el  acto  en  virtud  del  cual  se  viene  á 
adquirir  na  derecho  perfecto,  que  no  puede  ser 
desconocido  por  la  lej  posterior  sin  incurrir 
en  retroactividad.  Esto  debe  admitirse  en  to- 
dos cuantos  casos  hayan  adquirido  las  partes, 
en  virtud  de  un  acto  procesé  completo,  el 
derecho  de  hacer  seguir  los  demás  actos  del 
procedimiento  ó  el  de  derivar  determinadas 
consecuencias  jurídicas  de  dicho  acto  procesal. 
Preciso  es,  ante  todo,  reconocer,  como  lo  hizo 
observar Merlín,  que  un  acto  de  procedimiento 
consumado  y  completo  bajo  el  imperio  de  una 
legislación  debe  ser  reputado  jurídicamente 
eficaz  en  armonía  con  las  disposiciones  de  la 
legislación  vigente  al  tiempo  de  ser  consuma- 
do, y  que  debe  considerársele  como  un  hecho 
jurídico  cuya  eficacia  no  puede  ser  destruida 
por  una  ley  nueva  sin  incurrir  en  retroactiví- 
dad." 

Por  fin,  en  el  capítulo  V,  que  trata  especial- 
mente "de  la  autoridad  de  los  sentencias  pro- 
nunciadas antes  de  entrar  en  vigor  la  !ey 
nueva",  página  479,  se  contienen  los  diversos 
pasajes  que,  en  apoyo  de  la  misma  teoría, 
transcribe  la  defensa  de  la  parte  recurrida,  y 
que  por  este  motivo,  como  se  dijo  más  arriba, 
se  considera  inoficioso  reproducir  aquí. 

Carré,  en  su  obra  titulada  Las  Lejes  de  Pro- 
cedimiento Civil,  tomo  I,  página  9,  dice:  "De- 
ben respetarse  los  derechos  adquiridos  con  an- 
terioridad á  la  publicación  de  una  ley;  pero  á 
esto  se  limita  únicamente  el  principio  de  la  no 
retroactividad.  Este  puede,  por  lo  tanto,  con- 
siderarse como  extraño,  por  decirlo  así,  A  las 
leyes  de  procedimiento,  las  cuales  se  limitan 
en  general  á  prescribir  los  medios  de  conservar 
6  recuperar  los  derechos  de  las  partes,  sin  te- 
ner, en  cuanto  al  fondo,  ninguna  influencia 
sobre  tales  derechos,  respecto  de  los  cuales  el 


juez  sólo  st  pronunciaen  virtud  de  las  disposi- 
ciones anteriorra  que  les  conciernen.  En  conse- 
cuencia, estas  leyes  deben  ejecutarse  desde  el 
momento  de  su  publicación  aun  en  los  proce- 
sos comenzados  con  aateriorídadf  en  otros 
términos,  que  son  precisamente  los  de  una  sen- 
tencia del  6  de  Fructidor  del  año  IX,  "todo  lo 
que  toque  á  la  instrucción  de  los  asuntos,  con 
tal  que  éstos  no  se  hallen  terminados,  se  regla 
según  las  formas  nuevas,  sin  contrariar  el  prin- 
cipio de  la  no  retroactividad,  que  nunca  se  ha 
aplicado  sino  al  fondo  del  derecho". 

Por  último  las  "Pandectas  Francesas"  To- 
mo 37,  V.  "JLeyes  y  Decretos"  número  481, 
dicen  lo  siguiente:  "De  un  modo  general,  si  en 
principio  las  leyes  de  procedimiento  son  obli- 
gatorias á  partir  de  su  promulgación,  esto  es, 
en  la  inteligencia  de  que  la  aplicación  de  la  ley 
nueva  no  tenga  por  resultado  violar  un  dere- 
cho adquirido  bajo  el  imperio  de  la  antigua 
ley,  y  de  que  los  actos  de  procedimiento  con- 
sumados sean  respetados." 

De  todo  lo  expuesto  se  sigue,  pues,  que  el 
Código  de  Procedimiento  Civil  no  es  aplicable 
á  los  juicios  6  actos  procesales  terminados 
antes  de  su  vigencia,  y  que,  por  lo  tanto,  el  re- 
curso de  revisión  que  crea  y  reglamenta  dicho 
Código  no  puede  comprometer  la  eficacia  de 
una  sentencia  dictada  y  ejecutoriada  bajo  el 
imperio  de  la  antigua  legislación  procesal. 

En  consecuencia,  el  fiscal  estima  que  V.  E. 
se  ha  de  servir  declarar  improcedente  el  recur- 
so de  revisión  interpuesto  á  nombre  del  Fisco 
contra  la  sentencia  firme  dictada  por  V.  B.  el 
30  de  diciembre  de  1902,  á  que  se  refiere  este 
dictamen. 

Para  el  caso  de  que  esta  conclusión  no  fuera 
acogida  por  V.  E.,  el  infrascripto  pasa  á  ma- 
nifestar suscintamente  su  opinión  en  cuanto  á 
la  admisibilidad  de  las  dos  causales  en  que  se 
funda  dicho  recurso. 

Se  hace  consistir  la  primera  en  la  maquina- 
ción fraudulenta  que  se  dice  realizada  por  don 
Juan  Francisco  Martínez,  para  renovar  bajo 
otro  nombre  y  mediante  una  cesión  simulada 
de  sus  derechos,  eljuicioque  ya  había  perdido, 
sobre  mensura  de  tres  pertenencias  salitreras, 
y  en  el  cohecho  6  complicidad  del  promotor 
fiscal  que  aceptó  ó  toleró  la  renovación  del  jui- 
cio. Se  trata  por  lo  tanto  de  un  caso  regido 
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por  el  número  3' del  artículo  980  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  elcnal  sólo  admite 
como  motivo  bastante  para  rescindir  una  sen- 
tencia firme,  el  cohecho,  la  violencia  ú  otra 
maquinaóón  fraudulenta,  aiya  existencia  hu- 
biese sido  declarada  por  sentencia  de  término. 
Entretanto,  el  representante  fiscal  no  ha  exhi- 
bido ni  insinuado  «quiera  que  exista  ningún 
fallo  que  tal  declaración  contenga.  Tampoco 
ha  usado  del  derecho  que  concede  el  inciso  3^ 
del  artículo  981  del  mismo  Código  para  el 
caso  de  encontrarse  pendiente  el  juicio  dirigido 
á  la  comprobación  del  dolo.  £n  consecuencia, 
no  cumpliendo  esta  primera  causal  con  loa  re- 
quisitos que  la  ley  exige  para  su  admisibili- 
dad, debe  ser  desechada. 

La  segunda,  6  sea  la  que  consiste  en  haberse 
pronunciado  la  sentencia  impugnada  contra 
otra  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  y 
que  no  se  alegóen  el  juicioen  que  aquella  reca- 
yó, se  encuentra  debidamente  fundada,  como 
lo  reconoce  explícitamente  la  defensa  de  la 
parte  recurrida.  La  sentencia  de  30  de  didem- 
brc  de  1902,  que  manda  mensurar  las  tres 
pertenencias  salitreras  á  que  ella  se  refiere,  es 
directamente  contraria  ¿la  que  había  dictado 
V.  E.  el  19  de  octubre  de  1896,  negando  lugar 
&  la  mensura  de  las  mismas  pertenencias.  Este 
fallo  del  año  1896  era  ejecutorío  y  producía 
exce])ción  de  cosa  juzgada  en  el  juicio  en  que 
recayó  la  sentencia  de  1902,  por  cuanto  entre 
ambas  instancias  existía  identidad  legal  de 
personas,  identidad  de  la  cosa  pedida,  é  iden- 
tidad de  la  causa  de  pedir.  En  efecto,  con  rela- 
ción al  derecho  litigado,  don  Juan  Francisco 
Martínez,  que  figuró  como  demandante  en  el 
primer  juicio,  es  legalmente  la  misma  persona 
que  su  cesionaria  doña  Urbana  Fernández, 
que  litigó  en  el  segundo.  La  cosa  pedida  y  liti- 
gada fué  siempre  la  mensura,  ó  sea  el  derecho 
á  constituir  título  definitivo  sobre  tres  perte- 
nencias salitreras  perfectamente  individualiza- 
zadas.  Por  último,  la  causa  de  pedir,  el  funda- 
mento inmediato  del  derecho  deducido  en  uno 
y  otro  jnido,  consistió  en  la  concesión  de  esas 
tres  pertenencias  hecha  por  la  autoridad  ad- 
ministrativa de  Antofagasta  el  10  de  enero  de 
1880  y  en  su  inscripción  en  el  registro  de  mi- 
nas correspondiente,  quedando  así  reducida  la 
cuestión  resuelta  en  las  respectivas  sentencias 


de  término,  á  apreciar  la  eficacia  y  validez  de 
estos  actos  invocados  como  titulo  para  la  ad- 
quisición de  la  propiedad  salitrera.  Y  en  cuan- 
to á  la  circunstancia  de  no  haberse  alegado  la 
cosa  juzgada  en  el  segundo  juicio,  que  es  el 
otro  requisito  exigido  para  la  admisibilidad 
del  recurso  por  el  número  4^  del  artículo  980 
ya  citado,  también  es  efectiva,  y  se  compruc 
ba  con  el  examen  del  respectivo  expediente  que 
corre  agregado. 

Por  tanto,  en  la  hipótesis  contemplada  más 
arriba,  de  que  V.  E.  considere  que  la  circuns- 
tancia de  haberse  dictado  y  ejecutoriado  la 
sentencia  recurrida  antes  de  principiar  á  regir 
el  Código  de  Procedimiento  Civil,  no  obsta  á 
la  procedencia  del  recurso  de  revisión  inter- 
puesto conforme  A  las  disposiciones  de  este 
Código,  el  fiscfli  cree  que  V.  E.  habría  de  re. 
chazar  la  primera  de  las  causales  invocadas  y 
aceptar  la  segunda.  En  tal  caso  procedería 
anular  dicha  sentencia  y  declarar,  con  arreglo 
al  artículo  985  del  mismo  Código,  que  no  debe 

seguirse  nuevo  juicio  Santiago,  9  de  junio  de 

1904.-Mi>w//,if»i  Valdés. 

La  Corte: 

Considerando: 

1''  Que  la  sentenciarecnrrida  fué  pronunciada 
y  notificada  á  las  partes  el  30  de  diciembre  de 
1902,  esto  es,  bajo  el  imperio  de  la  legislación 
procesal  anterior  al  Código  de  Procedimiento 
Civil; 

2^  Que  dicha  sentencia  no  era  susceptible  de 
apelaáón,  ni  podía  tampoco  ser  atacada  i>or 
medio  del  recurso  extraordinario  de  nnlidad  es- 
tablecido por  la  ley  de  1'  de  marzo  de  1837;  y 
portanto,  en  conformidad  ála  ley  29,  título 22, 
partida  3^  que  regía  en  esafecha,  pasó  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada  por  sólo  su  notificación  á 
las  partes  contendientes; 

3^  Que  los  derechosdeclaradospordicha sen- 
tencia, quedaron  asi  firme  ó  definitivamente  ad- 
quiridos bajoel  imperio  de  la  ley  vigente  al  tiem- 
po en  queaqneUa8epronuncí6;ydej&ríandeser 
tales  derechos  adquiridos  bajoel imperiodeesa 
ley  si  elfalloquelosestablecióyqueseidentifica 
con  ellos  y  constituye  su  título  declaratorio,  pu- 
diera ser  reformado  ó  invalidado  por  los  medios 
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ó  TÍas  que  establece  una  nueva  ley,  y  que  no  ad- 
mitía la  anterior; 

4*  Que  el  recurso  de  revisión  ha  sido  creado 
por  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  esto  es- 
por  una  ley  procesal,  que  sólohaentradoenvi, 
j;or  meses  después  de  ejecutoriado  el  fallo  contra 
el  cual  se  opone.  Es  evidente,  en  consecuencia, 
que  no  pueden  invocarse  las  disposiciones  de 
aquel  Código,  sin  darles  efecto  retroactivo, 
para  juzgar  del  valor  de  este  fallo; 

5'  Que,  prescindiendo  de  lo  expuesto  y  aún  en 
la  hipótesis  de  que  la  sentencia  de  que  se  reclama 
no  hubiera  adquirido  la  calidad  de  ejeaitoria 
antes  de  comenzar  á  regirel  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  no  cabe  duda  de  queelderechode 
pedir  la  reíorma  o  anulación  de  una  sentencia, 
por  los  medios  que  sanciona  la  ley  vigente  á  la  fe- 
cha desu  pronunciamiento,  .es  un  derecho  propio 
y  creado  bajo  el  imperio  de  esta  ley  y  recíproca- 
mente el  derecho  de  exigirquenoseaatacadoel 
fallo,  por  medios  establecidos  con  posteriori- 
dad, es  también  un  derecho  propio  y  creado  baio 
el  imperio  de  aquella  ley.  Por  consiguiente,  la 
ley  nueva,  sin  tener  el  carácter  de  retroactiva, 
no  podría  impedirelejeruicio  délos  primeros,  ni 
autorizar  la  aplicación  de  los  segundos; 

6'  Que  por  otra  parte,  los  recursos  ó  vías  le- 
gales para  obtener  la  reforma,  revocación  ó  in- 
validación de  una  sentencia  deben  ser  conside- 
rados como  condiciones  de  su  existencia  ó  vali- 
dez, inherentes  á  ella  y  que,  por  lo  mismo,  de 
ben  ser  regidos  igualmente  por  la  ley  que  do- 
mina la  sentencia; 

7'  Que,  aún  en  el  supuesto  de  que  los  medios 
creados  por  laley  paraimpugnar  un  fallo  pudie- 
ran calificarse  de  reglas  concernientes  á  la  orde- 
nación ó  mera  ritualidad  del  juicio,  y  no  como 
disposiciones  que  afectan  al  fondo  del  derecho, 
tampoco  serían  aplicables  las  disposiciones  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  &  la  cuestión 
que  se  ventila,  porque  estaría  comprendido  el 
caso  en  la  excepción  que  consignaelartículo24- 
de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861,  según  la  cual 
"los  términos  que  hubiesen  empezado  á  correr 
y  las  actuaciones  y  dilijencias  que  ya  estuvie- 
ren iniciadas  se  regirán  por  la  ley  vigente  al 
tiempo  de  su  iniciación." 

Conforme  á  esta  regla  de  excepción,  que  en 
realidad  no  es  sino  confirmación  del  principio 
deque  "In  lev  puede  sólo  disponer  para  lo  futu- 


ro y  notendrájamásefectoretroactivo"Iaaen- 
tencta,  que,  considerada  en  sí,  es  más  que  actua- 
ción iniciada  ponjue  es  acto  procesal  completo, 
crea  el  derecho  de  ser  regida  por  las  disposicio- 
nes de  la  ley  existente  al  tiempo  en  que  se  ex- 
pidió. 

8'  Que  el  recurso  interpuesto  á  nombre  del  Fis- 
co ese!  de  revisión,fundadoen  tas  causales  délos 
números  3'y  4'  del  artículo  980  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  como  literalmente  se  ex- 
presa en  el  escrito  defs,  11,  en  que  aparece  for- 
mulado. 

9*^  Que,  siendo  tan  definidos  ó  expresos  sus  tér- 
minos, no  cabe  transformarlo  y  todavía  sin  soli- 
citud de  parte,  en  el  recurso  de  retractación  ó  !«• 
vocación  de  la' sentencia  que  se  pretende  existía 
bajo  el  imperio  de  la  legislación  procesal  ante- 
rior, acerca  de  cuya  procedencia  no  han  podido 
discutir  los  interesados,  y  que  aún  admitiendo 
hipotéticamente  la  identidad  de  sus  causales 
con  las  de  revisión,  seria  en  todo  caso  distinto 
por  su  tramitación  y  por  los  tribunales  llama^ 
dos  á  conocer  de  él. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  el  articulo  9* 
del  Código  Civil,  se  declara  improcedente  el  re- 
curso de  revisión  formulado  en  el  escrito  de  fs.  11 
contralasentenciaáquedichoescríto  se  refiere. 

Publíquese,  devuélvanse  los  expedientes  tri- 
dos á  la  vista. 

Redactada  por  el  señor  Saavedra.  Acordada 
contra  el  voto  del  señor  Ministro  FósterReca- 
barren,  que  porlasrazonesqueconsignaenelli- 
bro  de  acuerdos,  estuvo  por  dar  lugaral recur- 
so.—Z,eopo/rfo  Urrutia. — V.  Aguim  V.—Cárlos 
Varns.—Abel  Saavedra— B.  Fóster  Recabé» 
rren.~A.  Vergara  Albaao. — Alejo  Fernández* 


Cas.  CÍV.—25  de  junio  de  1904 
Salas  con  Salas 

Testamento.  -  Nulidad.  Solemnidad 
de  su  leotura;  mención  de  ella.— 
Cláusula  agregada  después.  —  Oosa 
Juzgada. 

Doctrina:— ATo  existe  disposición  hg&l 
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algaaa  que  prescriba  en  qué  parte  del 
testamento  debe  hacerse  la  mención  de 
la  solemnidad  de  la  lectura.  Es  válida  en 
consecuencia,  la  agregación  de  unn.  cláu- 
sula testamentaria  después  del  certiñca- 
do  del  notario  que  da  le  de  la  forma  r 
solemnidades  con  qae  se  otorgó  el  testa- 
mento. 

Esta  agregación  no  desvirtúa  la  ñierza 
de  las  aseveraciones  que  este  certificado 
contiene,  ni  aón  en  lo  concerniente  á  que 
el  testamento  fué  todo  él  leído  en  alta 
voz  por  el  notario  autorizante,  antes  de 
ser  firmado  y  á  presencia  del  testador  y 
testigos. 


Don  Nicanor  Opazo  en  representación  de  su 
esposa  doña  Rosa  Luisa  Salas,  dedujo  deman* 
da  en  contra  de  la  sucesión  de  don  Remigio 
2^  Salas,  á  fin  de  que  se  declarara  nulo  el  tes- 
tamento otorgado  por  éste  el  10  de  diciembre 
de  1898  ante  el  notario  don  Florencio  Már- 
quez de  la  Plata.  En  apoyo  de  la  misma  cita 
los  artículos  1015  y  1017  del  Código  Civil  y 
agrega:que tratándose  de  testamentos,  delien 
cumplirse  rigurosamente  todas  las  formalida- 
des que  la  ley  exige,  so  pena  de  nulidad,  por 
la  naturaleza  misma  de  estos  actos;  que  debe 
hacerse  mención  expresa  en  el  testamento  del 
cumplimiento  de  estas  formalidades,  ya  que 
no  sería  posible  probar  por  otros  medios  que 
por  el  testamento  mismo  su  observancia;  que, 
consecuente  con  este  principio,  el  Código  ha 
establecido  la  disposición  del  artículo  1701; 
que,  en  armonía  con  este  precepto,  debe  apa- 
recer en  el  mismo  testamento  la  constancia  de 
haberse  cumplido  los  requisitos  legales,  por- 
que no  es  lícito  valerse  de  ningún  medio  pro- 
batorio para  hacer  comprobaciones  de  esta 
clase;  que,  aplicando  estos  principios  al  testa- 
mento en  cuestión,  es  fácil  observar  que  en  él 
no  han  sido  respetados,  por  lo  que  está  vicia- 
do de  nulidad  absoluta,  conforme  á  los  ar- 
tículos 1026  y  1682  del  Código  Civil,  pues  la 
ngregnción  de  unn  cláusnla  después  del  certi- 
ficado del  notario  demuestra  que  no  se  hicie* 


ron  saber  al  notario  y  testigos  todas  las  dis- 
posiciones que  ñguran  en  el  testamento  de  don 
Remigio  2'  Salas,  que  no  se  efectuó  todo  en 
un  mismo  acto  y  en  presencia  de  las  mismas 
personas,  ni  que  haya  sido  íntegramente  leí- 
do; que  el  cumplimiento  de  las  solemnidades 
legales  respecto  de  la  última  cláusula  era  par- 
ticularmente importante  por  lo  .mismo  que 
ella  tiende  á  destruir  las  disposiciones  consig- 
nadas con  anterioridad  en  el  testamento;  pero 
en  él  no  hay  constancia  de  que  se  cumpliera 
con  ninguno  de  los  requisitos  de  que  ha  he- 
cho mención. 

Concluye  pidiendo,  en  mérito  de  las  con- 
sideraciones aducidas,  que  en  definitiva  se 
declare  nulo  el  testamento  en  cuestión  y,  al 
efecto,  deduce  su  demanda  en  contra  de  la  su- 
cesión de  don  Remigfio  2'  Salas,  representada 
por  don  Víctor  Salas,  en  su  carácter  de  alba- 
cea  y  guardador  de  la  menor  Juana  Elena  del 
Carmen  Salas  y  por  la  señora  viuda  dona 
Sara  Andrade. 

Don  Víctor  Salas,  contestando  por  su  par- 
te dicha  demanda  en  representación  de  la  me- 
nor doña  Juana  Elena  del  Carmen  Salas,  ex- 
pone que  el  testamento  objetado  no  contra- 
viene á  ninguna  prohibición  legal  y  cumple 
con  todas  las  formalidades  que  se  requieren 
para  la  validez  de  tales  instrumentos,  por  lo 
cual  es  perfectamente  válido;  que  la  falta  de 
mención  de  una  formalidad  no  implica  que 
ella  no  haya  sido  llenada  y  que  debe  admitir- 
se cualquier  medio  de  prueba  encaminado  á 
establecer  el  cumplimiento  de  dicha  formali- 
dad, sobre  todo  tratándose  de  formalidades 
cuya  mención  expresa  la  ley  no  la  exige;  que 
dado  lo  expuesto,  á  él  le  es  lícito  probar  el 
cumplimiento  de  la  formalidad  que  ha  dado 
base  á  la  demanda;  que,  por  otra  parte,  á 
quien  incumbe  propiamente  la  prueba  es  al 
demandante  y  no  á  él,  pues  la  ley  presume  vá- 
lido un  instrumento  público  que  aparece  re- 
vestido de  las  formalidades  necesarias;  que  los 
artículos  1701  y  1709  á  que  alude  el  conten- 
dor, no  tienen  aplicación  en  el  presente  caso, 
puesto  que  no  falta  el  instrumento  público,  ni 
se  trata  tampoco  de  adicionar  ó  modificar  un 
acto  ó  contrato  que  ha  debido  constar  por 
escrito;  que  estando  íi  su  favor  esta  pre- 
sunción tle  validez  el  la  opone  desde  luego  co- 
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uio  excepeióu  á  la  acción  entablada;  que  si 
hubiera  nulidad  absoluta  como  se  afirma  en 
la  demanda,  ella  habría  sido  declarada  por  al- 
gún tribunal,  pues  el  testamento  en  cuestión 
ha  andado,  para  otras  gestiones,  por  diver- 
sos tribunales  y  ninguno  de  ellos  ha  hecho  se- 
mejante declaración  de  nulidad  como  han  de- 
bido hacerlo,  según  lo  mandado  en  el  artículo 
1683  del  Código  Civil;  que  debe  tenerse  pre- 
sente que,  tratándose  de  formalidades  Jas  hay 
esenciales,  las  cuales  deben  constar  en  el  tes- 
tamento para  que  ¿ste  en  realidad  exista; 
pero  que  también  hay  requisitos  extemos  ó 
formalidades  cuja  mención  expresa  no  es  ne- 
cesaria por  no  exigirlo  la  ley,  y  á  esta  catego- 
ría pertenece  la  lectura  en  el  testamento  abier- 
to de  c]ue  trata  el  artículo  1017  del  Código 
Civil;  que  el  articulo  1026  del  Código  expre- 
sado al  declarar  nulo  el  testamento  en  (]ue  se 
ha  omitido  algún  requisito  ó  formalidad  se 
refiere  precisamente  á  los  requisitos  conside- 
rados por  la  ley  como  esenciales  y  cuya  men- 
ción expresa  en  el  testamento  ella  la  exige; 
que  en  cuanto  á  la  afirmación  que  se  base  en 
la  denianila  de  que  no  hay  constancia  si  se 
cumplió  ó  nú  con  la  disposición  del  artículo 
1015  del  Código  Civil,  ella  no  es  exacta,  pues 
e!  testador  hizo  sabedores  de  sus  disposicio- 
nes al  escribano  y  testigos;  que  la  manera 
como  el  testador  ha  cumplido  con  una  forma- 
lidad tan  esencial  no  tiene  importancia  algu- 
na, ya  que  la  ley  no  ha  establecido  al  respec- 
to ninguna  fórmula  sacramental;  que  para  el 
caso  bastaba  con  que  el  escribano  y  testigos 
supiesen  que  se  trataba  de  un  testamento, 
pues  se  sabe  que  este  tiene  por  objeto  dispo- 
ner de  los  bienes  para  después  de  los  días  del 
otorgamiento;  que  del  testamento  y  certifica- 
do puesto  en  él  por  el  notario  autorizante,  se 
desprende  qae  se  llenaron  todos  los  requisitos 
contenidos  en  el  artículo  1015  del  Código  Ci- 
vil; que  con  referencia  al  requisito  de  la  lectu- 
ra, él  fué  cumplido  no  obstante  la  negativa  del 
demandante,  pues  el  certificado  del  notario 
autorizante,  habla  de  que  todo  él  fué  leído  en 
la  forma  prescrípta  por  el  artículo  1017  del 
Código  Civil;  que  esta  formalidad  fué  cumpli- 
da á  pesar  de  no  pertenecer  ella  á  la  categoría 
de  las  esenciales,  es  decir,  de  aquellas  respecto 
de  las  cuales  debe  dejarse  mención  expresa  de 


que  han  sido  cumplidas;  que  la  mención  ex- 
presada de  que  se  han  cumplido  ciertas  for- 
malidades es  indiferente  hacerla  al  principio, 
al  fin  ó  al  medio  del  testamento  por  no  existir 
ninguna  disposición  legal  que  señale  cierto  or- 
den á  este  respecto;  que  el  hecho  de  que  á  veces 
se  anticipe  la  mención  de  alguna  solemnidad 
es  consecuencia  de  la  misma  facultad  que  la  ley 
concede  al  testador  para  que  escriba  su  testa- 
mento en  uno  ó  más  actos  y  que  lo  tínico  esen- 
cial en  estos  casos  es  que  los  agregados  se  ha- 
gan antes  de  las  firmas,  que  lo  que  hízo  el  tes- 
tador señor  Salas,  no  fué  otra  cosa  que  usar  de 
esa  facultad,  pues  habiendo  entregado  su  tes- 
tamento al  notarío,  este  funaonarío  puso  el 
certificado  de  costumbre,  y  cuando  volvió  el 
testador  con  los  testigos,  se  agrególa  cláusula 
que  sigue  al  certificado,  hecho  lo  cual  se  pro- 
cedió á  la  lectura  de  todo  él;  que  para  acredi- 
tar la  efectividad  de  su  afirmación  ofrece  el 
testimonio  del  notario  autorizante  y  testigos, 
prueba  que  espera  le  sea  admitida  á  pesar  de 
las  protestas  del  demandante;  que  le  extraña 
mucho  que  recién  ahora  el  señor  Opazo  alegue 
la  nulidad  de  este  testamento  siendo  que  él 
mismo  lo  ha  hecho  valer  en  una  serie  de  ac- 
tuaciones judiciales;  que  las  mismas  gestiones 
hechas  por  el  señor  Opazo  basadas  en  este 
testamento  han  importado  una  aceptación 
tácita  de  él  por  su  parte  y  han  importado 
también  una  renuncia  á  cualquiera  acción 
que  tienda  á  anularlo,  renuncia  perfectamente 
aceptable  dado  lo  dispuesto  en  el  artículo  12 
del  Código  Civil.  Concluye  pidiendo  que  con 
el  mérito  de  las  alegaciones  anteriores,  no  se 
dé  lugar  á  la  demanda. 

Doña  Sara  Andrade  v.  de  Salas  evacuando 
por  su  parte  el  traslado  de  la  demanda,  ex— ~ 
presó:  que  como  permanecerán  inalterables 
sus  derechos  á  la  sucesión  de  su  esposo  don 
Remigio  Salas  cualquiera  que  sea  el  resulta- 
do de  la  contienda,  espondrá  sus  fundamentos 
brevemente  y  con  toda  imparcialidad  y  agre- 
ga: que  al  morir  su  esposo  dejó  dos  hijos  legí- 
timos y  á  ella  como  tercer  cónyuge  sobrevi- 
viente; que  luego  que  se  obtuvo  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia  de  su  finado  esposo  se 
procedió  á  la  partición,  teniendo  en  vista  el 
testamento  cuya  nulidad  se  persigue  y  concu- 
rñcndo  á  ella  el  interesado  don  Nicanor  Opa- 
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zo,  actual  demandante;  que  le  extraña  niucliu 
que  redéii  ahora  se  demande  la  nulidad  de  es- 
te testamento,  siendo  que  el  mismo  deman- 
dante promovió  antes  un  pleito  basándose  en 
él;  que  una  declaratoria  de  nulidad  del  testa- 
mento acarrearía  también  la  nulidad  de  una 
de  suscláusulas  que  por  sentencia  judicial  aca- 
ba de  ser  reconocida  como  válida;  que  el  que 
no  se  haga  mención  de  la  lectura  del  testamen- 
to no  es  causal  para  pedir  la  nulidad,  pues  el 
artículo  1017  no  la  exige,  y  que  si  se  duda  del 
cumplimiento  de  esta  formalidad,  pueden  ren- 
dir las  pruebas  necesarias  á  fin  de  establecerlo, 
lo  cuiü  sería  muy  sencillo  en  el  caso  presente. 
Concluye  solicitando  que  no  se  dé  lugar  á  la 
demanda. 

Por  un  otrosí  de  su  escrito  de  contestación, 
la  señora  Andrade  pide  se  notifique  al  deman- 
dante y  al  representante  de  la  otra  parte  de- 
mandada, don  Víctor  Salas,  haciéndoles  saber 
que  pueden  eliminarla  en  el  juido,  ya  que  nin- 
gún interés  tiene  en  él,  á  lo  cual  se  dió  lugar 
ai  no  se  hacía  oposición  en  el  término  de  ter- 
cero día.  Como  no  se  dedujere  oposición,  la 
señora  Andrade  no  ha  sido  tenidacomo  parte. 

Replicando  el  demandante  sostiene  los  ar- 
gumentos ya  expuestos  en  la  demanda  y  agre- 
ga, respecto  de  la  contestación  del  albacea  y 
curador  señor  Salas:  que  de  ningún  modo  es 
admisible  la  división  que  hace  este  señor  entre 
requisitos  esenciales  y  no  esenciales  en  el  tes- 
tamento, pnes  si  se  aceptara  la  doctrina  del 
señor  Salas,  tal  como  él  la  plantea,  sería  muy 
sencillo  probar  que  se  ha  cumplido  con  tal  ó 
cnal  solemnidad,  aunque  en  realidad  ella  no 
hubiese  sido  observada,  valiéndose  de  dos  tes- 
tigos cualesquiera;  que  además  de  esto,  el  exa- 
men de  ciertas  disposiciones  legales  prueba  la 
falsedad  de  esta  doctrina;  que  lo  esencial  del 
requisito  no  emana  de  la  declaración  que  haga 
la  ley,  sino  de  su  misma  naturaleza,  y  que  se- 
gún eso,  son  requisitos  esenciales  los  expresa- 
dos en  los  artículos  1015  y  1017  del  Código 
Civil,  requisitos  garantidos  por  la  disposición 
del  artículo  1026  del  mismo  Código;  que  el 
onas  probaarii  pertenece  en  este  caso,  no  á  él 
como  lo  pretende  el  demandado,  sino  á  éste  ya 
que  por  sostener  que  se  trata  de  un  testamen- 
to solemne  debe  probar  que  existe  tal  testa- 
mento por  reunir  todos  los  requisitos  legales; 


que  la  alegación  del  demandado  de  que  los 
tribunales  no  hayan  declarado  de  oficio  la  nu- 
lidad absoluta  de  que  se  trata  no  tiene  fuerza 
alguna,  pues  ello  significaría  simplemente  que 
no  la  han  notado,  y  por  otra  parte,  se  trata- 
ría en  este  caso  nada  mñs  que  del  ejercicio  de 
una  facultad  discrecional  y  no  del  cumpli- 
miento deuna  obligación;  que  en  cuanto  al  cer- 
tificado del  notario  autorizanteque aparece  en 
el  testamento,  y  á  que  eUlemaniIndo  da  tanta 
importancia  para  justificar  el  cumplimiento 
de  la  formalidad,  su  examen  prueba,  por  el 
contrario,  que  ella  fué  omitida  como  ya  lo 
dijo  en  su  escrito  de  demanda;  que  no  es  más 
feliz  la  idea  del  demandado  de  creer  que  laexis- 
tencia  de  las  firmas  atestigua  que  el  testa- 
mento fué  otorgado  en  debida  forma,  pues  de 
su  examen  es  imposible  inferir  esta  conclusión; 
que  respecto  de  la  renuncia  que  ha  hecho  de 
su  acción,  según  don  Víctor  Salas,  no  hay  tal 
renuncia,  porque  por  una  parte,  las  renuncias, 
así  como  las  donaciones,  no  se  presumen,  y, 
por  otra,  él  gestiona  en  representación  de  los 
derechos  de  su  mujer,  así  es  que  para  que  fuera 
válida  la  renuncia  necesitaría  de  autorización 
judicial;  que  también  debe  tenerse  presente 
que  el  ejercido  de  una  acción  no  implica  la  re- 
nuncia de  otras,  como  que  no  hay  disposidón 
legal  que  determine  órden  alguno  á  este  res- 
pecto. 

Refiriéndose  en  seguida  á  la  contestación 
de  la  señora  Andrade,  agrega:  que  la  argu- 
mentadón  de  esta  señora  se  reduce  A  oponer 
como  excepción  una  sentenda  recaída  en  un 
juido  que  motivó  una  de  las  cláusulas  de  este 
testamento  y  en  el  cual  se  discutió  si  era  ó  no 
válida  una  institudón  de  albacea  fidudario, 
que  la  excepción  de  cosa  juzgada  alegada  por 
la  señora  Andrade,  no  es  procedente  por  no 
cumplir  los  requisitos  que  la  cosa  juzgada 
delje  llenar. 

Duplicando  don  K.-imón  Meneses  Silva  por 
dona  Juana  Elena  Satas,  sostiene  á  su  vez  los 
argumentos  ya  expuestos  en  la  contestación 
á  In  demanda,  insistiendo  especialmente  en 
que  no  es  necesario  para  la  validez  del  testa- 
mento abierto  que  se  consigne  expresamente 
la  circunstancia  de  que  fué  leído;  que  al  no  exi- 
girlo la  ley  ello  no  fue  una  omisión  del  legisla- 
dor, pues  en  el  proyecto  del  año  184(j  se  exi- 
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¿Ul  esta  constancia  y  postenorinente  se  supri- 
mió; que  debe  además  tenerse  presente  que  en 
ciertos  casos  es  imposible  caniplir  con  el  re- 
quisito de  la  mencióa,  como  ocurríiía  en  un 
testamento  cerrado,  en  cuyo  caso  sería  lícito 
eraplear  cualquier  medio  de  prueba,  cosa  que 
ha  ocurrido  en  la  práctica;  que  la  cita  que  el 
demandante  hace  de  tos  artículos  1011, 1701, 
1708  y  1709  del  Código  Civil  para  establecer 
que  la  prueba  ordinaria  es  inadmisible,  no 
tiene  valor,  pues  ninguna  de  esas  disposicio- 
nes es  aplicable  al  caso  presente.  Para  com- 
probar la  doctrina  que  ha  venido  sosteniendo 
cita  diversas  sentencias  expedidas  por  varios 
de  nuestros  tribunales. 

Con  fecha  30  de  junio  de  1903  el  juzgado 
resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  la  excepción  de  cosa  juzgada  alegada 
por  los  demandados  carece  de  base  legal,  por 
cuanto  no  concurren  las  condiciones  esencia- 
les á  la  misma,  esto  es,  identidad  en  la  cosa, 
en  la  acción  y  en  las  personas; 

2^  Que  no  gestionando  el  demandante  señor 
Opazo  á  su  propio  nombre  sino  en  el  de  su  mu- 
jer doña.  Rosa  Luisa  Salas,  no  es  aceptable  que 
por  el  hecho  de  haber  formulado  con  anterio- 
ridad al  presente  juicio  el  que  alude  el  deman- 
dado don  Víctor  Salas  en  su  escrito  de  contes- 
tación, aceptó  el  testamento  de  su  suegro  y 
renunció  á  demandar  su  nulidad,  ya  quL>  sólo 
pueden  renunciarse  los  derechos  conferidos  por 
la  ley  con  tal  que  sólo  miren  al  ínteres  indivi- 
dual del  denunciante,  y  que  no  esté  prohibida 
su  renuncia,  circunstancias  que  no  se  reúnen 
en  el  presente  caso,  por  tratarse  de  derechos 
no  del  señor  üpazo,  como  se  ha  expresado, 
sino  de  su  mujer,  y  porque  tal  renuncia  tendría 
el  carácter  ó  alcance  de  repudiación  de  dichos 
derechos,  la  que  no  puede  llevarse  á  cabo  sin 
autorización  judicial  con  conocimiento  de 
causa; 

3^  Que  el  examen  atento  del  testamento  im- 
pugnado, es  insuficiente  para  dar  por  estable- 
cido con  entera  certidumbre  si  fué  ó  no  cum- 
plida la  formalidad  de  lectura  de  todo  él,  ya 
que  el  certificado  del  notario  autorizan  te  inser- 
to en  el  mismo,  expresa  que  ha  sido  todo  él 
leido  y  luego  después  se  sirve  de  expresiones 


que  establecen  ideas  que  no  se  armonizan  con 
lo  expuesto  poco  antes  en  el  mismo; 

4'  Que  no  proporcionando  el  testamento  en 
cuestión  la  certidumbre  necesaria  para  formar 
juicio  en  uno  ú  otro  sentido,  se  ha  hecho  pre- 
ciso rendir  prueba  testimonial  sobre  el  hecho 
controvertido,  medio  probatorio  que,  aunque 
impugnado  por  la  parte  demandante  por  esti- 
marlo improcedente  en  el  caso  en  debate,  debe 
ser  acogido,  ya  que  no  existe  disposición  legal 
alguna  que  le  excluya,  cuanto  más  que  ella  no 
sr  hizo  extensiva  sino  al  notario  autorizante 
del  testamento  de  f.  1  y  testigos  instrumenta- 
les del  mismo; 

5'^  Que  con  el  mérito  de  la  prueba  testimo- 
nial rendida  por  el  demandado  y  áque  se  alude 
en  el  considerando  anterior,  se  establece  sufi- 
cientemente que  todo  el  testamento  corriente 
en  copia  á  f.  1  fué  leído  en  alta  voz  por  el  nota- 
rio autorizante  y  que  el  certificado  estampado 
en  él  por  dicho  notario  constatando  esa  parti- 
cularidad, alude  á  todo  el  expresado  testa- 
mento, lo  cual,  por  otra  parte,  se  presta  á  acep- 
tar de  los  términos  mismos  de  dicho  testa- 
mento, si  se  atiende  al  hecho  de  que,  luego 
después  de  la  última  cláusula  del  mismo  viene 
la  firma  del  testador,  testigos  y  notario  auto- 
rizante, quien  expresa  en  el  certificado  aludido 
que  todo  él  fué  leído  en  alta  voz  antes  de  ser 
firmado; 

6^  Que  del  contenido  del  testamento  citado 
y  prueba  testimonial  rendida  por  el  demanda^ 
do,  se  desprende  claramente  que  se  dtó  cum- 
plimiento en  su  otorgamiento  á  las  formalida- 
des exigidas  en  elartfculolOlS  yfina1dell017 
del  Código  Civil; 

79  Qae  el  demandante  no  ha  producido  an- 
tecedente alguno  que  dé  margen  para  estimar 
que  se  han  omitido  en  el  otorgamiento  del  tes- 
tamento las  formalidades  á  que  alude  en  su  de- 
manda y  que  sirven  de  fundamento  ála  misma; 

8'  Que  aún  aceptado  el  hecho  que  la  certifi- 
cación del  notario  autorizante  en  orden  á  la 
lectura  del  testamento  en  cuestión  no  com- 
prendiera la  parte  de  él  que  viene  á  continusp 
ción  de  dicho  certificado,  y,  en  consecuencia, 
que  se  ha  omitido  expresar  en  dicho  testamen- 
to esa  particularidad,  ello  no  seria  suficiente 
para  declarar  lanulidad  del  mismo,  ya  que  no 
es  necesario  mencionar  la  circunstancia  apun- 
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tada  para  su  validez,  bastando  sólo  que  apa- 
rezca otorgado  con  las  formalidades  exigidas 
por  la  ley,  ja  que,  cuandoéata  ha  querido  que 
así  se  haga,  lo  ha  dispuesto  expresamente;  y 

9'  Que  según  aparece  del  testamento  en  re- 
ferencia, en  su  otorgamiento  se  han  cumplido 
todas  las  formalidades  exigidas  por  la  ley, 
por  lo  cual  tiene  en  su  favor  una  presunción 
legal  de  validez  que  corresponde  destruir  á  la 
parte  que  pretende  alcanzar  su  nuhdad,  parte 
que,  según  se  expresa  en  el  considerando  sépti- 
mo ningún  antecedente  ha  producido  al  res- 
pecto, mientras  tanto  los  ha  producido  el  de- 
mandado según  se  expresa  en  el  considerando 
quinto,  en  términos  de  no  dejar  duda  que  todo 
el  testamento  corriente  en  copia  á  f.  1  fué  leído 
por  el  notario  autorizante  en  un  solo  acto, 
encontrándose  presentes  el  testador  y  los  tres 
testigos  que  concurrieron  al  mismo. 

De  conformidad  con  los  considerandos  que 
preceden,  disposiciones  en  ellos  citadas  y  lo 
dispuesto  en  los  artículos  374  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  12, 1236  y  161)8  del  Có- 
digo Civil,  se  declara:  que  no  ha  lugar  á  la 
excepción  de  cosa  juzgada,  alegada  por  el  de- 
mandado, ni  á  la  demanda  de  nulidad  del  tes- 
tamento corriente  en  copia  á  f.  1 ,  que  se  dedu- 
ce en  el  escrito  de  fs.  4  Gabriel  Rencont. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  falló: 

vSantiago,  26  de  octubre  de  ll>03  Vistos: 

eliminando  los  considerandos  3^,  4^  y  de  la 
sentencia  apelada  de  30  de  junio  último,  se 
coniirma  con  costas  del  recurso  la  referida  sen- 
tencia— L.  R.  Mora  A.  Montt  Darío  Ro 

aavettte. 

Contra  esta  sentencia  se  interpuso  por  el 
demandante  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
exponiendo  al  formalizarlo  que  dicha  senten- 
cia, al  confirmar  la  de  primera  instancia,  lo 
ha  hecho  contra  lo  prescripto  en  los  artículos 
1011,  1015,  1017,  1018,  1026,  16í)9,  1701, 
1709,  1681  y  1682  del  Código  Civil  que  fijan 
las  solemnidades  con  que  debe  otorgarse  un 
testamento,  solemnidades  no  llenadas  en  este 
caso,  lo  que  hace  nulo  el  acto  según  esas  mis- 
mas disposiciones,  siendo  que  la  resolución 
del  Tribunal  lo  ha  declarado  válido. 


Al  fundar  el  recurso  exponía  el  recurrente 
que  la  disposición  del  artículo  1015  del  Códi- 
go Civil  revela  de  una  manera  clara  que  el 
testamento  no  es  tan  sólo  un  documento  es- 
crito por  el  notario  ó  por  el  testador,  sino  que 
él  es  constituido  esencialmente  por  un  acto 
del  cual  el  instrumento  público  es  tan  sólo  e! 
testimonio  de  haberse  verificado  en  la  forma 
y  con  las  solemnidades  prevenidas  por  la  ley, 
y  que,  en  consecuencia,  no  basta  que  en  dicho 
instrumento  se  contengan  disposiciones  testa- 
mentarias, sino  que  debe  contener  el  actu  mis- 
ino en  que  el  testador  hace  sabedores  de  sus 
disposiciones  al  notario  y  á  los  testigos,  y  el 
hecho  de  haberse  presenciado  dicho  acto,  en 
todas  sus  partes  por  el  testador,  el  escribano 
y  unos  mismos  testigos,  lo  que  se  corrobora 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  1017  y  1018 
del  Código  Civil. 

Que  el  testamento  solemne  constituye  un 
instmmento  público  que,  en  conformidad  al 
precepto  del  artículo  1699  del  citado  Código, 
debe  ser  autorizado  con  las  solemnidades  le- 
gales por  el  competente  funcionario,  solemni- 
dades que  se  expresan  en  los  artículos  1015, 
1016, 1017  y  1018  del  mismo  Código,  de  las 
cuales  pueden  omitirse  sin  producir  nulidad  las 
indicadas  en  el  artículo  1016,  siempre  que  no 
haya  duda  acerca  de  la  identidad  personal  del 
testador,  escribano  y  testigos,  conforme  á  lo 
prescripto  en  el  artículo  1026,  siendo  todavía 
de  notar  que  el  citado  artículo  1016  trata  de 
deiñgnaciones  que  deben  expresarse  en  el  tes- 
tamento. 

Que  las  solenmidades,  conjuntamente  con 
las  declaraciones  del  testador,  constituyen  el 
testamento  solemne  ó  sea  el  acto  auténtico,  y 
que,  si  de  aquellas  no  quedare  testimonio  y 
fuere  necesaria  la  prueba  para  acreditar  que 
se  han  llenado,  podría  suceder  que  por  efecto 
de  las  declaraciones  de  los  testigos  mismos  del 
testamento,  desinteresados  entonces,  y  con  in- 
terés contrario  ú  olvidados  más  tarde,  se  de- 
clarase nulo  un  testamento  en  que  la  ley  ha 
querido  dejar  inconmovible  la  voluntad  del 
testador. 

Que  los  instrumentos  como  el  testamento 
solemne,  deben  contener  en  sí  mismos  las  so- 
lemnidades y  así  probar  por  si  mismos  tam- 
bién su  validez. 


Digitized  by 


Google 


fURISPRÜOBNCIA 


39 


Se  desarrollan  en  extenso  virtualmente  es- 
tos mismos  fundamentos  y  los  contenidos  en 
la  demanda  de  que  se  ha  hecho  ya  relación, 
citando  en  su  apoyo  la  doctrina  sostenida  al 
respecto  por  jurisconsultos  franceses. 

Todavía  se  hacen  algunas  observaciones  con 
relación  á  la  prueba  testimonial  rendida  y  á 
sn  ineficacia,  sosteniéndose  que  al  contrario, 
de  esas  mismas  declaraciones,  puede  deducirse 
qac  las  solemnidades  prescriptas  en  los  artícu- 
los 1015,  1017  y  1018  del  Cfidiijo  Civil  no 
fueron  llenadas. 

El  Ministro  ponente  dió  su  opinión  en  estos 
términos: 

"Como  aparece  de  lo  expuesto,  la  cuestión 
en  examen,  propuesta  por  este  recurso,  puede 
ser  contemplada  en  dos  puntosde  vista  distin- 
tos: el  relativo  á  la  apreciación  del  instrumen- 
to para  establecer  si  contiene  la  mención  que 
echa  de  menos  el  recurrente  y  que  asegura 
existir  su  contra  parte;  y  el  que  concierne  á  la 
interpretación  legal  sobre  el  alcance  jurídico 
de  la  falta  de  mención  de  las  solemnidades: 
una  cuestión  de  hecho,  otra  de  derecho.  Re- 
suelta la  primera  en  el  sentido  de  que  el  instru- 
mento expresa  todas  las  solemnidades  reque- 
ridas, sería  inoficioso  ocuparse  de  la  cuestión 
de  derecho,  porque  si  en  el  testamento  han 
sido  cumplidos  los  requisitos  legales,  carece 
de  objeto  averiguar  el  valor  de  alguna  omi- 
sión, lo  que  tendría  que  hacerse  en  hipótesis. 

Discurriendo  en  esta  inteligencia,  el  Minis- 
tro que  informa  es  de  opinión  que  en  el  testa- 
mento cuestionado  no  se  ha  incurrido  en  la 
omisión  en  que  se  funda  el  recurso  y  que  las  so- 
lemnidades de  haber  sido  todo  él  leído  por  el 
notario  antes  de  ser  firmado,  estando  á  la  vis- 
ta el  testador  y  los  tres  testigos,  aparecen 
cumplidas.  El  que  en  seguida  de  las  ocho  cláu- 
sulas que  contenían  sus  disposiciones,  haya 
expuesto  el  testador  que  instituía  de  herede* 
ras  á  sus  dos  hijas,  no  significa  que  haya  divi- 
dido el  acto,  ni  que  no  se  haya  dado  lectura  á 
esa  agregación.  El  acto  testamentario  resulta 
haber  sido  uno  sólo,  y  la  lectura  comprende 
todo  el  testamento.  Consta  de  él  que  fué  leído 
todo  entero  antes  de  ser  firmado,  estando  pre- 
sentes todas  las  personas  que  intervenían. 
Después  de  esto  ha  sido  firmado,  compren- 
diendo estn  firma  el  instrumento  y  la  agrega- 


ción. El  notario  es  explícito  en  certificar  que 
ha  sido  todo  él  leído  por  él  antes  de  ser  firma- 
do, estando  todos  los  concurrentes  á  la  vista. 
Piensa,  en  consecuencia,  el  infrascrito  que  la 
omi.stón  que  se  alega  no  existe  y  que  los  ar- 
tículos 1015  y  1017  del  Código  Civil  han  sido 
bien  aplicados  en  la  sentencia. 

Si  el  testamento  de  Salas  se  ha  conformado 
A  las  reglas  que  rigen  la  testamentifacción  no 
se  puede  sostener  que  á  su  respecto,  no  se  ha 
cumplido  con  la  disposición  de  los  artículos 
1681  y  lfi82  del  Código  Civil  sobre  la  nulidad 
absoluta,  y  de  los  artículos  1699, 1 701  y  1709 
del  mismo  Código  relativos  á  lo  que  debe  en- 
tenderse por  instrumento  público  ó  auténtico, 
íí  que  no  puede  suplirse  su  falta,  y  á  que  debe- 
rán constar  por  escrito  los  actos  ó  contratos 
que  contienen  la  entrega  ó  promesa  de  una 
cosa  que  valga  más  de  doscientos  pesos,  aún 
aceptando  en  hipótesis  que  estos  preceptos 
sean  aplicables  á  la  materia  testamentaria, 
que  está  sujeta  á  reglas  especíales. 

En  consecuencia,  á  juicio  del  infrascrito, 
contemplado  el  recurso  de  casación  bajo  este 
aspecto,  no  debe  ser  aceptado,  porque  la  in- 
fración  de  las  leyes  en  que  se  funda,  no  ha  exis- 
tido. 

Por  lo  que  respecta  al  punto  de  vista  rela- 
tivo al  valor  de  la  falta  de  mención  de  ciertas 
solemnidades,  piensa  el  informante  que  carece 
de  objeto  su  apreciación,  pero  en  el  caso  del 
evento  poco  probable  de  que  V.  E.  establezca 
que  dicha  mención  no  ha  sido  hecha,  el  infor- 
mante expresa  que,  á  su  juicio,  esa  mención 
constituye  un  elemento  esencial,  que  no  puede 
ser  suplido  por  ninguna  otra  clase  de  prueba, 
y  especialmente  por  la  prueba  testimonial. 
Considera  que  no  ha  entrado  en  el  plan  del  le- 
gislador autorizar  que  uno  de  los  actos  más 
importantes  de  la  vida  humana  pueda  ser  esta- 
blecido, alterado  ó  modificado  por  medio  de 
esa  prueba,  y  que  el  instrumento  público  ó  au- 
téntico debe  probarse  por  sí  míjmo,  remitién- 
dose por  lo  demás  al  voto  que  sobre  esta  ma- 
teria emitió  en  12  de  noviembre  de  1903  en  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  don  An- 
tonio J.,  don  Federico,  don  Francisco  A.  Mu- 
ñoz y  doña  Adela  Carmona  contra  la  senten* 
cia  pronunciada  por  la  Corte  de  Apelaciones 
de  la  Serena,  en  el  juicio  que  aquéllos  seguían 
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con  doña  Carlota  Rodrigan  y  sus  hijos  sobre 
nulidad  de  un  testamento. 

Termina  el  informante  su  dictamen  expre- 
sando que  procede  en  ¡ustícía  negar  lugar  íí 
este  recurso  de  casación,  porque  en  la  senten- 
cia atacada  no  ha  sido  infringida  ninguna  de 
las  disposiciones  legales  que  se  citan  en  el  re- 
curso, en  cuanto  el  instrumento  contiene  to- 
das  las  enunciaciones  requeridas,  con  costas  y 
pérdida  de  la  cantidad  consignada,  conforme 
&  lo  dispuesto  en  los  artículos  940,  960  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil;  j  aceptar 
dicho  recurso  en  el  evento  á  que  se  refiere  la 
parte  final  de  este  informe. 

Santiago,  6  de  abril  de  1904,— /osé  Alfonso. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Qne,  según  lo  textualmente  prescrito  en 
el  artículo  1015  del  Código  Civil,  "lo  que 
constituye  esencialmente  el  testamento  abier- 
to, es  el  acto  en  que  el  testador  hace  sabedo- 
res de  sus  disposiciones  al  escribano,  si  lo  hu- 
biere, y  á  los  testigos". 

"El  testamento  será  presenciado  en  todas 
sus  partes  por  el  testador,  por  un  mismo  es- 
cribano, si  lo  hubiere  y  por  unos  mismos  tes- 
tigos." 

2'  Que  en  el  testamento'  de  que  se  trata, 
que  en  copia  autorizada  se  encuentra  á  fs.  1 
de  estos  autos,  aparecen  cumplidas  todas  las 
formalidades  indicadas  en  el  artículo  trans 
crito  en  el  considerando  anterior,  así  como  las 
de  que  tratan  los  artículos  1017  y  1018,  se- 
gún consta  del  certificado  del  notario  ante 
quien  se  otorgó,  inserto  en  el  instrumento  mis- 
mo y  que  dice  así:  "Certifico  que  el  testador  se 
encuentra  en  su  sano  juicio  y  ha  dictado  sus 
disposiciones,  previniéndose  que  este  testa- 
mento ha  sido  todo  é\  leído  en  alta  voz  por  el 
infrascrito  notario  antes  de  ser  firmado,  es- 
tando á  la  vista  el  testador  y  los  tres  testigos 
autorizantes  conforme  lo  prescribe  el  artícu- 
lo 1017  del  Código  Civil.  Así  lo  dijo,  otorgó  y 
firmó  en  unión  de  los  testigos  de  este  domici- 
lio, mayores  y  presentes  á  todo  este  acto...." 

3^  Qne  si  bien  después  del  certificado  alu- 
dido que  se  encuentra  fi  continuación  de  la  oc- 


tava cláusula  testamentaria,  se  agregó  toda- 
vía otra  cláusula  más,  esta  circunstancia  no 
desvirtúa  la  fuerza  de  las  aseveraciones  que  él 
contiene  ni  aun  en  lo  concerniente  á  que  fué 
todo  él  leído  en  alta  voz  por  el  notario  auto- 
rizante, antes  de  ser  firmado  y  en  presencia 
del  testador  y  testigos,  formalidad  que  se  dice 
omitida  respecto  de  la  última  cláusula,  y  en 
cuya  omisión  se  ha  fundado  especialmente  la 
nulidad  del  ya  expresado  testamento,  consi- 
deración que  se  refuerza,  sobretodo  si  se  atien- 
de á  que  según  lo  prescrito  en  el  artículo  1017, 
el  testamento  abierto  podrá  haberse  escrito 
previamente  ó  escribirse  en  uno  ó  más  acto, 
antes  de  su  otorgamiento  y  ademds  á  que  no 
existe  disposición  legal  alguna  que  prescriba 
en  qué  parte  del  testamento  debe  hacerse  la 
mención  de  la  solemnidad  referida. 

4'  Que  de  las  consideraciones  que  preceden 
resulta  que  en  el  pronunciamiento  de  la  sen- 
tencia recurrida  no  se  han  violado  las  disposi- 
ciones contenidas  en  los  artículos  1011, 1015, 
1017, 1018  y  1026  del  Código  Civil  que  se  ci- 
tan como  infringidas,  ni  ninguna  de  las  otras 
en  cuya  infracción  se  funda  también  el  recurso, 
cualquiera  que  sea  la  aplicación  que  estas  últi- 
mas pudieran  tener  con  relación  á  la  materia 
testamentaria  de  que  se  trata;  y 

5*^  Que  establecido  como  queda,  que  del  tes- 
tamento mismo  parece  qne  en  su  otorgamien- 
to se  han  cumplido  todas  las  formalidades 
exigidas  por  la  ley,  es  inoficioso  ocuparse  en 
la  cuestión  referente  á  si  es  ó  no  necesario  para 
la  validez  del  testamento,  que  este  mismo  con- 
tenga la  mención  expresa  de  haberse  llenado 
todas  y  cada  una  de  esas  formalidades. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  960  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  anunciado  y  formalizado  á  nombre  de 
don  Nicanor  Opazo,  como  marido  de  doña  Ro- 
sa Luisa  Salas  de  Opazo,  con  costas  en  que  se 
condena  al  recurrente. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad de  ciento  cincuenta  pesos  consignada. 

Redactada  por  el  Presidente  señor  Gaete. 
Gabriel  Gaete.— I^opoldo  Urrutia.—J.  Gabriel 
Palma  Guxmán.  —  Galvarino  Gallardo.  —  V. 
Aguirre  Vargas.— Carlos  Varas.— Abel  Saare- 
dra.—Ii.  Fósíer  Rvcaharren. 
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Caá.  Civ,—22  de  agosto  de  1904 
Brown  con  Kencrick 

Mandato.  -  Rendición  de  ouentas.  — 
Aperoiblm lento.  -Examende  libros. 
—Nulidad  de  oflolc— Expresión  de 
aervAvlos.— S.entenola  Interlooutorla 

Doctruía:— Establecido  el  hecbode  ha- 
ber reconocido  eí  mandatario  la  obliga- 
ción de  rendir  caentas^  hecho  cuya  apre- 
ciación es  privativa  de!  jaez  de  ¡a  causa 
ta  ejercicio  de  las  facultades  que  le  son 
propias,  tiene  aplicación  el  artículo  850 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que 
permite  al  juez  ñjar  el  plazo  para  rendir- 
las. Las  circunstancias  invocadas  por  el 
mandatario  de  haber  pasado  al  mandan- 
te estados  mensuales  y  balances  trimes- 
trales de  la  contabilidad  del  negocio  ad- 
ministrado y  de  haberle  entregado  los 
libros  de  dicha  contabilidadt  no  son  suñ- 

SUPRKMA 


cientes  para  considerar  cumplida  la  obli- 
gación de  rendir  cuentas  cuando  el  man- 
datarlo,  que  no  ignoraba  tales  antece- 
dentes, habla  reconoeido  dicha  obli' 

gación. 

Lns  irregularidades  que  pudieron  come- 
terse en  la  tramitación  de  primera  ins- 
tancia y  que.  hubieran  podido  dar  lugar 
á  un  recurso  de  casación  contra  el  fallo 
dictado  por  el  juzgado,  no  dan  lugar  á  la 
aplicación  del  artículo  949  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

El  trámite  de  la  expresión  de  agravios 
tiene  lugar  únicamente  en  la  apelación  de 
las  sentencias  defínitivas  y  no  en  las  que 
ponen  término  á  una  cuestión  de  carácter 
incidental,  cualquiera  quesean  los  e&ctos 
que  se  le  atribuyan. 


Don  C.  E.  Tharlow,  en  representación  de  lot 
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señores  Santiago  y  Alejandro  Brown,  se  pre- 
sentó ante  uno  de  los  juzgados  de  letras  de 
Valparaíso  en  enero  de  1902,  exponiendo  que 
en  junio  de  1892  sus  mandantes  habían  con- 
ferido un  poder  especial,  feclindo  en  Sidncr,  A 
don  Jorge  C.  Kenerick  para  que  administra- 
ra sus  negocios'en  Chile,  que  consistían  princi- 
palmente en  la  venta  de  carbón,  que  el  manda- 
tario había  estado  efectuando  desde  la  fecha 
de  la  constitución  del  mandato  hasta  pocos 
días  antes  de  la  presentación  del  ocurrente. 

Como  la  principal  de  las  obligaciones  de 
todo  mandatario,  según  lo  establece  en  térmi- 
nos generales  y  sin  excepción  el  artículo  2l55" 
del  Código  Civil,  es  la  de  rendir  cuentas  deta- 
lladas y  justificadas  de  la  gestión  que  ha  te- 
nido á  su  cargo,  solicita  se  notifique  al  señor 
Jorge  C.  Kenerick  para  que  en  el  término  im- 
prorrogable de  quince  días  presente  la  cuenta 
detallada  y  justificada  de  la  administración 
del  mandato  antes  mencionado  dentro  del 
plazo  antedicho,  y  de  que  estará  obligado  á 
pagar  en  el  término  de  tercero  día  el  sAldoquc 
arrojaren  en  su  contra. 

En  un  otrosí  pide  que  se  haga  saber  á  Kene- 
rick que  los  libros  llevados  por  él  en  la  admi- 
nistración de  los  negocios  que  se  le  encomenda- 
ron y  que  renlitió  á  sus  comitentes,  se  hallan 
en  1á  oficina  de  Thurlow  á  su  disposición  to- 
dos los  días  hftbiles,  desde  las  nueve  de  la  ma- 
ñana hnstaJas  cuatro  de  latarde,  á  fin  de  que 
los  examine  para  la  rendición  de  cuentas  que 
se  le  exige. 

AI  día-  siguiente  de  ser  notificado  Kenerick 
del  decreto  del  juzgado,  (jue  aceptó  llanamente 
aquellas  peticiones,  ocurrió  con  un  escrito' A 
que  dió  por  suma  "lo  que  expresa  en  la  con- 
clusión'*, y  en  el  cual,  después  de  expresar  qoe 
la  demanda  que  se  le  ha  notificado  "es  mani- 
fiestamente ilegal*'  y  "que  la  acción  interpues- 
ta por  los  Brown  es  improcedente",  hace  pre* 
senté,  sin  embargo,  que  irA  A  ver  l(»s  libros  de 
que  hablan  los  demandantes,  "pero  para  que 
esta  diligencia  produzca  todos  los  efectos  ju- 
rídicos necesarios,  debe  dejarse  constanciaau- 
téntica  de  cuales  son  los  libros  que  los  de- 
mandantes ponen  A  su  disposición  y  A  qué  pe- 
ríodo de  tiempo  se  refieren". 

Conclujre,  en  consecuencia,  solicitando  se 
ordene  que  lo  acompañe  un  ministro  de  fe, 


quien  tomará  nota  de  cuáles  son  los  libros  de 
comercio  que  puede  examinar  3*  de  la  fecha  en 
que  comienzan  los  asientos  de  cada  uno  de 
ellos. 

Por  un  otrosí  pide  "que  no  le  corra  término 
ni  le  pare  perjuicio  mientras  no  se  haya  prac- 
ticado la  diligencia  á  que  alude  en  lo  prin- 
cipal." 

Se  proveyó  favorablemente  este  escrito  en 
lo  principal  y  otrosí,  pero  la  diligencia  de  exa- 
men de  los  libros,  en  la  forma  solicitada  por 
Kenerick  no  pudo  llevarse  á  efecto  en  la  fecha 
decretada  porque  en  el  escritorio  de  los  seño- 
res Brown  se  manifestó  al  ministro  de  fe  en- 
cargado de  efectuarla,  según  éste  lo  expresa 
en  la  certificación  de  4-  de  abril  de  1902,  que 
"no  entendían  el  idioma". 

Después  de  incidentes  varios  sobre  medidas 
precautorias  que  dieron  lugar  A  larga  trami- 
tación, renovó  el  apoderado  de  los  señores 
Brown,  en  22  do  octubre  del  mismo  año,  su 
solicitud  de  que  "se  notifique  á  Kenerick  para 
que  en  el  plazo  improrrogable  de  quinto  día 
presente  las  cuentas  cuya  rendición  ha  pedido 
su  parte,  ó  bien  dé  razón  en  igual  término, 
bajo  a|>crcib¡miento  de  pasar  por  las  cuentas 
que  su  mandante  exhiba",  solicitud  sobre  la 
cual  recayó  la  providencia  "como  se  pide". 

Kenerick  dió  explicaciones  del  retardo,  ha- 
ciendo notar  que,  &  pesar  del  decreto  de  13 
de  enero  que  pasó  en  juzgado  y  que  lo  autori- 
zó á  inspeccionar  los  libros  con  intervención 
de  un  ministro  de  fe,  sin  'luc  entretanto  le  co- 
rriera termino  ni  lecausara  perjuicio,  Thurlow 
se  negó  á  permitir  la  diligencia  y  agrega:  "por 
tanto  no  es  correcto  que  hoy,  sin  haberse 
practicado  aquella  diligencia  y,  sin  habérseme 
dado  los  medios  necesarios  é  indispensables 
para  rendir  una  cuenta  administratoria,  se 
quiera  obligar  á  mi  parte  á  que  rinda  esa 
cuenta,  A  pesar  de  que  la  parte  contraria  se  ha 
resistido  A  proporcionarle  los  datos  que  ella 
misma,  desde  el  primer  momento,  consideró 
indispensables  para  ello".  Y  pide,  en  seguida, 
que  se  revoque  por  contrario  imperio  el  decre- 
to del  día  22,  ordenando  se  esté  "á  lo  resuelto 
por  el  decreto  ejecutoriado  de  13  de  enero  y 
que  el  contendor  declare,  dentro  de  tercero 
día,  si  el  señor  C.  B.  R.  Thurlow  está  ó  no 
dispuesto  á  permitir  que  se  lleve  á  cabo  nti 
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tropiezos  In  diligeiicÍA  ordenada  por  el  referi- 
do decreto  de  13  de  enero". 

La  parte  de  Brown,  respondiendo  al  tras- 
lado que  se  le  confirió  de  este  escrito,  expresó 
su  aquiescencia  para  el  examen  de  los  libros 
en  su  oficina  y  rogó  al  jiizfíado  se  sirviera 
"fijar  el  téniiino  de  seis  días  ó  el  que  crea  pru- 
dente para  la  presentación  de  la  cuenta  del 
mandatario  señor  Kenerick,  bajo  apercibi- 
miento de  pasar  por  la  que  exhiba  mi  parte". 

"Declárase  como  se  pide  en  el  escrito  que 
antecede",  dijo  el  juzgado  pronunciándose  res- 
pecto de  esta  solicitud  de  los  señores  lirown, 
en  1^  de  diciembre  de  1902,  "aumentándose  íl 
quince  dias  el  plazo,  el  cual  podrA  sus{)enderse 
si  se  niega  ó  dificulta  el  examen  de  los  libros". 

Con  arreglo  á  esta  resolución  consentida 
por  las  partes,  quedaron  los  libros  &  disposi- 
ción de  Kenerick,  según  lo  acredita  la  certifi- 
cación del  ministro  de  fe,  de  9  de  diciembre  del 
mismo  año. 

Después  de  un  incidente  perdido  en  nnibas 
instancias  por  Kenerick  para  que  Turlow  le 
diera  copias  firmadas  de  sn  mano  de  los  esta- 
dos mensuales  y  balances  semestrales  que  re- 
gistran los  libros,  copias  que  estimaba  "abso- 
lutamente necesarias  para  rendir  la  cuenta 
que  debe  presentar";  pidió  y  obtuvo  eu  16  de 
junio  de  1903,  ampliación  por  cinco  días  del 
plazo  de  quince  que  le  acordó  el  decreto  de  1^ 
de  diciembre  anterior  para  ta  presentación  de 
la  cuenta,  alegando  que,  por  dificultades  que 
se  le  habían  opuesto,  el  término  anterior  le 
había  sido  insuficiente  "para  concluir  su  tra- 
bajo". 

Vencida  esta  prórroga,  Kenerick  no  presen- 
tó cuenta,  sino  que  formuló  un  escrito  que  su- 
mó "con  las  cinco  cartas  orijinales,  con  otra 
en  copia  y  con  las  copias  autorizadas  que 
acompaña,  contesta  la  demanda". 

En  dicho  escrito,  el  procurador  de  Kenerick 
dice  expresamente:  "mi  comitente,  no  tiene 
por  quérendircuentas  ante  V.  S.,  á  los  señores 
Brown.  porque  ya  las  ha  rendido  á  estos  seño- 
res directamente,  y  porque  la  mejor  cuenta 
que  puede  rendir  el  administrador  de  un  esta- 
blecimiento  de  comercio  es  la  que  se  encierra 
dentro  de  sus  libros  de  comercio  llevados  con 
absoluta  conformidad  con  los  preceptos  legar 
les.  Mi  comitente  además  de  haber  llevado 


libros  en  forma  legal  rindió  cuenta  constante- 
mente á  sus  mandantes  en  la  forma  exigida 
por  estos,  según  todo  lo  comprueban  las  cinco 
cartas  originales  que  acompaño,  la  carta  en 
copia  de  prensa  y  las  copias  legalizadas  que 
también  acompaño". 

Hace,  al  efecto,  la  historia  de  la  gestión  y 
del  modo  como  obró  en  la  administración  del 
negocio,  manifestando  que  sin  interrupción, 
desde  que  abrió  una  agencia  comercial  en  Val- 
paraíso, como  el  punto  más  adecuado  para  la 
venta  de  carbón  de  sus  comitentes,  basta  no- 
viembre del901,  fecha  de  la  renuncia  del  man- 
dato, dió  cuenta  detallada  de  sus  operaciones 
por  la  remisión  de  estados  mensuales  y  de  ba- 
lances trimestrales  de  la  contabilidad  que  lle- 
vó en  la  forma  exigida  por  la  ley  para  los  es- 
tahledmientosdecomercio, estados  y  balances 
que,  después  de  ser  prolijamente  examinados, 
fueron  siempre  aprobados  por  sus  principales, 
á  quienes  giraba  tanibié  periódicamente  los 
saldos  eu  dinero  que  iban  resultando  en  su 
favor. 

Esta  es,  pues,  la  rendición  de  cuentas,  que 

ya  ha  efectuado,  y  la  obligación  se  ha  extin- 
guido por  el  pago  de  ella,  conforme  al  núme- 
ro 1^  del  artículo  1567  del  Código  Civil. 

En  contenencia,  solicita  se  niegue  lugar  á 
la  demanda  y  se  condene  á  los  demandantes 
en  las  costas  del  juicio. 

Providenciando  este  escrito,  ordenó  el  juz- 
gado á  las  partes  presentar  las  minutas  de 
prueba  de  que  habla  el  artículo  308  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil. 

Con  este  motivo  formuló  la  parte  de  Brown 
una  solicitud,  en  la  cual  hace  presente  que,  en 
mérito  de  los  antecedentes  que  relaciona,  "la 
obligación  de  rendir  cuentas  ha  sido  varías 
veces  admitida  y  reconocida  por  el  demanda- 
do, y  quesobre  ella  no  puede  discutirse,  ni  por 
lo  tanto  servir  de  base  á  la  existencia  de  un 
juicio",  y  concluye  pidiendo  se  d^e  sin  efecto 
el  decreto  que  ordena  presentar  minutas  pa- 
ra fijar  puntos  de  prueba,  se  declare  que  no 
procede  la  contestación  de  la  demanda  que 
ha  producido  Kenerick,  y  se  aperciba  á  éste 
con  multa  de  mil  pesos  para  que  rínda  sus 
cuentas  en  el  breve  término  que  el  juzgado 
señale. 

Con  la  respuesta  de  la  otra  parte,  libró  é\ 
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juzgado  la  resotnción  de  6  de  julio  de  1903 
que  dice  asf : 

"Considerando:  1'  Que,  proveyéndose  el  es- 
crito de  fs.  14-,  no  se  dió  traslado  de  una  de- 
manda, sinoqae  se  ordenórendir  la  cuenta  ahí 
exigida;  2*  que  don  Jorge  C.  Kenerick  recono- 
cid  implícitamente  la  obligación  de  rendir 
cuenta,  y  aún  se  6jó  plazo  para  ello;  3^  que, 
por  consiguiente,  la  contestación  no  incide  en 
una  demanda  instaurada  ni  puede  formalizar 
litis,  é  importa  desnaturalizar  In  ritualidad 
que  corresponde  al  asunto;  declárase  como  se 
pide  en  la  solicitud  de  fs.  165,  fijándose  el  pla- 
zo de  seis  días,  y  cambiándose  el  apercibimien- 
to ahí  indicado  por  el  que  señala  el  inciso  1^ 
del  articulo  852  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Apelada  esta  solución  por  la  parte  de  Kene- 
rick se  tramitó  el  recurso  como  mero  inci- 
dente 7  con  fecha  27  de  agosto  de  1903  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  dictó  el 
fallo  siguiente: 

Vistos:  Se  confirma  la  resolución  apelada  de 
6  de  julio  último,  con  declaración  de  que  se 
aumenta  á  quince  días  el  plazo  fijado  A  don 
Jorge  C.  Kenerick  para  presentar  las  cuentas 
de  que  se  trata. 

Acordada  por  unanimidad  en  cu.'uito  la  re- 
solución apelada  deja  sin  efecto  el  auto  de  23 
de  junio  último,  corriente  á  fs.  164,  y  en  lo  de- 
más contra  el  voto  del  señor  Ministro'  Bezani- 
lla  Silva  quien  estuvo  por  revocarla  y  decla- 
rar que  el  juez  de  la  causa  debe  tramitar  y 
resolver  como  corresponda  la  solicitud  princi- 
pal del  escrito  de  fs.  160.— Funda  su  voto  en 

el  libro  respectivo  Luis  lanado  Sifva  . 

B.  Alamos  GonxáleM.—A,  Bexamíía  Silva. 

Contra  este  fallo  la  parte  de  Kenerick  inter- 
puso recurso  de  casación  en  el  fondo  y  fun- 
dándolo expone  el  recurrente  que  la  primera 
cuestión  que  debe  considerar  es  la  de  la  proce- 
dencia del  recurso,  procedencia  que  no  puede 
negarse  porque  las  sentencias  pronunciadas 
en  la  causa  son  de  aquellasque  ponen  término 
al  juicio  ó  hacen  imposible  su  continuación. 

Bn  efecto,  notificado  de  la  demanda  de  los 
señores  Brown  para  la  rendición  de  cuentas, 
hizo  presente  que  la  demanda  era  manifiesta- 
mente ilegal,  ydcspnés  de  varios  incidentes,  la 


contestó  negando  á  los  demandantes  el  dere- 
cho de  exigirle  cuentas,  pues  se  las  había  ren- 
dido con  anterioridad.  La  litis  quedó  así  tra- 
bada sobre  este  punto:  si  procedía  ó  no  la 
rendición  de  cuentas  á  si  Kenerick  tenía  ó  no 
la  obligación  de  rendirlas,  cuestión  esta  de  la- 
to conocimiento,  que  debió  tramitarse  en  la 
forma  establecida  por  la  ley  para  los  juicios 
ordinarios. 

A  pesar  de  las  observaciones  que  hizo  valer 
en  ambas  instancias  en  orden  á  la  incorrecta 
tramitación  que  se  estaba  dando  á  la  causa, 
el  juez  y  la  Corte,  desentendiéndose  de  ello,  de- 
clararon en  sentencia  interlocutoria,  que  en- 
volvía la  resolución  de  una  cuestión  de  hecho, 
y  sin  recibir  el  negocio  á  prueba,  que  pesaba 
sobre  Kenerick  la  obligación  que  alegaba  es- 
tar cumplida. 

La  sentencia  por  el  hecho  de  juzgar  subsis- 
tente la  obligación,  ha  puesto  término  definí* 
tivo  á  la  cuestión  promovida  por  el  recurrente 
sobre  extinción  de  la  obligación  y  sobre  im- 
procedencia de  la  acción  interpuesta  en  la  de- 
manda, colocándolo  en  la  imposilnlidad  de 
sostener  en  adelante  que  ha  rendido  las  cuen- 
tas que  por  segunda  vez  se  le  exigen. 

Pasando  á  estudiar  los  defectos  de  las  sen- 
tencias, expresa  que,  aun  cuando  anunció  que 
interpondría  sólo  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  es  conveniente  manifestar  algunas  irre- 
gularidades de  forma,  á  fin  de  que  el  Tribunal 
Supremo  puetia  ejercitar  la  facultad  que  le 
acuerda  el  artículo  949  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

Y  así,  á  iMsar  de  que  no  fueron  aceptados  en 
toda  su  amplitud  por  el  contendor  los  bechos 
que  alegó  el  demandado,  y  eran  éstos  por  con- 
siguiente puntos  de  hecho  controvertidos,  no 
se  recibió  la  causa  á  prueba  en  primera  ins- 
tancia, trámite  que  era  esencial  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  número  2^  del  artículo  966  del 
Código  de  Procedimiento  Civil.  En  la  segunda 
instancia,  no  obstante  de  tener  la  sentencia  el 
carácter  de  definitiva,  se  omitió  el  trámite  de 
la  expresión  de  agravios. 

Bu  lo  que  hace  al  fondo,  las  sentencias  han 
interpretado  erróneamente  el  artículo  850  del 
Código  de  Procedimiento  Civil.  En  efecto, 
ese  artículo,  según  se  desprende  de  sn  redac- 
ción en  subjuntivo,  sólo  es  aplicable  en  caso 
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de  que  una  persona  baya  reconocido  de  una 
manera  clara  la  obligación  de  rendir  cuentas, 
ó  de  que  esta  obligación  haya  sido  declarada 
por  sentencia  ejecutoria  legalmente  pronun- 
ciada. Como  en  el  presente  caso  no  ocurre  ni 
una  ni  otra  cosa,  se  han  infringido  los  artícu- 
los 850  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y 
1567,  número  2',  del  Código  Civil. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso,  se 
amplían  las  consideraciones  anteriores  tanto 
para  sostener  su  procedenda,  como  para  ma- 
nifestar la  necesidad  de  que  el  Tribunal  inva- 
lide las  sentencias  por  los  vicios  ó  irregulari- 
dades de  forma  que  se  han  indicado;  se  estu- 
dian en  seguida  las  declaraciones  consignadas 
en  los  diversos  escritos  de  la  causa,  á  intento 
de  demostrar  que  es  errónea  la  apreciación 
según  la  cual  afirma  el  Tribunal  que  el  recu- 
rrente ha  reconocido  la  obligación  de  rendir 
cuentas. 

Respondiendo  el  procurador  de  los  señores 
Brown,solicitaque,  de  acuerdo  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  939  y  955  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declare  inadmisible  el 
recurso;  y  en  subsidio  y  para  el  inesperado 
evento  de  que  se  atribuya  al  auto  de  que  se 
reclama  el  carácter  de  una  sentencia  definiti- 
va, que  se  rechace;  en  ambos  casos  con  costas. 

La  inadmi  sibil  ¡dad  del  recurso,  dice,  es  de 
tal  manera  notoria^  atendida  la  naturaleza  de 
la  resolución  reclamada,  que  parece  innecesa- 
rio ocuparse*  en  el  examen  de  los  fundamentos 
del  recurso  mismo. 

Para  sostener,  como  lo  hace  el  reclamante, 
que  el  fallo  recurrido  participa  de  las  condi- 
dones  de  las  sentendas  interlocutorías  que 
ponen  término  al  juicio  ó  hacen  imposible  su 
continuadón,  se  presdnde  del  mérito  de  los 
autos,  de  la  situadón  en  que  las  partes  han 
litigado  y  de  las  declaracionesóreconodmitn- 
tos  heihos  en  el  discurso  de  la  causa  por  la 
misma  parte  recurrente. 

Hace  al  efecto  detallada  referencia  á  los  an- 
tecedentes que  obran  en  autos,  y  de  los  cuales 
deduce  el  reconodmientoesplfdto  y  reiterado, 
por  parte  de  Kenerick  de  la  obligación  de 
rendir  las  cuentas  dd  mandato  que  ejerció. 
Reconoddá  esplídtamente  la  obligación,  se 
ha  discutido  sólo  sobre  los  medios  compulsi- 
vos de  hacerla  efectiva. 


La  situadón  creada  de  esta  manera,  agre- 
ga, por  consentimiento  de-las  partes  y  que  ha 
sido  confirmada  por  numero5as  actuaciones 
posteriores,  que  envuelven  nuevos  compro- 
bantes de  la  verdadera  y  única  cuestión  snme* 
tida  álaresolución  délos  tribunales, ha  tenido 
que  servir  de  base  para  el  desarrollo  ¡rasteríor 
del  juicio  y  por  consiguiente  para  el  fallo  de 
las  incidencias  á  que  él  podría  dar  lugar. 

Toca  al  juez  mantener  el  orden  del  proceso 
y  declarar  la  improcedencia  de  la  pretensión 
de  abrir  litis  sobre  la  subsistencia  de  la  obli- 
gndón,  como  lo  ha  intentado  el  señor  Ke- 
nerick. 

Y  esta  declaración  de  improcedencín  es  un 
mero  incidente  por  su  forma,  por  sus  objetos 
y  por  sus  resultados  de  dar  curso  progresivo 
al  juido  en  que  incide. 

Oído  el  dictamen  del  señor  Ministro  á  quien 
pasó  el  proceso  en  estudio, 

La  Corte  falló: 

Considerando: 

1^  Que  el  Tribunal  de  la  causa,  apredando 
en  ejerddo  de  facultades  que  le  son  propias 
las  declnradones  y  demás  antecedentes  de  que 
se  ha  hecho  reladón,  ha  dadopor  estableado  el 
hecho  de  haber  reconocido  don  Jorge  E.  Kene- 
rick la  obligación  de  rendir  las  cuentas  que  le 
exigen  los  señores  Brown; 

2'  Que,  scntadoeste  hecho,  tiene  aplicación 
el  articulo  850  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  según  el  cual  el  plaxo  para  presentarlas 
cuentas,  no  estando  determinado  por  la  ley  ó 
por  convenio  de  las  partes,  debe  ser  fijado 
por  resoludón  judidal. 

3^  Que,  no  obstante  la  existencia  de  los  an- 
tecedentes que  invocó  para  excepdonarre  en 
el  escrito  de  h.  160,  antecedentes  de  que  tenia 
conodmiento  como  que  procedían  del  mismo, 
había  reconocido  con  anterioridad  y  en  varias 
ocasiones  el  señor  Kenerick  la  obligadón  de 
presentar  las  cuentas  del  mandato  que  ejer— 
ció,  lo  que  demuestra  que,  eo  su  propio  con- 
cepto, la  remisión  de  los  estados  mensuales  y 
batanees  trimestrales  de  la  contabilidad  no 
importa  la  rendición  de  dichas  cuentas,  ni  por 
tanto  la  extindón  de  la  obligadón  por  el  me- 
dio previsto  en  el  número  1'  del  articulo  1567 
del  Código  Civil; 
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4'  Que,  si  bien  se  han  hecho  presentes  algu- 
nos irregularidades  que  se  suponen  cometidas 
en  la  tramitación  de 'la  causa  á  fin  de  que  el 
Tribunal  invalide  de  oficio  las  sentencias,  los 
vicios  que  se  dicen  afectará  la  de  primera  ins- 
tancia no  fueron  reclamados  eft-  tiempo  opor- 
tuno por  medio  del  recurso  correspondiente 
para  ante  el  Tribunal  que  podía  enmendarlos, 
caducando  así  el  derecho  que  pudo  tener  el  li- 
tigante agraviado  para  demandar  su  cprrec- 
dfin;  y  por  otra  parte,  no  es  este  el  caso  pre- 
visto en  el  artículo  949  del  Córligo  de  Proce- 
dimiento Civil  para  que  los  tribunales  puedan 
ejercitar  de  oficio  la  facultad  de  invalidar  las 
sentencias  que  les  estuvieren  sometidas  por 
apelación  6  casación;  y 

5'  Que,  con  relación  A  las  otras  irregulari- 
dades que  se  indican,  el  trámite  déla  expre- 
sión de  agravios,  que  se  presenta  como  esencial 
en  la  segunda  instancia,  tiene  lugar  únicamen- 
te en  la  apelación  de  las  sentencias  definitivas 
y  laque  se  ha  dictado  en  esta  causa,  cuales- 
quiera que  sean  los  efectos  que  se  le  ntribuvan 
sólo  ha  puesto  término  á  una  cuestión  de  ca- 
rácter incidental  promovida  dentro  del  juicio 
de  rendición  de  cuentas. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
946,  948,  960,  979  y  949  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  cos- 
tas, el  recurso  de  casación  en  el  fondo  contra 
la  sentencia  de  27  de  agosto  del  año  próximo 
pasado.  Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad 
de  trescientos  pesos  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
—Gabriel  Gaete.—Leopoldo  Urrutia.—J.  Ga- 
briel Paínta  Guzmán  V.Aguirre  V.— Leoncio 

Rttdríguez.— Carlos  Varas.—Abel Saaredra  

A.  Vergara  Albano, 


Apelación.— 25  de  agosto  de  1904 

Moyano,  viuda  de  Molina  con  Ferrocarriles 
del  Estado. 

Delito  ó  cuasi  delito;  Indemnizaoióii 
de  perjuioios.— Pruebas  del  dolo  ó 
culpa;  á  quien  incumbe.— Oaso  for- 
tuito -Prueba  testimonial;  su  apre- 
ciación.-Tachas. 

Doctrina:— Toí/o  detito  ó  cuasidelito 

supone,  respectivamente,  dolo  ó  culpa  y 
estos  hechos  de  resptmsabilidad  no  se  pre- 
sumen en  la  perpetración  de  aquellos  sino 
en  los  casos  previstos  por  la  ley,  y  de  coa- 
siguiente  es  necesario  probarlos  por  quien 
los  alegíi. 

Demandada  indemnización  de  perjuicios 
por  ¡a  muerte  de  una  persona  acaecida  con 
motivo  de  la  caída  A  un  río  del  tren  en  que 
viaja,  caída  causada  por  la  destrucción  de 
un  puente,  los  antecedentes  que  se  invo- 
can para  establecer  que  dicho  puente  es- 
taba en  mal  estado^  no  pueden  consistir 
en  la  apreciación  de  testigos  que  carecen 
de  conocimientos  especiales  para  declarar 
sobre  un  hecho  que  no  puede  ser  estable- 
cido sino  por  una  apreciación  profesional 
ó  técnica,  sobre  todo  cuando  la  Empresa 
demandada  ha  probado  haber  empleado 
en  el  cuidado  especial  del  puente  la  dili- 
gencia debida.  Para  declarar  ¿í  favor  de 
la  Empresa  de  los  Ferrocarriles  del  Es- 
tado, no  era  tacha  legal,  conforme  á  ta 
ley  18,  t.  16  de  la  Partida  3'*  el  ser  em- 
picado de  ella  (1). 


Dotia  Iliginin  Moyano  viuda  de  Molina,  de- 
mandando á  la  Empresa  de  los  Ferrocarriles 
del  Estado  ante  uno  dé  los  Juzgados  de  San- 
tiago, expone:  que  el  13  de  agosto  de  1899 

(1)  Sucede  lioy  lo  miHmo  con  arreglo  al  núm.  4.« 
del  artículo  347  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
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tuvo  lugar  en  el  puente  dé  Talagante  de  la  lí- 
nea, del  Ferrocarril  de  Melipitla  un  espantoso 
nnicstro:  el  tren  mixto  que  salió  de. Santiago 
en  la  tarde  se  precipitó  al  río  en  el  mismo  ins- 
tante en  que  sus  aguas  rompían  los  machones 
del  puente  cortándolo  en  su  parte  central.  I^^a 
máquina  y  carros  que  se  desprendieron  fueron 
arrastrados  por  las  aguas,  y  los  empleados  y 
pasajeros  que  no  murieron  en  el  mismo  instan- 
te del  accidente  permanecieron  toda  la  noche 
asidos  á  la  parte  superior  de  los  carros  hasta 
que  fueron  cubiertos  por  Ins  aguas  y  perecie- 
ron sin  que  la  Empresa  les  prestara  auxilio 
alguno. 

Su  esposo,  (Ion  Miguel  Angel  Molina,  que 
desempeñaba  el  cargo  de  segundo  conductor 
del  referido  tren,  es  uno  de  los  que  fallecieron 
entonces. 

La  Empresa  de  los  Ferrocarriles  es  la  direc- 
tamente responsable  de  ese  luctuoso  suceso, 
según  se  manifiesta  por  los  siguientes  datos. 

Como  seis  meses  antes  del  siniestrq  existían 
rumores  de  que  el  puente  estaba  en  mal  esta- 
do. Varios  días  antes  del  13  de  agosto  el  con- 
ductor avisó  al  inspector  que  temía  un  desrie- 
lamiento porque  las  grandes  lluvias  se  habínn 
llevado  los  terraplenes  quedando  los  durmien- 
tes sin  sostéii.  A  primera  vista  se  notaba  que 
el  puente  se  resentía  al  paso  de  los  trenes;  so- 
bre todo  en  la  parte  en  que  está  el  tercer  ma- 
chón que  sq  veía  que  las  nguas  del  río  se  entur- 
biaban. El  mnquinista  dió  aviso  de  estas  irre- 
gularidades. 

El  día  del  suceso  se  suprimieron  todos  los 
trenes  del  sur,  norte  v  ramal  de  Melipilla  por- 
que á  las  12.40  F.  M.  de  ese  día  el  jefe  respec- 
tivo recibió  un  telegrama  del  jefe  de  Estación 
de  Talagante  señor  Vivmico  en  que  le  decía 
que  el  conductor  del  tren  último  que  pasó  di- 
cho puente  de  Melipilla  para  Santiago  le  avisó 
que  el  puente  bajó  varias  pulgadas  al  pasarlo. 

A  las  cinco  P.  M.  hora  de  itinerario,  los  em- 
pleados fueron  á  ver  qué  órdenes,  tenían,  úni- 
camente por  cumplir  con  el  Reglamento,  pues, 
tanto  ellos  como  varios  caballeros  y  señoras 
de  Melipilla  se  impusieron  por  wn  aviso  puesto 
en  un  tablero  de  que  los  trenes  estaban  suspen- 
didos. Esas  personas  se  volvieron  á  las  casas 
y  hoteles  donde  alojaban.  A  los  empleados  se 
les  ordenó  quedarse  y  á  las  siete  de  la  noche  se 


les  obligó  á  salir  á  pesar  de  su  j'e^istencia  bajo 
la  responsabilidad  de  la  Empresa  y  coa  toda 
clase  de  precauciones. 

Llegaron  bien  hasta  Tnlagante,.  donde  el 
conductor,  el  ayudante  de  ^ste  y  un  palaoquer 
ro  fueron  de  á  pie  y  con  los  faroles  hasta  cerca 
del  puente  y  volvieron  diciendo  que  no  se  atre- 
vían á,.pasar.  Más  de  media  hora  estuvieron 
detenidos  en  la  estación,  hasta  que  por  orden 
superior  telffíríífica  se. Ies  hizo  salir. 

For  los  datos  expuestos  y  otras  circunstan- 
cias (|ue  promete  comprobar  oportuHamente|^. 
se  ve,  dice,  con  toda  evidencia  que, J/j^ Empresa 
debió  evitar  el  siniestrp  puesto  que  estaba 
prevenida  y  que  Ic  afectan  las  responsabilida- 
des consiguientes  á  tan  lamentable  suceso. 

Los  empleados  de  los  Ferrocarriles  están  sin 
duda  expuestos  A  accidentes  fortuitos  que  son 
compensados  A  Ins.  familias  modestamente  se- 
gún las  Ordenanzas,  pero  el  de  que  ahora  se 
trata  no  lo  es  porque  estaba  previsto  y  ocarríó 
sólo  por  una  imprudencia  temeraria  de  parte  de 
la  Empresa,  de  una  negligencia  inexcusable  Út 
parte  de  los  empleados  superiores. 

Se  esposo  era  el  único  sostén  de  la  familia; 
así  <]ue  queda  abandonada  con  .cuatro  hijos 
pequeños  en  la  indigencia. 

For  lo  expuesto,  pone  demanda  contra  la 
Empresa  de  los  Ferrocarriles  del  Estado  para 
que  se  declare  qii^e  debe  pagarle  la  suma  de 
cincuenta  mil  [lesos  como  indemnisación  ypide 
se  dé  lugar  á  ella  con  costas. 

Don  Emilio  Vcrgaray  Vergaraporla  Empre- 
sa de  los  Ferrocarriles  del  Estado,  contestando 
dicequela  misinaexpüsictón  de  la  demandante 
evidencia  que  es  imposible  ó  absurdo  que  los 
hechos  hayan  ocurrido  como  s^  'dice.Nada  hay 
de  verdad  en  sus  aseveraciones.  Se  haceellaeco 
inconsciente  de  las  esjiecies  y  comentarios  que 
siguieron  á  la  espá.ntosa  catástrofe.  Apenas 
ocurrida  se  dijo  que  era  notorio  el  mal  estado 
del  puente  de  Talagante,  y  que  la  Empresa  á 
sabiendas,  por  puro  capricho  y  torpeza,  habíi^ 
hecho  salir  de  Santingo  en  la  tarde  del  13  de 
agosto  de  1890  el  tren  de  pasajeros,  con  la  se- 
guridad de  quehabríadeprecipitarseal  rfocon 
pasajerosy  empleados.  La  demandante  que  tu- 
vo la  desgracia  de perderásu maridoyál padre 
de  sushijos,  ha  acogido  estas  versioneacon  fa- 
cilidad sin  querer  estudiar  los  hechos  con  crí- 
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terio  tranquilo  y  sin  imponerse  de  los  antece- 
dentes que  la  Empresa  ha  puesto  á  disposi- 
ción pública  para  manifestar  que  nada,  abso- 
lutamente nada,  de  lo  supuesto  ha  ocurrido, 
y  que  no  hn  existido  orden  ni  telegrama  algu- 
no (le  los  que  se  dicen  dados  expresa  y  reite- 
radamente. Para  manifestar  la  fnlta' de  fun- 
clnmcntofl  de  1a  demanda,  le  bastará,  conti- 
núa, exponerlos  hechos  tales  como  sucedieron 
y  explicar  las  circunstancias  perfectamente 
normales  en  que  el  tren  número  53  salió  de 
Santiago  en  la  tarde  del  13  de  agqsto  de 
1899.  Bn  los  días  anteriores  á  esta  fecha  se 
habífi  hecho  sentir  en  tüda  la  República  uno 
ríe  los  temporales  más  grandes  que  hubiéra- 
mos tenido  en  los  inviernos  últimos,  ocasio- 
nando como  era  natural,  desperfecto^  en  la 
línea  de  Santiago  á  Melipilla,  que,  sín  embar- 
go, era  una  de  las  que  menos  había  sufrido, 
pues  el  servicio  de  trenes  se  había  podido  man- 
tener con  regularidad,  gracias  al  empeño  des- 
plegado por  el  personal  de  la  vía  para  i|iante- 
ner  ex|>editoel  tráfico  deesta  línea,  que  presta 
á  Santiago  servicios  de  primera  necesidad. 

E)  puente  del  río,  situado  á  poca  distancia 
deTalagante,  manifestaba  compfeta  solidez. 
No  había  el  menor  indicio  de  que  las  aguas  le 
hubieran  causado  algún  des¡)erfecto.  Esto  se 
constataba  en  Insdiarías  y  constantes  visitas 
pr/icticíidíis  |ior  el  banderista  Tadeo  Navarro 
encargado  de  cuidar  el  puente  y  que  vivía  á  su 
ladoen  una  casucha,  pordon  Juan  Andrés  Fer- 
dinánd,  caminero  en  jefe  del  ramal,  por  su 
ayudante  don  Pedro  Fernández  y 'por  el-  car- 
pintero Daniel  Aguilera,  y  en  las  inspecciones 
reglamentarias  periódicamente  hechas  por  el 
Inspector  de  la  Sección.  Era,  pues,  absoluta- 
mente falso  que  seis  meses  antes  de  la  catás- 
trofe estuviera  el  puente  en  mal  estado,  y  aun 
más  falso  que  al  pasar  los  trenes  se  notara  en 
£1  vacilaciones  sospechosas  y  que  el  agua  se 
enturbiara  en  el  tercer  machón. 

Atas4.50  minutosde  la  tarde  del  12deagos- 
tO  el  guarda-puente  Navan"0,  al  revisar  el 
puente  notó  en  el  terraplén  oriente,  á  alguna 
distancia  del  estribo  del  puente,  que  las  aguas 
desbordadas  del  canal  habían  comenzado  á 
perforar  el  terraplén;  en  el  acto  dió  aviso  al 
ayudante  de  caminero  señor  Fernández,  quien 
w  trasladó  al  lugar  indicado  y  notó  que  en  la 


parte  superior  del  terraplén,  fiiera  de  los  ríeles 

principiaba  é  formarse  un  hundimiento  que 
no  ofrecía  peligro  alguno  y  era  de  fácil  arreglo. 
No  obstante  est^o,  para  mayor  precaución  or- 
flenó  á  Navarro  que  pusiera  luz  lacre,  señal  de 
peligro,  para  prevenir  á  los  trenes  que  pasn- 
r.in  despacio  y  telegrafió  de  Talagnnte  á  Me- 
lipilla al  señor  Ferdinand,  caminero  mayor, 
avisándole  lo  ocurrido.  El  jefe  de  esa  estación 
dió  aviso  al  Inspector  de  la  2*  Sección  y  pre- 
TÍno  á  todos  los  conductores  y  maquinistas 
para  que  pasaran  con  las  precauciones  del  ca- 
.lo.  Esto  es  lo  único  ocurrido  y  dista  mucho  de 
que,  como  se  dice  en  la  demanda,  el  conductor 
hubiera  avisado  al  Inspector  que  las  lluvias 
se  habían  llevado  el  terraplén  y  dejado  sin 
sostén  los  durmientes. 

Don  Claudio  Guzmán,  conductor  del  tren 
número  53,  que  saltó  de  Santiago  en  la  tarde 
del  12  de  agosto,  vid  al  llegar  al  puente  del 
Mapocho  la  luz  lacre  y  detuvo  la  marcha. 
Aunque  esa  luz  fué  cambiada  luego  por  venle, 
en  señal  de  que  el  tren  podía  pasar,  el  conduc* 
tor  se  adelantó  á  examinar  el  terreno  y  des- 
pués de  hablar  con  Navarro  y  ver  el  pequeño 
desperfecto  dri  terraplén,  cerciorado  de  que 
no  había  peligro  ni  en  éste  ni  en  el  puente,  con- 
tinuó la  marcha  y  llegó  sin  novedad  á  Melipi- 
lla. Al  día  siguiente  regresó  á  Santiago  con  el 
tren  número  46,  pasando  despacio  el  puente 
y  sin  notar  el  menor  peligro  en  él.  Al  latió 
oriente  encontró  al  ayudante  de  caminero 
ocupado  ya  con  la  cuadrilla  componiendo  el 
terraplén. 

El  tren  número  46  no  pudo  llegar  á  Santia- 
go porque  en  la  mañana  de  ese  día  la  línea 
había  amanecido  cortada  en  una  extensión  de 
15  metros  en  el  kilómetro  siete  cerca  de  la  es- 
tarión  de  Maipú.  Por  esto  se  hizo  nllí  tras- 
bordo al  tren  número  45,  y  el  conductor  Guz- 
mán regresó  con  el  número  46  á  Melipilla, 
pasando  así  por  segunda  vez  el  puente  del 
Mapocho  sin  notar  tampoco  nada  que  indi- 
cara la  proximidad  de  un  peligro. 

El  mismo  conductor  regresó  en  la  tarde  de 
aquel  día  de  Melipilla  á  Saiitiagii  con  el  tren 
número  54;  pasó  el  puente  por  tercera  vez  en- 
tre cinco  y  seis  de  la  tarde  sin  notar  nada 
anormal.  A  esa  hora  ya  estaba  concluida  la 
compostura  del  terraplén.  Ese  tren  avanzó 
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hnsta  Maipá  donde  es|)er6  In  t«rniinai-i6n  de 
Irs  reparacioties  de  la  Unen  6  que  se  hiciera  el 
trasbordo  de  pasajeros  al  tren  número  53  que 
en  la  mañana  habla  snÜdo  de  Santiago  y  te- 
nido que  regresar  por  no  poder  continuar  & 
Melipitla.  Cuando  el  tren  lastrero  ocupado  en 
la  reparación  de  la  línea  volvió  ü  Sauttngo,  se 
supo  que  quedaba  expedita; se  hizo  avanzare! 
tren  námero  54  dándole  preferencia  porque  el 
número  53  estaba  arreglado  para  efectuar 
trasbordo,  es  decir,  con  la  máquina  atrás  del 
convoy  y  hubo  que  llevarla  á  la  tornamesa  de 
la  casa  de  máquinas  para  invertirla  ycolocar- 
la  en  el  lugar  correspondiente.  Mientras  se 
hacía  eslc  trabajo  llegó  el  tren  número  54  y  el 
jefe  lie  estación  don  Daniel  Vague,  que  reem- 
plazaba á  don  Pedro  A.  Díaz,  hablócon  el  con- 
ductor GuzmAn,  con  el  ayudante  don  Silvano 
lárn  y  con  el  caminero  señor  Ferdinnnd,  que 
también  venía  y  ninguno  le  comunicó  que  hu- 
biera la  menor  novedad  en  el  puente. 

El  guarda-puente  Navarro,  el  ayudante  de 
caminero  señor  Fernández  y  demás  emplea- 
dos que  en  ese  día  estuvieron  al  lado  del  puen- 
te también  nada  notaron  en  él.  Mientras  se 
ejecutaba  el  tríibnjo  del  terraplén  el  señor 
Fernández  cuidó  de  inspeccionar  el  puente  pa- 
sándolo en  carro  de  mano;  ordenó  asimismo  al 
carpintero  Daniel  Aguilera  que  antes  de  reti- 
rarse In  pasara  nuevamente  con  Navarro,  y  as! 
lo  hicieron  á  pie  sin  notar  absolutamente 
nada. 

Por  consiguiente,  tanto  el  día  12  como  el 

13  la  Empresa  puso  en  práctica  todas  las 
precauciones  del  caso  para  evitar  un  acciden- 
te. Las  noticias  que  ella  tenía  eran  de  la  más 
absoluta  estabilidad  y  solidez  del  puente. 

Es  inexacto  que  en  Talagante  estuviera  el 
tren  esperando  órdenes  telegráficas  para  avan- 
zar por  la  negativa  de  los  empleados  del  tren 
á  seguir.  El  conductor  Guzmán  hacía  apenas 
tres  horas  que  con  su  tren  había  pasado  el 
puente;  del  estado  de  éste  acababa  de  dar  da- 
tos satisfactorios  el  ayudante  fie  caminero 
Fernández. 

No  se  indica  en  la  demanda  la  disposición 
legal  en  que  se  funda;  parece,  dice,  que  se  per 
sigue  la  indemnización  del  daño  procedente 
de  culpa  ó  descuido.  Los  hechos  manifiestan 

SUPkEUA 


que  no  hubo  culpa,  y  en  todo  caso,  como  ésta 
no  se  presume,  delie  la  demandante  probarla^ 

Rechaza  por  absurda  la  imputación  de  que 
los  empleados  superiores  de  la  Empresa  hu- 
bieran obligado  á  los  del  tren  á  pasar  el  puen- 
te A  sabiendas  del  mal  estado  de  éste. 

La  catástrofe  se  debe  tan  sólo  á  aquella  fa- 
talidad  que  escapa  á  toda  humana  previsión, 
á  un  caso  fortuito  de  que  nadie  es  responsa- 
ble, como  ha  quedado  de  manifiestoen  el  juicio 
criminal  seguido  para  establecer  lasresponsa- 
bilidades  que  pudieran  existir  en  tal  aconteci- 
miento. 

La  Empresa  no  tiene  para  con  Molina  otra 
responsabilidad  que  la  determinada  en  los  ar- 
tículos 66  y  69  de  la  ley  de  Ferrocarriles  de 
1884  en  orden  á  la  indemnización  que  debe 
darse  á  la  viuda  y  legitimarios  de  los  emplea- 
dos fallecidos,  y  ya  esa  obligación  está  cum- 
plida. 

En  la  réplica  se  sostuvo  que  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  inciso  3'  del  artículo  1547  del 
Código  Civil,  no  incumiie  á  la  parte  deman- 
dante probar  la  culpa  de  la  Empresa  en  el  ac- 
cidente de  que  se  trata.  Se  observa  que  los 
artículos  2314,  2320,  2322  y  2329  del  mismo 
Código  justifican  la  demanda. 

En  la  dtíplica  se  toma  nota  de  que  la  acción 
entablada  es  la  procedente  del  delito  ó  cuasi- 
delito, y  que,  por  lo  tanto,  el  artículo  1547  del 
Código  Civil  que  se  refiere  á  la  culpa  contrac- 
tual, no  es  aplicable  á  las  obligaciones  que  na- 
cen de  un  hecho  ilícito. 

La  demandante  tachó  á  ciertos  testigos  de 
la  Empresa  por  ser  empleados  de  ella  intere- 
sados en  el  resultado  del  pleito. 

Con  fecha  16de  septiembre  del902  el  juzga- 
do resolvió: 

Considerando: 

1'  Que  las  tachas  puestas  por  la  demandan* 
te  no  proceden  según  lo  dispuesto  en  la  ley 
y  VIII,  título  16.  Partida  3»; 

2'  (Jue  la  descompostura  del  terraplén  de 
que  habla  la  parte  2^  de  la  articulación  5*  de 
los  interrogatorios  presentados  por  la  parte 
demandante,  ocurrió  como  á  diez  metros  del 
puente  sobre  el  río  Mapocho  en  Talagante,  no 
afectó  la  solidez  de  éste  y  quedó  completamen- 
te reparado  antes  det  siniestro,  según  se  esta- 
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blece  plenamente  con  mayor  número  de  testi- 
gos al  tenor  de  las  articulaciones  5*,  6*,  7^, 
8^  11*  15^,  17» de  los  interrogatorios 
del  demandado; 

3^  Que  si  1>ién  al  tenor  de  las  articulaciones 
6'  y  7"  de  los  cítadosinterrogatorios  de  la  de- 
mandante algunos  testigos  declaran  haber  vis- 
to el  13  de  agosto  de  1899,  antes  del  siniestro 
<l«e  el  referido  paeiite  estaba  malo;  y  con  mu- 
cho mayor  número  de  testigos,  mgor  impues* 
to  de  los  hechos,  se  ha  acreditado  al  tenor  de 
las  articulaciones  2^  3*  4.»  8*  10*  y  11»  de 
los  interrogatorios  contrarios,  t]ue  ese  puente 
manifirstaba  condiciones  de  completa  solidez, 
lo  que  evidencia  el  hecho  de  haljer  pasado  por 
el,  sin  quenada  de  irregular  se  cotara  por  el 
tren  del  conductor  Guzmífn,  sólo  cómodos  ho- 
ras antes  del  accidente; 

4' Que  el  hecho  de  haber  estado  en  conoci- 
miento de  algunos  empleados  de  la  Emiíresa 
que  el  puente  referido  estaba  en  mal  estado, 
según  se  asevera  en  las  articidnciones  8*  y 
de  los  interrogatorios  de  los  demandantes,  es- 
tá contradicho  por  los  empleados  aludidos 
que  han  declarado  al  tenor  de  tas  articulacio- 
nes ir»^,  17*,  19*  y  20'-'  de  los  interrogatorios 
presentados  por  parte  de  la  Empresa; 

5'  Que  con  las  declaraciones  dadas  cu  res- 
puesta á  la  articúlate ión  5*  de  tos  interrogato* 
nos  últimamente  mencionados,  se  ha  estable- 
cido que  el  puente  era  revisado  á  la  pasada  de 
cada  tren  por  el  banderista  ó  pontonero  Ta- 
deo  Navarro  que  vivía  en  una  casucha  al  lado 
del  puente,  y  diariamente  por  el  caminero  del 
ramal  don  Juan  Andrés  Perdinand  y  por  su 
ayudante  don  Pedro  KemíSndeí  y  por  el  car- 
pintero Daniel  Aguilera,  y  en  las  inspecciones 
periódicas  reglamentarias  por  el  Ingeniero  de 
la  Sección,  sin  que  jamAs  se  nutara  el  menor 
deterioro  en  el  puente,  ni  mucho  menos  el  más 
insignificante  peligro; 

6'  Que  asimismo  al  tenor  de  la  articulación 
16'  de  dichos  interrogatorios  se  ha  probado 
que  durante  el  día  del  accidente  el  puente  fué 
constantemente  vigtladoéinspeccionado por  el 
guarda-puente  Navarro,  el  carpintero  Aguile- 
ra y  el  ayudante  de  caminero  señor  Fernán- 
dez sin  que  se  notara  nada  t(uc  hiciera  presu- 
mir que  en  la  parte  cubierta  por  las  aguas 


existiera  el  menor  indicio  de  peligro  6  que 
acoiisejara  impedir  ó  suspender  el  trá6co; 

7'  Que  como  consecuencia  de  los  dos  consi- 
derandos anteriores,  se  dedace  y  también  se 
prueba  al  tenor  délas  articulaciones  18*  y  20** 
de  los  interrogatorios  de  la  Empresa  deman- 
dada que  la  causa  de  la  catástrofe  no  pudó 
ser  notadaápesardel  cuidado  y  Tigilandaem- 
plcndos  y  sólo  puede  estimarse  como  un  caso 
fortuito; 

8^  Que  todo  delito  6  cuasi-delito  supone  dolo 

y  el  dolo  no  se  presume,  según  lo  dispuesto  en 
el  artículo  14>r>9  del  Código  Civil,  sino  en  los 
casos,  que  no  es  el  actual,  previstos  por  la  ley 
y  en  los  dcniiís  debe  probarse;  y 

9^  Que  la  demandante  no  ha  producido  esa 
prueba,  y  por  el  contrario,  la  Empresadcman- 
dada  ha  acreditado  haber  empleado  en  el  cui- 
dado especial  del  puente  sobre  el  Mapocho  en 
Talagante  la  diligencia  debida. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  1*,  tí- 
tidos  14  y  33,  título  16,  Partida  3»  y  articu- 
lo 1698  del  Código  Civil,  se  declara:  sin  lugar 
las  tachas  y  la  demanda. — Ayaia, 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Oorte: 

Vistos:  Enmendando  el  considerando  8^  de 
la  sentencia  de  16  de  septiembre  de  1902,  en 
el  sentido  de  que  todo  delito  ó  cuasi-delito  su- 
ponen respectivamente,  dolo  ó  culpa,  y  estos 
hechos  de  responsabilidad  no  se  presumen  en 
la  perpetración  de  aquellos  sino  en  los  casos 
previstos  por  la  ley,  y  de  consiguiente  es  nece- 
sario probarlos  por  quien  tos  alega; 

Yj  teniendo,  además  presente  que  los  testigos 
de  los  demandantes  carecen  de  conocimientos 
esi>ecía1es  para  declarar  sobre  nn  hecho  que  no 
puede  ser  establecido  sino  por  una  apreciación 
profesional  ó  técnica,  se  confirma  la  referida 
sentencia. 

Publíquese,  devuélvanse. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Póster  Recabarren  quien  fué  de  parecer,  por  las 
razones  que  consigna  enel  libro  respectivo,  que 
se  diera  lugar  á  la  demanda,  regulándose  por 
el  Tribunal  el  monto  de  la  indemnización.  Re- 
dactada por  el  señor  Ministro  Saaredra. — Leo- 
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poldo  Urrutia. — V.Aguirre  V.-~AbelSaavedra. 
—E,  Fáster  Recabamn. 

VOTO  ESPBCIAL 

En  la  causa  seguida  por  doña  Htgiiiia  Mo- 
rano  con  la  Empresa  de  los  Ferrocarriles  del 
Estado  para  que  esta  última  fuera  condenada 
á  pagarle  la  suma  de  cincuenta  mit{)e50s  como 
indemnización  por  la  muerte  de  su  marido, 
don  Miguel  Angel  Molina,  segundo  conductor 
del  tren  mixto  de  Santiago  A  MelipíUa,  ocu- 
rrida en  el  siniestro  que  tuvo  lugar  el  13  de 
agosto  de  1899,  con  motivo  del  hundimiento 
del  puente  del  río  Mnpocho  en  los  momentos 
mismos  en  que  lo  atravesaba  dicho  tren,  el 
cual  fué  así  precipitado  al  fondo  del  río,  el  in- 
frascripto, contra  et  parecer  de  la  mayorfa  del 
Tribunal,  .opinó  que  se  diera  lugar  á  la  de- 
manda interpuesta,  debiendo  regularse  por  el 
mismo  Tríbunalet  monto  déla  indemnización, 
y  revocándose,  en  consccuencin,  el  fallo  de  ])r)- 
mera  instancia,  que  había  absuclto  (\  la  Em- 
presa demandada. 

Tuvo  para  ello  presente  las  consideraciones 
que  en  seguida  se  formtiian: 

1'  Que  es  deber  de  las  Empresas  de  acarreo 
ó  trasporte  por  ferrocarril  mantener  los  [iiicn- 
tes,  lineas,  equipo  y  dcniñs  material  de  que 
hacen  uso,  en  buen  estado  de  conservación 
Y  en  condiciones  de  suficiente  seguridad  ¡tara 
los  pasajeros  y  carga; 

2'  Que  para  cumplir  con  esa  obligación  co- 
rresponde á  las  Empresas  de  ese  género  no 
sólo  examinar  frecuentemente  el  cstajoen  que 
se  encuentran  todos  aquellos  elementos  de 
movilización,  A  fin  de  repararlos  con  la  opor- 
tunidad necesaria,  stno  estudiar  también  la 
naturaleza  y  resistencia  del  suelo,  ta  jirofun- 
didad  de  los  ríos  y  la  fuerza  de  sus  creces  y  co- 
rrientes, los  efectos  del  clima  y  demás  acciden- 
tes y  circunstancias  que  pueden  influir  de  un 
modo  efectivo  en  la  duración  y  conservación 
de  la  vía  y  de  su  material  de  trasporte. 

3^  Que  dentro  de  este  orden  de  ideas,  co- 
rresponde á  una  vulgar  previsión  reforzar  6 
afianzar  los  puentes  de  los  ríos  con  l.is  obras 
de  defensa  que  su  construcción  requiera,  antes 
de  cada  invierno,  ya  que  una  experiencia  con- 
tinuada de  muchos  años  manifiesta,  según  es 


público  y  notorio,  la  necesidad  de  emprender 
trabajos  de  esa  especie  como  único  medio  de 
mantener  la  seguridad  del  tráfico,  en  atención 
á  la  frecuencia  é  impetuosidad  de  las  creces  de 
loa  ríos  de  Chile,  al  violento  desnivel  de  su 
curso,  á  la  enorme  fuerza  que  en  tales  casos 
adquieren  sus  aguas,  y  A  lo  movedizo  del  suelo 
de  que  ordinariamente  está  formado  su  lecho; 

4"^  Que  de  autos  se  desprende  que  no  se  to- 
maron las  precauciones  más  arriba  indicadas 
en  el  invierno  á  que  se  refiere  la  demanda  para 
asegurar  y  mantener  la  conservación  del  puen- 
te sobre  el  río  Mapocho  en  la  vía  de  Santiago 
á  Melipilla,  omisión  que,  cuando  menos,  im- 
ponía ¿  la  Empresa  el  deljer  de  haljer  adop 
tado  en  días  de  temporal  y  de  crece  extraordi- 
naria todo  género  de  precauciones  á  la  pasada 
de  los  trenes,  y  aún  el  de  suspender  el  tráfico, 
en  caso  necesario. 

5'  Que  entre  esas  precauciones,  indispensa- 
bles para  prevenir  la  posibilidad  de  un  sinies- 
tro, se  imponía  en  primer  téniiind  la  de  hacer 
revisar  el  puente  durante  cada  temporal  por 
ingenieros  competentes  ó  por  otro  personal 
técnico,  cosa  que  no  parece  se  baya  hecho  con 
el  del  río  Mapocho,  á  lo  menos  en  el  día  del 
siuicbtro  y  en  los  inmediatamente  anteriores, 
contentándose  la  Empresa  con  que  lo  exami- 
nara en  tales  circunstancias  el  caminero  de  la 
línea,  ó  su  ayudante  y  otros  empleados  infe- 
riores; 

6^  Que  d  hecho  de  haberse  hundido  el  puen- 
te en  los  momentos  en  que  pasaba  el  tren,  en 
que  iba  como  segundo  conductor  el  esposo  de 
la  demandante,  hace  suponer,  á  menos  de 
prueba  en  contrario,  que  debía  hallarse  en  mal 
estado  algunas  horas  por  lo  menos  antes  del 
siniestro;  pues  no  es  presumible  en  construc- 
eiones  de  esta  especie,  que  su  destrucción  se 
operara  en  pocos  minutos  y  (jue  la  acción  de 
las  aguas,  lenta  por  naturaleza,  hubiera  pro- 
ducido en  el  caso  de  autos  un  siniestro  ins- 
tantáneo; 

7'  Que,  por  lo  mismo,  la  circunstancia  de 
haber  atravesado  ese  puente  varios  trenes  el 
día  de  la  catástrofe,  lejos  de  comprobar  por 
sí  solo  su  buen  estado  de  conservación,  mani- 
fiesta más  bien  la  reiterada  imprudencia  de  la 
Empresa  demandada,  que  dispuso  ó  consintió 
en  la  repetición  de  un  hecho  que  bien  pudo 
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originar  un  destistre  ígiial  ó  mayor  al  ocu- 
rrido; 

8'  Que  la  presunción  Ci  que  se  refiere  el  con- 
siderando sexto  de  este  voto,  refuerza  la  efica- 
cia de  la  prueba  rendida  por  la  demnndante  y 
hace  mAs  digno  de  fe  el  testimonio  de  los  tes- 
tigos por  ella  presentados,  varios  de  los  cua- 
les afirman  contestemente  el  hecho  positivo 
del  mnl  estado  en  que  el  puente  se  encon- 
traba; 

9'  Que  de  todo  lo  expuesto  se  deduce  qtie 
hubo  imprudencia  manifiesta  por  parte  de  la 
Empresa  en  hacer  transitar  el  tren  mixto,  de 
noche,  en  horas  que  no  eran  de  itinerario,  y 
cuando  todavía  se  sufrían  las  consecuencias 
inmediatas  deun  gran  temporal,  por  sobre  un 
puente  no  preparado  de  antemano  para  so- 
portarlo, mediante  las  obras  de  defensa  téc* 
nicamente  indispensables;  como  hubo  también 
negh'gencia  en  no  ejecutar  oportunamente  es 
tas  obras,  y  en  no  haber  hecho  examinar  el 
puente  durante  los  días  del  temporal  por  el 
ingeniero  de  la  línea;  y 

10.  Que,  en  consecuencia,  la  demanda  de 
doñn  Higinia  Moyano  tiene  fundamento  bas- 
tante en  los  artículos  2320,  2322,  2329  y 
2314  del  Código  Civil,  y  ha  debido,  por  tan- 
to, darse  lugar  A  ella  en  los  términos  indica- 
dos en  el  comienzo  de  este  voto. 

Santiago,  agosto  25  de  1904.— Ffister 
Recabarren. 


Cas.  CÍV.—27  de  agosto  de  1904 

Oswald  V.  de  Mac-Kate  con  Arce 

Efecto  retroaotlvo.— Pensión  de  retiro 
de  Militares.— Embarg-o  —Inadmisl- 
billdad  del  recurso. 

Doctrina:— Seí,nÍD  el  artículo  466  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  ao  son 
embargables  las  pensiones  de  retiro  y 
montepío  pagadas  por  el  Bstado  y  las 


Municipalidades^  salvo  qtie  se  trate  de 
deudas  provenientes  de  pensiones  alimetj- 

ticias. 

Es  inadmisible  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo  formalizado  después  del  plazo 
de  diez  días  útiles  que,  á  contar  deíanun- 
ciot  concede  la  ley  (1). 


£n  i-jvcución  entablada  por  doña  Mariana 
Oswald  T,  de  Mac^Kale  contra  don  Arturo 
Arce  por  cobro  de  pesos,  ante  uno  de  los  juzga- 
dos de  letras  de  Santiago,  se  trabó  embargo, 
á  mediados  de  febrero  de  1903  sobre  la  terce- 
ra parte  de  la  pensión  de  retiro  de  que  goza  el 
deudor,  como  militar  retirado  del  Ejército  en 
el  carácter  de  inválido  absoluto. 

El  23  de  marzo  siguiente,  introdujo  el  ejecu- 
tado la  reclamación  que,  en  conformidad  á  la 
ley,  se  ha  tramitado  por  su  cuaderno  separado 
por  la  cual  solidta  que  con  arreglo  al  número 
1',  del  artículo  466  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  que  declara  inembargables  los 
sueldos,  pensiones  de  retiro  y  de  todo  otro  gé- 
nero que  paguen  el  Estado  ó  las  Municipali- 
dades, y  á  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1881, 
que  establece  también  la  inembargabilidad  £ 
inalienabilidad  de  las  pensiones  de  invalidez, 
se  ordene  alzar  el  embargo  que  se  hn  trabado 
indebidamente  sobre  la  pensión  de  que  dú- 
fruta. 

Respondiéndola  ejecutante,dice  que  las  dis- 
posidones  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  entró  en  vigor  el  1"  de  marzo  de  1903,  no 
pueden  aplicarse, sin  darles  efecto  retroactivo, 
fi  un  embargo  que  setrabó  antes  de  que  empe- 
zara á  regir  el  Código,  y  que  ya  el  juzgatlo  ha 
desestimado  en  el  expediente  ejecutivo  la  pe* 
tición  que,  apoyándose  en  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre  de  1881,  se  presenta  ahora  para  el 
alzamiento  del  embargo  porque  dicha  ley  sólo 
declaró  no  embargables  las  pensiones  acor- 
dadas A  los  individuos  de  tropa. 


(t)  Esta  sentencia  habría  siHo  evidentemente  ca- 
mda  por  la  Corte  Suprema.  T^ane  la  senteucia  de 
26  de  diciembre  de  1903,  páginas  146  y  290. 
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Bl  juzgado  con  fecha  30  de  junio  de  1903 
resolvid: 

Considerando: 

1^  Que  conforme  al  artículo  24  inciso  2^  de 
la  lej  de  22  de  diciembre  de  1881,  sólo  Fon 
inembargables  las  pensiones  acordadas  en  ella 
á  los  individuos  de  tropa  ó  á  su  familia;  y 

2^  Que  según  el  artículo  466  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  no  son  cmbargables  los 
sueldos,  las  gratificaciones,  las  pensiones  de 
gracia,  jubilación,  retiro  ó  montepío  que  pa- 
gan  el  Estado  y  las  Municipalidades,  salvo 
cuando  se  trata  de  deudas  provenientes  de 
pensiones  alimenticias  decretadas  judicialmen- 
te, lo  que  en  el  caso  actual  no  sucede. 

Teniendo  además  presente  lo  dispuesto  en 
los  artículos  151  y  final  del  Código  citado  y 
articulo  24sde  ta  Ley  de  7  de  octubre  de  1861, 
se  declara:  que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  don 
Arturo  Arce  en  el  escrito  de  f.  1  de  este  cuader- 
no sólo  en  cuanto  debe  alzarse  el  embargo  de 
su  pensión  de  retiro  por  invalidez  desde  el  1^ 
de  marco  último.— ^4.  Ajala. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Santiago,  16  de  noviembre  de  1903.— Vis- 
tos: se  conñrma  la  sentencia  apelada  de  30  de 
junio  del  presente  año. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Larraín  Z.  quien  teniendo  presente:  que  el  em- 
bargo había  conferido  un  derecho  al  acreedor, 
de  que  una  ley  posterior,  á  menos  que  se  le  dé 
efecto  retroactivo,  no  puede  despojarlo;  y  que 
en  el  Código  de  Procedimiento  Civil  no  existe 
disposición  alguna  que  manifieste  que  sus  dis- 
posiciones tenían  tal  carácter,  fué  de  opinión 
de  que  se  revocara  la  referida  resolución  y  se 
declarara  sin  lugar  la  suspensión  del  embargo, 
el  que  debía  quedar,  por  tanto,  subsistente. — 
José  Alejo  Fernández.~J.  Ignacio  Larrain  Z. 
— }.  Ag.  Rojas. 

La  señora  Oswaid  v.  de  Mac*Kale  interpuso 
contra  este  fallo  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 

Concedido  el  recurso,  y  cumplida  su  trami- 
tación ante  la  Corte  Suprema,  este  Tribunal 
resolvió 


Teniendo  presente: 

Que  el  recurso  de  casación  de  que  se  trata, 
que  fué  anunciado  el  21  de  noviembre,  sólo 
vino  á  ser  formalizado  el  4  de  diciembre  si- 
guiente, esto  es,  cuando  ya  había  trascurrido 
el  plazo  de  diez  días  útiles  que,  á  contar  del 
anuncio,  concede  la  ley  para  la  formalización 
del  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Visto  loprevenido  en  los  artículos  943,  inci- 
sos 2'  y  39,  67,  954.  960,  979  y  249  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  se  declara  improce- 
dente, con  costas,  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  formulado  contra  la  sentencia  de  16  de 
noviembre  del  ano  último.  Queda  aplicada  al 
Fisco  la  cantidad  de  ciento  cincuenta  pesos  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Saavedra. — Gabriel 
Gaete.—Joaé  Atíonso.^Leopoldo  Utrotia, — V* 
Agvirre  Vargas.— Carlos  Varas.— Abel  Saave- 
dra.—B.  Fóster  Recaba rren.  —  L.  Romilio 
Mora. 


Cas.  CÍV.—19  de  agosto  de  19C4 

Morales  con  Montcl 

Resoluolón  de  oontrato.— Mora.-Re 
querimlento 

Doctrina: — La  obligación  que  tiene  el 
vendedor  de  sanear  la  cosa  vendida  no 
tiene  ttn  término  fatal  y  perentorio  den- 
tro  del  cual  deba  indispensablemente 
camparse,  so  pena  de  quedar  constituido 
en  mora,  sin  necesidad  de  requerimiento 
judicial  y  por  el  solo  ministerio  de  la  ley. 
Faltando  diaposición  especial,  entre  las 
que  rigen  estecontrato  de  compra-venta, 
que  tal  cosa  establezca,  hay  que  recu- 
rrir á  las  reglas  generales  y  no  siendo 
aplicable  Ja  disposición  del  número  2^  del 
artículo  1551  del  Código  Civil,  ni  habién- 
dose estipulado  expresamente  un  plazo 
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para  el  cumplimiento  de  Ja  obligación 
con  arreglo  al  número  1^,  es  necesario 
requerimiento  judicial. 

La  presentación  en  que  se  pide  se  noti- 
fique ai  vendedor  para  que  dentro  de 
tercero  día  sanee  la  propiedad  vendida^ 
no  tiene  el  carñctcr  de  una  verdadera  re- 
con  vención  judicial. 

Habiéndose  cancelado  el  gravamen  que 
motivaba  la  demanda  antes  de  la  senten- 
cia de  primera  instancia,  no  procedía 
tampoco  la  resolución  del  contrato. 


Don  Domingo  MoiaKs  compró  á  don  Ri'uno 
Montcl  dos  sitios  de  la  polílación  Monte), 
según  escrituras  públicas  otorgadas  en  1896, 
eomprometiéndose  en  ellas  el  vendedor  al  sa- 
neamiento de  los  predios  enajenados,  «na  vez 
que  el  comprador  liubicse  pagado  el  precio  to- 
tal de  la  venta  que.  en  parte,  había  quedado 
insoluto. 

Con  fecha  14  de  enero  de  1902  concluyó 
Morales  de  pagar  dicho  precio,  v  con  tal  mo- 
tivo se  le  otorgó  por  Montel  la  escritura  de 
cancelación  respectiva. 

En  septiembre  del  mismo  año,  se  presentó 
Morales  ante  uno  de  los  juzgados  de  letras  de 
Santiago,  exponiendo  en  un  escrito  que  corre 
A  fs.  7  de  los  autos,  que  no  obstante  de  haber 
él  ya  cubierto  totalmente  el  precio  de  venta, 
Montel  no  había  cumplido  aún  con  la  obliga- 
ción que  se  había  impuesto  de  libertar  las 
propiedades  compradas  de  todo  gravamen; 
puesto  que  toilavín  pesaba  sobre  ellas  una  hi- 
poteca general  f|ue  reconocían  en  favor  del 
Banco  Hipott-cario  de  Chile.  Por  lo  cual  pedía 
que  se  notificara  al  vendedor,  ñ  ñn  de  que 
dentro  del  tercero  día,  efectuara  la  liberación 
de  todos  los  gravámenes  que  afectaban  las  in- 
dicadas propiedades,  bajo  apercibimiento  de 
derecho. 

El  juzgado  proveyó  (jue  se  tuviera  dicho  es- 
crito por  demanda  y  comunicó  traslado  á 
don  Bruno  Montel;  pero  habiendo  manifesta- 
do Morales  que  su  solicitud  no  tenía  el  carác- 
ter de  demanda  y  que  sólo  pretendía  que  se 


le  pusiera  en  conocimiento  del  vendedor  para 
los  fines  A  que  hubiere  lugar  en  derecho,  se 
suspendieron  los  efectos  de  esa  providencia  y 
se  dió  lugar  á  la  notificación  de  Montel  en  la 
forma  y  para  los  fines  expresados. 

Se  notificó  efectivamente  íí  Montel,  pero  co- 
mo pasara  el  plazo  señalado  por  Morales  sin 
que  se  efectuara  la  cnncelacídn  de  la  hipoteca 
vigente,  se  presentó  aquél  de  nuevo  ante  el 
mismo  juzgado  y  pidió  en  el  escrito  de  fs.  10, 
({ue  por  haber  incurrido  Montel  en  mora,  con- 
forme A  lo  prescripto  en  los  números  1' y  3", 
del  artículo  1551  del  Código  Civil,  se  declara- 
ra judicialmente  resuelto  el  contrato  de  com- 
pra—venta  que  con  él  había  celebrado. 

El  juzgado  no  accedió  á  esta  solicitud  y  en- 
tonces Morales,  regularizando  el  procedimien- 
to, pidió  que  se  la  tuviera  pordemanda  ordi- 
naria y  qtie  &e  la  tramitara  como  tal. 

Por  providencia  de  10  de  octubre  de  1902, 
se  mandó  tener  como  demanda  el  escrito  de 
fs.  10,  y  contestándola  Montel,  pidió  que  no 
se  diera  tugar  á  la  resolución  de  los  contratos; 
por  cuanto  "j-o  dice,  no  estoy  en  mora  de 
cumplir  lo  pactado  aceren  de  la  liberación  y 
saneamiento  de  los  sitios  vendidos  al  señor 
Morales,  que  no  ignoral».  al  comprarlos,  que 
Ies  afectaba  un  gravamen  á  favor  del  Banco 
Hipotecario  de  Chile.  Mas,  como  mi  ánimo 
no  es  perjudicar  al  señor  Morales,  es  menester 
que  V.  S.  me  otorgue  un  plazo  parahacer  el  sa- 
neamiento aludido". 

Trabada  en  estos  términos  la  litis  el  Juzga- 
do resolvió: 


Considerando: 

1'  í¿ue  las  partes  están  de  acuerdo  en  ha- 
ber celebrado  los  contratos  de  compra-venta 
mencionados  en  la  escritura  de  cancelación  y 
que  constan  de  las  escrituras  otorgadas  en 
29  de  agosto  y  25  de  septiembre  de  1896 
ante  el  notario  don  Bdnardo  Reyes  Lavalle  en 
esta  capital; 

2^  Que  sí  bien  en  las  escrituras  últimamen- 
te citadas  no  se  estipuló  expresamente  que  la 
venta  de  los  sitios  mencionados  en  ella  y  tam- 
bién en  la  referida  escritura  de  cancelación 
fuera  sin  otro  gravamen  que  el  constituido 
para  responder  al  vendedor  del  precio  inaolq- 
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to,  los  partes  reconocen  qnc  los  sitios  fueron 
vendidos  sin  más  gravamen  que  el  expresado; 

3'  Qncen  la  contestación  se  confiesa  que  di- 
chos sitios  cuando  fueron  vendidos  estaban 
hipotecados  &  favor  del  Banco  Hipotecario  de 
Chile,  eso  si  haciendo  presente  el  demandado 
que  no  ha  tenido  íinimo  de  perjudicar  al  de- 
mandante, por  lo  que  pide  se  le  otorgue  plazo 
para  el  saneamiento; 

4'  Qtie  como  en  las  escrituras  de  com[>ra- 
vcntael  vendedorno  hizo  declnrnciAn  alguna 
acerca  de  ese  gravamen,  el  caso  no  fué  previs- 
to y  por  tanto  no  hubo  eslipulacíón  respecto 
de  la  época  de  su  cancelación; 

5'  Qae  conforme  al  articulo  1494>,  inciso  2' 
del  Código  Civil  el  juzgado  no  puede,  sino  en 
casos  especiales  designados  por  las  leyes,  se- 
ñalar plazos  para  el  cumplimiento  deunaobli- 
gación,  y  el  presente  caso  no  está  entre  esos; 

6'  Que  como  los  contratos  deben  ejecutarse 
(le  buena  fe  y  obligan  por  consiguiente  no  sólo 
á  lo  que  en  ellos  se  expresa,  sino  á  todns  las 
cosas  que  emanan  precisamente  de  ta  natura- 
leza de  la  obligación  ó  que  por  ley  ó  In  cos- 
tumbre pertenecen  á  ella,  don  Bruno  Montel 
debió  entregar  á  don  José  Domingo  Morales 
sin  otro  gravamen  que  el  constituido  en  las 
respectivas  escrituras  para  la  seguridad  del 
precio  insoluto,  los  sitios  vendidos,  ya  que  no 
se  convino  en  que  la  venta  fuera  con  otros 
gravámenes  que  el  mencionado; 

T'  Que  la  entrega  en  tales  condiciones  debió 
hacerseinmediatnmente  después  del  contrato, 
conforme  al  artículo  1826  del  Código  citado; 

8*  Que  además  consta  que  el  vendedor  fué 
requerido  judicialmente,  en  25  de  septiembre 
del  ano  último  para  In  cancelación  de  la  refe- 
rida hipoteca  á  favor  del  Banco  Hipotecario 
de  Chile; 

9'  Que  por  consiguiente  á  la  fecha  de  la  de- 
manda don  Bruno  Montel  ha  estado  en  mora 
de  cumplir  su  obligación  mencionada; 

10.  Que  el  demandante  ha  probabo  halwr 
pagado  el  precio; 

11.  «Que  si  el  vendedor  por  hecho  ó  culpa 
suya  ha  retardado  la  entrega  de  la  cosa  ven- 
dida en  el  tiempo  y  forma  debidos,  el  compra- 
tiene  derecho  á  pedir  laresolución  del  contrato 
con  indenmización  de  perjuicios;  y 


12.  Que  en  el  presente  juicio  sóloscha  pedí, 
do  la  resolución. 

Con  íirreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
151,  167,  196  y  331  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  y  artículos  1489,  1546,  1551, 
1698  y  17l3y  los  yacitados  del  Código  Civil, 
se  declara:  que  ha  lugar  á  la  demanda,  con 
costíis.y  en  consecuencia  resueltos  los  contra- 
tos de  compra-venta  celebrados  según  las  es- 
crittii-as  públicas  mencionadas  en  el  conside- 
rando primero  deestn  sentencia,  reservándose 
el  demandante  los  derechos  que  tenga  para  pe- 
dir indemnización  de  perjuicios. 

Anótese  y  reemplácese  el  papel.— -4.  Ajala. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  falló: 

Santiago,  19  de  octubre  de  1903.— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  y  considerando: 

1^  Que  pendiente  Ingestión  iniciada  por  Mo- 
rales A  fs,  7  para  que  Montel  libertase  los  pre- 
dios vendiilos  de  los  gravámenes  á  que  se  ha- 
llaban afectos,  dentro  de  tercero  día  y  bajo 
apcrcibintiento  de  derecho,  á  petición  del  mis- 
mo Morales,  se  mandó  tener  como  demanda 
su  escrito  de  fs.  10,  en  el  cual  ¡leilia  que  confor- 
me A  lo  prevenido  en  los  números  1'  y  3*?  del 
artículo  1551  del  Código  Civil  se  declarare  re- 
suelta laventn,fundAndoseenlamorade  Mon- 
tel para  verificar  el  saneamiento; 

2'  Que  Montel  en  su  contestación,  sin  aceptar 
la  mora  que  se  le  imputaba  ylcrjos  de  descono- 
cer la  obligación  desanear,  pidió  queseleotor- 
gasc  un  plazo  para  cumplirla; 

39  Que  absolviendo  Morales  en  segunda  ifis- 
tnncia  la  articulación  segunda  de  las  posicio- 
nes puestas  por  Montel,  reconoce  que  con  an- 
terioridad á  su  demanda,  Montel  gestionaba 
el  alzamiento  de  los  gravámenes,  de  lo  cual 
tuvo  conocimiento  antes  de  instaurarla  y  que 
si  no  se  había  hecho  era  por  motivo  indepen- 
diente de  su  voluntad; 

4*^  Que  Montel  en  el  cursodeestejuicioy  an- 
tes de  dictarse  sentencia,  hizo  constar  con  el 
certificado  acompañado  que  había  ya  obteni- 
do el  alzamiento  de  los  gravámenes  que  pesa- 
ban sobre  las  propiedades  vendidas. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
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en  el  artículo  1698  del  Código  Civil,  se  revoca 
la  sentencia  apelada  de  5  de  junio  último,  y  se 
declara  que  noha  tugarála demanda.— Redac- 
tada por  el  señor  Presidente  Mora. 
L.  R,  Mora  Montt  Darío  Benavente. 


otorga  el  nfira.  3" del  artículo  1551  del  Código 
Civil,  y  el  decreto  respectivo  pnsó  en  autoridad 
de  cosa  juzgada.  Ln  presentación  de  ís.  10  es 
de  8  de  octubre  y  la  demanda  se  noti&ró  el  11 
de  eae  mes. 


Contra  esta  sentencia  se  ha  deducido  por  el 
comprador  de  los  predios  recurso  de  casación 
en  el  fondo  por  los  cuatro  capítulos  siguientes: 

"1^  Al  resolver  la  Corte  quenoha  lugar  á  la 
resolución  de  los  contratos  materia  de  este 
juicio,  ha  tenido  necesariamente  que  aceptar 
que  el  deudor  Montel  no  estaba  en  mora,  con- 
forme al  artículo  1551  del  Código  Civil,  pues 
el  considerando  1'  de  la  sentencia,  se  funda 
en  el  hecho  inexacto,  jurídicamente  hablando, 
deque  la  demanda  mía  de  fs.  10,  11  y  12  ae 
inició  estando  pendiente  la  gestión  de  fs.  7. 

"Fundo,  pues,  esta  primera  causal  de  nulidad 
en  la  violación  del  artículo  1551  del  Código 
Civil. 

"2'  La  Corte  ha  quebrantado  también  el  ar- 
tículo 1489  del  Código  Civil,  puesto  que,  es- 
tando Montel enmora,  como  lo  estaba,  de  sa- 
near las  propiedades  vendidas,  no  podía  olvi- 
dar que,  no  habiendo  aquel  deudor  cumplido 
su  obligación,  la  resolución  de  esos  contratos 
era  de  necesidad,  ya  que  él  la  exigía; 

"3''  Ha  quebrantado  también  la  Corte  la  dis- 
posición del  artículo  1713  del  Código  Civil, 
puef^to  que  la  confesión  de  su  propia  mora, 
rendida  por  el  deudor  Montel  en  escrito  de  fs. 
13,  ha  producido  plena  prueba  contra  él; 

"4'  Ha  violado  igualmente  la  Corte  las  dis- 
posi^-iones  generales  del  título  1*',  libro  4^  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  y  especialmen- 
te de  los  iirtículos  993,  994  y  995;  puesto  que 
siendo  la  gestión  iniciada  ñ  fs.  7  un  acto  judi- 
cial no  contencioso,  y  habiéndose  pedÍ4lo  y  ob- 
tenido que  se  notificase  á  Montel  para  que 
dentro  de  tercero  día  sanease  la  propiedad,  y 
no  habiendo  dicho  nada  aquel  dentro  de  ese 
plazo  ni  de  ningún  otro  plazo,  Ta  gestión  que- 
dó definitivamente  terminada,  y,  por  tanto,  la 
reconvención  á  firme." 

En  efecto,  en  25  de  septiembre,  se  notificó  á 
don  Bruno  Montel,  para  que  liberase  las  pro- 
piedades compradas,  después  de  haber  hecho 
declaración  expresa  que  aquello  nn  importaba 
una  demanda  sino  el  ejercicio  del  derecho  que 


lia  Oorte: 

Considerando: 

1'  Que  en  los  contratos  de  compra-venta 
cuya  resolución  pretende  don  José  Domingo 
Morales,  fundado  en  la  mora  en  que,  á  su  jui- 
cio, incurrió  el  vendedor  por  no  haber  cance- 
lado la  hipoteca  que  los  predios  enajenados 
reconocían  en  favor  del  Banco  Hipotecario  de 
Chile  dentro  del  plazo  especial,  fijado  por  el 
mismo  comprador  en  su  escrito  de  H.  7,  nada 
se  estipuló  sobre  la  fecha  en  que  debiera  alzar- 
se dicho  gravamen,  del  cual  ni  siquiera  se  hizo 
mención  expresa  en  las  escrituras  respectivas; 

2^  Que  si  bien  es  cierto  que,  de  conformidad 
con  los  preceptos  que  en  la  ley  positiva  reglen 
el  contrato  de  compra-venta,  el  vendedor  está 
obligado  á  sanear  la  cosa  vendida,  amparan- 
do al  comprador  en  su  dominio  y  posesión  pa- 
cífica, también  lo  es  que  en  esos  preceptos  no 
se  designa  un  término  fatal  ó  perentorio  den- 
tro del  cual  deba  indispensablemente  el  vende- 
dor cumplir  con  la  obligación  del  saneamiento, 
so  pena  de  quedar  constituido  en  mora,  sin 
necesidad  de  requerimiento  judicial  y  por  el 
solo  ministerio  de  la  ley; 

3^  Que  faltando  entre  las  disposiciones  esiie* 
ciaics  que  rigen  el  contrato  de  compraventa 
una  norma  fija  y  expresa  que  indique  cuando 
el  vendedor  queda  constituido  en  mora  de  sa- 
near la  cosa  vendida,  liay  que  recurrir  para 
determinarlo  (\  los  preceptos  generales  que  go- 
biernan los  efectos  de  toda  obligación,  ya  que, 
con  arreglo  á  la  ley,  esos  preceptos  deben  en- 
tenderse incorporados  en  los  contratos  parti- 
culares, sin  necesidad  de  una  clAusulaespcrial 
que  los  mencione; 

4^  Que,  según  el  artículo  1551  del  Código 
Civil,  el  deudor  está  en  mora,  licuando  no  ha 
cumplido  la  obligación  dentro  del  término  esti- 
pulado, salvo  que  la  ley,  en  casos  especiales, 
que  no  son  los  de  que  aquí  se  trata,  exija  que 
se  requiera  al  deudor  para  constituirlo  en 
mora;  2^  cuando  la  cosa  no  ha  podido  ser  dada 
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6  ejecutada  sino  dentro  de  cierto  espacio  de 
tiexnpo,yel  deudor  lo  hadejado  pasar  sin  dar- 
la 6  ejecutarla,  circunstancias  que  tampoco 
dicen  relación  con  el  asunto  materia  de  la  de- 
manda; y  3^  en  los  demás  casos,  cuando  el 
deudor  ha  sido  judicialmente  reconvenido  por 
el  acreedor. 

5^  Qne,  como  ja  se  ha  manifestado  en  el 
considerando  primero  de  este  fallo,  Morales  y 
Montel  no  estipularon  plazo  ó  d{a  fijo  en  los 
contratos,  para  que  el  segundo  saneara  el 
gravamen  hipotecario  que  afectaba  á  los  pre- 
dios vendidos  al  primero  y,  en  cousecnencia, 
no  podría  aplicarse,  para  determinar  si  Mon- 
tel ha  incurrido  6  no  en  mora  á  ese  respecto, 
la  regla  contemplada  en  el  nlímero  1^  del  ar- 
tículo 1551  más  arriba  atado,  según  la  cual 
para  que  tal  estado  se  produzca  se  necesita  la 
infracción  por  parte  del  deudor  de  un  plazo 
expresamente  estipulado;  y  habría  que  recu- 
rrir entonces  á  la  del  número  3^  del  mismo 
articulo,  que  exige  como  requisito  previo  in- 
dispensable para  constituir  al  deudor  en  mo- 
ra, la  reconvención  judicial  de  su  acreedor; 

6^  Que  así  lo  ha  entendido  también  el  mis- 
mo recurrente  en  el  escrito  de  fundación  del  re- 
curso, en  el  que,  reconociendo  expresamente 
la  doctrina  establecida  en  el  considerando  an- 
terior, sostuvo  que  la  solicitud  presentada 
por  él  á  ft.  7  de  los  autos  importaba  en  reali- 
dad ima  verdadera  reconvención  judicial,  des- 
tinada A  obligar  ¿  Montel  á  sanear  los  pre- 
dios enajenados  dentro  del  plazo  de  tres  días 
que  con  tal  objeto  se  le  concedía  en  la  indica- 
da solicitud;  por  lo  cual  y  no  habiendo  aquel 
cumplido  dentro  de  ese  plazo  con  laobligadón 
reclamada,  había  incurrido  en  mora,  estado 
que  entonces  no  purgó  y  que  legalmente  no 
ha  podido  tampoco  purgar  más  tarde; 

7'  Que  la  presentación  6  diligencia  de  fo- 
jas 7,  á  la  cual  atribuye  el  recurrente  el  mérito 
de  tina  verdadera  reconvención  judicial,  no 
tiene  en  realidad  ese  carácter,  tanto  porque 
no  se  refería  á  una  obligación  ya  legalmente 
retardada,  y  la  magistratura  ante  quien  se 
presentó  no  le  dió,  por  eso  mismo,  el  alcance 
6  significado  de  una  reconvención,  según  lo 
demuéstrala  providencia recaídaen  ella, como 
porque  el  plazo  de  tres  días  señalado  por  Mo- 
rales en  dicha  solicitud  para  que  Monte!  can- 
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celara  el  gravamen  hipotecario  pendiente,  no 
fué  expresamente  aceptado  por  el  deudor  ni 
declarado  obligatorio  por  sentencia  judicial, 
faltándole  así  los  requisitos  indispensables 
para  que  sn  infracción  hubiera  impuesto  al 
acreedor  las  responsabilidades  de  la  mora; 

8''  Que  el  contrato  legalmente  celebrado  es 
una  ley  para  los  contratantes  y  debe  ejecutar- 
se de  buena  fe;  por  lo  cual  una  sola  de  las  par- 
tes no  puede  sin  el  consentimiento  de  la  otra, 
introducir  en  él  variación  alguna,  y  mucho 
menos  establecer  plazos  no  estipulados  en  la 
convención,  que  tiendan  á  favorecer  su  interés 
personal,  imponiendo  á  la  otra  parte  obliga- 
ciones que  no  ha  contraído,  6  haciendo  más 
oneroso  su  cumplimiento; 

9^  Que,  en  consecuencia,  la  Sala  sentencia- 
dora de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago, 
al  declarar,  contra  lo  solicitado  en  la  deman- 
da de  Morales,  que  Montel  no  había  incurrido 
en  ninguno  de  los  casos  de  mora  previstos  en 
los  números  1'  y  3'  del  artículo  1551  del  Có- 
digo  Civil,  lejos  de  infringir  esa  disposición 
legal,  no  biso  más  que  ajustarse  en  sn  fallo  á 
la  verdadera  doctrina  jurídica,  que  rige  el 
efecto  de  las  obligaciones. 

10.  Que  tampoco  ha  infringido  la  indicada 
Sala  en  su  sentencia,  el  artículo  1489,  ni  el  ar- 
ticulo 1713  del  mismo  Código;  puesto  que  ya 
se  ha  demostrado  qucMontel  no  estaba  legal- 
mente constituido  en  mora  á  la  fecha  en  que 
se  interpuso  en  su  contra  la  demanda  resolu- 
toria y  puesto  que,  según  aparece  de  los  autos, 
el  gravamen  que  motivaba  el  juicio,  había  si- 
do totalmente  cancelado  antes  de  dictarse  en 
él  sentenda  definitiva,  antecedentes  que  por 
sí  solos  justifican  la  resolución  de  la  Corte  de 
Apelaciones  y  ahorran  entrar  en  otro  orden 
de  consideraciones  á  este  respecto; 

11.  Que  en  lo  tocante  á  la  circunstancia  de 
haber  estimado  la  Corte  de  Apelaciones  en  el 
considerando  1^  de  la  sentenda  recurrida,  que 
la  gestión  iniciada  por  Morales  á  fs.  7  se  ha- 
llaba todavía  pendiente  cuando  se  formuló 
por  su  parte  la  demanda  no  puede  ser  tomada 
en  cuenta  como  un  fundamento  atendible  para 
dar  lugar  al  recurso  por  infracdón  de  los  ar- 
tículos 993,  994  y  995  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil;  por  cuanto  esa  estimación  de  la 
Sala  sentenciadora,  aún  en  el  supuesto  de  no 
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ser  exacta,  en  nada  ha  podido  influir  en  lo  re- 
solutivo del  fallo,  ya  que  la  solicitud  de  fs.  7 
ha  carecido  del  mérito  6  carácter  legal  que  ha 
pretendido  dársele  por  Morales;  y  que,  por  lo 
mismo,  la  situación  jurídica  de  las  partes  no 
sufrió  ni  podía  sufrir  alteración  alguna  con  la 
Iniciación  ó  con  el  acabo  de  la  gestión  referida. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  tam- 
bi£tt  con  lo  prevenido  por  las  disposiciones  le- 
gales en  ellos  citadas  y  por  los  artículos  1545» 
1546  y  1444  del  Código  Civil  y  artículos  940, 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  un  logar,  con  costas,  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo.  Queda  aplicada  al  Fisco 
la  multa  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren. — Gabriel  Gaete.  —J.  Gabriel  Palma 
Guxmán.—V.  Aguirre  V.~Carloa  Varas. — E. 
Fóster  Recabarren. 

Santiago,  27  de  agosto  de  1904  Teniendo 

presente  que  la  sentencia  anterior,  acordada 
por  los  siete  ministros  que  intervinieron  en  la 
causa,  fué  autorizada  y  notificada  indebida- 
mente antes  de  que  la  hubiesen  firmado  el  se- 
ñor ñscal  Valdés  y  el  señor  Fernández,  Minis- 
tro integrante,  se  declara  que  dicha  sentenña 
debe  «itenderse  firmada  también  por  dichos 
señores  Valdés  y  Fernández  (1).  Acordada  por 
unanimidad  después  de  desecharse  la  índica- 
aón  previa  del  señor  Ministro  Fóster  Recabá- 
rren  para  que  se  suspendiesen  los  efectos  de  la 
autorización  y  notificación,  indebidamente  es- 
tampadas en  el  proceso  de  un  acto  judicial  in- 
concluso, puesto  que  aun  faltaba  en  la  senten- 
cíala firma  de  dos  de  los  jueces  que  la  acorda- 
ron y  puesto  que  portal  causa  no  podía  consi- 
derársela todavía  como  sentencia.  _6a6ne/ 
Gaete,— J.  Gabriel  Palma  Gazmáa.-^V.  Agai- 
rre  V,— Carlos  Vara3,~E.  Fóster  Recabarren. 
—Miguel  Luis  Vaídés.—J.  AUjo  Femánde*. 


( I )  El  procedimiento  que  contiene  esta  declara- 
oión  no  nofl  parece  correcto.  Empleado  por  una  Cor- 
te de  Apelaciones  no  tendi  fa  seguramente  la  efica- 
cia que  lleva  oooiigo  oomo  aoto  inatacable  lie  la 
Corte  de  Casación. 


Cas.  CÍV.—6  de  septiembre  de  1904- 
Mendoza,  Tomás  (herencia  yacente)  con  Fisco 

Uensura  de  salitreras.  — Pedimento 
lieoho  en  Antoíkgasta  en  1880.— 
Ubloaolón.  —  Presoripoión-  —  Ooasl 
contrato  de  litis  contestación. 

Doctrina:— iVo  habiéndose  justiñcaáo 
que  una  pertenencia  salitrera,  otorgada 
por  el  gobernador  de  Aatoíagasta,  cujra 
mensura  se  pide  como  ubicada  en  la  gona 
de  Aguas  Blancas,  se  halle  e&ctiramente 
en  dicha  sana,  no  procede  la  mensura. 

La  prescripción  extintiva  de  las  accio- 
nes no  es  aplicable  á  ía  que  tiene  el  de- 
ttunciante  de  una  pertenencia  salitrera 
para  solicitar  su  mensura,  pues  ésta  es 
una  de  las  varías  diligencias  tendentes  á 
constituir  un  título  defínitivo  y  completo 
de  propiedad  y  no  supone  una  persona 
obligada  de  quien  haya  de  exigirse  una 
obligación.  Y  aún  mas,  los  decretos  su- 
premos de  28  de  mayo  de  1881  y  de  22 
de  diciembre  de  1896  han  mantenido  en 
suspenso  respeto  de  las  concesiones  de 
pertenencias  en  Aguas  Blancas  las  obli- 
gaciones prescríptas  en  el  Reglamento 
de  28  de  julio  de  1877,  de  modo  que  si 
fuera  procedente  la  prescrípción  estaría 
en  suspenso  el  plazo  (k  ella. 


En  el  mes  de  junio  de  1880  don  José  Ignacio 
Zúñiga,  á  nombre  de  don  Tomás  Mendoza,  se 
presentó  ante  el  gobernador  del  departamen- 
to de  Antofagasta  exponiendo  que  en  ese 
departamento  había  descubierto  una  pampa 
salitrera,  comoá  ocho  ó  nueve  leguas  al  norte 
de  la  Aguada  de  Semilaque,  siendo  las  siguien- 
tes las  dcmarcacionesquemás  la  caracterizan: 
por  el  sur,  da  vista  á  una  sierra  morada  que 
la  atraviesa  nna  faja  baya  como  del  medio; 
por  el  norte,  da  vista  á  unas  lomas  bayas;  por 
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el  oriente,  á  un  cordón  de  cerros  bajos;  y  por 
el  poniente,  á  una  sierra  negra. 

Pide  la  pertenencia  que  le  corresponde  como 
tal  descubridor,  poniéndole  por  nombre  "San 
Tosí". 

El  gobernador  ordenó  registrar  y  publicar 
el  registro,  conforme  A  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 29  y  30  del  Código  de  Minería,  para 
los  efectos  del  supremo  decreto  de  julio  de 
1877,  según  textualmente  se  expresa  en  la 
providencia  respectiva. 

Con  este  título  don  Santiago  Toro,  el  20 
de  febrero  de  1902,  en  el  carácter  de  curador 
de  la  herencia  yacente  de  don  Tomás  Mendo- 
sa, demanda  al  Fisco  y  pide  se  declare  que 
puede  mensurar  la  pertenencia  y  que  la  Dele- 
gación Fiscal  de  Salitreras  debe  designar  el 
ingeniero  que  practique  la  operación. 

Agrega,  fundando  la  demanda,  que  su  repre- 
sentado es  dueño  de  la  pertenencia  salitrera  á 
que  se  refiere  el  titulo  que  acompaña,  ubicada 
en  el  cantón  salitral  de  Aguas  Blancas,  y  que, 
según  práctica  establecida,  debe  demandar  al 
Fisco  para  mensurar  dicha  pertenencia.  Que 
más  de  cíen  casos  análogos  han  establecido 
jurisprudencia  sobre  los  derechos  que  asisten 
á  los  dueños  de  salitreras  en  Aguas  Blancas 
para  mensurarlas,  por  estar  amparadas  por 
las  leyes  vigentes,  hasta  que  se  construya  un 
ferrocarril  entre  aquel  cantón  salitral  y  el 
puerto  de  Antofagasta. 

El  Promotor  Fiscal,  contestando  á  nombre 
del  Fisco,  pide  se  deseche  esa  demanda,  pues 
la  mencionada  salitrera  no  seencuentra  situa- 
da en  Aguas  Blancas,  circunstancia  que  se  omi- 
te  en  el  pedimento;  y  que,  aún  cuando  lo  estu- 
viera, siempre  pertenecería  al  Estado  por  no 
haber  sido  mensurada  antes  de  la  vigencia  del 
Código  de  Minería,  artículo  2^  en  su  inciso  final. 

Agrega  que  el  supremo  decreto  de  28  de  ma- 
yo de  1881,  que  proyeyd  á  la  indenunciabili- 
dad  de  las  salitreras,  por  falta  de  trabajo, 
amparándolas  hasta  que  se  construya  el  fe- 
rrocarril de  Aguas  Blancas  á  Antofagasta,  no 
es  aplicable  al  presente  caso,  pues  esas  sali- 
treras no  pueden  explotarse  desde  que  no  se 
ha  tomado  posesión  legal  de  ellas  á  virtud  de 
no  haberse  mensurado,  conforme  á  los  artículos 
7«,  89  y  9«  del  Reglamento  de  28  de  julio  de 
1877. 


Tramitada  la  causa  con  arreglo  á  derecho 
yredbidajá  prueba,  el  juez  de  Antofagasta 
con  fecha  29  de  julio  de  1902,  falló: 

Considerando: 

1^  Que  la  prueba  testimonial  fué  rendida 
expirado  ya  el  término  probatorio,  y  por  con- 
siguiente carece  de  valor; 

2^  Que  en  consecuencia  no  se  ha  justificado 
que  la  salitrera  esté  en  Aguas  Blancas. 

Por  tanto,  de  conformidad  con  el  supremo 
decreto  de  28  de  mayo  de  1881  se  declara,  que 
no  ha  lugar  6  la  demanda. 

Apelada  la  sentencia  el  señor  fiscal  pidió  la 
confirmación  de  ella,  alegando  además  la  ex- 
cepción de  prescripción  ordinaria,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  articulo  2515  del  Código 
Civil,  por  haber  corrido  má«  de  20  años  desde 
que  se  pidió  la  salitrera  hasta  la  fecha  de  esta 
demanda. 

Para  la  resolución  de  esta  excepción  se  man- 
daron bajar  los  autos  á  primera  instancia  y  el 
Juzgado  pronunció  la  siguiente  sentencia; 

Antofagasta,  enero  14  de  1903.— Vistos: 
Pronunciada  la  sentencia  de  29  de  julio  del 
año  próximo  pasado,  en  este  juicio  de  la  heren- 
cia yacente  de  don  Tomás  Mendoza  contra  el 
Fisco,  sobre  mensura  de  salitrerasy  elevadaen 
apelación  á  la  Bxcma.  Corte,  se  ha  mandado 
devolver  á  primera  instancia  para  que  este 
juzgado  tramite  y  resuelva  el  incidente  enta- 
blado en  alzada  por  el  señor  Fiscal  sobre  ale- 
gación de  prescripción. 

El  señor  Fiscal  alega  la  excepción  de  pres- 
cripción extintiva  ordinaria  de  20  años  por 
haber  trascurrido  más  de  ese  tiempo  desde  la 
manifestación  hasta  la  actual  demanda. 

Respondiendo  el  demandante  pide  se  deseche 
la  excepción: 

1''  Porque  el  supremo  decreto  de  28  de  ma- 
yo de  1881  faculta  al  concesionario  de  sali- 
treras para  mensurar  cuando  quiera; 

2^  Porque  con  el  simple  registro  de  la  conce- 
sión se  adquirió  la  posesión  y  el  dominio  que- 
dando el  acto  de  la  mensura  como  una  simple 
solemnidad,  cuyo  no  cumplimiento  podría 
dar  márgcn  á  la  caducidad  del  derecho;  pero 
no  á  la  prescripción; 

Porque  adquirido  el  dominio  y  siendo 
la  mensura  un  acto  derivado  de  ese  derecho 
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real,  no  puede  alegarse  prescripción  extintiva- 
pues  los  derechos  reales  en  general  se  extin; 
guen  sólo  por  la  prescripción  adquisitiva; 

4'  Porque  para  esa  prescripción  se  requiere 
posesión  y  el  Fisco  no  ha  poseído. 

Considerando: 

1^  Que  la  prescripción  extintíva  de  acciones 
deducida  por  el  señor  Promotor  Fiscal,  según 
se  desprende  del  artículo  2514  del  Código  Ci- 
vil se  refiere  á  las  acciones  en  que  se  exige  de 
otra  persona  el  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción de  esta,  como  la  acción  por  cobro  de  di- 
nero dado  en  préstamo,  por  ejemplo,  y  en  las 
cuales  el  plazo  de  prescripción  corre  desde  que 
la  obligación  se  haya  hecho  exígible; 

2^  Que  la  mensura  de  ana  pertenencia  sali- 
trera es  una  de  las  varios  diligencias  tendentes 
á  constituir  un  título  definitivo  y  completo  de 
propiedad.  No  supone  una  persona  obligada 
de  quien  haya  de  exigirse  obligarión  alguna; 

3'  Que  aún  más,  los  supremos  decretos  de 
28  de  mayo  de  1881  y  de  22  de  diciembre  de 
Í896  han  mantenido  en  suspenso  respecto  de 
las  concesiones  de  pertenencias  de  Aguas  Blan- 
cas las  obligaciones  prescritas  en  varios  ar- 
tículos del  Supremo  Decreto  de  28  de  julio  de 
1877,  de  modo  que,  aunque  fuera  procedente 
en  casos  como  el  presente  la  prescripción,  esta- 
ría también  en  suspenso  el  plazo  de  ella. 

Por  tanto  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  ex- 
cepción de  prescripción.— jjií/re//. 

Esta  sentencia  no  fué  apelada  por  el  Fisco  y 
la  Corte,  fallando  la  causa,  resolvió: 

"Santiago,  16  de  diciembre  de  1903.— Vistos: 
se  confirma  la  sentencia  apelada  de  29  dejulio 
del  año  pasado. 

Con  el  mérito  de  lo  resuelto  anteriormente, 
se  declaraqueesínnecesario  pronunciarse  sobre 
la  de  14  de  enero  del  presente  aAo.—J,  Berna' 
ks.—A.  Vergara  Albaao — E.  Donoso  V. — E. 
Olivos. 

El  representante  de  la  sucesión  Mendoza  in- 
terpuso contra  esta  sentencia  el  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  y  formalizándolo  dice  que  la 
sentencia  recurrida  ha  debidorevocarla  de  pri- 
mera instanciay  mandar  practicarla  mensura 
de  la  salitrera  y  pronunciarse  aprobando  la 
sentencia  complementaria  en  que  se  desechó  la 


excepción  de  prescripción  alegada  porel  Fisco. 

La  sentencia  ha  cometido  un  error  contra- 
riando lo  dispuesto  por  la  ley  al  confirmar  la 
sentencia  de  primera  instancia  que  juzga  nece- 
sario acreditar  que  la  pertenencia  salitrera  se 
encuentra  nbicnda  en  Aguas  Blancas,  para 
mandar  hacer  la  mensuray  queeldecretode  28 
de  mayo  de  1881,  es  aplicable  á  las  salitreras 
que  están  simplemente  manifestadas  y  regís" 
tradas. 

Con  este  fallo  se  han  infringido  los  disposi- 
ciones de  los  artículos  3',  38,  53  y  149  del  Có- 
digo de  Minería  de  1874,  281  y  161  del  Có- 
digo de  Minería  vigente,  de  los  artículos  2^  y 
12  del  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877,  de 
los  artículos  924,  2505  y  2515  del  Código  Ci- 
vil, conforme  álos  cuales  debe  darse  lugar  á  la 
demanda  y  aprobar  la  sentencia  consultada 
sobre  la  excepción  de  prescripción. 

En  el  escrito  en  que  se  funda  el  recurso,  re- 
produce la  enumeración  de  las  leyes  que  han 
sido  violadas  al  pronunciarse  la  sentencia  recu- 
rrida y  sostiene  que  el  artículo  149  del  Código 
de  Minería  de  1874,  reproducido porigual  dis- 
posición en  el  Código  vigente,  reconoce  como 
de  dominio  privado  las  salitreras  en  que  con  an- 
terioridad se  hubiere  constituido  propiedad 
minera  sin  determinar  que  ellas  estuvieran  en 
tai  ó  cual  departamento  de  la  República. 

Según  las  disposiciones  citadas,  la  propie- 
dad se  constituía  y  se  constituye  actualmente 
mediante  el  registro  de  la  manifestación,  de 
modo  que  habiéndose  llenado  este  requisito 
por  don  Tomás  Mendoza,  la  sucesión  de  él 
tiene  derecho  á  constituir  su  pertenencia  por 
medio  de  la  mensura  sujetándose  á  las  pres- 
cripciones legales. 

Además,  el  Reglamento  de  28  de  julio  de 
1877,  dictado  en  uso  de  las  facultades  conce- 
didas por  el  artículo  3^  del  Código  de  Minas 
de  1874,  reconoce  que  el  registro,  posesión  y 
propiedad  de  las  salitreras  se  rige  por  el  Có- 
digo de  Minas,  salvo  las  modificaciones  que 
conrienen,  que  no  contradicen  en  parte  algu- 
na el  modo  de  constituir  la  propiedad  salitre- 
ra por  medio  del  registro  establecido  en  el 
artículo  149  citado. 

Este  reglamento  es  aplicable  á  las  salitreras 
que  se  encuentran  en  terrenos  eriales  del  Es- 
tado, sin  limitación  á  zonas  determinadas. 
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Estando  constituida  la  propiedad  salitrera 
en  cuestión  con  arreglo  á  la  ley,  no  ha  podido 
perderse  sino  por  abandono  6  despueble,  cir- 
cunstancias que  no  han  existido  en  el  caso 
presente,  por  lo  que,  fundadamente,  tiene  de- 
recho la  sucesión  Mendoza  para  proceder  A  la 
mensura  j  demarcación  de  sn  pertenencia  sa- 
litral. 

Bl  segundo  motivo  de  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  acogida  por  la  de  segunda  se 
fonda  en  lo  dispuesto  en  el  decreto  de  28  de 
mayo  de  1881,  que  suspende,  respecto  de  las 
pertenencias  salitrales  de  Taita,!  las  disposi- 
dones  de  los  artículos  10  y  12  del  Reglamen- 
to de  28  de  julio  de  1877,  que  se  refiere  á  las 
salitreras  mensuradas,  y  no  á  laa  simplemen- 
te manifestadas  y  registradas,  como  es  la  de 
que  ahora  se  trata,  según  puede  verse  en  lo 
dispuesto  en  los  artículos  citados. 

Esta  aplicación  errónea  de  la  ley  constituye 
una  infracción  de  ella  que  ha  influido  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia. 

^or  no  haberse  pronunciado  la  sentencia 
de  segunda  instancia  acerca  de  la  excepción 
de  prescripción  resulta  en  la  sentencia  de  fs.  27, 
que  ha  dejado  en  suspenso  el  Tribunal  de  Ape- 
lación esa  sentencia,  que  desechaba  la  excep- 
ción, ha  infringido  así  las  disposiciones  rela- 
tivas á  la  prescripción  que  establecen  que  no 
ra  susceptible  de  prescripción  un  derecho  real 
inscrito  en  debida  forma. 

Apoyado  en  los  fnndamentos  expuestos  pi- 
de que  se  declare  que  ha  lugar  al  recurso  de 
casación  en  el  fondo  y  que  ae  invalide  la  sen- 
tencia recurrida  de  11  de  diciembre  de  1903; 
y  pronunciándose  sobre  la  petición  de  la  de- 
manda, se  revoque  la  sentencia  de  primera 
instancia,  se  dé  lugar  á  la  dcmanday  se  aprue- 
be la  sentencia  que  resuelve  la  excepción  de 
prescripción. 

El  Director  del  Tesoro,  respondiendo,  dice 
qac  la  propiedad  salitrera  no  tiene  más  base 
entre  nosotros  que  el  Reglamento  de  1877,  y 
en  él  se  expr.'sa  que  para  el  registro,  posesión 
y  propiedad  de  !is  salitreras  deben  aplicarse 
con  preferencia  al  Có.Mji^  de  Minería,  las  dis- 
posiciones del  mismo  Reglamento.  Que  entre 
éstas  se  encuentran  las  que  "xigían  que  la 
mensura  se  practicase,  previos  ciertos  traba- 
jos de  exploración,  durante  un  plazo  lt.:iitado 


dentro  de  otro  que  era  fatal;  y  que  se  mantu- 
viera en  las  pertenencias  un  trabajo  de  explo- 
tación especial.  Que  desde  1877  se  dictaron 
diversos  decretos  que  concedieron  á  los  de- 
nunciantes prórrogas  para  dar  cumplimiento 
al  Reglamento  y  no  caer  en  la  sanción  de  la 
caducidad  del  derecho,  y  que  en  28  de  mayo 
de  1881  se  dictó  finalmente  el  decreto  de  am- 
paro que  se  refiere  no  sólo  á  las  salitreras 
mensuradas  sino  á  todas,  ya  que  si  no  se  le 
diera  esta  inteligencia  sería  evidente  que  ha- 
bría debido  forzosamente  practicarse  las  men- 
suras y  tramitarse  los  denuncios  hasta  ob- 
tenerlos. Que  ese  decreto  se  refirió  única  y 
exclusivamente  á  las  salitreras  ubicadas  en 
Aguas  Blancas  y  Taltal,  que  se  hallaban  en 
circunstancias  difíciles  para  sn  explotación 
por  la  falta  de  medios  de  transporte  á  la  cos- 
ta y,  por  lo  tanto,  respecto  de  las  demás,  con* 
tinuaron  en  pleno  vigor  y  efecto  las  disposi* 
dones  del  Reglamento  del  77  que  hacían  obli- 
gatoria la  exploración  dentro  de  seis  meses  y 
la  mensura  en  el  plazo  de  otros  seis  y  conmi- 
naban con  la  pena  de  caducidad  del  denundo 
si  no  existían  tales  trabajos. 

Que  al  rechazarse  la  demanda  por  no  haber- 
se probado  que  el  yadmiento  á  que  se  refiere 
la  mensura  que  en  este  expediente  se  Holidta, 
se  encuentra  en  Aguas  Blancas,  lo  que  habría 
sido  imposible,  pues  consta  del  título  mismo 
que  se  trata  de  depósitos  ubicados  en  Antofa- 
gasta  y  pedidos  ante  el  Gobernador  de  este 
mismo  departamento  y  no  ante  el  Intendente 
de  Atacama,  la  sentenda  ha  hecho  una  correc- 
ta apHcadón  de  las  disposidones  que  rigen  la 
propiedad  salitrera,  de  acuerdo  con  la  juris- 
prudencia de  la  Excma.  Corte,  que  siempre  ha 
estado  declarando  que  ha  lugar  á  las  mensu- 
ras cpando  se  ha  acreditado  que  los  yadmien- 
tos  se  encontraban  situados  en  Aguas  Blan- 
cas ó  Taltal  y  ctesechándolas  en  el  caso  con- 
trario. 

Y,  finalmente,  que  acerca  de  la  otra  causa 
relativa  á  la  falta  de  pronundamiento  sobre 
la  sentencia  complementaria  que  desechó  la 
excepdón  de  prescripdón,  no  hay  ley  alguna 
infringida,  sino  que,  al  contrario,  la  Corte  de 
Apeladones  hizo  uso  de  una  facultad  que  le 
acuerda  al  respecto  el  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 
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Bl  ministro  ponente  áí6  su  opinión  en  los 
términos  siguientes: 

"V.  E.  habrá  notado  ja  que  al  designarse, 
en  conformidad  á  lo  prescrito  en  el  artículo  27 
del  Código  de  Minas  del  74,  las  sedales  mAs 
individiiales  y  características  del  sitio  en  que 
se  encuentra  el  salitre  á  que  se  refiere  el  denun- 
cio, se  emplean  términos  sumamente  vagos  y 
generales,  de  tal  manera  que,  con  ellos,  sería 
imposible  determinar  el  lugar  de  la  ubicación 
de  ese  denuncio.  Comprendiéndolo  as!,  sin  du- 
da el  demandante,  agregó  en  sn  demanda  que 
la  pertenencia  salitrera  que  se  pretendía  men- 
surar y  á  que  ae  refiere  el  título  acompañado, 
se  encuentra  situada  en  el  Cantón  Salitral  de 
Aguas  Blancas,  circunstancia  de  que  no  se  hi- 
ro  mérito  en  el  pedimento  y  que  fué  terminan- 
temente contradicha,  á  nombre  del  demanda- 
do, en  la  contestación  á  la  demanda. 

£n  estas  condiciones  se  trabó  la  litis  y,  du- 
rante el  término  de  prueba  abierto  en  esta  cau- 
sa, se  presentó  por  el  demandante  el  interro- 
gatorio para  acreditar  esa  misma  circunstan- 
cia, según  aparece  de  la  única  artícnlación 
pertinente  al  caso  del  citado  interrogatorio. 

Para  que  exista  el  derecho  de  mensurar  una 
pertenenda  minera  es  indispensable  su  existen- 
cia conforme  á  las  prescripciones  legales,  y  ya 
se  ha  hecho  mérito  de  la  disposición  del  artículo 
27  del  Código  de  Minas  del  74,  que  t%gíá  á  la 
fecha  del  denuncio,  según  la  cuat  han  de- 
bido designarse  las  señales  más  individuales  y 
características  del  lugar  de  la  ubicación  de  la 
Mina  Ó  de  aquella  en  que  se  encuentra  la  sus- 
tancia á  que  se  refiere  el  pedimento,  pues  de 
otra  manera  no  habría  medios  de  señalar  en 
el  terreno  el  punto  preciso  de  esa  ubicación. 

Si,  como  en  el  caso  actual,  las  designaciones 
son  vagas,  genéricas,  indeterminadas,  indica- 
ciones que  no  sólo  convienen  única  y  exclusi- 
vamente á  la  manifestación  que  se  hace  sino 
que  serían  aplicables  á  cualquiera  ó  por  lo  me- 
aos á  otros  lugares  que  el  del  pedimento,  no 
se  cnmpk  con  la  prescripción  legal  al  respecto, 
y  Calta  al  título  la  eficacia  qne  da  derecho  á  la 
mensura. 

A.tí  se  explica  qne  fuera  necesario  agregar 
todavía  otras  circunstancias  que  pudieran  ca- 
racterizar el  punto  preciso  del  pedimento,  cir- 
cunstancias qne  fueron  materia  de  la  discusión 


y  de  la  prueba  y  que  necesariamente  han  debi- 
do estimarse  en  la  sentencia  que  se  pronun- 
ciara. 

Pero  todavía,  prescindiendo  aún  de  lo  dicho, 
necesario  será  tomar  en  cuenta  otro  aspecto 
de  la  cuestión. 

Antes  de  la  promulgación  del  Código  de  Mi- 
nería de  20  de  diciembre  de  1888,  que  reserva 
al  Estado  la  explotación  de  los  depóntos  de 
nitrato  y  sales  amoniacales  análogas  que  se 
encuentren  en  terrenos  del  Estado  mismo  ó  de 
las  Municipalidades,  depósitos  sobre  los  que 
por  leyes  anteriores  no  se  hubiere  constituido 
propiedad  minera  de  particulares,  como  se  e»- 
tablece  en  el  último  inciso  del  articulo  2^  de 
ese  Código,  la  propiedad  salitrera  se  regia  en 
la  República  por  decreto  supremo  y  en  especial 
]>or  el  reglamento  de  28  de  julio  de  1877  dic- 
tado en  virtud  de  la  autorización  conferida 
por  el  artículo  3^  del  Código  de  Minería  de 
1874. 

El  pedimento  de  que  trata  el  título  de  f.  1 
fué  mandado  registrar  y  publicar  en  conformi- 
dad á  lo  dispuesto  en  los  artículos  29  y  30  del 
Código  de  Minería,  para  los  efectos  del  supre- 
mo decreto  de  juliodeliB77,  según  testualmen- 
te  se  expresa  en  la  providencia  qne  recayó  en 
ese  pedimento. 

Las  disposiciones  de  este  reglamento  del  77 
previenen  que  se  concede  á  los  particulares  per- 
miso para  explorar  y  explotar  los  depósito» 
de  salitre,  á  condición  de  que  el  concesionario 
ponga  los  trabajos  conducentes  al  aprovecha- 
miento del  depósito,  perdiéndose  el  derecho  á 
la  concesión  si  esos  trabajos  no  se  emprenden 
en  el  tiempo  y  en  la  forma  que  el  mismo  regla- 
mento determina. 

No  se  ha  pretendido  y  ni  siquiera  se  ha  insí- 
nnado  que  con  relación  al  pedimento  de  f.  1, 
se  haya  emprendido  trabajo  alguno  en  el  te* 
rreno  de  la  conoesiótt,  y  en  este  caso  dicha  con- 
cesión queda  anulada,  según  la  terminante 
prescripción  del  artículo  7^  de  ese  reglamento, 
á  menos  que  el  Intendente  de  la  provincia  hu- 
biese concedido  un  plazo  improrrogable  de 
tres  meses  para  que  el  interesado  ejecutase  los 
trabajos,  lo  que  tampoco  se  ha  alegado. 

Verdad  es  que  el  supremo  decreto  de  28  de 
mayo  de  1881  que,  por  las  consideraciones 
que  en  él  se  exjmsan  y  por  lo  que  toca  á  laa 
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pertenencias  salitreras  de  Taltal,  suspendió 
los  efectos  de  los  artículos  10  y  12  del  ya  cita- 
do reglamento  de  28  de  julio  de  1877,  relativo 
á  la  concesión  j  explotación  de  los  depósitos 
de  salitres  de  los  termios  eriales  del  Estado, 
declarando  que  esos  artículos  no  tendrían  vi- 
gor sino  desde  que  quedasen  terminados  los 
ferrocarriles  de  Taltal  á  Cachina!  y  de  Aguas 
Blancas  á  Antofagasta. 

Pero  en  este  decreto  se  ordena  que  las  reglas 
de  excepción  qne  él  consigna  sólo  se  apliquen 
á  las  pertenencias  salitreras  de  Taltal.  Necesa- 
rio £  indispensable  era  entonces,  para  acoger- 
se á  las  prescripciones  de  ese  decreto,  acredi- 
tar que  la  pertenencia  salitrera  que  en  ét  se 
apoyaba,  estaba  efectivamente  situada  en  la 
zona  salitral  de  Taltal. 

La  argumentación  basada  en  qne,  con  arre- 
glo al  Código  de  Minas,  esa  pertenencia  mi- 
nera no  puede  perderse  sino  por  el  abandono 
6  por  el  despueble  legalmente  declarado,  no 
tiene  valor  en  este  caso  porque  si  ello  es  cier- 
to, tratándose  en  general  de  la  propiedad  mi- 
nera, esa  regla  sufre  modificaciones,  como  se 
ha  dicho,  respecto  de  la  salitrera  que  se  trata 
de  mensurar  y  á  que  se  refieren  entre  otras  dis- 
posiciones el  articulo  3^  del  Código  de  Mine- 
ría del  74,  el  reglamento  dictado  en  conformi- 
dad á  dicho  artículo  por  el  supremo  decreto 
de  28  de  julio  de  1877  y  el  último  inciso  del 
artículo  2'  del  Código  de  Minería  del  88. 

En  cuanto  á  la  circunstancia  relativa  á  qne 
el  Tribunal  de  Apelaciones  que  pronunció  la 
sentencia  recurrida,  no  se  pronunció  sobre  la 
sentencia  complementaria  de  f.  27,  adeniás  de 
que  ello  era  innecesario,  atendida  la  naturale- 
za de  la  resolución  principal  que  fué  confirma- 
da por  dicho  Tribunal,  no  se  ha  expresado 
tampoco  la  ley  qne  se  considera  infringida  con 
este  procedimiento. 

Al  juicio  de  quien  informa  no  hay  en  esto  in- 
fracción alguna  legal,  así  como  no  la  hay  tam- 
poco de  los  artículos  3^,  38,  53  y  149  del  Códi- 
go de  Minería  de  1874, 2^  81  y  161  del  Código 
del  88,  ni  délos  artículos  2^  y  12  del  reglamen- 
to de  28  de  julio  del  77  dictado  en  conformi- 
dad al  articulo  3^  del  citado  Código  del  74, 
qne  se  dicen  violados.  Al  contrario,  de  las  ob* 
servacionefl  que  se  han  hecho  en  este  informe, 
aparece  que  esos  disposiciones  han  sido  cum- 


plidas en  cuanto  pudieran  referirse  y  afectar 
al  caso  en  cuestión. 

Cree,  en  consecuencia,  el  suscrito  que  este 
recurso  debe  ser  desechado  por  V.  B. 

Santiago,  mayo  25  áel90i.— Gabriel Gaete. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  en  la  demanda  de  fs.  2,  se  principia 
por  afirmar  expresamente  (¡ue  la  pertenencia 
salitrera  cuya  mensurase  solicita  se  encuentra 
ubicada  en  el  cantón  salitral  de  Aguas  Blan- 
cas; se  alega  en  seguida  esa  circunstancia  para 
sostener  que  la  pretensión  del  demandante  se 
halla  amparada  por  la  jurisprudencia  estable- 
cida en  más  de  cien  casos  análogos  sobre  el 
derecho  que  asiste  á  los  dueños  de  salitreras  en 
Aguas  Blancas  para  mensurarlas,  y  se  conclu- 
ye manifestando  "que  en  virtud  de  lo  expuesto, 
se  interpone  demanda  ordinaria  contra  el  Fis- 
co por  mensura  de  salitreras  en  Aguas  Blan- 
cas"; 

2'  Que  el  Ministerio  público,  contestando  á 
nombre  del  Fisco  la  demanda,  contradijo  en  el 
libelo  de  fe.  41a  afirmación  del  curador  deman- 
dante, en  orden  á  la  ubicación  de  la  pertenen- 
cia salitreray  llamó laatención al  hecho  de  no 
aparecer  ese  detalle  en  el  título  con  que  se  apa- 
reja la  petición  de  mensura. 

3^  Que  en  la  réplica  se  insiste  en  la  exposi- 
ción de  la  demanda,  y  aún  cuando  los  términos 
de  esa  insistencia  pudieran  considerarse  ambi- 
guos, tal  ambigüedad  desaparece  por  comple- 
to en  los  puntos  de  prueba  fijados  por  el  de- 
mandante para  justificar  su  acción.  Así,  de  las 
dos  únicas  preguntas  concurrentes  al  fondo  de 
la  cuestión  debatida,  qne  se  formulan  en  el  in- 
terrogatorio, una  se  refiere  ála  jurisprudencia 
de  la  Corte  Suprema  en  casos  de  esta  natu- 
raleza, y  la  otra  dice  textualmente  así:  "Di- 
gan sí  es  verdad  ó  les  consta  que  el  pedimento 
de  fs.  1.  solicitado  en  11  de  junio  de  1880,  se 
encuentra  ubicado  dentro  del  cantón  salitral 
de  Aguas  Blancas"; 

4^  Que  lo  expuesto  en  los  considerandos  an- 
teriores demuestra  con  claridad  que  el  cuasi- 
contrato de  litis  contestación  se  trabó  en  este 
juicio  entre  las  partes  sobre  una  cuestión  de 
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hecho  j  no  de  derecho,  ja  que  en  la  demanda 
de  fs.  2  no  ae  ha  pedido,  A  máa  de  la  mensura 
en  Aguas  Blancas,  que  se  reconozca  la  validez 
del  título  de  fs.  1,  6  el  derecho  que  pueda  asis* 
tir  á  la  herencia  yacente  de  don  Tomás  Men- 
doza para  exigir  que  se  mensure  y  demarque 
BU  pertenencia  salitrera  en  un  lugar  distinto 
del  cantón  salitral  antes  mencionado; 

5'  Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago 
al  pronunciarse  sobre  la  única  cuestión  pro- 
puesta en  la  demanda,  confirmando  sin  modi- 
ficación la  sentencia  de  primera  instancia,  que 
no  dió  lugar  á  dicha  demanda  por  no  haberse 
probado  los  hechos  en  que  ella  se  fundaba,  no 
ha  infringido  ley  alguna  y,  por  el  contrarío,  ha 
hecho  uso  de  la  atribución  privativa  que  le  co- 
rresponde de  apreciar  el  mérito  de  los  hechos, 
tales  como  aparecen  establecidos  en  cl  juicio. 

6^  Considerando  respecto  á  la  causal  de  ca- 
sación por  no  haberae  pronunciado  la  Corte 
de  Ai>elaciones  aprobando  ó  revocándola  sen- 
tencia que  desechó  la  excepción  de  prescrip- 
ción alegada  por  el  Hsco  que  esta  omisión  im- 
portaría un  motivo  de  casación  en  la  forma, 
según  lo  dispuesto  en  el  número  5^  del  artícu- 
lo 941,  6^  del  artículo  193  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  y  no  habiéndose  interpuesto 
este  recurso  en  debida  forma,  no  puede  ser  ma- 
teria de  esta  resolución. 

Por  estos  fundamentos  y  juzgando  con  arre- 
glo á  lo  prevenido  en  los  artículos  940,  960  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso  y  se  aplica  á  benefi- 
cio fiscal  la  multa  consignada,  sin  costas,  por 
ser  el  Fisco  la  parte  contraria. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren. _i>opo/e/o  Urrutia.—J.  Gabriel  Pal- 
ma Guxmán  V.  Aguitre  V.— Carias  Varas  

E.  Fóster  Recabarren  Miguel  L.  Yaldés  

L.  Romilio  Mora. 


Caá.  Civ.  2  de  septiembre  de  1904 
Salcedo  con  Salcedo 

Julolo  ejecutivo.— Arrendamiento.— 
Mérito  cijeoativo.— Entreg-a  de  la  pro- 
piedad arrendada.— Sentencia  inter- 
looutoria.— Mandato  Judioial;  muer- 
te del  mandante. 

Doctrina: — La  sentencia  que  niega  lu- 
gar al  mandamiento  de  embargo  es  in- 
terlocutoria  qtte  hace  imposible  la  conti- 
nuación del  Juicio  en  forma  ejecutiva  y 
procede  en  su  contra  el  recurso  de  casa- 
ción  en  el  fondo. 

Como  no  termina  por  la  muerte  del 
mandante  el  mandato  judicial  con  arre- 
glo al  artículo  397  de  la  ley  de  15  de  oc- 
tubre de  1875  y  habiendo  sido  notiñca- 
do  de  la  sentencia  pronunciada  después  de 
su  muerte,  ocurrida  durante  el  acuerdo, 
ano  de  los  herederos  tiene  con  arreglo  al 
articulo  1 7  del  Código  de  Procedimiento 
Civi!,  derecho  para  interponet  el  recurso 
de  casación. 

Shndo  el  título  presentado  la  primera 
copia  de  un:i  escritura  de  arrendamiento 
que  dü  testimonio  de  unn  obligación  li- 
quida, actualmente  exigible  y  respecto  de 
la  cual  no  ha  trascurrido  el  tiempo  nece- 
sario para  la  prescripción,  la  circun.stan- 
cia  de  ser  arrendamientOt  un  contrato  bi- 
lateral, no  hace  necesario  que  se  establez- 
ca que  el  arrendador  ha  cumplido  las  obli- 
gaciones que  se  impuso,  sobre  todo  sien 
la  escritura  aparece  que  el  término  del 
arriendo  principiaba  en  una  fecha  anterior 
á  la  de  la  escritura,  ya  que  ello  hace  su- 
poner que  la  entrega  se  había  e^tuado. 
Por  consiguiente  no  puede  estimarse  la 
escritura  de  arrendamiento  sólo  como  un 
principio  de  prueba  por  escrito  que  dé 
margen  á  una  prueba  testimonial  que  de- 
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be  rendirse  en  Juicio  ordinario,  sino  como 
prueba  bastante  de  la  obligación  cuya 
ejecución  se  persigue. 


Don  Basebio  Salcedo  demandó  ejecntírap 
mente  á  su  hijo  don  Julio  Salcedo  el  pago  de 
la  renta  de  arrendamiento  del  fundo  "Los  Li- 
ttes"  que,  según  escritora  pública  otorgada 
en  Talca  ante  el  notario  don  Elias  Blizondo 
con  ftcba  20  de  agosto  de  1895,  le  di6  en  arren- 
damiento por  el  término  de  6  años  contados 
desde  el  1*  de  marzo  del  mismo  afio,  á  razón 
de  mil  pesos  pagaderos  por  años  vencidos. 

Don  Jnlio  Salcedo  se  defendió  diciendo  que 
el  contrato  referido  carecía  de  valor,  poes  con 
posterioridad  A  su  otorgamiento  se  haMa  ce- 
lebrado un  segundo  contrato  de  arrendamien- 
to que  implicaba  de  por  sí  la  cancelación  del 
primero,  hecho  corroborado  con  la  circuns- 
tancia de  que  don  Eusebio  Salcedo  inició  una 
ejecución  anterior  á  ésta  en  que  cobró  á  don 
Julio  Salcedo  la  renta  del  segundo  con  pres- 
dndenda  absoluta  de  las  8«b  anualidades  del 
primer  contrato. 

Formado  este  incidente  j  pronunciándose 
sobre  el  mandamiento  de  embargo, 

El  Juzgado  resolvió: 
Talca,  26  de  marzo  de  1903.— Vistos:  resol- 
viendo lo  solicitado  por  don  Ensebio  Salcedo 
en  su  escritode  fs.  4  y  teniendo  presente  el  mé- 
rito de  estos  Antecedentes,  loque  consta  del 
expediente  ejecutivo  seguido  por  las  mismas 
partes  j  en  el  cual  aparece  que  el  señor  Salce- 
do inició  con  anterioridad  una  ejecución  por 
cobro  de  cánones  insolutos  de  la  misma  pro- 
piedad á  que  se  refiere  la  escritura  de  fs.  2  y 
de  fecha  posterior  á  ésta,  con  prescindenda  de 
las  seis  anualidades  que  ahora  trata  de  ejecu- 
tar, se  declaraque  no  ha  lugar  al  mandamien- 
to de  embargo  pedido,  debiendo  también  al- 
zarse la  retención  decretada  provisoriamente, 
sin  perjuicio  de  las  acciones  que  pueda  dedu- 
ciren  otra  forma;  álos  otro^es,  como  se  pide. 
~R.  Dueñas  Donoso. 

Y  el  Tribunal  de  segunda  instancia: 

Talca,  23  de  julio  de  1903  Vistos:  se  con- 
firma el  auto  apelado  de  26  de  mano  último, 

SDPRBMA 


con  costas  del  recurso  Montero.— J.  C.  He- 
rrera. F.  Letelier.— F.Román B.—F.  Urrutia. 

Don  Genaro  Imas,  por  de  su  cónyuge  doña 
Lucrecia  Salcedo,  habiendo  fallecido  don  Ense- 
bio Salcedo  el  6  de  julio  de  1903,  dedujo  con- 
tra este  fallo  recurso  de  casación  en  el  fondo. 
Al  formalizarlo  ha  expresado  que,  á  pesarde 
ser  ínteriocutoria  la  sentencia,  pone  término 
al  juicio  iniciado  contra  don  Julio  Salcedo,  6 
hace  imposible  su  continuación,  pues  se  ha 
desconocido  el  mérito  ejecutivo  del  documento 
en  que  se  fundaba  la  demanda.  Observa  que 
el  fallo  reclamado  csde  los  que  admiten  recor- 
so de  casación,  con  arreglo  al  indso  2^,  del 
artículo  939  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil; y  que  tal  recurso  procede  con  motivo  de 
haberse  infringido  el  artículo  2',  número  4' 
de  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837  y  el  artículo 
455  del  Código  citado. 

Hace  presente  que  contra  el  título  invocado 
por  el  señor  Salcedo,  no  se  ha  adundo  en  el 
auto  que  confirmó  la  Corte  de  Talca,  ninguna 
consideración  que  establezca  que  no  trae  apa- 
rejada ^ecndón,  y  que  tampoco  hay  hechos 
atendibles  que  hagan  suponer  el  pago  de  las 
cantidades  reclamadas. 

Respondiendo  don  Julio  Salcedo,  sostiene 
que  el  fallo  no  es  casnble  en  el  fondo,  pues  no 
está  comprendido  en  el  indso  2*^  del  artículo 
939;  que  el  recurrente  no  ha  podido  interpo- 
nerlo, porqueno  es  sucesor dedonEusebío  Sal- 
cedo, y  habiendo  falleddo  éste,  tiene  que  sus- 
penderse el  procedimiento,  para  que  la  sucesión 
sea  citada,  con  arreglo  al  artículo  6'  del  mis- 
rao  Código,  y  este  trámite  no  se  ha  cumplido; 
que  el  segundo  contrato  de  arriendo,  celebrado 
entre  los  señores  Salcedo,  implica,  de  por  sí,  la 
canceladÓn  del  primero,  hecho  corroborado 
con  la  drcunstanda  de  que  "don  Buselno  Sal- 
cedo inició  una  ejecución  anterior  á  ésta  co- 
brando á  don  Julio  un  canon  del  segundo,  con 
presdndenda  absoluta  de  las  seis  anualidades 
del  primero",  y  que,  en  consecuencia  no  infrin- 
ge ningtma  disposidón  legal  el  fallo  recurrido. 

La  Oorte: 
Considerando: 

1»  Que  la  sentencia  ínteriocutoria  de  fs.  55, 
hace  imposible  la  continuadón  del  juicio  en  la 

9 


Digitized  by 


Google 


66 


PRIMERA  PARTB.-'-SBCCldN  PKIHBRA 


ibrma  ejecutiva  iniciada  por  don  Ensebio  Sal- 
cedo; 

2' Qtie  este  recurso  procede,  en  el  presente 
juicio,  como  aparece  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 947  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
siendo  aplicable  tanto  á  las  sentencias  defini- 
tivas como  á  lasinterlocutortasque  ponen  tér- 
mino al  litigio  ó  hacen  imposible  su  continua- 
ción; 

3^  Que,  en  orden  ¿  la  personería  del  recurren- 
te para  deducir  el  recurso,  debe  tenerse  en  con- 
sideración que  don  Eusebio  Salcedo  no  obraba 
por  sí  mismo,  como  es  el  caso  contemplado  en 
el  citado  artículo 6^,  sino  que  tenía  un  manda- 
tario que  después  del  fallecimiento  de  su  man- 
dante, ocurrido  mientras  la  causa  estaba  en 
acuerdo,  filé  notificado  válidamente  de  aquel 
fallo  con  arreglo  al  artículo  397  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875,  según  el  cual  no  termina, 
por  la  muerte  del  mandante,  el  mandato  ]>ara 
negocios  judiciales; 

•t'  Que,á  mayor  nbundaniiento,yen  demos- 
trnción  del  derecho  ejercitado  por  el  recurrente, 
fl  artículo  17  del  recordado  Código  dice  que, 
cualquiera  de  las  partes  podrá  separadamen- 
te...  interponer  los  recamos  á  que  batiere  la- 
^ar,  tanto  sobre  las  resoluciones  que  recaigan 
en  estas  solicitudes,  como  sobre  cualquiera  sen- 
senda  interlocatoria  6  deñnitiva; 

5'  Que  el  título  presentado  por  el  ejecutante 
para  pedir  el  mandamiento  de  embargo  es  pri- 
mera copia  de  una  escritura  pública,  que  dates- 
timoniode  una  obligación  líquida,  actualmen- 
te exigÍble,yrespectode1acual  no  ha  trascurri- 
do el  tiempo  necesario  para  la  prescripción; 

6*  Que  la  circunstancia  de  ser  el  arrenda- 
miento celebrado,  un  contrato  bilateral,  no 
significa  que  el  arrendador  haya  infringido  las 
obligaciones  que  le  afectan  en  tal  carácter,  y 
qne  deba,  «n  consecuencia,  negarse  mérito  eje- 
cutivo á  la  escritura  pública  de  20  de  agosto 
de  1895;  tanto  más,  cuanto  que  de  ella  apare- 
ce que  la  fecha  del  arrendamiento  debe  contar- 
pe  desde^W*^  abril  del  año  en  que  se  otorgó 
í^ectivaescritura,  lo  que  lógicamente  ma- 
nifiesta que  se  ha  verificado  en  esa  época  la 
entrega  de  la  propiedad  arrendada,  pues,  no 
se  concibe  que  de  otro  modo  se  hubiera  fijado 
csñ  fecha  inicial  al  cumplimiento  del  contrato; 


■7'  Qué,  por  lo  tanto,  la  sentencia  recurrida 


de  fs.  55,  al  denegar  el  mandamiento  de  em- 
bargo, se  ha  pronunciado  con  ínfracádn  de  los 

preceptos  legales  recordados  y  esa  infracción 
ha  influido  sustancial  mente  en  su  parte  dispo- 
litiva;  y 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  937,  979 
y  demás  disposiciones  mencionadas  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil, 

Se  declara: 

Que  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  deducido  por  don  Genaro  Imas  á  nom- 
brede  su  mujer  doña  Lucrecia  Salcedo,  respec- 
to de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Talca,  de  4  de  julio  de  1903,  la  cual  se  in- 
valida. 

En  consecuencia,  devuélvase  al  recurrente  la 
cantidad  de  150  pesos  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi' 
nistros  Urratia,  Saavedra  y  Mora,  quienes 
opinaron  que  debía  desecharse  el  recurso  de 
casación  porque  el  título  con  que  se  ejecuta 
da  cttenta  de  un  contrato  bilateral  de  arren- 
damiento  del  cual  no  consta  que  el  arrenda- 
dor haya  cumplido  las  obligaciones  que  se 
impuso,  ya  sea  en  orden  á  la  entrega  de  la 
cosa  arrendada,  ya  sea  sobre  entrega  de  otras 
especies  mencionadas  en  el  mismo  título.  Y 
como  el  título  referido  es  el  qne  sirve  de  base 
á  la  ejecución  hay  que  concluir  que  no  puede 
afirmarse  que  el  arrendatario  esté  en  mora  de 
cumplir  su  obligación  de  pagar  el  precio,  el 
cual,  por  lo  tanto,  no  es  exigíble  ejecutiva- 
mente conforme  al  documento  con  qne  se  le 
demanda,  de  acuerdo  coii  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1552  del  Código  Civil  y  458  del  Có- 
digo de  Procedimiento  CiviL  No  importa  que 
esas  entregas  se  acrediten  posteriormente  por 
prueba  independiente  del  título.  £1  análisis  de 
esta  prueba  es  materia  de  juicio  ordinario.  £1 
artículo  1711  del  Código  Civil  confirma  la 
doctrina  anterior,  puesto  que,  según  él,  el  ti- 
tulo con  que  se  ha  ejecutado  sólo  serviría  de 
principio  de  prueba  por  escrito  y  no  justifica 
la  entrega  misma  de  las  cosas  arrendadas.  No 
se  ha  ejecutado  á  virtud  de  confesiones  poste- 
riores del  demandado,  sino  como  se  ha  dicho- 
á  virtud  sólo  del  contrato  de  arrendamiento. 
—Leopoldo  Urrutia—J.  Gabriel  Patata  Guz- 
n\án  Galraríno  Gallardo.— V.  Aguirre  V. 
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Carlos  Varas.— Abel  Saavedra  L.  Romiíio 

Afora. 

Y  pronunciándose  en  la  causa: 
Santiago,  2  de  septiembre  de  1904.— Vistos: 
£n  el  juicio  ejecutivo  iniciado  por  don  Ensebio 
Salctdo  contra  don  Julio  Salcedo,  se  ha  dado 
lugar  al  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
puesto respecto  de  la  resolución  de  fs.  54,  pro- 
nunciada por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Tal- 
ca. A  virtud  délo  prevenido  en  el  articulo  958 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  tenieftdo 
presente  en  lugar  de  las  consideraciones  adu- 
ddas  en  el  auto  de  26  de  marzo  de  1903: 

1'  Que,  según  la  escritura  de  20  deagosto  de 
1895,  otorgada  en  Talca  ante  el  notario  don 
Blfas  Blizondo.  dtó  en  arrendamiento  don  Eu- 
sebio  Salcedo  á  su  hijo  don  Julio  el  fundo  "Los 
Litres"  por  el  término  de  seis  años,  contados 
desde  el  1'  de  abril  del  mismo  y  por  la  renta 
anual  de  1.000  pesos,  pagadera  por  años  venci- 
dos, queel  arrendador  afirmanofaabcrrecibido. 

2'  Que  no  es  procedente  la  alegación  relati- 
va A  que  el  segundo  contrato  de  arrendamien- 
to celebrado  entre  las  mismas  personas  y  so- 
bre el  expresado  fundo  impórtala  cancelación 
del  primero,  tanto  porque  en  la  escritura  del 
segundo  contrato  nada  se  dijo  en  este  sentido 
cuanto  porque  su  significado  natural  tampo 
co  autoriza  las  afirmaciones  del  deudor  al 
respecto. 

3'  Que  con  arreglo  A  lo  prevenido  en  el  nú- 
mero 2«  del  artículo  435  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  el  juicio  ejecntivo  tiene  lugar 
en  las  obligaciones  de  dar  cuando  para  recla- 
mar su  cumplimiento  se  hace  valer  como  en  el 
presente  caso,  la  primera  copia  de  una  escri- 
tura  pública,  de  modo  que  el  titulo  invocado 
por  el  arrendador  trae  apargada  ejecución. 

Se  revoca  el  auto  de  26  de  marzo  de  1903, 
y  se  declara  que  ha  lugar  á  lo  pedido  en  el  es  • 
críto  de  fs.  4,  por  don  Eusebio  Salcedo,  despa. 
chándose  mandamiento  de  embargo  contra 
don  Julio  Salcedo  por  la  cantidad  de  6.200 
pesos  y  costas. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
nistros Urrutia,  Saavedra  y  Mora,  quienes 
opinaron  por  la  eonfirmadón  del  auto  apela- 
do por  los  fundamentos  que  expresan  en  la 
conclusión  de  ta  sentencia  anterior  Leopol- 


do .ürrutia.~J.  Gabriel  Palma  Gutmája.~~G&l-^ 

raríno  Gallardo  V,  Aguirre  Vt—Carlos  Va^ 

ras,— Abel  Saavedra  L,  R.  Mora. 

El  recurrente  pidió  se  completara  el  fallo, 
haciéndolo  extensivo  á  la  condenación  en  cos- 
tas, y  la  Corte  resolvió: 

Santiago,  9  de  septiembre  de  1904.— Hai 
biéndose  ordenado  despachar  el  mandamiento 
de  embargo  por  el  capital  y  costas  de  la  ejecu- 
ción, como  lo  expresa  la  segunda  sentencia 
pronunciada  por  esta  Corte,  y  no  procedien- 
do respecto  del  recurrido  según  el  art.  960  del 
Cód.  de  Proc.  Civ,  el  pago  de  costas  en  el  re- 
curso de  casación,  se  declara  que  no  ha  lugar 
á  lo  peflidoen  descrito  precedente.— ¿eopo/i/o 
UrTutm,~J.  Gabriel  Palma  Guzmán.—Galva- 
rítto  Gallardo.—V.  Agairie  V.— Carlos  Varas, 
-'Abel  Saavedra.  — L.  Romilio  Mora. 


Recurso  de  qaeja  3  de  noviembre  de  1904 

Astorquiza 

QuQja-  —  Reousaolón.— Notas  escritas 
por  loa  Jueces. 

Doctri.na:—£/ recurso  de  queja  hasido 
establecido  en  favor  de  las  partes  agra- 
viadas por  los  actos  del  jaez  y  sólo  com- 
pete, por  lo  tatito^  á  las  partes. 

El  juez  que  ba  sido  recusado  por  haber 
manikstado  su  opinión  sobre  las  conse- 
cuencias  de  las  pesquisas  hechas  para 
establecer  el  cuerpo  del  delito,  en  una  nota 
dirigida  al  je&  de  policía  que  las  ha  prac- 
ticado, carcfx  de  derecho,  por  no  ser  par- 
te en  el juicio,  para  reclamar  del  procedi- 
miento de  la  Corte  de  Apelaciones  que 
admite,  por  la  causa  indicada,  su  recusa- 
ción, no  siendo,  además,  conforme  al  ar- 
tículo 153  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875,  ni  conveniente  al  buen  servicio  ju' 
dicial,  que  los  jueces  escriban  esa  clase  de 
notas  aun  con  el  plausible  propósito  de 
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dar  aliento  á  ¡a  policía  en  su  delicada  y 
difícil  misión. 


En  un  proceso  criminal  dirigido  á  pesquisar 
«1  delito  de  ocultación  de  una  cantidad  de  bo- 
nos 6  letras  hipotecarías,  el  juez,  don  José  Ab- 
torqniza,  dirigió  al  Prefecto  de  policía  una  co- 
municación en  que  felicita  á  sus  subordinados 
por  el  celo  desplegado  por  ellos  en  las  indaga- 
cienes  llevadas  á-cabo  para  establecer  el  cuer- 
po de!  delito. 

Recusado  el  juez  por  haber  manifestado  opi- 
nión  sobre  la  existencia  del  delito,  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago  dió  lugar  á  la  recusa- 
ción. Reclamó  ante  el  mismo  tribunal  el  expre- 
sadojuez  pidiendo re«*ons¡deraadn de  lo  resuel- 
to y  no  habiéndola  obtenido  se  presentó  ante 
la  Corte  Suprema  exponiendo losantecedentes- 
pam  que  el  tribunal,  en  uso  de  sus  facultades, 
pusiera  remedio  A  la  irregularidad  que  él  creía 
ver  en  el  procedimiento. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  el  recurso  de  queja  ha  sido  establecí- 
do  para  que  las  partes  agraviadas  puedan  in- 
terponerlo ante  las  Cortes  de  Apelaciones  con- 
tra los  jueces  de  letras  por  aialesquiera  faltas 
ó  abusos  que  estos  cometieren  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  debiendo  dictarse  previa  au- 
diencia del  juez  respectivo,  las  medidas  conve- 
nientes para  poner  pronto  remedio  al  mal  que 
motivare  la  queja,  j  aplicando  las  medidas 
disdplinarias  que  el  caso  requiera,  conforme  á 
los  artículos  69  y  70  de  la  Ley  Orgánica; 

2^  Que  el  precepto  de  estos  artícnlos  ha  sido 
hecho  extensivo  A  la  Corte  Suprema  por  el  ar- 
tículo 109  de  la  misma  ley,  que  autoriza  ade- 
mas á  este  Tribunal,  siempre  que  lo  juzgue 
conveniente  á  la  buena  administración  de  jus- 
ticia, para  corregir  por  sí  las  faltas  y  abusos 
que  cualesquiera  jueces  y  funcionarios  del  or- 
den judicial,  cometiesen  en  el  desempefio  de  su 
ministerio; 

3^  Que  aún  cuando  no  se  diga  expresamen- 
te, la  reclamación  del  juez  del  tercer  juzgado 
del  crimen  de  esta  ciudad  con  una  de  las  salas 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  es  un  verdadero 
recurso  de  queja  interpuesto  por  la  aceptación 
del  artículo  de  recusación  acordado  por  ese 
Tribunal  contra  et  juez,  recusado; 

4^  Que  éste  no  es  parte  en  el  juido  en  qne  in- 


cide el  articulo  de  recusación  de  que  se  trato, 

y  por  consiguiente,  carece  de  derecho  para  in- 
terponer con  este  motivo  un  recurso  de  queja 
que  sólo  corresponde  á  las  partea  que  se  con- 
sideren agraviadas,  lo  que  hace  innecesario  la 
audiencia  de  la  Corte; 

5^  Que  no  hay  mérito  para  que  esta  Corte 
ponga  en  planta  de  oficio  la  atribución  que  le 
confiere  el  art&mlo  109  citado; 

6^  Que  no  es  conforme  á  la  ley  (art.  153 
de  la  Ley  Orgánica),  ni  conveniente  al  buen 
servicio  judicial,  que  losjnecesescriban  notas, 
destinadas  á  la  publiádad,  en  que  manifiesten 
su  opinión  sobre  uno  6  más  puntos  sometidos 
á  su  conocimiento  y  resolución,  como  en  el 
caso  que  dió  lugar  á  la  recusación  que  motiva 
la  queja  y  aunque  sea  con  el  plausible  propó- 
sito de  dar  aliento  á  la  polida  en  su  delicada 
y  difícil  misión. 

Por  estas  consideradones,  se  declara  sin  lu- 
gar la  queja  interpuesta  contra  una  de  las  sa- 
las de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago, 
por  el  juez  que  desempeña  el  tercer  juzgado  en 

lo  criminal  Trascríbase  esta  resolución  al 

juez  don  José  Astorquizo. 

Acordada  en  cuanto  se  manda  trascribir 
esta  resolución  al  juezde  letras,  contra  el  voto 
de  los  señores  Préndente  Gaete  y  Ministros 
Saavedra  y  Foster  Recabarren,  quienes  opina* 
ron  que  no  había  mérito  bastante  para  trans- 
cribir esta  resolución  al  juez  recurrente,  y  por 
unanimidad  en  cuanto  no  se  da  lugar  á  la 
queja,  previniéndose  que  los  mismos  señores 
Presidente  y  Ministros  mencionados  han  teni- 
do presente  para  ello  las  consideraciones  que 
siguen: 

1^  Que  la  Corte  de  Apelaciones  se  ha  limita- 
do á  pronundarse  respecto  de  la  recusarión 
que  se  interpuso  contra  el  juez  recurrente,  aprc- 
dando  en  uso  de  las  facultades  que  le  corres- 
ponden, los  hechos  qué  constituyen  la  causal 
de  recusación; 

2^  Que  la  Corte  Suprema  carece  de  jurisdic— 
dón  para  provocar  ó  dgar  sin  efecto  la  reso- 
udón  dictada  por  la  Corte  de  Apelaciones,  á 
quien  incumbe  fallar,  en  esta  materia,  según 
la  ley,  en  ¿nica  instanda;  y 

3^  Que  además  no  aparece  que  la  Corte  de 
Apelaciones  haya  ^rddo  abusivamente  la 
atribndón  á  que  se  alude — Gabriel  Gaete. — 
José  Alfonso.— Leopoldo  Urrutiax —Vicente 
Agaim  Vargas.— Leoncio  Rodrígaes,— Carlos 
Yara8.^AbelSaaredra.-E.FósterRecabarrea. 
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CORTE  SUPREMA 


Cas.  Civ.  ea  Ja  formk  H  de  septiembre 

de  1904 

Villela  con  Iñip^ez  y  Banco  Chileno 
Garantízodor  de  Valores 

Omisiones  del  &II0.  —  Deolsión  del 
asunto  controvertido.  —  Suspensión 
de  efectos  del  fkllo;  Invalidación  de 
oficio.— Sentencia  Interlooutorla.— 
Evloción;  acción  real. 

Doctrina:— ¿a  sentencia  que  suspen- 
ios  e^tos  de  un  faJio  de  primera  ins- 
t&ncia^  en  virtud  de  la  facultad  dada  á 
Jos  Tribunales  de  Alzada  por  el  articulo 
949  del  Código  de  Procedimiento  Civilf 
V  hace  cesar  en  sus  efectos  el  fallo  sus- 
pendido, importa  un  fallo  de  casación 
contra  el  cual  no  procede  este  recurso, 
pues,  según  el  artículo  67  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875,  corresponde  á  las 
Cortes  de  Apelaciones  conocer  en  única 
instancia  de  los  recursos  de  casación. 

.^MlkKMA 


Además  el  recurso  se  concede  sólo  con- 
tra las  sentencias  deñnitivas  y  contra  las 
interlocutorias  cuando  ponen  término 
Juicio  ó  hacen  imposible  su  continuación 
y  el  fallo  que  suspende  los  efectos  de  otro 
es  interlocutorio  que  lejos  de  tener  esta 
signiñcación  permite  expresamente  hacer 
valer  derechos. 

La  existencia  de  un  gravámen  hipóte, 
cario  de  que  no  se  dió  conocimiento  al 
subastador  de  una  propiedad,  importa 
una  acción  real  que  da  derecho  al  com- 
prador para  exigir  la  cancelación  y  entre 
tanto  el  depósito  del  precio.  Si  éste  ha 
sido  entregado  al  ejecutante,  aunque  esté 
retenido,  es  necesario  que  el  juicio  se  siga 
con  él  para  poder  fallar  la  demanda  en 
que  se  pide  que  el  pago  del  gravamen  se 
haga  con  dicho  precio. 


lo 
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Don  José  Manuel  Villela  interpone  demnn- 
(la  ante  uno  de  los  juzgados  de  Santiago,  en 
contra  de  don  Antonio  Iñigtiez  Vicuña  y 
dice:  que  según  consta  del  acta  de  remate 
que  acompaña,  en  noviembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  siete,  subastó  el  fundo  dt-nomi- 
nndo  "San  José"  6  "Las  Casas"  perteneciente 
al  demandado,  subasta  que  se  verificó  con  oca- 
sión de  una  ejecución  promovida  por  el  Banco 
(inrantizador  de  Valores  en  contra  del  señor 
Iñiguez  Vicuña,  quien  era  deudor  de  dicho 
naneo  por  diversas  cantidades  que  estaban 
garantidas  con  hipotecas  sobre  varias  propie- 
dades, entre  ellas  el  fundo  "San  José"  6  "Las 
Cíisas"  contra  el  cual  dirigió  preferentemente 
la  ejecución;  que  al  fijar  el  Banco  las  bases  del 
remate,  estableció  en  ellas  la  obligación  de  re- 
conocer el  saldo  de  una  deuda  hipotecaria  f\ 
su  favor  por  ciento  veinte  mil  pesos  y  la  de 
pagar  al  contado  el  resto  del  precio,  consig- 
n/indolo  para  los  efectos  del  otorgamiento  de 
1,1  escritura  en  su  propia  Caja  ú  oficina;  que  el 
remate  se  verificó  en  noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  por  el  precio  de  ciento 
ochenta  mil  pesos;  que  en  los  antecedentes 
cxhibÍ<los  por  el  Banco  en  el  curso  de  su  ejecu- 
ción, pero  antes  de  fijarse  las  bases,  figura  un 
certificado  del  Conservador  de  Bienes  Raíces 
fie  Snn  Fernando,  del  cual  resulta  que  los 
graví'imenes  hipotecarios  que  afectaban  A  la 
pro|íiedad  que  se  ejecutaba  desde  enero  de  uiíl 
ochocientos  ochenta  y  seis  hasta  abril  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  eran  todos  A  fa- 
vor del  Banco  Garantizador  no  existiendo, 
por  lo  tanto,  otro  gravamen  inscrito  á  favor 
de  persona  alguna;  que  una  vez  rfectuado  el 
remate  consignó  á  la  orden  del  Juzgado  la 
cantidad  que,  como  subastador,  estaba  obli- 
gado á  pagar  al  contado;  que  pocos  días  des- 
pués de  efectuada  la  subasta  tuvo  noticias, 
queel  fundo  tenía  tres  gravámenes  y  pidió  que 
no  se  girara  libramiento  contra  ta  cantidad 
depositada  mientras  no  se  agregara  certifica- 
do de  veinte  años  de  no  tener  la  propiedad 
rematada  ningún  otro  gravamen  además  del 
dcclarndo  en  las  bases,  petición  que  fné  acep- 
tada; que  en  diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete,  el  Banco  se  presentó  expo- 
niendo que  el  fundo  "San  Josc"  estaba  vendi- 
do y  que  |>nra  que  pudiera  inscribirse  la  escri- 


tura de  remate  era  indispensable  cancelar  los 
gravámenes  é  hipotecas  que  pesaban  sobre  él, 
menos  el  que  debía  reconocer  á  favor  del  Ilau- 
co;  que  dicha  petición  fué  acogida  y  cumplidi» 
el  decreto  que  la  acogió;  que  algún  tiempo 
después  de  ocurridos  estos  hechos,  don  Cnyo 
Iñiguez  con  poder  de  don  Carlos  Bcltríín  y 
González,  se  presentó  al  juzgado  solicitando 
se  dejara  sin  efecto  la  cancelación  decretada 
en  cuanto  había  comprendido  un  gravamen 
hipotecario  por  treinta  mil  pesos  en  favor  de 
su  patrocinado;  que  por  sentencia  de  término, 
dicha  cancelación  se  dejó  sin  efecto  y  la  hipo- 
teca quedó  en  vigor  desde  la  fecha  de  su  ins- 
cripción dirigiénd'ose  entonces  el  mandatario 
de  don  Carlos  Beltrán  en  contra  de  él  cu  su 
calidad  de  tercer  poseedor  de  la  finca  hipote- 
cada; que  las  gestiones  del  señor  Beltrán  han 
sido  amparadas  por  la  justicia  dundo  por  re- 
sultado una  ejecución  en  su  contra  por  una 
deuda  ajena,  á  consecuencia  de  lo  cual  le  han 
embargado  el  fundo  "San  José";  que  de  la  hi 
potcca  en  favor  del  señor  Bcltríín  no  se  dió 
noticias  antes  de  perfeccionarse  el  contrato, 
pues  el  fundo  en  cuestión  fue  vendido  con  el 
solo  gravamen  á  favor  del  Banco  Garantiza- 
dor  de  Valores;  que  de  lo  cximesto  resulta  que 
sin  ser  deudor  de  don  Carlos  BeltrAn  y  (íon- 
zález  puede  ser  privado  de  ima  propiedad  que 
compró  sin  el  gravamen  que  motiva  la  ejecu- 
ción, gravamen  que  ni  el  Banco  ejecutante  ni 
don  Antonio  Iñiguez  pusieron  en  conocimien- 
to de  los  subastadores  y  que  habiendo  sido 
ademíis  notificado  de  todo  esto  el  señor  Iñi- 
guez, nada  ha  hechodicho  señor  en  amparo  de 
los  derechos  del  comprador;  que  la  cosa  ven- 
dida no  ha  sillo  entregada  conforme  al  con- 
trato, porque  según  sus  bases  el  fundo  sólo 
delje  estar  gravado  con  una  sola  hipoteca  de 
ciento  veinte  mil  pesos  A  favor  del  Banco  Ga" 
rantizador  de  Valores  y  en  realidad  lo  está 
con  una  hipoteca  más,  por  treinta  mil  pesos  á 
favor  de  don  Carlos  Beltrán  y  Gonzíilez,  la 
que  ha  producido  el  embargo  del  fundo.  Q^ac 
á  virtud  de  lo  expuesto  demanda  á  don  Anto- 
nio Iñiguez  Vicuña  para  que  á  su  tiempo  se 
declare: 

1'  Que  está  obligado  á  entregar  el  fundo 
"San  José"  libre  de  la  hipoteca  constituida  en 
él  para  garantiré!  crédito  portreínta  mil  pesos 
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A  favor  (le  don  Carlos  Beltrán  y  González,  ílc- 
liiendo,  en  consecuencia,  cancelarla  en  capital 
éintercses  dentro  de  tercero  día; 

2^  Que  In  cancelación  de  dicho  crédito  dehc 
hacerse  con  la  parte  deprecio  del  expresado 
fundo  que  cstíí  depositada  en  el  Banco  Garan- 
tízador  tle  Valores  v  retenida  para  los  efectos 
del  articulo  1872  del  Código  Civil; 

8^  One  delx'  indeniuiznrlc  de  todos  los  per- 
juicios rpie  se  le  lian  causado  y  se  le  causen  en 
adelante  por  no  haber  dado  noticias  al  com- 
prador del  gravamen  indicado,  con  míis  las 
costas  del  juicio. 

Por  el  segundo  olrrsí  del  escrito  de  deman- 
da solicitó  el  demandante  se  retuvk'ra  A  la 
orden  del  Juzgado  los  sesenta  mil  pesos  que 
pagó  como  parte  al  contado  del  precio  del 
fundo  "SnnJo5é"y  los  iutercsesdevengados,  á 
lo  cual  se  dió  lugar.  El  mismo  demandante 
s'>licitó  también  por  el  tercer  otrosí  de  la  de- 
manda que  se  notificara  al  gerente  del  Banco 
Garantizador  de  Valores  el  conteniilo  de  su 
demanda  á  fín  de  que  pudiera  hacer  valer  los 
derechos  que  le  correspondiera  dada  la  inter- 
vención que  le  cupo  en  la  venta  del  fundo  "San 
José",  á  lo  que  también  se  dió  lugar. 

En  rebeldía  de  la  parte  demandada  para 
contestar  la  demanda,  se  recibió  la  causa  á 
prueba  por  el  término  legal,  rindiéndose  por 
el  demandante  la  documental  que  corre  en 
autos. 

Después  de  alegar  el  demandante  lo  que  es- 
timó convenir  á  su  derecho  y  en  rel>eldía  del 
demandado,  se  citó  A  las  partes  para  senten- 
cia presentándose  poco  antes  por  don  Jorge 
(iarcía  Huidobro,  en  representación  del  Banco 
Garantizador  de  Valores,  un  escrito  de  ténga- 
se prcseiite  en  el  cual  formula  protesta,  en  mé- 
rito de  las  diversas  considcracíonésque  aduce, 
para  que  no  se  dé  lugar  á  la  inversión  solici- 
tada en  el  punto  segundo  de  la  demanda,  A 
cuyo  efecto  llama  la  atención  al  hecho  de  que 
el  dinero  &  que  se  alude  en  dicho  punto  no  per- 
tenece bajo  ningún  concepto  al  demandante, 
y  el  que  no  se  haya  formulado  petición  alguna 
por  la  única  persona  que  pudiera  intentar  dis- 
putarlo al  Banco  que  representa. 

Con  fecha  22  de  julio  de  1903  el  Juzgado 
resolvió; 


Considerando: 

1"  Que  según  aparece  de  los  documentos 
corrientes  en  autos,  en  contrc.  del  fundo  "Las 
Casas"  ó  "San  José"  subastado  por  el  deman- 
dante don  José  Manuel  Villela  en  la  ejecución 
del  Banco  Garantizador  de  Valores  seguido 
en  contra  del  demandado  don  Antonio  Iñigucz 
Vicuña  existe  una  acción  real,  cual  es  la  hipo- 
teca constituida  en  dicho  fundo  en  favor  de 
don  Carlos  Beltrán  )'  González,  de  la  cual  no 
se  le  dió  conocimiento  al  señor  Villela  antes 
de  perfeccionarse  el  contrato  de  compra-venta 
del  fundo  citado,  ya  que,  según  el  certificado 
corriente  en  copia  ó  fs.  63,  el  cual  rolaba  en  el 
expediente  ejecutivodel  Banco  mencionado  en 
contra  del  señor  Iñiguez  Vicuña  y  que  se  tuvo 
presente  al  efectuarse  el  remate  del  fundo  en 
cuestión  por  el  señor  Villela,  no  afectaban  á 
dicho  fundo  otros  gravámenes  que  los  en  el 
enumerados  y  entre  ellos  no  figura  el  consti- 
tuido en  favor  de  don  Carlos  Beltrán  á  jjcsar 
de  que  dicho  gravamen  ú  obligación  hipoteca- 
ria fué  constituida  é  inscripta  en  el  Conserva- 
dor respectivo  con  anterioridad  á  la  fecha  de 
la  escritura  de  remate; 

2^  Que,  según  se  expresa  en  dicha  cFcHtura 
éntrelas  bases  del  remate  del  fundo  "San  José" 
ó  "Las  Casas"  en  la  ejecución  á  que  se  alude 
en  el  considerando  anterior,  se  impone  al  su- 
bastador como  única  obligación,  en  cuanto  A 
gravamen  hipotecario,  reconocer  un  crédito 
por  ciento  veinte  mil  pesos  en  favor  del  ejecu- 
tante, el  Banco  Garantizador  de  Valores,  de- 
biendo pagarse  el  resto  al  contado,  deposi- 
tándolo en  el  Banco  nombrado,  lo  que  hizo  el 
demandante  señor  Videla  consignando  en  di- 
cho Banco  la  suma  de  sesenta  mil  pesos  por 
haberle  subastado  en  doscientos  mil,  según  se 
da  cuenta  en  la  escritura  mencionada; 

3*^  Que  todo  vendedor  es  obligado  al  sanca- 
miento  de  la  cosa  vendida,  y  en  consecuencia, 
afecta  al  demandado  don  Antonio  Iñjguez 
Vicuña  la  obligación  de  entregar  al  deman- 
dante don  José  Manuel  Villela  el  fundo  "San 
José"ó  "Las  Casas", libre  de  lajii^otcca  cons- 
tituida en  dichofundo  paragarántírel  crédito 
por  treinta  mil  pesos  en  favor  , de  don  Carlos 
Beltrán; 

4-'  Que  los  autos  no  nrrojan  antcccdcnlea 
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que  revelen  que  al  demandante  se  le  han  cau- 
sado perjuicios  con  motiro  de  laexístenda  del 
graTamen  hipotecario  que  pesa  sobreel  fundo 
*'San  José"  6  "Las  Casas"  en  favor  de  don 
Carlos  Beltrán  y  González; 

5^  Que  no  habiéndose  tenido  como  parte 
directa  en  este  juicio  al  Banco  Garnntizador 
de  Valores,  no  procede  por  ahora,  dictar  pro- 
nunciamiento en  orden  á  la  petición  del  de- 
mandante, cual  es  que  á  la  cancelación  del 
crédito  en  favor  de  don  Carlos  Beltrán  y  Gon- 
zálex  debe  aplicarse  la  parte  de  precio  del 
fundo  "San  José"  6  "Las  Casas"  que  él  pagó 
al  contado,  según  se  expresa  en  el  consideran- 
do  2^,  j  aunque  ñ  es  cierto  que  por  el  tercer 
otrosí  de  su  escrito  de  demanda  solicitó  el 
demandante  se  pusiera  ésta  en  conocimiento 
del  gerente  del  Banco  nombrado  para  los  fines 
que  en  dicho  otrosí  se  expresa  y  que  á  ello  se 
diú  lugar,  ello  no  es  suficiente  para  que  sin 
más  trámite  se  dicte  resolución  al  respecto, 
ya  que  según  lo  expresa  el  Banco  mencionado 
en  sus  escritos,  no  pertenece  á  don  Antonio 
Iñiguex  el  dinero  enstente  en  depósito,  sino 
áél; 

De  conformidad  con  los  considerandos  an- 
teriores y  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698, 
1824  y  1872  del  Código  Civil,  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto  á  que  el 
demandado  está  obligado  á  entregar  al  de- 
mandante el  fundo  *'San  José"  6  "LasCasas" 
libre  de  la  Hipoteca  constituida  en  él  para  ga- 
rantir el  crédito  por  treíntamil  pesos  en  fifi  vor 
de  don  Carlos  Beltrán  y  González,  debiendo, 
en  consecuencia,  cancelarlo  en  capital  é  inte- 

'  reses  en  el  término  del  décimo  día;  y  no  ha 
]ugár-á--las  demás  peticiones  de  la  demanda, 
sin  peijuicio  de  mantenerse  hasta  nueva  reso- 
luáón  la  retención  decretada  con  fecha  vein- 
te y  siete  de  noviembre  de  mil  novecientos,  en 

-  virtud  de  la  petición  que  se  formula  en  el 
segundo  otrosí  del  escrito  de  demanda.— ÍJa- 
briel  Keacoret. 
Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  falló: 

Sanlia^,  18  de  mayo  de  1904  Vistos: 

riiiiiÍMiirii>  ím  considerandos  4'  y  5^  de  la 
«entencM,  -«fehuia,  y  teniendo  además  pre- 
sente: 

1^  Que  la  demanda  se  ha  deducido  sólo  en 
contra  del  vendedor  don  Antonio  Ifligues  Vi- 


cuña, y  no  de  los  acreedores  hipotecarios  don 
Carlos  Beltrán  y  González  y  el  Banco  Garan- 
tizador  de  Valorea; 

2^  Que,  en  consecuencia,  no  procede  por 
ahora  pronunciarse  sobre  la  segunda  petición 
de  la  expresada  demanda,  porque  la  resolu- 
ción que  sobre  el  particular  se  dicte,  afectaría 
los  derechos  de  estos  acreedores,  que  no  han 
sido  partes  en  el  juicio; 

3^  Que  se  ha  establecido  suficientemente 
que  el  vendedor  no  ha  entregado  la  cosa  ven- 
dida, en  la  forma  determinada  por  la  ky,  y  el 
comprador  tiene  derecho  á  que  se  le  indem- 
nicen los  perjuicios  que  con  tal  motivo  se  le 
hayan  ocasionado;  y 

4^  Que  constando  de  los  antecedentes  pre- 
sentados en  autos,  la  existencia  de  una  acción 
real  contra  la  propiedad  vendida,  de  que  no 
se  díó  noticia  al  comprador  antes  de  perfeccio- 
narse el  contrato,  puede  éste  pedir  el  depósito 
dvl  precio,  hasta  que  el  vendedor  haga  cesar 
la  turbación  ó  afiance  las  resaltas  del  corres- 
pondiente juicio. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1826  del  Código  Civil  y  196  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  suspenden  los  efectos 
de  la  sentencia  apelada  de  fecha  23  de  julio 
del  año  último,  en  la  parte  que  resuelve  acerca 
de  la  segunda  petición  de  la  demanda,  que- 
dando á  salvo  los  derechos  del  demandante* 
piraque  los  haga  valer  ante  quien  correspon- 
da y  contra  quien  viere  convenirle.  Se  confirma 
en  lo  demás  la  referida  sentencia,  con  declara- 
ción de  que  ha  lugar  también  á  la  indemniza- 
ción de  peijuicios  pedida  por  el  demandante. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Benavente. 
—A.  Vergara.—A.  Montt.— Darío  Benarentc. 

Don  José  Manuel  Villela,  interpuso  recurso 
de  casación  en  la  forma  contraesta  sentencia. 

La  causal  de  nulidad  alegada,  es  la  5*  del 
artículo  941  del  Código  citado,  quese  refiere  ni 
hecho  de  haber  sido  propunciada  la  sentencia 
"con  omisión  de  cualquiera  de  los  requisitos 
enumerados  en  el  artículo  193".  Este  articu- 
lo dice:  "Las  sentencias  definitivas  de  prime- 
ra instancia,  y  las  de  segunda  instancia  que 
modifiquen  ó  revoquen  las  de  otros  Tribuna- 
les contendrán:... 

"6^  La  deciMÓu  del  asunto  controvertido. 
Ksta  decisión  deberá  comprender  todas  las 
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acciones  y  excepciones  que  ac  hubieren  hecho 
Taler  en  el  juicio;  pero  podrá  omitirse  la,  reso- 
lución de  aquellas  que  fueren  incompatibles 
con  las  aceptadas". 

£1  recurrente  expresa  que.  el  señor  jueza  gao 
desechó  la  petición  segunda  de  la  demanda, 
relativa  á  que  la  cancelación  del  crédito  de 
Beltrán  y  González,  se  efectúe  con  dineros  de 
la  parte  de  precio  depositado  en  el  Banco  6a- 
rantizador  de  Valores.  En  el  escrito  de  expre- 
sión de  agravios  pidió  se  revocara  esta  parte 
de  la  sentencia  de  primera  instancia;  j  la 
litma.  Corte  de  Apelaciones  se  limitó  á  sus- 
pender los  efectos  de  ese  iallo  de  &.  76  en 
cnanto  á  la  referida  petición  segunda  de  la 
demanda,  reservando  al  demandante  sus  de- 
rechos sobre  el  particular. 

lia  Oorte: 

Considerando; 

1'  Que  por  haber  suspendido  la  Corte  de 
Apelaciones  los  efectos  de  la  sentencia  de  fs.... 
en  orden  ála  segunda  petición  de  lademanda, 
casó  en  esa  parte  dicha  resolución,  á  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  949  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  que  autoriza  á  los  Tri- 
bunales, conociendo  por  vía  de  apelación  6  de 
casación,  para  invalidar  de  oficio  las  senten- 
cias en  los  casos  que  determina  la  ley; 

2*  Qne,  dada  la  naturaleza  de  esta  parte 
de  la  sentencia  recurrida,  no  procede  en  su 
contra  el  referido  recurso  por  tratarse  de  un 
fallo  de  casación  que  suspendió  los  efectos  del 
dictado  por  el  juez  a  quo;  pues,  segiín  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  67  de  la  Ley  de  Organi- 
zación y  Atribuciones  de  los  Tribunales,  co- 
rresponde &  las  Cortes  de  Apelaciones  "conocer 
en  única  instancia  de  los  recursos  de  casación 
qne  se  interpusieren  contra  lassentenrias  pro- 
nunciadas por  los  mismos  jueces  de  letras; 

3^  Que,  á  mayor  abundamiento,  sólo  se 
concede  el  recurso  de  casación  contra  las  sen- 
tencias definitivas  ycotttra  las  Ínter  loen  torias 
cuando  ponen  término  al  juicio  ó  hacen  impo- 
sible BU  continuación,  yen  el  presente  recurso, 
la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la 
parte  de  qne  se  trata  es  un  folio  interlocuto- 
rio,  que,  lejos  de  tener  esa  significación,  per- 
mite expresamente  al  demandante  hacer  valer 


sus  derechos  "ante  quien  corresponda,  y  cou- 
tra  quien  viere  convenirle";  visto  lo  estable- 
cido en  los  artículos  971,  960  y  979  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar, 
con  costas,  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
deducido  por  don  José  Mannd  ViUela  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago.  Se  aplica  á  favor  del 
Fisco  el  valor  de  la  boleta  de  fs....  Redactada 
por  el  Ministro  señor  Gallardo. 

Bl  Ministro  señor  Fóster  Recabarren  tuvo 
también  presente  para  acordar  este  &llo  lo 
dispuesto  en  el  artículo  195  del  Código  de 
Procedimiento  Civil.  —  ¿eopoidb  ürratia.-^ 
Gatlvarino  Gafíardo^—YieeateAgairre  Vái;ga8. 
■^Enrique  Fóster  Recabarren. 


Cas.  Cir.—13  de  septiembre  de  1904 

"La  Internacional"  y  Banco  Hipotecario 
de  Chile  con  Moreíra 

Segruro.— Cesión  de  la  póliza;  oaduol- 
dad.  —  Niilidad;  fUta  de  aviso  de 
existir  otro  segruro.  —  Ina4iiilBibUl- 
dad;  formallzaoión  del  reoorao;  pla- 
zo; sanoión. 

Doctrina: — Cuando  en  el  seguro  coo' 
tra  incendios  se  conrwne  que  el  ^gu- 
rado  tenga  ¡a  obligación  de  d^r  ftviso  á 
la  Compañía  aseguradora  dp  cualquier 
otro  seguro  que  en  adelante  efectúe  el 
asegurado  sobre  la  mi^ma  cosa  asegu- 
rada, es  aplicable  la  sanción  establecida 
en  el  mismot  si  ao  se  da  cumplimiento  á 
dicha  obligación.  El  tiaspaso  ó  cesión  de 
¡a  póliza  no  importa  una  mutación  de  la 
persona  asegurada  sino  una  garantía 
dada  por  ésta  á  bu  acreedor. 

Anunciado  el  recurso  de  casación  debe 
formalixarae  dentro  del  termino  kgal  y 
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no  es  admisible  pasado  dicho  término 
fatal 


El  Bnnco  Hijiotecnrio  de  Chile  dcmnndnn* 
do  á  la  Compañía  de  Seguros  "La  Internacio- 
nnl"  dice  que  es  dueño  de  una  póliza  por  la 
que  consta  que  don  José  Agustín  Moreira, 
aseguró  flu  casa  de  la  calle  Carlos  Castellón 
de  Concepción,  entre  Comercio  y  Freiré,  en  la 
suma  de  veinte  mil  pesos,  la  que  se  incendió  el 
18  de  septiembre  de  1899.  La  póliza  le  fué 
transferida  por  el  señor  Moreira  v  notificada 
la  transferencia  &  la  Compañía.  Como  no  ha 
podido  obtener  su  pngo,  demanda  para  que 
se  declare,  que  dehe  pngarle,  dentro  de  tercero 
din,  la  suma  de  veinte  mil  pesos  con  sus  inte- 
reses. 

Formulado  un  artículo  previo  se  declaró 
que  debía  acumularse  á  ésta  la  demanda  ins- 
taurada con  el  mismo  objeto  por  don  José 
Agustín  Moreira. 

Contestando  la  Compañía  demandada  pide 
que  se  deseche  la  demanda  y  se  dé  lugar  á  las 
reconvenciones  que  deduce,  con  costas. 

Hace  presente  que  el  señor  Moreira  asegu- 
rado, contrató  con  posterioridad  al  seguro 
que  se  cobra,  otro  en  la  Compañía  Norwích 
Unión,  por  veinte  mil  pesos  sin  dar  noticia  de 
él  á  los  primeros  aseguradores  y  por  esta  omi- 
sión caducó  el  seguro  por  que  se  demanda, 
con  violación  de  lo  estipulado  en  el  inciso  2^ 
del  artículo  8^  de  la  póliza  de  fs.  12. 

Además  se  estipula  en  el  contrato  que  el 
seguro  no  puede  ser  nunca  causa  de  beneficio 
para  el  asegurado,  garantizando  la  Compa- 
ñía sólo  la  indemnización  en  la  proporcióu 
que  le  corresponda  de  las  pérdidas  efectivas 
sufridas.  La  casa  asegurada  no  valía  veinte 
mil  pesos  y  estaba  asegurada  en  cuarenta  mil. 
En  el  peor  caso  la  Compañía  sólo  estaría  obli- 
gada al  pago  del  valor  efectivo  de  las  pérdidas 
sufridas,  menos  el  valor  que  el  señor  Moreira 
liava  recibido  por  los  demás  seguros. 

Es  todavía  condición  del  contrato  que  el 
avalúo  de  las  pérdidas  se  haga  por  las  partes 
y,  en  su  desacuerdo,  por  un  árbitro. 

Todas  estas  estipulaciones  manifiestan  que 
el  demandante  no  puede  cobrar  sino  como 
tríímite  el  valor  íntegro  del  seguro,  . 


Reconviniendo  pide  que  se  declare:  1'  Que 
el  contrato  de  seguro  en  referencia  es  nulo  y 
de  ningún  valor  por  la  falta  de  aviso  3*  de  dis- 
tinción del  seguro  contratado  en  la  Compañía 
Norwich  Unión;  2'  Que,  en  consecuencia,  no 
debe  darse  lugar  á  la  demanda  iniciada  per  el 
Banco  Hipotecario  de  Chile  por  el  valor  de 
ese  seguro;  3*^  y  subsidiariamente  que  la 
Compañía  "La  Internacional"  sólo  estaría 
obligada  á  pagar  el  valor  efectivo  de  las  pér- 
didas sufridas  por  el  asegurado,  dentro  del 
importe  de  la  póliza,  con  deducción  de  lo  que 
ha  debido  recibir  por  los  demás  seguros  vigen- 
tes á  la  época  del  siniestro  en  el  caso  impro- 
bable de  no  darse  lugar  á  las  peticiones  ante- 
riores; 49  Que  el  justiprecio  de  las  pérdidas  se 
hacia  en  conformidad  con  lo  prescripto  en  las 
disposiciones  generales  de  los  seguros  de  la 
Compañía  "La  Internacional"  estipuLndns  y 
aceptadas  por  las  partes  en  el  contrato  de  que 
se  trata,  especialmente  con  la  disposición  del 
artículo  21  de  esas  condiciones;  y  5*^  Que  el 
demandante  debe  pagar  los  costas  de  esta 
causa. 

En  la  réplica  el  Banco  reconoce  que  el  señor 
Moreira  contrató  un  nuevo  seguro;  i>ero  eso 
no  hace  variar  la  responsabilidad  de  la  Com- 
pañía demandada  á  pesar  de  la  cláusula  que 
se  invoca,  la  que  sobre  ser  ilegal  é  inaplicable, 
no  puede  perjudicar  en  este  caso  al  deniau- 
ilante. 

En  efecto,  el  señor  Moreira  ceilió  su  póliza  al 
I'anco  y  de  esa  cesión  tomó  nota  la  Compa- 
ñía aseguradora,  pasando  el  Banco  á  asumir 
el  carácter  de  asegnrado  del  cual  se  despren- 
dió Moreira,  á  quien  no  puede  considerarse  si- 
no como  un  tercero  cuyosactosno  pueden  afec- 
tar al  Banco  demandante. 

En  rebeldía  del  demandado  para  duplicarse 
recibió  la  causa  á  prueba  y  ninguna  testimo- 
nial se  produjo. 

En  su  alegatoel  demandado  hace  notar  que 
no  puede  aceptarse  que  Moreira  haya  pasado 
á  ser  un  tercero  respecto  del  contrato  constan- 
te de  la  póliza.  Eso  sería  contrario  al  princi- 
pio legal  y  ñ  la  cláusula  del  contrato  que  es- 
tablecen que  el  seguro  no  puede  ser  nunca  cíui- 
sa  de  lucro  para  el  asegurado.  Además  el  mis- 
mo Moreirn  siguió  pagando  las  primns-recilxis 
de  fs.  4  v  5  después  de  la  transferencia, 
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Observa  que  de  los  certificados  de  fs.  22  y 
24  consta  que  se  pagó  otros  seguros  á  Morei- 
ra  sobre  la  misma  propiedad  previa  tasación 
de  perjuicios  efectivos,  y  consta  también  queni 
su  contratación  ni  el  pago  de  dicho  seguro  se 
avisó  á  la  Compañía  demandada. 

Él  juzgado  de  Concepción  con  fecha  3U  de 
septiembre  de  1902  falló. 

Teniendo  presente: 

Que,  según  el  contrato  de  seguro  celebrado 
entre  el  señor  Moreira  y  la  Compañía  "La  In- 
ternacional" —  cláusula  8^  inciso  2^ — ,  se  con- 
vino en  que  el  asegurado  tendría  la  obligación 
de  dar  aviso  á  la  Compañía  de  cualquier  otro 
seguro  que  en  adelante  efectuase  sobre  la  mis- 
macnsa  asegurada,  bn  jo  sanción  de  nulidad  del 
contrato  que  celebraban; 

Que  ha  sido  reconocido  por  el  demandan- 
te que  el  señor  Moreira  efectuó  un  nuevo  segu- 
ro de  la  misma  casa,  sin  dar  ese  aviso; 

Que  la  transferencia  de  la  póliza  no  impor- 
ta una  mutación  de  la  persona  del  asegurado, 
sino  una  garantía  dada  porésteásn  acreedor; 
va  que,  según  la  definición  de  la  ley,  es  siempre 
él  mismo,  el  que  (|uedó  libre  del  riesgo  déla  pér- 
dida ó  deterioro  de  la  casa  asegurada,  median- 
te la  indemnización,  la  que,  en  virtud  déla  trans- 
ferencia, podrá  ó  nó,  total  ó  parcialmente,  ser- 
vir para  solucionar  el  crédito  del  acreedor  te- 
nedor de  la  póliza,  según  cual  sea  el  estado  de 
su  acreencia  á  la  fecha  del  siniestro. 

Que  conforme  á  lo  anteriormente  expuesto 
L-1  asegurado  faltó  &  una  de  las  condiciones 
expresamente  previstas  en  e!  contrato. 

Por  estos  fundamentos,  y  conforme  á  lo  dis- 
pticsto  en  los  artículos  1713,  1545  j  1489  del 
Código  Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  las 
demandas  y  que  sólo  ha  lugar  á  la  petición 
formulada  como  reconvención  en  el  numeran- 
lío  segundo  de  fs.  17  vta.  No  ha  lugar  á  lo 
demás  pedido  Salas. 

Ajielada  esta  sentencia,  la  Corte  resolvió: 

Concepción,  6  de  mayo  de  1904.— Se  confir- 
ma la  sentencia  apelada  de  30  de  septiembre 
de  1903,  con  costas  del  recurso. 
.  Se  deja  constancia  de  que  el  Banco  Hipote- 
cario de  Cliile  tiene  su  domicilio  en  Santiago; 
{|ue  la  Conip^iñíq,  "La  Internovíonal"  tiene  sti 


domicilio  en  esta  ciudad,  y  que  don  José  Agus- 
tín Moreira  es  agricultor  y  reside  en  San- 
tiago. 

Juan  N.  Pargu.  —  Ezequiel  Figueroa.  —  E, 
Fuentes,— -E.  Alfredo  Novoa. 

Interpuesto  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  contra  esta  sentencia 

La  Corte  falló: 

Vistos:  Apareciendo  del  escrito  de  fs.  54  que 
este  recurso  ha  sido  fonnahzado  fuera  del  tér- 
mino legal;  y  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  los 
artículos  943  y  974  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara  inadmisible,  con  costas,  el 
presente  recurso.  Queda  aplicada  á  favor  del 
Fisco  la  cuarta  parte  de  la  cantidad  de  $  300 
á  que  ae  refiere  la  boleta  acompañada.— Ga- 
bríel  Oaete.— Leopoldo  Urrutia.—  V.  Aguirre 

V. — Leoncio  Roúrígaex. — Abel  Saavedra  A. 

Vergara  Albano.—A.  Montt. 


Cas.  Civ.~-12  de  septiembre  de  1904- 

Sota  DAyila  con  Bohme 

Fianza  subsidiarla.  —  Excusión.-  Eje- 
ouolón  del  fiador. 

ÜOCTRIN  A  :—No  expresándose  claramen- 
te en  el  contrato  que  el  ñador  limita  su 
responsabilidad  á  la  parte  del  crédito  que 
el  acreedor  no  pueda  obtener  de  los  bie- 
nes del  deudor,  es  necesario  que  el  fmdor 
haga  uso  del  bcneñcio  de  excusión  en  for- 
ma legal.  De  este  beneficio  sólo  puede  ha- 
cerse  uso  una  vez  y  no  siendo  excutibles 
los  bienes  señalados,  el  fiador  está  obli- 
gado á  pagar. 

El  titulo  en  que  consta  la  deuda  y  la 
fianza  subsidiaría  es  bastante  para  eje- 
cutar al  fiador^  silosbKnes  <^ue  éste  seña-' 
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la  para  ía  excusión  no  son  suficientes;  y 
áél  le  incumbe  probar  que  el  acreedor  fué 
remiso  en  ¡a  excusión. 


Por  escritura  pública  de  4  de  octubre  de 
1895,  otorgada  ante  et  notario  don  Florencio 
Márquez  de  la  Plata,  don  Alfredo  Hchaurren 
Valero  se  constituyó  deudor  de  don  J.  Augus- 
to Bohme  por  la  cantidad  de$  15.000  que  de- 
claró haber  recibido  en  mntuo  en  dinero  efec- 
tivo y  que  debería  pagar  en  los  plazos  y  con 
el  interés  allí  expresados. 

Por  otra  escritura  pública,  extendida  ante 
el  notario  don  Eduardo  Reyes  Laralle,  con  fe- 
cha 7  de  diciembre  de  1896,  Bohme  prorrogó 
el  plazo  de  la  obligación  anterior  hasta  el  4 
de  diciembre  de  1897,  declarando  que  el  deu- 
dor pagaría  hasta  esa  fecha  el  interés  penal 
del  2%  al  mes  sobre  el  saldo  de  $  19.062  li- 
quidado hasta  el  4  de  diciembre  de  1896. 

Don  Natalio  Sota  Dávila,  como  mandatario 
general  deEchaurren  Valero,  concurrió  al  otor- 
gamiento de  esta  escritura  de  prórroga,  de- 
clarando que  aceptaba  la  liquidación,  recono- 
cía la  deuda,  y  se  constituía  fiador  subsidiario 
de  ella.  Además,  Bohme  y  Sota  Dávila  expre- 
saron que  esta  segunda  escritura  no  novaba 
la  primera  obligación. 

Con  las  copias  originales  de  ambas  escritu- 
ras Bohme  se  presentó  á  tino  de  los  juzgados 
de  letras  de  Santiago,  en  septiembre  de  1899, 
exponiendo  que,  á  pesar  de  las  gestiones  que 
había  hecho,  no  había  podido  obtener  el  pa- 
go de  su  crédito,  tanto  por  hallarse  ausente 
Bchaurren  Valero,  como  porque  los  bienes 
afectos  á  la  obligación  se  encontraban  prefe- 
rentemente hipotecados  á  favor  del  Banco 
Hipotecario  de  Chile  y  embargados  por  dicha 
institución;  por  locnal  el  solicitante  se  veía  en 
el  caso  áe  procederVontra  don  Natalio  Sota 
Dávila,  como  fiador  subsidiario;  y  para  el  ca- 
so de  que  el  fiador  pretendiera  oponer  el  be- 
neficio de  excusión,  pidió  Bohme  se  notifícase 
al  señor  Sota  para  que,  en  el  término  de  terce- 
ro día,  designase  bienes  de  don  Alfredo  Echau- 
rren  Valero  sobre  los  cuales  pudiera  hacerse 
efectivo  el  crédito,  bajo  apercibimiento  de  que 
se  despacharía  mandamiento  de  embargo,  en 


su  c  outra  por  el  valor  del  crédito  si  el  fiador 
no  cumplía  dicha  orden. 

El  juzgado  proveyó  favorablemente  esta  so- 
licitud, pero  el  señor  Sota  se  presentó  expo- 
niendo que,  por  ser  fiador  subsidiario  y  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  2365  del 
Código  Civil,  no  estaba  obligado  á  excutir 
los  bienes  del  deudor  principal,  ya  que  esta 
obligación  correspondía  al  acreedor  mismo, 
por  lo  cual  pidió  que  dejándose  sin  efecto  lo 
decretado,  se  negase  lugar  á  lo  solicitado  por 
Bohme,  sin  perjuicio  del  dnvcho  que  éste  pu- 
diera hacer  valer  en  el  juicio  ejecutivo  que  se- 
guía con  Echaurren  Valero  en  el  segundo 
juzgado  de  letras  en  lo  rivil  de  esta  capital. 

Tramitada  esta  íncidenria  con  arreglo  é 
derecho,  se  dictó  el  auto  de  1*  instancia  defe- 
cha 29  de  noviembre  de  1899,  en  que  el  juz- 
gado dió  lugar  á  la  petición  de  Sota  Dávila, 
estimando  que  el  acreedor  había  sido  omiso 
de  la  excunón,  que  esta  circunstanda  no  po- 
día afectar  al  fiador  para  responder  por  una 
obligación  mayor,  y  que  no  se  había  probado 
que  el  acreedor  no  hubiera  podido  pagarse  de 
parte  alguna  de  su  crédito. 

Apelada  esta  resolución,  se  dictó  acerca  de 
ella  la  de  2*  instancia,  de  21demarzodel900, 
en  que  se  declaró  que  no  había  lugar  por  en- 
tonces á  lo  solicitado  por  Bohme  á  fe.  6,  por 
no  constar  que  los  bienes  hipotecados  que  el 
fiador  designó  para  la  excusión,  sometidos  á 
concurso  a  la  sazón,  fueran  insuficientes  para 
cubrir  el  crédito  de  las  esoituras  de  fs.  1  á  3. 

Bohme  presentó  poco  más  tarde,  en  junio  de 
1900,  el  escrito  de  fs.  37,  en  que,  refiriéndose 
al  mérito  de  un  certificado  adjunto  para  hacer 
constar  que  los  bienes  embargados  á  Echau- 
rren no  habían  alcanzado  para  pagar  al  Ban- 
co Hipotecario  de  Chile,  solicitó  nuevamente 
se  proveyera  de  un  modo  bvorable  su  escrito 
de  fs.  6,  pues  creía  que  ya  se  halda  verificado 
la  comprobación  que  echaba  de  menos  el  auto 
de  2  de  marzo  anterior,  expedido  por  la  Corte 
de  Apelaciones.  El  juzgado,  en  8  de  junio  cita- 
do, proveyó  esta  solidtud  ordenando  se  hicie- 
ra como  se  pedía  por  Bohme. 

En  la  notificación  que  de  tal  decreto  se  hizo 
á  don  Natalio  Sota  Dávila  se  lee  que  el  notifi- 
cado expuso  que  "además  de  los  bienes.que  te- 
nia indicados  y  en  los  cuales  no  existe  aún  li- 
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qutrlacíón,  como  consta  de  certificados  pedí* 
dos  por  el  mismo  señor  Bohme,  designaba 
para  laexcuftíóa  el  crédito  por  ciento  y  tan- 
tos mil  pesos  que  don  Alfredo  Echaurren 
Valero  tenía  contra  su  hermano  don  Víctor 
Bchanrren  Valuó. 

Esta  notificación  se  efectuó  el  11  de  junio;  y 
el  18  del  mismo  mes,  Bohme,  fundándose  en 
los  antecedentes  obrados  y  en  no  haber  el  fia- 
dor presentado  bienes  excutibles,  pidió  se  des- 
pachara mandamiento  de  embargo  en  contra 
de  Sota  Ddvíla  á  lo  que  el  juzgado  accedió  en 
19  del  mismo  junio. 

Don  Natalia  Sota  Dávila,  alegando  de  nue- 
vo que  no  estaba  obligado  á  pagar,  por  ser 
dnicnmente  fiador  subsidiario,  y  haber  sido  re- 
miso el  acreedor  en  el  cobro  de  so  crédito  con- 
tra el  señor  Echaurren  Valero,  obtuvo  que  el 
juzgado,  en  auto  de  9  de  agosto  de  1900,  re- 
vocara la  orden  de  embargo,  revocación  cu- 
yos efectos  suspendió  un  auto  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  pero  que  volvió  á  decretar  el  juz- 
gado en  la  resolución  de  22  de  octubre  de 
1900. 

Habiendo  apelado  Rdhme,  se  pronunció  en 
2.*  instancia  la  sentencia  que  sigue: 

Santiago,  14  de  diciembre  de  1900.  — 
Vistos: 

Teniendo  presente: 
1*  Que  los  bienes  designados  para  In  excu< 
sión  por  don  Natalio  Sota  Dávíln,  al  ser  re- 
convenido en  el  escrito  de'fs.  6  no  produjeron 
ni  siquiera  lo  necesario  para  cubrir  el  crédito 
hipotecario  de  primer  grado  &  que  estaban 
afectos,  como  se  comprueba  con  el  certificado 
défs  36; 

2^  Que  el  beneficio  de  excusión  no  puede 
oponerse  sino  una  sola  vez,  de  manera  que,  si 
la  excusión  de  los  bienes  designados  una  vez 
por  el  fiador  no  diere  efecto  6  no  bastare,  no 
podrA  designar  otros;  salvo  que  hayan  sido 
posteriormente  adquiridos  por  el  deudor  prin- 
cipal, lo  cual  no  aparece  que  haya  ocurrido  en 
el  presente  caso;  y 

3^  Que  el  acreedor  no  puede  ser  tenido  por 
negligente  por  el  mero  hecho  de  no  haber  per- 
seguido bienes  que,  según  se  establece  en  el 
certificado  ¿  que  se  ha  hecho  referencia  en  el 
numero  1^,  han  resnltwlo  ser  instificientes, 
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a^n  para  solucionar  el  crédito  del  Banco  Hi- 
potecario de  Chile  que  los  gravaba  con  pri- 
mera hipoteca»  la  cual,  conforme  á  la  ley,  se 
extendía  también  á  las  pensiones  devengadas 
por  el  arrendamiento  de  dichos  bienes; 

Visto  lo  dispuMrto  en  los  artículos  2363  y 
2422  del  Código  Civil,  se  revoca  el  auto  de  22 
de  octubre  último,  corriente  á  fe.  89  vta.,  y  se 
declara  que  debe  estarse  á  lo  resuelto  en  19  de 
junio  del  presente  año,  fi  fs,  38  vta.,  sin  pnjuí- 
cio  délas  excepciones  que  oportunamente  pue- 
da oponer  don  Natalio  Sota  Dávüa.— Gaeíe. 
—  Vatdea  Saavedra — Mora. 

Lo  resuelto  en  19  de  junio  de  1900,  que  la 
Corte  mandaba  llevar  adelante  en  el  prece- 
dente fallo,  fué  que  se  despachara  manda- 
miento de  embargo  contra  los  bienes  de  don 
Natalio  SoU  Dávila. 

El  señor  Sota  dedujo  recurso  de  nulidad  de 
esta  sentencia,  que  estimaba  como  definitiva; 
pero  se  declaró  sin  lugar  dicho  recurso  priná- 
pálmente  porque  sólo  se  trataba  de  una  reso- 
lución intcriocutoria. 

Puesto  el  cúmplase  y  despachado  manda- 
miento de  embargo  en  contra  de  don  Natalio 
Sota  Dávila  opuso  éste  á  la  ejecución  las  ex- 
cepciones siguientes,  apoyadas  en  extensas 
argumentaciones: 

1»  "Falta  de  capacidad  ó  personería  pára 
demandar",  porque  se  encuentra  hoy  extin- 
guida toda  obligación,  como  fiador  snbudia- 
rio  del  señor  Sota  Dávila  para  con  el  Secu- 
tante, y,  no  subsistiendo  la  calidad  de  deudor, 
no  puede  sobrevivir  la  personalidad  correlati- 
va del  acreedor. 

■  Dice  que  el  señor  Bóhme  fué  negligente,  in- 
currió en  culpa  grave,  dejó  que  el  deudor  que- 
dara insolvente  yde  ello  no  responde  el  fiador 
al  acreedor,  ya  que  tuvo'  medios  sobrados  de 
pago.  No  excutió  tampoco  en  tiempo,  ó  sea 
tan  pronto  como  la  obligación  se  hizo  exigi- 
ble  por  su  vencimiento.  Y  el  fiador  no  tenía 
obligación  de  requerir  la  excusión;  debía  ha- 
cerlo por  sí  espontáneamente  el  acreedor.  Y  la 
cobranza  debió  hacerla  antes  aóp  de  vencerse 
el  plazo,  dado  caso  del  artículo  1496  del  Có- 
digo Civil. 

2*  "No  ser  bastante  el  título  para  la  ejecu- 
ción"; porque,  además  de  lo  dicho  acerca  de  la 
primera  excepción,  el  mandamiento  se  dc^ui* 
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cbó  bajo  un  apercibimiento  nalo  y  sin  acusa- 
ción de  la  rebeldía;  porque  la  obligación  era 
condicional  respecto  del  fiadory  no  se  ha  pro- 
bado que  se  cumpliera  la  condición  y  porque 
la  (leuda  es  ilíquida  v  la  naturaleza  del  juicio 
de  excusión  noesejecutivasinoordinaria.  Bas- 
ta, se  dice,  fijarse  en  el  hecho  de  no  estar  obli- 
gado el  fiador  á  pagar  sino  aquello  de  que  no 
pudiere  pagarse  el  acreedor  con  bienes  del 
deudor.  - 

3*  "Caducidad  del  título  con  que  se  ejecu- 
ta", por  las  mismas  razones  dadas  en  la  pri- 
mera excepción. 

4'  "Pago  de  la  deuda"  porque  ha  pagado 
parcialmente  parte  de  ella,  6  sea  un  mil  pesos 
que  díó  al  acreedor  el  S  de  febrero  de  1898. 

5*  "Falsedad  del  título",  porque  elacreedor 
no  entregó  realmente  al  deudor  la  sumaá  que 
se  refiere  el  título. 

Con  fecha  4  de  diciembre  de  1 901 ,  el  juzga- 
do resolvió: 

Considerando: 
1'  Que  de  la  escritura  de  fs.  fecha4de  octu- 
bre de  1895,  aparece  confesando  el  deudor  ha- 
ber recibido  del  acreedor  la  cantidad  allí  indi- 
cada; 

2'  Que  por  la  escritura  de  fs.  3  el  acreedor 

convino  en  prorrogar  el  plazo  bastad  4-  de 
diciembre  de  1897  sobre  el  saldo  que  resulta- 
ba á  la  fecha  de  esa  escritura,  7  de  diciembre 
de  1896,  sin  novar  la  primera  obligación,  todo 
lo  cual  fué  aprobado  por  don  Natalio  Sota 
Dávíla  qu£  concurrió  al  acto  comoapoderado 
general  del  deudor  y  aceptó,  cuanto  allí  se 
pactó,  constituyéndose  fiador  subsidiario  sólo 
con  reserva  de  hacer  pagos  anticipados  del. 
todo  ó  parte  de  líi  deuda  cuya  cuantía  se  fija- 
ba determinadamente; 

3*?  Que  habiendo  pedido  el  acreedor  en  su 
escrito  de  fs.  6  que  el  Hador  señor  SotaDávila 
designara,  dentrode  tercero  día,  bienes  del  deu- 
dor para  hacer  efectivo  el  crédito,  bajo  aper- 
cibimiento si  así  no  lo  hacía,  de  despai.liarse 
mandamiento  de  embargo  en  su  contra,  y  ac- 
cedídose  á  esta  petición,  el  fiador  designó  bie- 
nes para  ta  excusión,  como  consta  especial- 
mente de  la  diligencia  defs.  37  vta.yes  ahora 
inoportuna  la  alegación  hecha  por  el  fiador 
de  haber  existido  culpa  del  acreedor  en  reque- 
rir el  pago  de  la  deuda;  porque  ella  e.^istiría 


también  de  su  parte,  en  conformidad  á  lo  dis- 
puesto por  el  arlíctdo  2356  del  Código  Civil, 
conociendo  en  su  calidad  de  mandatario  el  es- 
tado de  los  negocios  del  deudor; 

4^  Que  por  el  auto  de  fs.  116quedóe8table- 
cido  que  los  bienes  designados  por  el  fiador 
para  la  excusión  no  produjeron  ni  siquiera  lo 
necesario  para  cubrir  el  crédito  hipotecario  de 
primer  grado;  que  el  beneficio  de  excusión  no 
puede  oponerse  sino  una  sola  vez,  salvo  que 
hayan  aparecido  bienes  adquiridos  después 
por  el  deudor;  hecho  que  no  consta  de  autos; 
y  que  el  acreedor  no  puede  ser  tenido  por  ne- 
gligente por  el  mero  hecho  de  no  haber  perse- 
guido bienes  que  han  resultado  ser  insufi- 
cientes. 

5*^  Que  de  nada  sirve,  en  consecuencia,  el 
haber  probado  el  fiador  la  existencia  de  valio- 
sos bienes  en  poder  del  deudor  á  la  fecha  del 
vencimiento  de  la  obligación,  prueba  que  está 
contradicha  con  otros  antecedentes  que  obran 
en  autos;  incluso  las  cartas  del  fiador  mismo; 
puesto  que  esa  existencia  debió  referirse  á  la 
fecha  de  la  excusión,  y  va  queda  dicho  que  en 
esa  época  no  había  bienes; 

6"  Que  no  se  han  realizado  en  el  presente 
caso  las  circunstancias  contempladas  en  el  ar- 
tículo 2365  del  Código  citado,  invocadas  por 
el  fiador,  ya  porque  se  ha  establecido  que  no 
hubo  negligencia  para  la  excusión  de  bienes 
que  fueron  insuficientes  en  absoluto  para  ello, 
ya  porque  en  esa  época  estaba  el  deudor  en 
insolvencia  y  carecía  de  bienes  propios,  ya 
porque  no  se  señalaron  Ins  condiciones  indica- 
das por  el  artíctdo235ü  del  nnsmo  Código; 

7*'  Que  subsistiendo  la  obligación  del  fiador 
existe  á  la  vez  la  personería  del  acreedor  y  la 
capacidad  para  demandar; 

8'  Que  habiendo  sido  ilusorio  el  beneficio  de 
excusión,  dada  la  calillad  de  bienes  señaindos 
para  ello  y  la  notoria  falencia  del  deudor  no 
existió  propiamente  aquel  beneficio  y  era  has- 
ta innecesario  el  apercibimiento  de  embargo 
decretado  al  tenor  de  la  solicitud  de  fs.  6  pues- 
to que  pudo  dictarse  el  mandamiento  sin  más 
trámite,  pero  el  fiador  aceptó  aquel  aj)ercibi- 
miento  y  le  dió  cumplimiento  señalando  bienes, 
como  queda  dicho; 

9'  Que  el  acreedor  por  su  escrito  de  fs.  38 
propiamente  acusó  rebeldía  al  fiador  por  hq 
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haber  presentado  bienes  excutibles  en  In  forma 
Y  calidad  indicadas  por  el  ya  citado  artículo 
2359,  y  en  esa  .virtud  se  expidió  el  auto  de  fo- 
jas 38  vta.  que  quedó  ejecutoriado  como  cons- 
ta de  autos; 

10.  Que  suponiendo  que  la  obligación  del 
6ador  fuera  condicional  esto  se  había  cumiiH- 
do,  ya  que  no  señaló  bienes  excutiblesy  el  deu- 
dor estaba  en  falencia; 

11.  Que  la  deuda  es  líquida,  como  consta 
de  la  escritura  de  fs.  3,  liquidación  aceptada 
porel  señor  Sota  Dávila  en  su  doble  carácter 
de  mandatario  del  deudor  y  fiador  subsidia- 
rio, faltando  solamente  liquidar  los  intereses 
hasta  la  época  respectiva,  simple  operación 
numérica; 

12.  Que  la  entrega  de  un  mil  pesos,  que  con- 
fiesa el  acreedor  haber  recibido,  no  justifica  el 
¡lago  de  la  deuda,  sino  á  lo  más  un  abono  que 
no  puede  enervar  la  ejecución,  y  sólo  sirve 
jKira  imputarlo  en  forma  legal; 

13.  Que  el  reconocimiento  y  aceptación  ma- 
nifestados por  el  fiador  en  la  escritura  de  fo- 
jas 3,  respecto  de  unn  obligación  á  que  que- 
daba afecto  el  señor  Sota  DAvila  y  á  cuyo 
otorgamiento  concurrió,  hace  plena  fe  en  su 
contra,  conforme  &  lo  prescripto  por  el  ar- 
tículo 1700  del  Código  Civil,  y  no  necesita  de 
prueba  para  justificársela  efectividad  de  la 
deuda; y 

14-.  Que  todo  contrato  legalmente  celebra- 
do es  ley  para  los  contratantes  y  obliga  su 
cumpHmicntó. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones  y  lo 
(pte  también  disponen  los  artículos  1545, 
1546,  1698.yl713  del  Código  Civil  y  4-1  de 
la  ley  de  8  de  febrero  de  1837  se  desechan  las 
excepciones  opuestas  á  la  ejecución  y  se  decla- 
ra: que  debe  ésta  llevarse  adelante  por  todos 
sus  trámites  hasta  hacer  al  acreedor  cumplido 
pago  del  capital,  intereses  y  costas,  compu- 
tándose en  tiempo  y  forma  los  mil  pesos  que 
conliesael  acreedor  haber  recibido  á  cuenta. 
Anótese.— Marm. 

Habiendo  apelado  y  dicho  de  nulidad  de  esta 
sentencia, 

La  Corte  resolvió: 
Santiago,  17  de  julio  d«  1903,— Vistos;  En 


el  juicio  ejecutivo  seguido  por  don  Augusto 
Bühnie  contra  don  .Nntalio  Sota  DávÜa,  se 
pronunció  la  sentencia  de  4  de  diciembre  de 
1901,  que  dt'*'ccl(,t  l  is  exi-epcioiies  opuestas 
en  la  i'jccución  y  íKclara  que  esta  debe  llevar- 
se aildante,  por  todos  sus  trámites  en  la  for- 
ma onlinaria. 

Xotificado  de  dicha  sentencia  don  Natalio 
Sota  Dávila  apeló  y  dijo  de  nulidad  de  ella, 
fundando  este  último  recurso  en  las  siguientes 
causales: 

1*  Haberse  decretado  la  ejecución  con  tí- 
tulo que  no  la  trae  aparejada  (art.  2^,  núm.  9 
de  la  ley  del' de  marzo  de  1837).  Y  dice  al 
respecto,  que  no  puede  traer  aparejada  ejecu- 
ción un  título  afectado  por  los  vicios  de  falta 
de  capacidad  ó  personería  para  demandar,  de 
insuficiencia,  de  caducidad  y  de  falsedad. 

2"  Falta  de  enunciación  de  las  defensas  ale- 
gadas por  el  demandado  (causal  de  nulidad 
establecida  en  el  art.  3',  núm.  2'  y  art.  5'  de 
la  ley  de  2  de  septiembre  de  1851). 

Fundando  esta  causal,  hace  presente  que 
fue  punto  fundamental,  latamente  desarro- 
llado en  todo  el  curso  del  juicio  y  la  base  pri- 
mordial de  su  defensa  la  calificación  de  la 
fianza  que  ha  motivado  esta  ejecución,  y  que, 
no  obstante,  en  la  parte  expo.oitiva  del  fallo, 
ni  mucho  menos  en  los  considerandos,  no  se 
enuncia  esta  cuestión,  ni  se  dice  siquiera  bre- 
vemente que  se  discuta  entre  las  partes  si  la 
caución  dada  por  cl,  debe  calificarse  como 
fianza  simple  ó  como  la  fianza  definida  en  cl 
inciso  2'  del  artículo  2365  del  Código  Civil. 

3*^  Falta  de  decisión  del  asunto  controver- 
tido. Esta  causal  es  una  consecuencia  ile  la 
anterior,  prevista  en  el  número  4' del  artículo 
3^  y  en  el  5'  de  la  ley  de  2  de  septiembre  do 
1851. 

Lo  mismo  ocurre  respecto  de  la  cuestión 
debatida  entre  tas  partes  concernientes  á  es- 
tablecer si  el  beneficio  de  excusión  debe  litigar- 
se en  juicio  ordinario  ó  ejecutivo. 

4'''  Ser  la  sentencia  contraria  á  otra  pasada 
en  autoridad  de  cosa  juzgada.  Causíil  funda- 
da en  la  ley  13.  título  22,  Partida  3* 

Concedidos  ambos  recursos,  el  tribunal  ha 
mandado  traer  los  autos  en  relación. 

Teniendo  presente  en  Quanto  al  recurso 
nulidad; 
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1^  Que  la  escritura  de  mutuo  suscrita  por 
don  Natalio  Sota  Dártia  y  las  gestiones  pro- 
dncidas  con  anterioridad  al  mandamiento  de 
embaído  constituyen  un  título  que  trae  apa- 
rejada ejecución  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  2^  de  la  ky  de  8  de  febrero  de 
1837; 

,  29  Que  la  sentencia  reclamada  extracta  las 
defensas  y  excepciones  opuestas  por  el  ejecu- 
tado y  rechaza  éstas  expresamente  en  sn  par- 
te resolutiva  y  que,  en  consecuencia,  contiene 
la  decisión  del  asunto  controvertido;  y 

3^  Que  el  fallo  de  primera  instancia  no  con- 
tiene resolución  alguna  que  sea  contraria  al 
que  dictó  la  Excma.  Corte  Suprema  con  ftclia 
17  de  mayo  de  1901. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  artículo  6^ 
de  la  ley  de  1*  de  marco  de  18S7.  se  declara 
que  no  hay  nulidad. 

Y  o>nocíendp  de  la  apelación,  se  confirma  la 
referida  sentencia  de  4  de  diciembre  de  1901, 
sincostas,  á  virtud  de  lo  ordenado  en  el  ar- 
tículo 153  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

El  señor  Múiistro  Barriga  estimó  que  debfa 
aceptarse  el  recurso  de  nulidad  por  no  ser  en 
su  concepto  título  bastante  para  ejecutar,  res- 
pecto del  señor  Sota  Dávila,  el  que  sirve  de 
fundamento  de  la  demanda. 

Desechada  esta  indicación  por  la  mayoría 
del  Tribunal,  el  mismp  señor  Ministro  opinó 
porque  se  revocara  la  referida  sentencia  y  se 
negara  lugar  á  lademanda^ sinpeijuiciode  los 
derechos  que  el  señor  Bohme  pudiera  ejercer 
en  contra  del  ejecutado  por  la  víalegal  corres- 
pondiente. Consigna  los  fundamentos  de  su 
voto  en  el  libro  de  acuerdos.— wl.  Montt.~L. 
R.  Mora.— Litis  Barriga. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  don  Natalio 
Sota  Dávila,  en  el  plaxo  legal  y  con  la  boleta 
de  consignación  correspondiente  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  basándose  en  que,  al  dar 
mérito  ejecutivo  á  la  escritura  que  se  ha  pre- 
sentado como  título  y  al  mantenerse  el  man- 
damiento de  embargo,  la  Corte  de  Apelacio- 
nes ha  infringido  el  artículo  1' de  la  ley  de  8  de 
febrero  de  1837  el  nfimero  4'  del  artículo  2' 
y  el  artículo  5^  déla  misma  ley,  infracción  que 
se  extiende  también  á  los  artículos  465,  458 
y  485  nñmerp  7^  del  Códi^de  Procedimiento 


Civil,  y  que  ha  influido  sustancíalmente  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia  reclamada. 

Deriva  este  fundamento  del  hecho  de  que  el 
señor  Sota  Dávila  contrajo  solamente  la  obli- 
gación de  un  fiador  subsidiario,  ó  sea  la  con- 
templada en  el  inciso  2^  del  artículo  2365  del 
Código  Civil;  la  cual  no  es  exigible  sino  una 
vez  que  el  acreedor  comprueba  haber  excutido 
y  perseguido  los  bienes  del  deudor  y  no  haber- 
se podido  pagar,  y  cesa  aún  si  éste  es  insol- 
vente concurriendo  las  dos  circunstancias  de 
que  el  acreedor  haya  tenido  medios  suficientes 
para  hacerse  pagar  y  que  haya  rido  negligen- 
te en  servil  se  de  ellos.- 

Lo  cual,  á  juicio  del  recurrente,  manifiesta 
que  contra  un  fiador  de  esa  clase  no  procede 
la  acción  ejecutiva,  y  para  que  esto  sucediese, 
seria  prenso  establecer  previamente  que  el 
acreedor  ha  cumplido  con  su  propia  obliga- 
ción de  excutir  los  bienes  del  deudor,  que  no 
ha  tenido  medios  suficientes  para  hacerse  pa- 
gar, y  que  no  ha  sido  negligente  en  servirse  de 
ellos.  Tales  circunstancias,  que  no  constan  ni 
pueden  constar  del  título  mismo  con  que  se 
ejecutacuando  él  noconsiste  en  una  sentencia, 
no  pueden  ser  discutidas  y  probadas  sino  en 
jutrio  ordinario.  Ellas  constituyen  excepcio- 
nes contra  el  acreedor,  que  no  están  compren- 
didas entre  las  que  permite  la  ley  oponer  con- 
tra la  acción  ejecutiva:  ó,  si  lo  tstán,  es  preci- 
samente bajo  la  rúbrica  de  no  ser  bastante  el 
título  para  la  ejecución,  lo  que  manifiesta  que 
no  procede  la  acción  ejecutiva  contra  el  fiador 
subsidiario. 

La  parte  de  don  Augusto  Bóhme  ha  pedido 
que  no  se  dé  lugar  al  recurso,  expresando  que 
las.  alegaciones  de  don  Natalio  Sota  Dávila  no 
corresponden  á  la  realidad  de  los  hechos  á  cuya 
exposición  prolija  consagra  prindpalmente  su 
escrito  de  respuesta  á  aquel  en  que  el  ejecuta- 
do  funda  su  recurso. 

£1  Ministro  ponente  dió  su  opinión  en  los 
siguientes  términos: 

£1  primer  punto  que  el  infrascrito  debeestu- 
diar  en  este  informe  es  la  procedencia  de  laca- 
sación  entablada  por  el  señor  Sota  Dávila 
contra  la  sentencia  de  27  de  julio  último. 

Como  se  ha  visto,  en  ese  fallo  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago  desechó  el  recurso  de 
nulidad  interpuesto  por  el  señor  Sota  contra 
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lii  sentencia  ríe  trance  y  remate,  y  confirmó 
ésta,  sin  variación  alguna. 

También  se  ha  visto  que  el  indicado  recnrso 
lie  nolidad  se  fundó  expresamente  entre  otras 
causales,  en  la  de  haberse  mandado  llevar 
adelante  la  ejecución  con  un  titulo  que  no  la 
traía  aparejada,  y  en  la  de  haberse  omitido  la 
decisión  del  asunto  controvertido. 

La  primera  de  estas  causales,  según  lo  ex- 
presó el  recurrente  (escrito  de  nulidad  y  de 
apelación  de  fs.  93  de  la  compulsa)  "se  refiere 
á  las  excepciones  1*,  2*,  3*  y  5*  que  mi  parte 
opuso  al  procedimiento  ejecutivo."  "Nopnede 
traer  aparejada  ejecución,  agregó  alli  mismo, 
an  título  afeado  por  los  vicios  de  falta  de 
capacidad  6  personería  para  demandar,  de  in- 
suficiencia, de  caducidad  y  de  falsedad". 

Los  excepciones  1*,  2\  3*  .y  6*  otadas  fue- 
ron (escrito  de  fs.  13  vta.  de  la  compulsa)  las 
de  fnlta  de  capacidad  ó  personería  para  de- 
mandar, no  ser  bastante,  el  título  para  la  eje- 
cución, caducidad  del  mismo  título  y  falsedad 
de  éste. 

Todas,  menos  la  última  de  estas  excepcio- 
nes, se  fundaron  en  la  alegación  de  que  la  fianza 
rendida  por  el  señor  Sota  fué  la  contemplada 
en  el  inciso  2^  del  artículo  2365  del  Código 
Civil,  esto  es  la  limitada  expresa  é  inequivo- 
ca mente  A  la  obligación  de  pagar  sólo  aquello 
que  el  deudor  no  pueda  satisfacer,  por  lo  cual 
sostenía  el  ejecutado  no  sólo  que  la  excusión 
correspondía  al  acreedor  sino  que  antes  de  eje- 
cutar al  fiador,  necesitaba  probar  en  juicio 
ordinario  que  había  puesto  la  diligencia  debi- 
do, y  que  A  pesar  de  sus  gestiones,  no  había 
podido  pagarle  de  su  crédito. 

En  cuanto  á  la  causal  de  no  haber  fallado  el 
asunto  controvertido,  en  la  sentencia  de  tran- 
ce y  remate,  el  señor  Sota  declaró  (3^  causal 
de  nulidad  del  escrito  citado  de  ü.  93  de  la 
compulsa)  que  la  controversia  primordial  no 
decidida  era  la  referente  á  la  clase  de  fianza 
dada  por  él,  ccmaiderándfahl  simple  ó  como  la 
especial  que  define  el  artículo 2365  del  Código 
Civil. 

■  La  sentencia  de  la  Iltma.  Corte  de  Apela- 
ciones rechazó  estas  causales  en  la  sentencia 
reclamada  declarando  sin  lugar  el  recurso  de 
nulidad  fundado  en  ellas,  por  cuanto  el  título 
era  ejecutivo  contra  el  fiador  y  la  sentenda 


de  X*  instancia  deridía  el  asunto  controver- 
tido. 

Por  consiguiente,  estando  basado  el  actual 
recurso  de  casación  en  las  mismas  causales 
que  ya  fueron  falladas  en  el  de  nulidad,  resul- 
taría, si  se  le  admitiese,  que  se  daba  casación 
contra  sentencia  de  nulidad,  esto  es,  un  recur- 
so respecto  de  otro  recurso  igual  en  natura- 
leza, estnbledéndose,  así,  dos  instancias  de 
revisión  en  nulidad,  cuando  la  ley  de  1^  de 
marzo  de  1837  declaraba  expresamente  qtie 
no  era  admisible  el  recurso  de  nulidad  contra 
sentencia  de  nulidad  y  cuando  el  número  2' 
del  artículo  G7  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribuna* 
les,  prescribe  que  las  Cortes  de  Apeladqnes 
conocerán  en  única  instancia  de  los  recursos 
de  casación  que  se  interpusieren  de  los  fallos 
de  los  jueces  de  letras. 

Esta  misma  alegación  sobre  el  carácter 
limitado  de  la  fianza  fué  deducida  primero  por 
el  señor  Sota  para  impedir  que  se  despachase 
mandamiento  de  embargo  en  su  contra,  y 
aún  para  eximirse  déla  necesidad  de.  oponer 
el  beneficio  (fe  excusión. 

La  sentencia  de  14  de  diciembre  de  1900 
no  dió  lugar  á  tal  oposición  y  ordenó  que 
debía  estarse  á  lo  decretado  en  19  de  junio 
anterior,  esto  es,  que  no  habiéndole  presen- 
tado por  cl  fiador  bienes  para  la  excusión,  ík 
despachase  mandamiento  de  embargo  en  liu 
contra. 

Es  verdad  que  la  sentencia  rccprdsda  de  14 
de  diciembre  resolvió  lo  dicho  sin  perjuicio  da 
las  excei>cione8  que  pudiera  oponer  el  ejecuta- 
do; pero  hubo  un  punto  que  en  ella  quedó  de- 
finitivamente decidido,  y  fué  que  las  defensas 
del  señor  Sota,  basadas  en  la  excepción  de  ser 
su  fianza  la  especial  del  inriso  2^  del  artículo 
2365  del  Código  Civil,  no  correspondían  á  un 
juicio  ordinario  previo,  como  ha  seguido  sos- 
teniendo hasta  ahora  el  fiador,  sino  que  de- 
bían tramitarse  y  resolverse  dentro  del  juicio 
^ecutivo. 

En  consecuencia,  ha  de  eliminarse  entre  los 
causales  de  casación,  aquella  que  puede  refe- 
rirse á  la  calidad  de  ordinaria  que  el  recurren- 
te atribuye  á  la  controversia  sobre  !a  especie 
de  la  fianza  prestada  por  él.  El  carácter  ^ecu- 
tivo,  -por  decirlo  así,  de  la  excepción  inter- 
puesta por  el  señor  Sota  quedó  resuelto  flcfi* 
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nitiv:xmcntc  en  la  sentenciadc  14de  clíciemlírc 
de  1 900,  respecto  de  la  cual  no  procede  cn- 
snción. 

Rcsultn,  pues,  de  estos  antecedentes  que  el 
recurso  en  informe  es  inadmisible  por  referirse 
ñ  una  sentencia  dictada  en  recurso  de  nulidad, 
es  decir,  de  efectiva  casación,  y  por  hallarse 
ya  resuelto  en  otra  sentencia  anterior  no  cn- 
sable  el  punto  relativo  á  determinar  la  clase 
de  juicio  en  que  deberían  hacerse  valer  y  deci- 
dirse las  excepciones  del  ñador, 

Pero  en  la  suposición  de  que  V.  K.  no  acep-^ 
tara  los  motivos  de  improcedencia  del  actual 
recurso,  tampoco  debería  acogerse,  al  parecer 
del  infrascripto,  la  casación  en  el  fondo  basa- 
da en  la  infracción  de  los  artículos  l''y  2'', 
número  4'  y  artículo  fi'  de  la  ley  de  8  de  febre- 
ro de  1 8B7  y  de  los  artlcnlos  455.  458  y  4Sr>, 
número  7'  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Todas  estas  disposiciones  se  refieren  al  mé- 
rito ejecutivo  de  los  títulos,  y  se  citan  en  el 
recurso  como  infringidas,  para  manitestarque 
en  la  presente  causa  se  ha  dado  aquel  mérito 
á  una  obligación  subsidiaria  que,  según  el  Có- 
iligo  Civil,  no  podía  hacerse  efectiva  contra  el 
obligado,  sino  mediando  ciertas  gestiones  v 
comprobacionesjudiciales  previas  del  acreedor. 

El  precepto  del  Código  Civil  que  se  trata  de 
aplicar  al  caso  es,  como  se  ha  dicho,  el  inciso 
2^  del  artículo  23G5,  que  dice  como  sigue: 

"Si  el  fiador,  expresa  é inequívocamente,  no 
se  hubiese  obligado  á  pagíir  sino  lo  que  el 
acreedor  no  pudiera  obtener  del  deudor  se  en- 
tenderá que  el  acreedor  es  obligado  á  la  exctt- 
sión,  y  no  será  responsable  el  fiador  de  la  in- 
solvencia del  deudor,  concurriendo  las  circuns- 
tancias siguientes: 

"1'  Que  el  acreedor  haya  tenido  medios  su- 
ficientes para  hacerse  pagar; 

"2'  Que  haya  sido  negligente  en  servirse  de 
ellos." 

Bl  señor  Sota  Dávíla  sostiene  que  esta  dis- 
posición es  la  aplicable  á  su  caso,  por  cuanto 
suscribió  la  obligación  llamándose  fiador  siih- 
sidiíirio. 

Pero  en  sentir  del  infrascripto,  cualquiera 
qué  sea  la  acepción  que  pueda  atribuirse  á  la 
palabra  5ubs/e//ar/o,  ordinariamente  contra- 
puesta áso/rt/arib,  no  llegará  de  'ningún  modo 
á  significar  qnc  el  fiador  quedó  obligado  á  pa- 


gar solamente  lo  que  el  acreedor  no  pudiese 
obtener  del  deudor  principal. 

Para  semeiante  liuiítación  de  la  fianza,  el 
artículo  2365  del  Código  Civil  exige  que  se 
haya  pactado  expresa  é  inequívocamente:  el 
calificativo  de  subsidiario  dado  al  fiador  en  la 
escritura  pública  de  7  de  diciembre  de  189fi 
no  importa  una  limitación  cjc/íresa  y  menos 
inequívoca  de  la  fianza  á  sólo  aquello  que  el 
acreedor  no  pudiese  obtener  del  deudor.  Ks 
cuando  mucho,  una  denominación  destinada 
á  reforzar  la  idea  de  que  se  excluía  la  solidari- 
dad en  el  pago  de  la  obligación. 

No  podría,  entonces,  bastar  ese  simple  cali- 
ficativo de  soAs/c/fario  agregado  al  fiador  pnrn 
l)oncr  en  evidencia  que  el  acreedor  estaba  obli- 
gado á  la  excusión,  que  no  podía  dirigir  su 
demanda  contra  el  fiador  y  que  había  tomado 
sobre  sí  la  responsabilidad  de  la  solvencia  del 
deudor  principal. 

Y  aunque  bastara  para  este  efecto,  ya  se 
tomaron  en  consideración  y  recibieron  sufi- 
ciente probanza  los  hechos  alegados  por  el 
fiador  para  manifestar  los  bienes  del  principal 
deudor  y  la  negligencia  que  atribuía  al  acree- 
dor, para  lo  aial  se  abrió  instancia  judicial;  y 
después  de  ese  esclarecimiento,  oyéndose  al 
fiador,  ordenó  llevar  adelante  la  ejecución  de 
la  sentencia  de  14  de  diciembre  de  1900,  y  se 
volvió  á  rendir  prueba  abundante  sobre  los 
mismos  hechos  una  vez  opuestos  como  excep- 
ciones. 

Entónces  también,  el  acreedor  manifestó 
que  ninguna  cantidad  había  podido  obtener 
del  deudor  principal,  el  hecho  de  la  insolven- 
cia de  este  deudor,  las  diligencias  que  el  acree- 
dor habría  practicado  para  pagarse,  y,  como 
consecuencia  de  todo,  que  no  le  cabía  respon- 
sabilidad por  motivo  de  la  insolvencia  del 
deudor. 

Lo  único  que  había  faltado,  sería  el  juicio 
ordinario  que  echa  de  menos  el  recurren  t<:  al 
sostener  qne  el  título  no  traía  aparejada  eje- 
cución contra  él;  á  cuyo  propósito,  citando 
una  opinión  del  Conde  de  la  Cañada,  dice  que 
la  fianza  es  una  obligación  condicional,  que 
no  puede  hacerse  efectiva  sobre  los  bienes  del 
fiador  sino  cuando  el  deudor  principal  no  la 
cumple. 

Pero  el  efecto  de  e»  carácter  condicional  no 
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esotro  que  el  ílereclio  del  fiador  para  oponer 
el  Ijcnelicto  llamado  de  orden  ó  de  cxeusinn 
ciiva  aplicación  al  presente  caso  no  se  puede 
ir  á  buscar  en  el  Derecho  español  antiguo  sino 
en  nuestro  Código  Civil  y  sus  fuentes  inme- 
diatas. 

El  artículo  2335  de  diclio  Códigodefiniendo 
la  fianza,  dice,  en  efecto,  que  ésta  es  un  pacto 
accesorio  en  que  una  ó  mAs  personas  se  com- 
prometen A  paj,ar  una  obligación  ajena  si  el 
deudor  principal  no  la  cumple. 

El  artículo  2357  previene  que  el  fiador  re- 
convenido por  el  acreedor,  goza  del  benefício 
de  excusión,  en  virtud  del  cual  podrá  exigir 
q-.ie  antes  de  proceder  contra  él  se  persiga  la 
deuda  en  los  bienes  del  deudor  principal  y  en 
las  hipotecas  6  prendas  prestadas  por  éste 
para  la  seguridad  de  la  misma  deuda. 

El  artículo  2358  prescribe  que,  para  gozar 
de  este  beneficio,  se  necesitan  las  condiciones 
siguientes: 

1^  Que  no  se  haya  renunciado  expresa- 
mente; 

2^  Que  el  fiador  no  se  haya  obligado  como 
codeudor  solidario; 

3^  Que  la  obligí\cÍ6n  principal  produzca  ac- 
ción; 

4^  Que  la  fianza  no  haya  sido  ordenada 
por  el  juez; 

5*  Que  se  oponga  el  beneficio  luego  que  sea 
requerido  el  fiador,  salvo  que  el  deudor,  al 
tiempo  del  re<fuerimiento  no  tenga  bienes  y 
ilespués  los  adquiera;  y 

6*  Que  se  señalen  al  acreedor  los  bienes  del 
deudor  principal. 

El  artículo  2359  no  admite  para  la  excu- 
sión los  bienes  situados  fuera  del  territorio  del 
Estado,  los^embargados  6  litigiosos,  los  cré- 
ditos de  dudoso  6  difícil  cobro,  los  bienes  su- 
jetos á  condición  resolutoria  y  los  hipoteca- 
dos á  favor  de  deudas  preferentes  en  la  parte 
necesaria  para  el  pago  de  éstas. 

El  artículo  2361  da  derecho  ál  acreedor 
para  pedir  que  el  fiador  le  anticipe  los  costos 
de  la  excusión. 

El  artículo  2363  ordena  que  el  beneficio  de 
excusión  no  pueda  oponerse  más  de  una  sola 
vez,  salvo  que  no  habiendo  bastado  para  el 
pagri  los  primeros  bienes  señalados,  el  deu- 


dor principal  haya  adquirido  posteriormente 
otros. 

El  artículo  23ti4  prescribe  que  si  de  los  bie- 
nes exciitidosnó  se  obtuvieramíísqueun pago 
parcial  de  la  deuda,  será,  sín  embargo,  obliga- 
do el  acreedor  á  nceptarlo,  y  no  podrá  recon- 
venir x\\  fiador  sino  por  la  parte  insoluta. 

Viene  en  seguida  el  artículo  2365  qu?  con- 
viene transcribir  íntegro,  y  que  dice  así: 

"Si  el  acredores  omiso  6  negligente  en  la 
excusión,  y  el  deudor  cae  entretanto  en  insol- 
vencia, no  será  responsable  el  fiador  sino  en 
lo  que  exceda  al  valor  de  los  bienes  que  para 
la  excusión  hubiere  señalado. 

"Si  el  fiador,  expresa  é  inequívocamente, 
no  se  hubiere  olíligado  á  pagar  sino  lo  que  el 
acreedor  no  pudiere  obtener  del  deudor,  se  en- 
tenderá que  el  ncrcedor  es  obligado  íi  la  excu- 
sión y  no  será  responsable  el  fiador  de  la  in- 
solvencia del  deudor,  concurriendo  las  cir- 
cunstancias siguientes:  , 

"l*Que  el  acreedor  haya  tenido  medios  sufi- 
cientes para  hacerse  pagar,  y 

"2^  Que  haya  sido  negligente  en'servirse  de 
ellos." 

Bnsta  esta  exposición  para  manifestar  que 
el  acreedor  puede  dirigirse  ejecutivamente  con- 
tra el  fiador,  ya  qne  otra  cosa  no  significan  las 
palabras  reconvenir  y  requerí^  que  emplea  el 
Código,  pero  que  también  el  fiador  tiene  A  su 
favor,  á  más  délas  excepciones  correspondien- 
tes á  la  obligación  en  sí  misma,  el  beneficio  de 
excusión,  que  el  acreedor  es  obligado  á  acep- 
tar en  los  casos  determinados  en  la  ley. 

I,o  que  ei  inciso  2'  del  artículo  2365  dispo- 
ne de  especial  ea  que  c1  acreedor  es  ob¡ij;ado  ¡i 
/íí  excusión,  y  responsable,  por  lo  mismo,  de  la 
insolvencia  del  deudor  principal  si  es  negligente 
para  cobrar,  cuando  expresaé inequívocamen- 
te el  fiñáoT  róIo  se  hubiera  obligado  á  pagar 
lo  que  e)  acreedor  no  pudiese  obtener  del  deu- 
dor principal. 

No  puede  haber  en  dicho  inciso  un  precepto 
desligado  de  la  idea  contenida  eh  el  primero 
referente  A  la  negligencia  delacrecdor  para  ex- 
cutir  los  bienes  del  deudor  principal.  Confor- 
me con  lo  que  había  dicho  el  artículo  2343, 
esto  es,  que  el  fiador  puede  obligarse  A  menos 
de  lo  que  d  Jié  el  deudor  principal,  el  inci.su  2*^ 
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del  2365  ae  pone  en  el  caso  de  que  la  Banza 
haya  »do  expresa  é  inequívocamente  limitada 
A  lo  que  el  acreedor  no  pudiese  obtener  del 
deudor  principal,  ^establece  que  en  tal  evento 
la  excusión  será  obligatoria  para  el  acreedor  y 
recaerá  sobre  él  la  insolvencia  del  deudor  si 
aquel  ha  tenido  medios  suficientes  para  ha- 
cerse pagar  y  ha  sido  negligente  en  servirse 
de  ellos. 

Pero  el  que  el  acreedor  esté  obligado  á  la 
excusión  no  importa,  en  manera  alguna,  qui- 
tar á  ésta  su  carácter  de  procedimiento  inci- 
dental del  mismo  juicio  ^ecutivo,  y  por  tanto, 
participante  de  la  naturaleza  de  esta  misma 
clase  de  juicios. 

Pothier,  cuyas  doctrinas  han  servido  de 
fuente  principal  para  la  confección  del  título 
<1e  la  fianxa  en  nuestro  Código,  dice  en  su 
Tratado  de  las  obligacionea: 

"408.  Según  el  derecho  en  uso  antes  de  la 
Novela  4*  de  Justiniaiio,  el  acreedor  podía 
exigir  de  los  fiadores  el  pago  de  lo  que  se  le 
debía,  antes  de  dirigirse  al  deudor  principal: 
¡un  noatro,  dice  Antonino  Caracalla  en  la  ley 
5',  Código  deñdei,  estpoUstaa  creditori,  relic- 
to reo,  eligeadi  £dejassores,  aisi  ínter  contra- 
heates  aliad piacHum  doceatur. 

"Los  emperadores  Díocleciano  y  Maximia- 
no  deciden  lo  mismo  en  la  ley  19  Código  dict 
tit.  Ju8tinian<?,  dicta  Nov.  cap.  1^  ha  acor- 
dado á  los  fiadores  la  excepción  que  se  llama 
de  excusión  ó  excepción  de  orden,  es  dedr,  la 
exceprión  por  la  cual  pueden  obligar  al  acree- 
dor que  les  exige  el  pago  de  su  deuda  á  excutir 
antes  los  bienes  del  deudor  principal. 

"Este  derecho  de  la  Novela  es  seguido  entre 
nosotros,  pero  no  respecto  de  todos  los  fiado- 
res, ni  en  todos  los  casos." 

Señala,  en  seguida,  cuáles  fiadores  no  gozan 
del  beneficio  de  excusión  y  cuáles  acreedores 
no  están  obligados  á  excutir,  y  sobre  este  úl- 
timo punto,  agrega: 

"411  Bl  acreedor  no  es  obligado  A  excutir  los 
bienes  del  principal  deudor  antes  de  proceder 
contra  el  fiador,  sino  cuando  éste  lo  pida  y 
opone  la  excepción  de  excusión.  Por  esto  es 
que,  aúa  cuando  el  acreedor  no  haya  excutido 
al  deudor  principal,  su  demanda  y  las  gestio- 
ne* contra  el  fiador  están  bien  dirigidas  hasta 


que  el  fiador  haya  opuesto  la  excepción  de 
excusión. 

"Con  arreglo  á  estos  principios  se  ha  senten- 
ciado, por  resolución  de  1^  de  septiembre  de 
1 705,  citada  por  Bretonier  sobre  Henrys,  que 
el  juez  no  podía  de  oficio  ordenar  esta  excusión. 

"Esta  excepción  de  excusión  es  del  número 
de  las  excepciones  dilatorias,  puesto  que  sólo 
tiende  á  diferir  la  acción  del  acreedor  contra 
el  fiador  hasta  después  de  verificada  la  excu- 
sión, y  no  á  excluir  aquella  enteramente. 

"Por  esto  es  que,  según  la  regla  común  A  las 
excepríones  dilatorias  (L.12Cod.  DeEx^t.) 
debe  ser  opuesta  antes  de  la  contestación  so- 
bre el  fondo.  Si  el  fiador  ha  dado  esta  contes- 
tación sobre  el  fondo  sin  oponer  la  excepción, 
no  es  admisible,  por  presumirse  que  la  defensa 
en  el  fondo  importa  renuncia  tácita  de  la  ex- 
cepción ( Gai  Pape  y  los  D.  D.por  él  cit.  quest. 
50).  Podría  sin  embargo  admitirse  en  un  caso, 
A  salier,  si  los  bienes  que  el  fiadorpide  se  exen- 
tan hubieran  sido  adquiridos  por  el  deudor 
después  de  la  contestación  como,  porejemplo, 
por  causa  de  sucesión  hereditaria,  etc." 

Más  adelante  (núm.  415)  dilucidando  Po- 
thier la  cuestión  relativa  á  la  responsabilidad 
del  acreedor  que  ha  dejado,  después  de  mucho 
tiempo  de  vencida  la  deuda,  caer  en  insolven- 
cia n1  deudor  principal, — caso  en  que  resuelve 
también  á  favor  del  acreedor— añade: 

'*No  hemos  tratado  lacuestión  sinorespecto 
de  los  fiadores  ordinarios:  pero  si  el  ñador  or' 
dinario  se  hubiera  obligado  á  pagar  solamen- 
te lo  que  el  acreedor  no  pudiera  obtener  del 
deudor  principal,  ta  id  quod  servari  non  po- 
tent,  el  acreedor  que  hubiera  tenido  medios 
ditfíinteun  tiempo  considerable  para  hacerse 
pegar,  no  sería  admitido  fácilmente,  después 
que 'el  deudor,  al  cabo  de  un  tiempo  considera- 
IjIc  hubiera  caído  en  insolvencia,  á  dirigirde 
manda  contra  este  fiador  (L.  41  ff,  dic.  tit.); 
porque  este  fiador  que  no  se  ha  obligado  sino 
á  lo  que  el  acreedor  no  pudiere  obtener,  le 
opondría  la  alegación  de  que  el  acreedor  ha- 
bría podido  obtener  fácilmente  del  deudor 
pnncipal,lo  quese  ledebía  yque,  en  consecuen- 
cia, el  fiador  nada  le  debe." 

De  esta  última  doctrina  de  Pothier  se  ha  sa- 
cado el  artículo  2365  de  nuestro  Código  Civil; 
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j,  como  puede  vene,  no  se  trata  allí  de  un  fia- 
dor espcual,  sino  del  mismo  ordinario  que  ha 
limitado  sa  obligación,  expresa  é  incqidTOCn- 
mente,  dke  el  Código  citado. 

Se  ha  visto,  tambi¿n,  que  Pothier  cree  que  el 
acreedor  puede  dirigirse  contra  el  fiador,  sin 
necesidad  de  excntir  los  bienes  del  deudor  prin- 
cipal, hasta  que  el  fiador  le  oponga  la  excep- 
ción  de  excasión.  la  cual  es  nmplemente  dila- 
toria. 

Por  lo  demás,  el  beneficio  de  excusión  es,  se- 
gún uuestro  Código  de  Procedimiento  Civíl, 
una  de  las  excepciones  del  juicio  ejecutivo. 

En  consecuencia  de  lo  expuesto,  el  articulo 
2365  del  Código  Civil  no  impide  que  el  acree~ 
dor  pueda  demandar  ejecutivamente  al  fiador, 
pero  antorísa  á  éste  para  pedir,  por  vía  de  ex- 
cepción, que  se  declare  al  ejecutante  obligado 
á  la  excusión  y  que  no  se  dé  lugar  al  pago  sí  el 
acreedor  ha  sido  omiso  y  negligente  en  pagar- 
te del  deudor  principal,  halnendo  tenido  me- 
dios de  hacerlo. 

fisto  fué  preósamente  lo  que  pidió  una  y 
otra  vez  el  señor  Sota  Dávila  y  lo  que  otras 
tantas  se  resolvió  en  su  contra. 

No  se  divisa,  entonces,  en  que  ha  consistido 
la  infracción  de  las  disposiciones  legales  que 
cita  el  lecurrente. 

Cree,  en  consecuencia,  el  informante,  que,  si 
este  recurso  no  se  desecha,  por  improcedente, 
hay  que  desecharlo  en  el  fondo  por  carecer  de 
fundamento  legal.— Santiago,  30  ■  de  Noviem- 
bre de  1903.-.F.  Aj[uim  V. 

Al  verse  la  causa  se  suscitó  una  cuestión  de 
inhabilidad  de  los  jueces  y 

La  OortO  dictó  el  siguiente  auto: 

Santiago,  14  de  mayo  dé  1904.— Con  el  mé- 
rito del  certificado  que  precede  y  de  lo  dispues- 
to en  el  incito  1^  y  en  el  número  8^  del  articu- 
lo 130  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  te 
declara  inhabilitadospara conocer  en  el  recur- 
so pendiente  á  los  señores  Presidente,  don  Ga- 
briel Gaete  y  Ministro,  don  Abel  Saavedra. 
En  consecuencia,  tráiganse  nuevamente  los 
flatos  en  relación. 

Acordado  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Póster  Recabarren,  quien  estimando  que  el 
señor  Presidente  Gaete  y  el  teñor  Ministro 

iVPXEMA 


Saavedra  habian  emitido  opinión  únicamente 
sobre  el  mérito  qecutivo  aparente  del  tftulo 
que  servia  de  base  á  la  demanda  para  los 
efectos  de  despachar  el  mandamiento  de  em- 
bargo; pero  nn  peijuido  délas  excepciones 
que  el  deudor  opusiere  en  tiempo  y  forma;  y 
que  la  sentencia  recurrida  es  laque  falló  dicha 
excepciones,  en  la  cual  no  han  intervenido 
aquellos  funcionarios,  fué  de  parecer  que  se 
declarara  que  no  seencontraban inhabilitados 
para  conocer  en  el  recurso  pendiente.— ¡/osé 
Alfonso  Leopoldo  Urratia.—Galvaríao  Ga- 
llardo Carlos  Varas  E.  Fóstcr  Recabarren. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

l."^  Que  el  mandamiento  de  embargo  contra 
don  Natalio  Sota  Dávila  se  expidió  en  vista 
de  las  escrituras  públicas  de  4  de  octubre  de 
1895  y  de  7  de  diriembre  de  1896,  y  en  cum- 
plimiento de  la  sentencia  de  segunda  instancia 
de  14  de  diciembre  de  1900; 

2^  Que  esos  títulos  triüan'  aparejada  ejecu- 
ción, según  lo  dispuesto  por  la  ley  de  8  de  fe- 
brero de  1837,  vigente  á  la  fecha  en  que  se  ini- 
ció el  procedimiento  ejecutivo; 

3^  Que  por  la  segunda  de  las  escrituras 
compulsadas  se  comprometió  Sota  Dávila,  en 
el  carácter  de  fiador  subndiario,  á  Cumplir  las 
obligaciones  contraídas  por  don  Alfredo 
^  Echaurren  á  favor  de  don  Augusto  Bdhme, 
.  sin  limitar  su  responsabilidad  á  pagar  sólo  la 
parte  del  crédito  que  el  acreedor  no  pudiere 
obtener  de  los  bienes  del  deudor,  ó  sea,  sin  ex- 
presar claraéinequívocamenteesta  limitación; 

4'  Que  la  voluntad  de  los  contratantes  res- 
pecto al  alcance  que  debía  atribuirse  á  la  fian- 
za snbndiaria  prestada  por  Sota  Dávila  apa- 
rece ^de  manifiesto  por  las  circunstancias  de 
habñ:  ^te  presentado  bienes  de  Echaurren 
para  la  excusión,  y  de  haber  opuesto  después 
excepciones  dentro  del  plazo  legal  durante  el 
procedimiento  ejecutivo,  fundadas  expresa- 
mente m  la  necesidad  de  la  qiisma  excnúón; 

5.^  Que  habiéndose  liquidado  los  bienes  del 
deudor  que  señaló  el  fiador  para  la  excusión, 
el  producto  de  ellot  no  akansó  á  cubrir  el  va- 
lor de  las  deudas  liipotccnrinsqiielos  gravaba 
preferentemente,  ó  rmultó  que  esos  bienes 
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consistían  en  créditos  inexigibks  ó  de  difícil 
cobro;  -  ■ 

6^  Qae  aun  en  la  hipótesis  de  que  fuera  apli- 
cable al  caso  de  que  se  tra^a,  la^  dÍsi>osÍción 
especial  que  contiene  el  artículo  2365  del  Có- 
digo Civil,  aparece  de  los  antecedentes  que 
figuran  en  autos  que  se  excutieron  previa- 
mente los  bienes  del  principal  deudor  y  que  no 
se  ha  estableado  por  el  fiador  ejecutado  que 
tuviera  el  acreedor  medios  suficientes  para 
hacerse  pagar  de  aquel,  ni  que  haya  sido  ne- 
gligente para  servirse  de  dichos  medios; 

7^  Queesatríbucíón  exclusiva  del  Tribunal  de 
cuya  sentencia  se  recurre,  la  apreciación  de  los 
hechos  en  riacón  del  mérito  que  ellos  arrqjan 
sin  que  corresponda  á  la  Corte  de  Casación 
estimarlos  nuevamente  aún  cuando  se  hubiere 
incurrido  en  error  al  tiempo  de  aplicarlos. 

En  arreglo  á  estas  consideraciones  y  visto 
lo  dispuesto  por  los  artículos  1564  y  1698 
del  Código  Civil,  1'  y  2?  de  la  ley  de  8  de 
lebrero  de  1837,  24  de  la  ley  de  7  de  octubre 
de  1861,  455,  458,  940  y  960  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  Ingar  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo  deducido  por 
don  Natalio  Sota  Dávila,  con  costas.  Se  aplica 
al  Pisco  el  valor  de  la  boleta  de  consignación 
acompañada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vergara 

Whaoio^— Leopoldo  ürrutia  Gaivaríno  Ga- 

¡lardo,— C»rlo8  Varas  B.FósterRecabarrea. 

—A.  Vergara  Albaao.—J.  Alejo  Fernándet.— 
/.  Bemaks. 


Apelación.— 14  de  septiembre  de  1904 
Barahona  con  Vidal 

In^dmiribllidad.  —  Anuiioio.—  Notlfl- 
oaolóii]K)r  el  estado;  carta 

Doctrina: — Las  notiücaciones  en  se- 
ganda  instancia  con  excepción  de  la  pri- 
mera que  debe  ser  personal,  deben  prac' 


ticarse  por  el  estado;  y  aunque  los  ar- 
tículos 53  y  49  inciso  Hnal  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  disponen  qne  el  se- 
cretário  deberé  mandar  carta-aviso  ^  la 
persona  que  se  notiñcat  la  omisión  de 
esta  diligencia  y  la  consiguiente  falta  de 
recepción  del  aviso,  no  anula  la  notiñca- 
ción.  De  consiguiente  an  recurso  de  casa- 
ción annaciado  ñiera  del  plaxo  legal  por 
no  haber  la  parte  recurrente  recibido  el 
aviso  con  oportunidad,  es  inadmisible. 


Don  José  Ramón  Barahona  demandó  ante 
unode  los  juzgados  de  Santiago  á  don  Luis  A. 
Vidal  para  que,  á  su  tiempo  se  declarase  que 
debe  restituirle,  con  interesesy  costas  la  canti- 
dad de  quinientos  pesos  ($  500)  que  le  entre- 
gó en  pago  de  una  supuesta  obligación  que 
creyó  real  y  efectiva. 

Formulada  esta  demanda  fué  desechada  por 
sentencia  del  señor  Juez  don  Arturo  Ayala  con 
fecha  21  de  julio  de  1903  que  fué  confirmada 
con  fecha  16  de  julio  de  1904  por  la  primera 
Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  sentencia 
que  corre  á  fs.  72  vta.  de  los  autos,  notificada 
por  el  estado  al  apelante  con  fecha  diez  y  ocho 
de  julio. 

Habiendo  anunciado  el  día  29  el  recurso  de 
casación  el  Tribunal  proveyó: 

Santiago,  12  de  agosto  de  1904.  —  Vistos: 
Teniendo  presente: 

1^  Que  don  José  Ramón  Barahona  fué  noti- 
ficado por  el  estado  en  18  de  julio  último  de  la 
resolución  de  este  tribunal  de  fs.  72  vta; 

2^  Que  el  expresado  Barahona  anunció  el 
recurso  de  casación  en  e\  fondo  qne  interponía 
contra  la  referida  resolución  el  29  del  mismo 
mes; 

3^  Qne  si  bien  sostiene  qne  dicho  recurso  lo 
ha  interpuesto  en  tiempo  hábil,  por  cuanto  la 
carta  que  el  secretario  le  dirigió  por  correo 
fué  remitida  á  otra  perstma  de  su  mismo  nom- 
bre y  apellido  y  se  ha  hallado,  en  consecuen- 
cia, en  la  imposibilidad  de  tener  noticias  de  la 
notificación  que  se  le  hizo,  por  el  estado  en  18 
de  julio; 
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•í^  Que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 446  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
las  notificaciones  en  segunda  instancia,  con 
excepción  de  la  primera,  deben  practicarse  en 
la  forma  prevenida  en  el  artículo  53,  ttgím  el 
cual  la  notificación  se  entenderá  hecha  con  la 
inclusión  en  el  estado  de  la  resolución  que  se 
trata  de  notificar, 

5'  Que  aiSn  cnando  este  mismo  artículo  y  el 
49  inciso  final,  prescriben  que  el  secretario 
deberá  mandar  por  correo  aviso  á  la  persona 
que  trata  de  notificar,  la  omisión  de  esta  dili- 
gencia, y  de  consiguiente,  la  falta  de  recepción 
del  aviso,  no  anula  la  notificación,  puesto  que 
la  remisión  del  dicho  aviso  no  está  ordenada 
como  un  requisito  esencial  para  su  validez, 
segfin  se  dcKprende  del  contexto  del  artículo 
53  y  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  49,  que  ex- 
presamente establece  que  la  omisión  de  ese 
trámite  no  produce  nulidad,  tratándose  de  la 
notificación  por  cédula; 

6^  Que,  á  virtud  de  lo  expuesto,  debe  enten- 
derse notificado  el  expresado  señor  José  Ra- 
mdn  Barahona  de  la  resolución  de  h.  72  vta. 
en  18  de  juHo,  y  considerarse  el  recurso  de 
casación  aludido  fuera  del  término  fijado  en  el 
articuló  943  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Teniendo,  además,  presente  lo  prevenido  en 
el  artículo  953  del  mismo  Código,  se  declara 
inadmisible  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
anunciado  á  fs.  75. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Castillo. 
~-A.  Montt,— Darío  Benareate. — E.  Castillo. 

La  Corte: 

Vistos:  Eliminando  el  considerando  3^,  se 
confirma  la  resolución  apelada  de  12  de. agos- 
to tíltímo. 

Gabriel  Gaete.—J.  Gabriel  Patma  Guzmán. 
—Galvaríno  Gallardo.—  V.  Avuirre  V.— Leon- 
cio Rodríguez. — Carlos  Varas. — Abel  Saave- 
dra — A.  Fc/yara  Albano. 


Apelacióa.-~23  de  septiembre  de  1904- 
Pnris  (acreedores  de  Jnlio)  con  García 

Inadmislbilldad.—  Anuncio.—  Ckmslg- 
naoión  de  multa.— Aplioaoión  de  és- 
ta al  Flsoo. 

Doctrina: — La  consignación  de  la  mvl- 
ta  que  la  ley  exige  para  interponer  el  re- 
curso de  casación  debe  hacerse  dentro  del 
término  que  concede  para  el  anaiKÍo,  sin 
lo  cual  no  reúne  las  condiciones  hgáks 
para  poder  ser  admitido. 

La  aplicación  al  Fisco  de  la  multa  con- 
signada procede  aunque  el  recurso  sea 
desechado  por  no  haberse  hecho  oportu- 
namente la  consignación. 


Bu  ta  causa  seguida  por  acreedores  de  la 
quiebra  de  don  Julio  París  contra  don  Eleu- 
terío  García  sobre  nulidad  de  la  venta  hecha 
por  aquél  á  éste  con  conocimiento  de  la  cesa- 
ción de  pagos  y  mal  estado  de  sus  negocios, 
.  la  Corte  deConcepción,  por  sentencia  de  24  de 
julio  de  1904,  confirmatoría  de  la  de  primera 
instancia,  dió  lugar  ála  demanda. 

La  parte  de  García  anunció  dentro  del  tér- 
mino el  recurso  de  casación,  haciendo  referen- 
cia á  la  boleta  de  consignación  de  la  multa 
que  sólo  presentó  después  de  los  cinco  días, 
expresando  haber  tenido  imposibilidad  para 
hacer  el  depósito  antes. 

La  Corte  proveyó: 

Concepción,  4  de  agosto  de  1904. — Tenien> 
do  presente: 

Que  aón  cuando  este  escrito  ha  sido  presen- 
tado el  último  día  del  término  que  la  ley  con- 
cede para  hacerlo,  no  $e  acompañó  á  él  la  cer- 
tificación de  haberse  consignado  en  arcas  fis- 
cales la  cantidad  que  la  ley  determina; 

Que  si  bien  en  el  refierído  escrito  se  expresa 
que  se  acompaña  la  respectiva  boleta  de  con- 
signación, es  el  hecho  que  dicha  boleta  se  pre- 
sentó sólo  boy,  fuera  de  término;  y  como  apa- 
rece de  ella,  con  esta  misma  fecha  se  ha  liecho 
la  consignación  de  que  se  trata;  ^ 
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Qoe  en  consecuencia^  el  anuncio  del  recurso 
de  casación  en  el  fondo  no  reunió  todos  los 
requisitos  que  la  ley  requiere  para  darle  curso. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad 
con  lo  prevenido  en  los  artículos  943,  950, 
953,  971  y  974  del  Código  de  Procedimiento 
CÍTÍl,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  petición 
formulada  en  el  susodicho  escrito.— Manuel 
Rodrigues.— Faentcs  K.—J.  Gmo.  Muc-Kay, 

Apelada  esta  moludón. 

La  Gorte: 

Vistos:  Se  con6rma  la  resolución  apelada 
de  4  de  agosto  último,  con  costas  del  recurso. 

Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  consignada 
segúnia  boleta  acompañada. 

Comuniqúese  al  Tribunal  de  Cuentas  y  al 
tesorero  fiscal  de  Concepádn,  DevnélvaBe  j 
pnblíquese.  Acordada  la  confirmación  con  cos- 
tas, contra  el  voto  de  los  señorea  Ministros 
Agnirre  V.,  Varas  y  Saavedra,  quienes  opina- 
ron que  debía  revocarse  la  resoltitión  apelada 
y  declararse  admisible  el  recurso,  fundándose 
los  dos  primeros  en  que  la  declaración  de 
ínadmísibilidad  es  improcedente  en  el  caso  de 
haberse  efectuado  la  consignación  legal  antes 
dé  elevarse  los  antm  al  tribunal  superior;  y  el 
señor  Saavedra  en  que  el  recurrente  tuvo  im- 
pedimento  legítimo  para  hacer  laconsignación 
dentro  del  plazo  legal. 

Acordada  en  cuanto  á  la  aplicación  al  Fisco 
de  la  cantidad  consignado,  contra  el  voto  de 
los  señores  Ministros  Palma  G.,  Agnirre  V.  y 
Varas,  quienes  fueron  de  opinión  que  no  debía 
darse  lugar  por  ahora  á  dicha  aplicación. 

José  Alfonso.  —  Leopoldo  Vrmtia.—J.  Ga- 
briel Pelma  Guzmén.—Gaharíno  Gallardo.-~- 
V.  Agairre  V.  —  Carlos  Varas.  —  AbelSaarC' 
dra. 


Cas.  Cir.  en  la  Íorma.~.12de  abril  de  1904 

Huidobro  con  Araya  de  Herrera 

Formalizaolón  del  recurso;  lnadinl|ri- 
bllidad.— Plazo. 

Doctrina:  £!s  inadmisibh  el  recurso  de 
casación  ett  la  forma  qae  no  ae  ñ^rmaHaa 
en  el  plazo  fatal  de  cinco  dias^  contados 
desde  el  anancio. 


En  el  juicio  ejecutivo  seguido  ^ot  doña 
Enriqueta  Huidobro  contra  doña  Leonor 
Arayade  Herrera,  se  interpuso  por  esta  filttma 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  contra  la 
resolución  de  una  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago  qne  dedaró  sin  lugar 
lo  pedido  por  la  recurrente  en  su  solicitud  de 
fi.  47,  confirmando  la  del  juez  de  1*  instancia 
expedida  en  2  de  octubre  último. 

El  recurso  de  casación  de  que  se  trata  (aé 
anunciado  por  la  parte  el  23  de  noviembre  y 
formaltsado  elSOdel  mismo  mes,  según  consta 
¿  fs.  47  y  48  del  expediente. 

La  Ctorte: 

Teniendo  presente:  1^  que  según  el  artícu- 
lo 943  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  la 
ley  concede  al  qne  intente ínterponerelrectxno 
de  casación  en  la  forma  el  placo  de  cinco  días 
para  formalizar  dicho  recurso,  á  contar  desde 
la  fecha  en  que  lo  hubiere  anunciado,  con  arre- 
glo á  lo  prescrito  en  la  misma  disposición  ci- 
tada, debiendo  quedar  firme  la  sentencia  en 
cuanto  A  este  recurso  se  refiere,  si  no  se  hubie- 
se formalizado  en  el  plazo  más  arriba  dicho,  y 
2^  que  doña  Leonor  Araya  formalizó  el  recur- 
so de  casación  en  la  forma  seis  días  después 
de  anunciado:  Visto  además  lo  dispuesto  por 
los  artículos  950  y  953  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  declara  inadmisible  dicho 
recurso,  con  costas,  que  pagará  esta  parte 
cuando  mejore  de  fortuna  por  haber  litigado 
con  privilegio  de  pobreza. . 

Pasen  los  autos  al  Tribunal  Pleno  para  los 
Rectos  del  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
también  interpuesto. 
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Redactada  por  el  Mioistro  señor  Póstcr  Re- 
cabarren.— GraAríe/  Gaete.^José  Alfonso,-~- 
Galvariao  GaJIardo.—B.  Fáater  Recabama, 


Cas.  Cir.^  de  octubre  de  1904 

Solar  Aldunate  (Borja);  interdicción 

Demente.  —  Curador  testamentario 
nombrado  antes  de  la  interdicción. 
— Onldador  de  la  persona  del  demen- 
te.—Compatibilidad  entre  el  cargo 
de  curador  y  el  de  albaoea  del  testa  • 
dorque  lo  nombra. 

Doctrina:  —  Con  arreglo  al  artículo 
355  del  Código  Civil  el  padre  kgftímo,  y 
Á  falta  de  él  ¡a  madre  kgítiaia,  paede 
nombrar  carador  por  testamento  á  los 
adultos  de  cualquiera  edad  qae  se  hallen 
en  estado  de  demencia;  y  para  ejercitai 
esta  facultad  sólo  se  exige  la  existencia 
^1  estado  de  demencia  y  no  una  declara- 
ción Judicial  previa  al  respecto,  ya  qae 
esta  última  no  coarta  aquella  facultad 
y  sólo  tiende  á  estabkcer  la  situación  le- 
gal del  demente  y  las  consecuencias  con- 
sigaientes. 

Aun  cuando  el  articulo  457  del  mismo 
Código  impone  al  padre  la  obligación  de 
provocar  el Juicio  de  interdicción  del  hijo 
ámente  que  llega  á  la  mayor  edad j  dicha 
obligación  no  modiSca  la  Acuitad  de 
nombrar  curador  por  testamento,  ni  pug- 
na con  la  letra  y  espíritu  del  artículo  355 
si  á  la  fecha  del  testamento  el  hijo  se  ha- 
llaba en  estado  de  demencia  {1). 


(l)  Lb  doctrina  establedds  en  eite  fallo  está,  ¿ 
naetiro  jaicio,  de  unerdo  oon  loa  Terdaden»  prio- 
oipiaa. 

La  ley  da  al  padre  ét  deraeho  de  nombrar  ean- 
dor      (flvtftmeato  A  lostdaltoa  de  enalqoiwi  edad 


El  cuidado  de  la  persona  del  demente 
corresponde  al  curador,  salvo  el  caso 
excepcional  que  contempla  el  inciso  se- 
gando del  articulo  464  del  Código  Civil, 
ó  qae  existan  antecedentes  bastantes 
para  estimar  qae  es  conveniente^  además 
del  curador  testamentario,  el  nombra- 
miento  de  otro  curador  para  el  cuidado 
inmediato  de  su  personat  no  siendo  cir- 
cunstancia bastante  la  de  que  el  único 
pariente  llamado  inmediatamente  ála  he- 
rencia sea  la  madre  del  curador^  persona 
de  edad  muy  avanzada,  ni  la  de  qae  ¡os 
frutos  de  los  bienes  del  interdicto  y  en 
caso  necesario  sus  capitales,  deben  em- 
plearse principalmente  en  aliviar  su  coa- 
dxióny  en  procurar  su  restablecimiento, 
pUGtto  qae  la  inhabilidad  legal  d!abe  ex¿s>- 
tir  en  el  mismo  carador  nombrado  y  éste 
tiene  el  deber  de  cuidar  de  la  adminis- 
tración dé  los  bienes  y  de  la  persona  del 
insano. 

No  es  incompatible  el  cargo  de  carador 
testamentario  de  una  persona  y  el  de  al- 
bacea  del  testador  que  hace  el  nombra- 
miento. 


Po&á  Carlota  AIdnnate     de  Solar  otorgó 

testamento  cerrado  en  esta  capital,  ante  el 
notario  don  Mariano  Meló,  el  16  de  julio  del 
ano  1900. 

Bn  la  cláusula  tercera  de  ese  instrumento 
instituyó  por  heredero  absoluto  á  su  hijo  don 
Borja  Solar  Aldunate. 

En  la  cláusula  cuarta  nombró  por  albacea, 
en  primer  lugar,  á  don  Federico  Montes  Solar; 
en  segundo,  á  doña  JuUa  Echeverría  t.  de  So- 


que se  hallen  en  estado  de  demenoia,  por  el  mismo 
motiro  que  le  ooaeede  el  dereoho  de  nombrar  tutor 
á  SD  hijo  impúber  6  curador  i  sn  hijo  no  emanolpa- 
do,  ni  habilitado  de  edad. 
Ia  demenoia  puede  wr  de  nuimiento  y  el  padre 
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lar;  y  en  tercero,  A  don  Ruperto  Solar  Undu- 
rraga. 

En  la  cláusula  quinta,  rlispuso  como  sigue: 
"Bs  mi  voluntad  que  las  mismas  {lersonas  á 
quienes  acabo  de  nonil)mr  nlbncens  y  en  el  mis- 
mo orden  sean  tenedores  de  bienes  t  curadores 
de  mi  hijo  heredero." 

.  En  diciembre  de  1903  último,  don  Federico 
Montes  se  presentó  á  uno  délos  juzgados  de 
letras  de  Santiago;  y  exponiendo  que  don  Borja 
Solar  era  demente  de  nacimiento,  provocó  el 
juicio  respectivo  de  interdicciÓni  á  fin  de  que 
pudiese  discernirse  al  ocurrente  el  car;go  de 
curador  para  el  cual  lo  haUa  designado  la  se- 
ñora Aldunate  v.  de  Solar. 

Con  el  mérito  de  una  información  sumaría, 
del  informe  de  tres  médicos  nombrados  por  el 
juzgado  y  del  dictamen  del  Promotor  Fiscal  y 
Defensor  de  Menores,  se  dictó  resolución  en 
cuatro  de  enero  de  1904,  que  declaró  en  inter- 
dkdón  por  demencia  á  don  Borja  Solar  Aldu- 
nate, y  á  fin  de  nombrarle  curador,  ordenó  ci- 
tar á  los  parientes  y  al  Defensor  de  menores  á 
un  comparendo  el  dia  que  designó. 

Antes  de  que  esta  reunión  se  verificara,  co- 
mo también  en  el  comparendo  mismo,  don  Fe- 
derico Montes  Solar  hizo  presente  que  no  ha- 
bía  para  qué  proceder  al  nombramiento  de 
-curador  legítimo,  desde  que  existía  un  testa- 
mentario válidamente  nombrado,  declaración 
en  que  no  estuvieron  conformes  varios  de  los 
parientes  del  interdicto;  por  lo  cual  el  juzgado 
ordenó  pasar  los  antecedentes  en  dictamen  al 
Defensor  de  Menores,  don  Joaquín  Prieto  H. 
quien  fué  de  opinión  que  debía  aceptarse  lo 
pedido  por  Montes  Solar. 


£1  juzgado,  con  fecha  14  de  enero  de  1904, 
resolvió: 

Vistos:  Con  el  mérito  de  autos,  lo  dictamina- 
do por  el  Defensor  de  Menores  y  teniendo  pre- 
sente: 

1'  Que  dona  Carlota  Aldunate  deSolar  por 
la  cláusula  quinta  de  su  testamento  dejó  nom- 
brado de  curador  de  su  hijo  don  Borja  Solar 
Aldunate  á  don  Federico  Montes; 

2^  Que  de  autos  aparece  que  varios  colate- 
rales legítimos  del  interdicto  tanto  del  cuarto 
grado  como  de  grado  más  remoto  ratifican  la 
voluntad  de  la  testadora  y  manifiestan  á  su 
vez  la  suya  de  que  sea  nombrado  para  el 
cargo  el  mismo  señor  Montes; 

3^  Que,  según  la  disposición  del  artículo 
355  del  Código  Civil,  puede  el  testador  nom- 
.  brar  curador  á  los  adultos  de  cualquiera  edad 
que  se  hallan  en  estado  de  demencia; 

4^  Que  para  que  se  ejercite  esa  facultad  só- 
lo se  exige  la  existencia  de  tal  estado  de  de- 
mencia y  nó  una  declaración  judicial  previa  al 
respecto,  ya  que  esta  última  no  coarta  aque- 
lla facultad  y  sólo  tiende  á  establecer  la  situa- 
ción legal  del  demente  y  lasconsecuenciascoo- 
siguientcs; 

5^  Que  aún  cuando  por  el  artículo  457  del 
mismo  Código  se  impone  al  padre  la  obliga- 
ción de  provocar  el  juicio  de  interdicción  del 
hijo  demente  que  llega  á  In  mayor  edad,  dicha 
obligación  no  modifica  la  facultad  de  nom- 
brarle curador  por  testamento,  según  el  ar- 
tfculo355  citado,  ni  pugna  con  la  letra  y  espí- 
ritu de  rsta  disposición; 

6^  Que,  en  consecuencia,  pudo  legalmente  la 
testadora  nombrar  vAlidamen te  al  señor  Mon- 


os la  perHoiia  qtie  mtk  en  mejnr(>8  aptitudes  para  ele- 
gir á  BU  hijo  demente  un  guardador.  Lt  oircuniitao- 
cia  de  que  el  hijo  demente  pueda  llegar  i  la  mayor 
edad,  qoe  la  ley  torna  en  oaents  para  ohligHr  al  pa 
dre  &  provocar  «1  juicio  de  interdicción,  no  puedt* 
influir  en  el  ejercicio  del  derecho  de  deniunarle  cu- 
rador testamentario.  Como  la  mayor  edad  pono  tér- 
nÚDO  á  la  pateia  potestad  ha  querido  la  ley  que  que- 
de establecido  de  un  modo  inequívoco  que  el  hijo 
es  iacapac  de  administrar  sus  bienes  á  causa  de  su 
demencia  y  evitar  así  que  el  padre  cometa  au  abuso 
reteniendo  una  aduiiuistraoiiÍQ  que  ya  no  puede  ejer- 
oer  en  su  carácter  de  tal,  sído  en  el  de  curador  legí- 
.  timo  á  que  U tamUén  lo  lian».  La  omisión  que 


á  ente  r«Hpecto  comete  el  padre  está  pancioaada  por 
el  articulo  970  con  In  ind'gDÍdad  para  heredar. 

Puro  el  artículo  457  al  imponer  al  psdre  la  obli- 
gftciÓQ  de  provoodr  el  juicio  de  interdicción,  supone 
que  el  padre  tiene  bienes  di^l  hijo  bajo  su  admioia- 
tracioit-  7>i  el  hijo  no  tiene  bienes,  no  hay  interés  al- 
guno én  el  nombramiento  de  enndor.  La  demenoia 
la  tom%  en  oonsideraoiiSn  la  ley  para  privu*  al  adulto 
de  la  administración  de  sus  bienes. 

Para  la  madre  ta  f<itnNciÓD  es  aún  más  clara,  pues- 
to que  la  ley  no  le  impone  la  obligación  de  provocar 
ol  juicio  de  interdicción  por  demencia,  sino  en  la 
forma  geuérioa  que  indioftel  artículo  970. 

L.  O.  S. 
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tes  de  curador  de  su  hijo  don  Boija  Solar,  cu- 
jo  catado  de  demencia  á  la  época  del  testa- 
mento ni  siquiera  se  ha  puesto  en  duda  y  que 
tanto losfacultntivosque lo  examinaron  cuan- 
to las  informaciones  privadas  que  ha  recogido 
el  juzgado  hacen  é  £ste  formar  concepto  de  la 
clase  indicada  en  el  artículo  1712  del  Código 
y  428  del  de  Procedimiento  Civil  como  prueba 
suficiente  de  aquel  estado  de  demencia  ante- 
rior al  otorgamiento  del  testamento  de  la  se* 
ñora  Aldunnte; 

7^  Que  asimismo  aparece  de  autos  que  sí 
bien  en  el  día  la  única  persona  llamada  á  su- 
ceder abintestato  al  interdicto  don  Boija  So- 
lar es  doña  Margarita  Solar  viuda  de  Montes, 
madre  del  curador  y  albacea  nombrado  en  el 
testamento  y  tía  del  interdicto,  señora  de 
avanzada  edad,  también  loesque  por  el  orden 
natural  y  regular  de  los  acontecimientos  es 
lógico  suponer  que  dicha  señora  fallezca  antes 
que  el  mencionado  interdicto,  y  en  tal  evento 
entrarían  á  heredar  á  éste  tanto  el  curador 
testamentario  como  los  demás  primos  herma- 
nos, según  los  antecedentes  que  obran  en 
autos; 

8'  Que  comprendiendo  la  curaduría  testa- 
mentaría no  sólo  la  administración  de  los 
bienea  del  demente,  sino  á  la  vez  el  cuidado  in- 
mediato de  su  [>ersona,  y  prohibiendo  la  ley 
por  el  artículo  464  inciso  2^  del  Código  Civil 
que  tal  cuidado  inmediato  se  encomiende  á 
persona  que  sea  llamada  &  heredarle,  sin  refe- 
rirse á  una  época  determinada,  á  no  ser  tra- 
tándose de  padre,  madre  6  cónyuge,  que  don 
Boija  Solar  no  tiene,  no  puede  tener  don  Fe- 
derico Montes  tal  cuidado  inmediato,  óal  me- 
nos no  es  conveniente  que  lo  tenga. 

9'  Que  el  artículo  467  del  mismo  Código 
dispone  que  no  sólo  los  frutos  de  los  bienes  del 
interdicto,  sino  también  los  capitales  en  caso 
necesario,  y  con  autorización  judicial,  se  em- 
plearán principalmente  en  aliviar  la  condición 
y  en  procurar  el  restablecimiento  del  demente; 

10.  Que  de  las  informaciones  fidedignas  que 
tiene  el  juzgado  aparece  que  para  cumplir  con 
esta  prescripción  legal,  dado  también  el  hábi- 
to de  vida  de  don  Borja  Solar,  es  indispensa- 
ble confiar  la  administración  de  sus  bienes  á 
una  persona  y  á  otra  el  cuidado  personal; 

11.  Que  el  artículo  464 del  Código  ya  citado 


faculta  la  división  de  la  cúratela,  facultad  qu¿ 
también  reconoce  expresamente  el  inciso  final 
del  artículo  347  del  mismo  Código;  y 

12.  Que  entre  las  personas  que  siendo  pa- 
rientes de  don  Borja  Solar,  no  llamadas  á  he- 
redarle, hay  varías  que  pueden  atender  al 
cuidado  personal  de  éste  procurando  aliviar 
su  condición  y  restablecimiento  con  notable 
beneficio  del  demente  y  sin  perjudicar  la  recta 
administración  de  los  bienes  del  curador  tes- 
tamentarío,  cuya  elección  es  difícil,  ya  que 
todas  son  ivctas,  honorables  y  competentes  y 
para  no  ínferír  agravio  conviene  elegir  á  la 
suerte. 

Y  con  lo  que  además  disponen  los  artículos 
167  y  1021  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara: 

1^  Que  ha  lugar  á  la  guarda  testamenta- 
ría del  interdicto  don  Borja  Solar,  nombrán- 
dose para  el  cargo  á  don  Federico  Montes  á 
quien  se  le  discernirá  el  cargo,  previa  lacaución 
legal  correspondiente; 

2'  Que  debe  dividirse  el  cargo  en  orden  á  la 
administración  de  los  bienes  y  al  cuidado  per- 
sonal del  interdicto;  y 

3^  Que  para  este  último  se  nombra  á  don 
Patricio  Aldunate  Solar,  quien  deberá  previa- 
mente rendir  á  su  vez  caución  legal  bastante 
y  á  quien  se  discernirá  el  cargo  Oportuna- 
mente se  determinará  en  la  forma  legal  corres- 
pondiente lo  que  sea  relativo  á  la  inversi.ón  de 
frutos  para  el  alivio  de  condición  y  restableci- 
miento del  interdicto.-^osé  T.  Marín. 

Certifico  que  la  designación  de  don  Patricio 
Aldunate  Solar  para  el  cargo  de  cuidador  per- 
sonal de  don  Borja  Solar  A,  fué  hecha  por  el 
señor  juez,  previo  un  sorteo  entre  cuatro  de 
los  parientes  que  no  pueden  ser  herederos  ab- 
intestato del  insano  en  la  actualidad  Lo 

cual  certifico  de  orden  verbal  del  señor  juez  y 
para  constancia  de  lo  sucedido.— Santiago,  14 
de  enero  de  1904.— C.  Gutrnéa^  secretario. 

Ksta  senteiicía  fué  apelada  por  don  Federico 
Montes  en  cuanto  al  nombramiento  de  cuidá- 
dor  de  ta  persona  del  insano  y  por  don  Rafael 
y  don  Luis  Solar  Undurraga,  tanto  respecto 
de  este  punto,  como  en  lo  referente  á  la  cura- 
duría testamentaria  que  sostenían  no  era  pro- 
cedente, sino  la  le^tima,  y  la  Corte  resolvió: 
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•  Santiago,  janio  18  de  1904.— Vistos:  elimi- 
nados los  considerandos  segundo  y  séptimo  y 
siguientes  de  la  resolnción  apelada  y  teniendo 
además  presente: 

1^  Qm  no  hay  en  autos  antecedentes  bas- 
tantes para  estimar  que  sea  conveniente,  ade- 
más del  curador'  testamentario,  el  nombra- 
miento de  otro  curador  para  el  cuidado  inme- 
diato de  la  persona  del  demente;  y 

2^  Que  el  curador  don  Federico  Montes  no 
se  encuentra  actualmente  en  el  caso  de  excep- 
ción contemplado  en  el  inciso  segundo  del  ar- 
ticulo 464  del  Código  Civil. 

Se  confirma  la  expresada  resolución,  defecha 
14  de  enero  61tÍmo,  con  declaración  de  que 
no  ha  lugar  al  nombramiento  de  don  Fa- 
trido  Aldunate  Solar,  para  el  cuidado  perso 
nal  del  interdicto. 

El  señor  Ministro  Benaventc  opinó  por  con- 
firmar en  esta  última  parte  la  resolución  ape- 
lada.—.4.  Yer^ra  —  A,  Montt.— Darío  Beoa- 
véate, 

£1  procurador  don  Blas  A.  Maira,  por  don 
Rafael  y  don  Luis  Solar  Undnrraga,  ha  inter- 
puesto contra  esta  aentencia,  en  tiempo  y 
forma,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  ex- 
presando que  adolece  de  los  siguientes  vicios: 

1^  Habar  aceptado  como  legal  el  nombra^ 
miento  de  curador  testamentario  de  don  Fe- 
derico Montes,  á  pesar  de  que  no  lo  e^ 

2^  Haber  confiado  al  mismo  seflor  Montes 
el  cuidado  personal  del  interdicto,  siendo  que 
la  ley  prohibe  hacerlo,  por  estar  llamado  don 
Federico  Montes  á  heredar  á  don  Borja  So- 
lar; y 

3^  Haber  conferido  la  curaduría  al  señor 
Montes  á  pesar  de  que  no  le  correspondía. 

Agrega  que  las  leyes  violadas  por  la  senten- 
cia son  los  artículos  342,  355,  456,  457.  462 
y  464  del  Código  Civil,  y  que  las  leyes  en  que 
funda  el  recurso  son  estas  mismas  disposicio- 
nes y  los  artículos  937,  938,  940.  943,  944, 
945,  971  y  972  del  Código  de  Procedimiento 
CítU. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  solici- 
ta se  case  en  el  fondo  la  sentencia  y  se  declare: 
1*  que  debe  procederse  al  nombramiento  de 
curador  del  interdicto  don  Borja  Solar  Aldu- 
nate en  conformidad  á  las  prescripciones  esta- 


blecidas por  la  ley  para  la  curaduría  legítima 
del  demente,  en  el  título  XXV  del  Código  Ci- 
vil; 2^  que  dicho  caigo  debe  dividirse  en  con- 
formidad á  la  ley,  á  fin  de  confiar  á  una  per- 
Bona  la  administración  y  manejo  de  los  bienes 
del  interdicto,  y  á  otra  la  guarda  y  cuidado 
del  mismo;  3^  que.  tanto  en  el  nombramiento 
de  curador  de  bienes  como  en  el  de  guardador 
de  la  persona  del  interdicto  se  ha  de  proceder 
en  conformidad  A  las  disposiciones  contenidas 
en  el  título  XXV  del  Código  citado;  y  4?  que 
don  Federico  Montes  debe  abonar  las  costas 
del  recurso,  sin  perjuicio  de  la  acción  que  por 
daños  y  peijuicíos  y  demás  á  que  hubiere  In- 
gar  se  le  hicieren  valer,  por  haber  asumido  de 
hecho  ilegalmente  el  carácter  de  curador  de 
don  Borja  Solar  Aldunate. 

La  primera  causal  de  casación  se  funda  en 
que  la  designación  de  curador  hecha  en  el  tes- 
tamento de  la  señora  Aldunate  es  indetermi- 
nada, por  no  expresar  si  la  gnarda  es  por  ra- 
zón de  demencia  ú  otra  causa,  y  en  que,  á  la 
fecha  de  esa  dcngnación,  don  Borja  Solar  A^ 
dunate  no  estaba  declarado  en  interdicción, 
como  hubiera  sido  preciso  para  que  se  le  nom- 
brara curador,  ya  que  la  declaración  de  de- 
mencia se  dictó  sólo  el  cuatro  de  enero  de  este 
año,  y  debe  prevenirse  que  antes  de  ella  el  de- 
mente estaba  en  posesión  de  todos  sus  dere- 
chos y  calidades  ordinarias.  Se  agrega  que. 
no  habiendo  el  padre  legítimo  provocado  el 
juicio  de  interdicción  al  Megar  el  hijo  á  la  ma- 
yor edad,  ni  habiéndolo  hecho  la  madre  antes 
de  testar,  el  uno  y  la  otra  perdieron  el  dere- 
cho de  nombrar  curador  por  testamento. 

Dice  también  el  recurrente  que  la  cláusula 
está  viciada  de  nulidad  absoluta,  por  cnanto 
en  ella  se  designó  para  la  guarda  á  una  per- 
sona incapaz,  como  es,  por  su  sexo  doña  Julia 
Echeverría  v.  de  Solar.  Además  es  incompati- 
be  con  el  cargo  de  curador  el  de  albacea  tene- 
dor de  bienes  que  corresponde  también  á  don 
Federico  Montes  y  que  éste  ha  aceptado.  Por 
fin  la  testadora  estaba  imposibilitada  para 
hacer  et  nombramiento  á  causa  de  su  respon- 
sabilidad civil  proveniente  de  haber  adminis- 
trado y  usufructuado  sin  derecho  los  bienes 
del  incapaz. 

La  segunda  causal  se  funda  en  el  artículo 
464  del  Código  Civil,  que  prohibe  con^  el 
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cuidado  personal  del  insano  á  persona  que  sea 
llamada  á  heredarle,  y  se  sostiene  qne  don  Fe- 
derico Montes  Solar  es  posible  asignatario  de 

aquél. 

La  tercera  cansal,  en  el  articulo  462,  el  cual 
determina  numéricamente  los  parientes  á 
quienes  corresponde  la  guarda  legítima,  sien- 
do que  el  expresado  señor  Montes  no  se  halla 
en  grado  legal. , 

La  Oorte: 

Considerando: 

1'  Que,  según  lo  prescrito  por  el  artículo 
355  del  Código  Civil,  "puede  el  padre  nom- 
brar curador  por  testamento,  á  los  menores 
adultosqueno  han  obtenido  habilitación  para 
administrar  sus  bienes,  y  á  los  adultos  de 
caalqniera  edad  que  se  bailen  en  estado  de 
demenciaó  son  sordo-mudos  que  no  entienden 
ni  se  dan  á  entendí  por  escrito"; 

2^  Que  el  artículo  358  del  mismo  Código 
previene,  que  "á  falta  del  padre,  podrá  ejercer 
los  mismos  derechos  la  madre,  con  tal  que  no 
haya  estado  divorciada  por  adulterio  ó  que 
por  su  mala  conducta  no  haya  sido  privada 
del  cuidado  personal  de  su  hijo,  6  qne  no  haya 
pasado  á  otras  nupcias"; 

3^  Qne  para  el  ejercicio  de  esta  facultad  no 
se  exige  respecto  de  los  adultos  á  que  se  refie- 
ren las  disposiciones  precedentes,  que  se  hallen 
en  iaterdicción  declarada^  nno  en  mero  esta- 
do de  demencia; 

4^  Que  el  artículo  456  denota  que  corres- 
ponden á  dos  situaciones  juridicas  diversasj 
el  Mtado  de  demencia  y  el  de  interdicción  de- 
clarada judicialmente  por  este  motivo;  y  así 
mismo  marcan  la  diferencia,  entre  otros,  los 
artículos  457, 458, 459, 465,  723. 1012  nfime- 
ro  3'  y  4'  y  1447,  no  sólo  para  los  efectos  de 
la  interdicción,  sino  para  fijar  la  capacidad 
del  qne  obra  en  estado  de  demencia,  y,  consi- 
gaientemente,  la  nulidad  de  los  actos  ejecuta- 
dos en  uno  ó  otro  caso.  Así,  es  nulo  d  acto 
celebrado  por  el  interdicto  aún  cuando  pro- 
ceda en  un  intervalo  lúcido,  y  por  el  contrario, 
es  nulo  todo  acto  que  se  ejecute  en  estado  de 
demencia,  aunque  no  exista  In  interdicción. 

Del  propio  modo,  el  mero  demente  es  incn- 

SUPISMA 


paz  de  adquirir  la  posesión  para  sí  ó  para 
otrou,  como  lo  es  para  testar.  Esta  diferencia 
resalta  más,  si  cabe,  comparando  los  precep- 
tos de  los  artículos  442  y  451  con  el  355.  AI 
paso  que  los  dos  primeros  sólo  permiten  nom- 
brar curador  "al  disipador  que  ha  sido  pues- 
to en  entredicho  de  administrar  sus  bienes", 
el  último  no  exige  esta  árcunstancia  respecto 
de  la  cúratela  testamentaria,  sino  sólo  que  el 
adulto  de  cualquiera  edad  se  halle  en  estado 
de  demencia,  discerniéndose  naturalmente  el 
cargo,  después  de  comprobado  dicho  estado 
por  la  interdicción,  en  vista  de  que  el  artículo 
365  admite  condición  suspensiva  para  la 
guarda  testamentaria; 

5^  Que,  de  consiguiente,  si  no  puede  ponerse 
en  duda  que  los  actos  jurídicos  de  los  demen- 
tes producen  los  efectos  que  en  general  se 
acaban  de  mencionar,  no  obstante  que  los 
preceptos  legales  antedichos  no  hacen  referen- 
cia alguna  al  interdicto,  es  lógico  deducir  que 
el  artículo  355  ya  trascripto,  al  mencionar  al 
adulto  demente,  comprende  también  al  insano 
aún  cuando  no  haya  sido  puesto  en  entre- 
dicho de  administrar  sus  bienes; 

6^  Que  habiéndose  procedido  en  el  nombra- 
miento y  discernimiento  del  cargo  de  que  se 
trata,  en  la  forma  indicada  en  el  conúderando 
4^  no  se  ha  infringido  ninguna  de  las  disposi- 
ciones que  se  relacionan  con  este  punto  en  el 
recurso  de  casación  interpuesto,  al  declarar  el 
tribunal  de  la  causa  que  es  válido  el  nombra- 
miento de  curador  testamentario  hecho  por 
doña  Carlota  Aldunate  t.  de  Solar  para  su 
hijo  demente  don  Borja  Solar  Aldunate; 

7^  Que  este  nombramiento  no  se  invalida 
tampoco  por  el  hecho  de  no  haberse  provoca- 
do en  vida  de  la  testadora  el  juicio  de  inter- 
dicción de  su  hijo;  pues  ninguna  ley  sanciona 
esta  omisión  con  la  pérdida  del  derecho  que 
confiere  á  los  padres  el  artículo  355  en  refe- 
rencia; 

8^  Que  la  cláusula  testamentaria  en  qne  se 
nombra  curador  á  don  Federico  Montes,  fué 
interpretada  por  el  tribunal  sentenciador  como 
nn  hecho  de  la  causa,  y,  por  lo  tanto,  no  es 
procedente  el  recurso  respecto  de  este  punto 
de  la  cuestión,  fundado  en  la  vaguedad  de  esa 
cláusula; 

9*  Que  tampoco  es  atendible  la  alegación 

13 
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de  que  es  nula  la  cláusula  en  que  se  nombra 
curador  á  don  Federico  Montes,  aunque  de 
ellarefinltara  que  uno  de  los  sustitutos  de  esta 
persona  fuera  incapaz  para  servir  la  guarda; 

10.  Que  ningún  precepto  legal  declara  in- 
compatibles los  cargos  de  curador  testamen* 
tarío  de  una  persona  y  albacea  del  testador 
que  hace  el  nombramiento; 

11.  Que  la  ley  no  prohibe  de  pleno  derecho 
recaiga  el  nombramiento  indicado  en  persona 
que  haya  estado  administrando  los  bienes  de) 
pupilo; 

12.  Que  es  un  hecho  establecido  en  la  causa 
que  el  señor  Montes  Solar  no  está  llamado 
actualmente,  por  muerte  del  pupilo,  á  succ- 
derle  en  sus  bienes; 

13.  Que  tratándose  de  un  nombramiento 
testamentario,  no  tiene  importancia  para  de- 
cidir el  recurso,  el  parentesco  de  que  habla  el 
reclamante  que  existe  entre  el  curador  desig- 
nado con  su  pupilo. 

Vistas  las  disposiciones  citadas  y  los  ar- 
tículos 960,  979  y  977  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
el  recurso  de  casación  eti  el  fondo  interpuesto 
contra  la  sentencia  de  16  de  junio  último,  dic- 
tada por  una  de  las  Salasde  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago.  Se  aplica  al  Fisco  la 
cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia  

—Gabríel  Gaetfi.— Leopoldo  Urrutia,— J.  Ga- 
briel Palma  Gutmán.—Gnivariao  Gallardo. 
Carito  Varas.— Abel  Saaredra.  —  E.  Fóster 
Recabarren. 


fondo  consisten  ea  la  iafínccióa  de  las 
leyes  de  procedimiento  que,  suponiéndo- 
las de  observancia  sustancial,  habrían 
dado  lugar  sólo  á  un  recurso  de  casación 
en  la  forma,  aquél  es  improcedente. 


Caá.  CÍV.—9  de  novembrt  de  1904. 
Corvalán  con  Osondón 

Julolo  «(jeoutlTO.  —  Revooaoióii  del 
mandamleato  de  enit>argo.— Hórito 
fldeoutivo  del  titula 

Doctrina; — Cuando  las  causales  en 
que  se  funda  el  recurso  de  casación  en  el 


Dictado  mandamiento  de  embargo  contra 
don  Frutos  Osandón  en  un  juicio  ejecutivo 
que  le  siguió  doña  Zoila  Corvalán  t.  de  Cora- 
rrubiaa,  cobrándole  la  suma  de  cuatro  mil 
cuatrocientos  ochenta  y  ocho  pesos  noventa 
centavos  ($  4,488,90)  á  que  ascienden  los 
intereses  del  capital  de  veinte  mil  pesos 
($  20,000)  dado  en  mutuo  por  la  escritura 
que  en  copia  corre  á  fs.  6  vta.  del  cuaderno 
principal,  opuso  e!  demandado  excepciones  en 
el  escrito  de  fs.  14,  á  las  cuales  respondió  la 
ejecutante  en  el  de  fs.  19. 

Antes  de  proveerse  el  escrito  á  que  se  acaba 
de  hacer  referencia,  solicitó  el  ejecutado  á 
fs.  1  del  cuadermo  especial  que  se  alzaran  unas 
medidas  precautorias  dictadas  en  su  contra 
y  que  se  repusiese  el  auto  que  dió  lugar  á  la 
ejecución.  Pronunciádose  el  juzgado  sobre  la 
solicitud a:nteriordÍctó la  resolución  siguiente: 

Valparaíso,  24  de  octubre  de  1903.— Con- 
siderando: 

1^  que  en  esta  ejecución  se  cobran  los  inte- 
ses  que  se  dicen  devengados  en  orden  al  capi- 
tal de  veinte  mil  pesos  dado  en  mutuo  por 
doña  Zoila  Corvalán  &  don  Frutos  Osandón, 
para  ser  pagados  en  el  término  de  6  años,  á 
contar  desde  el  11  de  diciembre  de  1900,  fija- 
dos en  la  escritura  respectiva;  2^  que  en 
este  contrato  no  se  consignó  disposición  al- 
guna á  virtud  de  la  cual  pudiera  entenderse 
que  los  intereses  se  debieran  en  todo  ó  parte 
antes  que  al  capital;  y  3^  que,  de  consiguien- 
te, la  obligación  reclamada  no  es  actualmente 
exigible,  y  por  tal  causa  el  titulo  carece  de 
mérito  ejecutivo.  Vistos  los  artículos  20^  y 
458  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  accé- 
dese  á  la  reposición  solicitada  por  don  Fmtos 
Osandón  y  déjase  sin  efecto  el  mandamiento 
de  embargo  y  medidas  precautorias,  decreta- 
das en  este  proceso. 

El  juez  al  proveer  el  escrito  de  recuesta  á 
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las  excepciones  ordenó  que  la  ejecutante  se  es- 
tuviese á  lo  resuelto  en  la  sentencia  anterior. 
Apelada  ésta,  la  Corte  de  ValparMSO,  en  di- 
ciembre 31  de  1903,  resolvió: 

Vistos.  Se  confirma,  con  costas  del  recurso, 
la  resolución  apelada  de  24  de  octubre  último, 
que  se  registra  á  ft.  5  yttu—Jose  Ignacio  SH- 
va.— Pedro  N.  Pineda.— A.  Bexanilla  SUva. 

Contra  esta  ultima  sentencia  interpuso  do- 
ña Zoila  Corvalán  el  recurso  de  casación  en 
el  fondOf  que  ha  formafízado  dícieado  que  la 
sentcntenda  ha  sido  pronunciada  con  infrac- 
ción de  ley  procesal  que  ha  influfdo  sustan- 
ctalmente  en  lo  dispositivo  del  fallo. 

Bl  artículo  462  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  prescribe,  como  trámite  sustancial  y 
primario  del  juicio  ejecutivo,  que  el  tribunal 
examine  el  título  que  se  k  presente,  examen 
que  hará  ún  audiencia  ni  modificación  del  de- 
mandado, quien  no  puede  embarazar  el  pro- 
cedimiento ejecutivo,  pues,  sus  gestiones,  cuan- 
do las  hace,  sólo  son  estimadas  por  el  tribu- 
nal como  datos  ilustrativos  para  apreciar  la 
procedencia  é  improcedencia  de  la  acción.  En 
el  caso  actual,  el  juez  de  primera  instancia 
examinó  el  título  y  ordenó  despachar  el  man- 
damiento, el  cual  fué  notificado  al  demanda- 
do quien  opuso  las  excepciones  que  conside- 
ró convenientes.  Quedó  así  trabada  la  litis. 

A  pesar  de  haber  proveído  el  escrito  de  opo- 
sición, el  juez  no  tuvo  inconveniente  en  trami* 
tar  ana  solidtud  del  demandado  para  obtener 
la  reposición  del  fallo  que  aceptó  la  gecución; 
j  sin  tomar  en  cuenta  las  observaciones,  que 
hizo  valer  sobre  la  ilegaltdad  de  esta  tramita- 
ción, expidió  la  resolución  de  24  de  octubre 
último,  dando  lugar  ála  reposición  solicitada 
porel  demandado  j  dgando  sin  efecto  el  man- 
damiento de  embargo  ja  cumplido.  Lainfrac- 
ción  del  artículo  462  se  corrobora  con  lo  que 
dispone  el  artículo  485  del  mismo  Código. 

La  oposición  del  ejecutado,  según  este  ar- 
tículo, sólo  es  admisible  cuando  se  funda  en 
alguna  de  las  excepciones  ahí  enumeradas. 

AI  acoger  la  oposición  del  demandado  por 
TÍa  de  reposición  del  decreto  ordenatorío  del 
mandamiento  deembaxgo,  ha  infringido  abier- 
tamente el  juez  los  artículos  485  y  483,  que 
sólo  aceptan  la  oposición  formulada  en  con- 
formidad á  sus  preceptos. 


Hay  también  violación  del  articulo  ^7,  por 
cuanto  se  ha  puesto  término  al  juicio  ejecuti- 
vo con  mera  reposición,  sin  dar  al  proceso  la 
tramitación  por  aquel  artículo  establecida. 

Como  la  sentencia  recurrida  ha  confirmado 
lade primera  instancia,  le  sonapitcables  todas 
las  causales  que  menáona  este  recurso. 

Finalmente,  se  ha  infringido  el  artículo  205 
del  código  citado,  por  haber  revocado  el  juez 
de  primera  instanda  una  resoludón  interlocu- 
toria,  sin  tener  facultad  para  ello.  La  resoln- 
dón  que  ordena  despachar  el  mandamiento  de 
embargo  es  sentenda  interlocutoria,  con  arre- 
glo al  artículo  165,  ya  que  resuelve  sobre  un 
trámite  esendal  del  juido  ejsoutivo  y  que  sir- 
ve de  base  al  pronundamiento  delasentenda. 


La  Corte, 

Considerando: 

Que  las  causales  expresadas  en  el  escrito  de 
formalización  del  recurso  se  fundan  todas  en 
la  infracdón  de  leyes  de  procedimiento,  que, 
suponiéndoles  de  observanda  sustandal,  ha- 
brían podido  dar  lugar  sólo  á  un  recurso  de 
casación  en  la  forma; 

Visto  lo  prevenido  en  los  artículos  946, 960, 
979  y  249  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de 
casando  en  el  fondo  formalizado  contra  la 
sentenda  de  didembre  31  del  año  próximo 
pasado.  Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad 
de  ciento  dncuenta  pesos  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavcdra. 

—Gabriel  Gaete.—José  Alfonso  /.  Gabriel 

Palma  Gaxmán.  —Galrar$no  Gallardo,  —  V. 
Ajiuirre  Vargas.— Abrí  Saavedra.—E.  Fóstet 
"Jecabarren. 


Cas.  en  la  fyrma.—18  de  ooTÍembre  de  1904 

Lazo  con  Montero 

Sentenciado  primera  in8tanola;vloÍOB 
no  reolamadoB  oportunamente 

Doctrina: — Cuando  los  vicios  que  se 
h^vocan  como  ñindameato  en  las  causa' 
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ks  de  casación  contra  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  se  hubieran  cometido 
en  la  de  primera  instancia  y  dichos  vicios 
no  hubieran  sido  observados  y  reclama- 
dos ejercitando  todos  los  recursos  legales f 
no,es  licito  invocarlos  contra  la  sentencia 
del  Tribunal  de  Apelaciones  que  se  limita 
A  confirmar  lisa  y  llanamente  el  fallo  de 
primera  instancia. 


Lft  Corte  Apelaciones  de  Talca,  por  senten- 
cia de  7  de  julio  de  1904,  confirmó  la  de  3 
de  septiembre  de  1903,  que  dió  lugar  con  cos- 
tas del  juicioá  la  demanda  formulada  por  don 
Roberto  Lazo,  cesionario  de  don  Emilio  Mon- 
tero, don  Julián  2^  Montero,  por  sí  y  como 
cesionario  de  doña  Uolores  Montero  y  doña 
Adela  Montero,  contra  don  Manuel  Jesús 
Montero,  en  cuanto  por  ella  se  pide  la  cuota 
que  á  cada  uno  de  los  cuatro  demandantes 
corresponde  en  un  crédito  de  mil  cuatrocien- 
tos veintitrés  pesos,  é  intereses,  que  don  Ju- 
lián Montero  lastó  como  codeudor  solidario 
del  referido  don  Manuel  Jesús,  y  desechó  las 
reconvenciones  y  las  excepciones  de  prescrip- 
ción, cosa  juzgada  y  compensación  por  éste 
deducidas.  Contra  la  sentencia  del  Tribunal 
de  Alzada,  anunció  don  Manuel  Jesús  Mon- 
tero loa  recursos  de  casación  en  laformaycn  el 
fondo,  y,  formalizando  el  primero  de  ellos,  opu- 
so  seis  capítulos  que  se  reducen  á  expresar:  que 
la  sentencia  infringe  el  número  6^  del  articulo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  por- 
que se  ha  expedido  contra  las  libradas  en  los 
juicios  ejecutivos  seguidos  respectivamente  por 
la  Municipalidad  de  Talca,  contra  don  Julián 
Montero  sobre  pago  del  precio  de  los  fundos 
denominados  Islas  de  Chaparro  y  de  Pangue, 
y  por  el  carador  de  don  Julián  2^  Montero  y 
otros  herederos  dedon  Julián  Montero  contra 
el  recurrente,  sobre  cobro  de  pesos;  y  que  in- 
fringe también  lo  prescrito  en  los  números  4^ 
y  5'  del  artículo  941,  3^  4*  y  6<'  del  artículo 
193, 167  y  499  del  mismo  Código: 

a )  Porque,  no  siendo  don  Jufián  2^  Monte- 
ro y  don  Roberto  Lazo  dueños  de  los  derechos 
que  demandan,  carecen  de  personería  para 


obrar  en  juicio,  y  el  recurrente  es  dueño  de  los 
derechos  hereditari<»  de  don  Emilio  Montero, 
según  la  escritura  que  se  declara  nula,  sin 
haber  sido  materia  del  juicio; 

h)  Porque,  si  bien  en  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia  se  enunció  una  de  las  reconven- 
aones  no  hubo  considerandos  ni  fallo  al  res- 
pecto ni  los  ha  habido  en  la  de  alzada. 

c)  Porque  las  demás  reconvenciones  fueron 
resueltas  sin  objeción  ni  prueba  de  la  parte 
contraria  y  desatendiéndola  senteadade  fo- 
jas 147,  favorable  al  recurrente,  y 

d)  Porque  no  ha  podido  declararse  la  inte- 
rrupción de  la  prescripción  no  alegada. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  aún  en  la  hipótesis  de  haberse  incu- 
rrido en  los  vicios  que  se  aducen  como  causa- 
les de  casación  en  la  forma,  todos  ellos  se  ha- 
brían cometido  en  el  pronunciamiento  de  la 
sentencia  de  primera  instanda,  que  fiié  con6r- 
mada  lisa  y  llanamente  por  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Talca. 

2*^  Que,  no  habiéndose  interpuesto  ese  re- 
curso por  las  expresadas  causales  contra 
aquella  sentencia,  no  es  lícito  deducirlo  res- 
pecto de  la  segunda  por  disponer  el  artículo 
946  del  Código  de  Procedimiento  Civil  que 
"para  que  pueda  ser  admitido  el  recurso  de 
casación  en  la  forma  es  indispensable  que  el 
que  lo  entable  haya  reclamado  de  la  falta, 
ejerciendo  oportunamente  y  en  todos  sus  gra- 
dos los  recursos  establecidos  por  la  ley". 

Vistos  además  los  artículos  960  y  979  de 
dicho  Código,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto 
á  h.  318,  contra  la  sentencia  de  7  de  julio  de 
1904  corriente  á  fs.  313.  Se  aplica  al  fisco  la 
cantidad  de  sesenta  i  seis  pesos  sesenta  y  seis 
centavos  consignada  para  este  recuso. 

Pase  al  Tribunal  pleno  para  los  efectos  de 
la  casación  en  el  fondo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urmtia.— 
I^opoído  Ürratia.—Gaharino  Gallardo — V. 

Agairre  V.—Abel  Saavedra  E.  Fóster  Reca- 

barrett. 
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Bxtradici6a.—14  de  aeptíembn  de  190* 

Augusto  Lange 

Extradición;  delito  prevista  -Re- 
quisitoria. 

Doctrina:—!^  requisitoria  de  extra- 
dición €3  admisible  cuando  bay  mérito 
para  estimar  que  el  delito  que  Ja  motiva 
se  ba  perpetrado  j  es  uno  de  los  enume- 
rados en  el  tratado  de  extradición  jr  la 
requisitoria  se  presenta  acompañada  de 
la  respectiva  orden  de  prisión  dictada 
por  autoridad  competente  del  Estado 
que  solicita  laentrega  del presantodelin' 
cuente  y  de  aquellas  pruebas^  que  según 
las  leyes  del  Estado  requerido  Justifíca- 
rían  su  prisión  si  el  crimen  hubiera  sido 
cometido  allí  y  la  indentidad  personal 
del  acusado  se  encuentra  suñcientemente 
acreditada. 


SUrRBMA 


En  nota  de  12  de  diciembre  de  1903  dirigí-' 
da  por  el  Miniiterio  de  Relaciones  Exteriores 
á  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  se  hace  la  si^ 
guíente  transcripción  de  un  oficio  del  señof 
Ministro  de  Gran  Bretaña,  fechado  el  5  del 
mismo  mes.  A  petición  del  Gobernador  de  las 
Islas  Falkland,  tengo  el  honor  de  dirigirme  á 
V.  E.,  en  virtud  del  Tratado  de  Bxtradidón 
concluido  entre  Gran  Bretaña  y  la  República 
de  Chile  el  26  de  enero  de  1897,para  solicitar 
de  V.  B.  se  sirva  disponer  que  la  autoridad 
respectiva  arreste  provisionalmente  á  un  tal 
Carlos  Poole,  súbdito  británico,  sindicado  dé 
abijeatoen  aquella  colonia.  Se  cree  que  Carlos 
Poole  se  halla  en  Punta  Arenas,  y  tengo  el 
honor  de  incluir  dos  declaraciones  juradas, 
relativas  al  cargo,  que,  según  entiendo,  son 
los  únicos  documentos  que  se  ezijen  para  efcc- 
tuar  el  arresto  provisional." 

Bl  señor  Ministro  designado  para  entender 
en  la  reclamación  preinserta,  ordenó,  como 
diligencia  previa,  que  se  agregara  á  los  ante- 
cedentes la  orden  de  prisión  dictada  en  contra 
de  Foole  por  las  autoridades  inglesas,  y  llena* 
da  esta  formalidad,  según  se  ve  por  el  docn- 
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mentó  agregarlo  álosautos,seinicíóen contra 
de  dicho  Poole  la  presente  causa  de  extradi- 
ción, librándose  al  efecto  el  21  de  marzo  de 
1904,  el  auto  de  arresto  preventivo  que  se  re- 
gistra á  fs.  25,  cuyo  cumplimiento  se  encargó 
al  juez  letrado  de  Magallanes. 

De  las  cuatro' declaraciones  testimoniales 
remitidas  en  compulsa  por  las  autoridades  de 
las  Islas  Falkland,  como  piezas  de  convicción 
del  proceso  mandado  instruir  alH  en  contra 
de  Poole  por  el  delito  de  haber  muerto  mali- 
ciosamente tres  animales  de  propiedad  de  Ale- 
jandro  Pitaluga,  con  intención  de  robarse  los 
espresados  animales,  según  textualmente  se 
consigna  en  el  auto  cabeza  de  proceso,  expe- 
dido por  el  Jefe-Comisario  de  las  menciona- 
das Islas,  resulta  lo  que  sigue: 

1'  Alejandro  Miller  dice  á  fs.  6,  que  el  6  de 
febrero  de  1902,  encontrándose  en  calidad  de 
marinero  á  bordo  de  la  goleta  Alian  Gardi- 
ner,  anclada  en  Puerto  Salvador,  Isla  Cen- 
tral de  la  Falkland  Oriental,  había  bajado  á 
Tierra  con  el  contramaestre  Luchtembetg,  el 
cocinero  E.  Schieder  y  el  marinero  Juan  Bur- 
leigh,  y  que  Luchtemberg  había  muerto  una 
vaquilla,  la  había  descuerado  y  conducido  á 
bordo  el  cuero  y  la  carne,  la  que  fué  consumi- 
da por  la  tripulación.  Que  cuatro  ó  cinco  días 
des])ues  de  este  suceso  había  bajado  nueva- 
mente á  tierra  con  los  mismos  hombres  y 
Luchtemberg  había  muerto  un  toro  y  llevado 
el  cuero  y  algunos  trozos  de  carne  á  bordo. 
Que  el  capitán  del  buque  se  llamaba  Carlos 
Poole  y  que  había  oido  la  orden  dada  por  él 
á  Luchtemberg  de  cazar  algún  vacuno.  Que 
el  mismo  capitán  había  estado  el  día  antes  en 
tierrn;  pero  que  no  cazó  nada  personalmente, 
y  que  los  cueros  y  la  carne  de  los  animales 
muertos  habían  sido  entregados  al  capitán 
Poole.  Que  el  mismo  Poole  había  desembar- 
cado en  West  Point  Island  tres  barriles  que  se 
supuro  contendrían  carne  de  vaca  j  de  corde- 
ro, y  que  después  de  eso  no  había  vuelto  á 
ver  los  cueros. 

2^  Que  Juan  Bnrleigh  afirma  que  en  la  pri- 
mera quincena  de  febrero  de  1902  era  mari- 
nero .del  Alian  Gardiner,  que  se  hallaba  fon- 
deado en  Puerto  Salvador  de  la  Isla  Central; 
que  había  ido  á  tierra  con  el  capitán  Poole 
para  conseguir  carne;  que  Juan  Luchtemberg, 


el  piloto  y  el  capitán  Poole  habían  muerto  un 
vacuno,  animal  que  el  esponen  te  les  habia 
ayudado  á  descuerar,  y  á  llevar  en  seguida  el 
cuero  y  la  carne  á  bordo,  la  que  había  sido 
comida  por  la  tripulación;  que  pocos  días  des- 
pués había  ido  á  tierra  con  el  capitán  Poole  y 
habían  conseguido  más  carne,  llevando  el  cue- 
ro y  parte  de  la  carne  á  bordo. 

3'  Juan  Luchtemberg  espone  que  se  había 
incorporado  como  piloto  al  Alian  Gardiner 
en  en^o  de  1902,  cuyo  capitán  era  Mr.  Poole; 
que  en  esa  época  habían  hecho  varias  corre- 
rías en  el  buque,  las  que  narra  brevemente; 
que  uno  ó  dos  días  más  tarde  de  haber  recala- 
do en  Volemteer  Kocks  se  habían  trasladado 
á  Centre  Island,  y  faltándoles  carne,  el  capi- 
tán Poole, el  esponente,Juan  Bnrleigh  /Miller 
habían  desembarcado,  y  el  capitán  mató  nn 
animal,  lo  descueraron  y  llevaron  la  carne  y 
el  cuero  á  bordo;  que  la  carne  la  había  con- 
sumido la  tripulación  del  buque,  y  que  dos  6 
tres  días  después  habían  ido  nuevamente  á 
tierra  y  habían  muerto  dos  animales  más  lle- 
vándose toda  la  carne  y  los  cueros  á  bordo. 
Que  el  capitán  Poole  había  sido  el  que  había 
muerto  estos  animales  y  la  carne  hat^a  sido 
llevada  á  bordo  para  el  uso  de  la  tripulación. 

Los  tres  testigos  cuyas  declaraciones  se  han 
extractado  más  arriba,  agregaron  en  ellas 
otros  detalles  extrañosa!  delito  por  el  cual 
se  solicita  la  extradición,  siendo  de  observar 
que  Luchtemberg  terminó  la  suya  afirmando 
que  no  recordaba  la  fecha  de  los  sucesos  rela- 
cionados, porque  no  conservaba  apuntes,  pero 
que  todo  había  ocurrido  en  los  primeros  días 
del  año  1902. 

4."  Alejandro  Pitaluga,  á  quien  se  supone 
dueño  de  los  animales  beneficiados,  pero  que 
no  se  ha  presentado  como  reclamante,  dice, 
por  su  parte,  que  era  dueño  y  administrador 
del  apostadero  "Salvador"  en  la  Isla  Fal- 
kland Oriental,  y  que  en  el  mes  de  febrero  de 
1902  tenia  ganado  de  su  propiedad  en  la  Isla 
Central  Salvador;  que  jamás  había  dado  per- 
miso á  Poole  ni  á  persona  alguna  para  matar 
ni  extraer  ganado  de  la  Isla;  que  poco  des- 
pués del  citado  mes  de  febrero  de  1902  había 
visto  el  cuerpo  descuerado  de  un  toro  en  la 
playa  de  la  Isla  Central;  que  si  Poole  haUa 
llevado  animales  de  la  Isla,  habían  sido  roba- 
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dos;  que  á  dicho  sujeto,  que  era  en  esa  época 
capit£tt  de  la  goleta  AHan  Gardiaer,  sólo  lo 
había  vísto  en  marzo  de  1902,  después  del 
naufragio  de  la  citada  embarcación,  ocurrido 
cerca  de  Salvador;  que  nada  le  había  hablado 
de  la  Bustracción  de  los  anim^es  7  que  no  sa- 
bia qué  cantidad  de  animales  existía  en  esa 
¿poca  en  la  Isla. 

Con  estos  antecedentes,  ánicos  que  se  han 
tenido  á  la  vista  para  decretar  el  arresto  pro- 
visorio de  Carlos  Poole,  fué  llamado  éste  á  la 
presencia  judicial  j  en  su  declaración  dijo  que 
BU  verdadero  nombre  era  Augusto  Lange,  de 
nacionalidad  alemana,  de  treinta  y  ocho  años 
de  edad  7  que  á  los  diez  y  nueve  años  mis  ó 
menos,  había  abandonado  á  su  país  por  cier- 
tas dificultades  ocurridas  en  un  buque  norue- 
go  donde  servía  de  grumete,  y  había  ingresa- 
do en  la  marina  inglefa  con  el  nombre  su* 
puesto  de  Carlos  Poole,  que  ha  conservado 
hasta  la  fecha.  Agregó  que  hacía  cosa  de  once 
ó  doce  años  que  había  llegado  á  las  Islas 
Falkland,  donde  se  había  casado  7  servido 
distintos  oficios,  hasta  que  con  sus  economías 
había  adquirido  pequeñas  goletas  con  lascua- 
ks  navegaba  a)  rededor  de  esa  colonia;  que  el 
filtimo  de  los  buques  de  esa  especie  fué  la  go- 
leta Allaa  Gardiner,  de  la  cual  había  sido  due- 
ño por  mitad  con  Juan  Mac-Hastel  y  que 
naufragó  el  18  de  mayo  de  1902,  en  el  cabo 
BongainoUe  de  dichas  islas. 

Afirmó  en  seguida  el  detenido  que  era  falsa 
la  imputación  del  robo  ó  hurto  de  animales 
que  se  le  hacía  en  el  auto  cabeza  de  proceso  7 
que  no  recordaba  si  Archibaldo  Miller,  Juan 
Burleigh  7  E.  Schieder  estarían  empleados  en 
su  goleta  á  la  fecha  del  naufragio;  pero  que  era 
efectivo  qne  Juan  Luchtemberg  era  en  esa 
época  el  contramaestre  del  buque. 

Espuso  más  adelante  que  en  casa  de  Alejan- 
dro Pitaluga,  dueño  7  administrador  del  apos- 
tadero Salvador,  se  hahSan  alojado  él  7  los 
demás  tripulantes  de  su  goleta  después  del 
naufragio,  é  insistió  en  que  era  enteramente 
falso  que  le  hubiera  sustraído  animal  alguno 
al  mencionado  Pitaluga,  por  lo  que  creía  que 
la  acusación  que  se  le  ha<^a  fuera  el  IVuto  de 
alguna  venganza.  Si  algán  cargo  efectivo  hu- 
biera existido  en  su  contra,  agregó,  Pitaluga 
habría  podido  hacer  uso  de  sn  derecho  du- 


rante el  tienipo  que  permaneció  en  Falkland 
después  del  naufragio.  Sin  embargo,  nada 
dijeron  entonces  en  su  contra  7  ahora  que  lo 
veo  establecido  en  Punta  Arenas  lo  hacen  víc- 
tima de  una  imputación  falsa. 

£1  declarante  terminó  manifestando  que  en 
la  actualidad  era  capitán  de  la  goleta  Rápkia 
de  propiedad  de  lacasadeBraun  7  Blanchard. 

Puestos  en  conocimiento  del  señor  Ministro 
de  S.  M.  B.  los  datos  del  proceso  y  la  declara- 
ción del  capitán  Poole,  á  fin  de  que  fundara 
su  solicitud  de  extradición  este  funcionarío,'en 
nota  dirigida  al  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores 7  transcripta  á  esta  Corte,  se  limitó  á 
referirse  á  sus  comunicaciones  anteriores,  in- 
sistiendo en  que  con  arreglo  al  tratado  de 
extradición  vigente  entre  Chile  é  Inglaterra, 
se  concediera  la  que  tenia  solicitada. 

En  la  misma  nota  advierte  el  señor  Minis- 
tro británico  que  si  en  orden  á  este  asunto  le 
llegara  cualquier  nuevo  documento  del  Go- 
bierno de  las  Islas  Falkland,  á  quien  había 
comunicado  el  hecho  del  arresto  provisorio 
del  reo,  no  dejaría  de  trasmitirlo  inmediata- 
mente á  la  cancillería  chilena. 

Contestando  por  su  parte  el  llamado  Car- 
los Poole,  pidió  que  no  se  diera  lugar  á  la  ex- 
tradición solicitada,  con  reserva  de  perjuicios 
y  condenación  en  costas,  en  mérito  de  las  ra- 
zones consignadas  en  el  mismo  libelo. 

Hace  en  seguida  en  ese  documento  una  lijera 
relación  de  las  notas  del  señor  Ministro  Bri- 
tánico 7  un  estudio  más  6  menos  prolijo  de 
los  antecedentes  que  han  servido  de  base  al 
proceso  y  termina  llamando  la  atención  sobre 
una  serie  de  circunstanrias  fi  observaciones 
que  inducen  á  rechazar  legalmente  la  extradi- 
ción, las  que  en  resúmen  son  las  siguientes: 

1^  Que  los  anímales  que  se  dicen  sustraídos 
se  hallaban  en  lugar  abierto  y  eran  de  hecho 
bravios  y  sin  dueño; 

2^  Que  I08  animales  de  esa  especie  tienen  en 
las  Islas  Falkland  muy  escaso  valor,  por  lo 
cual  el  cargo  formulado  en  su  contra,  en  el  su- 
puesto de  ser  efectivo,  no  excedería  de  cin- 
cuenta pesos; 

3^  Que  Poole  es  ciudadano  alemán,  y  están, 
do  actualmente  radicado  en  Chile,  se  halla 
amparado  por  garantías  constitucionales, 
cuya  observancia  reclama; 
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4^  Que  en  el  peor  de  los  casos  la  acción  de 
Poole  correspondería  á  la  de  un  mero  encnbri' 
dor,  (wg^tn  los  términos  de  la  declaración  de 
MiUer  y  como  la  extradición  no  puede  conce- 
derse por  otros  hechos  que  aquellos  en  que  se 
funda  la  petición  respectiva,  corresponde  al 
Tribunal  apreciarlos  en  su  verdadero  carácter, 
ya  que  con  arreglo  al  tratado  de  extradición, 
ésta  no  tiene  lugar  cuando,  según  la  ley  de 
cada  país,  la  más  alta  pena  del  delito  que  )a 
motiva  sea  menor  de  la  de  un  año  de  prisión; 

5^  Que  el  tratado  de  1897  habla  solo  de 
crimen  y  no  emplea  la  palabra  delito,  con  el 
propósito,  sin  duda,  de  establecer  la  gravedad 
de  los  hechos  por  los  cuales  puede  concederse 
la  extradición,  debiendo  todavía  observarse 
que  es  necesario,  además  que  ese  crimen  sea 
calificado  de  tal  por  la  legislación  de  las  par- 
tes contratantes; 

6^  Que  los  testigos  que  han  depuesto  en  sn 
contra,  á  más  de  su  participación  directa  y 
consiguiente  responsabilidad  en  los  mismos 
hechos  sobre  que  declaran,. son  singulares,  y 
afirman  que  ú  casaron  los  animales,  fué  por- 
que la  tiipulación  át\  Alian  Gardiner  carecía 
de  alimentos;  y  como,  por  otra  parte,  se  tra- 
taba de  animales  bravios  y  sin  dueño,  no  se 
ha  cometido  en  realidad  el  delito  de  robo  ó  de 
hurto;  y 

7^  Que  por  lo  mismo  habría  que  apreciar 
si  el  cazar  animales  bravios,  que  no  reconocen 
dueño,  en  las  circunstancias  apuntadas,  cons- 
tituiría algfin  dcKto,  y  como  no  se  halla  espe- 
ctlicado  ni  previsto  estecaso  en  el  tratado  an- 
tes aludido,  la  extradición  no  procede. 

£1  Señor  Ministro  de  la  Bxcma.  Corte  Su- 
prema, llamado  á  fallar  esta  causa,  oyó  opor_ 
tunamente  al  señor  Fiscal  y  con  fecha  9  de 
junio  de  1904  resolvió: 

Considerando: 
1'  Que  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  los 
artículos  8'  y  9'  del  Tratado  de  Extradición 
celebrado  entre  Chile  y  la  Gran  Bretaña  el  26 
de  enero  de  1897,  para  que  la  requisitoria  de 
extradíaón  sea  admisible  es  necesario:  1^  que 
la  persona  de  cuya  entrega  se  trata  haya  co- 
metido ó  tenga  participación  en  alguno  de  los 
crímenes  ó  delitos  enumerados  en  el  artícu- 
lo 2^  de  la  convención  citada;  2*  que  la  requi- 


sitoria deextradiciónse  presente  acompañada 
de  la  respectiva  orden  de  prisión,  dictada  en 
contra  del  fujitivo  por  autoridad  competen- 
te del  Estado  que  solicita  su  entrega,  y  de 
aquellas  pruebas  que,  según  las  leyes  del  lugar 
donde  sea  hallado  el  acusado,  justificarían  so 
prisión,  si  el  crimen  hubiese  sido  cometido  allí; 
y  3*^  que  la  identidad  personal  del  acusado  se 
encuentre  suficientemente  acreditada. 

2^  Que  en  el  artículo  11  del  mismo  tratado 
se  repite,  entre  otros  conceptos,  que  "sólo 
tendrá  lugar  la  extradición  en  el  caso  de  ha- 
llarse suficiente  el  testimonio,  segñn  las  leyes 
del  país  requerido,  para  justificar  el  enjuicia- 
miento en  el  caso  de  que  se  hubiera  cometido 
el  crimen  en  el  territorio  del  mismo  Estado"; 

3^  Que  aun  cuando  en  el  artículo  12  de) 
pacto  en  referencia  se  previene  que  en  el  exa- 
men de  los  antecedentes  de  la  requisitoria  de 
extradición,  las  autoridades  del  país  requerí 
do  deberán  aceptar  como  testimonio  válido 
las  deposiciones  juramentadas  ó  las  afirma- 
ciones de  los  testigos  tomados  en  el  otro  Es- 
tado, y  la  copia  de  ellas  y  también  las  órdenes 
de  prisión  y  sentencias  allí  dictadas,  con  tal 
de  que  esas  piezas  ó  documentos  se  presenten 
debidamente  autenticados,  semejante  eatipu> 
loción  no  impide  que  el  país  de  asilo  aprecie 
con  arreglo  á  sus  leyes  el  mérito  legal  y  la 
fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  testi- 
moniales rendidas,  para  los  efectos  de  decre- 
tar ó  mantener  la  prisión  del  acusado;  y  cual- 
quiera otra  interpretación  que  se  diera  á  esa 
cláusula,  estaría  en  pugna  con  lo  establecido 
acerca  de  este  punto  en  los  artículos  8*  y  11, 
cuyas  disposiciones  se  han  transcrito  en  los 
considerandos  precedentes; 

4^  Que  el  robo  de  los  tres  animales  de  Ale- 
jandro Pitaluga  que  se  imputa  al  llamado 
Carlos  Poole  y  en  el  cual  únicamente  se  funda 
la  solicitad  de  extradición,  se  encuentra  com- 
prendido entre  los  delitos  de  la  enumeración 
del  artículo  2^  del  tratado  de  1897;  y  obra 
también  entre  los  antecedentes  de  la  requisi- 
toria la  orden  de  prisión,  expedida  con  moti- 
vo de  esa  infracrión  de  la  ley  penal  por  la 
autoridad  competente  de  las  Islas  Falkland 
en  contra  del  referido  Poole,  cuya  identidad 
personal  se  halla  así  mismo  establecida,  de 
modo  que  para  dar-  luj^r  á  an  extradición 
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sólo  faltaría  determinar  si,  con  arreglo  á  la 
lej  chilena,  las  declaraciones  testimoniales  y 
demás  antecedentes  que  obran  en  autos  son 
suficientes  para  iniciar  un  proceso  en  contra 
del  inculpado  y  para  decretar  su  arresto  por 
el  delito  de  que  más  arriba  se  ha  hecho  mérito; 

5*  Que  con  sujeción  á  las  leyes  de  procedi- 
miento que  rigen  en  Chile,  para  iniciar  un  pro- 
ceso en  contra  de  p«.rBona  determinada,  ya 
sea  á  instancia  6  por  acusación  de  parte  ofen- 
dida, ya  por  denuncia  de  las  personas  que 
pueden  hacerlo  ó  ya  de  o6cio,  es  indispensable 
que  se  atribuya  6  impute  á  esa  persona  parti- 
cipación de  autor,  de  cómplice  ó  de  encubri- 
dor en  alguna  acción  ú  omisión  voluntaria 
penada  por  la  ley;  y  llenado  este  requisito,  es 
así  mismo  indispensable  para  decretar  el 
arresto  ó  príndn  del  inculpado,  1^  que  se  en- 
cuentre establecido  ó  siquiera  sumariamente 
acreditada  en  los  autos  la  existencia  de  un 
delito  6  de  un  hecho  que  presente  los  caracte- 
res de  delito,  ó  que  por  lo  menos  hayan  ante- 
cedentes y  circunstancias  que  den  grave  fun- 
damento para  creer  que  se  ha  cometido  una 
infracción  de  la  ley  penal;  y  2'  que  haya  indi 
cios  vehementes  para  reputar  autor»  cómplice 
6  encubridor  al  individuo  cuya  prisión  se  or- 
dena; 

6^  Que  Augusto  Lange,  conocido  vulgar- 
mente con  el  nombre  de  Carlos  Poole,  ha  ne- 
gado ante  esta  Corte  en  forma  categórica  y 
concluyente  toda  participación  en  el  delito 
que  se  le  atribuye;  y  en  el  auto  de  prisión  de 
fs.  13,  traducido  a  fs.  21,  el  Jele  Comisario  de 
las  islas  Falkland,  que  lo  expidió,  sólo  se  li- 
mita á  dqar  constancia  de  que  ha  ordenado 
su  arresto  en  virtud  de  la  información  jurada 
de  uno  de  los  jueces  de  paz  de  aquellas  islas, 
quien  se  presentó  ante  Cl  exponiendo  que  el 
referido  Carlos  Poole,  ex-capitán  de  la  goleta 
Aüan  Gardiaer^  más  ó  menos  en  el  mes  de  fe- 
In-ero  de  1902,  en  la  isla  Central,  Puerto  Sal- 
vador, del  grupo  de  las  islas  antedichas,  ha- 
bía muerto  tres  animales  de  propiedad  de 
Alfjnndro  Pitalnga,  con  intención  de  robar 
los  expresados  animales;  pero  sin  que  de  dicho 
auto  consten  ni  la  queja  del  agraviado  ni  la 
indicación  de  los  demás  testimonios  6  antece- 
dentes que  se  hubieran  acumulado  en  contra 
(Ul  presunto  cnipable; 


7^  Que  en  consecuencia,  solo  cabe  conside- 
rar en  este  fallo  las  únicas  cuatro  declarncío- 
nes  acompañadas  á  las  requisitorias  como 
piezas  de  convicción  en  contra  de  Poole,  á  sa- 
ber la  declaración  del  ofendido  Alejandro  Pi- 
talugay  las  de  Alejandro Miller, Juan  Burlei^ 
y  Juan  Luchtemberg,  tripulantes  de  la  A  Han 
Gardiner  á  la  fecha  en  que  se  supone  cometido 
el  delito; 

8'  Que  por  lo  que  respecta  á  Pitnluga,  no 
acusa  á  Poole,  ni  afirma  su  culpabilidad  de 
un  modo  acertivo  y  categórico,  ni  siquiera  ase- 
gura que  se  haya  cometido  en  realidad  el  deli- 
to que  se  persigue;  pues  sólo  se  concreta  &  ma- 
nifestar que  tenía  ganados  en  la  isla  Central 
Salvador;  que  nunca  había  dado  permiso  á 
Poole  para  matar  animales  ni  para  extraer 
ganado  de  la  isla,  por  lo  cual,  si  lo  hizo,  los 
animales  habrían  sido  robados,  y  que  poco 
después  de  febrero  de  1902,  esto  es,  en  unaépo- 
ca  distinta  de  aquella  en  que  se  dice  cometido 
el  delito,  había  visto  el  cuerpo  descuerado  de 
un  toro  en  la  playa  de  la  isla  Central,  cir- 
cunstancia que  por  sí  sola  no  basta  para  su- 
poner y  mucho  menos  para  dar  por  estabU- 
cido  que  se  haya  perpetrado  una  infracción 
de  la  ley  penal  y  que  su  autor  sea  Carlos 
Poole; 

9^  Que  de  los  otros  tres  declarantes,  uno 
de  ellos,  Miller,  dice  qae  Poole  ordenó  matar, 
y  los  otros  dos  que  mató  personalmente  algu- 
nos animales  en  la  isla  Central;  pero  ninguno 
afirma  que  esos  animales  fueran  de  los  perte- 
necientes A  Pitaluga;  y  en  consecuencia  su  tes- 
timonio, á  parte  de  otros  defiectos  6  tachas 
que  se  examinailbi  más  adelante,  tampoco 
servirá  para  acreditar  legalmente  la  existen- 
cia del  único  delito  á  que  se  refiere  la  requini< 
toria  de  extradición,  ó  sea  el  robo  de  los  ani- 
males de  Pitaluga,  único  delito  también  que 
puede  ser  materia  de  esta  sentencia,  en  virtud 
de  la  regla  limitativa  contemplada  en  el  ar- 
tículo 7'  del  tratado  de  1897; 

10.  Que  la  declaración  de  esos  mismos  trvs 
testigos  resulta  además  vnga  en  cuanto  á  la 
fecha  en  que  se  cometió  ó  se  supone  cometido 
el  delito,  pues  uno  sólo,  Miller,  indica  el  6  de 
febrero  de  1902  como  dia  en  que  se  había 
dado  muerte  al  primer  animal;  Bnrlei;^  dice 
que  los  hechos  ocurrieron  en  la  primera  quín* 
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cena  de  esc  mes  y  Lnchtemberg  sostiene  que 
todo  tuvo  lugar  en  los  primeros  días  del  año; 
á  lo  que  se  agrega  que  las  mismas  declaracio- 
nes son  también  deficientes  en  lo  que  toca  á 
la  competente  especificación  de  los  animales 
muertos,  yaque  Miller  se  limita  á  hablar  en 
Icrminos  jeneralesdeuna  vaquilla  y  de  un  toro, 
Luchtembergde  tres  animales  yBurleighdeun 
vacuno  y  de  carne;  pero  sin  que  ninguno  de 
vllos  haya  completado  esos  datos  con  otras 
indicaciones,  relativas  á  la  edad,  sexo,  pelo, 
uinrcas  6  señales  características  de  cada  ani. 
mal,  que  hubieran  permitido  individualizarlos 
en  la  pcsquiza,  detalles  tanto  más  necesario^ 
en  el  caso  de  este  proceso,  cuanto  que  no  exis. 
ten  en  él  otros  antecedentes  que,  supliendo 
esas  deficiencias,  hubieran  dado  mérito  para 
establecer  ó  comprobar  el  cuerpo  del  delito; 

11.  Que  á  más  de  los  defectos  apuntados, 
la  declaración  de  los  antedichos  testigos  es 
todavía  deficiente  y  aun  contradictoria  en 
orden  al  numero  de  los  animales  muertos  y  á 
la  participación  personal  y  directa  de  Poole 
en  la  ejecución  material  del  acto,  y  para  de- 
mostrarlo bastará  recordar  que  Miller  afirma 
que  los  animales  muertos  fueron  sólo  una  va- 
quilla y  un  toro,  actos  que  se  verificaron  en 
dos  ocasiones  distintas  y  á  los  cuales  ní  si- 
quiera se  había  hallado  presente  Poole,  no 
obstante  de  haber  sido  ordenados  por  él;  que 
Burleigh  habla  de  un  vacuno  que  había  sido 
muerto  por  Luchtemberg  y  Poole,  ayudando 
él  á  descuerarlo,  y  agrega  que  pocos  días  más 
tarde  el  mismo  Burleigh  en  unión  de  Poole  ha- 
bía conseguido  más  carne,  sin  decir  de  qué 
manera  la  obtuvieron,  ni  de  cuántos  animales 
ni  de  qué  clase  eran  éstos;  y  que  Luchtemberg 
asegura  por  su  parte  que  Poole  mató  perso- 
nalmente en  distintos  días,  primero  un  ani- 
mal y  después  dos  más,  sin  precisar  tampoco 
ningún  otro  dato  respecto  á  la  especie  ó  clase 
de  los  animales  beneficiados; 

12.  Que  por  último,  sobre  todo  los  vicios 
anteriores,  que  en  derecho  bastarían  para  re- 
chazar el  testimonio  de  los  ya  nombrados, 
Miller,  Burleigh  y  Luchtemberg,  prima  otra 
circunstancia  de  mayor  gravedad,  que  impide 
por  sí  sola  que  aquellos  puedan  ser  aceptados 
como  testigos  en  esta  causa  en  contra  de  Car- 
los Pttule:  tal  es  la  de  aparecer  de  sus  propias 


declaraciones  que  todos  ellos  tomaron  parte 
principal  y  directa  en  la  muerte  de  los  anima- 
les que  se  dicen  sustraídos,  y  que,  en  conse- 
cuencia, les  afecta  responsabilidad  de  co-au- 
tores  en  el  delito,  por  lo  cual  están  legalmen- 
te incapacitados  para  declarar  como  testigos 
en  contradesu  co-reo.  Esto  es  lo  que  prescri- 
be la  ley  21,  título  16,  Partida  3»  en  los  si- 
guientes términos:  "Otro  sí,  decimos  que  si 
algunos  hubiesen  fecho  algún  yerro  de  so 
uno,  e  después  desso  acusasen  a  alguno  de 
ellos  por  razón  de  aquel  yerro  que  ñcíera,  non 
podría  ninguno  de  los  otros  sus  compañeros, 
que  se  hubiese  y  acertado  en  facer  aquel  yerro, 
ser  testigo  contra  él." 

13.  Que  de  lo  expuesto  en  los  consideran- 
dos anteriores  se  deduce  con  claridad  que  los 
antecedentes  y  testimonios  acompañados  á 
la  requisitoria  de  extradición»  si  bien  podrían 
dar  mérito,  con  arreglo  á  las  leyes  chilenas 
para  iniciar  un  sumario  indagatorio  á  fin  de 
llegar  á  establecer  si  se  faa  cometido  en  reali- 
dad el  delito  denunciado  y  si  existen  autores 
-  responsables  contra  quienes  proceder,  no  lo 
dan  por  ahora,  con  arreglo  áesas  mismas  le- 
yes, para  decretar  la  prisión  de  Carlos  Poole 
y  para  encargarlo  desde  luego  reo  en  el  proce- 
so; faltando  a^  eu  esta  causa  tino  de  los  re- 
quisitos esenciales,  exigidos  por  las  Altas 
Partes  Contratantes  en  el  tratado  de  26  de 
enero  de  1897,  para  la  admisibilidad  de  la 
extradición;  y 

14r.  Que  la  circunstancia  de  haberse  decre- 
tado por  el  señor  Ministro  sumariante  la  pri- 
sión de  Poole,  en  virtud  délas  mismas  infor- 
maciones que  ahora  se  estiman  deficientes 
para  conceder  su  extradición,  no  desvirtúa 
la  fuerza  de  las  observaciones  más  arriba  for- 
muladas, tanto  por  el  carácter  de  meramente 
provisoria  que  tuvo  esa  medida, como  porque 
en  ese  estado  del  juicio  era  prudente  asegurar 
la  persona  del  inculpado,  ínter  se  resolvía  si 
había  ó  nó  mérito  para  dar  lugar  á  la  extra- 
dición solicitada. 

Por  estos  fundamentos,  á  virtud  de  las  dis- 
posiciones legales  en  ellos  citadas  y  de  acuer- 
do además,  con  lo  prevenido  en  los  artículos 
1'  y  10  de  la  Ley  de  Garantías  individuales, 
se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  extradición 
de  Augusto  Lange,  vulgarmente  llamado  Car- 
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los  Poole,  solicitada  en  estos  antos  por  el  se- 
ñor Ministro  de  S.  M.  Británica. 

Hágase  saber  al  señor  Ministro  de  Relacio- 
nes Exteriores  para  los  fines  consiguientes  y 
póngase  en  libertad  al  detenido  tan  pronto 
como  este  fallo  cause  ejecutoría. 

Consúltese.— Publíque8e.—£.  Fóater  Reca- 
bama. 

La  Oorte: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva 
y  los  considerandos  1^,  4'  y  5'  de  la  sentencia 
consultada  de  9  de  junio  último,  y  teniendo 
además  presente: 

1^  Que  de  las  declaraciones  testimoníales 
acompañadas  á  la  requisitoria  de  extradi- 
cifin,  aparece  que  Augusto  Lange,  conocido 
comunmente  con  el  nombre  de  Carlos  Poole, 
de  quien  se  trata  en  este  proceso,  mató  perso- 
nalmente un  animal  racuno  £  hixo  matar 
otros,  todos  de  propiedad  particular,  que  pas- 
taban cerca  de  "Puerto  Salvador"  en  la  "Isla 
Central"  del  grupo  de  las  "Palklands",  ya  sea 
para  dar  alimento  á  la  tripulación  del  buque 
que  comandaba,  ó  ya  sea  para  negociar  la 
carne  que  colocaba  en  barriles  á  bordo  de  sn 
nave;  y 

2^  Que  de  consiguiente  hay  mérito  bastan- 
te para  estimar  que  se  ha  perpetrado  un  deli- 
to de  aquellos  cnya  extradición  se  halla  au- 
torizada por  la  Convención  que  celebró  la 
República  de  Chile  con  la  Gran  Bretaña  el  26 
de  enero  de  1897. 

Visto  también  In  prevenido  por  el  articulo 
7^  de  dicha  Convención,  se  revoca  la  referida 
sentenda,  y  se  declara  que  ha  lugar  á  la  ex- 
tradición de  Carios  Poole.  En  consecuencia, 
con  el  oficio  respectivo,  póngase  el  detenido 
Poole  y  los  efectos  con  que  ha  sido  capturado 
á  disposirión  del  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  á  fin  de  que  sea  juzgado  por  la 
autoridad  requirente  por  el  delito  de  apro- 
piación de  animales  ajenos,  al  cual  se  refiere 
la  extradición  concedida.— Archívese.— Publí- 
quese. 

Acordada  porunanimidad  después  de  haber- 
se desechado  la  indicación  del  señor  Ministro 
Palma  Guzmán,  para  que  se  pusiera  en  cono- 
cimiento del  señor  Ministro  representante  de 


Alemania  la  solicitud  de  extradición,  á  fin  de 
que,  si  lo  tiene  á  bien,  exponga  si  á  su  juicio 
no  existe  motivo  particular  para  oponerse  6 
la  entrega  de  su  connacional,  por  estimar  que 
este  procedimiento  es  exigido  en  la  tramita- 
ción de  estos  juicios,  según  las  reglas  del  Dere- 
cho Internacional  en  materia  de  extradición. 
(Billol,  pág.  82.  Trat.  Extradición).— í?«6ríe/ 
Gaete.—Leopo/do  Ürrutia.—J.  Gabriel  Palma 
Gaxmán.—Galvar'mo  Gallardo.— V.  Aguirre  K 
—Cario  i  Varas. — Ahel  Sñnveára. 


Cas.  en  la  fárma  23  de  agosto  de  1904 

Hesselbart  con  Fisco 

Omisión;  profesión  ú  ofloio  de  las  par- 
tea.—Agravios  y  su  respuesta;Julolo 
de  hacienda. -Eeolamaolón  del  vi- 
olo. 

Doctrina:— i,os  artículos  251  y  299 
del  Código  de  Procedimiento  Civildisiic 
nen  que  el  demandante  en  la  demanda  y 
el  demandado  en  la  contestación  deben 
expresar  el  nombre,  domicilio  y  pro^ 
sión  u  oñcio  de  uno  y  otro  respectiva- 
mente y  por  eso  el  articulo  193  del  mis- 
mo Código,  con  el  cual  concuerdan  aqué- 
llos, dispone  que  las  sentencias  de  prime- 
ra instancia  y  las  de  segunda  que  modi- 
ñqaen  ó  revoquen  las  de  otros  Tribuna- 
les contengan  esas  designaciones;  de 
modo  que  no  constando  de  autos  dichas 
indicaciones  por  haberse  iniciado  el  juicio 
antes  de  la  vigencia  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  no  incurre  en  nulidad 
la  sentencia  en  que  se  omiten. 

El  recurrente  debe  reclamar  del  vicio 
ejercitando  los  recursos  establecidos  uno 
de  los  cuales  es  el  de  reposición  y  no  ha- 
biéndolo hecbOf  no  le  aprovecha  la  recia- 
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mación  que  del  mismo  vicio  baya  hecho 
el  abogado  de  la  parte  contraría  aunque 
el  vicio  pudiera  existir  atendida  la  natu- 
raleza de  Ja  causa  (1). 


La  Corte  de  Apeladones  de  Valparaíso  ex. 
pidió  sentencia  con  fecha  26  de  abril  de  1904>, 
pronunciándose  en  el  recurso  de  apelación  in- 
terpncsto  por  la  Aduana  de  esa  misma  ciu- 
dad, de  la  sentencia  de  primera  instancia  que 
recayó  en  el  juido  sobre  contrabando,  inicin- 
do  por  la  citada  Aduana  contra  don  Emilio 
Hesselbart. 

Notificada  la  ya  expresada  sentencia  de  fe- 
gunda  instancia,  la  parte  de  don  Emilio  Hes- 
selbart dedujo  contra  ella  los  recursos  de  en* 
sadón  en  la  forma  y  en  el  fondo  y  sólo  este 
último  la  Aduana  de  Valparaíso. 

Formalizando  Hesselbart  el  primero  de  los 
indicados  recursos,  expone:  que  la  primera 
causal  en  que  lo  funda  consiste  en  que,  en  la 
sentencia  recurrida  no  se  ha  cumplido  con 
la  prescripción  del  número  primero  del  artícu- 
lo 193  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se- 
el  cual  las  sentencias  definitivas  dr  pri- 
mera instancia  y  las  de  segunda  que  modifi- 
quen ó  revoquen  las  de  otros  tribunales,  deben 
contener  la  designación  precisa  de  las  partes 
litigantes,  su  domicilio  y  profestón  ú  ofido. 

Que  la  sentenda  recurrida  no  contiene  la 
designadón  de  la  profesión  ú  oficio  y  domid- 
lio  de  las  partes  y  que,  si  se  reputa  que  e!  pre- 
cepto citado  no  puede  aplicarle  al  represen, 
tante  legal  de  la  Aduana,  que  es  la  deman- 
dante, siempre  será  claro  que  él  debió  regir 
con  el  otro  litigante,  que  es  la  parte  deman- 
dada. Que  si  bien  hay  un  caso  en  que  las  de- 
signaciones indicadas  pueden  faltar  en  una 


11)  XI  verse  la  cansa  el  aboga  ío  de  la  aduana  re- 
tsltaaó  de  que  no  se  hobiera  mandado  expresar  agrt  - 
vioti  tratándose  de  an  juicio  que  debíi  estimarse  d'' 
haeiruda  con  arreglo  al  artíonto  921  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

La  Reiiteooia  de  la  Corte  Suprema  no  se  proDan  - 
oia  r<pbre  la  naturalen  del  jm't^o  de  comiso  y  ouotra- 
batido  pero  paroce  inolinarse  i  estimarlo  onmojui- 
uio  de  hacienda. 


sentencia  revocatoria  de  segunda  instaoda, 
y  es  cuando  las  contiene  la  de  primera  yaqae- 
Ila  reproduce  la  parte  expositiva  de  ésta,  ese 
caso  de  excepdón  no  es  aplicable  al  presente 
en  que  la  sentenda  de  primera  instancia  incu- 
rrió en  igual  omisión. 

Que  según  lo  dispuesto  en  el  número  quinto 
del  artículo  941  del  Código  dtado,  procede  el 
recurso  de  casación  en  la  forma  por  la  omisión 
de  cualquiera  de  los  requisitos  indicados  en  el 
artículo  193,  uno  de  los  cuales  es  el  ya  expre- 
sado, y  que  habiéndose  cometido  esta  infrac- 
dón  en  el  pronundamiento  de  la  sentencia,  no' 
se  pudo  reclamar  antes  de  ella  como  lo  i>revíe- 
ne  el  artículo  946. 

La  segunda  causal  se  hace  consistir  en  que 
ae  omitió  en  este  juido  la  exprenÓn  de  agra- 
vios y  su  contestadón,  siendo  que,  según  la 
ley,  debe  tener  lugar  este  trámite  en  un  juido 
de  la  naturaleza  del  presente.  Que  este  juido 
es  de  hacienda,  tal  como  lo  define  el  artícnlo 
921,  porque  en  él  tiene  interés  el  Fisco  y  su  co> 
nocimiento  corresponde  á  los  tribunales  ordi- 
narios y  que  este  mismo  artículo  prescribeque 
los  juidos  de  esta  naturaleza,  se  tramiten 
como  losjttidos  ordinaríosde  mayor  cuantfn. 
salvo  las  excepdones  que  se  consignan  en  los 
artículos  siguientes,  en  ninguno  de  los  cuales 
se  encuentra  el  caso  actual,  prescribiéndose 
para  dichos  juidos  ordinarios  el  trámite  de  la 
expresión  de  agravios  en  los  artículos  439  y 
440  del  Código  de  Prixedimiento  Civil.  Que 
la  omisión  de  que  se  trata  es  causa  de  casa- 
ción en  la  forma,  según  lo  prescrito  en  el  nú- 
mero 9^  del  artícnlo  941  en  reladóncon  el  ná- 
mero  2°  del  artículo  970;  y  porúltimo.  que  de 
esta  omisión  reclamó  en  la  vista  de  la  causa 
uno  de  los  abogados,  aun  cuando  ello  no  tra 
necesario,  conforme  á  lo  estableado  en  el  ar- 
tículo 945,  porque  el  decreto  "En  reladón" 
en  que  se  cometió  la  falta,  no  admite  recurso 
alguno. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 
1^  Que  si  bien,  según  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 1^  del  artículo  193  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  las  sentencias  definitivas  de 
primera  instancia  y  las  de  segunda  que  modi- 
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liquen  A  revoquen  las  de  otros  tribunales,  de- 
ben conteiwr  ladesígnacián  precisade  las  par- 
tea litigantes»  su  domicilio  y  profesión  ú  ofi- 
cio, y  conforme  á  lo  prescrito  en  el  número  5' 
del  artículo  941,  la  omisión  de  ese  requisito  es 
causa  de  casación  en  la  forma,  en  el  número 
2^  de  los  artículos  251  y  299  del  mismo  Códi- 
go, se  dispone  también  que  el  demandante  en 
la  demanda  y  el  demandado  en  la  contesta- 
ción deben  expresar  el  nombre,  domicilio  y 
profesión  ú  oficio  de  uno  y  otro  respectiva- 
mente; 

2^  Que  aunque  en  la  sentencia  recurrida, 
que  revocó  en  parte  la  de  primera  instancia,  y 
también  en  esta  misma,  se  omitió  ta  designa- 
ción de  la  profesión  ú  oficio  y  domicilio  de  los 
litigantes,  debe  tenerse  en  cuenta  que  esas  in- 
flíciiciones  no  constan  de  autos,  por  haberse 
iniciado  este  procesoen  agostode  1901,  es  de- 
cir, antes  que  empezara  á  regir  el  ya  aludido 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

3^  Que  cualquiera  que  sea  la  procedencia  le- 
gal del  trámite  de  la  expresión  de  agravios  y 
su  contestación,  en  el  presente  caso,  atendida 
lii  naturaleza  de  la  causa,  el  recurrente  no  re- 
clamó de  la  omisión  como  debió  hacerlo  para 
que  pudiera  ser  admitido  el  recurso,  con  ame 
glo  6  lo  dispuesto  en  el  artículo  946,  ^«vien- 
do tos  recursos  establecidos  por  la  ley,  uno  de 
los  caales  es  el  de  reposidón,  á  que  se  refiere  el 
artículo  204  del  mismo  Código;  y 

4^  Que  la  circunstancia  de  que  el  abogado 
(le  la  Aduana  hubiera  hecho  presenteen  estra- 
dos á  la  Corte  de  Apelaciones  que,  á  su  juicio, 
los  autos  habrían  debido  entregarse  para  ex- 
presar agravios,  como  aparece  del  oertificado 
defa.  318,  esa  advertencia  no  puede  aprove- 
char al  recurrente,  parte  contraria,  que  como 
se  ha  dicho,  no  hizo  observación  alguna  al 
respecto,  conformándose  con  la  tramitación 
qne  se  diera  á  la  causa. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  artículo 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso.  Queda  aplicada  á 
favor  del  Fisco  la  cantidad  de  sesenta  y  siete 
pesos  consignada  para  este  recurso. 

Pásense  estos  antecedentes  al  Tribunal  ple- 
no para  los  efectos  de  los  recursos  de  casación 
en  el  fondo,  que  también  se  han  interpuesto 
por  ana  y  otra  parte.  Pul^qncse. 

SPPRItMA 


Redactada  por  el  señor  Presidente  Gaete. — 

GabríeJGaete  ./.  Gabriel  Pálma  GuMmán — 

Carlos  Varas  A.  Versara  Albaao. 


Caá.  en  ta  forma,— 4-  de  noviembre  de  1903 
Miranda  con  Pulgar  y  otro 

FormaUzaolón  del  reoarao. -Ixnpro- 
oedenola — Plazo 

Doctrina: — Es  improcedente  el  recurso 
de  casación  en  la  forma  que  no  se  forma- 
liza en  el  plazo  fatal  de  cinco  dias^  conta- 
dos desde  el  anuncio. 


Rn  la  causa  seguida  por  don  Plácido  Miran  • 
da  contra  doña  Úrsula  Pulgar  y  el  curador  de 
los  menores  hijos  de  ésta,  sobre  impugnación 
de  una  legitimación,  se  pronunció  sentencia 
de  primera  instancia  declarándose  que  don 
Plácido  no  debía  ser  oido  en  el  juicio,  senten- 
cia que  filé  confirmada  por  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Valparaíso. 

La  parte  de  don  Plácido  Miranda  ha  inter- 
puesto los  recursos  de  casación  en  la  forma  y 
en  el  fondo  contra  la  resolución  mencionada. 

Traídos  los  autos  en  relación,  para  ver  la 
cansa  en  el  recurso  de  casación  en  la  forma,  se 
ha  suscitado  cuestión  sobre  la  procedencia  de 
dicho  recurso  por  no  haber  sido  formalizado 
dentro  del  plazo  legal. 

LaOorte: 

Teniendo  presente: 

l^'  Que,  según  el  artículo  943  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  el  que  intente  interponer 
el  recurso  de  casación  deberá  anunciarlo  al 
Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia  en 
el  término  de  cinco  días;  y  hecho  este  anuncio, 
tendrá  el  plazo  de  otros  cinco  días  para  for- 
malizar el  curso  de  casación  en  la  forma; 

«5 
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2^  Que  este  segando  plazo  de  cinco  días  debe 
contarse  desde  el  en  que  se  ha  hecho  el  anan- 
cio,  como  textualmente  lo  expresa  el  artkulo 
citado; 

3*  Que  en  el  caso  de  esta  cuestión  el  recu- 
rrente' hizo  el  anuncio  el  once  de  julio  último 
y  formalizó  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
el  diez  y  ocho  del  mismo  mes;  y 

4'  Que,  por  consiguiente,  entre  el  anuncio  y 
el  acto  de  formalizar  el  recurso  ha  corrido  el 
plazo  de  seis  días,  deducido  el  festivo  compren- 
dido entre  ambas  fechas,  y  se  ha  formalizado 
el  recurso  fuera  del  plazo  legal. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  además  lo 
dispuesto  en  los  artículos  960,  971  y  978  del 
Código  citado,  se  declara  improcedente  el  re~ 
curso  de  casación  en  la  forma  á  que  se  refiere 
esta  resolución,  con  costas,  y  se  aplica  á  bene- 
ficio fiscal  la  cuarta  parte  de  la  cantidad  con- 
signada para  el  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma.—Pásne  al  Tribunal  Pleno  para  los  efec- 
tos de  la  casación  en  el  fondo.  PubHquese. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Alfonso. 
—fosé  Alfonso.— J.  Gabriel  Palma  Guxmén. 
—I^oncio  Rodrfguex. — Carlos  Varas.— Abel 
Saavedra. 


ea  el  fondo  por  infracción  del  artíca'o 
208  del  Código  Civil  (1 ). 


Cas.  Civ.~20  de  septiembre  de  1904 

Miranda  con  Miranda  Pulgar 

Legitlxnaolón,— Impugrñaolón.  —  Inad- 
mialblUdad  de  la  demanda.  -  Ezoep- 
olón  dilatoria. 

Doctrina:— Ha&/enc/o  tenido  conoci- 
miento de  la  legitimación  el  ascendiente 
demandante  más  de  setenta  dias  antes 
de  interponer  la  demanda,  no  puede  ser 
oído  y  los  demandados  no  están  obliga- 
dos á  contestar  su  demanda* 

Resuelta  esta  cuestión  en  forma  inci- 
dcntalj  no  procede  el  recurso  de  casación 


Don  Arturo  Miranda,  que  había  vivido  por 
algunos  años  en  relación  con  doña  Ursula 
Pulgar  en  la  cual  tuvo  dos  hijos,  clon  Arturo 
y  doña  Sara  Miranda  y  Pulgar,  regularizó  su 
estado  civil,  contrayendo  matrimonio  con  la 
mencionada  doña  Ursula. 

Algún  tiempo  más  tarde,  pero  después  de 
transcurridos  mucho  más  de  treinta  dfas.  á 
contar  desde  aquel  en  que  se  celebró  el  matri- 
monio, los  cónyuges  reconoctenm  por  escrí- 
tura  pública,  como  legítimos,  á  sus  menores 
hijos  Arturo  y  Sara  que  habían  tenido  ántes 
de  dicho  matrimonio. 

Las  cosas  permanecieron  en  ese  estado  has- 
ta la  muerte  de  don  Arturo,  después  de  lo  cual, 
don  Plácido  Miranda,  padre  de  éste,  se  pre- 
sentó á  la  justicia  ordinaria  demandando  á 
los  menores,  á  fin  de  que  se  declarara  nula  y 
sin  ningún  valor  la  escritura  de  legitimación, 
y  que  dichos  menores  no  tenian  otro  estado 
civil  que  el  de  hijos  simplemente  ile^timos  de 
su  hijo  don  Arturo  Miranda;  por  lo  que  el  tes- 
tamento de  éste  debia  ser  reformado  y  aag- 
nársele  á  él,  el  demandante,  la  legítima  que  le 
correspondía  en  la  partídÓn  qne  debía  practi- 
carse. 


(1)  En  nenaiblu  que  la  Corte  de  Casación  do  haya 
sido  más  precisa  en  los  considerandos  con  que  re- 
chaza el  rebnrso  limitindoae  i  expresar  qne  en  d 
reoarso  sfl  pide  la  casación,  iio  ponjue  en  la  senten 
cía  deñnitivit  se  haya  infringido  alguna  ley  sustan- 
tiva al  dmlaiar  caducado  el  derecho  del  deman- 
dante para  impugnar  la  legitimiilad  de  loa  menores, 
sino  porque  el  tribuoat  üentenciador  uo  había  de- 
clarado de  oficio  la  nulidad  de  aquel  acto,  ya  que  en 
concepto  del  demandante  dicha  nulidad  era  abso- 
luta y  aparecía,  adem&s  de  manifiesto  en  ti  iostru- 
mento  público  de  legitimación. 

fja  cu<wtión  de  derecho  que,  s^ún  el  reoarso  sus- 
citan las  disposioionea  de  los  artfenloe  208  y  217 
queda  así  sin  eoloción;  y  habría  halado,  por  el  con- 
trario, atilidad  en  que  la  Corte  Suprema  se  hubiese 
pronunoiaio  en  ella.  El  recurrente  aplicaba  al  caso 
en  cuestión  el  criterio  de  la  nulidad  absoluta,  según 
el  cual  la  deoUnuñón  de  ofido  es  procedente  cuando 
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Segaido  el  juicio  primero  con  don  Ciro  Es- 
pinoza  y  mas  tarde,  con  motivo  de  ciertas  nu- 
lidades, con  don  Manuel  M.  Merino  curador 
nd'Htem,  de  los  menores  demandados,  pidió 
éste  que  se  declarara  que  don  Plácido  Miran- 
da no  podía  ser  admitido  á  probar  la  causa 
de  impugnación  de  la  legitimación  He  los  hijo^ 
de  don  Arturo  Miranda,  efectuada  en  la  escri- 
tura pública  de  23  de  junio  de  1887,  y  que  por 
lo  tanto,  los  menores  no  estaban  obligados  á 
contestar  la  demanda.  En  subsidio  y  para  el 
caso  de  que  el  juzgado  no  considerase  suficien- 
temente acreditado  que  el  abuelo  demandan- 
te había  tenido  conocimiento  de  la  legitima- 
ción desús  nietos  con  anterioridad  álos  sesen- 
ta días  fijados  en  el  artículo  217  del  Código 
Civil,  contados  desde  la  fecha  en  que  aparece 
deducida  la  impugnación  6  demanda,  solicitó 
que  se  renbiera  previamente  la  incidencia  á 
prueba. 

Fundó  su  petición  en  que  el  inciso  6^  del  ar- 
tículo 217  del  Código  Civil  prescribe  que  no 
serán  admitidos  á  probar  la  ineficacia  de  la 
legitimación  los  ascendientes  que  no  deduje- 
ren la  acción  respectiva  dentro  de  los  sesenta 
días  contados^esde  que  tuvieron  conocimien- 
to de  la  legitimación  impugnada. 

Agregó  que,  aun  cuando  el  mandatario  de 
don  Plácido  Miranda  esponía  en  su  demanda 

aparece  de  numifiesto  en  el  neto  6  .ontnito  fSl  Tri- 
bunal habría  hecho  bien  en  decir  qae  tal  oríterío  es 
iuapliciiMe  á  la-s  cucstioneB  de  eHÍado  civil  que  se 
gobiemiin  i'or  leyen  especiales  y  piivatÍTaa. 

En  materia  de  legitimidad  6  de  legitimación  el 
joes  no  puede  proceder  jamás  de  oficio:  la  accí'ín 
oompete  únioamente  á  determinadas  personan,  laa 
únicas  eo  quienes  la^ley  ve  un  ínteres  legítimo,  i>a- 
perior  y  digno  de  per  atendido;  pero  Beñala  ¿  esaa 
persouas  pinzos  breves  y  fatales,  dentro  de  Io4  cua- 
les deben  entablar  m%  acciones,  ra  pena  de  no  wr  <»'• 
éM,  á  fin  de  no  niHnt«;ner  indefliiidanieDte  en  su-- 
peoso  el  estado  civil  de  tas  persona»,  en  que  puedo 
estar,  ademas,  comprometido  el  bonor  de  las  fami- 
liaa. 

La  lojr  oonoedé  la  «ccióo  á  los  ascendientes  legí* 
tiiD<«  del  podre  &  madre  legitimanteH,  aunqne  no 
tengan  un  interés  actual  en  ello,  es  decir,  uá  interés 
pecuniario  existeote  al  entablara*)  la  acción,  por  el 
sólo  interés  du  la  familia,  por  un  interés  moral;  pero 
no  ha  querido  que  esta  acción  quede  en  suspenso  y 
le  ha  sefldado  el  plato  Aital  de  sesenta  días  cmiu 
dos  deide  aquel  «n  qae  el  descendiente  denuodante 


que  la  escritura  de  legitimación  había  sido 
extendida  cerca  de  dos  años  después  de  efec- 
tuado el  matrimonio,  no  era  éste  motivo  bas- 
tante para  que  él  pudiera  impugnar  la  legiti- 
mación; puesto  que  para  ser  oído,  ó  lo  que  es 
lo  mismo,  para  ser  admitido  á  tramitar  la  de- 
manda y  probar  las  causas  de  la  impugna- 
ción, era  menester  que  hubiera  interpuesto  la 
demanda  dentro  de  los  sesenta  días  qne  le  con- 
cedía el  artículo  217  ya  citado. 

El  representante  de  don  Plácido  Miranda 
se  opuso  á  que  se  tramitara  como  incidente 
previo  la  petición  del  curador  de  los  menores, 
por  tener  relación  inmediata  con  el  fondo  de 
la  cuestión  qne  había  de  ser  fallada  en  defini- 
tiva, y  por  considerar  que  el  artículo  promo- 
vido era  una  excepción  perentoria  que  había 
de  ser  fallada  con  la  cuestión  principal. 

El  juez  de  Valparaíso,  después  de  oír  al  De- 
fensor respectivo,  resolvió  con  fecha  14  de 
enero  de  1903: 

Considerando  respecto  de  dicha  incidencia: 
que  con  la  prueba  de  los  testigos  hábiles  que 
declaran  al  tenor  del  interrogatorio  de  antes 
se  acredita  suficientemente  que  don  Plácido 
Miranda  tuvoconocimiento  déla  legitimación 
conferida  á  los  menores  Artnro,  MaximiHano 
y  Sara  Miranda  Pulgar  por  sus  padres  don 
Arturo  Miranda  y  doña  Ursula  Pulgar  segfin 

tuvo  conocimiento  de  la  le^ítimaoiÓD  pitra  haeer  va- 
ler ese  interés  moral .  Lo  mismo  qne  el  marido  no 
puede  reclamar  contra  la  legitimidad  del  hijo  qae 
BU  mujer  da  4  la  luz  después  de  dm*  años  do  sn  au- 
sencia, pasado  el  plazo  que  la  ley  le  acaerda  desde 
su  llegada  al  domioílio  de  la  mujer,  los  ascendi"»- 
tes  no  pueden  impugnar  una  I^itimaoión  que  tole- 
raron durante  todo  el  plazo  qne  la  ley  lee  acuerda 
psrs  el  reclamo.  Prefiere  la  ley  que  queden  como 
legítimos  algunos  hijos,  antes  qne  su  estado  perma' 
neica  incierto  y  sea  objeto  de  cálonlos  pecuniarios. 

La  distinción  qne  la  ley  hace  entre  loa  aseen- 
dientcR  legítimos  de  los  legitimantes  y  las  demás 
perxonas  interesadas  en  la  impugnación  da  la  legiti- 
mación se  ezpiioa  por  ente  concepto  de  alta  morali- 
dad. Creemos  que  en  el  fondo  es  ésta  la  opinión  de 
la  Corte,  pero  habríamos  deseado  verla  formulada 
en  térmicos  precisos.  Con  ello  ganaría  la  ciencia  jn- 
rídica.  1.a  Corte  de  Casación  tiene  esta  alta  misión 
que  Henar  y  no  debe  escatimar  sn  opinión  en  cues- 
tiones de^derecho  como  suelen  hacerlo  laa  Cortes  de 
Apelaciones. 

L.  U.  8. 
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escritura  otorgada  en  Irimache  el  año  1887 
dentro  del  mes  de  au  otorgamiento  y  en  todo 
caso  mucho  más  de  sesenta  días  antes  de  in- 
teriranerse  á  su  nombre  la  demanda  presen, 
tada  el  30  de  julio  de  1896,  impugnando  di. 
cha  legitimación,  sin  que  por  su  parte  se 
ha\'a  rendido  prueba  alguna  en  contrario,  y 
visto  el  articulo  217,  inciso  6^  del  Código  Ci- 
vil, se  declara  como  se  pide  por  el  curador  es- 
pecial de  los  menores  referidos.  —  BezaaiUa 
Silva. 

Apelada  esta  resolución  la  Corte  resolvió: 

Valparaíso,  6  de  iulio  de  1903.— Vistos:  Se 
confirma  con  costas  del  recurso,  la  resolución 
apelada  de  14  de  enero  último.— Braveo  Aío- 
noo.—Luis  Ignacio  Silva  -^Pedro  N.  Pineda. 
—B.  Atamos  Goazálcz. 

Contra  esta  última  resolución  interpuso 
don  Plácido  Miranda,  por  medio  de  su  procu- 
rador, los  recursos  de  casadón  en  ta  forma  y 
en  el  fondo,  el  primero  de  los  cuales  fué  decla- 
rado improcedente  por  haberse  formalizado 
fuera  del  plazo  concedido  por  la  ley,  según  lo 
resolvió  este  Tribunal  por  sentencia  de  4  de 
noviembre  último. 

Formalizando  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  manifestó  Miranda  que  la  sentencia  de 
primera  instancia  se  fundaba  en  Indisposición 
del  inciso  6^  del  artículo  217  del  Código  Civil 
que  dice:  "no  serán  oídos  contra  la  Irgitinia- 
ción  sino  los  que  prueben  un  interés  actual  en 
ello;  y  los  ascendientes  legítimos  del  padre  ó 
madre  legitimantes;  estos  en  sesenta  días  con- 
tados desde  que  tuvieron  conocimiento  de  la 
legitimadón"...,  y  que  el  fallo  recurrido,  al 
confimar  aquella  sentencia,  había  infringido 
la  disposidón  del  indso  3^  del  artículo  208  del 
mittmo  Código,  que  establece  que.  el  instru- 
mento público  en  que  se  hace  la  legitimación* 
después  de  celebrado  el  matrimonio  debe  otor- 
garse, en  caso  de  impedimento  grave,  dentro 
de  los  30  días  siguientes,  so  pena  de  nulidad; 
vicio  que  no  puede  sanearse  por  c1  lapso  de 
tiempo  ni  por  la  ratifícadón  de  las  partes,  de- 
biendo hacerse  de  oficio  la  declaración  de  la 
nulidad,  aún  sin  petidón  de  parte,  cuando 
aparece  de  manifiesto  en  el  acto  respectivo. 


Agregó  el  recurrente  que  el  plazo  de  sesenta 
días  de  que  habla  el  incÍ8o6^del  artículo  21 7, 
era  sólo  para  probar,  entre  otras  causales, 
que  no  se  había  otorgado  la  legitimadón  cu 
tiempo  hálMl,e8to  e»,  en  la  fecha  del  matrimo- 
nio, ó  en  caso  de  impedimento  grave,  dentro 
de  los  30  días  subsiguientes  á  ella;  y  que  la 
expresión,  "no  ser  oida",  que  empleaba  el  Có- 
digo  Civil  no  podía  tomarse  como  regla  de 
trámite,  puesto  que  ese  Código  no  contenía 
leyes  de  procedimiento.  Esa  espresión  no  sig- 
nifica otra  cosa  que  un  modo  de  manifestar 
que  la  acdón  de  impugnadón  de  la  legitima- 
ción caducaba  dentro  de  cierto  término. 

Miranda  insistió  en  estos  argumentos  en  el 
escrito  en  que  fundó  el  recurso  y  alegó  que  la 
nulidad  de  la  escritura  de  legitimadón  estaba 
de  manifiesto,  puesto  que  aparecía  otorgada 
fuera  del  plazo  estableado  por  la  ley  para 
concederla  validamente;  y  que  era,  además, 
absoluta  por  tratarse  de  la  omisión  de  un  re- 
quisito ó  formalidad  que  las  leyes  prescriben 
para  el  valor  del  acto  en  atendón  á  su  natu- 
raleza. Por  todo  lo  cual  y  no  pudiendo  sa- 
nearse por  el  lapso  de  tiempo  ni  por  la  ratiti- 
cadón  de  las  partea,  el  Tribunal  aentendador 
debió  declararla  de  ofido. 

En  subsidio  solidtó  el  recurrente  que  el 
Tribunal,  efcrdtando  la  facultad  que  le  otor- 
ga el  articulo  949  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  diera  lugar  á  la  casadón  en  la  forma 
de  la  sentenda  de  la  Corte  de  Aixiadones. 

Acerca  de  este  punto  dijo  que  de  los  autos 
apareda  que  las  partes  no  habían  sido  ata- 
das para  oir  sentencia,  y  que  la  vista  de  la 
causa  se  había  efectuado  sin  providenda  pre- 
via del  Tribunal  sentendador,  habiéndose, 
además,  omitido  el  trámite  esendal  en  toda 
sentenda  definitiva,  como  lo  es  la  de  que  se 
trata,  de  la  expresión  de  agravios  y  su  con- 
testación. 

Hl  curador  de  los  menores,  por  su  parte,  pi- 
dió el  rechazo  de  las  peticiones  del  recurrente, 
manifestando  que  la  Corte  de  ApeIadone«  de 
Valparaíso,  al  confirmar  la  sentenda  de  pri- 
mera instanda,  no  había  hecho  otr.n  cosa  que 
fallar  un  artículo  sobre  cnpncidnd  para  de- 
mandar; por  lo  cual  no  le  era  dado  pronun- 
ciarse sobre  el  fondo  de  la  cuestión. 

Pero  que,  en  el  supuesto  de  que  la  Corte 
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hubiera  estado  autorizada  para  fallar  dentro 
de  este  artículo  la  cuestión  de  fondo,  no  ha- 
bría podido  hacerlo,  por  no  haber  oído  á  las 
partes  s*bre  la  cuestión  principal,  ni  haberse 
recibido  prueba  sobre  ella.  Y,  además,  hacien- 
do abstracción  de  esos  inconvenientes,  tam- 
poco habrfa  podido  aceptarse  el  recurso: 

1^  Porque  el  articulo  940  del  Código  de 
Procedimiento  CítíI,  exije  que  la  infracción  de 
la  ley  baja  influido  sustancialmente  en  lo  re- 
solutivo de  la  sentencia;  y 

2^  Porque  en  el  supuesto  de  que  el  Tribunal 
sentenciador  hubiera  debido  pronunciarse  de 
oficio  acerca  de  la  nulidad  del  acto  de  la  legi< 
tímadón,  como  lo  pretende  el  recurrente;  esto 
no  sígnifíca  que  necesaria  y  fatalmente  debie- 
ra considerarse  nula  la  legitimación,  de  tal 
manera  que  si  nada  dijo  el  Tribunal,  fué  por- 
que la  consideró  válida,  y  siendo  ésta  una 
cuestión  de  aprecii^ción  de  los  hechos,  entra 
de  lleno  en  las  atribuciones  privativas  del  juez 
del  fondo. 

En  cuanto  á  la  petición  subsidiaria  llamó 
la  atención  el  representante  de  los  menores 
demandados,  á  la  circunstancia  de  que  el  re. 
curso  de  casación  en  la  forma  había  sido  ya 
desestimado  por  esta  Corte,  debiendo  todavía 
agregarse:  1'  que  el  decreto  de  autos  en  rela- 
ción, corría  ñ  fs.  288  vta.,  y  aunque  dicho 
decreto  Be  haMa  puesto  en  un  escrito  que  no 
correspondía  á  este  pleito,  era  el  hecho  que 
de  él  se  habían  notificado  las  partes  que  aquí 
litigan  y  que  concurrieron  A  alegar,  como  lo 
comprueba  el  certificado  de  fs.  289;  2^  que  la 
sentencia  apelada  era  interlocutoria,  lo  que 
explicaba  la  omisión  del  trámite  de  la  expre- 
sión de  agravios. 

La  Oorte: 

Considerando: 
1'  Que  ann  cnando  don  Plácido  Miranda 
ha  formulado  demanda  para  queen  definitiva 
se  declare  nula  y  sín  valor,  por  no  haberse 
otorgado  en  tiempo  hábil,  la  legitimación 
conferirla  por  su  hijo  don  Arturo  y  la  mujer 
de  éste  doña  Ursula  Pulgar,  en  favor  de  los 
menores  hijos  de  ambos,  Arturo  y  Sara  Mi- 
randa y  Pulgar,  habidos  antes  de  su  matrimo- 
nio, las  partes  no  han  entrado  todavía  al  fon- 


do del  pleito,  y  lo  único  que  se  ha  discutido 
entre  ellas  en  la  instancia  á  que  ha  puesto  tér- 
mino la  sentencia  recurrida,  es  el  derecho,  que 
los  demandados  le  han  negado  al  actor,  de 
poder  ser  admitido  á  impugnar  en  este  juicio, 
como  ascendiente  del  padre  legitimante,  la  le- 
gitimación referida,  negativaque  importando 
una  excepción  de  carácter  previo,  ha  tenido 
también  que  ser  resuelta  por  un  &Ilo  de  la 
misma  índole; 

2*  Que  en  autos  se  ha  dado  por  establecido 
el  hecho  jurídico  de  que  Miranda  entabló  su 
acción  mucho  después  de  haber  transcurrido 
60  días,  contados  desde  aquel  en  que  tuvo  co- 
nocimiento de  la  legitimación  impugnada, 
motivo  por  el  cual,  tanto  el  juez  de  primera 
instancia  en  su  resolución,  como  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Valparaíso  en  la  sentencia 
recurrida,  dieron  lugar  á  la  excepción  previa 
de  los  demandados  y  declararon,  de  acuerdo 
con  lo  prevenido  por  el  artículo  217,  inciso 
6*^  del  Código  Civil,  que  el  expresado  Miran- 
da no  tenia  ya  derecho  para  ser  admitido  co- 
mo legítimo  contradictor  en  el  juicio  impng- 
natorio,  abierto  por  él  en  contra  de  la  legiti- 
mación de  sus  nietos; 

3^  Que  en  el  recurso  de  fondo  se  pide  la  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia, 
no  porque  se  haya  infringido  en  ella  ley  algu- 
na sustantiva  al  declarar  caducado  el  derecho 
del  demandante  para  impugnar  la  legitima- 
ción de  los  menores  Miranda  y  Pulgar,  único 
punto  sobre  que  versó  la  discusión  previa  de 
las  partes,  sino  porque  el  Tribunal  sentencia- 
dor no  haUa  declarado  de  oficio  la  nulidad 
de  aquel  neto,  ya  que,  en  concepto  del  deman- 
dante, dicha  nulidad  era  absoluta  y  apareda 
además  de  manifiesto  en  el  instrumento  púbit' 
co  en  que  la  legitimación  fué  acordada; 

4^  Que  si  bien  es  cierto  que  con  arreglo  á  de* 
recho,  es  deber  de  los  jueces  de  fondo  declarar 
de  oficio  la  nulidad  absoluta  de  los  actos  ó 
contratos  sometidos  á  su  examen  cuando  ese 
vicio  aparezca  en  ellos  de  manifiesto,  tal  mi- 
sión por  parte  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Valparaíso,  en  el  supuesto  de  que  concurrieran 
en  la  escritura  de  legitimación  impugnada  to- 
dos los  requisitos  necesarios  para  poder  ejer- 
citar esa  facultad,  no  habría  influido  en  forma 
alguna  sobre  el  pronunciamiento  de  la  cuea- 
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ti6n  previa  resuelta  por  el  fallo  reclamado,  la 
cual,  como  ya  se  ha  dicho,  versa  sobre  un 
punto  extraño  ¿  independiente  de  la  validez 
de  la  escritura,  y  que  ha  podido,  por  lo  mis- 
mo, dictarse  sin  consideración  á  los  defectos 
de  que  aquella  pueda  adolecer; 

5°  Que  la  casación  en  el  fondo  sólo  tiene  lu- 
gar cuando  la  sentencia  reclamada  se  ha  dic- 
tado con  infracción  de  ley,  y  con  tal  que  dicha 
infracción  haya  influido  sustancialmenteen  su 
parte  dispositiva; 

6^  Que  la  casación  en  la  forma  de  la  misma 
sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones,  solicita- 
da también  por  el  recurrente,  por  los  vicios  6 
defectos  apuntados  en  el  escrito  de  fs.  310  y 
repetidos  posteriormente  en  parte  en  el  de  fs. 
325,  fué  ya  declarada  improcedente,  según  se 
ve  en  la  resolución  de  Is.  321  vta.  dictada  por 
este  Tribunal,  y  los  antecedentes  de  la  causa 
no  dan  mérito  bastante  para  que  ahora  se  le 
declare  de  oficio. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  te- 
níenilo  además  presente  lo  prevenido  en  los 
artículos  937,  940,  960  y  979  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara:  1^  sin  lugar, 
con  costas,  el  recurso  de  casación  en  el  fon* 
do  deducido  en  estos  autos  por  don  Plácido 
Miranda;  2^  que  no  ha  lugar  tampoco  á  la 
declaradón  de  oficio  de  la  nulidad  de  la  sen- 
tencia recurrida  por  los  vicios  de  forma  men- 
cionados en  el  escrito  de  fs.  325. 

Se  aplica  al  físco  la  multa  consignada  para 
el  recurso  de  fondo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren.— Gadr/W  Gacte.-^Gaharino  Gallar- 
do.—V.  Agnim  V. —Carlos  Varas.— Abel  Saa- 
redra.-~E.  Fóster  Reeabárrea, — A.  Versara 
Albano. 


Cas.  Civ,—  4  áe  octubre  de  1904 
Flores  con  Marcoleta 

Presunolónúnioa'-Exoepoión  de  p&go. 
-  Imputadón.  -  Ooníéslón. 

Doctrina:— £/n¿i  sola  presunción  puede 
constituir  prueba  á  Juieio  del  Tríbunal 


de  la  causa  y  en  eUo  ejercita  una  atribu- 
ción privativa  que  no  está  sometida  á 

revisión. 

Cualquiera  que  sea  el  valor  legal  de 
uno  de  los  considerandos  del  fallo  sobre 
la  imputación  del  pago  que  supone  e&C' 
tuado  en  el  caso  de  existir  dos  deudas 
que  proceden  de  actos  de  comercio,  no 
siendo  ésta  una  cuestión  debatida  en  el  jui- 
cio, no  inñuye  ella  en  lo  dispositivo  ( 1), 


Don^enjamín  Flores  vendió  á  don  Lino  Ro- 
dolfo Marcoleta,  según  escritura  pública  otor- 
gada en  Santiago  el  30  de  diciembre  de  1901 
ante  d  notario  don  Carlos  R.  Avalos,  diver- 
sas máquinas  y  útiles  de  un  establecimiento 
destinado  á  la  fabricación  de  velasy  jabón.  £1 
precio  de  ventafué  la  cantidad  deseis  mil  tres- 
cientos sesenta  pesos,  de  los  cuales  dos  mil  pe- 
sos recibió  al  contado  el  vendedor.  El  compra- 
dor debía  pagar  el  saldo  de  cuatro  mil  tres- 
cientos sesenta  pesos  el  15  de  enero  siguien- 
te; y  efectuado  dicho  pago,  recibirsede  lo  ven- 
dido. 

En  octubre  de  1902  el  vendedor  don  Benja- 
mín Flores  inició  ejecución  en  contra  del  com- 
prador don  Luis  Rodolfo  Marcoleta  para  ob- 
tener el  pago  del  saldo  de  cuatro  mil  trescien- 
tos sesenta  pesos  que  éste  debía  haberle  satis- 
fecho el  15  de  enero  de  ese  año. 

El  ejecutado  opuso  la  excepción  de  pago  de 
la  deuda,  y  recibida  la  causa  á  prueba,  presen- 
tó como  parte  de  ella  dos  certificados  expedi- 
dos por  el  Banco  de  Tarapacá  y  Argentina 
Limitado,  de  los  cuales  aparece  que  don  Ben- 
jamín Flores  cobró  el  18  de  enero  de  1902  un 
cheque  girado  á  cargo  de  ese  Banco  por  don 
Lino  Rodolfo  Marcoleta  por  la  cantidad  de 
cuatro  mil  cuatrocientos  díez  pesos  ($  4.410); 
y  que  el  25  del  mismo  mes  fué  pagado  tam- 


(1 }  Entfi  doctrina  no  nos  parece  sólida  puealo  que 
la  apreciación  del  derecho  que  sirve  de  fuiiiameo- 
to  del  fa)Io,  b¡  es  indi«pensable,  paia  llegar  A  la  con- 
olutiíón  á  que  aníba  el  jnei,  no  puede  meaos  de  in- 
fluir en  lo  dispositivo  de  la  sentenoM, 
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bien  Flores  de  otro  cheqae  por  $  1,679,25 
girado  por  Marcoleta  á  favor  de  aquel 

El  ejecutado  hn  sostenido  que  con  el  prime- 
ro de  estos  cheques  pagó  el  saldo  de  $  4.360 
del  predo  insoluto  de  la  venta  celebrada  el  üO 
de  diciembre  anterior  y  además  50  pesos  por 
un  mes  de  arrendamiento  del  local  de  la  fábri- 
ca que  era  de  propiedad  de  Flores;  y  que  con 
el  segundo  pagó  el  precio  de  otras  mercade- 
rías y  artículos  que  había  comprado  á  Flores. 

Plores,  por  su  parte,  ha  afirmado queel  che- 
que pagado  el  18  de  enero  correspondía  al 
precio  adeudado  por  Marcoleta  de  mercade- 
rías que  le  hatean  sido  vendidas  por  el  cheque 
cubierto  el  25  de  ese  mes. 

El  Juzgado,  con  fecha  6  de  junto  de  1903, 
resolvió: 

Considerando: 
1'  Que  si  es  cierto  que  el  ejecutante  recono- 
ce haber  recibido  del  ejecutado,  Ins  sumas  de 
$  4.4'10  y  $  1.679,25  respectivamente,  según 
se  expresa  en  loa  certificados  corrientes  á  fs. 
28  y  31  después  de  vencido  el  plazo  que  éste 
tenía  para  pagar  á  aquel  lo  |que  quedó  adeu- 
dándole según  laescrituracorrienteen  copia  á 
fs.  73  vta.  y  que  ha  servido  de  base  á  la  pre- 
sente ejecución,  no  lo  es  menos  que  ello  no  es 
suficiente  para  dar  por  establecido  que  con  di- 
cha suma  se  ha  cancelado  por  el  deudor  don 
Luis  Rodolfo  Marcoleta  al  acreedor  don  Ben- 
jamín Plores  el  saldo  de  $  4.360  que  quedó 
adeudándole  según  la  escritura  de  fa.  73  vta. 
ya  que  el  señor  Marcoleta  confiesa  absolvien- 
do el  pliego  de  posiciones  que  en  los  días  que 
precedieron  á  las  entregas  de  dinero  que  hizo 
al  señor  Flores  y  A  que  se  alude  anteriormen- 
te, compró  á  éste  diversos  materiales  de  su 
fábríca  de  jabón  y  velas;  y  aunque  asevera 
que  el  importe  total  de  esos  materiales  los 
pagó  con  la  suma  de  mil  seiscientos  setenta  y 
nueve  pesos  veinticinco  centavos,  con  fecha  25 
de  enero  de  1902,  según  certificado  de  fs.  31, 
semejante  aseveración  es  contradicha  por  el 
señor  Flores,  quien  sostiene  á  su  vez  que  dicha 
suma  y  la  que  recibió  el  18  de  enero  del  año 
expresado,  según  se  consigna  en  el  certificado 
de  fs.  28,  fueron  en  pago  de  los  materiales 
vendidos  y  no  en  abono  de  la  deuda  que  ex- 
presa la  escritura  de  fs.  73  vta.  y  en  autos  no 


ha  producido  el  señor  Marcoleta  un  antece- 
dente suficiente  para  establecer  su  dicho;  y 

2^  Que  lo  sostenido  por  el  ejecutante  señor 
Flores,  según  se  espresa  en  el  considerando 
anterior,  se  corrobora  por  el  contenido  de  la 
escritura  corriente  en  copia  á  fs.  75  firmada 
por  el  deudor  señor  Marcoleta,  y  no  impug- 
nada por  éste,  quien,  con  fecha  posterior  á  las- 
en que  hizo  entrega  al  acreedor  señor  Flores 
de  las  suma»  que  se  indican  en  el  consideran* 
do  anterior,  hace  en  ella  declaraciones  que  re- 
velan sin  dejar  la  menor  duda  que  á  la  fecha 
de  dicha  escritura  no  había  cancelado  al  señor 
Flores  el  importe  de  la  deuda  que  se  consigna 
en  la  de  fs.  73,  vta ,  ya  que  de  lo  contrario 
dicha  escritura  contendría  preferentemente  la 
declaración  de  pago  de  lo  adeudado  según  la 
de  fs.  73,  vta.,  miéntras  tanto,  no  solo  nada 
expresa  al  respecto,  sino  que,  por  el  contrario 
en  ella  se  deja  establecido  que  su  contenido  no 
importa  novación  de  la  de  fs.  73,  vta.,  agre- 
gándose todavía  que  ésta  quedaba  vigente  en 
todas  sus  partes. 

De  conformidad  con  los  considerandos  an- 
teriores y  lo  dispuesto  en  los  artículos  431  y 
492  del  Códigode  Procedimiento  Civil  y  1698 
y  1700  del  Código  Civil  se  declara:  que  no  ha 
lugar  A  la  excepción  deducida  en  el  escrito  d¿ 
fis.  24  y,  en  consecuencia:  que  debe  llevarse  la 
gecución  adelante  por  sus  trámites  ordinarios 
hasta  hacer  trance  y  pago  de  la  suma  cobra- 
da, intereses  y  costas  en  que  se  condena  al  eje- 
cutado. Anótese  y  reemplácese  el  papel  /?en- 

coret. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  San 
tiago  falló: 

Santiago,  3  de  octubre  de  1903.— Vistos: 
reproduciendo  la  relación  de  hechos  de  la  sen- 
tencia apelada  y 

Considerando: 

1^  Que  aparece  de  la  escritura  compulsada 
á  fs.  73,  vta.,  qne  el  ejecutante  Flores  vendió 
á  Marcoleta  el  30  de  diciembre  de  1901,  las 
existencias  de  una  fábrica  de  jabón  y  velas, 
que  ahí  se  expresan,  por  el  precio  de  $  6.360 
de  los  cuales  dió  el  comprador  $  2.000  al  con- 
tado, y  se  obligó  á  pagar  el  saldo  de  $  4.360 
el  día  15  de  enero  siguiente; 

2^  Que  se  ha  establecido  con  el  certificado 
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de  fs.  28,  reconocido  durante  el  término  de 
pruebOf  que  vencido  el  plazo  de  la  obligación 
giró  Marcoleta  un  cheque  por  la  suma  de  cua- 
tro mil  cuatrocientos  diez  pesos;  que  le  fué  pa- 
gado al  Recatante  por  el  Banco  de  Tarapacá 
y  Argentina  Limitado,  el  18  de  enero  de  1902, 
hecho  que  también  ha  reconocido  el  citado 
Recatante  contestando  á  las  interrogaciones 
de  fojas  37; 

3^  Que  si  bien  sostiene  éste  que  esa  canti- 
dad se  le  dió  en  pago  de  otras  mercaderías 
vendidas,  aparte  de  que  consta  de  autos  que 
el  25  del  mismo  mes  de  enero  recibió  otro  che. 
que  por  $  1.679,25,  que  aaegnra  el  gecnta- 
doimportaban  tales  mercaderías,  existe  la  cir- 
cunstancia de  que  el  precio  que  fija  á  éstas  el 
ejecutante  en  las  posiciones  de  fs.  38,  no  co- 
rresponde á  la  suma  recibida  el  18  de  enero 
citado,  la  que,  por  el  contrario,  es  igual  al 
saldo  insoluto  de  la  escritura  de  venta,  con 
más  $  50  que  el  ejecutado  afirma  ser  el  valor 
de  un  mes  de  arriendo  del  local  ocupado  por 
la  fábrica,  afirmación  que  no  ha  sido  observa- 
da de  contrario;  y 

4í*  Que  en  la  hipótesis  de  que  á  la  fecha  en 
que  recibió  el  ejecutante  la  cantidad  anterior, 
hubiera  tenido  otro  crédito  vencido  en  contra 
del  ejecutado,  como  no  hubo  acuerdo  entre 
ellos  para  la  imputación  del  pago,  delw  hacer- 
se la  imputación  á  ladeuda  que  el  deudor  elija, 
y  está  de  manifiesto  que  éste  entendió  pagar 
el  saldo  de  la  recordada  escríturn  de  venta, 
como  lo  ha  sostenido  durante  el  juicio. 

Por  estosfundamentos,  y  visto  lo  dispuesto 
en  los  articules  1596, 1597y  1698  del  Código 
Civil,  485,  número  9*  y  492  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  referida  sen- 
tencia de  fecha  6  de  junio  del  presente  año, 
y  se  declara:  que  ha  lugar  á  la  excepción  de 
pago  de  la  deuda,  con  costas  en  que  se  conde- 
na al  ejecutante. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Beaaven. 

te— L.  ?.  Mora  A.  Montt  Darío  Beaa- 

véate. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  don  Benja* 
mfn  Flores,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 
Formalizando  el  recurso,  manifiesta  que  esa 
resolución  tiene  por  único  fundamento  una 
presunción  basada  exclusivamente  en  el  hecho 
de  haberse  girado  por  Marcoleta  un  cheque  á 


su  favor  por  $  4.410,  soma  que  se  redujo  es- 
tudiadamente para  aprovecharse  de  la  coinci- 
dencia de  cantidades  y  decir  que  con  ese  che- 
que se  pagaba  el  precio  de  venta  de  la  Fábri- 
ca, cuando  en  realidad  «1  pago  se  refería  al 
precio  de  mercaderías  compradas  hasta  esa 
fecha  y  distintas  de  las  que  pagó  con  el  otro 
cheque  por  $  1.679,25  cts.;que  d  articulo  428 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  dice  que 
una  sola  presunción  puede  constituir  plena 
prueba  cuando  á  juido  del  Tribunal  tenga  ca- 
racteres de  gravedad  y  precisión  suficientes 
para  formar  convencimiento;  pero  la  Corte 
para  fundar  esta  pretandón  ha  tenido  que 
presdndir  de  sus  declaradones  para  tomar  lo 
favorable;  y  presdndir  aún  de  la  prueba  ren- 
dida por  su  parte,  faltando  al  precepto  del  ar- 
tículo 391  del  mismo  Código  que  establece 
que  el  mérito  de  la  confesión  no  puede  dividir* 
se  en  perjnido  del  confesante;  que  el  ejecutado 
no  ha  rendido  prueba  alguna  que  autorizara 
al  Tribunal  para  dividir  su  confesión,  y  por  el 
contrario  el  recurrente  había  produddo  bas- 
tante para  acreditar  qne  cuando  Marcoleta 
dió  el  cheque  por  cuatro  mil  y  tantos  pesos,  le 
había  comprado  mercaderías  por  un  valor  su- 
perior, que  pagó  parte  en  dinero,  y  el  saldo 
con  ese  cheque,  reducido  intencional  y  mali- 
dosamente  á  aquella  cantidad  para  alegar 
(jue  había  pagado  el  predo  de  la  Fábrica;  que 
ni  proceder  en  esta  forma  el  Tribunal  ha  in- 
fringido los  artículos  1698  del  Código  Civil, 
330  y  374  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y 
128  del  Código  de  Comerdo;  que  en  el  consi- 
derando 4^  se  hace  de  ofido  una  alegadón 
que  no  se  formuló,  é  invocando  los  artículos 
1596  y  1597  del  Código  Civil  se  dice  que  en  el 
supuesto  de  haber  existido  otro  crédito  venci- 
do, como  no  hubo  acuerdo  para  la  imputa- 
dón  del  pago,  debe  hacerse  la  imputadón  á  la 
deuda  que  el  deudor  elija  y  está  de  manifiesto 
que  éste  entendió  pagar  el  saldo  de  la  recor- 
dada escritura  de  venta  como  lo  ha  sostenido 
durante  el  juido;  que  el  Tribunal  ha  olvidado 
qne  Marcoleta  y  el  exponente  son  comer- 
dantes  y  qne  colocada  la  cuestión  en  el  te- 
rreno en  que  ha  querido  colocársela  de  ofido, 
debió  tener  presente  las  disposidones  de  los 
artículos  96  y  121  del  Código  de  Comerdo, 
que  establece,  el  primero  que  las  disposido- 
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nes  del  Código  Civil  relativas  á  las  obliga^ 
dones  y  contratos  en  general,  son  aplicables  á 
los  negocios  mercantiles,  salvo  las  modifica- 
ciones que  establece  el  Código  de  Comercio,  y 
que  el  nrtículo121,  alterando  predsamente 
las  reglas  de  los  articnlos  invocados  por  el 
Tribunal,  prescribe  que  el  acreedor  que  tiene 
varios  créditos  vencidos  contra  un  deudor 
puede  imputar  el  pago  á  cualquiera  de  las 
deudas  cuando  el  deudor  no  hubiera  hecho  la 
imputación  al  tiempo  de  hacer  el  pago,  dispo- 
siciones ámbas  que  han  sido  violadas  por  la 
sentencia  recurrida. 

La  Oorte: 

Considerando: 
1^  Que  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Santiago,  de  la  cual  se  recurre  por  la 
casación  en  el  fondo,  establece  que,  en  concep- 
to de  ese  Tribunal,  está  probada  la  excep- 
ción de  pago  alegfida  por  el  ejecutado  don 
Lino  Rodolfo  Marcoleta  en  la  ejecución  que  le 
promovió  don  Benjamín  Flores;  y  que  al  ha- 
cer esta  declaración,  apreciando  las  pruebas 
rendidas,  ha  ejercitado  una  atribución  priva- 
tiva que,  por  tanto,  no  está  sometida  á  revi' 
sión; 

2'  Que  en  el  fallo  recurrido  no  se  han  in' 
fringido  las  disposiciones  del  artículo  1698  de^ 
Código  Civil  que  dispone  que  incumbe  probar 
las  obligaciones  ó  su  extinción  al  que  alega 
aquellas  ó  ésta,  puesto  que  al  declararse  pro' 
bada  la  excepción  de  pago  alegada,  por  el  eje! 
catado  se  le  ha  dado  su  debida  aplicación;  n 
las  disposiciones  de  los  artículos  330,  374  y 
391  del  Código  de  Procedimiento  Civil  que 
respectivamente  señalan  los  medios  de  prue- 
ba, y  prescriben  las  reglas  para  que  los  Tribu- 
nales aprecien  la  fuerza  probatoria  de  las  de- 
claraciones de  los  testigos  y  que  el  mérito  de 
la  confesión  no  puede  dividirse  en  perjuicio  del 
confesante  salvo  los  casos  determinados  en  él; 
ni  el  articulo  128  del  Código  de  Comercio  que 
d  celara  admisible  la  prueba  testimonial  en  ne- 
gocios mercantiles,  cualquiera  que  sea  la  can- 
tidad que  importe  la  obligación;  porque  el 
Tribunal,  según  aparece  de  la  sentencia  re. 
currida,  ni  ha  aceptado  una  prueba  que  no 
esté  señalada  por  la  ley,  ni  apreciado  la  decía- 
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radón  de  testigos,  ni  el  mérito  de  la  confesión 
del  ejecutante,  con  infracción  de  las  disposi- 
dones  legales  que  sé  dicen  violadas; 

3^  Que  el  considerando4^de  la  referida  sen* 
tenda,  proponiendo  un  caso  hipotético,  no 
resuelve  ninguna  cuestión  que  hubiera  sido 
debatida  en  el  juicio,  sino  que  se  limita  á  una 
observadón  destinada  á  reforzar  la  presun- 
dón  admitida  para  comprobar  la  excepción 
de  pago;  y  de  consiguiente  no  infringe  disposi- 
ciones It-gales  que  pueden  influir  sustandal- 
mente  en  lo  dispositivo  de  ella. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940,  943 
y  960  del  Código  de  Procedimiento  Civil  se 
declara  inadmisible  el  recurso  de  casación  en 
el  fondo  interpuesto  por  don  Benjamín  Flores 
contra  la  sentenda  espedida  en  3  de  octubre 
de  1903  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, con  costas.  Se  aplica  al  Fisco  la  canti- 
dad de  $  150  consignada  para  este  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas.— 
Gabriel  Gaete.—Leopoldo  Urrutia.—J.  Gabriel 
Palma  GuMmán.— Carlos  Yaras.— Abel  Saave- 

dra.—E.  Fóster  Recabatren  A,  Yergara  AU 

baño. 


Cas.  Civ.—ll  ti,:  octubre  de  1904 

Soto  con  Schuyler 

Casación  de  oficio  -  Juioio  ejeoutiTO; 
llquidaolón  del  crédito;  plazo  para 
impnflmarla.-Dooainentos  no  discu- 
tidos. 

Doctrina:—^©  habiéndose  becbo  rakr 
durante  el  Juicio  ejecutivo  documentos 
que  el  demandado  exhibió  para  que  se 
tuviesen  presentes  en  la  segunda  instan- 
cia y  sobre  ¡os  cuales  no  se  oyó  al  acree- 
dor en  forma  legal,  no  puede  aíectar  á  és- 
te la  resolución  que  da  por  ñrme  la  liqui- 
dación practicada  por  el  funcionario  de- 
signado por  el  juez,  en  que  se  abonaron 
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al  deudor  dichos  documentos,  aunque  se 
haya  mandado  tener  por  aprobada  dicha 
Uquidación  si  no  es  objetada  dentro  de 
cierto  plazo  y  baya  causado  ejecutoria  el 
decreto  que  así  lo  dispone. 


Don  José  María  Soto  que  adquirió  en  rema- 
te la  mitad  que  por  título  hereditario  corres- 
pondía á  doña  Cruz  Estrada  en  un  crédito  de 
seis  mil  quinientos  pesos  al  interés  del  ocho 
por  ciento  anual  que  tenía  su  causante  doña 
Jertrudis  Soto  contra  don  Enrique  Schuyier 
wgún  escritura  pública  estendida  en  Concep- 
ción el  8  de  marzo  de  1892,  demandó  ejecuti- 
raniente  al  deudor  por  el  pago  de  la  suma  de 
$  3.250,  intereses  y  costas. 

Vencido  Schuyltr  en  el  juicio  ejecutivo,  se 
dejaron  sin  efecto  la  liquidación  del  crédito  y 
la  tasación  de  costas  practicadas  por  el  secre. 
tario  del  juzgado,  por  haber  procedido  este 
funcionario  á  tasar  las  costas  sin  comisión  es- 
pecial del  juez  de  la  causa. 

La  nueva  operación  ejecutada  por  el  mi- 
nistro de  fe  que  entró  Á  reemplazar  al  secreta- 
rio que  fué  reeusado,  en  la  cual  se  computaron 
abonos  al  crédito,  que  no  habian  sido  conside- 
rados antes,  dió  resultados  distintos  de  la  an- 
terior, pues,  mientras  ésta  hizo  subir  la  deu- 
da en  capital  é  intereses  á  $  6.142,13,  la  del 
ministro  de    la  redujo  á  $  927,52. 

Por  decreto  de  12  de  octubre  de  1903,  que 
fué  notificado  el  mismo  día  á  las  partes,  se 
mandaron  tener  por  aprobadas  la  liquidación 
j  tasación  practicadas  por  el  ministro  de  fe 
"si  no  se  objetaren  dentro  de  tercero  día." 

En  escrito  formulado  el  17  del  mismo  mes, 
expuso  con  este  motivo  el  ejecutante:  "que  no 
estando  conforme  la  nueva  liquidación  con  la 
practicada  anteriormente,  pues  en  la  presente 
se  han  tomado  en  cuenta  documentos  y  reci- 
bos que  no  fueron  presentadosen  tiempo  opor- 
tuno, v^ngo  en  objetarla  y  en  pediral  juzgado 
considere  esos  recibos  como  no  presentados, 
por  haberse  presentado  en  la  compulsa." 

Con  la  respuesta  del  deudor,  que  se  limitó  á 
solicitar  se  desestimara  la  objeción  por  haber- 
se deducido  fuera  de  tiempo,  se  dictó  en  23  de 
octubre,  la  resolución  siguiente: 


'.'Teniendo  presente  que  en  la  liquidación 
practicada  por  el  actuario  actual  de  la  causa 
se  han  tomado  en  cuenta  como  abono  de  la 
deuda  documentos  que  no  han  sido  presenta, 
dos  en  el  juicio  ejecutivo  durante  la  primera 
instancia  y  que  habiéndolo  sido  en  segunda 
no  lo  han  sido  en  forma  debida  6  aceptados 
como  tales;  que  expresa  el  ejecutante  que  reco- 
noce como  abonos  los  recibos  ó  documentos 
de  fe.  62,  64  y  66  que  dicen  relaci»'m  con  las 
cartas  de  fs.  63,  65  y  67  por  libranzas  paga- 
das al  señor  Soto;  que  laltquidaciónde  f».  132 
vta.  se  había  practicado  con  arreglo  á  los  au- 
tos, ó  «ea  sin  eliminar  ó  descontar  de  la  deu- 
da ningCm  abono  porque  ninguno  aparecía 
aceptado,  pero  Iiabiéndose  reconocido  con  pos- 
terioridad A  aquella  operación  las  libranzas 
de  fs.  62,  64  y  66,  ellas  deben  figurar  después 
en  la  liquidación  que  se  hfign,  se  declara:  que 
ha  lugar  á  la  objeción  y  que  debe  precederse 
&  una  nueva  liquidación,  en  conformidad  al 
presente  auto." 

La  Corte  de  Concepción,  conociendo  de  la 
apelación  interpuesta  contra  la  resolución 
precedente,  expidió  el  18  de  mayo  de  1904  el 
fallo  que  sigue: 

"Teniendo  presente  que  ademris  déla  indeter- 
minación de  que  adolece  la  objeción  de  fs.  142 
ella  ha  sido  deducida  fuera  de  término;  y  de 
conformidad  con  lo  prescrito  en  los  artículos 
148  y  67  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  revoca  la  resolución  apelada  de  23  de  octu- 
bre l3ltimo,y  se  declar.i  sin  lugar  la  expresada 
objeción  de  fs.  142,  sin  costas  por  haber  habí- 
do  motivo  plausible  para  litigar. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Puentes  R. 
—Manuel  Rodrfgaex.— Julio  Zenteao  B.~  E. 
FuenttiS. 

Contra  este  fallo  interpuso  don  José  María 
Soto  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Después  de  hacer  una  relación  de  los  antece- 
dentes del  negocio,  dice  el  señor  Soto  que  en  «"I 
fallo  recurrido  el  Tribunal  de  Alzada  no  ha 
aplicado  correctamente  los  principios  genera- 
les que  rigen  en  nuestra  legislación  y  que  tam- 
poco ha  aplicado  correctamente  las  disposicio- 
nes legales  que  en  él  se  citan." 

No  contenía  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837 
agrega,  ni  contiene  el  Código  de  Procedímien- 
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to  Civil  ninguna  disposición  que  establezca  la 
forma  en  que  debe  hacerse  la  liquidación  de 
un  crédito  en  juicio  ejecutivo,  y  cuando  se  con- 
sidere ñrme  una  vez  practicada.  A  falta  de 
disposiciones  expresas,  cabe  aplicar  el  precep- 
to general  que  ordena  á  los  jueces  decidir  por 
los  principios  de  equidad  natural. 

Y  nada  más  justo  y  equitativo  que  la  recla- 
mación formulada  por  el  acreedor  contra  la 
liquidación  del  ministro  de  fe,  liquidación  he- 
cha incorrectamente,  sin  sujeción  á  lo  ordena- 
do, que  ha  venido  á  destruir  en  absoluto  el 
crédito  constante  de  una  escritura  pública, 
que  ha  sido  mandado  pagar  por  sentencia  eje- 
cutoria, pues  ha  tomado  en  cuenta  documen- 
tos á  que  no  se  dió  mérito  en  el  juicio  ejecuti- 
vo para  comprobar  la  excepción  de  pago,  que 
fué  el  propósito  fi  objeto  con  que  fueron  agre- 
gados. 

Y  siendo  ¿sta  la  verdad,  no  se  comprende 
cómo  pueda  desestimarse  la  reclamación  por 
el  mero  hecho  de  no  haberse  deducido  dentro 
de  cierto  plazo. 

I,os  artículos  148  y  67  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  que  la  Corte  de  Apelaciones 
invoca  para  fundar  su  sentencia,  no  son  per- 
tinentes. El  148  se  refiere  únicamente  á  la  ta- 
sación de  costas,  más  no  á  la  liquidación  de 
la  deuda,  que  es  la  sola  operación  objetada. 
Si  de  la  tasación  de  costas  se  tratara,  tendría 
su  aplicación  el  artículo  148  y  por  consiguien- 
te la  tendría  también  el  67,  ya  que  el  primero 
designa  un  plazo  dentro  del  cual  debe  e¡erá- 
tarse  un  derecho. 

En  orden  á  la  liquidación  de  la  deuda  en  el 
juicio  ejecutivo  no  trae  el  Código  de  Procedi- 
miento otras  disposiciones  que  las  de  los  ar- 
tículos 531  y  532,  el  primero  de  los  cuales 
dice  que  ejecutoriada  la  sentencia  definitiva  y 
realizados  los  bienes  embargados,  se  hará  la 

liquidación  del  crédito  ;  y  el  segundo  que 

"practicada  esa  liquidación,  se  ordenará  ha- 
cer pago  al  acreedor.*' 

Como  la  ley  no  indica  ni  el  funcionario  que 
debe  hacer  la  liquidación,  ni  la  tramitación 
que  ha  de  seguirse  una  vez  practicada,  es  fue- 
ra de  duda  que  los  interesados  conservan  el 
derecho  de  observarla  ú  objetarla,  mientras 
conforme  á  las  reglas  jenerales,  no  haya  pres- 
crito aquel. 


És  cierto  que  en  cl  caso  actual  se  libró  un  de. 
creto  que  ordenó  tener  por  aprobada  la  liqui- 
dación si  no  se  objetaba  en  el  término  de  tres 
días,  pero  tal  decreto  es  absolutamente  ilegal, 
é  incapaz  por  tanto  de  producir  efecto  alguno. 

Ninguna  ley  ha  conferido  al  juez  la  facultad 
de  lijar  un  plazo  dentro  del  cual  haya  de  ob- 
jetarse la  liquidación  que  se  practique  en  e' 
juicio  e¡ecutívo;  y  consecuentemente,  con  arre- 
glo á  los  artículos  151  de  la  Constitución  Po- 
lítica y  1494  inciso  2^  del  Código  Civil,  el  de- 
creto del  juez  a  quo  que  fijó  plazo  en  el  caso 
discutido  es  nulo  y  no  puede  producir  efecto. 

Por  otra  parte,  aun  en  el  supuesto  de  que  el 
juez  hubiera  tenido  la  atribución  de  señalar 
un  plazo,  habría  siempre  el  derecho  ds  recla- 
mar, porque  no  se  trata  ahora  de  errores  de 
concepto,  caso  único  al  cual  podría  aplicarse 
el  plazo,  sino  de  errores  de  hecho  que  están  de 
manifiesto,  como  son  los  que  resultan  de  abo- 
nar partidas  ó  cantidades  que  no  han  sido 
aceptadas  ó  declaradas;  y  estos  errores  no 
pueden  dejar  de  ser  rectificados,  como  no  po- 
drían dejar  de  serlo  los  errores  en  que  se  in- 
curríera  por  no  abonar  cantidades  que  la  sen- 
tencia ordenara  liacerlo,  ó  loa  errores  de  cálcu- 
lo, ó  los  que  provinieran  de  la  exageración 
maliciosa,  cometida  por  los  funcionarios  que 
intervienen  en  el  proceso,  de  las  costas  proce- 
sales del  juicio. 

La  liquidación  de  la  deuda  en  el  juicio  eje- 
cutivo no  es  tal  liquidación  sino  en  cuanto  el 
funcionario  que  debe  practicarla  se  limita  á 
efectuarlas  operaciones  aritméticas  necesarias 
con  sugeción  á  los  antecedentes  preestableci- 
dos; deja  de  serlo  cuandoese  funcionarío  inva- 
de atribuciones  ajenas. 

Se  ha  infringido  también,  se  dice  por  últi- 
mo, el  artículo  81  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  porque  el  juez  no  tiene  derecho  para  dar 
por  evacuado  de  oficio  un  trámite  sino  en  los 
casos  expresamente  establecidos  en  la  ley;  y 
ya  se  ha  demostrado,  que  respecto  de  la  li- 
quidación, no  existen  otros  preceptos  que  los 
de  los  artículos  631  y  532,  que  nada  estable- 
cen sobre  el  particular. 

En  otro  escrito  posterior  se  supone  violado 
también  el  artículo  205  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  artículo  cuya  infracción  no  se 
reclama  en  el  de  formalización  del  recurso. 
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Para  demostrar  que  se  ha  quebrantado  el 
artículo  205  se  expone  que,  conforme  á  esta 
disposición  legal,  el  auto  que  mandó  tener 
por  aprobada  la  liquidación  puede  ser  modifi- 
cado á  solicitud  de  parte,  como  cualquiera  otro 
auto  6  sentencia,  para  el  efecto  de  rectiRcar 
los  errores  de  copia,  de  referencia  6  de  cálcu" 
los  numéricos  que  aparezcan  de  manifiesto  en 
el  fallo;  y  es  indudable  que  el  plazo  para  recla- 
mar estas  correcciones  es  de  cinco  días  á  lo 
menos.  Dentro  de  ese  plazo  de  cinco  días,  jus- 
tamente fué  presentado  el  escrito  de  reclama- 
ción que  "no  es  sino  la  representación  hecha 
al  juzgado  de  contener  graves  errores  de  adi- 
ción la  liquidación  del  receptor  Urbina". 

Respondiendo  la  parte  de  don  Enrique  Schuy- 
ler  expresa  que  el  Tribunal  de  Alzada  ha  lun- 
dado  su  fallo  en  dos  consideraciones  distintas, 
á  saber,  en  que  la  objeción  formulada  contra 
la  liquidación  por  el  señor  Soto  adolece  de  in- 
determinación, punto  este  de  hecho  que  tiene 
que  ser  aceptado  por  el  Tribunal  que  va  á  co- 
nocer del  recurso;  y  en  que  la  reclamación  ha 
sido  presentada  fuera  de  tiempo. 

Es  ocioso  discutir  si  el  juez  tuvo  ó  no  facul- 
tad para  fijar  el  plazo,  porque,  dando  por 
cierto  que  procediera  al  hacerlo  arbitraria- 
mente, la  verdad  es  que  la  resolución  por  la 
cual  lo  fijó  causa  ^ecutoría.  La  parte  que  se 
creyó  agraviada  con  la  resolución  debió  ape- 
lar, pero  pasado  como  está  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  dicho  fallo,  ha  creado  una  sí- 
tnación  que  no  puede  moverse. 

Nada  significaba  que  las  observaciones  del 
contendor  se  refieran  á  errores  aritméticos, 
porque  tanto  estos  como  los  demás  debieron 
ser  representados  dentro  del  término  de  terce. 
ro  día  que  al  efecto  se  designó. 

Por  lo  demAs,  la  misma  parte  contraria  se 
encarga  de  demostrar  que  el  plazo  pudo  ser 
señalado  por  el  juez,  pues  invoca  los  princi- 
pios de  equidad  parala  resolución  del  negocio, 
y  entre  estos  principios  tiene  que  figurar  pre- 
ferentemente el  que  establécela  necesidad  de 
que  los  litigios  tengan  alg6n  límite. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 
1?  Que  en  la  liquidación  que  ha  quedado 


vigente  á  virtud  de  la  sentencia  recarrida,  se 
cargan  al  ejecutante  los  documentos  que  indi- 
ca la  diligencia  respectiva; 

2^  Que  esos  documentos  no  se  hicieron  va* 
1er  como  medios  de  defensa  en  forma  alguna 
por  el  demandado  durante  la  primera  instan* 
cía  del  juicio  ejecutivo;  y  si  bien  es  cierto  que 
fueron  exhibidos  para  que  se  tuvieran  presen- 
te en  la  segunda  instancia,  esa  exhibición  no 
fué  sustanciada  legalmente  con  audiencia  del 
acreedor,  ni  las  sentencias  recaídas  en  la  eje- 
cución los  tomaron  en  cuenta; 

3^  Que  el  acreedor  ha  rechazado  constante- 
mente el  mérito  de  tales  documentos,  excep- 
tuando ios  mencionados  en  el  fallo  de  primera 
instancia  de  la  causa  ejecutiva;  y  por  lo  tanto 
no  puede  afectar  al  acreedor  el  fallo  recurrido 
en  orden  &  si  ellos  deben  6  nó  abonarse  al  cré- 
dito que  se  ha  mandado  pagar  por  sentencias 
ejecutoriadas; 

4'  Que  dicho  fallo  que  realmente  vendría  á 
afectar  el  crédito  en  referencia,  pronunciado 
sin  audiencia  de  la  parte  agraviada,  hace  in- 
válidas  también  las  actuaciones  que  con  él  se 
relacionan,  por  no  haberse  guardado  las  for- 
malidades que  al  respecto  establece  el  Código 
de  Procedimiento  Civil;  y 

5'  Que  conforme  &  lo  prescrito  por  el  ar- 
tículo 949  del  mismo  Código,  pueden  los  tri- 
bunales conociendo  por  vía  de  apelaciñn  ó 
casación,  invalidar  de  oficio  las  sentencias 
cuando  aparece  de  manifiesto  en  ellas  alguna 
de  las  causas  que  dan  lugar  á  la  casación  en 
la  forma. 

Visto  además  el  artículo  959  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  invalida  la  resolución 
recurrida  de  18  de  mayo  último,  se  repone  la 
causa  en  el  estado  de  practicarse  liquidación 
del  crédito  por  el  cual  se  ha  gecutado;  y  se  re- 
servan al  demandado  los  derechos  que  le  co- 
rrespondan para  que  los  haga  valeren  «te 
juicio,  ú  otro  especial  como  fuere  de  justicia, 
en  orden  á  si  los  valores  que  mencionan  los 
documentos  que  indica  el  considerando  pri- 
mero son  ó  nó  de  cargo  al  ejecutante.  Devacl- 
vase  al  recurrente  la  cantidad  consignada. 

Acordada  contra  el  voto  del  Ministro  señor 
Aguirre  Vargas,  quien  fijé  de  parecer  que  no 
debía  invalidarse  por  vicio  de  forma  la  reso- 
lución recurrida  en  el  fondo,  la  cual  fué  dicta- 
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da  con  audiencia  de  las  partes  y  no  hizo  más 
que  reconocer  toda  su  fuerza  á  la  otra  reso- 
lución de  12  de  octubre  de  1903  consentida 
por  ellas,  en  la  que  se  fijó  el  plazo  de  tres  días 
para  objetar  la  tasación  y  liquidación  practi- 
cadas en  esta  qecucíón.— /osé  Alfonso. — /<eo- 
poldo  Un  atia.—J  Gabriel  Palma  Guzmún.— 
Gaivarino  Gallardo.  —  V.  Aguirre  Vareas — 
Carlos  Varas  E.  Fóster  Recabarren. 


Apelación  13  de  octubre  de  1904 

Castro  con  Parías 

Sentencia  düflnitiva;  firma  de  los 
jueces 

Doctrina:— í,a  ñrma  de  tres  Ministros 
hasta,  conforme  al  artículo  1 76  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  para  considc- 
tarelacio  Judicial  como  sentencia  deñ- 
nitiva. 

La  falta  de  la  ñrma  -de  uno  de  los  cua- 
tro ministros  que  concurrieron  á  ta  vista 
de  la  causa  y  al  acuerdo  de  lú.  sentencia, 
constituye  uno  de  los  vicios  que  autorizar 
'ría  para  interponer  el  recurso  de  cusa- 
dónenla  forma  y  por  lo  tanto  debe  set 
reclamado  dentro  del  plazo  legal 


En  la  apelación  He  un  juicio  seguido  entre 
don  Martín  Castrocon  don  José  Parías  sobre 
reivindicación,  concurrieron  á  la  vista  de  la 
causa  y  al  acuerdo  de  la  sentencia  que  se  expi- 
dió en  el  recurso,  los  cuatro  jueces  de  una  de 
las  Salas  de  ta  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, quienes  revocaron  por  unanimidad  la 
resolución  apelada. 

Suscripta  la  sentencia  de  segunda  instancia 
por  tres  de  los  cuatro  miembros  del  tribunal 
que  la  había  acordado,  y  sin  que  la  hubiera 


firmado  todavía  el  cuarto,  se  autorizó  ese  pro- 
yecto de  fallo,  por  el  actuario  y  se  notificó  á 
las  partes. 

Míís  de  un  mes  después  de  ocurridos  estos 
hechos,  se  presentó  la  parte  que  había  perdido 
el  recurso,  manifestando  ante  la  misma  Sala, 
que  la  sentencia  expedida  v  notificada  no  era 
en  realidad  tal  sentencia,  por  cuanto  no  esta- 
ba afín  suscripta  por  uno  de  los  jueces  que  la 
había  acordado,  y  que  no  pudiéndose  ya  sub- 
sanar legalmente  esa  omisión,  pedía  que  la 
causa  volviera  al  rol,  á  fin  de  que  fuera  vista 
nuevamente  y  fallada  por  tribunal  compe- 
tente. 

La  Sala  sentenciadora,  en  un  fallo  en  que 
dejó  constancia  de  que  todos  sus  miembros 
habían  intervenido  en  la  vista  de  la  causa  y 
concurrido  con  su  voto  al  acuerdo  unánime  de 
la  sentencia,  y  que  si  no  aparecía  en  ella  la 
firma  de  uno  de  los  jueces,  tal  circunstancia  se 
debía  á  una  omisión  involuntaria,  no  dió  lu- 
gar á  la  petición  en  referencia,  teniendo  para 
ello  presente  que  sólo  se  trataba  de  un  vicio  ó 
defecto  de  forma  que  habria  podido  dar  méri- 
to á  un  recurso  de  casación,  pero  que  no  se 
había  formulado  en  el  tiempo  y  con  los  requi- 
sitos señalados  por  la  ley. 

El  fallo  que  se  decía  viciado  era  el  siguiente: 

Santiago,  7  de  mayo  de  190-4.— Vistos:  re- 
produciendo la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia a]>elar]a,  con  el  mérito  de  sus  consideran- 
dos 1"  y  5*^  y  teniendo  además  presente: 

1''  Que  por  sentencia  de  30  de  abril  de  1900 
librada  en  el  Juicio  posesorio  seguido  por  don 
Martín  Castro  contra  don  José  Parias  se  re- 
solvió que  era  este  poseedor  del  terreno  que 
ahora  por  medio  del  presente  juicio  trata  de 
reivindicar  el  primero; 

2^  Que  de  la  demanda  claramente  se  de- 
duce que  el  predio  que  se  reivindica  debe  es- 
tar comprendido  entre  los  que  don  Nicolás 
Rosales,  antecesor  de  Castro  en  el  dominio  del 
fundo  denominado  "Picaflores",  compró  á 
don  Mateo  José  Orellana  por  escritura  de 
mayo  de  1878,  y  á  don  Juan  y  don  Jesús  Ore- 
llana  por  escritura  de  20  de  noviembre  de 
1883; 

3^  Que  estando  á  losdeslindcsseñalados  por 
el  demandante  á  los  terrenos  cuestionados 
en  la  articulación  2*  del  interrogatorio  de 
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ta.  26,  no  puede  establecerse  con  precisión 
que  dentro  de  ellos  se  comprendan  los  que  fue- 
ron materia  de  los  contratos  de  coinpni venta 
mencionados  en  el  anterior  considerand(\,  ni 
se  ha  comprobado  esta  circunstancia  con  la 
prueba  testimonial  rendida; 

Que  no  habiéndose  acreditado  que  Rosa- 
les poseyera  con  justo  título  el  terreno  mate- 
ría  de  este  juicio,  no  pudo  adquirirlo  por  la 
prescripción  ordinaria,  y  Castro  tampoco  pu- 
do adquirirlo  por  este  medio  por  cuanto  no 
alcanzó  á  poseerlo  los  diez  años  señalados  por 
la  ley; 

5'  Que  es  inadmisible  la  prueija  de  testigos 
producida  con  cl  objeto  de  acreditar  que  la 
posesión  de  Castro  unida  á  la  de  Rosales  del 
predio  en  litigio  duró  mas  de  30  años,  porque 
no  ha  podido  el  demandante  probar  en  con- 
tra de  los  títulos  que  exhibe,  el  más  antiguo 
de  los  cuales  fué  otorgado,  seglín.  se  ha  visto, 
el  año  de  1888,  que  su  posesión  datara  desde 
tma  fecha  anterior  &  ellos;  y  no  ha  justificado 
por  tanto  que  adquiriera  por  medio  de  la 
prescripción  extraordinaria  el  dominio  que 
pretende; 

6'  Que,  á  mayor  abundamiento,  el  deman- 
dado con  las  declaraciones  de  los  testigos  que 
deponen  afirmativamente  al  tenor  de  las  ar- 
ticulaciones 8*  y  9'  del  interrogatorio  de  fs. 
41  ha  probado  que  los  terrenos  vendidos  por 
don  Mateo,  don  Juan  y  don  Jesús  Orellana  á 
don  Nicolás  Rosales  están  más  al  norte  del 
que  se  litiga;  y 

7'  Que  el  poseedor  es  reputado  dueño  míen* 
trHs  otra  jiersona  no  justifique  serlo. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  700,1698, 
2507,  2508,  2510  y  2511  del  Código  Civil,  se 
revoca  la  sentencia  apelada  de  25  de  octubre 
de  1902,  y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  de- 
manda ni  á  la  prescripción  ordinaria  y  ex- 
traordinaria alegadas  subsidiariamente  por  el 
demandante  en  el  escrito  de  réplica. 

Redacción  del  señor  Ministro  Donoso  Vildó- 
sola.— /.  Alejo  Fernández.—].  Bernales. — B- 
Donoso  V. 

La  Corte: 

Vistos:  teniendo  presente:  1^  que  el  acto  ju- 
dicial de  que  se  trata  reúne  todos  los  cariict^ 


res  externosexigidospor  la  ley  para  poder  ser 
considerado  como  una  sentencia  de  Corte  de 
Apelaciones,  puesto  que  se  halla  firmado  por 
tres  ministros,  nfimero  que  es  bastante  segiín 
el  artículo  176  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  para  las  resoluciones  dictadas  por  aque- 
llos Tribunales;  y  2^  que  la  causal  que  se  alega 
en  orden  &  que  en  la  sentencia  de  7  de  mayo 
del  presente  año  se  ha  omitido  lafirma  de  uuo 
de  los  señores  ministros  que  vieron  la  causa  y 
concurrieron  ásu  acuerdo,  constituíríá  uno  de 
los  vicios  que  autorizaría  para  interponer  el 
recurso  de  casación  en  la  forma  en  conformi- 
dad al  número  tercero  del  artículo  941  del  Có- 
digo expresado,  se  confirma  con  costas  del  re- 
curso el  auto  apelado  de  seis  de  junio  tiltima 

El  señor  Ministro  Fóster  Recabarren,  no 
aceptó  los  considerandos  de  esta  resolución  y 
confirmapor  las  con  sideraciones  es[iecialesque 
consigna  en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo  Urrutia. — Galrarino  Gallardo.— Y. 
Aguirre  V, — Abel  Saavcdra.—B.  Fóster  Reca- 
barren. 

VOTO  BSPBCUL 

BI  ministro  infrascrito  no  aceptó  estos  fun- 
damentos, pero  acordada  por  la  mayoría  la 
proposición  de  que  la  falta,  en  la  sentencia 
aludida,  de  ta  firma  de  uno  de  los  Ministros 
que  la  acordaron,  constituía  un  viciode  forma 
de  los  mencionados  en  el  niim.  3^  del  articnlo 
94^1 ,  fué  de  parecer,  naturalmente,  que  se  con- 
firmara la  resolución  apelada,  ya  que  en  reali- 
dad no  se  había  interpuesto  en  tiempoy  forma 
el  recurso  que  la  ley  concede  para  invalidar 
una  sentencia  que  adolece  de  defectos  de  esa 
naturaleza. 

Obrando  de  este  modo,  el  infrascrito  se  limi- 
tó á  dar  cumplimiento  á  lo  que  preceptuad 
artículo  186  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, según  el  cual  la  resolución  de  una  cuestión 
de  derecho  promovida  en  el  acuerdo  de  una 
causa,  debe  ser^'ir  de  base  para  las  resolucio- 
nes posteriores  que  se  tomen  en  el  mismo 
acuerdo. 

El  infrascrito  uo  cree,  sin  embargo,  que  en  la 
petidón  de  Castro  vaya  envuelto  un  recurso 
de  casación  en  la  forma,  idea  <]ne  exclnve  e] 
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aenttdo  claro  7  el  propósito  de  la  petición 
misma;  ni  cree  tampoco  que  la  causal  en  que 
se  apoya,  pueda  legalmente  autorizar  un  re- 
curso de  ese  género. 

Esto  último  y  la  manifestación  del  verdade- 
ro  carácter  legal  del  requisito  de  las  firmas  en 
una  sentencia  y  la  de  los  efectos  que  su  falta 
produce,  á  juicio  del  infrascrito,  será  lo  que  tse 
procure  dilucidar  brevemente  en  este  voto. 

Desde  luego  hay  que  observar  dos  cosas: 

Es  la  primera,  que  tanto  las  partes  como  la 
Bala  sentenciadora  de  la  Cortede  Apelaaones, 
están  conformes,  y  consta  también  ello  de  los 
autos,  en  d  hecho  fundamental  en  que  se  basa 
el  reclamo,  ñ  sea  que  la  sentencia  objetada  fué 
acordada  por  los  cuatro  miembros  que  com- 
ponían dicha  sala  y  que  cuando  estnba  ya  fir- 
mada por  tres  de  ellos,  fué  autorizada  por  el 
secretario  y  notificada  á  las  partes,  sin  que  se 
hubiera  hecho  previamente  en  ella  la  declara' 
ción  de  que  no  la  suscribía  el  cuarto  Ministro 
por  imposibilidad  actual.  Por  el  contrario, 
tanto  este  Ministro  como  los  demás  miembros 
del  tribunal  han  hecho  la  declaración  deque 
la  falta  de  firma  de  que  se  trata,  se  debía  úni- 
camente á  una  omisión  involuntaria.  Bn  con 
secuencia,  son  estos  hechos  y  nó  la  circunstan- 
cia de  bastar  ordinariamente  la  concurrencia 
de  tres  jueces  para  dictar  fallo  en  una  Coi  te 
de  Apelaciones,  los  que  se  deben  tomar  en 
cuenta  para  resolver  la  cuestión  sometida  al 
examen  del  tribunal. 

Es  la  segunda,  que  el  recurso  de  casación, 
creado  por  el  legislador  para  invalidar  las 
sentencias,  es  de  derecho  extricto,  y,  por  eso, 
no  puede  suponerse  deducido  por  las  partes 
sino  cuando  éstas  io  declaran  asi  expresa* 
mente,  ni  puede  tampoco  estenderse  á  otras 
omisiones  ó  defectos,  ni  fundarseen  otras  cau- 
sales que  las  taxativamente  sefialadas  en  la 
ley. 

Todo  lo  que  salga  de  este  marco  insalvable 
no  corresponde  al  recurso  de  casación;  perte- 
nece á  otro  orden  de  cosas;  constituye  una  si- 
tuación jurídica  distinta,  y  necesariamente, 
debe  ser  también  regulado  por  leyes  de  otra 
especie. 

De  ahí  es  que,  ñ  juicio  del  infrascrito,  no  ha 
podido  considerarse  como  recurso  de  casación 
una  petición  como  la  de  fs.  91,  en  que  la  parte 


que  la  formula  no  ha  manífestadosti  voluntad 
de  interponer  tal  recurso;  y  por  eso  mismo  ha 
debido  recaer  en  ella  la  resolución  legal  que  á 
su  naturaleza  correspondía. 

Pero  el  error  de  apreciación  en  que,  en  nues- 
tro concepto,  incurrió  la  Corte  de  Apelaciones 
al  considerar  la  solicitud  de  fs.  ül  como  un  re- 
curso de  casación,  deducido  fuera  de  término 
y  sin  los  requisitos  legales,  resulta  todavía 
más  grave  si  se  toma  en  cuenta  que  la  causal 
en  que  dicho  recurso  se  apoyaría  no  es  de  las 
que  autorizan  su  interposición  con  arreglo  á 
derecho;  y  no  seria  concebible,  por  tanto,  que 
Castro  hubiera  pretendido  hacerla  valer  contra 
la  sentencia  por  la  vía  de  la  casación,  á  menos 
de  declaración  expresa  de  su  parte. 

No:  la  ambigüedad  de  una  petición,  si  de 
este  defecto  adoleciera  la  de  fs.  91,  y  los  efec- 
tos que  pueda  estar  destinada  á  producir,  no 
autorizan  á  un  tribunal  de  derecho  parainter- 
pretar  la  voluntad  de  los  litigantes,  declaran- 
do que  lo  que  éstos  han  pretendido  en  ella,  es 
ii'terponer  un  recurso  que  requiere  fórmula 
expresa  y  requisitos  sacramentales. 

Ha  sostenido  el  infrascrito  que  la  falta  d^ 
firma  de  uno  de  los  jueces  que  acordaron  el  fa- 
llo reclamado,  no  es  causal  legal  de  casación  en 
la  forma,  y  le  será  fácil  demostrarlo. 

Las  causales  de  casación  en  la  forma  están 
taxativamente  designadas  en  el  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  prin- 
cipia por  establecer  esta  disposición  terminan- 
te y  absoluta: 

"El  recurso  de  casación  en  la  forma  ha  de 
fundarse  precisamente  en  alguna  de  las  causa- 
les siguientes". 

Consigna  en  seguidael  artículo  9.*'  motivos 
ó  causales  de  casación,  de  las  cuales  á  nuestro 
.  entender  sólo  una  podria  aplicarse  al  caso  de 
autos,  dados  los  términos  generales  en  que  el 
precepto  se  encuentra  concebido.— Esa  causal 
que  es  la  9.*,  dice  así: 

"En  haberse  faltado  á  algún  trámite  ó  dili- 
gencia declarados  esenciales  por  la  ley  ó  á 
cualquier  otro  requisito  para  cuyo  defecto  pre~ 
vengan  expresamente  que  hay  nulidad". 

Habria  entoncesque  ver  primero,  sí  la  firma 
en  las  sentencias  constituye  un  trámite  ó  dili- 
gencia declarado  esencial  por  la  ley;  y  segun- 
do, 9Í  la  omisión  del  requisito  de  la  firma  está 
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expresamente  sancionado  con  la  pena  de  la  nu- 
lidad. 

En  cuanto  á  lo  primero,  debe  recordarse  que 
en  los  artículos  966  y  970  del  Código  ile  Pro- 
cedimiento Civil  se  designan  cuáles  son  loa 
trámites  6  diligencias  que  deben  conceptuarse 
esenciales  en  los  juicios  de  mayor  cuantía  pa- 
ra los  efectos  dek  recurso  de  casación,  ya  sea 
en  la  primera  ó  en  la  segunda  instancia,  y  bas- 
ta leer  esas  disposiciones  para  convencerse 
que  no  se  encuentra  comprendido  entre  esos 
trámites  la  ñrma  de  las  sentencias. 

Por  lo  que  tocaá  lo  segundQ,  puede  también 
afirmarse,  sin  temor  de  ser  contradicho,  que 
no  hay  precepto  alguno  que  sancione  expresa- 
mente con  la  nulidad  la  omisión  de  las  firmas 
en  las  sentencias. 

La  única  disposición  pertinente  al  caso  es  la 
del  artículo  192  del  Código  más  arriba  cita- 
do, según  la  cual  "toda  resolución,  de  cualquie- 
ra clase  que  sea,  deberá  expresa*"  en  letras  la 
fecha  y  lugar  en  que  se  espida,  y  llevará  al  pié 
la  firma  del  ju«  6  jueces  que  la  dictaren  6  in- 
tervinieren en  el  acuerdo",  agregando  como 
única  excepción  el  caso  en  que  siendo  varios 
lo9  jueces,  se  imposibilita  alguno  de  ellos  para 
firmarla;  pues  entonces  "bastará  que  se  ex- 
prese esta  circunstancia  en  el  mismo  fallo". 

El  artículo  no  tiene  sanción  alguna  y  para 
buscarla,  cuando,  como  en  el  caso  actual,  el 
proyecto  de  sentencia  fuese  autorizadoy  noti- 
ficado á  las  partes,  antes  de  haberse  estampa- 
do en  él  la  firma  de  los  jueces  que  lo  acorda- 
ron, habría  que  recurrir  á  los  preceptos  gene- 
rales que  imponen  penas  disciplinarias  á  loa 
que  incurren  en  ciertaa  faltas  de  acción  6  de 
omisión  en  el  desempeño  de  sus  funciones  mi ' 
nisteríales. 

Pero  se  ha  sostenido  que  la  causal  invocada 
en  la  petición  de  Castro  se  halla  comprendida 
en  el  número  3^  del  artículo  941  del  Código 
de  la  materia,  doctrina  que  es  la  que  se  acep- 
ta en  la  sentencia  acordada  por  la  mayoría 
del  tribunal. 

Hay  también,  en  nuestro  concepto,  un  error 
de  apreciación  en  este  punto.  Bl  número  3*' del 
artículo  citado  establece  varias  causas  ó  mo- 
tivos de  casación,  y  examinándolos  uno  por 
uno,  se  verá  que  ninguno  deellos  se  refiere pre- 
cisamente á  la  firma  de  las  sentencias;  y  cabe 


aquí  repetir  lo  queya  hemos  afirmado  en  otra 
parte  de  este  voto,  ó  sea  que  las  causas  decn- 
sactón  no  pueden  deducirse  por  medio  de  ra- 
ciocinios ó  consecuencias  más  ó  menos  lógicas 
arrancadas  del  contexto  general  de  una  ley  ó 
del  espíritu  del  legislador,  puesto  que  esc  mis- 
mo legislador  eselque  ha  cuidado  de  prevenir 
que  las  causales  de  que  se  trata  deben  serp^^ 
cisas  y  concretas,  sin  que  sea  lícito  extender- 
las, por  medio  de  analogías  y  presunciones  á 
otros  casos  no  espresados  literalmente  en  la 
ley. 

£1  precepto  del  número  3^  del  artículo  941 
eatá  concebido  en  estos  textuales  términos: 
"3'  Ep  haber  sido  acordada  (la  sentencia)  en 
los  tribunales  colegiados  por  menor  u  úmero  de 
votos  ó  pronunciada  por  menor  número  de 
jueces  que  el  requerido  por  la  ley;  ó  con  la  con- 
currencia de  jueces  que  no  asistieron  á  la  vis- 
ta de  la  causa  ó  vice  versa". 

Para  mejorinteligencia  deeste  precepto  con- 
viene estudiar  separadamente  las  distintas 
proposiciones  Ó  motivos  de  casación  que  con- 
tiene y  entonces  quedaría  así:  1^  en  haber  sido 
acordada  la  sentencia  por  menornúmero  de 
votos  que  el  requerido  por  la  ley.  El  número 
de  votos  requerido  por  la  ley  en  asuntos  civi- 
les, es  la  mayoría  absoluta  de  los  jueces  que 
han  intervenido  en  el  acuerdo;  (artículos  175 
y  190  del  Código  de  Procedimiento  Civil). 

2^  Haber  sido  pronunciada  por  menor  nú- 
mero de  jueces  que  el  requerido  por  la  ley.  El 
número  de  jueces  que  la  ley  exije  para  expedir 
autos,  sentencias  interloeutorias  ó  de6nitivas, 
es  el  de  tres  á  lo  menos;  y  en  caso  de  disper- 
sión de  opiniones  ocurrida  en  el  acuerdo,  del3e 
verse  de  nuevo  la  causa  con  tantos  jueces 
cuantos  sean  necesarios  para  que  cualquiera 
délas  opiniones  pueda  formar  sentencia,  de- 
biendo quedar  siempre  constituido  el  Tribu- 
nal con  un  número  impar  de  miembros.  (Ar- 
tículos 176  y  190  del  Código  citado); 

3^  Haber  sido  pronunciadacon  la  concurren- 
cia de  jueces  que  no  asistieron  á  la  vista  de  la 
causa.  Según  la  anotación  del  relator,  puesta 
en  el  proceso  á  virtud  de  lo  ordenado  en  el  nú- 
mero 5'*  del  articulo  325  de  la  ley  de  15  de  oc- 
tubre de  1875,  asistieron  á  la  vista  los  seño- 
res ministros  Fernández,  Bemales,  Donoso 
Vildósola  y  Larraín  Zañartu,  que  forman  la 
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segunda  sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  y  rnie 
fueron  también  los  mismos  que  |)ronunciaron 
la  sentencia.  No  intervino,  pues,  en  el  pronun- 
ciamiento del  fallo  reclamado  ningún  juez  que 
no  hubiera  asistido  á  la  vista  de  la  causa;  y 

4*^  Vice-versa,  esto  es,  haber  sido  pronuncia- 
da la  sentencia  sin  la  concurrencia  de  los  jue- 
ces que  asistieron  á  la  vista  de  la  causa.  Este 
motivo  de  nulidad  tiene  en  la  ley  tres  excep- 
ciones y  son  las  de  los  artículos  179,  180  y 
ISl;  pues  en  los  casos  á  que  esos  artículos  se 
refieren,  dice  el  182  del  mismo  Código,  "no  se 
verá  de  nuevo  la  causa,  aunque  dejen  de  to- 
mar parte  en  el  acuerdo  alguno  ó  algunos  de 
los  que  concurrieron  á  la  vista,  siempre  que 
el  Tribunal  quede  compuesto  de  un  número  de 
ministros  hábiles  que  no  sea  inferior  al  míni- 
mum fijado  por  la  ley." 

'  En  el  caso  á  que  este  voto  se  refiere,  la  sen- 
tencia se  pronunció  con  la  concurrencia  de  to- 
dos los  jueces  que  asistieron  á  la  vista  de  la 
causa,  como  categóricamente  lo  han  dejado 
establecido  los  mismos  magistradosen  la  reso- 
lución apelada,  sin  que  tal  afirmación  haya 
sido  contradicha  por  nadie. 

Esto  es  todo  lo  que  reza  y  comprende  el  nii- 
mero  3'  del  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil;  y  como  se  ve,  en  ninguna  de 
]as  cuatro  disposiciones  que  encierra  se  en- 
cuentra comprendida  expresamente,  como  cau- 
sal de  nulidad,  la  omisión  de  la  firma  de  algu- 
no ó  algunos  de  los  jueces  que  intervinieron 
en  la  vista  de  la  causa  y  en  el  acuerdo  de  la 
aentencía,  requisito  del  cual  ni  siquiera  se  ha- 
ce mención  en  esc  precepto. 

¿Cómo  entonces  pretender  que  la  causal  en 
que  se  funda  la  petición  de  Castro  es  un  vicio 
de  fisrma  comprendido  entre  los  que  taxativa- 
mente establece  el  número  3'^  del  artículo  941? 

El  ministro  infrascrito  encuentra  legalmente 
inaceptable  la  doctrina  de  que  la  falta  de  fir- 
mas en  una  sentencia  sea  un  vicio  de  forma 
expresamente  comprendido  en  la  disposición 
del  artículo  antes  citado. 

Solo  acierta  á  explicarse  una  conclusión  se- 
mejante por  la  confusión  que,  parece,  se  ha 
querido  establecer  entre  el  acuerdo  de  la  sen- 
tencia y  la  sentencia  misma,  3' entre  el  proyec- 
to de  sentencia,  escrito  por  el  Ministro  á  quien 

SUPREMA 


se  encomendó  su  redacción,  y  el  fallo  firmado 
por  todos  los  jueces  que  lo  acordaron. 

Pero  tal  confusión  no  puede  existir  ni  es  en 
derecho  aceptable;  porque  cada  una  de  esas 
operaciones:  el  acuerdo,  el  proyecto  escrito  y 
la  firma,  si  bien  contribuyen  á  la  expedición 
definitiva  delfallo,  son  juríflicamente  distintas 
y  van,  en  el  tiempo,  verificándose  en  orden 
sucesivo,  sin  que  pueda  decirse  que  hay  sen- 
tencia, en  el  sentido  legal  de  esta  palabra, 
mientras  todas  ellas  no  hayan  tenido  lugar. 

Esto  es  lo  que  con  tnda  claridad  sedespren- 
de  de  numerosos  artículos  del  título  17  libro 
V*  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  tra- 
ta de  las  Resoluciones  judiciales.  Entre  ellos 
podríamos  recordar  los  artículos  177,  178, 
183,  184,  186  y  otros  varios;  pero  especial- 
mente el  188,  que  resume,  por  decirlo  así,  to- 
da la  teoría  legal  acerca  del  acuerdo,  redacción 
y  firma  de  las  sentencias.  Este  artículo  dispo- 
ne lo  que  sigue: 

"Se  entenderá  terminado  el  acuerdo  cuando 
se  obtenga  mayoría  legal  sobre  la  parte  reso- 
lutiva del  fallo  y  sobre  un  fundamento,  á  lo 
menos,  en  apoyo  de  cada  uno  de  los  puntos 
que  dicho  fallo  comprenda.  Obtenido  este 
resultado  se  redaetará  la  resolución  por  el  Mi- 
nistro que  el  Tribunal  señalare,  el  cu^  se  ce- 
ñirá extrictaraente  á  lo  aceptado  por  la  ma- 
yoría. Si  se  suscitaredifícultad  acerca  de  la  re- 
dacción, será  decidida  por  el  Tribunal.  Apro- 
bada la  redacción  se  Brmará  la  sentencia  por 
todos  los  miembros  del  Tribuna]  que  hayan 
concurrido  al  acuerdo,  á  más  tardar  en  el  tér- 
mino de  tercero  día,  y  en  ella  se  expresará,  al 
final,  el  nombre  del  ministro  que  lahubiese  re- 
dactado." 

No  ha  podido  el  legislador  establecer  con 
más  precisión  y  claridad  los  distintos  actos 
preparatorios  y  generadores  de  una  sentencia 
y  su  gradación  sucesiva,  hasta  darla  por  ter- 
minada. 

Primero  la  discusión  de  los  puntos  que  debe 
abarcar  y  resolver  el  tallo;  en  seguida  el  acuer- 
do, obtenido  mediante  la  reunión  del  número 
reglamentario  de  votos  sobre  un  fundamento, 
á  lo  menos,  que  deba  servir  de  base  á  la  sen- 
tencia; después  la  redacción  escrita  de  lo  acor- 
dado, operación  esta  que  debe  ser  encomenda- 
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da  por  el  Tribunal  íí  uno  dp  los  jueces  que  han 
intervenido  en  el  acuerdo;  más  tarde  la  apro- 
bación  del  proyecto  redactado,  y  por  último 
!a  firma  de  los  jueces  que  consagra  y  formali- 
za definitivamente  el  acto,di:lcual  una  vez  así 
acabado,  y  sólo  entonces,  debe  dar  fe  el  actua- 
rio que  lo  autoriza. 

Y  es  importante  recordar  que  la  tirma  de 
losjtieccs  puede  ser  estampada  en  distintos  mo- 
mentos y  aun  en  distintos  días, y  lo  único  que 
ordénala  Icj' sobre  este  particular  es  que  aque- 
llos deben  poner  su  firma  en  la  sentencia,  & 
más  tardar,  en  el  término  de  tercero  día,  con- 
tados desde  aquel  en  que  su  redacción  fué 
aprobada. 

No  cabe  tampoco  duda  de  que  mientras  no 
se  haya  firmado  la  sentencia  por  todos  los 
miembros  del  Tribunal,  cualquiera  de  ellos  y 
aun  todos,  pueden  variar  de  opinión  y  acordar 
tma  resolución  distinta. 

Esto  revela,  en  nuestro  sentir,  de  una  ma- 
nera incontrovertible,  que  mientras  no  haya 
tenido  lugar  el  acto  sacramental  de  In  firma, 
no  se  ha  dictado  aun  sentencia  en  el  juicio. 
Habrá  un  acuerdo  celebrado  y  habrá  tin  pro- 
yecto de  sentencia;  pero  tanto  ese  proyecto 
como  ese  acuerdo  pueden  ser  variados  en  ab- 
soluto, sin  que  este  derecho  de  los  jueces  tenga 
más  limitación  que  los  plazos  generales  que 
fijan  las  leyes  para  dictar  las  sentencias,  ó 
para  firmarlas,  después  de  que  han  sido  acor- 
dadas. 

De  modo  que  el  verdadero  estado  que  en 
derecho  corresponde  á  una  causa  en  la  cual  se 
haya  escrito  un  proyecto  de  sentencia,  que  no 
haya  recibido  aún  la  firma  de  todos  los  jueces 
que  han  debido  6  deben  pronunciarse  sobre 
ese  proyecto,  es  simplemente  el  de  acuerdo. 

De  ahí  es  que  el  legislador  no  haya  com- 
prendido entre  los  puntos  6  requisitos  que 
debe  contenertoda  sentencia,  según  el  artículo 
193,  ni  entre  las  causales  que  pueden  invocar- 
se para  invalidarlas,  según  el  artículo  941,  la 
omisión  de  la  firma  de  los  jueces;  porque  tanto 
esos  requisitos  como  esas  causales  se  refieren 
á  las  sentencias  que  son  ya  tales,  á  los  fallos 
acabados  y  nó  á  los  proyectos  de  sentencia. 

Pero  desentendiéndose  de  la  fuerza  de  estas 
observaciones,  concltiyentes,  en  concepto  del 
infrascripto,  se  dirá  talvez  que  la  firma  es  por 


su  naturaleza,  el  signo  extemo  característico 
que  sirve  para  acreditar  la  concurrencia  ó  la 
aquiescencia  de  una  persona  al  acto  que  sus- 
cribe; y  que,  h  contrario  seasa  la  omisión  de 
la  firma  de  una  persona  que  ha  debido  figurar 
en  un  acto  dado,  podría  á  su  vez  significar  la 
ausencia  de  esa  persona  eu  el  acto  que  no  sus- 
cribió. 

Bllo  podía  ser  así;  pero  desde  luego  cabe 

observar  que  estas  son  simples  conjeturas  de 
hecho  y  no  presunciones  inamovibles  de  dere- 
cho; porque  para  que  tuvieran  este  último  ca^ 
rácter,  sería  necesario  que  la  ley  asilo  hubiera 
ordenado  expresamente;  y  tal  precepto  no 
existe  en  nuestro  derecho  escrito,  ni  siquiera 
como  presunción  legal.  Todavía  más,  no  sería 
posible  ni  lógico  que  existiera  como  presun' 
ción  de  inasistencia,  tratándose  de  la  simple 
omisión  de  una  firma;  porque  lo  que  ordina- 
riamente significa  esta  circun8tanda,e9  que  la 
persona  que  ha  debido  estampar  esa  firma,  no 
ha  llenado  aún  ese  requisito,  sea  porque  no  ha 
prestado  todavía  su  aprobación  al  acto  que 
debe  suscribir,  sea  por  olvido,  sea  por  imposi- 
bilidad, ó  sea  por  cualquier  otro  motivo;  pero 
sin  que  de  ello  pueda  deducirse  lógicamente 
que  no  concurrió  ó  no  se  halló  presente  al  acto 
en  que  ha  debido  tomcCr  parte. 

Y  esto  es  precisamente  lo  que  ocurre  en  el 
caso  de  que  aquí  se  trata;  porque  de  la  certi- 
ficación del  relator  consta  que  concurrió  al 
acto,  ó  sea  á  la  vista  y  acuerdo  de  la  causa,  el 
Ministro  cuya  firma  no  se  ha  estampado  aún 
en  el  proyecto  de  sentencia  que  rola  á  fs.  88- 

Pero  que  ia  omisión  de  la  firma  de  los  jue' 
ees  en  una  sentencia  no  importa  una  presun- 
ción legal  de  su  inasistencia  al  acuerdo,  lo 
revela  mejor  que  nada  una  disposición  del  ar- 
tículo 188  que  ha  sido  estudiado  más  arriba^ 
y  es  la  de  que  al  final  de  toda  sentencia  debe 
expresarse  el  nombre  del  Ministro  que  la  re- 
dactó. ¿Y  omitida  la  firma  de  este  Ministro 
por  olvido  ó  por  otra  causa,  podría  soste- 
nerse que  no  concurrió  al  acuerdo? 

Excusamos  la  respuesta.  Pero  la  doctrina 
combatida  en  este  voto  tiene  todavía  un  in- 
conveniente mucho  más  grave  y  es  el  de  entre- 
gar la  suerte  futura  de  la  sentencia  á  un  fun- 
''ionario  subalterno  de  la  administración  de 
justicia,  como  ea  ?I  actuario  de  la  cansa,  á  uq 
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funcionario  que  no  ha  intervenido  en  su  pro- 
nunciamiento, que  carece  de  jurisdicción  y  que 
sólo  está  llamado  á  autorizar  el  fallo,  después 
de  expedido  y  firmado  por  los  jueces. 

EfectÍTamente,  si  fuera  aceptable  la  doctri- 
na de  que  un  proyecto  de  sentencia,  al  cual 
falta  todavía  la  firma  de  uno  6  más  de  los 
jueces  que  lo  acordaron,  se  convierte  en  sen- 
tencia definitiva  y  consagrada,  sujeta,  por 
tanto,  á  todos  loa  recursos  de  la  ley,  nada 
más  que  porque  el  secretario,  consciente  ó  in- 
conscientemente, lo  autorizó  y  notificó  en  ese 
estado,  es  constituir  á  este  funcionario  en  Ar- 
bitro y  factor  absoluto  de  la  validez  6  nulidad 
del  fallo,  es  dejar  en  sus  manos  la  suerte  del 
proceso;  puesto  que  su  acto,  las  más  veces  hi- 
jo de  una  simple  distracción,  produciría  la 
nulidad  absoluta  de  la  sentencia,  sin  que  los 
jueces  hayan  tenido,  sin  embargo,  parte  al- 
guna en  dicho  acto,  sin  culpa  de  acción  fi  omi- 
sión por  parte  de  los  falladores,  y  aán  contra 
au  propia  voluntad;  puesto  que  esta  volun- 
no  ha  podido  ser  otra,  salvo  decreto  en  con- 
trario, que  la  de  que  el  actuario  autorizara  y 
notificara  el  fallo,  después  de  haber  sido  sus- 
cripto por  todos  ellos. 

Tal  resultado  importaría  subvertir  por 
completo  el  orden  de  las  cosas  en  materia  de 
jurisdicción  y  dereaponsabilidad  judicial;  con- 
duciría á  variar  en  absoluto  la  índole  y  las 
bases  del  recurso  de  casación  en  la  forma,  que 
sólo  tiene  por  objeto  enmendar  y  corregir  las 
infracciones  ú  omisiones  sustanciales  en  la  ri- 
tualidad de  los  juicios,  cometidas  por  los  jue- 
ces, únicamente  por  ellos,  en  las  sentencias 
que  dicten;  y  quebrantaría,  por  último,  ta  au* 
toridad  judicial,  arrebatando  á  los  jueces* 
mediante  la  declaratoria  de  nulidad  por  mo- 
tivos extraños  é  independientes  de  su  acción, 
la  jurisdicción  propia  que  les  corresponde  pa- 
ra entender  eo  definitiva  en  causas  sometidas 
por  la  ley  á  su  conocimiento. 

Esto  no  es  aceptable,  á  menos  de  que  por 
voluntad  expresa  del  legislador  se  hubiera 
consagrado  tan  extraño  sistema;  pero  basta 
leer  las  numerosas  causales  establecidas  en  el 
Código  de  Procedimiento  Civil  para  fundar 
un  recurso  de  casación  en  la  forma,  para  con- 
vencerse C|ue  todas  ellas,  sin  excepción  alguna, 


se  refieren  á  la  acción  ó  la  omisión  de  los  ¡ue- 
ees,  y  no  á  la  de  los  actuarios. 

Y  si  bien  es  verdad  que  la  omisión  de  la 
autorización  por  el  actuario  de  ciertas  pro- 
videncias ó  decretos  sustanciales,  destina- 
dos al  ordenamiento  del  juicio,  ó  la  de  no- 
tificación de  esos  mismos  decretos,  pueden 
producir  la  nulidad  de  la  sentencia,  también 
lo  es  que  tal  resultado  no  se  debe  ni  lo  impo- 
ne la  ley  por  la  falta  del  secretario,  sino  po'rla 
del  juez,  que  no  mandó  subs^inar  esos  vicios 
en  el  exámen  que  debió  hacer  de  los  autos  y 
que,  al  expedir  fallo  en  esas  condiciones  irregu- 
lares, hizo  suya  la  responsabilidad  del  vicio. 

Sólo  nos  resta  ya  indicar  qué  es  lo  que  cum- 
ple hacer  con  una  sentencia  no  firmada.  Sen- 
cillamente firmarla,  A  fin  de  que  se  notifi'^ue  á 
las  partes  y  puedan  éstas  interponer  en  su 
contra  los  recursos  que  la  ley  les  concede. 

Cierto  es  que  el  acuerdo  ha  debido  mante- 
nerse en  reserva,  y  que  han  trascurrido  ya 
más  de  los  tres  días  señalados  por  la  ley  para 
la  firma  de  la  sentencia;  puesto  que  de  autos 
consta  que  el  proyecto  presentado  por  el  Mi- 
nistro redactor  fué  aprobado  oportunamente 
por  todo  el  Tribunal.  Pero  esto  mismo  está 
indicando  que  no  debe  demorarse  por  más 
tiempo  el  cumplimiento  de  esa  obligación,  ya 
que  el  trascurso  del  plazo  no  exonera  al  Tri- 
bunal del  deber  de  dictar  sentencia,  y  ya  que 
la  ley  no  prescribe  en  parte  alguna  que  un 
acuerdo  que  se  ha  hecho  público  deba  dejarse 
sin  efecto. 

Santiago,  octubre  de  1904.— Fóster  fíe- 
cabarrea. 


Cas.  Civ.~2t  de  octubre  de  1904 

Ricci  con  Compañías  de  Seguros  "La  Italia" 
y  "La  Roma" 

Segruro  contra  Inoándlo.  -  Indemniza- 
ción; forma  de  pago.  -Interpretación 
del  contrato. -Ley  del  contrato;  su 
violación 

VocTRiSA'.—El  seguro  es  ua  contrato 
de  xqera  indemnización  que  no  puede  ser 
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jamás  ocasión  de  una  ganancia  para  el 
asegurado,  razón  por  la  cual  el  asegura- 
dor no  puede  ser  obligado  á  pagar  sino 
el  valor  de  la  pérdida  realmente  experi- 
mentada por  el  asegurado;  y  por  consi- 
guiente, para  la  estimación  de  la  pérdida 
sufrida  debe  tomarse  como  base  el  valor 
de  los  objetos  asegurados  en  el  momento 
def  siniestro^  con  deducción  del  valor 
apreciable  que  tengan  los  despojos. 

No  infringe  el  artículo  1545  la  senten- 
cia que  da  lugar  á  una  de  las  peticiones 
de  la  parte  demandada^  formulada  con 
el  carácter  de  previa  y  no  acepta  la  foi^ 
mulada  en  segundo  término  para  que  se 
le  permita,  conforme  á  una  de  las  cláusu- 
las del  contrato,  optar  por  la  facultad  de 
reemplazar  las  especies  perdidas^  reediñ- 
cando  los  ediñcios  incendiados  (1). 


Con  las  pólizas  de  seguros  números  689  y 

'  1}  La  Co:te  deja  sin  solución  la  oaestión  sobre 
si  la  infracción  de  la  ley  del  contrato  puede  dar  lu- 
^r  al  recurso  de  CBBación;  y  ba  prt^ferido  faUar  el 
recurso  sin  pronunciarse  en  estacueatió  .  cuyo  inte 
ref  es  considerable  y  á  .la  cual  había  contraído 
especialmente  el  señor  Ministro  ponente  en  sn  dio- 
Umen  que  se  reproduce  en  seguida. 

Habría  habido,  ain  embargo,  conveniencia  en  que 
lu  Corte  de  Casación  hubiera  «»tablecidi>  jurispru- 
dencia al  respecto  con  lo  que  He  habrían  evitado 
mochos  recursos  que  su  intencionadlo  silencio  provo- 
cará sin  dnda  alguna.  La  Corte  Suprema,  en  su  alta 
miñón  de  Tribunal  de  casaotón  encargado  du  velar 
|N)r  la  correcta  aplicación  de  la  U'y,  no  debe  ser  par- 
ca en  la  manifestación  de  sus  opiniones  jurídicas, 
ni  perpetuar  el  sistema  de  las  Gorteit  de  Apelado- 
nea  quePTÍtao  el  pronunciarse  en  cuestiones  ductri- 
narías,  cuando  los  hechos  ó  la  tramitación  de  la 
causa  les  permiten  fallarla  prescindieudo  de  ellas. 
Hay  ventaja  positiva  en  que  la  Corte  Suprema  ma- 
nifesté con  frauquesa  su  opinión  precisamente  en 
esas  cuestiones  doctrinales  que  deben  dar  como  re- 
soltado una  aplicación  uniforme  y  correcta  del  de- 
recho, porque  de  otro  modo  parece  que  el  Tribunal 
Supremo  habría  dado  otro  fallo  á  no  existir  los 
antecedentes  eztrañus  á  la  cuestión  misma  que  han 
serrido  de  fundamento  al  que  dicta  en  el  recurso. 

L.  C.  8. 


3596,  por  $  20.000  la  primera  y  por  $  24.000 
la  segunda,  expedidas  respectivamente  por 
las  compañías  "La  Koma>r  y  «La  Italia»,  in- 
terpuso don  Luis  Ricci  demanda  para  que  las 
expresadas  compañías  le  paguen,  con  sus  in- 
tereses y  las  costas  del  juicio,  la  cantidad  de 
$  44.000  que  suman  aquellos  dos  documentos 
y  que  corresponde  al  valor  que  tenían  unos 
edificios  de  su  propiedad  que  le  aseguraron 
contra  riesgos  de  incendio  en  la  calle  de  Herre- 
ra, bajo  los  números  684  á  694,  y  en  la  calle 
délas  Rosas  déla  ciudad  de  Santiago,  bajo 
los  números  3130  á  3146. 

Expone  el  demandante  que,  en  la  madruga- 
da del  3  de  diciembre  de  1902,  un  voraz  incen- 
dio redujo  á  cenizas  los  edificios  asegurados, 
sin  dejar  más  que  unos  escombros  de  valor 
inapreciable. 

Deseoso  de  concluir  á  la  brevedad  un  arre- 
glo con  las  compañía?,  llegó  á  aceptar  el  nom- 
bramiento de  peritos  que  bicieran  la  estima- 
ción de  los  perjuicios, movido  únicamente  por 
la  confianza  que  le  inspiraba  la  honorabilidad 
del  ingeniero  don  Guillermo  Illanes,  A  quien 
prc^us(f  por  su  parte;  pero  la  renuncia  que  de 
su  cargo  hizo  este  caballero  á  los  pocos  días 
dejó  sin  efecto  el  acuerdo  á  que  en  este  sentido 
habían  arribado  las  partes. 

Las  compañías  han  rechazado  todas  las 
ofertas  y  proposiciouesque  les  ha  sometido,  y 
mientras  tanto  haestado  perdiendoel  deman- 
dante el  interés  de  un  dinero  que  se  le  debió 
pagar  acto  continuo  del  siniestro. 

Las  Sociedades  de  Seguros  acostumbran  en~ 
viar  sus  empleados  á  avaluar  las  propiedades 
.  que  aseguran,  y  en  esta  lorma  procedieron,  al 
ajustar  su  contrato  con  el  demandante,  las 
compañías  demandadas,  las  cuales  le  asegu- 
raron por  sólo  $  44.000  edificios  que  valían 
$  60.000,  pues  había  rehusado  enajenar  sus 
propiedades  por  una  suma  mayor. 

No  lo  mueve,  pues,  al  entablar  esta  deman. 
da,  un  espíritu  de  lucro  sino  el  deseo  de  obte. 
ner,  por  el  pago  de  la  cantidad  asegurada,  la 
mera  indemnización  del  daño  recibido. 

Ampliando  la  demanda,  solicita  se  declare 
también  en  definitiva:  1' que  las  compañías  de- 
mandadas deben  abonarle  la  suma  de  $  2.700 
á  que,  en  nueve  meses  y  á  razón  de  $  300  men- 
suales, sube  el  arriendo  del  terreno  ocnpado 
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por  los  escombros  de  tos  edificios  incendiados; 
y  2'  que  deben  hacerle  entrega  del  terreno  y 
sacar  de  él  los  escombros  en  el  término  de  ter- 
cero día,  bajo  apercibimiento  de  satisfacer 
una  rentade  arrendamiento  de$500  por  mes, 
á  contar  de  la  fecha  de  la  contestación  de  la 
demanda. 

Contestando  don  Aquiles  Gatti  en  represen- 
tación de  las  compañías,  pide  que  se  deseche 
con  costas  la  demanda,  en  cuanto  por  ella  se 
exige  el  pago  de  la  cantidad  de  $  44.000,  in- 
tereses y  costas. 

Dice  que  en  conformidad  á  las  cláusulas  de 
cada  una  de  las  pólizas,  que  sólo  obligan  á 
efectuar  la  indemnización  después  de  acepta- 
do y  liquidado  el  daño,  se  nombró  un  perito 
por  cada  parte,  quienes,  después  de  designar 
&  don  Jorge  Calvo  Mackenna  comotercero  en 
discordia,  se  pusieron  de  acuerdo  en  la  esti- 
mación final  de  los  perjuicios,  sin  otra  diver- 
gencia que  la  relativa  á  si  se  comprenderían  ó 
Tió  en  la  indemnización  unos  mostradores, 
armario  yestantería  que  existían  en  un  alma- 
cén de  la  esquina  déla  calle  délas  Rosas,  y 
cuyo  valor  dejaron  apreciado  en  $  800,  á  fin 
de  que  las  partes  resolvieran  más  tarde  si  es- 
taba ó  no  cubierto  por  el  seguro;  que,  puesto 
en  limpio  para  las  firmas  el  informe  conveni- 
do, se  negó  á  suscribirlo  el  perito  del  deman- 
dante, por  haberle  exigido  éste  su  renuncia 
cuando  conoció  el  resultado  de  la  operación, 
que  dió,  como  valor  de  los  perjuicios  de  cargo 
á  las  compañías,  la  cantidad  de  $  10.954>,RO 
para  "La  Roma-',  y  la  de  $  11  277,87  para 
•■La  Italiaii;  que  el  ajuste  final  practicado  por 
los  peritos,  de  acuerdo  con  las  estipulaciones 
de  las  pólizas,  que  son  ley  para  los  contra- 
tantes, con  la  costumbre  mercantil  y  con  el 
convenio  délas  partes,  ligaá  éstas  como  cual- 
quiera otro  contrato  y  pone  término  á  toda 
discusión  anterior,  no  correspondiendo  hoy  á 
la  justicia  sino  resolrer  si  debe  ó  nó  pagarse 
el  valor  del  armario,  mostradores,  y  estante- 
rías, punto  respecto  del  cual  no  se  pronuncia- 
ron los  perito^  y  que,  en  orden  á  esta  mate- 
ria, es  evidente  que  las  especies  deque  se  trata 
no  están  cubiertas  por  el  seguro  del  edificio, 
porque  ni  se  estiman  como  inmuebles  ni  se  ha- 
llaban en  lagar  destinado  á  determinada  in- 
dustria. 


En  consecuencia,  concluye  solicitan<1o  se 
declare:  1^  que  las  compañías  que  representa 
sólo  deben  indemnizaral  demandante  las  can- 
tidades que  han  fijado  de  común  acuerdo  los 
peritos,  es  decir,  »La  Roma»  $  10.95'l,80  y 
"La  Italia.i  $  11.277,87;  2"  que  no  se  debe  el 
valor  del  mostrador,  armarios  y  estanterías, 
cuya  existenria  se  supone  en  el  edificio  de  es- 
quina de  las  Rosas. 

En  subsidio,  pide  se  declare:  1^  que  el  terce- 
ro en  discordia  don  Jorge  Calvo  Mackenna, 
en  unión  del  perito  de  las  compañías,  hagan 
la  avaluación  del  daño;  2^  que,  no  teniéndose 
por  procedente  la  petición  anterior,  se  estime 
el  daño  por  el  perito  de  su  parte  y  el  nuevo 
perito  que  designará  el  demandante. 

En  caso  de  rechazarse  las  peticiones  ante- 
riores, optan  las  compañías,  conforme  al  dere- 
cho que  establecen  en  su  favor  las  pólizas,  por 
reemplazar  las  especies  perdidas  en  vez  de  pa- 
garlas en  dinero,  reedificando  al  efecto  los  edi- 
ficios incendiados;  y  pide  que  así  se  resuelva 
en  último  término  y  se  ordene  al  demandante 
ponga  á  disposición  de  su  parte  el  inmueble 
para  tal  objeto  en  el  plazo  y  condidones  que 
se  determinen. 

Contestando  la  ampliación  de  la  demanda, 
solicita  se  rechace,  con  costas:  porque  el  terre- 
no de  que  se  trata  no  ha  sido  tomado  en 
arriendo  por  su  parte;  porque  tampoco  está 
en  posesión  .  en  el  todo  ó  en  parte,  de  dicho 
terreno;  porque  ni  por  los  contratos  de  seguro 
ni  por  hecho  6  culpa  de  las  compañías  se  debe 
indemnización  al  demandante  por  el  tiempo 
que  ha  demorado  y  demore  la  liquidación  del 
siniestro. 

Respecto  al  retiro  de  los  escombros,  se  es. 
tará  á  lo  que  en  definitiva  se  resuelva,  protes- 
tando que  tos  sacará  inmediatamente  si  por 
algún  motivo  pasan  los  escombros  á  ser  pro- 
piedad de  su  parte. 

Recibida  la  causa  á  prueba  y  cumplidos  los 
demás  trámites,  el  Juzgado  con  fecha  14.  de 
octubre  de  1903  resolvió: 

"Considerando: 

<rl9  Que  por  los  contratos  que  corren  con 
el  expediente,  los  aseguradom  se  obligaron, 
mediante  una  prima  determinada,  á  indemni- 
zar al  demandante  la  pérdida  por  incendio  de 
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las  cntJas  á  4ue  se  reüereii  los  seguros,  cons- 
tando de  antes  que  se  incendiaron  dichas  ca- 
sas; 

'i2'  Que  se  llenaron  en  las  respectivas  pó- 
lizas todos  los  jiormennres  y  detalles  leales 
que  ellas  deben  contener,  t  que  el  contrato  se 
í>erfccc¡onó; 

'■3'  Que  de  la  prueba  rendida  por  el  de- 
mandante consta  que  la  cantidad  asegurada 
es  inferior  en  parte  considerable  al  valor  de  la 
cosa  asegurada  y,  por  consigníente,  lo  que 
cobra  es  una  mera  indemnización,  y  el  seguro 
es  eficaz,  ya  que  además  no  ha  justificado  el 
asegurador  que  hubiera  exageración,  error  ó 
dolo  en  el  valor  enunciadoenlapóHza,  ni  tam- 
poco que  el  siniestro  fuera  causado  por  un 
accidente  que  no  le  constituya  responsable  de 
sus  consecuencias; 

1.4*  Que  contrayendo  el  asegurador  princi- 
palmente la  obligación  de  pagar  al  asegurado 
la  cantidad  asegurada  siempre  que  la  co- 
sa se  pierda  totalmente,  como  ha  ocurrido 
en  este  caso,  no  puede  eludir  su  cumplimien- 
to &  pretexto  de  hal>er  quedado  algunas 
puertas  y  otros  escombros,  puesto  que  la 
mente  de  los  contratantes  no  pudo  ser  esa,  ni 
el  asegurado  ejecutó  el  contrato  en  la  intelí< 
gencia  de  ser  indemnizado  parte  en  dinero  y 
parte  en  materiales  deteriorados  que  no  pres- 
ten el  servicio  íi  que  estaban  destinados  ó  cuyo 
importe  se  imputara  á  la  suma  del  seguro, 
habiendo  cumplido  con  aquello  á  quese obligó 
dicho  asegurado,  siendo  de  cargo  del  asegu- 
rador todas  las  pérdidas  y  deterioros  causa* 
dos  por  la  acción  directa  del  incendio; 

"5'  Que  formando  parte  integrante  de  la 
cosa  asegurada  los  estantes  y  mostrador,  de- 
ben regirse  por  la  disposición  del  artículo  574 
del  Código  Civil,  como  lo  prescribe  el  artículo 
568  del  Código  de  Comercio,  y  además  por  el 
570  de  aquel  Código,  ya  que  están  destina- 
dos al  mejor  provecho  del  inmueble  asegurado 
y,  en  consecuencia,  quedan  cubiertos  por  el 
seguro; 

'•6*  Que  mediante  la  indemnización  que  pa- 
ga el  asegurador  se  hace  dueño  de  los  escom- 
bros y  especies  deterioradas  salvadas  del  in- 
cendio, pero  conservando  el  asegurado  su  do- 
minio sobre  el  suelo,  debe  aquél  retirarlos  á 
fin  de  no  impedir  ni  turbar  ese  dominio; 


'•7*  Que  no  habiéndose  resuelto  definitiva- 
mente cuáles  eran  las  obligaciones  y  derechos 
recíprocos  de  las  partes,  ni  probádose  que 
ello  lo  impidiera  lamilpa  6  mala  fe  del  deman- 
dado, no  puede  ser  obligado  éste  á  pagar  cá- 
nones de  arrendamiento  por  el  suelo  ocupado 
por  los  escombros,  suelo  que  no  detenta;  y 

•'8^  Qne  no  habiéndose  realizado  la  estima- 
ción del  siniestro  en  la  forma  estipulada,  no 
puede  tomarse  como  base  el  informe  de  uno 
de  los  peritos,  y  debe  resolverse  el  juicio,  con* 
forme  á  las  disposiciones  legales  ordinarias. 

••Por  estos  fundamentos  y  lo  que  también 
disponen  lo8artículosl545, 1546, 1548, 1560. 
1698,  1702,  del  Código  Civil,  512,  514,  inci- 
so 4',  516,  517,  532,  534,  539, 550,  556, 565. 
579,  582  del  Código  de  Comercio,  167,  335, 
391  y  392  del  de  Procedimiento  Civil,  sede- 
clara:  l*  que  ha  lugar  á  la  demanda,  con  inte- 
reses legales  desde  la  notilícación  de  ella;  y  2* 
que  ha  lugar  á  la  ampliación  de  la  misma  sólo 
en  cuanto  á  la  extracción  de  los  escombros  en 
el  término  de  quince  días  titiles,  bajo  apercibi- 
miento de  ser  sacados  á  costa  del  demandado. 
No  ha  lugar  álas  demás  peticiones  de  las  par 
tes.— /o8¿  T,  María. 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Santiago,  5  de  enero  de  1904— Vistos:  re- 
produciendo la  parte  expositivay  los  conside- 
randos 1*.  2*^,  5*  y  7*^  de  las  sentencias  ape- 
ladas de  14  de  octubre  último,  y  teniendo 
además  presente: 

1^  Que,  siendo  el  seguro  un  contrato  de 
mera  indemnización  y  no  pudtendo  ser  jamás 
ocasión  de  una  ganancia  para  el  asegurado, 
la  parte  demandada  no  puede,  en  el  presente 
caso,  ser  obligada  á  pagar  sino  el  valor  de  la 
pérdida  realmente  experimentada  por  el  ase- 
gurado, y  por  consiguiente  parala  estimación 
de  esa  pérdida  debe  tomarse  como  base  el  va- 
lor que  las  casas  aseguradas  tenían  en  la  fecha 
en  que  acaeció  el  incendio  que  las  destruyó^ 
como  lo  dispone  el  artículo  565  del  Código  de 
Comercio,  y  deducirse  de  ese  valor  el  que  ten- 
gan los  escombros  que  resultaron  del  incendio 
y  puedan  ser  utilizados  en  una  nueva  cons- 
trucción, ya  que,  á  falta  de  convenio  sobre 
este  punto,  so  puede  el  asegurado  exigir  del 
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asegurador  que  tome  de  su  cuenta  esosescom- 
bro*  de  conformidad  con  el  precepto  del  ar- 
tículo 563  del  Código  citado; 

2^  Que,  si  bien  la  parte  demandante  ha  ren' 
dido  prueba  testimonial  con  el  propósito  de 
acreditar  que  los  edificios  asegurados  tenían 
un  valor  superior  al  monto  del  seguro,  esa 
prueba  es  ineficaz  para  los  efectos  del  presente 
juicio,  porque  la  estimación  hecha  por  los  tes- 
tigos no  se  refiere  al  valor  de  tales  edificios  en 
la  fecha  áel  incendio  sino  niui  principalmente 
al  que  ellos  tenían  en  las  fechas  en  que  fueron 
constrnidos; 

3'  Que  en  el  caso  actual  no  tienen  ya  apli- 
cación los  medios  conciliatorios  de  estimar  la 
indemnización  de  los  peijuicios convenidos  por 
los  otorgantes  del  contrato  de  seguro,  puesto 
que  el  avalúo  pericial  fracasó  por  la  renuncia 
de  uno  de  los  peritos,  y  no  hay  acuerdo  entre 
has  partes  para  proceder  á  nuevo  nombra- 
miento; y  que  dados  estos  antecedentes  y  la 
circunstancia  de  haber  concurrido  ambas  par- 
tea ante  la  justicia  ordinaria  á  ventilar  sos 
derechos  derivados  del  contrato  y  del  sinies- 
tro ocurrido,  corresponde  á  ella  librar  la  reso- 
lución que  haya  de  poner  término  al  juicio. 

Por  estos  fundamentos  se  declara  que  las 
Compañías  de  Seguros  "La  Italia"  y  "La 
Roma"  deben  pagar  A  don  Luis  Rica,  como 
indemnización  de  los  perjuicios  que  sufrió,  con 
motivo  del  incendio  ocurrido  el  8  de  diciembre 
de  1902  en  sus  casas  ubicadas  en  las  calles  de 
las  Rosas  y  de  Herrera  de  esta  ciudad,  el  valor 
que  esos  edificios  tenian  en  la  fecha  expresada 
con  deducción  del  que  corresponda  á  los  el  mien- 
tes 7  del  que  tuvieran  en  esa  misma  fecha  los 
escombros  salvados  y  que  fueran  útiles  para 
una  nueva  construcción,  valor  que  será  fijado 
por  el  juzgado  oyendo  el  informe  de  un  perito 
nombrado  en  la  forma  ordinaria. 

Se  desechan  las  demás  peticiones  de  las  par- 
tes. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Olivos. — 
J.  Beraales.—E.  Donoso  V.—E.  Olivos. 

Contra  esta  sentencia,  el  procurador  don 
Carlos  Vega  Lizardi,  en  representación  de  las 
compañías,  anunció  oportunamente  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  y,  formalizándolo,  ex- 
presa que  la  resolución  de  la  Corte,  al  desesti' 
mar  las  peticiones  de  su  parte,  ha  desconocí' 


do  el  derecho  que  le  garantizan  las  cláusulas 
XVIII  de  las  pólizas  de  seguros  "de  reempla- 
zar las  especies  perdidas  en  vez  de  pagarlas  en 
dinero". 

AI' desentenderse  de  ese  derecho,  la  sentcn.  , 

cía  ha  violado  abiertamente  el  artículo  1545 
del  CódigoCivil,  violación  que  ha  influido  sus- 
tancialmente  en  lo  dispositivo  del  fallo. 

Bn  la  contestación  á  la  demanda,  las  com- 
pañías optaron  en  subsidio  de  las  peticiones 
ahí  formuladas  "por  el  derecho  que  les  confe- 
rían las  pólizas  de  reemplazar  las  especies  per- 
didas en  lugar  de  pagarlas  en  dinero,  reedifi  - 
cnnilo  los  edificios  incendiados". 

lise  derecho  lo  consagran  las  pólizas  de  los 
seguros  pactados  con  Kicci,  como  puede  verse 
leyendo  la  cláusula  XVIII  de  ambas  pólizas. 
La  sentencia  recurrida  se  ha  negado  á  recono- 
cerlo, y  este  desconocimiento  importa  la  in- 
fracción del  artículo  1545  del  Código  Civil, 
que  establece  que  todo  contrato  legalmente 
celebrado  es  una  ley  para  los  contratantes,  y 
no  puede  ser  invalidado  sino  por  su  consentí* 
miento  mutuo  ó  por  causas  legales. 

El  contrato  celebrado  con  el  demandante 
no  tiene  vicio  que  pueda  invalidarlo  ni  su  va- 
lor se  ha  puesto  siquiera  en  duda  y,  por  otra 
p^rte,  no  ha  sido  tampoco  revocado  por  con- 
sentimiento mutuo. 

Si  el  contrato  es  ley  para  los  contratantes 
deben  estos  cumplir  las  obligaciones  que  les 
impone  como  si  fueran  ellas  determinadas  por 
un  mandato  del  legislador;  y  la  sentencia  que, 
aceptando  la  validez  cíe  la  convención,  deses- 
tima, sin  embargo,  un  derecho  claramente 
consagrado  en  ella,  infringe  el  artículo  1515, 
que  da  al  contrato  la  fuerza  de  una  ley  entrc 
las  partes. 

La  estipulación  que  contiene  la  cláusula 
XVIII  no  se  opone  á  la  esencia  del  contrato 
de  seguro,  del  cual  sC\o  es  requisito  esencial 
el  pago  de  la  indemnización,  que  lo  mismo 
puede  hacerse  con  la  entrega  de  una  cantidad 
de  dinero  que  con  la  prestación  de  un  hecho. 

Como  cree  que  es  esta  la  primera  vez  que  se 
interpone  el  recurso  de  casación  fundado  en  la 
causal  que  ahora  se  invoca,  juzga  útil  hacer 
memoria  de  la  jurisprudencia  establecida  por 
la  Corte  Suprema  de  Francia,  según  la  expo- 
nen los  redactores  de  las  Pandectas  Francc- 


Digitized  by 


128 


SEGUNDA  PARTE. — SECCIÓN  PRIMERA 


sas,  jnñsprudencia  que  tiene  tanto  más  precio 
cuanto  que  el  articulo  1134  del  Código  Na 
peleón,  del  cual  fué  tomado  nuestro  artículo 
1545,  dispone  como  éste  que  *'ias  convencio- 
nes tienen  fuerza  de  1er  para  los  C|ue  las  han 
hecho.  Las  convenciones  no  pueden  ser  inva- 
lidadas sino  por  el  consentimiento  mutuo  de 
las  partes  6  por  las  causas  que  la  ley  auto- 
riza". 

Según  esa  jurisprudencia,  la  Corte  Suprema 
casa  las  resoluciones  en  que  el  juez,  después  de 
haber  determinado  la  intención  de  los  contra- 
tantes, modifica  y  desnaturaliza  los  efectos  de 
la  conTcnción  reconocida  é  interpretada  por 
él;  corrige  el  fallo  del  tribunal  que,  so  pretexto 
de  interpretar,  exonera  á  una  parte  de  la  obli- 
gación impuesta  por  un  contrato  á  favor  de 
la  otra;  somete  á  censura  la  sentencia  que,  en 
lugar  de  interpretar  actos  oscuros,  desnatura- 
liza ó  altera  actos  expresos  y  positivos  6  des- 
conoce el  sentido  y  verdadero  alcance  de  la 
convención. 

y,  refiriéndose  particularmente  al  cfmtrato 
de  seguro,  declara  apelable  el  fallo  que,  sin 
poner  en  duda  ni  atacar  el  sentido  d*  una 
cláusula  de  una  póliza  de  seguro,  se  niega  á 
aplicarla  á  los  hechos  de  la  causa. 

Es  ésta,  por  lo  demíís,  se  condure  diciendo, 
la  doctrina  de  todos  los  autores  modernos, 
que,  si  divergen  en  sus  apreciaciones  sobre  el 
valor  de  la  interpretación  hecha  por  el  juez  de 
la  cauia  ,  reconocen  á  una,  sin  embargo,  que 
ha  lugar  &  casar  el  fallo  que  resuelva  que  una 
convención  legalmente  celebradanoes ley  para 
los  contratantes. 

Don  Luis  Ricci,  en  su  escrito  de  respuesta 
solicita  se  declare  improcedente  y  se  deseche, 
con  costas,  el  recurso. 

Entre  nosotros,  dice  &  este  propósito,  no 
existe  la  casación  por  infracción  de  lo  que  los 
jurisconsultos  llaman  la  ley  del  contrato.  Sólo 
procede  ella,  con  arreglo  al  artículo  940  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  por  infrac- 
ción de  ley,  y  la  ley  de  que  aqu!  se  habla  es 
la  que  se  define  en  el  artículo  1^  del  Código 
Civil. 

Y  no  se  diga  que  la  infracción  del  contrato 
importa  la  infracción  del  artículo  1545,  que 
sienta  el  principio  de  que  el  contrato  tiene 
{aen&  de  ley  para  los  contratantes,  porque 


este  principio  no  convierte  este  contrato  en 
ley.  Para  que  se  entendiera  violado  aquel  ar- 
tículo, menester  sería  que  se  invalidase  el  con- 
trato sin  consentimiento  mutuo  ó  sin  causas 
legales. 

En  el  pleito  actual,  no  se  ha  declarado  sin 
valor  el  contrato,  sino  que  los  jueces  de  la 
causa  han  fallado  que  no  procedía  el  reempla- 
zo (le  la  cosa  perdida  en  vez  del  pago  de  ella 
en  dinero. 

Se  analiza  en  seguida  el  contrato,  materia 
del  juicio;  algunas  de  las  d/iusulas  se  transcri- 
ben, para  demostrar  que  la  comprendida  bajo 
el  niimero  XVIII  de  las  pólizas  no  era  aplica- 
ble al  caso  presente.  Y  todavía  en  nuestro  de- 
recho no  cabe  la  indemnización  en  especie.  La 
prima  puede  consistir  en  una  cantidad  de  di- 
nero ó  en  la  prestación  de  una  cosa  ó  de  un 
hecho  estimable  en  dinero,  pero  la  indemniza- 
ción tiene  que  ser  en  dinero. 

Y  volviendo  6  la  alegación  de  que  la  ley  del 
contrato  no  jenera  el  recurso  de  casación, 
reproduce,  para  autorizar  este  parecer,  algu- 
nas de  las  esplicaciones  de  Marcadé  respecto 
del  artículo  1134  del  código  Francés,  que  es 
igual  al  1545  del  Código  de  Chile. 

£1  ministro  ponente  dió  su  opinión  en  los 
términos  siguientes: 

"La  cuestión  es  clara  en  sus  términos,  pero 
no  es  lo  mismo  su  solución. 

El  artículo  940  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  dispone  en  su  inciso  1^  que  "el 
recurso  de  casación  en  el  fondo  tiene  lugar 
contra  sentencia  pronunciada  con  infracción 
de  ley  siempre  que  esta  infracción  haya  influi- 
do sustancialmente  en  lo  dispositivo  de  lasen- 
tcncía." 

El  artículo  1545  del  Código  Civil,  tomado 
del  1134  del  Código  Francés,  establece  que 
todo  contrato  legalmente  celebrado  es  una  ley 
para  los  contratantes. 

¿La  infracción  del  contrato  ó  déla  ley  del 
contrato,  como  dicen  los  escritores  franceses, 
da  tugar  al  recurso  de  casación,  de  la  misma 
manera  que  la  infracción  de  cualquiera  otra 
ley  general?  ¿aquella  infracción,  caso  de  exis- 
tir, implica  también  la  violación  del  artículo 
1 5  ^  de  nuestro  Código  Civil? 

Antes  de  ponerse  término  á  la  sesión  cele- 
brada en  16  de  mayo  de  1879  por  la  Comi- 


Digitized  by 


Google 


JURISPRUDENCIA 


síón  Kevisora  ilel  Hriniitivo  I'royecto  de  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil,  en  que  se  conti- 
nuó la  segunda  disciisif'íii  del  artículo  701, 
cuyo  primer  inciso  correspondía  al  del  artícu- 
lo 940  que  se  acaba  de  transcribir,  preguntó 
8u  secretario,  el  señor  Lira,  si  sería  menester 
consigunr  en  la  ley  alguna  dispostL-iñn  relativa 
al  caso  de  casación  por  infracción  de  la  ley  del 
contrato;  y  todos  los  miembros  jircsentcs  es- 
tuvieron conformes  en  que  convenía  dejar  este 
punto  enteramente  sujeto  A  la  apreciación  y 
decisión  de  los  tribmmies  Humados  á  conocer 
en  estos  ncgoeios. 

Es,  pues,  á  V.  E.,  Tribunal  Supremo  llama- 
do por  la  ley  n  conocer  del  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  á  quien  incumlK"  resolver  en  cada 
caso  particular  sí  la  infracción  del  contrato 
puede  ó  no  motivar  el  recnrso. 

Clienón,  citado  por  el  autor  del  Estudio  so- 
hrc  el  Recurso  de  Cnsociñn  ilíce  con  eslc  mo- 
tivo: "La  cuestión  es  v  lia  sido  controvertida. 
La  Corte  Suprema  hnbía  em])e2nflo  por  admi- 
tir la  afirmativa;  ¡jcro  en  1808  reaccionó  {\ 
instancia  del  procurador  general  Merlín,  quien 
sin  embargo,  no  se  puso  francamente  cii  el  te- 
rreno de  los  principios.  Carrc  propone  la  dis- 
tinción entre  sí  In  ciñusula  violada  es  clara  ú 
obsctira.  Roncenne  observa  que  es  muy  difícil 
trazor  el  límite  cutre  la  claridad  y  la  oscuri- 
dad y  c(ue  "la  violación  de  la  ley  del  contrato 
no  es  sino  un  fallo  injusto  quecscajja  A  la  Cor- 
te de  Casación."  Esta  Corte,  al  contrario, 
cambiando  por  segunda  vez  la  jurisprudencia, 
tiende  á  sustraer  de  los  Tribunales  ordinarios 
cl  poder  discrecional  que  les  acordara  desde 
1S08.  "Respetando  en  absoluto  la  facultad  de 
apreciación  de  los  hechos  que  incumbe  á  los 
jueces  de  fondo,  *la  Corle  parece  establecer  en 
principio  que  tiene  luga,.r  la  casación  siempre 
que  el  fallo  que  reconoce  en  el  hecho  la  existen- 
cia d?  todos  los  elementos  constitutivos  de  un 
contrato,  rehusa  dar  A  éste  la  calificación  y 
los  efectos  que  la  ley  le  atribuye. 

"Al  contrario,  estima  que  hay  sólo  fallo  in- 
justo y  no  violación  de  la  ley  si  la  sentencia  se 
ha  limitado  S  apreciarinstrumcntos  se^jfún  las 
circunstancias,  óá  inler[)retar  la  convención 
según  los  hechos.  Cualquiera  que  sea  el  mérito 
de  esta  distinción,  sn  existencia  misma  prueba 
que  hoy,  al  revés  de  la  doctrina  tan  absoluta 
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de  Merlin,  la  casación  puede  protejer  la  ley 
privada  del  contrato  como  protejc  las  leves 
generales." 

■*L,a  ley  de  España,  continúa  el  autor  del 
Estudio  sohrc  el  Recurso  de  Cfísítción,  no  con- 
signa el  caso  (le  infracción  del  contrato;  pero 
los  autores  citan  dos  sentencias  del  Tribunal 
Supremo,  utia  ilel  'JH  de  octubre  de  1859  y 
otra  del  28  de  septiembre  de  1869,  en  las  cuales 
se  asieiila  la  doctrina  de  que  procede  la  casa- 
ción cuando  In  sentencia  se  hallaen  manifiesta 
c.)nlra(l¡ccióii  con  el  texto  de  alguim  cl:íusula 
del  contriktu  ó  del  testamento.  "La  sala  pri- 
mera, dice  Reus,  citando  al  ilustre  marques  de 
(icrona,  admite  y  declara  la  casíición  por  in- 
fracción ó  mala  inteligencia  notoria  de  clííu- 
sula  ex])resa  y  terminante,  ó  sea  por  violación 
de  la  'ey  del  contratuííc;.'úii  la  tecnologíafran- 
cesa.  Ea  admite  asimismo  cuando  hay  error, 
iif»  en  la  apreciación  de  la  prncb.n,  sino  cu  la 
calificación  del  acto  ó  del  hecho  á  que  se  re- 
fiere en  sus  relaciones  con  la  misma  lev,  como, 
V.  gr.,  cuando  una  audiencia  declara  la  exis- 
tencia de  un  contrato  de  arrendamiento  sobre 
hfchos  ó  pactes  á  que  la  lev  atribuve  el  car-lc- 
tcr  de  usufructo." 

"Lo  que  parece  indudable,  se  concluye  di- 
ciendo en  cl  Hstiidio,  es  que  la  iiilVacciún  de  las 
reglas  de  interpretación  délos  contratos  como 
las  contenidas  en  los  artículos  15HÜ  y  siguien- 
tes del  Código  Civil,  no  da  mérito  para  la  ca- 
sación, porque  ellas  confieren  á  los  jueces  fa- 
cultades discrecionales  y  no  les  imponen  debe- 
res preceptivos  y  concretos." 

Crépon  dice  á  este  respecto,  por  su  parte: 
"La  falsa  aplicación  ó  la  falsa  interpretación 
de  la  ley  no  ¡)uede  dar  entrada  á  la  casación 
sino  en  tanto  que  la  decisión  atacada  contra- 
diga una  disposición  formal  de  una  ley  ó  apli- 
que esta  ley  A  un  caso  para  el  cual  no  ha  sido 
hecha. 

"Es  preciso,  en  efecto,  cuidarse  de  confun. 
dir  la  falsa  aplicación  ó  la  falsainterpretación 
de  la  ley  con  un  mal  juzgamiento.  Lo  mal  juz- 
gado resulta  de  la  mala  interpretación  dada 
á  los  actos,  convenciones,  contratos,  docu. 
meatos  privados  producidos  por  las  partes 
en  apoyo  de  sus  jiretensiones,  y  escapa  al 
control  úc  la  Corte  de  Casación,  que  no  tiene 
que  revisar  sino  el  uso  hcclio  del  acto  público 
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por  excelcnt'ia,  aquel  que  se  impone  íÍ  tudos, 
el  uso  de  la  ley.  En  resumen,  la  falsa  interpre- 
tación 6  la  falsa  nplícación  que  al)re  Ih  puerta 
á  la  casación  es  el  error  de  dercclui  cometido 
por  el  juez  y  que  influye  sobre  su  decisión." 

Después  de  recordar  cuanto  licnt|)o  y  cuan- 
toa  esfuerzos  se  han  necesitado  para  llegará 
hacerla  distinción  entre  el  error  de  iieclio  y  el 
error  de  derecho,  entre  el  mal  juzíinmicnto  y 
la  falsa  aplicación  de  la  ley,  ngrejí.-i:  "Toca- 
mos aquí  lo  que  linv  de  verdaderamente  fun- 
damental y  esencial  en  las  atribuciones  de  la 
Corte  de  Casación;  es  necesario  insistir  sobre 
una  regla  que  preside  á  todas  las  decisiones 
de  la  Corte  Suprema,  y  ponerla  vívíimente  en 
reli-ve:  la  Corte  de  Casación  no  tiene  el  dere- 
cho de  reformar  im  mal  juzgamiento  si  líi  de- 
cisión no  viola  un  principio  de  .Icrecho  formu- 
lado en  una  ley. 

Es  evidente  que  niíéutras  la  apreciacíóti  de 
los  jueces  de  fondo  queda  en  el  dominio  del 
hecho,  escapa  al  control  de  la  Corte  de  Casa- 
ción y  es,  en  consecuencia,  sol)erana.  En  otros 
términos,  la  Corte  de  Casación  no  puede  in- 
validar una  sentencia  de  juez  por  error  de  he- 
cho, sino  solamente  por  error  de  derecho. 

Es  preciso  no  confundir  el  mal  juzgamiento 
con  el  error  de  hecho,  bien  que  del  punto  de 
vista  del  recurso  de  casación  le  sea  aplicable 
la  misma  regla. 

El  mal  juzgamiento,  es  propiamente  ha- 
blando, la  mala  apreciación  que  puede  hal)er 
sido  hecha  por  los  jueces  de  fondo  de  los  actos 
producidos  en  el  litigio,  de  los  documentos  y 
circunstancias  de  la  causa;  el  error  de  hecho 
es  simplemente  la  añrmai*i6n  inexacta  de  un 
hecho.  El  mal  juzgamiento,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, la  apreciación  de  los  documentos  y  cir- 
cunstancias de  la  causa,  escapa  absoluta- 
mente al  control  de  la  Corte  de  Casación;  el 
principio  es  el  mismo  para  el  error  de  hecho, 
pero  la  regla  es  de  aplicación  menos  rigorosa 
en  el  sentido  de  que  el  error  de  hecho  puede  fá- 
cilmente dejenerar  en  error  de  derecho,  según 
la  naturaleza  de  los  actos... 

"El  mal  juzgamiento  no  essiempre  una  con- 
travención  á  la  ley,  dice  Boncenne,  porque  no 
hay  otras  reglas  para  la  apreciación  de  Ion 
hechos  y  la  interpretación  de  las  cláusulas  de 
un  contrato  que  las  de  la  inteligencia  y  de  la 


eipiidad;  el  poder  regulador  no  penetra  hasta 
allrt;  de  otro  modo  la  Corte  de  Casación  no 
sería  sino  otra  Corte  de  Apelación."  "Al  crear 
la  Corte  i!c  Casación,  había  ya  dicho  Merlln, 
el  legislador  no  la  ha  encargado  de  reparar 
todos  los  errores  de  los  Tribunales  colocados 
bajo  su  vigilancia;  no  está  investida,  á  este 
rcs|)c'í-to,  de  un  poder  de  revisión.  No  se  le  ha 
delegado  nuls  (¡iie  el  derecho  de  examinar  si  en 
los  fallos  se  ha  violado  la  IcL"  El  mal  juzga- 
miento sólo  hiere  un  interés  privado;  la  con- 
travención á  la  ley  ataca  las  bases  del  orden 
y  del  reposo  público. 

"Se  ha  juzgado  que  el  poder  soberano  que 
pertenece  á  tos  jueces  de  fondo  de  interpretar 
la  intención  de  las  partes  contratantes  va 
hiista  el  punto  ile  que  si  ellos  reconocen  que 
una  expresión  del  contrato,  que  está  en  deaa- 
c  lerdo  con  esa  intención,  constitujre  un  error 
di  redacción,  pueden  rectificar  esta  expresión, 
sobre  todo  si  esta  reetiñcación  es  indispensa- 
ble para  que  el  contrato  produzca  efecto:  pue- 
dehaber  ahí  un  mal  juzgamiento,  no  un  exceso 
de  poder  ni  tampoco  una  violación  de  la  ley 
del  contrato  que  d£  entrada  á  la  casación. 

"Ya  hemos  dicho,  continúa  Crépon,  que  el 
mal  juzgamiento  escapa  absolutamente  al 
control  de  la  Corte  de  Casación,  pero  no  hay 
regla  sin  excepción:  las  excepciones  son  en 
esta  materia  muy  restringidas  y  conviene  se- 
ñalarlas." 

Enumera  en  seguida  las  excepciones  que, 
citando  diversas  sentencias,  las  refiere  á  la 
aplicación  de  algunas  leyes  antiguas  y  á  las 
del  derecho  feudal;  &  las  leyes  de  aduanas  y 
coutribu dones  indirectas  en  qne  el  Tribunal 
Regnlador  se  reserva  la  revisión  de  los  fallos 
en  que  se- desconoce  la  fe  debida  á  los  actos 
del  proceso  verbal;  y  á  la  ley  de  registro,  res- 
pecto de  la  cual  la  Corte  Suprema  expidió  fa- 
llos contradictorios  hasta  que  desde  1868  ha 
sentado  con  claridad  y  firmeza  el  principio  de 
que  la  interpretación  de  las  convenciones  y  la 
determinaciün  de  sus  consecuencias  por  los 
tribunales,  del  punto  de  vista  de  la  aplicación 
de  la  ley  sobre  el  registro,  queda  siempre  so- 
metida al  control  de  la  Corte  de  Casación. 

Por  último,  con  el  apoyo  de  una  jurispru- 
dencia no  siempre  segura  parece  que  el  autor 
agrupa  las  excepciones  á  la  regla,  que  reco- 
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noce  en  el  juez  ta  facultad  soberana  de  apre- 
ciar el  hecho,  en  tres  órdenes  de  fallos;  los 
q'ie  afirman  hechos  que  contrarliccn  los  que 
constan  de  los  actos  que  llama  judiciaríos, 
los  que  se  oponen  A  \a  fe  que  merecen  los  ac- 
tos auténticos  y  los  en  que  se  desnaturalizan 
las  convenciones. 

Ernesto  Paye,  consejero  del  Tribunal  Su- 
premo de  Francia,  autor  de  la  obra  "La  Cor- 
te de  Casación,"  dada  á  luz  sólo  el  año  próxi- 
mo pasado,  y  cuyns  observaciones  por  esta 
doble  circunstancia  merecen  ser  partiirtdar- 
mente  anotadas,  dice  en  el  capítido  VII,  pá- 
rrafo 2',  de  su  obra  que  titula  Lev  del  Con- 
trato," loque  sigue: 

"Abordamos  aquí  una  materia  delicada  y 
controvertida,  en  que  la  jurisprudencia  ha 
variado  con  frecuencia  y  se  halla  todavia  in- 
cierta: la  extensión  del  derecho  de  interpreta- 
ción de  los  tribunales  en  lo  que  concierne  á 
las  convenciones  de  las  partes  y  á  los  diferen- 
tes actos  escritos,  especialmente  los  testa- 
mentos. 

"El  artículo  1134  del  Cóiligo  Civil  dispone: 
"Las  convenciones  legalmente  celebradas  tie- 
nen fuerza  de  ley  para  los  que  las  han  hecho." 

"Es  lo  que  se  llama  la  ley  del  contrato. 

"La  Corte  de  Casación  ha  reconocido  siem- 
pre en  principio  el  poder  soberano  de  los  Tri- 
bunales de  interpretar  las  convenciones,  de 
determinar  su  sentido  conforme  á  la  inten- 
ción atribuida  A  los  contratantcN;  ha  declara- 
do aún  que  no  tenía  que  investigar  si  et  juez 
se  había  conformado  estrictamente  á  las  re- 
glas trazadas  en  los  artículos  1156  ú  1 163  del 
Código  Civil,  que,  según  dicen,  son  más  bien 
consejos  dados  A  los  jueces  que  reglas  rigoro- 
sas ¿  imperativas  de  que  aun  las  circunstan- 
cias m&s  fuertes  no  Ies  permitan  separarse. 

"De otro  lado,  es  incuestionable  que  cuando 
la  convención  ha  sido  reconocida,  ha  sido  li- 
bremente consentida  y  es  lícita,  el  juez  no 
puede,  sin  violar  el  artículo  1134  y  exponer 
sn  decisión  á  ser  casada,  rehusar  aplicarla  ó 
modificarla  por  un  motivo  de  equidad  ó  bajo 
cualquier  otro  protesto. 

"Pero  aquí  es  donde  la  controversia  se 
complica.  No  ha  lugar,  se  dice,  A  interiirctar 
una  convención  sino  cuando  ella  es  susceptible 
de  dos  sentidos. 


"Si  el  juez  tiene  el  poder  de  decir  soberana- 
mente en  este  caso  cuál  es  el  que  debeatribuír- 
sele.  ¿no  se  deberá  afirmar  lo  contrario  cuando 
se  encuentra  en  presencia  de  un  texto  absolu- 
tamente claro?  ¿Hacerle  decir  otra  cosa  no  es 
desconocer  abiertamente  la  voluntad  de  las 
partes?  ¿No  es,  por  consiguiente,  violar  la  ley 
del  contrato?  La  cuestión  saldría  así  del  do- 
minio del  hecho  para  entrar  en  el  terreno  del 
derecho. 

"Antes  de  exponer  los  motivos  que  no  nos 
permiten  asen t ir  á  esta  opinión,  creemos  útil 
hacer  suscintamente  la  historia  de  la  juris- 
prudencia sobre  este  punto. 

"Al  principio  el  Tribunal  de  Casación  pare- 
cía haljcr-  ejercido  plenamente  este  control; 
así  sucedía  en  el  consejo  de  las  partes  en  que 
la  distinción  entre  el  hecho  y  el  derecho  no 
era  observada  siempre  estrictamente. 

"El  28  de  mayo  de  1808,  la  Corte  había  ca- 
sado una  decisión  que  había  interpretado  ma- 
lamente, según  ella,  los  estatutos  de  una  so- 
ciedad. 

"Como  la  decisión  del  segundo  Tribunal 
fuese  la  misma  que  la  del  que  había  pronun- 
ciado el  fallo,  se  trajo  el  negocio  ante  las  sec- 
ciones reunidas. 

"El  procurador  jeneral  Merlín  llevó  la  pala- 
bra. Imperaba  entonces  el  réjimen  déla  ley 
de  16  de  septiembre  de  1807,  conforme  á  la 
cual  I:i  interpretación  de  la  ley,  en  el  caso  de 
una  segunda  casación,  tiebía  ser  fijada  por 
un  decreto  reglnmcntarin  que  podía  ser  recla- 
mado del  Gobierno  por  la  Corte  antes  de  dic- 
tar su  fallo.  "¿Que  decreto  decía  Merlín,  po- 
dría expedir  el  Gobierno  sobre  vuestra  rela- 
ción? Un  decreto  de  declaración  de  la  ley  su- 
pone necesariamente  una  ley  preexistente;  no 
puede,  pues,  recaer  un  decreto  sobre  una  ma- 
teria c[ue  nin;;uníi  ley  ha.  reglado".  Y  el  re- 
curso iué  rechazado  en  estos  términos:  "Con- 
siderando (pie  la  Corte  ha  fallado  en  confor- 
midad á  la  interpretación  que  ha  dado  á  las 
cláusulas]del  contrato  social  y  á  las  cartas 
escritas  en  ejecución  de  este  contrato;  que  por 
esta  interpretación,  que  está  dentro  desús 
atribuciones,  no  ha  violado  ninguna  ley". 

"Este  no  era  más  que  un  fallo,  perú  el  prin- 
cipio fué  bien  luego  formalmente  proclamado 
en  dos  sentencias  de  la  Sala  de  peticiones: 
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tina  (If  •>  ele  julio  ílc  IHÜS,  que  decía:  "Aten- 
diendo 6.  ((lie  In  pretendida  violadón  de  la  ley 
del  contrato,  aunque  estuviese  proliíidn ,  no 
podría  (lar  lugar  á  una  casación  lej^al",  y  la 
segunda  de  3  de  agosto  5Í<;;uiente,  más  explí- 
cita todavía,  que  trae  este  fumlanieuto:  "Aten- 
dien<lo  A  que  el  recurso,  que  no  está  apoyado 
más  que  en  la  violación  <Ie  los  principios  de 
la  lev  del  contrato,  no  ofrece  ningún  medio 
real  de  casación". 

"Se  abre  entonces  un  |>eríodo  durante  el 
cual  la  Corte  parece  pcniianecer  fiel  á  la  doc- 
trina adoptada  en  18t)H,  y  líi  mayor  ¡)arte  de 
los  recursos  fundados  sobre  la  violación  del 
artículo  á  lo  menos  los  que  se  producen 

por  el  desconoumientií  del  sentido  de  las  con- 
venciones, fueron  reclinzados  (turante  largo 
tiempo  por  la  Sala  de  peticiones. 

"Entretanto,  los  líiignntes,  (pie  no  se  dan 
cuenta  exacta  del  rol  de  la  Corte  deCasación, 
y  que  ven  en  esta  jurisdicción  iiii  recurso  su- 
premo contra  las  injusticias  de  (pie  se  creen 
víctimas,  iio  se  descorazonaron  y  el  suceso  les 
dió  razón.  Se  vio  aparecer  en  un  fallo  de  la 
Sala  de  peticiones  de  11  de  julio  de  1876  la 
fórmula  siguiente:  "Atendido  &  que  la  sen- 
tencia atacada  ha  hecho  una  apreciación  <pie 
dejaría  de  ser  soberana  y  caería  bajo  la  cen- 
sura de  la  Corte  de  Casación  sólo  en  el  caso 
de  ({ue  desnaturalizara  el  sentiih)  claro  y  po- 
sitivo de  la  convención".  Asi  se  introducía  la 
distinción  admitirla  por  Carrc  entre  los  tex* 
tos  obscuros,  (¡ue  corresponde  interpretar  so- 
beranamente á  los  jueces  del  hecho,  y  los  tex- 
tos claros  y  precisos,  cuya  significación  ísta" 
ría  prohibida  á  los  tribuiudes  desconocer. 

"Desde  entonces  se  han  sucedido  diversos 
fallos  de  casaciiin  formulados  en  estos  ó  en 
■parecidos  términos:  "Atendido  á  (¡ue  si  co- 
rresponde á  los  jueces  del  hecho  interpretar 
las  convenciones  délas  partes,  no  pueden,  á 
pretexto  de  interpretacl('>n,  desnaturalizar  su 
sentido  y  alcance,  cuando  I;is  cláusulas  son 
claras  y  precisas,  sin  que  su  decisión  caiga  ba- 
jo la  censura  de  la  Corte  de  Casación". 

"Se  debe  reconocer  que  después  de  algún 
tiempo  las  sentencias  de  casnción  fundadas 
en  este  motivo  se  hacen  más  raras;  pero  la 
Corte  vacila  no  obstante  en  volver  á  la  doc- 
triníi  del  SOS,  v  afirma  todavía  su  derecho 


de  control,  haciendo  constar  frecuentemente 
en  los  fallos  de  rechazo  que  emanan,  sea  de  la 
Sala  civil,  sea  de  la  Sala  de  peticiones,  que  "la 
decisión  atacada  no  ha  desnaturalizado  el 
contrato.,," 

"Pero  la  cuestión  es  saber  si  ella  se  confor- 
ma así  á  ta  lev  de  su  institución,  á  los  textos 
que  le  prohiben  "bajo  ningún  pretexto  y  en 
ningún  caso  conocer  del  fondo  de  los  nego- 
cios"; rpie  no  ailmiten  la  casación  de  una  sen- 
tencia sino  por  "una  contravención  expresa 
á  la  lev";  si  no  se  transforma  por  este  examen 
en  un  tercer  grado  de  la  jurisdicción.  Ella  no 
puede  reparar  las  injusticias  sino  reprimir  las 
ilegalidades. 

"Habría,  pues,  motivo  para  preguntarle 
únicamente,  y  la  respuesta  no  serta  dudosa, 
si  la  verificación  de  la  intención  de  las  partes 
puede,  fuera  del  caso  en  que  el  orden  público 
estuviere  comprometido,  constituir  una  cues- 
tión de  derecho. 

"En  cuanto  al  argumento  derivado  del 
texto  del  artículo  1134-,  es  evidente  que  nin- 
guna analojía  puede  haber  entre  la  ley  de  las 
partes,  que  solo  regla  sus  intereses  particula- 
res y  que  depende  de  su  sola  voluntad  y  la 
ley  ieneral,  que  es  la  expresión  de  la  volun- 
tad del  lejislador. 

"La  Corte  misma  ha  repudiado  siempre  en 
principio  esta  asimilación,  reconociendo  á  los 
Tribunales,  como  hemos  dicho,  el  derecho  de 
interpretar  soberanamente  loscontrn tos  siem- 
pre que  estima  que  sus  términos  no  tienen  la 
precisión  suficiente. 

"Su  derecho  de  control,  si  existe,  no  podría 
en  todo  caso  ir  hasta  consultar  el  instrumen- 
to mismo  de  la  convención  para  inquirir  si  sus 
términos  han  sido  reproducidos  exactamente 
y  restablecer  su  texto. 

"El  juzgamiento  es  un  acto  autentico  al 
cual  se  debe  fe,  v  ({ue  del  punto  de  vista  de  los 
hechos  que  tiene  el  juez  la  facultad  de  com- 
probar, no  podría  ser  atacado  sino  por  la  vía 
de  la  inscripción  de  falsedad  ó  de  haberse 
confabulado  el  juez  con  la  parte. 

"I,,a  Corte  de  Casación  ha  sido  instituida 
para  hacer  respetar  la  voluntad  del  legislador, 
para  velar  porque  la  U  j  sea  uniformemente 
interpretada  en  el  mismo  sentido  y  aplicada 
con  el  mismo  espíritu,  y  nos  es  imposible  com- 
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prender  como  la  ley  jícneral,  hi  sola  <le  «jue 
esta  «lita  iurisdiccióii  tifiu*  la  jíiinrdn,  csic 
interfs;i'l;i  en  (¡ue  iu>  st-  ])ivstc  á  tas  pa!  tos 
otra  intención  que  la  qite  ellas  habían  U'nido 
en  realidad. 

"La  equidad,  !a  lógica,  la  gramática,  el  bueo 
sentido  pueden  haber  sid-i  viola-Ios;  la  con- 
ciencia puí'de  sentirse  perturbada,  ha^^rá  mo- 
tivo para  deplorar  el  error  del  juez;  pero  no 
incumbe  A  la  Corte  regu'adnra  revisar  una 
decisión  soberana  en  que  solo  la  voluntad  de 
la<í  partes  ha  sido  menospreciada. 

"El  argumento  prodiicitlo  por  Merlín  on 
1808  no  puede,  es  verdad,  serinvocado  nhorn, 
porque  la  relación  legislntlva  no  tiene  va 
lugar;  pero  el  eminente  magistrado  no  lo  ha- 
bía formidado  sirm  para  demostrar  por  una 
imposibilidad  de  aplicación  tpie  se  trataba  en 
verdad  de  una  simple  c:'esti.jn  de  hcclio  sii^ 
traída  al  control  del  Tribunal  Supremo  por 
la  ley  de  su  institución. 

"r.a  ley  de  de  abril  de  1837  no  ha  [jodido 
tener  por  efecto  conferirle  un  í  íitribución  de 
este  género;  sus  términos  mismos  lo  demues- 
tran. Dice,  en  efecto,  esta  ley  t|ue  el  Tribunal 
de  A|jelaeión  ó  el  Tribunal  al  cual  se  somete 
el  negocio  después  de  una  segunda  casación  se 
conformará  á  la  de.isión  de  l.a  Corte  de  Casa- 
ción''sobre  el  punto  de  derecho  juz;iado  |)or 
esta  Corte.  La  fórmula  adoptada  por  la 
Sala  Civil  para  enviar  la  causa  en  este  caso  á 
las  Sala*  reunidas  es  esta;  "atendido  á  qie  la 
Corte  A  quien  se  devolvió  el  negocio  ha  resuel- 
to lo  mismo  que  el  fallo  anulado  y  se  ha  fun- 
dado, en  derecho,  en  motivos  que  están  en 
oposición  con  la  doctrina  de  la  sentencia  de 
casación".  LasSalai  no  dcijerían,  pues  reu- 
nirse sino  en  el  caso  de  haber  <l¡vergeneia  en 
la  doctrina,  y  no  en  el  de  divergencia  res- 
pecto del  sentido  que  debe  darse  á  la  conven- 
ción, y  su  decisión  no  debería  imponeise  legal- 
mente al  segundo  tribunal  a  que  se  defiere  el 
negocio  sino  en  orden  Jil  punto  de  derecho  que 
han  determinado. 

"La  distinción  admitida  por  los  fallos  cita- 
dos entre  las  cláusulas  claras  y  las  cláusulas 
obscuras  es  puramente  arbitraria.  Lo  ipie 
parece  claro  á  uno  será  obscuro  para  otro,  y 
podríamos  citar  casos  en  que  la  Corte  misma 
se  ha  encontrado  dividida  en  esta  apreciación, 


Los  jueces  de  fondo,  ipie  han  oiclo  las  cxpli- 
crii'i ->nes  lie  la<5  partea  v  delante  de  los  cuales 
.■íi-'  han  produ^  i  Ki  y  discii  ido  todas  las  piezas, 
están  en  reali  1  i«l  en  m.'íor  situación  para 
discernir  la  verdadera  intenció-i  de  los  con- 
tratantes que  la  Corle  de  Casación,  y  se  debe 
vacilar  mucho  antes  de  declarar  que  la  evi- 
cenciaera  tal  (pie  no  han  podido  desconocer- 
la sin  obsecaeióii  ó  sin  confabularse  con  la 
parte. 

"Kstimamos,  y  es  ésta  para  nosotros  una 
razón  decisiva,  í]iie  Ui  Corte  reguladora,  en- 
cargada de  Jtanmr  á  los  tri:>unales  al  respeto 
de  la  ley,  debe  darles  el  ejemplo  niantenicn- 
ílo.se  escrupulosamente  dentro  de  sus  atribu- 
ciones, y  respetando  la  cosa  juzgada,  cuales- 
quiera (¡ue  St-iiM  h)B  errores  lie  hecho  cometidos 
por  los  jueces,  toda  vez  que  la  ley  general  no 
sufrii  uiiigún  atentado.  Cuando  se  pronuncia 
so')rc  el  sentido  de  una  convención,  juzga  el 
proceso,  critica  el  fallo  en  el  hecho  que  le  sirve 
de  base  y  no  en  las  relaciones  de  este  hecho 
con  la  ley.  Su  autoridad  liiinana  de  que  no  se 
h.dia  mexclada  al  debate  de  las  partes  y  no 
interviene  sino  en  el  interés  general  y  superior 
lie  la  lev.  Toda  ineursión  en  el  dominio  del 
heclni  no  |mede  sino  debilitar  esta  autoridad. 

"Ciialf|iiii  ra  (|ue  sen  la  opinión  que  se  tenga 
solíre  la  extensión  del  poder  del  juez  de  hecho 
en  lo  que  mira  ó  la  determinación  de  los  con- 
tratos ajustados  entre  partes,  hay  dí)s  casos, 
nos  parece,  cu  f(ue  no  puede  dejárseles  una 
completa  libcrttul  de  apreciación. 

"El  primero  ocurre  cuando  los  términos 
empleados  en  un  acto  están  copiados  de  la  ley 
que  les  ha  atribuido  un  sentido  preciso.  Te- 
niendo esos  términos  un  sentido  legal,  se  pre- 
sume (pie  las  partes  han  entendido  referirse  á 
él.  El  juez  ])ndrá  sin  duda  investigar  sí  su  in- 
tención ha  sido  otra;  pero  tendrá  que  explicar 
las  circunstancias  <pie  lo  han  inducido  á  esta 
solución,  V  su  fallo  no  será  soberano  sino 
con  esta  conrlición.  Procediemlo  de  otro  modo 
cometería  jin  error  <le  derecho  al  dar  á  las 
palabras,  consideradas  en  sí  mismas,  un  sen- 
tido distinto  del  que  les  ha  atribuido  el  legis- 
lador. 

"Citemos,  por  vía  de  ejemplo,  dos  sentencias 
en  materia  de  tcsiamentos,  una  de  casación 
de  19  de  noviembre  de  1895,  otra  de  rechazo 
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del  recurso  He  l''  de  mayo  tle  1897,  que  dcchi- 
ran  que  las  expresiones  "¡minos  liiírmanos"  y 
"primos  hijos  de  liermaiios"  tienen  un  signi- 
ficado legal  que  el  juez  del  heeho  no  puede  dra- 
denar;  y  una  sentencia  de  t-asación  de  2  de 
mayo  de  1899  que  resuelve  que,  "estando  de- 
finida la  constitución  de  dote  por  anticipación 
de  herencia  como  un  anticipo  hecho  sobre  la 
parte  hereditaria  del  donatario",  no  pueden 
los  jueces  decidir  que  no  hay  acción  contra  cl 
donante  sino  contra  su  sucesión,  sin  mencio- 
nar ninguna  circunstancia  particular  que 
"haga  presumir  que  las  partes  han  querido 
atribuir  á  la  cláusula  litigiosa  otro  sentido 
que  el  que  le  corresponde  legalmente." 

"Lo  mismo  sucedería  en  cuanto  &  la  signifi- 
cación de  la  palabra  "muebles"  empleada 
sola,  de  las  expresiones  "muebles  de  menaje", 
"bienes  muebles",  mobiliario  6  efectos  mue- 
bles." 

"El  segundo  caso  incide  cuando  aparece  cine 
la  apreciación  mnnifíestamente  errada  de  una 
cláusula  no  ha  tenido  más  objeto  que  eludir 
una  prescripción  de  orden  público,  y  pensamos 
que  aun  en  este  caso  el  control  de  la  Corte  no 
puede  ir  niíís  allá  (le  impedirla  perturbación 
de  orden  público  ó  de  evitar  (¡ue  la  desnatura- 
lización de  los  términos  haga  producir  indirec- 
tamente á  la  cláusula  litigiosa  el  efircto  prohi* 
bido  por  la  ley.  Por  esto  es  que  la  Corte  ha 
juzgado  que  una  donación  hecha  á  un  arzobis- 
po para  asegurar  el  sostenimiento  perpetuo 
de  tm  eapcMán  en  un  oratorio  privado  había 
tenido  por  único  objeto  ht  fundación  de  un  es. 
tablecimiento  eclesiástico  no  reconocido  por 
la  ley,  y  ha  anulado  el  fallo  que  había  visto 
atlísimples  prestaciones  á  cargodel  arzobispo. 
Ha  estimado,  en  consecuencia,  que  tenía  el 
derecho  de  verificar  si  había  óno  interposición 
de  personas  con  la  mira  de  eludir  las  prohibi- 
ciones del  artículo  921  del  Código  Civil.  Lo 
mismo  especialmente  sucede  en  niateríade sus- 
titución prohibida. 

"La  Corte,  por  el  mismo  motijo,  en  una 
sentencia  del  6  de  junio  de  1899,  ha  exiimina- 
do  los  términos  de  un  contrato  ce  le  lirado  en- 
tre una  comuna  y  un  particular  para  aprecian 
del  punto  de  vista  de  la  competencia  judicia- 
riay  administrativa, si  el  objeto  principal  que 
se  había  tenido  en  vista  era  un  mercado  de 


trabajos  públicos  ó  una  concesión  de  derechos 
para  percibir  en  un  mercado  por  edificar. 

"Se  ve,  sin  embargo,  que  en  estos  casos  no 
hay  propiamente  una  excepción  A  la  regla  ge- 
neral que  hemos  sentado;  porque  no  se  trata 
de  comprobar  en  el  hecho  cuál  ha  sido  la  vo- 
luntad de  las  partesy  si  esta  voluntad  ha  sido 
desconocida  por  los  jueces  de  fondo,  sino  si  las 
prescripciones  del  legislador  han  sido  eludidas 
y,  por  consiguiente,  violadas,  y  no  es  el  ar- 
tículo 1134  el  que  será  visado  sino  el  que  de- 
fine los  términos  empicados  ó  la  regla  de  or- 
den público  á  que  se  ha  contravenido." 

Ha  parecidoútilalsuscriptohacerlas  trans- 
cripciones precedentes  que  podrían  tacharse 
de  extensas  ó  minuciosas  si  la  materia,  ade- 
más de  difícil  y  controvertida,  no  fuera  nueva 
entre  nosotros,  para  manifestar  que  las  opi- 
niones de  los  expositores,  como  las  sentencias 
de  los  tribunales,  están  muy  lejos  de  ser  uní" 
formes. 

Al  través,  sin  embargo,  de  las  contradiccio* 
nes  en  la  doctrina  y  de  las  vacilaciones  en  la 
jurisprudencia, no  parecedifícil  llegar  á  ciertas 
conclusiones  (]ue  no  pueden  contestarse. 

Así  es  un  principio  aceptado  por  todos  que, 
establecida  la  existencia  y  validez  de  un  con- 
trato, no  cabría  declarar  que  no  constituye  él 
un  vínculo  de  obligación  para  las  partes  6  que 
es  lícito  á  una  de  ellas  dejar  de  cumplirlo  sin 
voluntad  de  la  otra.  La  sentencia  que  hiciera 
tal  declaración  sería  casable,  porque  habría 
infringido  el  artículo  llS-t  del  Código  franeé* 
ó,  si  se  quiere,  e!  artítnilo  154^  del  Código  Ci- 
vil de  Chile,  que  dispone  que  todo  contrato  k- 
galnientc  celebrado  es  una  ley  para  los  contra- 
tantes, y  no  puede  ser  invalidado  sino  por  su 
consentimiento  mutuo  ó  por  causas  legales. 

La  doctrina  y  la  jurisprudenciase  dan  tam- 
bién la  mano  para  reconocer  en  principio  en  el 
juez  de  la  causa  la  facultad  soberana  de  apre- 
ciar el  hecho  ó  de  interpretar  la  convención: 
pero  como  la  regla  no  es  formulada  sin  ciertas 
restricciones,  nacen  las  dificultades  cuando  se 
trata  de  determinarlas. 

Con  la  opinión  más  autorizada  y  generab 
que  concuerda  al  mismo  tiempo  con  lajuns- 
prudcncia  más  constante  y  segura,  se  pueden 
establecer  desde  luego,  algunas  limitaciones 
que,  si  bien  se  mira,  más  que  excepciones  á  la 
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regla,  son  una  confirmación  de  aquel  principio 
que  quiere  que  todo  error  de  derecho  caiga  ba- 
jo el  control  del  Tribunal  Supremo.  Tales  son 
los  fallos  en  que  se  califica  erróneamente  el  ne- 
to jurídfcu,  ó  se  niegan  ó  desconocen  á  la  con- 
vención las  consecuencias  6  efectos  que  legal- 
mente le  pertenecen,  6  en  que,  comoconsecuen- 
cia  6  deducción  de  los  hechos  afirmados  en  la 
causa,  se  hace  una  declaración  contraría  A  una 
ley. 

Si  se  tomara  un  contrato  por  otro,  si  se  ca- 
lificara, por  ejemplo,  de  contrato  de  venta  lo 
que  para  la  ley  es  un  contrato  de  arrenda- 
miento, no  podría  discutirse  el  derecho  de  in- 
tervención de  la  Corte  reguladora,  porque  la 
determinación  del  carácter  del  contrato  impli- 
ca la  resolución  de  una  cuestión  de  derecho, 
desde  que  los  elementos  esenciales  de  cada  uno 
están  precisados  por  la  ley. 

Habría  error  de  derecho  en  atríbuir  al  uno 
los  raracteres  que  pertenecen  al  otro. 

Lo  mismo  ocurriría  en  el  caso  de  que  la  de- 
claración deducida  de  los  hechos  infringiera 
una  ley,  6  en  que  la  sentencia  negara  al  acto 
jurídico  los  efectos  que  la  ley  espresamente  le 
atribuye. 

Pero  se  comprende  que  no  existiría  aquí 
violación  de  la  ley  del  contrato,  sino  infrac- 
ción de  las  leyes  generales  que  han  dejado  de 
aplicarse  ó  se  han  aplicado  incorrectamente  en 
los  casos  mencionados.  Así  sucedería  en  el  ca- 
so propuesto  de  errónea  calificación  dtl  con- 
trato, en  el  cual  se  habrían  quebrantado  las 
disposiciones  relativas  á  la  compra-venta,  que 
se  habían  aplicado  al  arrendamiento,  y  las  de 
este  contrato  que  habían  dejado  de  aplicarse 
á  la  convención  realmente  celebrada. 

Y  no  parece  que  sea  necesario,  como  preten- 
den algunos,  para  aceptar  como  legítimo  el 
recurso  de  fondo  en  estos  casos,  que  el  error 
aparezca  sólo  de  los  elementos  que  suministra 
la  sentencia,  y  no  de  circunstancias  estrañas 
áella. 

La  sentencia  recae  sobre  el  punto  contro- 
vertido y  en  la  hipótesis  que  se  contempla,  el 
punto  controvertido  habría  sido  el  carácter 
jurídico  del  acto.  Sería  hacer  nugatorio  el  re- 
curso si,  objetada  la  sentencia  por  el  error  de 
derecho  en  que  había  incurrido  ni  calificar  el 
contrato,  no  tuviera  el  Tribunal  Supremo  la 


facultad  tle  examinar  el  acta  ó  el  escrito  de 
que  debe  constar. 

Razones  análogas  obran  para  aceptar  tam- 
bién la  primera  de  las  limitaciones  puestas  por 
Faye  al  poder  sol^erano  del  juez  del  hecho. 

Cuando  de  las  circunstancias  de  la  causa  á 
que  el  juez  se  refiero,  no  aparece  que  al  servirse 
de  ciertas  palabras  definidas  por  el  legislador, 
han  querido  las  partes  atribuirles  un  significa- 
do distinto,  se  cometería,  en  concepto  del  in- 
formante, error  de  derecho  al  darles  un  senti. ' 
do  diverso  del  que  les  determina  la  ley. 

No  es  posible  admitir  con  igual  facilidad  la 
segunda  de  las  limitaciones  indicadas  por  Fa- 
ye. A  lo  menos,  no  milita  respecto  de  ella  la 
causa  que  legitima  las  otras  excepciones  que 
se  han  mencionado. 

Las  excepciones  á  la  regla  del  poder  del  juez 
del  hecho  no  se  justifican,  como  ya  se  ha  insi- 
nuado, sino  por  la  necesidad  de  garantir  el 
respeto  á  otro  principio,  aquel  que  somete  los 
errores  de  derecho  á  la  vigilancia  del  Tribunal 
Supremo,  á  fin  de  mantener  la  integridad  de 
la  ley  por  la  unidad  de  su  inteligencia  ó  apli- 
cación. 

Cuando  el  juez  interpreta  una  convención 
para  establecer  cuál  es  la  voluntad  de  las  par- 
tes, resuelve  una  cuestión  de  hecho  y  nada  hay 
que  decir  si  de  t'sta  resolución  resulta  para  el 
contrato  una  inteligenciaquela  hace  legítima. 

Podrá  haber  error  en  la  interpretación,  pero 
la  resolución  en  sí  misma  no  viola  ninguna  ley, 
y  no  podría  la  Corte  Suprema  emnendarel 
error  de  aquella  sin  convertirseen  Tribunal  de 
la  causa. 

Si  se  supone  que  la  interpretación  ha  sido 
maliciosa,  podrá  reprimirse  á  los  jueces,  pero 
esa  circunstanci.i  no  quitará  al  negocio  el  ca- 
rácter que  por  su  naturaleza  le  corresponde. 

Salvo  el  respeto  que  merece  la  alta  autori- 
dad de  que  procede,  y  prescindiendo  aún  de 
las  consideraciones  que  acaban  de  exponerse, 
tampoco  puede  aceptarse,  por  lo  que  tiene  de 
arbitraria,  la  distinción  entre  las  cláusulas  os- 
curas y  las  cláusulas  claras,  para  reconocer  en 
orden  á  la  interpretación  de  las  primeras  la 
facultad  privativa  del  juez  y  someter  á  revi- 
sión los  fallos  en  que  se  juzga  contra  el  tenor 
espreso  de  las  últimas. 

La  determinación  de  la  claridad  ú  obscuri- 
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dad  (í\itiia  cláiisiila  no  <.'sLíÍ  sujeta  ;'i  niiijfiiua 
regla  prXciaa;  no  entra  en  cll"  sino  el  crin-rio 
iiulividnal,  siempre  incii-rto  y  víirialili". 

Las  observaciones  que  consi^nia  con  t-stc 
motivo  el  autor  (le  la  obra  Corte  de  Ca- 
sación parecen  eoncinventcs  y,  resumiendo 
con  él,  debe  concluirse  que,  cuando  la  Corle 
Suprema  "se  pronuncia  sobre  el  sentido  de 
una  convención,  juz^ía  el  proceso,  critica  el  fa- 
llo en  el  licclio  que  le  sirve  de  base  y  no  en  las 
relaciones  de  este  beelio  con  la  ley". 

Por  otra  parte,  la  ni  i -im  a  Corte  Sujirema 
de  Francia  ha  declarado,  conioya  se  hn  visto, 
(]ue  las  repelas  de  interpretaci'  n  de  los  contra- 
tos son  consejos  dados  á  los  jueces  más  bien 
que  reglas  rigorosas  é  imperativas  de  que  no 
Ies  sea  lícito  separarse. 

Y  no  podría  ser  de  otro  modo,  porque,  aun- 
que sea  insistiendo  un  pocoen  el  mismo  orden 
de  observaciones  ;ipuntadas,  cuantío  el  juez 
indica  cual  es  la  intención  clara  de  los  contra- 
tantes para  que  se  esté  á  ella  más  (pie  A  lo  li- 
teral de  las  palabras,  (artículo  lofíO  del  Códi- 
go Civil.-;  ó  el  sentido  en  que  una  cláusula  es 
susceptible  de  producir  algún  efecto,  (artículo 
1502);  ó  la  interpretación  que  mejor  cuadra  á 
la  naturaleza  del  contrato,  (artículo  15)13);  ó 
el  sentido  qtic,  relacionando  unas  cláusulas 
con  otras,  debe  darse  :1  cada  una  de  ellas  por 
convenir  así  al  contrato  en  su  totalidad,  ú  la 
aplicación  práctica  que  de  este  lian  hecho  am- 
bas partes  ó  una  de  ellas  con  aprobación  de 
la  otra,  (artículo  15G4-);  etc.,  etc.,  no  hace  en 
realidad  otra  cosa  que  apreciar  ó  juzgar  lie- 
chos  ó  relaciones  de  hccJio. 

Extraño  c  ilógico  sería  que  esta  aprecia- 
ción, que  no  depende  sino  de  las  indicaciones 
de  la  sana  crítica  ó  del  criterio  de  cíuUi  uno  y 
que  por  lo  mismo  no  vulnera  ninguna  ley, 
quedara  sometida,  no  obstante,  á,  la  ñscalixíi- 
ción  del  Tribunal  Supremo. 

Lo  dicho  hasta  aquí  es  relativo  á  la  ley  del 
contrato,  al  poder  del  juez  del  fondo  para  re. 
solver  la  cuestión  de  hecho  que  declara  la  in- 
teligencia de  la  convención. 

Faye,  como  Crépon  y  otros  autores,  entra 
también  á  enumerar  las  excepciones  que  limi- 
tan el  poder  del  juez  del  hecho  con  relación  á 
otras  materias. 

La  regla  general,  dice  aquel  autor,  en  vir* 


tud  de  la  cual  los  hechos  son  comprobados  v 
nprecia<los  soberanamente  por  los  Tribunales 
compurlíi,  en  interés  tntsnio  déla  lev,  algunas 
excepciones  (pie  conviene  señalar.  Ellas  con- 
ciernvn:  á  los  actos  del  proceso,  la  fosajuz- 
gadíi.  los  contratos judiciarios,  los  impues- 
tf)s  y  l;is  tarifas  legalmente  votadas,  incluvcn- 
(lo  en  ellos  los  derechos  de  inscripción  ó  de 
rcgistn»,  la  autenticidad  de  los  actos,  los 
breves  de  invención,  qiu'  dan  materia  á  la  ca- 
sación por  infracción  de  lo  que  se  ha  llamado 
(|uizá  algo  impropiamente  la  lev  del  breve,  v 
los  casos  de  ialta  de  cum()l¡miento  de  las  for- 
malidades requeridas  por  la  lev  en  interés  de 
la  conservación  de  los  dcrcclios  de  terceros. 

Sería  inoficioso  estinliar  estas  excepciones 
en  ¡¡articular,  desde  que  no  tienen  pertinencia 
inmediata  con  la  cuestión  materia  de  este  dic- 
tamen. Rasla  con  decir  que,  por  punto  gene- 
ral, están  iiiform.'idas  en  el  mismo  principio, 
en  la  necesidad  de  corregir  los  fallos  iiiHciona- 
dos  de  error  de  derecho,  para  no  quebrantar 
la  unidad  de  la  ley. 

Por  lo  demás,  la  fav-iltad  privatisa  que 
tenga  el  juez  para  establecer  los  hechos  de  la 
causa,  del  punto  de  vista  que  se  viene  deba- 
tiendo, si  puede  dar  lugar  á  dudasen  otros 
paises,  no  las  permite  en  el  nuestro,  que  tiene 
disposiciones  expresas  en  su  legislaeiiin  posi- 
tiva. 

Así  en  Francia,  tos  expositores  deducen 
aquella  facultad  sólo  por  inferencia,  á  virtud 
principalmente  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  2'-* 
del  artículo  3"  del  decreto  de  10  de  diciembre 
delT'JO,  que  cstal)lece  que  "bajo  ningún  pre- 
texto y  en  ningún  caso  podrá  el  Tribunal  co- 
nocer del  fondo  de  los  asuntos;  después  de  ha- 
ber casado  los  procedimientos  6  sentencias, 
remitir.i  el  fondo  de  los  asuntos  á  los  Tribu- 
nales que  deben  conocer  de  ellos'-;  y  en  el  ar- 
tículo 7^  de  la  ley  de  30  de  abril  de  1810  que 
exige,  para  la  casación  de  un  fallo,  "una  con- 
travención expresa  de  la  ley". 

lil  artícu¡í>  lf)í)2  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  de  España  dice  que  "habrá  lugar  al 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de 
doctrina  legal:  7"  cuando  en  la  apreciación  de 
las  pruebas  haya  haljido  error  de  derecho,  6 
error  de  hecho,  ai  este  último  resulta  de  docu- 
mentos ó  actos  auténticos  que  demuestren  la 
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equivocación  evidentedel  juzgador";yel  1729 
agrega:  "rl  prímero  délos  fallos  formulados 
en  el  arLÍculo  anterior,  esto  es,  el  que  declara 
no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  se 
dictará:  9'  cuando  el  recurso  se  refiera  á  la 
apreciación  de  las  pruebas,  á  no  ser  que  esté 
compreodido  en  el  número  7*^  del  artículo 
1692". 

De  estas  disposicloneB  resulta  que,  salvo  el 
caso  de  error  de  derecho,  ó  de  error  de  hecho 
que  se  compruebe  inequívocamente  con  docu* 
ntentosó  actos  auténticosdc)  proceso,  la  apre- 
ciación del  juzgador  es  soberana;  pero,  entre 
tanto,  el  artículo  1745  establece  que,  casada 
la  sentencia  por  infracción  de  ley  ó  de  doctri* 
na  legal,  el  Tribunal  Supremo  "dictará  acto 
continuo  y  por  separado  la  sentencia  que  lü- 
rresponda  sobre  la  cuestión  objeto  del  pleito, 
ó  sobre  los  extremos  respecto  de  los  cuales 
hiiya  recaído  la  casación".  Y  como  si  esto  no 
fuera  suficiente  para  demostrar  la  libertad  de 
aquel  Tribunal  para  sentenciar  la  causa  sin 
trabas  de  ninguna  clase,  agrega  todavía  el 
artículo  1746:  "Antes  de  dictar  cualquiera  de 
Ins  dos  sentencias  expresadas  en  el  articulo 
anterior  (la  de  casación  ó  la  de  la  causa)  po- 
drá  la  sala  acordar  para  mejorproveer  el  des- 
gloce  y  remisión  de  documentos  que  obren  en 
el  pleito,  ó  que  se  remita  certificación  de  cual- 
quier escrito,  actuación  ó  diligencia  practica- 
da en  el  mismo,  y  aun  ordenar  la  remisión  de 
todo  el  pleitocuando  lo  estime  absolutamente 
necesario  para  fallarlo  con  el  debido  conoci- 
miento'*. 

Parece,  pues,  claro  que,  en  caso  de  casación 
de  la  sentencia*  la  Corte  Suprema  tiene  el  de* 
recho  de  dictarla  que  correspondacn  la  causa 
conforme  ni  mérito  de  los  hechos  del  proceso, 
estimados  segán  su  criterio  propio. 

No  así  en  Chile. 

Bl  artículo  958  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  dispone  desde  \uego  t\ue,  "cuando  la 
Corte  Suprema  inTalidnre  una  sentencia  por 
casación  en  el  fondo,  dictará  acto  continuo  y 
sin  nueva  vista,  pero  separadamente,  sobre  la 
cuestión  materia  del  juicio,  la  sentencia  que 
crea  conforme  á  la  ley  y  al  mérito  délos  hechos 
tales  como  se  han  dado  por  establecidos  en  el 
fallo  recurrido" .  Y  en  seguida,  el  artículo  977, 
concordante  con  el  que  se  acaba  de  trascribir, 
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preceptúa  que  "en  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  no  se  podrán  admitir  ni  decretar  de  ofi- 
cio para  mejor  proveer  pruebas  de  ninguna 
clase  que  tiendan  á  establecer  ó  esclarecer  los 
hechos  controvertidos  en  el  juicio". 

La  discusión  que  tuvo  lugar  en  el  seno  de 
la  Comisión  Mixta  respecto  del  artículo  930 
del  Proyecto,  que  corresponde  al  958  del  Có- 
digo vigente,  viene  á  ilustrar  más  el  sentido 
de  esta  última  disposición,  cuya  letra,  por  lo 
demás,  es  de  suyo  clara. 

El  artículo  930  del  Proyecto  decía  así: 
"Cuando  la  Corte  Suprema  invalidare  una 
sentencia  por  casación  en  el  fondo,  dictará  ac- 
to continuo  y  sin  nueva  vista,  pero  separada- 
mente, sobre  la  cuestión  materia  del  juicio,  la 
sentencia  que  crea  coañ>rme  ai  mérito  del  pro- 
ceso." 

En  la  sesión  35,  en  que  se  inicióla  discusión, 
dos  de  los  miembros  expusieron  que  la  defensa 
de  las  partes  debía  limitarse  á  las  causalesdel 
recurso,  sin  que,  en  consecuencia,  pudiera  re- 
ferirse á  las  apreciaciones  de  hecho  que  en  nin- 
gún caso  podían  ser  materia  de  la  casación. 
De  este  parecer  fué  también  el  señor  Presiden- 
te, quien  entiende  que,  casada  la  sentencia,  la 
Corte  Suprema  sólo  puede  enmendar  el  fallo 
en  cuanto  al  derecho,  pero  manteniendo  como 
inamovibles  los  hechos  establecidos  en  la  sen- 
tencia reclamada. 

Como  otros  miembros  opinaran  de  diferen- 
te modo,  sosteniendo'quc  pór  la  casación  la 
sentencia  desaparecía  en  absoluto  y  la  Corte 
Suprema  debía  fallar  de  nuevo  la  causa  como 
si  no  se  hubiera  dictado  resolución  alguna, 
observaron  con  justicia  los  primeros  que,  de 
aceptarse  esta  opinión,  deberia  fallarse  la  cau- 
sa con  nueva  vista,  ya  que  de  otro  modo  bC 
dictaría  sentencia  sin  oír  á  las  partes  sobre  las 
caestiones  de  hecho  que  pueden  ser  decisivas. 

En  la  sesión  siguiente,  como  se  recordaran 
las  disposiciones  qne  en  la  materia  contiem-n 
las  leyes  de  enjuiciamiento  civil  de  Alemania  y 
España,  especialmente  la  última,  que  estable- 
ce, como  se  ha  visto,  que  casada  la  sentencia 
el  Tribunal  falla  en  seguida  la  causa  y  se  pro 
nuncia  nuevamente  sobre  el  fondo  del  pleito, 
se  argüyó  en  contrario  que  la  Ley  de  Enjuiciar 
miento  Criminal  de  España  de  14  de  septiem- 
bre de  1882  hnbía  reaccionado,  disponiendo, 
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al  efecto,  que,  en  caso  de  casar  la  sentencia  re- 
currida, la  Corte  Suprema  debería  aceptar  los 
fundamentos  de  hecho  de  la  sentencia  anula- 
da. Se  añadió  que  la  idea  insinuada  en  la  se- 
sión anterior  por  el  señor  Presidente  se  armo 
nizaba  mejor  con  la  naturaleza  del  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  el  cual  tiene  por  objeto 
enmendar  los  errores  de  derecho  y  uniformar 
la  jurisprudencia,  y  paraconseguirlonoes  me- 
nester que  el  Tribunal  revisor  se  pronuncie  de 
nuevo  sobre  hechos,  cuya  apreciación  tocaúni 
camente  al  Tribunal  que  dictó  la  sentencia  re- 
clamada. 

'  Kstas  ideas  fueron  al  fin  aceptadas,  y  de 
acuerdo  con  ellas  se  dió  al  artículo  la  redac- 
ción con  que  hoy  aparece  bajo  el  número  958 
de  la  ley  vigente. 

V.  E..  en  fin,  por  resoluciones  que  van  sien- 
do ya  numerosas,  ha  aSrmado  también  la  ver- 
dadera doctrina. 

Apenas  si  es  necesario  indicar  que,  cuando 
se  dice  que  la  apreciación  de  los  hechos  por  el 
juez  de  la  causa  es  soberana,  se  entiende  siem- 
pre que  esta  apreciación  se  verifique  con  suge- 
ción  á  las  leyes  que  determinan  el  valor  de  ca- 
da género  de  prueba  y  su  mérito  comparati- 
vo; porque,  procediéndose  de  otro  modo,  se 
infríngirian  dichas  leyes  y  el  recurso  sería  pro- 
cedente por  error  de  derecho. 

Las  observaciones  que  preceden  vienen  á 
simplificar  en  mucho  la  cuestión  concreta  so- 
bre que  recae  este  dictamen. 

La  interpretación  ó  aplicación  de  un  contra- 
to es  ana  cuestión  de  hecho,  por  rcglagencral. 
No  puede  discutirse  este  carácter  de  la  cues- 
tión que  le  dan  de  consuno,  según  ha  podido 
verse,  la  doctrina  y  la  jurisprudencia,  por  más 
que,  al  interpretar  ó  aplicar  la  convención  pue- 
da caerse  en  error  ó  en  mal  juzgamiento. 

Ahora  bien:  en  la  causa  actual,  el  Tribunal 
ha  resuelto  una  cuestión  de  hecho,  ysu resolu- 
ción no  puede  comprenderse  en  ninguna  de  las 
excepciones  que  se  han  indicado  como  limita" 
tivas  de  su  facultad  para  apreciar  privativa- 
mente el  hecho. 

No  ha  declarado  que  el  contrato  no  obligue 
ó  no  sea  ley  para  las  partes,  ó  que  alguna  de 
estas  pueda,  contra  la  voluntad  de  la  otra  6 
sin  causa  legal,  sustraerse  á  su  cumpHmiento, 
de  manera  que  queda  intacto  el  artículo  1545 


del  Código  Civil,  que  se  dice  infringido.  Acaso 
esto  sería  bastante  para  desestimar  el  recurso, 
porque  no  se  invoca,  como  violado  ningún 
otro  artículo,  pero  conviene  seguir  hasta  el 
ñn  el  análisis. 

Ha  calificado  bien  el  contrato,  puesto  que, 
de  acuerdo  con  la  ley  y  con  la  interpretodón 
que  ambas  partes  le  atribuyen,  lo  presenta  co- 
mo un  contrato  de  seguro  contra  riesgos  de 
incendio.  No  ha  desconocido  tampoco  losefec- 
tos  ó  consecuencias  que  la  ley  señala  6  conven- 
ción de  este  género. 

Por  la  inversa,  colocándose  la  sentencia  den- 
tro de  los  términos  de  la  convención  para  im- 
poner su  cumplimiento,  ha  aplicado  sus  dispo 
siciones  6  cláusulas  á  resolver  la  cuestión  que 
le  estaba  sometida. 

Podrá  haber  errado  ó  juzgado  mal;  pero  el 
hecho  fundamental  que  la  sentencia  ha  esta- 
blecido, esto  es,  la  inteligencia  que  debe  dar- 
se á  la  cláusula  discutida  y  según  la  cual  el 
asegurador  debe  indemnizadón  en  dinero  y  no 
en  especie,  no  puede  sercambindo  por  V.  E., 
(artículo  958  del  Código  de  Procedimiento 
Civil.) 

Más  aun:  aunque  se  prescindiera  de  los  pre- 
ceptos positivos  de  nuestra  ley  para  atender 
sólo  á  la  jurisprudencia  que,  contra  autoriza- 
dos pareceres,  ha  sentado  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Francia,  la  cuestión  no  podría  decidir- 
se de  modo  diferente. 

En  efecto,  la  cláusula  alrededor  de  la  cual  la 
discusión  ha  rodado,  lejos  de  tener  precisión 
y  claridad  en  su  letra,  consiente  dudas  y  se 
presta  á  interpretación  contradictoria. 

Es  dudoso  que,  cuando  la  cláusula  dice  que 
el  asegurador  se  reserva  el  derecho  de  reem- 
plazar las  especies  perdidas  por  otras,  en  vez 
de  pagarlas  en  dinero,  la  palabraespecies pue- 
da ampliar  su  sentido  hasta  comprender  los 
edificios.  Y  vacila  tanto  más  el  espíritu,  cnan- 
to que  los  contratos  que  celebran  las  compa- 
ñías de  seguros  pueden  versar  sobre  especies  6 
bienes  muebles,  como  sobre  edificios  ó  biimes 
inmuebles,  y  que  las  condiciones  generales  de 
estos  contratos,  una  de  las  cuales  es  justa- 
mente la  que  suscita  el  debate,  se  declaran  ín- 
corporadas  al  contrato  solo  en  cnanto  sean 
aplicables  al  caso. 

En  seguida,  presentaba  dificult  ades  la  esti- 
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pulación,  es  decir,  si  era  6  no  susceptible  de 
aplicarse  al  caso  actual,  por  la  círninstancifl 
de  haberse  convenido  determinadamente  la 
indemnización  en  dinero. 

Y,  por  último,  conformes  las  partes,  como 
resulta  de  su  propia  esposición,  en  que  el  da- 
ño se  indemnizara  en  dineroy  diverjiendo  solo 
en  cuanto  al  monto  de  la  suma,  por  lo  cual  y 
para  que  esta  se  declarara,  ocurrió  una  de 
eHasá  la  justicia  ordinaria,  comporta  dadas 
la  legitimidad  de  la  pretensión  que,  fundada 
en  la  cláusula  XVIII,  se  hizo  valer  para  que, 
dejando  á  un  lado  el  anterior  acuerdo,  se  per- 
mitiera el  reemplazo  de  especies  por  especies. 

Aparece  con  todo  esto  de  relieve  que  la  apre* 
nación  del  hecho,  que  dependía  también  en  es- 
te caso  de  la  estimación  de  circunstancias  y 
elementos  del  proceso,  debe  quedar  librada  ab- 
solutamente al  tribunal  de  la  causa. 

Por  estas  consideraciones,  es  de  opinión  el 
suscrito  que  se  deseche  el  recurso  de  casacif^n 
en  el  fondo  á  (|iic  el  presente  dictamen  se  re- 
fiere. 

Santiago,  7  de  junio  de  liíO-í.—Abel  &t/ive- 
dra. 

La  Corte: 

Considerando: 
1^  Que  en  el  escrito  de  contestación  de  la  de- 
manda, agregado  á  fs.  54-  de  los  autos,  las 
compañías  "La  Italia"  y  "La  Roma"  pidieron 
se  declarase  en  primer  lugar  que  ellas  sólo  de- 
ben indemnizar  al  demandante  las  cantidades 
que  han  fijado  de  común  acuerdo  los  peritos 
don  José  Pedro  Alessandri  y  don  Guillermo 

Illanes       es  decir  "La  Roma"  $  10,954.80, 

liquidación  del  daño  que  cubre  la  póliza  de  esa 
compañía  número  389;  y  "La  Italia"  11  mil 
277  pesos  87  centavos,  liquidación  del  daño 
que  culjre  la  póliza  de  esa  compañía  número 
3596;  y  en  subsidio  de  esta  petición,  para  el 
caso  de  que  se  desestimase  el  mérito  de  dicha 
liquidación,  pidieron  se  resolviera  que  debía 
llamarse  al  perito  tercero  en  discordia  don 
Jorge  Calvo  Mackenna  para  que,  en  unión  del 
perito  don  José  Pedro  Alessandri  hiciese  la 
avaluación  del  daño  sufrido  por  el  asegurado; 
y  no  siendo  la  anterior  petición  procedente, 
debe  la  estimación  del  daño  hacerse  por  el  pe- 
rito de  las  compañías  y  nn  nuevo  perito  de- 
signado por  el  demandante". 


2^  Que  sólo  en  segundo  lagar,  para  el  caso 

de  ser  rechazadas  estas  peticiones  subsidia- 
rias, las  compañías  declararon  que  optaban 
por  la  facultad  de  reemplazar  las  especies  per- 
didas reedificando  los  edificios  incendiados, 
expresando  que  esto  lo  pedían  "en  último  tér- 
mino"; 

3'  Que,  propuesta  y  trabada  así  la  cuestión 
era  preciso  legalmente  que  el  tribunal  de  la 
causa  se  pronunciara  ante  todo  sobre  las  pri- 
meras peticiones,  aceptando  aquella  que  estu- 
viere conforme  con  el  contrato  de  seguro  y 
con  las  disposiciones  legales  concernientes  al 
caso,  sin  que  fueradado  preferir  á  esa  petición 
la  solicitad  formulada  subsidiariamente  y 
para  el  último  término; 

4'  Que  por  tanto  la  sentencia  recurrida  al 
r<:solver,  con  los  antecedentes  déla  causa,  que 
ha  lugar  al  pago  en  dinero  de  la  indemniza- 
ción estipulada,  se  ha  conformado,  á  lo  esti- 
pulado en  el  contrato,  á  lo  pedido  por  las  par- 
tes y  á  lo  dispuesto  también  por  la  ley;  por  lo 
cual  no  ha  infringido  el  artículo  1545  del  Có 
digo  Civil,  que  el  recurrente  supone  ser  la  dis- 
p'>siciÓn  legal  violada  en  dicho  fallo;  y 

5^  Que  la  única  modíRcación  introducida 
por  la  sentencia  en  las  peticiones  sobre  pago 
di.>l  seguro  en  dinero,  6  sea  la  forma  en  que  de- 
be avaluarse  la  indemnización,  no  se  ha  invo- 
cado por  lascompañías  como  fundamento  del 
actual  recurso; 

Visto  también  lo  prevenido  en  los  artículos 
940,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  se  desecha,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  interpuesto  por  las  compa 
nías  de  seguros  "La  Italia"  y  "La  Roma" 
contra  la  sentencia  de  5  de  enero  último  y  se 
aplica  al  Fisco  la  cantidad  de  $300  consigna- 
da según  la  boleta  de  fs.  156.  Comuniqúese  al 
Tribunal  de  Cuentas  y  á  la  Tesorería  Fiscal 
de  Santiago. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 
Vargas.— Cfa6rie/Gae£c.—K  Aguirre  V.— Car- 
los Varas  E.  FóstcrRecabarrea  A.  Verga- 

rn  A!bnno,~J.  Akjo  Pernándex.—J.  Ignacio 
Lar  rain  Z. 
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Apelación — 31  de  octubre  de  1904 
Romaiií  con  Martínez 

Competencia  ;  resoluolón  Implícita 
auto  que  manda  presentar  minutus 
de  prueba  — Apelación.— Inadmls'- 
biUdad.  Multa. 

Doctsina:— Cuando  ei  auto  que  man- 
da presentar  minutas  de  prueba  y  lista 
de  testigos  importa  una  resolución  im- 
plícita sobre  la  competencia  del  juezpaia 
conocer  del  juicio,  procede  la  apelación. 
La  sentencia  que  revoca  d(cho  auto  y  de- 
clara que  el juez  es  incompetente  es  inter- 
locutoria  que  no  pone  término  al  juicio  nt 
hace  imposible  su  prosecución:  el  recurso 
de  casación  es  inadmisible  en  su  contra. 


Habiéndose  .solicitado  se  declarara  la  diso- 
lución de  una  sociedad  mercantil  y  se  citara  á 
comparendo  para  nombrar  árbítros  con  arre- 
glo ni  contrato,  después  de  tramitada  la  de- 
manda, el  juzgado  decretó: 

Valparaíso,  abril  4  de  1904.— Presenten  las 
partes  dentro  de  cinco  días,  las  minutas  á  que 
alude  el  art.  308  del  Cód.  de  Pr.  Civ.— Guznián. 

Apelada  esta  resolución  La  Corte  falló: 

Valparaíso,  19  de  julio  de  1904" — Vistos: 
Teniendo  presente:  1^  Que  en  la  resolución 
apelada,  que  ordena  á  las  partes  presentar  la 
minuta  á  que  se  refiere  el  art.  308  del  Córl.  de 
Proced.  Civ.  se  comprende  implícitamente  la 
declaración  de  competencia  para  conocer  del 
juicio  promovido  en  la  demanda; 

2^  Que  esa  demanda  no  fué  presentada  al 
juez  de  letras  para  que  conociera  de  ella  como 
lo  manifiestan  claramente  el  tenor  literal  de 
la  parte  petitoria,  y  especialmente  el  primer 
otrosí  de  la  misma;  j 

3^  Que  en  la  demanda  se  pide  se  declare 
que  debe  disolverse  la  sociedad  M.  Martínez 
Aldunate  J  C^  y  por  la  cláusula  9^  del  contra- 
to social  se  estipuló  que  cualquiera  dificultad 
que  se  suscitase  entre  los  socios  sería  resuelta 
por  arbitradores  y  sin  ulterior  recurso. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  losarts.  1545 
del  Cód.  Civ  ,y  176  núm.  4*' de  la  ley  de  Orga- 
nización y  Atribuciones  de  los  Tribunales,  se 
revoca  la  resolución  de  4  de  abril  último,  y  se 


declara  que  el  juez  á  quo  es  incompetente  para 
conocer  ók  la  demanda  un  peijuicio  de  darse 
curso  al  decreto  de  28  de  marzo,  que  citó  ¿las 
partes  á  comparendo  para  el  nombramiento 
de  arbitradores  en  conformidad  á  lo  pedido  en 
el  indicado  primer  otrosí  de  la  demanda. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi. 
nistros  Silva  y  Bezanilla  Silva,  quienes  te- 
niendo presente  que  la  providencia  apel.nta 
no  versn,  en  su  concepto,  sobre  la  competen- 
cia del  juez  a  quo,y  que  el  art.  315  inc.  2^  del 
Cód.  de  Proc.  Civ.  declara  que  es  inapelable  la 
resolución  que  ordena  A  las  partes  presentar 
minutas  de  prueba,  estuvieron  porque  se  decla- 
rase improcedente  el  recurso  de  apelación  dedu- 
cido contra  la  referida  providencia  de  4  de 
abril  último.— Redactada  por  el  señor  Presi- 
dente don  Pedro  X.  Pineda— Pedro  N  Pineda. 

— BraulioMoreao  Luis  Ignacio  Silva.— fí. 

Alamos  González. — A.  Bezaailfa  Silva. 

Apelado,  la  Corte  negó  lugar  al  recuraoyha- 
biéndose  interpuesto  el  de  casación  proveyó: 

Valparaíso,  agosto  1'  de  1904.— Teniendo 
presente:— 1^  Que  el  fallo  contra  el  cual  se  de- 
duce el  recurso  de  casación  es  una  sentencia 
interlocutoria,  y  2'  Que  ella  no  pone  término 
al  juicio  iniciado  por  la  demanda,  ni  hace  in:- 
posible  su  continuación.  Con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  939  del  Cód.  de  Proc.  Civ.,  ^e 
declara  inadmisible  el  recurso  de  casación. 
—Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
nistros Silva  y  Bezanilla  Sílra,  quienes  este- 
vieron  por  conceder  el  recurso.  —Pedro  S.  Fi- 
neda.^Braulio  Moreno.— Luis  Ignacio  Silvn. 
~B.  Alamos  González.~A.  Bezanilla  Silva. 

La  Corte: 

Vistos:  Confírmase  la  resolución  apelada  de 
1*  de  agosto  último,  con  coatas  del  recurso.— 
Aplicase  al  Fisco  la  cantidad  de  $  100  consig- 
nada. Acordada  unánimemente  en  cuanto  á  la 
confirmación,  y  contra  el  voto  de  los  señores 
Ministros  Palma  G.  y  Varas  resp^-to  de  la 
aplicación  al  Fisco  de  la  cantidad  consignada 
por  estimar  dichos  señores  Ministros  que  no 
procede  en  este  caso,  ya  que  sólo  se  trata  ilel 
recurso  de  apelación  y  no  de  la  casación  mis- 
ma.—Gairie/  Gaete.—José  Alfonso— J.  Gabriel 
Palma  Guzmán.— Leoncio  Rodríguez. —Carlos 
Vara». 
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Caá.  en  1»  forma.— 2S  de  octubre  de  1904 

Jorquera  v.  de  Ordenes  con  the  Chillian  Elec- 
tric Tramway  and  Light  C*  Ltd. 

Omisión;  parte  expositiva. -Noabre 
delminlstro-redaotordelfiillo  -  Oua- 
sl  delito;  Impradenola  temeraria.  - 
]>año. 

Doctrina: — Cuando  el  accidente  que 
produce  ¡a  muerte  de  ana  persona  atro- 
pellada porMn  carro  eléctrico  se  debe  á 
imprudencia  temeraria  del  maquinista  6 
conductor^  es  responsable  la  Empresa^ 
aunque  la  victima  haya  obrado  con  im- 
prudencia. Esta  circunstancia  sólo  se  to- 
ma en  cuenta  para  ¡a  apreciación  del  da- 
ño. 

La  muerte  de  un  hijo  importa  un  daño 
real  y  eíectivo  para  su  madre  viucla  por- 
que la  priva  délos  recursos  que  podía  es- 
perar de  él. 


SUPREMA 


Doña  Rosa  Jorquera  v.  de  Ordenes  deman- 
dando expone:  que  á  las  diez  y  cuarto  de  Ul 
noche  del  dás  de  octubre  del  año  pasado,  sn 
hijo  Armando  Ordenes  fué  atropeliftdo  en  la 
calle  de  Compañía  esquina  de  Maipú  por  un 
carro  eléctrico  que  ledestrozAlas  dos-pierna^ 
accidente  de  resultas  del  cual  falleció  á  los 
ocho  días  después;  que  ese  hecho  ocurrió  por 
culpa  y  grave  descuido  del  maquinista  6  con- 
ductor del  carro  y  afecta,  en  consecuencia,  la 
responsabilidad  de  la  Bmpresa  de  Tracción 
Eléctrica  la  que  debe  indemnizarle  los  perjui- 
cios sufridos  en  conformidad  con  el  artículo 
2320  del  Código  Civil.  El  día  indicado,  dice, 
su  hijo  Armando  se  dirijía  á  casa  de  la  deman- 
dante á  darle  la  noticia  de  que  en  la  Escuela 
de  Clases  se  le  acababa  de  comunicar  qne  in- 
gresarla á  la  Escuela  Militar  en  premio  de  su 
buena  conducta  y  de  sn  aprovechamiento  y 
esperaba  al  efecto  en  la  esquina  de  las  calles 
indicadas  un  carro  que  llevaba  una  carrera 
vertiginosa  al  cstremo  de  que  una  nube  de 
polvo  oscurecía  completamente  la  calle;  agre- 
ga que  su  hijo  hizo  inútilmente  repetidas  indi- 
caciones al  maquinista  que  parase  el  carro 
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para  subir;  pero  el  tranvía  siguió  con  su  rapi- 
dez extraordinaria  y  sin  que  se  tocase  la  señal 
de  alarma,  desapareciendo  Ordenes  envuelto 
en  la  tierra  que  levantaba  esa  marcha  violen- 
tísima; que  momentos  después,  cuando  et carro 
había  avanzado  media  cuadra,  fué  detenido 
por  varias  personas  que  presenciaron  el  sucmo 
y  su  hijo  filé  encontrado  con  sus  piernas  des- 
trozadas; que  la  conductora  misma  del  tran- 
vía reconoció  en  ese  instante  que  el  accidente 
se  debía  exclusivamente  á  la  culpabilidad  del 
maquinista  que  no  oliedeció  sus  órdenes  é  in- 
fringió los  artículos  2,  9  y  10  del  reglamento 
aprobado  por  la  Municipalidad  de  Santiago 
que  fijan  la  velocidad  de  la  marcha  de  tos  tran- 
vías jordenancitoque  de  la  campana  de  alar- 
ma en  las  bocas  calles.  Dice  que  su  hijo  era  un 
aventajado  alumno  y  que  con  su  incorpora- 
ción á  la  Escuela  Militar  tenía  un  porvenir 
Usongero;  que  la  muerte  de  su  hijo  la  ha  pri- 
vado de  los  recursos  con  que  ella  esperaba 
contar  en  su  carrera  militar.  En  mérito  de  lo 
relacionado,  concluye  pidiendo  se  declare  que 
la  Empresa  de  Tracción  debe  pagarle  la  suma 
de  sesenta  mil  pesos  ó  la  que  la  justicia  deter- 
mine en  compensación  de  los  auxilios  y  recur- 
sos que  durante  su  vida  habría  recibido  de  su 
hijo. 

.  Contestando  don  Samuel  Claro  Lastarria, 
por  la  Chillian  Electric  Tramway  and  Light 
Co.  I,td.  pide  se  deseche  la  demanda.  En  apo- 
yo de  esta  petición  alega:  que,  según  aparece 
del  sumario  que  en  copia  acompaña,  el  acci- 
dente íué  debido  únicamente  á  la  imprudencia 
de  la  víctima  que  trató  de  subir  al  carro  ape- 
sar  de  ir  con  regular  velocidad;  y  que,  por 
otra  parte,  y  prescindiendo  de  la  enormidad 
de  la  suma  que  se  cobra,  la  señora  Jorquera 
no  tiene  interés  para  demandar  por  cuanto 
ella  no  sufrió  el  daño  y  no  ha  sufrido  otro 
peijuicio  que  la  pérdida  d;  meras espectati vas 
que  no  son  estimables  en  dinero. 

En  el  escrito  de  réplica  el  demandante  insis- 
te en  BUS  aseveraciones,  rechaza  el  mérito  del 
sumario  criminal  acompañado  por  la  Empre- 
sa é  impugna  por  contradictorias  las  declara- 
ciones corrientes  en  él.  Sostiene  que  esinexac- 
to  qne  el  accidente  se  produjerapor  impruden- 
cia de  Ordenes  pues  que  no  se  sabe  con  seguri- 
dad como  ocnrrió  el  acddmte  y  qne,  supuesta 


la  imprudencia  de  aquel  que  sería  escusable 
por  la  urgencia  que  tenía  en  tomar  el  carro, 
siempre  procedería  la  indemnización  de  petjui- 
cios  si  bien  sujeta  á  la  reducción  estableció 
por  el  artículo  2331  del  Código  Civil.  Respec- 
to de  la  falta  deinterés  alegada  por  la  Empre- 
sa hace  presente  que  ella  suft-ió  ua  pcijaieio 
manifiesto  y  que  en  todo  caso  la  acción  para 
reclamar  los  perjuicios  corresponde  también  á 
los  herederos  como  prescribe  el  artículo  2315 
del  Código  Civil. 

Duplicando,  el  mandatario  de  la  Empresa 
reitera  lo  que  tiene  dicho  en  orden  á  la  impm- 
deacia  de  Ordenes  y  agrega  que  la  responsa- 
bilidad de  su  representada  no  procede,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  2320 
del  Código  Civil,  sino  en  el  caso  que  el  maqui- 
nista hubiere  estado  bajo  la  vigilancia  del 
empresario  y  que  éste,  pudtendo  impedir  el 
hecho  no  lo  hiciere,  circunstancias  que  no  con- 
curren en  el  accidente  de  que  fué  víctima  Orde- 
nes, pues  el  empleado  estaba  fuera  de  la  vigi- 
lancia de  lá  Empresa.  Agrega  que  la  ñnicn 
obligación  de  ésta  es  tener  personal  idóneo, 
material  bueno  y  vigilancia  en  el  tráfico,  me- 
didas todas  que  ella  tiene  en  práctica. 

El  juzgado  falló  en  19  de  noviembre  de 
1903: 

Considerando: 
1.^  Qne  con  la  prueba  corriente  en  autos 
se  ha  acreditado  que  el  accidenta  que  en  la  no- 
ch^  del  2  de  octubre  del  año  pasado  causó  la 
muerte  de  Armando  Ordenes  fué  debido  á  la 
imprudencia  temeraria  del  maquinista  ó  con- 
ductor del  tranvfaqne atropelldáaquel;  pues, 
con  violación  de  los  reglamentos  dictados 
para  el  tráfico  por  la  Municipalidad,  dió  una 
velocidad  excesiva  al  tranvía,  no  disminuyó 
ésta  al  llegar  á  la  boca  calle  ni  obedeció  l«w 
órdenes  que  se  le  dieron  para  detenerlo; 

2.  ^  Que  no  se  ha  acreditado  que  Ordenes  se 
expusiera  imprudentemente  á  ser  víctima  del 
accidente  y  que,  en  todo  caso,  esta  circunstan  ■ 
da  es  sólo  un  antecedente  que  debe  tenerse  en 
cuenta  al  regular  tos  perjuicios; 

3.  '  Que  la  Empresa  de  Tracción  Eléctrica 
es  responsable  de  los  actos  ejecutados  en  el 
servicio  por  sus  empleados  que  perjudiquen  A 
terceros; 
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~  4.^  Que  la  demandante  con  la  muerte  de  su 
hijo  ha  «ufrido  un  daño  real  y  efectivo,  pues 
se  ve  privada  de  los  recursos  que  tenía  dere- 
cho á  exigir  como  madre  viuda  á  su  hijo; 

5.^  Quem  aatosconsta  queOrdenes,  distin- 
guido alumno  de  la  Escuela  de  Clases,  había 
sido  llamado,  por  excepción  y  atendidos  sus 
méritos,  á  incorporarse  á  la  Escuela  Militar. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  dispues- 
to en  los  artículos  1698,  2320,  2315  y  2331 
del  Código  Civil,  se  declara  que  fan  lugar  á  la 
demanda  y  se  regula  en  veinte  mil  pesos  la  su' 
ma  que  como  indemnización  debe  pagar  la 
Empresa  de  Tracción  á  doña  Rosa  Jorquern. 
— R.  Ahumada. 

.  Apelada  esta  sentencia  por  la  IvmpresH, 
Corte  de  Santiago  resolvió: 

Santiago,  30  de  septiembre  de  1904._VÍ8- 
tos:  eliminando  la  cita  del  artículo  2315  del 
Código  Civil  y  teniendo  presente  en  lugar  del 
considerando  segundo  de  la  sentencia  ape- 
lada: que  aun  cuando  se  ha  establecido  en 
autofi  que  de  parte  de  don  Armando  Ordenes 
hubo  imprudencia  al  intentar  subir  al  tran- 
vía cuando  éste  iba  en  movimiento,  esta  cir- 
cunstancia, si  bien  no  extingue  la  responsabi- 
lidad d?  la  Empresa,  atendidos  los  demás  an* 
tecedentea  de  la  causa,  debe  sin  embargo  to- 
marse en  cuenta  para  la  Apreciación  del  daño 
sufrido  A  consecuencia  del  accidente  que  oca- 
sionó la  muerte  de  Ordenes  y  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  2330  del  Código  Civil, 
se  confirma  la  sentencia  apelada  de  19  de  no- 
viembre último,  con  declaración  de  que  se  re- 
duce á  quince  mil  pesos  la  indemnir-acíón  que 
debe  pagar  á  la  demandante  la  Compañía  de 
Tracción  Eléctrica. 

El  señor  Ministro  Donoso  VilHósola,  tenien- 
do presente  que  Ordenes  se  expuso  con  nota- 
ble imprudencia  á  sufrir  el  accidente  que  le 
«ausó  la  muerte,  opinó  porque  se  redujera  á 
cinco  mil  pesos  la  iodemoización.-;/.  BerauJes. 
— B.  Donoso  V.—J,  Ignacio  Larrain  Z> 

Contra  esta  sentencia  dedujo  la  Compañía 
demandada  recurso  de  casación  en  la  forma  y 

al  formalizarlo  expuso  que  la  sentencia  recu- 
rrida modifica  la  de  primera  instancia  tanto 


en  los  fundamentos  que  el  juez  tuvo  presente 
al  fallar,  cuanto  en  la  resolución  dictada  por 
el  mismo  juez  en  vista  de  esos  fundamentos; 
que  se  suprime  no  sólo  una  cita  legal  sino 
también  un  considerando  fundamental  de  esta 
última  resolución,  reemplazándolo  por  otro 
completamente  contrario,  que  motivó  la  re- 
ducción de  la  suma  fijada  por  el  juez  a  900,  y 
que,  no  obstante  esto,  no  se  reprodujo  la  par- 
te expositiva  de  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia, lo  que  debió  hacerse  en  conformidad  á  lo 
dispuesto  en  el  número 6.'  del  artículo  193  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  incurriendo 
así  en  la  omisión  de  los  tres  primeros  núme- 
ros del  citado  artículo,  lo  que  da  lugar  al  re- 
curso de  casación  en  la  forma  según  lo  pres- 
crito en  el  número  5.^  del  artículo  941. 

Agrega  que,  además,  no  se  dió cumplimiento 
tampoco  á  la  prescripción  del  artículo  188  del 
Código  aludido,  indicando  el  nombre  del  Mi- 
nistro que  redactó  la  sentencia,  violándose 
con  esto  lo  dispuesto  en  el  número  9.^  del  mis- 
mo artículo  941, 

La  Oórte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  si  bien  la  sentencia  recurrida,  supri- 
mió una  cita  leeal  y  varios  númrros  de  los 
considerandos  del  fallo  de  primera  instancia, 
lo  confirmó  no  obstante,  reduciendo  solo  la 
cantidad  en  que  se  había  fijado  el  valor  de  los 
perjuicios  que  se  demandaban; 

2*  Que  conforme  á  lo  establecido  en  el  últi- 
mo inciso  del  número  6'  del  artículo  193  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  en  la  sentencia 
definitiva  de  segunda  instancii  que  modifique 
ó  revoque  la  de  primera,  no  es  necesario  re- 
producir la  exposición  que  ésta  i:ontenga  80_ 
bre  las  tres  primeras  circunstancias  menciona, 
das  en  ese  articulo,  pues  bastará  referirse  á 
ella;  y  la  sentencia  contra  la  cual  se  ha  ínter- 
puesto  el  recurso  no  solo  se  refiere  de  una  ma- 
nera clara  y  precisa  á  la  de  primera  instancia 
sino  que  al  expresar  que  elimina  una  cita  legal 
y  sustituye  una  consideración  por  otra,  con- 
firmando la  sentencia  apelada,  manifiesta  de 
una  manera  implícita  que  acepta-todo  lo  de- 
más que  ella  contiene  y  entre  ello  la  exposición 
d«  los  hechos;  . 
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3'  Que  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
ha  de  fundarse  precisamente  en  alguna  de  las 
caasas  señaladas  en  el  artículo  941  delCódigo 
de  Procedimiento  Civil,  y  entre  ellas  no  se  en- 
cuentra la  de  haberse  omitido  el  nombre  del 
Ministro  que  redactó  la  sentencin,  ya  que  la 
prescripcifin  del  número  9',  en  que  segíin  la 
parte  recurrente  estaría  comprendida  esa  omi- 
sión, se  refiere  á  la  falta  de  "algún  trámite  ó 
diligencia  declarados  esenciales  por  la  ley  ó  á 
cualquier  otro  requisito  por  cuyo  defecto  las 
leyes  prevengan  expresamente  que  hay  nuli- 
dad" y  la  omisión  referida  no  reviste  ninguna 
de  estas  condiciones. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  no  ha  lugar,  con  costas,  al  re- 
curso de  casación  de  que  se  trata.  Queda  apli- 
cada á  favor  del  Pisco  la  cantidad  de  doscien- 
tos pesos  consignada— Cooiuniquese  al  Tri- 
banal  de  Cuentas  y  á  la  Tesorería  Fiscal  de 
esta  ciudad. 

Redactada  por  el  presidente  señor  Gaete. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Alfonso  quien  opinó  que  se  diera  lugar  al  re- 
curso de  casación  de  que  se  trata  por  los  mo- 
tivos que  consigna  en  su  voto  especial.— tia- 
briel  Gaete.— José  Alfonso.—Lcopoldo  Urratia. 
—José  Gabriel  Palma  Gnxméa. 

VOTO  BSPBCIAL 

Bl  Ministro  infrascrito  ha  sido  de  opinión 
que  debía  darse  lugar  al  recurso  de  casación 
en  la  forma  interpuesto  por  la  Empresa  de 
Tracción  Eléctrica  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago en  la  causa  que,  contra  dicha  Empresa, 
sigue  doña  Rosa  Jorquera  de  Ordenes  sobre 
derecho  de  peijuicio. 

La  Corte  confirmó  la  sentencia  de  primera 
instancia  que  mandaba  pagar  veinte  mil  pesos 
por  loa  perjuicios  reclamados,  con  declaración 
de  que  se  reducían  á  quince  mil  pesos. 

Una  de  las  causales  de  casación  alegadas  se 
fcinda  en  el  número  5^  del  artículo  941  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  y  se  hace  consistir 
en  la  infracción  del  artículo  193  del  mismo  Có- 
digo, que  ordena  lo  que  debe  contener  toda 
•entencía  definitiva  de  primera  instancia  y  las 


de  segunda  instancia  que  modifiquen  ó  revo- 
quen las  de  otros  tribunales,  requisitos  con 
que  no  cumple  la  sentencia  reclamada,  la  cual, 
al  confirmar  la  de  primera  instancia  con  la  re- 
baja de  cinco  mil  pesos,  no  reprodujo  ni  se 
refirió  á  la  exposición  contenida  en  ella,  incn- 
rriendo  en  una  omisión  que  constituye  no  ca- 
pítulo de  nulidad. 

El  infrascrito  considera  que  este  capítalo 
está  justificado. 

Al  establecer  las  reglas  relativas  ála  forma- 
ción de  las  sentencias,  el  artículo  193  del  Có- 
digo no  menciona  las  sentencias  de  segunda 
instancia  que  confirmen  las  de  primera,  lo 
que  bien  se  percibe  que  era  infitil,  pnesto  qne 
una  confirmación  completa  acepta  en  todas 
sus  partes  la  resolución  confirmada,  qne  debe 
contener  la  exposición  exigida  por  la  ley.  Se 
refiere  dicho  artículo  á  las  sentencias  de  segun- 
da instancia  que  modifiquen  ó  revoquen  las 
de  otros  tribunales,  y  hace  extensivo  á  ellas 
su  mandato,  agregando  en  su  inciso  final,  que 
no  es  necesario  reproducirla  exposición  qne  la 
sentencia  revisada  contenga  sobre  las  trespri' 
meras  circunstancias  mencionadas  en  el  ar- 
tículo, pues  bastará  referirse  á  ellas. 

Aparece  claro  de  lo  expuesto  que  la  ley,  para 
los  efectosdelareglamentación  deque  se  trata, 
divide  á  las  sentencias  de  segunda  instancia 
en  tres  categorias,  sentencias  que  confirman, 
sentencias  que  modifican  y  sentencias  que  re- 
vocan las  de  otros  tribunales:  dasíficaáÓn 
conforme  á  la  verdad  de  las  cosan.  No  se  refiere 
la  ley  expresamente  á  las  primeras,  porque, 
como  se  ha  visto,  era  innecesario. 

¿A  cual  de  estas  categorías  corresponde  la 
sentencia  reclamada? 

A  juicio  del  infrascrito  es  indudable  que  se 
trata  de  una  sentencia  que  modifica  la  senten- 
cia de  primera  instancia.  Porque,  aun  cuando 
en  ella  se  exprese  que  confirma  esa  resolncióp. 
agrega  en  seguida  con  declaración  de  que  se 
reduce  A  quince  mil  pesos  la  cantidad  de  veinte 
mil  pesos  que  mandaba  pagar  la  resolniñón 
revisada;  y  esta  rebaja  de  cinco  mil  pesos 
constituye  sin  duda  una  modificadón  sustan- 
cial y  considerable  en  lo  juzgado,  sin  necesidad 
de  recurrir  también  á  la  variación  introducida 
por  el  tribunal  revisor  en  sus  motivos. 

Por  consiguiente,  era  de  rigor  la  aplicación 
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del  precepto  del  artícnlo  193  del  Código  de 
ProcedÍDiieato  Civil  en  nna  sentencia  que  mo- 
dificaba la  de  otro  tribunal,  y  esa  aplicación 
no  se  ha  hecho;  y  no  excusa  esta  omisión  la 
circunstancia  de  llamarse  con6rmatoria  de 
otra  á  la  sentencia  recurrida,  cuando  en  la 
realidad  lo  que  existe  es  una  verdadera  modi- 
ficación. 

Por  estos  motivos  se  ha  incurrido  en  el  ca- 
pitulo contemplado  en  el  número  5^  del  ar- 
ticuló 241  del  Código  cxtado.—José Alíonno, 


la  nulidad  de  un  testamento  no  puede 
oponerse  á  otro  legatario  que  pide  el 
pago  de  un  legado  instituido  en  ese  tes- 
tamento  declarado  nulo, 

Al  aceptar  la  rectiñcación  de  la  conih' 
sión  prestada  por  el  mandatario,  fundada 
en  un  error  en  que  incurrió  éste,  el  tribu- 
nal de  la  causa  resuelve  una  cuestión  de 
hecho,  apreciando  para  ello,  en  ejercicio 
de  facultades  privativas,  el  mérito  de  la 
confesión  y  el  de  ia  prueba  rendida  para 
demostrar  el  érror^  siempre  que  no  se 
quebrante  algún  precepto  legal. 


Cas.  CÍV.—25  de  octubre  de  1904 

Espinosa  Várela  con  Casa  de  Huérfanos 
de  la  Serena 

Cosa  .luz^ada;  8US  efeotOB  ;en  orden  á 
la  calidad  de  herederos.— Testamen- 
to; cédula  ó  papeles  referenclalep.— 
Asignación;  error  de  hecho.— Con- 
fesión Judiolal;reotlficaolón  de  erro- 
res.- Apreciación. 

Voctrwa:— El  articulo  1246  del  Códi- 
go Civil  sólo  dispone  que  elque  á  instan- 
cia de  un  acreedor  hereditario  ó  testa- 
mentario ha  sido  Judicialmente  declara- 
do heredero  y  condenado  por  ser  tal  Ae* 
tederOt  se  entenderá  serlo  respecto  de  los 
demás  acreedores  sin  necesidad  de  nue- 
vo  juicio;  y  por  consiguiente  no  es  apir 
cable  al  caso  opuesto,  de  tal  modo  que 
la  declaración  de  no  ser  heredero  obli- 
gue también  á  los  acreedores  que  no  liti- 
garon y  pueda  oponérseles  para  impe- 
dirles demandar  el  pago  de  sus  créditos. 
Dicho  articulo  contiene  una  excepción  á 
los  principios  generales  de  la  cosa  juzga- 
da, que  debe  ser  entendida  estrictamen- 
te en  el  sentido  claro  y  espUcito  que  tie- 
ne. En  consecaenciaf  la  sentencia  que  en 
el  juicio  seguido  por  un  legatario  declara 


Dona  Rosa  Pérez  de  Várela  otorgó  en  la 
Serena  el  7  de  noviembre  de  1887,  ante  el  no- 
tario don  José  Elenterio  Viedna,  testamento 
cerrado,  _en  el  cual  instituyó  de  heredero  uni- 
versal de  sus  bienes  á  su  marido  don  Ruperto 
Várela  y  dejó,  entre  otros  legados,  uno  de 
diez  mil  pesos  á  la  Capa  de  Huérfanos  de 
aquella  ciudad,  que  debía  pagarse  por  nnua- 
Hdades  de  mil  pesos,  sin  que  pudiera  exijírse 
intereses  á  su  heredero. 

La  señora  Pérez  revocó,  en  el  de  aquella  fe* 
cha  el  testamento  de  23  de  septiembre  anterior, 
que  autorizó  el  notario  don  Ramón  Oróste- 
gni  y  en  el  cual  figuraban  como  herederos  uni- 
versales de  la  testadora,  doña  Nieves  Pérez 
de  Campusanoy  doña  Zoila  Campusano  Pé- 
rez y  se  instituía,  entre  otras  asignaciones, 
una  de  tres  mil  pesos  á  la  misma  Casa  de 
Huérfanos. 

Don  Ruperto  Várela,  heredero  nombrado 
en  el  último  testamento  de  su  esposa,  entró 
en  posesión  de  los  bienes  de  ésta,  á  su  falleci- 
miento, ocurrido  el  9  de  noviembre  de  1887. 

Pendiente  un  juicio  sobre  nulidad -de  este 
testamento,  don  Ruperto  Várela  hizo  sus  dis- 
posiciones testamentarias  el  23  de  abril  de 
1889  y  nombró  heredero  universal  y  albacea 
tenedor  de  bienes  á  don  Benjamín  Espinosa 
Várela,  á  quién  encargó  que  pagara  con  pun- 
tualidad los  legados  que  dejó  su  esposa. 

En  enero  de  1898,  terca  de  tres  años  des- 
pués de  la  muerte  de  don  Ruperto  Várela, 
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acaecida  el  18  de  nmyu  de  1895,  el  presbítero 
don  Domingo  Ortiz,  síndico  de  la  Casa  de 
Huérfanos  de  la  Serena,  presentó  ante  el  juz- 
gado de  letras  de  esta  ciudad,  demanda  en  la 
cual  expone  que  doña  Rosa  Pérez  había  lega- 
do «n  sn  testamento  de  7  de  noviembre  de 
1887,  á  su  representado  la  suma  de  diez  mil 
pesos,  pagadera  por  anualidades  de  mil  pe- 
sos, encargando  á  la  legatarín  que  no  exijera 
intereses  al  heredero  don  Ruperto  Várela  por 
el  tiempo  que  dejara  trascurrir  sin  efectuarle 
el  pago;  pero  que  el  señor  Várela  había  modi' 
ficado  en  su  testamento  de  23  de  abril  de 
1889,  la  declaración  de  no  pedir  intereses, 
pues  manda  á  su  albacea  y  heredero  uñiver- 
sal  don  Benjamín  Espinosa  Várela  que  pa- 
gue puntualmente  los  legados  que  hizo  doña 
Kosa  Pérez.  En  esta  virtud,  el  señor  Espino- 
sa Várela  debe  pagar  el  legado  con  los  inte- 
reses corrientes  de  las  cuotas  que  no  ha  satis- 
fecho no  sólo  por  ser  ésta  la  voluntad  de  la 
señora  Pérez,  sino  también  la  de  don  Ruper- 
to Várela;  de  manera  que,  aun  prescindiendo 
de  las  disposiciones  de  aquélla  señora,  debe 
pagarse  siempre  ta  asignación  de  diez  mil  pe- 
sos de  que  se  trata,  en  atención  al  mandato 
de  don  Ruperto  Várela. 

En  consecuencia,  concluye  pidiendo  se  or- 
dene A  don  Benjamín  Espinosa  Várela  pagar 
el  legado  á  que  se  refiere,  con  los  intereses  co- 
rrientes de  cada  uno  de  los  dividendos  desde 
la  fecha  en  que  debieron  cubrirse,  con  deduc- 
ción de  dos  mil  pesos  que  entregó  don  Ruper- 
to Várela  á  la  Icgataria  á  cuenta  del  legado. 

Contestando  el  demandado,  solicita  se  de- 
aeche  la  demanda;  j  al  efecto  dice  que  el  tes- 
tamento de  dona  Rosa  Pérez,  de  fecha  7  de 
noviembre  de  1887,  ha  sido  atacado  por  el 
vicio  de  nulidad,  primero  por  doña  Nieves 
Pérez  de  Campusaao  y  otros,  en  juicio  que 
terminó  por  una  transacción;  en  seguida,  por 
doña  Lucinda  Várela  viuda  de  Bnrgoño,  ha- 
biéndose transigido  también  el  pleito  promo- 
vido por  ésta;  y  que  á  la  fecha  de  la  demanda 
hat^  cansa  pendiente  sobre  la  misma  mate- 
ria con  doña  Jesús  González  de  Gallardo,  le- 
j^ataria  del  testamento  de  la  señora  Pérez,  de 
23  de  septiembre. 

El  demandado  se  halla  asi  solicitado  judi- 
cialmente para  que  pague  los  legados  hechos 


en  dos  testamentos  diversos  de  la  señora  Pé- 
rez, rl  ál  timo  de  los  cuales  está  impugnado 
de  nulidad;  y  es  claro  que  mientras  no  se  re- 
suelva cuál  de  los  dos  testamentos  debe  pre- 
valecer, no  puede  obligársele  á  cumplir  las 
disposiciones  de  ninguno  de  ellos. 

De  todos  modos  debe  tenerse  en  cuenta  que 
don  Ruperto  Várela  no  se  propuso  hacer  gra- 
vosos los  legados  que  instituyó  su  esposa,  ni 
ordenó  que  se  pagaran  estos  legados  con  inte- 
reses, de  modo  que  llegado  el  evento  de  cum* 
plir  las  disposiciones  testamentarias  de  la  se- 
ñora Pérez,  que  se  tengan  como  válidas,  el 
|)ago  se  efectuará  sin  intereses. 

En  la  réplica  el  nuevo  representante  de  la 
casa  de  Huérfanos,  después  de  negar  valor  á 
la  excepción  fundada  en  la  existencia  del  jui- 
cio promovido  al  demandado  por  doña  Jesús 
González  de  Gallardo,  pues  conforme  á  la  ley 
20  título  22,  Partida  3*,  no  puede  empecerle 
la  sentencia  dictada  enjuicio  en  que  no  es  par- 
te, amplía  la  demanda  para  que,  en  el  caso 
improbable  de  que  ella  no  sea  aceptada,  se 
declare  en  subsidio  que  don  Benjamín  Espino- 
sa debe  entregar  á  la  casa  de  Huérfanos,  en 
el  término  de  cinco  días  de  ejecutoriada  la 
sentencia  que  recMga  en  la  cansa,  la  sama  de 
seis  mil  pesos  con  sus  respectivos  intereses, 
que  le^egó  doña  Rosa  Pérez  en  su  primer  tes- 
tamento de  23  de  septiembre.  En  nn  otrosí  de- 
clara el  mandatario  de  la  Institución  deman- 
dante que,  para  el  caso  de  ofrecer  dudas  la 
personería  de  don  Domingo  Ortiz,  ratifica  to- 
do lo  obrado  por  éste. 

En  su  escrito  de  dúplica  el  demandado  re- 
chaza la  ampliación  de  la  demanda,  en  mérito 
de  las  consideraciones  que  ha  opuesto  á  la 
demanda  y  agrega  que  la  asignación  hecha  á 
la  casa  demandante  por  la  señora  Pérez  en  el 
testamento  de  23  de  septiembre  es  sólo  detres 
mil  pesos  y  no  de  seis  mil,  como  se  afirma  en 
la  ampliación. 

En  un  escrito  para  que  se  tuviera  presente 
expresa  el  representante  de  la  Casa  de  Huér- 
fanos que  su  parte  ha  incurrido  en  doserrores 
(le  hecho  que  precisa  rectificar:  1^  se  ha  dicho 
en  la  demanda  por  don  Domingo  Ortiz  que  la 
Casa  había  recibido  de  don  Ruperto  Várela 
(los  mil  pesos  á  cuenta  del  legado,  siendo  que 
la  cantidad  percibida  es  sólo  mil  pesos;  2.*  se 
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ha  afínnado  también  que  el  legado  del  testa- 
mcsto  de  23  de  septiembre  á  favor  de  la  de- 
mandante es  de  seis  mil  peses*  caando  bu  im- 
porte eb  solo  de  tres  mil  pesos. 

El  demandado,  evacuando  la  dtacióu  que 
se  le  hizo  con  este  motivo,  se  opuso  A  la  pri- 
mera de  estas  dos  rectificaciones,  porque  en 
su  concepto,  la  declaracíAn  de  Orttz,  que  se 
intenta  rectificar,  importa  una  confesión  de 
parte  prestada  debidamente  y  aceptada  por 
lo  otra  parte  que  no  es  posible  retractar. 

Se  agregó  á  solicitud  del  demandante  copia 
autorizada  de  las  sentencias  de  1^  y  2*  ins- 
tancia que  dieron  lugar  á  la  nulidad  del  tes- 
tamento de  7  de  noviembre  de  1887,  de  la  se- 
ñora Pérez,  reclamado  en  ei  juicio  seguido 
por  doña  Jesús  González  de  Gallardo,  contra 
don  Benjamín  Espinosa. 

La  sentencia  de  1*  instancia  librada  en  la 
presente  causa  con  fecha  30  de  septiembre  de 
1901  declara:  "que  ha  lugar  á  la  demanda  de 
la  Casa  de  Huérfanos,  hasta  por  la  suma  de 
$  9.000,  con  intereses  legales  desde  la  contes- 
tación á  ella;  la  que  se  pagará  dentro  de  diez 
dias  que  cause  ejecutoría  este  fallo". 

En  14  de  enero  de  1903,1a  Corte  de  la  Sere- 
na confirmó  la  resolución  del*  instancia  "con 
declaración  dequedon  Benjamín  Espinosa  Vá- 
rela sólo  está  obligado  á  pagar  el  legado  de 
$  10.000  que  se  le  demanda  por  anualidades 
de  $  1.000,  á  contar  desde  el  fallecimiento  de 
don  Ruperto  Várela,  con  más  les  intereses  le* 
gal»,  desde  la  contestación  de  la  demanda, 
respecto  de  cada  anualidad  vencida,  y  sirvién- 
dole de  abono  los  $  1.000  que  el  mencionado 
don  Ruperto  Várela  tiene  entregados  á  la  Casa 
de  Huérfanos,  á  cuenta  de  ese  mismo  legado". 

Contra  este  fallo  de  segunda  instancia,  don 
Benjamín  Espinosa  Várela  interpuso  recurso 
de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo,  siendo 
desestimado  el  prímero  por  resolución  de  una 
de  las  Salas  de  la  Corte  (1). 

Formalizado  el  de  casación  en  el  fondo,  dice 
el  recurrente:  que  la  sentencia  reclamada  no 
ha  dado  importancia  para  acojer  la  demanda, 
al  testamento  de  doña  Rosa  Perex  de  Várela, 

(1)  Véase  tomo  1,  Setrun  ja  Parto,  pág.  ¿4,  U  vea- 
tencia  recaída  en  el  espediente  seguido  por  et  Mo- 
nasterio del  Buen  Pastor  que  es  ídéutica. 


sino  que  esencialmente  está  fundada  en  el  tes- 
tamento de  don  Ku|}erto  Vnrela,  establecien- 
do de  este  modo  que  el  testador  hizo  suyo  el 
legado  de  $  10.000  asignado  por  aquélla  se- 
ñora en  su  testamento  de  7  de  noviembre  á  fa- 
vor de  la  demandante,  imponiendo  al  albacea 
la  obligación  de  pagarlo  y  que  esta  reproduc- 
ción del  legado  constituye  una  nueva  y  perfec- 
ta asignación,  declaraciones  que  resultan  de 
los  considerandos  l'á7"'  y  10  y  11  de  la  sen- 
tencia. 

Con  esta  interpretación,  agrega,  ha  des- 
conocido el  tenor  literal  de  la  cláusula  testa- 
-  mentaría  en  que  el  señor  Várela  encargó  á  su 
albacea  el  pago  de  loa  legados  de  su  mujer  y 
se  ha  hecho  caso  omiso  de  la  tsituación  creada 
por  el  fallo  en  que  sedeelara  nulo  el  testamen- 
to dedoña  RosaPérezde  Várela, falloque tam- 
bién despojó  de  todo  su  valor  á  dicha  cláusu- 
la, consignada  por  Várela  en  la  inteligencia 
de  que  el  testamento  de  su  mujer  era  válido. 

Con  lo  cual,  dice,  la  sentencia  ha  contrave- 
nido: 

1"  El  artículo  1246  del  Código  Ci\-il,  que 
determina  los  electos  generales  de  la  cosa  jua- 
gada cuando  recae  sentencia  sobre  la  calidad 
de  heredero; 

2^  El  artículo  1002  del  mismo  Código,  que 
.  establece  que  las  cédulas  ó  papeles  á  que  se  re- 
fiere el  testador  en  su  testamento,  no  se  mira* 
rán  como  parte  de  éste,  aunque  así  lo  ordene, 
ni  valdrán  más  de  lo  que  sin  esta  circunstan- 
cia valdrían;  pues  anulado  el  testamentq  á 
que  se  refiere  lacláusula citada, ese  instrumen- 
to quedó  prívado  de  todo  valor  legal  y  no  ha 
podido  concedérsele  ninguna  eficacia; 

3^  El  artículo  1687  del  mismo  Código,  en 
cuanto  establece  que  la  nulidad  pronunciada 
en  sentencia  que  tiene  la  fuerza  de  cosa  juga- 
da da  á  las  partes  el  derecho  deserrestituidas 
al  estado  en  que  se  hallarían  si  no  hubiere  exis- 
tido el  acto  ó  contrato  nulo,  disposición  que 
infringe  la  sentencia  recurrida  al  considerar 
vigente  y  capaz  de  producir  efectos  un  testa- 
moito  anulado,  siendo  de  notar  que  el  fiUlo 
en  que  se  declaró  esa  nulidad  produce  cosa 
juzgada  parala  casa  de  Huérfanos  á  virtud  de 
lo  prevenido  en  el  artículo  1246,  antescitado; 

4'  El  artículo  1470  n' 3.'del  Código  Civil 
que  establece  que  el  legado  impuesto  en  testa- 
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mentó  nulo  no  da  acción  para  exigir  sn  cum- 
plimiento; de  manera  que  al  acogerse  la  de- 
manda de  la  casa  de  Huérfanf)s  se  le  ha  otor 
gado  underechoquelaleyexpresamenteniega. 

Especialmente,  en  cuanto  la  senteucia  re- 
currida declara  que  la  cláusula  testamentaria 
de  don  Ruperto  Várela  impone  á  su  albacea 
una  obligación  perfecta  de  pagar  loslegadosá 
ia  señora  Pérez  de  Várela,  ha  infringido  tam- 
bién: 

1.  '  El  artículo  1132  del  Código  Civil,  que 
preceptúa  que,  st  el  testador  manda  pagar  lo 
que  cree  deber  y  no  debe,  la  disposición  se  ten- 
drá por  no  escrita;  con  lo  que  se  manifiesta 
que,  anulado  el  testamento  de  la  señora  Pérez 
de  Várela  años  después  de  la  fecha  en  que  testó 
don  Ruperto  Várela,  ya  éste  quedó  libre  de  la 
obligación  que  creía  tener  al  otorgar  su  testa- 
mento; 

2.  ^  El  artículo  1038  del  mismo  Código  que 
prescribe  que  no  vale  la  asignación  que  pare* 
ciere  motivada  por  un  error  de  hecho;  pues  es 
evidente  que  el  encargo  de  don  Ruperto  Va- 
reta fué  motivado  por  la  creencia  errónea  de 
que  era  válido  el  testamento  de  su  mujer; 

Bl  articulo  1069  del  mismo  Código  que 
ordena  respetar  la  voluntad  del  testador  solo 
cuando  no  se  oponga  á  los  requisitos  ó  prohi- 
bicioncs  legales,  oposición  que  en  este  caso 
existe  dada  la  interpretación  de  la  sentencia, 
con  los  artículos  1687. 1002, 1132  y  1058del 
Código  Civil  ya  citados; 

Además,  al  estimar  la  sentencia  recurrida 
qu:  la  cláusula  del  testamento  de  don  Ruperto 
Várela,  independientemente  del  testamento  de 
doña  Rosa  Pérez,  debe  entenderse  como  una 
nueva  y  perfecta  asignación  á  favor  de  la  casa 
demandante  ha  contravenido: 

1'  Al  artículo  1056  del  Código  Civil  que 
exige  para  la  validez  de  la  asignación  ladetcr- 
minacióndel  asignatario,  circunstanciaqueno 
reúne  la  cláusula  en  que  Várela  encargó  á  sn 
albacea  el  pago  de  ios  legados  de  doña  Rosa 
Pérez,  pues  allí  nohayninguna  indicación  cla- 
ra y  precisa  para  fijar  las  personas  de  los  asig- 
natarios y; 

29  Al  artículo  1066  del  Código  Civil,  que 
también  exige  para  la  validez  de  la  asignación 
la  determinación  del  objeto  asignado,  requi- 
sito que  falta  del  todo  en  la  aludida  cláusula. 


Por  fin,  cree  el  recurrente  que  la  sentenda 
de  que  reclama,  al  aceptar  la  rectificación  de 
la  confesión  prestada  por  el  representante  de 
la  Casa  de  Huérfanos  sobre  la  cantidad  que 
3'a  había  pagado  á  esta  institución  por  cuenta 
del  legado,  don  Ruperto  Várela,  reduciendo 
esa  suma  á  mil  pesos  después  de  haba*  dicho 
que  era  de  dos  mil  ha  contravenido  á  los  artí- 
culos 1713. 1698, 1684y  1704del  Código  Civil 
que  se  refieren  á  los  requisitos  de  la  confesión 
judicial,  á  la  prueba  de  las  obligaciones  y  de 
su  extinción,  á  la  ratificación  de  la  nulidad 
relativa  y  al  valor  probalxnio  de  los  papdss 
ó  asientos  privados. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1.  ^  Que  la  demanda  de  fs.  6  para  exigir  el 
pago  del  legado  de  diez  mil  pesos  á  favor  de 
la  Casa  de  Huérfanos  de  la  Serena,  se  funda 
tanto  en  el  testamento  de  7  de  noviembre  de 
1887  de  doña  Rosa  Pérez,  como  en  el  otofga- 
do  por  don  Ruperto  Várela,  pues  se  sostiene 
que  el  demandado  está  en  la  obligación  de 
efectuar  el  pago  á  virtud  de  lo  dispuesto  en 
uno  y  otro  testaiqento; 

2.  ^  Que  el  fallo  recurrido  estudia  tamlnén  el 
valor  legal  de  estos  dos  fundamentos  de  la  de- 
manda y  ocupándose  particularmente  en  a^ 
gunos  de  sus  considerandos  en  la  excepción  de 
cosa  juzgada,  que  se  hace  derivar  por  el  d^ 
mandado  de  la  sentencia  librada  en  el  juicio 
que  le  siguió  la  señora  González  de  Gallardo 
sobre  nulidad  del  testamento  de  la  señora  Pé- 
rez, establece  que  esa  sentenda  no  perjudica  á 
la  Casa  de  Huérfanos,  por  no  haber  figurado 
como  parte  ni  haber  sido  citada  en  dicho  jui- 
cio; 

3.  "  Que  como  se  expresa  en  el  considerando 
15,  la  sentencia  reclamada  condena  asimismo 
al  demandado  á  ejecutar  el  pago  del  legado 
en  la  forma  dispuesta  por  doña  Rosa  Pérez  en 
la  cláusula  32  de  su  testamento  de  7  de  no- 
viembre de  1887; 

4^  Que  se  hace  preciso,  por  lo  mismo,  consi- 
derar de  preferencia  la  prímerade  las  causiUes 
en  que  se  motiva  el  recurso  de  casación,  ó  sea 
la  infracción  del  artículo  1246  del  Código 
Civil,  que  se  dice  cometida  por  haberse  dado 
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mérito  á  un  testRmento  declarado  nulo  por 
sentencia  firme,  que,  con  arreglo  A  lo  precep- 
tuado en  el  referido  artículo,  produce  estado 
6  cosa  juzgada  respecto  de  todos  los  legata- 
rios del  testamento  nulo,  aun  cuando  no  ha- 
jan  litigado  en  el  juicio  en  que-  la  sentencia 
firme  recayó; 

5'  Que  estando  á  su  tenor  literal  y  claro  lo 
que  el  artículo  1246  del  Código  Civil  dispone 
es  sólo  que  el  que  á  instancia  de  un  acreedor 
hereditario  ó  testamentario  ha  sido  judicial- 
mente declarado  heredero  y  condenado  por 
ser  tal  heredero,  se  entenderá  serlo,  es  decir, 
■erá  tenido  como  tal  heredero,  respecto  de  los  . 
demás  acreedores,  sin  necesidad  de  nuevo 
juicio; 

Según  esto,  la  calidad  de  heredero  declarada 
enjuicio  con  un  acreedor,  se  entiende  estable- 
cida para  los  demás  acreedores,  sin  necesidad 
de  qucestos  promuevan  nuevo  pleito  para  ob- 
tener igual  declaración. 

6^  Que  siendo  tal  y  tan  determinado  el  caso 
que  contempla  el  artícylo  1246,  no  es  dable 
hacerlo  comprender  también  el  caso  opuesto, 
cato  es,  que  la  declaración  de  no  ser  heredero 
obligue  también  á  los  acreedores  que  no  liti- 
garon y  pueda  oponérseles  para  impedirles 
demandar  el  pago  de  sus  créditos; 

7*  Que  el  precepto  legal  de  que  se  trata  con- 
tiene en  realidad  una  excepción  á  los  princi- 
pios generales,  que  no  permiten  oponer  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada  en  un  juicio  sino  cuan- 
do hay  identidad  de  personal,  de  cosas  y  de 
causa  de  pedir  con  otro  anterior  resuelto  por 
sentencia  firme;  y,  en  consecuencia,  más  que 
ningún  otro  precepto  legal,  debe  ser  entendido 
■Cgún  la  regla  consignada  en  el  artículo  19  de' 
Código  CÍTÍlen  el  sentido  claro  y  explícito 
qne  tiene,  y  ser  aplicado  estrictamente  al  caso 
de  excepción  único  y  especial  que  determina; 

8^  Que  la  inteligencia  que  por  la  parte  recu- 
''rente  quiere  atribuirse  al  artículo  1246  apar- 
te de  repugnar,  como  se  ha  visto,  al  sentido 
natural  y  obvio  de  la  disposición,  es  inacepta- 
ble además  porque,  vulnerando  el  principio  de 
derecho  que  requiere  interés  para  poder  ejerci- 
tar la  ación,  tiende  á  dar  habilidad  al  mero 
acreedor  de  la  sucesión  para  disputar  al  here- 
dero su  calidad  de  tal; 

Sólo  el  que  reclama  para  sí  el  derecho  de  su- 
so rxRMA 


ceder  al  difunto  puede  ser  contradictor  legíti- 
mo del  heredero  instituido,  para  discntirls  su 
calidad  ó  derecho  de  tal  heredero; 

9^  Que,  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  el 
fallo  recurrido,  al  establecer  que  no  petjudica 
al  actual  demandante  la  sentencia  declarato- 
ria de  no  ser  don  Ruperto  Várela  heredero  tes- 
tamentario de  su  esposa  doña  Rosa  Pérez,  por 
haber  sido  dictada  dicha  sentencia  en  juirio  en 
que  la  Casa  de  Huérfanos  no  fué  parte  ni  fué 
citada,  no  ha  violado  el  artículo  1246  de!  Có- 
digo Civil; 

10.  Que,  al  aceptar  la  rectificación  del  error 
de  hecho  en  que  dice  haber  incurrido  el  repre- 
sentante de  la  Casa  de  Huérfanos  cuando  ex. 
presó  que  su  representado  había  percibido  dos 
mil  pesos  en  lugar  de  los  mil  pesos  que  recibió 
efectivamente  de  don  Ruperto  Várela  á  cuenta 
del  legado,  el  Tribunal  de  la  causa  se  ha  limi- 
tado á  resolver  una  cuestión  de  hecho,  apre- 
ciando para  ello,  en  ejercicio  de  facultades  pri- 
vativas el  mérito  de  la  confesión  prestada  por 
aquel  representante  y  el  de  la  prueba  produci- 
da para  demostrar  el  error,  sin  que  aparezca 
por  otra  parte,  que  al  estimar  estos  particu- 
lares haya  quebrantado  algún  precepto  legal; 
por  lo  cual  son  también  inadmisibles  las  cau- 
sales formuladas  en  los  cuatro  últimos  capítu- 
los del  escrito  de  formalizacíón; 

11.  Que,  desestimadas  las  causales  á  que  an- 
tes se  ha  aludido,  es  inoficioso  pronunciarse  res- 
pecto de  las  otras'causalesque  también  se  adu- 
cen porque,  aun  en  el  supuesto  de  haberse  in- 
fringido las  disposiciones  legales  que  en  ellas  se 
mencionan  al  atribuirse  valor  álacláusula  tes_ 
tamentaria  de  don  Ruperto  Várela  de  que  ha. 
bla  el  recurrente,  este  hecho  no  influiría  en  lo 
dispositivo  del  fallo  ya  que  la  sentencia  hace 
lugar  también  á  la  demanda  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  testamento  de  doña  Rosa  Pé- 
rez, de  7  de  noviembre  de  1887,  que  considera 
subsistente  para  el  demandante. 

Vistos  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
940,  9r)6,  960,  979  y  249  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  cos- 
tas el  recurso  de  casación  en  el  fondo  formali- 
zadocontra  la  sentencia  de  14  de  enero  de 
1903.  Queda  aplicada  al  Pisco  la  cantidad 
consignada  para  responder  á  dicho  recurso. 

Redactado  por  el  señor  áaavedra.— (?a6r/e/ 

SI 
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Oavtc  Leopoldo  Vrrutm.~J.  Gabriel  Palmu 

Guxmán.  ^Cartón  Varas.— Abel  Saaredra.— 
E.  Fóster  Recaburren.~J,  Alejo  Fernández. 


Cas.  CÍ7.—26  de  uctuhre  de  1904 
Buzeta  (]Mirtición  de  bienes) 

Mora;  requerimientoj  udiolal.— Arren- 
damiento;  oontribuoiones.  —  Multa; 
cantidad  Indeterminada- 

Doctrina:— es  hecho  covstitutivo 
de  mora  el  que  por  sentencia  de  término 
se  deciarett  de  abono  á  una  sucesión  en 
partición  valores  que  deben  catearse  de- 
terminadamente á  algunos  copartíciffcs, 
pues,  no  existiendo  plazo  lijado  para  el 
pago  ni  en  dicha  sentencia,  nienconveuio 
de  los  interesados,  tiene  aplicación  la  re- 
gla  del  número  del  artículo  1551  del 
Código  Civil  que  exige  requerimiento  ju- 
dicial para  constituir  en  mora  al  deudor. 

No  importa  requerimiento  el  acuerdo 
de  los  copartícipes  de  designar  un  árbi- 
tro  que  sin  ulterior  recurso  liquide  la  can- 
tidad de  cargo  á  cada  uno  de  los  herede- 
ros que  han  explotado  propiedades  co- 
munes. 

El  pago  del  impuesto  de  haberes  co- 
rresponde á  quien  tiene  en  su  poder  el 
fundo  gravado  y  percibe  sus  frutos. 

La  partición  de  bienes,  como  las  cues- 
tiones sobre  petición  de  herencia  y  otras 
que  tienen  con  ella  grananalogíatuo  está 
sujeta  á  una  determinada  apreciación 
pecuniaria^  y  debe,  por  lo  tanto,  conside- 
rarse como  de  ménos  de  diez  mil  pesos 
para  los  e&ctos  de  la  multa  que  debe  con- 
signarse para  interponer  el  recurso  de 
casación. 


En  la  partición  de  lus  bienes  dejados  por 
don  Juan  de  Dios  Biueta  y  doña  Carmen  Ma- 
rín de  Buzeta  se  (.xpidieron  por  el  árbitro  don 
José  Tomás  Matus  lassiguientes  resoluciones: 

5*  En  acta  de  6  de  abril  de  1899,  se  acordó 
que  los  señores  don  Atalfvar  y  don  Juan  de 
Dios  Buzeta,  don  Ignacio  Baltra  y  don  Pedro 
Enrique  Palaznelos  arrendatarios  de  los  fun- 
dos "Las  Cañas"  y  "Limahnida**,  abonasen  á 
la  sucesión  lo  que  cada  uno  hubiere  percibido 
como  producto  líquido  de  las  leñas  y  quillayes 
vendidos  por  ellos. 

En  el  número  7^  del  acta  de  15  de  mayo  de 
1901  se  acordó  comisionar  á  don  Marcial 
Flores  pfira  que,  sin  ulterior  recurso,  fijase 
las  cantidades  que  eran  de  cargo  ú  las  perso- 
nas nombradas. 

En  cumplimiento  de  su  cometido,  el  señor 
Flores  declaró  por  sentencia  de  23  de  noviem- 
bre de  1901 ,  que  eran  de  cai^go  las  cantida- 
des siguii  ntes:  á  don  Juan  de  Dios  Buzeta 
$  13.900;  á  don  Atalívar  BozeU  $  21.550; 
á  don  Pedro  Enrique  Palaznelos  $  6.000  y  á 
don  Ignacio  Baltra  $  12.600. 

En  comparendo  de  5  de  enero  último  don 
Enrique  Richard  Fontecilla  solicitó  se  decla- 
rase que  las  cantidades  expresadas  devengan 
intereses  legales  desde  la  (echa  de  la  primera 
acta  y,  en  subsidio,  desde  el  23  de  noviembre 
de  ]901,  fecha  de  la  sentencia  dictada  por  el 
señor  Flores. 

Los  señores  Lira  y  Maira  apoderados  de 
doña  Celia  y  de  doña  Domitila  Buzeta  v.  de 
Palazuelos,  respectivamente,  aceptaron  la  pe- 
tición del  señor  Richard  Fontecilla,  que  obra- 
ba como  apoderado  del  Monasterio  de  Car- 
melitas de  Valparaíso,  instituido  heredero 
por  doña  Carmela  üuzeta,  muerta  civilmente. 
El  señor  Montenegro  que  representaba  á  don 
Juan  de  Dios  y  á  don  Atalívar  Buzeta,  á  don 
Ignacio  Baltra  y  su  esposa  doña  Domitila 
Buzeta,  pidió  se  desechase. 

Considerando  que  las  sumas  fijadas  como 
cargo  en  la  sentencia  dictada  porel  señor  Flo- 
res constitnjren  deudas  A  favor  de  la  sncenón 
que  se  hicieron  exigibles  desde  la  fecha  del 
fallo,  por  sersin  ulterior  recurso,  y  de  acuerdo 
con  lo  dispuesto  en  el  artículo  1551  del  Códi- 
go Civil,  se  declara  que  ha  lagar  sólo  á  la  pe- 
tición subsidiaria  del  señor  Richard  Fontecilla. 
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6*  En  comparendo  de  10  de  septiembre  úl- 
timo se  sascitó  cnestión  acerca  de  quien  debe 
pagar  el  impuesto  sobre  los  haberes  de  los 
fandos  **Limahntda"  y  "Las  Cañas",  en  el 
tiempo trascarrído  desde  el  l^de  juHo  de  1901 
hasta  el  26  de  mayo  último,  fecha  de  la  adju- 
dicación de  dichos  fundos,  y  se  acordó  que  et 
compromisario  resolTÍcse  dicha  cuestión. 

En  comparendo  de  10  de  noviembre  el  señor 
Montenegro  presentó  nn  recibo  del  Tesorero 
municipal  de  Tnnga  del  cual  aparece  que  don 
Atalivar  Bnzeta  pagó  $  1.863,93  por  impues- 
to del  fundo  "Litnahuida"  y  pidió  sedeclarase 
de  abono  al  señor  Bnzeta  la  r^rida  suma. 

Se  acordó  que,  stn  perjuicio  de  la  resolución 
pendiente  se  aceptase  dicha  siima  como  parte 
de  pago  del  preció  de  adjudicación  del  fundo 
"Limahuida";  pero,  en  caso  de  queel  pago  del 
impuesto  no  resultase  de  cargo  á  la  sucesión, 
el  wñor  Buzetn  deberá  pagar  la  precitada  su- 
ma, con  intereses,  á  razón  del  siete  por  ciento 
anual  desde  esa  misma  fecha. 

En  comparendo  de  5  de  enero  último  el  se- 
ñor Maira  presentó  un  certificado  del  Tesore* 
ro  municipal  de  Tunga  en  que  se  enumeran  las 
cantidades  pagadas  por  impuesto  de  los  fundos 
"Limahnida"  y  "Las  Cañas"  y  solicitó  se  de- 
clarase de  abono  á  su  mandante  la  suma  co- 
rrespondiente al  tiempo  trascurrido  entre  la 
terminación  del  arrendamiento  y  la  techa  de 
la  adjudicación. 

La  petición  fué  combatida  por  los  señores 
Richard  y  Lira. 

Considerando: 

1^  Que  don  Atalfvar  Buseta,  don  Pedro 
Enrique  Palazuelos,  don  Ignacio  Baltray  don 
Juan  de  Dios  Buzeta  tomaron  en  arriendo  los 
fondos  "Limahuida"y  "LasCañas"  divididos 
en  cuatro  porciones  sobre  las  basesestípuladas 
en  el  comparendo  de  7  de  marzo  de  1894; 

2*^  Que  en  la  sesta  de  tas  bases  que  expresaron 
se  estipuló  que  las  contribuciones  de  cualquie- 
ra clase  que  gravasen  las  propiedades  arren- 
dadas serían  pagadas  por  los  arrendatarios 
en  proporción  á  las  respectivas  pensiones; 

3^  Que  expirado  el  plazo  del  arrendamiento. 
Jos  arrendatarios  continuaron  en  posesión  de 
lais  porciones  arrendadas;  y 

Que  sea  que  esta  posesión  importe  una 


prórroga  tácita  del  arrendamiento  ó  un  goce 
del  predio  sin  sujeción  á  contrato,  el  pago 
del  impuesto  corresponde  á  quien  tiene  el 
fundo  gravado  y  percibe  sus  frutos. 

Se  declara  sin  lugar  lo  pedido  á  nombre  de 
don  Atalívar  Buzeta  y  de  doña  Domitiia  Bu- 
zeta,  sin  perjuicio  de  sus  acciones  contra  los 
demñs  arrendatarios. 

En  consecuencia,  don  Atalívar  Buzeta,  pa* 
gará  á  la  sucesión  la  suma  de  un  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres  pesos  noventa  y  tres 
centavos,  con  intereses  del  siete  por  ciento 
anual,  desde  el  diez  de  noviembre  último  has- 
ta la  fecha  de  la  ordenata  que  se  dicte. 

Apeladasestas  resoinctones  la  Corte  de  Ape- 
laciones resolvió: 

Santiago,  11  de  diciembre  de  1903.~Vistos: 
se  confirma  en  la  parte  apelada,  el  laudo  de 
16  de  marzo  del  presente  año,  con  costas  del 
recurso. —/()sé  Alejo  Fernáadez.—J.  Ignacio 
Larrain  Z.—J.  A.  Rojas. 

Don  Atalívar  Buzeta,  interpuso  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  contra  esta  sentencia. 

Respecto  de  la  resolución  5*,  se  hace  presen- 
te que  se  designó  á  don  Marcial  Flores,  para 
que,  sin  ulterior  recurso,  estimara  las  cantida- 
des que  vanos  herederos  debían  abonar  á  la 
sucesión  por  diversas  materias,  explotadas  en 
los  fundos  comunes  y  que  habían  tenido  como 
arrendatarios.  A  fs.  45  falló  el  señor  Plores, 
indicando  las  cantidades  que  debían  imputar- 
se á  cada  uno  de  los  arrendatarios  de  "Limá- 
huida"  y  "Las  Cañas". 

Dos  años  después,  pidió  otro  heredero,  se 
declararaquc  las  cantidades  mandadas  pagar 
en  ese  fallo  habían  devengado  intereses  lega- 
les desde  la  fecha  del  mismo.  El  compromisa- 
rio y  la  Corte  aceptaron  esta  petición,  apesar 
de  que  el  recurrente  considera  que  no  ha  es- 
tado en  mora  por  serle  inaplicable  el  núme- 
ro 1' del  artículo  1559  del  Código  Civil.  La 
sentencia  recurrida,  que  confirma  la  resolu- 
ción 5*  del  laudo  infringe,  en  su  concepto,  los 
artículos  1551  y  1559  del  Código  Civil,  toda 
vez  que  sujeta  al  recurrente  al  pago  de  intere- 
ses por  cantidades  de  que  no  ha  estado  en 
mora  de  abonar. 

£n  orden  á  la  resolución  6*  del  Laudo,  ex- 
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pone  que  ella  se  desentiende,  tanto  como  la 
sentencia  de  la  Corte,  del  artfcttlo  1610,  nú- 
mero 5'  del  Código  Civil,  puesto  que,  por 
acuerdo  que  consta  del  acta  de  comparendo 
de  10  de  noviembre,  la  sucesión  aceptó  el 
pago  que  don  Atalívar  Buzeta  había  hecho  á 
la  Municipalidad  de  Tunga,  por  contribucio- 
nes que  adeudaba  el  fundo  "Límábuida"  de  la 
misma  sucesión.  Agregó  que  se  acordó  des- 
contar la  suma  pagnda,  de  la  que  debía  en- 
tregar el  señor  Buzeta,  como  saldo  del  precio 
insola to  de  dicho  fundo. 

El  procurador  don  Jorge  Garaa  Huidobro, 
por  la  sucesión  de  doña  Carmela  Buzeta  Ma- 
rín, ha  observado,  en  primer  lugar,  que  el 
recurso  es  inadmisible,  en  virtud  de  no  haber 
consignado  el  recurrente  la  suma  de  tres- 
cientos pesos,  que  corresponde,  según  la  cuan- 
tía del  juicio,  con  arreglo  al  artículo  971 
del  Código  de  Procedimiento  Civil.  Cree  que, 
á  fs.  85,  esté  la  prueba  de  que  el  juicio  de  par- 
tición versa  sobre  un  cuerpo  común  de  bienes 
que  excede  con  mucho  á  $  10.000.  Aun,  to- 
mando en  cuenta  el  valor  de  los  puntos  apela- 
dos, lacuantía  del  juicio  excedería  de  $  10.000 
por  lo  que  la  consignación  hecha,  hace  el  re- 
curso inadmisible. 

Respecto  A  la  primera  causal,  sostiene  que 
no  se  trata  de  una  infracción  legal,  sino  de 
una  apreciación  de  hecho,  cual  es  la  de  saber 
si  un  deudor  está  ó  no  en  mora  y  esta  íipre- 
ciación,  é  su  juicio,  no  da  base  legal  á  un  re- 
curso de  casación. 

Considera,  además,  que  está  comprobado 
el  hecho  de  la  mora  por  diversas  razones  que 
aduce.  Sostiene  que  los  herederos  acreedores 
reconvinieron  judicialmente  á  los  deudores 
por  el  cumplimiento  de  su  obligación,  según 
se  ve  en  los  números  2^  y  3^  de  los  anteceden- 
tes relacionados  (fs.  13).  Son  acreedores,  dice, 
á  h}8  intereses  legales  no  sólo  desde  la  notifi- 
cación de  'a  demanda  ejecutiva,  sino  desde  la 
notificación  del  cúmplase  de  la  antericr  sen- 
tencia de  termino.  Recuerda  el  artículo  2308 
del  Código  Civil,  que  favorece  á  su  represen- 
tado, aun  en  el  caso  de  que  se  diera  lagar  al 
recurso. 

Respecto  de  la  caasal  segunda  de  casación 
observa  que  no  es  exacto  que  la  sucesión  con- 
sintiera en  el  pago  de  la  contríbación  hecha 


por  el  recurrente  y  que  el  acuerdo  citado  por 
éste  no  rs  efectivo.  Añade  que  no  ha  podido  in* 
vocarse  la  subrogación  alegada  por  don  Ata 
lívar  Bnzeta,  ni  se  ha  infringido  el  artículo 
1610  del  Código  Civil. 

La  Corte: 

De  acuerdo  con  el  dictamen  del  ministro 
ponente  señor  Gaete  y  considerando: 

1^  Que  la  conngnariÓD  de  1 50  pesos  hecha 
por  el  recurrente  es  bastante,  pues  el  artículo 
972  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  re- 
mite al  articulo  209  de  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales,  y  éste  incluye  entre  las  materias 
que  no  están  sujetas  á  una  determinada  apre- 
ciación  pecuniaria,  las  que  versan  sobre  peti- 
ción de  herencias  y  otras  que  tienen  grande 
analogía  con  la  materia  referente  á  la  parti- 
ción de  bienes  de  que  se  trata  en  el  caso  actual 
y  en  consecuencia,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  mismo  artículo  972,  lacuantía  del  pleito  de- 
be considerarse,  para  los  efectos  de  la  consig- 
nación, como  de  menos  de  $  10.000; 

2^  Que  acerca  de  la  primera  causal,  hay 
que  considerar  que  no  es  hecho  constitutivo 
de  mora  el  que  por  sentencia  de  término  se  hu- 
biera declarado  de  abono  á  la  sucesión  ciertos 
valores  que  deben  cargarse  determinadamen- 
te á  algunos  copartícipes,  pues  no  existiendo 
plazo  fijado  para  el  pago,  ni  en  dicha  senten- 
cia ni  en  convenio  de  los  interesados,  tiene 
aplicación  la  regla  qae  señala  el  número  3^ 
del  artículo  1551  del  Código  Civil,  que  cxije 
requerimiento  judicial  paraconstituir  la  mora; 

3^  Que  en  el  comparendo  de  lU  de  abril  de 
1901,  punto  tercero  del  acta  respectiva,  lo 
convenido  fué  únicamente  designar  nn  arbi- 
tro, que  sin  ulterior  recurso,  hiciera  la  liqui- 
dación y  fijase  la  cantidad  quefuera  de  cargoá 
cada  heredero,  de  los  que  habían  explotado 
"Limáhnidn"  y  "Las  Cañas"  y  en  dicho  com- 
parendo nada  se  acordó  sobre  requerimiento 
judicial  para  el  pago  de  deudas; 

4^  Que,  en  consecuencia,  la  sentenda  recu- 
rrida, que  con6rmó  la  resolución  5*  del  Lau- 
do, estableciendo  que  el  deudor  de  una  obli- 
gación exigible,  desde  el  momento  en  que  ae  la 
constituye,  puede  estar  en  mora  sin  el  reque- 
rimiento judicial  necesario,  ha  dictado  el  fa- 
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lio  recunrído  en  contravención  á  la  ley,  lo  cnal 
influje  de  un  modo  sustancial  en  lo  dispositi- 
vo de  la  sentencia  misma,  con  arreglo  al  artí- 
culo 940  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

59  Que  la  causal  segunda,  referente  al  pago 
que  el  recurrente  hizo  á  la  Monicipalidad  de 
Tungo,  por  contribuciones  que  adeudaba  el 
fundo  "Limáhuida",  no  da  méritopara  la  ca- 
sación interpuesta,  porque habiendoafirmado 
dicha  sucesión  que  no  le  incumbía  el  pago  ex- 
{ñesado,  no  ha  podido  operarse  tal  subroga- 
ción, ni  se  ha  infringido,  el  artículo  1610  nú- 
mero 5.'  que  invoca  el  recurrente. 

Visto  también  lo  prescrito  en  los  artículos 
940y979del  citado  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de 
casación  en  el  fondo  interpuesto  por  don  Ata- 
lívar  Buzeta,  respecto  ^ela  sentencia  de  11  de 
diciembre  próximo  pasado,  la  cual,  en  conse- 
cnencia,  se  invalida.  Devuélvase  la  cantidad 
consignada  según  la  boleta.  Redactada  por 
el  Ministro  señor  Gallardo. — Leopoldo  Urra- 
tia.— José  Gabriel  PaimaGaMmán.—Oalvanao 
Oailardo. —  V,  Agühre  Vargas.—  Leoncio  Ro~ 
drígucz.  —  Abel  Saaredru. —  Enrique  Foster 
Rec&bárrea. — Aniceto  Versara  Altano. 

y  fallando  la  causa  dictó  la  sentencia  si- 
guiente : 

Santiago,  26  de  octubre  de  1904.— Vistos: 
Bn  los  antecedentes  judiciales  producidos  con 
motivo  de  la  partición  de  los  bienes  dejados 
por  don  Juan  de  Dios  Buzeta  y  su  cónyuge 
doña  Carmen  Marín,  don  Atalívar  Buzeta  ha 
floKcitado  se  declare  que  las  cantidades  que 
deban  imputársele  por  explotación  de  quillay, 
leña  y  carbón,  en  conformidad  al  fallo  dictado 
por  don  Marcial  Flores,  sólo  devengarán  in- 
tereses desde  la  fecha  en  que  quede  ejecutoria- 
do  el  Laudo  pronunciado  por  el  juez  árbitro 
de  la  sucesión  y  2^  que  las  contribuciones  mu- 
nicipales pagadas  por  don  Atatfvar  Buzeta 
por  d  fundo  Limáhuida,  pago  de  que  da  cuen- 
ta el  recibo  de  fs.  62,  deben  ser  de  cargo  de  las 
sncesiones  dueños  del  fundo. 

Habiéndose  deducido  oposición  por  los  de- 
más interesados,  resolvió  el  compromisario 
que  "bá  lugar  sólo  A  la  petición  subsidiaría 
del  señor  Richard  Fontecilla,"  esto  es,  que  las 
cantidades  adeudadas  por  don  Juan  de  Dios 


Buzeta,  don  .Vtalfvar  Buzeta,  don  Pedro  En- 
rique Palazuelos  y  don  Ignacio  Baltra,  segfin 
la  sentencia  del  árbitro  don  Marcial  Flores, 
devengan  intereses  legales,  **desde  el  23  de  no- 
viembre de  1901,  fecha  de  la  sentencia  dicta- 
da por  el  sefíor  Flores". 

La  Corte  de  Apelaciones,  en  11  de  diciembre 
de  1903,  confirmó  en  la  parteapelada,  el  Lan- 
do de  16  de  marzo. 

A  virtud  de  lo  prevenido  en  el  artículo  958 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  teniendo 
presente: 

1*  Que  las  sumas  fifadas  por  el  árbitro  don 
Marcial  Flores,  que  importan  deudas  á  favor 
de  la  sucesión,  exigibles  desde  la  fecha  del  fa- 
llo, por  ser  éste  sin  ulterior  recurso,  no  llevan 
envuelta  la  obligación  de  pagar  interés  desde 
la  fecha  de  ese  fallo,  pues  los  deudores  no  se 
hallaban  constituidos  en  mora  desde  ese  día, 
en  conformidad  á  las  prescripciones  del  núme- 
ro 3*  articulo  1551  del  Código  Civil; 

2*^  Que,  atendida  la  naturaleza  del  caso  ac- 
tual, los  deudores  solo  han  podido  estar  en 
mora  después  de  haber  sido  judicialmente  re- 
convenidos por  la  sucesión  acreedora,  y  úni- 
camente desde  entónces  selesha  podido  exigir 
el  pago  de  los  intereses  de  que  se  trata; 

3^  Que  de  autos  no  aparece  que  el  23  de  no- 
viembre de  1901,  fechadel  fallo  del  árbitro,  se 
haya  reconvenido  judicialmente  á  tos  deudo- 
res, sólo  por  lo  cual  no  es  procedente  la  peti- 
ción subsidiaria  del  mandatario  de  los  de- 
mandantes, con  el  objeto  de  que  desde  ese  dfa 
sean  obligados  los  deudores  á  pagar  intereses 
legales  sobre  las  cantidades  indicadas  en  la 
resolución  del  expresado  árbitro; 

4'  Que  según  consta  del  número  5'  del  Lau- 
do, el  representante  de  la  sucesión  acreedo- 
ra requirió  á  los  deudores  ya  nombrados,  el 
pago  de  intereses  el  dfa  5*  de  enero  de  1903, 
fecha  que  debe,  en  consecuencia,  considerarse 
como  el  dfa  inicial  para  el  -pago  de  los  intere- 
ses legales  que  se  reclaman  á  estos  últimos 
con  arreglo  al  número  3^  del  referido  artículo 
1531; 

5^  Que  en  orden  á  la  demanda  de^l^  casti- 
dades pagadas  por  don  Atalívar  Buzeta  3'4a^ 
Municipalidcul  de  Tunga,  no  aparece  compro- 
bado que  legalmente  sean  de  cargo  á  la  suce- 
sión Buzeta  Marín,  que,  á  mayor  abnnda- 
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miento,  ha  rechazado  esa  demanda;  de  modo 
que  no  habiéndose  operado  la  subrogación  le- 
ga] que  se  invoca  por  el  demandado,  no  tiene 
aplicación  el  articulo  1610  del  Código  Civil;  y 
con  arreglo  á  las  consideraciones  y  preceptos 
legales  citados,  se  revoca  la  resolución  de  16 
de  marzo  de  1903,  en  la  parte  apelada  y  se 
declara:  1^  que  ha  lugar  á  la  petición  subsi- 
diaria lomiulada  por  la  parte  que  representa 
don  Enrique  Richard  F.,  con  declaración  de 
que  los  intereses  legales  que  se  exigen  se  de- 
vengan tínicamente  desde  el  día  5  de  enero  de 
1903,  fecha  del  requerimiento  judicial;  y  3*^ 
que  no  ha  lugar  á  las  demás  peticiones  dedu- 
cidas por  el  reclamante  don  Atalívar  Buzeta. 
Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 

■^Leopoldo  Vrratia  José  Gabriel  Palma 

Guzmán  — Galvaríno  Gallardo.—  V,  Aguirre 
Vargas.— Leoncio  Rodríguez.— Abel Saa  vedra. 

—B.  Ffister  Recaharren  Aniceto  Vergara  Al- 

baño. 


Cas.  Civ.~2G  de  octubre  de  1904 

Ochoa  con  Qneinon 

Minas;  regristro;  prioridad.  -  Apreola- 
olón  de  loa  hechos. 

Doctrina:— J?e</ucic/a  la  litis  á  deter- 
minar si  la  mina  manifestada  por  el  de- 
mandado es  la  misma  que  con  anteriori- 
dad había  manifestado  eldemandante^  la 
apreciación  que  el  tribunal  hace  de  la  prue 
ba  rendida  sobre  este  hecho  le  es  privati- 
va y  escapa  á  la  censura  de  la  Corte  de 
Casación. 


En  19  de  julio  del  año  1900  se  presentó  don 
José  Dolores  Quánon  al  Juz^do  de  Antofa- 
gasta,  esponiendo  que  era  dueño  de  la  mina 
"Carmen"  del  mineral  Chuquicamata,  mani- 
festada en  3  de  agosto  de  1898 y  ratificada  en 


20  de  octnbre  <te  ese  año;  que  ax  abril  de  1899 
don  Lorenzo  Ochoa  se  habia  apoderado  dcdi- 

cha  mina  y  manifestándola  con  el  nombre  de 
"Caupolicán"  había  constituido  título  pro- 
visorio de  ella;  qnesíendo  el  título  de  la  "Car- 
men" anterior,  venía  en  entablar  demanda 
reivindicatoría  y  pedía  la  entrega  de  la  mina 
con  las  prestacionesmutuasqae  eran  decargo 
á  Ochoa  como  poseedor  de  mala  fe. 

Contestada  la  demandat  dice  el  demandado 
que  la  propiedad  que  reclama  el  demandante 
es  enteramente  distinta  de  la  que  pasee  con  el 
nombre  de  mina  "Caupoücán". 

Rendida  la  prueba  en  8  y  13  de  agosto  de 
1903  se  dedujeron  por  el  demandante  tachas, 
las  que  por  auto  de  20  del  mismo  mes  se  reser* 
varón  para  ser  resueltas  en  la  sentencia. 

El  Juzgado  resolvió: 

Considerando,  respecto  del  inddmte  de  ta* 

chas: 

Que  las  declaraciones  de  los  testigos  Daniel 
Carmona,  Ernesto  García,  Marcos  Vasquez, 
Juan  Donoso,  Eleodoro  Saguez,  Pedro  Rodrí- 
guez» Andrés  Vargas,  Rosendo  Carrizo,  Maxi- 
miliano Díaz,  Luis  J.  Cuadros,  se  han  recibido 
cuando  el  término  probatorioestnlta  paraliza- 
do á  petición  del  mismo  demandado  y  sin  que 
se  liubiera  opuesto  á  esa  paralización  el  deman- 
(lante;  y 

Que  esas  declaraciones  fueron  tomadas  sin 
dar  cumplimiento  al  decreto  de  7  de  abril  co- 
rriente A  fs.  38.  de  citar  al  demandante  á  |>re- 
senciar  el  juramento  de  los  testigos. 

Se  declara  que  ha  lugar  á  tas  tachas  opues- 
tas. 

Considerando,  respecto  del  fondo  del  asunto: 

1^  Que  en  vista  de  la  cfmtestación  el  punto 
en  litigio  era  determinarsi  la  mina  **Carmen'' 
propiedad  del  demandante  era  ó  nó  la  mina 
"Caupolicán,"  manifestada  por  el  demandado; 

2^  Que  con  las  declaraciones  de  ocho  testi- 
gos se  ha  comprobado  que  el  demandado  se 
apoderó  en  abril  de 1899 de  lamina  "Carmen" 
y  la  pidió  con  el  nombre  de  "Caupolícán"; 

3^  Que  los  testigos  dan  cuenta  cabal  de  los 
hechos  y  algunos  de  ellos  son  personas  de  re- 
conocida posición  social  y  titulados.  . 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  lo  dispues* 
to  en  los  artículos  895,  904  y  907  del  Código 
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CÍTÜ,  39  j  81  del  Código  d«  Minería,  se  decla- 
ra qne  ha  lagar  á  la  demanda.  —  Manuel  R. 
Vásqacz. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Tacna 
falló: 

Tacna,  1'  de  diciembre  de  1903.—  Vistos  y 
teniendo  presente,  respecto  délas  tachas  pues- 
tas por  el  demandante  Queinon  A  los  testigos 
del  demandado  Ocboa,  fundadas  en  que  todos 
ellos  declararon  cuando  estaba  suspendido  el 
término  probatorio,  y  en  que  no  se  le  citó  para 
presenciar  el  juramento  de  dichos  testigos, 
aunque  así  lo  pidió  bajo  apercibimiento  denu- 
lidad de  sus  declaraciones: 

Que  si  bien  la  parte  del  demandado  Ochoa 
reclamó  con  fecha*  13  de  abril  filtimo  de  la  no- 
tificación del  cúmplase  de  fs.  84  vta.,  hecha 
por  cedulón  el  8  del  mismo  mes,  fundándose  en 
que,  por  corresponder  ese  día  al  miércoles  de 
la  Semana  Santa,  era  día  inhábil  para  practi- 
car actuanones  judiciales  y,  por  consiguiente, 
la  notificación  había  sido  nula,  el  juzgado  no 
dió  lugar  á  la  petición; 

Que  no  obstante  que  el  mismo  Ochoa  pidió 
en  el  otrosí  de  su  solicitud  de  fs.  81  la  declara- 
ción de  que  el  término  probatorio  sólo  había 
empeKado  á  correr  desde ell  5  del  indicado  mes 
de  abril,  fecha  en  que  decía  haber  tomado  co- 
nocimiento de  la  providencia  del  día  8,  por  la 
cual,  á  solicitud  de  Queinon,  se  había  habilita- 
do el  feriado  de  Semana  Santa,  eljuzgado  tam- 
poco dió  lagar  á  esta  petición  por  auto  de  Ifí 
de  ese  mes,  concediendo  sólo  en  el  efecto  devo- 
lutivo la  apelación  subsidiaria,  que  aquel  hn- 
Ma  interpuesto,  y  no  consta  que  este  auto  ha- 
ya rido  revocado; 

Que,  según  se  ve  A  fs.  92,  Ochoa  se  desistió 
de  la  apelación  deducida  contra  el  indicado 
auto  de  16  de  abril,  corriente  á  fs.  86  vta.  en 
la  parte  que  se  relacionaba  con  la  petición  so- 
bre nulidad  de  la  notificación  del  "cúmplase" 
de  fs.  74  vta.;  aceptando  que  el  término  de 
prueba  habfa  corrido  desde  la  fecha  de  esa  no- 
tificación, ó  sea,  desde  el  8  de  abril;  y  el  juzga- 
do aceptó  el  desistimiento  sin  reclamación  del 
demandante; 

Que,  en  consecuencia,  la  prueba  testimonial 
rradida  por  el  demandado  en  los  días  10, 11 
y  13  de  ese  mes  no  se  ha  producido  en  tiempo 
inhábil;  puesto  qoe  el  demandante  haUa  soli- 


citado y  obtenido  la  habilitación  del  feriado 
de  semana  santa,  en  el  cual  feriado  se  encon* 
traron  comprendidos  aquellos  dSas; 

Que  la  prueba  testimonial  de  que  se  trata 
fué  rendida  ante  el  juez  de  distrito  de  Calama, 
á  virtud  fie  consentimiento  pedido  y  otorgado 
con  notificación  del  demandante,  y  este  no  de- 
signó un  representante  suyo  que  presenciara 
en  aquel  lugar  el  juramento  de  los  testigos  del 
demandado;  por  lo  cual  no  puede  tenerse  como 
inválida  esta  prueba  por  el  sólo  hecho  de  ha- 
berse recibido  sin  la  presencia  del  demandante 
al  acto  del  juramento; 

Por  estas  consideraciones  se  declara  que  no 
há  Ingac  á  las  tachas  puestas  á  los  testigos  de 
Ochoa  por  las  ca!:sa1es  expresadas. 

Y  teniendo  presente,  respecto  de  las  peticif>- 
ncfi  de  la  demanda,  además  de  lo  expuesto  en 
los  considerandos  1  ^  y  3*^  de  la  sentencia  de  21 
de  septiembre  último,  referentes  A  la  cuestión 
principal  debatida  en  este  juicio: 

1'^  Que,  según  se  ve  en  la  ratificación  de 
manifestación  de  la  mina  "Carmen",  que  se 
registra  á  fs.  9,  el  demandante  Queinon  alin- 
deró provisoriamente  dicha  mina  desde  las 
aspas  de  la  mina  "Restauradora",  hácia  el 
poniente  y  colindante  con  la  Buena  Esperanza 
ó  Aurelia,  por  el  sur,  y  hácia  los  linderos  de 
cabecera  de  la  Magallanes  por  el  oeste; 

2^  Que,  como  consta  de  la  manifestación  y 
ratificación  de  fs.  3  y  fs.  ~)  de  la  mina  "Caupo- 
lican"  pedt-la  por  el  demandado  Ochoa  y  de 
la  pregunta  7^  del  interrogatorio  del  mismo 
Ochoa,  que  corre  á  fs.  102,  los  deslindes  orien- 
te, sur  y  poniente  de  ambas  minas  coiaciden, 
pues  tienen  por  el  oriente  la  mina  "Restaura- 
dora", por  el  sur  la  mina  "Buena  Esperanza" 
ó  "Aurelia"  y  por  el  poniente  la  mina  "Caute- 
rio" ó  "Magallanes;" 

3^  Que  Ochoa  ha  probado  con  los  testigos 
que  contestan  afirmativamente  la  pregunta 
3^  del  interrogatorio  de  Is.  102  que  el  terreno 
franco  existente  entre  las  tres  minas  última- 
mente nombradas  y  la  "Elisa"  por  el  norte, 
escasamente  es  superior  á  una  hectárea  en 
unos  20  ó  30  metros  más;  y,  por  consiguiente^ 
no  es  posible  que  pueda  tener  cabida  en  ese 
terreno  la  mina  "Carmen"  pedida  con  dos 
hectáreas  y  la  "Caapolican"  pedida  eon  hec- 
tárea y  medio; 
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4^  Qoe  la  prueba  rendida  por  el  deman- 
dante está  más  en  armonía  con  los  documen* 
tos  presentados  por  la  parte,  es  más  precisa  y 
resulta  superior  á  la  del  demandado,  confor- 
me á  las  leyes  de  la  sana  crítica,  y 

Que,  en  consecuencia,  de  lo  expuesto  resulta 
que  la  mina  "Caupolican"  manifestada  por 
don  Lorenzo  Ochoa  ha  sido  ubicada  en  el  mis- 
mo lugar  en  que  con  anterioridad  ae  había 
manifestado  y  ratificado  la  mina  "Carmen" 
de  don  José  Dolores  Queinon,  se  confirma  la 
sentencia  apelada,  de  21  de  septiembre  último, 
ya  citada,  con  costas  del  recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Vega  

£.  Barros  .knihal  Pnlacioa  P.  R.  Vjega. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Ochoa  re. 
curso  de  casación  por  infracción  de  diversas 
disposiciones  legales  entre  las  que  se  encuen- 
tran las  de  los  artículos  27,  29,  38,  39  y  42 
inciso  2«  del  Código  de  Minería;  y  1698  del 
Código  Civil  y  167  del  de  Procedimiento  Ci- 
vil, á  los  cuales  no  se  les  ha  dado  el  alcance  y 
sentido  que  les  atribuyó  el  legislador. 

Al  fundar  el  recurso  se  reproduce  lo  expues- 
to én  el  escrito  en  que  se  formalizó  y  se  hacen 
extensas  consideraciones  para  manifestar  el 
error  en  que,  á  juicio  del  exponente,  ha  incu- 
rrido la  sentencia  al  dar  por  establecida  la 
identidad  de  ambas  pertenencias  mineras  con 
violación  de  lo  dÍ|puesto  en  el  artículo  167  del 
Código  de  Procecmhiento  Civil,  artículo  que 
también  se  ha  infringido  aplicando  las  leyes  de 
la  sana  crítica  en  lugar  de  las  disposiciones 
del  articulo  374  del  referido  Código,  lo  cual 
ha  influido  sustancial  mente  en  lo  dispositivo 
de  la  sentencia  misma.  Agrega  que,  en  cuanto 
al  segundo  fundamento  de  ésta,  la  anteriori- 
dad y  perfección  del  título  del  demandante,  si 
bien  la  anterioridad  es  ciertíi,  no  lo  es  la  per- 
fección del  título  desde  que  ésta  supone  la 
constitución  de  la  propiedad  por  pedimentos 
l^;alefl  y  el  amparo  del  dominio  mediante  el 
pago  de  la  patente,  circunstancia  que  no  con- 
curre en  el  expresado  título. 

La  parte  de  don  José  Dolores  Queinon,  pi- 
dió que  no  se  diera  lugar  al  recurso  que  á  su 
juicio  es  completamente  infundado,  y  agrega 
que  el  recurrente  cita  como  infringidos  el  ar- 
ticulo 167  del  Código  de  Procedimiento  Civil 


y  otros  del  Código  de  Minería,  sin  espHcar  en 
que  consiste  la  infracción,  incurriendo  además 
en  el  grave  error  de  tomar  el  recurso  de  casa- 
ción como  una  tercera  instancia,  discutiendo 
los  fallos  de  primera  y  segunda,  lo  mismo  que 
si  se  tratase  de  un  Tribunal  de  Alzada. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 
1^  Que,  atendidos  los  términos  de  la  de- 
manda y  de  la  contestación,  la  litis  quedó  tra- 
bada únicamente  sobre  el  punto  de  establecer 
si  la  pertenencia  minera  denominada  "Cdr- 
men"  del  mineral  de  "Chuqnicamata"  á  que 
se  refiere  la  demanda  era  la  misma  manifesta- 
da por  el  demandante  con  el  nombre  de  "Cao- 
policán"; 

2'  Que  sobre  este  punto  versó  tanto  la 
prueba  testimonia)  rendida  por  las  partes  co- 
mo la  documental  agregada  á  los  autos; 

3^  Que  apreciando  esa  prueba  con  la  facul- 
tad que  le  es  privativa,  la  Corte  de  Apelacio* 
nes  de  Tacna  estableció  en  la  sentencia  recu- 
rrida, como  aparece  del  considerando  5^  que 
es  consecuencia  de  los  anteriores,  el  hecho  de 
que  la  mina  "Caupolicán"  manifestada  por 
don  Lorenzo  Ochoa  ha  sido  ubicada  en  el  mis- 
mo lugar  en  que  con  anterioridad  se  había 
mani.'estado  y  ratificado  la  mina  "Carmen" 
de  don  José  Dolores  Queinon; 

4^  Que  de  lo  expuesto  en  los  considerandos 
anteriores  resulta  que  tratada  así  la  cuestión 
ventilada  en  esta  causa,  no  aparece  violación 
de  las  disposiciones  legales  que  se  dicen  inflin- 
gidas y  que,  por  consiguiente  no  es  admisible 
el  recurso  de  casación. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940, 960 
y  977  del  Código  de  Procedimiento  Ciril  se 
declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  interpuesto  á  nombre  de  don  Lorenzo 
Ochoa,  á  quien  se  condena  en  las  costas  de 
este  recurso.  Queda  aplicada  á  favor  del  Pisco 
la  cantidad  de  $  150  consignada. 

Redactado  por  el  señor  Presidente  Gaete.— 
Gabriel  Gaetc.—J.  G abrid  Palma  Guxmán.— 
Galvaríno  Gallardo.— V.  A.uirre  V.—Leonch 
Rodríguez.— Abel  Saavcára.—Ii.  FÓBterReca- 
barrea. 
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Cas.  CÍV.—29  de  octabre  de  1904 

Saei  con  Compañía  Explotadora  de  Lota  y 
Coronel 

Nulidad;  venta  de  oosa  ajena;  oeslón 
de  arrendamiento  ó  sub-arrlendo. 
—  Presorlpoión;  clandestinidad — 
Apreolaolón  de  los  hechos. 

Doctrina  i—Bstablecido  por  el  Tríba- 
nal  de  la  cavsa  el  doble  hecho  de  ha- 
ber pasado  más  de  treinta  años  desde  la 
celebración  del  contrato  impugnado  has- 
ta ¡a  interposición  de  la  demanda,  y  de 
haberse  ejercido  con  conocimiento  de  los 
demandantes  jr  sin  clandestinidad  los  de- 
rechos que  aquel  contrato  conferia  al  de- 
mandado, el  fallo  es  inatacable  en  cuan- 
to da  por  cumplida  la  prescripción  extin- 
tira  de  la  acción  de  nulidad  por  haber 
sido  dictado  en  ejercicio  de  facultades 
que  le  son  exclasivas  (1). 

(1)  En  et  primer  ooiwideniiido  del  &lIo  dice  le 
Corte  «qae  la  sentencia  recurrida  afirma  et  hecho  de 
haber  tnscarrido  mas  de  treinta  años  desde  la  i»le- 
bneión  del  contrato,  hasta  la  fecha  en  qpe  se  dedn- 
jo  «a  ra  ooDtra  la  aeeiún  de  nulidad  que  se  ha  pues- 
to en  ejercicio  en  la  demanda*,  agriando  en  el 
ooDsiderando  segundo  qae  ettabUce  también  la  refe- 
rida sentencia  que  dos  efectos  de  dicho  contrato 
según  las  propias  declaraciones  de  los  demandantes, 
han  ndu  tü  todos  oooocidoe,  especialmente  de  ellos 
mismos,  propietarios  edindantes  de  los  terrenas  i 
qne  el  contrato  de  1865  se  refería»,  desestimando 
por  este  motivo  la  alegación  de  clandestinidad  qne 
estos  últimos  produjeron  para  oponerse  á  la  excep- 
ción de  prescripción  alegada  en  la  oontestación  de  la 
demanda.  De  estas  dos  premisas  deduce  el  Tribu- 
nal la  improcedencia  del  reeaiso  de  casación  ya  que 
el  Jallo  de  la  Oorte  de  Apelaciones  es  inatacable  en 
cnanto  se  limita  á  establecer  hechos  de  la  cansa  en 
^ereieto  defaevUadn  que  le  ton  exelwiva$f  es  decir, 
qo»  escapaa  á  la  renaióu  ó  oeuaon  del  Tribunal 
Snpremo, 

En  U  especie  fallada  por  Mta  nentenda  la  dootrí* 
na  del  Tribunal  no  tiene  importancia,  puesto  que 
nparece  de  los  antecedentes  qne  el  contrato  cuya 
nulidad  se  demandaba  fué  oelebrado  el  80  de  no- 
vientre  de  1856  y  )a  demanda  toá  entaUada  y  no- 

SUPRKMA 


Los  herederos  del  arrendador  carecen 
de  acción  para  demandar  ¡a  nulidad 
del  contrato  que  el  arrendatario  celebre 
con  un  tercero  y  en  qtíe  le  cede  todos  sus 
derechos  á  la  cosa  arrendada;  pero  es- 
tando reconocido  el  dominio  de  aquellos 
á  los  terrenos  objeto  del  contrato  tienen 
expedito^  é  pesar  del  fallo  que  niega  lu- 
gar á  la  nulidad  y  admite  la  prescripción 
de  la  acción  en  el  supuesto  de  existir,  et 
derecho  para  deducir  las  acciones  que 
pudieran  corresponderhs  para  reelamar^ 
sobre  todo  después  de  la  muerte  del 
arrendatario  cedente,  sea  de  la  sucesión 
de  éste,  sea  del  cesionario  ó  sub-arrenda- 
tarto  la  restitución,  con  los  ñutos  ó  ren- 
tas insolutas,  de  los  terrenos  que  les  per- 
tenecen. 


Don  Félix  Antonio  Saez,  por  sí,  y  por  don 
Victorino  Campos,  como  representante  legal 

tificada  á  la  Oompafifa  demandada  en  1897,  de  modo 
que  DO  cabe  duda  de  haber  trascurrido  treinta  años 

no  se  alegaba  interrupción  alguna.  Esto  podría  es- 
cosar  todo  comentario  si  sólo  se  tratara  del  fallo 
diotado  en  este  caso  especial,  pero  la  miñón  de  eeia 
Berista  nos  obliga  á  tomar  de  la  doctrina  que 
se  desprende  de  los  considerandos  del  fallo  á  qne  nos 
hemos  referido,  porque  en  los  términos  generales 
en  qne  se  formula  poede  tener  oonseenencias,  &  nnee- 
tro  juicio,  giaves. 

Estamos  de  sonerdo  con  la  sentencia  de  la  Oorte 
Suprems  en  que  la  apreciación  de  los  hechos  discu- 
tidos por  las  partes  entra  en  el  podur  soberano  de 
los  jueces  de  la  causa.  Esta  oonclasión  que  consig- 
nan ya  numerosos  fallos  del  Tribunal,  está  confort 
me  oon  las  terminantes  prescripciones  del  arttonlo 
968  del  Código  de  Procedimiento  Civil  citado  en  U 
sentencia,  según  las  coales  la  Corte  Suprema  en  et 
caso  de  aceptar  un  recurso  de  casación,  debe  dictar 
acto  continuo  y  sin  nueva  vista,  «la  sentencia  qae 
orea  conforme  ¿  la  ley  y  ai  nUrUo  áé  Im  háeho*  kdu 
como  M  han  dadopor  eetahlecÍdo$  en  el  fallo  rtcurrido* 
y  del  artícnto  977  que  prohibe  al  tribunal  admitir  6 
decretar  para  mejor  proveer  pruebas  do  ninguná 
clase  que  Ueadan  d  eetab/ecer  ó'etelartcer  loe  h'Ckon 
eomtrovertído»  en  el  juicio  en  que  habiesis  recaído  Iift 
■enlenda  redamada,  Estas  dipoücíonea  positivas  de 
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de  BU  mujer  doña  Rosario  Saez,  que  litigan  con 
el  privilegio  de  pobreza,  demandando  en  20  de 


agosto  de  1897  á  la  Compañía  Explotadora 
de  Lota  y  Coronel,  espone:  que  por  la  escrítn- 


noestrn  Código  procesal  dejfin  per fecU meóte  en 
olaro  que  el  recurso  de  eMScí/in  no  es  ni  paede  ser 
una  tercera  inaiancia  en  que  ae  trate  de  enmendar 
loe  defec^  del  fallo  de  término  del  Tribunal  de 
AUada,  único  á.  i|iiien  la  ¡ey  confía  la  misión  de  en- 
mendar loo  maloR  juicios  de  los  joece»  de  primera 
instancia. 

P^ro  no  es  posible  dar  A  estaa  prescripcionea  un 
■Imnee  tan  Amplio  hasta  llt^r  k  establecer  que 
basta  que  la  sentencia  recurrida  afirme  algo  oorao 
un  bwho  para  cerrar  la  puerta  al  recanio  de  casación, 
aunque  esa  afirmiicióo  sea  un  error  manifiesto  y  esté 
en  contradicción  ooii  los  propios  antecedentes  en 
que  ella  se  funda,  importando  i  Is  v*tz  una  TÍolaoión 
de  la  ley. 

Los  bachos  dominan  generalmente  toda  ouentíón 
litigioea:  el  derecho  no  puede  prescin^lír  de  ellos; 
j  si  bascara  dar  hechos  por  establecidos  para  »us-  ' 
traer  toda  sentencia  á  la  revisión  de  la  Corte  Ra- 
prema  y  para  que  la  Corte  Suprema  misma  abdioa- 
ra  la  misión  augusta  que  le  está  ooñttnda,  jamas 
llegaría  «1  caso  de  una  casación  en  el  fondo  y  la  for- 
ma decidiría  del  fondo. 

Si  en  la  especie  se  hubiera  tratad»  de  un  contra 
to  celebrado  el  20  de  noTÍembre  de  I8S6  en  ves  del 
SO  de  noviembre  de  1865  y  los  jueces  de  la  causa 
hubiesen  «afirmado  el  heobo  de  haber  traaourrido 
mas  de  treinta  años  desde  U  oelebraoit'tn  del  contra- 
to de  '20  de  noviembre  de  1B8&  hasta  Ib97,  fecha  en 
que  se  dedujo  mt  kU  contra  laaccióu  de  nulidad  que 
se  ha  puesto  en  ejercicio  en  la  demanda»  ¿habita 
bastado  tal  t^firmaeión.  para  que  el  Tribunal  Supre- 
mo hnbiera  tenido  que  abstenerse  de  ejeroer  sos 
facultades  legales?  No  creemos  que  la  Corte  Snpre- 
ma  llegara  á  aceptar  esta  oonsecnencia;  y  rin  em- 
bargo,  ella  oabe  en  los  términoa  generales  y  absolu- 
tos del  primer  considerando  del  fallo.  Este  oonside- 
riindo  adolece  también  de  un  defecto  de  redacción 
al  hablar  de  la  fecha  en  que  w  dtdv^o  la  acción  de 
nulidad,  en  lugar  de  referirse  á  la  fitoha  en  que  se 
notificó  la  demanda. 

üna  afirmseióa  semejante  de  los  jueces  de  la 
causa,  manifiestamente  inexacta  y  contraria  A  los 
instrumentos  públicos  que  les  servirían  de  antece- 
dentes, importaría  una  violación  de  la  ley  puesto 
que  la  senteneia  fundada  en  eUa  Tendría  A  admi- 
tir una  prsseripcióa  que  so  reunía  los  leqi^tos  le- 
gales. No  basta,  pues,  decir  qne  los  jneoss  de  la 
causa  tienen  el  poder  soberano  de  apreciar  y  eotHble- 
eer  loa  hechos.  Semejante  doctrina,  dice  Dallos 
(Gas,  ndm.  1488),  si  debiera  recibir  una  aplioaoióii 
general  y  absoluta,  podría,  en  mnelnv  oa««,  conm- 
gmr  no  solamente  una  malasentenoia  (un  maljugé) 
de  una  injusticia  evidsoie  sino  violar  but»  cierto 


punto  la  ley  del  contrato. ~Así  la  Corte  Suprema 
ha  comprendido  la  necexidad  de  hacer  una  distin- 
dóii  y  de  modificar,  en  favor  de  hechos  estabieoidos 
por  OfíloM  «K/rfH/icoi,  lo  que  hay  de  demasiado  rign- 
n>so  en  esta  opinión;  por  oon>iguiente,  se  inclina 
bastante  á  abrir  la  vía  de  la  casneión  contra  un  em>r 
de  hecho  demostrado  por  un  nrto  antéittic»,  &  con- 
dición, sin  emliargo,  de  que  el  acto  qne  demuestm 
el  error  hsya  sido  presentado  ante  Ina  jneoss  de  la 

cansa        Aqul^  lo  repetimos  (Núm.  1439)seraxo- 

na  en  la  hipótesis  de  que  los  jueces  luiyan  tt-nido 
á  la  vista  el  acto  y  sin  embargo,  hayan  cometido  el 
error.  Entonced  ta  cssación  tiene  cabida.  A^-í  so  ha 
declarado  admisible  el  recurso:  1."  Contra  una  de- 
oistón  qne  rechazaba  una  exeepoiún  de  incompeten- 
cia personal  con  el  fundamento  de  nii  haber  sido 
propoenta  tn  Zimina  lilJ»,  cnaniio,  al  contmrio  esta- 
ba probado  por  los  mtsmo«  autos  relacionados  en  la 
sentencia,  qne  esta  exi-epoióo  hubía  sidn  presentada 
en  tiempo  oportuno  (Gas.  11  de  manso  de  1828  aff. 
Pompidam);  i."  Contra  la  sentencia  qne  declara 
nulo  un  acto  de  ajietaciÓn  por  no  haber  >-idn  noti- 
ficado pt-rconnlmente  y  en  el  domicilio,  cuando  estÁ 
comprobado,  al  contrario,  por  la  produeeión  del 
original,  que  eata  dublé  notifloaoión  ha  sido  beoka 
<Ca8.  de  4  de  abril  de  IMil );  .V  Oontrn  U  senten- 
cia que  declara  que  una  mujer  ha  dejado  ignorar 
so  calidad  de  separada  de  bienes,  cuando  precisa- 
mente en  esta  calidad  ha  procedido  (Cus.  de  10  de 
enero  18261».  Y  estas  conclusiones  son  las  mismas  & 
qne  llegan  autores  romo  Crépon,  título  III,  Cap. 
III,  sección  II  y  Fsye,  Gap.  TIX  y  son  ádmitidas 
}pnr  los  redactores  du  las  Pandectas  Francesas,  Y. 
Cw$aiioH  eivile  y  del  Repertorio  General  Alfa- 
Utioo  de  Derecho  francés  de  Fosier-Herman  y  Oar 
peutier.  cNo  debe  confundirse,  dioeo,  lomaljtu- 
gadu  y  tí  nror  de  h«cko,  bien  que  por  lo  qne  toca 
al  recurso  de  canción  la-  misma  regla  lea  sea  apli- 
oables.  Lo  mal  juzgado  es,  hablando  con  propiedad, 
la  mala  apreciación  qne  puede  haber  sido  hecha  por 
los  jueces  de  la  causa  de  los  actos  producidos  en  el 
litigio,  de  los  documentos  y  cironnstandas  del  jni> 
oio;  el  «rror  rfe  A«cAo  es  simplemente  la  afinmunón 
inexacta  de  un  hecho.  Lo  mal  juzgado,  ó  en  otros 
términos  la  apreciación,  aan  ioeXACU  de  los  doca- 
mentos  y  circunbtancias  de  la  cansa,  escapa  alstrfn- 
tamenta  al  control  de  la  Corte  de  Oasaáón;  en  prin- 
oipio  snoede  lo  mismo  con  el  error  de  heefao;  pera  la 
regla  en  de  una  aplionoittu  menos  rigorosa,  en  el 
sentido  de  qne  el  error  de  hecho  puede  fioilmente, 
como  lo  veremos  má»  adelante,  dejenerar  ta  error 
de  derecho  aegi'm  la  uatonlesa  de  los  actos  eon  en- 
ya  ayuda  p«edu  t«r  establecido.  ■ 
Así  la  sprecisción  de  k»  heohos  que  ssloroflUt 
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re  publica  que  acompaña,  extendida  en  Con- 
cepción el  24  de  junto  de  1852,  don  Andrés 
Saeii  abuelo  legf  timo  de  los  demandantes  dió 
en  arriendo  á  don  Juan  MacKay,  por  la  renta 
de  $  500  al  año,  las  minas  de  carbón  de  pie- 
dra contenidas  en  su  fundo  de  "Yovilo",  ubi- 
cado en  la  Subdclegadón  de  Coronel,  del  de- 
partamento de  Lautaro. 

Por  la  escritura  de  2  de  diciembre  siguiente, 
que  también  agregan,  Mac-Kay  cedió  al  mjs- 
mo  Saez  una  de  las  minas  de  carbón  de  Yovi- 
lo, la  cual  quedó.en  consecnencia, excluida  del 
arrendamiento. 

En  20  de  noviembre  de  1855,  como  lo  com- 
prueba la  respectiva  escritura  de  esa  fecha,  que 
igualmente  acompañan,  donjuán  Mac-Kay 
cedió,  ^ansfirió  y  enajenó  á  don  Lnis  Cousi- 
no  los  derechos  que  le  confería  el  contrato  ce- 
lebrado con  don  Andrés  Saez  el  24  de  junio  de 
1852. 

Ya  se  considere  el  contrato  de  Mac-Kay  con 
Cousiño  como  nna  venta  de  las  minasde  "Yo- 
vilo", ya  se  estime  como  cesión  del  arriendo 
que  Mac-Kay  pactó  con  el  señor  Saez,  dicho 
contrato  es  absolutamente  nulo,  porque  Mac- 
Kay  no  era  dueño  de  las  minas,  y  como  arren- 
datario carecía  de  facultad  para  ceder  el  arrien- 
do ó  para  sub-arrendar. 

El  artículo  682  del  Código  Civil  dice  que  si 
el  tradente  no  esel  verdadero  dueño  de  la  cosa 
qae  se  entrega  por  él  ó  á  su  nombre,  no  se  ad- 
quieren por  medio  de  la  tradición  otros  de- 
rechos que  los  trasmisibles  del  mismo  traden- 
te sobre  la  cosa  entregada.  El  artículo  725ea- 
tablecequeel  poseedor  conserva  la  posesión, 
aunque  transfiera  la  tenencia  de  la  cosa,  dán- 
dola en  arriendo,  comodato...  ó  á  cualquiera 
otro  titulo  no  traslaticio  de  dominio.  El  1946 
dispone  que  el  arrendatario  no  tiene  facultad 


de  ceder  el  arriendo  ni  de  sub-arrendar  á  me- 

n.os  que  se  le  haya  expresamente  conferido,  y 
la  escritura  del  arriendo  Áo  le  da  tal  faculta^ 
á  Mac-Kay. 

Por  otra  parte,  no  pudo  comprenderse  en  el 
contrato  que  Mac-Kay  ajustó  con  el  señor  Cou- 
siño, la  mina  exceptuada  del  arrendamiento 
por  ta  escritora  de  2  de  diciembre  de  1852;  y 
la  prueba  de  ello  es  que,  cinco  anos  más  tarde, 
el  7  de  septiembre  de  1860,  como  lo  demues- 
tra el  otro  testimonio  autorizado  que  se  acom- 
paña taraUén,  don  Juan  Mac-Kay  tomaba  en 
arrendamiento  de  don  Andrés  Saez,  por  el 
cánon  de  $  400  al  año,  la  mina  qne  quedó  en 
poder  de  éste  por  el  convenio  de  diciembrede 
1852. 

Concluyen,  en  consecnencia,  pidiendo  contra 
la  Compañía  Explotadora  de  Lotay  Coronel, 
sucesora  en  los  derechos  de  don  Luis  Cousiño, 
que  se  declare:  1^  nula  y  de  ningún  valor  la 
venta,  cesión  6  subarriendo  de  las  minas  de 
carbón  de  Yovilo,  i>erteneciente  á  don  Andrés 
Saez, otorgado  pordonjuan  Mac-Kayáfavor 
de  don  Luis  Coustño,  que  consta  de  la  escritu- 
ra de  20  de  noviembre  de  1855;  2^  como  con- 
secuencia de  esa  nulidad,  que  deben  dichas  mi- 
nas serles  restituidas  con  sns  fmtos  y  con  la 
indemnización  de  perjuicios  consiguiente,  per- 
juicios que  serán  tasados  en  la  forma  ordina- 
ria, ó  como  se  ordene  en  el  fallo  que  se  dicte;  y 
3^  que  la  Compañía  demandada  debe  pagar- 
les las  costas  del  juicio. 

A  fs.  26  agregan  qne,  no  habiéndoseles  pa- 
gado desde'dos  años  atrás  las  cantidades  esti- 
puladas entre  don  Andrés  Saez  y  don  Juan 
Mac-Kay  en  los  contratos  transferidos  por  es- 
te último  á  la  Compañía  demandada,  amplían 
ta  demanda  al  pago  de  dichas  cantidades  con 
los  intereses  corrientes. 


pan  demostiar  qaa  do  ha  habido  dandentiniditd  en 
ta  posesión,  aunque  Man  v^|08-  y  de  ningún  modo 
coovtnoenteB,  es  privativa  del  tríbaDal  de  la  causa  y 
no  [K>dria  ler  modiñcada  por  la  Corte  Suprema  y 
fuodar  en  ella  una  casación  del  fallo  para  hacer 
una  a|ireciSo)ón  máa  coaíonne  con  la  verdad  y  la 
justicia;  pero  no  sooede  lo  mismo  oon  la  fecha  de 
un  acto  público  como  es  la  notiñoación  de  ta  deman- 
da ni  con  la  fecha  del  contrato,  cuya  nulidad  se  pi-Ie; 
•i  el  Tribonal  desconociendo  esta  fecha,  admite  6 
sfirma'qoe  ha  oorrído  el'tiempo  de  la  prescrípoióo  y 


falla  qne  ha  lugar  á  ella,  tal  fsllo  importaría  nna 
inf  raeoión  legal  sujeta,  por  lo  miuno,  al  control  de 
la  Corte  Suprema. 

£1  eoneiderando  primero  del  fallo  que  analisamos 
está  demás  6  debió  aer  redactado  en  otroa  términos 
que  no  implicaran  la  ganeralinción  de  una  regla 
que  esti  destinada  i  mantener  el  rsonrM  de  casa- 
ción en  sus  justos  límites;  pero  qne  no  pneds  llegar 
hasta  destruirlo. 

Luis  Or^o  Solab.  . 
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La  Compañía  Explntndota  de  Lotay  Coro- 
nel, para  pedir  que  se  deseche  la  demanda,  ae 
tunda:  en  qué  se  desconoce  la  calidad  que  los 
demandantes  se  atribuyen  de  nietos  legítimos 
de  don  Andrés  Saez;  en  que,  con  arreglo  á  las 
leyes  TÍgentes  á  la  fecha  de  cekbracidn  de  los 
cootratos  que  se  acompañan,  con  excepción 
del  de  7  de  septiembre  de  1860,  leyes  que  de- 
ben entenderse  incorporadas  á  dichos  contra- 
tos, la  validez  de  ellos  es  incontrovertible;  en 
que  esos  contratos,  y  especialmente  el  de  20  de 
noviembre  de  1855t  han  sido  ratificados  tád. 
ta  y  esplícitamente  por  don  Andrés  Saez  pri- 
merOf  y  en  seguida  por  los  que  se  dicen  sussu- 
cesores  por  el  hecho  de  haber  percibido  de  la 
Compañía  la  renta  anual  estipulada;  en  que 
suponiendo  que  algún  vicio  afectara  al  contra- 
to de  20  de  noviembre  de  1853,  y  que  este  vi- 
cio todavía  lo  invalidara  de  nulidad  absoluta, 
estaría  ella  purgada  por  el  lapso  de  más  de 
treinta  años;  en  que  en  la  misma  hipótedt,  la 
acción  para  reclamar  del  vicio  habría  prescrito 
por  no  haberse  deducido  la  acción  en  más  de 
cuarenta  años;  y,  por  áltimo,  en  que,  fuera  de 
los  demandantes,  hay  otras  personas  que  se 
dicen  también  descendientes  legítimos  de  don 
Andrés  Saez  y  reclaman  el  mismo  derecho;  y 
como  no  consta  que  se  haya  hecho  la  partición 
de  los  bienes  del  causante;  y  el  comunero,  se- 
gún lo  establece  el  artículo  892  del  Código  Ci' 
vil,  sólo  puede  reivindicar  una  cuota  determi- 
nada, y  la  acción  se  extiende  á  todas  las  minas 
de  YoviIo,lademanda  resulta  poco  meditada. 

En  los  escritos  de  réplica  y  dúplica,  las  par 
tes  refuerzan  sus  observaciones,  expresando  los 
demandantes,  relativamente  á  la  prescripción 
alegada  en  la  contestación,  que  ha  faltado, 
para  que  ésta  pueda  cumplirse,  la  condición 
escencial  de  su  aceptación  expresaó  tácita, no 
habiendo  habido  siquiera  publicidad  de  los  he- 
chos que  harían  presumiresa  aceptación,  pues 
ha  habido  clandestinidad,  á  lo  que  se  agrega 
que  no  ha  existido  abandono  del  derecho  por 
su  parte,  ya  que  se  ha  estado  percibiendo  la  ren- 
ta anual  convenida;  y  esponiendo  la  Compañía 
demandada  ser  falso  que  adeude  á  los  deman- 
dantes un  sólo  centavo  de  la  renta  del  arriendo. 

El  juzgado  resolvió; 


Concepción,  27  de  noviembre  de  1899. 

Considerando: 

1*^  Que  lo  que  se  solicita  por  la  demanda, 
según  su  petición  concreta,  es  qutf  se  declare 
nula  y  de  ningún  valor  la  venta,  cesión  6  sub- 
arriendo de  que  da  constancia  la  escritura  de 
20  de  noviembre  de  1855. 

2^  Que  ese  contrato  fué  celebrado  entre  don 
Juan  Mac-Kay,  por  una  parte,  y  don  Matías 
Consino  por  la  otra,  y  para  accionar  tos  de- 
mandantes solicitando  su  nulidad  se  fundan 
en  que  el  señor  Mac-Kay  vendió  por  él  una 
cosa  ajena,  pues  las  minas  existentes  en  la 
estancia  de  Yovilo,  y  que  fueron  materia  de 
ese  contrato,  pertenecían  á  don  Andrés  Saez 
de  quien  se  dicen  sucesores  los  demandantes. 

3*^  Que  en  dicho  contrato  no  ae  expresa  que 
el  señor  Mac-Kay  transfiera  el  dominio  de  las 
minas  de  Yovilo  sino  que  vende  todos  sus  de- 
rechos de  cualquier  clase,  sea  como  propieta- 
rio ó  arrendatario,  sobre  minas  decnrbón  que 
trabaja  en  Coronel,  entre  las  cuales  se  halla- 
ban comprmdidas  las  de  Yovilo. 

4^  Que  no  habiéndose  trasmitido  por  dicho 
contrato  el  dominio  de  las  minas  de  Yovilo 
desaparece  uno  de  los  fundamentos  de  la  ac- 
ción, y  los  demandantes  no  pueden  reclamar 
la  restitución  de  un  deredio  que  por  ese  con- 
trato no  se  ha  troasfinido,  mucho  menos  de  la 
Compañía  demandada  que  representa  los  de- 
rechos de  Cousiño  con  quien  no  han  contra- 
tado ni  los  demandantes  ni  la  persona  de 
quien  se  dicen  sucesores. 

5^  Que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  se- 
ñor Mac-Kty  hubiera  vendido  por  el  ante  di- 
cho contrato  la  propiedad  de  las  minas  de 
Yovilo,  no  podría  don  Andrés  Saez  que  no  in- 
tervino en  él,  ni  sus  sucesores,  pedir  como  se 
hace  en  la  demanda,  la  restitución  de  las  mi- 
nas, como  una  consecuencia  de  la  nulidad  de 
un  contrato,  impugnable  por  ellos,  solo  en  los 
casos  de  excepción  prescritos  en  la  ley,  ya  qnc 
son  otras  las  acciones  que  proceden  con  tal 
ol:geto,  y  ya  que  la  nulidad  declarada,  resti- 
tuyendo las  cosas  al  estado  anterior,  solo 
tendría  como  consecuencia,  en  este  caso,  de- 
volver á  poder  del  señor  Mac-Kay-,  con  las 
prestacicmes  correspondientes,  los  dcredios  de 
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qtte  se  había  desprendido  á  favor  de  Cousiño 
por  el  contrato  cuya  nuNdad  se  persigue. 

6^  Que  el  aludido  contrato,  sea  cualquiera 
la  caracterízadón  que  se  le  atribuya,  no  era 
prohibido  por  las  leyes  vigentes  á  la  fecha  de 
8u  celebración,  ni  adolece  de  vinos  que  den 
acción  á  terceros  para  solicitar  su  declaración 
de  nuKdad. 

7^  Que  las  anteriores  consideraciones  tienen 
mayor  fíierza  en  cuanto  la  demanda  se  refiere 
á  la  mina  que  Mac-Kay  cedió  á  Saez  por  el 
contrato  de  diciembre  de  1852  y  que  éste  vol- 
vió á  arrendar  áMac-Kaypor  el  de  septiembre 
de  1860,  desde  que  respecto  de  ella  no  consta 
que  Mac-Kay  traspasarasus  derechosá  Cou- 
siño. 

8'  Que  careciendo  los  demandantes  de  dere- 
cho para  accionar  solicitando  la  declaración 
de  nalidafl,  es  inoficioso  pronunciarse  sobre  si 
han  probado  ó  no  su  calidad  de  sucesores  de 
don  Andrés  Saez. 

9^  Que  la  validez  6  nulidad  de  los  contratos 
de  1852  y  1860  celebrados  entre  don  Andrés 
Saez  y  donjuán  Mac-Kay  no  ha  sido  materia 
expresamente  promovida  y  debatida  en  esta 
litis  que  no  se  ha  dirigido  contra  Mnc-Kay, 
quien  sólo  ha  sido  citado  por  la  Compañía  de- 
mandnda  para  defender  la  validez  de  la  escri- 
tura de  1855,  cuya  declaración  de  nulidad  se 
pide  en  la  demanda. 

10.  Qae  ademfts,  en  el  caso  de  corresponder 
A  los  demandantes  el  ejercicio  de  la  acción 
deducida,  obstaría  á  ella  la  prescripción  ex- 
tintiva  alegada,  desde  que  la  clandestinidad 
opuesta  por  los  actores  á  esa  prescripción  es 
improcedente  é  inadmisible  por  tratarse  de  un 
contrato  celebrado  en  escritura  pública  y  cu- 
yos efectos  según  las  propias  declaraciones  de 
los  demandantes  han  sido  de  todos  conocidos, 
especialmente  de  ellos  mismos,  propietarios 
colindantes  de  los  terrenos  á  que  el  contrato 
de  1855  se  refería. 

11.  Considerando  respecto  A  la  petición 
contenida  en  el  escrito  de  ampliación  á  la  de- 
manda; 

Que  la  acción  en  ella  formulada,  cobrando 
las  rentas  del  arrendamiento,  se  excluye  con 
la  de  nulidad  del  contrato  deducida  conjun- 
tamente en  la  misma  demanda. 

12.  Queeatimandoaquellaaccióncomosub- 


fiidiaria,  carácter  que  no  se  le  ha  atribuido,  re- 
sulta que  tampoco  pueden  los  demandantes 
reclamar  de  la  Compañía  los  cánones  á  que  esa 
acción  se  refiere  porque  esos  cánones  fueron 
estipulados  por  Saez  con  Mac*Kay  y  no  consta 
que  Cousiño  ó  la  Compañía  sucesora  de  sus 
derechos,  se  comprometiera  formal  y  directa- 
mente á  seguir  abonándolos  á  Saez.  ya  que  el 
hecho  de  haber  reccmocido  los  mandatarios 
de  ésta,  que  algimos  de  esos  cánones  han  sido 
pagados  por  ella  no  puede  importar  la  acep- 
tación directa  y  válida  de  las  obligaciones 
contraidas  por  Mac-Kay  á  favor  de  Saez,  tan- 
to más  cuanto  que  esos  mismos  mandatarios 
han  pedido  el  rechazo  de  la  acción  deduddaen 
la  ampliación  de  la  demanda  y  han  negado 
que  la  Compañía  deba  los  cánones  cobrados  (fin. 
42  y  46)  y  desde  que  los  mismos  demandantes 
han  declarado  que  al  recibir  esos  cánones  lo 
hacían  en  el  concepto  de  que  la  Compañía  de- 
mandada procedía  á  nombre  de  don  Juan 
Mac-Kay  (fs.  39  artículo  6«  pág.  96  vta.) 

13.  Que  respecto  de  esta  acción  es  también 
aplicable  lo  expuesto  en  el  considerando  8°. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  á  lo  dis- 
puesto  en  las  leyes  1»  título  14  Part.  3».  27 
título  31  Part.  5»  y  3»  título  10  Lib.  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  la  demanda  ni  á  su  ampliación.  — 
Lcmus. 

Posteriormente  y  á  fii.  196,  la  Compañía  se 
desistió  de  la  excepción  que  había  opuesto  en 
la  contestación  sobre  no  tener  los  demandan- 
tea  calidad  de  nietos  legítimos  de  Don  Andrés 
Saez,  desistimiento  que  hace,  según  dice,  tan- 
to porque  considera  que  los  demandantes  han 
justificado  suficientemente  su  estado  civil, 
cuanto  porque  la  Compañía  no  necesita  para 
su  defensa  mantener  dicha  excepción. 

Apelada  la  resolución  de  primera  instancia, 
el  Tribunal  Superior  devolvió  los  autos  "para 
que  el  juez  A  900,  completando  su  sentencia, 
resolviera  lo  que  fuera  de  derecho  sobre  le  ex- 
cepción de  prescripción  alegada  en  la  contesta- 
ción de  la  demanda";  y  con  este  motivo  se  li- 
bró el  fallo  siguiente: 

Concepción,  30  de  octubre  de  1902  Vistos: 

Pronunciada  sentencia  definitiva  en  la  causa 
seguida  por  Pélix  A.  Saez  y  otros  contra  la 
Compañía  Explotadora  de  Lota  y  Coronel, 
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Bobre  nulidad  de  tin  contrato  y  demás  deduci- 
do, se  ha  dispuesto  por  el  Iltmo.  Tribunal  qtte 
vuelva  el  proceso  ñ  primera  instancia  para 
que  el  Juzgado  se  pronuncie  sobre  la  excepción 
de  prescripción  alegada  en  la  contestación  á  la 
demanda. 

Vueltos  los  autos  se  citó  á  las  partes  para 
resolución. 

Reproduciendo  como  parte  integrante  de 
este  fallo  la  exposición  contenida  en  el  de  fo- 
jas 137  en  lo  relativo  á  la  prescripción  extin- 
tiva  alegada  y  teniendo  presente: 

Que  al  aceptar  en  forma  hipotética  la  pres- 
cripción alegada,  se  opusieron  en  la  sentencia 
aludida  (considerando  10)  los  procedimientos 
de  esa  aceptación,  lo  que  no  pudo  ser  absolu- 
to por  estimarse  que  la  acción  contra  la  cual 
se  oponía  la  prescripción,  no  era  procedente^ 
como  se  resolvió  en  el  fallo; 

Que  no  habiéndose  modificado  las  condido* 
oes  déla  litis,  esos  mismos  fnndamentos  deben 
servir  para  aceptar  la  prescripción  extintiva 
alegada,  en  virtud  délo  reclamado  por  el  Ilus- 
trísimo  Tribunal; 

Que  han  trascurrido  más  de  treinta  años 
desde  que  pudo  interponérsela  acción  ejercita- 
da como  principal  en  la  demanda. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  á  lo  dis< 
puesto  en  los  artículos  2514  y  lfi83  del  Códi- 
go Civil  se  declara  que  ha  lugar  á  la  excepción 
de  prescripción  extintiva  alegada  en  la  contes- 
tación á  la  demanda  de  fs.  16, 

La  Corte  de  Apelaciones  resolvió: 

Concepción  30  de  julio  de  1903  Se  confir- 
man las  sentencias  apeladas  de  27  de  noviem- 
bre de  1899  y  30  de  octubre  de  1902,  con  cos- 
tas del  recurso. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Parga  eli- 
mina el  considerando  5^  de  la  sentencia  de  fo- 
jas 137  y  tiene  además  presente  para  confir- 
mar, que  la  muerte  de  donjuán  Mac-Kay  ocu- 
rrió después  de  trabada  la  litis  iniciada  por  la 
ilemanda  de  fs.  16. 

Se  previene  también  que  el  mismo  señor 
Ministro  estuvo  por  reservar  de  un  modo  ex- 
preso las  demás  arciones  que  puedan  competir 
á  los  demandantes. 

Los  demandantes  son  agricultores  y  tienen 
VI  domicilio  en  la  sudelegación  de  San  Pedro 
*  del  departamento  de  ifautaro,  y  el  demmidft- 


do  es  una  sociedad  industrial  "Carbonf&ra  y 
de  fundiciones"  domiciliada  en  el  puerto  de 
Valparaíso.— /uAs  N.  Parga.— E.  Fuentes.— 
Luis  David  Cruz.~J.  G.  \íac-Kajr. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  parte  de 
Saez  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

En  el  escrito  de  formalización,  expresa  el  re- 
currente que  por  el  pacto  de  20  de  noviembre 
de  1855,  el  seflor  Mac-Kay  vendió  á  don  Luis 
Cousiño  diversas  propiedades  de  su  dominio, 
y  le  cedió  á  la  vez  los  derechos  de  arrendatario 
que  le  confería  el  contrato  de  24  de  junio  de 
1852  celebrado  con  Saez. 

Con  la  cesión  de  que  se  trata,  Mac-Kay  in- 
fringió el  convenio  de  1852,  qneera  ley  para 
las  partes  que  lo  celebraron,  pues  en  ese  con- 
venio se  estipuló  que  el  arrendador  no  podría 
pedir  las  minas  al  arrendatario  "á  no  «er  poi^ 
que  este  quiera  separarse  del  contrato,  avisán- 
dolo terminantemente  á  don  Andrés",  y  TÍ0IÓ 
también  la  ley  1«,  título  1^.  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  con  arreglo  á  1«.  c|ial 
convinieron  los  contratantes  en  ser  jmgaéo^ 
la  cual  dispone  "que  de  cualquiera  mflpera 
que  aparezca  que  alguno  quiso  obligarpei  por 
ese  mismo  hecho  queda  obligado".  Mjuc-Kay, 
según  estos  antecedentes,  nopodímteder  su 
contrato  personal  de  arrendamiento.  Al  no 
dar  lugar,  pues,  á  la  acción  de  nulidad  enta- 
blada respecto  del  contrato  ajust^o  en  1855 
entre  Mak-Kay  y  Cousiño,  la  irntencia  recu- 
rrida ha  infringido  también  I9  ley  del  contra- 
to de  1852  y  la  1*,  título  l',Hbro  10  de  laNo- 
vísinia  Recopilación. 

La  sentencia  no  se  pronunció  sobre  el  esta- 
do civil  de  los  recurrentes,  apesar  de  ser  este 
un  punto  debatido  en  la  litis,  con  lo  cual  ha 
violado  la  ley  2«,  título  16,  libro  11  de  la  No- 
vísima Recopilación- 

Infringiendo  también  el  fallo  el  artículo  2514. 
inciso  2^  del  Código  Civil,  ha  dado  lugar  á  la 
prescripción  eytintiva  alegada  por  la  Compa- 
ñía demandada,  apesar  de  que  ha  habido  clan- 
destinidad, porque  el  contrato  que  esta  cele- 
bró con  Mac-Kay  fué  ocultado  de  los  recurren- 
tes, quienes  no  pudieron,  por  tanto,  ejercitar 
sus  derechos;  fuera  de  que  la  Compañía  ha  re- 
conocido expresamente  en  varias  ocasiones  d 
derecho  de  la  sucenón  Saes  al  carbón  de  - Yo- 
vilo.  .  * 
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En  el  escrito  He  fundación  del  recurso  se  li- 
mitan á  expresarlos  recurrentes  que  lo  fundan 
en  las  razones  qne  tienen  expuestos  en  el  de 
formalización  del  mismo;  y  por  toda  respuesta 
al  escrito  de  fundación  dice  la  parte  recurrida 
&  fs.  245  que  debe  desecharse  el  recurso  inter- 
puesto contra  la  resolución  de  la  Corte  de 
Concepción  de  fs.  228,  "porque,  como  se  de- 
mostrará en  estrados  el  dfa  de  la  causa,  aque- 
lla resolución  no  ha  infringido  ninguna  ley  de 
la  República,  y  menos  ha  influido  esa  infrac- 
ción en  lo  dispositivo  del  fallo." 


La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida  afirma  el  he- 
cho de  haber  trascurrido  más  de  treinta  años 
desde  la  celebración  del  contrato  de  20  de  no- 
viembre de  1855  bástala  fecha  en  que  ae  de- 
dujo en  su  contra  la  acción  de  nulidad  que  se 
ha  puesto  en  ejercicio  en  la  demanda; 

2^  Que  establece  también  la  referida  senten- 
cia que  "los  efectos  de  dicho  contrato,  según 
las  propias  declaraciones  de  los  demandantes, 
han  sido  de  todos  conocidos,  especialmente 
de  ellos  mismos,  propietarios  colindantes  de 
los  terrenos  á  que  el  contrato  de  1855  se  refe- 
ría", desestimando  por  este  motivo  la  alega- 
ción de  clandestinidad  que  estos  últimos  produ- 
jeran para  oponerse  á  la  excepción  de  prescrip- 
ción alegada  en  la  contestación  á  la  demanda; 

3*  Qne  establecido  ai^  por  el  Tribunal  de  la 
causa,  en  ejercicio  de  facultades  que  le  son  ex- 
clusivas, el  doble  hecho  de  haber  pasado  más 
de  treinta  años  desde  la  celebradón  del  con- 
trato impugnado  hasta  la  interposición  de  la 
demanda  j  de  haberse  ejercido  con  conoci- 
miento de  los  demandantes  los  derechos  que 
aquel  contrato  confería,  el  fallo  reclamado  ha 
aplicado  correctamente  los  articulos  2514  y 
1683  del  Código  Civil,  que  se  suponen  viola- 
dos al  dar  por  cumplida  la  prescripción  extin- 
tiva  de  la  acción  de  nulidad  entablada  por  loi 
rccnrrentci; 

4^  Que  con  la  aceptación  de  la  prescripción 
queda  firme  el  contrato  que  se  ha  pretendido 
invalidar  con  la  acción  de  nulidad, careci«idO| 
por  tanto,  de  olyeto  pronundarse  acerca  de 


las  violaciones  de  la  ley  que  se  suponen  come- 
tidas, por  no  haberse  hecho  lugar  á  dicha  ac- 
ción, que  queda  excluida  con  la  prescripción 
declarada; 

5*  Que  aun  cuando  la  sentencia  recurrida, 
al  confirmar  el  fallo  que  negó  ñ  los  demandan- 
tes el  derecho  de  poder  decir  de  nulidad  del 
contrato  de  1855,  debió  omitir  un  pronuncia- 
miento respecto  de  la  excepción  de  prescrip- 
ción, que  supone  precisamente  la  existencia 
anterior  de  aquel  derecho,  en  el  caso  actual  y 
para  los  efectos  del  recurso,  tal  hecho  carece 
de  importancia,  porque  siendo  notorio  que  los 
demandantes  no  fueron  parte  en  aquel  contra- 
to ni  tienen  interés  en  la  declaración  de  su  nu- 
lidad, no  podría  hacerse,  aunque  se  prescindie- 
ra de  la  excepción  de  prescripción  admitida, 
alteración  alguna  en  la  parte  resolutiva  de  la 
sentencia  reclamada; 

6^  Que  en  el  recurso  de  casación  que  se  exa- 
mina, no  se  impugna  la  sentencia  de  segunda 
instancia  por  haber  denegado  la  ampliación 
por  la  cual  se  exgía  á  la  Compañía  demanda- 
da, como  sucesora  en  las  obligaciones  que  se 
impuso  Mac-Kay,  el  pago  de  las  rentas  del 
arrendamiento  convenido  en  los  pactos  de  24 
de  junio  de  1852  y  de  7  de  septiembre  de  1860 
ni  se  hace,  por  consiguiente,  referencia  tampo- 
co en  el  recurso  á  disposiciones  legales  que  por 
esta  causa  se  entiendan  infringidas; 

7^  Que,  por  otra  parte,  aparece  reconocido 
sin  contradicción  en  los  autos,  como  lo  esta- 
blece también  la  sentencia  recurrida,  el  domi- 
nio que  la  sucemón  Soez  tiene  sobre  los  terre- 
nos de  Yovilo,  que  su  antecesor  dió  en  arren- 
damiento á  donjuán  Mac-Kay  para  que  ex- 
plotara el  carbón  que  en  dichos  terrenos  m 
encontrara,  terrenos  que  el  expresado  Mac- 
Kay  cedió  al  mismo  título  y  con  el  mismo  ob- 
jeto á  don  Luis  Cousiño,  cuyos  derechos  re- 
presenta ahora  la  Compañía  demandada;  y 

8^  Qne,  en  consecuencia,  la  referida  sucesión 
Saes  tendría  expedito  el  derecho  para  deducir 
las  acciones  que  pudieran  corresponderle,  so- 
bre todo  después  del  fallecimiento  de  Mac-Kay 
ocurrido  durante  el  curso  de  la  causa,  para  re- 
clamar, sea  de  la  sucesión  Mac-Kay,  sea  de  la 
misma  Compañía  demandarla,  la  restitución 
con  los  frutos  ó  rentas  insolutas,  de  los  terre- 
nos de  Yovilo  qne  le  pertcnescan. 


Digitized  by 


Google 


104 


SBtiUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMKKA 


Visto  además  lo  prescrípto  en  los  artículos 
940  y  958  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 

Se  declara: 

Sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el  fondo' 
formalizado  en  el  escrito  de  fs.  231  contra  la 
sentencia  de  30  de  julio  de  1903. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Snnvedra. 
-UjabríetGacte.— Leopoldo  Urrutia.—  V.  Aguí- 
nr  V.~Caríos  Varas.-— Abel  Saavedra.~E. 
Fóater  R.—J.  Alejo  Ferttánde*. 


Cas.  Civ  3  de  noviembre  de  1904 

Znmelzu  con  Duhalde 

Aoolón  relvindloatórla.— Venta  de  co- 
sa ajena.— Sociedad  oolectlva;  soolo 
administrador;  venta  de  inmuebles 
no  comprendidos  en  el  giro  de  la  so- 
ciedad—Posesión  de  buena  fu.—  Pres- 
orlpoión;  justo  titulo.  —  Enrlqueol- 
miento  sin  causa.— Apreciación  de 
la  prueba;  apreciación  del  contrato. 

Doctrina:— La  apreciación  que  el  tri- 
bunal sentenciador  hace  en  orden  á  esta- 
blecer que  un  iamaeble  vendido  por  el 
aocio  administrador  de  una  sociedad  co- 
¡ectiva  formaba  parte  del  haber  social; 
qae  eí  comprador  procedió  de  buena  í?  y 
que  no  se  ha  Justificado  que  los  deman- 
dantes^ socios  de  dicha  sociedad ^  se  bubie- 
ran  hecho  mas  ricos  con  el  precio  de  la 
enafenacióUt  corresponde  exclusivamente 
al  tribunal  que  ha  dictado  la  sentencia,^ 
los  hechos  así  establecidos  deben  servir  de 
base  necesaria  para  resolver  el  recurso  de 
casación. 

La  añrmación  hecha  por  el  ttibunal 
Btateacíéidor  de  que  el  inmueble  social 


fué  vendido  por  el  socio  administrador 
sin  estar  investido  de  poder  especial^  m 
hallarse  el  acto  comprendido  en  el  giro 
ordinario  de  /os  negocios  sociales,  corres- 
ponde á  una  apreciación  Jurídica  que  pue- 
de ser  apreciada  por  el  tribunal  supremo 
y  como  tal  susceptible  de  casación. 

La  renta  de  cosa  ajena  es  válida  entre 
los  contratantes,  pero  lo  es  sin  perjuicio 
de  los  derechos  del  dueño,  noexiÍnguÍdos 
por  la  prescripción;  y  la  venta  de  un  in- 
mueble que  forma  parte  del  haber  de  una 
sociedad  colectiva  mercantil  hecha  por  el 
socio  administrador,  no  puede  afectar  al 
dominio  de  los  demás  socios  sobre  eí  in- 
mueble vendido  en  la  proporción  cuota- 
tiva  que  corresponde,  pués  los  socios  ad- 
ministradores no  están  autorizados  para 
enajenar  los  inmuebles  de  la  sociedad  sí 
esta  enajenación  no  está  comprendida 
en  el  número  de  las  operaciones  que  cons- 
tituyen el  giro  ordinario  de  ella.  La  dis* 
posición  del  articulo  x^96  del  Código  de 
Comercio  sóioserefiere  á  las  alteraciones 
que  pueden  efectuarse  en  los  inmuebles  á 
vista  y  pacKucia  de  los  demás  socios;  y 
el  conocimiento  que  éstos  puedan  tener 
de  la  venta  no  puede  estimarse  como  una 
autorización  ó  aprobación  tácita  del 
acto. 

Una  venta  hecha  ea  estas  condiciones 
no  puede  considerarse  Justo  título  para 
la  prescripción  ordinaria. 

La  consideración  que  el  tribunal  hace 
valer  para  rechazar  la  prescripción,  íun- 
dada  en  que;  "en  todocaaola prescripción 
alegada  habría  estado  subtendida  res-, 
pecto  de  uno  de  los  demandantes,  mhn- 
tras  permaneció  en  la  menor  edad*'  aun- 
que contraria  al  artículo 2509  delCódigo 
Civil  en  lo  que  toca  á  los  demandantes 
qae  eran  mayores  de  edad,  no  autoriza 
la  casación  del  fallo  porque  no  inBuye  en 
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lo  dispositivo  que  se  basa  en  ¡a  carencia 
de  justo  titulo  para  la  prescripción. 


Por  escritura  pública  de  28  de  abril  de 1 883. 
los  hermanos  don  Pedro,  don  Celestino,  doña 
Elvira  y  doña TránsitoZumelzu formaron  una 
sociedad  colectiva  con  el  objeto  de  girar  en  la 
fabricación  y  destilación  de  aguardientes,  com- 
pra  y  venta  de  anímales,  de  frutos  del  país 
y  de  mercaderías,  con  nn  capital  de  veinte  mil 
pesos  en  dinero,  créditos,  bienes  raíces,  semo- 
vientes y  todo  1»  que  poseian  los  socios,  apor- 
tados por  iguales  partes. 

La  firma  social  fué  la  de:  Zumelxu  y  Herma- 
nos, la  cual  podrían  usar  indistintamente  los 
socios  don  Celestino  y  don  Pedro  Zumelzu, 
quienes  también  eran  los  administradores  de 
la  Sociedad,  estableciendo  además  la  cláusula 
octava  de  la  eacrítn-a  social  que  "los  actof  y 
contratos  que  celebraran  los  dos  6  uno  solo 
de  ellos,  obligaría  á  los  asociados  y  á  sus  bie- 
nes." 

El  13  de  enero  delSSSy  vigente  la  Sociedad, 
don  Pedro  Zumelzu,  en  su  carácter  de  socio 
administrador,  vendió  á  nombre  de  la  Socie- 
dad á  don  Pedro  4^  Duhalde,  por  el  precio  de 
cinco  mil  pesos  que  recibió,  el  tundo  Guetmen, 
que  se  consideraba  comprendido  en  el  haber 
sodal  y  que  por  herencia  correspondía  á  todos 
^os  socios  por  haber  sido  adquirido  por  su  as- 
cendiente don  Pedro  Nolasco  Zumelzu. 

Esta  escritura  de  compra  fué  inscrita  en  el 
respectivo  registro  de  propiedades  el  14  de 
enero  de  aquel  año . 

En  marzo  de  1900,  doce  años  más  tarde,  lo^ 
socios  doña  Tránsito  Znmelza,  por  sf  y  como 
heredera  de  su  hermana  doña  Elvira  y  el  me. 
ñor  don  Luis  A.  Zumelzu,  representado  por  su 
curador,  Bleacardo  Ciudad,  en  su  calidad  de 
heredero  de  don  Celestino  Zumelzu,  demandan- 
do al  comprador  Duhalde  exponen:  que  don 
Pedro  Zumelzu  al  vender  como  socio  adminis- 
trador á  don  Pedro  4^  Duhalde  el  fiando  Gaei- 
men  qae  perteneda  en  comfin  á  todos  los  so- 
cios hal^  extralimitado  sus  atríbudoiies  de 
administrador,  por  no  estar  facultado  para 
vender  los  bienes  raices  de  la  Sociedad;  que  tal 
contrato  no  ligaba  A  los  consocios  porque  al 
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celebrarlo  no  se  ha  ajustado  á  los  términos  de 
su  mandato,  y  en  conforinidad  á  los  artículos 
2077  y  2078  del  Código  Civil  no  les  obligaba 
por  no  haber  concurrido  á  su  celebración;  y  que 
el  señor  Duhalde  procedió  al  otorgamiento  del 
contrato  con  perfecto  conocimiento  de  los  he- 
chos que  se  expresan  en  la  escritura  de  Socie- 
dad. 

En  la  conclusión  expresaron  que  conforme  á 
los  artícalos  890,  892  y  907  del  Código  Civil, 
entablan  demanda  reirindicatoria  en  contra 
de  don  Pedro  4^  Duhalde  á  fin  de  que  en  defi- 
nitiva se  declare  sin  valor  la  referida  escritura 
de  venta;  que  se  ordene  su  cancelación  y  que 
dentro  de  tercero  día  debe  aquél  restituir  á 
los  demandantes  las  tres  cuartas  partes  del 
fundo  Gueimen,  declarándoles  accionistas  en 
esas  cuotas  y  restituyendo  en  la  proporción 
indicada  los  frutos  naturales  y  civiles  quehv- 
biese  producido  la  propiedad  desde  la  fecha  en 
que  se  hizo  la  venta  y  las  costas  del  juicio. 

Don  Pedro  4^  Duhalde,  contestando  la  de- 
manda, expuso  que  si  bien  la  escritura  social 
no  determinó  que  la  Sociedad  podia  vender, 
comprar  ó  hipotecar  los  bienes  rafcesde  la  So- 
ciedad, no  obstante  don  Pedro  y  don  Celesti- 
no Zumelzu,  como  administradores  y  con  el 
consentimiento  tácito  de  los  demás  socios,  in- 
corporaron al  contrato  sodal  esta  clase  de  ne- 
gociación; porque  los  administradores  com- 
praron y  vendieron  bienes  raíces,  los  hipoteca- 
ron y  efectuaron  negodadones  análogas;  que 
de  todas  esas  negodadones  tuvieron  conoci- 
miento los  demandantes  y  se  hideron  con  su 
consentimiento  y  aprobarión,  induso  la  venta 
del  fundo  Gudmen;  y  en  tal  caso  se  entiende 
aprobada  por  todos  los  sodos,  segtín  lo  dispo- 
ne el  articnlo  396delC6digo  deCoinerdo;qne, 
incorporadas  al  contrato  de  Sodedad  estas 
operadones,  el  socio  administrador  no  ha  ne- 
cesitado poder  para  vender,  porque  lo  autori- 
zaba el  artículo  397  del  Código  de  Comercio; 
yque  la  ventadelfiindo  Gueimeu  basido  legal, 
porque  ha  sido  reconocida  por  lossodos  como 
nn  acto  del  giro  ordinario  de  la  Sodedad . 

Para  el  caso  de  que  se  llegara  á  dar  lugar  á 
la  demanda,  pide  que  los  demandantes  devuel- 
van al  señor  Duhalde,  las  tres  cuartas  partes 
del  valor  que  el  sodo  administrador  recibió 
por  d  fundo  vendido  con  los  intereses  legales, 
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á  contar  desde  la  fecha  del  contrato,  y  que  se 
declare  á  dicho  señor  Duhalde,  poseedor  de 
buena  fe,  para  los  efectos  ds  los  artículos  908 
j  909  del  Código  Civil.  Se  funda  para  pedir  la 
devolución  del  precio,  en  que  ese  valor  benefi- 
ció á  la  sociedad,  invirtiéndoseen  la  compra 
de  granos,  animales,  etc. 

En  la  réplica  se  pide  que  se  deseche  la  recon- 
vención, porque  no  hay  fuente  de  obligación 
que  imponga  el  pago  ó  devolución  que  se 
exige,  y  porque  el  señor  Duhalde  tuvo  ó  debió 
tener  perfecto  conocimiento  del  contrato  so- 
cial, debió  ímponerK  de  que  el  administrador 
de  la  sociedad  don  Pedro  Zumelzu,  no  tenia 
autorización  para  vender  y  que  al  vender  en 
cinco  mil  pesos  el  fundo,  no  pudo  vender  los 
derechos  ó  partes  de  los  demandantes,  por- 
que es  más  de  veinte  y  cinco  mil  pesos  el  va- 
lor real  del  fundo  dicho. 

El  juez  de  la  Unión,  con  fecha  12  de  diciem- 
bre de  1902,  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  y  se  ha- 
lla justificado  con  las  escrituras  publicas  com- 
pulsadas, que  el  fundo  Gueimen,  formando 
parte  del  haber  de  la  sociedad  colectiva  Zu- 
nielzu  Hermanos,  fué  vendido  por  el  socio 
administrador,  don  Pedro  Zunielzn  á  don  Pe- 
dro 4^  Duhalde,  sin  estar  investido  de  un 
poder  especial  ni  hallarse  el  acto  comprendi- 
do en  el  nlímero  de  las  operaciones  que  cons- 
tituían el  giro  ordinario  de  la  sociedad; 

2^  Que  la  aprobación  y  autorización  táci- 
tas de  que  trata  el  artículo  396  del  Código  de 
Cometcio,  no  se  refieren  á  la  venta  de  los  in- 
mueblo,  «no  A  la  alteración  de  la  forma  de 
éstos; 

3^  Que,  en  consecuencia,  el  contrato  de 
compraventa  referido,  no  afecta  los  derechos 
de  los  demandantes; 

4^  Que  no  se  ha  justificado  que  el  deman- 
dado haya  prooedido  con  mala  fé  en  la  com- 
pra de  que  se  trata; 

5^  Que  tampoco  se  ha  justificado  que  los 
demandantes  w  hayan  hecho  más  ricos  con  el 
precio  de  venta  del  fundo  Gueimen. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  lo  dis* 
puesto  en  los  artículos  384,  395  y  397  del 


Código  de  Comercio  y  10,  707,  907,  16ÍW, 
1698  y  1713  del  Código  Civil,  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  demanda,  entendiéndose 
que  los  frutos  deben  ser  abonados  desde  la  fe- 
cha de  la  contestación  de  la  demanda,  los 
cuales  se  regularán  por  el  juzgado,  previo  el 
informe  de  un  perito. 

No  ha  lugar  á  las  demAs  peticiones  de  tas 
partes.— CénAr  A.  Saohucxa. 

Apelada  esta  sentencia  se  dedujo  en  segim* 
gundn  instancia  la  excepción  de  prescripción. 

En  estrados  durante  la  vista  de  la  causa  el 
abogado  de  Duhalde,  estando  presente  su  pro- 
curador, impugnó  el  estado  civil  de  los  de- 
mandantes y  se  fidugeron  razones  legales  con 
referencia  A  la  falta  de  razón  con  que  don  Luis 
A.  Celestino  Zumelzn  reclamaba  pnrn  sf  una 
CROta  que  pertenecía  A  él  y  A  su  madre. 

La  Corte  de  Apelaciones  resolvió: 

Concepción,  22  de  julio  de  1903.— En  el  cor- 
so de  la  apelación  interpuesta  por  don  Pedro 
4^  Duhalde  contra  la  sentencia  de  12  de  di- 
ciembre del  año  último,  ha  opuesto  á  la  de- 
manda la  excepdón  de  prescripción,  y  fiin- 
dAndola  expone:  que  contra  la  segunda  peti- 
ción de  la  demanda,  en  la  que  evidentemente 
se  trata  de  la  acción  reivíndicatoria,  alega  ta 
excepción  de  prescripción  ordinaria  fundada 
en  los  artículos  2506,  2507  y  2508  det  Códi- 
go Civil,  ya  que  según  el  tftuto  que  acompaña 
(la  escritura  de  compra  del  fundo  Gueimen 
hecha  á  don  Pedro  Zumelzu )  inscrito  en  14 
de  enero  de  1888,  tiene  más  de  diez  años  de 
posesión  regular  y  no  interrumpida  del  fundo 
Gueimen. 

Respondiendo  la  parte  contraria  dice:  que 
debe  desecharse  la  excepción  alegada  por 
cnanto  es  improcedenteé  innceptableen  razón 
de  no  concurrir  en  el  señor  Duhalde  todos  los 
requisitos  que  la  ley  establece  al  respecto. 

Teniendo  presente  con  relación  A  esta  ncep- 
nón:  que  para  ganar  la  prescripción  ordina- 
ria  se  necesita,  entre  otros  requisitos,  pose- 
sión regular,  esto  es,  que  proceda  de  justo  tí- 
tulo y  haya  sido  adquirida  de  buena  ff; 

Que  el  título  exhibido  por  el  señor  Duhalde 
no  es  justo  por  cunnto  le  ha  sido  coníerido 
por  don  Pedro  Zumeliu,  en  repreaeatación  de 
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la  Sociedad  "Zumdxu  HermanOB",  sin  tener 
efectivamente  la  representación  de  dicha  socie- 
dad para  los  efectos  de  vender  el  inmueble  de 
qne  se  trata; 

Que  en  todo  caso  ta  prescripción  alegada 
halníá  estado  suspendida  respecto  de  don 
Luis  A.  Celestino  Zumelsu,  uno  de  los  deman- 
danteSf  mientras  permaneció  en  la  menor 
edad. 

Y  teniendo  presente,  además  de  los  conside- 
randos de  la  sentencia  de  primera  instancia: 
que  no  se  ha  negado  ni  puesto  en  duda  el  es- 
tado civil  que  los  demandantes  se  atribuyen, 
ni  se  ha  hecho  observación  alguna  con  rde- 
rencta  á  las  cuotas  que  fe  reclaman,  pues  la 
litis  quedó  trabada  con  sólo  lo  expuesto  por 
las  partes  en  los  escritos  fundamentales  pre- 
sentados en  el  juicio  y  que  han  sido  relaciona- 
dos en  la  parte  expositiva  de  la  sentencia  en 
alzada;  y  de  conformidad  también  con  lopres> 
crito  en  los  artículos  2507,  702  y  704.  del  Có- 
digo Civil,  se  confirma,  con  costas  del  recurso, 
la  sentenda  de  que  se  ha  hecho  mención  y  se 
declara  stn  lugar  la  excepción  de  prescripción 
alegada  en  segunda  instancia. 

Las  partea  litigantes  son  agricultores  de 
profesión  y  tienen  sn  domicilio  en  la  ciudad  de 
la  Unión. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fuentes 
R.  -E.  Faeates  —G.  Mackay.—M.  A.  Silva. 

Don  Pedro  4>^  DubaUle  interpuso  recurso  de 
caaadón  en  el  fondo  contra  esta  sentencia. 

Funda  su  recurso  en  lassignientes  infraccio- 
nes de  la  ley: 

V*  De  los  artículos  BR6  y  24-92  del  Código 
Civil,  que  tratan  de  los  modos  por  los  cuales 
se  adquiere  el  dominio  de  las  cosas:  ta  tradi- 
clón  por  ta  inscripción  del  título  en  el  registro 
del  Conservador  de  Bienes  Raíces,  con  respec- 
to á  los  inmuebles,  y  la  prescripción.  Concu- 
rren en  el  demandado  todos  los  requisitos 
necesarios  y  las  circunstancias  legales  para 
tenerle  por  dueño  del  fondo  Gueimen,  según 
esoi  dos  modos  de  adquirir  el  dominio;  y  no 
obstante,  la  sentencia  no  se  lo  reconoce  ni  se 
le  respeta  al  declarar  que  los  demandantes 
son  dueños  de  las  cuotas  que  reclaman; 

2*  Del  artículo  2507  del  mismo  Código,  por 
niantodesestima  los  requisitos  que  concurren 
en  la  posesión  que  tiene  don  Pedro  Duhalde 


sobre  el  predio  Gueimen  para  ganar  por  la 
prescripción  ordinaria  el  dominio  de  dicho 
predio; 

3^  Del  articulo  700,  por  cuanto  la  senten- 
cia recurrida  desestima  la  presunción  legal 
de  dominio  que  establece  esn  disposición  en 
favor  del  que  posee  mientras  otro  no  justifi- 
que tener  ese  dominio,  considerando,  ni  dar 
lugar  á  la  acción  rei vindicatoria,  dueños  de 
partes  ó  cuotas  del  fnndoGueimen  á  personas 
que  no  han  comprobado  serlo; 

4^  Del  artículo  2509,  en  cuanto  la  senten- 
cia hace  extensiva  la  suspensión  de  la  pres- 
cripción ¿  favor  de  personas  diversas  de  las 
enumeradas  en  ese  artículo,  rpie  no  tienen  de- 
recho á  gozar  de  ella;  pues,  ni  dar  lugar  á  la 
acción  reivindicatoría,  beneficia  no  sólo  al 
menor  que  únicamente  pudiera  alegarla,  sino 
también  á  quienes  no  puede  amparar  aque- 
lla suspensión; 

59  De  los  artículos  893  y  894,  al  otorgarse 
por  la  sentencia  recurrida  la  acción  reivindi- 
catoría &  las  personas  que  no  tienen  la  pro- 
piedad plena  ó  nuda,  absoluta  ó  fiduciaria 
de  la  cosa;  y  que,  por  otra  parte,  tampoco  se 
hallaban  en  el  caso  de  ganar  el  dominio  por 
ta  prescripción; 

6^  Del  artículo  1698  que  establece  que  el 
que  alega  la  existencia  de  una  obligarión  debe 
probarla;  pues  la  sentencia  deduce  del  silencio 
del  demandado  la  prueba  que  el  demandante 
no  rindió,  ya  que  el  silencio  de  las  partes  no 
está  comprendido  en  los  medios  de  prueba 
que  ese  articulo  establece.  Los  demandantes 
no  prueban  su  dominio  ni  su  estado  civil  ni  su 
acción  sobre  las  cuotas  que  reclaman;  y  no 
obstante,  la  sentencia  deja  establecido  que  no 
se  ba  negado  ni  puesto  en  duda  el  estado  civil 
que  los  demandantes  se  atribuyen  ni  se  ha 
hecho  observación  alguna  con  referencia  á  las 
cuotas  que  se  reclaman,  por  lo  que  se  da  tu- 
gar á  la  acción  reivindicatoría; 

79  De  los  articulos  305,  309  y  SU  que  se- 
ñalan taxativamente  los  modos  de  probar  et 
estado  civil  de  las  personas;  ya  que  la  sen- 
tencia da  por  probado  el  estado  civil  de  tos 
demandantes  por  el  hecho  de  no  haberse  cotn- 
lialidoen  losescritosfuudamentolesdel  pleito; 

8'  Del  artículo  704  en  su  número  2*.  por- 
que, fundándose  el  fallo  en  esa  disposición 
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legal,  se  aaeTera  que  don  Pedro  Ztimelzu  no 
tenía  la  representación  de  la  Sociedad  Zumel- 
zu  Hermanos,  para  los  efectos  de  vender  el 
inmueble  de  que  se  trata,  cuando  ella  prescri- 
be que  es  nulo  el  título  conferido  por  una  per- 
sona en  calidad  de  mandatario  sin  serlo;  y 
consta  que  don  Pedro  Zumelzu  lo  era  de  la 
Sociedad  "Zumelzu  Hermanos"  aunque  sin  fa- 
cultad para  vender  los  inmuebles  sociales,  lo 
que  es  cosa  divena  de  no  ser  mandatario; 

9'  De  los  artículos  988  y  1178,  inciso  2'', 
al  otorgarse  en  el  fallo  toda  la  cuota  que  co- 
TTCsponderta  á  don  Celestino  Zumelzu  ñ  su 
hijo,  sin  tomar  en  consideración  que  había 
heredera  conjuntamente  con  su  madre  doña 
Florentina  Cerda,  cónyuge  sobreviviente; 

10.  tíel  artículo  1691  que  establece  un  pla- 
zo para  alegar  la  nulidad  relativa,  por  pro- 
nunciar la  sentencia  la  nulidad  del  título  des- 
pués de  pasado  el  término  para  alegarla; 

11.  Y  por  último,  del  artículo  167  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil  por  cuanto  la  sen- 
tencia no  está  conforme  al  méritodel  proceso, 
puessi  se  hubiera  pronunciado  según  el  mérito 
de  autos  no  se  habría  admitido  el  estado  civil 
délos  demandantes,  quienes  no  han  rendido 
prueba  alguna  sobre  su  parentesco  con  don 
Pedro  N.  Zumelzu;  ni  la  acción  reivindicatoría, 
pues  no  prueban  el  dominio  alegado;  ni  la  nu- 
lidad del  titulo  que  fué  sustancialmente  solici- 
tada en  primera  instancia,  y  apesar  de  no  ha- 
berse renovado  en  la  segunda,  la  sentencia  fnn-' 
dada  en  esa  nulidad,  acoge  la  demanda,  ni  se 
habría  desestimado  la  presunción  de  dominio 
que  tiene  á  su  favor  don  Pedro  4'  Duhalde;  ni 
se  habría  desconocido  el  mérito  de  la  prueba 
con  que  justifica  haberloadquirido  por  la  tra- 
dición y  por  la  prescripción;  ni  tampoco  se 
habría  otorgado  la  herencia  que  se  pretende 
para  don  CelestinoZumelzu,  como  heredero  de 
don  Pedro  N.  Zumelzu,  al  supuesto  nieto  de 
éste  don  Luis  A.  Celestino  Zumelzu,  quien  de- 
be concurrir  á  ella  con  su  madre;  ni  se  habría 
reconocido  en  contra  de  don  Pedro  4^  Duhal- 
de obligación  de  entregar  cuotas  ó  partes  del 
fundo  Gueimen  á  los  demandantes,  toda  vez 
qae  no  prueben  contra  él  las  obligaciones  que 
Se  alegan  en  la  demanda. 


La  Oorte: 

Teniendo  presente: 
1"  Que  en  la  sentencia  recurrida  de  22  de 
julio  de  1903,  confirmatoria  de  la  primera  ins- 
tancia, se  establecen  los  siguientes  hechos  de 

la  causa: 

(&J  Que  el  fundo  Gueimen,  de  cuya  reivin- 
dicación se  trata,  formó  parte  del  halxrr  de 
la  sociedad  colectiva,  estipulada  entre  los  cua- 
tro hermanos  Zumelzu; 

fbj  Que  el  fundo  fué  vendido  porel  socio  ad- 
míniütrndor  don  Pedro  Zumelzu  á  don  Pedro 
4-*^  Duhalde  sin  estar  investido  de  un  poder  es- 
pecial,ni  hallarseelacto  comprendido  en  el  gi* 
ro  ordinario  de  los  negocios  sociales; 

( c)  Que  no  se  ha  justificado  en  autos  que  el 
demandante  hubiera  procedido  de  mata  fe  al 
comprar  el  referido  fundo; 

( fi)  Que  tampoco  se  ha  justificado  que  los 
reivindicantesse hubieran  hecho  más  rtcoscon 
el  precio  de  la  enajenación; 

2''  Que  los  puntos  signados  con  las  letras 
(a)/c)  y  (dj  se  refieren  á  hechos  del  juicio  cu- 
ya apreciación  corresponde  exclusivamente  al 
Tribunal  que  ha  dictado  la  sentencia,  ven  con- 
secuencia, deben  servir  de  antecedente  necesa- 
rio para  resolver  el  recarso  de  casación  dedu- 
cido, ya  que  el  artículo  958  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  prescrilje  que  la  Corte  de 
Casación  debe  respetar  los  hechos  tales  como 
se  han  dado  por  establecidos  en  el  fallo  recu- 
rrido; 

3^  Que  81  bien  los  puntos  signados  con  la  le- 
tra (b)  pueden  ser  apreciados  por  la  Corte  de 
Casación,  por  contener  en  realidad  deduccio- 
nes jurídicas  del  Tribunal  sentenciador,  en  or- 
den A  si  dentro  de  las  cláusulas  del  contrato 
de  sociedad, eladministrador  tenía  ó  nó  facul- 
tad para  enajenar  el  fundo  Gueimen,  6  si  es- 
ta clase  de  contratos  formaba  parte  del  giro 
ordinario  de  los  negocios,  es  lo  cierto  que  el 
instrumento  constitutivo  déla  sociedad  no  ha 
conferido  á  los  que  podían  usar  la  firma  so- 
cial, la  atribución  de  enajenar  dicho  prédiOf 
no  sólo  por  no  deducirse  de  sus  estipulaciones 
que  ese  fuera  uno  de  los  objetos  de  la  sociedad, 
sino  porque,  tratándose  de  un  aporte,  y  por 
consiguiente  del  capital  mismo  social,  era  mc- 


Digitized  by 


Google 


Afio  n 


layo  de  ISOfi 


lúm.  6 


JURISPRUDENCIA 


SECCION  PRIMERA 


CORTE  SUPREMA 


Cas.  CÍV.—23  de  noviembre  de  1904 

Vat;gaB  Barainca  con  Molina  (Sucemón  de 
María  Josefa) 

Medidas  preoautoriaa  —  Betenoióxt— 
Fianza  de  resoltas.— Cosa  Juzgada.— 
Titulo  ejeoutlvo;  deuda  ilíquida. 

BocTRisAi—Habiéndose  declarado  que 
los  demandados  no  tienen  derecho  como 
pretendidos  herederos  de  un  hermano  del 
"de  cujrus"  á  ñgurar  en  el  juicio  de  par- 
tición,  aitt  perjukio  de  los  efectos  que 
procedan  de  la  sentencia  deñnitíva  dicta- 
da en  juicio  anterior  seguido  con  otro  de 
los  herederos  y  en  que  se  falló  que  los  de- 
mandados teaianla  calidad  de  parientes, 
no  es  liquida  la  obligación  de  restituir 
las  cantidades  retenidas  á  los  demanda- 
dos y  retiradas  por  éstos  bajo  de  Sama 
durante  el  juicio,  por  no  estar  liquidada 
la  parte  que  respectivamente  pueda  co- 

SUFRUIA 


rrespottderles  con  relación  á  los  asigna- 
tarios á  quienes  vencieron  en  el  juicio  an- 
terior. 


Habiéndose  abierto  la  sucesión  de  doña 
María  Josefa  Petronila  de  Alcántara  Molina 
y  Agüero  entre  los  descendientei  de  sus  her- 
manos, se  presentaron  algunas  personas  que 
se  dicen  herederas  de  uno  de  los  hermanos  de 
dicha  señora,  don  Lucas  Francisco  Juan  San- 
:  tiago  Molina  y  Agüero,  y  obtUTÍeron  del  Juz- 
gado de  Valdivia,  domicilio  de  la  señora  Mo- 
lina, la  posesión  efectiva  de  la  faerenda  y  acu- 
dieron al  jnicio  divisorio  á  hacer  valer  sus 
derechos. 

Uno  de  los  herederos  legítimos,  don  Eras- 
mo  S.  Vásqnez,  en  su  carácter  de  representan- 
te legal  de  su  mujer  doña  M.  Luisa Leslie Con- 
tador, entabló  juicio  para  que  se  declarara 
que  no  eran  herederas  esas  personas. 

He  aquí  las  sentencias  que  recayeron  en  di- 
chos juicios: 

H 
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Santiago,  diciembre  21  de  1896 — Vistos: 
don  Erasmo  S.  Vásquez,  en  representación  de 
su  mujer,  doña  María  Luisa  Leslie  y  Conta* 
dor,  solicita  en  la  demanda  de  f.  1  que  se 
declare  que  don  Francisco  y  doña  Juana  Mo- 
lina no  son  parientes  de  doña  María  Josefa 
Petronila  de  Alcántara  Molina,  y.  por  consi- 
guiente, no  tienen  derecho  &  la  lierencia  de 
esta  señora. 

Contestando  don  Amador  Vargas  Barain- 
ca,  como  marido  de  doña  Juana  Molina  y 
como  apoderado  de  don  Francisco  Molina, 
sostiene  que  sus  representados  son  herede- 
ros de  la  citada  doña  María  Josefa  Molina, 
porque  ésta  fué  hermana  legitima  de  don 
Lucas  Juan  José  Molina,  el  cual  es  respectiva* 
mente  abuelo  legítimo  de  doña  Juana  Molina 
y  padre  de  don  Francisco  Molina,  y  que  en 
este  carácter  han  litigado  en  varios  asuntos 
que  se  han  tramitado  en  Concepción,  Valdi- 
via y  San  Bernardo,  y  han  obtenido  la  pose- 
sión efectiva  de  la  herencia,  inscribiendo  el  de- 
creto en  el  registro  respectivo.  Por  tanto, 
pide  que  se  rechace  la  demanda  y  quede  vi- 
gente dicha  posesión  efectiva.  Replicando  el 
demandante  agrega  que  es  cierto  que  doña 
María  Josefa  Molina  tuvo  «n  hermano  llama- 
do Lucas  Juan  Mohna,  el  cual  murió  soltero 
en  Valdivia,  y  que  también  es  verdad  que  los 
demandados  han  obtenido  en  Valdivia  la  po- 
sesión efectiva  de  la  herencia  cuestionada;  pe- 
ro que  esto  no  les  da  ningún  derecho  á  ella. 
Bn  la  dl3plica,  la  parte  demandada  se  limita 
á  repetir  que  es  verdadero  lo  que  ha  expuesto 
en  la  contestación. 

La  causa  ha  sido  recibida  á  prueba,  rindién- 
dose por  las  partes  la  que  corre  en  autos.  Se 
ha  oído  al  Ministerio  PiJblico  y  se  ha  citado  A 
las  partes  para  sentencia. 

Considerando: 

1'  Que  don  Francisco  y  doña  Juana  Molina 
hacen  derivar  sus  derechos  de  don  Lucas  Juan 
José  Molina  y  Agüero,  pretendiendo  que  éste 
es  hermano  legítimo  de  doña  María  Josefa 
Molina  y  Agüero,  de  cuyos  bienes  hereditarios 
tratan  de  participar; 

2*^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
esta  última  señora,  es  decir,  doña  María  Jo- 
sefa Molina,  es  hija  le^^tima  de  don  Lucas 


Molina  y  Bermudo,  que  fué  casado  con  doña 
Margarita  Agüero,  y  que  otorgó  el  testamen- 
to que  en  copia  corre  á  f.  77  vta.; 

3'  Que  si  bien,  con  los  testigos  que  decla- 
ran al  tenor  del  interrogatorio  de  fs.  186,  las 
demandadas  han  acreditado  la  posesión  no- 
toria del  estado  civil  de  casados  que  tuvieron 
don  Lucas  Juan  José  Molina  y  doña  Pascuala 
Cortés,  y  también  la  posesión  notoria  de  ser 
don  Francisco  y  don  Esteban  Molina,  padre 
de  doña  Juana,  hijos  legítimos  de  aquéllos; 
sin  embargo,  no  hay  en  autos  una  prueba  cla- 
ra para  convencer  de  que  don  Lucas  Juan  José 
Molina  sea  hijo  legítimo  de  don  Lucas  Molina 
Bermudo  y  que  por  consiguiente,  sea  hermano 
legitimo  de  doña  María  Josefa  Molina,  sobre 
cuya  herencia  se  cuestiona; 

4*^  Que  los  demandados  han  procuradojns- 
tificar  su  parentesco  con  el  testamento  rela- 
cionado; pero  esta  prueba  no  puede  ser  acep- 
tada, porque  entre  los  hijos  mencionados  en 
aquel  documento,  no  aparece  ninguno  que  lle- 
ve el  nombre  de  Lucas  Juan  José,  con  el  cual 
designan  á  la  persona  cuyo  derecho  represen- 
tan; 

5^  Que  tampoco  sirve  para  acreditar  el  pa- 
rentesco áque  alude  el  considerando  preceden- 
te, la  partida  de  ingreso  al  hospital,  que  corre 
á  fs.  150;  pues  además  de  no  ser  un  documen- 
to auténtico,  ella  expresa  la  entrada  de  Juan 
José  Molina,  nombre  que  no  se  encuentra  en- 
tre los  enumerados  como  hijos  en  el  testamen- 
to relacionado; 

6^  Que,  á  mayor  abundamiento,  consta  de 
autos  que  don  Lucas  Juan  José  Molina  era  co- 
nocido también  con  el  apellido  de  Vega  en  el 
lugar  Lo  Barnechea,  subdelegación  de  Ñu- 
ñoa,  donde  residió  durante  muchf»  años,  has- 
ta su  muerte,  y  donde  se  casó  con  dona  Pas- 
cuala Cortés  y  tuvo  todos  sus  hijos,  quienes 
eran  conocidos  igualmente  con  los  apellidos  de 
Molina  ó  Vega; 

7^  Que  el  mismo  don  Francisco  Molina  fué 
bautizado  y  contrajo  matrimonio  con  el  ape- 
llido de  Vega,  según  aparece  de  las  partidas 
de  bautismoyde  matrimonio  corrientes  á  fojas 
90  y  91,  las  cuales  se  refieren  evidentemente  á 
él  por  la  enunciación  de  los  padres,  que  en  ella 
se  hace,  y  por  las  explicaciones  que  él  dn,  ab- 
solviendo las  posiciones  de  fs.  92; 
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Que  aún  cuando  resulta  de  autos  que  los 
demandados  han  obtenido  la  posesión  efectiva 
de  la  herencia  y  hangestionadoen  otros  asun- 
tos relativos  á  la  sucesión  de  que  se  trata,  no 
han  probado  que  el  demandante  les  haya  re- 
conocido la  calidad  de  herederos  de  doña  Ma- 
ría Josefa  Molina;  y,  por  el  contrario,  don 
Juan  Leslie,  padre  déla  esposa  de  don  Krasmo 
Vásquez,  negó  &  los  demandados  el  carácter 
de  legitimarios,  cuando  se  le  notificó  el  decreto 
de  la  posesión  efectiva,  como  consta  del  escrito 
que  en  copia  corre  á  fs,  32 

9'  Que  afin  cuando  la  prueba  rendida  en 
estos  autos  arroja  fuertes  presunciones  de 
identidad  entre  don  Lucas  Juan  José  Molina 
ó  Vega  y  algunos  de  los  hijos  de  don  Lucas 
Molina  y  Bermudo,  enumerados  en  la  cláusu- 
la primera  de  su  testamento  tales  presuncio- 
nes son  insuficientes  para  dar  por  legalmente 
comprobada  esa  misma  identidad,  ya  que  ella 
afecta  la  comprobación  del  carácter  de  her- 
mano legítimo  de  doña  María  Josefa  Molina, 
que  se  atribuye  al  expresado  don  Lucas  Juan 
José,  y  que  el  estado  civil  de  hermanos  legí- 
timos no  puede  acreditarse  sino  por  medio 
de  las  partidas  de  nacimiento  ó  bautismo  de 
los  pretendidos  hermanos,  y  á  falta  de  tales 
partidas,  por  otros  documentos  auténticos, 
por  declaraciones  de  testigos  que  hayan  pre- 
senciado los  hechos  constitutivos  del  estado 
civil  de  que  se  trata,  y  en  defecto  de  estas  prue- 
bas, por  la  posesión  notoria  de  ese  estado 
civil,  no  pudiendo,  en  consecuencia,  aceptarse 
las  presunciones,  por  importantes  y  numero- 
sas que  sean,  como  comprobantes  del  estado 
civil  de  hermano;  y 

10.  Que  no  hallándose  comprobado  en  au- 
tos que  don  Lucas  Juan  José  Molina  Ó  Vega 
fuera  hermano  de  doña  María  Josefa  Molina^ 
no  se  ha  acreditado  la  cualidad  necesaria  para 
que  aquel  hubiera  podido  heredar  A  ésta,  y  en 
consecuencia,  los  actuales  demandados,  que 
sólo  pretenden  derechos  nacidos  de  la  represen- 
tación de  aquél,  se  encuentran  en  la  misma 
condición. 

Con  arreglo  á  la  ley  1^,  título  14,  Partida 
3*,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda,  y 
que,  en  consecuencia,  don  Francisco  y  doña 
Juana  Molina  no  tienen  derecho  á  la  herencia 
litigada  en  este  juicio.— 0/iros. 


Apelada  esta  sentencia  la  Corte  pronunció 
el  siguiente  fallo: 

Santiago,  9  de  septiembre  dcl897  Vistos: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  y  los  dos 
primeros  considerandos  de  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  y  teniendo  presente: 

1^  Que  sin  hacer  mérito  de  los  documentos 
de  fs.  179  vta.  y  de  fs.  180,  con  la  prueba  tes- 
timonial rendida  al  tenor  del  interrogatorio 
de  fs.  186,  han  justificado  los  demandados  la 
posesión  notoria  del  eUado  civil  de  casados 
de  don  Lucas  Juan  José  Molina  y  de  doña 
Pascuala  Cortés,  como  igualmente  la  de  ser 
don  Francisco  y  don  Esteban  Molina  hijos  le- 
gítimos de  aquéllos; 

2^  Que  la  partida  de  fs.  251  acredita  el  es- 
tado civil  de  doña  Juana  Molina  de  hija  legí- 
tima de  don  Esteban; 

3'  Que  prescindiendo  de  otras  piezas  rela- 
tivas al  'mismo  punto,  se  registra  en  copia 
autorizada  el  testamento  otorgado  por  don 
Lucas  Molina  y  Bermudo  en  15  de  noviem- 
bre de  1798,  en  el  cual  declara  ser  casado 
con  dona  Margarita  Agüero  y  tener  diez  hijos 
de  su  matrimonio  con  ésta,  entre  los  cuales 
nombra  á  don  Lucas  Juan; 

4"  Que  las  partes  están  también  conformes 
en  reconocer  queuno  de  los  hijos  de  don  Lucas 
Molina  y  de  doña  Margarita  Agüero  llevó  el 
nombre  de  Lucas  Juan; 

5^  Que  establecido  de  esta  manera  en  forma 
indubitable  el  estado  civil  de  éste,  la  cuestión 
queda  reducida  á  determinar  si  es  el  de  don 
Juan  José  6  el  de  don  Lucas  Juan  José  Molina 
que  se  presenta  como  ascendiente  de  don  Fran- 
cisco y  doña  Juana  Molina,  demandados  en 
esta  causa; 

6^  Que,  para  no  referirse  á  las  copias  que  fi- 
guran en  estos  autos,  á  fs.  15  del  cuaderno  cri- 
minal sobre  sustracción  de  un  asiento  del  libro 
del  hospital  de  San  Juan  de  Dios,  cuaderno 
traído  á  la  vista  de  orden  del  Tribunal,  corre 
la  partida  autorizada  por  el  estadístico  de 
este  hospital,  con  el  visto  bueno  del  administra- 
dor, de  la  cual  aparece  que  en  21  de  septiem- 
bre de  1847  ingresó  al  establedmíento  Jnan 
José  Molina,  hijo  legítimo  de  Lticas  y  de  Mar- 
garita Agüero; 

7^  Que  el  decreto  supremo  de  15  de  julio  de 
1843  dispuso  que  se  abriera  en  todos  los  faos- 
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pítales  de  la  República  un  libro  titulado  Mo- 
rimiento  del  Hospital,  destinado,  entre  otros 
objetos  á  "completar  los  datos  necesarios  pa- 
ra averiguar  el  movimiento  de  la  población" 
y  de  cuyos  asientos  debía  remitirse  mensual- 
mente  una  copia  al  Ministerio  del  Interior,  y* 
por  tanto,  no  puede  cuestionarse  que  la  copia 
de  los  asientos  de  este  libro,  autorizada  por  el 
funcionario  que  lo  tiene  á  su  cargo,  reviste  el 
carácter  de  instrumento  público  6  autén- 
tico; 

8^  Que,  en  consecuencia,  aún  en  el  supuesto 
de  que  se  tratara  de  comprobar  ahora  el  esta- 
do civil  de  la  persona  que  con  el  nombre  de 
Juan  José  Molina  entró  al  hospital  de  San 
Juan  de  Dios  en  septiembre  de  1847,  en  defec- 
to de  la  respectiva  partida  de  bautismo,  bas- 
taría el  instrumento  del  cuaderno  á  que  se  ha 
hecho  referencia  para  establecer  que  dicha  per- 
sona es  hijo  legítimo  de  don  Lucas  Molina  y 
de  doña  Margarita  Agüero; 

9'  Que  si  bien  el  demandante  ba  sostenido 
que  el  asiento  original  del  libro  es  falsificado 
y  se  ha  introducido  en  éste  con  fecha  posterior 
á  la  que  él  señala,  no  se  ha  producido  la  prue- 
ba necesaria  para  acreditar  la  objeciñn; 

10.  Que  examinadas  las  declaraciones  fjue 
prestan  los  testigos  de  la  parte  demandada,  al 
tenor  del  interrogatorio  y  las  respuestas  de  los 
mismos  á  las  contra  interrogaciones  del  plie- 
go de  fs.  207,  resultan  comprobados,  en  con- 
cepto del  Tribunal,  entre  otros  antecedentes 
los  que  siguen: 

a)  Don  Juan  José  6  don  Lucas  Juan  José 
Molina,  padre  y  abuelo,  respectivamente,  de 
don  Francisco  y  dedona  JuanaMo]ina,noera 
de  Lo  Bamechea,  sino  que  llegó  á  este  lugar 
en  edad  juvenil  muchos  años  atrás,  y  se  aco- 
gió al  lado  de  una  familia  apellidada  Vega; 

b)  Esta  persona  se  presentó  siempre  con  el 
apellido  de  Molina  y  sostuvo  que  era  éste  su 
verdadero  apellido,  en  toda  ocasión  en  que  se 
le  designaba  con  el  de  Vega,  por  haberse  asila- 
do, como  se  ha  dicho,  al  lado  de  una  familia 
de  este  apellido; 

c)  Los  testigos  lo  conocieron  personalmen- 
te coiv  el  apellido  Molina,  y  aún  muchos  de 
ellos  con  los  dosapellídos  de  Molina  y  Agüero; 

d)  Y,  por  último,  el  don  Lucas  Juan  José 
Molida  de  que  se  viene  hablando,  entró  efecti- 


vamente ñl  hospital  de  San  Juan  de  Dios  y  mu- 
rió en  esta  casa  en  1847; 

11.  Que  los  antecedentes  relacionados  en  el 
considerando  anterior  y  que  emanan  de  las 
declaraciones  de  testigos  que  conocieron  per- 
sonalmente al  individuo  de  que  se  trata,  cons- 
tituyen presunciones  graves,  precisas  y  con- 
cordantes que  comprueban  la  identidad  de  don 
Juan  José  Molina,  fallecido  en  1847  en  el  hos- 
pital de  San  Juan  de  Dios,  con  el  de  don  Lucas 
Juan  Molina,  hijo  de  don  Lucas  Molina  Ber- 
mudo  y  de  doña  Mar^rita  Agüero,  al  mismo 
tiempo  que  confirman  la  autenticidad  y  verdad 
de  la  partida  del  cuaderno  traído  á  la  vista; 

12.  Que,  A  mayor  abundamiento,  se  ha  con- 
cedido á  los  demandados  la  posesión  efectiva 
de  la  herencia  de  doña  María  Josefa  Molina, 
por  estimarse  que  los  antecedentes  que  se  acu- 
mularon en  el  expediente  respectivo,  compro- 
baban la  calidad  en  su  cansante  de  hermano 
legítimo  de  dicha  señora  y  no  se  ha  acredita- 
do la  no  identidad  personal  deéste  ó  sea  el  he- 
cho de  no  ser  el  hermano  de  doña  María  Jose- 
fa la  persona  qne  de  esos  antecedentes  apare- 
cía como  tal,  hecho  que  incumbía  acreditar  al 
demandante; 

13.  Que  la  circunstancia  de  decirse  ahora 
Lucas  Jnan  José,  en  lugar  de  solo  Lucas  Juan, 
con  que  se  le  nombra  en  el  testamento  del  pa- 
dre, no  tiene  importancia  alguna,  porque  en 
documentos  presentados  porel  mismo  deman- 
dante las  designaciones  que  se  dan  A  don  La- 
cas Molina  Bermudo  no  corresponden  en  un 
todo  á  las  que  llevan  en  el  testamento,  sin  que 
esto  haya  sido  motivo  para  negarse  su  identi- 
dad. 

Así,  para  no  referirse  sino  á  don  Lucas  Juan 
y  á  doña  María  Josefa,  al  primero  de  éstos  se 
le  llama  Lucas  Juan  en  el  testamento  de  fs.77, 
Lucas  Francisco  en  el  instrumento  de  fs.  314, 
y  simplemente  Juan  en  otras  partes.  Y  á  doña 
María  Josefa  se  le  designa  con  estos  nombres 
en  el  testamento  de  sus  padres,  con  sólo  el  de 
Josefa  en  otros  documentos,  y  en  todo  el  curso 
de  esta  litis  con  los  de  María  Josefa  Petronila 
de  Alcántara; 

14.  Que  la  prueba  testimonial  rendida  por 
el  demandante  en  primera  instancia  para  jus- 
tificar que  don  Lucas  Juan  murió  soltero  en 
la  Unión  es  completamente  ineficaz.  Los  testi- 
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gos  se  limitan  á  expresar  que  conocieron  á  un 
Lucas  Juan  Molina  que  murió  soltero  en  Dag- 
llipulli,  pero  ignoran  sí  es  la  misma  persona  á 
que  se  refiere  el  juicio. 

Don  Ventura  Molina,  miembro  de  la  familia 
de  doña  María  Josefa,  según  aparece  de  sus 
propias  declaraciones,  j  testigo  presentado  al 
efecto  por  el  demandante,  contrainterrogado 
en  la  pregunta  quinta  del  pliego  de  fs.  97,  dice 
que  el  don  Juan  Molina  que  conoció  era  hijo 
de  don  Lucas  Ambrosio  Molina  y  Agüero,  y 
que  don  Remigio  Molina  era  el  padre  del  tes- 
tigo, de  lo  cual  resulta  que  el  muerto  es  nícto 
y  no  hijo  de  don  Lucas  Molina  y  Bermudo. 

A  pesar  de  saberse  el  lugar  donde  se  dice 
ocurrido  el  fallecimiento,  no  se  ha  acompaña- 
do la  partida  correspondiente;  y,  por  la  inver- 
sa, de  los  certificados  que  agregó  el  demanda- 
do, consta  que  no  existe  en  los  libros  del  tugar 
la  partida  de  defunción  de  don  Lucas  Juan 
Molina  y  Agüero; 

15.  Que  no  tiene  más  eficacia  la  prueba  con 
que  se  ha  pretendido  establecer  el  fallecimien- 
to en  segunda  instancia,  consistente  en  las 
compulsas  de  fs.  358  y  en  el  certificado  de 
fs.  354  Tta.  Entre  las  primeras  figura  el  tes- 
tamento otorgado  en  Valdivia  á  31  de  di- 
ciembre de  1822  pordon  Juan  Manuel  de  Lor- 
ca,  á  nombre  de  doña  Margarita  Agüero,  en 
virtud  de  un  poder  en  el  cual  declara  el  comi- 
sario que  había  muerto  soltero  don  Juan 
Molina,  hijo  de  doña  Margarita.  El  certifica- 
do del  notario  Ortiz  Vera  hace  constar  que 
en  la  partición  de  los  bienes  de  don  Lucas  Mo- 
lina Bermudo  y  de  su  esposa  no  se  formó  hi- 
juela al  expresado  don  Juan  Molina. 

Las  certificaciones  demuestran  que  en  los 
protocolos  de  la  notaría  de  Valdivia  no  obran 
el  poder  para  testar  de  doña  MargaritaAgüe- 
ro,  ni  el  testamento  del  comisarío  de  Lorca,  & 
pesar  de  haberse  extendido  uno  y  otro  en  ese 
lugar,  y  que  tampoco  ae  encuentra  en  la  no- 
taría ni  en  la  secretaría  del  Juzgado  de  dicho 
departamento  el  expediente  de  la  partición  de 
los  bienes  de  la  recordada  señora,  que  se  dice 
efectuada  también  en  Valdivia  en  1825. 

Los  cuadernos  ó  legajos  que  el  Tribunal  ha 
tenido  á  la  vista  y  que  contienen  las  piezas 
originales  que  han  servido  para  la  expedición 
de  las  copias  y  del  certificado,  se  han  incorpo- 


rado sólo  recientemente  al  registro  de  una  de 
las  notarías  de  Santiago. 

Desentendiéndose,  sin  embargo,  de  éste  y 
otros  pormenores,  el  examen  de  esta  documen- 
tación da  mérito  para  las  observaciones  si- 
guientes: 

A.  — El  poder  trae  fecha  de  6  de  agosto  y  el 
testamento  del  31  de  diciembre  de  í  822  y,  por 
consiguiente,  el  último  aparece  extendido  más 
de  cuatro  meses  después  del  otorgamiento  de 
aquél,  no  obstante  hallarse  el  comisario  en 
Valdivia  cuando  se  confinó  el  poder,  como  se 
indica  en  éste  mismo,  el  cual  se  otorga  á  don 
Juan  Manuel  Lorca,  "vecino  de  esta  plaza",  y 
como  se  deduce  además  de  la  circunstancia  de 
firmarlo  como  testigo  el  mismo  de  Lorca. 

En  esta  virtud  y  conforme  á  la  ley  3*,  títu- 
lo XIX,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
el  testamento  se  reputa  como  no  existente,  y 
carecen  por  tanto  de  valor  las  declaraciones 
en  él  contenidas. 

B.  — El  comisario  declara  como  se  lo  declaró 
su  poderdante,  según  él  lo  afirma,  que  había 
muerto  soltero  don  Juan  Molina. 

Tal  declaración  es  contraria  á  la  que  hace 
doña  Margarita  en  el  poder,  pues  en  él  men- 
ciona entre  sus  hijos  fiVos  á  don  Juan,  á  quien 
instituye  en  unión  de  los  otros  "por  su  here- 
dero legítimo  para  que  como  tal  reciba  la  par- 
te que  por  la  ley  le  corresponda." 

La  suposición  de  la  muerte  del  referido  don 
Juan,  contra  lo  que  se  expresa  en  el  poder,  im- 
porta en  realidad  la  desheredación  de  uno  de 
los  hijos  de  doña  Margarita,  expresamente 
llamado  por  ésta  á  la  herencia,  lo  cual  es  tan- 
to más  grave  cuanto  que  la  señora  ordenó  al 
comisario  conformar  al  poderlas  disposiciones 
del  testamento. 

Aún  supuesta,  pues,  la  validez  de  éste,  la  de- 
claración del  comisarío  en  esta  parte  no  ten- 
dría eficacia.  (Ley  1^  título  19,  Lib.  10  de  la 
Nov.  Rec.) 

C— La  participación  que  se  dice  practicada 
extrajudicialmente  por  don  Felipe  Bastidas  y 
por  donjuán  Manuel  de  Lorca,  el  mismo  que 
con  el  carácter  de  comisarío  hizo  el  testamen- 
to de  doña  Margarita, nóestá  autorízadapor 
un  ministro  de  fe,  y  no  hay,  por  otra  parte, 
antecedente  alguno  que  permita  considerar 
como  auténticos  los  actos  que  se  suponen  pa- 
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iíado»  en  ella,  de  modo  que  no  pueden  producir 
efectos  contra  terceros;  y 

16.  Que  cualquiera  que  fuese,  por  lo  demíis, 
el  mérito  que  se  atribuyera  á  la  declaración 
del  comisario  de  Lorca  y  á  los  actos  que  como 
consecuencia  de  ella  ejecutó  en  seguida,  no  po- 
drían tenerse  sino  como  la  afirmación  de  un 
hecho  que,  no  estando  comprobado  en  otra 
forma,  tendría  que  ceder  ante  la  prueba  clara 
y  concluyente  del  hecho  contrario,  esto  es,  de 
la  existencia  de  don  Lucas  Juan  Molina  en 
Santiago  á  la  fecha  en  que  se  le  da  por  falleci- 
do en  Valdivia,  como  se  demuestra  en  los  con- 
sidrandos  6',  7',  8'  10,  11  y  12. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
á05,  307,309,310,311,312,313,  1699,1703, 
1704, 1712  y  1698  del  Código  Civil,  se  revo- 
ca la  sentencia  apelada  de  21  de  diciembre  úl- 
timo, y  se  declara  sin  lugar  la  demanda  inter- 
puesta por  don  Erasmo  Vásques  en  represen- 
tación de  su  esposa  doñaMaría  Luisa  Lesliey 
Contador  contra  don  Francisco  Molina  y  do- 
ña Juana  Molina  de  Vargas. 

Xo  ha  lugar  á  las  peticiones  hechas  respec- 
tivamente por  don  Erasmo  Vásquez  en  el  ter- 
cer otrosí  del  escrito  y  por  don  Amador  Var- 
gas en  el  otrosí  del  mismo  escrito. 

Publíquese  y  devuélvase.— Fernání/cir.—iíaa- 
Yedra.— Aguirre  V.—  Vergara  Albano. 

Iniciado  de  nuevo  el  pleito  por  el  procura* 
dor  don  Jorge  García  Huidobro,  ante  la  Cor- 
te de  Apelaciones  por  el  fuero  de  uno  de  los  de- 
mandantes, á  nombre  de  varios  herederos  que 
no  litigaron  se  pidió  en  el  primer  otrosí  de  la 
demanda  la  retención  délos  fondos  correspon- 
dientes al  tronco  de  don  Lucas  Juan  Molina 
que  debía  percibir  el  señor  Vargas  Barainca 
en  virtud  del  fallo  anterior. 

El  demandado  opuso  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  sin  contestar  lademanda,  y  pidió,  res- 
pondiendo al  otrosí  indicado,  se  negara  lugar 
á  la  retención  y  se  cumpliera  la  sentencia  que 
había  obtenido  en  el  juicio  anterior. 

La  Corte  resolvió: 

Santiago,  agosto  12  de  1898.  —  Vistos:  En 
lo  principal,  traslado:  al  primer  otrosí,  con  lo 
espuesto  por  las  partes,  no  ha  lugar  por  aho- 


ra á  lo  pedido  en  el  primer  otrosí  del  escrito 
de  demanda;  al  2^  otrosí  no  ha  lugar  tampo- 
co á  la  acumulación  solicitada  en  el  segundo 
otrosí  del  mismo  escrito  Infante.— Fernán- 
de*.— Agutm  Vargas,— idora. 

La  Corte  Suprema,  fallando  la  apelación  in- 
terpuesta contra  el  auto  anterior,  dijo: 

Santiago,  19  de  octubre  1898.  —  Vistos:  se 
revoca  en  la  parte  apelada  el  auto  de  12  de 
agosto  último,  y  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
retención  solicitada  en  el  primer  otrosí  del  es- 
crito de  fs.  5  (demanda),  entendiéndose  con 
calidad  de  por  ahora  y  que  podrá  alzarse  ü 
por  parte  del  demandado  se  dieren  garantías 
equivalentes  á  satisfacción  del  Juzgado. 

Acordado  por  los  señores  Ministros  Kisopa- 
trón,  Sanhueza,  Flores  y  Palma  Guzmán  con- 
tra el  voto  de  los  señores  Ministros  Amuoáte* 
gui  y  Alfonso,  quienes  confirman  el  referido 
auto. — Amunáteffui.  —  Kisopatrón. — Alfonso. 
— Sanhueza.— Flotes.— Palma  Gazmán. 

Devueltos  tos  autos,  el  procurador  de  Var- 
gas  ofreció  la  fianza  solidaria  del  señor  don 
Carlos  Walker  Martínez  para  retirar  los  fon- 
dos consignados  en  el  Banco  Matte,  ascenden- 
tes á  $  110.000  c  intereses  y  solicitó  la  entre- 
ga de  $100.000. 

Se  proveyó: 
Santiago,  octubre  26  de  1898.  —  Previa  la 
escritura  de  fianza  solidaria  que  se  ofrece,  ál- 
cese la  retención  á  que  se  refiere  el  auto  de  19 
del  corriente  mes,  con  citación  contraría.  — 
Infante,  —  Fernández.  —  Águirre  Vargas.  — 
Mora. 

Tramitada  la  excepción  de  cosa  juzgada  se 
pronunció  por  la  Corte  de  Apelaciones  la  si- 
guiente sentencia: 

Santiago,  13  de  enero  de  1899.— Vistos:  el 
procurador  don  Jorge  Garda  Huidobro  por 
don  Juan  de  Dios  Várela  y  compartes  en  el  es- 
crito del  cuaderno  principal,  y  don  Erasmo 
Vflsquez  por  doña  Antonia  y  doña  Leticia  Mo- 
lina y  Carabantes  en  el  escrito  del  cuaderno 
acumulado,  ponen  demandacontra  don  Ama- 
dor Vargas  Baraínca  como  representante  de 
su  mujer  doña  Juana  Molina  y  de  don  Fran- 
cisco Molina  para  que  se  declare  que  los  de 
mandados  no  tienen  parte  en  la  herencia  de 
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doña  MaríaJosefaAIcántaraMoIina  y  Agüero 
por  no  ser  descendientes  legítimos  de  don  Lu- 
cas Juan  Molina  y  Agüero,  hermano  legítimo 
de  esta  señora. 

£xponen  que  aunque  sobre  este  particular 
se  ha  seguido  un  juicio  entre  doña  María  Lui- 
sa X^slie  y  Contador  y  los  actuales  demanda- 
dos y  aunque  este  juicio  fué  resuelto  por  sen- 
tencia de  segunda  instancia  de  9  de  septiem- 
bre de  1897,  declarándose  sin  lugar  la  deman- 
da de  la  señora  Leslte,  en  nada  les  afecta  esa 
resoluciñn  por  no  haber  sido  dictada  contra 
legítimo  contradictor,  ni  en  contra  de  los  he- 
rederos que  ahora  demandan.  Agregan  que  no 
puede  el  señoi  Vargas  Baraincaínvocar  como 
reconocimiento  de  su  carácter  de  heredero  el 
haber  figurado  en  la  partición  délos  bienes  de 
la  señora  Molina  porque  para  salvar  el  incon- 
veniente de  la  representación  de  más  de  dos- 
cientas personas  que  se  presentaron  con  tal 
carácter,  se  tomó  como  medida  de  orden  la  de 
aceptar  presuntivamente  á  todos  los  que  pre- 
tendieran ser  herederos,  postergando  para  des- 
pués esa  calificación  y  reservando  así  todas 
las  acciones  y  derechos  que  pudieran  corres- 
ponder á  los  verdaderos  herederos  contra  los 
que  no  lo  son. 

No  puede  tampoco  invocarse  la  circunstan- 
cia de  hallarse  retenidos  los  fondos  queen  dos 
repartos  han  correspondido  al  tronco  de  don 
Lucas  Juan  Molina  y  Agüero,  porque  el  com- 
promisario que  hizo  estos  repartos  provisio- 
nales no  es  juez  para  pronunciarf^e  sobre  la 
calidad  de  heredero,  y  la  retención  fué  ordena- 
da sólo  por  no  encontrarse  de  antemano  esta- 
blecido en  los  autos  de  partición  que  don  Lu- 
cas Juan  Molina  y  Agüero  había  fallecido  sin 
sucesión.  Ha  sido  ahora,  después  que  el  señor 
Vargas  Baraiuca  ha  obtenido  en  el  juicio  que 
le  siguió  la  señora  Leslte,  cuando  ha  pretendi- 
do entrar  en  posesión  de  los  bienes  que  corres- 
ponden á  los  herederos  de  don  Lucas  Juan  y 
por  esto  juzgan  los  demandantes  que  repre- 
sentan casi  por  completo  la  sucesión  de  doña 
María  Josefa  de  Alcántara  Molina,  que  ha  lle- 
gado el  momento  de  rechazar  esa  pretensión. 

Don  Amador  Vargas  Barainca  por  sus  re- 
presentados opone  á  la  demanda  de  los  expe- 
dientes respectivoSf  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada con  el  carácter  depreviay  pide  se  la  acó* 


jan  para  impedir  prevcntoríamentelaentrada 
á  la  litis. 

Dice  que  los  demandantes  tratan  de  recíbif 
en  proceso  judicial  un  juicio  ya  prevenido,  no 
solo  en  segunda  instancia,  sino  en  recurso  ex- 
traordinario de  nulidad  desechado  por  la  Ex- 
celentísima Corte  Suprema. 

Hn  dicho  proceso  se  pidió  por  don  Erasmo 
Vásquez,  á  nombre  de  su  mujer  t'oña  María 
Luisa  Leslie  y  Contador,  que  sedeclarara  que 
don  Francisco  y  doña  Juana  Molina  no  son 
parientes  de  doña  María  Josefa  Petronila  de 
Alcántara  Molina  y  Agüero,  y  que,  por  lo  tan- 
to, no  tenían  derecho  alguno  á  la  herencia,  en 
circunstancia  que  doña  Juana  como  nieta  y 
don  Francisco  como  hijo,  ambos  legítimos,  de 
don  Lucas  Juan  Molina  y  Agüero,  hermano 
lejítimo  de  doña  María  Josefa,  habian  obteni- 
do é  inscripto  la  posesión  efectiva  de  la  heren- 
cia y  figurado  como  herederos  en  la  constitu- 
ción y  secuela  de  la  partición. 

Aquel  juicio  terminó  por  sentencia  de  la 
Iltma.  Corte  de  9  de  septiembre  de  1897,  que 
desechó  la  demanda  y  reconoció  á  doña  Jua- 
na y  á  don  Francisco  Molina  primera  ca- 
lidad de  descendientes  legítimos  de  don  Lu- 
cas Juan  Molina  de  acuerdo  con  los  dictáme- 
nes fiscales  que  corren  en  el  expediente  de  la 
materia  y  que  corre  impreso  agregado  á  los 
autos.  Esta  sentencia  como  que  declara  un 
estado  civil  indivisible  é  inalterable,  surte 
efecto  contra  todo  el  mundo,  según  principio 
de  derecho  incorporadoen  la  legislación  de  las 
partidas  y  en  nuestro  Código  Civil. 

No  podrá  decirse  que  este  fallo  no  reúne  los 
requisitos  que  el  artículo  316  del  Código  exi- 
ge para  producir  la  cosa  juzgada,  porque  le- 
gítimo contradictor  era  en  el  juicio  don  Eras- 
mo Vásquez  que,  derivando  los  derechos  here- 
ditarios de  su  mujer  deltroncode  doña  María 
Pabla  Molina,  negaba  la  filiación  legítima  de 
los  demandados,  que  á  su  vez  derivan  sus  de- 
rechosdel  tronco  de  don  Lucos  Juan,  hermano 
legítimo  de  doña  María  Pabla. 

Por  otra  parte,  los  demandados  en  el  refe- 
rido juicio  solicitaron  y  obtuvieron  que  el  juez 
de  la  causa  oficiara  al  compromisario  don 
Eulogio  Altamirano  á  fin  de  que  en  compa- 
rendo hiciera  saber  á  los  herederos  la  existen- 
cia del  pleito,  lo  que  se  efectuó  según  consta, 
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de  los  autos  de  partición.  Además,  en  dos  oca- 
siones acordaron  los  herederos  repartir  fon- 
dos y  el  compromisario,  en  conformidad  á  es- 
tos acuerdos,  dictó  dos  autos  ordenando  el 
reparto  y  declarando  que,  en  cuanto  al  tron- 
co de  don  Lucas  Juan,  como  hay  litigio  pen- 
diente ante  los  Tribunales,  los  fondos  pertene- 
cientes á  este  tronco  quedaban  retenidos  á  ta 
orden  del  compromisario  para  ser  entregados 
A  don  Amador  Vargas  una  vez  que  presenta- 
ra copia  autorizada  de  la  sentenda  que  deci- 
diese el  litigio  y  que  declare  su  derecho.  De  és- 
tos fallos  arbitrales  fueron  notificados  todos 
los  herederos,  incluso  los  actuales  demandan- 
tes. Existen  también  en  los  autos  de  compro- 
miso diversos  acuerdos  de  los  herederos  con 
referencia  á  aquel  juicio,  acuerdos  que  estable- 
cen que  el  pleito  era  conocido  y  tomado  en 
menta  por  todos  los  herederos  de  doña  Ma- 
ría Josefa  Molina  en  forma  oñcial  y  auténtica. 

Respondiendo  los  demandantes,  aceptan 
que  se  falle  con  el  carácter  de  previa  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada,  y  piden  se  niegue  Ingar 
á  ella  y  que  se  conteste  la  demanda  en  el  tér- 
mino le^l. 

Reproducen  las  consideraciones  que  al  res- 
pecto hacen  valer  en  la  demanda.  Agregan 
que  no  existe  entre  el  presente  juicio  y  el  que 
siguió  el  señor  Vásquez  la  identidad  de  perso- 
na, porque  los  actuales  demandantes  no  liti- 
garon en  el  juido  anterior,  en  el  que,  además, 
como  en  el  presente,  no  se  trata  de  filiación  ó 
estado  civil  sino  del  derecho  á  la  herencia  de 
la  seiíora  Molina,  por  lo  cual  no  es  aplicable 
el  artículo  315  del  Código  Civil.  Aún  en  el  su- 
puesto contrario,  no  seria  tampoco  aplicable 
dicho  artículo  por  carecer  la  sentencia  de  los 
requisitos  del  artículo  316,  pues  el  señor  Vás- 
(|uez  no  puede  ser  legítimo  contradictor  en  la 
cuestión  de  filiación  de  don  Francisco  y  de 
doña  Juana  Molina,  desde  que  esc  carácter 
pertenece  á  las  personas  que  están  principal- 
mente interesadas  en  negar  la  legitimidad  del 
hijo,  que  son  las  que  índica  el  artículo  317.  Y 
para  que,  en  conformidad  al  artículo  318,  los 
herederos  representen  al  contradictor  legíti- 
mo es  necesario  que  se  esté  siguiendo  juicio 
sobre  la  filiación  y  que  durante  él,  antes  de 
pronunciarse  la  sentencia,  tenga  lugar  el  fa- 
llecimiento del  contradictor,  y  todavía  que  los 


herederos  que  no  han  litigado  hayan  sido  ci- 
tados y  no  comparecieron.  La  citación  no  se 
hace  en  forma  de  oficio  al  compromisario,  qtie 
nisiquieraes  juezde  igual  gerarquía,  como  que 
su  nombramiento  fué  hecho  por  la  Ilustrísima 
Corte  de  Concepción;  aunque  el  oficio  tuviera 
el  valor  de  notificación,  nada  valdría,  porque 
cuando  fué  comunicado  hacía  mucho  tiempo 
que  estaba  trabada  la  litis;  que  (esto  lo  dice 
la  parte  de  don  Erasmo  Vásquez)  en  el  com- 
parendo en  que  se  dió  cuenta  del  oficio  no  es- 
taban presentes  por  sí  ni  representados  mu- 
chos de  los  herederos,  algunos  de  ellos  meno- 
res; que  los  mandatarios  no  tenían  facultad 
de  comparecer  al  juicio  de  filiación,  y  sí  algu- 
nos tenían  esta  facultad,  nadie  podía  obligar- 
los á  usarla.  Por  lo  demás,  de  nada  vale  ante 
las  disposiciones  de  las  leyes  5^  y  20,  título 
22,  Partida  3*,  el  conocimiento  que  los  here- 
deros de  la  señora  Molina  tuvieran  del  pleito 
anterior. 

Considerando: 

1*  Que  las  partea  están  de  acuerdo  en  que 

se  falle  previamente  la  excepción  preventoria 
de  cosa  juzgada  y  en  autos  hay  los  antece- 
dentes necesarios  para  poder  dictar  resolu- 
ción al  respecto; 

2^  Que  la  presentedemanda  tiene  la  misma 
cansa  de  pedir  y  el  mismo  objeto  que  aquella 
que  fué  desechada  por  la  sentencia  de  9  de 
septiembre  de  1897  que  se  alega  como  cosa 
juzgada,  pues  en  uno  y  otro  juicio  la  acción 
se  funda  en  que  don  Francisco  y  doña  Juana 
Molina  no  tienen  con  doña  María  Josefa 
Alcántara  Molina  el  parentesco  que  invocan, 
y  se  pide,  en  consecuencia,  que  se  los  excluya 
de  la  herencia  abintestado  de  esta  señora; 

3'  Que  el  fallo  ejecutorio  que  declara  la  filia- 
ción legítima,  no  sólo  vale  respecto  de  las 
personas  que  han  intervenido  en  el  juicio,  sino 
respecto  de  todos,  relativamente  á  los  efectos 
que  la  legitimidad  acarrea,  siempre  que  se  ha- 
ya pronunciado  contra  legitimo  contradictor 
y  que  no  haya  habido  colusión  en  el  juicio, 
circunstanciaesta  última  que  ni  se  ha  insinua- 
do en  el  presente  caso; 

4^  Que  si  bien  en  primer  lugar  es  el  padre 
contradictor  legftímodel  hijoen  elalndidojui- 
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cío,  los  herederos  lo  son  por  fallecimiento  del 
padre  acaecido  antes  de  que  haya  sentencia  y 
el  fallo  pronunciado  á  favor  6  en  contra  de 
cualquiera  de  ellos  aprovecha  ó  perjudica  é 
los  herederos  que  citados  no  comparecieron; 

5^  Que  el  sentido  de  la  palabra  representan 
de  que  se  vale  el  artículo  318  delCódigo  Civil 
es  el  de  la  misma  expresión  empleada  comun- 
mente en  el  artículo  1097,  esto  es,  de  que  el 
heredero  sustituye  al  testador  y  que,  por  lo 
tanto,  le  sucede  en  absoluto  en  el  carácter  de 
legítimo  contradictor  en  el  juicio  de  legiti- 
midad; 

6'  Que  conforme  al  precepto  del  artículo 
318  no  es  necesario  que  haya  juicio  iniciado 
cuando  fallece  el  padreparaque  sus  herederos 
le  sucedan  en  el  derecho  de  legítimo  contra- 
dictor, sino  únicamente  que  no  exista  senten- 
cia que  haya  declarado  irrevocablemente  el 
estado  civil; 

7^  Que  la  interpretación  contraria  condu- 
ciría á  que,  fallecidos  los  troncos,  como  en  el 
presente  caso,  no  pueden  ventilar  los  descen- 
dientes sa  estado  civil  con  el  carácter  de  indh 
visibilidad  é  integridad  que  Je  es  propio;  que 
el  fallo  que  obtengan  no  surte  efectos  gene- 
ra/es y  permanentes;  y  que  es  legalmente  po- 
sible tener  una  legitimidad  sin  parentesco  y 
conmover  degeneración  en  generación  }as  ba- 
ses sobre  que  reposa  la  familia  preconsíituídaj 

8^  Que,  inspirado  en  el  principio  déla  tras- 
cendencia de  la  cosa  juzgada  en  materia  de 
estado  civil,  el  artículo  318  no  exige  que,  con- 
forme álas  reglas  generales,  litiguen  todos  loa 
herederos  sino  cualquiera  de  ellos,  bastando, 
por  lo  demás,  la  mera  citación  hecha  á  los 
otros; 

9^  Que  esta  citación  es  el  llamamiento  que 
se  hace  &  los  coherederos  para  que  ocnrran  si 
quieren  A  tontarparteen  el  juicio,  sin  relación 
á  determinada  diligencia,  por  lo  que  basta  el 
conocimiento  que  de  él  se  Ies  da; 

10.  Que  en  razón  de  ser  muchos  y  de  distin- 
ta residencia  los  coherederos  de  doña  María 
Luisa  Leslie  y  Contador,  el  juez  que  conocía 
del  juicio  que  siguió  esta  señora  contra  los 
representantes  de  don  Amador  Vargas  fia- 
rainca  acogió  la  petición  de  éste  en  orden  á 
que  se  pusiera  en  conocimiento  de  dichos  co- 
herederos la  existenda  y  prosecución  del  refe- 

SUFRRMA 


rido  juicio,  por  el  medio  posible  y  expedito 
de  dirigir  un  oficio  al  compromisario  que  prac* 
tique  la  partición  de  los  bienes  de  la  sucesión 
intestada  de  doña  María  Josefa  de  Alcántara 
Molina.  Y,  en  efecto,  según  consta  del  expedien- 
te acumulado,  en  comparendo  de  9  de  diciem- 
bre de  1895,  se  d¡ó  cuenta  del  contenido  de 
ese  oficio  y  se  acordó  tenerlo  presente  páralos 
efectos  á  que  haya  lugar; 

11.  Que  como  consta  de  los  poderes  testi- 
moniados que  corren  en  autos,  los  herederos 
de  doña  María  Josefa  Petronila  de  Alcántara 
Molina  estaban  representados  en  la  partición 
por  mandatarios  con  facultad  suficiente  para 
recibir  la  antedicha  notificación; 

12.  Que  por  el  ófgano  deljuezcoraproraisa- 
rio,  que  actúa  con  un  ministro  de  fe,  tuvieron 
los  herederos  conocimiento  oficial  y  auténti* 
co  del  juicio  recordado,  y  esta  forma  de  cita- 
clón  está  autorizada  por  la  ley  1.*,  título  7', 
Partida  3*,  que  entre  los  medios  de  emplazar, 
menciona  el  qnese  verifica  por  carta,  del  juez 

de  la  causa,  "  por  palabra  ó  carta  ó  por 

sus  omes  conocidos,  que  sean  señaladamente 
puestos  para  esto"; 

13.  Que  en  el  concepto  de  que  en  el  juído 
pendiente  entre  los  herederos  de  don  Lucas 
Juan  Molina  y  doña  María  Luisa  Leslie  se 
fallaría  con  efectos  generales  la  cuestión  de 
legitimidad  y  de  consiguientes  derechos  de  di- 
chos herederos,  el  compromisario,  según  tes- 
timonio que  corre  del  expediente  acumulado, 
expidió  la  resolución  de  25  de  abril  de  1896, 
en  la  cual  menciona  los  antecedentes  del  recor- 
dado juicio  y  en  consideración  á  él  dedde  que 
los  $  35-000  que  en  el  reparto  corresponden 
al  tronco  de  don  Lucas  Juan  se  retengan  bas- 
ta que  se  traiga  al  compromiso  la  sentencia 
definitiva  que  resuelva  la  cuestión  indicada. 
Esta  resolución  del  compromisario  fué  notifi- 
cada á  los  demandantes  también  sin  reclamo 
alguno; 

14.  Que,  además,  reconocen  los  demandan- 
tes haber  tenido  conodmiento  extrajudicial 
del  referido  juicio  y  no  son  aplicables  las  leyes, 
que  invocan  acerca  de  la  ineficacia  de  este  co* 
nodmiento  ni  del  que  manifestaron  tener  en 
diversos  actos  de  la  partición,  porque  la  ley 
5*  título  22,  Partida  3*  habla  de  partes  di- 
rectas y  se  refiere  en  el  pasaje  en  que  se  la  cita 
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á  que  el  juez,  nó  las  partes,  sepa  la  verdad  del 
pleito,  y  la  ley  20  del  mismo  título  y  partida 
alude  únicamente  en  el  pasaje  en  'jue  también 
se  la  cita  al  caso  de  juicio  por  deuda  6  crédito 
hereditario; 

15.  Que  después  de  ese  conocimiento  y  de 
la  notificación  que  de  orden  y  por  oficio  del 
juez  de  la  causa  se-  les  hizo  en  el  compromiso, 
los  demandantes  no  intentaron  gestión  algu- 
na para  hacer  valer  derechos  ó  reclamar  del 
procedimiento  en  el  juicio  en  referencia; 

16.  Que,  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  la 
mencionada  sentencia  de  término  de  9  de  sep- 
tiembre de  1897,  que  declaró  sin  lugar  la  de- 
manda de  doña  María  Luisa  LesHe  y  Conta- 
dor y  que  reconoció  que  doña  Juana  y  don 
Francisco  Molina  son  respectivamente  nieta 
é  hijo  legítimos  de  don  Lucas  Juan  José  Moli- 
na y  Agüero,  hermano  legítimo  de  doña  Ma- 
ría Josefa  Alcántara  Molina,  surte  los  efectos 
de  la  cosa  juzgada  sobre  el  particular  y  con 
respecto  á  los  actuales  demandantes  herede- 
ros de  esta  señora. 

Con  el  mérito  de  estos  fundamentos,  dispo- 
siciones legales  citadas,  y  lo  prescripto  en  los 
artículos  315  y  316  del  Código  Civil,  se  decla- 
ra que  ha  lugar  á  la  excepción  de  cosa  juzgada 
opuesta  á  las  dejnandas  del  expediente  princi- 
pal, y  del  acumulado,  y  que  por  lo  tanto  se 
desechan  estas  demandas. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Gaete  que  opinó  porque  se  desechase  la  men- 
cionada excepción,  á  virtud.de  los  fundamen- 
tos que  consigna  en  el  libro  de  acuerdos.— Ga- 
Uardo — Gaete.~A.  Rodríguez. —Vergara  Al- 
baño, 

VOTO  KSPECIAL 

Hn  el  juicio  iniciado  por  los  herederos  de  do- 
ña María  Josefa  Petronila  de  Alcántara  Molina 
y  Agüero  contra  don  Amador  Vargas  Baraín- 
ca,  como  representante  de  don  Francisco  y  de 
doña  Juana  Molina,  su  mujer,  para  que  se  de- 
clare que  estas  personas  no  tienen  parte  algu- 
na en  la  herencia  de  la  primera,  el  Tribunal  ha 
aceptado  la  excepción  de  cosa  juzgada  opues- 
ta por  los  demandados  en  contra  del  voto  del 
infrascripto  que  estima  que  no  debe  darse  lu- 
gar á  ella. 


Haciendo  añn  caso  omiso  de  establecer  pre- 
viamente si  en  la  demanda  actual  como  en  la 
anterior,  entablada  «-ontra  las  mismas  perso- 
nas por  don  Erasmo  S.  Vásquez  como  repre- 
sentante legal  de  su  mujer  dona  María  Luisa 
Leslie  y  Contador,  descendiente  legítimo  de 
doña  María  Pabla  Molina  y  Agüero,  se  trata 
principalmente  de  la  filiación  Ó  estado  civil  de 
los  demandados,  quiero  tocar  desde  luego  el 
fondo  mismo  de  la  cuestión  propuesta,  en  ob- 
sequio á  la  brevedad  con  que  debo  consignar 
los  fundamentos  de  mi  opinión. 

"El  fallo  judicial  que  declara  verdadera  6 
falsa  ta  legitimidad  del  hijo,  dice  el  artículo 
315  del  Código  Civil,  no  sólo  vale  respecto  de 
las  personas  que  han  intervenido  en  el  juicio, 
sino  respecto  de  todos,  respectivamente  á  los 
efectos  que  dicha  legitimidad  acarrea.  La  mis- 
ma regla  deberá  aplicarse  al  fallo  que  declara 
ser  verdadera  ó  falsa  una  maternidad  que  se 
impugne." 

Pero  el  artículo  316  agrega: 

''Para  que  los  fallos  de  que  se  trata  en  el  ar- 
tículo precedente  prodazcan  ¡os  eñctos  que  en 
él  se  designan,  es  necesario....  2^^  Que  se  hayan 
pronunciado  contra  legítimo  contradictor". 

Y  todavía  el  artículo  317  consigna  lo  si- 
guiente: 

"Legítimo  contradictor  en  la  cuestión  de 
paternidad  es  el  padre  contra  el  hijo,  ó  el  hijo 
contra  el  padre,  y  en  la  cuestión  de  materni- 
dad el  hijo  contra  la  madreó  la  madre  contra 
el  hijo...," 

El  texto  claro  y  explícito  de  estas  disposi- 
ciones legales  manifiesta,  á  mi  juicio,  de  una 
manera  que  no  deja  lugar  á  duda,  que  para 
que  una  sentencia  dictada  en  un  juicio  de  filia- 
ción legítima  pueda  producir  efecto  respecto 
de  todoa,  aún  de  los  que  no  han  litigado,  en 
cuanto  á  los  efectos  que  dicha  legitimidad 
acarrea,  es  preciso  que  se  haya  pronunciado 
en  contra  de  los  padres  ó  del  hijo,  pues  sólo 
estas  personas  son  contradictores  latimos 
para  este  efecto. 

Necesario  es  tener  presente  que  se  trata  de 
una  excepción  á  la  regla  general  y  común  es- 
tablecida en  la  ley  20,  título  22,  Partida  3', 
de  que  una  sentencia  no  empece  sino  á  los  que 
litigaron  en  el  juicio  en  que  ella  se  pronunció. 
Esta  excepción  es  odiosa,  contraría  á  las  doc- 
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trinas  comunes  del  derecho  y  aólo  aceptable 
en  atención  á  la  naturaleza  misma  de  la  de- 
claración que  la  sentencia  respectiva  consigna 
en  un  j  uicio  de  esta  especie. 

Se  explica  perfectamente  que  si  una  persona 
es  declarado  hijo  legítimo  de  otra  eo  un  juicio 
en  que  ambas  litigaron,  no  pudiera  más  tar- 
de llegar  á  establecer  que  no  era  hermano  le- 
gítimo de  otro  hijo  legítimo  del  mismo  padre, 
ó  sobrino  legítimo  de  un  hermano  de  este  úl- 
timo. Hay  fuertes  razones  filosóficas  y  de  alta 
conveniencia  social,  existen  fundainentos  ba- 
sados en  la  naturaleza  misma  que  apoyan 
una  prescripción  legal  de  esta  especie  y  que 
hacen  indispensable  que  esa  declaración  val- 
ga, como  vale  respecto  de  todos. 

Pero,  por  lo  mismo  que  se  trata  de  una  ex- 
cepción, no  es  posible  darle  más  alcance  qtie 
el  estrictamente  establecido  en  derecho,  esa 
declaración  debe  ser  hecha  contra  legítimo 
contradictor,  que  en  la  cuestión  de  paterni- 
dad ó  maternidad  es  el  padre  6  la  madre  en 
contra  del  hijo  ó  éste  en  contra  de  aquéllos. 

Verdad  es  que  según  el  artículo  318  "los  he- 
rederos representan  al  contradictor  legítimo 
que  ha  fallecido  mates  de  la  sentencia;  y  el  fa- 
llo pronunciado  á  favor  ó  en  contra  de  cual- 
quiera de  ellos  aprovecha  ó  perjudica  á  loa 
coherederos  que  citados  no  compareciesen". 

Pero  los  tcrmiaos  mismos  de  este  artículo 
manifiestan  que,  para  que  en  este  caso  tenga 
lugar  la  representación  es  necesario  que  el 
contradictor  legítimo  fallezca  aníe.^  de  Ja  sen- 
tenciaf  lo  que  indudablementeimporta  lo  mis- 
mo que  decir  después  de  iniciado  el  juicio.  Si 
éste  se  entablase  en  contra  de  los  herederos, 
después  de  fallecido  el  contradictor  legítimo, 
no  estarían  ya  obligados  á  aceptar  la  senten- 
cia, ni  podría  ésta  producir  efecto  respecto  de 
todos,  sino  únicamente  de  los  que  litigaron, 
siguiendo  la  regla  general.  La  excepción  no 
tendría  lugar  en  este  coso. 

La  ley  considera,  para  este  efecto,  que  el 
origen  de  la  familia  es  el  padre,  y  establece 
que  la  sentencia  pronunciada  en  contra  de  él, 
ya  que  es  el  inmediato  y  directamente  intere- 
sado, vale  en  cuanto  á  los  efectos  que  la  legi- 
timidad acarrea  respecto  de  todos  los  otros 
parientes,  aún  cuando  no  hayan  litigado, 
pues  hay  interés  de  la  naturaleza,  hay  conve- 


niencia social,  hay  consideraciones  de  orden 
público  pnra  establecerlo  así;  pero  no  sucede 
lo  mismo  cuando  esa  sentencia  ha  sido  dada 
en  juicio  contra  otro  pariente  cualquiera, 
pues  en  tal  caso  sólo  á  éste  afectaría,  porque 
entonces  desaparece  la  condición  primordial 
de  la  excepción:  la  de  legítimo  contradictor. 

Casi  inútil  me  parece  hacer  notar  que  lo  ex- 
puesto no  importa  que  el  juicio  de  filiación, 
después  de  fallecido  el  padre  ó  madre,  no  pue- 
da iniciarse  y  seguirse  con  cualquiera  de  los 
otros  parientes  de  grado  más  remoto,  sino 
que  en  este  caso  la  sentencia  que  se  dicte  sólo 
afecta  á  los  que  hayan  litigado  en  el  juicio 
respectivo.  Si  se  pretende  que  á  todos  empez- 
ca, á  todos  deberá  hacerse  extensiva  la  de- 
manda, para  que  el  estado  civil  que  se  declare 
en  esa  sentencia  tenga  el  "carácter  de  indivi- 
dual y  surta  efectos  generales  y  permanen- 
tes". 

No  se  diga  tampoco  que  aquello  pudiera 
hacerse  muy  difícil  y  casi  imposible  cuando  se 
trata  de  parientes  muy  numerosos,  como  en 
el  caso  que  contemplamos,  pues  si  se  acepta 
que  aún  entonces  es  indispensable  y  de  abso- 
luta necesidad  la  citación  de  todos  para  que 
la  sentencia  aproveche  ó  perjudique  á  los  co- 
herederos que  citados  no  comparecieren,  esa 
misma  citación  bastaría,  una  vez  que  todos 
tuviesen  el  carácter  de  demandados. 

Si  así  no  se  hace,  y  si  aún  en  la  hipótesis  de 
que  bastase  siempre  la  simple  citación  de  los 
coherederos  para  que  la  sentencia  que  se  pro- 
nuncie tenga  el  carácter  de  cosa  juzgada  res- 
pecto de  todos,  esta  citación  no  se  practica 
por  olvido  ó  desidia  de  las  partes,  por  dificul- 
tades para  hacerlo  ó  por  cualquier  otro  mo- 
tivo, la  sentencia  no  afectaría  á  los  que  no 
fueron  citados  y  no  tendría  tampoco  el  carác- 
ter de  individualidad  ni  surtiría  efectos  gene* 
rales  y  permanentes,  sin  que  esto  pudiese 
atribuirse  sino  á  culpa  de  los  que  fueron  cau*. 
sa  de  la  omisión  y  no  á  las  prescripciones 
legales  respectivas. 

Pero  tampoco  la  citación  á  que  se  alude,  se 
ha  hecho  en  forma  legal,  pues  si  es  verdad 
que  el  juez  ante  quien  se  siguió  el  juicio  ante- 
rior dirigió  un  oficio  al  árbitro  que  practica 
la  liquidación  y  división  de  los  bienes  queda- 
dos al  fallecimiento  de  doña  María  Josefa  Pe- 
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troníla  de  Alcántara  Molina  y  Agüero,  entre 
los  herederoa  abiatestatos  de  esta  señora,  y 
que  de  ese  oficio  se  di6  cuenta  en  uno  de  los 
comparendos,  también  lo  es  que  esa  cuenta 
no  puede  importar  la  citación  legal  de  esos 
herederos  pornohabersepracticado  en  forma. 

Después  de  la  vigencia  de  la  ley  de  15  de  oc- 
tubre de  1875,  sólo  los  secretarios  y  recepto- 
res son  los  encargados  de  practicaren  juicio 
las  notificaciones  respectivas. 

No  aparece  tampoco  de  los  antecedentes 
que  en  el  comparendo  arbitral  en  que  se  dió 
esa  cuenta  estuvieren  presentes  por  st,  ó  debi- 
damente representados,  todos  los  herederos 
que  faan  entablado  la  demanda  en  cuestión,  y 
cualquiera  que  fuesen  los  apercibimientos  que 
hubiesen  podido  decretarse  para  los  inasis- 
tentes, nunca  podrían  ellos  referirse  smo  á  los 
asuntos  sometidos  al  compromiso  mismo  y 
de  ninguna  manera  á  objetos  extraños  á  él, 
como  sería  el  de  hacerse  una  notificación  para 
la  concurrencia  á  un  juicio  seguido  ante  la 
justicia  ordinaria. 

Además,  varios  de  los  apoderados  que  re- 
presentaban  á  algunos  de  los  herederos  en  el 
juicio  arbitral,  entre  otros,  aquellos  á  que  se 
refieren  los  poderes  del  cuaderno  corriente, 
sólo  tenían  facultad  para  lo  referente  al  com- 
promiso mismo  ó  por  lo  menos  no  la  tenían 
para  recibir  notificación  de  esta  naturaleza 
en  demandas  ante  la  justicia  ordinaria. 

Todavía  es  digno  de  notarse  que  á  la  fecha 
en  que  se  dió  cuenta  en  el  comparendo  aludi- 
do del  f>fido  del  juez  de  la  causa,  hacía  muchos 
meses  ya  que  ésta  había  sido  recibida  á  prue- 
ba, y  si  esa  citación  y  comparecencia  de  los 
herederos  respectivos  tiene  algún  objeto  legal, 
debe  indudablemente  hacerse  en  un  estado  del 
juicio  en  que  pudieran  ser  eficaces  las  alega- 
ciones y  probanzas  que  cualquiera  de  ellos 
quisiese  hacer. 

Nada  importa,  por  último,  la  circunstancia 
de  que  el  árbitro,  en  las  divisiones  de  algunas 
sumas  de  dinero  que  se  han  efectuado  en  el 
compromiso,  haya  ordenado  reservar  la  par- 
te correspondiente  al  tronco  de  don  Lucas 
Juan  Molina  y  Agüero,  hasta  que  se  le  presen- 
tase la  sentencia  definitiva  que  resolviese  la 
cuestión  de  legitimidad,  pues,  además  de  que 
como  medida  de  orden  y  según  aparece  del 


certificado  del  cuaderno  acumulado,  ac  tomó 
el  acuerdo  de  admitir  al  compromiso  á  todos 
los  que  pretendiesen  derecho  ó  interés  en  la 
sucesión  que  se  liquida,  sin  que  ello  impor- 
tase el  reconocimiento  de  ese  interés  ó  dere- 
cho mientras  no  se  presentasen  las  senten- 
cias respectivas  que  así  lo  declarasen,  el  árbi- 
tro como  él  mismo  lo  reconoce  y  establece,  no 
era  el  juez  competente  en  esta  materia,  ni  sus 
resoluciones  podían  tener  á  este  respecto  otro 
significado  que  el  de  dar  cumplimiento  al 
acuerdo  mismo  de  los  faeredero8.~Santiago, 
enero  13  de  1899.— Üahríe/  Gaete. 

Apelado  este  fallo,  la  Corte  Suprema  resol- 
vió: 

Santiago,  10  de  julio  de  1899. — Vistos:  re- 
produciendo la  parte  expositiva  y  el  segundo 
considerando  de  la  sentencia  apelada  de  13  de 
enero  último  que  se  registra  y  teniendo  pre- 
sente: 

1'  Que  en  este  juicio  don  Juan  de  Dios  Vá- 
rela y  compartes,  en  el  escrito  del  cuaderno 
acumulado,  deducen  demanda  contra  don 
Amador  Vargas  fiaraínca,  como  representan- 
te de  su  mujer  doña  Juana  Molina  y  don 
Francisco  Molina,  para  que  se  declare  que  loa 
demandados  no  tienen  parte  en  la  herencia  de 
doña  María  Josefa  Petronila  de  Alcántara 
Molina  y  Agüero  por  no  ser  descendientes  de 
don  Lucas  Juan  Molina  y  Agüero,  hermano 
legítimo  de  esta  señora; 

2^  Que  los  demandados  han  opuesto  á  la 
demanda  la  excepción  de  cosa  juzgada,  funda- 
dos en  que  la  misma  acción  ha  sido  rechazada 
por  sentencia  de  término  en  el  juicio  que  con-- 
tra  ellos  siguió  don  Erasmo  Vásquez  á  nom- 
bre de  su  mujer  doña  María  Luisa  Leslie  y 
Contador,  juicio  del  todo  finiquitado  porque 
se  declaró  también  sin  lugar  el  recurso  de  nu- 
lidad que  se  interpuso  contra  la  sentencia  de 
segunda  instancia; 

3^  Que  la  cosa  juzgada  se  funda  especial- 
mente en  las  circunstancias  siguientes: 

A.— En  que  por  la  sentencia  á  que  se  alude 
de  9  de  septiembre  de  1897,  se  declaró  un  es- 
tado civil  indiviñbleé  inalterable  respecto  de 
toda  persona  por  haberse  seguido  el  juicio 
contra  legítimo  contradictor  con  todos  los  re- 
quisitos del  artículo  316  del  Código  Civil, 
pues  don  Erasmo  Vásquez  tenía  tal  carácter, 
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porque  derivando  los  derechos  hereditarios  de 
su  mujer  del  tronco  de  doña  María  Paula  Mo- 
lina, negó  la  filiación  legítima  de  los  deman- 
dadoB  que  á  su  vez  derivan  del  tronco  de  don 
Lucas  Juan,  hermano  legítimo  de  doña  María 
Paula; 

B.— En  que  los  demandantes  actuales  fue- 
ron correcta  y  judicialmente  notificados  en 
aquél  juicio  de  la  acción  deducida  en  orden  al 
estado  civil  que  se  litigaba,  y  en  que  prescin- 
diendo de  tal  notificación,  reconocieron  explí- 
citamente ser  sabedores  de  la  existencia  del 
pleito  en  repetidos  acuerdos  ante  el  compro- 
misario don  Eulogio  Altamírano,  que  hacía  la 
partición  de  los  bienes  dejados  por  la  señora 
María  Josefa  Petronila  de  Alcántara  Moli- 
na; y 

C— En  que  según  lo  prevenido  por  las  leyes 
españolas  y  por  el  artículo  3 18  del  Código  Ci- 
vil los  herederos  representan  al  contradictor 
legítimo  que  ha  fallecido  antea  de  la  sentencia, 
y  el  fallo  pronunciado  á  favor  ó  en  contra  de 
cualquiera  de  ellos,  aprovecha  6  peijudica  á 
^oscoherederos  que  citados  no  comparecieron. 

4fi  Que  de  lo  expuesto  aparece  que  el  juicio 
y  sentencias  en  que  se  funda  la  excepción  de 
cosa  juzgada,  fué  seguido  respectivamente  en- 
tre herederos  del  ascendiente  común  del  cual 
derivan  ó  pretenden  todos  derivar  su  filiación 
legítima  para  suceder  é.  uno  de  dichos  descen- 
dientes, en  virtud  del  estado  civil  que  se  con- 
trovertió; 

Que  siendo,  pues,  un  hecho  que  el  mencio- 
nadojuicio  fué  seguido  por  herederos  del  legíti- 
mo contradíctorá  que  se  refieren  los  artículos 
316,  317  y  318  del  Código  Civil,  es  inoficiosa 
la  cuestión  de  derecho  promovida  actualmen- 
te sobre  lo  que  debe  entenderse  por  legítimo 
contradictor,  pues  el  recordado  articulo  318 
terminantemente  expresa  que  el  falto  pronun- 
ciado A  favor  ó  en  contra  de  cualquiera  de  los 
herederos  de  éste,  aprovecha  6  perjudica  á  los 
coherederos  que  citados  al  juicio  de  filiación 
no  compareciesen;  de  donde  se  sigue  que  los 
herederos  del  legítimo  contradictor  represen 
ten  ó  no  representen  á  éste  en  todas  sus  cuali- 
dades personales  y  de  familia  en  el  juicio'  de 
filiación,  siempre  se  Hallan  subordinados  en 
cuanto  á  los  efectos  jurídicos  del  fallo  á  lo 
prescripto  por  dicho  artículo  referente  á  que 


no  hay  cena  juzgada  respecto  de  loa  herede- 
ros que  no  fueron  citados; 

6*  Que  guardando  conformidad  el  precep- 
to del  artículo  318  de  dicho  Código  con  las 
leyes  de  procedimiento  vigentes  sobre  que  el 
juicio  dado  contra  uno  no  afecta  á  los  que  no 
han  sido  citados,  salvo  excepciones  deque  no 
se  trata,  es  asimismo  inoficioso  pronunciarse 
respecto  de  sí  la  sentencia  anterior  decidía  una 
cuestión  de  estado  civil  ó  solamente  una  cues- 
tión hereditaria  directa,  para  cuya  resolución 
se  tomó  iucidentalmente  en  cuenta  la  filiación 
alegada,  pues  en  ambos  casos  para  resolver  el 
presente  pleito,  sólo  hay  que  tomar  en  cuenta 
sí  los  actuales  demandantes  fueron  ó  no  fue. 
ron  emplazados  para  que  tomaran  parte  en 
aquel  juicio;  y  si  existe  la  identidad  de  acción 
de  personas  y  de  materia  en  los  dos  pleitos; 

7^  Que  á  este  respecto  consta  de  todos  los 
antecedentes  la  identidad  de  acción  y  de  ma- 
teria litigiosa,  según  lo  expresa  el  consideran- 
do 2^  de  la  sentencia  apelada  reproducida  en 
la  presente; 

8^  Que  no  sucede  lo  mismo  en  cuanto  á  la 
identidad  de  personas,  pues  los  actuales  de- 
mandantes no  fueron  parte  en  aquel  juicio,  ni 
debidamente  citados  á  el; 

B''  Que  esta  citación  se  hace  consistir  en 
haberse  dirigido  por  el  juez  letrado  respectivo 
al  compromisario  de  los  bienes  de  doña  Ma- 
ría Josefa  Petronila  de  Alcántara  Molina  y 
Agüero,  un  oficio  para  que  se  pusiera  en  cono- 
cimiento de  los  herederos  el  hecho  de  seguirse 
el  juicio  de  que  se  hace  mención,  y  en  que  el 
acta  testimoniada  del  cuaderno  acumulado, 
manifiesta  que  en  un  comparendo  dió  cuenta 
el  compromisario  de  ese  oficio,  el  cual  acordó 
tenerlo  presente  para  los  fines  á  que  haya 
lugar; 

10.  Que  en  la  misma  acta  se  ve  que  al  darse 
cuenta  de  ese  hecho  un  heredero  expresó  que 
se  abstenía  de  tomar  acuerdo  á  su  respecto 
por  no  precisar  el  oficio  el  alcance  y  objeto  de 
la  notificación,  lo  cual  revela  que  los  deman* 
dantes  no  fueron  citados  ni  emplazados  por 
órden  del  juez  de  la  causa  con  un  fin  determi- 
nado y  para  que  comparecieran  á  hacer  uso 
de  sus  derechos  bajo  algún  apercibimiento, 
como  era  de  rigor  hacerlo,  conforme  á  lo  que 
prescribe  el  artículo  313  del  Código  Civil  y  la 
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ley  5*  título  23,  Partida  3»,  qtie  literalmente 
dioe:  "Seyendo  las  partes  emplazadas  debe  el 
juzgado  dar  su  juicio;  más,  si  el  demandador 
et  el  demandado  non  fuesen  emplazados,  ma* 
quer  que  él  sepa  toda  la  verdad  del  pleyto, 
non  debe  entonces  jadgar  sobre  él,  mas  débe- 
los emplazar  quando  él  quisiere  dar  sn  juicio 
que  vengan  con  él",  ley  1',  título  7'  de  la  mis- 
ma partida  que  dice:  "Emplazamiento  tanto 
quiere  decir  como  llamamiento  que  facen  & 
alguno  que  ocurra  ante  el  judgador  Afacer  de- 
recho 6  á  cumplir  su  mandamiento*';  y  la  ley 
2',  título  22,  Partida  3*.  que  consigna  prin- 
cipios análogos; 

11.  Que  de  lo  expuesto  en  las  leyes  citadas 
resulta  del  propio  modo  que  es  inatendible  la 
alegación  hecha  sobre  que  los  demandantes 
deben  considerarse  emplazados  y  citados  por 
el  hecho  de  resultar  del  juicio  divisorio  á  que 
se  alude  que  tuvieron  conocimiento  del  recor- 
dado litigio,  porque  tal  forma  de  emplaza- 
miento está  expresamente  desestimada  en  di- 
chas leyes; 

12.  Que  A  estas  circunstancias  debe  agre- 
garse, á  mayor  abundamiento,  que  de  los  au- 
tos en  referencia  aparece  que  la  mayor  parte 
de  loB  demandantes  actuales  estaban  repre- 
sentados en  el  juicio  divisorio  porapodcrados 
especiales  para  ese  juicio  y  no  hay  testimonio 
de  que  éstos  tuvieran  facultad  de  obligar  & 
sus  mandantes  en  gestiones  promovidas  ante 
la  justicia  ordinaria,  como  lo  era  el  pleito  de 
filiación  ó  de  petición  de  herencia  de  que  se 
trata; 

Vistas  las  disposiciones  citadas,  se  revoca 
la  referida  sentencia  apelada  y  se  declara  sin 
lugar  la  excepción  de  cosa  juzgada  hecha  va- 
ler en  los  escritos  del  cuaderno  corriente  y  del 
agregado,  debiendo,  en  consecuencia,  contes- 
tarse las  demandas  de  este  cuaderno  y  la  del 
acumulado  en  el  término  legal. 

Acordado  por  unanimidad,  previniéndose 
que  el  señor  Ministro  Flores  consigna  funda- 
mentos especiales  en  el  libro  respectivo.— 

fonso.— Flores, —I^.  Ürrutia — Casanveya  

Hnidobro. 

VOTO  BSPBCIAL 

En  el  juicio  iniciado  por  don  Juan  de  Dios 
Várela  y  otros  contra  don  Amador  Vargas 


Barainca,  como  representante  de  su  mujer 
doña  Juana  Molina  y  don  Francisco  Molina, 
sobre  derecho  á  la  herencia  de  doña  María 
Josefa  Petronila  de  Alcántara  Molina,  este 
Tribunal,  por  sentencia  de  esta  fecha,  ha  re- 
chazado la  excepción  de  cosa  juzgada  opues- 
ta por  los  demandados,  revocando,  en  conse- 
cuencia, el  fallo  de  primera  instancia  que  la 
aceptaba. 

£1  que  suscrilw  ha  concurrido  á  la  resolu- 
ción que  no  da  lugar  á  la  cosa  juzgada,  por 
las  consideraciones  que  siguen,  á  más  de  las 
que  contiene  el  fallo  y  que  en  este  voto  se  re- 
producen  en  referencia: 

1'  Que  de  lo  expuesto  en  los  tres  primeros 
considerandos  de  la  sentencia  resulta  que  el 
juicio  en  que  recayó  la  en  que  se  funda  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada,  fué  seguido  entre 
personas  que  alegaban  el  título  de  descendien- 
tes legítimos  de  don  Lucas  Molina  y  Berniudn 
para  heredar  á  doña  María  Josefa  Petronila 
de  Alcántara  Molina,  hija  del  expresado  don 
Lucas,  y  puede,  por  lo  tinto,  afirmarse  que 
dicho  juicio  no  fué  seguido  con  legítimo  con- 
tradictor, en  el  sentido  que  á  estas  palabras 
da  el  artículo  317  del  Código  Civil;  de  donde 
se  deduce  que  para  apreciar  si  la  sentenria 
afecta  ó  no  á  los  otros  descendientes  de  don 
Lucas  Molina  y  fiermudo,  que  no  tomaron 
parte  en  el  juicio,  no  puede  ser  considerada  la 
disposición  del  artículo  318  del  citado  Códi- 
go, que  se  refiere  tan  sólo  al  juicio  sobre  filia- 
ción entre  el  padre  y  el  hijo  ó  entre  el  hijo  y  la 
madre,  únicos  á  quienes  la  ley  da  el  carácter 
de  legítimo  contradictor,  pues  los  herederos 
contemplados  en  el  artículo  318  referido  y  n 
quienes  afecta  el  falto  judicial,  siendo  citados, 
son  los  que  lo  fuesen  de  alguna  de  las  perso- 
nas expresadas  en  el  artículo  317,  es  dedr  el 
padre,  la  madre  y  el  hijo,  y  que  hubiesen  falle- 
cido antes  del  pronunciamiento  de  la  senten- 
cia en  un  juicio  ya  incoado,  y  nó  los  que  di- 
ciéndose descendientes  de  una  persona,  hacen 
valer  este  título  para  pedir  la  herencia  de  otro 
descendiente  de  la  misma,  como  sucede  en  el 
caso  actual  en  que,  como  antes  se  ha  dicho, 
don  Amador  Vargas  B.  como  marido  de  doña 
Juana  Molina  y  don  Francisco  Molina  por  sí, 
pretendiéndose  descendientes  de  don  Lucas 
Molina  Rermudo,  sostienen  ser  partícipes  en 
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la  herencia  de  dona  María  Josefa  Petronila 
de  Alcántara  Molina,  hija  del  mismo  Molina 
y  Bermudo; 

2'  Que  tratííndose  de  fijar  los  efectos  de  un 
falto  judicial  respecto  de  las  personas  que  no 
figuraron  en  el  juicio  y  no  siendo  aplicable  el 
caso  de  excepcíAn  de  los  artículos  317  y  318 
del  Código  Civil,  ya  citados, 'debe  resolverse 
el  punto  de  conformida<l  A  la  regla  general  es- 
tablecida por  la  ley  al  respecto; 

3^  Que  según  lo  dispuesto  en  la  ley  20,  titu- 
lo 22,  Partida  3*,  el  Juicio  que  fuere  dado  con- 
tra alguno  no  empece  á  otro,  salvo  las  excep- 
ciones que  esa  misma  ley  apnnta,  ninguna  de 
las  cuales  dice  relación  al  caso  de  que  en  esta 
litis  se  trata; 

4^  Que  es  congruente  al  asunto  el  precepto 
de  la  ley  21,  títuloy  partida  citadas,  queman- 
da  que  la  sentencia  dictada  en  juicio  seguido 
entre  uno  de  varios  comuneros  contra  un  ter- 
cero, les  aprovecha  á  todos  si  es  favorable  y 
sólo  le  empece  al  que  demandó  si  es  adversa, 
precepto  que  á  la  ktra  dice  como  signe:  "et 
aún  decimos  que  si  algunos  fuesen  aparceros 
6  deviseros  ó  compañeros  sobre  alguna  he- 
redat  ú  otra  cosa  que  hobiesen  so  uno,  si  el 
uno  de  estos  compañeros,  moviese  demanda 
contra  otro  que  fuese  vecino  de  ellos,  diciendo 
que  el  campo,  la  casa  6  la  heredat  de  aquel  su 
vecino  debía  alguna  servidumbre  á  la  heredat 
del  demandador  et  de  sus  compañeros  si  el 
juicio  fuere  dado  por  él  contra  el  demandado, 
non  tan  solamente  tiene  á  él  sino  aún  á  todos 
sus  compañeros,  et  siporaventura  eljuicio  fue- 
se dado  contra  él  no  empeciere  á  los  otros  sus 
compañeros,  pues  que  no  fueron  ellos  por  sí 
sino  otro  por  su  mandado  en  demanda  aquel 
pleyto,  ca  en  su  escogencia  de  ellos  es  de  ha- 
ber por  firme  el  juicio  que  fué  dado  sobre  el 
pleyto  que  su  compañero  razonó  sin  su  man- 
dado de  ellos  ó  noii¡" 

5°  Que  para  que  el  fallo  judicial  afecte  é  los 
que  teniendo  interés  en  eljuicio  no  han  inter- 
venido en  él,  no  basta  que  ellos  sepan  toda  la 
verdad  del  pleito,  como  dice  la  ley  5*,  título 
22,  Partida  3*  ni  aún  la  notificación  judicial 
de  su  existencia,  si  no  va  acompañada  de  la 
orden  consentida  ó  ejecutoría  de  comparecer 
á  él  bajo  apercibimiento  de  ser  considerados 
como  partes,  salvo  el  caso  del  artículo  318 


que  antes  se  cita,  para  el  que  basta  la  simple 
citación,  ya  que  el  precepto  legal  que  la  orde- 
na, fija  también  el  efecto  de  ella,  caso  que,  co- 
mo antes  se  manifiesta,  no  es  el  presente; 

6^  Que  según  se  manifiesta  en  los  conside- 
randos 9'  A  12  de  la  sentencia  en  que  este  vo- 
to incide,  don  Juan  de  Dios  Várela,  doña  An- 
tonia y  dona  Leticia  Molina  y  demás  actores 
en  esta  litis,  coherederos  todos  de  doña  Luisa 
Leslie  de  Vásquez,  demandante  en  el  primer 
juicio,  no  fueron  citados  á  él  en  la  forma  con- 
templada en  el  considerando  precedente- 
Santiago,  10  de  julio  de  1899  Máximo  Flo- 
rea. 

Tramitad  o,  en  seguida,  el  juicio,  la  Corte  de 
Apelaciones  lo  falló  en  la  forma  siguiente: 

Santiago,  13  de  enero  de  1902.— Vistos:  Don 
Jorge  García  Huidobro,  en  nombre  de  los  he- 
rederos de  doña  María  Josefa  Petronila  de  Al- 
cántara Molina,  que  le  han  conférído  los  po- 
deres existentes  en  autos,  deduce  demanda 
contra  don  Amador  Vargas  Barainca,  como 
representante  de  su  esposo,  doña  Juana  Moli- 
na y  de  don  Francisco  del  mismo  apellido,  á 
fin  de  qne  se  declare  que  estas  últimas  perso- 
nas no  tienen  parte  en  la  herencia  mencio- 
nada. 

Pundaydesarrolla  la  petición  de  la  manera 
siguiente: 

La  familia  Molina  procede  de  don  Lucas 
Molinay  Bermudo,  que  contrajo  matrímonio. 
en  la  ciudad  de  Valdivia,  con  doña  Margaríta 
Agüero  y  Lasar,  el  año  1769. 

De  esta  unión  nacieron,  entre  otros  hijos,  la 
señora  de  cuya  herencia  se  trata  y  don  Lucas 
Juan,  de  quien  pretenden  descender  la^  perso- 
nas representadas  por  el  señor  Vargas  Ba- 
rainca. 

Niega  el  parentesco  qne  se  atribuyen  los  de- 
mandados con  el  fundador  de  la  familia  Moli- 
na. Para  establecerlo  han  tenido  que  suponer 
la  identidad  personal  de  don  Lucas  Juan  Mo- 
lina y  Agüero  con  don  Juan  José  Vega  ó  Moli- 
na, que,  á  fines  del  siglo  antepasado,  vivía  en 
el  lugar  denominado  Las  Condes,  de  este  de. 
partamento;  pero  esta  identidad  personal  no 
aparece  acreditada  por  antecedente  alguno 
que  pueda  servir  de  base  á  una  resolnción  ju- 
dicial. 

Sobre  estos  particulares  se  siguió  un  juicio 
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entre  doña  Maiía  Luisa  Leslíe  y  Contador  y 
el  antes  nombrado  don  Amador  Vargasjutcio 
que  filé  resuelto  por  sentencias  de  21  de  di- 
ciembre de  1896  y  de  9  de  septiembre  de  1897, 
en  la  última  de  las  cuales  se  declaró  sin  lugar 
la  demanda  de  la  señora  Leslie. 

En  nada  afecta  esa  resolucióa  A  los  actuales 
demandantes,  toda  vez  que  ella  no  fué  dictada 
contra  legítimo  contradictor,  ni  en  contra  d? 
los  herederos  que  inician  este  nuevo  juicio. 

La  sentencia  carece  además  de  valor,  por- 
que fué  dada  en  virtud  de  falsos  antecedentes 
que  no  tienen  mérito  legal,  y  que,  en  todo 
caso,  no  pueden  en  manera  alguna  afectar  los 
derechos  de  los  actuales  demandantes. 

Tal  fallo  no  debe,  pues,  invocarse  en  contra 
de  éstos  ni  da  á  las  personas  representadas 
por  el  señor  Vargas  Barainca,  derecho  de  te- 
ner participación  en  la  herenciaque correspon- 
de á  los  verdaderos  sucesores  de  doña  María 
Josefa  PetroniladeAlcántaraMoUna,  pues  los 
últimos  jamás  han  reconocido  á  los  primeros 
el  carácter  que  se  atribuyen. 

En  la  partición  de  los  bienes  de  la  señora 
Molina,  agrega  el  mandatario  de  los  deman- 
dantes, se  tropezaba  con  el  grave  inconvenien* 
te  de  constituir  la  representación  de  los  here- 
deros, toda  vez  que  pretendían  serlo  más  de 
doscientas  personas.  Ko  era  posible  rechazar 
estas  pretensiones  antes  de  dar  curso  á  los  au- 
tos, establecer  la  genealogía  de  la  familia  y 
acompañar  los  comprobantes  del  entronca- 
miento  de  cada  cual. 

Para  salvar  esta  dificultad,  se  tomó  como 
medida  de  orden,  la  de  aceptar  presuntivamen- 
te, en  calidad  de  partes  á  todas  las  personas 
que  pretendieran  ser  herederos,  sin  examinar 
sus  títulos  ni  ejcigirles  comprobación  alguna, 
postergando  as!  para  más  tarde  esa  califica- 
ción y  reservando  de  este  modo  todas  las  ac- 
ciones y  derechos  que  á  los  verdaderos  herede- 
ros pudieran  corresponder  en  contra  de  los 
que  no  lo  son. 

No  puede,  en  consecuencia,  el  señor  Vargas 
Barainca  invocar  un  reconocimiento  de  su  ca- 
rácter de  heredero  por  el  hecho  de  haber  figu- 
rado presuntivamente  en  los  autos  de  par- 
tición. 

Tampoco  puede  deducir  derecho  alguno  de 
la  circimstanda  de  encontrarse  retenidos  los 


fondos  que  en  dos  repartos  de  dinero  han  co- 
rrespondido al  tronco  de  don  Lucas  Juan  Mo- 
lina y  Agüero. 

El  compromisario  que  hádalos  repartos  no 
era  juez  competente  para  pronunciarse  sobre 
le  calidad  de  heredero  pretendida  por  tal  ó 
cual  persona:  y  no  estando  establecido  en  au- 
tos que  don  Lucas  Juan  MoHnahubiera  muer- 
to sin  sucesión,  bastaba  este  hecho  para  que 
el  compromisario  retuviera  la  cuota  que  pu- 
diera corrcsponderle,  á  fin  de  entregarla  A  las 
personas  que  justificaran  ante  la  justicia  ordi- 
naria que  eran  herederos  del  mencionado  don 
Lucas  Juan. 

Ha  sido  ahora,  se  añade  por  pai*te  de  los  de- 
mandantes, después  que  el  señor  Vargas  Ba- 
rainca ha  obtenido  una  sentencia  en  el  juicio 
que  siguió  con  la  sucesión  I^slie,  cuando  ha 
pretendido  entrar  en  posesión  de  los  bienes 
que  corresponden  á  los  herederos  de  don  Lu- 
cas Juan  Molina,  y  por  eso  ha  llegado  el  mo- 
mento de  rechazar  esa  pretensión,  negando  á 
sus  actores  el  carácter  en  que  la  fundan.  En  el 
curso  de  la  causa  quedará  demostrado  que  don 
Francisco  y  doña  Juana  Molina  no  tienen  pa- 
rentesco alguno  con  don  Lucas  Juan  Molina  y 
Agüero. 

Sin  contestar  la  demanda,  don  Amador  Var- 
gas B.  dedujo,  en  calidad  de  previa,  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada,  excepción  que  fué  dese- 
chada por  sentencia  de  término  de  10  de  julio 
de  1899. 

A  fs.  76  las  partes  convinieron  en  que  se  acu- 
mulara á  estos  autos  el  juicio  que  sigue  sobre 
la  misma  materia  doña  Antonia  y  doña  Leti- 
cia Molina  contra  el  propio  don  Amador  Var- 
gas Barainca. 

Contestando  éste  la  demanda, por  medio  de 
su  procurador  don  Ramón  C.  Briceño,  dice: 

Si  hay  un  derecho  claro  c  indiscutible  en  la 
herencia  de  doña  María  Josefa  Molina,  es  el 
que  yo  represento,  pues  fué  declarado  por  una 
sentencia  judicial  unánime,  previo  el  dictamen 
&.vorable  de  dos  fiscales. 

Este  derecho  ha  sido  sancionado  todavía 
por  el  juzgado  de  Valdivia,  lugar  de  residencia 
de  toda  la  vida  de  laseñoraMolina,enel  auto 
que  concedió  la  posesión  efectiva  de  la  heren- 
cia dejada  por  esta  señora,  auto  que  fué  y  está 
inscrito  en  los  registros  respectivos. 
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Sí  8C  desechó,  agrega  el  demandado,  por  la 
Excma.  Corte  Suprema,  la  excepción  previa 
de  cosa  juzgada  que  opuso  á  esta  demanda, 
fue  sólo  por  la  consideración  de  no  ser  los  mis* 
moB  los  demandantes  actualesy  los  que  deman- 
daron en  el  pleito  anterior,  por  el  hecho  de  no 
haber  sido  citados  aquéllos  en  la  forma  orde- 
nada en  el  articulo  318  del  Código  Civil;  pero 
tanto  el  Tribunal  de  primera instanciacomoel 
de  segunda,  concuerdan  en  que  en  este  juicio 
se  litiga  lo  mismo  que  se  litigó  en  el  anterior; 
en  que  las  declaraciones  que  ahora  se  deman- 
dan son  las  mismas  que  antes  se  reclamaron, 
de  modo  que  hechas  las  citaciones  omitidasen 
la  litis  fenecida,  la  actual  no  tendría  objeto. 

Se  acentúa  esta  convicción  si  se  considera 
todavía  que  ambos  fallos  dejan  constancia  de 
que  el  juicio  anterior  se  siguió  entre  legítimos 
contradictores,  y  qne  conforme  al  consideran* 
do  6^  de  la  Bxcma.  Corte  Suprema,  no  se  ha 
resuelto  la  cuestión  principal  acerca  de  si  la 
cuestión  faltada  y  opuesta  con  carácter  de 
cosa  fuKgada,  decidió  una  cuestión  de  estado 
civil  ó  solamente  una  cuestión  hereditaria  di* 
recta,  para  cuya  resolución  se  tomó  inciden- 
talmente  en  cuenta  la  filiación  alegada. 

De  esto  se  desprende  que  la  cuestión  indica- 
daes  la  primera  que  debe  fallarse  en  esta  causa. 

Sostengo,  agrega  el  mandatario  de  los  de- 
mandados, apoyado  en  la  demanda  ante- 
rior, que  el  pleito  ya  fallado  versó  sobre  el  es- 
tablecimiento de  un  estado  civil,  el  estado  de 
hijos  y  descendientes  legítimos  de  don  Lucas 
Juan  Molina  y  Agüero,  que  tienen  mis  repre- 
sentados. Bn  efecto,  en  la  demanda  anterior 
se  pidió  que  se  declaráse  que  don  Francisco  y 
doña  Juana  Molina  de  Vargas  no  eran  parien- 
tes de  doña  María  Josefa  Molina  y  Agüero  ni 
tenían  derecho  alguno  á  la  herencia  de  estase- 
ñora. 

Entretanto,  en  la  contestación  á  la  deman- 
da, mis  mandantes  solicitaron  que  no  se  diera 
lugar  á  ella  y  se  declarase  queestaba  y  queda- 
ba vigente  la  posesión  efectiva  que  se  le  conce- 
dió de  dicha  herencia,  y  que  don  Francisco  era 
hijo  legítimo  y  doña  Juana,  nieta  también  le- 
gítima de  don  Lucas  Juan  Molina  y  Agüero, 
hermano  legítimo  de  doña  María  Josefa  Mo- 
lina. 

La  sentencia  de  primera  instancia  que  reea- 

SUPUHA 


yó  en  este  juicio,  estintando  que  los  demanda- 
dos no  habían  probado  el  estadocivil  que  ale- 
gaban, dió  tugar  á  In  petición  de  los  actores; 
pero,  apelada  esta  resolución,  fué  revocada  en 
segunda  instancia,  negándose  lugar  á  la  de- 
manda por  habcT  establecido  mis  mandantes 
el  estado  civil  que  invocaban. 

Esto  manifiesta  que  lo  que  las  partes  discu- 
tieron en  aquel  juicio,  lo  que  fué  materia  de  la 
prueba  que  en  él  se  rindió,  lo  que  motivó  el 
dictamen  de  los  fiscales,  lo  que  falló  el  jaez  de 
primera  instancia  y  lo  que  sentenció  el  Tribu- 
nal de  Alxada  fné  el  estado  civil  de  mis  repre- 
sen tadois.  ^ 

Por  consiguiente,  siendo  indivisibleel  estado 
civil,  no  cabe  imaginar  que  mis  mandantes 
sean  hijos  y  nietos  de  don  Juan  Lucas  Molina 
y  Agüero,  con  relación  á  la  familia  Leslie,  y 
no  lo  sean  respecto  de  los  actuales  deman- 
dantes, d)do  el  origen  que  estos  se  atribuyen. 

Los  fallos  judiciales  tienen  que  producir 
algún  efecto  y,  en  el  caso  de  que  se  trata,  no 
es  otro  que  la  declaración  de  un  estado  civil 
que  deben  respetar  los  herederos  Leslie,  que 
actuaron  en  el  juicio  recordado. 

Es  obvio  qne  A  virtud  de  tal  sentencia,  mis 
representados  deben  ser  considerados  como 
herederos  de  doña  Josefa  Molina,  &  título  de 
descendientes  legítimos  de  don  Jnan  Lucas,  en 
sus  relaciones  con  la  familia  vencida  en  el 
juicio  en  que  dicha  sentencia  recayó,  ó  sea  la 
de  doña  María  Paula  Molina,  ascendientes 
cuyos  derechos  representan  los  señores  Leslie. 

Ahora  bien,  en  la  herencia  de  doña  Josefa 
Molina,  suceden  los  descendientes  le^timos 
de  los  hermanos  legítimos  de  esta  señora. 

Si  mis  representados  vencieron  á  los  descen- 
dientes legítimos  de  doña  Paula  Molina,  si 
respecto  de  ellos  son  herederos,  si  don  Lucas 
Juan,  de  quien  derivan  mis  mandantes,  era 
hermano  legítimo  y  camal  de  doña  Paula  y 
de  doña  Josefa  Molina  y  Agüero,  si  esto  es  lo  fa- 
llado defínitivnmente  ¿cómo  sostener  que  don 
Lucas  Juan,  ascendiente  de  mis  partes,  no  era 
hermano  legítimo  y  carnal  de  don  Lucas  Re- 
migio, de  don  Lucas  Ambrosio  y  de  doña  Te- 
resa Molina,  cuyos  descendientes  dicen  ser  los 
actuales  demandantes? 

No  es  aceptable  suponer  lo  que  no  es  racio- 
nal y  humano,  como  sería  imaginar  la  exis- 
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tencia  de  dos  fallos  judiciales  <)c  carácter  eje- 
cutivo, que  establecieran:  uno  el  parentezco 
de  hermano  legítimo  entre  don  Lucas  Juan, 
declarado  ya  ascendiente  legítimo  de  mis  re- 
preseiítados,  doña  María  Josefa  y  doña  Ma- 
ría  Paula  Molina  y  Agüero;  y  el  otro,  que  el 
mismo  don  Lucas  Juan,  ascendiente  de  mis 
representados,  no  era  hermano  legítimo  de 
don  Lucas  Remigio,  don  Lucas  Ambrosio  y 
doña  Teresa  Molina. 

Y,  sin  embargo,  á  este  resultado  intentan 
llegar  los  actuales  demandantes,  sin  agregar 
otros  antecedentes  que  los  que  ya  se  conside- 
raron en  el  juicio  fenecido,  pues  no  debe  esti- 
marse como  nueva  la  partida  de  nacimiento 
de  don  Lucas  Juan,  ya  que  en  esa  litis  se  le 
di6  la  edad  que  verdaderamente  tenía. 

Y  para  este  intento  no  pueden  asilarse  en 
In  excusa  de  que  no  tuvieron  conocimiento  del 
juicio  anterior,  pues  lo  contrarío  aparece  de 
actos  oficiales  y  auténticos. 

De  modo  que  es  casi  innecesario  repetir 
aquí  que  todo  cuando  se  dice  y  alega  contra 
los  demandados  es  absoluta  y  totalmente 
inexacto. 

No  podrán  los  actuales  demandantes,  como 
no  pudieron  los  anteriores,  acreditar  hecho 
alguno  que  altere  la  verdad  que  han  sosteni- 
do los  demandados. 

Por  causas  que  se  pierden  en  el  transcurso 
de  los  tiempos,  don  Lucas  Junn  Molina  y 
Agüero  salió  de  Valdivia  y  se  vino  ^  estable- 
cer en  el  lugar  denominado  Lo  Bnrnechea. 

Esta  ausencia  ft  fuga  de  don  Lucas  Juan, 
ocurrida  en  el  primer  cuarto  del  siglo  pasado, 
duró  todo  el  resto  de  su  vida  y  sus  relaciones 
con  la  familia  quedaron  concluidas  en  tales 
términos  que  allá  en  Valdivia  se  le  creyó  y  se 
le  anpuso  muerto.  Aquí,  en  Lo  Barnechea, 
contrajo  matrimoniocon  doña  Pascuala  Cor- 
tés y  tuvieron  varios  hijos,  entre  otros  don 
Francisco  y  don  Esteban,  padre  legítimo  este 
último  de  doña  Juana  Molina  de  Vargas. 

El  año  1847  entró  enfermo  de  gangrena  al 
Hospital  de  San  Juan  de  Dios  y,  habiéndole 
dado  la  viruela,  fué  llevado  al  lazareto. 

En  el  lugar  de  su  residencia  fué  conocido 
durante  muchos  años,  como  don  Lucas  Juan 
Molina  y  Agüero,  si  ben  algunos  le  llamaban 
Vega  por  la  circunstancia  de  haberse  acogido 


ú  su  llegada  á  la  casa  de  un  señor  Vega,  lo 
que  dió  margen  al  doble  uso  de  apellido. 

Sabían  los  moradores  del  lugar  que  era  de 
Valdivia  y  conocían  su  estado  civil  de  marido 
de  doña  Pascuala  Cortés. 

Asimismo  conocieron  á  sus  hijos,  haciendo 
vida  de  familia  con  sus  padres. 

Fallecido  don  Lucas  Juan,  su  viuda  doña 
Pascuala  Cortés  ingresó  el  año  1874,  en  cali- 
dad de  enferma,  al  hospital  de  San  Borja,  y 
en  los  libros^  de  este  establecimiento  corre 
la  partida  respectiva  en  que  consta  que  era 
viuda  de  don  Juan  José  Molina. 

Su  hijo  Esteban  entr^  en  1883  á  San  Vicen- 
te de  Paul  y  en  la  partida  consta  que  era  hijo 
de  don  Juan  José  Molina  y  de  doña  Pascuala 
Cortés. 

Por  lo  expuesto,  concluye  el  mandatario  de 
los  demandados,  pido  que  no  se  de  lugar,  con 
costas,  A  la  demanda. 

En  el  escrito  de  réplica  dicen  los  deman- 
dantes: 

'Negamos en  alisoluto  la  efiwtividad  délos 
hechos  que  se  relacionan  con  don  Lucas  Juan 
Molina  desde  su  supuesta  fuga  de  Valdivia,  y 
por  consiguiente  que  éste  fuera  el  marido  de 
doña  Pascuala  Cortés.  Para  probar  tal  iden- 
tidad en  el  juicio  anterior,  no  se  produjo  otro 
antecedente  que  la  partida  de  ingreso  al  hos- 
pital de  San  Juan  de  Dios,  á  la  cual  se  atribu- 
ye la  fecha  de  21  de  septiembre  de  1847;  pero 
esta  partida,  como  los  demás  documentos 
presentados  en  é\  juicio  fenecido,  no  ha  sido 
invocada  al  contestar  la  demanda  y,  por  lo 
tanto,  debe  prescindirse  de  la  una  y  de  los 
otros.  Además,  en  todo  caso,  se  reservan  el 
derecho  de  redargüirlos  de  falsos. 

Al  mismo  tiempo,  la  pretendida  identidad 
de  don  Lucas  Juan  Molina  y  el  marido  de  do- 
ña Pascuala  Cortés,  caso  de  que  fuera  casada 
con  Juan  José  Molina  ó  Vega,  es  inconciliable 
con  hechos  capitales  de  que  no  se  podrá  pres- 
cindir en  esta  causa,  sin  dictar  una  sentencia 
contra  natura,  hechos  bien  acreditados  en 
autos. 

En  efecto,  con  los  documentos  que  existen 
en  el  cuaderno  acompañado,  se  deja  estable- 
cido que  don  Lucas  Molina  y  Bermudo  con- 
trajo matrimonio  con  doña  Margarita  Agüe- 
ro en  el  mes  de  junio  de  1780;  que  don  Lucas 
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Juíin,  octnvo  hijo  de  ese  matrimonio,  nació  el 
mismo  mes  fiel  año  1788,  que  en  1802  vivía 
al  lado  de  su  madre  y  en  1811  en  el  fundo  San 
Antonio,  que  le  arrendaba  A  ésta;  queenl822 
donjuán  Manuel  de  Lorcn,  en  el  testamento 
que  otorgó  á  nombre  de  doña  Margarita 
Agüero,  declaró,  en  conformidad  á  lo  que  le 
había  expuesto  su  poderdante,  quedon  Lucas 
Juan  había  muerto  soltero,  antes  que  su  ma- 
dre; que  en  la  partición  de  los  bienes  de  esta, 
todos  los  hermanos  de  don  Lucas  Juan,  que 
intervinieron  en  el  acto,  estuvieron  de  acuer- 
do en  el  hecho  de  la  muerte,  por  lo  cual  no  le 
formaron  hijuela;  al  revés  de  lo  que  sucedió 
con  don  Lucas  Justo,  A  quien  sólo  considera- 
ron ausente,  á  pesar  de  no  estar  en  el  pais 
asignándole  la  respectiva  hijuela  para  el  caso 
que  reapareciera. 

Entretanto,  estos  hechos  no  cuadran  con 
los  que  se  relacionan  con  don  Juan  José  Vega 
ó  Molina  de  lo  Ramechea. 

Así,  según  la  partida  de  ingreso  al  hospital 
de  San  Juan  de  Dios,  el  don  Juan  Molina  & 
que  se  refiere  esa  partida  tenía  en  184-7,  se- 
tenta y  ocho  años,  estaba  casado  con  doña 
Pascuala  Cortés  y  tenía  ocho  hijos;  por  con- 
siguiente, había  nacido  en  1769,  un  año  antes 
del  matrimonio  de  don  Lucas  Molina  Bermu- 
do  con  doña  Margarita  Agüeroy  diezy  nueve 
años  antes  det  nacimiento  de  don  Lucas  Mo* 
lina  y  Agüero. 

Además,  según  la  partida  del  hospital  de 
San  Vicente  de  Paul,  que  existe  en  autos,  uno 
de  los  ocho  hijos  del  Lucas  Juan  del  hospital 
de  San  Juan  de  Dios  era  Esteban  Molina,  que 
tenía  ochenta  años  en  1 883  y,  por  consiguien- 
te, había  nacido  el  año  1803,  de  modo  que 
para  suponerlo  hijo  de  don  Lucas  Juan  Moli- 
na y  Agüero  sería  preciso  que  se  hubieracasa- 
do  siendo  impúber  y  que  residiera  en  Lo  Bar- 
nechea  en  la  misma  época  en  que  vivía  con  su 
madre  en  Valdivia. 

A  conclusión  más  decisiva  se  llega  st  se  toma 
elt  cuenta  la  partida  de  defunción  de  Juan  Ve- 
ga, otro  de  los  hijos  de  Lucas  Juan  Molina  ó 
Vega,  pues  por  la  edad  que  tenía  aquél  al  tiem- 
po  de  su  fallecimiento,  debió  nacer-  en  1799  6 
1800,  C9  decir,  cuando  don  Lucas  Juan  Moli- 
na y  Agüero  estaba  en  Valdivia  y  tenía  ape- 
nas doce  años. 


En  el  escrito  de  duplica  no  i^e  alegan  nuevos 
razonamientos. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  y  se  produjo  la 
que  consta  de  autos. 

A  fs.  147  se  pidió  por  don  Amador  Vargas 
Barainca  que  se  acumularan  en  parte  de  prue- 
ba á  estos  autos  los  seguidos  por  él  mismo 
con  don  Brasmo  Vásquez,  petición  á  que  se 
accedió  por  providencia  que  se  registra  á  fo- 
jas 175  vta. 

A  fs  297  los  demandantes  dedujeron  tachas 
contra  los  testigos  que  enumeran  en  los  pá- 
rrafos 1*  y  3*  de  la  solicitud  respectiva.  A  to- 
dos ellos  se  les  imputa  el  vicio  de  haber  come- 
tido falsedad  en  sus  declaraciones,  pues,  en 
razón  de  su  edad  efectiva,  no  han  podido  pre- 
aenciar  los  hechos  sobre  que  declaran,  y  para 
hacerio,  han  tenido  que  atribuirse  una  edad 
que  no  tenían.  Se  tacha,  además,  á  los  testi- 
gos enumerados  en  el  párrafo  3^  porno  haber 
dado  razón  de  sus  dichos. 

Bn  el  escrito  de  fs.  281  se  tacha  á  la  testi- 
go Santos  SoKs,  porque,  según  se  ve  del  certi- 
ficado que  se  acompaña,  regenta  una  casa  de 
prostitución. 

No  se  rindió  prueba  testimonial  respecto  de 
las  tachas  mencionadas. 

Se  oyó  al  ministerio  público  y  se  citó  á  las 
partes  para  el  pronunciamiento  de  la  sen- 
tencia. 

Habiéndose  mandado  acumular  á  este  jui- 
cio otro  iniciado  por  don  Erasmo  Vásquex, 
cumo  mandatario  de  doña  Leticia  y  de  doña 
Antonia  Molina,  á  fin  de  que  ambos  fueran 
fallados  conjuntamente,  y  habiéndose  extra- 
viado el  cuaderno  correspondiente  al  segundo, 
se  ordenó  que  la  sentencia  que  se  pronunciase 
comprendería  uno  y  otro  asunto. 

Con  lo  expuesto  y  considerando  respecto  de 
las  tachas: 

1^  Que  no  es  legal  la  tacha  opuesta  por  los 
demandantes  á  los  testigos  de  los  demanda- 
dos, fundada  en  que,  por  su  edad,  no  han  po- 
dido conocer  los  hechos  sobre  que  declaran; 

2^  Que  tampoco  es  aceptable  la  tacha  rela- 
tiva á  que  algunos  testigos  no  dan  razón  de 
su  dicho,  porque  no  era  necesaria  esa  razón, 
dada  la  naturaleza  de  las  preguntas  á  que  res- 
ponden; 

3^  Que  no  se  ha  probado  la  tacha  opuesta 
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á  la  testigo  Santos  Solís,  porque  no  se  ha  es- 
tablecido que  sea  la  misma  A  que  se  refiere  el 
certificado. 

Considerando  respecto  del  asunto  principal: 

1'  Que  por  auto  de  7  de  febrero  de  1893, 
expedido  por  el  juzgado  del  departamento  de 
Valdiria,  se  concedió  á  don  Francisco  Molina 
y  á  doña  Juana  Molina  de  Vargas  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia  de  doña  María  Josefa 
Petronila  de  Alcántara  Molina; 

2'  Que  ni  siquiera  se  ha  insinuado  por  los 
demandantes  que  dicho  auto  haya  sido  deja* 
do  sin  rfecto  por  alguna  resolución  judicial; 

3'  Que  tampoco  se  ha  acreditado  que  esté 
pendiente  alguna  gestión  de  la  propia  natura- 
leza tendente  á  ese  fin,  pues  el  escrito  enviado 
al  juzgado  de  Valdivia  por  don  Juan  Leslie 
con  motivo  de  la  notificación  que  se  le  hizo 
del  referido  auto,  se  limita  á  expresar  que  no 
acepta  ni  reconoce  la  calidad  de  legitimarios 
que  se  atribuyen  don  Francisco  Molina  y  do- 
ña Juana  Molinn  de  Vargas,  sin  formular  pe- 
tición alguna  dirigida  á  modificar  ó  anular  la 
situación  legal  creada  por  el  auto  ya  indicado; 

4^  Que  por  sentencia  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  de  fecha  9  tie  septiembre  de 
1897,  se  desechó  unn  demanda  de  don  Eras- 
mo  Vásquez,  representante  de  su  mufer  doña 
María  Luisa  Leslie  Contador,  en  la  cual  soli- 
citaba se  declarara  que  los  actuales  demanda- 
dos no  eran  parientes  de  dona  María  Josefa 
Petronila  de  Alcántara  Molina  y,  por  consi- 
guiente, no  tenían  derecho  alguno  á  la  heren- 
cia de  estn  señora;' 

5*  Que  el  auto  y  sentencia  indicados  mani- 
fiestan que  los  demandados  se  hallan  en  pose- 
nón  de  los  derechos  hereditarios  de  que  se 
trata  de  excluirlos;  y,  por  consiguiente,  no 
pueden  ser  privados  de  éstos  mientras  los  de- 
mandantes no  acrediten  que  les  pertenecen 
preferentemente. 

6^  Que  las  partea  están  de  acuerdo  en  que 
don  Lucas  Juan  Molina  y  ^^güero  era  herma- 
no legítimo  de  doña  María  Josefa,  como  hijos 
también  legítimos  de  don  Lucas  Molina  y 
Bermudo  y  de  doña  Margarita  Agüero,  lo 
que  además  aparece  ampliamente  corrobora- 
do en  los  documentos  que  al  respecto  existen 
en  autos; 

.  7^  Que  aceptado  y  comprobado  el  estado 


civil  de  don  Lucas  Juan  Molina  y  Agüero,  la 
disidencia  de  las  partes  se  refiere,  en  primer  tér- 
mino, á  que  se  sostiene  por  los  demandantes 
que  la  persona  últimamente  uombradat  falle- 
ció en  la  provincia  de  Valdivia,  sin  dejar  suce- 
sión legítima,  antes  de  1822,  y  no  es,  por  lo 
tanto,  la  misma  que,  según  aseveran  los  de- 
mandados, vivió  en  Lo  Bamechea  hasta  el 
año  1847,  contrajo  matrimonio  con  doña 
Pascuala  Cortés  y  tuvo  descendencia  legitima 
en  la  cual  figuran  como  hijo,  don  Francisco 
Molina,  y  como  nieta,  doña  Juana  Molina  de 
Vargas; 

8'  Que  para  acreditar  el  fallecimiento  de 
don  Lucas  Juan  Molina  en  las  condiciones, 
tiempo  y  lugar  expresados  por  los  demandan- 
tes, han  rendido  éstos,  además  de  la  prueba 
testimonial,  la  siguiente  documental: 

a^  Un  testamentoque  por  mandato  de  doña 
Margarita  Agüero,  otorgó  don  Juan  Manuel 
I«orca,  en  diciembre  de  1822,  en  el  cual  decla- 
ra, -entre  otras  cosas,  como  ella  se  lo  declaró, 
que  don  Juan  murió  sin  sucesión; 

bj  Las  diligencias  relativas  á  la  partición 
extrajudicial  que  el  propio  Lorca  y  otro  hicie- 
ron de  los  bienes  de  la  señora  Agüero,  y  de  los 
cuales  aparece  que  no  se  formó  hijuela  á  don 
Juan,  por  haber  fallecido  sin  sucesión; 

9*^  Que  los  documentos  enunciados  por  sí 
solos,  no  ccnstituyen  plena  prueba  del  falleci- 
miento, á  la  fecha  expresada,  de  don  Lucas 
Juan,  por  cuanto  únicamente  contienen  ima 
aseveración  destituida  de  fonnalidades  que 
acrediten  su  exactitud,  en  orden  á  un  hecho 
de  indiscutible  importancia  que  debió  dejarse 
establecido,  por  lo  que  respecta  á  la  partición, 
en  conformidad  á  la  ley; 

10.  Que  sólo  dos  de  los  testigos  presenta- 
dos por  los  demandantes  afirman  que  les  cons- 
ta, por  conocimiento  personal,  el  fíilleci miento 
en  Valdivia  de  don  Lucas  Juan,  expresando 
uno  de  ellos,  que  cuando  ese  hecho  sucedió,  el 
declarante  tenía  de  seis  á  siete  años  de  edad; 

11.  Que  la  prueba  referida  está  además 
desvirtuada  con  la  documental  y  testimonial 
producida  por  los  demandados.  Consiste  la 
primera  en  las  siguientes  piezas: 

a)  Partida  de  ingreso  al  Hospital  de  San 
Juan  de  Dios,  en  21  de  septiembre  de  1847,  de 
Lucas  Juan  José  Molina,  hijo  legítimo  de  Lu- 
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cas  y  de  Margarita  Agüero,  casado  con  Pas* 
cuala  Cortés; 

b)  Partida  de  ingreso  al  Hospital  de  San 
Vicente  de  Paul,  en  1883,  de  Esteban  Moltnii, 
hijo  de  Juan  José  Molina  y  de  Pascuala 
Cortés; 

c/  Partida  de  ingreso  ni  Hospital  de  San 
Francisco  de  Boija  y  de  defunción  de  Pascua- 
la Cortés  en  IB?*,  hija  de  José  Cortés  y  de 
Luisa  Estay,  viuda  de  Juan  José  Molina; 

12.  Que  si  bien  la  primera  de  dichas  parti- 
das ha  sido  impugnada  como  falsa  por  los  de- 
mandantes, no  han  rendido  prueba  suficiente 
para  dejar  plenamente  establecida  la  verdad 
de  la  impugnación; 

13.  Que  la  prueba  testimonial  rendida  por 
los  demandados  para  acreditar  los  hechosque 
sostienen  en  orden  á  la  cuestión  de  que  se 
trata, es  mucho  más  numerosa  y  concreta  que 
ta  producida  por  tos  demandantes; 

14^  Que  éstos  no  han  tratado  de  acreditar 
de  un  modo  directo  que  el  Lucas  Juan  José 
Molina  6 -Vega,  de  Lo  Barnechea,  tuviera 
otros  padres  que  los  que  los  demandados  le 
atribuyen; 

15.  Que  se  ha  acreditado  que  es  práctica  de 
los  estadísticos  de  Íos  hospitales,  consignar, 
como  edad  de  los  que  ingresan  en  estos  esta- 
blecimientos, la  que  representa  la  persona 
cuya  partida  se  asienta,  por  lo  cual  carece  de 
importancia  decisiva  la  edad  que  en  esos  do* 
cumentos  se  indicó,  en  orden  á  don  Lucas 
Juan  José  y  á  don  Esteban  Molina,  ya  que  no 
hay  constancia  de  que  fuera  la  verdadera. 

16.  Que  apreciando  en  conjunto  la  prueba 
producida  por  las  partes,  no  aparece  que  exis- 
ta manifiesta  contradicción  entre  los  hechos 
sostenidos  por  los  demandantes,  fundados  en 
las  partidas  de  bautismo  en  que  figura  Juan 
Molina,  como  padre  ilegítimo  ó  padrino  de 
los  bautizados  en  Valdivia,  aún  en  el  supuesto 
de  que  éste  fuera  el  hermano  de  doña  María 
Josefa,  y  los  hechos  aseverados  por  los  de* 
mandados  en  orden  al  establea  miento  del  úl- 
timo en  Lo  Barnechea,  de  modo  que  aceptan- 
do la  veracidad  de  aquéllos,  resulten  necesa- 
riamente falsos  los  demias,  puesto  que  unos  y 
otros  han  podido  realizarse,  como  se  des> 
prende  es¡>ecialmente  de  la  partida  de  bautis- 
mo de  Francisco  6  Matías  Molina; 


17.  Que  con  la  prueba  documental  y  teati- 
monial  que  han  rendido  los  demandados,  se 
ha  establecido  la  posesión  notoria  del  estado 
^ivil  de  casados  de  Juan  José  Molina  y  Pas- 
cuala Cortés,  como  asimismo,  la  de  hijos 
legítimos  de  los  anteriores,  de  Francisco  y 
Esteban  Molina; 

18.  Que  con  la  partida  de  bautismo  se  ha 
ncreditado  igualmente  que  doña  Juana  Moli- 
na de  Vargas  es  hija  legítima  de  don  Esteban 
Molina;  y 

19.  Que  en  vista  de  lo  expuesto  en  los  con- 
siderandos anteriores,  no  se  han  acreditado 
los  fundamentos  de  la  demanda. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  la  ley  1*, 
título  14,  40,  título  16,  Partida  3»  y  artículos 
1698,  304,  305,  309,  310,  311,  312,  313, 
700  y  704,  inciso  final  del  Código  Civil,  se 
declara:  1^  sin  lugar  las  tachas  deducidas  por 
las  partes;  y  2^  que  se  desecha  la  demanda. — 
Femándex. —Montt  C.  Olivos.— Benaveate. 

Conociendo  en  apelación  de  esta  sentencia, 
la  Corte  Suprema  pidió  informe  á  su  fiscal,  el 
que  lo  evacuó  en  los  siguientes  términos: 

Ecxina.  Corte: 

Bn  esta  causa,  seguida  por  las  personas  que 
suscriben  los  poderes  de  fs.  12  y  siguientes, 
con  don  Amador  Vargas  Barainca,  como  re- 
presentante de  doña  Juana  y  don  Francisco 
Molina,  sobre  derecho  á  la  herencia  de  doña 
María  Josefa  Petronila  de  Alcántara  Molina, 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  ha  dicta- 
do, con  fecha  13  de  enero  último,  la  sentencia 
definitiva  de  primera  instancia  que  correen 
autos.  Dicha  sentencia  desecha  la  demanda  en 
la  cual  los  demandantes  niegan  álos  represen- 
tados de  Vargas  Barainca  toda  relación  de 
p-irentesco  con  la  expresada  doña  María  Jose< 
fa,  y  piden,  en  consecuencia,  que  se  les  declare 
excluidos  de  la  herencia  intestada  de  esta  se- 
ñora. 

Apelada  esta  resolución  por  los  demandan- 
tes V.  E.,  para  pronunciarse  en  el  recurso,  ha 
requerido  el  dictamen  fiscal. 

El  parentesco  que  los  demandados  dicen  te- 
ner con  doña  Maria  Josefa  de  Alcántara  Mo- 
lina se  relaciona  asi:  don  Francisco  y  doña 
Juana  Molina  son  respectivamente  hijoy  nieta 
legítimos  de  un  don  Lucas  Juan  José  Vega  6 
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Molina,  que  á  principios  del  siglo  pasado  vi- 
vía en  este  departamento,  en  el  lugar  denomi- 
nado *'Lo  Barnechea",  y  que  falleció,  según 
se  dice,  en  1847;  este  don  Lucas  Juan  José  Ve- 
ga 6  Molina  es  la  misma  persona  que  en  la 
partida  de  bautismo  compulsada  á  Fs.  414  del 
expediente  agregado  figura  con  el  nombre  de 
Lucas  Prancisco  Juan  Santiago;  hijo  legítimo 
del  coronel  graduado  del  ejército  español  y 
sargento  mayor  de  la  plaza  de  Valdivia,  don 
Lucas  Ambrosio  de  Molina  Bermudo  y  de  do* 
ña  Margarita  Agüero:  de  este  matrimonio  del 
coronel  Molina  con  la  señora  Agüero  nació 
también  doña  María  Josefa,  de  cuya  herencia 
se  trata;  y,  por  lo  tanto,  esta  señora  tué  her- 
mana legítima  dehexpresadodon  Lucas  Fran* 
cisco  Juan  Santiago  Molina  y  Agüero,  á  quien 
representan  los  demandados,  como  sus  des- 
cendientes legítimos. 

Los  demnnduntes,  por  su  parte,  impugnan 
cl  estado  civil  ó  en  tronca  miento  que  invocan 
los  demandados  con  relación  á  doña  María  Jo- 
sefa PetroníK  de  Alcántara  Molina  y  Agüero, 
pues,  sostienen  aquéllos  que  la  persona  desig- 
nada con  el  nombre  de  Lucas  Juan  José  Vega 
6  Molina,  que  dice  haber  residido  en  "Lo  Bar- 
nechea", y  á  quien  pretenden  representar  don 
Prancisco  y  doña  Juana  Molina,  no  era  don 
Lucas  Francisco  Juan  Santiago  Molina  y 
Agüero,  hermano  legítimo  de  doña  Marín  Jo- 
sefa, sino  alguna  otra  persona  que  ninguna 
relación  de  parentesco  tenía  con  esta  señora. 
Supuesta  todavía  esa  identidad  personal,  nie- 
gan los  demandantes  á  los  demandados  la 
filiación  legítima  que  se  atribuyen  y,  en  conse- 
cuencia, el  derecho  de  representar  como  tales 
descendientes  legítimos  á  la  persona  á  quien 
designan  por  su  padre  y  abuelo  respectiva- 
mente. 

Como  se  ve,  la  cuestión  capital,  que  domina 
el  fallo  de  esta  causa,  es  exclusivamente  de  he- 
cho, y  se  reduce  á  averiguar  si  está  suficiente- 
mente demostrado  que  don  Lucas  Prandsco 
Juan  Santiago  Molina  y  Agüero,  hijo  legítimo 
de  don  LucasAmbrosio  Molina  Bermndo  y  de 
doña  Margarita  Agüero  es  el  tronco  de  la  fa- 
milia radicada  en  "Lo  Barnechea"  á  la  cual 
pertenecen  los  demandados. 

En  sentido  afirmativo  ha  rendido  don  Ama- 
dor Vargas  Barainca  la  prueba  instrumental 


y  testimonial  que  correen  este  expediente  y 
en  los  agregados. 

T.a  primera  consiste  sóío  en  las  copias  de 
una  partida  existente  en  los  libros  de  estadís- 
tica del  hospital  de  San  Juan  de  Dios  de  esta 
capital,  la  cual  da  cuenta  de  haber  ingresado 
en  dicho  establecimiento,  el  21  de  septiembre 
de  1847,  un  enférmocon  el  nombre  de  Juan  Jo- 
sé Molina,  hijo  legítimo  de  Lucas  Molina  y  de 
Margarita  Agüero,  de  78  añoü,  residente  en 
Las  Condes,  casado  con  Pascunla  Cortés  y 
padre  de  ocho  hijos.  Esta  copia  corre  del  ex- 
pediente criminal  adjunto,  autorizada  por  el 
estadístico  del  hospital  y  visada  por  el  admi- 
nistrador, y  otra  certificada  por  el  receptor 
don  Neftalí  Arce,  á  fs.  159  vta.  del  cuaderno 
ávil  agregado  A  estos  autos.  No  daría  el  in- 
frascripto mayor  importanciaá  este  documen- 
to, si  no  fuera  por  cl  valor  que  le  atribuye,  co- 
mo demostrativo  del  estado  civil,  la  sentencia 
de  segunda  instancia  librada  en  un  juicio  an- 
terior sobre  la  misma  materia,  seguido  entre 
las  actuales  demandados  y  don  Brasmo  Vás- 
quez;  sentencia  cuya  doctrina,  al  menosen  esta 
parte,  no  acepta  el  que  suscribe;  pues  no  cree 
que  los  libros  de  estadística  de  los  hospitales, 
por  el  hecho  de  derivar  su  existencia  de  un  de- 
creto supremo,  hayan  de  tener  la  fuerza  pro- 
batoria de  instrumentos  públicos  para  otros 
efectos  diversos  de  aquellos  con  que  fueron 
instituidos;  y  mucho  menos  piensa  que  tales 
documentossean  de  lacondición requerida  por 
el  artículo  309  del  Código  Civil,  para  suplir  la 
falta  de  las  res{}ectiva8  partidas  de  estado. 
Hecha  esta  salvedad,  procede  examinar,  si- 
quiera sea  someramente,  la  fe  que  merezcan 
aquellas  copia.s  y  el  asiento  original  de  que 
han  sido  tomadas. 

La  autenticidad  de  las  copias  es  indubitada, 
no  así  la  de  la  partida  original,  la  cual  ha  si- 
do formalmente  redargüida  de  falsedad  por 
los  demandantes.  A  juicio  del  fiscal,  esta  im- 
pugnación se  halla  suficientemente  justificada 
con  la  prueba  rendida  sobre  el  particular,  la 
cual  es  bastante  para  producir  el  convenci- 
miento de  que  esa  anotación  no  merece  fe.  En- 
cuentra el  infrascripto  esta  demostración  en 
primer  lugar  en  el  informe  de  fs.  49  del  expe- 
diente agregado,  el  cual  fué  expedido  por  dos 
peritos  que  el  juez  de  letras  respectivo  nom- 
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bró  al  efecto,  cuu  citaoinndedun  Amador  Var- 
gas Ilarainca,  según  se  vé  á  fis.  8  del  cuaderoo 
adjunto  sobre  información  ad-perpetuam.  En 
dicho  informe  se  consignan  observaciones  de 
tal  gravedad  que  llevan  lógicamente  á  la  con- 
clusión sentada  por  los  peritos  en  el  sentido 
de  habe  se  introducido  dicha  partida  en  el  li- 
bro respectivo,  con  fecha  muy  posterior  á  la 
que  lleva,  suplantándola  áotra  quedebióocu- 
parel  mismo  lugar.  Esta  deducción  se  encuen- 
tra además  corroborada  por  el  testimonio  de 
Ins  personas  que  declaran  en  el  proceso  crimi- 
nal adjunto.  Contribuye  asimismo  eficazmen- 
te á  formar  ese  convencimiento  la  circunstan- 
cia de  no  aparecer  anotada  en  los  libros  del 
hospital,  ni  en  los  del  cementerio,  la  defunción 
de  Juan  José  Molina,  como  tendría  que  suce- 
der si  fiieru  efectiva  la  partida  de  ingreso  de 
(jue  se  trata  y  exacta  la  aseveración  de  los 
testigos  presentados  por  losdemandados  y  al 
tenor  del  interrogatorio  pora  establecer  que 
el  expresado  Molina  falleció  en  el  mismo  hos- 
pital á  causa  de  la  enfermedad  que  motivara 
8U  ingrcvo  en  el  establecimiento.  La  falta  de 
la  partida  de  defunción  se  halla  demostrada 
con  las  certificaciones  producidas  en  esta  se- 
gunda instancia.  Por  úllimo,  la  sustracción 
de  la  partida  de  ingreso  de  que  se  trata,  la 
cual  fué  arrancada  del  libro  inmediatamen- 
te después  del  reconocimiento  pericial  de  que 
se  ha  hecho  mérito,  es  un  antecedente  cuya 
importancia  no  es  dable  desconocer,  ya  que 
por  esta  cansa  no  han  podido  llegar  á  su  tér- 
mino las  investigaciones  iniciadas  activamen- 
te por  los  contendores  de  Vargas  Barainca 
para  comprobar  la  falsedad  deese  documento 
cuya  presentación  y  examen  era  indispensable 
para  este  objeto. 

Suponiendo  auténtica  la  partida  en  cuestión, 
ella  no  constituiría  tampoco  una  prueba  aten- 
dible del  estado  civil  que  se  intenta  establecer, 
puesto  que  lejos  de  acreditar  dicho  asiento  la 
ídehtidad  de  la  persona  inscritaenélcon  aque- 
lla á  quien  se  atribuye,  su  propio  contexto  y 
el  mérito  que  suministran  otros  instrumentos 
públicos  de  fe  indubitable,  rebelan  por  el  con- 
trario, que  tal  identidad  no  existe.  En  efecto, 
llamn  la  atención  desde  luego  la  circunstancia 
de  no  corresponder  el  nombre  de  Juan  José 
Molina,  escrito  en  ese  registro,  á  ninguno  de 


los  cinco  hijos  varones  de  don  Lucas  Ambro- 
sio de  Molina  y  Bermudo  y  de  doña  Marga- 
rita Agiíero,  mencionados  en  documentos  au- 
ténticos, como  ser  actos  oficiales  del  gobierno 
de  España,  testamento  y  partidas  de  bautis- 
mo, compulsados  en  el  expediente  agregado. 
Además,  ta  edad  que  según  esa  partida  del  re- 
gistro de  hospital  tenfa  la  persona  ingresada 
en  este  establecimiento,  dista  mucho  de  la  que 
correspondía  á  don  Lucas  Juan  Santiago  Mo- 
lina y  Agüero.  Así,  mientras  dicho  documento 
establece  que  el  enfermo  que  entró  al  hospital 
de  San  Juan  de  Dios  el  21  de  septiembre  de 
tenia  entonces  setenta  y  ocho  años,  la 
partida  de  bautismo  del  cuaderno  agregado 
demuestra  que  el  hijo  ya  nombrado  del  coro- 
nel Molina  había  nacido  en  junio  de  1788  y 
debía  tener,  por  lo  tanto,  cincuenta  y  nueve 
años  solamente  en  1847.  No  hay  motivo  para 
atribuir  á  error  aquella  cifra,  porque  según  la 
afirmación  del  propio  don  Amador  Vargas 
Barainca,  los  datos  que  consigna  la  partida 
del  hospital  fueron  suministradospor  elmisme 
don  Juan  José  Molina  6  Vega.  Por  otra  par- 
te, la  edad  asignada  á  éste  en  el  referido  docu- 
mento, guarda  conformidad  con  la  prueba  tes- 
timonial rendida  por  los  mismos  demandados 
al  tenor  de  los  interrogatorios  del  cuaderno 
agregado  y  del  corriente,  según  la  cual  don 
Juan  José  Molina  6  Vega  llegó  al  lugar  de  "Lo 
Barnechea"  como  de  25  años  y  vivió  allí  más 
de  40  años  casado  con  Pascuala  Cortés.  En 
consecuencia,  la  persona  entrada  al  hospital 
en  1847,  de  70  años  por  lo  menos,  no  puede 
ser  la  misma  que  nació  en  1788  del  matrimo- 
nio del  coronel  Molina  con  doña  Margarita 
Agüero. 

La  edad  que  la  partida  de  defunción  asigna 
á  don  Esteban  Molina,  hijo  de  don  Juan  José 
y  padre  de  doña  Juana,  obsta  asimismo  en 
absoluto  á  la  identidad  personal  que  se  trata 
de  establecer.  Según  este  instrumento,  que 
aparece  extendido  conforme  á  la  manifesta- 
ción hecha  por  el  propio  don  AmadorVárgas, 
el  difunto  tenfa  95  años  en  1885  y  había  na- 
cido, por  consiguiente,  antes  del  siglo  último, 
es  decir,  cuando  era  todavía  impúber  el  hijo 
del  coronel  Molina  á  quien  se  pretende  atri- 
buir la  paternidad  de  don  Esteban. 

La  prueba  testimonial  con  que  los  deman- 
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fiados  han  tratado  de  acreditar  que  su  aseen* 
diente  conocido  en  "I*o  Barne.-hea"  con  el 
nombre  de  Juan  José  Vega  6  Molina,  era  el 
mismo  don  Lucas  Francisco  Juan  Santiago 
Molina  y  Agüero,  á  qnien  se  refiere  la  partida 
de  bautismo  de  1788,  consiste  en  las  declara- 
ciones prestadas  al  tenor  de  los  interrogato- 
rios por  los  testigos  que  afirman  que  c1  cxpre- 
sndo  don  Juan  José,  á  quien  estos  llaman 
también  Lucas  Juan,  cultivaba  relaciones  con 
sn  familia  de  Valdivia  y  especialmentecon  sus 
hermanos  don  Justo,  cúyns  visitas  solía  reci- 
bir en  "Lo  Bamechea'*,  y  doña  Bárbara,  á 
quien  á  su  vez  visitaba  él  en  "Lo  Herrera." 
Esta  prueba  es  inefícaz,  á  juicio  del  infrascrip- 
to, por  haber  Tersado  sobre  hechos  no  aduci- 
dos con  anterioridad  y  respecto  de  los  cuales 
los  demandantes  no  han  podido,  por  esta  ra- 
zón, alegar  y  probar  por  su  parte  lo  condu- 
cente á  su  derecho.  Más  aún,  tales  hechos  son 
contrarios  á  una  aseveración  terminante,  que 
consignan  los  demandados  en  su  escrito  de 
contestación,  segfm  la  cual,  por  causas  que  se 
pierden  en  el  transcurso  de  los  tiempos,  don 
Lucas  Juan  José  Molina  y  Agüero  salió  de 
Valdivia  y  se  vino  á  establecer  en  "Lo  Bame- 
chea" en  el  primer  cuarto  del  siglo  pasado,  y 
durante  esta  ausencia  ó  fuga,  que  persistió 
todo  el  resto  de  su  vida,  "sus  relaciones  con 
la  familia  quedaron  concluidas  en  tales  térmi- 
nos que  allá  en  Valdivia  se  le  creyó  y  se  le  su- 
puso muerto".  Trabada  así  la  litis,  quedó  na- 
turalmente excluido  de  la  prueba  de  los  de- 
mandados todo  hecho  tendente  á  demostrar 
la  existencia  de  tales  relactoneade  familia  que 
ellos  mismos  negaban.  Pero,  prescindiendo  de 
este  defecto  capital,  el  infrascripto  estima  que 
la  prueba  de  los  demandantes,  apreciada  con- 
forme á  las  reglas  de  la  sana  crítica,  es  sufi- 
ciente para  demostrar  el  fallecimiento  de  don 
Lucas  Juan  ó  Lucas  Francisco  Juan  Santiago 
Molinay  Agüero  anteriora!  año  1922  y,  por  lo 
tanto,  la  falsedad  de  aquellas  declaraciones 
que  suponen  al  mismo  don  Lucas  Juan  vivien- 
do en  "Lo  Bamechea"  yen  trato  con  algunos 
miembros  de  su  familia  hasta  el  año  de  1847. 
Consiste  principalmente  dicha  prueba  en  el 
testamento  otorgado  á  nombre  dedoña  Mar- 
garita Agüero  por  su  comisario  don  Juan 
Manuel  de  Lorca  en  1822,  en  el  cual  testa- 


mento declara  Lorca  que  el  expresado  don 
Lucas  Juan  había  fallecido  en  aquella  fecha,  y 
en  los  actos  de  partición  verificados  poco  des- 
pués de  la  muerte  de  la  señora  Agüero;  actos 
en  que  dándose  por  sentado  el  fallecimiento 
de  don  Lucís  Juan  sin  sucesión  que  lo  repre- 
sentara, se  prescinde  de  él  en  el  reparto  de  las 
herencias  paterna  y  materna.  Esta  prueba 
documental  se  halla  corroborada  por  la  tes-- 
timonial  rendida  primero  pur  don  Rodolfo 
ICrrázurízen  el  expediente  criminal  y  después 
en  este  juicio  por  el  apoderado  de  los  deman- 
dantes, al  tenor  de  los  interrogatorios  de  au- 
tos. 

En  conclusión,  el  ¡nfrascriptoestima^que,  le- 
jos de  aparecer  demostrado  que  la  persona 
conocida  en  "Lo  Barncchea"  con  el  nombre  de 
Juan  José  Vega  ó  Molíun,  y  que  se  dice  entra- 
da al  hospital  de  San  Juan  de  Dios  en  1847, 
fuera  don  Lucas  Francisco  Juan  Santiago 
Molina  y  .Agüero  ó  algún  otro  de  los  hijos  del 
coronel  Molina  Bcrmudo  y  de  doña  Margari- 
ta Agüero,  resulta  plenamente  establecido 
que  ambas  eran  personas  distintas. 

Si  según  esto,  el  tronco  de  la  familia  á  que 
pertenecen  los  demandados,  ó  sea  don  Juan 
José  Molina  6  Vega,  no  tiene  la  relación  de 
parentesco  que  aquellos  leatribuyen  con  doña 
María  Josefa  Petronila  de  Alcántara  Molina» 
K  hoce  inoficioso  examinar  el  mérito  de  la 
prueba  que  sobre  la  posesión  notoria  del  esta- 
do civil  han  producido  los  mismos  demanda- 
dos A  fin  de  establecer  su  entroncamiento  legi- 
timo con  el  expresado  Vega  Ó  Molina,  ya  que 
en  ningún  caso  este  entroncamiento  podría 
darles  derecho  á  la  herencia  de  aquella  señora, 
que  es  la  materia  del  presente  juicio.  Por  lo 
mismo,  carece  de  objeto  analizar  las  tachas 
puestas  por  los  demandantes  á  los  testigos 
que  constituyen  esa  prueba. 

En  virtud  de  las  consideraciones  preceden- 
tes, el  Fiscal  estima  que  V.  E.  se  ha  de  servir 
revocar  la  sentencia  apelada  y  dar  lugar'á  la 
demanda. 

Santiago,  23  septiembre  de  1902.— Ka/dés. 

En  seguida  la  Corte  Suprema  resolvió: 

Santiago,  29de8eptiembrvde  1903  Vistos: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tenciaapelada  de  13  deenero  de  1902,  y 
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Considerando: 

1'  Que  el  presente  debate  se  halla  prímor- 
dialmentc  redueído  á  salwr  si  don  Juan  José 
Vega  6  Molina  de  "Lo  Barnechea"  en  lasCon- 
des,  es  ó  no  la  misma  persona  que  don  Lucas 
Francisco  Juan  Santiago  Molina  y  Agüero, 
de  Valdivia,  por  cuanto  los  demandados,  á 
quienes  representa  don  Amador  Vargas  Ba- 
rainca,  pretenden  ser  descendientes  legítimos 
del  coronel  don  Lucan  Molina  yBermudo  y  de 
doña  Margarita  Agüero  y  Lazar,  padres  del 
expresado  don  Lucas  Francisco  Juan  Santia- 
go y,  por  consiguiente,  parientes  legítimos  de 
doña  María  Josefa  Petronila  de  Alcántara 
Molina  y  Agüero,  de  cuya  herencia  se  trata 
en  este  juicio; 

2^  Que  los  demandantes,  que  son  los  que 
niegan  dicha  identidad  personal,  han  preten- 
dido justificar,  en  oniená  este  punto,  esfiecial- 
mente  los  hechos  que  siguen: 

a)  Que  don  Lucas  Francisco  Juan  Santiago 
falleció  en  el  lugar  denominado  Dagllipulli  de 
la  provincia  de  Valdivia,  soltero,  sin  descen- 
dencia legítima,  por  el  año  de  1822; 

b)  Que  el  mismo  individuo  permanecía  en 
Dagllipulli  durante  el  período  de  tiempo  en 
que  se  supone  fundada  la  familia  de  losdeman- 
dados  en  "Lo  Barnechea";  y  que,  por  consi- 
guiente, el  supuesto  antecesor  deéstos,  casado 
con  doña  Pascuala  Cortés,  don  Juan  José  Vega 
ó  Molina  de  las  Condes,  no  es  ni  ha  podido  ser 
el  don  Lucas  Francisco  Juan  Santiago  de  Val- 
divia; 

c)  Que,  atendida  la  edad  del  hijo  verdadero 
del  coronel  Molina,  de  Valdivia,  nacido  en  ju- 
nio de  1788,  no  ha  podido  ser  el  padre  de  don 
Esteban  Vega  ó  Molina,  suegro  de  don  Ama- 
dor Vargas  Barainca,  ní  de  don  Francisco,  el 
otro  demandado;  en  razón  de  quecl  dicho  don 
Esteban,  fallecido  en  1885,  de  95  años,  ó  por 
^o  menos  de  máp  de  80,  resultaría  ser  hijo  de 
un  impúber,  loque  es  contrario  á  lanaturaleza 
física; 

d)  Que  esta  misma  imposibilidad  física  re- 
sultaría acreditada  con  la  edad  que  se  atribu- 
ye á  don  Juan  José  Vega  ó  Molina  de  las  Con- 
des, en  la  partida  de  ingreso  en  el  hospital  de 
San  Juan  de  Dios,  aun  suponiendo  válida  esta 

SUPREMA 


partida,  pues  en  ella  se  expresa  que  el  dicho 
don  Juau  José  falleció  en  1847,  de  78  años  de 
edad; 

e)  Que,  por  otra  parte,  esta  pnrtiáa  es  falsi- 
ficada y,  por  lo  tanto,  falta  el  único  ante- 
cedente serio  en  que  puede  apoyarse  la  iden- 
tidad que  se  pretende; 

O  Que  la  propia  filiación  de  los  demanda- 
dos, de  descendientes  legítimos  de  don  Juan 
José,  no  es  exacta; 

gj  Que  tanto  don  Juan  José  Vega  ó  Molina 
de  '*Lo  Barnechea",  como  sus  descendieateSf 
no  tienen  ni  les  hacorrespondído  jamAsel  ape- 
llido de  Molina,  sino  el  de  Vega; 

3^  Que  los  demandados,  A  su  vex,  han  pre- 
tendido justificar,  á  más  de  los  hechos  contra- 
rios á  los  que  acaban  de  exponerse,  en  especial 
los  siguientes: 

h)  La  pureza  de  la  partida  del  hospital  de 
San  Juan  de  Dios  que  anota  el  ingreso  de  don 
Juan  José  Molina  y  Agüero,  afirmándola,  en- 
tre otros  medios  probatorios,  con  un  asiento 
escrito  en  los  libros  del  hospital  de  San  Boija, 
en  el  que  se  dice  que  el  citado  don  Juan  José 
fué  casado  con  doña  Pascuala  Cortés,  falleci  • 
da  como  viuda  de  tal  persona; 

i)  La  llegada  de  don  Juan  José  á  la  edad  de 
25  años  próximamente,  á  las  Condes,  donde 
contrajo  matrimonio  con  la  referida  Cortés, 
de  la  cual  tuvo,  entre  otros  hijos,  á  don  Fran- 
cisco Molina  y  á  don  Esteban,  suegro  de  don 
Amador  Vargas  Barainca; 

j)  La  posesión  notoria  del  estado  civil  de  ca- 
sado con  la  citada  Cortés,  de  don  Juan  José 
Vega  ó  Molina  y  Agüero,  y  la  de  sus  hijos  le- 
gítimos, durante  más  de  20  años; 

k)  El  error  de  las  edades  que  se  atribuyen 
á  don  Esteban  y  á  su  padre  don  Juan  José,  en 
las  partidas  asentadas  en  los  hospitales  de 
San  Vicente  y  San  Juan  de  Dios,  y  en  la  ofici- 
na de  Registro  Civil  dondo  se  hizo  anotar, 
por  don  Amador  Vargas,  el  fallecimiento  de 
sa  suegro,  de  95  años; 

1)  La  legalidad  con  que  se  procedió  á  dar  á 
los  demandados  en  Valdivia  la  posesión  efec- 
tiva de  la  herencia  de  doña  María  Josefa  Pe- 
tronila de  Alcántara  Molina;  así  como  la  co- 
rrección de  los  antecedentes  probatorios  que 
tuvoencnenta  lajustida  ordinaria  para  ex- 
pedir los  fallos  que  reconocieron  el  derecho  he- 
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rcditario  de  dichos  demandados  en  el  juicio 
anterior  con  don  Hrasino  Vásquez; 

m)  La  inexactitud  de  la  muerte,  en  Daglli- 
pulii,  de  don  Lucas  Francisco  Juan  Santiago 
y  de  su  ¡lernianencia  en  dicho  lugar  cuando 
fijó  su  residencia  en  "Lo  Barnechea",  de  Las 
Condes; 

4^  Que  habiendo  rendido  ambas  partes  prue- 
ba preconstituída  y  actual  en  esa  causa,  acer- 
ca de  los  puntos  controvertidos,  no  esde  vital 
importancia  un  pronunciamiento  sobre  á 
quién  incumbe  la  referida  prueba,  ya  que  la 
Apreciación  comparativa  de  ella  está  llamada 
íí  dar  luz  suficiente  en  orden  al  punto  capital 
de  la  identidad  personal  que  se  indica  más 
atrás; 

5'  Que  es  igualmente  innecesario  pronun- 
ciarse sobre  el  mérito  que,  en  esta  causa,  ten- 
ga como  sentencia  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  la  que  dictó  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago  con  lecha  9  de  septiembre 
de  1897,  en  el  juicio  que  algunos  herederos, 
representados  por  den  Erasmo  Vásquez,  si- 
guieron con  Vargas  Barainca  como  represen- 
tante de  don  Francisco  y  de  doña  Juana  Mo- 
lina, actuales  demandados;  porque,  por  sen- 
tencia de  esta  Corte,  de  fecha  10  de  julio  de 
1899,  se  declaró  que  aquélla  no  empece  á  los 
demandantes  de  este  Juicio  porque  no  fueron 
citados  oportuna  ni  legalmente  á  lostrñinílcs 
del  debnte;  sin  perjuicio,  por  cierto,  de  la  prue- 
ba que  aquí  pueda  hacerse,  de  la  apreciación 
recogida  en  esos  autos  y  de  la  importancia 
que  tenga  esa  sentencia  respecto  de  la  situa- 
ción posesoria  de  los  demandador; 

6*  Que,  entrando  de  llenoen  el  análisisconi- 
parativo  de  todas  las  probanzas  rendidas 
por  ambas  partes,  resultan,  sobre  la  muerte 
del  octavo  hijo  del  coronel  Molina  y  Bermudo 
en  Dagllipulli,  el  referido  don  Lucas  Francis- 
co Juan  Santiago  Molina  y  Agüero,  los  si- 
guientes datos: 

a)  tender  de  doña  Margarita  Agüero,  que 
dice: 

"Hn  la  ciudad  y  plaza  de  Valdivia  en  6  días 
del  mes  de  agOFto  de  1822,  hallándose  pre- 
sente el  stñor  alcalde  ordinario  de  esta  pinza 
y  testigos  infrascriptos,  con  asistencia  mia, 
el  presente  escribano,  la  señora  doña  Marga- 
rita Agüero,  V.  del  finado  don  Lucns  de  Moli- 


oa,  dijo:  que  por  hallarse  gravemente  enfer- 
ma, cuya  enfermedad  le  impidehacer  su  testa- 
mento en  forma,  da  y  dió  todo  su  poder, 
cumplido  cuanto  en  derecho  se  requiere  y  es 
necesario,  á  donjuán  Manuel  de  Lorca,  veci- 
no de  esta  plaza,  para  que  con  arreglo  á  los 
comunicatos  y  disposiciones  que  le  tiene  di- 
chos, otorgue  su  testamento,  sirviendo  para 
su  cumplimiento  y  gobierno  todo  cuanto  le 
tiene  dicho  y  comunicado,  cuyas  disposiciones 
quiere  que  se  arreglen  por  el  tenor  siguiente: 
primeramente  declaró  haber  ndo  casada  con 
el  finado  don  Lucas  de  Molina,  de  cuyo  ma- 
trimonio tuvieron  diez  hijos,  llamados  don 
Remigio,  don  Lucas,  dona  Paula,  doña  Tere- 
sa, doña  Bárbara,  don  Gil,  don  Juan,  don 
Justo,  doña  Lucía  y  doña  Josefa,  á  quienes 
reconoce  por  sus  herederos  legítimos  para  qae 
como  tales  reciban  la  parte  quepor  ley  les  co- 
rresponde..." 

"Declaró  que  su  hijo  don  Gil  declaró,  antes 
de  morir,  dejaba  un  hijo  natural  en  la  capital 
de  Santiago,  á  quien  instituyó  por  su  herede- 
ro... Declaró  que  á  suhijodon  Remigio lenom- 
braba  por  su  segundo  albacea  para  que  des- 
pués de  formado  el  testamento,  como  lo  Índi- 
ca en  este  poder,  entre  en  el  ejercicio  de  su 
nombramiento..." 

b)  Hl  siguiente  testamento: 
*'Don  Juan  Manuel  de  Lorca,  en  virtud  del 
poder  y  disposiciones  preinsertas  y  otorgadas 
en  6  del  mes  de  agosto  del  presente  año  de 
1822,  ante  el  escribano  público  de  Cabildo  y 
Hacienda  de  esta  plaza,  por  doña  Margarita 
Agüero,  para  proceder  y  formar  su  testamen- 
to y  últimad  isposición,  y  para  esteefecto  usan- 
do de  las  facultades  que  en  dicho  poder  y  dis- 
posiciones se  me  confieren.  "Declaro  primera- 
mente como  dicha  señora  me  lo  declaró:  Que 
ai  tiempo  del  otorgamiento  del  poder  y  decla- 
ración inserta  se  hallaba  en  su  sano  juicio... 
Declaro,  como  me  lo  declaró,  que  era  natural 
de  esta  plaza,  viuda  del  difunto  don  Lucas  de 
Molina,  de  cuyo  matrimonio  hubieron  los  hi- 
jos siguientes  (los  mismos  del  poder).  2,  Item. 
Declaro,  como  me  lo  declaró,  que  de  los  nom- 
brados habían  muerto  los  siguientes:  Don  Lu- 
cas Ambrosio,  que  fué  casado  con  doña  Mi- 
caela Asenjo;  dona  Paula,  que  fué  casada  con 
el  finado  don  Julián  Pinuer;  doña  Teresa,  que 


Digitized  by 


Google 


JURISPRCDBNCIA 


197 


fué  casada  con  el  ñnado  don  Julián  Guarda; 
don  Gil  y  don  Juan,  que  murieron  solteros, 
con  la  declaración  que  don  Gil  declaró  dejaba 
en  la  capital  de  Santiago  á  un  hijo  natural  y 
que  éste,  según  ley,  le  era  su  Sucesor  en  todas 
sus  acciones  y  derechos.  3,  Item.  Declaro,  co- 
mo me  lo  declaró,  que  doña  Bárbara  se  halla- 
ba en  la  capital  de  Santiago,  casada  que  fué 
con  don  Miguel  Herrera,  y  que  á  ésta  se  le  dÍ6 
una  esclava  apreciada  en  200  pesos.  4,  Item. 
Declaro,  como  me  lo  declaró,  que  don  Justo 
su  hijo  se  halla  actualmente  aus;-nte  fuera  de 
estos  reinos.  5,  Item.  Declaro,  como  me  lo  de- 
claró, que  tiene  A  su  lado  á  sus  dos  últimas 
bijns,  doña  Lucía  y  doña  Josefa,  las  que  exis- 
ten solteras"  

c)  Una  solicitud  del  comisario  Lorca,  dirigi- 
da al  alcalde  de  Valdivia,  dando  cuenta  del 
otorgamiento  dedicho  testamento;  por  la  cual 
pide  al  juzgado  el  nombramiento  de  peritos 
que  tasen  los  bienes  de  la  sucesión  de  dona 
Margarita  Agüero  y  que  se  proceda  á  la  fac- 
ción de  los  respectivos  inventarios;  sohcitud 
que  aparece  proveída  el  3  de  enero  de  1823;  y 
la  diligencia  de  tasación  de  la  casa-habitactón 
de  dicha  señora,  efectuada  ante  el  comisario 
Lorca,  que  era  también  primer  albacea. 

d)  La  siguiente  neta  de  partición  de  los  bie- 
nes de  don  Lucas  Molina  y  de  doña  Margari- 
ta Agüero: 

"Don  Juan  Manuel  de  Lorca,  albacea  testa- 
mentario de  la  finada  doña  Margarita  Agüe- 
ro y  á  nombre  de  los  tres  herederos  que  se  ha- 
llan ausentes,  don  Justo  Molina,  dona  Bárba- 
ra y  don  Manuel,  hijo  natural  del  finado  don 
Gil  Molina,  y  don  Remigio  Molina,  que  se  ha- 
lla presente,  doña  Kafaela  Asenjo,  e>posa  le- 
gítima del  finado  don  Lucas,  Á  nombre  de  sus 
hijos,  doña  Tránsito  Pinuer,  comohíja  primo- 
génita de  doña  Paula  Molina,  ya  finada,  don 
Manuel  Guarda,  como  hijo  legítimo  de  doña 
Teresa  Molina,  y  doña  Lucía  y  doña  Josefa 
Molina,  hijos  legítimos  de  don  Lucas  Ambro- 
sio Molina  y  de  doña  Margarita  Agüero,  úni- 
cos y  universales  herederos  en  los  testamentos 
que  otorgaron  nuestros  padres  ya  nombra- 
dos... hemos  convenido,  confirmndoy  dispues- 
to de  común  consentimiento  ycxpontánca vo- 
luntad que  el  señor  teniente  gnliemador  de  es- 


te partido  de  los  Llanos,  don  I'^lipe  de  Basti- 
das, con  unión  del  albacea  testamentariodon 
Juan  Manuel  de  Lorca,  metodice  y  arregle  un 
cuerpo  de  caudal  que  significan  los  testamen- 
tos hechos  por  mis  finados  padres  con  la  ma- 
nifestación que  puedan  hacer  cualesquiera  de 
los  herederos"  

e)  Los  inventarios  y  la  partición  de  los 
bienes  antedichos  efectuados  ante  ó  por  los 
compromisarios  nombrados,  en  la  cual  par- 
tición se  formaron  las  respectivas  hijuelas 
hereditarias  á  las  únicas  personas  referidas, 
incluso  "al  ausente  de  los  reinos"  don  Justo 
Molina,  sin  hacerse  mención  de  don  Juan,  á 
quien  consideraba  muerto  el  testamento  del 
comisario  Lorca. 

T*  Que  los  instrumentos  mencionados  en 
el  precedente  considerando,  son  auténticos  é  ' 
indubitados  por  todos  conceptos,  por  estar 
otorgados  con  intervención  de  funcionarios 
públicos  competentes,  por  ser  preconstituídos 
por  haber  arreglado  á  ellos  sus  obligaciones 
los  herederos  y  las  demás  personas  respecto 
de  las  cuales  constituyeron  derechos  perma- 
nentes, sin  reclamación  de  ningún  género  du- 
rante un  largo  transcurso  de  tiempo  que  no 
baja  de  setenta  años  y,  por  lo  tanto,  sirven 
de  fuente  fidedigna  de  apreciación  judicial  so 
bre  los  hechos  declarados  en  el  testamento 
del  comisario  Lorca; 

8''  Que  no  es  concebible  que  este  comisario, 
tan  exacto  en  orden  á  todas  las  demás  decla- 
raciones que  hace  en  ese  testamento,  como  lo 
acredita  la  prueba  rendida,  no  lo  hubiera  sido 
en  el  punto  que  alude  al  fallecimiento  de  don 
Lucasjuan  Molina,  desde  que  tal  declaración, 
no  puesta  en  duda  por  ninguno  de  los  intere- 
sados, debía  revestir  publicidad  y  tenía  que 
darse  á  conocer,  como  se  dió,  á  los  diversos 
funcionarios  que  de  algún  modo  intervinieron 
en  la  facción  de  inventario,  en  el  avalúo  de  los 
bienes  y  en  los  actos  mismos  de  partición;  lla- 
mando sobre  todo  la  atención  que  el  aserto 
se  refería  y  afectaba  d  personas  de  conocida 
'  posición  social  en  un  pueblo  de  reducida  po- 
blación en  aquel  entonces;  y,  por  tal  motivo, 
no  es  presumible  que  todos  se  concertaran 
para  dar  como  fallecido  A  don  Juan,  á  fin  de 
sustraer  los  valores  de  su  modesta  hijuela  he- 
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rcdítaría,  ya  que  los  herederos  cuidaron  de 
asignar  hijuela  en  forma  á  don  Ju&to,  que  ma- 
nífíistamente  se  encontraba  "ausente  del  rei- 
no de  Chile",  segán  lo  expresa  el  mismo  testa- 
mento; 

9'  Que,  por  otra  parte,  la  declaración  del 
comisario  Lorca,  persona,  sin  disputa  de  la 
confianza  de  la  testadora,  que  le  confirió  este 
carácter  y  el  de  primer  albacca,  y  á  quien  los 
mismos  herederos  nombraron  partidor  de  los 
bienes  conjuntamente  con  un  funcionario  pú- 
blico, no  se  halla  en  contradicción  con  el  po- 
der que  á  aquél  diera  doña  Margarita  Agüero. 
Con  efiecto,  en  dicho  poder  no  se  dice  que  don 
Juan  viviera  cuando  se  otorgó,  ni  esto  puede 
deducirse  del  sólo  hecho  de  que  doña  Marga- 
rita instituyera  A  este  hijo  por  su  heredero 
universal;  pues  del  mismo  instrumento  consta 
que  la  poderdante  instituyó,  en  general,  por 
sus  herederos  universales  á  todos  sus  hijos 
legítimos  que  acababa  de  nombrar,  donde 
figuraban  vivos  y  muertos,  como  lo  era,  en  • 
tre  estos  últimos,  don  Gil,  quien  indudable- 
mente á  la  fecha  del  testamento  había  fallecí 
do  soltero,  sin  sucesión  legitima;  y  esta  cir- 
cunstancia no  queda  desvirtuada  porque  la 
madre  común,  en  cláusula  posterior  á  la  de 
institución  de  herederos  diera  cuenta  de  que 
su  hijo  don  Gil  había  declarado  al  morir  que 
dejaba  en  Santiago  un  hijo  natural,  heredero 
de  su  padre.  De  la  mención  de  este  hecho  no 
puede  deducirse  lógicamente  que  don  Juan  es- 
tuviera vivo  en  ese  entonces. 

10.  Que,  por  lo  tanto,  la  declaración  so- 
lemne hecha  por  don  Juan  Manuel  Lorca  d  la 
faz  de  los  herederos  de  las  sucesiones  paterna 
y  materna;  la  aceptación  unánime  de  este  he- 
cho por  todas  los  interesados;  la  misma  acep- 
tación no  reclamada,  ni  observada  por  los 
funcionarios  que  intervinieron  en  las  diligen- 
cias de  la  partición  y  entrega  de  los  bienes 
raíces  de  la  herencia;  los  procedimientos  judi- 
ciales efectuados  sobre  la  base  de  estar  muer- 
to don  Juan,  ante  una  población  reducida 
respecto  de  una  familia  de  la  mejor  posición 
social  del  pueblo;  y  la  observancia  constante,. 
por  largo  espacio  de  tiempo,  de  los  derechos 
y  obligaciones  nacidas  de  esos  actos  judicia- 
les; revelan  por  sf  sólos,  con  caracteres  de  gra- 
vedad, precisión  y  concordancia,  la  Veracidad 


del  fallecimiento  de  don  Lucas  Juan, el  octavo 
hijo  del  coronel  Molina,  de  Valdivia; 

11.  Que  si  bien  no  menos  de  ocho  testigos  de 
los  demandantes  declaran  que  don  Lucas  Juan 
falleció  en  bu  casa  de  DagUipnlli,  expresando 
algunos  que  vieron  el  cadáver  ó  que  asistie- 
ron á  la  inhumación  de  sus  restos;  debe  pres- 
cindirse  de  estos  testigos,  en  racón  de  que  la 
mayor  parte  de  ellos,  al  ser  contra-interroga- 
dos, incurren  en  contradicciones,  ya  sea  sobre 
la  identidad  de  la  personaqucvieronmorir,ya 
sobre  el  parentesco  que  dicen  tenían  con  don 
Lucas,  ó  bien  acerca  de  otros  detalles  que  ha- 
cen dudosos  sus  dichos; 

12.  Que  del  propio  modo,  hay  que  prescin- 
dir de  las  declaraciones  de  los  testigos  de  los 
demandados  en  cnanto  afirman  que  el  citado 
don  Lucas  Juan,  conocido  comunmente  con  el 
nombre  de  Juan  José  Vega,  llegó  á  "I^  Bame- 
chea"  con  procedencia  del  sur;  que  algunos  le 
oyeron  decir  queera  Molina  y  Agüero,  descen- 
diente ó  hijo  del  coronel  Molina,  de  Valdivia; 
puesto  que  ninguno  expresa  haber  tenido  co- 
nocimiento cabal  del  estado  civil  del  dicho  don 
Juan  José,  como  lo  llaman  y,  por  e)  contrarío, 
se  remiten  en  este  puntoáhechos  de  ajena  per- 
cepción, á  conversaciones  6  conjeturas,  mu- 
chas de  ellas  inconexas  é  inexactas,  como  ser, 
las  que  se  fundan,  según  dos  de  los  declarantes, 
en  que  esta  persona  era  visitada  en  lasCondes 
por  su  hermano  don  Justo,  siendo  de  toda  evi- 
dencia en  el  proceso  que  este  hijo  del  coronel 
Molina  había  desaparecido  de  Chile  sin  saber- 
se de  su  paradero  y,  lo  que  es  más  notable, 
por  la  contradicción  en  que  incurren  con  res- 
pecto á  las  propias  aseveraciones  de  los  de- 
mandados, á  que  se  refieren  los  considerandos 
15  y  17  de  esta  sentencia; 

13.  Que,  dejando  á  un  lado  las  considera- 
ciones relativas  al  fallecimiento  de  don  Lucas 
Juan  en  DaglIipuUi,  y  entrando  en  otro  genero 
de  apreciaciones,  resulta  que  la  no  identidad 
personal  entre  el  citado  don  Lucas  Francisco 
Juan  Santiago,  de  Valdivia,  y  don  Juan  José 
Molina,  de  las  Condes,  se  comprueba  del  modo 
siguiente: 

La  partida  de  defunción  expresa  que  Juan 
Vega,  el  hijo  mayor  de  don  Juan  José  y  de 
Pascuala  Cortés,  tendría  80  años  el  30  de 
diciembre  de  1880,  y  habría  nacido  cuando  el 
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supuesto  padre,  hijo  del  coronel  Molina,  cum- 
plía solamente  13  años:  la  partidaque  corre  á 
fs.  180,  cuaderno  agregado  de  ingreso  en  el 
hospital  de  San  Vicente  de  don  Estehnn  Moli- 
na ó  Vega,  suegro  de  don  Amador  Vargas  Ba- 
rainca,  manifiesta  que  dicho  don  Esteban  ten- 
dría más  de  80  años  el  21  de  febrero  de  1883, 
y  habría  nacido,  por  consiguiente,  antes  de 
1802,  esto  es,  cuando  el  hijo  del  coronel  había 
camplido  14  anos;  y  lo  que  es  más  decisivo,  la 
partida  de  defunddn  que  registra  á  fs.  511 
anotada  en  el  Registro  Civil  pordatos  de  don 
Amador  Vargas,  hace  constar  que  su  suegro 
falleció  en  la  calle  de  Marurí  (casa  del  yerno) 
á  hi  edad  de  95  años,  el  26  de  diciembre  de 
1885,  por  lo  cual  don  Esteban  debió  nacer  en 
1790,  es  decir,  cuando  el  hijo  del  coronel  Mo- 
lina y  Bermudo,  don  Juan  Molina  y  Agüero 
tenía  2  años,  ya  que  es  indubitable  que  éste 
nació  en  1788;  y,  como  se  asevera  que  don  Es- 
teban era  el  segundo  de  los  hijos  de  don  Juan 
José  Molina,  de  "Lo  Bamechea",  resulta  que 
Juan  el  mayor  de  éstos,  habría  nacido  antes 
que  su  padre;  de  la  partida  de  ingreso  en  el 
hospital  de  San  Juan  de  Dios  en  1847,  donde 
se  dice  que  falleció  don  Juan  José  Molina,  de 
"Lo  Barnechea"  A  la  edad  de  78  años,  se  de- 
duce, asimismo,  que  éste  debiónacer  en  1769, 
y  como  don  Lucas  Juan,  de  Valdivia  nació  en 
1788,  el  padre  lo  habría  tenido  de  poco  m&s 
de  18  años,  siendo  que  los  demandados  lo  ha- 
cen llegar  de  26  años  á  las  Condes,  y  todavía 
consta  de  las  partidas  de  fs.  346,  353,  354 
355  y  356,  y  de  la  escrítura  pública  de  arren- 
damiento del  potrero  San  Antonio,  de  los  Lla- 
nos, que  el  don  Juan,  de  Valdivia,  estaba  evi- 
dentemente en  Dagllipulli  en  1815  á  la  edad 
de  27  años;  y,  finalmente,  de  la  partida  de 
San  Juan  de  Dios  aparece  que  el  individuo  que 
ahí  entró  en  1847,  llevaba  el  nombre  de  Juan 
José,  siendo  que  el  hijo  del  coronel  Molina  y 
Bermudo  no  correspondió  A  ese  ñltimo  nom- 
bre; 

14.  Que  toda  la  prueba  preconstituída, 
acompañada  en  parte  en  esta  segundainstan- 
cia  de  la  causa,  revela,  en  último  término,  que 
don  Jnan  José  Molina,  de  "Lo  Bamechea", 
no  es  la  misma  persona  que  don  Lucas  Fran- 
cisco Juan  Santiago  Molina,  de  Valdivia;  pnes 
éste  no  habría  podido  ser  primogenitor  de  los 


Molina  de  las  Condes,  en  razón  de  las  edades 
que  acaban  de  apuntarse,  constando,  por  otra 
parte,  de  autos  que,  en  este  último  lugar,  ha 
existido  una  familia  de  apellido  Molina  desde 
antes  que  llegara  &  Valdivia  don  Lucas  Moli- 
na y  Bermudo; 

15.  Que  no  se  halla  destruida  la  gravedad 
de  todos  los  hechos  precedentes,  porque  la 
prueba  testimonial  de  los  demandados  es  ma- 
nifiestamente ineficaz,  no  sólo  por  las  razones 
que  se  han  expuesto  en  orden  á  que  ninguno 
de  sus  testigos  sabe  de  cierto  que  don  Lacas 
Juan  de  Valdivia  sea  el  mismo  don  Lucas  Jnan 
Jóséde  "Lo Bamechea",  sinotambién  porque 
sns  probanzas  se  refieren  á  hachos  conlraños 
á  lo  aseverado  en  el  juicio  anterior  seguido 
con  don  Erasmo  Vásquez.  Realmente,  en  ese 
juicio,  en  que  no  se  tuvo  á  la  vista  la  partida 
de  nacimiento  del  hijo  del  coronel  Molina,  se 
produjo  la  prueba  sobre  la  base  de  que  don 
Lucas  Juan  José  y  sus  hijos  don  Juan  y  don 
Esteban,  tenían  las  edades  que,  respectiva- 
mente, se  deducen  de  las  partidas  y  de  los 
asientos  que  hay  en  los  libros  de  los  hospita- 
les de  San  Vicente  y  San  Juan  de  Dios  y  del 
Registro  Civil;  y  al  tenor  de  ella,  tanto  los  de- 
mandados como  sus  testigos  afirmaron  del 
modo  más  perentorio  la  exactitud  de  esas 
edades;  rechazaron  é  impugnaron  aquéllos  la 
observación  que  se  hizo  de  contrario  en  orden 
áque  de  un  datode  familiaexhibido  por  la  su- 
cesión Molina,  resultaba  qne  don  Lucas  Fran- 
cisco Juan  Santiago,  había  nacido  en  1788  y 
que,  por  lo  tanto,  tales  edades  no  podían  co- 
rresponderá descendientes  de  esta  persona;  y, 
por  fin,  afirmara  y  probaron,  con  muchos  de 
los  testigos  que  también  declaran  en  el  juicio 
actual,  que  la  posesión  notoria  del  matrimo- 
nio de  don  Juan  José  de  "Lo  Ba.rnechea'*  con 
Pascuala  Cortés  y  la  de  sus  hijos,  fué  conoci- 
da por  más  de  40  años,  en  armonía  con  las 
edades  en  referencia;  y  hoy,  modificando  los 
hechos,  restringen  ese  plazo  á  20  años,  en  con- 
cordancia con  la  fecha  de  1788,  que  es  el  año 
del  nacimiento  de  don  Lucas  Juan,  de  Valdi- 
via, como  se  ha  justificado  últimamente  con 
la  partida  auténtica  de  bautismo,  conforme 
al  referido  dato  de  familia; 

16.  Que  la  argumentación  de  los  demo-nda- 
dos  acerca  de  qoe  las  edades  de  don  Lucas 
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Juan  José  v  don  Esteban  están  equivocadas 
en  las  partidas  de  que  se  trata,  como  lo  com- 
prueba, á  su  juicio,  la  partida  legitima  de  na- 
cimiento del  hijo  del  coronel  Molina,  es  menos 
aceptable  aán,  ya  sea  en  vista  de  que  no  es 
satisfactorianientepref  umible  quecnatro  par- 
tidas otorgadas  en  diversas  épocas,  por  di- 
versas personas  y  en  distintos  lugares  y  oca- 
siones, consignen  un  error  muy  sustancial  so- 
bre un  misrao  punto,  cuando  nada  hacía  pre- 
sumir estos  juicios;  bien  porque  la  equivoca- 
ción se  referiría  á  un  cambio  excesivo  de  años 
en  que  difícilmente  se  puede  incurrir,  aunque 
la  edad  se  conjeture  por  la  fisonomía;  6  bien, 
por  último,  en  razón  de  que  los  demandados 
obtuvieron  los  derechos  que  ventilaron  en  el 
juicio  anterior  con  Vásquez,  así  como  la  pose- 
sión efectiva  de  la  herencia,  en  el  supuesto  de 
ser  cierto  el  enunciado  de  todasesas  partidas; 
y,  en  consecuencia,  no  sería  lógjco  desvirtuar, 
por  conjeturas  infundadas,  el  mérito  de  ese 
enunciado  para  conferir  derechos  análogos  & 
les  que  se  otorgaron  en  aquel  juicio  sobre  ba- 
ses enteramente  contrarias,  afirmadas,  en  ca- 
da litigio,  por  la  misma  parte  litigante; 

17.  Que  no  merecen  mayor  crédito  los  testigos 
referidos  en  cuanto  á  las  visitas  que  hacía 
don  Lucas  Juan  José  de  las  Condes  &  su  pre- 
tendida hermana  doña  Bárbara  Molina  y  las 
que,  al  primero,  hacia  su  también  supuesto 
hermano  don  Justo,  pues  está  probado  en 
autos  que  nunca  se  ha  sabido  del  paradero  de 
este  último  y  es  poco  presumible  que  si  el  men- 
cionado don  Lucas  hubiera  sido  verdadera- 
mente hermano  de  dicha  señora,  ésta,  posee- 
dora de  una  gran  fortuna  en  ese  entonces,  no 
lo  hubiera  atendido  convenientemente,  cam- 
biando la  precaria  y  muy  modesta  situación 
patrimonial  y  de  familia,  de  su  citado  herma- 
no. Debe  agregarse  á  esta  reflexión,  que  la 
prueba  rendida  acerca  de  estas  buenaF  relacio- 
nes de  familia,  no  ha  podido  ni  tenía  para  qué 
ser  desvirtuada  en  el  término  probatorio,  por 
la  sucesión  demandante,  pues  que  los  deman- 
dados dejaron  establecido  sobre  este  punto, 
en  sus  escritos  de  fondo,  lo  que  sigue: 

■'Por  causas  que  se  pierden  en  el  transcurso 
de  los  tiempos,  don  Lucas  Juan  José  Molina  y 
Agüero,  salió  de  Valdivia  y  se  vino  á  estable- 
cer en  el  lugar  llamado  "Lo  Bamechea".  Hsta 


ausencia  y  fuga  de  don  Lucas  Juan,  ocurrida 
en  el  primer  cuarto  de  este  siglo,  duró  todo  el 
resto  de  la  vida  de  él,  sus  relaciones  con  la  fa- 
milia quedaron  confluidas  en  tales  términos 
que  allá  en  Valdivia  se  le  creyó  y  se  le  supuso 
muerto." 

18.  Que  la  partida  anotada  en  el  hospital 
de  San  Juan  de  Dios,  en  l¡i  cual  se  dice  que  don 
Lucas  Juan  José  era  Molina  y  Agüero^  no  re- 
viste caractéres  de  autenticidad,  porque  sí 
bien  hay  testigos  sin  tacha  que  declaran  sobre 
que  nada  hacía  suponer  que  fuera  ilegitima  y 
de  fecha  relativamente  moderna,  los  peritos 
nombrados  judicialmente,  concitación  de  don 
Amador  Vargas Barainca,  han  expuesto  acer- 
ca de  ella  lo  que  sigue: 

"1'  Se  nota  á  la  simple  vista  que  ella  ha 
sido  introducidaen  el  referido  libro  de  estadís- 
tica, aprovechando  un  claro  dejado  para  com- 
pletar los  datos  correspondientes  á  un  indivi- 
duo llamado  Lucas,  y  de  apellido  al  parecer 
Peñatcon  cuyo  nombre  se  inició  la  inscrípcidn 
y  que  quedó  sin  llenar,  debido  á  circunstan- 
cias que  no  tenemos  para  que  averiguar. 

"Pues  bien,  aprovechando,  decimos,  tanto 
el  nombre  Lucas,  como  el  espacio  en  blanco, 
se  ha  sobrecargado  con  tinta  diversa  el  apelli- 
do Peña,  con  el  nombre  de  Juan,  conserván* 
dose  la  tilde  de  la  ñ  primitiva,  aunque  sí  un 
poco  prolongada,  y  agregando  á  continuación 
los  demás  datos  referentes  A  Lucas  Juan  José 
Molina. 

"No  es  éste  el  único  ejemplo  de  anotaciones 
sin  concluir  que  el  mismo  libro  suministra  co- 
mo antecedente  de  lodicho.  A  falta  de  foliatu- 
ra, en  la  hoja  ante-antepenúltima  se  encuen- 
tra la  partida  de  Ricardo  Bolton  y  81,  é 
igualmente  un  espacto  en  blanco  correspon- 
diente á  cinco  lineas  de  escritura,  que  es  ge- 
neralmente empleado  en  las  partidas  del  libro, 
en  cuyo  blanco  han  podido  introducirse  tam- 
bién datos  ajenos  al  individuo  cuya  anotación 
se  inició, 

"2^  Corroboran,  además,  nuestro  aserto  las 
circunstancias  concernientes  á  la  ortografía, 
letra  y  tinta,  usada  en  la  partida  en  examen. 

"Su  ortografía  es  diversa  de  la  empleada  en 
el  resto  del  libro;  la  de  éste  es  buena,  la  de  la 
partida  mala. 

"La  palabra  "Legt'",  escrita  con  majúscn- 
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la  (en  ahreriatura  y  faera  de  niar^n);  Agüe- 
ro, 9tn  cremento  en  la  a,  dice  tine  por  "tiene"; 
y  si  bien  cangrena  está  escrito  con  corrección, 
el  empleado  de  esa  época  no  la  escríbfa  con  c 
inicial  sino  con  como  se  ve  en  la  partida  del 
miércoles  22  de  septiembre,  165,  al  final» 
"el  enfermo  entró  de  un  cáustico  agangrena- 
do". 

"La  letra  denota  una  forma  igualmente  di- 
versa de  la  usada  en  las  partidas  de  la  misma 
fecha;  y  otro  tanto  podemos  decir  de  la  tinta, 
que  es  negra  moderna  y  diferente  de  la  de  co- 
lor amarillento  que  conaerra  la  restante  del 
libro.  Esta  diferencia  se  nota  aún  más  en  la 
palabra  Juan,  con  que  se  sobrecargó,  como 
hemos  dicho,  la  de  "Peña",  que  á  nuestro  pa- 
recer antes  existía. 

"Las  precedentes  consideraciones  nos  indu- 
cen il  estimar,  y  así  lo  hacemos  presente  á 
V.  S.,  que  la  partida  en  examen  referente  á 
Lucas  Juan  José  MoHna  ha  sido  introducida 
en  el  libro  de  estadística  con  fecha  muy  poste- 
rior &  la  que  ella  anota;  y  suplantada  á  la  de 
"Lucas  Peña",  á  quien  correspondía." 

19.  Que  consta  que,  cuando  los  peritos 
examinaron  dicha  partida,  que  se  sustrajo 
después,  se  encontraba  en  el  mismo  estado 
que  tenía  en  los  momentos  en  que  se  sacaron 
las  copias  exhibidas  en  autos  y,  por  consi- 
guiente, carece  de  valor  la  observaclíjn  que  se 
hace  sobre  que  la  letra  de  la  partida  había  si- 
do recargada  con  tinta  negra,  con  el  fin  de 
adulterarla  antes  de  dicho  examen; 

20.  Que,  aun  en  la  hipótesis  de  ser  autén- 
tica dicha  partida,  ella  no  comprueba  la  iden- 
tidad personal  de  que  se  trata,  por  las  razones 
que  se  apuntan  en  todos  los  considerandos 
precedentes;  y  de  tal  partida  sólo  podría  de- 
ducirse que  han  existido  dos  personas  de  ape. 
nidos  iguales,  sin  completa  correspondencia 
de  nombres,  pues  el  hijo  del  coronel  Molina 
tenía  los  de  Lucas  Francisco  Juan  Santiago^ 
y  el  de  dicha  partida  loa  de  Lucas  Juan  José,  y 

21.  Que  de  todo  lo  expuesto  resulta  com- 
probada la  no  identidad  personal  entre  don 
Juan  José  Molina  de  "Lo  Bamechca"  y  don 
Lucas  Francisco  Juan  Santiago  Molina  y 
Agüero,  hijo  del  coronel  Molina  y  Bermudo, 
de  Valdivia. 

Vistos  los  artfculos  306,  307  y  1698  del 


Código  Civil,  y  Í131,  337  y  374  del  de  Procc- 
dimiento  Civil,  se  revoca  la  expresada  senten- 
cia de  1 3  de  enero  de  1902,  y  se  declara,  con- 
forme á  lo  pedido  por  les  demandantes,  que  los 
demandados  don  Francisco  MoHna  y  doña 
Juana  Molina  de  Vargas  no  tienen  derecho, 
como  pretendidos  herederos  de  don  Lucas 
Francisco  Juan  Santiago  Molina  y  Agüero  & 
figurar  en  el  juicio  de  partición  de  los  bienes 
dejados  A  su  fallecimiento  por  doña  María  Jo- 
sefa Petronila  de  Alcántara  Molina  y  Agüero 
sin  peijuicio  de  loa  efectos  que  procedan  de  la 
sentencia  definitiva  dictada  en  el  juicio  segui- 
do por  donBrasmo  Váaqaez  y  compartes  con 
loa  mismos  demandados. 

Redactada  por  el  aeñor  Ministro  Urrutia.— 

Galvaríao  Gallardo  Leopoldo  ürratia  ^n- 

món  H.  Huidobro,— Gabriel  Gaete. 

Pronunciado  este  fallo  el  procurador  Gar- 
cía Huidobro  solicitó  se  notificara  á  Vargas 
y  á  su  fiador  señor  Walker  Martínez  á  fin  de 
que  devolvieran  las  cantidades  que  habían  re- 
tirado y  habiéndose  formulado  oposición  por 
parte  de  ambos,  entabló  acción  ejecutiva  en 
forma. 

El  señor  Ministro  Rojas,  conociendo  en 
primera  instancia  del  juicio  coa  arreglo  al 
artículo  4'  del  Código  de  Procedimiento  Civil 

resolvió; 

Santiago,  16  de  diciembre  de  1903  Vistos: 

Pronunciándome  sobre  las  solicitudes  é  inci- 
dentes pendientes,  y  teniendo  presente: 

1^  Que  por  sentencia  de  9  de  septiembre  de 
1897  se  reconoció  á  don  Francisco  Molina  y 
á  doña  Juana  MoHna  de  Vargas  enjuicio  con 
don  Erasmo  Vásquez  y  compartes,  coherede- 
roa,  sin  contradicción  de  aquellos  otros  que 
han  sido  demandantes  en  el  último  juicio,  el 
mismo  derecho  que,  litigando  con  estos  últi- 
mos, se  les  niega  por  la  otra  sentencia  de  29 
de  septiembre  del  año  en  curso. 

2^  Que  loa  dineros  entregados  á  Várgas  lo 
han  sido  á  cuenta  de  su  haber  y  después  de 
habérsele  reconocido  su  derecho  por  la  senten- 
cia citada  de  9  de  septiembre  de  1897,  y  como 
sobre  tal  derecho  no  ha  innovado  la  sentencia 
última,  resulta  que  los  interesados  á  quienes 
representa  don  Jorge  Garda  Huidobro  vienen 
á  ser  comuneros  en  dichos  dineros  con  don 


Digitized  by 


202 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


Amador  Vargas  Barainca  por  su  mujer  doüa 
Juana  Molina  y  por  su  cesionario  don  Fran- 
cisco Molina; 

3*  Que  esa  comunidad  In  forman  los  actúa* 
les  demandantes,  los  demandados  como  ven- 
dedores en  el  primer  juicio,  y  los  accionistas 
vencidos  por  don  Francisco  y  doña  Juana  Mo- 
lina y  que  no  figuran  en  la  presente  gestión,  y 
sabido  es  que  los  comuneros  pueden  legalmen- 
te servirse  de  las  cosas  pertenecientes  A  la  co- 
munidad; 

4^  Que  por  otra  parte,  siendo  esencialmen- 
te divisible  la  obligación  de  pagar  una  canti- 
dad de  dinero,  los  interesados  á  quienes  repre- 
senta  don  Jorge  García  Huídobro  no  tendrían 
derecho  á  exigir  sino  la  devolución  de  la  cuota 
que  ú  ellos  corresponda  en  los  dineros  percibi- 
dos por  los  demandados,  cuota  que  no  estA 
determinada;  y 

5^  Que,  en  consecuencia,  la  exigencia  para 
que  don  Amador  Vargas  Barainca  y  sus  fia- 
dores paguen  bajo  apercibimiento  de  embargo 
los  libramientos  afianzados,  y  la  que  se  des- 
pache mandamiento  de  embargo  contra  el 
mismo  don  Amador  Vargas  Barainca  y  su  fia- 
dor don  Carlos  Walker  Martínez,  no  proceden 
en  el  estado  actual  del  juicio,  por  no  dirigirse 
ellos  sobre  cantidad  líquida. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 107,  459  y  485  número  7'  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  y  1524,  2304,  2305  y 
2081  número  2^  del  Código  Civil,  se  suspen- 
den ios  efectos  del  decreto  de  21  de  octubre  úl- 
timo y  se  declara  que  no  ha  lugar,  por  ahora, 
á  lo  pedido  en  lo  principal  del  escrito  y  que  no 
ha  lugar  también  por  ahora,  al  mandamiento 
de  embargo  solicitado. 

Apelada  la  sentencia,  se  dictó  por  una  de 
las  Salas  de  dicha  Corte  la  resolución  si- 
guiente: , 

"Santiago,  9  de  mayo  de  1904.— Vistos: 
Con  el  mérito  de  los  considerandos  4'  y  5'  de 
la  resolución  apelada  de  16  de  diciembre  del 
año  último,  se  confirma,  con  costasdel  recurso, 
dicha  resolución." 

Contra  esta  sentencia  se  dedujo  en  tiempo 
y  forma  recurso  de  casación  en  el  fondo  por 
parte  del  procurador  García  Huidobro  á  nom- 
bre de  la  sucesión  de  doña  María  Josefa  Pe- 
tronila de  Alcántara  Molina. 


FundJindolo  dice: 

"US.  Iltma.  ha  confirmado  la  sentencia  de 
16  de  diciembre  último  con  el  mérito  de  los 
considerandos  4^  y  5^,  eliminando  los  tres  pri- 
meros considerandos  en  que  el  señor  Ministro 
Rojas  daba  &  U  sentencia  de  la  Excma.  Corte 
Suprema  de  29  de  septiembre  de  1903  un  al- 
cance que  no  podía  tener. 

No  acepta  US.  Iltma.  la  supuesta  comuni- 
dad que  el  señor  Ministro  derivaba  de  la  sen- 
tencia de  9  de  septiembre  de  1897.  Sostenía  el 
señor  Ministro  que  esa  sentencia  confiere  á 
Vargas  Barainca  un  derecho  que  no  le  ha  sido 
negado  por  ta  sentencia  de  29  de  septiembre 
de  1903  y  decía  en  el  considerando  3'  que  ha- 
bía aquí  una  comunidad  formada  por  los  ac- 
tuales demandantes,  los  demandados  como 
vencedores  en  el  primer  juicio  ylos  accionistas 
vencidos  por  don  Franciscoydoña  Juana  Mo- 
lina y  que  no  figuran  en  la  presente  gestión  y 
"sabido  es,  agregaba  el  señor  Ministro  que  los 
comuneros  pueden  legalmente  servirse  de  las 
cosas  pertenecientes  á  la  comunidad.*' 

De  esta  premisa  y  sobre  todo  de  esta  última 
declaración  deducía  el  señor  Ministro  los  con- 
siderandos siguientes: 

4'  Que,  por  otra  parte,  siendo  esencialmen- 
te divisible  la  obligación  de  pagar  una  canti- 
dad de  dinero,  los  interesados  á  quienes  re- 
presenta don  Jorge  García  Huidobro,  no  ten- 
drían derecho  Á  exigir  sino  la  devolución  de 
la  cuotaque  á  ellos  correspondaen  los  dineros 
percibidos  por  tos  demandados,  cuota  que  no 
está  determinada;  y 

5^  Que,  en  consecnencia,  la  exigencia  para 
que  don  Amador  Vérgas  Barainca  y  sus  fia- 
dores paguen  bajo  apercibimiento  de  embargo 
y  la  que  se  despache  mandamiento  de  embar- 
go contra  el  mismo  don  Amador  Vargas  Ba- 
rainca y  su  fiador  don  Carlos  Walker  Martí- 
nez, no  proceden  en  el  estado  actual  del  juicio, 
por  no  dirigirse  ellas  sobre  cantidad  líquida." 

Considerando  el  señor  Ministro  que  no  era 
líquida  la  deuda  porque  se  trataba  de  una  co- 
munidad que  no  se  ha  liquidado  aún  yno  esti- 
maba aun  la  cuota  de  mis  representados.  Su- 
primida lacomunidad,  las  consideraciones  que 
de  ella  se  derivaban  y  que  en  ella  tenían  su 
base,  debían  desaparecer. 

No  ha  sido  asf,  fún  embargo;  US.  Iltma.  ha 
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quitado  los  cimientos  del  edificio;  pero  los  se- 
ñores Wftlker  Martina  y  Vargas  Barainca, 
continúan  ocupando  la  casa  sin  temor  &  ser 
aplastados  por  sus  paredes  que  no  tienen  ya 
consistencia.. 

No  ha  crrído  US.  Iltma.  que  pod!a  soste- 
nerse aquella  teoría  de  la  tripartida  comuni- 
dad y  sobre  todo  aquella  regla  jurídica  esta- 
blecida en  el  fallo  de  16  de  diciembre  de  que 
"los  comuneros  pueden  legalmente  servirse  de 
las  cosas  pertenecientes  á  la  comunidad."  US. 
Iltma.  no  los  ha  patrocinado. 

US.  Iltma.  niega  lugar  á  la  acción  ejecuti- 
va súlo  por  estas  razones: 

1*  Que  la  obligación  de  pagar  una  cantidad 
de  dinero  es  esencialmente  divisible; 

2*  Que  mis  representados  sólo  tendrían 
derecho  á  exigir  la  devolución  de  la  cuota  que 
á  ellos  corresponde  en  los  dineros  percibidos 
por  los  demandados,  cuota  que  no  está  deter- 
minada; 

3*  Que  mis  peticiones  "no  proceden  en  el  es- 
tado actual  del  juicio  por  no  dirigirse  ellas 
sobre  cantidad  líquida." 

Desde  luego,  conviene  observar  que  la  divi- 
sibilidad de  ana  deuda  no  tiene  nada  que  ver 
con  BU  liquidez  6  sn  iliquidez.  Así  descamados, 
estos  razonamientos  son  inexactos  jurídica- 
mente y  destituidos  de  toda  significación  le- 
gal; pero  la  verdad  de  las  cosas  es  que  si  se 
encuentra  que  no  es  líquida  la  deuda,  no  es 
porque  se  cobren  $  100.000  ú  $  80.000,  ó  una 
suma  que  hubiera  de  determinarse  por  una 
operación  aritmética,  sino  porque  se  sostiene 
que  es  necesario  que  haya  terminado  la  parti- 
ción de  la  sefiora  Molina  para  saber  qué  es  lo 
que  en  esa  partidón  ha  correspondido  á  mis 
representados,  como  sí  ello  tuviera  algo  que 
ver  con  la  retención  dictada  en  este  juicio  y  la 
devolución  de  lo  que  se  retuvo  y  retiró  des- 
pués con  fianza  de  resultas  porque  estas  re- 
sultas han  sido  desfavorables  al  demandado 
y  su  ñador  y  es  llegado  precisamente  el  caso 
de  hacer  efectiva  esa  fiauta  de  resultas. 

El  señor  Ministro  sostenía  en  el  consideran- 
do 2^  de  su  fallo  que  Vargas  Barainca  había 
recibidodineroicuenta  de  su  haber  y  después 
de  babének  lecoaocido  sua  derechos  perla 
■enteneia  citada  de  9  de  ■cptiembre  de  1697, 


de  lo  que  deducía  él  aquella  comunidad;  pero 
US.  Iltma.  ha  eliminado  ese  considerando. 

En  este  juicio  ha  litigado  la  sucesión  de  la 
señora  Molina.  A  nombre  de  la  sucesión  pedí 
yo  la  retención  de  todo  lo  que  quería  sacar  el 
demandado,  retención  que  la  Excma.  Corte 
concedió.  La  sentendaqueha  falladoesteplei- 
to  ha  declarado  que  las  personas  que  repre- 
senta el  señor  Vargas  Barainca  "no  tienen  de- 
recho, como  pretendidos herederosde  don  Lu- 
cas Francisco  Juan  Santiago  Molina  y  Agüero 
á  figurar  en  el  juicio  de  partición  délos  bienes 
dejados  é  sa  faUecimiento  por  doña  María  Jo- 
sefa Petronila  de  AkAatara  Molina  y  Agüero.'^ 

¿Cómo  puede  decirse,  entonces  queden  Ama- 
dor Vargas  no  está  obligado  á  devolver  los 
dineros  que  sacó  en  este  juicio,  so  pretexto  de 
que  no  es  líquido  el  crédito  de  sus  representa- 
dos? 

Aquí  no  se  trata  de  herederos  que  cobran  un 
crédito  de  la  herencia;  se  trata  únicamente  de 
la  devoludón  de  fondos  que  en  este  jnido  fue- 
ron retenidos;  que  en  este  juicio  fueron  retira- 
dos después  de  dar  por  ellos  una  fianza  ó  ga- 
rantía equivalente^  la  retendón;  y  que  en  este 
jnido  deben  ser  devueltos,  porque  se  ha  reali- 
zado la  condidón  que  se  tnve  presente  al  exi- 
gir esa  fianza. 

La  retención  no  fué  decretada,  con  descuen- 
te de  los  der^hos  que  pudieran  tener  don 
Amador VArgasBaraincaycompartes  en  esos 
dineros  con  reladón  á  don  Erosmo  Vásqnez 
ó  sn  mujer  doña  María  Luisa  £<esUe  que  liti- 
gó en  el  juicio  anterior.  Yo  pedí  la  retención 
de  todos  /os  fondos  y  se  accedió  á  toda  esa 
retendón  total,  sin  descnento  alguno  por  la 
cuota  de  doña  María  Luisa  Leslie.  Ahora  se 
trata  de  que  las  cosas  vuelvan  á  la  situadón 
que  tenían  cuando  se  decretó  la  reteñcíóa  pe- 
dida por  mí  y  nada  más. 

Los  fondos,  todos  ellos  y  no  una  parte  de 
ellos,  fueron  sacados  perdón  Amador  Vargas 
^rainca  A  condidón  de  ser  devueltos  á  la 
sucesión  que  yo  represento  si  él  perdía  el  pin- 
to, para  lo  cual  se  leexigió  unafianza  que  ga- 
rantizara que  esa  devoludón  se  haría.  Las 
sentendas  que  así  lo  resolvieron  y  la  de  29  de 
septiembre  de  1903  que  ha  declarado  que  don 
Amador  Vargas  Barainca  y  compartes  notíe- 
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nen  derecho  alguno  á  esos  mismos  dineros,  que- 
dan sin  cumplimiento  con  la  resolución  deUS. 
Iltma.,  la  cual  desconoce  los  efectos  de  la  co- 
sa juzgada. 

La  sentencia  de  US.  Iltma.  ha  sido  pronun- 
ciada, por  consiguiente,  con  manifiesta  in- 
fracción del  articulo  3^,  inciso  2*  del  Código 
Civil  y  délos  artículos  197, 198  y  199  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  causal  de  casa- 
ción, con  arreglo  al  artículo  940  del  mismo 
Código. 

Al  confirmar  el  fallo  del  señor  Ministro  Ro- 
jas, US.  Iltma., negándome  asila  acción  ejecu* 
tiva  que  acuerda  la  ley  A  mis  representados 
ha  infringido  igualmente  los  artículos  204  y 
205  del  Código  de  Procedimiento  Civil  porque 
viene  A  modificar  y  á  dejar  sin  efecto  las  reso- 
luciones que  declararon  qne  debían  retenerse 
los  fondos  qne  los  demandados  pretendían 
retirar  del  Banco  D.  Matte  y  C^,  apoyados 
en  la  sentencia  de  9  de  septiembre  de  1897 
recaída  en  el  juicio  nntenorseguido  entreellos 
y  don  Brnsnio  Vásquez  y  que  permitieron  la 
sustitución  de  esa  retención  por  una  fianza 
equivalente  que  asegurara  la  devolución,  á  la 
-vezque  deja  sin  efecto  ylímita  infundadamen- 
te y  con  manifiesta  incompetencia  la  sentencia 
de  29  de  septiembre  de  1903  recaída  en  este 
-juicio. 

La  infracción  de  los  artículos  204  y  205  ha 
influido  lo  mismo  que  las  infracciones  indica- 
das en  el  párrafo  anterior,  sustancialmente 
en  lo  dispositivo  de  lascntenciaqueUS.  Iltma. 
ha  dictado  y  con  la  cual  me  privade  la  acción 
ejecutiva  é  que  tengo  derecho. 

Ha  infringido  también  US.  Iltma.  la  dispo- 
sición de  ios  artículos  237,  455  número  1*', 
puesto  que  teniendo  mérito  ejecutivo  toda  sen- 
tencia firme,  bien  sea  definitiva  6  interlociito- 
ria,  US,  Iltma.  ha  debido  ordenar  la  ejecución 
de  las  resoluciones  que  permitieron  á  don  Ama- 
dor Vargas  Barainca  socar  del  Banco  de 
D.  Matte  y  C*  los  fondos  que  por  resolución 
anterior  habían  sido'remitidosá  solicitud  mía 
en  el  presente  juicio,  con  cargo  de  devolución 
si  perdía  el  pleito;  y  como  la  sentencia  de  29 
de  septiembre  de  1903  que  le  ha  puesto  térmi- 
no, dió  lugar  en  todas  sus  partes  á  la  deman- 
da, llegó  el  caso  contemplado  en  aquellas  reso- 
luciones. 


La  retención  decretada  y  la  fianza  que  la 
reemplazó  tenia  como  único  objeto  asegurar 
las  resultas  del  juicio  tal  como  lo  expresan 
los  artículos  280,  285  y  288  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  perfectameijte  aplicables 
al  presente  juicio  aunque  aquellas  medidas 
precautorias  sean  anteriores  á  su  vijencia: 
US  Iltma,  ha  infringido  también  esas  prescrip- 
ciones legales  y  anula  asi  los  efectos  de  las  me- 
didas dictadas  en  previsión  precisamente  del 
éxito  que  mis  representados  han  alcanzado  en 
esta  causa. 

La  sentencia  de  US.  Iltma.  infrínje  también 
las  disposiciones  de  los  artículos  459  y  4€2 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Mi  acción  se  dirige  á  la  devolución  de  una 
cantidad  determinada  dedinero  afianzada  por 
el  señor  Carlos  Walker  Martínez.  He  expresa- 
do que  esa  fianza  fué  por $100.000  délos  cua- 
les con  dicha  garantía,  se  dieron  por  entrega- 
dos á  don  Amador  Vargas  Barainca  $  15.000 
que  habían  sido  retenidos  por  acreedores  de 
Vargas,  y  se  entregaron  al  señor  Walker  Mar- 
tínez $  85.000  por  los  cuales  dió  recibo  sin  ex- 
presar detalle  alguno;  pero  que  ha  manifes- 
tado que  fueron  entregados  A  dicho  seflor 
$  45.000  en  dinero  y  $  40.000  en  bonos  (casi 
todos  del  6%,  la  mitad  de  la  Caja  de  Crédito 
Hipotecario  y  los  demás  de  diversos  Bancos). 
La  cantidad  es  perfectamente  determinada  y 
líquida  con  arreglo  al  número  3^  del  artículo 
459. 

Según  el  artículo  492,  el  Tribunal  examina- 
rá el  título  y  despachará  ó  denegará  la  ejecu- 
ción sin  audiencia  ni  notificación  del  deman- 
dado aún  cuando  se  hubiera  éste  apersonado 
en  el  juicio.  Las  gestionesque  en  tal  caso  haga 
el  demandado  no  embarazarán  en  manera  al- 
guna el  procedímientoejecutivo  y  sólo  podrán 
ser  estimadas  por  el  Tribunal  comodatos  ilus- 
trativos para  apreciar  la  procedencia  é  impro- 
cedencia de  ta  acción.  Al  confirmar  la  senten- 
cia de  16  de  diciembre  último,  US.  Iltma.  ha 
dado  por  opuestas  las  excepciones  de  división 
de  la  deuda  y  de  no  ser  líquida  para  la  ejecu- 
ción y  las  ha  fallado  á  favor  de  los  demanda- 
dos sin  forma  de  juicio,  sin  oirme  sobre  ellas, 
puesto  que  US.  Iltma.  eliminando  los  tres  pri- 
meros considerandos  del  fallo  ha  rechazado 
las  ebservaciones  que  éstos  hacían  y  que  ha- 
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bía  admitido  el  señor  Ministro  sobre  la  su- 
puesta comunidad  entre  ellos  y  mis  represen- 
tados, proveniente  de  la  sentencia  de  9  de  sep- 
tiembre de  1897. 

Este  fallo  importa  por  lo  mismo  una  infrac- 
ción de  las  disposiciones  de  los  artículos  459 
y  462  que  ha  influido  snstancialmente  en  el 
fallo,  produciendo  su  nulidad  con  arreglo  al 
artículo  940. 

US.  Iltma.  funda  su  sentencia  en  que  no  es 
líquida  la  obligación  de  los  señores  Walker 
Martínez  y  Vargas  Barainca  porque  los  inte- 
resados que  represento  no  tienen  derecho  á 
exigir  la  devolución  sino  de  la  cuota  que  á ellos 
corresponda  en  los  dineros  de  la  herencia  per- 
cibidos por  los  demandados,  y  agrega  la  sen- 
tencia de  US.  Iltma.  que  esta  cuota  no  está 
determinada. 

Suponiendo  que  en  el  presente  casóse  trata* 
ra  del  cobro  de  una  deuda  hereditaria  y  no 
del  cnmplimientoderesolucionesjudiciales  que 
imponen  la  obligación  á  don.  Amador  Vargas 
Barainca  y  su  fiador  de  restituir  lo  que  saca- 
ron en  este  juicio  con  cargo  de  devolución  en 
el  evento  de  que  se  diera  lugar  á  la  demanda, 
US.  Iltma  debía  despachar  el  mandamiento 
de  embargo  porque  la  deuda  no  está  en  cues- 
tión y  la  cantidad  á  que  asciende  es  perfecta- 
mente cierta  y  determinada. 

Si  US.  Iltma.  estimaba  que  mis  representa- 
dos no  podían  cobrar  la  totalidad  de  la  suma 
que  demandan  no  podía  decir  que  no  está  de- 
terminada la  cuota  que  les  corresponda  en  la 
deuda,  sin  desconocer  las  prescripciones  lega- 
les que  establecen  la'división  de  los  créditos  y 
deudas  entre  los  herederos  á  prorrata  de  sus 
cuotas. 

Si  no  se  tratara  de  fondos  que  fueron  rete- 
nidos á  solicitud  mía,  los  demandados  habrían 
podido  oponer  á  la  ejecución  la  excepción  de 
división  del  crédito;  pero  tal  excepción  no  ha- 
bría privado  á  mis  representados  como  los 
priva  US.  Iltma.  del  derecho  de  justificar,  du- 
rante el  juicio  sobre  dichas  excepciones,  que 
tienen  derecho  de  representar  en  todo  taso  los 
quince  diez  y  seisavos  del  todo,  pues  don  Eras- 
mo  Vásquez  no  alcanza  á  representar  la  cuar- 
ta parte  de  uno  de  los  cuatro  troncos  en  que 
se  divide  la  herencia  de  doña  María  Josefa  Pe- 
tronila de  Alcántara  Molina  y  Agüero. 


Para  que  los  créditos,  así  como  las  deudas, 
se  dividan  entre  los  herederos,  no  es  necesarío 
que  se  practique  la  partición  de  ta  herencia  y 
se  haga  por  el  partidor  una  distribución  entre 
ellos;  la  ley  es  la  que  hace  la  división,  porque 
en  esto  consiste  precisamente  el  derecho  de  he* 
renda. 

El  fallo  de  US.  Iltma.  desccmoce  estas  pres- 
cripciones legales  y  supone  una  situación  que 
no  tiene  representación  alguna  en  la  ley.  Con- 
siderar ilíquida  una  deuda  porque  los  herede- 
ros que  demandan  el  pago  no  representan  la 
universalidad  de  la  herencia,  es  cometer  un 
error  jurídico  grave. 

Según  el  artículo  1097  del  Código  Civil  los 
asignatarios  á  titulo  universal  son  herederos 
y  representan  la  persona  del  difunto  para  su- 
cederle  en  todos  sus  derechos  y  obligaciones 
transmisibles,  y  el  artículo  1098agrega  que  "si 
fuesen  muchos  los  herederos...  dividirán  entre 
sí  por  partes  iguales  la  herencia  ó  la  parte  que 
de  ella  les  toque".  El  artículo  985,  refiriéndose 
á  la  suceción  intestada,  establece  q^e  los  que 
suceden  por  representación  heredan  en  todo 
caso  por  extirpe,  es  decir,  que  cualquiera  que 
sea  el  número  de  los  hijos  que  representan  al 
padre  6  madre,  toman  entre  todos  y  por  par- 
tes iguales  la  porción  quehubiera  cabido  al  pa- 
dre ó  madre  representado.  Se  trata  en  el  pre^ 
senté  caso  de  la  sucesión  de  los  hermanos:  la 
herencia  de  la  señora  Molina  corresponde  á 
sus  herninnos,  es  decir,  á  los  hijos  y  nietos  de 
éstos  que  los  representan;  son  cuatro  herhia- 
nos  y,  por  lo  tanto,  la  herencia  se  divide  en 
cuatro  partes.  Yo  represento  á  todos  los  he- 
rederos en  este  juicio,  con  la  sola  excepción  de 
doña  María  Luisa  Leslie  ó  su  marido  don 
Brasmo  Vásquez.  Silosdemandados  hubieran 
opuesto  la  excepción  6  excepciones  que  mepo- 
jie  la  sentencia  de  US.  Iltma.,  habrían  sido 
vencidos  por  mí  y  suponiendo,  vuelvo  á  repe- 
tir, que  se  tratara  de  una  deuda  hereditaria, 
US.  Iltma.  habría  mantenido  la  ejecución  con 
arreglo  á  las  disposiciones  citadas  del  Código 
Civil  y  al  artículo  1354  que  las  aplicaen  sentido 
inverso.  Por  consiguiente,  al  rechazar  mi  ac." 
ción  en  la  forma  que  lo  ha  hecho,  ha  descono- 
cido el  derecho  hereditario  de  mis  representa- 
dos y  ha  violado  las  disposiciones  legales  ci- 
tadas ydemás  que  establecen  ipso  jan  ladivi- 
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nón  de  los  cr(dito8  entre  los  herederos  del 
acreedor." 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  en  juicio  seguido  por  algunos  herede- 
ros de  doña  MarfaPetrontlade  Alcántara  Mo- 
lina y  ¿güero,  quedó  reconocido  que  don  Fran- 
cisco Molina  j  doña  Juana  Molina  de  Vargas, 
tienen  la  calidad  de  parientes  herederos  de  di- 
cha señora,  según  lo  expresa  la  sentencia  eje* 
cutoríada  de  9  de  septiembre  de  1897,  que  se 
registra  á  fs.  376  del  cuaderno  nfimero  1; 

2^  Que,  por  no  haber  sido  citados  A  esa  litis 
todos  los  herederos  de  la  misma  señora,  se  de- 
claró por  sentencia  de  10  de  julio  de  1899,  que 
la  sentenda  de  1897  no  em[  ecía  á  los  no  cita- 
dos al  juicio,  de  acuerdo  con  lo  prescrípto,  en- 
tre otras  leyes,  por  el  artículo  318  del  Código 
Civilj 

3^  Qu^  en  mérito  de  esta  última  resolución, 
los  herederos  no  citados  siguieron  juicio  con 
los  mismos  don  Francisco  Molina  y  doña  Jua- 
na Molina  de  Vargas,  ufándoles  el  parentes- 
co y  la  calidad  de  herederos  que  les  reconoció 
el  fallo  de  1897,  y  en  dicho  juicio  se  declaró 
por  sentenda  de  29  de  septiembre  de  1903,  lo 
que  sigue:  "que  los  demandados  don  Francis- 
co Molina  y  doña  Juana  Molina  de  Vargas, 
no  tienen  derediocomo  pretendidos  herederos 
de  don  Lucas  Frandsco  Juan  Santiago  Moli- 
na y  Agüero  á  6gurar  en  el  juicio  de  partición 
de  los  bienes  diados  á  su  fallecí  miento  por  doña 
María  Josefa  Petronila  de  Alcántara  Molina 
y  Agüero,  sin  perjaicio  de  los  efectos  qoe  pro- 
cedan de  la  sentenda  definitiva  dictada  en  el 
juido  seguido  por  douErasmo  Vásquez  y  com- 
partes con  los  mismos  demandados;" 

4^  Que  habiéndose  dejado  á  salvo  en  la  sen- 
tencia de  1903,  los  derechos  que  procedan  de 
la  sentencia  de  1897  que  son  los  que  indica  el 
primer  considerando  de  la  presente,  es  de  toda 
evídenda  que  en  el  estado  actual  de  cosas  debe 
reputarse  que  los  expresados  don  Francisco 
Molina  y  doña  Juana  Molina  de  Vargas  son 
asignatarios  de  la  sucesión  de  doña  Petronila 
4e  Alcántara  Molina,  con  relación  á  las  perso- 
nas contra  quienes  litigaron  en  1898,  pues 
ninguna  resolndón  judicial  ha  nnido  á  modi- 


ficar la  situadón  jurídícaque  respecto  de  ellu 
les  reconodó  la  situadón  de  ese  año; 

5^  Que.  dada  la  situadón  que  los  referidos 
don  Frandsco  y  doña  Juana  Molina  ocupa- 
ban en  el  juido  di  visorio,  BC  acordó  entregarles 
algunas  cantidades  á  cuenta  de  sus  derechos 
hereditanos,  como  se  hixo  con  los  otros  con- 
signatarios; 

6^  Que  si  bien  las  cantidades  quese  lesseña- 
laron  les  fueron  entregadas  con  fianza  para 
garantir  el  resultado  del  pleito  que  se  falló  en 
1903,  y.  que  por  haber  perdido  el  litigio  ten- 
drían que  restituir  el  exceso  correspondiente  á 
los  herederos  que  en  él  obtuvieron;  es  un  hecho 
reconoddo  que  aún  no  se  encuentra  liquidada 
la  porte  que  respectívamente  pueda  pertenecer 
á  los  recurrentes  y  á  los  expresados  Molina 
con  reladón  á  los  asignatarios  á  quienes  ven- 
cieron en  1897; 

7*  Que,  dado  lo  expuesto,  la  sentencia  recu- 
rrida no  ha  infringido  ninguna  de  las  disposi- 
dones  legales  en  'que  se  (anda  el  recurso  de  ca- 
sadón  interpuesto,  al  declarar  que  por  ahora 
no  proceden,  ni  la  consignadón  de  los  fondos 
afianzados  por  don  Carlos  Walker  Martínez, 
ni  el  embargo  solidtado,  "por  no  dirigirse  am- 
bas petidoncs  sobre  cantidades  líquidas"  y, 
por  el  contrario,  esa  resoludón  se  ajusta  á  lo 
prescripto  por  el  artículo  459  dd  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Visto  además  los  artículos  960  y  979  del 
mismo  Código,  se  desecha  con  costas  el  recur- 
so de  casadón  en  el  fondo  formalizado  contra 
la  sentenda  de  9  de  mayo  de  1904.  Se  aplica 
al  Fisco  la  cantidad  de  $  300  consignada  se- 
gún la  boleta  número  152  de  mayo  del  mismo 
año. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
que  los  señores  ministros  Alfonso  y  Gallardo 
opinaron  que  se  desechara  este  recurso  de  ca- 
sadón por  ir  él  dirigido  contra  una  sentencia 
interlocutoria  que  no  pone  término  al  juido 
ni  hace  imposible  su  continuadón.  En  efecto, 
la  resoludón  atacada  es  la  que  pronundó  una 
de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, confirmando  la  de  primera  instancia 
que  había  negado  lugar  por  ahora  á  una  soli- 
dtud  de  mandamiento  de  embargo,  y  es  sabi- 
do que  resoludones  de  estaespede,  ya  sea  que 
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den  lugar  al  mandamiento  ó  lo  denieguen,  no 
son  sentencias  definitivas,  y  que  dictadas  las 
últimas  con  la  condición  áe  por  ahora,  no  se 
encuentran  en  los  casos  de  excepción  citados, 
de  ponertérmino  al  juicio  ó  de  hacer  imposible 
su  continuación,  ya  que  crean  una  situación 
jurídica  de  efectos  transitorios,  dejando  en  pie 
y  con  vigor  el  título  eíecutiro.  Por  consiguien- 
te, no  procedía  et  recurso  por  la  razón  expues- 
ta.—Gaóne/Gacíe.—t/osé  Alonso,—  Leopoldo 
Urrutia.—GaJraríno  Gallardo.— V,  A^airre  K 
— Carlos  Varas.—  Abel  Saavedra.—B.  Fostcr 
Recabarrea. 


Cas.  CÍV.—3  de  noviembre  de  1904 
Valdivieso  V.  con  Fisco 

Viáticos.— Prueba;  sn  oallfloaolón 

BocTRiHAi— Demandándose  el  pago  de 
viáticos  devengados  en  el  desempeño  de 
una  comisión,  el  punto  litigioso  queda  re- 
ducido  á  una  cuestión  de  becbo,  ó  sea  si 
se  desempeñó  ó  nó  la  comisión,  y  al  apre- 
ciar el  tribunal  sentenciador  las  pruebas 
aducidas  por  el  demandante  y  declarar* 
las  insuficientes  obra  dentro  de  la  es&ra 
de  sus  excluaivas  y  legítimas  facultarles 
y  en  cumplimiento  del  deber  que  le  impo- 
nen las  leyes  de  fallar  los  pleitos  bajo  el 
doble  punto  de  vista  del  hecho  y  del  de- 
recho. 

Limitándose  el  demandado  á  pedir  el 
rechazo  de  la  demanda^  la  absolución  de 
la  demanda  es  una  consecuencia  legal  nc 
cesaría  de  la  falta  de  prueba  del  deman- 
dante conforme  con  el  artículo  1698  <hl 
Código  Civil. 


\ 


Don  Jorge  Valdivieso  Vidal,  teniente  del 
Resguardo  de  Taltal,  faé  comisionado  para 
inspeccionarlos  Resguardos  de  la  Cortlíllerade 
la  República  desde  Santiago  al  sur,  debiendo 
proceder  de  acuerdo  con  las  instrucciones  que 
había  de  recibir  de  la  Superintendencia  de 
Aduanas.  Este  servicio  se  remuneraba  con  un 
viático  de"  ocho  pesos  diarios. 

El  primer  nombramiento,  hecho  en  10  de 
enero  de  1900,  se  repitió  en  15  de  enero  de 
3901  y  en  31  de  marzo  de  1902,  habiendo  .de- 
sempeñado esta  comisión  hasta  el  10  de  di- 
ciembre del  último  año  en  que  se  le  aceptó  la 
renuncia  que  hizo. 

Al  elevar  la  renuncia  el  señor  Superinten- 
dentede  Aduanas,  informó  al  Gobierno  que  no 
veía  inconveniente  para  que  se  decretase  et 
pago  de  los  viáticos  quereclamaba  Valdivieso 
correspondientes  &  dos  cientos  treinta  y  cua- 
tro días  que  había  desempeñado  la  comisión. 

El  Supremo  Gobierno  declaró  sin  lugar  la 
solicitud  por  decreto  de  31  de  marzo  de  1902, 
fundándose  en  que  la  residencia  del  empleado, 
durante  el  tiempo  quecobra  los  indicados  viá- 
ticos, ha  sido  la  ciudad  de  Santiago;  y  en  que 
cada  vez  que  hasalídodelacapital,  se  le  había 
pagado  el  viático  correspondiente, 

Con  estos  antecedentes,  don  Jorje  Valdivie- 
so Vidal,  demandó  al  Pisco  para  que  se  le  man- 
de pagar,  con  intereses  y  costas,  la  cantidad 
de  $  3.858  que  se  le  adeudan  por  viáticos,  de- 
ducidos los  $  4.662  que  se  le  habían  pagado, 
cantidades  que  corresponden  á  los  dos  años 
once  meses  en  que  estuvo  desempeñando  la 
comisión  para  que  había  sido  nombrado. 

En  rebeldía  del  Fisco,  por  no  haber  contes- 
tado la  demanda,  se  citó  á  las  partes  para  sen- 
tencia. 

En  esteestado.el  Directordel  Tesoro.acom- 
pañando  copias  de  los  mismos  antecedentes 
presentados  por  Valdivieso  y  en  que  funda  sn 
demanda,  presentó,  para  que  se  tuviera  pre- 
sente al  resolver,  un  escrito  en  que  pide  se  re- 
ciba la  causa  Á  prueba,  por  cuanto  el  deman- 
dante debe  probar  que,  durante  el  tiempo 
que  afirma  deben  pagársele  los  viáticos,  es- 
tuvo insiwccionando  los  resguardos  y  desem- 
peñando la  comisión  que  se  le  había  confiado 
y  aun  que  no  le  han  sido  pagados  los  viáticos 
que  demanda. 
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Comunicado  traslado  al  demandante,  acep- 
tó qne  K  recibiera  la  causa  á  prueba. 

De  consentimiento  de  las  partes  se  recibió 
á  prueba  la  causa,  fijándose  como  puntos  de 
prueba  los  que  constan  de  la  demanda. 

En  el  escrito  de  alegato  de  bien  probado, 
dice  el  demandante  que,  según  lo  dispuesto  en 
la  ley  44,,  tft.  4^,  libro  8«  de  las  leyes  de  In- 
dias y  Real  orden  de  28  de  mayo  de  1797  y 
decretos  en  que  consta  su  comisión,  los  viáti- 
cos deben  serle  pagados  desde  que  dejó  la  ciu- 
dad de  Taltal,  lugar  de  su  residencia;  y  que 
Santiago  era  un  punto  que  debía  visitar  en  el 
desempeño  de  su  comisión. 

El  Director  del  Tesoro,  respondiendo  á  este 
escrito,  dice  que  el  demandante  no  ha  proba- 
do que  durante  el  tiempo  que  cobra  los  viáti- 
cos estuvo  inspeccionando  resguardos  y  de- 
sempeñando la  comisión  que  se  le  confió;  ni 
tampoco  ha  probado  que  no  le  han  sido  paga- 
doslos  viáticos  que  demanda,  por  lo  que  debe 
absolverse  al  Fisco  de  la  demanda. 

El  Juzgado  Fesolvió  con  fecha  28  de  julio 
de  1903: 

Considerando: 

1^  Que  los  viáticos  se  adeudan  á  los  em- 
pleados públicos  cuando  salen  del  lugar  de  su 
residencia  con  el  objeto  de  desempeñar  una 
comisión  de  servicio. 

2^  Que  consta  de  los  decretos  de  10  de  ene- 
ro de  1900,  de  15  de  enero  de  1901,  de  31  de 
mayo  y  10  de  diciembre  de  1902,  que  el  de- 
mandante era  teniente  del  Resguardo  de  la 
Aduana  de  Taltal,  teniendo,  en  consecuencia, 
su  residencia  en  este  último  punto. 

3*^  Que  al  confiársele  la  comisión  á  que  se 
refieren  los  decretos  mencionados,  se  le  obli- 
gó á  abandonar  el  Ingar  de  su  residencia;  y 

4^  Que  el  demandado  no  ha  comprobado 
el  hecho  de  haber  sido  pagados  los  viáticos 
que  se  cobran. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  pre- 
sente lo  dispuesto  en  los  artículos  921  y  923 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  artículo 
1698  del  Código  Civil,  ley  44.  título  4",  libro 
8^  de  la  Novísima  Recopilación  y  Real  Orden 
de  8  de  mayo  de  1797, 
Se  declara: 

Que  el  Fisco  debe  pagar  á  don  Jorje  Valdi- 


vieso Vidal  la  suma  de  $  3.858  á  que  se  refie- 
re la  presente  demanda,  sin  costas.— i4¿iui]a- 
da  M. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte  falló: 

Santiago,  13  de  noviembre  de  1903.— Vis- 
tos: Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la 
sentencia  de  primera  instancia  y  teniendo  pre- 
sente que  el  demandante  no  ha  comprobado 
que  permaneciera  ejerciendo  la  comisión  á 
que  alude  en  su  demanda  llurante  los  dias 
por  los  cuales  cobra  los  viáticos  materia  de 
este  juicio. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  del 
Código  Civil,  se  revoca  la  sentenda  apelada 
de  28  de  julio  último  y  se  declara  sin  lugar  la 

demanda.— v4.  Montt  Darío  Benavente.— 

Luis  Barriga. 

Valdivieso  Vidal  anunció  en  tiempo  recurso 
de  casación  en  el  fondo  y  formalizándolo  dice 
que  la  sentencia  ha  infringido  las  siguientes 
disposiciones  legales  que  han  influido  de  ma- 
nera determinante  en  el  fallo: 

1«  La  ley  44,  tít.  4',  lib.  8'  de  las  leyes  de 
Indias  (complementada  por  real  declaración 
de  8  de  mayo  de  1797)  que  establecen  la  obli- 
gación que  el  Pisco  tiene  de  pagar  viáticos  al 
empleado  público  que  es  sacado  de  su  residen- 
cia en  comisión  del  servicio; 

2.''  Los  artículos  62,  63  y  64  del  Código  Ci- 
vil, según  los  cuales,  el  domicilio  y  residencia 
de  los  empleados  públicos  que  desempeñan  un 
puesto  en  un  lugar  fijo,  está  en  el  lugar  donde 
desempeñan  sus  functonesyno  en  donde  se  en- 
cuentran accidentalmente  en  comisión  del  ser- 
vicio, disposiciones  que  la  Corte  de  Apelacio- 
nes no  ha  tomado  en  cuenta  al  fallar  lacansa; 

3'  El  artículo  1698  del  Código  Civil  que  es- 
tablece, que  incumbe  probar  las  obligaciones 
ó  su  extinción  al  que  alega  aquellas  ó  éstas, 
al  considerar  que  incumbe  probar  la  obliga- 
ción al  demandante,  hecho  que  está  probado 
en  autos; 

Mientras  tanto,  la  verdad  es  que  la  excep- 
ción alegada  por  el  Fisco,  de  no  haber  estado 
en  servicio  activo  en  el  tiempo  que  se  deben 
los  viáticos  es  la  que  no  está  probada  en  au- 
tos; y 
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4'  El  artículo  169  del  Código  de  Procedí- 
miento  Civil  por  no  haberK  conformado  la 
Corte  de  Apelaciones  al  mérito  de  autos  al 
pronunciar  el  fallo. 

La  sentencia  adolece  también  de  defectos  de 
forma,  por  haber  omitido  algunos  de  los  re- 
quisitos de  forma,  prescritos  en  el  artículo  193 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  son, 
la  designación  precisa  de  las  partes  litigantes, 
sn  domicilio,  profesión  ú  oficio  y  de  las  alega- 
ciones  hechas,  causales  de  casación  en  la  for- 
ma estableadas  en  el  número  5^  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que 
invocará  en  la  vista  de  la  causa  apoyado  en 
el  artículo  949  del  último  Código  citado. 

En  el  escrito  en  que  funda  el  recurso,  sostie- 
ne que  él  no  está  obligado  á  probar  que  ha  es- 
tado desempeñando  continuamente  la  comi- 
sión que  se  le  había  confiado;  según  él,  basta 
e)  hecho  del  nombramiento  que  le  hacía  salir 
de  Taltal,  donde  servía  su  empleo  de  teniente 
del  Resguardo  de  esa  Aduana,  para  tener  de- 
recho á  que  se  le  pagara  el  viático  que  le  co 
rresponde,  puesto  que  el  sólo  cambio  de  resi- 
dencia le  imponen  gastos  extraordinarios, 
que  son  los  que  se  compensan  con  los  viáticos. 

La  ley  44  de  Indias  citada  y  la  Real  órden 
que  la  complementa  vigentes  entre  nosotros, 
no  exigen  que  el  empleado  acredite  que  ha  de- 
sempeñado la  comisión  para  tener  derecho  al 
viático  Ó  sobre  sueldo,  basta,  según  los  térmi- 
nos de  esas  disposiciones,  considerar  el  tiempo 
de  la  ocnpadón  y  ausencia  de  su  residencifi 
para  tener  derecho  á  esa  remuneración. 

No  es  necesario,  tampoco,  entrar  en  otro 
género  de  consideraciones  ni  rendir  prueba 
para  demostrar  que  su  residencia  estaba  en 
Taltal,  puesto  que  los  artículos  62, 63 y  64  del 
Cddigo  Civil  establecen  que  por  el  hecho  de 
aceptar  un  empleo  fijo,  de  los  que  se  confieren 
por  largo  tiempo,  hace  presumir,  desde  la 
aceptación,  el  .ánimo  de  constituir  domicilio 
en  ese  lugar. 

El  hecho  de  haber  tenido  que  estar  en  San- 
tiago, en  Concepción  6  en  otros  puntos  de  la 
República  en  desempeño  de  la  comisión  no  ha- 
ce cambiar  su  domicilio  según  estas  mismas 
disposiciones. 

La  permanencia  obligada  en  esos  lugares, 
en  las  épocas  en  que  los  boquetes  de  la  cordi- 


llera están  cerrados  por  la  nieve,  no  ha  sido 
para  él  tiempo  de  holgura  y  de  descanso,  pues 
que  era  entonces  cuando  iba  poniendo  en  or- 
den los  datos  tomados  en  los  viajes,  cuando 
redactaba  el  resultado  de  sus  trabajos  de  que 
daba  cuenta  á  la  Superintendencia  de  Adua- 
nas; y  si  alguna  falta  hubiera  cometido,  por 
faltade  ocupación  en  su  comisión, habría  «do 
amonestado  por  la  oficina,  la  que,  por  el  con- 
trario, ha  considerado  en  bu  informe  que  es 
justo  el  pago  de  los  viáticos  que  ahora  de- 
manda. 

La  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  ha 
violado,  pues,  las  disposiciones  de  la  ley  y  de 
los  artículos  citados  al  resolver  que  ha  debido 
probar  la  efectividad  de  los trabajosen  desem- 
peño de  la  comisión,  pues,  para  declararle  so 
derecho  á  los  viáticos  demandados,  ha  bastii- 
do  saber  que  ha  salido  de  su  domicilio  en  co- 
misión de  servicio. 

En  igual  infracción  ha  taeurrido  la  sentencia 
recurrida,  al  considerar  que  no  está  probada 
la  demanda  con  los  decretos  en  que  se  le  ha 
hecho  et  nombramiento  en  que  se  le  da  la  co- 
misión, dejando  así  sin  aplicar  el  artículo 
1698  del  Código  Civil,  tanto  por  no  haber 
aceptado  esta  prueba,  como  porque,  no  ha- 
biendo sido  probada  la  excepción  alegada  por 
el  Fisco,  ha  debido  dar  lugar  á  la  demanda 
por  este  motivo. 

Es  todavía  de  suma  importancia  parala 
resolución  de  este  asunto  la  causal  alegada, 
por  violación  de  la  disposición  del  artículo  167 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  orde- 
na que  el  Tribunal,  al  fallar,  debe  someterse  al 
mérito  de  autos. 

Mientras  tanto  en  la  resolución  de  este  jui- 
cio, la  Corte  de  Apelaciones  se  ha  desentendi- 
do del  deber  de  dar  lugar  á  la  demanda,  por 
no  estar  probada  la  obligación  del  Pisco  de 
pagar  la  cantidad  demandada. 

La  ley  ha  facultado  á  los  Tribnnales  para 
apreciar  soberanamente  la  prueba  rendida, 
pero  de  ninguna  manera  los  faculta  para  in* 
ventar  ana  prueba  que  no  existe  ó  pora  afir- 
mar que  no  hay  prueba  de  un  hecho  que  está 
probado. 

La  arbitrariedad  cometida  por  un  Tribunal 
en  cualquiera  de  estos  casos  importa  la  viola- 
ción flagrante  de  la  ley. 
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-  Si  el  Tribunal  exonera  á  alguien  indebida- 
mente de  la  prueba,  viola  la  disposición  del  ar- 
tfculo  1698  del  Código  Civil;  y  de  la  misma 
manera  viola  la  disposición  de  este  artículo  y 
la  del  330  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
sí  admite  pruebas  no  reconocidas  por  la  \fy. 

No  tratándose  pues,  de  apreciar  el  valor  de 
la  prueba  en  cuanto  acredita  el  valor  de  los 
hechos  alegados  en  autos,  sino  de  que  la  Corte 
de  Apelaciones  no  ha  tomado  en  cuenta  las 
pruebas  producidas,  resulta  que  ha  habido 
una  violación  manifiesta  de  la  ley  que  es  nece- 
sario remediar  por  el  recurso  que  tiene  inter- 
puesto, por  lo  cual  pide  que  se  de  lugar  ¿ét  co- 
mo lo  tiene  solicitado. 

Respondiendo,  el  Director  del  Tesoro  pide 
que  se  deseche  el  recurso  por  loa  motivos  si- 
guientes: 

Porque  la  residencia  del  demandante  duran- 
te el  tiempo  que  cobra  los  vií\ticos,  fué  la  ciu- 
dad de  Santiago;  y  porque  cada  vez  que  tuvo 
que  salir  en  comisión  le  fueron  pagados  los 
viáticos  correspondientes. 

Porque  habiéndose  negado  los  hechos  en 
que  se  funda  la  demanda,  ha  debido  probarlos 
y  sin  embargo,  no  ha  rendido  prueba  alguna 
para  acreditar  la  verdad  de  lo  que  él  expone. 

Porque  no  basta  el  hecho  del  nombramien- 
to para  desempeñar  una  comisión,  para  que 
haya  derecho  á  percibir  la  remuneración,  sino 
que  es  menester  acreditar  que  esa  comisión  se 
ha  desempeñado. 

En  contra  del  hecho  aseverado  por  Valdivie- 
so, está  todavía  el  decreto  del  Ministro  de  Ha- 
cienda, que  afirma  que  residió  en  Santiago  y 
no  estuvo  inspeccionando  resguardos  durante 
los  tiempos  porque  demanda  estos  viáticos. 

Y  porque  la  condición  establecidapor  losde* 
cretos  de  su  nombramiento  para  quepadiera 
tener  derecho  á  viáticos  era  que  inspeccionara 
los  resguardos  de  Santiago  al  sur,  lo  que  no 
hizo  el  demandante,  sino  que  se  quedó  en  San- 
tiago dorante  ese  tiempo. 

La  Oorte: 

Considerando: 
1^  Qne  la  controversia,  origen  del  fallo  con- 
tra el  cual  se  ha  interpuesto  este  recurso,  la  ha 
promovido  don  Jorge  Vctldivieto  Vidal  con  el 


objeto  de  qne  se  le  pague  la  parte  insoluta  de 
los  viáticos  ó  asignaciones  que  le  correspon- 
den por  la  comisión  que  le  confirió  el  Supremo 
Gobierno  de  visitar  los  resguardos  de  la  cor- 
dillera, durante  el  perfodo  de  tiempo  que  en  su 
demanda  específicamente  determina; 

2^  Que  como  razón  y  base  de  esta  demanda 
aduce  Valdivieso  Vidal  haber  desempeñado 
cumplidamente  la  comisión  áél  encomendada, 
ó  sea,  la  existencia  de  la  obligación  que  dtce 
contraída  por  el  Fisco  á  sn  favor,  punto  que 
ha  sido  el  fin  y  objeto  de  dicha  demanda,  y 
acerca  del  cual  ha  girado  el  debate  habido  en 
el  curso  del  litigio  entre  las  partes; 

3"^  Que  limitado,  por  consiguiente,  el  punto 
litigioso  controvertido  en  estos  autos,  á  una 
cuestión  simple  y  pura  de  hecho,  á  saber,  si  re- 
sulta ó  nó  probada  la  visita  del  demandante 
á  los  resguardos  de  la  cordillera,  quedó  dicha 
cuestión  reducida,  para  resolverla  legalmente, 
á  la  sola  calificación  de  la  prueba  en  la  cansa 
practicada; 

4^  Que  al  apreciar  el  Tribunal  sentenciador, 
del  modo  que  aparece  en  el  único  consideran- 
do de  su  sentencia  las  pruebas  aducidas  por  el 
demandante  y  declarado  que  no  son  suficien- 
tes para  justificar  la  acción  por  él  intentada, 
obró  dentro  de  la  esfera  de  sus  exclusivas  y  le- 
gítimas facultades  y  en  cumplimiento  del  de- 
ber que  le  imponen  las  leyes  de  fallar  los  plei- 
tos bajo  el  doble  punto  de  vista  del  hecho  y 
del  derecho; 

.  5^  Que  no  es  susceptible  del  recurso  inter- 
puesto esta  apreciación  de  la  prueba,  porque 
para  ello  sería  indispensable  descender  al  exa- 
men y  decisión  de  si  resulta  6  nó  probado  el 
hecho  fundamental,  origen  de  la  obligación 
cuyo  cumplimiento  se  reclama, esto  es,  á  inda- 
gar y  resolver  si  el  demandante  desempeñó  la 
comisión  antes  espresada,  lo  que  equivaldría 
ú  juzgar  la  certeza  del  hecho  mismo;  cuestión 
que  por  ser  de  hecho  es  estraña  á  esta  clase  de 
recursosy  ajena,  por  lo  tanto,  á  la  jurisdicción 
y  competencia  de  este  Tribunal  Supremo; 

6'  Que  el  director  del  Tesoro,  representante 
del  Pisco  en  este  proceso,  no  ha  deducido  es- 
presa nivirtualmente  ninguna  excepción  ni  pe- 
tición activa  en  la  cansa,  concretando  sub 
pretensíonn  áque  se  le  absuelva  de  la  deman- 
da por  carecer  de  base  legal,  lo  qne  conititUM 
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ye  una  petición  puramente  pnsívn;  y  por  tan* 
to,  no  lia  incuml)iflo  al  (lcman<lacio  presenta» 
prueba  en  apoyo  de  la  inipiignatíón  y  contra- 
dicción <Ic  la  deinnnrln  ni  gnbre  punto  nlgnno 
del  litigio; 

7'  Que  la  ab-soUicióii  de  la  demanda  es  una 
consecuencia  legal  necesaria  de  la  falta  de  prue- 
ba del  demandante,  conrormc  al  principio  íje- 
neral  de  derecho  que  establece  que  debe  absol- 
verse al  demandado  no  probando  el  actor  su 
demanda;  ¡irineipio  acerca  del  que  os  de  notar 
que  el  Código  de  Partidas  disponía  en  la  ley 
!•  del  título  14  de  su  partida  3*:  "pertenecer 
la  prueba  al  demandador,  cuandola  otra  par- 
te n-gare  la  demanda,  óAnÚose  por  quito  al 
demandado  de  aquella  cosa  que  non  fué  pro- 
bada contra  él;" 

8'  Que  como  deducción  lógica  de  lo  consig- 
nado en  los  fundamentos  que  preceden,  apare- 
ce que  el  Tribunal  de  Apelaciones,  no  varió  el 
orden  ni  alteró  los  elementos  legales  del  juicio, 
al  declarar  que  el  onas  prubanái  correspondía 
al  demandante  y  no  al  demandado  en  el  pleito 
objeto  de  diebo  recurso; 

9.'  Que,  por  paridad  de  razón,  Icjosde  violar 
el  fallo  de  que  se  recurre,  el  artículo  1698  del 
Código  Civil,  aduciílo  en  tal  concepto  por  el 
recurrente  y  que  estatuye  que  incumbe  probar 
las  obligaciones  ó  su  extinción  al  que  niega 
aquéllas  ó  éstas,  se  ajusta  dicho  fallo  íl  ese 
precepto  en  su  decisión,  al  establecer  que  la 
prueba  ha  incumbido  al  demandante,  ([ue  ale- 
ga y  funda  eu  una  obligación  su  demanda,  y 
no  al  demandado,  que  no  ha  opuesto  ni  utili- 
zado excepción  que  pudiera  toda  obligación 
extinguir; 

10.  '  Que,  así  mismo,  no  pueden  reputarse 
infringidos  los  artículos  62, 63  y  64  del  Código 
Civil  antes  citado,  por  no  ser  de  aplicaeión  al 
caso  concreto  de  este  litigio,  pues  tratan  di- 
chos preceptos  de  la  constitución  real  ó  pre- 
sunta del  domicilio  civil,  y  no  de  la  cuestión 
sustanciada  y  debatida,  ó  sea,  si  el  demandan* 
te  visitó  6  no  visitó  los  resguardos  de  la  cor- 
dillera, en  los  períodos  de  tiempo  á  que  alude 
en  su  demanda  de  fojas  seis; 

11.  '  Que  la  sentencia  redargüida  de  casa- 
ción no  ha  quebrantado  el  artículo  ll^T  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  porque  no  es 
incongruente  ni  disconforme  con  la  demanda, 
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ni  se  ha  separado,  como  pretende  el  recurso, 
de  lo  que  diclio  artículo  dispone,  6  sea,  del  mé- 
rito del  proceso,  sino  que  se  ajusta  y  guarda 
conformidad  con  sus  términos;  puesto  que  no 
dando  lugar  á  dielia  demanda  decide  la  cues- 
tión litigiosa,  sin  hacer  pronunciamientos  ui 
declaraciones  sobre  puntos  extraños  á  la  pro- 
pia demanda,  que  es  lo  que  veda  el  artículo 
antes  referido,  al  decir:  "y  no  podrán  csten- 
derse  A  puntos  que  no  hayan  sido  expresamen- 
te sometidos  á  juicio  por  las  partes,  salvo  en 
cuanto  las  leyes  manden  ó  permitan  á  los  tri- 
bunales proceder  de  oficio"; 

12.'  Que  tampoco  ha  contravenido  el  fallo 
impugnado  A  lo  que  preceptúa  la  ley  44  título 
4.'  libro  8.'  de  la  Recopilación  de  Indias  y  la 
Real  Orden  que  la  complementa,  porque,  re- 
suelta la  cuestión  de hechocn  sentido  negativo 
á  los  intereses  del  demandante,  absolviendo 
al  Fisco  de  la  demanda,  no  ha  podido  llegar 
el  caso  de  hacer  aplicación  de  estas  disposicio- 
nes que  reglan  el  modoyformaen  que  se  remu- 
neran las  comisiones  que  desempeñan  los  em- 
pleados públicos,  no  ha  sido,  por  ello,  posible 
la  infracción  de  estas  ni  de  Ins  demás  leyes  qtie 
se  citan  como  fundamento  del  recurso. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  A  los 
preceptos  legales  que  en  ellas  se  citan  y  A  lo 
dispuesto  por  los  artículos  940,  960,  971  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara qutf  no  ha  lugar  al  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  interpuesto  por  don  Jorge  Valdi- 
vieso Vidal  á  quien  se  condena  en  la  pérdida, 
á  beneficio  fiscal,  de  la  cantidad  que  haconsig* 
nado. 

Comuniqúese  al  Tribunal  de  Cuentas  y  á  la 
Tesorería  Fiscal  de  Santiago. 

Redactada  por  el  señor  ministro  Rodrí- 
guez.— Gabriel  Gactc— Leopoldo  Urruth.— 
Leoncio  Ro>Jríguez.~Aheí  Snavedra.—H.  ¡'ás- 
ter R^cabarrcn.—A.  Vergara  Albüno. 
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SEGUNDA  PAHTB.— SECCIÓN  PRIMERA 


Cas.  CÍV.—2S  de  noviembre  de  1904 

Nnzarit  con  Echavnrrín  y  Conipnñfa 

Sociedad  colectiva  comercial;  admi- 
nistración. —  Responsabilidad  soli- 
daria de  los  socios.  — Domicilio.  - 
Incompetencia. -Vicios  de  fbrma.— 
Mención  determinada  de  la  ley  in- 
frlngrida. 

Doctrina: — Demandándose  el  pago  de 
una  deuda  soci.'ií,  aun  después  de  disuel- 
ta la  sociedad,  es  competente  para  cono- 
cer del  Juicio  el  jaez  del  domicilio  de  la 
sociedad,  aunque  el  socio  demandado 
tenga  su  domicilio  en  otro  lugar. 

La  incompetencia  del  juez  sólo  da  mé- 
rito para  interponer  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma. 

La  cláusula,  scgán  la  cual,  en  una  so- 
■ciedad  para  la  compra  y  venta  de  gana- 
do, se  divide  el  trabajo  estableciéndose 
que  uno  de  los  socios  tendrá  á  su  cargo 
la.  compra  de  animales  y  el  otro  su  ven- 
ta, no  importa  la  modificación  del  régi- 
men  legal  ordinario  de  la  sociedad  en  lo 
relativo  á  las  facultades  de  administra- 
ción de  los  socios  y  sobre  todo  en  sus  re- 
laciones con  terceros,  sobre  todo  cuando 
se  establece  en  otra  de  las  cláusulas  que 
la  administración  y  el  uso  de  la  fírma  so- 
cial cotresponde  A  ambos  socios. 

En  la  sociedad  comercial  colectiva  la 
administración  corresponde  á  todos  los 
socios,  si  no  se  designan  admmistrado- 
res  especiales^  y  pueden  hacer  todos  los 
actos  y  contratos  comprendidos  en  ct 
.  giro  ordinario  de  la  sociedad  ó  que  son 
necesarios  Ó  conducentes  á  la  consecu- 
ción de  los  ñnes  sociales,  obligando  so- 
lidariamente la  responsabilidad  de  los 
otros  socios,  sin  su  noticia  ó  consenti- 
miento. 

No  es  procedente  el  recurso  de  casación 


que  se  funda  en  infracciones  genéricas  de 
la  ley.  Es  obligación  primordial  de  todo 
recurrente  hacer  mención  expresa  y  de- 
terminada del  vicio  ó  deñcto  en  que  fun- 
da el  recurso  y  de  la  ley  ó  leyes  infrin- 
gidas. 


Por  escríttirn  pfiblica  que  otorgaron  en  20 

de  enero  de  1899,  en  la  Serena,  los  scñoreB 
Guiltermo  Echavarría  y  José  Ramírez,  se  esti- 
puló un  contrato  de  sociedad  comercial  colec- 
tiva para  la  compra  y  venta  de  ganado. 

La  razfin  ó  firma  social  era  de  "Echavarría 
y  Colllp.^ñía",  que  podían  usar  los  dos  Socios 
,á  quienes  correspondía  asimismo  la  adminis- 
tración de  la  sneiedad.  De  acuerdo  con  lo 
establecido  en  la  cláusula  tercera  de  este  con- 
trato, el  socio  Echavarría  quedaba  encarga- 
do de  las  compras  y  el  socio  Ramírez  de  las 
ventas. 

La  duración  de  la  compañía  era  de  tres 
años,  que  empezaron  á  contarse  el  día  12  de 
enero  de  1899  y  terminaron  el  31  de  diciem- 
bre de  1901,  y  su  domicilio  la  Serena. 

Don  Luis  A.  Nazarit,  endosatario  de  don 
Agustín  2^  Virgilio  y  Barón,  acompañó  unos 
pagarees  suscritos  en  Coquimbo  el  21  de  dt' 
ciembre  de  1901,  por  Echavarría  y  Compañía, 
á  fin  de  que  se  citara  á  don  José  Ramírez,  que 
los  había  firmado,  para  que  reconociera  su 
firma  con  el  objeto  de  preparar  la  vía  ejecu- 
tiva. Esta  petición  fue  presentada  al  juzgado 
de  la  Serena  el  22  de  julio  de  1902. 

El  señor  Ramírez  reconoció  su  firma  y,  con 
el  mérito  de  esa  diligencia,  se  despachó  man- 
damiento de  embargo  e.n  contra  de  la  referida 
sociedad,  por  el  saldo  de  trece  mil  seiscientos 
pesos  que  quedaba  debiéndose  del  valor  de 
los  pagarees,  después  de  deducir  el  abono  que 
se  reconociera  de  común  acuerdo  entre  el  eje- 
cutante y  don  José  Ramírez. 

Con  este  mandamiento  se  requirió  á  don 
Guillermo  Echavarría,  quien  se  opuso  á  la 
ejecución  con  las  excepciones  de  falta  de  per- 
sonería del  demandante,  insuficiencia  del  títu- 
lo é  incompetencia  del  juzgado. 
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Fonda  la  falta  de  personería  del  deman- 
dante, en  que  el  endoso  de  la  sociedad  comer- 
cial Virgilio  y  Barón,  A  la  orden  del  ejecutante 
en  los  documentos  que  forman  el  título  ejecu- 
tivo, apnrece  firmado  por  don  Agustín  2^ 
Virgilio,  cuya  personería  para  obligar  á  Vir- 
gilio y  Barón  no  consta. 

La  insuficiencia  del  título  la  hace  consistir 
en  que  en  la  sociedad  Echavarrla  y  C*  el  so- 
cio don  José  Ramírez  sólo  tenía  facultad  de 
vender  y  no  podía  obligar  á  la  sociedad. 

La  ínccmpetencia  del  Juez  la  basa  en  que 
estando  disuelta  la  soaedaH,  la  demanda  ha 
debido  presentarse  ante  el  juez  del  domicilio 
del  ejecutado. 

BI  Juagado  de  la  Serena,  con  fecha  28  de 
enero  de  1904  falló: 
Considerando: 

1^  Que  con  el  documento  en  el  que  Virgilio 
y  Barón  instituyeron  su  mandatario  general 
á  don  Agustín  2^  Virgilio,  facultándolo,  en- 
tre otras  cosas,  especialmente  para  endosar 
pagarees,  y  con  las  declaraciones  de  dos  co- 
merciantes, que  dicen  que  en  el  comercio  de 
estas  plazas  se  aceptan  todos  los  endoeos  de 
Virgilio  y  Barón  que  sean  suscritos  por  don 
Agustín  2^,  se  ha  comprobado  que  el  dicho 
don  Agustín  2^  Virgilio  ha  tenido  penonería 
suficiente  para  endosar  los  pagarees  de.fs,  4, 
5  y  6  que  son  el  títalo  ejecutivo; 

2^  Que  en  ta  escrítnra  social  no  se  han  fija- 
do las  atribuciones  y  facultades  administra- 
tivas de  cada  socio,  limitándose  á  indicar  qué 
parte  de  los  negocios  sociales  atenderá  cada 
uno; 

3^  Que  en  tal  caso,  conforme  á  la  disposi- 
ción del  artículo  384  del  Código  de  Comer- 
cio, la  administración  de  esa  sociedad  debe 
ajustarse  á  las  reglas  generales  que  la  ley  da; 

4'  Que,  conforme  con  la  ley  (artículos  387 
y  397  del  Cód.  de  Comercio),  en  la  socie- 
dad colectiva  cada  uno  de  los  socios  admi- 
nistradores puede  hacer  válidamente  todos 
los  actos  y  contratos  comprendidos  en  el  giro 
ordinario  de  la  sociedad,  pudiendo  tomar  en 
mútuo  las  cantidades  necesarios  para  dar 
movimiento  á  los  negocios  que  estén  á  su 
cargo; 

5^  Que,  en  consecuencia,  al  contratar  por 
,  .la  sociedad  B^havarrfa  y  C*  de  que  era  socio 


administrador,  don  José  Komíreji,  los  mutuos 
á  que  se  refieren  los  documentos  que  apare- 
jan la  ejecución,  no  se  ci^tralímitó  el  'senor 
Ramírez  de  las  facultades  que,  ^jfileneip  i^d 
contrato,  le  confiere  la  ley; 

6^  Que  habiendo  obligado  el  S^or  Ramí- 
rez válidamente  á  la  sociedad  Echavarría  y 
todos  los  socios  colectivos .  que  la  compo- 
nen son  responsables  solidariamente  de  esas 
obligaciones,  y  siendo  don  Guillermo  Echa- 
varría socio  colectivo  de  la  sociedad  nom- 
brada, queda,  en  consecuiencia,  obligado  por 
ella  al  pago  de  la  deuda  materia  de  esta 
ejecución. 

7*^  Que  se  ejecuta  en  este  juicio  ¿  dor  Gui- 
llermo ^havarria  «i  su  carácter  de  «oqo  de 
laya  antes  nombrada  sociedad,  y  como  esa 
sociedad  tiene  su  domicilio  en  esta  ciudad, 
según  la  cláusula  10*  del  contrato  social,  es 
este  Juzgado  competente. 

Por  lo  expuesto,  y  visto  lo  dispuesto  por  Ips 
artículos  370,  384,  387  y  397  del  Código  de 
Comercio,  655,  658  número  5'  del  mismo  Có- 
digo, 1511.  3514.  1698  y  1700  del  Código 
Civil  y  492  inciso  l^  del  C.  de  Proced.  Civil; 
Se  declara: 

Que  no  ha  lugar  á  las  excepciones  deduci- 
dos por  don  Guillermo  Echavarría  y,  en  con- 
secuencia, debe  seguir  adelante  la  ejecución 
hasta^acer  entero  pago  al  ejecutante  de  la 
cantidad  adeudada  de  13.600  pesos,  intereses 
y  costas  de  la  cobranza.  Se  condena  en  costas 
al  ejecutado.— F.  de  la  Barra. 

Apelado  este  fallo,  la  Corte  de  Apelaciones 
de  la  Serena  lo  confirmó  en  todas  sus  partes, 
por  resoluciones  de  19  y  20  de  abril  de  1904. 

La  parte  de  Echavarría  interpuso  y  forma- 
lizó en  tiempo  y  forma  recurso  de  casación  en 
el  fondo  en  contra  de  esta  sentencia. 

Fúndase  el  recurso  en  el  rechazo  de  las  ex- 
cepciones de  incompetencia  del  Juzgado  é  in- 
suficiencia del  título,  con  lo  cual  se  han  infrin- 
gido, en  concepto  del  recurrente,  los  preceptos 
que  establecen  los  números  1*  y  7*  del  artfcia- 
lo  485  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  el 
artículo  212  de  la  I«ey  Orgánica  de  Tribunalesi 
384  del  Código  de  Comercio  y  2071,  incisoJZ^, 
1444, 1445  y  las  reglas  del  título  13,  Hbro^^ 
del  Código  Civil. 

Respecto  d^la  príniera^  las^o9(KÍPW>j^* 


Digitized  by 


Google 


214 


SEGUNDA  PARTB.--6BCCldN  PRIMERA 


dicadas,  sostiene  el  recurrente  que"dÍ8uelta  la 
Sociedad  Échavnrría  y  Cía.  el  1'  de  enero  de 
1902,  según  ios  artículos  407  del  Código  de 
Comercio  y  20d8  del  Código  Civil,  y  habién- 
dose entablado  la  demanda  ejecutiva  el  22  de 
julio  de  1902,  ha  debido  deducirse  en  Iltapel, 
que  es  la  residencia  de  don .  Guillermo  Echa* 
varría,'  como  lo  reconoce  el  ejecutante  en  el 
primer  otrosí  de  la  solicitud  de  fs.  0.  siendo, 
en  consecuencia,  el  juzgado  de  la  Serena,  in- 
competente para  conocer  en  este  negocio." 

En  cuanto  A  la  insuficiencia  del  título,  agre- 
ga  el  recurrente:  "La  sentencia  ha  fallado 
contra  lo  establecido  en  el  régimen  de  la  escri- 
tura social,  conti  aviniendo  á  las  disposicio- 
nes legales  citadas.  La  sentencia  ha  llegado  á 
sustentar  el  error  de  que  en  el  pacto  no  se  en- 
cuentra determinado  el  régimen  de  la  Socie- 
dad, con  lo  cual  igufilmente  ha  interpretado 
mal  ese  contrato,  infringiendo  á  la  vez  las 
reglas  ya  atadas  en  el  título  1 3." 

"Y  aun  suponiendo  que  ese  régimen  no  se 
hubiera  establecido  en  el  contrato,  siempre  re- 
sultaría que,  al  atribuirle  la  sentencia  al  socio 
industrial  Ramírta  la  facultad  de  tomar  en 
müítuo  los  valores  materia  de  la  ejecución,  le 
confiere  una  facultad  que  el  contrato  le  nicgíi, 
pues  en  primer  término  los  negocios  de  venta 
de  que  estaba  encargado  no  le  exigían  desera- 
bolsos,  sino  al  contrario  percepción  de  dinero, 
y  en  segundo  lugar,  del  contrato  no  aparece 
que  los  mútuos  contraídos  por  el  ejecutant« 
hubieran  sido  extrictamcnte  necesarios  para 
poner  en  movimiento  los  negocios  de  su  cargo, 
esto  ¿8,  la  venta  del  ganado." 

La  Oorte: 

Considerando  en  cuanto  á  la  infracrión  de 
loa  artículos  485,  números  1^  y  7^  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  y  212  de  la  ley  de  16 
de  octubre  de  1875,  que  se  hace  consistir  en 
haber  rechazado  el  Tribunal  sentenciador  la 
excepdón  de  incompetencia,  opuesta  por  el 
deudor  en  contra  de  la  demanda  ejecutiva  de 
fs.  9;  que  la  referida  infracción,  en  el  supuesto 
de  qus  se  hubiera  cometido,  sólo  habría  dado 
mérito  para  interponer  el  recurso  de  casación 
ea  la  forma,  de  acuerdo  con  lo  prevenido  por 
claréenlo  941;- ntimero  1?  del  Código  más 


arriba  citado,  recurso  que  no  ei  el  de  que  aquí 
se  trata. 

Considerando  respecto  á  la  infracción  de  los 
artículos  384  del  Código  de  Comercio  y  2071 
inciso  2',  1444  y  1545  del  Código  Civil,  en 
que,  á  juicio  del  reclamante  Echavarría,  ha- 
brían incurrido  los  jueces  del  fondo  por  haber 
dado  mérito  ejecutivo  en  contra  del  mencio- 
nado Echavarría,  á  un  título  que  reconocía 
deudas  contraídas  únicamente  por  el  otro  so- 
cio don  José  Ramírex,  que  no  tenía  facultad  de 
celebrar  contratos  de  mútuo: 

1^  Que  consta  de  autos  que  Echavarria  y 
Ramírez  formaron  entre  sí  una  Sociedad  co- 
mercial colectiva,  para  la  compra  y  venta  de 
ganados,  segfin  las  bases  y  condiciones  que  se 
especifican  en  la  escritura  de  fs.  l,cuya  auten- 
ticidad no  desconoce  el  recurrente; 

2f  Que  en  las  sociedades  de  esta  especie  la 
administración  corresponde  de  derecho  &  to- 
dos y  &  cada  uno  de  los  socios,  á  menos  que 
en  el  contrato  social  se  haya  establecido  ex- 
presamente un  régimen  distinto,  bien  sea  de- 
signándose uno  ó  más  administradores  espe- 
rinles  que  dirijan  la  empresa,  6  bien  limitán- 
dose las  facultades  administrativas  de  los 
socios  en  asuntos  6  negocios  determinados; 

3^  Que  según  el  tenor  claro  de  la  escritura 
de  fs.  1  no  se  estableció  en  ella  para  la  admi- 
nistración de  tos  negocios  sociales  un  régimen 
distinto  del  ordinario  consagrado  por  la  ley, 
y  lejos  de  haberse  cercenado  ó  limitado  las  fa- 
cultades administrativas  del  socio  Ramírez, 
se  convino  expresamente  en  la  cláusula  segun- 
da de  ese  contrato,  que  la  Sociedad  giraría 
bajo  la  razón  ó  firma  social  "Echavarría  y 
Compañía"  cuya  administración  asi  como  el 
uso  de  la  firma  social  correrá  A  cargo  de  am- 
bos socios; 

4^  Que  la  circunstancia  de  haberse  dividido 
entre  sí  los  sodos  el  trabajo  6  la  ejecución 
parcial  de  ciertas  operaciones  de  la  empresa, 
tomando  sobre  sí  Echavarría  lo  concerniente 
á  las  compras  de  ganado,  y  Ramírez  lo  rela- 
tivo á  las  ventas,  como  lo  indica  la  cláusula 
tercera,  no  importa  la  modificación  del  régi- 
men legal  ordinario  de  la  Sociedad  en  lo  relati- 
vo á  las  facultades  de  administración  de  los  so- 
cios, y  sobre  todo,  en  sus  relaciones  con  ter- 
ceros, punto  que  ya  había  quedado  consagrado 
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en  la  cláusula  segunda  más  arriba  trascrita,  y, 
por  eso,  no  puede  darse  á  la  otra  cláusula  que 
tal  división  de  trabajos  establece,  un  alcance 
Ó  significado  más  trascendental  que  el  quena* 
turalraente  le  corresponde,  atendida  su  redac- 
ción y  el  contexto  general  del  contrato; 

5'  Que  de  lo  expuesto  en  los  dos  conside- 
randos anteriores  resulta  que  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  la  Serena  no  ha  desfigurado  la 
naturaleza  jurídica  del  contrato  de  fs.  1,  ní 
violado  ninguna  de  sus  cláusulas  expresas  al 
aceptar  como  antecedentes  del  fallo  recurrido 
el  considerando  segundo  de  la  resolución  con- 
firmada de  primera  instancia,  que  dice  así: 
"Que  en  la  escritura  social  de  fs.  1  no  se  lian 
fijado  las  atribuciones  y  facultades  adminis- 
trativas de  cada  socio,  limitándose  á  indicar 
qué  parte  de  los  negocios  sociales  atenderá 
cada  uno;" 

6'  Que,  por  otra  parte,  interpretando  en 
esta  forma  la  mencionada  Corte  el  contrato 
social  de  que  da  testimonio  la  escritura  de  fs. 
1,  no  ha  infringido  las  leyes  invocadas  jjorel  re- 
currente ni  otra  alguna,  y  por  el  contrario  ha 
usado  correctamente  de  sus  facultades  sobe- 
ranas, fijando  los  hechos  del  pleito  tales  como 
ella  ios  ha  entendido; 

7^  Que  establecido  asi  inamoviblemente  que 
en  el  contrato  de  fs.  1  no  se  hizo  la  designa- 
ción de  administradores  especiales  para  laSo- 
ciedad  Echavarría  y  Compañía,  debe  ésta  en- 
tenderse regida  por  el  precepto  del  artículo 
386  del  Código  de  Comercio  que  á  la  letra 
dice:  "cuando  el  contrato  social  no  designa  la 
persona  del  administrador,  se  entiende  que  los 
socios  se  confieren  recíprocamente  la  facultad 
de  administrar  y  la  de  obligar  solidariamente 
laresponsabilidad  de  todos  sin  su  noticia  ysu 
consentimiento";  á  lo  que  se  agrega  que  el  ar- 
tículo 387  del  mismo  Código  prescribe:  "que 
en  virtud  del  mandato  legal,  coda  uno  de  los 
Bocios  puede  hacer  válidamente  todos  los  ac- 
tos y  contratos  comprendidos  en  el  giro  ordi- 
oario  de  la  Sociedad,  6  que  sean  necesarios  6 
conducentes  á  la  consecución  de  loa  fines  que 
ésta  se  hubiere  propuesto;" 

8^  QuC}  en  consecuencia,  el  Tribunal  aenten- 
dador  no  ha  hecho  más  que  gustarse  á  estos 
preceptosi  dando  mérito  ejecutivo  contra  el 
■ocio  Echavnrrfa  á  la  obligación  suscrita  por 


el  socio  Ramírez  en  nombre  de  la  Sociedad 
Echavarría  y  Compañía  y  haciendo  uso  de  la 
firma  social; 

9^  Que  en  cuanto  á  la  infracción  que  tam- 
bién se  invoca  por  Echavarría  de  las  reglas 
del  título  13,  libro  4^  del  Código  Civil,  no 
puede  ser  tomada  en  cuenta  en  este  fallo,  ya 
que  con  arreglo  á  derecho,  no  es  procedente  el 
recurso  de  casación  que  se  funde  en  infraccio- 
nes genéricas  de  alguna  ley,  y  que  es  obliga- 
ción primordial  de  todo  recurrente  hacermen- 
ción  expresa  y  determinada,  en  la  solicitud 
respectiva,  del  vicio  ó  defecto  en  que  lo  funda 
y  de  la  ley  6  leyes  infringidas. 

Por  estas  consideraciones  y  juzgando  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  los  artículos  940, 
945,  958,  979  y  960  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
el  recurso  de  cnsanón  interpuesto. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  de  tres- 
cientos pesos  consignada  para  dicho  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Póster  Re- 
cabnrrcn.—  Gfíbriel  Gaett.— José  Alfonso.— 
Leopoldo  Urrutia.—V,  Aguirrc  V,— Leoncio 
RodrigueM.— Carlos  Varas.— Abel  Saavedra,-~ 
B.  Fóster  Recabarrea. 


Cas.  ea  la  forma.— G  de  diciembre  de  1904 

Zambrano  con  Municipalidad  de  Valpara&o 

Juloio  ^eoatlTO.-£8orltura  de  rema- 
te.-Insuflolenola  del  título.— Violo 
del  fallo  de  primera  instanoia. 

Doctrina.:— Chaik/o  el  vicio  ó  defecto 
ea  que  se  funda  el  recurso  de  casación  en 
Ja  forma,  en  caso  de  existir,  habría  tenido 
lagar  en  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia y  de  este  vicio  ó  defecto  no  se  recia- 
mó  ejerciendo  oportunamente  y  en  todos 
sus  grados  los  recursos  establecidos  por 
la  ley,  es  improcedente  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  contra  ¡a  sentencia  de 
Ja  Corte  de  Apelaciones* 
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Don  Fnbricinno  Zambrnno  interpuso  los 
recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo 
<le  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Valparaíso  de  fecha  11  de  agosto  de  1904- 
que  confirniñ  sin  modificación  la  de  primera 
instancia  de  24  de  septiembre  de  1901,  por  la 
cual  se  ordena  llevar  adelante  la  ejecución  en- 
tablada por  la  Municipalidad  de  Valparaíso 
en  contra  del  recurrente. 

Formalizando  el  recurso  de  casación  en  la 
forma,  expone  el  recurrente  que  concurrió  á 
hacer  posturas  en  el  remate  del  arrendamien- 
to de  pisos  y  edificios  en  terrenos  de  la  Muni- 
cipalidad de  Valparaíso  y  las  hizo  por  los  te- 
rrenos que  en  la  calle  de  Cumming  ocupan 
ediñcios  de  su  propiedad;  que  como  las  mis- 
mas bases  del  rema'te  concedían  al  subastador 
el  derecho  de  desistirse  y  abandonar  el  lote 
rematado,  bajo  la  pena  de  perder  la  cantidad 
depositada  para  hacer  posturas,  se  acojió  á 
ese  derecho  y  se  resolvió  á  abandonar  el  lote 
subastado,  á  no  firmar  la  respectívaescritura 
de  remate  y  á  perder  la  suma  de  cien  pesos, 
valor  del  depósito  mencionado;  que  en  esta 
situación  la  Municipalidad  ordenó  reducir  A 
escritura  pública  el  acta  de  remate,  que  com- 
prendía muchos  lotes,  escritura  que  fué  firma- 
da sólo  por  diez  y  ocho  subastadores  y  quedó 
sin  firmar  por  el  exponente  y  otros  más;  que 
con  una  tercera  copia  de  esa  escritura,  dada 
sin  su  citación,  la  Municipalidad  se  presentó 
al  juez  de  primera  instancia  y  obtuvo  el  man* 
damiento  de  embargo  pedido  en  su  contra; 
que  sin  otro  antecedente  que  la  referida  copia, 
se  dictó  la  sentencia  ejecutiva  de  remate,  de 
24  de  septiembre  de  1901;  qne  es  por  lo  demás 
claro  y  evidente  que  esa  sentencia  adolece  de 
defectos  y  carece  de  requisitos  legales  en  tér- 
minos de  producir  nulidad  absoluta;  que  se- 
gún el  artículo  455  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  el  procedimiento  ejecutivo  sólo 
tiene  lugar  para  reclamar  el  cumplimiento  de 
una  obligación  en  que  se  haga  valer  una  es- 
critura pública,  con  tal  que  sea  primera  copia 
úotra posterior  dada  por  decreto  judicial  y  la 
citación  de  la  persona  á  quien  debe  perjudicar 
ó  su  causante;  que  según  el  articulo  1699  del 
Código  Civil,  se  entiende  por  escritura  públi- 
ca el  instrumento  6  documento  otorgado  ant^ 
notario  público,  protocolizado  y  firmado  por 


el  otorgante;  y  de  autos  consta  que  el  título 
con  que  se  despachó  el  mandamiento  de  em- 
bargo no  es  escritura  iiública  ni  ticnecarácter 
de  tal,  por  no  haberla  firmado  el  recurrente; 
que  según  lo  expuesto,  la  sentencia  de  la  Cor- 
te de  Valparaíso  confirmatoria  de  la  de  pri- 
mera instancia  adolece  de  vicio  Ó  falta  de  re- 
quisito sdel  título  ejecutivo  que  es  indispensa- 
ble que  proceda  y  sirva  de  fundamento  ó 
mérito  legal  para  tal  sentencia;  y  que  es  apli- 
cable á  esa  sentencia  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 2'  y  15  de  la  lev  de  1*'  de  marzo  de 
1837  y  la  disposición  del  número  9  del  artícu- 
lo 941  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  claramente  prescribe  que  es  nula  y  de  nu- 
lidad absoluta,  y  debe  declararse  de  oficio  la 
nulidad  de  toda  sentencia  en  que  se  haya  fal' 
tado  á  cualquier  requisito  exigido  por  !a  ley, 
por  cuya  fídta  las  leyes  prevengan  expresa* 
mente  que  hay  nulidad. 

La  Corte: 

Considerando  que  el  vino  ó  defecto  en  que 
se  funda  el  recurso  de  casación  en  la  forma, 
en  caso  de  existir,  habría  tenido  lugar  en  la 
sentencia  de  primera  instancia  y,  de  este  viáo 
ó  defecto,  no  se  ha  reclamado  oportunamente 
y  que  según  el  artículo  946  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  para  que  pueda  ser  ad- 
mitido el  recurso  de  casación  en  la  forma,  es 
indispensable  que  el  que  lo  entabla  haya  re- 
clamado de  la  falta  ejerciendo  oportunamen- 
te y  en  todos  sus  grados  los  recursos  estable- 
cidos por  la  ley. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  citado  artículo  946 
y  en  los  960,  978  y  979  del  mismo  Código,  se 
declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  fa 
forma,  con  costas.  Queda  aplicada  á  favor 
del  Fisco  la  cantidad  de  treinta  y  tres  pesos 
treinta  y  tres  centavos,  consignada  para  este 
recurso. 

Pásense  los  antecedentes  al  Tribunal  Pleno 
para  ta  tramitación  del  recurso  de  fondo  tam- 
bién interpuesto. 

Redactado  por  el  señor  Ministro  Varas." 
Gabriel  Gaete.—José  Alfonso,~~GabríeI  PaJma, 
Gatmánt-^arlos  Varas^ 
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Cas.  CÍV.—19  de  noviembre  de  1904 

Ibáñez  (concurso) 

Escritura  pública;  copia— Novación, 
modlfloaoión  en  el  tipo  de  intereses 
y  plazo  de  la  deuda.— Hipoteca,  su 
cuantía,  duplo.  Intereses.  —  Nota 
puesta  en  él  crédito.— Oonourso-— 
Verificación  de  créditos,  oitaolón 
del  deudor  y  acreedores.  -  Sindico, 
honorario,  sus  &oultades  admlhis- 
tratorias. 

Doctrina:— £/  concurso  aifwrto  en 
virtud  de  la  cesión  <k  bienes  del  deudor 
es  un  juicio  universal  que  comprende  to- 
dos sus  bienes  y  al  cual  deben  comparecer 
todos  sus  acreedores  quedando,  por  lo 
mismo j  vencidas  jr  exigibles  respecto  del 
fallido  todas  aas  deudas  para  el  eieeto  de 
que  los  acreedores  puedan  intervenir  en 

todas  laa  operaciones  del  Juicio  jr  petci- 
BunuwA 


bir  el  todo  ó  parte  de  sus  créditos.  Para 
veriñcar  sus  créditos  no  necesitan  por  tan' 
to  los  acreedores,  exhibir  un  titulo  que 
traiga  aparejada  ejecución,  bastando 
cualquier  documento  que  los  acrediten  ó 
cualquier  otro  medio  autorizado  por  la 
ley  para  prestigiar  la  existencia  ó  legiti- 
midad de  la  deuda.  En  consecuencia,  las 
copias  de  escrituras  públicas  mandadas 
agregar  álos  autos  porel Juezqueconoce 
del  juicio  de  concurso  j  de  cuya  conformi- 
dad con  la  xntencia  no  se  cuestiona,  bas- 
tan para  comprobar  los  créditos  respecti- 
ros  y  el  tribunal  que  se  basa  en  ellos  y  en 
la  lista  jurada  del  deudor  y  su  declara- 
ción posterior,  no  infringe  ley  alguna. 

La  reclamación  que  impugna  los  cré- 
ditos yeriScadoa,  fundada  en  que  no  se 
citó  al  deudor  y  á  otros  acredores,  no  es 
atendible  si  el  recurrente  aó  obró  como 
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representante  de  esas  personas  autoriza- 
das para  reclamar  ú  su  nombre. 

La  mern  ampliación  del  plazo  no  cons- 
tituye novación  y  no  la  hay  tampoco 
cuando  la  segunda  obligticiún  fie  limita  é 
elevar. los  intereses  estipulados',  siendo 
por  otra  parte  necesario  para  la  nb  va- 
ción  que  lo  declaren  las  partes  ó  que  apa- 
reja claramente  su  intención  de  novar 
porque  la  nuera  obligación  importa  la 
extinción  de  la  antigua.  El  Tribunal  de 
la  causa  es  soberano  pata  apreciar  esta 
intención  y  anotado  el  hecho  de  que  no 
hubo  voluntad  de  novar  es  correcta  la 
aplicación  del  inciso  2*  del  articulo  1634 
del  Código  Civil  al  declarar  que  la  hipo- 
teca  no  se  extiende  a  los  mayores  intere- 
ses convenidos  en  la  segunda  escritura. 

Corresponde  á  los  jueces  de  la  causa, 
es  uso  de  sus  facultades  soberanaSt  resol- 
ver si  la  nota  puesta  en  ana  escritura  y 
que  no  ha  reconocido  la  persona  que  la 
ñrma,  importa  ó  no  cAucelación  delcrédi- 
to  á  que  se  pretende  aplicar. 

La  acción  para  reducir  la  hipoteca  que 
ex<xde  del  duplo  de  la  obligación  princi- 
pal se  concede  sólo  al  deudor  por  el  ar- 
ticulo 2431  del  Código  Civil.  No  infringe 
tampoco  esta  disposición  la  sentencia  que 
manda  pagar  ¡os  intereses  de  ¡a  deuda 
con  la  preferencia  qae  corresponde  á  los 
capitales,  aunque  sumados  unos  y  otros 
excedan  de  aquel  duplo. 

El  sindico  ^rce  la  administrad^  de 
los  bienes  concursados  y  le  corresponde, 
en  consecuencia,  la  facultad  de  dar  en 
arrendamiento  los  fundos  rústicos. 


Bu  el  concurso  de  hipotecario!  formado  en 
los  bienes  de  la  sncesídn  de  don  José  Doknes 
Ibáñez,  el  acreedor  don  Ranl  Ibáñ.-z  impugné 
los  créditos  do  1a  Congregación  de  la  Proyi- 


dencia  j  de  la  sucesión  de  don  Raiael  VaHrjos, 
fundándose  en  que  los  títulos  presentados  no 
los  jiistíñcan,  en  que  el  crédito  de  la  sucesión 
Vnllejos  no  existe  hipotecariamente  por  haber 
habido  novación  y  en  que  el  de  la  Congrega- 
t  ii'm  de  In  Providencia  está  cancelado.  Se  fnn- 
ttn  la  impugnación  en  que  las  copias  de  las 
escrituras  públicas  de  que  constan  los  créditos 
no  hnn  sido  dndns  en  conformidad  á  la  lej, 
pues  debiendo  ser  decretadas  por  el  juzgado 
de  Linares,  asiento  de  la  notaría,  lo  han  sido 
por  el  de  San  Javier,  sin  citación  del  deudor, 
que  ern  necesaria  y  sin  previo  juramento,  en 
contravención  á  las  leyes  10  y  11,  título  19 
de  la  Partida  3*  t  5\  título  23  del  libro  10  d^ 
la  Novísima  Recopilación;  en  que  el  crédito  de 
la  sucesión  VallejoB,  ha  sido  novado  al  estipu- 
larse entre  éste  y  el  deudor  Ibáñez,  que  paga- 
ríaen  losucesivo  el  interésdel  uno  y  cuarto  por 
ciento  mensual  por  semestres  vencidos,  y  todo 
el  capital  en  el  plazo  deun  año,  desapareciendo 
de  esta  suerte  la  hipoteca  que  garantizaba  el 
crédito  primitivo;  en  que  la  nota  puesta  por 
doña  Adelina  Ibáñez,  á  quien  perteneció  antes 
el  crédito  de  la  Congregación  de  la  Providen- 
cia al  dorso  de  la  escritura  agregada  á  los  au- 
tos, es  bastante  para  establecer  que  está  can- 
celado dicho  crédito,  tratándose  de  un  do- 
cumento original  que  estaba  en  poder  del  deo- 
dor. 

Se  expone,  por  fin,  por  el  impugnante  que 
deberá  Aplicarse  la  regla  que  limita  la  hipote- 
ca al  duplo  de  la  obligación  principal,  y  que 
el  síndico,  cuyos  derechos  están  determinados 
por  la  ley,  no  tiene  facultad  para  arrendar  los 
bienes  del  concurso,  y  que  debe  rcdnárae  el 
honorario  asignado  al  síndico. 

Don  Aurelio  Meza  R.,  por  Sor  Celia  Basen* 
ñan,  representante  de  la  Congregación  de  la 
Providencia,  y  por  la  sucesión  de  don  Raiael 
Vallejos,  contesta  las  alegaciones  y  objeciones 
formuladas,  diciendo  qne  las  copias  autorísa- 
das  de  los  títulos  de  los  créditos  de  sus  man- 
dantes fueron  dadas  por  el  notario  respectivo 
con  sujeción  estricta  ¿  la  ley,  pues  se  pidieron 
por  medio  de  un  exhorto  al  señor  juez  letrado 
de  Linares,  con  citación  del  apoderado  deldn- 
díco,  r^resentante  del  deudor  en  todas  las 
gestiones  que  tengan  rclnci<^n  con  la  masa;  que 
no  ha  existido  novación  en  la  obligación  con- 
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traída  por  don  Job£  Dolores  Ibáñez  en  Ca- 
Tor  de  don  Franásco  Perrada,  cuyo  cr£di- 
dito  adquirió  don  Rafael  Vallejos  mediante  la 
cesión  que  le  hizo  el  señor  Ferrada  por  escrítu* 
ra  pública  ptorgada  en  Linares  en  9  de  di* 
ciembre  de  187-4;  que  tiene  instrucciones  de  su 
mandante  para  rechazar  y  negar  la  autentici- 
dad de  la  anotación  puesta  en  la  escritura  pá- 
blica  de  fs.  256,  con  cuya  anotación  se  pre- 
tende justificar  que  está  cancelado  el  crédito 
de  la  CcMigregación  de  la  Providencia;  que  no  . 
es  aceptable  la  petición  de  don  Raúl  Ibáñez 
para  que  se  declare  que  el  privilegio  de  los  cré- 
ditos de  nns  mandantes,  no  puede  extenderse 
á  más  del  duplo  del  capital,  pues  el  articulo 
2491  del  Código  Civil  dispone  que  los  intere* 
ses  correrán  hasta  la  extinción  de  la  deuda  y 
•e  cubrirán  con  la  preferencia  que  corresponde 
á  VU8  respectivos  capitales;  que  para  los  efec- 
tos de  la  fijación  del  honorario  del  depositario 
delic  tenerse  presente  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 23  de  los  Aranceles  judiciales;  que  el  síndico 
ha  podido  arrendar  las  propiedades  del  con- 
curso, porque  ello  cabe  dentro  de  las  faculta- 
des que  le  corresponden;  y  que  no  reconoce 
mérito  alguno  al  recibo  suscrito  por  don  Ra* 
fael  Vallejos  en  Linares  el  5  de  agosto  de 1889, 
cuya  autenticidad  desconocen  sus  mandantes. 

El  juzgado  de  San  Javier,  con  fecha  5  de 
enero  de  1903,  resolvió: 
Considerando: 
1^  Que  en  la  lista  de  acreedores  del  fallido 
don  José  Dolores  Ibáñez  figuran  don  Rafael 
Vallejos  y  doña  Adelina  Ibáñez,  por  el  capital 
de  $  2.000  y  de  $  1.500  respectivamente  á 
quienes  el  follido  lea  da  el  carácter  de  acreedo- 
res hipotecarios; 

2^  Que  con  motivo  de  la  sustracción  de  al- 
gunas fojas  del  cnademo  de  concurso,  en  las 
cuales  figuraban  sin  duda  los  títulos  de  los 
créditos  aludidos  en  el  considerando  ««L'^niort 
los  actuales  dueños  de  dichos  créditos  solici- 
taron y  obtuvieron  del  juzgado  que  se  agrega- 
sen por  el  notario  de  Linares  nuevas  copias 
de  dichos  títulos,  los  cuales  ae  pidieron  al  se- 
ñor juez  letrado  de  aquel  departamento  por 
medio  de  exhortos  dirigidos  al  efecto,  y  éste 
funcionario  mandó  cumplir  dichos  exhortos, 
Agregándose,  en  virtud  del  respectivo  cfimpla- 
K»  las  coiiius  pedidas; 


3^  Que  no  se  puede  poner  en  duda  la  anten- 
tiddad  y  eficacia  de  dichas  copias,  tanto  por- 
que fueron  dadas  por  el  .funcionario  (\  quícn 
correspondía  darlas  y  ordenadas  por  autori- 
dad competente,  cuanto  porque  de  la  cita  alu- 
dida en  el  considerando  1'  y  de  la  declaración 
del  fallido  corriente  á  fs.  86  vita,  consta  la 
existencia  de  los  mencionados  créditos. 

Que  por  la  escritura  pública  de  20  de 
agosto  de  1872,  don  José  Dolores  Ibífñez  se 
constituyó  deudor  de  don  Francisco  Ferrada 
por  la  suma  de  $  2.000  al  interés  que  el  señor 
Ferrada  tenía  que  pagar  por  una  cuenta  co- 
rriente que  tenía  en  el  Banco  Nacional  que 
existía  en  Talca; 

5^  Que,  por  escritura  pública  de  9  de  di- 
ciembre de  1874-,  don  Francisco  Ferrada  cedió 
á  don  Rafael  Vallejos  el  crédito  que  se  indica 
en  el  considerando  anterior,  cesión  que  aceptó 
el  deudor  don  José  Dolores  Ibáñez; 

6^  Que  en  la  nuevaescriturn  pública  se  mo< 
difícó  el  tipo  de  interés  y  la  forma  de  pago  de 
estos,  lo  cual  constituye  novación,  siendo 
aplicable  al  caso  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1642  del  Código  Civil; 

7^  Que,  en  consecuencia,  la  hipoteca  que 
garantizaba  la  primitiva  obligación  no  quedó 
subsistente  sino  en  lo  relativo  al  capital  de 
$  2.000,  y  á  tos  intereses  computados  al  tipo 
que  don  Francisco  Ferrada  debía  pagar  al 
Banco  Nacional  por  los  giros  que  hiciera  en 
la  cuenta  corriente  que  tenía  en  dicho  Banco; 

8^  Que  no  habiéndose  inscrito  el  nuevo  tí- 
tulo en  el  Registro  del  Conservador,  la  hipo- 
teca nuevamente  constituida  en  él  no  puede 
extenderse  á  los  mayores  intereses  estipula- 
dos; 

9^  Que  el  crédito  de  la  Congregación  de  la 
Providracia  no  aparece  cancelado;  tanto  por- 
que la  nota  que  aparece  al  dorso  de  la  escri- 
tura pública  acompañada  no  ha  sido  recono- 
cida por  la  señora  Adelina  Ibáñez  que  figura 
suscribiéndola  cuanto  porque  no  consta  que 
la  mencionada  escritura  se  refiera  al  crédito 
verificado  por  la  aludida  Congregación; 

10.  Que  la  disposición  del  artículo  2431  del 
Código  Civil  no  es  apli''able  á  los  intereses  de 
la  obligalnón  á  que  sirve  de  garuntia  la  hipo- 
teca, respecto  de  los  cuales  existe  Indisposi- 
ción del  artículo  2491  que  expresomente  esta- 
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blece  que  los  intereaes  se  cubrirán  con  la  pre- 
ferencia que  corresponda  á  los  capitales; 

11.  Que  cuando  el  apoderado  de  don  Raúl 
Ibáñez  dedujo  opostcidn  al  honorario  fijado 
al  síndico  don  Aurelio  Meza  Rivera,  ya  había 
causado  ejecutoría  el  auto  por  el  cual  se  fijó 
en  $  600  el  honorario  de  dicho  síndico;  j 

12.  Que  entre  las  facultades  del  síndico  figu- 
ra la  de  administrar  todos  los  bienes  del  con- 
curso; y  entre  las  facultades  de  administración 
se  halla,  sin  duda,  la  de  poder  dar  en  arrendai- 
miento  dichos  bienes. 

Bn  mérito  de  las  consideraciones  que  prece- 
den, délas  disposiciones  legales  citadas  y  visto 
lo  dispuesto  en  losartícu1osl698. 1628,1642, 
2472, 2477  y  2478  del  Código  Civil  y  10  de  la 
ley  de  8  de  febrero  de  1837,  se  declara  que  con 
los  bienes  del  concurso  se  pagarán  los  créditos 
de  él  en  esta  forma: 

1^  Las  costas  judiciales  causadas  en  interés 
general  de  los  acreedores,  las  cuales,  en  cuanto 
alcanzaren,  se  cubrirán  con  los  fondos  que  no 
Man  producto  de  bienes  que  hayan  estado  hi- 
potecados, sin  petjuicio  de  que  éstos  contribu- 
yan por  el  saldo  en  proporción  al  valor  de  las 
fincas  hipotecadas; 

2'  Con  el  valor  del  fundo  Esmeralda  se  pa- 
garán primero  el  crédito  de  la  sucesión  de  don 
Rafael  Vallejos  por  la  anma  de  $  2.000.  con 
los  intereses  correspondientes,  no  extendién- 
dose la  preferencia  al  exceso  de  intereses  esti- 
pulados en  la  escritura  pública  de  9  de  diciem- 
bre de  1874,  según  lo  expuesto  en  el  conside- 
rando 7";  en  seguida  el  de  la  Congregación  de 
la  ProTidenciacon  sus  respectivos  intereaes;  y 
finalmente,  el  de  don  Raúl  Ibáñez  con  sus  res- 
pectivos intereses  también; 

3?  El  saldo  del  crédito  de  don  Raúl  Ibáñez 
que  no  alcance  á  cubrirse  con  el  prerio  del  fun- 
do Esmeralda  se  pagará  con  preferencia  á 
cualquiera  otro  con  el  valor  de  l«a  fundos 
Complemento,  Isolé  j  Selva,  sin  perjuicio  de 
que,  en  caso  necesario,  contribuya  el  valor  de 
estos  fundos  en  la  parte  correspondiente  al 
pago  de  laa  costas  causadas  en  interés  gene- 
ral de  los  acreedores;  y 

4^  Los  demás  créditos  de  que  no  se  ha  he- 
cho mención  especial. 

Se  declara  así  mismo  que  no  ha  lugar  á  la 
objeción  formulada  respecto  del  honorario  del 


i^ndico  ni  á  las  demás  peticiones  formuladas 
en  el  escrito  de  fs.  257. 

Finalmente,  se  declara  que  al  liquidar  el  cré- 
dito de  la  sucesión  de  don  Rafael  Vallejos  no 
se  tomará  en  cuenta  el  recibo  de  fs.  255. 

Anótese  yreemplácese  el  papel  Ramiret  L. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Talca,  31  de  octubre  de  ISOS.—Viatos:  eli- 
minando el  considerando  6^  y  teniendo  ade- 
más presente  lo  dispuesto  en  el  artículo  1634 
del  Código  Civil,  se  confirma  la  sentencia  ape- 
lada de  5de enero  último, con  coatas  del  recur- 
so— M.  Montero.— J.  C.  Herrera  F.  Román 

B.—F.  Urrutia. 

Contra  esta  aentencia  ha  interpuesto  don 
Raúl  Ibañez  el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Formalizando  y  fundando  este  recurso,  ha 
aducido  los  mismos  argumentos  hechos  valer 
desde  la  primera  instancia,  dándoles  sólo  ma- 
yor desarrollo  y  extensión. 

Según  el  recurrente,  las  segundas  copias 
acompañadas  no  justifican  los  créditos  im- 
pugnados, porque  han  sido  dadas  por  orden  de 
un  juez  incompetente,  como  lo  era  el  de  San 
Javier,  sin  citación  del  deudor,  queno  eatá  re- 
presentado en  un  concurso  porel  síndico,  y  sin 
juramento  previo  del  acreedor.  Los  dichos  cré- 
ditos han  carecido  de  justificativo  legal  y  no 
han  debido  ser  aceptados  por  la  sentencia,  in- 
fringiéndose los  artículos  1698  y  1700  del  Có- 
digo Civil  y  leyes  114  títulos  18, 10  y  11  títu- 
lo 19  de  la  Partida  3»  y  5»,  título23,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación. 

La  aseveración  hecha  por  la  sentencia  ata- 
cada de  que  con  motivo  de  la  sustracción  de 
algunas  fojas  del  cuaderno  de  concurso  en  las 
cuales  figuraban  sin  duda  loa  tftuloa  de  aua 
créditos,  sus  dueños  actuales  solicitaron  y  ob- 
tuvieron del  juzgado  de  San  Javier  que  se  agre- 
garan por  el  notario  de  Linares  nuevas  co- 
pias, no  tiene  fundamento,  ya  qnelosacreedo- 
res  no  han  dicho  tal  coso. 

Además  sostiene  que  los  créditos  déla  ance- 
sión  Vallejos  y  de  la  Congregaáón  de  la  Pro- 
videncia no  deben  ser  tampoco  aceptados 
porque  el  primero  fué  novado  al  tiempo  de  ser 
cedido  por  Ferrada  á  don  Rafael  Vallgos  por 
la  estipulación  celebrada  entre  éste  é  Ibáñez, 
aumentando  el  interés  y  alterando  la  fecha  del 
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V^g  o,  y  el  segundo  fué  cancelado  por  su  dueño 
prímítÍTo  doña  Adelina  Ibáñez.  £n  esta  parte 
se  han  infringido  porlasentencia,lo8art{culos 
1641, 164.2  y  1628  del  Código  Civil,  en  lo  que 
respecta  al  crédito  de  la  sucesión  Vallejos,  y 
artículos  1705,  700,  726  ,699,  1901  y  1654 
del  Código  Civil  y  ley  11  título  19,  Partida 
3^  en  orden  al  crédito  de  la  Congregación  de 
la  Providencia. 

Sostiene  también  el  recurrente  que  se  han 
infringido  los  artículos  108  y  116  de  la  ley  de 
8  de  febrero  de  1837,  por  haberse  verifica- 
do los  créditos  sin  citación  del  deudor  y  délos 
acreedores;  el  articulo  1713  del  Código  Civil, 
por  fundarse  la  sentencia  en  el  mérito  He  la  lis- 
ta de  acreedores,  reputando  que  importa  una 
confesión  del  deudor,  cuando  no  tiene  valor  al< 
guno,  puesto  que  dicha  Hita  fiié  decretada 
sin  citación  del  deudor,  por  afirmar  éste  en 
el  escrito  en  qae  se  adhirió  á  la  apelación  que 
esa  no  es  la  lista  presentada  por  él  y  no  per- 
judica  á  los  acreedores  su  confesión. 

Se  han  infringido  también  por  la  sentencia 
el  artículo  2431  del  Código  Civil  al  ordenar 
que  los  créditos  con  sus  intereses  deben  pagar- 
se íntegramenixcon  la  preferencia  hipotecaria, 
ya  que  dicho  artículo  establece  que  la  hipoteca 
no  puede  extenderse  á  más  del  duplo  del  im- 
porte de  la  obligación  principal;  el  articulo 
105  de  la  ley  de  8  de  marzo  de  1837  que  fija 
en  el  medio  por  ciento  lo  que  debe  pagarse  al 
síndico  por  el  producto  de  los  bienes  concursa- 
dos y  el  artículo  100  de  la  misma  ley  que  de- 
termina las  facultades  del  síndico,  entre  las 
cuales  no  figura  la  de  arrendar. 

La  parte  recurrida  ha  pedido  que  se  dese- 
che el  recurso  de  casación,  y  expuesto  en  su  de- 
fensa: que  los  créditos  han  sido  verificados  vá- 
lidamente, y  así  lo  reconoce  el  mismo  conten- 
dor, pues,  consta  de  autos  queseconvino  entre 
el  deudor  y  todos  los  acreedores,  señalar  un 
día  para  que  tuviera  lugar  el  comparendo,  á 
fin  de  verificar  los  créditos  y  alegar  de  prefe- 
rencia; que  dichos  créditos  han  sido  justifica- 
dos con  las  segundas  copias,  que  fueron  dadas 
con  citación  de  los  acreedores  y  en  ellas  cons- 
tan los  créditos  válidos  y  una  deuda  que  exis- 
te; que  el  acreedor  que  verifica  un  crédito  ma- 
nifiesta este  hecho  á  loa  que  como  él  se  conside- 
rfin  con  título  suficiente  para  decir:  el  fallido 


me  debe  tal  cantidad,  y  presenta  la  escritura 
que  la  acredita,  guardando  conformidad  con 
la  lista  acompañada  por  el  deudor;  que  la  fal- 
ta de  citación  á  los  acreedores  para  agregar 
las  copias  no  constituye  ta  omisión  de  un  trá- 
mite esencial  determinado  por  d  artículo  970 
del  Código  de  Procedimiento  CivÜ;  que  en 
cuanto  á  la  novación  alegada  contra  el  crédi- 
to de  la  sucesión  Vallejos,  la  escritura  de  ce- 
sión manifiesta  que  no  hubo  el  propósito  de 
cambiar  una  obligación  por  otra  y,  por  lo 
tanto,  no  puede  haber  novación;  que  no  la 
constituyen  el  aumento  de  los  intereses  ni  la 
ampliación  del  plazo;  qne  en  cuanto  á  la  cance- 
lación del  crédito  perteneciente  ála  Congrega- 
ción de  la  Providencia,  que  aparece  hecha  en 
X5  de  enero  de  1895  cuando  la  cesión  sehabía 
efectuado  en  11  de  marzo  de  1891,  carece  de 
valor,  por  cnanto  la  nota  puesta  al  pie  de  la 
escritura  de  fs.  no  aparece  reconocida  por  la 
persona  que  la  suscribe;  que  el  artículo  2431 
del  Código  Civil  no  tiene  aplicación  al  pago  de 
los  intereses;  que  afin  cuando  los  capítulos 
concernientes  al  honorario  del  síndico  y  á  su 
facultad  para  arrendar  los  bienes  del  concur- 
so no  se  refieren  á  cuestiones  de  impugnación 
de  créditos;  cree  la  parte  recurrida  poder  afir- 
mar que  el  honorario  del  síndico  ha  sido  regu- 
lado justamente  en  $  500,  y  qne  en  el  arrien- 
do ha  procedido  con  arreglo  á  la  ley. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1'  Que  don  José  Dolores  Ibáñez  hizo  cesión 
de  bienes  á  sus  acreedores,  tramitándose  el 
concurso  que  se  organizó  con  este  motivo  has- 
ta dictarse  sentencia  de  grados; 

2*^  Que  el  concurso  es  un  juicio  universal, 
que  comprende  todos  los  bienes  del  deudor  y 
al  cual  deben  comparecer  todos  sus  acreedores, 
ya  que  tiene  precisamente  por  objeto  liquidar 
la  situación  del  concursado,  realizando  sus 
bienes  para solncionarcompletamentesus deu- 
das ó  extinguirlas  hasta  la  cantidad  en  que 
sean  satisfechas  con  su  importe; 

3^  Que  con  la  formación  del  concurso  quedan 
por  lo  mismo  vencidasy  exigibles  respecto  del 
fallido  todas  sus  deudas  pasivas  para  el  efec- 
to de  que  los  acreedores  puedan  intervenir 
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todas  las  operaciones  del  juicio  y  percibir  el 
todo  6  parte,  según  los  casos,  del  valor  de  sus 
créditos; 

4'  Que,  para  poder  verificar  sus  créditos, 
no  necesitan  por  tanto  los  acreedores  exhibir 
un  título  que  traiga  aparejada  ejecución,  bas- 
tándolcs  cualquier  documento  que  sea  sufi- 
ciente, aunque  carezca  de  mérito  ejecutivo,  6 
cualquier  otro  medio  autorizado  por  la  ley  pa- 
ra justificar  la  existencia  6  legitimidad  de  la 
deuda; 

5^  Que  los  documentos  presentados  respec- 
tivamente por  la  Congregación  de  la  Provi- 
demia  y  por  la  sucesión  de  don  Rafael  Valle- 
jos,  pnracomprobar  sus  acreencias  son  copias 
de  escrituras  que  obran  en  el  registro  público 
de  Linares,  tomadas  de  orden  del  juez  de  la 
causa  por  el  notario  de  ese  departamento;  y 
no  se  ha  puesto  siquiera  en  duda  por  la  parte 
recurrente  que  dichas  copias  guarden  confor* 
midad  con  la  matriz  de  donde  han  sido  saca- 
das, ó  que  las  escrituras  den  fe  de  una  deuda 
legítima; 

6^  Que,  en  consecuencia,  los  documentos  de 
qite  se  trata  han  podido  ser  estimados  legal- 
mente como  comprobación  bastante  de  los  cré- 
ditos, tnnto  más,  cuanto  que  la  sentencia 
recurrida  establece  el  hecho  de  que  la  lista  de 
acreedores  presentada*  por  el  deudor  y  la  de- 
claración prestada  posteriormente  por  él,  de- 
muestran también  la  existencia  de  los  referi- 
dos créditos; 

7^  Que  por  decreto  del  juez  de  la  causa,  li- 
bnulo  á  solicitud  de  los  interesados,  se  cele< 
bróei  comparendo  ó  reunión  de  7  de  julio  de 
1902,  para  la  Vitrificación  de  créditos,  en  la 
t'uol  don  Raúl  Ibáñez  veríficóelque  le  pertene. 

y  se  acordó  dejar  abierto  el  procedimiento 
para  la  calificación  de  los  demás  que  se  presen- 
taren; 

8^  Que,  en  conformidad  á  tal  acuerdo,  se 
presentaron  posteriormente  para  su  verifica- 
ción los  créditos  que  hocen  valer  la  Congrega- 
ción de  la  Providencia  y  la  sucesión  Vallejos, 
habiendo  ejercitado  don  Raúl  Ibáñez  su  dere- 
cho de  impugnarlos,  y  si  bien  alega  el  recia- 
mattte  que  la  verificación  se  llevó  á  cabo,  sin 
citación  del  deudor  ni  de  otros  acreedores  que 
se  dicen  también  hipotecarios,  pero  que  no 
han  presentado  títulos,  no  consta  que  ningu- 


na de  estas  personas  le  hayan  conferido  su  re- 
presentación para  reclamar  en  su  nombre; 

9^  Que  la  mera  ampliación  del  plazo  de  una 
deuda  no  constituye  novación  según  el  artícu- 
lo 1649  del  Código  Civil;  y  no  la  lia^'  tampo- 
co, como  se  desprende  delartfculo  1646, cuan- 
do la  segunda  obligación  se  limita  áclevnr  los 
intereses  estipulados  en  la  primera; 

10.  Que,  por  otra  parte,  para  que  haya  no- 
vación, es  necesario  que  lo  declaren  las  partes 
6  que  aparezca  indudablemente  que  su  inten- 
ción ha  sido  novar,  porque  la  nueva  obliga- 
ción envuelve  la  extinción  déla  antigua;  y  el 
tribunal  dulacausa,Ínterpretanflo  en  ejercicio 
de  facalt<ides  que  le  son  privativas,  la  volun- 
tad de  los  contratantes,  ha  entendido  que  don 
Rafael  Vallejos  y  don  José  Dolores  Ibáñez,  no 
tuvieron  la  intención  de  novar  con  la  escritu- 
ra de  9  de  diciembre  de  1874,  la  obligación 
contraída  en  la  de  20  de  agosto  de  1872.  Sen- 
tado este  hecho,  el  fallo  recurrido  ha  aplicado 
correctamente  el  inciso 2^ del  artículo  1634 del 
Código  Civil  cuando  ha  declarado,  estimando 
como  coexistentes  las  dos  obligaciones,  que  la 
hipoteca  constituida  para  garantir  la  prime- 
ra escritura  no  se  extiende  á  los  intereses  ma- 
yores convenidos  en'la  segunda; 

11.  Que,  al  establecer  la  sentencia  impugna- 
da que  el  crédito  de  la  Congregación  de  la  Pro- 
videncia no  aparece  cancelado,  porque  no  ha 
sido  reconocida  por  doña  Adelaida  Ibáñes  la 
nota  puesta  al  dorso  de  la  escritura,  ni  consta 
que  estaescrttura  se  re6era  al  crédito  verifica- 
do por  la  Congregación,  ha  resuelto  una  cues- 
tión de  hecho,  apreciando  también  en  uso  de 
sus  facultades  soberanas  los  particulares  de 
la  prueba  produdda  sobre  el  punto; 

12.  Que  la  declaración  que  ordena  pagar 
los  intereses  de  los  créditos  objetados,  con  la 
preferencia  que  corresponde  á  los  respectivos 
capitales,  se  ajusta  á  lo  prescrito  en  el  artícu- 
lo 2491  del  Código  Civil,  que  asi  lo  establece. 
Por  lo  demás,  no  cabe  pronundane  respecto 
de  la  infracción,  que  por  este  motivo  se  supo- 
ne haberse  cometidodel artículo  2431  del  mis- 
mo Código,  y  que  se  hace  consistir  en  no  ha- 
berse dado  lugar á la  reducción  déla  hipoteca, 
apegar  de  haber  sobrevenido  el  caso  previsto 
al  efecto  por  dicho  artículo.  La  acción  para 
pedir  reducción  de  la  hipoteca  se  concede  por 
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el  artkulo  2431  al  deudor  únicamente,  de  mo- 
do que,  aun  en  el  supuesto  de  no  haberje  ar- 
cado biea  este  precepto  legal,  seria  el  deudor 
y  no  un  tercero,  como  es  el  recurrente,  que  no 
parece  representar  los  derechos  de  aquel,  quien 
podría  deducir  la  reclamación  ó  el  recurso  que 
corresponde; 

13.  Que,  con  el  honorario  de  $  500  fijado  á 
don  Aurelio  Meza  Rivera,  se  remuneraron  los 
servicios  que  prestó  al  concurso  en  eidoble  ca- 
rácter de  síndico  y  de  abogado,  asi  es  que,  aun 
cuando  se  prescinda  de  la  circunstancia  de  ha- 
berse deducido  la  oposición  después  de  estar 
pasada  en  juzgado  la  resolución  que  reguló 
aquel  honorario,  no  aerfa  éste  el  caso  contem- 
plado en  el  artículo  105  de  la  ley  de  8  de  Tebre* 
ro  de  1837,  que  determina  la  remuneración 
que  se  debe  al  sindico  por  losservicios  que  pres- 
ta en  este  sólo  carácter;  y 

14.  Que  el  indico  ejerce  la  administración  de 
los  bienes  concursados,  correspondiéndole  en 
virtud  de  esta  administración  la  facultad  de 
dar  en  arrendamiento  los  fundos  rústicos,  ya 
que  estaes  la  única  forma  como  puede  general- 
mente esta  clase  de  bienes  producir  para  la  ma- 
sa; á  lo  cual  se  agrega  que,  en  el  caso  presen- 
te, procedíóelsfndico  con  antorisación  expresa 
del  juez  de  la  cansa,  quien  aprobó  también  las 
bases  ó  condiciones  con  arralo  á  las  cuales  se 
pactó  el  arriendo. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
944,  958,  960,  979  y  249  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  sin  lugár,  con  cos- 
tas, el  recurso  de  casación  en  el  fondo  formali- 
zado contra  la  sentencia  de  31  de  octubre  de 
1903. 

Queda  aplicada  al  Pisco  la  cantidad  de  $300 
consignada. 

Redactada  por  el  señor  Snavedra.— Ga6nW 

Gaete.~LcopoUio  Urratia  ■/.  Gabriel  Palma 

Gutmán.—V.Agairre  V. — Carlos  Varas.— Abeí 
Saavedra.—/,.  Romilio  More. 


Cas,  en  la  forma  21  de  diciembre  de  190é 

Munizaga  con  Zamora 

Dooumento  privado;  firma  negada; 
prueba  de  preeunoloned.-  Códlga— 
Administración  deán  ftindo; Sala- 
rios; presoripoión  de  oorto  tiempa 

Doctrina:— La  prueba  del  cotejo  de  ifr- 
mas  unida  á  antecedentes  que  hacen  vC' 
Tosimil  la  existencia  de  la  obligación  es 
bastante  para  establecer  ¡a  eñctividad 
de  un  pagaré  cuya  úrma  ha  negado  el 
demandado, 

'  Establecido  el  hecho  de  que  la  admi- 
nistración del  fundo  ae  ejercfa  con  arre- 
glo á  las  órdenes  impartidas  semanal- 
mente  aladministrador^  haj  méritopara 
estimar^  "dependente"  á  este  en  conse- 
cuencia, ta  acción  prescribe  con  arreglo  al 
articulo  25^2  en  dos  años.  Opuesta  esta 
excepción  en  segunda  instancia  la  senten* 
ciH  debe  reproducir  tf,  por  lo  menoa^  re/e- 
rirse  á  las  peticiones  formalaéaSt  sin  lo 
cuales  nula. 


Don  Juan  Miguel  Munízag  i  presentó,  para 
que  fuera  reconocida  la  firma,  el  siguiente  do- 

en  mentó: 

•'Debo  y  pagaré  de  la  fecha  en  6  meses  á  la 
orden  y  disposición  del  señor  Juan  Miguel  Mu- 
nizaga la  cantidad  de  $  761,25  en  dinero  efec- 
tivo moneda  corriente.  Los  3  primeros  meses 
serán  sin  interés  y  después  abonaré  el  8% 
anual  hasta  la  completa  cancelación.  AI  fiel 
cumplimiento  obligo  mis  bienes  presentes  y 
futuros,  en  legal  forma  Altabalsol,  7  de  ene- 
ro de  1892.— José  Zamora. 

Habiendosidonegadn  la  firma,  el  mismo  se* 
ñor  Munizaga  interpuso  demanda  ordinaria 
contra  el  mencionado  don  José  Zamora  á  fin 
de  que  se  declarara  que  está  obligado  á  pa- 
garle el  capital  de  dicho  documento,  con  sus 
intereses  estipulados  hasta  el  dia  en  que  ae 
verifique  el  pago.  Advierte  que  el  dinero  que 
cobra  se  lo  prestó  al  deudor  para  que  edificara 
BU  casa  de  Algarrobito. 
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Contestando  Zamora,  pide  se  deseche  la  de- 
manda y  se  acceda  á  la  reconvenctón  que  de- 
ducirá con  costas,  expone: 

»No  debo  á  don  Juan  Miguel  Munizaga  el 
documento  que  me  cobra,  mucho  menos  que 
el  préstamo  me  lo  hiciera  para  edíficarmicasa 
del  Algarrobito,  pues  no  reconozco  tal  obli- 
gación. 

Si  es  efectivo  que  edifiqué  una  casita  en  el 
Algarrobito  he  pagado  religiosamente  todos 
los  materiales  en  ella  invertidos  sin  deber  un 
centavo  á  nadie. 

La  demanda  no  es  justa  porque  la  obliga- 
ción que  se  me  cobra  está  extinguida,  como 
habré  de  probarlo  plenamente  y  pido  se  la  de- 
seche. 

Reconvención.  Durante  muchos  añosfuí em- 
pleado de  don  Juan  Miguel  Munizaga,  admi- 
nistrador de  su  fundo  Altabalsol  pagándome 
con  un  sueldo  de  $  30  sin  comida,  que  me  pa- 
gó, en  arreglo  de  cuentas  que  tuvimos,  más  ó 
menos,  en  los  primeros  días  del  año  1892. 

En  ese  arreglo  avisé  á  mi  patrón  que  iba  á 
retirarme  de  su  servicio,  pero  el  señor  Juan  Mi- 
guel Munizaga  me  rogó  lo  acompañara  siem- 
pre, á  lo  que  accedí  á  condición  de  que  meau- 
mentara  el  sueldo,  sobre  lo  cual  me  hizo  el 
señor  Munizaga  formal  promesa,  pero  sin  que 
llegáramos  á  fijar  el  monto  de  mi  remunera- 
ción. 

Desde  entonces  continué  prestando  mis  ser- 
vicios de  administrador  al  señor  Munizaga, 
hasta  el  24  de  septiembre  de  1898,  día  en  que 
recibió  la haciendadon  Julio  Munizaga  y  quedé 
cesante,  sacando  á  su  presencia  todos  los  ani- 
males que  me  pertenecían. 

En  el  tiempo  transcurrido  desde  el  arreglo  del 
año  1892,  hasta  que  don  Julio  Munizaga  tomó 
posesión  de  la  hacienda,  reclamé  constante- 
menteá  donjuán  Miguel  Munizaga  el  arreglo 
de  mi  cuenta  de  salarios,  especialmente  sobre 
la  fijación  de  mi  honorario,  y  siempre  el  aeñor 
Munizaga  con  cualquier  pretexto,  ya  de  ocu- 
paciones urgentes,  unas  reces,  de  enfermeda- 
des otras,  ó  de  no  tener  á  mano  sus  apuntes 
las  más,  evadiósiempre  el  arreglo  de  nuestras 
cuentas,  hasta  que  su  hijo  don  Julio  tomó  la 
hacienda  y  me  dejó  cesante  sin  arreglarme 
tampoco  mis  sueldos. 

fin  muchas  ocasionas  mondé  A  nii  mujer  á 


verse  con  la  señora  Znlema  Várela,  para  que 
se  empeñara  con  su  marido  el  señor  Juan  Mi* 
guel  Munizaga  para  que  me  arreglara  mis 
cuentas,  obteniendo  siempre  la  misma-raspues- 
ta,  ''dígale  á  Zamora  que  no  tenga  cuidado, 
que  todo  se  arreglará,  yo  me  empeñaré  con 
Juan  Miguel".  Pero  el  arreglo  no  llegó  jamás. 

La  demanda  del  señor  Munizaga  me  presen- 
ta la  oportunidad  de  cobrarle  lo  que  en  justi- 
cía  me  debe  como  paso  á  detallarlo. 

Mis  salarios  como  administrador  del  fundo 
Altabalsol,  desde  el  1^  de  enero  de  1892,has- 
ta  el  2+  de  septiembre  de  1898,  en  que  quedé 
cesante,  sin  previo  aviso,  ó  sea  durante  seis 
añosyocho  meses  á  razón  dc$100  mensuales, 
$  8.000. 

Cien  fanegas  de  trigo  de  una  sementera  que 
tuve  en  compañía  ó  en  medias  con  el  señor 
Munizaga  el  año  1895,  en  el  potrero  Trapiche 
de  la  hacienda  Altabalsol,  mi  parte  la  tomó  el 
señor  Munizaga  sin  que  la  pagara  hasta  aho- 
ra. Estimo  en  $  6  el  precio  de  la  fanega  de  tri- 
go  cosechado,  que  era  el  corriente  de  plaza  á 
la  fecha  en  que  el  señor  Munizaga  lo  tomó  y 
vendió  á  diversos  comerciantes  en  la  plaza. 

-Importa  esta  partida  $  600. 

-  Bl  flete  de  cuatro  viajes  de  cebada  qne  pasé 
el  año  1897  á  las  minas  de  don  Luís  Hernán- 
dez,' en  Condoriacü,  conduciendo  diez  y  ocho 
fanegas  en  cada  viaje,  á$  1  el  flete  por  fanega, 
son  $  72. 

El  valor  de  la  madera  de  mi  propiedad  que 
dejé  en  cinco  ranchos  quehicepara  vivir  cuan- 
do era  administrador  de  Altabalsol,  que  esti- 
mo en  $  250  y 

$  50  qne  invertí  en  preparar  tierras  para 
sembrar,  cuando  fui  suspendido  y  que  aprove- 
chó don  Julio  Munizaga. 

Todas  estas  partidas,  me  las  debe  el  señor 
Munizaga,  á  quten  reconvengo  por  el  pago  de 
su  totalidad  ascendente  á  $  8.972  para  que  se 
declare  que  debe  pagármela  dentro  ái  tercero 
día  de  ejecutoriada  la  sentencia  que  así  lo  or- 
dene, con  intereses  legales  desde  la  fecha  de  la 
reconvención  y  costas. 

Debo  hacer  presente  aljuzgadn,  antes  de  ter- 
minar, que  el  día  en  que  don  Julio  Munizaga 
me  previno,  á  nombre  de  su  señor  padre  que 
quedaba  cesante,  tomó  también  todos  los  ca- 
tados, listas  de  pagos  ^  todos  los  papeles  cofi- 


Digitized  by 


Google 


JÜRISPRUDBNCIA 


225 


cernientes  á  la  hacienda  y  arreglo  de  cuentas 
de  que  hace  mérito  en  la  demanda  don  Juan 
Miguel  Mnnizaga.  Este  hecho  lo  presenció  el 
receptor  don  Rafael  Godoy,  que  autorizó  la  en- 
trega que  se  hizo  á  don  Julio  Munizaga.  Pre- 
sumo que  esos  papeles  continúen  en  poder  del 
señor  Julio  Munízaga. 

Hn  la  réplica  se  insiste  en  la  demanda  y  se 
solicita  vi  rechazo  de  la  reconvención  en  todas 
BUS  partes. 

"Conviene,  desde  luego,  dejar  constancia  de 
que  el  demandado,  reconoce  que  la  obliganón 
que  se  le  cobra,  está  extinguida  y  que  ha  de 
probar  está  afirmación.  Esto  importa  acep- 
tarla demanda*  porque  Zamora  no  podía  pro- 
bar que  me  ha  pagado  el  vale. 

"En  cnanto  á  la  reconvención,  sólo  debo  de- 
cir que  es  completamente  antqjadtsa.  Lo  prue- 
ba desde  luego  el  hecho  de  no  haber  podido 
culmr  el  demandado  el  pagaré. 

"Bn  lo  que  se  refiere  al  sueldo,  que  cree  que 
fué  poco  y  que  yo  debía  aumentarlo,  no  hace 
más  que  afirmar  una  inexactitud,  puesto  que 
Zamora  tenía,  un  sin  número  de  provechos  del 
fundo,  que  hadan  subir  su  sueldo  á  más  de 
$  100.  Mantenía  un  crecido  número  de  anima- 
les de  su  propiedad,  cultivaba  terrenos  del 
fundó  en  su  propia  y  exclusiva  utilidad,  y  se 
servia  de  los  útiles  y  herramientas  del  fundo. 
De  aquí  es  que  hayarsacado  más  de  cincuenta 
animales  cuando-  dejó  de  ser  mi  administra- 
dor, asi  como  carretas  que  fletaba;  de  aquí 
también  que  tenga  pretexto  para  cobrarme 
parte  de  la  cosecha  que  hacia  en  mi  fundo  y 
los  demás  puntos  de  la  reconvención.  Estos 
mismos  hechos  por  los  cuales  reconviene, 
prueban  que  Zamora  era  un  administrador 
que  lucraba  considerablemente,  á  más  de  su 
sueldo." 

Bn  la  dúplica  sólo  se  agrega  que  el  señor 
Munizaga  recomendó  á  Zamora  en  el  almacén 
de  Steel  y  C^,  para  que  le  entregaran  materia- 
les parasu  edificio  de  Algarrobito,  comprome- 
tiéndose á  pagar  su  valor  si  no  lo  hacíaZamo- 
ra,  pero  que  éste  pagó  esos  materiales,  y  que 
á  la  extinción  de  esta  obligación  es  á  la  que 
se  refiere  en  la  contestación  á  la  demanda  y 
no  á  la  del  pagaré  como  lo  supime  el  deman- 
doirte. 

Bl  demandado  tachó  de  contradicción,  fal- 
so prbm  a 


sedad  y  perjurio,  á  algunos  testigos  del  de- 
mandante. 

El  Juzgado  de  la  Serena,  con  fecha  27  de 
febrero  de  1903,  falló: 

Considerando: 
1'  Que  no  existe  la  contradicción  que  se 
atribuye  al  dicho  de  los  testigos  tachados  y 
no  consta  que  hayan  cometido  falsedad  ó  per- 
jurio; 

2«  Que  don  José  Zamora  reconoce  que  don 
Juan  Miguel  Munizaga  lo  recomendó  en  el 
almacén  de  Steel  para  que  le  suministraran 
materiales  para  una  casa,  los  cuales  le  fueron 
entregados; 

3'  Que,  según  declaran  los  empleados  de 
dicho  almacén,  don  Alfredo  Termans  y  don 
Bemardino  Contreras,  el  valor  de  esos  mate- 
riales, ascendente  á  $  832  y  centavos,  fué  car- 
gado á  la  cuenta  del  señor  Munizaga,  quien  la 
canceló; 

4^  Que  de  la  diligencia  de  cotejo  de  letras 
aparece  que  la  firma  del  pagaré  es  igual  á  la 
puesta  por  el  mismo  don  José  Zamora  en  escri- 
tnras  públicas,  sin  más  diferencia  que  la  de 
estar  en  estas  últimas  el  apellido  materno  ó 
su  inicial; 

5^  Que  en  los  escritos  y  actnaciones  firma- 
das por  don  José  Zamora  en  este  expediente 
están  también  sin  el  apellido  materno  ni  so 
inicial  y  se  nota  mucho  parecido  entre  estas 
firmas  y  la  de  dicho  pagaré; 

6^  Que  todos  los  antecedentes  referido^  re- 
lacionados unos  con  otros,  forman  presuncio- 
nes graves,  precisas  y  concordantes  acerca  de 
que  Zamora  firmó  efectivamente  ese  pagaré; 

7^  Que  el  reconvíniente  no  ha  comproba- 
do que  el  reconvenido  se  comprometiera  á  au- 
mentarle en  dinero  el  sueldo  de  $30  mensuales 
que  el  segundo  le  reconoce  que  ganaba; 

8^  Que  el  reconvenido  ha  acreditado  con 
varios  testigos  que  proporcionaba  al  reconví- 
niente varios  giyes,  como  pasto  para  sus  ani- 
males, terrenos  para  que  sembrara  y  otros  en 
compañía; 

9*  Que,  en  consecuencia,  debe  tenerse  como 
establecido  que  el  salario  u  honorario  de  Za- 
mora expresa  implícitamente  estipulado  con- 
sistía únicamente  en  los  $  30  mensuales  en 
dinero  y  en  los  gajes  mencionados; 
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10.  Que  fit  bien  el  recon  viniente  ha  probado 
con  varios  testigos  que  en  1 895  hizo  una  siem- 
bra en  compafiía  y  que  la  cosecha,  que  tai  de 
200  fanegas  de  trigo,  se  vendió  á  razón  de 
$  6  cada  una,  recibiendo  todo  su  valor  el  se- 
ñor Mnniznga,  no  se  ha  tratado  de  acreditar, 
como  debió  también  hacerse,  que  ese  valor 
fuera  utilidad  líquida,  no  constando  por  esto, 
si  lo  hubo  y  á  cnánto  ascendió. 

11.  Que  aunque  varios  testigos  afírmnnque 
el  reconviniepte  transportó  72  fanegas  de  ce- 
bada del  fundo  del  señor  Munizaga  &  Condo- 
riaco  y  que  el  flete  puede  estimarse  en  $  72, 
no  consta  que  dicho  flete  fuera  de  cuenta  del 
comprador  ó  del  vendedor  ni  que  el  acarreo  se 
efectuara  en  animales  de  Zamora; 

12.  Que  el  mismo  reconviniente  ha  probado 
con  varios  testigos  que  con  materiales  pro- 
pios edificó  en  el  fundo  del  señor  Munizaga 
unos  cuarteas  que  todavía  existen  y  que  val* 
drán  $  250; 

13;  Que  de  igual  modo  ha  acreditado  el 
reconviniente  que  tenía  gastados  $  50  en  la 
preparación  para  sembrar  un  terreno  que  no 
pudo  aprovechar  porque  fué  despedido  sin  pre- 
vio aviso; 

14.  Que  el  reconvenido  no  Ha  comprobado 
el  pago  del  sueldo  de  $  30  mensuales  de  Za- 
mora, ni  de  los  materiales  y  gastos  de  que  se 
habla  en  los  dos  considerandos  que  preceden, 
ni  que  se  hayan  finiquitado  las  cuentas  de  la 
siembra  en  compañía  á  que  se  alude  en  el  con- 
8Íd#ando  10,  pues  sólo  un  testigo  afirma  las 
preguntas  7*  y  9*  del  interrogatorio  acerca 
de  que  se  hicieron  esos  pagos  y  arreglo  de 
cuentas. 

Por  tanto,  y  con,  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
las  leyes  1*,  títulos  14  y  32,  título  16  Partida 
3*,  y  en  los  artículos  1698,  1712,  1713,  669 
inciso  29  1545, 1546,  2168  número  S",  1551 
números  l'y  3',  1559  números  I''y2''y2115 
del  Código  Civil  se  declara:  1^  que  se  dese- 
chan las  tachas;  2^  que  ha  lugarála  demanda 
en  todas  sus  partes;  3^  que,  á  su  vez,  el  deman- 
dante debe  pagar  al  reconviniente  $  2,400  por 
sueldos  devengados  desde  enero  de  1898  y 
además  los  $  300  á  que  se  refieren  los  conside- 
randos 12  y  13,  todo  con  intereses  legales 
desde  el  28  de  septiembre  de  1900,  fecha  en 
que  se  notificó  la  reconvención  al  señor  Muni- 


zaga; y  4^  que  no  ha  lugar  en  lo  demás  á  la 
reconvención  ñn  perjuicio  del  derecho  del  r^ 
eonviniente  para  pedir  que  se  practiqne  por 
Arbitro  la  liquidación  de  la  sociedad  de  qoe  se 
habla  en  el  considerando  10. 

Apelada  esta  sentencia,  d  demandante  opuso 
en  2*  instancia  la  excepción  de  prescripción  de 
corto  tiempo  del  artículo  2522  ácl  Código  Ci- 
vil respecto  de  los  salarios. 

La  Corte  falló: 

Serena,  2  de  julio  de  1904.— Vistos:  Teniendo 
presente,  además,  en  cuanto  á  la  exc^iciÓn  de 
prescripción  alegada  en  2*  instancia  por  el  de- 
mandante respecto  á  los  salarios qne  secobran 
en  la  reconvención: 

Qne  de  las  posiciones  absneltas  por  don 
José  Zamora  aparece  que  la  administración 
que  del  fundo  Altobalsol  éste  estaba  encarga- 
do, se  limitaba  fi  ^ecntar  todas  las  órdenes 
relativas  al  movimiento  del  fundo  que  sema- 
nalmente  le  impartía  el  señor  Muniiaga. 

Que  este  antecedente  da  mérito  para  conn- 
derar  á  Zamora  como  dependiente  de  Muniia- 
ga y  aplicar,  en  consecuencia,  al  salario  que 
se  cobra  lo  preceptuado  enelartícnlo  2522  del 
Código  Civil,  en  virtud  del  cual  prescribe  en 
dos  años  la  acción  de  los  dependientes  por  sus 
salarios. 

Que  en  la  contestación  y  reconvención,  don 
José  Zamora  cobra  los  salarios  devengados 
desde  el  I*'  de  enero  de  1892  hasta  el  24  de  sep* 
tiembre  de  1898,  en  que  quedó  cesante; 

Que  dicha  reconvención  fué  presentada  en 
25  de  septiembre  de  1900,  esto  es,  después  de 
expirado  los  dos  años  necesarios  para  la  pres- 
cripción aun  de  los  salarios  correspondientes 
al  último  año  en  que  Zamora  prestó  sus  serví- 
cios  á  Munizaga. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  27  de 
febrero  de  1903,  declarándose  que  ha  lugar  á 
la  excepción  de  prescripción  opuesta  y,  en  con- 
secuencia, prescritos  los  salarios  que  cobra 
Zamora  en  su  reconvención.— Afax.  £.  Ab&los 
—Felipe  Herrera  Daniel  CAtíU. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  recursos  de 
casación  en  la  forma  y  en  el  fondo. 

En  cuanto  al  de  forma,  el  procurador  de  Za- 
mora expone:  que  la  sentencia  no  contiene  la 
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enundnci'^n  prevenida  en  los  número»  2'  y  3' 
del  artículo  193  del  Código  de  PrOi^dimicnto 
Civil,  en  orden  á  la  excepción  de  prescrípaón 
alegada. en  2*  instancia,  omisión  que  consti- 
tuye la  caus  al  de  casación  prevista  en  el  nú- 
nuro  5^  del  artículo  941  del  mismo  Código. 

La  Corte: 

Considerando: 
1^  Que  la  Corte  de  Apelaciones,  al  aceptar 
la  excepción  de  prescripción  deducida  en  2*  ins- 
tancia contra  la  reconvención  interpuesta  por 
Zamora»  modificó  suslandalmente  en  lo  reía- 
tivo  á  dicha  reconvención  la  sentencia  de  pri» 
mera; 

2^  Que  la  sentencia  recurrida  ha  debido,  por 
tanto,  reproducir  6  por  lo  menos  referirse  á 
las  peticiones  formuladas,  por  Zamora  en  1* 
instancia,  conforme  á  lo  prescripto  en  el  ar- 
ticulo 193  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

3°  Que  In  omisión  de  este  requisito  consti- 
tuye un  vicio  de  forma  que,  con  arreglo  á  de- 
recho, da  fundamento  bastante  para  invalidar 
dicha  sentencia. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artfculoa 
941,  número  5^  y  959  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  que  ha  lugar  al  re- 
curso de  que  se  trata  y,  en  consecuencia,  se  in- 
valida dicha  sentencia  de  2  de  julio  citada,  y  se 
repone  el  proceso  al  estado  de  dictarse  nueva- 
mente la  sentencia  de  2*  instancia  por  el  Tri- 
bunal á  quien  corresponda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  G.  Gallar- 
do— Leopoldo  Ürratia.—Galvaríno  Gallardo. 
~V.  Aguirn  V.—AbelS&avedra.—E.  Fóster 
Recabanea, 


Caá.  en  la  forma.— 28  de  diciembre  de  1904 

Solari  con  Bustos 

Ol:tjetoUíolto  -Lldiasde  toros.— Oausa 
Ilícita.- Nulidad  de  oficio.— Prueba 
pedida  en  segonda  Instancia.— Apre- 
ciación del  contrato. 

Doctrina:— Tréne  objeto  ilícito  eí  con- 
trato que  tiene  por  objeto  obligarse  ano 
délos  contratantes  á  lidiar  toros,  pues 
las  lidias  de  toros  están  prohibidas  por 
la  ley  de  16  de  septiembre  de  1823;  y  es, 
por  lo  tanto,  aalo  de  nulidad  absoluta 

No  incurre  en  nulidad  la  sentencia  que 
no  acepta  la  prueba  ofrecida  en  el  es- 
crito de  expresiónde  agravios  para  acre- 
ditar que  dicho  contrato  no  tiene  objeto 
ilícito  por  no  re&rirseá  lidias  de  toros  sino 
á  un  simulacro  ó  pantomima  de  tales  li- 
dias, pues  la  petición  para  que  la  causa 
se  reciba  á  prueba  con  tal  objeto,  no  está 
comprendida  en  los  casos  de  excepción 
del  articulo  300  del  Código  de  Procedi- 
miento CiviL  El  error  en  que  el  Tribunal 
puede  haber  incurrido  al  hacer  esta  cali- 
ñcación  del  contrato  y  estimar  que  se  tra- 
ta de  lidias  de  toros,  podría  motivar  un 
recurso  de  casación  en  el  fondo  il). 


Don  Víctor  B.  GonzAlez,  por  don  Fran- 
cisco Bastós,  don  José  Navarro  y  don  Mannel 
Noriega,  toreros  de  profesión  y  que  no  tienen 
domicilio  fijo  dice:  consta  de  los  documentos 
que  acompaña  qne  sus  mandantes  fueron  con- 
tratados por  don  Bartolomé  Solari  D.  para 
que  trabajaran  como  toreros  en  la  cuadrilla 
que  deMa  lidiar  en  la  pantomima  denominada 
"Feria  de  Sevilla*'  que  representaba  la  em- 
presa de  circo  de  este  señor  y  que  dirigía  don 
Honorio  Palacios,  por  el  plazo  de  6  meses,  el 


(1)  Esta  declaraci^D  de  la  Corte  Ra  prema  importa 
reooDooer  qae  la  casación  procede  en  el  caso  de  una 
apreoíaúón  emda  del  oouirato. 
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qae  empezaría  á  correr  para  el  señor  Bustos 
desde  el  día  que  la  compañía  se  extrenara  en 
Iquique  y  para  los  señores  Navarro  y  Noriega 
desde  el  día  siguiente  al  de  su  llegada  á  esa 
ciudad. 

En  remuneración  de  su  trabajo»  don  Barto- 
lomé Solarí  D.  se  comprometió  á  pagar  al  se- 
ñor Bustos  la  suma  de  £  12  por  cada  semana 
Tcncida  y  darle,  además,  una  función  á  benefi- 
cio en  cada  una  de  lascíudades  en  que  la  com- 
pañía trabajara.  En  las  funciones  de  su  bene- 
ficio correspondería  al  señor  Bustos  el  50% 
de  las  entradas  de  boletería  deducidos  previa- 
mente los  gastos  llamados  de  baja.  A  los  se* 
ñores  Navarro  y  Noríega  por  igual  motivo 
debía  pagarles  los  días  lunes  de  cada  semana 
la  suma  de  $160  al  primero  y  $  50  al  segundo 
y  á  pagarles,  además,  transportes  de  primera 
clase  cuando  tuvieran  que  transladsrse  de  un 
punto  á  otro  en  camplimiento  de  los  respec- 
tivos contratos,  como  igualmente  el  pasaje 
de  regreso  á  esta  ciudad  una  vez  terminado 
el  plazo. 

Bl  cuadro  de  la  empresa  Solar!  se  extrvnó 
en  Iquique  el  15  de  enero  de  1901,  y  los  seño- 
res Navarro  y  Noríega  llegaron  á  esa  ciudad 
el  7  de  febrero  el  primero,  y  ell  4  del  mismo  mes 
el  segundo,  de  manera  que  el  plazo  de  6  meses 
estipulado  en  los  respectivos  contratos  co* 
menzó  á  correr  desde  el  15  de  enero  para  Bus- 
tos, el  8  de  febrero  para  Navarro  y  el  16  de  . 
febrero  para  Noriega.  El  mencionado  cuadro 
funcionó  sin  interrupción  ni  contratiempo  al- 
guno hasta  el  13  de  abril  del  mismo  año, 
época  en  que  se  disolvió  en  Antofagasta  la 
compañía  de  circo  dirigida  por  Palacios,  de  la 
que  formaban  parte  los  demandantes,  por 
motivos  que  éstos  ignoran,  quedando  ellos  en 
esa  ciudad  á  disposición  del  señor  Solari  y  es- 
perando sus  órdenes. 

Desde  esa  fecha  han  aguardado  que  el  señor 
Solari  quiera  utilizar  sus  servicios,  sin  conse- 
guir que  éste  les  ocuparan!  les  pagara  las  pen- 
siones periódicas  á  que  por  los  contratos 
estaba  obligado  y  aún  se  ha  negado  á  pro- 
porcionarles el  dinero  necesario  para  hacer  el 
viaje  de  regreso  á  esta  ciudad,  alegando  como 
única  excusa,  el  hecho  de  haberle  producido 
pét^didas  la  empresa. 

Agrega  que,  según  la  liquidación,  el  señor 


Solari  debe  a)  señor  Bustos,  incluyendo  dos 
funciones  de  beneficio,  la  suma  de  £  190.5  che- 
lines y  9  peniques  y  $  1.170  en  moneda  co- 
rriente. Al  señor  Navarro,  $  2.671,47  y  al  se- 
-ñor  Noriega  $  892,85,  todo  con  sus  íntereees 
legales  desde  la  fecha  en  que  se  constituyó  en 
mora.  Además,  les  adeuda  el  pasaje  de  prime- 
ra clase,  desde  Antofagasta  á  esta  ciudad. 

En  virtud  de  lo  expuesto  enlabia  demanda 
contra  don  Bartolomé  Solari  D.  para  que  se 
declare  que  este  señor  debe  pagarle  dentro  de 
tercero  día  las  cantidades  á  qne  se  ha  hecho 
referencia  y  las  costas  de  la  causa. 

Don  Bartolomé  Solari  D.,  rentista,  que  tiene 
su  domicilio  en  esta  ciudad,  calle  de  Victoria 
número  379,  contestando  la  demanda  pide  se 
niegue  lugar  á  ella  con  costas  y  dice:  sin  reco- 
nocer el  contrato  qne  presenta  don  Francisco 
Bustos,  que  essímplemcnte  un  documento  pro- 
tocolizado en  el  cual  puede  haber  sido  suplan- 
tada su  firma,  sin  embai^,  formula  á  su  res- 
pecto algunas  observaciones. 

Estos  contratos  son  de  arrendamiento  de 
servicios  y  por  lo  qne  ellos  indican,  como  por 
su  naturaleza,  obligan  al  salario  miéntras  el 
servicio  se  presta. 

Don  Pranasco  Bustos  fué  contratado  para 
servir  en  la  compañía  que  dirigía  don  Honorio 
Palacios,  compañía  que  se  disolvió,  cesando 
con  ello  las  obligaciones  de  Bustos  respecto  de 
Solari,  y  por  consiguiente,  las  de  éste.respecto 
de  aquél. 

Aparece  del  mismo  contrato  que  Bustos  de- 
bía trabajar  bajo  la  dirección  de  don  Honorio 
Palacios,  de  donde  se  sigue  que  habiéndose  di- 
suelto la  compañía  y,  por  lo  tanto,  cesado 
Palacios  en  sus  funciones  de  director  de  ella, 
mal  podía  Bustos  cumplir  su  contrato  en  la 
forma  estipulada  por  causa  no  imputable  á 
él,  pues  no  podía  obligar  á  la  fuerza  á  Pala- 
cios, que  continuara  al  frente  de  una  compa- 
ñía que  optaba  por  su  disolución. 

De  la  propia  exposidón  hecha  por  Bustos 
se  desprende  que  la  compañía  sólo  trabajó 
desde  el  15  de  enero  del901,  fecha  de  su  extre- 
no en  Iquique  hasta  el  13  de  abril  del  mismo 
año,  día  en  que  se  disolvió  en  la  ciudad  de  An- 
tofagasta. 

Ahora  bien,  en  la  cuenta  presentada  por  los 
demandantes,  como  parte  de  la  demanda,  con- 
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fieaa  Bustos  haber  recibido  las  cantidades  de 
dinero  suficientes  para  el  pago  de  sus  servicios, 
por  el  tiempo  que  los  prestó.  En  consecuencia, 
no  tiene  derecho  alguno  que  hacer  valer  en  su 
contra  por  el  capítulo  que  alega. 

Con  respecto  á  los  banderilleros  Navarro  y 
Noriega*  obran  las  mismas  razones  expuestas 
con  relación  á  Bastos,  para  rechazar  su  de- 
manda. 

Además,  de  los  propios  documentos  presen- 
tados por  ellos  se  establece  que  Navarro  y  No- 
riega  ganarían  un  sueldo  de  $160  mensuales 
et  primero  y  de  $  50  el  segundo,  desde  el  si- 
guiente día  de  llegar  la  compañía  á  cada  pobla- 
ción en  que  funcionare  y  que  deberían  pagarse 
los  días  lunes  de  cada  semana.  Como  en  la  de- 
manda se  establece  que  Navarro  trabajó  desde 
el  7  de  febrero  y  Noríega  desde  el  14  del  mis- 
mo mes  hasta  el  13  de  abril,  y  en  la  cuenta 
respectiva  se  confiesan  recibidos  de  sumas  muy 
superiores  el  valor  de  sus  servicios  por  et  tiem> 
po  que  los  prestaron;  nada  debe  pues,  á  estos 
señores  por  sus  trabajos. 

El  Juez  de  Valparaíso  resolvió  con  iecha  3 
de  octubre  de  1903: 

Considerando: 

1^  que  la  demanda  tiene  por  objeto  cobrar 
d  don  Bartolomé  Solari  la  remuneración  esti- 
pulada en  los  contratos  á  que  se  hace  referen- 
cia y  por  los  cuales  los  demandantes  se  obli- 
gaban á  lidiar  toros  en  las  condidones  en 
ellos  indicadas; 

2^  Que,  según  la  ley  de  16  de  septiembre  de 
1823,  quedaron  abolidas  perpetuamente  en  el 
territorio  de  Chile  las  lidias  de  toros,  tanto  en 
las  poblaciones  como  en  el  campoyel  artículo 
35  número  19  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de 
de  1891  encomendó  á  los  mnnicipalidades  im- 
pedir las  corridas  de  toros; 

3^  Que  no  hay  para  qué  averigaar  sí  los 
contratos  presentados  producen  ó  no  efecto 
contra  el  señor  Solari,  una  vez  disnelta  la  com- 
pañía que  dirigía  don  Honorio  Palacios,  ó  si 
es  ó  no  auténtico  el  presentado  por  don  Fran- 
cisco Bustos,  porque  los  tres  tienen  una  causa 
ilícita  y  recaen  sobre  un  ob}eto  ilícito;  y 

4.*  QaCt  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  los 
contratos  presentados  por  los  demandantes 


son  nulos,  de  nulidad  absoluta,  la  cual  puede 
y  debe  ser  declarada  por  el  juez  aún  sin  peti> 
ción  de  parte. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto'en  las  leyes  cita- 
das y  artículos  1445, 1461, 1462, 1681, 1682 
y  1683  del  Código  Civil,  se  declara  sin  lugar  la 
demanda,  sin  costas.-^^.  Jerman  Akérreca. 

La  Corte: 

Valparaíso,  28  dejnlio  de  1904. 

Vistos:  Eliminando  del  fundamento  3^  la 
parte  relativa  á  la  causa  ilícita,  y  sustituyen- 
do la  citadel  artículo  1462  por  la  del  1466  del 
Código  Civil,  se  confirma  con  costas  del  re- 
curso, la  sentencia  apelada  de  3  de  octubre  de 
1903; 

—Pedro  N,  Pineda, — Braulio  Moreno.— Luis 
Ignacio  Siíva.-~B.AlamosGontáhx,— A.  Heta- 
niíla  Silva. 

Don  Francisco  Bustos  y  compartes  interpo- 
nen recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el 
fondo  contra  esta  sentencia. 

Formalizando  el  primero  de  dichos  recursos 
dicen:  que  la  Corte  rechazó  tácitamente  en  la 
sentencia  reclamada  la  prueba  testimonial  que 
ofrecieron  en  el  escrito  de  expresión  de  agra- 
vios para  establecer  ciertos  hechos  cuyo  ex- 
clarecimiento  era  indispensable  para  saber  sí 
los  contratos  presentados  por  ellos'  tenían  ó 
no  objeto  ilícito,  siendo,  por  lo  tanto,  estric- 
tamente necesario  el  trámite  de  recibir  esta 
cansa  á  prueba. 

La  falta  de  este  trámite,  establecido  en  el 
artículo  230  del  Código  de  Procedimiento . 
Civil,  es  causal  de  casación  segfin  el  artículo 
970,  número  7^  del  mismo  Código. 

Eljuez  de  l*instancÍano  seprqnunció  sobre 
los  derechos  controvertidos,  porque  juzgó 
que  los  contratos  tenían  causa  y  objeto  ilíci- 
tos, y  la  Corte- declaró  que  sólo  el  objeto  era 
ilícito. 

Para  que  se  pudiera  decir,  como  lo  hizo  la 
Corte,  que  era  ilícito  el  objeto  de  los  contra- 
tos, era.  preciso  que  positivamente  se  supiera 
que  los  hechos,  que  constituían  su  objeto,  vio- 
laban las  disposiciones  prohibitivas  de  las 
leyes  de  16  de  septiembre  de  1823  y  de  22  de 
diciembre  de  1891.  Ahora  bien,  del  propio 
contrato  de  Bustos,  parece  qne  se  obligaba 
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á  trabajar  como  clown  (payaso)  y  primer  es- 
pada de  la  cuadrilla  de  toreros  de  la  panto- 
mima "Feria  de  Sevilla"  que  representaba  la 
compañía  de  circo  que  dirigía  don  Honorio 
Palacios,  y  de  los  contratos  de  Noriega  y  Na 
varro  aparece  que  éstos  deben  trabajar  á  las 
órdenes  de  Bustos.  Se  ha  sostenido  que  las 
lidias  He  toros  de  que  los  contratos  hablan 
no  eran  tales  lidias,  sino  simpitrs  farsas  ó  pa- 
Tudias,  que  eran,  en  una  palabra,  el  ridículo 
de  las  corridas  de  toros  prohilúdoc  por  la  ley. 
Eiítos  eran  hechos  nuevos  que  se  ofreció  pro- 
bar y  la  Corte,  sin  pronunciarse  siquiera  so- 
bre la  prueba,  la  rechaxó  implícitamente  en  su 
sentencia. 

Los  hechos  alegados  por  el  recurrente  ve- 
nían &  modificar  sustancialmente  el  objeto 
que,  á  primera  vista,  pudiera  creerse  tenían  los 
contratos,  y  el  rechazar  la  prueba  oñvcida 
sobre  el  punto  equivale  á  dejar  indefensa  á  la 
parte. 

At  otorgar  el  articulo  230  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  á  los  Tríbumües  "la  fa- 
cultad de  admitir  prueba  testimonial  sobre 
hechos  que  conceptúe  estrictamente  necesarios 
para  la  acertada  resolución  del  juicio",  no  ha 
podido  querer  darles  la  facultad  de  calificar 
esa  necesidad  sin  ulterior  recurso,  pues,  si  así 
fuera,  no  habría  establecido  en  su  artículo 
970,  número  7^,  como  causal  de  casación  en 
la  forma,  el  recibimiento  de  la  cansa  á  prueba 
y  la  prActica  de  esas  diligencias  cuando  pro- 
cediere en  2*  instancia  el  trámite  de  recibir  A 
prueba  la  causa. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  el  juez  de  1*  instancia  estimó  que  los 
contratos  en  que  se  funda  la  demanda  tienen 
causa  y  objeto  ilícitos,  vicio  que  en  su  sentir 
aparece  en  ellos  de  manifiesto,  por  lo  cual, 
prescindiendo  de  la  prueba  producida  por  las 
partes  que  m  refiere  á  hechos  que  no  se  rela- 
cionan con  aquellos  particulares,  declaró  de 
ofído  la  nulidad  de  esos  contratos; 

2^  Que,  aún  cuando  el  recurrente  pidió  en 
un  otros!  de  su  escrito  de  expresión  de  agra- 
vios que  se  abriera  un  término  de  prueba  para 
establecer  ciertos  hechos  que  demostrnrf.tn  la 
-licitud  del  objeto,  el  Tribunal  de  Aleada  no  ac- 


cedió á  dicha  petición  por  considerar  que  los 
contrñtos  contenían  de  manifiesto  en  sf  mis- 
mos los  elementos  ó  antecedentes  necesarios 
pnra  pronunciarse  á  su  respecto; 

3^  Que  no  encontrándosela  petición  consig- 
nada por  el  rcclnniante  en  su  expresión  de 
agravios  para  que  se  abriera  un  término  de 
prueba  en  ninguno  de  los  casos  de  excepción 
previstos  en  el  artículo  300  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  laadmisión  de  la  prueba 
en  2*  instancia  quedaba  sulwrdinada  en  un 
todo  á  ta  apreciación  que  de  su  necesidad  hi- 
ciera el  Tribunal  de  la  causa,  quien,  conforme 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  230  del  rrii^rido 
Código,  podía  6  no  recibirla  acerca  de  hechos 
que,  no  habiendo  sido  materia  de  la  prueba 
rendida  en  1*  instancia,  fueran,  en  su  concep- 
to, estrictamente  necesarios  para  la  acertada 
resolución  del  juicio;  y  se  ha  visto  que  la  Cor- 
te de  Apelaciones  no  conceptuó  de  necesidad 
la  prueba,  ya  que,  coincidiendo  con  la  apre- 
ciación del  juez  á  gaOg  confirmó  el  fallo  de 
éste  en  cnanto  declaraba  la  nulidad  de  los 
contratos  por  la  ilicitud  de  su  objeto;  y 

4>*  Que,  por  otra  parte,  para  hacer  la  de- 
claración de  nulidad  de  que  se  trata,  ha  nece- 
sitado el  Tribunal  de  la  causa  calificar  las 
convenciones  como  contratos  para  lidias  de 
toros;  y  el  error  en  que  se  supone  que  ha  incu- 
rrido al  ^hacer  esta  calificación  podría  moti- 
var un  recurso  de  casación  en  el  fondo  y  no 
en  la  forma. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artículos 
960,  978,  979  y  249  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  interpues- 
to contra  la  sentencia  de  28  de  julio  del  pre- 
sente año. 

Qneda  aplicada  al  Pisco  la  parte  de  la  can- 
tidad consignada  para  responder  á  este  re- 
curso por  la  boleta  de  3  de  agosto  último. 

Pasen  los  antecedentes  al  Trílnmal  Pleno 
para  que  provea  lo  que  corresponda  en  orden 
á  la  apelación  deducida  contra  la  resolución 
que  declaró  inadmisible  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Saavedra. 

—Leopoldo  Ürrutia  Gaharíno  Gallardo.-» 

V.  Aevtrre  Vargas.-^Abet  Saavedra  E.  Fos- 

ter  Heeaburren. 
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Caá.  Cir.—29  de  diciembre  de  1904- 

Larii  con  Empresa  Anglo-Chilinn 

Julolo  ejecutivo—  Flolias  de  oflolnas 
salitreras.—  Deuda  ilíquida.— Nova- 
olón.- Objeto  lliolto.  Mención  ex- 
presa del  violo  en  que  se  fUndael 
recurso  y  de  la  ley  Infringida.— Inad- 
mistbllldad. 

Doctrina:— ¿as  ñchas  dadas  en  ana  ofí- 
ciaa  sáiitrera  á  los  operarios,  á  cuenta 
(k  sas  salaríoSt  aunque  Jhvan  la  expre^ 
sdón  "vale por  mercaderías",  representan 
en  moneda  corriente  el  valor  que  ellas 
indican. 

No  acreditándose  que  entre  la  admi- 
nistración de  la  ofícinn  que  emite  las  ñ- 
chas  y  los  trabajadores  que  las  reciben  se 
haya  celebrado  un  contrato  por  el  cual 
éstos  se  comprometen  á  comprar  merca' 
derías  en  la  tienda  6  pulpería  del  prime- 
rOf  no  puede  decirse  que  existe  novación 
en  el  hecho  de  que  los  trabajadores  tras- 
pasen á  terceras  personas  esas  ñcbas. 

En  el  escrito  en  que  se  interpone  el  re- 
curso de  casación,  debe  hacerse  mención 
expresa  j  determinada  del  vicio  ó  delec- 
to en  que  se  funda  y  de  la  ley  ó  leyes  in- 
fringidas, asi  como  de  la  que  concede  el 
recurso.  No  habiéndose  cumplido  con  es* 
te  requisito  el  recurso  es  inadmisible  é 
inoñeioso  pronunciarse  sobre  el  fondo. 


A  Bolicitud  de  don  Pedro  A.  Castillo  por 
don  Máximo  Lara,  k  despachó  mandamien- 
to de  embargo  contra  los  bienes  de  la  Empre- 
sa Anglo  Chillan,  por  cobro  de  la  suma  de 
$  3.000  por  valor  de  fichas  emitidas  por  las 
oficinas  salitreras  "Santa  Isabel"  j  "Peregri- 
na" de  la  Empresa  requerida  y  que  fueron  ob< 
tenidas  por  el  ejecutante  por  ventos  que  hixo 
á  los  trabajadores  de  dichas  oficinas. 

Requerido  de  pngo  el  gerente  de  la  Empresa 
Anglo  Chillan,  don  Juan  fi.  Scberaer  presentó 


«na  boleta  por  $  3.200,  en  la  ctial  se  trabó  el 
embargo,  y  citado  dereroate,  opuso  la»  excep- 
ciones de  "no  ser  bastante  el  título  parala 
ejecución"  y  "novación  del  contrato"  ofrecien- 
do probarlas  en  el  termino  del  encargad». 

Bl  Juez  de  Tocopilla,  con  fecha  19  de  diciem- 
bre de  1902,  falló: 

Teniendo  presente  que  del  mérito  de  la  prne* 
ba  rendida  por  elqecutado  resultan  improba- 
das las  excepciones  alegadas  y  qne  don  Anto- 
nio BradnnoTÍcli,  jefe  de  la  pulpería  de  la  ofi- 
cina "Santa  Isabel"  y  "Peregrina",  comisio- 
nado por  el  gerente  señor  Scherzer,  reconoció 
la  legitimidad  de  las  fichas  presentadas,  me- 
nos dos,  teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el 
decreto  supremo  de  26  de  octubre  de  1852  y 
de  conformidad  con  lo  prescrípto  en  el  artícu- 
lo 1698  del  CódigoCivil  y  41  de  la  ley  de  8  de 
febrero  de  1 837,  se  desechan  las  excepciones 
opuestas  y  se  declara  que  debe  llevarse  ade- 
lante la  ejecución  hasta  hacerse  trance  y  pago 
de  los  bienes  embargados  por  el  capital  que 
se  cobra,  intereses  legales  y  costa».— EUzalde. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte  resolvió: 

Tacna,  15  de  abril  de  1903.— Vintos:  Com- 
pletando la  parte  expositiva  de  la  sentenda 
de  19  de  noviembre  último,  con  los  fundamen- 
tos de  las  excepciones  alegadas  por  el  ejecuta- 
do y  que  son,  en  cnanto  á  la  de  no  ser  bastan* 
te  el  título,  en  que  las  fichas  no  constituyen 
una  cantidad  líquida  de  dinero,  pues  clara- 
mente se  expresa  en  ellas  que  son  vales  por 
mercaderías  y,  en  cuanto  á  la  de  novación, 
que  las  fichas  han  ndo  entregadas  á  los  tra- 
bajadores á  cuenta  de  su  trabajo  como  ade- 
lanto para  suplir  sus  necesidades,  y  que,  por 
consiguiente,  el  contrato  A  obligación  que  en- 
vuelven, se  refiere  únicamente  á  la  persona  del 
ofícinero  y  al  trabajador  y,  por  lo  tanto,  pre< 
sentándose  una  persona  distinta  ha  habido 
novación,  eliminando  la  cita  del  decreto  so- 
premo  de  26  de  octubre  de  1852,  y 

Considerando: 
1^  Qne  es  un  hecho  reconocido  por  el  ejecn- 
tndoen  su  pscrito  deexcepcionesque  las  fichas 
cuyo  valor  representativo  se  cobra  han  sido 
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dadas  á  los  trabajadores  á  cuenta  de  sus  sa- 
larios, lo  que  importa  reconocer  que  se  asig- 
naba á  las  fichas  en  moneda  corriente  el  valor 
que  ellas  indican; 

2^  Que  no  se  ha  probado  por  el  ejecutado 
que  entre  él  y  loa  trabajadores  tenedores  de 
las  (¡chas  se  baja  celebrado  algún  contrato 
por  el  cual  estos  últimos  se  comprometen  á 
comprar  mercaderías  en  la  tienda  6  pulpería 
del  primero;  y 

3^  Que  no  se  ha  probado  la  noTAcíón  que  se 
alega  por  el  ejecutado;  se  confirma  la  referida 
sentencia  con  costas  también  del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña  B.  Barros.— Aníbal  Palacios.— B.  Cis- 
ternas Peña. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  compa- 
ñía ejecutada  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

En  el  escrito  en  que  se  formalizó  el  recurso, 
se  insiste  en  la  procedencia  de  las  excepciones 
opuestas,  agregándose  lo  siguiente: 

1^  Que  la  primera  excepción  se  funda  en 
no  ser  bastante  el  tkuh  para  laejecación,  pues 
las  fichas  6  vales  conT«-ttbles  en  mercaderías 
por  la  Empresa  Anglo  Chilian  para  sumi- 
nistros á  sus  trabajadores,  no  representan 
obligaciones  líquidas,  sino  consumos.  Que,  ni 
aún  durante  el  término  del  encargado  se  pro- 
bó por  el  ejecutante  que  las  fichasfneran  repre- 
sentativas de  dinero,  pues,  es  inaceptable  la 
aseveración  de  sus  testigos  sobre  que  ellas 
tenían  curso  forzoso  en  los  establecimientos 
de  la  Pampa.  Queel  mandamiento  deembargo 
es  ilegal,  pues,  no  hubo  reconocimiento  judi- 
cial de  la  deuda,  y  son,  en  consecuencia,  ilega- 
les el  requerimiento  de  pago  y  traba  de  em- 
bargo subsiguientes.  Que  la  diligencia  en  que 
intervino  firadanovich  no  equivale  á  una  con- 
fesión judicial  ni  importa  en  el  fondo,  aun 
siéndolo,  el  reconocimiento  de  la  deuda,  ni  po- 
dría parar  perjuicios  á  ta  Empresa  Anglo  Chi- 
lian, por  carecer  Scberxer  del  derecho  de  dele- 
gar esa  atribución  de  su  mandato; 

2^  Que  la  2*  excepción  consiste  en  haberse 
novado  la  obligación.  Sobre  el  particular  ex- 
presa que  es  condición  del  contrato  entre  la 
Empresa  y  los  trabajadores,  en  lo  que  á  las 
fichas  se  refiere,  que  éstas  se  ccmvíertan  en 
mercaderías  en  la  pulpería  del  establecimiento 
y  que  las  fichas  no  constituyen  prueba  de  la 


existencia  de  fondos  en  la  caja  de  la  Empresa 
á  favor  del  trabajador.  Que  la  prueba  del  eje- 
cutado justifica  que  las  fichas  están  destina- 
das tan  solo  á  proveer  de  mercaderías  á  los 
trabajadores  en  la  pulpería  del  establecimiento, 
por  lo  cual  no  se  puede  obligar  á  la  Empresa 
Anglo  Chilian,  respecto  de  terceros,  y  más  aún 
obligarla  en  términos  diversos  de  los  conve- 
nidos con  los  trabajadores.  Que  las  oficinas 
salitreras  tienen  el  derecho  de  imponer  á  sus 
operarios  esa  condición,  así  como  éstos  se  ha- 
llan en  absoluta  libertad  de  prestar  sus  servi- 
cios en  tal  forma.  Que  no  puede  decretarse  la 
convertibilidad  de  tales  fichas,  pues,  son  re- 
presentativas de  mercaderias  intransferibles. 
Qne  la  ^tesis  de  las  anteriores  obligaciones 
es  la  de  que  el  contrato  celebrado  entre  la  Em- 
presa Anglo  Chilian  y  sus  trabajadores,  es  di- 
verso del  que  éstos  han  podido  convenir  con 
don  Máximo  Lara,  operándose  así,  una  nova- 
ción que  quita  todo  mérito  ejecutivo  al  título 
con  que  se  ha  presentado; 

Y,  finalmente,  inriste  en  qne  ha  faltado  el  trá- 
mite esencial  del  reconocimiento  de  la  deuda 
que  debe  practicar  el  presunto  deudor  ántes 
de  iniciarse  el  juicio  ejecutivo. 

Al  fundar  el  recurso,  expresa  el  procurador 
de  la  Empresa  referida:  que  procede  el  recurso 
de  casadón  en  la  forma  porque  se  inició  Ui  eje- 
cución sin  haberse  llenado  en  forma  legal  el 
trámite  indispensable  del  reconocimiento  de  la 
deuda,  infringiéndose  as!  abiertamente  los  ar- 
tículos 2^,10  y  11  déla  ley  de  juicio  ejecu- 
tivo. 

Que  si  se  consideran  las  fichas  como  mone- 
das, existiría  en  su  emisión  objeto  ilícito  y,  de 
consiguiente,  no  habría  obligación  que  hacer 
efectiva,  lo  cual  baria  procedente  la  casación 
en  el  fondo. 

Que  si  las  fichas  son  consideradas  como  ór- 
denes para  la  entrega  de  mercaderias,  la  obli- 
gación sería  indeterminada  é  ilíquida  y,  por 
tanto,  no  tendría  mérito  ejecutivo,  procedien- 
do igualmente  la  casación  en  el  fondo  respecto 
del  fallo  qne  les  dió  ese  mérito; 

Respondiendo  al  escrito  de  fundación  del  re- 
coso, el  ejecutante  observa: 

Que  se  hadeducido  únicamente  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  y  no  procede  el  recurso 
en  la  forma,  por  no  haberse  cumplido  oportu- 
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ñámente  con  lodispuesto  en  el  artículo  94G  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

Que  debe  desecharse  el  recurso  por  no  ha- 
berse dado  cumplimiento  al  artículo  945  del 
citado  Código;  y 

Que  las  fichas  deben  estimarse  como  valores 
dados  á  cuenta  de  salarios  á  los  trabajadores, 
j  ese  valor  tiene  que  ser  considerado  con  rela- 
ción á  la  moneda  corriente. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que,  eon  arreglo  al  artículo  945  del  Có- 
digo  de  Procedimiento  Civil,  en  el  escrito  en 
que  se  interponga  el  recurso  debe  hacerse  men- 
ción expresa  y  determinada  del  vicio  6  defecto 
en  que  se  fonda,  de  la  ley  ó  leyes  inrringidas  y 
de  la  que  concede  el  recurso  por  la  causal  que 
se  invoca,  sin  lo  cual,  por  consiguiente,  no  es 
admisible  dicho  recurso; 

2^  Que  en  el  presente  caso,  el  recurrente  no 
ha  dado  cumplimiento  á  la  disposición  ante- 
rior, pues  en  el  escrito  en  que  se  formalizó  el 
recurso  no  se  mencionan  las  dtsposicíones  lega- 
les que  han  podido  ser  quebrantadas  en  la 
sentencia  recurrida;  y 

3^  Que  en  vista  de  las  consideracioneB  relo^ 
donadas  anteriormente,  es  inoficioso  pronun- 
ciarse sobre  el  fondo  del  recurso  interpuesto; 
y  visto  lo  prescrípto  en  la  ley  citada  y  en  los 
artículos  960  y  979  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  inadmisible  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  interpuesto  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Tacna,  en  1 5  de  abril  de  1903,  con  costas. 
Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 
—.Gabriel  Gaete.— Leopoldo  Urrutia.—J.  Ga- 
briel Palma  Gaxmáa.—Galvariao  Gallardo.— 
Leoncio  Rodrígues-^Cárlos  fiaras.— -Abe/Saa- 
vedra  E.  Fóater  Recabarren. 


Cas.  CÍV.—34  de  noviembre  de  tíHH 

Espada  con  Beytfa  (su  concurso) 

Tercería  de  dominio.  -  Prueba  testimo- 
nial; su  apreoiaolón.— Presunta  espe* 
olfloaoión  de  la  ley  infringida.— Cau- 
sal alegrada  después  de  interpuesto 
el  reonrso. 

Doctjíina;— iVo  altera  ni  adiciona  la 
escritura  de  compra-venta  la  prueba  tes- 
timonial que  tiene  por  objeto  exclarecer 
la  delimitación  del  fundo  materia  de  la 
venta  y  determinar  su  verdadera  exten- 
sión. 

La  apreciación  de  la  prueba  testimo- 
nial es  privativa  del  tribunal  senten- 
ciador. 

Las  causales  alegadas  después  de  in- 
terpuesto el  recurso  de  casación^  noae 
toman  en  consideración;  y  la  sentencia 
solo  puede  recaer  sobre  las  alegadas  en 
tiempo  y  forma  y  con  especificación  de  la 
ley  infringida. 


Tacna,  30  de  agosto  de  1902.— En  el  con- 
curso  formado  á  loa  bienes  de  don  David  Beyr 
tía,  se  presenta  don  José  Espada  y  dice  que  el 
rindico  de  este  concurso  pretende  vender  en 
remate  parte  de  una  casa  que  el  exponente  po; 
see  en  la  calle  de  Zela  de  esta  ciudad,  y  que 
como  lo  comprueba  la  escritura  pública  que 
adjunta,  compró  á  dicho  señor  Beytía  en  ene- 
ro de  1896.  Esta  casa  tiene  su  frente  principal 
en  la  calle  de  Zela,  pero  también  comunica  con 
la  calle  de  28  de  Julío.y  desde hacecomo  veinte 
anos  la  parte  de  esta  casa  á  que  viene  refirién- 
dose se  ha  conservado  unida  y  formando  un 
solo  cuerpo  con  la  porte  principal  que  da  á  1^ 
calle  de  Zela. 

Toda  esta  propiedad  fiié  la  que  el  ocnrrente 
compró  al  señor  Beytía  y  la  posee  basta  la  fe* 
día  sin  contradicción  alguna,  nt  oposición  por 
parte  del  vendedor,  quien  ha  vivido  en  Tacna 
macho  tiempo  despnés  que  te  le  hizo  la  venta. 
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Hace  presente  qne  si  bien  en  los  deslindes 
que  á  dicha  propiedml  se  asignan  no  se  men< 
cíona  la  calle  de  28  de  Julio,  esto  ha  proTcni- 
do  de  que  se  creyó  suficientemente  identifica- 
da*  fijando  como  único  lindero  por  el  lada^le 
abajo  la  propiedad  de  don  Wcnwslno  Hurta- 
do, cuyo  frente  da  á  la  calle  de  Zeta,  no  obs- 
tante que  la  casa  compradaUnda también  por 
ese  costado  con  an  almacén  de  don  Gaillenno 
Hellmenn  y  con  la  calle 28de  Julio  nombrada. 

Deduce,  en  consecuencia,  tercería  de  domi- 
nio sobre  la  parte  de  casa  referida,  y  pídese 
de  lugar  á  ella. 

Se  llamó  á  los  interesados  al  comparendo 
de  trámite  y  en  él  se  mandó  redbir  la  causa  á 
prueba. 

Exponiendo  la  defensa  de  los  derechos  que 
representa,  el  síndico  del  concurso,  don  Manuel 
R.  Meza,  dice  que  los  deslindes  que  en  la  escri- 
tura de  fecha  24  de  enero  de  1896  en  que  don 
José  Espada  funda  su  tercería,  se  señalan  á  la 
casa  comprada  por  él,  no  están  conformes,  en 
la  parte  respectiva,  con  los  que  corresponden 
al  cuarto  objeto  de  esta  tercería. 

Agrega  que  el  mismo  vendedor  señor  Beytfat 
en  la  carta  que  corre  en  autos,  ha  manifestado 
que  en  la  venta  que  hizo  al  señor  Espada  no 
está  incluida  la  parte  qne  da  á  la  calle  28  de 
Julio;  que  con  la  prueba  testimonial  que  ha 
rendido  queda  comprobado  que  ambas  son 
distintas  propiedades,  qne  han  existido  sepa- 
radamente, que  han  tenido  distintos  arrenda- 
tarios, qne  han  sido  destinadas  á  usos  diver- 
sos y  que  no  han  tenido  comunicación  alguna 
entre  sí. 

Se  rindió  por  ambas  partes  la  prueba  docu- 
menta! 7  testimonial  que  obra  en  autos  y  se 
citó  para  oir  sentencia. 

Bl  Juez  de  Tacna,  con  fecha  30  de  agosto  de 
1902,  falló: 

Considerando:  que  del  mérito  general  de 
los  antecedentes  acumulados  en  estos  autos, 
como  en  los  del  concurso  adjunto  se  desprende 
que  tanto  la  casa  principal  que  tiene  su  frente 
á  la  calk  de  Zela,  como  la  parte  que  da  á  la 
calle  28  de  Julio  sobre  que  recae  la  tercería, 
han  pertenecido  á  un  solo  dueño,  don  David 
Bcytlaj 

Que  la  cuestión  en  examen  se  concreta  á  de* 
tenninar  ñ  en  la  cniyciiación  qne  dicho  tefior 


Beytía  hizo  en  24  de  enero  de  1896  á  favor  de 
don  José  Espada  de  la  casa  calle  de  Zela  se 
comprendió  también  la  parte  qne  da  á  la  calle 
de  28  de  Julio; 

Que  con  la  prueba  testimonial  rendida  en 
autos  ha  quedado  establecido  que  don  José 
I'>pada  ha  estado  en  posesión  de  la  parte  del 
predio  .ya  referido  ejeróendo  en  él  actos  de  do- 
minio, como  es  el  de  disponer  de  la  llave,  y  ha- 
cer ejecutar  diversos  trabajos  sin  reclamo  del 
presunto  dueño; 

Que  este  dominio  está  corroborado  con  la 
declaración  hecha  por  el  vendedor  en  la  escri- 
tura, en  la  que  reconoce  explícitamente  haber 
incluídp  en  la  venta  de  la  casa  de  la  calle  Zela, 
la  parte  cuestionada; 

Que  el  poseedor  es  reputado  dueño  mientras 
otra  persona  no  justifica  serlo; 

Que  de  la  prueba  testimonial  rendida  por  el 
síndico  d^  concurso  para  acreditar  qne  dicha 
parte  no  ha  sido  incluida  en  la  venta,  solo  se 
deduce -que,  aunque  la  comunicación  entre  las 
dos  secciones  de  dicha  propiedad  ha  estado 
suspendida  durante  algún  tiempo,  se  han  man- 
tenido señales  de  haber  existido  dicha  comu' 
nicaciÓn,  la  que  fué  restablecida  por  Espada 
en  1900,  hecho  que  en  nada  desvirtúa  la  prue- 
ba que  resulta  á  favor  del  dominio  que  alega 
Espada. 

Visto  lo  dispuesto  por  la  ley  32,  título  16, 
partida  3*  y  por  los  arts.  700  del  Código  Ci- 
vil y  71  de  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837,  se  de- 
clara que  ha  lugar  á  la  tercería  de  dominio 
deducida  por  don  José  B«pada  sobre  la  parte 
de  propiedad  á  que  los  antecedentes  serefieren. 
— Sa/mas. 

Apelada  esta  lentenda, 

La  Corte  resolvió: 

Tacna  13  de  octubre  de  1903.— Aceptados 
los  dos  primeros  considerandos  de  la  sentencia 
apelada  de  30  de  agosto  del  año  pasado  y  te- 
niendo presente: 

1^  Que  Espadaba  rendido  prueba  de  varios 
testigos  sobre  que  desde  antes  del  contrato 
de  compra*Tenta  á  que  se  refiere  este  juido, 
ambas  propiedades  han  estado  unidasycoma- 
nícodas  formando  una  sola; 

2^  Que  es  verdad  que  la  parte  dd  i&idico 
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ha  rendido  también  prueba  de  varios  testigos 
sobre  lo  contrario; 

3^  Qne  si  bien  hay  una  pequeña  diferencia, 
en  cnanto  al  número,  entre  los  testigos  de  una 
parte  con  los  de  la  otra,  sin  que  aparezcan  de 
autos  circunstancias  personales  que  hagan 
preferirá  los  unos  sobre  los  otros,  debe  tenerse 
en  cuenta;  a)  el  informe  pericial  acerca  de  la 
antigüedad  de  la  comunicación  de  las  dos  pro- 
piedades; b)  que  aparece  de  autos  que  lo  que 
se  llama  casa  de  la  calle  28  de  Julio  es  un  pa- 
tio 6  corral  con  un  coarto  6  galpón  que  for- 
man como  un  martillo  con  la  casadela  calle  de 
Zela;c)  la  prueba  rendida  sobre  que  la  puerta  á 
la  primera  de  esas  calles  estaba  tapiada,  ha- 
biéndola después  Espada  mandado  abrir; 

Que  las  circunstancias  del  considerando 
anterior  hacen  preferibles  las  declaraciones  de 
los  testigos  de  Espada  sobre  las  de  los  testi- 
gos del  síndico»  sin  que  puedan  influir  en  con- 
trario las  aseveraciones  de  que  ambas  propie- 
dades hayan  estado  á  veces  arrendadas  á  di- 
versas personas  y  para  diversos  destinos,  pues 
no  es  raro  ver  que  suceda  igual  cosa  con  los 
distintos  pisos  y  departamentos  de  una  mis- 
ma casa; 

5^  Que,  en  consecuencia,  debe  entenderse 
probado  que  las  dos  propiedades  formaban  á 
la  época  del  contrato  un  solo  predio  y,  por 
consiguiente,  que  ambas  entraron  en  la  venta; 

6^  Qne  robustece  tal  conclusión  el  hecho  de 
que  el  comprador  hubiera  ocupado  y  seguido 
ocupando  la  propiedad  que  da  ála  calle  28  de 
Julio  sin  oposición  ni  protesta  del  vendedor 
hasta  que  vinieron  los  actos  del  indico  qne 
motivaron  el  presente  juicio;  y 

7^  Que  lo  anterior  hace  innecesario  entrar 
en  más  consideración  sobre  la  inteligencia  ó  in- 
terpretación del  contrato  que,  según  se  ha 
visto,  ha  quedadoclaramentefijadaporloshe- 
chos  estableados  más  arriba. 

Por  tanto,  y  de  conformidad  además  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  374  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  confirma  la  sentencia 
indicada  al  principio,  con  costas  del  re- 
curso. 

Acordada  por  unanimidad,  habiendo  desa- 
parecido el  empate  ocurrido  en  la  primera  vis- 
ta de  la  cansa. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Qnirell.  — 


E,  Barros  A.  Palacios.  —B.  Ciateraas  Peña. 

—Hoherto  Vega.—M.  A.  QuireíJ. 

El  sindico  don  Manuel  R.  Meza  interpuso 
contra  esta  sentencia  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo. 

Formalizándolo  expone  que  en  ella  se  han 
cometido  las  siguientes  infracciones  legales: 

1*  Los  artículos  1706  y  Í709,  inciso  2',  del 
Código  Civil,  por  haberse  admitido  la  prueba 
testimonial  en  contra  de  la  escritura  de  venta 
para  adirionarla  y  alterarla  modificando  los 
deslindes  de  la  propiedad  vendida  designados 
en  ese  instrumento; 

2*  El  artículo  374  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  al  apreciarla  prueba  testimo- 
nial, en  el  supuesto  de  ser  admisible,  aceptán- 
dose las  declaraciones  de  los  testigos  del  ter- 
cerista en  vez  de  los  presentados  por  el  síndico 
que  están  mejor  instruidos  de  los  hechos  y 
son  de  mejor  fama,  más  imparciales  y  verídi- 
cos, en  mayor  número  que  aquéllos; 

3*  Haber  admitido  las  declaraciones  del  ter- 
cerista como  prueba  bastante  para  acreditar 
el  dominio  del  predio  de  la  calle  de  28  de  Ju- 
lio, cuando  con  esas  declaraciones  sólo  ha  pro- 
bado Espada  la  posesión,  mientras  que  el  re- 
currente ha  probado  que  el  fallido  es  dueño; 

4*  El  artículo  419  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  por  haberse  admitido  el  dicta- 
men pericial  dado  por  don  Alberto  Figine,sin 
haber  éste  prestado  el  juramento  que  ese  ar- 
tículo exige. 

Al  fundar  el  recurso  se  menciona,  además, 
como  infracciones  legales  cometidas  en  la  sen- 
tenóa  recurrida  lasde  losartículos  724y  1546 
del  Código  Civil,  por  haberse  aceptado  la  po- 
sesión material  como  título  constitutivo  de 
dominio  en  un  caso  en  que  la  ley  exige  la  ins* 
cripción  en  el  Registro  Conservador,  único 
medio  de  operar  la  tradición  de  un  bien  raíz; 
y  por  haberse  atribuido  al  contrato,  que  es 
una  ley  para  los  contratantes,  un  alcance  que 
sale  fuera  de  los  límites  de  lo  establecido  en  su 
texto  literal. 

La  Oortei 

Considerando: 
1*  Qne  la  sentencia  recurrida,  al  aceptar  la 
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prueba  testimonial  rendida  por  las  partes  con 
el  fin  de  establecer  si  dentro  de  los  deslindes 
designados  en  la  escritura,  se  encuentra  ó  no 
comprendido  el  predio  que  pretende  enajenar 
el  síndico  del  concurso,  no  infringe  los  artícu- 
los 1706  y  1709,  inciso  2^  del  Código  Civil, 
por  cuanto  esa  prueba  no  adiciona  ni  altera 
lo  que  se  expresa  en  aquel  instrumento,  sino 
que  únicamente  tiene  por  objeto  exclarecer  la 
delimitación  del  fundo,  materia  de  la  venta,  y 
determinar  su  verdadera  extensión; 

2'  Que  el  Tribunal,  apreciando  la  fuerza 
probatoria  de  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos, ha  estimado  preferible  la  prueba  del  tcr- 
oerísta  á  la  producida  por  el  síndico;  y  al  ha- 
cerlo, no  infringe  el  artículo  374  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  sino  que  se  conforma 
á  las  reglas  contenidas  en  ¿1  para  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  testimonial; 

3^  Que  habiéndose  nombrado  el  perito  Al- 
berto Pigini,  y  expedido  éste  sn  informe  peri- 
cial antes  de  la  vigencia  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  no  pueden  ser  aplicables  á  su 
respecto,  disposiciones  que  no  regían  en  esa 
época; 

4^  Que  la  causal  de  casación  fundada  en  el 
hecho  de  haberse  aceptado  las  declaraciones 
del  tercer  opositor  como  prueba  bastante  del 
dominio  del  predio,  además  de  no  estar  deter- 
minada con  claridad,  no  indica  ta  ley  que  haya 
sido  infringida; 

5'  Que,  en  conformidad  al^artículo  948  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  no  deben  to- 
marse en  consideración  las  causales  alegadas 
después  de  interpuesto  el  recurso,  debiendo 
recaer  la  sentencia  únicamente  sóbrelas  alega- 
das en  tiempo  y  forma. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940,  960 
y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  interpuesto  en  contra  de  la 
sentencia  de  13  de  octubre  de  1903,  expedida 
por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Tacna. 

Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  de  $  150  con- 
signada en  la  Tesorería  Fiscal  de  Tacna. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas.— 
Gabriel  Gaete.  —  Leopoldo  (Jrrutia  /.  Ga- 
briel Palma  Gazmán  Galvarino  Gallardo.-^' 

V,  Aguirre  V.  —  Leoncio  Rodrigue*.  —  Catloa 


Varas.—Abel  Saavedra.  —  B.  Foster  Recaba- 
tren. 


Cas.  Civ~29  de  noviembre  de  1904 
Pastén  con  Jara  y  otros 

Arrendamiento;  obllgraolón  de  respe- 
tarlo. —  Goce  tranquilo  de  la  cosa 
arrendada.— Indloaoión  determina- 
da de  la  ley  Infringida. 

Doctrina:— La  disposición  áe¡  artículo 
1962  del  Código  Civil,  referente  álasper- 
sanas  que  están  obligadas  á  respetúr  el 
arriendo^  no  es  apKcabk  al  reivindica' 
dor  de  la  propiedad  arrendada,  aunque 
el  arrendador  demandado  haya  recono- 
cido el  dominio  del  reivindicador. 

Las  disposiciones  legales,  no  indica- 
díís  en  el  recurso  de  casación  como  in- 
frinjidas,  no  pueden  ser  consideradas  ai 
fallar  dicho  recurso. 


Por  escritura  de  30  de  noviembre  de  1900, 
don  Telésforo  Verdugo  dió  en  snb-arríendo  á 
don  José  Miguel  del  Pilar  Pastene  el  fundo 
San  José  de  Colín  de  propiedad  de  don  Eu- 
genio CíenfaegoB,  que  arrendó  á  éste  por  escri- 
tura de  30  de  junio  de  1899,  ubicado  en  la  sub- 
delegación  de  Col&i  en  este  departamento  y 
bajo  los  deslindes  que  indica. 

Conforme  á  los  derechos  que  se  le  otorga- 
ron en  la  escritura  expresada,  se  encontraba  en 
posesión  tranquila  del  fundo  arrendado  cuan- 
do fué  notificado  para  hacer  entrega  de  la  pro- 
piedad á  un  señor  Concha  en  virtud  de  un  de- 
creto recfddo  en  un  juicio  que  don  Manuel 
Jesús  Jara  sigue  en  Santiago  en  contra  de  don 
Eugenio  Cienfuegos  sobre  dominio  del  mismo 
prédio  arrendado  por  éste. 
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Fastén  se  opuso  á  la  entrega  en  vista  de 
los  derechos  qae  como  sttb-arrendatarío  tiene 
para  asufructaarlapropíedad  j  porque,  tanto 
el  arrendador  como  el  tercero,  están  obligados 
á  respetar  el  arriendo  en  confonnidad  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1924  y  1962  del  Códi- 
go Civil.  Después  de  referir  estosantecedentes, 
dice  Pasten  en  su  demandaque  cuando  arren* 
dó  el  fundo  San  José  de  CoUn  se  'encontraba 
en  muy  malas  condiciones  y  para  ponerlo  en 
estado  de  producir  ha  tenido  que  hacer  eíi  él 
arreglos  j  gastos  de  consideración  y  como  los 
arrendadores  están  obligados  á  librarlo  de 
toda  turbación  eo  el  goce  del  predio  arrenda* 
do,  como  asimismo  los  terceros  que  crean 
tener  algfin  derecho  á  la  propiedad,  entabla 
demanda  en  contra  de  don  Manuel  Jesús 
Jara  el  arrendador,  don  Eugenio  Ctenfuegci 
y  el  sub-arrendador  don  Telésforo  Verdugo 
paraqne  se  declare:  1^  que  el  mendonado  se- 
ñor Jara  está  obligado  á  respetarelarriendo 
y  que  por  consiguiente  no  puede  impetrar  me- 
dida alguna  que  tienda  á  perturbarlo  en  el 
goce  de  sus  derechos  como  arrendatario  y  que 
así  mismo  está  obligado  á  pagarle  todos  los 
perjuicios  causados  con  motivo  de  las  medidas 
que  ha  solicitado  en  uno  de  los  Juzgados  de 
Santiago;  2'  que  don  Rugenio  Cienfuegos  y 
don  Telésforo  Verdugo  están  obligados  á  am- 
pararlo en  el  goce  del  predio  y  en  todoslos  de- 
mas  derechos  que  le  corresponden  por  dicho 
contrato  y  pagarle  los  peijuicios  que  le  sobre- 
vengan por  la  turbación  que  tenga  en  el  uso 
de  la  propiedad. 

El  demandante  amplió  más  tarde  la  ante- 
rior demanda,  porque  el  3  de  enero  de  1902 
fué  lanzado  con  la  fuerza  pública  de  la  propie- 
dad arrendada  Apetición  dcdon  Manuel  Jesú» 
Jara  y  con  lo  cual  se  le  han  ocasionado  los  si- 
guientes perjuicios: 

1^  La  viña  que  tiene  el  fundo  mediante  los 
cultivos  que  le  hizo,  su  producci<$n  no  podría 
bajar  de  800  arrobas; 

2^  Que  tenía  cuatro  cuadras  de  chacras  de 
mafz,  fréjoles,  etc.; 

3^  Una  fábrica  de  tejas  y  ladrillos  que  pro- 
duciadurante  la  temporadade  verano  150  000 
piezas; 

4f*  Tres  potreros  empastado»^  14  carretas 
de  paja  que  quedaron  en  el  fundo; 


5^  Las  mgoraa  que  hizo  en  lascasosy  en  la 

viñoí 

Que  los  perjuicios  que  deja  enumerados,  va- 
len más  de  $  10.000,  y  los  demandados  están 
en  la  obligación  de  indemnizarle  estos  gastos 
y  perjuicios. 

En  rebeldía  de  don  Eugenio  Cienfuegos  y  de 
don  Manuel  Jesús  Jara  se  dió  por  contestada 
la  demanda. 

Don  Telésforo  Verdugo,  contestando  por  su 
parte  dice:  que  él  no  ha  arrendado  á  don  José 
del  Pilar  Pastén  el  fundo  en  cuestión,  puesto 
que  en  la  escritura  se  pactó  una  novación  en- 
tre los  señores  Cienfuegos,  Pastén  y  el  ex  po- 
nente. Por  esto  niega  al  demandante  el  dcre« 
cho  de  exigirle  que  le  haga  cesar  la  turbación 
6  embargo  en  que  funda  su  demanda,  por 
cuanto  esta  obligación  pesa  únicameote  sobre 
el  señor  Cienfuegos  por  ser  el  que  aparece  co- 
mo arrendador  de  la  propiedad. 

El  Juzgado  de  Talca,  con  fecha  22  de  julio 
de  1903,  falló: 

Considerando: 

1^  Que  de  la  escritura  pública  de  30  de  no- 
viembre de  1900  acompañada,  consta  que  los 
señores  Telésforo  Verdugo  y  Kugenío  Cienfue- 
gos son  los  arrendadores  del  fundo  San  José 
de  Colín  al  señor  José  del  Pilar  Pastén,  puesto 
que  del  contexto  de  dichaescritura  se  despren- 
de que  el  primero  su b-arrend  ó  A  Pastén  el  fun- 
do indicado,  por  el  término  que  le  faltaba 
para  cumplir  el  arriendo  que  tenía  de  la  mis- 
ma propiedad,  y  el  segundo  le  hizo  una  pró- 
rroga por  6  años,  á  contar  desde  la  fecha  de 
la  terminación  del  arriendoque  le  tenía  elseñor 
Telésforo  Verdugo; 

2'  Que  del  exhorto  compulsado  apareceque 
don  Manuel  Jesús  Jara  en  un  juicio  que  sigue 
en  Santiago  en  contra  de  don  Eugenio  Cien- 
fuegos  sobre  dominio  del  fundo  San  José  de 
Colín,  que  éste  arrendó  á  Pastén,  obtuvo  por 
decreto  de  16  de  julio  de  1901  el  secuestro  de 
dicho  fundo  y  se  nombró  en  carácter  de  depo- 
sitario á  don  Genaro  José  Concha  quien  tomó 
posesión  de  la  propiedad  por  medio  de  la  fuer- 
za pública. 

3^  Que  los  señores  Verdugo  y  Cienfuegos, 
como  arrendadores  del  fundo  indicado,  han 
tmido  obligación  de  librar  al  arrendatario  de 
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la  turbación  Ó  embarazo  á  que  se  ha  hecho 
referencia; 

4'  Que  la  molestia  inferida  al  arrendatario 
en  el  goce  de  la  cosa  arrendada,  ha  sido  á 
consecuencia  de  los  derechos  que  ha  justifica- 
do tener  don  Manuel  Jesús  Jara  á  In  propiedad 
arrendada,  y  como  de  las  compulsas  acom- 
pañadas, consta  que  don  Eugenio  Cienfoegos, 
al  cek'brar  el  contrato  de  arrendamiento,  te- 
nía conocimiento  pleno  de  que  el  fundo  que 
arrendaba  no  era  desn  propiedad  sino  de  don 
Ma  n  u  Jesfis  Jara,  el  arrendatario,  por  esta 
causa,  ha  tenido  derecho  para  exigir  la  termi- 
nación del  contrato  con  indemnización  deper- 
juidos  en  conformidad  á  lo  prescripto  en  los 
incisos  39  y  4?  del  artículo  1930  del  Código 
Civil. 

5^  Que,  no  hiUúendodon  Manuel  Jesús  Jara 
intervenido  de  manera  alguna  en  el  contrato, 
el  arrendatarío  señor  Pasten  no  puede  hacer- 
lo responsable  de  los  perjuicios  que  dice  se  le 
han  ocasionado  con  motivo  del  secuestro  de- 
cretado por  autoridad  competente,  pues  de 
esa  perturbación  y  sus  consecuencias,  los  úni- 
cos responsables  son  los  arrendadores  señores 
Verdugo  y  Cienfnegos,  conforme  con  lo  pres- 
cripto en  el  articulo  citado. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1924  y 
1930  del  Código  Civil,  se  declara  que  ha  lu- 
gar &  la  demanda,  solo  en  cnanto  por  ella  se 
pide  que  don  Telésforo  Verdugo  y  don  Euge- 
nio Cienfuegos  están  obligados  á  amparar  á 
don  José  del  Pilar  Pastén  en  el  goce  del  pre- 
dio arrendado  y  á  pagar  &  éste  el  valor  de  los 
perjuicios  que  se  le  han  ocasionado  con  moti- 
vo de  la  perturbación  á  que  se  refiere  la  de- 
manda y  cuyo  valor  deberá  regularse  por  el 
juzgado,  oyendo  el  dictamen  de  un  perito 
nombrado  por  las  partes  en  la  forma  ordina- 
ria. No  ha  lugar  a  la  ampliación  de  la  de- 
manda en  cuanto  ella  afecta  á  don  Manuel 
Jesús  Jara,  con  costas.— i?.  Dueñas  G. 

Apelada  esta  sentenda 

La  Corte  resolvió: 

Talca,  15  de  diciembre  de  1903 —Vistos: 
excluyendo  los  connderandos  1^  y  3^,  y  te- 
niendo en  su  lugar  presente:  que,  si  bien  la  es- 
critura pública  de  30  de  noviembre  de  1900, 


habla  de  snb-arriendo, — estudiando  sus  cláu- 
sulas separadamente  y  luego  en  conjunto,— se 
ve  que  en  el  fondo  sólo  se  trata  de  un  nuevo 
contrato  de  arriendo  celebrado  entre  don  Eu. 
genio  Cienfuegos  y  el  demandante  don  José 
del  Pilar  Pastén,  del  que  se  escluye  al  arren- 
datario don  Telésforo  Verdugo,  y  á  mayor 
abundamiento  que  en  autos  tampoco  existe 
constancia  de  que  éste  tuviese  conocimiento 
alguno  de  las  condidones  precarias  en  que  se 
encontraba  el  dominio  de  Cienfuegos  con  res- 
pecto al  fundo  arrendado,  se  confirma  la  sen- 
tenda apelada  de  22  de  julio  último,  con  de- 
daradón  deque  se  absuelve  de  la  demanda 
ádon  Telésforo  Verdugo;  y  que  don  Eugenio 
Cienfuegos  sólo  está  obligado  á  la  indemni- 
zadón  de  los  peijuicios  á  que  dicha  sentenda 
se  refiere. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Montero. 
—A.  Montero,—/.  A.  Herrera,— F,  Román  B. 

Contra  esta  sentenda  interpuso  Pastén  re- 
curso de  casadón  en  el  fondo  fundado  en  las 
siguientes  causales: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida  haquebranta- 
do  la  disposidón  del  artículo 1962  del  Código 
Civil,  al  no  lueptar  la  demanda  en  la  parte 
referente  á  don  Manuel  Jesús  Jara,  para  qne 
se  declarara  que  éste  se  hallaba  en  la  obliga- 
dón  de  respetar  el  contrato  de  arrendamien- 
to, lo  cual  da  motivo  para  casadón  en  el  fon- 
do de  la  sentencia,  con  arreglo  al  artículo  940 
del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

2^  Que,  en  cuanto  á  don  Telésforo  Verdugo, 
se  ha  incurrido  en  error  análogo,  pues,  figu- 
rando como  arrendador  en  el  contrato,  le 
afectan  las  responsabilidades  del  artículo  1924 
del  Código  Civil  y,  sin  embargo,  con  olvido 
de  esta  disposición  lo  absuelve  la  sentencia, 
hadendo  pesar  únicamente  sobre  Cienfuegos, 
que  carece  de  bienes  de  fortuna,  toda  la  res- 
ponsabilidad del  contrato; 

3^  Que  los  derechos  del  recurrente  sobre  el 
predio  San  José  de  Colín,  fueron  desconod- 
dos  por  don  Manuel  Jesús  Jara,  á  virtud  de 
resoludones  que  éste  obtuvo  contra  Cienfue- 
gos y  que  no  podían  afectar  á  Pastén,  ya  que, 
no  siendo  Jara  acreedor  hipotecario  de  Cien- 
fuegos,  debía  respetar  el  arriendo  hecho,  según 
el  número  2^  del  artículo  1962  del  Código 
Civil;  y 
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4^  QtK  la  sentencia  ha  tenido  qae  suponer, 

en  la  escritura,  un  arriendo  directo  entre  Cien- 
fuegos  j  Pastén,  eximiendo  de  cargo  Á  Verdu- 
go, á  todo  lo  cual  se  oponen:  el  texto  de  la  es- 
critura y  el  de  Ja  transacción,  que  declara  su- 
brogado á  Jara  en  los  derechos  7  obligaciones 
de  Cienfuegos,  procedentes  de  los  contratos 
de  30  de  junio  de  1899  y  de  30  de  noviembre 
de  1900 y.finalmente.el  artículo  1634  del  Có- 
digo Civil,  segfin  el  cual  la  novación  no  se  pre" 
sume. 

Don  Manuel  Jesús  Jara  responde  oponiendo 
á  las  alegaciones  del  recurrente,  el  mérito  de 
autos  j  en  especial  los  considerandos  que  sir- 
ven de  base  á  las  sentencias  de  primera  y 
segunda  instancia.  Agrega:  "No  tengo  para 
qué  defender  la  legalidad  denna  sentencia  que 
dcclaraqueel  dueño  de  una  propiedad  no  está 
obligado  á  respetar  el  arriendo  de  ella,  hecho 
por  extraños,  ni  á  pagar  el  perjuicio  que  pue- 
da ocasionar  á  terceros  al  ejercitar  los  dere- 
chos que  como  á  dueño  le  corresponden  con- 
tra los  injustos  detentadores  desu  propiedad." 

Don  Telésforo  Verdugo,  hace  pre&ente  las 
siguientes  consideraciones,  en  contra  del  re- 
curso interpuesto: 

Que  el  recurrente  ha  contravenido  el  artícu- 
lo 948  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
pues  "en  el  escrito  en  que  Pastén  formalisó  sn 
recurso  sólo  invocó  los  artículos  1962  y  1924 
del  Código  Civil,  y  ahora  cita  una  gran  can- 
tidad de  disposidones  legales  también  infrin- 
gidas según  ér*  y,  en  consecuencia,  sólo  pue- 
de hacerse  cargo  de  la  causal  alegada  en  su 
contra,  es  decir,  de  la  supuesta  infracción  del 
artículo  1924  del  Código  Civil; 

Que  el  señor  Cienfuegos  es  el  único  arrenda- 
dor de  Pastén,  y  quien  debe  cumplir  las  obli- 
gaciones que  éste  reclama,  pues  aunque  haya 
dicho  en  la  escritura  que  se  trataba  de  un 
sub-arríendo,  esta  palabra  nada  importa  des- 
de que  allí  se  ve  manifiesta  la  intención  de  las 
partes  de  hacer  un  contrato  de  arriendo  ver- 
dadero entre  Pastén  y  Cienfuegos,  por  todo  el 
tiempo  que  faltaba  para  cumplirse  el  primer 
contrato,  el  cual  se  prorrogaba  aún  por  seis 
meses  más. 

Que  basta  leer  la  cláusula  1*  de  la  escritu* 
ra  para  comprender  que  ella  envuelve  una 
verdadera  cestón  del  contrato  primitivo  con 


aceptación  del  arrendador,  y  que  en  virtud  de 

esta  cesión,  Cienfuegos  pasa  á  ser  arrendador 
de  Pastén,  y  éste  sn  único  arrendatario,  puesto 
que  contrajo  las  obligaciones  de  Verdugo  en 
cambio  de  haber  adquirido  todos  los  derechos 
de  este  último. 

Que  tampoco  puede  hallarse  afectado  por 
la  transacción,  que  es  un  contrato  cjelebrado 
únicamente  entre  los  señores  Jara  y  Cienfue- 
■gos,  por  lo  cual  no  puede  Pastén  invocarlo  en 
contra  de  Verdugo;  y  finalmente: 

Que  las  partes,  al  otorgar  el  contrato,  ma- 
nifestaron claramente  su  intención  de  novar, 
sobre  todo  si  se  considera  que  el  arrendatario 
señor  Pastén  se  obligó,  por  esa  escritura,  á 
pagar  directamente  al  arrendador  señor  Cien- 
fuegos  los  cánones  de  arrendamiento,  tanto 
los  devengados  durante  el  tiempo  que  faltaba 
del  contrato  primitivo,  como  los  correspon- 
dientes á  los  seis  años  de  prórroga,  de  donde 
se  desprende  la  conclusión  de  que  la  sentencia 
recurrida  no  ha  infringido  el  artículo  1634  del 
Código  Civil,  al  decir  que  del  contrato  se  de- 
duce que  tuvieron  los  contratantes  el  propó- 
sito de  dejar  como  arrendador  y  arrendatario 
únicamente  á  los  señores  Cienfuegos  y  Pastén. 

Se  ha  oído  el  informe  de  uno  de  los  señorea 
ministros  del  Tribunal  y 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que,  según  consta  del  instrumento  com. 
pulsado,  don  Eugenio  Cienfuegos  aceptó  la 
demanda  reí  vindicatoria  entablada  por  don 
Manuel  Jesús  Jara,  en  la  cual  pedia  se  decla- 
rase que  la  adjudicación  de  Colín  debía  en- 
tenderse hecha  á  su  favor  é  inscribirse  á  su 
nombre;  y  reconoció  Cienfuegos  á  Jara  como 
único  y  exclusivo  dueño  de  ese  fundo,  de  modo 
que  dicho  contrato  se  limitó  á  reconocer  el 
derecho  anterior  de  dominio  que  se  controver- 
tía entre  ambos  respecto  del  indicado  predio; 

2^  Que,  atendida  la  naturaleza  de  la  acción 
interpuesta  por  don  Manuel  Jesús  Jara,  acep- 
tada en  el  convenio  al  entrar  el  verdadero 
dueño  en  posesión  del  fundo  Colín  no  se  ha-. 
Haba  comprendido  en  ninguno  de  los  casos 
contemplados  en  el  artículo  1962  del  Código 
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CÍTÍl,  que  indica  las  personas  obligadas  á  re8-_ 
petar  el  arriendo; 

3^  Qué  en  orden  á  la  causal  de  casación, 
fundada  eii  la  infracción  del  artículo  1924  del 
Código  Civil  por  haberse  libertado  de  respon- 
sabilidad á  don  Telésforo  Verdugo,  debe  te- 
nerse presente  que  la  sentencia  recurrida,  limi- 
tada á  establecer  que  el  contrato  importa  un 
arrendamiento  celebrado  directamente  entre 
Cicnfuegos  y  Pastén  con  exclusión  de  Ver- 
dugo, contiene  la  interpretación  de  \m  contra* 
to  sobre  puntos  de  hecho,  constantes  de  la 
prueba  rendida  y  que  ha  podido  apreciar, 
dentro  de  sus  facultades  priTativas,  el  Tribu- 
nal de  Alzada,  sin  que  ello'  autorice  la  casa- 
ción interpuesta; 

4^  Que,  respecto  de  la  violación  reclamada 
de  los  artículos  1634  y  1637  del  Código  Civili 
resulta  de  autos  que  estas  disposiciones  lega' 
les  no  fie  invocaron  como  infringidas  en  el 
escrito  en  que  se  formalizó  el  recurso  y,  en 
consecuencia,  no  pueden  ser  consideradas  en 
este  fallo,  pues  con  relación  á  don  Manuel  Je- 
sús Jara  el  recurso  se  ha  formalizado  ánícn- 
racnte  por  la  infracción  del  artículo  1U62  del 
Código  Civil  y  con  referencia  A  Verdugo  por 
la  del  1924  del  mismo  Código;  y 

5^  Que,  A  virtud  de  lo  expuesto,  la  senten* 
cia  recurrida  no  ha  sido  pronunciada  con  in- 
fracción de  los  preceptos  legales;  y  visto  lo 
prescripto  en  los  artículos  940,  948  y  658  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
interpuesto  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Talca,  en  13  de 
diciembre  próximo  pasado,  con  costas  que 
pagará  el  recurrente,  con  arreglo  á  la  ley. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 

—José  Alfonso.— Leopoldo  Urrutía  Galrari- 

tto  Gallardo.— V.  Aguim  Vargas.— Lcouciq 
Rodrígact.^B.  Fósterftecabarrcn.-Joaé  Akjo 
Fernández. 


Cas.  CÍV.—W  de  dhiemhre  de  1904 
Jbáñez  (sucesión) 

Frutos.  -  Posesión  de  buena  fe.  -  Apre- 
oiaolón  de  ella.— Vlolos  de  forma  no 
reolamadoa. 

Doctrina: — La  npreciación  que  hace 
el  Tribunal  sentenciador  dehaber  estado 
poseyendo  de  buena  uno  de  los  here- 
deros ana  propiedad  que  Je  había  sido 
entregada  en  vida  de  la  testadora  por 
escritura  pública  y  en  virtud  de  un  acto 
que  la  testadora  mandaba  respetar  en 
stt  testamento,  es  un  hecho  de  la  cansa 
que  no  puede  ser  modiScado;  y,  por  lo 
tanto,  aplica  correctamente  el  inciso  3^ 
del  articulo  907  del  Código  Civil  la  sen- 
tencia que  manda  restituir  frutos  sólo 
desde  la  lecha  en  que,  modiñcando  sus 
pretensiones  anteriores,  dicho  heredero 
reconoíx  el  dominio  ajeno. 


Hn  el  juicio  divisorio  de  los  hícnes  dejados 
por  doña  María  Martina  Ibáñez  v.  de  del 
Campo,  se  suscitó  cuestión  sobre  el  dominio 
de  la  mitad  poniente  del  fundo  Los  Robles, 
que  don  Juan  Pablo  Rojas  sostuvo  ser  de 
propiedad  exclusiva  de  sn  esposa  doña  Ana 
Luisa  del  Campo,  y  los  otros  dos  herederos 
de  la  señora  Ibáñez,  que  lo  son  doña  Javiera 
del  Campo,  representada  por  su  maridd  don 
Juan  de  la  Cruz  Ibáñez  y  doña  María  Jesús 
del  Campo,  representada  por  sn  esposo  don 
Carlos  Donoso  Bascnñán,  alegaron  pertene- 
cer A  la  sucesión. 

Reronocido  posteriormente  por  doña  Ana 
Luisa  del  Campo  el  dominio  de  la  sucesión 
sobre  el  bien  raíz  de  que  se  trata,  sas  cohere- 
deros formularon  petición  para  que  se  le  obli- 
gara á  restituir,  á  fin  de  que  se  colacionaran 
en  la  masa  partible,  los  frutos  producidos 
por  la  propiedad  de  que  había  estado  en  pose- 
sión desde  1886  hasta  el  14  de  agosto  de 
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1901,  fecha  en  qne  fué  adjudicada  en  la  par- 
tícidn  de  la  herencia  de  sa  madre. 

Pronunciándose  el  juez  Arbitro  sobredicha 
petición,  resolvió  en  el  arliculo  4^  del  laudo: 
"que  doña  Ana  Luisa  debe  abonar  á  la  suce- 
sión de  su  madre  doña  María  Martina  Ibá- 
ñez,  como  frutos  y  á  partir  de  julio  de  1886 
hasta  el  14  de  agosto  de  1901,  el  5%  sobre 
$  10.000,  cantidad  en  que  le  fué  adjudicada 
en  esta  última  fecha  la  mitad  poniente  del  po- 
trero Los  Robles. 

Apelada  la  sentenda  del  rom  promisario,  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Talca  dictó,  en  25  de 
julio  de  1904,  el  falto  siguiente: 

Talca,  25  de  julio  de  1904.— Vistos:  tenien> 
do  presente: 

1^  Que  los  frutos  que  en  los  juicios  diviso- 
rios cntnui  á  formar  parte  ó  incrementar  el 
haber  de  la  masa  partible  y  que  están  someti- 
dos á  la  resolución  arb'tral,  son  los  percibidos 
después  de  la  muerte  del  testador,  y  durante 
la  indivisión,  según  el  artículo  1338  del  Có- 
digo Civil,  pues  los  percibidos  con  anteriori- 
dad no  son  propiamente  frutos  sino  parte  del 
patrimonio  que  el  testador  ha  dejado  á  su  fa- 
llecimiento; 

2'*  Que  esto  mismo  se  resolvió  en  el  auto  de 
I*'  de  agosto  de  1902,  como  se  desprende  tan- 
to de  BU  fundamento  como  de  la  cita  que  se 
hace  del  mismo  artículo  1338,  y  si  en  la  soli- 
citud se  pidió  la  colación  de  frutos  anteriores 
á  la  muerte  de  la  testadora,  punto  que  no  ce 
especificaba  con  claridad,  pues  se  habla  en 
términos  generales  de  frutos  del  predio  Los 
Kobles;  esos  no  se  comprenden  en  aquel  auto^ 
sino  sólo  los  posteriores; 

3^  Que  la  herederadoña  Ana  Luisa  del  Cam- 
po ha  sostenido  en  el  curso  de  la  partición  y 
especialmente  en  descrito  de  fe.  lió,  que  al  fa- 
llecimiento de  su  madre  doña  María  Martina 
Ibáñez,  acaecido  el  13  de  febrero  de  1893,  cl 
fun^o  Los  Robles,  ó  sea  la  mitad  poniente 
de  este  fundo,  que  es  de  lo  que  se  trata  ahora, 
lo  poseía  como  dueña  exclusiva,  alegando, 
entre  otras  razones,  el  testamento  de  su  ma- 
dre que  le  reconoció  ese  dominio,  pues  en  la 
cláusula  3^,  se  dice:  "Mis  dos  hijas  ya  nom- 
bradas deben  respetar  como  donación  «itre 
vivos  la  escritura  en  virtud  de  la  cual  entregué 
á  don  Juan  P.  Rojas,  marido  de  mi  hija  Ana 

SUPREMA 


Luisa,  la  mitad  del  fundo  Los  Robles,  mi- 
tad qne  fué  adjudicada  á  mi  hijo  Manuel  San- 
tiago en  la  partición  de  los  bienes  dejados  por 
mí  marido  don  Manuel  Santiago  del  Campo 
y  que  posteriormente  heredé  por  muerte  de 
mi  nombrado  hijo;" 

4^  Que  el  incidente  que  con  este  motivo  se 
promovió,  lo  resolvió  el  partidor  por  el  auto 
defs.  151, declarándose  inccmpetente  para  co- 
nocer de  él  ó  sea  si  pertenecía  ó  nó  á  la  masa 
partibIeesefundo,en  Wrtud  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  1331  del  Código  citado,  permane- 
ciendo las  cosasen  esta  situación  hasta  el  com- 
parendo de3dejuniodel899,enelcuí!l  el  apo- 
derado de  la  misma  doña  Ana  Luisa  pidió  "qne 
se  saque  á  remate  la  mitad  poniente  del  fundo 
Los  Robles,  perteneciente  á  la  sucesión,  en 
virtud  de  sentencia  pronandada  por  el  érbí- 
tro  partidor  de  los  bienes  de  la  sucesión  de 
don  Manuel  Santiago  del  Campo",  petición 
que  importa  reconocer,  desde  esa  fecha,  el  do- 
minio de  la  sucesión  sobre  dicho  fundo;  y 

5^  Que  según  esto,  lu  heredera  doña  Ana 
Luisa  del  Campo  ha  poseído  el  fundo  desde  la 
muerte  de  la  testadora  hasta  la  fecha  en  que 
pidió  el  remate,  creyéndose  dueña  exclusiva 
de  él  en  mérito  de  un  título  que  consideraba 
legítimo,  como  era  el  testamento,  y  si  aceptó 
qne  ese  título  quedase  ineficaz,  reconociendo 
el  dominio  de  lasuce8Íón,esto  no  quita  que  su 
posesión  haya  sido  de  buena  fe,  y  como  tal  no 
está  obligada  álarestiturión délos  frutos  per- 
cibidos durante  ese  espacio  de  tiempo,  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  907 
inciso  3^,  sino  sólo  los  posteriores. 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  lega- 
les, se  declara  que  doña  Ana  Luisa  del  Campo 
v.  de  Rojas  debe  abonar  á  la  sucesión  de  su 
madre,  frutos  por  la  mitad  poniente  del  fundo 
Los  Kobles,  sólodesdeel  3  de  junio  de  1889.  fru- 
tos que  se  estiman  en  el  5'/í  anual  sobre  el  pre- 
cio de  $  lO.OOOen  qne  se  le  adjudicó.  Se  revoca 
en  esta  parte  el  articulo  4*^  del  Laudo  de  5  de  di- 
ciembre último,  y  se  confírmaen  lo  demás  a¡  e- 
lado  el  referido  Laudo. 

K1  señor  Presidente  Urrutia  estuvo  por  con- 
firmar sin  modifícación  el  Laudo  apelado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Herrera. 
— F.  Urrutia. — G.  £íerrera. — F.  Román  B.— 
A.  Montero. 
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Este  fallo  fué  rectificado  en  cuanto  á  la  fe- 
cha desde  la  cual  debe  hacerse  el  abono  de 
frutos,  por  el  que  signe,  expedido  por  el  mis- 
mo Tribunal. 

Talca,  26  de  jnUo  del904.— Habiéndose  no- 
tado un  error  de  copia  en  la  parte  resolutiva 
de  la  sentencia  que  precede  de  fecha  de  ayer 
poniéndose  "1889",  en  lugar  de  1899,  se  de- 
clara, de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  207  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, que  es  esta  última  fecha  la  que  ha  debido 
consignarse  en  dicha  sentencia  y  desde  la  cual 
debe  contarse  el  abono  de  frutos. 

Contraía  resolución  de  2* instancia,  inter- 
puso doña  Juana  de  la  Cruz  Ibáñez  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo. 

En  el  escrito,  en  que  lo  formalizó  expone  el 
recurrente  que,  como  el  principal  fun'Iamento 
de  la  sentencia  es  el  de  que  dofla  Ana  Luisa 
del  Campo  ha  poseído  la  mitad  del  fundo  Loa 
Robles  de  buena  fe,  con  el  título  aparente 
que  le  daba  el  testamento  de  su  madre,  quien 
manifestó  la  voluntad  de  que  sus  herederos 
respetaran  como  donación  entre  vivos  la  es- 
critura en  virtud  de  la  cual  entró  su  hija  en 
posesión  del  {undo,  se  hace  necesario  extender 
el  examen  á  otra  de  las  cláusulas  del  testa- 
mento, que  se  relaciona  con  la  invocada  por 
la  sentencia. 

En  la  cláusula  4*  dice  laseñora  Ibáñez:  "La 
mitad  del  límdo  Los  Robles  no  se  computará  en 
la  4*  de  libre  disposición  ni  en  la  4*  de  mejoras  y, 
en  caso  de  que  mí  hija  Ana  Luisa  pretenda  que 
se  compute,  cesará  para  mis  hijas  Maria  Jesús 
7  Jayiera  la  obligación  derespetarcomo  dona- 
ción entre  vivos  laescritnra  y  acitnda,  referente 
á  la  mitad  del  fundo  Los  Robles;  podrán,  en  con- 
secuencia, hacer  valer  sobreella  los  derechos  de 
únicos  y  comunes  asignatarios  de  la  4*  parte 
de  libre  disposición  y  de  la  4*  de  mejoras  de 
mis  bienes." 

Esta  cláusula  4*  modificaba  lo  dispuesto  en 
Ja  3*  imponiendo  á  doña  Ana  Luisa  una  con- 
dición, que  dependía  de  su  voluntad  cumplir 
ó  no,  pero  que  no  cumplida,  hacía  nacer  para 
sus  coherederos  el  derecho  de  invalidar  el  acto 
que  la  testadora  quería  que  se  tuviera  como 
donación  entre  vivos  y  de  ejerer  en  el  bien 
donado  sus  derechos  de  comunes  asignatarios. 


El  acuerdo  de  doña  Ana  Luisa  para  que  se 
sacara  á  remate  por  cuenta  de  la  sucesión  la 
mitad  del  fundo  Los  Robles,  no  sólo  importa 
el  reconocimiento  del  dominio  de  la  sucesión 
sobre  dicho  fundo,  nno  también  lareniincia 
de  doña  Ana  Luisa  á  lo  dispuesto  cu  la  cláu- 
sula 3« 

El  acuerdo  referido  ha  borrado  del  testa* 
mente  la  voluntad. 

En  efecto,  en  el  entero  de  la  hijuda  de  la  es- 
posa del  recurrente,  i»rtida  10*  "se  le  imputo 
la  suma  de  $  621,50,  valor  de  loa  muebles  de 
ta  lista  defs.  172,  y  en  el  cuerpo  común  de  bie- 
nes está  comprendida  esta  misma  suma  en  la 
partida  de  $  2.697,48." 

Los  mismos  muebles  á  que  se  refiere  tafwrti- 
da  décima  del  entero  y  comprendidos,  como  se 
ha  dicho,  en  la  partida  del  cuerpo  común  de 
frutos,  fueron  materia  de  la  petición  para  que 
se  eliminasen  del  inventario  por  pertenecer  á 
doña  Maria  Jesús  del  Campo,  petición  á  que 
se  dió  lugar  por  la  resolución  3*  del  artíctrfo 
3^  del  Laudo. 

Esos  bienes,  según  una  resolución  del  Lan- 
do, quedaron  fuera  de  la  masa  partible,  j  por 
otra  resolución  del  mismo  Laudo  se  hacen 
formar  parte  del  cuerpo  común  de  bienes  y  se 
imputan  á  un  heredero  que  no  los  ha  tomado. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  dice  el 
recurrente  que  la  petición  para  qne  se  case  el 
fallo  reclamado  tiene  su  apoyo  en  los  antece- 
dentes del  juicio  y  en  las  alegaciones  que  se 
hacen  valer  en  el  escrito  de  fórmalisación,  al 
cual  se  remite." 

Contestando  don  Carlos  Donoso  Bascuñán 
■e  limita  á  solicitar  se  niegue  lagar  al  recur- 
so,  con  costas. 

Respondiéndose,  á  nombre  de  doña  Ana  Lui- 
sa del  Campo  v.  de  Rcgas,  se  expresa  que  lejos 
de  existir  el  antagonismo  que  se  quiere  encon- 
trar entre  las  cláusulas  3*  y  4*  del  testamento 
de  la  señora  Ibáñex,  hay  entre  ellas  perfecta 
armonía. 

.  La  primera  de  esas  cláusulas  prescribe  que 
se  respete  una  donación  entre  vivos  hecha  á 
doña  Ana  Luisa,  atribuyendo  tal  carácter  á 
un  instrumento  público  por  el  cual  se  haUa 
hecho  entrega  de  la  mitad  poniente  del  potre- 
ro Los  Robles  á  don  Juan  Pablo  Rojas.  La  dis- 
posición referida  insistía  en  dejar  fuera  del  pa- 
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trímonio  de  la  testadora  el  terreno  en  cuestión, 
propósito  perseguido,  manifestado  por  la  se- 
ñora Ibáñez  de  que  se  tuviera  como  donado 
entre  vivos  el  fundo  de  que  se  habla  y  hecho 
desaparecer,  por  consiguiente,  el  único  título 
aparente  que  ha  reconocido  la  sentencia  á  do- 
ña Ana  Luisa  para  apoyar  su  derecho  al  do- 
minio exclusivo  del  fundo. 

^  por  ese  acto  quiso  signifícar  doña  Ana 
Luisa  que  se  negaba  á  cumplir  la  condición 
que  le  imponía  la  cláusula  4*  del  testamento 
de  su  señora  madre,  la  donación  entre  vivos 
no  ha  existido  jamás  j  el  terreno  á  que  se  re* 
ferfn  no  ha  salido  nunca  de  la  comunidad  que 
se  furmó  á  la  muerte  de  la  testadora,  pertene- 
cien.to  sus  frutos  á  la  sucesión  desde  la  fecha 
de  Ui  muerte  de  aquélla,  en  conformidad  á  lo 
prevenido  en  los  artículos  1078  y  1338  del 
Código  Civil.  Y  siseestimara  el  acto  como  re* 
nuncia  de  doña  Ana  Luisa  á  la  disposición  de 
la  cláusula  3*,  los  frutos  de  la  mitad  de  Los 
Robles  á  que  esta  cláusula  se  refiere,  corres- 
ponderían á  la  sucesión,  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos 1239  y  1338  del  citado  Código,  desde 
el  fallecimiento  de  la  señora  Ibáñez. 

Por  acto  de  la  herednra,  ha  caducado  el  úni- 
co título  que  invocaba  al  dominio  del  fundo 
Los  Robles,  y  el  derecho  á  los  frutos  de  este 
fundo  debe  determinarse,  ea  consecuencia,  se- 
gún las  reglas  establecidas  en  el  libro  III  del 
Código  Civil. 

La  cita  que  hace  ta  sentencia  del  artículo 
907  es  improcedente,  porque  no  se  trata  en  el 
caso  actual  de  una  acción  de  dominio,  que  la 
jurisdicción'  arbitral  habría  sido  incompeten* 
te  para  resolver.  Se  han  infríngido,  pues,  en  la 
sentencia  los  artículos  del  Código  Civil  cita- 
dos  más  arriba. 

Como  el  Tríb'jnal  puede  casar  de  oficio  la 
sentencia  por  vicios  de  forma  según  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  949  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  hace  presente,  á  fin  de  que 
el  Tribunal  ejercite  su  facultad,  que  la  senten- 
cia reclamada  contiene  decisiones  contradic- 
torias, causal  de  nulidad  prevista  en  el  nú- 
mero 7^  del  articulo  941. 

La  Oorte: 
Connderando: 

1^  QxK\fL  cuestión  primitivamente  debatí^ 


da  fué  la  del  dominio  de  la  mitad  poniente  del 
fundo  Los  Robles,  que  don  Juan  Pablo  Ro- 
jas sostuvo  estar  poseyendo,  como  dueña  ex- 
clusiva, su  esposa  doña  Ana  Luisa  del  Cam- 
po desde  ántes  del  fallecimiento  dedoña  María 
Martina  Ibáñez,  mientras  que  los  demás  he- 
rederos de  esta  última  alegaron  que  pertene- 
cía á  su  sucesión; 

2'  Que,  por  ser  tal  el  carácter  de  la  cuestión 
en  su  origen,  se  declaró  incompetente  para 
pronunciarse  á  su  respecto  el  juet  árbítro, 
como  aparece  de  la  resolución  de  3  de  abril  de 
1897,  que  no  fué  reclamada  por  las  partes; 

3'  Que,  habiendo  solicitado  posteriormen- 
te en  comparendo  de  iunio  de  1899,  el  man- 
datario de  doña  Ana  Luisa  del  Campo  que  se 
sacara  á  remate  la  mitad  poniente  de  Los 
Robles,  perteneoeate  á  la  sucesión  en  virtud 
de  sentencia  pronunciada  por  el  árbitro  par- 
tidor de  sus  bienes,  don  Manuel  Santiago  del 
Campo,  lo  que  importa,  según  establece  el 
fallo  recurrido,  "reconocer  el  dominio  déla  su- 
cesión sobre  dicho  fundo";  los  coherederos  de 
doña  Ana  Luisa  pidieron  que  se  le  obligara 
á  restituir,  para  que  colacionaran  en  la  masa 
pnrtible,  los  frutos  de  esa  propiedad,  que  uno 
de  ellos  calculó  en  el  6  ¡lí  del  valor  en  que  fué 
adjudicada  á  aquella  señora,  y  el  otro  estimó 
en  $  1.000  anuales; 

4^  Que  la  petición  para  el  abono  Ó  restitu- 
ción de  frutos  resulta  así  ser  sólo  una  conse- 
cuenda  del  dominio  del  fundo  declarado  ó  re- 
conocido á  favor  de  la  sucesión  y,  por  tanto, 
para  determinar  las  indemnizaciones  á  que 
con  este  motivo  hubiere  lugar,  han  debido 
aplicarse  las  disponciones  del.  Código  Civil, 
que  dan  las  reglas  á  que  debe  subordinarse 
esa  restitución,  según  que  la  disposición  haya 
sido  de  buena  ó  mala  fe; 

5^  Que,  en  el  escrito  en  que  se  formaliza  el 
recurso,  no  se  reclama  de  la  sentencia  en  cnan- 
to ella  no  dá  lugar  á  la  restitución  de  los  fru- 
tos percibidos  por  doña  Ana  Luisa  del  Cam- 
po, con  anterioridad  al  fallecimiento  de  su 
señora  madre; 

6^  Que,  en  cuanto  á  los  frutos  percibidos 
con  posterioridad  á  la  muerte  de  esta  señora, 
la  sentencia  recurrida  afirma,  en  presencia  de 
las  cláusulas  del  testamento  de  la  señora  Ibá- 
ñez, que  doñaAna  Luisa  del  Campo  ha  podido 


Digitized  by 


Google 


244 


SEGUNDA  FARTB.— BBCCIÓN  PRIMBRA 


creerse,  en  virtud  de  ellos,  con  titulo  legitimo 
á  la  propiedad  exclusiva  de  la  mitad  poniente 
de  Los  Robles  y,  en  consecuencia,  que  flu  po- 
sesión ha  sido  de  buena  fe  hasta  el  momento 
en  que  reconoció  et  dominio  de  la  sucesión  so- 
bre dicho  fundo; 

7^  Qae,  establecido  de  este  modo  como  un 
hecho  de  la  causa  la  posesión  de  buena  fe  de 
doña  Ana  Luisa  del  Campo,  la  sentencia  recla- 
mada ha  aplicado  corrtctamente  el  inciso  3' 
del  artículo  907  del  Código  Civil  al  resolver 
que  debe  abonar  frutos  á  contar  sólo  del  3  de 
junio  de  1S99,  fecha  en  que  por  el  hecho  de 
reconocer  el  dominio  ajeno,  se  constituyó  en 
poseedora  de  mala  fr,  y 

8'  Que  no  se  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación por  vicios  de  forma  contra  la  senten* 
cia  de  segunda  instancia,  y  no  aparece  tam- 
poco que  haya  mérito  para  que  el  Tribunal 
ejercite  sn  facultad  de  invalidarla  de  oficio,  ya 
que  la  causal  que  al  efecto  se  invoca,  aun  su- 
poniendo cierto  el  hecho  en  que  se  funda,  con- 
sistiría sólo  en  un  error  de  cálculo  6  á  lo  más 
en  un  error  de  hecho  en  qne  habría  incurrido 
la  sentencia  del  juez  a  quo,  contra  la  cual,  en 
consecuencia,  debió  formularse  oportunamen- 
te, para  ante  el  Tribunal  correspondiente  la 
rmlamación  que  procediera  en  derecho. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artícu- 
los 946,  948,  958,  960, 979  y  249  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  se  declara  sin  lugar, 
con  costas,  el  recurso  de  casación  formalizado 
contra  la  sentenda  de  25  de  julio  último. 
Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  de  $  300, 
consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 

—José  Alfonso  Leopoldo  Urrutia,  —  J.  Oh- 

brkl  Palma  Gaxmán,  —  Gaíraríao  Gallardo. 
—  V.  Agairre  V.  —  Leoncio  Rodrígoez.  —  Abel 
Saaredra. 


Caá.  Civ.—U  de  diciembre  de  1904 
Valdés  y  otros  con  Municipalidad  de  Iquique 

Oosa  Juzgada.— OontrlbaoloiLes.!—  Im- 
puesto de  Matadero  y  carnea  muer- 
tas de  Iquique.  — Oonduoción  de  ani- 
males.—Ordenanzas  municipales. 

Doctrina:— iVo  es  procedente  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada  cuando  no  bayiden- 
tidad  en  ¡a  causa  de  pedir. 

La  ky  de  26  de  noviembre  de  1873  que 
autorizó  á  las  Municipalidades  para  es- 
tablecer el  impuesto  de  Matadero,  no  lea 
impuso  eomo  un  requisito  previo  indis» 
pensabh  para  el  cobro  de  dicho  impuesto 
la  ordenanza  prescripta  por  el  articulo  4^ 
de  la  misma  hy.  La  única  condición  es- 
tablecida  expresamente  y  que  era  nece- 
sario llenar  en  atención  á  la  naturaleza 
del  servicio  que  se  imponía  era  qne  los  ma- 
taderos contasen  con  los  elementos  necc- 
sarios  para  beneficiar  carnes  y  gorduras. 

Al  dictarse  la  ley  de  26  de  noviembre 
de  eran  materia  de  ordenanza  las 

resoluciones  municipales  que  determina- 
ban las  cuotas  que  debianpagarse  por  el 
aso  de  los  establecimientos  destinados  á 
un  servicio  público  especial,  las  resolacio' 
nes  que  establecían  reglas  respecto  de  la 
policía  local  de  salubridad  ó  buen  orden 
cuando  sujetaban  su  cumplimiento  á  re- 
presión penal  y  en  términos  generales 
aquellas  resoluciones  que  restringían  el 
uso  de  la  libertad  personal  ó  el  libre  ejer- 
cicio  de  una  pro&siÓn  ó  industria;  pero' 
estas  disposiciones  ban  sido  variadas  pot 
las  leyes  posteriores  de  municipalidades 
y  cuando  se  hizo  extensiva  á  Iquique  et 
1^  de  agosto  de  1893 aquella  ky^noeran 
estos  asuntos  materia  de  ordenanza,  de 
modo  que  sin  violar  la  Ley  de  Municipa- 
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lidades  ha  podido  cobrar  el  impuesto 
apesar  de  no  haberse  dictado  Ja  orde- 
nanxa. 


Don  José  Migud  Gonzd  Ies,  con  poder  de  don 
Pedro  N.  Valdés,  de  don  Federico  Gcy^^^tz,  de 
doña  Juana  Jerenés  por  sí  y  en  representación 
de  BUi  menores  hijos  que  forman  la  sncesídn 
Irribarren,  de  don  José  Kratjevtch,  de  don 
Critóbal  Moya  y  de  don  Evaristo  Arancibia, 
dedujo  contra  la  Municipalidad  de  Iquique  y 
ante  uno  de  los  Juzgados  de  este  departamen* 
tOt  el  20  de  diciembre  de  1900,  la  demanda  ea 
la  cual  expone:  que]  bus  representados  siguie- 
ron un  juicio  contra  la  referida  Municipalidad 
que  fué  condenada  ádevolverles  treinta  ynue- 
ve  mil  y  tantos  pesos,  cantidad  que  procede  de 
los  derechos  percibidos  indebidamente  por 
aquella  corporaci6n  por  la  conducción  délos 
animales  vacunos  beneficiados  por  sus  poder- 
dantesen  el  Matadero  de  Iquique,  en  el  espacio 
de  tiempo  comprendido  entre  1893  y  el  31  de 
julio  de  1899,  que  por  creer  que  regía  para  el  de- 
partamento de  Tarapacá  la  ley  de26denoviem- 
brede  1873  y  porjestimar  que  el  peso  medio  de 
los  animales  carneados  por  sus  comitentes  en 
el  Matadero  municipal  no  excedió  de  500  ki- 
lógramos,  habian  pedido  también  en  la  de- 
manda del  juicio  anterior,  que  se  les  devolvie- 
ran 50  centavos  del  derecho  de  $  2  qae  por 
cada  animal  vacuno  se  les  cobró  por  vía 
de  contribución,  pero  que  esa  petición  no  les 
fué  aceptada  por  juzgar  los  tribunales  qtie  no 
se  había  comprobado  el  peso  medio  de  los  ani- 
males; que,  si  bien  en  el  alegato  de  buena  prue- 
ba extendieron  también  su  demanda  á  la  de- 
volución de  la  totalidad  del  derecho  de  $  2 
que  se  les  exigió  por  el  beneficio  de  cada  ani- 
mal vacuno,  como  no  se  trabó  la  litis  sobre 
este  pnoto,  no  pudo  resolverlo  la  sentencia,  la 
que  les  dejó  á  salvo  esta  acción  y  las  demás 
que  tuvieran  sobre  lo  no  juzgado,  compren- 
diéndose, naturalmente,  entre  estaji  acciones 
la  que  les  corresponde  para  reclamar  la  resti- 
tndón  de  lo  que  indebidamente  pagaron  por 
deicchos  dd  ganado  menorirestittiGiSnqacno 


se  comprendió  en  su  anterior  demanda,  y  así 
lo  expresaron  entonces,  para  hacerla  materia 
de  este  otro  juicio. 

A  nombre  de  sus  representados,  se  propone 
ahora  el  mandatario  reclamar,  por  tener  el 
carácter  de  indebido  el  pago,  la  devolución  de 
todas  las  cantidades  que  por  derechos  de  car- 
nes muertas  ha  percibido  la  Municipalidad  de 
Iquique  sobre  todos  los  animales  de  ganado 
mayor  ó  menor,  cuyo  número  se  compruebe  y 
que  hayan  sido  beneficiados  por  sus  mandan- 
tes en  el  Matadero  municipal. 

El  derecho  percibido  por  la  Municipalidad 
ha  sido  el  de  $  2  por  cada  animal  vacuno,  de 
$  1  por  cerdo  y  de  $  0.26  por  animal  de  lana, 
recargados  estos  derechos  con  80,20  y  10  cen- 
tavos respectivamente  por  conducción  desús 
carnes  al  mercado. 

Excluye  esta  demanda  los  $  0,80  ya  man- 
dados devolver  en  el  otro  juicio,  por  conduc- 
ción de  las  carnes  de  los  animales  vacunos 
beneficiados  de  1893  á  1899. 

Se  funda  la  nueva  acción  que  se  ejercita  en 
que  la  ley  de  28  de  noviembre  de  1873,  que 
autoriza  el  impuesto  en  su  artículo  1^  no  ha 
tenido  fuerza  obligatoriaen  Tarapacá,  porque 
la  Municipalidad  no  ha  dictado  hasta  hoy, 
como  lo  prescribe  el  artículo  4^  para  poder 
cobrar  el  impuesto,  la  ordenanza  destinada  á 
fijar,  dentro  del  máximum  que  determina  la 
ley,  la  cuantía  de  la  contribución. 

El  articulo  3^  de  la  ley  de 1873 prohibe,  por 
lo  demás,  el  cobro  del  derecho  adicional  de 
conducción  de  las  carnes  al  mercado,  pues  or- 
dena á  las  Municipalidades,  para  poder  exigir 
el  impuesto  que  autoriza  el  artículo  1^,  á  man- 
tener lugares  adecuados  con  todos  los  elemen' 
tos  necesarios  para  el  beneficio  de  carnes  y 
gorduras  y  su  transporte  á  los  mercados,  sin 
otro  gravamen. 

La  sentencia  del  juicio  anterior  mandó  de- 
volver $  0,80  por  cada  uno  de  los  animales 
vacunos  que  fueron  beneficiados  en  el  Mata- 
dero desde  la  fecha  de  que  ella  parte  hasta  el 
31  de  julio  de  1899,  día  último  de  los  boleti- 
nes de  ingreso  que  se  examinaron  durante  la 
prueba  en  Tesorería,  pero  se  está  adeudando 
todavía  este  mismo  derecho  por  la  Municipali- 
dad, que  ha  contínwulo  cobrándolo,  por  cx> 
trafio  qne  porntca,  aáii  después  de  notificscdo 
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el  cúmplale  de  la  sentencia,  que  declaró  indebi- 
do el  pago. 

fin  consecuencia,  la  demanda  actual,  va  en- 
caminada también,  en  segundo  término,  á 
obtener  la  devolución  de  lo  que  se  pagó  desde 
el  31  de  julio  de  1899 -para  adelanta  por  el 
tal  derecho  de  los  $  0,80  del  transporte  de  las 
carnes  vacunas. 

Con  estos  antecedentes,  y  á  nombre  de  los 
actuales  demandantes,  viene  á  pedir  que  se  de- 
clare en  definitiva: 

1*  Qoe  la  Municipalidad  debe  devolverles 
todo  lo  pagado  por  cada  buej  ó  animal  vacu- 
no desde  el  año  1893  hasta  el  31  de  julio  de 
1899,  á  ratón  $  2  por  cabeza,  sobre  la  canti- 
dad ó  número  de  animales  de  esa  especie,  que 
se  comprobó  haberse  beneficiado  hasta  aquella 
fecha,  wgún  el  certificado  del  ministro  de  fe, 
que  corre  en  el  primer  juicio,  y  que  se  producirá 
en  copia  oportunamente  en  el  actual; 

2^  Qne  igual  devolución  debe  hacer,  desde 
el  31  de  julio  del  año  anterior,  de  ese  mismo 
derecho  ó  contríbación,  sobre  el  número  de 
animales  vacunos  qne  se  justifique  durante  el 
término  de  prueba  haberse  beneficiado  por  los 
demandantes  después  de  aquella  fecha; 

3^  Qne  habiéndose  mandado  devolver  en  el 
primer  juicio  lo  percibido  por  la  conducción  de 
la  carne  al  mercado  de  cada  vacuno  hasta  el 
31  de  julio  citado,  á  razón  de  $  0,80  por  calw 
za,  se  mande  devolver  ahora  lo  que  la  Muni- 
cipalidad ha  continuado  percibiendo,  después 
de  aquella  fecha,  sobre  el  número  de  animales 
de  esa  misma  especie  que  se  compmebe  en  este 
juicio  haberse  carneado; 

4fl  Que,  respecto  de  los  animales  de  cerda  j 
de  lana  que  han  sido  beneficiados  desde  1893 
adelante,  se  mande  devolver  los  derechos  pa- 
gados por  matanza  y  conducción  de  la  carne 
al  mercado,  á  razón  de  $  1,20  por  los  prime- 
ros, y  de  $  0,35  por  los  segundos,  sobre  el  nú- 
mero de  unos  y  otros,  que  se  determine  respec- 
tívamente  dorante  el  probatorio;  y 

5^  Que  deben  pagarse  intereses  corrientes 
sobre  las  sumas  ó  valores  indebidamente  per- 
dbidoB,  que  se  cobran  en  este  juicio,  y  costas 
del  procedimiento. 

£1  tesorero  de  la  Municipalidad  de  Iqoique 
conteitondo  la  demanda  y  formnlando  reoon* 
TcnciúD,  dior.  _ 


Una  de  las  principales  obligaciones  que  la 
ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  impone  á  las 
Municipalidades  es  la  de  cuidar  de  la  salubri- 
dad pública.  Con  este  motivo  y  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  24,  les  corresponde, 
entre  otros  particulares,  "establecer  ó  permi- 
tir mercados  dentro  de  los  límites  urbanos 
para  el  abasto  de  las  pobladones  y  fijar  las 
reglas  á  que  deben  someterse,  impidiendo  el 
beneficio  de  animales  flacos  ó  enfermos." 

Fundada  en  esta  disposición  legal,  ó  por 
otras  causas,  la  Municipalidad  de  Iquique  ha 
sostenido  desde  antes  de  1893  y  sostiene  to- 
davía un  Matadero  público,  dotado  de  todos 
los  elementos  necesarios  para  su  objeto,  al  que 
tienen  libre  acceso  todos  los  que  quieren  bene- 
ficiar animales  vacunos,  de  lana  6  cerda. 

No  tiene  más  trabajo  el  interesado  6  abas- 
tero que  el  de  conducir  los  animales  al  Mata- 
dero, pues  ahí  se  le  proporcionan  corrales,  ins- 
trumentos de  matanza,  agua  dulce  y  salada, 
escobas  y  hasta  los  medios  de  acarreo  de  las 
carnes  al  mercado  ó  á  los  puestos  particula- 
res, en  diversos  lugares  de  la  población  esta- 
blecidos. 

La  Municipalidad  presta  así  servicios  líci- 
tos, que  no  pueden  ser  aprovechados  gracio- 
samente. 

Cualquiera  que  sea  el  terreno  en  que  la 
cnestión  se  sitúe,  se  tendrá  nempre  á  firme  la 
existencia  de  servicios  remunerables,  cuyo  pre- 
cio ha  sido  ya  cubierto  por  las  personas  qne 
los  reábíeron,  lo  que  significa  que  ha  halúdo 
acuerdo  entre  el  Municipio  y  los  demandantes 
para  sn  prestación  y  pago. 

Estos  servicios  se  han  continuado  por  más 
de  quince  años,  pagándose  sin  reclamación  ni 
protesta  por  los  demandantes  aún  después  de 
iniciado  el  juicio  á  que  han  hecho  referencia. 

Solicitados  como  han  sido  los  servicios  por 
los  demandantes,  que  han  satisfecho  su  pre- 
cio buenamente,  resultaría  que,  aun  en  el  su- 
puesto de  ser  exactas  las  alegaciones  de  la 
demanda,  carecerían  aquellos  de  derecho  para 
exigir  la  devolución  de  lo  pagado  con  arreglo 
á  lo  que  prescribe  el  artículo  2291  del  Código 
Civil. 

Aparte  de  otras  consideraciones  qne  po- 
drían hacerse,  opone  á  la  demanda  la  excep- 
ción de  cosa  juagada  en  cnanto  á  la  peMoión 
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que  en  ella  se  formula  para  qtte  se  devuelva  lo 
pagado  por  los  animales  que  se  bcnefidaron 
de  1893  á  1899. 

En  el  juicio  anterior,  seguido  entre  los  mis- 
mos litigantes,  no  se  hizo  lugar  á  esta  parte 
de  la  demanda,  y  muy  particalartnente  á  la 
devolución  de  los  $  0,50,  parte  componente  de 
los  $  2  que  ahora  se  cobran.  Sí  nO  pudieron 
obtener  esta  cuota  en  aquel  juicio,  menos  de> 
recho  les  asiste  boy  para  reclamar  el  todo 
que  comprende  la  cuota,  con  lo  cual  dicho  se 
está  que  la  excepción  de  cosa  juzgada  se  im- 
pone necesariamente. 

Si  los  demandantes  alcanzaran  éxito  en 
esta  causa,  obtendrían  una  utilidad  inespera- 
da, un  beneficio  indebido.  En  efecto,  al  deter- 
minar los  introductores  de  ganado  el  precio  á 
que  pueden  vender  el  buey  ó  el  kilógramo  de 
carne,  toman  en  cuenta  el  derecho  que  pagan 
á  la  Municipalidad  para  agregarlo  á  aquel 
precio,  de  modo  que  en  definitiva  es  el  publico 
ó  el  consumidor  quien  ba  pagado  las  cantida- 
des de  dinero  que  se  cobran  en  la  demanda 
como  satisfechas  por  los  demandantes. 

En  el  caso  inesperado  de  que  se  declarara 
la  falta  de  derecho  de  la  Municipalidad  para 
percibir  las  sumas  de  que  se  trata,  pesaría  so- 
bre los  demandantes  la  obligación,  cuyo  cum- 
plimiento exige  por  vía  de  reconvención,  de 
cubrir  proporcionalmente  á  su  representada, 
los  gastos  que  £sta  ha  tenido  qne  hacer  para 
el  sostenimiento  del  Matadero. 

Estima  de  100  á  $  150.000,  como  se  com- 
probará á  su  tiempo,  los  gastos  que  en  suel- 
dos, compra  y  renovación  de  material,  etc., 
ha  hecho  la  Municipalidad  de  Iqaiquc  para 
sostener  el  dtabledmíento. 

De  esta  cantidad  deberán  pagar  los  deman- 
dantes una  parte  proporcional,  habida  consi- 
deración al  ttfimero  total  de  animales  benefi- 
dados  en  el  Matadero. 

Bn  el  escrito  de  réplica  y  de  contestación  á 
la  reconvención,  se  esplayan  las  consideracio- 
nes de  la  demanda,  y  se  manifiesta  qne,  á  con- 
tar de  1893  para  adelante,  conforme  á  las 
leyes  periódicos  de  aatorización  de  las  contri- 
buciones establecidas,  la  Municipalidad  de 
Iqniqnc  no  ha  podido  cobrar  el  impuesto  de 
Matadero  y  canwt  moertat  nno  en  annonia 
co&lakjdeSGdeaoTienibredc  1873. 


Pero,  se  agrega,  para  tener  derecho  A  per- 
cibir e)  impuesto  que  esta  ley  establece,  habría 
debido  cumplir  las  dos  condiciones  que  ella 
exige,  esto  es,  debió  dictar  una  ordenanza  que 
fijara  dentro  del  máximum  la  cuantía  de  la 
contribución,  y  mantener  un  Matadero  con 
todos  los  elementos  requeridos  para  el  benefi- 
cio de  carnes  y  gorduras;  y  ninguna  de  estas 
condiciones  ha  sido  llenada  por  la  Municipa- 
lidad. 

En  consecuencia,  se  concluye,  la  Municipa- 
lidad ha  cobrado  arbitrariamente  una  contri- 
bución para  que  no  estaba  facultada,  pasando 
de  esta  suerte  por  encima  de  lo  preceptuado 
en  los  artículos  28, 139, 140  y  151  de  la  Cons- 
titución, y  1^  y  2'  de  la  ley  de  septiembre  de 
1884. 

Bn  est«  escrito  se  sostiene  también  qne  no 
hay  cosa  juzgada  respecto  del  punto  á  que  se 
refiere  la  contestación  á  la  demanda,  porque 
es  distinta  la  causa  de  pedir,  y  en  cuanto  á  la 
reconvención,  se  contesta  que  ni  los  deman- 
dantes ni  los  demás  introductores  de  ganado 
han  pedido  á  la  corporación  demandada  que 
mantenga  un  Matadero  para  el  beneficio  de 
sus  anímales,  y  que,  por  el  contrario,  el  que 
sostiene  la  Municipalidad  importa  para  ellos 
nn  gravamen  pesado  y  odioso. 

De  dejárseles  en  libertad,  matarían  los  in- 
teresados en  sus  propios  corrales.  Por  consi- 
guiente, no  cabe  en  ellos  la  obligadón  qne  se 
les  supone  de  contribuir  proporcionalmente  á 
los  gastos  de  sostenimiento  de  un  Matadero, 
que,  aparte  de  prestar  tm  servicio  deficiente  y 
malo,  se  Ies  impone  todavía  por  la  fuerza. 

£n  la  dúplica,  se  refuerzan  las  conúderacío- 
nes  de  la  contestacióii  y  se  afirma  que  la  re- 
muneración que,  por  el  servicio  del  Matadero 
se  paga  á  la  Municipalidad,  no  tiene  el  carác* 
ter  de  contribución. 

Es  de  la  esencia  de  ésta  que  no  sea  la  com- 
pensación de  servicios,  sean  éstos  autori- 
•ados  por  la  ley,  la  convendón  ó  el  acncdo 
voluntario  de  los  interesados,  y  que  además 
importe  un  gravamen  qne  pese  sobre  todos 
los  habitantes  en  general.  Mientras  tanto,  los 
derechos  de  Matadero  se  sati^cen  por  la 
prestadón  de  un  servido,  y  se  pagan  sólo  por 
loa  pocas  personas  qtte  ocimen  á  exigirlo. 

Desde  que  entró  en  vigor  la  actual  hey  de 
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Municipalidades,  los  particulares  han  podido, 
sujetándcse  naturalmente  á  las  condiciones 
de  higiene  y  salubridad,  obtener  autorización 
para  establecer  mataderos;  pero,  en  lugar  de 
hacerlo  así,  han  preferido  ocurrir  al  Matadero 
municipal.  Han  demandado,  pues,  voluntaria 
y  libremente  un  servicio,  que  la  justicia  exige 
qne  remuneren. 

El  Juez  de  Iquíque,  con  fecha  12  de  diciem- 
bre de  1902,  falló: 

Con  lo  relacionado  y  considerando: 

1^  Que  es  admisible  la  excepción  de  cosa 
juzgada  respecto  de  la  devolución  de  $  2  que 
se  demanda  por  el  derecho  de  cada  animal 
vacuno  carneado  durante  la  época  qtte  com- 
prendió el  anterior  juicio  seguido  por  las  mis- 
mas partes,  por  concurrir  los  requisitos  indi' 
cados  en  la  ley  sobre  identidad  del  objeto  de 
la  demanda,  de  la  causa  de  pedir  y  de  perso- 
nas; 

2^  Que  existe  identidad  del  objeto  de  la  de- 
manda, por  cuanto  no  es  posible  conciliar  di- 
cha petición  con  lo  resuelto  al  respecto  en  el 
primer  juicio,  pues  habiéndose  negado  en  este 
último  la  devolución  de  una  parte  del  precio 
que  se  demandaba,  mal  puede  pedirse  ahora 
el  total  que  comprende  á  la  misma  parte; 
.  3^  Que  existe  identidad  de  la  causa  de  pe- 
dir, porque  el  fundamento  de  ambas  deman- 
das se  hace  derivar  de  la  ley  de  26  de  noviem- 
bre  1873,  á  que  está  sujeta  la  contribución 
municipal  de  Matadero  en  este  departamento 
desde  la  vigencia  de  la  ley  de  3  de  agosto  de 
1893,  que  la  autorizó  en  la  forma  establecida 
para  el  resto  de  la  República; 

En  efecto,  en  el  anterior  juicio  sostenían  los 
demandantes  que,  por  la  ley  de  26  de  noviem- 
bre de  1873,  debió  percibir  la  Municipalidad 
únicamente  $  1,50  por  animal  vacnno,  co. 
rrespondiendo  esta  cantidad  al  peso  medio 
de  los  carneados,  en  relación  con  el  límite 
fijado  al  impuesto;  y  en  el  presente  sostienen 
que  según  la  misma  ley  no  le  corresponde  per. 
cibir  derecho  alguno; 

4^  Que  existe  indudablemente  identidad  de 
personas  por  ser  las  mismas  en  uno  y  otro 
juicio; 


5^  Que  respecto  ñ  los  animales  carneado^ 
con  posterioridad  al  fallo  dado  en  el  anterior 
juicio,  la  Municipalidad  ha  podido  exigir  el 
pago  de  la  contribución  en  conformidad  á  la 
ley  de  26  de  noviembre  de  1873; 

6^  Que  según  el  artículo  3'  de  esta  ley,  para 
que  la  Municipalidad  pueda  cobrar  un  im- 
puesto de  $  0,30  en  este  departamento  por 
cada  100  kilos  de  peso  bruto  de  los  anima- 
les que  se  benefician  en  sú  Matadero,  se  re- 
quiere únicamente  que  tenga  lugares  adecua- 
dos con  todos  los  elementos  necesarios  para  el 
beneficio  de  carnes  y  gorduras  y  para  trans- 
portarlos al  mercado; 

7^  Que  de  la  prueba  rendi  la  aparece  que  el 
Matadero  de  la  Municipalidad  reúne  las  con- 
diciones requeridas,  como  lo  manifiesta  tam- 
bién el  hecho  de  no  existir  otro  Matadero; 

8'  Que,  si  bien  es  verdad,  que  el  artículo  4-' 
de  la  ley  de  26  de  noviembre  de  1873  dispone 
que  una  ordenanza  fíjrirá  la  cuantía  del  im- 
puesto dentro  del  mllximum  señalado  en  la 
ley,  la  falta  de  dicha  ordenanza,  no  desauto- 
riza el  pago  efectuado,  como  se  explica  en  el 
considerando  anterior; 

9'  Que  según  el  artículo  3'  de  la  misma  ley 
de  26  de  noviembre  de  1873,  no  puede  la  Mu- 
nicipalidad imponer  otro  gravamen  que  el  in- 
dicado en  dicho  artículo,  siendo,  por  lo  tanto, 
indebido  el  pago  efectuado  por  la  conducción 
de  carnes  al  mercado; 

10.  Que  es  improcedente  la  reconvención 
deducida  por  no  existir  rasón  alguna  que  jus* 
tiñque  el  cobro  de  que  es  objeto. 

Con  arreglo  á  las  disposiciones  citadas,  ar. 
tículoB  1467  y  1698  del  Código  Civil,  leyes  1* 
y  2*  título  14,  Partida  3*  se  declara: 

Que  ha  lugar  á  la  demanda  sólo  en  cuanto 
á  la  devolución  de  laa  cantidades  pagadas  por 
la  conducción  de  las  carnes  al  mercado,  del 
ganado  mayor  y  menor,  según  la  liquidación 
que  al  efecto  se  practicará  y  debiendo  descon- 
tarse lo  percibido  en  el  anterior  juicio  por  los 
demandantes  por  esta  misma  causa. 

No  ha  lugar  á  la  reconvención  ni  A  los  de- 
más peticiones  de  las  partes.— Fncaxa/fc/a  G, 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  de  Tacna 
la  confirmó  en  la  forma  siguiente: 
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Tacna,  ISdeoctnbre  de  1903.— Vistos:  £H- 
minándolos  cuatro  primeros  considerandos  y 
teniendo  presente,  respecto  de  la  excepción  de 
cosa  juzgada:  , 

1^  Que  en  el  juicio  anterior  que  sirve  de  ñin*- 
damcnto  á  la  excepción  deducida  por  la  cor- 
poración demandada,  lo  que  se  pidió  por  los 
demandantes  fué,  además  de  la  devolución  de 
$  0,80  que  la  Municipalidad  de  Iquique  habia 
cobrado  por  la  conducción  de  cada  animal 
vacuno  del  Matadero  al  mercado,  la  de  $  0,50, 
ó  sea  la  4*  parte  del  monto  del  impuesto  que 
la  Municipalidad  ha  percibido  por  el  carneo 
de  cada  buey;  fundándose  para  hacer  esta  úl- 
tima petición  en  que  el  término  medio  del 
peso  de  los  animales  beneficiados  no  excedía 
de  500  kilógramos,  por  lo  cual  no  se  habría 
podido  percibir  por  impuesto,  en  conformidad 
á  la  ley  de  26  de  noviembre  de  1873,  eíno 
$  0,30  por  cada  100  kilógramos  6  sea  $  1,50 
por  cada  animal; 

2^  Que  la  sentencia  recaida  en  ese  juicio,  de 
3  de  marsodel899,  confirmada  por  la  de  este 
Tribunal  de  19  de  octubre  de  1900,  rechazó 
dicha  petición  por  no  haber  sido  suficiente- 
mente probada  por  los  demandantes; 

3^  Que,  en  el  juicio  actual,  lo  que  se  pide  es 
la  devoluciónnoyadelaé^  parte  del  impuesto 
sino  de  su  totalidad  porque,  en  concepto  de 
los  demandantes,  la  Municipalidad  demanda- 
da ha  percibido  ilegalmente  la  contribución 
de  Mataderos  y  carnes  muertas,  creada  por  la 
ley  de  26  de  noviembre  de  1873  por  no  haber 
dictado  hasta  ahora  la  ordenanza  exigida  por 
el  articulo  4^  de  la  misma  1^; 

4'  Que,  como  se  ve^  la  causa  de  pedir  es  dis* 
tinta  en  ambos  jaicios  porque  en  el  primero  el 
fundamento  de  la  petición  es  uñ  hecho  suscep- 
tible de  prueba  y  en  el  2^  la  interpretación  ó 
alcance  jurídico  del  artículo  4^  déla  citada  ley 
de  26  de  noviembre  de  1873; 

5^  Que  esta  diferencia  en  la  causa  de  pedir 
se  pone  más  de  manifiesto  con  el  hecho  de  que 
en  el  primer  juicio  se  parte  de  la  base  deque  la 
ley  tantas  veces  citada  rige  en  Iquique  y  sólo 
se  reclama  una  parte  del  Impuesto  que  ella 
establece,  suponiendo  que  la  corporación  de- 
mandada se  ha  excedido  en  su  cobro  y  en  el 
actual  se  reclama  la  devolución  de  todo  el  im- 
puesto fundándose  para  hacer  esta  petición 

SUPREMA 


en  que  la  ley  no  ha  tenido  fuerza  obligatoria 
en  ese  puerto; 

6^  Que,'en  consecuencia,  no  hay  identidad 
en  la  causa  de  pedir,  faltando  así  uno  de  los 
elementos  constitutivos  de  la  cosa  juzgada, 
por  lo  cual  esta  excepción  ea  legalmente  im< 
procedente. 

Y  teniendo  además  presente  respecto  de  la 
petición  principal  de  la  demanda: 

7^  Que,  como  queda  dicho,  la  causa  de  pe- 
dir, ó  sea  el  hecho  jurídico  que  constituye  el  fun- 
damento del  derecho  que  se  reclama  consiste 
en  afirmar  ó  dar  por  establecido  que  la  ley  de 
26  de  noviembre  de  1873,  que  creó  el  impuesto 
denominado  de  Mataderos  y  carnes  muertas, 
no  ha  tenido  fuerza  obligatoria  en  Iquique 
porque  la  municipalidad  de  este  puerto  no  ha 
dictado  la  ordenanza  exigida  por  el  artículo 
4^  de  la  misma  ley? 

8^  Que  esta  afirmación  importa  dar  tam- 
bién por  establecido  que  la  autorización  con- 
cedida por  la  citada  ley  á  las  municipalidades 
de  la  República  para  cobrar  el  impuesto  que 
elln  establece  es  condicional,  esto  es,  está  su- 
jeta ála  condición  de  dictarse  para  las  mu- 
nicipalidades que  se  van  á  beneficiar  con  el 
impuesto  una  ordenanza  en  que  fijen  su  cuan- 
tía dentro  de  los  límites  establecidos,  de  tal 
suerte  que  las  municipalidades  que  no  hayan 
dictadoesa  ordenanza,  aún  cuando  tengan  Ma^ 
tadero,  no  tienen  derecho  para  cobrar  la  con- 
tribución; 

9^  Que  esta  base  cierta  y  necef  aria  de  que 
debe  partirse  para  ejerútar  el  derecho  que  se 
reclama  no  existe,  porque  en  ninguna  parte  la 
ley  ha  establecido  como  condición  para  poder 
cobrar  el  impuesto  que  se  dicte  la  ordenanza, 
sino  que  la  impone  Como  una  obligación  y  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  103,  inciso 
2^  de  laley  de  municipalídadesdeSde  noviem- 
bre de  1854,  reformada  por  la  de  9  de  octubre 
del861,  vijenteenlaépoca«n  que  «e  promulgó 
la  ley  que  creó  el  impuesto  de  Mataderos  y 
carnes  muertas; 

10.  Que  si  la  ley  hubiera  querido  para  e\ 
cobro  de  esta  contribución  imponer  la  condi- 
ción de  dictarse  previamente  una  ordenanza, 
habría  cuidado  de  decirlo  expresamente  como 
sucede  en  la  de  23  de  septiembre  de  1862  que 
estableció  la  patente  de  carruajes,  y  que  dice 
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textualmente  en  su  artículo  1^:  "Los  carruajes 
de  cualquiern.  clase  que  sean  que  rodaren  en 
las  ciudades  ó  villas  de  un  departamento,  se- 
rán gravados  con  una  contribución  anual  á 
benefício  de  las  muñid palidn  des  que  la  solici- 
ten, previa  la  ordenanza  que  al  efecto  dicta- 
ren"; con  lo  cual  dicho  está  con  toda  claridad 
que  mientras  la  ordenanza  no  se  dicte  la  con- 
tribución no  puede  cobrarse  y  por  lo  cual  tam- 
bién, y  á  fin  de  evitar  demoras  en  el  cobro  del 
impuesto,  se  dictó  una  ordenanza  de  carácter 
general  que  fijó  el  máximum  de  las  patentes; 

11.  Que,  á  parte  de  lo  expuesto,  debe  ob- 
servarse qtw  la  contribución  de  que  se  trata, 
como  muchas  otras  que  existen  en  el  país,  no 
es  en  el  fondo  otra  cosa  que  una  retribución 
de  servicios;  por  lo  cual,  y  aunque  la  ley  no  lo 
dijera,  fluye  de  su  propia  naturaleza  la  condi- 
ción de  que,  para  poder  cobrar  el  impuesto, 
necraitan  las  municipalidades  estar  en  situa- 
ción de  poder  prestar  el  servicio  que  se  va  á 
remunerar  y  por  faltar  esta  condición  no  ha 
podido  hacerse  efectiva  en  la  práctica  la  ley  de 
19  de  febrero  de  1896  que  estableció  el  servi- 
cio obligatorio  de  desagües  por  medio  de  al- 
cantaríllase impuso  una  contribuáón  á  favor 
de  las  municipalidades  por  este  servicio; 

12.  Que  esta  condición  que,  como  se  ha  di- 
cho, fluye  naturalmente  de  la  naturaleza  de  la 
contribución,  es  también  la  Única  impuesta 
expresamente  por  la  ley  tantas  veces  citada 
de  26  de  noviembre  de  1873,  pues  dice  en  su 
artículo  1':  autoriza  á  las  municipalida- 
des de  laRepúblicadondehuhieremataderos", 
y  el  3*:  "Paraqnelas  municipalidades  puedan 
usar  de  las  autorizaciones  contenidas  en  los 
dos  artículos  precedentes,  deberán  tener  luga- 
res adecuados  con  todos  los  elementos  necesa- 
rios para  el  beneficio  de  carnes  y  gorduras"; 

13.  Quecomprobado  como  se  encuentra  su- 
perabundantemente  que  la  Municipalidad  de 
Iqniqne  tiene  un  Matadero  con  todos  los  ele- 
mentos necesarios  para  el  beneficio  de  carnes 
y  gorduras,  se  ha  acreditado  por  el  mismo 
hedió  que  la  corporación  demandada  ha  cum- 
plido la  única  condición  impuesta  por  la  ley 
para  poder  cobrar  la  contribución  de  Matade 
ros  y  carnea  muertas;  y 

14.  Que,  en  consecuencia,  los  demandantes 
crecen  dederecko  para  reclamar  U  devolu* 


ción  de  un  impuesto  legalmente  cobrado:  con 
arreglo  á  estas  consideraciones  y  disposicio- 
nes legales  citadas  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  1^  de  diciembre  último,  con  decla- 
ración de  que  no  ha  lugar  á  la  exceptnón  de 
cosa  juzgada  alegada  por  la  corporación  de- 
mandada. 

Redactada  por  el  sefior  Ministro  Cisternas 
Pefia  y  acordada  por  los  votos  de  los  señores 
ministros  Palacios  y  Cisternas  Peña  y  contra 
el  votodelseñor  Ministro  Quirell,  quien,  acep- 
tando lo  relativo  á  la  cosa  juzgada  resuelta  en 
esta  sentencia,  estuvo  por  revocar  la  senten- 
cia de  1*  instancia  en  la  parte  apelada  por 
los  demandantes  y  dar  lugar  á  la  demanda  en 
todas  sus  partes  por  las  consideraciones  que 
expone  en  el  libro  respectivo  Aaíbal  Pala- 
cios.— E.  Cisternas  Peña. — M.  .4.  Quirell. 

Esta  sentencia,  en  cuanto  desestima  la  peti- 
ción principal  de  la  demanda,  fué  recurrida 
por  la  TÍa  de  la  casación  en  el  fondo,  por  los 
demandantes. 

En  el  escrito  en  que  se  formaliza  este  recum 
se  sostiene  que  la  doctrina  sentada  en  los  con- 
siderandos 7^,  8^,  9^  y  10  de  la  sentencia,  con- 
traría los  artículos  37,  139,  149  y  161  de  la 
Constitución  Política  y  las  disposiciones  de  la 
ley  de  26  de  noviembre  de  1873. 

El  primero  de  los  referidos  artículos  quiere 
que  sólo  en  virtud  de  una  ley  se  pueda  impo- 
ner, suprimir  ó  repartir  las  contribuciones;  el 
segundo  atribuye  al  Congreso  la  misma  facul- 
tad, prohibiendo  á  toda  autoridad  y  á  todo 
individuo  imponerlas,  aunque-  sea  á  pretexto 
voluntario,  ptecario  ó  de  otra  clase,  el  149 
dispone  que  toda  contribución  sólo  puede  exi- 
girse por  medio  de  un  decreto  de  autoridad 
competente,  deducido  de  la  ley  que  autoriza 
la  exacción,  y  el  151  prohibeátoda  magistra- 
tura, persona  ó  reunión  de  personas  atribuirse 
otra  autoridad  ó  derechos  que  los  que  expre- 
samente les  confieran  las  leyes,  siendo  nulo 
todo  acto  en  contravención. 

Estos  preceptos  se  comentan  por  sí  sólos  y 
la  síntesis  de  ellos  importa  la  prohibición  ab- 
soluta de  toda  exacción  no  ordenada  expresa* 
mente  por  la  ley. 

Mas  aún:  la  contribución  no  puede  exigirse 
sino  en  la  forma  precisa  determinada  por  la 
ley.  ¥  no  es  neceaarío  que  la  ley  de  la  creación 
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diga  expreaiimente  que  sn  cobro  queda  subor- 
dinado á  la  condición  de  cumplirse  las  forma- 
lidades que  ella  establece.  Pretender  que  ea  ne- 
cesaria esta  declaración  explícita  para  que 
obliguen  las  formas  dispuestas  por  la  ley  es 
abiertamente  contrario  al  texto  de  algunos 
de  los  preceptos  constítuciunales  y  al  espíritu 
de  todos  ellos. 

Si  la  ley  dice  que  la  contribución  debe  fijarse 
por  medio  de  una  ordenanza,  asi  y  no  de  otro 
modo  puede  exigirse. 

¿De  dónde  sacaría  la  Municipalidad  de  Iqui*- 
que  la  fncultadexpresaque requiere  el  artículo 
151  de  la  Constitución  para  fijar  la  contribu- 
cidn  de  una  manera  distinta  á  la  que  la  ley 
determina? 

¿Ctimo  conciliar  semejante  procedimiento  ^ 
con  el  texto  del  artículo  149  que  dice  que  todo 
impuesto  debe  exigirse  por  medio,  de  un  de- 
creto deducido  de  la  ley  que  autoriza  su  per- 
cepción? 

La  ley  de  26  de  noviembre  de  1873  manda 
fijar  el  máximum  de  la  contribución  por  medio 
de  una  ordenanza;  luego  hay  que  fijar  ese  máxi- 
mum en  la  forma  indicada.  De  otra  suerte,  el 
decreto  que  dispone  su  cobro,  lejos  de  dedu- 
cirse de  la  ley  respectiva»  sería  contrario  ó  di- 
verso de  ella  y,  por  tanto,  el  cobro  sería  arbi- 
trario. 

Y  no  sólo  se  ha  violado  el  artículo  4^  de  la 
ley  del873al nofijarsepor  medio  de  una  orde- 
nanza la  cuantía  del  impuesto,  síno  que  se  ha 
infringido  también  el  artículo  1^  de  la  misma 
ley. 

Este  iíltimo  artículo  autoriza  para  cobrar 
un  impuesto  municipal  hasta  de  $  0,45  en 
Santiago  y  Valparaíso  y  de  $  0,30  en  las  de- 
más provincias  por  cada  100  kilógramos  del 
peso  bruto  de  los  animales  que  se  beneficien. 
'  La  Municipalidad  de  Iqnique  ha  cobrado 
una  suma  alzada  por  cada  animal,  alterando 
así  radicalmente  el  mandato  legal  y  la  natu- 
ralem  misma  de  la  contribución,  privándola 
de  ese  modo  de  su  carácter  de  tal  contribución 
para  hacerla  degenerar  en  una  exacción  arbi- 
traria. 

Si,  para  poder  demandar  un  impuesto,  se 
necesita  estar  expresamente  facultado,  y  ce* 
ñirse  en  su  percepción  á  los  términos  de  la  ley 


que  lo  crea  conforme  á  los  artículos  151  y 
149  de  la  Constitución,  es  claro  que  no  es  me- 
nester que  la  ley  disponga  que  su  cobro  se  ve- 
rifique en  conformidad  á  las  formalidades  que 
ella  determina  para  que  éstas  sean  condicio* 
nes  de  su  imperio.  Ello  queda  subentendido  en 
cada  caso  por  fuerza  de  los  preceptos  funda- 
mentales citados. 

La  teoría  que  sustenta  en  los  considerandf» 
11,  12  y  13  sería  aceptable  si  se  tratara  de 
una  cuestión  civil  entre  particulares,  en  la 
hipótesis  todavía  deque  los  servicios  hubieren 
sido  prestados  y  retribuidos  libremente. 

Habrá  en  tal  caso  obligaciones  naturales 
respecto  de  las  cuales,  una  vez  cumplidas,  no 
se  podria  repetir  por  lo  pagado.  Pero,  tenien- 
do la  retribución  el  carácter  de  correctivo  ó 
forzada,  ya  le  faltaría  una  de  las  condiciones 
requeridas  por  el  artículo  1470  del  Código 
Civil,  y  podria,  en  consecuencia,  repetirse  por 
el  pago  indebido,  y  aún  perseguirse  por  delito, 
con  arreglo  al  artículo  157  del  Código  Penal. 

Si,  pues,  dentro  aún  del  orden  puramente 
civil,  no  son  origen  de  obligaciones,  siquiera 
sean  éstas  meramente  naturales,  los  actos  de 
violencia,  como  los  servicios  de  carácter  pú- 
blico, prestados  por  una  corporación  del  Es- 
tado y  cuya  remuneración  se  ha  impuesto 
como  condición  precisa  para  permitir  un  co- 
mercio lícito,  servirían  de  medio  jurídico  para 
retener  una  exacción  doblemente  arbitraria, 
pues,  además  de  no  estar  autorizada  ó  de  no 
habersidolegalmentepercibida,  se  ha  logrado 
con  manifiesto  abuso  de  poder. 

Sería  ocioso  reiterar  las  citas  de  los  pre- 
ceptos constitucionales  ya  invocados  para 
probar  nuevamente  lo  que  está  demostrado, 
esto  es,  que  los  pagos  exigidos  por  la  Muni- 
cipalidad no  se  han  ceñido  á  la  parte  legal  y 
no  merecen  por  tanto  el  nombre  de  impuestos 
legítimos. 

Por  otra  parte,  en  el  considerando  13  se 
expresa  que  se  ha  acreditado  superabundan- 
temente  que  la  Municipalidad  de  tquique  tiene 
un  Matadero  con  todos  los  elementos  nec«ea* 
nos  para  el  benefido  de  carnes  y  gorduras. 

La  existencia  de  este  hecho,  que  el  Tribunal 
da  por  probado  superaliundantemente,  es  nti* 
solutamente  necesaria  para  que  la  Muuicipali- 
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dad  pudiera  prohibir,  conforme  al  artículo  3^ 
de  la  ley  de  26  de  noviembre  de  1873,  el  libre 
comercio  de  Matadero  j  carnes  muertas. 

Contra  lo  que  la  sentencia  establece,  consta 
que  el  Matadero  municipal  carece  de  los  ele- 
mentos para  el  beneficio  de  gorduras. 

Apesar  de  haber  sido  afirmado  este  hecho 
por  los  demandantes,  la  Municipalidad  no 
rindió  pruebasobre  el  punto  y,  en  cambio,  los 
testigos  de  los  demandantes  afirman  categó- 
ricamente que  en  el  Matadero  no  hay  útiles 
para  el  aprovechamiento  ó  beneficio  de  las 
gorduras. 

Y  no  ae  diga  qne  cotresponvltendo  apreciar 
lá  prueba  al  Tribunal  de  la  causa  y  versando 
la  casación  únicamente  sobre  la  recta  aplica- 
ción de  la  ley,  la  alegación  es  impertinente, 
porque,  al  darse  por  establecido  el  hecho  que 
se  afirma  en  el  considerando  13,  se  ha  come- 
tido una  infracción  de  ley  que  ha  influido  en 
lo  dispositivo  del  fallo. 

Por  medtodesu  representante  legal,  confesó 
la  Municipalidad  queno  había  en  el  Matadero 
utensilios  para  beneficiar  gorduras. 

La  confesión  excluye  la  prueba  testimonial 
y  el  Tribunal  de  Alzada  no  ha  podido,  sin  vio- 
lar la  ley,  anteponer  la  prueba  de  testigos  á 
la  confesión. 

En  efecto,  el  articulo  392  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  dice  á  la  letra:  "No  se 
recibirá  prueba  alguna  contra  los  hechos  per- 
sonales claramente  confesados  por  los  litigan- 
tes en  et  juicio".  Y  las  leyes  4*  y  7*,  titulo  9, 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación  manda 
que  no  se  reciba  prueba  contra  lo  confesado 
por  la  parte  en  juicio;  y  aún  la  4*  pena  con 
multa  de  3.000  maravedíes  á  los  letrados  que 
hicieren  preguntas  para  desvirtuar  lo  confesa- 
do, ó  sobre  lo  confesado.  Por  tanto,  el  funda- 
mento de  la  sentencia  expresada  en  el  consi- 
derando 13  es  opuesto  á  la  ley. 

En  el  escrito  destinado  á  fundar  el  recurso 
se  reproducen,  esplayándolas  en  parte,  las 
consideraciones  del  escrito  de  formalización. 

^spondió  la  Municipalidad  solicitando  que 
no  se  de  lugar  al  recurso. 

La  ley  de  26  de  noviembre  de  1873,  como  se 
desprende  de  loa  términos  literales  del  articulo 
4^,  no  tuvo  más  objeto,  al  decir  que  una  orde* 


nanza  fijará  dentro  del  máximum  expresado 
en  el  artículo  1^  la  cuantía  del  impuesto,  que 
preveer  el  caso  de  que  alguna  Municipalidad 
quisiera  cobrar  una  contribución  inferior  al 
máximum.  En  este  caso  únicamente  era  nece- 
sario fijar  la  cuantía  de  la  contribución.  Dán- 
dole otro  alcance  ó  inteligencia  al  artículo  4^ 
resaltaría  el  absurdo  queparacobrarel  máxi- 
mun  era  menester  fijar  su  monto  cuando  ya 
estaba  establecido  en  la  misma  ley. 

La  Municipalidad  de  Iquique  ha  cobrado  el 
impuesto  de  Mataderos  desde  1893  para  ade- 
lante á  virtud  de  la  autorización  que  le  han 
acordado  las  leyes  dictadas  periódicamente; 
y,  como  se  ha  acogido  el  máximum  que  deter- 
mina la  ley  de  26  de  noviembre  de  1873,  no 
ha  necesitado  expedir  una  ordenanza  para  fi- 
jar su  monto. 

Si  la  ley  hubiera  querido  exigir  este  requi- 
sito  previo,  lo  habría  dicho  expresamente, 
como  sucede  en  la  de  patentes  de  vehículos  de 
23  de  septiembre  de  1862,  que  en  su  articu- 
lo 1^  dice  así  textualmente:  "Los  carruajes  de 
cualquiera  clase  que  sean,  que  rodaren  en  las 
ciudades  ó  villas  de  un  departamento  serán 
gravados  con  una  contribución  anual  á  bene- 
ficio de  las  municipalidades  que  lo  soliciten, 
previa  la  ordenanza  qne  al  efiecto  dictaren". 
Con  esto  se  establece  con  perfecta  claridad 
que  en  tanto  la  ordenanza  no  se  dicte,  la  con- 
tribución no  podrá  cobrarse,  al  paso  que  la 
ley  de  1873  sólo  exige  en  sus  artículos  l^y  2^ 
para  poder  cobrar  la  contribución  que  se 
mantengan  mataderos  apropiados  con  los  ele- 
mentos necesarios  para  el  beneficio  de  los  aní- 
males y  su  transporte  á  los  mercados. 

Si  la  Municipalidad  de  Iquique  ha  recauda- 
do $  2.00,  por  ejemplo,  por  cada  animal  va- 
cuno beneficiado  en  el  Matadero,  es  porque  ha 
creído  que  esta  cantidad  es  el  equivalente,  j 
aún  menos  del  equivalente  de  la  contribución 
que  le  correspondía  percibir  á  razón  de  $  0,30 
por  cada  100  kílógramos  de  peso  bruto,  pues, 
es  sabido  que  el  peso  bruto  del  ganado  mayor 
que  se  lleva  al  noite  nunca  baja,  por  término 
medio,  de  700  kilógramos  por  cabeza. 

Y  aún  en  el  supuesto  de  que  hubiera  sido 
preciso  dictar  la  ordenanza,  ah!  estarían  los 
acuerdos  y  presupuestos  anuales  de  la  Mnai- 


Digitized  by 


Google 


JURISPRUD^CIA 


253 


cipalidad,  algunos  de  los  cuales  correii  en  au- 
tos, que  manifiestan  la  £rme  voluntad  de  la 
corporación  de  cobrar  el  máximum  de  la  ley. 

Ordenanza  propiamente  ni  siquiera  habría 
podido  dictarse  para  este  caso»  porque  la  ley 
de  22  de  diciembre  de  1891  llama  tales  &  las 
que  imponen  una  exacción  superior  A  $  40 
y  deben  ser  aprobadas  por  el  Ejecutivo. 

Informando  el  Ministro  ponente,  se  expresa 
en  estos  términos: 

"Que  sólo  en  virtud  de  una  ley  se  puede  im- 
poner contribuciones,  y  que  éstas  se  decretan 
sólo  por  18  meses,  son  principios  de  derecho 
público  que  no  se  discuten,  porque  se  hallan 
consagrados  en  preceptos  expresos  de  nuestra 
Constitución,  que  como  ha  podido  Terse  por 
la  exposición  de  antecedentes,  han  sido  más 
de  una  vez  casi  literalmente  citados  durante 
el  curso  de  este  largo  debate." 

No  es  de  este  lugar  exponer  las  considera* 
ciones  de  alto  interés,  que  en  Chile  como  en 
todos  los  países  regidos  por  el  sistema  repre- 
sentativo, aconsejan  que  ciertas  leyes  de  ca> 
rácter  político,  como  las  que  autorizan  el  cobro 
de  las  contribuciones  establecidas,  las  que  de- 
cretan los  gastos  de  la  administración  públi- 
ca, las  que  fijan  las  fuerzas  de  mar  y  tierra  y 
otras  de  igual  naturaleza,  tengan  una  vida  li- 
mitada á  breve  término.  La  existencia  misma 
del  réjimen  político  porque  se  gobiernan  estos 
países  está  vinculada  &  la  necesidad  de  la  dn- 
ración  temporal  de  dichas  leyes. 

Durante  un  tiempo  pudo  discutirse  entre  no- 
sotros si  la  ley  constitucional  de  autorización 
periódica  delaseontríbuciones  debía  compren- 
der ó  no,  como  sostenían  algunos,  la  enume* 
ración  de  los  impuestos  municipales.  Un  algu* 
ñas  naciones  como  Inglaterra,  cuna  puede  de- 
cirse del  parlamentarismo,  que,  &  costa  de 
tantas  luchas,  algunas  de  ellas  sangrientas, 
coaquistó  para  sus  comunas  el  derecho  de  vo- 
tar los  impuestos  y  los  gastos  públicos,  las 
contribuciones  locales  no  son  votadas  sino 
por  las  asambleas  de  los  jueces  de  paz,  sin  in- 
tervención del  parlamento.  Pero,  estas  discu- 
siones, hoy  día  de  un  interés  puramente  teóri- 
co, no  podrían  invocarse  después  de  la  ley  de 
16  de  septiembre  de  1884,  que  en  sus  artícu- 
los 1^  y  2^  dispuso:  "La  recaudación  de  las 
contribuciones  se  verificarA  en  virtud  de  una 


ley  que  la  autorice.  La  autorización  será  por 

el  término  de  díez  y  ocho  meses. 

"En  la  ley  se  especificarán  todas  las  contri- 
buciones tanto  fiscales  como  municipales  que 
hayan  de  cobrarse. 

"En  la  especificación  sedesignarán  las  fechas 
de  las  leyes  á  que  cada  contribución  deba  su 
origen." 

De  paso,  y  sin  dar  mayor  importancia  á  este 
detalle,  no  está  demás  hacer  notar  que  algu- 
nos de  los  artículos  constitucionales  que  se 
dicen  violados  se  citan  con  la  numeración  que 
tenían  antiguamente  y  no  con  laque  les  corres- 
ponde en  la  carta  reformada.  Así  sucede  con- 
losartícu1os28  y  140,  cuyo  texto  en  su  mayor 
parte  literalmente  se  transcribe,  y  que  se  citan 
con  los  números  37  y  149. 

Si  se  estudia  el  escrito  de  formalización  del 
recurso,  se  re  que  no  se  acusa  en  él  una  viola- 
ción directa  ó  inmediata  de  los  artículos  28, 
139, 140  y  151  de  la  Constitución,  sino  que  se 
deduce  esta  violación  indirectamente  ó  como 
consecuencia  de  otras  infracciones  legales. 

Y,  en  realidad,  nocabriaimputar  una  infrac- 
ción directa  en  presencia  de  los  antecedentes 
admitidos  por  la  misma  parte  recurrente. 

En  efiscto,  no  puede  sostenerse  que  se  ha  in- 
fringido, por  ejemplo,  el  artículo  28,  que  esta- 
blece que  solo  en  virtud  de  una  ley  se  puede 
imponer  contribuciones  y  que  éstas  se  decre- 
tan por  sólo  el  tiempo  de  diez  y  ocho  meses 
cuando  los  demandantes  reconocen  que  la  ley 
de  26  de  noviembre  de  1873  creó  el  impuesto 
de  Mataderos  y  carnes  muertas  y  que  todas  las 
leyes  de  autorización  periódica,  á  contar  de 
1893  para  adelante,  facultaron  á  las  ninnici- 
palidades  de  laRepúblicaparaexigirsu  cobro. 

De  la  misma  manera,  no  se  niega  que  el 
Congreso  dictó  la  ley  de  1873,  como  las  leyes 
periódicas  que  autorizaron  la  percepción  del 
impuesto  creado  por  aquélla,  que  la  exacción 
se  ha  deducido  de  estos  mandatos  legales,  y 
que,  en  fin,  la  Municipalidad  de  Iquique,  lejos 
de  querer  atribuirse  el  derecho  de  imponer  de 
propia  autoridad  la  contribución,  se  ha  colo- 
cado ó  ha  pretendido  colocarse,  para  exigirla, 
al  amparo  de  esas  leyes. 

Pero,  como  se  ha  dicho,  la  violación  se  hace 
duducirde  la  circunstancia  de  haberse  infringí' 
do  por  la  Municipalidad  las  disposiciones  de 
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la  ley  de  26  de  noviembre  de  1873,  y  se  agre- 
ga que,  por  el  hecho  de  haberse  salido  de  los 
términos  de  esta  ley  deno  haber  cumplido  la 
doble  condición  que  ella  establece  para  que  el 
impuesto  que  crea  pueda  demandarse,  la  Mu- 
nicipalidad ha  procedido  arbitrariamente,  sin 
ley  que  la  autorice  para  exigir  la  exacción  y, 
por  ende,  se  han  transgredido  todos  los  ar- 
tículos de  la  Constitución  que  se  han  citado. 

La  verdad  es  que  en  el  fondo  no  se  imputa 
á  la  sentencia  más  infracción  que  la  de  los  ar* 
tículos  de  la  ley  de  26  de  noviembre  de  1873. 
Si  estos  artículos  han  sido  infringidos  habrá 
casación  y,  por  la  inventa,  si  ellos  han  sido  co' 
rrectamente  entendidosó  aplicados,  el  recurso 
deberá  desestimarse. 

La  única  cuestión  útil,  pues,  que  ha  debido 
y  debe  estudiarse  es  la  de  saber  si  se  ha  violado 
ó  no  la  ley  de  1873.  Transcribamos  antes  de 
todo  las  disposiciones  pertinentes  de  esta  ley. 
Dicen  así: 

Artículo  priubro.  Se  autoriza  álasmun¡ci< 
palidades  de  la  República  donde  hubiese  mata- 
deros ó  donde  en  lo  sucesivo  se  establecieren,  pa- 
ra cobrar  un  impuesto  hasta  de  $  0,45en  San- 
tiago y  Valparaíso  y  de  $  0,30  en  las  demás 
provincias,  por  cada  100  kilógramoa  de  peso 
bruto  de  los  animales  que  en  dichos  matade- 
ros se  beneficien  para  el  consumo  de  sus  pobla- 
ciones. 

Art,  2'  Se  les  autoriza  también  para  pro- 
hibir que  en  los  mercados,  calles,  plazas  y  ca- 
sas de  la  población  se  expenda  otra  carne  que 
la  de  los  animales  beneficiados  en  los  matade- 
ros municipales. 

Art.  39  Para  que  las  municipalidades  pue- 
dan usar  de  las  autorizaciones  contenidas  en 
los  dos  artículos  precedentes,  deberán  tener 
locales  adecuados  con  todos  los  elementos  ne- 
cesarios para  el  beneficio  de  carnes  y  gorduras 
y  para  su  transporte  hasta  los  mercados,  sin 
más  gravamen  que  el  expresado  en  el  artícu- 
lo 1'. 

Art.  4'  Una  ordenanza  municipal  fijará, 
dentro  del  máximum  del  impuesto  expresado 
en  el  artículo  1^,  cuál  serájsu cuantía  y,  al  mis- 
rao  tiempo,  los  límites  urbanos  de  la  población 
en  que  haya  de  regir  la  prohibición  que  se  au- 
toriza por  el  artículo  3^. 

La  parte  recurrente  sostiene  qne  la  lej  exije 


el  cumplimiento  de  dos  condiciones,  determi- 
nadas respectivamente  por  los  artículos  3'  y 
4*^,  para  que  las  municipalidades  puedan  per- 
cibir la  contribución  que  establece  el  artículo 
1^,  esto  es:  que  mantengan  locales  adecuados 
con  todos  los  elementos  necesarios  para  el  be- 
neficio de  carnes  y  gorduras  v  su  transporte  á 
los  mercados,  y  que  dicten  la  ordenanza  que 
fije  la  cuantía  del  impuesto  dentro  del  máxi- 
mum que  señala  el  artículo  1^.  Afirma  que  la 
Municipalidad  demandada  no  ha  cumplido 
con  ninguna  de  estas  dos  condiciones. 

La  Municipalidad  de  Iquique  admitiendo  la 
existencia  de  la  condición  primera,  asegura 
que  tiene  un  Matadero  contólos  los  elementos 
requeridos  por  la  ley  y,  sin  desconocer  que  no 
ha  dictado  la  ordenanza,  niega  que  la  promul- 
gación de  ésta  sea  tina  condidón  á  que  esté 
subordinada  la  percepción  del  impuesto. 

Ante  todo,  conviene  tener  presente  que  la  ley 
de  1873  tuvo  su  origen  en  unapresentación  de 
la  Municipalidad  de  Santiago,  que  pidió  al 
Congreso  la  aprobación  de  un  proyecto  que 
creaba  un  ¡mpuestoespecial  de  Mataderos  para 
la  capital. 

En  él  se  refundieron  en  uno  sólo  el  impuesto 
de  carnes  muertas  j  el  de  Mataderos,  dos  con- 
tribuciones distintas  que  se  habían  hecho  ex- 
tensivas á  todas  las  municipalidades  de  la  Re- 
pública, y  el  de  peJetería,  que  se  cobraba  solo 
en  la  ciudad  de  Santiago  sobre  el  cuero  de  todo 
animal  qne  se  beneficiaba  en  su  Matadero  ó 
por  cada  piel  de  animal  que  se  introducía  en 
la  ciudad. 

La  Comisión  de  Hacienda  de  la  Cámara  de 
Diputados  cambió  algunas  de  las  bases  del  pro- 
yecto, le  dió  el  carácter  de  general  para  todas 
las  Municipalidades  de  la  República,  y  lo  prc 
sentó  en  la  forma  definitiva  en  que,  salvo  la 
modificación  relativa  á  la  mayor  cuota  de 
$  0,45  que  se  permitió  cobrar  á  las  de  Santia- 
go y  Valparaíso,  fué  al  fin  sancionado  por  el 
Congreso. 

Aunque  el  informe  de  la  Comisión  de  Ha- 
cienda y  el  debate  á  qne  dió  lugar  el  proyecto 
en  la  Cámara  de  Diputados  no  lo  hubiera  de- 
jado claramente  establecido,  como  lo  dejaron 
en  realidad,  se  desprendería  siempre  de  la  na- 
turaleza misma  de  las  cosa^,  qne  el  monopolio 
del  Matadero  municipal  y  la  consiguiente  con- 
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trítmción  para  sostener  mx  «enricío  tuvieron 
por  principal  objeto  proporcionar  á  las  mnni- 
cípaUdadcs  el  medio  ó  instramento,  como  en  • 
tonces  por  alguien  se  dijo,  de  cumplir  con  el 
alto  deber  de  velar  por  la  salubridad  ptiblica 
impidiendo  el  expendio  de  carnes  dañadas  6 
nocivas.  Pero,  se  comprende,  que  estas  res- 
tricciones á  la  libertad  de  industria,  aún  moti- 
vadas por  tan  preciado  intéres,  no  podían  legi- 
timarse sino  á  condición  de  que  las  municipa- 
lidades, á  cuyo  favor  el  monopolio  y  lacontri- 
bucíón  secreaban, mantuvieran  establecimien- 
tos convenientemente  dotados  para  que  por 
su  intermedio  pudieran  los  industriales  aten- 
der el  abastecimiento  de  las  poblaciones. 

De  ahí  la  disposición  del  artículo  3^  que  im- 
puso como  condición  precisa  para  que  las  mu- 
nicipalidades pudieran  hacer  uso  de  las  auto- 
rizaciones contenidas  en  los  dos  artículos  an- 
teriores, el  manteoimicnto  de  locales  adecua- 
dos con  todos  los  elementos  necesarios  para  el 
beneficio  de  carnes  y  gorduras,  y  para  su 
transporte  á  los  mercados. 

Y  viniendo  abora  á  la  primera  cuestión  que 
se  suscita  ¿ha  cumplido  la  MuntLÍpalÍdad  de 
Iquique  con  la  condición  que  determinó  el  ar- 
tículo 3«  de  la  ley  26  de  noviembre  de  1873, 
esto  es,  ha  tenido  locales  adecuados  con  los 
elementos  necesarios  parael  beneficio  de  carnes 
y  gorduras? 

He  aquí  un  punto  que,  á  primera  vista,  pre- 
senta los  caracteres  exclusivos  de  una  cuestión 
de  hecho,  y  que,  en  tal  concepto,  es  susceptible 
de  pruebas  cuya  apreciaciónnoentrarfa  en  los 
dominios  de  Tribunal  Supremo. 

Pero,  la  parte  recurrente  afirma  que  en  esta 
cuestión  de  hecho  vainvolucrada  una  cuestión 
de  derecho,  al  resolver  la  cual  se  ha  incurrido 
en  infracción  de  ley  que  ha  influido  en  lo  dispo- 
sitivo del  fallo. 

Y  así  se  dice  que  el  tesorero,  representante 
legal  de  la  Municipalidad  demandada,  confesó 
expresamente  que  en  el  Matadero  municipal 
no  hay  utensilios  para  el  beneficio  de  las  gor- 
duras y,  apesar  de  esto  y  contraviniendo  á  lo 
prescrípto  en  el  artículo 392  delCódigo  de  Pro- 
cedimiento Civil  que  ordena  imperativamente 
no  recibir  prueba  alguna  contra  los  hechos 
personales  claramente  confesados  por  un  liti- 
gante en  el  juicio,  se  acepta  en  contrario  ana 


prueba  testimonial  que  ni  siquiera  ae  ha  ren- 
dido, para  establecer  con  su  méñto,  en  el  con- 
siderando 13  de  la  sentencia,  que  se  ha  com- 
probado superabundantementeque  la  Munici- 
palidad de  Iquique  tiene  un  Matadero  con  to- 
dos los  dementos  necesarios  paxa  el  beneficio 
de  carnes  y  gorduras. 

Si  el  antecedente  que  se  aduce  fuera  cierto, 
no  hay  duda  que  el  recurso  sería  procedente, 
porque  se  habría  admitido  para  comprobar 
un  hecho  cuestionado,  una  prueba  que  la  ley 
no  acepta  en  este  caso. 

Para  apreciar  el  punto  es  predso  recordar 
los  antecedentes: 

Se  puso  al  tesorero  de  la  Municipalidad  la 
posición  siguiente:  "Diga  como  es  efectivo  que 
el  Matadero  general  ó  municipal  no  tiene  los 
elementos  necesarios  para  el  beneficio  de  las 
gorduras,  razón  por  la  cual  note  benefician  en 
dicho  establecimiento," 

El  representante  de  la  Municipalidad  dÍ6 
esta  respuesta:  "Actualmente  no  existen,  an- 
tes lo  ignoro." 

La  afirmación  del  tesorero  se  refirió  solo  al 
momento  en  que  se  le  interrogó;  no  comprende 
el  periodo  ni  siquiera  ana  parte  del  período 
que  abarca  el  pleito. 

Bl  Tribunal  de  la  causa  ha  podido  entrar  á 
apreciar,  como  tenía  derecho,  el  mérito  de 
esta  confesión,  ha  podido  estimar  acaso  que  no 
aparecía  en  ella  ningún  hecho  del  juicio  claran 
mente  confesado;  ha  podido,  en  fin,  partiendo 
de  este  antecedente,  aceptar  prueba  contradic- 
toria respecto  del  hecho  preguntado  al  tesore- 
ro, sobref  todo,  si  ha  tenido  quizá  también  en 
cuenta  que  ni  siquiera  era  un  hecho  personal 
del  confesante. 

No  parece,  en  consecuencia,  que  se  trate  aquí 
del  caso  previsto  en  el  inciso  1^  del  artículo 
392  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  ni  por 
tanto,  que  se  haya  incurrido  en  infracción  de 
este  artículo. 

Por  lo  demás,  laMuniripalidad,  interrogó  á 
sus  testigos  por  los  números  2'  y  9'  de  su  pliego 
de  preguntas  para  demostrar  que  tiene  un  Ma- 
tadero perfectamente  aprovisionado  y  guar- 
necido con  todos  losútilesnecesariosal  objeto, 
"que  el  establecimiento  dispone  de  todo  lo 
necesario  á  su  fin." 

El  Tribunal  de  la  causa,  aralorando  todos 
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eslos  particnlares,  ha  sentado  la  afirmación 
que  consigna  en  el  considerando  13. 

V  E.  apoyado  en  disposiciones  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  que  no  hay  para  qué 
invocar  de  nuevo,  ha  establecido  ya  en  diver- 
sos fallos,  siempre  uniformes,  que  la  aprecia- 
ción de  ia  prueba  recaída  sobre  los  hechos  dis- 
cutidos en  la  causa  no  cae  bajo  la  censura  del 
Tribunal  Supremo. 

En  cuanto  á  la  segunda  cuestión  controver- 
tida, sobre  sí  la  promulgación  de  la  ordenanza 
es  condición  para  que  el  impuesto  pueda  de- 
mandarse, bastan,  en  concepto  del  informante, 
pocas  palabras. 

No  aparece  de  la  k  tra  del  articulo  4^  la  idea 
de  una  condición  No  se  dice  ahí  que  se  tiene 
previamente  una  ordenanza  para  que  la  con- 
tribución ya  establecida  en  el  artículo  1^  pue- 
da exigirse,  ni  se  emplea  ninguna  frase  6  fór- 
mula que  implique  la  misma  idea. 

Por  otra  parte,  y  esta  observación  parece 
concluyeute,  la  hiotoría  de  la  ley.  deducida  de 
la  exposición  que  consigna  el  informe  de  la 
Comisión  de  Hacienda  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, demuestra  todo  lo  contrario. 

Explicando  el  informe  el  alcance  ó  sentido 
de  cada  uno  de  los  artículos  del  proyecto,  dice 
textualmente:  "Elprimerartículodel  proyecto 
de  nuestra  comisión  establece  el  máximum  de 
la  cuota  del  impuesto  á  fin  de  dejar  á  las  mu- 
nicipalidades que  no  necesitasen  elevarla  á  ese 
punto  la  facultad  de  disminuirla  " 

Quien  estA  investido  de  una  facultad  puede 
ó  no  ejercitarla:  uo  tiene  precisamente  la  obli- 
gación de  ponerla  en  ejercicio. 

Las  Municipalidades  que  no  creyeran  nece- 
sario reducir  la  contribución  del  máximum 
fijado  en  la  ley,  no  tenian  para  qué  ejercer  la 
iacnltad  que  con  este  objeto  les  acordaba  la 
ley. 

No  dictando  la  ordenanza,  por  juzgar  inne- 
cesario rebajar  el  impuesto,  claro  es  que  regía 
el  máximum  determinado  en  la  ley. 

Al  hacer  referencia  al  artículo  4°  dice  el  in- 
forme: "El  art!culo4^  fija  el  modocómo  deben 
decretarse  los  límites  dentro  de  los  cualesdebe 
cobrarse  la  nueva  contribución,  á  fin  de  hacer 
difíciles  ó  imposibles  ciertos  equívocos  y  aán 
abusos  que  han  ocurrido  en  estas  materias." 

La  ordenanza  se  presenta  aquí  como  necesa' 


ría  sólo  para  fijar  los  límites  de)  recinto  urba- 
no dentro  del  cual  únicamente  era  exigible  el 

impuesto. 

No  se  hace  mención  de  la  necesidad  de  dictar 
la  ordenanza  para  fijar  la  cuantía,  porque  se 
había  dicho  ya,  al  exponer  los  motivos  del  ar- 
tículo 1^  que  era  facultativo  de  las  municipa* 
Udades  disminuir  ó  no  la  cuota,  y  por  consi- 
guiente, expedir  ó  no  una  ordenanza  con  este 
objeto.  Habría  sído  contradictorio  del  princi- 
pio ahí  sentado  presentar  como  condicional  ú 
obligatorio  lo  que  poco  antes  se  había  decla- 
rado ser  de  mera  facultad. 

Aún  cuando  la  sentencia  no  se  ha  hecho  car- 
go expresamente  de  la  alegación  de  que  la 
Municipalidad  ha  pedido  una  cuota  fija,  en 
vez  del  tanto  por  ciento  del  peso  bruto,  con  lo 
cual  ha  percibido  mayor  suma  de  la  que  le  de- 
bía, porque  el  impuesto, cstimadocon  relación 
al  peso  medio  de  los  animales,  habría  sido  in- 
ferior al  exigido,  esta  alegación  de  que  el  peso 
bruto  de  los  animales  es  menor  del  que  se  ha 
tomado  como  punto  de  partida  para  la  con' 
tríbución  cobrada,  es  una  alegación  de  hecho 
que  fué  desestimada  en  el  juicio  anterior,  por 
falta  de  prueba  y  que,  indudablemente,  se  ha 
tenido  también  por  improbada  en  el  actual. 

Demás  de  esto,  parece  ser  que  el  tribunal 
sentenciador  ha  aceptado  como  bastante  la 
explicación,  no  destruida  por  prneba  contra- 
ría, de  que  se  determinaron  cantidades  fijas, 
y  de  tanto  ó  cuanto  por  animal,  partiendo  del 
antecedente,  que  en  ningún  tiempo  fué  contes- 
tado por  los  interesados,  de  que  el  peso  bruto 
de  los  animales  era  siempre  mayor  del  que  se 
tomó  en  cuenta  para  determinar  aquellos  can- 
tidades ó  cuotas. 

En  orden  á  las  impugnaciones  dirigidas  á 
los  considerandos  de  los  números  11  y  12 
cabe  observar  desde  luego,  que  cualquiera  que 
sea  la  doctrína  que  en  ellos  se  sustente,  no  ha 
influido  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia,  por^ 
que  se  han  formulado  á  mayor  abundamiento 
y  el  fallo,  en  todo  caso,  habría  sido  el  mismo 
en  virtud  de  los  fundamentos  que  en  los  otros 
números  se  consignan. 

No  obstante,  cree  el  suscrípto  que  las  censu- 
ras contra  dichos  considerandos  enderezadas 
proceden  de  una  errada  comprehensíón  del  cs- 
pírítu  que  los  informa. 
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Se  supone  que  el  Tribunal  de  Alzada  sienta 
en  ellos  la  doctrina  de  que  habría  bastado  la 
prestación  del  servicio  del  Matadero/sn  acep- 
tación voluntaria  por  los  industríales  para 
que  ftán  faltando  la  ley  que  autorizara  la 
exacción  tuviera  la  Municipalidad  el  derecho 
de  exigirla. 

Mientras  tanto,  lo  que  el  Tribunal  afirma 
únicamente  es  que  la  ley  autorizó  la  contribn- 
rión  como  remuneración  de!  servicio  que  po. 
dían  prestar  las  municipal  i  díides  que  dispusie- 
ran de  los  elementos  necesarios;  y  que  habien- 
do acreditado  la  de  Iquique  que  tenía  los  ele- 
mentos requeridos  por  la  ley  para  prestar  ese 
servicio,  pudo  legítimamente  percibir  el  im- 
puesto creado  para  compensarlo  ó  remune- 
rarlo. 

Esta  doctrina,  no  sólo  es  muy  distinta  de 
la  que  se  le  atribuye,  sino  que  importo*  en 
cierto  modo,  !a  confirmnción  de  la  teoría  ya 
establecida  para  fundar  su  sentencia. 

En  mérito  de  lo  expuesto,  piensa  el  infras- 
cripto que  debe  desecharse  con  costas  el  rectir- 
so  de  casación  en  el  fondo  formalizado  contra 
la  sentencia  y  mandarse  aplicar  al  fisco  la 
cantidad  de  $  300  consignada. 

Santiago,  3  de  mayo  de  1904  Abel  Saa- 

vedra. 

La  Corte: 

Oído  el  dictamen  de  uno  de  los  señores  Mi- 
nistros de  este  Tribunal  y  teniendo  presente: 

1'  Que  los  considerandos  7^  á  13  inclusive 
de  la  sentencia  reclamada  tienen  por  objeto 
manifestar  que  la  ordenanza  prescripta  por  el 
artículo  4*^  de  la  ley  de  26  de  noviembre  de  1 873, 
si  bien  fué  una  obligación  impuesta  á  las  mu- 
n'cipalidades,  no  revistió  el  carácter  de  un  re- 
quisito indispensable  para  el  cobre  del  impues- 
to de  Mataderos,  pues  la  única  condición  esta- 
blecida expresamente  por  dicha  ley  y  que  era 
preciso  llenar  en  atención  á  la  naturaleza  del 
servicio  que  se  imponía,  era  que  los  mataderos 
contasen  con  los  elementos  necesarios  para 
Ijenefictar  carnes  y  gorduras; 

2^  Que  la  citada  ley  de  26  de  noviembre  de 
1873  debió  aplicarse  en  Iquique  solo  desde  el 
1*  de  agosto  de  1893  en  que,  por  la  ley  perió- 
dica de  contribuciones,  se  autorizó  para  toda 

SUPREMA 


la  República  el  cobro  de  la  de  Mataderos  y 
carnes  muertas  con  arreglo  á  la  misma  ley  de 
noviembre  de  1873,  mientras  que  en  las  leyes 
anteriores  de  contribuciones  dicho  impuesto 
era  autorizado  para  laprovínciadeTarapacá 
con  preferencia  á  la  ley  de  31  dejulio  de  1884, 
que  lo  declaró  subsistente  en  la  forma  y  con- 
diciones establecidasy  por  el  tiempo  que  debió 
regir  la  Ieyde7dejuliodelrecorda'loañol884; 

3*^  Que  cuando  se  dictó  la  ley  de  26  de  no- 
viembre de  1873,  eran  materia  de  ordenanza 
las  resoluciones  que  determinaban  las  cuotas 
que  debían  pagarse  por  el  uso  de  los  estableci- 
mientos destinados  á  un  servicio  público  espe- 
cial, las  resoluciones  que  establecían  reglas 
respecto  de  la  policía  local  de  salubridad  ó  de 
buen  orden,  cuando  sujetaban  su  cumplimien- 
to á  represión  penal,  y,  en  términos  generales, 
aquellas  resoluciones  que,  fijando  reglas,  res- 
tringían el  uso  de  la  libertad  personal  ó  el  libre 
ejercicio  de  unaprofesiónóindustria;  mientras 
que  en  1^  de  agosto  de  1893,  fecha  en  que  la 
ley  periódica  de  contribuciones  se  refirió,  para 
toda  ta  República,  A  la  ley  de  26  de  noviembre 
de  1873  ya  no  eran  materia  de  ordenanza,  se* 
gún  el  artículo  90  de  la  Ley  Orgánica  de  Muni- 
cipalidades de  12  de  septiembre  de  1887,  sino 
la  disposición  cuya  infracción  se  sujetase  A 
más  de  $  5  de  multa,  la  organización  de  la  po- 
licía de  seguridad  y  lareglamentacióndel  goce 
de  las  aguas  de  los  ríos  y  demás  corrientes 
naturales  de  uso  común; 

4'  Que  la  ley  vigente  sobre  organización  y 
atribuciones  de  las  Municipalidades,  fecha  22 
de  diciembre  de  1891, que  empezó  áregír  desde 
el  primer  domingo  de  mayo  de  1894,  redujo 
más  todavía  la  materia  de  ordenanza,  limi- 
tándola á  las  disposiciones  que  conminen  con 
multas  de  $  41  á  $  60; 

5'  Que,  en  consecuencia,  cuando  en  la  ley  de 
de  1^  de  agosto  de  1893  y  en  las  posteriores 
respectivas  se  autorizó  por  18  meses,  la  con- 
tribución de  Mataderos,  citándose,  como  ori- 
gen de  ella,  en  cumplimiento  de  la  ley  de  16  de 
septiembre  de  1884,  la  de  26  de  noviembre  de 
1873,  no  se  modificaron  por  eso  las  recorda- 
das leyes  orgánicas  de  municipalidades  de  12 
de  septiembre  de  1887  y  22  de  diciembre  de 
1891,  sino  que,  al  contrario,  la  ley  que  había 
■ido  modificada  fué  ta  citada  de  26  denoviem- 
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bre  de  1873,  que  no  hizo  más  que  referirse  á 
un  resfimen  municipal  entonces  existente,  pero 
que  posteriormente  fué  sustituido  por  otro; 

6^  Que,  por  tanto,  la  sentencia  recurrida, 
aún  cuando  contuviera  apreciaciones  contra- 
rias á  la  ley  en  los  considerandos  7'  á  13,  no 
habría  infringido  en  sn  parte  resolutiva,  las 
disposiciones  que  los  recurrentes  consideran 
violarlas;  y 

T*  Que  la  2*  causal  del  recurso,  ó  sea,  el  ha- 
ber la  sentencia  prescindido  del  mérito  de  una 
confesión  prestada  por  el  representante  muni- 
cipal sobre  la  existencia  de  elementos  de  bene- 
ficio de  carne  en  el  Matadero,  carece  de  funda- 
mento atendible,  desde  que  dicha  confesión 
solo  contiene  un  concepto  del  confesante,  pro- 
ducto de  su  apreciación  y,  por  lo  tanto,  some- 
tido á  la  del  Tribunal  de  la  causa. 

Visto,  además,  lo  prescripto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  desecha  con  costas  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  don  Pedro  N.  Valdés  y  com- 
partes T  se  aplica  á  beneficio  fiscal  la  cantidad 
de  $  300  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguirre 
Vargas.— 'ía6r/e/  Gaetc.—Leopoldo  Urrutia~ 
J.  Gabml  Palma  Guzmáti.—V.  Aguirre  Var- 
gas.—Carlos  Vara!t.-r-MigueI  L.  VaIdés.~J. 
Alejo  Fernández, 


Cas.  civ,—lS  de  diciembre  de  1903 

Zfi&iga  con  Compañía  de  Crédito  y  Constmc- 
ciones 

Oonfdoolón  de  obra  material;  preolo 
alzado.  -  Ajenóla  oficiosa.  —  Víalos 
de  la  sentencia  de  primera  Instancia 
no  reclamados    Violo  de  forma. 

Doctrina:— Hador,  codeador  soli- 
darlo de  un  contrato  para  ¡a  confección 
de  ana  obra  material  por  precio  aíSsado, 
á  qaien eí  contratante  6  empresario  cede, 
con  aceptación  del  dueño  de  ¡a  obra,  los 


dividendos  semanales  por  los  trabaos 
que  se  Recatan,  facuitáadoh  para  proae- 
guir  éstoSf  aun  por  cuenta  propia,  al 
ejecutarlos  da  cumplimiento  á  las  oblt' 
gaciones  contraidas  por  el  deudor  prínci' 
pal  y  no  pt  ocede  como  agente  oñcioso. 

Es  defecto  de  forma,  que  no  da  mérito 
pata  casación  en  el  fondo  el  que  se  basa 
en  haberse  faltado  una  acción  no  dedu- 
cida ni  discutida  en  forma.  Tampoco  es 
procedente  el  recurso  contra  la  sentencia 
de  segunda  instancia  pot  defectos  ó 
cios  de  forma  en  que  se  pudo  incurrir  en 
la  de  primen  instancia. 


En  escritura  pública  otorgada  en  esta  cin- 
dad,  el23  de  agosto  de  1902,  la  Compañía  de 
Crédito  y  Construcriones,  representada  por  su 
gerente  don  Luis  Muñoz  González  y  don  Jorge 
Brosseau,  celebraron  «n  contrato  por  el  cual 
la  primera  se  obligaba  á  construir,  en  un  pre- 
dio de  propiedad  del  segundo,  situado  en  la 
manzana  comprendida  entre  las  calles  de  Cu* 
ricó,  de  Marín  y  Camilo  Henriquez  y  la  Ave- 
nida Vicuña  Mackenna,  un  edifirio  conforme 
á  los  planos,  plazos  y  demás  especificaciones 
que  los  mismos  contratantes  tenían  conveni- 
dos y  firmados  ya,  debiendo  Brosseau  pagar 
por  el  edificio,  1k  cantidad  de  $  11.500,  eo  la 
forma  y  bajo  las  demás  condiciones  estipula- 
das en  la  misma  escritura. 

La  citada  Compañía  de  Crédito  y  Cons- 
trucciones, en  24-de  septiembre  del  mismo  año, 
celebró,  por  su  parte,  y  redujo  á  escritura 
pública  otro  contrato  con  don  Guillermo  Na- 
varrete,  por  el  cual  éste  se  comprometió  á 
construir  el  ya  expresado  edificio,  contratado 
para  don  Jorge  Brosseau;  por  la  cantidad  de 
$  7.128,50,  bajo  las  condiciones  expresadas 
en  esa  escritura,  y  con  la  fianza  de  don  Napo- 
león Zúñiga  si  bien  limitada  á  $  1.000. 

Tres  días  después,  ó  sea  ?1  27  del  mismo 
mes  y  año,  Navarrete  y  Zúñiga  convinieron  á 
su  vez  en  que  aquél  cedía  á  éste,  que  aceptaba 
todos  los  dividendosque  la  mencionada  Com- 
pañía debía  pagar  por  el  edificio  aindido,  en 
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cambio  de  In  oblígaci/ín  que  contraía  Zúfiiga 
según  lo  expresa  éste  mismo  en  la  demanda, 
de  proporcionar  los  materi.'Lles  y  pagar  los 
trabajadores  necesarios  para  la  ejecución  de 
la  obra,  cesión  que  fué  aceptada  por  el  gerente 
de  la  Compañía  diciendo:  "Me  doy  por  noti- 
ficado de  la  cesión  y  la  acepto,  declarando,  en 
consecuencia,  que  todos  los  dividendos  sema- 
nales que  corresponden  al  señor  Navarrete 
por  los  trabajos  que  cjecirte  en  conformidad 
al  contrato,  serán  pagados  al  señor  Zúñlga." 

Con  motivo  de  la  ejecución  del  edificio  á 
que  se  refieren  los  contratos  relacionados, 
don  Napoleón  Zúñiga  demandó  á  la  Compa- 
ñía de  Crédito  y  Construcciones  para  que  se 
declarase  que  debía  pagarle  la  cantidad  de 
$  9.194,70,  saldo  del  valor  del  edificio  que  él 
construyó,  diciendo  al  fundar  su  demanda 
después  de  hacer  relación  de  loa  antecedentes 
que  quedan  ya  espuestos:  Que  la  res^tonsabi- 
Hdad  del  demandante  fué  determinada  explíci- 
tamente en  la  escritura  respectiva  medíanle 
el  acuerdo  del  Consejo  de  la  Compañía  en  el 
cual  se  autorizó  al  gerente  para  aceptar  su 
fianza  solidaria  ó  una  boleta  de  consignación 
por  una  cantidad  equivalente  á  $  1.000,  ex- 
presándose que  afianzaba  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  de  Navarrete,  como  codeudor 
solidario,  pero  sólo  por  esa  cantidad; 

Que  muy  pronto  supo  que  Navarrete  no  te- 
nía un  sólo  centavo  con  qué  ejecutar  la  obra 
y  que  comprome'^ida  su  responsabilidad,  si 
bien  sólo  hasta  el  valor  de  $  1.000,  aceptó 
las  insinuaciones  de  Navarrnte  y  Muñoz  Gon- 
zález  á  fin  de  que  proporcionara  los  materia- 
les para  la  obra  y  pagase  los  trabajadores, 
tomando  en  cuenta  que  podía  reembolzarse 
semanalmente  del  dinero  que  en  ello  emplease; 

Que  una  vez  invertidos  cerca  de  $  3.000  en 
materiales  y  obras  de  mano,  observó  que  la 
indicada  construcción  costaria  mucho  más  de 
la  cantidad  fijada  en  la  propuesta,  llegando  á 
convencerse  de  que  se  le  había  tendido  una 
celada  para  obtener  los  $  4.500,  diferencia 
que  existe  entre  la  suma  presupuestada  por 
Brosseau  para  la  construcción  de  la  obra  y  la 
cantidad  de  $  7.128,56  por  la  cual  se  contra- 
tó con  Navarrete;  pero,  que  alentado  por  Mu- 
ñoz González  que  le  aseguraba  que  la  cons- 
trucción no  costaría  más  de  la  suma  conveni- 


da,y  que  en  todo  caso, la  Compañía  le  abona- 
ría el  mayor  costo,  se  vió  en  la  necesidad  d; 
continuar  el  trabajo  por  sí  mismo. 

Que  la  obra  ha  sido  ejecutada  con  sujeción 
estricta  á  los  planos  y  presupuestos  formados 
al  efecto;  pero  con  un  costo  ascendente  á  más 
de  $  13.000  y  que,  no  obstante,  la  Compañía 
á  más  de  negarse  á  cubrirle  lo  invertido  en 
ella,  suspendió  el  pago  de  los  dividendos,  cedi- 
dos por  Navarrete,  después  de  haberle  entre- 
gado sólo  la  cantidad  de  $  100; 

Que  nn  ha  obtenido  que  se  le  ahow  el  valor 
del  edificio,  siíjuiera  á  justa  tasación  de  peri- 
tos, y  que,  apenas  ha  conseguido  que  se  le 
ofrezca  la  suma  de  $8.128,56  en  vez  délo 
convenido  con  Navarrete; 

Que  según  las  prescripciones  de  los  artículos 
2335,  2343  y  2344  del  Código  Civil,  la  fianza 
es  sólo  una  obligación  accesoria  y  el  fiadorno 
puede  obligarse  á  más,  si  bien  puede  quedar 
obligado  á  ménoB  que  el  deudor  principal;  ni 
puede  tampoco  obligarse  en  términos  más 
gravosos,  pero  sien  términos  menos  gravosos 
debiendo  reducirse  á  los  de  la  obligación  prin- 
cipal, la  fianza  que  excediere  de  los  respecto» 
indicados;  y  que,  sejíún  estas  disposiciones,  al 
ejecutar  la  obra  por  no  hacerlo  Navarrete, 
cumplió  sus  obligaciones  de  fiador  y  codeudor 
solidario  en  cuanto  á  los  trabajos  hechos 
hasta  la  cantidad  de  $  1.000  á  que  estaba  limi- 
mitada  su  fianza.  Pero  que,  habiendo  construí- 
do  el  edificio  con  un  costo  de  más  de  $13.000, 
no  sólo  ha  cumplido  enas  obligaciones  de  fia- 
dor sino  que  se  ha  constituido  en  ájente  oñ- 
cirso  de  la  Compañía,  con  su  perfecto  conoci- 
miento y  aceptación  para  construir  el  resto 
de  la  obra  que  Navarrete  no  quiso  ejecutar;  y 
que  dicha  Compañía  queda  obligada  confor- 
me á  las  prescripciones  de  los  artículos  2286, 
2290  y  2292  del  Código  Civil. 

La  parte  demandada  al  contestar  la  deman- 
da y  pedir  que  se  rechace  agrega: 

Que  niega  todo  lo  que  no  conste  de  los  con- 
tratos acompañados,  si  bien  el  hecho  es  que 
Zúñiga  quedó  comocontratanteó  artífice  ante 
la  Compañía  sin  que  posteriormente  se  cele- 
brase contrato  alguno  que  pudiera  haber  cam- 
biado la  situación  que  aquellos  contratos  es- 
tablecieron; 

Que  niega  que  la  obra  se  haya  cjecntadocon 
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sujeción  estricta  á  los  planos  y  presupuestos 
formados  al  efecto,  ni  que  la  Compañía  de- 
mandada pudiera  tener  interés  alguno  6  hu- 
biera exigido  que  Zúñiga  suministrase  losma- 
teriales  é  hiciera  los  pagos  de  las  obras  ó  lo 
hubieran  alentado  para  que  continuara  los 
trabajos  por  su  cuenta; 

Que,  si  por  parte  del  demandante  no  hay 
exactitud  en  la  exposición  de  los  hechos,  el 
derecho  que  reclama  estA  también  fuera  de  la 

ley: 

Que  los  disposiciones  del  Código  Civil  que 
se  citan  referentes  á  la  fianza,  no  dan  &  Zúñt- 
ga  el  carácter  de  sustituto  de  Navarrete  para 
la  ejecución  de  la  obra,  ni  aon  aplicables  al 
caso  actual  desde  que  el  juicio  no  versa  sobre 
sí  la  Hanza  limitada  á  $  1.000  que  dió  Zúñiga 
en  favor  de  Navtirrete,  debe  pagarse  ó  no; 

Que,  en  cuanto  á  la  agencia  oficiosa  que  se 
hace  valer,  citando  también  al  efecto  algunos 
artículos  del  mismo  Código  Civil,  Zúniga  no 
ha  administrado  ninglín  negocio  de  la  Com- 
pañía porque  la  construcción  del  edificio  es- 
taba encargada  y  contratada  con  Navarrete, 
y  si  Zúnigaejecutó,  sinmandato  de  Navarrete, 
la  obra  que  debió  hacer  éste,  en  la  hipótesis 
de  haber  en  ello  agencia  oficiosa,  el  agente  se- 
ría el  mencionado  Zfiñiga  con  relación  A  Na- 
varrete pero  de  ninguna  manera  de  la  Com- 
pañía, porque  ésta  tenía  celebrado  un  contrato 
al  respecto  con  este  último,  y  porque,  dado  el 
contrato",  el  negocio  era  de  Navarrete  y  no  de 
la  Compañía; 

Que,  por  otra  parte,  el  contrato  aludido  es 
un  arrendamientode  servicios  que  está  regido 
p  or  eU  8',  del  libro  4',  título  26  del  Código  Ci- 
vil, y  que,  la  regla  general  del  artículo  1545 
resuelve  la  cuestión,  pues  si  la  obra  fué  conve- 
nida por  un  precio  determinado  no  se  le  puede 
exigir  á  la  Compañía  uno  mayor,  ni  a6n  á 
pretexto  de  haber  encarecido  los  jornales  ó 
materiales,  conformeálo  prescripto  en  el  artí- 
culo 2003  de  ese  mismo  Código. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  y  en  una  de 
las  sesiones  respectivas  el  demandado  tachó 
á  los '  testigos  Federico  Lazarela,  Juan  de 
Wos  Ubilla  y  Juan  lí.  Barrios  por  ser  emplea- 
dos del  demandante.  El  Juzgado  declaró  ad- 
misible la  tacha  opuesta  á  los  testigos  para 
los  efectos  de  justificarla.  Bn  otra  sesión  el 


demandado  tachó  al  testigo  Evaristo  Bou- 
vret  por  ser  empleado  de  Zúñiga,  y  como  la 
anterior,  se  declaró  admisible  para  su  justifi- 
cación sin  rendirse  prueba  sobre  ella. 

Con  fecha  17  de  agosto  de  1903,  nno  de  los 
jueces  de  Santiago  resolvió: 

Considerando: 
1^  Que  no  se  han  probado  nt  intentado 
justificar  tas  tachas  que  se  han  opuesto  á  los 
testigos  presentados  por  el  demandante  y  no 
pueden,  en  consecuencia,  tomarse  en  conside- 
ración para  invalidar  el  dit^o  de  tales  tes- 
tigos; 

2^  Que  consta  de  autos  que  el  demandan- 
te se  constituyó  fiador  y  codeudor  solidario 
del  proponente  Navarrete  para  la  ^ecnción 
de  la  obra  contratada; 

3^  Que  también  consta  de  la  escritura  de 
cesión,  no  impugnada,  que  el  Contratista  ce- 
dió con  la  aceptación  de  la  parte  demandada, 
los  dividendos  semanales  por  los  trabajos  que 
se  ejecutaban,  y  lo  facultó  para  proseguir  di- 
chos trabajos  y  aun  para  seguir  por  cuenta 
propia,  dado  el  caso  que  allí  se  contempla; 

4'  Que  no  se  ha  negado  y,  al  contrario,  se 
confiesa  que  el  demandante  prosiguió  y  ter- 
minó lo  que  debía  ejecutar  el  contratista  Na- 
varrete, si  bien  de  un  modo  imperfecto,  segán 
la  parte  demandada; 

6^  Que  como  fiador  y  cesionario  del  deman- 
dante hadado  cumplimiento  á  la  obligación 
contraída  por  el  deudor  principal,  puesto  que 
ella  se  r^nría  á  la  construcción  de  un  edificio, 
procediendo  en  tal  carácter  y  no  oficiosamen- 
te y  como  gestor  de  negocio  ajeno,  á  dicha 
(jecnción; 

6*^  Que,  en  consecuencia,  el  demandante 
tiene  derecho  al  pago  de  lo  que  se  le  haya  re- 
tenido del  precio  pactado,  como  también  a] 
saldo  que  se  le  quedare  debiendo,  si  hubiere 
dado  cabal  cumplimiento  á  la  obligación  que 
por  su  parte  contrajo,  y  asimismo  puede  soli- 
citar que  se  le  dé  aquello  que  se  hubiere  ofre- 
cido como  compensación  de  pérdida  cierta; 

7^  Que  si  bien  es  efectivo  que  de  los  títulos 
presentadas  aparece  pactado  como  precio  de 
la  propuesta  una  cantidad  fija  alzada,  y  debe 
cumplirse  el  contrato  en  la  forma  convenida 
sin  exigirse  más;  también  es  cierto  que  de  las 
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cleclarnciones  de  los  testigos  señores  Alvear  y 
Altamirano,  consejeros  de  la  Compañía  de- 
mandada á  la  fecha  de  las  propuestas,  apare- 
ce que  en  el  seno  del  Consejo  se  discutió  el 
monto  de  la  propuesta  de  Navarrete,  estima- 
da demasiado  baja,  hecho  que  guarda  analo> 
gía  con  lo  expuesto  en  el  documento  de  fs.  51, 
y  se  acordó  una  gratificación  bosta  completar 
$  9.000  6  de  $  1.000  á  $  1.500; 

8^  Que  el  demandante  ha  probado  la  eje- 
cución total  de  la  obra  á  que  se  refiere  su  de- 
manda, que  Navarrete  la  había  abandonado, 
y  las  declaraciones  hechas  por  éste  con  pos- 
terioridad no  pueden  perjudicar  A  su  fiador 
que  hizo  lo  que  aquél  debía  ejecutar,  y  no  se 
ha  negado  la  pérdida  sufrida  f  n  la  construc- 
ción de  la  obra;  y 

9^  Que  corresponde  probar  la  acdón  y  la 
excepción  al  que  la  alegare. 

Por  estas  consideraciones  y  lo  dispuesto  en 
los  artículos  1545, 1546,  1698,  1713,  y  2335 
del  Código  Civil,  167,  331,  335,  374,  392  y 
428  del  de  Procedimiento  Civil,  sedeclara:  que 
ha  lugar  á  la  demanda  soleen  cuanto  al  cobro 
del  saldo  con  relación  al  precio  pactado,  de 
que  da  razón  el  documento  de  f.  7  y  A  la  grati- 
ficación acordada  en  el  Consejo  de  la  Compa- 
ñía demandada  hasta  completar  sobre  dicho 
precio  pactado  la  suma  de  $  9.000,  No  ba  lu- 
gar A  las  demás  peticiones  de  la  demanda.— 
José  T.  María. 

Apelada  esta  Mntencia,  el  Tribunal  de  Alza- 
da falló. 

Santiago,  13  de  mayo  de  1904.— Vistos:  Con 
el  mérito  del  primer  considerando  de  la  sen* 
^cia  apelada,  eliminando  de  su  parte  resolu* 
tiva  la  cita  del  artículo  2335  del  Código  Ci- 
vil, y 

Teniendo  además  presente: 
1^  Que  según  consta  en  la  escritura  pública 
otorgada  en  24  de  septiembre  de  1902,  entre 
don  Zvuis  Muñoz  González,  gerente  de  la  Com- 
pañía de  Crédito  y  Construcciones,  y  don 
Gníllermo  Navarrete,  este  último  se  obligó  á 
construir  por  cuenta  de  dicha  Compañía  un 
chalet  en  la  Avenida  Vicuña  Mackenna  de  esta 
ciudad  en  un  sitio  de  don  forge  Broaseau  por 
la  suma  de  $  7.128,56,  precio  que  no  podría 
aumentarse  por  motivo  ni  ba.jo  pretexto  al- 


guno, como  así  loexpresa  terminantemente  In 
escritura  citada; 

2^  Que  asimismo  por  la  escritura  públicade 
fecha27de  septiembre  de  1902,  don  Guillermo 
Navarreteconvinoen  cederá  don  Napoleón  Zú- 
ñiga,  quien  aceptó  esa  cesión,  todos  los  divi- 
dendos que  debía  pagar  á  Navarrete  la  Com- 
pañía deCrédito  y  Construcciones  conmotivo 
del  contrato  para  edificarel  chalet  de  la  Aveni- 
da Vicuña  Mackenna;  y  el  gerente  de  ta  Com- 
pañía don  Luis  Muñoz  González,  presente  en 
ese  acto,  expuso  por  su  parte  que  se  daba  por 
notificado  de  la  cesión  y  la  aceptaba,  decla- 
rando, en  consecuencia,  que  todos  los  dividen- 
dos semanales  que  correspondían  al  señor  Na- 
varrete por  los  trabajos  que  ejecutara  según 
el  contrato  de  24  de  septiembre  de19D2,  debían 
serpercibídos  únicamente  por  el  señor  Zúñiga; 

3^  Que  el  demandante  don  Napoleón  Zúñiga 
ha  justificado  por  medio  de  la  prueba  testimo- 
nial rendida  que  el  chalet  de  que  se  trata,  se 
hallaba  enteramente  concluido  cuando  fué 
ocupado  por  el  gerente  Muñoz  y  poF  don  Jor- 
ge Brosseau  para  quien  la  Compañía  había 
encargado  la  construcción  referida;  y  si  bien 
el  demandado  sostiene  que  la  obra  no  se  ajus- 
ta en  un  todo  á  los  planos  y  especiBcnciones 
convenidas  y  que  para  terminarla  hubo  de  de- 
sembolsar la  suma  de  $  1.692,50,  no  ha  com- 
probado legalmente  estos  hechos; 

4^  Que  terminada  la  obra  el  demandante 
Zúñtga,  tiene  derecho  á  percibir  de  la  Compa- 
ñía los  dividendos  que  han  debido  emplearse 
en  ella  hasta  su  completa  construcción,  en 
cuanto  la  totalidad  de  dichos  dividendos  no 
exceda  de  la  suma  de  $  7.128,56,  que  fué  el  pre- 
cio estipulado  por  la  aludida  obra  en  el  con- 
trato, en  virtud  de  la  obligación  que  á  este  res- 
pecto contrajo  la  Compañía  por  la  escritura 
de  cenón. 

5^  Que  aun  cuando  el  demandante  ha  pro- 
bado que  él  se  encargó  de  construir  la  obra 
con  su  propio  dinero  por  haberla  abandona- 
do el  contratista  Navarrete  en  los  primeros 
días  de  diciembre  de  1902,  y  sostiene  que  el 
costo  de  ella  superó  al  precio  convenido,  lo 
que  así  debe  inferirse  de  la  proposición  que  á 
aquél  le  hizo  la  Compañía;  sin  embargo,  estas 
circunstancias  en  ningún  caso,  podrían  con- 
ferir derecho  al  demandante  para  exigir  de 
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la  Compañía,  en  virtud  de  la  cesión  yalteran* 
do  lo  convenido,  uaa  suma  mayor  que  la  es- 
tipulada, como  precio  total  de  la  obra,  la 
cual  no  podía,  como  se  ha  visto,  exceder  de 
$  7.128,56  con  arreglo  al  contrato. 

6^  Que  ambas  partes  están  de  acuerdo  en 
que  don  Napoleón  Zúñiga  ha  recibido  de  la 
Compañía  por  dividendos  que  se  han  aplica- 
do á  la  construcción  del  chalet  de  la  Avenida 
Vicuña  Mackennn,  la  cantidad  de  $4.100  y 
tiene  el  demandante,  en  consecuencia,  derecho 
á  reclamar  de  aquélla  el  saUlo  restante  hasta 
completar  la  suma  ya  mencionada  de  $  7.128 
56  centavos,  precio  de  la  obra,  ya  que  los 
dividendos  cedidos  &  Zúñiga  debían  represen- 
tar el  valor  total  de  la  propuesta,  hecha  por 
Navarrete,  según  tas  especificaciones  presen- 
tadas por  la  misma  Compañía  (art.  4^  de  las 
disposiciones  generales.) 

7'  Que  no  se  ha  comprobado  debidamente 
que  la  Compañía  demandada  acordara  una 
gratificación  al  constructor  del  chalet  de  que 
se  trata  en  este  juicio  sobre  el  valor  de  la  pro- 
puesta aceptada  por  dicha  obra,  ni  la  prueba 
testimonial  rendida  sobre  el  particular,  en 
cuanto  modifica  ó  altera  una  de  las  cláusulas 
de  un  contrato  que  consta  de  escritura  p'fibli- 
ca,  6  sea  la  relativa  al  precio  de  la  obra,  pue- 
de admitirse,  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el 
artículo  1709  del  Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  la  sen- 
tenciíi  apelada  de  fecha  17  de  agosto  de  1903, 
con  declaración  de  que  no  ha  lugar  al  pago 
de  la  gratificación  de  que  se  hace  mérito  eu  la 
parte  resolutiva  de  dicha  sentencia. 

Redacción  del  Ministro  señor  Bemales. 
J.  Bernalea.—B.  Donoso  Y.—J.  Ignacio  La- 
rratn  Z. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  Compa- 
ñía de  Crédito  y  Construcciones  recurso  de 
casaaónen  el  fondo,7  al  formalizarlo  expone; 

Que  la  sentencia  recurrida  ha  infringido  los 
artículos  167,  231  y  949  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  pues  el  Juce  de  1  *  instancia 
•entenció  sobre  una  demanda  que  no  existía 
y  que  el  demandante  no  pudo  interponer,  fa> 
liando  asi  uJtra  petita; 

Que  la  demanda  versó  sobre  agencia  ofició- 
lo, única  acción  deducida  y  formalizada  por 


el  actor  y  que,  si  es  verdad  que  no  interpuso 
recurso  de  casación  en  la  forma  contra  la  sen- 
tencia de  1*  instancia,  por  considerarlo  inofi- 
cioso y  que  tampoco  lo  dedujo  contra  la  re- 
solución recurriila,  ésta  no  pudo  sino  suspen- 
der los  efectosde  la  sentencia  apelada,  fallan- 
do que  había  ó  no  lugar  á  la  demanda  de 
agencia  oficiosa  6  casar  lisa  y  llanamente  la 
sentencia,  ordenando  que  volviesen  los  autos 
al  Juez  de  la  causa  para  que  la  fallase  con 
arreglo  á  la  ley,  y  que,  no  habiendo  hecho  una 
ni  otra  cosa,  trasgredió  las  disposiciones  le- 
gales citadas,  por  locualelTribunal  Supremo, 
haciendo  uso*  de  la  facultad  que  le  concede  el 
expresado  artículo  949,  puede  casar  de  oficio 
la  ya  indicada  sentencia; 

Que  también  ha  violado  la  sentencia  recu- 
rrida los  artículos  18  y  389  del  mismo  Cófli- 
go  de  Procedimiento  Civil  y  1713  del  Código 
Civil; 

Que  Zúñiga  definió  su  demanda  como  de 
agencia  oficiosa,  formuló  petición  concr<^ta 
para  que  se  le  mandase  pagarla  cantidad  que 
él  cobra  allí  sin  deducir  petición  alguna  sub^ 
sidiaria; 

Que  al  agente  oficioso  no  se  le  podían  opo- 
ner los  contratos  de  24  y  27  de  septiembre  de 
1902,  desde  que  nada  tenía  que  ver  en  ellos, 
ni  lo  obligaban; 

Que,  no  obstante  esto,  el  juez  de  1*  instan- 
cia prescindió  de  esta  acción  y  consideró  las 
de  fianza,  cesión  de  los  dividendos  semanales 
y  cesión  del  contrato  mismo  de  24  de  septiem- 
bre, resolviendo  además  sobre  ciertas  indem- 
nizaciones que  no  habían  sido  consideradas 
en  la  demanda; 

Que  el  Tribunal  de  Apelaciones  revocó  en 
esta  parte  la  sentencia  apelada  y  además  lo 
referente  &  la  acción  de  fianza  y  se  redujo  á 
las  acciones  de  cumplimiento  de  los  contratos 
de  24  y  27  de  septiembre,  considerando  á  Zúñi- 
ga como  cesionario  del  ptimero,  lo  que  vulne- 
ra el  derecho  de  Navarrete  y  el  del  recurrente 
que  quedaría  obligado  para  con  éste; 

Que  las  dos  acciones  ideadas  por  la  senten* 
cía  recurrida  son  incompatibles  con  la  agen- 
cia oficiosa  deducida  en  la  demanda,  hasta  el 
punto  de  ser  contradictorias; 

Que  para  sostener  acciones  d<:  cata  natura- 
leza hay  que  confesarlos  hechos  en  qae  se  fnn* 
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dan  j  que  si  se  han  interpuesto  por  Zfiñiga  las 
arciones  de  cumplimiento  de  los  contrntoa 
aludidos  de  24  y  27  de  septiembre,  conjunta- 
mente con  la  de  agencia  oBciosa,  hay  cunfe- 
sión  de  su  parte  tanto  ea  orden  á  que  son  fal- 
sos los  hechos  en  que  se  funda  esta  agencia, 
puesto  que  el  actor  que  los  invoca  los  niega  al 
afirmar  el  cumplimiento  de  los  contratos, 
cuanto  á  que  son  falsos  los  hechos  que  supo- 
nen et  cumplimiento  de  los  contratos  citados 
desde  que  los  niega  al  decirse  agente  oficioso; 

Que,  por  consiguiente,  la  sentencia  recurri- 
da, que  da  por  cumplidos  ambos  contratos, 
viola  los  artículos  389  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  y  1733  del  Código  Civil  y  qtie, 
además,  viola  la  disposición  del  artículo  18  del 
primero  de  esosCódígos,  puesto  que  acepta  ac- 
ciones incompatibles  que  han  deliído  ser  dese- 
chadas desde  que  ninguna  de  ellas  era  subsi- 
diaría de  la  otra; 

Que  todavía  la  misma  sentencia  de  que  se 
trata  infringe  los  artículos  1437  y  1545  del 
Código  Civil  al  aceptar  acciones  que  nacen  de 
nn  contrato  en  que  el  demandante  no  tuvo 
participación,  acciones  que  Navarrete  ha  po- 
dido y  puede  aún  ejercer,  y  al  declarar  cumpli- 
do el  contrato  de  24  de  septiemhre  de  1902, 
dando  así  por  extinguida  la  obligación  de 
fianza  que  pesa  sobre  don  Napoleón  Zúñiga; 

Que,  además  de  los  mismos  artículos  del  Có- 
digo Civil  que  se  acaban  de  citar  los  que  lle- 
van los  números  1546,  1700, 1702  y  1713  de 
ese  mismo  Código,  y  389  j  392  del  de  Proce- 
dimiento Civil,  aparecen  violados  también  en 
la  expresada  sentencia,  pnes  en  la  escritura 
pública  de  23  de  marco  de  1903,  otorgada  por 
Navarrete,  consta  que  éste  como  contratista 
de  la  ejecución  del  edificio  de  que  se  trata,  ha 
consentido  y  aceptado  lo  obrado  por  la  comi- 
sión que  recibió  y  entregó  ese  edificio,  según 
acta  protocolizada  el  día  5  del  mismo  mes  de 
marzo; 

Entre  tanto,  en  el  considerando  3^  de  la 
sentencia  recurrida  se  afirma  que  el  deman- 
dante ha  justificado  que  el  edificio  en  cuestión 
ó  sea  la  obligación  de  hacer  de  Navarrete,  es 
taba  enteramente  concluido  cuando  lo  ocupó 
la  Compañía  y  se  agrega,  que,  si  bien  el  de- 
mandado sostiene  que  la  obra  no  se  ajustó 
«ompletamente  &  los  planos  y  espcctficacioQeft 


convenidas  y  que  para  terminarla  hubo  de  in- 
vertir cierta  suma,  no  ha  justificado  legal- 
mente estos  hechos,  lo  que  es  un  error,  pues  la 
ya  indicada  escritura  prueba  precisamente  lo 
contrario  y  ella  obliga  á  Zúñiga  mientras  no 
sea  anulada,  pues  se  trata  de  declaraciones 
que  pesan  sobre  el  deudor  de  la  obligación  ó 
sea  sobre  el  mismo  contratista  Navarrete  y, 
por  consiguiente,  sobre  Zúñiga  su  fiador,  in- 
fringiéndose asi  la  disposición  del  artículo 
1700  del  Código  Civil; 

Que,  por  otra  parte,  en  esaescritnrase  reco- 
noce que  la  obra  fué  recibida  en  conformidad 
al  contrato,  levantándose  una  actaque  el  deu- 
dor de  la  obligación  aceptó  y  que  si  la  prueba 
del  demandante  hubiese  de  prevalecer  en  con- 
tra de  esa  escritura,  6  sea  la  confesión  del  deu- 
dor, se  habrían  violado,  además  del  artículo 
1700  del  Código  Civil  losartículos  1437,1545 
y  1546; 

Que  en  el  considerando  5^  se  expresa  que  el 
costo  de  la  obligación  de  hacer  superó  al  pre- 
cio convenida  según  se  infiere  de  lo  expuesto  en 
el  certificado  de  fs.  51  y  que  el  demandante  ha 
probado  que  él  mismo  se  encargó  de  construir 
la  obra  con  su  propio  dinero,  con  k>  cual  se  in- 
fringen no  solo  los  artículos  1700  y  1702  del 
Código  Civil,  sino  también  el  1713y  losartícu* 
los  389  y  392,  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  pues  según  la  escritura  pública,  la  obra 
no  se  terminó  ni  se  cumplieron  los  contratos, 
y  hay  confesión  judicial  en  contra  de  la  ase- 
veración relativa  á  que  el  demandante  se  en- 
cargase de  construir  la  obra  con  su  dinero; 

Que  la  sentencia  recurrida  ha  hecho  implíci- 
tamente del  contrato  de  27  de  septiembre  de 
1902  una  novación  del  contrato  anterior  de 
24  del  mismo  mes  y  año,  supone  extinguida  la 
obligadón  de  Navarrete  y  sustituido  un  deu- 
dor á  otro  en  contra  de  lo  categóricamente  ex- 
presado por  el  demandante,  trasgrediendo  asi 
los  artículos  1632,  1634  y  1635  del  Código 
Civil,  pues  no  aparece  el  segundo  contrato  ne- 
cesario para  que  haya  novación,  desde  que  la 
Compañía  de  Crédito  y  Construcciones,  fuera 
del  contrato  de  fianza,  no  celebró  ningún  otro 
con  doL  Napoleón  Zúñiga. 

Se  hacen  extensas  consideradones  sobre  ca* 
da  una  de  las  infracciones  legales  de  que,  se- 
gún el  recnrreate,  adolece  la  senteacia  recniri* 
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da,  íniraccioneB  qne,  á  su  juicio,  influyen  sus. 
tancialmente  en  lo  dis[  ositíro  de  la  sentencia 
misma. 

Al  fundar  el  recur&o  reitera  el  recurrente  en 
todas  sus  partes  lo  expuesto  en  el  escrito  en 
que  lo  formalizó  y  respondiendo  la  parte  con' 
traria  pide  el  rechazo  de  dicho  recurso  y  agre- 
ga que,  si  bien  la  Compañía  demandada  sos' 
tiene  que  confirmada  la  sentencia  de  l^instan. 
cia  con  la  sola  declaración  de  que  no  se  daba 
lugar  al  pago  de  la  gratífícacíón  sino  á  lo  que 
faltaba  para  enterar  el  precio  de  la  propuesta, 
se  ha  infringido  la  disposición  del  articulo  167 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  debió  en- 
tablar recurso  de  casación  en  la  forma,  puesto 
que  la  infracción  del  precepto  citado,  da  solo 
lugtir  al  recurso  de  esta  especie  según  lo  pres- 
cripto  en  el  artículo 94t, número  4'  deese  mis. 
mo  Código.  Pero  que  seguramente  no  lo  hizo 
porque  al  que  no  ha  reclamado  de  la  falta  ejer. 
ciendo  oportunamente  y  por  todos  sus  grados 
los  recursos  establecidos  por  la  ley,  le  niega 
aquel  derecho  la  prescripción  del  artículo  946; 

Que  hoy  se  pretende  desnaturalizar  un  recur- 
so de  forma  presentándolo  como  de  fondo  para 
eludir  la  disposición  de  este  último  artículof 
pero  que  en  el  mismo  escrito  en  que  se  forma- 
lizó el  recurso  interpuesto,  se  citan  los  artículos 
167,  231  y  949  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  como  infringidos  por  la  sentencia  decla- 
rada; 

Que  no  se  comprende  cómo  puede  fundarse 
en  ellos  un  recurso  de  casación,  cuando  esos 
preceptos  legales  solo  confieren  á  los  Tribuna, 
les  Superiores  facultades  discrecionales  que 
éstos  pueden  ejercitar  ó  no  según  su  prudencia; 

Qne,  además,  el  recurrente  no  interpuso  re- 
curso de  casación  en  la  forma  contra  el  fallo 
de  primera  instancia,  declarando  categórica, 
mente  que  se  conformaba  con  el  de  apelación 
de  lo  cual  se  despren'le  que  aún  suponiendo  que 
algunos  de  los  fundamentos  comprendidos  en 
el  fallo  de  primera  instancia  no  hubieran  sido 
sometidos  &  juicio  por  las  partes,  hasta  ese 
momento  quedaban  ipso  fado  ligados  á  la 
resolución  de  segunda  instancia  por  consenti- 
miento mutuo  de  las  partes; 

Que  no  es  exacto  tampoco  que  la  única  ra- 
zón de  pedir  que  existe  en  la  demanda  sea  la 
acción  de  agencia  oficiosa;  pues  desde  el  prin- 


cipio hasta  el  finse  sostuvo  allí  por  el  deman- 

dantequelaconstruccióndeque  se  trata,  sehi- 
zo  como  fiador  de  Navarrete  hasta  por  ta  can- 
tidad de  $  1.000,  siendo  á  la  vez  cesionario  de 
los  dividendos,  y  que,  en  lo  que  la  construc- 
ción excedió  de  esa  cantidad,  ha  procedido  co- 
mo agente  oficioso;  y  se  termina  fundando  su 
petición  tanto  en  el  mérito  de  las  disposiciones 
que  señalan  las  obligaciones  y  derechos  de  los 
fiadores  como  en  el  de  las  que  fijan  esas  mis- 
mas obligacioncsy  derechos  respectodel  agen- 
te oficioso; 

Que  la  sentencia  recurrida  no  se  ha  excedi- 
do de  los  términos  de  la  litis  ni  ha  fallado  so- 
bre puntos  extraños  á  ella,  sobre  todo  si  se 
toma  en  cuenta  que  un  fiador  que  paga  por  el 
deudor  se  subroga  en  los  derechos  de  éste  por 
el  ministerio  de  la  ley,  sin  necesidad  de  cesión 
alguna; 

Que  la  parte  demandada  ha  reconocido  y 
confesado,  en  sus  escritos  de  contestación  y 
alegato,  que  lo  único  que  el  demandante  po- 
día cobrar  á  la  Compañía  era  lo  que  faltaba 
para  completar  los  dividendos  cedidos  por 
Navarrete,descontandola  suma  de  $4.100  y.-L 
pagada,  y  que,  siendo  esto  una  verdadera 
aceptación  parcial  de  la  demanda,  no  puede 
pretenderse  que  se  haya  fallado  xiltra  petita, 
porque  se  manda  pagar  precisamente  lo  que 
se  reconoce  deber;  y 

Que  las  escrituras  manifiestan  la  proceden- 
cia de  la  acción  de  agencia  oficiosa,  en  cuanto 
se  cobra  en  la  demanda  el  importe  íntegro 
déla  construcción. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1'  Que,  atendido  lo  expuesto  en  los  escritos 
en  que  se  formalizó  y  fundó  el  recurso,  las 
causales  en  que  se  apoya  se  reducen  en  sínte- 
sis, á  la  de  que  en  la  sentencia  recurrida  se 
falló  una  cuestión  no  sometida  á  controversia 
y  una  acción  no  deducida  en  la  demanda; 

2'  Que,  en  conformidad  álo  dispuesto  en  el 
núm.  4'  del  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  sería  ésta  en  caso  de  ser 
efectiva,  una  causa  que  habría  dado  mérito 
para  nn  recurso  de  casación  en  la  forma,  re- 
curso que  no  se  ha  deducido; 
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3^  Que,  todavía,  habiéndose  limitado  la 
sentencia  recurrida  en  su  parte  dispositiva,  á 
confirmar  la  de  primera  instancia  con  una 
modificacidn  que  no  es  sustancial  y  que  en 
todo  caso  favorece  al  recurrente,  el  vicio  6  de- 
fecto de  que  se  hace  mérito  habría  afectado 
también  á  ésta,  sin  que  tampoco  se  hubiere 
interpuesto  á  su  respecto  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma,  sino  que,  al  contrario,  se 
renunció  expresamente  &  él,  como  se  indica  en 
el  escrito  de  expresión  de  agravios; 

4^  Que  la  infracción  de  1<»  artículos  18, 
467,  231,  389  y  392  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  que  según  el  recurrente  afecta  á 
la  sentencia  recurrida,  como  disposiciones  lé- 
gales relativas  al  procedimiento,  en  caso  de  ser 
efectiva,  no  habría  podido  influir  sustandal- 
mente  sino  en  la  forma  de  lasentencta  y  no  en 
lo  dispositivo  de  elln,  no  pudiendo,  por  consi- 
guiente, servir  de  base  á  un  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  sino  A  uno  de  forma  que, 
como  se  ha  dicho,  no  se  interpuso; 

59  Que,  por  otra  parte,  si  se  atiende  á  lo 
sustancial  mente  expuesto  en  la  demanda,  la 
acción  que  en  ella  se  dedujo  no  fué  solamente 
la  que  emana  del  cuasi-contrato  de  agencia 
oficiosa,  sino  que  allí  se  sostiene  también  por 
el  demandante  que  en  la  construcción  de  que 
se  trata  obró  como  fiador  de  Navarrete  hasta 
por  la  cantidad  de$  1,000,  siendo  á  la  vez 
cesionario  de  lo8dÍvidendos,yque  en  el  exceso 
de  la  cantidad  invertida  en  dicha  construcdón 
se  procedió  como  agente  oficioso.  Se  citan  al 
efecto  los  artículos  2335.  2343  y  2344  relati- 
vos á  la  fianza  y  los  2886,  2290  y  2293  que 
tratan  de  la  agencia  oficiosa  y  en  el  escrito  de 
contestación  A  la  demanda  se  alude  á  estas 
dos  acciones. 

6^  Que,  relativamente  á  la  infracción  de 
los  artículos  1437,  1545, 1546,  1700,  1702 
y  1713  en  que  también  se  funda  el  recurso, 
hadéndola  consistir  en  parte  en  el  error  que, 
según  el  recujqnrnte,  copticnela  sentencia  recu- 
rrida al  establecer  en  el  considerando  3'  que 
la  construcción  materia  de  este  juido  se  halla- 
ba enteramente  concluida  cuando  fué  ocupa- 
da por  el  gerente  de  la  Compañía  y  en  la  dr- 
cunstancia  de  que  ésta  no  hubiera  acreditado 
•  que  didia  constmcrión  no  se  ajustó  completa- 
mente á  los  planos  y  e^edficaciones  convent- 

SOPRBKA 


das,  sería  éste  en  todo  caso  un  error  de  hecho 
no  susceptible  de  un  recurso  de  casadón; 

7*^  Que,  si  bien  la  violadón  de  algunos  de 
los  artículos  inendonados  en  el  considerando 
anterior  se  habría  cometido  también,  según 
el  recurrente,  por  aceptar  prueba  del  deman- 
dante en  contra  de  lo  estabteddoen  una  escri- 
tura pública  ó  de  lo  confesado  por  él  mismo, 
no  aparece  rilo  de  la  sentencia  recurrida  sino 
que,  al  contrario,  en  elconsiderando  7'  de  esa 
sentencia  se  expresa  que  no  sería  aceptable 
la  prueba  testimonial  en  cuanto  modifica  6 
altera  una  de  las  cláusulas  de  un  contrato 
que  consta  por  escritura  pública;  y 

8^  Que,  asimismo,  no  aparec<.4:ampoco  en 
la  sentenda  recurrida  la  violación  de  losf'einns 
artículos  del  Código  Civil  que  se  citan  como 
infringidos,  ni  la  reladón  que  ellos  pudieran 
tener  en  la  cuestión  que  se  debatió  en  este 
juido. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 

946,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recur- 
so de  casadón  formalizado. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad de  $  300  consignada.— Gabrie/  Gaete— 
José  Alfonso.— J.  Gabriel  Palma  Guxmán.-^ 
Galvarino  Gallardo.  —  Leoncio  Rodríguez, — 
Abel  Saaredra  B.  Foster  Recabarren. 


Cas.  CÍV.—23  de  diciembre  de  1904 
Tapia  con  Mena 

Fianza;  caducidad.— Novaoión.— Nuli- 
dad de  obllgaolón.-Oo8a  Juzarada. 

Doctrina: — La  excepción  de  caducidad 
de  la  fianza  es  concedida  al  ñador  en  el 
caso  de  que  se  extmga  de  conformidad  á 
¡o  dispuesto  en  los  artículos  2381 x  2382 
del  Código  Civil  j  no  ai  aSanxado. 

36 
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No  bay  nodación  cuando  el  fiador  re- 
munerado cede  sus  derechos  y  traaspasa 
sus  obligaciones  con  consentimknto  del 
acreedor;  pero  sw  i hter  vención  deJ  deudor. 
Notificada  esta  cesión  al  deudor,  la  sen- 
tencia recaída  en  ¡n  oposición  por  él  de- 
ducida  que  aceptaesacesióttt  produce  cosa 
juzgada  respecto  de  la  cuestión  sobre  nu- 
lidad del  cambio  de  fiador,  operado  por 
ella,  por  no  haberse  aceptado  el  mismo 
ñador  por  el  juez  como  lo  había  sido  el 
primero. 


Don  Juan  J.  A.  Tapia  obtuvo  que  se  despa- 
chara mandamiento  de  ejecución  y  embargo, 
contra  los  bienes  de  don  Marcelo  A.  Mena  por 
la  fuma  de  $  1.100,  intereses  y  costas. 

Requerido  de  pagocon  iecha  30de  julio,  don 
Marcelo  A.  Mena  se  opuso  A  la  ejecución  con 
fecha  3  de  agosto  con  las  excepciones  siguien- 
tes: 

1^  Caducidad  de  la  fianza.  Fundaesta  excep- 
ción en  que  por  la  escritura  de  cesión  don  José 
Estrada  y  Vidal,  presunto  acreedor,  relevó  al 
Banco  Internacional  de  la  fianza,  relevo  que 
produjo  la  extinción  absoluta  de  ella.  Extin- 
guida esa  fíanxa,  el  Banco  Internacional  no  ha 
podido trans&rir  derechos  quecn  elacto  de  la 
cesión  no  tenía. 

2^  Novación.  En  apoyo  de  esta  excepción 
expone  que  sustituido  el  señor  Tapia  al  Banco 
Internacional,  novó  la  obligación  primitiva 
del  Banco  para  con  £1,  lo  cual  produjo  la  ex- 
tinción de  los  derechos  del  Banco  en  su  contra 
y,  por  consiguiente^  la  obligación  misma. 

3^  Nulidad  de  la  obligación.  En  apoyo  de 
esta  excepción-expone  que  la  cesión  de  la  fianza 
hecha  por  el  Banco  al  señor  Tapia,  es  nula  por 
cnanto  la  fianza  había  sido  dada  en  sustitu- 
ción de  una  prohibición  de  gravar  ó  enajenar 
dictada  en  el  juicio  con  Estrada  y  Vidal  como 
se  expresa  en  U  escritura  de  cesión  yhabiendo 
sido  aprobada  por  el  Juzgado  esa  fianza  con 
relación  al  Banco,  idéntico  requisitodebió  exi- 
girse al  sustituirlo  por  el  señor  Tnp'a,  lo  que 
no  se  hizo. 

'  Secomunicó  trashido  del  escrito  de  excep- 


ción y  evacuándolo  el  Secutante,  pide  se  de- 
clare inadmisible  y  se  mande  llevar  adelántela 

ejecución. 

Respecto  de  la  primera  excepción  dice:  que 
no  puede  ser  alegada  por  el  ejecutado  porque 
esta  excepción  se  concede  únicamente  al  fiador 
que  es  reconvenido  por  el  pago  de  la  obliga- 
ción afianzada. 

Que  no  ha  existido  la  novación,  segunda 
excepción  alegada  por  el  ejecutado,  por  cuan- 
to no  se  han  extinguido  ni  modificado  tas  obli- 
gaciones recíprocas  contraídas  entre  el  Banco 
Internacional  y  don  Marcelo  A.  Mena. 

Respecto  ¿  la  tercera,  no  conoce  disposi- 
ción alguna  legal  que  declare  nulos  los  contra- 
tos celebrados  sin  faltar  á  las  exigencias  del 
artíailo  1445  del  Código  Civil. 

El  juez  de  Valparaíso  resolvió  con  fecha  9 
de  septiembre  de  1903. 
Considerando: 

1^  Que  la  excepción  de  caducidad  de  la  fianza 
indicada  en  el  nfímero  5^  del  artículo  485  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  es  concedida 
al  fiador  en  el  caso  de  que  la  fianza  se  extinga 
de  conformidad  A  lo  dispuestoen  los  artículos 
2381  y  2382  del  Código  Civil,  y  no  al  afian- 
zado; 

2*^  Que  no  es  aceptable  la  excepción  de 
novación  interpuesta  por  el  ejecutado,  por 
cuanto  la  obligación  que  tenía  el  señor  Mena 
para  con  el  Banco  Internacional  existe  y  no 
ha  sido  sustituida  por  otra,  lo  que  es  indis- 
pensable para  In  existencia  de  la  novación; 

3'  Que  no  es  tampoco  aceptable  la  ex- 
cepción de  nulidad  de  la  obligación,  por  cuan- 
to no  es  necesaria  la  aceptación  y  aprobación 
de  la  justicia  para  las  transferencias  6  cesiones 
de  créditos. 

Con  arreglo  A  las  precedentes  consideracio- 
nes y  con  arreglo  A  las  disposiciones  citadas 
y  artículos  1628  del  Código  Civil  y  485  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declaran 
sin  lugar  las  excepciones  opuestas  y,  en  conse- 
cuencia, que  se  h'a  de  seguir  adelanté  la  ^écu- 
ción  hasta  hacerse  entero  pogo  al  ejecutante 
de  la  cantidad  de  $  1.100  por  que  ejecuta, 
los  intereses  y  Ins  costas  de  la  cobranln.^ 
/.  Germáa  Alzérreca. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Vnlpá- 
raiso,  falló  con  fecha  22  de  abril  de  1904.- 
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Vistos:  se  confirma,  con  costas  del  recurso» 
la  sentencia  ajwlada  de  9  de  septiembre  últi' 
mo. — Pedro  S.  Pineda.— Luis  finado  Siiva. 
■^B.  Alamos  GonsélcM — A,  Bezanilla  Si/ra. 

Desechadas  las  excepciones  en  la  sentencia 
de  primera  instancia  y  confirmada  ésta,  Mena 
interpuso  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
contra  esta  sentencia  fundándose  en  las  si' 
guientes  causales: 

1«  Infracción  del  articulo  2381,  inciso  l.^ 
número  1^  del  Código  Civil; 

2^  Infracción  de  los  artículos  1628,1631, 
inciso  3^  y  1635  del  mismo  Código;  j 

3v  Violación  del  artículo  1567,  inciso 
del  citado  Código. 

En  el  escrito  en  que  se  formalizó  el  recurso 
se  expresa: 

Que  la  escritura  de  28  de  octubre  de  1901, 
celebrada  entre  el  Banco  Internacional,  don 
José  Estrada  y  el  seAor  Juan  J.  A.  Tnpia, 
extinguió  la  fianza  del  Banco,  pues  Estrada 
libertó  á  esta  institución  de  toda  responsabi* 
fidad  derivada  del  contrato  de  18  de  mar- 
zo de  1895,  lo  cual  produjo  la  extinción  ate- 
gada,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 2381,  inciso  1^  nfimerol^del  Código  Civil. 

Que  la  novación  se  produjo  por  sustitución 
de  Tapia  en  las  obligaciones  del  Banco,  para 
cnya  novación  no  fué  necesario  el  consenti- 
miento del  recurrente,  según  loexpuesto  en  los 
artículos  1631,  inciso  final  y  1635  del  Código 
Civil,  de  modo  que  en  estas  condiciones  no 
puede  suponerse  que  Mena  está  obligado  en 
favor  de  Tapia,  con  quien  no  ha  contratado; 

Que  la  fianza  del  ejecntante  Tapia  nohasido 
aceptada  por  el  recurrente,  ni  fué  presentada 
en  el  juicio  respectivo  y,  á  mayor  abunda* 
miento,  en  la  citada  escritura  de  28  de  octubre 
de  1901  Estrada  consintió  en  dejar  sín  efecto 
la  fianza  del  Banco,  extingniéndolaasí  median- 
te una  convención  válida. 

Respondteado  la  parte  recurrida,  sostiene: 

Que  de  los  propios  términos  de  laescrítnra  de 
28de  octubre  de  1901,  aparece  que  si  Estrada 
libertó  al  Banco  Internacional  de  toda  obli- 
gadón  y  compromiso,  fué  sólo  en  consecuen- 
cia del  traspaso  qneéste hacía  de  sus  derechos 
y  obligaciones  al  señor  Tapia,  traspaso  que 
aquél  aceptaba  por  su  parte,  de  modo  que 
subsistía  la  fianza,  quedando  intacta  la  res- 


ponsabilidad y  cambiando  únicamente  la  per- 
sona responsable; 

Que  en  cuanto  á  la  remuneración  procedente 
de  la  fianza  otorgada  por  el  Banco,  ella  era 
un  crédito  personal  del  Banco  contra  Mena 
que  pudo  ceder  conforme  á  los  artículos  1901 
y  siguientes  del  Código  Civil,  sin  otro  requi- 
sito que  la  notificación  al  deador,  la  cual  se 
hizo  en  debida  forma  y  al  hacerlo  se  discutió 
y  resolvió  su  validez  habiendo  causado  ejecu- 
toria la  sentencia  dictada  entonces  contra  el 
ejecutado,  por  lo  que  hay  cosa  juzgada  res- 
pecto de  la  transferencia  que  legalmente  hizo 
el  Banco  en  favor  de  Tapia  y  no  es  éfectivo 
que  haya  habido  relevo  de  dicha  fianza; 

Que  no  ha  habido  novación  del  contrato  de 
18  de  marzo  de  1895,  desde  qae  el  deudor 
Mena  no  concurrió  á  la  cesión  de  28  de  octu- 
bre de  1901  y,  en  consecuencia,  no  se  cam- 
plió  la  condición  que  prescribeel  artículo  1635 
del  Código  Civil, 

Que  en  cuanto  al  segundo  capítulo  de  nuli- 
dad, basado  en  la  infracción  de  los  artícnlos 
1 628, 1631  número  3»  y  1635  del  Código  Ci- 
vil, debe  recordarse  que  el  contrato  de  28  de 
octubre  de  1901  no  produjo  novación,  pues  se 
limitó  á  traspasar  los  derechos  r  obli^ncíones 
del  Banco  como  fiador  de  don  Marcelo  H. 
Mena,  sin  que  este  último  concurriera  á  la  ce- 
lebración de  dicho  contrato;  y  finalmente: 

Que  en  el  convenio  de  octubre  de  1901  no  se 
anuló  por  las  partes  lo  extipulado  el  18  de 
marzo  de  1893,  tanto  porque  se  confirmaba 
la  existencia  de  la  fianza  al  contratar  sobre  su 
responsabilidad,  cuanto  porque  don  Marcelo 
A.  Mena  no  concurrió  n!  contrato  de  28  de 
octubre  que  no  podía  así  anular. 

La  Corte: 

Considerando: 
1^  Que  según  el  contrato  de  18  de  marzo 
de  1895,  el  Banco  Internacional  fe  obligó 
á  afianzar  6  don  Marcelo  Mena  mediante 
nna  remuneración  que  éste  debía  pagar  cons- 
tituyendo garantía  hipotecaria  por  dicho 
contrato  y  habiéndose  aceptado  esa  fianza  y 
producido  sus  efectos  legales,  pndo  válida- 
mente el  Banco  celebrar  con  el  ejecutante  el 
convenio  de  28  de  octubre  de  1901,  en  que  ce- 
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^td  sus  derechos  contra  Mena,  transfiriéndole 
al  mismo  tiempo  las  obligaciones  de  ñador; 

2^  Que  la  transferencia  hecha  por  el  Banco, 
que  no  ha  bnportado  perjuicio  alguno  para 
Mena  por  haber  éste  continuado  usufhictnan- 
do  la  fianza  otoigada  por  aquél,  en  el  juicio 
con  Estrada,  convirtió  A  Tapia,  como  oesío- 
narío  del  Banco  en  acreedor  de  Mena  de  la  re- 
muneración estipulada  en  el  contrato  primi- 
tivo; 

3^  Que  dados  estos  antecedentes,  aparece 
que  no  ha  existido  relevo  de  fianza,  ni  caduci- 
dad de  la  misma,  no  siendo,  en  consecuencia, 
aplicable  al  presente  caso  el  artículo  2381  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

4^  Que  en  orden  á  la  infracción  de  los  ar- 
tículos 1528, 1631,  1635  y  1567  del  Código 
Civil  relativos  á  la  extinción  de  las  obligacio- 
nes por  novación  6  mutuo  consentimiento  de 
los  contratantes,  debe  tenerse  presente  que  la 
cesión  hecha  por  el  Banco  á  Tapia,  con  acuer- 
do del  demandante  Estrada,  en  nada  ha  mo- 
dificado la  situación  jurídica  del  demandado 
Mena  en  el  litigio  y,  de  consiguiente,  éste  no 
puede  ser  relevado  del  cumplimiento  de  sus 
obligaciones  para  con  el  Banco  y  su  cesiona- 
no; 

5'  Qne,  ademas,  la  novación  que  pudiera 
haberse  operado  entre  el  demandante  y  los 
fiadores  sólo  diría  relación  con  los  derechos  y 
obligaciones  de  éstos  entre  sí  sin  modificar  la 
condición  del  afianzado;  pues,  con  respecto  A 


éste  el  fiador  constituido  contrajo  las  mismas 
obligaciones  impuestas  al  Banco  en  el  contra- 
to de  18  de  marzo  de  1895; 

6^  Que,  por  último,  la  cláusula  final  de  la 
escritura  de  28  de  octubre  de  1901  autorizó  á 
Tapia  para  notificar  á  Mena  la  cesión,  efec- 
tuándose la  respectiva  notificación  con  arre- 
glo A  lo  dispuesto  en  los  drtículos  1902  y 
1903  del  Código  Civil,  y  habiéndose  opuesto 
Mena  á  esta  cesión,  por  sentencia  de  primera 
y  segunda  instancia  sedeclaró  sin  lugar  didin 
oposición;  en  consecuencia,  la  validez  de  la  ce- 
sión de  que  se  trata,  está  reconocida  por  sen- 
tencia pasada  en  autoridad  de  cosa  juzga- 
da; y 

7'  Que  A  virtud  de  lo  expuesto,  la  sentencia 
recurrida  no  ha  sido  pronunciada  con  infrác^ 
ción  de  los  preceptos  legales;  y  visto  lo  pres- 
cripto  en  los  artículos  940  y  960  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar, 
con  costas,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
interpuesto  contra  la  sentencia  dictada  |>or 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  en  22 
de  abril  próximo  pasado. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad de  $  150  á  que  se  refiere  la  boleta  acom- 
pañada. 

Redactada  por  el  señor  Gallardo.— Ga/varr- 

no  Gal/ardo  V.  Aguim  Vararas.— Leoncio 

Rodríguex, — Cartos  Varas.— Abel Saavedra. — 
J.  Alejo  Feraáaáez,~-E.  Fosier  Recabarreit, 
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Caá.  Cir. — 16  de  septiembre  de  1904 

Bianchi  Tnpper  con  New  York  Life 
foflurance  C^. 

Seguro  de  vida.— Póliza  provlBoria. 
—Póliza  de  aoumulaoión.— Causa  de 
muerte.  —  Suicidio  del  asegrurado. 
— Üolo.— Preaorlpolón  de  corto  tiem. 
po  estipulada.— Quién  puede  renun- 
olar  el  plazo  de  presoripolón.— Nue- 
voQ  medios  de  oasaolón  ante  la  Cor- 
.  te  -Suprema. 

Hoctríhk:— La  póliza  provisoria  6  tem- 
poral  dei  seguro  de  vida  otorgada  por 
cuatro  weaes,  mientras  se  consulta  á  la 
oñeina  principal^  es  válida  y  obligb.  á  la 
Compañía  si  durante  ese  plazo  ocurre  el 
siniestro. 

La  póliza  de  acumulación  cubre  toda 
clase  de  riesgos^  y  su  cláusula  efe  no  tener 
restricción  alguna  por  género  de  vida  ó 

SUPRBHA 


causa  de  muerte,  comprende  aún  el  suici- 
dio del  asegurado,  salvo  el  caso  de  dolo 
por  parte  del  asegurado  á  la  txkbración 
del  contrato. 

La  póliza  de  acumulación  se  rige  por  las 
disposiciones  generales  de  los  contratos, 
de  acuerdo  con  ¡o  dispuesto  en  el  artículo 
578  del  Código  de  Comercio j  y,  en  conse- 
cuentña,  no  puede  aplicársele  el  articulo 
575  del  mismo  Código  que  rescinde  el  se 
gura  de  vida  del  suicida. 

Las  disposiciones  ó  condiciones  de  la 
solicitud  de  seguro,  no  comprendidas  en  la 
póliza,  que  es  el  contrato,  no  obligan  á 
las  partes. 

La  prescripción  de  corto  plazo  estipu- 
lada por  los  contratantes,  no  afecta  al 
beneñciario  de  la  póliza,  que  no  suscribe 
la  estipulación. 

La  prescripción  sólo  puede  renunciarse 
después  de  cumplida,  de  acuerdo  con  lo 

37 


Digitized  by 


Google 


270 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


establecido  ea  el  artículo  2494  del  Códí* 
go  Civil. 

El  recurso  de  casación  en  el  fondo  no 
puede  extenderse  á  puntos  extraños  del 
debate,  porque  estos  recursos  son  de  de- 
recho estricto  y  sólo  tienen  por  objeto 
mantener  la  correcta  aplicación  de  las  le- 
yes  que  inñuyen  de  un  modo  sustancial 
en  lo  dispositivo  de  las  sentencias,  en  ar- 
monía, por  lo  tanto,  con  los anteced^tes 
mismos  delpleitOy  sometido  por  las  par- 
tes á  la  apreciación  de  los  Jaeces  de  la 
causa;  pues,  de  no  ser  asi,  el  Tribunal  de 
casación  quedaría  constituido  en  senten- 
ciador de  única  instancia  respecto  de  ma- 
terias no  controvertidas;  lo  cual  es  con- 
trario á  los  principios  generales  del  dere- 
cho, á  los  ñnes  de  la  casación,  y  especial- 
mente á  lo  prescripto  por  los  artículos 
937,  940,  948  y  977  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 


El  6  de  junio  de  1896  don  Roberto  Biancht 
Hernández  tomóen  la  Compañía  de  Seguros  la 
New  York  Life  Insurance  Company  un  seguro 
por  $  15.000,  y  designó  como  benefíciarío  á 
don  Ernesto  Bianchi  Tupper.  El  21  de  julio  del 
mismo  año,  el  asegurado  puso  fin  á  su  vida 
suicidándose. 

La  póliza  otorgada  á  don  Roberto  Bianchi 
era  sólo  provisoria,  mientras  se  consultaba  á 
la  oficina  principal  de  la  Compañía,  establea- 
da en  Nueva  York  si  se  aceptaba  ó  no  el  segu- 
ro, j  era  de  la  clase  llamada  de  acnmulacíón, 
que  según  se  expresa  en  las  pólizas  no  tiene 
más  condición  que  el  pago  de  las  primas,  y  no 
contenía  restricción  alguna  por  género  de 
vida  6  causa  de  muerte. 

Cuatro  años  después  de  muerto  don  Ro- 
berto Bianchi,  el  benificíario  de  la  póliza  se- 
ñor Bianchi  Tupper  demandó  á  la  Compañía 
para  que  le  pagara  los  $  15.000,  valor  de  la 
póliza  y  le  restituyera  las  primas  pagadas, 
todo  con  intereses. 


Contestando,  el  representante  de  la  Compa- 
ñía  se  opuso  á  la  demanda  sostoiiendo: 

1^  Que  las  pólizas  provisorias  sÓlo  son  pro- 
yectos de  seguros,  que  no  producen  obligación 
mientras  no  sean  aprobadas  por  la  oficina 
principal; 

2'  Que  en  la  contratación  del  seguro  exis- 
tió dolo,  pues  el  asegurado  tomó  esa  pólisa 
para  suicidarse,  y  que  con  el  monto  de  ella  se 
pagaron  sus  deudas; 

3*  Que,  suponiendo  válida  la  póliza  provi. 
soría,  el  seguro  acumulativo  no  cubre  toda 
condición,  ni  alcanza  al  suicidio;  ya  que  con 
éste  se  produce  voluntariamente  y  por  uno  de 
los  contratantes  el  evento  ó  condición  del  se- 
guro, pues  la  Compañía  había  tomado  sobre 
sí  el  riesgo  eventual  de  muerte,  que  con  el  sai' 
cidio  la  produce  voluntariamente  el  asegura- 
do; y 

4^  Que  ha  existido  prescripción,  pues  en  la 
solicitud  de  seguro  se  encuentra  la  condición 
de  que  no  se  pueda  intentar  demanda  depués 
de  2  años  de  la  muerte  del  asegurado. 

Tramitada,  el  señor  Juez  del  3.<^  Juzgado 
civil,  don  José  Toribio  Marín,  falló  la  cansa 
por  sentencia  de  30  de  abril  de  1902,  en  los 
términos  nguientes: 

Considerando: 

1^  Que  el  demandado  confiesa  que  el  docu- 
mento *'es  una  póliza  temporal  ó  provisoria" 
entregada  al  asegurado,  en  el  cual  se  le  pro- 
metió consultar  á  la  oficina  principal  de  la 
Compañía  si  se  le  concedería  ó  no  el  seguro; 

2^  Que  éste  se  prueba  por  la  póliza,  según 
lo  dispuesto  por  el  articulo  514  del  Código  de 
Comercio; 

3^  Que  la  recordada  póliza  relativa  al  se-- 
guro  de  vida,  contrato  permitido  por  la  ley, 
es  de  la  clase  acumulativa,  que  no  se  rige  por 
la  di^osición  del  artículo  575  del  Código  ya 
citado,  sino  por  las  generales,  conforme  á  lo 
dispuesto  por  el  artículo  578  del  mismo  Có- 
digo; 

4^  Que  el  contrato  obligó  á  la  Compañía 
demandada  por  un  término  de  4  meses  á  ase- 
gurar la  vida  de  don  Roberto  Bianchi,  sin  to- 
mar en  cuenta  la  causa  de  muerte,  según  la 
condición  primera,  mediante  una  prima  deter- 
minada, que  no  se  niega  fuese  pagada  y  con 
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anticípacián  por  el  asegurado,  prima  corres- 
pondiente á  nn  semestre; 

5^  Que  si  la  mente  de  los  contratantes  hu- 
biera sido  sólo  celebrar  una  promesa  de  con- 
trato y  no  el  de  que  da  cuenta  el  documento 
perfeccionado,  segün  las  disposiciones  del  lí- 
talo 8^,  libro  2^  del  Código  antes  citado,  no 
se  habrían  hecho  estipulaciones  como  las  que 
allí  se  contemplan,  ni  sería  aceptable  una  obli- 
gación que  afectara  sólo  al  asegurado  que  pa- 
gaba una  prima  por  6  meses  y  no  al  asegura- 
dor que  la  pernbia; 

6^  Que  todo  contrato  legalmente  celebrado 
es  una  ley  para  los  contratantes;  debe  cum- 
plirse de  buena  fe  y  obliga  no  sólo  A  lo  que  se 
expresa,  sino  á  todas  las  cosas  que  emanan 
precisamente  de  la  naturaleza  de  la  obliga- 
ción; 

7^  Que  no  es  atendible  laexcusa  de  no  estar 
perfeccionado  el  contrato  para  el  asegurador, 
mientras  no  fuese  ratificado  por  la  Compañía 
central  ó  principal,  puesto  que,  llenadas  las 
condiciones  del  contrato  con  arreglo  á  la  ley 
chilena,  ésta  obliga  sin  limitación  ni  necesi- 
dad de  consentimiento  previo  de  extranjeros 
á  quienes  no  afectaría  la  citada  ley,  ya  que 
tampoco  es  aceptable  la  existencia  en  el  país 
de  una  sociedad  que  no  esté  sujeta  á  la  legis- 
lación patria  ó  que  lo  esté  con  limitaciones 
que  no  contempla  el  artículo  14  del  Código 
Civil; 

8^  Que  siendo  de  la  naturaleza  del  contra- 
to de  seguro  acumulativo,  según  consta  á  fs. 
3  vta.,  no  atender  &  la  cansa  de  muerte,  y  su- 
jeta á  cualidad  aleatoria,  debe  el  asegurador 
indemnizar  la  pérdida  de  vida,  si  ésta  termina 
dentro  del  término  de  la  duración  del  seguro 
como  ha  ocurrido  en  el  presente  caso; 

9^  Que,  no  apareciendo  de  la  póliza  el  nom- 
bre de  la  persona  á  quién  debiera  pagarse  el 
seguro  y  constando  del  testamento  que  fué 
legado  al  demandante,  tiene  éste  personeria 
ffufíciente  para  demandar  el  pago,  ya  que  no 
consta  de  autos  ni  se  ha  probado  la  nulidad 
de  tal  testamento; 

10.  Que,  impugnado  eldocumento,  no  puede 
la  parte  demandada  aprovechar  de  él  aquello 
qiie  le  favorezca  y  rechazar  lo  que  le  perjudi- 
que, ya  que  no  acepta  su  autenticidad; 

11.  Que,  á  mayor  abundamiento,  la  prei- 


cnpctón  puede  renunciarse,  pero  sólo  después 
de  cumplida,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 2494  del  Código  Civil,  y  ella  no  se  ha- 
bría cumplido,  como  consta  de  igual  documen- 
to, á  la  fecha  de  la  renuncia,  debiendo,  en  con- 
secuencia, Yegirse  el  presente  caso  por  las  re- 
glas comunes,  ó  sea  las  que  contempla  el  ar- 
tículo 2514  del  mismo  Código,  plazo  no  expi- 
rado aún,  según  tal  disposición; 

12.  Que  no  consta  de  autos  ni  es  presumible 
que  al  pactarse  el  seguro  se  hiciera  con  dolo, 
que  no  se  presume  sino  en  los  casos  especial- 
mente previstos  por  la  ley,  que  no  comprende 
el  presente,  y  que  debió  probarse,  como  lo  or- 
dena el  artículo  1459  del  Código  ya  citado,  y 
no  es  racional  suponer  A  una  persona  tan  de- 
pravada al  ejecutar  el  contrato  de  seguro  que 
tuviera  como  móvil,  quitándose  la  vida,  el  de- 
fraudar álaCompañía  aseguradora  en  el  mon- 
to de  tal  seguro  dejado  á  favor  de  un  tercero, 
á  quien  no  hace  en  su  testamento  ningún  en- 
cargo secreto; 

13.  Que  los  antecedentes  que  corren  agrega- 
dos en  copia,  tomados  deun  proceso  criminal, 
sólo  manifiestan  la  causa  que  perturbó  la  ra- 
zón del  suicida,  á  tal  punto  que  lo  hizoquitar- 
se  la  TÍda;  pero  de  ningún  modo  establecen  el 
dolo  ó  sea  el  propósito  preconstituído  de  de- 
fraudar al  asegurador;  y 

14.  Que  tampoco  es  presumible  suponer  qué 
se  aprovechara  de  la  libertad  que  le  dejaba  la 
condición  primera,  quitándose  la  vida  para 
que  se  beneficiara  un  tercero,  aun  cuando  éste 
tratase  de  reparar  los  actos  vedados  que  eje- 
cutara el  asegurado,  A  menos  de  suponer  que 
obró  en  un  acto  de  enajenación  mental,  que 
eximiría  de  responsabilidad. 

Por  estos  fundamentos  y  con  loquetambién 
disponen  la  ley  l^  título  14,  Partida  3*  y  los 
artículos  1489, 1545, 1546, 1560, 1563, 1698 
y  1713  del  Código  Civil,  512,  550  y  571  del 
de  Comercio,  se  declara:  que  ha  lugar  íí  la  de- 
manda, sin  costas.— Aíarfn. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  julio  28  de  1903.— Vistos:  con  el 
mérito  de  los  10  primeros  considerandos  de  la 
sentencia  de  1*  instancia  y  teniendo,  además, 
presente: 
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1^  Que  la  estipulación  de  plazo  para  el  pago 
de  la  cantidad  asegurada,  que  contempla  el 
documento  de  fs.  2,  no  figura  en  la  póliza  de 
fs.  3,  que  es  el  contrato  materia  del  seguro;  y 

2'  Que  no  se  ha  probado  por  parte  de  la 
Compañía  demandada  que  el  asegurado  hubie- 
ra procedido  con  dolo  á  la  celebración  del 
expresado  contrato. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  el  artículo  330 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  conSr- 
ma  la  referida  sentencia  de  fecha  30  de  abril 
del  año  último. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
don  Luis  Barriga,  quien  opinó  por  revocarla 
y  declarar  sin  lugar  la  demanda,  por  las  razo- 
nes que  consigna  en  el  libro  de  acuerdos;  y 
después  de  desechada  la  indicación  del  mismo 
señor  Ministro,  para  que  se  ordenara  legiti- 
mar la  personería  del  procurador  de  la  Com- 
pañía demandada,  por  estimar  deficientes  los 
poderes  que  ha  exhibido  en  autos.— ¿.  R.  Mo- 
ra.— Darío  Beauvente.—Luis  Barriga, 

VOTO  BSPBCIAL 


Bn  el  juicio  seguido  por  don  Ernesto  Bian- 
chi  Tupper  contra  la  Compañía  de  Seguros 
La  New  York,  el  infrascripto,  disintiendo  de 
la  opinión  de  la  mayoifa  del  Tribunal,  ha  opi- 
nado porque  se  revoque  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  y  se  declare  sin  lugar  la  de- 
manda, fondado  en  las  siguientes  considera- 
ciones: 

1*  Que  de  los  antecedentes  qne  obran  en 
autos  aparece  que  las  partes  están  d?  acuerdo 
en  que  el  seguro  materia  del  presente  juicio  se 
contrató  previa  solicitud  suscripta  por  don  Ro> 
berto  Bianchi  en  el  formulario  impreso  que  se 
acompaña  entre  los  comprobantes  de  la  de- 
manda; 

2*  Que,  si  bien  es  cierto  qne  d  demandante 
expresa  que  se  ha  agregado  en  la  parte  ma- 
nuscrita copia  de  las  indicaciones  que  afirma 
hizo  el  señor  Bianchi  al  solicitar  el  seguro  y 
que  la  sociedad  demandada  desconoce  la  au- 
tenticidad de  tal  agregación^  esta  circunstan- 
cia no  la  inhabilita  para  fundar  su  derecho  en 
Ifi  parte  impresa  del  mismo  documento,  ya 
que  los  interesados  están  de  acuerdo  en  que 


sólo  esta  parte  emana  de  la  Compañía  y  ella 
la  acepta  sin  limitación  al{^tta; 

3*  Que  las  convenciones  que  contiene  la  re- 
ferida solicitud  han  sido  incorporadas  en  la 
póliza  provisoria  que  sirve  de  fundamento  á 
la  demanda,  tanto  porque  en  la  primera  se 
dice  que  dichas  convenciones  se  estipulan  para 
los  efectos  de  cualquier  póliza  que  á  consecuen- 
cia de  la  solicitud  se  omita,  como  porque  en  la 
póliza  citada  se  la  inclujre  expresamente,  de- 
clarando que  se  otorga  en  coaaidcración  á  ¡aa 
manifestacioneayconvtíoioa  queenellase  men- 
cionan; 

4i*  Qne  entre  estos  figura  baio  el  número  5 
el  que  tiene  por  objeto  dejar  establecido  que 
"no  podrá  inteatarsedemandacontrala Com- 
pañía transcurridos  2  años  desde  la  fecha  eo 
que  se  suscite  el  motivo  de  tal  demanda  ni  2 
años  después  de  mí  muerte;" 

5*  Que  del  certificado  acompañado  consta 
que  don  Roberto  Bianchi  falleció  el  21de  juUo 
de  1896  y  la  demanda  aparece  instaurada  só- 
lo el  23  de  julio  de 1900,  cuando  ya  habCa  trans- 
currido con  exceso  el  plazo  convenido  para  la 
caducidad  délos  derechos  que  en  esta  causa  se 
ventilan; 

6*  Que,  atendido  el  origen  de  la  prescripción, 
no  puede  sostenerse  que  sea  contraria  á  las 
consideraciones  de  orden  público  que  le  sirven 
de  fundamento,  una  estipulación  que  tiene  por 
objeto  reducir  los  plazos  en  que  pueden  ejerci- 
tarse las  acciones  que  nacen  del  convenio  so* 
bre  todo  ü  se  toma  en  cuenta  la  índole  propia 
de  esta  clase  de  negodos; 

7*  Que  el  artículo  2494  del  Código  Civil, 
invocado  á  este  respecto  por  el  demandante, 
dispone  que  la  prescripción  sólo  puede  renun- 
ciarse después  de  cumplida;  y  que,  si  bien  po- 
día estimarse  contraria  á  este  precepto  legal 
una  estipulación  que  ampliara  de  antemano 
los  plazos  fijados  por  la  ley  para  la  prescrip- 
ción, manifiestamente  no  contraría  ni  su  es- 
píritu ni  sus  términos  la  que  tiene  por  objeto 
limitar  los  plazos  á  que  aludía  el  párrafo 
6^  de  este  voto;  y 

8^  Que,  en  consecuencia,  si  la  ley  no  prohibe 
el  pacto  de  caducidad  acordado  entre  las  par- 
tes debe  respetarse  y  cumplirse  en  los  térmi- 
nos que  ordena  el  artículo  1545  del  Código 
Civil. 


Digitized  by 


Google 


JORISPRVDBNCIA 


273 


Santiago,  28  de  julio  de  1903.— Lu/s  Ba- 
rriga. 

Contra  la  citada  resolución  de  la  Corte  in- 
terpuso el  recurso  de  casación  en  el  fondo  la 
Compañía  demandada. 
Fundó  el  recurso  en  dos  causales: 
1*  En  que  el  seguro  ha  caducado  por  minis- 
terio de  la  ley  á  consecuencia  de  la  muerte  del 
asegurado  por  medio  del  suicidio,  como  consta 
de  la  partida  de  defunción  acompañada  y  en 
virtud  del  artfculo  576  del  Código  de  Comerá 
ció;  y 

2*  En  la  caducidad  del  título,  que  se  hace 
consistir  en  que  el  asegurado  conforme  á  las 
estipulaciones  de  la  soliñtud,  convino  en  que 
prescribirían  en  dos  años  las  acciones  para  el 
coliro  del  seguro,  como  lo  expresa  la  cláusula 
5*  al  pie  de  dicho  documento  en  que  el  asegu- 
rado dice  "que  no  podrá  intentarse  demanda 
alguna  contra  la  Compañía  después  de  trans- 
curridos dos  años  desde  la  fecha  en  que  se  sus- 
citó el  motivo  de  tal  demanda,  ni  después  de 
dos  años  de  su  muerte," 

En  orden  á  la  primera  causal  sostiene  el  re- 
currente que  el  seguro  es  contrato  condicional 
y  aleatorio  porel  cual  uno  de  los  contratantes 
toma  sobre  af  por  un  determinado  tiempo  los 
riesgos  de  ciertos  objetos  perteDccientes  á  otra 
persona  obligándose  mediante  una  retribución 
convenida  á  indemnizar  la  pérdida  ó  cualquier 
otro  daño  estimable  que  sufran  los  objetos 
segurados,  como  define  el  contrato  de  seguro 
el  artículo  612  del  mismo  Código.  Por  riesgo 
entiende  la  ley  (art.  513)  la  eventualidad  de 
todo  caso  fortuito  que  pueda  ocasionar  la 
pérdida  6  deterioro  de  los  objetos  asegurados, 
careciendo  el  asegurador  de  la  obligación  de 
indemnizar  la  pérdida  6  deterioro  procedentes 
de  vicio  de  la  cosa  ó  de  un  hecho  personal  del 
asegurado,  siendo  tan  estricta  esta  regla  que 
se  prohibe  al  asegurador  constituirse  respon- 
sable de  hechos  personales  del  asegurado  (ar- 
tículo 552),  Este  tiene  la  obligación  deemplear 
todo  el  cuidado  y  diligencia  de  un  buen  padre 
de  familia  para  prevenir  el  siniestro  (art.  556). 
La  vida  humana  puede  asegurarse  en  la  mis- 
ma condición  que  cualquier  objeto  ó  cosa  con- 
forme álas  reglas  generales,  y  entonces  el  ries- 
go que  el  asegurador  toma  sobre  sí  puede 


ser  el  de  muerte  del  asegurado  dentro  de  un 
tiempo  determinado  (art.  569.) 

Se  ve  que  el  riesgo  al  que  la  cosa  6  la  vida 
están  expuestas  y  del  cual  quiere  el  asegurado 
precaverse  constituye  el  carácter  esencial  y 
distintivo  del  contrato  de  seguro.  Eliminar  el 
riesgo  es  el  fin  del  contrato,  y  cuando  es  de  vi- 
da el  asegurador  garantiza  la  formación  de 
un  capital  en  el  caso  de  muerte  prematura  del 
asegurado,  debiendo  este  hecho  producirse  por 
caso  fortuito,  sin  que  sea  lícito  al  asegurado 
anticiparlo.  Así,  cuando  éste  se  suidda,  el  ase- 
gurador queda  libre  de  responsabilidades.  6s 
)o  que  preceptúa  el  artículo  575  del  Código  de 
Comercio,  que  se  infringe  cuando  se  establece 
por  el  Juez  de  Letras  y  se  acepta  por  la  Corte 
de  Apelaciones  que  dicho  artículo  rige  el  segu- 
ro de  vida  ordinario,  y  no  los  tontinos  ó  mu- 
tuos. No  se  comprende  que  su  precepto,  de- 
rivado de  los  elementos  esenciales  de  todo 
contrato  de  seguro  sin  excepdón,  deba  apli- 
carse solo  á  los  ordinarios  y  no  á  los  de  acu- 
mulación en  que  los  asegurados  se  asocian 
para  servirse  recíprocamente  de  asegurados  y 
aseguradores.  Si  el  artículo  578  del  Código 
citado  dice  que  las  disposiciones  del  párrafo 
IV  del  título  de  los  seguros  no  son  aplicables  á 
los  tontinos  y  seguro  mutuo  de  vida,  ni  á  los 
demás  contratos  que  requieran  la  erogación 
de  una  cantidad  fija,  es  porque  debía  hacerse 
diferencia  entre  el  seguro  que  es  propiamente 
un  acto  mercantil  con  fines  de  especulación,  y 
el  seguro  que  descansa  en  la  mutualidad,  dis- 
tinguiéndolo asimismo  de  otros  contratos  aje- 
nos al  verdadero  seguro.  No  se  concibe  sino 
como  absurda  y  contradictoria  la  idea  de  que 
tü  artículo  578  haya  querido  impedir  que  el 
precepto  del  artículo  575,  que  es  la  resultante 
de  las  reglas  generales  y  comunes  á  todos  los 
seguros,  sea  una  garantía  para  los  asegura- 
dores que  especulan,  y  no  para  los  que  esta- 
blecen el  seguro  mutuo  como  el  de  acumula- 
ción de  que  se  trata.  La  teoría  sustentada  por 
la  sentencia  podrá  servir  para  sostener  que  los 
aseguradores  en  los  contratos  tontinos  ó  mu- 
tuos quedaban  en  libertad  de  contratar  con 
los  fines  ilícitos  ó  crimínales  á  que  se  propuso 
oponer  una  valla  el  artículo  575. 

Se  sostiene  por  el  recurrente  que  no  puede 
haber  sido  la  voluntad  de  los  contratantes 
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cubrir  toda  clase  de  riesgos  y  que  al  decirse  en 
la  póliza  que  la  Compañía  pagará  el  se^ro 
cualquiera  que  sea  eJ  género  de  vida  y  las  cau- 
íias  de  muerte  del  asegurado,  no  ha  podido  re- 
ferirse sino  &  las  condiciones  que  en  los  seguros 
(le  vida  se  imponían  antes  á  los  asegurados 
para  restringir  en  lo  posible  el  riesgo  de  su 
muerte.  Dentro  del  régimen  del  seguromoderno 
puede  el  asegurado  ocuparse  en  toda  clase  de 
trabajos  peligrosos,  pero  no  le  es  licito  quitar- 
se voluntariamente  la  vida.  Aunque  los  con- 
tratantes convengan  en  que  el  seguro  deberá 
subsistir  á  pesar  de  que  el  asegurado  pierde  (a 
vida  por  suicidio,  duelo  ó  ejecución  capital, 
semejante  estipulación  no  tiene  valor  porque 
es  contraria  á  la  esencia  misma  del  seguro  que 
precave  del  riesgo  procedente  de  un  caso  for- 
tuito. Reconocer  ni  asegurado  el  derecho  de 
quitarse  la  vida,  seria  lo  mismo  que  autorizar 
en  una  póliza  contra  incendios  al  asegurado  á 
quemar  su  casa  cuando  lo  tuviere  por  conve- 
niente. En  todo  caso,  sería  menester  aplicar  la 
regla  de  los  artículos  1466.  1467  y  1468  del 
Código  Civil,  según  los  cuales  no  hay  acción 
para  reclamar  el  cumplimiento  de  obligacio- 
nes que  carecen  de  causa  lícita. 

Concluye  el  recurrente  este  capítulo  de  la 
casación,  sosteniendo  que  la  sentencia  recla- 
mada viola  la  disposición  de  los  artículos  512, 
513,  552,  556  y  575  del  Código  de  Comercioy 
de  los  artículos  1446  y  1447  del  Código  Civil. 

En  apoyo  de  H  segunda  causal,  se  dice:  que 
consta  que  las  partes  han  estado  de  acuerdo 
cu  que  el  seguro  se  contrató,  previa  solicitud 
suscripta  por  Bianchi  en  el  formulario  impreso, 
y  aunque  es  cierto  que  la  Compañía  desconoce 
la  parte  manuscrita  que  se  le  ha  agregado, 
esta  circunstancia  no  le  impide  fundar  su  de- 
recho en  la  parte  impresa,  yaque  los  intere- 
sados convienen*en  que  sólo  esta  parte  emana 
de  la  Compañía  y  ésta  la  acepta  sin  limita* 
ción,  y  ya  que  Itrn  convenciones  contenidas  en 
t.'i  solicitud  han  sido  incorporadas  en  la  póli- 
za provisional,  diciéndose  en  la  primera  de 
esas  convenciones  que  se  estipulan  para  los 
efectos  de  cualquiera  póliza  que  se  emita,  y  en 
lu  segunda  que  se  te  incluye  expresamente  de- 
clarando que  se  otorga  dicha  póliza  en  consi- 
deración á  las  manifestaciones  y  convenios 
que  en  la  solicitud  se  contienen.  Que  entre 


esos  convenios  fígarancon  el  númeroá^el  que 
tiene  por  objeto  dejar  establecido  que  no  po- 
drá  intentarse  demanda  contra  laCompañía, 
transcurridos  2  años  desde  la  fecha  en  que  se 
suscitó  el  motivo  de  tal  demanda,  ni  2  año» 
después  de  la  muerte.  Que  consta  delcertifí* 
cado  que  don  Roberto  Bianchi  falleció  el  21 
de  julio  de  1896  y  la  demanda  aparece  instan- 
rada  el  23  de  julio,  cuando  ya  había  transcu- 
rrido con  exceso  el  plazo  convenido  para  la 
caducidad  del  derecho  que  se  ventila.  Que 
atendido  el  origen  de  la  inscripción  no  puede 
sostenerse  que  sea  contraria  al  orden  público 
una  estipulación  encaminada  A  reducir  los 
plazos  en  que  pueden  ejercitarse  las 'acciones 
que  nacen  del  contrato,  sobre  todo  si  se  toma 
en  cuenta  la  índole  propia  de  esta  clase  de  ne- 
gocios. Que  si  el  artículo  2494  del  Código  Ci- 
vil prohibe  renundar  á  toda  prescripción  que 
no  estuviese  cumplida,  no  sería  en  modoalgn- 
no  obstáculo  para  limitar  los  plazos  á  que  se 
alude,  y  np  prohibiendo  la  ley  el  pacto  de  ca- 
ducidad convenido,  debe  respetarse  y  cum- 
plirse. 

Agrega  el  recurrente  que  no  se  puede  modi- 
6car  arbitrariamente  un  contrato  so  pretexto 
de  interpretarlo  no  pndiendo  aseverarse  que 
la  estipulación  de  plazo  para  el  pago  déla 
cantidad  asegurada  que  contempla  el  docu- 
mento no  figura  en  la  póliza  cuando  en  ¿sta 
se  expresa  que  se  asegura  la  vida  de  Bianchi 
en  consideración  á  las  manifestaciones  y  con- 
venios contenidos  en  la  aolicitud  presentada 
al  efecto.  Que,  según  el  artículo  514  del  Códi- 
go de  Comercio,  el  seguro  se  perfecciona  y 
prueba  por  escritura  pública,  privadaú  oficial; 
si  por  escritura  privada  ú  oficial  se  extende- 
rán dos  ejemplares  para  resguardo  recíproco 
de  las  partes,  siendo  indispensable  qne  sean 
firmados  por  asegurador  y  asegurado  á  fin  de 
que  haya  testimonio  escrito  de  las  obligacio - 
nes  recíprocas.  Que,  en  este  caso,  hay  dos  pie- 
zas escritas  que  sirven  para  probar  el  contra' 
to,  la  solicitud  que  da  testimonio  de  las  pro- 
mesas y  obligaciones  que  toma  sobre  sí  el  ase- 
gurado y  el  documento  que  por  st  sólo  no  es 
póliza  sino  sólo  la  promesa  de  un  seguro  con 
la  firma  única  del  asegurador.  Separar  nna  de 
Otra  estas  dos  escrituras,  como  lo  hace  la  sen>: 
tcncia,  contrariando  abiertamente  la  de  ís.  3, 
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es  llegar  al  extremo  deqae  desaparezca  el  con- 
trato y  queda  nna  simple  promesa  conforme 
al  artículo  515  del  Código  de  Comercio. 

Procediendo  de  esta  suerte,  se  han  infringi- 
do los  artículos  1545  y  1546  del  Código  Ci- 
vil y  514  y  516  del  Código  de  Comercio. 

La  parte  de  don  Ernesto  Bianchi  Tupper  pi- 
dió no  se  diera  lugar  á  este  recurso  de  casa- 
ción, alegando  al  e£scto  que  no  se  puede  con- 
vertir este  recurso  en  una  tercera  instanda  en 
la  cual  sea  lícito  modificar  los  hechos  senta- 
dos por  los  tribunales  de  la  causa.  Que  en 
'ordeu  al  primer  capítulo,  la  sentencia  no  ha 
infringido  ninguna  de  las  disposiciones  legales 
que  se  citan.  Los  artículos  512  y  513  del  Có- 
digo de  Comercio  son  meras  definiciones  que 
sólo  habrían  sido  violadas  declarándose  que  el 
contratono  era  de  seguro  de  la  vida  ó  que  las 
partes  no  tenían  el  carácter  de  asegurador  y 
asegurado.  El  artículo  552  se  refiere  al  vicio 
propio  de  la  cosa,.y  al  hecho  personal  del  ase- 
gurado ó  al  hecho  ajeno  que  afecta  civilmente 
su  responsabilidad,  lo  que  no  tiene  aplicación 
al  caso  presente.  £1  artículo  556  se  encuentra 
en  el  mismo  caso;  estableciendo  reglas  parala 
contratación  y  ejercicio  del  seguro,  nada  tiene 
que  ver  este  artículo  con  la  rescisión.  En  cuan- 
to A  los  artículos  1466  y  1467  del  Código  Ci- 
vil, referentes  al  caso  de  nulidad  absoluta  por 
objeto  ilícito,  ó  por  falta  ó  ilicitud  de  la  causa 
en  los  contratos,  la  parte  recurrente  no  hain- 
terpnesto  una  acción  en  este  sentido  ni  siquie- 
ra se  ha  excepcionado  alegando  la  ilicitud  de 
la  causa  del  contrato  y  ha  pedido  que  se  decla- 
re "que  se  rescindió  por  ministerio  de  la  ley  el 
proyecto  de  seguro  porel  hecho  del  suicidio  del 
proponentc,  y  á  virtud  de  la  disposición  del 
artículo  575del  Código  deComercio  el  seguro 
caducó".  Se  ha  interpuesto  nna  acción  resci- 
soría  y  no  una  acción  de  nulidad  absoluta  de- 
rivada de  la  ilicitud  de  la  causa  ú  objeto.  El 
primer  capitulóse  funda  en  realidad  en  la  vio- 
lación del  articulo  575  del  Código  de  Comer- 
do  que  dispone:  "El  seguro  de  vida  se  rcs- 
dndc: 

"Si  el  que  ha  hecho  asegurar  su  vida  la  per- 
diere por  suiddio'ó  por  condenadón  capital, 
6  n  la  perdiere  en  duelo  ó  en  otra  empresa 
criminal;  ó  si  ftiese  muerto  por  sus  herederos. 


Esta  disposidón  no  es  aplicable  al  caso  de 
seguro  contratado  por  un  tercwo." 

El  artículo  578  dice  así:  "Las  disposiciones 
precedentes  (entre  las  cuales  se  encuentra  la 
del  artículo  576)  no  son  aplicables á  las  tonti- 
ñas,  seguros  mutuos  de  vida,  tii  á  los  demás 
contratos  que  requieran  la  contribudón  de 
nna  cantidad  fija." 

Las  partes  están  de  acuerdo  en  que  la  New 
York  es  una  compañía  de  seguros  mutuos 
sobre  la  vida  y  en  que  el  contrato  sobre  que 
versa  el  pldto  es  de  seguro  mutuo,  represen- 
tado, por  lo  que  la  Compañía  llama  Póliza 
de  acamalación,  que  requiere  la  contribudón 
de  una  cantidad  fija. 

En  cuanto  á  la  segunda  causal,  no  puede 
sostenerse  que  la  Corte  haya  falseado  el  con- 
trato al  dedr  que  la  fíjadón  de  plazo  estam- 
pado en  el  papel  no  figura  entre  los  condicio- 
nes de  la  póliza.  Al  afirmarse  por  la  Compa- 
ñía que  el  primero  de  esos  documentos  era  un 
formulario  usado  por  ella,  pero  al  que  no  re- 
conoda  en  su  parte  manuscrita,  rechazó  su 
autentiddad  y  su  carácter  de  pieza  judidal  na- 
dda  de  reladones  de  lan  partes.  Por  eso  el  de- 
mandante desistió  de  invocarlo  aceptando  su 
falta  de  valor  y  presentó  el  testamento  de  don 
Roberto  Bianchi. 

Este  segundo  capitulo  importa  desnatura- 
tizar  las  cuestiones  ventiladas,  tales  como  fiie- 
ron  propuestas,  y  desnaturalizar  también  las 
facultades  del  Tribunal  Supremo  para  tratar 
de  convertirlo  en  Tribunal  de  revisión. 

Los  preceptos  legales  que  se  dicen  en  esta 
parte  infringidos  no  tienen  aplicación  al  punto 
que  se  debate.  Así,  los  artículos  1545  y  1546 
del  Código  Civil,  establecen  que  todo  contrato 
legalmente  celebrado  es  una  ley  para  los  con- 
tratantes y  que  los  contratos  deben  ejecutarse 
de  buena  fe,  y  la  sentenda  no  declara  que  la 
póliza  no  sea  un  contrato  legalmente  cele- 
brado que  no  deba  cumplirse  de  buena  fe,  ó 
que  no  obliga  en  toda  la  plenitud  indicada  en 
la  ley.  Los  artículos  514  y  515  del  Código  de 
Comerdo  disponen  que  el  seguro  se  perfecciona 
y  prueba  por  escritura  pública  privada  ú  ofi- 
dal;  y  que  ajustado  verbalmente  vale  como 
promesa,  con  tal  que  los  contratantes  hayan 
convenido  formalmente  en  la  cosa,  riesgo  y 
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prima.  Y  el  fnllo  no  contiene  expresión  alguna 
qne  contraríe  el  texto  de  estas  disposiciones. 

Se  oyó  el  dictamen  de  uno  de  los  señores 
Ministros  del  Tribunal,  que  fue  de  opinión  se 
diera  lugar  al  recurso. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  demanda  ha  tenido  por  objeto  que 
la  Compañíade Seguros  Mutuossobre  la  vida, 
denominada  New  York  sea  condenada,  en 
cumplimiento  de  su  contrato,  al  pago  de  la 
suma  asegurada,  de  los  premios  semestrales  y 
de  los  iijtereses  respectivos; 

2^  Que  la  Compafiía  se  ba  opuesto  á  la  de- 
manda con  las  seis  excepciones  siguientes: 

a)  Falta  de  acción  para  demandar  porque 
el  nombre  del  demandante  don  Ernesto  Bian- 
chi  no  figura  en  la  póliza; 

b)  Caducidad  de  la  póliza  por  falta  de  acep- 
tación del  proyecto  de  seguro; 

c)  Inadmisibttidad  de  la  reclamación  por 
no  estar  revestida  delosantecedentes  exigidos 
por  la  Compañía; 

d)  Fraude  ó  engaño  al  proponer  el  oeeuro; 

e)  Rescisión  del  seguro  por  suicidio  del  ase- 
gurado, á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
575  del  Código  de  Comercio; 

f)  Prescripaón  de  2  años  estipulada  en  la 
póliza  del  seguro; 

3^  Que  trabada  la  litis  en  órden  á  estas  6 
excepciones,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
no  puede  extenderse  á  puntos  extraños  al  de- 
bate,  porque  estos  recursos  son  de  derecho  es- 
tricto y  sólo  tienen  por  objeto  mantenerla  co- 
rrecta aplicación  de  las  leyes  queinflnyeron  de 
un  modo  sustancial  en  to  dispositivo  de  las 
sentencias,  en  armonía,  por  lo  tanto,  con  los 
antecedentes  mismos  del  pleito,  sometido  por 
las  partes  á  la  apreciación  de  los  jueces  de  la 
causa;  pues,  de  no  ser  a^  el  Tribunal  de  ca- 
sación  quedaría  constituido  en  sentenciador 
de  ñnica  ínstanciaFespectodemateriasno  con- 
trovertidas; lo  cual  es  contrario  á  los  princi- 
pios generales  del  derecho,  á  los  fines  de  la  ca- 
sación y  especialmente  á  lo  prescripto  por  los 
artículos  937,  940,  948  y  977  de)  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

4^  Que,  por  este  motivo,  hay  que  prescindir 


de  la  curatíón  que  se  plantea  y  desarrolla  eo 
el  escrito  en  que  se  interpone  el  recurso  sobre 
infracción  de  los  artículos  1466. 1467  y  1468 
del  Código  Civil,  que  tratan  de  los  actos  con- 
traídos con  olqeto  ó  causa  ilícita;  pues  la  ac- 
ción de  nulidad  absoluta  por  estos  vicios,  aún 
que  existieran,  no  se  ha  ventilado  en  el  pleito, 
sino  la  rescisoría  especial  concedida  por  el  ar- 
tículo 575  del  Código  de  Comercio,  la  cual 
únicamente  menciona  y  rechaza  la  sentencia 
recurrida  por  los  fundamentos  que  se  dan  en 
el  considerando  3^  de  la  de  primera  instancia, 
aceptado  por  la  Corte  de  Apelaciones; 

5'  Que  deben  igualmente  eliminarse  de  la 
casación  los  puntos  referentes  á  las  excepcio- 
nes signadas  anteriormente  con  las  letras  a, 
b,  c  y  d,  porque  el  recurso  no  los  comprende; 

6^  Qne  sobre  la  rescisión  del  seguro  en  lo 
pertinente  al  debate  de  la  causa,  se  dice  "qne 
se  rescindió  por  ministerio  de  la  ley  el  proyec- 
to de  seguro  por  el  hecho  del  suicidio  del  pro- 
ponente qne  hizo  imposible  la  formalixación 
del  contrato;"  que  "la  rescisión  se  produjo  á 
virtud  de  la  disposición  del  articulo  575  del 
Código  de  Comerrio";  y  que  al  establecer  la 
Corte  que  este  artículo  sólo  rige  el  seguro  de 
vida  ordinario  y  no  los  tontinos  ó  mutos,  lo 
ha  infringido  abiertamente,  y  ha  aplicado 
mal  la  regla  del  artículo  678,  y  ha  infringido 
también  los  artículos  512,  513,  552  y  556  del 
referido  Código; 

7^  Que  la  Corte  no  ha  infringido  los  artícu- 
los 512,  513,  552  y  556  del  Código  de  Co- 
mercio, pues,  la  sentencia  recurrida  no  contie- 
ne consideración  ni  fallo  alguno  contrario  á 
las  definiciones  ó  preceptos  que  en  ellos  se 
enuncian; 

8^  Que  tampoco  ha  infringido  la  disposi- 
ción del  artículo  575,  pues,  en  el  considerando 
3^  del  fallo  de  1.*  instancia,  aceptado  por  la 
Corte,  se  dice:  "la  recordada  póliza  relativa  al 
seguro  de  vida,  contrato  permitido  por  la 
ley,  es  de  la  clase  acumulativa  qne  no  se  rige 
por  la  disposición  del  artículo  575  del  Có- 
digo ya  citado,  sino  por  las  generales,  confor- 
me á  lo  dispuesto  por  el  artículo  578  del  mis- 
mo Código"; 

'  9^  Que,  en  esta  afirmación,  la  Corte  no  ha 
hecho  otra  cosa  que  dar  estricto  cumplimien- 
to al  artículo  578  que  literalmente  excluye  de 
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los  segnros  en  referencia  la  aplicación  de  la 
regla  del  artícnlo  575  que  trata,  entre  otros, 
del  uso  de  resciaíón  del  Mgaro  de  rida  cnan- 
do  ésta  se  perdiese  por  snicidio,  duelo,  ejecu- 
ción capital,  etc.;  con  lo  cual  el  Tribunal  sen- 
tenciador se  ha  conformado  á  lo  prescrípto 
por  el  artículo  19  del  Código  Civil,  que  orde- 
na no  desatender  la  letra  de  la  ley  cuando  su 
tenor  es  daro,  á  pretexto  de  consultar  su  es- 
píritu; 

10.  Que,  respecto  de  la  segunda  causal  fun- 
dada en  la  ínfracdón  de  los  artículos  1545  y 
1546  del  Código  Civil,  514  y  515  del  Código 
de  Comercio,  no  aparece  que  la  Corte  de  Ape- 
laciones haya  efectuado  apreciación  alguna 
jurídica  sobre  si  es  6  no  lícito  á  las  partes  res- 
tringir contractualmente  el  plazo  de  las  pres- 
cripciones que  señala  la  ley  para  la  extinción 
de  los  derechos;  y,  por  el  contrarío,  consta 
del  considerando  1^  de  la  sentencia  recnrrída. 
que  dicha  Corte  se  limitó,  en  orden  á  este  pun- 
to, á  dejar  e&tablecido  el  mero  hecho  de  que 
**la  estipulación  de  plazo  para  el  pago  de  la 
cantidad  asegurada,  que  contemplad  docu* 
mentó,  no  figura  en  la  póliza,  que  es  el  contra- 
to materia  del  seguro"; 

11.  Que  este  hecho  no  puede  ser  modificado 
en  grado  de  casación,  conforme  al  artículo 
958  del  Códigode  Procedimiento  Civil,  y,  por 
lo  tanto,  habiendo  correspondido  privativa- 
mente su  apreciación  al  Tribunal  sentenciador, 
es  improcedente  el  recurso  interpuesto  por 
esta  causal  que  no  se  refiere  á  infracciones  ju- 
rídicas de  qne  trata  el  artículo  940  de  ese 
Código. 

Por  estos  fundamentos  y  vistos,  además, 
los  artículos  960  y  979  del  citado  Código,  se 
declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  la  causal  de  rescisión  indicada  en 
el  considerando  6^  de  esta  sentenda;  é  impro- 
cedente el  mismo  recurso  por  la  causal  relati- 
va á  la  prescrípdón,  con  costas  de  dicho  re- 
curso. 

Queda  aplicada  al  Pisco  la  cantidad  consig- 
nada según  la  boleta. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Umitia.— 
Leopoldo  Ürrutia.—J.  Gabriel  Palma  Gazmán. 
—  V.  Aguirre  V.— Leoncio  Rodríguez.--C arlos 
Varas — Abel  Saavedra  A.  Vergara  Altano. 


SDFRKHA 


Cas.  Crr.— 16  de  diciembre  de  1904 
Díaz  Vargas  con  Carvajal 

Criado  doméstico.— Oonoublna.—Pre8- 
orlpolón.  -  Servicios  remunerados.  - 
Caiisal  no  deducida  al  formalizar  el 
recurso. 

Doctrina:— Tratándose  de  una  sene  de 
aervicioa  continuos  j  no  infárrumpidoSt 
aceptados  por  el  demandado.  Ja  obliga- 
ción de  pagar  los  salkríos  devengados 
se  hace  exigible  desde  cí  día  en  que  esos 
servicios  cesaron;  y  la  apreciación  que 
hace  el  Tribunal  sentenciador  sobre  la 
continuidad  de  los  servicios,  importa  una 
mera  apreciación  de  los  hechos  probato- 
rios de  la  causa  que  es  de  la  exclusiva 
competencia  de  los  Jueces  que  fallan  el 
proceso. 

La  prescripción  de  corto  tiempo  del  ar- 
tículo 2522  del  Código  Civil,  no  es  admi- 
sible respecto  de  un  conjunto  de  servicios 
remunerados  por  su  naturaleza  y  que  el 
Tribunal  avalúa  en  su  totalidad. 

Habiendo  sostenido  el  demandado  que 
la  demandante  no  le  prestó  servicios  co- 
mo criada  doméstica  sino  como  concubi- 
na, no  es  aplicable  la  disposición  del  ar- 
tículo 1993  del  Código  Civil. 

El  recurso  de  casación  en  el  fondo  no 
puede  extenderse  á  infracciones  que  no 
fueron  contempladas  en  el  escrito  en  que 
se  formalizó. 


Doña  Petronila  Carvajal,  demandando  á 
don  José  Díaz  Vargas,  expone  siguió  juído  con 
don  José  Díaz  Vargas  para  obtener  la  división 
de  bienes  adqutrídos  con  el  trabajo  de  ambos 
y  en  sodedad  que  duró  38  años;  que  su  con- 
tendor le  negó  en  dicho  juicio  el  carácter  de 
soda  y  la  existencia  misma  de  la  nodedad  y 
sostuvo  que  fué  su  sirviente  doméstica,  en  cu- 
yo carácter  quedó  después  de  la  sentetada  que 
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rechazó  la  demanda,  la  que  causó  ejecutoria 
por  haberse  declarado  desierto  el  recurso  de 
apelación  que  contra  ella  interpuso.  Sin  em- 
bargo^  como  han  quedado  á  salvo  sus  dere- 
chos parareclamar  el  pago  de  serricíosque  ha 
prestado  á  Díaz  Vargas  durante  tantos  años, 
servicios  que  no  puede  perder,  porquehaínver- 
tido  en  ellos  todos  sus  esfuerzos  y  las  energías 
de  su  juventud,  siendo  muy  natural  que  el 
precio  de  ellos  le  proporcione  ahora  los  me- 
dios de  atender  á  las  necesidades  de  la  vida, 
yaque  sus  fuerzas  se  han  agotado  en  el  traba- 
jo de  tantos  años  dedicados  á  formar  la  fortu- 
na del  mismo  que  hoy  se  niega  á  retribuirlo;  que 
la  sentencia  dejó  establecido  que  no  hubo  so- 
ciedad, pero  en  cambio  existieron  servicios  po- 
sitivos prestados  sin  interrupción  durante  lar- 
gos años,  los  que  necesariamente  suponen  re- 
muneración aun  cuando  no  se  hayaestipulado 
cantidad  determinada,  mucho  más  cuando  no 
hay  razón  para  suponer  la  gratuidad  de  dichos 
servicios.  Durante  38  años  atendió  todo  el  ser- 
vicio doméstico  de  la  casa  de  don  José  Díaz 
Vargas  y  teniendo  su  contendor  vacasy  tierras 
de  labranza  se  ocupaba  en  ordeñar  vacas, 
vender  la  leche,  en  la  fabricación  de  quesos  y 
mantequilla,  en  el  cultivo  de  siembras  y  demás 
trabajos  de  explotación.  Portodosestos servi- 
cios no  ha  recibido  ni  un  centavo,  persuadida 
como  estaba  de  tener  participación  en  los  be- 
neficios, pero  ya  que  éstos  le  han  sido  negados, 
desconociendo  la  existencia  de  la  sociedad  de 
hecho,  «lebrada  con  Dfaz  Vargas,  cree  que  no 
se  le  negará  el  derecho  que  tiene  para  reclamar 
el  precio  de  servicios  prestados  y  que  se  en- 
cuentran impagos.  Estima  sus  servicios  á  ra- 
zón de  $  40  mensuales,  que  en  38  años  suman 
$  18.240,  por  cuya  cantidad  demanda  á  don 
José  Díaz  Vargas.  En  subsidio,  somete  la  tvgu- 
larizaciónde  sus  servicios  ála  apreciación  pru- 
dencial del  juzgado. 

Contestando  la  demanda  don  José  Díaz 
Vargas,  dice:  doña  Petronila  Carvajal  en- 
tabla demanda  como  un  recurso  subsidiario, 
por  habérsele  rechazado  otra  en  que  me 
reclamó  como  soda  la  división  de  los  bienes 
que  poseo;  la  sola  enunciación  del  salario  men- 
sual y  de  la  suma  total  que  la  demandante 
cobra  hará  comprender  que  la  demanda  es 
absurda.  Niego  y  contradigo  tanto  los  hechos 


como  los  fundamentos  legales  que  en  la  cita* 
da  demanda  se  invocan.  Opongo  á  la  deman- 
da lo  probado  y  fallado  en  el  juicio  sobre  li- 
quidación de  una  sociedad  de  bienes  estatuida 
entre  Ambos.  Habiéndose  demandado  prime- 
ro en  el  carácter  de  socia,  no  puede  hacerlo 
ahora  en  el  de  sirvienta.  En  este  caso  debió 
existir  un  convenio  ó  estipulación  por  escrito 
de  aciierdocon  lodispuestoen  el  artículo  1988 
del  Código  Civil  La  demandante  sirvió  en  mi 
casa  eo  calidad  de  manceba  ó  concubina  mía, 
y  de  actos  ilícitos  no  pueden  derivarse  dca- 
chos  ni  obligaciones.  En  el  juicio  A  que  la  de- 
mandante se  refiere  se  probó  que  los  serridos 
auxiliares  que  prestó  en  mi  casa  le  fueron  pa- 
gados ó  compensados,  á  pesar  de  no  ser  aque- 
llos de  les  que  constituyen  un  empleo  deter- 
minado. Observa  que  38  anos  atrás  una  sir- 
vienta ganaba,  pagándole  bien,  $  3  al  mes. 
Para  el  caso  de  que  se  pruelíen  los  servicios 
que  la  demandante  dice  haberme  prestado, 
opongo  la  prescripción  de  corto  tiempo,  áque 
se  refiere  el  articulo  2522  del  Código  Civil,  me- 
diante la  cual  prescriben  en  dos  años  las  ac- 
ciones de  los  dependientes  y  criados,  por  sus 
salarios.  Han  transcurrido  más  de  dos  años  á 
que  la  demandante  trasladó  su  albergue  fue- 
ra de  mi  hogar,  por  consiguiente,  no  tiene  de- 
recho alguno  á  cobrar  salarios  en  el  supuesto 
de  que  hubiesen  podido  serle  abonados.  Ter- 
mina pidiendo  se  rechace  la  demanda  con  cos- 
tas. ^ 

Replicando  la  demandante,  expone:  aunque 
el  demandante  no  nombra  la  excepción  de 
cosa  juzgada,  parece  que  es  ésta  la  que  ha 
querido  formular  al  referirse  á  lo  probado  y 
sentenciado  en  el  juicio  sobre  liquidación  de 
sociedad,  sin  embargo  de  que  no  concurren 
los  requisitos  que  exige  el  Código  de  Procedi' 
miento  Civil  para  que  sea  procedente  cftcha 
excepción.  El  artículo  1988  del  Código  Civil 
no  tiene  relación  alguna  con  la  cuest'ón  que 
tratamos.  Si  ese  artículo  prescribe  estipula- 
ción  por  escrito,  es  sólo  para  los  efectos  de 
establecer  la  obligación  que  las  partes  con- 
trarias tienen  de  perseverar  en  el  contrato 
durante  el  tiempo  estipulado.  Cuando  loa  ser- 
vicios no  se  han  contratado  por  tiempo  deter- 
minado, pueden  prestarse  10  ó  20  años  po- 
niéndoseles término  á  voluntad  de  cualesqníe- 
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ra  de  las  partes.  Aún  cuando  hubiera  sido 
concabina  de  Vargas,  yo  no  reclamo  pago  de 
Berridos  como  tal,  lo  que  cobro  son  los  que 
he  prestado  en  cocinar,  lavar  ropa  y  demás 
labores  que  demanda  el  cuidado  de  una  casa 
y  el  de  los  otros  trabajos  enumerados  en  la 
demanda.  Es  falso  que  en  el  juicio  de  liquida- 
ción de  sociedad  se  baya  probado  que  mis  ser- 
vicios fueren  pagados;  el  mismo  demandado 
dice  allí  que  me  remuneró  convenientemente 
dándome  casa,  alimentos  y  abrigo. 

La  excepción  de  prescripción  descansa  en 
un  hecho  falso,  pues  no  hace  todavía  dos  años 
á  que  salí  de  casa  de  José  Díaz  Vargas  y  á  que 
dejé  de  prestar  los  servicios  qne  cobro.  Agrega 
que  el  albergue  y  alimentos  no  constttnyen  re- 
muneración. 

Duplicando,  el  demandado  dice:  la  deman- 
dante no  ha  prestado  servicios  en  condición 
de  sirvienta  sino  algunos  auxiliares  en  la  con* 
dición  de  concubina  que  se  mantenía  dentro 
lie  la  casa,  lo  que  no  le  da  derecho-á  exigir  sa- 
lario alguno.  Cree  la  demandante  que  en  el 
escrito  de  contestación  he  aducido  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada,  lo  que  niego.  Cuando  la 
demandante  pidió  la  liquidación  de  la  socie- 
dad, el  8  de  noviembre  de  1900,  aseveró  qne 
dicha  negociación  duró  38  años  fijando  como 
término  la  fecha  indicada.  En  la  actual  deman- 
da cobra  salarios  por  38  años  de  servicios  á 
contar  desde  el  año  1862;  de  manera  que  los 
38  años  vencieron  el  8  de  noviembre  de  1900. 
Desde  esta  fecha  hasta  qne  se  interpuso  la  de- 
manda actual,  han  trascurrido  más  de  dos 
años,  lo  que  deja  probada  la  excepción  de 
prescripción.  En  el  mejor  de  los  casos  pudiera 
concedérsele  el  pago  de  dos  años  de  servicios 
porque  los  años  anteriores  están  ya  prescríp- 
tos. 

En  los  alegatos  de  bien  probado  las  partes 
analizan  el  mérito  de  sus  respectivas  pruebas 
sin  alegar  ningún  argumento  nuevo.  La  señora 
demandante  declara  que  dejó  la  casa  de  su 
patrón  el  año  1,901,  á  lines  del  mes  de  junio, 
por  haber  comprendido  que  no  debía  perma- 
necer en  ella,  ya  que  Vargas  la  despedía. 

EIJuzgado  de  Quillota,  con  fecha  13  de  ene- 
ro de  1 904,  resolvió: 

Teniendo  presente: 


1'  Que  en  el  juicio  seguido  por  doña  Petro* 
nila  Carvajal  contra  don  José  Díaz  Vargas 
sobre  liquidación  de  una  sociedad  de  hecho,  se 
declaró  por  sentencia  ejecutoriada  que  doña 
Petronila  Carvajal  desempeñó  durante  38 
años  en  casa  de  don  José  Díaz  Vargas  el  pues- 
to de  sirvienta  ó  doméstica  del  citado  Vargas; 

2'  Que  este  hecho  invocado  y  probado  por 
el  actual  demandado  en  el  juicio  citado  tiene 
á  su  favor  la  presunción  de  verdad  estableci- 
da en  el  inciso  2*^  del  artículo  429  del  Código 
de  Procedimiento  Civil; 

3'  Que  la  demandante  ha  probado  con  las 
declaraciones  de  cinco  testigos,  no  tachados, 
haber  prestado  á  don  José  Díaz  Vargas  los 
servicios  que  se  invocan  en  la  demanda; 

4^  Que  este  mismo  hecho  está  probado  en 
parte  con  las  declaraciones  de  los  testigos  de 
Díaz  Vargas  en  cuanto  manifiestan  que  la  de- 
mandante atendía  á  los  cuidados  domésticos 
de  la  casa  y  en  especial,  con  la  declaración  del 
testigo  don  José  Luis  Garay,  presentado  por 
el  demandante,  el  que  dice  que  la  señora  Pe- 
tronila Carvajal,  á  quien  creía  dueña  de  cosa, 
le  vendía  cosecha  en  ausencia  de  Díaz  Vargas; 

.5^  Q  le  aunque  el  demandado  ha  tratado  de 
probar  que  Petronila  Carvajal  no  fué  nunca 
su  sirvienta,  sino  su  querida  ó  concubina,  no 
lo  ha  conseguido,  pues  solo  uno  de  los  testigos 
afirma  categóricamente  el  hecho.  Además,  la 
afirmación  de  que  la  demandante  no  fué  única 
sirvienta  del  demandado  envuelve  una  nega- 
ción indeterminadayde  carácter  absoluto,  im- 
posible de  probar;  mucho  menos  en  la  forma 
adoptada  por  Vargas  y  esta  afirmación  está 
contradicha  por  el  citado  Vargas,  el  que  du- 
rante el  cur^o  del  juicio  y  en  diversos  escritos 
ha  manifestiado  que  la  demandante  prestaba 
algunos  servicios  auxiliares; 

6^  Que,  aún  aceptando  que  la  demandan- 
te hubiese  sido  concubina  de  Díaz  Várgas,  esto 
no  excluye  los  servicios  positivos  de  otro  géne- 
ro que  ella  pudo  prestarte.  V  lo  único  que  se 
habría  probado  en  este  caso  es  que  doña  Pe- 
tronila Carvajal,  además  de  haber  servido  á 
Díaz  Várgns  durante  38  años  en  cocinar  y 
atender  su  casa,  labrar  sus  terrenos,  ordeñar 
sus  vacas  y  fabricar  quesos  y  mantequilla,  lo 
habría  favorecido  también  entregándole  su 
cuerpo  durante  el  tiempo  indicado,  servicio  no 
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«timable  en  dinero  y  que  no  haj  para  qué  to- 
mar en  cuenta  en  este  pleito; 

7'  Que,  á  juicio  del  Juzgado,  la  causa  ilícita 
que  te  alega  por  el  demandado  no  existe  por 
cuanto  la  demandante  no  cobra  el  precio  de 
las  satisfacciones  que  proporcionó  á  Várgas 
sirviéndole  de  querida,  sino  el  de  servidos  rea- 
les y  positivos,  estimables  en  dinero,  prestados 
durante  38  años  no  interrumpidos  y  que  in- 
dudablemente han  contribuido  á  enriquecer  á 
Díaz; 

8^  Que  el  demandado  no  ha  probado  que 
los  servicios  de  Petronila  Carvajal  que  califica 
de  auxiliares,  le  fuesen  remunerados; 

9^  Que,  según  la  costumbre  del  país,  se  da  á 
los  criados  además  de  la  casa  y  del  alimento 
una  remuneración  en  dinero; 

10.  Que,  si  bien  es  efectivo  que  el  valor  de 
los  sueldos  ó  salarios  que  se  pagaba  á  los 
criados  30  años  atrás  era  inferior  al  que  boy 
se  pa^  es  preciso  también  tomar  en  cuenta 
la  diferencia  entre  el  valor  de  la  moneda  de 
aquella  época  y  la  actual; 

11.  Que, no  habiéndosedetermínado  por  las 
partes  la  remuneración  equivalente  á  los  ser- 
vicios prestados,  corresponde  al  Juez  de  la 
causa  regularlos,  y  que  para  este  fin,  es  menes* 
ter  considerar  que  la  demandante  prestó  á 
Díaz  Vargas  servicios  no  solamente  como  do* 
méstica  sino  también  ocupándose  en  el  cultivo 
de  la  tierra,  fabricación  de  quesos  y  mantequi- 
lla y  demás  que  se  enumeran  en  la  demanda; 

12.  Que  la  disposición  del  artículo  1988  del 
Código  Civil  no  importa  una  prohibición  pa- 
ra contratar  de  común  acuerdo  la  prestación 
de  servicios  domésticos  por  una  larga  serie  de 
años  sin  necesidad  de  pacto  escrito; 

13.  Que,  tratándose  deuna  seriede  servicios 
continuos  y  no  interrumpidos,  aceptados  por 
Díaz  Vargas,  la  obligación  de  pagar  los  sala- 
rios devengados  se  hizo  exigible  desde  el  día 
en  que  la  demandante  fué  despedida  del  servi- 
cio desde  cuya  fecha  empezó  á  correr  el  término 
para  la  prescripción extintiva  delaobligación; 

14.  Que  la  demandante  ha  probado  con  la 
declaración  de  sus  testigos  que  prestó  sus  ser- 
vicios continuos  hasta  el  raes  dejulio  del901, 
V  que  habiéndose  interpuesto  la  presente  de- 
manda el  dia  23  de  mayo  de  1903,  no  se  ha 
extinguido  por  la  prescripción  de  corto  tiem- 


po que  se  alega,  el  derecho  de  exigir  el  pago 
de  los  salarios  adeudados. 

De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artículos 
2117, 1987,  2514  y  1698  del  Código  Civil  se 
declara:  1^  que  no  ha  lugar  á  la  excepción  de 
prescripción;  y  2^  que  ha  lugar  á  la  deman- 
da. Se  regula  en  $  30  mensuales  el  sueldo 
6  salario  de  doña  Petronila  Carvajal  durante 
los  38  afios  que  sirvió  á  don  JosélKaz  Vargas. 
Bn  consecuencia,  el  demandado  pagará  á  la 
demandante,  dentro  del  tercero  día  después  de 
ejecutoriada  esta  sentencia  la  suma  $  13.680 
y  las  costas  del  juicio,  en  que  se  condena  al 
demandado. — E.  Aspillaga. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  falló: 

Valparaíso,  23  de  julio  de  1904  Vistos: 

eliminando  los  fundamentos  5^,  6^  y  10^  de  la 
sentencia  de  1*  instancia  y  la  cita  del  artícnlo 
2117  del  Código  Civil  y  teniendo  además  en 
consideración:  Que  de  los  antecedentes  se  des- 
prende qne  no  hubo  entre  las  partes  estipula- 
ción ni  en  cuanto  al  tiempo  que  debían  durar 
los  servicios,  ni  frespecto  de  la  remuneración 
qu  ■  por  ellos  debía  pagarse,  se  confirma  la 
sentencia  apelada  de  13  de  enero  último,  con 
declaración  de  que  don  José  Díaz  Vargas  de- 
be pagar  á  doña  Petronila  Carvajal,  como  re- 
muneración total  de  los  servidos  que  ella  le 
ha  prestado  y  á  que  se  refiere  la  demanda  la 
suma  de  $  8.000,  yde  qne  no  ha  lugar  al  pago 

de  costas.— Petíro  A'.  Pineda  Braulio  More- 

fío.—fí.  Alamos  Gon*ákz.—A.  Besanilía  Silva. 

Don  José  Díaz  Vargas  interpuso  contra  esta 
sentenda  el  recurso  de  casadón  en  el  fondo, 
esponiendo  al  fonnalizarlo,  que  dicho  fallo  ha 
infringido  las  siguientes  disposiciones  legales: 

1^  A  pesar  de  la  formal  petidón  del  deman- 
dado no  se  aplicó  lo  dispuesto  en  el  número 
1^  del  artículo  1996  del  Código  Civil,  en  cuan- 
to previene  que  la  persona  á  quien  se  presta 
el  servicio  será  creída  sobre.su  palabra  en 
orden  á  la  cuantía  del  salario.  IMaz  Vargas 
aseguró  que  en  1862,  cuando  Petronila  Car- 
vajal entró  á  prestar  servidos  en  su  casa,  con- 
vino con  ella  en  que  como  única  remunera- 
dón  tendría  casa,  comida,  vestuario  y  dinero 
para  sas  gastos  personales,  aseveradón  qne 
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no  ha  sido  siquiera  contradicha,  que  el  Tri- 
bunal debió  acoger  y  cuya  desatención  ha  he- 
cho que  se  infrinja  la  disposidón  del  precepto 
legal  citado; 

2^  Tampoco  m  hice  caso  de  la  excepción  de 
prescripción  deducida  por  Díaz  Vargas,  excep- 
ción procedente  y  ajustada  á  derecho  en  vir- 
tud de  lo  prevenido  en  los  artículos  1989  y 
2522  del  Código  Civil.  Según  consta  de  autos 
la  Carvajal  demandó  los  servicios  prestados 
á  Dfaz  durante  38  años  á  razón  de  $  40  men- 
suales, reconociendo  por  ese  solo  hecho  que 
los  salarios  de  sirvienta,  según  la  ley  y  la  cos- 
tumbre, se  devengan  mensualmente.  Por  eso, 
debieron  declararse  preKriptos  toáoslos  sala- 
ríos  correspondientes  álos  servicios  prestados 
en  los  años  anteriores  á  los  dos  últimos  que 
precedieron  á  la  demanda.  Mientras  tanto,  la 
sentenda  ordena  pagar  los  salarios  devenga- 
dos  antes  de  esos  dos  años.  El  artículo  1989 
establece  que,  cuando  no  hay  tiempo  estipu- 
lado, podrá  cesar  el  servicio  á  voluntad  de 
cualquiera  de  las  dos  partes.  Del  expediente 
que  versa  sobre  desalojamiento  de  propiedad, 
consta  que  el  10  de  enero  de  1901,  es  decir, 
más  de  dos  años  antes  de  iniciarse  la  demanda, 
Díaz  Várgas  se  presentó  á  la  justicia  pidiendo 
que  se  hiciera  salir  de  su  casa  á  la  Carvajal, 
porque  no  deseaba  que  bajo  ningún  pretexto 
permaneciera  en  ella  por  más  tiempo,  cesando 
en  consecuencia  deprestar  todo  servicio,  cual- 
quiera que  fuere  su  naturaleza.  Al  evacuar  el 
traslado,  la  Carvajal  expresó  que  permanece- 
ría en  la  casa,  no  como  sirvienta, sino  como  con- 
dueña deella.  Por  consiguiente,  se  ha  infringido 
lo  preceptuado  porlo8referidosartículosl989 
y  2522  del  Código  Civil  al  no  declararse  pres- 
criptoslossalaríosdevengadoscon  másde  dos 
años  de  anterioridad  á  la  fecha  de  la  notifica- 
ción de  la  demanda.  En  el  escrito  de  funda- 
ción del  recurso,  se  insiste  sobre  estas  alega- 
ciones, agregándose  todavía,  como  infringido 
en  la  sentencia,  el  artículo  1988  del  Código 
Civil,  según  el  cual,  cuando  no  hay  estipula- 
ción prescripta,  no  puede  contratarse  por  más 
de  un  año  el  servicio  de  los  criados  domés- 
ticos: 

La  Corte: 
Considerando: 


1^  Que  no  se  ha  infringido  en  el  fallo  recla- 
mado el  artículo  1995  del  Código  Civil,  pues 
en  ninguna  parte  de  la  defensa  se  ha  expuesto 
que  estuvieran  cancelados  los  servicios  de  sir- 
vienta doméstica  de  Petronila  Carvajal;  y  por 
el  contrarío  en  dicha  defensa  sólo  se  sostuvo 
que  ésta  permaneció  en  casa  de  Díaz  Vargas 
en  carácter  diverso  del  de  sirvienta; 

2^  Que  tampoco  ha  sido  violado  el  artículo 
1989  del  mismo  Código  que  se  cita  á  efecto 
de  manifestar  que  Petronila  Carvajal  debió 
cesar  en  sus  servicios  el  10  de  enero  de  1901; 
pues  la  afirmación  hecha  por  el  Tríbunal  sen- 
tenciador sobre  que  tales  servicios  fueron  pres- 
tados continuamente  hasta  el  mes  de  julio  del 
mismo  año,  importa  una  mera  apreciación  de 
los  hechos  probatoríos  de  la  causa,  que  no  da 
méríto  para  un  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, desde  que  las  apredaciones  de  esta  índole 
son  de  la  exclusiva  competenda  de  los  jueces 
que  fallan  el  proceso; 

3^  Que,  otro  tanto  puede  dedrse  del  artícu- 
lo 2522  relativo  á  la  prescrípdón  de  corto 
tiempo,  puesto  que  al  no  darse  lugar  por  la 
Corte  á  dicha  excepdón,  ha  tenido  en  vista, 
como  lo  expresan  los  considerandos  del  fallo 
recurrído,  que  Petronila  Carvajal  demanda  el 
pago  de  un  conjunto  de  servicios  que  contri- 
buyeron á  enriquecer  á  Díaz  Várgas,  todos 
remunerables  y  que  el  Tríbunal  ha  avaluado 
en  su  totalidad;  por  lo  tanto  dichos  servidos 
espedficados  en  la  demanda,  no  se  hallan 
comprendidos  en  la  disposidón  legal  que  se  se- 
ñala como  infringida;  y 

4*  Que,  conforme  á  los  artículos  945  y  948 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  no  es  Ifd- 
to  extender  el  recurso  de  fondo  á  infracciones 
que  no  fueron  contempladas  en  el  escrito  en 
que  se  formalizó,  por  lo  cual  hay  que  presdn- 
dir  de  las  disposidones  legales  que  se  dtan  en 
el  libelo  de  fundadón  de  dicho  recurso. 

Vistos  los  artículos  960  y  979  del  dtado 
Código,  se  declara  sin  lugar  la  casadón  inter- 
puesta, con  costas.  Se  aplica  al  Fisco  la  can- 
tidad consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo  Ürmtia.—J.  Gabriel  Palma  Gug- 
mán  Galvariao  Gallardo  ímocío  Rodrí- 
guez. —  Carlos  Varas.  —  Abel  Saaredra.  — 
E.  FÓster  Recabárrea. 
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Cas  Civ,  27  de  diciembre  de  1904 
Gómez  con  Marín 

Segruro.— Interés  real  en  la  cosa  ase^ 
jurada.— Prohibición  de  enajenar.— 
Ko  Impide  el  seguro.  -  Retención. - 
Albaoea;  tenedor  de  bienes. -Cosa 
común.— Derecho  á  la  cantidad  ase- 
gurada.—Cuestión  de  hechos. 

Doctrina: — El  heredero  que  contrata 
un  seguro^  siendo  á  la  vez  albacea  tene- 
dor de  bienes,  procede  en  aso  de  sus  fa~ 
cultades  de  tal  y  el  seguro  se  entiende  en 
beneñcio  de  la  comunidad  aunque  no  se 
exprese  esta  circunstancia  en  la  póliza, 
no  siendo  necesario  poder  especial  para 
contratar  el  seguro. 

Una  prohibición  de  enajenar  no  es  un 
obstáculo  para  contratar  un  seguro. 

La  cuestión  sobre  si  el  seguro  fué  cou' 
tratado  en  beneñcio  exclusivo  del  asegu- 
rado ó  de  la  comunidad  es  una  mera 
apreciación  de  hechos  que  corresponde  á 
los  jueces  de  la  causa. 


I  lona  Filomena  Gómez  se  presentó  ante  el 
Juzgado  de  Iquique  en  mayo  de  1902  expo- 
niendo que  en  17  de  junio  de  1901  falleció  en 
Valparaíso  don  José  María  Gómez  que  fué  ca- 
sado con  doña  Luisa  Marín,  de  la  cual  estaba 
separado  desde  hacíacomo  30  años,  otorgan- 
do en  dicha  ciudad  su  testamento  el  15  del 
mismo  mes,  en  el  cual  instituyó  á  la  exponen- 
te  como  única  y  aniversal  heredera.  Que  con 
tales  anteceden  tes  solicitó  la  posesión  efectiva 
de  la  herencia  del  mencionado  señor  Gómez, 
la  que  le  fué  otorgada  sin  perjuicio  de  terce- 
ros, haciéndose  las  inscripciones  del  caso  como 
asimismo  el  ínTcntario  de  los  bienes  de  la  he- 
rencia. Que  con  fecha  11  de  juHo  sigaiente  ce- 
lebró con  la  única  interesada  que  se  presentó 
doña  Petronila  Cruz  viuda  de  Gómez,  la  es- 
critura de  liquidación  respectiva,  en  la  que  le 
correspondió  en  propiedad  la  finca  de  la  ca- 
lle de  Búlnes  esquina  de  la  de  Amunétegni, 


propiedad  que  inscribió  á  su  favor  el  16  del 
nliamo  mes.  Que  con  este  derecho  ó  dominio  y 
á  fin  de  cautelar  taparte  que  en  esa  propiedad 
le  correspondía  ó  pudiera  corresponderk,  ha- 
ciendo uso  del  derecho  que  acuerda  el  artículo 
518  del  Código  de  Comercio,  la  aseguró  en 
$  8.000,  por  dos  pólizas  de  $  4.000  cada  una 
con  fecha  19  de  noviembre  último,  en  las  Com- 
pañías "La  Salitrera"  y  "La  Internacional", 
haciéndose  en  las  pólizas  expresa  declaración 
de  que  la  propiedad  val^  $  15.000,  pagando 
la  exponente  de  su  propio  peculio  el  valor  de 
la  prima  correspondiente  y  extendiéndose  ásu 
nombre  las  mencionadas  pólizas.  Que  el  artí- 
culo 519¡del  citado  Código  establece  que  el  se- 
guro corresponde  al  que  lo  ha  contratado, 
toda  vez  que  la  póHza  no  exprese  que  es  por 
cuenta  de  un  tercero,  y  no  hay  duda  por  tanto 
de  que  los  seguros  en  referencia  son  de  la  ex- 
clusiva propiedad  de  la  exponente.  Que,  no 
obstante,  don  Bemardino  Franco,  como  apo- 
derado de  doña  Luisa  Marín,  se  atreve  á 
asegurar  que  dichas  pólizas  pertenecen  á  la 
sucesión  de  don  José  María  Gómez,  y  pidió  re- 
tención del  valor  que,  á  virtud  de  ellas,  debía 
pagarse  como  indemnización,  á  causa  de  ha- 
bérsele incendiado  el  edificio  asegurado  el  15 
de  enero  último,  retención  que  se  decretó  noti- 
ficándose al  gerente  délas  compañías  para  que 
la  hiciera  efectiva. 

Y  que  habiéndosele  ordenado  entablar  de- 
manda por  cuerda  separada,  lo  hace  por  la  pre- 
sen te  solicitud,  entablándola  contra  doña  Lui- 
sa Marín,  representada  por  don  Bemardino 
Franco  que  ha  pedido  la  retención,  para  que 
en  definitiva  se  declare  que  las  expresadas 
pólizas  de  seguro  le  pertenecen  exclusivamente 
y  no  á  la  sucesión  de  don  José  María  Gómez 
y,  en  consecuencia,  que  debe  alzarse  la  reten- 
ción decretada,  con  pago  de  costas,  daños  y 
perjuicios. 

En  rebeldía  de  la  demandada  se  dió  por 
contestada  la  demanda,  recibiéndose  la  cau- 
sa á  prueba,  sin  que  se  rindiera  otra  que  la  do- 
cumental que  obra  en  autos,  y  previos  los  de- 
más trámites  legales,  se  citó  para  sentencia. 

El  Juzgado,  con  fecha  10  de  enero  de  1903, 
faUó: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 
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1^  Que,  según  aparece  de  las  pólizas,  los  dos 
seguros  por  $  4.000  cada  uno,  de  que  tales 
documentos  dan  constancia,  fueron  contrata- 
dos por  la  propia  cuenta  de  la  demandante 
doña  Filomena  Gñmez; 

2^  Que  apareciendo  de  los  instrumentos  pú* 
blicos  que  doña  Filomena  Gómez  era  copar- 
tícipe de  la  herencia  de  don  José  María  Gómez, 
carácter  en  que  debe  tenérsela  mientras  no  se 
declare  lo  contrarío  por  sentencia,  á  la  época 
de  la  contratación  de  los  seguros,  queda  así 
mismo  comprobado  que  tenía  á  la  sazón  un 
Ínteres  real  en  evitar  los  riesgos,  y  que  era  por 
lo  tanto,  apta  para  celebrar  el  contrato  á  su 
propio  nombre; 

3'  Que  no  menoscaba  el  derecho  de  la  de- 
mandante sobre  el  valor  de  los  seguros  por 
ella  contratados  la  circunstancia  que  hace  va- 
ler la  demandada,  de  que  á  la  fecha  de  su  con- 
tratación existía  una  prohibición  de  enajenar 
los  bienes  de  la  sucesión  de  don  José  María 
Gómez,  de  los  cuales  formaba  parte  la  propie- 
dad asegurada,  porque  tal  medida,  simple- 
mente precautoria,  no  era  legalmente  bastan- 
te para  impedir  á  doña  Filomena  Gómez  ó  á 
cualquiera  otra  persona  que  estuviera  intere- 
sada en  la  ccHiservación  de  dicha  propiedad, 
la  ejecución  de  un  acto,  perfectamente  lícito, 
cual  lo  fueron  los  mencionados  contratos  de 
seguro;  y 

4)^  Que,  no  obstante  la  demandada  al  solici- 
tar ia  retención  de  laa  sumas  aseguradas,  ha 
podido  proceder  con  legítima  causa  de  error, 
suponiendo  que  los  seguros  podían  habersído 
contratados  por  la  demandante  porcuentade 
la  sucesión  de  don  José  María  Gómez,  circuns- 
tancia que  la  liberta  de  la  obligación  de  in- 
demnizar daños  y  perjuicios. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  1*  títu- 
lo 14,  Partida  3»  y  artículos  1698  del  Código 
Civil,  y  512,  518  y  519  del  Código  de  Comer- 
ció,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda* 
menos  en  cuanto  á  la  condenación  de  la  de- 
mandada al  pago  de  las  costas,  daños  y  per- 
juicios. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Tacna, 
falló: 

Tacna,  13  de  octub»  de  1903— Vistos:  Re- 


prodndendo  la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia apelada  de  10  de  enero  ñltimo  y 

Considerando: 

IV  Que  los  artículos  518  y  519  del  Código 
de  Comercio,  que  la  demandante  invoca  en 
apoyo  de  su  acción  y  que  la  sentencia  apelada 
acoge  como  los  demás  deltftulo  VIII  del  Libro 
2^  del  citado  Código,  rigen  las  relaciones  jurí- 
dicas entre  asegurador  y  asegurado  y  fijan  y 
precisan  los  derechos  y  obligaciones  resultan- 
tes de  un  contrato  de  seguros; 

2^  Que  el  juicio  actual  no  tiene  por  objeto 
solucionar  ningún  conflicto  entre  asegurador 
y  asegurado,  sino  resolver  si  el  valor  de  un 
seguro  contratado  á  nombre  propio  por  el 
copartícipe  de  una  sucesión  pertenece  á  la  su- 
cesión ó  á  la  persona  que  aseguró; 

3*^  Que,  ante  todo,  debetenerse  presente  que 
la  persona  que  aseguró,  que  en  este  juicio  es  la 
demandante,  es  la  albacea  de  la  sucesión  que 
reclama  el  valor  del  seguro  y  que  la  primera 
obligación  que  la  ley  impone  al  albacea  es  la 
de  velar  sobre  la  seguridad  de  los  bienes  y  que 
su  responsabilidad,  tanto  por  esta  obligación 
como  por  las  demás  que  se  le  imponen,  llega 
basta  la  culpa  leve,  según  todo  consta  de  laa 
disposiciones  consignadas  en  los  artículos 
1284  y  1299  del  Código  Civil; 

4^  Que,  además  de  ser  albacea,  la  deman- 
dante es  tenedora  de  los  bienes  de  la  sucesión, 
cargo  que  por  disposición  expresa  de  la  ley 
lleva  anexas  las  facultades  y  obligaciones  de 
un  curador  de  herencia  yacente,  llegando  por 
este  motivo  á  ser  la  demandante  representan- 
te legal  de  lasucestón  y  administradorade  sus 
bienes; 

5^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  articulo  487 
del  Código  Civil,  el  curador  de  una  herencia 
yacente  está  sugeto  en  su  administración  á 
todas  las  trabas  de  los  tutores  y  curadores  y, 
además,  se  le  prohibe  ejercitar  otros  actos  que 
los  de  mera  custodia  y  conservación  y  los  ne- 
cesarios para  el  cobro  de  los  créditos  y  pago 
de  las  deudas  de  su  representado; 

6*  Que,  establecido  coma  queda  el-carácter 
jurídico  que  doña  Filomena  Gómez  reviste  en 
la  sucesión  de  don  José  María  Gómez,  se  llega 
á  la  conclusión  de  que,  al  celebrar  un  contrato 
de  seguros  sobre  uno  de  los  bienes  que  admi- 
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QÍstrabaf  obró  dentro  de  sns  facultades,  por- 
que en  el  fondo  por  ese  contrato  se  custodia- 
ba 7  conservaba  el  bien  asegurado; 

1**  Que  no  importa  para  los  efectos  de  este 
juicio  que  el  contrato  lo  haya  celebrado  la  se- 
ñora Gómez  á  nombre  propio,  porque  el  ar- 
tículo 411  del  Código  Civil  dispone  que  en  to- 
dos losactoB  y  contratos  que  ejecute  y  celebre 
el  curador  en  representación  del  pupÜo*  debe- 
rá expresar  esta  circunstancia  en  Ja  escritura, 
so  pena  de  que,  omitida'  esta  expresión,  se  re- 
pute ejecutado  el  acto  ó  celebrado  el  contrato 
en  representación  del  pupilo  si  fuere  útil  á  éste 
y  no  de  otro  modo  en  el  caso  actual,  el  con- 
trato de  seguros  no  ha  podido  ejecutarse  sino 
en  representación  de  la  sucesión  yaque  se  tra- 
taba de  bienes  pertenecientes  á  ésta,  y  es  evi- 
dentemente útil  á  ella; 

8^  Que,  en  consecuencia,  el  valor  de  los  se- 
guros pactados  por  la  señora  Gómez  pertenece 
á  la  sucesión  que  representa,  sin  perjuicio  de 
los  derechos  que,  como  á  heredera,  pudieran  co- 
rresponder á  dicha  señora  de  las  espensas  legí- 
timas que  pudiera  cobrar  como  albacea  y  te- 
nedora de  bienes; 

9^  Que,  por  convenio  de  las  partes  de  que 
da  testimonio  el  escrito  de  fs.  20,  se  acordó 
pagar  con  el  valor  del  seguro  un  crédito  que 
adeudaba  la  sucesión,  quedando  didio  valor 
reducido  ¿  la  suma  de  $  2.000,98  según  cons- 
ta de  la  liquidación  que  corre  en  autos; 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  dis- 
posiciones legales  citadas  y  visto  además  lo 
dispuesto  en  el  artículo  1698  del  Código  Civil, 
se  revoca  la  referida  sentencia  y  se  declara  sin 
lugar  la  demanda,  debiendo,  en  consecuencia, 
entrar  á  formar  parte  del  cuerpo  común  de 
bienes  de  la  sucesióndedonjosé  María  Gómez 
el  valor  de  los  seguros  de  que  se  trata  y  que 
como  queda  demostrado,  ha  quedado  reduci- 
do á  la  suma  $  2.000,98  y  sin  perjuicio  de  los 
derechos  de  la  demandanteen  la  forma  estable 
cida  en  el  considerando  8^  de  esta  sentencia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña.  Acordada  en  la  segunda  vista  de  la  cau- 
sa por  los  votos  del  señor  Presidente  Barros, 
del  expresado  señor  Ministro  y  del  señor  Fis- 
cal Risopatrón,  llamado  este  último  á  dirimir 
el  empate  ocurrido  en  la  primera,  y  contra  los 
votos  de  los  señores  Ministros  Palacios  y  Qui- 


rell,  que  opinaron  por  la  confirmatoria  de  la 
sentencia  apelada,  teniendo  además  presente 
las  conúderaciones  que  hacen  valer  en  el  libro 
respectivo. — B.  Barros. — Aníbal  Palacios. 
—E.  Cisternas  Peña, — M.  A.  QuirelL— Riso- 
patrón. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  doña  Filo- 
mena Gómez'el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
por  infracción  de  los  artículos  518  y  519  del 
Código  de  Comercio  y  artículo  4^  del  Código 
Civil. 

Como  fundamento  de  él,  recuerda  que  ella 
había  obtenido  é  inscripto  la  posesión  efectiva 
de  la  herencia,  y  considerAndose  dueña  de  la 
casa  de  Iqniqne,  contrató  por  sí  y  á  sn  propio 
nombre  el  seguro. 

Añade  que  no  sólo  era  heredera  y  albaoea 
sino  también  soda  de  don  José  María  Gómez, 
como  éste  lo  declaró  en  su  testamento.  Pero 
al  contratar  el  seguro,  no  expresó  que  proce- 
día como  albacea,  no  hay  antecedente  alguno 
de  que  pueda  inferirse  que  actuara  en  dicho 
carácter.  Si  contrató  personalmente  foé  en 
ejerdcio  del  derecho  que  confiere  el  artknlo 
518  del  Código  de  Comercio  á  toda  persona 
hábil  para  contratar,  con  tal  que  tenga  un  in- 
terés real  de  evitar  los  riesgos  de  la  cosa  ase- 
gurada, ya  sea  como  propietario,  partidpe, 
etc. 

Este  contrato,  prosigue,  puede  celebrarse, 
según  el  articulo  519  del  Código  de  Comerdo, 
por  cuenta  propia  ó  por  la  de  un  tercero,  y  se 
entiende  que  se  ha  pactado  por  cuenta  del  que 
lo  hace  cuando  en  la  póliza  no  se  expresa  que 
es  celebrado  por  cnenta  de  tercero.  Por  consi- 
guiente, la  sentencia  que  viola  estas  disposido- 
nes,  así  como  el  artículo  4^  del  Código  Civil) 
por  no  dar  la  debida  preferencia  al  Código  de 
Comerdo,  debe  ser  invalidada  y  sustituida 
por  la  que  en  derecho  dicte  este  Tribunal. 

Alega,  además,  que  la  sentencia  debe  inva- 
lidarse por  haber  fallado  uhra  petita;  que, 
otando  se  contrató  el  seguro,  ya  había  termi- 
nado el  albaceazgo. 

Por  parte  de  doña  Luisa  Marín  se  ha  pedi- 
do que  no  se  dé  lugar  al  recurso  observando, 
desde  luego,  que  no  existe  el  menor  motivo 
para  dedr  que  la  sentencia  se  haya  dictado 
altra  petita,  pues  sólo  se  pronnndó  sobre  la 
cuestión  con  tro  vertida  en  la  caasa,  acerca  de 
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la  propiedad  del  segnro  contratado  por  la  de- 
mandante. 

En  cuanto  al  recurso  de  fondo,  sostiene  qtte 
la  interpretación  dada  en  la  sentencia  recurri- 
da á  los  artículos  518  y  519  del  Código  de  Co- 
mercio, es  la  única  corref^ta.  El  objeto  de  estas 
disposicioneses  determinar  las  condiciones  pa- 
ra  establecer  la  capacidad  de  los  contratantes 
y  la  forma  en  que  puede  pactarse  el  seguro, 
especificadones  que  por  su  propia  naturaleza 
tienen  que  referirse  á  las  partes  interesadas. 

En  este  sentido,  es  cierto  que  el  seguro  co- 
rresponde á  la  persona  que  lo  ha  contratado 
si  no  se  expresa  que  es  por  cuenta  de  un  terce- 
ro, ya  que  el  asegurador  no  podía  excusarse 
de  pagarlo  á  pretexto  de  averiguar  si  existe 
qníén  tenga  mejor  derecho  que  el  asegurado. 
Pero  el  artículo  519  en  ningún  caso  impediría 
que  un  tercero  reclamase  el  pago  del  seguro  si 
por  cualquier  motivo  le  perteneciera. 

El  artículo  518faculta  para  celebrar  el  con- 
trato de  seguro  no  sólo  al  propietario  y  al 
copartícipe,  sino  también  á  cualquiera  que 
tenga  interés  en  evitar  las  pérdidas  del  incen- 
dio, caso  en  que  se  hallan  el  usufructuario,  el 
fídeicomtsario  y  el  administrador  de  bienes  aje- 
ños.  Bn  ninguno  de  estos  casos  podría  el  ase- 
gurador negarse  al  pago,  sin  que  ello  obstase 
para  que  el  nudo  propietario,  el  fiduciario  y  el 
dueAo  de  los  bienes  asegurados  pudiesen  recla- 
mar para  sí  el  valor  del  seguro. 

El  usufructuario  tiene  su  derecho  limitado 
á  un  tiempo  y  está  sujeto  á  restitución  A  su 
vencimiento.  El  fiduciario  tiene  también  limi- 
tado su  derecho  por  una  condición  que,  cuan- 
do se  realiza,  le  pone  término.  No  podía  soste- 
nerse que  por  haber  ocurrido  el  siniestro,  el 
usufructo  pase  á  ser  perpetuo  y  el  fideicomiso 
comience  á  producir  efectos  sin  que  la  condi- 
ción se  verifique;  ni  podría  aceptarse  que  el 
administrador  hiciese  suyo  el  valor  del  seguro 
que  hubiera  contratado  sobre  cosa  pcrtene 
cíente  á  su  representado. 

Si  se  dice  que  el  seguro,  como  contrato  de 
mera  indemnización,  no  puede  extenderse  á 
mayor  cantidad  que  la  correspondiente  al  va- 
lor del  derecho  con  que  se  asegura,  puede  con- 
testarse que  no  es  esto  lo  que  determina  el 
artículo  522  del  Código  de  Comercio,  que  el 
riesgo  que  se  corre  es  la  pérdida  total  de  la 
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cosa.  Ni  es  la  de  alegar  que  los  gastos  son  de 
cargo  al  asegurado,  pues  la  ley  prevee  cómo 
deben  hacerse  las  expensas  de  conservación 
cuando  hay  varios  intereses  concurrentes  en 
una  misma  cosa. 

Puerle,  en  consecuencia,  deducirse  que  el  se- 
guro, contratado  á  nombre  propio  correspon- 
de, por  lo  menos  en  parte,  á  otros  interesados, 

que  manifiesta  que  carece  de  importancia  el 
que  dona  Filomtna  Gómez  no  declarase,  al  to- 
mar el  seguro,  que  procedía  por  cuenta  ajena. 

Siendo  comunera  dicha  señora,  le  es  aplica- 
ble la  disposición  del  artículo  2078  del  Códi- 
go Civil  que  encarga  al  socio  administrador 
la  conservación  de  los  bienes  sociales,  obligan- 
do á  la  sociedad  siempre  que  obre  dentro  de 
los  límites  legales.  Y  como,  además  de  comu- 
nera, la  señora  Gómez  era  albacea  con  teñen* 
cia  de  bienes  y  en  tal  carácter  representaba  á 
la  sucesión  con  las  facultades  del  curador  de 
la  herencia  yacente,  es  correcta  la  aplicación 
que  se  ha  hecho  del  artículo  411  del  Código 
Civil. 

Se  estiende,  por  fin,  en  otras  consideracio- 
nes para  manifestar  que  se  ha  infringido  en  la 
sentencia  el  artículo  4^  del  mismo  Código,  y 
que  no  es  atendible  en  la  casación  el  argumen- 
to de  que  la  señora  Gómez,  al  contratar  el  se- 
guro, había  dejado  ya  de  ser  albacea,  pues  la 
declaración  de  este  hecho  correspondería  al 
Tribunal  de  la  cansa. 

La  Corte: 

Conside  rando: 

1^  Que  la  materia  debatida  en  esta  causa 
y  que  se  refiere  á  determinar  si  el  seguro  con- 
tratado por  doña  Filomena  Gómez  fué  soto  en 
beneficio  personal  de  ella  ó  si  fiié  á  favor  de 
los  copartícipes  de  la  cosa  asegurada,  consti- 
tuye una  cuestión  de  hecho  cuyo  fallo  corres- 
ponde á  los  tribunales  de  la  causa;  y 

2'  Que,  en  la  apreciación  jurídica  hecha  en 
la  sentencia  respecto  de  los  varios  anteceden- 
tes del  contrato  y  de  las  disposiciones  legales 
que  le  ha  aplicado,  no  aparece  que  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Tacna  haya  infringido  los 
preceptos  que  el  recurrente  da  por  quebranta- 
dos; pues  el  artículo  519  del  Código  de  Co- 
mercio, al  requerir  un  poder  especial  ó  general 
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para  contratar  seguros  por  cuenta  de  terce- 
ros,  man  i  Bes  lamente  no  considera  tales  terce- 
ros á  las  personas  que,  como  los  copartícipes, 
no  necesitan  de  ese  poder,  síno  que  obran  en 
pro  de  los  intereses  comunes  y  obligan  á  sus 
representados  solamente  en  virtud  de  las  fa- 
cultades conferidas  por  la  ley  á  los  comuneros; 
y  de  este  modo  lo  único  que  ha  debido  resol- 
verse es  una  cuestión  de  propiedad  de  la  póli- 
za entre  aseguradosynounaentre  asegurador 
y  asegurado. 

Visto,  también,  lo  prescripto  en  los  artícu- 
los 940,  958,  960  y  979  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  cos- 
tas, el  presente  recurso  de  casación  en  el  fondo 
y  se  aplica  A  beneficio  fiscal  la  cantidad  de 
$  ino,  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguirre 

Vargas. — Gabriel  Gaete  José  Alfonso  Gal- 

varino  Gallardo. —  V.  Aguirre  Vargas. — Carlos 
Varas. —Abel  Saavedra.—B.  Fostcr  Recaba- 
rrcD. 


Cas  CÍV.—30  de  diciembre  de  1904 

Gómes  con  Schiavetti  Hermanos 

Uujer  casada;  bienes  raices;  hipóte- 
oaoión.  Firma  de  la  esoritura.— Pro- 
hlblolón  de  gravar;  Insorlpolón  — 
Otdeto  ilícito. 

Doctrina:  —  Prestando  sa  coas€ntí~ 
miento  para  la  hipotecación  desns  bienes 
rafees  la  mujer  casada^  no  es  necesario 
que  concurra  ai  otorgamiento  del  con- 
trato hipotecario. 

El  poseedor  de  la  ñuca  hipotecada 
puede  oponer  excepciones  á  la  ejecución 
aunque  no  las  baya  opuesto  el  deudor 
directo,  y  entre  ellas  la  de  nulidad  de  la 
obligación. 

Es  nula^  de  nulidad  absoluta,  la  hipote- 


cación de  una  propiedad  raíz  de  la  mujer 
casada,  aunque  exista  autorización  Judi- 
cial otorgada  con  consentimiento  de  ¡a 
mujer,  si  ésta  ba  suspendido  su  consen- 
timiento y  existia  una  prohibición  de  gra- 
var, notiñcada  al  marido  con  anterio- 
ridad al  contrato  de  hipoteca.  Antes 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  no  era 
necesaria  la  inscripción  de  la  prohibición 
para  que  surtiera  sus  electos. 


Por  escritura  estendida  en  esta  ciudad  ante 
el  notario  don  Abraham  del  Río  el  24  de  febre* 
ro  de  1900,  don  Nemesio  Muñoz  se  declaró 
deudor  de  don  Juan  Prancisco  Rojas  Peña  por 
la  cantidad  de  $  10.000,  constituyendo  en  ga. 
rantía de  ladeada  y  á  virtad  de  la  autorización 
judicial  constante  del  auto  que  en  la  escritura 
se  inserta,  hipoteca  sobre  las  propiedades 
raíces  de  su  mujer  doña  MercedesRosa  Gómez* 
que  se  individualizan  en  el  instrumento. 

Por  escritura  de  21  de  marzo  siguiente,  auto- 
rizada ante  el  notario  don  Florencio  Márquez 
de  la  Plata,  Rojas  Peña  cedió  el  crédito  por 
igual  valor  recibido,  á  los  señores  Schiavetti 
Hermanos,  quienes  demandaron  ejecntivamen- 
te  por  su  pago  á  don  Nemesio  Mnñoz,  como  re- 
presentante legal  de  su  esposa  y  obtuvieron  un 
mandamiento  deembargo  que  se  hizo  efectivo 
sobre  los  predios  y  fincas  hipotecadas. 

Muñoz  no  opuso  excepciones;  se  dictó  sen- 
tencia de  trance  y  remate,  y  en  este  estado 
formuló  doña  Mercedes  Rojas  Gómez,  que 
litigaba  desde  dos  años  atrás  separación  de 
bienes  con  sn  marido,  demanda  de  tercería. 

Desechada  la  tercería  en  primera  Instancia, 
el  Tribunal  de  Alzada,  teniendo  presente:  "que 
en  la  escritura  don  Nemesio  Muñoz  s:  consti- 
tuyó personalmente  deudor  de  la  obligación 
de  que  ella  da  testimonio;  y  que,enconsecaen- 
cía,  y  habiéndose  perseguido  en  el  juicio  el 
cumplimiento  de  la  obligación  personal  á  que 
dicha  escritura  se  refiere,  no  ha  podido  despa- 
charse mandamiento  de  embargo  contra  doña 
Mercedes  Rosa  Gómez,  que  no  se  obligó  direc-. 
tamente",  suspendió  por  resolución  de  20  de 
marzo  de  1902,  los  efectos  de  todo  Ío  obrado 
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en  el  juicio  ejecutivo  y  en  e!  incidente  de  terce- 
ría 7  repuso  la  causa  en  el  estado  de  proveer 
conforme  á  derecho  la  demanda  ^ecntíva  de 
los  señores  Schiavetti  Hermanos. 

Ejercitada  al  fin  en  el  cuaderno  ejecutivo  y 
en  conformidad  al  procedimiento  propio  de 
este  juicio,  la  acción  hipotecaria  6  de  despo- 
seimiento contra  la  poseedora  actual  de  las 
fincas,  opuso  ésta  las  excepciones  que  con  la 
respuesta  de  los  ejecutantes  relaciona  la  sen- 
tencia de  20  de  noviembre  de  1903,  que  dice 
a^: 

"Vistos:  en  la  ejecución  seguida  por  Schia- 
vetti Hermanos,  comerciantes  domiciliados  en 
la  calle  de  la  Bsposidón  número  136  contra 
doña  Nfercedes  Rosa  Gómez,  sin  profesión,  do- 
miciliada en  la  estación  de  Renca,  ejercitando 
acción  hipotecaria  sobre  la  finca  de  la  expre- 
sada señora,  que  fué  dada  en  garantía  del  mu- 
tuo, ha  opuesto  la  poseedora  de  la  finca  las  si- 
guientes excepciones,  una  vexquese  trabó  em- 
bargo; 

1*  Nulidad  de  la  obligación,  por  no  haber 
concurrido  personalmente  á  firmar  la  escritu- 
ra de  mutuo  que  solo  suscribió  su  marido  don 
Nemesio  Muñoz,  circunstancia  necesaria  para 
la  validez  de  la  obligación,  segfin  el  Código 
Civil  y  leyes  de  Partidas  vigentes  en  lo  relati- 
vo al  notariado.  Que,  además,  á  la  fecha  del 
mutuo,  el  marido  tenía  prohibición  de  enajc' 
nar  ó  gravar  los  bienes  de  su  mujer  y  no  obs- 
tante, contrajo  la  obligación; 

2*  Fálta  de  mérito  ejecutivo,  porque  no  ha- 
biendo firmado  personalmente  laescrítura,  no 
hace  fe  en  su  contra,  por  ser  tercera  en  dicha 
escritura  y  las  declaradonesenellacontenidas 
no  le  afectan; 

3*  Falsedad  de  la  deuda,  puesto  que  no  es 
verdad  que  don  Juan  F.  Rojas  Peña,  cedente 
de  Schiavetti,  haya  dado  $  10.000  á  Muñoz  y 
es,  por  lo  tanto,  falso  el  crédito  cedido. 

Los  ejecutantes,  respondiendo,  piden  se  dese- 
chen las  excepciones. 

Niegan  que  la  ley  exija  como  condición  ne- 
cesaria que  la  mujer  deba  firmar  la  escritura 
de  mntuo,  bastando  el  consentimiento  de  ella 
y  la  autorización  judicial  ya  que  el  marido 
procede  como  administrador  de  la  sociedad 
conyugal  y  representante  legal  de  la  esposa. 

Que  la  prohilñción  de  enajenar  ó  gravar 


fué  provisoria,  y  aun  deñnitiva,  no  tiene  valor 
en  contra  de  terceros  por  no  haberse  inscripto 
ó  anotado  en  el  Conservador.  Que,  por  otrA 
parte,  no  es  oportuno  en  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción hipotecaria  en  contri  del  tercer  poseedor 
de  la  finca  el  que  éste  oponga  excepciones  que 
no  dcdujoel  deudor  principal,  y  córrela  suerte 
de  éste  el  poseedor  reconvenido.  Que  la  tercera 
excepción  no  la  reconoce  el  Códigode  Procedi- 
miento, que  sólo  habla  de  falsedad  del  título, 
entendiéndose  por  tal  el  documento  ú  obliga- 
ción que  se  pretenda  suplantado  }*  falsificado, 
pero  sin  pasar  de  la  forma  externa  al  fondo  ó 
á  las  declaraciones  que  se  contienen  en  el  do- 
cumento, y  que  hacen  plena  fe  en  contra  de  los 
que  concurran  al  otorgamiento,  ya  sea  perso- 
nalmente, ya  por  intermedio  de  sus  represen- 
tantes legales. 

Se  recibió  la  causa  A  prueba,  sin  rendirse 
ninguna  testimonial. 

Considerando: 
Que,  según  consta  de  la  escritura,  el  ma- 
rido contrajo  la  obligación  á  que  ella  se  refiere 
en  virtud  de  autorización  judicial  solicitada 
con  el  consentimiento  de  la  mujer,  la  actual 
poseedora  de  la  finca  hipotecada  contra  quien 
se  dirige  la  ejecución; 

2^  Que,  ni  la  disposición  sustantiva  del  ar- 
ticulo 1754  del  Código  Civil,  ni  la  autoriza- 
ción judicial  disponen  que  además  concurra  la 
mujer  casada  á  suscribir  la  respectiva  escritura 
del  mntuo  autorizado,  circunstancia  necesaria 
ya  que  vendría  A  ser  una  limitación  de  las  fa- 
cultades administrativas  de  la  sociedad  con- 
yugal que  la  ley  confiere  al  marido  por  el  he- 
cho del  matrimonio  y  de  su  representación 
legal,  y  ya  que  en  el  auto  inserto  en  la  escritu- 
ra consta  qne  lamujerprestóel  consentimiento 
para  que  se  hipotecara  la  propiedad  embar- 
gada, correspondiendo  al  marido  constituir  la 
hipoteca; 

3^  Qne,  por  el  contrario,  no  es  tercero  la 
mujer  en  los  contratos  que  con  autorización 
judicial  y  previo  consentimiento  deella  celebra 
el  marido,  como  lo  es  el  de  que  da  cuenta  la 
escritura  recordada  y  la  confesión  de  dicho 
marido  manifestada  en  el  contrato,  hace  fe 
contra  la  mujer  que  consintió  y  contra  su  re. 
presentante  legal,  y  nopuede  alegarse  la  false- 
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dad  de  tal  confesión  que  tampoco  se  ha  pro- 
bado; 

4^  Que  no  consta  de  autos  ni  se  ha  probado 
en  forma  alguna  que  la  deuda  seafalsa,  excep- 
ción que  no  reconoce  como  admisible  el  artícu- 
lo 485  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

5'^  Que,  iniciada  ejecución  en  contra  de  doña 
Mercedes  Rosa  Gómez,  como  poseedora  de  la 
finca  gravada  para  hacer  efectivo  el  pago  de 
la  hipoteca,  se  le  reconoce  personería  diversa 
de  la  del  deudor  personal,  y  puede,  en  conse- 
cuencia, oponer  las  excepciones  y  defensas  que 
procedan,  sin  quedar  subordinada  A  la  suerte 
que  corriera  su  marido  en  la  ejecución  que  con- 
tra él  se  siguió,  ya  que  la  acción  deducida  con- 
tra la  poseedora  se  somete  á  las  reglas  del  jui> 
cío  ejecutivo  según  lo  prescribe  el  inciso  2^  del 
articulo  932,  en  que  los  ejecutantes  apoyan  la 
ejecución; 

Que  del  certificado  de  fs.  consta  que  con  fe- 
cha 30  de  junio  de  1899  se  decretó  prohibición 
deenajenar  ó  gravarlos bienesdelaseñora  Gó- 
mez, prohibición  que  fui  decretada  definitiva- 
mente el  11  de  agosto  del  mismo  año  y  de  que 
tomó  conocimiento  el  marido  de  la  ejecutada 
antes  de  contraer  la  obligación,  y  de  la  com- 
pulsa consta  asimismo,  al  final,  que  con  fecha 
6  de  diciembre  de  1899  se  anotó  ó  renovó  el 
decreto  del  Juzgado  que  mandó  suspender  la 
autorización  concedida  al  marido  para  hipo- 
tecar los  bienes  raíces  de  la  mujer,  laseñoraGó- 
mez,  habiendo  contraído  el  préstamo  el  24  de 
diciembre  de  1900,  cuando  había  ya  objeto 
ilícito  aún  sin  necesidad  de  anotarse  en  el  Con- 
servador, y  falta  de  voluntad  de  la  mujer  y 
autorización  del  Juez; 

7' Que  suspendida  la  autorización  y  exis- 
tente una  prohibición  de  enajenar  ó  gravar, 
se  faltó  á  la  ley  tanto  en  la  hipotecación  de 
bienes  raíces  sin  voluntad  de  la  mujer  y  auto- 
rización judicial  ya  suspendida,  cuanto  en  ha- 
berse comprendido  en  la  obligación  y  como 
garantía  bienes  raíces  que  dejaron  de  estar  en 
el  comercio,  produriéndose  una  nulidad  abso- 
luta, que  puede  alegar  la  señora  Gómez  por  el 
interés  que  tiene. 

Por  estos  fundamentos  y  lo  dispuesto  tam- 
bién por  los  artículos  1461, 1681, 1682, 1683, 
1687,  1689,  1749,  1750  y  1754  del  Código 


Civil;  167,  331  y  492  del  de  Procedimiento 
Civil,  ;e  dedara  que  ha  lugar  á  la  excepción 
de  nulidad  de  la  obligación  sólo  por  haberse 
íaltado  á  lo  mandado  en  orden  á  la  prohibi- 
cióndegravar  los  bienesnUces  y  estarsuspen- 
dida  la  voluntad  de  la  mujer  y  la  autorización 
de  gravar,  desechándose  por  las  demás  razo- 
nes, como  asimismo  las  otras  dos  excepciones 
opuestas  á  la  ejecución  de  la  que  se  absuelve  á 
la  ejecutada,  condenándose  á  los  ejecutantes 
en  la  tercera  parte  de  las  costas.  Se  reserva  á 
las  partes  sus  derechos  para  que  los  hagan 
valer  como  vieren  convenirle8.-;/os¿  Toríbio 
María. 

Apelada  esta  resolución  por  los  ejecutantes, 
filé  confirmada  por  la  que  en  22  de  abril  de 
1904,  pronundó  una  de  las  salas  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago,  en  los  términos 
siguientes: 

"Vistos:  teniendo  ademfts  presente  que,  al 
decretar  la  prohibición  de  enajenar  ó  gravar, 
antes  de  la  vigencia  del  Código  de  Procedí- 
miento  Civil,  para  que  produjera  sus  efectos 
legales,  no  era  necesaria  su  inscripdón  en  el 
Conservador,  desde  que  no  había  disposición 
que  así  lo  estableciera,  bastando  la  notifica- 
ción de  la  persona  á  quien  se  imponía,  la  qne 
era  responsable  personalmente  para  con  los 
terceros  de  buena  fe  con  quienes  hubiera  con- 
tratado. 

"Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  20  de 

noviembre  último.— ¿r.  R.  Mora  C.  E.  Oli- 

vos.—J.  A.  Rojas" 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  parte  de 
Schiavetti  Hermanos  el  recurso  de  casación  en 
el  fondo,  formalizado  con  estas  palabras: 

La  sentencia  de  22  de  abril  se  ha  expedido 
por  V.  S.  Iltraa.,  en  mi  sentir,  con  infr^ción 
de  los  preceptos  sancionados  por  los  artfenloa 
1464, 1754  y  2173  del  Código  Civil  y  de  los 
artículos  940,  286  y  287  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  estos  últimos  interpretati- 
vos de  las  disposiciones  del  primero. 

Fundando  el  recurso,  expone  el  recurrente 
que,  para  afirmar  que  en  la  hipoteca  hay  ob- 
jeto ilícito  y,  por  tanto,  nulidad  absoluta,  se 
ha  apoyado  la  sentencia  recurrida  en  la  consi- 
deración de  que  pesaba  solm  los  bienes  en  que 
aquélla  se  constituyó  la  prohibiríón  de  enaje- 
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□arlos  ó  gravarlos,  y  en  que  la  autorizaciAn 
judicial  con  que  procedió  elmarído  estaba  sus- 
jendida  cuando  la  hipoteca  se  llevó  á  cabo. 

Es  cierto  continúa,  que  el  artículo  1464  es- 
tablece que  hay  objeto  ilicitu  en  la  enajena- 
ción de  bienes  que  no  están  en  el  comercio  ó 
se  encuentran  embargados;  pero  la  hipoteca 
no  constituye  propiamente  una  enajenáción> 
ni  la  prohibición  de  gravar  y  enajenar,  puede 
equipararse  al  embargo,  porque  la  ley  no  lo 
ha  dicho,  ni  esos  actos  se  constituyen  ó  gene- 
ran del  mismo  modo. 

Por  otra  parte,  la  prohibición  de  gravar  y 
enajenar  á  que  se  refiere  el  certificado  fué  de- 
cretada en  juicio  seguido  por  don  Marcial 
Pérez  en  contra  de  doña  Mercedes  Rosa  Gómez 
y  no  quedó  ejecutoriada  sino  en  21  de  marzo 
de  1901,  6  sea  en  fecha  posterior  á  la  inscrip- 
ción de  la  hipoteca  constituida  por  la  escritu- 
ra. Y  para  que  esa  prohibición  pudiera  ser  in- 
vocada como  causal  de  nulidad  de  esta  hipo- 
teca, serían  necesarias  dos  circunstancias: 
1*  que  la  nulidad  fuera  alegada  por  el  citado 
señor  Pérez;  y  2*  que  se  hubiera  constituido  el 
gravamen  después  de  la  inscripción  de  aquella 
interdicción. 

Bn  cuanto  á  la  prohibición  que  testimonia 
la  compulsa  del  cuaderno  agregado,  y  de  que 
hace  también  mérito  la  sentencia,  tampoco 
tiene  valor,  porque,  por  no  haberse  renovado 
oportunamente,  se  hallaba  cancelada  por  mi- 
nisterio de  la  ley,  (artículo  15  del  Reglamento 
del  Conservador)  cuando  se  otorgó  é  inscribió 
en  el  respectivo  registro  la  escritura  hipóte, 
caria.  A  esto  debe  agregarseque  la  suspensión 
de  la  autorización  judicial  concedida  al  mari- 
do paraimponer  elgravamen  no  fuédecretada 
por  el  Tribunal  que  otorgó  la  autorización. 

Las  interdicciones  ó  limitaciones  del  domi- 
nio no  aiéctan  á  terceros  sino  cuando  son  pú- 
blicas, y  solo  tienen  este  carácter  cuando  se 
anotan  en  el  Conservador. 

La  sentencia  ha  violado  también  el  articu- 
lo 1754,  según  el  cual  para  poder  hipotecar 
los  bienes  raíces  de  la  mujer,  solo  necesita  el 
marido  el  consentimiento  de  ésta  y  la  autori- 
zación del  Juez,  los  requisitos  que,  de  la  escri- 
tura misma  aparece  que  fueron  llenados,  y  no 
han  sido  derogados  6  suspendidos  en  forma 
alguna  que  pndieran  conocer  terceros. 


Otro  de  los  preceptos  infringidos  es  el  ar- 
tículo 2173,  porque  la  señora  Gómez  confirió 
en  realiiad  un  verdadero  mandato  á  su  ma- 
rido para  la  contratación  del  préstamo  hipo- 
tecario, que  venia  á  beneficiar  exclusivamente 
á  ella  y  á  su  propiedad^  aparte  de  que  el  carác 
ter  del  mandato  surge  aquí  de  la  naturaleza 
de  L'i  gestión  que  ejecuta  el  marido,  cuando 
hace  uso  de  la  facultad  del  artículo  1754. 

El  mandato  se  considera  en  vigor  respecto 
de  terceros  y  obliga  al  mandante,  conforme  a1 
inciso  3^  del  artículo  2173  no  obstante  de  ha- 
ber sido  revocado. 

Por  lo  que  hace  á  los  artículos  286  y  287 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  ellos  no 
hacen  más  que  interpretar  6  corroborar  lo  di- 
cho en  orden  al  artículo  1464  del  Código  Ci* 
vil,  6  sea  que,  para  que  surta  efecto  respecto 
de  gravar  y  enajenar  bienes  raíces,  preciso  es 
que  la  prohibición  esté  inscripta  en  el  Conser- 
vador. 

Doña  Mercedes  Rosa  Gómez,  respondiendo, 
dice:  "La  cuestión  discutida  en  estos  autos 
consiste  principalmente  en  determinar  si  ha- 
bía ó  nó  autorización  judirial  y  consentimiento 
de  la  mujer  que  permitiera  á  don  Nemesio  Mu- 
ñoz imponer  una  hipoteca  sobre  los  bienes 
raíces  de  su  esposa.  El  scñot  Juez  á  qao  y  la 
Iltma.  Corte  de  Apelaciones,  juzgando  con 
arreglo  al  mérito  de  autos,  tomaron  como  an- 
tecedentes de  su  resolución  este  hecho  discuti- 
do, y  encontrando  comprobado  en  el  proceso 
que  la  hipoteca  se  había  constituido  sin  auto- 
rización judicial  ni  consentimiento  de  la  mu- 
jer, dieron  cabida  A  la  excepción  de  nulidad 
alegada. 

La  Corte  Suprema,  agrega,  no  puede  en  el 
recurso  de  fondo  examinar  los  antecedentes 
que  ha  tenidoála  vista  el  Tribunal  de  la  causa 
para  establecer  los  hechos  del  proceso,  los  cua- 
les tiene  que  aceptar  aquella  Corte  tales  como 
se  hallan  establecidos  en  la  sentencia  recu- 
rrida. 

Eljuez  de  primera  instancia  yel  Tribunal  de 
Alzada  han  sentado  en  su  fallo  que  ha  faltado 
para  la  hipoteca  el  consentimientode  la  mujer 
y  la  autorización  de  la  justicia,  y  estos  dos 
hechos  no  pueden  ser  revisados  por  el  Tribu- 
nal de  Casación. 

Entra  en  seguida  esta  parte  á  rebatir  deta- 
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Iladamente  las  observadones  del  escrito  en 
que  se  fundó  el  recurso,  y  concluye  solicitando 
se  le  niegue  lugar,  con  costas. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  es  un  hecho  constante  de  la  senten* 
cia  recurrida  que  en  juicio  seguido  por  don 
Marcial  Pérez  con  doña  Mercedes  Rosa  Gómez, 
se  decretó  provisionalmente  la  prohibición  de 
enajenar  y  gravar  los  bienes  raíces  de  ésta  so- 
bre los  que  se  constituyó  la  hipoteca,  prohibí* 
dón  que,  notificada  ni  marido  el  9  de  agosto 
de  1899,  se  convirtió  en  definitiva  por  resolu 
dón  de  11  del  mismo  mes,  confirmada  el  23  de 
didembre  subsiguiente; 

2^  Que,  asimismo,  figuran  como  hechos  de  la 
causa,  según  la  expresada  sentencia,  el  retiro 
del  consentimiento  de  la  mujer  para  hipotecar 
sus  propiedades,  la  prohibidón  judicial  de  ena- 
jenarlas ó  gravarlas,  y  la  suspensión  de  la  au- 
torización judidal  concedida  anteriormente 
con  este  objeto; 

3*^  Que  Muñoz  fué  notificado  de  los  decre- 
tos judidales  que  acordaron  estas  medidas 
durante  el  año  1899.  con  anterioridad  á  la 
escritura  de  hipoteca  que  se  registra; 

4^  Que,  sentados  estos  hechos  en  la  senten- 
da  recnrrida,ha  podido  el  Tribunal  sentenda- 
dor  declarar  legalmente  que  "ha  lugar  á  la 
excepción  deducida  en  el  juicio  ejecutivo  res- 
pecto de  la  nulidad  de  la  obligación,  por  ha- 
berse faltado  á  lo  mandado  en  orden  á  la 
prohibidón  de  gravar  los  bienes  raíces  de  la 
mujer  casada  y  por  estar  suspendida  la  volun- 
tad de  ésta  y  la  autorización  que  se  había 
concedido  al  marido  sobre  este  particular"; 
"ta  razón  de  que  antes  de  estar  en  vigor  el 
Código  de  Procedimiento  Civil,  no  era  nece- 
saria la  inscripción  de  los  decretos  judiciales 
que  prohiMan  enajenar  ó  gravar  los  bienes, 
para  que  dichos  decretos  produjeran  efectos 
legales  con  reladón  á  las  partes  y  á  terceros 
contratantes,  deconformidad  al  artículo  1468 
del  Código  Civil"; 

3*^  Que,  según  el  artículo  1464  que  dta  la 
sentenda,  hay  objeto  ítidto  en  la  enajenadón 
de  las  cosas  embargadas  por  decreto  judicial, 
á  menos  que  el  Juez  lo  autorice  ó  el  acreedor 


consienta  en  ello  y  conforme  á  los  artículos 
1445  y  1682  d  acto  jurídico  celebrado  con 
objeto  ilídto  es  nulo,  de  nulidad  absoluta; 

6*  Que  la  prohibidón  de  enajenar  á  que  se 
refiere  et  artículo  1464,  comprende  también  la 
hipotecación,  pues  conforme  á  los  artículos 
2387,  2407  y  3414,  entre  otros,  sólo  puede 
constituir  hipoteca  sobre  ciertos  Inenes,  el 
que  tiene  facultad  de  enaj«iarlos  y  con  los 
requisitos  necesarios  para  su  enajenadón; 

7^  Que  admismo  la  expresión  "cosas  em- 
bargadas" que  emplea  ese  artículo,  compren- 
de los  bienes  detenidos^  impedidos,  retenidos 
en  virtud  de  mandamiento  de  Juet  competen' 
te;  ya  que  el  legislador  no  ha  definido  el  sig- 
nificado de  dicha  expresión,  por  lo  cual  hay 
que  darle  el  natural  y  obvio,  según  el  uso  ge- 
neral, conforme  á  la  regla  de  interpretadón 
que  señala  el  artículo  20  del  mismo  Código; 

8^  Que  la  mujer  casada  ha  podido,  en  el 
caso  de  que  se  trata,  pedir  la  nulidad  abso- 
luta del  contrato  celebrado  por  su  marido,  ya 
que  ella  no  intervino  en  la  hipotecadón,  de 
conformidad  con  lo  prescrípto  por  d  artkalo 
1683; 

9^  Que  igualmente  pudo  deducir  la  peti- 
dón  de  nulidad  de  la  hipoteca,  aún  en  el  su- 
puesto de  que  el  contrato  adoleciera  solo  de 
nulidad  relativa  por  el  mero-  vido  de  haberse 
celebrado  con  infracdón  de  los  artidxios  144 
y  1754  del  Código  Civil,  todo  de  conformidad 
á  dichos  artículos  y  al  1684  de  ese  Código,  y 
en  tal  virtud  la  nulidad  relativa,  declarada 
judicialmente  en  mérito  de  dicho  artículo  1754, 
que  también  dta  la  sentencia  recurrida,  ha* 
bría  produddo  los  mismos  efectos  jurídicos 
que  la  nulidad  absoluta; 

10.  Que,  si  bien  el  Tribunal  sentendador 
hadtado  preceptos  referentes  á  la  nnlídad 
relativa  y  á  la  nulidad  absoluta  para  decla- 
rar esta  última,  tal  drcunstancta  no  influye 
en  lo  dispositivo  de  la  sentenda,  como  to  ma- 
nifiesta el  considerando  que  precede,  de  todo 
lo  cual  se  deduce  que  no  es  aceptable  d  recur- 
so de  casadón  en  el  fondo  por  infracdón  de 
los  artículos  1464,  1754  y  2173  dd  Código 
Civil; 

11^  Que  tampoco  se  han  infringido  los  ar- 
tículos 286  y  287  del  Código  de  Procedimien- 
to  Civil,  pues,  según  se  ha  visto  en  «1  conside- 
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rando4^,  las  reglas  eatablectdaa  por  este  cuer- 
po de  leyes  no  regian  cuando  se  otorgó  la 
hipoteca  de  que  se  trata,  y  sus  disposiciones 
no  pueden  aplicarse  con  efecto  retroactivo 
respecto  de  derechos  adquiridos  con  anterio- 
ridad á  su  vigor;  y 

12'  Que  no  se  ha  expresado  el  modo  6  for- 
ma cómo  se  ha  infringido  el  artículo  940  del 
mismo  Código,  'ni  aparece  tal  infracción  del 
hecho  de  que  se  haya  dictado  sentencia  en  el 
juicio. 

Por  estos  fundamentos  y  vistos  lus  artícu- 
los 960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara  que  no  ha  lugar  al  recurso  de 
casaáón  interpuesto,  con  costas.  Se  aplica  al 
Pisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia. 
'Gabriel Gaetc.—Leopohío  Vrrutia.—J.  Gabriel 
Palma  Guxméo.  —  Galvaríno  Gallardo.  — 
V.  Agoirre  V.-^Leoacio  Rodrigaez.— Carlos 
Varaa.—E,  Fóster  Rtcabarren. 


Cas.  CÍY.—30  de  dicitunbre  de  1904 
González  IKaz  con  Noguera  Vives  y  C 

Oomprorventa.— Lufirar  de  la  entrega 
déla  oosa.— Aoto  de oomerolo.— In- 
terpretaoión  del  contrato. 

DocTKiNA  :—Z,a  determinación  del  lu' 
gar  en  que  debe  hacerse  la  entrega  de  las 
mercaderías  vendidas,  según  la  inteligeti' 
cía  atríbaida  a!  contrato  como  más  con- 
forme con  la  voluntad  de  las  partes,  de- 
ducida del  contexto  de  sus  cláusulas  y  de 
la  aplicación  práctica  que  del  contrato 
han  hecho  los  contratantes,  conforme  á 
la  apteciacióa  de  ía  prueba  rendida  al 
re^ieeto  enla  causa,  es  prívativadelTri- 
bufíat  sentenciador. 


El  comprador  que  no  se  presta  á  n- 
cibir  las  mercaderías  en  el  lugar  y  tiem- 
po señalado  á  la  entrega,  infringe  el  con- 
trato y  da  derecho  al  vendedor  para  pe- 
dir el  depósito  de  las  mercaderías  y  su 
venta  por  cuenta  de  aquél  y  el  pago  del 
precio. 


Don  José  González  Díaz  celebró  con  los  se- 
ñores Noguera  Vives  y  C*  el  10  de  mayo  de 
1901  un  contrato  que  consta  de  las  estipula- 
ciones siguiente: 

1^  Bl  señor  González  Díaz  compra  á  los  se- 
ñores Noguera  Vives  y  C*  10.000  fardos  de 
pasto  aprensado  de  segundo  corte  de  la  ha- 
cienda de  San  Regís; 

2*  El  precio  del  pasto  comprado  es  $  2,50 
el  quintal  español  de  46  kilos,  puesto  en  la  es- 
tndón  de  Los  Andes; 

3*^  El  pasto  se  entregará  en  los  meses  de 
junio,  julio  y  agosto  proporcional  mente,  y 
será  pesado  en  el  establecimiento  de  San  Re- 
gis; 

4*  Bl  pago  se  efectuará  al  contado,  diaria- 
mente el  valor  de  la  partida  entregada,  de- 
biendo el  representante  de  González  depositar 
este  valor  en  cuenta  corriente  de  los  señores 
vendedores  (Banco  Chile,  oficina  Valparaíso.) 

Con  este  documento  los  señores  Noguera, 
Vives  y  C*  se  presentaron  el  7  de  septiembre 
delmismo  año,al  Juzgadode  Letrasde  Valpa- 
raíso, exponiendo:  que  el  comprador  don  José 
González  Díaz  había  cunipHdocn  parte  el  con- 
trato de  que  da  testimonio,  pues  había  recibi- 
do y  pagado  la  partida  de  3.000  fardos  de 
pasto  correspondiente  al  mes  de  junio,  pero 
que  no  había  cumplido  la  obligación  de  reci- 
bir y  pagar  los  6.700  fardos  de  los  meses  de 
julio  y  agosto,  A  pesar  de  los  requerí mientOH 
que  le  habían  hecho  privadamente  á  él  y  á  su 
agente  don  Santiago  Raeza,  á  fin  de  que  se 
reciba  del  pasto  que  está  á  sn  disposición  y 
que  representa  en  valor  aproximadamente 
$  30.000. 

Estando  denianitiestoel  propósito  del  señor 
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González  Díaz  de  no  dar  cumplimiento  á  lo 
pactado,  se  ven  precisados  á  entablar  deman- 
da en  su  contra  para  que  se  declare  en  defini- 
tiva "que  el  demandado  está  obligado  á  cum- 
plir el  contrato  celebrado  con  Noguera,  Vives 
y  C*  y,  en  consecuencia,  con  arreglo  á  lo  que 
dispone  el  artículo  1873  del  Código  Civil  y 
demás  disposiciones  legales,  que  debe  recibir 
el  señor  González  Díaz  el  pasto  comprado  y 
pagar  el  precio  estipulado  por  los  6.700  far- 
dos que  debía  recibir  en  los  meses  de  julí  <  y 
agosto,  con  resarcimiento  de  perjuicios  y  eos* 
tas." 

Contestando  y  reconviniendo,  dice  don  José 
González  Díaz  que,  en  ejecución  del  contrato 
Noguera,  Vives  y  C^,  entregaron  á  González 
en  junio  3.300  fardos,  cuyo  valorcomo  lo  con- 
fiesan los  demandantes,  les  fué  inmediatamen- 
te pagado;  pero  llegó  el  mes  de  julio,  pasó  el 
de  agosto  y  transcurrió  todavía  el  de  sep- 
tiembre sin  que  los  vendedores  siguieran  en- 
tregando las  partidas  proporcionales  restan- 
tes,  constituyéndose  así  en  mora  de  cumplir 
el  contrato  por  su  parte. 

Si  los  vendedores  hubieran  tenido  el  ánimo 
de  cumplir,  habrían  puesto  en  la  estación  del 
ferrocarril  de  Los  Andes  las  partidas  de  pasto 
correspondientes  á  julio  y  agosto  y  dado  avi- 
so á  González  de  haber  ya  cumplido  por  su 
parte  el  contrato. 

Solo  en  octubre,  cuando  la  falta  de  cumpli- 
miento de  los  vendedores  había  inferido  gra- 
ves perjuicios  al  comprador  y  se  apercibieron 
Noguera  y  Vives  y  C  de  queel  pasto  baiabay 
seguía  bajando  de  precio,  aparece  la  demanda. 

Que  Noguera,  Vives  y  C^,  no  han  cumplido 
la  obligación  de  hacer  las  entregas  de  julio  y 
agosto  lo  está  demostrando  la  demanda  mis- 
ma, la  cual  viene  á  ofrecer  en  6  de  octubre  la 
entrega  que  debíaefectuarseen aquellos  meses. 

En  los  contratos  bilaterales,  dice  el  artículo 
1552  del  Código  Civil,  ninguno  de  los  contra- 
tantes está  en  moradejandodecumplir  lo  pac- 
tado, mientras  el  otro  no  lo  cumpla  por  su 
parte,  ó  no  se  allana  á  cumplirlo  en  la  forma 
y  tiempo  debido.  El  deudor  de  una  obligación 
de  entregar  la  cosa  vendida  está  en  mora  (artí 
culo  1551,  inciso  2'  del  Código  Civil)  cuando 
la  cosa  ha  debido  ser  dada  ó  entregada  en  cier- 
tu  espacio  de  tiempo,  y  el  deudor  lo  ha  dejado 


pasar  sin  entregarla.  Si  el  vendedor,  por  he- 
cho ó  culpa  suya,  ha  retardado  la  entrega, 
podrá  el  comprador  á  su  arbitrio  perseverar 
en  el  contrato  ó  dcsistirsedeél,  y  en  ambosca- 
sos  con  indemnización  de  perjuicios  (artículo 
1826  del  Código  Civil.) 

Idéntica  disposición  contiene  el  Código  de 
Comercio,  si  se  quisiera  considerar  este  contra- 
to como  de  índole  mercantil.  En  efecto,  el  artí- 
culo 156  de  ese  Código  dice:  que  "no  entregan- 
do el  vendedor  dentro  del  plazo  estipulado  las 
mercaderías  vendidas,  el  comprador  podrá  so- 
licitar el  cumplimiento  6  la  rescisión  del  con- 
trato, y  en  imo  y  otro  caso  con  la  reparación 
de  los  perjuicios  que  hubiere  sufrido." 

Por  el  hecho  de  no  haber  entregado  respec- 
tivamente en  julio  y  agosto,  la  segunda  y  ter- 
cera partida  de  pasto,  cayeron  los  demandan- 
tes  en  mora  de  entregar  la  cosa  vendida. 

Por  no  haber  cumplido  oportunamente  los 
vendedores  su  obligación  de  entregar  lo  ven- 
dido, el  señor  González,  para  dar  por  su  parte 
cumplimiento  á  compromisos  contraidos  con 
terceros,  se  vió  precisado  á  comprar  pasto  á 
mayor  precio  infiriéndose  así  un  perjuicio  de 
$  4..000. 

Además,  para  sostener  su  comercio  y  hacer 
frente  á  sus  compromisos,  González  Díaz  había 
comprado  en  la  hacienda  San  Regís  3.000  far- 
dos de  pasto  y  contratado  un  buque  para  que 
se  los  fletara;  pero,  á  consecuencia  de  la  para- 
lización del  carguío  decretada  á  solicitud  de 
Noguera  Vives  y  C*  tuvo  que  pagar  un  falso 
flete  de  $  2.324. 

En  consecuencia,  solicita  que,  desechándose 
la  demanda  y  declarándose  rescindido  el  con- 
trato porinejecuciÓn  de  Noguera,  Vives  y  C*, 
se  haga  tugarála  reconvención  por  los$  6.324, 
que  importan  los  dos  cargos  ó])equicÍOB,  áqne 
se  ha  referido,  con  costas. 

En  su  escrito  de  réplica  y  de  contestación  á 
la  reconvención  expresan  losdemandantes,  con 
referencia  á  esta  última,  que  han  cumplido  con 
todas  las  obligaciones  que  lesimpone  el  núme- 
ro 4^^  título  2'  libro  2' del  Código  de  Comereioi 
pues  siempre  tuvieron  listo  y  á  disposición 
del  comprador  el  pasto  vendido  y_  que  Gonzá- 
lez se  negó  á  recibir,  con  lo  cual  deja  contesta- 
do el  primer  cargo.  En  cuanto  al  segundo,  nin- 
guna responsabilidad  puede  afectarles  por  la 
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circunstancia  de  haber  decretado  el  Juez  de 
liL  causa  una  medida  precautoria  A  vírtad  de 
antecedentes  que  estimó  plausibles. 

Kn  un  otrosí  de  este  mismo  escrito,  dicen 
t|iie,  en  conformidad  al  artículo  153  del  Cádi- 
go  (le  Comercio,  ponen  el  pasto  comprado  y 
no  recibido  pnrGonzátez  á  disposición  del  Juz- 
gado para  que  ordene  su  depósito,  y  venta  en 
martillo  por  cuenta  del  comprador,  dejándose 
constancia  de  que  la  cantidad  es  de  6.300  far- 
dos. El  Juez  accedió  á  la  solicitud  de  este 
otrosí  en  el  sentido  de  que  el  depósito  y  venta 
en  martillo  serían  de  cuenta  de  quien  corres- 
pondiera según  fuera  la  resolución  delinitiva 
del  juicio. 

En  rebeldía  del  demandado,  se  dió  por  eva 
cuada  la  duplica;  la  causa  fué  recibida  á  prue- 
ba y  cumplidos  todos  los  trámites,  se  dictó  la 
sentencia  de  primera  instancia  de  7  de  mayo 
de.  1904. 

Conúderando: 

1  ^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
se  efectuó  entre  los  señores  Noguera,  Vives 
y  C*  y  don  José  González  Díaz  el  contrato  por 
elcnal  losprímeros vendían  al  segundo  10.000 
fardos  de  pasto  aprensado  del  segundo  corte 
de  la  hañenda  de  San  Regis,  por  el  precio  de 
$  2,50  el  quintal  español  de  46  kílógramos, 
puesto  en  la  estación  de  los  Andes  y  el  que  se 
entregaría  proporcionalmente  en  los  meses  de 
junio,  julio  y  agosto  y  sería  pesado  en  el  esta- 
blecimiento de  San  Regis; 

2*^  Que  también  están  de  acuerdo  en  que 
los  señores  Noguera,  Vives  y  C*  entregaron  y 
el  señor  González  Díaz  recibió  la  primera  par- 
tida de  3.300  fardos  correspondiente  al  mes 
(le  junio,  cuyo  precio  fué  debidamente  pa- 
gado; 

3^  Que  está  probado  en  autos  con  las  de- 
claraciones  de  los  testigos  que  deponen  al  te- 
nor del  interrogatorio  de  Noguera,  Vives  y 
que  éstos  tuvieron  siempre  disponible  y  en 
punto  de  entregar  en  el  establecimiento  de 
San  Regís  el  pasto  contratado,  y  que  además 
hicieron  diligencias  para  que  el  señor  Gonzá- 
lez Díaz  lo  recibiera,  diligencias  que  resulta- 
ron infructuosas; 

4^  Que  por  resolución  que  corre  en  autos  se 

SUPKKHA 


ordenó  rematarel  pasto  depositado  en  los  An- 
des por  cuenta  de  quien  corresponda  según  la 
resolución  que  se  pronunciase  en  deúnitiva; 

5*^  Que,  con  el  mérito  de  lo  expuesto  en  los 
considerandos  anteriores,  es  inaceptable  la  re- 
convención. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones  y  lo 
dispuesto  en  los  artículos  374  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  19,  1545,  1551  y  1873 
del  Código  Civil  y  153  del  Código  de  Comer- 
cio se  desecha  la  reconvención  y  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  demanda,  y  en  consecuencia 
don  José  González  Díaz  debe  pagar  á  Noguera, 
Vives  Y  C*  el  valor  de  los  6.700  fardos  de 
pasto  que  reza  la  demanda,  al  precio  estipu- 
lado de  $  2,50  el  quintal  de  46  1(íl<Sgramos  y 
los  intereses  legales  desde  la  contestación  de 
la  demanda,  hiendo  de  abono  á  1(M  señores 
Noguera,  Vi  ves  y  C*  el  valor  en  que  se  remató 
por  el  martiliero  de  los  Andes,  con  costas. 

Apelada  esta  sentencia,  el  Tribunal  de  Al- 
zada resolvió: 

Valparaíso,  junio  9  de  1904— Vistos:  Eli- 
minando los  fundamentos  4^  y  5^  de  .la  sen- 
tenL-in  de  primera  instancia,  y  teniendo  ade- 
más presente: 

1^  Que,  aún  cuando  no  expresa  con  clari- 
dad el  contrato  cuál  debería  ser  el  lugar  de 
la  entrega  del  pasto  vendido,  sin  embargo, 
tanto  por  la  aplicación  que  prácticamente  le 
han  dado  las  partes  con  motivo  de  la  entrega 
de  la  primera  partida,'Ia  cual  se  verificó  en  la 
hacienda  de  San  Regis,  cuanto  por  el  contexto 
de  las  cláusulas  2*  3*  y  4*  de  dicho  contrato, 
sólo  cabe  interpretarlo  en  el  sentido  de  que  el 
lugar  designado  para  la  entrega  era  la  ha- 
cienda mencionada  y  que  esa  entrega  se  hacía 
al  tiempo  de  tomar  el  peso  del  pasto; 

2^  Que  don  José  González  Díaz,  no  ha  jus- 
tificado que  practicara  oportunamente  dili- 
gencias encaminadas  á  recibirse  en  dicha  ha- 
cienda del  pasto  que  debió  entregársele  en 
julio  y  agosto  de  1902,  por  lo  cual  y  en  razón 
de  lo  establecido  en  el  considerando  3^  de  la 
sentencia  de  1^  instancia,  debe  estimarse  que 
infringió  el  contrato  resistiéndose  á  recibir  el 
pasto  y  á  pagar  su  precio  en  el  lugar  y  tiem- 
po  convenidos; 

Eliminando  también  la  cita  del  artículo  19 
del  Código  Civil  y  conforme  además  con  lo 
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dispaesto  en  el  artículo  1564  de  dicho  Código 
se  confirma,  con  costas  del  recurso,  la  referida 
sentencia  de  7  de  marzo  del  presente  año. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Bezanilla 
Silva  elimina  igualmente,  la  cita  del  artículo 
153  del  Código  de  Comercio. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Bezanilla 

Silva  Pedro  N.  Pineda.— Braalio  Moreno.— 

Luis  Ignacio  Siha.—A.  Bezanilla  Silva. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  don  José 
González  Díaz  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 

Expresando  en  el  escrito  en  que  lo  formalizó 
las  causales  del  recurso,  sostiene  que  el  fallo 
reclamado  ha  infringido  los  artículos  1560  y 
1562  del  Código  Civil  y  los  artículos  2155  y 
153  del  Código  de  Comercio. 

La  interpretación  según  la  cual  la  entrega 
de  la  especie  rendida  debía  hacerse  en  la  ha- 
cienda de  San  Regis,  al  tiempo  de  tomar  el 
peso,  implica  para  el  recurrente  el  quebranta- 
miento del  artículo  1560  del  Código  Civil, 
porque  desatiende  la  intención  claramente 
manifestada  por  las  partes  en  el  contrato  y 
en  loa  antecedentes  del  juicio. 

¡El  telegrama  exhibido  por  los  demandan- 
tes, y  su  confesión  hecha  en  el  escrito  de  ex- 
presión de  agravios  contradicen  la  interpre- 
tación atribuida  al  contrato  por  la  Corte  y 
concurren  á  confirmar  lo  que  consta  de  su  te- 
nor expreso,  esto  es,  que  el  lugar  designndo 
para  la  entrega  fué  la  estación  de  Los  Andes. 

La  interpretación  que  se  impugna  lleva 
también  envuelta  la  infracción  del  artículo 
1562,  pues  deja  sin  efecto  alguno  la  cláusula 
2*  del  contrato.  SÍ  se  acepta  que  la  entrega 
del  pasto  debía  efectuarse  en  el  establecimien- 
to de  San  Regís,  carece  de  objeto  y  de  sentido 
la  cláusula  2^  que  lija  el  precio  en  considera- 
ción á  la  circunstancia  de  ponerse  la  cosa  ven- 
dida en  la  estación  de  Los  Andes. 

El  artículo  2''  del  Código  de  Comercio  re- 
sulta infringido  por  haberse  invocado  como 
fundamento  del  fallo  el  artículo  1873  de'  Có- 
digo Civil.  El  contrato  se  reíiere  é  un  acto  de 
comercio,  ha  sido  celebrado  por  comerciantes, 
y'Ias  partes  están  de  acuerdo  en  que  se  halla 
regido  por  tas  leyes  especiales  del  ramo.  La 
ley  común  no  puede  aplicarse  sino  A  falta  de 


disposición  expresa  de  la  ley  especial,  cosa 
que  no  sucede  en  el  caso  actual. 

La  sentencia  ha  violado  el  arttcalo  155  del 
mismo  Código  de  Comercio  al  dar  lugar  al 
pago  del  precio  con  los  intereses  legales,  pues 
no  ha  dado  por  establecido  el  hecho,  para  que 
tal  resolución  fuera  aceptable  en  conformidad 
á  dicho  articulo,  de  que  la  cosa  fué  puesta  en 
el  lugar  convenido  á  disposición  del  compra- 
dor y  de  que  éste  se  dió  por  satisfecho  de  ella. 

El  falto  recurrido  ha  cometido  también  una 
doble  violación  del  artículo  153. 

La  primera  procede  de  establecerse  en  el 
considerando  3^  que  la  circunstancia  de  no 
haber  practicado  González  Díaz  diligencias 
encaminadas  á  recibirse,  en  la  hacienda  de 
San  Regis,  del  pasto  que  debió  entregársele 
en  julio  y  agosto,  importa  su  resistencia  á  re- 
cibirlo; pufs  aquel  artículo  no  supone  ó  prc- 
sumeesa  situación,  sino  que  la  deriva  del  hecho 
no  a6rmado  en  el  fallo,  de  rehusar  el  compra- 
dor, y  de  rehusar  todavía  sin  justa  causa,  la 
recepción  de  la  mercadería. 

La  segunda  violación  nace  de  reconocer  ac- 
ción en  el  vendedor  para  exigir  el  precio  con 
intereses  legales,  sin  establecer  previamente 
ni  consultar  en  autos  el  hecho  de  que  el  ven- 
dedor haya  puesto  las  meiroderfas  á  disposi- 
ción del  Juzgado  de  Comercio,  para  que  orde- 
nara su  depósito  y  venta  en  martillo  por 
cuenta  del  comprador. 

Respondiendo,  los  señores  Noguera,  Vives 
y  solicitan  la  desestimación  del  recurso  por 
ser  absolutamente  infundadas  las  cánsales 
que  le  sirven  de  brise. 

La  interpretaciiin  atribuida  al  contrato  en 
la  sentencia  es  la  única  que  se  armoniza  con 
el  texto  de  la  convención  y  la  intención  clara- 
mente manifestada  en  ella  por  las  partes. 

La  cláusula  2^  no  tuvo  más  objeto  que  de- 
terminar el  precio  en  consideración  á  la  cir- 
cunstancia de  que  la  mercadería  sería  puesta 
en  la  estación  de  Lus  Andes  de  modo  que  el 
flete  del  transporte  del  pasto  desde  San  Regis, 
lugar  de  la  entrega,  á  esa  estación,  era  de  car- 
go á  los  vendedores.  Este  es  el  solo  alcance 
de  la  estipulación  segunda.  No  podría  darse 
tampoco  otra  inteligencia  á  la  cláusula  de 
que  se  trata,  porque  no  se  concibe  que,  sin 
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que  el  comprador  se  allanara  á  tomar  el  peso 
en  la  hacienda  de  San  Rej^s  y  á  admitir  el 
pasttí,  pudiera  éste  Ikvarse  á  la  estación  de 
Los  Andes  para  que  González  Díaz  lo  hiciera 
traijsladar  al  lugar  de  su  ulterior  destino.  Á  lo 
dicho  se  agrega  la  interpretación  práctica  que 
las  pat-tes  dieron  al  contrato  en  la  entrega  de 
la  primera  partida,  la  cual  se  efectuó  en  San 
Regís,  y  una  vez  cumplida,  los  vendedores  hi- 
cieron su  transporte  á  la  estación. 

En  la  contestación  á  la  demanda  se  invoca- 
ron las  disposiciones  de  los  artículos  1552, 
1551  y  1826  del  Código  Civil,  de  manera  que 
á  la  cuestión,  según  acuerdo  de  las  partes,  de- 
\Aan  aplicarse  de  preferencia  los  preceptos  del 
Código  Civil.  Esta  situación  no  pudo  ser  mo- 
dificada ni  aun  por  acuerdo  ó  aceptación  del 
apodefado  de  uno  de  los  litigantes,  porque 
carecía  de  facultad  para  ello.  Además  el  Có- 
digo de  Comercio  establece  que  las  disposicio- 
nes del  Código  Civil  son  aplicables  á  los  con- 
tratos mercantiles,  sin  perjuicio  de  las  modi- 
ficaciones que  aquél  contiene,  y  la  prescripción 
del  articulo  1873  del  Código  Civil,  que  invoca 
el  fallo  recurrido,  no  está  modificada  por  nin- 
gún precepto  del  Código  de  Comercio. 

Á  la  4*,  5'  y  6*  causales  pueden  oponerse 
las  mismas  consideraciones  que  acaban  de 
oponerse  respecto  de  la  3*. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  al  establecer  la  sentencia  recurrida  que 
el  lugar  designado  para  la  entrega  del  pasto 
era  la  hacienda  de  San  Regís,  se  ha  limitado 
i  dar  al  contrato  la  inteligencia  que  juzgó 
más  conforme  á  la  voluntad  de  las  partes, 
voluntad  que  ha  deducido  del  contexto  de 
varios  de  sus  cláusulas  y  de  la  aplicación 
práctica  que  de  él  han  hecho  los  interesados 
como  se  manifiesta  por  la  prueba  rendida, 
cayo  m£rito  ha  apreciado  el  Tribunal  en  ejer- 
cicio de  sus  facultades  privativas; 

2^  Que  el  Tribunal  de  la  causa  da  por  pro- 
bados estos  hechos;  que  Noguera,  Vives  y  C*^ 
tuvieron  siempre  disponible  y  en  punto  de 
entregar  en  el  establecimiento  de  San  Regís 
el  pasto  contratado,  siendo  infructuosos  las 
gestiones  qne  hicieron  paro  que  González  IMoz 


se  recibiera  de  él;  y  que  este  último  no  practi- 
có oportunamente  diligencias  encaminadas  á 
recibirBC  en  dicho  establecimiento  de  lo  espe- 
cie que  debió  entregársele; 

3^  Que  el  fallo  reclamado  hace  también  mé- 
rito de  la  resolución  defs.  73,  la  cual,  pronun- 
ciándose sobre  la  solicitud  de  los  vendedores, 
que,  fundadosen  la  resistencia  de  González  IMaz 
para  recibir  laespecie  comprada,  la  pusieron  á 
disposición  del  Juzgado  para  que  ordenara  su 
depósito  y  venta  en  martillo  por  cuenta  del 
comprador,  decidió  que  estas  operaciones  se 
realizaran  por  cuenta  de  quien  corresponda 
según  el  resultado  del  juicio; 

4^  Que,  establecidos  los  hechos  de  que  ha- 
blan los  dos  números  anteriores,  hechos  qne 
no  pueden  ser  discutidos  en  el  recurso,  resalta 
que  el  Tribunal  sentenciador  ha  aplicado  co- 
rrectamente el  artículo  153  del  Código  de  Co- 
mercio cuando  ha  resuelto  que  González  Díaz 
debe  pagar  con  los  intereses  legnles,  el  prerio 
estipulado  de  los  dos  partidas  de  pasto  que 
se  negó  A  recibir; 

5^  Que,  juzgado  el  caso  controvertido  en 
conformidad  al  artículo  153  del  Código  de 
Comercio,  por  concurrir  en  él  las  circunstan- 
cias previstas  en  dicho  artículo,  no  era  proce- 
dente aplicar  el  artículo  155  del  mismo  Códi- 
go, qne  contempla  una  situación  diferente  de 
la  producida  en  la  causa;  y 

6^  Qae,  de  lo  expuesto  en  el  considerando 
anterior,  se  desprende  también  que  la  cita  del 
artículo  1873  del  Código  Civil,  que  trae  la 
sentencia  recurrida,  no  ha  infinido  en  !o  dis- 
positivo de  ella,  ní  puede  servir,  por  tanto, 
para  fundar  en  su  contra  un  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
i>40  inciso  1',  958,  960,  979  y  249del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  ún  lugar, 
con  costas,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
interpuesto  contra  la  sentencia  de  9  de  junio 
último.  Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad 
consignada. 

Rbdactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
^Gabriel  Gaete—Leopoldo  Urrutia.—V.  Affui- 
rre  V.— Leoncio  Rodríguez.^  A  bel  Saavedra, 
—E.  Foster  Recabarrea.-~J.  AJejo  Femáadex. 
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Cas.  en  ¡a  forma.—SO  de  diciembre  de  1904 
I^torre  con  Kosa  y  C* 

Apelación.— Oompareoenola  del  ape- 
lante.—Tabla.— Deserción.  -  Tallo.— 
Sentencia  Interlocntorla. 

Doctrina:— £!/  Tribunal  de  segíwda  ins- 
tnncia  no  puede  ver  la  apelación  sin  que 
la  causa  se  halle  en  estado  por  haberse 
llenado  todos  los  trámites  exigidos  por 
la  ley. 

Bl  apelante  debe  comparecer  ante  el 
Tribunal  de  Alzada  dentro  de  tres  días 
contados  desde  aquel  en  que  se  reciban 
los  autos  en  secretaria;  y  si  dentro  de  es- 
te plazo  no  compárete  no  puede  conti- 
nuarse en  la  tramitación  del  recurso  y  el 
apelado  debe  pedir  necesariamente  que 
se  declare  desierta  la  apelación.  Es  nulo 
por  lo  tanto  el  fallo  dictado  en  una  ape- 
lación  cuandoel  Tribunal  la  ba  puesto  en 
tabla  antes  de  la  comparecencia  del  ape- 
lante; y  aunque  éste  se  haya  apersonado 
al  Juicio  el  mismo  día  en  que  íué  fallado 
el  recurso. 


En  el  juicio  ejecutivo  por  cobro  de  ¡ksob  se- 
guido por  A.  Kosa  y  contra  la  Compañía 
Minera  Paposo,  se  embargaron  bienes  sobre 
los  cuales  alegó  dominio  don  Juan  José  Lato- 
rre. 

Por  tal  motivo,  se  formó  el  correspondiente 
cuaderno  de  tercería  y  por  sentencia  de  1*  y 
2*  instancia  se  dió  lugar  á  ella,  en  virtud  de 
los  siguientes  fundamentos: 

1^  Que  el  tercerista  ha  acreditado  el  hecho 
de  pertenecer  el  bien  embargado  á  la  sucesión 
de  don  José  Antonio  Moreno; 

2^  Que,  asimismo,  ha  acreditado  que  la  co- 
munidad existente  estíl  liquidándose  y  que 
uno  de  los  comuneros  es  doña  Delfina  Zulueta 
de  Barazarte. 

Renovó  entohces  el  ejecutante  su  petición  de 


embargo,  ampliándola  A  la  cuota  que  en  los 
bienes  embargados  correspondían  á  doña  Del- 
fina Zulueta,  y  pidió  que  el  alzamiento  del  eni- 
luirgo  y  otras  medidas  que  allí  indica  se  en- 
tendieran solo  respecto  á  la  cuota  ó  parte 
que,  en  dichos  bienes,  correspondía  al  terce- 
rista, dejándolo  subsistente  en  lo  demás.  Re- 
chazada también  esta  solicitud  por  sentencia 
de  7  de  mayo  de  1904,  apeló  aquél  de  dicha 
resolución  para  ante  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago,  donde  se  elevaron  los  autos,  pre- 
via concesión  del  recurso  y  notificación  de  los 
interesados. 

Hl  Tribunal  de  Alzada  mandó  traerlos  en  re- 
lación y  fijó  día  para  la  vista  de  la  causa  en 
la  tabla  del  3  de  diciembre,  á  pesiir  de  que  el 
apelante  no  había  comparecido  aún  á  seguir 
la  inst''>ncia,  y  cuando  en  consecuencia  no  se 
había  tampoco  notificado  del  decreto  "en  rela- 
ción." 

Así  las  cosas,  la  causa  se  vió  por  una  de  las 
Satas  de  la  Corte  el  día  señalado  en  la  tabla, 
ó  sea  el  7  de  diciembre  de  1904,  apareciendo 
en  esa  misma  íecha,  la  siguiente  notificación 
del  decreto  en  relación  hecha  al  procurador 
del  apelante,  que  acababa  de  hacerse  parte  en 
el  recurso: 

"En  7  de  diciembre  de  1904  á  las  A.  M. 
notifiqué  á  don  Amadeo  Gundelach.  No  firmó. 
~0  Vial" 

Y  vista  la  causa  se  dictó  el  mismo  día  la 
sentencia  de  7  de  diciembre  que  confirmó  sin 
modificación  la  resolución  apelada. 

Con  todosestosantecedentes  ha  interpuesto 
A.  Rosa  y  C  recurso  de  casación  en  la  forma 
contra  la  sentencia  de  laCorte  de  Apelaciones, 
y  formalizándolo  dice  lo  que  sigue: 

El  recurso  de  casación  en  la  forma  se  con- 
cede por  excepción,  según  el  artículo  942  del 
citado  Código  de  Procedimiento  Civil;  contra 
las  sentencias  interlocutorias  cuando  en  la  2* 
instancia  se  dictaren  sin  previo  emplazamien- 
to de  la  parte  agraviada,  ó  sin  señalar  día 
para  la  vista  de  la  causa. 

Bstimoquela  resolución  de  US.  lltma.  de  fe 
cha  7  de  diciembre,  que  se  pronuncia  sobre  la 
apelación  deducida  en  estos  autos,  infringe  el 
artículo  942  citado. 

Bneíecto,  consta  de  autos  que  US.  lltma.  se 
pronunció  sobre  la  apelación,  habiéndose  he- 
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cho  figurar  la  cansa  en  tabla  el  día  7  de  di- 
ciembre, nn  qne  mi  parte,  A.  Rosa  y  C,  fuera 
notificada  del  decreto  en  relación.  En  conse- 
cuencia, la  resolución  de  US.  Iltma.  se  ha  dicta- 
do sin  previo  emplazamiento  ni  citación  para 
oír  sentencia  de  la  parte  agraviada.  También 
se  ha  dictado  sin  señalar  día  para  la  vista  de  la 
causa,  pues,  aun  cuando  en  el  hecho  se  hizo  fi- 
gurar la  cansa  en  la  tabla,  la  circunstancia  de 
no  haber  sido  notificada  mi  parte  del  decreto 
en  relación,  trae  como  consecuencia  legal  et  no 
haberse  hecho  el  seAalamiento  de  día,  ya  que 
para  ello  es  menester  que  preceda  la  notifica- 
ción. 

Mi  'parte  tiene  en  este  caso  el  carácter  de 
apelante,  procedía,  por  tanto,  que  el  apelado 
hubiera  pedido  forzosa  é  ineludiblemente  la 
deserción  del  recurso,  dentro  de  lo  prescripto 
en  el  artículo  224  del  Código  de  Procedimien- 
to  Civil. 

La  causa  no  ha  podido  figurar  en  la  tabla 
sino  con  el  único  y  exclusivo  objeto  de  que  el 
Iltmo.  Tribunal  se  pronunciara  sobre  la  deser- 
ción; tan  es  así  que  el  mismo  día  en  que  apa- 
reció en  tabla,  me  hice  parte  por  los  señores 
A.  Rosa  y  C^,  á  fin  de  evitar  la  deserción, 
pues  con  sobrado  fundamento  creí  que  lo  que 
figuraba  en  tabla  era  la  deserción. 

El  Iltmo.  Tribunal,  no  se  si  por  el  hecho  de 
haberme  hecho  parte,  creyó  que  podía  pro- 
nunciarse sobre  la  apelación,  ya  que  así  efec- 
tivamente lo  hizo. 

Si  tal  hubiera  sido  la  razón  que  tuvo  en  vis- 
ta el  Iltmo.  Tribunal,  estimo  que  no  es  legal 
ni  bastante.  Al  presentarel  poder,  seqaisoevi- 
tar  ta  deserción,  ya  qne  debió  haberse  ella  pe- 
dido forzosamente,  (artículo  224  del  Código 
de  Procedimiento  Civil)  y  la  prueba  más  evi* 
dente  de  esto  es  qneel  patrocinante  de  mi  par- 
te no  concurrió  A  los  estrados  del  Iltmo.  Tri- 
bunal, pues,  con  sobrada  razón  se  juzgó  que 
se  trataba  de  un  simple  trámite. 

La  resolución,  pues,  de  US.  Iltma.  se  ha  dic- 
tado privando  á  la  parte  de  todo  medio  de  de- 
fensa y  ello,  en  su  concepto,  la  vicia  de  nu- 
lidad. 

La  Corte: 
Con  lo  relaríonado  y  considél'ando: 


1.^  Que  para  que  un  Tribunal  de  Alzada 
que  conoce -de  una  causa  en  2^  instancia,  dicte 
en  ella  sentencia  firme  es  indispensable  que 
dicha  causa  se  encuentre  en  estado,  esto  es, 
que  se  hayan  cumplido  debidamente  los  trá- 
mites 6  requisitos  dispuestos  por  la  ley  para 
el  recurso  qne  ha  motivado  la  instancia; 

2^  {^ue,  de  acuerdo  con  los  procedimientos 
establecidos  para  la  alzada  en  el  Código  de  la 
materia,  el  apelante  de  una  resolución  expe- 
dida por  un  Tribunal  de  1*  instancia  qne  resi- 
da en  la  misma  ciudaddonde  funciona  la  Cor- 
te revisora,  sólo  tiene  el  plazo  de  3  días  para 
comparecer  ante  el  Tribunal  Superior,  conta- 
do este  plazo  desde  que  se  reciban  los  antes 
en  la  Secretaría  del  Tribunal  de  2*  instancia ; 

3^  Qne,  si  dentro  del  plazo  indicado  no  hu- 
biere comparecido  el  apelante,  no  puede  con- 
tinuarse en  la  tramitación  del  recurso,  y  el 
apelado  debe  pedir  necesariamente  que  se  de- 
clare desierta  la  apelación,  caso  en  que  el  Tri- 
bunal habrá  de  resolver  lo  que  corresponda 
en  orden  á  esta  petición,  con  solo  el  mérito 
delcertificado  del  Secretario; 

4^  Que  de  lo  expuesto  en  I09  considerandos 
anterinres,resuttaque  mientras  el  apelante  no 
haya  comparecido  á  seguir  la  instancia,  noti- 
ficándose de  las  providencias  que  fijan  su  es- 
tado ó  no  hayaexpresadoagraviosensucaso, 
el  Tribunal  de  Alzada  no  puede  hacer  figurar 
el  asunto  en  la  tabla,  que  debe  formar  el  filtt- 
mo  día  hábil  de  cada  semana  de  todos  los  ne- 
gorios  qne  se  encuentran  en  estado  y  de  que 
deba  conocer  en  la  semana  siguiente,  en  la 
cual  tabla  se  señala  el  día  para  la  vista  de  la 
causa. 

5'  Que,  en  consecuencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago  no  debió  hacer  figurar  el 
presente  juicio  en  la  tabla  del  3  de  diciembre, 
ni  señalar  en  ella  día  para  su  vista,  por  cuan- 
to no  habiendo  comparecido  aan  en  esa  fecha 
el  apelante,  ta  causa  no  se  encontraba  en  es- 
tado; y,  por  lo  mismo,  la  sata  sentenciadora 
debió  limitarse  sólo  á  declarar  desierto  el  re- 
curso, si  tal  resolución  procedía,  ó  á  suspen- 
der la  vista  de  la  causa  hasta  que,  llenados 
todos  los  trámites  necesarios,  pudiera  aqué- 
lla figurar  debí  lamente  en  la  tabla; 

6'  Que,  al  proceder  en  otra  forma,  pronun- 
ciándose sobre  et  fondo  del  recurso,  á  pesar  de 
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los  defectos  apuntados,  la  mencionada  Sala 
falló  en  realidad  el  negocio  sin  que  las  partes 
hubieran  sido  citadas  para  sentencia  y  sin 
que  se  hubiera  señalado  día  para  la  vista  de 
la  causa; 

7^  Que,  aun  cuando  por  regla  general  solo 
se  concede  el  recurso  de  casación  contra  las 
sentencias  interlocu tortas  cuando  pone'n  tér- 
mino al  juicio  6  hacen  imposible  su  continua- 
ci<ín,  caracteres  de  que  carece  la  de  que  aquí 
se  trata,  el  recurso  de  casiuión  en  la  forma  se 
concede  también  por  excepción  contra  toda 
sentencia  ínter! ocutoría,  cualquiera  que  sea 
sn  naturaleza,  cuando  se  dicta  en  la  segunda 
instancia  sin  previo  emplazamiento  de  la  parte 
agraviada  ó  sin  señalar  día  para  la  vista  de 
la  causa,  defecto  este  último  en  que  se  ha  in- 
currido en  el  caso  de  este  recurso,  según  se  ha 
dicho  en  el  considerando  anterior; 

8^  Que,  n  bien  es  verdad  que  á  Rosa  y 
se  noti6có  de  la  providencia  y  se  hizo  parte  en 
la  instancia,  según  consta  de  la  diligencia  defs. 
54,  tales  actos  posteriores  Á  la  formación  de  la 
tabla  del  3  de  diciembre,  ó  sea,  del  decreto  que 
señaló  día  para  la  vista  de  la  causa,  no  sanean 
por  sí  solos  el  vicio  original  de  dicha  tabla,  ni 
dan  mérito  para  considerar  notificado  al  ape- 
lante por  cuanto  en  las  referidas  diligencias  no 
aparece  que  tuviera  conocimiento  de  la  tabla 
ni  de  que  el  fondo  del  negocio  debiera  verse  en 
ese  mismo  día,  circunstancia  que  impide  apli- 
car para  este  caso  la  disposición  del  articulo 
58  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Por  tales  consideraciones  y  visto  además 
lo  prevenido  en  los  artículos  223,  224,  170, 
169,  942,  941,  959  y  979  del  Código  más 
arriba  citado,  se  declara  que  ha  lugar  al  recur- 
so interpuesto,  y  en  consecuencia  se  invalida 
la  resolución  pronunciada  en  7  de  diciembre 
en  curso,  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, y  repónese  el  proceso  al  estado  de  sena- 
lar  nuevo  día  para  la  vista  de  la  causa. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  FosterRe- 
cabarren.— />qpo/t/o  Ürrutia.—Galvaríao  Ga- 
llardo. —  V.  Aguirre  V.  —  Abel  Saavedra.  — 
E.  Fóater  Recabarren. 


Caá.  CÍV.—30  de  dkkmbn  de  1904- 

Lockett  Bross  y  C*  con  Munidpalidad 
de  Iquique 

Reclamo  de a7alúo.— Olaslfioaoión  de 
patente.— Apelaoión  de  las  resolu- 
ciones del  Jaez.— Improoedenoia. 

* 

Doctrina:— iVo  es  aplicable  á  las  recia' 
maciones  á  que  pueda  dar  origen  la  for- 
mación de  la  matrfcalade patentes  de  in- 
dustrias y  pro&siones  el  articulo  50  de  la 
ley  de  22  de  diciembre  de  1891. 

Según  el  artículo  34  de  esta  ley  las  ren- 
tas municipales  se  componen  de  los  im- 
puestos que  enumera,  entre  los  cuales  iw 
dica  el  de  patentes  sobre  industrias  y 
profesiones;  pero  dicha  disposición  legal 
al  hacer  esta  enumeración  se  reñere  al 
impuesto  establecido  y  reglamentado  por 
la  ley  de  22  de  dickmbre  de  1866 y  que 
la  ley  de  28  de  julio  de  1888  había  dis- 
puesto que  '*seria  percibido  por  las  oñcr 
nasñscahsy  su  producto  entregado  á 
las  Municipalidades  respectiyas";  y  por 
lo  tanto,  lo  deja  sometido  á  las  disposi- 
ciones de  la  re&rida  ley  de  22  de  diciem- 
bre de  1866. 

Esto  se  confirma  con  las  disposiciones 
de  los  artículos  35 y  siguientes  del  título 
5^  de  la  Ley  de  Municipalidades  que  re- 
glamentan minuciosamente  los  impues- 
tos, personal  y  de  haberes  muebles  é  in. 
muebles  creados  por  ella,  las  cuales  no  se 
refieren  al  de  patentes  sino  para  indicar 
en  el  inciso  Ultimo  del  artículo  44  como 
ha  de  componerse  la  comisión  que  forme 
su  matrícula.  El  contexto  de  las  disposi- 
ciones ae  la  ley  y  la  historia  fidedigna  de 
su  establ&:imiento  corroboran  esta  inter- 
pretación. 

El  cobro  del  impuesto  de  patente  está 
autorizado  además  por  la  ley  periódica  de 
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contribaciooes  coa  arreglo  á  Ist  ley  de  22 
de  diciembre  de  1866^  y  con  arreglo  al 
articulo  10  de  esta  ky  el  Jaez  de  Comer- 
cio decide  sin  ulterior  recurso  los  recla- 
mos sobre  la  clasiñcación  de  patentes 
pro&sionaks  é  industriales,  siendo,  pot 
lo  tanto,  improcedente  el  recurso  de  ape- 
lación de  sus  resoluciones. 


Vistos:  don  Leóu  fi.  Northcote  por  los  se- 
ñores LockettfBi'osa  j  C^,  expone: 

Qtu  la  comisión  avaluadora  respectiva  ha 
estimado  las  oficinas  Peruana,  San  Donato  y 
Buen  Retiro  en  $  450.000,  $  680.000  y  $  800 
mil,  respectivamente;  que  no  existiendo  ra- 
zón para  el  aumento,  pide  se  reduzca  el  ava- 
lúo de  la  primera  Á  $  250.000;  el  de  la  segun- 
da á  $  320.000  y  el  de  la  tercera  en  un  25%. 

Por  último,  reclama  de  la  patente  de  casa 
importadora  de  primera  clase  qne  la  comisión 
ha  puesto  á  sus  representados  y  pide  quede 
como  importadora  de  segunda  clase  conformé 
á  los  años  anteriores. 

Citados  á  comparendo  el  reclamante  y  la 
comisión  avaluadora,  ésta  expuso:  que  estaba 
de  acuerdo  en  reducir  el  avalúo  de  la  ofídna. 
Buen  Retiro  á  la  suma  de  $  650.000;  y  que 
mantenía  los  avalúos  de  las  oficinas  San  Do- 
nato 7  Peruana. 

Respecto  á  la  casa  Lockett,  la  misma  comi- 
sión expresó  haber  aumentado  á  $  2.000  la 
patente  de  $  500,  en  atención  á  que  la  Admi- 
nistración de  Aduana  de  este  puerto  la  ha  ca- 
lificado como  casa  importadora  de  primera 
clase,  como  lo  manifiesta  con  el  certificado 
que  presenta  al  Juzgado. 

Con  el  mérito  de  autos  y  teniendo  presente 
lo  expuesto  por  las  partes  en  el  comparendo 
que  precede,  se  declara: 

1^  Se  reduce  el  avalúode  la  oficina  Peruana 
á  $  250.000; 

2^  Qne  se  rebaja  á  $  500.000  la  tasación  de 
la  oficina  San  Donato; 

3«  Qne  se  reduce  á  $  650.000  el  avalúo  de 
la  oficina  Buen  Retiro;  y 

él*  Se  desecha  el  reclamo  referente  á  la  cía* 
sificación  de  casa  tmportadora.de  primera 


clase  que  se  ha  hecho  de.los  reclamantes.— if. 

Faeazalida. 
Apelada  esta  sentencia, 

I.a  Corte  resolvió: 

Tacna,  7  de  noviembre  de  1903,— Vistos: 
don  León  B  Northcote  por  los  señores  Loc- 
kett Bross  y  C*  ha  apelado  de  la  resolución 
de  15  de  octubre  último,  en  la  parte  que  dese- 
cha el  reclamo  referente  A  la  clasificación  de  la 
patente  que  se  le  ha  asignado  en  la  matrícula 
como  casa  importadora  de  primera  clase. 
Teniendo  presente: 

Que  la  Ley  Orgánica  de  Municipalidades  de 
22  de  diciembre  de  1891,  al  determinar  en  su 
artículo  34  que  las  rentas  municipales  se  com- 
ponen, entre  otras,  del  impuesto  de  patentes 
sobre  industrias  y  profesiones,  no  ha  alterado 
ni  la  cuantía  ní  la  manera  de  clasificar  dichas 
patentes,  establecidas  por  la  ley  de  22  de  di> 
ciembre  de  1866; 

Que  la  ley  vijente  de  22  de  julio  de  1902, 
que  autorizó  el  cobro  de  las  contribuciones  fis* 
rales  y  municipales,  como  las  de  igual  clase 
que  la  han  precedido,  establece  en  el  número  2' 
del  artículo  2^  que  el  impuesto  de  patentes  so- 
bre profesiones  £  industrias  se  cobrará  con- 
forme á  las  leyes  de  22  de  diciembre  de  1866  y 
22  de  diciembre  de  1891; 

Que  si  bien  el  artículo  50  de  esta  última  ley 
prescribe  que  las  apelaciones  deducidas  sobre 
las  resoluciones  del  Juez  serán  resueltas  por 
los  tribunales  de  alzada  respectivos,  esta  dis- 
posición se  refiere  manifiestamente  á  las  ape- 
laciones qne  se  deduzcan  contra  las  resolucio- 
nes que  recaigan  en  los  reclamos  sobre  la  lista 
de  los  habitantes  que  deben  pagar  el  impuesto 
personal  (impuesto  cuyo  cobro  no  está  auto- 
rizado por  la  ley  correspondiente)  y  sobre  la 
lista  6  rol  de  avalúos  de  los  haberes  de  que 
tratan  los  artículos  que  le  preceden; 

Que  el  artículo  10  de  la  citada  ley  de  22  de 
diciembre  de 1 866  atribuye  al  Juez  de  Comerrio 
la  decisión,  sin  ulterior  recurso,  de  los  recia, 
mos  sobre  clasificación  de  patentes  profesiona- 
les é  industriales. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  leyes 
referidas,  se  declara  improcedente,  en  la  parte 
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apelada,  el  recurso  deducido  contra  la  resolu. 

ción  citada  al  príncipio  de  esta  sentencia. 

Kedactada  por  el  señor  Ministro  Vega.— 
Aníbal  Palacios.— R.  Vega.— M.  A.  Qairett. 

Contra  esta  sentencia  se  ha  deducido  recur- 
so de  casación  en  el  fondo.  En  primer  lugar  se 
sostiene  su  procedencia,  porque  la  referida  re- 
solución es  definitiva,  6  en  caso  de  ser  interlo- 
cntoría  es  de  aquellas  que  ponen  término  al 
juicio  ó  hacen  imposible  su  continuación,  y  de 
consiguiente,  se  dice,  en  uno  y  otro  caso,  el  ar- 
tículo 934  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
concede  dicho  recurso. 

Entrando  en  los  fundamentos  de  la  recla- 
mación, se  dice:  que  la  sentencia  de  la  Corte 
ha  infringido  el  articulo  50  de  la  Ley  de  Muni* 
cipalidades  de  22  de  diciembre  de  1891,  que 
concede  eo  términos  expresos  el  recurso  de 
apelación  que  dicho  Tribunal  ha  declarado 
improcedente  y  de  este  modo  ha  quedado  ina- 
movible el  fallo  de  primera  instancia  en  la  par. 
te  que  determina  que  la  casa  comercial  Loc- 
kett  Bross  y  C*  debe  pagar  una  patente  de 
$  2.000  como  casa  importadora  de  primera 
clase.  La  Corte  ha  fundado  su  declaración  en 
el  artículo  1 0  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de 
1866,  que  atribuye  al  Juez  de  Comercio  la  de- 
cisión, sin  ulterior  recurso,  de  los  reclamos  so- 
bre clssifícación  de  patentes  profesionales  é 
industríales,  sin  recordar  que  ese  artículo  se 
encuentra  expresamente  derogado  por  el  ar- 
tículo 50  de  la  ley  vijente  de  Municipalidades. 

Desde  la  aplicación  de  esta  ley,  se  agrega, 
este  impuesto  ha  quedado  sometido,  en  primer 
lugar  á  ta  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  y  en 
segundo  lugar,  y  solo  en  aquello  no  previsto 
ó  que  no  sea  contrario,  á  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1866;  y  es  por  esto  que  la  ley  vi- 
gente de  22  de  julio  de  1902.  (fecha  en  que 
acaederon  los  hechos  de  qne  trata  el  recurso) 
que  autorizó  el  cobro  de  las  contribuciones, 
establece  en  el  número  2^  del  articulo  2^  que  el 
impuesto  de  patentes  se  cobrará  conforme  á 
las  leyes  indicadas. 

Es  por  lo  tanto  inaceptable,  añade  el  recn- 
rrente  la  interpretación  restrictiva  que  ha 
dado  la  Corte  de  Tacna  al  artículo  50  de  la 
Ley  de  Municipalidades;  pues  ese  artículo  s^ 
refiere  tanto  á  los  reclamos  de  avalúos  de  los 


haberes  como  á  los  de  patentes  industriales  \ 
profesionales.  Kl  artículo  no  hace  distinción 
alguna  entre  los  diversos  reclamos  y  los  com- 
prende á  todos  desde  que  no  excluye  expresa- 
mente á  ninguno  de  ellos. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  el  artículo  34  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1891,  dispone  lo  siguiente: 

Las  rentas  municipales  se  componen: 

1°  De  un  impuesto  personal  de  $  1  á  3,  que 
no  podrá  destinarse  á  otro  objeto  que  al  sos- 
tenimiento de  las  escuelas  primarías  del  Mu- 
nicipio; , 

2^  De  un  impuesto  sobre  los  haberes  muebles 
é  inmuebles  que  no  podrá  exceder  de  un  3  por 
mil; 

3^  De  un  impuesto  sobre  el  expendio  de  ta- 
bacos y  bebidas  alcohólicas; 

4'  De  las  cantidades  que  el  Congreso  Nacio- 
nal votará  anualmente  para  el  sostenimiento 
de  los  servicios  municipales; 

5^  De  los  producidos  de  las  propiedades  y 
demás  bienes  municipales;  de  las  multas  y 
cualquiera  otra  clase  de  entradas; 

6'  Del  impuesto  de  patentes  sobre  tndustríns 
y  profesiones. 

2'  Que,  como  aparece  de  su  contexto,  la 
disposición  legal  que  se  deja  transcríta  y  que 
indicó  la  composición  de  las  rentas  municipa- 
les, creando,  al  efecto,  diversos  impuestos,  se 
limitó,  en  cuanto  al  de  patentes,  á  decir  qne 
formaría  parte  de  aquellas  rentas  '*el  impuesto 
de  patentes  sobre  industrias  y  profesiones", 
esto  es,  el  impuesto  establecido  y  reglamen- 
tado por  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1866  y 
que  la  de  28  de  julio  de  1888  había  dispuesto 
que  "sería  percibido  por  las  oficinas  fiscales  y 
su  producto  entregado  á  las  Municipalidades 
respectivas." 

3^  Que  no  siendo  el  propósito  de  la  ley  mn- 
nirípal  establecer  una  contribución  nueva  so- 
bre la  misma  materia,  sino  incluir  entre  las 
rentas  de  la  Municipalidad  el  impuesto  enton- 
ces existente  sobre  industrias  y  profesiones,  es 
claro  que  dicho  impuesto  continuaba  siendo 
regido  por  las  disposiciones  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1866,  salvo  en  cuanto  estas  dís- 
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posiciones  fueran  modificadas  por  las  de  la 
Ley  Orgánica  de  Mnnicipalidades; 

4'  Que  los  artículos  35  y  siguientes  del  tí- 
tulo 5*'  de  la  Ley  de  Municipalidades— que 
reglamentan  minuciosamente  los  impuestos 
personal  y  de  haberes  muebles  é  inmuebles, 
determinando  las  personas  6  bienes  someti- 
dos al  impuesto—ó  exceptuados  de  la  contri- 
bución, la  cuota  de  ésta,  la  manera  de  nom- 
brar los  tasadores  que  deben  hacer  los  ava- 
lúos, el  procedimiento  que  debe  seguirse,  etc., 
no  serefiere  al  impuesto  de  patentes  sino  para 
indicar,  en  el  inciso  último  del  artículo  44 
como  ha  de  componerse  la  comisión  que  for- 
me 8U  matrícula. 

Y  B^,  para  mencionar  solo  estas  disposi- 
donea  de  la  ley,  el  inciso  1^  del  artículo  44- 
dice:  "En  su  primera  sesión  las  nuevas  muni- 
cipalidades, y  en  los  años  siguientes,  en  la 
primera  sesión  del  mes  de  mayo  de  cada  año, 
elegirán  tres  tasadores  para  hacer  el  avalúo 
de  los  haberes  y  formar  la  lista  de  los  habi- 
tantes que  deben  pagar  el  impuesto  personal". 
£1  46  establece  que  los  tasadores  deberán  ter- 
minar su  trabajo  y  presentarlo  antes  del  15 
de  agosto  formando  el  rol  por  subdelegación. 

£1  artículo  48,  que  es  decisivo,  dispone  tex- 
tualmente que  la  "Municipalidad  examinará 
las  listas  de  avalúo,  hará  en  ellas  las  modifi- 
caciones que  de  acuerdo  con  los  tasadores 
considere  necesarias  para  asegurar  la  unifor 
midad  y  la  más  equitativa  igualdad  de  las 
avaluaciones,  y  ordenará  en  seguida  la  publi- 
cación de  las  dos  listas,  desde  el  día  1^  al  10 
de  septiembre,  en  un  periódico  del  departa- 
mento, «i  lo  hubiere,  ó  en  el  más  inmediato, 
y  en  todo  caso,  por  carteles." 

El  articulo  48  ordena  publicar  "los  dos  lis- 
tas, refiriéndose  á  dos  listas  determinadas  6 
conocidas.  El  artículo  48  llama  lista  de  ava- 
lúos al  rol  de  propiedades  que  forman  los  ta- 
sadores; y  el  articulo  44  inciso  1^,  habla  de  la 
lista  de  los  habitantes  que  deben  formarlos 
mismos  tasadores.  Luego,  cuando  el  artículo 
48  ordena  hacer  la  publicación  de  las  dos  lis- 
tas, no  puede  hablar  sino  de  las  dos  listas  de 
que  trata  determinadamente  la  ley— de  la  lis- 
ta de  avalúos  que  menciona  el  articulo  48  y 
de  la  lista  de  habitantes  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 44.  Estas  Bon,  en  conMctiencia,  las  dos 
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listas  que  se  publican  del  1^  al  10  de  septiem- 
bre, las  únicas  que  llegan  á  conocimiento  de 
los  interesados,  porque,  con  este  objeto  se 
hace  la  publicación;  y  las  únicas,  por  tanto, 
que,  en  cuanto  son  susceptibles  de  ello,  pue- 
den servir  de  materia  á  las  reclamaciones  y  re- 
cursos de  que  tratan  los  artícnlos  49  y  50. 

Bl  primero  de  estos  artículos  previene  que 
los  que  se  consideren  perjudicados  por  estos 
avalúos,  los  de  los  bienes  practicados  por  los 
tasadores— podrán  reclamar  hasta  el  20  de 
septiembre  ante  el  Juez  de  Letras.  El  50  dice 
que  las  apelaciones  deducidas  sobre  las  resolu- 
ciones del  Juez— es  decir,  sobre  las  resoluciones 
recaídas  sobre  las  únicas  reclamaciones  que 
pueden  formularse— serán  resueltas  dentro  de 
cierto  término  por  los  Tribunales  de  Alzada; 

5'  Que  la  historia  fidedigna  de  la  Ley  de  Mn- 
nicipalidades confirma  la  inteligencia  que  se 
ha  atribuido  á  sus  preceptos  en  los  números 
precedentes. 

El  proyecto  aprobado  por  la  Cámara  de  Di- 
putados no  contenía  la  disposición  que  forma 
hoy  el  número  6^  del  artículo  34,  ni  la  del  in- 
ciso final  del  artículo  44.  Y  é  pesar  de  que  no 
se  incluía  el  impuesto  de  patentes  entre  las 
rentas  municipales,  ni  se  constituía  la  comi- 
sión encargada  de  formar  la  matrícula  para 
el  pago  de  este  impuesto,  el  artículo  52  conce- 
bido, más  ó  menos  en  los  mismos  términos  del 
que  lleva  en  li  ley  el  número  48,  ordenaba 
también  hacer  la  publicación  de  /as  dos  listas: 
el  53,  igual  al  49  actual,  disponía  como  éste 
que  "los  que  se  consideren  perjudicados  por 
estos  avalúos  podrán  reclamar  hasta  el  20  de 
septiembre  ante  el  Jues  de  Letras",  y  por  últi- 
mo, el  54,  correspondiente  al  50  de  la  ley,  es- 
tableda  igualmente  que  "las  apelaciones  de- 
ducidas sobre  los  resoluciones  del  Juex  serían 
resueltas  por  los  Tribunales  de  Alzada  respec- 
tivos antes  del  30  de  noviembre." 

Agregados  en  el  Senado  los  incisos  á  que  se 
ha  hecho  referencia  concernientes  al  impuesto 
de  patentes,  áfíndedejarestablecidoque"esta 
ley  no  quedaría  derogada  sino  en  la  parte  que 
no  fuese  contraria"  á  la  que  se  discutía,  se 
acordó  agregar  al  respectivo  artículo  de  los 
transitorios  que  declara  "derogadas  desde  el 
1^  de  abril  de  1892"  las  leyes  que  enumera,  el 
■iguiente  inciso  que  no  contenía  el  artículo 
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aprobado  por  la  Cámara  de  Diputados,  "de 

28  de  ¡ulio  de  1888  (de  patentes  sobre  indus- 
trias j  profesiones)  con  la  parte  que  sea  con- 
traria á  las  disposiciones  de  la  presente  ley;" 

6^  Que  de  lo  expuesto  anteriormente  se  des- 
prende con  toda  claridad  que  no  es  aplicable 
á  las  reclamaciones  á  que  puede  dar  origen  la 
formación  de  la  matrícula  de  patentes  sobre 
industrias  y  profesiones  el  artículo  50  de  la 
ley  de  22  de  diciembre  de  1891  y  que,  por  con- 
siguiente, no  se  ha  infringido  este  artículo  al 
repudiar  su  aplicación  la  Corte  de  Tacna  al 
caso  qne  ha  motivado  el  presente  recurso; 

7^  Que  no  se  ha  reclamado  de  la  sentencia 
recurrida  por  quebrantamiento  de  ningún  otro 
precepto  legal. 

Visto  además  lo  prescripto  en  los  artículos 
945,  960,  979  y  249  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  interpuesto 
contra  la  sentencia  de  17  de  noviembre  de 
1903.  Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  de 
$  150  conugnada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Soavedra. 

Esta  sentencia  ha  sido  acordada  contra  el 
roto  del  señor  Ministro  Alfonso,  quien  opinó 
por  dar  lugar  al  recurso  en  virtud  de  los  fun- 
damentosque  consigna  en  el  libro  de  acuerdos. 

Los  señores  Ministros  Rodríguez  y  Póster 
Recabarren,  aunque  piensan  que  son  apelables 
las  resoluciones  que  pronuncien  los  jueces  le- 
trados sobre  las  reclamanones  de  patentes, 
sentido  en  el  cual  están  conformes  con  la  opi- 
nión del  Ministro  disidente,  señor  Alfonso, 
aceptaron,  sin  embargo,  la  sentencia  acordada 
por  la  mayoría  por  cuanto,  en  su  concepto,  no 
se  han  citado  en  el  recurso  las  verdaderas  le- 
yes infringidas  porel  Tribunal  sentenciador.-. 
José  Alfonso. —J.  Gabriel  Palma  Guxmán.— 
V.  Aguirre  V.— Leoncio  Rodríguex.— Carlos 
Varas.— Abel  Saavedra  E.  Fóater  Recaba- 


rren. 


Voto  especial 

Bq  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
puesto por  la  casa  comercial  Lockett  Bross  y 
C*  de  Iquique  contra  la  sentencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Tacna,  que  declaró  inapela- 
ble ana  resolución  del  Juzgado  de  Letras  que 


había  negado  higar  fi  la  reclamación  de  pa- 
tentes formulada  por  aquella  casa,  el  inh'as- 
criptoha  opinado  qaedebe  admitirse  dicho  re- 
curso. 

Lockett  Bross  y  C^  que  habían  figurado 
como  importadores  de  segunda  clase,  fueron 
clasificados  en  la  matricula  de  1903  como  im- 
portadores de  primera  clase,  obligados  á  pa- 
gar $  2.000  en  lugar  de  $  500;  por  esta  causa 
dedujercm  el  reclamo  que  autoriza  el  articulo 
10  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1866,  que 
dispone  qne  el  contribuyente  que  no  te  confor- 
mare con  la  clasificación  que  se  haya  hecho  de 
su  industria,  podrá  entablar  su  reclamo  ante 
el  Juez  de  Comercio,  quien  decidirá  sin  ulterior 
recurso. 

La  Corte  de  Iquique,  sosteniendo  que  este 
precepto  está  en  vigor,  negó  lugar  á  la  apela- 
ción del  contribuyente,  según  el  cual  la  dispo- 
sición legal  qne  rige  es  la  de  la  ley  orgánícamu- 
nicipal,  que  en  sus  artículos  49  y  50  ordena 
que  los  que  se  consideren  perjudicados  por  los 
avalúos,  que  se  mandan  practicar  por  los  ar- 
tículos anteriores,  podrán  reclamar  ante  el 
Juez  de  Letras,  y  las  apelaciones  que  se  deduz- 
can serán  resueltas  antes  del  30  de  noviembre. 

Alega  el  recurrente  que  estos  preceptos  han 
derogado  el  articulo  10  de  la  ley  sobre  paten- 
tes, que,  aplicándolo,  la  Corte  ha  infringido  el 
artículo  50  citado. 

La  cuestión  que  hay  que  decidir  en  este  re- 
curso está  reducida  á  establecer  si  el  artículo 
10  de  la  ley  de  1866  ha  sido  6  nó  derogado 
por  la  ley  orgánica  de  1891. 

Mientras  las  dos  leyes  mencionadas  fueron 
la  única  norma  que  sirvió  para  regir  en  esta 
materia,  refiriéndose  la  de  1891  á  reclamación 
sobre  avalúos  que  no  manda  practicar  la  de 
1866,  se  suscitaba  naturalmente  la  duda  de 
sí  la  primera  había  dejado  en  este  punto  en 
vigor  la  segunda,  que  por  lo  demás  continua- 
ba rigiendo  en  asuntos  de  patentes,  no  apare- 
ciendo en  la  enumeración  de  las  leyes  derogar 
das  qne  hace  el  articulo  7^  transitorio  de  la 
ley  municipal.  Podría  creerse  que,  al  autori* 
zar  ésta  la  reclamación  sóbrelos  avalúos  y  no 
existiendo  tales  avalúos  en  materia  de  paten- 
tes, ya  que  la  comisión  que  se  nombra  debe 
formar  la  matrícula,  el  organismo  creado  por 
la  ley  de  1866  quedaba  en  todas  sus  partes  en 
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pie  y  por  lo  tanto  en  vigor  el  precepto  que 
ordena  decidir  sin  ulterior  recarsolas  reclama- 
ciones que  se  dedujeran  sobre  la  clasificación. 

£n  este  estado  se  dictó  la  ley  de  10  de  enero 
de  1900  que  dice:  "Articulo  finico:  cuando  no 
se  haya  hecho  el  avalúo  de  los  haberes  ni  for- 
mado la  matricula  para  el  pago  de  patentes, 
de  conformidad  á  los  artículos  44  y  siguientes 
de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  regirán 
el  avalúo  y  matrícula  aprobados  el  año  ante- 
rior; 

"Los  que  se  consideren  perjudicados  por 
estos  avalúos  podrán  reclamar  en  los  plazos 
y  en  la  forma  establecidos  en  el  artículo  49  y 
siguientes  de  la  misma  ley." 

En  presencia  de  este  texto  legal,  que  da  su 
intelig(¡ncia  y  alcance  verdaderos  á  los  artícu- 
los 49  y  50  de  la  ley  orgánica  municipal,  cree 
el  infrascripto  que  no  es  posible  desconocer 
que  el  artículo  10  de  la  ley  de  1866  ha  sido 
derogado  y  que  existe  el  derecho  de  apelar  del 
fallo  que  se  pronuncie  sobre  una  reclamación 
contra  la  matrícula. 

La  ley  de  10  de  enero  transcripta  quiso  poner 
remedio  conjuntamente  á  la  incorrección  que 
se  notaba  tanto  de  no  practicarse  el  avalúo 
de  los  haberes  como  de  no  formarse  la  matrí- 
cula para  el  pago  de  las  patentes,  y  ordenó 
que  rigiesen  el  avalúo  y  matrícula  aprobados 
el  año  anterior,  los  que  se  considerasen  perju- 
dicados podían  reclamar  ante  el  Jaez  de  pri- 
mera instancia  y  en  apelación  ante  la  Corte 
respectiva. 

El  infrascripto  sostiene  que  este  último  pre- 
cepto es  aplicable,  asi  al  avalúo  de  los  haberes 
como  á  la  formación  déla  matrícula,  y  que  un 
reclamo  contra  la  clasificación  hecha  en  ésta 
tiene  dos  instancias,  no  estando  c¡n  consecuen- 
cia sujeto  al  artículo  10  de  la  1^  de  1866,  que 
mandaba  decidirlo  por  el  Juez  de  Comercio, 
sin  ulterior  recurso. 

En  efecto,  la  ley  de  10  de  enero  de  1900  está 
dando  reglas,  á  la  vez  para  el  avalúo  de  los 
haberes  y  para  la  formación  de  la  matrícu- 
la; como  apaKce  claro  de  su  inciso  1^:  une 
dos  cosas  distintas,  como  son  avalúo  y  ma- 
tricula, para  establecer  que,  si  faltan  uno  y 
otro,  regirán  el  avalúo  y  matrícula  del  año  an- 
terior. Agrega  en  su  2^cÍ8o  los  recursos  de 


que  pueden  valerse  los  que  se  crean  perjudica- 
dos por  estos  avalóos. 

No  se  concibe  por  descuidada  que  sea  la  re- 
dacción de  nuestras  leyes,  que  destinada  la 
primera  parte  de  ese  precepto  á  las  dos  mate- 
rias que  comprende,  la  segunda  se  ocupara  solo 
en  una  de  ella^  sin  preocuparse  de  deslindar 
el  campo  restringido  que  se  atribuye  á  esta 
última.  Debe  considerarse  lógicamente  que  el 
2^  inciso  ha  tratado  de  las  mismas  materias 
que  el  primero,  desde  que  no  w  ha  expresado 
claramente  lo  contrario  como  era  indispensa- 
ble para  evitar  errores.' 

Es  digna  de  notarse  la  redacción  de  dicho 
inciso  2^,  en  el  cual  se  dice  los  que  se  consideren 
perjatiicados  por  estos  avaláos,  etc.,  empleán- 
dose la  frase  en  plural,  cuando  había  sido  usa- 
da en  el  inciso  1^  en  singular,  el  avalúo  de  los 
haberes;  lo  que  autoriza  para  creer  que  esa 
redacción  del  inciso  2^  se  refiere  á  las  dos 
materias  que  reglamentó  el  inciso  1*  de  la  ley, 
impropiamente  es  cierto,  porque,  como  se  ha 
dicho,  en  la  formación  de  la  matrícula  de  pa- 
tentes no  hay  avalúo,  sino  clasificadón  de 
giros,  industrias  y  profesiones  y  al  determi- 
nar que  son  de  tal  clase  ó  categoría,  en  reali- 
dad dispone  que  el  comerciante  ó  profesional 
clasificado  debe  pagar  tal  ó  cual  cantidad.  En 
el  fondo  de  las  cosas  la  comisión  matriculado- 
ra  de  patentes  hace  un  verdadero  avalúo. 

Por  esto  puede  creerse  que  el  legislador,  al 
redactar  el  inciso  2'  de  la  ley  de  10  de  enero, 
comprendió  en  su  precepto  el  avalúo  de  los  ha- 
beres y  la  matrícula  de  patentes;  de  otra  suerte 
no  se  concibe  que  haya  querido  manifestar  la 
misma  idea  diciendo  en  pocos  renglones  ava- 
lúa  de  los  haberes,  y  estos  avalúos^  es  decir, 
valiéndose  de  expresiones  diversas. 

Además,  no  hay  motivo  que  haga  compren- 
der por  qué  se  ha  creído  necesario  expresar  el 
derecho  que  puede  hacer  vakr  el  perjudicado 
en  el  avalúo  de  los  haberes  y  no  decir  nada 
respecto  del  derecho  del  perjudicado  en  la  ma- 
trícula, cuando  ambos  se  encuentran  en  la 
misma  situación  jurídica,  cual  es,  la  deregir  e] 
mismo  avalúo  y  la  misma  matrícula  del  año 
anterior.  Situación  nueva  é  iguálenlos  dos  ca- 
sos, y  que  sería  salvada  eo  el  uno  y  no  en  el 
otro,  ya  que  la  ley  de  1866  nada  ha  dispuesto 
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para  la  eventualidad  en  que  no  se  hubiere  for- 
mado la  matricula.  La  ley  de  10  de  enero  será 
defectuosa  en  su  redacción,  pero  no  tiene  la 
mconsecuencia  de  hacer  regir  la  matrícula  de 
un  año  para  el  siguiente  sin  determinar  como 
deberá  procedersc  cuando  hay  contribuyentes 
que  se  crean  peijudicados. 

Considera  el  infrascripto  que,  aun  cuando  no 
lo  eiEprese  la  ley  de  enero  de  1900,  interpreta 
en  el  punto  discutido  la  ley  municipal. 

Santiago,  30  de  diciembre  de  1904.— /osé 
AHbnao. 


derecho  al  comprador  la  consumación 
parcial  de  ana  venta  por  la  entrega  de 
parte  de  las  mercaderías  vendidas^  la 
obligación  de  pagar  el  precio  alcontado, 
de  tal  modo  que  quede  excluida  toda 
convención  en  contrario,  puesto  que  el 
pago  al  contado  no  es  un  requisito  esen^ 
cial  de  perfeccionamiento  de  la  venta^  la 
cual  puede  haberse  celebrado  á  plazo  en 
cuanto  al  pago  del  precio. 

La  apreciación  del  contrato  que  á  este 
efecto  baga  el  Tribunal  sentenciador,  en 
uso  de  sus  facultades  privativas,  es  ina- 
movible. 


Cas.  Cir.SO  de  diciembre  de  1904 
Aninat  con  Ferrecio  y 

Oompraventa  znercantU.— Prueba  tes- 
timonial. —  Entrega  parcial  de  la 
oosa  vendida;  pagro  del  preolo. 

Doctbina:— 1.a  existencia  de  una  obli- 
gación mercantil  puede  acreditarse  con 
prueba  testimonial  cualquiera  que  sea 
su  cuantía. 

Por  regla  general  la  venta  se  reputa 
perfecta  desde  que  las  partes  han  conve- 
nido en  la  cosa  y  en  el  precio  jr  de  confor- 
midad con  el  artículo  155  del  Código  de 
Comercio,  ptíeata  la  cosa  á  disposición 
del  comprador  jr  dándose  éste  por  satis- 
fecho de  e//a,  deberá  pagar  el  precio  en  el 
lugar  y  tiempo  estipulado.  Esta  regla 
no  está  modiñcada  por  el  inciso  2*  de- 
artículo  157  de  ese  Código  que  sólo  conl 
templa  el  e&cto  de  las  entregas  parciaies 
aceptadas  por  el  comprador;  pero  que 
no  estatuye  cosa  alguna  en  cuanto  al  vi- 
gory  observancia  delaa  cJánanlas  del  con- 
trato reierentes  áHagar^  tiempo  y  modo 
fiel  pago  del  precio^  no  imponieüdo  de 


Don  Jorge  C.  Aninat,  en  ejercicio  de  la  ac- 
ción concedida  al  vendedor  por  el  artículo 
1873  del  Código  Civil,  entabló  en  Valparaíso 
demanda  en  marzo  de  1902,  para  que  Ferre- 
cio y  C*  le  pagasen,  con  indemnización  de  per- 
juicios, la  cantidad  de  $  914,85,  precio  de  seis 
pipas  de  alcohol  que  Ies  había  vendido,  á  ra- 
zón de  43  centavos  el  litro,  y  las  cuales  ha- 
bían redbído  á  su  satisfacdón  los  deman- 
dados. 

Ferrecio  y  C*  contestaron  que  esas  seis  pi- 
pas eran  parte  de  once  de  igual  capacidad  que 
habían  comprado  á  Aninat  con  la  condición 
de  que  el  precio  se  pagaría  después  de  60  días 
de  entregada  la  última;  por  lo  cual,  pidiendo 
que  se  les  absolviese  de  la  demanda,  reconvi' 
nieron  á  Aninat,  en  virtud  de  lo  prevenido  en 
el  inciso  3^  del  artículo  157  del  Código  de  Co- 
mercio, para  que  se  declarase  que,  en  el  térmi- 
no de  24  horas,  debía  de  completar  la  entrega 
de  la  mercadería  que  vendió  á  los  demanda- 
dos, poniendo  á  so  disposición  las  cinco  pipas 
restantes,  ó  indemnizarles  los  perjuicios  que 
les  había  ocasionado  el  cumplimiento  imper- 
fecto del  contrato,  y  que  consistían  principal- 
mente en  el  mayor  precio  que  el  alcohol  había 
alcanzado  después  de  la  venta. 

Bl  Juez  de  Valparaíso  resolvió  con  fecha  27 
de  didembrc  de  1903: 

Considerando: 
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1^  Que  los  tachas  no  han  sido  probadas  en 
lo  tocante  á  los  testigos  Bernardini  7  Ratto, 
y  respecto  de  los  otros,  fueron  desechadas  por 
auto;  de  fs.  35. 

2^  Que,  tratándose  de  obligaciones  mercan- 
tiles, como  son  las  que  aquí  se  ventilan,  pue- 
de acreditarse  su  existencia  con  prueba  testi- 
monial, cualquiera  que  sea  su  cuantía; 

3*  Que  á  lo  menos  con  dos  de  los  testigos 
que  deponen  al  tenor  del  interrogatorio,  han 
justi6cado  los  señores  Ferreccio  y  C*  que  el 
contrato  con  don  Jorge  Aninat  fué  por  once 
pipas  y  en  la  forma  que  determina  la  contes- 
tación de  la  demanda; 

4^  Qne  el  pago  de  la  obligación,  salvo  en 
casos  distintos  del  presente,  no  puede  exigirse 
antes  de  expirar  el  término  convenido,  y  este 
término  debía  comenzar,  segtin  el  contrato, 
desde  la  entrega  de  la  última  de  las  once  pi- 
pas; y 

5^  Qne,  en  orden  á  los  peijnidos  que  cobran 
Ferreccio  y  C*  sólo  se  ha  acreditado  que  el 
costo  del  alcohol  aumentó  considerablemente 
desde  el  5  de  enero  de 1902  hasta  el  25  de  julio 
de  ese  año;  pero,  como  se  reconviene  por  la  en- 
trega de  la  especie  misma,  y  no  por  valor  al 
tipo  de  la  venta,  es  claro  que  si  ha  de  entre- 
garse la  especie,  tendrá  ésta  el  mayor  importe 
en  que  ae  hacen  consistir  los  pretendidos  per- 
j  uicios. 

Vistos  los  artículos  169ft  y  1496  del  Código 
Civil;  128, 155  y  156  del  de  Comercio;  y  151, 
196  y  374  del  de  Procedimiento  del  ramo,  se 
resuelve  qne  no  ha  lugar  á  las  tachas  ni  á  la 
demanda,  y  que  ha  lugar  á  la  reconvención  en 
cuanto  se  exige  la  entrega  de  las  cinco  pipívsde 
alcohol  queabí  se  indican, entrega  qne  se  hará 
dentro  de  tercero  día,  desechándose  dicha  re- 
convención por  lo  AemA%.—Jo8é  R.  Guitaáa, 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Valpa- 
raíso resolvió: 

Valparaíso,  agosto  18  de  1904.— Vistos: 
Teniendo  además  presente  que  no  es  aplicable 
al  caso  de  autos  lo  dispuesto  en  el  artículo 
157  del  Código  de  Comercio,  por  cnanto  la  es- 
tipnlación  de  las  partes,  según  aparece  de  la 
prueba  rendida,  modificó  esa  disposición  legal 
en  el  sentido  de  que  no  podría  exigirse  el  pago 
de  las  once  pipas  de  alcohol  sino  después  de  en- 
tregada la  última,  lo  que  vírtualmente  mani- 


fiesta que  el  comprAdor  podfa  aceptar  entre- 
gas parciales  sin  obligarse  al  pago  inmediato 

de  ellas; 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  27  de 
diciembre  de  1903,  reservándose  al  demandan" 
te  sus  derechos  para  exigir  en  sn  oportunidad 
el  pago  de  las  seis  pipas  de  alcohol  entregadas. 

Acordada  por  unanimidad  en  cnanto  á  la 
reconvención;  y  en  cnanto  á  la  demanda  por 
los  señores  Ministros  Moreno  y  Silva  y  por  el 
señor  Ministro  Bezanilla  Silva,  llamado  á  di- 
rimir el  empate  que  se  produjo  en  la  primera 
Tista  de  la  causa,  contra  el  voto  de  los  seño- 
res Presidente  PinedayMioistro  Alamos  Gon- 
sálex,  que  estuvieron  porque  se  revocase  en 
esta  parte  la  sentencia  apelada  y  porque  se 
diese  lugar  á  la  demanda,  teniendo  presente 
qne  los  compradores  Ferreccio  y  C*  acepta- 
ron una  entrega  parcial  de  seis  de  las  once 
pipas  de  alcohol  compradas,  y  que,  en  virtnd 
de  lo  dispuesto  en  el  inciso  2?  del  artículo  157 
del  Código  de  Comercio,  debe  tenerse  por  con- 
sumada la  compraventa  con  respecto  á  la  por- 
ción de  las  seis  pipas  redbidas  parciahnente. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Silva — Pe* 
dro  N.  Pitteda.'~Braa¡io  Moreno.— Lais  Ignar 

cío  Silva  B,  Alamos  GooMákg.'^A.  ^wanilta 

Silva. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  don  Jorge 
C.  Aninat  recurso  de  casación  en  el  fondo,  ex- 
poniendo,  al  formalizarlo,  que  el  fundamento 
adoptado  por  la  Corte  de  Apelaciones  para 
confirmar  el  fallo  de  primera  instancia,  des- 
cansa en  una  suposición  que  no  tiene  asidero 
ni  en  los  hechos,  ni  en  la  ky,  pnes  es  inexacta 
la  afirmación  de  la  sentencia  de  qne  la  esti- 
pulación de  las  partes  modificara  lo  dispuesto 
en  el  articulo  157  del  Código  de  Comercio  en 
el  sentido  de  que  el  pago  de  las  once  pipas  de 
alcohol  sólo  deberá  hacerse  después  de  entre- 
gada la  última. 

Para  manifestar  dicha  inexactitud,  agrega 
el  recurrente  que,  snpiiesto  el  contrato  de  las 
once  pipas,  ya  que  su  existencia  sedá  por  esta- 
blecida en  el  fallo,  en  vano  se  buscará  en  él 
una  estipulación  en  que  las  partes  hayan  ex- 
presado BU  voluntad  de  modificaróatemperar 
el  texto  de  una  ley.  Sólo  podrá  encontrarse  la 
estipulación  de  la  pregunta  5*  del  interroga- 
torio, Vqtw  significa  única  y  exclunvwnente  el 
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pacto  relatÍYO  á  la  entrega  de  tin  conjunto  de 
mercaderías  vendidas  y  el  plazo  6jado  para  el 
pago  de  su  precio".  Tanto  da  esa  estipulación 
como  cualquiera  otraque  sehubieseadoptado) 
que  signifique  la  obligación  de  pagar  el  precio 
solo  60  días  despnés  de  la  entrega  total  de  las 
mercaderías  vendidas. 

En  uno  j  en  otro  caso  continúa  diciendo,  es 
indudable  el  derecho  del  comprador  para  resis- 
tir toda  entrega  parcial  que  se  pretendiera 
hacerle,  y  si  renuncia  á  ese  derecho  de  resisten- 
cia y  acepta  nna  entrega  parcial,  incurre  por 
su  propia  voluntad  en  la  circunstancia  previs- 
ta por  el  inciso  2^  del  artículo  157  del  Código 
de  Comercio,  y  por  ende,  en  la  sanción  de  te- 
nerse  por  consumada  la  venta  á  esa  entrega 
parcial. 

La  sentencia,  para  aplicar  una  doctrina  con- 
traria á  la  legal,  se  ha  visto  obligada  á  supo- 
ner, por  deducción  virtual,  que  el  comprador 
podía  aceptar  entregas  parciales  sin  obligarse 
al  pago  inmediato  de  ellas,  lo  cual  no  aparece 
pactado  en  el  contrato  ni  establecido  por  los 
contratantes,  en  el  acto  mismo  de  la  entrega, 
pues  ésta  se  verificó  con  aceptación  expresa  de 
los  compradores,  como  lo  justifica  el  docu- 
mento, ni  ellos  hicieron  reserva  ni  protesta  de 
ningún  género. 

En  consecuencia,  concluye  el  recurrente,  al 
negar  la  Corte  de  Apelaciones  lugar  á  la  de- 
manda, ha  infringido  abiertamente  el  artículo 
157  del  Código  de  Comercio,  infracción  que 
ha  influido  snstandalmente  en  lo  dispositivo 
del  fallo. 

Elevados  los  antos  ante  la  Corte,  Aninat  no 
compareció  fi  tnndar  el  recurso,  por  cuya  re- 
beldía se  entregaron  los  autos  al  Ministro  del 
Tribunal  que  ha  informado  en  esta  causa. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  el  Tribunal  sentenciador,  aprecian- 
do en  uso  de  sus  facultades  privativas,  los 
hechos  de  la  causa;  ha  dado  por  establecido 
que  el  contrato  de  venta  á  que  se  refiere  la  de- 
manda, fué  por  once  pipas  de  alcohol,  de  las 
cuales  seis  han  recibido  Ferrecío  y  C^,  y  que 
éstos  debían  cubrir  el  predo  total  estipulado 
en  el  mismo  contrato,  sesenta  días  después  de 


que  el  vendedor  don  Jorge  C.  Aninat  les  hu- 
biera entregado  la  filtima  pipa  de  la  partida; 

2'  Que  el  recurrente,  si  bien  acepta  la  fija- 
ción inamovible  de  las  cláusulas  del  contrato, 
hecha  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Valpa- 
raíso, funda  el  recurso  en  que  por  la  circuns- 
tancia de  haber  recibido  Ferrecio  y  C  seis 
de  las  once  pipas  compradas  por  ellos,  habían 
renunciado  al  derecho  que  la  ley  lea  daba  de 
re&istir  la  entrega  parcial  de  las  mercaderías 
vendidas;  y  que  en  virtud  de  lo  dispuesto  por 
el  artículo  157  del  Código  de  Comercio,  la 
venta  debía  tenerse  por  consumada  en  cuanto 
á  las  seis  pipas  recibidas,  quedando  así  los 
compradores  obligados  á  su  pago  inmediato. 
Por  lo  cual,  el  Tribunal  sentenciador,  al  hacer, 
en  el  fallo  recurrido,  la  deducción  de  que  los 
contratantes  habían  modificado  ese  precepto 
legal  y  al  rechazar  por  tal  causa  la  demanda, 
había  infringido  el  articulo  citado; 

3^  Que,  por  regla  general,  la  venta  se  re- 
puta perfecta  desde  que  las  partes  han  conve- 
nido en  la  cosa  y  en  el  ptecio,  y  de  conformi- 
dad con  lo  prevenido  en  el  articulo  155  del 
Código  de  Comercio,  puesta  la  cosa  á  dispo- 
sición del  compradory  dándose  éste  por  satis- 
fecho de  ella,  deberá  pagar  el  precio  en  el  lugar 
y  tiempo  estipulados; 

Que  esta  regla  no  ha  sido  modificada  por 
el  inciso  2^  del  artículo  157  del  mismo  Código, 
que  sólo  contempla  el  efecto  de  las  entregas 
parciales  aceptadas  por  el  comprador,  pero, 
que  no  estatuye  cosa  alguna  en  cuanto  al  vi- 
gor y  observancia  de  las  cláusulas  del  contra- 
to referentes  al  lugar,  tiempo  y  modo  en  que 
debe  efectuarse  el  pago,  las  que,  en  consecuen- 
cia, deben  cumplirse  tales  como  han  sido  con- 
venidas. 

5*  Que,  por  otra  parte,  la  consumación  par- 
cial de  una  venta  por  la  entrega  de  la  cosa  al 
comprador,  no  impone  de  derecho  á  este  últi- 
mo la  obligación  de  pagar  el  precio  al  conta- 
do, de  tal  modo  que  quede  excluida  toda  con- 
vención en  contrario;  puesto  que  el  pago  al 
contado  no  es  un  requisito  ó  condición  esen- 
cial para  la  consumación  de  la  venta,  la  que 
puede  haberse  celebrado  á  plazo  en  cuanto  al 
pago  del  precio,  sin  que  por  eso  deje  de  surtir 
todos  los  efectos  jurídicos  de  un  contrato  con- 
sumado y  perfecto; 
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6'  Que,  en  consecuencia,  el  Tribunal  senten- 
ciador, al  no  dar  lugar  á  la  demanda  y  al  de- 
clarar que  Ferrecio  y  C*  noeataban  obligados 
apagar  las  seis  pipas  de  alcohol  recibidas  mien- 
tras no  se  les  entregaran  las  restantes,  no  ha 
infringido  el  artículo  invocado  porelrecnrren- 
te  y,  por  el  contrario,  ha  aplicado  con  toda  co- 
rrección el  precepto  del  artículo  155  del  Códi- 
go de  Comercio  y  el  del  1496  del  Código  Ci- 
vil, que  dice  que  no  puede  exigirse  por  el  acree- 
dor el  pago  de  una  obligación  determinada 
mientras  no  haya  expirado  el  plazo  conveni- 
do en  el  contrato;  y 

7^  Que  aun  cuandola  interpretación  que  los 
jueces  del  fondo  parecen  dar  al  artículo  157 
del  Código  de  Comercio  en  el  considerando 
agregado  á  la  senteiiria  de  1*^  instancia,  con- 
firmada por  la  de  que  se  reclama,  no  guarda 
conformidad  con  el  jennino  significado  y  al- 
cance de  ese  precepto,  tal  interpretación  no  ha 
infinido  sustancialmente  en  lo  dispositivo  del 
fallo  recurrido  y,  por  lo  mismo,  no  puede  dar 
mérito  para  fundar  enella  un  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo. 

En  virtud  de  estas  consideraciones yjuzgan- 
do  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
940,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recur- 
so de  casación  interpuesto. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  multa  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren.— Ga¿rre7  Gaete.— Leopoldo  ürrutia. 
—Galvaríao  Gallardo.— Leoncio  Rodríguez. — 
Cartas  Varas.— Abel Saavedra.—E.  Fóster  Re- 
cabarrea. 


Cas.  en  la  forma  3  de  enero  de  2905 

Vega  con  Fuentes 

Nulidad  de  aentonola;  oolnalón.— Ob- 
jeto lUolto.— Cosa  Juzgada.— Violo 
de  la  sentenola  de  primera  Instanola 
no  reolaxoado.  -Improoedenola. 

Doctrina:  ~£rfi  aenteacia  dictada  en 


Juicio  seguido  por  el  marido  de  la  com- 
pradora que  se  ha  hecho  cargo  de  pagar 
á  un  tercero  lo  que  por  precio  insoluto 
de  la  propiedad  vendida  adeudaba  el 
vendedor,  no  puede  afectar  á  dicho  ter- 
cero que  aceptó  á  la  compradora  como 
deudora  directa  en  reemplazo  del  vende- 
dor á  quien  el  tercero  había  vendido.  Por 
consiguiente,  embargada  por  el  tercem 
la  propiedad  en  juicio  ejecutivo  seguido 
contra  la  compradora  j  no  puede  ésta  y 
su  vendedor  alterar  la  situación  legal  de 
todos  los  interesados  sin  su  audiencia. 

Es  improcedente  el  recurso  de  casación 
en  la  forma  contraía  sentenciade  la  Cor- 
te de  Apelaciones  que  se  funda  en  una 
causal  quCj  caso  de  existir,  importaría 
un  vicio  en  que  habría  incurrido  la  sen- 
tencia de  primera  instanciat  no  reclama- 
do por  el  recurrente. 

El  recurso  de  casación  en  la  forma  íuúr 
dado  en  haberse  dado  la  sentenciacontra 
otra  pasada  en  autoridad  de  cosa  Juzga- 
da  exige  que  ésta  se  haya  alegado  opor- 
tunamente en  el Juicio. 


Chillan,  mayo  34  de  1904..  — Vistos:  don 
Brasmo  Rodríguez,  empleado  particular,  re- 
sidente en  la  calledel  Diezy  ocho  número  552, 
por  la  sucesión  de  don  Raimundo  Vega,  según 
l>oder  acompañado,  expone  que  la  sociedad 
conyugal  del  señor  Vega  con  doña  Clorinda 
Carrasco  era  dueña  de  un  sitio  y  casa  ubíca- 
doen  la  calle  deO'Higginsesquina  con  la  Can- 
cha de  Carreras  ó  Avenida  Sur  de  esta  ciudad, 
de  21  metros  93  centímetros  de  frente  por  37 
metros  30  centímetros  de  fondo,  y  que  des- 
linda: al  norte,  con  mcesión  de  don  Bdmundo 
Bartet;  al  oriente,  con  doña  Clorinda  Carras-^ 
co;  al  sur,  coa  Avenida  Sur;  y  al  poniente, con 
la  calle  de  O'Higgins. 

Que  don  Pedro  Alejandrino  Soto  adquirió 
esa  propiedad  en  rematepúblicoanteeljuezár- 
bitro  don  José  Manuel  ZlSñigo,  según  escritora 
de  31  de  mayo  de  1895,  ante  el  notario  señor 
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Solar  por  el  precio  de  $  6.000,  de  los  cuales 
el  señor  Soto  pagó  $  2.000  y  quedó  debiendo 
$  4.000  á  UQ  año  plazo; 

Que  dos  años  después  el  señor  Soto,  que  es- 
taba en  posesión  de  la  propiedad,  la  vendió  á 
doña  Delfina  Abarzúa  de  Fuentes,  separada 
debtenes  de  su  maridodon  José  Pascual  Fuen- 
tes; 

Que  la  venta  la  hizo  el  señor  Soto  recibien- 
do $  2.000  al  contado  y  debiendo  la  señora 
Abarzúa  pagar  á  la  sucesión  de  doña  Clorín- 
da  Carrasco  los  otros  $  4. 000; 

Que  ni  el  señor  Soto  ni  la  señora  Abarzüa 
pagaron  los  $  4.000  á  don  Raimundo  Vega 
cónyuge  sobreviviente  de  la  señora  Carrasco, 
ni  á  la  au<^ión  del  señor  Vega,  por  lo  que  se 
xmáó  eiecnción  contra  la  señora  Abarzña,  y 
se  trabó  embargo  en  ma"o  de  1902,  sobre  la 
propiedad  origen  de  la  deuda,  inscribiéndose 
el  embargo  el  mismo  mes  de  mayo; 

Que  don  José  Pascual  Fuentes,  marido  de  la 
señora  Abarzúa,  con  el  objeto  de  burlar  los 
derechos  de  la  sucesión  Vega  urdió  el  ardid  de 
demandar  á  don  Pedro  Alejandrino  Soto,  ante 
el  segundo  Juzgado  de  Letras  de  esta  ciudad, 
pidiendo  la  resolución  del  contrato  hecho  por 
sn  mujer,  fundándose  en  que  había  comprado 
sin  su  autorización; 

Que  Soto,  coludido  con  Fuentes,  dijo  que 
aceptaba  ta  demanda,  pero  que  no  tenía  como 
restituir  la  parte  del  precio  que  había  recibido 
al  contado,  y  con  esto  Puentes  pidió  que  se 
fallara  la  causa  sin  más  trámite.  Así  se  hizo, 
se  dió  lugar  á  la  resolución  del  contrato  y 
Fuentes  pidió  y  obtuvo  se  mandara  cancelar 
la  inscripción  del  título  de  dominio  de  la  seño- 
ra Abarzúa,  y  ejecutó  á  Soto  por  la  parte  de 
precio  que  había  pagado  al  contado;  le  em- 
bargó la  misma  propiedad  en  cuestión  y  llegó 
hasta  ponerla  en  remate  para  et  mismo  áÜL 
en  que  se  entabló  la  demanda; 

Que  se  comprende  que  todo  esto  no  tiene 
otro  objeto  que  rematar  poco  ménos  que  de 
balde  la  propiedad  y  burlar  así  á  la  sucesión 
Vega-Carrasco; 

Que  el  artículo  1464  del  Código  Civil  dice 
que  hay  objeto  ilídto  en  la  enajenación  de  las 
cosas  embargadas  y,  por  lo  tanto,  la  señora 
Abarzúa  no  ha  podido  transferir  la  propiedad 
al  señor  Soto; 


Que  la  sucesión  Vega  Carrasco  tiene  interés 
en  que  el  dominio  de  la  propiedad,  qne  estaba 
radicado  en  la  señora  Abarzúa,  no  se  altere 
en  peijuicio  de  aquélla,  y  como  estima  nula  la 
transferencia  entabla  demanda  contra  doña 
Delfina  Abarzúa,  de  profesión  comerciante,  y 
domiciliada  en  la  calle  de  O'Higgins  número 
475  y  representada  por  su  marido  don  José 
Pascual  Fuentes,  de  profesión  cobrador  judi- 
cial y  residente  en  la  misma  casa,  y  contra 
don  Pedro  Alejandrino  Soto,  de  profesión 
agricultor,  residente  en  la  chacra  Cayuchan- 
gui  (subdelegación  del  Huape  de  este  departa- 
mento), para  que  se  declare:  1  ^  que  es  nula  la 
sentencia  recaída  en  el  juicio  seguido  por  los 
demandados  ante  el  segundo  Juzgado  de  Le- 
tras de  esta  ciudad,  en  cuanto  á  la  transfe* 
reacia  de  dominio  que  lleva  envuelta,  del  sitio 
y  casa  de  que  antes  se  ha  hecho  mención,  y 
que,  por  consiguiente,  no  puede  veríficarseeia 
transferencia  sin  autorización  del  Juez  que  co- 
noce de  la  ejecución  en  que  se  embargó  la  pro- 
piedad; y  2^  que,  á  consecuencia  de  esto,  debe 
dejarse  sin  efecto  la  cancelación  que  se  mandó 
hacer  del  dominio  de  la  señora  Abarzúa  y 
mantenerse  la  inscripción  mientras  esté  pen- 
diente el  embargo. 

En  subsidio,  demanda  á  las  mismas  perso- 
nas antes  nombradas  para  que  se  resuelvan 
los  contratos  de  venta  hechos  por  la  suce- 
sión Vega-Carrasco  á  don  Pedro  Alejandrino 
Soto  de  la  propiedad  en  cuestión  y  qne  constan 
de  la  escritura  de  31  de  mayo  de  1895,  y  por 
don  Pedro  A.  Soto  á  la  señora  Abarzúa  por 
escritura  de  6  de  febrero  de  1897. 

Se  funda  la  acción  subsidiaría  en  qne  en  el  tí- 
tulo de  ambos  contratos  consta  la  condición 
resolutoria  del  pago  de  la  parte  del  precio  que 
se  dejó  á  plazo. 

Contestando  la  demanda  don  José  Pascual 
Puentes  per  doña  Delñna  Abarzúa,  dice  que 
pidió  la  nalidad  de  la  compra  hecha  por  su  es- 
posa al  señor  Soto,  porque  según  lo  prescripto 
en  los  artículos  147  y  1751  del  Código  Civil, 
sn  mujer  no  estaba  autorizada  para  celebrar 
un  contrato  de  esa  naturaleza,  y  además  por- 
que estimó  ruinoso  el  negocio. 

Que  la  sentencia  que  dió  lugar  á  su  deman- 
da no  es  nula  aunque  haya  estado  embargada 
la  |nY)piedad,  pues  el  artículo  1464  del  Códi- 
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go  Civil  M  refiere  al  caso  de  una  enajenación, 
y  no  puede  estimarae  que  es  enajenación  una 
sentencia  que  da  lugar  á  una  demanda  de  nu' 
Hdad. 

Pide  se  deseche  la  demanda  con  costas. 

No  contestó  la  demanda  don  Pedro  A.  Soto. 

Bn  su  réplica  expone  el  demandante  que 
consta  de  la  escritura  de  compra  la  condición 
resolutoria  por  aparecer  en  ella  la  faltade  pa- 
go de  una  parte  del  precio  de  venta. 

Enrebeldfade  los  demandados  que  no  du- 
plicaron se  recibió  la  causa  á  prueba. 

No  se  rindió  ninguna  testimonial  y  sí  la  do- 
cumenta] que  consta  de  autos  y  previos  los 
alegatos  del  demandante  y  del  señor  Fuentes 
y  en  rebeldía  del  señor  Soto,  se  citó  para  sen- 
tencia. 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  compulsada  que  dió  lu- 
gar á  la  demanda  de  don  Pascual  Puentes,  es- 
to es,  que  declaró  nula  la  escritura  del  6 de  fe- 
brero de  1897,  ó  sea  la  venta  que  hizo  don 
Pedro  Alejandrino  Soto  á  doña  Delfina  Abar- 
zúa  del  sitio  y  casa  que  el  señor  Soto  habfa 
comprado  á  la  sucesión  Carrasco  según  escri- 
tura del  31  de  mayo  de  1895,  fué  dictada  por 
el  Juez  de  la  causa  sin  tener  á  la  vista  la  escri- 
tura del  3  de  noviembre  de  1897; 

2^  Que  de  esa  escritura  consta  que  el  repre- 
sentante de  la  sucesión  Carrasco,  aceptó  la 
venta  que  de  la  propiedad  vendida  al  señor 
Soco  hizo  ¿ste  A  doña  Delfina  Abarz^a  de 
Fuentes,  y  estipuló  con  la  nueva  compradora 
plazo  para  el  pago  de  la  parte  del  precio  ínso 
luto  y  arabas  partes  se  pagaron  además  mu- 
tuamente los  intereses  que  se  debían; 

3^  Que  las  estipulaciones  contenidas  en  la 
escritura  citada  del  3  de  noviembre  de  1897, 
fueron  aprobadas  en  todas  sus  partes  por  don 
José  Pascual  Puentes,  según  consta  de  esa 
misma  escritura; 

4f'  Que  don  José  Pascual  Fuentes  fundó  la 
demanda  á  que  se  refiere  la  compulsade  fs.  38, 
en  la  circunstancia  de  no  haber  dado  &  su  mu- 
jer su  consentimiento  para  contraer  la  deuda 
á  favor  de  la  sucesión  Carrasco,  deuda  prove- 
niente de  una  parte  del  precio  insoluto  de  la 
compra  de  la  casa,  ni  poderse  presumir  el  con- 
sentimiento, pero  el  fundamento  de  la  deman- 
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da  es  falso  como  se  expone  en  el  considerando 

anterior; 

5'  Que  otra  de  las  circunstancias  alegadas 
por  el  señor  Fuentes  es  no  haber  estado  sepa- 
rado de  bienes  con  su  mujer  la  señora  Abar- 
2Úa,  pero  ese  hecho  está  reconocido  por  el  mis- 
rao  señor  Fuentes  en  la  escriturk; 

6^  Que  el  señor  Fuentes  y  sn  cónyuge  tefiora 
Abarzúa,  han*procedido  incorrectamente  al 
seguir  jttcip  sobre  nulidad  de  la  compra  del 
sirio  al  señor  Soto,  porque  aseveraron  hechos 
falsos  desmentidos  con  lo  que  consta'  de  una 
escritura  pública  que  no  presentaron  al  juicio; 

7^  Que  consta  de  la  escritura  que  doña  Del- 
fina Abarzúa  se  hizo  cargo  de  pagar  el  precio 
ó  parte  del  preao  insoluto  que  debía  el  señor 
Soto,  y  la  succrión  Carrasco  aceptó  este  con- 
venio según  consta  de  la  escritura; 

8^  Que  no  podían  la  teñora  Abarzúa  y  el 
señor  Soto,  cambiar  la  situación  legal  de  los 
interesados  por  sn  sola  voluntad  y  sin  oír  á 
la  sucesión  Carrasco  que  era  el  acreedor  y  que 
tenía  embargada  la  propiedad  é  inscripto  el 
embargo  según  constndel  expediente  del  juicio 
ejectittTO  seguido  contra  la  señora  Abarzúa  ú 
que  se  refiere  el  segundo  otrori  del  escrito  de 
demanda; 

9^  Que.  si  bien  los  contratos  contienen  la 
cláusula  resolutoria  de  no  pago  del  precio,  no 
es  el  caso  de  pronunciarse  lobre  la  resolución 
de  esos  contratos,  por  cuanto  esa  petición  de 
la  demanda  es  subsidiaría; 

10.  Que  el  remate  á  que  se  refierelacompulM 
de  fs.  71,  no  es  materia  de  este  juicio,  y  ade- 
más dicha  escrituraba  sido  otorgada  después 
del  embargo  á  que  se  refiere  elconñderandoS*, 
después  de  la  suspensión  del  remate,  después 
de  entablado  el  presente  juicio  y  después  de 
contestada  la  demando. 

En  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 200 y  151  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  y  142  del  Código  Civil,  se  declara  que  ha 
lugar  á  lo  pedido  en  los  números  1'  y  2'  de  la 
demanda  y,  en  consecuencia,  que  queda  sin 
efecto  la  cancelación  de  la  inscripción  del  titu- 
lo de  la  señora  Abarzúa,  con  costas  en  que  se 
condena  á  los  demandados.—^.  MuJdoaátdo. 

Apelada  esta  sentenda,  la  Corte  de  Talca 
dictó  la  siguiente: 

4» 
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Talca,  21  de  noviembre  de  1904.  —  Vistos: 
se  confirma  la  sentencia  apelada  de  24  de  ma- 
yo último. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Letelier, 
Román  Blanco  y  Montero,  contra  el  roto  de 
los  señores  Presidente  ürrutia  y  Ministro  He- 
rrera, que  estuvieron  por  revocar  la  refierída 
sentencia  y  negar  lagar  á  la  demanda,  á  vir- 
tud de  los  fundamentos  que  consignan  en  el 
libro  de  acuerdos. 

Habiéndose  produddo  discordia  en  el  acuer- 
do, se  eliminó  la  opinión  del  señor  Ministro 
Montero  que  estuvo  por  dar  lugar  cínicamen- 
te á  la  petición  subsidiaria  de  la  demanda  en 
la  forma  que  consigna  en  el  libro  respectivo, 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
190  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  di' 
cho  señor  Ministro  optó  entonces  por  la  opi- 
nión  que  forma  sentencia.— Zr.  Ürnitia—J.  C. 
Herrera.— F.  teteUer.~F.  Román  B.—M. 
Montero. 

Contra  esta  sentencia,  el  procurador  del  nú- 
mero don  Heriberto  Frías  Torres  por  don 
José  Pascual  Puentes,  declarado  pobre,  inter- 
puso recurso  de  casación  en  la  forma. 

Al  formalizarlo,  expresa  que  la  sentencia  de 
la  Corte  de  Apelaciones  .se  limita  sencillamen- 
te á  confirmar  la  expedida  por  el  Juez  a  qao^ 
y  como  ésta  ha  ^ido  dictada  contra  otra  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juxgada,  la  de  2* 
instancia  adolece  del  mismo  vicio,  por  lo  cual 
entabla  recurso  de  casación,  fundado  en  la 
causal  contemplada  en  el  número  6^  del  ai^ 
tículo  94rl  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  Oorte: 

Considerando: 
1^  Que  la  falta  en  que  se  funda  el  recurso  ha- 
bría tenido  lugar,  en  caso  de  existir,  en  el  pro- 
nunciamiento de  la  sentencia  de  1*  instancia, 
contra  la  cual  no  se  ha  interpuesto  recurso  de 
casación; 

2^  Que,  por  otra  parte,  para  que  pueda  ser 
aceptado  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
fundado  en  la  circunstancia  de  haber  sido  da- 
da la  sentencia  de  que  se  recurre  contra  otra 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  es  pre- 
ciso que  ésta  se  haya  alegado  oportunamente 
en  el  juidojoque  no  ocurreenel  presentccaso. 


Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  941  nú- 
mero 6?  y  946  del  Código  de  Procedimiento. 
Civil,  se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma  interpuesto  contra  la  senten- 
cia  de  21  de  noviembre  de  1904.— Ga/rarrino 
Gallardo.— Leoncio  RotiríffueM.~Carh>s  Varas. 
— B.  Fóster  Recabarreo. 


Cas.  Civ.^lS  de  enero  de  1905 
Valdcs  Lecaros  con  Picart 

Oasaolón  en  el  fondo — Declaratoria 
de  quiebra  — Deuda  civil.-  Aprecia- 
ción genérica  del  mérito  de  los  au- 
tos.—Sentencia  defluitiva. 

Doctkina:  —  Para  que  proceda  legal- 
méate  la  declaración  de  la  quiebra  se  re- 
quiere que  eJ  fallido  sea  comerciante  que 
haya  cesado  en  el  pago  de  sus  obliga- 
ciones y  que  éstas  sean  mercantiles. 

El  crédito  que  procede  de  la  renta  de 
arrendamiento  de  un  almacén  en  que  el 
comerciante  tiene  establecido  su  negocio, 
no  es  de  naturaleza  comercial  y  no  auto- 
riza la  declaración  de  la  quiebra.  Las 
cuentas  por  mercaderías  compradas  por 
el  comerciante  no  autorizan  tampoco  ta 
declaración  de  la  quiebra  si  no  han  sido 
reconocidas  por  él  ó  no  se  ha  estabkci- 
do  su  veracidad  por  la  inspección  de  los 
libros  ó  de  otra  manera. 

La  apreciación  genérica  que  el  Juez  ha- 
ce del  mérito  de  los  autoSf  no  importa  el 
establecer  hechos  que  sean  Andamen- 
to inamovible  para  el  recurso  de  casa- 
ción, sobre  todo  si  esa  apreciación  im- 
porta el  estimar  como  mercantil  un  cré- 
dito de  naturaleza  civil  y  como  obliga- 
dones  de  la  misma  índole,  planillas  na 
reconocidas  ni  comprobadas. 
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Dados  los  efectos  que  la  ley  atríbuye 
á  la  declaración  de  la  quiebra  y  á  lace 
saciótt  de  pagos  en  que  se  ñinda^  debe  re- 
putarse dicha  declaración  como  senten- 
cia deñnitiva  para  los  e&ctos  del  recurso 
de  casación. 


Declarado  en  quiebra  don  Teodoro  Picart 
á  solicitud  de  don  Gustavo  Adolfo  Floers  y 
don  Luis  Alberto  Fernández,  quienes  decían 
obrar  vomo  apoderados  de  las  sociedades 
mercantiles  Bhiers  y  C*  7  de  O.  Polanco  y 
C*,  personería  que  ha  sido  después  acredita- 
da, Picart  interpuso  el  recurso  de  reposición 
del  auto  declaratorio  de  la  quiebra,  ejercitan- 
do el  derecho  que  confiere  el  artículo  1380  del 
Código  de  Comercio,  y  fundándose  en  que 
Ehiersy  Potanco  no  son  acreedores  suyos, 
circunstancia  que  les  impide  recabar  la  quie- 
bra, en  que  han  careado  de  facultad  para  to- 
mar parte  en  el  juicio  ejecutivo  que  don  Jor- 
ge Valdés  Lecaros  sigue  contra  Picart,  pues  no 
tienen  ni  pueden  tener  el  carácter  de  terceris- 
tas, único  modo  de  entrar  en  una  ejecución; 
en  que  no  pueden  provocarelconcurso  porque 
no  tienen  título  y  no  hay  tres  juicios  ejecuti- 
vos en  tramitación;  en  que  han  echado  en  ol- 
vido que  ante  el  tercer  Juzgado  de  Santiago 
siguen  juicio  con  el  recurrente  en  el  que  éste 
no  reconoció  unas  cuentas  ó  deudas  que  le 
presentaron. 

Agrega  Pícart  que  Ehlers  y  Polanco  no  han 
cumplido  con  los  requisitos  del  artículo  1351 
del  Código  de  Comercio,  ni  se  han  conformado 
á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  13de  enero  del897, 
eligiendo  un  Juzgado  á  su  arbitrio. 

Recibida  prueba  sobre  el  incidente  de  reposi- 
ción, el  segando  Juzgado  de  Letras  deSantiago 
decidió: 

Santiago,  16  de  octubre  de  1903.— Vistos: 
con  el  mérito  de  los  antecedentes  que  corren 
en  estos  autos  y  de  los  que  se  han  tenido  á  la 
vista,  no  ha  lugar  á  la  reposición  del  anto  de 
quiebra  y  se  cotlcede  la  apeladón  interpues- 
ta en  subsidio  solo  en  lo  devolutivo. 

Proveyendo  la  solicitud  anterior  y  no  ha- 
biéndose dado  lugar  á  la  reposición  del  auto 


de  quiebra,  traslado  al  síndico  de  la  referida 
solicitud.— ^tidocfo  Goaták*  M. 
Apelada  esta  molución, 

La  Corte  falló: 

Santiago,  23  de  agosto  de  1904  Vistos: 

Se  confirma  con  costas  del  recurso  el  anto 
apelado  de  16  de  octubre  último.—  A.  Moatt. 
—E.  Castillo.— Neñalí  Cruz  Cañas. 

Contra  esta  sentencia  del  Tribunal  de  Alza- 
da, interpuso  Picart  el  recurso  de  casación  en 
el  fondo,  alegando,  salvo  lijeras  variantes,  los 
mismos  motivos  en  que  fundó  la  reposición, 
eso  ^  citando  ahora  los  preceptos  legales  que 
considera  infringidos  y  que  son: 

1^  El  artículo  7*^  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  porque  debiendo  los  apodérados 
Floers  y  Fernández  haber  exhibido  el  manda- 
to que  los  autoriza,  no  lo  presentaron; 

2^  Los  artículos  539  y  690  del  mismo  Códi- 
go, ya  que  esos  apoderados  no  debieron  ser 
admitidos  en  el  juicio  ejecutivo  de  Valdés  Le- 
caros sino  alegando  la  calidad  de  terceristas, 
que  no  tienen; 

39  El  artículo  899  del  mismo  Código,  yu 
que  los  solicitantes  de  la  declaración  de  quie- 
bra no  cumplieron  con  los  artículos  1351  y 
1352  del  Código  de  Comercio,  que  ordenan 
que  deben  espeáficarse  los  hechos  y  circuns- 
tancias constitutivas  de  la  cesación  de  pagos, 
y  de  que  esta  cesación  de  pagos  es  de  deudas 
comerciales; 

4^  El  artículo  167  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  que  prescribe  que  tas  sentencias 
deben  dictarse  conforme  al  mérito  del  proceso, 
no  existiendo  en  autos  á  la  fecha  de  la  quiebra 
antecedente  que  justificara  la  cesación  de  pa~ 
gos  en  deuda  mercantil; 

5^  Bl  artículo  197  del  mismo  Código,  pues 
el  auto  que  manda  llevar  adelante  la  ejecución 
de  Valdés  Lecaros  no  estaba  ejecutoriado, 
cuando  Floers  y  Fernández  se  presentaron  en 
demanda  de  la  declaración  en  quiebra,  fun- 
dándose  en  que  el  recurrente  estaba  en  cesa- 
ción de  pagos  por  el  hecho  de  no  cubrir  los 
arriendos. 

6?  Los  artículos  1325, 1342, 1344  y  1386 
del  Código  de  Comercio,  porque  no  consta 
que  el  recurrente  hubiera  cesado  en  el  pago 
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de  sus  obligaciones  mercantiirani  siquiera  que 
fuere  comerciante,  y  porque  en  el  recurso  de 
reposición  instaurado  por  él  no  ba  debido 
oirse  sino  al  síndico. 

Termina  los  recurrente  invocando  los  precep- 
tos de  los  artículos  938,  939, 940 y  945  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  que  autorizan 
el  recurso  deducido. 

I<a  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1"  Que  el  auto  declaratorio  de  la  quiebra 
de  Picart,  de  6  de  septiembre  de  1903,  faé  dic- 
tado á  solicitud  délos  apoderados  deEhlers  y 
C*  y  de  O.  Polanco  y  C\  sin  otros  anteceden' 
tes  que  los  obrados  desde  donde  se  ordena 
llevar  adelántela  ejecución  promovida  contra 
Picart  por  don  Jorge  Valdés  Lecaros  por  el 
pago  del  precio  del  arrendamiento  de  su  al- 
macén, expresando  finicamente  las  reclaman- 
tes que  "consta  de  los  autos  que  Picart  no  ha 
podido  pagar  los  cánon^  del  almacén  que 
ocupat  y,  por  lo  tanto,  no  puede  ponerse  en 
duda  su  estado  de  cesación  de  pagos."— Cons- 
ta que  los  otros  antecedentes  iniciados  por 
Bblera  y  Polanco  contra  Picart  ante  el  tercer 
Juzgado  no  fueron  pasados  al  segundo  síno  el 
15  de  octubre  de  1903. 

2.^  Que  el  crédito  reconocido  judicialmente 
á  favor  de  Valdés  Lecaros  no  es  de  naturaleza 
comercial,  pues  el  arrendamiento  de  un  inmue- 
ble, de  que  procede,  no  figura  entre  los  actos 
de  comercio,  según  el  artículo  3'  del  Código 
de  Comercio  y  no  puede  en  consecuencia  pro- 
ducir obtigadones  mercantiles,  como  es  nece- 
sario que  suceda  para  que,  con  su  mérito,  pro- 
ceda legalmente  á  declarar  la  quiebra  de  un 
comerciante,  siendo  esplíóto  el  artículo  1325 
del  Código' en  exigir  tres  requisitos  para  que 
pueda  producirse  dicho  estado;  ser  comercian- 
te, haber  cesado  en  el  pago  de  sus  obligacio- 
nes y  que  éstas  sean  comerciales 

3*  Que  tampoco  aparece  que  Ehlers  y  Po- 
lanco hayan  llenado  esta  áltima  condición  por 
medio  de  los  documentos  acompañados  en  los 
otros  autos  que  el  Juez  de  primera  instancia 
tuvo  presente  al  fallar  el  artículo  de  reposición, 
ya  que  las  cuentas  fueron  negadas  por  el  deu- 
dor al  serle  exhibida»  para  tu  reconocimiento; 


4^  Que  las  dos  casas  comerriales  menciona- 
das intentaron  acreditarlaexistenciay  verdad 
de  sus  créditos  por  medio  de  la  confrontadón 
de  las  planillas  con  los  libros  de  Picart,  dili* 
gencia  que  no  pudollevarse  á  efecto  por  entor- 
pecimientos creados  por  aquél;  y  aunque  en- 
tonces solicitaron  y  obtuvieron  que  se  decre- 
tase el  apercibimiento  que  autoriza  el  artículo 
33  del  Código  de  Comercio,  segfío  el  cual  el 
comerciante  que  oculta  alguno  de  sus  libros, 
siéndole  ordenada  la  exhibición,  será  juzgado 
por  los  asientosde  loslibrosde  su  co-litigante* 
que  estuvieren  arreglados,  sin  admitirse  prueba 
en  contrario;  y  aunque  se  resolvió  que  Picart 
estaba  incursoenese  apercibimiento,  nadase 
ha  avanzado  en  los  propósitos  de  los  que  pro- 
vocan la  declaración  de  quiebra,  porque  dicho 
auto  no  ba  sido  notificado  á  Picart,  y  porque 
no  se  ha  hecho  constar  la  conformidad  de  las 
cuentas  con  los  libros  de  que  proceden  ni  el  re- 
quisito exigido  por  ese  precepto; 

3^  Que,  por  consiguiente,  se  ha  dictado  el 
auto  declaratorio  de  la  quiebra  sin  establecer 
que  Picart  había  cesado  en  el  pago  desusoUi- 
gaciones  mercantiles,  contraviniendo  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1325  del  Código  de  Co- 
mercio; y  no  se  ha  dado  lugar  á  la  reposición 
de  dicho  auto  contra  lo  prevenido  en  el  artícu- 
lo 1380  del  mismo  Código; 

6^  Que  la  resolución  reclamada  no  ha  esta- 
blecido tampoco  ningún  hecho  que  sea  funda- 
mento inamovible  para  el  recurso  de  casación, 
limitándose  á  expresar  que,  con  el  mérito  de 
los  autos  corrientes  y  de  los  autos  acompaña- 
dos, no  se  da  lugar  á  la  reposición  de  la  quie- 
bra, es  decir,  apreciando  como  mercantil  el 
crédito  de  Valdés  Lecaros  que  sirvió  para  dic- 
tar el  auto  declaratorio  en  el  primer  cuaderno, 
y  como  obligaciones  de  la  misma  índole  las 
planillas  no  reconocidas  ni  comprobadas  que 
corren  en  el  segundo,  apreciaciones  jurídicas 
sin  duda  equivocadas,  que  no  constituyen  la 
existencia  de  un  hecho  que  deba  respetarse  en 
este  recurso,  y  que  pueden  y  deben  ser  revisa- 
das por  el  Tribunal  Supremo; 

7*^  Que  atendidos  los  efectos  que  se  atribu- 
yen á  la  declaración  de  la  quiebra  y  á  la  cesa- 
ción de  pagos  en  que  sefunda.segán  los  párra- 
fos 2^  y  3^  del  título  II,  libro  IV  del  Código  de 
Comercio,  para  los  efectos  del  recurso  de  casa- 
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ci6n  debe  reputarse  ii  dicha  declaración  como 
una  sentencia  definitiva. 

Juzgando  con  arreglo  á  estas  consideracio- 
nes y  visto  además  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 940, 958  y  979  del  Código  de  Procedimíen. 
to  Civil,  se  declara  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada en  23  de  agosto  de  1904  por  una  de 
\m  salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago y,  en  consecuencia,  se  invaltda  dicha  re- 
solución. Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la 
cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Alfonso.— 
V.  Aguirre  V.~José  AUbnao.—Gah-arinn  Ga- 
Baráo.^Gahrhl Gaete— Leoncio  Rodríguex." 
AbelSaavedra.~J.  Bemahs. 

Y  fallando  la  causa,  dictó  la  sentencia  si- 
guiente: 

Santiago,  enero  12  de  1905.— Vistos:  dicta, 
do  auto  declaratorio  de  quiebra  á  solicitud  de 
las  casas  de  comercio  Ehlers  y  C  y  O.  Polan- 
co  y  contra  don  Teodoro  Picart,  éste  inter. 
puso  recurso  de  reposidón  de  dicho  auto,  fun- 
dándose prindpalmente  en  que  no  existe  cesa- 
dón  de  pagos  mercantiles. 

Teniendo  presente: 
1^  Que  para  que  se  produzca  el  estado  de 
quiebra,  es  preciso,  según  el  arttcnlo  1325  del 
Código  de  Comerdo  que  se  trate  de  un  comcr- 
dante,  que  haya  cesadón  de  pagos,  y  que  esta 
cesadón  de  pagosrecaigaen  obligadones  mer- 
cantiles; 

2'  Que  si  es  indudable  que  Picart  ejerce  la 
profesión  del  comercio  y  que  se  encuentra  en 
cesadón  de  pagos,  no  loes  que  se  trate  de  obli- 
gadones comerdales; 

3^  Que  el  auto  de  quiebra  lué  dictado  con 
el  solo  mérito  del  crédito  que  hace  vakr  en 
juido  ejecutivo  don  Jorge  Valdés  locaros,  y 
este  crédito  procede  del  arrendamiento  de  un 
bien  T&iz,  que  no  constituye  un  acto  de  comer- 
cio en  virtud  del  artículo  3'  del  Código  de  Co- 
merdo, y  del  que  no  pueden  nacer  obligaciones 
mercantiles; 

4'  Que  las  planillas  6  cuentas,  corrientes  en 
él  cuaderno  acompañado,  y  que  se  tuvieron 
presentes  al  pronundarse  el  Juzgado  sobre  la 
reposidón,  no  constituyen  tampoco  obligado* 


nes  comerciales,  ya  que  no  han  sido  reconod- 
das  por  Picart  ni  confrontadas  con  sus  libros; 

5^  Que  si  bien  es  cierto  que  éste  fué  decla- 
rado incurso  en  el  aperdbimtento  que  autori- 
za el  artículo  33  del  Código  de  Comercio,  y 
en  virtud  del  cual  el  comerciante  que  oculta 
alguno  de  sus  libros,  siéndole  ordenada  su 
exhibición,  será  juzgado  por  los  asientos  de 
los  Kbros  de  su  colitigante,  que  estuviemi 
arreglados,  sin  admitirse  prueba  encontrado, 
esta  resolución  no  fué  notificada  á  Picart  y 
no  se  ha  hecho  constar  la  conformidad  de  las 
planillas  con  los  libros  de  que  fueron  sacadas 
ni  el  requisito  exigido  por  ese  precepto; 

Que  lo  expuesto  pone  en  evidenda  que  la 
condidón  de  tratarse  de  cesadón  de  pagos  en 
obligadones  comerdales  no  ha  sido  cumpHda, 
y  que  no  ha  podido  dictarse  el  auto  declara- 
torio de  la  quiebra  y  que  ha  debido  darse  lo- 
gar á  la  reposición  interpuesta  por  el  fallido, 
autorizada  por  los  artículos  1380  y  1388  del 
Código  de  Comerdo. 

Con  arreglo  á  estas  consideradones  y  visto 
lo  dispuesto  ca  el  artículo  958  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sentenda 
apelada  de  fecha  16  de  octubre  de  1903  y  se 
declara  que  ha  lugar  á  la  reposidón  del  auto 
declaratorio  de  la  quiebra  quequeda  revocado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Alfonso.— 
K  Aguirre  V.~José  Aífónso.—  GalvarinoGa- 
llardo.— Gabriel  Gaete.—f^oncio  Rodrigue*^— 
Abel  Saavedra.—J.  Bemaks. 


Cas.  en  la  hrttta,~24  A  mano  de  1905 
Baeza  Riesco  con  ligarte 

Casación  en  la  fbrm  a  -  Arrendamiento 
de  servlcloB;  administrador  intere- 
sado-Sociedad ooleotiva;  soolo  In- 
dustrial; partloipaoión  en  las  pérdi- 
das—Apelación; jurisdicción  délos 
tribunales  de  segunda  instancia;  ex- 
presión de  agravios  7  su  contesta- 
ción.—Incompetenola. 

Doctrina:— ¿os  iríbonaka  aóh  pae- 
den  Ttaolwr  ¡aa  cucsthnea  que  laa  paríea 
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hubiesen  sometido  á  su  conocimiento, 
salvo  los  caaos  en  que  ¡es  sea  permitido 
proceder  de  oScio,  La  jurisdicción  de  los 
tribunales  de  secunda  instancia  está  li- 
mitada á  los  puntos  que  les  hayan  sido 
sometidos  por  medio  de  la  apelación  y 
tratándose  de  sentencias  deñnitivas  esos 
puntos  deben  quedar  establecidos  de  una 
manera  concreta  en  laexpresión  de  agra- 
vios y  la  contestación  á  ellos.  En  conse- 
cuencia, habiendo  declarado  la  sentencia 
de  primera  instancia  que  había  existido 
entre  el  demandante  y  el  demandado 
una  sociedad  colectiva  civil  que  mandaba 
liquidar  reconociendo  á  aquél  el  derecho 
al  treinta  por  ciento  de  las  utilidades,  si 
las  hubiese,  y  habiendo  apelado  de  esta 
sentencia  solo  el  demandado  quien  al  ex- 
presar agrarios  pidió  se  invocase  y  se  le 
absolviera  déla  demanda,  mientras  el  de- 
mandante solicitó  lisa  y  llanamente  la 
confirmación  del  fallo,  la  Corte  al  modi- 
ficarlo y  declarar  que  el  demandado  de- 
bió pagar  al  demawdante  una  remune- 
ración por  sus  servicios,  resuelve  sobre 
■  un  punto  que  no  había  sido  sometido  á 
su  Juzgamiento  y  li^l^  con  manifiesta 
incompetencia. 


Don  Víctor  ligarte,  demandado  expone:  que 
don  Adolfo  Baeza  Ríesco,  habiendo  arrendado 
un  fundo  de  4.000  cnadras  más  6  menos,  en 
Molina,  en  abril  de  1890,  le  propuso  el  negocio 
de  irse  á  trabajar  á  ese  fiindo,  interesado  en 
las  dos  terceras  partes  de  las  utilidades.  No  cre- 
yó de  necesidad  hacer  un  contrato  por  escrito, 
bastándole  la  palabra  del  señor  Baeza  R.  por- 
que conocfa  desde  algfin  tiempo  á  este  señor 


y  habían  ya  hecho  algunos  negocios  en  la  Fe- 
ria de  nta  ciudad. 

Agrega  que  esturo  en  el  fundo  Rinconada 
desde  el  1^  de  abril  de  1900  hasta  el  1^  de 
abril  de  1901  trabajando  con  empeño  y  en- 
tusiasmo; que  cada  vez  que  el  señor  Baeza  iba 
al  fundo  se  mostraba  satisfecho;  pero,  que  de 
repente,  cuando  menos  lo  imaginaba,  empezó 
á  levantar  nn  inventario  privado  de  las  exis- 
tencias y  utilidades,  poniéndole  el  precio  que 
mejor  le  parecía  para  sus  ocultos  propósitos, 
y  que  concluido  el  inventario,  el  señor  Baeza 
le  dijo  que  el  fundo  le  dejaba  pérdidas,  que  era 
imposible  continnar  así  y  qae  sá  el  exponente 
quería  podía  quedarse  con  el  fundo,  sin  decir- 
le nada  sobre  pago  de  las  ganancias  obteni* 
das,  por  lo  cual  se  retiró  del  fhndo  Rinco* 
nada  pendiendo  nn  año  de  trabajo. 

Acompaña  el  inventarío  hecho  por  el  señor 
Baña  con  el  objeto  de  que  el  Ju:^ado  se  pene- 
tre de  las  intenciones  de  dicho  señor  y  tome 
nota  de  los  precios  que  ha  puesto  á  las  utili- 
dades y  existendas  del  fondo  mencionado, 
precio  que  nn  imparcial  perito  encontraría 
irrisorio. 

Hace  presente  que  la  mayor  explotación  de 
dicho  fundo  es  la  corta  de  leña  y  crianza  de 
ganado  vacuno  y  lanar,  á  todo  lo  que  se  de- 
dicó durante  el  año  de  su  adminútración. 

Hace  dos  años  se  retiró  del  fundo  Rincona- 
da y  jamás  ha  podido  arreglarse  con  el  señor 
Baeza,  no  obstante  sns  repetidas  gestiones 
para  conseguirlo,  contestándole  siempre  que 
le  debe  pagar  las  pérdidas  del  fundo  en  el  año 
aludido. 

Pide  que  el  Juzgado  le  mande  pagar  las  dos 
terceras  partes  de  las  utilidades  del  fundo 
mencionado  en  el  año  que  estuvo  en  él.  Estas 
ganancias  resultan,  tomando  en  cuenta  las 
diferencias  entre  los  precios  estimados  por  el 
señor  Baeza  y  los  equitativos  que  pone  al 
margen  de  la  copia  del  inventarío  xdérido, 
pudiendo  nombrarse  un  perito  por  cada  parte 
con  el  objeto  de  hacer  la  tasación  de  dichas 
existencias  y  utilidades  del  citado  fundo,  des- 
de abril  de  1900  hasta  abril  de  1901. 

En  subsidio,  pide  se  declare  que  el  señor 
Baeza  debe  pagarle  el  año  de  administración 
del  fundo  Rinconada,  que  estima  en  $  6,000. 

Don  Adolfo  Baeza  Riesco,  contestando  y 
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reconviniendo,  expone:  que  dicha  demanda, 
entablada  después  de  dos  años,  carece  de  to- 
da base  y  seriedad. 

Es  cierto  que  antes  de  que  él  tomara  en 
arriendo  el  fundo  Rinconada  conoció  áUgar- 
te  y  le  había  dispensado  su  confianza,  le  ha- 
bía abierto  nn  crédito  sin  límites  en  la  Pe- 
ría  del  Club  Hípico,  entoncesde  su  propiedad, 
y  con  este  crédito  hacía  ügarte  sus  transac- 
ciones de  animales  y  hubo  veces  que  efectuó 
compra  hasta  de  50Q  cabezas  con  un  valor  de 
más  de  $  25.000. 

Por  esa  época  arrendó  los  fundos  de  don 
Antonio  Concha,  Rinconada  y  Ajial  y  Ugar- 
te  se  le  ofreció  para  explotarlos  con  el  capi- 
tal que  el  exponente  le  proporcionaría  toman- 
do un  interés  del  30  ^  de  las  utilidades  y  de 
las  pérdidas  y  debiendo  descontarse,  á  más 
de  los  gastos,  nn  interés  de  un  10%  sobre  el 
capital  de  $  60.000  que  el  negocio  requería. 

Le  ofreció,  agrega,  llevarloen  el  negocio  por 
un  25%  de  las  utilidades  y  de  las  pérdidas,  po- 
niendo él  8u  trabajo  personal  en  cambio  de  los 
capitales  del  exponente. 

No  llegaron  á  una  solución  definitiva  en  la 
fijación  del  tanto  por  ciento  entre  el  30%  que 
Ugarte  le  pedía  y  el  25%  que  el  exponente  le 
ofrecía;  pero  él  dió  principio  á  la  explotación 
del  fundo  sirviéndole  de  base  principal  el  gran 
negocio  que  hacía  en  la  Feria  y  la  facilidad 
que  le  presentaba  su  residencia  en  la  Rinco- 
nada para  sus  compras  de  ganado  en  el  sur, 
que  es  el  centro  ganadero.  Es  completamente 
falso,  continúa,  que  haya  ofrecido  á  Ugarte 
en  compensación  de  sus  trabajos  las  dos  ter- 
ceras partes  de  las  utilidades,  pues  habría  si- 
do esto  sencillamente  ridículo  de  su  parte  ya 
que  era  arrendatario  personal  y  exclusivamen- 
te responsable  del  pago  de  los  cánones  y  el 
único  dueño  del  considerable  capital  de  explo- 
tación. 

Agrega  que  Ugarte  no  correspondió  á  la  con- 
fianza que  depositó  en  él  y  que  esta  fué  la  cau- 
sa de  la  terminación  del  negocio  proyectado; 
que  el  demandante  comenzó  á  divulgar  que 
él  era  el  arrendatario  del  fundo  Rinconada, 
que  lo  había  dotado  de  animales  y  que  era  el 
único  dueño  del  negocio,  á  tal  punto  que  el 
público  lo  consideraba  como  tal  y  que  las  com- 
pras las  hacía  á  su  propio  nombre.  El  fundo 


no  era  atendido  convenientemente;  Ugarte  lo 
tenía  en  abandono  y  por  esta  causa  los  ani- 
males se  enfermaron,  teniendo  que  venderlos 
con  fuertes  pérdidas.  Además,  Ugarte  compró 
animates  en  la  Feria  de  Tattersal  y  en  otras 
partes  sin  el  menor  cuidado,  adquiriéndolos 
completamente  tísicos;  no  los  atendió  bien  y 
el  resultado  fué  desastroso,  pues  se  murieron 
ese  año  más  de  50  animales,  contribuyendo 
ésto  á  la  pérdida  habida  entonces. 

Igual  descuido,  dice,  tuvo  Ugarte  con  las 
cinco  ovejerías  y  por  esto  las  ovejas  principia- 
ron á  morirse  y  el  demandado  se  vi6  en  la  ne- 
cesidad de  venderlas  dnpués  de  su  salida  del 
fundo  para  no  perderlas  todas,  siendo  de  no- 
tar que  después  de  haberse  retirado  Ugarte 
del  fundo  cesó  la  mortandad  del  ganado. 

Observa,  finalmente,  que  siendo  una  de  las 
industrias  principales  del  fundo  la  corta  de 
leña,  Ugarte  tomó  como  contratista  á  un  se- 
ñor Ampuero,  que  hizo  cortar  y  recibió  ese 
año  más  de  4.000  cargas  de  leña,  en  su  ma- 
yor parte  de  despuntes,  de  pésima  calidad, 
por  cuya  causa  á  veces  no  cubría  los  gastos 
de  corta,  bajada  del  cerro,  conducción  á  la 
estación  de  Molina  y  flete  á  Santiago.  Esta 
es  otra  de  las  cansas  de  la  pérdida  habida  ese 
año  en  el  fundo. 

Habiendo  practicado  un  balance  del  nego- 
cio, poniendo  los  precios  de  acuerdo  con  el  de- 
mandante, después  de  hacer  los  cálculos  gene- 
rales que  arrojaban  los  libros  del  fundo,  lle- 
vados ese  año  por  xm  contador  extraño,  el  se- 
ñor Bbner,  pudo  el  demandado  ver  que  la 
pérdida  era  de  importancia  y  significó  entón- 
eos al  demandante  que  con  resultados  tan  de- 
sastrosos no  era  posible  que  continuaran  jun- 
tos. Le  propuso  entonces  que  le  cedería  el 
arriendo  del  fundo,  que  siguiera  él  por  su  cuen- 
ta dejándoselo  conel  inventario  y  precios  fija- 
dos por  ambos,  ó  que  dejara  al  demandado 
solo,  dando  por  terminado  el  proyectado  ne- 
gocio, que  aún  ni  siquiera  estaba  concluido  en 
formaentreellos;  pero  Ugarte  no  atxptóy  pre- 
firió retirarse  dando  por  concluido  todo  nego- 
cio al  respecto.  Es  extraño  que  sólo  después  de 
dos  años  de  haberse  retirado  del  fundo  se  pre- 
■ente  cobrándole  lo  que  él  llama  sa  parte  en  las 
ganancias  provenientes  de  su  administración, 
cuando  atendidos  los  resultados  obtenidos, 
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Ugarte  debia  pagarle  el  30%  de  las  pérdidas. 

De  la  liquidación  del  negocio  de  ese  año  á  pe- 
sar del  empeño  del  exponente  para  salvar  las 
pérdidas  resulta  una  pérdida  de  $  5.970,72, 
que  agregada  á  los  intereses  del  capital  de 
$  60.000  invertido  en  el  fundo,  hacen  subir  la 
perdida  total  á  cerca  de  $12.000,  de  cuyo  66% 
debería  Ugarte  responderle  ya  qne  afirma  que 
tenía  igual  interés  en  las  utilidades. 

Recimviene  á  don  Víctor  Ugarte  para  que  se 
declare  que  debe  pagar  al  demandado  la  cuota 
que  le  corresponde  por  el  30  7r  en  las  pérdidas, 
reconvención  que  formula  para  el  caso  de  que 
Ugarte  innata  en  molestarlo  con  la  liquidación 
de  los  negocios  del  fundo  en  el  año  referido. 

Termina  pidiendo  queno  se  dé  lugar  á  la  de 
manda  y  que  se  admita  la  reconvención. 

Replicando  y  contestando  la  reconvención, 
don  Julio  Mujica  por  don  Víctor  Ugarte 
expone:  que  es  cierto  que  el  señor  Baeza  ofre- 
ció Á  su  mandante  el  30%  de  las  utilidades 
pero  nó  de  las  pérdidas;  puestos  de  acuerdo 
á  este  respecto  el  demandante  se  fué  á  Moli- 
na, desatendiendo  su  negocio  en  la  Feria  con 
el  objeto  de  trabajar  en  los  fundos  ya  cita- 
dos. Bs  falso  qne  haya  desatendido  loa  ne- 
gocios. Los  animales  que  se  murieron  en  ese 
año  fueron  de  los  comprados  por  el  deman- 
dado, Bn  la  renta  de  leñas  ha  habido  ganan- 
Óasyno  pérdidas.- Es  inexacto  que  el  inven- 
tario haya  sido  hecho  de  común  acuerdo,  pues 
además  de  no  estar  firmado  por  el  demandan- 
te, éste  no  lo  supo  sino  después  de  estar  redac- 
tado. .Niega  que  haya  habido  la  pérdida  de 
$  12.000  á  que  el  demandado  se  refiere,  de  la 
cual  no  es  responsable,  siendo  administrador 
interesado. 

£a  cuanto  á  la  reconvención  la  rechaza;  sólo 
quiere  qne  se  pague  á  su  mandante  lo  que  en 
justicia  se  te  debe  por  el  año  que  trabajó. 

Pide  que  habiendo  confesado  el  señor  Baeza, 
que  el  demandante  fué  administrador  intere- 
sado en  el  30  %,  se  nombre  un  perito  para 
tasar  las  existencias  y  utilidades  de  los  fundos 
Rinconada  y  Ajíal  situados  en  Molina,  en  el 
año  1901,  ó  bien  que  se  le  pague  su  año  de  ad- 
ministración, avaluado  en  la  suma  de  $  6.000. 

Bu  la  dápUca,  don  Alberto  Baesa  Bspiñeira 
por  el-  demandado,  niega  las  afirmaciones 
hechas  por  el  demandante  «u  sus  escritos  de 


demanda  y  réplica  en  cuanto  á  la  parte  de 
uttiidadesen  el  negocio.  No  hay  quién  pueda 
admitir,  dice,  el  absurdo  de  que  un  simple 
empleado  se  lleve  la  tercera  parte  de  las 
utilidades  como  pago  de  su  administración, 
dados  los  antecedentes  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito en  la  contestación,  los  cuales  reproduce. 

Por  lo  demás,  la  prueba  decidirá  quién  está 
en  la  verdad  respecto  á  las  afirmaciones  he- 
chas por  ambas  partes  en  este  juicio. 

Concluye  pidiendo  que  no  se  dé  lugar  á  la 
demanda  y  se  acepte  la  reconvención. 

Se  ordenó  presentar  en  el  término  legal  mi- 
nutas de  puntos  de  prueba,  se  recibió  la  causa 
á  prueba  por  todo  el  término  legal,  fijándose 
los  puntos  en  que  debe  recaer. 

Cumplidos  los  demás  trámites,  se  citó  para 
sentencia. 


Considerando: 

1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
el  año  1900  don  Adolfo  Baeza  Riesco  tomó  en 
arrendamiento  los  fundos  Rinconada  y  Ajial 
de  propiedad  de  don  Antonio  Concha,  ubica- 
dos en  Molina,  y  que  don  Víctor  Ugarte  se 
hizo  cargo  de  su  explotación,  poniendo  aquél 
el  capital  é  interesado  ésteen  una  parte  de  las 
utilidades,  y  así  vino  a  quedar  establecida  en- 
tre ellos  una  sociedad  colectiva  civil; 

2^  Que  si  bien  en  la  demanda  se  afirma  que 
de  las  utilidades  correspondían  al  señor  Ugar- 
te las  dos  terceras  partes,  en  la  réplica  se  re- 
conoce que  es  solo  el  30%,  y  esto  se  acepta 
por  el  señor  Baeza  Riesco  en  la  contestación, 
agreg  mdo  que  también  corresponde  al  señor 
Ugarte  el  30%  en  las  pérdidas; 

3^  Que  el  demandante  ha  negado  tener  par- 
te en  las  pérdidas  y  el  demandado  no  ha  pro- 
bado lo  contrario; 

4^  Que  cuando  uno  de  los  socios  contribuye 
solamente  con  su  industria,  servicio  ó  traba- 
jo, y  no  hubiere  estipulación  que  determine  su 
cuota  en  las  pérdidas,  debe  entenderse,  según 
el  artículo  2069  del  Código  Civil,  que  no  le 
cabe  otra  que  la  de  dicha  industria,  trabajo  6 
servicio  y,  por  consiguiente,  en  la  expresada 
sociedad,  ya  que  no  se  ha  probado  estipula- 
ción contraría,  debe  entenderse  que  don  Vfc- 
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tor  Ugarte  no  tiene  participación  en  las  pér- 
didas; 

5'  Que  también  las  partes  están  de  acuerdo 
en  que  la  referida  sociedad  comenzó  el  1^  de 
abril  de  1900  y  terminó  el  1'  de  abril  de 
1901,  sin  que  basta  ahora  se  haja  liquida- 
do; y 

6^  Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo 176,  nómero  1'  de  la  ley  de  15  de  octu- 
bre de  1875,  debe  resolverse  por  árbitro  la  li- 
quidación de  una  sociedad  colectiva  ó  en  co- 
mandita civil  y  por  consiguiente  no  se  puede 
resolver  en  el  presente  juicio  si  en  la  sociedad 
mencionada  hubo  ó  nó  utilidades,  determinar 
éstas  y  la  cantidad  que  en  ellas  corresponda 
al  demandante. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  también  en  los 
artículos  151yJ67  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  y  1698,  1713,  2053,  2061,  2107, 
y  2115  del  Código  Civil,  se  declara:  Que  ha 
lugar  á  la  demanda  solo  en  cuanto  corres- 
ponde á  don  Víctor  Ugarte  el  30%  de  las  uti- 
lidades, si  las  hubiese,  en  la  referida  sociedad 
con  don  Adolfo  Baeza  Riesco  durante  el  año 
de  su  duración,  y  que  no  ha  lugar  á  la  recon- 
vención, debiendo  las  partes  proceder  á  la  li- 
quidación de  la  sociedad  ante  árbitro  nom- 
brado en  la  forma  ordinaria.— .4rturo  Ayala. 

Apelada  esta  sentencia,  el  apelante  pidió  en 
la  expresión  de  agravios  se  revocara  y  se  ne- 
gara lugar  á  la  demanda  en  todas  sus  partes 
y  el  apelado  se  limitó  á  pedir  se  confirmara 
sostraiendo  la  existencia  de  la  sociedad. 

La  Corte  de  Apelaciones  díó  el  siguiente 
fallo. 

Santiago,  19  de  agosto  de  1904  Vistos  y 

teniendo  presente: 

1^  Que  don  Víctor  Ugarte  ha  sostenido  en 
el  cnrso  de  la  causa  que  fué  administrador  de 
los  fundos  Rinconada  y  Ajial  que  había  toma- 
do en  arriendo  el  demandado;  y  que*  en  remu- 
neración de  sus  senricios  se  le  asignó  el  30% 
de  las  utilidades  que  produjera  la  referida  ne- 
gociación; 

2^  Que  don  Adolfo  Baeza,  por  su  parte, 

afirma  en  su  contestación,  y  lo  reitera  en  es- 
critos posteriores,  que  el  demandante  se  ofre- 
ció para  hacerse  cargo  de  la  administración 
de  dichos  fundos,  formando  al  efecto  una  so- 
ciedad en  que  el  exponente  aportaría  sus  capí- 
vnwnK 


tales  y  Ugarte  su  industria  personal,  toman- 
do éste  en  cambio  el  30%  de  las  utilidades  y 
responditrndo  délas  pérdidas  en  la  misma  pro- 
porción; que  sin  haber  arribado  á  un  arreglo 
definitivo,  llegÓ  el  momento  de  recibir  los  fun- 
dos, y  don  Víctor  Ugarte  de  hecho  se  hizo 
cargo  de  ellos;  y  que  habiéndose  originado 
pérdidas  por  descuidos  en  la  administración 
convinieron  en  dar  por  terminada  la  negocia- 
ción sin  cargo  alguno  para  las  partes; 

3^  Que  aparece  de  los  antecedentes,  y  de  la 
propia  exposición  de  los  interesados,  que  don 
Víctor  Ugarte  tuvo  á  su  cargo  la  administra- 
ción de  los  fundos  Rinconada  y  Ajial  desde  el 
1^  de  abril  de  1900  hasta  igual  fecha  de  1901; 
pero  atendida  la  exposición  de  las  partes,  la 
prueba  que  obra  en  autos  no  es  bastante,  en 
concepto  del  Tribunal,  para  determinar  las 
condiciones  en  que  el  demandante  se  obligara 
á  prestar  los  servidos  indicados; 

4^  Que  estos  servicios  no  son  gratuitos  por 
su  naturaleza  y  que  las  incorrecciones  y  defi- 
ciencias que  el  demandado  advierte  á  su  res- 
pecto pueden  ser  apredados  al  fijar  la  remu- 
neración que  por  ellos  se  adeuda. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1698  y  2006  del  Código  Civil,  se  declara  que 
don  Adolfo  Baeza  debe  pagar  á  don  Víctor 
Ugarte  la  remuneración  que  corresponda  á 
los  servidos  expresados  en  el  considerando 
3^  de  esta  sentencia,  debiendo  fijarse  su  cuan- 
tía por  el  Juez  de  la  causa,  con  el  mérito  de 
autos  y  oyendo  el  dictamen  de  un  perito  nom- 
brado en  la  forma  ordinaria. 

Se  confirma  con  esta  declaradón  la  senten- 
da  apelada  de  9  de  abril  último. 

Redacción  del  Ministro  don  Luis  Barriga. — 
h.  R.  Mora,— Luis  Barriga.— J.  Agustín  Rojas. 

Contra  esta  sentencia,  don  Adolfo  Baes:a 
Riesco  interpuso  los  recursos  de  casadón  en  la 
forma  y  en  el  fondo. 

Formalizando  el  primero,  lo  funda  en  las  si- 
guientes causales: 

1*  Haber  sidodictadalasentencia  recurrida 
con  manifiesta  incompeteuda,  causal  de  casn- 
dóa  estableada  en  el  número  1^  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  competencia  del  Tribunal  de  segunda  ins- 
tanda  estaba  limitada  por  la  expresión  de 
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agravios  y  por  la  contestación  que  se  diÓ  á 
ella.  Bn  su  demanda  el  señor  ligarte  había  pe- 
dido: 

1^  Que  se  declarase  que  debía  pagarle  por  su 
administración  las  dos  terceras  partes  de  las 
utilidades,  que  según  él  había  dejado  el  nego- 
cio y  que  resultaba  de  la  alteración  del  inven- 
tario, 6  qae  podía  ser  determinada  por  peri- 
tos; y 

2'*  Ba  subsidio,  que  debía  pagarle  e)  salario 
de  'su  administración  que  estimaba  en  $  6.000. 
La  sentencia  de  prímerainstancia.fund/indose 
en  qne  había  existido  una  sociedad  colectiva 
á  la  que  Ugarte  había  aportado  su  industria 
y  no  tenía  partiapación  en  las  pérdidas,  decla- 
ró que  Baeza  debía  pagar  el  30  %  de  las  utilí- 
.  dades,  si  las  había,  para  lo  cual  debía  proce- 
derse  á  la  liquidación  de  la  sociedad,  y  negó 
lugar,  por  lo  mismo,  á  la  petición  de  pago  de 
los  $  6.000,  ó  de  suma  alguna  por  adminis- 
tración. 

Esta  sentencia  fué  apelada  por  el  demanda- 
do, quien  pidió  lisa  y  llanamente  que  se  revo- 
cara y  se  negara  lugar  á  la  demanda  en  todas 
sus  partes. 

Respondiendo  á  los  agravios,  sostuvo  el  se- 
ñor Ugarte  la  existencia  de  la  sociedad,  su  ca- 
rácter de  socio  industrial,  sin  participación  en 
pérdidas  y  pidió  también  lisa  y  llanamente  la 
confirmación  de  la  sentencia. 

Estas  peticiones  limitaban  la  jarisdicción  de 
la  Corte  de  Apelaciones;  y  sin  incnrñr  en  nuli- 
dad no  ha  podido  desentenderse  de  ellas  y  aun 
de  la  demandapara declarar  que  debe  pagarse 
á  Ugarte  los  servidos  prestados,  que,  sin  em- 
bargo, no  ha  podido  calificar  si  fueron  los  de 
un  socio  ó  los  de  un  simple  administrador. 

2*  Haber  fallado  ultra  petita,  esto  es,  otor- 
gando más  de  lo  pedido  por  las  partes  y 
extendiendo  su  resolución  á  puntos  que  nn  ha- 
blan ndo  sometidos  á  la  decisión  del  Tribunal, 
causal  de  casación  contemplada  en  el  número 
4^  del  artículo  941  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

La  Corte  de  Apelaciones  desentendiéndose  de 
la  expresión  de  agravios  y  de  su  contestación, 
ha  entrado  á  apreciar  toda  la  causa  sin  suje- 
tarse á  las  petidones  de  las  partes. 

En  el  considerando  1^  de  su  sentenda 
establece  que  don  Víctor  Ugarte  ha  soste- 


nido en  el  curso  de  la  causa  que  fué  adminis. 
trador  de  los  fundos  Rinconada  y  Ajial,  y  que 
en  remnneradón  de  sus  servidos  se  le  asignó 
el  30  %  de  las  utilidades;  en  el  considerando 
2^  reconoce  que  existió  una  sodedad  qüe 
se  dió  por  terminada  sin  cargos  recíprocos;  y 
en  el  considerando  3^  que  la  prueba  no  es 
bastante  para  establecer  las  condidones  en 
que  el  demandante  se  obligara  á  prestar  los 
servicios  indicados;  y  en  vez  de  absolver  de  la 
demanda  condena  al  demandado  á  pagar  esos 
servicios  fundándose  en  que  por  su  naturaleza 
no  son  gratuitos. 

Esta  resolución  no  guarda  conformidad  con 
las  peticiones  que  se  habían  sometido  á  la  de- 
cisión del  Tribunal  de  segunda  instancia  por 
las  partes,  quiénes  habían  aceptado  la  califica- 
ción de  sodedad  que  la  sentenda  de  primera 
instanda  había  hecho  del  contrato.  El  Tribu- 
nal rechaza  la  sodedad;  rechaza  la  adminis- 
tradón  por  falta  de  prueba  y,  sin  embargo, 
condena  á  pagar  lo  que  el  demandante  no  ha 
pedido  en  su  demanda,  faltando  de  este  modo 
ultra  petita. 

3^  Haber  sido  pronundada  con  omisión  de 
los  requisitos  enumerados  en  los  números  1^, 
2»  39  y  6'  dd  artículo  193  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  causal  de  casadón  con  arre- 
glo al  número  5^  del  artículo  941  del  mismo 
Código. 

La  sentencia  de  segunda  instanda  es  revo- 
catoria de  la  de  primera.  Esta  desechó  la  de- 
manda en  cuanto  el  demandante  pretendíaser 
administrador  y  cobraba  $  6.000,  declarando 
que  existe  una  sodedad.  La  Corte  no  aceptó 
la  sodedad  ni  la  administradón  y  mandó  pa* 
gar  los  servidos  prestados,  petidón  no  conte- 
nida en  la  demanda. 

Es  evidente  que  nada  ha  quedado  de  ta  sen- 
tencia de  primera  instanda,  y  por  lo  tanto  es 
revocatoria  ta  de  segunda,  carácter  que  no 
pierde  por  decir  que  se  confirma  con  declara- 
dón.  Siendo  revocatoria,  ha  debido  contener 
la  designadón  predsa  de  las  partes  litigantes, 
su  domicilio,  profesión  ú  ofido,  la  enundadón 
breve  de  las  petidones  ó  acdones  deduddas  y 
las  excepdones  6  defensas  alegadas  por  el  reo; 
y  el  Tribunal  no  ha  hecho  nada  de  esto  ni  se 
ha  referido  siquiera  á  la  sentenda  de  primera 
instancia. 
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I^a  Oorte: 

Considerando: 
I*'  Que,  según  el  articulo  167  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  los  tribunales  sólo  po- 
drán resolver  las  cuestionesque  las  partes  hu- 
biesen sometido  á  su  conocimiento,  salvo  los 
casos  en  que  les  sea  permitido  proceder  de 
ofício: 

2^  Que  la  jurisdicción  de  los  tribunales  de 
segunda  instancia  está  limitada  á  los  puntos 
que  les  hayan  sido  sometidos  á  su  conoci- 
miento por  medio  de  la  apelación,  y  tratán- 
dose de  sentencias  definitivas,  esos  pnntos 
deben  quedar  establecidos  de  una  manera 
concreta  en  la  expresión  de  agravios  y  la  con- 
testación á  ellos; 

3'  Que  la  sentencia  de  primera  instancia 
dictada  en  el  presente  juido,  declaró  que  ha- 
Itfa  existido  una  sodedad  colectiva  dvil,  entre' 
don  Adolfo  Bneza  Riesco  y  don  Víctor  ligar- 
te, y  mandó  liquidarla,  reconodendo  á  este 
último  el  derecho  al  30%  de  las  utilidades,  si 
las  hubiere; 

4'  Que  esta  resolución  fué  consentida  por 
ligarte,  y  apt^lnda  únicamente  por  Baeza  Ríes- 
co,  quien  pidió  se  revocase  y  se  le  absolviera 
de  la  demanda; 

5^  Que  la  Corte  de  Apeladones  de  Santia- 
go modificó  este  fallo  y  declaró  que  Baña 
Riesco  debía  pagar  á  Ugarte  una  remunera- 
ción por  sus  servidos  como  administrador  de 
los  fundos  Rinconada  y  Ajial,  resolviendo  de 
este  modo  respecto  de  un  punto  que  no  había 
sido  sometido  á  su  juzgamiento,  ya  que  Ugar- 
te se  babia  conformado  con  la  resolución  de 
primera  instancia  que  declaraba  haber  habido 
una  sociedad  y  que  rechazaba  impHdtamente 
la  existencia  de  una  admtnístradón; 

6^  Que,  al  hacer  esta  declaradón  respecto 
de  una  petición  no  sometida  á  su  conodmien- 
to,  ha  procedido  con  manifiesta  incompeten- 
da;  y 

7^  Que  aceptada  una  causal  de  casación,  es 
inofidoso  pronundarse  sobre  las  demás. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  941  nú- 
mero 1»,  959,  978  y  979  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  que  ba  lugar  al 
recurso  de  casadón  en  la  forma  interpuesto 
por  don  Adolfo  Baeza  Riesco,  en  contra  de  la 


sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, de  fecha  19  de  agosto  del  año  próximo 

pasado. 

£n  consecuenda,  se  invalida  dicha  senten- 
cia, y  se  repone  la  cansa  en  el  estado  de  fallar- 
se conforme  á  derecho  por  el  Tribunal  compe- 
tente. Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad 
consignada. 

Acordada  en  la  segunda  vista  de  1n  causa 
por  los  señores  Ministros  Palma  Guzmán, 
Gallardo  y  Varas,  llamado  el  segundo  de  di- 
chos Ministros  á  dirimir  la  discordia  habida 
en  la  primera  vista,  y  contra  el  parecer  de  los 
señores  Ministros  Gaete  y  Rodríguez,  quienes 
opinaron  que  debía  rechazarse,  el  presente  re- 
curso á  virtud  de  las  consideraciones  qne  ha- 
cen valer  en  sus  respectivos  votos. 

Redactada  por  el  señor  Varas.-^.  Gubríe^ 
Palma  Guzmáa.—Galvanao  Gallardo.— Ga- 
bríel  Gaete.— Leoncio  RodrígaeM.~JCArio8 
raa, 

VOTO  BSPBCIAL 

Ha  aceptado  hoy  el  Tribunal,  disintiendo  el 
infrascripto,  el  recurso  de  casadón  en  laforma 
deduddo  por  don  Adolfo  Baeza  Riesco,  con- 
tra la  sentencia  de  una  de  las  salas  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  de  Santiago,  pronundada 
en  el  juicio  inídado  por  don  Víctor  Ugarte 
contra  el  recurrente,  sobre  partidpadón  en 
las  utilidades  de  una  sociedad  y  demás  que  se 
exponen  en  la  demanda. 

Las  p^tidones  contenidas  en  ésta  dicen  tex- 
tualmente lo  que  sigue: 

"A  V.  S.  suplico  se  sirva  dar  por  interpues- 
ta esta  demanda  en  el  sentido  de  hacer  pagar 
las  dos  terceras  partes  de  las  ganancias  del 
fundo  Rinconada  desde  el  1^  de  abril  de  1900 
hasta  el  1^  de  abril  de  1901,  ganancias  que 
resultan  tomando  en  cuenta  las  diferencias 
entre  los  predos  del  inventarío  hecho  por  el 
señor  Baeza  y  los  predos  equitativos  estima- 
dos por  mí,  y  que -pongo  almargendela  copia 
de  dicho  inventario. 

"Hn  subsidio  de  la  anterior  petidón,  pido  á 
V.  S.  se  sirva  nombrar  un  perito  por  cada  par- 
te.con  el  objetode  tasar  las  existencias  y  utili- 
dades del  fundo  Rinconada. 

"En  subsidio  pido  áV.S.  se  sirva  dar  lagar  á 
esta  demanda  haciéndome  pagar  la  suma  de 
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$  6.000  en  que  estimo  el  año  de  administra- 
ción de  dicho  fundo." 

Como  se  ve,  la  demanda  contiene  una  peti- 
ción principal  y  dos  subsidiarías  para  el  caso 
de  no  accederse  á  aquélla. 

En  la  contestación  se  solicita  el  rechazo  en 
absoluto  de  la  demanda,  es  decir,  tanto  de  la 
petición  principal  como  de  tas  subsidiarias,  y 
se  formula  todavía  reconvención  para  que  se 
ordene  que  el  demandante  debe  pagar  al  de- 
mandado el  30%  de  las  pérdidas  de  la  indica' 
da  sociedad. 

La  sentencia  de  primera  instancia  dió  lugar 
á  la  petición  principal  de  la  demanda,  orde- 
nando pagar  el  30^  de  las  utilidades,  si  las 
hubiere,  debiendo  procederse  á  la  liquidación 
de  la  sociedad  ante  un  ñrbítro,  y  desechó  la 
reconvención. 

De  esta  sentencia  apeló  el  demandado,  con-, 
formándose  con  ella  el  demandante  que  había 
obtenido  lo  que  solicitó  en  su  petición  princi* 
pal,  modificada  en  el  escrito  de  réplica,  en  el 
sentido  de  obtener  solo  el  30%  délas  utili- 
dades, que  ta  sentencia  le  manda  pagar. 

El  demandante  no  pudo  tampoco  apelar  de 
esa  resolución  que  le  declaraba  á  su  favor  lo 
que  él  mismo  había  pedido,  no  le  causaba,  por 
consiguiente,  agravio  alguno,  condición  indis- 
pensable para  interponer  ese  recurso  desde  que 
el  escrito  respectivo  de  expresión  de  agravios 
debe  contener  las  peticiones  concretas  que  for- 
mule el  apelante  respecto  de  la  sentencia  ape- 
lada, en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 439  del  C  ódigo  de  Procedimiento  Civil. 
Por  eso  el  expresado  demandante  se  limitó  á 
pedir  en  segunda  instancia  la  confirmación  de 
la  resolución  apelada  por  el  demandado. 

Pero  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por 
éste,  que  había  pedido,  en  primera  instancia, 
el  rechazo  de  la  demanda  en  términos  absolu- 
tos, y  que  en  segunda,  insistía  todavía  en  pe- 
dir lo  mismo,  daba  jurisdicción  al  Tribunal 
de  Apelaciones  y  lo  habilitaba  para  pronun- 
ciarse no  solo  sobre  la  petición  principal  que 
había  aceptado  la  sentencia  de  primera  ins- 
táncia,  riño  también  respecto  de  las  subsidia- 
rías. 

Sobre  estas  cuestiones  no  pudo  haber  fallo 

del  Juez  de  primera  instancia  porserincompa- 
tíbles  con  la  formulada  en  la  petición  principal 


que  aceptó  la  sentencia  respectiva,  no  obstan- 
te de  que  el  demandante  pudo  proponerlas 
para  que  fuesen  resueltas  unas  como  subsidia- 
rias de  las  otras,  conforme  á  lo  establecido  en 
el  artículo  18  del  Código  citado.  Pero  en  aten- 
ción á  lo  prescripto  en  el  artículo  231  de  ese 
mismo  Código,  el  Tribunal  de  Alzada  pudo  fa- 
llar las  cuestiones  subsidiarias  ventiladas  en 
primera  instancia  y  sobre  las  cuales  no  se  pro- 
nunció la  sentencia  apelada  por  ser  incompa- 
tibles con  lo  resuelto  en  ella. 

No  es,  pues,  éste  el  caso  contemplado  en  el 
artículo  167  al  prescribir  que  las  sentencias 
deben  pronunciarse  conforme  al  mérito  del 
proceso  y  no  podrán  extenderse  á  puntos  que 
no  hayan  sido  expresamente  sometidos  A  jui- 
cio por  las  partes. 

Las  cuestiones  subsidiarias  de  que  se  viene 
hablando  fueron  sometidas  á  juicio,  tuvo  el 
demandante  perfecto  derecho  para  proponer- 
las  en  esa  calidad  de  subsidiarias,  no  pudieron 
ser  resueltas  en  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia por  ser  incompatibles  con  la  petición 
principal  que  aceptó  esa  misma  sentencia,  y 
el  Tribunal  de  Apelaciones  tuvo  jurisdicción 
para  resolverlas  en  virtud  de  la  apelación  in- 
terptiesta  por  el  demandado. 

No  existe  entonces,  á  juicio  del  que  suscribe, 
la  causal  de  casación  en  la  forma  á  qne  se  re- 
fiere el  recurrente  y  que  ha  sido  aceptada  por 
el  Tribunal. 

Santiago,  24  de  marzo  de  IWi^.—Gabriei 
Gaete. 

Acepto  en  todas  sus  partes  los  razonamien* 
tos  y  conclusiones  del  voto  que  precede.— Leoo' 
ero  Rodrígae*. 


Cas.  CÍV.—14  de  enero  de  1905 

Calvo  de  Fariña  con  Guzmán 

Cesión  de  créditos;  notifioaolón  al  deu- 
dor.—Hipoteoaolón  de  bienes  raicea 
de  la  mujer;  autorización  judloial 
con  objeto  determinado  oonooldo  del 
acreedor.-  Nulidad. 

Doctrina: — Bl  marido  no  puede  hipo- 
tecar ni  enajenar  los  bienes  raicea  de  sa 
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mujer  que  esté  ó  pueda  estar  obligado  á 
restituir  en  especie,  sino  con  voluntad  de 
Ja  mujer  y  previo  decreto  judicial  con 
conocimiento  de  causa.  Habiéndose  coa- 
cedido  ¡a  autorización  con  el  objeto  de 
pagar  el  alcance  hereditario  que  gravaba 
la  hijuela  de  la  mujer,  y  para  efectuar 
ciertas  reparaciones  necesarias  j  urgen- 
tísimas en  la  misma  propiedad;  y  cono 
ciendo  el  mutuante  esta  condición  que 
constaba  del  decreto  que  otorgó  la  auto- 
rización inserta  en  ¡a  escritura,  no  puede 
altará  la  mujer  el  mutuo  contraído  y 
cuyo  valor  retiene  el  mismo  mutuante 
para  pagarse  del  precio  de  mercaderías 
vendidas  al  marido  y  de  otras  obligacio- 
nes que  el  marido  le  adeudaba,  deudas 
todas  ellas  personales  del  mando  y  ex- 
trañas en  absoluto  al  interés  de  ¡a  mujer. 
La  hipoteca  contraída  en  estas  circuas 
tandas  es  aula  y  la  mujer  puede  pedir  su 
cancelación. 

La  cesión  de  este  crédito  hecha  por  el 
acreedor  á  un  tercero  y  notifícado  al  ma- 
rido, ao  puede  tampoco  afectar  á  la  mu- 
jer á  qaiea  no  se  ha  notiñcada  por  es- 
tar prohibido  al  marido  ejecutar  tales 
actos. 


Doña  Lucila  Calvo  de  Faríñase  presentó  ex- 
poniendo que  seguía  con  su  marido  don  Miguel 
Fariña,  juicio  de  divorcio  y  de  separación  de 
bienes  por  fraudes  en  su  administración,  que 
uno  de  los  fraudes  de  Fariña  consistióen  haber 
suscripto,  en  octubre  de  1899,  unaescritura  de 
mutuo  á  favor  de  don  Clodomiro  Guzmán  por 
$  10.000,  con  hipoteca  de  una  propiedad  de 
la  demandante;  que  esta  escritura  debía  de- 
clararse nnla,  pues  era  falsa  en  su  contenido; 
que  habiendo  logrado  Fariña  obtener  una  au- 
torización judicial  para  hipotecar  un  fundo 
que  la  demandante  posee  proindívisocon  otro 
hermano  y  con  el  objeto  de  pagar  un  alcance 
de  adjndicación  y  de  hacer  mejoras  en  la  pro- 


piedad, extendió  una  escrituca  simulada  á  fa- 
vor de  su  primo  Guzmán,  sin  que  éate  entre- 
gara dinero  alguno  á  Fariña,  y  quedando,  na- 
turalmente, sin  cancelarse  el  alcance  ni  efec- 
tuarse las  mejoras;  que  esta  escritura  carece 
de  causa  para  la  demandante  que  no  la  suscri- 
bió, y  es  contraria  á  la  autorización  judicial 
para  hipotecar,  la  cual  se  otorgó  con  un  ob- 
jeto determinado  y  era  conocido  de  Guzmán; 
que  en  un  juicio  criminal  promovido  por  la 
demandante,  aparece  en  claro  la  confabula- 
ción de  Fariña  y  Guzmán  en  este  asunto,  re- 
sultando de  las  declaraciones  de  ambos  que 
con  dicha  escritura  el  primero  pagó  al  segun- 
do deudas  personales  anteriores  ó  posteriores 
al  matrimonio;  que  la  demandante  no  respon- 
de con  sus  bienes  de  tales  deudas;  que  el  acto 
fué  nulo  porque  se  faltó  al  mandato  judicial, 
de  lo  cual  nace  para  lademandante  la  nulidad 
de  esa  escritura  y  el  derecho  que  tiene  para 
pedir  su  completa  cancelación,  con  costas, 
como  lo  solicita,  en  efecto  del  Juzgado. 

Don  Clodomiro  Guzmán,  antes  de  contestar 
la  demanda,  interpuso  artículo  previo  para 
que  se  le  eximiese  de  entrar  en  juicio  á  virtud 
de  que  en  junio  del  año  1900  había  transferi- 
do su  crédito  á  los  señores  Ignacio  Incháuste- 
gui  yC* 

La  señora  Calvo  respondió  que  nada  tenía 
que  ver  en  ese  traspaso  que  no  se  le  haMa  he- 
cho saber;  por  lo  cual  debía  rechazarse  el  ar- 
tículo. 

Por  resolución  del  Juzga  io,  fecha  28  de 
mayo  de  1901,  así  se  declaró  y  el  demandado, 
qae  apeló  de  este  auto,  se  desistió  de  su  recur* 
so  en  segunda  instancia. 

Contestando  Guzmán,  comienza  por  repro- 
ducir su  excepción  de  haber  transferido  el  cré- 
dito hipotecario  de  que  se  trata,  cesión  que 
hizo  con  notificación  de  don  Miguel  Fariña 
como  aparece  en  la  misma  escritura. 

Bn  seguida  alega  que  él  nada  tiene  que  ver 
con  que  Fariña  aplicara  6  no  aplicara  el  dine- 
ro prestado  á  los  fines  con  que  obtuvo  !a  au- 
torización judicial.  Le  basta  con  que  el  deu- 
dor recibiera  ese  dinero  y  suscribiese  la  escri- 
tara  correspondiente. 

Seguida  la  causa  por  los  trámites  legales,  se 
dictó  en  ella  la  sentencia  de  primera  instancia 
de  fecha  10  de  febrero  de  1903,  que  dice: 
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Considerando: 

1'  Que  el  crédito  hipotecario  cuya  nulidad 
se  solicita  en  la  demanda  contraída  por  don 
Miguel  Fariña  á  favor  de  don  Clodomiro  Guz- 
mán  que  consta  de  la  escritura  pública,  éste 
lo  cedió  á  los  señores  Ignacio  Incliáustegui  j 
C*  por  la  escritura  pública  de  4  de  octubre  de 
1900;  noti6cándose  y  aceptándose  la  cesión 
por  el  señor  Fariña  en  la  misma  fecha; 

2^  Que  la  notificación  y  aceptación  de  éste 
no  constituye  ningún  contrato  coa  relación  á 
los  bienes  de  la  demandante  ni  acto  adminis- 
tratorio; 

3^  Que  la  cesión  del  crédito  aludido  se  ha 
hecho  con  todos  los  requisitos  legales  y,  en 
consecuencia,  todos  los  derechos  que  tenía  e^ 
demandado  contra  Fariña,  los  ha  trasmitido 
á  los  señores  Incháusteguí  y  C*que  no  han  te- 
nido parte  en  este  juicio; 

4^  Que  no  siendo  aquél  dueño  del  crédito, 
no  puede  cobrarlo  y,  por  consiguiente,  no  hay 
acción  en  su  contra  en  todo  lo  que  se  relacio- 
na con  dicho  crédito; 

5'  Que  lo  resuelto  por  el  auto  de  28  de  mayo 
de  1901,  por  el  cual  se  resolvió  que  el  deman- 
dado estaba  obligado  á  seguir  este  juicio,  sólo 
se  puede  referir  á  su  tramitación  y  no  á  la 
cuestión  de  fondo  debatida. 

En  esta  virtud  y  de  acuerdo  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  160S,  1609, 1610,  núme- 
ro 5",  1901,  1902  y  1903  del  Código  Civil,  se 
declara  que  no  ha  lugar  á  la  demanda  inter- 
puesta, sin  perjuicio  de  la  acción  que  la  de- 
mandante pueda  hacer  valer  contra  quien  vie- 
re convenirle.— San  í  apa  if. 

Apelada  esta  sentencia. 

La.  Corte  falló: 

Santiago,  24  de  agosto  de  1904  Vístos* 

Keproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia apelada  y  teniendo  presente: 

I*'  Que  por  resolución  ejecutoriada  se  de- 
claró que  la  demanda  debía  seguirse  en  contra 
de  don  Clodomiro  Guzmán  y  no  en  contra  de 
Incháusteguí  y  C*. 

2"^  Que  la  cesión  del  crédito  hecha  por  aquél 
á  éstos  últimos,  según  escritura  corriente  en 
copia,  no  altera  la  condición  de  acreedor  hipo- 
tecario de  doña  Lucinda  Calvo,  con  que  Guz- 
mán figura  en  el  ínstramento  cayacanoelación 


se  soliríta  en  esta  demanda,  ya  que  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  1902 
del  Código  Civil,  para-  que  la  cesión  produje- 
ra efecto  contra  el  deudor,  es  menester  que  le 
sea  notificada  por  el  cesionario  ó  que  el  deu- 
dor la  acepte;  y  si  bien  en  el  presente  caso  la 
cesión  de  Guzmán  á  Incháusteguí  y  C*  apare- 
ce aceptada  por  Fariña,  en  su  carácter  de  ma- 
rido de  la  demandante,  también  lo  es  que  éste 
carecía  en  esa  época  de  facultad  para  hacerlo, 
ya  que  importando  dicha  aceptación  un  acto 
admíaistratorio  de  los  bienes  de  su  mujer,  tales 
actos  le  habían  sido  prohibidos  por  resolución 
judicial  anterior,  según  se  ve  de  la  copia  agre- 
gada y  del  certíBcado  de  fs.  101  vta.,  y  de 
consiguiente  no  podía  obligar  con  ellos  á  la 
señora  Calvo; 

3^  Que,  á  virtud  de  estos  antecedentes,  no 
es  admisible  en  derecho  la  alegación  de  Guz- 
mán, en  que  sostiene  que  no  le  corresponde 
asumir  el  carácter  de  demandado  en  este  jui- 
cio, ni  le  nfectan  los  resultados  déla  sentencia 
que  en  él  se  dicte, 

4'  Que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 1754  ík'l  Código  Civil,  el  marido  no 
puede  hipotecar  ní  enajenar  los  bienes  raíces 
de  la  mujer  que  esté  ó  pueda  estar  obligado  á 
restituir  en  especie,  sinocon  voluntad  de  aqué- 
lla y  previo  decreto  judicial  con  conocimiento 
de  causa,  no  pudiendo  aducirseotros  motivos 
de  justificación  del  decreto  que  la  falcultad 
«concedida  para  ello  en  las  capitulaciones  ma- 
trimoniales, y  la  necesidad  ó  utilidad  mani- 
fiesta de  la  mujer; 

5^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1756 
del  mismo  Código,  la  mujer  puede  pedir  la 
cancelación  de  una  hipoteca  constituida  so- 
bre sus  bienes,  siempre queprobase  que  se  pro- 
cedió á  sn  otorgamiento  sin  llenar  los  requisi- 
tos exigidos  por  la  ley,  doctrina  que  debe 
tener  también  aplicación  cuando  cumplidos 
aparentemente  esos  requisitos,  se  prescinde  en 
realidad  de  ellos  por  actos  directos  del  mari- 
do y  (le  la  persona  en  cuyo  favor  se  constitu- 
tuye  el  gravánien; 

6'  Que  aparece  establecido  en  los  autos  que 
la  autorización  judicial  concedida  á  Fariña 
para  hipotecar  el  predio  de  su  mujer,  tuvo  por 
único  objeto  pagar  el  alcance  que  gravaba  la 
hijuela  de  ésta  en  la  partición  de  los  bienes  de 
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don  Ramón  Calvo,  y  efectuar  ciertas  repara- 
ciones necesarias  y  urgentísimas  en  el  bien 
raíz  de  propiedad  de  la  misma; 

7''  Que  consta  asimismo  plenamente  de  los 
autos  que  Fariña,  al  hipotecar  &  don  Clodo- 
miro Guzmán  el  referido  predio,  se  apartó  con 
conocimiento  é  intervención  del  mismo  Guz- 
mán de  la  voluntad  manifestada  por  su  mu- 
jer y  de  los  términos  expresos  de  la  autoriza- 
ción judicial,  constituyendo  el  gravamen  para 
fines  no  comprendidos  en  esa  autorización,  y 
extraños,  además,  completamente  á  la  utili- 
dad ó  necesidad  maniñesta  de  doña  Lucila; 

8^  Que  en  efecto,  de  los  antecedentes  del 
proceso  criminal,  agregados  en  compulsa  á 
este  juicio,  y  principalmente  de  la  propia  con- 
fesión de  Guzmán,  resulta  que  los  $  10.000  de 
la  autorización  concedida  A  Fariña  para  lle- 
var á  cabo  reparaciones  urgentes  en  el  predio 
de  su  mujer  y  para  cubrir  el  alcance  heredita- 
rio que  existía  en  contra  de  la  misma,  no  se 
invirtieron  en  estos  objetos,  sino  que  los  ha- 
bría guardado  en  su  mayor  parte  el  referido 
Gnzmán  para  destinarlos:  1^  5.000  y  tantos 
pesos  en  cancelar  mercaderías  que  Fariña  le 
adeudaba;  2^  $  2.000  para  cubrirse  de  una 
fianza  que  Guzmán  había  pagado  por  Fariña 
en  la  casa  de  Iturbe  y  C*  de  esta  capital;  y  3' 
300  y  tantos  pesos  para  pagarse  de  otras  cuen- 
tas vencidas  que  le  adeudaba  el  mismo  Fariña; 

9^  Que,  en  consecuencia,  don  Clodomiro 
Guzmán,  que  conocía  ó  debía  conocer  el  fin 
único  para  el  cual  se  había  concedido  la  con- 
tratación del  préstamo  más  arriba  indicado, 
ya  que  en  la  escritura  de  mutuo  se  insertaba 
la  autorización  judicial  y  su  propósito,  contri- 
buyó, sin  embargo,  con  actos  personales  su- 
yos á  llevar  á  cabo  la  violación  flagrante  de 
las  condiciones  £  objeto  del  préstamo,  llegan- 
do en  ese  terreno,  no  solo  á  no  entregar  en 
realidad  la  mayor  parte  del  dinero  que  se  de- 
da  dado  en  mutuo,  sino  hasta  el  estremo  de 
pagarsecon  él  de  deudas  personales  de  Fariña, 
constituidas  en  su  favor  y  extrañas  en  abso- 
luto al  interés  de  la  demandante; 

10.  Que  la  prueba  testimonial  rendida  por 
f¡}  demandado  al  tenor  del  interrogatorio,  le- 
jos de  desvirtuar  los  antecedentes  en  que  fttn- 
da  la  demanda,  contribuye  más  bien  á  corro- 
borar la  exactitud  de  lo  ya  confesado  por 


aquél  acerca  de  la  inversión,  ajena  á  los  inte- 
reses de  doña  Lucila  Calvo,  que  se  dió  á  la 
cantidad  reconocida  en  el  mutuo; 

11.  Que  en  estas  condiciones,  el  contrato 
de  mutuo  celebrado  entre  Fariña  y  Guzmán  no 
puede  afectar  la  responsabilidad  de  doña  Lu- 
cila Calvo,  la  que,  en  consecuencia,  tiene  pleno 
derecho  para  exigir  la  cancelación  del  grava- 
men hipotecario,  constituido  en  garantía  de 
aquel  contrato,  sobre  un  bien  raíz  de  su  exclu- 
sivo duminio. 

Por  estos  fundamentos  y  en  mérito  de  lo 
prevenido  en  tas  leves  que  en  ellos  se  citan  y 
de  los  artículos  1698, 1712  y  1713  del  Código 
Civil,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  10  de 
febrero  de  1903  y  se  declara  que  la  escritura 
no  afecta  la  responsabilidad  de  doña  Lucila 
Calvo,  y  que,  en  consecuencia,  debe  procederse 
á  la  cancelación  del  gravamen  hipotecario 
constituido  sobre  su  fundo  por  la  escritura 
antes  referida,  dándose  lugar  en  esta  forma  á 
la  demanda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  FósterRe- 
cabarren.— y.  Alejo  Fernández.— B.  Fóster  ife- 
CHbárrea  ./.  Ignacio  Larraín  Z. 

Contra  esta  sentencia  entabló  don  Clodo- 
miro Guzmán  el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
alegando  que  infríngelos  artículos  1902,1725 
números  3'  y  4^  1749, 1750, 1754  y  1756  del 
Código  Civil. 

Según  el  recurrente,  la  infracción  del  artícu- 
lo 1902  consiste  en  que  la  Corte  de  Apelacio- 
nes ha  declarado  que  no  produce  efectos  lega- 
les la  cesión  de  un  crédito  aceptado  por  el  deu- 
dor. 

El  artículo  1725  ha  sido  quebrantado,  por- 
que la  sentencia  ha  considerado  que  el  marido 
no  puede  disponer  válidamente,  respecto  de 
terceros,  del  dinero  adquirido  durante  la  socie. 
dad  conyugal  en  virtud  de  un  contrato  de 
mutuo  celebrado  por  el  marido  con  hipoteca 
de  un  bien  de  la  mujer. 

Con  la  doctrina  establecida  en  la  sentencia 
se  infringen,  también,  los  artículos  1749  y 
1750,  porque  se  limitan  en  contravención  á  la 
ley,  las  facultades  del  marido  en  la  adminis- 
tración de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal. 

Los  artículos  1754  y  1756  del  Código  Civil 
han  sido  violados  porque  la  sentencia  exige, 
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para  la  validez  de  la  hipoteea  constituida  so- 
bre bienes  raíces  de  la  mujer,  más  condiciones 
que  las  requeridas  en  el  artículo  1754,  y  decla- 
ra la  nulidad  de  una  hipoteca  que  no  se  halla 
en  ninguno  de  los  casos  señalados  en  el  ar- 
ticulo 1756  del  Código  Civil. 


La  Oorte: 

Considerando: 

1'  Que  la  sentencia  reclamada  no  hainfrin- 
gido  el  artículo  1902  del  Código  Civil,  por 
cnanto  se  limita  á  establecer  que  la  cesión  he- 
cha por  don  Clodomiro  Guzmán  á  Ignacio 
Incháustegui  y  C*  no  produjo  para  doña  Lu- 
cila Calvo  el  efecto  de  sustituir  un  acreedor  á 
otro,  ya  que  la  notificación  de  la  tran-ferencia 
se  hizo  á  don  Miguel  Fariña  después  que  por 
resolución  judicial  ejecutoriada  se  le  había 
prohibido  practicar  actos  relativos  á  la  admi- 
nistración de  los  bienes  de  dicha  señora; 

2^  Qtie  establecido  en  el  fallo  impugnado  el 
hecho  de  que  el  mutuo  de  11  de  octubre  de 
1899,  tuvo  un  objeto  diferente  del  determina- 
do de  un  modo  expreso  en  la  autorización 
dada  al  marido,  objeto  este  íiltimo  que  cono- 
cía el  acreedor,  hay  que  admitir  como  una 
consecuencia  necesaria  que  la  hipotecación  del 
predio  de  la  mujer,  en  garantía  del  referido 


mutuo,  se  efectuó  sin  el  consentimiento  de  la 

misma  mujer  y  sin  autorización  de  la  justicia; 
por  lo  cual  no  se  han  infringido  los  artículos 
1754  y  1756  del  Código  Civil;  y 

3^  Que  la  sentencia  recurrida,  concretán- 
dose á  declarar  que  la  escritura  de  mutuo  ja 
indicada  no  afecta  la  responsabilidad  de  doña 
Lucila  Calvo  y  que  debe  cancelársela  hipoteca 
constituida  en  un  inmueble  de  dicha  señora, 
no  ha  podido  quebrantar  los  artículos  1725, 
1749  y  1750  del  Código  Civil,  en  el  sentido 
que  supone  el  recurrente,  ya  que  no  se  limitan 
en  contravención  á  ta  ley  las  facultades  del 
marido  en  la  administración  de  los  bienes  de 
la  sociedad  conyugal. 

Visto  también  lo  prescripto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  tugar,  con  costas,  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo  interpuesto  por  don  Clo- 
domiro Guzmán  contra  la  sentencia  de  24  de 
agosto  último,  y  se  aplica  á  beneficio  fiscal  la 
cantidad  de  $  300  consignada. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Varas,  quien  fué  de  opinión  de  que  detrfa  darse 
lugar  al  recurso,  fundado  en  las  consideracio- 
nes que  consigna  en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  et  señor  Presidente  Aguirre 
Vargas.— K  Aguirre  V. — fosé  Alfonso, — Gal- 
raríao  Gallardo. — Leoncio  Rodrigue*.— Carlos 
Varas  Abel  Saayedra.—J.  Bemoles. 
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SECCIÓN  PRIMERA 
CORTE  SUPREMA 


Cas.  CÍV.—29  de  abril  de  1905 

Schmidt  con  Pisco 

Arrendamiento.— Expropiación;  pose- 
sión del  terreno  expropiado 

Doctrina:— La  ley  de  IS  de  junio  de 
1857  es  de  carácter  especial  que  estable 
ce  un  procedimiento  también  especial  y 
sumario  para  que  el  expropiante  entre 
en  posesión  de  los  terrenos  declarados 
de  utilidad  pública  y  por  lo  tanto  da  al 
expropiante  que  deposita  el  precio  ó 
valor  de  la  tasación  de  los  hombres  bue- 
nos,  una  posesión  legal. 

Esta  posesión  es  incompatible  con  la 
subsistencia  del  arriendo  de  los  mismos 
terrenos  que  el  expropiante  tenía  celC' 
brado. 


SnPRKHA 


Por  escritura  pública  de  17  de  junio  de 
1899,  don  Jorjc  Schmidt  dio  en  arrendamien- 
to &  don  Alberto  I.  Herrera,  director  de  las 
fortificaciones  de  Talcahuano,  un  terreno  de 
que  aquél  era  dueño  en  la  caleta  de  Los  Pía* 
ceres.  El  contrato  aprobado  por  el  Presidente 
de  la  República,  comenzó  á  regir  el  1'  de  fe. 
brero  de  ese  año,  fijó  como  precio  ó  renta  la 
cantidad  de  $  100  mensuales  y  su  cláusula  se- 
gunda dice  así:  "El  término  del  arriendo  es 
.por  un  año  á  contar  desde  la  fecha  indicada. 
Este  arriendo  cesará  el  dia  en  que  el  Pisco  ad- 
quiera este  terreno  por  compra  6  expropia- 
ción sin  que  él  esté  obligado  á  hacer  ninguna 
clase  de  indemnización.  Si  por  cualquier  moti* 
yó  el  Pisco  no  adquiriese  este  terreno  dentro 
de  este  año  de  plazo,  seguirá  arrendándolo 
por  la  suma  que  s^  estipula  en  este  contrato, 
siendo,  en  consecuencia,  este  arrendamiento 
forzoso  para  ambas  partes  contratantes  has- 
ta la  fecha  en  que  se  efectúe  la  e:cpropiaci6n  6 
hasta  la  entrega  del  terreno  al  señor  Schmidt". 

Decretada  la  expropiación  del  terreno,  con- 
signó el  Fisco  en  la  Tesorería  Fiscal  respecti- 
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va  por  la  resistencia  del  propietario  en  reci- 
birlo, el  valor  de  la  estimación  hecha  por  los 
hombres  buenos;  y  el  Intendente  de  la  provin- 
cia ordenó  poner  al  director  de  fortificaciones 
en  posesión  del  terreno,  diligencia  que  se  llevó 
á  término  el  12  de  marzo  de  1901.  Desde  esta 
fecha,  el  director  de  fortificaciones  suspendió 
el  pago  de  la  renta  estipulada  en  el  contrato. 

Con  estos  antecedentes,  don  Jorge  Schmidt, 
que  hab!a  reclamado  judicialmente  de  la  ta- 
sación de  los  hombres  buenos,  presentó  con- 
tra el  Pisco,  ante  el  Juzgado  de  Talcahuano, 
la  demanda  proveída  el  5  de  junio  de  1902, 
por  la  cual  solicita  "se  sirva  declarar  en  defi- 
nitiva que  debe  pagarle  el  Fisco  la  suma  de 
$  1.400  á  que  ascienden  las  rentas  adeudadas 
desde  el  mes  de  marzo  de  1901  hasta  el  mes 
<le  mayo  de  1902,  una  vez  ejecutoriada  la  sen- 
tencia y  reservándole  el  derecho  de  cobrar  las 
rentas  que  continúen  venciéndose,  más  los  in- 
tereses correspondientes." 

La  sentencia  de  primera  instancia,  que  aco- 
gió la  demanda,  fué  revocada  por  la  que  en  15 
de  septiembre  de  1903  pronunció  una  de  las 
salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago, 
la  cual  desechó  en  todas  sus  partes  las  peti- 
ciones del  demandante,  invocando  para  ello 
los  artículos  1698  y  1650  número  3^  del  Có- 
digo Civil  y  fundándose  además  sustancial- 
mente  en  que  la  ley  de  12  de  febrero  de  1896, 
que  dispuso  la  expropiación  de  los  terrenos 
necesarios  para  las  fortificaciones  de  Talca- 
huano, ordenó  proceder  en  conformidad  á  la 
ley  de  18  de  junio  de  1857,  en  que,  de  acuerdo 
con  lo  prevenido  en  esta  ley,  se  había  hecho 
la  consignación  del  valor  de  la  tasación  prac- 
ticada por  los  hombres  buenos  j  se  había 
puesto  al  Fisco  en  posesión  del  terreno  expro- 
piado; en  que  el  contrato  de  arrendamiento 
había  caducado  por  la  extinción  del  derecho 
del  arrendador  el  día  en  que  se  consignó  el 
precio  en  la  Tesorería  Fiscal  y  se  puso  en  po- 
sesión del  terreno  á  la  dirección  de  fortifica- 
ciones; y  «n  que,  por  último,  terminado  el  con- 
trato, no  haj  derecho  para  exigir  las  rentas 
correspondientes  á  una  fecha  posterior  á  su 
terminación. 

Contra  la  sentencia  del  Tribunal  de  Alzada 
ha  interpuesto  don  Jorge  Schmidtelrecurso  de 


casación  en  el  fondo,  en  el  cual  solicita  se  case 
la  sentencia  por  las  causales  siguientes:  por 
haber  infringido  el  artículo  1545  del  Código 
Civil,  pues  se  ha  pronunciado  con  desconocí* 
miento  de  lo  establecido  en  la  cláusula  segun- 
da del  contrato,  la  cual  dispone  que  el  arren- 
damiento cesará  cuando  °1  Fisco  adquiera  d 
terreno  arrendado  j  que  mientras  esto  no  su- 
ceda continuará  pagando  el  precio  que  en  él 
se  determina;  y  el  ^sco  no  vino  á  adquirir  el 
terreno  de  Schmidt  sino  cuando  efectuó  el  pago 
del  precio  que  fijó  la  sentencia  judicial  recaída 
en  la  reclamación  que  dedujo  contra  la  apre- 
ciación de  los  hombres  buenos. 

Por  haber  violado  los  artículos  700  y  582 
del  mismo  Código,  porque  al  declarar  que  el 
derecho  del  arrendador  se  ha  estinguido  por 
haber  obtenido  el  Fisco  la  posesión  legal  del 
terreno,  ha  confundido  dos  situaciones  jurídi- 
cas enteramente  diversas  como  son  la  pose- 
sión y  el  dominio  que  las  disposiciones  legales 
citadas  las  diversifican  definiéndolas. 

Porque  la  sentencia  recurrida,  según  sea  la 
inteligencia  que  se  le  atribuya  ó  ha  quebran- 
tado los  artículos  648,  1801  inciso  2^7686 
del  Código  Civil,  ó  el  artículo  1942  del  mismo 
Código.  En  efecto,  si  la  sentencia  estima  que 
el  Pisco  adquirió  el  dominio  en  virtud  de  la 
diligencia  posesoria  decretada  por  la  Inten- 
dencia de  Concepción,  quebranta  el  artículo 
648  que  quiere  que  los  frutos  civiles  de  una 
cosa  pertenezcan  al  dueño  de  ella,  y  además 
los  artículos  1801  inciso  2^  7  686,  el  primero 
de  los  cuales  no  reputa  iieriecta  la  venta  de 
bienes  raíces  mientras  no  se  otorgue  escritura 
pública,  y  el  segundo  establece  que  la  tradi- 
ción de  los  mismos  bienes  no  puede  hacerse 
sino  por  inscripción  en  el  registro  del  Conser- 
vador. Por  el  contrarío,  sí  el  fallo  reclamado 
afirma  que  el  derecho  del  Fisco  no  alcanzó  á 
constituirse  por  la  posesión  mandada  dar  por 
la  Intendencia,  infringe  el  artículo  1942  del 
referido  Código,  que  obliga  al  arrendatario  á 
satisfacer  la  renta  convenida  por  el  arrenda- 
miento. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  se  da 
mayor  latitud  á  las  consideraciones  expuestas. 

El  Director  del  Tesoro,  en  representación  del 
Fisco,  solicita  que  se  desestime  el  recurso. 
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La  Corte: 

Conaideraado: 

1«  Que  la  ley  de  12  de  febrero  de  1896  que 
autoriza  la  expropiación  de  los  terrenos  nece* 
sanos  para  las  fortíScacíones  de  Talcahuano, 
dispuso  que  dicha  expropiación  se  llevara  á 
efecto  en  conformidad  á  los  preceptos  de  la  ley 
de  18  de  junio  de  1857; 

2^  Que  de  acuerdo  con  lo  prescrípto  en  esta 
tiltima  ley,  fué  nombrada  por  el  Intenden- 
te de  la  proTincia,  según  lo  establece  la  sen- 
lencia  recurrida,  la  comisión  de  hombres  bue- 
nos quienes  hicieron  la  estimación  del  terreno 
perteneciente  á  don  Jorge  Schmídt,  cuyo  valor 
fué  consignado  en  la  tesorería  fiscal  respectiva 
por  la  resistencia  que  para  recibirlo  opuso  el 
propietario; 

3'  Que  en  esta  virtud  y  conformándose  tam- 
bién á  lo  prescrípto  en  el  artículo  3^  de  la  re- 
ferida ley  de  1857  ordenó  la  Intendencia  de 
Concepción  que  la  Dirección  de  Fortificaciones 
fuera  puesta  en  posesión  material  del  terreno 
de  propiedad  de  Schmidt,  diligenria  que,  co- 
mo lo  afirma  el  fallo  reclamado  se  cumplió  el 
12  de  marzo  de  1901; 

4'  Que  la  ley  de  18  de  junio  de  1857  es  una 
ley  de  carácter  espedal  que  ha  cuidado  de  es- 
tablecer un  procedimiento  también  especial  y 
sumario,  para  que,  sin  otros  trámites  ó  for- 
malidades que  las  que  ella  determina,  entre 
el  expropiante  en  posesión  de  los  terrenos  que 
deben  enajenarse  forzadamente  por  causa  de 
utilidad  pública; 

5^  Que,  en  consecuencia,  no  puede  ponerse 
en  duda  que  la  ley  misma,  en  el  caso  de  que  se 
trata,  es  la  que  sirve  de  título  á  la  posesión 
que  ordena  conceder,  la  cual,  cumplida  ó  reali- 
zada en  la  forma  particular  que  ella  establece, 
confiere  al  expropiante  todos  los  derechos  que 
son  inherentes  á  la  calidad  de  poseedor  legal; 

6^  Que  habiéndose  establecido,  como  queda 
dicho,  en  la  sentencia  reclamada,  el  anteceden- 
te de  haber  entrado  el  Fisco  en  posesión  del  te- 
rreno el  12  de  marzo  de  1901,  por  ese  mismo 
hecho  dejó  de  ser  mero  tenedor  del  terreno,  por- 
que posesión  exclusivay  mera  tenencia  de  una 
misma  [Krsona  sobre  una  misma  cosa  son  dos 
términos  ó  situaciones  que  no  pueden  legal- 
mente conciliarse;  y 


7^  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  no  se  ha 
quebrantado  ley  alguna  cuando  se  ha  declara- 
do que  se  ha  extinguido  para  el  Fisco,  á  con- 
tar desde  marzo  de  1901,  la  obligación  de  pa- 
gar renta  por  el  goce  de  un  terreno  que  tiene 
desde  entonces  por  derecho  propio  como  po- 
seedor legal  y  no  por  el  derecho  nacido  del 
contrato. 

Con  arreglo,  además  á  los  artículos  958, 
960,  979  y  249  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  deniega,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  e!  fondo  interpuesto  contra  la  sen- 
tencia de  15  de  septiembre  de  1903.  Queda 
aplicada  al  Fisco  la  cantidad  de  $  1^,  consig- 
nada por  la  boleta  número  10,  fecha  23  del 
mismo  mes  y  año. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
—  V.  Aguirre  V.—J.  Gabriel  Palma  Guzmán.— 
Galvarino  Gaiiardo.— Gabriel  Gaetc.^Leoacio 

Rodrigue*.— Abel  Saavedra  E.  Fóster  Meca- 

¿arrea. 


Cas.  CÍV.—3  de  mayo  de  1903 

Gleisner  Vera 

Hijo  natural.— Partida  de  naolmlento; 
Indloaolón  del  nombre  del  padre  y 
madre  á  pedido  de  éstos. —Reoono- 
clmiento  formal. 

Doctrina:— Z,«  simple  indicación  del 
nombre  del  padre  y  madre  del  recién  na- 
cido consignada  en  la  partida  de  naci- 
miento á  solicitad  de  ambos  que  la  sus- 
criben sin  expresar  por  lo  demás  la  cali- 
dad de  la  filiación,  no  importa  por  si 
sola  un  reconocimiento  de  hijo  n&tural. 

Para  este  reconocimiento  es  de  rigor 
que  del  instrumento  público  entre  vivos 
ó  del  acto  testamentario  aparezca  de 
manifiesto  la  intención  de  conferir  esa 
calidad  especial,  no  bastando  el  mero 
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reconocimiento  de  la  calidad  de  hijo  ilc' 
gitimo  qae  la  ley  admite  como  indepen- 
diente y  separada  y  con  efectos  diver- 
sos (1). 


Don  Guillermo  Gleisner,  guardador  de  los 
impúberes  don  Germán,  don  Roberto  Genaro 
y  doña  Flora  Guillermina  Gleisner,  ha  solici- 
tado la  posesión  efectiva  de  los  bienes  deja- 
dos por  doña  Floripa  del  Carmen  Vera,  ma- 
dre natural  de  sus  pupilos,  fallecida  intestada 
sin  dejar  ascendientes  legítimos  ni  otra  fa- 
milia. 

Ha  fundado  esa  solicitud  en  que  sus  pupilos 
han  sido  reconocidos  como  hijos  naturales 
por  doña  Floripa,  y  son  sus  únicos  herederos. 

;1)  Elata  aentenoia  consagra  nna  doctrina  que  he- 
mos profesado  yáque  no  vacilamoH  en  adherir  (1). 

En  el  sistema  de  nuestro  Código  Civil,  «el  reco* 
noeimiento  es  un  aoto  libre  j  volantario  del  padre 
&  madre  que  reconoce»,  es  la  obra  de  una  voluntad 
reflexiva  y  expresada  aolemuemente  con  la  inten- 
ción formal  de  conferir  el  estado  civil  de  hijo  natu- 
ral. La  ley  BMtableoe,  á  este  respecto,  igualdad  per- 
fecta entre  el  padre  y  la  madre:  la  indagaoióa  de  la 
maternidad  natural  está  prohibida  eo  absoluto,  lo 
mismo  que  la  indagación  de  la  paternidad  natural. 
En  esto  conniate  precisamente  la  orijinalidad  de 
nuestro  Código,  que  se  ha  deseutendido  por  com- 
pleto de  la  diferencia  que  la  nataralua  ha  estable-  * 
oído  entre  la  madre  siempre  cierta  y  el  padre  siem- 
pre incierto,  salvo  la  presunción  poderosa  y  gene- 
ralmente verdadera  que  nac»  en  el  matrimonio,  de 
la  cohabitación  y  de  la  fidelidad  de  la  mujer. 

El  estudio  comparativo  qoe  hace  la  sentencia' de 
la  Corte  de  CasacK'm  de  las  diversas  diHposiuloneB 
del  Código,  rcvel»  que  étite  es  un  principio  fnoda- 
meutal  en  nueetra  legislación.  £otre  ellas,  la  más 
esplíoita  es,  sin  duda,  el  artículo  1169  al  referirse  al 
reeonoctmiento  de  on  hijo  ilegítimo  coiho  tal  y  como 
oontrapoesto  al  reconocimiento  que  el  testador  hi- 
ciere formcílmente  con  la  intención  de  eon/trirle  los 
derecho»  de  hijo  tuitum!.  Estas  expresiones  bao  sido 
empleadas  deliberadamente.  En  el  proyecto  de  16p3 
este  artículo  aparecía  con  la  siguiente  redacción  qae 
da  bastante  luz  al  respecto:  *, 

cArt.  1.427.  El  hiju  ilegítimo  que  no  haya  obteai' 
do  aítmen/M  en  vida  del  testador  y  fuete  reconocido 

(1)  Védnse  nuestras  Expiicaidone»  de  Derecho  Cieit 
Chilmo  y  Comparado,  totao  II,  pig.  1299  y  siguientes. 


De  los  certificadoa  de  inscripcidn  del  naci- 
miento de  los  impúberes  don  Germán  y  don 
Roberto  Jenaro,  consta  que  figuran  en  ellos 
como  padres,  sin  otra  especificación,  don  Gní- 
llerrao  Gleisner  y  doña  Floripa  del  Carmen 
Vera,  que  loa  firman  como  comparecientes, 
habiendo  hecho  un  pedido  especial  para  que 
figuren  sus  nombres  en  esos  documentos. 

Tramitada  la  instancia  con  audiencia  del 
Ministerio  Público,  uno  de  los  Juzgados  de 
Letras  de  Concepción  la  resolvió  en  la  forma 
siguiente: 

"Vistos:  de  acuerdo  con  lo  dictaminado  por 
el  Ministerio  Público,  y  teniendo  presente  que 
el  estado  civil  de  hijos  naturales,  que  invocan 
los  menores  Gleisner  Vera,  no  consta  legal- 
mente, pues  de  la  inscripción  de  su  nacimiento 
no  aparece  de  una  manera  csplícita  que  doña 
Floripa  Vera,  que  figura  como  su  madre,  hi- 

eomo  tal  en  el  testamento,  podrá  exigir  aquellos  ali- 
meutos  á  qne  sería  obligado  el  testador  si  viviere, 
pero  lia  acción  retroactiva.  Lo  cnal  -se  entiende  si 
al  testador  no  le  reconoceré  formalmente  con  la 

intención  de  conferirle  los  derechos  de  hijo  natural 
ó  no  tuviera  efecto  su  reconocimiento  en  e$te  «en- 
tido.n 

Eíta  redacción,  qne  fué  mantenida  en  el  proyec- 
to publicado  en  el  tomo  XIII  de  las  Ohras  Comple- 
tas de  Bello,  manifiesta  que  el  legislador  se  refería 
deliberadamente  al  hijo  ilegítimo  que  no  podía  as- 
pirar al  estado  de  hijo  natural.  Se  trata  del  hijo  que 
habría  podido  pedir  qne  su  padre  ó  madre  lo  reco- 
nociera para  el  noto  «/ecío  de  pedirle  alimentos  y  que 
es  reconocido  como  tal  hijo  ilegítimo. 

La  supresión  de  la  frase  tqae  no  haya  obtenido 
alimentos  en  vida  del  tuftador,»  eliminada  por  inne- 
cesaria, no  alifara  el  fondo  de  ta  disposición. 

Para  nuestro  Código,  la  filia<úóa  ilegítima  puede 
quedar  establecida  en  testamento  así  como  podría 
quedar  establecida  por  instrumento  público  6  \tor  la 
confesión  de  las  partes,  sin  que  el  hecho  importe 
por  sí  solo  que  el  bijo  ha  adquirido  el  estado  civil 
de  bijo  natural  y  ha  quedado  por  lo  mismo  colocado 
en  situación  de  ser  Intimado  por  el  matrimonio  pos- 
'teríor  de  sus  padres.  Precisamente,  al  tratar  de  la 
lejitimación  que  no  se  produce  ipxojure,  dice  la  ley 
que  es  necesario  paraque  se  produzca  que  los  padres 
designen  los  hijos  6  quienes  confieren  este  bene. 
ficio. 

No  depende,  pues,  el  estado  oivil  de  hijo  natural 
del  simple  i-ooonocimieuto  de  la  filiación. 

Luis  Claro  Soi.ar. 
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ciera  declaración  en  el  sentido  de  reconocerlos 
*  en  ese  carácter,  ya  que  de  dicho  instrumento 
puede  deducirse  que  tenían  la  calidad  de  Irgí- 
timos,  comol  a  de  ilegítimos;  se  declara confur* 
me  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  270  y  272 
del  Código  Civil,  que  no  ha  lugar  á  lo  pedido 
por  don  Guillermo  G\eisner,~-Rfttcorct. 

Apelada  esta  resolución  la  Corte  de  Apela- 
ciones resolvió; 

Concepción,  12  de  diciembre  de  1903.— Se 
confirma  la  resolución  de  13  de  noviembre  de 
1902,  que  se  registra  á  fs.  12,  con  costas  del 
recurso.— y  ni/o  Zeiiteao  B.-  Juan  N.  Parga. — 
B.Faentes  R. 

Contra  esta  sentencia  de  la  Corte  ha  inter- 
puesto el  guardador  de  los  menores  Gleisner 
Vera  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  por 
haberse  infringido  según  él  los  artículos  36, 
270,  272  y  1699  del  Código  Civil,  3^  números 
11  y  28  de  la  ley  de  Registro  Civil  y  26  del  re- 
glamento dictado  para  la  ejecución  de  las  le- 
yes de  Registro  y  Matrimonio  Civil. 

El  recurrente  al  formular  y  fundar  el  recur- 
so hizo  en  sustancia  las  siguientes  alegaciones: 

Añrmando  que  sus  pupilos  han  sido  recono- 
cidos en  el  carácter  de  hijos  naturales  por 
doña  Floripa  del  Carmen  Vera,  sostiene  el 
guardador  recurrente  que  no  ha  habido  mo- 
tivo fundado  para  negarles  la  posesión  efecti- 
va de  la  herencia  de  sn  madre  natural,  lo  que 
sólo  ha  podido  hacerse  por  la  infracción  de 
los  preceptos  citados. 

Los  artículos  270  y  272  del  Código  Civil, 
concordantes  con  el  precepto  del  artículo  36 
del  mismo  Código,  relativo  á  la  filiación  fuera 
de  matrimonio,  disponen  que  los  hijos  naci- 
dos fuera  de  matrimonio,  no  siendo  de  daña- 
do ayuntamiento,  podrán  ser  reconocidos  por 
sus  padres  ó  por  uno  de  ellos,  y  tendrán  la 
calidad  de  hijos  naturales  respecto  del  pa- 
dre ó  madre  que  los  haya  reconocido;  y  el 
reconocimiento  deberá  hacerse  porinstrumen- 
to  público,  entre  vivos  ó  por  acto  testamen- 
tario. El  reconocimiento,  dice  el  artículo  271, 
es  un  acto  libre  y  voluntario  del  padre  ó  ma. 
dre  que  reconoce. 

El  requisito  del  reconocimiento  por  instru- 
mento público  entre  vivos  está  cumplido.  Si 
es  tal  instrumento  el  autorizado  con  las  for- 
malidades legales  por  el  competente  funciona- 


rio, es  competente  funcionario  en  este  caso  el 
oficial  del  Registro  Civil  que  autoriza  la  ins- 
cripción de  un  nacimiento,  estando  designado 
por  la  ley  para  intervenir  en  ese  acto.  Además 
parece  que  la  sentencia  recurrida  no  descono- 
ce ni  niega  que  la  inscripción  en  el  Registro 
Civil  constituye  un  instrumento  público. 

La  declaración  hechn  por  doña  Floripa  del 
Carmen  Vera  en  las  inscripciones  tiene  el  ca- 
rácter de  reconocimiento  de  hijo  natural.  Para 
ello  no  era  necesario  el  uso  de  una  fórmula 
sacramental,  que  no  es  exigida  por  la  ley.  Se- 
gún el  inciso  2.^del  artículo  36  se  llaman  hijos 
naturales  los  que  han  obtenido  el  reconoci- 
miento de  su  padre,  su  madre  ó  ambos,  otor- 
gado por  instrumento  público.  El  reconoci- 
miento de  la  paternidad  es  lo  único  que  in- 
cumbe hacer  á  los  padres,  y  la  calidad  del 
estado  civil  de  hijo  natural  es  la  consecuenda 
de  ese  reconocimiento,  de  tal  modo  que  es  la 
ley,  y  no  la  voluntad  de  los  padres  la  que 
da  el  carácter  de  naturales  á  los  hijos  recono- 
cidos. 

En  cuanto  á  la  objeción  iundada  en  el  ar- 
tículo 1169  del  Código  Civil,  se  observa  que, 
según  ese  precepto,  hay  dos  maneras  de  reco- 
nocer á  un  hijo,  ó  en  el  carácter  de  simplemen- 
te ilegítimo,  6  con  la  intención  de  conferirle  los 
derechos  de  hijo  natural.  En  consecuencia, 
para  que  un  hijo  sea  tenido  como  natural, 
hay  que  reconocerlo  formalmente  con  la  in- 
tención de  conferirle  los  derechos  de  tal,  lla- 
mándole hijo  natural  6  manifestando  expre- 
samente que  se  le  desea  confinir  los  derechos 
inherentes  á  ese  carácter. 

Se  afirma  que  la  disposición  citada  contie- 
ne una  verdadera  aberración,  un  contra  sen- 
tido inexplicable,  lo  que  le  quita  todo  mérito. 
Establece  este  precepto  que  el  hijo  ilegitimo 
que  fuere  reconocido  como  tal  en  el  testamen- 
to, podrá  exigir  á  los  herederos  aquellos  ali- 
mentos &  que  seria  obligado  el  testador  si 
viviese:  lo  cual  se  entiende  si  el  testador  no  le 
reconociere  formalmente  con  la  intención  de 
conferirle  los  derechos  de  hiio  natural,  ó  no 
tuviere  efecto  su  reconocimiento  en  este  senti- 
do. Los  derechos  que  en  esta  disposición  se  con- 
fieren ni  hijo  ilegítimo  se  le  otorgan  solo  en 
el  caso  de  que  no  pueda  considerársele  como 
natural,  sancionándose  una  excepción  á  la  re- 
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gla  general  de  que  los  alimentos  sólo  pueden 
pedirse  á  las  personas  á  quienes  ha  impuesto 
la  ley  la  obligación  de  suministrarlos,  sin  que* 
pueda  intentarse  la  acción  contra  los  herede- 
ros, á  menos  que  se  hayan  mandado  dar  en 
vida  del  obligado,  6  que,  siquiera,  exista  una 
acción  instaurada.  Si  el  reconocimiento  con- 
fiere al  reconocido  los  derechos  de  hijo  natu- 
ral, no  le  otorga,  sin  embargo,  el  de  pedir  ali- 
mentos, ya  que  la  ley  sólo  lo  concede  al  hijo 
ilegítimo,  viéndose  así  el  caso  inconcebible  de 
que  el  hijo  ilegítimo  tenga  mejores  derechos 
que  el  hijo  natural  sin  que  pueda  decirse  que 
el  hijo  natural  no  necesita  alimentos  porque 
tiene  derecho  á  la  herencia  de  su  padre,  dere- 
cho que  no  existe  en  el  caso  de  concurrir  hijos 
legítimos. 

La  disposición  citada  es,  pues,  ilógica,  con- 
traria á  todo  principio  de  justicia  y  equidad, 
y  no'puede  aceptarse  en  la  forma  en  que  se 
halla  concebida.  Con  ella  se  ha  querido  asegu- 
rar al  hijo  reconocido  A  última  hora,  por  lo 
menos  el  derecho  de  pedir  alimentos,  cuando 
no  tiene  parte  en  la  herencia,  ya  que  es  inacep- 
table que  el  reconocimiento  viniera  á  dejar  un 
hijo  en  la  misma  situación  en  que  antes  de  él 
se  encontraba,  adquiriendo  algunos  derechos 
pero  sin  tener  contra  quién  ejercitarlos. 

Además,  para  no  entender  la  disposición  en 
estudio  en  su  forma  literal,  hay  que  tener  pre- 
sente que  el  acto  de  reconocimiento  de  un  hijo 
no  puede  tener  efectos  dobles,  ó  le  da  derechos 
de  hijo  natural,  ó  no  le  dn  ninguno,  pero  no 
puede  tlarle  en  un  caso  unos,  y  otros  en  otros. 
La  ley  ha  establecido  que  el  reconocimiento  de 
un  hijo  nacidofuerade matrimonio  baste  para 
darle  Ins  derechos  de  hijo  natural;  cuando  ha 
sido  hecho  voluntariamente  y  en  instrumento 
público,  y  no  es  posible  estar  haciendo  cues- 
tión de  palabras.  Si  existe  e!  reconocimiento, 
él  debe  surtir  los  efectos  setíaladosenel  artícu- 
lo 270  y  siguientes  del  Código  Civil  sin  que 
sea  permitido  hacer  distinciones. 

Cualquiera  que  sea  la  inteligencia  que  se 
atribuya  al  artículo  1169,  esta  disposición 
sólo  puede  aplicarse  al  reconocimiento  hecho 
en  testamento  y  no  al  de  que  se  trata,  el  cual 
consta  de  instrumento  público,  porque  si  éste 
es  el  autorizado  por  el  compctentefuncionario 
con  las  solemnidades  legales,  es  tan  funciona- 


río  el  oficial  del  Registro  Civil,  facultado  ex- 
presamente para  intervenir  en  el  acto  de  la 
inscripción  y  recibir  la  declaración  de  recono- 
cimiento de  hijos  naturales,  cuidando  de  que 
en  la  respectiva  circunscripción  se  bagan  las 
inscripciones  de  los  hechos  constitutivos  del 
estado  civil. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  en  la  resolución  recurrida  se  estable- 
ce el  hecho  de  que  no  existe  comprobado  en 
autos  reconocimiento  explícito  de  hijos  natu- 
rales á  favor  de  los  impúberes  Gleisner  y  Vera; 

2'  Que,  asimismo,  se  afirma  que  en  el  certifi- 
cado de  nacimiento  no  hay  declaración  algu- 
na de  la  madre  en  el  sentido  de  manifestar  su 
intención  de  conferir  á  sus  hijos  la  calidad  de 
aatnraks,  lo  cual,  á  juicio  de  la  Corte,  no  pue- 
de siquiera  deducirse  de  la  circunstancia  única 
de  haber  pedido  personalmente  la  citada  ma- 
dre que  se  tomara  nota  de  su  nombre  en  el  re- 
ferido instrumento  público  desde  que  en  £1  no 
se  habla  de  filiadnn  legítima  6  ilegítima. 

3*^  Que  no  pudiendo  ser  alterados  estos  he- 
chos, de  conformidad  con  lo  prescrípto  por  el 
artículo  958  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
hay  <pie  contemplar  el  recurso  en  el  aspecto 
de  las  consecuencias  jurídicas  de  la  sentencia 
recurrida,  á  saber,  que  no  basta  el  mero  reco- 
nocimiento de  hijo  para  que  se  entienda  que 
deba  corresponder  á  éste  la  calidad  de  hijo 
natural  (\e\  reconociente;  sino  que  es  de  rigor 
que  del  instrumento  auténtico  ó  del  acto  tes- 
tamentario aparezca  de  manifiesto  la  inten- 
ción de  conferir  esa  calidad  especial; 

4^  Que  según  lo  prescnpto  por  los  artículos 
36,  270,  272,  1169  y  2030  del  Código  Civil,  el 
reconocimiento  de  hijo  natural  es  un  acto  li- 
bre y  espontáneo  del  padre  ó  madre  que  reco- 
noce, efectuado  en  instrumento  de  esa  clase  en 
que  se  exprese  ó  aparezca  que  tal  es  el  propó- 
sito del  reconociente; 

5'  Que  los  citados  artículos  1169  y  2050 
en  armonía  con  otros  del  mismo  Código,  y 
en  especial  con  los  que  acaban  de  mencionarse* 
consagran  la  regla  de  que  un  hijo  puede  ser  re- 
conocido, ó  simplemente  como  ilegítimo  para 
conferirle  derecho  de  alimentos  necesarios,  ó 
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también  como  hijo  natural  para  que  goce  de 
todos  los  derechos  que  á  tal  filiación  otorga 
la  ley,  Terbi-gracia,  los  de  asignatario  forzoso 
y  censualista  en  ciertos  casos,  y  aun  de  ali- 
mentos, con  arreglo  al  artículo  321; 

6^  Que  8Í  el  mero  reconocimiento  de  hijo  ile 
gítimo  importara  de  pleno  derecho  el  otorga- 
mient  1  de  )a  filiación  natural  coa  sus  derechos 
inherentes,  resultaría  la  anomalía  de  que  para 
reconocer  voluntariamente  á  un  hijo  ilegítimo 
con  el  objeto  de  conferirle  sólo  un  derecho  de 
alimentos  necesarios,  se  exigí  rían  formalidndett 
especiales  justificativas  de  la  intención  del  re- 
conociente á  este  respecto,  al  paso  que  para 
otorgarle  mayores  é  importantes  derechos  co< 
rrcspoud lentes  á  la  filiación  natural,  no  sería 
necesaria  una  manifestación  clara  y  expresa 
de  esta  intención;  lo  cual  pugna  con  la  lógica  y 
con  el  texto  mismo  de  los  precitados  artículos 
1169  y  2050  que  dicen: 

(1169)  "El  hijo  ilegítimo  que  fuere  recono- 
cido como  tal  en  el  testamento,  podrá  exi^r 
á  los  herederos  aquellos  alimentos  á  que  seria 
obligado  el  testador  si  viviere. 

"Lo  cual  se  entiende  sí  el  testador  no  le  re- 
conociere  formalmente  con  la  intención  de 
con&ríric  los  derechos  </e  hijo  tiRtural^  ó  no 
tuviere  efecto  su  reconocimiento  en  este  senti- 
do." 

(2050)  "No  se  entenderán  llamados  (al  cen- 
so) los  hijos  naturales  sino  cuando  expresa- 
mente lo  sean  en  el  acto  constitutivo,  y  en  tal 
caso  no  entrarán  á  suceder  sino  los  naturales 
reconocidos  con  las  formalidades  legales." 

"Los  otros  hijos  ile^timos  no  gozarán  de 
este  derecho  en  ning&n  caso,  pero  podrán  ser 
llamados  directa  y  nomínalmente  como  per- 
sonas extrañas";  y 

7^  Que  dados  estos  fundamentos,  la  senten- 
cia recurrida  ha  aplicado  correctamente  las 
disposiciones  legales  que  se  dicen  infringi- 
das. 

Vistos  los  artículos 960  y  979  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  no  tiene 
lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  interpuesto.  Se  aplica  al  Pisco  la  canti- 
dad consignada. 

lEedactada  por  el  señor  ministro  Urrutia  

V.  Aguirre  V.  —Leopoldo  Urrutia  f.  Gabriel 


Palma  Guitnán.  Gabriel Gaete.— Leoncio  Ro- 
driguex.— Carlos  Varas  Abel  Saavedra. 


Cas.  CÍV.—9  de  mayo  de  1905 

Alemany  con  Salcedo 

Obra  Pía.  -  Patronato.  —  Capellanía; 
mejor  derecho  que  el  poseedor.— 
Dereoho  de  representaolón.— Paren- 
teaoo  con  el  primer  llamado.  —  Id- 
con  el  último  poseedor. -Documen- 
tos presentados  después  del  plazo 
señalado. 

Doctrina: — Eo  las  capellaaias  ó  ani- 
versarías  de  misas  en  que  se  llama  al 
goce  de  eílas  á  los  hijos  y  descendientes 
de  los  primeros  llamados,  debiendo  pre- 
ferir el  clérígo  si  lo  hubiera  dentro  de  la 
linea  j  el  grado  y  seguirse  el  orden  de  su- 
cesión de  la  fundación  en  caso  que  fuera 
interrumpido  por  esta  causa,  los  paríen- 
tes  más  próximos  del  primerllnmado  tie- 
nen detecbo  preferente  á  los  parientes 
más  próximos  del  último  ponedor  quena 
son  sus  descendientes  legitimóse  pues  con 
arreglo  á  las  leyes  5*,  título  17,  libro  X 
de  la  Novísima  Recopilación,  que  es  la  40 
de  Toro  y  9  del  mismo  título  y  libro  de  la 
Novísima  Recopilación,  aunque  el  hijo 
mayor  muera  en  vida  del  tenedor  del  ma- 
yorazgo, si  dejare,  hijo  ó  nieto  ó  descen- 
diente legítimo,  estos  descendientes  del 
hijo  mayor  por  su  orden  preñeren  al  hijo 
segundo  y  representan  las  personas  de 
sus  padres. 

Esta  sucesión  por  derecho  de  represen- 
tación, es  la  misma  que  establece  el  ar- 
tíulo  2045  del  Código  Civil 
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Aunque  se  haya  ordenado  presentar 
dentro  de  cierto  plazo  todos  ¡os  docu- 
mentos que  hacen  aí  derecho  de  las  par- 
tes, silos  presentados  después  se  agredan 
á  los  autos  con  citación,  no  es  nula  la 
sentencia  que  en  ellos  se  funda,  no  recla- 
mándose de  su  presentación. 


Doña  Carolina  Lira  v.  de  Salcedo,  en  re- 
presentación de  su  hijo  don  César  Alejandro 
Salcedo,  expone:  que  don  Baltazar  Alema- 
ny,  alegando  su  estado  civil  de  hijo  legítimo 
de  doña  Carmen  Aeta  y  de  don  Baltazar  Ale- 
many,  denunció  y  obtuvo  las  capellanías  á 
que  se  refieren  los  documentos  acompañados, 
cuyo  valor  total  asciende  á  $  39.600,  redimi- 
dos en  arcas  ñscales;  que  la  relación  que  el 
señor  Alcmauy  ha  hecho  del  árbol  genealógico 
de  la  íámilia  Aeta  está  conforme  con  la  ver- 
dad, y  que  ciñiéndose  á  ella,  es  de  mejor  dere- 
cho la  línea  de  don  Ramón  Aeta  Fernández 
sobre  la  de  doña  Carmen  Aeta  Fernández  y, 
por  consiguiente,  don  César  Alejandro  Sal- 
cedo Lira  tiene  mtjor  derecho  á  las  capellanías 
que  goza  don  Baltazar  Alemany,  hijo  de  doña 
Carmen;  que  esta  circunstancia  era  conocida 
de  don  Baltazar,  que  no  podía  ignorar  que 
los  legítimos  poseedores  debían  ser  los  des- 
cendientes de  don  Ramón  Aeta,  hermano  ma- 
yor de  su  señora  madre  doña  Carmen  y  que 
para  gozar  de  la  capellanía  ha'  alegado  la  cir- 
cunstancia de  no  haberse  presentado  otros 
descendientes  con  mejor  derecho,  y  que  en  esta 
forma  le  fué  concedida  por  el  señor  juez,  por 
sentencia  de  16  de  marzo  de  1890. 

Esas  capellanías  son:  la  primera  de  $  1.100, 
fundada  por  don  Lucas  Fernández  de  Leiva,  á 
favor  de  los  hijos  legítimos  y  descendientes 
del  capitán  don  Félix  López  Martínez  y  de  do- 
ña María  Teresa  Barros,  conforme  á  lo  dis- 
puesto por  la  testadora,  doña  María  de  Can- 
día; la  segunda  de  $  4.000,  fundada  por  el 
mismo  don  Lucas  Fernández  de  Leiva,  llaman- 
do en  primer  lugar  á  su  hijo  don  Agustín  Fer- 
nández y  á  su  hija  doña  María  Isabel  Fernán- 
dez Ló{>ez  y  sus  descendientes;  la  tercera  de 


$  3.250,  y  otra  de  $  31.250,  formando  éstas 
un  capital  de  $  34.500,  que  provienen  de  la 
ex-vinculación  de  la  obra  pía  y  patronato 
mandado  fundar  por  don  Paulino  Travi,  á  fa- 
vor de  don  Juan  Bautista  de  Aeta  y  su  mujer 
doña  Isabel  Fernández,  sus  hijos  y  descendien- 
tes legítimos. 

Concluye  la  demandante  solicitando:  1^  que 
en  de6n¡tiva  se  declare  que  don  César  Alejan- 
dro Salcedo  es  patrón  y  capellán  de  los  censos 
por  $  39.600,  mandados  fundar  por  sus  ante- 
cesores y  que,  en  consecuencia,  debe  acudírsele 
con  los  réditos  vencidos;  y  2'  que  don  Balta- 
zar Alemany  está  obligado  á  devolverle  den- 
tro de  tercero  día,  los  réditos  que  ha  percibi- 
do desde  el  fallecimiento  de  doña  Josefa  Dolo- 
res Aeta,  más  intereses  legales  y  costas. 

Bn  su  contestación  don  Baltasar  Alemany 
dice:  que  ni  con  los  antecedentes  acompaña- 
dos, ni  con  los  argumentos  que  se  hacen  en  la 
demanda,  demuestra  el  mejor  derecho  que  tie- 
ne el  señor  Salcedo  á  las  capellanías  que  goza; 
que  se  reserva  para  otra  ocasión  ftatentizar 
la  sin  razón  de  la  litis  y  que  dado  caso  que  se 
accediera  á  la  demanda,  corresponderían  á  la 
señora  Lira  los  créditos  vencidos  desde  el  10 
de  enero,  fecha  de  la  contestación,  en  confor- 
midad á  lo  preceptuado  en  el  artículo  907  del 
Código  Civil. 

El  Juzgado  de  Santiago  falló  con  fecha  15 
de  abril  de  1!>03. 

Considerando: 
I*'  Que  el  menor  demandante  ha  establecido 
en  forma  legal  su  entroncamiento  legitimo 
con  los  llamados  al  patronato  de  los  aniver- 
sarios; 

2^  Que  asimismo  ha  comprobado  venir  de 
línea  preferida  respecto  de  la  línea  de  quien 
desciende  el  demandado;  y 

S''  Que  el  señor  Alemany  ha  estado  en  pose- 
sión de  las  capellanías  '^on  justo  título,  y  en 
virtud  del  derecho  que  le  declaró  la  sentencia 
de  16  de  marzo  de  1899. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  pre- 
sente lo  dispuesto  en  los  artículos  907, 1698 
y  2045  del  Código  Civil,  se  declara  que  ha  lu- 
gar á  la  demanda,  solo  en  cuanto  por  ella  se 
solicita  que  don  César  Alejandro  Salcedo  Lira 
sea  declarado  de  mejor  derecho  al  goce  de  las 
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capellanias  de  que  está  en  posesión  el  deman- 
dado y  al  reintegro  de  los  cánones  correspon- 
dientes á  ellas,  desde  la  fecha  de  la  contesta- 
ción de  la  demanda. 

No  ha  lagar  á  las  demás  peticiones  de  la 
demandante.—^.  Ahornada  M. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones resolvió: 

Santiago,  10  de  octubre  de  1903.— Vistos: 
sustituyendo  la  cita  del  artículo  2045  del  Có- 
digo Civil,  por  la  de  la  ley  5*,  título  17,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación,  se  confirma, 
con  costas  del  recurso,  la  sentencia  apelada 
de  15  de  abril  último.— R  OHvos. — Edtiaráo 
Castillo.-— J.  Agustín  Rojas. 

Esta  sentencia  fué  casada  por  vicio  de  for- 
ma por  8entenciadel^dediciembredel903(l) 
y  viendo  nuevamente  la  causa,  la  Corte  de 
Apelaciones  resolvió: 

Santiago,  9  de  junio  de  1904. — Vistos:  se 
confirma,  con  costas  del  recurso,  la  sentencia 
apelada  de  15  de  abril  del  año  ültimo.— 
.4.  Yergara. — A.  Afoatt.— Darío  Benaveate. — 

Don  Baltasar  Alemany  ha  interpuesto  re- 
curso de  casaci'-^n  en  el  fondo,  contra  esta  sen- 
tencia, y  formalizándolo  dice:  que  al  fallar  la 
causa  Pe  han  infringido  las  leyes  9*,  título  1^, 
2^  y  5°,  Partida  2^,  qu'*  disponen  en  forma 
clara  y  terminante,  que  los  patronatos  ó  se- 
ñoríos—faltando descendientes  le^timos  del 
último  poseedor— pasarán  á  su  pariente  más 
inmediato,  parentesco  que  se  habrá  de  compu- 
tar en  conlormidad  á  las  leyes  2*  y  4^,  títn- 
lo  7^  Partida  4'». 

Juzgando  con  arreglo  á  estas  leyes  ha  debi- 
do declararse  que  el  goce  de  estos  patronatos 
le  corresponde  á  él,  que  está  en  cuarto  grado 
con  el  último  poseedor,  doña  Josefa  Dolores 
Aeta,  mientras  que  el  menor  Salcedo  se  en- 
cuentra en  sesto  grado. 

Se  ha  infringido  la  ley  aplicando  el  derecho 
de  representación  haciéndolo  extensivo  á  los 
ascendientes,  que  sólo  existen  en  la  descenden- 
cia legítima  del  último  poseedory  en  la  colate- 
ral, la  de  sus  hermanos  legítimos,  como  lo  dis- 

(I)  Pigioa  »6.  parte  II  del  tomo  1. 
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pone  la  ley  40  del  Poro  y  artículo  986  del  Có- 
digo Civil. 

La  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
contrariando  la  disposición  de  la  ley  de  7  de 
octubre  de  1861  y  el  espíritu  y  la  letra  de  las 
leyes  que  ri^en  esta  materia,  está  fundada  en 
los  artículos  2044  y  2046  del  Código  Civil. 

£1  Tribunal  sentenciador  ha  dado  también 
por  establecido  el  parentesco  legítimo  del  de- 
mandante con  la  última  poseedora,  con  el  mé- 
rito  de  pruebas  no  aceptadas  por  la  ley. 

Los  documentos  presentados  para  justificar 
el  parentesco  y  estado  civil  en  primera  y  se- 
gunda instancia  lo  fueron  después  del  auto 
ejecutorio  que  declaró  que  no  se  tomarían  en 
cuenta  ni  tendrían  valor  los  antecedentes  que 
el  demandante  presentara  fuera  del  plazo  se- 
ñalado en  dicho  auto,  con  lo  cual  se  han  in- 
fringido las  disposiciones  de  los  artículos  252, 
inciso  2^  y  335  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Fundando  el  recurso,  don  Baltazar  Alema- 
ny, insiste  en  que  la  infracción  que  dice  se  ha 
cometido  por  no  haberse  aplicado  las  leyes 
que  ha  mencionado  en  la  formalizacióndel  re- 
curso, puesto  que  no  se  trata  de  vinculaciones 
de  familia  ni  mayorazgos,  sino  de  dos  cape- 
llanías y  un  patronato,  en  que  se  llama  al  go- 
ce de  ellos  á  los  descendientes  de  los  institui- 
dores. 

Siendo  éste  el  carácter  de  estas  fundaciones,  el 
derecho  para  suceder  en  ellas  debe  regirse  por 
las  leyes  de  Partida,  que  prescriben  que  el  de- 
recho á  suceder  en  ellas  corresponde  al  más 
próximo  pariente  del  último poseedor,cuando 
muera  sin  dejar  descendientes  le^timos  ni  her- 
manos legítimos,  que  lo  es  en  el  caso  actual 
el  recurrente  que  está  en  cuarto  grado  de  pa- 
rentesco con  la  última  poseedora,  doña  Josefa 
Dolores  Aeta,  de  preferencia  á  don  Alejandro 
Salcedo,  que  se  encuentra  en  sesto  grado. 

Al  reconocer  la  sentencia  el  mejor  derecho 
-al  demandante  Salcedo,  ha  aplicado  el  dere- 
cho de  representación  establecido  en  la  ley  40 
del  Foro,  que  es  la  ley  5»,  titulo  17,  libro  X 
de  la  Novísima  Recopilación.  Esta  ley,  según 
la  edición  oficial  que  él  ha  consultado,  esta- 
blece que  en  la  sucesión  de  los  mayorazgos, 
cuando  el  hijo  mayor  dejare  hijos  ó  descen- 
dientes legítimos,  sean  éstos  preferidos  al  hijo 
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•egundo  del  que  faqdó  el  mayorazgo  6  de 
aquél  á  quien  pertenecía,  lo  cual  debe  guar- 
darse en  la  sucesión  de  los  descendientes.  Dis- 
posición igual  á  la  del  artículo  986  del  Códi- 
go Civil. 

En  presencia  de  esta  disposición,  no  puede 
caber  duda  que  la  sentencia  recurrida,  ha  co- 
metido un  error  al  aplicar  el  derecho  de  repre- 
sentación en  la  ascendencia  del  último  posee- 
dor. 

Comete  error  también  la  sentedla  en  dar 
preferencia  á  la  línea  del  demandante  sobre  la 
línea  á  que  pertenece  él,  el  recurrente,  porque 
en  el  caso  actual  sólo  debe  tenerse  en  cuenta 
el  parcntezco  con  el  último  poseedor,  en  con- 
formidad á  las  reglas  generales,  esto  es,  to- 
mando por  base  los  grados  que  hay  entre  am- 
bos, partiendo  de  una  ascendiente  común. 

Todavía  hay  que  tener  presente  que  la  ley 
del  Foro  sólo  tiene  aplicación  en  los  vínculos 
y  mayorazgos  regulares  constituidos  por  6 
con  real  órden  y  nó  en  las  capellanías. 

También  ha  sido  incorrecta  y  contraría  á  la 
letra  y  espíntu  de  sus  disposiciones  la  forma 
en  que  se  ha  aplicado  el  artículo  2045  del  Có- 
digo Civil. 

Este  artículo  en  su  número  1^  establece  que 
al  prímer  llamado  sucederá  su  descendencia 
legítima  en  línea  recta  de  grado  en  grado  per- 
sonal ó  representativamente,  prefiriendo  en 
cada  grado  el  varón  á  la  hembra  y  el  mayor 
al  menor. 

En  conformidad  á  esta  disposición  entró  al 
goce  de  las  dos  primeras  capellnníasdoñalsa- 
bel  Fernández  y  como  prímer  llamado  don 
Juan  Bautista  Aeta,  á  quienes  han  sucedido 
en  línea  recta  sus  descendientes,  vinculándose 
la  sucesión  en  don  Juan  Javier  Aeta  y  en  su 
hija  doiía  Josefa  Dolores. 

Muerta  sin  descendencia  y  estinguída  esta 
línea,  llega  la  aplicación  del  2^  inciso  que  di- 
ce: que  expirada  la  línea  recta  del  censualista 
que  hubiera  fallecido  sin  descendencia  legíti- 
ma se  subirá  á  su  ascendiente  más  próximo  de 
la  misma  Knea  recta  de  quien  existe  descen- 
dencia legítima  y  sucederá  ésta  de  grado  en 
grado  personal  y  representativamente  exclu- 
yendo en  cada  grado  el  varón  á  la  hembra,  y 
en  cada  sexo  el  de  más  edad  al  de  menos. 

'  En  conformidad  á  esta  disposición,  corres- 


ponde el  goce  de  estas  capellanías  á  él,  el  recu- 
rrente, que  es  el  pariente  más  próximo  de 
doña  Josefa  Dolores  Aeta. 

Esta  interpretación  está  ajustada  á  la  dis- 
posición legal  que  trata  de  aplicarse,  pues  en 
el  caso  del  prímer  inciso,  la  regla  es  suceder  de 
grado  en  grado  personal  y  representativa- 
mente, mientras  que  en  el  segundo  se  sucede 
personal  ó  representativamente:  esto  es,  sólo 
admite  en  cada  grado  la  sncesión  personal,  la 
existencia  propia  en  el  censualista  y  la  repre- 
sentación únicamente  para  los  efectos  de  re- 
presentar la  estirpe  en  el  goce  del  censo,  ya 
que  el  derecho  de  representación  puede  com- 
prender dos  objetivos,  el  uno  ocupar  el  lugar 
ó  grado  de  sus  padres  y  el  otro  suceder  por 
estirpe  y  representar  esa  estirpe. 

La  sentencia  recurrída  está  fundada  tam- 
bién en  pruebas  destituidas  de  valor  según  la 
ley,  pues  habiéndose  decretado  á  petición  suya 
que  se  ordenase  al  demandante  para  que,  en 
el  término  de  tercero  día,  exhibiese  al  Juzgado 
todos  los  documentos  ó  comprobantes  que 
tuviera  en  su  poder  bajo  apercibimiento  de  no 
admitírselos  en  lo  sucesivo  y  no  darles  valor 
alguno,  se  han  presentado  no  obstante  docu- 
mentos que  han  servido  débase  á  la  sentencia. 

Algunos  de  esos  documentos  son  también 
documentos  privados  que  no  han  sido  recono- 
cidos, como  son  las  fifes  de  bautismo  dadas 
por  los  curas,  que  no  tienen  fe  pública. 

Concluye  pidiendo  que  se  dé  lugar  al  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  que  tiene  inter- 
puesto. 

R]  procurador  don  Carlos  Vega  Lizardi,  en 
representación  de  don  César  Alejandro  Salce- 
do, respondiendo,  dice:  que  el  recurso  está  fun- 
dado en  dos  causales;  la  primera  es  la  infrac- 
ción que  supone  cometida  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  las  leyes  1'  y  2*,  título  5^,  Par- 
tida 2*,  y  la  segunda  es  la  infracción  del  pro- 
cedimiento. 

En  cuanto  á  la  primera  causal  sostiene  que 
tanto  las  leyes  2^  título  15,  Partida  2^  (no 
la  ley  5*  del  mismo  título  y  Partida  equi- 
vocadamente citada)  como  la  ley  5*,  título  1', 
libro  III  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  ley 
5*,  título  17,  libro  X  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, que  es  la  ley  40  del  Foro,  prescriben 
expresamente  que  en  la  sucesión  del  reino  de 
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España,  así  como  en  los  mayorazgos,  debe 
preferirse  en  primer  lugar  á  la  línea;  en  la  mí»- 
ma  línea  el  grado  más  próximo  al  más  remo- 
to; en  el  mismo  grado  el  varón  á  la  hembra;  j 
en  el  mismo  sexo,  el  de  más  edad  al  de  ménos. 

Que  en  la  sucesión  de  los  mayorazgos  aun- 
que el  hijo  mayor  muera  en  vida  del  tenedor 
del  mayorazgo  6  á  quien  pertenece,  si  el  hijo 
mayor  dejare  hijo  ó  nieto  6  descendientes  le- 
gítimos, estos  hijos  ó  descendientes  del  hijo 
mayor  deben  preferir,  de  manera  que  el  hijo  y 
sus  descendientes  legítimos  en  representación 
de  sus  padres  sean  los  que  han  debido  entrar 
en  el  goce  del  mayorazgo. 

Aunque  el  recurrente  ha  sostenido  en  el  cur- 
so del  juicio  que  las  capellanías  no  son  regula* 
res  y  que  por  tal  motivo,  no  le  son  aplicables 
tas  disposiciones  de  las  leyes  españolas  cita- 
das, los  fallos  dados  en  numerosos  casos  en 
que  se  han  disputado  estos  mismos  derechos, 
han  reconocido  que  las  cuestiones  relativas  á 
estas  capellanías,  han  debido  resolverse  con 
arreglo  á  estas  disposiciones  legales. 

Pero  las  afirmaciones  del  señor  Alemany  á 
este  respecto  no  son  exactas.  En  efecto,  la  ca- 
pellanía de  $  100.000  fundada  por  don  Lucas 
Fernández  de  Leiva  lo  fué  á  favor  de  los  hijos 
y  descendientes  legítimos  del  capitán  don  Fé- 
lix López  Martínez  y  de  doña  MaHa  Teresa 
Baños;  la  de  $  4.000,  fundada  por  el  mismo 
Fernández  de  Leiva  llamó  á  su  goce  en  primer 
lugar  á  su  hijo  don  Agustin,  muerto  sin  suce- 
sión, y  en  segundo  lugar  á  doña  María  Isabel 
Fernández  de  Aeta,  sus  hijos  y  descendientes 
legítimos;  y  la  de  $  34.500  procedente  de  la 
fundación  de  Paulino  Travi,  llamó  á  su  goce 
á  don  Juan  Bautista  Aeta  y  su  mujer  doña 
Maria  Isabel  Fernández,  sus  hijos  y  descen- 
dientes legítimos,  todo  lo  cual  consta  de  los 
documentos  presentados  por  el  mismo  señor 
Alemany  cuando  pidió  que  se  declarara  el  de- 
recho al  goce  de  estas  capellanías  y  de  docu- 
mentos acompañados  por  él  mismo  en  esta 
causa.  No  pueden  por  consiguiente  rechazarse 
los  mismos  documentos  presentados  por  la 
misma  parte,  ni  dárseles  otra  inteligencia  que 
la  que  él  mismo  les  ha  dado. 

Aunque  en  la  capellanía  de  $  1.100  se  da 
preferencia  al  clérigo  que  haya  en  la  familia  y 
dentro  del  grado,  no  por  eso  puede  sostener- 


se, como  lo  hace  el  señor  Alemany,  que  no  es 
regular  e!  orden  de  los  llamamientos,  porque 
en  caso  que  no  haya  clérigo  que  solicite  la  ca- 
pellanía, está  mandado  que  sea  siempre  el  or- 
den regular  de  sucesión  llamando  á  los  hijos  y 
descendencia. 

Igual  cosasucedeen  lacapellaníade  $  4.000. 
Y  en  cnanto  á  la  mandada  fundar  por  don 
Paulino  Travi,  la  casa  en  que  debía  hacerse  la 
imposición  quedó  afecta  á  un  censo  á  favor  de 
don  Juan  Bautista  Aeta  y  sus  descendiente 
legítimos,  habiendo  sido  ex-vinculada  la  pro- 
piedad por  doña  Josefa  I 'olores  Aeta,  posee- 
dora entonces  del  vínculo. 

El  recurrente  funda  su  derecho  para  obtener 
la  preferencia  en  ser  de  grado  más  próximo  al 
filtimo  poseedor  doña  Josefa  Dolores  Aeta, 
pero  olvida  que  en  las  sucesiones  de  mayoraz- 
gos y  capellanías,  no  se  busca  el  más  próximo 
pariente  del  ñltimo  poseedor,  sino  que  cuando 
se  agota  una  línea,  como  sucede  en  el  caso  pre" 
senté,  hay  que  buscar  de  preferencia  la  línea 
más  próxima  al  primer  llamado,  y  solo  den- 
tro de  esta  línea  tiene  lugar  la  preferencia  del 
grado  más  próximo.  Este  procedimiento,  que 
es  el  arreglado  á  las  leyes,  es  el  que  se  ha  ob- 
servado por  los  Tribunales  de  Justicia,  cuan- 
do se  declaró  por  sentencia  que  estas  capella- 
nías correspondían  á  don  José  Toribio  Aeta, 
hijo  de  don  Ramón;  tercer  hijo,  en  juicio  con 
don  Agustín  Aeta,  cuarto  hijo;  y  el  mismo  que 
después  se  siguió,  en  el  juicio  seguido  por  don 
Francisco  Javier,  segundo  hijo,  contra  el  mis- 
mo don  José  Toribio,  por  lo  que  sedeclaró  pre- 
ferente la  línea  de  don  Francisco  Javier  sobre 
la  de  don  Ramón,  tercer  hijo. 

El  señor  Alemany  pretende  que  el  derecho 
de  representación  sólo  tiene  lugar  en  la  des- 
cendencia legítima  del  último  poseedor. y  en 
la  colateral  á  éste  y  sostiene  que  este  derecho 
de  representación  se  entiende  respecto  de  los 
descendientes  y  no  respecto  de  loa  ascendien- 
tes, pero  este  es  un  grave  error,  puesto  que  la 
ley  40  del  Foro  manda  que  se  guarde  el  orden 
establecido  en  ella  en  la  sucesión  del  mayoraz- 
go á  los  ascendientes. 

La  doctrina  sostenida  por  el  recurrente  es 
contraria  al  sentido  verdadero  que  tiene  la 
palabra  representación,  en  virtud  de  la  cual  e' 
derecho  de  representación  en  los  mayorazgos 


Digitized  by 


Google 


336 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


es  ilimitado;  y  en  virtud  de  este  derecho  la 
línea  recta  de  los  primogénitos  se  considera 
llamada  sucesivamente  hasta  el  infinito  de 
primogénito  en  primogénito,  regla  que  no  sólo 
comprende  al  hijo  del  primogénito  sino  al  nie- 
to y  todos  los  primogénitos  descendientes  que 
ftieren  llamados  lo  mismo  en  la  línea  de  los 
descendientes  que  en  la  de  los  transversales 
sin  que  baste  arbitrio  alguno  para  excluir  este 
derecho  de  representación,  pues  que  según  la 
ley  no  bastan  presunciones,  argumentos  y 
conjeturas  por  precisas,  claras  y  evidentes  que 
sean. 

Aunque  el  recurrente  cree  encontrar  un  fun- 
damento favorable  en  la  manera  cómo  está 
redactado  el  articulo  2045  del  Código  Civil, 
observa  desde  luego  el  representante  del  señor 
Salcedo,  que  las  disposiciones  de  este  articulo 
no  tendrán  preferencia  en  su  aplicación  sobre 
las  disposiciones  de  las  leyes  españolas,  con 
arreglo  £  las  cuales  ha  de  fallarse  esta  causa 
porque  habiéndose  instituido  estas  capella- 
nías durante  la  vijencia  de  estas  leyes,  la  cau- 
sa debe  resolverse  con  arreglo  á  ellas. 

Pero  aunque  deba  fallarse  en  conformidad  á 
la  disposición  de  este  artículo  el  resultado  se- 
ria siempre  el  mismo,  puesto  que  no  hace  otra 
cosa  que  reproducir  el  orden  regular  de  suce- 
sión, dando  preferencia  á  la  línea,  al  grado, 
al  sexo  y  á  la  edad. 

Así  en  el  nfimero  1',  dice:  al  primer  llamado 
sucederá  su  descendencia  legítima  de  grndo 
en  grado,  personal  6  representativamente,  ex- 
cluyendo en  cada  grado  el  varón  á  la  hembra 
y  en  cada  sexo  el  de  más  edad  al  de  menos,  y 
en  el  número  3^  extinguida  toda  la  descenden- 
cia legítima  del  primer  llamado,  sucederá  el 
segundo  y  su  descendencia  en  los  mismos  tér* 
minos,  lo  qae  viene  á  ser  lo  mismo  que  se  en- 
tendía con  arreglo  á  las  leyes  españolas,  en 
que  se  pretendía  que  extinguida  la  línea  del 
primogénito  separa  al  segundo  génito  y  así  á 
la  del  tercero  ó  cuarto. 

La  causal  que  al  principio  ha  llamado  de 
mero  procedimiento  consiste,  A  jnicio  del  re- 
currente en  haber  infringido  la  sentencia  dis- 
posiciones del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil á  mérito  deprueba  no  aceptada  ó  destitui- 
da de  valor  por  la  ley,  por  haberse  presentado 
y  admitidodocumentosdespués  de  pronuncia- 


do el  auto  que  ordenaba  al  demandante  pre- 
sentar los  documentos  que  tuviere  en  sn  po- 
der dentro  de  un  plazo  dado. 

Esta  causal,  aunqueaparentemente  fundada 
no  tiene  valor  alguno  porque  los  documente» 
que  se  presentaron  después  de  dictado  el  auto 
referido  lo  fueron  con  citación  del  demandado 
sin  que  hiciera  oposición  á  su  presentación  y 
sin  que  pidiera  que  no  fueran  considerados  en 
la  sentencia. 

Además,  el  demandado  ha  presentado  con 
posterioridad  áese  auto,  documentos,  conci- 
tación del  demandante,  aún  para  la  dtrfensa 
de  los  derechos  del  menor  Salcedo  Y  también 
el  mismo  señor  Aleniany  ha  invocado  los  do- 
cumentos presentados  á  nombre  de  Salcedo 
en  apoyo  de  su  defensa. 

De  lo  cual  resulta  que  todos  los  documen- 
tos han  sido  invocados  indistintamente  por 
una  y  otra  parte. 

Finalmente,  agrega  que  en  juicios  de  capella- 
nías, que  son  de  una  naturaleza  especial,  las 
resoluciones  se  dan  sin  peijuicio  de  otro  que 
tenga  mejor  derecho,  de  lo  cual  se  desprende 
que  en  estos  juicios  no  se  produce  cosa  juzga- 
da en  materia  de  prueba,  por  lo  que  no  solo 
después  de  autos  sino  aún  después  de  senten- 
cias definitivas,  se  puede  con  nuevos  documen- 
tos renovar  la  causa  y  pronunciarse  otra  sen- 
tencia distinta. 

Concluye  pidiendo  que  no  se  dé  lugar  al  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por 
don  Baltasar  Alemany. 

La  Corte: 

Considerando: 

Que  en  las  capellanías  6  aniversarios  de  mi- 
sas de  que  se  trata,  se  llama  al  goce  de  ellas  á 
los  hijos  y  deátrendientes  de  los  primeros  lla- 
mados, debiendo  preferir  al  clérigo  si  lo  hu- 
biere, dentro  de  la  línea  y  el  grado  y  seguirse 
el  orden  de  sucesión  de  la  fundación  en  caso 
que  fuera  interrumpido  por  esta  causa; 

Que  según  lo  dispuesto  en  la  ley  5*,  título 
17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
que  es  la  ley  40  del  Poro,  en  la  sucesión  del 
mayorazgo,  aunque  el  hijo  mayor  muera  en 
vida  del  tenedor  del  mayorazgo  6  de  aquel  á 
quien  perteneciere,  si  el  tal  hijo  mayor  dejare 
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hijo  6  nieto  ó  descendiente  legítimo,  estos  des- 
cendientes del  hijo  mayor,  por  su  orden,  pre- 
fieran al  hijo  segundo  del  dicho  tenedor,  ó  de 

aqnel  á  quieit  dicho  mayorazgo  pertenecía  

de  manera  qne  siempre  d  hijo  6  sus  descen- 
dientes por  su  orden  representen  la  persona 
de  sus  padres,  salvo  que  otra  cosa  estuviere 
mandado  por  el  instituidor  del  mayorazgo; 

Que  en  la  sucesión  de  los  mayorazgos,  pa- 
tronatos y  aniversarios  de  misas  que  se  fun- 
daren después  de  la  promulgación  de  la  prag* 
mística  de  Felipe  III  que  es  la  ley  9*  del  títu- 
lo 17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación 
debe  guardarse  lo  dispuesto  en  las  leyes  de 
partida  y  del  Foro  en  que  se  manda  que  aun- 
que el  hijo  mayor  muera  en  vida  del  tenedor 
del  mayorazgo,  si  dejare  hijos  ó  descendientes 
legítimos,  deben  ser  éstos  preferidos  al  hijo 
segundo  y  representar  las  personas  de  sus  pa- 
dres, en  consecnenda  del  cual  mandato  orde- 
nó ésta,  que  en  adelante  se  guárde  lo  dispues- 
to en  las  leyes  de  partida  y  Foro,  y  se  suceda 
por  representación  de  los  descendientes  á  los 
ascendientes  en  todos  los  casos,  tiempos,  lí- 
neas y  personas,  en  que  los  aitcendientes  ha- 
yan mnerto  antes  de  entraren  elgoce  de  estas 
fundaciones,  salvo  el  caso  en  que  el  fundador 
haya  dispuesto  lo  contrario; 

Que  habiéndose  radicado  en  el  matrimonio 
de  don  Juan  Bautista  Aeta  con  doña  Isabel 
Fernández  de  Leiva  las  tres  capellanías  mate- 
ria de  este  juicio,  ha  sucedido  en  el  goce  de 
ellas,  primero  el  hijo  mayor  presbítero  don 
Juan  Martín,  y  después  el  hijo  segundo  don 
Francisco  Javier,  y  su  hija  doña  Josefa  Dolo- 
res, muerta  sin  sucesión; 

Que  extinguida  la  línea  del  hijo  segundo  ha 
debido  buscarse  la  linea  del  tercer  hijo  de  don 
Juan  Bautista  Aeta  que  lo  fué  don  Ramón, 
dentro  de  cuya  línea  debe  radicarse  el  goce  de 
las  capellanías,  sucediéndose  de  grado  en  gra- 
do personal  ó  representativamente,  hasta 
que  se  agote  la  descendencia  legítima  en  esta 
línea; 

Que  habiendo  fallecido  don  Ramón  Aeta  y 
siendo  don  César  Alejandro  Salcedo  su  bis- 
nieto legítimo,  corresponde  á  éste  el  derecho  á 
las  capellanías  en  representación  de  sus  ascen- 
dientes; 

Que  en  virtnd  del  derecho  de  representación 


don  César  Alejandro  Salcedo  ocupa  el  lugar  y 
grado  que  tenía  su  bisabuelo  don  Ramón,  que 
es  de  mejor  línea  que  don  Baltazar  Alemany, 
quien  desciende  de  doña  Carmen  Aeta  décimo 
hijo  de  don  Juan  Bautista  Aeta; 

Que  las  disposiciones  de  los  númerosl',  2'y 
3'  del  artículo  2045  del  Código  Civil  reprodu- 
cen las  mismas  reglas  de  las  leyes  de  Partida 
y  de  la  Novísima  Recopilación  citadas; 

Que  de  lo  expuesto  en  los  considerandos 
precedentes  resulta  que  no  se  han  infringido 
las  leyes  de  Partida  y  Foro  como  lo  ha  sos- 
tenido el  recurrente  ni  tampoco  lo  dispuesto 
en  el  artículo  2045,  al  pronunciarse  la  senten- 
cia de  9  de  julio  de  1904,  sino  que  por  el  con- 
trario se  le  ha  dado  estricta  aplicación; 

Que  al  apreciar  la  prueba,  la  sentencia  del 
fondo  no  ha  determinado  cuáles  son  los  do* 
cumentos  que  ha  tomado  en  consideración 
para  resolver  el  punto  controvertido  por  lo 
que  no  hay  antecedentes  para  saber  si  ha 
aceptado  ó  nó  los  documentos  que  ahora  se 
dicen  impugnados,  y  que  no  solo  no  lo  fueron 
en  la  secuela  del  juicio,  sino  que  el  que  ahora 
es  recurrente  se  apoyó  en  ellos  para  hacer  su 
defensa,  circunstancias  por  las  cuales  carece 
de  valor  esta  causal  de  casación. 

Que  todavía,  si  se  observa  la  petición  terce- 
ra del  segundo  otrosí,  se  vé  que  lo  ordenado 
fué  "que  en  el  término  de  tercero  día  se  exhibie- 
ran  al  Juzgado  todos  los  documentos  6  com- 
probantes escritos  que  tuviera  en  su  poder  ó 
que  hicieran  al  derecho  del  demandante"  y  del 
examen  de  los  documentos  presentados  por  el 
demandante  después  de  esa  petición,  resulta 
que  ninguno  de  ellos  estaba  en  su  poder  sino 
que  sus  copias  se  han  pedido  con  posterioridad 
a  este  auto,  por  lo  que  aun  en  caso  de  aplicar- 
se el  auto  no  dejarían  de  tener  valor  esos  do- 
cumentos. 

Bn  mérito  de  estas  consideraciones  y  dispo- 
siciones legales  citadas  y  artículos  960  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
sin  lugar  el  recurso  de  ecuación  en  el  fondo  in- 
terpuesto, con  costas,  en  qne  se  condena  al  re- 
currente. Se  aplicaal  Pisco  la  cantidad consig 
nada. 

Redactada  porel  señor  Ministro  Palma  Guz* 
máa.—V.  Agutrrc  V.~Leopoldo  Ürrutia.—J. 
Gabriel  Palma  Gaxaián. —Oabriel  Gaete. — 
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Leoncio  Rodríguez.  —  Carlos  Varas.  —  Abel 
Saavedra.^E.  Fóster  Recabarren. 


Caá.  en  la  forma. — 9  de  mayo  de  1905 

Longo  con  Cordal  y  Zunino 

Apelaoión.— Jarlsdlooióndel  Tribunal 
de  Alzada;  emplazamiento 

Doctrina: — La  jurisdioiión  del  Tribu- 
nal de  Alzada  se  baila  limitada  por  la 
apelación  j  cuando  ésta  comprende  va- 
rios puntos  se  entienden  Jas  partes  que 
ban  sido  notiñcadas  del  decreto  que  la 
coDcedct  emplazadas  para  oir  la  resolu- 
ción del  Tribunal. 


Don  Francisco  Longo  se  presentó  á  uno  de 
los  juzgados  de  letras  en  lo  civil  de  Santiago, 
esponiendo  que  ha  celebrado  un  contrato  de 
mutuo  con  don  José  Cordal.  Bn  garantía  de 
los  derechos  que  le  ha  conferido  el  contrato, 
advierte  Longo  que  lo  autoriza  Cordal  para 
poner  dicho  contrato  en  conocimiento  de  la 
Intendencia  General  del  Ejército  á  fin  de  que 
del  estado  de  pago  número  10,  retenga  ¿  su 
favor  la  cantidad  de  $  2,030  que  podrá  perci- 
bir directamente  por  si  6  por  su  representante 
legal. 

Apoyándose  en  lo  expuesto,  pidió  Longo 
que  se  notificara  á  la  Intendencia  General  del 
Ejército  ó  á  quien  corresponda,  para  que  dtl 
estado  número  10  retenga  á  su  favor  y  le  pa- 
gue los  $2.030  que  le  adeuda  don  José  Cordal. 

Proveída  en  sentido  afirmativo  esta  peti- 
ción y  ejecutadas  las  notificaciones  y  libra- 
mientos correspondientes,  acudió  Longo  de 
nuevo  al  juzgado  afirmando  que  la  cantidad 
retenida  á  su  favor  sólo  alcanza  á  $  1.781,30. 
Ha  tenido  lugar  esta  disminución  del  di- 
nero, en  concepto  del  ocurrente,  por  haberse 
deducido  del  propio  estado  número  X.  el  10% 


de  retención  que  fija  el  convenio  pactado  en- 
tre el  Fisco  y  don  José  Cordal,  sobre  trabajos 
en  el  cuartel  de  artillería  Tacna. 

En  razón  de  no  alcanzar  á  cubrir  su  crédito 
el  dinero  que  representa  el  aludido  estado  nú- 
mero X,  pide  Longo  que  se  retenga*  además 
de  esa  cantidad,  las  que  Cordal  debía  recibir 
por  liquidaciones  ó  estados  de  pagos  poste- 
riores, ó  en  su  defecto,  el  depósito  de  garantía 
que  por  medio  del  contrato  de  que  se  acaba 
de  hacer  referencia,  existe  en  arcas  fiscales. 

En  el  escrito  posterior  hace  presente  Longo 
que  por  enfermedad  de  don  José  Cordal,  se  ha 
puesto  término  al  expresado  contrato  que  te- 
nía con  el  Fisco,  que  existe  dinero  pertene- 
ciente á  Cordal,  en  cantidad  bastante  para 
cubrir  íntegramente  su  crédito;  que  el  monto 
&  que  asciende  con  los  intereses  devengados, 
dicho  crédito  es  el  de  $  2,130,  y  que  en  virtud 
deloexpuesto  "se  gire  libramiento  en  Informa 
que  indica,  con  citación  de  la  esposa  de  Cor- 
dal que  hoy  es  ya  su  curadora." 

Estas  peticiones,  como  las  cmteriores  for- 
muladas por  esta  parte,  fueron  favorablemen- 
te acogidas. 

En  este  estado  del  juicio  se  presentó  don 
Antonio  Zuníno  expresando  que  al  recibir  una 
cantidad  de  dinero  que  el  Ministerio  de  Obras 
Públicas  ordenó  que  se  le  pagara,  como  cesio- 
nario de  don  José  Cordal,  se  impuso  de  que 
parte  de  esa  cantidad,  ó  sea,  $  2.030  se  halla- 
ban retenidos  de  orden  judicial,  decretada  en 
estos  mismos  antecedentes.  Aduce  en  seguida 
Zunino  varias  alegaciones  tendentes  todas 
ellas  á  demostrar  que  esa  providencia  conser- 
vativa carece  de  base  cierta.  Como  consecuen- 
cia de  ello  termina  pidiendo  que  se  suspendan 
los  efectos  del  decreto  de  26  de  agosto  de  1903 
que  establece  esa  medida.  Solicita  además  en 
un  otrofd  del  mismo  pedimento,  queentre  tan- 
to se  resuelve  la  petición  contenida  en  el  cuer- 
po del  escrito,  se  notifique  al  tesorero  fiscal 
para  que  no  efectúe  pago  alguno  en  favor  de 
don  Francisco  Longo. 

El  Juez  de  Letras  confirió  traslado  de  la  pe- 
tición contenida  en  lo  principal,  y  dió  lugar  á 
lo  pedido  en  el  otrosí. 

A  este  escrito  respondió  Longo  que  el  con- 
trato de  donde  pretende  derivar  Zunino  su 
derecho  preferente  al  dinero  retenido,  fué  otor- 
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gado  con  posterioridad  á  la  retención  decre- 
tada en  su  favor;  y  que  en  esto  no  se  ve  otro 
propósito  que  sorprender  al  Juzgado  y  burlar 
flus  legítimos  derechos  de  acreedor.  En  con- 
clusión, pide  se  desechen,  con  costas,  las  pre- 
tensiones de  Ztintno. 

El  Juez  de  Letras,  previa  audiencia  del  De- 
fensor de  Menores,  declaró,  eñ  auto  de  11  de 
enero  de  1904,  válido  y  subsistente  el  decreto 
de  26  de  agosto,  y  que  don  Francisco  Longo 
debe  interponer  dentro  de  diez  días  acción  en 
forma  manteniendo  entretanto  las  retencio- 
nes establecidas  á  sn  favor. 

Sintiéndose  agraviado  don  Francisco  Lon- 
go, por  esta  resolución,  pidió  que  se  tuviera 
como  demanda  el  escdto  de  fs.  15,  presentado 
por  don  Antonio  Zunino,  como  contestación 
al  suyo  de  fs.  17,  y  que  admitida  esta  peti- 
ción, tocaba  replicar  al  expresado  Zunino, 
apelando  en  caso  negativo.  El  Juzgado  deses- 
timó dicha  petición  y  concedió  la  apelación 
deduiida  en  subsidio  por  auto  de  4  de  mayo 
de  1904. 

La  Corte  de  Apelaciones  resolvió: 

Santiago,  12denovtembrede  1904.— Vistos: 
teniendo  presente  lo  estipuladoen  la  escritura, 
se  revocan  los  autos  apelados  de  11  de  enero 
y  4  de  marzo  último  y  se  declara  que  debe  dar- 
se cumplimiento  á  lo  ordenado  en  la  resolución 
de  8  de  mayo  de  1903,  entendiéndose  que  el  li- 
bramiento debe  girarse  sobre  los  fondos  á  que 
se  refiere  el  estado  número  10  que  menciona  la 
citada  escritura. 

Devuélvanse  y  agréguese  el  papel  correspon- 
diente.    Agüstm  Rojas.-Ricardo  Reyes  Solar. 

En  contra  de  este  fallo  ha  recurrido  de  ca- 
sación en  la  forma  don  Antonio  Zanino.  Como 
fandamento  de  dicho  recurso,  se  deduce  que 
la  Corte  de  Apelaciones  se  ha  pronunciado 
sobre  un  auto  no  sometídoásu  conocimiento; 
y,  en  consecuencia,  en  no  haber  sido  emplaza- 
da su  parte  para  oÍr  dicho  pronunciamiento, 
causal  prevista  en  el  artículo  942  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

La  Corte: 

Considerando: 
1^  Que  el  recurso  de  apelación  interpuesto 
por  don  Francisco  Longo  en  su  escrito  de 


fs.  23,  no  se  ha  dirigido  únicamente  contra  la 
resolución  del  Juez  de  Letras  que  desestima  la 
tramitación  de  la  controverna  qne  ahí  se  pro- 
pone, sino  también  contra  la  sentencia  de  fs. 
20,  que  manteniendo  las  retenciones  decreta- 
das á  favor  de  Longo,  le  fija  el  término  de  diez 
días  para  que  entable  demanda  acerca  del 
pago  del  crédito; 

2'  Que  ese  hecho  aparece  claramente  com- 
probado con  el  propio  escrito,  pues  en  la  úl- 
tima parte  de  ese  memorial  dice  Longo  lite- 
ralmente como  signe:  "Dígnese  US.  ari  decre- 
tarlo, apelando  en  caso  denegado  del  auto 
de  fs.  20  y  del  decreto  en  que  esto  se  me  denie- 
gue"; 

3'  Que  concedida  la  apelación  de  las  resolu- 
ciones á  que  anteriormente  se  alude,  y  notifica- 
da esa  concesión  á  don  Antonio  Zunino,  según 
aparece  de  las  actuaciones,  no  se  ha  dictado  la 
sentencia  sin  previo  emplazamiento  de  Zuníno, 
ni  extendiéndose  en  sus  decisiones  á  puntos  no 
sujetos  al  fallo  del  Tribunal  Superior; 

4^  Que  en  virtud  de  lo  consignado  en  los 
anteriores  razonamientos  no  puede  reputarse 
como  violado  en  este  caso  el  artículo  942  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  aducido  en 
ese  concepto  por  el  recurrente. 

Con  aiYeglo  á  estas  consideraciones  y  ¿  lo 
dispuesto  en  los  artículos  941,  960  y  979  del 
Código  antes  citado,  se  declara  que  no  ha  lu- 
gar al  recurso  de  casación  en  la  forma  inter- 
puesto por  don  Antonio  Zunino  contra  la  sen- 
tencia de  12  de  noviembre  último.  Se  aplica 
á  favor  del  Fisco  la  cantidad  de-$  100  con- 
signada según  la  boleta  número  293  de  19  de 
noviembre  de  1904. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Rodrí- 
guez.— Galvaríno  GaJIdrdo. — Gabriel  Gaete  

Leoncio  Rodríguez,— B.  Fóster  Recabarren. 
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Cas.  en  la  fyrma.—lS  de  abril  de  1905 

Mateluna  con  Kuz 

Oapellanía,  insoripoión. —Efecto  retro- 
aotlvo.  —  Aoolón  personal.  —  Pres- 
oripolón.  —  Emplazamiento.—  Nom- 
bres de  las  partes,  su  domiollio  y 
profesión  u  oñolo.— Anuncio  en  la 
tabla.— Oltaolón  de  las  partes. 

Doctrina:— Z^as  capellanías  constituí' 
das  antes  de  la  vigencia  del  Código  Civil 
no  requieren  la  inscripción  en  el  Registro 
del  Conservador  de  Bienes  Raíces  de  que 
habla  el  artículo  202T,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 12  de  la  ley  de  efecto  retroactivo 
de  7  de  octubre  de  1861  segán  la  cual  es- 
tán exceptuadas  las  leyes  re ferentes  á  ma- 
vorazgos  y  vinculaciones. 

La  prueba  de  la  prescripción  de  la  ac- 
ción para  el  cobro  de  las  pensiones  cape- 
llánicas  incumbe  al  que  la  alega. 

Tratándose  de  un  juicio  iniciado  antes 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  no  es 
necesario  que  la  sentencia  contenga  to- 
das las  enunciaciones  que  determina  el 
articulo  193  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  (1). 

Habiéndose  anunciado  con  un  cam- 
bio de  nombres  la  causa  en  la  tabla  del 
Tribunal  para  verse  en  apelación,  la  sen- 
tencia que  dicte,  aunque  no  se  baya  recla- 
mado, es  nula  por  falta  de  citación  de  la 
parte  cuyo  nombre  ha  sido  alterado  y  la 
sentencia  puede  ser  invalidada  de  oñcio. 


Doña  Dorotea  Mateluna  García  expone: 
que  por  sentencia  recaída  con  fecha  27  de  sep- 
tiembre de  1881,  en  el  expediente  de  denuncia 

(1)  Véanse  Ion  Ail  os  ngaientea:  O.  A.  Cu.  12  oc- 

tub-e  lüO  t.OiB,  19  octubre  C.  A  13  noviem- 

bre r«H.  iS  n  •viemhre  1903  j  U.  A.  8  agosto 

19C4;  pkj.  448,  52,  81,  87.  51L,  parte  II  del  tomo  I. 


de  una  capellanía  mandada  fundar  por  don 
Isidro  de  los  Reyes,  fué  declarada  patrona  de 
la  expresada  capellanía,  y  á  fin  de  entrar  al 
goce  de  los  derechos  que  en  ese  carácter  le  co- 
rresponden, pide  se  ordene  se  notifique  la  sen- 
tencia referida  al  actual  poseedor  del  fundo, 
don  Manuel  Ruz. 

En  un  segundo  escrito  la  misma  señora 
Mateluna  dice:  que  la  notificación  pedida  se  le 
hizo  también  al  antecesor  del  señor  Ruz,  don 
Bernardo  Solar,  quien  manifestó  que  ningún 
gravamen  reconocía  su  fundo,  y  como  teme 
que  Ruz  pueda  incurrir  en  igual  error,  con  el 
objeto  de  prevenir  difícultadesy  estando  segura 
de  poder  comprobar  la  existencia  del  grava- 
men, pide  que  si  Ruz  deduce  oposición  al  tiem- 
po de  ser  notificado  para  dar  cumplimiento  á 
la  sentencia  dictada,  se  le  notifique  también 
esta  presentación,  para  que  teniéndose  por 
contencioso  el  asunto,  comparezca  á  sostener 
su  derecho. 

Dun  Manuel  Ruz  dice  por  su  parte  que  ha 
sido  notificado  de  una  presentación  de  doña 
Dorotea  Mateluna,  en  lacualsolicitóyobtuvo 
que  se  le  notificara  para  que  la  acuda  con  los 
réditos  de  una  presunta  capellanía  que  se  cree 
grava  el  fundo  San  Fermín  de  la  Vinilla,  de 
su  propiedad.  Según  consta  de  laescritura  pú- 
blica que  acompaña,  adquirió  el  fundo  ya  ci- 
tado en  remate  judicial,  con  motivo  de  la  eje- 
cución que  siguió  el  Banco  Garantizador  de 
Valores  en  contra  de  hi  sucesión  de  don  Ber- 
nardo Solar  V,;  la  adjudicación  se  hizo  con 
solo  el  único  gravamen  que  afectaba  &  la  pro- 
piedad y  que  era  una  hipoteca  á  favor  del 
banco  nombrado.  De  modo  que  el  exponente 
no  ha  reconocido  jamás  el  censo  denunciado 
por  la  señora  Mateluna  y  según  consta  de  de* 
claración  de  don  Bernardo  Solar  Vicuña  al  ser 
notificado,  el  fundo  nombrado  jamAs  ha  reco- 
nocido capellanía  6  censo.  £1  artículo  2027 
del  Código  Civil  exige  como  requisito  esencial 
para  la  constitución  de  un  censo  que  se  ex- 
tienda por  escritura  pública  y  se  inscriba  en  el 
competente  registro;  la  falta  de  cualquiera  de 
estos  requisitos  anula  el  censo.  Ahora  bien,  en 
los  certificados  que  se  presentaron  para  el  re- 
mate judicial  no  aparecía  afectado  el  fundo 
San  Fermín  de  la  Vinilla  con  el  censo  ó  cape- 
llanía cayos  réditos  se  reclaman. 
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De  lo  expuesto  se  desprende  que  no  está 
obligado  ni  legal  ni  moral,  ni  personalmente, 
al  pago  que  se  reclama;  y  como  todo  lo  rela- 
cionado se  encuentra  fundado  en  documentos 
públicos  y  auténticos,  pide  se  declare  que  no 
está  obligado  á  cubrir  los  réditos  de  la  cape- 
llanía que  como  patrona  reclama  doña  Doro- 
tea Mateluna,  y  que  no  tiene  efecto  ni  valor 
alguno  la  notificación  que  se  le  ha  hecho  por 
exhorto  en  su  carácter  de  actual  dueño  del 
fundo  Vinilla. 

En  la  réplica  y  dúplica  las  partes  sostienen 
y  refuerzan  sus  argumentos  y  alegaciones,  y 
el  demandado  invoca  en  la  última  la  prescrip- 
ción de  veinte  años  que  no  acepta  la  deman- 
dada. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  y  ninguna  tes- 
timonial se  rindió  por  las  partes. 

Con  fecha  19  de  octubre  delí)03,  eijuzgado 
resolvió: 


Considerando: 

1'  Que  por  sentencias  de  14  de  noviembre 
de  1878  y  27  de  septiembre  de  1881,  consta 
que  la  capellanía  cuyos  réditos  se  cobran  en 
este  juicio,  fué  declarada  existente  en  el  fundo 
La  Vinilla,  de  propiedad  actualmente  de  don 
Manuel  Ruü,  declarándose  patronos  de  ella 
sucesivamente  al  prebendado  don  Francisco 
Martinez  Garfias  y  á  doña  Dorotea  Mateluna 
y  Garda,  actual  demandante; 

2^  Que  esta  capellanía  fué  constituida  an- 
tes de  la  vigencia  del  Código  Civil  y  del  Regla- 
mento del  Conservador  de  Bienes  Raíces; 

S''  Que  si  es  verdad  que  el  artículo  2027  del 
Código  Civil  dispone  que  la  constitución  de 
un  censo  debe  otorgarse  por  escritura  pública 
inscripta  en  el  competente  registro,  esta  dispo- 
sición no  puede  aplicarse  á  la  capellanía  á  que 
se  refiere  esta  cuestión  porque  habiéndose 
otorgado  antes  de  la  vigencia  de  dichos  Códi- 
go y  Registro,  debe  quedar  subsistente  en 
virtud  de  lo  ordenado  en  el  artículo  12  de  la 
ley  de  efecto  retroactivo  de  7  de  octubre  de 
1861; 

4^  Que  esta  disposición  ordena  qnerespecto 
á  la  extinción  de  los  derei  hos  reales  adquiri- 
dos bajo  una  ley  deben  prevalecer  las  disposi- 
ciones nuevas,  salvo  en  cuantoá  los  mayoraz- 

SUPHBMA 


gos  ó  vinculaciones  ordenadas  por  leyes  espe- 
ciales; 

5^  Que  según  el  artículo  2042  del  Código 
Civil  la  acción  personal  del  censualista  para 
demandar  pensiones  devengadas  6  el  capital 
del  censo  prescribe  en  treinta  años; 

6^  Que  según  el  artículo  1698  del  mismo 
Código,  incumbe  la  prueba  al  que  alega  la 
prescripción  y  el  demandado  noha  justíScado 
que  hayan  transcurrido  los  treinta  años  de  la 
prescripción  extintiva  que  exige  el  artícnlo 
2042  del  Código  Civil  citado,  por  cuanto  solo 
hajustificado  que  han  trascurrido  más  de  vein- 
te años  desde  la  notificación  de  sn  antecesor 
don  Bernardo  Solar  Vicuña,  el  14de  septiembre 
de  1882,  que  corre  en  el  expediente  ag^gado  á 
la  notificación  personal  de  él  en  16  de  octubre 
de  1902,  plazo  que  segúnel  demandado  extin- 
gue el  derecho  del  censualista  según  lo  dispues- 
to en  el  artículo  2515  del  Código  Civil,  pres- 
cripción que  no  puede  tomarse  en  cuenta  en 
este  caso  por  determinarse  una  prescripción 
especial  para  los  censos. 

En  vista  deestasconsideraciones  yartículos 
citados,  se  declara:  que  no  ha  lagar  á  la  pres- 
cripción alegada  y  que  don  Manuel  Ruz  está 
obligado  á  pagar  á  doña  Dorotea  Matelu- 
na García  los  réditos  de  la  capellanía  de 

$  2.000  á  que  se  refiere  estademanda  Eado- 

cio  González 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Santia- 
go resolvió: 

Santiago,  diciembre  19  de  1904.— Vistos:  ' 
Se  confirma  con  costas  del  recurso  la  senten- 
cia apelada  de  19  de  octubre  de  1903.— .il. 
Versara  A  A.  Montt  B,  Castillo. 

Don  Manuel  Rus  interpuso  recurso  'de  casa- 
ción en  la  forma  y  en  el  fondo  contraesta  sen- 
tencia. 

Al  fundar  el  primero  de  estos  recursos,  ex- 
pone que  se  ba  infringido  el  número  1^  del  ar- 
tículo 970  y  el  número  9^  del  941  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  por  haber  faltado  el 
emplazamiento  de  las  partes,  hecho  antes  de 
que  el  superior  conozca  del  recurso  de  apela- 
ción. 

Agrega  el  recurrente  que  se  ha  infringido 
también  el  artículo  193  del  mismo  Código, 
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por  no  haberse  designado  con  precisión  el  nom- 
bre de  las  partes  litigantes,  su  domicilio,  pro- 
fesión ú  oficio. 

Considerando: 

1^  Que  no  puede  ser  aceptada  la  causal  que 
ae  refiere  á  la  falta  de  emplazamiento  de  las 
partes,  pues  de  autosnparece  que  ellas  fueron 
emplazadas; 

2^  Que  tampoco  es  admisible  la  causal  que 
se  funda  en  que  la  sentencia  recurrídano  cum- 
ple con  lo  prescripto  en  el  número  1'  del  ar- 
ticulo 193,  porque  el  juicio  de  que  se  trata  fué 
iniciado  antes  de  que  rígera  el  Código  de  Pro- 
cedimiento; y 

3*^  Que,  no  obstante  lo  espuesto  en  los  con- 
siderandos que  preceden,  consta  del  certifica- 
do del  Secretario,  que  este  proceso  fué  anun- 
ciado en  la  tabla:  Dorotea  Matelaaa  con  Da- 
aiel  Raz,  siendo  que  las  partes  litigantes  son 
la  misma  señora  con  don  Manuel  Ruz,  omi- 
tiéndose por  consiguiente  la  citación  de  uno 
de  los  interesados  para  la  vista  de  la  causa, 
trámite  esencial  cuya  falta  constituye  unacau* 
sal  de  nulidad  de  la  sentencia." 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arlículoji 
941,  970,  número  69  y  979  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  en  la  forma,  y  haciendo 
nso  el  Tribunal  de  la  facultad  que  k  confiere 
el  artículo  949  del  mismo  Código,  k  invalida 
de  oficio  la  referida  sentencia.  Repóngase  el 
proceso  ni  estado  de  citar  nuevamente  á 
las  partes  para  la  vista  de  la  causa.  Devuél- 
vase el  proceso  á  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  para  que  sea  resuelto  por  el  Tribu- 
nal que  corresponda.  Devuélvase lamulta  con- 
signada según  la  boleta  número  IB'2  de  22  de 
diciembre  de  1904. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 
—Gahariao  Gallardo.— Gabriel  Gaete.—Car^ 
los  Varas.— E,  Fóster  Recabarren. 


Cas.  en  la  ñ>rma. — 2  de  mayo  d!r  2905 

Ordóñez  con  Smith  de  Ugarte 

Medidas  precautorias;  prohibloión  de 
enajenar;  retenuión.-Sentenoia  in- 
terlocutoria. 

Doctrina:— Las  resoladonea  sobre  me- 
didas  precautorias  son  esencialmente 
provisionales  y  no  procede  respecto  de 
ellas  el  recurso  de  casación. 


En  el  juicio  seguido  por  don  Rafael  Ordóñez 
contra  doña  AnaSmith  de  Ugarte,  sobre  pago 
de  honorario,  solicitó  el  demandante  como 
medidas  precautorias,  prohibición  de  enajenar 
y  gravar  una  propiedad  de  la  demandada  y 
la  retención  de  las  pensiones  de  arrendamien- 
to de  la  misma  propiedad  hasta  la  cantidad 
de  $  15.000. 

Bl  Jnzgadúaceptó  estas  peticiones  por  auto 
de  10  de  diciembre  de  1904  y  apelada  esta 
resolución, 

La  Corte  falló: 

Santiago,  7  de  enero  de  1905. —  Vistos:  se 
confirma  la  resolución  apelada  de  10  de  di- 
ciembre último,  con  declaración  de  que  debe 
limitarse  la  medida  de  precaución  decretada 
solo  á  la  prohibición  de  gravar  6  enajenar  la 
casa  número  2840  de  la  Alameda  de  las  Deli- 
cias de  esta  ciudad,  debiendo  alzarse  en  conse- 
cuencia las  demás  medidas  precautorias  qne 
se  hayan  dictado.— Z>oaoso  V.—J.  Beraates 
M.—José  T.  Marín. 

Don  Rafael  Ordóñez  interpuso  recurso  de 
casación  en  la  forma  contra  esta  resolución  y 
formalizando  el  recurso  expuso  que  la  Corte 
había  infringido  los  artículos  966,  número  4^; 
970,  número  3'  y  941,  número  9»  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  porque  no  se  notificó 
al  recurrente  el  decreto  que  mandó  agregar 
en  2*  instnucia  un  documento. 
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La  Oorte: 

Considerando  que  la  resolución  de  que  se 
trata  recayó  sobre  medidas  precautorias,  que 
son  CTencialmcnte  prOTÍsionales,  según  lo  pre- 
venido en  el  artículo  291  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  y  que  respecto  de  resoluciones 
de  esta  natnralezano  procede  el  recurso  de  ca- 
sación por  las  causales  aducidas. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artfculo  939  de  di- 
cho Código,  se  declara  sin  lugar  el  recarao  in- 
terpuesto. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
-Jj&lvaríno  GaÜardn.—Gabricl  Gaete.— Leon- 
cio Rodrigue*.-'  Carlos  Varas.— B.  FósterJRe- 
cabarren. 


lo  mismOf  ser  aoalaáoj  modiñcado  6 
enervado  en  sus  e&ctoa  legales. 


Enjuicio  ejecutivo  entablado  en  Concepción 
por  don  Alejandro  Hurel  contra  don  Manuel 
Quezada  L.,  se  retuvieron,  por  decreto  judi- 
cial, á  favor  del  acreedor  las  sumas  que  al 
deudor  correspondiesen  como  martílleFO  pú- 
blico de  Hacienda,  en  los  remates  fiscales  de 
oro  sellado  y  en  los  de  prendas  perdidas  por 
falta  de  pago. 

Por  apelación  de  Quexada,  la  Corte  de  Al- 
zada resolvió: 


Cas.  Civ.~12  de  mayo  de  190S 

Quezada  con  Hurel 

Eféoto  retroaotivo.  -  Sueldo  de  los 
empleados  púbUoos.— Embargo 

Doctrina: — El  embargo  de  los  emola- 
mentas  periódicos  que  el  Fisco  paga  á 
los  martilieros  por  el  remate  áe  oro  se- 
llado recae  sobre  cantidades  que  la  ley- 
permite  embargar  en  un  solo  acto  como 
bienes  presentes  j  futuros  sin  necesidad 
de  renovar  dicho  embargo  día  por 
dia(i;. 

El  embargo  efectuado  antes  de  la  vi- 
gencia del  Código  de  Procedimiento  Ci' 
vil  constituye  un  derecho  adquirido,  in- 
corporado al  patrimonio  del  que  lo  ha- 
bía puesto  en  acción  que  no  podía,  por 

(1)  Aanqoe  el  1."  conoidemndo  se  refiere  í  ana 
época  pasadii,  creemos  qae  enU  es  la  doctrina  de  la 
Corte  en  Tinta  de  los  fallos  dictadon  en  1903,  Y. 
pig.  146,  parte  11  del  tomo  I  de  es    ta  Bevista. 


Concepción,  2  de  enero  de  1901.— Vistos: 
Teniendo  presente: 

1^  Que  don  Manuel  Quezada  L.,  en  su  cali- 
dad de  martiliero  público  y  de  Hacienda,  es 
empleado  público; 

2^  Que  el  salario  que  percibe  como  tal  em- 
pleado público  en  los  remates  áe  oro  y  de 
prendas  perdidas  en  que  interviene,  está  fijado 
en  los  artículos  2'  del  decreto  de  12  de  agosto 
de  1898  y  45  de  la  ley  de  23  de  diciembre  del 
mismo  año. 

Y  de  conformidad  con  lo  prescrípto  en  el  ar- 
tículo 1618  del  Código  Civil,  se  Kvoca  la  re- 
solución apelada  de  31  de  octubre  último,  y 
se  declara  que  ha  lugar  á  la  retención  pedida 
en  el  escrito  de  fs.  161  solo  en  la  parte  embar- 
gable,  con  arreglo  á  lo  prescrípto  en  el  ya  ci- 
tado articulo  1618  del  Código  Civil,  de  los 
sálanos  que  devengue  el  demandado.— Afar- 
Kay.—Zenteno  B  Pigueroa  Lagos.— Cruz. 

En  4  de  marzo  de  1903,  el  ejecutado  solicitó 
se  alzara  la  retención,  á  virtud  de  que  el  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  recién  promulga- 
do, declaraba  inembargables  los  sueldos  ó 
rentas  de  los  empleados  públicos,  calidad  que 
por  sentencia  ejecutoria  se  había  reconocido 
á  Quezada. 

El  Juzgado  de  Letras,  en  resolución  de  fecha 
11  del  citado  mes  de  marzo,  negó  lugar  á  lo 
pedido  po- el  deudor,  resolución  queñié  con- 
firmada por  la  sentencia  siguiente  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Concepáón,  de  23  de  junio 
de  1904. 
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Teniendo  en  consideración: 

Que  por  ta  resolución  ejecutoriada  de  2  de 
enero  de  1901,  se  ha  declarado  que  debe  te- 
nerse á  don  Manuel  QuezadaL.  como  emplea- 
do público  en  su  calidad  de  martiliero  nom- 
brado por  decreto  supremo; 

Que  la  remuneración  6  gratificación  que  en 
tal  carácter  percibe  el  referido  Quezada  L.  en 
los  remates  de  las  prendas  vencidas,  con  arre- 
glo Á  lo  prescripto  en  el  artículo  45  del  Regla- 
mento de  Casas  de  Préstamos  sobre  Prendas, 
no  es  pagada  ni  por  el  Bstado  ni  por  la  Mu- 
nicipalidad, por  lo  cual  dicha  remuneración  ó 
gratificación  no  está  comprendida  entre  las 
que  menciona  el  artículo  466  del  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

Que  por  lo  que  respecta  á  la  que  le  corres- 
ponde en  los  remates  de  oro,  según  lo  estable- 
cido en  el  artículo  2^  del  decreto  supremo  de 
12  de  agosto  de  1898,  aparece  de  estos  ante- 
cedentes, que  le  fué  embargada  con  fecba  2  de 
enero  de  1901,  esto  es,  con  anterioridad  á  la 
vigencia  del  citado  Código  de  Procedimiento; 

Que  el  acreedor  ha  podido  solicitar  y  obte- 
ner el  embargo  de  los  bienes  de  que  se  trata 
aunque  no  todos  ellos  estuvieran  en  poder  del 
deudor  desde  el  momento  mismo  de  la  traba 
'de  embargo,  puesto  que  tiene  derecho  para 
perseguir  el  pago  de  su  acreencia  en  todos  los 
bienes  del  deudor  sean  presentes  ó  futuros. 

Que  toda  ley  debe  suponerse  incorporada  al 
contrato  ó  acto  de  que  dimana  un  derecho; 

Que  perfeccionado  el  derecho  del  acreedor  al 
embargo  <Ie  las  remuneraciones  ó  gratifica- 
ciones que  devengara  Quezada,  con  arreglo  á 
la  ley  vigente  al  tiempo  de  adquirirlo,  no  pue- 
de ser  este  derecho  modificado  por  una  ley 
posterior,  ya  que  las  disposiciones  de  ésta 
sólo  pueden  regir  para  lo  futuro,  sin  que  sea 
lícito  atribuirles  efecto  retroactivo; 

Que  no  obsta  á  este  principio  de  no  retroac- 
tividad  la  circunstancia  de  que  la  prestación 
á  que  es  obligado  Quezada  se  verifique  en  pe- 
ríodos sucesivos,  algunos  de  los  cuales  tienen 
lugar  durante  la  vigencia  de  la  ley  nueva, 
porque  el  acreedor  no  necesita  ejecutar  hecho 
ó  acto  alguno  para  afirmar  un  derecho  per- 
fecto é  irrevocable  que  tenía  totalmente  ad- 
quirido bajo  el  imperio  de  la  ley  anterior  que 
no  hace  más  (|ue  tener  su  natural  y  ulterior 


desenvolvimiento  después  de  la  vigencia  de  la 

posterior. 

Y  de  conformidad  con  lo  prescripto  en  las 
disposiciones  legales  citadas  y  artículos  2465, 
1618  y  9'  del  Código  Civil,  22  y  24  de  la  ley 
de  7  de  octubre  de  1861  y  151  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  confirma  la  reaoln- 
ción  apelada  de  11  de  marzo  de  1903,  sin  cos- 
tas, por  haber  habido  motivo  plausible  para 
litigar. 

Acordada  después  de  haber  cesado  la  dis- 
cordia de  votos  producida  en  la  primera  vista 
de  la  causa,  por  los  señores  Ministros  Paen- 
tes  R.,  Cruz  y  Mac-Kay  contra  la  opinión  del 
señor  Ministro  Parga,  quien  teniendo  presente: 

1"  Que  el  derecho  de  percibir  las  rentas, 
gratificaciones  y  emolumentos  con  que  el  Fis- 
co y  las  Municipalidades  remuneran  los  ser- 
vicios que  se  prestan  periódica  6  sncesiramen- 
te,  sólo  se  verifica  cuando  dicha  prestación  de 
servicios  ha  tenido  lugar,  y  entonces  únicar 
mente  se  entiende  qne  tales  rentas  ó  emolu- 
mentos se  han  devengado;  por  lo  cual  antes 
de  que  tal  cosa  suceda  no  pueden  formar  par- 
te del  peculio  de  persona  alguna,  razón  por  la 
cual  y  por  hallarse  dicha  percqición  subordi- 
nada á  la  condición  de  que  se  verifiquen  los 
actos  personales  en  que  consisten  dichos  ser- 
vicios,  los  que  pueden  tener  lugar  ó  nó;  de  ma- 
nera que  dado  el  carácter  continjente  de  estas 
percepciones  futuras,  sólo  pueden  tener  la  con- 
dición de  simples  espectatívas  que  no  embara- 
zan la  aplicación  de  la  ley  posterior;  y 

2*^  Que  el  martiliero  don  Manuel  Quezada 
percibe  los  derechos porremates  de  prendas  en 
virtud  de  nombramiento  del  Gobierno,  y  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  7** 
de  la  ley  de  efecto  retroactivo  y 466  número  1* 
del  Código  de  Procedimiento  Civil;  estuvo  por 
revocar  la  resolución  apelada  y  declarar  que 
ha  lugar  á  lo  pedido  por  el  referido  don  Ma- 
nuel Quezada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro PuentesR. 
—Juan  N.  Purgar— E,  Fuentes  R.—Lais  David 
Crux.—J.  Guillermo  Mac-Kaj. 

Quezada  interpuso  contra  esta  sentencia  d 

recurso  de  casación  en  el  fondo,  estimando 
que  ella  quebranta  lo  dispuesto  en  la  ley  de 
8  de  ftbrero  de  1837,  bajo  cuyo  imperio  se 
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despachó  mandamiento  de  embargo;  y  que 
sólo  permitía  embargar  bienes  propios  del 
deudor,  carácter  que  no  tienen  los  sueldos 
aún  no  devengados,  el  artículo  2465  del  Có- 
digo Civil,  que  no  se  refiere  á  puras  espectati- 
vas,  como  deben  considerarse  los  emolumen- 
tos futuros;  el  artículo  9^  del  mismo  Código, 
que  se  lia  aplicado  erróneamente  á  una  solici- 
tud que  sólo  tenía  por  objeto  obtener  para  lo 
sucesivo  el  alzamiento  del  embargo;  y,  por  fin, 
los  artículos  22  y  24  de  la  ley  de  7  de  octubre 
de  1861,  pues  el  primero  dispone  que  rijan 
desde  luego  las  leyes  sobre  sustanciación  y  ri- 
tualidad de  los  juicios,  A  que  pertenece  el  em- 
bargo, y  el  segundo  no  es  aplicable  á  este 
apremio,  que  no  constituía  á  la  fecha  de  la 
nueva  ley,  una  actuación  simplemente  ini- 
ciada. 

Bu  rebeldía  de  Quezada,  que  no  fundó  su 
recurso,  se  ha  oído  el  dictamen  de  uno  de  los 
Ministros  del  Tribunal. 

La  Corte: 

Considerando: 

1'  Que  la  retención  de  que  se  trata  se  veri- 
ficó con  anterioridad  á  la  fecha  en  que  entró 
en  vigencia  el  Código  de  Procedimiento  Civil, 
y  en  cuanto  á  los  emolumentos  periódicos  que 
el  Pisco  paga  á  los  martilieros  por  el  remate 
de  oro  sellado,  recayó  sobre  cantidades  que 
la  ley  permitía  embargar  en  un  solo  acto,  co- 
mo bienes  presentes  y  futuros,  sin  necesidad 
de  renovar  dicho  embargo  día  por  día; 

2^  Que  así  ejercitada  la  facultad  del  acree- 
dor, antes  de  la  nueva  ley,  constituyó  ese  em- 
bargo un  derecho  adquirido  por  el  acreedor, 
derecho  que  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
encontró  ya  incorporado  en  el  patrimonio  del 
que  lo  ha  puesto  en  acción  y  que  no  podía, 
por  lo  mismo,  eer  anulado,  modificado  ó  ener- 
vado en  sus  efectos  legales; 

3^  Que,  en  consecuencia,  el  fallo  de  que  se 
recnrre,al  negarse  á  ordenar  el  alzamiento  del 
embargo,  no  ha  quebrantado  la  ley  de  8  de 
febrero  de  1837,  ni  los  artículos  9»  y  2465  del 
Código  Civil,  ni  los  22  y  24  de  la  ley  sobre 
efecto  retroactivo,  de  7  de  octubre  de  1861, 
que  se  citan  como  infringidos. 

Visto  lo  preceptuado  en  los  artículos  134, 


940  y  973  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar  el  presente  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo. 

Acordada  por  unanimidad,  pero  el  señor 
Ministro  Varas  rechaza  el  recurso  de  casación 
solo  en  virtud  de  que  á  su  juicio,  los  emolu- 
mentos del  martiliero  de  Hacienda,  en  los  re- 
mates fiscales  de  oro  sellado,  no  están  cora- 
prendidos  en  la  inembargabilidad  establecida 
por  el  inciso  1^  del  artículo  466  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Redactada  por  el  Presídeme  señor  Aguirrc 
Vargas.— l'.  Aguirre  V.—José  Alíbaso.—Gal- 
varho  Gallardo.  —  Gabriel  Gaete.  ~~- Leooda 
Rodtigiiet  Carlos  Varas  Abel  Saaredra. 


Cas.  CÍV.—21  de  marzo  de  1905 

Vicuña  con  Lecaros 

Corredor  de  oomeroio.— Oomlsionista 
para  vender.— Responsabilidad  por 
el  preoio. 

Doctrina:— Í7/?a  persona  que  no  es"co- 
rredor  público'*  con  nombramiento  de 
autoridad  competente,  puede  contratar 
válidamente  como  comisionista  con  arre- 
glo al  articulo  80  del  Código  de  Comer- 
ció. 

El  comisionista  para  vender  alcontado 
no  puede  celebrar  el  contrato  de  venta  á 
los  plazos  de  uso  general  en  plaza;  y  si 
se  cree  autorizado  tácita  ó  expresamente 
para  ello  debe  vender  á  persona  notoria- 
mente solvente. 

El  comisionista  que  obra  en  nombte 
propio  es  responsable  del  cumplimiento 
del  contrato,  salvo  que  declare  más  tar- 
depor  cuenta  de  quién  celebra  el  contrato 
6  pruebe  que  su  comitente  se  ha  entendi' 
do  directamente  con  el  comprador. 
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El  comisionista  debe  rendir  cuenta 
de  su  /idministración  inmediatamente  y 
reintegrar  al  comitente  el  saldo  deprecio, 
siendo  responsable  de  su  negligencia. 


Don  Claudio  Vicnña  demandó  á  don  Alberto 
Lecaros  para  que  se  declarara  que  en  el  térmi- 
no de  veinticuatro  horas  debía  darle  cuenta  de 
la  venta  de  4.315  fanegas  de  cebada  que  le  co- 
misionó vender  á  $  4  cada  una,  y  entregarle 
el  saldo  que  resulte  en  su  contra,  en  igual 
tiempo  y  con  el  interés  corriente,  sirviéndole 
de  abono  la  cantidad  de  $  6.600  recibidos  por 
e!  señor  Vicuña,  todo  en  conformidad  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  279  y  281  del  Código 
de  Comercio. 

Don  Alberto  Lecaros  contestando,  dice:  que 
no  tiene  inconveniente  en  rendir  la  cuenta  que 
se  solicita,  pero  no  en  el  plazo  que  índica  el 
demandante,  sino  en  el  prudencial  que  fije  el 
Juzgado;  que,  en  cuanto  al  pago  del  saldo,  no 
tendrá  inconveniente  si  á  su  vez  lo  hubiera 
obtenido  del  señor  Daniel  Foxley,  comprador 
de  la  cebada,  quien  se  ha  entendido  directa- 
mente con  el  señor  Vicuña,  y  que  en  conformi- 
dad á  los  articules  256  y  260  del  Código  de 
Comercio,  el  cobro  debe  hacerse  al  señor  Fox- 
ley. 

Bl  demandante  replicando,  afirma:  que  el 
encargo  fué  de  vender  al  contado  sin  determi- 
nación de  persona,  que  el  demandado  es  el 
único  responsable  del  saldo  á  que,  segán  cons- 
ta de  los  documentos  que  acompaña,  Lecaros 
vendió  la  cebada  á  Poxicy  sin  que  éste  supie- 
ra que  era  del  señor  Vicuña.  Dice  que  no  pue- 
de considerarse  breve  el  plazo  para  rendir 
cuenta  si  se  tiene  presente  que  hace  más  de 
dos  años  que  recibió  la  cebada  y  la  vendió. 

El  demandado  duplicando,  sostiene:  que  la 
cebada  la  remitió  el  señor  Vicuña  á  Foxley: 
que  como  comisionista  no  está  obligado  á 
pagar  sino  las  sumas  que  le  entregue  el  com- 
prador; que  el  demandante  sabia  quién  era 
éste;  que  el  artículo  lo  vendió  al  contado  y 
conforme  á  las  prácticas  del  comercio  debe 
pagarse  ana  vez  entregado  todo;  que  los  ar- 
tículos 65,  80,  .233  y  255  del  Código  de  Comer- 


cio le  libran  de  toda  obligación  personal  para 
con  el  señor  Vicuña,  y  que  si  éste  cree  no  te- 
nercontra  Foxley  las  acciones  necesarias  con- 
forme al  artículo  257  del  Código  citado,  le 
cede  todas  las  que  á  él  le  competan. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndose  la 
testimonial  que  corre  en  autos. 

Con  fecha  17  de  diciembre  de  1903  el  Juzga- 
do falló: 

Considerando: 

1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  la  fe- 
cha, comisión  y  órdenes  del  comitente,  como 
también  en  el  hecho  de  no  haber  rendido  cuen- 
ta el  comisionista; 

2"  Que  aun  cuando  consta  que  el  demanda- 
do no  es  corredor  público  con  nombramiento 
de  autoridad  competente,  esta  circuostancia 
no  lo  inhabilitaba  para  encargarse  de  ejecu- 
tar válidamente  el  mandato  de  la  venta  de 
cebada,  sujetándose  á  las  instrucciones  dadas 
por  el  mandante,  señor  Vicuña; 

3^  Que  una  de  esas  instrucciones  consistía 
en  vender  al  contado  y,  por  tanto,  no  pudo 
hacerlo  á  los  plazos  de  uso  general  en  plaza, 
y  si  se  creyó  autorizado  tácita  ó  expresamen- 
te para  ello,  sólo  pudo  verificarlo  á  persona 
notoriamente  solvente,  hecho  que  no  ha  pro- 
bado; 

4^  Que  tampoco  ha  probado  debidamente 
que  el  señor  Vicuña  se  entendiera  directamen- 
te con  don  David  Foxley  en  lo  relativo  á  la 
comisión  de  venta  encomendada  al  señor  Le- 
caros; 

5^  Que  son  de  cargo  al  comisionista  las 
ventas  hechas  en  forma  diversa  de  las  instruc- 
ciones del  comitente,  quien  podrá  exigir  las 
cantidades  al  contado,  dejando  de  cuenta  del 
comisionista  el  contrato  pactado  en  forma 
distinta; 

6'  Que  debiendo  sujetarse  estrictamente  el 
comisionista  á  las  instrucciones  que  para  el 
desempeño  de  la  comisión  hubiere  recibido  de 
su  comitente,  no  pudo  alterar  esas  instruccio- 
nes sin  darle  aviso  en  primera  oportunidad, 
dado  caso  que  el  cumplimiento  á  la  letra  le 
causare  daño  grave  á  su  comitente,  nada  de 
lo  cual  ha  justifícadoel  señor  Lecaros,  no  bas- 
tando la  prueba  producida  por  él  para  expli- 
car lo  que  se  entiende  por  pago  al  contado  y 
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sobre  lo  cual  no  aparece  el  acuerdo  del  señor 
Vicuña; 

7^  Que  la  negociación  fué  evacuada  en  el 
año  1900  7  estaba  obligado  el  comisionista  A 
dar  inmediato  aviso  y  cuenta  detallada  y  jus- 
tificada de  su  administración  y  reintegrar  al 
comitenteel  saldo  de  precio,  valiéndose  por  lo 
menos  de  los  mediop  que  fueren  de  uso  en  el 
comercio,  siendo  responsable  de  su  negligencia 
y  no  ha  probado  que  algo  hiciera  para  repa- 
rar sus  fatales  consecuencias,  haciendo  los  co- 
bros del  caso  y  también  responde  de  los  inte- 
reses corrientes,  ya  que  el  plazo  transcurrido 
desde  la  negociación  hasta  la  demanda  es  ex- 
cesivo para  cumplir  las  obligaciones  que  le 
impuso  el  cargo  aceptado  voluntariamente. 

Por  estas  consideraciones  y  lo  dispuesto  por 
los  artículos  3547, 1698  y  1713  del  Código 
Civil;  253,  268,  279,  281. 305,  307, 308  y  312 
del  de  Comercio;  167,  335,  374  y  392  del  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara:  que  ha  lugar 
á  la  demanda,  6jándosie  para  rendir  la  cuenta 
el  plazo  de  diez  días.  Resérvese  al  demandado 
BU  derecho  para  hacerlo  valer  contra  quien 
viere  convenirle.— /osí  Marín. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte: 

Santiago,  8  de  julio  de  1904.— Vistos;  se 
confirma  la  sentencia  apelada  de  17  de  diciem- 
bre del  año  próximo  pasndo,  con  costas  del 
recurso.—^.  Montt.—  Darío  Benavente.  — 
A.  Ahumada. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  Lecaros  re- 
curso  de  casación  en  el  fondo. 

Funda  el  recurso  en  que  él  obró  en  este 
asunto  como  corredor  de  comercio  y  en  que 
el  articulo  65  del  Código  respectivo  esta- 
blece que  los  corredores  de  comercio  no  están 
obligados  á  cumplir  personalmentt-  tos  con- 
tratos celebrados  por  su  mediación,  ni  á  ga- 
rantir la  solvencia  de  sus  clientes,  salvo  la  ex- 
cepción concerniente  á  las  negociaciones  sobre 
efectos  públicos,  asegurándose  que  el  contrato 
de  venta  de  la  cebada  fué  celebrado  entre  el 
dueño  de  la  especie  y  el  comprador  Foxley. 

Se  sostiene,  además,  que  el  recurrente  no 
puede  estar  obligado  á  responder  de  la  insol- 
vencia de  Poxlcy,  que  es  el  deudor  de  la  ceba- 
da, ya  que  no  se  ha  estipulado  que  pesai  a  so- 


'  bre  él  esa  responsabilidad.  Los  artículos  256, 
260.  275,  277  y  307  del  Código  de  Comercio 
disponen  queel  comisionista  que  obra  porcuen- 
ta  de  su  comitente  está  exento  de  responsa* 
bilidnd  persona]  y  que  sólo  asume  la  insol- 
vencia de  los  deudores  cuando  á  virtud  de  es- 
tipulación especial  recibe  una  comisión  de 
garantía.  De  suerte  que  aun  en  la  hipótesis  de 
que  Lecaros  hubiera  intervenido  como  comí' 
sionista  para  vender  la  cebadfi,  no  sería  res- 
ponsable del  saldo  que  adeuda  Foxley. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  In  sentencia  recurrida  ha  establecido 
los  hechos  siguientes:  existencia  de  la  comi- 
sión, fecha  de  este  contrato,  instrucciones  da- 
das por  el  comitente  sobre  pago  del  precio  al 
contado  y  valor  de  la  fanega  de  cebada,  no 
haber  rendido  cuenta  el  comisionista,  hechos 
en  que  están  de  acuerdo  las  partes,  dejando  de 
estarlo  en  lo  que  se  entiende  por  pago  al  con- 
tado, punto  que  la  sentencia  no  dá  por  proba- 
do en  el  sentido  que  sostiene  el  recurrente  y 
que  se  refiere,  no  á  un  hecho,  sino  á  una  cos- 
tumbre mercantil; 

2^  Que  dados  aquellos  hechos,  por  doble 
título  inamovibles,  por  exclarecei  los  el  Tribu- 
nal sentenciador,  y  por  estar  en  ellos  acordes 
las  partes,  procede  apreciar  el  alcance  jurídi- 
co que  tle  ellos  se  desprende  en  el  sentido  de 
afectar  la  responsabilidad 'del  demandado; 

3^  Queel  recúsente,  que  se  denomina  indis- 
tintamentecorredorde  comercio  ó  comisionis- 
ta, no  ha  procedido  como  corredor  oficial,  y 
ha  contratado  válidamente  como  comisionis- 
ta á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  80 
del  Código  de  Comercio,  que-  |>ermite  ejercer 
la  correduría  á  cualquiera  persona  que  no  se 
halle  incluida  en  alguna  de  las  prohibiciones 
establecidas  en  el  artículo  55; 

4^  Que  es  uno  de  los  principios  de  la  comi- 
sión que  el  comisionista  puede  obrar  en  nom- 
bre propio  ó  á  nombre  de  sus  comitentes 
(art.  254  del  Código  de  Comercio);  que  el  co- 
mitente carece  de  acción  directa  contra  los 
terceros  con  quienes  el  comisionista  hubiere 
contratado  en  su  propio  nombre  (art.  257); 
así  como  reservándose  el  comisionista  el  dere* 
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cho  de  declarar  más  tarde  por  coenta  de  qaé 
persona  celebra  el  contrato;  hecha  la  declara- 
ción queda  desligado  de  todo  compromiso 
(art.  256),  lo  que  manifiesta  que  antes  de  la 
declaración  existe  la  responsabilidad; 

5^  Que  dado  este  alcance  á  las  reglas  de  la 
comÍBión,  carece  de  aplicación  en  este  caso  el 
artículo  67  del  Código  de  Comercio,  según  el 
cual  los  corredores  no  están  obligados  perso- 
nalmente á  cnmplir  los  contratos  celebrados 
por  su  mediación  ni  A  garantir  la  solvencia 
de  sus  clientes,  porque  el  recurrente  ha  proce- 
dido como  comisionista  y  obrado  á  su  propio 
nombre,  como  lo  revela  sin  duda  la  circuns* 
tancia  de  que  la  parte  del  precio  pagado  por 
el  comprador  fué  recibida  por  Lecaros,  quien 
la  entregó  á  su  comitente;  hecho  confirmado 
por  la  declaración  del  comprador  que  asegura 
qne  no  sabia  de  quién  era  In  cebada  que  el  re- 
currente le  daba  en  venta; 

6*^  Que  de  lo  expuesto  se  desprende  que  la 
sentencia  reclamada  no  ha  infringido  ninguno 
de  los  preceptos  en  que  se  funda  este  recurso 
de  casación,  y  que,  por  el  contrarío,  se  ha  con- 
formado estrictamente  á  la  ley,  como  ha  que- 
dado establecido  en  los  considerandos  que 
preceden. 

Juzgando  con  arreglo  á  dichas  considera- 
ciones y  preceptos  legales  en  ellas  citados,  y 
visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940.  960  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
.  clara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  interpuesto  por  don  ^Iberto  Lecaros, 
contra  la  sentencia  déla  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago,  de  8  de  jnliode  1904,  con  costas. 
Aplícase  á  benefido  fiscal  la  cantidad  de  $  300 
consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Alfonso  

V.  Agairre  V.^José  Alfonso.—J.  Gabriet  Pal- 
ma Gazmán.— Gabriel  Gaete.—Z^oacio  Rodrí- 
guez—Carlos Varas.— L.  Romih'o  Mora 


Cas.  Civ.— 24  de  marzo  de  1905 

Valenzoela  con  Irarrázaval 

Marldo.-Mujer  casada.  -Enajenaolón 
de  bienes  raíces. -Autorlzaolón  del 
marida  —  A.iitorlzaeÍón  Judicial.  — 
Rescisión. 

Doctrina:— ¿a  enajenación  de  los  bie- 
nes raices  de  la  mujer,  durante  la  socie- 
dad conyugal^  solamente  puede  efectuar- 
se por  el  marido^  previo  consentimiento 
de  ¡a  mujer  y  permiso  de  la  justicia  ordi- 
naria. La  autorización  judicial,  cuando 
es  supletoria  de  la  del  marido,  se  conce- 
de después  de  caliñcarse  las  tazones  que 
éste  alega  para  oponerse  al  contrato, 
por  lo  cual  debe  oírsele  ó  acreditarse  que 
se  baila  imposibilitado  para  dar  su  con- 
sentimiento  (1). 


Don  Ramón  Valenzuela  expon  e:  que  ha  lie 
gado  á  sti  conocimiento  una  autorización  ju- 
dicial que  su  esposa  doña  Juana  Irarrázaval 
ha  obtenido  para  vender  la  propiedad  en  que 
vive,  ubicada  en  la  calle  de  Nacimiento  de  San 
Femando,  por  el  precio  de  $  2.500,  procedien- 
do A  vendérsela  á  su  hermano  don  Domingo 
Irarrázaval,  ante  el  notario  de  esa  ciudad 


(1)  Ia  sentcucis  de  I»  Ourte  de  Casacíóh  uob  ps- 
rece  conf»rnie  con  los  verdnderoa  principios  de  ta 
prueba.  En  la  primera  íiixtancia  la  cuesti^m  había 
Mido  mnl  plantead»,  pues  en  la  demanda  se  pedía  la 
declaraciún  de  iinlidiid  abanlata  en  v«x  de  la  res- 
cisión de  la  enajenación;  pero  el  fundamento  legal 
de  la  acción  había  «ido  deducido  en  forma.  El  ma- 
rido pedía  ta  nulidad  fundándose  en  que  tVlno  había 
autorizado  la  venU  y  en  quedas  raisones  dadas  paru 
obtener  la  aatorÍKición  supletoria  del  Juez  eran  fal- 
ms,  puesto  que  ól  no  había  estado  imposibilitado 
para  prestar  aii  oonKentimiento  6  para  ser  oído  eu 
la  iiistanoia  de  autorización;  y  sobre  este  ponto  no 
se  pronunció  el  Juez  de  primera  instancia,  ni  dijo 
una  palabra  el  Tribunal  de  Alzada,  de  modo  que  no 
em  un  herho  inamovible  de  la  cansa  el  referente  A 


Digitized  by 


Google 


JURISPRUDENCIA 


349 


don  Enrique  O.  Pas^í;  que  son  completamente 
inexactas  las  causales  en  que  se  fundó  la  se- 
ñora Irarrázaval  para  obtener  la  autoriza- 


ción á  que  se  refiere,  pues  no  ha  existido  ningu- 
na de  aquellas  que  permiten  al  Juzgado  suplir 
la  autorización  del  marido,  que  habiéndose 


U  interTenoión  del  marido  ea  el  contrato  y  ea  la 
autorización. 

No  en,  pues,  un  hecho  ijeoo  de  la  misión  del 
Tríbnoal  supremo  el  apreoiarel  mérito  de  la  aniori- 
zaciÓD  judicial  conferida  á  la  majer  del  recurrente, 
eatablecieodo  ai  ésta  tuvo  6  dó  impedimento  para 
dar  ni  oonsentimiento,  ya  que  al  establecer  esto  líl- 
timo  el  Tribunal  no  altera  ninguno  de  loa  hechos 
establecidos  en  el  fallo,  sino  que  aprecia  la  cuestión 
legal  de  Atribución  de  la  prueba  de  ese  mismo  he- 
cho al  demandado  para  dejai'  rio  apIicsoíiSD  la  regla 
general,  según  la  cual  ex  indispenwble  la  autoriza- 
ción marit-d  para  que  la  mujer  pueda  vender  bie- 
nes raíces  de  su  propiedad.  Las  disposicionee  de  los 
artículos  958  y  977  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  no  tenían  aplíc  ición  en  la  especie.  Dichos  ar- 
tículos se  refieren  á  hechos  controvertidos  en  la 
causa  y  estaUecidos  en  uno  ó  otro  sentido  por  el 
folio  de  término;  y  sobre  esos  hechos  no  permiten 
nnevoB  exolarecñmieutos  ni  alteraoinnea,  pues  no  se 
refieren  á  la  apreciación  del  derecho  relacionado  con 
el  mérito  general  de  los  autos,  no  apreciados  por 
los  jueces  de  la  causa. 

En  materia  de  contratos  de  la  mnjer  casada  y  de 
enajensoión  de  sus  bienes,  el  principio  general  es  la 
necesidad  de  la  antorízación  marital.  VA  derecho 
que  el  marido  tienn  para  conceder  ó  negar  est»  au- 
torización no  ea  absoluto  y  puede  ser  esta  suplida 
por  lo  mismo,  por  él  Juez;  pero  para  ello  se  requie- 
re que  el  marido  niegue  su  autorización  y  sean  oídos 
y  apreciados  los  fundamentos  de  su  negativa,  ó  que 
se  halle  impedido  de  prestar  su  autorización. 

La  negativa  del  marido  puede  tener  por  causa,  6 
la  maU  voluntad  y  terquedad  del  marido,  Ó  ana 
opinión  equivocada  sobre  la  oonveniencna  de  cele- 
brar el  contrato.  El  marido  es  Ubre  de  conceder  ó 
negar  la  auto>'izacíón  que  la  mujer  le  pide;  pero  no 
sería  posible  qne  fuera  víctima  de  su  deoiaión.  La 
autorización  qne  constituye  nu  derecho  del  marido, 
es  también  de  su  parte  un  deber  de  protección  en 
interés  no  sfdo  de  la  mujer  sino  de  la  familia  y  qne 
no  puede  degenerar  en  opresión:  si  por  capricho, 
por  encono  ó  por  otro  motivo  infundado,  rehusa  su 
autorizaoi'Sn,  la  justicia  es  llamada  á  intervenir  y 
ella  apreoiarA  las  razones  del  marido  y  las  de  la  mu- 
jer y  concederá  ó  nó  la  autorización.  «Guando  mu* 
ehos  derechos  están  en  conflicto,  dice  Laurent,  la 
justícia  interviene  para  solucionar  el  debate.  El 
marido  que  rohnsa  injustamente  la  autorización, 
abusa  de  su  derecho,  si  se  quiere  considerar  la  po- 
testad marital  como  un  derecho.  La  mujer  tiene 
también  nn  derecho:  ella  tiene  el  derecho  de  hacer 

SUPKRMA 


loa  actos  jurídicos  qne  le  interesan.  Toca  á  la  jus- 
ticia pronunciarse  entre  el  marido  y  la  mujer. i 

La  ley  13,  título  1.*  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, qne  es  la  ley  &7  de  To^>,  decía:  cel  juez 
con  conocimiento  de  causa  legítima  ó  necesaria, 
compela  al  marido  que  dé  licencia  á  so  mujer  para 
todo  aquello  que  ella  no  podria  hacer  sin  licencia 
de  su  marido,  i  si  compelido  non  gtía  diete  qne  el 
juez  solo  se  la  puede  dar».  Enta  disposición  ha  sido 
en  el  fondo  mantenida  en  el  artículo  1 43  del  Código 
Civil,  según  el  cual  cía  antorisación  del  marido  po- 
drá Fer  suplida  por  la  del  juez,  con  conocimiento  de 
causa,  cnando  el  marido  se  la  negare  tinjutto  motivu 
y  de  ello  se  siga  perjuicio  i  la  mujer».  S^án  esto, 
el  Juez  debe  impouerse  sumariamente  y  sin  forma 
de  juicio  de  los  motivos  que  el  marido  alegue  para 
negar  su  autorízaciún  y  de  los  perjuicios  que  de  la 
negativa  se  sigan  á  la  mujer.  No  se  trata  de  un  ver- 
dadero juicio,  de  una  contieuda  entre  partes,  aino 
de  un  acto  de  juriiidicoión  voluntaría,  pero  en  el 
cual  es  indispensable  h  andienda  del  marido. 

Ija  justicia  ordinaria  es  también  llamada  á  inter- 
venir en  el  caso  de  estar  el  marido  impedido  de 
preetar  su  antoriauñón.  tPodrá  awmismo  sw  suplida 
por  el  Jiies,  diee  el  artículo  I4t,  en  ca*>o  de  algón 
impedimento  del  marido,  como  el  de  ausencia  real  ó 
aparente;  cuando  de  la  demora  se  siguiera  perjui- 
cio». La  ley  15  del  título  1.*,  libro  10  de  la  Novíni- 
ma  Reot^ilaoión,  disponía  que  touando  el  marido 
Mtnviese  ausente  y  no  su  espem  de  próximo  venir 
6  corre  peligro  de  la  tardansa,  qne  la  justicia  con 
conocimiento  de  cansa,  creyendo  legítima  ó  necesa- 
ria, ó  provechosa  á  su  mujer,  puede  dar  licencia  á  la 
mujer  la  que  el  marido  le  habría  de  dar,  la  cual  ausi  ■ 
dada,  vale  como  si  el  marido  se  la  diese».  Esta  regla 
formulada  solo  para  el  caso  de  ausencia,  que  es  el  de 
mas  claro  impedimento,  la  ha  hecho  general  el  Có- 
digo y  la  ha  referido  á  cualquier  impedimento  del 
marido  y  se  cita  la  ausencia  como  un  mero  ejemplo 
de  la  dificultad  en  qne  pueda  encontrarse  k  mujer 
de  obtener  con  la  deUda  oportunidad,  la  autoriza- 
ción maritsl. 

El  señor  Bello  citaba  como  concordante  con  esta 
disposición  la  del  artículo  222  del  Código  francés, 
según  el  cual  <si  el  marido  está  en  interdicción  6 
ausente,  et  Juez  puede  con  conocimiento  de  causa 
autorizar  á  la  mujer,  sea  para  parecer  en  juicio,  sea 
para  contratar»,  y  la  nota  15  á  la  página  79  de  Del 
vinoonrt,  en  que  estt*  autor  sostiene  que  en  la  ex- 
presión auMNcía  emi^eada  en  dicho  articnlo,  se  ha- 
bla no  solo  de  aosenda  presnmida'ó  declarada,  sino 
aun  de  no  presencia.  Segón  esto  el  espíritu  de  la 
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omitido  las  condiciones  prescriptas  por  la  ley 
para  otorgar  aquella  autoríznciñn  yenajenar 
la  propiedad  de  que  se  trata,  hay  en  ello  nuli- 
dad absoluta,  por  lo  cual  demanda  á  don  Do- 
mingo Irnrrázaval  para  que  en  definitiva  se 
declare  nula  y  sin  va^or  alguno  la  enajenación 
á  que  se  refiere,  cancelándose  la  inscripción 
que  se  ha  hecho,  ó  en  subsidio  se  rescinda  por 
lesión  enorme. 

Contestando  y  reconviniendo  don  Domingo 
Irarrázaval,  expone:  que  el  actor  entabla  dos 
acciones:  la  de  nulidad  absoluta  y  la  subsi- 
diaría de  lesión  enorme,  de  la  cual  no  se  ocu- 
pará por  no  existir,  que  el  articulo  1681  del 
Código  Civil  dice  que  hay  nulidad  cuando  se  ha 
faltado  á  algún  requisito  que  la  ley  prescribe, 
según  la  especie  y  la  calidad  6  estado  de  las 
personas;  que  el  artículo  1682  del  mismo  Có- 
digo, agrega  que  en  el  caso  actual  sólo  habría 
nulidad  absoluta  sí  se  hubiera  faltado  é  al- 
gunos requisitos  que  la  ley  prescribe,  pero  na- 
da de  esto  ha  habido,  desde  que  lo  preceptua- 
do en  los  art!culo8l43  y  1754del  Código  cita- 
do se  ha  cumplido,  que  la  mujer  casada  no  es 
absolutamente  sino  relativamente  incapaz  por 
lo  que,  caso  de  haber  nulidad,  sería  la  relativa 
y  no  la  absoluta  de  que  hace  mérito  el  deman- 
dante; y  que  la  demanda  no  tiene  an  funda- 
mentó  serio.  En  la  reconvención  pide  la  en- 
trega de  la  propiedad. 

En  la  réplica,  el  demandante  pide  que  se 
resuelva  conforme  á  lo  pedido  en  la  demand  a 
y  se  deseche  la  reconvención,  con  costas;  y 
agrega:  que  la  lesión  enorme  existe  evidente- 


mente por  cuanto  la  propiedad  de  que  se  tra- 
ta vale  mucho  más  del  doble  del  precio  que 
se  hace  figurar  en  la  escritura.  En  orden  á  la 
reconvención,  sostiene  que  siendo  nuln  c  im- 
procedente la  enajenación,  no  puede  tener 
cabida  la  entrega  de  la  propiedad. 

En  la  duplica,  se  agrega:  que  la  lesión  enor- 
me no  há  podido  existir  desde  que  la  venta  fué 
autorizada  porque  había  evidente  neccsiflad 
y  utilidad,  siendo  que  ésta  no  habría  podido 
existir  si  el  precio  hubiera  sido  tal  que  ocasio- 
nara lesión  enorme. 

El  Juzgado  de  San  Femando  falló,  con  fecha 
28  de  agosto  de  1902: 

Considerando  en  cuanto  á  la  demanda: 
Que  según  se  vé  en  los  autos  y  en  los  que 
corren  agregados  al  contrato  de  compraven- 
ta de  que  se  trata  en  la  demanda,  celebrado 
entre  don  Domingo  Irarrázaval  y  doña  Juana 
Irarrázaval  lo  ha  sido  válidamente,  toda  vez 
que  se  han  cumplido  á  su  respecto  las  forma- 
lidades que  la  ley  establece; 

Que  si  bien  el  actor  ha  formulado  diversos 
observaciones  en  apoyo  de  la  nulidad  que  ale- 
ga respecto  del  contrato  referido,  no  son  ellas 
de  tal  naturaleza  que  importen  la  omisión  de 
requisitos  jurídicamente  necesarios  para  su 
validez; 

Que  la  acción  subsidiaria  que  se  promueve 
en  la  demanda  no  aparece  suficientemente 
comprobada,  como  quiera  que  la  prueba  ren- 
dida en  la  secuela  de  la  causa  y  conducente  á 
ese  objeto,  es  de  tal  naturaleza  vaga  que  no 


dlsposicifin  de  nuestro  Código  luí  ndo  eatabletier 
que  la  uinjer  pueda  reenrrir  al  Jufz  pura  que  tupia 
la  autorización  del  muido,  siempre  que  éste  no 
pueda  prestarla  por  cualquiera  iaiponibilidad. 

Pero  es  evidente  que  el  impedimento  del  marido, 
amencia,  euf ermedad,  interdiod^Vn,  menor  »dad,d«be 
ler  aiTeditado  en  la  ÍD8tauciapa<a  que  el  Jues  pueda 
prestar  su  aatorízaoiÓD.  La  prueba  del  impedimento 
dtibe  iter  establecida  en  el  mismo  expediente  y  no 
basta  la  simple  afirmación  de  la  mujer  sobre  so  exis- 
tencia. La  ausencia  es  el  caso  mas  fácil  y  frecuente 
de  impedimento  del  marido;  y  bl  Código  habla  de 
anuncia  real  ó  apareníet  lo  que  manífleHta  que  la 
voz  aasencia  ha  sido  tomada  en  el  sentido  de  la  no 
preuneia  del  marido  por  cualquiera  causa,  real  a 
aparente,  en  el  momento  en  que  la  mtijer  necesita 
de  la  áatorixaeiÓn  del  nuirido,  porque  de  la  demota 


se  le  sigue  perjaioin.  Kl  oaao  de  ocnltamíento  del 
mai  ido  cabe,  por  lo  lanto,  dentro  de  esta  dispo- 
sición. 

Pero  como  la  juv^ticia  ordinaria  sólo  está  llamada 
á  suplir  la  autorización  manta),  por  impedimento 
del  marido,  es  indispeusable  que  este  impedimeuto 
aea  eÍMotivo  y  sea  d«bidameate  acreditado;  de  otro 
modo  la  potestad  marital  sería  dexoonooida  y  me- 
nos cabadon  los  derecboH  del  marido  y  la  protecomn 
legal  que  la  ley  ha  dado  á  la  mujer  oanada  al  decla- 
rarla incapaz  de  ejecouir  los  aotoa  jurídiooi  qn« 
pueden  eomprometer  sns  iiitaieMs. 

La  fentencia  de  la  Corte  de  Casación  viene  &  fijar 
la  doctrina  eu  este  punto  en  un  seutido  que  esti- 
mamos perfectamente  arreglado  al  sistema  del  Có- 
digo. 

ijniB  Claro  Solak. 
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permite  formarae  concepto  cabal  si  el  justo 
precio  de  la  propiedad  de  que  se  trata  en  la 
"¿poca  del  contrato  era  superior  al  precio  de 
renta. 

Considerando  en  cuanto  ála  reconvencifin: 
Que  ella  aparece  safícientemente  comproba- 
da con  el  instrumento  público  competente- 
mente inscripto  que  correen  el  cuaderno  agrc- 
gaáo  j  que  por  el  hecho  de  comprobar  el  do- 
minio pleno  de  la  cosa,  justifica  sa  entrega 
inmediata. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  el  artículo 

1698  del  Código  Civil,  se  declara: 

Que  no  ha  lugar  á  la  demanda:  que  ha  lugar 
á  la  reconvención,  debiendo  hacerse  la  entrega 
de  la  propiedad  referida  después  de  quinto  día 
de  ejecutoriada  esta  sentencia.—/.  Astrosa  S. 

Apelada  esta  sentencia: 

Santiago,  30  de  abril  de  1904  Vistos:  se 

confirma,  con  costas  del  recurso,  la  sentencia 
ajelada  de  28  de  agosto  del  año  último.— 
A.  Moatt.—A.  Versara. —Darío  Beaaveate. 

Contra  esta  resolución,  el  demandante,  que 
goza  de  beneficio  de  pobreza,  interpuso  recur- 
so de  casación  en  el  fondo;  y  al  anunciarlo  ex- 
presa que  el  contrato  de  27  de  abril  de  1901, 
fué  celebrado,  previa  autorización  del  señor 
Juez  Letrado  concedida  á  la  mujer  de  don  Ra- 
món Valenzuela,  sin  que  se  oyera  á  éste  para 
ello,  apesar  de  que  en_  esta  época  tenía  y  has- 
ta hoy  conserva  la  administración  de  la  socie- 
dad conyugal,  y  de  que  no  estaba  impedido 
para  dar  su  consentimiento.  Afirma  que,  en 
consecuencia,  se  han  infringido  los  artículos 
144  y  1754  del  Código  Civil,  ó  á  lo  menos,  el 
artículo  143  del  mismo  Código. 

Al  formalizar  el  recurso,  expuso: 

Que,  dentro  del  régimen  de  administración 
ordinario  de  la  sociedad  conyugal,  segón  los 
artículos  citados  del  Código  Civil,  la  enajena- 
ción de  los  bienes  raíces  de  la  mujer  debe  efec- 
tuarse de  común  acuerdo  entre  los  cónyuges, 
debiendo  el  mando  proceder  á  la  enajenación 
previo  permiso  de  la  justicia  ordinaria; 

Que  el  bien  raíz  vendido  por  la  señora  Ira- 
rrázaval  de  Valenzuela,  sólo  podo  enajenarlo 
su  marido  sujetándose  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 1745  del  Código  Civil,  sin  que  en  nin- 
gún caso,  ni  aun  con  consentimiento  déla  jus- 


ticia ordinaria,  hubiera  podido  procederse  de 
otro  modo; 

Que  la  señora  expresada  no  ha  tenido  ni 
aun  extraordinariamente  la  administración  de 
la  sociedad  conyugal;  y 

Que  se  otorgó  á  !a  mujer  del  demandante  la 
autorización  judicial  para  vender  el  inmueble 
de  que  se  trata  sin  oirse  siquiera  al  marido, 
de  modo  que  no  ha  sido  aplicado  correcta- 
mente el  articulo  143  del  Código  Civil. 

La  Oorte: 

Conuderando: 
1*^  Que  la  enajenación  de  los  bienes  raíces 
de  la  mujer,  durante  la  sociedad  conyugal,  so- 
lamente puede  efectuarse  por  el  marido,  pre- 
vio consentimiento  de  la  mujer  y  permiso  de 
la  justicia  ordinaria,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  los  artículos  144  y  1754  del  Código  Ci- 
vil; 

2'  Que  ía  autorización  judicial  cuando  se- 
gún la  ley,  es  supletoria  de  la  del  marido,  se 
concede  después  de  calificarse  las  ruones  que 
éste  alega  para  oponerse  al  contrato  por  lo 
cual  debe  oírsele;  y  mientras  tanto  de  autos 
aparece  que  no  se  ha  dado  cumplimiento  á  es- 
te requisito,  y  que  tampoco  se  han  verificado 
las  condiciones  prescriptas  en  el  inciso  2^,  del 
artículo  143  del  citado  Código  para  que  pue- 
da suplirse  ta  autorización  del  marido  por  im- 
pedimento de  éste; 

3^  Que  en  la  época  en  que  obtuvo  doñn  Jua- 
na Irarrázaval  de  V.  autorización  judicial 
para  vender  su  casa,  y  en  la  fecha  en  que  ven- 
dió dicho  predio,  el  administrador  de  la  socie- 
dad conyugal  y  representante  de  los  intereses 
de  su  mujer  era  el  demandante,  quien  se  halla- 
ba entonces  en  ejercicio  de  la  potestad  mari- 
tal; 

4^  Que,  en  consecuencia,  la  enajenación  de 
que  se  trata  se  ha  efectuado  sin  el  consenti- 
miento del  marido  y  dicho  consentimiento  no 
ha  podido  reemplazarse  por  la  autorización 
judicial  que  se  otorgó  ála  vendedora,  de  lo  cual 
se  desprende  que  la  sentencia  recurrida,  al 
confirmar  la  de  primera  instancia,  ha  infrin- 
gido las  disposiciones  citadas  del  Código  Ci- 
vil, infracción  que  ha  intluido  snstancialmen- 
te  en  lo  di^sitivo  de  la  sentencia;  y  visto  lo 


Digitized  by 


Google 


352 


SEGUNDA  PAKTB.— 8BCCI6N  PRIMERA 


dispuesto  en  el  artículo  940  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  ha  lagar 
al  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto 
por  don  Ramón  Valenzuela  V.,  y  se  invalida 
la  sentencia  recurrida  de  30  de  abril  del  año 
próximo  pasado. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Pre- 
sidente Aguirre  Vargas  y  Ministros  señores 
Varas  y  Saavedra,  que  opinaron  que  se  diera 
lugar  al  recurso  porque  á  su  juicio  no  toca  al 
Tribunal  de  Casación  pronunciarse  acerca 
del  mérito  que  corresponda  á  la  autorización 
judicial  dada  á  doña  Juana  Irarrázaval,  su- 
pliendo la  del  marido  de  esta  señora,  pues  pa- 
ra ello  tendría  que  resolver  sobre  cuestiones 
de  hecho,  ajenas  á  su  misión,  como  sería  la  de 
establecer  si  el  marido  tuvo  ó  nó impedimento 
para  dar  su  consentimiento  á  la  enajenación. 
Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 

Y  fallando  la  causa  resolvió: 

Santiago,  24  de  marzo  de  1905  Vistos: 

en  el  juicio  seguido  por  don  Ramón  Valenzue- 
la V.  ccmtra  don  Domingo  Irarrázaval  sobre 
nulidad  de  la  enajenación  de  una  propiedad 
perteneciente  á  la  mujer  del  demandante,  si- 
tuada en  San  Femando,  se  ha  dado  lugar  al 
recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto 
contra  la  sentencia  de  segunda  instancia,  ha- 
biéndose invalidado  la  primera  resolución. 

A  virtad  de  lo  prevenido  en  el  artículo  958 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  reprodu- 
ciendo la  parte  expositiva  de  la  sentencia  y 


1^  Que  ha  higar  á  la  demanda  interpuesta 
por  don  Ramón  Valenzuela  V.  contra  don  Do- 
mingo Irarrázaval  y,  en  consecuencia,  que  no 
tiene  valor  alguno  la  enajenación  hecha  por 
doña  Juana  Irarrázaval  de  V.,  según  escritura 
otorgada  ante  el  notario  de  San  Fernando 
don  Enrique  O.  Passi,  en  27  de  abril  de  1901 , 
qne  se  registra  á  fs.  1  del  cuaderno  agregado, 
debiendo  cancelarse  las  inscripciones  hechas  á 
favor  del  demandado  en  el  Registro  Conserva- 
dor respectivo;  y 

2^  Que  no  ha  lugar  á  la  reconvención  inter- 
puesta por  el  demandado. 

Esta  sentencia  ha  sido  acordada  contra  el 
voto  del  Ministro  señor  Varas,  qne  opinó  por 
la  confirmación  de  la  de  primera  instancia. 

El  Presidente  señor  Aguirre  Vargas  y  el  Mi- 
nistro señor  Saavedra,  han  aceptado  la  revo- 
cación, estimando  que  se  hayan  ligados  con  lo 
TVBuelto  por  la  mayoría  delTiibunal  en  la  sen- 
tencia que  da  lugar  á  la  casación,  sentencia 
que  impide  volver  á  fallar  la  cuestión  en  el 
mismo  sentido  de  la  resolución  casada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 

—  V.  Aguirre  Vargas.— José  Alfonso.— José 
Gabriel  Palma  Gazmán.—Galvaríno  Gallardo. 

—  Carlos  Varas.— Abel  Saavedra  E.  FÓS' 

ter  Recabarrea. 


Teniendo  presente: 

1^  Que  la  enajenación,  cuya  nulidad  recla- 
ma el  demandante,  fné  autorizada  por  el  Juez 
de  San  Fernando,  sin  intervención  previa  del 
marido  de  la  vendedora  y  sin  que  se  haya 
acreditado  que  aqnél  se  encontraba  imposibi- 
litado para  dar  su  consentimiento;  y 

2^  Que,  en  consecuencia,  no  se  ha  cumpli- 
do con  las  disposiciones  de  los  artículos  143, 
144  y  1754  del  Código  Civil,  que  prescriben 
los  reqaisitoB  que  deben  llenarse  para  enaje< 
nar  los  bienes  raicea  de  una  mujer  casada  que 
el  marido  esté  ó  pueda  estar  obligado  á  resti- 
tuir en  especie;  visto  además  lo  dispuesto  en 
el  artículo  1698  del  Código  Civil,  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  28  de  agosto  de  1902,  y 
se  declara: 


Apelación  y  Cas.  en  la  forma — 24  de  abril 
y  16  de  mayo  de  1905 

Cádis  con  Münich 

Oorporaolón— Personería  para  deman- 
dar.—Sentencia  Interlooutorla  oon 
carácter  de  definitiva.— Artículo  de 
Inoontestacióu;  citación  de  los  de- 
mandados que  no  lo  interponen;  em- 
plazamiento. —Implicancia. 

Doctrina:— r/ene  el  carácter  de  deñni- 
tira  la  seatencia  que  para  fallar  un  ar- 
tículo de  incontestación  de  la  demanda 
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fundado  en  la  falta  de  personería  de  los 
demandantes  para  representará  una  cor- 
poración tiene  que  pronunciarse  sobre  /a 
constitución  misma  del  directorio  y  so- 
bre la  validez  6  nulidad  de  la  junta  jene- 
ral  de  accionistas  de  donde  procede  dicha 
constitución. 

Habiéndose  demandado  á  todos  los 
directores  de  una  corporación,  si  uno 
solo  de  ellos  interpone  un  articulo  de  in- 
contestación  á  la  demanda  no  es  necesa- 
rio para  su  fallo  notificar  á  Jos  demás  el 
auto  de  prueba  y  citación  para  senten- 
cia.  Esta  omisión  en  que  incurre  el  Juez 
de  primera  instancia  debe  ser  además  re- 
clamada oportunamente  y  de  grado  en 
grado. 

hos  directores  que  no  interponen  el 
artículo  aunque  sean  parte  en  la  causa 
no  ¡o  son  en  la  incidencia  y  no  es  necesa- 
rio  su  emplazamiento  y  citación  para 
los  trámites  en  la  apelación  interpuesta 
contra  el  fallo  que  da  lugar  al  artículo. 

Subsanado  por  el  Tribunal  el  defecto 
de  haberse  proveido  el  decreto  "en  rela- 
ción" por  un  Ministro  que  se  ha  declara- 
do implicado,  no  procede  el  recurso  de 
casación. 


En  la  demanda  que  don  Buenaventura  Cá- 
diz, titulándose  Presidente  del  directorio  del 
Club  Central  de  Valparaíso,  ha  entablado  so- 
bre rendición  de  cuentas  contra  don  Guillermo 
2^  Münich  y  demás  miembros  del  directorio 
anterior,  el  nombrado  señor  Münich,  titulán- 
dose también  Presidente  del  directorio  de  esa 
institución,  opone  á  la  demanda  la  excepción 
dilatoria  de  falta  de  personería  ó  representa- 
ción del  Club  Central,  que  funda  de  la  manera 
siguiente: 

El  señor  Cádiz  hace  emanar  su  titulo  de  la 
elección  habidaen  junta  jeneral  que  se  dice 
verificada  el  14  de  diciembre  de  1908,  pero  á 


esa  reunión  no  concurrió  el  niímero  de  accio- 
nistas requerido  por  el  artículo  16  de  los  esta- 
tutos, 6  sea,  la  mitad  más  uno. 

Los  accionistas  son  veintidos^y  solo  se  reu- 
nieron once,  siendo  de  doce  el  quorum  necesa- 
rio; á  lo  que  se  agrega  que  cuatro  votaron 
por  poder,  lo  que  es  inadmisible. 

No  se  contó  entre  los  accionistas  á  don  Ni- 
colás Delpino  por  haber  renunciado,  debiendo 
contársele  mientras  su  renuncia  nofuera  acep- 
tada. 

En  segundo  lugar  se  hizo  figurar  como  so- 
cio á  don  Eduardo  Poirier  que  había  sido  ex- 
cluido por  no  pagar  sus  cuotas;  y  no  se  tomó 
en  cuenta  al  socio  don  Carlos  Rodríguez. 

Responde  el  demandante:  que  hecha  la  re* 
nuncia  de  Delpino  antes  de  la  junta  no  era  in- 
dispensable mas  para  reputarlo  cesante  en 
sus  funciones;  que  Rodríguez  había  sido  sepa- 
rado; y  que  no  lo  había  sido  Poirier,  pues,  si 
bienaparece  una  acta  de  la  juntacalificadora, 
de  13  de  enero  declarándosele  excluido,  tal  ac- 
ta no  debe  considerarse  porque  no  se  verificó  la 
reunión,  ni  hubo  citación  de  la  junta,  ni  fué 
aprobada  esa  acta,  ni  se  comunicó  la  exclu- 
sión al  interesado. 

Recibido  á  prueba  el  incidente,  y  rendida  la 
que  rola  en  autos,  el  demandado  tachó  á  los 
testigos  contrarios  don  José  M.  Lorca,  don 
Mariano  Peralta  Flores  y  don  Hipólito  Mau- 
pas  porque  son  miembros  del  directorio  presi- 
didopor  Cádiz  que  exige  la  rendición  de  cuen- 
tas, y  por  tanto,  son  interesados  en  la  causa. 
Tachó  también  á  don  Guillermo  Espoz,  don 
Luis  B.  Luna,  don  Daniel  López  y  don  Alber- 
to Lecom  porque  han  revelado  sus  intereses, 
manifestándose  éste  como  repreaentwte  de 
Cádiz,  y  aquéllos  coadyuvando  A  violentar 
las  órdenes  dadas  por  Münich. 

El  demandante  pide  se  rechacen  las  tachas 
con  costas,  y  dice  que  los  testigos  Luna,  Es- 
poz, López  y  Lecom  no  son  socios,  ni  se  divi- 
sa cuál  pudiera  ser  su  interés  legal;  que  Lorca, 
Peralta,  Flores  y  Maupas  no  fueron  elegidos 
directores  sino  miembros  de  la  ¡nnta  califica- 
dora. 

El  señor  Promotor  Fiscal  creeque  debedese- 
charse  la  excepción  dilatoria  por  reputar  bien 
elegido  el  directorio  de  14  de  diciembre,  y  se 
funda  en  las  razones  que  van  á  enunciarse. 
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Bn  8U  concepto,  don  Nicolás  Delpino  dejó  de 
ser  socio  desde  que  presentó  su  renuncia,  pues 
no  se  trata  de  nn  empleado  público,  ní  de  per- 
sona cuya  responsabilidad  requiera  el  mante- 
nimiento de  ese  carácter  para  ser  pera^nida 
si  á  ello  hubiere  lugar. 

Piensa  quejón  Eduardo  Poirier  no  perdió 
sa  calidad  de  socio,  por  las  mismas  circuns- 
tancias que  en  ésta  parte  invoca  el  deman- 
dante. 

Y  es  de  opinión  que  algunos  socios  pudie- 
ron hacerse  representar  por  medio  de  poder, 
ya  que  es  un  principio  jeneral  de  derecho  que 
lo  que  una  persona  puede  gecntar  por  pue- 
de encomendarlo  a  otra  que  proceda  en  su  re- 
presentación. 

El  Juzgado,  con  fecha  10  de  octubre  de 
1904,  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  los  hechos  en  que  se  apoyan  las  ta- 
chas, ó  son  inexactos,  6  no  sirven  para  cons- 
tituir fundamento  legal  de  ellas; 

2^  Que  la  diverjencia  entre  demandante  y 
demandado  acerca  del  número  de  socios  que 
tenía  el  Club  Central  cuando  fué  elegido  el 
directorio  presidido  por  don  Buenaventura 
Cádiz  el  14  de  diciembre  de  1 903,  provioie  en 
primer  lugar  de  que,  habiendo  renunciado  don 
Nicolás  Delpino  sa  carácter  de  socio  antes  de 
la  reunión  de  ese  día,  el  demandan  te  lo  reputa 
eliminado  por  el  hecho  de  la  renuncia  y  el  de- 
mandado cree  debe  seguírsele  teniendo  como 
tal  socio  miéntras  la  renuncia  no  sea  acep- 
tada. 

3^  Que,  si  bien  de  las  actas  se  desprende 
haberse  acostumbrado  pronunciarse  sobre  las 
renuncias  de  los  sodos,  los  estatutos  nada 
disponen  al  respecto,  ni  la  ley  tampoco  obliga 
al  socio  á  permanecer  en  la  institución  mas 
tiempo  qué  el  que  sea  su  voluntad; 

4^  Que,  asi  debe  estimarse  que  don  Nicolás 
Delpino  dejó  de  ser  miembro  del  Club  Central 
desde  el  momento  en  que  manifestó  oficialmen- 
te querer  separarse  de  él  haciendo  su  renun- 
da; 

5^  Que  el  segundo  motivo  de  divergencia 
alude  a  si,  en  la  fecha  expresada,  eran  socios 
don  Eduardo  Poirier  y  don  Cárlos  Rodríguez, 


pues  recíprocamente  consideran  las  partes  ex- 
cluído  el  uno  y  subsistente  al  otro; 

6^  Que  según  consta  del  libro  respectivo,  en 
•esióo  del  Directorio,  fecha  3  de  noviembiv  «le 

1902,  se  aprobó  una  indicación  del  Presidente 
don  Buenaventura  Cádiz  para  reunirá  la  jun- 
ta ca1i6cadora  á  fin  de  que  se  pronunciara 
acerca  de  la  separación  de  los  socios  que  no 
hubieren  pagado  oportunamente  sus  cotiza- 
ciones; 

7^  Que  la  aludida  reunión  de  la  junta  cali- 
ficadora se  verificó  el  21  de  esc  mes,  y  ahi  se 
declaró  separados  á  los  socios  que  se  hallaban 
en  tal  condición,  enumerándose  entre  ellos  á 
don  Carlos  Rodríguez  y  no  á  don  Eduardo 
Poirier; 

8^  Que,  posteriormente  en  su  reunión  de  13 
de  enero  de  1903,  la  misma  Junta,  á  virtud  de 
exponer  el  tesorero  que  Rodríguez  había  esta- 
do corriente  en  sus  pagos  y  que  no  lo  faaUa 
estado  Poirier,  rectificó  su  acuerdo  en  el  senti- 
do de  establecer  que  debía  entenderse  separado 
éstey  nó  aquel; 

9'  Que  la  mencionada  rectificación  era  per* 
fectamente  correcta  desde  que  se  ajustaba  á  la 
verdad  de  los  hechos  y  desde  que  el  acuerdo 
de  la  Junta  debía  circunscribirse  á  los  socios 
morosos,  y  no  podía  comprender  á  don  Car- 
los Rodríguez,  que  había  abonado  todas  sus 
cotizaciones; 

10.  Que  esta  nueva  reunión  déla  junta  que- 
daba comprendida  dentro  de  la  convocatoria 
general  del  directorio,  toda  vez  que  no  se  tra- 
taba de  una  cuestión  nueva  sino  de  la  misma 
que  ya  le  había  sido  sometida; 

11.  Que  las  objeciones  á  la  validez  de  la  se- 
sión de  la  jnnta  calificadora,  de  3  de  enero  de 

1903,  por  los  fundamentos  mencionados  en  la 
parte  expositiva  de  este  fallo,  son  inadmisi- 
bles: 

a )  Por  la  razón  apuntada  en  el  consideran- 
do décimo; 

bj  Porque  no  se  desconoce  que  la  junta  fun- 
cionara con  el  quoram  necesario; 

c)  Porqne  los  estatutos  no  han  determina- 
do forma  especial  de  citación  para  esta  clase 
de  reuniones,  sino  para  aquellas  en  que  ha  de 
tratarse  de  aceptación  6  rechazo  de  los  nue- 
vos socios  propuestos; 

dj  Porque,  no  encontrándose  prescriptona- 


Digitized  by 


Google 


V 


jmUSPRUDBNCU  * 


355 


da  concreto  sobre  la  materia,  debe  estarse  á 
lo  que,  atendida  la  naturaleza  de  las  reunio- 
nes, acontece  de  ordinario  en  esce  género  de 
instituciones;  el  secretario  cita  en  cualquiera 
forma  efectiva  y  debe  presumirse  hecha  la  ci- 
tación salvo  prueba  en  contrario,  toda  vez 
que  no  podHan  verificarse  las  citaciones  sino 
por  medio  de  ministro  de  fe  6  de  testigos  si 
fuera  dable  poner  en  duda  en  cualquier  mo- 
mento la  efectividad  de  tales  citaciones,  situa- 
ción que  no  bastaría  para  remediarla,  la  pro- 
bación del  acta,  porque  igualmente  podría  re- 
clamarse de  la  falta  de  citación  de  la  sesión  en 
que  el  acta  se  aprobara,  y  así  sucesivamente; 

e)  Porque  en  el  presente  caso,  la  falta  de 
aprobación  oportuna  del  acta  de  13  de  enero 
de  1903  no  implica  se  hubiera  omitido  citar 
para  la  reunión,  y  adf  más  ninguna  disposi- 
ción ordena  semejante  aprobación; 

í)  Porque  la  prueba  testimonial  rendida  pa- 
ra acreditar  la  pretendida  falsedad  de  la  se- 
sión, es  ineficaz  para  demostrarla,  por  cuanto 
de  los  dos  testigos  presentados  uno  lo  ignora 
j  el  otro  se  limita  á  decir  que  no  tuvo  conoci- 
miento de  la  reunión  y  que  cree  no  se  verificó 
por  no  habérsele  citado  apesar  de  pertenecer 
á  la  junta; 

12.  Que,  á  mayor  abundamiento,  con  pos- 
terioridad á  la  sesión  de  la  junta  calificadora 
de  13  de  enero  de  1903  quedó  prácticamente 
confirmada  la  exclusión  de  don  Eduardo  Poi- 
rier  por  el  hecho  de  no  considerársele  como  so- 
cio en  la  junta  general  de  17  de  agosto  de  ese 
año,  ni  en  la  solicitud  de  convocatoria  que  él 
á  otro  hicieron  en  la  sesión  del  directorio  de 
8  dfcl  mismo  mes  y  año,  todo  lo  cual  ha  sido 
certificado  al  tenor  de  lo  expuesto  en  el  es- 
críto;  de  fs.  57, 

13.  Que  estos  hechos  deben  tenerse  como  su- 
ficiente aviso  de  la  exclusión  acordada  á  falta 
de  constancia  de  comunicación  especial; 

14.  Que  los  estatutos  del  Club  Central  exi- 
gen para  la  admisión  de  socios  diversos  re- 
quisitos, entre  los  cuales  se  cuenta  la  acepta- 
ción de  la  junta  caliticadora; 

15.  Que  esto  indudablemente  obedece  al  es- 
píritu de  que  las  personas  que  ingresen  en  la 
institución  posean  las  cualidades  que  la  mis- 
ma institución  conceptúa  indispensables  para 
que  el  socio  ejerza  convenientemente  sus  dere- 


chos de  tal  y  cumpla  las  obligaciones  á  que 
queda  sometido; 

16.  Que  así,  el  ejercicio  de  los  derechos  de 
socio  es  indiferente  á  la  persona  misma  de  los 
asociados,  ya  que  no  puede  ser  indiferente  que 
esos  derechos  sean  ejercitados  por  los  que  han 
sido  calificados  de  aptos  para  ellos  6  por  in- 
dividuos que  no  han  pasado  por  igual  califi- 
cación ó  cuyo  título  emana  únicamente  del  so- 
cio que  le  confiera  mandato  delegándole  sus 
atribuciones; 

17.  Que  el  principio  de  que  todo  lo  que  una 
persona  pueda  ejecutar  por  ^,  puede  enco- 
mendarlo á  otro  en  su  representación,  no  es 
exacto  en  tesis  general;  pues  pugnaría  con  la 
naturaleza  de  las  cosas  hacerse  representar  en 
funciones  y  cargos  públicos,  ó  en  el  goce  de  los 
derechos  de  asistencia  de  un  socio  de  Club,  6 
eu  el  desempeño  del  puesto  de  director  y  de- 
más incumbencias  administrativas  del  esta- 
blecimiento; 

18.  Que  habiendo  confiado  los  estatutos  á 
los  socios  la  atribución  de  elegir  el  directorio, 
supuesta  la  calificación  de  sus  aptitudes  para 
designar  con  acierto  el  cuerpo  directivo  prin- 
cipal, ellos  personalmente  son  los  llamados  á 
desempeñar  este  encargo; 

19.  Que  con  la  prueba  rendida  por  los  de- 
mandados, y  con  el  mérito  de  las  diversas  ac- 
tas de  las  juntas  generales,  se  justifica  tam- 
bién que  siempre  han  ejercitado  este  derecho 
los  socios  por  sí,  sin  intervención  de  manda- 
tario; 

20.  Que  las  consideraciones  anteriores  con- 
ducen al  resultado  de  que  la  junta  general  de 
14  de  diciembre  de  1903  fué  celebrada  sin  la 
presencia  del  número  deacdonistascompeten- 
te,  adolece,  por  tanto,  de  nulidad  y  el  directo- 
rio entonces  elegido  no  representa  legalmente 
al  Club  Central  de  Valparaíso. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara: 

1^  Sin  lugar  las  tachas  deducidas,  con  cos- 
tas de  la  respectiva  incidencia; 

2**  Que  ha  lugar  á  la  excepción  dilatoria  de 
falta  de  personería  y  que,  en  consecuencia,  los 
demandados  no  están  obligados  á  contestar 
la  demanda,  también  con  costas  de  esta  inci- 
dencia.—y.  R.  GuEittán. 
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Apelada  esta  resolución,  la  Corte: 

Valparaíso,  diciembre  13  de  1904-.— Vistos: 
reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia de  1*  instancia;  eliminando  los  con- 
siderandos posteriores  al  sexto;  y  teniendo  én 
lagar  de  ellos  presente: 

1^  Que  en  la  sesión  que  celebró  la  junta  ca- 
lifícadora  el  21  de  noviembre  de  1902  y  á  que 
filé  legalmente  convocada,  excluyó  entre  otros 
al  socio  don  Carlos  Rodríguez  por  haber  incu- 
rrido en  mora  de  pagar  algunas  de  las  cuotas 
de  cotización  á  que  se  refiere  el  artículo  24  de 
los  estatutos  del  Club; 

2'  Que,  si  bien  es  cierto  que  en  la  sesión  de 
13  de  enero  de  1903  se  excluyó  á  don  Eduar- 
do Poirier  y  se  reincorporó  á  don  Carlos  Ro- 
dríguez, también  lo  es  que  en  el  libro  de  actas 
respectivo  no  consta  que  esta  reunión  se  efec- 
tuara previo  acuerdo  del  directorio,  como  lo 
manifiesta  la  diligencia  ya  aludida. 

3^  Que,  además,  el  mismo  certificado  de- 
muestra que  ni  en  los  libros,  ni  en  otros  ante- 
cedentes de  secretaría  se  vé  que  el  acta  de  la 
reunión  de  13  de  enero  de  1903  hubiera  sido 
aprobada  antes  del  14  de  diciembre  del  mismo 
año,  en  que  fué  elegido  el  directorio,  en  cuyo 
nombre  obra  don  Buenaventura  Cádiz; 

4^  Qae,  estando  á  lo  prescripto  en  los  esta- 
tutos del  Club,  que  son  ley  para  los  contra- 
tantes, no  debió  la  junta  calificadora  tener  la 
sesión  en  que  se  excluyó  A  Poirier  sin  que  el 
directorio  hubiera  resuelto  convocarla  con  ese 
fin,  formalidad  tanto  más  indicada  en  el  caso 
actual,  cuanto  que  se  trataba  precisamente  de 
dejar  sin  efecto  un  acuerdo  anterior  producido 
en  una  reunión  correctamente  celebrada; 

5^  Que,  en  la  hipótens  de  no  ser  sustancial 
esa  omisión,  el  acuerdo  referente  á  laexclustón 
de  Poirier  no  era  ejecutorio  mientras  la  junta 
calificadora  no  se  pronuncíase  sobre  el  conte- 
nido del  acta,  sín  lo  cual  no  cabía  naturalmen- 
te estimarla  como  la  expresión  fiel  y  exacta 
de  lo  ocurrido  en  la  sesión  de  que  da  testimo- 
nio; 

6^  Que,  por  lo  tanto,  el  citado  acuerdo  de 
13  de  enero  de  1903  no  obstaba  á  que  don 
Eduardo  Poirier  tomase  parte  como  socio  del 
Club  Central  en  la  sesión  de  14  de  diciembre 
del  mismo  año; 

7^  Que  pueden  ser  objeto  del  mandato  todos 


los  actos  jurídicos  lícitos,  para  los  cuales  las 
leyes  ó  razones  de  orden  público  no  exijan  la 
intervención  personal  de  los  individuos  á  quie- 
nes incumban; 

8'  Que  la  ley  no  prohibe  á  los  miembros  de 
una  sociedad  como  el  Club  Central  hacerse  re- 
presentar por  mandatarios  en  las  reuniones 
en  que  haya  de  hacerse  la  elección  de  sus  ad- 
ministradores; 

9^  Que  tampoco  se  opone  á  ello  ninguno  de 
los  artículos  de  los  estatutos,  y  entonces  los 
que  se  relacionan  con  la  asistencia  de  los  so' 
cios  para  actos  que  tengan  simplemente  por 
objeto  nombrar  los  administradores  del  Club 
deben  entenderse  cumplidos  cuando  el  socio 
concurre  por  medio  de  apoderado,  ya  que,  no 
existiendo  disposición  que  imponga  la  asisten- 
cia personal,  hay  que  reputar  presente  al  socio 
en  la  persona  de  su  procurador; 

10.  Que  según  el  artículo  1^  de  los  estatu- 
tos, el  Club  Central  es  una  asociación  de  indi- 
viduos que,  admitidos  en  la  forma  por  ellos 
establecida,  se  juntan  para  su  solaz  ó  para 
sus  negocios; 

11.  Que  teniendo  así  el  carácter  de  una  ins- 
titución de  mero  derecho  privado,  destinada 
al  cultivo  y  fomento  del  interés  particular  de 
sus  miembros,  no  median  consideraciones  de 
orden  público  que  les  impidan  concurrir  á  las 
juntas  generales  por  poder  conferido  á  otros 
miembros  del  Club  6  á  personas  extrañas  a  él; 

12.  Que  la  circunstancia  de  estar  sujeta  á 
ciertos  trámites  la  admisión  de  los  que  quie- 
ran figurar  como  socios  del  Club  no  excluye 
el  que,  una  vez  aceptados,  constituyan  procu- 
rador que  los  represente  en  el  ejercicio  de  algu- 
nas de  las  fnnciones  orgánicas  que  le  compe- 
tan, toda  vez  que  el  mandatario  no  acudirá  á 
las  reuniones  del  caso  por  sí  y  en  virtud  de  de- 
recho propio,  sino  en  lugar  y  á  nombre  de  un 
socio  legalmente  incorporado  y  cuyas  instruc- 
ciones debe  observar  en  el  desempeño  de  su 
mandato. 

13.  Que  si,  por  una  parte,  el  14  de  diciem- 
bre de  1903  debía  considerarse  miembro  del 
Club  Central  á  don  Eduardo  Poirier  y  no  á 
don  Carlos  Rodrigues,  y  si,  por  otra  pudieron 
legítimamente  hacerse  representar  por  medio 
de  apoderados  los  qne  no  comparecieron  per- 
sonalmente, resulta  que  la  junta  general  que 
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en  ese  día  se  celebró  fué  llevada  á  cabo  con  el 
quorum  requerido  por  el  artículo  16  de  los  es- 
tatutos y  que  es  improcedente  la  excepción  de 
falta  de  personería  opuesta  en  el  escrito,  de  fs. 
19. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1698,  550,  553, 1448,  1545  y  2116  del  Códi- 
go Civil,  se  revoca  en  la  parte  apelada  la  sen- 
tencia de  10  de  octubre  último,  y  se  declara 
sin  lugar  lo  pedido  por  don  Guillermo  2'  Mü- 
nich  en  el  indicado  escrito. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Silva,  quien  estuvo  por  confirmar  la  sentencia 
apelada  por  los  fundamentos  que  en  ella  se 
consignan. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Pineda. 
—Pedro  N.  Pineda.— Braulio  Moreno.— Luis 
Ignacio  Silva, 

Contra  esta  sentencia  se  interpuso  por  los 
demandados  el  recurso  de  casación  y  habién- 
dose negado  la  Corte  de  Valparaíso  á  conce- 
derlo, la  Corte  Suprema  resolvió. 

Santiago,  24  de  abril  de  1905.— Vistos: 
atendida  la  natnraleza  de  las  cuestiones  re- 
sueltas en  la  sentencia  recurrida,  que  dan  á 
Hta,  carácter  de  definitiva,  se  revoca  la  reso- 
lución apelada  de  24  de  diciembre  de  1904  y 
se  declara  admisible  el  recurso  de  casación  en 
la  forma  interpuesto  contra  la  indicada  sen- 
tencia. 

Tráiganse  los  autos  en  relación  sobre  dicho 
recurso. 

El  señor  Ministro  Urrutia  fué  de  parecer  que 

se  consignara  expresamente  la  consideración 
de  que  el  fallo  recurrido  tiene  el  carácter  de 
definitivo  por  haberse  resuelto  en  £1  una  cues- 
tión sobre  la  constitución  misma  del  directo- 
rio y  sobre  la  validez  ó  nulidad  de  la  junta  ge- 
neral de  donde  procede  dicha  constítnaón. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Alfonso,  quien  o[Hnó  que  se  confirmara  la  re- 
solurión  apelada  por  ser  nn  auto  interlocuto* 
rio  que  no  pone  término  al  juicio  ni  hace  im- 
posible su  continuación.— F.  Aguirre  V.—Joaé 
Aífonso.—Leopotdo  Urrutia.—].  Gabriel  Pal- 
ma Gaxmán.—Abel  Saavedra. 

Y  en  dicho  recurso  falló: 

Santiago,  16  de  mayo  de  1905  ^Vistos: 

en  la  demanda  entablada  por  don  Buenaven- 
tura Cádiz,  como  Presidente  del  Club  Central 

aUFJtBllA 


de  Valparaíso,  sobre  rendición  de  cuentas, 
contra  los  antiguos  directores  de  esa  institu- 
ción señores  Guillermo  2''  Münich,  Roberto 
Nagel,  Augusto  Kiel,  Manuel  G.  Tello  y  Otto 
Schneider,  dedujo  Münich  el  artículo  de  in- 
contestación  por  falta  de  personería  ó  repre- 
sentación legal  del  demandante,  articulo  que 
fué  aceptado  por  resolución  de  primera  ins- 
tancia, y  habiendo  apelado  de  ella  don  Bue- 
naventura Cádiz,  se  pronunció  por  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Valparaíso  la  sentencia  de 
13  de  diciembre  del  año  último,  en  la  que  se 
revocó  la  resolución  de  primera  instancia  y  se 
declaró  sin  lugar  la  excepción  dilatoria  opues- 
ta por  Münich. 

Contra  este  fallo  interpuso  el  mencionado 
Munich  los  recursos  de  casación  en  la  forma 
y  en  el  fondo  y  formalizando  el  primero  lo  fun- 
dó en  las  siguientes  causales: 

1*^  Consta  del  escrito  de  demanda  que  don 
Buenaventura  Cádiz  dirigió  sn  acción  perso- 
nalmente en  contra  de  los  señores  don  Guiller- 
mo 2^  Münich,  don  Otto  Schneider,  don  Ma- 
nuel J.  Tello,  don  Agusto  Kiely  don  Roberto 
Nagel.  Todos  estos  caballeros  aparecen  en  los 
autos  personalmente  notificados  de  dicho  es- 
crito. Promovido  por  el  suscripto  et  incidente 
sobre  falta  de  capacidad  ó  personería,  se  con- 
tinuó la  secuela  del  juicio  hasta  su  fallo  en  pri- 
mera instancia,  sin  citación  ni  notificación  de 
ninguno  de  ellos,  excepto  el  infrascripto.  Por 
consiguiente,  no  se  les  citó  para  la  prueba 
ni  para  la  concesión  del  recurso  de  apelación. 

2^  En  segunda  instancia  no  se  citó  ni  empla- 
zó á  los  referidos  señores  Kiel,  Nagel,  Schnei- 
der y  Tello  y,  por  consiguiente,  se  dictó  el  fa- 
llo de  que  se  reclama  sin  citación  ni  emplaza- 
miento de  las  personan  nombradas,  que  eran 
partes  en  el  juicio;  y 

3^  El  decreto  en  relación  que  anunciaba  la 
vista  de  la  causa  fué  firmado  por  el  Ministro 
don  Benicío  Alamos  González,  quien  se  háhSñ, 
declarado  ya  implicado. 

El  recurrente  citó  como  infringidos  y  en  apo- 
yo de  la  procedencia  del  recurso  los  artículos 
942,  941,  número  9*^,  966  número  5^  970  nú- 
mero 1^  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  Corte  Apelaciones  de  Valparaíso,  ha- 
riendo  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el 
artículo  953  del  citado  Código,  declaró  inad- 
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misibles  los  recursos  interpuestos,  por  estimar, 
entre  otros  motivos,  que  la  resolución  recurri- 
da era  interlocntoria  y  no  ponía  fin  al  juicio 
ni  hacía  imposible  su  continuación,  según  se 
Té  por  el  auto  de  dicho  Tribunal,  de  24  de  di- 
ciembre del  año  pasado. 

Esta  resolución  fué  apelada  por  la  parte  de 
Munich  y  una  de  las  salas  de  la  Corte  Supre- 
ma la  revocó  por  sentencia  de  24  de  abril  úl- 
timo, y  declarando  admisible  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma,  mandó  traer  los  autos  en 
relación  sobre  dicho  reenreo. 

Considerando,  en  cuanto  á  la  primera  cau- 
sal, que  don  Guillermo  Münich  dedujo  por  sí 
sólo  sin  intervención  alguna  de  sus  co-deman  - 
dados  el  artículo  de  incon testación  resuelto 
en  la  sentencia  recurrida,  por  lo  cual  dicho  ar- 
tfculo  ha  podido  tramitarse  y  fallarse  sin  que 
se  notificara  á  aquéllos  el  auto  de  prueba  ni 
se  les  citara  para  oir  sentencia;  é  lo  que  se 
agrega  que  tal  omisión  habría  sido  un  vicio 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  del  cual 
vicio  no  se  reclamó  oportunamente  ni  de  gra- 
do en  grado,  como  lo  prescribe  el  articulo  946 
del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

Considerando,  con  relación  á  la  segunda 
causal,  que  por  la  circunstancia  consignada 
en  la  primera  parte  del  fundamento  anterior, 
no  era  indispensable  citar  ni  emplazar  para 
la  segunda  instancia  á  Ins  señores  Kiel,  Nagel 
Schneider  y  Tello,  quienes  aunque  eran  parte 
en  la  demanda,  no  lo  habían  sido  en  el  inci- 
dente de  que  se  trata,  debiendo  todavía  ob- 
servarse que  por  la  omisión  aludida  no  lo  ha- 
bían podido  reclamar  los  interesados  mismos 
y  no  don  Guillermo  Münich,  que  no  era  el 
agraviado  en  ella,  ni  tenía  tampoco  la  repre- 
sentación judicial  de  sus  co-demandados. 

Considerando,  respecto  á  la  tercera  causal, 
que,  según  consta  de  la  providencia  de  25  de 
octubre  del  año  último,  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Valparaíso  subsanó  oportunamente  el 
defecto  A  que  se  refiere  Münich  en  esta  parte 
de  su  recurso,  por  lo  cual  dicha  causal  había 
ya  desaparecido  cuando  se  dictó  la  sentencia 
de  que  se  reclama. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
944,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil»  se  declara  «n  lugar,  con  costas,  el  recur- 
so de  casación  en  la  forma  á  que  la  presente 


resolución  se  refiere.  Queda  aplicada  al  Fisco 
la  cantidad  de  $  33,35  consignada  para  es- 
te recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Foster  Ke- 
cahamn.— Oalvaríno Gallardo.— Gabriel  Gae 
te.~LeoacÍo  Rodríguez.— E.  Fóster  Recaba- 
rren. 


Cas.  CÍV.—31  áe  majo  de  1905 
Cruz  y  otros  con  Gutiérrez  Gómez  y  otro 

Belvindloaolón.— Eatado  olvü.  -  Pres- 
orlpoión.— Apreolaoión  de  los  he- 
ohos.-  Considerandos  del  fallo. 

Doctrina:  -Habiéndose  probado  por 
los  demandantes  sa  calidad  de  herederos 
del  antiguo  dueño  de  la  propiedad  que 
reivindican^  y  no  habiendo  antecedentes 
que  establezcan  que  la  indicada  propie- 
dad baya  salido  legítimamente  del  poder 
de  su  sucesión,  por  adjudicación  á  alguno 
de  los  herederos  ó  por  haberse  transfe- 
rido Á  terceras  personas,  procede  la  rei- 
vindicación contra  el  actual  poseedor  que 
no  justifica  que  su  vendedor  era  el  verda- 
dero dueño. 

B¡  examen  de  ¡as  cuestiones  de  hecho 
y  sa  calificación  legal  corresponde  á  la 
Sala  juzgadora  en  aso  de  las  facultades 
exclusivas  que  le  confiere  laley,  y  la  apre- 
ciación que  haga  no  puede  ser  modificada 
por  el  Tribunal  Supremo. 

El  recurso  de  casación  no  se  da  contra 
los  considerandos  de  las  sentencias,  sino 
contra  las  declaraciones  que  contenga^ 


Don  Juan  Esteban  Castro,  con  poderes  que 
acompaña  de  don  Cristóbal  Cruz,  como  es- 
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poso  de  doña  Mai-garíta  Donoso;  de  don  Prí- 
mítiro  Donoso,  como  esposo  de  do&a  Nazaria 
Donoso;  de  los  señores  Manuel  Antonio,  José 
Joaquín,  Juan  de  la  Cruz,  Eduardo,  Jorge,  Ni* 
canor  y  Ricardo  Donoso;  de  don  Daniel  Ar- 
mas, como  esposo  de  doña  Salomé  Silva;  de 
don  Francisco  Solano  Donoso,  como  esposo 
de  doiía  Felisa  Silva;  de  los  señores  Onofre, 
F'roilán,  Amador,  A  relino,  Benigna,  Matilde 
y  Máxima  Silva,  y  de  doñaZoraida  Riquelme, 
como  guardadora  de  sus  menores  hijos  Ru- 
perto, Heraclio,  Rogelio,  Delia,  Felisa  y  Ma- 
nuel Octavio  Silva  Riquelme,  expone:  elfnndo 
denominado  Potrero  Grande  perteneció  al  se- 
ñor Obispo  don  José  Igi.acio  Cienfuegos  y  pos- 
teriormente don  Manuel  Pío  Silva  lo  dtó  en 
arriendo  á  don  Mauricio  I>evec,  y  en  esa  mis- 
ma forma  de  arriendo  pasó  después  á  don  Ro- 
sendo Labbé,  á  quien  se  le  notificó  la  resolu- 
ción de  no  continuar  el  referido  arriendo,  el 
'JO  de  mayo  de  1869,  por  haber  expirado  el  25 
de  mayo  de  1867. 

Que  por  transacción  celebrada  entre  la  Mu- 
nicipalidad de  Talca  y  los  herederos  del  señor 
Obispo  se  pidió  la  posesión  de  dicho  fundo  á 
favor  de  los  citados  herederos;  esa  posesión  se 
concedió  por  sentencia  de  la  Iltma.  Corte  de 
Santiago,  fecha  27  de  agosto  de  1869;  y  en  5 
de  diciembre  del  mismo  año  fué  notificado  el 
señor  Labbé  de  la  diligencia  posesoria  y  firmó 
al  efecto. 

Bn  posesión  del  fundo  los  herederos  del 
Obispo,  comisionaron  6  pusieron  á  su  cuidado 
á  don  Pedro  A.  Parot  y  más  tarde  á  don  José 
Francisco  Opazo,  quien  por  sus  relaciones  de 
parentesco  con  el  señor  Obispo,  pero  sin  poder 
ni  facultad  de  los  demás  herederos,  procedió  á 
vender,  y  efectivamente  vendió,  el  predicho 
fundo  á  don  Salvador  Gutiérrez  Gómez,  por  la 
cantidad  de  $  36.600,  seg^n  escritura  páblíca 
extendida  en  Santiago  el  23  de  septiembre  de 
1889,  ante  el  notario  don  Juan  Gómn  Solar. 

Que  aunque  vale  la  venta  de  cosa  ajena, 
agrega,  la  que  se  verifica  sin  perjuicio  de  los 
derechos  del  dneño,  un  embargo,  sns  comiten- 
tes, que  son  herederos  del  Obispo  Cienfuegos, 
no  aceptan  ni  ratifican  el  referido  contrato  de 
venta,  tanto  porque  el  señor  Opazo  no  ftté 
facultado  para  ello,  como  se  ha  dicho,  ni  aun 


les  consultó,  cuanto  porque  no  han  percibido 
del  precio  ninguna  suma. 

Que  el  mencionado  fundo  está  ubicado  en 
el  departamento  de  Curicó,  subdelegación 
llamada  antes  de  IJpeo  y  ahora  la  tercera  sec- 
ción rural,  y  dentro  de  los  limites  determina- 
dos en  una  escritura  extendida  ante  el  notario 
don  Toribio  Angulo  el  16  de  febrero  de  1881, 
cuya  escritura  reproduce  los  deslindes  recono- 
cidos con  la  otorgada  en  Curicó  en  1853  entre 
don  José  Antonio  Valdés  y  don  Pablo  Cien- 
fuegos  como  apoderado  de  don  MAnnel  Pío 
Silva. 

En  mérito  de  lo  expuesto  y  con  la  prueba 
que  ofrece  rendir,  entabla  demanda  contra  el 
señor  Gutiérrez  Gómez,  poseedor  actual  de] 
fiindo,  y  pide  que  se  le  obligue  á  restituirlo 
dentro  de  diez  días  con  los  frutosque  produjere 
desde  la  contestación  de  la  demanda  ó  fecha 
en  qne  se  diere  por  contestada,  y  además  las 
costas. 

Don  José  Domingo  Paredes  se  adhirió  á  la 
demanda  &  nombre  dedoñaRosario  y  dedoña 
Avelina  Cienfuegos;  de  don  Alvaro  Larraín, 
como  esposo  de  doña  Maria  Mercedes  Cien- 
fuegos  y  de  las  señoritas  Enriqueta,  Isabel, 
Rebeca  y  Julia  Guzman  Cienfuegos,  según  el 
poder  que  acompañó. 

El  demandado  don  Salvador  Gutiérrez  pi- 
dió y  obtuvo  que  se  citara  de  evicción  á  los 
herederos  de  don  José  Francisco  Opazo,  quien 
le  había  vendido  el  fundo  reclamado. 

Doña  ElenaVicuñaM.  viuda  de  Opazo,  con- 
testando la  demanda  dice:  que  don  Cristóbal 
Cruz,  don  Daniel  de  Armas  y  demás  personas 
que  han  iniciado  la  empresa  de  quitar  el  fun- 
do Potrero  Grande  á  su  verdadero  dueño,  se 
dicen  herederos  del  Obispo  Cienfuegos;  pero, 
no  expresan  cuál  es  la  parte,  cuota  ó  derecho 
que  les  corresponda  en  esa  herencia.  Según  los 
datos  que  tiene  no  les  cabe  á  ellos  ninguna 
parte,  aiota  6  derecho  en  aqnella  herencia. 

El  señor  Cienfiiegos,  agrega,  falleció  en  Tal- 
ca el  8  de  noviembre  de  1845. 

Tnvo  cuatro  hermanos,  pero,  á  sn  falleci- 
miento, no  existía  ninguno  de  ellos.  La  heren- 
cia fué  intestada  y  recayó  sobre  los  colatera- 
les, en  la  cual  snoesióa  el  más  próximo  excluye 
al  más  remoto,  á  excepción  de  los  sobrinos* 
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que  concurren  con  los  tíos  heredando  por  es- 
tirpes. Por  manera  que  conviene  saber  qué 
sobrinos  eran  los  que  existían  á  la  época  del 
fallecimiento  del  de  cuyas  y  á  qué  hermanos 
representaban  ellos. 

Hay  pues  que  principiar  por  el  exclareci- 
miento  de  esos  hechos  para  indagar  si  los 
demandantes  son  ó  nó  tales  herederos  del  se- 
ñor Obispo  Cíenfnegos.  Según  tengo  entendi- 
do, hay  entre  esos  demandantes  sobrinos  nie- 
tos, aun  túsnietos,  que  no  tienen  derecho  de 
heredar. 

Que  su  marido  adquirió  casi  todos  los  de< 
rechos  7  acciones  de  los  verdaderos  herederos. 
Los  títulos  de  esas  compras  son  doce  ó  más 
y  el  valor  de  las  adquisiciones  sube  de  12.000 
pesos,  lo  que  prueba  que  debe  haber  adquirido 
próximamente  toda  la  herencia,  al  menos 
aquella  parte  que  no  alcanzó  á  partir  el  com- 
promisario don  Andrés  Torres. 

Consecuencia  de  los  hechos  expne^os  es 
que,  si  los  demandantes  tienen  acción  á  algu- 
na fracción  de  la  herencia  del  señor  Cienfucgos, 
debe  ser  sumamente  pequeña.  El  resto,  perte- 
nece, con  relación  al  Potrero  Grande,  á  su  ac- 
tual propietario,  pues  según  el  artículo  700 
del  Código  Civil,  el  poseedores  reputado  due- 
ño mientras  otro  no  pruebe  serlo.  Don  Salva- 
dor Gutiérrez  inscribió  su  título  el  23  de  sep- 
tiembre de  1889. 

Que  aún  hay  más. 

Los  CienlüiegoB  tuvieron  un  juicio  de  parti- 
ción  en  Talca,  ante  el  compromisario  don  An- 
drés Torres.  En  ese  inicio  se  acordó  sacar  á 
remate  el  Potrero  Grande,  y  lo  subastaron, 
ante  el  compromisario,  en  25  de  enero  de 
1873,  don  Juan  Femando  Valenzuela  y  don 
Mauricio  Garcés.  Estos  señores  pretendieron 
anular  el  remate,  pero  fueron  venados.  Enton- 
ces don  José  Francisco  Opazo  transigió  por 
su  sola  cuenta  y  riesgo,  con  esos  subastado- 
res, dándoles  una  cantidad  cuyo  monto  igno- 
ra. De  esta  manera  se  hizo  él  dueño  exclusivo 
del  fundo.  Si  así  no  fuera,  no  se  explicaría 
cómo  y  por  qué  un  fundo  que  fué  materia  de 
la  partición  de  que  conoció  el  señor  Torres, 
quedase  excluido  de  esa  operación  y  fuese  hoy 
materia  indivisa  á  pesar  de  estar  posrido  por 
un  tercero. 

Que  no  hace  al  caso  ocuparse  del  destino 


que  Opazo  dió  á  la  propiedad.  Lo  único  que 
interesa  saber  es  que  desde  1876  obró  como 
exclusivo  dueño,  y  que  en  el  caso  más  desfa- 
vorable, el  tiempo  corrido  desde  entonces,  es 
más  que  suficiente  para  establecer  la  prescrip- 
ción, á  que  puede  asilarse  el  sucesor  singular 
señor  Gutiérrez  Gómez.  Opone  en  subsidio  esta 
excepción. 

Termina  la  señora  Vicuña  solicitando  que 
se  rechace  la  demanda. 

Don  Salvador  Latapia  se  hizo  parte  en  el 
juicio,  según  poder  que  adjunta  por  la  suce- 
sión de  don  Francisco  Opazo  y  solicitó  se 
aclarase  la  demanda,  lo  que  se  ordenó  por  el 
Juzgado, 

En  cumplimiento  de  esta  resolución,  el  apo- 
derado de  los  demandantes  expone  lo  que  si- 
gue: el  finado  Obispo  dejó  como  herederos  á 
sus  hermanos  doña  Dolores,  doña  Catalina  y 
á  doña  Josefa  Cienfuegos;  y  á  los  hijos  de  sus 
hermanos  don  Francisco  y  don  José  Antonio 
Cienfuegos;  su  albacea  fué  su  sobrino  legítimo 
don  Manuel  Pío  Silva  Cienfuegos,  y  sus  bienes 
principió  á  partirlos  el  licenciado  don  Andrés 
Torres.  Los  demandantes  señores  y  señoras 
Donoso  son  hijos  de  don  Fermín  Donoso, 
quien  fué  hijo  de  la  finada  doña  Dolores  Cien- 
fuegos  por  lo  cual  les  corresponde  la  quinta 
parte  de  la  her^cia  del  finado  señor  Opazo, 
y  además  su  señor  padre  don  Fermín  Donoso 
le  compró  su  cuota  hereditaria  á  la  finada 
doña  Josefa  Cienfuegos,  según  la  escritura  que 
se  acompaña  otorgada  en  Talca  el  18  de 
abril  de  1861  y  por  lo  tanto  los  descendientes 
de  don  Fermín  son  dueños  de  otra  quinta 
parte  en  la  herencia  del  finado  señor  Obispo. 

Que  los  señores  Silva  que  figuran  también 
demandando  son  nietos  de  don  José  Antonio 
Cienfuegos,  caballero  que  fué  padre  de  don  Pa- 
bloy  doña  Carmen  Cienfuegosy  dedoñaMer- 
cedes  Cienfuegos. 

Algunos  de  los  herederos  de  doña  Mercedes 
vendieron  sus  derechos,  y  los  demandantes 
Silvas,  como  descendientes  de  dona  Carmen 
Cieninegos  y  de  su  marido  don  Matías  Silva, 
son  dueños  y  les  corresponde  el  tercio  de  la 
herencia  del  finado  don  José  Antonio  Cienfue- 
gos hermano  del  Obispo  y  heredero. 

Finalmente,  son  demandantes,  doña  Rosa- 
rio Cienfuegos,  doña  Avelina  Cienfuegos,  don 
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Alvaro  Larraín,  por  bu  esposa  doña  Maria 
Mercedes  Cienfnegoa,  y  doña  Biiriqneta,  do- 
ña Isabel,  doña  Rebeca  y  doña  Julia  (tuz- 
mán  Cienfuegos,  debiendo  entenderse  que 
las  tres  primeras  señoras  nombradas  son  hi- 
jas de  don  Pablo  Cienfuegos  y  las  áltimas 
cuatro  son  nietas  de  don  Pablo  como  de  los 
tres  hijos  de  don  José  Antonio  Cienfuegos  y 
por  consiguiente,  nietas  bímietas  del  dicho 
don  José  Antonio  y  en  consecuencia  les  corres- 
ponde el  tercio  de  su  herencia. 

Concluye  pidiendo  que  se  tenga  por  hecha 
la  especificación  ordenada,  con  protesta  de 
acreditar  oportunamente  los  parentescos  que 
indica,  y  que  se  ordene  contestar  derechamen- 
te la  demanda. 

Se  díó  por  contestada  la  demanda,  con  el  es- 
crito que  doña  Elena  Vicuña  M.  v.  de  Opazo 
había  presentado  y  replicándola  parte  del  de- 
mandante  tcfuerza  las  consideraciones  he- 
días, agregando:  que  én  la  sucesión  intestada 
no  sólo  heredan  los  sobrinos  sino  las  personas 
enumeradas  en  el  artículo  983  del  Código  Ci- 
vil, y  que  ha  reconocido  la  señora  Vicuña  que 
su  marido  nofuédueño  de  todo  el  fundo,  pues, 
según  lo  recuerda,  compró  casi  todos  los  dere- 
chos á  ese  fundo;  que  en  la  relación  que  se  ha- 
ce sobre  el  modo  como  el  señor  Opnzo  adqtii* 
rió  esos  derechos  solo  es  cierta  la  compra  en 
remate  de  los  señores  Valenzuela  y  Garcés, 
que  éstos  no  fueron  vencidos;  al  contrario, 
por  sentencia  gecntoria  de  16  de  octubre  de 
1876,  del  jnido  que  siguieron  con  los  herede- 
ros del  señor  Obispo,  aparece  que  se  dió  lugar 
á  la  rescúnón  del  contrato  de  comprá^venta 
del  fundo  Potrero  Grande,  que  se  acordó  sacar 
á  remate  á  fines  de  1872  por  lo  suma  de 
$30.000.  De  ella  resulta  que  no  es  efectivo 
que  el  señor  Opazo  transigiera  con  los  señores 
Valenzuela  y  Garcés  ni  que  por  la  supuesta 
transacción  se  hidera  dueño  exclusivo  de  di- 
cho fundo;  en  el  juido  divisorio  no  quedó  ex- 
ctuido  por  la  resdsión,  quedó  sin  efecto  el  re- 
mate, y  es  hoy  una  espede  que  pertenece  á  la 
herenda. 

Si  está  poseído  por  un  tercero,  como  lo  es  el 
señor  Salvador  Gutiérrez  es  porque  el  señor 
Opazo  le  vendió,  por  an  acto  de  valentía  de 
su  parte,  y  expresó  en  la  venta  hecha  al  señor 
Gutiérrez,  lo  siguiente:  "No  estando  entera- 


mente exenta  de  reclamos  posteriores  la  hi- 
juela vendida,  esto  es  el  fundo  Potrero  Gran- 
de, se  declara  que  en  caso  de  ocurrir  alguno, 
se  entenderán  vendidas  lasacdonesyderechos 
del  vendedor  únicamente." 

El  señor  Opazo,  que  era  persona  hábily  pre- 
visora, no  pudo  disimular  que  tarde  ó  tem- 
prano sus  coherederos,  perjudicados  con  la 
venta,  reclamarían  la  parte  correspondiente 
en  el  fundo. 

Finalmente,  se  opone  á  la  demanda  la  excep- 
dón  de  prescrípdón  á  que  puede  asilarse  el  se- 
ñor Gutiérrez. 

Eso  es  inaceptable  y  el  señor  Opazo  no  ha 
sido  dueño  exclusivo  del  fundo  Potrero  Gran- 
de en  1876,  ni  nunca;  solo  ha  podido  trasmi- 
tir al  comprador  sus  derechos  de  heredero  y  el 
título  de  compraventa  atendido  á  mt  fecha  no 
es  sufidente  para  ganar  por  la  prescrípdón 
las  acciones  y  derechos  de  los  demandantes. 

£1  Juzgado  de  Cnrícó,  confecha  24dedidem- 
bre  de  1901,  falló: 

Considerando: 

1^  Que  se  ha  estableddo  plenamente,  y  en 
ello  está  de  acuerdo  además  la  parte  deman- 
dada, que  el  fundo  Potrero  Grande,  materia 
del  litigio,  pertenedó  al  Iltmo.  Obispo  don  Jo- 
sé Ignado  Cienfuegos,  y  fué  más  tarde  entre- 
gado de  orden  jndidal  á  sus  herederos; 

2^  Que  no  hay  constancia  de  que  este  fundo 
haya  sido  objeto  de  distríbudón  entre  aqué- 
llos, por  acto  legitimo  de  partidón; 

3^  Que  corresponde  averiguar  si  los  deman- 
dantes han  probado  su  calidad  de  herederos  ó 
descendientes  de  losherederosdelseñorObispo 
Cienfuegos,  y  consta  de  estos  antecedentes  lo 
siguiente:  1^  que  los  herederos  de  dicho  señor 
organizaron  un  jnido  divisorio  en  Talca,  nom- 
brando de  Juez  compromisario  á  don  Andrés 
Torres;  2^  que  alguno  de  esos  herederos  ó  tai- 
vez  todos,  según  actas  del  compromiso  que 
aparecen  en  copias  legalizadas,  son  don  An- 
drés Donoso,  don  Fermín  Donoso,  don  Víctor 
Silva,  don  José  Frandsco  Opazo,  marido  de 
doña  Elena  Vicuña  Mackenna,  demandada, 
don  Víctor  Silva,  don  José  P.  Donoso,  don 
Daniel  Armas,  doña  Luz  Espejo  de  Labra,  do- 
ña Tomasa  Cienfuegos,  doña  Juana,  Catali- 
na y  Trinidad  Donoso,  don  Manuel  A.  Dono- 
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SO,  don  José  Luis  Donoso,  doña  Carmen  Cien- 
fuegos  de  Silva,  don  Onofre  Silva,  don  Dioni- 
sio Azócar  y  don  Juan  Donoso;  3'  que  las  per- 
sonas que  suscriben  el  poderson  hijos  algunos 
y  yernos  otros  de  don  Fermín  Donoso;  4^  que 
las  que  otorgiron  el  poder  á  excepción  de  do- 
ña Felisa,  doña  Adelina  y  don  Onofre  (que  no 
han  comprobado  su  parentesco)  son  hijopf 
yernos  y  nietos  de  doña  Carmen  Cienfuegos  y 
5^  que  los  demás  demandantes  son  hijos  ó  re- 
presentantes de  los  hijos  de  don  Pablo  Cien- 
fuegos  los  primeros,  é  hijos  de  doña  Adela 
Cienfuegos  los  últimos. 

4'  Que,  aun  cuando  en  el  juicio  divisorio  re- 
cordado figuraron  don  Fermín  Donoso  y  dona 
Carmen  Cienfuegosde  Silva,  no  se  ha  probado 
sin  embargo  por  los  demandantes,  que  los  Do- 
noso Cruz  y  los  Silva  Cienfuegos  á  que  se  re* 
fieren  las  partidas  de  bautismo  indicadas,  sean 
los  descendientes  de  estas  personas,  esto  es,  no 
se  ha  acreditado  la  identidad  de  aquellas  perso- 
nas, con  las  que  aparecen  en  esas  partidas  ni 
que  don  Daniel  Armas,  don  Onofre  Silva  y  don 
Manuel  A,  Donoso  que  también  6guran  en 
aquel  juicio  sean  las  mismas  personasque  sus- 
criben los  poderes  respectivos  de  estos  autos; 

5^  Que,  con  relación  á  otros  interesados  que 
figuran  en  el  litigio,  no  se  ha  acreditado,  tam- 
poco  su  calidad  de  herederos  ó  descendientes 
de  los  herederos  del  Obispo  Cienfuegos; 

6'  Que,  ni  del  modo  indicado  ni  de  otro  al- 
guno, aparece  probado  que  los  demandantes 
tengan  derechos  de  dominio  sobre  la  hijuela 
Potrero  Grande  mencionada;  y  siendo  que  el 
poseedor  se  reputa  dueño  mientras  no  se  prue- 
be lo  contrario,  no  procede  aceptar  la  de- 
manda; 

7^  Que  no  hay,  en  consecuencia,  para  qué 
tomar  en  cuenta  otras  alegaciones  hechas  por 
la  demandada;  y 

8*^  Que  no  ha  corrido  el  tiempo  necesario 
para  adquirir  el  dominio  del  predio  citado  por 
medio  de  la  prescripción. 

Visto  lo  dispuesto  en  la  ley  1^  título  14, 
Partida  3^  artículos  700  y  1698  del  Código 
Civil,  se  declara:  que  no  ha  lugar  á  la  de- 
manda ni  á  la  excepción  de  prescripción  de 
que  se  ha  hecho  mérito. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  deSantiago 
resolvió: 


Santiago,  24  de  diciembre  de  1903  \'istoc: 

reproduciendo  la  relación  de  hechos  de  la  sen- 
tencia apelada  y 

Considerando: 

1^  Que  con  los  documentos  acompañados 
en  primera  y  en  segunda  instancia,  han  acredi- 
tado todos  los  demandantes,  su  calidad  de  he- 
rederos del  finado  Obispo  don  José  Ignacio 
Cienfuegos; 

2?  Que  también  se  ha  acreditado  con  los 
mismosdocumentosqueel fundo  Potrero  Gran- 
de, objeto  del  litigio,  pertenería  al  citado  se- 
ñor Cienfuegos,  como  igualmente  que  pasó  á 
su  sucesión  después  de  su  muerte,  y  no  hay  en 
autos  antecedente  alguno  que  establezca  qne 
haya  salido  legítimamente  del  poder  de  ésta, 
por  adjudicación  á  alguno  de  los  herederos  ó 
por  haberse  transferido  á  terceras  personiw; 

3^  Que  el  dominioexclusivo  que;  sobre  dicho 
fundo  invoca  el  demandado,  lo  deriva  de  la  es- 
critura de  compra  que  de  él  hizo  á  don  José 
Francisco  Opazo,  sin  que  haya  justificado  que 
su  vendedor  fuera  el  verdadero  dueño  de  esa 
propiedad,  como  faabria  sido  necesario,  para 
que  pudiera  aceptarse  la  excepción  que  ha 
opuesto  á  la  demanda;  y 

4'  Que  es  improcedente  la  prescripción  ale- 
gada por  el  mismo  demandado,  por  no  haber 
poseído  el  citado  fundo  el  tiempo  que  la  ley 
exige  para  adquirir  por  este  medio  su  dominio. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
en  los  artículos  1268, 1698  del  Código  Civil  y 
300  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de 
clara  que  ha  lugar  á  la  demanda,  sin  perjui- 
do  de  otros  derechos  que  pueden  correspon- 
der al  demandado,  para  que  los  haga  valer  en 
la  forma  que  viere  convenirle. 

Se  revoca  en  lo  que  fuerecontraria  á  ésta,  la 
referida  sentencia  de  fecha  24  de  diciembre  de 
1901,  y  se  confirma  en  lo  demás. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Benavente. 
— L.  R.  Mora, — A.  Montt  Darío  Benavente. 

Contra  esta  sentencia  han  deducido  recurso 
de  casación  en  el  fondo  don  Salvador  Gutié- 
rrez Gómez  y  doña  Elena  Vicuña  v.  de  Opazo 
y,  formalizándolo,  han  hecho  valer  las  consi- 
deraciones que  se  indican  á  continuación. 

Desde  luego,  la  sentencia  reclamada,  en  su 
primer  considerando  establece  que  con  los  do- 
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'cumentos  acompañados  en  primera  y  segunda 
instancia  han  acreditado  todos  los  deman- 
dantes su  calidad  de  herederos  del  finado  señor 
Cicnfuegos. 

No  se  fallan  las  cuestiones  debatidas  con 
dar  aspecto  de  resoluciones  de  hecho  á  las  que 
debieran  ser  de  puntos  de  derecho  y,  por  con- 
siguiente, en  la  fórmula  adoptada  por  la  Corte 
de  Apelaciones  ó  hay  omisión  de  fallo  que 
causa  nulidad  por  vicío  de  forma,  ó  hay  in* 
fracción  de  ley,  que  da  lagar  á  la  casación  de 
fondo. 

El  derecho  de  los  Tribunales  para  apreciar 
la  prueba  no  puede  llevarse  hasta  cambiar  la 
naturaleza  déla  cuestión  controvertida  dicíen- 
do,  que  tal  cosa  se  ha  probado  cuando  la  ley 
exige  requisitos  especiales  para  que  esa  prue- 
ba se  produzca. 

£1  demandado  planteó  la  cuestión  relativa 
al  estado  civil  de  los  demandantes,  declaran- 
do desde  el  comienzo  del  juicio  que  les  niega  la 
calidad  de  herederos  del  Obispo  Cicnfuegos;  y 
como  el  parentesco  es  el  fundamento  del  dere- 
cho que  ejercitan,  han  debido  comprobar  "el 
e&tado  civil  de  descendientes  ó  herederos  de  las 
personas  nominativamente  llamadas  á  la  he- 
rencia del  señor  Cienfuegos",  sin  que  ellostgni- 
fíque  queen  el  presente  juicio  se  trate  de  consti- 
tuir el  estado  civil  de  los  demandantes  decla- 
rándose si  son  ó  nó  parientes  legítimos  de  las 
personas  de  que  se  trata,  sino  que  dentro  de 
este  litigio  meramente  patrimonial  se  debe  re- 
solver si  dichos  demandantes  han  probado  Ó 
nó,  con  arreglo  á  la  ley,  su  estado  civil  para  el 
solo  efecto  de  la  acción  ejercitada. 

£1  demandado  sostiene  que  ese  estado  civil 
no  se  ha  probado;  y  desde  que  ha  negado  cons- 
tante y  reiteradamente  el  referido  parentezco, 
los  contendores  han  debido  llenar  los  requisi- 
tos especiales  señalados  para  la  prueba  del 
estado  civil.  Mientras  tanto,  los  demandantes 
han  tratado  de  probar  su  parentezco  con  la 
sola  presentación  de  las  partidas  de  bautismo, 
prescindiendo  de  acreditar  el  entroncamiento 
legitimo  por  medio  de  las  partidas  de  matri- 
monio respectivas.  Y  la  sentencia,  al  aceptar 
esta  prueba  defectuosa,  ha  fallado  de  un  modo 
Indirecto  que  la  legitimidad  de  un  estado  civil 
se  puede  probar  por  otros  medios  que  los  se- 
ñalados en  la  ley;  con  lo  cual  se  han  infringi- 


do los  artículos  35,  79,  305  y  309  del  Código 

Civil. 

En  seguida,  la  sentencia,  en  sus  consideran* 
dos  2"  y  3^,  tiende  á  establecer  estos  otros 
ftindamentos  del  mismo  fallo: 

Que  se  ha  acreditado  que  el  fundo  en  litigio 
pertenecía  al  señor  Obispo  Cienfuegos  y  que 
por  la  muerte  de  érte  pasó  á  su  sucesión; 

Que  no  hay  en  autos  antecedente  alguno, 
que  establezca  que  ha  salido  legítimamente  de 
poder  de  dicha  sucesión; 

Que  el  dominio  exclusivo  que  invoca  el  de- 
mandado lo  deriva  de  la  escritura  de  compra 
hecha  á  don  José  Francisco  Opazo;  y 

Que  el  demandado  no  ha  justificado  que  el 
vendedor  fuera  el  verdadero  dueño  de  esa  pro* 
piedad,  como  habría  sido  preciso  para  que  pu- 
diera aceptarse  la  excepción  que  ha  opuesto  á 
la  demanda. 

En  este  punto,  como  en  el  anterior,  la  fór- 
mula adoptada  por  ta  Corte  de  Apelaciones 
tiende  á  convertir  las  cuestionesde  derecho  en 
cuestiones  de  hecho,  y  el  resultado  necesario 
es  que,  ó  se  omite  el  fallo,  6  éste  se  da  con  in- 
fracción de  ley. 

El  demandado  opuso  en  primer  lugar  á  la 
demanda  la  excepción  de  dominio,  fundada  en 
que  es  poseedor  y  en  que  los  demandantes  no 
han  probado  el  dominio  que  pretenden  y,  en 
efecto,  no  han  exhibido  titulo  alguno  del  cual 
conste  que  el  Obispo  Cienfuegos  adquirió  el 
fundo  "Potrero  Grande." 

Falta,  por  consiguiente,  el  primero  y  mas 
elemental  modo  de  ¡ustificarel  derechode  pro- 
piedad. 

Falta  también  la  posesión,  probada  por  ac- 
tos reiterados  á  que  dá  lugar  solo  el  dominio. 

El  error  de  la  parte  contraria,  en  que  ha  in- 
currido también  la  sentencia,  es  creer  que  en 
este  juicio  se  litiga  ó  debe  probarse  el  dominio 
de  don  José  Francisco  Opazo,  siendo  que,  al 
contrario,  de  lo  que  se  trata  es  de  justificar  el 
dominio  de  los  reivindicadores. 

Don  Salvador  Gutiérrez  Gómez  no  ha  teni- 
do que  probar  su  dominio  ni  el  de  sus  antece- 
sores y  se  ha  limitado  á  decir,  conforme  al 
principio  romano,  possií/eo  quta  possídeo. 

Los  obligados  á  probar  son  los  demandan- 
tes y  nolos  demandados.  El  poseedor  gana  su 
pleito  sin  estar  obligado  á  probar  de  dónde 
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viene  >u  posesión,  porque  in  parí  causa,  me 
lior  est  causa  possídeatis. 

Estos  principios,  más  antiguos  que  las  le- 
gislaciones, se  hallan  reproducidos  en  el  ar- 
tículo 700  del  Código  Civil,  según  el  cual  el 
poseedor  se  reputa  dueño  mientras  otra  per- 
sona no  justifique  serlo. 

Por  esto,  la  sentencia  infringe  el  artículo 
1698  del  Código  Civil,  en  cuanto  impone  al 
demandado  la  obligación  de  probar  su  domi- 
nio 6  el  de  sus  antecesores,  é  inírínge  el  artí- 
culo 700  en  cuanto  desconoce  la  fuerte  presun- 
ción legal  que  él  establece. 

Por  otra  parte,  el  demandado  alegó  que  la 
acción  rei vindicatoria  era  improcedente  por 
cnanto  los  demandantes  la  entablaron  como 
herederos  del  Obispo  Cieutuegos  en  contra  de 
don  Salvador  Gutiérrez  Gómez,  que  deriva  sus 
derechos  de  don  JoséFranciscoOpazo,á  quien 
los  demandantes  reconocen  el  carácter  de  he- 
redero del  mismo  Obispo. 

La  acción  de  los  coherederos  contra  un  he- 
redero es  de  pettdón  de  herencia  y  no  de  rei- 
vindicación. 

La  Htma.  Corte  no  ha  explicado  los  moti- 
vos que  haya  podido  tener  para  desestimar 
esta  alegación  y  aceptar  la  procedencia  de  la 
demanda;  y  en  este  punto  ha  infringido  así 
la  doctrina  legal  establecida  en  los  artículos 
889.  890,  891,  893,  894,  895  y  915  del  Códi- 
go Civil. 

Se  fundó  también  la  improcedencia  de  la  de- 
manda en  su  falta  de  especificación  de  la  cosa 
reivindicada. 

Bl  demandado  ha  sostenido  y  sostiene  que 
en  cuanto  la  demanda  fué  dirigida  á  obtener 
la  restitución  del  fundo  "Potrero  Grande" 
como  cuerpo  cierto, eraindeterminada,  vaga  é 
incierta,  y  no  podfa,  por  consiguiente,  ser  aco- 
gida sin  infracción  de  los  preceptos  legales 
aplicables  al  caso.  Y  en  cuanto  los  demandan- 
tes modifican  la  demanda  haciéndola  versar 
sobre  las  cuotas  que  en  la  cosa  común  les  co- 
rrespooderian,  es  también  enteramente  impro- 
cedente por  falta  de  determinación. 

La  sentencia  viola,  pues,  en  esta  parte,  los 
artículos  889  y  892  del  Código  Civil. 

Por  último,  la  misma  sentencia  infringe  el 
artículo  1268  del  Código  mencionado,  que 
aparece  citado  en  su  parte  final,  por  cuanto 


da  á  esa  prescripción  un  alcance  de  que  ca- 
rece. 

Don  Salvador  Gutiérrez  Gómez  es  sucesor  á 
título  singular  de  don  José  Francisco  Opazo, 
heredero  del  Obispo  señor  Cienfuegos,  y  como 
tal  ha  figurado  en  juido  con  aceptación  de  los 
demandantes;  por  conmgníente,  no  le  es  ni 
puede  serle  aplicable  la  disposición  citada, 
porque  ella  se  refiere  á  los  tcrcer€)s,  es  decir,  á 
los  que  no  tienen  ó  no  pretenden  el  carácter  ni 
los  derechos  de  herederos.  Ese  artículo  no  re- 
gla la  situación  del  presente  juicio  sino  otra 
enteramente  diversa,  como  es  la  de  los  que 
ocupan  una  herencia  sin  tener,  representar  6 
pretender  el  titulo  de  herederos. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1'  Que  la  demanda  promovida  en  estos  au- 
tos ha  tenido  por  objeto  reclamar  la  entrega 
del  fundo  "Potrero  Grande"  perteneciente  á 
la  sucesión  del  lltmo.  Obispo  don  José  Igna- 
cio Cienfuegos  y  actualmente  poseído  por  don 
Salvador  Gutiérrez  Gómez; 

2*^  Que  los  demandantes  han  aducido  como 
fundamento  cardinal  de  la  demanda,  su  en- 
troncamiento  Ó  calidad  de  herederos  legítimos 
del  espresado  lltmo.  Obispo  Cienfuegos; 

3^  Que  negada  por  Gutiérrez  Gómez  esa 
calidad,  la  contienda  ha  quedado  reducida  á 
una  cuestión  puramente  de  hecho,  á  saber:  sí 
los  demandantes  tienen,  en  efecto,  la  calidad 
de  herederos  en  que  apoyan  la  acdón  inten- 
tada, punto  acerca  del  cual  ha  girado  el  de- 
bate y  la  prueba  traída  por  los  litigantes  al 
proceso; 

4^  Que  vistas  y  calificadas  esas  pruebas 
por  la  Bala  que  dictó  la  sentencia,  cnya  casa- 
ción se  pretende,  ha  decidido  que  la  documen- 
tal presentada  por  los  demandantes  en  pri* 
mera  y  en  segunda  instancia,  es  bastante  para 
establecer  la  calidad  de  herederos  por  ellos 
alegada; 

S''  Que  el  presente  recurso  se  apoya  en  que 
al  apreciar  el  Tribunal  de  A|>eIaciones  la  prue- 
ba rendida  en  este  pleito,  de  la  manera  que  se 
consigna  en  el. anterior  considerando,  ha  in- 
fringido las  leyes  citadas  en  ese  concepto  por 
el  recurrente; 
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6^  (¿ue  el  examen  de  las  cuestiones  de  he- 
cho 7  sn  calificación  legal  corresponde  á  la 
Sala  juzgadora  en  uso  de  las  facultades  exclu- 
sivas que  le  confiere  el  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  apreciación  A  que  debe  este  Tri- 
bunal Supremo  atenerse,  en  virtud  de  lo  pre- 
ceptivamente dispuesto  por  el  articulo  958 
del  mismo  Código,  y  por  el  977  que  con  dicho 
precepto  concuerda; 

7'  Que  este  examen  y  apreciación  de  todos 
los  elementos  probatorios  del  jnirio  no  es  sus- 
ceptible del  recurso  interpuesto,  porque  seria 
preciso  para  ello  pesar  y  valorar  la  fnerza  y 
eficacia  délas  pruebas  producidas  en  el  litigo, 
6  lo  que  tanto  vale,  indagar  y  resolver  si  re- 
sulta ó  nó  probado  el  estado  civil  ó  paren- 
tezco  aducidos  por  los  demandantes,  lo  que 
equivaldría  á  juzgar  la  certeza  del  hecho  mis- 
mo, cuestión  que  por  ser  de  meco  hecho,  es 
extraña  é  esta  clase  de  recursos  y  ajena  por 
lo  tanto,  á  la  competencia  de  este  Tribunal 
Supremo; 

8''  Que,  por  otra  parte,  no  pueden  reputar- 
se como  infringidos  los  artículos  35,  179,  305 
y  309  del  Código  Civil,  citados  en  primer  tér- 
mino como  fundamento  del  recurso,  porque  la 
sentencia  ejecutoria  no  dá  por  comprobado  el 
estado  civil  de  los  demandantes  con  solo  el 
mérito  de  las  partidas  de  bautismo,  según  lo 
afirma  el  recurrente,  sino  que,  como  dice  la 
propia  sentencia  en  el  primero  de  sus  conside- 
randos "con  los  documentos  acompañados  en 
primera  y  en  segunda  instanria  han  acredita- 
do todos  los  demandantes  su  calidad  de  he- 
rederos del  finado  Obispo,  don  José  Ignacio 
Cienfuegos"; 

9^  Que  entre  los  documentos  &  que  hace 
alusión  el  considerando  preinserto,  figura  el 
testamento  del  Reverendo  Obispo  Cienfuegos, 
el  testamento  de  don  Pablo  y  el  de  don  José 
Antonio  Cienfuegos  y  el  de  doña  María  de  los 
Santos  Henrfquez,  madre  de  doña  Carmen 
Cienfuegos;  varias  escrituras  públicas  relacio- 
nadas coa  bienes  y  herederos  de  la  sucesión 
de  que  se  trata;  y  numerosas  partidas  justifi- 
cativas del  estado  civil  de  algunos  de  los  de- 
mandantes; testamentos,  escrituras  y  parti- 
das que  dicen  referencia  al  estado  civil  de  otros 
de'los  demandantes  y  de  los  ascendientes  y 
colaterales  de  éstos; 
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10.  Que  no  existe  presaipción  legal  alguna 
que  exija  que  el  estado  civil  se  pruebe  necesa- 
riamente por  las  diversas  partidas  é  instru- 
mentos que  enumera  el  artículo  305  del  Códi- 
go Civil,  sino  que  establece  dicho  artículo  esa 
prueba  en  una  forma  permisiva,  pues  aunque 
deben  prevalecer  las  respectivas  partidas  so- 
bre todo  otro  medio  de  prueba,  hace  uso  di- 
cho precepto  de  la  locución  "podrá  probarse"; 

11.  Que  confirma  esta  doctrina  el  artículo 
309  del  mismo  Código,  al  prescribir:  "que  la 
falta  de  los  referidos  documentos  podrá  su- 
plirse en  caso  necesario  por  otros  documen- 
tos auténticos,  por  declaradones  de  testigos 
que  hayan  presenciado  los  hechos  constituti- 
vos del  estado  dvil  de  que  se  trata,  y  en  defec- 
to de  esas  pruebas,  por  la  notoria  posesión  de 
ese  estado  civil"; 

12.  Que  por  lo  espuesto  en  los  consideran- 
dos precedentes,  el  fallo  que  se  pretende  inva- 
lidar, lejos  de  contravenir  á  las  leyes  regu- 
ladoras de  las  pruebas  del  estado  civil  que 
comprende  el  título  17  del  libro  1'  del  Código 
Civil,  é  invrca  el  recurrente,  se  ajusta  en  sus 
términos  y  decisiones  á  las  reglas  y  preceptos 
en  dicho  título  contenidos; 

13.  Que  no  procede  la  violación  del  artícu- 
lo 1698  del  Código  Civil,  alegada  como  se- 
gundo motivo  de  la  casación,  porque  la  sen- 
tencia que  se  ataca,  no  impone  á  la  parte  de- 
mandada, como  lo  supone  el  recurrente,  la 
obligación  de  probar  su  dominio  en  el  predio 
rural  disputado,  exhonerando  de  ella  á  los  de- 
mandantes, sino  que,  al  contrario,  aparece 
arreglada  á  lo  dispositivo  de  ese  articulo, 
puesto  que  en  sus  tres  primeros  conriderandos 
expresa  que  les  demandantes  han  probado  la 
acrión  en  que  basan  su  demanda  y  que  el  de- 
mandado no  ha  establecido  la  excepción  en 
que  apoya  su  defensa; 

14.  Que,  además,  es  de  observar,  respecto 
de  este  motivo  de  la  casación,  que  no  es  en  este 
caso  procedente,  porque  no  afecta  tal  motivo 
al  fondo  ó  esencia  del  litigio,  sino  á  las  formas 
del  enjuiciamiento,  y  porque  no  se  dá  este  re- 
curso contra  los  considerandos  de  las  senten- 
cias, destinados  como  se  hallan  á  expresar  sus 
fundamentos  legales  y  doctrinales,  sino  contra 
las  declaraciones  y  pronunciamientos  que  di- 
chas sentencias  contengan; 
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15.  Qne  por  la  razón  emitida  en  el  conside- 
rando 10  de  este  falto,  no  aparece  tampoco 
quebrantado  el  artúulo  700  del  Código  Civil 
que  M  hace  valer  en  pro  del  recurso; 

16.  Que  la  trasgresíóu  de  los  artículos  889, 
890,  891,  892,  893,894,  893  y  915  del  propio 
Código  Civil,  que  también  se  supone  cometida 
por  la  ejecutoría  no  puede  legalmente  conside- 
rarse como  á  tal,  en  razón  de  íjue  los  deman- 
dantes no  han  instaurado  su  demanda  en  con- 
tra de  un  comunero  ni  en  contra  de  un  here- 
dero del  Reverendo  Obispo  Cienfuegos  sino 
que  la  han  dirigido  contra  un  tercero,  actual 
poseedor  á  título  de  compra-venta  del  fundo 
objeto  de  la  controversin; 

17.  Que  asimismo  no  puede  estimarse  in- 
fringido cl  artículo  1268  del  Código  Civil,  ci- 
tado en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia, 
en  atención  A  que,  en  vez  de  impedir,  permite 
á  los  herederos  dicho  articulo,  entablar  acción 
reivindicatoría,  al  preceptuar  literalmente  que 
"el  heredero  podrá  también  hacer  uso  de  la 
acción  reivindicatoría  sobre  cosas  heredita- 
rías  reivindicables,  que  hayan  pasado  á  terce- 
ros, y  no  han  sido  prescriptas  por  ellos";  y 

18.  Que,  por  fin,  no  consta  en  estos  autos 
ni  se  ha  demostrado  por  la  parte  que  recurre, 
que  en  el  examen  r  apreciación  de  las  pruebas 
practicadas  en  el  pl  ito,  haya  violado  el  Tri- 
bunal de  Apelaciones  las  leyes  aducidas  en  tal 
sentido  por  el  recurrente  ni  cometídose  infrac- 
ción legal  alguna  que  influya  sustancialm«ite 
en  lo  dispositivo  del  falto. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ellas  se  citan  y  á  los 
que  disponen  los  artículos  940, 960, 971  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  no  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  el 
fondo  interpuesto  por  don  Salvador  Gutiérrez 
Gómez,  á  quien  se  condena  en  las  costas  v  á  la 
pérdida  del  depósito  consignado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Leon- 
cio Rodríguez.— yosé  Mfoaso.—J.  Gabriel  Pal- 
ma Gitnnán.—Galvarino  GtíÜürdo.  —  Leoncio 

Rodríguez.— Carloa  Varas  AM  Saavedra.— 

J,  Bentalcs. 


Cas.  en  la  fyrma.—19  de  octubre  de  XOOé- 

Aros  con  Silva 

Vloios  de  la  sentenoia  de  primera  ins- 
tancia no  reolamados-  —  Citaolón 
para  sentenoia;  decreto  de  «autos» 
Emplazamiento.-  Notiflcaolón  de  la 
sentenoia  definitiva. 

Doctrina:— Ao  procede  el  recurso  de 
casación  por  vicios  que,  aun  suponiéndo- 
los €&ctÍYos,  habrían  incidido  en  el  juicio 
ejecutivo  y  deberían  ser  reclamados  in- 
terponiendo contra  la  sentencia  que  lo 
deñnió  los  recursos  que  hubieran  sido 
procedentes. 

La  notificación  del  decreto  de  "autos" 
importa  la  citación  para  sentencia  en  se- 
gunda instancia  con  arreglo  á  los  artícu- 
los 53  y  446  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

La  notiñcación  del  decreto^'^concédese 
el  recurso"  es  emplazamiento  bastante 
para  seguir  la  apelación. 

La  falta  de  notiñcación  en  la  sentencia 
de  segunda  instancia  recurrida  no  es  vi- 
cio que  importe  la  nulidad  de  la  misma. 
Bsta  notiñcación  debe  entenderse  hecha 
por  el  hecho  de  hace  Jas  partes  gestiones 
posteriores  que  suponen  el  conocimiento 
de  la  misma  sentencia. 


En  cl  juicio  seguido  por  don  Pedro  Aros  1'h- 
checo  declarado  pobre,  con  don  Justo  Patí6co 
Silva  para  que  se  declare  que  es  falsa  y  nula  la 
deuda  de  $  2.300  que  le  demandó  en  juicio  eje- 
cutivo y  demás  deducido,  el  demandante  in- 
terpuso contra  la  sentencia  dictada  en  segun- 
da instancia  por  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Valparaíso  los  recursos  de  casación  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo. 

Formalizando  el  de  forma  sobre  el  cua4  se 
han  traído  los  autos  en  relación,  dice  qne  se 
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han  infringido  los  artículos  166, 193  y  970 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Hace  consistir  la  infracción  del  primero  de 
estos  artículos  en  que,  estando  también  fun< 
dada  la  demanda  en  el  expediente  de  proposi- 
ciones de  convenio  que  hizo  á  sus  acreedores, 
el  Tribunal  de  Alzada  no  lo  tuvo  á  la  vista  al 
pronunciar  su  sentencia. 

El  Tribunal  dictó  la  providencia  de  "autos" 
sin  decir  que  citaba  á  las  partes  para  oir  sen- 
tencia definitiva,  como  lo  requiere  el  artícu- 
lo 193  del  Código  citado.  La  palabra  "autos" 
no  importa  la  citación  para  sentencia;  pero, 
suponiendo  hipotéticamente  que  conforme  ¿ 
la  práctica  antigua  implicara  la  palabra  "au- 
tos" la  citación  para  sentencia,  se  habría  in- 
fringido el  artículo  51,  por  no  habérsele  notifi- 
cado personalmente  dicha  providencia,  sino 
por  el  estado. 

Las  apelaciones  que  dedujo  en  el  juicio  eje- 
cutivo, como  aparece  con  toda  claridad  del 
otrosí  del  escrito  de  expresión  de  agravios, 
fueron  tres;  y  el  Tribunal  falló  solo  dos,  in- 
curriendo, por  consiguiente,  en  nulidad. 

El  articulo  970  exige  en  su  número  primero 
que  se  emplace  á  las  partes  antes  de  que  el  su- 
perior conozca  del  recurso,  y  consta  que  no  se 
cumplió  con  este  trámite  esencial,  pues  el  Juez 
a  qao  se  limitó  á  decir  "Concédese  el  recurso", 
y  la  Corte  de  Alzada  tramitó  sio  más  que  esto 
la  causa. 

Supone  infringidos  también  los  artículos 
503,  507,  508,  510,  511  y512  del  referido  Có 
digo  de  Procedimiento  Civil,  y  dice  á  este  res- 
pecto que  los  bienes  embargados  eran  mue- 
bles, edificados  en  terreno  ajeno,  y  que  por 
cousiguiente  debieron  venderse  en  martillo  sin 
necesidad  de  tasación;  que  antes  de  verificarse 
el  remate  libertó  esos  bienes  con  las  proposi- 
cioneH  de  convenio  aprobadas  por  sus  acree- 
dores; que,  en  caso  de  haberse  tratado  de  bie- 
nes inmuebles  ó  raices,  el  remate  y  adjudica- 
ción serían  nulos,  porque  no  se  nombró  perito 
con  arreglo  á  derecho,  no  se  ordenó  que  se  tu- 
viera por  aprobada  la  tasación,  si  no  era  im- 
pugnada dentro  de  tercero  día,  no  se  fíjaron 
legalmente  las  condiciones  para  la  subasta  y, 
por  último,  se  hizo  la  adjudicación  habiendo 
sobre  el  particular  apelaciones  pendientes. 

Por  fin,  se  lia  violado  también  el  artículo 


222  del  mismo  Código,  que  dice:  que  sí  el  ape- 
lante requerido  para  que  haga  sacar  las  co- 
pias á  que  se  refieren  los  artículos  220  y  221 
no  lo  hiciere  dentro  del  plazo  que  se  le  señak 
al  efecto,  podrá  el  Tribunal  que  concedió  la 
apelación,  declararla  desierta,  sin  más  trá- 
mite. 

Concluye  diciendo  que,  solo  para  no  esta- 
blecer precedente,  observará  que  la  sentencia 
de  segunda  instancia  no  está  notificada  á  las 
partes  con  arreglo  á  derecho,  pues  lo  ha  sido 
por  el  estado,  contraviniéndose  así  á  lo  dis- 
puesto en  el  título  VI  del  libro  1^  del  recorda- 
do Código,  que  ordena  notificar  la  sentencia 
definitiva,  personalmente  ó  por  cédula. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  las  causales  motivadas  en  la  infrac- 
ción de  los  artículos  166,  503,  508,  500,  510, 
511  y  512  del  Código  Civil,  suponiéndolas 
efectivas,  habrían  incidido  en  el  juicio  ejecuti* 
vo  y,  por  consiguiente,  debieron  hacerse  valer 
en  ese  juicio,  interponiendo  al  efecto  contra  la 
sentencia  que  lo  definió,  los  recursos  que  hu- 
bieran sido  procedentes; 

2'  Que  el  recurrente  fué  citado  debidamente 
para  oir  sentencia,  pues  fué  notificado  del  de- 
creto de  autos,  que  importa  la  citación  para 
sentencia,  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo 
53  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  confor- 
á  lo  prescripto  en  el  artículo  446  del  mismo 
Código; 

3^  Que  la  sentencia  de  segunda  instancia  se 
pronunció  sobre  las  tres  apelaciones  interpues- 
tas por  el  recurrente,  como  aparece  en  el  pri- 
mero y  segundo  acápite  de  dicha  sentencia; 

4>^  Que  la  notificación  del  decreto  "concédese 
el  recurso",  con  el  cual  se  provee  la  apelación 
deducida  por  la  parte,  es  emplazamiento  bas- 
tante para  que  el  interesado  ocurra  ante  el  tri- . 
bunal  superior  á  seguir  el  recurso; 

5^  Que  el  recurrente  no  expresa  cuáles  son 
las  apelaciones  respecto  de  las  cnales  no  se 
sacaron  oportunamente  las  coplas,  ní  supo- 
niendo efectivo  el  hecho,  expresa  tampoco  que 
se  hubiera  pedido  que  se  declararan  denertaa 
las  apelaciones  por  la  no  expedición  de  las  co- 
pias dentro  del  plazo  fijado  al  efecto;  y 
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6^  Que  la  falta  de  notificación  de  la  senten- 
cia  recurrida  no  es  vidoqne  impórtela  nulidad 
de  la  misma,  qae  aparece  por  lo  demás  pro- 
nnnciada  en  debida  forma;  á  lo  mal  se  a^ega 
qae  la  parte  recurrente  debe  entenderse  notifi- 
cada de  ella,  conforme  &  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 68  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
ya  que  ha  hecho  posteriormente  jestiones  que 
suponen  el  conocimiento  de  dicha  sentencia. 

Visto  además,  lo  prevenido  en  el  artículo 
978  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma deducido  contra  la  sentencia  de  12  de  sep- 
tiembre último.  Pásense  loa  antecedentes  al 
Tribunal  Pleno  para  que  provea  loque  corres- 
ponda respecto  del  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Sarivedra. 
Leopoldo  Ürrutia.—Galvarítto  Gallardo.  ~-V. 
AguitTc  V —Abel Suavedra. 


Caá.  CÍV.—2  de  junio  de  1905 
Aros  con  Silva 

Oita  de  la  ley  infMngrlda.— Cita  eqol- 
yooada.  —  Fresunolones.  —  Aprecia  • 
olón  de  lOB  heohoB- 

Doctrina: — La  alegación  genérica  de 
haberse  infringido  tctdtjs  Itia  preceptos  le- 
gales en  que  se  funda  la  demanda  y  la  ex- 
presión de  agravios,  es  inaceptable  para 
fundar  ei  recurso  de  casación,  pues  debe 
hacerse  mención  expresa  y  determinada 
de  la  ley  ó  leyes  infringidas. 

Aunque,  por  referirse  á  materia  ente- 
ramente extraña  á  las  cuestiones  discuti- 
das en  el  juicio,  el  artícalocitado  como  in- 
fringido y  que  por  lo  mismo  no  es  citado 
en  la  sentencia  recurrida,  es  de  suponer 
que  el  recurrente  ha  cometido  un  error  de 
cita,  no  habiendo  subsanado  tal  error  el 


Tribunal  Sapremo,  no  puedehacer  varui' 
ción  alguna  en  el  recurso. 

No  es  procedente  el  recurso  fundado  en 
que  el  Tribunal  ha  dado  por  probado  un 
hecho  por  presunción  desde  que  al  apre- 
ciar los  hechos  obra  dentro  <k  sus  facul- 
tades privativas. 


En  la  ejecución  por  cobro  de  $  2.300,  inicia- 
da contra  don  Pedro  Aros  Pacheco  ante  ano 
de  los  juzgados  de  letras  de  Valparaíso,  por 
don  Justo  Pacífico  Silva,  en  su  condición  de 
marido  de  dona  Tránsito  Canales,  se  dió  por 
reconocido,  en  rebeldía  del  deudor,  el  saldo  de 
la  cuenta  qne  servía  de  base  á  la  demanda  eje- 
cativa,  y  se  despachó  mandamiento  de  embar- 
go, librándose  después  en  su  contra  sentencia 
de  trance  y  remate,  por  no  haber  tampoco 
opuesto  excepriones  dentro  del  término  legal. 

La  propiedad  embargada  que  consistía  en 
unos  edificios  construidos  en  terreno  ajeno,  se 
adjudicó  en  el  transcurso  de  la  cansa  al  acreedor 
ejecutatite,  apesar  de  la  oposición  de  Aros  Pa- 
checo, quien  hizo  presente  que  dicha  propiedad 
debía  serle  entregada  y  dársele  cuenta  por  el 
depositario  de  sus  producidos  durante  el  em- 
bargo, porque  en  el  concurso  voluntario  for- 
mndoásus  bienes,  lamayoriade  susacreedores 
lo  había  favorerido,  en  virtud  de  un  convenio 
que  obligaba  también  a  lejecutante,  con  una 
espera  de  diez  años  para  el  pago  íntegro  de  sus 
acreedores. 

Por  tal  motivo  y  por  otras  irregularidades 
que,  en  concepto  de  Aros  Pacheco,  se  habían 
cometido  en  el  juicioefecutivo,  interpuso  aquel 
la  demanda  contra  Silva  en  la  que  dice: 

Que  don  Justo  Pacífico  Silva  le  cobró  ejecu- 
tivamente en  el  primer  Juzgado  una  cuenta 
por  valor  de  $  2.300,  que  se  hacía  provenirde 
dinero  facilitado  para  la  construcción  de  unos 
edificios,  por  la  mujer  de  Sitra*  doña  Tránsi- 
to Canales; 

Que  semejante  deuda  era  lalsa  y  sólo  había 
existido  una  de  $  940,  que  tampoco  era  tal 
deuda  en  realidad,  pues  con  el  fin  de  salvar  á 
la  Canales,  que  había  ^lerdido  un  dinero  de 
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ese  monto,  había  consentido  en  aparecer  como 
qne  ella  le  hnbia  prestado  dichos  $  940;  y  que 
además,  la  mujer  casada  no  podía  contratar, 
y  aún  pudiéndolo,  el  contrato  debía  constar 
por  escrito; 

Que  aquella  supuesta  deuda  de  $  2.300,  fué, 
no  obstante,  declarada  reconocida  en  su  re- 
beldía, mediante  una  estratajema  de  qne  se 
había  valido  Silva  auxiliado  por  don-Tristán 
Nieto,  estratajema  que  había  dado  por  resul- 
tado impedir  su  comparecencia  al  Tribunal  el 
día  señalado  para  el  reconocimiento; 

Que  continuada  la  ejecución  se  habían  ad- 
judicado á  Silva  los  edifícioB  embargados;  ad- 
judicación que  era  nula  por  haberse  violado 
en  el  litigio  1a^  fórmulas  del  enjuiciamiento; 
pues  se  había  despachado  el  mandamiento  sin 
estar  ejecutoriado  el  auto  que  había  declara- 
do reconocida  la  cuenta  en  rebeldía,  lo  que 
hacía  que  no  hubiera  título  ejecutivo.  Que  no 
se  hab^  aguardado  tampoco  á  que  se  definie- 
ran varias  apelaciones  otorgadas  en  lo  devo. 
lutivo;  y  que  la  adjudicación  se  había  efectua- 
do apesar  de  haber  pendiente  una  tercería 
de  prelación  de  don  Juan  de  Dios  Pozo  y  las 
proposiciones  de  convenio  y  cesión  subsidia- 
ria de  bienes  que  el  exponente  había  hecho  á 
sus  acreedores; 

Que  la  deudahabía  prescripto  pomo  haber- 
se cobrado  «no  más  de  dos  aííos  después  de  la 
construcción  de  los  edificios; 

Que  el  depositario  de  la  ejecución  había  per- 
cibido indebidamente,  desde  agcwto  de  1901, 
los  alquileres  de  $  125  mensuales  y  deducidos 
$  50  mensuales,  qne  había  que  pagar  por  el 
piso,  lo  restante,  ascendente  á  $  900,  habría 
bastado  para  cancelar  los  940  referidos; 

Qne  en  tal  virtud  demandaba  á  don  Justo 
Pacífico  Silva  para  que  se  declarara:  1^  qne 
era  falsa  y  nula  la  deuda  de  $  2.300;  2^  que 
en  la  hipótesis  de  deberla  en  todo  6  parte, 
había  prescripto;  3^  que  reputándosela  vigente 
6  existente,  estaría  pagada  con  los  cánones 
de  arrendamiento;  4^  que  era  nula  la  adjudi- 
cación de  los  edificios,  los  cuales  deMan  serle 
entregados  dentro  de  veinticuatro  horas,  con 
más  las  sumas  percibidas  por  arrendamien- 
tos, deducido  el  cánon  del  piso;  5^  que  debía 
abonarle  dentro  de  tercero  día,  por  indemni- 
lación  de  petjuícios,  la  suma  de  $  6.000  ó  la 


que  el  Juzgado  regulara,  oyendo  previamente 
fi  un  perito;  y  6^  que  deMa  abonarle  intereses 
legales  pqr  los  alquileres  percibidos  y  las  cos- 
tas del  juicio. 

Don  Justo  Pacífico  Silva,  contestando  la 
demanda,  pidió  que  fuera  rechazada  y  alegó 
qne  él  había  ratificado  el  mutuo  pactado  por 
su  mujer;  que  el  término  de  la  prescripción 
era  de  diez  ó  de  veinte  años  y  Aros  Pacheco 
la  había  renunciado  por  no  haberla  invocado 
en  el  juicio  ejecutivo.  Que  la  tercería  había 
sido  desestimada  y  no  era  obstáculo  para  la 
adjudicación  y  todavía  versaba  sobre  edifí. 
dos  distintos;  y  que  el  mandamiento  de  em- 
bargo debía  despacharse  tan  luego  como  se 
diera  por  reconocida  ta  deuda.  Por  lo  demás, 
terminó  desconociendo  los  fundamentos  de  la 
acción  deducida  en  su  contra,  por  inexactos  é 
inadmisibles. 

Previa  la  tramitación  correspondiente,  se 
expidió  por  el  Juez  de  la  cansa  la  aentenda 
de  20  de  febrero  de  1904,  en  la  que  se  dese- 
chó la  demanda  de  Aros  Pacheco,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698  del  Có- 
digo Civil  y  151  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  y  teniendo  además  presente  las  conside* 
raciones  siguientes: 

1^  Que  no  se  ha  prohado  la  falsedad  de  la 
deuda  ni  algún  antecedente  legal  que  hiciera 
ineficaz  la  confesión  de  ella,  declarada  en  re- 
beldía; 

2*  Que  la  prescripción  alegada  que  es  la  del 
artículo  2522  del  Código  Civil,  no  guarda  re- 
lación alguna  con  los  elementos  que  para 
constituirla  señala  ese  mismo  artículo; 

3*  Que  lo  relativo  A  los  alquileres  percibi- 
dos por  el  depositario  es  materia  de  la  rendi- 
dón  de  cuentas  de  éste  y  de  las  imputaciones 
de  pago  qne  se  hagan  en  el  juicio  gecutivo,  al 
liquidarse  la  deuda; 

4*  Que  la  pretendida  nulidad  de  la  adjudica- 
ción por  la  coexistencia  de  una  tercería,  in- 
cumbiría hacerla  vakr  solo  al  respectivo  ter- 
cerista; 

5*  Que,  según  se  vé  del  expediente  ejecu- 
tivo, mandados  adjudicar  los  edificios  con 
citación,  la  opoúcíón  que  el  deudor  dedujo 
fué  desechada  por  fallo  que  cansó  gecuto- 
ría,  y  como  después  se  hiciera  mérito  de  las 
propoóciones  de  convenio  y  cenón  de  bienes 
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subsidiaria  que  ahora  se  invocan,  fué  desecha- 
da igualmente  la  nueva  oponción  y  se  reputó 
Consumada  la  ejecución,  todo  lo  cuaj  manifies- 
ta que  la  litis  sobre  este  punto  quedó  ya.  defi- 
nida en  dicho  juicio; 

6^  Que  las  irregularidades  que  se  suponen 
verificadas  en  la  ejecución  no  son  tales  y,  en 
todo  caso,  debieron  hacerse  valer  en  ella;  y 

7*  Que  deseptimándose  los  antecedentes 
fundamentales  de  la  demanda,  no  proceden 
sus  peticiones  6*  y  6*,  que  son  consecuencia 
de  esos  antecedentes. 

La  parte  de  Aros  Pacheco  se  alzó  de  esta 
sentencia,  y  la  Corte  de  Apelaciones  de  Val- 
paraíso, después  de  pronunciarse  sobre  otras 
apelaciones  deducidas  por  la  misma  parte  en 
el  cuaderno  gecutivo,  y  de  haber  confirmado 
las  resoluciones  reclamadas,  confirmó  también 
en  todas  sus  partes,  la  predicha  sentencia. 

Contra  este  último  fallo,  expedido  el  11  de 
septiembre  de  1904,  interpuso  Aros  Pacheco 
los  recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el 
fondo,  y  habiendo  sido  desechado  el  primero, 
se  continuó  en  la  tramitación  del  segundo,  que 
el  recurrente  formalizó  y  fundó  en  los  siguien- 
tes términos: 

"Se  han  infringido  todos  los  preceptos  lega- 
les en  que  fundo  mi  demanda  y  mi  expresión 
de  agravios  y  especialmente  el  artículo  698 
del  Código  Civil  y  los  artículos  330  y  428  del 
Código  de  Procedimiento  Civil.  Con  efecto, 
mi  demanda  está  probada  ámpHamente  con 
prueba  testimonial,  confesión  en  absolución 
de  posiciones,  y  con  el  expediente  de  proposi- 
ciones de  convenio,  en  subsidio,  cesión  de  bie- 
nes, y  con  el  expediente  ejecutivo  que  ha  servi- 
do de  fundamento  para  confirmar  la  senten- 
cia de  primera  instancia." 

La  Corte: 

Considerando: 

1'  Que  en  la  resolución  del  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  deducido  por  Aros  Pacheco, 
sólo  puede  tomarse  en  cuenta  la  infracción  de 
los  artículos  698  del  Código  Civil  y  330  y 
428  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  únicos 
que  cita  el  recurrente  en  el  escrito  en  que  lo 
formalizó;  pues  aunque  allí  también  sostiene 
que  en  la  sentencia  recurridase  han  infringido 


todos  los  preceptos  legales  en  que  funda  su 
demanda  y  su  expresión  de  agravios,  tal  ale- 
gación es  genérica  y  por  lo  mismo,  inacepta- 
ble, ya  que  la  ley  exige  como  requisito  esencial 
para  que  pueda  ser  admitido  un  recurso  de 
este  género,  que  la  parte  que  lo  interpone  ha- 
ga mención  expresa  y  determinada  de  la  ley 
ó  leyes  infringidas; 

2'>  Que  el  precepto  del  artículo  698  del  Có- 
digo Ci  TÍ1,  invocado  por  el  recurrente,  se  refie- 
re á  la  manera  de  efectuar  la  tradición  de  un 
derecho  de  servidumbre,  materia,  como  se  vé, 
enteramente  extraña  á  las  cnestionra  discuti- 
das en  el  juicio  y  resueltas  en  la  sentencia  re- 
currida; por  lo  cual  la  Corte  sentenciadora, 
que  no  ha  citado  ni  aplicado  gn  su  fallo  dicho 
precepto,  no  ha  podido  tampoco  infringirlo; 
y,  aun  cuando  la  manifiesta  incongruenda  en- 
tre la  disposición  invocada  y  las  cuestiones  re- 
sueltas por  los  jueces  del  fondo,  hace  suponer 
que  talvez  el  recurrente  ha  cometido  un  error 
de  cita,  ese  error  no  ha  sido  subsanado  en 
tiempo,  y  este  Tribunal  tiene  que  limitarse  á 
considerar  el  recurso  tal  como  aparece  inter- 
puesto, sin  que  puedajiacer  en  él  variaaón  de 
ningún  género; 

3^  Que  en  la  sentencia  recurrida  no' existe 
disposición  ó  declaración  alguna  contraria  á 
lo  que  establece  el  artículo  330  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  que  sólo  contiene  la  enu- 
meración de  los  distintos  medios  de  prueba 
de  que  puede  hacerse  uso  en  un  juicio;  ni  con- 
traria tampoco  á  lo  ordenado  en  el  artículo 
428  del  mismo  Código,  que  determina  el  valor 
probatorio  de  las  presunciones  y  manda  que 
éstas  se  rijan  por  las  disposiciones  del  artícu- 
lo 1712  del  Código  Civil;  á  lo  que  se  agrega 
que  sí  se  hace  consistir  la  infracción  de  esos 
preceptos  legales  en  que  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Valparaíso  estimó  insuficiente  la  prue- 
ba rendida  por  Aros  Pacheco  para  justificar 
su  demanda,  semejante  estimación  no  puede 
servir  de  base  á  un  recurso  de  casación;  por- 
que se  refiere  á  la  apreciación  de  los  hechos 
de  la  cansa,  materia  que  es  de  la  exchisi- 
va  incumbencia  del  Tribunal  sentenciador  y 
que  no  está,  por  lo  mismo,  sujeta  á  la  revi- 
sión de  un  Tribunal  superior: 

Por  estos  fundamentos  y  visto  además  lo 
prevenido  en  los  artículos  945,  948,  958,  977 
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y  973  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  de  que  más  arriba  se  ba  hecho  mé- 
rito, sin  costas  por  litigar  el  recurrente  Aros 
Pacheco  con  privilegio  de  pobreza. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Póster 
Recabárren.— F.  Aguitre  V.—Joaé  Alfonso.— 
Leopoldo  Urrutia.—J.  Gabriel  PalmaGazmén. 
-^Gabriel  Gaete.— Leoncio  Rodrignex.—Cárlos 
Varas.— Abet  Saavedra.—E.  Fóster  Recabé- 
rren* 


acción  entablada,  hace  también  ¡a  sen- 
tencia correcta  aplicación  del  artículo 
1698  deí  Código  Civil. 


Cas.  Civ  27  tic  junio  de  1905 

Miquel  y  Cabieses  con  Pisco 

Mandato;  oomlslón  del  Presidente  de 
la  RepübUoa. -Inversión  de  los  di- 
neros fiscales.  -  Prueba. 

DocfTKiSA-.—BI  Gobierno  como  institu- 
ción encargada  de  la  recaudación  é  in- 
versión de  sus  rentas,  obra  con  sajedóná 
las  leyes  que  lo  organizan,  debiendo,  por 
lo  tanto,  ajustarse  á  las  reglas  y  precep- 
tos que  establecen  ¡os  Códigos  fundamen- 
tales y  orgánicos  del  Estado;  y  pudiendo 
solo  afectar  á  los  intereses  del  Fisco  los 
gastos  de  ¡a  administración  que  sehallen 
expresamente  autorizados  por  la  ley.  En 
consecuencia,  no  viola  sino  que  aplica  de- 
bidamente los  artículos  28  número  4^,  73 
número  12 y  146  de  la  Constitución,  la 
sentencia  que  rechaza  la  demanda  sobre 
pago  de  un  honorario  por  servicios  pres' 
tados  en  virtud  de  una  comisión  con&~ 
rida  por  el  Presidente  de  la  República  sin 
estar  autorizado  por  la  ley  el  gasto  que 
ella  demande. 

Al  decidir  que  carece  de  base  legal  la 


Don  Ramón  Miquel  y  don  Ricardo  Cabieses 
demandaron  al  Pisco  para  que  se  declarara  que 
debía  pagarles,  al  primero  la  cantidad  de 
$  6.000  y  de  $  5.000  al  segundo,  como  hono- 
rario por  el  desempeño  de  una  comiaón  que 
les  fué  encomendada  por  el  Ministerio  de  la 
Guerra  para  informar  acerca  de  un  proyecto 
de  Código  Penal  Militar»  redactado  por  don 
Pedro  Nolasco  Préndez. 

La  sentencia  de  primera  instancia  de  28  de 
abril  del903,dió  lugar  á  la  demandaen  cnan- 
to el  Fisco  debía  pagar,  como  honorario  por 
los  servicios  mencionados,  á  Miquel  $  5.000 
y  á  Cabieses  $  4.000;  pero  revisada  en  apela- 
ción dicha  sentencia  por  una  de  las  salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  fué  revocada 
en  9  de  diciembre  de  1903,  declarándose  ab- 
suelto  al  Pisco  de  la  demanda  (1). 

Los  demandantes  dedujeron  contra  esta 
sentencia  de  la  Corte  el  recurso  de  casación  en 
el  fondo. 

Sostienen  que  los  preceptos  eonstitucióna- 
les  en  que  se  apoya  la  sentencia  no  han  sido 
bien  aplicados,  y  que  edta  errada  aplicación 
ha  influido  en  su  parte  dispositiva. 

La  sentencia  no  desconoce  la  efectividad  del 
mandato  conferido,  ni  que  este  contrato  sea 
de  por  sí  oneroso  ni  que  se  haya  cumplido  sa- 
tisfactoriamente, y  con  todo  afirma,  fundada 
en  lo  prescripto  en  los  artículos  73  número  12, 
146  y  28  número  4'  de  la  Constitución,  que  el 
acto  ejecutado  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica al  contratar  con  los  demandantes,  im- 
porta inversión  de  rentas  públicas,  para  lo 
cual  se  requiere laautorización  expresa  de  una 
ley,  cuya  existencia  no  se  ha  probado,  y  por 
lo  tanto  el  acto  es  nnlo  y  noimpone  responsa- 
bilidad. 

Esta  doctrina  es  inaceptable,  ya  que  se  trata 
de  un  acto  administrativo  y  no  financiero,  cje- 

(1)  EatitR  Bsutenoias  se  publicsn  eo  la  págiua 
189,  P.  n  df  1  tomo  I  de  esta  Beviita. 
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cutado  por  el  Presidente  de  la  Kepública, 
siendo  de  la  índole  de  los  actos  de  finanzas 
propender  únicamente  á  la  recaudación  é  in- 
versión de  fondos. 

El  Presidente  no  decretó  el  pago  por  falta 
de  fondos;  pero  la  justicia  ordinaria  no  tiene 
nada  que  tct  con  esa  excusa.  Jamás  la  insol- 
vencia del  deudor  ha  sido  causa  legal  bastante 
para  declarar  extinguida  su  obligación.  Según 
el  número  2^  del  artículo  14  de  la  ley  de  16  de 
septiembre  de  1884,  los  pagos  decretados  por 
sentencias  judiciales  deben  imputarse  á  los 
presupuestos,  aunque  excedan  los  ítem  ó  par- 
tidas &  que  se  cargan. 

No  se  discute  un  decreto  de  pago,  sino  un 
contrato  celebrado  en  virtud  de  las  atribucio- 
nes de  administración  que  confieren  al  Presi- 
dente de  la  República  los  artículos  50  y  72  de 
la  Carta  fundamental. 

Al  ejecutar  un  acto  de  administración,  el 
mandatario  público  no  difiere  del  mandatario 
particular;  geí<tiona  los  intereses  de  su  comi- 
tente sin  ejercer  autoridad,  creando  entre  el 
Fisco  y  los  particulares,  derechos  y  obligacio- 
nes civiles  correlativas. 

Por  la  inversa,  los  actos  de  autoridad  im- 
portan siempre  una  restricción  de  la  libertad 
de  los  ciudadanos  subordinados  á  los  poderes 
públicos. 

Así  Ec  comprende  que  el  artículo  151  de  la 
Constitución  declare,  en  garantía  de  los  dere- 
chos individuales,  que  ninguna  magistratura 
podrá  arrogarse  más  derechos  que  los  que 
una  ley  expresa  le  confiera. 

Tratándose  de  los  actos  administrativos  de 
un  mandatario  público,  éste  debe  por  regla 
general  tener  todas  las  atribuciones  que  espe- 
cialmente no  se  le  veden,  que  sean  conducen- 
tes al  desempeño  de  su  cometido,  lo  que  cons- 
tituye una  garantía  para  el  particular  que 
con  él  contrata,  cuyo  derecho  no  puede  ser 
denegado  en  virtud  de  lo  prescrípto  en  el  cita- 
do artículo  151. 

Sí  cada  acto  administrativo  del  Presidente 
de  la  República  hubiese  de  requerir  la  autori- 
zación de  una  ley  especial,  la  administración 
sería  prácticamente  imporible;  y  por  eso  la 
Constitución  no  ha  enumerado  los  actos  que 
el  Presidente  puede  ejecutar  como  mandata- 
rio administrativo,  sino  los  actos  que  sólo 


puede  verificar  autorizado  expresamente  por 

una  ley. 

A  mayor  abundamiento,  cabe  observar  que 
el  acto  de  contratar  los  servicios  de  personas 
técnicas  para  la  preparación  de  un  Código,  es 
un  deber  del  Presidente  de  la  República,  al 
cual  la  Constitución  en  sus  artículos  31  y  73 
número  1^  asignaun  importante  rolen  la  pre^ 
paración  de  las  leyes. 

Aceptada  en  hipótesis  la  falta  de  facultad 
para  llevar  á  efecto  el  acto,  ello  no  sería  cau- 
sal de  nulidad,  porque  tal  sanción  no  corres- 
ponde á  los  actos  legales  de  los  poderes  públi- 
cos, cuando  crean  derechos  civiles  en  favor  de 
particulares. 

Tal  nulidad  es  inesplicable  á  la  luz  de  las 
disposiciones  de  los  artículos  73  y  84  de  la 
Constitución,  que  hacen  responsable  al  Presi- 
dente y  á  los  Ministros  por  infracción  de  la 
Constitución  y  de  las  leyes;  encontrándose  el 
fundamento  de  esta  responsabilidad  en  los 
perjuicios  que  los  actos  ilegales  ocasionan  al 
Estado,  y  es  obvio  que  este  daño  no  podría 
existir  si  los  actos  hubieran  de  ser  anulados. 

Además,  el  particular  qne^  al  contratar  con 
un  funcionario  público,  se  engaña  acerca  de 
los  poderes  de  éste,  sufre  un  error  de  los  lla- 
mados públicos  y  comunes,  que  siempre  tie- 
nen excusa  y  no  pueden  ser  fuente  de  un  per- 
juicio. 

En  cuanto  á  las  facultades  de  un  poder  pú- 
blico para  anular  los  actos  de  otro  poder  pú- 
blico, es  principio  elemental  la  independencia 
absoluta  de  cada  uno  de  los  poderes  del  Esta- 
do; y  que  cada  vez  que  un  Tribunal  declara  la 
nulidad  de  actos  del  Ejecutivo,  infringe  abier- 
tamente el  artículo  151  de  la  Constitución. 

Supuesta  procedente  la  nulidad  y  la  compe- 
tencia de  los  Tribunales,  debe  entonces  obser- 
varse la  prescripción  del  articulo  1687  del  Có- 
digo Civil,  que  atribuye  como  efecto  á  la  nu- 
lidad el  derecho  de  las  partes  para  ser  resti- 
tuidas al  mismo  estado  en  que  se  hallarían  si 
no  hubiese  existido  el  acto  ó  contrato  nulo;  y 
en  el  caso  presente  la  única  manera  de  indem- 
nizar á  los  mandatarios  consiste  en  remune- 
rarlos. 

Por  parte  del  Pisco  se  ha  contestado: 
Es  evidentemente  errada  la  interpretación 
que  se  dá  á  los  artícnlos  50  y  72  de  la  Consti- 
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tación,  que  atribuyen  al  Presidente  de  la  Re- 
pública la  administración  y  gobierno  del  Esta- 
do, sosteniéndose  que  en  materia  de  actos  ad- 
ministratiToa  puede  el  Presidente  hacer  todo 
lo  que  especialmente  no  se  le  prohiba,  á  dife- 
rencia de  lo  que  ocurre  en  los  actos  guberna- 
tivos en  que  el  mismo  funcionario  interviene, 
no  como  gestor,  sino  como  autoridad,  en  cuyo 
caso  sólo  tiene  las  atribuciones  que  expresa- 
mente le  confieren  las  leyes. 

Los  antecedentes  del  asunto  ponen  de  ma- 
nifiesto que  los  demandantes  fueron  designa- 
dos para  el  desempeño  de  una  comisión  ad- 
honorem. 

Todo  gravamen  al  erario  nacional  debe  te* 
ner  su  origen  y  fundamento  en  una  ley  que  lo 
imponga.  Los  decretos  que  al  efecto  se  dicten 
pueden  servir  de  base  á  la  ley,  explicando  y 
detallando  lo  qneésta  haya  consignado  como 
regla,  pero  sin  separarse  ní  prescindir  de 
ella. 

La  responsabilidad  del  Fisco,  dentro  de 
nuestro  régimen  legal,  no  puede  reputarse 
comprometida  sino  en  cuanto  emana  de  obli- 
gadones  autorisadas  por  una  ley  á  la  cual 
haya  de  imputarse  el  pago,  conclusión  á  que 
se  llega  en  este  juicio,  tanto  por  sns  antece- 
dentes, que  revelan  que  se  ha  conferido  una 
comisión  gratuita,  cuanto  porque  sólo  en  vir- 
tud de  una  ley  se  pueden  fijarlos  gastos  de  ad- 
ministración, contraer  deudas  6  reconocer  las 
contrfddas  y  asignar  fondos  para  cubrirlas. 

Como  sanción  de  este  precepto,  se  establece 
que  ningún  pago  se  admitirá  en  cuenta  á  las 
Tesorerías  del  Bstadostnoae  hiciere  en  virtud 
de  un  decreto  en  que  se  exprese  la  ley,  ó  la 
parte  del  presupuesto  aprobado  por  las  Cá- 
maros en  que  se  autorice  el  gasto. 

La  Comisión  para  informar  sobre  un  pro- 
yecto de  Código  Penal  Militar  fué  realmente 
recomendada  á  los  demandantes,  y  dMempet 
nada  por  ellos.  Bstos  creen  que  el  trabajo  que 
Ies  ha  impuesto  esa  comisión  debe  serles  le- 
mnnerado,  lo  que  niega  el  representante  del 
Pisco,  quien  sostiene  que  se  trata  de  una  co- 
misión gratuita,  la  cual,  noestando  autoriza- 
da por  una  ley,  en  ningún  caso  compromete- 
ría la  responsabilidad  fiscal. 

Con  el  informe  del  señor  Ministro  á  quien 
correspondió  dictaminar  en  el  recorso. 
sDntuu 


La  Corte: 

Considerando; 

l''  Que  la  demanda,  origen  de  este  pleito, 
entablada  por  don  Ramón  Miquel  y  don  Ri- 
cardo Cabieses  ha  tenido  por-  objeto  obligar 
al  Fisco  á  que  Ies  pague  la  remuneración  que 
según  ellos  les  corresponde  por  haber  infoz^ 
mado  acerca  de  un  proyecto  de  Código  Penal 
Militar,  en  cumplimiento  de  la  comisión  que 
á  ese  fin  les  fué  encomendada  por  el  Ministe- 
rio de  la  Guerra; 

2'  Que,  conforme  al  sistema  de  administra- 
ción de  los  bienes  y  derechos  del  Fisco,  esta- 
blecido por  los  Códigos  fundamentales  y  or- 
gánicos del  Estado,  el  Gobierno,  como  insti- 
tución encargada  de  la  recaudación  é  inver- 
sión de  sus  rentas,  obra  con  sujeción  á  las 
leyes  que  lo  organizan,  que  señalan  sus  atri- 
buciones, regulan  sus  actos,  y  fijan  la  natura- 
leza, extensión  y  alcance  de  sus  facultades,  de- 
biendo, por  lo  tanto,  ajustarse  para  ejercerlas 
á  las  reglas  y  preceptos  qne  dichos  Códigos 
establecen; 

3^  Que  entre  esas  prescripciones  fignran  » 
primer  término  la  contenida  en  el  número  12 
del  artículo  82  de  la  Constitución  Política  del 
Estado  que  dispone  que  es  atribución  espedal 
del  Presidente  de  la  República  cuidar  de  la  re- 
caudación de  las  rentas  públicas,  y  decretar 
su  inversión  con  arreglo  á  la  ley,  la  qne  se 
consigna  en  el  número  4'  del  artículo  37  de 
la  citada  Constitución  qne  estatuye  que  solo 
en  virtud  de  una  ley  se  puede  contraer  dendas, 
reconocer  las  contraídas  hasta  el  día,  y  desig- 
nar fondos  para  cubrirlas;  la  del  número  2^ 
de  este  último  articulo  que  prescribe  que  solo 
una  ley  puede  fijar  los  gastos  de  la  adminis- 
tración pública,  preceptuando  á  este  -efecto, 
la  ley  número  2281  de  16  de  septiembre  de 
1884,  que  esa  ley  es  la  de  Presupuestos;  que 
los  gastos  se  clasificarán  según  su  naturaleza 
en  fijos,  variables  y  autorizados  por  lejres  es- 
peciales, y  que  las  partidas  concernientes  á 
esta  última  categoría  de  gastos  deberán  de- 
signar las  leyes  que  los  autorizan,  el  monto 
de  la  autorización  y  lo  que  queda  por  inver- 
tirse; y,  por  último,  el  precepto  del  artículo 
165  de  la  misma  Constitución  Política  que 
ordena  qne  no  se  admitirá  en  cuenta  á  las  Te- 
jo 


Digitized  by 


Google 


374 


SECUNDA  PAKTK.— SECCIÓN  PRnfBRA 


sorerías  del  Estado,  nin^n  gasto  que  no  se 
hiciere  á  virtud  de  un  decreto  en  que  se  expre- 
se la  ley  ñ  la  parte  de)  presupuesto  aprobado 
por  las  Cámaras  que  autoriza  aquel  gasto, 
decreto  que»  según  elartíctilo  12  de  la  mencio- 
nada ley  de  16  de  septiembre,  del»  hallarse 
en  el  caso  de  gastos  autorizados  por  leyes  es- 
peciales, firmado  por  el  Presidente  de  In  Repú- 
blica y  el  Ministro  del  ramo  y  refrendado  ade- 
más por  el  Ministro  de  Hacienda; 

4^  Que  como  deducción  forzosa  de  las  re- 
glas que  las  citadas  disposiciones  constitu- 
cionales y  legales  consagran  sdlo  pueden  afec- 
tar á  los  intereses  del  Fifrco  los  gastos  de  ad- 
ministración que  se  hallen  expresamente  au- 
torizados poruña  ley.y  ordenada  su  ejecución 
por  un  decreto  del  Presidente  de  la  República, 
firmado  por  el  Ministro  del  Departamento 
respectivo  y  refrendado  por  el  de  Hacienda, 
que  cite  la  ley  relativa  al  gasto  ó  al  reconoci- 
miento de  una  deuda  contraída,  ó  la  corres- 
pondiente partida  de  Presupuesto  aprobada 
por  el  Congreso; 

5^  Que  el  fallo  que  se  impugna  de  casación, 
al  absolver  al  Fisco  de  lademanda  por  no  ha- 
llarse autorizados  por  ley  alguna  vigente  los 
servicios  cuyo  pago  se  reclama,  ni  concurrir 
los  demás  requisitos  jurídicaniente  indispen- 
sables para  que  pueda  adquirir  validez  y  efi- 
cacia legal  dicho  gasto,  no  contravino  á  las 
leyes  citadas  en  ese  concepto  por  los  recurren- 
tes, sino  que,  al  contrarío,  se  ajusta  en  su  de- 
claración á  lo  dispositivo  de  ellas  ya,  se  atien- 
da á  la  intendóü  6  espíritu  de  tales  preceptos, 
K  mire  á  m  tenor  literal;  pnce  no  «dlow 


trata  en  el  casó  de  este  litigio,  de  "un  acto  ad- 
ministrativo y  no  financiero"  del  Gobierno  de 
la  República,  como  lo  sostiene  el  recurso,  sino 
también  de  una  función  puramente  ejecutiva 
ó  de  mera  aplicación  y  cumplimiento  de  las 
leyes; 

6^  Que  lejos  de  violar  la  sentencia  recurrida 
el  artículo  1698  del  Código  Civil,  que  se  adu- 
ce como  último  motivo  del  recurso,  aparece 
arreglado  dicho  fallo  á  los  términos  de  estn 
prescripción,  puesto  que  <tl  decidir  la  Saín  juz- 
gadora que  carece  de  base  legal  la  acción  in- 
tentada por  los  demandantes,  ha  hecho  recta 
aplicación  del  precepto  de  dicho  artículo  que 
estatuye  que  la  prueba  de  las  obligaciones  in- 
cumbe al  que  las  alega. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  &  las 
leyes  que  en  ellas  se  citan  y  á  lo  dispuesto  por 
los  artículos  81,  82,  número  2^  y  86  de  la  ex- 
presada Constitución  Política  del  Estado,  y 
940,  900  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declarn  que  no  ha  lugar  al  recurso  de 
casación  en  el  fondo  inter¡)uesto  contra  la 
sentencia  de  9  de  diciembre  de  1903,  por  don 
Ricardo  Cabieses  y  don  Ramón  Miqnel,  á 
quienes  se  condena  á  la  pérdida  á  beneficio 
fiscal,  de)  depósito  á  que  w  refiere  la  boleta 
signada  con  el  número  157  de  fecha  14  de  di- 
ciembre de  1903. — Comuniqúese  al  Tribunal  de 
Cuentas  y  á  la  Tesorería  Fiscal  de  Santiago. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  León* 
ció  Rodríguez.  —  V.  Agnríre   V.— Leopoldo 

Ürrutia.—J.  Gabriel  Palma  Gaxmán  Gabriel 

Gaete^—Leoaeio  RodrígaeM.-~-Abel  Saavedrm, 
—B.  fóattr  Steabama. 
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SECCIÓN  PRIMERA 
CORTE  SUPREMA 


Cas.  ea  la  forma,— 27  de  marzo  de  1906 
Noches  con  Fríck 

Oasaolón  de  oflolo-  -  Falta  de  reaolu- 
olón  de  la  ouestlón  controvertida. 

Doctrina:— Bs  nula  la.  aenteneia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  que  se  pronuncia 
sobre  ana  sentencia  de  primera  instancia 
diversa  de  la  que  le  está  sometida  en 
grado  de  apelación. 


Doña  Joaquina  Noches  t,  de  Vergara,  de- 
mandando :an  te  el  Juzgado  de  Valdivia  á  don 
Guillermo  Fríck  dice  que  es  dueña  de  un  terre- 
no situado  en  la  subdelegacifin  número  2  del 
departamento,  lindante,  por  el  sur  con  un 
gualve  que  posee  don  Guillermo  Fnck;  por  el 

SOPUHA 


norte  y  este,  calle  de  Picarte  y  por  el  oeste  te- 
rrenos que  posee  la  sucesión  del  finado  don 
Mariano  Adríasola. 

Qne  hace  como  Teintinueveaños  más  6  me- 
nos que  se  casó  en  segundas  nupcias  con  don 
Francisco  Vergara  y  aportó  á  esematrímonio 
el  terreno  que  dga  señalado,  el  queposefa  des- 
de más  de  catorce  años  antes. 

Que  durante  la  sociedad  conyugal,  su  ma- 
rído  arrendó  á  don  Guillermo  Fríck  una  parte 
del  referído  terreno,  hacia  el  lado  norte,  con 
un  frente  como  de  70  varas  por  la  calle  de  Pi- 
carte y  el  fondo  reapectiro  hacia  el  oeste;  pe- 
ro que  no  sabe  si  se  hizo  contrato  escrito  y 
que  ignora  también  el  tiempo  y  precio  del 
arriendo; 

Que  ahora  el  citado  Guillermo  Fríck,  dicién- 
dose dueño,  se  niega  á  restituirla  esta  porción 
de  terreno. 

En  esta  virtud  y  con  arreglo  á  los  artícu- 
los 889. 893  y  894 del  Código  Civil,  entabla  de- 
manda de  reivindicación  contra  don  Guillermo 
Fríck  para  que  dentro  del  tercero  día  le  resti- 
tuya la  porción  de  terreno  á  que  ha  hecho  re- 

51 


Digitized  by 


376 


SEGUNDA  PARTS.— 8BCCIÓN  PRIMERA 


fer«icia,con  más  loa  fratós  dviles  y  naturales 
que  por  arriendo  corresponden. 

Don  Gaillermo  Pñck  formuló  un  artículo  de 
incontestación  fundándose  en  que  no  se  expre- 
sa con  claridad  en  la  demahda  la  cosa  que  se 
pide, cajo  artículo  fué  desechado. 

En  rebeldía  del  demandado,  se  dió  por  con- 
testada la  demanda  j  se  recibió  la  causa  á 
prueba. 

Durante  el  término  probatorio  el  demanda, 
do  presentó  una  escritura  por  la  cual  consta 
que  el  mismo  pareciente  donó  á  doña  Clotilde 
Príck  y.  de  Laquefe,  el  terreno  que  en  la  mis- 
ma  escritura  se  deslinda,  agregando  que  des- 
pués de  muchas  averígnaciones  ha  podido 
imponerse  de  que  el  terreno  qne  trata  de  rei- 
vindicarse es  el  que  pertenece  á  la  señora  La- 
quefe,  según  la  escritura  acompañada;  que 
no  teniendo  por  qué  defender  derechos  ajenos, 
pide  se  ponga  su  escrito  en  conocimiento  déla 
parte  demandante.  La  demandante  pidió  que 
se  cítara  al  juicio  á  la  señora  Priek  t.  de  La- 
quefe,  suscitándose  con  este  motivo  un  inci- 
dente que  terminó  por  el  desistimiento  que  el 
demandante  bizo  de  su  anterior  petición. 

A  solicitud  del  demandado,  se  practicó  una 
vista  ocular  en  el  terreno,  de  la  cual  dá  mérito 
el  certificado  de  fe.  67  de  los  autos. 

Con  fecha  13  de  agosto  de  1901,  el  Juzgado 
resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  el  demandante  ha  comprobado  con 
las  declaraciones  de  siete  testigos  contestes 
que  el  terreno  materia  de  esta  demanda  forma 
parte  de  la  propiedad  que  doña  Joaquina  No- 
ches heredó  de  su  marido  don  Plácido  Alvares 
y  qne  don  Guillermo  Príck  ha  ocupado  este 
terreno  en  calidad  de  arrendatario,  por  con- 
trato celebrado  con  el  segundo  marido  de  la 
señora  Noches,  don  Prancisco  Vergara; 

2^  Qne  no  consta  de  las  Mcrituras  acompa- 
ñadas por  don  Guillermo  Frick  que  el  terreno 
cuyo  dominio  se  discute  forme  parte  de  los  lo- 
tea que  éste  adquirió  de  la  Municipalidad  de 
Valdivia; 

3^  Que,  por  el  contrario,  los  testigos  decla- 
ran que  son  diversos  los  terrenos  que  don  Gnt- 
Uermo  Frick  adquirió  de  la  Municipalidad  y  el 
q  ue  reclama  la  señora  Noches; 

4'  Qne  teniendo  el  demandado  la  ealidad 


de  arrendatario,  debe  presumirse  mala  fe  en 
la  donación  de  una  parte  del  terreno  hecha 
por  él  á  favor  de  la  señora  Clotilde  Prick 
de  Laqne^  y 

5^  Que,  en  consecuencia,  el  actor  ha  podido 
dirigir  su  acción  contra  don  Guillermo  Prik, 
aunque  no  es  actual  poseedor. 

Con  lo  dispuesto  en  los  artículos  889,  894, 
898 y  900,  incisos  1«  y  2'  y  907  del  Código  Ci- 
vil y  en  la  ley  32,  título  16,  Partída  3*  se  decla- 
ra: quehalugar  á  la demanday,en  consecuen- 
cia, don  Guillermo  Prick  debe  restituir  á  la  se- 
ñorajoaquina  Noches  v.de  Vergarael  terreno 
que  se  reclama  ó  su  valor  en  la  parte  que  no 
fuere  posible  restituir  y  los  frutos  naturales  y 
civiles  durante  el  tiempo  que  la  demandante 
ha  dejado  de  poseer.— Prfas 

Esta  sentencia  fué  anulada  porresoluáón 
de  la  Corte  de  Concepción  de  11  de  marzo  de 
1902  y  habiéndose  resuelto  el  juicio  nueva- 
mente por  sentencia  de  primera  instancia  de 
23  de  octubre  de  ese  año  que  fué  apelada,  el 
Tribunal  de  Alzada  dictó  la  siguiente  senten- 
cia: 

Concepción,  20  de  abril  de  1904,— Acep- 
tando la  parte  expositiva  de  la  sentencia  de 
primera  instanda  y  teniendo  en  considera- 
ción: 

1^  Que  la  parte  demandante  no  ha  justifi- 
cado el  dominio  que  alega  con  titulo  alguno; 
y  la  prueba  testimonial  rendida  no  basta  por 
sí  sola  para  darlo  por  establecido;  y 

2^  Que  igualmente  la  parte  demandante 
no  ha  justificado  ta  prescripción  alegada  en 
segunda  instancia,  ya  que  la  prueba  instru- 
mental producida  al  respecto  se  refiere  á  una 
propiedad  distinta  de  la  que  se  litiga  en  el 
presente  juido. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con 
lo  prescrito  en  los  artículos  374  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  y  1698  del  Código  Civil, 
se  revoca  la  sentenciadelS  de  agosto  de  1901, 
y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  demanda  ni 
á  la  prescripdón  alegada  en  el  escrito  de  fo- 
jas 122. 

Ambas  partes  son  agricultores  y  domidlia- 
dos  en  la  dudad  de  Valdivia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Zenteno  B. 
—  Manuel  Rodrigue*.  —  Julio  Zenteno  B.  — 
B,  Fuentes. 
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Se  interpuso  recurso  de  casación  en  la  forma 
contra  este  fallo  que  no  resolvía  la  cuestión 
pendiente, 

La  Ctorte: 

Vistos:  teniendo  presente  que  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Concepción,  en  la  resolución 
contra  la  cual  se  ha  interpuesto  el  recurso  de 
casación  en  la  forma,  se  pronunció  revocando 
la  sentencia  de  13  de  agosto  de  1901  que  ha- 
bía sido  anulada  ya  por  la  de  11  de  marzo  de 
1902  7  no  resolvió  la  apelación  deducida  con- 
tra la  sentencia  de  23  de  octubre  de  1902;  vis* 
to  lo  dispuesto  en  los  artículos  949  y  número 
4fi  del  441  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  invalida  la  ya  indicada  resolución  de  20  de 
abril  de  1904,  y  vuelvan  los  autos  á  la  Corte 
de  Concepción  para  que  se  pronuncie  con 
arreglo  á  derecho  sobre  la  sentencia  apelada. 
—Galvarino  Gallardo. —Gabricí  Gaete.—Leon- 
cío  Rodríguez, — Carlos  Varas. 


Cas.  CÍV.—29  de  marzo  de  1905 
Echeverría  con  Otaegni 

Abandono  de  la  Instancia.  Eféoto  re- 
troactivo. -  Presorlpolón;  modo  de 
oontar  el  tiempo.— Sentencia  Inter- 
looutorla  oon  carácter  de  definitiva. 

Doctrina: — La  facultad  que  tíeneelde- 
mandante  de  continuar  un  juicio  iniciado 
y  de  hacer  mérito  de  los  procedimientos 
que  en  él  se  han  producido^  constituye 
na  verdadero  derecho,  asi  como  lo  cons- 
tituve  también  la  facultad  que  tiene  el 
demandado  de  oponerse  á  que  se  hagan 
valer  en  su  contra  6  se  continúen  dichos 
proíxdimientos  una  vez  que  se  cumplen, 
las  condiciones  determinadas  por  la  ley, 
y  en  tal  concepto  han  sido  caliücadasam- 


bas  facultades  por  los  artículos  162  y 
163  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

ha  sentencia  que  resuelve  la  incidencia 
sobre  abandono  de  la  instancia,  le  pone 
término  y  de  un  modo  deñnitivo  6  per- 
manente resuelve  la  cuestión  que  ha  sido 
materia  de  ella;  y  reviste  por  consiguien- 
te, las  calidades  exigidas  por  el  articulo 
9T9  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
para  que  pueda  ser  atacada  por  el  recur- 
so de  casación  en  el  fondo. 

El  Código  de  Proadimiento  Civil  ha 
innovado  en  to  referente  al  abandono  de 
la  instancia,  pues  ha  señalado  un  plazo 
especial  para  que  se  entienda  abandona- 
do el  derecho  de  continuar  el  juicio  que 
antes  sólo  podía  declararse  perdido  ó  ex- 
tinguido en  conformidad  á  las  reglas  ge- 
nerales establecidas  por  el  Código  Civil 
para  la  prescripción  de  los  derechos  y  ac- 
ciones judiciales. 

Las  disposiciones  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  si  bien  tienen generalmen- 
ix  por  objeto  la  mera  ordenación  de  la 
litis  y  en  este  sentido  deben  ser  aplica- 
dasdesde  su  vigencia,  pueden  no  obstan- 
te a&ctar  al  fondo  mismo  del  derecho 
como  son  las  que  establecen  los  recursos 
ó  medios  que  pueden  ejercitarse.  Entre 
éstos  se  cuentan  los  que  consultan  la  fa* 
cuitad  de  pedir  la  declaración  de  abando- 
no de  la  instancia. 

Los  preceptos  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  referentes  al  abandono  de  la 
instancia,  no  son,  por  lo  mismo,  aplica- 
bles á  los  autos  cumplidos  con  anteriori- 
dad á  la  fecha  en  que  entróen  TÍgor,por- 
que  la  ley  puede  sólo  disponer  para  lo 
futuro  y  no  tendrá  jamás  efecto  retroac- 
tivo y  el  conñicto  que  existe  entre  dichos 
preceptos  y  los  del  Código  Civil  debe  re- 
solverse en  conformidad  con  las  disposi- 
ciones de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861. 
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Iaí  prescripción  iniciada  bajo  el  impe- 
rio de  tina  ley  y  que  no  se  hubiere  com- 
pletado aún  al  tiempo  de  promulgarse 
otra  que  la  modiBca,  puede  ser  regida 
por  la  primera  ó  la  segunda  á  voluntad 
del  prescribiente;  pero  eligiendo  la  últi- 
ma, la  prescripción  no  empieza  á  contar- 
se sino  desde  la  fecha  en  que  empiece  á 
regir.  De  lo  que  se  deduce  que  el  término 
requerido  por  el  artículo  159  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  sólo  puede  to- 
marse en  cuenta  desde  la  lecha  en  que  di- 
cho Código  entre  en  vigencia. 


En  1884,  don  Félix  BcfaeTérria  puso  deman- 
da por  cobro  de  pesos,  ante  uno  de  los  juzga- 
dos de  Valparaíso,  contra  don  Nicanor  Otae- 
gui  y  obtuvo  en  los  comienzos  de  su  gestión 
que  se  decretara  la  prohibición  de  enajenar  y 
gravar  uno  de  los  bienes  r^ces  del  deman-^ 
dado. 

.  Seguido  el  juicio  hasta  ponerlo  en  estado  de 
publicar  la  prueba,  se  paralizó  su  tramitación 
por  algunos  aíios. 

En  esta  situación  y  dictado  ya  el  Código  de 
Procedimiento  Civil,  don  Enrique  y  don  Luis 
Otaegui,  herederos  únicos  de  don  Nicanor 
Otaegui,yafalIectdo,  se  presentaron  solicitan- 
do del  Juzgado  que  por  las  consideraciones 
que  ahí  exponen— entre  las  cuales  mencionanel 
abandono  de  la  instancia  conforme  al  artícu- 
lo 159  del  referido  Código— "se  sirva  ordenar 
el  alzamiento  de  la  prohibición  obtenida  por 
don  Félix  Echeverría." 

El  Juzgado  resolvió: 

Valparaíso,  diciembre  19  de  1903  Vistos: 

teniendo  presente: 

1^  Que  la  prohibición  decretada  con  fecha 
11  de  julio  de  1884  ha  sido  pretoria  y  de 
consiguiente  su  anotación  caduca  por  el  mi- 
nisterio de  la  ley  á  los  dos  meses; 

2^  Que  la  inscrípríón  det  decreto  de  prohi- 
bición de  enajenarygravar  se  ha  hecho  infrin- 
giendo el  artículo  57  del  Reglamento  del  Re- 
fpatro  Conservatorio  de  Bimes  Relees;  y 


3^  Que  no  hai  constancia  en  autos  de  que 
esta  prohibición  provisoria  se  haya  converti- 
do en  definitiva,  con  arreglo  á  la  disposición 
citada  y  artículo  15  del  mismo  Reglamento, 
se  declara  que  debe  procederse  como  lo  pide 
don  Enrique  Otaegni  en  la  conclusión  del  es- 
crito de  f.  60  en  auparte  principal.—/.  Ger- 
mán Alcérreca. 

Apelada  esta  resolución,  se  devolvieron  los 
autos  por  el  Tribunal  Superior  al  Juzgado  á 
ñn  de  que  se  pronunciara  sobre  la  declaración 
de  abandono  de  la  instancia,  pedida  también 
por  los  demandados: 

Valparaíso,  abril  5  de  1904. — Vistos  y  te- 
niendo presente: 

1^  Que  la  disposición  del  artículo  159  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  sobre  abando- 
no de  la  instancia  es  nueva  en  nuestra  legisla- 
ción y  sólo  ha  empezado  á  regir  desde  el  1^  de 
marzo  del  año  próximo  pasado;  y 

2'  Que  el  término  que  esa  ley  considera  no 
podría  haber  corrido  antes  de  su  vigencia  sin 
darle  efecto  retroactivo,  con  arreglo  á  la  dis- 
posición citada,  articulo  9^  del  Código  Civil  y 
24  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861,  se  decla- 
ra que  no  ha  sido  abandonada  la  instancia  en 
esta  contienda. 

Remítanse  los  aatecedentes  al  Iltnio.  Tri- 
bunal.-/. Germán  Alcérreca, 

La  Corte  de  Apelaciones  resolvió: 
Valparaíso,  julio  8  de  1905.— Vistos  y  te- 
niendo presente: 

1^  Que  la  instancia  se  entiende  abandona- 
da, según  lo  dispuesto  en  el  artículo  159  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  cuando  to- 
das las  partes  que  figuran  en  el  juicio  han 
cesado  en  su  prosecución  durante  tres  años 
consecutivos  contados  desde  la  última  provi- 
dencia; 

2^  Que  las  partes  del  presente  juido  han  ce- 
sado en  su  prosecución  más  de  tres  años  con- 
secutivos, anteriores  á  la  fecha  del  escrito  en 
el  cual  los  demandados  alegan  el  abandono 
de  ta  instancia  y  piden  el  alzamiento  de  las 
prohibiciones  de  enajenar  y  gravar  decreta- 
das provisoriamente  por  auto  de  11  de  julio 
de  1884; 

3^  Que  la  disposición  legal  recordada  del 
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Código  de  Procedimiento  Civil,  atendida  su 
naturaleza  y  objeto,  no  constituye  especie  al- 
guna de  prescripdÚn  y  es  enteramente  nuera 
en  nuestra  legislación,  por  lo  que  no  cabe  si- 
quiera suponerla  en  conflicto  coa  otra  alguna 
anterior  ní  es  necesario,  por  lo  mismo,  consi- 
derar, para  su  correcta  aplicación,  los  precep- 
tos de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861,  regla- 
mentaría  de  los  conflictos  resultantes  de  la 
aplicación  de  leyes  dictadas  en  diversas  épo- 
cas sobre  una  misma  materia; 

4^  Que,  en  consecuencia,  el  artículo  169  ci- 
tado, del  Código  de  Procedimiento  Civil,  rige 
absolutamente  en  todas  y  cada  una  de  sus 
partes  desde  que  es  obligatorio  á  virtud  dé  su 
promulgación,  ya  se  trate  de  instancias  en 
que  con  anterioridad  haya  corrido  todo  el 
plazo  que  él  fija  para  que  se  entiendan  aban- 
donadas, caso  en  que  es  forzoso  declararlo  así 
desde  luego  si  no  se  quiere  desatender  el  tenor 
litera!  y  aun  el  espíritu  de  dicho  precepto,  ten- 
dente á  consultar  la  continuidad  y  pronto 
término  de  los  juicios,  ya  se  trate  de  instan- 
cias en  que  solo  ha  corrido  una  parte  de  ese 
plazo  ó  en  que  todo  él  empiece  á  correr  con 
anterioridad  á  la  vigencia  del  mismo  precepto 
legal; 

5^  Que  el  abandono  déla  instancia  impor- 
ta la  pérdida  del  derecho  de  continuar  el  pro- 
cedimiento y  de  hacerlo  valer  en  un  nuevo  jui- 
cio, por  lo  cual  no  deben  subsistir  los  efectos 
de  las  medidas  procesales  dictadas  en  dicha 
instancia; 

Conforme  también  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  163  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  revoca  la  resolución  apelada  de  5  de 
abril  último,  declarándose  abandonada  la 
instancia  de  este  juicio,  y  se  confirma  el  auto 
de  19  de  diciembre  de  1903,  sin  costas,  porque 
en  concepto  del  Tribunal,  ha  existido  funda- 
mento plausible  para  litigar. 

Contra  esta  resolución  ha  interpuesto  don 
Félix  Echeverría  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 

Las  partes  se  han  puesto  posteriormente  de 

acuerdo  en  reemplazar  la  prohibición  de  ena- 
genar  y  gravar— la  cual,  en  consecuencia,  ha 
«do  ya  alzada— por  un  depósito  de  dinero  en 
un  Banco,  que  se  mantendrá,  hasta  la  conclu- 


sión del  pleito.  El  recurso  queda  así  limitado 
á  pedir  la  casación  de  la  sentencia  sólo  en  la 
parte  que  hace  lugar  á  ladeclaraáónde  aban- 
dono de  la  instancia. 

Exponiendo  las  causales  del  recurso,  dice  el 
recurrente  que  la  sentencia  de  que  reclama  ha 
infringido  los  artículos  9'  y  2492  del  Código 
Civil,  1',  22,  24  y  25  de  la  ley  de  7  de  oc- 
tubre de  1861,  y  159  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil. 

La  sentencia  establece  que  el  artículo  159 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  es  aplica- 
ble absolutamente  y  que  el  plazo  que  estable- 
ce es  regido  por  una  ley  posterior  á  la  fecha 
de  su  iniciación.  Entendiendo  de  este  modo  el 
imperio  de  la  ley  nueva,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
haciéndola  disponer  para  lo  pasado,  viola  el 
primero  de  los  artículos  que  se  han  citado  del 
Código  Civil. 

Resolviendo  que  el  recordado  artículo  159 
de  aquel  Código  no  constituye  especie  alguna 
de  prescripción,  quebranta  el  artículo  2492 
que  define  la  prescripción  como  un  modo  de 
extinguir  las  acciones  y  derechos  ajenos. 
Echeverría  tenía  el  derecho,  antes  de  entrar 
en  vigor  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  de 
continuar  en  cualquier  tiempo  y  sin  ninguna 
restricción  el  juicio  que  tenía  iniciado  contra 
la  sucesión  Otaegui,  la  extinción  de  ese  dere* 
cho,  por  el  trascurso  de  un  lapso  de  tiempo  en 
que  no  se  ejercite,  es  una  verdadera  prescrip- 
ción. 

El  fallo  sienta  también  el  principio  de  que  el 
abandono  de  la  instancia  es  una  institución 
nueva  y  en  este  concepto  dice  que  "no  cabe  si- 
quiera'suponcrla  en  conflicto  con  alguna  otra 
anterior,  ni  es  necesario,  por  lo  mismo,  consi- 
derar para  su  correcta  aplicación  los  precep- 
tos de  la  ley  de  efecto  retroactivo".  Pero  jus- 
tamente porque  es  una  institución  nueva,  y 
porque  fué  contra  el  derecho  adquirido  de 
continuar  el  juicio,  crea  el  derecho  antes  desco- 
nocido de  enervarlo,  es  preciso  examinarla  á 
la  luz  de  los  preceptos  de  la  ley  de  7  de  octu- 
bre de  1861,  Al  declararse,  pues,  que  no  debe 
someterse  á  los  mandatos  de  esta  ley,  viola  el 
artículo  1'  de  ella  que  manda  lo  contrario. 

En  todo  contrato  se  entenderán  incorpora- 
das las  leyes  vigentes  al  tiempo  de  su  celebra- 
ción, dice  el  articulo  22  de  la  misma  ley. 
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Por  el  cuasí-contrato  de  litis  contestación 
adquirió  Bcheverría  el  derecho  de  perseguir  á 
la  sucesión  Otaegui  en  el  pleito  iniciado  en  su 
contra,  derecho  que  no  podia  extinguirse  sino 
por  la  prescripción  existente  al  perfeccionarse 
el  cuasí-contrato,  6  por  la  establecida  por  ley 
posterior  (art.  25  de  la  de  efecto  retroactivo) 
contada  desde  que  se  puso  en  vigor  la  última. 
Al  declararse,  pues,  caducado  conforme  á  las 
disposiciones  de  la  nueva  ley,  el  derecho  de 
continuar  la  litis  que  se  trabó  hnjo  el  imperio 
de  una  ley  distintn,  se  han  violado  los  dos  ar- 
tículos referidos.  22  y  25  de  la  ky  de  1861. 

X.OS  términos  deben  regirse  por  la  ley  vigen- 
te al  tiempo  de  fu  inieinción,  prescribe  el  ar- 
ticulo 24  de  la  ley  de  efecto  retroactivo.  La 
sentencia,  contraviniendo  á  este  precepto,  ha 
tstablecído  que  el  plazo  se  rija  por  la  ley  dic- 
tada con  posterioridad. 

Se  ha  inlríng^do,  por  último,  el  artículo  159 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  infracción 
que  ha  influido  sustancialmente  en  lo  disposi- 
tivo del  fallo,  cuando  se  ha  establecido  que 
aquel  artículo  no  contiene  especie  alguna  de 
prescripción. 

El  abandono  de  la  instancia  y  el  abandono 
de  la  apelación,  son  dos  instituciones  simila- 
res de  la  nueva  ley  de  procedimiento,  cuyo  ob- 
jeto es  limitar,  por  la  prescripción  consagra- 
da, contra  el  actor,  el  derecho  de'estar  y  citar 
en  juiáo  que  emana  del  cuasi-contrato  de  litis 
contestación.  Tal  derecho  no  tenía  restricción 
ni  extinción  bajo  la  antigua  ley. 

La  innovación  calculada  para  remediar  la 
situación  de  los  demandados  y  apelados  y  dar 
estabilidad  á  los  derechos,  que  no  podían  que- 
dar indefínidamente  amenazados  ó  perturba- 
dos, presenta  los  caracteres  esenciales  de  la 
prescripción.  Del  espíritu  y  la  letra  del  artícu. 
lo  159,  resulta  que  su  objeto  esestablccer  una 
verdadera  prescripción,  la  misma  que  con  esta 
denominación  legal  sancionan  los  artículos 
234  y  235. 

Al  escrito  de  fundación  de  recurso,  en  el  cual 
se  exponen  las  mismas  consideraciones  que  se 
acaban  de  resumir,  respondió  la  parte  recu- 
rrida, solicitando  en  primer  término,  que  se 
declare  la  improcedencia  del  recurso,  yen  sub- 
sidio que  no  se  le  dé  lugar. 

Acerca  de  la  improcedencia,  se  dice  que  la 


resolución  recurrida  no  es  sentencia  definitiva 
ni  siquiera  interlocutoria,  sino  un  mero  auto 
de  los  definidos  en  el  artículo  165  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

No  es  incidente  del  pl«to  la  cuestión  sobre 
abandono  de  la  instancia  y  la  resolución  que 
lo  declara  nada  decide  en  orden  á  derechos 
permanentes  de  las  partes  6  sobre  los  trámi- 
tes que  deben  servir  de  base  en  el  pronuncia- 
miento de  una  sentencia  definitiva  ó  interlo- 
cutaria. 

Por  otra  pnrte,  en  la  hipótesis  de  ser  sen- 
tencia interlocutoria,  no  tiene  ella  los  carac- 
teres que  exige  el  articulo  939  del  mismo  Có- 
digo para  que  admita  el  recurso  de  casación 
eii  el  fondo.  Tal  sentencia  no  es  definitiva,  ni 
pone  término  al  juicio  ó  hace  imposible  su 
continuación. 

En  el  mencionado  escrito  se  esplayan  otras 
razones  en  orden  á  este  punto  y  á  aquellos 
que  se  refieren  al  fondo  de  la  cuestión  debati- 
da en  el  recurso. 

La  OoTte: 

Considerando: 

1^  Que  la  facultad  que  tiene  el  demandante 
de  continuar  un  juicio  iniciado  y  de  hacer  mé- 
rito de  los  procedimiento^  que  en  él  se  han 
producido,  constituye  un  verdadero  derecho 
que  sólo  puede  perderse  Ó  extinguirse  en  los 
casos  ó  por  los  medios  expresamente  estable- 
cidos en  la  ley; 

2*^  Que,  por  otra  parte,  la  facultad  ó  poder 
que  adquiere  el  demandado,  una  vez  que  se 
cumplen  las  condiciones  determinadas  por  la 
ley,  de  oponerse  á  que  se  hagan  valer  en  su 
contra  ó  se  continúen  los  procedimientos  del 
pleito  que  se  le  ha  promovido,  reúne  también 
los  caracteres  de  un  verdadero  derecho,  que, 
en  tal  concepto,  cuando  se  le  niega,  puede  y 
debe  ser  declarado  por  sentencia  judicial; 

3°  Que  las  facultades  de  que  se  trata,  han 
sido  explícitamente  calificadas  como  derechos 
por  los  artículos  162  y  163  del  Código  de 
Procedimiento  Cívi!; 

4*^  Que  la  sentencia  que  se  pronuncia  sobre 
la  petición  de  abandono  pone  fin  á  la  instan- 
cia en  que  recae,  resolviendo  de  un  modo  defi- 
nitivo, ó  permanente  la  cuestión  que  ha  sido 
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materia  de  ella;  y,  por  consiguiente,  cnales- 
quiera  que  wa  la  tramitación  que  se  siga  para 
obtenerla  6  la  calificación  jurídica  de  que 
aquella  sentendasea  susceptible,  no  pnede  po- 
nerse en  duda  que  rcTiste  todas  las  calidades 
exigidas  por  el  artículo  979  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  para  que  pueda  ser  ata- 
cada por  el  recurso  de  casación  en  el  fondo; 

5*  Que,  si  bien  las  disposiciones  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  tienen  generalmente 
por  objeto  la  mera  ordenación  de  la  litis, 
hay,  sin  embargo,  alguneCs  que  afectan  al 
fondo  mismo  del  derecho,  comoson,  por  ejem- 
plo, las  que  establecen  los  recursos  ó  medios 
que  pueden  ejercitarse  contra  las  sentencias  6 
las  que  consultan  la  facultad  de  que  ahora  se 
habla  de  pedir  la  declaración  de  abandono  de 
la  instancia; 

6'  Que,  en  consecuencia,  los  preceptos  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  en  cuanto  á  es- 
te punto  se  refieren,  no  son  aplicables  á  los  he- 
chos cumplidos  con  anterioridad  A  la  fecha  en 
que  entró  en  vigor  aqüel  Código  y  de  que  po- 
dría deducirse  legalmente  ahora  el  abandono, 
porque  la  ley  puede  sólo  disponer  para  lo  fu- 
turo y  no  tendrá  jamás  efecto  retroactivo,  á 
menos  que  en  ella  misma  se  ordene  lo  contra- 
rio; 

7^  Que  la  ley  procesal  anterior  al  Código  de 
Procedimiento  no  reconoda  el  derecho  de  soli- 
citar la  declaración  de  abandono  de  la  instan- 
cia por  falta  de  prosecución  del  juicio  durante 
rierto  t£rmino,  de  modti  que  el  derecho  que  te- 
nía el  demandante  de  continuar  el  pleito  que 
había  promovido  no  podría  perderse  ó  extin- 
guirse sino  en  conformidad  á  las  reglas  gene- 
rales que  consigna  el  Código  Civil  para  la  pres- 
cripción de  losderechos  y  acciones  judiciales; 

8^  Que  el  Código  de  Procedimiento  ha  inno- 
vado en  esta  materia  con  la  creación  de  la 
institución  de  abandono  de  la  instancia  y  la 
fijación  de  un  término  especial  para  la  pres- 
cripción del  derecho  de  continuar  un  juicio  ini- 
ciado y  de  servirse  de  los  procedimientos  en  él 
contenidos;  de  lo  cual  resulta  que,  en  el  caso 
que  se  controvierte,  se  hallan  en  contradicción 
los  preceptos  de  la  legislación  anterior  con  los 
que  haestablerido  el  Código  de  Procedimiento, 
debiendo  resolverse  el  conflicto  en  conformi- 
dad á  las  disposicioaes  de  la  ley  de  7  de  octu- 


bre de  1861,  como  lo  quiere  el  artículo  1^  de 
esta  ley; 

9^  Que  según  el  artículo  25  de  dicha  ky 
— que  contempla  particularmente  el  caso  dis- 
cutido—la prescripción  inidada  bajo  el  impe- 
rio de  una  ley,  y  qne  no  se  hubiere  completado 
aun  al  tiempo  de  promulgarse  otra  que  la 
modifique,  podrá  ser  regida  por  la  primera  ó 
segunda,  á  voluntad  del  prescribiente,  pero  eli- 
giéndose la  óltima,  la  prescripdón  no  empeza- 
rá á  contarse  sino  desde  la  fecha  en  que  aqué- 
lla hubiese  empezado  á  regir;  y  por  tanto  el 
término  requerido  por  el  artículo  159  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  solo  ha  podido 
tomarse  en  cuenta  desde  que  entró  en  vigor 
este  Código;  y 

10.  Que  de  lo  expuesto  en  los  números  pre- 
cedentes se  desprendeque  en  el  fallo  reclamado 
se  han  infringido  los  artículos  9^  del  Código 
Civil,  159  del  de  Procedimiento  Civil  y  y  25 
de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861; 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artículos 
979  y  249  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  hace  lugar  al  recurso  decasadón  en  el  fondo 
interpuesto  contra  la  sentenda  de  8  de  julio 
último,  la  cual,  en  eonsecuenda,  se  invalida  en 
cuanto  por  ella  se  declara  abandonada  la  int- 
tanda  en  el  juicio  á  que  dicha  sentenda  se  re- 
fiere. Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad 
consignada  para  responder  al  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  y  la  parte  de  la  cantidad 
consignada  por  la  misma  boleta  para  respon- 
der al  recurso  de  casadón  en  la  forma  qne  no 
fué  aplicada  á  benefido  fiscal  por  la  resoludón 
de  10  de  agosto  último. 

Redactada  por  el  Ministro  sefior  Saavedra. 
—V,  Aguirre  Vargas.— f.  Gabriel  Palma  Guw 

máa.~Galvarmo  Gallardo  Leoncio  Rodri- 

gacM.  —  Carlos  Varas.— -Abel  Saavedra — 
Fóster  Recabarrea. 

Y  pronunciándose  en  la  cuestión  resolvió: 

Santiago,  29  de  marzo  de  1905. 

Vistos:  resolviendo,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  c1  artículo  958  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  la  cuestión  sobre  la  cual  re- 
cayó la  sentenda  y  teniendo  presente  á  sn 
respecto: 

1^  Que  la  facultad  que  tiene  un  demandante 
de  continuar  el  juido  que  ha  promorido  cons- 


Digitized  by 


382 


SEGUNDA  PARTE.— SKCCIÓN  PRIIIBRA 


títnye  un  verdadero  derecho,  que,  an^s  de  en- 
trar en  vigor  el  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, sólo  podía  declararse  perdidoó  extinguido 
en  conformidad  á  Tas  reglas  generales  estable- 
cidas por  el  Código  Civil  para  la  prescripción 
de  los  derechos  y  acciones  judiciales; 

2*  Que  el  Código  de  Procedimiento  ha  inno- 
vado en  la  materia,  pues  ha  señalado  un  plazo 
especial  y  diferente  para  que  seentienda  aban- 
donado ese  derecho,  trascurrido  el  cual  puede 
el  demandado  oponerse  á  la  prosecución  dd 
Juicio  y  á  que  se  haga  valer  en  su  contra  el 
procedimiento  que  en  él  se  contiene; 

3^  Que  las  disposiciones  del  Código  de  Pro- 
cedimiento, que  á  este  punto  se  refieren,  no  tie- 
nen por  objeto  ordenar  la  litis,  sino  que  crean 
un  derecho  ó  afectan  al  fondo  del  derecho  y 
consecuencialmente,  no  pueden  aplicarse  sino 
á  los  hechos  ocurridos  con  posterioridad  á  la 
fecha  en  que  entró  en  vigor  aquel  Código; 

4^  Que,  hallándose  en  oposición  los  precep- 
tos de  la  legislación  anterior  con  tos  que  con- 
sulta en  la  materia  el  Código  de  Procedimiento 
Civil,  el  conflicto  que  de  aquí  resulta  para  re- 
solver la  cuestión  de  que  se  trata,  debe  deci- 
dirse con  arreglo  á  lo  prescripto  en  el  artículo 
25  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861;  y  en  con- 
secuencia, el  plazo  requerido  por  el  artículo 
159  del  mencionado  Código  sólo  debe  contarse 
desde  la  fecha  en  qne  se  puso  en  vigor  este  úl- 
timo; 

5^  Que,  á  contar  de  esta  fecha  hasta  el  día 
en  que  se  solicitó  por  el  demandado  la  declara- 
ción de  abandono  de  la  instancia,  no  habían 
trascurrido  los  tres  años  exigidos  por  el  refe- 
rido artículo  159  para  que  procediera  tal  de- 
claración; 

Vistos:  además,  lo  que  previene  el  artículo  9^ 
del  Código  Civil,  se  confirma,  con  costas  del 
recurso,  la  resolución  de  5  de  abril  del  año 
próximo  pasado. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Saavedra. 
—  V.  Aguirre  Vargas.— J.  Gabriel  Palma  Gnz- 
máa.—Galvariao  Gallardo.  —  Leoncio  Rodrí- 
guez. ~  Carlos  Varas,  —  Abel  Saavedra.  —  E. 
Fóster  Recabarren. 


Cas.  en  la  íbrma  jr  en  el  /oodo.—T  de  mayo 
y  24  de  janio  de  1905 

Guzmán  de  Gómez  con  accionistas  del 
río  Colina 

£zoepolón  alegrada  en  segunda  Instan- 
cia.-Prueba. —Facultad  del  Tribu- 
nal-Vertientes.— Bienea  naciona- 
les de  uso  pública— Derecho  de  los 
ñindos  riberanos  al  uso  de  las  agruas. 
— Presoripoión.  —  Clandestinidad.  — 
Actos  de  tolerancia.— Apreciación  de 
los  hechos  Apreciación  de  derecho 
no  recurrida. 

Doctrina: —  Opuesta  en  términos  ge- 
nerales en  la  contestación  de  la  deman- 
da la  excepción  de  prescripción,  tanto  or- 
diñaría  como  extraordinaria,  la  limita- 
ción de  los  fundamentos  en  que  se  apoya 
no  es  un  obstáculo  para  pronunciarse  so- 
bre  la  admisibilidad  de  la  dicha  excepción 
si  en  la  segunda  instancia  se  reproduce 
ccn  ese  fundamento. 

El  Tribunal  de  Aízáda  ante  el  cual  se 
promueve  una  excepción  es  árbitro  para 
apreciar  la  admisibilidad  de  la  prueba 
ofrecida. 

Los  hechos  establecidos  por  la  senten- 
cia recurrida  como  resultado  de  la  aprc 
ciacióihde  la  prueba  deben  servir  de  base 
para  la  resolución  del  recurso  decasaciÓn 
en  el  fondo.  Es  también  base  inamovible 
para  el  fallo  del  recurso  la  declaración 
que  el  Tribunal  de  la  causa  ha  hecho  so- 
bre la  naturaleza  jurídica  de  determina- 
dos bienes  cuando  tal  declaración  no  ha 
sido  objeto  del  recurso. 

El  derecho  que  el  artículo  834  del  Có- 
digo Civil  contxde  al  dueño  de  una  here- 
dad para  usar  de  las  aguas  de  uso  públi- 
co que  corren  naturalmente  porella,  se  li- 
mita según  el  artículo  835  en  cuanto  el 
dueño  de  la  heredad  inferior  baya  adqui- 
rído  por  prescripción  ú  otro  titulo  el  de- 
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recbo  de  servirse  de  las  mismas  aguas. 
La  prescripción  en  este  casOy  será  de  diez 
años  contados  como  para  adquirir  el  do- 
minioy  correrá  desde  que  se  hayan  cons- 
truido  "obras  aparentes"  destinadas  á 
facilitar  ó  dirigir  el  descenso  delasaguas 
en  la  heredad  inferior.  Este  precepto  es 
aplicable  segán  el  articulo  836  á  las 
aguas  que  corren  por  entre  dos  here- 
dades. 

La  ley  no  estatuye  en  orden  á  la  ubi- 
cación de  las  **ohras  aparentes'*  de  que 
se  trata,  y,  por  lo  tanto,  es  erróneo  esti- 
mar  que  tales  obras  deben  haberse  ejecu- 
tado en  la  heredad  superior,  pues  con  tal 
interpretación  se  desatiende  el  tenor  lite- 
tal  de  la  ley  á  pretesto  de  consultar  su 
espíritu,  **La  ley  no  habla  de  obras  que 
faciliten  el  descenso  "desde"  la  heredad 
superior  sino  de  obras  que  faciliten  el 
descenso  "en  la  heredad  inferior."  Y  por 
¡o  tanto,  basta  que  estas  obras  se  cons' 
truyan  en  el  predio  que  hace  uso  de  las 
aguas  con  tal  que  sean  "aparentes." 

La  posesión  que  se  funda  en  obras 
aparentes  destinadasá  facilitar  6  dirigir 
el  descenso  de  las  aguas  en  una  heredad, 
no  puede  estimarse  clandestina  puesto 
que  son  notorias. 

El  uso  que  se  hace  de  las  aguas  por 
el  propietario  riberano  de  un  cauce  na' 
tural,  no  es  un  acto  de  mera  tolerancia  del 
propietario  superior,  puesto  que  la  cons- 
ttucción  de  obras  aparentes  destinadas 
al  aprovechamiento  de  las  aguas,  al  dar 
base  á  la  prescripción,  causa  gravamen 
al  propietario  superior. 


Don  Conrado  Gómez  por  doña  Carmen  Guz- 
mán  de  Gómez  se  presentó  ante  uno  de  los 


Juzgados  de  Santiago  exponiendo  que  desde 
las  cumbres  de  la  Cordillera,  que  cierran  por 
el  oriente  el  valle  de  Colina  se  desprenden  di- 
versas vertientes  que  van  concentrándose  en 
una  quebrada  más  profunda  y  más  larga  que 
las  otras.  El  caudal  de  agua  así  engrosado 
baja  despeñándose  hasta  el  plan  que  da  prin- 
cipio al  valle  de  Colina,  donde  el  torrente  to- 
ma el  nombre  de  río,  siendo  sus  aguas  apro- 
vechadas para  el  regadío  de  sus  fundos  por 
los  propietarios  riberanos,  los  que  se  las  re- 
parten por  medio  de  un  sistema  de  tomas,  j 
medias  tomas  hasta  secar  el  cauce,  tres  6  cua- 
tro leguas  hacia  el  poniente  del  origen  del 
valle. 

La  referida  quebrada  divide  desde  lás  más 
altas  cumbres  hasta  entrado  el  valle,  dos  úni- 
cas haciendas,  la  de  Peldegüe  que  queda  al 
norte,  perteneciente  á  los  Padres  Recoletos 
de  Santo  Domingo,  y  la  de  Uprato  ó  Lo  Guz- 
mán  al  sur,  de  propiedad  de  su  mandante. 

En  la  parte  de  Cordillera  de.una  y  otra  ha- 
cienda existen  quebradas  ó  vertientes,  cuyas 
aguas  van  á  perderse  ó  morir  en  la  quebrada 
principal  sin  salir  del  fundo  en  que  tienen  su 
nacimiento.  Una  de  la  más  importantes  ea  la 
vertiente  misma  de  los  Baños  de  Colina  cuyas 
aguas  son  dirigidas  por  cauce  artificial  por 
los  Padres  para  regar  los  planes  de  su  ha- 
cienda. 

Por  el  lado  de  Uprato  existen  las  vertientes 
llamadas  de  la  Leonera  y  del  Durazno  y  otras 
que  nacidas  de  las  alturas  de  ese  fundo  van 
también  á  morir  en  la  quebrada  principal  á 
bastante  altura  sobre  el  plan  del  valle  sin  sa- 
lir tampoco  de  los  Umites  del  fundo,  el  cual 
como  ha  dicho  llega  precisamente  hasta  el 
fondo  de  la  gran  quebrada  que  lo  separa  de 
Peldegüe. 

Nadie  ha  estorbado  á  los  Padres  el  uso  de 
las  aguas  de  los  Baños  de  Colina;  pero  A  su 
mandante,  que  se  encuentra  en  idéntica  situa- 
ción, se  le  pretende  estorbar  el  uso  del  agua 
de  las  vertientes  de  la  Leonera  y  del  Durazno. 

Tiene,  en  consecuencia,  por  objeto  esta  de* 
manda,  que  se  declare  á  favor  de  la  propieta- 
ria de  Uprato  el  derecho  que  á  otro  se  reco- 
noce, derecho  que,  además  se  encuentra  fun- 
dado en  el  uso  que  de  tiempo  inmemorial  se 
ha  hecho  del  agua  para  los  usos  domésticos 
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de  sns  inquilinos  y  para  riego  de  huertos  y  pe* 
qtieñas  siembras  en  las  alturas. 

Aun  en  el  caso  hipotético  de  que  las  ver- 
tientes de  la  quebrada  no  sean  del  dominio 
privado  de  sn  mandante,  siempre  tendría  de- 
recho para  usarlas  en  el  riego  de  su  heredad  y 
en  los  demás  objetos  indicados  en  el  artículo 
834  del  Código  Civil,  derecho  qne  no  se  en- 
cuentra limitado  en  este  caso  por  la  situación 
contemplada  en  el  artículo  835.  Kstas  dispo- 
siciones legales  y  otras,  darían  á  sn  mandan- 
te derecho  para  usar  de  las  aguas  si  no  fueren 
de  su  exclusivo  dominio,  conforme  al  precepto 
del  artículo  595. 

Los  dueños  de  los  fundos  inferiores  que  rie- 
gan m&8  abajo  en  el  valle  de  CoUna  ó  en  Ba- 
tuco con  las  aguas  del  río,  desconocen  su  de- 
recho á  usar  privativamente  del  agua  de  las 
vertientes  y  en  contra  de  ellos  entabla  la  de* 
manda,  bien  entendido  que  la  acción  que  ejer- 
cita no  excluye  el  derecho  que  posee  í-omo  co- 
munera con  los  demás  en  las  aguas  del  río  de 
Colina. 

Los  demandados  son;  Convento  de  la  Reco- 
leta Dominica,  don  Luis  y  don  Alberto  Labar- 
ca,  don  Luis  Astorga,  doña  Enriqueta  Ln- 
rrain  viuda  de  RuizTagle,  dona  Juana  Vargas 
de  Jaraquemada,  doña  Rosario  Cerda  viuda  de 
Valdivieso,  don  José  Filomeno  Cifuentes,  don 
Luis  Alcalde  Velasco,  don  Estanislao  Izquier- 
do, doña  Mercedes  Larraín,  don  Javier  Var.-is, 
don  Lisímaco  Jaraquemada  y  el  Curato  de 
Colina. 

En  conclusión,  el  demandante  solicita  que 
se  declare  en  definitiva  que  las  referidas  ver- 
tientes del  Durazno  y  de  la  Leonera,  pertene- 
cen en  propiedad  á  doña  Carmen  Guzmán  de 
Gómez,  como  dueña  del  fundo  Uprato  ó  "Lo 
Guzmán",  sin  queá  ellas  tengan  derecho  algu* 
no  los  propietarios  de  los  fundos  inferiores 
antes  enumerados.  En  subsidio,  pide  que  se 
declare  qne  la  misma  señora  como  dueño  del 
indicado  fundo  puede  hacer  del  agua  de  las 
citadas  vertientes  el  uso  conveniente  para  el 
riego  de  la  misma  heredad  y  para  los  demás 
fines  indicados  en  el  artículo  834  del  Código 
Civil  en  la  forma  prescripta  por  éste,  carecien- 
do de  derechos  los  demandados  para  oponer- 
se al  uso  del  agua  que  indica. 

Don  Pedro  Silva  Herrera  por  don  Estanis- 


lao Izquierdo,  coatestando  por  su  parte  la 
demanda,  pide  qne  en  definitiva  se  niegue  lu- 
gar á  ella. 

Expone,  que  su  representado  no  acepta  la 
verdad  de  los  hechos  invocados  en  la  deman- 
da, pues  no  es  exacto  que  las  vertientes  cuyo 
dominio  reclama  la  demandante,  mueran  en 
el  fundo  de  Uprato.  Se  vadan  precisamente 
en  el  cauce  del  río  Colína,  que  corre  por  entre 
los  fundos  Peldegüe  y  Uprato,  sirviendo  de 
límite  divisorio  entre  ambos.  Resulta  de  con- 
siguiente que  la  quebrada  madre  ó  principal 
de  que  habla  la  demanda  y  hasta  cuyo  fondo 
se  hace  llegar  uno  y  otro  predio,  no  es  sino  el 
lecho  del  río  que  tiene  su  nacimiento  en  la  La- 
guna Verde  y  quebrada  conocida  con  el  nom- 
bre de  Las  Locas. 

Ninguna  similitud,  agrega,  existe  entre  la 
vertiente  de  que  se  alimentan  los  Baños  de 
Colina  y  las  del  Durazno  y  La  I^eonera,  puesto 
que  aquella  jamás  ha  engrosado  el  caudal  del 
río  Colina,  y  éstas  siempre  han  sido  afluentes 
de  él.  Por  lo  demás,  el  aprovechamiento  que 
los  Padres  de  la  Recoleta  hacen  de  aquella 
vertiente,  no  comprueba  el  derecho  de  la  de- 
mandante á  las  vertientes  que  son  materia 
de  este  juicio,  cuando  más  justificaría  que  los 
demandados  han  permitido  á  los  dueños  de 
Peldegüe  usar  de  aguas  que  no  pertenecen  á 
esta  heredad. 

Su  representado  desconoce  en  absoluto  el 
uso  que  de  las  vertientes  del  Durazno  y  de  La 
Leonera  dice  haber  hecho  la  demandante,  y 
agrega,  que  si  los  inquilinos  han  llegado  á 
usar  las  vertiente?  en  cuestión,  ha  debido  ser 
de  una  manera  clandestina,  ignorada  por  los 
perjudicados. 

De  lo  expuesto  se  deduce,  que  es  completa- 
mente inaplicable  al  caso  actual,  el  precepto 
del  artículo  834  del  Código  Civil  citado  en 
apoyo  de  la  petición  subsidiaria  de  la  de- 
manda. 

Para  convencerse  de  ello,  basta  observar 
que  atendido  el  epígrafe  del  párrafo  que  se  re- 
gistra: **De  las  servidumbres  naturales,"  aque 
Ha  disposición  supone  la  existencia  de  un 
predio  superior  y  de  otro  inferior  por  los  cua- 
les corren  las  aguas  cuyo  uso  reglamenta. 
Mientras  tanto,  la  misma  demandante  sostie- 
ne que  las  vertientes  del  Durazno  y  de  la  I«eo- 
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ñera  se  forman  y  desaparecen  dentro  de!  fun- 
do Uprato,  de  modo  que  esa  afirmación  exclu- 
Tc  forzosamente  la  idea  de  que  sus  ag^as  pa- 
san de  una  heredad  á  gtra,  y  aún  cuando  ya 
ha  demostrado  que  este  hecho  es  inexacto  por 
cuanto  el  caudal  de  laa  mencionadas  vertien-, 
tes  se  vacia  al  rio  Colina,  siempre  resulta 
que  no  hay  un  predio  superior  á  otro  inferior 
por  los  cuales  atrariesen  las  aguas  cuestiona- 
das. 

Sostiene  también  este  demandado,  que  es 
absolutamente  inadmisible  separar  del  rfo 
Colina  Jos  afluentes  que  contribuyen  á  for- 
marlo como  son  las  vertientes  del  Durazno  y 
de  la  Leonera,  puesto  que  de  este  modo  desa- 
parecería totalmente  su  caudal  antes  de  en. 
trar  al  valle. 

Opone,  además,  el  demandado,  la  excepción 
de  haber  adquirido  por  medio  de  la  prescrip- 
ción, tanto  ordinaria  como  extraordinaria,  el 
derecho  á  las  aguas  cuyo  dominio  excluúvo 
pretende  la  demandante,  pues  el  uso  de  ellas 
arranca  de  posesión  tranquila  y  no  interrum- 
pida, con  justo  título  y  buena  fe,  por  más  del 
tiempo  necesario  para  que  se  opere  el  modo 
de  adquirir  indicado,  agregando  también,  que 
su  fundo  se  ha  senrido  desde  ¿poca  inmemo- 
rial para  su  propio  cultivo,  del  caudal  en  cues- 
tión. 

En  rebeldía  de  los  demás  demandados,  se 
dió  por  contestada  la  demanda,  respecto  de 
ellos. 

En  el  escrito  de  réplica,  la  demandante  ob- 
serva quedado  lo  expuesto  en  la  contestación 
no  existe  disconformidad  en  el  hecho  de  que 
las  vertientes  del  Durazno  y  de  la  Leonera  se 
arrojan  al  cauce  del  río  Colina;  y  que  el  desa- 
cuerdo está  en  el  alcance  déla  palabraoiueren 
empleada  en  el  artículo  595  del  Código  Civil. 
Sostiene,  por  su  parte,  que  las  vertientes  mue- 
ren en  el  límite  del  fundo  Uprato,  porque  allí 
desaparecen  y  se  confunden  con  un  caudal 
mayor. 

Respecto  de  la  excepción  de  prescripción 
opuesta  por  el  demandado,  don  Estanislao 
Izquierdo, expresaqueestáfnndadaen  la  cons- 
trucción de  boca-tomas  ú  obras  aparentes 
construidas  en  el  río  Colina  muchomás  abajo 
del  fundo  Uprato.  Estas  obras  no  son  sufi- 
cientes para  dar  origen  á  una  prescripción, 


pues  para  ello  habría  sido  menester  que  se  hu- 
bieran construido  en  el  predio  sirviente  ó  sea 
en  el  de  Uprato;  con  la  ejecución  de  ellas,  el 
señor  Izquierdo  no  puede  haber  adquirido  la 
posesión  con  justo  título  y  buena  fe  délas 
aguas  de  las  citadas  vertientes,  porque  éstas, 
como  ya  lo  ha  expresado,  mueren  en  el  fundo 
de  Uprato,  en  el  rio  Colina,  mucho  más  arri- 
ba del  punto  en  que  se  gecutaron  las  obras 
que  indica  el  señor  Izquierdo. 

En  este  escrito,  la  demandante  alega  tam- 
bién, la  prescripcidn  como  título  al  aso  y  goce 
de  las  aguas  cuestionadas,  alegación  que  reti- 
ra en  el  alegato  de  prueba. 

En  el  escrito  de  diiplica,  don  Narciso  Valdi- 
vieso, en  representación  de  la  junta  directiva 
del  rio  Colina,  reproduce  las  excepciones  opues- 
tas á  la  demanda  por  don  Estanislao  Izquier- 
do; expresa  que  la  excepción  de  prescripción 
interpuesta  por  éste,  como  se  deduce  de  los 
términos  en  que  fué  redíwtada,  no  es  la  con- 
templada en  el  artículo  835  del  Código  Civil, 
como  por  error  parece  creerlo  la  parte  deman- 
dante. Ha  opuesto  la  excepción  de  prescrip- 
ción ordinaria  y  extraordinaria  adquisitiva 
del  dominio  y  después  de  la  réplica  en  que  na- 
da se  observa  sobre  el  particular,  han  queda- 
do en  pie  todos  los  hechos  que  sirven  de  funda- 
mento á  ellas. 

En  rebeldía  de  otro  de  los  demandados,  se 
recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndose  la  que 
corre  en  autos,  y  previo  dictamen  del  señor 
Promotor  Fiscal,  se  citó  para  sentencia. 

El  Juzgado  falló,  con  fecha  26  de  abril  de 
1902. 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 
1^  Quede  la  exposición  de  las  partes  y  de 
la  prueba  rendida  por  ámbas,  se  desprende 
que  en  autos  se  encuentran  justifi  :adoB  los  si- 
guientes hechos: 

a)  Que  el  rio  ó  estero  de  Colina,  corre  por 
un  cauce  natural  que  tiene  origen  en  cerros 
correspondientes  á  la  Cordillera  de  los  Andes, 
atravesando  ó  deslindando  en  su  trayecto  nu- 
merosos predios  del  dominio  particular; 

b)  Que  dicho  río  separa  el  fundo  Uprato 
perteneciente  á  la  demandante  del  de  Pelde- 
güe,de  propiedad  del  Convento  Dominico,  uno 
de  ios  demandados; 
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c)  Que  las  Tertíentes  del  Durazno  y  de  la 
Leonera,  formadas  por  las  nieves  que  se  depo- 
sitan en  la  parte  alta  de  los  cerros,  y  por 
otras  causas  ajenas  á  la  acción  del  hombre, 
corren  por  el  primero  de  los  fundos  nombra- 
dos, perteneciendo  las  dos  riberas  de  esas  ver- 
tientes á  dicho  fundo  de  Uprato; 

d)  Que  las  aguas  de  esas  vertientes  se  va- 
cian en  el  río  6  estero  de  Colina,  formando  un 
sólo  todo  con  las  demás  aguas  que  forman  su 
caudal;  y 

e)  Que  más  abajo  de  la  conjunción  los  de- 
mandados extraen  el  agua  que  les  correspon- 
de para  el  regadío  de  sus  predios  por  medio 
de  boca-tomas  ú  otras  obras  aparentes; 

2^  Que  de  estos  hechos  se  deduce  que  las  ci- 
tadas vertientes  del  Durazno  y  de  la  Leonera, 
si  bien  nacen  en  el  fundo  Uprato,  no  mueren 
en  él,  puesto  que  se  vacian  en  el  río  ó  estero 
de  Colina,  cuyo  cauce  ó  caja  no  pertenece  al 
propietario  de  Uprato,  puesto  que  es  un  bien 
nacional  de  uso  público,  con  arreglo  á  lo  esta- 
blecido en  el  artículo  595  del  Código  Civil;  y 
se  deduce  asimismo,  que  aquellas  vertientes 
no  son  de  las  comprendidas  en  el  inciso  2^  del 
mismo  artículo  cuyo  dominio  corresponde  á 
los  particulares; 

3'  Que,  según  lo  prescripto  en  el  artículo  834 
del  Código  Civil,  lasaguas  de  uso  público  que 
corren  naturalmente  por  una  heredad  dedo 
minio  privado,  cuyas  riberas  pertenecen  á  un 
mismo  dueño,  pueden  ser  usadas  por  éste, 
para  los  menesteres  domésticos,  para  el  riego 
de  la  misma  heredad,  para  dar  movimiento  á 
sus  molinos  ú  otras  máquinas  y  abrevar  sus 
animales,  con  la  obligación  ó  servidumbre  de 
hacer  volver  el  sobrante  después  de  servirse 
de  dichas  aguas,  al  acostumbrado  cauce  á  su 
salida  del  fundo; 

4"  Que,  con  arreglo  á  la  prescripción  legal 
citada,  la  demandante  puede  hacer  para  los 
fines  indicados  en  el  considerando  anterior, 
uso  de  las  aguas  de  las  vertientes  de  la  Leo- 
nera y  del  Durazno,  con  la  servidumbre  de 
hacer  volver  el  sobrante  del  agua  al  cauce  de 
esas  quebradasen  el  mismo  punto  en  que  ellas 
vacían  sus  aguas  en  el  río  de  Colina  ó  ea  uii 
puDto  de  la  misma  quebrada  superior  al  indi- 
cado anteriormente  dentro  del  cauce  natural 
Ó  acostumbrado  de  esa  vertiente; 


5^  Que  los  demandados  seexcepcionan  tam- 
bién con  la  prescripción  ordinaria  y  extraor- 
dinaria adquisitiva  del  dominio,  establecidaen 
el  título  42  del  Código  Civil,  alegando  haber 
utilizado  el  agua  del  Durazno  y  de  la  Leonera 
^después  de  unidas  al  río  Colina,  por  mas  de 
diez,  de  treinta  años  y  aun  por  un  tiempo  in- 
memorial; y 

6^  Que  el  uso  inmemorial  de  estas  aguas, 
no  es  suficiente  para  privar  á  la  demandante, 
dueña  de  la  heredad  superior,  del  derecho  que 
le  acuerda  el  artículo  834  citado,  por  cuanto 
el  goce  que  han  tenido  es  sólo  debido  á  una 
mera  tolerancia  de  la  demandante  6  de  sus 
antecesores  en  el  dominio  del  predio  Uprato, 
que,  según  la  ley,  no  confiere  posesión  ni  du 
fundamento  á  prescripción  alguna. 

Por  estos  fundamentos  y  teniendo  además 
presente  lo  dispuesto  en  la  ley  1*,  título  14, 
Partida  3»  y  en  el  artículo  2499  del  Códi- 
go Civil,  se  declara  que  doña  Carmen  Guz- 
mán  de  Gómez  tiene  derecho  á  usar  de  las 
aguas  de  las  quebradas  6  vertientes  denomi- 
nadas del  Durazno  y  de  laLeonera,en  los  me- 
nesteres domésticos,  en  el  riego  de  su  heredad, 
en  dar  movimiento  á  su  molino  ú  otras  má- 
quinas y  abrevar  sus  animales,  con  la  obliga- 
ción de  hacervolver  el  sobrante  al  mismo  cau- 
ce de  esas  vertientes  en  la  forma  indicada  en 
el  considerando  4^.  Sedeclara  sin  lugar  lasde- 
más' peticiones  de  la  demanda  y  la  excepción 
de  prescripción  opuesta  por  los  demandados. 
—Castiilo. 

Apelada  esta  sentencia,  se  resolvió: 
Vistos:  apelada  la  sentencia  de  26  de  abril 
del  ario  próximo  pasado,  don  Amadeo  Gunde- 
lach  por  la  junta  directiva  del  río  Colina,  y 
don  Roberto  Salinas,  por  don  Ricardo  Cruzat 
expone;  que  contestando  y  duplicando  los 
demandados  han  opuesto  la  excepción  de  pres- 
cripción en  términos  generales,  yen  la  dfipHca 
explican  que  no  la  fundan  en  el  artículo  835 
del  Código  Civil,  y  á  juicio  de  los  exponentea 
esa  disposición  en  su  número  1^  es  perfiKta- 
mente  aplicable  al  caso,  y  en  ella  fundan  tam- 
bién la  excepción  de  prescripción  respecto  á 
las  aguas  de  que  los  demandados  han  hedió 
uso  como  accionistas  del  río  Colína  en  los 
diez  años  ó  más  anteriores  á  la  demanda  por 
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medio  de  las  obras  dirigidas  á  facilitar  6  diri- 
gir el  descenso  de  ellas  á  sus  heredades.  Con- 
cluyen pidiendo  que  á  virtud  del  artículo  300 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  se  tenga 
poropuesta  en  la  forma  indicada  la  excepción 
de  prescripción. 

Contestando  doña  Carmen  Guzmán  de  Gó- 
mez,  pide  que  se  niegue  lugar  á  lo  solicitado, 
con  costas;  y  expone  que  la  prescripción  ordi- 
naria y  extraordinaria  fué  opuesta  en  prime- 
ra instancia  y  fué  desechada,  por  lo  que  no 
puede  invocarse  el  artículo  300  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  para  formular  un  inci- 
dente de  segunda  instancia  á  pretexto  de  am- 
pliar y  modificar  el  fundamento  de  aquella  ex- 
cepción. 

Habiéndose  pedido  que  la  excepción  se  reci- 
biera á  prueba,  se  opuso  también  la  señora 
Guzmán. 

Don  Amadeo  Gundelach,  por  los  canalístas 
del  río  de  Colina  que  le  dieron  la  representa- 
ción, se  adhiere  á  ella  y  alega  la  excepción  de 
prescripción  y  pide  que  sea  recibida  á  prueba. 

La  señora  Guzmán  de  G.,  respondiendo  á 
esas  peticiones,  reproduce  lo  que  al  respecto 
tiene  ya  expuesto. 

Por  la  resolución  de  fs.  290  vta.  se  negó  lu- 
gar á  la  petición  para  que  se  recibiera  á  prue- 
ba la  excepción  y  se  mandó  regir  el  decreto  de 
autos  para  ver  la  apelación  pendiente  y  la  in- 
cidencia sobre  esa  excepción. 

Con  lo  relacionado  y  considerando, además, 
en  orden  al  asunto  principal  y  á  la  excepción 
alegada  en  la  instancia: 

1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo,  y  así 
consta  de  autos,  en  que  las  aguas  de  las  que- 
bradas del  Durazno  y  de  la  Leonera  nacen  en 
el  fundo  deUprato,  de  la  demandante,  y  co- 
rren  por  él,  muriendo  en  el  rio  Colina,  sin  salir 
de  los  limites  del  mismo  lundo; 

2^  Que  las  boca-tomas  de  los  demandados, 
acdooístas  ó  comuneros  del  rio  Colína,  están 
ubicadas  en  las  riberas  de  este  río  y  aún  fuera 
del  enunciado  fundo  Uprato,  que  también  es 
riberano; 

3^  Que,  en  consecuencia,  ninguno  de  los  ac- 
cionistas referidos  ha  hecho  obra  alguna  visi- 
ble ó  aparente  dentro  de  Uprato  ó  en  la  co- 
rriente ó  cauce  de  la  Leouera  y  del  Durazno 


destinada  á  facilitar  ó  dirigir  el  descenso  de 

las  aguas  para  llevarlas  á  los  boca-lomas 
de  los  demandados,  y  los  actos  de  posesión, 
fundamento  de  la  prescripción  alegada,  han 
debido  ejecutarse  en  esos  lugares  para  que 
puedan  afectar  á  la  señora  demandante  que 
disputa  la  posesión  en  dichas  quebradas  y  no 
en  el  río;  y 

4^  Que  las  mismas  vertientes  al  morir  y 
confundirse  con  las  aguas  del  río,  pierden  su 
individualidad  natural  para  pasar  á  formar 
parte  de  otra  distinta  jurídicamente  conside- 
rada y,  por  consiguicDte,  al  hacer  uso  los  de- 
mandados de  las  aguas  del  río  Colina,  no  es  lo 
mismoque  servirse  de  las  mismasaguasde  las 
vertientes  de  que  la  señora  Guzmán  se  sirve, 
conforme  á  la  literal  disposición  del  número 
1«  del  artículo  835  del  Código  Civil. 

Se  confirma  la  referida  sentencia  y  se  dese- 
cha la  excepción  de  prescripción  alegada  en 
esta  instancia,  con  costas. 

Redacción  del  Ministro  señor  Kojas  /.  Ig. 

nació  Larrain  Z.—J,  A.  Rojas. — Arturo  Ayala. 

Contra  esta  sentencia  de  31  de  diciembre  de 
1903,  se  interpuso  á  nombre  de  la  junta  di- 
rectiva del  rio  de  Colina,  recurso  de  casación 
en  la  forma  y  en  el  fondo,  y  al  formalizar  el 
primero,  se  dice:  que  la  sentencia  recurrida 
debe  invalidarse  por  la  causa  contemplada 
en  el  número  7'  del  artículo  970  y  en  los  nú- 
meros 2'  y  3'  del  966  del  Código  de  Procedi- 
miento  Civil,  ya  que  el  Tribunal  negó  lugar  A 
recibir  á  prueba  una  cuestión  de  hecho,  como 
es  la  de  la  excepción  de  prescripción  opuesta 
en  segunda  instancia,  debiendo  concederla; 

Que  el  artículo  300  del  misino  Código  per- 
mite deducir  en  segunda  instancia  esta  excep- 
ción; 

Que  si  se  permite  deducirla,  debe  recibirse 
prueba  sobre  los  hechos  que  constituyen  su 
fundamento; 

Que  se  formuló  la  excepción  á  que  da  dere- 
cho el  artículo  335  del  Código  Civil  y  que, 
aún  cuando  el  mismo  Tribunal  no  la  creyó 
probada  antes  del  momento  en  que  se  opuso, 
como  puede  verse  en  la  sentencia  que  la  dese- 
chó, denegó,  no  obstante  también  la  prueba 
que  se  ofreda  al  respecto. 
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La  Ctorte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  al  fundar  la  acción  subsidiaria  de 
que  se  hace  mérito  en  la  demanda,  se  expresa 
por  el  apoderado  de  la  demandante:  que 
"aún  en  el  caso,  sólo  hipotéticamente  acepta- 
do, de  que  las  vertientes  de  aquellas  quebra- 
das no  sean  del  dominio  privado  de  mi  repre- 
sentada, siempre  podría  ésta  hacer  de  ellas  el 
uso  conveniente  para  el  riego  de  su  ^heredad 
j  demás  objetos  indicados  en  el  artículo  834 
del  Código  Civil  y  en  la  forma  prescripta  por 
éste.  En  nuestro  caso,  aquel  uso  legítimo  no 
está  limitado  por  ninguno  de  los  modos  seña- 
lados por  el  artículo  835  del  citado  Código"; 

2^  Que  en  la  contestación  á  la  demanda, 
después  de  hacerse  cargo  del  párrafo  trascrito 
en  el  considerando  anterior,  se  opuso  en  tér- 
minos generales  la  excepción  de  prescripción, 
tanto  ordinaria  como  extraordinaria,  que- 
dando en  esas  condiciones  trabada  la  litis; 

3^  Que  si  bien  después,  en  la  dúpHca,  se 
expresó  que  reproduciendo  las  excepciones 
opuestas  á  la  demanda,  la  de  prescripción  no 
se  fundaba  en  la  disposición  del  artículo  835 
del  Código  Civil,  esa  limitación  voluntaria 
del  fundamento  de  la  excepción  opuesta  no 
puede  afectar  el  aspecto  jurídico  bajo  el  cual 
quedó  trabada  la  litis; 

4*  Que,  además,  durante  el  término  proba- 
torio de  primera  instancia,  las  partes  ríndie* 
ron  prueba  testimonial  sustancialmentesobre 
los  mismos  hechos  á  que  se  refiere  el  escrito 
presentado  en  segunda  instancia; 

5^  Que  aún  cuando  en  esa  seg^unda  instan- 
da  se  opuso  nuevamente  la  excepción  de  pres- 
cripción refiriéndola  al  artículo  835  del  Códi- 
go Civil,  j  solicitando  un  término  de  prueba 
al  repecto,  estimó  el  Tribunal  de  Apelaciones 
que  no  era  necesario  dicho  término;  j 

6^  Que  la  disposición  del  artículo  300  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  deja  al  arbitrio 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  cuando  la  referida 
excepción  se  opusiere  en  segunda  instancia,  la 
estimación  de  sí  es  ó  nó  necesario  abrir,  con 
ese  objeto,  un  término  de  prueba. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones  y 
visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 


se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en 
la  forma,  con  costas.  Queda  aplicada  al  Fisco 
la  cantidad  de  $66.70  consignada  para  este 
recurso. 

Redactada  por  el  Presidente  señor  Gaete. — 
Gabriel  Gaete.— José  Alfonso.~J.  Gabriel  Pal- 
ma Guzmán  I^oncio  Rodrígaex. 

Y  pronunciándose  sobre  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  dictó  la  siguiente  sentencia: 

Santiago,  24de  junio  de  1905.— Vistos:  con 
lo  expuesto  y  teniendo  presente: 

1'  Que  en  la  sentencia  recurrida,  así  como 
en  la  de  primera  instancia  aceptada  por  aqué- 
lla en  los  hechos  fundamentales,  se  establecen 
los  siguientes,  que  deben  servir  de  base  para 
resolver  el  recurso  de  casación  interpuesto, 
conforme  lo  prescribe  el  artículo  958  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 

A.  Que  el  rio  ó  estero  de  Colina  corre  por 
un  cauce  natural  que  tiene  su  origen  en  cerros 
de  la  cordillera  de  los  Andes,  atravesando  ó 
deslindando  en  su  trayecto  numerosos  predios 
del  dominio  particular; 

B.  Que  las  aguas  de  las  quebradas  de  El 
Durazno  y  La  Leonera,  provenientes  de  las 
nieves  qne  se  depositan  en  la  parte  dita  de  los 
cerros  y  por  otras  causas  ajenas  á  la  acción 
del  hombre,  corren  por  el  fundo  Lo  Guzmán  ó 
Uprato,  y  que  las  dos  riberas  pertenecen  á  di- 
cho fundo; 

C.  Que  las  aguas  de  eras  quebradas  se  va- 
cian en  el  río  ó  estero  de  Colína,  formando  un 
solo  todo  con  las  demás  aguas  que  forman  su 
caudal; 

D.  Que  más  abajo  de  la  confluencia  los  de- 
mandados extraen  el  ag^a  que  les  corres- 
ponde para  el  riego  de  sus  predios  por  medio 
de  boca-tomas  ú  obras  aparentes; 

2'  Que  la  Corte  de  Apelaciones,  para  dictar 
la  sentencia  reclamada,  ha  partido  de  la  base 
jurídicamente  establecida  en  el  considerando 
2'  de  la  de  primera  instancia  de  que  las  aguas 
de  las  quebradas  de  El  Durazno  y  de  La  Leo- 
ñera  son  de  uso  público,  porque  si  bien  nacen 
de  la  heredad  de  Uprato,  mueren  fuera  de  ella 
á  causa  de  que  se  vacian  en  el  rio  Colina,  con 
el  cual  continúan  corriendo  como  parte  inte- 
grante por  otras  heredades  de  distintos  due- 
ños; y  esta  declaración  acerca  del  carácter  de 
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dichas  aguas,  en  virttid  de  la  cual  fué  dese- 
chada la  petición  principal  de  la  demanda,  no 
ha  sido  recurrida  por  la  demandante,  por  lo 
que  tiene  también  que  servir  de  base  inamovi- 
ble para  pronunciar  esta  sentencia,  como  se 
deduce  del  precepto  contenido  en  el  artículo  948 
del  Cádigo  de  Procedimiento  Civil; 

3^  Que  de  los  mismos  hechos  que  menciona 
el  considerando  1^  aparece  que  los  demanda- 
dos» al  usar  las  aguas  del  tío  Colina  en  benefi- 
cio de  sus  predios,  aprbvechan  también  las  ver- 
tientes de  £1  Durazno  y  de  La  Leonera  que, 
como  se  ha  visto,  son  unas  de  las  muchas  que 
forman  el  expresado  río; 

4^  Que,  respecto  de  las  aguas  corrientes  de 
uso  piiblico,  el  articulo  834  del  Código  Civil 
dispone  qu?  el  dueño  de  una  heredad  puede 
hacer  de  las  que  corren  naturalmente  por  ella, 
aunque  no  sean  de  su  dominio  privado,  el  uso 
conveniente  para  los  menesteres  domésticos, 
para  el  riego  de  la  misma  heredad,  para  dar 
movimiento  á  sus  molinos  ú  otras  máquinas 
y  abrevar  sus  animales,  con  obligación  de  de- 
volver el  sobrante  al  acostumbrado  cauce  á  la 
salida  del  fundo; 

5^  Que  el  artículo  835  establece,  asimismo, 
que  el  uso  que  el  dueño  de  una  heredad  puede 
hacer  de  las  aguas  que  corren  por  ella,  se  li- 
mita: 

1^  Kn  cuanto  el  dueño  de  la  heredad  infe- 
rior haya  adquirido  por  prescripción  ú  otro 
titulo  el  derecho  de  servirse  de  las  mismas 
aguas;  y  que  la  prescripción,  en  este  caso,  será 
de  diez  años,  contados  como  para  la  adquisi~ 
ción  del  dominio,  y  correrá  desde  que  se  hayan 
construido  obras  aparentes,  destinadas  á  fa- 
cilitar ó  dirigir  el  descenso  de  las  aguas  en  la 
heredad  inferior;  precepto  que,  seg^nel  articu- 
lo 836,  se  aplica  al  uso  de  las  aguas  que  co- 
rren por  entre  dos  heredades; 

6*^  Que  estas  disposiciones  legales  nada  es- 
tatuyen en  orden  á  la  ubicación  de  las  obras 
en  referencia;  y,  por  consiguiente,  al  resolver 
la  Corte  que  la  prescripción  adquisitiva  ale- 
gada en  la  causa,  no  puede  tener  lugar  porque 
las  obras  de  los  demandados  no  han  sido  eje- 
cutadas dentro  de  la  heredad  superior,  ha  par- 
tido del  antecedente  erróneo  de  que  por  dicho 
articulo  835  se  impone  á  los  prescribientes  una 
obligación  no  contenida  en  sus  términos; 


7^  Que  esta  obligación  no  puede  tampoco 

deducirse  del  vocablo  descenso  que  emplea  di- 
cho articulo,  pues  en  él  no  se  dice  descenso 
desde  el  predio  superior  al  in^ríor,  como  se 
pretende,  sino  tan  sólo  descenso  en  el  predio 
inferior;  y,  por  lo  tanto,  no  se  puede  limitar 
su  tenor  literal  á  pretexto  de  consultar  su  es- 
píritu, contra  lo  que  ordena  el  artículo  19  del 
mismo  Código; 

8'  Que,  B.-&n  recurriendo  al  espíritu  de  la  ley 
y  á  la  historia  de  su  establecimiento,  se  llega 
á  la  conclusión  de  que  no  tiene  fundamento  ló- 
gico la  consideración  á  que  se  alude,  en  la  cual 
se  apoya  la  sentencia  recurrida; 

9^  Que,  en  efecto,  la  ley  de  Municipalidades 
de  8  de  noviembre  de  1854,  en  el  inciso  3^  del 
articuloll8, prescribía  lo  siguiente:  "Las  mer- 
cedes ó  permisos  para  sacar  aguas  de  un  rio  ó 
estero,  corresponden  al  jefe  del  departamento 
en  que  el  saque  6  toma  haya  de  establecerse, 
sin  que  en  virtud  de  estas  mercedes  se  adquiera 
más  derecho  que  el  que  corresponda  por  las  le- 
yes comunes,  atendiendo  á  la  antigüedad  y 
preferencia  en  la  merced  entre  los  varios  inte- 
resados"; de  lo  que  resulta  que  esa  ley  consa- 
graba los  derechos  adquiridos  según  la  anti- 
güedad de  las  mercedes,  las  cuales  preferían  á 
las  nuevamente  concedidas  por  el  gobernador 
departamental,  y  lógicamente  que  el  derecho 
adquirido  no  revestía  carácter  de  precario,  su- 
bordinado á  la  eventualidad  de  concesiones 
posteriores; 

10.  Que  este  carácter  jurídico  de  uso  no  pre- 
cario fué  mantenido,  entre  otros,  por  los  ar- 
tículos 595,  599,  603,  834,  836  y  860  del  Có- 
digo Civil,  en  los  cuales  se  establece  que  las 
mercedes  de  aguas  de  uso  público  se  entende- 
rán concedidas  sin  perjuicio  de  los  derechos 
anteriormente  adquiridos  en  ellas  por  pres- 
cripción ú  otro  título;  que  la  autoridad  com- 
petente, al  reglar  la  distribución  de  las  aguas 
entre  los  riberanos  de  uno  y  otro  lado  del 
cauce  natural,  debe  asimismo  respetar  los  de 
rechos  adquiridos  por  prescripción  ú  otro  ti- 
tulo; que  á  la  autoridad  administrativa  com- 
pete darel  permiso  parasacarlasaguasy  para 
construir  las  obras  necesarias  á  este  objeto, 
conforme  á  las  leyes  y  á  las  ordenanzas  gene- 
rales ó  locales  que  se  dicten  sobre  la  materia; 
y  que  el  nso  délas  aguas  sólo  ae  ballasubordi- 


Digitized  by 


Google 


390 


SEGUNDA  PARTE.— «BCCIÓN  PRIMERA 


nado  á  las  necesidades  agrícolas,  industríales 
y  domésticas,  que  de  suyo  son  permanentes; 

11.  Que,  de  conformidad  á  estas  disposicio- 
nes legales  y  á  la  ley  de  Municipalidades  de 
1854,  se  dictaron  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica en  1872,  diversas  ordenanzas  sobre  dis- 
tribución de  aguasen  algunos  ríos  de  la  Repií- 
blica,  y  en  3  de  enero  del  mismo  año  se  dictó 
la  general  sobre  distribución  de  las  aguas  de 
rios  que  dividen  provincias  ó  departamentos, 
en  todas  las  cuales  se  ha  reconocido  el  derecho 
permanente  y  no  precario  del  uso  de  que  se 
trata,  Así,  el  artículo  10  de  esta  última  lo  re- 
conoce en  la  forma  que  sigue:  "Las  mercedes 
de  agua  que  se  concedieren  desde  la  promulga- 
ción de  esta  ordenanza  en  los  ríos  que  en  cier- 
tas épocas  del  año  se  sujetan  á  tumos,  á  causa 
de  que  sus  aguas  no  alcanzan  á  satisfacer  las 
necesidades  de  las  tomas  existentes^  sólo  darán 
derecho  á  sacar  agua  cuando  dichos  ríos  no 
están  sujetos  á  tumo;  pero  mientras  lo  estén, 
no  tendrán  parte  en  la  distribución  de  sus 
aguas; 

12.  Que,  vigentes  estas  ordenanzas  se  pro- 
mulgó la  ley  de  Municipalidades  de  12  de  sep- 
tiembre de  1887,  que  reprodujo  literalmente, 
en  el  artículo  102,  el  119  de  la  de  8de  noviem- 
bre de  1854,  manteniendo  el  mismo  régimen 
mencionado  en  los  considerandos  anteriores; 

13.  Que  la  ley  actual  de  Municipalidades  de 
22  de  diciembre  de  1891,  en  el  artículo  26, 
faculta  á  estas  corporaciones  para  conceder 
el  uso  ygoce  de  bienes  nacionales  de  uso  públi- 
co por  un  término  que  no  exceda  de  diez  años; 
y  respecto  de  las  aguas  nacionales  reconoce 
la  permanencia  6  perpetuidad  del  uso,  como 
lo  hacen  el  Código  Civil  y  la  Ordenanza  Gene- 
ral de  1872,  uso  que  deja  subordinada  á  las 
necesidades  actuales  de  los  predios;  y  aun 
mas,  el  número  2^  de  dicho  artículo,  confiere 
fuerza  de  ley  A  los  preceptos  de  la  referida  Or- 
denanza en  los  términos  siguientes:  "Corres- 
ponde á  las  municipalidades:...  2^  conceder, 
sin  perjuicio  de  derechos  adquiridos  por  terce- 
ros, mercedes  de  aguas  de  ríos  y  esteros  de 
uso  público  que  corran  exclusivamente  dentro 
del  respectivo  territorio  municipal,  y  dictar 
las  reglas  á  quehan  de  ajustarse  los  marcos  ó 
boca-tomas  que  en  ellos  se  construyan,  pu- 
diendo  las  municipalidades  nombrar  en  tiem- 


po de  escasez  de  aguas  un  inspector  que  vigile 

los  marcos  y  distribuya  las  aguas  provisio- 
nalmente, y  según  los  títulos  que  presenten 
los  interesados,  sin  perjuicio  del  derecho  de 
éstos  para  reclamarante  la  justicia  ordinaria. 
Cuando  el  rio  ó  estero  recorra  dos  ó  más  te- 
rritorios municipales,  se  aplicarán  ías  dispo- 
siciones de  la  respectiva  Ordenanza  Gener&l 
de  3  de  enero  de  1872,  con  exclusión  de  las 
que  dan  intervención  en  la  materia  al  Presi- 
dente de  la  República  y  á  sus  agentes,  las  cua- 
lesejerceráeljuez  Letrado  de  la  residencia  más 
inmediata  al  río  ó  estero,  correspondiendo  á 
éste  decretar  ó  suspender  el  tumo,  citar  y 
reunir  á  los  interesados,  nombrar  el  juez  de 
aguas,  removerle  y  fijarle  el  sueldo,  á  todo  lo 
cual  procederá  el  Juez  á  petición  de  cualquier 
interesado,  previa  información  sumaria  que 
acredite  la  escasez  ó  la  abnndanciade  aguas." 

14.  Que,  sentados  estos  precedentes,  hay 
que  observar  que  parece  con  todaevidencia  que 
el  fundamento  que  se  analiza  de  la  sentencia 
recurrida,  no  guarda  armonía  con  dichos  pre- 
cedentes, y,  por  el  contrario,  destruye  por 
completo  el  régimen  legal  sobre  el  aprovecha» 
miento  de  las  aguas  de  uso  público.  Con  efec- 
to, si  las  obras  deben  hacerse  rigurosamente 
dentro  de  los  predios  superiores,  se  llega  á  la 
conclusión  de  que  sólo  puede  prescribif'se  con- 
tra dichos  predios,  y  no  contra  todos  los 
demás  superiores  ó  de  la  ribera  opuesta,  cuyos 
dueños  tendrán  consiguientemente,  en  todo 
tiempo,  la  facultad  de  entorpecer  el  riego  y 
demás  usos  industriales  que  existan  en  el  pre- 
dio del  prescribiente;  lo  que  en  realidad  im- 
porta la  denegación  6  inestabilidad  del  dere- 
cho de  uso  ganado  por  prescripción,  todas  las 
veces  que  sean  inoficiosas  ó  físicamente  impo- 
sibles, según  la  configuración  de  los  lugares, 
las  construcciones  en  la  forma  que  lo  declara 
dicha  sentencia; 

15.  Que,  igualmente,  esa  declaración  hace  im- 
prescriptible el  derecho  denso  de  los  riberanos 
de  un  lado  del  cauce  natural  contra  los  ríbe. 
ranos  del  otro  lado,  é  inaplicable  en  su  mayor 
parte,  el  artículo  836  del  Código  Civil,  que 
consagra  dicha  prescripción  en  los  términos 
que  siguen: 

"El  uso  de  las  aguas  que  corren  por  entre 
dos  heredades  corresponde  en  comübi  á  los 
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dos  riberiaiosQon\a.9  míamas limitaciones  (del 
art.  835),  y  será  reglada  en  caso  de  disputa 
por  la  autoridad  competente,  tomándose  en 
consideración  ios  derechos  adquiridos  por 
prescripción  ú  otro  título,  como  en  el  caso  del 
articulo  precedente,  número  1'";  y  dado  este 
precepto,  no  se  comprende  de  qué  modo  los 
riberanos  de  una  margen  del  cauce  deberían 
mantener  sus  derechos,  si  éstos  pudieran  ser 
menoscabados  en  todo  tiempo  por  los  de  la 
otra  margen;  ni  cómo  la  antoridad  encarga- 
da exclusivamente  de  reglar  las  pretensiones 
opuestas  de  unos  jr  otros  riberanos  podría 
tomar  en  cuenta  los  derechos  adquiridos  por 
prescripción  adquisitiva,  imposible  de  produ- 
cirse entre  ambos  pretendientes; 

16.  Que  todo  esto  manifiesta  que  la  senten- 
cia antedicha  es,  en  este  punto,  contraria  al 
precepto  del  artículo  835  del  Código  Civil, 
que  se  cita  como  infringido,  al  establecerse 
por  ella  que  la  prescripción  adquisitiva  alega- 
da no  puede  tener  lugar  contra  el  derecho  de 
uso  que  pretende^  el  propietario  de  Uprato, 
por  no  hallarae  dentro  de  estefundo  las  obras 
de  los  demandados; 

17.  Que  sobre  la  clandestinidad  de  las  obras 
construidas  fuera  de  los  predios  superiores, 
contra  los  cuates  se  quiere  prescribir,  hay  que 
observar  que,  si  bien  es  verdad  que,  en  gene- 
ral, la  notoriedad  de  la  posesión  supone  la 
existencia  de  algún  hecho  que  la  manifieste 
directamente  respecto  de  quién  puede  perder 
BU  derecho,  también  lo  es  que  esta  forma  par- 
ticular de  notoriedad  sólo  tiene  aplicación  ra- 
zonable cuando  los  actos  posesorios  del  pres- 
cribiente tienen  por  objeto  desvirtuar  otros 
actos  en  que  se  apoya  una  posesión  anterior 
y  contraria.  Se  concibe  que  en  el  caso,  por 
ejemplo,  de  aguas  del  dominio  privado  incor- 
poradas en  el  patrimonio,  ya  corran  por  cau- 
ces naturales  ó  artificiales,  sea  fundamental 
una  manifestación  directa  contra  los  derechos 
del  propietario  que  pueden  ser  extinguidos 
por  prescripción;  pero  no  se  comprende  la  ra- 
zón jurídica  de  tal  manifestación  directa,  tra- 
tándose de  aguas  del  dominio  público  aún  no 
aprovechadas;  no  sólo  porque  entonces  úni- 
camente se  tiene  en  ellas  una  mera  facultad  de 
uso  que  puede  ó  nó  llegar  á  hacerse  efectiva, 
nno  también  porque,  como  se  ha  expuesto 


mas  arriba,  jamás  procederían  los  derechos 
adquiridos  por  prescripción  que  literalmente 
reconocen,  entre  otros,  los  artículos  836  y 
860  del  Código  Civtl  y  las  disposiciones  lega- 
les y  municipales  de  que  se  ha  dado  cuenta; 

18.  Que,  por  otra  parte,  el  articulo  835  ha 
puesto  á  los  riberanos  á  cubierto  de  toda  po- 
sesión clandestina,  al  exigir  que  las  construc- 
ciones necesarias  para  percibir  aguas  de  uso 
público,  deben  ser  aparentes  y  destinadas  á 
facilitar  ó  dirigir  su  descenso;  y,  en  consecuen- 
cia, dada  la  naturaleza  y  objeto  de  las  obras, 
todos  los  que  se  crean  perjudicados  con  una 
construcción  en  cualquier  punto  de  la  ribera, 
s^  hallan  en  aptitud  de  conocerlay  de  resguar- 
dar sus  derechos; 

19.  Que,  en  cnanto  á  la  consideración  de  la 
sentencia  relativa  á  que  las  aguas  que  atra- 
viesan el  fundo  Uprato  son  diversas  de  las  del 
rio  Colina,  porque,  al  juntarse  con  éste,  pier- 
den su  individualidad  natural,  basta  tener 
presente  que  consta  de  los  hechos  establecidos 
en  dicha  sentencia,  que  este  río  se  halla  cons- 
tituido entre  otras,  por  las  aguas  de  El  Du- 
razno y  de  La  Leonera,  y,  por  tanto,  que  és- 
tas son  parte  de  aquellas  que  están  usando 
los  demandados  en  el  riego  de  sus  heredades; 
y  es  inconcuso  que  el  que  goza  de  un  derecho 
tiene  acción  y  excepción  para  mantener  su 
completa  integridad,  probado,  como  se  halla, 
según  la  sentencia,  que  el  uso  que  pretende 
hacer  en  cantidad  la  demandante  merma  en 
igual  cantidad  el  uso  actual  de  los  deman- 
dados; 

20.  Que  acerca  de  la  otra  consideración  re- 
ferente á  que  el  uso  que  han  estado  haciendo 
los  demandados  se  ha  debido  á  mera  toleran- 
cia  del  propietario  de  Uprato,  tampoco  es 
aceptable  porque  según  los  artículos  836  y 
2499  del  mismo  Código,  es  acto  de  mera  tole- 
rancia aqnel  de  que  no  resulta  gravamen  á 
una  persona  ó  cosa,  y  es  indudable  que  la 
construcción  de  obras  aparentes  que  sirven 
parafacilitar  ó  dirigir  el  descenso  de  aguas  de 
uso  público  en  beneficio  de  una  heredad,  tiene 
por  objeto  limitar  el  mismo  uso  de  otros  pre- 
dios por  medio  de  una  prescripción  taxativa- 
mmte  señalada  en  la  ley  para  el  caso  que  se 
expresa; 
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21.  Y  que  de  todo  lo  expuesto  aparece  que, 
al  establecer  la  sentencia  recurrida: 

1^  Que  las  obras  ejecutadas  por  los  deman- 
dados dentrodesus  faeFe<lafIes  y  en  las  riberas 
del  rio  Colina,  no  son  de  aquellas  que  señala 
el  articulo  835,  debido  únicamente  á  que  no 
se  hallan  dentro  de  la  heredad  de  Uprato; 

2^  Que  las  aguas  que  usan  los  demandados 
y  las  que  pretenden  usar  los  demandantes  no 
son  unas  mismas,  en  razón  de  que  se  toman 
después  del  punto  de  confluencia;  y 

3*^  Que  el  uso  de  las  aguas  de  las  quebra- 
das de  £1  Durazno  y  de  La  Leonera,  toma- 
das en  la  forma  que  se  indica,  se  ha  debido  á 
un  acto  de  mera  tolerancia  del  dueño  de 
Uprato;  se  han  infringido  en  dicha  senten- 
cia en  parte  sustancial  respecto  de  lo  que  re- 
suelve, el  nfimero  1*^  del  artículo  835  y  el  ar- 
tículo 2499  del  Código  Civil. 

Vistos  los  artículos  940  t  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  invalida  la  senten- 
cia recurrida  de  31  de  diciembre  de  1903. 

Acordada  contra  el  roto  del  señor  Ministro 
Fóater  Recabarren,  quien  por  las  razones  que 
consigna  en  el  Ubro  respectivo,  estuvo  por  no 
dar  lugar  al  recurso  (1). 

Redactadapor  el  señor  Ministro  Urrutia.  — 

Vicente  Aguirte  Vargas  Leopoldo  Urrutia.-— 

J,  Gabriel  Palma.  Gaania  Galvariao  Gallar- 

do.  — Gabriel  Gaete  Abel  Saandra,^Bnri- 

que  Fóster  Recabarrea. 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  24  de  junio  de  1905.— Vistos:  re- 
produciendo la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia de  primera  instancia  de  26  de  abril  de 
1902,  la  del  Tribunal  de  Alzada  de  diciembre 
de  1903,  en  lo  relafivo  á  la  prescripción  ale- 
gada en  segunda  instancia,  y  los  consideran- 
dos 1^  de  aquella  sentencia  y  1^  y  2?  de  la 
última,  todos  relativos  &  los  hechos  de  la 
causa;  y  teniendo  presente: 

1^  Que  de  estos  hechos  inamovibles  y  de  los 


(I)  Ebibrísmos  deseado  daroabida  en  este  náme- 
ro  al  voto  disidente  del  señor  Ministro  Foeter  Reca- 
bari  un,  pero  como  este  voto  aun  no  ha  sido  dado  á 
la  secretaría  de  la  Corte,  por  no  demorar  mas  tiem- 
po la  impresión  de  este  número  de  k  Revista,  nos 
vemos  impedidas  de  bsosrlor— La  Bboaocioh. 


antecedentes  de  la  CAusa,  que  aprecia  este  Tri- 
bunal en  vista  de  que  la  Corte  de  Apelaciones 
no  los  ha  tomado  en  cuenta,  resulta  que  los 
demandados  han  adquirido  por  prescripción 
el  derecho  de  usar  las  aguas  de  las  vertientes 
de  El  Durazno  y  La  Leonera,  por  haber- 
las extraído  en  el  río  Colina  desde  tiempo 
inmemorial;  y  con  obras  aparentes  constmi- 
das  en  la  forma  que  señala  el  inciso  1^  del  ar- 
tículo 835  del  Código  Civil,  por  más  de  quin- 
ce años  antes  de  la  notificación  de  la  de- 
manda; 

2*^  Que  las  aguas  de  las  quebradas  antedi- 
chas son  bienes  del  dominio  pfibHco,  como  ha 
quedado  establecido  en  autos  por  no  haber 
interpuesto  la  demandante  recurso  de  casa- 
ción contra  la  sentencia  que  denegó  la  parte 
principal  de  su  demanda,  fundada  en  este  an- 
tecedente jurídico; 

3^  Que  consta  de  los  hechos  de  la  sentencia 
que  el  uso  que  pretende  hacer  la  propietaria 
de  Uprato  menoscabará  indudablemente  el 
caudal  de  aguas  adquirido  por  los  demanda- 
dos para  el  beneficio  de  los  predios  inferiores 
de  que  son  dueños; 

4^  Que,  hallándose  limitado,  en  esta  forma, 
el  derecho  del  predio  superior,  no  es  Hcito  á  di- 
cha propietaria  utilizar  esas  aguas  con  perjui- 
cio de  los  derechos  adquiridos  por  los  deman- 
dados, conforme  el  artfcalo  835  qne  acaba  de 
citarse;  y 

5^  Que  la  dotación  6  cantidad  de  agua  co- 
rrespondiente &  los  demandados  se  halla  esta- 
blecida por  mareos  ó  boca- tomas. 

Vistas  la  disposición  legal  que  precede  y  lo 
dispuesto  en  el  artículo  958  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara: 

1^  Que  los  demandados  han  adquirido  por 
prescripción,  para  los  menesteres  de  sus  pre- 
dios, el  derecho  de  hacer  uso  de  las  aguas  de 
las  quebradas  de  La  Leonera  y  de  Bl  Durazno 
en  la  cantidad  y  forma  en  que  han  estado 
usándolas  por  medio  de  las  obras  ejecutadas 
en  el  cauce  del  río  Colina;  y 

2^  Que  el  uso  que  en  las  aguas  de  las  referi- 
das quebradas  puede  hacer  el  fundo  Uprato, 
es  sin  perjuicio  del  dereciio  qne  se  reconoce 
precedentemente  á  las  heredades  de  los  de- 
mandados. Se  confirma  en  lo  que  se  halle 
conforme  coa  esta,  la  seatencia  apelada  de 
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31  de  diciembre  de  1903,  y  se  revoca  en  lo 
demás,  sin  costas  del  recurso. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Fóster  Recabarren,  quien  por  las  razones  que 
consigna  en  el  libro  de  acuerdos,  estuvo  por 
confirmar  la  sentencia  de  1*  instancia,  sin 
modificaciones,  desechando  la  excepción  de 
prescripción  alegada  en  2*. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Vicente  Aguirre  Vargas.— Leopoldo  Urratia.— 
J.  Gabriel  Palma  Guzmán.—Galvarino  Gailar- 
do.— Gabriel  Gaete.— A  belSaa  redro— Enrique 
Foster  Recabarren. 


Cas.  CÍV.—12  de  mayo  de  1905 
Montero  con  Urzúa 

Tercería.— Adjudioaolón  entre  oomu- 
neros.— Posesión  efectiva  de  la  he- 
rencia; Ingorlpoiones.— Registro  del 
Oonservador  de  Bienes  Raices — Nu- 
lidad alraoluta;  declaración  de  oficio. 

Doctrina  :~La  hipoteca  que  un  here- 
dero constituye  sobre  la  hijuela  que  se  le 
adjudicó  en  la  partición  de  la  herencia, 
como  cuerpo  cierto,  sin  haberse  obtenido 
previamente  la  posesión  efectiva  de  la  he- 
rencia ni  efectuado,  por  lo  mismo,  las 
inscripciones  generales  y  especiales  de  que 
trata  el  artículo  688  del  Código  Civil,  es 
nula,  pues  según  dicha  disposición  legal 
los  herederos  no  pueden  de  consuno  dis- 
poner ea  manera  alguna  de  los  inmuebles 
hetvditarios  mientras  no  se  practique  la 
inscripción  del  decreto  de  posesión  e&c- 
tiva  y  del  testamento  cuando  lo  hubiere, 
ai  ea  ¡kito  á  los  asignatarios  disponer 


de  los  inmuebles  que  les  hayan  cabido  en 
la  partición  mientras  no  se  efectúen  las 
inscripciones  especiales  mencionadas. 

La  prohibición  establecida  por  el  ar- 
ticulo 6fS8  tiene  por  objeto  maniñesto  or- 
ganiza r  el  reg  is  tro  de  bienes  ra  ices  y  man- 
tener regularmente  su  continuidad,  lo 
cual  quedaría  frustrado  si  al  fallecimiento 
del  dueño  de  los  predios  no  se  anotaran 
las  trasmisiones  de  dominio,  de  modo  que 
las  leyes  que  rigen  este  registro  son  de  or- 
den público  y  su  infracción  vicia  de  nuli- 
dad absoluta  los  actos  ó  contratos  cele- 
brados sin  sujeción  á  las  solemnidades 
prescriptas. 

La  nulidad  delahipotecación  de  que  se 
trata,  así  como  la  del  f^mbatgo,  que  es  su 
consecuencia,  aparecen  de  maniñesto  y 
deben  ser  declaradas  de  oñcio. 


En  julio  de  1866,  don  Lucos  Evangelista  de 
la  Fuente,  como  marido  de  doña  Domitila 
Montero,  don  Fidel  Montero  y  doña  Delfina 
Montero,  constituyeron  un  juicio  de  compro- 
miso para  la  partición  de  los  bienes  quedados 
al  fallecimiento  dedon  JoséGregorío  Montero, 
de  quien  eran  herederos  testamentarios. 

Al  primer  comparendo  celebrado  por  todos 
ios  interesados  el  10  del  citado  mes  de  julio, 
asistió  también  doña  Domitila  Montero,  y  de- 
claró que  ratificaba  todo  lo  obrado  por  sn  ma- 
rido y  autorizaba  para  continuar  la  partición 
hasta  terminarla. 

Entre  los  bienes  de  la  sucesión  existía  un 
fundo  rústico  situado  en  Vicbuqnén,  y  el  cual 
lué  dividido  en  tres  hijuelas, .  que  en  compa- 
rendo de  2  de  agosto  siguiente  se  adjudicaron 
respectivamente  á  cada  uno  de  los  herederos 
ya  expresados,  correspondiendo  á  doña  Domi- 
tila Montero  de  la  Fuente  la  primera  hijuela, 
con  los  siguientes  deslindes:  al  norte,  esterode 
Lolol;  al  sur,  con  don  Junp  Montero,  al  orien- 
te, con  don  Luís  Sautclices,  y  al  poniente  con 
la  segunda  hijuela  adjudicada  á  doña  Delfina 
Montero. 
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partición  aparece  paralizada  deade  en- 
tonces, sin  que  exista  constancia  dehabersido 
terminada,  ni  de  haberse  reducido  á  escritura 
pública  las  indicadas  ad¡udicnciones,  ni  de  ha- 
berse procedido  á  la  inscripción  de  estos  actos 
de  partición. 

En  agosto  de  1894,  por  escritura  pública 
otorgada  el  25  de  este  mes,  don  Juan  Evan^ 
lista  de  la  Fuente,  previa  autorización  judicial 
y  con  el  consentimiento  de  su  mujer  doña  Do- 
mitila  Montero,  tomó  á  préstamo  la  cantidad 
de  $  4.000,  con  hipoteca  del  fundo  denomi- 
nado La  Palma,  de  propiedad  de  su  mujer, 
y  de  100  cuadras,  más  ó  menos,  ubicado  en  la 
sexta  subdekgación  del  departamento  de  Vi- 
chuquén,  y  que  limita:  al  norte,  estero  de  Lo- 
lol;  al  sur,  don  Juan  Montero;  al  oriente,  don 
Luis  Santelices,  y  al  poniente,  hijuela  de  doña 
Delúna  Montero. 

Los  deslindes  del  fundo  hipotecado  son, 
pues,  los  mismos  del  que  había  sido  adjudi- 
cado á  doña  Domítila  Montero  de  la  Fuente 
en  la  partición  ántes  expresada. 

La  hipoteca  fué  inscripta  en  el  Registro  del 
Conservador  de  Bienes  R^ces. 

Transcurrido  el  plazo  fijado  en  el  mutuo  hi- 
potecario, elacreedordemandóejecutivamente 
fU  deudor,  trabando  embargo  en  el  fundo  hi- 
potecado. Señalado  día  para  el  remate,  don 
Juan  Montero,  como  cesionario  de  los  dere- 
chos y  acciones  que  puedan  corresponder  á 
don  Fidel  y  á  doña  Delñna  Montero  en 
un  fundo  quedado  por  fallecimiento  de  don 
José  Gregorio  Monixro,  interpuso  tercería  de 
dominio  respecto  de  la  propiedad  embargada. 
Fundando  au  tercería,  expone  que  la  propie. 
dad  hipotecada  forma  parte  del  fiindo  quedado 
al  fallecimiento  de  don  JoséGregorio  Montero, 
el  cual  se  encuentra  proindi  viso;  que  los  únicos 
herederos  de  éste  son  don  Lucas  de  la  Fuente, 
como  representante  de  su  mnjerdoña  Domitila 
Montero,  7  don  Juan  Montero  como  compra- 
dor de  las  acciones  y  derechos  que  en  aquella 
propiedad  corresponden  á  los  otros  dos  here- 
deros, don  Fidel  y  doña  Delfina  Montero;  y 
dados  estos  antecedentes,  don  Lucas  de  la 
Fuenteflo  pudo  hipotecar  como  cuerpo  cierto 
la  hijuela  de  que  se  trata,  ni  pudo  trabarse 
embargo  tampoco  sobre  ella,  como  se  expresa 
en  la  diligeacia  de  embargo,  sino  en  laa  acdo* 


nes  y  derechos  qae  corresponden  al  señor  de  la 
Puente  en  el  fundo  quedado  al  fallecimiento 
del  señor  Montero,  del  que  forma  parte  la  hi- 
juela embargada  y  como  representante  de  m 
esposa  doña  Domitila  Montero. 

Que  como  don  Juan  Montero,  se  encuentra 
lesionado  en  sus  derechos  por  haberse  traba- 
do el  embargo  á  cuerpo  cierto  sobre  una  par- 
te del  fundo  de  don  Gregorio  Montero,  al  cual 
es  accionista,  entabla  á  su  nombre  tercería  de 
dominio,  y  solicita  det  Juzgado  que  habiéndo- 
la por  interpuesta,  se  sirva  ordenar  á  su  tiem- 
po, se  alce  el  embargo  referido  sobre  la  hijuela 
embargada,  y  se  trabe,  si  los  interesados  lo 
tienen  á  bien,  sobre  las  acciones  y  derechos 
que  tiene  al  fundo  de  don  José  Gregorio  Mon- 
tero, el  ejecutado  y  su  esposa,  con  costas. 

Las  partes  fueron  citadas  á  comparendo,  el 
que  tuvo  lugar  el  7  de  agosto  siguiente  y  en 
él  pidió  el  tercerista,  que  se  diera  lugar  con 
costas  á  la  incidencia,  y  el  ejecutante  que  se 
rechazara  con  costas  la  tercería,  por  no  ser 
exactos  los  fundamentos  en  que  ella  se  apo< 
ya,  petición  á  la  cual  se  adhirió  el  represen- 
tante del  gecutado. 

El  Juzgado  resolvió  con  fecha  20  de  noviem- 
bre de  1902: 

Considerando: 

1?  Que  el  fundamento  de  la  tercería  consis- 
te en  que  se  sostiene  que  se  han  embargado  las 
acciones  y  derechos  comprados  por  don  Juan 
Montero  en  el  fundo  La  Palma  á  don  Fidel  y 
doña  Delfina  Montero; 

2^  Que  no  hay  constancia  alguna  en  estos 
antecedentes,  de  que  el  qecutante  don  Ber- 
nardo Urzúa  haya  trabado  embargo  sobre 
los  derechos  qu**  reclama  el  tercerista; 

3^  Que  del  expediente  de  partición  de  los 
bienes  de  don  José  Gregorio  Montero,  agrega- 
do á  estos  autos  por  acuerdo  de  las  partes, 
consta  que  el  fundo  denominado  La  Palma 
de  propiedad  de  dicha  sucesión,  fiié  dividido 
en  tres  hijuelas,  adjudicándose  la  primera  á 
doña  Domitila  Montero  de  la  Puente,  hijuela- 
rión  que  se  encuentra  igualmente  acreditada 
con  las  respuestas  que  dan  los  testigos  oí  te- 
nor de  la  2^  interrogación;  y 

4^  Que  asimismo  con  la  prueba  rendida  al 
tenor  de  los  demás  hechos  qoc  se  cooaigtuui 
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en  el  interrogatorio,  se  ha  acreditado  que  la 
hijuela  de  doña  Domitila  Montero  se  ha  po- 
sefdo  y  gozado  con  entera  independencia  de 
las  acciones  y  derechos  comprados  por  don 
Juan  Montero. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  juz- 
gando conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  8 
de  febrero  de  1837  y  artículo  1698  del  Código 
Civil,  se  declara:  que  no  ha  lugar  con  costas» 
á  la  tercería  interpuesta  por  don  Juan  Mon- 
tero; y,  en  consecuencia,  llévese  adelante  la  eje- 
cución por  todos  sus  trámites,  hasta  hacer 
efectivo  pago  al  acreedor  en  capital,  intereses 
y  costas.— Orí/r  Vera. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  31  de  julio  de  1903.— Teniendo 
presente: 

1'  Que  el  tercerista  funda  su  dominio  á  tí- 
tulo de  comunero,  sobre  la  propiedad  embar- 
gada en  las  escrituras  públicas,  á  virtud  de 
las  cuales  compró  á  don  Fidel  y  doña  Delfina 
Montero  los  derechos  que  á  ellos  pudieran 
corresponderles  en  el  fundo  dejado  por  don 
José  Gregorio  Montero; 

2^  Que  por  muerte  de  éste  se  trasmitió  el 
dominio  de  la  referida  propiedad  á  sus  here- 
deros, quienes  la  dividieron  en  hijuelas  duran- 
te el  juicio  de  partición,  adjudicándose  la  que 
ha  sido  embargada  ádoña  Domitila  Montero 
de  la  Fuente;  y  las  dos  restantes  á  don  Fidel 
y  á  doña  Delfina  Montero; 

3^  Que  las  circunstanctas  de  no  haberse  ter- 
minado  la  partición  ni  reducido  á  escritura  é 
inscripto  las  adjudicaciones  hechas  no  confiere 
derechos  á  los  causa-habientes  de  donjuán 
Montero  para  disponer  de  la  hijuela  que  co- 
rrespondió á  la  mujer  del  actual  ejecutado, 
mientras  los  actos  de  partición  verí6cados  no 
se  invaliden  por  causa  legal  y  en  el  respectivo 
juicio  contradictorio;  y 

4.9  Que  en  las  escrituras  de  compraventa 
presentadas  por  don  Juan  Montero  no  se  ex- 
presa tampoco  que  se  trasmite  derecho  al- 
guno sobre  dicha  hijuela,  sino  que  se  enajenan 
en  general  los  derechos  que  pudieran  corres- 
ponder á  los  vendedores  en  la  propiedad  que- 
dada al  fallecimiento  de  don  José  Gregorio 
Montero,  ai  estos  derechos  habian  ndo  limi- 


tados por  las  adjudicaciones  de  que  se  ha  he- 
cho mención. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  20  de 
noviembre  último,  con  costas  también  del  re- 
curso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Luis 
Barriga.— ¿.  k.  Mora.— A.  Jáoatt.—Luis  Ba- 
triga. 

De  esta  sentencia  se  interpuso  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo  por  parte  de  donjuán 
Montero.  Formalizando  el  recurso,  expresa 
que  el  Tribunal  omitió  pronunciarse  sobre  la 
causal  de  nulidad  alegada  en  estrados,  relati- 
va A  la  constitución  del  compromiso  por  no 
haberse  firmado  la  escritura  por  doña  Domi- 
tila Montero,  mujer  de  don  Lucas  £.  de  la 
Fuente,  como  heredera  é  hija  legítima  de  don 
José  Gregorio  Montero;  que  admitiendo  como 
válido  el  acto  constitutivo  del  compromiso, 
infringió  la  disposición  legal  del  artículo  1322 
é  inciso  2^  del  1326  del  Código  Civil,  que  el 
jaez  compromisario  presuntivamente  conside- 
rado como  tal,  practicó  una  hijuelación  del 
terreno  que  debía  dividir  y  adjudicó  una  á 
cada  uno  de  los  herederos  de  don  Gregorio 
Montero,  y  que  esta  adjudicación  fué  hecha 
en  un  acto  que  no  tenía  carácter  de  tal  ni  el 
valor  de  una  sentencia  ni  como  título  que 
transfiera  el  dominio,  que  no  podía  inscribirse 
ni  fué  inscripto,  y,  sin  embargo,  se  aceptó  en 
contravención  ó  infracción  de  los  artículos 
670,  679,  686,  688,  691,  inciso  3',  696,  702, 
inciso  39,  703  y  724  del  Código  Civil. 

Agrega  que  el  Tribunal  no  dió  importancia 
á  la  causal  alegada  en  estrados  de  estar  vi- 
ciada la  constitución  del  compromiso  por  no 
haberse  firmado  la  escritura  por  doña  Domi- 
tila Montero  de  de  la  Fuente;  que  así  consti- 
tuido el  compromiso,  envolvía  necesariamente 
la  Dulidad  de  todos  sus  actos  y  procedimien- 
tos; de  consiguiente,  fueron  nulos  los  acuerdos 
que  se  tomaron;  nula  la  hijuelación  que  se 
practicó  y  las  adjudicaciones  que,  según  esta 
hijuelación,  se  hicieron  entre  los  herederos 
estaban  afectadas  de  este  mismo  vicio,  conte- 
niendo éstas  además  otro  de  suma  gravedad, 
que  consiste  en  la  falta  de  inscripción  de  ellas, 
motivo  por  el  cual  no  se  ha  transferido  el  do- 
minio entre  los  herederos,  según  las  numero- 
sas disposiciones  legales  que  ya  ha  citado. 
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Según  estoja  comunidad  noha  sido  disuel- 
ta, y  encontrándose  aún  subsistente,  no  ha 
podido  ejercerse  acto  alguno  de  dominio  por 
ninguno  de  los  comuneros  sobre  una  parte  de- 
terminada y  concreta  del  bien  comñn;  y  así 
la  hipoteca  constituida  por  don  Lucas  £.  de 
la  Puente  sobre  la  hijuela  que  se  le  señalA  & 
su  mujer  no  fué  válida,  y  es  por  esta  causa 
procedente  la  tercería  interpuesta  por  don 
Juan  Montero,  que  el  litmo.  Tribunal  no  ha 
aceptado. 

£1  recurrente  expresa,  también  que  existe 
una  manifiesta  contradicción  en  el  tercer  con- 
siderando  de  la  sentencia  recurrida,  toda  vez 
que  dá  derechos  á  don  Lucas  B.  de  ta  Fuente 
que  no  otorga  á  don  Jnan  Montero,  siendo 
que  reconoce  que  hay  comunidíid  entre  todos; 
y  que  el  Tribunal,  al  considerar  acto  legal  de 
partición  las  adjudicaciones,  existiendo  nn 
vicio  originario  de  nulidad  en  ta  constitución 
del  compromiso,  infringe  "las  leyes  que  re- 
quieren que  los  actos  solemnes  se  prueben  por 
sí  mismos  y  de  aquellos  que  para  su  validez 
necesitan  estar  revestidos  de  solemnidades 
y  requisitos  legales  especialmente  determi- 
nados." 

Por  parte  del  ejecutante  don  Berardo  Ur- 
zfia,  se  sostiene  que  no  existen  las  infracciones 
legales  en  que  el  recurso  de  casación  se  apoya. 
El  juicio  de  partición  fué  constituido  válida- 
mente, pues  la  mujer  casada  que  en  él  tenía 
interés  compareció  al  juicio,  ratificó  todo  lo 
obrado  por  su  marido  y  le  autorizó  para  con- 
tinuar la  partición.  Tampoco  sería  oportuno 
discutir  ahora  la  validez  del  compromiso,  ní 
se  podría  volver  sobre  los  actos  ó  acuerdos 
celebrados  mientras  no  se  invaliden  por  causa 
legal  en  juicio  contradictorio,  en  el  cual  ni  si- 
quiera podría  ser  parte  el  recurrente,  porque 
no  es  heredero  de  don  José  Gregorio  Mon- 
tero. 

En  cuanto  á  la  infracción  de  las  leyes  que  se 
refieren  á  la  tradición,  posesión  y  dominio  de 
los  bienes  comprendidos  en  la  tercería,  mani- 
fiesta que  el  dominio  de  los  bienes  de  don  José 
Gregorio  Montero  se  trasmitió  por  su  muerte 
á  sus  herederos,  que  no  obsta  á  la  validez  de 
la  adjudicación  hecha  la  circunstancia  de  no 
haber  sido  reducida  á  escritura  pública  y  de 
no  haberse  inscripto,  ponqué  esas  son  particu- 


laridades de  mero  trámite;  que  hechas  las  ad. 
jodicaciones,  los  adjudicatarios  Van  poseído 
independientemente  sus  respectivas  hijuelas, 
según  consta  de  la  prueba  rendida,  y  que  con 
posterioridad  al  acto  de  adjudicación,  se  veri- 
ficó la  venta  hecha  á  don  Juan  Montero,  la 
cual  no  ha  podido  comprender  otros  bienes 
j]ue  aquellos  de  que  los  vendedores  podían  dis- 
poner, ó  sea  los  que  tenían  sobre  las  hijuelas 
que  les  correspondieron. 

El  Ministro  ponente,  refiriéndose  á  la  cau- 
sal de  casación  fundada  en  la  infracción  del 
artícu1o688,di6  su  opinión  en  estos  términos: 

"El  dominio  de  los  bienes  que  forman  una 
herencia  se  adquiere  por  el  modo  de  adquirir 
denominado  la  sucesión  por  causa  de  mnerte; 
y  adquirido  por  ese  modo,  no  se  necesita  de 
otro  para  consolidarlo.  El  dominio  se  ad- 
quiere por  nn  solo  modo;  y  el  que  ya  es  dueño 
de  una  cosa  no  puede  ser  otra  vez  dueño  de  la 
misma  por  otro  medio  diverso  de  aquel  que 
originó  su  dominio. 

"La  posesión  de  la  herencia  seconfieredesde 
el  momento  en  que  ella  es  deferida  por  el  mi- 
nisterio de  la  ley;  y  la  delación  se  verifica  des- 
de el  momento  mismo  en  que  fallece  el  causa- 
habiente. 

"Los  herederos  son  los  continuadores  en  el 
dominio  y  posesión  que  tenía  el  difunto;  los 
bienes  de  éste  se  trasmiten,  no  se  transfieren  á 
sus  herederos,  quienes  no  necesitan  de  la  tra- 
dición de  las  cosas  hereditarias  para  adqui- 
rirlas. 

"De  consiguiente,  los  bienes  raíces  que  for- 
man parte  de  una  herencia,  se  adquieren,  sin 
que  sea  necesaria  su  tradición  por  medio  de 
la  inscripción  en  el  Registro  Conservador,  que 
la  ley  sólo  exige  para  la  transferencia  del  do- 
minio y  no  para  su  trasmisión. 

"Es  verdad  que  respecto  de  los  bienes  raíces 
hereditarios,  la  ley  exige  ciertas  y  determina- 
das inscripciones;  pero  no  como  medio  de  efec- 
tuar su  tradición,  sino  á  fin  de  habilitar  al 
heredero  para  disponer  de  elloa  Así  el  artícu- 
lo 688  del  Código  Civil  prescribe  para  ese 
efecto  que  se  obtenga  la  posesión  efectiva  de 
la  herencia,  ó  sea  el  decreto  judicial  que  la 
otorga,  que  este  decreto  sea  ínscriptoenel  Re- 
gistro del  departamento  en  que  haya  sido 
pronunciado,  inscritñéndose  al  mismo  tiempo 
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el  testamento  si  lo  hubiere  y  que  se  inscriban 
las  actas  de  partición  para  habilitar  también 
ai  adjudicatario  para  disponer  de  los  inmne- 
bles  que  le  hubiesen  sido  adjudicados. 

"Los  herederx»  de  don  Gregorio  Montero 
adquirieron  los  bienes  hereditarios  por  suce- 
sión por  causa  de  muerte;  y  por  el  acto  de 
partición  se  distribuyeron,  formando  hijue- 
las, los  bienes  rafees,  y  una  de  ella  correspon- 
dió á  doña  Delfina  Montero. 

"B  ita  distribución  no  constituyó  una  ena- 
jenación ó  transferencia  de  esos  bienes,  cuyo 
dominio  pertenecía  á  los  herederos;  ella  sólo 
tuvo  por  objeto  la  determinación  de  los  bie- 
nes que  en  la  herencia  correspondían  á  cada 
asignatario:  y  hecha  esta  determinación  cada 
adjudicatario  se  reputa  según  el  articulo  1334 
del  Código  Civil  haber  sucedido  inmediata  y 
directamente  al  diiunto  en  los  efectos  que  en 
esa  distribución  le  hubieren  cabido  y  no  ha- 
ber tenido  jamás  parte  alguna  en  los  otros. 

"De  consiguiente  dofia  Delfina  Montero,  á 
quien  por  acto  legitimo  de  partición  de  una 
porción  ó  hijuela  del  bien  ra£s  perteneciente  á 
la  herencia  ha  sucedido  inmediatayexclusiva* 
mente  al  testador  don  Gregorio  Montero  en 
el  dominio  de  ellay  los  demás  herederos  jamás 
han  tenido  parte  alguna  en  esa  porción  ó  hi- 
juela. 

"Doña  Domitila  adquirió  por  la  sucesión 
por  causa  de  muerte  sin  necesidad  de  tradi- 
ción ó  inscripción  en  el  Registro  del  Conser* 
vador. 

"La  sentencia  recurrida  que  reconoce  ese 
dominio  y  rechaza  el  que  suponiendo  la  exis- 
tencia de  comunidad,  alega  el  tercerista  sobre 
esos  mismos  bienes,  se  ajusta  á  las  prescrip- 
ciones legales  anteriormente  citadas  y  no  in* 
fringe  por  tanto  las  que  el  recurrente  estima 
violadas  y  que  ninguna  aplicación  podrfan 
tenei  en  el  caso  actual. 

A  virtud  de  lo  expuesto,  el  Ministro  infor- 
mante opina  por  que  se  rechace  el  presente 
recurso  de  casación.— C¿r/os  Varas. 

La  Corte: 

Considerando: 
1^  Qwen  la  partición,  aún  pendiente,  de 
los  bienes  dejados  á  su  fallecimiento  por  don 


José  Gregorio  Montero,  se  formaron  tres  hi- 
juelas del  fundo  La  Palma,  que  se  adjudica- 
ron respectivamente  á  los  asignatarios  doña 
Delfína,  Domitila  y  Fidel  Montero; 

2^  Que  no  obstante  haber  tomado  posesión 
material  los  asignatarios  de  sus  respectivas 
hijuelas,  no  se  ha  obtenido  la  posesión  efecti- 
va de  la  herencia,  ni  se  han  practicado  por  lo 
tanto  las  inscripciones  generales  y  espedales 
de  que  trata  el  artículo  688  del  Código  Civil; 

3^  Que  en  esta  situación,  la  adjudicataria 
doña  Domitila  Montero,  representada  por  su 
marido  don  Lucas  B.  de  la  Fuente  hipotecó 
su  hijuela  al  acreedor  don  Bernardo  Urzúa; 
quien  al  vencimiento  de  su  crédito  ha  ejercido 
acción  contra  la  referida  hijuela  de  su  deu- 
dora. 

4'  Que  á  virtud  de  lo  prescriptoeñ  el  indica- 
do artículo  688,  mientras  no  se  practiquen  la 
inscripción  del  decreto  de  posesión  efectiva  y 
del  testamento,  cuando  lo  hubiere,  los  herede- 
ros no  pueden  de  consuno  disponer  en  mane- 
ra  alguna  de  los  inmuebles  hereditarios,  yaú- 
mismo,  mientras  no  se  efectúen  las  inscripcio- 
nes especiales  mencionadas,  no  es  lícito  á  los 
asignatarios  disponer  de  los  inmuebles  que  les 
hayan  cabido  en  la  partición; 

5^  Que  establecidos  estos  precedentes,  el 
asignatario  que  hipotecó  el  inmueble  que  le 
cupo  en  la  partición,  ha  infringido  el  precepto 
del  artículo  688  del  Código  Civil  por  haber 
quebrantado  una  prohibición  ó  embargo  legal; 

6^  Que  la  prohibición  que  contiene  el  referi- 
do artículo  tiene  por  objeto  manifiesto  orga- 
nizar el  Registro  de  Bienes  Raíces  y  mantener 
regularmente  su  continuidad;  lo  cual  queda- 
ría frustrado  si  al  íalleomiento  de  los  dueños 
de  predios  no  se  anotaran  en  él  las  trasmisio- 
nes de  dominio  que  se  efectúan  por  causa  de 
muerte; 

7^  Que  las  leyes  que  rigen  el  Registro  del 
Conservador  son  de  evidente  interés  público 
porque  en  esta  institución  se  halla  especial- 
mente cimentada  la  propiedad  raiz,  sea  en  lo 
concerniente  á  sus  mutaciones  6  bien  en  cuan- 
to á  sus  diversos  gravámenes  j,  por  lo  tanto, 
la  infracción  de  dicho  artículo,  aún  prescin- 
diendo de  su  carácter  prohibitivo,  vicia  de  nu- 
lidad absoluta  los  actos  ó  contratos  celebra- 
dos sin  sttjecióii  á  las  solemnidades  que  pre» 
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cribe,  conforme  á  los  artfcnlos  10,  1466  y 
1682  del  Código  Civil; 

8^  Que  apareciendo  de  manifiestolanulidad 
del  acto  de  hipotecación  de  que  se  trata  y  asi- 
mismo la  nulidad  del  embargo  que  ha  sido  su 
consecuenda  precisa»  dicha  nulidad  ha  debido 
■er  declarada  en  la  instanna,  con  arreglo  al 
artículo  1683  del  Código  Civil; 

9^  Que  no  ha  obstado  á  esta  declaración  la 
círcunstanda  de  que  la  oposidón  al  embargo 
se  haya  interpuesto  en  forma  de  tercería  de 
dominio  porque,  en  realidad,  el  fundamento 
necesario  de  la  oposidón,  ha  consistido  en  la 
ineficacia  que  el  tercerista  ha  atribuido  á  la 
acdón  del  ejecutante  para  perseguir  como 
cuerpo  derto  la  hijuela  que  A  la  deudora  le 
cupo  en  la  partidón  de  la  herencia  de  que  se 
trata;  de  suerte  que  contemplada  en  la  instan- 
tanda  la  validez  de  la  hipoteca,  como  lo  com- 
prueba el  hecho  de  que  la  sentencia  trata  el 
punto  en  el  considerando  3^,  tuvo  el  tribunal 
de  alzada  competenda  para  juzgar  lanulídad, 
aun  de  ofido,  según  lo  dispone  el  artículo  232 
del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

10.  Qne  no  habiéndose  dado  lugar  en  la  sen- 
tenda  al  alzamiento  delembargo  de  la  hijuela 
de  la  deudora,  en  razón,  como  lo  expresa  el 
considerando  3^,  de  que,  á  juicio  déla  Corte, 
la  falta  de  la  inscripción  de  la  adjudicación  he- 
cha no  ha  restringido  el  derecho  del  hijuelata- 
rio  paro  hipotecar  el  inmueble  que  le  cupo,  la 
sentenda  infringe  el  artículo  688  dd  Código 
Civil  que,  entre  otros,  se  menciona  en  el  recur- 
so interpuesto,  y  la  infracción  tiene  influenda 
BQstanda]  en  la  parte  dispositiva  del  fallo  re- 
currido. 

Vistos  además  los  artículos  940  y  979  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  invalida  la 
sentenda  recurrida  de  31  de  julio  del903.  De- 
vuélvase á  la  parte  recurrente  el  valor  de  lo 
consignado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Leo- 
poldo Urrutla.—J^oséj47A>aso.—i>opo/do  Urra- 
tia.—J.  Gábríet  Palma  Gnzmña.—Galvaríno 
Gallardo. — Gabriel  Gaetc.  —  Leoncio  Rodri- 
gues.—Abel  Saavedra.—E.  FoaterRecabarren. 

Y  fallando  la  causa  dictó  la  sentenda  si- 
guiente: 

Santiago,  12  de  mayo  de  1905  Vistos:  re- 


produdendo  la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia apelada  de  20  de  noviembre  de  1902,  y 

Teniendo  presente: 

1'  Que  el  tercerista  pide  que  se  alce  el  em- 
bargo trabado  en  la  hijuela  que  se  adjudica  á 
doña  Domitila  Montero  en  la  partidón  de  la 
herencia  de  don  José  Gregorio  Montero,  en  ra- 
zón de  que  dicha  hijuela  no  puede  hipotecarse 
ni  embargarse  como  cuerpo  derto  por  estimar 
que  el  fundo  La  Palma  permanece  aún  proin- 
diviso  entre  los  coherederos; 

2^  Que  el  ejecutante  sostiene  qnelahipolx- 
ca  constituida  á  su  favor  pudo  otorgarse  vá- 
lidamente por  haberse  adjudicado  el  predio  á 
la  deudora  en  acto  legal  de  partidón; 

3'  Que,  si  bien  es  derto  que  el  predio  sobre 
el  cual  se  constituyó  la  hipoteca  fué  adjudi- 
cado en  acto  legal  de  partidón,  de  los  antece- 
dentes consta,  sin  embargo,  que  no  se  han 
practicado  las  inscripciones  de  que  trata  el 
artículo  688  del  Código  Civil,  el  cual  prohibe 
disponer  en  manera  alguna  de  los  inmuebles 
hereditarios  mientras  no  se  hayan  llenado 
esas  formalidades; 

4^  Qne  tanto  la  hipoteca  como  el  embargo 
de  cuya  ineficada  se  ocupa  la  litis,  importan 
ó  pueden  importar  un  acto  de  enajenadón 
contrario  al  precepto  legal  que  acaba  de  ri- 
larse; 

5'  Que  un  acto  verificado  en  las  condidones 
antedichas,  es  nulo  absolutamente  porque  coa 
ello  se  infringe  una  prescripción  prohibitiva 
de  la  ley  que,  por  otra  parte,  es  de  manifiesto 
interés  público  atendida  la  institudón  jurídica 
que  trata  de  resguardar. 

Vistos  los  artículos  10, 1466  y  1682  del  Có- 
digo Civil,  se  revoca  la  sentenda  apelada  que 
se  menciona  al  principio,  y  se  declara: 

1"  Nula  la  hipoteca  de  que  dé  cuenta  la  es- 
critura pública  de  25  de  agosto  de  1894;  y 

2'  Que  debe  alzarse  el  embargo  del  predio 
hipotecado  á  que  se  refiere  la  diligencia,  con 
costas  y  sin  perjuido  de  las  acdonea  persona- 
les del  acreedor  para  perseguir  los  derechos 
que  la  deudora  tenga  en  la  herencia  de  don 
José  Gregorio  Montero  ó  en  bienes  de  otra 
procedencia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Lco- 
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poldo  Umitia.— /osé  Alfonso^  —  Leopoldo 

Urratia—J.  Gabriel  Palma  Gatmáa  Gatva- 

rino  Gallardo  Gabriel  Gaete  Leoncio  Ro. 

drígaez.—Abel  Saaredra.—E.  Foster  ReeabU' 
rrea. 


Cas,  en  ¡a  forma.— 19  de  mayo  de  1905 

Carvallo  con  Pigueroa 

Sentencia  definitiva.  —  Consideracio- 
nes de  hecho  y  de  derecho.— Óml- 
slón.— Kulldad. 

Doctrina:—  La  sentencia  de  segunda 
instancia  que  al  confirmar  la  de  primara 
instancia  elimina  los  fundamentos  de  he- 
cho y  de  derecho  en  que  se  funda  una  de 

las  resoluciones  apeladas,  sin  consignar 
otras  en  su  reemplazo,  es  nula. 


En  la  causa  seguida  ante  el  Juzgado  de 
Letras  de  la  Unión,  por  don  Rafael  Car- 
vallo con  don  Vicente  Pigueroa  sobre  devo- 
lución del  fundo  Trumay  que  el  primero  ha- 
bía dado  en  arrendamiento  al  segundo  y  pago 
del  precio  de  ese  arrendamiento  durante  cierto 
espacio  de  tiempo,  se  pronunció  la  sentencia 
de  primera  instanda  de  31  de  didembre  de 
1903,  por  la  cual  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
demanda  j  se  desecha  la  reconvendón  que  el 
demandado  había  deduddo  para  que  se  decía, 
rase  resuelto  con  índemnizadÓn  de  peijuicios 
el  mendonado  contrato  de  arrendamiento,  se 
le  devolviese  con  intereses  las  cantidades  que 
había  pagado  como  arrendatario  y  que  el  de- 
mandante debía  respetarle  la  posesión  de  co- 
munero en  el  ya  indicado  fundo. 

Apelada  esta  sentenda  por  el  demandado, 
soKdtó  éste  que  se  declarase  que  no  ha  lugar 
á  la  demanda  y  se  aceptase  la  reconvendón, 
pidiéndose  su  confirmadón  por  la  parte  con- 
traría. 

SOPUICA 


Una  de  las  salas  de  la  Corte  de  Apeladones 
de  Concepción,  pronundfindose  sobre  este  re- 
curso, expidió  sentenda  en  18  de  octubre 
de  1904,  en  la  cual  aceptando  la  parte  expo- 
sitiva y  los  cuatro  primeros  considerandos  de 
la  sentenda  de  primera  instanda,  consideran- 
dos que  se  refieren  á  la  demanda  misma,  la 
confirma  en  la  parte  apelada,  con  dedaradón 
de  que  no  ha  lugar  á  la  condenadón  en  cos- 
tas que  por  ella  se  impone  al  demandado  y 
de  qne  se  reservan  á  este  mismo  los  derechos 
que  le  correspondan  en  virtud  de  las  compras 
de  que  dan  testimonio  las  escrituras  pilblicas 
que  ha  acompañado  y  de  los  que  pueda  hacer 
valer  conforme  al  contrato  de  arrendamiento. 

-  Contra  esta  última  sentencia  interpuso  la 
misma  parte  demandada,  que  litiga  en  este 
juido  con  privilegio  de  pobreza,  los  recursos 
de  casarión  en  la  forma  y  en  el  fondo,  y  al  for- 
malizar el  primero,  sobre  el  cual  se  han  man- 
dado traer  los  autos  en  relación,  expone:  que 
la  sentenda  recurrida  ha  sido  pronnndada  con 
omisión  de  los  requisitos  4'  y  5'  del  artículo 
193  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  de  con- 
formidad con  lo  qne  prescribe  el  número  5^ 
del  artículo  941,  pues  al  desechar  la  reconven- 
ción, el  fallo  recurrido  ha  omitido  los  consi- 
derandos 5',  6',  7»,  8  y  9»  de  la  sentenda  de 
primera  instanda,  con  lo  cual  se  omitieron 
también  las  consideradones  de  hecho  y  de  de- 
recho en  que  esta  sentenda  se  apoyaba  acei^ 
ca  de  dicha  reconvendón  sin  que  la  de  segun- 
da instanda,  de  qne  se  recurre,  haya  hecho 
valer  otras  al  respecto. 

Que  la  misma  sentencia  contiene  dedsiones 
contradictorias,  pues,  como  se  ha  d  Ícho,  dese- 
cha la  reconvención  en  cuya  petídón  primera 
se  solidtaba  resolución  del  contrato  de  arren- 
damiento porno  haber  cumplidoelarrendador 
con  la  oblígadón  de  entregar  al  arrendatario 
los  terrenos  que  durante  el  arrendamiento  ad- 
quirió dentro  de  losdeslindes  de  la  cosa  arren- 
dada, para  que  los  gozara  sin  gravamen  al- 
guno, obligadón  que  contrajo  en  el  propio 
contrato  dicho  arrendador. 

El  arrendatario  tenía  derecho  para  pedir, 
por  esta  infracdón,  la  resoludón  ó  el  cumpli- 
miento del  contrato,  con  indemnizadón  de 
perjuicios,  y  es  evidente  que  si  una  de  estas 
acdone*  concedidas  por  el  artícnlo  1489  del  Có* 

54 


Digitized  by 


00 


SEGUNDA  PARTB.^BCCI6n  PRIMKRA 


digo  Civil  se  deduce,  no  puede  interponerse  la 
otra.  No  obstanteja  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia desecha  una  de  estas  acciones,  la  que 
se  interpuso,  y  reserva  derechos  al  demandado 
7  reconviniente,  fundados  en  las  escrituras  de 
compra  qne  ha  acompañado  á  los  autos.  "En- 
tre esas  escrituras  de  compra,  agrega,  figuran 
las  qne  á  fayor  de  don  Rafael  Carvallo  7  otros 
han  extendido  don  Enrique  Carvallo  7  don 
Enrique  2^  Carvallo,  durante  la  vijencia  del 
contrato  de  arrendamiento".  El  peticionario, 
"fundándose  precisamente  en  dichas  escrituras 
que  manifiestan  el  hecho  de  haber  verificado 
compras  don  Rafael  Carvallo  dentro  del  fundo 
de  Tmma7  7  con  el  mérito  délas  cuales,  junto 
con  1&  violación  de  lo  convenido  de  no  haber 
entregado  al  arrendatario  esos  terrenos,  inter- 
púsola reconvención  que  se  menciona  en  la  pe- 
tición primera  de  la  demanda".  La  sentencia 
desechó  esa  petición  7,  con  todo,  reserva  dere- 
chos á  don  José  Vicente  Pigueroa.  El  rechazo 
de  la  acción  se  contradice  con  la  reserva  de 
acciones,  pues  de  tales  antwedentes  no  se  deri- 
van otras  acciones. 

Además,  en  la  petición  tercera  de  la  recon- 
vención, el  demandado  solicitó  se  le  hiciera 
respetar  la  posesión  de  comunero  que  tenfa  en 
Truma7,  en  virtud  de  las  escrituras  de  com- 
pras, ejercitando  así  la  acción  que  concede  el 
artiado  921  del  Código  Civil,  acción  que  ema- 
na de  los  títulos  inscriptos  7  de  la  calidad  de 
dueño  que  tiene  según  esos  títulos. 

Qne  esta  petición  fué  rechazada  por  la  sen- 
tencia recurrida  y,  no  obstante,  se  le  reservan 
loa  derechos  que  le  corresponden  en  virtud  de 
esos  mismos  títulos  7  de  los  qne  pueda  hacer 
valer  conforme  al  contrato  de  arrendamiento, 
y  p  or  último: 

Que  los  derechos  qne  pueden  hacerse  valer 
son  los  que  ha  ejercitado  7  aun  cuando  otros 
derechos  más  le  correspondiesen,  la  generali- 
dad del  fallo  está  en  pugna  con  laa  concretas 
peticionea  de  la  demanda. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 
1*  Que  la  sentencia  recorrida,  al  confirmar 
en  la  parte  apelada  la  sentencia  de  primera 
inatancia  aceptó  tolo  la  parte  expontiva  y 


loscuatro  primeros  considerandos  de  tJla  mis- 
ma; 

2'  Qne  de  esta  manera  eliminó  los  otros 
considerandos  de  la  expresada  sentencia,  al- 
gunos de  los  cuales  contienen  los  fundamentos 
del  rechazo  de  la  reconvención,  pnnto  que 
también  fué  apelado; 

3^  Que,  en  consecuencia,  r^riéndoae  solar 
mente  á  la  demanda  misma,  los  cuatro  prime- 
ros considerandos  de  la  sentencia  de  primera 
instancia  que  aceptó  la  recurrida  y  no  condg- 
nándose  en  ésta  otros  fiindamentos  para  con- 
firmar el  rechazo  de  la  reconvención,  ha  que- 
dado ésta  sin  las  cosstderaciottes  de  hecho  ó 
de  derecho  que  sirven  de  fundamento  á  la  sen- 
tencia misma,  en  e!  pnnto  referente  á  la  ya 
citada  reconvención,  requisito  que  deben  con- 
tener las  sentenciasdefinitivasde  segunda  ins- 
tancia que  modifiquen  las  de  otros  tribunales 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  número  4'  del 
artículo  193  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil; 

4^  Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  núqie- 
ro  5^  del  artículo  941  del  mismo  Código,  es 
procedente  el  recureo  de  casación  en  la  forma, 
en  el  caso  de  que  la  sentenria  recurrida  haya 
sido  pronunciada  con  omisión  de  cualquiera 
de  los  requisitos  enumerados  en  el  ya  citado 
artículo  193;  y 

5^  Que  aceptado  el  recurso  por  una  de  lAs 
causales  en  que  él  se  funda,  es  innecesario  pro- 
nunciarse respecto  de  las  demás. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  los  artículos 
959  7  968  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  casación 
en  la  forma  por  la  primera  de  las  causales 
aducidas  7  en  consecuencia  se  invalida  la  sen- 
tencia de  18  de  octubre  de  1904,  7  se  repone 
el  proceso  en  estado  de  verse  nuevamente  la 
causa  por  el  Tribunal  de  Apelaciones  á  quien 
corresponda. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete. — 
Gaivarino  GaUardo. —Gabriel  Gaete  Leon- 
cio Rodríguez.— E.  Fóster  Recabama. 
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Cas.  Civ.^20  de  mayo  de  1905 

Redondo  con  Eísele  (sucesión  de  Rodolfo) 

Instrumento  privado  noreoonooldo.— 
Obllffaoionea  que  deben  oonsi^arBe 
por  escrito. —Prinolplo  de  prueba 
por  esorlta— Prueba  testimonial- 

Doctrina:— Z>ei&ezi  constar  por  escrito 
los  actos  ó  contratos  que  contienen  la  en- 
trega  ó  promesa  de  una  cosa  que  valga 
mas  de  $  200;  y  por  lo  tanto  la  ley  exige 
que  se  ototguen  por  escrito,  repudiando 
para  acreditar  su  existencia  la  prueba  tes- 
timonial, las  convenciones  ó  los  demás 
actos  Jurídicos  que  importen  declaracio- 
nes de  voluntad  cuyo  valor  exceda  de  la 
re&rída  sama. 

En  todo  instrumento  hay  que  distin- 
guir el  acto  ó  contrato  á  que  sirve  de 
prueba  y  el  escrito  ó  la  coo&cción  mate- 
rial del  escrito  en  que  se  hace  constar.  La 
con&cción  del  escrito  6  su  suscripción  por 
la  persona  ó  personas  que  aparecen  Ar- 
mándolo, pueden  ser  establecidos  por  de- 
claraciones  de  testigos. 

El  mismo  valor  que  el  documento  pri- 
vado reconocido  por  ¡a  partecontra  quien 
se  hace  valer,  lo  tiene  el  documento  que 
se  ha  mandado  tener  por  reconocido  en 
los  casos  y  con  los  requisitos  prevenidos 
por  ¡a  ley.  Esta  ky  es  la  de  procedimien- 
to y  tanto  las  leyes  anteriores  al  Código 
de  Procedimiento  Civil  comoeste  Código, 
admiten  la  prueba  de  testigos  para  acre- 
ditar el  hecho  de  la  suscripción  de  un  do- 
cumento. 

Acreditada  la  autenticidad  del  docu- 
mento por  tas  declaraciones  de  los  testi- 
gos instrumentales  y  debiendo  estimarse 
reconocido  conforme  á  los  preceptos  lega- 
lea  por  ¡a  parte  que  lo  acredita,  constitu- 
ye un  principio  de  prueba  por  escrito  que 


DBNCU  4^1 

puede  hacer  admisible  la  prueba  testimo- 
nial de  ¡a  obligación  de  que  dé  testimo- 
nio. 

Sobre  la  con&ccÍÓB  misma  de  un  ina^ 
trumeato  no  cabe  exigir  prueba  por  es- 
crito, sin  incurrir  en  un  circulo  vicioso,  y 
quedaría  á  merced  de  la  declaración  del 
deudor  el  mérito  del  documento  escrito 
para  dar  cumplimiento  á  la  hy. 


Don  Gregorio  Redondo,  ante  ano  délos  Jns- 
gados  de  Tetras  de  Valparaíso,  demandó  á  la 
sucesión  de  don  Rodolfo  Bisele,  representada 
por  doña  Carolina  Günther  t.  de  Bisele,  para 
que  se  resolviese  que  la  demandada  debía  pa- 
gar al  demandante,  dentro  de  tercero  dfa,  con 
intereses  y  costas,  el  valor  del  documento  en 
privado  ascendente  á  $  2.000,  y  cuya  firma 
había  declarado  no  reconocer  la  señora  Gün- 
ther. 

Bn  la  contestación  de  la  demanda,  dicha  se- 
ñora negó  en  absoluto  la  autenticidad  del  re- 
ferido documento  y  de  la  firma  de  su  hijo  que 
allí  aparece. 

Seguida  la  cansa  por  sus  trámites  legales, 
se  dictó  la  siguiente  sentencia: 

Valparaíso,  agosto  22  de  1904.— Conside- 
rando: 

1^  Que  don  Manuel  Basso  y  don  Ildefonso 
Pemándes,  que  autorizan  como  testigos  el  do- 
cumento  expresado,  aseguran  que  don  Rodol- 
fo Bisele  lo  firmó  á  su  presencia,  lo  cual  consti- 
tuye un  principio  de  prueba  por  escrito  que 
hace  Terostmil  el  hecho  litigioso;  y 

2^  Que  lúa  mismos  testigos  constataban  la 
existencia  de  la  obligación  A  que  el  documen- 
to se  refiere,  consistente  en  haberdado  en  mu- 
tuo el  demandante  á  don  Rodolfo  Bisele,  el  6 
de  diciembre  de  1902,  la  suma  de  $  2.000  pflp 
gaderos  en  seis  meses  y  al  interés  del  1%  men- 
sual. 

Vistos  los  artículos  1711  del  Código  Civil, 
151  y  374del  de  Procedimiento  Civil,  se  decla- 
ra que  ha  lugar  á  la  demanda,  con  costas. — 
José  R.  Gatman. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apelacio- 
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nes  de  Valparafoo,  con  fecha  10  de  enero  de 
1905.  falló: 

1' Que  según  los  artícnlos  1708  y  1709  del 
Código  Civil,  no  puede  admitirse-  prueba  de 
testigos  respecto  de  una  obligación  que  haya 
debido  consignarse  por  escrito,  y  deben  cons- 
tar por  escrríto  los  actos  6  contratos  que  con- 
tienen la  entrega  ó  promesa  de  nna  cosa  que 
valga  mas  de  $  200; 

2^  Que,  concordando  estas  disposiciones,  se 
observa  que  ambas  se  refieren  á  obligaciones 
propiamente  dichas,  esto  es,  á  las  que  nacen 
de  actos  6  declaraciones  de  voluntad,  y  no  á 
hechos  puramente  materiales,  que  no  tienen 
por  sf  solos  carácter  jurídico,  como  son  los  re- 
lativos á  la  confección  de  los  documentos  que 
tales  actos  y  declaraciones  de  voluntad  con- 
tienen; 

3*  Que  el  otorgamiento  de  nna  escritura 
privada  ó  la  circunstancia  de  haber  sido  sus- 
cripta por  la  persona  á  quien  se  atribuye,  con- 
sideradas independientemente  de  la  obligación 
que  el  instrumento  atestigua,  son  simples  he- 
chos á  que  no  alcanza  la  prohibición  de  los 
artículo?  citados,  y  susceptibles,  por  lo  mis- 
mo, de  probarse  por  medio  de  testigos,  cual- 
quiera que  sea  la  cuantía  del  litigio; 

4^  Que  acreditada  en  la  forma  en  que  lo  ha 
sido  la  autenticidad  del  instrumento  privado, 
adquirió  éste  el  mérito  legal  de  un  principio 
de  prueba  por  escrito;  j,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  artfculo  1711  del  Código  Civil, 
se  ha  podido  legítimamente  establecer  por 
medio  de  testigos  la  existencia  de  la  obliga- 
ción de  que  dá  testimonio  y  cuyo  pago  se  pide 
en  la  demanda; 

6^  Que  importando  un  hecho  material  el 
otorgamiento  y  suscrípáón  del  documento  y 
distinto  de  la  convención  misma,  conclusión  á 
que  se  arriba  en  el  considerando  precedente, 
no  pugna  con  lo  prescripto  en  los  artículos 
1708  y  1709,  los  cuales,  como  se  ha  visto,  no 
se  refieren  sino  á  los  contratos  ó  á  los  actos 
que  son  jnridicos  por  su  naturaleza,  como  los 
que  tienen  por  objeto  constituir,  extinguir, 
modificar  6  ratificar  un  derecho  6  una  obli- 
gación; 

6'  Que,  además,  no  cabría  exigir  prueba  por 
escrito  sobre  la  confección  misma  del  instru- 
mento sin  incurrir  en  un  círculo  vicioso,  pues 


el  deudor  desconocería  indefinidamente  todas 

las  escrituras  que  para  hacerla  constar  se  hu- 
bieran estendido,  obedeciendo  al  mismo  espí- 
ritu qne  lo  indujera  á  negar  el  documento  ori- 
ginal; y 

7^  Que  de  no  admitir  prueba  de  t^ttgos 
para  el  efecto  de  demostrarla  autenticidad  de 
un  instrumento  privado,  resultaría  que  el  que 
ha  satisfecho  la  exigencia  de  la  ley  procurán- 
dose prueba  escrita  de  su  derecho  se  vería,  por 
la  negativa  del  deudor,  en  la  imposibilidad  de 
establecerlo  lo  qne  ni  es  justo  ni  ha  entrado 
en  la  mente  del  legislador  al  restringir  el  uso 
de  la  prueba  testimonial. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  22  de 
agosto  último. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Silva,  quien  estuvo  por  revocar  la  sentenda 
apelada  y  porque  se  declarase  sin  lugar  la 
demanda  deducida  por  don  Gregorio  Redon- 
do. Funda  su  voto  en  el  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Pineda.— 
B.  Alamos  Gottzáhz.~-Bi aulio  Moreno.— Lúa 
Ignacio  Silva--— Pedro  N.  Pineda,'-A.  Betaai- 
lia  Silva. 

Contra  esta  sentencia  ha  interpuesto  doña 
Carolina  Günther,  en  tiempo  y  forma,  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo. 

Dice  la  recurrente,  al  formalizarlo,  que  la 
confirmación  déla  sentencia  de  primera  instan- 
cia ha  sido  por  la  errónea  doctrina  de  que  es  pro- 
cedente y  bastante  la  prueba  testimonial  ren- 
dida por  el  demandante  para  tener  por  com- 
probada la  autenticidad  de  la  firma  del  pagaré. 

Esta  resolnáón  y  sus  ftmdamentos  son,  á 
juicio  de  la  recurrente,  contrarios  á  la  letra  y 
al  espíritu  de  la  ley,  claramente  manifestadc» 
en  los  artículos  1710  y  1711  del  Código  Civil, 
corroborados  con  el  ilustrativo  ejemplo  del 
inciso  2^  del  segundo  artículo  citado,  y  con  la 
historia  fidedigna  del  establecimiento  de  esa 
ley,  consignada  en  la  parte  pertinente  al  títu- 
lo "De  la  prueba  de  las  obligaciones,"  en  el 
Mensaje  del  Bjecntivo  al  Congreso  Nacional, 
redactado  por  el  sabio  antor  de  dicho  Có- 
digo. 

Según  los  artículos  atados  para  que  seaad* 

misible  la  prueba  de  testigos,  respecto  de  una 
demanda  de  más  de  $  200,  es  indispensable 
que  haya  un  principio  de  prueba  por  escri- 
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to,  es  decir,  nn  acto  escrito  del  demandado, 
un  acto  reconocido  Ó  confesado  previamente 
por  Cl. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1'  Que  el  artículo  1708  del  Código  Civil, 
disponeque  no  se  admitirá  pnieba  de  testigos 
respecto  de  nna  obligación  que  haya  debido 
consignarse  por  escrito,  y  el  1709  establece 
que  deberán  constar  por  escrito  los  actos  6 
contratos  que  contienen  la  entrega  ó  promesa 
de  una  cosa  que  valga  más  de  $  200; 

2*  Qne  del  tenor  de  otas  disposiciones  re- 
sulta que  lo  que  la  ley  quiere,  es  que  se  otor- 
guen por  escrito,  repudiando  para  acreditar 
sn  existencia  la  prueba  de  testigos,  las  con- 
venciones 6  los  demás  actos  jurídicos  qtie  im- 
porten declaraciones  de  voluntad  y  cayo  va- 
lor excede  de  la  referida  soma  de  $  200; 

3'  Que  en  todo  instrumento  estendído  para 
los  actos  ó  contratos  de  esta  cuantía,  hay 
qne  dútinguir  entre  el  acto  ó  contrato  á  que 
sirve  de  prueba  el  instrumento,  y  el  escrito  ó 
la  confección  material  del  escrito  en  que  aqué- 
llos se  hacen  constar. 

La  verdad  y  la  existencia  del  acto  ó  contra- 
to se  prueba  con  el  instrumento,  sin  qne  sea 
permitido  establecerlat  en  caso  de  ser  éste  ne- 
gado ó  no  reconocido,  por  declaraciones  de 
testigos,  salvo  los  casos  de  excepción  que  se- 
ñala la  ley.  No  asi  la  confécáón  del  escrito  ó 
su  suscripción  por  la  persona  ó  personas  que 
aparecen  firmándolo,  porque  éstos  son  hechos 
simples,  materiales  ó  tanjibles,  que  caen  bajo 
la  ínspecdón  de  los  sentidos  y  que,  por  tanto, 
en  el  supuesto  de  no  ser  aceptados,  pueden  ser 
establecidos,  como  todoslos  hechos  del  mismo 
género,  por  la  prueba  testimonial; 

4^  Que,  por  otra  parte,  al  hablar  el  ar- 
tículo 1702  del  mismo  Código  del  valor  del 
documento  privado  reconocido  ó  que  se  ha 
maqdado  tener  por  reconocido  en  los  casos  y 
con  los  requisitos  prevenidos  por  ley,  serefiere 
manifiestamente  con  estas  últimas  palabras  á 
laley  de  Procedimiento  Civil,  yaque  es  estaley 
^a  que  determina,  por  ser  materia  propia  de 
BU  ramo,  los  casos  en  qne  se  debe  mandar  te- 
ner por  reconoddo  el  instrumento  ó  los  tequi- 


sitos  ó  circunstancias  que  deben  concurrir  al 
efecto; 

6'  Que  tratando  del  instrumento  privado 
cuya  autenticidad  era  desconocida  por  el  sus- 
críptor,  la  ley  119  del  título  18  de  la  Parti- 
da 3^  aplicable  al  caso,  porque  era  la  ley  vi- 
gente á  la  fecha  en  que  se  otorgó  el  documen- 
to que  se  cuestiona,  disponía  que  podía  acre» 
ditarse  con  des  testigos  buenos  y  nn  sospecha 
el  hecho  de  haber  el  firmante  escrito  ó  manda- 
do escribir  el  documento; 

6*  Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  ha  reproducido  en  su  mayor  parte  las  dis- 
posiciones de  la  ley  procesal  anterior  sobre  la 
materia,  confirma  la  doctrina,  contribuyendo 
á  fijar  el  recto  sentido  de  los  preceptos  del  Có- 
digo Civil  de  que  se  viene  hablando,  y  en  par- 
ticular el  del  recordado  artículo  1702.  Asf  el 
artículo  335  de  aquel  Código  dice  que  los  ins- 
trumentos privados  se  tendrán  por  reconoci- 
dos: "4^  cuando  se  declare  la  autenticidad  del 
instrumento  por  resolución  judicial";  y  el  344 
agrega  que,  en  el  incidente  sobre  autenticidad 
de  tm  instrumento,  se  admitirán  como  medios 
probatorios,  además  del  cotejo,  los  que  las  le- 
yes autoricen  para  la  prueba  del  fraude,  y  en- 
tre estos  últimos  se  comprende  la  prueba  de 
testigos; 

7^  Que,  en  conformidad  á  estos  principios, 
el  Tribunal  sentenciador  ha  admitido  la  prue- 
ba de  testigos  para  acreditar  el  hecho  de  ha- 
ber firmado  don  Rodolfo  Eisele  el  instrumento 
de  fs.  21,  y,  apreciando  en  seguida,  en  ejercicio 
de  sus  facultades  soberanas,  el  mérito  de  la 
que  se  rindió  sobre  este  punto,  ha  dado-  por 
demostrado  aquel  hecho; 

8^  Que  fijado  este  antecedente,  la  sentencia 
recurrida  ha  aplicado  bienel  articulo  1711  del 
Código  Civil  cuando  ha  considerado  el  docu. 
mentó  como  un  principio  de  prueba  por  escri- 
to, ya  que  ha  quedado  establecido  que  dicho 
documento  es  un  acto  escrito  del  demandado, 
que,  en  concepto  del  Tribunal  á  quien  corres* 
pondía  apreciar  también  su  relación  con  los 
demás  antecedentes  de  la  causa,  hace  verosí- 
mil el  hecho  litigioso;  y 

9'  Que,  existiendo  el  principio  de  prueba 
por  escrito,  era  procedente  aceptar,  como  lo 
huso  la  sentencia  reclamada,  de  acuerdo  con ' 
laregiadecaccepetónquGcoiiiigaft  elartfculo 
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1711  del  Código  CítíI,  la  prueba  de  testigos 
para  acreditar  la  obligación  que  se  <Iiscutía. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
958,  977;  960,  979  y  249  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  sin  lagar,  con  cos- 
tas, el  recurso  de  casación  en  el  fondo  ínter- 
paesto  contra  la  sentencia  de  10  de  enero  del 
presente  año, 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  de 
$  150  consignada. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Ga- 
llardo y  Varas,  quienes  estuvieron  porque  se 
hiciera  lugar  al  recurso  y  se  casara  la  senten- 
cia recurrida,  en  virtud  de  los  fundamentos 
que  consignan  en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 

—Joaé  AÜoaao  Leopoldo  Ürmtia.—Galvari- 

no  Gallardo,— Gabriel  Gaete  Carlos  Varas. 

Abel  Saavedra.-^E,  Fóster  Recabárrea. 


Caá.  en  la  íitrma.—26  de  mayo  de  1905 

Wnth  con  Devéscovi 

Denuncia  de  salitreras  oomo  bienes 
flaoales.— Denunoiante;  parte  coad- 
yuvante.—Sentenoia  confirmatoria; 
declaración  con  oaráoter  de  revoca- 
ción.—Fundamentos  del  fUlo;  nu- 
lidad.^ 

Doctkina:— JS!/  deanaciante  de  salitre- 
ras como  bienes  £scales,  tiene  derecho  á 
ser  considerado  parte  coadyuvante  en  el 
juicio. 

La  sentencia  de  segunda  instancia  que 
conSnna  la  de  primera^  con  dilatación 
de  que  el  Fisco  no  está  obligado  á  liti- 
gar como  demandante^  sin  perjuicio  de 
los  derechos  que  se  puedan  ba<xr  valer 
con  arreglo  al  artícolo  22  del  Código 
(fe  Procedimiento  Civilt  en  una  denun- 
CM  aao^antei  modi£ca  auataaciaimeote 


la  ed  primera  instancia,  que  mandaba 
tener  al  Fisco  como  demandante.  La  sen- 
tencia de  segunda  instancia  que  modifica 
la  de  primera  debe  consignar  las  conside- 
raciones de  hecho  y  de  derecho  y  las 
leyes  ó  principios  de  equidad  en  que  base 
el  fallo  contrario  al  de  primera  instancia, 
so  pena  de  incarrír  en  nulidad. 


Don  Carlos  Wnth  se  presentó  ante  el  Juzga- 
do de  Iqnique  exponiendo  que  en  abril  de  1889 
denunció  como  bien  fiscal  la  oficina  salitrera 
Constando,  que  tiene  en  su  poder  don  José 
Devéscovi,  y  cuando  ha  querido  conocer  el  es- 
tado del  juicio  ha  tenido  noticias  de  que  el 
expediente  se  ha  estraviado,  por  lo  cual  renue- 
va dicho  denundo  en  la  misma  forma. 

Después  de  hacer  una  reladón  de  los  hechos 
concluyeexponiendoqne  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  las  leyes  3*  y  6*  del  titulo  22,  libro 
X  de  la  Novísima  Recopilación  denuncia  como 
fiscales  los  terrenos  de  la  oficina  salitro'a 
Constancia  (antes  Candelaria  de  Osorio),  que 
ocupa  ahora  don  José  Devéscovi,  y  los  frutos 
indebidamente  perdbidos,  poralocualentabla 
demanda,  reclamando  desde  luego  la  tercera 
parte  de  lo  que  el  Fisco  obtenga,  en  conformi- 
dad á  lo  prescrito  en  la  última  de  las  leyes  d- 
tadas,  y  pidiendo  que  se  tenga  por  hecho  el 
denundo  é  interpuesta  la  demanda,  de  la  que 
se  dará  conodmiento  al  señor  Promotor  Fis- 
cal para  los  fines  consiguientes. 

Conferido  traslado  de  la  demanda  á  don  Jo- 
sé Devéscovi,  se  presentó  éste  pidiendo  se  de- 
clare que  no  ha  lugar  á  la  denuncia;  que,  en 
consecuencia,  don  Carlos  VVuth  no  puede  ser 
demandante  ni  parte  coadyuvante  del  Fisco. 

Expone  que  don  Cipriano  Cisternas  en  1895 
y  donjuán  Arenas  Martines  en  1901,  habían 
denundado  también  la  ofidna  Constanda  co- 
mo de  propiedad  fiscal,  si  bien  limitado  el  pri- 
mer denundo  á  la  mayor  parte  del  estaca- 
mentó,  y  que  en  ambos  casos,  tanto  en  1* 
como  en  2*  instanda,  conociendo  la  Corte  Su- 
prema, se  han  declarado  sin  lugar  tales  dennn- 
dos  de  acuerdo  con  la  opinión  del  Promotor 
Fiscal,  quien  sostuvo  en  el  caso  de  Cisternas 
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qoe  no  cabía  denuncia  respecto  de  bienes  que  mencionados,  entabló  juicio  contra  don  José 
la  ley  haUa  declarado  propiedad  fiscal,  j  me*  DeT^scoTÍ,  sobre  reÍTÍndicadón  de  la  misma 
nos  cuando  na  se  trata  de  bienes  ocultos  6  oficina,  juicio  que  no  continuó  por  haberse  ex- 
perdidos para  la  nación,  que  son  los  &  que  se  traviado  el  expediente  de  la  materia.  Que  to* 
refiere  la  ley  3*  titulo  22  libro  19  de  la  Novi-  dos  estos  antecedentes  se  encuentran  en  cstu- 
sima  Recopilación.  dio  en  el  Consejo  de  Defensa  Fiscal,  j  el  expo- 
Que  la  denuncia  del  señor  Wuth  se  refiere  á  nente  considera  de  su  deber  no  iniciar  nnevos 
hechos  perfectamente  conocidos  del  Pisco,  y  á  juicios  sobre  el  particular  mientras  no  reciba 
bienes,  como  las  salitreras,  cuya  adquisición  las  instrucciones  correspondientes.  Le  asiste 
está  prohibida  á  título  de  denuncio.  para  ello  la  consideración  de  que  con  posterío- 
Y,  portiltimo,  que  hay  cosa  juzgadarespecto  ridad  £  la  fecha  anteriormente  indicada,  esto 
de  qne  la  salitrera  Constancia  no  es  denuncia-  es,  en  febrero  de  1892,  el  Promotor  Fiscal  de 
ble,  porque,  habiendo  declarado  la  Hxcma.  este  departamento  interpuso  demanda  contra 
Corte,  en  la  denuncia  de  don  Juan  Arenas  elseñor  Devéscoripidiendosedeclararaqne de- 
Martínez,  que  éste  no  podía  ser  demandante  bía  procederse  por  peritos  á  la  mensura  del  es- 
ni  parte  coadyuvante,  por  haberse  declarado  tacamento  Constancia,  en  vista  de  los  títulos 
antes  lo  mismo  en  la  denuncia  dedon  Cipriano  que  se  hallaban  en  la  Delegación  Fiscal,  y  que 
Cisternas,  es  evidente  que  tal  decoración  obsi  el  Juzgado  dió  lugar  á  la  demanda,  nombran- 
ta  á  la  procedencia  de  esta  tercera  denuncia  y  do  perito  para  qne  efectuara  la  operación,  la 
que  le  afecta  por  lo  tanto  la  cosa  juzgada.  qne  fué  aprobada  con  intervención  del  repre- 
Conferído  traslado  y  autos  de  la  incidencia  sentante  fiscal  y  Delegado  de  Salitreras,  qne- 
formulada,  se  presentó  evacuándolo  don  Re-  dando  desde  entonces  don  José  Devéscovi  en 
cardo  IKaz  Castro  por  don  Carlos  Wnth,yex-  posesión  de  los  terrenos  mensurados, 
poniendo  que  no  es  exacto  qne  los  denuncios  Y  que,  m  consecuencia,  su  Ministerio  no 
de  los  señores  Cisternas  y  Arenas  Martínez  acoge  la  denuncia,  y  pide  al  Juzgado  que,  dese- 
fneran  análogos  al  presente,  que  se  refiere  á  chándola,  se  sirva  á  la  vez  dejar  nn  efecto  el 
la  reivindicación  de  todos  los  terrenos  de  la  auto  de  24  de  marzo  último,  en  la  parte  que 
oficina  Constanciaynosótoáladeterminación  dispone  se  tenga  por  interpuesta  la  demanda, 
de  sus  deslindes  con  terrenos  fiscales,  que  era  Bl  Juzgado  redbió  el  inádente  á  prueba,  pe- 
el  objeto  de  aquellos  denuncios,  y  asimismo  ro  de  tal  providencia  interpusieron  apelación, 
del  juicio  que  siguió  el  Fisco  con  el  señor  De-  tanto  la  parte  del  señor  Devésrovi  como  el  ae- 
véscovi.  Y  que  para  probar  que  la  denuncia  de  ñor  Promotor  Fiscal. 

su  mandante  es  procedente,  basta  leer  la  mis*  Blevados  los  antecedentes  á  la  Excma.  Cor- 
ma ley  citada  por  el  demandado.  te,  se  presentó  el  señor  Fiscal  exponiendo  qne 
Bl  Promotor  Fiscal,  con  quien  se  mandó  co-  estima  conveniente  á  los  intereses  fiscales  la 
rrer  el  traslado,  expone  por  su  parte  que  la  prosecución  del  presente  juicio  y  la  interven- 
defensa  de  los  intereses  fiscales  corresponde  á  cíón  del  denunciante,  y  que  no  procede  por 
los  representantes  del  Fisco,  encargados  por  tanto,  la  apelación  deducida  por  el  Promotor 
la  ley  de  su  defensa,  y  nó  á  los  denunciantes  Fiscal  del  auto  de  fe.  65,  recurso  del  cual  se 
como  el  señor  Wuth.  Que  los  hechos  expuestos  desiste. 

por  el  señor  Devéscovi  son  ciertos  ó  sea  que  La  Excma.  Corte,  mandando  tener  presen* 

los  anteriores  denuncios  de  los  señores  Cister-  te  la  petición  del  señor  Fiscal  revocó  el  recor- 

nas  y  Arenas,  análogos  al  presente,  fueron  dado  auto  de  fs.  65,  ordenando  que  el  Juez  de 

desechados,  tanto  por  el  Juzgado  de  Letras  1*  instancia  se  pronunciara  sin  mas  trámite, 

como  por  la  Bxcma.  Corte  Suprema,  y  en  vir-  sobre  la  incidencia  pendiente, 

tud  de  las  consideraciones  apuntadas  por  el  Con  fecha  30  de  diciembre  de  1902,  el  Jus- 

scñor  Devéscovi.  Que  en  todo  caso,  el  denun-  gado  falló: 

dante  señor  Wuth,  no  ha  advertido  al  Fisco  Con  lo  rdadonado,  dando  cumplimiento  á 

algo  desconoddo,  pues  éste  el  año  1888,  esto  lo  resuelto  por  el  Bxcmo.  Tribunal  y  teniendo 

es,  con  fecha  an  telada  á  todos  los  denoados  presente: 
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1*  Qne  d  representante  del  Ministerio  Pú- 
blico, en  segunda  instancia,  ha  aceptado  la 
presente  denuncia,  manifestando  que  hay  con- 
veniencia para  los  intereses  fiscales  en  la  pro- 
secución de  la  demanda  de  don  Carlos  Wuth; 

2^  Que  la  excepción  de  cosa  juzgada  opues- 
ta por  el  demandado  á  la  admisibilidad  de  la 
presente  denuncia,  fundada  en  haberse  decla- 
rado ya  inadmisible  por  resoluciones  firmes, 
otras  análogas  de  los  sefiores  Cipriano  Cis- 
ternas y  Juan  Arenas,  es  improcedente  por 
falta  de  la  concurrencia  de  los  requisitos  de 
identidad  de  acciones,  de  personas  y  de  obje- 
tos; como  igualmente  lo  es  en  cuanto  se  funda 
en  haberse  seguido  con  el  Fisco  un  juicio  so- 
bre fíjactón  de  deslindes  de  la  mencionada  ofi- 
cina Constancia,  cuyo  resultado  fué  la  de- 
marcación de  los  que  hoy  tiene  y  dentro  de 
los  cuales  la  posee,  por  falta  del  primero  y 
tercero  de  los  mismos  requisitos; 

3'  Que  según  aparece  de  las  compulsnsdefs. 
17  y  siguientes,  ti  juicio  iniciado  por  el  Fisco 
contra  don  José  Devéscovi  el  año  1892,  tuvo 
por  objeto  obtener  la  remen  sura  del  estaca- 
mentó  Constancia,  á  virtud  de  haberse  in- 
ternado dicho  señor  Devéscoví  en  terrenos 
fiscales,  y  la  restitución  de  los  terrenos  con 
sus  frutos,  que  hubiera  explotado  indebida- 
mente á  causa  de  la  misma  internación,  y  en 
todo  lo  que  dicha  remensura  arrojara  de  ex- 
ceso sobre  las  ciento  ochenta  estacas  de  terre- 
nos con  qne  el  mencionado  estacamento  figu  • 
raba  en  sus  títulos.  En  cambio,  por  la  actual 
demandase  pretende  reivindicar  para  el  Fis- 
co la  totalidad  de  la  aludida  oficina,  soste- 
niéndose que  el  demandado  no  tiene  titulo 
alguno  para  poseerla.  Son,  pu  es,  diversos  el 
objeto  y  la  causa  de  pedir  en  ambos  juicios; 

4^  Que  no  mejora  la  condición  del  deman- 
dado en  cuanto  á  la  procedencia  de  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada  la  circunstancia  de  que 
en  el  mencionado  juicio  se  le  reconociera  por 
et  representante  del  Fisco,  que  á  la  fecha  de  la 
interposición  de  la  demanda  estaba  en  pose- 
sión de  ciento  ochenta  estacas  de  terrenos  sa- 
litrales, porque,  según  se  espresa  en  el  escrito 
de  réplica  del  mismo  juicio,  compulsado  á 
fs.  22  vta.,el  mismo  representante  Fiscal  hiso 
la  salvedad  de  qne  las  operaciones  de  demat^ 
cocióu  que  se  demandaban,  no  importaban  de 


parte  del  Pisco  reconodmíento  del  dominio  de 
don  José  Devéscovi  sobre  el  terreno  que  se  ' 
aügnara  á  Constancia,  y  que  el  Fisco  se  re- 
servaba todos  los  derechos  que  á  dicho  terre- 
no pudiera  tener.  Esto  aparte  de  que  el  po- 
seedor sólo  se  reputa  dueño  miéntras  otra 
persona  no  justifica  serlo; 

5^  Que  no  se  ha  comprobado  por  el  deman- 
dado que  las  denuncias  de  los  señores  Cister- 
nas y  Arenas  fueran  idénticas  á  la  actual, 
puesto  que  de  las  compulsas  de  fs.  36  y  si- 
guientes sólo  se  deduce  que  ellas  fueron  dese- 
chadas, habiéndolo  sido  la  segunda,  que  se  re- 
fería á  los  terrenos  integrantes  de  la  oficina 
Constancia,  según  los  propios  términos  de, 
señor  Devéscoví,  por  ser  análoga  á  la  primera 
cuyos  términos  son  desconocidos; 

6«  Que  la  ley  3*,  título  22,  libro  X  de  la 
Novísima  Recopilación,  en  cnanto  se  refiere  á 
los  derechos  del  denunciante,  no  ha  sido  dero- 
gada por  leyes  posteriores,  ni  está  en  contra- 
dicción con  las  que  reglan  la  manera  de  adqui- 
rir los  terrenos  salitrales,  los  que,  sometidos 
hoy  á  la  ley  civil,  pueden  ser  denunciadoscomo 
fiscales,  si  se  hallan  indebidamente  en  poder 
de  terceros;  y 

7'  Que,  á  mayor  abundamiento,  no  consta 
tampoco  la  existencia  del  supuesto  juicio  rei- 
vindícatorio  délos  terrenos  de  la  oficina  Cons- 
tancia, que  se  dice  ha  sido  entablada  con  an- 
terioridad al  presente  por  el  representante  del 
Fisco.  , 

Con  arreglo  á  lo  diapuesto  en  las  leyes  1*, 
título  14, 19  y  20,  título  22  de  la  Partida  3*. 
y  3*,  titulo  22,  libro  X  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, se  declara  sin  lugar  lo  pedido  por 
don  José  Devéscovi  en  su  escrito  de  fs.  51,  y 
qne  debe  tenerse  al  Fisco  como  demandante 
en  el  presente  juicio  y  á  don  Carlos  Wuth  como 
parte  coadyuvante.—  Var^s. 

Apelada  esta  resolución, 

Santiago,  31  de  diciembre  de  1904.— Vistos: 
Se  confirma  la  resolución  apelada  de  fecha  30 
de  didembre  de  1902,  con  declaración  de  qne 
el  Fisco  no  está  obligado  á  litigar  como  de- 
mandante, sin  perjuicio  de  los  derechos  que  se 
puedan  hacer  conforme  al  artículo  22  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil.— <4.  Vergara.  A, 
^Daiio  Beaavente.— Arturo  Ayala. 
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Contra  esta  sentencia  interpuso  Devéscovi 
los  recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el 
fondo. 

Funda  el  primero  en  las  siguientes  causales: 

!•  Haberse  integrado  el  tribunal  en  contra- 
vención á  lo  dispuesto  por  la  ley  y  haberse, 
por  consiguiente,  pronunciado  la  sentencia 
por  Tribunal  incompetente  (art.  941,  núm.  1* 
Cód.  de  Proc.  Civil).  Aparece  suscribiendo  la 
sentencia  m  Jnes  de  Letras  que  no  es  miembro 
del  personal  ordinario  del  Tribunal,  sin  que  al 
integrarse  la  Sala  con  dicho  Jaez  se  diera  á  las 
partes  ni  á  jus  abogados  el  aviso  prescripto 
por  el  artículo  173  del  CódigoVitado; 

2*  Haberse  pronunciado  el  fallo  con  omi- 
sión de  todos  los  requisitos  enumerados  en  el 
artfculo  193,  no  obstante  de  que  modifica  en 
parte  sustancial  el  de  primera  instancia,  en 
términos  que  importan  una  sentenoa  revoca- 
toria en  lo  que  al  Pisco  se  refiere.  El  juez  aqao 
declaró  que  debía  tenerse  al  Fisco  como  de- 
mandante y  la  Corte  declaró  que  el  Fisco  no 
fBté.  obligado  á  litigar  como  demandante,  lo 
que  importa  revocar  ó,  por  lo  menos,  modifi- 
car sustancialmente,  con  omisión  de  los  requi' 
sitos  exigidos  en  los  números  1^,  2^,  3^,  4^ 
y  5',  artículo  193  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  concordante  con  el  número  5^  del  ar- 
tículo 941; 

3*  Haber  sido  dada  la  sentencia  contra  las 
pronunciadas  en  los  procesos  seguidos  por  los 
denuncios  de  don  Cipriano  Cisternas  y  don 
Juan  Arenas  Martínez  y  en  las  causas  habidas 
entre  el  Pisco  y  Devéscovi,  sentencias  pasadas 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  alegadas  opor- 
tunamente yen  las  cuales  se  establece  el  domi- 
nio de  Devéscovi  sobre  la  salitrera  Constan- 
cia; que  esta  propiedad  no  «  denunciable  en 
forma  alguna  como  bien  fiscal  y  que  los  de- 
nunciantes no  deben  ser  oidos.  (Art.  941,  núm. 
6  del  Cód.  de  Proc  Civil;) 

4*  Contener  la  sentencia  decisiones  contra- 
dictorias (art.  491,  núm.  7^  del  Cód.  de  Proc. 
Civil),  pues  hay  implicancia  y  contradicción 
manifiesta  en  ta  idea  acogida  por  el  fallo  de 
tener  á  Wuth  como  coadyuvante  del  Fisco,  á 
quien  se  niega  el  carácter  de  parte  deman- 
dante; y 

5*  Contrariar  la  sentencia  lo  dispuesto  en 
d  artículo  250  del  Códij^  de  Procedimiento 

SUFKEMA 


Civil,  según  el  cual  todo  juicio  ordinario  co-  ' 
mienza  por  demanda  del  actor.  Por  ella  se  es- 
tablece que  en  el  presente  juicio  no  hay  actor 
sino  coadyuvante  y  se  ordena  formar  un  pro- 
ceso en  contra  de  todas  las  reglas  de  procedi- 
miento para  incurrir  en  todos  los  defectos  y 
faltar  á  todos  los  requisitos  señalados  en  los 
artículos  193  y  941  del  mismo  Código. 

La  Corte: 

Con  lo  relacicraado  y  considerando: 
1^  Que  la  sentencia  de  que  se  reclama  mo- 
dificó sustancialmente  la  de  1*  instancia  en  la 
parte  que  manda  tener  al  Fisco  como  deman- 
dante en  el  presente  juicio,  puesto  que,  dando 
lugar  en  ese  punto  al  recurso  de  apelación  for- 
mulado por  el  representante  del  mismo  Fisco, 
declaró  que  no  estaba  éste  obligado  á  litigar 
en  calidad  de  tal  demandante  ó,  lo  que  tanto 
da,  revocó  en  dicha  parte  la  resolución  ape- 
lada; 

2^  Que,  no  obstante  esta  circunstancia,  I4 
Sala  sentenciadora  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago  nO  consignó  en  Bu  fallo  las  consi- 
deraciones de  hecho  y  de  derecho  y  las  leyes  ó 
los  principios  de  equidad  que  la  movieron  A 
dictar  en  el  punto  antes  aludido  una  resolu- 
ción enteramente  contraria  á  la  del  Juez  Le- 
trado de  Iquique,  contraviniendo  a^  A  lo  dis* 
puesto  en  los  números  4fl  y  5^  del  artículo  193 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  é  incurrien- 
do, por  tanto,  en  la  segunda  de  las  causales 
de  nulidad  incoadas  por  el  recurrente;  y 

3^  Que,  aceptada  la  causal  de  que  se  trata 
en  el  considerando  anterior,  es  inoficioso  pro- 
nunciarse sobre  las  restantes. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
939,  941.  número  5»,  959,  978y  979  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  se  declara  que  ha 
lugar  al  curso  de  casación  en  la  forma  deduci- 
do por  la  parte  de  don  José  Devéscovi.  En  con- 
secuencia, se  invalida  la  sentencia  de  31  de  di- 
ciembre último,  y  se  repone  el  proceso  en  eí 
estado  de  dictar  en  él  nueva  sentencia  pqr  e)  ~ 
iVibunal  competente.  Téngase  por  no  intep> 
puesto  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  de- 
ducido también  por  la  misma  parte.  Devuél- 
vase al  interesado  la  cantidad  consi^ad^- 
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Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabá rren.— Ga/var/no  Gallardo.— Gabriel  Gae- 
tc.~CarIos  Vnras  B.  Postar  Rccabárrcn. 


Cas.  en  la  6>rma. — 5  de  junio  de  1905 

Sepúlveda  con  Donoso 

Resoluolón  de  contrato;  petición  de 
ambas  partes.— Peijuloios;  indemnl- 
.  zaolón;  omisión  del  íkllo;  reaoluolo- 
nes  inefioaoes. 

Doctrina: — Pedida  por  ambas  partes 
la  resolución  de  an  contrato  de  arrenda' 
mientOf  ba  lugar  á  ella,  Siaoexiste  prue- 
ba de  los  perjuicios  causados^  no  hay  de- 
recho á  indemnización. 

Habiéndose  procedido  A  la  entrega  y 
recepción  del  fundo  arrendado  y  recono- 
cido este  hecho  en  los  autos,  el  Ttibunaí 
de  Alzada  que  omite  pronunciarse  sobre 
la  resolución  pedida  por  ambas  partes^ 
coa  recíproca  indemnización  de  perjui- 
cios, no  incurre  en  nulidad. 


Don  Ambrosio  SepfiWeda  demanda  la  reso- 
lución 6  rescisión  del  contrato  de  arrenda- 
miento, sobre  el  fundo  "Santa  Inés",  celebra- 
do con  doña  Domitila  Donoso  t.  de  Donoso, 
fundándose  en  que  la  arrendadora  no  le  ha 
cumplido  las  obligaciones  que  contrajo,  por- 
que no  le  ha  entivgado  las  317  cuadras  rega- 
das, pues  le  faltan  más  de  20  cuadras  y  de  las 
que  ha  recibido  sólo  21  son  regadas;  además, 
ño  le  ha  dado  las  aguas  del  Canal  del  Gal- 
pón, á  que  se  comprometió.  Hn  consecuencia, 
pide: 

19  La  resoludón  ó  rescisión  7a  dicha  y  que 


se  declare  restituible  el  fundo  el  1^  de  abril  de 
1902  ó  antes  á  su  voluntad; 

2^  Que  se  le  debe  indemnizar  los  pcrjnidos 
que  estima  en  $  80  anuales  por  cada  cuadra 
de  las  que  excedan  de  las  21  regadas  y  duran- 
te los  seis  años  estipulados; 

3^  Que  se  rebaje  el  precio  durante  el  tiempo 
que  el  fundo  esté  en  su  poder,  en  proporción  á 
las  20  cuadras  que  faltan;  y 

4^  Que  se  le  devuelva  lo  que  equivocada-, 
mente  pagó  por  ellas  en  el  primer  semestre, 
junto  con  los  intereses. 

La  demandada  en  su  contestación  niega  loa 
hechos  fundamentales  de  la  demanda:  dice  que 
segjn  el  contrato,  arrendó  las  dos  hijuelas  de 
que  consta  el  fundo  de  "Santa  Inés"  haciendo 
expresa  referencia  á  los  títulos  de  compraven- 
ta, dándoles  los  límites  allí  expresados  y  la 
misma  cabida,  la  primera  con  una  estensión 
de  150  cuadras  más  o  menos  y  la  segunda  de 
167  cuadras;  en  cuanto  al  hecho  de  la  falta 
de  agua,  lo  niega  terminantemente  y  afirma 
que  nunca  han  faltado  los  ocho  regadores  que 
son  la  cuarta  parte  de  sus  derechosenel  canal 
del  Galpón,  á  que  se  comprometió.  Pide  se  de- 
seche la  demanda  y  se  dé  lugar  á  la  reconven- 
ción que  interpone,  declarando  resuelto  el  con- 
trato y  solicita  el  pago  de  $  2.000  de  cánon 
que  le  adeuda  el  arrendatario  Sepúlveda  y  los 
perjuicios  que  la  mora  le  irroga. 

En  el  curso  del  juicio  ha  depositadoelarren- 
datarío  los  diversos  cánones  del  arrenda- 
miento. 

Se  recibió  la  cansa  á  pmeba,  rindiéndose  la 
qne  corre  en  autos. 

En  tiempo  oportuno  el  demandante  tachó 
los  testigos  señores  Carlos  Montes,  Francis- 
co Robles,  José  Vergara,  José  María  Soto, 
Carmen  Sepúlveda,  Fortunato  Mardones  y 
Enrique  Gimpert,  por  haber  declarado  fuera 
de  término  y  por  haber  sido  examinados  por 
Juez  distinto  del  exhortado;  sólo  el  señor  Gim- 
pert se  ratificó  y  también  fueradel  término  or- 
dinario y  del  extraordinario,  pues  lo  hizo  en 
Santiago  el  23  de  abril;  en  la  tacha  agrega 
que  los  testigos  no  dan  razón  de  sus  dichos  y 
éstos  son  contradictorios. 

La  demandada,  respondiendo  á  las  tachas, 
estima  fundada  la  causal  de  haber  sido  exa- 
minados fuera  de  término  los  testigos,  no 
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ratificados,  con  escepción  de  Gímpert  de  quien 
afírma  que  fué  juramentado  dentro  de  tér- 
mino, y  sólo  por  extravío  del  exhorto  en  el 
Juzgado  no  fué  examinado  en  el  mismo,  se 
ha  ratificado  legalmente  al  efecto  en  San- 
tiago en  fecha  posterior.  Impugna  los  demás 
fundamentos  de  las  tachas/ 

Se  reservaron  las  tachas  para  definitiva. 

Se  citó  para  sentencia. 

Considerando  respecto  de  las  tachas: 

1'  Que  las  partes  están  de  acuerdo  y  consta 
de  autos  que  los  testigos  Montes,  Robles, 
Soto,  Sepülveda  y  Mardonesdcciararon  fuera 
de  término,  y  no  se  ratificaron; 

2^  Respecto  é  la  tacha  puesta  &  don  Enri 
que  Gimpcrt  aparece  de  autos  que  juramenta- 
do en  término,  no  se  ratificó  por  extravío  del 
exhorto  y  lo  hizo  en  fecha  posterior,  y  respec- 
to de  los  demás  fundamentos  de  tachas  á  este 
testigo  consta  de  autos  su  improcedencia; 

Deséchanse  las  tachas  opuestas  al  testigo 
Enrique  Gimpert,  y  acéptase  la  de  los  demás 
testigos  nombrados. 

Considerando  respecto  de  la  demanda  y  re- 
convención: 

Que  las  agiias  solicitadas  por  el  demandan- 
te, segdn  el  contrato,  son  además  del  regador 
y  medio  y  derrames  que  tenia  el  antiguo  pro- 
pietario "la  cuarta  parte  de  los  derechos  de 
agua  del  fundo  "Montes"  en  el  canal  del  Gal- 
pón, que  según  la  tasación  del  señor  Gimpert, 
consiste  en  treinta  y  dos  regadores." 

Que  de  los  términos  del  contrato,  de  la  de- 
claración y  demarcación  del  ingeniero  tasa- 
dor Gimpert,  y  demás  antecedentes  en  autos,  se 
desprende  que  el  número  de  regadores  á  que 
alude  el  contrato  en  la  parte  antedicha,  es  el 
de  la  4*  parte  de  los  treinta  y  dos  regadores  á 
que  ascendían  los  derechos  de  la  señora  arren- 
dadóra. 

Que  si  bien  se  ha  probado  que  el  marco  y 
las  obras  necesarias  para  llevar  el  agua  al 
fundo,  se  efectuaron  después  de  la  época  con- 
venida y  el  arrendatario  no  las  aprovechó 
sino  desde  noviembre  de  190Ü,  la  carta  de  la 
señora  Donoso  presentada  por  Sepúlveda  con- 
tra quien  hace  prueba,  y  la  declaración  del 
testigo  Gimpert, demuestranqueel  arrendata- 
rio podía  sacar  por  otros  conductoslasaguas 
qne  quisiera,  desde  que  comenzó  el  arriendo, 


por  lo  cual  pudo  dar  por  cumplida  dé  buena 
fe  la  obligación  del  contrato. 

Que  no  ha  conseguido  probarel  demandante 
que  carecía  antes  de  noviembre  de  las  aguas 
mencionadas  en  el  arrendamiento,  pues  los 
treinta  testigos  midieron,  según  dicen, él  agua 
en  noviembre,  y  no  declararon  nada  con  pre-: 
cisión  y  claridad  si  antes  tenía  ó  nó  dichas 
aguas. 

Que  tampoco  ha  probado  cuáles  ni  cuántos 
perjuicios  le  originó  el  no  tener  más  aguas  ni 
]os  supuestos  perjuicios  podían  ser  de  cargo 
de  la  arrendadora,  quien  había  ciimplido  con 
sus  obligaciones; 

Que  la  prueba  testitnotiinl  rendida  es  com- 
pletamente dtficienlc  c  ignorante  para  esta- 
blecer el  número  de  legadores  que  de  noviem- 
bre en  adelante  pasa  por  el  nmrco  de  aguas  y 
merece  más  fe  lo  aseverado  por  el  ingeniero 
Gimpert,  quien  estaba  cncnrg.ado  en  la  época 
del  contrato  de  la  hijuclnvión  y  demarcación, 
y  dice  cuál  es  el  volumen  de  aguas  que  se  ob- 
tiene en  dicho  marco  conforme  á  la  escritura 
de  fs.  1; 

Que  no  hay  constancia  alguna  en  la  escri- 
tura de  arrendamiento  que  la  arrendadora  se 
obligara  á  daraguns  suficientes  para  regar 
todo  el  fundo,  y  basta  ver  la  fecha  de  la  carta 
invocada  por  Sepúlveda  para  evidenciar  que* 
por  su  anterioridad  al  contrato,  es  un  antece- 
dente sin  importancia,  desvirtuado  por  el  co- 
nocimiento personal  del  terreno  y  los  térmi- 
nos del  contrato; 

Qne  respecto  de  la  cabida  de  las  hijuelas 
arrendadas,  no  ha  probado  Sepúlveda  sea  me- 
nor que  la  declarada  en  la  escritura  de  arren- 
damiento ni  hecho  medición  alguna,  y  las  de- 
claraciones testimoniales  confirman  los  des- 
lindes de  las  propiedades  establecidos  en  la 
escritura  de  fs.  1,  entre  los  cuales  existen  terre- 
nos ajenos. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  pre- 
sente lo  dispuesto  en  le»  artículos  1646, 1560, 
1563,  1567,  1698.  1704,  1709,  inciso  2',  y 
1915  del  Código  Civil,  se  declara  que  no  ba 
lugar  á  la  demanda,  y  por  acuerdo  de  las  par- 
tes se  declara  resuelto  el  contrato  de  arrenda- 
miento, debiendo  entregar  las  propiedtttféft  d 
arrendatario  antes  del  1^  de  abril  der%ño 
próximo.  Jírese  ft  favor  de  la  demandada^ll- 
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bramiento  por  el  valor  de  las  boletas  que  co- 
rresponden por  los  cánones  insolutos.— i4Au- 
mac/a. 

Bata  sentencia  fué  completada  con  la  si- 
guiente: 

Santiago,  22  de  noviembre  de  1902  Vis- 
tos: teniendo  presente  que  respecto  del  testigo 
José  Vergara  obra  el  mismo  antecedente  con- 
templado en  el  primer  considerando  sobre  ta- 
chas, consignado  en  la  sentencia  de  fs.  147,  se 
declara  que  ha  lugar  á  la  tacha  opuesta  por  el 
demandante. 

Y  considerando  respecto  de  la  reconvención 
formulada  en  el  escrito  de  fs.  11: 

1^  Que  la  demandada  ha  pedido  la  resolu- 
ción delcontrato  dcarrendamientocon  indem- 
nización de  los  perjuicios  causados  y  que  se  le 
irroguen; 

2^  Que  tales  pCtjuictos  no  constan  de  autos 
j  la  que  los  alega  no  ha  justificado  su  ra:la' 
mo;y 

3^  Que  la  parte  resolutiva  de  la  sentencia 
de  f.  147  resuelve  de  hecho  la  reconvención, 
puesto  que  se  da  lugar  á  la  resolución  del  con- 
trato. Por  tales  fundamentos  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  reconvención  sólo  en  la  parte  con- 
siderada y  aceptada  en  el  fallo  referido. 

Téngase  esto  como  parte  integrante  de  la 
sentencia  de  fs.  147. 

Elévense  los  a-itos  una  vez  ejecntoriadaesta 
resolución.— /lAuma</a  M. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte: 

Santiago,  10  de  mayo  de  1905. — Vistos:  re- 
produciendo la  parte  expositiva  y  los  conside- 
randos de  la  sentencia  apeladay  teniendo  pre- 
sente que  con  posterioridad  al  pronuncia- 
miento de  la  rescluáón  de  14  de  noviembre 
de  1901  y  según  aparece  de  las  posiciones  co- 
rrientes á  fs.  164,  las  partes,  de  común  acuer- 
do, dieron  por  terminado  el  contrato  de  arren- 
damiento y  lá  demandad  se  recibió  del  pre- 
dio ópredios,  materia  de  este  contrato,  se  de- 
claraindficioso  pronunciarse  acerca  de  las  peti- 
ciones ctantenidas  en  lá  demanda  y  en  la  recen- 
vencióti  en  orden  á  la  rescisión  ó  resolución 
del  referido  contrato'  de  arrendamiento.  Se  con- 


6rman  en  lo  demás  las  sentencias  de  14  de  no- 
viembre de  1901  y  de  22  de  noviembre  de 1902, 
sin  costas^  por  haber  apelado  ambas  partes. 

— ¿.  R.  Mora  Darío Bcaaveate  R.RcxesSo- 

lar.—Bñas  de  la  Crux. 

Contra  este  fallo  interpuso  Sepúlveda  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma,  fundándolo  en 
que  al  declarar  el  Tribunal  de  Alzada  "inofi- 
cioso pronnnciarse  acerca  de  las  peticiones 
contenidas  en  la  demandayea  la  reconvención 
en  órden  á  la  rescisión  ó  resolución  del  con- 
trato de  arrendamiento",  y  confirmar  en  lo 
demás  las  sentencias  apeladas,  ha  incurrido 
en  los  siguientes  vicios  que  annlan  el  fallo: 

"49  Del  artículo  941  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  por  haber  extendido  su  resolu- 
ción á  puntos  no  sometidos  á  la  decisión  del 
Tribunal,  pues  los  sometidos  al  fallo  déla  Cor- 
te y  que  fijaron  su  competencia  quedaron  con- 
cretados en  las  respectivas  expresiones  de 
agravios  y  su  respuesta,  infringiéndose  así  lo 
dispuesto  por  los  artículos  167, 439,  inciso  3^, 
440,  inciso  2^  y  445  del  referido  Código,  ar- 
tículo 9*  de  la  Ley  de  Organización  y  Atribu- 
ciones de  los  Tribunales,  articulo  10  del  Códi- 
go Civil;  artículos  151  y  160  de  la  Consti- 
tución del  Estado";  y 

"5^  l^el  expresado  artículo  941  por  haberse 
infringido  el  artículo  19S,  número  6^  del  mis- 
mo Código  de  Procedimiento  Civil,  que  orde- 
na que  la  sentencia  contenga  la  decisión  del 
asunto  controvertido,  decisión  que  deberá 
comprender  todas  las  acciones  y  excepciones 
que  se  hubieren  hecho  valer  en  el  juicio,  no 
pudiendo  omitirse  sino  la  resolnción  de  aque- 
llas que  fueren  incompatibles  con  las  acepta- 
das, incompatibilidad,  que  no  existe  entre  las 
acciones  contenidas  en  la  demanda  sobre  re- 
baja de  cánon,  devolución  de  intereses,  in- 
demnización de  perjuicios,  etc.,  y  la  acción  re- 
solutoria del  arriendo  del  fundo  aceptada  por 
la  parte  contraría." 

La  Corte: 

Considerando: 
1^  Que,  según  lo  manifiesta  la  exposición 

precedente,  las  partes  se  pusieron  de  acuerdo, 
después  de  deducidos  los  recursos  de  apela- 
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ción  sobre  que  recayó  la  sentencia  recurrida, 
en  dar  por  terminado  el  contrato  de  arrenda- 
miento y  en  que,  en  consecuencia,  se  recibiera 
la  arrendadora,  como  efectiTamente  ocurrid, 
délos  fundos  que  habían  sido  materiade  aquel 
contrato; 

2^  Que,  establecido  este  h?chü  por  las  par- 
tes ante  el  Tribunal  de  Alzada,  procedió  este 
legalmente  al  declarar  que  no  correspondía 
pronunciarse  respecto  de  la  petición  formula- 
da tanto  en  ta  demanda  como  en  la  reconven- 
ción en  orden  á  la  terminación  del  arrenda- 
miento, ya  que  carecía  de  competencia  para 
fallar  un  punto  que,  por  el  convenio  de  los  in- 
teresados, había  dejado  de  estar  sometido  á 
su  conocimiento;  y 

3^  Que  el  fallo  reclamado  declara  expresa- 
mente que  con6rma  en  lo  demás  las  senten- 
cias de  primera  instancia,  las  cuales  desesti- 
man las  demás  peticiones  hechas  por  el  de- 
mandante y  demandado,  fundadas  en  la  falta 
de  cumplimiento  del  contrato  que  recíproca- 
mente se  imputan;  y,  por  tanto,  ha  resuelto 
aquel  fallo  todas  las  cuestiones  sobre  que  es- 
taba llamado  á  pronunciarse. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  960,  979 
y  249  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma,  interpuesto  contra  la  sen- 
tencia de  10  de  mayo  último. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  de 
$  200  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
—  Leopoldo  Urrutia.  — J.  Gabriel  Palma  Guz- 
mátt  Ahcl  Saavedra— J.  Alejo  Fernátidex. 


Cas.  Civ,—tí  de  juaio  de  1905 
Salas  Lavaqui  con  Ibáñez  (suct:8Íón) 

Abogrado.  —  Mandato.  —  Honorario.  — 
Prueba.  Actos  que  deben  oonstar 
por  escrito. 

Doctrina:— jVo  habiéndose  negado  la 
e&ctiridad  de  los  servicios  prestados  por 


el  abogado  y  establecida  su  importancia 
con  ta  prueba  rendida,  el  Tribunal  puede 
determinar  el  honorario  en  uso  de  la  fa- 
cultad que  le  acuerda  el  artículo  2117 
del  Código  Civil 

La  disposición  del  artículo  1709  del 
Código  Civil  es  inaplicable  á  este  caso. 


En  1903  don  Víctor  M.  Retamal  en  nombre 
de  don  Manuel  Salas  Lavaqui  se  presentó  an- 
te el  Juzgado  de  Parral,  demandando  á  la  su- 
cesión de  don  Eugenio  Ibáñez  el  pago  de  la 
suma  de  $  5.000  en  que  estima  los  servicios 
profesionales  que  le  ha  prestado. 

Es  notorio,  dice,  que  su  mandante  vino  á 
Parral  en  enero  del  presente  año  y  que  prestó 
á  la  sucesión  demandada  servidos  profesiona- 
les de  importancia  en  la  facción  de  los  inven- 
tarios, posesión  efectiva  de  la  herencia  y  demá« 
actos  preliminates  de  la  partición  de  bienes. 

Aquí  mismo  se  le  encomendó  por  los  herede- 
ros el  patrocinio  ante  la  Bxcma.  Corte  Supre- 
ma en  un  incidente  promovido  por  don  J.  Mi- 
guel Castillo  en  una  denuncia  para  que  se  de- 
clare fiscal  la  herencia  de  don  Samuel  Ibáñez 
y  que  consistía  en  la  petición  de  medidas  pre- 
cautorias y  suspensión  de  la  partición  délos 
bienes  dedon  Eugenio  Ibáñez  hasta  resolución 
del  juicio  principal. 

En  todos  los  asuntos  que  se  le  encomenda- 
ron, el  señor  Salas  procedió  con  actividad  y 
estudio  y  obtuvo  buen  éxito.  Especialmente 
el  incidente  seguidoante  la  Corte  Suprema  era 
de  tal  naturaleza  que  podía  significar  la  miaa 
de  la  sucesión  en  caso  de  fracaso. 

Contestando  la  demanda,  por  su  porte,  don 
Ricardo  Ibáñez  píde  al  Juzgado  se  sirva  dese- 
charla condenando  al  demandante  en  las  cos- 
tas y  apercibi£ndo1o  para  que  en  lo  sucesivo 
se  abstenga  de  demandar  sin  fundamento  ni 
razón  de  demnndaryexpone  queel  demandan- 
te se  presentó  en  Parral  en  enero  de  1903  sin 
que  él  lo  hubiera  llamado  y  cree  que  tampoco 
lo  llamaría  la  heredera  doña  Merída  Ibáñex; 
supone  que  don  Eliseo  Salas  Lavaqui,  hermano 
del  demandante  y  esposo  de  la  heredera  doña 
Adelaida  Ibáñez,  se  haría  acompañar  de  él  pa- 
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talafaccifin  de  inventario  qtie  de  los  bienes 
de  su  padre  hizJ,  pero  esta  asistencia  á  la  que 
él  no  lo  llamó,  asistiendo  personalmente  á  la 
faccián  de  dicho  inventario,  no  lo  habilitó  pa- 
ra cobrarte  ni  un  solo  centavo  por  ella,  pues, 
no  lo  necesitaba  y  si  no  hubiera  sido  por  la 
suposición  arriba  expresada,  no  lo  hubiera 
admitido. 

No  había  por  otra  pnrtenecesidad  de  llamar 
abogado  de  Santiago  para  la  facción  de  un 
inventario  que  todos  sabemos  como  se  hace  y 
que  en  caso  de  dudas  podrían  haberse  consul- 
tado con  abogados  de  la  localidad. 

Es  falso  de  todo  punto  que  haya  encomen- 
dado defensa  alguna  al  demandante,  ni  ante 
la  Bxcma.  Corte  Suprema  ni  ante  autoridad 
alguna  de  la  nación. 

Se  habla  de  un  juicio  de  don  Juan  Miguel 
Castillo  para  que  se  declarara  fiscal  la  heren- 
cia de  don  Samuel  Ibáñez  y  medidas  pre- 
cautorias de  suspensión  de  la  partición  de  los 
bienes  de  su  6nado  padre  don  Eugenio  Ibáñez 
y  que  en  este -juicio  defendió  á  los  here- 
deros. 

Bl  juicio  de  don  Juan  Miguel  Castillo,  lo 
consultó  con  varios  abogados  antes  que  se 
elevara  al  conocimiento  de  la  Corte  Suprema 
y  todos  á  una,  le  dijeron  que  el  tal  juicio  care- 
cí de  fundamento  legal  y  que  era  temerario 
y  (5ue  eran  de  opinión  que  no  se  defendieran 
en  segunda  instancia,  que  no  nombraran 
apoderado  y  en  suma  que  no  hicieran  nada; 
que  sin  defenderse  deberían  necesariamente 
ganar  el  juicio  y  así  lo  hizo.  En  efecto,  no 
nombró  apoderado  en  el  aludido  juicio  y  no 
aparece  en  el  expediente  acto  alguno  que  haga 
constar  su  representación  en  él  y  tiene  enten- 
dido que  se  falló  en  rebeldía  de  los  herederos 
demandados  y  á  ser  así  aparecerá  de  los  mis- 
mos autos  lo  eapuesto  en  esta  demanda  y  la 
temeridad  del  demandante. 

Don  Manuel  Antonio  Cañas  contestando  la 
demanda  por  su  mujer  doña  Mericia  Ibañez 
pide  su  rechazo  ó  en  subsidio  se  reduzca  el  ho- 
norario que  se  demanda  á  la  suma  de  $  50. 

Si  es  efectivo  que  el  demandante  estuvo  en 
Parral  en  enero  del  año  de  1903,  lo  hizo  indu- 
dablemente por  su  propia  voluntad,  ó  á  lo 
menos  8Ín  llamado  alguno  de  su  parte,  y  por 


ser  á  miembros  de  su  familia  á  prestar  servi- 
cios profesionales,  á  su  h.rmano  don  Elíseo 
Salas. 

Ninguna  gestión  judicial  recuerda  halwr  en- 
comendado al  demandante  en  orden  á  la  fac- 
ciónde  inventario,  posesión  efectiva  de  heren- 
cia ó  actos  preliminares  de  la  partición  de  los 
bienes  de  don  Eugenio  Ibáñez.  Si  alguna 
practicó  el  demandante,  debió  ser  por  cuenta 
y  encargo  de  su  hermano  don  Elíseo. 

Por  cuenta  y  encargo  de  éste  mismo  ha  de- 
bido el  demandante  alegar  ante  la  Corte  Su- 
prema, caso  de  haberlo  hecho  como  lo  aseve- 
ra, en  la  apelación  interpuesta  por  don  J.  Mi- 
guel Castillo,  puesto  que  no  recuerda  haber 
encomendado  gestión  alguna  á  este  respecto, 
ya  que  en  todos  los  negocios  judiciales  que  se 
le  han  ofrecido  en  Santiago  ha  consultado 
siempre  al  distinguido  abogado  don  Ricardo 
Letelier;  de  manera  que  por  esta  causa  no  te- 
nía para  qué  molestar  al  demandante. 

En  todo  caso,  debe  hacer  constar  que  la 
apelación  del  señor  Castillo  versaba  sobre  un 
incidente  demasiado  sencillo,  sin  importancia 
alguna  y  que  había  sido  rechazado  de  plano 
por  el  Juzgado  de  Parral,  resolución  que  con- 
firmó la  Excma.  Corte. 

Debe,  principalmente,  rectificar  la  asevera* 
ción  del  demandante,  de  que  la  apelación  del 
señor  Castillo  tuviera  por  objeto  suspender  la 
partición  de  la  herencia  de  don  Eugenio  Ibá- 
ñez, puesto  que  á  la  fecha  en  que  el  señor  Cas- 
tillo hizo  su  presentación  ante  este  Juzgado, 
don  Eugenio  Ibáñez  no  había  fallecido. 

La  demanda,  pues,  carece  de  seriedad  ó  de 
todo  fundamento  legal.  En  caso  de  que  algu- 
na gestión  judicial  hubiera  practicado  el  de- 
mandante por  encargo  de  la  sucesión,  sus 
servicios  profesíonalesquedarían  remunerados 
con  la  suma  de  $  50. 

Don  Elíseo  Salas  Lavaqui,  marido  de  doña 
Adela  Ibáñez,  reconoce  la  efectividad  é  impor- 
tancia dé  losservicios  profesionales  prestados 
á  la  sucesión  de  su  suegro  don  Eugenio  Ibá- 
ñez, por  su  hermano  el  demandante;  agrega 
que  si  éste  fué  de  Santiago  á  tomarásu  cargo 
todas  las  gestiones  preliminares  de  la  parti- 
ción, así  como  la  defensa  del  importante  juicio 
promovido  por  don  J.  Miguel  Castillo,  eu 
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contra  de  la  sucesión,  fué  porque  él  lo  llamó 
en  su  propio  nombre  y  en  el  de  sus  coherede- 
ros, que  a^  se  lo  pidieron. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  y  rendida  que 
fué  la  que  corre  en  autos,  se  citó  oportuna* 
mente  para  sentenóa. 

Bl  Jazgadofalló  en  6  de  noviembre  de  1903; 

Teniendo  presente: 

1'  Que  los  demandados,  señores  Ricardo 
Ibáñez  y  Manuel  Antonio  Cañas,  represen- 
tante legal  éste  de  su  esposadoñaMerícia  Ibá- 
ñez, no  niegan  la  efectividad  de  los  servicios 
profesionales  prestados  por  el  demandante  á 
la  sucesión  de  don  Eugenio  Ibáñez,  tanto  en 
este  pueblo  como  en  Santiago,  sino  que  se 
limitan  á  desconocer  la  importancia  de  ellos; 
aseverando  que  el  demandante  los  prestó  de 
su  motivo  y  sin  haber  sido  requerido  previa- 
mente  por  nadie; 

2'  Que  no  es  admisible  bajo  ningún  concep- 
to, que  un  abogadode  la  categoría  y  posición 
social  del  demandante  se  hubiera  hecho  cargo 
oficiosamente  y  sin  requerimiento  previo  délos 
interesados,  abandonando  su  domicilio  y  su 
clientela,  de  gestiones  judiciales  de  la  impor- 
tancia délas  que  se  mencionan  en  este  juicio; 

3^  Que  esa  suposición  es  menos  admisible 
aun  con  respecto  al  heredero  señor  Caiías  Le- 
telier,  que  constituyó  apoderado  en  Santiago, 
en  el  juicio  con  el  señor  J.  Miguel  Castillo  y 
en  el  que  el  demandante  defendió  á  In  sucesión 
de  don  Eugenio  Ibáñez,  con  el  mejor  éxito;  y 

4í*  Que  la  importancia  de  es''  s  servicios  se 
ha  acreditado  por  medio  de  la  prueba  que  el 
demandante  rindió,  y  especialmente  por  la 
rendida  en  Santiago. 

Por  estos  fundamentos,  y  teniendo  presente 
lo  dispuesto  en  el  artículo  1117  del  Código  Ci- 
vil, se  regula  en  $  3.000,  la  suma  que  los  he- 
rederos de  don  Eugenio  Ibáñez,  deben  pagar 
por  terceras  partes  al  abogado  don  Manuel 
Salas  Lavaqui,  por  I6s  servicios  profesionales 
que  se  detallan  en  el  escrito  de  demanda.-* 
E.  Adrián  Méndez. 

Apelada  esta  sentencia: 
Talca,  14  de  mayo  de  1904. — Vistos:  se  con- 
firma la  sentencia  apelada  de  6  de  noviembre 
de  1903,  con  declaración  de  que  se  reduce  á 


$  2.000  el  monto  del  Honorario  que  los  here- 
deros de  don  Eugenio  Ibáñez  deben  pagar  por 
terceras  partes  al  abogado  don  Manuel  Sa- 
las Lavaqui  F.  ürrutia.~F.  Román  B.-— 

A,  Montero, 

Contra  este  últimofallo  dedujo  don  Ricardo 
Ibáñez  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  re^ 
curso  que  funda  en  la  infracción  de  los  artícu* 
los  1709  y  1445  del  Código  Civil. 

En  efircto,  el  presente  juicio  ha  tenido  por. 
objeto  cobrar  á  mi  representado  el  pago.de 
una  obligación  que  no  ha  contraído  y  cuya 
existencia  se  pretendió  establecer  por  medió 
de  testigos.  El  artículo  .1709  dispone  textual- 
mente lo  que  sigue:  "Deberán  constar  por  es- 
crito los  actos  6  contratos  que  contjieiten  la  en- 
trega ó  promesa  de  una  cosa  que  valga  más 
de  $  200." 

No  será  admisible  la  prueba  de  testigos  en 
cuanto  adicione  ó  altere  de  modo  alguno  lo 
que  se  expone  en  el  acto  ó  contrato,  ni  sobre 
lo  que  se  alegue  haberse  dicho  antes,  al  tiempo 
ó  después  de  su  otorgamiento,  aun  cuando  en 
algunas  de  estas  adiciones  ó  modificaciones  se 
trate  de  una  cosa  cuyo  valor  no  alcance  á  la 
referida  suma. 

Pues  bien,  agrega  el  recurrente,  si  Y.  S. 
Iltma.  tomando  por  base  la  prueba  testimo- 
nial rendida  por  el  demandante,  ha  reconocido 
la  existencia  del  contrato  de  mandato  que  se 
dice  celebrado  entre  mi  representado,  y  don 
Manuel  Salas  Lavaqui,  es  evidente  q;ie  falló 
contra  la  disposición  del  artículo  trascripto, 
ya  que  el  honorario  fijado  por  V.  S.  TItma.  jm- 
pone  el  cumplimiento  de  una  obligación  que 
vale  más  de  $  200,  obligación  que  nace  de  un 
contrato  establecido  por  medio  de  prueba  tes- 
timonial, la  que  además  es  vaga  y  deficiente. 

£n  cuanto  á  la  infracción' del  articúlo  1445 
del  Código  Civil,  arguye  el  recurrente  que  la 
Sala  sentenciadora  incurrió  en  ellá  por  haber 
establecido  "que  se  celebró  un  contrato  de 
mandato  entre  mi  representado  y  el  señor  Sa- 
las, contrato  por  el  cual  éste  se  comprometió 
á  defender  á  la  sucesión  de  don  Eugenio  Ibá- 
ñez, siendo  que  mi  comitente,  en  el  carácter  de 
heredero  de  dicha  sucesión,  negó  el  hecho  de 
haber  encomendado  al  demandante  tal  defen- 
sa jt  por  otra  parte,  no  está  acreditado  con 
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la  prneba  testimonial  que  corre  en  autos,  la 
existeoáa  del  referido  contrato,  yaque  los  tes* 
tigos  no  afirman  la  circunstancia  de  qtie  mi 
mandante  haya  confiado  al  señor  Salas  la  de- 
fensa de  la  sucesión  nombrada  ni  que  Ta  volun- 
tad de  aquél  hubiera  persistido  hasta  el  mo- 
mento en  que  éste  se  hizo  cargo  de  dicha  de- 
fensa, lo  que  habría  sido  necesario  para  la  va- 
lidez del  contrato;  porque  el  consentimiento  es 
un  requisito  indispensable  para  la  existencia 
de  todo  acto  6  declaración  de  voluntad." 

Con tradicién dolo  Salas  Lavaqui,  manifiesta 
que  la  regla  de  artículo  1709  no  era  aplic:ib1e 
at  caso  de  autos  y  que,  con  la  prueba  rendida, 
sé  habfa  acreditado  que  Ibáñez  había  consen- 
tido en  el  patrocinio  del  demandante. 

También  hizo  ver  el  recurrido  que,  en  su 
concepto,  las  causales  de  casación  invocadas 
por  Ibáñez,  en  el  supuesto  de  existir,  sólo  ha- 
brían dado  mérito  para  un  recurso  de  forma, 
el  cual  ya  sería  extemporáneo  y,  por  lo  mismo 
inaceptable. 


La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  aparece  de  los  considerandos  del  fa- 
Ho  de  1*  instancia,  admitidos  por  el  Tribunal 
Superior,  como  fundamento  de  la  sentencia  de 
que  se  recurre,  que  los  demandados  don  Ri- 
cardo Ibáñez  y  don  Manuel  Antonio  Cañas, 
inepresentante  legal  este  último  de  su  mujer 
doña  Mericia  Ibáñez,  no  niegan  la  efectividad 
de  los  servicios  prestados  por  el  señor  don 
Manuel  Salas  Lavaqui,  á  la  sucesión  de  don 
Eugenio  Ibáñez,  sino  que  se  limitan  á  desco- 
nocer la  importancia  de  tales  servicios; 

2^' Que  aparece  asimismo  consignado  en  la 
sentencia  redargüida  de  casación,  que  la  im- 
portancia  de  dichos  servicios  se  encuentra 
comprobada  en  el  proceso,  por  medio  de  la 
prneba  aducida  A  ese  ñn  por  el  demandante; 

3^  Que  establecidos  estos  hechos  fior  el  Tri- 
bunal que  ha  fallado  en  la  f-ansa,  corresponde 
averiguar,  para  decidir  en  el  recurso,  si  se  ha 
aplicado  rectamente  á  ellos  el  derecho;  ' 

4^  Que  conforme  al  texto  expreso  y  termi- 
nante del  artículo  2118  del  Código  Civil,  los 
■ervictos  de  las  profesiones  y  carreras  que  su- 


ponen largos  estudids,  se  sujetan  á  las  reglan 
del  mandato,  el  cual  mandato  puede  consti- 
tuirse, según  el  articulo  2123  del  mismo  Có- 
digo, por  escritura  pública  6  privada,  por  car- 
tas, virbalmente  ó  de  cualquier  otro  modo 
inteligente,  y  aun  por  la  aquiescencia  tácita 
de  una  persona  á  la  gestión  de  sus  negocios 
por  otra,  y  reputarse  perfecto,  con  arreglo  al 
artículo  2124  por  la  aceptación  del  mandata* 
rio  que  puede  ser  expresa  ó  tácita,  y  compren- 
diéndose en  esta  última  denominación  todo 
acto  en  ejecución  del  mandato; 

59  Que  el  artículo  2117  del  Código  antes 
referido,  prescribe  que  este  contrato  puede  ser 
gratuito  ó  remunerado,  disponiendo  expresa 
y  literalmente  además  que  la  remuneración 
(llamnda  honorario)  es  determinada  por  las 
partes,  antes  Ó  después  del  contrato,  perla 
ley,  la  costumbre  ó  el  Juez; 

6^  Que  en  razón  de  no  hallarse  determinado 
el  honorario,  olqeto  del  pleito,  por  convención 
de  las  partos,  por  la  ley  ni  por  la  costumbre, 
lo  ha  valorado  el  Tribunal  sentenciador,  en 
uso  de  la  facultad  que  tal  precepto  le  confiere, 
de  la  manera  queaparece  consignada  en  lo  dis- 
positivo del  fallo  cuya  casación  se  pretende;  y 

7^  Que  en  virtud  de  lo  antes  expuesto,  no 
procede  el  motivo  del  recurso  fundado  en  la  in- 
fracción de  los  artículos  1709  y  1445  del  Có- 
digo Civil,  el  primero  de  los  cuales  es,  por  otra 
parte,  inaplicable  al  caso  del  pleito,  puesesta- 
tuye  que  deberán  constar  por  escrito  los  ac- 
tos ó  contratos  que  contienen  la  entrega  6 
promesa  de  una  cosa  que  valga  más  de$  200, 
punto  evidentemente  extraño  al  que  se  ha 
cuestionado  y  decidido  en  estos  autos,  puesto 
que  la  declaración  de  voluntad  de  que  emana 
la  obligación  cuyo  cumplimiento  se  reclama, 
no  se  ha  establecido  por  medio  de  prueba  tes- 
timonial, sino  en  virtud  de  la  aquiescencia  de 
los  demandados,  calificada  por  el  Tribunal 
Superior,  en  uso  de  sus  facultades,  como  cons- 
titutiva del  mandato,  origen  de  la  contienda. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ellas  se  citan  y  á  lo 
que  disponen  los  artículos  940,  960,  971  r 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  no  ha  lugar  al  recurso  de  casación 
en  el  fondo  interpuesto  por  don  Ricardo  Ibá- 
fiez,  á  quien  se  condena  en  las  costas  y  á  la 
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perdida  del  depósito  á  que  se  refiere  la  boleta 
número  224. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Leon- 
cio Rodrígaer.— V.  Agairre  V.—José  Alhaso. 

—Galraríao  Gsllardo  Leoncio  Rodríguez.— 

Carlos  Varas  Abel  Saavedra.—A.  Vergarm 

Áfínuio, 


Cas.  Ciy.~21  de  junio  de  1905 
Iñiguec  Y,  G.  con  Amenábar  y  otro 

Interpretación  del  contrato;  ejecución 
práctica.— Apreolaoión  de  hecho. 

Doctrina: — Cualquiera  que  sea  la  de- 
nominación  que  las  partes  puedan  dar  á 
un  contrato^  deberá  tener  siempre  la  cía- 
aiñcBción  legal  que^  atendida  su  natura- 
leza Jurídica^  le  corresponda. 

Las  cláusulas  de  un  contrato  deben  in- 
terpretarse unas  por  otras,  dándose  á 
eadu  ana  el  sentido  que  mejor  convenga 
al  contrato  en  su  totalidad. 

Aunque  en  el  contrato  se  caliSque  de 
donación  la  transferencia  de  un  terreno 
hecha  por  ana  de  las  partes  á  la  o£ra, 
qae  se  obliga  á  hacer  diversas  obras,  efe- 
beestimarse  como  el eqaivalentede  estas 
obras. 

La  ejecución  práctica  qae  las  partes 
han  hecho  del  contrato  debe  servir  de 
base  para  su  interpretación. 


En  escritura  pública  otorgada  ante  el  nota- 
rio de  Coquimbo  en  7  de  junio  de  1894.  doña 
Margarita  Iñiguec  t.  de  Ganna,  por  una  par- 
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te,  y  don  Joaquín  Daniel,  don  Pedro  Aníbal  y 
don  Benjamín  Amenábar  Cordovez,  por  la 
otra,  convinieron  en  lo  siguiente: 

1^  Los  señores  Amenábar  se  comprometen 
á  pagar  al  Banco  Hipotecario  los  dividendos 
atrasados  que  la  señora  Iñigaes  v.  de  Ganna 
adeuda  hasta  hoy,  según  escritura  pública  de 
mutuo  é  hipoteca  otorgada  en  Valparaíso 
ante  el  notuio  señor  Pedro  Flores  Zamadío 
con  fecha  16  de  octubre  de  1888,  y  á  pagar 
también  á  su  debido  tiempo,  los  que  vengan 
en  lo  sucesivo  hasta  la  cancelación  de  la  deu- 
da, sí  la  señora  Iñiguez  no  pudiera  hacerlo. 

2'  En  garantía  de  ese  servicio  ó  del  reem- 
bolso que  la  señora  Iñignei  v.  de  Ganna  debe- 
rá hacer  á  favor  de  los  señores  Amenábar, 
hipoteca  especialmente  los  mismos  inmuebles 

afectados  al  Banco  Hipotecario  

obligándose  á  abonar  además etinterés  co- 
rriente de  banco  por  los  pagos  que  se  hagan 
y  cuya  KquidaciAu  se  practicará  semestral- 
mente. 

3^  La  señora  Iñiguec  v.  de  Gauna  hace  do- 
nación irrevocable  entre  vivos  á  los  ya  nom- 
brados señores  Amenábar,  de  una  lonja  de 
terreno  de  su  propiedad  en  el  llano  de  Gnaya- 
cán,  de  50  metros  de  ancho  y  teniendo  de 
longitud  desde  el  Estanque  deGuayacánhavfca 
los  sitios  marcados  en  el  plano  oficial  de  Co- 
quimbo y  que  caen  á  la  población.  La  lonja 
de  terreno  será  paralela  á  la  línea  divisoria 
con  los  herederos  del  señor  Mateo  Rivera.  Es 
convenido  qae  habrá  además  ana  calle  de  20 
metros  entre  la  lonja  donada  y  los  terrenos 
de  la  señora  Iñiguec  v.  de  Ganna.  Dicha  calle 
se  colocará  de  manera  qae  siendo  paralela  á 
la  lonja  nombrada  corta  la  calle  de  Pinto  en 
sn  prolongación.  Es  asimismo  arreglado  que 
en  lugar  de  una  lonja  continua  se  formarán 
mancanas,  tomándose  alternativamente  á 
ano  y  otro  lado  de  la  calle  mencionada. 

4*  Los  señores  Amenábar  se  comprometen 
á  construir  una  línea  férrea  de  sangre  de  Gua- 
yacán  á  Coquimbo,  tan  luego  como  Uu  cir- 
cunstancias  lo  permitan. 

Algún  tiempo  después,  en  el  año  1900,  don 
Joaquín  Daniel  y  don  Pedro  Aníbal  Amenábar 
cedieron  respectivamente  á  don  Benjamín 
Amenábar  Cordovez  y  á  don  José  Agustín 
Aguirre  M.,  loi  derechos  qae  por  la  -rnenm* 
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nada  escritura  les  correspondían,  7  los  cesio- 
narios, en  5  de  agosto  de  1901,  se  presentaron 
al  Juzgado  de  Letras  de  la  Serena  pidiendo  un 
comparendo  con  dona  Margarita  Iñiguez  v. 
de  Gfinna  con  el  objeto  de  nombrar  al  inge- 
niero que  debía  hacer  el  plano  y  la  formación 
de  las  manzanas.. 

Fué  tramitada  esta  solicitud  hasta  llegar  á 
ordenarse  que  se  tuvieran  por  aprobados  el 
plano  é  hijuelación  respectiva  y  verificarse  el 
sorteo  correspondiente,  excluyéndose  de  él  las 
manzanas  designadas  con  Iqs  números  1,  2  y 
4  y  reservándose  á  Aguirrc  y  Ameiiábnr  los 
derechos  que  sobre  estas  mismas  manzanas 
pudieran  tener. 

£n  este  estado  de  las  cosas,  doña  Margarita 
Iñiguez  v.  de  Ganna  dedujo  contra  don  Benja- 
mín Amenábar  y  don  José  Agustín  Aguirre 
demanda  en  la  cual  pide  textualmente  que 
■9  declare: 

1^  Nulo  y  sin  valor  alguno  la  fijación  de  la 
lonja  donada  á  don  J.  Danie),  don  Pedro  A.  y 
don  Beiú^^in.A^d^^^^  y  distribución  en 
sitios  ó  hijuelación  hecha  por  don  Arturo 
Amenábar;  . 

2^  Nulo  también  y  sin  valor  el  sorteo  prac- 
ticado sin  mi  asistencia  por  don  José  Agustín 
Aguirre  M.;  y 

S!*  Que  la  fijación  de  la  lonja  de  terreno  do- 
nada y  la  hijuelación  de  los  sitios  y  su  distri- 
bución debe  hacerse  en  conformidad  á  la  es- 
critura de  7  de  junio  de  1894. 

La  ubicación,  dice,  que  el  ingeniero  don  Ar- 
turo Amenábar  ha  dado  en  el  plano  A  la  lonja 
donada,  no  está  conforme  con  la  escritura  de 
7  de  junio  de  1894  ni  tampoco  es  paralela  á  la 
línea  divisoria  con  los  herederosdedon Mateo 
Rivera.  No  parte  del  estanque  de  Guajacán 
para  morir  en  los  sitios  que  caen  á  Coquimbo 
7. no  9e. conforma,  por  consiguiente,  con  la 
cláusula  3*  de  la  escritura  ya  hiendonada. 
.  Agrega  que  con  este  procedimiento,  se  da  á 
la  lonja  de  terreno  donado  mayor  extensión 
que  la  que  debe  tener  y  se  toma  terrenos  de 
mayor  valor  que  los  donados.  Que  esa  lonja 
debe  quedar  contigua  á  la  línea  de  Rivera  y 
morir  al  poniente  del  Hospital  de  San  Pablo» 
pues  por  ahí  pasa  la  prolongación  de  la  calle 
de  Pinto  y  principian,  los  sitios  que  caen  á  la 
po.blación  de  Coquimbo;  y,  por  último,  que 


las  circunstancias  de  haberse  aprobado  el  pía 
no  y  de  haberse  sorteado  algunos  sitios,  no 
son  bastantes  para  obligarlaá  entregar  terre- 
nos mas  extensos  7  valiosos  que  los  do- 
nados. 

Al  contestar  los  demandados  7  pedir  que  se 
deseche  la  demanda,  oponen  la  ezoepdón  de . 
cosa  juzgada  fundados  en  los  antecedentes  de 
que  ya  se  ha  hecho  relación,  y  convienen  para 
que  se  declare  que  deben  entrar  al  sorteo  las 
manzanas  números  1,  2  7  4  que  fiieron  exclui- 
das de  él,  solicitando  que  se  tenga  como  tal 
reconvención  la  demanda  que  al  respecto  ha- 
bían formulado  7a  contra  la  demandante,  7 
así  se  decretó. 

Para  ap07ar  la  reconvención  expresan  los 
demandados  que  la  faja  donada  debe  concluir 
en  los  sitios  marcados  en  el  plano  oBclal  de 
Coquimbo  que  caen  á  la  población;  que  las 
manzanas  en  litigio  están  al  lado  snr  de  Co- 
quimbo 6  sea  después  de  los  sitios  que  marca 
el  plano  oficial,  en  el  llano  de  Guayacán,  y  sin 
tocar  sitio  alguno  de  dicho  plano;  7,  por  fin, 
que  fué  aprobado  por  el  Juzgado,  con  citación 
7  aprobación  de  la  demandante,  el  plano  en 
que  se  formaron  dichas  manzanas. 

La  demandante  en  el  mismo  juicio  acompa- 
ñado, dijo:  que  la  operación  del  perito  Ame- 
nábar abraza  sitios  que  son  de  exclusiva  pro- 
piedad de  ella,  aceptando  el  plano  de  Amená- 
bar con  esas  observaciones,  y  que  el  sorteo 
debe  efectuarse  sólo  sobre  las  manzanas  qne 
no  estén  en  cuestión.  Agregan  los  demandados 
que  reconvienen  á  la  demandante  pidiendoque 
entren  al  sorteo  también  las  manzanas  núme- 
ro 1, 2y  4del  plano  que  no  han  sido  sorteadas. 
Solicitan  que  la  demanda  qne  tienen  entablada 
sobre  el  mismo  asunto,  sea  tenida  como  re- 
convención. Piden  que  se  niegue  lugar  á  la 
demanda,  con  costas,  y  se  de  lugar  á  la  recon- 
vención. 

BI  escrito  que  piden  los  demandados  se  ten- 
ga como  reconvención,  es  una  demanda  de 
ellos  mismos  contra  la  misma  demandante, 
en  lo  que  dicen  que  la  señora  Iñiguez  se  opuso 
á  que  las  manzanas  1,  2  y  parte  de  la  4  de  la 
lonja  donada,  fuesen  sorteadas,  como  Índica 
la  escritura  de  donación,  para  dividir  los  te- 
rrenos que  se  hijuelen  entre  donante  y  donata* 
rio.  EIIqs  piden  que  se  declare  que  esas  man- 
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zanas  ó  lotes  de  terreno  no  deben  entrar  al 
sorteo. 

1^  Porque  la  faja  donada  debía  concluir  en 
los  sitios  mnrcados  en  el  plano  oficial  de  Co- 
quimbo, que  caen  á  la  población; 

2?  Las  manzanasenlitigioestán  alindo  sur 
de  Coquimbo,  ó  sea  después  que  concluyen 
os  sitios  que  marea  el  plano  oficial; 

3'  Que  esas  manzanas  están  más  a!  sur  de 
la  población  de  Coquimbo  en  el  llano  de  Gua- 
yacán,  sin  tocar  sitio  aignno  det  plano  oficial; 

4'  Que  el  plano  en  que  se  formaron  esas 
manzanas,  fué  aprobado  por  el  Juzgado,  con 
citación  déla  demandante  y  con  su  aproba* 
ción.  Concluye  pidiendo  que  laa  manzanas  ci- 
tadas entren  al  sorteo  con  costas 

Replicando,  dice  la  semiraiñiguez  de  Ganna 
que  si  ella  ha  donado  una  faja  de  terreno,  no 
pueden  obligarla  á  entregar  otra  distinta,  de 
más  valor  y  en  mejor  situnciAn;  que  no  existe 
la  cosa  juzgada  respecto  de  la  aprobación  de 
la  mensura  é  hijuelación,  pues  consta  de  su 
escrito  del  cuaderno  agrcfíndo  que  sólo  acep- 
tó la  aprobación  eliminando  los  terrenos  to- 
mados por  la  mala  ubicación  de  la  lonja,  Que 
si  la  lonja  partiese  del  Estanque  de  Guaya- 
cán,  como  dice  la  donación,  y  fuese  paralela  á 
la  línea  divisoria  con  los  señores  Riv?rn,  llega- 
ría al  Hospital  de  San  Pablo,  que  se  intcrpo- 
ney  que  es  uno  de  los  que  caen  á  la  población. 
Que  en  el  croquis  del  cuaderno  agregado  se  ve 
que  la  faja  no  es  paralela  á  la  línea  divisoria 
con  los  Rivera. 

Respecto  de  la  reconvención  dice,  que  ha- 
biendo sido  mensurada  la  lonja  donada  en  te- 
rrenos distintos  de  los  que  ella  pensó  donar 
toma  los  sitios  de  ella  que  caen  á  la  pobla- 
ción y  están  fuera  del  I.lano  de  Guayacán. 
Agrega  que,  siendo  ella  la  donante  por  mera 
liberalidad,  á  ella  corresponde  el  derecho  del 
interpretar  la  escritura  de  donación,  con  arre- 
glo al  artículo  1416  del  Código  Civil. 

Por  último,  que  habiendo  aprobado  el  pla- 
no de  don  Arturo  Amenábar  con  las  restric- 
ciones de  que  no  aceptaba  que  se  mensurasen 
como  donados  los  terrenos  quequedaban  fue- 
ra de  la  ubicación  que  correspondía  verdade- 
ramente, y  habiéndose  hecho  el  sorteo  sin  su 
asistencia,  esas  operaciones  no  son  irrevoca- 
bles, y  no  deben  comprenderse  en  el  sorteo  las 


manzanas  antes  nombradas,  que  aén  tienen 

construidos  edificios  ajenos. 

Pide  que  se  niegue  lugar  á  la  reconvención, 
con  costas,  dando  lugar  á  la  demanda. 

Duplicando,  los  demandados  agregan  á  lo 
antesdicho:  Que  los  sitios  últimos  del  plano 
de  Coquimbo  áque  serefierela  donación,  que- 
dan mucho  más  al  norte,  A  sea  hacia  Co- 
quimbo, que  las  manzanas  1  y  2,  en  cuyas 
manzanas  sólo  hay  edificios  muy  ligei'os  de  ta- 
blas, levantados  mucho  tiempo  después  dft-hfe- 
cha  la  donación.  Que  el  Hospital  San  Pablo 
queda  fuera  del  plano  oficial  de  Coquimbo. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba.  Los 'demanda' 
dos  tacharon  todos  los  testigos  de  la  deman- 
dante porque  no  dan  razón  de  sus  dichos  y  al 
perito  señor  Mora  por  no  haber  prestado  ju- 
ramento, reservándose  las  tachas  para  dc6- 
nitiva. 

El  Juzgado: 

SerennSde  febrero  de  1904. —Considerando: 

1^  Que  por  el  decreto  de  18  de  diciembre  de 
1901,  dfl  espediente  acompañado,  aceptó  el 
Juzgado  las  observaciones  que  doña  Marga- 
rita Iñignez  de  Ganna  hizo  al  plano  que  el  pe- 
rito don  Arturo  Amenábar  levantó  de  la  faja 
de  terreno  que  ella  había  donado  por  la  escri- 
tura de  f.  3  vta.  del  mismo  expediente; 

2^  Que,  estando  aceptadas  esas  observa- 
ciones que  se  refieren  á  la  exactitud  misma 
de  la  operación  de  mensura  representada  grá- 
ficamente en  el  plano,  se  debe  estimar  que  ese 
plano  y  esa.  mensura  no  están  aprobados; 

3'  Que,  la  escritura  citada  estatuye  que  la 
faja  de  terreno  donada  corre  desde  el  Estan- 
que de  Guayacán,  paralela  á  la  línea  diviso- 
ria del  predio  de  la  donantecon  propiedad-  de 
la  sucesión  Rivera; 

4^  Que  basta  una  mirada  al  plano  de  don 
Arturo  Amenábar,  para  cerciorarse  que  la 
faja  mensurada  no  sale  del  Estanque  de  Gua- 
yacán y  no  es  paralela  á  la  Ifneadivisoria  con 
la  sucesión  Rivera; 

5^  Que  la  medición  y  fijación  de  la  faia  do- 
nada, hecha  por  el  perito  don  Arturo  Amená- 
bar, que  no  está  aprobada,  no  está,  entonces 
de  acuerdo  con  la  escritura  de  donación; 

6'  Que  no  estando  bien  practicada  esta  ope- 
ración, es  inoficioso  ocuparse  de  la  prueba 
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rendida  que  se  basa  en  ella  y,  por  tanto,  de 
las  tachas  deducidas. 

Por  lo  expuesto  y  teniendo  presente  la  dis- 
posición de  los  artículos  1545  y  1700  del  Có- 
digo Civil  y  197  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la  demanda, 
y  que  no  ha  lugar  á  la  reconvención.  Como  el 
demandado  ha  tenido  motivo  plausible  para 
litigar,  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  artícu- 
lo 151  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  que  cada  parte  pagará  las  costas  que 
hubiese  causado.— -K  de  la  Barra. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  la  Sere- 
Ta  resolvió: 

Serena,  7  de  junio  de  1904  Vistos:  Repro- 
duciendo la  parte  expositiva  de  la  sentencia 
de  primera  instancia,  y  teniendo  presente: 

1^  Que  por  escritura  pública  se  convino  en* 
tre  dona  Margarita  Iniguez  v.  de  Ganna  y 
don  Pedro,  don  Daniel  y  don  Benjamín  Amc- 
nábar,  que  la  primera  cedería  á  los  segundos 
una  porción  de  terrenos  de  su  propiedad  en  el 
llano  de  Guayacán,  que  se  formaría  una  calle 
de  20  metros  de  ancho,  que  cortara  la  calle  de 
Pinto  del  puerto  de  Coquimbo  en  su  prolon- 
gación y  que,  en  seguida,  formándose  manza- 
nas á  uno  y  otro  lado  de  la  calle,  se  distribuí- 
ifan  alternativamente  entre  la  cedente  y  los 
eeaionaríos; 

2*  Que  los  señorea  Amenábarquedaron com- 
prometidos á  construir  una  línea  férrea  de 
sangre,  de  Guayacán  á  Coquimbo,  tan  luego 
como  las  circunstancias  lo  permitieran; 

3^  Que  para  dar  cumplimiento  á  este  con- 
trato los  señores  Amenábar  se  presentaron 
ante  el  Juez  de  Jotras  de  Coquimbo,  pidien- 
do se  nombrara  un  ingeniero  para  que  levan 
tara  un  plano  de  los  terrenos  cedidos  y  formar 
ra  las  manzanas  que  debía  distribuirse  entre 
los  contratantes; 

4*  Que  designado  posteriormente,  de  común 
acuerdo,  don  Arturo  Amenábar  para  la  ejecu- 
ción de  ese  trabajo,  presentó  el  plano; 

5^  Que  doña  Margarita  Iñiguez  v.  de  Gan- 
na no  rechazó  el  plano,  sino  que  se  limitó  á 
pedir  que  se  excluyeran  del  sorteo  que  debía 
llevarse  á  cabo  para  la  distribución,  las  man- 
zanas que  llevan  los  números  1  y  2  y  una  par- 
te de  la  número  4,  porque  iio  se  hallaban  com- 


prendidas en  los  terrenos  materia  de  la  cesión 
y  que  se  procediera  á  sortear  las  quince  man- 
zanas restantes,  á  lo  cual  e!  Juzgado  accedió 
por  resolución  ejecutoriada,  sin  perjuicio  de 
los  derechos  de  los  cesionarios  respecto  de  las 
manzanas  excluidas; 

6^  Que  de  este  modo  quedófijada  por  acuer- 
do de  las  partes  contratantes  la  ubicación  que 
corresponde  á  los  terrenos  ct-didos; 

T*  Que,  todavía,  los  cesionarios  han  cons- 
truido la  línea  férrea  de  sangre  á  qué  estaban 
obl  gados,  la  cual  pasa  por  la  calle,  de  20  me- 
tros, delineada  en  el  plano,  y  no  consta  de 
autos  que  la  señora  demandante  se  haya 
opuesto  en  alguna  ocasión  á  que  se  estable- 
ciera en  donde  actualmente  se  encuentra; 

8^  Que  los  antecedentes  expuesto*  manifies- 
tan claramente  la  aplicación  práctica  que  las 
partes  interesadas  han  dado  al  contrato  refe- 
rido, y  ellos  deben  servir  de  base  para  su  in- 
terpretación, en  caso  de  duda,  conforme  á  lo 
prevenido  en  el  artículo  1564delCódigoCivil; 

9^  Que  del  mismo  plano,  aceptado  en  todas 
sus  partes  por  los  demandados,  aparece  que 
los  sitios  y  manzanas  signadas  con  los  núme- 
ros 1  y  2,  se  hallan  después  del  punto  en  que 
la  calle  de  20  metros  corta  la  calle  de  Pinto 
en  su  prolongación,yporconBÍguiente  no  pue* 
den  entenderse  comprendidos  en  la  cesión, 
como  tampoco  puede  comprenderse  en  ella  la 
parte  del  sitio  número  4  que  se  halla  al  orien- 
te de  esta  última  calle. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  á  lo 
prescripto  en  los  artículos  1698y  1545  del  Có- 
digo Civil,  se  declara  sin  lugar  la  demanda  y 
sin  lugar  la  reconvención. 

Se  conñrma  la  sentencia  apelada  de  8  de 
febrero  último,  en  lo  conforme  a  ésta,  y  se  re- 
voca en  lo  demás. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Cádiz  con- 
firma la  sentencia  enunciada,  sin  modificación 
alguna. 

Redactada  por  el  señor  Fiscal  don  Ricardo 
Monreal  M.,  llamado  á  integrar  el  Tribunal. 

—Bdaardo  Gómez  Herrero  Daniel  Cádi*^^ 

R.  Momeat. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  doña  Mar- 
garita Iñiguez  de  Ganna  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  expresando  al  formalisarlo: 
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Que  la  escritura  de  7  de  junio  de  1894,  entre 
otras  estii>ulaciones,  contiene  la  donación  de 
una  faja  de  terreno  que  hizo  la  exponente  á 
don  J.  Daniel,  don  Pedro  Aníbal  y  don  Benja- 
mfn  Amenábar,  cuya  ubicación,  forma  y  ex- 
tención aparecen  determinadas  en  la  primera 
parte  de  la  cláusula  3^; 

Que,  promovida  cuestión,  sobre  estos  tres 
¿Itimos  particulares,  no  cabe  aplicar  otras 
reglas  de  interpretación  que  las  establecidas 
por  la  ley  para  las  asignaciones  testamenta- 
rias como  lo  previene  el  artículo  1416  del  Có- 
digo Civil,  pues  la  regla  suprema  es  la  volun- 
tad del  testador  claramente  manifestada,  sin 
otra  restricción  que  la  de  que  no  se  oponga  & 
los  requisitos  ó  prohibiciones  legales,  como  lo 
dispone  el  artículo  1069  de  ese  Código. 

Que  no  puede  dudarse  dice  la  recurrente, 
cuál  es  su  voluntad  desde  que  la  expresa  el 
juicio  en  que  ha  recaido  la  sentencia  recurrida 
y  que,  por  consiguiente,  al  aplicarse  el  artícu- 
lo 1564,  no  sólo  se  han  infringido  los  artícu- 
los 1416  y  1069  sino  que  se  ha  dado  al  pri- 
mero de  éstos  una  aplicación  incorrecta,  cir- 
canstancias  que  han  influido  sustancial  mente 
en  lo  dispositivo  de  la  sentencia  recurrida. 

Respondiendo  la  parte  contraria,  pide  se 
deseche  dicho  recurso  y  exp(me. 

Que  la  escritura  pública  del  cuaderno  agre- 
gado, no  da  testimonio  de  una  donación  sino 
de  un  contrato  de  otro  género  al  cual  no  son 
aplicables  las  reglas  de  aquélla; 

Que  ai  la  donación  existiera,  sería  remune- 
ratoria, pero  que,  cualquiera  que  sea  su  carác- 
ter, la  voluntad  de  la  donante  debería  inqui- 
rirse en  el  acto  de  la  donadón  y  nó  la  que 
pretende  manifestar  después  en  juicio,  con  el 
proprósito  de  revocarla,  entorpecerla  ó  modi- 
ficarla. De  otra  manera,  todas  las  donaciones 
entre  vivos  resultarían  revocables  infringién- 
dose así  el  artículo  1386  del  Código  Civil. 

LaOortb: 

Teniendo  presente: 
1^  Que  cualquiera  que  sea  la  denominación 
que  las  partes  puedan  dar  á  un  contrato  en 
sn  conjunto  6  en  alguna  de  sus  cláusulas,  di- 
cho contrato  deberá  tener  siempre  la  clasifica- 


ción legal  que,  atendida  su  naturaleza  jurídi- 
ca, le  corresponda; 

2'  Que  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1564<del  Código  Civil,  las  cláusulas 
de  un  contrato  se  interpretarán  unas  por 
otras,  dándose  á  cadn  una  el  sentido  que  me- 
jor convenga  al  contrato  en  su  totalidad,  y 
que,  por  consiguiente,  para  dará  la  cláusula 
3^  de  la  escritura,  llamada  allí  donación,  el 
sentido  que  mejor  conviene  al  conjunto  del 
contrato  mismo,  es  indispensable  tomaren 
cuenta  las  estipulaciones  contenidas  en  las 
otras  cláusulas; 

3^  Que,  atendido  lo  expuesto  en  las  clásolas 
1*  y  4*,  en  que  los  demandados  ó  sus  causan- 
tes contraían  por  su  parte  obligaciones  de  al- 
guna entidad,  relativamente  á  la  convención 
celebrada  en  dicha  escritura,  no  puede  admi- 
tirse que  la  cláusula  3*  contenga  una  dona- 
ción gratuita,  sino  que  ella  importa  lo  que  la 
demandante  debiera  dar  en  cambio  de  lo  qne 
los  demandados  se  obligaban  á  hacer; 

4fi  Que,  considerada  así  la  cuestión  ventila- 
da en  el  juicio  en  que  recayó  la  sentencia  re- 
currida, no  aparece  que  en  el  pronunciamien- 
to de  ésta  se  hayan  infringido  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  1069  y  9416  del  Código 
Civil  que  no  son  pertinentes  al  caso,  ni  menos 
la  del  artículo  1564  que  es  precisamente  la 
que  correspondía  y  que  se  ha  aplicado  de  una 
manera  correcta; 

5'  Que,  por  otra  parte,  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  la  Serena  en  la  sentencia  recurrida, 
lejos  de  calificar  erradamente  la  convención 
de  que  se  trata,  como  lo  pretende  la  recurren- 
te„lo  ha  hecho  con  arreglo  á  las  disposiciones 
legales  que  rigen  la  materia,  y  la  ha  interpre- 
tado en  uso  déla  facultad  privativa  que  en 
este  caso  le  corresponde. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  stn  lugar  el  recurso,  con  costas. 
Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  cantidad 
consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.~ 
V.  Agttiire  V.—J.  Gabriel  Palma  Gazmán.— 
Galvariao  Gallardo.— Gabriel  Gaete.— Leon- 
cio Rodrígaeg.— Carlos  Varas  E.  Fóater  Re- 

cabarren. 
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Cas,  en  la  fyrma.—21  de  jamo  de  1905 


Urrntia  B.  con  Caja  de  Crédito  Hipotecario 


Mandatario-  —  Deleg-ado.-  Subdelegra- 
tarlo.- Falta  de  emplazamiento;  ex- 
presión de  agrTavios;  oitaolón  para 
sentencia. 


Doctrina: — Sólo  el  mnadatarío  puede 
Relegar  el  encargo  á  menos  que  se  le  baya 
negado  estA  facultad. 

No  estando  autorizado  por  el  maullan- 
te el  delegatario  para  subdelegar,  el  pro- 
curádór  que  éste  nombra  no  representa 
válidamente  al  mandante. 


Don  Santiago  Urrutía  Benavente,  en  autos 
con  la  Caja  de  Crédito  Hipotecario  sobre  nu- 
lidad de  la  adjudicación  de  una  propiedad,  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  en  la  forma  y 
en  el  fondo,  contra  la  sentencia  de  10  de  enero 
del  presente  afio,  pronunciada  por  una  de  las 
salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago^ 
que  confirmó  sin  modificación  la  de  1*  instan- 
cía. 

Al  formalizar  el  primero  de  estos  recursos 
expone: 

Que  el  poder  conferido  á  don  Egidio  Reyes 
en  un  otrosí  del  escrito  de  demanda,  no  fué 
otorgado  en  ninguna  de  las  formas  estableci- 
das por  el  artfculo  7^  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  de  modo  que  los  actos  de  dicho 
mandatario  son  nulos;  y  no  pudo  delegar  en 
don  Samuel  Tirado  Aldunate,  un  poder  que 
éste  no  ejercía,  causales  de  casación  estableci- 
das en  el  artículo  970,  números  1',  2'  y  S' 
que  hacen  procedente,  con  arreglo  al  número 
9*^  del  artículo  941  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil;  y 


Que,  aparte  de  que  el  señor  Reyes,  no  ejercía 
el  poder  que  delegó  al  señor  Tirado  Aldunate, 
concurre  líi  circunstancia  de  que  este  último, 
como  delegado,  no  podía  delegar  á  su  vez  ai 
procurador  don  Amadeo  Gundelach,  para  2* 
instancia,  de  modo  que  por  tal  causa,  tampo- 
co ha  tenido  éste,  en  dicha  instancia,  la  repre- 
sentación del  señor  Urrutia. 


La  Oorte: 


Considerando; 

1'  Que  de  autos  aparece  que  don  HgíJio  Re- 
yes, nporferado  del  recurrente,  delegó  el  po- 
der, que  se  le  había  conferido  á  don  Samuel 
Tirado  Aldunate;  y  que  este,  á  su  vez,  sin  co- 
nocimiento del  demandante,  lo  delegó  para  la 
2*  instancia  en  el  procurador  del  número  don 
Amíulco  Gundelach; 

2'  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artíctdo  8' 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  sólo  el 
mandatario  puede  delegar  el  encargo,  ámenos 
que  se  le  hnya  negado  esta  facultad; 

3^  Que  no  habiendo  autorizado  el  deman- 
dante al  dclcgatíirio  don  Samuel  Tirado  AIdu< 
nate  para  subdelegar  el  poder  en  el  procura- 
dor don  Amadeo  Gundelach,  el  recurrente  no 
ha  sido  emplazado  legalmente  para  la  2*  ins- 
tancia, no  ha  expresado  agravios,  ni  ha  sido 
dtado  para  oír  la  sentencia  recurrida,  causa- 
les de  casación  en  la  forma,  señaladas  en  los 
números  1",  2''  y  5*  del  artículo  970  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil; 

4^  Que,  aceptada  una  causal  de  casación,  es 
inoficioso  pronunciarse  sobre  las  demás. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  959,  978 
y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en 
la  forma  interpuesto  por  don  Santiago  Urrn- 
tia Benavente,  en  contra  de  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  de  fecha  10 
de  enero  de  este  año. 

En  consecuencia,  se  invalida  dicha  sentencia 
y  se  repone  la  causa  en  el  estado  de  notificarse 
legalmente  á  las  partes  el  decreto  en  que  se 
manda  expresar  agravios  para  que  sea  fallada 
conforme  á  derecho  por  el  Tribunal  competen- 
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te.  Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad,  de 
$  366,66  consignada.  ■ 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 
—QaivaríaoGaHanlo.— Gabriel  Gaeté — Leon- 
ero Rodríguez,— J.  Alejo  Fernández. 


Cas.  en  la  fí>rma.—21  áe  junio  de  1905 

Arce  de  ürrutia  con  Caja  de  Crédito 
Hipotecario 

Mandatario.— Delega  tarlo.—  Subdele- 
gatario.— Falta  de  emplazamiento; 
expresión  de  agravios;  oltaoión  para 
sentencia. 

Doctrina:— Sd/o  el  mandatario  puede 
delegar  el  encargo^  á  meaos  que  se  le  ba- 
ya negado  esta  facultad* 

El  delegatario  no  puede  subdelegar  si 
el  mandante  no  lo  autoriza. 


Doña  Carmen  Arce  de  Urrutia  en  autos 
con  la  Caja  de  Crédito  Hipotecario,  sobre 
cobro  de  perjuicios,  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  en  la  forma  7  en  el  fondo  contra 
la  sentencia  de  10  de  enero  del  presente  año, 
pronunciada  por  una  de  las  Salas  de  la  Cor- 
tt  de  Apelaciones  de  Santiago,  que  conlimió 
sin  modificación  la  de  primera  instancia. 

Al  formalizar  el  primero  de  estos  recursos, 
expone: 

Que  confirió  poder  á  don  Bgidio  Reyes, 
quién  lo  delegó  en  don  Samuel  Tirado  Alduna- 
te  j  este  último  á  sn  vez,  otorgó  nna  delega- 
ción en  favor  del  procurador  don  Amadeo 
Gondelacb  para  U  segunda  instancia,  á  pesar 


de  no  tener  facultad  el  delegado,  ni  estar  au r- 
torizado  por  la  ley  para  delegar,  á  su  turno,, 
el  poder  que  A  cl  se  le  delegó; 

Que  las  disposiciones  legales  que  no  permi- 
ten á  un  delegatario  delegar  el  poder,  corres^, 
ponden  á  la  condición  jurídica  del  mandato 
que  es  un  contrato  consensual,  bas^o  por 
su  naturaleza  en  la  confianza; 

Que  la  facultad  que  el  mandatario  tiene 
para  delegar  su  poder,  según  el  artículo  8^ 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  no  se  pue- 
de bacer  extensiva  al  delegatario,  pues  este 
artículo  no  ha  espresado  que  la  facultad  con- 
cedida al  mandatario  directo,  se  entienda 
también  concedida  al  delegatario;  y  que,  en 
consecuencia,  la  recurrente  no  ha  sido  empla- 
zada para  comparecer  á  segunda  instancia, 
ni  ha  expresado  agravios,  ni  ha  sido  citada 
para  oír  sentencia,  trámites  esenciales,  cuya 
omisión  hace  procedente  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  de  autos  aparece  que  don  Bgidio 
Reyes,  apoderado  de  doña  Carmen  Arce  de 
Urrutia,  delegó  el  poder  que  se  le  había  confe- 
rido á  don  Samuel  Tirado  Aldunate,  y  que 
éste,  á  su  vez,  sin  conocimiento  de  la  deman- 
dante lo  delegó  para  la  segunda  instancia  en 
el  Procurador  del  número  don  Amadeo  Gun- 
delach; 

2^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  8^ 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  sólo  et 
mandatario  puede  delegar  el  encargo,  á  me- 
nos que  se  le  haya  negado  esta  facultad; 

3^  Que  no  habiendo  autorizado  la  deman- 
dante al  delegatario  don  Samuel  Tirado  Al- 
dunate para  subdelegar  el  poder,  en  el  procu-  . 
rador  del  número  don  Amadeo  Gundelach,  la 
recurrente  no  ha  sido  emplazada  legalmente 
para  la  segunda  instancia,  no  ha  expresado 
agravios,  ni  ha  sido  citada  para  oir  la  senten- 
cia, causales  de  casación  en  la  forma,  señala- 
das en  los  números  1^,  2^  y  5^  del  artículo 
970  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
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959,  978  y  979  del  citado  Código,  se  declara 
qne  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma interpuesto  por  dona  Carmen  Arce  de 
Umttia,  en  contra  de  la  sentencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago,  de  fecha  10  de 
enero  de  este  año. 

En  consecuencia,  se  invalida  dicha  senten- 
cia 7  se  repone  la  cansa  en  el  estado  de  notifi* 


carse  legalmente  á  las  partes  el  decreto  en  qne 
se  manda  expresar  agravios,  para  que  sea  fa- 
llada conforme  á  derecho  por  clTribunal com- 
peten te.  Devuélvase  é  la  recurrente  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  tenor  Ministro  Gallardo. 
—fíalvaríno  Gallardo  Gabriel  Gaete — Leon- 
cio RoárigacM.—J.  Atejo  FemándeM. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 


CORTE  DE  APELACIONES 


Corte  de  Concepción. —30  rfe  noviemhre  ríe 
7903 

Compañía  Explotadora  de  Lota  y  Coronel 

Reolamo  de  avalúo.— Propiedad  car- 
bonífera. -Contribaolón  de  haberes. 
Patente  minera. 

Doctrina:— Co/i  arreglo  al  artículo  36 
de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  los 
haberes  inmuebles  comprenden  la  propie- 
dad carboni&ra^  y  las  minas  de  carbón 
están  sujetas,  por  lo  tanto,  á  la  contri- 
bución de  haberes  y  no  á  1ü  de  patente 
de  minas,  pues  la  propiedad  carbonífera, 
á  diferencia  de  la  pertenencia  deminame- 
táliea^  forma  parte  integrante  del  dominio 
del  suelo. 


Don  Ezequiel  Bravo,  por  la  Compañía  de 
Lotn  y  Coronel,  w^fin  el  poder  y  iieríAdico 
La  Bsmeraldn  que  acompaña, dice:  que  en  vir- 


tu(l  de  las  razones  que  expone,  el  Juzgado  se 
ha  de  servir  aceptar  el  reclamo  que  formula 
del  avalúo  practicado  por  la  comisión  tasa- 
dora de  la  comuna  de  Lota,  de  las  propiedadei 
llamadas  "Minas  de  Lota",  pertenecientes  £ 
su  mandante. 

Dicha  comisión  ha  avaluado  las  propiedades 
indicadasen  la  aumadecinco  millones  quinien- 
tos mil  pesos,  comprendiéndose  en  este  ava- 
lúo,  minas,  maquinarias,  linea  flhrea,  galpo- 
nes y  muelle. 

No  se  comprende  en  este  avalúo  el  fundo  lia- 
mado  "Lota  Alto"  por  estar  tasado  separa- 
damente y  ser  él  e!  hignr  donde  están  ubicadas 
las  minas,  ni  el  parque  Cousiño  por  ser  de  otro 
dueño  y  tener  tasación  aparte. 

Sostiene  que  la  partida  referente  á  "Minas 
de  Lota''  debe  eliminarse  en  absoluto  del  rol 
de  avalúos  y  pide  que  el  Jnxgado  lo  declare 
así. 

Para  ello  se  funda  en  que,  dados  los  térmi- 
nos del  artículo  36  de  la  Ley  'de  Organisación 
y  Atribuciones  de  las  Municipalidades,  las  pro- 
piedades mineras  y  sus  accesorios  no  están  su- 
jetos A  la  contribución  de  haberes. 

En  efecto,  según  este  artículo,  los  haberes  in- 
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muebles  sujetos  con  preferencia  al  pago  de  di- 
cha contribución,  comprenden  todos  los  terre- 
nos, edificios  y  demás  objetos  que  la  ley  consi- 
ra  adheridos  á  ellos,  la  propiedad  carbonífera 
y  salitrera. 

En  consecuencia,  no  se  comprende  en  esta 
disposición  la  mina  ó  pertenencia  minera,  que 
no  debe  confundirse  con  la  propiedad  carboní- 
fera y  que  además  está  regida  por  ley  especial 
en  todo  lo  que  se  refiere  Á  su  constitución  y 
pago  de  contribución. 

Si  así  no  fuera  y  se  hubiera  querido  gravar 
con  esa  contribución  á  las  minas,  la  ley  habría 
sido  más  clara  y  explícita  y  Ins  habría  mencio- 
nado expresamente,  tanto  más  cuanto  que, 
refiriéndose á ésta  elartículo  citado, grava  con 
la  contribución  de  haberes  únicamente  las  ac- 
ciones de  sociedades  anónimas  destinadas  á 
su  plantación  cuando  produzcan  utilidades  las 
mismas  minas. 

Pertenencia  ef  la  extensión  concedida  al  mi- 
nero para  explotar  su  mina,  la  cual,  una  vez 
mensurada  é  inscrita  la  mensura,  constituye 
un  título  de  propiedad. 

Propiedad  carbonífera  es  la  que  tiene  el  due- 
ño de  un  inmueble  donde  exista  carbón  explo- 
table. Toda  pertenencia  está  sujeta  al  pago  de 
la  patente  minera;  la  propiedad  carbonífera 
no  está  sujeta  necesariamente  A  este  pago, 
como  quiera  que  queda  al  arbitrio  del  dueño 
constituir  la  pertenencia  minera. 

Ahora  bien,  si  no  se  constituye  esta  perte- 
nencia, conforme  á  lo  que  prescribe  el  artículo 
2'  del  Código  de  Minería,  entonces  la  propie- 
dad carbonífera  qtiedn  obligada  al  pago  de  la 
contribución  de  haberes  y  su  valor  se  recarga 
ftl  inmueble  en  que  se  encuentra. 

Pero  HÍ  el  dueño  de  ta  propiedad  carbonífera 
constituye  pertenencia  minera  en  conformidad 
á  la  ley,  queda  ésta  exenta  del  pago  y  sólo 
pesa  sobre  ella  obligación  de  pagarla  patente 
de  minas.  Kn  realidad,  una  y  otra  contribu  - 
ción,  la  de  haberes  y  la  de  patentes  se  exclu- 
yen y  no  cabe  duda  que  toda  mina  ó  pertenen- 
cia minera  está  exenta  de  la  contribución  de 
haberes.  Y  lo  mismo  pasa  con  Ins  edificios,  ma- 
quinarias, etc.  de  las  minas  que,  con  arreglo 
al  artículo  11  del  Código  de  Minería,  deben 
reputarse  inmuebles  accesorios  de  los  mismos 


y,  en  consecuencia,  forman  parte  de  la  propie- 
dad minera  que  ellas  constituyen. 

Esta  teoría  está  sancionada  se  agrega,  por 
diversas  resoluciones  de  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia y,  entre  otras  sentencias,  puede  consul- 
tarse la  número  3085  de  la  Gaceta  de  1 894, 
ext>edida  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  la 
Serena. 

Y  se  comprende  que  así  sea:  no  sería  justo 
ni  aceptable  que  la  ley 'gravase  una  misma  pro- 
piedad con  dos  contribuciones  distintas,  á  cual 
más  onerosa. 

Pues  bien,  la  Compañía  que  representa  tie- 
ne constituidas  propiedades  mineras  en  las  Mi- 
nas de  Lota  y  paga  la  respectiva  patente  por 
la  pertenencia  llamada  propiamente  de  Lota, 
números  1,  2,  3  y  18  de  septiembre,  según 
consta  de  los  certificados  del  Tesorero  Fiscal 
del  departamento  que  acompaña,  y  en  vir- 
tud de  las  consideraciones  precedentemente 
expuestas,  dichas  propiedades  deben  quedar 
exentas  del  pago  de  la  contribución  de  haberes. 

Para  el  caso  de  que  el  Juzgado  no  dé  lugar 
á  lo  pedido,  solicita,  ampliando  el  reclamo, 
que  la  partida  referente  á  las  Minas  de  Lota, 
tasadas  en  5.500,000  pesos,  se  reduzca  por  lo 
menos  á  la  mitad,  estoes,  á  la  cantidad  de 
2.750,000  pesos,  incluyéndose  en  ella  los  edi- 
ficios, maquinarias,  etc.,  de  lasminasque,  con 
arreglo  al  artículo  11  del  Código  de  Minería, 
delwn  reputarse  como  inmuebles  accesorios  de 
las  minas. 

Para  formular  esta  petición  subsidiaria  se 
funda  en  que  el  valor  de  las  minos  de  que  sr 
trata  ha  disminuido  considerablemente  desde 
anos  atrás  á  medida  que  se  ha  ido  explotnndo 
el  carbón  existente  en  ellas. 

Para  nadiees  un  misterio  que  el  carbón  com- 
prendido en  el  fundo  "Establecimiento  de 
Lota",  donde  se  hallan  ubicadas  las  minas, 
ha  sido  totalmente  explotado  por  diversos  pi- 
ques y  chiflones,  hoy  en  su  mayor  parte  aban- 
donados. 

En  la  actualidad,  la  Compañía  que  repre- 
senta no  tiene  más  campo  de  explotación  que 
el  carbón  submarino  que  se  extrae  con  mucha 
dificultad  y  sacrificios  de  dinero,  no  solamen- 
te por  las  obras  de  defensa  y  seguridad  que 
hay  que  oponer  á  las  filtraciones  del  mar  y  á 
la  naturaleza  del  terreno,  sino  también  á  cau- 
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sa  de  la  larga  distancia  en  que  se  encuentra  el 
carbón  de  las  bocaminas. 

Bl  costo  de  la  explotación  por  tonelada  en 
estas  condiciones  es  muy  subido  y  la  ganancia 
que  se  obtiene  es  correlativa  y  pequeña. 

Agrégase  á  esto  la  crisis  bíen  manifiesta  por- 
que atraviesa  la  industria  carbonífera,  debida 
á  la  competencia  que  existe  entre  los  indus- 
tríales del  país  y  á  la  competencia  ruinosa  que 
hace  á  nuestro  carbón  el  carbón  de  Australia, 
superior  al  nuestro  y  que  se  vende  en  el  mer- 
cado á  un  precio  igual  ó  menor. 

De  aquí  resulta  que  el  Fisco,  industríale8<y 
particulares,  prefieren  comprar  el  carbón  de 
Australia,  y  nuestro  carbón  tiene  un  reducido 
mercado;  y  es  bien  manifiesto  que  las  car- 
boneras de  los  establecimientos  de  Lota  y  Co- 
ronel están  repletas  sin  encontrar  otra  salida 
que  la  venta  que  se  hace  A  las  Compañías  de 
vapores. 

De  lo  expuesto  se  deduce  que  son  fundamen- 
tales los  motivos  que  asisten  á  su  mandante 
para  reclamar  del  avalóo  de  que  se  trata. 

A  la  razón  de  hecho  de  que  el  valor  de  la 
propiedad  carbonífera  ha  disminuido  consi- 
derablemente ñ  causa  de  la  explotación  de 
más  de  30  años,  deben  agregarse  las  demás 
razones  aducidas,  que  traen  como  consecuen- 
cia necesaria  la  disminución  en  las  entradas 
ó  ganancias  que  antes,  mediante  á  la  fácil 
venta  del  producto  y  á  la  falta  de  competen- 
cia, realizaban  en  mayor  escala  los  estableci- 
mientos carboníferos. 

Estas  últimas  razones  son  muy  dignas  de 
tomarse  en  cuenta,  yaque  siendo  difícil  sino 
imposible  fijar  de  un  modo  cierto  el  valor  de 
la  propiedad  carbonífera  debe  atenderse  á  la 
renta  que  ella  produce  para  fijar  su  valor. 

Hn  mérito  de  lo  expuesto,  pide  que  se  dé  lu- 
gar á  la  petición  subsidiaría  que  hace  para  el 
caso  de  que  el  Juzgado  no  dé  lugar  á  la  peti- 
ción principal. 

Rn  el  escríto  de  "téngase  presente"  del  señor 
Tesorero  Municipal,  se  dice:  que  se  ha  de  ser- 
vir el  Juzgado  tener  presente  en  el  compa- 
rendo lo  que  pasa  á  exponer,  con  el  fin  de  que 
se  deseche  en  todas  sus  partes  la  reclamación 
de  la  Compañía. 

Se  pide  que  se  declare  exenta  á  dicha  Com- 
pañía del  pago  de  la  contríbución  de  haberes 


en  cuanto  á  las  propiedades  "Minas  de  Lota" 
y  se  funda  enquelasminascarboníferasde  que 
se  trata  pagan  patente  y  se  han  constituido 
en  ellas  pertenencias  mineras  que  no  deben 
confundirse  con  la  propiedad  carbonífera;  que 
si  no  se  hubiera  constituido  pertenencia  mi- 
nera entonces  si  que  debería  pagar  por  la 
mina  la  contríbución  de  haberes  y  finalmente 
que  esta  teoría  se  halla  sancionada  por  reso- 
luciones de  losTríbunales  y  especialmente  por 
una  que  cita,  pronunciada  por  la  Corte  de  la 
Serena. 

Para  el  mejor  orden  de  su  razonamiento 
debe  príncipiar  por  donde  concluye  los  suyos 
el  apoderado  de  la  sociedad  reclamante,  ne- 
gando en  absoluto  que  sobre  el  particular  se 
haya  sentado  juríspmdencia. 

Bs  completamente  falso  qiie  los  Tribunales 
se  hayan  pronunciado  sobre  casos  análogosá 
la  presente  reclamación  y  la  sentencia  núme- 
ro 3085  de  La  Gaceta  de  loa  Tríbanales  de 
de  1894<,  de  la  Corte  de  la  Serena,  que  cita  la 
reclamación,  no  hace  al  caso  porque  en  ella  se 
trata  de  minas  de  manganeso,  ó  sea  metáli- 
cas, que  nada  tienen  que  ver  con  las  minas  de 
carbón,  que  son  especialmente  gravadas  con 
la  contríbución  de  haberes,  según  lo  dispues- 
to en  el  artículo  36  de  la  Le>'  Orgánicade  Mu- 
nicipalidades. 

Eliminando  estos  antecedentes,  no  divisa  la 
razón  de  la  diferencia  que  se  alega  entre  miria 
de  carbón  sobre  la  cual  se  ha  constituido  per- 
tenencia minera  y  propiedad  carbonífera,  por- 
que, en  suma,  tan  propiedad  es  una  pertenen- 
cia de  carbón  como  es  una  propiedad  minera 
de  carbón. 

El  dueño  de  un  terreno  carbonífero  bien 
puede  constituir  pertenencia  minera  ó  explo- 
tar sus  minas  como  dueño  del  suelo. 

¿Dónde  está  la  diferencia  para  los  efectos  de 
la  contribución  de  haberes?  No  se  divisa,  como 
tampoco  se  ve  la  razón  de  por  qué  habría  de 
pagar  contríbución  de  haberes  el  propictarío 
de  minas  que  no  ha  constituido  pertenencia 
con  arreglo  al  Código  de  Minería  y  por  qué 
no  habría  de  pagar  el  que  constituye  perte- 
liencia. 

La  reclamación  no  da  la  razón  de  la  dife- 
rencia y  no  ha  podido  daría  porque  efectivli- 
mente  no  hay  razón  alguna. 
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El  reclamante  no  ha  tenido  presente  que  la 
constitución  de  pertenencia  minera  en  suelo 
propio  tiene  por  objeto  establecer  principal- 
mente una  propiedad  distinta  del  suelo  y  de 
ese  modo  gozar  de  los  privilegios  y  exencio- 
nes inherentes  á  las  minas,  como  ser  la  inem- 
bargabilidad  de  las  mismas  minas,  su  enajena- 
ción por  deudas  del  mismo  duefio,  ni  aún  de 
sus  utensilios  y  provisiones. 

Para  que  la  reclamación  luera  aceptada  de- 
bcrfa  invocar  una  disposición  legal  explícita 
que  dijera  que  la  propiedad  carbonífera  esta* 
blecida  con  arreglo  al  Código  de  Minería  que- 
daba exenta  del  pago  de  la  contribución  de 
haberes;  y  no  traer  á  colación  la  disposición 
legal  que  le  condena,  cual  es  la  del  artículo  36 
de  la  ley  citada,  que  dice:  que  para  los  efectos 
del  impuesto,  los  haberes  inmuebles  com{)rcn- 
derán  también  la  propiedad  carbonífera. 

Esta  argumentación  es  tan  obvia  y  tan 
clara  que  no  admite  réplica  ni  discusión  al- 
guna. 

Debe  hacerse  cargo  finalmente,  de  la  argu- 
mentación contraria  de  que  la  patente  y  la 
contribución  de  haberes  sobre  minas  de  car- 
bón se  excluyen. 

La  proposición  es  falsa  notoriamente,  por- 
que sobre  una  propiedad  pueden  gravitar  dis- 
tintas contribuciones,  según  lo  disponga  la 
ley;  así  hemos  visto  que  en  un  tiempo  las  pro- 
piedades raíces  se  hallaban  gravadas  por  la 
ley  con  la'contríbución  de  serenía  y  alumbrado 
con  la  territorial,  con  la  de  herencias  y  con  la 
de  mandas  forzosas. 

¿Dónde  está  entonces  la  exclusión  de  la  con- 
tribución por  el  pago  de  la  patente? 

¿Por  qué  en  vez  de  establecer  este  reclamo 
no  formuló  otro  semejante  para  exonerarse 
del  pago  de  patente  de  minas? 

¿O  es  que  considera  el  reclamante  que  la 
Ilustre  Corporación  que  representa  es  de  con- 
dición inferior  al  Fisco  ó  la  cree  con  fondos 
sobrados  para  atender  á  los  servicios  locales, 
de  modo  que  no  le  hagan  falta  los  11.000  pe- 
sos que  le  corresponden  á  la  propiedad  mine- 
ra marcada  en  el  Rol  con  el  número  1-A? 

Es  extraño  que  á  nombre  de  la  Compañía 
reclamante  se  pretenda  dar  un  golpe  de  gra- 
cia ñ  la  Ilustre  Corporación  que  representa, 
siendo  asi  que  desde  su  creación  ha  tenido  en 


la  Compañía  el  auxilio  más  poderoso  y  eficaz 
para  todos  los  adelantos  locales  que  propios 
y  extraños  ven  y  admiran  en  el  pueblo  de 
Lota.  Y  lo  que  tiene  de  más  grave  esta  recla- 
mación que  objeta,  es  que  la  patente  minera 
que  se  alega  en  contra  de  la  contribución  mu- 
nicipal tiene  entendido  que  no  es  por  las  mi- 
nas de  la  Compañía  Explotadora  de  Lota  y 
Coronel,  sino  por  ciertas  minas  de  Lota,  de. 
nunciadas  por  los  empleados  de  la  Compañía 
de  Lota,  y  que  no  se  comprenden  en  los  te- 
rrenos carboníferos  de  la  misma  Compañía. 

.Y  como  el  Juzgado  debe  pronunciarse  con 
arreglo  &  la  reclamación  y  al  mérito  de  los  au- 
tos, niega  redondamente  que  los  recibos  pre- 
sentados se  refieran  á  las  minas  de  la  Com- 
pañía de  Lota  y  Coronel  que  en  el  rol  de  ava- 
lúos figuran  con  el  número  l'A. 

La  comisión  avaluadora  aceptó  en  todas 
sus  partes  cl  reclamo  de  la  parte  subsidiaria. 

El  Juzgada  de  Coronel,  con  fecha  25  de  no- 
viembre de  1903,  falló: 

Considerando: 

1'  Que  el  artículo  36  de  la  I^y  de  Munici- 
palidades establece  que  para  los  efectos  del 
impuesto,  los  haberes  inmuebles  comprende- 
rán todos  los  terrenos,  los  edificios  y  los  ob- 
jetos que  la  ley  considera  adheridos  á  ellos  y 
la  propiedad  carbonífera  y,  por  consiguiente, 
no  es  procedente  la  petición  principal  de  la 
demanda;  y 

2^  Que  la  comiuón  avaluadora  estuvo  de 
acuerdo  en  la  justicia  del  reclamo  en  la  parte 
subsidiaria  ó  de  la  ampliación. 

Por  las  considerariones  expuestas  y  fallan- 
do con  arreglo  á  lo  prescripto  en  los  artícu- 
los 1698  del  Código  Civil  y  49  de  la  ley  de 
22  de  diciembre  de  1891,  se  declara:  que  ha 
lugar  á  lo  solicitado  en  la  ampliación  del  re- 
clamo; y  que  se  desecha  en  la  parte  principal. 
— ;4rtnro  Laiz  V. 

La  Oorte: 

Teniendo  además  presente  que  la  propiedad 
carbonífera,  á  diferencia  de  la  pertenencia  de 
mina  metálica,  forma  parte  integrante  del 
dominio  del  suelo,  se  confirma  en  la  parte 
apelada  la  sentencia  de  26  del  presente  mes. 
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—Julio  Zeiiteao  B.—Juan  N.  l*arga.—t¡.  Fucw 
tes  /í.  (IJ. 


Corte  de  Coacepción.— HO  de  noviembre 
de  1903 

Compañía  Carbonífera  y  de  Fundición 
Scbwager 

Reclamo  de  avaliio— Propiedad  car- 
bonífera.—Patente  minera.— contri- 
bución de  haberes. 

Doctrina; — Con  arreglo  al  artículo  36 
de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  los 
haberes  inmuebles  comprenden  la  propie- 
dad carbonífera  y  las  minas  de  carbón 
están  sujetas^por  lo  tanto,  á  la  contribu- 
ción de  haberes  y  no  á  la  de  patente  de 
minas,  pues  la  propiedad  carbonífera  á 
diferencia  de  lamina  metálica,  forma  par- 
te integrante  del  dominio  del  suelo. 


Don  Ezequíel  Bravo,  por  la  Compañía  Car- 
bonífera y  de  Fundición  Schwagcr,  domicilia- 
da en  Valparaíso,  expone  en  sn  demanda  pre- 
sentada ante  el  juzgado  de  Coronel  que,  según 
aparece  del  Rol  de  Avalúos  formado  por  la 
Ilustre  Municipalidad  de  esta  comuna  para  el 
cobro  del  impuesto  de  haberes  en  el  año  1904 
y  que  se  publica  en  el  número  1326  que  pre- 
senta del  periódico  La  Esmeralda,  la  comisión 
avaluadora  ha  tasado  los  bienes  de  la  Com- 

(I)  Idéntica  reclamación  presentó  la  Compariía 
de  Lota  y  Corooel  reiipecto  de  )aH  loinas  de  €  Buen 
Retiro»,  ubioada*  en  Coronel,  avalaadas  por  loa  ta- 
sadores manicipaleii  en  1.515,000  peHos,  corapren- 
dicndoenetteaTNlúo  minae,  máquinas,  línea  férrea, 
galpones  y  muelle,  y  excluyendo  la  auperficie  del 
Boelo  que  pertenece  i  la  hdoienda  de  cCoronet*  ó 
«Eaciindrónn,  tasada  separamente  en  l99,9¿/i  peaoa. 
La  tasición  se  redujo  á  la  mitad. 


pañía  en  la  suma  total  de  cuatro  millones  dos- 
cientos cincuenta  y  dos  mil  qninientós  pesos, 
incluyendo  las  propiedades  mineras,  maqui- 
narías, etc.,  etc. 

Asigna  ellu  al  Establecimiento  denominado 
"Puchoco  Délano"  la  cantidad  de  un  millón 
ochocientos  noventa  y  siete  mil  quinientos 
pesos  y  al  llamado  "Boca  Maule"  la  suma  de 
dos  millones  trescientos  cincuenta  y  cinco  mil 
pesos. 

En  el  Rol  del  año  anterior  los  mismos  bienes, 
con  inclusión  de  las  mismas  minas,  maquina- 
rias, etc.,  etc.,  fueron  avaluadas  en  la  suma 
total  de  dos  millones  cuatrocientos  cuarenta 
y  cuatro  mil  trecientos  trece  pesos,  asignán- 
dose á  "Puchoco  Délano"  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  cuatro  mil  novecientos  noventa  pe- 
sos y  ¿  "Boca  Maule**  un  millón  norectentos 
ochenta  y  nueve  mil  trescientos  veintitrés  pe- 
sos. 

No  hay  razón  alguna  para  el  aumento  de 
tasación. 

No  se  ve  qué  causas  hayan  determinado  á  la 
comisión  avaluadora  para  estimar  hoy  en 
cuatro  millones  y  tantos  mil  pesos  lo  queayer 
puede  decirse  tasó  en  un  poco  más  de  dos  mi- 
llones. 

Por  eso  él,  á  nombre  de  la  Compañía  que 
representa,  solicita  del  juzgado  en  primer  lu- 
gar que  el  avalúo  hecho  se  reduzca  por  lo  me- 
nos al  del  año  próximo  pasado. 

En  segundo  lugar  pide  que  de  dicho  valor 
de  tasación  se  rebaje  el  importe  de  la  propie- 
dad minera  que  hoy  paga  patente  fiscal. 

Por  la  ley  de  contribuciones  vigente  en  el 
año  1891,  se  cedió  á  las  Municipalidades  el 
producto  de  las  patentes  de  minas  y  por  de- 
creto supremo  de  29  de  septiembre  de  ese  año 
se  ordenó  que  ellas  fueran  recaudadas  en  la 
misma  forma  que  las  patentes  industriales. 

De  aquí  es  que  mientras  dichas  patentes  fue- 
ron municipales,  las  minas  de  la  Compañía 
estuvieron  comprendidas  en  el  impuesto  de 
haberes,  que  impuso  un  solo  gravamen  á  la 
propierlad  raíz,  á  sus  anexos  y  á  los  objetos 
que  se  consideran  adheridos  á  ella. 

Vuelta  ahora  A  fondos  ñscales  la  patente 
que  grava  las  minas,  según  se  dispone  en  la 
actual  ley  de  contribuciones,  la  propiedad  car- 
bonífera ha  quedado  fuera  de  la  acción  de  los 
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municipios  y  es  el  Fisco  el  que  cobra  y  percibe 
la  contribución  respectiva. 

Bn  consecuencia,  las  pertenencias  no  pueden 
estar  gravadas  con  dos  contribuciones  seme- 
jantes, y  debe  rebajarse  del  avalúo  en  el  rol 
formado  por  la  Ilustre  Municipalidad,  todo 
lo  que  importen  los  minerales  de  la  Compañía 
que  representa. 

Dicha  Compañía  ha  estado  pagando  hasta 
ahora  el  impuesto  de  haberes,  y  en  el  año  en 
curso  ha  pagado  también  al  Fisco  porpatentes 
mineras  la  suma  de  dos  mil  cien  pesos. 

Además  en  el  año  próximo  le  corresponderá 
erogar  á  favor  del  Erario  nacional  por  esta 
misma  causa  la  suma  de  tres  mil  ciento  cin- 
cuenta pesos. 

6s  evidente  que  esta  situación  no  es  legal, 
pues  la  ley  no  ha  impuesto  doble  contribución 
á  los  establecimientos  carboníferos  y  por  eso 
estima  que  hay  perfecto  derecho  para  pedir 
que  se  excluya  del  avalúo  practicado  el  valor 
de  la  propiedad  minera  propiamente  tal. 

En  el  año  1902  los  minerales  de  "Puchoco 
Délano"  fueron  tasados  en  la  suma  de  cuatro- 
cientos treinta  mil  pesos,  y  los  de  "Boca  Mau- 
le" en  un  millón  novecientos  ochenta  y  dos  mil 
trescientos  noventa  y  tres  pesos,  compren- 
diéndose maquinarias,  muelle,  vía  férrea,  gal- 
pones y  demás  anexos  de  una  mina. 

Estos  dos  avalúos  hacen  un  total  de  dos 
millones  cuatrocientos  doce  mil  trescientos  no- 
venta y  tres  pesos  que  deben  rebajarse  del  va- 
lor total  de  dos  millones  cuatrocientos  cua- 
renta y  cuatro  mil  trescientos  trece  pesos  á 
que  ascendió,  como  queda  dicho,  en  ese  año 
la*  tasación  practicada  por  la  comisión  res- 
pectiva y  que  no  hay  razón  alguna  para  au- 
mentar. 

Bn  el  caso  de  que  el  juzgado  reduzca  esta 
tasación,  ya  que  ha  disminuido  el  valor  de  los 
bienes  tasados,  espera  que  declarará  que  deije 
eliminarse  del  avalúo  que  el  juzgado  haga  el 
importe  de  loo  minerales  de  que  se  ocupa. 

Bn  mérito  de  lo  expuesto,  de  la  prueba  que 
ofrece  y  de  acuerdo  con  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 49  de  la  ley  de  Municipalidades,  viene 
en  reclamar  del  avalúo  que  se  ha  hecho  de  las 
propiedades  raíces  y  demás  bienes  pertenecien- 
tes á  la  Compañía  de  que  es  mandatario  y  que 


teniendo  por  interpuesto  este  reclamo,  se  de- 
clare á  su  tiempo: 

1^  Que  debe  reducirse  á  lo  menos  á  la  suma 
de  (los  millones  cuatrocientos  cuarenta  y  cua- 
tro mil  trescientos  trece  pesos  el  avalúo  total 
de  las  propiedades  de  que  se  trata,  compren- 
diendo minas,  maquinarias,  líneas  férreas, 
muelle,  casa  de  administración,  etc.,  etc,,  y 

2^  Que  debe  rebajarse  de  este  avalúo  la  su- 
ma de  dos  millones  cuatrocientos  doce  mil 
trescientos  noventa  y  tres  pesos,  valor  de  las 
minas  propiamente  dichas,  que  pagan  paten- 
tes mineras. 

En  el  comparendo  determinado  por  la  ley 
los  miembros  de  la  comisión  avaluadora  pi- 
dieron el  rechazo  del  reclamo  en  raxón  de  la 
diversa  naturaleza  y  objeto  que  tienen  la  pa- 
tente y  la  contribución,  pudiendo  eximirse  de 
la  patente  porque  se  paga  la  contribución, 
pero  de  ningún  modo  de  la  contribución  por- 
que se  paga  la  patente. 

El  señor  tesorero  municipal  se  adhirió  A  lo 
expuesto  por  la  comisión. 

Con  la  prueba  rendida  en  el  comparendo, 
se  dejó  comprobado  el  fundamento  del  recla- 
mo en  cuanto  al  primer  punto;  y  la  efectivi- 
dad del  pago  de  patente  por  las  minas. 

Con  fecha  25  de  noviembre  de  1903  el  juz- 
gado falló: 

Considerando: 

1^  Que  la  Compañía  demandante  ha  justifi- 
cado los  fundamentos  de  su  acción  en  cuanto 
al  primer  punto;  y 

2^  Que  el  artículo  36  de  la  Ley  de  Munici- 
palidades establece  que  para  los  efectos  del 
impuesto,  los  haberes  inmuebles  comprende- 
rán todos  los  terrenos,  los  edificios  y  los  ob- 
jetos que  la  ley  considera  adheridos  á  ellos  y 
la  propiedad  carbonífera  y,  por  consiguiente, 
no  es  procedente  el  reclamo  en  l<i  que  corres- 
ponde al  segundo  punto  de  la  demanda. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  ade- 
más presente  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1698  del  Código  Civil  y  49  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1891,  se  declara  que  ha  lugar  á 
la  demanda  sólo  en  cuanto  á  que  la  Compa- 
ñía Carbonífera  y  de  Fundición  Schwager  de- 
be abonar  la  contribución  correspondiente  al 
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avalúo  de  dos  millones  cuatrocientos  cuaren- 
ta y  cttjitro  mil  trescientos  trece  pesos;  y  que 
se  desecha  en  lo  demAs.— Arturo  LaizV. 
Apelada  esta  sentencia, 

I^aOorte: 

Se  confirma  en  la  parte  apelada  la  sentencia 
de  25  del  presente  mes.— Julio  Zenttrtio  B.~ 
JuRn  N.  Parga.~E,  Fuentes  R. 

Las  resoluciones  de  la  Corte  de  Con- 
cepción á  que  se  refieren  los  tres  fallos  an- 
teriores, confirmando  la  opinión  del  juez 
letrado  de  Lautaro,  sientan,  á  nuestro 
juicio,  Ui  verdadera  doctrina  referente  á 
ia  apreciación  de  la  naturaleza  jurídica 
de  las  minas  de  carbón  de  piedra. 

Es  realmente  raro  que  los  propieta- 
rios de  las  pertenencias  carboníferas  ha- 
van  argumentado,  como  lo  han  hecho, 
sosteniendo  que  la  mina  ó  pertenencia 
minera  de  carbón  de  piedra,  uo  debe  con- 
fundirse con  la  propiedad  carbonífera. 
Por  escapar  al  pago  de  la  contribución 
de  haberes,  los  propietarios  de  los  esta- 
blecimientos carboníferos  de  Lota  y  Co- 
ronel no  se  fijaban  en  que  sometidas  al 
régimen  de  la  patente  minera  sus  propie- 
dades quedaban  en  la  situación  de  toda 
mina  metálica  cuyo  dominio  caducaría 
con  el  no  pago  de  ella. 

Precisamente  lo  que  corresponde  hacer 
á  los  propietarios  de  minas  de  carbón  es 
resistir  el  pago  de  la  patente  minera,  por- 
que la  propiedad  carbonífera,  en  cuanto 
al  sistema  tributario,  está  sometida  á  la 
ley  genera!  que  grava  la  propiedad  raíz. 

El  artículo  131  del  Código  de  Minería 
dice:  "las  minas  cuya  esplotación  cede 
el  dueño  del  suelo  no  pagarán  patente 
mientras  no  sean  transferidas  á  otra  per- 
sona como  un  inmueble  separado  del 
suelo.  En  este  caso  pagarán  cinco  pesos 


anual  .'S  por  hectárea."  Pero  esta  disposi- 
ción, que  importa  reconocer  desde  lue- 
go, en  general,  que  no  pagan  patente  las 
minas  de  carbón,  evidentemente  lia  sido 
modificada  por  el  artículo  36  de  la  ley  de 
22  de  diciembre  de  1891  que  equiparó  la 
propiedad  carbonífera  á  la  propiedad  sa- 
litrera, y  queno  hace  la  distinción  del  ar- 
tículo 131. 

En  materia  de  minas  de  carbón  de  pie- 
dra, los  principios  que  han  imperado  des- 
de el  descubrimiento  de  Villanueva  del 
Río  en  España,  han  sido  muy  distintos 
de  los  que  se  adoptaron  para  las  minas 
metálicas.  Conviene  recordarlos  para  que 
se  comprenda  el  alcance  de  la  doctrina 
que  ha  consagrado  en  los  tres  fallos  an- 
teriores la  Corte  de  Concepción. 

La  ley  1»  del  título  20,  libro  9,  de  la 
Novísima  Recopilación,  ha  dejado  cons- 
tancia interesante  de  la  historia  de  las 
minas  de  carbón  de  piedra  en  España. 
Esta  ley  no  tiene  hoy,  efectivamente,  sino 
un  interés  histórico,  porque  sus  disposi- 
ciones no  regían  en  Chile  en  los  momen- 
tos de  nuestra  emancipación  política,  por 
haber  sido  modificadas  por  leyes  poste- 
riores; pero  es  útil  analizar  sus  disposi- 
ciones para  que  se  vea  el  carácter  que  á 
los  yacimientos  carboníferos  se  atribuía 
por  los  reyes  de  España. 

Esta  ley  fué  dictada  en  1780,  es  decir, 
precisamente  en  la  época  en  que  se  elabo- 
raban las  Ordenanzas  de  Nueva  España, 
y  en  ella  se  consagró  de  un  modoexpreso 
el  reconocimiento  del  principio  de  Ir  prc 
piedad  privada,  del  dueño  del  saelo  res- 
pecto á  las  minas  carboníferas  en  él  exis- 
tentes, en  oposición  al  principio  regaJista 
consagrado  por  las  Ordenanzas  respecto 
délas  minas  metálicas,  es  decir,  de  losme- 
taíes  perfectos  6  medio  minerales,  bita- 
menes  ó  jugos  de  la  tierra,  á  que  se  refiere 
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el  artículo  22  del  título  6^  de  aquellas 
Ordenantas. 

Decía  la  ley  1»,  título  20,  libro  9  de  la 
Novísima  Recopilación,  promulgada  en 
15  de  agosto  de  1780  por  el  rey  Car- 
los III:  "Teniendo  presente  la  abundan- 
cia de  minas  de  carbón  de  piedra  que  hay 
en  estos  dominios  y  las  considerables 
ventajas  que  pueden  resultar  á  mis  vasa- 
llos de  su  beneficio  por  la  escasez  de  mon- 
tes y  aumento  del  consumo  de  leñas  que 
cada  día  se  experimenta  en  las  fábricas 
y  pueblos  que  se  van  aumentando,  pu- 
diéndose contar  por  esta  razón  el  carbón 
de  piedra  entre  los  géneros  de  primera 
necesidad;  y  deseando  el  fomento  y  ex- 
tensión de  estos  útiles  establecimientos, 
he  venido  en  conceder  por  punto  general 
y  por  tiempo  de  veinte  años,  así  á  los  in- 
teresados en  la  mina  de  carbón  de  piedra 
de  Villanaeva  del  Rio,  como  á  cuales- 
quiera otros  de  mis  vasallos  que  preten- 
dan beneficiar  otras  minas  de  esta  espe- 
cie en  los  demás  pueblos  y  provincias  de 
estos  Reinos,  las  gracias  y  franquicias 
siguientes; 

Que  por  ninguna  personase  impi- 
da ni  embarace  á  los  referidos  interesa- 
dos en  las  minas  de  carbón  de  piedra  de 
Vittanueva  del  Rio,  ni  á  ningunos  otros 
de  mis  vasallos  que  quieran  dedicarse  al 
descubriminto  de  esta  clase  de  minas,  el 
que  puedan  hacer  los  reconocimientos, 
trabajos  y  calas  que  tengan  por  conve- 
niente para  el  uso  y  aprovechamiento  de 
las  que  encontraren,  con  arreglo  á  las 
leyes  y  ordenanzas  de  minas,  sin  más  di- 
íerencia  que  la  de  no  estar  sujetos  al  de- 
recho de  quinto,  diezmo,  treintena  ni  otro 
de  los  que  se  acostumbran  exigir  por  la 
Real  Hacienda  en  las  minas  de  metales.'' 

Establecia  asi  esta  ley  marcada  dife- 
rencia entre  las  minas  de  metales  v  las 


minas  de  carbón  de  piedra  y  reconocía 
en  términos  bien  explícitos  el  derecho  del 
propietario  del  suelo  á  las  minas  de  Vi- 
llanueva  del  Río.  A  diferencia  de  lo  que 
sucedía  en  las  minas  metálicas,  era  com- 
pletamente libre  y  ex[>e{Uio  el  trabajo  y 
benefício  de  estas  minas  para  sus  dueños; 
así  como  para  cualesquiera  otros  que 
quisieran  dedicarse  á  esta  industria,  el 
de  las  minas  que  descubriesen  en  sus  tie- 
rras. A  diferencia  de  las  minas  metálicas^ 
las  (le  carbón  de  piedra  no  estaban  suje- 
tas al  derecho  de  regalía  (|ue  la  Corona 
se  había  reservado  en  aquéllas.  Carlos  III 
deseando  que  estas  minas  de  carbón  fue- 
ran trabajadas,  des|>ucs  de  concederles  á 
los  proptetarir>s  toda  clase  de  franqui- 
cias y  aún  el  auxilio  y  protección  real  á 
proporción  del  mérito  que  hagan  ver  con 
su  industria  y  caudales  expedidos  para 
poder  vencer  cualesquier  diñcultades  ó 
impedimentos  que  ocurran,  según  decía 
el  capítulo  13  de  la  ley  1',  disponía,  sin 
embargo,  en  el  capítulo  14,  que  si  los 
re&ridos  interesados  en  las  minas  de  car' 
bón  de  piedra  de  Villanueva  del  Río  y 
otros  cualesquiera  que  beneficien  las  de- 
más que  descubrieren  de  esta  clase,  cesa- 
ren en  el  trabajo  de  sus  labores  por  espa- 
cio de  seis  meses,  no  siendo  por  algún 
accidente  extraordinario  de  ruina  ó  agua 
que  le  impida,  se  estime  concluido  el  de- 
recho que  tengan  adquirido  á  ellas  pa- 
sando ñ  otros  que  las  quieran  beneficiar, 
Pero  esta  disposición  especialfsima  reve- 
la la  distinción  que  el  Monarca  hacía 
entre  las  minas  metálicas  regfidas  por  las 
ordenanzas  de  minas  y  las  de  carbón  de 
piedra,  cuyo  dominio  reconocía  ene!  due- 
ño del  suelo,  estableciendo  sólo  una  pre- 
sunción de  abandono  por  éste  de  su  de- 
recho en  el  caso  contemplado  en  dicho 
capítulo  14. 
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Esta  ley  tuvo  corta  vida,  pues  fué  ex- 
presamente derogada  por  el  mismo  Car- 
los III  por  Real  orden  de  28  de  noviembre 
y  cédula  del  Consejo  de  26  de  diciembre 
de  1789,  que  forman  la  ley  2,  título  20  del 
libro  9  de  la  Novísima  Recopilación;  y  i>or 
lo  tanto,  sus  disposiciones  no  quedaron 
en  vigencia  después  de  promulgadas  las 
Ordenanzas  de  Nueva  España,  ni  se  re- 
gían por  estas  Ordenanzas  las  minas  de 
carbón  de  piedra,  sino  por  disposiciones 
que  les  eran  privativas,  y  que  revelan  cuál 
era  el  criterio  con  que  el  rey  de  España 
apreciaba  este  asunto. 

La  ley  2  del  título  20,  decía: 

"Para  allanar  las  dificultades  ocurridas 
en  el  uso  de  los  minerales  de  carbón  de 
piedra,  y  simplifícar  el  método  de  benefi- 
ciarlos, sin  perjuicio  de  ios  propietarios  y 
con  utilidad  pública;  he  venido  en  resolver, 
declarar  y  mandar  por  punto  y  regla  ge- 
neral lo  siguiente: 

"I.  No  siendo  el  carbón  de  piedra  me- 
tal ni  semi-metal,  ni  otra  alguna  délas 
cosas  comprendidas  en  las  leyes  y  orde- 
nanzas qaedeclaran  las  minas  propias  del 
Real  Patrimonio,  sea  libre  su  beneficio  y 
tráfico  por  mar  y  tierra  para  todo  el  Rey- 
no,  y  no  se  impida  su  extracción  por  mar, 
para  comerciar  con  él  en  países  extran- 
jeros. 

*'II.  listas  minasdeben  pertenecerá  los 
propietarios  de  los  terrenos  donde  están, 
entendiéndose  por  propietario  el  dueño 
directo  y  no  el  arrendatario  ó  enñteuta; 
sin  que  para  beneñciarlas,  arrendarlas, 
venderlas  ó  cederlas,  haya  necesidad  de 
pedir  licencia  á  Justicia  ó  tribunal  alguno; 
pero  si  el  propietario,  una  vez  descubier- 
ta la  mina,  se  negare  á  usar  de  su  propie- 
dad de  alguno  de  dichos  modos  á  fin  de 
que  se  siga  el  efecto  de  beneficiarla,  el  mi 
Conseio,el  Intendente  de  la  provinciaóel 


APBLACIONES 


Corregidor  del  partido  tengan  facultad 
para  adjudicar  su  beneficio  al  descubrí* 
dor,  dando  éste  al  propietario  la  quinta 
parte  del  producto  de  ella. 

"III,  En  los  terrenos  de  propios  de  los 
pueblos,  sean  de  ellos  las  minas  de  carbón, 
y  se  beneficien  ó  arrienden  de  su  cuenta, 
con  previo  permiso  del  Consejo;  y  en  los 
comunes  sea  el  aprovechamiento  de  los 
vecinos,  distribuyéndolo  á  los  que  quisie- 
ren beneficiar  las  minas  ó  arrendándolo 
en  utilidad  de  todos;  pero  sean  de  propios 
ó  comunes,  si  ellos  no  las  beneficiaren,  ó 
arrendaren,  se  adjudiquen  al  descubridor, 
enlosmismos  términos  quelas  délos  pro- 
pietarios  particulares. 

"IV.  Nadie  puede  hacer  catas  ni  catas 
en  terreno  ajeno  sin  Ikencia  de  su  dueño, 
ni  extraer  carbón  con  pretexto  de  descu- 
bridor de  la  mina,pues  el  serlo  no  lepres- 
tará  facultad  alguna  para  aprovecharse 
de  ella. 

"V.  Para  evitar  dudas  en  la  ejecución 
en  todo,  derogo  y  quiero  quede  sin  efecto 
la  Real  cédula  de  15  de  agosto  de  1780, 
(ley  1 )  y  cualquier  otra  providencia  an- 
terior ó  posterior  á  ella,  en  cuanto  no 
sean  conformes  con  ío  que  queda  estable- 
cidor 

Dictada  esta  ley  con  posterioridad  á  las 
Ordenanzas  de  Nueva  España,  en  1789, 
es  interesante  analizarla  en  detalle. 

Consagra  el  preámbulo  de  la  ley  una 
vez  más  el  príncipio  de  propiedad  priva- 
da, precisamente  contrarío  al  príncipio 
regalista  de  aquellas  Ordenanzas  de  Mi- 
nería. Las  reglas  que  el  legislador  va  á 
establecer  son:  sin  peryaicio  délos  propie- 
tarios. 

La  declaración  primera  encierra  en  se- 
guida todo  el  pensamiento  del  legislador 
en  orden  á  !a  apreciación  de  la  naturale 
za  de  las  minas  de  carbón  de  piedra.  Tie- 
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ne  esta  declaración  la  capital  importan- 
cia de  ser  una  verdadera  inteqjretación  y 
aplicación  del  artículo  22  del  título  6  de 
las  Ordenanzas  de  Nueva  España  por  el 
mismo  legislador,  una  verdadera  interpre- 
tación auténtica,  y  por  lo  tanto,  obliga- 
toria para  apreciar  el  alcance  de  dicha 
disposición. 

Y  efectivamente,  no  es  posible  que  pue- 
da decirse  en  términos  más  claros  y  más 
precisos  que  el  artículo  22  título  6  de  las 
referidas  Ordenanzas,  no  comprende  al 
carbón  de  piedra,  desde  que  la  ley  dice  que 
esta  sustítncia  no  es  metala  nisemi-metal, 
ni  otra  aígtma  de  las  cosas  comprendidas 
en  las  leyes  y  ordenanzas  quedeclaran  las 
minas  propias  del  Real  Patrimonio. 

Las  expresiones  del  artículo  22  título  6 
de  las  Ordenanzas,  ya  sean  metales  per- 
fectos ó  medio  minerales,  biiúmenes  ó  ju- 
gos de  ¡a  tierra^  se  reproducen  en  la  ley  2* 
con  la  iSnica  diferencia  de  que  la  ley  es  aún 
más  general  y  absoluta  en  su  precepto, 
puesto  que  para  declarar  que  el  carbón  de 
piedra  rio  es  ninguna  de  las  cosas  com- 
prendidas en  las  Ordenanzas  y  leyes  que 
declaran  las  minas /propias  del  real patri' 
monio,  se  reproduce  la  primera  parte  del 
artículo. 

Todas  las  demás  declaraciones  concu- 
rren también  á  establecer  un  principio 
completa  mente  distinto,  en  materia  de  mi- 
nas de  carbón,  al  aceptado  para  las  minas 
de  metales.  Se  puede  decir  que  esta  ley 
quiso  dejar  perfectamente  establecido  que 
las  disposiciones  de  las  ordenanzas  mine- 
ras no  alcanzaban  á  los  yacimientos  car- 
boníferos cuya  propiedad  se  reconocía  al 
dueño  del  suelo. 

Bl  Monarca  español,  interesado,  sin  em- 
bargo, en  que  las  minas  de  carbón  fueran 
explotadas,  permitía  que  se  hiciera  con- 
cesiones á  terceras  personas  cuando  el 


propietario  no  quería  trabajar  su  perte- 
nencia; pero  reconociendo  á  éste  un  ver- 
dadero derecho  de sej^orío, semejante,  ba- 
jo ciertos  respectos,  al  de  regaifa  que 
existía  en  tas  minas  metálicas  á  favor  de 
la  Corona,  disponía  que  debía  darse  al 
propietario  el  5%  de  los  productos  de  la 
explotcunón.  Salvo  esta  pequeña  conce- 
sión á  terceros,  concesión  que  no  llegaba 
hasta  permitirles  hacer  exploraciones,  ca- 
tas ú  otros  trabajos  para  descubrir  car- 
bón en  propiedades  particulares,  la  ley  lá' 
sentó  con  claridad  el  principio  de  la  pro- 
piedad particular  en  materias  de  minas 
de  carbón  de  piedra. 

Esta  ley  fué  luego  modificada  en  parto. 

La  ley  3*.  tít.  20,  lib.  9  de  la  Novísima 
Recopilación,  promulgada  por  Carlos  III 
en  1792  dice  así:  "Habiéndome  represen- 
tado el  Director  General  de  minas  los  in- 
convenientes (|ue  podían  resultar  de  mi 
Real  cédula,  expedida  en  26  de  diciembre 
de  1789  ,sobre  las  mina  de  carbón  de  pie- 
dra á  consecuencia  de  mi  Real  Orden  de 
28  de  noviembre  del  mismo  año;  he  re- 
suelto, que  ínterin  apruebo  ¡a  nueva  or- 
denanza general  de  minas,  que  mandaré 
extender  coa  atención  al  estado  actual 
de  este  rnmo,  subsista  lo  dispuesto  en  la 
cédula  citada,  con  declaración  de  que  se 
permita  á  cualquiera  hacer  calas  y  catas 
para  buscar  minas,  pagando  los  daños  A 
los  dueñosde  los  terrenos,  si  efectivamen- 
te los  causaren,  y  ííe  que,  descubierta  que 
sea  la  mina,  si  el  dueño  del  terreno  qui- 
siere beneñciarla,  sea  preferido,  con  tal 
que  lo  ejecute  con  arreglo,  modo  y  arte 
y  dentro  de  seis  meses  después  que  se  le 
haya  hecho  saber  el  descubrimiento  de 
ella,  haciéndola  producir  todo  el  fruto  de 
que  sea  capaz;  y  si  no  quisiere  ó  no  se 
hallare  en  disposición  de  hacerlo,  se  ad- 
judique al  descubridor  teniendo  propor- 
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ción  (le  ejecutarlo  él,  v  si  no  á  ({üien  la 
tenga;  contríbarcndo  al  dueño  del  terre- 
no pur  razón  del  qac  se  le  ocupe  con  la 
misma  mina  y  edificios  dependientes  de 
ella  que  sean  necesarios,  un  diez  por  cien- 
to del  carbón  ({ue  se  saque,  deducidos 
gastos,  ó  bien  ajustándose  con  él  alzada- 
mente en  un  tanto  anual  por  el  arrenda- 
miento del  terreno^  miéntras  subsista  la 
mina;  y  en  caso  de  no  convenirse  entre  sí 
en  ninguno  de  estos  medios,  (jue  se  tase 
el  terreno  en  venta  considerando  su  su- 
perficie y  lo  que  haya  sobre  ella  y  se  pa- 
gue el  capital  ó  se  contribuya  á  su  dueño 
con  el  interés  de  ¿1  á  razón  de  cinco  por 
ciento  al  año  y  que  todo  esto  se  entienda 
con  las  minas  de  carbón  de  piedra  que  se 
hayan  descubierto  ó  descubrieren  desde 
la  data  de  la  cédula  referida  en  adelante, 
y  no  con  las  que  se  1>eneñciaban  antenor- 
mcnte,  las  cuales  han  de  seguir  en  el  píe 
(|ue  se  empezaron  á  beneficiar,  sin  que  na- 
die pueda  embarazarlo  ni  molestar  á  los 
beneficiadores  hasta  que  se  hagay  aprue- 
be la  nueva  ordenanza:  y  también,  que 
esto  se  entienda  con  las  minas  de  la  mis- 
ma esi}ecie  (|ue  estén  en  terrenos  de  par- 
ticulares y  no  con  las  que  se  hallen  en  te- 
rrenos comunes,  los  cuales  desde  luego  se 
han  de  adjudicar  á  los  descubridores  re- 
sarciendo éstos  al  lugar  ó  Concejo  á 
quien  pertenezca  el  usufructo,  el  beneficio 
que  de  ellos  sacaban  en  pastos,  leñas  ó 
de  otro  modo,  ajusta  tasación," 

Propendió  esta  ley  á  que  fueran  efecti- 
vamente trabajadas  las  minas  de  car^ 
bón;  pero  sus  disposiciones,  que  dejaron 
siempre  á  salvo,  y  con  especial  cuidado, 
el  derecho  del  propietario  del  suelo,  de- 
bían regir  únicamente  mientras  se  dicta- 
ba la  ordenanza  que  delMa  reglamentar 
esta  propiedad  carbonífera,  aparte  y  con 
completa  separación  de  la  propiedad  mi- 
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ñera.  Esta  ordenanza,  á  la  cual  se  alude 
para  establecer  su  preferencia  sobre  las 
leyes  generales  de  minas,  fué  la  ley  4*  del 
mismo  título,  dictada  dos  años  más  tat^ 
de,  el  24-  de  agosto  de  1792.  La  ley  3* 
tuvo  vida  efímera  y  objeto  simplemente 
transitorio. 

Veamos  las  diaposiciones  de  la  ley  4-^. 

Ante  todo,  en  el  preámbulo  de  esta 
ley,  se  dejó  establecido  que  la  cuestión  de 
las  minas  de  carbón  de  piedra  había  sido 
estudiada  lu  bastante  para  dejar  senta- 
das sus  b^es  en  el  sentido  del  amplio  y 
explícito  reconocimiento  del  derecho  de 
propiedad  del  dueño  del  suelo,  y  para  se- 
pararla en  absoluto  de  las  Ordenanzas 
mineras. 

"Juzgando  el  Consejo,  dice  la  ley,  que 
el  asunto  de  minas  de  carbón  de  piedra 
tiene  va  toda  la  instrucción  y  claridad 
necesarias  para  determinarle  deñnitiva^ 
mente  con  separación  de  todas  las  demás 
minas;  y  que  el  bien  común  del  Keyno  y 
el  derecho  sagrado  déla  propiedad  piden 
que  se  simplifique,  ejccusando  formalida* 
des  y  reglamentos  ociosos  qtie  le  puedan 
embarazar,  y  Bando  enteramente  sus 
progresos  al  interés  reciproco  de  los  pro^ 
pietarios,  de  los  beneficiadores  y  del  co- 
mercio, he  tenido  á  bien  resolver  y  man- 
dar lo  siguiente." 

Bn  los  dos  años  trascurridos  desde  que 
el  Rey  expidió  su  cédula  de  13  de  sep- 
tiembre de  1790,  se  había  hecho  un  estu- 
dio detenido  del  asunto  de  las  minas  de 
carbón  de  piedra  para  llegar  á  la  conclu- 
sión de  que  era  necesario  determinarle 
definitivamente  con  separación  de  todas 
las  demás  minas  y  reconociendo  en  abso- 
luto el  derecho  sagrado  de  propiedad  de 
los  daefios  del  terreno  sobre  el  carbón 
que  en  él  pudiera  existir  y  para  iiar  ente- 
ramente en  cuanto  á  su  explotación  en  el 
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interés  reciproco  de  los  propietarios,  de 
los  beneticiadores  y  del  comercio." 

Este  propósito  se  consagra  en  efecto, 
ampliamente  en  los  diversos  capítulos  de 
la  ley: 

"I.  Que  sin  embargo  de  la  inteligencia 
que  se  baya  dado  ó  pueda  dar  A  las  leyes 
y  ordenanzas  en  cuanto  á  que  toda  espe- 
cie de  minas,  aunque  no  estén  expresa' 
mente  nombradas  en  ellas  pertenecen  á 
¡a  Corona,  las  db  carbón  db  piepra 
sean  de  libre  aprovechamiento,  como  lo 
son  por  antigua  costumbre  las  de  hierro 
y  otras  substancias  que  se  extraen  del  se- 
no de  la  tierra.*' 

Por  más  que  en  la  calificación  de  minas 
y  en  el  campo  de  acción  abarcado  por 
las  leyes  y  ordenanzas  de  minas,  haya 
podido  estimarse  comprendidas  las  mi- 
nas de  carbón  de  piedra  y  considerarse 
éstas  propiedad  de  la  Corona,  decía  el 
Rey,  declaro  que  son  de  Ubre  aprove- 
chamiento, es  decir,  que  no  alcanzan  á 
ellas  las  disposiciones  de  dichas  leyes  y 
ordenansas. 

Y  la  declaración  2*, -en  este  mismo  ór- 
den  de  ideas  es  todavía  más  decisiva: 

"II.  Pero  la  Corona  conservará  la  su- 
prema Regalía  de  incorporar  en  sí  la  mi- 
na ó  minas  que  necesitare  ó  la  que  con- 
viniere para  el  uso  de  la  Marina  Real, 
fundiciones,  máquinas  y  otro  cualquier 
objeto  del  servicio  público.  Las  que  estu- 
vieren en  terrenos  baldíos  se  incorpora- 
rán sin  recompensa,  pero  si  fueren  de 
Consejos,  Comunidades  ó  propietarios 
particulares,  se  Ies  satisfará  su  justo  va- 
lor." 

£s  decir,  que  la  corona  se  reservaba 
sólo  el  derecho  de  expropiación,  median- 
te la  correspondiente  indemnización  al 
propietario  del  justo  valor  de  la  mina 
que  necesitara  para  fínes  de  pública  utili- 


dad, lo  que  importaba  reconocer  en  la 
forma  más  grave  é  importante  el  derecho 
de  propiedad  del  dueño  del  suelo,  pues  si 
las  minas  de  carbón  hubieran  estado  re- 
gidas por  los  mismos  principios  que  las 
minas  metálicas,  tal  expropiación  é  in- 
demnización no  habrían  tenido  razón  de 
ser.  La  ley  5  del  mismo  título  que  es  sim- 
plemente declaratoria  de  la  anterior,  de- 
cía expresamente:que  "aunque  la  Cui'ouu 
conservará  la  suprema  Regalía  que  la 
pertenece,  de  incorporar  en  sf  algunas  de 
las  expresadas  minas,  no  lo  ejecutará  si- 
no en  caso  de  necesidad,  satisfaciendo  al 
dueño  de  ellas  su  justo  valor  ó  admi- 
tiendo la  cesión  que  expontáneamente  se 
la  baga",  lo  que  importa  un  nuevo  reco- 
nocimiento del  derecho  del  propietario 
del  suelo. 
Contínnaba  ta  ley: 

"IIL  Los  dueños,  directos  propietarios 
de  los  terrenos  donde  haya  minas  de 
carbón,  sean  Consejos,  Comunidades  ó 
particulares,  las  podrán  descubrir,  labo- 
rear y  beneficiar  por  sí  propios,  ó  permi- 
tir que  otros  lo  ejecuten,  arrendarlas  ó 
venderlas  á  su  arbitrio,  sin  más  licencia 
ni  formalidad  que  la  que  necesitarían  pa- 
ra beneñciar,  arrendar  6  vender  el  terre- 
no que  las  contenga;  haciéndose  todo 
por  contratos  y  avenencias  libres;  en  que 
las  partes  se  concierten  entre  sí  sobre  las 
condiciones,  el  tiempo  y  el  precio,  ó  por 
almonedas  públicas  cuando  los  terrenos 
sean  concejiles  y  en  los  demás  casos  que 
previenen  las  leyes." 

De  modo  que,  según  esta  declaración, 
para  el  Monarca  español,  el  propietario 
del  suelo  podía  disponer  de  los  yacimien- 
tos carboníferos  existentes  en  su  propie- 
dad, venderlos,  arrendarlos  ó  trabajarlos 
en  la  mismísima  condición,  en  la  mismí- 
sima forma  y  con  iguales  derechos  que 
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disponía,  vendía,  arrendaba  ó  trabajaba 
el  suelo  en  que  se  encontraban. 

Ahora  bien,  esta  declaración  importaba 
en  el  hecho  establecer  que  en  materia  de 
propiedad  carbonífera  no  eran  las  leyes 
.especiales,  las  requeridas  por  una  propie- 
dad también  especial,  las  que  debían  apli* 
carse,  sino  las  leyes  del  fuero  común:  las 
disposiciones  de  la  legislación  sustantiva, 
de  la  legislación  civil,  y  no  las  de  la  legis- 
lación minera.  Decir  que  el  propietario 
de  una  mina  de  carbón,  era  tan  propieta- 
rio de  él  como  del  suelo  que  lo  contenía, 
equivalía  únicamente  á  reconocer  que  en 
el  ejercicio  efectivo  de  su  dominio  el  pro- 
pietario del  suelo  se  hacía  dueño  del  car- 
bón que  contenía;  y  al  decir  que  podría 
el  propietario  trabajar  ó  negociar  las  mi- 
nas carboníferas  en  la  misma  forma  en 
que  podía  trabajar  su  propiedad,  en  la 
misma  forma  en  que  podía  cortar  la  yer- 
ba de  sus  campos,  se  decía  tan  sólo  que 
al  hacerlo  el  propietario  ejercía  lisa  y  lla- 
namente su  derecho  de  dominio. 

I«os  capítulos  siguientes  de  esta  ley  se 
referían  á  ciertas  franquicias  y  principal- 
mente á  la  navegación  de  cabotaje  para 
facilitar  el  comercio  del  carbón  de  piedra. 
La  última  declaración  que  contiene  esta- 
blece, sin  embargo,  algo  que  es  importante 
recordar.  Üecía  **IX.  Mediante  estas  de- 
claraciones, de  las  cuales  la  primera,  se- 
gunda y  tercera  tendrán  fuerza  de  ley, 
quedarán  anuladas  las  leyes  y  ordenan- 
zas que  hablan  de  minas  y  las  cédulas, 
decretos  y  órdenes  que  tratan  especial- 
mente de  lasde  carbón  de  piedra,  en  cuan- 
to unas  y  otras  sean  contrarías  á  lo  que 
aquí  se  establece,  permaneciendo  én  lo 
demás  en  su  ñierza  y  vigor." 

Derogó,  por  lo  tanto,  esta  ley  las  dis- 
posiciones de  las  anteriores  que  permitían 
hacer  trabajos  de  descubrimiento  de  mi- 


nas de  carbón  y  que  autorizaban  para 
adjudicar  su  laboreo  á  los  descubridores 
en  caso  de  no  querer  trabajarlas  el  pro- 
pietario del  suelo.  Las  declaraciones  I,  II 
y  III,  con  fuerza  de  ley,  según  esta  disposi- 
ción ñnal,  sustituyeron  á  toda  la  legisla- 
ción anterior  en  materia  de  minas  de  car- 
bón, dejando  perfectamente  establecida  y 
deslindada  esta  cuestión  de  la  propiedad 
de  estas  minas  y  excluida  del  derecho  de 
regalía  y  úe  dominio  eminente  qu^  el  Mo- 
narca español  se  había  reservado  en  las 
minas  metálicas.  ' 

Estas  leyes  son  todas  ellos  posteriores 
á  las  Ordenanzas  de  Nueva  España,  y  sir- 
ven no  sólo  para  explicar  su  alcance,  sino 
para  manifestar  la  diferencia  de  legisla- 
ción adoptada  respecto  de  los  minos  de 
carbón.  Estas  leyes  del  título  20  de  la 
No\'ísima  Recopilación  son  el  comentario 
más  elocuente  que  podría  darse  sobre  el 
alcance  de  los  leyes  mineros  en  sus  rela- 
ciones con  la  propiedad  carbonífera. 

Según  la  legislación  española, /a.s  minas 
de  carbón  pertenecían  al  dueño  del  suelOf 
y  no  les  eran  aplicables  las  disposiciones 
de  las  Ordenanzas  de  Minería  que  regla- 
mentaban la  propiedad  minera. 

Esta  era  ta  legislación  existente  cuando 
Chile  se  independizó  de  España. 

Las  leyes  y  disposiciones  patrias,  onte- 
ríores  al  Código  de  1884,  no  alteraron  en 
lo  más  mínimo  esos  príncipios. 

La  primera  de  ellas  que  tiene  impor- 
tancia á  este  respecto  es  el  decreto  de  no- 
viembre de  1825  que  dice: 

"Santiago,  noviembre  7  de  1825. — Con- 
sultado el  Gobierno  por  el  Gobernador 
Intendente  de  la  provincia  de  Concepción 
sobre  el  modo  y  forma  conqne  ha  de  pro- 
ceder en  la  concesión  de  mercedes  de  mi- 
nerales  de  cárbón  que  frecuentemente  se 
solicita  por  los  que  quieren  emprender 


Digitized  by 


14 


SSGUNTIA  PARTB.— SBCCI/Sn  SRGUNRA 


este  género  de  industria  y  desean<lo  dar 
á  este  trabajo  toda  la  libertad  posible 
quiténdolelas  trabasque  pudieran  entot- 
pecerh,  si  se  siguiesen  las  reglas  preveni- 
das en  la  Ordenanza  de  Minería  para 
los  denuncios  de  minas  de  metal  abando- 
nadasylasqtie  nuevamente  se  descubran, 
atendiendo  al  dictamen  que  han  abierto 
sobre  el  particular,  los  ciudadanos  don 
Juan  Hgaña  y  don  Manuel  Salas  y  á  lo 
dispuesto  porel  ministerio  fiscal  ha  acor- 
dado y  decreta: 

**!''  7^oíía  mina  de  carbón  fiertenece  en 
dominio  y  propiedad  al  dueño  del  terreno 
en  que  se  encuentra. 

"3^  Los  que  quisieran  explotarla  se  en- 
tenderán directamente  con  los  prupieta- 
rioR  para  comprarla,  arrendarla  6  hacer 
el  cf)ntrato  que  mejor  convengan  entre  sí. 

"3*  Las  minas  que  se  encuentren  en  te- 
rrenos baldíos  6  perteneciefltes  á  propios 
de  alguna  ciudad  siguen  la  misma  regla 
del  artículo  1^  y  para  enajenarlas  se  sa- 
carán á  remate,  observándose  todas  las 
disposiciones  prevenidas  por  las  leyes 
parfi  la  venta  ó  arrendamiento  de  bienes 
nacionales. 

"Trascríbase  en  contestación  y  para 
que  esta  resolución  sirva  de  regla  general 
en  lo  sucesivo,  dése  al  Boletín. — Freiré. 
—Gandaríllas." 

Se  percil>e  A  la  primera  lectura  la  con- 
formidad de  este  decreto  con  la  ley  4*  del 
título  20  del  libro  9'  de  la  Novísima  Re- 
copilación. 

Don  Carlos  García  Huidobro  que  dedi- 
có á  estas  cuestiones  mineras  especial 
atención,  uniendo  á  sus  conocimientos  en 
la  legislación  minera  los  de  la  práctica 
adquirida  en  su  profesión  de  minero,  al 
criticar  precisamente  el  sistema  adopta- 
do por  la  legislación  en  orden  á  la  pro- 


piedad carbonífera,  decía  en  so  proyecto 
de  Código  de  Minería,  después  de  hacer 
referencia  al  articulo  591  del  Código  Civil 
y  de  reproducir  el  decreto  del  año  1825. 

"Tal  es  el  título  del  derecho  de  propie- 
dad de  los  dueños  del  terreno  á  los  depó- 
sitos carboníferos.  Un  simple  decreto  del 
gobierno  deroga  una  ley,  y  sin  que  sea 
sancionado  por  el  Congreso;  y  los  legis- 
ladores del  Código  de  Minas  actual,  con- 
tra lo  dispuesto  en  las  Ordenanzas  de 
Minas,  y  contra  el  artículo  591  del  Có- 
digo Civil,  adoptaron  la  disposición  del 
decreto  gubernativo."  En  esta  referencia 
á  las  Ordenanzas  de  Minas,  incurre  el  se- 
ñor García  Huidobro  en  un  error,  puesto 
que  ellas  no  regían  en  materia  decarbón, 
sino  las  leyes  de  la  Novísima  Recopila- 
ción que  he  analizado;  pero  su  opinión  es 
bien  explícita  en  cuanto  al  alcance  de 
aquel  decreto  y  del  Código  de  1874. 

La  segunda  resolución  es  el  decreto  de 
31  de  octubre  de  1834.  En  él  se  dice: 

"Santiago,  octubre  31  de  1834.— Oído 
el  dictamen  del  Consejo  de  Estado  y  con- 
siderando que  el  decreto  de  7  de  noviem- 
bre de  1825,  inserto  en  el  número  19  libro 
2'  del  Boletín,  no  está  en  armonía  con 
las  disposiciones  de  la  Ordenanza  de  Mi- 
nería, ni  con  las  leyes  vigentes  del  título 
20  libro  9'  de  la  Novísima  Recopilación, 
vengo  en  declararlo  insubsistente  para 
que  las  citadas  disposiciones  y  leyes  que- 
den en  su  vigor  y  observancia.— Anótese, 
comuniqúese  y  publíquese.  —  Prieto.  — 
José  Tocornai:'— (Boletín  6'  pág.  1fi6 
núm.  93), 

Esta  disposición  no  introdujo  innova- 
ción alguna,  pues  íiunque  declaraba  in- 
subsistente el  decreto  del  año  1825,  orde- 
naba respetarlas  leyes  vigentes  del  título 
20  libro  9'  de  la  Novísima  Recopilación, 
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y  sólo  hacia  una  apreciación  equivocada 
de  la  falta  de  armonía  que  suponia  entre 
dichas  leyes  y  el  decreto. 

Bn  25  de  febrero  de  1854.  se  dictó  la 
ley  siguiente: 

"Artículo  único.-  Se  declara  que  las 
minas  y  depósitos  de  azufre,  cal  y  sustan- 
cias análogas^  no  se  hallan  comprendidas 
entre  las  sustancias  denunciables  de  que 
trata  el  artículo  22  título  &^  de  la  Orde- 
nanza de  Minas.— MoNTT.  —José  María 
Berganzar— [Boletín,  libro  22  pfip.  604 
núm.  435. ) 

Las  expresiones  de  esta  ley,  "sustancias 
análogas",  se  refieren  evidentemente,  en- 
tre otras,  al  carbón.  Así  se  desprende,  á 
lo  menos,  de  los  antecedentes  que  sir\'ie- 
ron  de  base  á  la  elaboración  de  la  ley;  y 
ella  viene  á  robustecer  la  afirmación  de 
que  el  carbón  no  se  halla  comprendido 
entre  las  substancias  (/enunc/Ab/es  de  que 
trata  el  artículo  22,  título  6'' de  las  Orde- 
nanzas de  Minas. 

Vienen  en  seguida  los  Códigos  de  Mi- 
nería que  sustituyeron  á  la  legislación 
española.  Había  sido  ésta  objeto  de  di- 
versos estudios  en  que  se  trataba  de  adop- 
tar un  Código  que  guardara  conformi- 
dad con  el  progreso  alcanzado  por  la  in- 
dustria minera  y  con  las  exigencias  de  un 
país  esencialmente  minero  como  el  nues- 
nuestro.  Desde  1864  se  trató  de  la  pre- 
paración de  un  Código  de  Minería;  pero 
como  los  miembros  de  las  comisiones  á 
quienes  fué  entregada  la  ejecución  de  es- 
tos trabajos,  no  dieron  término  á  sus  ta- 
reas, nada  se  hizo  por  entonces. 

En  1873,  don  José  María  Cabezón, 
preparó  un  proyecto  de  Código  de  Mine- 
ría, y  el  Gobierno  nombró  para  su  revi- 
sión una  comisión  compuesta  de  los  se- 
ñores Fabres,  Lira,  Cabezón  y  Saldías. 
Esta  comisión,  A  la  cual  asistió  el  Presi- 


dente de  la  República,  don  Federico  Errá- 
zuriz,  se  dedicó  con  interés  al  trabajo, 
discutiendo  precisamente  la  cuestión  de 
la  denunciabtlidad  de  las  minas  de  car- 
bón, 6  sea  de  la  conveniencia  de  someter 
los  yacimientos  carboníferos  á  la  legisla- 
ción especial  minera.  £1  señor  Saldías,  co- 
mo resultado  de  esas  discusionea,  prepa- 
ró un  contra -proyecto,  el  cual  fué  al  fin 
aprobado  por  la  comisión  y  presentado 
al  Congreso  porel  Presidente  de  la  Repú- 
blica. Los  autores  del  proyecto  no  creye- 
ron que  debía  modificarse  nada  en  el  sis- 
tema existente  en  orden  á  las  minas  de 
carbón.  De  su  opinión  quedó  constancia 
en  el  mensaje  pasado  á  las  Cámaras,  so- 
metiéndoles su  trabajo. 

"La  explotación  délas  sustancias  car- 
boníferas y  terrosas,  dice  el  mensaje,  se 
encuentra  en  relaciones  tan  diferentes  de 
las  metálicas  respecto  de  la  propiedad 
superficial,  que  no  es  {)osible  confundirlas 
todas  en  una  misma  disposición. 

"Si  la  explotación  de  las  sustancias  mi- 
nerales, en  general,  no  puede  ejecutarse 
en  ningún  caso,  sin  detrimento  de  la  pro- 
pied.'ul  superficial,  no  le  exigen  todas,  sin 
embargo,  iguales  sacrificios  ni  le  infieren 
idéntico  gravamen.  Mientras  que  la  ex- 
plotación de  las  masas  metálicas,  por  la 
esterilidad  de  los  lugares  donde  general- 
mente se  encuentran  situadas  en  nuestro 
territorio  y  por  la  forma  de  su  yacimien- 
to, apenas  exige  de  la  propiedad  superfi- 
cial {lequeños  sacrificios  que  la  ley  puede 
imponer  como  servidumbres  prediales, 
los  lechos  ó  depósitos  carboaiferos  que 
se  dilatan  en  capas  horizontales  de  gran 
extensión,  bajo  de  terrenos  aprovecha- 
bles las  más  veces  para  la  agricultura, 
exigirían  no  ya  la  constitución  de  sim- 
ples servidumbres,  sino  sacrificios  mucho 
mayores,  expropiaciones  completas,  que 


Digitized  by 


Google 


16 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  SEGUNDA 


la  ley  general  no  podría  imponer  sin  gra- 
ves inconvenientes... 

"En  el  conflicto  de  ambas  propiedades 
no  es  prudente  establecer  siempre  el  sa- 
criécio  de  una  de  ellas,  ni  conñar  á  la  ad- 
ministración pública  el  cuidado  de  dictar 
para  cadacaso  determinado  una  decisión 
especial,  decisión  siempre  difícil  y  expues- 
ta á  arbitrariedades  y  peligros  de  más 
de  un  género.  £1  interés  particular,  idén- 
tico en  este  caso  al  interés  público,  es  el 
mejor  juez  á  quien  puede  confiar  la  ley 
semejante  decisión.  Nadie  está  en  mejor 
situación  que  el  propietario  del  terreno 
par^  Juzgar  acertadamente  cuáí  de  las 
propiedades  es  ¡a  que  conviene  sacriñcar, 
cuál  de  las  explotaciones  la  que  conviene 
emprender. 

"La  práctica  de  ese  sistema  noba  ve- 
nido basta  el  día  á  revelarnos,  por  otra 
parte^  ningún  grave  inconveniente  y  es 
por  lo  menos,  aventurado  el  variarlo." 

Y  consecuente  con  estas  declaraciones, 
el  artfculo  1^  establecía  que  la  explota- 
ción  del  carbón  cede  al  dueño  del  suelo. 

No  se  podía  reconocer  en  términos  más 
claros  el  derecho  del  propietario  del  sue- 
lo al  goce  exclusivo  y  al  laboreo  délos 
yacimientos  carboníferos  que  su  terreno 
podía  contener:  la  explotación  del  car- 
bón cede  al  dueño  del  suelo. 

Este  proyecto  no  fué  discutido  deteni 
daroente  en  el  Congreso.  Se  nombró  una 
comisión  que  hizo  algunas  modificacio- 
nes, y  presentó  al  fin  un  proyecto  de  ley 
aprobatorio  en  que  se  contienen  esas  mo- 
dificaciones. La  ley  quedó  en  la  forma  si- 
guiente: 

"Artículo  primero.— Son  objeto  del 

presente  Código  las  minas  de  oro,  plata, 
cobre,  platina,  mercurio,  plomo,  zinc,  bis- 
muto, cobalto,  níquel,  estaño,  antimo- 
nio, arsénico,  hierro,  manganeso,  molib- 


deno,  piedras  preciosas:  cualquiera  que 
sea  la  forma  del  lecho  ó  yacimiento  en 

que  se  encuentren,  siempre  que  requie- 
ran  para  su  explotación  trabajoy  opera- 
ciones que  puedan  califícarsede  industria 
minera  arreglada  á  las  condiciones  del 
arte.** 

*'La  explotación  del  carbón  y  demás 
fósiles  no  comprendidos  enel  inciso  ante- 
rior, CEDE  AL  DUETÜO  DEL   SUELO,  quhn 

sólo  estará  obligado  á  dar  aviso  de  ella 
á  la  autoridad  administrativa. 

"Las  disposiciones  de  los  títulos  10, 
12,  14  alcanzarán  también  á  estas  mi- 
nas en  lo  relativo  á  la  seguridad,  orden 
y  arreglo  de  las  explotaciones." 

En  el  inciso  primero  de  este  artículo  se 
expresa  cuáles  son  las  sustancias  objeto 
del  Código  de  Minería;  y  después  de  una 
prolija  enumeración,  se  agrega,  como  con- 
testación á  lo  establecido  en  el  artículo 
591  del  Código  Civil,  que  la  explotación 
del  carbón  y  demás  fósiles  rio  compren- 
didos enel  inciso  anterior,  cede  al  dueño 
del  suelo,  quien  sólo  estáobligado  á  dar 
aviso  de  ella  á  la  autoridad  administra- 
tiva. 

El  carbón  de  piedra  y  demás  fósiles  no 
comprendidos  en  el  inciso  1^  del  artículo 
1*'  quedaban,  por  lotanto,  excluidos  del 
Código  de  Minería,  y  no  se  imponía  á  los 
explotadores  de  esas  sustancias  sino  un 
simple  aviso  á  la  autoridad  administra- 
tiva, para  que  ella  ejerciera  la  vigilancia 
necesaria  en  las  explotaciones.  Para  ma- 
yor claridad  aún,  agregaba  el  artículo 
l*'  que  las  disposiciones  de  los  títulos 
10, 12  y  14  alcanzaban  también  á  esas 
minas  en  lo  relativo  á  la  seguridad,  or- 
den y  arreglo  de  las  explotaciones. 

Basta  examinar  el  contenido  de  los  tí- 
tulos indicados  para  que  se  vea  que  el 
Código  de  1874  no  sometió  las  minas 
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de  carbón  á  sus  disposiciones,  sino  única 
y  exclusivamente  respecto  de  la  seguri- 
dad, orden  y  arreglo  de  sus  explota- 
ciones. 

Hl  título  10  habla  de  las  condiciones  á. 
f|ue  debe  ajustarse  el  laboreo  de  las  mi- 
nas; el  12  de  los  injenieros  del  Estado  y 
peritos  de  minas;  y  el  14  del  arrenda- 
miento por  tiempo  de  servicios  de  ope- 
rarios. Ni  las  disposiciones  referentes  ú 
la  propiedad  minera,  ni  las  relativas  á 
la  enajenación  y  prescripción  en  mate- 
rias de  minas  6  de  las  sociedades  mine- 
ras, ni  tampoco  las  referentesálosavfos, 
á  los  jueces  de  minas  y  á  la  ejecución  so- 
bre minas  (reglas  estas  últimas  que  no 
han  sido  modificadas  por  el  Código  de 
1888),  eran  aplicables  ¿las minas  de  car- 
bón. Los  únicos  títulos  que  la  legislatura 
ordenaba  aplicar  á  esas  minas  (tieron  los 
títulos  10,  12  y  14,  lo  que  excluía,  por 
lo  tanto,  la  aplicación  de  toda  otra  dis- 
posición del  Código. 

La  legislación  minera  es  una  legislación 
especial,  es  una  legislación  de  excepción, 
como  quiera  que  se  aparta  de  los  princi- 
pios generales  que  gobiernan  la  propie- 
dad ciytl.  El  artículo  591  de  nuestro  Có- 
digo Civil,  al  hacer  en  beneficio  del  Esta- 
do, una  reserva  sobre  el  dominio  de  las 
minas,  no  ha  intentado  dar  al  Estado  el 
dominio  útil,  sino  separar  de  la  propie- 
dad territorial  la  riqueza  minera  para 
entregarla  al  laboreo,  explotación  y  tra- 
bajo de  todos  aquellos  que  quisieran  de- 
dicar su  actividad  áesa  industria.  Con- 
sagrando, hasta  cierto  punto,  una  expro- 
piación de  los  derechos  del  propietario 
del  suelo,  ha  dado  á  los  no  propietarios 
el  medio  de  poder  adquirir  la  propiedad 
minera. 

El  Código  de  Minería  debía  natural- 
mente fijar  el  alcance  de  esta  declaración 

APKLACIO.NES 


del  artículo  591  del  Código  Civil,  y  por 
eso  el  Código  de  1874,  dijo  cuáles  eran 
las  minas  objeto  de  este  Código;  y,  al 
declarar  expresamente  que  no  eran  ob- 
jeto del  Código  las  minas  de  carbón,  las 
dejó  entregadas  naturalmente  al  derecho 
común.  No  se  contentó  con  esto  solo,  sin 
embargo,  puesto  que  buscó  una  expre- 
sión que  no  dejara  duda  sobre  el  alcance 
de  la  disposición  legal;  y,  al  decir  que  la 
explotación  del  carbón  y  demás  fósiles, 
cede  al  dueño  del  suelo,  reprodujo  la  dis- 
posición de  la  ley  4  título  20 libro  9  déla 
Novísima  Recopilación:  "Los  dueños,  di- 
rectos propietarios  de  los  terrenos  donde 
haya  minas  de  carbón,  las  podrán  des- 
cubrir, laborear  y  Ijeneficiar  por  sí  pro- 
pios, ó  permitir  que  otros  lo  ejecuten, 
arrendándolas  ó  vendiéndolas  á  su  arbi- 
trio, sin  más  licencia  ó  formalidad  que 
las  que  necesitarían  para  beneficiar,  arren- 
dar ó  venderel  terreno  que lascontenga." 
No  innovó,  pues,  el  Código  de  1874,  res- 
pecto de  las  minas  de  carbón,  los  princi- 
pios de  la  legislación  española. 

En  cuanto  á  la  constitución  de  la  pro- 
piedad minera,  había  conservado  este 
Código  el  principio  del  pueble  y  despue- 
ble, 6  sea  el  trabajo  constante  y  el  de- 
nuncio para  el  caso  de  no  ser  trabajadas 
las  minas.  En  cuanto  á  la  medida  de  las 
pertenencias,  había  adoptado  un  térmi- 
no medio,  un  sistema  mixto,  mantenien- 
do la  regla  de  las  Ordenanzas  de  Nueva 
España  respecto  de  las  minas  de  plata,  y 
adoptando  respecto  de  las  minas  de  cobre 
los  planos  paralelos  al  recuesto  de  la  ve- 
ta, como  límites  de  la  propiedad  minera. 
A  aquellos  principios  se  atribuía  por  los 
hombres  prácticos  el  atraso  de  la  mine- 
ría eniel  país;  y  de  la  disensión  habida  al 
rededor  de  esas  ideas  nació  el  movimien- 
to para  una  reforma. 
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En  7  de  julio  de  1883,  con  el  objeto  de 
dirigir  este  mismo  movimiento,  se  dictó 
un  decreto  en  que  se  nombraba  una  co- 
misión encargada  de  examinar  y  estu- 
diar la  situación  económica  é  industrial 
de  la  minería  del  país,  las  contribuciones 
que  la  gravan,  los  medios  de  modiñcar  6 
reemplazar  á  éstas  y  He  proponer  al  Go- 
bierno aquellas  medidas  de  fomento  y 
desarrollo  que  conviniere  adoptar  á  este 
fín.  Se  propuso  además,  á  esta  comisión 
el  estudio  de  la  conveniencia  de  estr.ble- 
cer  una  Sociedad  Nacional  de  Minería 
con  funciones  análogas  á  la  que  existía 
para  la  industria  agrícola. 

I.a  Sociedad  Nacional  de  Minería  fué 
luego  creada,  y  á  ella  corresponde  la  di- 
rección de  los  estudios  relativos  á  la  re- 
forma minera.  Después  de  oir  distintas 
opiniones,  preparó  un  cuestionario  re- 
dactado por  el  señor  Cruchaga,  en  el  cual 
se  contienen  esas  ideas:  "Pasa  la  comi- 
sión á  redactar  el  cuestionario  que  nece- 
sariamente tiene  que  ser  extenso,  y  que 
en  lo  posible  arregla  al  método  del  Có* 
digo. 

"Lo  dividirá  en  varios  números  empe- 
zando por  ocuparse  de  los  cinco  primeros 
artículos  que,  por  referirse  á  la  constitu- 
ción de  la  propiedad  minera,  vienen  á  ser 
como  el  eje  sobre  el  cual  giran  tT)dnR  las 
disposiciones  del  Código. 

"Algunos  han  notado  con  relación  á 
ellos: 

"1'  Que  por  ser  taxativa,  según  clara- 
mentequedó  demostradoen  la  discusión, 
la  enumeración  de  minerales  metálicos 
que  contiene  la  ])rimera  parte  del  artícu- 
lo 1^,  quedan  fuera  de  la  acción  del  Có- 
digo numerosos  minerales  metálicos  co- 
nocidos en  la  industria  y  que  pueden  en- 
contrarse en  Chile,  y  algunos  de  los  que 
han  sido  trabajados  en  el  país; 


"2'  Que  el  precepto  referente  al  carbón 
de  piedra  y  demás  fósiles  no  comprendi- 
dos en  la  enumeración  de  la  primera  par- 
te del  artículo  1^,  al  aplicar  á  estas  sus- 
tancias tan  sólo  lo  que  á  propósito  de 
segundad,  orden  y  arreglo  de  las  explo- 
taciones está  dispuesto  en  los  títulos  10, 
12  y  14,  y  al  adjudicar  todos  los  fósi- 
les al  dueño  del  suelo,  sin  dar  ninguna 
otra  regla,  en  ocasiones  puede  ser  causa 
de  que  se  prive  al  propietario  laborioso 
del  derecho  para  extender  sus  labores 
debajo  del  mar  ó  de  los  álveos  de  los 
ríos,  en  otras  puede  amparar  el  despego 
por  la  industria  que  tienen  machos  de 
los  propietarios  de  la  superficie  y  en  ge- 
neral no  satisface  cumplidamente  las  exi- 
gencias y  seguridades  de  la  explotación 
minera,  que  en  minas  de  carbón,  son  de 
tan  extrema  importancia... 

"4'  Que  hay  necesidad  de  rehacer  ó  de 
hacer  toda  la  legislación  sobre  estas  ma- 
terias." 

¥  de  estas  observaciones  deducen  las 
siguientes  preguntas  en  lo  referente  al  car- 
bón de  piedra; 

"1^  ¿  Debe  mantenerse  en  toda  su  exten- 
sión el  derecho  del  propietario  de  la  super- 
ficie sobre  los  depósitos  interiores,  ó  con- 
viene permitir  la  constitución  de  la  pro- 
piedad minera  á  favor  de  quien  manifieste, 
si  el  propietario  no  trabaja  en  cierto 
plazo? 

"2^  ¿Conviene  entregará  los  particula- 
res 6  reservar  los  depósitos  carboníferos 
en  terrenos  fiscales? 

"3*  ¿Conviene  ó  no  ceder  á  los  propie- 
tarios de  minas  de  carbón  el  que  hay  de- 
bajo del  mar  ó  de  los  álveos  de  los  ríos 
públicos? 

"¿En  qué  forma  y  bajo  qué  condiciones 
se  debe  hacer  esta  cesión? 
"¿Se  tomará  como  base  la  prolongación 
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de  las  líneas  que  delimiten  la  propiedad 
particular? 

"¿Convendrá  cuando  los  propietarios 
riberanos  no  trabajen  el  carbón,  consti- 
tuir contra  ellos  servidumbres  para  hacer 
el  laboreo  de  los  depósitos  subfluviales  ó 
submarinos  que  el  Estado  se  reserve,  si 
se  reservara  alguno?... 

"5^  ¿Se  debe  ó  nó  constituir  propiedad 
minera  sobre  las  sustancias  fósiles,  sepa- 
rada de  la  del  suelo?" 

Se  sometía  así  al  estudio  de  las  sul>-co- 
misiones  ¿  industriales,  neta  y  claramen- 
te, el  problema  de  las  minas  de  carbón 
para  in(|uirír  su  opinión  en  el  sentido  de 
si  debían  mantenerse  las  disposiciones  del 
artículo  V  del  Código  de  1874  6  cam- 
biarse el  sistema. 

Numerosos  fueron  li>s  trabajos  (]ue  se 
prepararon  sobre  la  materia;  i>ero  com- 
prendiendo la  Sociedad  de  Minería  la  difi- 
cultad que  tenííL  la  presentación  de  un 
proyecto  de  reforma  del  Código,  remitió 
al  Gobierno  solamente  el  trabajo  referen- 
te á  la  constitución  de  la  propiedad  mine- 
ra, trabajo  que  el  Gobierno  envió  á  la 
Cámara  de  Diputados,  haciendo  suyo  el 
preámbulo  con  que  lo  había  remitido  la 
Sociedad  de  Minería.  Se  decía  en  éste: 

"Mas  si  no  cabe  duda  alguna  en  lo  to- 
cante á  la  necesidad  y  urgencia  de  la  refor- 
ma.'acerca  de  lo  cual  hay  uniformidad  en 
'a  opinión  oportunamente  consultada,  no 
pasa  lo  mismo  en  lo  que  concierne  al  mé- 
todo que  se  haya  de  seguir  en  la  reforma. 
Sobre  este  punto  después  de  meditación 
detenida,  se  ha  optado  por  el  sistema  de 
formular  de  preferencia  un  proyecto  de 
ley  relativo  á  los  minerales  metálicos,  de- 
jando para  después  la  presentación  del 
Código  General  de  Minería  ó  de  ese  Códi- 
go y  de  algunas  leyes  especiales  que  dentro 
de  un  conjunto  armónico  en  su  esencia  r 


en  su  desenvolvimiento,  completaran  la 
reforma  en  todos  los  aspectos  que  debe 
necesariammte  comprender. 

"De  grave  necesidad  es  sin  duda  estu- 
diar de  nuevo  la  legislación  en  lo  concer- 
niente al  carbón  de  piedra,  sustancia  que 
tiene  parte  tan  principal  en  el  progreso 
de  todas  fas  industrias,  sea  para  confir- 
mar una  vez  más  lo  que  sobre  esta  mate- 
ria se  ha  dispuesto,  sea  para  modificarlo 
en  su  base,  sea  en  fin,  para  completar  la 
legislación  con  algunos  preceptos  que  en 
todo  caso  hagan  más  estables  y  sólidas 
las  empresas  que  dicha  sustancia  explo- 
ten. Pero  nuestra  legislación  anterior  ha 
reconocido  que  el  carbón  de  piedra  perte- 
nece al  propietario  del  suelo,  de  If>  cua] 
resulta  c[ue  no  sería  fácil  disponer  desde 
luego  sino  del  cpie  se  encuentra  en  propie- 
dades fiscales,  ni  podría  variarse  el  siste- 
ma hasta  hoy  adoptado,  sin  estudios  que 
aún  no  se  han  hecho;  ni  sin  completaresos 
estudios,  apenas  iniciados,  se  podría  dic- 
tar ley,  aún  cuando  en  ella  se  conservase 
sustancial  mente  lo  que  existe  y  se  la  con- 
trajera á  particulares  que  antes  no  han 
sido  considerados." 

Informado  por  la  Comisión  de  Hacien- 
da de  la  Cámara  de  Diputados  este  pro- 
yecto de  bases  elaborado  por  la  Sociedad 
Nacional  de  Minería, fué  enviado  ála  Co- 
misión de  Legislación  y  Justicia  en  1884, 
y  en  7  de  julio  de  1885  se  nombró  una 
comisión  especial  la  cual  creyó  conve- 
niente presentar  un  proyecto  general  de 
reforma  del  Código  de  Minería. 

En  el  artículo  1'  se  decía:  "El  azufre, 
el  carbón  fósil,  nafta,  l)etún  fósil,  guanos, 
sal  gema,  salitre,  yoduro  y  yodato  de 
soda,  sulfato  de  sosa,  sulfato  de  magne- 
sia, cales,  yeso,  boratos  y  sulfatos  de 
aluminia  serán  materia  de  una  ley  espe- 
cial". 
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Don  Francisco  Gandaríllas,  diputado 
de  Tarapacá.  miembro  de  esta  comisión, 
no  aceptando  la  base  adoptada  por  la 
mayoría,  presentó  un  proyecto  distinto 
en  el  cual  se  lee: 

"De  ¡as  minas  y  de  la  propiedad  mine- 
ra. Reprodúcese  en  este  capítulo,  artícu- 
lo 1^,  la  muy  sabia  disposición  del  Códi- 
go Civil  que  ampliamente  consagra  nues- 
tro derecho  minero  y  que  define  perfecta- 
mente el  objeto  del  Código  de  Minería. 

"En  el  artículo  2^  se  declara  cuáles  son 
las  minas  de  libre  adquisición  por  los 
particulares,  enumerándolas.  Estas  son 
casi  todas  las  minas  metálicas  y,  á  nues- 
tro juicio,  las  mencionadas  bastan  al 
objeto,  porque  diftcilmente  podrá  encon- 
trarse algún  metal  que  no  esté  acompa- 
ñado en  su  criadero  por  alguno  de  los 
nombrados. 

"En  el  inciso  2*^  de  este  artículo,  se 
conñrma  la  disposición  rigente  que  cede 
Ja  explotación  del  carbón  y  demás  fósiles 
no  enumerados  al  dueño  del  suelo  y  co- 
mo la  naturaleza  de  los  depósitos  carbo 
níferos,  casi  siempre  situados  á  orillas 
del  mar,  hacía  incompleta  esta  declara- 
ción, me  ha  parecido  conveniente  y  justo 
que,  sin  perjuicio  de  los  derechos  adqui- 
ridos, las  carboneras  submarinas  acce- 
dan á  las  heredades  riberanas,  por  las 
que  sólo  es  posible  la  explotación". 

"Al  resolver  esta  interesantísima  cues- 
tión, que  ha  sido  tan  debatida,  de  si  el 
carbón  debe  ó  no  ser  de  libre  adquisición 
por  los  particulares,  he  tomado  muy  en 
cuenta  la  condición  especial  de  esta  in- 
dustria entre  nosotros.  Es  error  mani- 
fiesto atribuir  á  defectos  de  nuestra  legis- 
lación el  hecho  de  que  nuestra  industria 
carbonífera  no  haya  alcanzado  mayor 
desarrollo.  Si  el  carbón  hubiera  estado 
como  las  minas  metálicas,  sometido  al 


denuncio  en  tierras  de  cualquier  dominio, 
es  diíTcil  creer  que  grandes  capitales  co- 
mo son  los  que  se  necesitan  por  esta 
clase  de  empresas  mineras,  se  hubieran 
arriesgado  á  acometer  trabajos  sin  tener 
¡a  seguridad  absoluta  de  la  propiedad  de 
la  mina.  Los  primeros  exploradores  tu- 
vieron esa  garantía  y  es  de  suponer  que 
la  tomaron  muy  en  cuenta.  Sometidas 
las  minas  de  carbón  al  sistema  del  de- 
nuncio y  despueble,  se  habrían  encon- 
trado aquejadas  indudablemente  del  cán- 
cer de  los  litigios  que  corroe  v  esteriliza 
las  minas  denunciables.  Por  otra  paite, 
en  tan  costosas  emi)resas,  el  valor  del 
terreno  en  que  se  encuentran  los  mantos 
carboníferos,  es  factor  insignificante. 

"/^  necesidad  de  abandonarel  sistema 
vigente  no  se  ha  justifícado  y  no  podría 
verificarse  hoy  día  sin  una  expropiación 
irritante  é  innecesaria" 

El  proyecto. del  señor  Gandarillas  era 
así  una  explícita  confirmación  del  siste- 
ma existente  y  revela  que  el  detenido  es- 
tudio que  se  había  hecho  de  la  reforma, 
(¡uc  el  autor  del  proyecto  había  |>erse- 
guido  con  toda  constancia  y  energía  en 
su  puesto  de  diputado  y  como  secreta- 
rio de  la  Sociedad  Nacional  de  Minería, 
no  había  suministrado  antecedentes  bas- 
tantes para  innovar  en  una  legislación 
de  siglos. 

Comparados  uno  y  otro,  el  proyecto 
de  la  mayoría  de  la  comisión  no  se  pro- 
nunciaba sobre  la  cuestión  carbón  de 
piedra,  y  la  dejaba  para  ser  materia  de 
una  ley  especial;  el  proyecto  del  señor 
Gandarillas  resolvía  claramente  la  cues- 
tión, y  se  pronunciaba  por  el  sistema  vi- 
gente según  el  Código  de  1874. 

La  diferencia  capital  entre  uno  y  otro 
proyecto  no  estaba  sin  embargo  en  este 
detalle.  El  señor  Gandarillas  sostenía, 
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con  el  calor  de  la  convicción,  el  sistema 
de  la  patente  como  constitutivo  de  la 
propiedad  minera.  La  mayoría  de  la  co- 
misión era  partidaria  del  sistema  del  tra- 
bajo; y  sólo  aceptaba  la  patente  volun- 
taria, pero  uno  y  otro  habían  entrado  al 
fin  en  la  reforma  de  un  modo  general. 

En  1887  se  nombró  una  comisión  es- 
pecial para  que  estudiara  los  diferentes 
proyectos  presentados  é  informara  de- 
finitivamente. Esta  comisión  debin  pro- 
nunciarse ante  todo  por  el  sistema  que 
debería  servir  de  base  á  la  reforma  en 
cuanto  á  la  constitución  de  la  propiedad 
minera.  La  comisión,  con  sólo  dos  votos 
en  contra,  aceptó  la  base  de  la  patente, 
y  tomó  como  pimto  de  partida  para  el 
proyecto  que  debía  presentar  á  la  Cáma- 
ra el  trabajo  del  señor  Uandarillas,  el 
cual  es  el  verdadero  antecedente  del  Có- 
digo actual,  teniendo  con  éste  ligerísimas 
diferencias. 

La  Cámara  no  discutió  tampoco  otra 
cosa  sino  la  base  de  la  patente,  y  resultó 
aprobado*  casi  sin  discusión,  el  nuevo 
Código. 

En  el  artículo  I*-*  del  proyecto  del  se- 
ñor Gandarillas,  que  es  el  artículo  1'  del 
Código  de  1888,  se  reproduce,  como  an- 
tecedente de  la  legislación  minera,  el  ar- 
tículo 591  del  Código  Civil.  En  seguida, 
en  el  artículo  2*^,  se  hace  enumeración  de 
las  sustancias  objeto  de  la  legislación 
minera,  y  se  agrega:  "La  explotación  del 
carbón  y  demás  fósiles  no  comprendidos 
en  el  inciso  anterior,  cede  al  dueño  del 
suelo,  quien  estará  obligado,  en  caso  de 
trabajar,  á  constituir  propiedad  minera 
practicando  las  diligencias  que  prescribe 
esta  ley. 

"Sin  peijuicio  de  los  derechos  adquiri- 
dos por  los  actuales  propietarios  de  mi- 
nas de  carbón  que  con  sus  trabajos  ha> 


yan  penetrado  en  las  playas  y  costas,  los 
depósitos  carboníferos  submarinos  acce- 
derán á  las  heredades  riberanas  dentro 
de  sus  respectivas  líneas  de  demarcación, 
prolongadas  paralelamente  hacia  el  mar 
en  la  dirección  de  la  línea  de  mayor  pen- 
diente del  depósito." 

Esta  última  parte  fué  suprimida  en  el 
Código  para  hacer  de  ella  objeto  de  un 
artículo  especial,  y  se  agregó  modificada 
en  el  artículo  162,  entre  los  transitorios; 
pero  esta  disposición  deja  ver  claramen- 
te el  espíritu  de  los  redactores  del  Código 
de  no  hacer  innovación  en  lo  referente  á 
las  minas  de  carbón  sino,  al  contrario, 
de  legitimar  ó  legalizar  lo  existente,  dan- 
do, se  puede  decir,  título  para  continuar 
las  explotaciones  submarinas  á  los  due- 
ños de  los  depósitos  carboníferos  que  en 
sus  laliores  htibían  salido  de  los  límites 
de  su  propiedad  para  invadir  el  fondo  de 
las  bahías. 

El  proyecto  del  señor  Gandarillas  tie- 
ne, pues,  el  mérito  de  ser  el  verdadero  an- 
tecedente de  nuestro  Código  actual. 

Algunas  otras  personas  se  habían  pre- 
ocupado de  trabajos  de  legislación  mine- 
ra. Don  José  María  Goyenechea  haMa 
preparado  un  minucioso  proyecto  en  el 
cual,  refiriéndose  á  las  sustancias  inor- 
gánicas de  naturaleza  terrosa  ó  salina, 
como  arcillas,  turbas,  margas,  carbón 
de  piedra,  bitúmenes,  piritas,  nitratos  y 
sales  en  general,  decía  que  serían  para  bu 
explotación  materia  de  una  ley  especia] 
adicional  al  código.  El  señor  Goyenechea 
parecía  pronunciarse  por  la  idea  de  la 
libre  explotación  y  denunciabilidad  del 
carbón  de  piedra. 

Don  Carlos  García  Huidobro,  que  ha- 
bía sido  miembro  de  la  comisión  redac- 
tora  del  primer  proyecto.de  reforma,  ha- 
bía publicado  también  en  1886  un  inte- 
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resante  trabajo  sobre  codificación  minera 
en  el  cual  se  pronunciaba  abiertamente 
por  esta  última  idea,  rechazando  como 
contrario  á  los  intereses  industriales  del 
país,  el  sistema  del  Código  de  1874-,  que 
antes  regía  en  lo  referente  á  la  explota- 
ción del  carbón  de  piedra  por  el  propie- 
tario del  suelo. 

Por  lo  tanto,  al  expresarse  en  el  pro- 
yecto, y  en  seguida  en  el  Código,  que  la 
explotación  del  carbón  cede  al  dueño  del 
suelo,  quien  estará  obligado  ea  caso  de 
trabajar  á  constituir  propiedad  minera^ 
practicando  las  diligencias  que  indica  la 
ley,  se  pronunciaba  el  legislador  con  ple- 
no estudio  y  conciencia  de  la  cuestión, 
por  el  sistema  existente:  no  innovaba. 

La  reforma  de  1888  no  afectó,  por 
consiguiente,  á  las  minas  de  carbón,  y 
nuestra  legislación  es  hoy  la  misma  de 
I874>y  la  misma  de  1792. 

Con  estos  antecedentes  es  fácil  com- 
prender el  alcance  del  artículo  36  de  la 
ley  de  Organización  y  Atribuciones  de  las 
Municipalidades  del  22  de  diciembre  de 
1891,  que  dice: 

"Art.  36.  Para  los  efectos  del  impues- 
to, los  haberes  inmuebles  comprenderán 
todos  los  terrenos,  los  edificios  y  objetos 
que  la  ley  considera  adheridos  á  ellos:  la 
propiedad  carbonífera  y  salitrera." 

El  artículo  52  agrega: 

"Art.  52.  Los  contribuyentes  pagarán 
en  la  Tesorería  Municipal,  por  mitad, 
en  los  meses  de  febrero  y  de  agosto,  las 
cuotas  que  correspondan  por  el  impues- 
to de  patentes  y  por  las  propiedades 
rústicas,  carboníferas  y  salitreras  y  por 
semestres  anticipados  las  que  les  corres- 
pondan por  la  propiedad  urbana  con 
arreglo  al  presupuesto  ajustado  por  la 
Municipalidad  anualmente  y  ratificado 
por  la  asamblea  de  electores. 


"El  producto  de  la  contribución  sobre 
la  propiedad  salitrera  se  distribuirá  en- 
tre las  diversas  Municipalidades  del  de 
parlamento  en  que  estén  situados  los 
yacimientos  en  la  forma  que  determine 
una  ley  especial." 

De  modo  que  para  nuestra  legislatura 
las  propiedades  rústicas,  carbontíeras  y 
salitreras  se  encuentran  en  el  mismo  caso, 
y  por  eso  las  somete  al  mismo  régimen 
tributario.  Esas  disposiciones  de  la  ley 
municipal  han  sido  objeto  de  algunas 
resoluciones  judiciales,  y  en  ellas  se  con- 
sagra este  principio  (|ue  fué  consignado 
en  la  sentencia  núm.  3085,  dclañol89+, 
tomo  3''  de  la  Gaceta. 

"Que  dados  los  términos  del  artículo 
36  de  la  ley  de  Organización  y  Atribu- 
ciones de  las  Municipalidades,  y  la  cir- 
cunstancia de  encontrarse  gravadas  las 
minas  metálicas  con  la  contribución  de 
patente  de  amparo,  hace  que  dichas  mi- 
nas no  deban  incluirse  éntrelos  inmue- 
bles que  deben  pagar  la  de  haberes." 

Efectivamente,  en  nuestra  legislación 
minera  actual,  es  un  principio  fundamen- 
tal el  del  pago  de  la  patente.  El  artículo 
13  del  Código  de  minas  dice  que  "la  ley 
concede  la  propiedad  perpetua  de  las  mi- 
nas á  los  particulares  bajo  la  condición 
de  pagar  anualmente  una  patente  por 
cada  hectárea  de  extensión  superficial 
que  comprendan,  y  sólo  se  entiende  per- 
dida qsta  propiedad  y  devuelta  al  Esta- 
do por  la  falta  de  cumplimiento  de  aque- 
lla condición  y  previos  los  trámites  pre- 
venidos en  este  Código." 

Sin  patente  no  hay,  por  lo  tanto,  pro- 
piedad minera.  Y  á  este  principio  se  agre- 
ga el  consagrado  en  el  artículo  10  del 
Código  según  el  cual  las  minas  forman 
un  inmueble  distinto  y  separado  del  te- 
rreno ó  fundo  superficial,  aunque  aqué- 
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tías  y  éste  pertenezcan  á  un  mismo  dneño. 

Ninguno  de  estos  caracteres  tiene  la 
propiedad  carbonífera.  Eliíi  no  es  una 
propiedad  separada  del  suelo,  puesto  que 
al  contrarío  su  explotación  cede  al  due- 
ño del  suelo.  No  es  una  propiedad  para 
cuya  conservación  se  requiera  el  pago  de 
la  patente  de  amparo. 

Al  decir  el  Código  de  Minería,  en  el  ar- 
tículo 2^,  que  el  propietario  del  suelo  es- 
tará obligado  en  caso  de  trabajar  el  car- 
bón á  constituir  propiedad  minera,  prac- 
ticando las  diligencias  que  prescribe  la 
ley,  no  ha  intentado  disponer,  por  lo 
tanto,  otracosa  que  lo  que  el  artículo  1^ 
del  Código  de  1874  establecía  al  dispo- 
ner que  el  orden  y  arreglo  de  las  explo- 
taciones carboníferas  se  rigiera  por  los 
títulos  10, 12  y  14  del  mismo  Código. 

Por  consiguiente,  las  minas  de  carbón 
de  piedra  no  están  sometidas  al  régimen 
de  la  patente  y  sólo  pueden  ser  gravadas 
con  la  contribución  de  haberes;  deben 
pagar  esta  última  contribución  y  no 
aquélla. 

El  no  pago  de  la  patente  minera  no 
tiene  otra  sanción  que  la  caducidad  de 
la  merced  ó  concesión  minera  y  tal  cosa 
es  absolutamente  inaplicable  al  carbón 
de  piedra  cuyas  minas  no  están  someti- 
das alsistema  de  la  denunciabilidad  sino 
al  de  la  propiedad  exclusiva,  de  dominio 
privado. 

Al  disponer  el  inciso  %^  del  artículo  2^ 
del  Código  de  Minería  que  el  dueño  del 
suelo  estará  obligado  en  caso  de  traba- 
jar, á  constituir  propiedad  minera  prac- 
ticando las  diligencias  que  prescribe  la 
ley,  no  estableció  por  eso  que  desde  ese 
instante  la  mina  de  carbón  quedara  so- 
metida al  régimen  de  la  patente  y  de  la 
caducidad  de  la  concesión  que  gobierna 
la  propiedad  minera, según  elartículo  13 


del  mismo  Código.  En  cuánto  á  la  pa- 
tente, el  artículo  131  cuidó  de  expresar 

que  las  minas  cuya  explotación  cede  al 
dueño  del  suelo  no  pagarán  patente  mien- 
tras no  sean  transferidas  á  otra  persona 
como  un  inmueble  separado  del  suelo;  y 
en  cuánto  á  la  caducidad,  no  se  concibe; 
puesto  que  el  dueño  del  suelo  no  obtiene 
concesión  alguna  al  declarar  que  va  á 
trabajar  y  á  constituir  propiedad  mine- 
ra. La  disposición  del  artículo  2^  no  tie- 
ne, en  realidad,  más  alcance  que  la  de  los 
dos  últimos  incisos  del  artículo  1'  del 
Código  de  1874. 

Por  lo  demás,  la  disposición  del  ar- 
tículo 2'  del  Código  de  1888,  no  ha  po- 
dido referirse  á  las  minas  ya  existentes 
y  en  explotación  desde  años  atrás. 

El  fallo  de  la  Corte  de  Concepción  nos 
parece,  ])nes,  perfectamente  fundado. 

Luis  Claro  Solar. 


Corte  fie  Concepción.— 16  de  abril  de  39C4. 
Aguirre  con  Vilugrón 

Desarchivo  de  ezpedieiiteB.-Auto  de 
prueba;  su  notlfloaolón.— Nulidad  de 
oflolo. 

Doctrina:  —  Bl  desarcbivo  del  expe- 
diente debe  ser  notificado  personalmen- 
te á  Ihs  partes  con  todos  los  requisitos 
exigidos  por  el  articulo  51  del  Código  de 
Procedimiento  Civil.  Una  omisión  en  este 
sentido  así  como  la  falta  de  notificación 
del  auto  de  prueba,  ó  la  de  algunos  de 
los  requisitos  indicados  en  el  artículo  ci- 
tado en  la  notificación  del  decreto  que 
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cita  á  las  partes  para  sentencia,  produ- 
cen la  nulidad  de  ésta. 

Aceptándose  una  causal  de  casación  es 
inoñcioso  pronunciarse  sobre  las  demás. 


Iniciadaeiecuciónen  Temueo  por  don  Emilio 
Aguirre  P.,  por  su  esposa  doña  Pilar  Beltrán, 
en  contra  de  doña  María  T.  Vilugrón,  inter- 
puso ésta  la  excepción  de  falsedad  déla  deuda 
ó  no  ser  bastante  para  la  ejecución  por  haber 
BU  mandatario  delegado  el  poder  en  don  Darío 
Montero,  estando  éste  en  quiebra  é  inhabilita- 
do para  toda  clase  de  contratos. 

En  28  de  mayo  de  1903  el  juzgado  resolvió: 

Teniendo  presente: 

Que  el  hecho  de  haber  estado  inhabilitado 
parn  comerciar  don  Darío  Montero  no  lo  in- 
habilitaba asimismo  para  representar  á  otra 
|>ersona  en  calidad  de  mandatario; 

Que  Montero  al  contratar  el  mutuo  hipote- 
cario obraba  con  el  poder  delegado  que  en  la 
escritura  se  inserta,  para  lo  cual  tenfa  facul- 
tad el  delegante. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  485  y 
492  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  no  ha  lugar  á  las  excepciones  y  debe 
llevarse  adelante  la  ejecución  por  todos  sus 
trámites  hasta  hacer  entero  y  cumplido  pago 
al  acredor  de  la  cantidad  adeudada,  intereses 
insolutos  y  costas. 

Y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
517  del  Código  citado,  vendrán  las  partes  á 
comparendo  á  la  audiencia  del  segundo  día 
hábil  después denotificadaesta sentencia,  para 
el  nombramiento  de  peritos  tasadores. — C.  ^s- 
tabuniaga. 

Doña  María  Teresa  Vilugrón  apeló  é  inter- 
puso recurso  de  casación  en  la  forma,  basado 
en  las  causales  siguientes: 

1*  Habiéndose  archivado  el  proceso  por  re- 
tardado más  de  seis  meses,  se  desarchivó  ñ 
petición  de  la  ejecutante  sin  cumplir  con  lo 
dispuesto  en  los  arts.  43  y  51  del  Cód.del^oc. 
Civ.;  y  con  ese  defecto  se  siguióla  tramitación 
hasta  dictarse  la  sentencia  definitiva; 

2*  La  ejecutante  acompañó  una  escritura 
pública  para  acreditar  su  representación  ó 
autorización  de  su  marido  para  parecer  en 


juicio,  sin  que  se  hiciera  saber  esa  diligencia  A 
los  recurrentes,  y  el  juez  tampoco  onlenó  ha- 
cerlo, faltíinclose  al  mandato  expreso  del  art. 
966,  núm.  4^  del  Cód.  de  Proc.  Civ. 

3*  La  sentencia  se  pronunció  sin  hacerse 
mención  en  ella  del  domicilio  y  profesión  ú  ofi- 
cio de  las  partes  litigantes,  como  lo  ordena  el 
artículo  193  del  Código  untes  citado,  incu- 
rriéndose  con  esa  omisión  en  otro  vicio  de  nu- 
lidad, conforme  A  lo  prescripto  en  el  artículo 
941,  número  5*',  del  mismo  Código. 

Concedidos  los  recursos,  se  elevaron  los  au- 
tos y  se  mandaron  traer  ambos  en  relación. 

La  Curte: 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 

1^  Que  por  auto  ejecutoriado  se  repuso  el 
proceso  al  estado  de  notificarse  á  la  ejecutada, 
peraonalmente  ó  por  cédula,  el  decreto  que  or- 
denó el  desarchivo  del  proceso; 

2'  Que  si  bien  esa  notificación  aparece  he- 
cha por  cédula,  dicha  diligencia  no  se  practicó 
con  todos  los  requisitos  exigidos  por  el  art.  51 
del  Cód.  de  Proc.  Civ.  por  lo  cual  carece  de 
mérito  legal; 

3^  Que  no  se  ha  notificado  en  forma  alguna 
á  las  partes  el  auto  de  prueba; 

4'  Que  si  bien  el  decreto  que  ordenó  citar  á 
las  partes  para  sentencia  aparece  notificado 
por  cédula  á  doña  María  Vilugrón,  esa  dili- 
gencia no  fué  practicada  en  la  forma  estable- 
cida por  el  art.  51  del  Cód.  de  Proc.  Civ.  por 
lo  cual  también  carece  de  mérito  legal; 

5^  Que  habiendo  motivo  parainvolidar  una 
sentencia,  ya  sea  de  oficio,  en  virtud  de  la  fa- 
cultad que  confiere  el  art.'945delCód.  de  Proc. 
Civ.,  ó  aceptándose  alguna  ó  algunas  de  las 
causales  alegadas  por  las  partes,  es  inoficioso 
pronunciarse  acerca  de  las  demás  que  hayan 
sido  también  alegadas. 

Por  estos  fundamentosy  de  conformidad  con 
lo  prescripto  en  los  arts.  441,  núm.  9',  9C6, 
nfims.  2'f  y  6',  y  949  del  Cód.  de  Proc.  Civ.. 
se  declara  nula  la  mencionada  sentencia,  3'  se 
repone  el  proceso  al  estado  de  notificarse  en 
forma  legal  el  decreto  que  ordenó  el  desarchivo. 

Redactada  por  el  señor  Pigueroa  Lagos. 

Juan  N.  Parga.  —Exequiel  Figueroa  Lagos. 
—Luis  David  Crax. 
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Corte  de  ValparnSso  19  de  abril  de  1904 

MalafoBse  con  Ptckeríng 

Ooiidenaoi6n  en  costas  en  un  Inolden- 
te;  eiJeouoióD.— Juez  competente. 

DocT^lfciNA:— £s  competente  para  conc 
cer  en'  Ja  ejecución  sobre  pago  de  costas 
en  que  es  condenado  uno  de  los  litigan' 
tes,  con  arreglo  al  artículo  236  del  Códi- 
go; de  Procedimknto  Civil,  el  juex  que 
conoce  en  el  Juicio, 


En  un  ¡nádente  sobre  medidas  precautorias 
seguido  entre  don  Guillermo  Pickeríng  y  don 
Leopoldo  Malafosse,  el  primero  fué  condena- 
do en  costas,  las  que  se  tasaron  en  setenta  j 
un  peso  cuarenta  centavos. 

Con  las  copias  respectivas  el  señor  Mala- 
fosse siguió  el  procedimiento  ejecutivo*  hasta 
fijar  dfa  para  el  remate  del  bien  embargado. 

En  este  estado  del  juicio  pide  el  señor  Picke- 

APBLACIONES 


ring  se  declare  el  Juzgado  incompetente  por 
razón  de  la  cuantía,  previniendo  qne  no  hay 
ni  puede  haber  jurisdicción,  pues  no  procede 
la  prórroga  entre  tribunales  de  distinta  je. 
rarquia. 

Bn  su  respuesta  sostiene  el  señor  Malafosse 
que  han  transcurrido  los  plazos  qne  fija  la  ley 
para  deducir  excepdones  y  pide  se  deseche  la 
solicitud  contraria,  con  costas. 

El  juez  de  Limache.  con  fecha  19  de  febrero 
de  19(H  resolvió: 

Considerando: 

Que  el  Juez  de  Letras  sólo  puede  conocer  de 
asuntos  contenciosos  por  jurisdicción  propia, 
delegada  6  prorrogada. 

Que  en  este  caso  no  se  trata  de  jurisdicción 
delegada,  ni  la  hay  propia,  pues  la  cuantía  del 
juicio  no  excede  de  dosdentos  pesos. 

Que  sólo  procede  la  prórroga  de  jurisdicción 
entre  tribnnales  que  ejercen  jurisdicción  aná- 
loga y  no  puede  ser  tal  la  que  corresponde  á 
tribunales  de  distinta  jerarquía. 

Que  caredendo  este  juzgado  en  absoluto  de 
jurisdicción,  no  puede  seguir  conodendo  en  la 
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causa,  estando  sin  valor  alguno  todo  lo  obra- 
do hasta  la  fecha,  lo  cual  debe  ser  declarado 
de  oficio. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  237  de  la  ley  de  15  de 
octubre  de  1875,  se  declara  conforme  á  lo 
pedido  A  fs.  37.— Miffuel  Saláías. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva  de 
la  sentencia  de  primera  instancia,  y  teniendo 
presente  qw  la  acción  deducida  en  estos  autos 
tiene  por  objeto  perseguir  el  cunipliniieuto  de 
una  resolución  judicial  ejecutoriada  expedida 
en  juicio  seguido  ante  el  Juzgado  de  Letras  de 
Limache;  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 236  dtl  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
revoca  la  aludida  sentencia  de  19  de  febrero 
último,  y  se  declara  que  no  ha  lugar  íl  lo  pe- 
dido por  el  ejecutado  en  lo  principal  del  escrito 
de  fs.  37. 

Se  previene  que  esta  resolución  fué  acordada 
después  de  desecharse  la  indicación  que  bizo 
el  señor  Presidente  Pineda  para  que  se  declíi- 
rase  improcedente  el  recurso  de  apelación,  por 
tratarse  de  una  resolución  librada  en  juicio 
cuya  cuantía,  no  excede  de  trescientos  pesos. 

Se  previene  asimismo  que  el  señor  Ministro 
Bezanilla  Silva  estuvo  porque  se  condene  en 
costas,  conforme  al  artículo  151  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  al  litigante  totalmente 
vencido,  don  Guillermo  Fickeríng.— Redactada 
por  el  señor  Ministro  Bezanilla  Silva. — Pedro 
N.  PmedA,— Braulio  Moreno, — Z,iii8  Ignacio 
Silva.— B.  Alamos  Gonxaíex.-— A.  Bexanilla 
Silva. 


Corte  de  Valparaíso  20  de  abril  de  1904 

Riofrío  con  Nelson 

Querella  de  amparo.— Camino  de  do- 
minio privado 

Doctrina: — Acreditada,  con  testígosy 
con  el  título  de  dominio  inscrito,  1&  pose- 
sión tranquila  y  no  interrumpida  duran- 
te más  de  un  año  de  los  terrenos  en  que 
existia  un  camino  privado  que  ha  sido 
cerrado  por  una  cerca  de  alambres  por  el 
querellado,  es  procedente  la  querella  de 
amparo. 


Don  Elias  Riofrio,  dice:  que  el  12  de  agosto 
de  1870,  siendo  él  entonces  menor  de  edad, 
compró  ádon  Juan  Aguayo  un  predio  llamado 
••La  Estancillax,  en  la  subdelegacídn  de  Playa 
Ancha,  compra  que  hizo  con  la  correspondien- 
te autorízació|i  paterna,  según  todo  lo  com- 
prueba la  escritura  pública  que  en  copia  auto- 
rizada acompaña. 

Como  á  la  fecha  de  la  compra  era  él  menor 
de  edad,  su  padre  don  Manuel  Riofrío  tomó  la 
administración  de  aquella  propiedad. 

En  esa  misma  época,  don  Josc  Francisco 
Vergara,  que  erael  contratista  déla  construc- 
ción de  los  almacenes  fiscales,  pidió  á  su  padre 
que  le  permitiera  abrir  un  camino  en  .nt  pro- 
piedad para  poder  llevar  fAcilmente  la  piedra 
que  necesitaba  para  aquella  construcción^es- 
de  la  cantera  de  donde  la  extraía. 

Como  es  lógico,  el  camino  á  que  acaba  de 
referirse  era  vecinal,  ó  sea  de  uso  privado  para 
don  José  Francisco  Vergara  y  para  su  padre, 
como  representante  legal  suyo.  Pero  como  ese 
camino  vecinal  era  una  ruta  muy  corta  y  fácil 
para  ir  desde  la  ciudad  hasta  Playa  Ancha,  y 
como  en  este  último  punto  estaba  la  "Casa 
de  Pólvora*!,  los  soldados  del  Regimieoto  de 
Artillería  de  Línea  que  custodiaban  los  fuertes 
hacían  uso  de  ese  camino  para  ir  á  bascar  la 
pólvora  que  necesitaban. 

Mientras  duró  la  construcción  de  los  alma- 
cenes fiscales  el  señor  Vergara  y  él  toleraban 
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el  uso  que  la  tropa  de  artillería  hacía  de  su 
camino;  pero  cunndo  la  referida  construcción 
concluyó,  su  padre  hizo  cerrar  el  camiuo,  y 
como  los  soldados  de  artillería  no  se  avinic- 
rau  á  respetar  ese  cierro  v  rompieran  las  ce- 
rraduras, su  padre  ocurrió  al  Intendente  y 
Comandante  (general  de  Arma»,  que  lo  era 
don  Francisco  Bcliaurren,  pora  que  este  fun- 
cionario pusiera  término  al  abuso  que  estaban 
cometiendo  los  soldados. 

El  señor  Echaurren  pidió  informe  al  inge- 
nicro  civil  don  Carlos  Escobar,  acerca  de  si  el 
camino  materia  del  reclamo  era  vecinal  ó  pú- 
blico, ycon  el  informe  del  expresado  ingeniero 
expidió  en  25  de  junio  de  1873  una  resolución 
en  que, reconociendo  queel  camino  en  la  parte 
que  pasaba  por  su  propiedad  y  por  la  de  don 
Juan  Aguayo  era  vecinal,  acogió  la  queja  de 
su  padre  y  ordenó  á  los  soldados  de  artillería 
que  no  pasaran  por  su  propiedad  sino  con 
consentimiento  expreso  de  su  padre. 

La  verdad  de  todos  estos  hechos  se  cori- 
prueba  con  la  copia  que  acompaña,  y  con  ella 
queda  de  manÍ£esto  que  en  1873,  ó  sea  hace 
ya  treinta  años,  la  primera  autoridad  de  esta 
provincia,  ejercida  entonces  por  el  prestigioso 
Intendente  señor  Echaurren,  le  reconoció  el 
dominio  y  posesión  sobre  el  camino  á  que  vie- 
ne refiriéndose. 

Años  más  tarde  en  beneficio  de  sus  pro- 
pios intereses  y  con  la  mira  de  con^guir  que 
Playa  Ancha  prosperase,  resolvió  permitir  al 
público  el  uso  de  aquel  camino,  mientras  de 
ese  uso  no  le  resaltare  ningún  peijuicto. 

Desde  entonces  basta  a  hora  el  camino  ha 
bla  sidousado  por  cuanta  persona  ha  querido 
usarlo  con  completa  libertad. 

Pasando  ahora á  los  hechos  quedan  orígin 
á  esta  querella,  debe  hacer  presente  que  don 
Juan  Nelson,  que  compró  en  Playa  Ancha  una 
propiedad  contigua  con  la  suya,  apoyándose 
en  planos  formados  á  su  capricho,  ha  preten- 
dido apoderarse  del  terreno  de  su  camino,  ce- 
rrarlo é  impedir  el  tránsito  no  sólo  al  público 
sino  á  él  mismo. 

En  efecto,  en  los  últimos  días  de  diciembre 
ó  en  los  primeros  días  de  enero,  Nelson,  fijando 
caprichosamente  su  deslinde  poniente  algunos 
metros  más  al  oeste  de  donde  debía  estíir  en 
realidadf  colocó  en  ese  imaginario  deslinde 


una  cerca  de  postes  y  alambre  de  púas,  cerca 
con  la  cual  le  ocupaba  su  propiedad,  y  lo  que 
es  peor,  le  cerraba  el  camino  que  allí  existe, 
según  ya  se  ha  visto,  desde  hace  más  de  trein- 
ta años  y  del  cual  él  había  estado  en  quieta  j 
pacífica  posesión  durante  todo  ese  largo  pe~ 
nodo  de  tiempo. 

Acudió  al  señor  subdelegado  de  Playa  An- 
cha; le  impuso  de  lo  que  ocurría  y  le  pidió  que 
en  obsequio  á  los  intereses  de  la  ciudad,  man- 
dara remover  ese  cierro  tan  abusivamente  co- 
locado. 

£1  señor  subdelegado  acogió  su  petición  y 
el  cierro  se  quitó  con  el  auxilio  de  los  trabaja- 
dores de  don  Nicolás  Cerda,  vecino  de  esa  lo- 
calidad y  arrendatario  de  una  fábrica  de  la- 
drillos que  tiene  en  aquel  predio. 

Ha  sabido  que  el  señor  Nelson,  con  la  mira 
de  validar  legalmente  su  despojo,  ha  ocurrido 
al  Juzgado  querellándose  de  despojo  en  con- 
tra de  su  arrendatario  Cerda  y  sosteniendo 
que  ha  estado  en  posesión  del  terreno  del  ca- 
mino por  más  de  un  año. 

Como  él  es  el  dueño  del  camino  en  cuestión; 
como  ha  estado  en  posesión  tranquila  y  no 
interrumpida  de  ese  camino  por  más  de  trein- 
ta años;  y  como  no  ha  sido  parte  en  el  juicio 
iniciado  por  Nelson  en  contra  de  Cerda,  la 
prueba  allí  rendida  no  puede  producir  efecto 
alguno  en  su  contra. 

Para  comprobar  que  él  está  en  posesión  des- 
de el  año  1873  y  aún  antes,  del  camino  cuya 
posesión  quiere  arrebatarle  Nelson,  se  valdrá 
de  las  escrituras  qne  acompaña  á  esta  quere- 
lla y  de  las  declaraciones  juradas  de  testigos. 

6n  virtud  de  lo  expuesto  y  con  arreglo  á  lo 
prescrito  en  los  artículos  916,  921  del  Código 
Civil  y  703  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
interpone  querella  en  contra  de  don  Juan  Nel- 
son» hotelero,  que  reside  en  Playa  Ancha,  y 
pide  que  con  el  mérito  de  los  documentos 
acompañados  y  con  el  de  la  prueba  qne  rendi- 
rá, se  le  ampare  en  la  posesión  del  camino  á 
que  se  ha  referido  y  se  condene  al  querellado 
en  las  costas  de  esta  causa. 

Donjuán  Nelson,  comerciante,  domiciliado 
>  en  la  avenida  principal  de  Playa  Ancha,  pidió 
se  declarara  inadmisible  la  querella  y  se  sus- 
pendiera su  tramitación  y  para  el  caso  que  el 
Juzgado  desechare  esa  petición,  tuviera  prc- 
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senté  que  la  querella  de  amparo  entablada  era 
improcedente  porqne  el  terreno  es  de  su  pro- 
piedad y  está  comprendido  dentro  del  cierro 
que  le  destruyó  don  Nicolás  Cerda  y  lo  posee 
desde  hace  algunos  años,  y  hace  también  al- 
gunos años  que  lo  hizo  cerrar,  lo  que  protesta 
acreditar  con  declaraciones  de  testigos. 

Desechada  por  el  Juzgado  la  inadmisibilidad 
y  suspensión  de  la  querella,  por  decreto  de  26 
de  junio  se  fijó  dia  para  el  comparendo  á  que 
se  refiere  el  artículo  704  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

Con  fecha  24  de  julio  el  Juzgado  de  Valpa- 
reÚBO  resol  rió: 

Considerando: 

1^  Que  don  Blfas  RiofHo  ha  comprobado 
eon  las  declaraciones  desús  testigos  que  haes- 
tado  en  posesión  tranquila  y  no  interrumpida 
durante  más  de  un  año  de  los  terrenos  ocupa- 
dos por  el  camino  á  que  se  refiere  la  querella; 

2"  Que  de  la  declaración  de  los  mismos  tes- 
tigos del  señor  Nelson  y  aún  de  su  propia  ex- 
posición, aparece  que  éste  ha  tratado  de  tur- 
bar 6  molestar  su  posenón  por  medio  de  una 
cerca  de  alambres;  y 

3*  Que  es  innecesario  pronunciarse  acerca 
de  la  tacha  opuesta  al  testigo  don  Eduardo 
Soto. 

Con  arreglo  á  los  artículos  703,  714,  715  y 
374  del  Código  de  Procedimiento  Civily  artícu- 
los 916, 918  y  921  del  Código  Civil,  se  declara: 
que  ha  lugar  Á  la  querella  y,  en  consecuencia, 
se  ampara  á  don  Blías  Riofrio  en  la  posesión 
del  terreno  ocupado  por  el  camino  áque  se  re- 
fiérela querella,  y  se  apercibe  á  don  Juan  Nel- 
son para  que  en  adelante  no  le  perturbe  6  em- 
barace su  posesión,  con  costas. 

Se  reoerra  á  don  Juan  Néteon  el  derecho  que 
pudiera  tener  para  hacerlo  valer  en  la  forma 
que  viere  convenirle.-;/.  Germán  Alcémca. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Oorte  falló: 

Vistos:  teniendo  además  presente  el  mérito 
del  título  de  dominio  inscrito,  que  comprueba 
la  posesión  alegada  por  el  querellante,  con 
arreglo  también  á  lo  dispuesto  en  el  art.  923 
del  Código  Civil,  se  confirma,  con  costas  del 


recurso,  la  sentencia  apelada  de  24  de  julio  de 
1903. 

Acordada  por  el  señor  Presidente  Pineda, 
llamado  á  dirimir  la  discordia  que  se  produjo 
en  la  primera  vista  de  la  causa  y  por  los  seño- 
res Ministros  Moreno  y  Alamos  González, 
contra  el  voto  de  los  señores  ministros  Silva 
y  Bezanilla  Silva,  quiénes  estuvieron  por  revo- 
car la  sentencia  de  primera  instancia  y  porque 
se  desechara  la  querella,  estimando  que  la 
prueba  del  querellante,  don  Elias  Riofrio,  no 
acredita  la  posesión  del  suelo  en  que  se  en- 
cuentra la  cerca  construida  por  el  querellado 
donjuán  Kelson  en  la  forma  que  lo  exige  el 
artículo  925  del  Código  Civil,  ó  sea  por  actos 
positivos  de  aquellos  á  que  sólo  da  derecho  el 
dominio,  pues  los  testigos  se  limitan  á  expre- 
sar que  dicha  cerca  se  halla  dentro  de  un  ca- 
mino usado  siempre  por  el  querellante  y  sus 
dependientes,  y  es  manifiesto  que  á  este  uso 
no  sólo  puede  dar  derecho  el  dominio  sino 
también  la  servidumbre  de  tránsito,  sioido, 
por  lo  tanto,  ineficaz  para  justificar  la  pose- 
sión.—Perfro  N.  Pineda.— Braulio  Moreno.— 
Luis  Ignacio  Silva.— B,  Alamos  Gonxákz.—A, 
Bezanilla  Silva. 


Corte  ífr  Santiago,  Cas,— 16  de  abril  de  1904 

Jorquera  v.  de  O.  con  The  Chilian  Electric 
Tramway  and  Light  Co.  Ld. 

Omisión  del  domicilio  y  de  la  profe- 
sión ú  oflolo  de  las  partes.— Falta  de 
resolución  de  todo  el  asunto  oontro- 
vertido.— Efecto  retroactivo. 

íkiCTíosjL:— Habiéndose  omitido  en  la 
demanda  j  en  la  contestación,  que  fue- 
ron presentadas  antes  de  la  vigencia  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  la  cfe- 
signación  del  domicilio  y  profesión  ú 
oñcio  de  las  partes  litigantes,  no  importa 
una  inñ-acción  del  articulo  193  de  dicho 
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Código  la  falta  de  esa  designación  en  la 
sentencia,  la  cual  debe  sujetarse  á  los  an- 
tecedentes  que  en  dichos  escritos  deben 
consignar  ¡as  partes.  Dicha  disposición 
no  puede  tenet  el  alcance  de  exigir  la 
consignación  de  antecedentes  desconocí- 
dos. 

Apreciadas  en  los  considerandos  del 
fallo  las  excepciones  opuestas  á  la  de- 
mandares innecesario  un  pronunciamien' 
to  sobre  ellas  siendo  incompatibles  cania 
acción  aceptada. 


Von  Samuel  Claro  Lastarría,  como  apode- 
rado de  The  Chilian  Electric  Tramway  and 
Light  Co.,  interpuso  el  recurso  de  casación  en 
la  forma  de  lu  sentencia  de  segunda  instancia, 
recaída  en  el  juicio  que  contra  la  refierida  em- 
presa sigue  doñ&  Rosa  Jorquera  t.  de  Orde- 
nes, pidiendo  que  le  sean  indemnizados  los 
peijnicios  que  le  ha  causado  el  failecimiento  de 
su  hijo  don  Armando  Ordenes,  muerto,  según 
afirma,  por  culpa  y  grave  descuido  del  maqui- 
nista ó  conductor  del  carro  que  lo  atropell6 
en  la  noche  del  2  de  octubre  de  1902. 

Funda  el  recurso  el  apoderado  de  la  Empre- 
sa, en  que  la  sentencia  no  contiene,  en  la  for- 
ma establecida  en  el  artículo  193  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  la  designación  precisa 
del  domicilio  y  la  profesión  ú  oficio  de  los  li- 
tigantes y  en  que  no  resuelve  el  asunto  con- 
trovertido, ya  que  no  se  pronuncia  acerca  de 
las  excepciones  interpuestas  de  las  cuales  se 
hace  cargo  en  los  considerandos. 

LaOorte: 

Teniendo  presente: 
1^  Que  la  demanda  y  contestación  fueron 
presentadas  en  este  juicio  con  anterioridad  á 
la  vigencia  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, ajustándose  en  sn  redacción  á  la  ley  vi- 
gente á  la  época  en  que  fueron  presentadas  y 
omitiéndose  en  dichos  escritos  la  designación 
del  domidlio  y  profesión  ú  ofiao  de  las  partes 
litigantes,  designación  obligatoria  sólo  desde 


el  día  en  que  empezó  á  regir  el  mencionado 

Código; 

2^  Que  la  expresión  del  domicilio  y  profe- 
sión ú  oficio  de  las  partes,  que  deben  contener 
las  sentencias  de  1*  y  2*  instancia  con  arre- 
glo ft  lo  dispuesto  en  el  número  1^  del  artícu- 
lo 193  del  reiérido  Código,  es  tomada  de  los 
datos  que  al  respecto  deben  consignar  las 
partes  en  los  escritos  de  demanda  y  ^ntesta- 
ción,  á  las  cuales  corresponde  individualizar 
debidamente  la  persona  d^  los  litigantes; 

3^  Que  si  bien  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia no  expresa  el  domicilio  y  la  profesión 
fi  oficio  de  las  partes  que  litigan,  esta  circuns- 
tancia no  importa  una  inlracción  del  precepto 
fegal  citado  puesto  que  ella  ha  sido  dictada, 
en  este  punto,  sujetándose  á  los  antecedentes 
consignados  por  las  partes  en  los  escritos  de 
demanda  y  contestación;  y  puesto  que  dicho 
precepto  no  puede  tener  el  alcance  de  exigir  la 
consignación  de  antecedentes  desconocidos  y 
que  las  partes  no  suministraron  con  la  opor- 
tunidad exigida  por  la  ley  porque  en  esa  ¿po- 
ca no  estaban  obligadas  á  hacerlo,  y 

4?  Que  en  los  considerandos  del  fallo  de 
primera  instancia,  se  aprecian  las  excepciones 
opuestas  por  la  empresa  demandada,  y  si  en 
la  parte  resolutiva  nada  se  resuelve  respecto 
de  ellas,  tal  resolución  es  innecesaria,  según 
lo  prevenido  en  el  número  6^  del  artículo  193 
del  Código  citado,  por  ser  incompatibles  con 
la  acción  aceptada,  y  en  consecuencia,  dicha 
sentencia  tampoco  adolece  del  vicio  de  falta 
de  pronunciamiento  sobre  las  excepciones 
opuestas  á  la  demanda. 

Por  estos  fundamentos  y  teniendo  además 
presente  lo  dispuesto  en  los  artículos  937  y 
y  960  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  24 
de  ta  ley  de  7  de  octubre  de  1861,  se  declara 
sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casación 
interpuesto  á  nombre  de  The  Chilian  Electric 
Tramway  and  Light  Co.  Lá. 

Entregúense  los  autos  para  expresar  agra- 


vios. 


Redactada  por  el  señor  Minúrtro  Castillo. 
B.  Caatillo—J.  Alejo  Femáadew—Joa£  T.  Ma^ 
tín. 
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Corte  de  Santiago.— 9  de  mayo  de  1901 

Sánchez  con  Banco  D.  Matte  y  C* 

Cheques.— Su  naturaleza  y  obi  ato  - 
Endoso.— Besponsabilldad  del  gira- 
dor. 

Doctrina:— cheque  que  se  gira  con- 
tra un  Banco  ijnporta  un  mandato  de 
pago  que  puede  tener  por  causa  una  obli- 
gación existente  á  favor  de  la  persona  á 
cuyo  nombre  se  extiende  ó  una  simple  co- 
misión de  cobranza  que  se  le  da  á  la  mis- 
ma persona^  doble  servicio  que  el  cheque 
está  llamado  á  prestar. 

No  siendo  el  cheque  un  documento  á  la 
orden,  no  es  transferible  por  la  vía  det 
endoso,  pues  la  costumbre  no  puede  to- 
marse en  cuenta  desde  que  no  supliría  en 
este  caso  el  silencio  de  la  ley,  ya  que  ésta 
es  explícita  en  negar  lugar  al  endoso  en 
documento  que  no  sea  á  la  orden. 


Habiéndose  presentado  el  Banco  de  D.  Mat- 
te y  C*  contra  don  Roberto  Sánchez  cobrán- 
dole cheques  que  éste  había  girado  contra  el 
Banco  de  Chile  y  Alemania,  á  favor  de  don 
Luis  Urzúa  Concha  y  que  éste  había  entrega- 
do al  Banco  de  D.  Matte  y  C*  que  los  había 
abonado  á  la  cuenta  corriente  de  Urzúa  Con- 
cha, sin  haber  obtenido  después  el  pngo  de 
ellos,  fué  llamado  Sánchez  á  reconocer  su  fir- 
ma, y  reconocida  ésta  se  despachó  manda- 
miento de  embargo. 

Sánchez  se  opuso  á  la  ejecución,  negando 
adeudar  las  cantidades  que  representaban  los 
cheques  y  el  Juzgado  no  dió  lugar  á  las  excep- 
ciones, pero  su  resolución  fué  revocada  por  la 
siguiente: 

Santiago,  21  de  agosto  de  1901.— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  y  teniendo  pre- 
sente: 


1'  Que,  al  reconocer  el  ejecutado  las  firmas 
con  que  están  suscritos  los  cheques  de  f.  1  á 
fs.  5,  ha  negado  deber  las  sumas  qne  ellos  ex- 
presan, agregando  que  no  lo  ligacon  el  Banco 
ejecutante  obligación  alguna; 

2^  Que  los  cheques  reierídos  no  aparecen  gi- 
rados por  don  Roberto  Sánchez  contra  el  Ban- 
co de  D.  Matte  y  C*,  sino  contra  el  de  Chile  y 
Alemania,  donde  aqnél  tenía  una  cuenta  co- 
rriente; 

3^  Que  el  cheque  que  se  gira  contra  un  Ban- 
co importa  un  mandato  <1e  pago,  que  puede 
tener  por  causa  una  obligación  existente  á 
favor  de  la  persona  á  cuyo  nombre  se  extiende 
ó  una  simple  comisión  de  cobranza  que  se  da 
á  la  misma  persona  para  que  perciba  la  canti- 
dad girada; 

4^  Que,  en  consecuencia,  el  otorgamiento  de 
esta  clase  de  documentos  de  que  el  comercio  se 
vale  para  facilitar  las  transacciones,  no  im- 
porta  necesariamente  el  reconocimiento  de 
una  obligación  para  con  la  persona  á  favor 
de  la  cual  se  haya  extendido,  creando  sólo 
un  vínculo  de  derecho  entre  el  girador  y  el 
banco  contra  quien  se  gira,  caso  que  éste 
atienda  la  orden  de  pago  con  fondos  propios 
que  hubiere  recibido  previamente; 

5^  Que  nuestra  legislación  positiva  no  con- 
signa prescripciones  sobre  los  cheques,  y  que 
los  derechos  y  obligaciones  que  establecen  los 
artículos  655,  658  y  663  del  Código  de  Co- 
mercio respecto  del  librador  y  endosantes  de 
las  letras  de  cambio  en  sus  relaciones  con  el 
tomador,  no  pueden  estenderse  por  analogía 
á  los  primeros,  por  tratarse  de  contratos  de 
índole  diversa,  sometidos  á  solemnidades  y 
requisitos  especiales  que  no  son  aplicables  á 
los  cheques  conforme  á  los  usos  del  comer- 
cio, y 

6^  Que  los  mencionados  cheques  no  se  ha- 
llan comprendidos  en  la  enumeración  taxativa 
que  el  artículo  2^  de  la  ley  de  8  de  febrero  de 
1837  hace  de  los  títulos  que  traen  aparejada 

ejecución; 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  el  artículo  41 
de  la  misma  ley,  se  revoca  la  resolución  apela- 
da de  6  de  julio  de  1901,  y  se  declara  probada 
la  excepción  de  no  ser  bastante  el  título  para 
la  ejecución.  Akese,  en  consecnencta,  el  embar- 
go trabado  en  las  existendas  de  la  tienda  de 
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don  Roberto  Sánchez,  de  que  da  testimonio  la 
díligeoda  de  is.  25  vta.,  y  condénase  al  ejecu- 
taste en  las  costas  de  la  ca.xis.£L.—Mor¿i."Ver- 
garaAJbaao.—FosterSecabamn  LarrainZ. 

En  vista  de  esta  resolución»  el  Banco  de 
D.  Matte  y  Ca.  demandó  en  juicio  ordinario 
á  don  Roberto  Sánchez  al  pago  de  loa  indica- 
dos cheques. 

Bl  demandado  contesta  y  reconviene  pidien- 
do se  niegue  lugar  á  la  demanda,  con  costas. 

Expone  que  cuando  fueron  protestados  por 
el  Banco  Chile  y  Alemania,  los  cheques  girados 
por  él  á  la  orden  de  don  Luis  Urzúa  Concha  y 
endosados  por  éste  al  Banco  demandante  el 
endosatario  llamó  á  Urzáa  y  le  exigió  garan- 
tía por  el  valor  que  representaban  otorgán- 
dose al  efecto  la  escritura  de  29  de  diciembre 
de  1900  ante  el  notario  Ortiz,  reconociendo  en 
ella  la  obligación  que  importan  los  cheques 
girados  por  el  exponente  y  dió  en  prenda  las 
mercaderías  existentes  en  su  almacén,  estima- 
das en  treinta  mil  pesos.  £1  endosante  aceptó 
la  prenda  que  fué  entregada  á  un  depositario 
designado  por  él. 

Por  escritura  posterior  de  I*'  de  mayo  de 
1901,  Sánchez  y  Urcúa  finiquitaron  por  com- 
pleto todos  sus  negocios  y  relaciones. 

Urzúa  entregó  además  una  casa  de  su  pro- 
piedad al  mismo  Banco  Matte,  que  éste  esti- 
ma en  treinta  mil  pesos. 

£1  cheque,  continúa,  no  importa  reconoci- 
miento ni  confesión  de  deuda,  ni  tampoco  pa- 
go de  obligaciones  equivalentes.  No  basta, 
pues,  la  simple  exhibición  de  un  cheque  para 
dar  por  establecida  la  obligación  que  se  atri- 
buye al  girador  en  favor  de  la  persona  á  cuyo 
nombre  fué  girado. 

Y  planteada  la  cuestión  en  el  supuesto  de 
serles  aplicables  al  cheque  las  reglas  legales 
sobre  letras  de  cambio,  no  es  aceptable  la  de- 
manda. 

En  efecto,  el  Banco  no  protestó  los  cheques, 
no  existiendo  la  responsabilidad  indicada  en 
el  artfculo  663  del  Código  de  Comercio  y  esos 
cheques  pasaron  á  la  categoría  de  las  letras 
perjudicadas  y  caducaron  los  derechos  del 
portador  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  700  del  mismo  Código,  ya  que  hasta 
hoy  no  ha  ocurrido  la  quiebra  del  librado. 


Además,  lo  hecho  por  el  Banco  y  Urzúa  en 
orden  á  la  prenda  de  que  ya  se  habló  creó  la 
situación  contemplada  en  el  artículo  682  del 
Código  citado,  derecho  que  perdió  el  deman- 
dante con  arreglo  al  articulo  788,  y  que  no 
offstante  le  reconoció  Urzúa.  No  puede  enton- 
ces dirigir  contra  el  girador  la  demanda,  quien 
no  ha  tenido  nunca  obligaciones  para  con  el 
Banco,  ni  negocios  de  ninguna  especie. 

Reconviene  por  la  suma  de  diez  y  ocho  mil 
pesos  en  que  estímalos  perjuicios  que  con  oca- 
sión del  embargo  y  depósito  le  ha  irrogado, 
pues  le  vino  el  descrédito,  las  casas  de  comer- 
cio le  cerraron  sus  puertas,  disminuyó  la  ven- 
ta, que  fué  una  verdadera  realización  puesto 
que  no  se  compraba  nueva  mercadena  y  al 
entregarle  ésta  por  inventario  hubo  mercade- 
ría de  más  de  siete  mil  pesos  de  existencia. 
Pide  que  se  acceda  á  la  reconvención. 

En  la  réplica  se  dice  que  en  el  finiquito  habi- 
do entre  Urzúa  y  el  demandado,  posterior  al 
giro  de  los  cheques,  éste  recibió  el  importe  de 
los  giros  ó  se  benefició  con  el  dinero  de  los  de- 
mandantes. Girados  á  la  orden,  como  fueron, 
se  rigen  por  el  párrafo  5'  del  título  10  del  li- 
bro 2^  del  Código  de  Comercio,  importan  un 
documento  á  la  orden  tanto  por  su  redac- 
ción cuanto  por  la  costumbre  del  país  y  se 
transfieren  por  medio  del  endoso,  aplicándo- 
seles la  disposición  del  artículo  663  del  mismo 
Código.  Y  en  el  supuesto  que  el  cheque  impor- 
tara sólo  un  mandato,  en  este  caso  llevaría  tá- 
citamente envuelta  la  condición  de  ser  dele- 
gable  ese  mandato  especialmente  en  los  que 
están  redactados  "Páguese  á  la  orden  de". 
Aún  en  este  caso  Sánchez  estaría  en  la  obliga- 
ción de  reembolsar  á  los  demandantes  las  su- 
mas de  ellos  recibidas. 

Sostiene,  contestando  la  reconvención,  que 
nada  debe  al  demandado.  La  situación  pinta- 
da de  contrario  no  ha  ocurrido  estando  el  al- 
macén en  poder  de  los  demandantes. 

Del  convenio  celebrado  con  Sánchez,  aparece 
"que  hecha  la  traba  de  embargo  sobre  la  tien- 
da" á  fin  de  evitar  el  perjuicio  consiguiente  á 
la  clausura  del  negocio  y  para  evitar  el  iuven- 
tario,  que  es  demoroso  y  largo,  hemos  conve- 
nido, mientras  se  resuelven  las  excepciones 
opuestas  por  el  ejecutado,  en  que  se  continúe 
la  venta  de  las  existencias  de  la  tienda  por  el 
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depoaitarío  y  con  intervención  del  señor  Sán- 
chez y  con  los  empleados  que  tiene  á  su  servi- 
cio, debiendo  depositar  en  un  Banco,  á  la  or- 
den de  V.  S.  el  producto  diario  que  perciba  el 
depositario,  haciéndose  por  éste  los  gastos 
para  mantener  el  negocio".  Esta  transcrlti— 
ción  demuestra  que  la  reconvención  falla  por 
sa  base. 

La  menor  venta  se  ha  debido  tal  vez  á  cir- 
cunstancias que  Sánchez  estando  á  cargo  del 
negocio  no  previó,  ni  jamás  habló  de  la  reno- 
vación de  mercaderías  y  el  depositario  en  sus 
cuentas  atribuye  á  otras  cansas  esa  disminu- 
ción. 

Por  otra  parte  no  se  hizo  inventario  por  la 
propia  voluntad  de  Sánchez,  quien  aceptó  la 
cuenta  del  depositario  sin  observarla  en  par- 
te tan  esencial,  ni  tampoco  se  hizo  al  hacerse 
entrega  sino  que  Sánchez  hace  una  simple  es- 
timación. La  falta  de  crédito  no  es  imputable  A 
los  demandantes  sino  al  mismo  demandado, 
que  abusó  de  documentos  de  crédito  sin  tener 
derecho,  sobre  todo  un  comerciante,  que  sabe 
los  fondos  con  que  cuenta  y  debe  girar  che- 
ques con  relación  á  ellos. 

No  hay  casa  de  comercio  que,  como  la  de 
Sánchez  de  movimiento  fíicticio  y  artificial, 
según  lo  revela  el  documento  de  fs.  56,  puede 
tener  crédito.  Giraba  cheques  á  la  orden  de 
Urzúa,que  éste  depositaba  en  elBanco  deman- 
dante y  retiraba  el  mismo  día  los  fondos  que 
su  empleado  depositaba  en  el  Banco  girado. 
Esta  es,  pues,  la  falta  de  crédito  de  Sánchez. 
Pide  se  rechace  la  reconvención. 

Con  fecha  9  de  diciembre  de  1902  el  juzgado 
falló: 

Considerando: 
1^  Que  el  demandado  reconoce  las  firmas 
coa  que  con  su  nombre  aparecen  suscritos,  res- 
pectivamente los  cheques  de  f.  1  á  f.  5  inclusive 
del  primer  expediente  agregado,  girados  ála 
orden  de  don  Luis  Urzúa  C,  pero  no  reconoce 
la  deuda  que  el  no  pago  de  esos  cheques  pu- 
diera importar,  porque  pagó  al  señor  Urzúa 
el  valor  correspondiente,  según  consta  de  es- 
critura de  finiquito,  á  fs.  11  del  mismo  expe- 
diente. 

2^  Que  aún  cuando  afirma  Sánchez  que  esos 
cheques  girados  á  favor  de  ürzfia  importaban 


una  simple  comisión  de  cobranza  ó  sea  un 
mandato,  el  comisionista  ó  mandatario  obU- 
ga  al  comitente  ó  mandante  para  con  terce- 
tos, ya  que  la  expresión  á  la  ordca  de  envol* 
veria  implícitamente  la  facultad  de  delegar  el 
mandato  y  la  circunstancia  de  tener  fondos 
sobre  que  girar. 

3'  Que  el  Banco  demandante,  como  delega- 
do del  mandatario  del  girador  y  en  el  supues" 
to  de  tener  éste  los  fondos  necesarios,  aceptó 
el  cargo,  cubriéndolo  con  fondos  de  su  peculio 
y  tiene  derecho  á  ser  pagado  con  los  intereses 
respectivos,  ya  que  pesa  sobre  el  mondante  la 
obligación  comlativaque  establece  elartlcnlo 
2158  del  Código  Civil. 

4^  Que  la  delegodón  del  mandato  se  ha  efec- 
tuado, además,  en  forma  de  endoso  por  ser  és- 
ta la  corriente  en  el  comercio,  hecho  probado 
al  tenor  del  interrogatorio  de  is.  58  y  porque 
no  puede  negarse  que  el  cheque  en  la  forma 
que .  aparece  de  f.  1  á  fs.  5,  es  documento  á  la 
orden  de  los  que  contemplad  articnlo  164  dd 
Código  de  Comercio. 

5^  Que  consta  de  autos  que  Sánchez  no  te- 
nía fondos  al  hacer  los  giros  á  iavorde  Urzúa, 
y  no  es  ni  siquiera  verorfmil  suponer  que  sj 
era  «mple  comiaón,  no  tuviera  objeto  real  ó 
efectivo  alguno,  y  si  era  pago  de  deudas  á  fa^ 
vor  del  girado  éste  lo  aceptara  sin  obtener  la 
solución  verdadera  de  ellas  y  menos  firmando 
un  finiquito  días  después,  según  consta  de  la 
citadaescriturade  fs.  11  y  en  ambos  casos  que 
el  dinero  obtenido  de  otro  no  le  sea  devuelto. 

6^  Que  tal  finiquito  pudo  poner  término 
definitivo  á  las  obligaciones  y  derechos  de  los 
otorgantes  mas  no  á  los  que  existieren  respec- 
to de  terceros  en  orden  á  esas  obligaciones  y 
derechos,  como  lo  es  el  demandante  que  dió  el 
dinero  que  había  contribuido  á  producir  tal 
finiquito. 

7^  Que  no  consta^  de  autos  que  el  deman- 
dante se  haya  reembolsado  de  manos  de  Ur- 
zúa ó  de  otro  del  importe  de  los  cheques  gira- 
dos por  Sánchez  y  pagados  por  d  Banco  D. 
Matte  y  C*,  pues  la  garantía  á  que  se  refiere 
la  escritura  de  fs.  12  no  acredita  la  soludón 
y  consta  de  autos  que  Urzúa  adeuda  al  mismo 
Banco  una  suma  crecida  por  otra  fuente  de 
obUgociones. 

8^  Que  en  d  supuesto  de.  haberse  pagado  de 
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parte  del  valor  de  los  cheques,  tendría  Sán- 
chez expedito  su  derecho  para  hacerlo  valer. 

99  Que  el  demandado  no  justíBca  en  forma 
debida  la  pérdida  de  mercaderías  con  relación 
al  inventarío  que  de  ellas  se  hiciera  al  trabarse 
el  embargo,  mercaderías  que  se  realixaban 
con  su  intervención,  según  el  convenio  de  fs. 
28  del  primer  cuaderno,  inventarío  que  no  se 
practicó  realmente  en  debida  forma. 

10.  Que  tampoco  ha  probado  que  tuviera 
los  fondos  necesarios  para  adquirir  mercade- 
rías con  que  renovar  el  surtido  y  aún  cuando 
ha  justificado  que  varias  casas  de  comercio  le 
tenían  abierto  crédito,  aparece  de  autos  que 
estaba  excedido  en  la  cuenta  corriente  que 
mantenía  en  un  Banco,  y  no  es  posible  supc- 
ner  que  las  casas  proporcionaran  aquellas 
mercaderías  sin  abonarse  algo  á  lo  adeudado. 

11.  Que,  además,  Sánchez  sólo  exigió  á  fo- 
jas 145,  primer  cuaderno,  el  depósito  de  una 
suma  por  lo  gastado  en  alimentación  por  el 
depositario,  único  reparo  que  le  mereció  la 
cuenta  de  éste,  depósito  que  se  mandó  hacer 
por  auto  de  fs.  14<>  v.,  con  limitación,  orde- 
nándose que  se  girara  libramiento,  y  aún  cuan- 
do pidió  reconsideración  del  respectivo  auto, 
se  desistió  del  recurso  que  había  interpuesto. 

12.  Que  el  demandante  fué  condenado  en 
las  costas  del  juicio  ejecutivo  y  pagó  dichas 
costas  según  aparece  de  autos. 

13.  Que  no  se  ha  probado  que  los  libros  de 
comercio  presentados  por  Sánchez  hayan  sido 
llevados  en  debida  forma,  y,  al  contrarío,  hay 
algunos,  como  el  Diario,  que  principia  agosto 
27  de  1890,  el  de  Caja  é  inventario,  que  tie- 
nen enmendaduras  y  no  revisten  las  condicio- 
nes probatorias  suficientes  para  hacer  fe,  no 
constando  tampoco  si  los  precios  están  con- 
formes con  las  facturas  del  caso;  y 

14.  Que  corresponde  probar  la  acdón  y  la 
excepción  al  que  respectivamente  la  alega. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones  y  lo 
que  también  disponen  los  artículos  1698, 
1700  á  1713  del  Código  Civil  y  460  del  Códi- 
go de  Comercio,  se  declara:  1^  que  ha  lugar  á 
la  demanda;  y  2^  que  no  ha  lugar  á  la  recon- 
vención. Reservánse  al  demandado  los  dere- 
rechos  que  le  correspondan  para  hacerlos  va- 
ler contra  quien  le  coavenga — AnÓtesey  reem- 
plácese el  papd.— Jliaría. 


AnLAClOKIS 


Aiwlada  esta  sentencia, 
La  Oorte: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expontiva 
de  la  sentenna  apelada  de  nueve  de  diciembre 
de  mil  novecientos  dos,  eliminando  sus  consi- 
derandos 1',  2',  3',  4',  59,  6',  79,  8»  y  9»,  y 
teniendo  presente  en  orden  á  la  demanda: 

1^  Que  los  cheques  á  que  ésta  se  refiere 
no  fueron  girados  por  don  Roberto  Sánchez, 
contra  el  Banco  demandante,  sino  contra 
el  de  Chile  y  Alemania  donde  aquél  tenía  nna 
cuenta  corriente,  y  al  reconocer  el  girador  las 
firmas  con  qw  están  suscriptos,  ha  negado 
adeudar  las  cantidades  que  ellos  expresan; 

2^  Que  nuestra  legislación  no  ha  definido, 
ni  reglamentado  la  naturaleza  y  efectos  del 
cheque  de  Banco  en  las  diversas  transacciones 
en  que  se  utiliza,  7  si  bien  establece  obligacio- 
nes y  derechos  entre  el  girador  y  el  Banco  con- 
tra quien  se  gira,  á  virtud  del  contrato  habi- 
do entre  ellos,  tal  instrumento,  que  es  nna 
simple  orden  de  pago,  por  sí  sólo  no  importa, 
entre  el  giradory  el  tenedoró  entre  éste  y  el  U- 
bradoóterceros,  el  reconocimiento  denna  oblí- 
garión  del  girador  á  favor  del  tenedor  ya  que 
puede  tener  por  objeto  no  sólo  el  pago  de  nna 
deuda,  sino  una  nmpte  comisión  de  cobranza, 
doble  servicio  que  el  cheque  seencargade  pres- 
tar en  las  relaciones  comerciales; 

3^  Qne  loscheqnes  expedidos  á  favor  de  don 
Luis  Urzúa  Concha  y  firmados  por  el  deman- 
dado Sánchez,  no  siendo  documentos,  á  la  or- 
den, no  han  podido  ser  transferidos  legalmen- 
te por  la  vía  del  endoso  y,  por  consiguiente, 
el  suscripto  á  su  respaldo  por  Urzúa  6  por  el 
qne  se  dice  su  mandatario,  á  üetTW  del  Banco 
demandante,  no  ha  podido  producir  efectos 
en  contra  de  Sánchez; 

4*  Que  la  costumbre  invocada  por  el  de- 
mandante y  respecto  de  la  cual  se  ha  rendido 
prueba,  de  ser  considerados  en  el  comercio  los 
cheques  como  documentos  á  la  orden  transfe- 
ribles  en  virtud  de  endoso  y  que  todos  los 
Bancos  los  pagan  al  endosatario,  no  puede 
tomarse  en  cuenta  en  el  caso  presente,  por  no 
haber  venido  ella  á  suplir  el  nlencio  de  la  ley 
qne  á  este  respecto  es  explícita  en  negar  lugar 
al  endoso  en  docnmentot  que  no  sean  á  la 
ordenj 
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5^  Que,  por  otra  parte,  negado  el  pago  de 
los  cheques  por  el  Banco  de  Chile  y  Alemania, 
el  Banco  demandante  gestionó  y  obturo  de 
Urzúa  Concha  garantías  que  le  aseguraran  el 
pago  de  las  cantidades  que  aquellos  represen- 
taban y  que  abonó  en  la  cuenta  corriente  que 
el  deudor  tenía  en  el  Banco  de  D.  Matte  y  C* 

Bn  efecto,  siendo  el  saldo  de  esa  cuenta  en 
contra  de  Urzúa  C,  de  veinte  y  seis  mil  ciento 
nueve  pesos  setenta  y  dos  centavos,  después 
del  abono  de  los  cheques,  en  31  de  diciembre 
de  1900,  según  el  certificado  de  fs.  94  vta.  y 
sin  el  abono,  cuarenta  mil  novecientos  cuaren- 
ta y  cuatro  pesos  sesenta  y  dos  centavos,  con 
posterioridad  á  ese  abono  el  deudor  dió  en 
prenda  al  Banco  todas  las  mercaderías  del  al- 
macén de  la  calle  Veintiuno  de  Mayo  estima- 
das por  ios  interesados  en  treinta  mil  pesos, 
diciéndose  expresamente  qtie  una  de  las  obli- 
gaciones que  aseguraba  la  prenda  era  el  valor 
de  los  cheques  aludidos,  escritura  de  fecha  13; 
y  entregó  al  mismo  Banco  una  casa  ubicada 
en  la  calle  Santo  Domingo  de  esta  ciudad,  es- 
timada en  treinta  mil  pesos,  para  que  perci- 
biera los  cánones,  dado  el  tenor  de  lo  confe- 
sado por  parte  del  Banco  en  la  absolución  de 
las  posicione; 

6'  Que  la  misma  cuenta  corriente  estaba 
garantida  con  hipoteca  de  la  cosa  menciona- 
da hasta  por  la  cantidad  de  veinte  y  cinco  mil 
pesos,  á  lo  cual  se  agrega  la  ñnnza  de  don 
Heríberto  Urzúa  en  calidad  de  codeudor  soli- 
dario, inscripción  de  11  de  abril  de  1896,  cer- 
tificada á  fs.  52;  habiendo  también  en  30  de 
octubre  del  mismo  año  hipotecado  Urzúa  C, 
la  misma  casa  á  favor  del  Banco  referido  has- 
ta por  siete  mil  pesos  para  garantir  toda  y 
cualquiera  obligación  de  cualquiera  clase  que 
sea,  pendiente  6  futura: 

7^  Que,  finalmente,  de  la  escritura  acom- 
pañada en  estrados  consta  que,  vendida  la 
cosa  hipotecada  en  treinta  y  cinco  mil  pesos, 
del  precio  recibió  el  vendedor  mil  quinientos 
pesos  y  el  Banco  ocho  mil  quinientos  pesos  al 
contado,yque  porel  resto,  esto  es,  veinteycin- 
co  mil  pesos,  el  comprador  se  reconoce  deudor 
con  hipoteca  á  favor  de  dicho  Banco,  y  éste 
abona  ambas  cantidades  á  la  obligación  de 
don  Luis  Urzúa  Concha;  sin  perjuicio  de  que- 


dar subsistente  la  fianza  de  don  Heríberto  Ur- 
zúa por  la  misma  obltgaci^Sn; 

Visto  también  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1698  y  2*»  del  Código  Civil;  465  y  767  del 
Código  de  Comercio  y  167  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  revoca  la  referida  senten- 
cia en  cnanto  da  lugar  á  la  demanda,  la  cnal 
se  desecha  y  se  confirma  en  lo  demás. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rqas. — 
£r.  R.  Mora.— Carlos  B.  Olivos.— J.  A.  Rojas. 


Corte  de  Santiago.— 21  de  junio  de  1904. 

Valdivieso  con  Empresa  de  4os  Ferrocarriles 

del  Estado. 

Pérdidas  de  meroaderias.  -  Presorip 
olon  de  la  aoolóu  parareolaoiar. 

Doctrina:  —  La  responsabilidad  del 
porteador  por  pétdidaSt  desfalcos  j  ave- 
rias de  las  mercaderías  se  extingue  por 
la  prescripción  de  seis  meses  en  las  expe- 
diciones realizadas  dentro  de  la  Repúbli- 
ca, principiando  á  correr  la  prescripción 
en  caso  de  pérdida  desde  el  día  en  que  de- 
bió ser  cumplida  la  conducción. 

Las  redamaciones  hechas  ante  la  jun- 
ta de  reclamos  de  los  Ferrocarriles  del 
Estado,  no  pueden  estimarse  como  la  in- 
terposición de  la  acción  judicial  á  que  se 
refiere  el  artículo  2518  del  Código  Civil 
y,  por  lo  tanto,  no  interrumpen  dicha 
prescripción. 


Don  Amador  Arellano,  en  representación  de 
don  José  Toribio  Valdivieso,  demanda  á  la 
Empresa  de  los  Ferrocarriles  del  Estado,  co- 
brándole el  valor  de  diez  sacos  de  azúcar,  as- 
cendente á  la  suma  de  418  pesos  66  centavos, 
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que  formaban  parte  de  una  remesa  de  treinta 
sacos  hecha  desde  Viña  del  Mar  A  Melipílla 
por  la  casa  de  Besa  j  C*,  y  cuja  pérdida  se 
ha  negado  á  indemnizar  la  empresa  á  quien 

demanda. 

Don  Emilio  Vergara,  en  repre8entaci<5n  del 
director  general  de  los  Ferrocarriles  del  Esta- 
do, contestando  la  demanda»  expone:  que  nie- 
ga la  reponsabilidad  de  la  empresa  por  la  pér- 
dida de  los  referidos  diez  sacos  de  azúcar  cuyo 
importe  cobra  el  demandante,  por  cuanto  la 
carga  de  los  carros  que  debían  conducirlo  á 
su  destino  se  efectuó  en  el  recinto  de  la  Refine- ' 
ría  de  Azúcar  de  Viña  del  Mar,  y  dichos  ca- 
rros fueron  sellados  por  empleados  de  la  fá- 
brica mencionada;  y  que  cualquiera  que  sea, 
por  otra  parte,  la  responsabilidad  que  hubiera 
afectado  á  la  empresa»  ya  ésta  estaría  extin- 
guida por  la  prescripcidn  de  seis  meses  esta- 
blecida en  el  número  4'' del  artículo  214' dirl 
Código  de  Comercio,  excepción  que  alega  á 
favor  de  la  empresa. 

Celebrado  el  comparendo  para  la  fijación 
de  los  puntos  de  prueba,  sin  que  se  rindiera 
testimonial  durante  el  término  concedido  con 
tal  ñn,  se  ordenó  oir  al  señor  promotor  fiscal 
vencido  dicho  término,  hecho  lo  cual  se  citA  á 
las  partes  para  sentencia,  que  dictó  el  juzga- 
do en  la  forma  siguiente: 

Considerando: 

1^  Que  la  responsabilidad  del  porteador  por 
pérdidas,  desfalcos  y  averías,  se  extingue  por 
la  prescripción  de  seis  meses  en  las  expedicio- 
nes realizadas  dentro  de  la  República,  princi- 
piando á  correr  dicha  prescripción,  en  caso  de 
pérdida,  desde  el  día  en  que  debió  ser  cumpli- 
da la  conducción; 

2'  Que  si  es  cierto  que  don  J.  Toribio  Valdi- 
vieso entabló  reclamación  en  forma  ante  la 
junta  de  reclamos  de  los  Ferrocarriles  del  Es- 
tado con  motivo  de  lapérdidade  los  diez  sacos 
de  azúcar  á  que  alude  en  su  demanda,  ello  fué 
con  fecha  20  de  jnlío  del  año  1894,  esto  es,  vein- 
te y  tantos  días  después derecíbidoslos  20  sa* 
eos  restantes  y  que  dicha  junta  debe  tenerse 
como  tribunal  competente  para  conoceren  di- 
cha reclamación,  no  lo  es  menos  que  la  junta 
expresada  dictó  resolución  denegando  el  re- 
clamo en  cuestión  con  fecha  3  de  noviem- 


bre del  año  mencionado  y  la  demanda  ha  sido 
formulada  con  fcchall  degenero  del  año  próxi- 
mo pasado,  esto  es,  más  de  sieteaños  después 
de  pronunciarse  la  junta  sobre  el  reclamo  que 
se  llevó  á  su  conocimiento  y  que  motiva  el 
presente  juicio;  y 

3^  Que  sí  ha  existido  interrupción  civil  de 
la  prescripción  por  parte  del  demandante  con 
motivo  del  reclamo  á  que  se  alude  en  el  consi- 
derando anterior,  éste  no  puede  alegarla  por 
haber  dejado  trascurrir  más  de  tres  años  des- 
de la  fecha  en  que  la  junta  de  reclamo  de  los 
Ferrocarriles  del  Estado  dictó  resolución  so* 
brc  el  mismo,  hasta  el  momento  que  dedico  la 
presente  demanda; 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 2' y  214  del  Código  de  Comercio,  y 
2503  y  2518  del  Código  Civil,  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  excepción  de  prescripción  alega- 
da por  la  empresa  demandada  y,  en  conae- 
c  lencia,  deséchase  la  demanda. 

Consúltese.— Gabrwi  Rencoret. 

Apelada  esta  sentencia 

La  Corte: 

Vistos:  Con  el  mérito  del  primer  conside 
rando  de  la  sentencia  de  primera  instanda  y 
teniendo  además  presente:  que  el  demandante 
no  ha  acreditado  qne  la  prescripción  alegada 
por  el  demandado  se  haya  interrumpido  con- 
forme á  las  prescripciones  legales,  por  cuanto 
la  reclamación  hecha  á  lajunta  de  reclamos  de 
la  Empresa  de  los  Ferrocarriles  no  puede  esti- 
marse como  la  interposición  de  la  acción  judi- 
cial á  que  se  refiere  el  artículo  2518  del  Códi- 
go Civil,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
17  de  junio  de  1903,  con  costas. — A.  Versara. 
—A.  Montt.— Darío  Benaveate.—E,  Castillo^ 
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Corte  de  Saatiago  Cas,— 22  de  jatio  de  1904 

Banco  Comercial  de  Chile  con  Barbagelata  y 
otro 

Deslgnaolón  precisa  de  los  partes 
litigantes 

Doctrina: — Se^a  el  inciso  V*  del  ar- 
tkulo  193  del  Código  de  Procedimiento 
CiviU  toda  sentencia  debe  contener  la  de- 
signación precisa  de  las  partes  litigantes 
y  lít  omisión  de  esta  enunciación  es  cau- 
sal bastante  de  casación  en  la  forma  se- 
gún el  inciso  5^  del  artículo  941  del  mis- 
mo Código. 

Aceptado  el  recurso  por  una  causales 
iaoSdoso  pronunciarse  sobre  las  demás. 


En  el  juido  entablado  por  el  Banco  Comer- 
cial de  Chile  contra  don  Ag^uatín  Barbagelata, 
por  sí  y  como  apoderado  de  doña  Maríetta 
Buggio  de  Barbagelata,  el  juzgado  pronun- 
ció la  siguiente  sentencia: 

Santiago,  diex  de  enero  de  mil  novecientos 
cuatro.— Vistos:  don  Genaro  Donoso,  emplea- 
do y  gerente  del  Banco  Comercial  de  Chile  en 
liquidación,  ubicado  en  Moneda  número  mil 
ciento  seis,  demanda  ejecutivamente  á  doña 
Maríetta  Buggio  de  Barbagelata,  represen- 
tada por  su  hijo  Agustín  Barbagelata,  comer- 
ciante domiciliado  en  Valparaíso,  calle  de 
Yungay,  número  ciento  cuarenta  y  nueve,  el 
pago  de  la  cantidad  de  quince  mil  pesosque  le 
adeudan,  según  consta  de  la  escritura  que 
acompaña,  intereses  y  costasyprotesta  de  re- 
cibir en  pago  legítimos  abanos. 

Despachado  el  mandamiento  de  embargo  y 
trabado  éste,  opuso  don  Agustín  Barbagela- 
ta las  sigruientes  excepciones:  Ser  ilíquida  la 
deuda,  pues  en  conformidad  &  la  primeé  par- 
te de  la  cláusula  cuarta  de  la  escritura,  debió 
hacerse  previamente  abono  al  valor  reconoci- 
do, deducidos  los  veinte  mil  pesos  ($  20,000) 
dado*  al  contado,  de  los  importes  multantes 
la  yepta  de  cielito  ochcntn  acciones  que  te 


autorizó  al  Banco  para  vender  y  del  crédito 
de  don  Inocencio  Garcíacedidoal  mismo  Ban- 
co, y  no  ser  actualmente  ezigible;  pues,  con- 
forme á  la  misma  cláusula  cuarta,  el  saldo 
que  resulte  será  pagado  después  de  ejecutado 
estos  abonos. 

Mas  adelante  amplía  la  excepción  de  no  ser 
bastante  el  titulo,  porque  éste  formaba  parte 
del  expediente  que  se  le  siguió  en  el  segando 
juzgado  de  esta  ciudad,  juicio  que  por  retardo 
se  archivó  con  el  número  doscientos  cuarenta 
y  ocho,  como  puede  verse  á  fojas  cuatro  y  cin- 

t  co,  y  que  ha  sido  sacado,  sin  duda,  del  expe- 
diente ó  entregado  al  ejecutante,  ó  desarchi- 
vado indebidamente.  No  reviste,  en  consecuen- 
cia, los  caracteres  que  exige  el  número  dos, 
artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  cinco  del 
Código  de  Procedimiento  Civil.  Pide  reserva 
de  derechos. 
Hn  rebeldía  del  ejecutante  se  dió  por  evacúa- 

'  do  el  traslado  de  las  esoepdones  admitiéndo- 
las para  probarlas;  se  recibió  la  causa  á  prue- 
ba, no  rindiéndose  ninguna  testimonial  y  por 
6n,  se  citó  para  sentenda. 

Considerando: 
1^  Que  de  la  escritura  de  fojas  cuatro  cons- 
ta que  don  Agustín  Barbagelata  por  sí  y  en 
representación  de  su  señora  madre  doña  Ma- 
ríetta Buggio,  declara  adeudar  al  Banco  eje- 
cutante la  suma  de  noventa  y  tres  mil  qui- 
nientos cnarentay seis  pesos($93,546),  saldo 
de  deuda  y  cuenta  corriente  reconocida  en  es' 
entura  de  diezy  siete  de  enero  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  seis  y  qne  pora  efectuar  el  pago 
entrega  veinte  mil  pesos  al  contado;  el  valor 
que  produzcan  las  ciento  ochenta  acciones  del 
mismo  Banco  Comercial  de  Chile  y  del  Banco 
Comercial  Hipotecario  que  poseía  la  sociedad 
Barbagelata  Unos,  acciones  que  ha  dado  or- 
den de  vender  y  autoriza  al  Banco  para  que 
reciba  el  valor  que  produzca  la  venta  y  lo  apli- 
que al  pago  de  la  deuda  arriba  indicada;  con- 
firma la  cesión  que  hizo  al  Banco  por  la  escri- 
tura de  diezy  siete  de  enero  citada,  del  crédito 
de  doce  mil  quinientos  pesos  ($  12,500)  con 
más  sus  intereses  que  la  Sodedad  nombrada 
tiene  contra  don  Inocendo  García,  de  Cbim- 
barongo,  para  que  el  Banco  abone  este  crédito 
á  la  deada  de  los  noventa  y  tres  mil  qninien- 
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tos  cuarenta  y  seis  pesos  j  el  saldo,  que  resulte 
después  de  efectuados  estos  abonos  será  pa- 
gado por  don  Agustín  Barbagelata  y  doña 
Martetta  ituggio  viuda  de  Barbagelata  so- 
lidarínmente,  con  dÍTÍdendos  anuales  de  cinco 
mil  pesos  cadauno  pagaderos  el  quince  de  sep- 
tiembre de  cada  año,  sin  intereses; 

2^  Que  esta  última  parte,  relativa  á  la  for- 
ma de  pago  por  anualidades,  no  supone  la 
condición  precisa  de  hacerse  previamente  abo- 
nos á  la  obligación  primitiva  para  exigir  des- 
pués la  suma  anual  de  cinco  mil  pesos,  ni  hace 
tampoco  ilíquida  la  obligación  que  se  deman- 
da; pues,  al  contrario,  es  liquidable  con  simple 
operación  aritmética,  como  puede  verse  á  fo- 
jas ciento  tres  vuelta  y  ciento  cuatro  y  los  cré- 
ditos de  esta  especie  pueden  cobrarse  ejecuti- 
vamente; 

3^  Que  el  Banco  se  hizo  dueño  del  crédito 
contra  García  por  su  valor  en  capital  deter- 
minado é  intereses  y  sobre  todo  ello  ha  hecho 
abono  á  la  deuda  de  don  Agustín  Barbage- 
lata; 

4^  Que  si  se  aceptara  la  alegación  del  de- 
mandado de  ser  previo  el  abono  de  aquel  cré- 
dito y  producto  de  la  venta  de  acciones  del 
Banco  dadas  á  éste  en  prenda  según  la  escri- 
tura de  diez  y  siete  de  enero  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  cuatro,  y  en  seguida  poder  co- 
brarse los  dividendos  anuales  de  cinco  mil  pe- 
sos, habría  quedado  hasta  cierto  punto  &  su 
arbitrio  el  que  se  le  cumpliera  aquel  evento, 
bastándole  rechazar  la  venta  de  las  acciones 
por  un  precio  diverso  del  fijado  por  él,  inter- 
viniendo en  el  abono  y  prestando  su  consenti- 
miento; 

5*  Que  no  ha  negado  el  hecho  de  haber  pa- 
gado tres  dividendos  posteriores  á  la  fecha  de 
la  escritura  de  fojas  4,  como  lo  afirma  el  de- 
mandante en  su  cuenta,  y  con  ello  se  deja  es- 
tableado el  alcancedado  por  el  deudor  á  la 
obligación  de  fojas  4; 

6^  Que  se  ha  justificado  con  el  certificado  de 
fojas  122  que  la  cuenta  de  fojas  49  y  cartas 
de  fojas  50y52  están  conformes  con  los  libros 
del  Banco  demandante,  llevados  en  debida 
forma,  cuentas  relativas  al  crédito  del  señor 
García,  imputado  á  la  deuda,  y  aparece  tam- 
bién de  autos  la  imputación  del  valor  6  precio 
de  remate  de  las  accione^ 


7^  Que  asimismo  consta  de  certificado  que 
el  citado  titulo  de  fojas  4  fué  retirado  por  or- 
den judicial  de  un  expediente  sobre  diligencias 
prejudiciales  y  no  sobre  acción  alguna  dedu- 
cida contra  el  demandado;  y 

8^  Que  siendo  de  fácil  liquidación  el  crédito 
de  fojns  4,  actualmente  eztgible,  los  dividendos 
cuyo  pago  se  demanda  y  bastante  d  título,  no 
proceden  los  excepciones  opuestas  á  la  qecu- 
ción. 

Por  estos  fundamentos  y  lo  dispuesto  por 
los  artículos  35  del  Código  de  Comercio, 
1545,  1546,  1560,  1564,  1698  del  Civil. 
167,  331,  335,  392,  455,  458  y  492  del  de 
Procedimiento  Civil,  se  desechan  las  excepcio- 
nes y  ampliación  opuestas  á  la  ^ecución, 
con  costas;  y  se  declara  que  dicha  ejecución 
debe  llevarse  adelante  en  forma  legal.— /osé 
T.  Marín. 

Don  Agustín  Barbagelata  dedujo  en  contra 
de  esta  sentencia  losrecursosde  casación  en  la 
forma  y  apelación. 

Fundó  el  primero  de  estos  recursos  en  las  si- 
guientes causales: 

1'  Halarse  omitido  en  la  sentencia  la  de" 
signación  precisa  y  completa  de  las  partes  li- 
tigantes como  lo  ordena  el  número  1^  del  ar- 
tículo 193  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 
pues  siendo  los  dos  ejecutados:  don  Agustín 
Barbagelata  por  sí  y  su  señora  madre  doña 
Marietta  Buggio  de  Barbagelata,  la  sentencia 
sólo  dice  que  el  Banco  Comercial  demanda-eje- 
cutivamente á  doña  Marietta  Bnggio  de  Bar- 
bagelata representada  por  su  hijo  don  Agus- 
tín Barbagelata; 

2*  En  haberse  omitido  igualmente  la  desig- 
nación precisa  del  domicilio,  profesión  ú  oficio 
de  la  señora  demandada; 

3*  En  haberse  faltado  á  lo  disptusto  en  el 
número  6^  del  citado  artículo  193  por  cuanto, 
á  pesar  de  haberse  mandado  tener  presente 
para  definitiva  la  petición  formulada  en  el  es- 
crito de  fs.  110  para  que  se  reservara  el  ejecu- 
tado sus  derechos  para  juicio  ordinario  de 
acnerdo  con  el  artículo  499 del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  la  sentencia  no  la  resuelve 
como  debió  haberlo  hecho  quedando  así  sin  fa- 
llarse uno  délos  puntos  esenciales  sujetos  ásu 
resolución;  y 

4^  En  haber  sido  dictada  ta  sentenáaen  dí^i 
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inhábil;  pues  el  dfa  10  de  enero  en  que  aparece 
dictada  fué  domingo  y,  por  consiguiente,  fería- 
do,  no  habiéndose  habilitado  á  solicitud  de 
parte  como  expresamente  lo  manda  el  artícu- 
lo 63  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  con 
lo  cual  se  ha  quebrantado  la  prohibición  esta- 
blecida en  el  artículo  62  del  mismo  Código. 

Cita  además  en  apoyo  de  su  recurso  los  nú- 
meros 5?  y  9^  del  artículo  941  del  Código 
citado. 

La  Oorte: 

Considerando  en  cuanto  á  la  primera  de  las 
causales  enunciadas: 

1^  Que  consta  del  escrito  de  fs.  8  que  don 
Genaro  Donoso,  á  nombre  del  Banco  Comer- 
cial de  Chile  en  liquidación,  pidió  y  obtuvo 
mandamiento  de  embargo  contra  loa  bienes 
de  doña  Marietta  Buggio  de  Barbagelata  y 
de  don  Agustín  Barbagelata  y  que  en  esta 
misma  forma  se  expidió  el  mandamiento  de 
embargo,  requiriéndose  al  segundo  de  ellos  por 
u  y  como  apoderado  de  su  señora  madre; 

2^  Que  dado  este  antecedente,  los  deman- 
dados en  este  juicio  son  las  dos  personas  an- 
tes nombradas. 

3^  Que  esto,  no  obstante,  el  juez  de  primera 
instancia  al  expedir  su  fallo  y  haciendo  rela- 
ción de  los  antecedentes,  expresa  que  don 
Genaro  Donoso  demandó  ejecutivamente  á  do- 
ña Marietta  Buggio  de  Barbagelata,  repre- 
sentada por  su  hijo  Agustín  Barbagelata, 
comerciante  domiciliado  en  Valparaíso,  en  la 
calle  que  enuncia,  y  de  consiguiente  omitió 
expresar  los  nombres  de  ambos  demandados, 
limitándose  á  uno  solo  de  ellos; 

4*^  Que,  según  el  inciso  1^  del  artículo  193 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  toda  sen- 
tencia debe  contener  la  designación  precisa  de 
las  parteilitigantes,  su  domicilio  y  profesión 
oficio,  y  la  omisión  de  esta  circunstancia  es 
causal  bastante  de  casación  en  la  forma,  se- 
gún el  inciso  5^  del  artículo  949  del  mismo 
Código,  y,  en  consecuencia,  procede  en  contra 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  en  que  se 
ha  omitido  aquella  designación  el  recurso  de 
casación  en  la  forma; 

5'  Que  aceptado  aquel  recurso  por  la  pri- 
mera de  las  causales  opuestas,  es  inoficioso 
prontmdarse  sobre  las  demás; 


Visto  lo  pmcripto  en  las  disposiciones  lega- 
les citadas  y  artículo  959  del  mismo  Código, 
se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  casación 
en  la  forma  deducido  contra  la  sentencia  de 
10  de  enero  último,  la  cual  se  invalida,  retro 
trayéndose  los  autos  al  estado  de  citarse  para 
nueva  sentencia  por  el  tribunal  correspon- 
diente. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Larraín 
Zañartu.  —J.  Alejo  Feraáadez.  —J.  Ignacio 
Larrain  Zañartu. — Alberto  Arteaga, 


Corte  de  Talca  Caa.—SS  de  diciembre  de  1903 
González  con  Moreira 

Interdictos  espeoiales.— Estacadas  ó 
laborea  que  tuerzan  la  dlrecoión  de 
agruas  corrientes.  —  Filtraciones  y 
derrames;  dereolio  del  propietario 
del  predio  en  que  se  producen,— 
Actos  de  mera  facultad.— Omisiones 
del  íkllo.  —  TJlcra  pe  ti  ta.— Tramita- 
ción de  estos  Interdictos. 

Doctrina: — Para  ejercitar  la  acción 
que  conceden  los  artículos  936  y  937  del 
Código  Civil  se  requiere  que  el  querellan- 
te  sea  dueño  ó  poseedor  de  un  predio  que 
tenga  derecho  á  servirse  de  las  aguas  de 
que  ha  sido  privado  con  las  estacadas, 
paredes  ú  otras  labores  que  tuerzan  la 
dirección  de  las  aguas  corrientes. 

Si  las  aguas  objeto  de  laquerella^  pro- 
vienen de  ñítracionesy  derrames  del  fundo 
del  querellado  á  que  el  querellante  no  ha 
probado  tener  derecho,  sea  por  compra 
al  dueño  de  ellos,  sea  por  otro  título,  el 
hecho  de  que  se  haya  aprovechado  de 
ellos  durante  mucho  tiempo  no  es  bas- 
tante para  basar  en  ellos  una  acción  po- 
sesoria, pues  el  dueño  de  un  predio  lo  es 
también  de  los  derrames  y  ñJtraciones 
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que  enéí  se  producen  y  y  por  tantOy  puede 
disponer  libremente  de  ellos  y  hacer  las 
obras  necesarias  para  recojerlos  dentro 
del  mismo  fundo  y  la  circunstancia  de 
haber  dejado  salir  esos  derrames  y  fil- 
traciones fuera  de  su  predio  importa  sólo 
la  omisión  de  actos  de  mera  facuHad 
y  la  mera  tolerancia  de  actos  de  que  no 
resulta  gravamen,  queno  conñren  al  due- 
ño del  predio  inferior  posesión,  ni  dan 
fundamento  á  prescripción  alguna. 

Según  la  tramitación  breve  queelcr 
tículo  733  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  da  á  los  interdictos  especiales,  el 
querellado  no  es  oído  sino  sólo  citado 
á  la  inspección  que  debe  practicarse  en  el 
lugar  de  la  cuestión;  no  hayde&nsa  pro- 
piamente tal  que  deba  consignarse  de  un 
modo  especial  en  la  sentencia;  y  ésta 
cumple  con  los  requisitos  legales  si  con- 
tiene la  enunciación  completa  de  la  que- 
rella, expresando  lo  que  se  pide,  la  acción 
que  se  entabla  y  las  razones  en  que  se 
apoya,  con  designación  precisa  del  quere- 
llante y  querellado,  su  pro&sióny  domi- 
cilio. 

No  falla  "ultra  petita'*  la  sentencia 
que  en  estos  interdictos  se  limita  á  dese- 
charen la  parte  resolutiva  la  querella; 
y  si  en  los  considerandos  se  trata  del  do- 
minio y  posesión  del  querellante,  para 
examinar  si  tiene  eV'derecho  A  las  aguas 
dequese  haprivadoá  anpredio",  que  exi- 
ge el  artículo  936  del  Código  Civil,  esto 
no  importa  resolución  sobre  dichos  pun- 
tos, pues  los  considerandos  por  s$  solos 
nada  resuelven  y  expresamente  se  reser- 
van las  acciones  que  puedan  hacerse 
valer. 


En  el  interdicto  especial  promovido  por 


don  Francisco  Gonzálczcontra don  José  Agn&> 
tín  Moreira  se  expedió  la  siguiente  sentencia: 

Don  Francisco  González  expone  que  es  due- 
ño y  poseedor  del  fundo  "San  Francisco"  6 
"Itique",  ubicado  veinte  y  cinco  cuadras  al 
oriente  de  la  ciudad  de  San  Cárlos. 

Que  pnra  el  regadío  de  ese  fundo  cuenta 
con  ana  merced  inscripta  de  quince  &  veinte 
regadores  de  agua  que  le  fué  concedida  el  año 
1879,  en  un  estero  que,  naciendo  en  el  fundo 
"Pomuyeto"  de  don  José  Agustín  Moreira, 
atraviesa  este  fundo  de  oriente  á  poniente,  re- 
corre en  seguida  la  comuna  de  San  Carlos  y 
va  á  desembocar  en  el  río  Changaral,  frente  á 
las  casas  de  don  Benigno  Carrasco. 

Que  la  hoca-toma  respectiva  la  estableció  en 
el  mismo  año  ra  citado  cuatro  cuadras  al  po- 
niente del  fundo  "Pomuyeto",  en  propiedad 
de  doña  Beatriz  Sepálveda  y  desde  esa  boca- 
toma hizo  construir  el  canal  que  lleva  las 
aguas  al  referido  fundo  "San  Francisco"  ó 
"Itique'*. 

Que  el  dueño  del  fundo  "Pomuyeto"  tuvo 
conocimiento  oficial  de  estos  hechos  el  año 
1884,  porque  entonces  fué  vencido  en  una  que- 
rella posesoria  deducida  por  el  esponente  pa- 
ra impedirle  la  construcción  de  un  canal  que 
no  tenía  otro  objeto  que  captar  todas  las 
aguas  que  corrían  por  el  estero  en  que  fué  con- 
cedida la  merced  antes  indicada. 

Que  desde  el  citado  año  1884  el  esponente 
ha  gozado  tranqnilamente  y  sin  interrupción 
las  aguas  á  que  tenía  derecho,  pero  que  el  5 
del  corriente  notó  que  su  canal  estaba  en  seco 
V  su  fundo  privado  absolutamente  de  las 
aguas  indispensables  para  su  cultivo. 

Que  averiguando  la  causa  de  esa  ocurrencia, 
pudo  ver  con  sorpresa  que  don  José  Agustín 
Moreira  había  mandado  continuar  la  obra 
que  se  le  mandó  paralizar  el  año  1884  y  con 
ella  había  captado  todas  las  aguas  del  quere- 
llante y  vaciádolas  sin  provecho  alguno  pa- 
ra él  en  el  estero  El  Rosario. 

Que  los  hechos  relacionados  dan  fundamen- 
to á  una  acción  posesoria  y,  en  consecuencia, 
viene  en  deducir  contra  don  José  Agustín  Mo- 
reira, agricultor,  domiciliado  en  Santiago  y 
en  su  fundo  "Pomuyeto",  la  que  confieren  los 
artículos  936  y  937  del  Código  Civil,  y  pide: 

1^  Que  una  vez  tramitada  la  causa  con 
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arreglo  al  artículo  732  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  don  José  Agustín  Moreira  des- 
truja  el  cauce  captador  totalmente  ó  ea  la 
parte  que  sea  necesario  para  impedir  la  cap- 
tación de  las  aguas  del  estero  en  que  tiene  su 
merced  el  querellante  y  estraiga  de  él  los  es- 
combros arrojados  con  el  objeto  de  concluir 
con  el  estero,  de  modo  tal  que  queden  las  ca- 
sas como  antes,  corriendo  las  aguas,  bajo 
apercibimiento  de  cinco  mil  pesos  d«  multa  á 
beneficio  fiscal  si  no  se  cumpliere  la  resolución 
en  el  plazo  de  diec  días  y  de  que  M  encargará 
la  obra  á  un  tercero  designado  por  el  Juz- 
gado; 

2*  Aperábir  al  querellado  con  una  multa  de 
mil  pesos  si  rríncide  en  la  ejecución  de  obras 
como  la  de  que  se  trata,  6  las  que  tiendan  á 
privar  al  querellante  de  las  aguas  de  su  mer- 
ced;/ 

3^  Que  el  querellado,  de  acuerdo  con  el  ar- 
tículo 936  del  Código  Civil,  debe  resarcirle  los 
perjuicios  que  le  hubiere  causado  hasta  el  mo- 
mento en  que  restituya  el  goce  de  las  aguas. 

Tramitada  la  cansa  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  733  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  practicó  por  el  juzgado  la 
inspecáón  personal  ordenada  por  la  ky,  con 
asistencia  de  ambas  partes,  del  perito  nombra- 
do por  el  juzgado  y  de  los  peritos  de  que  se 
asociaron  las  partes. 

Bl  acta  levantada  al  efecto  corre  áfs.l5yse 
mandó  traer  los  autos  para  dictar  la  sentencia: 

Coniiderando: 

1^  Que  la  acción  que  se  ejercita  en  la  quere- 
lla es  la  que  conceden  los  artículos  936  y  937 
del  Código  Civil,  para  pedir  que  si  se  hicieren 
estacadas,  paredes  ú  otras  labores  que  tuerzan 
la  direcdon  de  las  aguas  corrientesóprivende 
su  beneficio  a  los  predios  que  tienen  derecho  á 
servirse  de  ellas,  los  tales  obras  se  deshagan  ó 
modifiquen  y  se  resarzan  los  perjuicios; 

2*  Queparaqcrcitardichaacciónserequiere, 
por  cierto,  que  el  perjudicado  con  tales  obras, 
ó  sea  el  querellante  en  este  caso,  tenga  tkrecbo 
é  servirse  de  laa  aguas  de  guehasido  privado, 
sea  que  ese  derecho  nazca  de  la  posesión  ó  del 
dominio; 

3^  Que,  segfin  consta  del  actadeinspección. 


las  partes  están  de  acuerdo  en  que  las  aguas  á 
que  se  refiere  el  interdicto  y  de  las  cuales  ha 
sido  privado  el  querellante,  provienen  defiltra- 
ciones y  derrames  del  fundo  "Pomuyeto"  de 
propiedad  del  querellado  don  José  Agustín 
Monira; 

4^  Que  el  querellante  no  ha  justificado  tener 
dominio  sobre  las  referidas  filtracionesyderra* 
mes  del  fundo  "Pomuyeto",  sea  porcompraal 
dueño  de  ellos,  sea  por  otro  título; 

5^  Qnecl dueño deunpredioestambiéndue- 
ño  de  los  derrames  y  filtraáones  que  en  él  se 
producen,  y  por  tanto,  puede  disponer  libre- 
mente de  ellosyhacerlasobrasnecesariaspara 
recojerlos  dentro  del  mismo  fundo; 

6^  Que  el  querellado  don  José  Agustín  Mo- 
reira en  manera  alguna  está  privado  deese de- 
recho por  las  drcunstancias  de  haber  dejado 
salir  los  derrames  y  filtraciones  de  su  propie- 
dad fuera  de  su  fundo  "Pomuyeto"  y  deqnese 
haya  aprovechado  de  ellos  el  querellante  du- 
rante mucho  tiempo,  por  cuanto  esas  circuns- 
tancias importan  omisión  de  actos  de  mera 
facultad  y  mera  tolerancia  de  actos  de  que  no 
resulta  gravámen; 

7°  Que  dado  lo  expuesto  en  el  considerando 
que  precede,  esos  actos  no  confieren  posesión 
al  querellante  de  las  filtraciones  y  derrames 
del  fundo  "Pomuyeto"  ni  dan  fundamento  á 
prescripción  alguna,  y  por  lo  tanto,  no  puede 
basarse  en  ellos  una  acción  posesoria. 

Con  arreglo  á  los  artículos  917  y  2422  del 
Código  Civil  y 733  y  151  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar,  con 
costas,  á  lo  pedido  por  el  querellante,  sin  per- 
juicio de  las  otras  acciones  que  pueda  hacer 
valer  conforme  á  derecho.— i^/fjpe  &  Unáa. 

Don  Francisco  González  interpuso  tos  recur- 
sos de  cfwación  en  laformay  apelación  contra 
esta  sentencia. 

Funda  el  primero  de  dichos  recursos  en  las 
causales  siguientes: 

1*  El  fallo  no  menciónala  defensa  del  quere- 
llado ni  contiene  las  designaciones  que  esta 
parte  dió  al  parecer  en  juicio,  artfcnlo  941,  nfi- 
mero  5»  y  193,  núras.  1'  y  3»,  del  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

2*  HabenKextendidoápuntosnoBometidos 
á  discusión  ni  debatidos  porque  no  era  opor- 
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tunidad  hacerlo  en  el  presente  interdicto,  pues 
restitWe  sobre  el  dominio  y  posesión  perma- 
nente de  las  a^uas  de  que  se  trata,  debiendo 
sólo  hacerlo  sobre  la  posesión  actual  de  dichas 
aguas,  es  decir,  la  que  existía  en  el  momento 
de  la  privoción;  artículo  941,  núm,  4-'; 

3*  Haber  negado  el  juez  a  foo  al  querellan- 
te un  medio  de  prueba  instrumental,  como  lo 
es  la  querella  que  presentó  contra  el  mismo 
querellado  en  1884;  artículos  966,  núm.  4^ 
y  941,  núm.  9^;  y 

4^  Falta  de  exactitud  óverdadenlafijación 
de  la  acción  deducida  de  la  cual  parece  que  no 
w  ha  dado  cuenta  bien  claraeljusgado; artícu- 
los 193,  núm.  7'  y  947,  núm.  5'. 
Teniendo  presente: 

1*  Qne  la  sentencia  recurrida  contiene  una 
enunciación  completa  de  la  querella,  expre- 
sando lo  que  se  pide,  la  acción  que  se  entabla 
y  las  rosones  en  que  se  apoya,  con  dengna- 
ción  precisa  del  querellante  y  qnerellado,  su 
profesión  y  domicilio; 

2^  Que,  según  la  tramitación  breve  que  el 
artículo  733  del  Código  de  Procedimiento  Ci* 
vil  da  á  esta  clase  de  interdictos,  el  querellado 
no  es  oído  sino  sólo  citado  á  la  inspección  que 
(Sebe  praticarse  en  el  lugar  de  la  cuestión  y, 
por  lo  tanto,  no  hay  defensa  propiamente  tal 
que  deba  consignarse  de  un  modo  espedal  en 
la  sentencia  y  las  alegaciones  que  éste  ha  he- 
cho en  ese  acto  óen  escritos  posteriores  se  han 
tomado  en  cuenta  en  los  fundamentos  del 
fallo; 

3^  Que  éste  no  ha  sido  dado  ultra  petita, 
pues  sólo  se  limita  en  la  parte  resolutívaá  de- 
sechar la  querella,  que  es  el  punto  preciso  so- 
metido á  la  decisión  del  tribunal  y  si  en  los 
considerandos  se  trata  del  dominio  y  posesión 
del  querellante  sobre  las  aguas  de  que  se  dice 
privado,  esto  no  importa  resolución  sobre  di- 
chos puntos;  pues  los  considerandos  por  sí 
solos  nada  resuelven  y  sólo  son  la  manifesta- 
ción del  modo  como  se  aprecia  la  cuestión;  y 
lejos  de  haber  recaído  fallo  sobre  ellos,  el  jues 
expresamente  le  reserva  las  otras  acciones  que 
pueda  hacer  valer,  como  lo  dispone  también 
el  artículo  738  del  Código  citado; 

4^  Qne,  por  otra  parte,  la  diluddación  del 
dominio  y  posesión  del  querellante  sobre  las 
aguas  no  era  extemporánea,  por  cmanto,  exi- 

APBLACIONES 


giendo  el  artículo  936  del  Código  Ci  vil  dere- 
cho á  ¡aa  aguas  de  que  se  ha  privado  á  un 
predio  para  entablar  laacción  que  eseartículo 
confiere  y  que  es  la  deducida  por  cl  querellan- 
fe,  para  resolver  sobre  ella  es  necesario  exami- 
nar si  éste  tiene  ó  no  ese  derecho,  que  es  lo  qne 
hace  la  sentencia  recurrida;  y 

5^  Que  no  se  ha  negado  al  querellante  nin- 
gún medio  probatcrío,  á  la  solicitud  en  que 
pidió  que  se  trajese  á  la  vista  la  querella  enta- 
blada en  1884,  el  juez  proveyó  qne  se  tuviese 
presente,  lo  que  no  es  ana  denegación  de  ese 
antecedente. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  el  articulo  960 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  no  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  la 
forma  deducido  contra  la  citada  sentencia  de 
20  de  diciembre  último,  con  costas. 

Viendo  la  causa  por  la  apelación,  se  con6r^ 
ma,  con  costas  también  del  recurso,  la  referida 
sentencia. 

Acordada  la  denegación  del  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  por  unanimidad,  pero  el 
señor  Presidente  Urrutia  no  acepta  el  conside- 
rando cuarto  y  la  confirmación  de  la  senten- 
cia, contra  el  voto  del  mismo  señor  Presidente 
que  estuvo  por  revocarla  sentencia  apelada  y 
dar  lugar  á  la  querella  á  virtud  de  los  funda- 
mentos que  consigna  en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  HerrerA. 
— F.  Urrutia.-J.  C.  Herrera.— F.  Román  B, 

VOTO  BflPBClAL 

Hn  la  causa  civil  sobre  aguas,  iniciada  por 
don  Francisco  González  el  14  de  diciembre  úl- 
timo, la  mayoría  del  tribunal  confirmó  la 
sentencia  de  primera  instancia,  declarando 
sin  lugar  lo  solicitado  por  el  querellante  Gon- 
zález, sin  perjuicio  de  otras  acciones. 

El  infrascriptoestuvoporrevocarlareferidá 
sentencia  y  admitió  el  interdicto  con  resarci- 
miento de  perjuicios. 

Expone  González  que  es  dueño  del  fundo 
"San  Francisco",  el  qne  riega  con  agua  de 
una  merced  concedida  en  1879,  cuya  boca-to- 
ma la  estableció  como  cuatro  cuadras  al  po- 
niente del  fundo  "Pomuyeto",  de  propiedad 
del  querellado  don  Agustín  Moreira,  quierf 
fué  vencido  el  año  1884  en  una  querella  ina- 
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tawada  por  ¿1  mismo  para  impedirle  la  cons. 
tmedón  de  nn  canal  captador  de  todas  las 
aguas  que  corrían  por  el  estero  en  que  se  le 
concedió  la  merced;  él  ha  gozado  de  las  aguas 
traaquilamoite  y  sin  interrupción  desde  el  ó- 
tado  año  de  1884,  mas  el  5  del  mencionado 
mes  de  diciembre,  su  canal  quedó  en  seco  por- 
que don  Agustín  Moreira  habfa  mandado 
continuar  la  obra  que  se  le  ordenó  paralizar 
en  aquél  año  y  con  ella  captó  todas  las  aguas 
vacíándolas  al  estero  El  Rosario;  en  conse- 
cuencia, deduce  la  acción  que  le  confieren  los 
artículos  936  y  937  del  Código  Civil  y  pide 
que  tramitada  la  cansa  conforme  al  articulo 
733  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  el  se- 
ñor Moreira  destruya  el  cauce  captador  y 
extraiga  los  escombros  arrojados  al  estero, 
de  tal  modo  que  las  aguas  corran  como  an- 
tes. 

Teniendo  presente: 

1*  Que  de  la  inspección  personal  practica- 
da por  el  juez  de  primera  instancia  y  de  que 
da  cuenta  el  acta  respectiva,  aparece  que  den- 
tro del  tundo  *'Pomu3reto",  de  don  Agustín 
Moreira,  hay  nn  hoyo  ó  bajo  natural  por  el 
cual  corren  las  filtraciones  y  derrames  de  los 
riegoB  de  ese  fundo; 

Que  también  don  Agustín  Morrira  ha 
calificado  de  zanjón  el  cauce  natural  que  atra- 
viesa su  fundo  "Pomuyeto",  absolviendo  la 
articulación  doce  de  las  posiciones  de  fs.  52; 

3'  Que  absolviendo  la  articulación  quince, 
confiesa  que  González  regaba  su  fundo  con  el 
agua  de  que  ha  sido  privado; 

4>^  Que  antes  de  la  iniciación  de  la  querella, 
el  querellado  dejaba  salir  en  el  extremo  orien- 
te el  sobrante  de  aguas  que  c^n  á  ese  bajo  ó 
cauce  natural  en  donde  tiene  establecida  su 
boca-toma  don  Francisco  González,  boca- 
toma que  estaba  en  seco  el  día  de  la  inspec- 
ción; 

5^  Que  el  querellado  señor  Moreira,  el  dia 
5  de  diciembre  hizo  construir  nn  taco  dentro 
de  dicho  cauce,  taco  que  desviaba  el  sobran- 
te de  aguas,  las  cuales  González  no  puede  uti- 
lizar en  su  Aindo  por  esa  circunstancia; 

0*  Que  del  informe  del  perito  oficial  don 
Bttiogio  Navarro,  corriente  en  autos,  aparece 
Miimiamo  que  Moreira  desvió  el  cauce  colec- 


tor con  un  grueso  pretil  de  madera  y  tierra  en 
un  punto  fuera  del  Umite  poniente  de  su  fundo 
"Pomuyeto"  y  en  tal  forma  que  con  ese  des- 
vío el  canal  de  González  quedó  sin  aguas, 
completamente  seco  y  sin  la  posibilidad  de 
habilitarlo; 

7^  Que  el  cauce  Ó  acueducto  de  que  tratan 
las  partes  está  calificado  como  estero  por  el 
secretario  del  Juzgado; 

S*'  Que  aunque  las  partes  discuten  sobre  si 
el  cauce  es  natural  ó  artificial,  esie  punto  no 
es  propio  resolverlo  en  el  presente  juicio  su- 
mario regido  por  el  artículo  733  del  Código 
de  Procedimiento  Civil; 

9^  Que  de  autos  consta  la  posesión  ó  goce 
actual  del  agua  por  parte  de  González  y  la 
privación  de  ella  por  Moreira  con  las  obras 
construidas  últimamente  por  él;  y 

lU.  Que  privado  González  del  beneficio  de 
las  aguas  de  que  estaba  en  posesión  y  goce 
con  el  pretil  ú  obras  ordenadas  trabajar  por 
Moreira,  deben  deshacerse  con  resarcimiento 
de  perjuicios,  segfin  lo  prescrípto  en  el  artícu- 
lo 936  del  Código  Civil. 

Talca,  24  de  marzo  de  1904.  — fVdp/ürrii- 
tía. 


Corte  de  Taha.—lS  de  marxo  de  1904 

Guzmán  con  Garcés 

Querella  de  restitución.— Aguas  pro- 
cedentes de  filtraciones  del  terreno 
ó  de  derrames;  derecho  del  dueño 
del  predio  en  que  se  aoumulan^— Ao- 
tos  de  mera  facultad. 

Doctrina:—^/  dueño  de  un  íundo  es 
dueño  también  de  las  agu&s  que  en  él  se 
acumulen X  que  provengan  de  Sltraciones 
del  terreno  Ó  de  la  que  no  alcance  á  con- 
sumir la  tierra  en  el  riego. 

Líi  omisión  de  actos  de  mera  facultad 
y  la  mera  tolerancia  de  actos  de  que  no 
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resulta  gravamen^  no  conñeren  posesión 
ni  dan  mérito  para  prescripción  alguna; 
Y  por  lo  tantOt  el  hecho  de  que  el  dueño 
de  un  predio  no  haga  uso  de  los  derrames 
que  en  él  se producenylos  deje  salir  libre- 
mente para  que  otro  se  aproveche  de 
ellos,  no  puede  ser  invocado  como  ante- 
cedenie  de  una  acción  posesoria  que  no 
procede  sobre  las  cosas  que  no  pueden 
ganarse  por  prescripción. 


Don  Genaro  Concha,  administrador  del  fun- 
do "Las  Mercedes"  y  rendente  en  él,  por  don 
Diego  Guzmán,  según  poder  qne  presenta,  di- 
ce: que  flu  mandante  es  dueño  del  menciona- 
do íundo  "Las  Mercedes",  una  de  las  tres  hijue- 
las en  que  se  dividió  la  antigua  hacienda  áe  la 
"Huerta",  de  propiedad  de  don  José  Manuel 
Encina,  por  adjudicación  que  se  le  hizo  á  so 
esposa  en  la  partición  de  los  bienes  del  señor 
Bocina. 

Que  desde  tiempo  inmemorial  el  fundo  la 
"Huerta"  se  ha  regado  en  parte  con  aguas 
del  estero  denominado  El  Matadero;  que  di- 
cho estero  es  formado  con  filtraciones  natura- 
les del  suelo  desde  muy  arriba,  con  filtracio- 
nes de  aguas  del  canal  de  El  Cerrillo  y  aguas 
naturales  de  la  propiedad  de  don  Angel  María 
Garcés. 

Que  dicho  estero,  así  formado  y  que  corre 
tanto  en  invierno  como  en  verano  arrastran 
do  un  buen  caudal  de  aguas,  sin  que  jamás 
disminuyan,  atraviesa  el  sitio  ó  propiedad 
que  la  Ilustre  Municipalidad  tiene  dedicada  á 
Matadero  Público,  con  cuyas  aguas  se  ha  he- 
cho allí  siempre  el  servicio  de  aseo  ó  policía 
diaria,  saliendo  luego  al  camino  público  para 
entrar  á  la  propiedad  de  la  sucesión  de  don 
Francisco  Cortés  Monroy,  arrendada  actual- 
mente por  los  señores  Rodríguez  Vergara,  en 
cuya  propiedad  se  riegan  con  esas  aguas  nnas" 
siete  ú  ocho  cuadras,  entrando  después  al  fun- 
do de  mi  mandante  por  canales  propios,  para 
regar  con  ellas  parte  de  los  potreros  Ballica  y 
San  José,  siguiendo  todavía  al  fundo  "La  Es- 
tancia", otra  de  las  hijuelas  de  la  "Huerta", 


de  propiedad  de  don  Alberto  Larraín  Barra  y 
arrendada  hoy  á  don  Alberto  Gana  Urzúa. 

Que  sirve  además  este  estero  de  El  Matade- 
ro de  límite  norte  del  pueblo  de  Molina,  que 
desde  tiempo  inmemorial  don  Angel  María 
Garcés,  dueño  del  fundo  que  está  inmediata- 
mente más  arriba,  en  donde  corre  ese  estero 
por  ondulaciones  naturales  del  sudo,  ha  he- 
cho trabajos  en  esa  propiedad  con  el  olgeto 
de  desviar  el  curso  de  aqndlas  aguas  que  vie- 
nen de  más  arriba,  vaciándolas  á  otro  desa- 
güe más  al  norte. 

Que  semejante  proceder  del  señor  Garcés  es 
atentatorio  á  los  derechos  constituidos  en 
los  fundos  inferiores  al  beneficio  de  aquellas 
aguas;  las  que  no  son  del  dominio  privado  del 
señor  Garcés,  pues  se  consideran  como  tales 
las  que  nacen  y  mueren  dentro  de  una  misma 
heredad  y  el  señor  Garcés  no  puede,  por  consi- 
guiente, privar  á  su  mandante  y  demás  pro- 
pietarios de  los  fundos  expresados  del  uso  de 
aquellas  aguas;  puede  sólo  desviarlas  ó  con- 
ducirlas por  donde  mejor  crea  conveniente, 
pero  tiene  la  obligaaón  de  vaciarlas  al  mismo 
cauce  acostumbrado  á  la  salida  de  au fundo. 

Invoca  las  disposiciones  de  los  artículos 
595,  inciso  1^,  834,  inciso  2^  y  835,  núm. 
del  Código  Civil  y  agrega  que  don  José  Ma- 
nuel Encina  fué  dueño  del  fundo  la  "Huerta" 
durante  treinta  ó  más  años  y  su  mandante 
desde  el  año  1899,  cerca  de  cuatro  años,  y 
durante  ese  largo  lapso  de  tiempo  se  ha  rega- 
do tranquilamente  de  año  en  ano  aquel  fíindo 
con  las  referidas  aguas  de  El  Matadero,  hecho 
que  podrá  probar  fácilmente. 

En  mérito  de  lo  relacionado  y  apoyado  en 
los  artículos  595,  834  y  835  de  nuestro  Códi- 
go Civil,  se  querella  de  restitución  contra  don 
Angel  María  Garcés,  dueño  del  fiindo  por  don- 
de corre  el  estero  de  El  Matadero,  por  haber 
cortado  á  tierra  el  cauce  de  dicho  estero  y 
privado  al  señor  Guzmán  en  absoluto  de  esas 
aguas. 

De  conformidad  al  Código  de  Procedimiento 
Civil,  las  partes  rindieron  prueba  testimonial 
y  con  asistencia  de  ambas  el  Juzgado  inspec- 
cionó el  lugar  de  la  cuestión,  y  con  fecha  30  de 
octubre  de  1903  falló: 

Considerando; 
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1^  Que  el  querellante  y  qumllado  tstán  de 
acuerdo  en  que  el  estero  de  El  Matadero  se 
fomia  por  filtraciones  de  las  aguas  del  Cannl 
del  Cerrillo  j  por  los  derrames  de  los  riegos 
del  fondo  del  señor  Garcís; 

2^  Que  también  estén  de  acuerdo  en  que 
esas  aguas  se  confunden  y  son  arrastradas 
en  un  cauce  que  en  parte  es  6  ha  sido  natural 
j  en  parte  artificial,  según  se  ha  dejado  cons- 
tancia en  la  diligencia  de  la  inspección  de  que 
da  cuenta  el  acta  de  f.  1,  cauce  que  se  denomi- 
na estero  de  El  Matadero; 

3^  Que  no  es  posible  determinaren  qué  can- 
tidad contribuyen  á  formar  el  estero  del  Ma- 
tadero las  aguas  provenientes  de  filtraciones 
del  canal  del  Cerrillo  y  las  que  provienen  de 
los  derrames  del  fundo  del  señor  Garcés; 

4'  Que  el  querellante  no  sostiene  ni  pretende 
que  el  acueducto  ó  cauce  cortado  por  el  señor 
Oarc^  le  pertenezca  y  sólo  afirma  su  derecho 
Á  las  aguas  que  por  derrames  6  filtraciones 
de  las  hijuelas  de  más  arriba  caen  en  ese  cauce, 
derecho  que  deriva  no  de  otro  titulo  que  del 
uso  inmemorial  que  ha  hecho  de  esas  aguas 
en  el  regadío  de  sus  terrenos; 

5^  Que  el  dueño  de  an  fundo  es  dueño  tam- 
bién de  las  aguas  que  en  él  se  acumulen  y  que 
provengan  ya  de  filtraciones  del  terreno  6  ya 
de  las  que  no  alcance  á  consumir  la  tierra  en 
el  riego; 

6^  Que  el  hecho  6  la  circunstancia  de  que 
el  dueño  de  un  predio  no  haga  aso  de  los  de- 
rrames que  en  él  se  producen  y  los  defe  salir 
libremente  para  que  otro  se  aproveche  de 
ellos,  sólo  importa  la  omisión  de  nn  acto  fa- 
cultativo y  la  tolerancia  de  actos  de  que  no 
resulta  gravamen; 

7^  Que  la  omisión  de  actos  de  ntera facultad 
y  la  mera  toleranda  de  actos  de  que  no  resul- 
ta gravamen,  no  confieren  posesión  ni  dan 
mérito  para  prescripción  alguna; 

8^  Que  sobre  las  cosas  que  no  pueden  ga- 
narse por  prescripción  no  puede  haber  acción 
posesoria; 

9^  Que  el  testigo  don  Enrique  Rodríguez, 
presentado  por  el  querellante,  afirma  en  la 
parte  final  desn  declaración  de  f...,  que  el  se* 
ñor  Guzmán  ha  tomado  las  aguas  del  derra- 
me de  los  riegos  de  las  ocho  cuadras  del  bajo 
natural  del potrefo       l^oipas  y  e^ta  afirma'* 


ción  contradice  lo  sostenido  por  el  querellante 
de  ser  comunero  en  esa  boca-toma; 

10.  Que,  por  otra  parte,  el  querellante  no 
puede  hacer  responsable  al  querellado  por  ac- 
tos de  omisión  de  un  tercero,  como  serían  loa 
señores  Rodríguez,  que  no  han  pretendido  re- 
gar por  esa  acequia  en  este  año,  dejando  en 
seco  ese  bajo  natural  de  donde  el  señor  Guz- 
mán tomaba  las  aguas  para  guiarias  hacia 
su  fundo. 

11.  Que  consta  de  la  confenón  de  las  partes, 
corroborada  por  el  juez  infrascripto  en  la  ins- 
pección personal,  que  las  aguas  desviadas  por 
el  señor  Garcés  dentro  de  su  fundo,  caen  en 
otro  cauce  denominado  estero  de  la  Huerta 
y  en  la  confluencia  de  éste  con  el  estero  del 
Matadero,  las  aprovechaba  el  querellante, 
conduciéndolas  &  su  fundo  por  una  acequia 
que  arranca  de  esa  confluencia  de  los  esteros. 

Con  arreglo  á  estos  fundamentos  y  visto  lo 
dispuesto  en  los  artículos  917  y  2499  del  Có- 
digo Civil,  714  y  715  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  nn  lugar,  con  costas, 
la  querella. 

Se  reservan  al  querellante  las  acciones  que 
viere  convenirle  para  que  las  haga  valer  en 
juicio  ordinario  Ricardo  Veteara. 

Apelada  esta  sentencia, 

LaCtorte: 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
30  de  octubre  último,  con  costas  del  recurso. 

Acordada  por  unanimidad  después  de  dese- 
chada la  indicarión  previa  del  señor  Presiden- 
te Urrutia  para  que  se  nombrara  un  perito 
que  informe  sobre  si  el  cauce  denominado  es- 
tero del  Matadero  es  natural  ó  artificial  y  si 
conduce  aguas  de  derrames  ó  filtrodones  úni- 
camente ó  bien  de  vertientes  ó  que  se  produz- 
can naturalmente. 

Además,  estuvo  por  eliminar  los  consideran- 
dos tercero,  noveno  y  décimo  de  la  referida 
sentencia.— F.  Urrutia—J.  C.  Herrera — F.  Ro- 
'mán  Blanco. 
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Corte  de  Valparaíso  10  de  noviembre  de 

1904 

Vieyte»  con  Carrera  y  Pérez 

Maroa  de  fábrlcsa.  — Falslfloaoión.  -Re- 
gistro de  marcas.  — Derogación 

Doctrina:—/^  disposición  del  articulo 
26  námero  7''  de  la  ley  de  22  de  diciembre 
cd  1891  que  da  á  las  Municipalidades  la 
fw:ultad  de  reglamentar  el  aso  de  ¡^mar- 
cas de  fábricas  y  de  comercio  y  llevar  ¡os 
registros  correspondientes  ha  derogado 
los  artículos  8^ y  10  de  la  ley  de  12  de  no- 
viembre de  1874  que  atribulan  á  la  "Sít- 
ciedad  Nacional  de  Agricultura"  la  inter- 
reación  en  la  materia  (1). 

La  propiedad  exclusiva  de  la  marca 
queasegurala  ley  es  concedida  sólo  a¡  que 
Ui  inscribe  en  el  registro  legal,  que  es  hoy 
el  que  deben  llevar  las  Municipalidades. 
El  delito  de  falsiñcación,  adulteración  ó 
aso  fraudulento  de  una  marca  no  existe 
s/n  )  tratándose  de  la  que  está  registrada 
debidamente  (2). 


En  la  querella  criminal  entablada  por  don 
AntoDto  Vieytes  contra  don  Juan  Carrera  y 
don  Enrique  Pérez  sobre  falsificación  A  uso  in- 
debido de  la  marca  "Sabrosos"  para  cigarri- 
llos registradapor  aquélcon fecha  8  de  agosto 
de  1902  en  el  registro  de  marcas  llevado  por  la 


( 1)  Además  de  la  nota  que  viene  en  i^ida,  pue- 
de verse  Hobre  este  asunto  el  articulo  de  don  Luis 
(.'laio  Solar  que  se  ptiblioa  en  la  sección  de  De- 
recho- 

(2)  No  poJemoa  aceptarla  doctrina  que  este  fallo 
consagra  en  térmioos  taa  absolutos.  — Pero  antes  de 
enbar  á  au  estudio  oreemoa  de  aetualidad  recordar 
algunos  anteoedenttíH  históríoos  sobre  marcas  y  cual 
fué  el  origen  de  la  ley  de  1874,  sobre  maroaa  de  fi- 
bricaa  y  de  («mercio. 

De«de  el  tiem|to  de  los  Btrios  y  cartagineses  se  dis- 
tinguían los  objetos  comereiales  por  el  lugar  de  su 
procedencia,  que  en  apredado  oonio  una  garantía  de 


"Sociedad  Nacional  de  Agricultura"  con  arre- 
glo a  la  ley  de  12  de  noviembre  de  1874,  el 
juzgado  de  Valparaíso  no  aceptó  la  querella 
por  estimar  que  no  existía  el  delito;  y  apelada 
esta  sentencia  por  el  querellante 

La  Oorte: 

Vistos  y  teniendo  presente: 

1'  Que  el  artículo  26  número  7'  de  la  ley  de" 
Municipalidades,  encarga  á  estas  corporacio- 
nes reglamentar  el  aso  de  las  marcas  de  fábri- 
ca 6  de  comercio  y  las  de  animales,  y  llevar 
los  registros  correspondientes; 

2^  Que  las  marcas  y  registros  aludidos  en 
esta  disposición  legal  no  pueden  ser  otros  de 
los  que  trata  la  ley  de  12  de  noviembre  de 
1874,  de  la  cual  derivan  su  existencia;  y,  por 
to  tanto,  deben  estimarse  implícitamente  de- 
rogados los  artículos  8^  y  10  de  la  misma  ley 
que  atribuían  á  la  "Sociedad  Nacional  deAgri- 
cultura"  la  intervención  que  en  la  materia  in- 
dicada corresponde  ahora  á  las  Municipali- 
dades; 

S'f  Que  el  artículo  5'  déla  citada  ley  de  1874 
concede  la  propiedad  exclusiva  de  una  marca 
de  fábrica  ó  de  comercio  al  que  la  inscribe  en 
el  registro  por  ella  establecido;  , 

4^  Que  es  consecuencia  lógica  de  este  pre- 
cepto de  príTÍlegio  la  de  qae  no  tiene  kt  pro* 
piedad  exclusiva  de  una  marca  de  fábrica  6  de 
comercio  quien  no  la  ha  inscrito  en  aquel  re- 
gistro, y  cualquiera  puede,  en  tal  caso,  hacer 
uso  de  la  misma  marca; 

5^  Que  igual  consecuencia  fluye  del  artículo 
11  de  la  recordada  ley  de  12  de  noviembre  de 
1874,  puesto  que  así,  conforme  á  cae  artícnlo, 

buena  calidad,  y  como  la  miroa  6  signo  distintivo 
que  atraía  la  confianza  del  público. 

Eq  loa  primeros  años  de  la  Edad  Media  las  marcas 
de  fábrica  aplicadas  á  los  objetos  w  geoeraliuiron, 
ooostribuyendo  i  este  resaltado  las  leyes  de  los  di- 
versos países  que  Iss  impuñeroo  como  obligatorias. 

Loa  legisladores  al  dictar  disposioionse  en  este  sen- 
tido tuvieron  por  móviles  garantizar  al  publico  la 
oatidad  de  los  productos  y  provocar  la  emulación 
entre  los  fabricantes,  para  que  mejorase  asf  la  oali- 
dad  de  loa  objetos  destinados  ¿  la  venta. 

Tsn  benéficas  dispoñcionei  que  estableoían  la  res- 
ponsabilidad moral  del  productor,  fueron  abolidas  en 
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el  qae  falsifique,  ednltere  ó  nse  fraudulenta- 
mente las  marcas  ó  rótulos  de  que  habla  la 
presente  ley  (es  ^ecir,  las  que  están  debida- 
mente  inscritas),  sufrirá  las  penas  que  designe 


el  Código  Penal,  no  hay  pena  para  qaien  use 
marca  igual  á  la  de  otro  fabricante  6  comer- 
ciante que  no  la  haya  inscrito; 
6^  Que  esta  interpretación  de  la  ley  se  dea- 


Francia  por  la  KcToluciÓD,  la  que  {irnpagaiido  la  li- 
bertad de  comercio,  hizo  voliintaiia  la  aplicación  dn 
hia  marcas  de  fábrica. 

«Laa  nurcaa  antignaa,  dice  Ijaroune,  ion  objeto  de 
nn  estadio  carioso,  y  «irven  para  durA  conocer  A.  Ion 
arqueólogua  el  origen  y  el  deiieiivolviaiieuto  de  tan 
iodaRtríiiB;  gracias  h  (-Bto8  aignos,  ee  puede  preciitar 
la  fecha  y  procedencia  de  objetos  muebles  del  oo- 
merciode  antigñedadenn. 

«Inyestigsciones  pacientes  y  prolijas  han  sido  he- 
chas con  eate  objeto. — Mr.  Midon,  obtuvo  en  1tt68 
una  medallii  de  plata  de  la  Sociedad  de  Kabiod,  por 
UD  libro,  en  el  cual  reunió  iin  considerable  númu- 
ro  de  BÍgnoi),  facsímilea  de  otras  taittaa  marcas  de 
fábricas  de  los  píkIos  XIT,  XT  y  XVI  en  U  soU  in- 
'dnatriadel  papel>. 

En  loa  N^los  XVI,  XVII  y  XVIII  se  había  dado 
tal  forma  jí  laa  marcns.  'que  parecían  decomciont-s 
de  loa  objetos  que  las  llevaban. 

Declarado  facnltativo  et  empleo  de  las  marcsa,  aa 
nao  se  rentringió  aenaiblemente,  haata  el  punto  qae 
sólo  loa  industríales  ó  comerciantea  d«  ;;<an  reputa- 
ción cnmercÍHl  ó  fabril  Ism  empleaban.  —  [juk  legitila- 
dores  hubieron  de  preocuparse  de  arbitrar  alguna 
medida  que  pusiera  cortapisa  al  mal,  de  donde  nació 
la  modorntf  IegÍBlaci<'>u  sobre  las  mareas  de  fábrica 
y  de  comercio. 

Entre  nosotros,  con  anterioridad  á  ta  ley  de  1874, 
no  podía  fabricarae,  6  expenderse  un  articulo  de  bue- 
na calidad  sin  que  al  punto  la  marca  que  lo  cubría 
f  uen  colocada  en  artículos  similares  que  introdu- 
cían la  desoonSansa  en  el  público. 

Se  hacía  preciso,  pueR,  reglamentar,  por  lo  luuuoti 
en  la  parte  que  (te  refería  á  I»  industria  y  comercio 
nacional,  el  empleo  ile  las  marcai;. 

No  había  ley  especial  sobre  la  materia,  ni  tampo- 
co legisladón  general,  pues,  el  Oódigi*  Penal  que  don 
rige  y  que  en  sus  artículos  185,  190  y  191 ,  se  ocupa 
de  los  delitos  de  falxifii-ación  de  esta  especie,  fué 
promulgado  por  extraña  coincidencia  el  12  de  no- 
TÍemtnv  de  1674,  el  mismo  día  que  ta  ley  sobre  mar- 
cns  de  fábricas  y  de  comercio. 

La  «Sociedad  Nacional  de  Agricultara»  que  palpa- 
ba muy  de  cerca  los  males  que  esta  deficiencia  de  Ish 
leyes  ocasionaba  al  comercio  y  á  las  iudustrias,  qui- 
so remediarlos.  Su  confeccionó,  en  efecto,  en  el 
»eno  de  la  Sociedad  un  pn-yecto  de  ley  el  que  fué 
presentado  á  la  aprobación  del  Congreso  Nscional- 

Aprobado  sin  modificación  en  la  Honorable  Oá- 
mara  de  Diputados,  pasó  al  Senado,  en  el  cnal  fué 
diseptido  en  general  y  particular. 


KI  proyecto  sólo  fué  ligeramente  reformado  en 
el  artículo  12  que  decía:  cLos  artículos  reventidos 
con  marcas  de  fábricas  falsificadas,  caerán  en  comi- 
so á  hettejieio  del  Entado.» 

o 
o  o 

Im  (Jorte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  en  su  sen- 
tencia de  1."  de  noviembre  ha  establecido,  entre 
otros,  los  siguientes  principios: 

Que  el  artículo  26,  número  7."  de  la  ley  de  Afunt- 
cipatidades  encarga  á  estas  corporaci(>nes  reglamen- 
tar el  uso  de  las  marcas  de  fábrica  ó  de  comercio  y 
llevar  los  retríBtroscorresixfndientex; 

Que  lu  marcas  y  registrf»  aludidos  en  esa  dispo- 
sición legal  no  pueden  ser  otros  que  los  de  que  trata 
la  ley  de  12  de  noviembre  de  1874,  de  la  cnal  deri- 
van 6U  existencia;  y,  por  lo  tanto,  deben  eutinurse 
implícitamente  derogados  los  srtírului*  H."  y  20,  de 
la  niiitma  ley,  que  atribuían  á  la  «Sociedad  Nacional 
de  Agrioulturai  la  interrenoión  que  en  la  materia 
indicada  corresponde  ahora  á  las  Manicipalidades; 

Que  el  artículo  ó."  de  la  ley  citada  de  1874conce- 
(le  la  propiedad  exclusiva  de  una  marcu  de  fábricas  ó 
de  comercio  al  qoe  la  inscribe  en  el  registro  por  ella 
eutableoido,  y  que  es  consecuencia  lógíva  de  e^te 
precepto  de  privilegio  la  de  que  no  tiene  la  propie 
dad  exclusiva  de  una  marca  de  fábrica  ó  de  comer- 
cio, quien  no  la  ha  inscrito  en  aquel  registro  y  cual- 
quiera puede  en  tal  caso  faaoer  uto  de  la  misma 
marca; 

Qne  el  querellante  don  Antonio  Vieytes  Do  ha 
justificado  ni  alegado'que  tuviera  macríto  en  algún 
registro  municipal  la  murca  cSabromisv.  ut-ada  na  nu 
cigarrillos,  sino  que  dice,  y  asi  consta  del  certificado 
de  f  H.  2  que  la  tenía  ineorita  desde  el  8  de  agosto  de 
1902  en  el  Begistro  deMaressde  FábricsHdela  «iSo- 
ciedad  Nacional  de  Agriculturas; 

Que  esa  misma  inscripción,  hechii  en  un  registro 
no  antorisado  legalmente  en  la  fecha  que  He  practi- 
có, no  goza  del  privilegio  de  propiedad  exclnsiva 
que  la  ley  concede,  como  se  ha  dicho,  á  la  infrorip- 
ción  de  una  marca  en  conformidad  á  sus  difposioio- 
ncB.  ó  sea  en  el  correH|wndiente  registro  que,  des- 
pués de  la  promulgación  de  la  l.ey  de  Munieipalida- 
des,  deben  llevar  estas  «irporaciones. 

c 

Ante  todo  es  del  csfo  observar  que  el  fallo  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  TBl)>anfeo  inirodaoe  «na 
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prende  también  de  lo  dispuesto  en  la  de  24  de 
octubre  de  1898,  la  cual  faculta  á  los  tribuna- 
les para  resolver,  en  conciencia,  si  ha  habido  ó 
nó  falsificación^  adulteración  ó  uso  fraudulen- 


completa  inuoTmctÚn  en  la  pr&ctica  iaTariiihlemente 
ne^nida  por  conraroiaates  é  iadastrialeii  en  orden  i 
la  iniicripción  de  sus  maroaa. 

Con  poiterioridad  á  la  promulgación  d«  la  Ley  de 
MaDÍcipalidadeB.y  haata  la  fecha  habían  t^ido  acilici- 
tadas  de  la  aSociedadNacional  de  Agriculturai  y  ex- 
pedidaN  por  éHta  las  marcaa  de  fábrica  y  de  oomer- 
cio  eon  nrreftlo  k  la  ley  de  I de  noTiembrti  de  1874, 
surtiendo  aierapre  todo»  na  efeotoa  comeroisleR  y 


Añadiese  opulta  qiie  la  aituaciún  qae  viene  .A 
orearM  iion  Kemejante  fallo  á  los  oomercianteR  A  in- 
doatrialea  w  por  demáa  Krave,  puesto  que  todos  ellos 
tienen  sur  maroaa  registradas  en  la  «Sociedad Xacio 
nal  de  Agriculturai,  marcan  que  no  serían  protegidiiR 
judicialmente  ai  hubiera  de  predominar  la  dootrína 
de  aqaella  aentenoia. 

Todo<  aabemcM,  por  otra  parte,  que  las  Mutiioipa- 
lidades  dn  1h  República,  que  aon  bien  numerosas,  á 
pesar  de  loa  años  traaonrridos  desde  la  vigencia 
de  la  ley  que  ore6  la  comuna  autónoma  no  han  abier- 
to  en  sus  üfiuinaa  registro  especial  alguno  de  mar- 
oaa de  oomereio  y  de  fábrica,  ni  han  expedido  certi- 
ficados I)  títulos  de  inscripción  de  tales  marcas,  ni 
han  cumplido  con  ta  ley  en  loa  términos  que  estable- 
cen los  primeros  coasideraados  de  la  sentencia. 

¿En  i|iié  forma  la  Ley  de  Municipalidades  ha  |io- 
dido  dentar  la  de  Staroas  de  12  de  noviembre  de 
1874? 

La  ley  de  la  Comuna  Antónoma  declaró  en  su  ar- 
tículo !íri,que  á  estas  corporacinnea  como  encargadas 
de  propender  á  la  agrien Itum,  iniusLrins  y  comercio, 
corresponde,  «7."  reglamentar  el  luo  de  la»  marcss 
de  fábrica  ó  de  comercio  y  las  de  animaleay  llevar 
loa  registros  oorreB|iondientes» , 

La  miiima  ley  d )  diciembre  de  1801  no  ha  dero- 
gado exiiresamente  en  todo  ni  en  parte  la  ley  de 
187 i,  puerto  que  en  el  articulo  7."  de  los  transitónos 
sefialó  (axatívamente  laa  leyes  que  declara  deroga- 
das tales  como  las  de  impuesto  agrícola,  policía  rural, 
de  haberes  mobiliarios,  de  patentes  sobre  industrias 
y  profesiones  (en  parte)  y  otras,  sin  incluir,  entre  di- 
chuB  leyes,  á  la  de  marcas  de  fábrica  y  de  comercio. 
— Tampoco  establece  la  derogación  de  las  leyes  y 
demás  dispoaioiones  sobre  todas  las  raateriaa  que  en 
ella  se  tratan. 

¿Existe  la  derogación  tácita?  Creemos  que  nú. 

Conforme  álaa  reglas  contenidas  en  el  párrafo  6." 
del  título  preliminar  del  Código  Civil,  que  trata  de 
la  derogación  de  las  leyes,  á  nueat  o  juicio  no  hay  tal 
darogaeian.  El  artículo  52  de  este  Código  dice  que 


to  de  una  manra,  no  obstante  la  disconformi 
dad  que  haya  entre  ésta  t  la  registrada; 

7^  Que  si  hubiera  de  darse  á  la  ley  la  inteli- 
gencia manifestada  y  si  hubiera  de  entenderse 

la  itorogaoíón  de  las  leyes  es  tácita  cuando  Is  nueva 
ley  contiene  disposiciones  que  no  jmtdm  eonetliurve 
con  las  de  laa  leyes  anterísres;  y  el  artículo  53  agrega 
que  la  derogación  tácita  deja  vijffitíeH  en  las  leyes 
anteriores  «aunque  verseo  sobre  la  miaroa  materias», 
todo  aquello  que  no  pugna  con  las  diapo»icionea  de 
la  nueva  ley.  ' 

La  ley  de  1874  constituyó  la  propiedad  de  las 
mitrciis  — La  ley  sobre  Comuna  Autónoma  de  1891 
declaró  que  á  las  Municipalidades  corresponde  re- 
glamentar el  uno  de  las  marons. 

Resnlta  así  (lerfectaniente  conciliable  la  institu- 
ciÓD  del  registro  de  la  «Sociedad  Nacional  de  Agri- 
cultura» con  elMunidipid  (que  no  ha  sido  abierto), 
pue^tii  que  uo  De  excluyen  recíp-ocamente  y  ya  que 
uno  es  general  para  todo  el  país  y  constituye  la  pro- 
piedad de  todas  las  marcas,  tanto  nacionales  como 
extiuiijnras,  y  el  otro  es  un  registra  regional  [Mira 
el  wn  de  las  marcao  de  unii  comuna. 

Xo  debe  ni  puede  creerse  que  el  legislador  haya 
Bupi'imido  el  regÍHtro  único,  que  constituye  la  pro- 
piedad de  las  marcas  nacionales  y  extranjeras  en  to- 
da la  Uepúhlioa,  para  reemplaairla  por  multitud  de 
registros  comunales  que  pueden  estar  sojetoa  no  so- 
lamente á  reglamentos  diversos  sino  contradicto- 
rios, lo  que  no  cuadra  con  el  propósito  que  han  bus- 
cado la  legislación  nuestra  y  las  extranjeras  al  esta- 
blecer la  institución  de  la  marca  registrada. 

Consecneneia  de  loa  estudios  preliminares  que 
durante  la  exposición  de  1878  se  hicieron  en  París 
por  ln>>  Ministros  Plenipotenciarios  de  algunas  na- 
ciunei,  fué  que  se  firmara  seis  años  despu^,  el  20 
de  mayo  de  1833,  un  tratado  referente  á  los  dere- 
chos sobre  patentes  de  invención,  sobre  las  marcas 
de  fábricas  y  nombres  y  maroaa  comerciales. 

Suscribieron  este  tratado  las  naciones  siguientes: 
Bélgii-a,  Brasil,  Bepáblica  Dominicana,  Ecuador, 
Espafia,  Francia,  Gran  Bretaña,  Holanda,  Guate- 
mala, Italia,  Países  Bajos,  Portugal,  San  Salvador, 
Servia,  í^uisa  y  Túnea.  —Se  adhirieron  después:  Sue- 
cia,  Noruega,  Estados  Dnidos,  Indiaa  Orientales, 
Surinán  y  Curasao. 

Invitado  el  gobierno  de  Chile  á  adherir  á  esta 
convención,  creyó  del  caso,  antes  d«  tomar  una  re- 
■oluoión,  pedir  el  dictamen  del  fiscal  de  la  Ecxma. 
Corte  Suprema,  que  lo  era  en  esa  época  el  eminente 
juridconaulto  don  Ambrosio  Montt. 

a  La  mira  principal  de  la  convención,  decía  el  señor 
Montt  en  su  informe,  negún  se  deduce  del  texto  y 
del  espíritu  de  sus  diez  y  nueve  cláusulas,  ea  la  de 
someter  los  inventos  índostriales  y  mareas  d«  manH- 
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que  M  comete  el  delito  de  falnficacidn  de  mar- 
ca de  comercio  ó  de  industria,  por  el  solo  he- 
cho de  usar  una  igual  6  semejante  á  la  usada 
ya  por  otro  comerciante  6  industrial,  habrfa 
que  convenir  en  la  inutilidad  del  registro  de 
las  marcas  y  consiguientemente  en  la  inutili- 
dad de  la  ley  que  lo  estableció,  lo  cual  pugna 
con  todo  precepto  de  hermenéutica  legal; 

8^  Que  no  se  opone  tampoco  á  la  expresada 
inteligencia  de  la  ley  la  circunstancia  de  que 
^  el  artículo  185  del  Código  Penal,  castigue 
sin  hacer  distinciones,  la  falsificación  de  una 
marca  industrial  ó  de  comercio,  puesto  que 
coetáneamente  á  la  fecha  de  la  publicación  de 
ese  Código  se  publicó  también  la  ley  recorda- 
da sobre  marcas,  y  dada  la  correlación  de  sus 
preceptos  con  el  del  artículo  dtadodel  Código 
Penal,  debe  entenderse,  que  éste  se  halla  su- 
bordinado en  su  aplicación  á  aquéllos  desde 
que  toda  ley  especial  prevalece  sobre  la  gene- 
ral relativa  á  una  misma  materia; 

9^  Que  el  querellante  don  Antonio  Vieytes 
no  ha  justificado  ni  alegado  que  tuviera  ins- 
crita en  algún  registro  municipal  la  marca 
'^Sabrosos"  usada  en  sus  cigarrillos,  sino  que 
dice,  y  así  consta  del  certificado  de  fs.  2  que 


la  tenía  inscrita  desde  el  8  de  agosto  de  1902 
en  el  registro  deMarcasde  Fábricasde  la  "So- 
.  ciedad  Nacional  de  Agricultura"; 

10.  Que  esa  misma  inscripción,  hecha  en  un 
registro  no  autorizado  legalmente  en  la  feclia 
que  se  practicó,  no  goza  del  privilegio  de  pro- 
piedad exclusiva  que  la  ley  concede,  como  se 
ha  dicho,  á  la  inscripción  de  una  marca  en 
conformidad  á  sus  disposiciones,  ó  sea  en  el 
correspondiente  registro  que,  después  de  la 
promulgación  de  la  T<ey  de  Municipalidades, 
deben  llevar  estas  corporaciones;  y 

1^.  Que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  los 
querellados  don  Juan  Carrera  y  don  Enrique 
Pérez,  no  son  culpables  del  delito  que  se  les 
atribuye  de  falsificación  de  la  referida  marca 
"Sabrosos",  cualquiera  que  sea  la  semejanza 
délas  etiquetas  en  que'se  envolvieran  los  ci- 
garrillos con  las  usadas  por  el  querellante,  c<m 
igual  ot^o. 

Con  arreglo  también  A  lo  dispuesto  en  el 
artículo  14  del  Código  Penal,  se  confirma  la 
sentencia  apelada  de  30  de  abril  del  presente 
año,  con  costas  del  recurso.— P.  N.  Pineda.— 
Luis  Ignacio  Silva.— Benicio  Alamos  Gomá- 
hi. — Alejandro  Bexanilla  Silva. 


factura  y  eomtrtío  A  una  regla  gmmd  dé  rfrífiear.ión 
y  prolaceiÓH  de  modo  que,  tanto  en  el  extranjero 
como  «n  el  territorio  nacional,  gocen  de  Ioh  mismoii 
favores  y  sea  garantido  el  derecho  por  la  apIicnoiAn 
de  penas  legales  eficaces. — Se  desea  qae  lot  pueblos 
induBtríales  oonstítayan,  en  interés  de  la  probidad, 
de  la  bnena  fe,  y  dfl  progreso  coiiiúu,  un  centro  de 
vigilancia  y  de  acción  qae  procurf.  uniformar  nt  lo 
posible,  la*  leyes  protectora»  de  la  propiedad  ¡nduittrial 
y  de  Ion  patetüet  y  de  privilegio»  de  invención,  y  ¡o» 
procedimiento»  que  a/ianeen  m  obeerraneia  y  pnedan 
precaver  la*  falsificacionen  y  cualesquiera  otros  ar- 
lificioi  de  un  trañco  doloso  y  fraudulento. — T  aRÍ 
como  loa  Gobiernos  w  han  pnesto  de  acnerdo  por 
medio  de  pactos  de  extradición  para  castigar  los 
d«Utos  6  aímenes  qne  lastiman  la  moni  univental, 
y  evitar  una  impanidad  de  consecnencias  peligrosas, 
por  el  mismo  principio  y  en  nombre  del  interés  co- 
lectivo de  los  puebloR  que  viven  en  comunicación 
comercial  é  indo^trial,  deben  preatanie  ayuda  reoí- 
proca  en  lerrieio  de  una  cansa  qne  les  en  comAn  y 
lea  afecta  en  grado  igual « 

Que  nuestras  legisladores  han  entendido  qae  no 
estaba  suprimido  por  la  ley  el  registro  ánico  que 
llera  la  «Sociedad  Nacional  de  Agricultura»,  se  des- 
prende del  hecho  de  haber  autorizado  invariable- 


mente, cada  diez  y  ocho  meses  después  de  la  vigen- 
cia de  la  ley  de  Manicipaltdades,  el  cobm  de  la  coii- 
tríbación  ^8caí  que  ajiarece  glosado  así:  «Impoesttt 
sobre  marcas  de  fábrica  conforme  á  la  ley  de  H  de 
noviembre  de  1874».  Y  este  impuesto  no  es  ntroqae 
el  qn«  recibe  la  oSociedad  Nsoional  de  Agríenltnn», 
por  la  inscripción  en  su  registro  de  las  marcas  de 
fábrica  6  de  oomercio. 

Eo  cnanto  á  la  exiatenda  del  delito  de  falsifioa- 
ci¿n  de  mareas,  qne  es  fundamental  en  juicios  dt«  la 
naturaleza  del  fallado,  creemos  qne  el  delito  exi»te 
no  nolnraeote  cuando  e»tá  inscrita  la  marca  en  el  rt-s- 
pectivo  registro,  sea  que  éste  lo  lleve  la  «Sociedad 
Nacional  de  Agricultura»  6  las  Municipalidades,  ro- 
mo lo  declara  la  sentencia,  sino  cuando  el  hecho 
reúne  los  caracteres  6  elementos  qae  conatituyeo  el 
delito  previsto  y  castigado  por  el  artículo  185  del 
Código  Penal,  lo  que  puede  sooeder  respecto  de 
nombres,  marcas  ó  emblemas  que  no  se  hallen  ins- 
critos en  registi-os  enpeciales. 

La  ley  de  marcas  y  el  registro  legal  de  éstaa  se  ha 
estableoido  en  favor  de  los  comerciantes  fi  indus- 
triales, dueños  de  marcas,  para  facilitarles  el  ejerei- 
cio  de  BUS  derechos  y  como  una  garantía  eficaz  para 
ellos  y  para  el  ronsnmidor,  que  es  el  público. 

Alejandbo  YaliiésBigsCu. 
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CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Santiago  13  de  agosto  de  1904 

Gracc  y      con  Símonetti 

Letra  de  oambio  peijudioada.  — Pro- 
testo.—Renovación  de  ejeouoión. 

Doctrina.:— ¿a  acción  ejecutiva  dese- 
chada porque  el  protesto  de  una  letra  de 
cambio  aceptada  por  falta  de  pago  se 
hizo  fuera  del  plazo  legal  y  la  ejecución 
no  ae  había  preparado  con  el  reconoci- 
miento de  la  £rma  del  librado  que  acep- 
tó la  letra,  no  puede  renovarse  por  la  vía 
ejecutiva  una  vez  reconocida  esa  ñrma, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo 
498  del  Código  de  Procedimiento  CiviL 


La  firma  comercial  W.  R.  Grace  y  C*  se  pre- 
sentó al  4^  Jnzgado  de  I^etras  en  lo  civil  de 
Santiago,  pidiéndose  despachara  mandamien- 
to de  ejecución  contra  don  Domingo  Simo- 

APSLACIONIS 


netti,  aceptante  de  una  letra  de  cambio  que 
con  su  protesto  se  acompañaba  ála  demanda. 

Hecbo  el  embargo,  el  señor  Símonetti  se 
opuso  á  la  ejecución  con  la  excepción  del  nú;, 
mero  7^  del  artículo  485  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  alegando  que  el  protesto 
era  tardío,  pues  se  había  hecho  muchos  días 
después  del  vencimiento  de  la  obligación  y, 
por  consiguiente,  no  se  había  podido  despa- 
char mandamiento  en  su  contra  sin  que  es- 
tuviera reconocida  previamente  por  él  la  fir- 
ma puesta  en  la  aceptación.  El  juez  desechó 
la  excepción.  Apelada  esta  sentencia,  la  Corte 
resolvió  que  el  protesto  tardío  de  una  letra 
de  cambio  no  es  suficiente  para  darle  mérito 
ejecutivo  contra  el  aceptante,  mientras  éste 
no  hubiere  reconocido  judicialmente  su  firma, 
y  revocó  la  sentencia  dando  lugar  á  la  excep- 
ción. 

En  vista  de  esta,  sentencia  W.  R.  Grace  y  C* 
ocurrieron  al  5' Juzgado  de  Santiago,  pidien- 
do, á  fin  de  preparar  la  vía  ejecutiva,  que 
se  cítara  á  Simonetti  para  que  reconociera  la 
firma  puesta  en  la  aceptación  de  la  letra. 

Citado  ese  señor  con  el  fin  indicado,  se  pre- 
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sentó  al  juez  de  la  causa  para  que  se  declara- 
ra que  no  estaba  obligado  á  prestar  el  reco* 
nocímiento  de  firma  para  et  objeto  perseguido 
por  Grace  y  C*  desde  que  la  Corte  había  de- 
clarado que  la  letra  aceptada  por  él  carecía 
de  mérito  ejecutivo. 

El  Juzgado  resolvía  con  fecha  23  de  alinl  de 
1904: 

Teniendo  presente: 

1'  Que,  según  se  expone  en  los  escritos 
presentados  por  parte  de  W.  R.  Gracc  y  C^, 
el  reconocíniiento  jurado  de  firma  de  don  Do- 
mingo Simonetti  tiene  por  objeto,  no  prepa- 
rar el  juicio  ordinario  conforme'  al  artículo 
263,  número  5^  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  sino  el  juicio  ejecutivo,  ftegáii  el  artículo 
456  del  mismo  Código; 

2^  Que  del  expediente  de  la  q'ecudón  segui- 
da ante  el  4'  Juzgado  Civil  de  este  departa- 
mento por  la  Sociedad  mencionada  contra  el 
señor  Simonetti  cobrando  la  misma  letra  pre- 
sentada ahora  para  el  reconocimiento  de  fir- 
ma, aparece  que,  segfin  la  sentencia  de  segun- 
da instancia,  la  ejecución  se  revocó  por  ha- 
berse dado  lugar  á  la  excepción  opuesta  por 
el  señor  Simonetti,  consistente  en  "la  falta  de 
alguno  de  los  requisitos  6  condiciones  esta- 
blecidas por  las  leyes  para  que  el  título  tenga 
faerza  ejecutiva,  sea  absolutamente,  sea  con 
relación  al  demandado",  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  número  7^  del  artículo  485  de  di- 
cho Código; 

3^  Que,  como  se  expresa  en  los  consideran- 
dos de  esa  sentencia,  la  excepción  fué  admiti- 
da en  virtud,  principalmente,  de  que  el  protes- 
to de  fs.  3  de  aquel  expediente  no  se  llevó  A 
cabo  en  tiempo  oportuno,  como  lo  previenen 
los  artículos  724  y  734  del  Código  de  Comer- 
cio; 

4'  Que  la  acción  ejecutiva  rechazada  por 
incompetencia,  ineptitud  del  libelo  ó  falta  de 
oportunidad  en  la  ejecución  puede  renovarse 
con  arreglo  á  los  preceptos  del  Título  I,  Libro 
III  del  citado  Código  de  Procedimiento  Civil, 
según  el  artículo  489  del  mismo  Código,  y  la 
mencionada  ejecución  no  ha  sido  rechazada 
por  ninguna  de  esas  excepciones,  y  la  razón  es 
porque  se  supone  que  ñ.  la  fecha  de  la  deman- 


da ó  del  auto  que  ordena  despachar  el  man- 
damiento, el  título  es  ejecutivo,  sin  que  pue- 
da ejercitarse  por  no  haber  llegado  la  oportu- 
nidad, por  ineptitud  del  libelo  ó  por  las  otras 
dos  causales  expresadas,  todas  ellas  indepen- 
dientes del  título,  y  en  et  caso  de  la  referida 
ejecución  se  revocó  ésta,  porque  el  título  que 
le  había  servido  de  base  carena  entonces  de 
fuerza  ejecutiva;  y 

5'  Que,  en  consecuencia,  es  por  ahora  im- 
procedente la  comparecencia  de  don  Domingo 
Simonetti, 
Se  declara: 

Que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  éste,  sin  cos- 
tas, por  los  motiros  expresados  en  el  artfcnlo 
151  del  Código  últimamente  citado. — A/taro 
Ayala, 

Grace  &  C*  apelaron  de  esta  resolnción  y 

La  Corte  resolvió  lo  siguiente: 

Vistos:  suprimiendo  la  palabra  nentonces"  de 
la  parte  final  del  considerando  4^  y  teniendo 
presente,  además,  los  fundamentos  de  la  sen- 
tencia de  este  Tribunal  corriente  á  fs.  55  del 
cuaderno  ejecutivo,  seguido  entre  las  mismas 
partes,  que  se  ha  traído  á  la  vista  dnrante 
el  acuerdo,  se  confirma  la  resolución  apelada 
de  fecha  23  de  abril  del  presente  año,  con  cos- 
tas del  recurso — Beaarcate.—Crux  Cañas.— 
Lagos. 

A  nuestro  juicio,  la  aplicación  hecha  en 
las  dos  resoluciones  precedentes  del  ar- 
tículo 4-98  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  es  contraría  á  la  letra  y  espírítu  de 
esa  disposición,  y  puede  dar  ongen  á  se- 
rias perturbaciones  en  el  procedimiento 
para  que  se  cumplan  las  obligaciones  de 
dar. 

La  síntesis  de  esas  resoluciones  es  que 
los  únicos  casos  en  que  puede  renovarse 
una  acción  ejecutiva  son  los  enumerados 
en  el  precitado  artículo  498  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  ó  sea  que  esa  enu- 
meración es  taxativa.  Basta  una  lectura 
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atenta,  no  digo  un  análisis,  de  este  ar- 
tículo y  del  485,  que  es  su  antecedente, 
para  llegar  á  resoluciones  diametralmen- 
te  opuestas  á  las  transcritas  al  comienzo. 

Está  aquel  precepto  íntimamente  rela- 
cionado con  este  último,  que  contiene  la 
enameración  taxativa  de  las  excepciones 
que  pueden  oponerse  en  juicio  ejecutivo. 
Pero  comparándolas  se  observa  que  los 
términos  son  algo  diferentes,  y  que  los 
cuatro  casos  en  que,  según  el  artículo  498, 
puede  renovarse  la  acción  ejecutiva  no 
corresponden  á  otras  tantas  délas  excep- 
ciones enumeradas  en  el  485,  lo  que  de- 
muestra que  el  legislador  quiso  compren- 
der en  aquel  precepto  bajo  una  sola  deno- 
minación varias  de  las  excepciones  indi- 
cadas en  éste.  Así  aquél  dice  "incapaci- 
dad", y  éste  "la  falta  de  capacidad  del 
demandante  ó  de  personería  6  represen- 
taci^hi  del  que  comparece  á  su  nombre". 
Parece  fuera  de  toda  duda  que  según  el 
artículo  498  se  puede  renovar  una  ejecu- 
ción que  lia  sido  desechada  porque,  por 
ejemplo,  era  insuficiente  el  poder  del  pro- 
curador. Y,  sin  embargo,  dentro  de  la  in- 
terpretación de  este  precepto,  que  inspiró 
las  resoluciones  en  estudio,  llegaríamos  á 
la  conclusión,  bien  absurda,  que  puede  re 
novarse  la  ejecución  desechada  por  inca- 
pacidad del  ejecutante,  y  no  la  que  lo  hu- 
biera sido  por  deficiencias  en  el  poder  del 
procurador. 

Del  mismo  modo  bajo  la  frase  "faltade 
oportunidad  en  la  ejecución",  que  encon- 
tramos en  el  articulo  498  y  que  no  co- 
rresponde en  particular  á  ninguna  de  las 
excepciones  del  485,  se  ha  querido  com- 
prender varias  de  éstas.  ¿Cuáles  son  ellas? 
En  nuestro  concepto  son:  la  litis  penden- 
cia, el  beneficio  de  excusión,  la  falta  de  al- 
guno de  los  requisitos  señalados  por  la 
ley  para  que  el  título  tenga  fuerza  ejecu- 


tiva, siempre  que  esa  falta  sea  subsana- 
ble  V  se  liava  subsanado,  v  la  concesión 
de  esperas  ó  prórroga  del  plazo. 

Es  indiscutible  que  el  legislador  haque- 
rido  incluir  en  la  enumeración  del  artícu- 
lo 498  las  excepciones  simplemente  dila- 
torias y  excluir  las  perentorias,  y  eso  por 
la  naturaleza  especial  del  juicio  ejecutivo 
en  el  cual  unas  y  otras  seoponenála  vez, 
á  la  inversa  de  lo  que  pasa  en  el  juicio  or- 
dinario, en  elque  las  dilatorias  se  oponen 
antes  de  la  contestación  á  la  demanda,  y 
las  perentorias  en  la  contestación  misma. 
La  disposición  del  490  obedece  á  un  pro- 
pósito claro  de  buena  doctrina:  la  ejecu- 
cución  desechada  por  alguna  causal  que 
afecte  la  existencia  de  la  obligación,  ó  al 
título  por  causa  insubsanable  no  puede 
renovarse  por  la  vía  ejecutiva  y  en  mu- 
chos casos  quedará  aún  excluida  la  ordi- 
naria, sucediendo  lo  contrario  cuando  In 
ejecución  ha  sido  rechazada  por  ser  ella 
inoportuna. 

Es  fácil  comprobar  que  las  excepciones 
expuestas  más  arriba  caben  perfectamen- 
te dentro  de  la  denominación  "falta  de 
oportunidad  en  la  ejecución"  de  que  ha- 
bla el  artículo  498.  La  litis  pendencia 
hace  que  la  ejecución  sea  inoportuna  por- 
que la  misma  cuestión  se  encuentra  sub- 
lite  en  otra  parte,  pero  fallada  la  litis  en 
sentido  que  deje  subsistente  la  obligación, 
esa  inoportunidad  desaparece  y  ya  no 
hay  obstáculo  para  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción ejecutiva. 

La  excusión  produce  igual  efecto.  El 
fiador  común  no  solidario,  dice:  yo  no 
puedo  ser  obligado  á  pagar  porque  mi 
afianzado  tiene  bienes  y,  en  efecto,  los  se- 
ñala. Se  alza  la  ejecución  pero  se  practi- 
ca la  excusión  y  resulta  que  los  bienes 
producen  muy  poco  ó  nada.  Entonces  el 
acreedor  renueva  su  acción  ejecutiva  y 
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cobra  la  deuda  en  la  parte  no  pagada 
con  los  bienes  excutidos. 

Igual  cosa  ocurre  también  con  los  re- 
quisitos de  que  trata  el  número  7'  del  ar- 
tículo 485,  siempre  que  la  ley  permita 
llenarlos,  pues  en  el  caso  contrario  seria 
algo  más  que  inoportunidad.  Por  ejem- 
plo, si  se- ejecuta  con  un  titulo  al  cual  fal- 
taba el  reconocimiento  de  firma,  como  en 
el  caso  de  W.  R.  Grace  y  C*  con  Simonet- 
ti,  la  ejecución  no  era  oportuna  ya  que  le 
faltaba  para  serlo  el  cumplimiento  de 
una  formalidad,  y  por  esto  creemos  que 
no  se  han  ajustado  á  la  disposición  del 
artículo  498  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  las  resoluciones  transcritas.  Han 
impedido  que  se  renueve  una  ejecución 
que  filé  desechada  por  faltar  al  título  un 
requisito  perfectamente  subsanable;  y  ha 
obligado  al  acreedor  á  perseguir  por  la 
vía  ordinaria  el  cumplimiento  de  una 
obligación  cuya  inexistencia  no  se  ha  ale- 
gado. 

Estas  observaciones  basadas  en  la  le- 
tra de  la  ley,  están  de  acuerdo  con  la  te- 
sis que  expone  Manresa  en  sus  Comenta- 
ríos  á  la  /vcj  de  Enjuiciamiento  Civil  Re- 
formada, tomo  V,  pág.  56:  "Pero  si  la 
excepción  alegada,  sin  atacar  al  título  ni 
á  la  obligación,  se  fttnda  en  alguna  falta 
ó  vicio  subsanable  que  afecta  á  la  validez 
del  procedimiento,  como  la  falta  de  per- 
sonalidad y  alguna  otra  que  después  in- 
dicaremos, subsanada  la  falta,  podrá  re- 
producirse ó  continuarse  el  mismo  juicio 
ejecutivo,  haciendo  uso  el  acreedor  de  su 
legítimo  derecho,  puesto  que  no  se  ha  de- 
clarado la  ineficacia  del  título  ni  extin- 
guido la  obligación.  En  tal  caso  el  acree- 
dor habrá  purgado  su  falta  anterior  con 
la  condena  de  costas  del  procedimiento 
anulado,  y  sería  superfluo  acudir  al  juicio 
ordinario  para  promover  la  misma  cues- 


tión cuando  carece  absolutamente  de  ob- 
jeto desde  el  momento  en  que  el  acreedor 
se  allana  á  cumplir  el  fallo  decretado  en 
el  ejecutivo,  subsanando  la  falta." 

Si  el  sentido  del  precepto  del  artículo 
498  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
fuere  conforme  con  el  que  se  le  ha  fijado 
en  las  dos  resoluciones  transcritas,  cree- 
mos que  sería  de  urgencia  inmediata  re- 
formar ó  derogar  tal  precepto,  pues  las 
leyes  de  procedimiento  se  dictan  para  exi- 
gir con  eficacia  en  juicio  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones,  y  no  para  crear  trá- 
mites y  abrir  instancias  que  hagan  lenta, 
costosa  y  aún  aleatoria  la  consecusión 
de  tal  propósito  de  palpitante  interés  so- 
cial. Sin  embargo,  el  estudio  detenido  de 
esa  disposición  y  de  sus  antecedentes  y 
de  las  opiniones  de  tratadistas  tan  auto- 
rizadas como  el  que  hemos  citado,  nos 
afirman  en  la  idea  de  que  el  artículo  498 
es  perfectamente  lógico  y  ajustado  á  la 
buena  doctrina,  y  de  que  su  interpreta- 
ción en  las  sentencias  transcritas  ha  sido 
deficiente. 

GONZAZ^  Vbrgara  B. 


Corte  de  Santia^.—T  de  septiembre  de  1904 

Soríano  con  Pisco 

Obras  públioas;  Inspector  residente 
sin  nombramiento.  —  Responsabili- 
dad del  Fisoo. 

Doctrina: — Para  qae  el  Fisco  seaobti- 
gado  se  necesita  que  los  actos  ejecutados 
parlas  autoridades  á  su  nombre  sean 
a/ustados  á  una  ley  determinada. 
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Don  Horacio  Soriano,  demandó  al  Fisco,  á 
fin  de  qne  se  declarase  que  debe  pagarle  la 
cantidad  de  mil  cuatrocientos  pesos  que  le 
adeuda  por  sueldos  insolutos  como  inspector 
fiscal  suplente  de  la  construcción  del  puente 
San  Pedro  en  el  rfo  Rahue,  con  intereses  y 
costas. 

Fundando  su  demanda  expuso  que,  según 
consta  de  los  antecedentes  que  acompaña,  el  7 
de  junio  de  1900  fué  designado  para  servir  el 
puesto  que  indica,  en  el  cual  permaneció  hasta 
enero  de  1901,  sin  que  le  pagaran  un  centavo; 
qne  el  Fisco  celebró  con  él  un  verdadero  con- 
trato de  arrendamiento  de  servicios,  al  cual 
deben  aplicarse  los  artículos  1997,  2006  y 
2118  del  Código  Civil;  que  el  sueldo  asigna- 
do al  empleo  que  desempeñó  es  de  doscientos 
pesos  mensuales,  y  que  su  derecho  se  encuen- 
tra amparado  por  la  Constitución  política 
que  establece  qne  nadie  está  obligado  á  servir 
gratuitamente. 

El  Director  del  Tesoro,  contestando,  sostu- 
vo que  el  señor  Soríano  no  ha  sido  empleado 
público,  y,  por  lo  tanto,  no  tiene  derecho  A 
sueldo,  y  que  además  por  las  razones  expues- 
tas en  el  decreto  supremo  de  23  de  febrero  de 
1901,  debe  desecharse  la  demanda. 

En  la  réplica  afirma  el  demandante  que  fué 
empleado  público,  pues  lo  designó  para  el 
puesto  la  Dirección  de  Obras  Públicas  que  tie- 
ne facultad  para  ello.  En  la  dúplica  se  insiste 
en  que  sólo  es  empleado  público  .el  que  tiene 
nombramiento  de  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

Con  fecha  22  de  marzo  de  1004  el  Juzgado 
resolvió: 

Considerando: 

I'  Que  según  consta  á  fs.  2  vta.,  don  Hora- 
cio Soríano  quedó  como  inspector  del  puente 
Rahue  por  convenio  con  el  inspector  residente 
señor  García  Huidobro  y  no  por  orden  de  la 
Dirección  de  Obras  Públicas; 

2^  Que  de  este  antecedente  resulta  que  no 
ha  recibido  el  demandante  comisión  ni  nom- 
bramiento en  forma  debida,  que  obligue  al 
Fisco  á  pagar  remnneración  ó  sueldo  á  dicho 
señor  Soríano;  y 

3^  Qne  para  que  el  Fisco  sea  obligado  se 
necesita  qué  los  actos  qne  ejecutan  los  auto- 


rídades,  á  nombre  del  Fisco,  sean  ajustados  á 
una  ley  determinada,  circunstancia  qne  no  se 
ha  probado  por  el  demandante. 

Por  estos  antecedentes  y  lo  dispuesto  por 
el  artículo  169S  del  Código  Civil  y  artículos 
151,169  y  331  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  y  de  acuerdo  con  el  señor  Promotor  Fis- 
cal, se  declara:  que  no  ha  lugar  á  la  demanda, 
con  costas,  reservándose  al  demandante  su 
derecho  pora  hacerlo  valer  contra  quien  viere 
convenirle.-  -José  T.  María. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte: 

Vistos:  Se  confirma  la  resolución  apelada  de 

22  de  marzo  último.  Devuélvanse  A.  Moatt. 

—Darío  Braavente.—Ne/iaJJ  Crui  Cañas. 


Corte  de  Santiago  Cas.~20  de  septiembre 
de  1904 

Herrera  con  Ravest  de  Molina  Elena 
(su  sucesión) 

Incompetencia.  —  Emplazamiento.  — 
Kotifloaolón  déla  demanda.- Notl ■ 
floaolón  por  avisos.— Aceptación  de 
una  causal;  preaolndencla  de  las  de- 
más. 

Doctrina:— Se^iín  lo  dispuesto  en  el 
articulo  43  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  la  primera  notiñcación  á  la  parte  á 
quien  haya  de  a&ctar  ana  gestión  Judi- 
cial deberá  hacerse  personalmente.  La 
notiñcación  por  avisos  está  establecida 
por  el  articulo  57  para  las  personas  cu- 
ya individualidad  ó  residencia  sea  difícil 
determinar;  y  habiendo  el  demandante 
indicado  en  la  demanda  el  domicilio  del 
demandado  y  siendo  conocida  la  residen- 
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cia  de  éste,  ao  es  aplicable  el  procedi- 
miento indicado  en  el  reierido  artícu- 
lo 57. 


Don  Arturo  Herrera  Guevara  médico-ciru- 
jano, domíciliadoen  Santiago,  entabló  ante  el 
Juzgado  de  San  Bernardo,  en  4  de  julio  de 
1903,  demanda  contra  la  sucesión  de  doña 
Elena  Kavestde  Malina,  representada  por  do- 
ña Natalia  Rivera  v.  de  Ravest  y  don  Fran- 
cisco Molina,  madre  ymarído,  respectivamen- 
te, de  aquella  señora,  demanda  ordinaria  por 
el  valor  de  los  servicios  profesionales  durante 
su  última  enfermedad. 

Don  Francisco  Molina,  residente  en  San 
Bernardo  fué  notificado  personalmente  de  esta 
demanda  y  la  contestó  aceptándola  y  pidien- 
do se  fijara  el  honorario. 

La  señora  Rivera  de  Ravest  fué  buscada 
en  Graneros,  donde  dijeron  que  se  había  tras- 
ladado á  Santiago.  El  demandante  solicitó 
exhorto  circulante  para  los  demás  ¡uzeados 
con  el  fin  de  hacer  la  notificación  por  si  no  era 
habida  la  demandada  en  Santiago  y  así  se 
decretó  con  fecha  3  de  septiembre  de  1903. 
Buscada  en  Santiago  en  una  casa  se  contestó 
que  la  señora  Rivera  residía  en  Graneros  y  en 
otra  que  no  la  conocían.  Con  estos  anteceden- 
tes el  demandante  pidió  se  le  notificara  en  la 
forma  prescripta  por  el  artículo  57  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  expresándose  en 
el  escrito  en  que  hizo  esta  petición  que  según 
informaciones  recibidas  por  él  la  señora  resi- 
día aún  en  Santiago,  se  ocultaba  para  eludir 
la  notificación  y  no  le  había  sido  posible,  por 
más  esfuerzos  que  había  hecho,  descubrir  su 
actual  residencia.  Oído  el  promotor  fiscal,  el 
juzgado,  por  auto  de  B  de  octubre  de  1903, 
aceptó  la  petición  y  dispuso  se  notificara  á  la 
señora  Rivera  de^Ravest  la  demanda  por  avi- 
sos publicados  en  El  Maipo  de  San  Bernardo 
y  El  Ferrocarril  y  Diario  Ofícial  de  Santiago. 

Notificada  en  esta  forma  la  señora  Rivera 
de  Ravest,  pidió  el  demandante  se  ordenara  á 
los  demandados  constituyeran  un  procurador 
común  dentro  de  segundo  día  y  así  se  decretó 
notificándoseles  por  el  estado. 

Por  decreto  de  31  de  noviembre  de  1903  el 


Juzgado,  á  solicitud  del  demandante,  dió  por 
contestada  la  demanda  citando  á  las  partes 
á  comparendo  y  nombró  procurador  común 
de  los  demandados  al  del  número,  don  Santia- 
go Castañeda.  La  causa  se  tramitó  enseguida 
y  aparecen  hechas  las  notificaciones  á  don 
Francisco  Molina  y  á  doña  Natalia  Rivera  v. 
de  Ravest  por  el  estádo  incluso  la  citación  pa- 
ra sentencia. 

Con  fecha  10  de  mayo  de  1904  se  expidió 
ésta  y  el  juzgado,  fundado  en  la  aceptación  del 
demandado  don  Francisco  Molina  y  en  el  mé- 
rito de  las  posiciones  puestas  á  doña  Natalia 
Rivera  de  Raveut  y  que  se  Habían  dado  por 
absueltas  afirmativamente  después  de  dos  ci- 
taciones á  absolverlas,  que  se  le  notificaron  por 
el  estado,  declaró  que  la  sucemón  demandada 
debía  pagar  al  demandante  por  honorario  la 
cantidad  de  mil  quinientos  pesos. 

Esta  sentencia  fué  notificada  personalmen* 
te  á  don  Francisco  Molina  y  por  el  estado  á 
doña  Natalia  Rivera  v.  de  Ravest. 

En  este  estado  se  presentó  don  Nemesio 
Mnnríqucz  quien,  con  poder  de  doña  Natalia 
Rivera  v.  de  Ravest,  otorgado  en  Santiago  en 
30  de  marzo  de  1903,  haciéndose  parte  y  dán- 
dose por  notificado  de  la  sentencia  entabló 
contra  ella  el  recurso  de  apelación  y  el  recurso 
de  casación  en  la  forma,  que  fundó  en  las  cau- 
sales que  siguen: 

1*  En  haber  sido  pronunciada  la  sentencia 
referida  por  un  juez  incompetente,  pues  su  po- 
derdante tiene  domicilio  en  Santiago  donde  es 
propietario  de  varias  casas  y  forma  parte  de 
una  familia  conocida. 

2*  En  no  haberse  emplazado  á  la  señora 
Rivera  en  la  forma  prescripta  por  la  ley  ni  no- 
tificádose  legalmente  la  demanda,  ni  citádose 
para  el  comparendo  de  regla. 

3*  En  no  haber  sido  citada  lu  referida  se- 
ñora para  ninguna  de  las  diligencias,  ni  noti- 
ficada del  auto  que  mandó  recibir  la  causa  á 
prueba;  y 

4^  En  que  tampoco  se  citó  á  la  señora  Ri- 
vera de  Ravest  para  oír  sentencia  definitiva. 

La  Oorte: 

Considerando: 
1^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  43 
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del  Código  de  Procedimiento  Civil,  en  toda 
gestión  judicial  la  primera  notificación  á  la 
parte  á  quien  haya  de  afectar  deberá  hacerse 
personalmente,  entregándole  copia  íntegra  de 
la  resolución  y  de  la  solicitud  en  que  ella  ha 
recaído  cuando  fuere  escrita. 

2"  Que  la  demanda  de  fs.  se  notificó  á  doña 
Natalia  Rivera  t.  dcRavest,  por  medio  de  avi- 
sos en  los  periódicos  que  corren  en  autos,  for- 
ma de  notificación  establecida  en  el  articulo 
57  del  mismo  CAdigo  para  las  personas  cuya 
individualidad  ó  residencia  sea  dificil  deter- 
minar; 

3^  Que  el  demandante  indicó  en  su  deman- 
da la  residencia  de  la  referida  señora  y  á  soli- 
citud del  mismo  se  la  buscó  con  el  fin  de  notifi- 
carla en  Santiago  en  donde  segfin  aparece  de 
los  antecedentes  tiene  su  domicilio,  y 

4**  Que  siendo  conocida  la  residencia  de  la 
demandada  no  es  aplicable  el  proadimiento 
indicado  en  el  considerando  2^,  y,  eji  conse- 
cuencia, se  ha  faltado  á  un  trámite  esendal 
prescripto  por  la  ley  como  lo  es  el  emplaza- 
miento de  una  de  las  partes  demandadas,  de- 
fecto que  no  se  ha  subsanado  en  el  curso  de  la 
causa  por  haberse  continuado  notificándola 
sólo  por  el  estado. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
941,  959  y  966  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
segunda  de  las  causaks  dednddas  por  el  recu- 
rrente, y  en  consecuencia,  se  anula  la  senten- 
cia de  fecha  10  de  mayo  último,  reponiéndose 
el  proceso  en  el  estado  de  notificar  á  las  par- 
tes el  traslado  de  la  demanda.  Remítanse  los 
autos  al  juez  no  implicado  que  corresponda. 

Aceptada  la  segunda  de  las  causales  pro- 
puestas se  declara  innecesario  pronunciarse 
respecto  de  las  demás.— ^.  Vergara  A.— Darío 
fíenaveate.—B.  Castillo. 


Corte  de  Santiago  24  de  septiembre  de 

1904 

Verán  Buy  y  otros  con  Pizarro 

Efecto  retroactivo.  —  Notlflcaolón  de 
sentencia  definitiva.  ~  I4otlfioaolón 
por  el  estado. 

DocTRiHA:— Habiéndose  iniciado  el  Jui- 
cio antes  de  Ja  vigencia  del  Código  de 
Procedimiento  Civil^  no  esapíicahíe  el  ar- 
ticulo 53  de  dicho  Código  en  orden  á  ¡a. 
notificación  por  el  estado  de  la  sentencia 
deünitiva  aunque  la  persona  á  quien  se 
notifica  y  que  ha  entrado  al  juicio  con 
posterioridad  á  su  vigencia  no  haya  he- 
cho la  designación  prevenidaen  el  articu- 
lo  52(1). 

(1 )  La  doctrina  ¡-ancionada  por  ente  fallo  apar- 
ta á  nuestro  jnicio  de  dioposiciooeK  t^rmioaates  de 
nuestra  legíalacióo  y  de  loa  principiOB  unlfo)  mentan- 
te aceptados  en  orden  i  laaplioaci/ín  de  liia  leyes  pro- 
cesales. 

Según  el  articulo  24  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861  cías  leyes  cooceroientesá  la  sostaneinciÓD  y  ri- 
tualidad de  Itw  jnicioR  prevalecen  sobre  las  anterio- 
res desde  el  momento  en  que  deben  «mpesar  i  re- 
gir». Esta  re({la  general,  que  ustá  evidentemente 
conforme  con  el  prÍDcipio  de  la  no  retroactividad  de 
las  leyes,  porque  nadie  poede  tener  nu  derecho  ad- 
quirido pai-a  ser  juzgado  por  un  Tribunal  determi- 
nado y  oou  arreglo  á  determinadas  f6i  muías  de  pro- 
cedimieiib),  no  tiene  otra  exoepci'>n  que  la  indicada 
eu  1h  parte  final  del  mismo  artículo  que  dice:tPeru 
los  términos  q»e  hubiesen  empezado  á  correr  y  las 
ootoaoiones  y  diligencias  que  ya  esturiesen  iniciadas 
«e  regirin  por  la  ley  vigente  al  tiempo  de  su  intcía- 

oiÓDk. 

Un  término,  una  actuación  ó  diligencia  de  un  jui- 
cio no  es  el  juicio  mismo.  E>  evidente  que  si  *¡\  tér- 
mino para  contestar  ta  demanda,  )ior  ejemplo,  ha 
piinoipiado  á  correi-,  se  rige  segAn  anta  disposioióii 
por  la  ley  antiyua  y  no  por  1*  nueva;  es  evidente 
igualmente  que  ai  unadiligencia  probatoria,  por  ejem- 
plo, se  ha  iniciado  bajo  el  imi«rio  de  la  ley  antigua, 
continuará  rigiéndone  por  ella;  pero  si  la  demanda 
iniciada  bajo  el  imperio  de  la  antigua  ley,  es  uotifi. 
csda  bajo  el  imperio  de  la  nneva,  U  cxcepcIUn  no  se- 
ría ya  aplicable  por  uo  tratarse  de  términos,  actua- 
ciones ni  diligeneÍKS  iniciados  ya  sino  bajo  el  imp«- 
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En  2  de  marzo  de  1901  don  Verán  Buy  se 
presentó  ante  eljnzgado  de  la  Victoria  deman- 


dando á  don  Mateo  Pizarro  la  entrega  de  una 
propiedad  comprada  á  don  Juan  Guerin. 


rio  de  la  ley  líueva.  La  excepción  del  artículo  26  no 
puede  tener  otro  alcance. 

Todos  lo3  autores  están  de  'acuerdo  en  que  las  le- 
yes relatiratt  n  la  organización  juiíicial,  á  la  compe- 
tencia, ni  proueilimieuto  y  íí  las  vías  de  ej<icucii''m  sun 
inmediatamente  Aplicables  aúa  á  las  controversias 
que  tienen  por  objeto  hechos  anteriores  á  su  promul- 
gación, porque  en  ebta  inRtancia  no  pueden  tener  laa 
partes  derechos  adquiridos  y  porque  todo  in  que  exi- 
ge el  principio  de  la  no  retroactívidad  á  este  respec- 
to es  que  la  nueva  ley  respete  lo»  actos  que  las  ^lar- 
tee  han  ejecutado  ó  tienen  ya  iniciados.  Esta  doctri- 
na es  la  que,  precisamente  consagra  el  articulo  '24  de 
la  ley  de  1861 ;  pero  la  Corte  de  SantiHgo  le  da  en 
este  fallo  un  alcance  que  no  tiene  y  desnaturaliza  el 
principio  que  ella  coueagra,  razón  por  la  oiAl  llama 
moB  la  ateuoir'm  á  lo  qne  oonsiderammi  un  erroi'  que 
no  debe  ser  sf^uido. 

Una  de  las  materias  en  que  ol  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  ha  innovado  con  el  propósito  de  fa- 
oilitar  ta  marcha  de  los  juicios,  es  la  de  las  notiñca- 
oiones.  El  artículo  51  dispone  que  «las  iientencias 
d^nitivas,  las  resoluciones  en  qne  se  dé  curso  &  nua 
reconvenoión,  ee  reciba  á  pmeba  la  causa,  se  cite 
para  sentencia  definitiva  6  se  ordene  la  compare- 
cencia personal  de  las  partes,  Fe  notificarán  por 
medio  de  cédulas  que  contengan  la  copia  integra  de 
la  resolución  y  los  datos  necesarios  para  sn  acertada 
inteligencia»;  pero  el  artículo  b'¿  agrega  qne  cpara 
loa  efectos  del  artículo  anterior,  todo  litigante  debe- 
rá, eo  su  primeia  gestión  judicial,  duMgnar  un  do- 
micilio conocido  dentro  de  los  límites  urbanos  del 
lugar  en  que  fnnoione  el  tribniial  respectivo».  Las 
reaolnciones  no  comprendidas  en  el  artículo  61  se 
entienden  notificadas  según  elartículo  53  «desde  qne 
se  incluyan  en  un  estiido  que  deberá  formarse  y  fi- 
jarse diariamente  en  la  secretaría  de  cada  Tribunal», 
obaervándoHe  las  prescripciones  del  mismo  artículo. 
Y  el  artículo  66~  eatsblece  qne  «la  forma  de  notifica 
oi(ín  de  que  trata  el  artículo  63  se  liará  extensiva  á 
las  resoluciones  comprendidas  en  el  artículo  51,  res- 
pecto de  las  pai  tes  que  no  hubieren  hecho  la  desig* 
nación  i  que  se  refiere  el  artículo  6'^ii. 

¿En  qué  forma  podrá  notifícaroe  la  sentencia  pro- 
nunciada en  esta  cansa  ocn  arreglo  á  estas  dis|)0si- 
ciones? 

Desde  que  principió  á  regir  el  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  es  incuestionable  que  toda  notifica- 
cación  tiene  qne  ser  hecha  con  arreglo  á  suh  prescrip- 
ciones. Ente  es  un  antecedente  que  no  admite 
discrepancia  de  ojiiniones;  j,  por  oonsif^ientej  para 
ju^r  de  si  en  la  especie  debía  aplicarse  el  artículo 
56  para  hacer  la  notificación  de  la  sentencia  defini- 


tiva en  la  forma  determinada  por  el  artículo  53,  ó 
hacene  la  notiticación  en  la  forma  que  exige  el  ar- 
tículo 61,  corresponde  determinar  ú  inciden  lascír- 
constancias  determinadas  por  aquella  disposición. 

De  los  antecedentes  resulta  que  el  jnieio  se  inició 
en  190  í  con  una  demanda  de  Buy  contra  Pizarro. 
Elste  formuló  artículo  para  qne  M  citan  á  Onerín 
qno  figuraba  como  vendedor  y  por  resolnoíÓn  de  la 
Oorttt^  revo^^atoi-ia  del  fallo  de  primera  instancia, 
dictado  bajo  la  vigencia  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declaró  que  Guerin  debía  ser  citado;  y 
habiéndose  resuelto  qne  éste  debía  contestar  la  de- 
manda antes  qne  Pizarro,  se  notificó  el  decreto  A 
Buy  y  á  Guerin  en  Santiago.  Guerin  contestó  la 
demanda  en  junio  de  ^903  sin  señalar  domicilio  en 
San  Bernardo,  Buy  no  indicó  tampoco  domicilio 
en  los  escritos  que  presentó  durante  la  pmeba.  Ha- 
biéndose mandado  regir  la  demanda  con  Gnerin 
con  posterioiidad  á  la  vigeucia  del  Código  de  Pro- 
cediihiento  Civil,  debió  él  señalar  domicilio  en  la 
contestación  con  arreglo  á  los  artículos  ú'i  y  399;  y 
no  habiéndolo  hecho  ere  aplicable,  á  su  respecto,  el 
artículo  66  y  podía  válidamente  notificársele,  en  la 
forma  dispuesta  por  el  artículo  53,  la  sentencia  defi  - 
nitiva,  así  como  la  citación  para  sentencia  que  se  le 
bízo  personalmente. 

Buy  se  encuentra  en  situación  distinta  en  cnanto 
no  estaba  obligado  en  an  demanda  á  hacer  la  desig* 
nación  de  su  domicilio;  pnea  no  puede  aplicársele 
la  disposición  del  artículo  261 ,  pero  oon  posteriori- 
dad á  la  vigencia  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
se  le  había  notificado  personalmente,  con  lo  que  es* 
t-iban  cumplidos  los  artículos  48  y  54  y  él  estaba 
obligado,  con  arrej^o  al  artículo  62,  á  señalar  domi- 
cilio para  las  notificaciones  en  la  primera  gestión 
judicial  que  hiciera  y  no  había  eampUdo  oon  esta 
prescripción. 

Según  el  sistema  del  Código  las  notificadonee  se 
hacen  por  el  estado,  salvo  la  primera  qne  se  hace 
al  demandado  y  la  de  las  actnacionM  enumeradas 
en  el  aitículo  51;  pero  para  qne  esta  última  escep- 
ción  del  artículo  51  tenga  cabida,  es  decir,  para  que 
el  litigante  pueda  gozar  de  la  garantía  de  la  notifi- 
cación por  cédula  ee  indispensable  que  sefiale  domi  - 
cilio  dentro  de  los  límites  urbanos  del  lugar  en  que 
funciona  el  tribunal.  Este  propósito  de  la  ley  quedó 
de  manifiesto  en  la  discusión  que  tuvo  lugar  en  la 
Comisión  mixta,  (sesiones  4,"  y  5.')  La  sentencia 
de  la  Corte  deja  en  realidad  sin  aplicación  el  artí- 
culo 62,  ya  que  para  poder  aplicarse  el  artículo  51  ei 
indÍR|)enHable  que  se  haya  señalado  domioilio. 

U0.8. 
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Después  de  diversos  incidentes  el  último  de 
los  cuales  terminó  por  una  resolución  de  la 
Corte  de  Santiago  de  21  de  marzo  de  1903  en 
que  se  declaró  que  había  lugar  A  la  petición 
formulada  por  Pizarro  para  que  se  citara  al 
juicio  á  don  Juan  Guerín  de  quien  él  era  suce- 
sor, resolución  á  que  el  juez  de  San  Bernardo 
puso  el  cúmplase  con  fecha  26  de  dicho  mes 
asignando  número  á  la  causa,  el  apoderado  de 
Pizarro  solicitó  se  declarara  que  Guerín  debía 
contestar  primero  la  demanda  y  el  juzgado 
con  fecha  14  de  mayo  así  lo  declaró  con  arre- 
glo á  los  artículos  1837,  1833  y  1S44>  del  Có- 
digo Civil,  disponiendo  se  citara  á  juicio  con 
arreglo  al  artículo  742  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  sin  perjuicio  del  derecho  de  Piza- 
rro con  arreglo  al  articulo  1844  dtado. 

Guerín  fué  notificado  en  Santiago,  lo  mismo 
que  Buy  y  presentó  en  5  de  junio  un  escrito 
que  se  mandó  tener  como  contestación;  y  en 
el  cual  no  señaló  domicilio. 

Pizarro  contestó  reconviniendo,  por  su  par- 
te, d  7  de  julio  y  tramitada  la  causa  en  rebel- 
día de  Buy  y  Guerín  se  recibió  á  prueba,  pre- 
sentando durante  ella  Buy  y  Guerín  escritos 
en  que  tampoco  señalaron  domicilio  y  se  les 
citó  para  sentencia  notificándoseles  personal- 
mente en  Santiago. 

Con  fecha  28  de  mayo  de  1904  pronunció 
el  juez  de  San  Bernardo  sentenda  en  que  negó 
lugar  á  la  demanda,  aceptando  la  reconven- 
ción de  Pizarro. 

Por  auto  de  31  de  mayo  se  mandó  notificar 
á  Guerín  y  á  Buy  por  el  estado  previa  certifi- 
cación del  secretario  de  no  haber  señalado  do- 
micilio. 

Un  tercerista,  Solari,  que  se  había  presentado 
á  coadyuvar  á  la  defensa  del  demandante  y 
que  también  fué  notificado  por  el  estado  con 
fecha  10  de  junio  por  haber  señalado  domici- 
lio en  Santiago,  apeló  de  la  sentenda  el  16  de 
junio  y  se  le  concedió  el  recurso. 

Durante  la  tramitación  de  este  recurso  Gue- 
rín y  Buy  se  presentaron  ante  la  Corte  y  pi- 
dieron se  declararan  nulas  las  notificaciones 
que  se  les  habían  hecho  por  e!  estado.  £1  Tri- 
bunal dispuso  volvieran  los  autos  á  primera 
inatanda  para  que  el  juez  se  pronundara  so- 
bre esta  petición  y  tramitado,  resolvió: 

San  Bernardo,  26  de  julio  de  1904.— Tenicn- 

APBLACIONES 


do  presente  lo  dispuesto  en  los  artículos  51, 
52,  53  y  56  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
y  el  certificado  de  fs.  323  vlt.  no  ha  lugar  á  lo 
pedido  por  don  Juan  Guerin  y  don  Verán  Buy 
en  el  escrito  de  fs.  336.~-Lesaeta. 
Apelada  esta  resolución, 

LaCtorte: 

Vistos:  Teniendo  presente  que  este  juido  ñté 
inidado  antes  de  la  vigencia  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  y  por  consiguiente  no  es 
aplicable  al  presente  caso  la  disposidón  del 
artículo  53  de  dicho  Código,  se  revoca  el  auto 
apelado  de  26  de  julio  último  y  se  declara  que 
la  sentenda  definitiva  pronundada  en  esta 
causa  debe  ser  notificada  personalmente  á  don 
Verán  Buy  y  á  don  Juan  Guerín.—;/.  A.  Fer- 
aáadeM.—J.  Beraales  M.—B.  Donoso  V.~~J.  Ig- 
aacio  LarraSn  Z. 


Corte  de  Santiago,— S  de  octubr^  de  1904 
Fuentes  v.  de  Cuadra 

Recusación.— ManlfiBstaoión  de  opi- 
nión- 

Doctrina: — Las  aseveraciones  hechas 
por  el  juez  que  instruye  un  proceso  para 
averiguar  la  existencia  de  nn  delito^  en 
ana  nota  dirigida  aJ  Presto  de  Policía 
en  que  se  expresa  que  "la  sección  de  pes- 
quizasha  dado  pruebas  del  celo  y  acierto 
con  que  coadyuva  á  la  acción  judicial  en 

la  investigación  en  la  cual  se  logró 

encontrar  todos  los  valiosos  títulos  que 
constituían  el  cuerpo  del  delito"  impor- 
tan una  opinión  sobre  el  fondo  de  la 
causa. 


Doña  Zoila  Puentes  v.  de  Cuadra  ^ujo  re- 
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cusacíón  en  contra  del  señor  juez  del  crimen 
de  Santiago  don  José  Astorquiza,  A  fin  de  que 
se  declarara  que  debe  abstenerse  de  seguir  co- 
nociendo en  la  causa  iniciada  para  averiguar 
cierta  ocultación  de  cien  mil  pesos  en  bonos 
pertenecientes  á  la  testamentaría  de  don  Abel 
de  la  Cuadra. 

Funda  la  recusación  en  que  dte-ho  juez  en 
una  nota  pasada  al  Prefecto  de  Policía  de  Se- 
guridad, con  fecba  21  de  julio  último,  emite 
opinión  y  manifiesta  dictamen  acerca  de  la 
cuestión  pendiente,  por  cuanto  en  la  nota  re 
ferida  se  dice  "que  la  Sección  de  Pesquisas  ha 
logrado  encontrar  todos  tos  valiosos  títulos 
que  constituían  el  cuerpo  del  delito"  y  que 
sdirmándose  en  ella  que  existe  delito,  se  ha 
emitido  opinión  en  el  asunto,  lo  que  constitu- 
ye una  causal  de  recusación,  prevista  en  el 
número  10  del  artículo  250  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875. 

Por  auto  de  fecha  6  de  agosto  último,  fué 
aceptada  dicha  causal  como  bastante  y  du- 
rante el  término  de  prueba  se  dejó  establecido 
que  la  nota  publicada  en  los  diarios,  que  co- 
rre en  autos,  fué  realmente  dirigida  por  el  juez 
al  Prefecto  de  Policía,  quien  la  elevó  al  señor 
Intendente  de  la  Provincia. 


3^  Que  aunque  la  referida  nota  es  ajena  al 
juicio  y  fué  escrita  con  propósitos  que  el  juez 
consideró  laudables,  como  la  ley  requiere  solo 
que  el  dictamen  se  manifieste  de  cualquier  mo- 
do sobre  la  cuestión  pendiente,  con  conoci- 
miento de  ella,  los  conceptos  ahí  emitidos  so- 
bre la  existencia  del  cuerpo  del  delito,  son  bas- 
tantes para  dar  por  establecida  la  causal  que 
sirve  de  fundamento  á  esta  instancia: 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  250  núme- 
ro 10  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875, 

Se  declara: 

Que  ha  lugar  á  la  recusación  deducida  á 
fs.  3  contra  el  señor  juez  del  crimen  don  José 
Astorquiza. 

Transcríbasele  esta  resolución  para  que  re- 
mita el  proceso  al  juez  no  implicado  que  co- 
rresponda. 

Devuélvase  la  boleta  de  consignación  acom- 
pañada y  archívense  los  antecedentes — A. 
Montt.—Daiío  Benaveate.—E.  Castillo. 


La  Corte: 

Con  e)  mérito  de  lo  que  se  deja  relacionado  y 
Considerando: 

1'  Que  en  la  nota  inserta  en  el  diario  que 
corre  á  f.  1,  se  lee  el  siguiente  párrafo:  "Una 
vez  más  la  Sección  de  Pesquisas  hadado  prue 
bas  del  celo  y  acierto  con  que  coad3ruva  á  la 
acción  judicial  en  la  investigación  que  ha  ins- 
truido este  juzgado,  con  motivo  de  la  oculta- 
ción de  bonos  de  la  sucesión  de  don  Abel  de  la 
Cuadra;  y  en  la  cual  se  logró  encontrar  todos 
los  valiosos  títulos  que  constituían  el  cuerpo 
del  delito,  etc." 

2'  Que  las  aseveraciones  anteriores,  hechas 
por  el  juez  que  instruye  el  proceso  iniciado 
para  averiguar  si  puede  ó  nó  deducirse  de  él 
la  existencia  de  un  delito,  importan,  evidente- 
mente, en  el  presente  caso,  una  opinión  sobre 
el  fondo  de  la  causa,  que  lo  inhabilita  para  se- 
guir interviniendo  en  ella;  y 


Corte  de  Santlago.~€  de  octubre  de  1904 
Marín  con  Rojas 

Prueba;  fijación  de  los  puntos.  — Re- 
oonvenolón  no  contestada. 

Doctrina: — Hayanóno presentado  las 
partes  minutas  de  prueba,  es  obligación 
del  Tribunal  fijar  los  pantos  sobre  que 
ha  de  recaer  la  de  testigos.  De  esta  reso- 
lución pueden  reclamar  las  partes  solici- 
tando la  inclusión  de  otros  que  se  hubie- 
ren omitido  y  sobre  los  cuales  puede  ha- 
ber controversia  como  sucede  en  el  caso 
en  que  habiéndose  entáblado  reconven- 
ción por  el  demandado,  se  acusó  rebeldía 
al  demandante  sin  haber  éste  discutido 
los  hechos  de  la  reconvención. 
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Don  Eduardo  Marín  K.  demandó  á  don  Pe- 
dro Rojas  Lisboa  exponiendo  que  en  la  noche 
del  5  al  6  de  mayo  de  1904,  con  motivo  de  la 
lluvia  y  mal  estado  del  canal  del  Trapiche,  en 
la  parte  que  sirve  al  Molino  del  expresado  se- 
ñor Rojas,  se  desbordó  el  cauce  de  dicha  ace- 
quia al  oriente  He  la  projiiedad  del  señor  Ma- 
rín y  dentrode  ella,  inundándole  gran  parte  de 
la  viña  y  destruyéndole  como  cien  metros  de 
cierros  del  deslinde  con  el  camino  público,  por 
lo  que  entabla  demanda  para  que  se  declare 
que  el  demandado  debe  hacer  en  el  cauce  del 
canal  del  Molino  las  reparaciones  necesarias 
y  pagar  los  perjuicios. 

En  una  inspección  que  se  decretó  para  to- 
mar nota  del  estado  del  canal  se  dejó  constan- 
cia de  que  se  habia  producido  también  una 
inundación  en  la  propiedad  del  señor  Rojas 
Lisboa  con  motivo  de  haber  caido  las  aguas 
al  canal  de  Antivero  propiedad  del  señor  Ma- 
rín, exponiéndose  por  éste  que  el  canal  Anti- 
vero estaba  en  seco  desde  tiempo  atrás  con 
motivo  de  ciertos  trabajos  ejecutados  en  una 
alcantarilla  por  la  Empresa  de  los  Ferrocarri- 
les del  Es  tado. 

Don  Pedro  Rojas  Lisboa  al  contestar  re- 
conviene al  demandante  por  haber  Secutado- 
dentro  del  canal  del  Trapiche  obras,  sin  auto- 
rización de  sus  dueños,  siendo  esas  obras  la 
causa  de  la  inundación. 

En  rebeldía  del  demandante  que  no  respon- 
dió á  la  reconvención,  el  juzgado  mandó  pre- 
sentar minuta  de  prueba  y  el  demandante  en 
su  minuta  comprendió  también  los  hechos  de 
la  reconvención. 

El  juzgado  de  San  Femando  por  auto  de  1^ 
de  julio  fijó  puntos  de  prueba  sin  comprender 
algunos  de  los  indicados  por  el  demandante. 
Bste  pidió  se  incluyera  entre  ellos:  1^  que  la 
causa  de  la  gran  afluencia  de  agua  que  hubo 
en  el  canal  la  noche  del  aniego  fué  el  no  haber 
tapado  ni  hecho  prevención  alguna  los  dueños 
del  canal  en  la  boca-toma  del  estero  de  Anti- 
vero; y  2^  que  el  agua  del  canal  no  se  desbor- 
dó en  las  inmediaciones  de  la  pilastra  de  alba- 
ñilería  á  que  se  refiere  la  reconvención  sino 
como  á  una  cuadra  más  arriba  en  el  canal  de- 
rivado del  Trapiche  que  tiene  don  Pedro  Ro- 
jas Lisboa  para  sus  casas  de  habitación.  Co- 
municado traslado  de  esta  petición  y  en  rebel- 


día del  demandado  quenada  dijo,  el  juzgado 
falló. 

San  Femando  20  de  julio  de  19ü4.— Vistos: 
en  rebeldía  del  demandado  y  teniendo  presen- 
te que  los  hechos  de  que  se  trata  no  han  sido 
controvertidos  en  el  estado  de  discusión  del 
pleito,  circunstancia  que  hace  improcedente  el 
artículo  aquí  promovido,  según  lo  dispuesto 
en  el  artículo  309  del  Código  de  Procedimien- 
Ctvil  se  declara  que  no  ha  lugar  á  él,  con  cos- 
tas, sin  perjuicio  de  los  derechos  del  articulista 
para  pedir  en  su  oportunidad  que  los  testigos 
rectifiquen,  esclarezcan  ó  precisen  sus  dichos 
conforme  á  la  ley— /osé  Astrosas. 

Apelada  esta  resolución,  la  Oort6: 

Vistos:  Teniendo  presente  que  hayan  ó  no 
presentado  las  partes  minutas  de  prueba,  es 
obligación  del  Tribunal  fijar  los  puntos  sobre 
que  ha  de  recaer  la  de  testigos  y  que  de  esta 
resolución  pueden  reclamar  las  partes  solici- 
tándola inclusión  de  otros  que  sehubiesen  omi- 
tido y  sobre  los  cuales  puede  haber  controver- 
sia, lo  que  sucede  en  el  caso  de  que  se  trata, 
se  revoca  la  resolución  apelada  de  20  de  julio 
último,  y  se  declara  que  ha  lugar  á  lo  pedido 
por  don  Eduardo  Marín  R.— L.  R.  Mora.— 
Luis  Barriga  Rknrdo  Reyes  Solar. 


Corte  de  Santiago.— 6  de  octubre  de  1904 

Correa  con  Barros 

Prueba.— Fljaolóa  de  los  puntos  —In- 
terrogatorio preparado  por  las  par- 
tes para  el  examen  de  los  teatigros. 
-  F^aolón  del  domloUlo  de  éstos- 

Doctrina: — Con  arrecio  al  articulo  309 
del  Código  de  Procedimknto  Civil  debe  el 
tribunal  SJar  por  símismo  los  puntos  so- 
bre que  debe  recaer  la  prueba  de  testi- 
gos y  no  puede  estimarse  cumplida  esta 


Digitized  by 


Google 


60 


SRGUNDA  PARTE.-— SECCIÓN  SEGUNDA 


obligación  coa  la  sola  referettcia  á  los  he- 
chos mencionados  por  las  partes  en  los 
escritos  presentados  en  el  curso  de  la 
causa. 

Los  testigos  deben  ser  examinados  al 
tenot  de  los  puntos  de  prueba  que  se  hu- 
bieren desdado  y  ñjados  éstos,  las  par- 
tes no  pueden  formular  interrogaciones  á 
los  testigos  sino  en  la  forma  establecida 
por  el  articulo  355  de  dicho  Código. 

La  indicación  del  domiciíio  de  los  testi- 
gos debe  ser  hecha  ea  forma  que  permita 
apreciar  su  ubicación. 


Bn  un  juicio  entablado  por  don  José  Fran- 
cisco Correa  Albano  contraía  sucesión  de  don 
Daniel  Barros  por  perjuicios  causados  en  su 
fundo  "Trebulco"  con  motÍTO  de  no  haber  eje- 
cutado el  demandado  en  su  fundo  "Carampan- 
gne"  ciertos  trabajos  en  los  foros  6  zanjas  de 
desagües  ordenados  por  sentencia  anterior, 
se  presentaron  por  las  partes  minutas  de  prue- 
bas y  listas  de  testigos,  indicándose  por  el  de- 
mandante la  residencia  de  sus  testigos,  dicien- 
do vive  en  Talagante,  en  la  hacienda  "La 
Calera",  en  Santiago,  etc..  y  diciendo  en  la 
minuta  de  puntos  de  prueba:  "5'  En  general 
los  hechos  relacionados  en  los  escritos  de  de- 
manda y  de  réplica  dedon  José  Francisco  Co- 
rrea." 

El  representante  de  la  sucesión  de  don  Da- 
niel Barros  observó  que  este  número  5^  no 
señalaba  un  punto  de  prueba  "especificado 
con  claridad  y  precisión."  El  Juzgado  mandó 
tenerlo  presente  y  con  fecha  22  de  junio  dictó 
el  siguiente  auto  que  corre  á  fs.  106  del  expe- 
diente. 

Vistos:  se  recibe  esta  causa  á  prueba  por 
todo  el  término  legal  debiendo  recaer  en  los 
puntos  sustanciales  de  la  demanda  y  de  la 
contestación,  sin  peijuicio  de  los  6jado8  en  las 
minutas  de  fs.  Se  designa  para  la  sesión  las 
audiencias  de  los  dos  últimos  días  del  plazo 
probatorio  de  3  á  4  P.  ^í.— Arturo  Ayala. 

El  apoderado  del  señor  Correa  solicitó  se 


declarara  que  la  prueba  de  su  parte  podía  re- 
caer sobre  los  hechos  contenidos  en  la  réplica. 

El  juzgado  resolvió  á  fs.  1U7: 
Santiago,  28  de  junio  de  1904.— Como  se 
pide.— vlrturo  Ayala. 

Bl  mismo  demandante  á  i's.  110  presentó 
un  escrito  expresando  que  con  el  objeto  de  fa- 
cilitar el  examen  de  los  testigos  presentaba  un 
interrogatorio  de  pregunta. 

El  Juzgado  proveyó: 
Santiago,  27  de  junio  de  1904. — Como  se 
pide,— Arturo  Ayala. 

Estas  resoluciones  fueron  apeladas  por  la 
sucesión  de  don  Daniel  Barros  la  que  pidió 
también  se  eliminaran  del  examen  los  testigos 
del  demandante  cuyo  domicilio  no  aparecía  in- 
dicado con  precisión. 

El  Juzgado  resolvió: 
Santiago,  28  de  junio  de  1904.— Vistos:  se 
declara  sin  lugar,  con  costas,  lo  pedido  por 
parte  de  la  sucesión  de  don  Daniel  Barros. — 
Arturo  Ayala. 

Pedida  reconsideración  de  este  proveído: 
Santiago,  11  de  julio  de  1904  Vistos  y  te- 
niendo presente  que  la  nómina  de  testigos  del 
demandante  contiene  las  especificaciones  pres- 
criptas  en  el  artículo  761  inciso  2^  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  y  que  las  observacio- 
nes hechas  á  su  respecto  por  el  demandado  pi- 
diendo la  eliminación  de  algunos  de  esos  tes- 
tigos se  han  promovido  después  de  ejecutoria- 
do el  auto,  por  el  cual  se  mandó  poner  en  su 
conocimiento  dicha  nómina,  se  declara  sin 
lugar  con  costas,  la  reposición  solicitada  por 
don  Ramón  Meneses  Silva  en  representación 
de  la  sucesión  de  don  Daniel  Barros  y  se  con- 
cede la  apelación  interpuesta  en  subsidio.— 
Arturo  Ayala. 

La  Corte  resolvió  sobre  esta  última  in- 
cidencia: 

Vistos:  teniendo  presente  1^  que  en  la  minu- 
ta no  se  designa  en  la  forma  determinada  por 
el  artículo  361  del  Código  de  Procedimiento 
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CÍtíI  el  domicilio  de  los  testigos  Juan..,,  Juan 
de  la  C.  Soto,  Agustín  Salinas,  Gregorio  Ro- 
dríguez y  Alberto  Labarca,  ya  que  respecto 
de  algunos  no  basta  para  precisarlos  indicar 
que  residen  en  Santiago  y  en  cuanto  á  los  que 
viven  en  el  campo  la  sola  indicación  del  nombre 
del  fundo  sin  otro  antecedente  qne  permita 
apreciar  su  ubicación; 

2^  Que  respecto  de  los  testigos  que  viven  en 
Trebulco  y  la  Calera  no  se  encuentran  en  la 
misma  situación  de  los  anteriores  por  tratar- 
se de  fundos  colinda  ntes  con  los  predios  á  qne 
se  refiere  el  presente  juicio,  segfin  los  antece- 
dentes que  obran  en  autos. 

Se  confirma  el  auto  apelado  de  28  de  junio 
último,  con  declaración  de  que  deben  quedar 
eliminados  de  la  minuta  los  testigos  mencio- 
nados en  el  considerando  primero  de  este  fallo 
y  de  que  no  ha  lugar  á  la  condenación  en  cos- 
tas que  en  dicho  auto  se  impone  al  demanda- 
do.— £.  R.  Mora,— Luis  BBniga.—J.  Agastin 
Rojas. — Ricardo  Reyes  Solar. 

Y  en  las  demás  incidencias: 

Vistos:  Teniendo  presente  que  según  el  ar- 
tículo 309  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 
debe  el  Tribunal  fijar  por  sí  mismo  los  puntos 
sobre  qne  debe  recaer  la  prueba  de  testigos  y 
que  no  puede  estimarse  cumplida  esta  obliga- 
ción con  la  sola  referencia  á  los  hechos  men- 
cionados por  las  partes  en  los  escritos  presen- 
tados en  el  curso  déla  causa,  se  revocaelauto 
de  28  de  junio  último  que  corre  á  fs.  107  y  en 
la  parte  apelada  el  de  22  del  mismo  mes  que 
se  registra  á  fs.  106  y  se  declara  que  el  juez  de 
la  causa  debe  fijar  los  puntos  de  pmeba  que 
estime  pertinentes  con  relación  á  los  hechos  á 
que  se  refiere  el  escrito  de  fs.  107  y  el  número 
5^  de  los  puntos  de  prueba  designados  á  fs. 
96. 

Teniendo  presente:  que  á  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  154  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  los  testigos  deben  ser  interro- 
gados al  tenor  de  los  puntos  de  pmeba  que  se 
hubiesen  designado  y  que  fijados  estos  las 
partes  no  pueden  formular  interrogadóu  á 
los  testigos  sino  en  la  forma  establecida  en  el 
articulo  355  del  mismo  Código,  se  revoca  el 
auto  también  apelado  de  27  del  mismo  mes, 
y  se  declara  sin  lugar  lo  solicitado  por  don 
José  Francisco  Correa  Albano  L.  R,  Mora. 


—Luis  Barrica. —J.  Agostía  Rojas.^Ricardo 
Rev^  Solar. 


Corte  de  Santiago.— 7  de  octubre  de  1904 

Escudero  con  Letelier  (sus  herederos) 

Cosa  Juzgrada;  ezcepotón  dilatoria.— 
Incidente.  —  Sentencia  Interloouto- 
ría.— Casación  en  la  forma.— Znadml- 
slbUldad. 

Doctrina: — No  siendo  la  causa  de  pe- 
dir en  el  juicio  idéntica  al  ñindamentoin- 
mediato  de  las  demandas  anteriormente 
resaeltas,  no  procede  la  excepción  decosa 
juzgada. 

Opuesta  y  tramitada  la  excepción  de 
cosa  jiis^da  como  dilatoria^  es  dwir 
como  mero  incidente^  no  puede  estimarse 
como  deñnitiva  la  sentencia  que  la  re- 
suelve. Sentencia  deñnitivaeslaque  pone 
ñn  á  la  instancia  resolviendo  la  cuestión 
ó  asunto  que  ha  sido  objeto  del  juicio^  y 
la  sentencia  que  desecha  la  excepción  in- 
dicada  no  resuelve  el  asunto. 

Los  requisitos  enumerados  en  el  ar- 
ticulo 193  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  son  para  las  sentencias  deñnitiyas 
de  primera  instancia  ó  de  segunda  que 
modiñquen  ó  revoquen  las  de  otros  tri- 
bunales; y  el  recurso  de  casación  en  la 
forma  no  procede  contra  sentendas  in- 
terlocutorias  sino  por  excepción,  cuando 
en  la  segunda  instancia  se  dictaren  sin 
previo  emplazamiento  de  la  parte  agra- 
viada ó  sin  señalarse  día  para  la  vista 
de  la  causa. 


Entablada  demanda  por  don  Kamón  D. 
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Castellanos  como  rqjresentante  legal  de  su 
mnjer  doña  Tránsito  Escudero  sobre  nnlidad 
del  testamento  de  doña  Mercedes  Agüero,  fun- 
dada en  que  el  juez  procedió  á  la  apertura  del 
testamento  sin  la  asistencia  de  su  secretario, 
en  no  haber  prestado  el  notario  ante  el  juez  el 
reconocimiento  de  fírmas  y  la  declaración 
prescríptas  por  la  ley,  limitándose  á  dar  un 
certificado  no  exigido  por  prescripción  legal 
algnna;aino  haberse  extendido  esta  certifica- 
ción, caso  de  ser  admisible,  á  los  puntos  seña- 
lados en  los  incisos  2^  y  3^  del  artículo  1025 
del  Código  Civil  y  sobre  nnlidad  de  una  escri- 
tura de  transacción  por  diversas  causas,  in- 
terpusieron los  herederos  de  doña  Mercedes 
Agüero,  sin  contestar  la  demanda  y  como  di- 
latoria, la  excepción  de  cosa  juzgada  por  ha- 
berse seguido  tres  juicios  anteriores  en  que  se 
había  discutido  la  nnlidad  del  testamento  y 
transacción  referidos  por  cánsales  análogas 
de  forma. 

Tramitada  esta  excepción  como  incidente 
el  Juzgado  resolvió: 

Santiago,  18  de  abril  de  1904  Vistos  y 

teniendo  presente:  Que  la  cansa  de  pedir  de  la 
demanda  en  este  juicio  no  es  idéntica  al  fun- 
damento inmediato  de  lasdemandas  resueltas 
anteriormente,  de  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  154,  200  y  294  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar, 
con  costas,  laexcepción  de  cosa  juzgada  opues- 
ta por  parte  de  los  herederos  de  dona  Merce- 
des Agüero  en  lo  principal  del  escrito  de  fs.  39 
y  contéstese  derechamente  á  la  demanda  en  el 
término  legal.—- 4ja7a. 

Habiendo  los  demandados  formalizado  el 
recurso  de  casación  contra  esta  sentencia  por 
no  contener  todas  las  enunciaciones  exigidas 
por  el  articulo  193  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  á  pesar  de  ser  por  su  naturaleza  defi- 
nitiva, desde  que  así  como  si  hubiera  sido  ad- 
mitida, habría  puesto  término  al  juicio,  recha- 
zada hace  perder  una  excepción  de  fondo  que 
puede  ser  la  única  y  extingue  así  un  derecho, 
el  juzgado  proveyó: 

Santiago,  22  de  abril  de  1904.— Vistos  y 
teniendo  presente: 

1^  Que  la  excepción  de  cosa  juzgada  se  ha 
opuesto  y  tramitado  como  medida  dilatoria, 


conforme  á  lo  prescripto  en  el  artícnlo  294  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

2^  Que  las  excepciones  dilatorias  se  trami- 
tan como  incidentes,  según  lo  dispone  el  ar- 
tículo 297  del  mismo  Código; 

3^  Que  es  sentencia  definitiva  la  que  pone 
término  á  la  instancia  resolviendo  la  cuestión 
ó  asunto  que  ha  sido  objeto  del  juicio,  y  en  el 
presente  caso  la  resolución  de  fs.  125,  no  re- 
suelve el  asunto  ó  cuestión  objeto  del  juicio, 
sino  un  mero  incidente,  quedando  en  confie- 
cuencia  pendiente  la  instancia; 

4^  Que  los  requisitos  enumerados  en  el  ar- 
tículo 193  de  ese  Código  son  para  las  senten- 
cias definitivas  de  primera  instancia  y  las  de 
segunda  instancia  que  modifiquen  ó  revoquen 
las  de  otros  tribunales;  y 

5^  Que  el  recurso  de  casación  en  la  forma, 
que  es  el  que  se  interpone,  no  procede  contra 
sentencias  interlocuturias  síno  por  excepción, 
según  el  articulo  942  de  dicho  Código,  cuan- 
do en  la  segunda  instancia  se  dictasen  sin  pre- 
vio emplazamiento  de  la  parte  agraviada  6 
sin  señalar  día  para  la  vista  de  la  causa. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  también 
en  los  artículos  92,  165,  194,  298,  950  y  953 
del  Código  citado  se  declara  inadmisible  el  re- 
curso.— Ajrala. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  Con  el  mérito  de  tos  considerandos 
4^  y  5^  de  la  sentenda  apelada  de  27  de  abril 
último,  y  teniendo  además  presente: 

1^  Que  puesta  y  tramitada  como  dilatoria 
la  excepción  de  cosa  juzgada  procede  resolver- 
la como  incidente  si  en  concepto  del  tribunal 
no  fuere  ella  de  lato  conocimiento; 

2^  Que  si  en  este  último  caso  debe  según  la 
ley  reservarse  su  resolución  para  definitiva, 
claramente  se  deduce  que  sólo  entonces  deben 
concurrir  en  la  misma  todas  las  exigencias  del 
artículo  193  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil en  razón  de  su  carácter  de  sentencia  defi- 
nitiva; 

3*  Que  si  bien  es  cierto  que  una  excepción 
de  la  naturaleza  de  la  de  que  se  trata  puede 
poner  término  al  juicio  ó  concurrir  á  su  res- 


Digitized  by 


Google 


ITTWSPRtlDENCIA 


63 


pecto  cualquiera  otra  circunstancia  que  tienda 
á  influir  para  califícarla  delato  conocimiento, 
también  lo  es  que  cabría,  si  procede  corregir 
el  procedimiento,  en  la  apelación  que  se  ha 
promovido  del  auto  deh.  125; 

Conforme  también  con  lo  dispuesto  en  los 
artículos  194,  950  y  953  del  Código  citado  se 
con&rma  la  expresada  resolución  de  fa.  132 
Tta.,  sin  costas,  y  tráiganse  los  autos  en  re- 
lación sobre  la  apelación  pendiente. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Castillo,  quien  fué  de  opinión  de  que  se  revo- 
case la  resolución  citada  y  se  declarase  que 
era  procedente  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto, fundándose  en  que  en  su  concepto,  la 
resolución  que  se  pronuncia  defínitiramente 
sobre  la  excepción  de  cosa  juzgada,  reúne  los 
caracteres  de  una  sentencia  definitiva. 

Redacción  del  señor  Ministro  Rojas — L,  R. 
Mora.—E.  Castillo.— J.  Agustín  Rojas. 


El Jaez  no  debe  declarar  la  nulidad  de 
o/icio,  si  no  aparece  de  manrñesto  en  a 
acto  6  contrato. 


Corte  de  Santiago  18  de  octabre  de  1904 

Gandarillas  con  Lira  Herzl 

Oasaolónde  oflcio  — Ultra  petita.— Nu- 
lidad declarada  por  el.iuez  de  ofloio 
sin  aparecer  de  manifiesto  en  el  aoto 
ó  contrato- 

Doctrina: — Siéndola  acción  entablada 
en  la  demanda  la  de  cumplimiento  del 
contrato  de  compra-venta,  con  indemni- 
zación de  perjuicios,  es  nula  la  sentencia 
que  declara  la  nulidad  de  dicho  contrato 
pronunciándose  asi  sobre  un  punto  que 
no  ha  sido  controvertido  por  las  partes 
en  el  curso  del  juicio  (1 ). 


(1)  Ln  doctrina  contenida  ru  este  fallo,  exacta  en 
coanto  niega  al  jaez  )a  facultad  de  declarar  de  oficio 
ana  nulidad  que  uo  apareEcu  de  luanifieato  en  un 
acto  ó  contrato,  uo  ha  nido,  á  iiuefitro  juicio,  ncertu- 
damente  apticuda  eu  cuauto  declara  deofício  la  uu- 
lidad  del  fallo  de  primera  instancia,  por  haber  pres- 


Don  Joaquín  GandaríUas  demandó  á  don 
Pedro  Lira  Herzl  para  que  se  declarara:  1' 
que  debía  cumplir  el  contrato  de  compra-ven- 
ta de  una  instalación  hidráulica,  recibiéndose 
de  la  cosa  comprada  y  pagar  el  predo  en  la 
forma  estipulada  en  el  documento  acompaña- 
do, con  los  intereses  legales;  y  2**  qne  debe  pa- 
garle los  petjnictos  ocasionados  y  que  se  le 
ocasionen  durante  el  juicio  por  falta  de  cum- 
plimiento y  las  costas. 

Esta  demanda  fué  formalizada  después  de 
haberse  resuelto,  en  la  instancia  seguida  por 
el  mismo  demandante  para  obtener  manda- 
miento de  embargo,  que  no  habfa  lugar  á  él 
por  no  tener  mérito  ejecutivo  el  documento 
referido,  habiendo  expuesto  durante  ella  el  se- 
ñor Lira  Herzl  que  era  suya  la  firma  que  apa- 
rece en  dicho  documento  pero  que  esteno  tiene 
valor  alguno  porque  fué  un  simple  proyecto 
de  compra  de  una  propiedad  raíz  con  su  insta- 
lación hidráulica  y  no  únicamente  esta  insta* 
lación. 

Antes  de  contestar  la  demanda  Lira  Herzl 
pidió  se  declarara  que  el  demandante  debía 
pagar  la  multa  de  cinco  por  ciento  por  no  te- 
ner el  documento  las  estampillas  de  impuesto 
necesarias.  £1  juzgado  así  lo  declaró  por  pro- 
videncia de 31  de  diciembrcde  1900,  yapelada 
esta  resolución  la  Corte  resolvió; 

Santiago,  17  de  mayo  de  1901.— Vistos:  Se 
revoca  el  auto  apelado  de  31  de  diciembre  úl- 
timo en  cuanto  por  él  seordenaque  don  Pedro 
Lira  Herzl  no  está  obligado  á  contestar  la  de- 
manda mientras  el  demandante  no  entere  la 
multa  que  corresponda  pagar  por  el  documen- 
to de  f.  1  y  se  declara  qne  el  demandado  debe 
evacuar  el  traslado  de  la  demanda  en  el  tér- 
mino legal,  sin  perjuicio  de  que  don  Joaquín 


dndi'lo  de  ciertas  oonsideraciones  de  hecho  qne  ^1 
examen  de  los  autos  revela  y  que  son  de  decisiva 

influvDcia. 

Cunociendo  en  apclacKui,  la  mayoría  del  tribunal 
declaró,  qne  siendo  la  acción  entablada  en  la  deman- 
da lade  cumplimiento  del  contrato  de  oompra-venta, 
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(randatíllas  pague  la  multa  correspondiente 
por  el  documento  acompañado.  Acordada  con- 
tra el  TOto  del  señor  Ministro  Olivos  que  estu- 
vo por  con6rmar  el  auto  apelado  Fernán- 

de*.  —Moatt.—OHros. 

Contestando  la  demanda  expuso  el  deman- 


eni  nula  la  sentenoia  de  primen  ÍDitancia  que  decla- 
raba la  nulidad  de  dicho  contrato,  pues  se  pronun- 
ciaba sobre  un  punto  que  no  habla  sido  controver- 
tido en  el  curso  del  juicio. 

A  nuestro  parecer  fué  más  acertada  la  opinión  de 
la  minoría  que  estimé  que  lá  sentencia  apelada  w 
pronunciaba  sobre  las  petioionefi  de  las  partes  al 
negar  lagar  á  la  demanda. 

Dos  son  las  cuestiones  que  sugiere  eate  fallo:  una 
de  hecho,  la  otra  de  derecho. 

¿Era  efeotivtfque  la.  nulidad  era  un  punto  que  no 
se  había  sometido  á  la  decisión  del  tribunal? 

¿Falla  uUrapetita  nn  tribunal  quese  pronuDcia 
sobre  an  punto  sometido  i  su  decisión  pero  qae 
dicta  ese  pronuneiamiento  fundado  en  consideTmoio- 
nes  que  carecen  de  valor  1^1  i  juioiu  del  tribunal 
de  alzada? 

El  hecho  de  que  la  acción  entablada  fuera  la  de 
cumplimiento  del  contrato  de  compni* venta  no  auto  - 
rinba  por  sí  solo  al  tribunal  de  apelación  pan  sos- 
tener que  la  nulidad,  alegada  expresamente  como 
exoapoión  por  el  demandado  en  el  enrso  del  juicio 
en  sus  escritos  fundamentales,  era  un  ponto  no  sO' 
metido  á  la  decisión  del  tribunal. 

£n  efecto,  la  contestación  á  la  demanda  contiene 
entre  otras  la  siguiente  frsse: 

eSostengo,  pues,  que  si  el  documento  de  fs.  1  im- 
porta un  contrato  de  venta,  comprende  ésta  todo  el 
establecimieuto,  esto  es,  el  terreno,  la  f  nersa  motriz 
j  la  maquinaria,  j  que  tal  venta  carece  absolutamente 
de  vahr,por  a^)Uc«r  dede/ectoe  indiepentábU»  para 
ra  validez,  pneeto  que  tratándose  de  nn  inmueble 
debió  hacerse  el  contrato  por  elcrítnn  páUioa.» 

No  menos  exprefos  son  los  términos  de  la  dúplicH 
en  que,  después  de  demostrar  la  falta  de  identilica- 
oión  de  la  cosa  se  agr^: 

ciVin  hajfipue»,  acuerdo  enire  iag  partee  ai  «tQUÚra 
eohre  la  eeea  materia  del  contrato».., 

iCómo  puede  concedérsele  algún  valor  al  documen- 
to de  fs.  1  como  promesa  de  venta,  cuando  hay  com- 
pleto deraouerdo  hasta  sobre  las  mismas  cosss  mate- 
rias del  contrato? 

.«Bajo  níf^n  respecto  impoms  k  mi  mandante  obH- 
gación  alguna*. 

La  excepción  de  nolidad  habría  sido  opuesta  por  el 
demsndado  y  la  había,  fondado,  tanto  en  el  vicio  del 
consentimiento  por  falta  de  acuerdo  sobre  la  co«u, 
materia  del  contrato,  cuanto  en  la  fiüta  de  la  srilem- 


dado  lo  que  ya  había  manifestado  en  orden  á 
que  el  documento  importaba  sólo  un  pro- 
yecto de  contrato,  como  lo  probaba  el  hecho 
de  no  haberse  llevado  á  efecto  ninguna  de  las 
obligaciones  que  una  y  otra  partedebían  haber 
cumplido  inmediatamente  de  otorgado  si  hn- 


nidad  de  la  escritura  púUica  exigida  por  tratarse 
de  la  venta  de  un  inmueble. 

Nada  autorisaba,  pues,  á  la  Corte  de  Apelaciones 
para  declarar  qne  la  nulidad  no  había  sido  un  punto 
flometído  á  la  deoisión  del  tribunal. 

KI  jnez  dar  primera  instancia  estimó  que  en  el 
cxintrato  había  no  sólo  indeterminaraóu  sino  también 
error  sobre  la  identidad  de  la  oosa  específica  mate- 
ria de  ¿1  y  que  este  error  viciaba  el  consentimiento, 
For  esta  eausa 'declaró  nulo  absolutamente  el  con- 
trato y,  en  consecuencia,  negó  logar  á  la  demanda. 

De  las  disposiciones  legalés  qoe  cita  en  apoyo  de 
esta  resolución  se  dedoce  qne  creyó  ueoesarío  hacer 
de  oficio  esta  declaración  de  oolidad.  Sin  embargo, 
como  hemos  visto,  ella  había  sido  materia  de  peti- 
mones  expresas  de' la  parte  demandada. 

Kl  artículo  1683  del  O.  Civil  solo  autorimal  jues 
para  declarar  de  oficio  la  nulidad  absoluta  coando 
aparece  de  manifiesto  en  el  aeto  Ó  contrato.  Gomo  la 
nulidad  declarada  en  primera  instancia  no  era  mani- 
fiesta en  el  aoto  ó  contrato  era  evidente  que  el  jues 
no  estaba  facultado  para  hacer  de  oficio  esa  declara- 
ción. 

Pero  este  hecho  ¿era  bastante  para  qoe  el  tribu- 
nal de  apelación  declarara  de  oficio  la  nolidad  del 
fallo  por  oltra  petita? 

El  articalo  941  núm.  4.*  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  «stablece  qne  es  eaotial  de  casación:  «El 
haber  Mdo  dada  la  sentencia  ultra  petibi,  esto  es, 
otorgando  miU  de  lo  pedido  por  las  partes,  Ó  exten 
diéndola  i  puncos  no  sometido»  Á  la  decisiCm  del  tri- 
bunal, sin  perjnieio  de  la  facultad  qne  éite  tenga 
para  fallar  de  oficio  en  los  caoss  determinados  por  la 
ley.» 

Desechada  la  facultad  para  declarar  en  este  caso 
de  oficio  la  nulidad,  queda  por  resol  ver  si  el  fallo  ia- 
currió  ó  nó  en  el  vicio  de  nitn  petita. 

A  nuestro  juicio,  pam  resolver  este  ponto,  stílo 
debe  tomarse  en  consideración  la  parte  tetwlutiva  de' 
fallo.  ¿Se  otorga  en  ésta  máa  de  lo  pedido?,  ¿se  ex- 
tiende ella  á  puntos  no  sometidos  &  la  decisión  del 
tribunal? 

Si  lo  hace,  es  ñola. 

Nada  importa  para  el  efecto  de  tste  vicio  que  la 
declaración  se  funde  en  tales  ó  cuales  conaideracio- 
iiesde  hecfaoó  de  derecboque  revit>tan  mayor  ú  menor 
legalidad;  él  sólo  mira  A  lo  resuelto  sin  atender  A  las 
razones  ó  fundamenten  de  la  resoloción. 
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biera  sido  definitivo  y  que  ni  siquierk  hay 
acuerdo  entre  las  partes  en  cuanto  á  lo  que 
fuera  tobjeto  de  la  proyectada  compra  venta. 


pues  no  lo  fué  sólo  la  maquinaria  hidráulica 
sino  la  propiedad  raíz  en  que  se  hallaba  insta- 
lada y  la  fuerza  motriz  que  en  ella  existia  y 


El  vicio  de  íillra  pctita  efl  un  vicio  de  forma,  un  de^ 
fecto  externo,  y  para  resolver  sobre  sd  exifltencia  no 
hay  para  qué  entrar  al  análisia  de  loa  conaiderandoa 
del  fallo;  él  resulta  de  la  simple  comparación  entre 
laa  peticioeea  de  lao  partea  y  la  re«oluoión  del  fallo. 

Hemos  visto  que  la  nulida'l  absoluta  había  sido 
opuesta  como  excepción  por  el  demandado;  esa  nu- 
lidad faé  declarada  en  Ja  sentencia  y  MrviÓ  de  baiie 
expresa  para  negar  lugar  á  la  demanda. 

No  existe  el  vicio  de  ultra  peiita  porque  no  se  ha 
otorgado  más  de  lo  pedirlo  ni  se  ha  extendido  la  rf- 
iúlucián  i  puntos  no  sumetidos  á  )a  deetñón  del  tri- 
bunal. 

Nada  importa  para  los  efectos  de  la  nulidad  en  la 
forma  por  esta  causal  que  el  jues  se  haya  creído  au- 
torizado para  hacer  de  oficio  una  deolaratñón  que  la 
ley  no  le  faculta  para  hacer,  siendo  qne  olla  le  había 
■ido  pedida  por  las  partes. 

Esos  defectos  del  fallo  de  primera  instancia  de- 
bieran ser  corregidos,  no  por  una  declaración  de  uif- 
lidsd  sino  por  la  sentencia  de  apelación. 

El  estudio  mismo  de  las  causales  de  nulidad  adu- 
cidas  en  esta  causii  reviste  cieito  interés  jurídico. 

Como  hemos  visto  en  los  escritos  de  contestación 
ydúplics,  dos  fueron  lascausales  aducidas:  elerior 
de  hecho  en  el  consentimiento  por  no  haber  acuer- 
do sobre  la  identidad  de  la  cosa  especíñca,  objeto  del 
contrato  y,  suponiendo  determinada  esa  cosa  en  el 
único  sentido  posible,  la  falta  de  una  solemnidad 
esencial  cuya  omisión  vicia  de  nulidad  el  contrato. 

Estas  nulidades  no  reqnerían  nna  declaración  de 
oficio  ya  qup  ellas  habían  sido  aducidas  en  el  juicio 
oportunamente. 

Es  efectivo  que  la  nulidad  absoluta  sólo  puede  y 
debe  declararla  el  juez  de  ofício  cuando  aparece  du 
manifiesto  en  el  acto  ó  contrato,  pero  también  lo  es 
que  una  de  estas  nulidades,  la  omisión  de  la  solem- 
nidad de  escritura  pública,  es  un  vicio  manifiesto  del 
Contrato  que  autoriza  semejante  declaración. 

Entrando  al  exámeu  de  la  otra  causal  tal  como  lia 
sido  expuesta  en  la  sentencia  de  primera  instancin, 
debemos  reconocer  que  ella  nos  sugiere  la  idea  de 
qne  el  contrato  de  que  se  trata  es  jdrídieamente  ine- 
xistente. 

«Kl  contrato  inexistente  dicen  los  redactores  de 
las  Pandectas  Francesas  (v,  Obligations. — Segunda 
Parte. — Tít.  II,  Cap.  I)  no  tiene  smo  una  existen- 
cia aparente,  en  realidad  nada  se  ha  hecho,  puesto 
que  lo  que  se  ha  hecho  no  existe  á  los  ojos  de  la  ley; 
es  la  uad'i.  El  contrato  nulo,  por  el  contrario,  no  »óio 
tiene  la  apariencia  de  un  contrato,  sino  también  su 
reulidsd  ;e8  un  contrato  vicioso,  imperfecto  sin  duda, 

APELACIONES 


pero  que  en  fio  exista,  y  la  ley  lo  reconoce  hasta  que 
se  pronuncie  su  nulidad.» 

I  ra&t  adelanta  agregan:  cLa  declaración  de  inexis- 
tencia puede  obtenerse  por  diferentes  medica.  Si  el 
acto  debía  transfvrir derechos  preexistente»,  esos  de- 
rechos subsisten  tales  como  eran  y  con  ellos  las  ac- 
ciones que  los  sancionaban.  Por  ejemplo,  en  el  caso 
de  que  el  acto  debía  transferir  una  propiedad  inmue- 
ble, el  |>ropielario  conserva  sus  derechos  y  laa  accio- 
nt'S  derivadas  de  la  propiedad;  ejerciendo  esasaccio- 
n-s  podrá  demostrar  la  inexistencia  del  acto.  Si  ese 
acto  debía  crear  derechos,  su  inexistencia  ha  impe- 
dido que  oreara  ninguno  y  el  que  es  perseguido  en 
virtud  de  e  e  acto  ño  tiene  idno  qne  establecer  su  in- 
existencia.» 

Má^  adelante,  estudiando  ya,  Ks  casoa  de  inexis- 
tencia, se  expresan  así:  «La  convención  no  es  otra 
cosa  que  el  concurse  de  las  voluntades  del  acreedor 
y  átíl  deudor,  de  manera  que  si  no  hay  acreedor  qne 
estipule,  ai  no  hay  deudor  que  prometa,  no  puede 
haber  obligación;  la  falta  de  consentimiento  es  la 
nada.  No  hay  que  confundir,  sin  embargo,  la  falta 
de  consentimiento  que  acarrea  la  inexistenjia  de  la 
obligación  con  lus  vicios  del  consentimiento,  que  son 
■.implemento  una  causa  de  nulidad.  Hay  falla  de  con- 
añnÜmUnto  y  por  cunaigaiente  tRSxiffeneia,  sea  cuan* 
do  las  pirtes  no  han  estado  de  acuerdo  acerca  de  la 
naturaleza  de  la  convención  que  han  creído  celebrar 
si  po  '  ejemplo:  una  de  ellas  ha  querido  vender  y  la 
otra  ha  creído  recibir  á  título  gratuito,  sea  cuando 
cada  una  de  el!at  ha  tenido  en  vista  hh  ol^jeto  dift' 
rente^  ooulo  si  nna  ha  creído  vender  su  cana  A,  mién- 
tras  la  otra  creia  comprar  la  casa  Bs... 

Plauiol  en  su  excelente  tratado  de  Derecho  Civil 
(Cap  V,  pág.  3'¿5  «Del  consentimiento  y  de  sus  vi- 
cioso) consagra  con  admirable  precisión  la  misma 
doctrina.  Dice  asi:  «En  todos  los  contratos,  aáo  en 
los  cnntiatos  solemnes  ó  reales,  es  el  consentimiento 
de  lus  partes  el  que  hace  la  sustancia  del  acto.  Que 
el  conienti miento  vaya  solo  ó  acompafiado  de  otro 
elemento  (formalidad  ó  prestación) debe  siempre:  1." 
existir;  i.'  reunir  ciertas  condiciones  de  inteligencia 
y  libertad,  cuya  falta  hace  qne  se  le  considere  vicia- 
du.  fii  el  consentimiento  está  destruido  en  absoluto 
por  una  causa  cualquiera,  el  contrato  no  tiene  exis- 
tencia; no  hay  nada  hecho,  no  existe  sino  una  simple 
apariencia,  nn  puro  hecho:  d  acto  jurídico  es  Ineitis- 
tentet. 

En  el  §  1  A,  habla  de  los  errores  que  hocen  inexia- 
tente  el  contrato  y  dice: 

(lEI  Código  no  se  ha  ocu[»ado  de  los  errores  que 
destruyen  en  absoluto  el  consentimiento  en  los  con" 


Digitized  by 


Google 


66 


SEGUNDA  PARTB.— SECCIÓN  SEGUNDA 


sin  la  cual  no  podía  tener  utilidad,  careciendo 
por  lo  tanto  de  valor  la  dicha  venta  por  no 
constar  por  escritura  pública  á  pesar  de  tra. 
tarse  de  inmuebles. 

Con  estos  antecedentes  el  Juzgado  dictó  la 
sentencia  siguiente: 

Considerando: 
1'  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  ha- 
ber suscrito  el  instrumento  de  t.  1  de  23  de 
julio  de  1900  en  qne  se  expresa  textualmente: 
«don  Joaquín  Gandaríllas  y  don  Pedro  Lira 


tratos.  Bebis  sólo  de      que  impiden  qao  el  consen- 

timieuto  dado  sea  vnlido.  A  pef«ar  de  flii  silencio  no 
se  suBcitii  ningana  difícultad:  m'ilo  hay  do^  clases  de 
errores  que  impiden  la  formación  misma  del  contra- 
to: el  error  pobr»  la  naturalesn  de  la  convencíi^n  j 
el  error  sobre  Im  identidad  del  objeto.  Se  trata  por 
ejemplo,  de  la  venta  de  un  caballo;  pero  mientras  el 
vendedor  quería  deBlwcerBe  de  tal  caballo  qne  tiene 
actualmente  en  »u  caballeriza,  el  comprador  quer  a 
tener  otro.  No  hay  ci>n»entimleiito  puesto  que  no 
hay  acuerdo.  Er>  ana  mala  inteligencia  fmnl  enlrnduj. 
no  es  an  contrato.  Hay  fcilUt  de  coHUfnlimiento  t 

En  el  vA»(>  lie  Lira  ooti  (Tandarílms  se  trata  pre- 
cisamente de  nn  contrato  de  compra  venta  y  como 
lo  expresa  el  considerando  7."  del  fallo  de  primera 
instancia,  consta  de  aatus  que  no  hubo  Hcuerdo 
sóbrela  cosa  DiHterin  del  contrato:  el  neñur  Ganda- 
ríllas creyó  vender  una  rueda  y  accesoriott.  el  señor 
l.ira  Aittendió  comprar  una  instnlaciñu:  rue<la,  acce- 
soríoB,  couftriiccioneB,  terruño  y  fuerza  motriz. 

ISste  error  en  el  consentimiento  lo  destruye  por 
completo;  &lta  el  uonnen  ti  miento,  fiilta  la  concu 
rrencia  de  voluntade-i  y,  por  lo  tanto,  el  acto  es 
inezi  intente. 

La  declaración  de  inexistencia  produciría  loa 
mismoH  efectos  legales  que  la  declaración  de  nulidsd 
absoluta,  restableciendo  las  cosas  al  estado  qne  te- 
nían A  Im  fecha  de  la  celebración  del  contrato. 

Otra  cuestión  qne  no  consideró  el  fallo  de  prime- 
ra instancia  y  que  surge  de  la  sola  lectura  del  con- 
venio es  la  que  se  refiere  á  la  naturaleza  de  la  «osa 
vendida.  Gomo  lo  expresa  el  oonsíderaudo  I.p  de  esa 
Bentenota,  eu  el  contrato  se  dijo:  «don  Joaquín 
Oandarillaa  vende  á  don  Pedro  Lira  Hei  zl  la  insta- 
lación hidráulica  que  tiene  en  la  calle  del  Mapoeho 
número  2199  en  la  tiumadeS  17.000... 

Ahora  bien,  una  in$lttlaeión  hidráulica  ¿es  un  bien 
mueble  ó  inmueble?  Si  Be  resuelve  que  es  un  inmue- 
ble, el  contrato  es  nalo  porque  no  ce  hito  por  eDcrí- 
tura  pública  como  lo  exige  el  artículo  I80t  del  Có- 
digo Civily  esta  nulidad  que  es  absoluta,  apeteciendo 


Herzl  lian  convenido  en  lo  siguiente:  don  Joa- 
quín Gandarillos  vende  á  don  Pedro  Lira 
Herzl  la  instalación  hidráulica  que  tiene  en  la 
calle  del  Mapoeho  número  2199  en  la  suma  de 
diez  7  siete  mil  pesos,  pagaderos  con  doce  mil 
pesos  al  contado  y  los  cinco  mil  pesos  restan- 
tes á  cinco  meses  de  plazo  al  interés  del  ocho 
por  ciento; 

2^  Que  el  desacuerdo  de  las  partes  está  en 
si  el  citado  instrumento  importa  un  contrato 
de  compraventa  6  solamente  una  promesa,  ó 
un  simple  proyecto  de  contrato  y  en  si  la  venta 


de  mauiftesto  en  el  acto  A  contrato  puede  aún  ser  de- 
clarada de  oficio  por  el  tribunal. 

El  artíealo  d68  del  Código  Civil  dispone  que  «In- 
muebles 6  fincas  ó  bietm  raices  ton  la$  cosan  que  no 
pueden  tran»portarte  de  un  lunar  i  otro;  como  las 
tierras  y  minas  y  las  qne  adtíertn  penaanenlemente 
á  ellas,  como  los  ediñci<w,  los  árboles». 

En  el  vocablo  mismo  «linstalación»  va  envuelta 
ja  idea  de  adherencia  pennanente.  Instalar,  instala - 
dtón  es  lo  mismo  qne  eatableoer,  estaUeeimiento; 
comprende  la  idea  de  estabilidad,  de  permanenoia. 
Una  instalaoiÓD,  nn  ettableeimiento,  son  bienes  in- 
muebles 

El  sistema  del  Código  Civil  respecto  de  los  in 
muebles  ha  sido  dividirlos  en  onatro  categorías  bien 
distintas: 

1.  "  Inmudtle*  por  m  naturaleza  (tierras,  minas, 
fincas  y,  en  general,  heredades)  y  los  qne  adhieren 
permanentemente á  ellas  como  los  ediñcios  y  árlioles; 

2.  *  InntuebUt  por  dcMUnación,  «on  los  muebles 
destinados  permanentemente  al  uso,  onltivo  y  bene- 
ficio de  un  inmueble; 

3.  "  ¡nmuehlee  por  adheúón,  oomo  las  plantas  y  Ar- 
boles mientras  adhioren  al  Ruelti  por  sus  raíces;  y 

4.  "  inmuehUs  por  accesión,  oomo  las  floras:  son 
cosas  muebles  adheridas  á  los  inmuebles  qne  las 
producen. 

De  estas  cuatro  categorías,  únicamente  los  Iñenes 
inmuebles  por  naturaleza  no  pueden  nuuca  dejar  de 
ser  inmuebles,  los  demás  pueden  pasar  &  ser  mue- 
bles, en  ciertos  caaos,  atendida  la  intención  que  tuvo 
el  hombre  al  disponer  de  ellos. 

Ahora  bien,  nlia  itwialaeióH  hidráulica  es  nn  in- 
mueble por  naturaleza,  puesto  que  comprende  uo 
predio  por  donde  pasa  nna  oorríente  de  agua  y  oons- 
trncciones  qne  adhieren  permanentemente  á  él 

Betuelto  este  punto  en  este  sentido,  fluye  oomo 
oonsecuencia  necesaria  la  nulidad  del  contrato  de 
compra-venta  que  no  fué  ototgado  por  esoritura 
pública  como  lo  exige  la  ley. 

O.  D.  I, 
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comprende  también  las  aguas  que  sirven  de 
fuerza  motriz  y  el  suelo  en  que  está  el  estable* 

cimiento; 

3'  Que  el  contrato  de  compraventa  existe 
cuando  una  de  las  partes  ae  obliga  á  dar  una 
cosa  y  la  otra  á  pagar  en  dinero  y  esto  es  lo 
estipulado  en  el  documento  de  f.  1; 

4^  Que  sí  bien  en  el  escrito  de  fe.  74-  don 
Guillermo  Aránguiz,  como  procurador  de  don 
Joaquín  Gandarillas,  declara  que  dicho  docu- 
mento importa  una  simple  promesa  de  com- 
pra-venta, esto  no  puede  alterar  lo  sostenido 
por  el  señor  Gandarillas  en  la  demanda  res- 
pecto de  que  lo  estipulado  allí  importano  una 
promesa  sino  un  contrato  de  compra-venta, 
porque  para  esa  alteración  se  necesita  de  fa- 
cultades especíales  y  no  las  tiene; 

5'  Que  tampoco  puede  alterar  lo  conveni- 
do según  dicho  documento  la  circunstancia  de 
haber  anunciado  públicamente  el  señor  Gan- 
darillas con  posterioridad  á  su  otorgamiento 
que  vendía  lo  que  ya  había  sido  objeto  del  con- 
trato anterior,  porque,  en  general,  los  efectos 
de  un  convento  no  dependen  de  la  mera  volun- 
tad de  una  de  las  partes; 

6^  Que  sea  que  el  documento  citado  im- 
porte un  contrato  de  compra-venta,  ó  sea  que 
importe  sólo  una  promesa  de  ese  contrato,  se 
requiere  especificadón  clara  de  la  cosa  vendi- 
da, ya  que  faltando  esta  especificación  no  pue- 
de existir  el  consentimiento  que  debe  haber 
no  sólo  respecto  al  precio  sino  también  de  la 
cosa  fi  objeto  del  contrato; 

7^  Que  en  el  mencionado  documento  no  se 
determina  con  claridad  lo  que  se  vende,  pues 
no  se  especifíca  suficientemente  qué  debe  en- 
tenderse por  instalación  hidráulica  ó  qué  se 
comprende  en  la  instalación  hidráulica  vendi- 
da y  el  mismo  demandante  reconoce  esa  in- 
determinación ó  vaguedad  cuando  en  la  de- 
manda expresa  á  fs.  30  "que  el  señor  Lira 
Herzl,  según  el  contrato  de  f  1,  le  compró  la 
valiosa  maquinaria  hidráulica  que  él  tenia  en 
Santiago"  y  á  fs.  33  vta.  absolviendo  la  9*  de 
las  posiciones  de  fs.  52  que  entendió  vender 
al  señor  Lira,  según  ese  contrato,  "la  instala- 
ción para  trozar  y  picar  leña  con  todas  sus 
máquinas  de  sierras  y  hachas,  galpón,  piezas, 
puente  de  rieles,  puerta  de  calle,  rueda  hidráu- 
lica, en  una  palabra,  todo  menos  el  terreno, 


cesión  del  derecho  df  agua  del  canal  de  Yun- 
gay  que  entonces  quedaban  nueve  años  y  que 
vale  cien  pesos  al  año;" 

8°  Que  en  el  citado  contrato  no  puede  com- 
prenderse naturalmente  la  cesión  del  derecho 
mencionado  en  el  considerando  anterior  no 
sólo  porque  ese  contrato  es  lisa  y  llanamente 
de  compra-venta,  sino  también  porque  el  ven- 
dedor no  estaba  autorizado,  según  consta  de 
la  escritura  cuya  copia  corre  á  fs.  97,  para 
sub-arrendar  ó  ceder  el  arrendamiento  que 
tenía  de  las  aguas  que  servían  de  fuerza  mo- 
triz; 

9^  Que  de  lo  anterior  se  deduce  que  en  el 
contrato  mencionado  hubo  no  sólo  indetermi- 
nación sino  también  error  sobre  la  identidad 
de  la  cosa  específica  de  que  se  trataba,  pues  el 
señor  Gandarillas  entendió  vender  unas  cosas 
y  sub-arrendar  otras  y  el  señor  Lira  Herzl 
entendió  solamente  comprar  y  más  de  lo  que 
aquél  creía  vender; 

10.  Que  el  error  de  hecho  vicia  el  consenti- 
miento cuando  recae  sobre  la  especie  de  acto 
ó  contrato  que  se  ejecuta  ó  celebra,  ó  sobre 
la  identidad  de  la  cosa  espedñca  de  que  se 
trata;  y 

11.  Que  absolviendo  la  última  de  las  posi- 
ciones citadas  el  señor  Gandarillas  confiesa 
que  él  escribió  el  mencionado  documento 

def.  1. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
161, 167,  331,  335  y  389  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  1437,  1438,  1445,  1554, 
1681,1682.1683,  1698,  1713,  1793y2132 
del  Código  Civil  y  394  de  la  ley  de  15  de  octu- 
bre de  1875.. 

Se  declara: 

Nulo  absolutamente  el  contrato  de  que  da 
testimonio  el  citado  documento  de  f,  1  y,  en 
consecuencia,  que  no  ha  lugar,  con  costas,  á  la 
demanda.— Arturo  AyaJa. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  demandante 
pidió  en  su  expresión  de  agravios  que  se  revo- 
cara  la  sentencia  declarando  que  ha  lugar  en 
todas  sus  partes  á  la  demanda. 

En  la  primera  vista  de  la  causa  resultó  cm 
pate  y 
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La  Corte  falló  en  li^segunda  vista: 


Coíte  de  Santiago  27  de  octubre  de  1904 


Vistos:  Teniendo  presente: 

1^  Que  la  acción  entablada  en  la  demanda 
es  la  de  cumplimiento  del  contrato  de  compra- 
venta celebrado  entre  don  Joaquín  Gandarí- 
llas  y  don  Pedro  Lira  Herzl,  con  la  correspon- 
. diente  indemnización  de  perjuicios. 

2'  Que  habiendo  declaradoel  juez  en  su  sen- 
tencia la  nulidad  del  referido  contrato,  se  ha 
pronunciado  sobre  un  punto  que  no  ha  sido 
controvertido  por  las  partes  en  el  curso  del 
juicio; 

3'  Que  tampoco  ha  podido  ni  debido  el  juez 
declarar  esa  nulidad  de  ofícío,  puesto  que  ella 
no  aparece  de  manifiesto  en  el  acto  ó  contra- 
to, único  caso  en  que  habría  podido  hacerlo, 
á  virtud  de  lo  preceptuado  en  el  articulo  1683 
del  Código  Civil. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  ade- 
más presente  lo  que  disponen  los  artículos 
941,  número  4«,  949  y  959  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  suspenden  los  electos  de 
la  sentencia  apelada  de  8  de  marzo  último  y 
se  repone  la  causa  en  el  estado  de  pronunciar- 
se nueva  sentencia  con  arreglo  á  derecho. 

Remítanse  los  antecedentes  al  juez  que  co- 
rresponda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Reyes  So- 
lar. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Mora, 
Montt  y  Reyes  Solar,  llamado  el  segundo  á 
dirimir  el  empate  que  se  produjo  en  la  prime- 
ra vista  de  la  causa  y  contra  el  voto  de  los 
señores  Ministros  Barriga  y  Rojas,  quienes 
aceptando  el  fundaipento  3'  del  presente  íallo, 
estiman  que  no  era  oportuno  hacer  uso  de  la 
facultad  concedida  por  el  articulo  949  del  Có- 
digo citado,  por  cuanto  la  sentencia  apelada 
se  pronuncia  sobre  las  peticiones  de  las  partes 
al  negar  lugar  á  la  demanda.  —L.  R.  Mora.— 

A.  Montt  ~J.  Aff.  Rojas.— Luis  Barriga  Ri' 

cardo  Reyes  Solar. 


Diissntul  con  Levétiuc 

Medidas  precautorias;  retenoióa.— In- 
tereses de  la  cantidad  retenida. 

Doctrina: — Las  medidris  precautorias 
sólo  tienen  por  objeto  responder  á  las  re- 
saltas del  juicio  y  no  importan  prejuzga- 
miento  de  las  cuestiones  que  en  él  se  ven- 
tilan, siendo  facultativo  del  Tribunal  que 
conoce  del  litigio  hacerlas  cesar  ó  modi- 
ficarlas. 

La  retención  de  valores  para  responder 
á  las  resultas  del  pleito  no  constituye  á 
dichos  valores  en  prenda,  ni  da  derechoal 
acreedor  para  retener  por  este  solo  hecho 
los  intereses  que  dicho  capital  produzca^ 
puesto  que  el  título  IV  del  libro  IIl  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  se  refiere 
al  derecho  real  de  retención  y  sus  dispo- 
siciones no  pueden  aplicarse  á  los  casos 
previstos  en  el  titulo  IV  del  libro  U  del 
mismo  Código^y,  por  otra  parte,  clartícu- 
lo  097  de  dicho  Código  equipara  la  re- 
tención á  la  hipoteca  y  A  la  prenda  sólo 
para  los  efectos  de  su  realización  y  de  la 
preferencia  en  favor  de  los  créditos  que 
garantiza. 


En  el  juicio  arbitral  constituido  para  la  li- 
quidación del  contrato  celebrado  entre  don  Al- 
fredo LevL'quey  don  Luis  Dussaud  i)nra  la  cons- 
trucción del  Dique  seco  de  Talcahuano  se  han 
dictado  las  resoluciones  queen  seguida  trascri- 
bimos: 

Santiago,  enero  5  de  1 904. —Vistos:  En  el 
escrito  de  fs.  129  la  parte  de  don  Alfredo  Le- 
vcque  pide  que  se  aumente  la  garantía  decre- 
tada á  su  favor  en  este  juicio  con  los  intereses 
de  la  suma  de$350.000  que  existe  depositada 
en  el  Banco  de  Chile,  con  arrc^flo  al  contrato 
celebrado  el  15  dejunio  delS9G,  corriente  áfs. 
120  del  cuaderno  segundo,  resto  de  $600.000 
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pestinados  para  responder  al  treinta  por  cien- 
to que  le  corresponde  en  las  utilidades  de  la 
empresa  constructora  del  Dique  seco  de  Talca- 
huano,  según  la  sentencia  de  término  de  2  de 
octubre  de  1895. 

Fitndase  en  que  el  saldo  de  las  utilidades  de 
la  referida  empresa,  según  las  impugnaciones 
deducidas  contra  las  cuentas  presentadas  por 
la  parte  de  Dussaud,  debe  subir  á  la  suma  de 
cinco  millones  quinientos  quince  míl  ciento 
ochenta  y  ocho  pesos  treinta  vnuevecentavos 
y  A  la  de  cuatrocientos  nueve  mil  ciento  cin- 
cuentaytres  francos  sesentaynueve  céntimos, 
aparte  de  los  intereses  que  también  cobrayde 
otras  entradas  no  tomadas  en  consideración 
en  los  cálculos  de  esas  impugnaciones  de  ma- 
nera que  la  suma  de  seiscientos  mil  pesos  des- 
tinada al  efecto,  dista  mucho  de  alcanzar  á  la 
mitad  siquiera  de  la  que  se  le  adeuda. 

La  parte  de  don  Luis  Dussaud  sostieneen  su 
respuesta  la  legalidad  de  la?  referidas  cuentas, 
de  las  cuales  resulta  que  las  utilidades  obteni- 
das en  la  fecha  de  su  presentación  suben  en 
francos  efectivos  á  dos  millones  cuatrocientos 
ochenta  mil  ochocientos  veinte  v  tres  francos 
sesenta  céntimos  representando  así  el  treinta 
por  ciento  del  señor  Levéque,  francos  efectivos 
setecientos  cuarenta  y  cuatro  mil  doscientos 
cuarenta  y  siete  ocho  céntimos  que,  reducidos 
á  moneda  chilena  al  tipo  de  uno  setenta  y  seis 
francos  por  peso,  que  es  el  del  día,  darían  más 
ó  menos  cuatrocientos  veinte  y  dos  mil  ocho- 
cientos seaentay  siete  pesos  sesenta  y  seis  cen- 
tavos. 

Añade  que  descontados  de  esta  suma  losdos- 
cientos  cincuenta  mil  pesos  recibidos  y  cinco 
mil  girados  posteriormente  por  su  cuenta,  y 
prescindiendo  de  los  gastos  ulteriores  y  de  las 
indemnizaciones  á  que  le  da  derecho  la  senten- 
cia que  reconoció á  favor  de  Levéque  el  treinta 
por  ciento,  resultaría  que  le  adeudaría  por  su 
treinta  por  ciento  más  ó  menos  ciento  sesenta 
y  siete  mil  ochocientos  sesentay  siete  pesos  se- 
senta y  seis  centavos,  sumas  que  apunta  sólo 
por  vía  de  hipótesis,  declarando  que  ellas  supe- 
ran en  mucho  á  las  verdaderas.  Resulta,  pues, 
que  la  garantía  establecida  excede  á  la  deuda 
supuesta  en  más  de  un  ciento  por  ciento.  Por 
estas  y  otras  consideraciones,  pide  se  deseche 


la  petición  y  que  se  ordene  el  alzamiento  de  la 
retención  decretada  provisoriamente. 

Considerando: 
1^  Que  esta  misma  petición  fiié  deducida  por 

la  parte  del  señor  Levéque  en  el  escrito  de  fs. 
£5  del  cuaderno  corriente  y  desechada  por  los 
árbitros  en  el  auto  de  2  diciembre  de  1901,  en 
consideración  al  estado  del  juicio  en  esa  época; 

2^  Que  la  situación  legal  del  juicio  es  al  pre- 
sente distinta,  por  cuanto  se  ha  trabado  ya  la 
discusión  sobre  las  cuentas  de  la  negociación, 
habiéndose  formulado  por  la  parte  del  señor 
Levéqueimpugnaciones  que  hacen  subir  el  mon- 
to de  su  treinta  por  ciento  á  más  del  doble  de 
la  suma  destinada  para  cubrirlo,  fiiera  de  loa 
intereses; 

3^  Que  la  petición  expresada  importa  una 
medida  precautoria  que  el  señor  Levéque  ha 
podido  solicitar  en  cualquier  estado  del  juicio, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  280  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

4^  Que  las  medidas  precautorias  sólo  tienen 
por  objeto  responder  á  las  resultas  del  jnicioy 
no  importan  prejuzgamiento  de  las  cuestiones 
que  en  élseventilan,  siendo  facultativo  del  tri- 
bunal que  de  él  conoce  decretarlas  ó  hacerlas 
cesar,  ó  hacerlas  reemplazar  por  cauciones  su- 
ñcientes  á  solicitud  de  las  partes; 

5^  Que,  segfin  el  artículo  697  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  los  bienes  retenidos  por 
sentencia  judicial  ejecutoriada,  cuando  fueren 
muebles,  como  en  el  caso  actual,  deben  ser  con- 
siderados como  constituidos  en  piendaáfavor 
de  los  créditos  que  garantizan; 

69  Que  el  artículo  2403  del  Código  Civil  da 
a!  acreedorprendario  elderechode  imputarlos 
frutos  de  la  prenda,  si  los  diere,  al  pago  de  la 
deuda,  de  lo  cual  se  deduce  con  perfecta  clari- 
dad que  el  derecho  de  retención  de  un  capital 
lleva  consigo  el  de  los  intereses  que  produzcai 
salvo  estipulación  en  contrarío;  y 

7*^  Qoe  no  hay  en  autos  constancia  de  con- 
venio alguno  de  las  partes  en  orden  á  que  se 
entreguen  al  señor  Pussaud  los  intereses  de  la 
suma  retenida  en  el  Banco  de  Chile. 

Con  el  mérito  de  lo  expuesto  y  con  arreglo  á 
las  prescripciones  legales  citadas,  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  retención  de  los  intereses  so. 
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licitada  por  ta  parte  de  don  Alfredo  Leréquey 
que  debe,  en  consecuencíat  subsistir  la  retención 
decretada  provisoriamente  en  el  proveído  de 
19  de  diciembre  de  1902  confirmado  por  la 
Utma.  Corte  de  Apelaciones  en  la  resolución  de 
f^cha  14  de  marzo  último. 

Concédese  el  recurso  de  apelación  subsidia4 
riamente  interpuesto. 

Esta  resolución  ha  sido  acordada  con  los  vo- 
tos del  árbitro  don  Sótero  Gundián  y  del  ter- 
cero en  discordia  don  Ramón  Yávar,  habiendo 
opinado  el  árbitro  don  Adolfo  Guerrero  que  no 
debe  darse  lugar  á  la  retención  de  interesesde- 
cretada  provisoríamente  por  auto  de  19  de 
diciembre  de  1902y  que  debe,  en  consecuencia, 
suspenderse  dicha  retención,  por  las  considera- 
ciones que  expone  en  su  voto  especial. 

Redactada  por  el  árbitro  señor  Gundián. — 
Sótero  Guadian.—A dolfo  Guerrero. — R.  YÁ var. 

VOTO  RSPBCIAL 

En  el  incidente  relativo  alanmento  de  garan- 
tía solicitada  por  don  Alfredo  I^véque,  el  in- 
frascrito ha  sido  de  opinión  que  no  se  dé  lugar 
á  ese  aumento  y  que  se  alce  la  retención  de  in- 
tereses decretada  provisoriamente;  y  para  ello 
ha  tenido  presente  las  siguientes  considera- 
ciones: 

Que  en  vista  de  los  datos  tan  oi)uestos 
que  aduce  u  na  y  otra  parte,  según  aparece  de  la 
exposición  que  hace  la  sentencia,  laapreciación 
de  si  es  ó  no  suficiente  la  garantía  de  seiscien- 
tos mil  pesos  decretada  en  resolución  de  13  de 
agosto  de  1896  envolvería  un  prejuzga  miento 
sobre  el  ménto  de  las  impugnaciones  ó  cargos 
fornmiados  por  el  señor  Levéquc  ó  sobre  el  re- 
chazo que  de  unos  y  otros  hace  el  señor  Das* 
saud; 

2^  Que  la  misma  solicitud  que  hoy  está  pen- 
diente se  hizo  por  el  señor  Levéque  en  el  cua- 
derno segundo  y  fué  desechada  por  resolución 
de  15  de  noviembre  de  1898,  en  atención  á  que 
con  posterioridad  á  la  presentación  de  las  úl- 
timas cuentas  de!  señor  Dussaud,  no  se  había 
agregado  á  los  autos  ningún  antecedente  para 
manifestar  la  insuficiencia  de  esa  garantía; 

3'  Que  la  misma  solicitud  fué  reproducida 
en  el  cuaderno  corriente  por  el  señor  Levéque 
y  fué  también  desechada  por  los  árbitros,  en 


atención  al  estado  en  que  se  encontraba  el  jui- 
cio, por  resolución  de  2  de  diciembre  de  1901 , 
confirmada  por  la  litma.  Corte  con  fecha  28 
de  diciembre  del  mismo  año; 

4'  Que  la  situación  legal  del  juicio,  en  lo 
que  se  refiere  á  apreciar  el  mérito  délas  im- 
pugnaciones y  cargos  hechos  por  el  señor  Le- 
véque y  de  las  contestaciones  dadas  por  el  se- 
ñor Dussaud,  es  al  presente  la  misma  que 
existía  al  dictarse  las  dos  resoluciones  á  que 
se  hace  referencia  en  el  número  precedente, 
porque,  aunque  esté  más  adelantada  la  discu- 
sión délas  partes,  no  se  han  producido  nuevos 
antecedentes  en  favor  de  las  impugnaciones  6 
cargos,  ni  en  favor  de  las  respuestas  de  ellos 
dadas.  Para  solicitar  el  aumento  de  garantía, 
hoy  se  aducen  precisamente  los  mismos  datos 
y  cifras  que  en  noviembre  de  1898  y  en  diciem- 
bre de  1901; 

5^  Que  no  hay,  por  consiguiente,  motivo 
para  alterar  lá  situación  establscida  á  la  ga- 
rantía por  esas  resoluciones; 

6^  Que  la  sentencia  de  13  de  octubre  de 
1899,  al  declarar  que  este  juicio  debía  some- 
terse á  arbitraje,  no  dejó  sin  efecto  la  garan- 
tía constituida  por  el  depósito  de  seiscientos 
mil  pesos,  reducido  á  trescientos  cincuenta  pe- 
sos por  haberse  entregado  doscientos  cincuen- 
ta mil  pesos  al  señor  Levéque,  y  a^  lo  han  en- 
tendido las  partes  y  los  árbitros  respetando 
esa  garantía; 

7^  Que  junto  con  la  garantía  han  quedado 
también  subsistentes  las  resoluciones  que  fija- 
ron definitivamente,  tanto  el  monto  de  ella 
como  su  objeto  y  demás  omdiciones; 

8^  Que  la  petición  del  señor  Levéque  es  so- 
bre aumento  de  la  garantía  decretada  y  no 
sobre  derecho  á  los  frutos  producidos  por  et 
depósito  que  constituye  la  actual  garantía; 

9^  Que  sobre  la  regla  general  establecida 
en  el  artículo  697 del  Código  de  Procedimiento 
Civil  en  cuanto  á  la  extensión  y  efectos  de  la 
retención,  prevalecen  las  condiciones  especia- 
les con  arreglo  á  las  cuales  se  constituye  en  un 
caso  determinado  la  retención; 

10.  Que  en  el  presente  caso  el  depósito  pri- 
mitivo de  seiscientos  mil  pesos  se  constituyó 
con  arreglo  al  contrato  defs.  120  del  cuaderno 
segundo,  en  virtud  del  cual  el  Banco  debía 
abonar  intereses  del  ocho  por  ciento  que  uo 
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fueron  destinados  al  aumento  de  la  garantía, 
sino  que  debían  pagarse  al  míame  depositante 
señor  Dussaud  por  semestres  y  así  lo  han  en- 
tendido las  partes  y  se  ha  hecho  desde  que  se 
Tcríficó  el  depósito; 

11.  Que  esa  condición  sólo  puede  ser  alte- 
rada por  nuevos  antecedentes  que  en  el  pre- 
sente caso  no  existen,  como  ocurrió  respecto 
de  los  doscientos  cincuenta  mil  pesos  que  por 
resolución  de  13  de  agosto  de  1896  se  manda* 
ron  entregar  al  señor  Levéque  ó  por  convenio 
de  las  partes  como  ha  sucedido  con  los  cinco 
mil  pesos  entregados  con  imputación  á  ese  de- 
pósito; 

12.  Que  el  momento  oportuno  para  la  apli- 
cación de  la  regla  del  artículo  697  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  es  cuando  se  trate  de 
realizar  la  garantía  por  haber  sido  ya  recono- 
cidoel  crédito  sobreelcual  versaba  el  litigio.— 
Santiago,  enero  5  de  1904  Adolfo  Guerrero. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 
1*  Que  los  antecedentes  producidos  con  pos- 
terioridad á  las  resoluciones  dictadas  en  orden 
á  las  garantías  decretadas  en  el  airso  de  esta 
cansa»  no  son  suficientes  para  modificar  la  si- 
tuación creada  á  las  partes  por  dichas  reso- 
luciones; 

2^  Que  el  título  IV  del  libro  lU  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  se.refiere  al  derecho  le- 
gal de  retención  y  que,  en  consecuencia,  no 
pueden  aplicarse  sus  disposiciones  á  los  casos 
previstos  en  el  título  IV  del  libro  II  del  mismo 
Código; 

3'  Que,  por  otra  parte,  el  artículo  697  del 
indicado  Código  equipara  la  retención  á  la 
hipoteca  y  á  la  prenda,  sólo  para  los  efectos 
de  su  realización  y  de  la  preferencia  en  favor 
de  los  créditos  que  garantiza. 

Se  revoca  la  resolución  apelada  de  5  de  ene- 
ro último  y  se  declara  que  no  ha  lugar,  por 
ahora,  á  la  retención  delosintereses  solicitada 
por  la  parte  de  don  Alfredo  Levéque  en  lo  prin- 
cipal del  escrito  de  fs.  129  suspendiéndose,  en 
consecuencia,  la  retención  decretada  proviso- 
riamente por  el  decreto  de  19  de  diciembre  de 
1902.-X.  R.  Mora.—Lais  Barriga.—].  Agus- 
tín Rojas  Ricardo  Reyes  Solar. 


Corte  de  Talca.— 27  de  abril  de  1904 

Donoso  con  Gana  v.  de  Rodríguez 

Servidnn.bre  de  acueducto.- Cainl)lo 
de  cauce. 

Doctrina: — La  servidumbre  de  acue- 
ducto sólo  puede  reclamarla  el  dueño  del 

predio  que  carezca  del  agua  necesaria 
parfi  el  cultivo,  y  por  lo  tanto,  si  existe 
un  canal  por  donde  se  llevan  ya  las  agvas, 
aun  cuando  ibera  útil  y  conveniente  cons- 
tituir en  otra  forma  la  servidumbre,  tal 
consideración  no  es  bastante  para  limi- 
tar el  dominio  del  dueño  del  predio  s/r- 
viente  y  obligarlo  á  soportar  contra  su 
voluntad  una  servidumbre  que  la  ley  no 
le  impone  sino  en  el  caso  de  que  el  predio 
dominante  carezca  de  las  aguas  necesa- 
rias para  su  regadío. 


Don  Ernesto  Donoso,  por  don  Joaquín  Do- 
noso, hace  presente  que  su  mandante  es  dueño 
del  fundo  "Huirquilemu",  ubicado  en  la  snb- 
delegación'  de  Lircay  de  este  departamento, 
bajo  los  deshndes  que  indica. 

Por  escritura  de  20  de  mayo  de  1893  don 
José  Arríeta  cedió  A  don  Manuel  José  Henrí- 
quez  todos  los  derrames  de  su  fundo  "El  Por- 
venir", ubicado  más  al  oriente  de  "Huirquile- 
mu" y  que  poco  después,  el  29  de  septiembre 
de  ese  mismo  año,  el  señor.  Henríquez  cedió  á 
su  vez  á.  su  mandante  los  derrames  del  ñindo 
"Porvenir"  que  había  adquirido. 

Que  el  señor  Joaquín  Donoso  desde  hace 
tiempo  tiene  dedicados  estos  derrames  al  rega- 
dío de  "Huirquilemu"  y  al  principio  los  reci- 
bía en  el  foso  poniente  del  "Porvenir"  y  los  con- 
ducía por  un  cauce  que  atravesaba  el  camino 
de  los  Pequenes  y  penetraba  al  fundo  "Sauce" 
de  la  señora  Mercedes  Gana  de  Rodríguez,  en 
su  deslinde  oriente,  siguiendo  para  el  ponien- 
te por  esta  propiedad  por  dentro  de  un  canal 
hasta  llegar  en  línea  recta  á  "Huirquilemu". 
En  este  canal  que  va  por  dentro  del  "Sauce" 
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y  que  mide  como  tres  cuadras  de  extensión,  se 
hacían  tacosy  se  arrojaban  aguas  del  "Sanee"* 
dando  por  resultado  estos  manejos  que  los 
dueños  ó  arrendatarios  de  esta  propiedad  usa- 
ban  también  del  acueducto  que  conducía  los 
derrames  del  "Porvenir". 

En  vista  de  esta  situación  su  mandante  de- 
terminó  no  conducir  sus  derrames  del  "Porve- 
nir" por  dentro  del  "Sauce",  y  para  seguir 
aprovechándolos  hizo  construir  un  taco  en  el 
foso  poniente  del  "Porvenir"  para  represar  los 
derrames  y  echarlos  al  canal  de  "Huirquile- 
mu". 

De  este  modo  se  han  venido  utilizando  los 
derrames  del  "Porvenir"  en  "Huirquilemu" 
desde  hace  como  un  año,  pero  con  incomodi- 
dad para  los  riegos  y  perjuicio  para  el  fundo 
"Huirquilemu". 

Además  el  trayecto  que  tienen  que  recorrer 
así  las  aguases  mucho  mayor,  al  paso  que  yen- 
do directamente  por  el  "Sauce"  será  de  tres 
cuadras  más  ó  menos  y  por  esta  causa  los  rie- 
gos no  pueden  hacerse  de  un  modo  convenien- 
te, pues  el  canal  de  "Huirquilemu"  no  tiene  la 
capacidad  ni  el  desnivel  necesario  para  llevar 
dichos  derrames. 

Por  lo  expuesto,  deduce  demanda  en  contra 
déla  señora  Mercedes  Gana  de  Rodríguez  para 
que  se  declare  queel  fundo  "Sauce"  deljc  sopor- 
tar la  sCTvidumbre  de  acueducto  en  favor  de 
"Huirquilemu",  debiendo  ubicarse  el  canal  á 
pocos  metros  al  sur  del  cauce  en  que  antes  y 
hasta  hace  poco,  se  llevaban  los  derrames  del 
"Porvenir"  para  "Huirquilemu",  es  decir,  pa- 
ralelo á  dicho  cauce  y  naciendo  del  deslinde 
oriente  del  "Sauce"  para  conectarlo  con  el  foso 
poniente  del  "Porvenir",  atravesando  el  cami- 
no de  los  Pequenes  y  recorriendo  en  línea  rec- 
ta dentro  del  "Sauce"  como  tres  cuadras  más 
órnenos  de  extensión  de  oriente  á  poniente  has- 
ta entrar  á  "Huirquilemu". 

En  rebeldía  de  doña  Mercedes  Gana  de  Ro- 
dríguez, se  dió  por  contestada  la  demanda,  y 
con  fecha  2  de  septiembre  de  1903  el  juzgado 
resolvió: 

Considerando:  ' 

1'  Que  este  juicio  versa  principalmente  so- 
bre  el  derecho  que  el  demandante  pretende  te- 


ner para  imponer  al  predio  de  la  demandada, 
derecho  que  ésta  rechaza  en  su  escrito  de  ale- 
gato, la  servidumbre  legal  de  acueducto  que 
indica  en  su  demanda; 

2^  Que  el  demandante  reconoce  que  los  de- 
rrames procedentes  del  fundo  "Porvenir"  se 
han  utilizado  para  regar  su  fundo  "Huirquile- 
mu"yhan  sido  conducidos siempreporuncau- 
ce  que  atraviesa  el  camino  délos  Pequenesycl 
fundo  "Sauce"  de  propiedad  de  la  demandada; 

3?  Que  los  inconvenientes  alegados  por  don 
Joaquín  Donoso  parn  mantener  el  acueducto 
de  que  se  ha  hecho  referencia,  no  constituyen 
fundamento  bastante  parajustificar  el  cambio 
de  cauce  que  se  pretende,  porque  consta  de  au- 
tos que  los  derrames  del  "Porvenir"  siempre  se 
han  conducido  por  el  canal  que  indica  el  de- 
mandante, y  el  fundo  de  éste  se  ha  regado  tam- 
bién con  esas  aguas;  y  la  servidumbre  de  acue- 
ducto sólo  puede  reclamarla  el  dueño  del  pre- 
dio que  carezca  del  agua  necesaria  para  culti- 
var y,  en  el  presente  caso,  resulta  que  el  señor 
Donoso  tiene  agua  y  canal  para  el  regadío  de 
su  fundo  "Huirquilemu";  y 

4°  Que  aun  suponiendo  que  fuera  fitily  con- 
veniente para  el  fundo  del  demandante  consti- 
tuir la  servidumbre  de  acueducto  en  la  forma 
que  lo  solícita,  esta  consideración  no  es  bas- 
tante tampoco  ante  la  ley  para  limitar  el  do- 
minio de  la  señora  Gana  de  Rodríguez  y  obli- 
garla á  soportar  contra  su  voluntad  una  ser- 
vidumbre que  la  ley  sólo  le  impone  en  el  caso 
qve  el  predio  dominante  carezca  de  las  aguas 
necesarias  para  su  regadío. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  articulo  3fíl  del  Có- 
digo Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  de- 
manda, con  costas.— J?.  Dueñas  G. 


La  Oorte: 


Vistos:  se  conñrma  la  sentencia  apelada  de 
12  de  septiembre  de  1903. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  presiden- 
te Urrutia  que  estuvo  por  revocar  la  referida 
sentenciay  dar  lugar  á  la  demanda á  virtud  de 
los  fundamentos  que  consigna  en  el  libro  de 

acuerdos.— F.  ürrui'ui.—J.  C.  Herrera  Af. 

Af  ontero. 
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En  el  juicio  seguido  por  clon  Joaquín  Dono- 
so contra  la  señora  Mercedes  Gana  v.  de  Ro- 
dríguez para  que  se resuelvnqueelfumlo "Sau- 
ce" debe  soportar  la  servidumbre  de  acueduc- 
to necesaria  para  llevar  los  derrames  que  ex- 
presaal fundo  vecino  llamado **Huirqutleniu'% 
se  pronunció  la  sentencia  de  2  de  septiembre 
de  1903,  por  la  que  se  declaró  sin  lugar  la  de- 
manda. 

La  ma  vorín  del  tribunal  confirmó  esa  sen- 
tencia contra  el  voto  del  infrascripto,  queopí- 
nó  por  aceptarla. 

Tuvo  presente  para  ello  las  siguientes  con- 
sideraciones. 

1'  Que,  según  el  artículo  870  del  Código  Ci- 
vil, las  reglas  establecidas  para  la  servidum- 
bre de  acueducto  se  extienden  á  la  que  es  pre- 
ciso constituir  para  dar  dirección  á  las  aguas 
sobrantesóde  derrame  necesariasásu  comple- 
to cultivo;  (1 ) 

2*  Que  el  señor  Donoso  ha  justificado  ple- 
namente que  el  dueño  de  los  derrames  de  la 
hacienda  "Porvenir",  ubicada  al  oriente  de 
"Huirquilemu"  que  esos  derrames  los  llevaba 
por  un  cauce  del  fundo  "Sauce";  que  dejó  de 
conducirlos  así  [)orque,  según  el,  los  dueños  ó 
arrendatarios  de  ese  fundo  asaban  del  canaly 
de  los  derrames;  que  por  esa  circunstancia  pre- 
firió construir  un  taco  en  el  foso  poniente  del 
fundo  "Porvenir",  con  el  objeto  de  represar  los 
derrames  y  vaciarlos  á  su  canal  de  "Huirquile- 
mu"; que  ese  modo  deconducírlasaguas  le  pro- 
duce pérdida  de  ellas,  porque  el  trayecto  es  de 
veinte  y  cinco  á  treinta  cuadras,  entretanto 
que  el  canal  de  la  servidumbre  no  tendría  más 
de  tres  por  el  "Sauce",  ú  lo  que  se  agrega  que 
por  este  último  fuddoexisteun  desnivel  conve- 
niente y  no  causa  perjuicios; 

39  Que  el  derecho  de  acueducto  se  ha  esta- 
blecido por  la  ley  con  el  objeto  de  favorecer  la 
producción  agrícola  6  industrial,  siempre  que 
esa  servicunibre  sea  necesaria  y  se  paguen  al 

(1)  La  conuileniciún  que  se  hace  valar  en  esta 
número  no  ei  pertinente  porque  no  se  trataba  en  la 
especie  del  desagüe  del  fundo  Porvenir,  bído  del  re- 
gadío del  fundo  inferior  de  Ilairqailemu  con  los 
derrames  de  aquel  llevados  á  través  del  fundo  El 
Sauce. 
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dueño  del  predio  sirviente  todas  las  indemníza- 
cionea  legales; 

4^  Que  la  señora  demandada  no  ha  justifi- 
cado en  manera  alguna  losdospuntosdepme- 
ba  fijados  para  ella,  que  son:  que  los  derra- 
mes de  que  se  trata  se  han  utilizado  para  re- 
gar el  fundo  "Huirquilemu"  y  s¿emj9reAansfc/o 
conducidos  por  un  cauce  que  atraviesa  el  ca- 
mino de  los  Pequenes;  y  que  el  canal  de  Huir- 
quilemu reúne  todas  las  condiciones  exigidas 
para  la  cómoda  y  expedita  conducción  de  las 
aguas;  y 

5*  Que,  estando  justificada  la  acción  enta- 
blada, procede  de  derecho  la  admisión  de  la  de- 
manda. 

Talca,  28  de  abril  de  1904,.— FiM  ürratia. 


Corte  de  Concepción  21  de  abril  de  1904 

Bückie  con  Vásqnez 

Prueba  testimonial;  admisibilidad. 
Prlnolplo  de  prueba  por  escrito. 

Doctrina: — Un  documento  privado  que 
la  parte  contra  guien  se  presenta  niega 
que  baya  sido  otorgado  ó  suscrito  por 
¡a  persona  que  en  él  se  hace  figurar  no 
es  un  principio  de  prueba  por  escrito  que 
sirva  de  base  para  producir  prueba  de 
testigos,  si  se  trata  de  obligaciones  de 
más  de  doscientos  pesos. 

El  principio  de  prueba  por  escrito  debe 
ser  un  acto  reconocido  por  la  persona 
contra  la  cual  se  invoca,  de  manera  que 
la  prueba  testimonial  sólo  supla  las  defi- 
ciencias  que  en  él  se  noten. 


En  la  ejecución  que  por  cobro  de  un  mutuo 
hipotecario  sigue  don  Jorge  Aubel  BSckle  y 
doña  Elisa  Aubel  Vagner,  como  herederos  de 
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doña  Elisa  Grass  viuda  de  Aubel,  contra  En- 
genio  Vésqaez,  á  petición  del  apoderado  de  los 
ejecutantes  se  despachó  mandamiento  de  em- 
bargo contra  el  fiador  solidario  don  José  del 
Tránsito  Vásquez  Solis. 

El  ejecutado  se  opuso  á  la  ejecución  en  tiem- 
po y  forma  con  las  escepciones  siguientes: 

1*^  Fago  de  la  deuda. 

La  que'funda  en  que  el  deudor  don  Eugenio 
Vásquez  pagó  en  dinero  efectivo  al  señor  Au- 
bel  la  deuda  que  se  cobra,  en  la  forma  si- 
guiente: tres  mil  pesos  en  dinero  efectivo  y  sus 
intereses  en  la  misma  moneda  pagados  al 
acreedor  primitivo  el  25  de  agosto  de  1899, 
es  decir,  los  intereses  devengados  hasta  esa 
fecha;  y  setecientos  cincuenta  pesos  y  sus  in- 
tereses  con  posterioridad  al  30  de  diciembre 
de  3  899. 

2^  No  ser  bastante  por  ahora  el  título  para 
ejecutar 

En  la  escritura  de  mutuo  se  convino  que  el 
pago  se  haría  con  seis  meses  de  aviso  después 
de  cuatro  años;  y  para  ejecutar  no  se  ha  dado 
aviso  al  deudor,  aparte  de  haberse  hecho  el 
pago  privadamente  antes  del  plazo  citado. 

Se  encargaron  á  las  partes  los  diez  díaz  de 
la  ley,  rindiéndose  sólo  por  el  ejecutado  la  tes- 
timonial que  obra  en  autos. 

El  Juzgado  de  Osomo  con  fecha  31  de  agos- 
to de  1903  falló: 

Considerando: 

1*  Que  por  el  presente  juicio  se  trata  de  ha- 
cer efectivo  el  pago  de  la  cantidad  é  intereses 
á  que  se  refiere  la  escritura  de  mutuo  hipote- 
cario en  la  que  va  envuelta  la  condición  que 
dicho  pago  se  hará  con  previo  aviso  de  seis 
meses,  el  cual  no  podrá  darse  antes  de  cuatro 
años  contados  desde  la  fecha  de  la  escritura; 

2'  Que  los  ejecutantes  sostienen  que  el  deu- 
dor ha  incurrido  en  mora  para  el  pago  de  los 
intereses,  por  lo  cual  la  obligación  se  ha  hecho 
exigible;  y  si  bien  es  cierto  que  en  la  escritura 
citada  se  establece  que  la  mora  en  el  pago  de 
los  intereses  hace  exigible  la  obligación,  tam- 
bién lo  es  que  los  ejecutantes  no  han  acredi- 
tado que  el  deudor  haya  incurrido  en  dicha 
mora;  á  lo  que  se  agrega  que  en  la  solicitud 
posterior  y  en  las  posiciones,  reconocen  que  el 
deudor  ha  pagado  tres  semestres  de  intereses; 


3^  Que  el  ejecutado  con  los  documentos 
exhibidos  ha  acreditado  que  porel  primero  ha 
pagado  los  intereses  sobre  el  capital  á  que  se 
refiere  la  escritura  y  por  el  segundo  que  ha 
pagado  dicho  capital;  á  lo  que  se  agrega  que, 
con  los  testigos  que  declaran  al  tenor  délos 
interrogatorios  respectivos,  ha  justificado  el 
pago  hecho  porel  segundo  délos  mencionados 
documentos; 

4^  Que  la  prueba  testimonial  es  admisible, 
aunque  se  demande  el  cumplimiento  de  una 
obligación  de  más  de  doscientos  pesos  de  va- 
lor, cuando  existe  un  principio  de  prueba  por 
escrito  que  haga  verosímil  el  hecho  litigioso; 

5^  Que  los  ejecutantes  se  han  limitado  á 
sostener  que  noes  de  don  Jorge  Aubel  la  firma 
que  aparece  en  los  recibos,  pero  don  Jorge  Au- 
bel Bückie  que  al  responder  á  la  tercera  ar- 
ticulación de  las  posiciones,  sostiene  que  no  es 
de  don  Jorge  Aubel  la  firma  que  aparece  en  el 
primero  de  los  recibos  mencionados,  al  res- 
ponder á  la  articulación  sexta  de  las  posicio- 
nes de  fs.  52  reconoce  que  la  mencionada  firma 
es  efectivamente  de  don  Jorge  Aubel; 

6^  Que  los  certificados  de  fs.  33  y  55  no 
sólo  no  son  suficientes  para  tener  por  esta- 
blecido que  las  firmas  de  los  recibos  mencio- 
nados no  son  de  don  Jorge  Aubel,  sino  tam- 
bién que  entre  ellos  existe  una  contradicción 
respecto  al  modo  como  firmaba  dicho  señor 
Aubel. 

Con  lo  relacionado  y  de  acuerdo  con  lo  es- 
tablecido en  los  artículos  1545, 1698  del  Có- 
digo Civil.  374.  número  2',  427,  428.  431  y 
492  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
claran probadas  las  excepciones  opuestas,  de- 
biendo, en  consecuencia,  alzarse  el  embargo  y 
entregarse  Hbremente  al  ejecutado  los  bienes 
embargados,  con  costas,  en  que  se  condena  á 
los  ejecutantes  Aníbal  Claro  Lastarria. 

Apelada, 

La  Oorte  resolvió: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la 
sentencia  de  primera,  instancia;  y 

Considerando: 
P  Que  el  documento  presentado  por  el  eje- 
cutado para  acreditar  el  pago  de  tres  mil  pe- 
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SOS  del  capital  adeudado  y  de  loa  intereses  de 
seis  meses  hasta  IcPfecha  de  dicho  docnmento 
no  ha  sido  reconocido  por  los  ejecutantes  y, 
por  el  contrario,  ha  sido  expresamente  nega- 
do por  ellos  absolviendo  posiciones; 

2'  Que  un  documento  privado  que  la  parte 
contra  quien  se  presenta  niega  que  haya  sido 
otorgado  ó  suscrito  por  la  persona  que  en  él 
se  hace  aparecer,  no  es  un  principio  de  prue- 
ba por  escrito  que  sirva  de  base  para  produ- 
cir prueba  válida  de  testigos  que  establezca  el 
hecho  alegado; ' 

3^  Que  la  prueba  testimonial,  siempre  que  se 
trata  de  obligaciones  de  más  de  doscientos 
pesos  6  de  su  extinción,  no  es  admisible  como 
medio  valedero  de  justificación  y  sólo  es  acep* 
table  como  suplementario,  cuando  ha}*  tm 
principio  de  prueba,  ó  sea  un  acto  escrito  de 
la  persona  contra  quien  se  alega,  que  haga 
vero^mil  el  hecho  litigioso  y  esta  disposición 
es  de  aquellas  que  tienen  por  objeto  precaver 
fraudes  en  atención  á-  los  abusos  á  que  se 
presta  la  prueba  de  testigos; 

4^  Que  por  la  razón  indicada,  el  principio  de 
prueba  por  escrito  debe  ser  un  acto  reconoci- 
do por  la  persona  contra  quien  se  invoca,  de 
manera  que  la  prueba  testimonial  sólo  supla 
las  deficiencias  que  en  él  se  notan,  pues  de  se- 
guirse la  regla  contraria  resultaría  que  la 
prueba  de  testigos  establecería  por  sí  sola  el 
principio  de  prueba,  y  éste  á  su  vez  cunverti- 
ria  en  válida  esa  misma  prueba,  y  en  tal  caso 
el  objeto  de  precaver  fraudes  en  que  se  funda 
este  precepto  legal  se  frustraría  por  com- 
pleto; 

5^  Que  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  ca- 
recen de  valor  las  declaraciones  de  los  dos 
testigos  que  aparecen  firmando  el  referido 
documento  de  fs.  51,  los  que  aseveran  que  es 
verdadero  dicho  documento  y  que  fué  firma- 
do por  don  Jorge  Aubel  y  por  ellos. 

6^  Que  la  forma  material  de  este  documen- 
to y  el  informe  pericial  de  los  calígrafos,  no 
menos  que  el  hecho  de  que  en  el  aparezca  pa- 
gada la  deuda  de  tres  mil  y  tantos  pesotf  un 
año  después  de  contraída,  teniendo  el  crédito 
un  plazo  de  cuatro  años  y  la  circunstancia  de 
que  at  ser  requerido  de  pugo  el  deudor  prin- 
cipal don  Eugenio  Vásquez  expusiera  que  no 
tenía  dinero  con  que  efectuarlo,  sin  alegar  es- 


to después,  constituyen  presunciones  graves, 
precisas  y  concordantes  que  inducen  á  reco- 
nocer que  aquel  documento  no  es  verdadero. 

7^  Que  aparece  de  autos  que  se  han  dejado 
de  pagar  los  intereses  durante  largo  tiempo, 
y  habiéndose  estipulado  en  la  escritura  de 
mutuo  que  la  mora  de  un  mes  en  el  pago  de 
intereses  daba  derecho  al  acreedor  para  exigir 
el  pago  de  toda  la  deuda,  como  si  el  crédito 
fuera  de  plazo  vencido,  el  título  trae  apareja- 
da ejecución. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  1711  del  Có- 
digo Civil  y  2'  número  4'  y  13  de  la  ley  de  8 
de  febrero  de  1837,  se  revoca  la  sentenda  de 
31  de  agosto  de  1903,  y  desechándote  las 
excepciones  opuestas  por  el  deudor,  se  decía* 
ra  que  debe  llevarse  adelante  la  ejecución  has- 
ta hacer  entero  pago  al  acreedor  del  capital, 
intereses  y  costas  en  que  se  condena  al  ejecu- 
tado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Parga.— 
Juan  N.  Parga. — Exequiel  Figueroa  Lagos.— 
hais  David  Cruz. 


Corte  de  Conc^ióa  29  de  abril  de  1904 

Enríquez,  José  C.  y  otros  con  Bnríquezjnan 
y  otros 

Puntos  de  prueba;  su  fijación 

Doctrina: — Bí jaezpaede  admitir  como 

puntos  de  prueba,  hechos  contenidos  en 
las  minutas  presentadas  por  las  partes 
con  arreglo  al  articulo  308  del  Código 
de  Procedimknto  Civil^  aunque  no  se 
baya  hecho  mención  de  ellos  en  los  escri- 
tos anteriores,  si  los  estima  pertinentes 
ó  conducentes  á  esclarecer  los  hechos 
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sustanciales  controvertidos  en  dichos  es- 
critos  (1). 


En  la  causa  seguida  en  Concupciún  desde  el 
año  1901  por  don  J»sé  Clotilde  Enríquez  y 
otros  contra  los  herederos  de  doña  Juana  de 
Dios  Reyes  de  Rnríquez,  se  fijaron  los  puntos 
de  prueba  en  el  siguiente  auto: 

Concepción,  3  de  octubre  de  1903.— Vistos: 
se  fija  como  puntos  de  prueba  por  parte  de 
los  demandantesloscontenidosenlos  números 
primero,  segundo,  tercero,  cuarto,  quinto,  sex- 
to, séptimo,  octavo,  noveno,  décimo  y  undéci- 
mo del  escrito  presentado  por  don  Adrián  Po- 
blete,  por  don  José  C.  Enríquez  y  otros  y  sus 
representados. 


(1)  Tomamos  esta  doctrina  de  la»  explicaciones 

que  86  contienen  en  el  voto  ilel  Ministro  heSorPur- 
ga,  y  creyendo  qae  el  Tribunal  rcKhazfi  la  opinión 
de  éste  por  el  fundamento  que  conBignamnB.  La 
declaración  que  hace  el  Tribunal  de  que  los  puutos 
de  prueba  fueron  fijados  en  esta  causa,  con  aneglo 
á  la  ley,  no  permite  formarse  cabal  critu-rio  de  su 
opinión.  Hubría  sido  de  desear  que  se  hubiera  ha- 
blado con  raás  precisiún  en  el  fallo,  á  fin  de  fijnr 
la  jurisprudencia  én  tin  punto  que  es  de  capital  iu- 
terés. 

Los  artículos  308  y  309  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  obligan  al  juez  ¡i  impoticrjio  personal- 
mente de  los  autos  para  vei'  ai  puede  Callar  con  el 
mérito  de  ellos,  en  cuyo  caso  citará  á  las  partes 
para  oír  sentencia  deñoitÍv,i;  6  si  necesita  que  se 
rinda  prueba  xubre  algi'in  hecho  suattncial  y  perti- 
nente en  el  juicio.  Las  minutas  q<ic  en  este  último 
caso  se  pide  íí  las  partes  que  preKenten  dentro  <le 
cinco  días,  tienen  |M}r  objnto  fijar  en  concepto  de 
ellas  el  punto  preciso  de  la  controversia;  pero  el 
juez  coneKaK  minutas  ó  sin  ollas  debe  fijorr  los  pan- 
tos de  prueba  por  ¡tí  mihmo. 

El  artículo  309  dispone  qud  el  jaez  sólo  podrá  fijiir 
como  puntos  do  prueba  "los  hechos  siistancinles  oon- 
trovertidoa  en  los  escritos  anteriores  á  U  resolución 
que  ordena  rocibírla^',  de  modo  que  no  alterándose 
la  sustancia  del  hecho  robre  que  "huy  ó  puede  haber 
controversia"  como  dice  el  articulo  '.iOS,  el  juez  ti(>ne 
libertad  de  acción  para  pedir  á  las  partes  la  prueba 
sobre  los  puntos  que  le  parez-jan  pertinentes  y  con- 
ducentes al  esclarecimiento  de  la  verdad.  Debe  te- 
nerse presente  que  el  juez  debe  proceder  en  la 
forma  indicada  en  los  artículos  308  y  30i>,  aunque 
el  demandado  no  haya  contestado  la  demanda  y  se 


Se  fija  como  puntos  de  prueba  por  parte  de 

los  demandados  los  conteiiidos  en  los  núme- 
ros primero,  segundo,  tercero,  cuarto,  quinto» 
sextoyséptimodel  escrito  presentado  por  don 
Juan  Enríquez  Allende,  y  además  los  conteni- 
dos en  losnúmeros primero,  segundo  y  tercero 
del  escrito  presentado  por  don  Evandro  Re- 
yes E.,  por  doña  Juana  de  Dios  Reyes. 

Se  recibe  la  causa  á  prueba  por  todo  el  tér- 
mino legal  y  se  señala  para  la  recepción  de  la 
prueba  los  cuatro  últimos  días  del  término,  á 
la  una  P.  M  David  Costn  Pruneda. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Teniendo  en  consideración  que  se  han  fijado 
con  arreglo  á  la  ley  los  puntos  de  prueba  en 

proceda  en  su  rebeldía  (véase  sentencia  de  la  Corte 

de  Santiago,  Luco  con  de  la  Fuente,  1. 1  pág.  .^08); 
y,  por  lo  tiinto.  no  puede  tomarse  al  pie  de  la  letra 
la  expresión  del  inciso  2  "  del  artículo  309. 

Los  antiguas  leyes  de  procedimiento,  aún  bajo  el 
régimen  de  la  prueba  secreta,  daban  al  jues  facul- 
tades suficientes  para  asegurarse  de  la  verdad  de  los 
hechos.  La  ley  1 1  del  título  4."  de  la  Partida  3.»  de  - 
nía  en  su  expresivo  lenguaje;  "verdad  es  cosa  que 
los  judgadorcs  dyuen  catar  en  lo»  pleytos  sobre 
todas  las  otrat  citsa^  del  mundo  é  por  ende  qnando 
lat  partes  contionden  sobre  at[;ún  pleyto  eo  juyzio 
denen  los  judi^adores  ser  itriirtimos  m  puñar  de  m- 
br.r  Ja  rei  ihiil  ilel.pnr  cuiinlan  ma»rra»  pudieren" .  Ia 
ley  30  del  título  ló  de  la  misma  Partida,  permitía 
al  juez  llamar  al  testigo  cpie  ya  había  declarado 
para  explicar  los  puntos  dudost»  ú  oscuros  de  su  de- 
claración; y  todavía  la  ley  1 1  del  título  22  lo  fa- 
cultaba '  qnando  dubdiiren  en  (¡ue  manera  deuen 
dar  su  jtiyaio  en  razúo  ile  las  pruebas  c  de  los  dere- 
chos que  ambas  tas  partes  mostraron",  para  pregun- 
tar ''a  los  ornes  sabídores,  sin  Muspecha,  de  aquellos 
lugare»." 

El  Códiijo  de  Procedimiento  Civil  no  ha  limita- 
do ó  restringido,  antes  bien,  aumentado  estas  fii- 
cultades  del  joes,  obligándolo  á  imponerse  de  los 
autos  y  á  fijar  personalmente  los  puntos  de  pmeba 
que,  en  BU  concepto,  sean  necesarios  pai-a  fallar  «en 
verdad»  el  pleito.  Por  consifruiente,  dentro  de  los 
he[--bos  que  son  materia  de  la  litis,  el  jues  puede 
fijar  los  puntos  de  prueba  que  le  parezcan  pertiuea- 
tes  y  necesario^  al  esclarecimiento  de  los  antece- 
dentes que  han  de  servir  de  base  á  su  sentencia. 

Luis  Clauo  Sola«. 
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esta  causa,  se  confirma  la  resolución  apelada 
de  3  de  octubre  riel  año  próximo  pasado 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Parga,  quien  estuvo  por  revocar  la  dicha  re- 
solución y  declarar  que  deben  eliminarse  los 
puntos  de  prueba  que  se  señalan  en  dicho  auto 
conlosnúnieros  tercero,  cuarto,  quinto,  sexto, 
scptimo,  octavo,  noveno,  décimo  y  undécimo, 
por  reservar  pnra  definitiva  la  decisión  de  si 
los  puntos  de  prueba  que  se'dcterminan  afec- 
tan sólo  A  don  Juan  Enriquez  Allende  ó  si  de- 
deben  afectar  también  A  los  otros  demanda- 
dos, todo  en  virtud  de  las  consideraciones  que 
consigna  en  el  libro  respectivo.— R  Egaña.— 
Juan  N.  Purffa.—Exeqaieí  Figueroa  L.—Luis 
David  Craz. 

VOTO  ESPKCIAI. 

En  la  causa  seguida  por  don  José  Clotilde 
Enriquez  y  otros,  en  ngosto  de  1901,  contra 
donjuán  Enriquez  Allende}'  compartes,  sobre 
reivindicación  de  una  casa  y  demás  deducido* 
la  mayoría  del  Tribunal  ha  confirmado  la  re- 
solución de  3  de  octubre  de  1903. 

He  disentido  de  esta  resolución  y  opinado 
por  revocar  la  resolución  indicada  y  declarar 
que  deben  eliminarse  de  los  puntos  de  pruclia 
que  en  ese  auto  se  designan  por  parte  de  los 
demandantes,  los  que  llevan  los  números  ter- 
cero, cuarto,  quinto,  sexto,  péptimo,  octavo 
noveno,  décimo  y  undécimo. 

He  opinado  también  porque  se  reserve  para 
definitiva  la  decisión  de  si  los  puntos  de  prue- 
ba que  se  señalan,  afectan  sólo  á  don  Juan 
Enriquez  Allende  ó  si  deijen  afectar  asimismo 
á  todos  los  otros  demandados. 

La.  presente  cuestión  tícne  undoble  carácter, 
de  hecho  y  de  derecho,  y  es  de  necesidad  consi" 
derarla  bajo  estos  dos  aspectos. 

El  inciso  2^  del  artículo  309  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  establece  que  el  juez  sólo 
podrá  fijar  como  puntos  de  prueba  los  hechoS 
sustanciales  controvertidos  en  los  escritos  an- 
teriores á  la  resolución  que  ordena  recibirla. 

Prescindo  de  la  conducencia  que  pueden  te- 
ner, con  respecto  al  fallo  que  ha  de  pronun- 
ciarse, los  puntos  de  prueba  cuya  eliminación 
creo  que  debe  ordenarse,  y  me  concreto  á  in- 
quirir si  esos  hechos  fueron  alegados  por  los 


demandantes  en  los  escritos  que  precedieron 
al  auto  de  24  de  junio  de  1903,  que  declaró 
que  la  cuestión  era  de  hecho  y  ordenó  que  las 
partes  presentaran  sus  respectivas  minutas. 

El  examen  de  los  autos  me  demuestra  que 
ellos  no  fueron  'iTiatcria  de  la  discusión  entre 
las  partes,  y  que  los  demandados  vinieron  á 
conocerlos  solamente  después  que  los  deman- 
dantes los  expusieron  en  su  minuta. 

El  juez  los  aceptó  en  el  auto  apelado,  sin  que 
hubiera  podido  tomar  conocimiento  de  ellos 
por  otro  medio  que  la  exposición  que  le  hizo  la 
parte  interesada  en  la  minutacuando  ya  esta- 
ba cerrada  la  discusión. 

He  aquí  esos  hechos:  se  afirma  en  el  punto 
S**  de  esa  minuta  que  la  propiedad  materia 
del  juicio  quedó  arrendada  desde  la  muerte  de 
don  Miguel  María  Enriquez,  acaecida  en  sep- 
tiembre de  1863,  y  que  los  cánones  los  perci- 
bió don  Senén  Enriquez  en  calidad  de  manda- 
tario de  don  Clotilde  Enriquez,  marido  de 
doña  Leonor  Enriquez,  percepción  que  duró 
hasta  principios  de  1872. 

La  existencia  de  este  arrendamiento  sin  fe- 
cha inicial  y  sin  fecha  final,  la  intervención  de 
don  Senén  Enriquez  como  mandatario  y  la  ca- 
lidad dearrendadorque  se  atribuye  Adon  Clo- 
tilde Enriquez  son  hechos  no  mencionados  en 
los  escritos  de  fondo  y  que  por  lo  mismo  antes 
de  empezarse  los  trámites  referentes  A  la  prue- 
ba, no  pudieron  conocer  los  demandados  ni  el 
juez  mismo  que  les  ha  prestado  acogida  como 
antecedentes  que  es  dado  establecerpor  medio 
de  prueba  testimonial  para  que  sirvieran  de 
base  para  el  pronunciamiento  del  fallo. 

El  punto  4^  que  se  refiere  A  que  el  mismo 
don  Senén,  siempre  como  mandatario  de  don 
Clotilde,  percibió  los  cánones  desde  septiembre 
de  1863  hasta  principios  de  1872,  hecho  que 
se  halla  en  idéntico  caso  que  el  anterior. 

El  punto  5^  contiene  la  afirmación  de  que 
doña  Juana  de  Dios  Reyes,  viuda  de  don  Mi- 
guel María  Enriquez  vivió  en  su  fundo  "Santa 
Juana",  departamento  de  Puchacay,  desde  su 
matrimonio  con  dicho  Enriquez  hasta  media, 
dos  de  1872,  hecho  no  alegado. 

Bajo  el  número  6^  se  asegura  que  el  men- 
cionado don  Senén  Enriquez,  como  apoderado 
de  don  Clotilde,  quedó  A  cargo  de  la  propie- 
dad disputada  después  de  la  muerte  de  don 
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Miguel  María  Enríquez;  y  que  doña  Juana  de 
Dios  Reyes  á  principíosdelSTSempezóá  cons- 
trnir  la  casa  habitación,  con  motivo  de  haber- 
se ausentado  el  mandatario  don  Senén  Enrí- 
quez. 

Lo  que  aquí  se  aíinna  no  Mtá  mencionado 
en  la  discusión  en  forma  alguna,  pues  ni  aún 
aparece  el  nombre  de  la  persona  que  se  hace 
figurar  como  apoderado. 

En  igual  condición  se  encuentra  el  punto 
número  7^  en  el  cual,  después  de  repetir  los 
hechos  mencionados  en  el  precedente,  se  avan- 
za el  aserto  de  que  doña  Juana  de  Dios  Reyes 
viudade  don  Miguel  María  Enríquez  sólo  vino 
á  rendir  en  Concepción  á  mediados  de  1873  y 
que  desde  esa  fecha  prinñpió  á  habitar  la  casa 
litigada. 

En  el  8*  punto  se  sienta  el  hecho,  no  alega- 
do, de  que  la  construcción  estuvo  á  cargo  de 
don  José  Santos  Galindo. 

En  el  punto  9' se  asevera  que  doña  Juana 
de  Dios  Reyes  viuda  de  Enríquez  confesaba 
siempre  (juesólo  lepertenccía  parte  déla  cons- 
trucción que  había  hecho  en  1872  y  que  per- 
tenecían á  doña  Leonor,  Virginia,  Beatriz  y 
Adela  Enríquez  el  sitio  ycierta  partede  mura- 
llas y  materiales. 

Estas  confesiones  que  se  mencionan  en  dicho 
número  no  figuran  entre  los  hechos  sobre  que 
había  rodado  la  discusión 

El  número  10  se  refiere  á  que  la  señora  Re- 
yes de  Enríquez  pretendió  comprar  á  Beatriz 
y  Adela  Enríquez  sus  acciones  y  derechos  en 
la  propiedad  disputada,  reconociéndoles  los 
que  en  ella  tenían  y  tal  reconocimiento  y  pro- 
yectos de  compra  no  se  alegaron  en  la  discu- 
sión á  que  me  he  referido. 

Bastaría,  á  mi  juicio,  que  los  puntos  de 
prueba  que  acepta  el  auto  apelado  adolezcan 
del  defecto  capital  de  no  haber  sido  materia 
de  la  discusión  de  fondo,  para  que  sean  elimi- 
nados; pero  la  admisión  de  tales  hechos,  acep- 
tándose desde  luego  que  sobreellos  pueda  ren- 
dirse prueba  testimonial  válida,  implica  una 
resolución  que  está  en  pugna  con  el  sistema 
que  ha  creado  el  Código  de  Procedimiento 
Civil  sobre  la  prueba  de  testigos,  como  lo  está 
con  los  principios  que  sirven  de  fundamento  á 
ese  mismo  sistema  y  con  el  tenor  de  algunas 
de  sus  disposiciones. 


Cualesquiera  que  sean  las  reglas  que  se  es- 
tablezcan para  fijar  el  procedimiento  á  que 
debía  someterse  la  prueba  testimonial,  rige  el 
principio  de  que  las  partes,  en  un  período  dado 
de  la  sustanciación  de  la  causa,  deben  darse  á 
conocer  mutuamente  los  hechos  en  que  apo- 
yan sus  peticiones,  siendo  deber  suyo  proceder 
en  forma  clara  y  precisa,  para  que  ninguna 
de  ellas  quede  privada  de  rendir  prueba  dirigí* 
da  á  establecer  la  falta  de  verdad  de  las  ase- 
veraciones que  hace  su  contendor  como  ante- 
cedentes de  la  declaración  que  pide  se  pronun-' 
de  á  su  favor. 

Si  se  siguiese  una  regla  distinta,  resultaría 
que  uno  de  los  contendientes  podría  llegar  á 
encontrarse  con  Ja  comprobarión  de  hechos 
que  no  se  le  habían  dado  á  conocer  en  tiempo 
oportunoy  que,  por  la  misma  razón,  no  había 
estado  en  su  mano  contradecir  ni  impugnar, 
ni  producir  prueba  para  establecerla  falsedad 
ó  la  inexactitud  de  tales  hechos. 

Los  hechos  deben  ser,  pues,  alegados  para 
que  puedan  ser  controvertidos  y  esta  contro- 
versia ha  de  quedar  terminada  antes  de  que 
se  decreten  los  trámites  encaminados  á  recibir 
la  prueba  de  testigos. 

Otro  principio  inconcuso  es  el  de  que  incum- 
be al  juez  estimar  la  conducencia  délos  hechos 
que  las  partes  invocan  con  relación  á  la  sen- 
tencia que  ha  de  pronunciarse  y  juzgar  acerca 
de  la  oportunidad  de  su  alegarión  y  de  la  efi- 
cacia de  la  prueba  que  sobre  ellos  se  produzca. 

Lo  repito,  cualquiera  que  sea  el  sistema  que 
se  adopte  sobre  esta  materia,  es  menester  que 
se  subordine  á  estos  principios. 

La  designación  de  los  puntos  de  prueba  es 
de  necesidad  que  alguien  la  haga,  pero  no  es 
de  rigor  que  ella  sea  una  atribución  exclusiva 
del  juez. 

En  cuanto  &  las  dos  reglas  generales,  no 
hay  diferencia  alguna  esencial  entre  el  proce- 
dimiento antiguo  y  el  que  consagra  el  nuevo 
Código,  pero  en  cuanto  á  la  fijación  de  los 
puntos  de  prueba  ha  hecho  un  cambio  sustan- 
cial, que  debo  tomar  en  cuenta  para  juzgar  si 
el  auto  apelado  debe  mantenerse  ó  revocarse. 

La  ley  anterior,  en  los  juicios  de  más  de  mil 
pesos,  entregaba  la  determinación  de  las  cues- 
tiones de  hecho  y  la  rendición  de  la  prueba  de 
testigos  al  criterio  y  al  interés  de  las  partes, 


Digitized  by 


Google 


JURISPRUDENCIA 


79 


asignando  al  juez  sobre  estos  particulares  un 
papel  enteramente  pasivo. 

Unicamente  al  dictar  sentencia  definitiva 
venia  el  juez  á  pronunciarse  sobre  la  condu- 
cencia de  los  hechos  alegados  por  las  partes, 
sobre  la  oportunidad  de  su  alegación  y  sobre 
la  eficacia  de  las  pruebas  rendidas. 

Este  sistema  daba  lugar  á  defensas  poco 
ordenadas  y  á  la  alegación  de  hechos  presen- 
tados calculadamente  sin  la  necesaria  preci- 
sión, ó  extraños  á  la  cuestión,  produciéndose 
de  esta  manera  discusiones  estériles,  y  por  fin 
imponía  al  juez  la  pesada  labor  de  aceptar 
unos  hechos  como  conducentes  y  oportuna- 
mente alegados  y  rechazar  otros  por  imperti- 
nentes ó  por  no  alegados  en  el  tiempo  debido. 

Tenía,  sin  embargo,  la  ventaja  de  que  la 
opinión  del  magistrado  se  conservabaen  com- 
pleta reserva  hasta  el  pronunciamiento  del 
fallo. 

Contra  este  procedimiento  ha  reaccionado 
nuestra  legislación  actual,  dando  exclusiva- 
mente al  juez  la  atribución  de  señalar  cuáles 
hechos  son  los  que  necesita  que  se  establezcan 
para  pronunciarse  acertadamente  sobre  la 
cuestión  debatida,  y  cuáles  de  aquellos  que  las 
partes  alegan  deben  ser  abandonados  porque 
no  conducen  á  la  decisión  del  negocio. 

Pero  esta  importante  atribución  está  so- 
metida A  trabas  que  encierran  al  juez  en  un 
marco  de  estrechos  límites. 

Prescribe  el  artículo  308  ya  citado  que, 
concluidos  los  trámites  que  deben  preceder  á 
la  prueba,  el  juez  examinará  por  sí  mismo  los 
autos  y  si  estimare  que  hay  ó  puede  haber 
controversia  sobre  algún  hecho  sustancial  y 
pertinente  en  el  juicio,  ordenará  que  cada  par- 
te presente  dentro  de  cinco  días  una  minuta 
de  los  puntos  sobre  que  piensa  rendir  prueba 
de  testigos. 

Dentro  de  este  mismo  plazo  de  cinco  dias, 
según  lo  dispone  el  artículo  361,  deberá  cada 
una  de  las  partes  acompañar  una  nómina  de 
los  testigos  de  que  piensa  valerse,  con  expre- 
sión de  nombre  y  apellido,  domicilio  y  profe- 
sión ú  oficio  y  sólo  se  examinarán  los  testigos 
que  figuren  en  dicha  nómina. 

Como  se  ve,  la  ley  quiere  que  en  un  plazo 
breve  yen  un  periodo  determinado  del  proceso 
el  jncz  resnelva  si  la  causa  es  de  hecho  ó  no  lo 


es,  debiendo,  para  decidir  lo  primero,  partirdel 
antecedente  de  que  hay  hechos  sustanciales, 
pertinentes  y  controvertidos  en  el  juicio,  ha- 
ciendo esta  estimación  por  criterio  propio  y 
en  virtud  del  examen  de  los  autos. 

Al  mismo  tiempo  han  de  presentarse  las  mi- 
nutas de  los  puntos  de  prueba  y  las  nóminas 
de  testigos  que  los  interesados  exhiben. 

¿Qué  hechos  tomará  en  cuenta  el  juez  en  el 
ejercicio.de  esta  atribución,  al  declarar  que  la 
cuestión  exige  prueba  y  al  resolver  Alavés  que 
por  este  motivo  las  partes  presenten  sus  res- 
pectivas minutas? 

La  respuesta,  en  mi  sentir,  fluye  dataral- 
mente  de  la  pregunta. 

Esos  hechos  no  son  ni  pueden  ser  otros  que 
los  alegados  en  los  escritos  precedentesal  exa- 
men que  de  los  autos  hace  el  juez,  los  cuales  ha 
estimado  como  sustanciales  y  conducentes,  se- 
gún el  criterio  que  se  ha  formado  antes  de  exi- 
gir á  los  contendientes  ta  presentación  de  sus 
respectivas  minutas. 

Por  consiguiente,  los  hechos  consignados  en 
estas  mismas  minutas  no  son  ni  pueden  ser 
sino  los  que  el  juez  tiene  á  la  vista  y  que  lo  in- 
ducen á  resolver  que  la  cuestión  es  de  prueba 
en  razón  de  que  en  ella  se  ventilan  hechos  sus- 
tanciales y  pertinentes. 

Transcurrido  el  plazo  de  cinco  dias,  dentro 
del  cual  deben  tener  lugar  tanto  la  declaración 
del  juez  de  que  hago  mérito,  como  la  presenta- 
ción de  minutas  y  de  listas  de  testigos,  con  lo 
cual  la  ley  restringe  la  acción  de  las  partes  á 
determinados  elementos  de  que  pueden  echar 
mano  para  producir  la  prueba,  viene  el  ejerá- 
do  de  otra  atribución  del  juez,  tan  importan- 
te  como  la  que  acaba  de  mencionarse  y  que  se 
encamina  á  que  la  prueba  no  salga  de  los  limi- 
tes en  que  es  valedera  y  útil  para  la  resolución 
del  litigio. 

Esta  atribución  consiste  en  que  el  juez  fije 
como  puntos  de  prueba  los  hechos  sustancia- 
les controvertidos  en  los  escritos  anteriores  A 
¡a  resolución  que  ordena  recibirla,  que  no  es 
otra  que  aquella  que  señaló  el  plazo  de  cinco 
dias  y  ordenó  la  presentación  de  minutas  y  de 
nóminas. 

Al  dictar  esta  resolución  el  juez  ejercita  li- 
bremente su  criterio  y  prescinde  de  los  hechos 
que  las  partes  menáonan  en  sus  minutas,  ya 
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que  sólo  pufde  señalar  como  pantos  de  prueba 
los  que  reúnen  estos  requisitos:  1'  que  sean 
sustanciales,  cotta  que  sólo  él  puede  juzgar:  2^ 
que  hayan  «do controvertidos,  loque  también 
estima  él  solo. 

Los  minutas  pueden  sin  duda  contener  he 
chos  que  reúnan  estas  condiciones,  y  esto  eu_ 
cederá  de  ordinario;  pero  también  puede  acón, 
tscer  que  contengan  hechos  impertinentes  6 
que  sólo  se  hayan  mencionado  en  la  cansa 
cuando  se  leshaya  hecho  figuraren  las  misma^ 
minutas,  como  sucede  en  el  caso  actual;  y  es 
visto  que  siempre  que  se  presente  tal  situación» 
el  juez  no  puede  conformar  su  fijación  de  pun_ 
tos  de  prueba  con  la  que  contengan  las  minu. 
tas,  en  la  parte  en  que  sean  viciosas.  La  fija 
ción  de  estos  puntos  es,  como  deda  antes,  atri- 
bución exclusiva  del  juez,  y  para  tomarlos  la 
ley  le  señala  como  fuente  única  la  controversia 
de  las  partes  anterior  á  la  presentadón  de  las 
minutas  y  no  esas  mismas  minutas,  las  que* 
además,  no  son  piezas  que  se  controvierten^ 
atendida  su  naturaleza  y  el  momento  en  que 
aparecen  en  la  causa,  posterior  á  la  declara- 
ción de  que  el  juicio  requiere  prueba  de  tes- 
.  tigos. 

Estimo  que  el  auto  apelado  se  separa  de  la 
letra  y  del  espíritu  de  las  disposiciones  que  ri- 
gen hoy  día,  porque  el  jues  no  tómalos  hechos 
de  entre  los  controvertidos  por  las  partes  en 
)os  escritos  de  fondo,  pues  los  que  sostengo  que 
deben  eliminarse  no  fueron  siquiera  menciona- 
dos, porque  los  tomó  á  granel,  puede  decirse, 
de  la  minuta  que  le  presentó  una  de  las  partes; 
porque  si  se  retira  de  loa  autos  esa  minuta  y 
se  ordena  al  juez  que  señale  los  puntos  de  pnie. 
ba,  no  podría  señalar  los  que  ha  aceptado,  á 
menos  que  los  retuviera  de  memoria;  porque, 
vuelvo  A  decirlo,  las  piezas  de  discusión  ante- 
riores de  los  autos  no  se  los  podrían  revelar. 

La  resolución  apelada  coloca  á  las  partes 
en  una  situación  desigual  para  la  defensa  de 
sus  derechos  y  que  por  esta  razón  no  puede 
aceptarse. 

Los  demandantes,  en  virtud  de  ella,  podrían 
rendir  prueba  sobre  todos  los  hechos  que  el 
juez  ha  admitido,  al  paso  que  losdemai^ados 
se  encuentran  en  im[)OsibilÍdad  absoluta  de 
producirla  sobre  ellos. 

Si  esta  imposibilidad  naciera  de  un  hecho  ó 


culpa  imputable  á  los  demandados,  tal  «tna- 
cion,  desventajosa  para  su  defensa,  nada  ten- 
dría de  irregular;  pero  no  es  así. 

Ya  no  pueden  presmtarse  testigos  sabedo- 
res de  los  hechos  porque  no  acompañaron 
nómina  de  dios,  y  ésta  no  se  presentó  sen- 
cillamente porque  era  imposible  acompañarla, 
á  causa dequelos hechos  no  habían  sido  mate- 
ria de  la  discusión  y  sólo  vinieron  &  mencio- 
narse después  del  auto  que  declaró  que  era 
procedente  la  prueba  testimonial. 

La  causa  de  los  demandados  será  juzgada 
en  virtud  déla  comprobación  de  hechos  sobre 
los  cuales  el  procedimiento  empleado  por  el 
juez  los  ha  puesto  en  la  imposibilidad  de  ren- 
dirla. 

He  aquí  una  cuestión  que  hace  surgirel  auto 
apelado,  dadas  las  condiciones  en  que  se  ha 
pronunciado  y  la  circunstancia  de  que  provo- 
que y  deje  pendiente  una  duda  de  tanta  tras- 
cendencia, es  un  motivo  que  be  tenido  pre- 
sente para  opinar  por  la  revocación.  Daré 
brevemente  las  razones  en  que  me  fundo. 

Si  esta  causa,  por  lo  que  toca  á  la  prueba, 
se  hubiera  podido  someter  al  procedimiento 
vigente  al  tiempo  de  su  iniciación,  el  juez, 
una  vez  evacuada  la  duplica,  la  habría  recibi- 
do á  prueba  y  la  minutaque  han  acompañado 
los  demandantes  y  que  el  juez  ha  hecho  saya, 
habría  sido  presentada  en  forma  de  interro- 
gatorio reservado. 

La  pmeba  que  se  rindiera  habría  sido  deses- 
timada en  definitiva,  por  abundinte  y  con- 
creta que  fuese,  por  adolocer  del  defecto  de 
versar  sobre  hechos  que  no  se  dieron  á  cono- 
cer á  la  contra-parte  en  tiempo  oportuno. 

De  esta  manera  no  cabría  la  posibilidad  de 
que  uno  de  los  contendientes  llegara  á  ser  jua- 
gado sin  una  defensa  tan  completa  como  la 
de  su  contendor. 

I/O  mismo  pienso  que  ha  de  suceder  ahora 
por  una  fuerte  razón  de  justicia,  á  pesar  de 
que  la  estimación  en  definitiva  sobre  si  tales 
ó  cuáles  hechos  se  alegaron  oportunamente  6 
no,  para  desecharlos  ó  admitirlos  como  ante- 
cedentes inductivos  del  fallo,  no  parece,  á  mi 
juicio,  conformarse  con  el  sistema  que  ha  es- 
tablecido el  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Llama  este  Código  al  juez  á  pronunciarse 
sobre  si  los  hechos  alegados  son  conducentes 
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6  no,  en  el  momento  de  calificar  si  la  causa  es 
de  hecho  6  de  derecho. 

Quiere  la  ley  que  al  dictarse  el  fallo  de6niti- 
To  se  hallen  eliminados  del  proceso  los  hechos 
alegados  por  las  partes  que  no  conducen  á  la 
decisión  del  litigio,  y  quiere  también  que  no 
sea  posible  prueba  alguna  que  recaiga  sobre 
hechosno  controvertidos  por  las  partes,  como 
son  todos  los  aducidos  depués  de  terminada 
la  discusión. 

Bste  propósito  de  la  ley,  que  puede  llamar- 
se de  mero  orden,  si  al  sistema  creado  por  ella 
no  se  le  atribuye  un  alcance  mayor,  no  queda 
satisfecho  en  el  auto  del  juez  a  quo  y  ésta  es 
otra  razón  que  tengo  para  opinar  por  su  re- 
vocación. 

Los  hechos  expuestos  por  los  demandantes 
en  su  minuta  y  acogidos  por  el  juez  importan 
además  un  cambio  sustancial  de  las  bases  en 
que  se  trabó  la  litis  y  se  empeñó  la  discusión, 
y  pienso  que  este  cambio  no  es  admisible. 

Lo  que  digo  se  descubre  fácilmente  si  se 
comparan  los  hechos  que  he  recordado  al  prin- 
cipio con  los  antecedentes  en  que  la  demanda 
se  apoya. 

Se  funda  ésta  en  que  el  predio  litigado  fué 
adjudicado  en  partición  á  los  menores  hijos  de 
don  Ettttbio  Bnrfquez  y  doña  Carmen  Reyes, 
Leonor,  Virginia,  Beatriz  y  Adela,  de  quienes 
fué  guardador  don  Miguel  Marfa  Bnríquez  y 
fallecido  éste,  su  viuda,  doña  Juana  de  Dios 
Reyes,  concluyó  el  edificio  que  se  hab!a  empe- 
zado y  una  vez  terminado,  se  instaló  en  la 
casa  y  la  destinó  á  sus  habitaciones  propias 
y  de  su  familia  y  al  arrendamiento  de  alma- 
cenes en  los  departamentos  que  dan  á  la  calle 
de  Freiré,  lo  que  le  reportó  entradas  que  le 
permitieron  durante  veintey  siete  años  aten- 
der sus  gastos,  manteniendo  su  rango  social 
con  holgura,  y  aún  proteger  á  sus  parientes 
escasos  de  fortuna. 

Considerando  poseedora  de  mala  fe  á  la  se- 
ñora Reyes,  los  demandantes  piden  que  se  les 
mande  restituir  la  casa  con  sus  frutos,  yla  di- 
rigen contra  los  sucesores  de  dicha  señora  á 
titulo  universal  y  á  título  singular. 

Doña  Juana  de  Dios  Reyes  Bntiqoez,  una  de 
las  personas  demandadas,  en  la  contestación 
á  la  demanda  dedujo  reconvenáón  para  que 
en  virtud  de  la  misma  demanda  y  coa  el  mi- 
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rito  de  los  antecedentes,  se  declare  que  es  due- 
ña de  toda  la  propiedad  en  la  porción  heredi- 
taria que  se  le  reconoce  y  que  los  demandantes 
no  tienen  derecho  alguno  sobre  ella. 

Esta  misma  señora  en  la  dtiplica  alega  en 
su  defensa  la  prescripción  extraordinaria. 

Trabada  de  esta  manera  la  litis,  creo  que 
no  han  podido  admitirse  como  puntos  de 
prueba  hechos  como  los  que,  en  mi  opinión, 
debeneliminarse,  comoencaminadosá  colocar 
la  cuestión  en  un  terreno  en  que  no  ha  sido  de- 
batida. 

Concepción,  29  de  abril  de  1904>.— /oait  N, 


Corte  de  Saatiago  12  de  octabi  e  de  1904 

Echererria  con  Club  Hípico  de  Santiago 

Oompetenola.— Arbitraje.-Obllgaolón 
de  los  duefioB  de  caballos. 

Doctrina:~£/  arbitraje  de  los  comisa- 
rios jr  directorio  del  Club  Hípico  de  San- 
tiago, establecido  por  los  artículos  10, 
19,  26 y  212  de  su  reglamento,  es  obliga- 
torio para  los  dueños  de  caballos  que  sean 
inscriptos  para  correr;  jr,  por  lo  tanto, 
la  Justicia  ordinaria  no  es  competente 
para  conocer  de  una  demanda  que  tiene 
por  objeto  se  establezca  que  el  orden  de 
llegada  de  los  caballos  en  una  carrera  fué 
diverso  del  declarado  por  ios  comisarios 
del  Club  y  que  deben  pagarse  al  deman- 
dante el  premio  de  la  carrera^  el  valor 
de  las  apuestas  mutuas  correspondiente 
y  los  perjuicios  consiguientes. 


Don  Florencio  Echeverría,  demandando  al 
Club  Hípico  de  Santiago  expone  que  en  una 
de  la«  carrerav  Tcrificadas  el  17  de  enero  del 
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presente  apo,  en  la  que  tomaron  parte  los  ca- 
ballos Pieve.  Charivari,  Etoile,  Fatuo,  Visión, 
Fierro  y  Belzebú,  un  "Omnium  Handicap"  de 
1,800  metros,  "premio  Hic"  de  800  pesos,  la 
yegua  Etoile  de  su  propiedad  ganó  la  carrera 
sin  dificultad  alguna  y  aventajando  á  sus  ri- 
vales en  cinco  cuerpos  por  lo  menos  durante 
todo  el  trayecto. 

Foco  después  de  terminada  la  carrera  el 
juez  de  llegada  don  Daniel  Vial  dió  á  su  yegua 
Etoile  el  primer  lugar,  el  segundo  A  Charivari, 
el  tercero  á  Fatuo,  el  cuarto  á  Belzebú,  el  quin- 
to á  Fierro  y  Visión  y  el  sexto  á  Pieve;  que  pa- 
sado algún  rato  y  aún  después  de  autorizado 
el  pago  de  las  apuestas  mutuas,  se  dió  otro  or- 
den de  llegada  colocando  en  último  lugar  á 
Etoile  por  un  reclamo  que  el  propietario  de 
Charivari  habfa  interpuesto  ante  el  mismo  se- 
ñor Vial  en  su  carácter  de  comisario,  fundán- 
doce  en  que  el  jinete  de  Etoile  había  dado  un 
huascazo  á  aquel  caballo  impidiéndole  correr. 

El  artículo  10  del  Reglamento  del  Club  Hí- 
pico  de  Santiago  dispone  que  los  comisarios 
"resolverán  todas  las  dificultades  que  se  pre- 
senten respecto  de  las  carreras  durante  el  mee- 
í/n£^'  es  decir,  "la  reunión  para  tener  carreras 
en  un  día  determinado."  El  artículo  19  agrega 
que  "elfallode  los  Comisarios  6  del  Directorio, 
en  caso  de  apelación,  será  definitivo  y  en  nin- 
gún caso  podrá  ser  llevado  ante  los  Tribuna- 
lea  de  Justicia,"  y  el  26,  qne  "el  fallo  del  juez 
de  llegada  será  decisivo  y  el  orden  de  los  caba- 
llos fijados  por  él  no  podrá  alterarse  sino  por 
reclamo  admitido  contra  el  ganador  ó  contra 
cualquiera  de  los  caballos  "places"  ó  también 
por  corrección  ó  modificación  del  mismo  juez 
de  llegada,  siempre  qne  se  cerciore  de  que  había 
cometido  un  error;  pero  esa  corrección  sólo 
podrá  efectuarse  antes  que  se  haya  pesado  A 
los  caballos  "plac^"  y  siempre  que  tenga  la 
aprobación  de  los  comisarios".  Finalmente  el 
artículo  212  establece  que  "todos  los  reclamos 
se  resolverán  por  los  comisarios;  pero  éstos 
pueden  discrecíonalmente  conceder  ó  negar  la 
apelación  de  sus  resoinciones  para  ante  el  Di- 
Kctorio". 

£1  demandante  analiza  estas  disposiciones 
que  cree  han  sido  mal  aplicadas  y  concltiye 
demandando  A  la  Sociedad  para  que  se  declare 
qnt  no  Ic  afecta  la  designación  del  orden  de 


llegada  fijada  por  las  personas  á  que  alade 
que,  á  su  juicio,  no  tenían  competenda  para  re- 
solver el  reclamo,  que  el  orden  de  llegada  es  el 
que  indica  y  que  se  le  debe  pagar  el  precio  <3e 
la  carrera,  el  valor  <lu  las  apuestas  mutuas  jr 
tos  perjuicios  que  fija. 

La  Sociedad  demandada  declinó  de  la  com- 
petencia de  la  justicia  ordinaria  para  conocer 
de  la  demanda  con  arreglo  A  las  disponcioocs 
reglamentarias  transcriptas. 

El  juzgado  resolvió: 

Santiago,  16  de  mayo  de  1904.— Vistos- 
Con  el  mérito  de  los  antecedentes  y  lo  expues: 
to  por  las  partes  se  declara  sin  lugar,  con  cos- 
tas, el  artículo  formulado  en  el  escrito  de  fs.  2 
y  contéstese  directamente  á  la  demanda  en  ei 
término  legal. — Ahumada, 

La  Oorte: 

Vistos:  teniendo  presente  que  con  arreglo  & 
lo  establecido  en  los  artículos  10, 19, 26  y  212 
del  Reglamento  del  Club  Hípico  de  Santiago 
la  cuestión  promovida  por  don  Florencio 
Echeverría  en  su  demanda  está  sujeta  al  co- 
nocimiento de  loa  comisarios  y  Directorio  de 
dicha  institución  y  que  las  referidas  prescrip- 
ciones son  obligatorias  para  los  dneños  de  ca- 
ballos qne  se  inscriban  para  correr,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  16  de  mayo  último  y  se  de- 
clara queel  juezde  letrases  incompetente  para 
conocer  en  la  referida  demanda.— A.  Veta- 
ra A.— A.  Montt.—B.  Castillo, 


Corte  de  Santiago  17  de  diciembre  de  1904 

Fierro  v.  de  Z.  con  Godoy 

Oargo;  quién  debe  ponerlo.  — Nómi- 
na de  teatigros:— Minuta  de  puntos 
de  prueba  —Plazo  fatal. 

Doctrina:— ilungue  la  kjr  ordena  que 
todo  escrito  debe  presentarse  al  Tribunal 
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de  la  causa  por  conducto  del  secretario 
respectivo,  no  puede  considerarse  viciado 
de  nulidad  el  acto  que  deba  ejecutarse 
dentro  de  un  plazo  fatal,  como  es  la  pre- 
sentación de  la  minuta  de  puntos  de  prue- 
ba y  lista  de  testigos  en  el  Juicio  ordina- 
rio, por  el  hecho  de  haber  presentado  el 
escrito  respectivo  ante  otro  secretario 
para  que  le  ponga  cargo  en  ausencia  del 
secretario  de  la  causa,  con  tal  que  dicha 
presentación  haya  tenido  lugar  antes  de 
las  doce  de  la  noche  del  último  día  del 
plazo. 


En  un  juicio  seguido  ante  el  segundo  Juzga- 
do de  Santiago  por  doña  Carmen  Fierro  v. 
de  Z.  contra  «don  Clodomiro  Godoy,  se  orde- 
nó por  el  Juzgado  que  las  partes  presentaran 
minutas  de  prueba  y  listas  de  testigos. 

El  apoderado  de  la  demandante  presentó 
su  escrito  con  la  minuta  y  lista  indicadas,  el 
último  día  del  término  ante  el  secretario  del 
primer  juzgado  por  estar  cerrada  ya  la  secre- 
taría del  segundo  juzgado  y  no  haber  podido 
ver  al  secretario. 

£1  demandado  reclamó  y  pidió  se  declarase 
sin  valor  la  minuta  y  lista  por  haber  pasado 
el  plazo  en  que  debieron  presentarse  ante  el 
secretario  de  la  causa,  único  que  podía  reci- 
birla; el  juzgado  con  fecha  2  de  agosto  último 
resolvió: 

Vistos  y  teniendo  presente: 

1'  Que  el  artículo  31  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  dispone  que  todo  escrito  debe 
presentarse  al  Tribunal  de  la  causa  por  con- 
ducto del  secretario  respectivo; 

2^  Que  el  artículo  33  del  citado  Código  or- 
dena que  entregado  un  escrito  al  secretario 
debe  éste,  en  el  mismo  día,  estampar  en  cada 
foja  la  fecha  6  su  media  firma  ó  un  sello,  auto- 
rizado por  la  respectiva  Corte  de  Apelaciones 
y  que  designe  la  oficina  y  la  fecha  de  la  presen- 
tación; 

3^  Que  et  artículo  34,  consecuente  con  lo  ex- 
puesto, manda  que  el  secretario  presente  todo 


escrito  el  mismo  dfa  en  que  se  le  entrega  Ó  al 

día  siguiente  hábil; 

4'  Que  el  artículo  67  del  recordado  Código 
dice  á  la  letra:  "Los  derechos  para  cuyo  ejer- 
cicio se  concediere  un  término  fatal  6  que  su- 
pongan un  acto  que  debe  ejecutarse  "en  ó  den- 
tro de  cierto  término",  se  entenderán  irrevo- 
cablemente extinguidos  por  "el  ministerio  solo 
de  la  ley",  si  no  se  hubiesen  ejercido  antes  del 
vencimiento  de  dichos  términos; 

5'  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
el  plazo  para  presentar  la  nómina  de  testigos 
expiraba  con  el  día  21  de  julio; 

6'  Que  la  minuta  y  nómina  de  fs.  51  vta. 
se  presentó  á  la  secretaría  de  este  juzgado  con 
fecha  22  de  julio,  según  consta  del  sello  de  fs. 
51  y  del  certificado  de  fs.  51  vta.;  y 

7'  Que,  en  consecuencia,  la  doctrina  de  nues- 
tro procedimiento  civil  no  da  mérito  sino  á 
los  actos  del  respectivo  secretario,  é  impide 
que  por  cualquiera  consideración  se  contraríe 
el  mandato  imperativo  de  la  disposición  tras- 
crita en  el  considerando  4^,  lo  que  está  sobre 
cualquiera  consideración  de  equidad  que  pu- 
diera asistir  en  este  caso,  desde  que  al  juez  no 
le  es  dado  otra  cosa  que  aplicar  la  ley. 

Se  declara  que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  don 
Clodomiro  Godoy  en  su  escrito  de  fs.  52. -~ 
Dagoherto  Lagos. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Vistos  y  teniendo  presente: 
1'  Que  por  resolución  de  fs.  48,  de  fecha  15 
de  julio  del  presente  año,  se  ordenó  á  las  par- 
tes que,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 308  y  361  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  presentaran  sus  minutas  de  prueba  y 
nóminas  de  testigos  en  el  término  de  cinco 
días,  el  cual  debía  expirar  el  veinte  y  uno  del 
indicado  mes,  porque  el  diez  y  ocho  era  día 
festivo; 

2^  Que  la  minuta  y  nómina  de  fs.  49  y  50 
de  la  parte  de  doña  Carmen  Fierro  de  Za- 
ñartu,  se  exhibieron  el  atado  día  veinte  y  uno 
de  julio  al  secretario  del  primer  juzgado  de 
letras,  señor  Lira,  quien  dejó  constancia  del 
hecho  al  pie  del  escrito  de  fe,  51,  y  se  entrega- 
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ron  al  día  siguiente  al  secretano  señor  Baña- 
dos para  que  las  llevara  al  señor  juez  que  co- 
nocía de  la  causa; 

3^  Que  asevera  el  mandatario  de  la  señora 
Fierro  de  Zañartu,  haberse  visto  obligado  á 
proceder  en  esa  forma,  poiX|ne  en  la  tarde  de 
ese  día,  que  era  el  último  del  plazo,  encontró 
cerradas  la  secretaría  y  la  oficina  del  juzgado 
respectivo,  aseveración  que,  aunque  no  se 
comprobó  en  primera  instancia,  no  ha  sido 
contradicha  por  la  parte  contraría; 

4^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  49 
del  Código  Civil,  cuando  se  dice  que  un  acto 
debe  ejecutarse  en  6  dentro  de  cierto  plazo,  se 
entenderá  que  vale  si  se  ejecuta  antes  de  las 
doce  de  la  noche  en  que  termina  el  último  día 
de  dicho  plazo; 

5^  Que  la  circunstancia  de  que  el  represen- 
tante  de  la  señora  Fierro  de  Zañartu  no  encon- 
trara en  la  tarde  del  referido  día  veinte  y  uno 
de  julio  al  secretario  de  la  cansa  para  hacerle 
entrega  de  su  minuta  de  prueba  y  nómina  de 
testigos,  no  puede  estimarse  como  bastante 
para  declarar  extinguido  el  derecho  de  esta 


parte,  ya  que  hay  testimonio  fehaciente  de 
que  presentó  esos  documentos  á  otro  srcreta- 
tarío,  para  el  ol:^eto  de  dejar  establecido  el 
cumplimiento  de  la  obligación  que  la  ky  k 
imponía  al  respecto; 

6^  Que  si  bien  el  articulo  31  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  dispone  que  todo  escrito 
deberá  presentarse  al  tribunal  de  la  causa  por 
conducto  del  secretario  respectivo,  tal  pre- 
cepto no  importa  que  haya  de  considerarse 
viciado  de  nulidad  el  acto  que  deba  ejecutarse 
dentro  de  un  plazo  fatal,  si  no  se  lleva  á  tér- 
mino con  la  precisa  concurrencia  de  dicho  fun- 
cionario, sobre  todo  en  presencia  de  hechos 
como  los  ocurridos  en  el  presente  caso. 

Se  revoca  la  resolución  apelada  defecha  dos 
de  agosto  último,  y  se  declara:  que  no  ha 
lugar  á  lo  pedido  por  el  demandado  en  su 
escrito  de  fs.  52. 

Acordada  amtra  el  voto  del  señor  Ministro 
Montt  Péntf  quien  estuvo  por  confirmar  la 
referida  resolución. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Benavente. 
—A.  VergiwaA,-^,ídoatt,— Darlo Benavente. 
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Corte  de  Santiago. —30  de  janio  de  1904- 

Municipalidad  de  Melipilla  con  deudores  mo- 
rosos de  contribuciones 

Efecto  retroactivo. -Reoaudador;  pro- 
curador y  ministro  de  fó.  -  Ley  de 
20  de  enero  de  1883. 

Doctrina:  — £/  nombramiento  de  re- 
caudadores de  contribuciones t  autoriza- 
do por  el  número  '2P  del  artículo  2S  de 
la  ley  de  20  de  enero  de  1883^  no  es  ma^ 
feria  de  que  trate  el  Código  de  Procedi- 
miento Civil  y  por  consiguiente  puede 
hacerse  bajo  ¡a  vijencia  de  dicho  Código. 


£1  tesorero  de  la  Municipalidad  de  Melipilla 
se  presentó  entablando  ejecución  contra  los 

deudores  morosos  de  coatribucíones  ypidiú  se 
nombrara  &  la  persona  que  proponía  como 

APELACIONES 


recaudador  A  quien  se  autorizase  para  |>crcibir 
y  proceder  como  receptor. 

El  juzgado  mandó  despachar  el  mandamien. 
tü  de  embargo  solicitado  pero  negó  lugar  a) 
nombramiento  de  recaudador  por  decreto  de 
24  de  diciembre  de  1903. 

Apelada  esta  sentencia 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

Que  el  nombramiento  de  recaudadores  íí  que 
se  re6ere  el  número  2*^  del  artículo  28  de  la  lev 
de  20  de  enero  de  1883,  en  el  doble  carActer 
que  aquellos  tienen  de  procurador  y  de  minis- 
tro de  fe  no  es  materia  del  Código  de  I'roce- 
dimiento  Civil  y  en  el  hecho  no  trita  del  caso 
dicho  Código. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  el  artículo 
final  del  mismoCódigo,  se  revoca laiesolución 
de  24  de  diciembre  último,  en  la  parte  ape- 
lada, y  se  declara  que  ha  lugar  á  lo  pedido  en 
el  primer  otro^  del  escrito  de  fs.  5.—L.  R. 
Mora.— Luis  Barriga.~J.  Agustín  Rojas. 
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Corte  fie  Sa/if/a^.— .T  de  octubre  de  1904 

Rownberg,  Hijos  y  C*  con  Ferrocarriles  del 
Estado 

Indemnización.  —  Perjuicios.  -  Incen- 
dio de  sementeraa.— Cuasi  delito.— 
Negrlljenoia.— Informe  de  perito. 

Doctrina:— iía6/en(ío  probado  el  de- 
mandante que  se  produjeron  dos  incen- 
dios en  sementeras  de  su  propiedad  de- 
bido á  los  carboncillos  incandescentes 
que  sallan  de  las  chimeneas  de  las  loco- 
motoras de  los  Ferrocarriles  del  Estado 
por  la  alta  presión  que  tenian  que  darles 
para  vencer  una  fuerte  gradiente  y  no  es- 
tar en  buen  estado  los  canastillos  y  que 
por  su  parte  había  tomado  todas  las 
precauciones  necesarias  para  evitar  esos 
incendios,  debe  la  Empresa  indemnizarle 
el  perjuicio  causado. 

Aunque  se  haya  litigado  la  especie  y 
monto  de  los  perjuicios,  no  está  el  Tribu- 
nal de  Alzada  obligado  á  determinar  la 
cantidad  líquida  que  por  estas  causas 
debe  abonarse  si  estima  que  no  hay  en 
autos  antecedentes  bastantes  para  esa 
apreciación.  Por  consiguiente,  la  produc- 
ción y  ptecio  del  trígo  y  rastrojo  consu- 
midos deben  ñjarse  por  el  juez,  previo  in- 
forme de  un  perito. 


Los  señores  Kosenberg,  Hijos  y  Compañía, 
demandan  á  la  Empresa  de  los  Ferrorarrtles 
del  Estado  cobrándole  la  indemnización  que 
les  adeuda  A  consecuencia  del  incendio  de  unas 
sementeras,  producido  por  las  locomotoras 
que  hacen  el  tráfico  por  la  línea  férrea  que 
atraviesa  el  predio  llamado  "Quilquén",  colin- 
dante con  la  estación  del  mismo  nombre  en  el 
departamento  de  Traiguén. 

Los  señores  Rosenberg,  exponen  que  hic'e 
ron  el  año  1901,  una  importante  siembra  de 


trigo  en  las  mejores  condiciones;  se  abonó  el 
terreno  y  se  adoptaron  todas  las  medidas  ne- 
cesarias para  quedar  exentos  de  los  riesgos  & 
que  están  expuestos  los  predios  que  soportan 
la  servidumbre  del  Ferrocarril. 

Iniciadas  las  faenas  de  las  cosechas,  desapa.- 
recieron,  consumidas  por  el  fuego,  dos  porcio- 
nes de  la  sementera  con  intervalo  de  unos 
pocos  dfas  entre  uno  y  otro  incendio.  Bl  pri- 
mero tuvo  lugar  el  día  25  de  enero  y  fué  pro- 
ducido por  la  locomotora  del  tren  de  pasaje- 
ros número  64.  que  llega  á  Traiguén  á  las  3 
15  P.  M.  Las  chispas  escapadas  prendieron 
fuego  á  la  sementera  del  potrero  llamado  el 
"Mirador",  reduciéndola  á  cenizas  en  una  su- 
perficie de  33^hectáreas. 

Pocos  días  más  tarde,  el  1'  de  febrero,  la 
locomotora  del  tren  de  carga  número  28,  cuya 
presidn  habia  sido  aumentada  para  vencer  la 
gradiente,  arrojaba  chispas  y  carbones  encen- 
didos que  caían  á  mucha  distancia  de  la  línea, 
más  allá  de  la  faja  de  terreno  que  se  deja  sin 
sembrar  para  precaverse  contratos  siniestros, 
prendiendo  fuego  casi  al  mismo  tiempo  en  tres 
distintos  puntos  de  la  sementera  existente  en 
el  potrero  llamado  "El  Huacho",  consumién- 
dolo, sin  que  pudiera  evitarse,  en  la  enorme 
extensión  de  más  de  cien  hectáreas. 

Los  dos  siniestros,  agrega,  fueron  produ- 
cidos inequívocamente  por  las  locomotoras, 
á  pesar  de  que  sus  representados  habían  deja- 
do sin  sembrar  una  sección  de  terreno  de  mas 
de  25  metros  de  ancho  entre  ta  línea  y  la  se- 
mentera, habiéndose  hecho  además  en  dicha 
sección  dos  surcos  para  impedir  la  propaga- 
ción del  fuego,  y  aunque  se  pretendió  conte- 
nerlo fué  en  vano;  y  se  perdió  todo  el  trabajo 
y  dinero  empleado  en  las  sementeros  destrui- 
das. 

Los  perjudicados  se  preocuparon  inmedia- 
tamente de  la  comprobación  detallada  de  di- 
chos siniestros,  y  al  efecto  rindieron  una  in- 
formación sumaria  y  acumularon  antecedentes 
de  otra  naturaleza  que  dan  plena  luz  sobre  la 
causa  directa  de  los  siniestros,  sobre  su  im- 
portancia y,  en  una  palabra,  sobre  todos  los 
pormenores  necesarios  para  la  fácil  y  acertada 
resolución  de  esta  demanda. 

Con  estos  antecedentes  demandaron  &  la 
Empresa  de  los  Ferrocarriles  del  Estado  para 
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que  les  pagara  el  valor  de  las  sementeras  con- 
sumidas  por  el  fuego,  esto  es,  el  trigo  y  forra- 
je que  habrían  cosechado,  y  ei  del  rastrojo 
que  también  se  habría  utilizado  como  forraje. 

Don  Bmilio  Vergara  V.  por  la  Empresa  de 
los  Ferrocarriles  del  Estado,  contestando  la 
demanda  expone:  que  la  Empresa  que  repre- 
senta ha  reunido  los  sigruíentes  antecedentes 
sobre  las  cautas  de  los  siniestros  que  han  da- 
do origen  á  este  juicio. 

El  incendio  del  25  de  enero  de  1902,  empe- 
zó en  un  rastrojo  de  avena;  la  sementera  esta- 
ba defendida  por  una  faja  sin  sembrar  conti- 
gua al  cierro  de  la  vía,  faja  de  pasto  seguida 
fie  otra  de  avena.  Hubo  un  error  en  no  que- 
mar el  rastrojo  de  avena  después  de  cosecha- 
da; quemado  el  pasto  y  el  rastrojo  se  habría 
defendido  perfectamente  la  sementera. 

Lo»  hacendados  de  esas  localidades  empie- 
zan sus  cosechas  por  las  partescontiguas  á  la 
via  del  ferrocarril  y  siguen  el  sistema  de  cor- 
tar por  fajas  paralelas  á  la  vía  el  trigo,  que- 
mando en  seguida  el  rastrojo;  ademdscolocon 
guardas  de  &  caballo  para  sofocar  los  ama- 
gos de  incendios;  y  para  proceder  así  toman 
en  consideración  el  constante  viento  sur  que 
sopla  con  gran  fuerza,  la  sequedad  del  aire  y 
el  calentamiento  del  suelo. 

La  reclamación  administrativa  fue  dese- 
chada por  las  siguientes  razones:  porque  se- 
gún el  informe  del  ingeniero, es  efectivo  que  en 
un  punto  del  fundo  "Quilquén",  cercano  á  la 
línea,  se  produjo  un  incendio  que  consumió  un 
rastrojo  y  unas  orillas  de  trigo;  que  la  causa 
del  siniestro  se  ignora,  pues  ni  el  caminero  ha 
podido  saber  cuándo  se  produjo  el  incendio. 

En  el  incendio  de  1'  de  febrero  de  1902,  la 
casi  totalidad  de  la  superficie  incendiada  se 
componía  de  rastrojo  y  pasto  blanco,  y  el  fue- 
go no  tomó  sino  orillas  de  trigo.  Eütima  la 
Empresa  la  parte  de  sementera  quemada  en 
este  incendio  en  16  hectáreas,  ó  sean  10  cua- 
dras cuadradas.  En  estas  hectáreas  hay  gran 
parte '  de  ojos  de  agua  inadecuados  para  la 
siembra  de  trigos,  y  el  estado  de  la  semente- 
ra era  malo,  ayudando  los  palanqueros  y  el 
conductor  del  tren  número  27  ñ  apagar  el 
fuego. 

Eii  mérito  de  lo  expuesto,  pide  se  deseche  la 
demanda. 


En  la  réplica  y  duplica  sostuvieron  tas  par- 
tes los  hechos  aducidos  y  pidieron  en  confor- 
midad á  lo  manifestado  en  la  demanda  v  con- 
testación. 

Kecibida  la  causa  ú  prueba,  y  después  de 
oído  el  señor  Promotor  Fiscal,  se  citó  para 
sentencia  haciendo  presente  el  señor  Juez  en 
ella  que  se  omitían  en  la  relación  algunas  de 
las  exigencias  á  que  se  refiere  el  artículo  193 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  por  no  ha- 
ber estado  en  vigencia  dicho  código  &  la  fecha 
de  la  demanda  y  contestación.  Con  fecha  14 
de  abril  de  1904,  falló: 
Considerando: 

1"  Que  los  demandantesRoseuberg  y  Com- 
pañía han  justificado  con  la  prueba  testimo- 
nial corriente  en  autos,  que  en  enero  y  febrero 
de  1902  se  produjeron  dos  incendios  en  siem- 
bros de  trigo  de  su  propiedad  en  los  potreros 
"El  Mirador"  y  "El  Huacho"  respectiva- 
mente; 

2*^  Que  con  la  misma  prueba  han  justifica- 
do que  esos  incendios  se  produjeron  por  car- 
boncillos incendiados  que  saltan  de  las  chime- 
neas de  las  locomotoras  de  los  Ferrocarriles 
del  Estado  por  la  alta  presión  que  tenian  que 
darles  para  vencer  la  fuerte gradiente  que  hay 
en  esa  parte  y  uo  estar  en  buen  estado  los  ca- 
nastillos de  las  locomotoras; 

3^  Que  también  han  justificado  q^ue  al  ha- 
cer líis  siembras  tomaron  las  precauciones  ne- 
cesarias para  evitar  estos  incendios,  y  que  la 
siembra  fué  hecha  con  abono,  encontrándose 
el  trigo  en  buenas  condiciones; 

4'-'  Que  se  ha  justificado  que  á  causa  de  esos 
incendios  se  quemaron  treinta  y  tres  y  media 
hectáreas  de  siembra  de  trigo  en  el  potrero 
"El  Huacho";  pero  no  se  ha  comprobado  que 
todo  el  trigo  estuviera  en  el  estado  del  que 
quedó  sin  quemar; 

5^  Que  el  demandado,  confiesa  la  efectivi- 
dad de  los  incendios,  y  aunque  ha  justificado 
que  lo  incendiado  en  el  segundo  incendio,  fué 
sólo  de  unas  diez  y  seis  hectáreas  y  que  sólo 
tomó  las  OI  illas  del  trigo  y  que  éste  estaba  en 
mal  estado,  su  prueba  es  inferior  á  la  de  los 
demandantes,  á  juicio  del  juzgado,  que  han 
justificado  que  estaba  en  buen  estado  y  abar- 
có la  extensión  que  dicen  en  su  demanda- 

En  virtud  de  estas  consideraciones  y  lo 
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dispuesto  en  los  artículos  1698,  23U  y  2320, 
del  Código  Civil;  196  y  413,  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara:  que  la  Em- 
presa de  lo»  Ferrocarriles  del  Estado  está 
obligada  Á  pagar  dentro  de  tercero  día  A  los 
señores  Rosenberg;  Hijos  y  Compañía,  el  va- 
lor dvl  trigo  que  debieron  producir  las  treinta 
y  tres  y  medía  hectáreas  de  siembra  en  el 
potrero  "El  Mirador"  y  las  ciento  tres  del  po- 
trero "El  Huacho",  y  el  valor  del  rastrojo 
correspondiente  A  esas  mismas  extensiones, 
conforme  al  precio  que  tenía  el  trigo  en  esa 
fecha,  en  el  lugar  del  suceso,  previa  deducción 
del  valor  de  la  eoseclia.  Esta  producción  y 
precios  serán  regulados  por  el  juzgado,  previo 
informe  de  un  perito  nombrado  en  la  forma 
ordinaria,  no  dándose  lugar  á  las  demás  ]ieti- 
ciones  de  las  partes.— J^at/oc/o  Gonznlez. 

El  demandante  apeló  de  esta  resolución  y 
pidió  al  Tribunal  de  Alzada,  que  determinara 
desde  luego,  sin  oir  informe  de  perito,  la  can- 
tidad líquida  que  debía  abonarsL-,  ya  que  se 
había  litigada  sobre  la  especie  y  monto  de  los 
perjuicios,  y  había  en  autos  antecedentes  bas- 
tantes para  apreciar  la  cantidad  y  el  precio 
del  trigo  y  rastrojo  consumidos. 

La  Oorte: 

Vistos:  Se  confirma  la  senteacia  a¡3elada  de 
catorce  de  abril  último.  Devuélvanse.  Acorda- 
da por  unanimidad  después  de  desechada  la 
indicación  del  ministro  señor  Bernales,  para 
que  el  Tribunal  se  pronunciara  desde  luego 
acerca  de  la  cantidad  de  trigo  consumido  por 
el  incendio  y  sobre  el  valor  del  rastrojo,  por 
existir,  á  su  juicio,  antecedentes  bastantes 
para  la  estimación  de  una  y  otra  cosa  y  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  artículo  196  del 
Código  de  Procedimiento  Civil.-;/.  Berna- 
Ies  Af.~B.  Donoso  V.~J.  Ignacio  Larrafn  Z. 


Corte  de  Tacna,  Cas  H  de  enero  de  1905 

Banco  Alemán  Trasatlántico  y  otros  con  Cía. 
Boratera  de  Chilcaya,  Espada  y  otros 

Reivlndioaolón.  -  Borateraa.  —  Ubloa- 
olón.  —  Competencia-  —  PreJ  uzgra- 
míento.  -  Límite  divisorio  de  Taona 
7  Tarapaoá.— Citación  para  senten- 
cia. —  Ultra  petita.  —  Decisión  del 
asunto  controvertido. 

Doctrina:— S/endo  /a  ubicación  de 
anas  barateras  la  causa  fundamental deí 
juicio  reivindicatorío  interpuesto,  no  es 
dable  aceptar  ó  negar  In  competencia, 
en  atención  ¿i  que  ellas  se  encuentren  ó 
no  dentro  de  ¡a  jurisdicción  del  tribunal 
requerido,  sin  prejuzgar  sobre  el  negocio 
principal.  Por  tanto,  debe  seguirse  en 
este  caso  la  regla  general  del  domicilio 
de  los  demandados  en  conformidad  al 
artículo  212  de  la  ley  de  15  de  octubre 
de  1875. 

Para  que  pueda  ser  admitido  el  recur- 
so de  casación  en  la  forma  es  indispensa- 
ble que  el  que  lo  entabla  haya  reclamado 
de  la  falta  ejerciendo  oportunamente  y 
en  todos  sus  grados  los  recursos  estable- 
cidos por  la  lev.  Por  consiguiente,  es  im- 
procedente el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  no  haberse  hecho  en  forma 
legal  la  citación  para  sentencia  si  de  las 
actuaciones  del  proceso  consta  que  el  re- 
currente tenia  conocimiento,  más  de  tres 
meses  antesde  quese  pronunciara  la  sen- 
teacia, del  decreto  que  citaba  á  las  par- 
tes para  oiría  y  no  había  reclamado  de 
él  en  tiempo  oportuno  ya  por  su  forma^ 
ya  por  incompetencia,  ya  por  falta  de  ju- 
risdicción ó  por  cualquier  otro  motivo» 

No  falla'' ultra  petita'^  el  juez  que  se  de- 
clara incompetente  para  pronunciarse 
sobre  una  cuestión  de  límites  entre  dos 
departamentos,  aun  en  el  supuesto  de 
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que  ao  se  baya,  sometido  dicha  caeHión 
á  la  decisión  deltríbanal,  ya  que  sobre  el 
particular  la  sentencia  nada  resuelve. 

Si  por  la  demanda  se  pide  la  restitución 
de  ciertas  pertenencias  objeto  de  la  ac- 
ción reivindicatoría,  por  haber  ocupado 
los  demandados  esas  propiedades  sin  tí- 
tulo alguno  legal,  la  falta  de  este  título 
es  uno  de  hs  fundamentos  de  la  acción, 
pero  no  es  la  acción  misma,  que  es  la  rei' 
vindicatoria. 

Por  consiguiente,  contiene  la  decisión 
del  asunto  controvertido  la  sentencia 
que  falla  esta  acción,  aunque  no  se  pro- 
nuncie sobre  la  validéz  ó  nulidad  de  di. 
chos  títulos. 

No  pueden  hacerse  valer  como  causa- 
les de  casación  contra  una  sentencia  de 
primera  instancia,  vicios  de  procedimien- 
to que  se  refieren  á  resoluciones  dictadas 
por  el  Tribunalde  Alzada,  conociendo  en 
segunda  instancia. 


Don  Pedro  V.  Real,  por  el  Banco  Alemán 
Trasatlántico  que  tiene  su  domicilio  en  IquÍ— 
que  con  la  respectiva  escritura  de  compraven- 
ta se  presentó  al  Juzgado  de  Pisagua  enta- 
blando demanda  firmada  también  por  los 
vendedores  señores  Eduardo  VigilZ.  y  Augus- 
to V  Polastri,  y  expone:  que  entabla  acción 
reivindicatoría  deoclienta  pertenencias  de  bó- 
rax, de  cincuenta  hectáreas  cada  una,  ubica- 
das en  la  pampa  de  Surire,  departamento  de 
Pisagua;  que  la  acción  va  dirigida  en  contra 
de  los  señores  Eugeuio  Marchand,  Gerente  de 
la  titulada  Compañía  Minera  de  Chilcaya, 
Miguel  Casañeras,  Andrés  Laneri  y  José  Es- 
pada, para  que  se  declare  en  definitiva  que  es- 
tán obligados  á  restituir  á  su  parte  la  pose- 
sión de  esas  borateras;  que  funda  su  acáón  en 
el  títuloinscrito  queacompaña  del  cual  sedes- 
prende  que  en  28  de  febrero  del  año  1899  fué 
reducido  á  escritura  pública  el  contrato  de 
compraventa  entre  el  Banco  que  representa  y 
los  señores  Eduardo  Vigíl  Z.  y  Augusto  V.  Po- 


lastri á  mérito  del  cual  su  mandante  adquirió 
la  propiedad  y  dominio  á  que  se  refiere  la  de- 
manfla  y  consta  ese  dominio  que  le  sirve  de 
fundamento,  de  instrumento  público  y  autén- 
tico; que  los  nombres  de  las  propiedades  olije- 
to  de  esta  demanda,  y  que  se  traían  de  reivin- 
dicar, están  constituidos  por  cifras  numéricas, 
la  situación  de  ellas,  linderos  y  demás  especi- 
ficaciones que  las  individualizan  constan  del 
título  que  adjunta,  cuyo  contenido  se  tendrá 
como  parte  integrante  del  escrito  de  deman- 
da; pide  que  se  tenga  por  entablada  la  deman- 
da con  el  título  que  la  apareja  y  en  definitiva 
se  declare  que  lia  lugar  á  ella,  condenando  á 
las  personas  antes  expresadasá  la  restitución 
de  todas  y  cada  una  délas  pertenencias  de  bo- 
rateras objeto  de  la  act-ión  y  enunciadas  en  el 
documento  acompañado  con  más  los  frutos, 
intereses  de  éstos,  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  y  costas,  todo  por  haber  ocupado 
los  demandados  sorpresivamente  las  propie- 
dades de  su  parte  y  sin  título  alguno  legal;  y 
en  el  tercer  otrosí,  agrega  que  los  vendedores 
señores  Eduardo  Vigil  Z.  y  Augusto  V.  Polas- 
tri respecto  de  los  cuales  su  representado  el 
Banco  Alemán  Trasatlántico  se  reserva  los 
derechos  que  le  acuerdan  las  leyes,  aceptan 
tal  reserva  y  firman  la  demanda  tanto  con  el 
propósito  de  acreditar  ese  objeto  como  con  el 
de  quedar  notificados  de  evicción  y  sanea- 
miento y  á  fin  de  que  en  lo  sucesivo  prosigan 
por  sí  solos  este  litigio  sin  perjuicio  de  la  in* 
tervención  que  su  parte  quiera  tomar  en  él  se- 
gún más  convenga  á  sus  intereses. 

El  Juzgado  de  Pisagua  proveyóesta  deman- 
da con  fecha  25  de  agosto  de  1899,  confirien- 
do traslado  de  ella  á  los  demandados.  Estos 
sin  contestar  la  demanda  acudieron  al  juez  del 
departamento  de  Arica  solicitando  que  enta- 
blara la  respectiva  contienda  de  competencia 
al  juez  del  departamento  de  Pisagua. 

El  juzgado  accedió  á  la  solicitud,  dirigiendo 
el  correspondiente  exhorto. 

El  juzgado  de  Pisagua  después  de  recibirá 
prueba  el  incidente  y  de  haberse  rendido  por 
las  partes  abundante  prueba  testimonial  y 
documental  se  declaró  incompetente  por  auto 
de  10  de  julio  de  1901,  confirmado  por  auto 
de  la  Iltma.  Corte,  fecha  6  de  diciembre  del 
mismo  año,  á  mérito  de  las  dos  consideracio- 
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nes  siguientes:  I'^que  hiendo  la  ubicación  de 
las  borateras  de  Chiicaya  ó  Surire  la  causa 
fundamental  del  juicio  reivindicatorío  no  es 
dable  aceptar  ó  negar  la  competencia,  en  aten- 
ción ñ  que  ellas  se  encuentran  ó  nó  d'.-ntro  de 
la  jurisdicción  de  Pisagua  sin  prejuzgar  sobre 
el  negocio  principal;  y  2*  que,  por  tanto,  debe 
seguirse  esta  vez  la  regla  general  del  domici" 
lio  de  lo»  demandados  en  conformifiad  al  artí' 
culo  212  de  la  le^'  de  15  de  octubre  de  1875,  y 
ese  domicilio  en  el  presente  caso,  es  el  de  la  ju- 
risdicción ñ  que  ellos  se  acogen  y  dentro  del 
cual  ubican  el  asiento  del  mismo  negocio  ma- 
teria de  la  contienda. 

Don  Federico  Guarachi  C,  contestando  la 
demanda  en  representación  de  los  señorea  An- 
drés Laneri,José  Espada  y  Miguel  Casano- 
vas,  dice:  que  por  resolución  de  término  se  ha 
declarado  que  el  juzgado  de  Arica  es  compe- 
tente para  conocer  en  este  juicio  por  lo  cual 
ocurre  á  contestar  la  ri;ferida  demanda  á  nom- 
bre y  en  representación  de  sus  poderdantes, 
pidiendo  se  deseche  con  costas;  que  el  deman 
dante  funda  su  acción  en  el  título  que  acompa- 
ña por  el  que  consta  que  en  28  de  febrero  de 
1899  se  redujo  á  escritura  pública  el  contrato 
de  compraventa  de  las  borateras  cuya  reivin- 
dicación se  pretende;  que  opone  il  la  demanda 
las  siguientes  excepciones:  l'í,  que  las  borate- 
ras cuyo  dominio  solicitan  los  demandan  tes  se 
hallan  ubicadas  en  el  departamento  de  Arica 
y  no  en  Písagua,  siendo  su  verdadera  denomi" 
nación  Chilcaya  y  no  Surire;  2"  que  el  descu' 
briraiento  de  las  referidas  borateras  se  verificó 
por  alguno  de  losdueños  actuales  de  ellas  resi- 
dentes en  Arica,  haciéndose  la  manifestación  y 
deniA  i  diligencias  legales  para  la  debida  cons- 
titución de  la  propiedad  ante  el  juzgado  de  di- 
cho departamento;  3*  que  sus  mandantes  han 
poseído  y  poseen  sus  respectivas  pertenencias 
hasta  el  presente  sin  más  perturbaciones  que 
las  ocasionadas  por  los  interdictos  posesorios 
deducidos  por  don  Eleodoro  Muñoz  Baeza  y 
otros  ante  los  juzgados  de  Arica  y  Pisagna; 
4*  que  sus  representados  han  amparado  sus 
propiedades  con  el  pago  df  Jas  patentes  desde 
que  se  constituyeron;  y  5*  que  ni  los  deman- 
dantes ni  sus  causa  habientes  han  mensurado 
jamás  las  pertenencias  que  reclaman  ni  las  han 


poseído  un  sólo  instante  por  sí  6  por  iatt-Tme- 
día  persona. 

Don  Eugenia  Marchand,  contestando  la 
demanda,  á  su  vez,  pide  que  se  deseche  con 
costas,  oponiendo  á  ella  las  mismas  excepcio- 
nes formuladas  por  los  señores  Espada,  La- 
neri  y  Casaiiüvas,  en  solicitud  separada  y 
ademíís  las  excepciones  personales  siguientes: 
1"  Que  ha  trabajado  y  trabaja  sus  pertenen- 
cias desde  poco  después  que  las  adquirió,  sin 
más  embarazo  que  ct  proveniente  de  las  que- 
rellas posesorias  deducidas  en  otro  tiempo 
por  don  Eleodoro  Muñoz  Baeza;  y  2*  Que  no 
obstante  considerar  que  por  razón  de  ubica- 
ción, prioridad  de  descubrimiento  y  constitu- 
ción de  propiedad  es  dueño  con  exclusión  de 
las  pretensiones  de  los  di^mandantes,  la  Com- 
pañía Boratera  de  Chilcaya,  de  las  pertenen- 
cias de  cuya  reivindicación  se  trata,  la  dicha 
Compañía  ha  denunciado  también  ante  el 
Juzgado  de  Pisagua  á  fin  de  ponerse  á  cubier- 
to de  cualquier  eventualidad. 

Don  Pedro  V.  Real,  por  los  señores  Eduar- 
do Vigíl  Z.  y  Augusto  V.  Polastri,  pidió  se 
notificara  de  evicción  á  don  José  Miguel  Bra- 
vo, por  las  pertenencias  de  bórax  denomina- 
das "Ciento  veinte  j  ocho",  "Treinta  y  cinco" 
y  "Sesenta  y  uno". 

Por  auto  de  segunda  instancia  de  29  de  ju- 
Ho  de  1903,  se  ordenó  ajustar  el  procedimien- 
to en  este  juicio  á  lo  prescripto  en  el  artículo 
150  del  Código  de  Minería. 

En  la  audiencia  verbal  de  21  de  agosto  de 
1902,  se  recibió  la  causa  6  prueba  por  todo  el 
término  legal  y  se  acordó  practicar  una  ins- 
pección personal  á  la  laguna  de  Surire  ó  Chil- 
caya, quedando  autorizado  el  juzgado  para 
nombrar  un  perito  como  asesor  técnico. 

Se  rindió  por  las  pactes  la  prueba  testimo- 
nial, pericial  é  instrumental  que  corre  en  au- 
tos. Se  concedió  también  el  término  extraor- 
dinario para  rendir  prueba  en  el  Perú  (Are- 
quipa). 

El  juzgado  practicó  una  inspección  perso- 
nal, nombrando  perito  al  ingeniero  don  Jo- 
saías  Hnrding,  que  evacuó  el  informe  que  con 
el  plano  acompañado  corre  en  autos. 

Se  ordenó  tener  en  parte  de  prueba  el  lumi- 
noso informe  del  ingeniero  don  Alejandro 
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Bertrand,  jefe  de  la  Comisión  de  Límites,  que 
en  unión  de  los  ingenieros  señores  Aníbal  Con- 
treras,  Víctor  Caro  Taglc  y  ayudante  señor 
J.  M.  Espinosa,  fué  encargado  por  el  Gobier- 
no de  demarcar  el  limite  norte  de  la  provincia 
de  Tarapncá,  y  el  informe  oficial  de  los  »eño- 
res  Übrecfat  y  Pizarro. 

Se  ha  tenido  también  en  parte  de  prueba 
los  informes  de  los  ingenieroa  señores  Agustín 
Kenjifo  y  H.  Wallace. 

Han  declarado  por  informe,  además,  el  jefe 
de  la  sección  de  Geografía  y  Minas  de  la  Di- 
rección de  Obras  Públicas,  don  Wa&hington 
Lastarría;  el  delegado  fiscal  de  salitreras, 
don  I.  F.  Campaña;  el  jefe  de  Estado  Mayor 
del  Ejercito,  jcneral  don  Jorge  Boonen  Rive- 
ra, los  gobernadores  de  Arica  y  Piaagua  y  el 
señor  Obispo  y  Vicario  de  Tarapacá,  don  Gui- 
llermo G.  Cárter. 

En  el  informe  del  señor  Bertrand  se  hace 
referencia  al  informe  del  delegado  del  Gobier- 
no en  Tacna,  don  M.  Guerrero  B, 

El  ingeniero  señor  Bertrand  informa  que  la 
línea  de  demarcación  del  límite  norte  de  la 
provincia  de  Tarapacá  entre  Arepunta  y  la 
frontera  de  BoUvia  que  corresponde  seglín  las 
investigacionespracticadas  ála  división  inter- 
provincial peruana  á  la  época  de  la  cesión  de 
Tarapacá  á  Chile  es  la  siguiente:  el  río  Ajata- 
ma  hasta  el  punto  en  que  se  le  junta  el  río 
Blanco  ó  Surasura;  desde  allí  una  línea  recta 
al  antiguo  lindero  de  Jancunia  ó  Peños  Blan- 
cas; desde  allí  otra  al  ojo  de  agua  de  Lirpo; 
otra  al  rancho  de  Pucupucume,  otraá  la  cum- 
bre del  cerro  Pelado  de  Llareta  Pampa  y  des- 
de allí  la  línea  de  cumbres  que  pasa  por  las  de 
Chuloncayani,  Viscachi tambo,  portezuelo  de 
Chaca,  cerro  de  Castilluma,  cerro  de  Acha- 
cbamayo,  cerro  de  Arintica  y  cerro  Puquin- 
tica. 

Se  ordenó  tener  en  parte  de  prueba  el  De- 
creto Supremo  de  4  de  mayo  de  1 904  que  acep- 
ta la  línea  del  informe  Bertrand  y  encarga  A 
la  oficina  de  Límites  demarcarla  en  el  terreno 
con  pirámides  de  fierro. 

El  perito  señor  Han'ing  en  su  informe  pre- 
sentado al  Juzgado  resume  primeramente  los 
argumentos  que  un  supuesto  perito  peruano 
presentaría  y  sostiene  que  la  cuestión  del  des- 
linde norte  de  la  p-ovincia  de  Tarapacá  debe 


resolverse  sobre  la  base  del  Tratado  de  Ancón 
y  que  dicho  deslinde  al  oriente  de  Arepunta  es 
el  río  Caritnya  y  Guaiguasi  •  on  una  línea  rec- 
ta desdeel  cerro  de  este  nombre  hasta  el  punto 
más  cercano  en  el  límite  con  Bulivin  al  cerro 
Tembladero  ii  virtud  de  'as siguientes  razones: 
Primera,  que  el  río  Caritaya  lleva  más  agrias 
y  es  más  permanente  que  el  río  Ajatnma;  Se- 
gunda, la  dirección  de  los  extremos  coinciden 
más  con  la  dirección  del  río  Camarones  en  su 
parte  superior;  Terce  a.seacercamásá  la  fron- 
tera bol-viana  y  no  atraviesa  ningunn  hoya 
sino  la  suya;  salvo  una  corta  distancia,  y  co- 
mo perito  imparcial  cree  que  lo  más  acertado 
setía  adoptar  la  línea  que  divide  las  hoyas  del 
Ajatama  y  del  Caritaya  y  la  de  la  laguna  de 
Chilcaya  ó  Surire  de  la  pampa  de  Parajaya 
termm:>ndo  en  el  cerro  Tembladero. 

Con  esta  exposición  el  Juzgado  dictó  la  sen- 
tencia siguiente,  con  fecha  17  de  diciembre  de 
1904: 

1^  Que  scgCm  lo  convenido  en  el  artículo  2* 
del  tratado  de  paz  de  20  de  octubre  de  1883. 
la  República  del  Perú  cedió  ála  de  Chile,  perpe- 
tua é  incondicionalmente,  el  territorio  de  l.i 
proTÍncin  d«>  Tarapacá  con  los  limites  siguien- 
tes; por  el  norte  la  quebraday  río  de  Camaro- 
nes, por  el  sur  la  quebra''a  y  río  de  Loa;  por 
el  oriente  la  Repúblic<i  de  Botivia  y  por  el  po- 
niente el  mar  Pacífico; 

2^  Que  por  el  artículo  3*^  de  dicho  Tratado 
se  estableció  que  el  territorio  de  las  provincias 
de  Tacna  y  Arica  que  limita  al  norte  por  el 
río  de  Sama,  desde  su  nacimiento  en  las  cor- 
dilleras limítrofes  con  Bolivia  hasta  su  desem- 
bocadura en  el  mar;  al  sur  la  quebrada  y  río 
de  Camarones;  al  oriente  con  Bolivia  y  al  po- 
niente con  el  mar  Pacífico,  continuaría  poseído 
por  Chile  y  sujeto  á  la  legislación  y  autorída. 
des  chilenas  durante  el  término  de  diez  años  y 
expirado  este  plazo  un  plebiscito  decidiría  s¡ 
las  referidas  provincias  quedaban  definitiva- 
mente del  dominio  y  soberanía  chilena  ó  con- 
tinúan formando  parte  delterritorío  peruano; 

3^  Que  el  Tratado  de  Ancón  ha  sido,  sin 
duda,  acordado  en  la  inteligencia  de  que  la 
"quebrada  y  río  deCamarones"  existían  real- 
mente en  el  terreno  de  mar  á  cordillera  hasta 
la  proximidad  del  límite  oriental  con  la  Repú- 
blica de  Bolivia,  según  aparece,  clara  y  distin- 
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tamente,  en  el  Atlas  oficial  del  Perú,  de  Paz 

SoWán; 

4^  Que  de  los  informes  de  los  ingenieros 
Bertrand  y  Wa'lnce  y  de  otros  antecedentes 
periciales  que  obran  en  autos  resulta  quecl 
referido  Atlas  es  err6ne<»  geogróficamrntc  é 
incompleto  en  la  parte  relativa  al  límite  de  las 
])rovÍncias  de  Tacna  y  Tarnpacá,  pues  la  que" 
brada  y  río  de  Camarones  con  serva  invariable- 
mente este  nombre  y  es  uniforme  y  continua 
solo  desde  el  Pacífico  hasta  el  cerro  denomina- 
do Arepunta  donde  confluyen  los  ríos  Ajata- 
ma  y  Caritaya  que,  con  otros  afluentes,  que 
nacen  todos  al  poniente  de  la  frontera  con 
Boltvia  forman  el  Camarones  y,  en  consecuen- 
cia, dicho  Tratado  no  determinó  con  entera 
precisión  el  deslinde  entre  las  dos  citadas  pro- 
vincias; 

5^  Que  tratándose  de  un  convenio  interna- 
cionn]  la  justicia  ordinaria  carecería  de  com- 
petencia para  interpretarlo  aún  en  el  caso 
particular  actualmente  sometido  A  su  conoci- 
miento y  decisión; 

6^  Que,  sin  embargo,  como  el  Tratado  de 
Ancón,  que  es  también  ley  de  la  República,  so- 
mete los  territorios  de  Tacna  y  Arica  á  las  le- 
yes y  autoridades  chilenas,  la  provincia  de 
Tacna  es  actualmentey  para  todos  los  efcctds 
de  su  administración  territorio  chileno  y  la 
línea  divisoria  que  se  determine,  tiene,  por 
ahora,  sólo  el  carácter  de  un  deslinde  inter- 
provincial sin  que  se  trate  de  definir,  alterar  6 
fijar  un  límite  internacional; 

7^  Que  el  límite  entre  las  provincias  <le  Tac- 
na y  Tnrapacá  según  las  leyes  de  creación  de 
esas  provincias,  de  31  de  octubre  de  1884-,  es 
la  quebrada  y  río  de  Camarones,  [jero  sin  es- 
pecificar en  detalle  los  puntos  que  forman  el 
deslinde  en  el  terreno  y,  por  consiguiente,  tam- 
poco ha  determinado  la  ley  en  términos  preci- 
sos dicho  límite; 

8'' Que  el  Decreto  Supremo  de  4  de  mavo 
del  presente  año  ha  fijado  la  línea  de  demar- 
cación del  límite  norte  de  la  provincia  de  Ta- 
rapacá  á  partir  de  Arepunta  hasta  la  frontera 
con  Bolivia,pero  el  indicado  decreto  se  ha  dic- 
tado sólo  para  efectos  administrativos  y  es- 
pecialmente A  fin  de  cortar  en  lo  sucesivo  con- 
flictos de  jurisdicción  entre  las  autoridades  de 
tos  depurtaniuutos  de  Pisaba  y  Arica; 


9^  Que  como  sólo  toca  al  legislador  espli- 

car  ó  interpretar  la  ley  de  un  modo  general- 
mente obligatorio  ha  quedado  hasta  ahora 
sin  determinar,  individual  y  distintivamente, 
el  referido  límite  á  efecto  de  establecer  dere- 
chos y  obligaciones  entre  partes. 

10  Qne,  además,  el  mismo  citado  decreto 
declara  expresamente  que  correspondiendo  lí 
la  justicia  ordinaria  pronunciarse  sobre  el 
mérito  legal  de  los  actos  jurisdiccionales  que 
simultáneamente  hubieren  ejecutado  las  au- 
toridades de  esos  departamentos,  el  decreto 
no  puede  afectar  los  derechos  civiles  á  que 
den  origen  tales  actos  de  jurisdicción. 

Considerando  respecto  á  In  ubicación  délas 
boratcras  materia  de  este  juicio: 

11.  Que  la  base  fundamental  de  la  deman- 
da es  la  ubicación  de  las  pertenencias  materia 
de  la  acción  de  dominio  entablada; 

12  Que  debido  á  la  indeterminación  de  los 
límites  entre  los  departamentos  de  Pisagua  y 
Arica  se  encontraba  incierta  la  ubicadón  de 
las  pertenencias  en  litigio,  á  la  fecha  de  los 
respectivos  pedimentos,  y  en  consecuencia,  es- 
taba incierta  también  la  competencia  del  juez, 
pero  este  juzgado  es  incompetente  para  reso> 
ver  sobre  dicha  cuestión  de  límites,  pues  sólo 
en  virtud  de  una  ley  se  puede  arreglar  los  lí- 
mites entre  las  provincias  y  departamentos, 
y  además,  es  prohibido  al  poder  judicial  mez~ 
ciarse  en  las  atribuciones  de  otros  poderes 
públicos; 

13,  One  para  comprobar  la  ubicación  en 
el  departamento  de  Pisagua  de  las  pertenen- 
cias mineras  en  litigio  los  demandantes  han 
presentado  los  antecedentes  probatorios  si- 
guientes: informes  oficiaíes  y  técnicos  de  los 
señores  Bertrand,  Obrccht  y  Pizarro,  infor- 
mes del  jefe  de  Estado  Mayor  General  del  ejér- 
cito, del  jefe  de  la  Sección  de  Geografía  y  Mi- 
nas de  la  Dirección  de  Obras  Públicas,  del 
Delegado  Fiscal  de  Salitreras,  del  Vicario  de 
Tarapacá,  de  los  Gobernadores  de  Pisagua^ 
del  oficial  de  Registro  Civil  de  Camina,  certifi- 
cado de  la  Aduana  de  Iquiqne  y  documentos 
de  fs.  65  á  68  del  tercer  cuaderno  principal; 

14.  Que  los  antecedentes  probatorios,  refe- 
ridos, en  el  anterior  consi-lerando,  están  con- 
tradichos y  desvirtuados  con  la  prueba  \ie- 
ricial  é  instrumental  rendida  de  contrarío 
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T  con  otros  antecedentes  que  obran  en  autos 
y  que  en  seguida  se  indican: 

n)  Informes  técnicos  y  periciales  de  los  in- 
genieros señores  Hanling,  Rengifo  y  Wallace 
que  sostienen  la  ubicación  en  el  Departamento 
de  Arica  de  las  borateras  en  cuestión  por  con- 
sidcrarque  la  continuación  del  río  Camarones 
es  el  río  Caritaya  y  su  afluente  el  Gusiguast. 

b)  Informe  oficial  del  ingeniero  Caro  Ta" 
gle  que  pudo  fílcilmente  convencerse  de  que  el 
río  Caritaya  es  superior  en  caudal  al  Ajata- 
ma,  siendo  este  más  6  menos  las  tres  cuartas 
partes  de  aquel; 

c)  Informe  del  Delegado  del  Gobierno  en 
Tacna  y  del  gobernador  de  Arica  corriente  A 
fs.  80  del  cuaderno  respectivo; 

d)  Querella  posesoria  de  amparo  y  despo- 
jo entre  los  actuales  demandados  y  don  Eleo- 
doro  Muñoz  B.  sobre  pertenencias  situadas 
en  Surire  ó  Chilcaya  en  que  este  juzgado  fué 
competente  para  conocer  y  pronunciar  la  sen- 
tencia de  7  de  abril  de  1899,  confirmada  y  de- 
clarada válida  por  la  de  segunda  instancia  de 
18  de  ju  lio  del  mismo  año; 

e)  Informe  dtl  delcfíado  de  salitreras  pre. 
sentado  en  parte  de  prueba  por  los  deman- 
dantes á  fs.  92  que  declara  no  constarle  que 
la  laguna  de  Surire  está  situada  en  Pisagua 
y  que  el  plano  de  la  Delegación  jia  sido  to- 
mado de  muchos  planos  de  diversos  autores 
en  la  parte  Este  referente  á  la  región  boratera. 

f)  Plano  de  la  Delegación  Fiscal  de  Salitre- 
ras de  noviembre  de  1896  en  el  cual  aparece 
"la  pampa  de  borato  de  cal"  en  el  departs- 
mento  de  Arica; 

ff)  Artículo  publicado  en  El  Pacifíco  de 
Tacna  por  el  jeíe  de  la  1"  Zona  Militar,  gene, 
ral  Boonen  Rivera,  agregado  en  parte  de 
prueba  en  cuaderno  separado; 

h)  Informe  del  ingeniero  Caro  Tagle  que 
establece  que  tos  pastales  de  Taruguiri  queda- 
ban en  ta  jurisdicción  de  Arica  conforme  al 
antiguo  deslinde  peruano; 

/■)  Informe  del  perito  Harding  que  ubica 
dichos  pastales  en  dirección  Este  Sur  Oeste  de 
la  laguna  de  Surire  ó  Chilcaya  y  documentos 
de  fs.  34  y  37  de  los  cuales  consta  que  están 
inscritos  en  el  registro  Conservador  de  Bienes 
Raíces  de  Arica: 

■  j)  Acta  de  inspección  personal  corriente 
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á  fs.  267  en  que  se  deja  constancia  de  que  no 
se  pasó  el  río  ,  Camarones,  ni  el  Ajatama  ni 
ninguno  de  sus  afluentes  para  ir  de  Arica  á  la 
pampa  de  bórax  de  Surire  ó  Chilcaya; 

/)  Documentos  de  fs.  18,  63  y  68  del  cua- 
derno de  prueba  de  los  demandados;  / 

15.  yue  respecto  á  la  prueba  testimonial 
hay  que  tener  presente  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 150  del  Código  de  Minería  que  prohibe 
admitir  más  de  diez  testigos  por  cada  parte  y 
según  las  leyes  de  enjuiciamiento  anterior- 
mente vigentes  sólo  se  admitían  treinta  testi- 
gos, esto  por  lo  que  toca  á  la  prueba  testimo- 
nial rendida  en  la  contienda  de  competencia, 
de  modo  que  en  vista  de  lo  expuesto  este  Juz- 
gado al  apreciar  la  fuerza  probatoria  consi- 
dera á  los  testigos  de  las  dos  partes  litigantes 
iguales  en  número  y  circunstancias,  pues,  sí 
bien  es  cierto  que  los  testigos  de  los  deman- 
dados no  dan  razón  de  sus  d'chos,  en  cambio 
muchos  de  los  testigos  de  los  demandantes, 
por  lo  menos  treinta,  no  son  imparciales  por 
tener  interés  directo  ó  indirecto  en  el  pleito 
según  consta  de  sus  propias  declaraciones; 
otros  no  son  verídicos  por  declarar  que  para 
ir  de  Arica  á  la  Laguna  de  Surire  ó  Chilcaya 
hay  necesidad  de  pasar  el  río  Camarones,  lo 
que  es  un  hecho  completamente  falso,  algunos 
son  testigos  de  oídas  y  no  dan  razón  de  sus 
dichos  y  los  que  parecen  mejor  instruidos  y 
de  mejor  fama  no  son  imparciales  como  suce- 
de con  los  ingenieros  Solar  Cortés  y  Remy  y, 
en  consecuencia,  debe  tenerse  por  no  probados 
los  hechos  por  este  medio  probatorio  de  con- 
formidad á  lo  prescrito  en  el  artículo  374  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

16.  Que  el  onns  probandi  incumbe  al  ac- 
tor, en  especial  en  los  juicios  rei  vindicatorios, 
pues  si  no  se  prneba  el  dominio  debe  absolver- 
se al  demandado  que  ya  tiene  en  su  poder  la 
presunción  legal  del  inciso  segundo  del  artícu- 
lo 700  del  Código  Civil; 

17.  Quede  lo  expuesto  en  los  consideran- 
dos precedentes  se  desprende  que  los  deman- 
dantes no  han  probado  plenamente  los  he- 
chos que  sirven  de  fundamento  á  su  demand  i 
en  términos  de  producir  la  evidencia  de  que 
las  pertenencias  borateras  materia  de  la  ac- 
ción de  dominio  se  encuentran  ubicadas  en  el 
departamento  de  Pisagua; 
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18.  Que  como  consecuencia  necesana  de  lo 
anteriormente  establecido  deberá  subsistir  el 
actual  estado  de  cosas,  pues  el  poseedor  es  re- 
putado dueño  mientras  otra  persona  no  jua- 
tiñque  serlo. 

Considerando  respecto  á  la  acción  reivin- 
dicatoría; 

19.  Que  la  acción  de  dominio  es  la  que 
tiene  el  dueño  de  una  cosa  singular  de  que  no 
está  en  poscísión  para  que  el  poseedor  actual 
de  ella  sea  condenado  Á  restituírsela; 

20.  Que  la  acción  antedicha  se  funda  en  la 
escritura  de  compra-venta  de  28  de  febrero  de 
1899  inscrita  en  el  respectivo  Registro  de  Mi- 
nas del  departamento  de  Fisagua; 

21.  Que  los  instrumentos  públicos  hacen 
plena  fe  en  cuanto  al  hecho  de  haberse  otor- 
gado y  su  fecha,  pero  no  en  cuanto  &  la  ver- 
dad de  las  declaraciones  que  en  ellos  hayan 
hecho  los  interesados,  pues  en  esta  parte  no 
hacen  plena  fe  sino  contra  los  declarantes,  y 
respecto  de  las  obligaciones  y  descargos  con- 
teuidos  en  ellos  sólo  hacen  plena  prueba  entre 
los  otorgantes  y  sus  herederos; 

22.  Que  como  los  vendedores  Vigil  Zañartu 
y  Polastri,  jamás  han  tenido  la  posesión  de  la 
cosa  vendida,  esto  es  la  tenencia  corporal  con 
ánimo  de  señor  ó  dueño  en  la  forma  definida 
por  el  artículo  700  del  Código  Civil,  tampoco 
ha  podido  efectuarse  la  tradición  del  dominio 
al  comprador,  y  por  esta  otra  circunstancia 
la  demanda  es  improcedente  porque  la  acción 
reivindicatoria  supone  tradición  de  la  cosa 
que  se  trata  de  reivindicar  y  facultad  é  inten- 
ción de  transferir  el  dominio  de  parte  del  tra. 
dente  y,  además,  la  escritura  de  compra-venta 
antea  indicada  se  refiere,  en  conformidad  á  lo 
establecido  en  el  considerando  17,  á  la  venta 
de  una  cosa  agena  que  es  válida  legalmente, 
pero  sin  perjuicio  del  derecho  del  dueño  mien- 
tras no  se  extinga  por  el  lapso  de  tiempo. 

23.  Que,  por  otra  parte,  las  pertenencias  bo- 
rateras  en  cuestión,  no  están  especificadas  y 
determinadas  con  precisión  según  puede  verse 
en  el  título  de  compra-venta  antes  referido  y, 
además,  porque  de  los  títulos  respectivos  se 
desprende  que  ha  sido  físicnmente  imposible 
demarcar  y  mensurar  en  un  sólo  día,  el  16  de 
enero  de  1899,  encontrándose  el  terreno  inva- 
dido por  las  aguas  y  gecutando  la  operación 


un  sólo  ingeniero,  el  señor  Eloi  Solar  Cortés, 
80  pertenencias  de  bórax  de  50  hectáreas 
cada  una  que,  por  esta  causa,  no  podrían  ser 
individualizadas  debidamente  en  el  caso  de 
restitución. 

24.  Qne  el  Banco  Alemán  Trasatlántico  ha 

hecho  reserva  de  los  derechos  que  le  acuerdan 
las  leyes  respecto  de  los  vendedores  Vigil  Za- 
ñartu y  Polastri  notificados,  además,  de  evic- 
ción  y  saneamiento  sólo  por  1.800  hectáreas, 
según  consta  de  la  escritura  pública  de  fs.  1. 

Considerando  relativamente  á  la  prioridad 
del  descubrimiento  y  manifestación: 

25.  Que  el  artículo  27  del  Código  de  Mine- 
ría prescribe  que  se  tendrá  por  descubridor  al 
que  primero  se  hubiere  presentado  á  registrar» 
salvo  el  caso  de  que  se  pruebe  dolo  para  anti- 
ciparse á  hacer  la  manifestación  ó  para  retar- 
dar la  del  que  realmente  descubrió  primero. 

26.  Que  el  descubridor  de  una  mina  debe 
haeer  la  manifestación  de  su  hallazgo  ante  el 
Juez  luetrado  del  Departamento  ó  ante  el  Al- 
calde que  ejerciese  las  funciones  de  tal,  según 
lo  establece  el  artículo  29  del  citado  Código. 

27.  Que  la  merced  que  el  Estado  otorga  á 
los  particulares  se  entiende  concedida  desde  la 
fecha  del  decreto  del  juez  respectivo  que  orde- 
na registrar  y  publicar  el  registro  y,  á  este 
efecto,  la  ley  ordena  al  secretario  del  juzgado 
ante  quien  se  haga  la  manifestación  que  pon- 
ga en  ella  cargo  con  determinación  de  hora, 
tome  nota  en  registro  numeradoy  dé  recibo  al 
interesado,  si  lo  pidiere. 

28.  Que  como  los  demandantes  no  han  pro* 
bado  suficientemente  la  ubicación  en  Pisagua 
de  las  pertenencias  en  litigio,  el  único  juez 
competente  ha  sido  el  de  este  departamento  y 
no  ha  podido,  por  lo  tanto,  el  juez  de  Pisagua 
conceder  nuevamente  á  los  demandantes  las 
mismas  pertenencias  que  este  juzgado  otorgó 
á  nombre  del  Ebtado  con  mucha  anterioridad, 
á  favor  de  los  primeros  descubridores  que  hi- 
cieron las  manifestaciones  de  su  decubrimiento 
en  Arica. 

29.  Que  los  demandantes  y  sus  causa-ha- 
bientes han  hecho  las  manifestaciones  de  sus 
descubrimientos  ante  el  Juez  de  Letras  del  De- 
partamento de  Pisagua  que,  según  se  ha  ex- 
puesto anteriormente,  ha  sido  incompetente 
para  otorgar  la  respectiva  concesión  minera. 
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30.  Que  de  los  títulos  agregados  á  los  es- 
critos de  fs.  17  y  469  y  demás  que  corren  en 
autos,  fi  parece  fehacientemente  establecido 
que  los  demaadados  manifestaron  antes  que 
los  demandantes,  los  cuales  registraron  sus 
manifestaciones  en  noviembre  de  1898  en  Pi- 
sagua  y  aquellos  desde  el  año  1894  en  este 
puerto. 

31.  Que  los  demandados  han  adciuirido  por 
In  inscripción  y  mensura  legalmente  verífíca. 
das,  el  tftulo  definitÍTO  é  inmutable  de  propie- 
dad de  sus  pertenencias  de  bórax  que  han 
trabajado,  explotado  y  amparadocon  el  pago 
de  las  patentes  becho  en  las  respectivas  teso- 
rerías de  este  departamento. 

32.  Que  no  habiéndose  impugnado  la  vali- 
dez de  los  respectivos  títulos  de  las  partes, 
tampoco  se  ha  podido  discutir  en  este  juicio 
sobre  su  validez  ó  nulidad  absoluta  ó  relativa 
y  no  procede  por  este  motivo  un  pronuncia- 
miento al  respecto. 

En  virtud  de  estos  fundamentos,  disposicio- 
nes legales  citadas  y  visto  además  lo  prescríp- 
to  en  los  articules  28,  número  5'  y  99  de  la 
Constitución  Política  del  Estado,  3*?,  24,  588, 
591,  670,  889  y  1698  del  Código  Civil,  ar- 
tículos 2^  31,  32,  48,  58.  81, 134  y  165  del 
Código  de  Minería,  artículos  151,  167,  331, 
410,  427  y  431  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  y  artículos  4'  y  6*  de  la  ley  de  15  de  oc-, 
tubt^  de  1875. 

Se  declara  sin  lugar  la  demanda  reivindica- 
toría é  incompetente  este  juzgado  para  pro- 
nunciarse sobre  la  cuestión  de  límites  entre 
los  departamentos  de  Arica  y  Pisagua.  No  ha 
lugar  á  condenar  en  costas  á  la  parte  venci- 
da por  estimarse  que  ha  tenido  motivos  plau- 
sibles para  litigar.  ^ 

Se  reservan  los  derechos  á  que  se  refiere  el 
considerando  24.— -Anótese.— .A/e/Anc/ro  Faca- 
zaíiáa  S. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  el  procurador 
de  los  demandantes  en  1*  instancia  los  recur- 
sos de  casación  y  apelación. 

Funda  el  primero  de  dichos  recursos  en  las 
siguientes  causales:  1^,  falta  de  citación  para 
sentencia;  2*  y  consecuencial  de  la  anterior, 
falta  de  citación  para  los  actos  de  prueba  pos- 
teriores al  15  de  julio  último,  fecha  en  que,  si 
bien  se  citó  para  sentencia,  el  decreto  no  cau* 


só  ejecutoria,  por  estar  pendiente  una  apela- 
ción concedida;  3*,  ultra  petita;  4*,  falta  de 
decisión  del  asunto  controvertido;  5*,  diversos 
vicios  de  procedimiento  de  que  el  recurrente  re. 
clamó  oportunamente  é  hizo  presentes  en  los 
escritos  que  corren  á  fs.  201  y  217  vta.  del 
cuaderno  corriente. 

Respecto  de  la  primera  causal,  el  recurrente 
hace  valer  en  su  apoyo  las  siguientes  conside- 
raciones: que  por  auto  de  15  de  julio,  corrien- 
te á  fs.  197  vta.,  el  Juzgado  citó  para  sen- 
tencia; que  apeló  de  todo  el  auto  el  16  de  julio 
y  el  Juzgado  concedió  la  apelación  el  17  de 
agosto,  como  se  ve  á  Is.  216  vta.,  concesión 
que  no  pudo  hacerse  antes  por  falta  de  juris- 
dicción por  haber  recusación  pendiente;  que 
elevados  los  autos  se  pronunció  la  sentencia 
de  23  de  agosto  corriente  á  fs.  225,  resolución 
que  confirmó  el  auto  de  17  de  agosto  corrien- 
te A  fs.  215,  que  el  auto  apelado  era  el  de  15 
de  julio  y  que  el  de  17  de  agosto  no  había  sido 
apelado.  En  consecuencia  está  pendiente  to- 
davía la  apelación  deducida  contra  el  auto  de 
15  de  julio  corriente  á  fs.  97  vta.  en  qne  se  ci- 
ta para  sentencia. 

Respecto  de  la  segunda  causal  hace  presen- 
te que,  como  consecuencia  de  lo  expuesto  an- 
teriormente, son  nulos  los  actos  de  prueba 
posteriores  al  15  de  julio,  tales  como  nombra- 
mientos de  peritos,  inspección  ocular,  informe 
de  perito,  actas  levantadas  en  Surire  y  en  Ari- 
cay  demás  diligencias  relacionadas  con  dichos 
actos  de  prueba.  Mi  parte,  continúa  el  recu- 
rrente, no  ha  sido  citada  legalmente  para  di- 
chas diligencias,  porque  en  el  auto  de  16  deju- 
lio, que  todavía  está  pendiente,  proveyendo 
en  lo  principal,  declara  que  debe  practicársela 
inspección  personal  del  Juzgado  y  el  nombra' 
miento  de  perito  y,  proveyendo  elcuarto otro- 
sí del  escrito  de  los  demandados,  el  Juzgado 
citó  á  comparendo  con  el  objeto  de  acordar  lo 
conveniente  respecto  de  los  puntos  enunciados 
allí  relativos  á  la  inspección  ocular. 

Y  después  de  enumerar  algunos  pasajes  de 
la  sentencia  que  se  refiere  al  informe  del  perito 
Harding  y  á  la  inspección  ocular,  el  recurren- 
te concluye  sobre  este  punto  diciendo  que, 
apoyándose  la  sentencia  en  diligencias  proba- 
torias á  que  su  parte  no  ha  sido  citada  legal- 
mente, procede  la  causal  de  nulidad  esta- 
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blecida  en  el  número  9^  del  artículo  941  y  en 
el  número  quinto  del  articulo  966  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

La  tercera  causal  de  casación  se  funda  vn 
que  la  sentencia  declara  "que  es  incompetente 
el  Juzgado  para  pronunciarse  sobre  la  cues- 
tión de  Üniites  entre  losdepartamentos  deArí 
ca  V  Pisagna."  Ahora  bien,  como  ni  la  deman- 
da ni  la  contestación  contienen  semejante  te- 
sis jurídica  ó  cuestión  It^gal  sometida  A  la  de- 
cisión  del  Juzgado,  el  fallo  es  ultra  petita  pues 
que  otorga  mAs  de  lo  pedido  por  las  partes  y 
extiende  la  sentencia  á  puntos  no  sometidos  á 
la  decisión  del  Tribunal,  causal  de  nulidad  es- 
tablecida en  el  número  4'  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  cuarta  causal  se  apoya  en  el  consideran- 
do trigésimo  segundo  de  la  sentencia  recurri- 
da que  dice:  "que,  no  habiéndose  impugnado 
la  validez  de  los  respectivos  títulos  de  las  par- 
tes, tampoco  se  ha  podido  discutir  en  este  jui- 
cio sobre  su  validez  6  nulidad  absoluta  ó  rela- 
tiva y  no  procede  por  este  motivo  un  pronun- 
ciamiento al  respecto." 

Lo  expuesto  en  este  considerando,  dice  el  re- 
currente, es  enteramente  inexacto.  Todo  el 
pleito  ha  versado  sohre  la  validez  6  nulidad 
de  los  títulos.  Así  la  demanda  reivindica  tona 
dice  en  su  párrafo  principal:  "Pido  á  V.  S.  que 
se  sirva  declarar  que  ha  lugnr  á  la  demanda 
condenando  á  las  personas  expresadas,  A  la 
restitución  de  todas  y  cada  una  de  las  perte- 
nencias borateras,  objeto  de  la  acción,  con  más 
los  frutos,  etc.,  todo  ello  por  haber  ocupado 
los  demandados  las  propiedades  de  mi  parte 
sorpresivamente  y  sin  título  alguno  legal". 
Los  demandados  han  contestado  diciendo  que 
los  títulos  de  ellos  son  los  válidos  y  nulos  los 
de  los  demandantes. 

Por  consiguiente,  la  sentencia  no  se  ha  pro- 
nunciado sobre  el  verdadero  punto  de  la  litis; 
nb  hay  decisión  delasunto  controvertido, cau- 
sal de  nulidad  establecida  en  el  número  6*^  del 
artículo  1 93  y  número  5'  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  quinta  causal  de  nulidad,  como  se  ha  di- 
cho al  principiar,  se  funda  en  vicios  ó  defectos 
que  el  recurrente  hizo  presente  al  Tribunal  de 
Apelación  en  diversos  escritos.  Así  en  el  de 
fs.  201  observa  que  la  confirmatoria  del  auto 


de  primera  instancia  que  declara  que,  en  rebel- 
día de  los  demandantes  se  entreguen  los  autos 
por  diez  días  á  tos  demandados  para  alegar 
de  bien  probado,  h&  dejado  a  su  parte  sin  de- 
fensa y  ha  violado  las  disposiciones  de  los  nr- 
tículos  81  y  siguientes  del  Código  de  Proce^di* 
miento  Civil  que  reglan  las  reincidías.  En  el 
de  fs.  217  se  pidió  también  al  Tribunal  de  Al- 
zada reconsideración  de  un  auto  que  negabm 
lugnr  á  un  recurso  de  hecho,  y,  caso  denega- 
do, que  la  solicitud  se  agregara  á  los  autos  y 
se  tuviera  por  hecha  la  reclamación  de  que  ha~ 
blacl  articulo  946de1  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

La  Corte  falló: 

Considerando  con  relación  á  la  primera  y 
segunda  causal: 

1'  Que  por  el  auto  ejecutoriado  de  17  de 
agosto  último  que  se  registra  á  fs.  115,  se 
mandó  regir  en  todas  sus  partes  el  decreto  de 
15  de  julio  que  mandaba  citar  á  las  partea 
para  senten-ña  y  sin  perjuicio  del  estado  en 
que  con  esta  resolución  quedaba  el  juicio,  que 
se  practicara  para  mejor  resolver  antes  del 
fallo  definitivo  la  inspección  personal  del  Juz- 
gado y  el  nombramiento  de  perito  ya  acor- 
dado; 

2^  Que  el  recurrente  tuvocabal  conocimien- 
to del  alcance  y  significado  legal  del  referido 
auto  de  17  de  agosto,  como  lo  revela  su  pre- 
sentación de  fs.  228,  proveída  el  25  de  agosto 
en  que,  refiriéndose  al  indicado  auto,  protesta 
y  reclama  de  que,  importando  él  una  citación 
paro  sentencia,  se  vaya  á  rendir  prueba  en  el 
juicio,  contrariando  de  esta  manera  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  437  del  Código  de  Fr<^ 
ce<limiento  Civil; 

3*^  Que  igualmente  revela  que  el  recurrente 
tenía  cabal  conocimiento  del  estado  del  juicio 
el  hecho  de  haberse  notificado  dos  veces  de  ci- 
taciones á  comparendo,  para  nombrar  perito 
que  ilustrara  al  Juzgado  en  la  inspección  per- 
sonal que  debía  practicar,  no  siendo  de  dudar 
que  la  primera  citación  se  hizo  en  conformi- 
dad á  lo  pedido  en  el  4'  otrosí  del  escrito  de 
fs.  160  que  indica  que  la  inspección  debe  prac- 
ticarse sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 169  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
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que  establece  el  orden  y  término  qae  deben 
emplear  los  Tribunales  uníjiersonales  para 
pronunciar  sus  sentencias; 

4'  Que,  por  último,  el  mismo  recurrente 
aRÍsti6  al  compnrendo  de  que  da  cuenta  el 
acta  de  fs.  236  en  que  se  trató  dct  nombra- 
miento de  perito,  se  notificó  del  decreto  en  que 
se  nombraba  en  carácter  de  tal  á  don  Josaias 
Harding  como  consta  de  la  diligencia  de  fojcu 
236  vta.  y  designó  para  que  lo  representara 
en  la  inspección  personal  al  ingeniero  don  Ar* 
turo  G.  Macdonald; 

5°  Que  las  actuaciones  indicadas  y  otras 
que  constan  del  proceso,  revelan  que  el  recu- 
rrente tenía  conocimiento  más  de  tres  meses 
ñutes  de  que  se  pronunciara  la  sentencia  que 
las  partes  estaban  citadas  para  oiría,  sin  que 
baya  reclamado  del  decreto  de  17  de  agosto 
tantas  reces  citado,  ya  por  su  forma,  ya  por 
incompetencia,  por  falta  de  jurisdicción  del 
juez  que  lo  dictó,  ya  por  cualquier  otro  mo- 
tivo; 

6*'  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  94-6 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  para  que 
pueda  ser  admitido  el  recurso  de  casación  en 
la  forma  es  indispensable  que  el  que  lo  enta< 
bla  haya  reclamado  de  la  falta,  ejerciendo 
oportunamente  y  en  todos  sus  grados  los  re* 
cursos  establecidos  por  la  ley; 

T*  Que,  en  consecuencia,  no  puede  admitirse 
el  presente  recurso  por  las  causales  primera  y 
segunda  que  se  alegan,  porque,  cualquiera  que 
sen  la  importancia  de  los  vicios  ó  defectos  en 
que  se  fundan,  no  se  ixelamó  de  ellos  en  tiem- 
po oportuno; 

Considerando  con  relación  á  la  tercera  cau- 
sal: 

8^  Que,  aun  en  el  supufsto  de  que  no  se 
haya  sometido  á  la  decisión  del  Tribunal  la 
cuestión  sobre  fijación  de  límites,  la  declara- 
ción de  incom[)ctencia  para  resolver  este  pun> 
to  no  importa  fallar  ultra  petitaya  que  sobre 
el  particular  la  sentencia  nada  resuelve,  des- 
prendiéndose de  aquí  que  la  causal  alegada 
sería  legalmente  procedente  en  el  caso  contra- 
rio, esto  es,  si  el  juez  hubiera  entrado  á  resol- 
ver en  su  sentencia  cuestiones  no  sometidas  á 
su  decisión; 

Considerando  respecto  á  la  cuarta  causal: 
Que  el  mismo  acápite  de  la  demanda  que 


el  recurrente  cita  en  su  apoyo  en  el  juicio,  dice 
que  la  acción  entablada  es  la  reivindicatoría 
6  de  dominio  ya  que  por  la  demanda  se  pide 
"la  restitución  de  todas  y  cada  una  de  las 
pertenencias  borateras  objeto  de  la  acción, 
todo  eilo  por  haber  ocupado  los  demandados 
las  propiedades  de  mi  parte  sorpresivamente 
y  sin  título  alguno  legal",  desprendiéndose  de 
aquí  que  la  falta  de  título  legal  es,  en  concep- 
to de  los  demandantes,  uno  de  los  fundamen- 
tos de  la  acción,  pero  ñola  acción  misma,  que, 
como  se  ha  dicho,  es  la  reivindicatoría  y  ha 
sido  fallada  en  la  sentencia; 
Considerando  respecto  de  la  quinta  causal: 
10'  Que  los  vicios  de  procedimiento  que  en 
esta  causal  se  hacen  valer  se  refieren  á  resolu- 
ciones dictadas  por  este  Tribunal,  conociendo 
en  segunda  instancia,  por  lo  cual  no  pueden 
hacerse  valer  contra  una  sentencia  de  prí- 
mera. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  visto 
además  lo  dispuesto  en  los  artículos  946— ya 
citado,  957  y  960  de!  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara  que  no  hay  casación  con 
costas  y  entregúense  los  autos  para  expresar 
agravios.— PubHquese. 

Redactado  por  si  señor  Préndente  Cister- 
nas Peña.— F.  Cisternas  Peña. — B.  Barros. — 
P.  R.  Vega.-M.  A.  QuireII.~M,  Vargas  Mar- 
dones. 


Corte  de  Santiago.— 13  de  enero  de  1905 

Pábres  y  otros  con  Fisco 

U ensura  de  salitreras.  Cabida.  -  Des- 
pueble.—Derecho  real.  Efeoto  re- 
troaotivc— Presoripoión.  -  Comuni- 
dad. 

Doctrina:— Coni&nne  al  articulo  149 
del  Código  de  Minería  de  1874  ¡a  pose- 
sión originaria  de  tas  minas  se  adquiría 
por  el  registro  legalmente  veriñcado  y  esa 
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posesión  cotistituia  derecho  de  propic 
dad  leg&í.  Por  consiguiente,  habiendo 
sido  legalmente  registradas  las  pertenen- 
cias á  que  se  reñere  la  demanda  antes 
del  í'  de  enero  de  1889  y  no  constando 
que  se  haya  perdido  el  der&:ho  de  pro- 
piedad por  abandono  solemne  ó  despue- 
ble legítimamente  declarado  ó  por  decla- 
ración de  terreno  franco,  es  procedente 
¡a  mensura  de  dichas  pertenencias,  ya 
que  sobre  ellas  se  había  constituido  pro- 
piedad minera  antes  de  la  vigencia  del 
Código  actual  y  éste  exceptúa  del  domi- 
nio Gscal  los  depósitos  sobre  los  cuales 
se  hubiere  constituido  propiedad  minera 
de  particulares  por  leyes  anteriores. 

El  artículo  2^  del  Reglamento  de  28  de 
julio  de  1877,  dictado  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  del  Código  de 
Minería  de  1S74  prescribe  que  el  registro, 
posesión  y  propiedad  de  los  depósitos  de 
salitre  se  regirán  por  el  ÍT\dicado  Código 
en  cuanto  no  íuere  modiñcado  por  dicho 
Reglamento  y  aun  cuando  e¡  articulo  4^^ 
de  este  Reglamento  señalaba  plazos  de- 
terminados para  e^tuar  los  trabajos 
que  debían  hacerse  en  sustitución  del 
pozo  de  ordenanza  prescrito  por  el  ar- 
tículo 31  del  Código  y  para  proceder  á 
la  mensura  de  la  pertenencia  registrada, 
el  retardo  de  esos  traba/os  y  de  la  men- 
sura no  tenía  otra  sanción  que  el  des- 
pueble legítimamente  declaradoyno  pue- 
de impedir  la  mensura  que  se  demanda. 
No  puede  invocarse  contra  la  deman- 
da de  mensura  la  circunstancia  de  que  el 
articulo  20  del  citado  reglamento  dispo- 
ne que  si  el  ingeniero  nombrado  para 
mensurar  y  dar  la  posesión  del  depósito 
denunciado  hallare  que  los  trabajos  de 
exploración  ejecutados  por  el  descubri- 
dor no  dan  idea  alguna  del  depósito,  nt 
en  hondura^  ni  en  su  superñcie,  la  con- 


cesión quedará  anulada,  puesto  que  aun 
no  se  ha  practicado  esa  operación  peri- 
cial que  es  precisamente  el  obfeto  de  la 
demanda  y  por  lo  tanto  no  puede  apli- 
carse esa  sanción. 

El  ejercicio  del  derecho  de  mensurar 
ciertas  pertenencias  salitreras  para  per- 
feccionar el  dominio  y  concretarlo  ó  des 
lindarlo  de  otro,  no  es  una  acción  perso' 
nal  contra  persona  que  tenga  obligación 
correlativa  y,  por  lo  tanto,  no  puede 
oponerse  á  ese  derecho  la  excepción  de 
prescripción  extintiva  de  las  acciones  Ju- 
diciales que  suponen  un  derecho  personal 
á  la  vez  que  una  obligación  exigible. 

Concedida  é  inscrita  la  posesión  esti- 
va de  una  herencia  entre  cuyos  bienes  se 
encuentra  una  pertenencia  salitrera  y 
siendo  de  una  comunidad  indivisa  dicha 
pertenencia,  el  acto  de  dominio  ejercita- 
do por  la  petición  de  mensura  por  uno 
de  los  comuneros  aprovecha  á  los  demás 
que  no  han  aparecido  ó  apersonádose  al 
juicio. 

No  estando  en  ejercicio  el  Código  de 
Minería  que  contempla  el  despueblecomo 
un  medio  de  perder  el  dominio,  ni  ha- 
biéndose verificado  que  otro  denunciara 
y  hubiera  obtenido  para  sí  la  propiedad, 
no  procede  la  declaración  de  despueble 
solicitada. 

El  derecho  real  adquirido  por  la  ins- 
cripción de  la  merced  concedida,  no  pue- 
de ser  modificado  posteriormente  por  las 
diligencias  que  se  practiquen  para  su 
perfeccionamiento,  á  pretexto  de  existir 
otras  disposiciones  que  conceden  mayor 
cabida. 

Por  consiguiente,  inscritos  ciertos  pe- 
dimentos salitreros  el  31  de  agosto  de 
1876  quedan  ellos  sujetos,  en  cuanto  á 
su  cabida,  á  lo  dispuesto  por  el  decreto 
supremo  de  2  de  enero  de  1873,  no  pu- 
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diendo  exceder  de  480.000,  metros  ¡as 
descubridoras  ai  de  160.000  las  esta- 
cadas. 

Don  Horacio  Pabres,  por  sí  y  por  don  Wen- 
ceslao Espejo,  como  cesionario  de  don  Juan 
Gálvez;  por  don  Orasmín  y  don  Demetrio  Fi- 
gueroa;  don  Leoncio  Collante,  doña  Juana  y 
doña  Cayetana  Oliva,  y  doña  Virginia  ydoña 
Estela  Pigueroa,  demandó  al  Fisco  para  que 
se  declarara  que  'podía  proceder  á  la  mensura 
délas  siguientes  pertenencias  salitreras,  cuyos 
títulos  acompañaba:  una  e«taca  concedida  á 
don  Juan  Gálvez  y  otra  á  don  Orasmín  Pigue- 
roa en  el  pedimento  registrado  con  el  número 
179  en  el  registro  del  año  1870  del  notario  de 
Copiapó,  don  Agapito  Vallejo;  estaca  conce- 
dida A  don  Demetrio  Figueroa  Marcoleta,  re- 
gistrada con  el  número  181  del  mismo  regis- 
tro; estaca  del  pedimento  número  23  del  regis- 
tro del  año  1876  del  notario  don  Pascual  del 
Fierro;  estaca  registrada  con  el  número  697 
del  registro  del  año  1880  del  notario  don  Aga- 
pito Vallejo;  y  estaca  número  206  del  registro 
del  mismo  notario  del  añol876 pertenecientes 
ádon  Leoncio  Collantes;  estaca  en  el  pedimento 
número  28  del  registro  del  año  1878  del  nota- 
rio  de  Copiapó  don  Pascual  del  Fierro,  perte- 
neciente A  doña  Cayetana  Oliva;  entacas  de 
los  pedimentos  números  23  y  26  del  mismo 
registro,  de  propiedad  de  doña  Juana  Oliva; 
una  estaca  en  cada  uno  de  los  pedimentos  nú- 
meros 23  y  26  recién  nombrados,  de  propie- 
dad de  doña  Estela  Figueroa;  y  otra  estaca  en 
cada  uno  de  estos  mismos  pedimentos  de  pro- 
piedad de  doña  Virginia  Figueroa. 

Expone  que  estas  propiedades  sólo  han  po- 
dido perderse  por  despueble,  lo  que  no  ha  te- 
nido lugar;  que  conforme  al  artículo  2'  del 
Código  de  Minería,  el  Estado  reconoce  esta 
propiedad,  1á  cual  queda  constituida  en  virtud 
del  registro  y  goza  de  los  privilegios  de  la  pro- 
piedad  inscrita,  conforme  al  artículo  149  del 
Código  de  Minería  de  1874  j  al  81  del  Código 
actual. 

Más  adelante  amplió  su  demandad  la  estaca 
salitrera  del  pedimento  número  179  á  que  an- 
tes se  ha  referido  y  que  es  de  propiedad  de  la 
sucesión  de  don  Horacio  Vargas;  á  las  perte- 


nencias registradas  con  el  número  432  del  re- 
gistro del  año  1879  del  notario  de  Copiapó 
don  Agapito  VaIle)o;  y  á  la  estaca  del  pedi- 
mento número  179  perteneciente  á  la  sucesión 
de  don  Manuel  Figueroa;  &  una  estaca  en 
cada  uno  de  los  pedimentos  recién  nombrados, 
y  otra  registrada  con  el  número  2  del  registro 
del  año  1880  del  notario  Vallejo,  de  propiedad 
de  doña  Catalina  Oliva;  y  de  una  estaca  de 
salitre  en  el  pedimento  número  179,  pertene- 
cienteá  lasucesiónde  don  Alcibíades Figueroa. 

En  rebeldía  del  representante  fiscal  se  dió 
por  contestada  la  demanda. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba. 

El  demandante  renunció  el  término  proba- 
torio y  pidió  que  se  citara  para  sentencia^  si 
el  demandado  no  se  oponía  dentro  de  tercero 
día 

Xo  habiéndose  opuesto  el  demandado  y  con 
lo  dictaminado  por  el  señor  promotor  fiscal,  el 
juzgado  citó  para  sentencia  y  pronunció  con 
fecha  24  de  octubre  de  1903  el  siguiente  fallo; 

Considerando: 

1'  Que  si  bien  es  cierto  que  el  Código  de  Mi- 
nería vigente  establece  que  el  Estado  se  «ser- 
va la  explotación  de  los  nitratos  y  sales  amo- 
niacales análogas,  que  se  encuentran  en  te- 
rrenos del  Estado  ó  de  las  Municipalidades, 
exceptúa,  sin  embargo,  los  depósitos  sobre  los 
cuales  se hubiereconstituídopropiedad  minera 
de  particulares  por  leyes  anteriores; 

2'  Que  en  virtud  de  esta  reserva,  los  conce. 
siouarios  de  salitres  que  hubieren  constituido 
propiedad  minera  sobre  ellos  antes  de  la  vi- 
gencia del  citado  Código,  como  ocurr«  con  las 
de  que  se  trata  en  el  presente  juicio,  están  ha- 
bilitados para  fijar  en  el  terreno  sus  pertenen- 
cias, por  medio  de  la  mensura,  que  importa 
solamente  el  ejercicio  del  derecho  de  propiedad; 

3'  Que  conforme  al  artículo  149  del  Código 
de  Minería  de  1874,  la  posesión  originaria  de 
las  minas  se  adquiría  por  el  registro  legalmen. 
verificado,  que  es  lo  que  consta  de  los  títulos 
que  se  han  acompañado,  y  esa  posesión  cons- 
tituía derecho  de  propiedad  legal; 

4'  Que  las  pertenencias  á  que  se  refiere  la 
demanda  fueron  legalmente  registradas  antes 
del  1"  de  enero  de  1889; 

5^  Que  perdiéndose  el  derechode  propiedad, 
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según  el  Código  de  Minería  de  1874,  por 
abandono  solemne  ó  despueble  legítimamente 
declarado,  ó  por  declaración  deterrenofranco, 
según  el  Código  actual,  no  aparece  compro- 
bado que  esto  haya  ocurrido  con  las  pertenen- 
cias á  que  se  refiere  la  demanda; 

6'  Que  el  artículo  2*^  del  reglamento  de  28 
de  julio  de  1877,  dictado  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  3'  del  Código  de  Minería 
de  1874,  prescribe  que  el  registro,  posesión  y 
propiedad  de  los  depósitos  de  salitre  se  regirán 
por  el  indicado  Código  en  cnanto  no  fuere  mo- 
diñcado  por  dicho  reglamento; 

7^  Que  aun  cuando  el  artículo  4*^  de  este  re- 
glamento señalaba  plazos  determinados  para 
efectuar  los  trabajos  que  debían  hacerse  en 
sustitución  del  pozo  de  ordenanza  presento 
por  el  artículo  31  del  Código  y  para  proceder 
á  la  mensura  de  la  pertenencia  registrada,  el 
retardo  de  esos  trabajos  y  de  la  mensura  no 
tenía  otra  sanción  queel  despueble  establecido 
por  el  mismo  Código,  y  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 12  del  reglamento;  y  en  el  caso  actual, 
como  ya  se  ha  expresado  en  el  considerando 
5^,  no  hay  constancia  de  haberse  declarado 
respecto  de  las  propiedades  materia  del  pre- 
sente juicio; 

8^  Que  aunque  el  artículo  20  del  Reglamen- 
to citado  dispone  que  si  el  ingeniero  nombrado 
para  mensurar  y  dar  la  posesión  del  deposite 
denunciado,  hallare  que  los  trabajos  de  explo- 
ración ejecutados  por  el  descubridor  no  dan 
idea  alguna  del  depósito,  ni  en  hondura  ni  en 
su  superficie,  la  concesión  quedaré  anulada;  en 
el  presente  caso  no  se  ha  procedido  hasta  aho- 
ra á  practicar  aquella  operación  pericial,  que 
«s  precisamente  el  objeto  de  la  demanda,  y  por 
lo  tanto  no  podía  aplicarse  la  sanción  indicada; 

9'  Que  el  decreto  supremo  de  27  de  junio 
de  1876,  anterior  al  reglamento,  únicamente 
dispuso  trámites  respecto  de  la  posesión  ma 
terial  y  la  mensura  de  las  salitreras  concedidas 
á  particulares,  refiriéndoseé  las  mercedesotor- 
gadas,  que,  por  su  solo  registro,  constituían 
la  propiedad  minera;  según  lo  expuesto  en  el 
considerando  tercero,  esos  trámites  debían 
cumplirse  después  que  el  concesionario  adqui- 
ría el  derecho  de  propiedad,  y  el  decreto  que 
los  estableció  no  fijaba  plazo  para  practicar- 
os, y  los  mismos  trámites  fueron  modificados 


por  el  reglamento  de  28  de  julio  de  1877,  an- 
tes de  haberse  pedido  la  mensura  de  las  per- 
tenencias registradas  bajo  el  imperio  del  cita- 
do decreto  de  27  de  junio  de  1876; 

10.  Que  el  ejercicio  del  derecho  de  mensurar 
las  pertenencias  A  que  se  refiere  la  demanda, 
para  perfeccionar  el  dominio  y  concretarlo  ó 
deslindarlo  de  otro,  no  es  una  acción  personal 
contra  persona  que  tenga  obligación  correla- 
tiva, y  por  lo  tanto,  no  puede  oponerse  la  ex- 
cepción de  prescripción  extintiva  de  las  accio- 
nes judiciales  que  suponen  un  derecho  perso- 
nal, á  la  vez  que  una  obligación  exígibie; 

11.  Que  consta  del  título  de  f.  4,  que  don 
Alcibíades  Kigueroa  obtuvo  para  sí  y  sus  so- 
cios don  Orasmín,Antolín  y  Manuel  Figueroa, 
don  Simón  Salazar,  donjuán  Gá1vez,don  Ho- 
racio Vargas,  don  Ruperto  Cámusy  don  Ale- 
jandro Mascayano  la  propiedad  salitrera  á 
que  dicho  título  se  refiere;  y  del  documento  de 
fs.  33,  que  se  concedió  la  posesión  efectiva  de 
la  herencia  de  don  Alcibíades  Figueroa,  á  sus 
herederos,  inscribiéndose  dicha  posesión,  y 
siendo  de  una  comunidad  aquella  pertenencia, 
indivisa,  ya  que  no  consta  de  autos  lo  contra- 
río, el  acto  de  dominio  ejercitado  por  la  peti- 
ción de  mensura  por  uno  de  tos  comuneros 
aprovecha  á  los  demás  que  no  han  aparecido 
ó  apersonádose  al  juicio; 

12.  Que  no  estando  en  ejercicio  el  Código 
de  Minería,  que  contemplad  despueble  como 
un  medio  de  perderse  el  dominio,  ni  verificá- 
dose  que  otro  denunciara  y  hubiera  obtenido 
para  sí  la  propiedad,  no  procede  la  declara- 
ción de  despueble,  ya  que  á  ello  se  oponen  los 
artículos  12  y  24,  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861. 

Por  estas  consideraciones  y  lo  cjue  también 
disponen  los  artículos  4,  728,  1698,  2305 
2505,  2514  del  Código  Civil;  35  y  38  del  de 
Minería  de  1874;  81,  83  y  134,  del  de  1888;  y 
331,  del  de  Procedimiento  Civil,  se  declara: 

1*^  Que  no  ha  lugar  á  la  excepción  de  falta 
de  personería  respecto  de  ilon  Alejandro  Mas- 
cayano, don  Antolín  Kígueroa,  don  Simón 
Salazar  y  don  Ruperto  Cámus. 

2^  Que  tampoco  ha  lugar  á  la  de  prescríp- 
ción  opuesta  á  la  demanda,  ni  á  la  petición 
subsidiaria  de  despueble  de  las  {pertenencias  á 
que  se  refiere  este  juicio;  y 
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3'  Que  ha  lugar  á  la  demanda  y  amplia- 
ción de  ella. 

Anótese,  consúltese  y  agréguese  el  papel 
sellado  correspondiente.— :/osé  T.  Marín. 

Devueltos  los  autos  á  primera  instancia 
para  que  el  juzgado  se  pronunciara  sobre  una 
solicitud  en  que  se  pedía  se  declarara  que  las 
pertenencias  números  23  y  26  concedidas  en 
el  año  1876,  debían  ser  mensuradas  con  la 
cabida  de  480.000  metros,  respecto  de  las  des- 
cubridoras y  de  160.000  metros,  respecto  de 
-las  simples  estacadas,  se  comunicó  traslado 
de  esa  solicitud  &  la  parte  demandante.  Eva- 
cuado éste,  con  fecha  16  de  agosto  de  1904  el 
juzgado  resolvió: 

Considerando: 

Que  por  decreto  supremo  de  2  de  enero  de 
,1873  se  dispuso  que  la  extensión  de  los  descu- 
bridores no  podría  exceder  de  480.000  metros 
y  las  estacadas  de  160.000  metros; 

Que  las  mercedes  de  fs.  11  y  f.  12,  fueron 
inscritas  el  31  de  agosto  de  1876,  bajo  la  vi- 
gencia del  decreto  supremo  citado,  y  que^- 
ron  sujetas  á  él  en  cuanto  á  la  cabida; 

Que,  según  consta  de  los  mismos  pedimen- 
tos corrientes  á  f.  11  y  12,  las  mercedes  fueron 
concedidas  con  sujeción,  respecto  de  su  men- 
sura, á  lo  dispuesto  en  el  supremo  decreto  de 
27  de  junio  de  1876;  y  en  consecuencia,  quedó 
asi  indicada  la  cabida  que  les  corresponde; 

Que  el  derecho  real  adquirido  por  la  inscrip- 
ción de  la  merced  concedida,  no  puede  ser  mo- 
dificado posteriormente  por  las  diligencias 
que  se  practiquen  para  su  perfeccionamiento^ 
á  pretexto  de  existir  otra  disposición  que  con- 
cede mayor  cabida; 

Con  lo  que  dispone  el  decreto  supremo  ya 
citado,  y  el  artículo  12  de  la  ley  de  7  de  octu- 
bre de  1861,  se  declara:  que  la  cabida  de  las 
pertenencias,  á  que  se  refieren  los  títulos  de 
fe.  11  y  12,  no  puede  exceder  de  480.000  me- 
tros, respecto  de  las  descubridoras,  y  de  160 
mil  metros  en  cnanto  á  las  estacadas. 

Anótese  y  agréguese  el  papel  competente  

José  T.  María. 

Apeladas  estas  sentencias 

La  Ck>rte  falló: 
Vistos:  Se  confirma  la  sentencia  apelada  de 

APKLACIONU 


24  de  octubre  de  1903.  Se  confirma  también 
la  sentencia  apelada  de  16  de  agosto  último. 

Acordada  esta  última  resolución  contra  el 
voto  del  señor  ministro  Benavente,  quien  es- 
tuvo  por  revocarla  y  por  declarar  que  las  per- 
tenencias números  23  y  26,  concedidas  el  año 

1876,  cuyos  títulos  corren  á  fs.  11  y  12  de  los 
autos,  deben  mensurarse  con  la  cabida  deter- 
minada en  el  reglamento  de  28  de  julio  de 

1877,  por  las  razones  que  consigna  en  el  libro 
de  votos  especiales. 

Publíquese,  devuélvanse  y  agréguese  el  pa- 
pel correspondiente.— 4.  Vergara  Albano,— 
Darío  Benavente.— J.  Agustín  Rojas. 

VOTO  DISIDKNTB 

En  el  juicio  seguido  por  don  Horacio  Pa- 
bres  y  otros,  con  el  Pisco,  sobre  mensura  de 
salitreras,  la  mayoría'del  tribunal  confirmó, 
con  fecha  de  hoy,  la  sentencia  de  fecha  16  de 
agosto  del  año  anterior,  que  declara  que  la 
cabida  de  las  pertenencias  á  que  se  refieren 
los  títulos  de  fs.  11  y  12,  no  puede  exceder  de 
480.000  metros  cuadrados,  respecto  de  los 
descubridores,  y  de  160.000  metros,  en  cuan, 
to  á  los  estacados,  contra  el  voto  del  in- 
frascrito, que  estuvo  por  revocar  dicho  fallo  y 
resolver  que  la  mensura  de  esas  pertenencias 
debía  practicarse  con  arreglo  á  las  prescrip- 
ciones del  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877. 

Para  opinar  así,  he  tenido  presente  las  si- 
guientes consideraciones: 

1*^  que  las  referidas  pertenendas  fueron  con* 
cedidas  durante  la  vigencia  del  Código  de  Mi- 
nería de  1874,  el  cual  dispuso  en  su  artículo 
3^  que  las  sustancias  que  ahí  se  designan  se- 
rian de  explotación  común,  stn  perjuicio  del 
derecho  del  Estado  ó  de  las  Municipalidades 
en  su  caso,  para  concederlas  á  los  particulares 
en  la  extensión  y  bajo  las  condiciones  deter- 
minadas en  los  contratos  celebrados  especial- 
mente ó  establecidas  en  los  reglamentos  que 
se  dictaren  al  efecto; 

2'  Que  mientra»  se  cumplía  con  la  prescrip- 
ción anterior,  se  expidieron  por  el  Supremo 
Gobierno  los  decretos  de  27  de  junio,  11  y  13 
de  septiembre  de  1876,  fijando  provisoria- 
mente en  ellos  las  reglas  á  que  debían  sujetar- 
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se  los  gobernadores  departamentales  para 
otor^fat  la  posesión  y  mensura  de  las  minas  y 
depósitos  de  salitre,  y  señalando  la  extensión 
de  terrenos  que  al  practican»  esta  segunda 
diligencia,  se  debía  entregar  á  los  concesiona- 
ríos; 

3^  Que  en  los  decretos  de  27  de  junio  y  11 
de  septiembre  citados,  se  6j6  esa  extensión  en 
cuatrocientos  ochenta  mil  metros  cuadrados 
para  los  descubridores  y  la  tercera  parte  para 
los  otros  denunciantes,  decretos  que  fueron 
derogados  por  el  último,  que  la  aumentó  á 
trescientas  hectáreas  cuadradas  para  los  des- 
cubridores y  á  cien  hectáreas  para  los  demás 
peticionaríofi,  fundándose  la  derogación,  se- 
gún ah{  mismo  se  expresa,  en  que  había  resul- 
tado deficiente  en  la  práctica  la  cabida  desig- 
Ti.tda  en  los  dos  primeros; 

4-^  Que  en  seguida,  y  de  conformidad  con  lo 
establecido  en  la  parte  final  del  artículo  3^del 
Código  de  Minería  de  1874,  se  dictó  el  regla- 
mento de  28  de  julio  de  1877,  en  el  que  se  es- 
tablecieron de  una  manera  firme  y  definitiva 
las  reglas  bajo  las  cuales  debía  concederse  á 
los  particulares  la  explotación  de  los  depósi- 
tos de  salitre  y  boratos  existentes  en  terrenos 
eriales  del  Estado,  y  cuyo  artículo  5^  determi- 
nó que  cada  pertenencia  de  estos  depósitos 
constaría  de  cien  hectáreas,  pudiendo  los  des- 
cubridores tener  derecho  á  tres  de  ellas,  conti- 
nuas Ó  discontinuas; 

5^  Que  de  lo  expuesto  se  deduce  claramente 
que  los  decretos  anteriores  á  este  reglamento, 
que  entró  á  formar  parte  integrante  del  Códi- 
go de  Minería  entonces  vigente,  tuvieron  sólo 
un  carácter  transitorio,  y  como  sus  disposi- 
ciones no  pudieron  subsistir  después  de  ¿I,  no 
pueden,  por  lo  tanto,  aplicarse  á  las  propie- 
dades mineras  que  sólo  hoy  se  procura  cons. 
titutr; 


6^  Que  tratándose  de  la  constitución  defini- 
tiva de  los  títulos  de  que  se  viene  haciendo 
mérito,  debe  procederse  con  arreglo  á  los  ólti* 
mos  preceptos  legales  que  hayan  estado  en 
vigor  en  la  época  en  que  los  respectivos  dere- 
chos de  propiedad  fueron  adquiridos  y  de  que 
los  interesados  pudieron  aprovecharse,  en  uso 
de  las  facultades  que  ellos  mismos  les  otorga- 
ban; 

<7.^  Que  con  relación  al  caso  de  que  aquí  se 
trata,  las  pertenencias  de  fs.  11  y  12  fberon 
solicitadas  el  31  de  de  agosto  de  1876,  sólo 
algunos  días  antes  del  decreto  de  13  de  s^ 
tiembre  de  ese  aBo,  dictado  en  reemplazo  de 
los  de  11  del  mismo  mes  y  27  de  junio  ante- 
rior; de  modo  que  en  tan  corto  espacio  de 
tiempo,  no  habrían  podido  materialmente 
mensurarse  bajo  el  imperio  de  estos  últimos 
decretos,  si  tal  diligencia  se  hubiera  llevado  é 
término  inmediatamente  después  de  su  conce- 
sión y  registro;  y 

8'  Que  por  parte  del  demandante,  además, 
ha  manifestado  expresamente  su  propósito 
de  acogerse,  para  los  efectos  de  la  mensura  de 
sus  pertenencias,  á  las  prescripciones  del  Có- 
digo de  Minería  de  1874,y  á  los  beneficios  del 
reglamento  con  fuerza  de  ley  de  28  de  julio  de 
1877. 

Si  no  hubiera  de  aceptarse  lo  que  he  venido 
sosteniendo,  no  seria  procedente,  aun  en  ese 
caso,  decretar  la  mensura  de  las  propiedades 
citadas  más  atrás  con  la  cabida  que  les  asigna 
el  juex  de  primera  instanria,  porque  conforme 
á  los  artículos  37  y  Irtl  del  Código  de  Mine- 
ría de  1888,  que  actualmente  nos  rige,  y  á  los 
cuales  también  se  ha  acogido  ntbsídiaríamen- 
te  la  parte,  debeiía  dárseles  una  extennón  de 
cincuenta  hectáreas. 

Santiago,  13  de  enero  de  1905.— Darío  Be~ 
aavente. 
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J  URISPRUDENCI A 

SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  la.  Serena.-^  de  abril  de  1904 
Toro  con  Ciftientes 

Oltaolóu  para  sentenola.  —  Oertlfloa- 
olón  ordenada  despuéa 

Doctrina:— ¿a  agregación  de  unn  cer- 
tiñcación  pedida  por  el  jue*  de^uéa  de  Í& 
citación  pata  sentencia,  en  aso  de  la  fa- 
cultad discrecional  que  le  otorga  el  nú- 
mero 1°  del  articalo  166  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  jr  con  conocimiento 
ó  notiñcMÍón  de  las  partes^  no  importa 
ana  diligencia  probatoria  de  aquellas  á 
que  se  reñere  el  número  5  del  articulo 
966 y  para  la  cual  sea  necesaria  la  cita- 
ción. 


Vistos:  en  el  juicio  ejecutÍTo  por  cobro  <le 
pesos  wguitio  entre  don  Jnan  del  C.  Toro  y  don 

APBI.ACIONRS 


Juan  Francisco  Cifuentes  y  compartes  se  dictó 
por  el  Juzgado  de  primera  instancia  la  senten- 
cia de  término,  mandando  Iterar  adelante  la 
ejecución. 

Don  Faustino  Valenzuela,  por  don  Juan 
Francisco  Cifuentes  y  otros,  formuló  contra 
dicha  sentencia  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma, fundándolo  en  las  siguientes  causales: 

1*  Haber  ordenado  eljues,  después  déla 
citación  para  sentencia,  que  el  notario  señor 
Silva  Cotapos,  certificara  si  la  escritura  de  fo- 
ja 1  del  primer  cuaderno  era  primera  ó  segun- 
da copia  del  instrumento  público  matriz  á  que 
dicha  copia  se  reñere.  Funda  esta  causal  en  la 
infracción  del  artículo  10  del  Código  Civil, 
que  establece  la  nulidad  de  los  actos  prohibi- 
dos por  la  ley.  Añade  que  estando  prohibida 
por  el  articulo  437  del  Código  de  Procedímien». 
to  Civil  la  agregación  de  escritos  ó  medios  de 
prueba  después  de  la  citación  para  sentencia, 
se  ha  infringido  dicho  artículo  al  agregar  el 
certificado  eu  referencia  y,  por  lo  tanto,  es 
nula  dicha  diligencia,  y  también  lo  es  la  sen- 
tencia fundada  en  ella: 
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2*  En  haberse  omitido  respecto  de  dicha 
certificación  la  citación  de  su  parte,  con  infrac- 
ción del  números^  del  artículo  966  del  Código 
de  Procedimiento  citado; 

3*  En  no  haber  sido  oído  en  el  juicio  don 
Manuel  A.  GonzáUz,  sucesor  de  los  derechos 
de  uno  de  los  Secutados,  donjnvenal  Aguirre; 

4*  Bn  que  siendo  divisible  la  obligación 
constante  del  instrumento,  se  ha  hecho  recaer 
exclusiramente  la  ejecución  en  contra  de  sus 
mandantes,  apesar  de  que  la  demanda  se  diri- 
gió también  contra  don  Juvenal  Aguirre.  Fun- 
da las  dos  últimas  causales  en  la  infracción  de 
los  artículos  193,  número  1"^,  y  de  todos  los 
números  del  966 del  Código  de  Procedimiento. 

Tnddos  los  autos  en  reladón  para  conocer 
del  referido  recurso;  y 

Teniendo  presente: 

1'  Que,  ejercitando  la  facultad  discrecional 
que  otoi;ga  el  número  1^  del  articulo  166  del 
Código  de  Procedimiento,  ordenó  el  Juez  de 
primera  instancia  la  agregación  del  certificado 
del  notario  don  Guillermo  Silva  Cotapos,  dili- 
gencia que  se  practicó  con  el  conocimiento  ó 
notificaáón  de  las  partes,  como  lo  prescribe 
dicho  artículo; 

2*  Que  atendida  su  naturaleza,  el  certificado 
expedido  no  puede  estimarse  como  una  dili- 
gencia probatoria  de  aquellas  á  que  s^  refiere 
el  número  5^  del  artículo  966  del  citado  Códi- 
go, y  para  la  cual  habría  sido  necesario  el  trá- 
mite de  la  citación; 

3^  Que  no  se  ha  omitido  la  designación  pre- 
cisa que  preceptúa  el  número  1'  del  artícnlo 
193  del  Código  de  Procedimiento,  por  cuanto 
en  la  sentencia  recnnida  aparece  designado 
don  Jnvenal  Aguirre,  contra  quien  se  pidió  y 
despachó  el  mandamiento  de  embargo,  y  cu- 
yos derechos  transfirió  posteriormente  á  don 
Manuel  González; 

4'  Que,  dado  lo  expuesto  en  el  consideran- 
do anterior,  y  habiéndose  tramitado  la  causa 
con  don  Jnvenal  Aguirre,  no  han  podido  omi- 
tirse los  trámites  esenciales  del  artículo  966 
que  se  rita. 

Bn  mérito  de  estas  consideraciones  y  visto 
lo  dispuesto  en  las  dtsposídones  legales  cita- 
das, se  declara  inadmisible,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma  interpuesto  con- 


tra la  sentencia  de  28  dt  enero  úl  timo,  y  trái- 
ganse los  autos  en  relación  para  conocer  de 
la  apelación  pendiente. 

Acordada  después  de  desechada  la  indica, 
ción  del  señor  Ministro  Carvallo,  para  que  el 
Tribunal  se  pronunciara  sobre  la  petición  for- 
mulada en  estrados  por  el  abogado  de  taparte 
del  ejecutado,  acerca  de  la  nulidad  de  la  referi- 
do sentenda,  haciendo  uso  de  la  facultad  que 
le  confiere  el  artículo  949  del  Código  de  Pro- 
cedimiento.-^d'uan/o  Gómez  Herreros. -Maxi- 

müiaao  B.  Ahahs— Felipe  Herrera  Aí.  Car- 

rallo. 


Corte  de  la  Serena.— 18  de  mayo  de  7.9*># 
Nieto  y  C*  con  Labaym  y  C* 

Quiebra. -Cesación  de  pagros.  -Insol- 
yenola  del  deudor 

Doctrina:— Z/A  qaiebra  es  el  estado  del 
comerciante  que  cesa  en  el  pago  de  sus 
obligaciones  mercantiles;  j  por  lo  tanto, 
no  se  atiende  á  la  insolvencia  del  deudor 
ó  sea  Á  la  situación  en  que  el  activo  sea 
momentáneamente  menor  que  el  pasivo^ 
sino  al  hecho  positivo  de  dejar  de  pagar 
una  deuda  comercial  exigible. 

Vn  acreedor  puede  pedir  la  declaración 
de  quxbra,  aun  cuando  su  crédito  no  sea 
exigible,  siempre  que  indique  especíñca- 
mente  las  circunstancias  constitutivas  de 
la  cesación  de  pagos. 


Los  señores  Nieto  y  Compañía,  alegando 
que  los  señores  Labayru  y  Ies  adeudan  la 
suma  de  once  mil  y  tantos  pesos,  saldo  de  la 
cuenta  corriente  que  acompañaban,  y  fundán- 
dose en  que  los  deudores  habían  cesado  en  el 
pago  de  PUS  obligaaimes  mercantiles  como  lo 
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acreditaba  d  juicio  Beguidd  contra  ellos  por 
don  Joaquín  Marco,  solicitaron  se  declarara 
en  quiebraálacasa  comercial  de  Labajru  y  C*. 

El  juzgado  de  Copiapó  resolvió: 

Copiapó,  30  de  octubre  de  1903  Vistos:  á 

lo  principal  y  otrosí,  con  el  mérito  del  poder 
acompañado  y  siendo  efectivo  lo  expuesto  en 
el  escrito  que  antecede,  declárase  en  quiebra  á 
la  sociedad  comerdal  de  Labayru  y  C*,  reser- 
vándose el  juzgado  lijar  posteriormente  el  día 
de  la  cesación  de  pagos,  y  nómbrase  sindico 
provisorio  á  don  Remberto  E.  Cabrera,  quien 
se  recibirá  por  inventarío  de  los  bienes,  docu- 
mentos, libros,  y  correspondencia  de  los  fa- 
llidos. 

Procédase  por  el  receptor  de  mayor  cuantía 
don  Bxequiel  Valenzuela,  en  unión  del  síndico 
y  de  los  señores  Eduardo  Gaytán  y  Carlos  A. 
Carabantes,  á  la  aposición  de  sellos  ordenada 
por  el  artículo  1396  del  Código  de  Comercio. 

Cítese  á  todos  losacrecdores  presuntos  para 
que  comparezcan  con  los  documentos  justiñ- 
cativoB  de  sus  créditos  á  la  prímera  junta  ge< 
neral,  que  tendrá  lugar  el  miércoles  2  de  di- 
ciembre próximo,  á  la  una  de  la  tarde,  din- 
giéndose  los  correspondientes  exhortes  para 
la  notificación  de  los  acreedores  residentes 
fuera  de  este  departamento,  con  el  objeto  de 
que  concurran,  en  el  término  del  emplazamien- 
to, á  hacer  uso  de  su  derecho,  bajo  el  apercibi- 
miento legal. 

Publfqnese  el  presente  auto  en  la  forma  de- 
terminada por  el  articnlo  1357  del  citado  Có- 
digo, ordenándose  no  pagar  ni  entregar  mer- 
caderías á  los  fallidos,  debiendo  las  personas 
que  tengan  bienes  6  papeles  pertenecientes  á 
éstos  ponerlos  á  disposición  deeste  juzgado  en 
el  término  de  tercero  día,  bajo  el  apercibimien- 
to de  derecho. 

Notifíquese  al  Administrador  de  Correos  pa- 
ra los  efectos  del  número  4^  del  artículo  1350 
del  mismo  Código  de  Comercio.— Ossa. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 
1^  Que  quiebra  es  el  estado  del  comerciante 
que  cesa  en  el  pago  de  sus  obligaciones  mer- 
cantiles; 

2^  Que,  en  consecuencia,  para  determinar  el 


estado  de  qniebra  no  se  atiende  á  la  insolven- 
cia del  deudor,  esto  es,  á  la  situación  en  que  el 
activo  es  menor  que  el  pasivo,  sino  al  hecho 
positivo  de  dejar  de  pagar  las  deudas  ezigibles 
provenientes  del  comercio; 

3^  Que  en  el  caso  de  autos  la  quiebra  de  la 
sociedad  de  Labayru  y  C*  fué  declarada  á  pe- 
tición de  Nieto  y  C*; 

4^  Que,  conforme  á  los  artículos  899  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  y  1351  del  de  Co- 
mercio, un  acreedor  puede  provocar  la  decla- 
ración de  quiebra,  aun  cuando  su  crédito  no 
sea  exigible,  siempre  que  indique  especfíica- 
mente  las  circunstancias  constituti  vas  de  la  ce- 
sación de  pagos,  y  acompañe  documentos  que 
la  acrediten  á  ofrezca  rendir  la  prueba  que  con- 
venga; 

5^  Que  el  título  en  que  se  funda  la  petición 
de  Nieto  y  C*  es  una  cuenta  corriente  habida 
entre  ellos  y  Labayru  y  C*,  lo  que  no  basta 
para  el  objeto  que  se  propuso,  pues  la  calidad 
de  deudor  y  acreedor  solo  se  establece  con  la 
terminación  de  la  cuenta  y  aceptaríñn  del 
saldo; 

6^  Que  los  antecedentes  del  juicio  ejecutivo 
seguido  por  don  Joaquín  Marco  contra  La- 
bayru y  C",  agregado  á  esta  instancia  de  quie- 
bra, y  el  hecho  de  haberse  cerrado  la  casa  de 
comercio  de  los  Recatados,  círcunstandas  in- 
vocadas por  Nieto  en  apoyo  de  su  petición, 
no  son  suñcientes  para  establecerque  I,abayru 
y  C*  se  hayan  encontrado  en  estado  de  cesa- 
ción de  pagos,  pues  no  dan  constancia  de  la 
existencia  de  créditos  extgibles  que  no  hayan 
sido  solucionados  antes  de  la  declaración  de 
quiebra; 

7^  Que,  por  consiguiente,  los  señores  Nieto 
y  C*  no  han  justificado  los  requisitos  exigidos 
por  la  ley  para  declarar  la  quiebra  de  nn  co- 
merciante; 

8^  Que  los  demás  acreedores  que  solicitaron 
se  mantuviera  el  auto  dequiebra,  aparte  de  no 
haber  acreditado  la  efectividad  de  suscréditos, 
han'declarado  á  fs.  133  vta.  que  nada  se  les 
debe; 

9^  Que  no  se  halla  comprobada  en  autos  la 
efectividad  de  los  demás  créditos  que  se  han 
presentado  en  la  quiebra. 

Por  estas  consideraciones  y  disposiciones  le- 
gales citados,  se  revoca  el  auto  apelado  de  30 
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de  octubre  último,  y  se  declara  sin  lugar,  por 
ahora,  lo  pedido  por  Nieto  y  C  en  el  escrito  de 
fa.  26,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  com- 
petan á  otros  acreedores,  suspendiéndose,  en 
consecuencia,  lo  obrado  con  posterioridad  á 
dicho  auto. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Abalos,  que  estuvo  por  confirmar  el  auto  que 
niega  lugar  á  la  reposidón  solicitada  (i  fs.  73, 
de  29  de  febrero  del  presente  año,  que  se  regis- 
tra á  ía.  285  vta.,  y  pordeclararimprocedente 
la  apelación  del  auto  de  quiebra,  contra  el  cual 
la  ley  no  concede  este  recarso.— Maximiliano 
E.  Abalas  Felipe  Berrera.— R.  MonreaJ  M. 


Corte  de  la  Sereaa  15  de  janio  de  1904 

}oiré  con  miembros  de  la  Municipalidad  de 
Monte  Patria 

Responsabilidad  oItíL— Aoaerdos  ma- 
nlolpales  negrales.  -Aooión.  -  Com- 
petenola. 

Doctrina: — La  acción  popular  que 
concede  el  artículo  99  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1891  no  excluye  la  acción 
para  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
civil  de  los  municipales  que  celebran  un 
acuerdo  ihgaU  acción  que  puede  hacerse 
efectivaante  el juez  respectivo. 

La  atribución  que  la  ley  citada  conferia 
á  la  Corte  Suprema  contra  las  resolucio- 
nes ilegales  de  ¡as  Municipalidades  y  que 
boy  corresponde  á  las  Cortes  de  Apela- 
ciones con  arreglo  á  la  ley  de  28  de  agos- 
to de  1902t  es  para  el  sólo  eüxto  de  esta- 
blecer en  sentido  general  la  valides  ó  nU' 
lidad  de  los  acuerdos  municipales  y  no 
para  pronunciarse  en  única  instancia  so- 
bre la  responsabilidad  que  pudiera  dedu- 


cirse de  los  mismos  acuerdos  para  los 
municipales  que  los  acordaron. 


Donjuán  de  Dios  Várela,  con  poder  bastan- 
te de  don  Wenceslao  Jofré,  ha  entablado,  con 
fecha  25  de  abril  del  año  pasado,  demanda 
contra  los  miembros  de  la  Municipalidad  de 
Monte  Patria,  señores  Adolfo  Cabezas  y  José 
María  B.  Larrondo,  Juan  Clausseii,  Manuel 
Antonio  Cortés  y  Feliciano  2'  Cortés,  expo- 
niendo: que  su  mandante  es  dueño  de  un  terre- 
no de  sécano  ó  lluvia,  situado  en  el  Palqui, 
subdelegación  de  Hnatulame  y  que  llera  por 
nombre  "El  Peñón",  el  cual  hubo  por  compra 
que  hizo  á  don  José  Santos  2^  Salas,  quien  lo 
obtOTO  por  igual  título  de  doña  Remedios 
Varas  de  Rodríguez  y  de  la  testamentaría  de 
doña  Secundina  Varas  de  Rojas,  todo  lo  cual 
consta  de  la  escritura  que  acompaña. 

Que  su  mandante  ha  poseído  ese  terreno  por 
sí  y  por  sus  cansa  habientes,  sin  interrupción, 
durante  machos  años  y  no  ha  estado  jamás 
gravado  con  servidumbres  ú  otrai  Iimitacio< 
nes  de  dominio. 

Que  por  motivos  que  ignora,  pero  que  no 
obedecen  á  ninguna  razón  justificada  de  inte- 
rés público,  la  Municipalidad  de  Monte  Patria, 
en  cuyo  territorio  jurisdiccional  se  encuentra 
el  predio  aludido,  ha  mandado  abrir  un  cami- 
ng  que  hoy  lo  atraviesa  en  tofla  su  extensión 
de  norte  á  sur,  y  ha  hecho  destruir  las  Cercas 
que  el  señor  Jofré  tenía  reparadasylistaspara 
llevar  á  cabo,  durante  este  año,  una  impor- 
tante siembra  de  trigo,  habiendo  procedido, 
además,  con  verdadero  exceso  de  abuso,  por 
cuanto  no  seha  limitado  á  hacer  abrir  un  bo< 
quete  sino  varios. 

Que  el  acuerdo  municipal  que  consagró  este 
acto  arbitrario  é  injusto  ha  sido  tomado  en 
sesión  de  20  de  julio  de  1901  por  los  señores 
municipales  ya  nombrados. 

Que  ninguna  persona  natural  ó  jurídica  pue- 
de arrogarse  facultades  que  no  tiene  y  violar 
el  derecho  ageno,  existiendo  en  el  presente  caso 
una  disposición  expresa,  como  es  la  contenida 
en  el  articulo  94  de  la  ley  de  Municipalidades, 
que  hace  personal  y  solidariamente  responsa- 
bles á  los  municipales  por  los  agravios  inferí- 
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dos  á  virtud  de  un  acuerdo  ilegal,  en  cuyo  caso 
se  encuentra  el  de  20  de  julio  citado*  que  man- 
da abrir  un  camino  en  propiedad  agena,  vio- 
lando un  derecho  perfecto  y  reconocido  y  oca- 
sionando perjuicios  de  gran  consideración;  y 
que,  amparado  en  la  disposición  citada  de  la 
ley  municipal,  entabla  demanda  contra  los 
municipales  ya  expresados  señores  Cabezas, 
Larrondo,  Cortés  y  Claussen,  para  que  se  de- 
clare: 

1^  Que  están  obligados  á  pagar  á  su  man- 
dante,  por  el  presente  año  (1903)  la  cantidad 
de  seis  mil  pesos  en  que  estima  el  valor  de  la 
cosecha  de  trigo  en  el  terreno  citado; 

2^  Que  igualmente  deben  pagarle  la  canti- 
dad de  tres  mil  pesos  por  gastos  que  se  ha 
visto  obligado  á  hacer  para  defender  sus  de- 
rechos; 

3'  Que  mientras  permanezca  abierto  el  ca- 
mino aludido  y  sin  poder  sembrar  el  terreno, 
deben  pagarle  cinco  mil  pesos  al  año,  á  contar 
desde  el  próximo  venidero,  por  lucro  cesante 
y  daño  emergente;  y 

4^  Que  el  pago  de  las  indemnizaciones  recla- 
madas debe  hacerse  solidariamente  por  los 
demandados. 

Don  Gonzalo  Cepeda  Perry,  contestando  la 
demanda  con  poder  de  todos  los  demandados, 
pide  se  la  deseche,  con  costas,  en  vista  de  lo  si- 
guiente que  expone:  que  el  señor  Jofré  no  ha 
podido  entablar  dicha  demanda  sin  cumplir 
])reTÍamente  con  lo  prescrito  en  el  artículo  99 
de  la  ley  orgánica  de  Municipalidades,  según 
el  cual  todo  ciudadano  que  estime  ilegal  una 
resolución  municipal,  puede  reclamar  de  ella 
ante  la  respectiva  corporación,  y  en  el  caso  de 
que  ésta  desestime  su  reclamo,  puede  el  recia* 
maute  acudir  á  la  Bxcma.  Corte  Suprema  pa- 
ra que  este  Tribunal  la  declare  legal  ó  ilegal; 
de  manera  que  mientras  dicho  Tribunal  no  se 
pronuncie  declarando  legal  una  resolución  mu- 
nicipal, no  puede  ciudadano  alguno  apreciar- 
la á  su  antojo,  declarándola  ilegal  por  sí  y  an- 
te si,  ni  menos  tal  declaración  particular  inte, 
resada  y  personalísiraa  puede  servir  de  base 
suficiente  á  una  demanda. 

Que  en  el  caso  actual  se  ha  entablado  la  de- 
manda partiendo  de  la  base  que  la  resolución 
deqm  en  ella  schacemérítoesilegal,  en  circuns- 
tancias quc  la  Excma.  Corte  Suprema,  ánico 


Tribunal  competente  para  hacer  tal  declara- 
ción, j&más  se  ha  pronunciado  acerca  de  ella, 
por  cuyo  motivo  falta  la  declaración  prévla  de 
ilegalidad  del  acuerdo  de  20  de  julio  de  1901, 
emanada  de  autoridad  competente  y,  por  lo 
tanto,  es  ilusoria  la  base  de  la  demanda. 

Que  según  el  artículo  94de  la  ley  citada  de 
Municipalidades,  "toda  persona  agraviada 
por  una  resolución  ilegal  de  la  Munidpalidad 
tendrá  acción  civil  para  ser  indemnizada  so- 
lidariamente por  los  que  la  acordaron";  y  que 
en  el  caso  actual  el  demandante  no  ha  podido 
hacer  la  presentación  defs.  3,  prescindiendo  de 
algunos  de  los  que  acordaron  la  resolución  de 
20  de  julio  citado,  que  estima  ilegal,  por  cuan- 
to el  articulo  recien  citado  le  ordena  entablar 
su  demanda  contra  tos  que  la  acordaron  y,  en 
el  presente  caso  además  de  sns  representados, 
prestaron  su  apoyo  á  tal  acuerdo  de  20  de  ju- 
lio los  señores  Enrique  Várela,  Sejismundo  Ji- 
les  y  Juan  Vicente  Alvares,  segfin  aparece  del 
acta  de  la  sesión  respectiva  que  autorizada 
acompaña,  personas  respecto  de  las  cuales  no 
hizo  extensiva  su  acrión  de  ft.  3  el  demandan* 
tey.en  consecuencia,  al  nocumplir  con  el  man- 
dato legal,  su  demanda  carece  de  valor  ante 
la  ley. 

Que,  por  otra  parte,  si  la  KTunicipaHdad  de 
Monte  Patria,  por  acuerdo  de  20  de  julio  de 
1901,  dispuso  la  apertura  de  un  camino  y,  co- 
mo consecuencia  del  cumplimiento  de  ese  acuer- 
do fué  menester  abrir  en  parte  las  cercas  á  que 
el  señor  Jofré  se  refiere  en  su  demanda,  decla- 
ra, á  nombre  de  sus  representados,  que  se  to- 
mó tal  acuerdoáfin  de  dejarespedito  uncami- 
no  público  quees  tal  desde  tiempo  inmemorial 
y  que  conduce  desde  el  rio  Grande  para  el  Pal- 
qni,  Huatulame,San  Lorenzo  y  otros  lagares; 
que  don  Wenceslao  Jofré  con  las  cercas  á  que 
se  re€ere,  había  embarazado  y  aun  obstruido 
una  vía  pública  antiquísima,  de  manera  que  sus 
mandantes  prestaron  su  apoyo  al  acuerdo  que 
dispuso  laapertura  de  tal  camino,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  articulo  25,  número  6*^,  de 
la  ley  municipal,  y  que  las  tales  cercas  del  se- 
ñor Jofré  fueron  abiertas  sólo  en  los  puntos 
necesarios  para  dejar  espedito  el  indicado  ca- 
mino público;  y,  finalmente,  que  sus  mandan- 
tes no  le  han  impedido  al  señor  Jofré  verificar 
sn  siembra  ni  k  han  causado  ninguna  dasedc 
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peijnicios,  y  sostiene  qne  un  juicio  como  el  ac- 
tual no  ha  podido  entablarse  en  la  forma  en 
que  lo  Ha  hecho  el  demandante  y  con  las  peti- 
ciones qne  formula,  las  cuales  las  estima  ab> 
surdos. 

Con  fecha  18  de  diciembre  de  1903  el  Juzga- 
do resolvió: 

Considerando: 

1'  Que  la  acción  deducida  por  don  Wences- 
lao Jofré  en  su  demanda  se  fíindaen  que  es  ile- 
gal el  acuerdo  municipal  de  20  de  julio  de 
1901,  tomado  por  los  señores  municipales  de- 
mandados en  este  juicio,  y  además  en  la  dis- 
posición contenida  en  el  artíado  de  la  ley 
orgánica  de  Municipalidades  de  22  de  diciem- 
bre de  1891; 

2'  Que  para  que  se  pueda  ejercitar  ó  hacer 
valer  la  acdón  civil  contemplada  en  el  articu- 
lo 94  de  la  ley  citada  en  el  considerando  ante- 
rior, es  indispensable  que  previamente  se  de- 
clare por  autoridad  competente  la  ilegalidad 
de  la  resolución  ó  acuerdo  municipal  raspecti- 
vo,  puesto  que  la  base  ánica  ó  fundamento 
esencial  de  dicha  acción  no  es  ni  puede  ser  otra 
que  una  resolución  ilegal,  en  virtud  de  la  cual 
se  cause  agravio  ó  se  vulneren  de  alguna  ma- 
nera los  derechos  de  alguna  persona;  y  es  evi- 
dente qne  mientras  no  se  resuelva  por  quién 
corresponda  la  ilegalidad  de  tal  resolución, 
falta  la  base  legal  para  deducir  la  precitada 
acción,  y  ¿ata  deducida  en  tales  condiciones, 
sería  improcedente; 

3'  Que  la  única  autoridad  llamada  á  resol- 
ver sobre  la  ilegalidad  de  un  acuerdo  ó  resolu- 
ción municipal,  es  la  indicada  en  el  artículo 
99  de  la  ley  ya  expresada,  sin  que  en  ningún 
caso  corresponda  tal  facultad  á  los  Jueces  de 
Letras;  de  manera  que  si  yo  fallara  en  esteca- 
80,  acogiendo  ó  desechando  la  demanda  defi- 
nitivamente, tal  fallo  importaría  á  la  vez  una 
resolución,  por  lo  menos  implícita,  acerca  de 
la  legalidad  ó  ilegalidad  del  acuerdo  munici- 
pal que  sirve  de  fundamento  á  la  demanda,  con 
lo  cual  .me  arrogaría  una  facultad  ó  atribu- 
ción que  la  ley  no  me  concede; 

4^  Que  el  demandante  no  ha  acreditado  que 
el  acuerdo  municipal  de  20  de  julio  de  1901, 
en  que  funda  su  demanda,  haya  sido  declara- 
do ilegal  por  autoridad  competente,  no  bas- 


tando para  considerarlo  como  tal  la  circnna- 
toncin  de  que  tres  miembros  de  la  misma  Mu- 
nicipalidad ( señores  Enrique  Várela,  Sefismun- 
do  Jiles  y  Miguel  £.  Larrondo)  hayan  protes- 
tado posteriormente  de  tal  acuerdo,  ya  que  4ste 
quedó  subsistente  y  surtió  sus  efectos  consi- 
guientes, sin  embargo  de  esa  protesta  de  la  mi- 
noría municipal;  y 

5^  Que,  en  virtud  delosfundamentosexpues- 
tos  en  los  considerandos  precedentes,  no  hay 
para  que  apreóar  el  mérito  legal  de  la  prueba 
rendida  por  las  partes,  ni  es  necesario,  por  lo 
tanto,  pronundarse  respecto  de  las  tachas  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  ya  que  la  presente  de- 
manda debe  estimarse  como  improcedente  por 
ahora. 

Por  estos  fundamentos  y  con  arreglo  á  las 
disposiriones  legales  citadas,  se  declara  sin  lu- 
gar, por  ahora,  la  demanda  de  fs.  3,  por  ser 
improcedente,  nn  peijuicio  de  los  otros  dere- 
chos que  el  señor  Jofré  pueda  hacer  valer. — B. 
Gonzahz  A. 

Zja  Corte: 

Vistos:  reproduciéndola  parte  expositiva  de 
la  sentencia  apelada  de  18  de  diciembre  últi- 
mo, 

Teniendo  presente: 

l*'  Que  en  el  presente  juicio  k  trata  única- 
mente de  perseguirla  responsabilidad  civil  que 
pudiera  afectar  A  los  municipales  de  la  comu- 
na de  Monte  Patria  quesoncionaronel  acuer- 
do de  20  dejulio  de  1901,  que  ha  motivado  la 
demanda  de  fs.  3; 

2^  Que  la  acción  popular  que  concede  el  ar- 
tículo 99  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891 
no  excluye  el  ejercicio  de  las  acciones  civiles 
que  contempla  el  artículo  94  de  la  misma  ley 
y  qne  ante  la  justicia  ordinaria  puede  hacer 
valer  toda  persona  en  defensa  de  sus  bienes;  y 

3^  Qne  si  bien  es  cierto  que  el  referido  artícu- 
lo de  la  ley  citada  confería  á  la  Corte  Supre- 
ma la  facultad  de  conocer  de  las  reclamaciones 
interpuestas  contra  las  resoluciones  ilegales 
de  las  Municipalidades,  facultad  que  hoy  co- 
rresponde A  las  Cortes  de  Apelaciones,  con 
arreglo  á  la  ley  de  28  de  agosto  de  1902,  esa 
atribución  es  para  el  solo  efecto  de  establecer 
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ea  sentido  general,  la  validez  ó  nulidad  de  los 
acuerdos  municipales,  y  no  para  pronunciarse 
en  única  instancia,  sobre  la  responsabilidad 
qne  pudiera  deducirse  de  la  infracción  ó  cum- 
plimiento de  esos  mism<»  acuerdos  en  un  caso 
concreto  y  determinado. 

En  mérito  de  las  disposiciones  legales  cita- 
das, se  revoca  la  referida  sentencia  y  se  decla- 
ra que  el  juez  a  quo  deberá  pronunciarse,  como 
fuere  de  derecho,  sobre  la  demanda  interpues- 
ta. 

El  señor  Ministro  Abales  revoca  con  sólo 
el  mérito  del  primero  y  segundo  connderando 
de  la  presente  resolución. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Cádiz,  quién  estuvo  por  la  confirmación  de  la 
sentencia  apelada.  —  Eduardo  Oómex  Herrc- 
roa.~MaximiUanu  E.  Abalas.— Felipe  Herrera. 
—Dñaiel  Cadi*. 


Curie  de  Va/paraisu.—ll  d^- julio  de  1904 
Lcmaitre  con  Bustos  y  otros 

Poder.  -Limitación  para  ooDtestar 
nuevas  demandas 

Doctrina:— La  limitación  de  ''no  po- 
der contestar  nuevas  demandas  sin  que 
sea  notiScado  previamente  el  mandante, 
en  caso  que  el  mandatario  juzgue  que 
no  tiene  saSciente  conocimiento  délos 
hechos  para  obrar  sin  consultar  al  man- 
dante", importa  precisamente  el  caso  de 
excepción  contemplado  en  la  ley. 


Entablada  demanda  FeiTÍndicatoría  del 
mineral  de  Huantllos  de  Cobija  pur  don  Ed- 
mundo Lemaitre  contra  don  Cosme  Bustos, 
fué  ella  notificada  ádon  Pedro  Castaigneau, 
apoderado  nombrado  por  don  Juan  Lhcrmi- 


te,  uno  de  los  demandados,  ausente  de  la  Re- 
pública, ea  escritura  de  20  de  marzo  de  1903. 

contestarla  demanda  Castaigneau  espii- 
so  que  no  tenfa  poder  para  contestarla,  yá 
la  vez  manifestó  que  la  demanda  era  obscura, 
que  no  se  presentaban  los  documentos  en  que 
se  apoyaba  y  que  el  demandante  carecía  de 
capacidad  ó  personería  para  demandar. 
£1  juzgado  resolvió: 

Valparaíso,  3  de  diciembre  de  1903.— Vistos 
y  considerando: 

1^  Que  el  poder  fué  conferido  por  don  Juan 
Lbermite  á  don  Pedro  Castaigneau  y  don 
Claudio  Arteagael20de  marzo  de  1903  cuan- 
do ya  regía  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
y,  por  lo  tanto,  conforme  al  artículo  8^  de 
este  Código,  debe  reputarse  sin  valor  la  limi' 
tación  que  en  él  figura  respecto  á  no  poder  los 
mandatarios  coatestar  demandas  nuevas  en 
los  casos  que  ahí  se  contemplan; 

2^  Que  los  antecedentes  en  qne  se  funda  la 
pretendida  falta  de  capacidad  ó  personería  no 
constituyen  esta  especie  de  excepción  dilato- 
ría  sino  que  aluden  al  derecho  mismo  de  don- 
de hace  derivar  su  acción  eldemandantey  que 
se  propone  acreditar  durante  el  juicio,  lo  cual 
mira  al  fondo  de  la  litis  y  sólo  puede  invocar- 
se como  excepción  perentoria; 

3^  Que  el  vendedor  en  el  contrato  materia 
de  las  acciones  deducidas  no  fué  la  sucesión 
del  padre  de  don  Eduardo  Lemaitre  C.  sino 
este  exclusivamente,  y  taks  acciones  tienden 
á  obtener  el  reconocimiento  de  su  dominio  así 
mismo  exclusivo  ó  las  prestaciones  subsidia- 
rías que  se  exigen,  sin  perjuicio  de  las  obliga- 
ciones.que  él  contrajo  con  dicha  sucesión; 

4^  Que  la  demanda  concluye  pidiendo  se  la 
acepte,  lo  que  implica  enunciar  referencial- 
mente  los  puntos  en  ella  más  arríba  consig- 
nados, que  han  de  tomarse  en  cuenta  en  el  fa- 
llo; y  también  han  sido  expuestos  con  claridad 
los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  en  que 
se  apoya;  y 

5^  Que  la  omisión  del  demandante  para 
presentar  los  documentos  justificativos  de  su 
demanda  está  sancionada  únicamente  del 
modo  presento  en  el  artículo  252  de  aquel 
Código,  y  no  da  margen  á  excepciones  dila- 
torías. 

Vistos  ddemás  los  artículos  22, 164, 251, 
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29  3  y  297  del  referido  Código,  se  declara:  que 
no  ha  lugar,  con  costas,  á  notificarse  la  de- 
manda precisamente  á  don  Juan  Lhermite  en 
persona,  ni  á  las  excepciones  opuestas  en  el 
escrito  de  fs.  29,  salvo  lo  que  en  definitiva  se 
resuelva  acerca  de  lo  que  trata  el  segundo 
considerando  del  presente  fallo.-^osé  R.  Gam- 
mén. 

La  Corte: 

-    Vistos  y  teniendo  presente: 

1'  Que  la  escritura  pública  de  fs.  26,  por  la 
cual  don  Juan  Lhermite  confiere  poder  judi- 
dal  A  don  Pedro  Castaígneau,  ha  sido  exten- 
dida durante  la  vigencia  del  Código  de  Proce- 
dimiento  Civil  y,  por  lo  tanto,  debe  estarse 
para  su  inteligencia  y  aplicación  A  las  dispo- 
ndones  que  respecto  del  mandato  judicial 
contiene  el  expresado  Código; 

2^  Que  consta  de  autos  y  especialmente  de 
la  diligencia  de  fs.  59  practicada  en  esta  se- 
gunda instancia,  que  las  partes  se  encuentran 
conformes  en  que  el  poderdante  don  Juan 
Lhermite  se  ha  ausentado  de  la  República  des- 
pués del  otorgamiento  de  dicho  poder; 

3^  Que  para  el  caso  indicado  en  el  conside- 
rando que  precede,  la  ley  confiere  á  cualquiera 
que  tenga  interés  en  ello  la  facultad  de  hacer 
notificar  al  mandatario  las  nuevns  demandas 
que  se  entablen  contra  el  ausente,  entendién- 
dose autorizado  aquél  para  aceptar  la  notifi- 
cación, á  menos  que  se  establezca  lo  contra- 
rio de  un  modo  expmo  en  el  poder; 

4P  Que  en  el  referido  mandato  de  fs.  26  exis- 
te la  limitación  antedicha,  que  importa  preci- 
samente el  caso  de  excepción  contemplado  en 
la  ley,  pués  se  dice  en  él  que  el  mandatario 
Castaígneau  "no  podrá  contestar  nuevas  de- 
mandas sin  que  sea  notificado  previamente  el 
pareciente,  en  caso  que  el  mandatario  juzgue 
que  no  tiene  suficiente  conocimiento  de  los 
hechos  para  obrar  sin  consultar  al  mandan- 
te"; y 

Que  el  mandatario  Castaígneau,  al  aper- 
sonarse al  juicio,  ha  deducido,  como  previa, 
la  excepción  dilatoria  de  que  se  notifique  la 
demanda  personalmente  á  su  mandante*  ma- 
nifestando que  ella  no  se  halla  determinada 
en  el  poder  qae  le  filé  conferido,  como  que  el 


demandado  Lhermite  no  tenía  antecedentes 
para  presamir  que  hubiera  de  presentarse  y, 
por  lo  mismo,  no  le  dejó  ínstmcaonei  de  nía- 
guna  clase  al  respecto. 

Con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  artículo  12« 
inciso  2^,  del  Código  citado,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada  de  3  de  diciembre  último,  y  se 
declara  que  ha  lugar  á  la  excepción  deducida 
con  calidad  de  principal  en  el  escrito  de  H,  29, 
de  no  contestarse  la  demanda  mientras  no  sea 
notificado  personalmente  de  ella  don  Joan 
Lhermite. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Silva,  quien  estuvo  por  confirmar  la  resola- 
cidtt  apelada,  teniendo  además  presente: 

1?  Que  el  mandatario  de  don  Juan  Lhermi- 
te á  fii.  29  opuso  contra  la  demanda  de  fs.  4, 
á  más  de  pedir  que  ella  se  notificara  á  Lhei^ 
mite  personalmente,  varias  excepciones  dila- 
torias, lo  qne  importa,  á  juicio  del  infrascrito, 
hacer  uso  del  poder  de  fe.  26, 

2^  Qae  estejnicionoes  una  demanda  nueva 
sino  predsamente  una  qne  se  refiere  á  los  de- 
rechos contemplados  y  previstos  en  et  man- 
dato mismo,  por  cuanto  dice  sobre  este  punto 
que  confiere  poder  especial,  judicial  y  extraju- 
dicial  con  libre  ailministración  de  bienes,  A 
don  Pedro  Castaigneau  para  que  represente 
al  señor  Lhermite  en  todo  cuanto  concierna  á 
los  derechos  que  este  último  posee  en  las  mi- 
nas y  mineral  de  Huanillos  deCobija  y  Punta 
Blanca;  y 

3^  Qne  habiéndose  ausentado  de  la  Repú- 
blica el  señor  Lhermite,  dgando  el  poder  de 
que  se  hace  referencia,  don  Bdmnndo  Lemaí- 
tre  ha  tenido  derecho  para  exigir  que  el  man- 
datario tome  la  representación  del  ausente, 
según  lo  dispuesto  en  el  artículo  12,  indso  1  ^, 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Se  previene  qne  el  señor  Ministro  Bezanilla 
Silva  tuvo  presente  para  revocar  el  auto  ape- 
lado, además  de  las  consideraciones  arriba 
expuestas,  la  de  qne  no  existe,  en  so  concito, 
otra  disposición  legal  que  obligue  á  un  man- 
datario á  apersonarse  y  obrar  en  juicio  por 
su  mandante,  á  virtnd  de  requisición  de  un 
tercero,  qtte  la  establecida  en  el  articulo  12 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  para  el 
caso  excepcional  de  ausentarse  aquél  del  terri- 
torio de  la  República,  no  pudíendo,  aÚn  en  ese 
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COSO,  notificarse  las  nuevas  demandas  al  man- 
datario cuando  se  le  ha  limitado  para  ello  el 
poder  de  un  modo  expreso,  por  lo  cual,  y  dada 
la  existencia  de  dicha  limitación  en  el  poder 
confin-ido  á  don  Pedro  Castaigneau,  no  se  ha- 
lla obligado  este  último  á  contestar  la  de- 
manda deducida  por  don  Edmundo  Lemaitre 
ni  siquiera  en  el  supuesto  de  que  el  mandante 
don  Juan  Lhermite  se  encontrara  presente  en 
el  territorio  de  la  República. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Moreno. 
^Pedro  N,  Pineda.— Bravlio  Moreao.—Luia 
Ignacio  Silva.— B.  Alamos  GonxákM —A.  Be- 
xanilla  Silva. 


Corte  de  Santiago,  Cas,— 22  de  diciembre  de 
1904. 

Ocampo  con  Liona 

Resolttuión  de  oontrato.— Indemniza- 
oiónde  peijaiolOB;Badetermlnaolón. 
—  Sentenoia  definitiva.  —  Oitaolón 
para  sentenoia.  —  ArMtrador.— Do- 
oumentOB;  su  a^regraolón;  oitaolón 
de  la  parte  contraria. 

Doctrina:  —  La  determinación  de  la 
cantidad  liquida  que  en  razón  de  perjui- 
cios  debe  pagar  la  parte  vencida  en  vir 
tud  de  la  sentencia  que  declara  resuelto 
un  contrato  y  según  la  cual  el  árbitro 
se  reservó  esa  determinación,  para  resol- 
verla con  posterioridad  con  el  mérito  de 
autos  y  el  informe  de  un  perito,  es  una 
parte  del  fallo  deñnitivo  conforme  al  ar- 
tículo 196  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  carácter  que  también  le  correspon- 
de desde  que  la  ñjación  de  esos  perjuicios 
puede  ser  materia  de  un  juicio  ordinario 
distinto  á  lo  que  se  agrega  que  la  ejecu- 
ción de  una  sentencia  que  ordeua  el  cum- 
plimiento  de  una  obligación  de  dar,  se 
AnL/unoNta 


sujeta  á  los  trámites  del  juicio  ejecutivo 
en  los  cuales  es  procedente  el  recurso  de 
casación;  de  modo  que  este  recurso  es 
también  procedente  contra  el  fallo  que 
determina  el  monto  de  los  mismos  perjui- 
cios. 

La  citación  para  oir  sentencia  deñni- 
tiva  no  es  un  trámite  esencial  en  Juicio 
de  mayor  cuantía  seguido  ante  arbitra- 

dor. 

La  agregación  de  documentos,  con  ci- 
tación del  litigante  contra  quien  se  pre- 
sentan, no  habiéndose  determinado  en  la 
constitución  del  arbitraje  los  trámites 
esenciales  á  que  debía  someterse  el  Jui- 
cio, es  un  requisito  cuya  omisión  vicia  de 
nulidad  el  fallo  del  arbitrador  con  arre- 
glo á  los  artículos  967  y  941,  número  3, 
del  Código  de  Procedimiento  C^ih,  bas- 
tando para  que  el  vicio  se  produzca  el 
mero  hecho  de  haberse  omitido  la  cita- 
ción, cualquiera  que  haya  sido  la  infíuen- 
cia  de  dichos  documentos  en  lo  disposi- 
tivo  de  la  sentencia,  según  los  términos 
expresos  del  número  4^'  del  articulo  966 
del  mismo  Código  y  auncuando  esos  do- 
cumentos hayan  podido  ser  conocidos  de 
la  parte  contra  la  cual  se  presentan. 


Pronunciada  por  el  árbitro  don  Amador 
Mujica,  sentenda  de  fecha  1^  de  agosto  de 
1904,  en  el  juicio  seguido  por  don  Ramón 
Ocampo  con  don  Alberto  Liona,  se  dedujo 
contra  ella,  por  este  último,  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma,  fundado  en  las  siguientea 
causas: 

1^  Haber  sido  pronunciada  la  sentencia 
por  Tribunal  incompetente.  El  compromisario 
carecía  de  competencia  para  fallar  sobre  per- 
|uicios  y  Talorízarlos,  como  consecuenóa  de 
la  resolución  pedida  por  Ocampo  del  contrato 
que  ha  sido  objeto  de  la  litis.  El  arbitraje  pac- 
tado por  las  partes  sólo  fué  para  dirimir  las 
dificultades  qne  puedan  ocurrir  con  motivo  de 
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la  interpretación  ó  ejecución  práctica  del  con- 
trato celebrado  entre  los  señores  Liona  y 
Ocampo,  en  lo  cual  no  se  comprendió  la  cues- 
tión que  ha  fallado  el  compromisario  en  la 
sentencia  recurrida,  como  lo  demuestra  la 
transacción  de  fs.  3  del  cuaderno  agregado  y 
el  nombramiento  mismo  del  Arbitro.  No  puede 
tampoco  aceptarse  que  haja  habido  en  este 
caso  prórrogadejurísdicción,  por  cuanto  ésta 
no  procede  tratándose  de  un  juez  árbitro  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  artículo  237  de  la  ley 
de  15  de  octubre  de  1875; 

2^  Haber  sido  dada  ultra-petita.  El  punto 
sometido  á  la  decisión  del  compromisario  fué 
la  acción  entablada  por  Ocampo  para  que 
Liona  le  entregara  las  150  cuadras,  materia 
<Iel  contrato  celebrado  entre  ambos,  según 
consta  del  acta  de  comparendo  de  ftcha  8  de 
junio  de  1903  y  de  la  demanda  deducida  en  el 
segundo  juzgado  civil  que  desempeñaba  el  se- 
ñor Rojas. 

Evaduada  la  contestación  de  esa  demanda 
y  seguida  la  discusión  por  sus  trámites  ordi- 
narios» la' sentencia  en  lugar  de  pronunciarse 
sobre  lo  pedido  en  ella  y  en  el  acta  de  compa- 
rendo aludida,  resuelve  que  Liona  debe  pagar 
á  Ocampo  ta  suma  de  cuarenta  y  tantos  mil 
pesos  pronunciándose  así  sobre  asunto  no  so- 
metido á  su  decisión,  ni  siquiera  discutido  oi 
ventilado  con  arreglo  á  derecho. 

Debe  también  observarse  á  este  respecto  que 
el  apoderado  dedou  Alberto  Liona,  aun  cuan- 
do sólo  tenía  poder  para  representar  á  su 
mandante  en  el  juicio  arbitral  sobre  cumpli- 
miento de  contrato,  hizo  notar  la  incorrección 
del  procedimiento  observado  por  Ocampo,  al 
variar  en  el  escrito  de  réplica  la  acción  que  fué 
objeto  de  la  demanda  y  que  era  enteramente 
contraría  y  antagónica  con  la  deducida  en  di- 
cha demanda. 

En  tales  condiciones,  Liona  ha  debido  per- 
sonalmente ser  notiñcado  de  esta  demanda 
nueva  de  Ocampo,  ysk  que  así  lo  requiere  el  ar- 
tículo 43  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y 
también  el  258  del  mismo  Código; 

3*  Falta  de  emplazamiento  de  don  Alberto 
Liona  en  la  forma  prescrita  por  la  ley,  según 
lo  establecen  los  artículos  941  número  9^,  en 
relación  con  los  artículos  966,  numero  l*',  y 
967  del  Código  de  ProcedimientD  Civil; 


4*  No  haberse  recibido  á  prueba  la  acción 
que  ha  faltado  el  compromisario  sobre  pago  y 
valorización  de  peijuícios,  causa  de  caracite 
prevista  eh  el  número  2' de  dicho  artículo  966, 
en  relación  con  el  número  9^  del  artknlo  941; 

5*  Palta  de  citación  para  senada  de6niti- 
va,  requisito  esencial  de  que  no  puede  prescin- 
dirse  en  conformidad  al  número  6^  del  artícu- 
lo 96Bynúmcro  9^  del  941  del  Código  citado; 

6^  Haberse  agregado  un  documento  á  los 
autos  sin  dar  citación  á  don  Alberto  Liona. 

En  efecto,  don  Ramón  Ocampo,  hizo  agre- 
gar al  expediente  la  tasación  del  fundo  el  "Ro- 
sal", practicada  por  el  ingeniero  don  José  Pe- 
dro Alessandri,  documento  á  que  se  refiere  y 
da  mérito  la  sentencia  impugnada. 

El  decreto  de  fs.  173  vta.,  que  ordenó  agre- 
gar las  copias  de  la  mencionada  tasación  y  so- 
licitud de  Ocampo,  no  dispuso  la  citación  de 
Liona,  y  sólo  aparece  notificado  el  peticiona- 
rio Ocnmpo  y  el  secretario  de  la  Caja  Hipote- 
caria, infringiéndose  de  este  moilo  el  artículo 
966,  número  4^y  941,  número  9v,del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

E)e8pués  de  haberse  deducido  este  recurso  se 
interpuso  por  don  Atlxrto  Liona,  coa  fecba20 
de  agosto  de  1904  y  contra  la  misma  senten- 
cia, el  de  que  da  cuenta  la  solicitud  de  fs.  196, 
fundado  en  la  siguiente  causal: 

La  sentencia  espresada  en  su  parte  Anal  se 
pronunció  acerca  del  honorario  de!  perito 
don  José  Manuel  PIgueroa,  nombrado  por  el 
jues  para  avaluar  los  perjuicios  en  que  fué  con- 
denado don  Alberto  Liona  en  la  de  fecha  22 
de  diciembre  de  1903. 

Reclamada  esta  parte  del  fallo  por  don  Ra- 
m4n  Ocampo,  el  juez  por  resolución  corriente 
á  fe.  184,  suspendió  sus  efectos  en  la  parte  que 
se  re6ere  al  honorario  del  perito,  reservándo- 
le á  éste  sus  derechos  para  que  ocurra  donde 
corresponda. 

En  vista  de  este  antecedente,  don  Alberto 
Liona  sostiene  que  la  alteración  de  la  senten- 
cia producidaá  los  quincedías  después  de  noti- 
ficada á  Ocampo,  ó  por  lo  menos  á  los  siete  días 
que  median  entre  dicha  notificación  y  la  fecha 
de  esa  sentencia,  sustituyendo  la  aprobación 
del  honorario  del  perito  poruña  reserva  de  de- 
rechos, importa  un  nuevo  víáo  de  casadón  cji 
la  forma  de  que  sólo  ha  tenido  notida  con  la 
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notifícación  que  se  le  hizo  ásu  apoderado  don 
Nicanor  Zuloaga,  pues  el  juez  ha  procedido  con 
tnani&ata  incompetencia^  infringiendo  así  el 
número  l'del  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

La  Oorte  falló: 

Coniiderando  en  cuanto  á  la  admisibilidad 
del  primero  de  los  recursos  entablados: 

1^  Que  la  determinación  de  la  cantidad  li- 
quida que  en  razón  de  peijuicios  quedó  obli- 
gado á  abonar  don  Alberto  Liona  á  don  Ra- 
món Ocampo  en  virtud  de  la  sentencia  de 
fecha  22  de  diciembre  de 1903  es  una  parte  del 
fallo  definitivo,  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  196  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil; 

2'  Que  el  hecho  de  haber  reservado  el  árbi- 
tro  la  cuestión  relativa  á  determinar  el  monto 
de  los  peijaicios,  fijando  al  mismo  tiempo  la 
forma  en  que  debía  sustanciarse,  para  resol- 
verla con  posterioridad  á  la  sentencia  mencio- 
nada, no  altera  ni  modifica  el  carácter  defini 
tivo  que  le  corresponde  por  su  propia  natu' 
raleza  y  en  conformidad  á  la  disposición  legal 
citada,  ya  que  el  procedimiento  adoptado  en 
este  caso  por  el  juez  sólo  ha  podido  obedecer, 
como  así  lo  manifiestan  los  antecedentes,  á  la 
circunstancia  de  no  existir  en  su  concepto 
dentro  del  juicio,  elementos  suficientes  para 
apreciar  en  la  sentencia  misma  los  perjuicios 
en  su  justo  valor,  y  por  la  imposibilidad  de 
allegar  desde  luego  medios  probatorios,  que 
como  el  informe  pericial^ubieran  concurrido 
á  revelar  antes  del  fallo  su  opinión  acerca  de 
la  resolución  del  contrato  que  fué  la  materia 
de  la  litis,  y  sobre  quién  debía  indemnizar  los 
peijuicios  procedentes  de  lainfraccíón  del  con- 
trato; 

3^  Que  la  naturaleza  y  carácter  definitivos 
del  fallo  que  sobre  el  monto  de  los  peijuicios 
se  ha  pronunciado  se  acentúa  aún  más  toda, 
vía,  si  se  considera  que  la  cuestión  de  que  se 
trata  ha  podido  ser  discutida  en  un  juicio  or- 
dinario distinto  al  que  fué  objeto  déla  sen- 
tencia de  22  de  diciembre  de  1903,  como  así 
lo  dispone  el  inciso  2*^  del  artículo  196  del 
Código  de  Procedimiento  Civil;  por  cnanto 
ignorándose  cuál  de  los  partes  hubiera  de  ser 


condenada  al  resarcimiento  de  los  perjuicios 
procedentes  de  la  ínfracrión  del  contrato,  pun- 
to que  exijía  una  declaración  previa  de  parte 
del  juez,  por  haber  pedido  ambas  la  resolución 
del  contrato,  don  Alberto  Liona  se  vió  en  la 
imposibilidad  de  discutir  la  materia  relativa  á 
la  especie  y  monto  de  dichos  perjuicios  y  de 
rendir  sobre  el  particular  la  prueba  correspon- 
diente, y  el  juez  en  la  de  señalar  puntos  con- 
cretos de  prueba,  refiriéndose  en  el  auto  de 
fojas  ....  tan  sólo  á  la  minuta  de  Ocampo  y  á 
los  hechos  relacionados  por  Liona,  de  un  mo- 
do vago  y  general,  sin  determinarlos; 

4^  Que  la  ejecución  de  las  sentencias  que 
ordenan  el  cumplimiento  de  una  obligación  de 
dnr,  se  sujetan  á  los  trámites  del  juicio  ejecu- 
tivo.ypueden  las  sentenciasdefinitivas  que  en 
estos  juicios  se  pronuncian  ser  invalidadas  por 
el  recurso  de  casación  en  los  casos  previstos 
por  el  respectivo  Código;  y  no  es  compatible 
dentro  de  una  interpretación  correcta  de  la 
ley,  que,  teniendo  recurso  de  casación  las  sen- 
tencias en  que  se  ordena  meramente  el  pago 
de  la  cantidad  Hquidade  perjuicios  adeudados, 
no  lo  tuvieran  las  que  deciden  sobre  el  monto 
(te  ellos,  á  causa  de  no  ser  definitivas,  princi- 
palmente cuando,  como  sucede  en  el  presente 
caso,  los  perjuicios  son  el  objeto  primordial 
de  la  cansa  y  el  provecho  único  que  el  ganan- 
cioso obtiene  á  su  favor; 

5^  Que  al  renunciar  las  partes  los  recursos 
legales  en  el  acto  constitutivo  del  compromi- 
so, su  voluntad  é  intención  no  ha  podido  ser 
la  de  que  se  comprendiese  el  recurso  de  casa- 
rión.  que  en  esa  fecha  aun  no  se  hallaba  esta- 
blecido por  la  ley. 

Teniendo  presente  en  cuanto  á  los  funda- 
mentos mismos  del  recurso: 

1^  Que  constituido  el  juicio  de  compromiso 
ante  el  árbitro  don  Amador  Mujica  y  con 
arreglo  á  lo  estipulado  en  el  convenio  de  fojas 
treinta  del  primer  cuaderno,  ambas  partes  so- 
licitaron se  declarase  resuelto  el  contrato  de 
fecha  2  de  diciembre  de  1901,  con  indemniza- 
ción de  perjuicios,  según  consta  en  el  escrito 
de  contestación  y  reconvención  presentado 
por  don  Alberto  Liona  y  en  el  de  réplica  de 
don  Ramón  Ocampo,  en  el  cual  modificó  éste 
la  primitiva  petición  que  había  formulado  en 
el  comparendo  de  que  da  cuenta  el  acta  de  fo- 
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jas  15  vit.,  para  que  don  Alberto  Liona  le  en- 
tregara en  el  plazo  de  cuarenta  y  pcho  horas 
las  ciento  cincuenta  cuadras  del  fundo  El  Ro- 
sal que  fueron  objeto  del  contratoya  referido; 

2^  Que  si  bien  don  Alberto  Llonaobservó  el 
procedimiento  adoptado  por  don  Ramón 
Ocampo,  de  modificar  la  acción  que  antes  ha- 
bía deducido,  tachándolo  en  la  dúplica  de  in- 
correcto, no  formuló,  sin  embargo,  petición 
alguna  al  compromisario  en  el  sentido  de  que 
declarase  su  propia  incompetencia  para  cono- 
cer  de  la  cuestión  que  se  le  sometía  por  Ocam- 
po  á  su  decisión,  limitándose  tan  sólo  &  ma- 
nifestarque  la  modificación  6  ampliadón  pro- 
puesta en  el  escrito  de  réplica  era  extempo- 
ránea; 

3^  Que  seguido  el  juicio  ante  el  árbitro  don 
Amador  Mujica  por  todos  los  trámites  del 
procedimiento  ordinario  y  habiéndose  discu- 
tido la  cuestión  sometida  al  árbitro  por  am- 
bas partes,  de  resolución  del  contrato,  se  pro- 
nunció la  sentencia  definitiva  de  fecha  22  de 
diciembre  de  1903,  que  lo  declaró  resuelto 
condenando  ádon  Aberto  Liona  á  indemnizar 
á  Ocampo  los  perjuicios  causados  por  la  falta 
de  cumplimiento  del  contrato,  los  cuales  de- 
bían regularse  por  el  mismo  árbitro  que  pro- 
nunciaba la  sentencia  con  el  mérito  de  autos 
y  oyendo  el  informe  de  un  perito; 

4^  Que  contra  la  sentencia  mencionada  no 
se  dedujo  recurso  de  casación,  y  habiendo 
quedado  ejecutoriada,  ambas  partes,  para 
darle  cumplimiento  y  previa  citación  del  com- 
promisario, ocurrieron  ante  éste,  á  fin  de  pro- 
ceder al  nombramiento  de  perito  que  informa- 
ra acerca  del  monto  de  los  perjuicios  que  el 
fallo  del  árbitro  ordenaba  pagar  á  don  Alber- 
to Liona,  única  cuestión  que  quedó  pendiente 
de  la  decisión  del  árbitro  después  de  dictada 
la  sentencia  que  declaró  resuelto  el  contrato, 
de  fecha  2  de  diciembre  de  1901; 

5^  Que  de  los  antecedentes  relacionados  re- 
sulta que  la  competencia  del  árbitro  para  fa- 
llar la  cuestión  relativa  ai  monto  de  los  per- 
juicios que  don  Albei-to  Liona  debía  pagar  á 
don  Ramón  Ocampo  quedó  fijada  en  la  sen- 
tencia pronunciada  por  el  árbitro  y  pasada  ' 
ya  en  autoridad  de  cosa  ¡nzgada,  en  cuanto 
ella  establece  que  dicha  cuestión  debe  ser  re- 
suelta por  él  con  el  mérito  dé  autos  y  oyendo 


el  informe  de  un  perito,  y  que,  asimismo,  reco- 
nocida por  las  (Mirtes  en  la  misma  jestión  ac- 
tual, concurriendo  al  nombramiento  de  perito 
y  asistiendo  personalmente  don  Alberto  Lio* 
na  á  la  operación  pericial  de  que  da  testimo- 
nio el  acta  de  fs.  145,  por  lo  cual  son  inacep- 
tables los  motivos  de  casación  en  la  forma 
que  se  fundan  en  la  incompetencia  del  juez  y 
en  haber  éste  fallado  ultra-petita; 

6^  Que  es,  asimismo,  inaceptable  la  circuns- 
tancia que  se  alega  de  no  estar  ejecutoriada 
respecto  de  Liona  la  sentencia  de  fecha  22  de 
diciembre  de  1903  por  haber  fallado  el  com- 
promisario una  cuestión  diversa  de  la  someti- 
da al  arbitraje  y  para  la  cunl  don  Ricardo 
Reyes  Solar  no  tenía  poder  de  aquél;  por  cuan- 
to la  resolución  del  contrato  con  indemniza- 
ción de  perjuicios  fué  pedida  por  ambas  partes 
en  los  escritos  de  contestadón  y  de  réplica  en 
la  forma  ya  explicada  anteriormente,  esto  es, 
dentro  del  juicio  de  compromiso  y  con  arreglo 
á  los  trámites  del  procedimiento  ordinario 
para  lo  cual  el  expresado  don  Ricardo  Reyes 
S.  estaba  investido  de  poder  suficiente,  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  articulo  8^ del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  poder  que  lo  habi- 
litaba aún  para  discutiren  el  juicio  la  amplia- 
ción ó  modificación  de  la  demanda  propuesta 
por  Ocampo  en  la  réplica  de  conformidad  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  302  del  mismo  Có- 
digo; 

7"  Que  aun  suponiendo  que  el  poder  de  que 
se  trata  fuera  deficiente  con  respecto  á  la 
cuestión  que  surgió  en  el  seno  mismo  del  com- 
promiso, don  Alberto  Liona  habría  tácita- 
mente ratificado  todo  lo  obrado  por  su  man- 
datario, tomando  intervención  directa  en  el 
juicio,  como  lo  comprueba  su  asistencia  per- 
sonal á  las  sesiones  de  prueba,  y  con  posterio- 
ridad ó1a  sentencia  de  fojas  108,  concurrien- 
do á  la  operación  pericial  de  que  se  ha  habla- 
do en  el  considerando  preceden  te,  en  la  gestión 
actual  sobre  determinación  de  los  perjuicios 
que  debe  indemnizar  á  Ocampo,  actos  que  im- 
portarían su  ratificación,  en  conformidad  á 
lo  preceptuado  en  los  artículos  1695  y  2160 
del  Código  Civil  y  artículo  394  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875; 

8^  Que  por  las  razones  expresadas  en  los 
dos  considerandos  que  preceden  y  habiendo 
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concurrido  don  Ricardo  Reyes  Solar,  como  citándose  al  litigante  contra  quien  se  presen 
apoderado  de  don  Alberto  Liona,  al  compa<  ten,  es  para  este  caso,  en  que  las  partes  no  es- 
rendo  para  que  iueron  citadas  las  partespara  presaron  en  el  acto  constitutivo  del  compro- 
el nombramiento  tle  perito,  actuación  con  miso  los  trámites  esenciales  á  que  debíasome- 
que  se  inició  el  actual  juicio  sobre  valuación  terse  el  juicio  que  se  proponian  seguir  ante  el 
de  peijuicíos,  carece  de  base  legal  la  tercera  arbitrador,  un  requisito  cuya  omisión  vicia 
de  las  causas  de  casación  alegadas,  de  haberse  de  nulidad  el  fallo  pronunciado,  con  arreglo  á 
omitido  el  emplazamiento  de  don  Alberto  Lio-  lo  dispuesto  en  los  artículos  967  y  941  nfime- 
na  en  la  forma  prescrita  por  la  ley;  ro  9^  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  bas* 
9*^  Que  en  la  sentencia  ejecutoriada  de  íe-  tando  para  que  el  vicio  se  produzca,  el  mero 
clia  22  de  diciembre  de  1903  se  estableció  la  hecho  de  haberse  omitido  la  citación,  cual- 
forma  en  que  debía  tramitarse  y  resolverse  la  quiera  qne  baya  sido  la  influencia  de  los  do- 
jestión  sobre  valuación  de  los  perjuicios  que  cumcntos  presentados  en  esa  forma  sobre  lo 
Liona  debía  pagar  á  Ocampo,  los  que  serían  dispositivo  de  la  sentencia,  según  los  térmi- 
regulados  por  el  mismo  árbitro  con  el  mérito  nos  expresos  del  número  4^  del  artículo  966 
de  autos  y  oyendo  el  informe  de  un  perito  del  Código  que'acaba  de  citarse  y  aun  cuando 
nombrado  en  la  forma  ordinaria,  ó  sea,  to-  los  documentos  de  que  se  hace  uso  por  una  de 
mando  también  el  árbitro  en  consideración  la  las  partes  en  el  juicio  hayan  podido  aer  cono- 
prueba  ya  rendida  en  el  juicio  en  que  aquella  cidos  de  la  otra  antes  de  su  iniciación, 
sentencia  se  dictó,  lo  que  no  permite  dar  acó-  Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  le- 
gidaá  la  cansal  que  se  funda  en  no  haberle  re-  gales  citadas  y  visto,  además,  lo  ordenado  en 
cibido  á  pueba  la  presente  causa;  el  artículo  959  del  Código  de  Procedimiento 

10.  Que  la  citación  para  oir  sentencia  defi-  Civil,  se  declara  que  há  lagar  al  recurso  de  ca- 
nitiva  no  es  un  trámite  esencial  en  juicio  de  sación  en  la  forma  interpuesto  por  don  Alber- 
mayor  cuantía,  seguido  ante  un  arbitrador,  to  Liona  contra  la  sentencia  de  fecha  1'  de 
carácter  en  que  fué  nombrado  el  árbitro  don  agosto  de  este  año,  corriente  á  fs.  181  vita. 
Amador  Mujica;  y,  por  consiguiente,  t»  cir-  g^lo  por  el  motivo  expresado  en  los  dos  últi- 
cunstancia  de  haberse  omitido  en  este  caso  mos  considerandos  de  esta  resolución,  ó  sea, 
dicha  citación  no  puede  dar  marjen  al  vicio  de  por  haberse  agregado  á  los  autos  los  docu- 
nulidad  que  por  tal  motivo  se  invoca,  en  con-  mentes  de  fs.  174  &  179  inclusive,  sin  la  cita- 
formidad  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  967  y  ción  de  don  Alberto  Liona,  y  se  repone  la  causa 
94-1,  número  9^  del  Código  de  Procedimiento  en  el  estado  de  pronunciar  nuevamente  sen- 
Civil;  tenda  por  el  juez  que  corresponda,  después  de 

11.  Que  no  obstante  lo  expuesto  en  los  con-  proveerse  en  debida  forma  y  con  arreglo  á  de- 
■iderandos  precedentes  acerca  de  los  funda-  recho,  la  solicitud  de  fs.  171  de  don  Ramón 
mentos  del  recurso,  los  autos  dan  testimonio  Ocampo  en  cuanto  al  otrosí. 

de  que  los  documentos  que  contienen  dos  solí-  Atendida  la  resolución  anterior,  se  declara 
dtudes  de  don  Alberto  Liona  á  la  Caja  de  que  es  inoficioso  pronunciarse  sobre  el  según' 
Crédito  Hipotecario,  para  obtener  préstamos  do  de  los  recursos  de  casación  entablados  en  la 
de  esa  institución  y  la  tasación  del  fundo  El  solicitud  de  fs.  196  por  don  Nicolás  Zuloaga  á 
Rosal  practicada  por  el  ingeniero  don  José  nombre  de  don  Alberto  Liona,  fundado  en  ha- 
Pedro  Alessandri,  fueron  agregadas  á  los  ati-  ber  suspendido  el  árbitro  los  efectos  de  la  sen- 
toi  á  petición  de  don  Ramón  Ocampo  sin  que  téncia  de  fecha  1''  de  agosto  de  este  año  por  la 
se  decretara  la  dtación  de  don  Alberto  Liona,  resoludón  de  fecha  10  del  mismo  mes  y  año. 
contra  quien  obraban,  documentos  que  el  juez  Redacdón  del  señor  Ministro  Bemales.— 
tomó  especialmente  en  cuenta  en  el  conside-  y,  Bernales,~-L.  R.  Mora.—B.  DónosoV. 
rando  tercero  de  su  fallo,  después  de  haber  he- 
cho mendón  de  ellos  en  la  parte  expositiva  del   

mismo; 

12.  Qne  la  agregadón  de  tales  documentos 
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Corte  de  Santiago,~-29  de' mano  de  1905 
Lagos  con  Fisco 

PuntoBde  prueba;  su  ^adón  -  Prueba 
en  el  extranjero;  deslgnaolón  que 
debe  contener  la  lleta  de  tesUgros. 

Doctrina: — Phth  admitiría  rendición 
de  prueba  en  eí  extranjero  ea  necesario 
que  de  los  antecedentes  aparezca  justiñ- 
cadu  la  conveniencia  deobtener  ias  decla- 
raciones de  los  testigos  que  se  ofrecen. 

Las  indicaciones  que  debe  contener  la 
lista  de  testigos  deben  ser  precisas  y  no 
basta  indicar  el  domicilio  con  relación  al 
territorio  extranjero  ó  á  laciudaden  que 
se  ofrece  rendir  prueba. 

El  ¡uex  debe  fijar  por  sS  mismo  los  pun- 
tos de  prueba;  no  basta  referirse  á  las 
minutas  de  las  partes. 


Don  Anselmo  Lagos  ha  interpuesto  deman- 
da  contra  el  Pisco  para  que  se  le  pague  el 
valor  del  derecho  de  internación  de  1.352  ca- 
bezas de  ganado  vacuno  que  dice  llevA  á  pas- 
tar al  Neuquén,  según  una  carta  torna-gu!a 
cxpedidaporel  resguardo  de  Lonquimay  yque 
cuando  pretendió  reintemarlos  al  pafs  no  lo 
pudo  hacer  porque  se  desconoció  por  la  auto- 
ridad chilena  el  valor  de  la  torna-guia  citada, 
cuya  aceptación  trató  de  obtener  antes  de  in- 
troducir el  ganado. 

Terminados  loa  trámites  de  estilo,  ordenó 
el  jnsgado  la  presentación  de  minutas  de  prue- 
ba y  listas  de  testigos.  Et  demandante  presen- 
tó la  minuta  pretendiendo  rendir  prueba  en 
Chile  y  en  la  República  Argentina  sobre  los 
puntos  que  enumera  su  minuta;  acompañó 
también  lista  de  testigos  para  rendir  prueba, 
no  uonteniendo  la  lista  las  indicaciones  pres- 
critas en  la  ley. 

El  Fisco  se  opuso  á  la  prueba  en  la  Repú- 
blica Argentina  por  no  concurrir  las  condicio- 
nes  del  artículo  320  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  y  objetó  las  listasde  testigos  por 


no  contener  los  requisitos  legales  pues  se  ex- 
presaba únicamente  que  residían  en  Neuqnén 
y  que  tenían  tal  ó  cual  profesión. 

El  juez  de  la  causa  aceptó  se  rindiera  prue- 
ba en  la  Argentina  y  por  otro  auto  recibió  la 
causa  &  prueba  y  fijó  como  puntos  de  ella  los 
contenidos  en  la  minuta  del  demandante  y  en 
la  contestación  fiscal. 

Antes  de  causar  ejecutoria  el  auto  que  reci- 
bía la  causa  á  prueba  y  pendiente  una  apela- 
ción interpuesta  por  el  Fisco,  el  juzgado  red- 
bió  prueba  testimonial  concediendo  el  recurso 
de  apelación  interpuesto  por  el  Fisco  "stn  per- 
juicio de  la  diligencia  probatoria  habida  en 
esta  fecha." 

La  Corte  falló: 

Vistos:— Teniendo  presente  respecto  del  au- 
to de  f.  32t  que  las  designaciones  que  contiene 
la  lista  de  testigos  que  deben  declararen  la  Re- 
pública Argentina  son  vagas  é  indetermina- 
das, ni  tampoco  aparece  de  los  antecedentes 
justificada  la  conveniencia  de  obtener  sus  tie- 
daradones,  se  declara  que  no  ha  lugar  al  exa- 
men de  los  testigos  presentados  por  el  deman- 
dante para  quepreaten  su  testimonio  en  aque- 
lla República. 

Se  revoca  enlocontrario  á  ésta  y  en  la  par- 
te apelada  la  resolución  de  16  de  septiembre 
último. 

Se  revoca  el  auto  apelado  de  21  de  septiem- 
bre último,  corriente  á  f.  340 y  se  declara  que  el 
juez  de  la  causa  debe  fijar  por  «.mismo  los 
puntos  de  prueba,  de  conformidad  A  lo  dispues- 
to en  el  artículo  309  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  suspendiéndose  en  consecuencia 
los  efectos  de  la  providencia  también  apelada 
de  23  del  mismo  mes,  que  se  registra  A  f.  350, 
en  cuanto  se  pronuncia  sobre  el  mérito  de  las 
declaraciones  de  testigos  recibidas  en  esa  mis- 
ma fecha. 

J.  Bemoles  M.—A.  Vergttra. — Luis  Ba- 
rriga. 


Digitized  by 


;  Google 


JÜRI8PSÜDBNCU. 


117 


Corte  de  Santiago.— 22  de  diciembre  de  1904 
Saavedra  t.  de  Romero  con  Romero 

Hijo  natural.  ■— Abandono;  grastos  de 
crianza  7  educaolón.  —  Entrega  del 
hijo. 

Doctrina:  — £/  padre  naturalf  cual- 
quiera qve  sea  ¡a  época  en  que  reconoce 
al  hijo  que,  durante  su  abandono^  ha  si- 
do alimentadoy  criado  por  otra  persona^ 
debe  pagar  las  costas  de  la  crianza  y  edu- 
cación, tasadas  por  el  juez. 

La  entrega  del  hijo  que  el  padre  quiere 
sacar  del  poder  de  esa  persona  debe  ha- 
cerse inmediatamente;  y  esa  persona  no 
tiene  derecho  de  reteiwr  al  hijo  mientras 
el  paf^o  se  efectúa. 


Don  Feliciano  Romero  reconoció  como  su 
hija  natural  á  Julia  Bsmeralda  que  había  vi- 
vido al  cuidado  y  costo  de  doña  Casimira 
Saavedra  v.  de  Romero. 

Pedida  por  el  padre  la  entrega  de  su  hija  la 
señora  Saavedra  exigió  se  le  pagasen  prévia- 
mente  las  costas  de  su  crianza  y  educación. 

Bl  juzgado  resolvió  con  fecha  12  de  octu- 
bre de  1904: 

Teniendo  presente: 

l''  Que  según  laescrituradedoce  de  septíem. 
bre  próximo  pasado,  don  Feliciano  Romero 
reconoció  como  su  hija  natural  á  Julia  Bsme- 
ralda Romero; 

2*^  Que  como  padre  natural  tiene  los  dere- 
chos y  obligadones  del  padre  legitimo; 

3^  Que  según  el  inciso  último  del  artículo 
279  del  Código  Civil  es  aplicable  al  padre  na- 
tural la  disposición  del  articulo  239  del  mismo 
Código; 

4*^  Que  según  este  articulo  el  padre  que  quL 
siere  sacar  á  su  hijo  del  poder  de  la  persona 
que  lo  hubiere  alimentado  y  criado  deberá  pa< 
gar  los  gastos  de  su  crianza  y  educación  tasa- 
dos por  el  juez; 


5^  Que  del  tenor  literal  como  del  espíritu  de 
la  referida  disposición  aparece  claro  que  pre- 
viamente debe  hacerse  el  pago  regulado  por  el 
juez; 

6'  Que  el  padre  natural  no  ha  negado  esta 
obligación  y  sí  sólo  ha  pretendido  que  se  le 
entregue  su  hija  y  que  se  reserven  derechos  á 
la  señora  Saavedra; 

T*'  Que,  ri  bien  la  señora  Saavedra  ha  esti- 
mado en  veinte  pesos  mensuales  la  indemniza- 
ción que  se  le  debe,  no  hay  antecedentes  para 
apreciar  la  equidad  de  esta  suma; 

8^  Que  si  hasta  la  fecha  ha  ofrecido  garan- 
tía de  honorabilidad  y  corrección  la  señora 
Saavedra,  no  hay  razón  que  induzca  á  estimar 
que  han  desaparecido. 

Visto  además  lo  que  dispone  el  artículo  167 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  se  declara: 
que  doña  Casimira  Saavedra  v.  de  Romero 
debe  entregar  á  don  Feliciano  Romero  la  niña 
Julia  Esmeralda  Romero  previo  pago  de  los 
gastos  de  la  crianza  y  educación  tasados  por 
el  juez,  oyendo  informe  de  un  perito  que  se 

nombrará  en  la  forma  ordinaria  Dagoberto 

Lagos. 

La  Oorte: 

Vistos: — Eliminando  el  considerando  quin- 
to, se  confirma  la  resolución  apelada  de  doce 
de  octubre  último,  con  declaración  de  que  do- 
ña Casimira  Saavedra  debe  entregar  inmedia- 
tamente su  hija  Julia  Esmeralda  á  su  padre 
don  Feliciano  Romero  y  se  reservan  á  aquélla 
sus  derechos  para  que  los  haga  valer  como 
viere  convenirle-/.  Bernales  M.~B.  Donoso 
V.—J.  Ignacio  Larrain  Z. 

La  doctrina  sancionada  por  el  fallo 
de  la  Corte  de  Santicigo,  al  eliminar  el 
considerando  quinto  del  fallo  de  primera 
instancia  y  disponer  la  entrega  inmedia- 
ta de  la  hija  natural  reconocida  por  sn 
padre,  es  á  nuestro  juicio  la  que  guarda 
conformidad  con  la  ley. 

La  disposición  del  artícnlo  239  del  Có- 
digo Civil^  aplicable  al  padre  Ó  madre 
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natural  se^n  el  artículo  279,  no  ha  po- 
dido consagrar  un  derecho  de  retención, 
especie  de  derecho  de  prenda,  sobre  el  hi- 
jo que  fué  abandonado  por  sus  padres,  á 
favor  de  la  persona  que  lo  hubiese  ali- 
mentado y  criado.  Esa  disposición,  que 
está  colocada  en  el  título  de  los  derechos 
y  obligaciones  entre  los  padres  y  los  hi- 
jos legítimos  ha  querido,  simplemente, 
asegurar  á  la  persona  que  hubiese  ali- 
mentado y  criado  á  un  hijo  abandonado 
por  sus  padres,  el  derecho  de  reclamar 
de  éstos  el  pago  de  las  costas  de  su  crian- 
za y  educación,  tasadas  por  el  juez;  de 
modo  que  con  el  abandono  no  se  sus- 
traen los  padres  á  la  óbligación  que  la 
ley  les  impone,  fuera  déla  obligación  que 
la  misma  naturaleza  crea,  de  alimentar 
y  criar  á  sus  hijos. 

El  cuidado  personal  de  la  crianza  y 
educación  de  sus  hijos  legítimos  toca  de 
consuno  á  los  padres,  é  igual  obligación 
corresponde  respecto  del  hijo  natural  al 
padre  ó  madre  que  lo  ha  reconoddo,  sin 
distinguir  la  ley  la  época  en  que  este  re* 
conocimiento  tenga  lugar.  Pero  esta  obli- 
gación es  á  la  vez  un  derecho  del  padre 
de  tener  sus  hijos  á  su  lado  y  este  dere- 
cho no  puede  ser  limitado  por  la  circuns- 
tancia de  tener  el  padre  que  pagar  las 
costas  de  la  alimentación  y  crianza  del 
hijo,  mientras  lo  tuvo  abandonado. 

El  tenor  literal  del  artículo  239  no  es 
bastante  para  dar  por  establecido  que  el 
pago  de  esas  costas  ha  de  ser  previo  y 
que,  mientras  el  pago  no  se  efectúe,  la 
persona  que  alimentó  y  crió  al  hijo  tenga 
el  derecho  de  retenerlo.  "Si  el  hijo  aban- 
donado por  sus  padres,  dice  el  articu- 
lo 239,  hubiese  sido  alimentado  y  criado 
por  otra  persona,  y  quisieren  sus  padres 
sacarle  del poderde  ella,  deberán  pagarle 
los  costos  de  su  crianza  v  educación  ta- 


sados por  el  juez."  La  ley  no  dice  que  de- 
berán previamente  pagarle  esos  costos, 
como  lo  habría  dicho  si  su  intención  hu- 
biera sido  subordinar  el  ejercicio  del  de- 
recho del  padre  á  sacar  al  hijo  del  poder 
de  la  persona  que  lo  tiene  á  su  lado  al 
pago  de  esos  costos.  Por  el  contrario,  el 
artículo  289  reconoce  ampliamente  el  de- 
recho de  los  padres:  "si  quisieren  sus  pa- 
dres sacarle  del  poder  de  ella.*'  Basta  que 
ellos  quieran  para  que  no  pueda  ponerse 
trabas  al  ejercicio  de  su  derecho;  pero  la 
ley  agrega  que  si  sacan  al  hijo  del  poder 
de  esa  persona  que,  durante  su  abando- 
no criminal,  lo  ha  alimentado,  criado  y 
educado,  deberán  pagarle  los  costos  de 
su  crianza  y  educación.  Los  padres  que- 
dan debiendo  esos  costos  y  el  juez  los  ta- 
sará en  seguida. 

No  creemos,  pues,  que  del  tenor  literal 
y  del  espíritu  de  la  disposición  del  artícu- 
lo  239  del  Código  Civil  aparezca  claro 
que  previamente  debe  hacerse  el  pago 
regulado  por  el  juez.  Puede  acontecer  que 
el  padre  ó  madre  que  reconocen  á  un  hijo 
natural  que  abandonaron  por  no  hacer 
público  su  nacimiento,  ó  por  falta  de  re- 
cursos, no  tengan  recursos  bastantes  pa- 
ra hacer  el  pago  inmediato  de  las  costas 
de  educación  de  su  hijo  ¿habrían  de  estar 
privados  del  cuidado  y  atención  personal 
de  su  hijo?  ¿no  podrían  llevarlo  ásu  lado 
y  prestarle  después  del  reconocimiento 
las  atenciones  personales,  á  la  vez  que 
manifestarle  el  cariño,  de  que  lo  han  te- 
nido privado? 

Se  agrega  á  esto  que  sobre  las  perso- 
nas no  pueden  existir  derechos  y  mucho 
menos  un  derecho  de  prenda.  Las  leyes 
dan  á  los  padres  sobre  la  persona  de  sus 
hijos  derechos  cuyos  límitesfíjan  con  cui- 
dado y  precisión;  pero  esos  derechos  no 
los  tienen  sino  ellos  v  con  restricciones 
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aun  mayores  las  personas  á  quienes,  en 
su  ddecto,  está  confiada  la  atención  del 
cuidado  de  la  crianza  y  educación  de  sus 
hijos.  La  ley,  al  reconocer  /a  obUgación 
de  los  padres  de  pagar  las  costas  de 
crianza  y  edncación  de  sus  hijos  abando- 
nados por  ellos  en  su  infancia  y  dar  á  la 
persona  que  ha  atendido  á  esas  costas 
€¡ derecho  de  exigirlas  del  padre  que  quie- 
re quitarle  al  hijo  porque  se  arrepiente 
de  su  abandono,  no  ha  podido  estable- 
cer una  garantía  de  pago  con  la  reten- 
ción del  hijo,  como  puede  tenerla  un 
acreedor  para  retener  en  su  poder  una 
cosa  dada  en  prenda. 

doctrina  sancionada  por  el  fallo 
de  la  Corte  de  Santiago,  es,  pbr  lo  de- 
más, la  que  se  hallaba  sancionada  por 
otras  resoluciones  anteriores  y  en  este 
punto  se  puede  decir  que  hay  jurispru- 
dencia (1). 

Luis  Claro  Sotmr 


Corte  de  Taka.—l'*  de  junio  de  1904 

Rojas  con  Jeldres 

Ooxnpraventa;  falta  de  designación  de 
los  bienes.  —Nulidad— Omisión  de  la 
firma  del  notario  en  la  matriz. 

Doctrina:— La  falta  de  firma  de  la  es- 
critara  matriz  incorporada  en  el  proto- 
coló  Y  gve  ha.  sido  puesta  con  posteriori- 
dad á  la  fecha  en  que  se  inscribió  en  el 
registro  de  propiedades  la  copia  autori- 
zada de  la  misma  escritura  que  el  nota- 

(1  ]  Véase  la  Bentencia  ndm.  Ifil2 ,  pág.  ]  106  de  la 
Qat*Ui  de  ¡M  Tribttwtiet  de  lH9n,  t.  I. 
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rio  había  dado  al  comprador^  no  es  una 
incorrección  que  importe  ¡a  nulidad  del 
instrumento  y  sólo  da  mérito  para  una 
medida  disciplinaria. 

La  venta  de  los  "bienes  muebles  y  se- 
moreníes",  sin  otra  explicación,  es  abso- 
lutamente indeterminada  y  nula  la  venta 
hecha  en  tal  forma. 


Don  Jerónimo  Rojas,  como  representante 
legal  de  su  esposa  doña  María  Gregoría  Qui- 
ñones, demandando  expone:  qne  á  principios 
del  mes  de  agosto  de  1901  su  suegro  don  José 
de  las  Nieves  Quiñones  fué  sacado  de  la  casa 
en  que  vivía  con  el  exponente,  y  trasportado 
por  don  Sebastián  Jeldres,  en  su  coche  llevado 
al  efecto,  á  la  casa  que  éste  posee  en  esta  ciu- 
dad. 

Que  el  18  del  mes  antes  citado,  el  exponen- 
te regresó  de  un  viaje  á  la  frontera  y  no  pudo 
conseguir  que  se  le  permitiera  hablar  con  su 
expresado  suegro,  el  cual,  según  se  decía,  ocu- 
paba Ihs  piezas  interiores  de  la  casa  de  Jel- 
dres. 

Que  al  día  siguiente  falleció  el  señor  Quiño- 
nes, y  el  exponente  se  impuso  entonces  de  que 
en  la  notaría  se  había  otorgado  una  escritu- 
ra, que  aun  no  estaba  autorizada,  por  la  cual 
su  suegro,  el  señor  Quiñones,  vendía  n  clon 
Sebastián  Jeldres  tres  retazos  de  terrenos  y 
todos  sus  bienes  muebles  y  semoventes,  sin 
determinar  estos  últimos,  por  el  predo  de  cua- 
tro mil  pesos,  cantidad  déla  cual  se  declaraba 
recibido  el  vendedor. 

Que  la  citada  venta  es  nula,  en  primer  lu- 
gar porque  á  la  fecha  de  la  demanda  no  esta- 
ba autorizada  la  escritura  respectiva  por  el 
notario;  en  segundo  lugar  porque,  confonne  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  1811  del  Código 
Civil,  es  nula  la  venta  de  todos  los  bienes  del 
vendedor,  siempre  que  no  se  designen  por  es- 
critura pública;  y  en  tercer  lugar  porque  hay 
dolo  y  engaño  manifiesto  en  el  contrato,  pues- 
to que  en  él  se  dice  que  el  vendedor  recibió  el 
precio,  siendo  así  que  nada  se  le  entregó,  y  en 
el  caso  de  habérsele  entregado  el  dinero,  éste 
habría  quedado  en  casa  del  mismo  compra- 
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Hor  JeUlres,  désele  que  el  señor  Quiñones  no  se 
movió  de  la  casa  de  aquél  desde  el  día  en  que 
se  efectuó  la  venta;  y  que  aun  en  el  supuesto 
de  que  la  venta  se  hutñerc  realizado,  el  contra- 
to debería  rescindirse  por  lesión  enorme,  en 
atención  á  que  los  bienes  vendidos  valen  m&s 
de  diez  mil  pesos. 

En  consecuencia,  demanda  á  don  Sebastián 
Jeldres  y  pide  que  en  definitiva  se  declare  nula 
la  renta  antes  indicada,  ó  en  subsidio  la  de 
los  bienes  muebles  y  semoventes;  y  para  el 
caso  que  no  sean  acogidas  dichas  peticiones, 
pide  que  se  dé  lugar  á  la  rescisión  del  contra- 
to de  venta  del  terreno  por  lesión  enorme. 

Üon  Sebastián  Jeldres,  contestando  la  de- 
manda pide  que  se  le  absuelva  de  ella,  con  cos- 
tas, y  se  dé  lugar  á  la  reconvención  que  dedu- 
ce, exponiendo:  que  don  José  de  las  Nieves 
Quiñones,  apesar  de  ser  un  hombre  enfermo, 
sufría  toda  clase  de  vejaciones  en  casa  del  de- 
mandante, y  hasta  corría  el  riesgo  de  ser  ase- 
sinado por  éste. 

Que  aprovechándose  de  un  viaje  emprendi- 
do por  Rojas  á  la  frontera,  el  citado  señor 
Quiñones  procuró  buscar  una  casa  de  respeto 
adonde  trasladarse,  y  habló  á  diversas  perso- 
nas para  enajenarles  sus  bienes  é  invertir  su 
producido  en  obras  de  caridad  y  de  beneíi- 
cencia. 

Que  una  de  esas  personas  fué  el  exponente, 
quién,  después  de  las  repetidas  instancias  de 
Quiñones,  aceptó  la  venta  que  ésta  le  ofrecía 
y  celebraron  el  contrato  respectivo  con  todas 
las  solemnidades  legales. 

Que  los  demás  hechos  expuestos  en  la  de* 
manda  son  falsos  y,  por  lo  tanto,  no  hay  ra- 
zón alguna  en  que  pueda  fundarse  la  nulidad 
que  se  solicita. 

Que  los  bienes  vendidos  están  suficiente- 
mente determinados  en  la  escritura  de  venta; 
y  que  la  rescisión  del  contrato  por  lesión  enor- 
me es  inaceptable,  puesto  que  no  habría  per- 
sona alguna  que  pagara  más  de  cuatro  mil 
pesos  por  los  terrenos  vendidos. 

Por  la  reconvención  que  deduce,  el  deman- 
dado pide  que  el  demandante,  como  represen- 
tante legal  de  su  esposa  doña  Marín  Gregoria 
Quiñones,  heredera  única  de  don  José  de  las 
Nieves  Quiñones,  le  haga  entrega  de  todos  los 


bienes,  tanto  raíces  como  muebles,  vendidos 
por  la  escritura  á  que  se  refiere  esta  causa. 

En  la  réplica  el  demandantedtoe  que  las  su- 
puestas vejaciones  de  que  se  hace  víctima  al 
señor  Quiñones,  es  una  especie  calumniosa 
lanzadacon  el  objeto  de  disculpar  el  secuestro 
que  se  hizo  de  este  caballero  en  casa  de  Jeldres 
como  medio  seguro  de  arrebatar  una  herencia 
que  pertenece  á  la  esposa  del  exponente;  que 
la  entrega  del  dinero  al  vendedor  es  algo  in- 
creíble en  atención  al  mal  estado  de  su  salud; 
y  la  desaparición  de  tal  cantidad  después  de 
la  muerte  del  señor  Quiñones,  ocurrida  ocho 
días  después  de  la  venta  es  absolutamente 
inexplicable. 

Con  respecto  á  la  reconvención,  exponeque 
ella  será  ó  no  acogida,  según  sea  la  resolución 
que  recaiga  sobre  la  demanda,  puesto  que  si 
ésta  es  a,ceptada,  declarándose  nula  la  venta, 
mal  puede  existir  la  obligación  de  entregar 
los  bienes  vendidos. 

£1  juzgado  de  San  Carlos  con  fecha  9  de 
mayo  de  1904-  falló: 

Considerando: 

1^  Que,  según  consta  de  la  escritura  públi- 
ca otorgada  en  esta  ciudad  el  9  de  agosto  de 
1901,  anotada  é  inscrita  el  día  12  del  mis- 
mo mes  y  que  corre  á  fs.  19,  don  José  de  las 
Nieves  Quiñones  vendió  á  don  Sebastián  Jel- 
dres tres  retazos  de  terreno,  cuyos  deslindes 
se  especifican,  estipulándose  además  en  dicha 
escritura  lo  qite  sigue:  "se  comprenden  en  la 
venta  todos  tos  bienes  muebles  y  semoventes, 
la  que  se  hace  con  todu  lo  edificado  y  planta* 
do,  etc.,  por  la  suma  de  cuatro  mil  pesos  de 
que  se  confiesa  recibido  el  vendedor;*' 

2^  Que  si  bien  consta  del  certificado  expedi- 
do por  un  ministro  de  fe,  que  á  la  fecha  de  la 
demanda  ó  sea  el  23  de  agosto  de  1901,  la  es- 
critura matriz  otorgada  en  el  protocolo  del 
notario  no  estaba  autorizada  por  éste,  no 
obstante,  consta  de  la  diligencia  de  fs.  7  vta. 
que  dicha  omisión  fué  salvada  en  el  mismo  día 
23  de  agosto,  siendo  entonces  firmada  la  es- 
critura matriz  por  el  notario  ante  quien  se 
otorgó; 

3''  Que,  á  pesar  de  ser  una  irregularidad 
manifiesta  el  hecho  de  que  el  notario  haya  in- 
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currido  en  una  omisión  semejante,  y  que  to> 
dai'fa  este  funcionario  haya  dado  copia  de 
esa  escritura  á  los  interesados,  la  haya  ano- 
tado é  inscrito  diez  días  antes  de  estar  auto- 
rizada por  él,  sin  embargo,  tales  incorreccio- 
nes no  importan  la  nulidad  del  instrumento, 
y  cuando  más  darían  mérito  para  adoptar 
una  medida  disciplinaria; 

4''  Que  las  obligaciones  y  descargos  conte- 
nidos en  un  instrumento  público  hacen  plena 
fe  respecto  de  los  otorgantesy  de  las  personas 
ñ  quienes  se  transfieren  dichas  obligaciones  y 
descargos  por  título  universal  ó  singular: 

5^  Por  la  escritura  pública  ya  citada  el  ven~ 
dedor  don  José  de  las  Nieves  Quiñones  declara 
haber  recibido  el  precio  de  los  bienes  por  él 
vendidos,  y  el  demandante  no  ha  probado  que 
á  dicha  declaración  le  lalte  algún  requisito 
esencial  para  su  valídéz; 

6"  Que  es  nula  la  venta  de  todos  los  bienes 
presentes  ófuturos  siemprequc  no  se  designen 
por  escritura  las  especies,  géneros  y  cantida- 
des y  cuando  tal  designación  no  se  hace,  no 
se  comprende  en  la  venta,  aunque  así  se  esti- 
pule; 

7"  (jue  la  expresión  "bienes  muebles  y  semo- 
ventes", que  se  usa  en  la  cláusula  transcrita 
en  el  considerando  primero  de  esta  sentencia, 
sin  otra  explicación,  es  absolutamente  inde- 
terminada, y,  por  lo  tanto,  no  habiéndose  es- 
pecificado con  arreglo  á  la  ley  los  bienes  mue- 
bles y  semoventes  que  don  José  de  las  Nieves 
Quiñones  vendió  A  don  Sebastián  Jeldres  por 
la  cláusula  antes  citada,  ellos  no  se  conside- 
ran comprendidos  en  la  venta; 

8^  Que  la  acción  resciaoría  por  lesión  enor- 
me se  deduce  como  subsidiaria  de  las  otras 
iwticiones  de  la  demanda; 

9^  Qne  no  habiendo  necesidad  de  apreciar  la 
prueba  testimonial  para  fallar  este  juicio, 
es  inoficioso  pronunciarse  sobre  las  tachas 
opuestas  &  los  testigos  de  ambas  partes; 

10.  Que  la  reconvención  en  cuanto  se  refiere 
á  la  entrega  de  los  bienes  muebles  y  semoven- 
tes, es  improcedente  en  mérito  de  lo  expuesto 
en  los  considerandos  sesto  y  séptimo,  y  en 
cuanto  á  los  bienes  inmuebles,  consta  que  la 
escritura  se  encuentra  inscrita  y,  por  consi- 
guienu-,  se  ha  efectuado  la  tradición  del  domi- 
nio en  favor  del  demandado. 


Con  arreglo  á  los  artículos  OKG,  724-,  1700 
y  1811  del  Código  Civil  y  330  del  Código  de 
Procedimiento,  se  declara  qnc  ha  lugar  á  la 
demanda  sólo  en  cuanto  por  ella  se  pídela 
nulidad  de  la  venta  de  los  bienes  muebles  y 
semoventes  que  hizo  don  José  de  las  Nieves 
Quiñones  en  favor  de  don  Sebastián  Jeldres 
por  la  escritura  pública  de  9  de  agosto  de 
1901. 

No  ha  lugar  á  las  demás  peticiones  de  la  de- 
manda ni  á  la  reconvención. 

Se  apercibe  al  notario  y  conservador  de  bie- 
nes raíces  de  este  departamento  don  Luis  M. 
Fernández  para  que  en  adelante  se  abstenga 
de  los  procediniie'ntos  irregulares  que  se  indi- 
can en  el  considerando  tercero  y  al  efecto  no- 
tifíquesele  por  el  actuario  esta  sentencia  eii  la 
parte  pertinente.— Fe/i/w  S.  Unáa 

La  Oortd: 

Talca,  1'  de  junio  de  1904  Vistos:  se  con- 
firma en  la  parte  apelada  la  sentencia  de  9  de 
mayo  del  año  próximo  pasado,  sin  perjuicio 
de  otras  acciones  que  puedan  hacerse  valer.— 

y.  C.  Herrera  K  Román  Waaco.—Af.  Moa- 

tero. 


Corte  de  Talca  9  de  junio  de  1904 

Receptores  de  Chillán 

Informaolones  sumarlas.  —  Prueba.— 
Ministro  de  fe. 

Doctrina:— iín  Ins  informaciones  su- 
marias debe  actuar  eí  secretario  de  ta 
causa  y  no  un  receptor,  pues  c¡  procedi- 
miento ordinario  que  según  el  artícuíoíP 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  debe 
aplicarse  en  todasías  gestiones,  trámites 
y  actuaciones  que  no  estén  sometidos  á 
una  regla  especial,  es  que  las  actuaciones 
deben  ser  autorizadas  por  el  secretario 
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(le  ¡a  causa,  siendo  la  excejxión  las  au- 
diencias de  prueba. 

En  general  €Í  Código  de  Procedimiento 
Civil  ha  cuidado  de  indicaren  cada  caso 
en  (¡ve  lo  ha  creído  necesario  (fue  la  prue- 
ba se  rinde  conforme  al  procedimiento 
es¡teci&l  que  establece  para  el  juicio  ordi- 
nario, ó  sea  en  audiencia  pública  y  sir- 
viendo de  actuario  un  receptor,  lo  que  ao 
establece  resfiecto  de  las  informaciones 
sumarias,  las  cuales,  por  lo  tanto,  deben 
quedar  sometidas  ^  la  regla  general  de 
las  actuaciones  judiciales. 


Habiendo  )>cdido  los  receptores  de  Chilldn 
se  declarara  que  ellos  y  no  el  secretario  del 
juzgado  debían  recibir  las  informaciones  su- 
marias que  se  rindan  sin  intervención  de  con- 
tradictory  sin  previo  señalamiento  de  término 
probatorio,  el  juirgado  resolvió: 

Chillan,  17  de  noviembre  de  1 903.— Tenien- 
do presente  que  el  artículo  359  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  establece  que  sea  un  re- 
ceptor el  que  autorice  las  declaraciones  de  los 
testigos  y  sirva  de  actuario  en  la«  incidencias 
que  ocurran  durante  la  audiencia  de  prueba, 
y  tal  disposición  se  refiere  sólo  ála  prueba  que 
se  rinda  en  los  juicios  ordinarios  de  que  trata 
el  libro  XI  del  Código  citado;  que  el  artículo 
490  de  este  Código,  tratando  de  los  juicios 
ejecutivos,  dispone  que  en  ellos  la  prueba  se 
rinda  como  en  los  juicios  ordinarios;  que 
cuando  ha  de  rendirse  prueba  en  los  juicios 
posesorios  se  rinde  también  en  la  forma  esta- 
blecida para  los  juicios  ordinarios,  como  se 
dispone  en  los  artículos  711,  719  y  otros;  que 
lo  mismo  se  dispone  respecto  de  los  juicios  so- 
bre desahucio  en  el  artículo  749;  que  en  ge- 
neral, el  Código  de  Procedimiento  Civil  ha 
cuidado  de  indicar  en  cada  caso  que  la  prueba 
se  rendirá  conforme  al  procedimiento  ordina- 
rio, ó  sea  en  audiencia  pública,  en  presencia 
de  las  partes,  y  sirviendo  de  actuario  un  re- 
ceptor, como  puede  verse  en  los  artículos  779 
y  855;  que  respecto  de  las  informaciones  su- 
marias, el  Código  de  Procedimiento  Civil  no 


establece  que  se  rindan  con  las  formalidades 
de  la  prueba  del  juicio  ordinario  (como  ha  te- 
nido cuidado  de  expresarlo  en  los  juicios  ejecu- 
tivos, posesorios  y  otros)  y  lo  contrarío  se 
deduce  de  los  términos  en  que  ratá  redactado 
el  artículo  989  de  ese  Código,  que  define  lo  que 
rlebe  entenderse  por  información  sumaria;  que 
el  procedimiento  ordinario  en  toda  gestión 
judicial  es  que  las  actuaciones  deben  ser  auto- 
rizadas por  el  secretario,  siendo  la  excepción 
las  audiendas  de  prueba,  en  les  juicios  que  la 
ley  indica,  en  los  que  debe  actuar  un  receptor: 
en  vista  de  estas  consideraciones  y  no  estando 
determinado  por  la  ley  que  en  las  informacio- 
nes sumarias  debe  de  actuar  nn  receptor  y 
no  el  secretario  de  la  causa,  se  declara  sin  lu- 
gar lo  pedido  por  los  receptores  en  su  solici- 
tud anterior  —A,  MalJonado. 

La  Oorte; 

vistos:  Hc  confirma  el  auto  apelado  de  IT 
de  noviembre  del  año  próximo  pasado. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Herré, 
ra,  Román  B.  y  Montero,  llamado  este  último 
á  dirimir  el  empate  producido  en  la  primera 
vista  de  la  causa,  contra  la  opinión  de  Ips  se 
ñores  presidente  Urrutia  y  Ministro  Letelier, 
que  estuvieron  por  revocar  el  referido  auto  y 
dar  lugar  á  lo  pedido  en  el  escrito  de  fs.  1  á 
virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  3^  y 
359  del  Código  de  Procedimiento  Civil.— F. 
Urrutia.— J.  C.  Herrera.— T.  Leteíter.~~F.  Ro- 
mán Blanco. — M.  Montero. 


Corte  de  Talca.~6  de  Junio  de  1904 
Pacheco  y  otros  con  del  Campo 

Querella  de  restltuoión.  —  Posesión 
tranquila  y  no  Interrumpida.— Pose- 
sión de  un  año. 

Doctrina: — No  puedo  entablar  acción 
pífsesoria  sino  el  que  ha  estado  en  pose- 
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alón  tranquila  Y  no  interrumpida  duran- 
te un  año  completo  anterior  á  los  actos 
de  perturbación.  Porconsiguiente,  perdi- 
da por  el  querellante  ana  qaerellA  de  am- 
paro por  no  haber  probado  los  hechos 
de  que  se  fundaba,  no  puede  entablar 
querella  de  restitución  por  la  repetición 
de  hechos  análogos  que  se  han  efectuado 
dentro  del  año  siguiente^  porque  la  pose- 
sión invocada  no  ha  sido  tranquila  en  el 
afio  anterior  al  despojo  y  los  hechos  de 
perturbación  quedaron  sancionados  por 
el  rechazo  de  la  anterior  querella  de  am* 
paro. 


Doña  Candelaria  Pacheco  viuda  de  Pareja, 
don  Evaristo,  don  Marcelino  y  don  José  Es- 
tanislao Pareja  y  don  José  Kamón  Lara,  por 
su  mujer  doña  Domitila  Pareja,  exponen:  que 
son  dueños  de  un  retazo  de  terreno  situado  en 
la  subdelegacidn  Pilocoyán  del  departamento 
de  Linares,  de  setenta  y  cinco  varas  de  frente 
por  treinta  y  cinco  de  fondo  más  ó  menos,  cu- 
yos límites  indican. 

Este  terreno,  dicen  fué  adquirido  hace  más 
de  treinta  y  cinco  años  por  don  Nicolás  Pare- 
ja marido  de  la  primera  y  padre  de  los  demás, 
y  desde  entonces  hasta  su  muerte,  ocurrida 
en  1881,  lo  poseyó  tranquilamente  y  sin  inte- 
rrupción. 

Después  de  él  continuaron  poseyéndolo  en 
igual  forma  los  demás  exponentes,  ejerciendo 
actos  de  dominio,  como  siembras,  etc. 

El  30  de  abril  del  año  1903  don  Juan  Ma- 
nuel del  Campo  se  apoderó  casi  á  víva  fuer^ 
del  terreno  y  una  vez  en  posesión  de  él,  ejecu- 
tó actos  de  depredación,  como  ser  destrucción 
de  árboles  frutales,  de  una  cocina  y  de  una 
muralla,  causando  perjuicios  que  estiman  en 
quinientos  pesos. 

Fundados  en  lo  expuesto,  entablan  querella 
de  restitución  en  contra  del  referido  don  Juan 
Manuel  del  Campo  para  que  se  declare  que 
debe  restituírseles  la  propiedad  de  que  se  apo- 
deró, con  costas  y  perjuicios,  y  se  le  aperciba 
con  una  multa  de  mil  pesos  para  el  caso  de 
intentar  nuevamente  despojarlos. 


Citados  á  comparendo  con  sus  medios  pro* 
batorios,  se  rindió  prueba  testimonial  y  el 
querellado  pidió  se  tuviese  como  parte  de 
prüeba  la  rendida  en  la  querella  de  amparo  se- 
guida entre  las  mismas  partes,  fallada  el  7  de 
abril  de  1903. 

El  Juzgado,  con  fecha  2  de  marzo  de  1904, 
falló: 

Considerando: 

1"  Que  los  querellantes  han  acreditado  con 
los  testigosdon  Juan  de  Dios  Rivera,  don  José 
Astadillo,  don  Pedro  Vásquez  y  don  Cirilo 
(Jrtega  haber  estado  en  po«esión  tranquila  y 
no  interrumpida  por  muchos  años  del  terreno 
materia  de  la  querella,  ejerciendo  en  él  actos 
de  verdaderos  dueñor, 

2^  Que  en  cuanto  al  despojo  atribuido  al 
querellado,  éste  no  lo  ha  negado,  encontrán- 
dose además  aHrmado  por  el  testigo  Rivera  y 
de  las  demás  declaraciones  de  que  se  ha  hecho 
mérito  se  desprenden  presunáones  que,  A  jui- 
cio del  Juzgado,  revisten  los  caracteres  de  gra- 
vedad, precisión  y  concordancia  necesarias 
para  dar  por  establecido  que  efectivamente 
tal  acto  se  ejecutó  por  el  querellado; 

3^  Que  la  prueba  rendida  por  éste  para 
aereditar  la  calidad  de  inquilinos  de  los  quere- 
llantes no  es  bastante  precisa  y  se  encuentra 
enervada  y  superada  por  la  de  los  querellan- 
tes en  el  sentido  de  que  han  vivido  como  due- 
ños en  la  propiedad  en  referencia; 

4^  Que  si  bien  es  cierto  que  la  prueba  rendi' 
da  por  el  querellado  el  18  de  marzo  del  año 
último,  en  el  juicio  de  amparo  seguido  éntrelas 
mismas  partes  y  con  relación  á  la  misma  pro- 
piedad, fué  superior  á  la  de  los  querellantes, 
ella  debe  ceder  ahora  á  la  de  éstos,  por  ser  su- 
perior á  aquélla,  sin  que  pueda  decirse  que 
\WT  encontrarse  la  propiedad  rodeada  por  el 
fundo  del  querellado  no  puedan  los  querellan- 
tes ser  considerados  como  poseedores,  pues  la 
presunción  que  de  tal  circunstancia  pudiera 
desprenderse  queda  destruida  con  las  declara- 
ciones terminantes  de  los  testigos  nombrados, 
quienes  deben  saber  distinguir  entre  un  inqui- 
lino y  un  verdadero  poseedor; 

5^  Que  también  se  han  acreditado  perjui- 
cios. 

Visto  lo  dispuesto  por  los  artículos  196| 
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714  y  715  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
y  918  y  921  del  Código  Civil,  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  querella,  estimándose  en  dos- 
cientos pesos  los  peijuicios  que  el  querellado 
debe  pagar  á  los  querellantes,  y  en  quinientos 
pesos  la  cuantía  de  la  multa  con  que  se  aper- 
cibe al  primero  para  el  caso  de  reincidencia. 

Se  le  dejan  al  querellado  á  salvo  sus  dere- 
chos. 

Doña  Candelaria  Pacheco  es  dueña  de  casa 
y  don  Evaristo  Pareja,  curtidor;  don  José  Es- 
tanislao, agricultor  y  don  Manuel  Lara  cui- 
tidor,  todos  domiciliados  en  este  departa- 
mento. 

Bl  querellante  es  agricultor,  del  mismo  do- 
micilio.-V^''  ^*  VAsqaez. 

ha.  Oorte: 

Vistos:  con  lo  relacionado  en  la  sentenciade 
primera  instancia;  y 

Teniendo  presente: 

l''  Que  del  expediente  agregado  consta  que 
los  querellantes  entablaron  sobre  el  mismo  te- 
rreno de  la  cuestión,  querella  de  amparo  el  12 
de  mayo  de  1903,  quejándose  de  actos  pertur- 
batorios  de  su  posesión  qecntados  por  el  mis- 
mo querellado  don  Juan  Manuel  del  Campo, 
eu  los  ños  días  anteriores,  y  consistentes  en  la 
destrucción  de  una  cerca  de  zarzamora  y  cor- 
tadura de  árboles  frutales  y  no  frutales  que 
allí  había,  acción  á  la  cual  no  se  dió  lugar  en 
sentencia  ejecutoriada  de  7  de  abril  del  mismo 
año,  '  por  no  haberse  probado  los  hechos  en 
que  se  fundaba,  sobre  todo  encontrándose 
desvirtuada  la  prueba  de  aquéllos  por  la  ren- 
dida por  el  querellado",  dilijencia  de  prueba 
que  se  refiere  indudablemente  á  la  falta  de  po- 
sesión, pues  los  actos  perturba  torios  habían 
sido  confesados  por  éste,  posición  Ti  de  fs,  18; 

2^  Que  sea  cual  fuere  la  importancia  que  se 
le  dé  A  ese  juicio,  él  hará  en  todo  caso  inadmi- 
sible la  actual  querella  de  restitución  por  un 
despojo  que  se  dice  consumado  el  30  de  abril 
del  año  citado  de  1903,  porque  deja  de  mani- 
fiesto que  la  posesión  de  los  querellantes  no 
ha  sido  tranquila  en  el  año  anterior  al  despo- 
jo, pues  estos  mismos  han  reconocido  que  se 
les  ha  ¡Krturbado  y  con  este  motivo  han  soli- 


citado ser  amparados  por  la  justicia,  amparo 
que  ni  Ies  concedió  por  no  creérseles  con  dere- 
cho, lo  que  importa  dejar  sancionados  los  ac- 
tos de  perturbación,  siendo  además  de  adver- 
tir que  los  actos  en  que  se  hace  consistir  el 
despojo  no  son  más  que  la  repetición  ó  conti- 
nuación de  los  de  perturbación  efectuados  en 
el  mes  anterior;  y 

3^  Que  sólo  puede  entablar  acción  poseso- 
ria el  que  ha  estado  en  posesión  tranquila  y 
no  interrumpida  un  año  completo,  y  consta 
de  autos  que  los  querellantes  no  han  tenido 
esta  posesión. 

De  conformidad  á  lodispuestoen  los  artícu- 
los 918  del  Código  Civil  y  714,  715  y  717  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  2  de  marzo  último,  y  se 
declara  que  no  ha  lagar  á  la  querella  de  fs.  2, 
con  costas,  en  que  se  condena  á  los  querellan- 
tes, á  quienes  se  les  reservan  sus  derechos  para 
que  los  hagan  valer  como  vieren  convenirles. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Herrera.— 
/.  C.  Herrera  T.  LeteUer.—M.  Montero. 


Corte  de  Talca.— 22  de  junio  de  2904 

Irribarra  con  Moraga 

Querella  de  restitución.— Testigos;  su 
Indioaolón  en  el  mismo  escrito  de 
querella.— Prueba. 

Doctrina: — En  el  escrito  de  querella, 
deben  expresarse  todos  los  medios  de 
prueba  de  que  piensa  valerse  el  quere- 
llante; y  si  piensa  hacer  uso  de  la  prue- 
ba testimonial  debe  expresara  en  la  que- 
rella el  nombre,  prensión  ú  oficio  y  resi- 
dencia de  los  testigos,  que  son  los  ánícos 
que  pueden  ser  examinados,  so  pena  de 
nulidad. 
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Don  Amador  IrribarrasequerellÓ  de  restítu- 
ci/>n  contrn,  don  Hipólito  Moraga  ante  el  juz- 
gado de  Qiiirihue,  por  hnher  este  cambiado  la 
colocación  de  una  cerca  divisoria  en  un  terre- 
no que  posee  su  mujer  desde  hace  mñs  de  diez 
y  siete  años,  sin  expresar  los  medios  de  prueba 
ni  indicar  los  testigos  de  que  pensaba  valerse 
para  establecer  el  despojo. 

Se  citó  por  el  juzgado  á  comparendo  con  los 
medios  de  justificación  que  tuvieren  las  par- 
tes, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

A  virtud  de  esta  citación,  concurrieron  que- 
rellantey  querellado  á  la  sesión  de  prueba  que 
tuvo  lugar  el  21  de  octubre  de  1903,  y  en  este 
comparendo  el  querellado  observó  que  no  tie- 
nen valor  alguno  legallas  declaraciones  de  los 
testigos  que  iba  á  presentar  el  querellante,  por 
cuanto  esta  parte  no  había  cumplido  con  lo 
que  se  dispone  en  los  artículos  703,  inciso 
final,  y  717  del  Código  de  rrocedimiento 
Civil.  ' 

El  querellado  sostuvo  á  este  respecto  la  im- 
procedencia de  la  petición  hecha  por  el  quere- 
llante, pues  se  ha  cumplido  con  todas  las  re- 
glas y  formalidades  que  la  ley  exige. 

En  la  sesión  de  prueba  ántes  dicha,  se  pre- 
sentó por  el  querellante  á  los  testigos  José 
Félix  Moraga,  Wenceslao  Andrade,  Anasta- 
sio Gatica  y  Juan  Neira,  los  que  declararon  al 
tenor  de  la  querella  de  fs.  1,  y  fueron  interro- 
gados por  las  partes  litigantes. 

Con  fecha  30  de  octubre  de  1903  el  juzgado 
resolvió: 

Considerando  respecto  de  la  petición  hecha 

por  el  querellado  en  la  sesión  de  prueba: 

1^  Que  consta  de  autos,  que  Amador  Irriba- 
rra  entabló  su  acción  sin  dar  cumplimiento  á 
lo  dispuesto  en  el  inciso  final  del  artículo  703 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  ordena 
expresar  en  ese  escrito  todos  los  medios  de 
prueba  de  que  piensa  valerse  para  justificar  su 
acción,  y  si  esos  medios  de  prueba  son  testi- 
gos, exprrsar  en  la  misma  querella  el  nombre, 
profesión  fi  oficio  y  residencia  de  ellos; 

2^  Que  el  no  cumplimiento  de  esta  formali- 
dad para  rendir  la  prueba  testimonial  importa 
nulidad  para  la  prueba  que  se  rinda,  según  lo 
dispuesto  en  el  articulo  10  del  Código  Civil;  y 
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3^  Que  siendo  nula  la  prueba  rendida  por  el 
querellante,  según  el  considerando  anterior, 
se  halla  improbada  su  querella,  pues  a  él  le  ¡n- 
cuml>e  probar  los  hechos  en  que  se  funda  su 
querella,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1698  del  Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
en  las  disposiciones  legales  ya  citadas  y  ar- 
tículos 714  y  715  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara:  no  ha  lugar,  con  costas,  á 
la  querella  de  restitución  deducida  por  don 
Amador  Trribarra  y  se  le  reserva  su  derecho 
para  que  pueda  deducir  la  acción  ordinaria 
que  le  corresponda,  con  arreglo  á  derecho.— 
Féh'x  A.  Aguuyo. 

La  Oorte: 

Vistos:  eliminando  el  considerando  segundo 
y  la  cita  del  artículo  1698  del  Código  Civil  del 
considerando  tercero  y  teniendo  presente  que 
la  prueba  en  el  interdicto  de  que  se  trata  debe 
rendirse  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  3',  título  X  del  libro  2'  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  como  lo  dispone  el  ar- 
tículo 711  del  mismo  Código,  y  según  el  ar- 
tículo 361  del  párrafo  citado  no  se  examina- 
rán los  testigos  que  no  figuren  en  la  nómina 
respectiva,  que  en  el  caso  actual  debe  hacerse 
en  el  escrito  de  querella,  se  confirma  la  senten- 
cia apelada  de  30  de  octubre  último,  con  cos- 
tas del  recurso.  — F.  Urrutia.~J.  C,  Herrera. 
— M,  Montero. 


Corte  de  Concepción.— 23  de  septiembre  de 
1903 

Córdova  con  Compañía  Carbonífera  de  fundi- 
ción Schwager 

Bepresentaoión.  —  Administrador  de 
un  estableolmiento. 

Doctrina: — El  simple  administrador 
ó  mandatario  de  un  establecimiento  in- 
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dastríal  de  ana  sociedad^  no  es  el  repre- 
sentante legal  para  los  e^tos  del  artícu- 
lo    del  Código  de  Procedimiento  Civil. 


Entablada  la  demanda  por  don  Pedro  C6r- 
dova  contra  la  Compañía  Carbonífera  y  de 
Fundición  Schwager  se  notificó  el  traslado  de 
ella  á  don  Gilberto  P.  Simpson  administrador 
del  establecimiento  y  minas  cuya  explotación 
es  objeto  de  la  referida  sociedad,  quien  obra 
en  virtud  de  un  mandato  otorgado  por  el  ge- 
rente. 

Habiéndose  suscitado  cuestión  sobre  la  re- 
presentación atribuida  á  Simpson,  el  juzgado 
de  Coronel  resolvió: 

Coronel,  1*^  de  agosto  de  1903.— Vistos:  con 
lo  expuesto  en  las  solicitudes  de  fs.  3  y  4;  y 

'  Teniendo  presente: 

Que  con  la  escritura  que  se  registra  á  fs.  7 
se  establece  que  el  gerente  de  la  Compañía  de- 
mandada confirió  las  facultades  de  adminis- 
trador de  los  bienes  que  la  expresada  Compa- 
ñía tiene  en  este  departamento  á  la  persona  A 
quien  se  notificó  la  demanda; 


Que  ti  artículo  9°  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  reviste  al  gerente  ó  administra- 
dor de  toda  sociedad  dvilócomercial  de  la  fa- 
cultad de  litigar  á  nombre  de  ella  con  las  fa- 
cultades expresadas  en  el  inciso  1*^  del  artículo 
8^  del  mismo  Código;  se  declara  que  no  ha  lu- 
gar, con  costas,  al  incidente  formulado  á  fe.  3. 
—Arturo  Lai*  V. 

LaOorte: 

Teniendoen  consideración  que,  según  aparece 
deestosantecedenteSfdon  Gilberto  P.Simpson 
no  es  el  gerente  y  administrador  de  la  Compa- 
ñía Carbonífera  de  Pundíción  Schwager,  con- 
tra la  cual  se  dirige  la  demanda  de  f.  1,  sino 
un  simple  administrador  ó  mandatario  de  un 
establecimiento  industrial  perteneciente  á  di- 
cha sociedad;  y  de  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  9'  y  151  del  Código  de  Pro- 
cdimiento  Civil,  se  revoca  la  resolución  ape- 
lada de  1^  de  agosto  fittimo,  y  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  petición  formnlnda  en  el  escrito 
de  fs.  3,  sin  costas,  por  haber  habido  motivo 
plausible  para  litigar. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rodríguez 
C— Manuel  Rodríguez  C.—Jvñn  S.  Pnrga.— 
Exequicl  Figueroa  hagas. 
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SECCIÓN  SEGUNDA' 
CORTES  DE  AJPELACIONES 


Corte  de  Taha.— 20  de  junio  de  1904 
Andrade  con  LilIo 

PafiTO  por  oonslgnaolón.  —  Oferta  al 
acreedor.— Fiador.  —  Fiador  hipóte-- 
oftrlo  subsidiarlo. 

Doctrina:— Para  que  ¡ao&rta  de  pago ' 
que  debe  preceder  á  la  consignación  sea' 
válida  debe  ser  hecha  al  acreedor  mismo, 
siendo  este  capaz  de  recibir  ó  'ásu  legítimo 
representante.  No  lo  es,  en  consecuencia, 
Ui  que  se  bace  al  ñador,  codeudor  saUda- 
rio,  aunque  se  haga  por  el  propietario  dét 
inmueble  dado  en  garantía  hipotecaria 
subsidiaria  al  indicado  ñador  de  la  obli- 
gación, pues  éste  no  puede  ser  acreedor 
mientras  no  haya  pagado  ¡a  deuda  que 
garantiza. 

El  ñador  no  está  obligado  á  recibir  el 
pago  del  deador  por  cuenta  del  acreedor 

APtLACIOHU 


jr  constituirse,  sin  título  ni  facultad  para 
ello,  en  mandatario  del  acreedor  ó  inter»' 
mediano  entre  él y  eldeudorparaelpago. 


En  17  de  mayo  de  1902,  el  receptor  de  ma- 
yór*cuaotía  deSan  Javier,  don  José  del  C.  Cha- 
morro ofreció  entregar  á  don  Laureano  Lillo 
lá  suma  de"  seiscientos  pesos,  importe  délos 
intereses  del  diez  por' ciento  'anval  del  capital 
de  doce  mil  pesos  que  don  Uionisío  Lara  adeu- 
da á  don  Juan  de  Dios  Lillo  con  la  fianza  de 
don  Lanreano  -del  mismo  apellido,  oferta  que 
hizo  en  vista  dé  la  minuta  de  f.  1  que  puso  en 
sus  manos  don  Santos  Pfo  Andrade. 

Igual  oferta  se  hizo  al  señor  Lillo  en  18  de 
noviembre  del  mismo  año,  y  en  ambas  ocasio- 
nes el  expresado  señor  Lillo  rehusó  recibir  las 
sumas  ofrecidas. 

Con  motivo  de  la  primera  oferta,  don  Lau- 
reano Lillo  presentó  el  escrito  de  ft.  6,  en  el  cual 
dice  que  se  leba  notificado  el  decreto  del  juzga* 
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do  en  19  de  mayo  de  1902,  por  el  cual  se  orde* 
na  poner  en  su  conocimiento  la  consignación  á 
que  se  reñere  la  boleta  de  fa.  3,  para  que  con 
su  vnlor  se  pague  de  los  intereses  correspon- 
dientes al  semestre  que  venció  el  18  del  mes  y 
año  citados  del  cré<1ito  á  que  se  refiere  la  mi- 
nuta de  f.  1,  bajo  aperctlnmiento  de  que,  si  no 
recibiese  esos  intereses,  no  pararía  perjuicio 
alguno  á  don  Santos  Pío  Andrade,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  inciso  3^  del  artículo  1602 
del  Código  Cívil;yque»eQContr¿iidoaeen  tiem- 
po, se  opone  á  dioha  consignación  y  pide  que 
se  declare  que  carece  en  absoluto  de  vnlor  y 
que,  por  lo  tanto,  no  puede  producir  efecto  al- 
guno á  su  respecto,  con  costas. 

Fundando  Ja  anterior  petición,  agrega  que 
á  la  consignación  no  ha  precedido  la  oferta  fi 
que  se  refiere  el  articulo  1600 del  Código  CiviU 
pan  ta  minuta  de  f.  1  íaé  entregada  directa- 
mente por  la  parte  al  receptor  don  José  del 
Carmen  Chamorro,  quien  se  la  presentó  á 
nombre  del  señor  Andrade,  lo  cual  no  consti* 
tnye  la  oferta  exigida  por  la  ley. 

Que,  según  el  artículo  352  de  la  Ley  de  Or- 
ganización y  Atribuciones  de  los  Tribunales 
"los  receptores  son  ministros  de  fe  pública  en- 
cargados de  hacer  saber  ¿  las  partes,  fuera  de 
tas  oficinas  de  los  secretarios,  los  decretos  y 
resoluciones  de  los  Tribunales  de  Justicia,  y  de 
evacuar  todas  aquellas  diligenciasquelos  mis- 
mos Tribunales  les  cometieren"  y,  en  conse- 
cuencia, los  receptores  no  pueden  ejercer  otras 
funciones  que  las  qne  se  indican  en  et  articulo 
citado. 

Que,  por  consigníente,  la  oferta  qne  debe 
preceder  á  la  consignación  no  ha  podido  ha- 
cejcsc  sin  que.  existiera  antes  un  decreto  del 
jnigado  qne  mandara  poner  «i  m  conocímien* 
to  la  minuta  de  f.  1 ,  y  autorizase  la  oferta. 

Qne  la  disposición  del  artículo  1600  del  Có- 
digo Civil,  námero  6^  con  la  cnolpodrfaargn- 
mentársele  de  contrarío,  está  derogada  por  el 
artículo  final  de  la  Ley  deOrgasisociAny  Atrí- 
bncÍQnea  de  loe  Tribunales. 

Que,  además,  el  número  2^  del  citado  artícu- 
lo 1600  del  Código  Civil  exige  para  la  valides 
de  la  oferta  "que  sea  hecha  al  acreedor,  siendo 
¿Bte  cfqwz  de  recibir  el  pago  ó  á  su  legítimo  re- 
presentante" y,  legfin  la  minnta  de  f  1 ,  los  inte* 
•  eses  que  se  pretenden  pngar  por  conmgnaciAn 


son  los  producidos  por  un  crédito  de  doce  mil 
pesos  que  don  Juan  de  Dios  Lillo  tiene  contra 
don  Dionisio  Lnra,  y  no  es,  por  tanto,  acree- 
dor de  éste  ni  de  don  Santos  Pío  Andrade,  ni 
tampoco  es  legítimo  representante  del  acree- 
dor don  Juan  de  Dios  Lillo;  y  que  el  número  5^ 
del  artículo  1600  del  Código  Civil  exige  tam- 
bién que  el  deudor  ponga  en  manos  de  un  mi- 
nistro de  fe  una  minuta  de  lo  que  debe; con  los 
intereses  vencidos,  si  tos  hubiese,  y  los  demás 
cargos  líquidos,  efcc,  y  la  minuta  de  f.  1  no  ha 
tomado  en  ctientn  los  intereses  vencidos  del 
crédito  de  don  Jnan  de  Otos  Lillo  contra  don 
Dionisio  Lnrn  porque  esos  intereses  son  el  ano 
y  medio  por  ciento  mensual  sobre  el  monto 
del  crédito,  según  escritura  públicn  de  mntno 
otorgada  en  Linares  en  18  de  mayo  de  1895. 

Don  Santos  Pío  Andrade,  evacuandoet  tras- 
laido  que  se  le  confirió  de  esta  solicitud,  pide 
que  se  descebe  In  oposición  formulada  por  el 
señor  Lillo,  y  dice:  que  su  petición  tuvo  por 
objeto  que  se  pusiera  en  conodmiento  del  se- 
ñor Lillo  la  consignadón  de  que  da  cuenta  la 
boleta  de  fs.  3,  para  que  con  su  valor  paj^ua 
loa  intereses  correspondientes  del  crédito  á  qne 
se  refiere  la  minuta  de  f.  1,  bajo  apercibimien- 
to de  que  no  pararía  perjuicio  si  no  percibiese 
el  señor  Lillo  dicha  suma  para  llenar  el  objeto 
indicado. 

Que  hnce  algún  tiempo,  antes  de  que  se  ven- 
ciera el  semestre  anterior  de  intereses  del  cré- 
dito á  que  se  refiere  la  minuta  de  f.  1,  se  pre- 
sentó al  juzgado  explicando  la  responsabilidad 
que  como  comprador  del  fundo  "San  José"  le 
afectaba,  por  estar  gravada  dicha  propiedad 
para  responder  á  la  fianxa  pmtada  por  don 
Laureano  l.illoencl  crédito  qne  d<MiJnande 
Dios  Lillo  tiene  contradonDionisíoLara;  ofre- 
cía en  las  épocas  de  su  vencimiento,  las  canti- 
dades necesarias  á  don  I/aureano,  codeudor 
solidario  de  esa  obligación,  para  el  servicio  de 
ella,  bajo  apercibimiento  de  qn^e,  si  don  I/an- 
reaoo  no  acataba,  no  le  pararía  perjuicio  aW 
gnao.  Bl  juzgado  aceptó  esta  petíción  y,  al 
efecto,  consignó  á  la  orden  de  éateel  valor  re»* 
pcctivo. 

Que  don  Laureano,  no  conformándose  con 
este  procedimiento,  dedujo  un  recurso  de  ape* 
ladón  qne  ann  está  pendiente. 

Qne,  como  llegara  el  dlá  de  pagar  un  nueVo 
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semestre  de  íntereMs,  ofreció,  eegán  consta  de 
«Mtoff,  eatrqgar  la  suma  necesaria  at  señor  Lr 
lio  para  efectuar  dicho  pago,  y  no  habiéndola 
aceptaHot  se  ha  visto  obligado  ¿  conógnarla 
á  la  orden  del  juzgado. 

Que^apesar  de  esto,.el  señor  Lillo  ha  formtt 
lado  Diieva  oposición  alegando  que  la  consi^ 
Qación  no  cumple  con  loe  requisitos  legales, 
por  haberse  hecho  la  oferta  por  un  receptor, 
por  no  ser  don  Laureano  el  acreedor  sino  dos 
Juan  de  Dios  Lillo  y  por  deberse  intereses  áé\ 
uno  y  medio  por  ciento  mensual  en  vez  de  los 
del  diez  por  ciento  anual  á  que  se  refiere  la  mi- 
pxita. 

.  .(¿ue,  antes  de  hacerse  cargo  de  loa  .observa^ 
cioMea  del  s^or  Lillo,  conriene  d^or  estable- 
cido que  la  consignación  actual  no  es  sino  el 
cumplimiento  de  la  oferta  que  biso  en  el  expe- 
diente que  se  halla  actualmente  en  la  Iltma. 
Corte  para  conocer  de  la  apelación  interpues-- 
ta  por  don  Laureano,  oferta  qne  fué  aceptada 
por  el  juagado  y  aunque  está  apelado. el  res- 
pectivo decreto,  hay  que  atenerse  á  sa  mtatÓAr 
ta  miantras  no  sea  revocado. 

Que  es  cierto  que  don  Juan  de  Dio»  Lillo  es 
acreedor  de  don  Dionisio  Lara  y  de  don  L&n- 
«euvo  LiUo>. quien  se  constituyó  codeudor 
lidario;  pero  también  ,  es  cierto  que  su  fuadp 
'-'iSa»  José"  está  hipotecariamente  afecto  pora 
responder  á  don  Laureano  de  la  garantía  an- 
tedicha, siendo,  en  conssmencia,  fiador  coa 
^Aramtfa  hipotecaria  del  señor  Laxa  para  re^ 
penderá  la  obligacióncontraídapordon  Laiu- 
itofiOt  E}  acreedor  en  esta  obUgadón  subai- 
.diorianoespwsdon  Juan  de  Dios  sino  don 
^Aureftno,.eldendor.  el  señor  Lara  y  fiador  el 
ezponente. 

Que  don  Laureano  tiene  no  solamente  el  ca- 
rácter de  acreedor  para  los  efectos  do  lo  esta- 
blecido en  el  número  2^  del  artículo  1600  del 
Código  Civil,  sino  que  además  ha  debido  y 
debe  flueeptar  el  pago,  en  virtnd  de  lo  dispues- 
to en  los  artkukM  2353  y  16L0  del  Código  ci- 
tado, el  primero  de  los  cuales  disoné  que  el 
Sajdor  podrá  hacer  el  pago  de  la  deuda,  aun 
«mteftdeser  neouvenido  por  el  acrecdoi-,  en 
^^doa  toa  casos  en  que  pudiera  hacerlo^  den^ 
dor  principal.  -  ' 

.  -Qh^  no  se  puede  poocr  en  duda  que  es  Ter- 
4«derameote  el  fiador  <ea  esta  obligación  sub- 


sidiaria eontraida  para  con  don  Laureano, 
pues  llena  todos  los  requisitos  exigidos  en  el 
artículo  2335  del  Código  Civil  y  es  justamen- 
te el  caso  contemplado  en  su  inciso  2^,  que  di- 
ce: 'ia  fianza  puede  constituirse  no  solo  á  fa- 
vor del  deudor  principal  ñno  de  otro  fiador." 

Que,  por  otra  parte,  el  artículo  1610  ya  ci- 
tado le  autoriza  para  obligar  ádon  Laureano 
áque  reciba  el  pago,  subrogándose  en  sus  de- 
rechos, aun  en  contra  de  su  voluntad,  por  ei 
ministerio  de  la  ley,  pues  determina  tal  dere- 
cho en  beneficio  "del  que  paga  una  deuda  á 
qnese  halla  obligado  ,  solidaria  ó  subsidiaria- 
mente." 

Que  los  intereses  estipulados  en  la  escritura 
de  nfitoo  otorgada  en  Uñares  en  18  de  mayo 
de  1895,  son  del  diez  por  ciento  y  la  estipula- 
ción del  interés  del  uno  y  m«dio  por  ciento 
-meaaaal  aolamente  es  para'  d  caso  de  mora 
qne  en  el  presente  caso  no  la  hay,  pues  están 
pagado»  con  exceso  los  dividendc»  anteriores 
A  la  fcdia  de  la  primera  consignación,  y  los 
posteriores  se  hallan  consignados  y  si  no  han 
■ido  pegados  es  por  la  sola  culpa  de  don  Lau- 
-nqno;  y  que  los  primeros  dividendos  están 
pagados  con  exceso  lo  acreditará  oportuna- 
mente, pnes  don  juán  de  Dios  ha  cobrado  por 
interese»  «l  nne  y  medio  por  ciento  mensual 
sobre  toda  el  capital,  desde  lá  fecha  de  la  es- 
critura, no  desde  la  feeha  de  la  mora,  y  así  se 
explica  como  recibió  la  suma  de  nueve  mil  y 
tantos  pesos,  imputándolos  á  intereses  de  los 
tres  primeros  añús,  de  ntodo  que  los  doce  mil 
pesos  de  eapital  coni  se  duplicaron. 

Habiéndose  tramitado  ^paradamente  las 
.dos  consigiiacioitce,*  se  ordenó  acumular  los 
respectivos  expedientes  y  tráer  á  la  vista,  al 
resoWen  *1  «egaid&  entre -los^ntismas  part«s  y 
'  sobre  la-ttiisma  materia  qnese  inidó  en  18  de 
noviembre  de  1901: 

En  el  expediente:relattvo  á  la  consignación 
-para  el  pngo  de  los  ioteivses  que  vencieron  en 
IS-denoñembr*  del  «fio  1902  don  Laureano 
Lillo  htso- idénticas  alegaetonfts  que  las  que 
hizo  al  tratarst  de  la  consignación  del  mes  de 
■márto  del  mismo  año. 

V .  Bl  juxg^o  de  San  Ja^rier  con  fecha  1*  de  j  u- 
-nio  de  1903  faltó!      .  - 

Considerando: 
.      Qne  de  la  «scriCura  pfibltea  corriente  á  ts» 
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2  del  cuaderno  mandado  tener  á  la  ruta  al 
resolver  consta  que  doña  Fructuosa  Muñoz 
vendió  á  don  Santos  Pfo  Andrade  sn  fiindo 
•'San  José"; 

2'  Que  de  lá  escritura  pública  corriente  en 
copia  á  f,  5  vta.  del  mismo  cuaderno,  otorgada 
en  Linares  en  18  de  mayo  de  1895,  consta  qne 
don  Dionisio  Lara  se  constituyó  deudor  de 
don  Juan  dt  Dtos  Lillo  por  la  suma  de  doce 
mil  pesos  que  le  di6  en  mutuo  por  el  término 
de  nueve  años  al  interés  del  diez  por  ciento 
anual,  debiendo  pagarse  los  intereses  por  se- 
mestres vencidov  y  estipulándose  que  "si  no 
pagare  los  intereses  en  la  forma  y  tiempo  es- 
tipulados del  capital,  abonará  desde  esta  fe- 
cha el  interés  penal  del  uno  y  medio  por  ciento 
mensual"; 

3^  Que  la  expresión  "desde  esta  fecha"  no 
puede  referirse  tino  á  la  época  del  vencimiento 
de  los  intereses  y  no  á  la  del  contrato  como 
parece  pretenderlo  don  Laureano  Lillo; 

4^  Que  ¡lor  la  aludida  escritura  pública  de 
18  de  mayo  de  1895  don  Laureano  Lillo  se 
constituyó  fiador  y  codeudor  solidario  de  don 
Dionisio  Lara  en  la  obligadón  contnJdapor 
éste  á  favor  de  don  Juan  de  Dios  Lillo;  y,  á  su 
Tez,  doña  Fructuosa  Muñoz,  en  garantía  de 
la  obligación  que  don  Laureano  contraía  en 
favor  de  don  Juan  de  Díoa,  hipotecó  á  favor 
del  mencionado  don  Laureano  su  fundo  "San 
José",  que,  como  se  ha  dicho  antes,  pasó  á  ser 
del  dominio  de  don  Santos  Pío  Andrade; 

5^  Que,  en  consecuencia,  el  señor  Andrade  es 
fiador,  por  la  garantía  hipotecaría  qne  afecta 
ásu  fundo  "San  José",  de  la  obligación  que 
pesa  sobre  don  Dioniño  Lara  respecto  de  dea 
Laureano  Lillo; 

6^  Que  el  fiador  tiene  deredio  para  hacer  el 
pago  de  la  deuda,  aun  antes  de  ser  reconveni* 
do  por  el  acreedor,  en  todos  los  casos  en  que 
pudiera  hacerlo  el  deudor  principal; 

'7^  Que  no  se  puede  desconocer  el  derecho  de 
don  Dionisio  Lara  para  pagar  los  intereses 
estipuladof  al  venámiento  del  tcqieettTo  se- 
mestre, en  conformidad  á  lo  convenido; 

8^  Que,  pordecrctodel6deoctubredel901, 
corriente  á  f.  7  vta.  del  expediente  mandado 
tener  á  la  vista  para  mejor  resolver,  se  dispu- 
so, á  petición  de  don  Santos  Pío  Andrade,  que 
8c  nulificase  á  don  Laureano  Lillo,  ha^-iéndule 


saber  que  se  hallaba  dispuesto  á  pagar,  en  loa 
días  precisos  del  vencimiento,  tanto  los  intere- 
ses como  el  capital  de  la  obligación  contraída 
por  don  Dionisio  Lara  á  favor  de  don  Juan  de 
Dios  Lillo,  A  fin  de  que  no  parara  perjuicio  a.1 
señor  Andrade  la  mora  en  el  cumplimiento  de 
la  Obligación  afianzada  por  don  Laureano,  y 
que  éste  debía  darle  oportunamente  conoci- 
mieñto  de  las  fechas  en  que  se  vencen  loa  inte 
reses  y  capital  de  la  obligación  dedon  Dioniño 
Lnrn,  bajo  apercibimiento  de  no  pararle  per- 
juicio alguno  al  señor  Andrade;  y 

9^  Que  esta  notificación  importa  la  oferta, 
previa,  y  en  cumplimiento  de  ella,  se  hizo  la 
con^gnación  deque  da  constancia  el  expedien- 
te mandado  tener  á  la  vista  al  resolver,  en  el 
cual  aparece  que  don  Laureano  se  opuso  tam- 
bién á  recibir  la  suma  designada,  y  formuló  al 
efecto  la  correspondiente  oposición,  la  cual  fué 
desechada  por  el  auto  de  26  de  noviembre  de 
1901,  el  cual  causó  ejecutoria. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1600, 
2335  y  2353  del  Código  Civil,  se  declara  que 
no  ha  lugar  á  lo  pedido  por  don  Laureano  Li- 
llo en  los  escritos  de  f.  5  y  f.  31  de  los  cnadcr- 
nos  acumulados  y,  en  consecuencia,  qne  debe 
aceptar  el  pago  de  la  suma  de  mil  doscientos 
pesos  consignada  por  don  Santos  Pfo  Andra- 
de paraatenderal  pago  de  los  intereses  dd  din 
por  ciento  anual  del  capital  de  doce  mil  pesos 
que  debe  don  Dionisio  Lara  á  don  Juan  de  Dios 
Lillo,  con  la  fianza  de  don  Laureano  del  mis- 
mo apellido,  según  escritura  púbHóa  de  18  de 
mayo  de  1895,  otorgada  en  Linares,  intereses . 
correspondientes  á  los  semestres  venados  en 
18  de  mayo  y  18  de  noviembre  de  1903....5a^ 
vador  Hamint. 

La  Corte: 

Vistos:  aceptando  la  parto  expositiva  y  los 

considerandos  primero,  segundo  y  cuarto  de 
la -sentencia  de  primera  instancia;  y 
Teniendo  presente: 
1^  Que  consta  de  la  escritura  de  ISdemayo 
de  1895,  que  don  Juan  de  Dios  Lillo  dió  en 
mutno  á  don  Dituúsio  Lara  la  cantidad  de 
doce  mil  pesos  por  el  término  de  nueve  años, 
al  interés  del  diex  por  ciento  anual,  pagaderos 
por  semcstret  vcucidos,  constituyéndose  dim 
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Laarcnno  Litio  codeador  y  fiador  solidarío  de 
Lare,  y  doña  MaríaFructuosa  Muñoz  ñadora 
de  éste  para  responder  á  don  Laureano  Líllo 
por  las  resultas  de  la  iiansa  que  prestaba  é  fai- 
potecnndo  con  este  objeto laexpresadaMuñoz 
á  favor  de  don  Laureano  un  fnndo  que  después 
ha  pasado  A  poder  de  don  Santos  Pío  Andra- 
de; 

2^  Que  uno  de  los  requisitos  que  la  ley  exige 
para  que  la  oferta  de  pngo  que  debe  preceder 
á  la  consignación  sea  válida  es  que  sea  hecha 
al  acreedor,  siendo  éste  capas  de  recibir  ó  á  su 
legítimo  representante  y  consta  de  autos  que 
la  oferta  de  que  se  trata,  6  sea  de  los  intereses 
■emestrales  qne  debían  cubrirse  et  18  de  mayo 
y  el  18  de  noviembre  de  1902,  se  hizo  A  don 
Laureano  Lillo  qne,  como  se  expresa  en  el  con- 
siderando  anterior,  es  sólo  codeudor  y  fiador 
solidarío  en  la  obligación  y  no  acreedor,  pues 
el  que  inviste  este  carácter  es  don  Juan  de  Dios 
del  mismo  apellido,  que  no  tiene  ninguna  ca- 
pacidad para  recibir  y  de  quien  aquél  no  es 
t  ampoco  su  representante  y  á  quien  deMa  ha- 
cerse el  pago  del  capital  é  intereses  en  las  fe* 
chas  estipuladas  en  laescrítura; 

3*  Que  para  qne  el  fiador  se  convierta  en 
acreedor  es  necesario  que  haya  pagado  ladea- 
da que  garantiza  y  mientras  esto  no  se  verífi- 
que,  como  sucede  en  el  presente  caso,  perma- 
nece siempre  invistiendo  el  carácter  de  fiador 
y  con  los  deberes  que  la  ley  le  impone,  entre 
los  cuales  no  hay  ninguno  que  lo  obligue  A  re- 
cibir el  pago  del  deudor  por  cuenta  del  acree- 
dor 6  para  entregárselo  á  éste,  lo  que  lo  con- 
vertiría en  mandatarío  del  acreedor  6  interme- 
diario entre  éste  y  el  deudor  sin  título  ní  facul- 
tad para  ello; 

4?  Que  no  se  desnaturalizarían  estas  obser- 
vaciones por  la  circunstancia  de  que  el  bien 
gravado  de  que  es  actual  poseedor  don  Santos 
Pío  Andrade  está  hipotecado  únicamente  A  fa- 
vor de  don  Laureano  Lillo  para  responder  á 
éste  de  las  resultas  de  la  fianza  que  dió  al  deu- 
dor don  Dionisio  Lara  en  garantía  del  présta- 
mo, pues  esta  circunstancia  no  convierte  al 
fiador  Lillo,  que  no  ha  pagado,  en  acreedor  de 
Andrade  por  dicho  préstamo;  éste  sólo  tiene 
una  responsabilidad  subsidiaría  repecto  del 
deudor,  para  hacerse  efectiva  se  necesita  que 
dicho  fiador  satisfaga  previamente  la  deudaj 


pero  mientras  este  caso  no  llegue,  nada  puede 

exigir  Lillo  y  el  que  nada  puede  exigir  no  es 
acreedor  en  la  obligación  principal  qne  es  de  lo 
que  se  trata  ahora; 

5^  Que  si  don  Santos  Pío  Andrade  quiere 
verse  libre  de  las  responsabilidades  que  pesan 
sobre  él,  expedito  tiene  sn  camino  para  enten- 
derse directamente  con  el  acreedor  don  Juan 
de  Dios  Lillo,  pues  aparte  de  ser  interesado  en 
el  pago  de  la  deuda  por  afectarle  la  obliga- 
ción, como  lo  manifiesta  la  misma  escritura 
de  mutuo,  obra  á  su  favor  la  disposición  del 
artículo  1542  del  CódigoCtvil,  que  autoriza  A 
cualquiera  persona  para  pagar  á  nombre  de^ 
deudor  aun  aín  bu  conocimiento  ó  contra  su 
voluntad,  y  aun  apesar  del  acreedor;  y 

6^  Por  otra  parte,  consta  de  autos  que  hay 
diversidad  de  ápreciación  entre  el  fiador  y 
Andrade  sobre  el  tipo  de  interés  que  debe  abo- 
narse, 6  sea  si  se  deben  ó  no  intoreses  penales, 
j  desde  qué  fecha,  y  este  es  un  punto  que  debe 
ventilarse  con  el  acreedor  y  no  con  el  fiador, 
porque  la  sentenciaque  se  dictare  enjuicio  con 
éste  no  afectaría  á  aquélque  es  etdirectamente 
interesado,  por  no  haber  litigado  ni  interve- 
nido de  ningún  modo  en  dicho  juicio,  lo  que 
manifiesta  que  el  fiador,  á  más  de  no  ser  acree- 
dor á  quien  pueda  hacene  oferta  válida,  no  es 
tampoco  legítimo  contradictor  para  discutir 
sobre  el  tipo  de  intereses  que  se  adeuda. 

Visto  además  lo  presento  en  los  artículos 
1599  y  1660  del  Código  citado,  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  1^  de  junio  del  año  pró- 
ximo pasado,  y  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
oposición  deducida  por  don  Laureano  Lillo  en 
sus  escritos  de  f.  15  y  f.  21  y,  en  consecuencia, 
que  las  consignaciones  á  que  dichos  escritos 
se  refieren  no  son  válidas  y  no  producen  efec- 
tos respecto  de  ¿I. 

'  Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Montero  que  estuvo  por  confirmar  la  referida 
sentencia,  nn  perjuicio  de  otras  acciones  qtie 
don  Laureano  Lillo  pudiera  hacer  valer  en 
contra  de  don  Santos  Pío  Andrade^ 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Herrera.— 
F,  Ürrutia.-J,  C.  Herrera  M.  Montero. 
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CorU  th  Ctxaixfjt¡óa.~-S8  de-abril  de  1904.  ■ 

Ruíz  COA  MunicipaUdad  de  CdlUpulK 

Patente  de  bebidas  alooliólioa«^~Re* 
BOluolón  munlolpah—  Secdamaolóa 
de  que  es  sUi8oeptll>le.'-Iuoom peten 
olade]ajuBtiolaordinaTia.-rNulldad. 
de  oficia 

Doctrina:— De  las  resoluciones  de  la 
Municipalidad  en  sa  carácter  de  corpor 
ración  de  Derecho  Púbtico,  debe  recht* 
marse  ante  ella  misma  y  sóh  cwmdo  de- 
sestima elreclámópodrff  ácíidirse  ante  la 
respectiva  Corte  de  Apslncjones.  Los  jue- 
ces letrados  son  incompetentes  par^  en- 
tender en  estos  asuntos.  . 


Don  LuU  fí.  Ruiz,don  Efratn.Chandia^  don 
Roberto  Romero,  don  Ernesto  PauUen,  dot^ 
José  Sinforoso  Córdova,  doña  Petronila  Hi- 
dalgo, doíi  Félix  Belmar  y  don  Pa^o  Airóla, 
todos  eomerciantcB  de  CoUípulli  y  residente». 
reftpectÍTamenteen  lacalkde  Cms.  númeroSt 
en  la  calle  Sargento  Aldea,  número  39;  en 
calle  O'Higgins,  nfimerofr-2&y  23;  en  la  «alie 
de  Manuel  Rodríguez,  número  26;  en  la  calle 
de  Bulnes,  número  34;  en  la  calle  de  Alcécar 
número  69;  y  en  la  de  Pinto  número  18;  coa 
la.  escritura  que  acompañan  como  rematantes 
de  patentes  fUcohóUcas,  fundados  en  que  las 
patentes  rematadas  deben  entenderse  por  el 
término  de  tres  años  y  no  por  el  de  un  año  y 
por  el  valor  alzadodel  ivraate,  segtin  Íntei^)re- 
tación  que  le  daA  á  su  entender,  á  loa  artículos- 
Si  y  84  de  la  Ley  de  Alcoholes,  de  18  de  ene- 
ro ¿c  1902,  demandan  &  la  Ilustre  Municipa- 
lidad de  la  comuna  de  ColHpulli  para  que  se 
declare  que  esallustre  Corporación  debe  otor- 
garles la  patente  por  d  término  de  tm  años 
para  el  expendio  de  bebidas  alcohólicos,  A  con- 
tar desde  el  20  de  marco  de  1902. 

Citan  también,  en  su  apoyo,  una  sentencia  de 
la  Ecxma.  Corte  Suprema  de  27  de  marzo  de 
1903,  recaída  en  un  reclamo  de  acuerdo  muni- 
cipal. 


'  Contestando  la  demanda  el  sefíor  Tesotcfo 

Municipal,  pidió  se  desechara  con  costas,  foñ-' 
dado  en-  que  la  ley  municipal  de  22  de  dícíera- 
brc  de  1891  establece  que  las  contríbuciene» 
son  anuales;  en  que  los  presupuestos  munfd- 
pales  son  por  año;  en  que  lo  -único  que  ha  esta- 
blecido la  ley  es  qne  los  remates  de  patentes  s« 
hagan  cada  tres  años  sín  dejarse  entender  por 
eso,  qne  d  pago  de  ta  contriiiúción  debe  ha- 
cerw  semestralmente,  y  lo  Imn  hedió  los  de- 
mandantes durante  el  primero  y  segundo  se- 
mertre;  en  qne  es  &lso  que  la  Ilustre  Munici- 
palidad les  niegue  el  derecho  de  conservar  sus 
patentes  durante  d  trienio  qne  señala  la  le}',  y 
que  hayan  pagado  los  tres  años  de  patentes;^ 
y  en  que,  en  la  formá  en  que  se  hinr  d  reñíate, 
todos  entendieron  al  hacer  las  pujas,  que  lo 
que  ofredan  por  patente  era  por  cada  ña  afid, 
pties  no  hirieron  reclamo  inmediata. 

El  svxgaíAo  resolvió  con  ftcha  7  dé  aepticm-- 
bce  de  190S: 

Considerando: 

Que  no  hay  constancia  en  autos  de  que  se 
hubiera  reclamado  ante  la  Ecxma.  Corte  Su- 
prema de  la  resolución  de  la  Ilustre  Muntcrp*- 
lidad  de  la  comuna  de  Collipnlli  qne  ha  moti- 
vado esta  demanda; 

^ue  la  resolución  del  Supremo  Tribunal; 
citada  por  los  demandantes,  solo  iacídey^obli- 
ga  en  el  caso  concreto  á  que  ella  se  refítrv. 

■  Se  declara,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  169S  del  Código  Civil,  99  dé  la  ley 
de  22  de  diciembre  de  1891,  y  151  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  que  no  ha  Ingar  á  la 
demanda,  con  costas,  en  qne  se  condena  £  los 
demandantes. 

I<a  Oorte,  aceptando  la  parteexpositita 
de  la  sentencia  apelada,  de  7  de  septiembre  de 
1903,  y 

Teniendo  en  consideración: 

1^  Que  como  aparece  de  los  propios  térmvi 
nos  de  la  demanda  y  de  la  sentenda  que  en 
apoyo  de  ella  se  inserta  en  la  misma  demanda, 
se  trata  en  este  caso  de  una  resoludón  expedi- 
da, por  la  Municipalidad  deCoHipulli  en  su  ca- 
rácter de  corporadón  de  derecho  púMico; 

2?  -Que  cuando  algún  dudadano  considerase 
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(juees  ilegal  una  resolución  de  estacinse,  debe, 
según  la  ley,  reclamar  ante  la  misma  Munici- 
palidad; y  solo  cuando  esta  corporación  de- 
sestimase la  reclamación  interpuesta,  podrá 
Bcudirse  á  la  re^Kctiva  Corte  de  Apelaciones, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  los  art{:u1os  99  de 
la  Ley  de  Municipalidades  y  6^  de  la  de  28  de 
agosto  de  1902; 

3^  Que,  dado  lo  anteriormente  expuesto,  el 
Juez  de  Letras  no  ha  tenido  competencia  para 
conocer  en  este  juicio,  pues  no  corresponde  á 
él  rever  los  acuerdos  ó  resoluciones  municipa- 
les de  la  naturaleza  expresada;  y 

4^  Que  esta  doctrina  se  corrobora  con  lo 
establecido  en  el  artículo  92  de  la  misma  ley 
de  alcoholes,  que  se  dice  infrin^da,  pues  él  de- 
termina que  la  negativa  á  conceder  la  patente 
6  el  retiro  de  la  autorización  deberán  ser  mo- 
tivados; y  si  el  acuerdo  fuere  ilegal  ó  infundar 
do,  el  interesado  podrá  reclamar  en  la  forma 
prescripta  por  la  ley  orgánica  de  Municipali- 
dades. 

Por  las  consideraciones  expuestas  y  de  con- 
formidad, además,  con  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 949  del  Código  de  Proüedimiento  Civil, 
se  invalida  la  susodicha  sentencia  y  lo  demás 
obrado  en  el  proceso,  siu  perjuicio  del  derecho 
que  los  interesados  puedan  hacer  valer  en  for- 
ma legal. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
que  el  señor  Ministro  Fuentes  R.  invalida  la 
sentencia  en  virtud  de  las  siguientes  conside- 
raciones: 

1*  Que  la  demanda  tiene  por  objeto  qne  se 
obligue  á  la  Municipalidad  de  Collipulli  á 
otorgar  patentes  para  el  expendio  de  bebidas 
alcohólicas  por  un  tiempo  determinado,  por  lo 
cual  los  interesados  han  debido  recurrir  á 
aquella  corporación  á  fin  de  que  ella  se  pro- 
nuncie primeramente  sobre  tal  petición; 

2^  Que  si  los  acuerdos  que  las  Municipali- 
dades celebren  á  este  respecto,  fueren  ilegales 
ó  infundados,  se  podrá  reclamar  de  ellos  en  la 
forma  prescripta  por  la  ley  orgánica  de  Muni- 
cipalidades; y 

3^  Que,  en  consecuencia,  el  Juez  Letrado  de 
Collipulli  ha  carecido  de  competencia  para  co- 
nocer en  este  juicio;  todo  de  conformidad  con 
lo  prescripto  en  los  artículos  92  de  la  ley  de  al- 
coholes, 99  de  la  de  22  de  diciembre  de  1891, 


6'-de  In  de  28  de  agosto  de  1902  y  949  del 
Código  de  Procedimiento  Civil.— Afamie/' ^o- 
drígtteg  C—Julio  Zeateao  B.^B.  Paentes  R. 


Corte  de  Concepción.— 9  de  junio  de  1904 

Pradet  v.  de  Rojas  y  otro  con  Sociedad  Co 
•  mercial  Francesa  y  otros 

Oonourso.— Ulnas  dé  oarbán.— Bienes 
no  embargaWes.— Juicio  de  perjui- 
cios por  administración  de  éstos.— 
Oompetenoia.  -  Aouinulaoidn  de  au- 
to& 

Doctrina:— itungoe  una  sentencia  de 

término  baya  declarado  que  las  minas 
de  carbón  de  piedra,  pertenecientes  á  una 
sucesión  concursada,  no  son  embarga- 
bhsy  tal  declaración  no  puede  alterar  la 
situación  jurídica  de  dicha  aacesión  por 
h  que  hace  al  juicio  de  concurso,  pues  si 
bien  el  dominio  délas  minas  permanece 
radicado  en  sus  dueños  que  no  han  acep- 
tado ¡H  enajenación  fortaday  ¡os  produc- 
tos de  ¡as  mismas  minas  tienen  que  en- 
tmr  á  formar  parte  de  la  masa  eoncuf 
sada. 

En  consecuencia,  él  juicio  iniciado  por 
los  fallidos  para  hacer  dectiva  la  respon- 
sabilidad de  los  acreedores  y  del  sindico 
que  pidieron  el  embarco  de  ¡sus  minas  y 
por  ¡os  actos  administrativos  de  este  ál' 
timo,  debe  tramitarse  dentro  del  juicio 
general  de  concurso  y  no  es  competente 
pata  conocer  de  dicho  juicio  el  juez  del 
domicilio  de  algunos  acreedores  ó  de  ia 
ubicación  de  las  minas. 
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,  Doña  Adelaida  Pradel  t.  de  Rojas,  por  ^  y 
demás  representantes  de  la  sucesión  Rojas  Mi- 
randa,  declarada  en  concurso  por  uno  denlos 
Juzgados  de  Letras  de  Santingo,  entabla  de- 
manda ante  el  Juzgado  de  Lautaro  contra  los 
acreedores  que  obtuvieron  la  declaración  de 
dicho  concurso,  cobrándoles  perjuicios  por  la 
explotación  de  las  minas  y  establecimientos 
mineros  de.Puchoco,  que  fueron  entregados, 
é  petición  y  bajo  responsabilidad  de  éstos, 
primero  al  depositario  nombrado  por  los  mis- 
mos y  después  al  indico  del  concurso;  y  se 
faoda  en  la  circunstancia  de  haberse  declarado 
por  sentencia  ejecutoriada  que  esas  minas  y 
establecimientos  no  eran  embargables  y  que, 
por  lo  tanto,  su  explotación  en  provecho  del 
concurso  fué  ilegal. 

Por  un  otrosí  de  la  demanda  se  solicitó  una 
medida  precautoria. 

Se  confirió  traslado  de  la  demanda  y  tras- 
lado y  autos  del  otrosí  y,  pedida  recousidera- 
ción  de  esta  segunda  providencia,  se  volvió  á 
conferir  traslado  y  autos,  haciéndose  entre 
tanto  como  se  soKcitafia  en  el  otrosí  referido. 

Los  demandados,  sin  contestar  á  la  deman- 
da, declioaron  de  jurisdicción,  fundáodc^  en 
que  la  demandante  es  miembro  de  jina  snce- 
rión  concursada  y  no  puede,  por  lo  tanto,  eje- 
cutar acciones  relacionadas  con  los  bienes  con- 
cursados, sino  dentro  del  juicio  universal  de 
concurso,  mucho  más  cuando  esas  acciones  se 
refieren  á  actos  administrativos  del  síndico. 
Agregan  que  la  resolución  sobre  inembargabi- 
lidad  de  las  minas  no  ha  podido  sustraerla 
del  concurso  para  los  efectos  de  la  adminis- 
tración, prenda  pretoria  y  aviación,  derechos 
todos  estos  que  la  sentencia  referida  reservó  á 
los  acreedores  hipotecarios  en  conformidad  al 
articulo  160  del  Códigode  Minería;y  que,  por 
el  hecho  del  concurso,  la  administración  de 
todos  los  bienes  concursados  pasa  á  manos 
del  síndieo,  quien  debe  ejercitar  todas  las  ac- 
ciones y  excepciones  que  competan  á  ese  con- 
curso, según  los  artículos  100  y  104  de  la  ley 
de  8  de  febrero  de  1837,  y  dar  cuenta  de  su 
administradla  después  de  terminada  ésta,  no 
«endo  antes  procedente  perseguir  sn  respon- 
sabilidad legal. 

Fundan  kis  demandados  sus  alegaciones  en 


los  artículos  193,  195,196,  212,  y  216  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  1875. 

Por  un  otrod  de  este  mismo  escrito  de  de- 
clinatoria interponen  apelación  de  la  última, 
providencia  recaída  en  el  otrosí  mencionado 
del  escrito  de  demanda. 

Tramitado  el  incidente  en  forma  legal,  la 
demandante  respondió  que  el  concurso  forma- 
do á'la  sucesión  Rojas  Miranda  no  le  afecta 
personalmente,  pues  ella  no  tiene  ñi  ha  tenido 
deudas  personales  antes  del  concurso,  que  esti- 
ma ilegal,  y  que,  por  él  contrario,  se  haopues- 
to  ante  este  Juzgado  yel  de  Santiago  á  que  se 
mezclen  sus  bienes  en  la  masa  concursada,  ya 
que,  declarados  inembargables  los  mismos,  no 
pudieron  entrará  él;  y  así  lo  declaró  lallustrisi- 
ma  Corte,  mandando  hacer  inmediata  entrega 
deellosálasucesión,  laque  desdeentonces 
ce  los  derechos  conferidos  en  los  artículos  1618 
del  Código  Civil  y  1363  del  Código  de  Comei^ 
do;  estando  por  esto  facultada  para  reclamar 
|os  peijuidns  causados  en  dichos  bienes  ante 
este  Juzgado,  que  es  el  lugar  en  que  se  encuen- 
tran, según  lo  dispuesto  en  losartfctdos  213, 
número  1',  y  216  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875;  lugar  que  es  también  el  en  que  delxn 
cumplirse  las  obligadones  derivadas  de  dichos 
daños,  según  el  artículo  217  de  1a  misma  ley. 

En  cuanto  á  la  reponsabihdad  del  síndico, 
agrega  que  no  tiene  para  qué  contemplarla, 
pues  éste  deberá  dar  cuenta  á  los  acreedores, 
de  quien  es  mandatario,  y  en  cuyo  único  pro- 
vecho se  hizo  la  explotación  materia  del  cobro 
de  perjuicios;  dirige,  en  consecuenda,  sn  de- 
manda contra  los  acreedores,  uno  de  los  cua- 
les tiene  su  domicilio  en  ese  departamento, 
conformándose  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
21  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875, 

Finalmente,  expone  que  en  esta  demanda 
existe  la  prórroga  de  jurisdicdón  contemplada 
en  el  artículo  241,  número  2',  de  la  ley  ata- 
da, por  haber  entrado  el  Juez  de  Lautaro  y  la 
ntma.  Corte  de  Concepdón  en  el  conodmien- 
to  de  la  apelación  deducida  respecto  de  la  pro- 
videnda  recaída  en  un  otrosí  del  escrito  de 
demanda. 

El  Juzgado  resolvió  con  fecha  23  de  junio  de 

1902: 
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Considerando: 

1^  Que  la  demanda  aparece  ínteqraesta  por 
miembros  de  la  sucesión  Rojas  Miranda,  so- 
metida actualmente  á  concurso  necesario  de 
atreedorea  de  qufc  conoce  nno  de  los  Juagados 
de  Letras  de  Santiago,  contra  los  mismos 
aaeedores  que  obtuvieron  la  declaratoria  de 
concurso,  y  se  basa  en  actos  del  sindico  relati> 
vos  al  mismo  concurso; 

2*  Que  este  carácter  de  la  demanda  no  sir 
fre  alteración  por  el  hecho  de  estar  6  no  con- 
cursados los  bienes  cuya  adminístracídn  y  ex- 
plotación da  origen  á  dicha  demanda; 

3^  Que  deben  acumularse  al  juicio  de  con- 
cuno, que  es  por  su  naturaleza  tiníversal,  to- 
das las  demandas  que,  como  la  presente,'  pue. 
dan  por  la  identidad  de  las  personas  que  en 
ellas  figuran  y  los  actos  en  que  se  basati,  lle- 
gar á  modificar  las  relacioncB  legales  existen- 
tes entre  acreedores  y  concursados; 

4^  Que  la  prórroga  tácita  de  jurisdicción 
invocada  por  los  demandantes  no  procede  en 
el  caso  actual  por  no  haber  los  demandados 
faecho  petición  alguna  que  la  suponga,  no  im- 
plicándola la  apelación  deducida  en  el  escrito 
de  h.  39,  ya  que  en  el  mismo  escrito  se  declina 
expresamente  la  jurisdicción;  y  teniendo  ade- 
más presente  lo  que  dispone  el  artículo  295  de 
la  ley  de  15  d«  octubre  de  1876;  se  declara: 
que  ha  lugar  á  la  declinatoria  de  jurísdícctón 
dednada  en  lo  principal  del  escrito  defii.  39,  y 
que,  en  consecuencia,  este  Juzgado  es  incom* 
pétente  para  conocer  déla  demanda  interpues* 
taá  f.  1  S'anía  Cruz. 

Apelada  esta  sentencia  por  los  demandan- 
tes, 


La  Oorte  proveyó: 

Concepción,  5  de  agosto  de  1902.— Vistos: 
teniendo  en  consideración: 

1^  Que  el  articulo  de  declinatoria  de  jnrisdic- 
dón  se  funda  en  que  la  demanda  de  f.  1  es  in- 
cidente del  juicio  de  concurso  de  que  se  hace 
mérito  en  el  escrito  de  fii.  39  y  en  que  los  de- 
mandados que  interponen  el  artículo  no  tie- 
nen 9u  domicilio  en  el  departamento  de  Lau- 
taro; 

APXLACIONKi 


2^  Que  el  juez  ¿  gao  sólose  pronunció  acer- 
ca de  la  primera  de  las  causas  en  que  fe  fujnda 
la  declinatoria;  y  de  conformidad  con  lo  pret* 
cripto  en  los  artículos  3'y  5'  delaley  de  12  de 
septiembre  de  1A51  y  16,  parte  2*,  de  la  de  1^ 
marzo  de  1837,  se  suspenden  losefectosdel  au* 
to  apelado  de  23  de  junio  próximo  pasado, 
y  se  repone  el  proceso  al  estado  de  pronun- 
ciarse nueva  resolución  con  arreglo  á  dere- 
cho, recibiéndose  el  incidente  á  pmebacn  caso 
necesario. 

Publfquese  y  devuélvanse.— ¿eníeoo  B.—Fí- 
gaeraa  Lagt^.'^Faenten  R. 

Puesto  el  cúmplase  á  la  última  de  las  reso- 
luciones aludidas,  se  recibió  al  mismo  tiempo  el 
incidente  á  prueba  y  rendida  ésta  el  Juzgado, 
con  fecha  31  de  julio  de  1903,  falló: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  si  bien  es  cierto  que  la  demanda  estd 
interpuesta  por  miembros  de  la  sucesión  Rojas 
Miranda,  sometida  á  concurso  necesario  ante 
uno  de  los  Juzgados  de  Letras  de  Santiago,  y 
se  basa  en  actos  del  sindico  relativosal mismo 
concurso,  también  lo  es  que,  habiéndose  dteta- 
rado  por  sentencia  de  término  que  las  minas 
eran  inembargables,  la  expresada  sucesión  re- 
cuperó de  lleno  el  dominio  hacia  sus  minas  de 
carbón  ubicadfts  en  este  departamento  y,  por 
consiguiente,  ha  podido  deducir  independien* 
temente  del  concurso  la  acción  materia  de  es- 
te  juicio; 

2*  Que  no  es  procedentelaprórrOgáde  juriaí- 
dicción,  por  cuanto  en  tiempo  se  reclamó  de  la 
competencia  del  Juzgado  para  conocer  de  esta 
demanda; 

3^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
212  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  en  ge- 
neral, es  juez  competente  para  conocer  de  una 
demanda  civil  el  del  domicilio  del  demanda- 
do; y 

4*  Que  está  comprobado  en  autos  que  uno 

de  los  detñandados,lacasn  Duhart  Hermanos, 
tiene  su  domicilio  dentro  de  este  departamen- 
to y,  por  consiguiente,  ha  podido  la  demanda 
entablarse  ante  este  Juzgado. 

Y  visto  además  lo  proscripto  en  los  artículos 
1618  del  Código  Civil,  Í363delCódigO  de  Co- 
mercio, 241  y  219  de  la  Ley  sobre  Organiza- 
ción y  Atribticioneé  de  lod  TribtMiakís  y  116 
del  Código  Frócedimienta  CíyíI,  m  decíütk 
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que  tío  Ha  In^nr  á  la  declinatona  de  juriadic- 
tíAtí  dcdueida  en  )o  principal  del  escrito  de 
fojM  M  y  qae,  en  comecueiicia.  este  Juq^do 
iiB  óompetentc  para  conocer  de  este  juido. 

'  No  «e  condena «K  codtas'por  ettimftrse  que 
16*  dñmindádoftlian  teni^  motivos  plaiinblcs 
páni  dedurir     '  incidente  ■  altidido.-**4rttwo 

•  LaCortet 

-  -ConeepciAa,  9  da  junio  de  1904,~Accptan- 
do  la  parte  expositiva  do  la  resolución  de  prí- 
incra'inBtáncia;  y 

TcniendD  prewritet 

Qne  la  demanda  ha  sido  interpuesta  por 
doAa  Adelaida  Pradel  viuda  de  Rojas,  por 
sí,  y  á  nombre  de  loa  4«más  representantes 
dfl  lA.suce8Í6n  de  su  finado  esposo  don  Jorge 
Kojas  Mirandfi; . 

.  la  expresojda  sucesión,  según  lo  recono- 
jce  \m  mipma  demudante  y  se  halla  también 
AcreditMo  en  autos,  se  encuentra  actualmen- 
te sonvtidfi  á  jujcÍQ  de  concurso  necesario  de 
acxtie4ote9»fil.que  pende,  del  conocimiento  del 
•^^  Juzgado  en  lo  cítiI  de  Santiago; 

Que  la  demuda  de. la  señora  Pradel  de  Ro- 
jfu,  dirigida  contra  varios  de  tos  acreedores 
de  la  sucesión  Rojas  Mirnndtt,  se  funda  en  ac< 
tosllev.adoBácabo.porel  síndico  del  concur- 
so, los  cuales  fueron  ejecutados  por  él  en  de- 
sempeño del  cargo  que  se  le  habla  confiado; 

Que  radicado  con  arreglo  á  la  ley  ante  el 
Juzgado  en  lo  civil  de  Santiago  ya  menciona- 
do el  conocimiento  del  jiucio  de  concurso  á 
que  se  ba  becho  referencia  Anteriormente;  j 
siendo  este  juicio,  por  su  naturaleza,  univer- 
sal, deben  acumularse  ú.  él  todos  los  otros 
,que,..como.el  pnsente,  establecen  relaciones 
entre,  acr^pres  y  concursados,  y  porque  as! 
lo  ei^igc  ton^bién  laindiyisibilidad  que  el  juicio 
,de  concurso  -produce  para  el  fallido  y  acree- 
dores; 

^  QiVi  circunstancia  de  haberse  declarado 
po;r .sentencia  de  término  que  lu^  minas  de  la 
sucesión  Rqjas  Miranda  er^n  inembargables, 
,sta  ha  podido. «Iterar  en  manera  s^lgiipa  ta  si- 
JtJlkción  jurfdifft^de  dicha  sucesión  por  lo  que 


hace  ni  juicio  de  concurso  á  que  se  halla  so- 
metida, pues  si  bien  es  cierto  que  el  dominio 
de  las  míims  peraianeoe  radicado  en  sns  due- 
ños, también  lo  es  que  los  productos  ^  éflas 
tienen  que  entrar  á  formar  parte  de  la  masa 
concursada,  en  su  calidad  de  bienes  de  la  su- 
ccffÓn  fallida; 

Que,  dado  lo  expuesto  en  los  anteriores  coa- 
aiderandos,  se  hace  inoficioso  un  proxuucía- 
miento  respecto  á  si  los  señores  Duhart  y  C*, 
que  figuran  como  demandados,  tienen  6  nó 
su  domicilio  en  el  departamento  de  Lautaro. 

Y  de  conformidad  con  lo  prevenido  en  los 
artículos  193  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribuna- 
las  y  573  y  574  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  revoca  en.  la  parte  apelada  la  resolu- 
ción de  31  de  juKo  ^e  1903,  que  se  registra  á 
h*  2i2,  y  se  declara  que  ha  lugar  al  incidente 
de  declinatoria  de  jurisdicción,  formulado  en 
lo  principal  del  escrito  y,  en  consecuencia 
qne  el  Juzgado  de  Letras  de  Lautaro  no  es 
competente  para  conocer  en  la  demanda. 

.No  se  condena  en  costas  por  haber  habido 
motivo  plausible  para  litigar. 
.  Redactada  por  el  señor  Ministro  Mackay. 
—Manad  Rodríguez  C.^Juan  N.  Parga.—J, 
GuillertUQ  Mackay. 


Corte  <h  Taka,^10  de  mayo  de  190é 

Zfiñiga  con  Cox 

Obra  nueva-— Ríos;  obras  de  defensa; 
permiso  de  la  autoridad  para  ejecu- 
tarlas — Aoclón  popular. 

DocTniHA.:~Es prohibido  construir  sin 
permisa  de  autoridad  obra  alguna  sobre 
tas  caites,  plazas  y  demás  logares  de  pra* 
piedad  nacional,  como  lo  son  los  ríos  y 
sus  lechos  que  la  ley  enumera  entre  los 
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bienes  nacioríitks  de  uso  púhíico;  y  es 
igvaJmente  prohibido  hacer  estacadas, 
paredes  ú  otras  labores  que  tuerzan  la 
dirección  de  las  aguas,  de  manera  que  se 
derramen  sobre  el  suelo  ajeno;  porconst 
guíente,  aunque  las  obras  que  el  propier 
tarjo  riberano  ■  jecuta  en  el  cauce  de  un 
rió  tengan  por  objeto  la  protección  de  sa 
heredad,  debe  obtener  el  permiso  requeri- 
do por  la  Icjr  y  ejecutarlas  de  modo  que 
no  dañen  Jas  propiedades  de  la  ribera 
opuesta. 

■d^a  acción  popular  que  concede  el  artí- 
eñlo  948  del  Código  Civil  se  reñere  á  los 
lugares  de  uso  público  como  calieSy  p/a. 
zas  y  caminos  y  para  H  seguridad  de  los 
que  transitan  por  ellos  y  no  es  aplicable 
4  las  obras  que  se  ejecutan  en  un  río  por 
un  propietario  riberano. 


Don  José  Manuel  Záñiga,  nbogado,  domi- 
ciliado en  Chillán,  en  la  calle  de  Detico,  nume- 
ro 646,  expone:  que  en  la  subdelegacíón  de 
Huechupifi  posee  un  fundo  denominado  *JSan- 
ta  Rosa  deHuechnpin",que  desHnda:  al  orien- 
te, con  don  José  Angel  Fuetitealba;  al  sur,  con 
Orellana,  Borquez  y  otros;  al  poniente  y  nof 
te,  con  el  río  Ñuble,  que  lo  separa  de  las  pro- 
piedades de  don  Tomás  Menchaca  y  don  Gní- 
Uermo  E.  Cox. 

Que  BU  ftindo  es  compuesto  de  loma»  en  una 
parte  y  es  plano  en  la  parte  que  da  al  río  Ñu- 
ble  en  una  extensión  de  300  cuadras  más  6 
menos,  con  nn  nivel  inferior  al  cauce  6  lechó 
natural  del  mismo  río  en  su  parte  superior. 

Que  en  la  ribera  opuesta  del  río,  al  pie  de 
un  morro  rocoso  y  un  poco  más  al  poniente* 
don  Guillermo  B.  Cox,  desde  dos  6  tres  meses 
antes  de  la  fecha  de  su  escrito,  aprovechando 
la  escasez  de  agua,  empezó  &  construir  dos 
murallones  ó  estacadas  de  madera,  piedras  y 
fierros  arreglados  convenientemente,  equidis- 
tantes «na  cuadra  más  ó  menos  uno  de  otro. 


y  de  una  extetinón  de  cuadra  y  medifli  ntái'ó 
menos  desde  la  orilla  hacia  el  eeotrO  del  hché 
del  tío. 

Que  estas  obras  tienen  como  dnieo  objeto 

torcer  la  dirección  de  Ins  agiiaé  corrientes,  dé 
modo  que  se  derramen  sobre  su  fundo  cauián-i 
dolé  inevitables  inandaciones  y,  cómo  <<bnM- 
cuenda,  cambiar  el  canee  6  l^o  que  octcrtil* 
mente  tiene  el  rio,  dirigiéndolo  sobre  sti  pro¿ 
piedad. 

Que  si  las  obras  no  se  deshacen  causAV^  lA 
mina  de  la  parte  pinna  de  su  fundo,  y  é  fin  dé 
salvagunnKar  sus  intereses,  ^erntandó  el'de- 
recho  que  le  concede  la  ley  13,  título  32,  Pnr- 
tida  3*  y  artículo  936  del  Código  Civil;  inter-i 
pone  contra  don  Gnillermo  Cox,  agricnftor, 
domiciliado  en  Santiago,  calle  da  J^astími» 
número  1639,  ét  interdicto  posráorió,  ^faacMn- 
do  valer  también  la  acción  públiea  qne  conce- 
de el  artículo  948  del  Código  Civtl,  y  pide  se 
declare  que  don  GuiDermo  B.  Coz  debe  desha-' 
cer  las  obras  denunciadas,  dejando'  expedito 
el  canee  del  rio,  en  el  plazo  t[uc  se  lesieíirale,  y 
pagar  las  costas,  daños  y  perjiricios,  bajo  ana 
multa  de  $  5.000  á  beneficio  fiscal  y  de  págat 
tódos  los  petjnídos  fntnros. 

Se  ordenó  practicar  una  inspección  ooilar,' 
para  In  cual  se  ¿omistonó  al  secretario  del' 
Juzgado  asodado  del  perito  don  Manud'A;'- 
Barros. 

Según  consta  de  los  diligencias  respectivas, 
se  practicó  la  inspección  y  se  constató  que 
existen  las  obras  denunciadas,  las  que  están 
en  construcción,  pero  una  parte  de  días,  Ut 
central,  es  de  construcción  antigua. 

Las  obras  conristen  en  cajones  ó  canastos 
continnadtM,  de  forma  triangular,  de  palos 
con  rejilla  de  alambre  y  rrilenos  con  piedras; 

A  la  inspección  asistió  el  perito'  sñor  Ba- 
rros y  como  asociado  don  Pedro  Juan  Ofeda^ 
llevado  por  d  querellante. 

Bn  su  informe,  el  perito  seiíor  Barros  expo^ 
ne  que  existen  en  la  ribera  norte  del  rio  Ñu- 
ble  dos  botadores  que,  pcn-  la  -Ibrnm  que  tie- 
nen, son  verdaderos  bloques  de  bástante  rc-I 
sistencia;  que  una  parte  de  los  botadores  es^ 
tá  dentro  del  cauce  principal  sobre  el  agua,  y 
casi  normales  al  rumbo  de  la  corriente;  otra 
parte  descansa  sobre  la  playa  formada  por 
terrmo  de  «carreo. 
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.  Que,  según  los  principios  fundamentales  de 
hidráulica,  un  cuerpo  .sólido  de  cierta  densi- 
dad que  se  intercepta  en  el  curso  de  una  co- 
rriente produce  una  alteración,  cu  el  eje  hi- 
dráulico de  ésta  y  una  ntnyor  sltiira  de  su- 
perficie. 

.Que  en  el  caso*  actual,  la  desviación  de  la 
corriente  producirá  una  -horadaáón  en  la  ri- 
bera sur  del  brazo  principal. 

Bn  resumeiit  estima  el  señor  Barros  que  es 
indispensable  destruir  las  partes  de  los  bota- 
dores normales  á  la  corriente,  qur  se  internan 
en  ésta  y  que  deja  á  la  resolución  del  Juzgado 
lo  que  se  relaciona  con  las  tres  partes,  por 
tratarse  de  botadores  reconstruidos  en  el 
mismo  sitio  que  antes  ocupaban  otros  en  épo- 
cas pasadas. 

El  apoderado  Ae  don  Guillermo  B.  Cox  ex- 
pone que  el  señor  Barros,  en  su  informe,  omi- 
te circunstancias  de  esencial  importancia  so* 
bre  la  topografía  del  suelo  que  comprende  el 
lecho  del  río,  su  anchura  y  la  naturaleza  de  la 
región  del  fundo  "Cucha  Cucha'*  que  el  señor 
Cox  procura  resguardar  de  las  creces  del  río 
Ñuble. 

Que  la  ribera  del  costado  sur  de  este  río 
frente  á  las  obras  de  defensa  materia  de  este 
juicio,  no  se  halla  én  propiedad  del  señor  Zú- 
ñi'ga,  stnO  de  don  Vicente  Arias,  que  después 
sigue  ana  propiedad  del  señor  Puentealba  y 
más  abajo  todavía,  está  el  fundo  del  señ  >r 
Zúñiga. 

Que  los  señores  Artas  y  Puenteatba  jamás 
han  reclamado  de  las  obras  hechas  desde  ha' 
ce  más  de  diez  años  por  el  señor  Cox,  con  el 
ezclttsÍTO  objeto  de  impedir  que  el  río  Ñuble  en 
sus  creces,  le  destruya  la  parte  riberana  de  su 
fondo  "Cucha  Cucha",  en  donde  existen  plan- 
taciones, riña,  nna  casa  para  el  lanchero  y  un 
canal  de  agua  valioso. 

Que  talves  el  señor  Barros  tomó  las  propie- 
dades de  Anas  y  de  Puentealba  como  del  se- 
ñor Zññiga. 

Que  entre  las  riberas  norte  y  snr,  frente  á 
las  obras  denunciadas,  tiene  el  río  Ñuble  más 
de  cuatrocientos  metros  de  ancho  y  todavía 
entre  los  dos  brazos  en  que  está  el  río  dividi- 
do existe  una  meseta  de  piedra  y  una  isla  de 
alguna  extensión)  de  modo  que  para  qne  el 
brasodel  fforte  pudiera  vaciar  sus  aguas  en 


el  brazo  sur,  necesitaría  horndnr  la  meseta  «le 
la  isla. 

Que  como  dos  cuadras  más  arriba  del  mo- 
rro rocoso  se  bifurca  el  río  en  dos  brazos,  uno 
de  los  cuales  va  orillando  los  fundos  de  la  ri- 
bera sur  y  otro  el  del  señor  Cox. 

Que  su  mandante,  desde  hacemucho  tiempo, 
ha  hecho  obras  para  defender  su  fundo;  qne  si 
se  destruyen  esas  defensas  el  río  arrastraría 
el  terreno  contiguo  á  la  ribera  norte  donde  al 
presente  hai  una  sementera  de  trigo  y  plan- 
teles. 

Que  en  cuanto  á  la  acción  popular  á  que  se 
refiere  la  querella,  no  es  aceptable  porque  solo 
puede  ejerdtarse  para  asegurar  el  tránsito 
por  los  caminos,  playas  y  otros  lagares  de 
uso  público. 

Que  tampoco  es  procedente  la  acción  que  se 
fnndaen  el  artículo  936  del  Código  Civil,  por- 
que ese  artículo  se  reñere  al  caso  en  que  se  hi- 
cieran obras  que  tuerzan  la  dirección  de  las 
aguas,  de  modo  que  se  derramen  sobre  el  sue- 
lo ajeno,  y  tal  caso  Ó  inundarión  no  ha  ocurri- 
do, pues  se  basa  este  juicio  sobre  la  posibiK- 
dad  de  las  inundaciones. 

El  Juzgado,  para  mejor  resolver,  citó  á  las 
partes  á  comparendo  á  fin  de  que  dieran  ra- 
zón de  algunos  hechos  que  estimaba  necesa- 
rios para  dar  resolución. 

En  él  comparendo  se  acordó  que  el  perito 
señor  Barros  informara  sobre  los  puntos  enu- 
merados. 

Bn  su  informe,  el  señor  Barros  dice  que  el 
nivel  del  terreno  donde  tiene  lugar  la  bifurca- 
ción del  río  Ñuble  en  relación  de  los  botado- 
res es  de  dos  metros  dos  centímetros  más  ba- 
jo que  el  que  corresponde  á  la  arista  superior 
del  botador  oriente  en  su  parte  más  alta  fue- 
ra «!el  cauce  del  río. 

Que  en  la  parte  que  está  Amte  á  los  bota- 
dores hay  solo  terreno  de  acarreo  o  sea  ro- 
dado de  piedra  gniesa  y  chica,  que  siguiendo 
más  al  poniente  se  encuentran  arbustos  di- 
vinos que  hacen  perderá  la  isla  ó  meseta  qne 
hay  entre  los  dos  brazos  del  río  su  carácter 
de  lecho  de  rio,  y  es  formada  en  esa  parte  de 
tierra  lavada,  interceptada  en  varias  partes 
por  lagunas  de  diversas  anchuras  y  profundi- 
dades, coiiio  puede  verse  en  el  croquis. 

Que  las  propiedades  que  están  frente  á  los 
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botadores  pertenecen  á  varias  personas,  ó  sea 
á  los  señores  González  Fuentealba,  etc. 

Que,  reiterando  las  observaciones  hechas  en 
su  primer  informe  respecto  á  la  dirección  y 
ubicación  de  los  botadoras,  estima  justifica, 
ble  que  el  propietario  de  "Cucha  Cucha" 
construya  obras  de  defensa  siempre  que  no 
■can  una  amenaza  para  las  propiedades  ribe- 
ranas situadas  al  sur  del  río,  para  proteger 
un  canal  y  el  bosque  de  pinos  que  ya  desapa- 
reciendo paulatinamente  por  el  desmorona- 
miento del  terreno  en  que  está  ubicado. 

Que  la  distancia  que  hay  del  botador  situa- 
do más  al  oriente  á  la  propieda<I  del  frente  es 
de  setecientos  ochenta  y  tres  metros,  la  del 
botador  situado  más  al  poniente  de  cuatro- 
cientos noventa  y  cinco,  y  la  distancia  del  bo* 
tador  del  oriente  al  límite  más  cercano  de  la 
propiedad  del  señorZúñiga  de  novecientos  no- 
venta y  cinco  metros. 

Que  el  río  ha  abierto  una  brecha  considera- 
ble en  la  meseta  de  piedra  situada  frente  á 
los  botadores. 

£1  señor  Cox  objetó  el  informe  del  señor 
Barros  en  algunos  pantos,  lo  que  di6  margen 
á  nuevo  informe  del  señor  Barros. 

Con  fecha  30  de  agosto  de  1903,  el  Juzgado 
falló: 

Considerando: 

1*  Que  consta  de  los  certificados  de  fojas 
10  vta.  y  fs.  11  del  secretario  del  Juzga- 
do, qne  existen  las  obras  denunciadas  en  el 
escrito; 

2^  Que,  según  el  informe  del  perito  señor 
Barros,  con  esas  obras  se  consigue  desviar  el 
carao  de  las  aguas  del  río  Ñuble; 

3^  Que,  según  el  mismo  informe,  solo  upa 
parte  de  los  botadores  es  de  construcción  re>> 
cíente,  siendo  de  antigua  construcción  el 
resto; 

4t*  Qne  el  uso  de  los  .  bienes  nacionales  de 
oso  público  corresponde  á  todos  los.  halntaor 
tes  de  la  nación,  7  entre  aquéllos  la  ley  enu- 
mera los  ríos  y  todas  las  aguas  que  corran 
por  canees  naturaks; 

6.^  Qne  es  prohibido  construir  sin  permiso 
de  autoridad  competente  obya  alguna  sobre 
los  calles,  playas,  terrenos  fiscales  y  dein^i 


lugares  de  propiedad  nacional,  como  lo  son 
los  ríos  y  sus  lechos; 

6*^  Que  es  prohibido  también  hacer  estaca- 
das, paredes  y  otras  labores  que.  tuerzan  la 
dirección  de  las  aguas,  de  manent  que  se  de- 
rramen sobre  el  suelo  ajeno,  lo  que  ocurrirá 
según  el  informe  del  señor  Barros  con  Ira-bo- 
tadores construidos  en  el  lecho  del  río  Ñuble 
por  el  señor  Cox; 

7^  Que  la  acción  posesoria  entablada  por 
el  señor  Zúñign,  solo  es  procedente  respecto 
de  la  parte  nueva  de  los  botadores  y  no  res- 
pecto de  la  antigua,  debiendo  en  esta,  parte 
ser  amparado  el  querellado  en  el  juicio  pose- 
sorio sin  perjuicio  de  los  derechos  que  el  que- 
rellante pueda  hacer  valer  en  el  juicio- ordina- 
rio, en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 950,  inciso  3^,  del  Código  Civil; 

8^  Que  la  acción  popular  que  concede  el  ar- 
tículo 948  del  Código  Civil  se  refiere  á  los  lu- 
gares de  uso  público,  como  calles,  playas  t 
caminos,  y  para  la  seguridad  de  los  qu«  traií- 
sitan  por  ellos,  y  no  es  aplicable  al  presmte 
juicio; 

9^  Que  en  su  informe  el  períto  señor  Barros 
estima  justificable  que  el  señor  Cox  constro- 
ya  obras  de  defensa  para  proteger  su  pro^e^ 
dad,  loque  manifiesta  ..que  el  querellado  .ha 
procedido  por  necesidad  á  constmi^  los  boti^ 
dores,  pero  debió  bacerlo  de  modo .  que  no  es- 
trechase el  cauce  del  rfo  y  no  cansara  pega»* 
cios  á  las  propiedades  de  la  ribera  opnesta^. 

En  conformidad  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 589,  595,  599,  936  y  950  del  Código 
Civil,  y  700,  733,738  y  151  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  ha .  lugar 
á  lo  pedido  por  el  señor  Zúñiga  en  su-escrito 
de  querella,  solo  en  cuanto  el  señor  GuillennQ 
Cox  debe  hacer  destruir,  dentro  de  diez  dfos, 
la  parte  nueva  de  los  botadores,  bajo  aperci- 
bimiento de  $  SOO  de  malta  j  rin  peijuicio 
de  hacerla  destruir  á  su  costa. 

Se  deja  su  derecho  á  salvo  al  querellante  pa* 
ra  pedir  en  juicio  ordinario  la  destrucción  de 
la  parte  antigua  de  tos  botadores  y  al  quere- 
llado el  derecho  qne  le  confiere  el  artículo  738 
del  Código  de  Procedimiento  Civil 

No  habiéndose  dado  lugar  sino  en  parte  á 
la  qnerella,  se  declara  respecto  de  las  costoi 
que  cada  parte  pagará  las  qut  ba  ocasionado 
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y  por  mitad  el  honorario  del  perito  señor 
Barros.— i4.  Matdoaado. 

La  Corte: 

.  [Vifttos:  teniendo  además  presente  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  2^  del  artículo  196  cid  Có- 
djigO  (le  Procedimiento  Civil,  se  confirma  en 
la  parte  npelnda  la  sentcnda  de  31  de  Agosto 
Último»  corriente  a  fs.  70,  con  declaración  de 
que  se  reserva  ni  qaerellnnte  su  derecho  sobre 
los  perjuicios  que  se  hubieren  podido  ocnsío- 
9ar  con  las  obras  mandadas  demoler,  para 
que  lo«  haga  valer  en  jaicio  por  separado. 

Acxirdada  por  unanimidad;  pero  el  señor 
MiaÍBtro  Herrera  titvo  además  ph»ente  para 
eonfirmnr  que  ni  de  los  informes  del  perito  ni 
de  ningún  otro  antecedente  del  proceso  se  de- 
únCf  que  la  parte  antigua  de  los  botadores 
puede  ocasionar  perjuicios  en  los  terrenos  del 
-querellante  y,  lejos  de  eso,  de  la  misma  quere- 
lla fle-desprsnde  lo  contrario,  pues  ésta  se  fun- 
da  sa  las  obras  construidas  dos  6  tre«  meses 
antes  de  ínieiar  su  acción,  1^  de  mayo  de 
ISOS^ycomo  aqneUAs  obras,  para  dcnomíoar- 
-  Iba  "más  antiguas",  como  se  expresa  en  la 
dUigcnda  de  inspección  de  h.  10  vta.,  "6  re- 
conetnrfdasen  el  mismo  sitio  que  antea  ocu- 
paban otras  «a  épocas  pasadas",  como  dice 
-«l  perito  en  su  informo  de  fs.  15,  han  debido 
•coTtstrwfrse  mucho  antes,  resulta  que  didia 
querella  no  pnede  reliernw  A  ellas. 

£1  seftor  I^residente  Urrutia  estaro  también 
'por  condenar  al  querellado  en  las  costas  de 
primera  instancia,  en  rista  de  lo  dispuesto  en 
enjsHncisofínAldetartfeulo  725 del  citado  Cd- 
dÍgo.*F.  Utratía.—J.  C.  fferríra.— F.  Roioáa 
BboKOtr-M.  Mbatetry, 


Corte  de  Concepción  4  dejttaio  de  29tH 

Bohamondes  (quiebra) 

Seatenolade  grados;  pxooedimiaiLto.— 
Peritos 

Doctbina:— So¿/v  cada  crédito  impmg- 
nado  debe  formarse  pieza  separAda  solo 
hasta  que  esté  en  estado  de  pronunciarse 
sentencia  deñnitiva;  y  una  vez  transcu- 
rrido el  término  de  emplazamiento  de  los 
acreedores  ausentes^  se  dicta  una  seate^' 
cia  tínica. 

El  nombramiento  de  peritos  para  exa- 
minarlos libras  del  fallido  en  orden  á  /& 
verificación  é  impugnación  de  los  crédi- 
tos^ si  no  ha  sido  materia  de  prueba, 
puede  ser  una  diligencia  de  las  que,  para 
mejor  resolver, puede  decretar  el  juexcon- 
lorme  al  articulo  166  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 


En  la  quiebra  de  don  Abraham  Bahamon- 
des,  declarada  por  el  Jn:^ado  de  Concepción, 
se  impugnaron  algunos  créditos  y  el  Juzgado 
nombró  á  don  Osccu*  Ríoseco  C.  para  -que^  en 
calidad  de  peritc^  informara  en  cada  «pediéa- 
te  d«  los  formados  á  cada  impngnadón,  á  fin 
de  dictar  sentencia  en  cada  uno  de  loí  diex  y 
seis  cuadernos  formados.  - 

Habiéndose  reclamado  de  este  precedimle¿< 
to  y  pedido  se  dejara  sin' efecto  el  nombr^- 
toiento  del  perito  y  se  dictara  nna  Bola'.«enten- 
da,  el  Juzgado  resolvió: 

Concepción,  21  de  diciembre  de  1903.-^No 
ha  lugar  á  hacer  la  declaración  que  se  sofídtá 
en  este  escrito  y  se  concede  el  recursd  de  dpe- 
teción  interpuesto  y  elévense  los  antecedentes 
«1  Utmo.  Tribunal.— ¿farÁ/  Costa  Prmiedá:- ' 

La  Corte: 

Concepción,  4  de  junio  de  1904;-.T)niíiíndó 
presente; 
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1^  Que  sobre  caHa  uno  de  los  créditos  im- 
pugnados en  una  qttiebra  debe  formarse  pieza 
separada  solo  hasta  que  estén  en  estado  de 
sentencia  definitiva; 

2^  Que  una  vez  transcurrido  el  término  de 
emplazamiento  para  los  acreedores  que  no  ha- 
yan comparecido  y  puestas  en  estado  de  sen- 
tencia las  cuestiones  seguidas  sobre  veriftcfU 
ción  6  preferencia  de  créditos,  se  dictará  por 
el  jaez  la  sentencia  de  grados  en  la  forma  pres- 
cripta  en  el  artículo  651  del  Código  de  Proce* 
dimíento  CÍtíI; 

3'  Que  en  este  expediente  de  quiebra  ha 
llegado  el  caso  previsto  en  la  disposición  legal 
citada; 

4*  Que  los  antecedentes  no  4nn  mérítopara 
estimar  que  sea  necesaria  la  intervención  de 
nn  perito  en  la  diligencia  de  reco^ojímienf  o 
de  libros,  la  cual,  por  otra  parte,  deb-*  consi* 
derarse.dcvloloexpuejtu  anteriormente, comí 
una  sola  diligencia  y  para  m  jor  resolver,  coi.- 
forme  con  lo  prescripto  en  el  artículo  166  del 
Código  ya  citado. 

Por  estos  fundamentas  y  de  conformidad 
además  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  645  del 
Código  antes  citado,  se  revocQ.  la  reanlución 
apelada  de  21  de  diciembre  del  año  próximo 
pasado. 

Se  declara: 

1^  Que  debe  dictarse  una  sola  sentencia  de  " 
grados,  en  la  cual  el  juez  se  pronunciará  acer- 
ca  de  las  cuestiones  sobre  impugnación  de  eré- 
ditos  materia  de  los  diez  y  seis  cuadernos  á 
que  se  ha  aludido  en  el  considerando  4.^; 

2^  Que  las  diligencias  sobre  reconocimiento 
de  libros  decretadas  en  los  diei  y  seis  cuadernos 
mencionados,  deben  estimarse  como  una  sola 
diligencia  ordenada  para  mejor  resolver;  y 

3^  Que  no  faa  lugar  al  nombramiento  de 
perito  decretado  en  los  diez  y  seis  cuadernos 
sobre  impugnación  de  créditos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Pígacroa 

laLgoa*—E.  Bgaña.—Jaaa  N.  Parga  -Bxeqaiel 

Figmroa  Lagos.-^Luia  David  Cria. 


Corte  de  Concepción.^  de  jumo  de  1903 
Rocha  con  Rocha 

ReooiLoolmlento  de  deuda;  oitaQiión. 
«-aebeldia. 

Doctrina:  —  La.  notíñcacióv  persoami 
hecha  al  demandado  del  decretoen  que  sé 
le  cita  para  reconocer  ó  confesar  la  deada, 
no  hasta  para  considerarlo  incluso  en  la 
reheldia  y  dar  por  prestado  a¡  reconoci- 
miento ai  no  ae  le  ha  ootiñcado-  penooñh 
mente,  también  e}"eúmphae"  puesto  pór 
et  juez  á  la  resolución  de  segunda  instan- 
cia que  djsecha  el  articulo  introducido 
por  el  deman  Jaio  pidiendo  se  dejara  sin 
e&cto  con  citación,  aunque  dicho  decreto 
de  "cámplase^*  haya  sido  notiñcado  al 
apoderado  que  ha  constituido  en  el  juir 
ció. 


Ante  el  Juzgado  de  Tomé  se  presentó  don 
-  Pranetseo  3^  Rocha  pidiendo  se  citara  á  doña 
Francisca  R.  Rocha  á  reconocer  nna  deuda 
para  preparar  la  vía  ejecutiva. 

Citada  ésta,  se  presentó  pidiendo  se  dejara 
«n  efecto  la  citación  y  designó  como  apode' 
rado  suyo  á  don  Benjamín  Henrfquez.  Dese- 
chado este  artículo,  la  resolución  del  Jtu^rado 
fué  confirmada  por  la  Corte,  y  el  cúmplase  no- 
tificado al  ejecutante  y  á  Henrfquez. 

No  habiendo  comparecido  la  señora  Rocha 
á  prestar  el  reconocimiento,  pidió  el  demandan* 
te  se  diera  por  confesada  la  deuda  en  su  rebel' 
día  y  se  despachara  mand  amiento  deembafgo' 
El  Juzgado  aceptó  esta  petición  y  en  seguida» 
fundándose  en  que  las  partes  habían  sido  no' 
tificadas  del  cfimplase,  y  el  apoderado  Henri* 
quez  del  decreto  en  que  se  ordenaba  á  su  de- 
mandante comparecer,  descebó  la  reconsidera* 
ción  pedida  y  concedió  en  lo  derolntiTO  la  apf 
loción. 
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La  Corte: 

Concepción,  6  de  junio  de  19CMr.— Reprodu- 
ciendo la  parte  expositiva  de  la  resolución  ape- 
lada; y 

Teniendo  en  connderacÍ6n: 

1'  Que  aun  cuando  doña  Francisca  R.  Ro- 
\ cha  fué  notificada  personalmente  del  decreto 
que  le  ordenaba  comparecer  á  reconocer  la 
deuda  de  la  escritura,  únicamente  su  apodera- 
do, don  Benjamín  Henríquez,  lo  fué  del  cúm- 
plase de  la  resolución  de  segunda  instancia 
que  confirmó  el  auto  en  que  no  se  dió  lugar  al 
artículo  introducido  por  la  expresada  señora 
Rocha,  pidiendo  se  dejara  sin  efecto  la  cita- 
aión  para  el  indicado  reconocimiento;  y 

2^  Que  no  habiendo  sido  notificada  con 
posterioridad  la  expresada  señora  Rocha,  per- 
sonalmente ó  por  alguno  de  los  otros  medios 


admitidos  por  In  ley  para  este  caso,  no  puede 
confuderarse  que  ha  incurrido  en  larebeldía  nt» 
por  consiguiente,  tenerse  por  confesada  la 
deuda,  como  lo  solicita  don  Francisco  2?  Ro- 
cha m  sn  escrito  de  los  autos  oríjinales. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad 
con  lo  prescripto  en  el  artículo  456  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  el  auto  ape- 
lado de  19  de  octubre  último,  que  se  rejistra  á 
fs.  6  de  esta  compulsa,  y  se  declara  que  ha  la- 
gar á  la  reconsideración  pedida  por  la  parte 
de  doña  Francisca  R.  Rocha  en  su  escrito  de 
fs.  36  délos  autos  orijinalesy.en  consecuencia, 
que  no  hn  lugar,  por  ahora,  ni  á  la  rebeldía  ni 
al  mandamiento  de  embargo  solicitado  por 
don  Francisco  2^  Rocha  en  su  atado  escrito. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cruz. 

Juan  N.  Parga.—iíxeqaiel  Figaeroa  Lagos, 
—LaisDayidCrug, 
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FURISPRUDENCIA 

SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Santiago,— 3  de  enero  de  1905 
Moreno  con  Parez 

Indulto  oondloloiial;  fheultades  del 
Presidente  de  la  Bepúblioa.  —  Reo 
ausente.— Obligación  naturaL 

Doctrina:— ¿a  facuJtad  que  el  articulo 
73  (82)  de  la  Constitución  concede  al 
Presidente  de  la  RepábUca  para  conce- 
der indultos  particulates  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Estado,  debe  ejercitarse  con- 
forme á  los  principios  generales  de  juris' 
prudencia,  respecto  á  los  reos  condena- 
dos por  sentencia  ejecutoria,  ja  que  solo 
puede baber  perdón  délas  penas  que  real- 
mente han  sido  impuestas;  j  tratándose 
de  reos  ausentes  no  bay  condenación  á 
£rwe, por  cuanto  ¡oaeñctos  delaasenteít- 

AVRLACIONU 


das  que  se  dicten  en  tales  casos  quedan 
suspendidos  por  el  hecho  de  la  presenta- 
ción Ó  aprehemión  de  los  condenados,  á 
quienes  bay  que  enjuiciar  nuevamente  y 
pronunciar  un  segundo  fallo,  conñrmando 
Ó  modificando  el  anterior. 

Los  e&ctos  legales  del  decreto  de  in- 
dulto  del  Presidente  de  la  República, pue- 
den ser  apreciados  por  los  Tribunales 
con  motivo  de  los  litigios  que  con  oca- 
sión de  él  se  susciten;  y  cuando  ba  sido 
expedido  en  reemplaso  de  una  condena 
criminal  que  no  ba  sido  aplicada  deñni» 
tivamente,  no  es  bastante  para  imponer 
el  cumplimiento  de  obligaciones  establé- 
celas como  condición  del  mismo  indulto, 
cualquiera  que  sea  el  alcance  de  las  facul- 
tades del  Presidente  de  ¡a  República  para 
decretar  indultos  condkioaaksy  que  no 
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es  permitido  caliñcar  á  los  tribunales  de 
justicia.  (1). 

La  obligación  impuesta  al  reo  en  el  dc' 
creto  de  indulto  de  constituir  una  renta 
vitalicia  á  favor  de  la  viuda  del  occiso 
por  un  capital  determinado  que  debería 
pasar  en  propiedad  absoluta  á  los  here- 
deros de  la  viuda,  es  una  obligación  na- 
tural; en  cot^ecuencia,  el  indultado  no 
tiene  derecho  para  repetir  ¡as  pensiones 
que  ha  pagado. 


Don  Francisco  Javier  Moreno  fué  proce- 
sado, en  calidad  de  reo  ausente,  como  pre- 
sunto responsable  de  la  muerte  de  José  Mer- 
cedes Pavez,  y  la  sentencia  de  término  recaída 
en  ese  juicio  lo  condenó,  con  las  reservas  con- 
siguientes á  su  condición  de  reo  ausente,  d 
diez  años  j  un  día  de  presidio  y  las  accesorias 
correspondientes. 

El  reo  sin  presentarse  á  la  justicia  para  su 


{!)  La  Corte  no  ha  resuelto  la  cuestióa  principal 
suscitada  en  el  fallo  de  primera  instancia  sobre  la 
facaltad  del  Presidente  de  la  República  para  con- 
ceder indultos  eondioionales. 

Kd  el  caso  &  que  la  sentencia  se  refiere,  se  presen- 
taban dos  cuestiónes diversas:  la  primera, referente  á 
la  concesi/rn  de  indulto  á  un  reo  ausente  que  ha  sido 
condenado  eu  rebeldía  con  calidad  de  ser  oído  onan- 
do  se  presente  A  sea  habido;  la  s^unda,  la  relativa 
á  Iss  condiciones  qne  pneda  6  no  imponer  el  Presi- 
dente de  la  Bepiíblioa  para  acordar  el  indulto. 

Respecto  de  la  primera,  la  doctríua  establecida  por 
los  fallos  de  primera  y  segunda  instancia,  nos  pa- 
rece perfectamente  fundado.  La  facultad  de  grada 
que  la  Constitución  concede  al  Presidente  de  la  Re- 
pública, supone  la  existencia  de  vaa  condenación 
definitiva  y  firme,  dictada  en  juicio  en  que  el  reo 
haya  hecho  valer  sus  descargos  ó  se  haya  podido,  á 
la  íni'ersa,  establecer  todo  el  grado  de  su  onlpabi- 
lidad.  El  que  se  ausenta  \\  oculta  para  escapar  &  la 
acción  de  la  jnsticia,  que  deja  A  ésta  en  la  duda  ó 
incertidumbre  sobre  la  magnitud  de  su  delito  ó  so- 
bre las  circunstancias  que  pudieran  stenuar  ó  ex. 
tinguir  su  reS])onsabilidad,  no  se  halla  en  situación 
de  impetrar  tal  gracia.  El  indulto  no  debe  conce- 
derse sino  ODondo  las  circunstancias  en  qne  se  ha 
oometido  el  delito  Ó  los  onteoedentes  del  reo  incli- 


jusgamiento  definitivo,  impetró  delPresidente 
de  la  República,  por  medio  de  procurador,  la. 
gracia  del  indulto  que  le  fué  concedida,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  en  los  tér- 
minos siguientes: 

'•Santiago,  junio  3  de  1901.— De  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Estado,  conmútanse  las  pe- 
nas de  prisión  y  las  accesorias  que,  por  senten- 
cia de  término  de  6  de  diciembre  de  1899,  se 
han  impuesto  á  don  Francisco  Javier  Moreno 
en  lo  siguiente:  El  referido  Moreno  queda  obli- 
gado á  constituir  una  renta  vitalicia  con  el 
capital  de  $  10.000  á  favor  de  la  viuda  del  oc- 
ciso, sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  civil  á 
qne  lo  condena,  entre  otras  penas,  la  senten- 
cia del  Tribunal  respectivo.  Este  capital  pasa- 
rá en  propiedad  á  los  herederos  de  la  vinda 
después  del  fallecimiento  de  ésta.  Esta  conmu- 
tación surtirá  sus  efectos  desde  que  el  reo  de- 
ciare  que  se  conforma  con  la  sentencia  y  desde 
que  se  constituya  la  obligación  antedicha  á 
satisfacción  del  respectivo  Jnec  del  Crimen.— 
Zanartu,~R.  Escobar." 

El  reo  Moreno,  siempre  por  medio  de  pre- 


ñan al  perdún  porque  la  vindicta  pública  no  exige 
la  aplicación  infiexible  de  la  pena.  Pora  dio  ei  ne- 
cesario baber  oído  al  reo  y  eonooer  por  an  inopia 
confesión  los  móviles  que  lo  llevaron  &  cometer  ti 
delito  que  así  como  pueden  agravar,  pneden,  hasta 
cierto  punto,  disculpar  su  crimen.  El  reo  que  se  sus- 
trae al  llamado  de  la  jnstiuia  hace  imponible  el  jns- 
gamiento  definitivo  del  delito  y  no  sería  posible  per- 
mitirle que  impetráis  bu  perdón;  mucho  menos  oon- 
cedórselo  sin  solicitud  suya-  El  derecho  de  ^wña 
no  puede  servir  para  fomentar  )a  rebelión  contra  la 
jnsticia. 

Kn  cnanto  á  la  ssgDuda  cuestión,  s^ún  el  jaez  de 
primera  instancia,  la  facnltod  que  la  Constitución 
concede  al  Presidente  de  la  BepúUica  de  conceder 
indultos  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  se  ejeiv 
cita,  csea  de  una  manera  ámplia  relevando  al  reo  de 
toda  pena  que  le  haya  sido  impuesta  por  los  Tribu- 
nales qne  le  jn^ron,  lo  que  propiamente  se  llama 
indulto;  sea  en  una  forma  limitada,  cambiando  esa 
pena  por  otra  nuU  benigna  que  es  lo  que  se  llama 
ctmmutaeiónt;  y  como  ésta  consiste  en  el  cambio  de 
una  pena  por  otra,  cía  determinación  de  esta  áltima 
tiene  que  hacerse  dentro  de  la  clauficación  conte- 
nida en  la  escola  penal  restrictiva;  ya  que  aportarse 
de  ella  importaría  atribuirse  la  &onUad  de  diotu 
penas  espeuales,  lo  que  es  privativo  del  podCT  l^is: 
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curador,  porque  se  mantenía  alejado  del  terri-  condena  dictada  en  su  rebeldía,  y  que  se  alia- 
torio  de  la  República,  declaró  que  aceptaba  la    naba  á  constituir  la  renta  vitalicia  ordenada 


]atÍTO.>i  De  estu  oonsideraeiones  deduce  el  señor 
Jaez  que  «no  han  podido  Rurtir  efectos  ni  serrir  de 

fnenteB  de  obli^jacioues,  las  condicionen  dictadas  por 
el  Presidente  de  la  República  al  conmatar  la  peoa 
que  la  justicia  ordÍDaña  impaso  al  reo...  exigiéndole 
la  oonstituoíón  de  una  renta  vitalicia  y  el  i>ago  de 
una  fuerte  sunw  de  dioero  como  precio  de  su  liber- 
tad y,  lo  que  es  más  grave,  la  aceptación  del  proce- 
dimiento condenatorio  dictado  eo  su  rebeldía  como 
ausente,  i 

La  Corte  ha  estimado  que  no  debía  entrar  á  oali- 
fioar  las  &cnltadei  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica haya  podido  tener  para  dictar  el  decreto  de  3 
de  junio  de  1901,  ó  sea  para  imponer  condiciones 
que  el  indultado  deba  cumplir  posteriormente;  y  se 
ha  limitado  á  rechaaar  ese  decreto,  ó  so  ha  desen- 
tendido de  él,  por  considerar  que  cel  referido  decre- 
to no  es  btstante  para  exigir  de  Moreno  el  cumpli- 
miento do  las  ubiigaciones  que  ahí  le  fueron  im 
puestas,  desde  que  ellas  se  «stablecierou  en  reem- 
plazo de  una  condena  criminal  que  hasta  hoy  no  le 
ha  sido  aplicada  definitiTamente*;  de  manera  que,  á 
haberse  tratado  de  uu  reo  presente,  talvez  el  Tribu- 
nal de  Alzada  habría  revocado  el  falto,  cuyos  consi- 
derandos, en  lo  referente  al  alcance  de  la  facultad 
constitucional  de  gracia,  no  acepta  ya  que  los  susti  - 
tuye  por  otros. 

La  cuestiiín  es  interesante  y  bien  merece  que  lla- 
memos sobre  ella  la  atención,  ya  qoe  nuestro  ánimo 
no  es  dilucidarla,  para  lo  cual  nos  faltarían  el  tiempo 
y  la  competencia. 

Debemos  confesar  que  no  nos  satisfacen  las  con- 
sideraciones invocadas  por  el  estudioso  juez  de  Cu- 
ricó.  tte  ha  limitado  i  afirmar  precisamente  lo  que 
debía  demostrarse,  esto  es,  que  á  la  autoridad  á  quien 
está  confiado  el  ejercicio  de  esta  facultad  de  gracia, 
tan  importante  y  tan  necesaria  para  mitigar  los  ri- 
gores de  la  ley  penal,  le  esté  prohibido  imponer  al 
indaltado  una  obligación  ó  pena  no  califlosda  de  tal 
por  el  C(')digo  criminal.  No  debe  confundirse  la  con- 
mutación de  la  pena,  con  las  condiciones  A  obliga- 
ciones que  la  autoridad  orea  necesario  imponer  para 
otorgar  so  gracia. 

cBI  derecho  de  gracia  es  susceptible  de  modalida- 
des. La  gracia  puede,  desde  luego,  consistir  en  una 
remisión,  una  reducción,  una  conmotaoión.  La  remi- 
sión 6  reducción  tiene  por  objeto  suprimir,  en  todo 
ó  en  [Ntrte,  la  pena  pronunciada  por  los  tribunales- 
la  conmutación  sirve  para  reducir  simplemente  la 
pena  en  ano  ó  muchos  grados.»  ( PandtcUa  frangí  ■ 
«es.  7.  Okacr,  núm.  45.)  cEn  laconmntación  de  pena, 
al  contrario,  hay  modificación  de  la  pena  inflingida 
por  los  tribunales  y  esta  modificación  se  resuelve 


siempre  en  una  moderación  del  castigo».  (Pandee* 
ttí.  Y.  Otmnmtation  de  peine,  nCim.  2.) 

E»ta  distinción  está  admitida  por  el  Códi¡;o  Penal 
que  en  su  artículo  dispone  que  di  gracia  de  in- 
dulto sólo  remite  <>  conmuta  lu  pena,  pero  no  quita 
al  fovorecido  el  carácter  de  oondeoado  pora  los  efec- 
tos de  la  n'ineideneia  ó  auevo  deliuqnimiento  y  de- 
más que  determinan  las  It-yes».  La  gracia  de  remi- 
sión se  otorga  en  virtud  de  motivos  que  corresponde 
apreciar  soberanamente  á  la  autoridad  que  la  con- 
cede; y  en  la  esperanza  de  alcanzarla  habrá  un  in- 
centivo poderoso  para  la  regeneración  moral  del 
delincuente,  tíeneralmente  estos  motivos  ó  condicio- 
nea  determinantes  del  perdÚo  serán  anteriores  á  él; 
y  su  realisitclón  signífíoará  que  el  penado,  por  su 
arrepentimiento  ó  por  la  reparación  del  daño  cau- 
sado, se  ha  hecho  acreedor  k  él. 

No  se  divisa,  eu  este  sentido,  qué  razón  podría 
haber  para  negar  á  la  autoridad  que  perdona  el  de- 
recho de  exigir  del  reo  prestaciones  determinadas 
como  condiciones  ó  requi-itos  de  la  gracia  por  otor- 
gar. Ija  cuestión  quedaiía  reducida  en  la  práotioa  A 
exigir,  como  se  hace  en  Francia,  que  el  recurrente 
del  indulto  llene  de  antemano  una  determinada  con- 
dición, como  indispensable  requisito  pai-a  tomar  en 
consideración  su  solicitud. 

Kl  otorgsmiento  del  indulto  extingue  la  respon- 
sabilidad penal,  y  no  seria  posible,  por  lo  mismo, 
someterlo  á  condicionen  rdsotutoriss  ó  revocatorias; 
pero  no  existe  la  misma  incompatibilidad  tn  el  caso 
de  condiciones  suspensivns  ó  de  indultos  á  plazo. 
¿Qué  inconveniente  batría,  por  ejemplo,  para  que 
se  exigiera  al  reo  que  aprendiera  á  leer  ó  escribir  ó 
que  aprendiera  nn  oficio  ó  arte  antes  de  ponerlo  eu 
libertad?  Tanto  daría  decir  esto  en  el  decreto  mismo 
del  indulto,  como  esperar  que  se  hubiera  realizado 
para  expedir  tai  decreto. 

Con  estas  salvedades,  nos  parece  que  la  teoría  de 
sarioUuda  por  el  Juez  de  Guricó  en  su  sentencia  es 
exacta. 

Piir-  lo  demás,  nuestro  propósito  de  plantear  la 
cuestión  constitucional  discutida  en  este  fallo  queda 
cumplido;  y  como  complemento  reproducimos  ¿  con- 
tinuacúón  los  dictámenes  expedidos  por  el  Fiscal  de 
la  Corte  Suprema  con  motivo  de  la  consulta  hecha  á 
este  Tribunal  por  el  Cousejo  de  Estado,  que  creemos 
de  positivo  interés. 

Luis  Clabo  Solar. 

dictXmknes 

Excma.  Corte: 
El  Excmo.  Consejo  de  Estado  ha  tenido  á 
bien  solicitar  de  V.  E.,  por  conducto  del  señor 
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por  la  autoridad  q|ie  le  concedió  la  gracia  del 

indulto. 

Se  procedió,  en  consecaencia,  con  la  inter- 


vención judicial,  al  otor;gainiento  de  la  escri- 
tura pública  del  caso,  y  empezó  liCoreno  á  pa- 
sar á  la  TÍuda  de  Pavez  la  renta  respectiva  de 


Ministro  de  Justicia,  su  dictamen  "acercado 
si  la  atribudón  constitucional  del  Preaidenlc 
de  la  República  para  conceder  indultos  parti- 
culares, con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado, 
puede  ser  ejercida  en  una  forma  condicional." 

Para  evacuar  esta  consulta  se  ha  servido 
V.  E.  requerir  previamentela  opinión  del  Fiscal. 

Las  condiciones,  ó  sea,  según  la  acepción  que 
á  esta  vos  corresponde  en  el  presente  caso,  las 
calidades  ó  circunstancias  con  que  se  hiue  6 
promete  una  cosa,  pueden  ser  de  naturaleza 
tan  diversa  y  están  por  lo  mismo  sujetas  á 
tantos  y  tan  variados  Órdenes  de  clasificación 
según  el  aspecto  en  que  se  lasconsidere,  que  el 
estudio  de  todas  y  de  cada  una  de  ellas  seria 
tarea  imposible  de  llenar  dentro  de  los  límites 
de-este  informe.  Por  esto, yaque  no  se  ha  esti- 
mado oportuno  concretar  lacon^lta  dirigida 
á  V.  S.  á  una  ó  iñAs  especies  ó  géneros  de  for- 
mas condicionaos  de  indultos,  cl  infrascripto 
habrá  de  evacuar  su  dictamen  en  términos  ge 
nerales,  procurando  presentar  soluciones  que 
comprendan  todas  las  condiciones  posibles, 
sin  detenerse,  por  consiguiente,  eii  el  estudio  de 
ninguna  en  particular. 

El  indulto,  como  lo  define  Dalloz  (V.  Grace 
et  CommutatíOtt\  núm.  1),  es  "el  acto  del  jefe 
del  poder  ejecutivo  que  remite  á  un  condenado 
el  todo  6  parte  de  su  pena;"  y  esteactoemana 
del  derecho  de  gracia  que  en  todos  los  pueblos 
y  edades  se  ha  atribuido  al  soljerano  para 
eximir  A  sus  súbditos  de  la  ejecución  de  algún 
castigo  impuesto  por  la  autoridad.  Sus  efectos 
se  determinan  entre  nosotros  por  el  artículo 
93  del  Código  Penal,  según  el  cual  la  respon- 
sabilidad penal  se  extingue  por  el  indulto,  y 
éste  "solo  remite  ó  conmuta  la  pena,  pero  no 
quita  al  favorecido  el  carácter  de  condenado 
para  los  efectos  de  la  reincidencia  ó  nuevo  de- 
linquimiento 7  demás  que  determinan  los  le- 
yes." 

De  estos  principios  pueden  deducirse  con  fa- 
cilidad las  reglas  generales  que  deben  servir 
de  base  para  decidir  acerca  de  las  condiciones 
que  pueden  intervenir  en  la  concesión  del  in- 
dulto. 

Si  la  autoridad  que  indulta  ejercita  un  dere- 
cho de  gracia,  es  obvio  que  le  corresponde 
apreciar  soberana  y  discrecionalmente,  sin  su- 
jeción á  ninguna  traba  ó  rigorismo  legal,  los 
motivos  que  la  induzcan  á  usar  de  esta  facul- 
tad. Estos  motivos  pueden  existir  de  antema- 
no y,  en  tal  caso,  constituyen  sólo  la  causade- 
termtnante  de  la  voluntad  del  que  otorga  la 
graos,  como  sería,  por  tgemplo,  U.  bnenn  con* 


ducta  anterior  del  penado  6  una  acción  ilus- 
tre ó  un  servido  importante  prestado  por  él 
mismo  á  la  humanidad  6  á  la  patria;  ó  bien 
pueden  consistir  en  algún  hecho  aún  no  verifi- 
cado, esto  es,  en  una  condición  futura  impues- 
ta por  el  soberano  y  de  cuya  realización  pen- 
da el  que  se  conceda  cl  perdón  ó  el  que  éste 
produzca  sus  efectos  y  entre  á  gozar  de  ellos 
el  agraciado.  En  esta  categoría  entrarían  to- 
das las  condiciones  tendentes  á  asegurar  la 
ejecución  y  la  comprobación  consiguiente  de 
un  acto  que  signifique  el  arrepentimiento  ó  la 
regeneración  del  penado  ó  que  tienda  á  la  re- 
paración del  mal  causado  con  el  delito. 

Desde  que  el  soberano  es  dueño  absoluto  del 
derecho  de  gracia,  puede  afirmarse  sin  temor 
de  incurrir  en  error  que,  para  usar  de  este  de- 
recho en  cada  caso  particular  puede  exigir  el 
cumplimiento  previo  de  cualesquiera  especies 
de  condiciones  como  las  que  acaban  de  indi- 
carse, sin  más  limítadóo  que  la  de  ser  Hdtas 
por  su  naturaleza.  Así,  el  Presidente  de  la  Re- 
pública, de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado, 
ha  usado  discretamente  de  esta  facultad,  en 
los  casos  en  que  para  otorgar  ui\  indulto  ó 
para  que  éste  produzca  sus  efectos,  ha  exigido 
como  condidón  ó  requisito  previo  que  el  pe- 
nado satisfaga  por  una  sola  vez  una  indemni- 
zadótt  pecuniariaóconstituyauna  renta  vita- 
licia en  favor  del  ofendido  6  de  su  familia,  6 
que  erogue  una  suma  determinada  para  el 
auxilio  ó  fomento  de  alguna  institución  de  be- 
neficenda.  En  igual  caso  se  encontraría  cual- 
quiera otra  condidón  que  tuviera  por  objeto 
propender  á  la  rejeneradón  del  delincuente, 
como  serian  la  de  que  éste  comprobara  haber 
alcanzado  durante  la  condena  cierto  grado  de 
instrucdón  6  el  conodmiento  de  algún  o6cio 
ó  arte. 

De  los  términos  de  la  definidón  trascrita 
más  arriba,  que  es  también  la  aceptada  por 
Massabiau,  Gobron,  Garraud  y  otros  escrito- 
res que  tratan  la  materia,  se  deduce  asimismo 
que  es  condición  esendal  de  todo  indulto  que 
él  recaiga  sobre  un  delincuente  condenado, 
esto  es,  que  la  pena  haya  sido  impuesta  por 
sentencia  ejecutoria.  En  consecuencia,  no  pue- 
de otorgarse  á  un  reo  procesado,  bajo  la  con- 
dición de  resultar  condenado.  El  último  de  los 
autores  citados  dice  á  este  respecto  lo  siguien- 
te: "Mientras  el  ájente  está  en  situadón  de 
obtener  por  vía  de  la  justida  la  modificaríóa 
de  la  sentenda  que  lo  condena  ¿qué  necesidad 
tiene  de  la  grada?  puesto  que  el  poder,  cuan- 
do perdona,  renunda  al  derecho  de  Recatar 
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$  66.66  al  mes,  sin  peijuicio  de  la  pensión  ali- 
mentícia  que  también  fué  obligado  á  suminis- 
trar y  que  se  fijó  en  $  100  mensuales  por  acta 


posterior  á  la  aceptación  de  las  condidones 
dictadas  para  la  validez  del  indulto. 
Con  fecha  22  de  noTÍembre  de  1902,  don 


una  condenación  penal,  y  ninguna  condena 
puede  ser  ejecutada  mientras  no  sea  irrevoca- 
ble. Si  el  derecho  de  gracia  se  ejerciera  antes 
de  la  condenación  definitiva,  daría  por  resul- 
tado la  abolición  del  proceso,  es  decir,  una 
amnistía  individual,  acto  que  excede  los  po- 
deres del  Presidente  de  la  República.  Esto  se- 
ria, por  otra  parte,  una  intromisión  del  poder 
ejecutivo  en  el  poder  judicial,  al  cual  se  impe- 
diríaelcumplimiento  de  su  misión."  (Garraud, 
Traité  théoriqae  et  pratiqae  de  tíroit  péaaJ 
franjáis,  2*  ed.,  tomo  1',  núm.  563,  letra  b  y 
nota  9.)— Por  la  misma  razón  el  indulto  tam- 
poco podría  favorecer  á  un  reo  condenado  en 
rebeldía,  ni  aun  bajo  Ja  condictóa  de  presen- 
tarse á  la  justkiaj  puesto  que,  segfin  nuestro 
sistema  de  enjuiciamiento  penal,  la  sentencia 
pronunciada  contra  un  reo  rebelde  no  eage- 
ctttoría  en  su  persona,  sino  que  caduca  por  la 
presentación  del  condenado.* 

Si  el  indulto,  segán  la  misma  definición  pue- 
de consistir  en  la  remisión  de  una  parte  de  la 
pena,  es  susceptible,  por  consiguiente,  de  la  for- 
ma condicional  6  modal  que  lleva  envuelta 
toda  dtsminadón  ó  conmutación  del  castigo 
impuesto. 

En  estos  casos,  se  otorga  la  gracia  bajo 
el  concepto  de  que  se  ejecutará  una  parte  de 
la  condena  ó  bien  de  que  se  aplicará  al  agra- 
ciado una  pena  menor  ó  más  benigna  que  la 
infligida  por  la  sentencia.  De  lo  dicho  se  si- 
gue, á  la  inversa,  que  no  puede  dictarse  con- 
mutación, al  ménos  con  fuerza  obligatoria 
para  el  reo,  bajo  la  condición  de  quedar  éste 
sometido  á  una  pena  mayor  ó  más  severa  que 
la  aplicada  por  la  justicia.  Esto  sería,  además, 
contrarío  á  la  esencia  del  derecho  de  gracia 
que  se  ejercita  en  el  indulto  y  saldría  de  los 
límites  propios  déla  atribución  constitucional 
que  viene  estudiándose. 

Una  de  las  cuestiones  más  interesantes  y 
más  debatidas  por  los  jurisconsultos  en  mate- 
ría  de  conmutación  es  la  que  tiene  por  objeto 
establecer  si  puede  sustituirse  &  la  pena  im- 
puesta por  los  tribunales  otra  no  reconocida 
como  tal  por  la  ley  penal.  La  solución  negati- 
va parece  tener  en  su  apoyo  mayor  peso  y 
autoridad.  Si  se  considera,  en  efecto,  que  la 
legislación  penal,  inspirándose  en  el  progreso 
de  la  civilización,  sólo  ha  dqado  subsistentes 
las  penas  que  se  armonizan  con  nuestro  esta^ 
do  social,  se  concibe  que  la  imposición  pw  la 
autoridad  pública  de  otros  castigos  no  admi* 
tidos  como  tales  por  la  ley,  á  la  vez  que  po- 
dría significar  en  muchos  casos  nn  verdadero 


retroceso,  importaría  siempre  contraríar  la 
voluntad  del  legislador.  Reconocida  la  facul- 
tad del  jefe  del  ejecutivo  para  crear  penas  á  su 
arbitrio  é  imponerlas  en  sustitución  de  las  le- 
gales, y  careciendo  naturalmente  de  límites 
semejante  atribución,  podría  Hegarse  á  extre- 
mos inconciliables  con  nuestra  cultura.  No  es 
probable,  sin  embargo,  que  esto  llegara  &  su- 
ceder, puesto  que  no  habría  autoridad  capaz 
de  imponemos  hoy  el  degradante  espectáculo 
que  en  otros  tiempos  ofrecía  la  aplicación  de 
un  sistema  de  penalidad  prescripto  definitiva- 
mente de  la  legislación-,  pero  el  hecho  sería  le- 
galmente posible  en  la  hipótesis  contemplada 
anteriormente. 

ktSt  en  tal  supuesto  nada  podría  oponerse 
á  que  el  jefe  del  Estado  conmutara,  con  la 
aceptacidn  del  reo,  la  pena  de  muerte  pronun- 
ciada en  su  contra,  por  la  de  mutilación,  ex- 
posición á  la  vergüenza  pública  ú  otra  seme- 
jante; y  basta  la  posibilidad  legal  de  que 
tamaño  absurdo  se  produzca,  para  recluúar 
la  doctrina  que  á  tal  extraño  conduce. 

Con  raras  excepciones  los  tratadistas  re* 
suelven  del  mismo  modo  la  cuestión.  (Dalloz, 
lagar  citado,  núm.  27)  dice  á  este  respecto; 
"¿Puede  sustituirse  á  la  pena  pronunciada 
una  pena  diversa  de  las  reconocidas  por  el 
Código  Penal,  por  ejemplo,  la  prisión  perpetua 
que  no  existe  en  nuestra  actual  legislación  pe- 
nal? Creemos  que  nó;  quien  dice  conmutación 
dice  sustitución  de  una  pena  legal  inferior  á 
otra  pena  legal.  Acordar  semejante  derecho  al 
jefe  del  poder  ejecutivo  sería  acordarle,  en  cier- 
to modo,  el  de  crear  penas  y  permitirle  asi  in- 
vadir las  atribuciones  del  poder  legislativo". 
En  igual  sentido  se  pronuncian  los  autores  de 
las  Pandectas  Francesas  (V.  Comoiatation  de 
Peine,  núm.  27  á  33),  donde  pueden  verse,  sin 
embargo,  algunas  resoluciones  y  una  que  otra 
opinión  en  sentido  contrario. 

Lo  dicho  anteriormente  no  es  aplicable,  por 
supuesto,  al  caso  considerado  más  arriba,  del 
indulto  otorgado  bajo  la  condición  de  indem- 
nizar pecuniariamente  el  daño  causado  por  el 
delito,  por  cuanto  esa  prestación  pecuniaria 
no  constituye  una  pena  sino  un  acto  mera- 
mente civil,  que  se  rige  por  los  preceptos  legal 
les  que  reglan  las  obligaciones  de  este  genero 
y  queda  sometido  en  cuanto  á  sus  consecuen- 
cias y  aplicación  á  la  jurisdicción  de  este 
orden. 

De  la  prescripción  del  Código  Penal  relativa 
á  los  efectos  del  indulto  fluye  otra  consecuen- 
da  que  también  debe  ser  tomada  en  cuenta  en 
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Francisco  J.  Moreno,  se  presentó  personal- 
mente al  Juzgado  de  Curicó  con  su  deman- 
da, dirigida  en  contra  de  la  viuda  de  Pavezi 


doña  Beatriz  Baeza,  por  sí  y  como  curadora 
de  su  hija  IsoHna  Beatriz  Pavez  Baeza,  para 
que  se  declarara  nulo  y  de  ning&n  valor  el  de- 


este  estudio.  Si,  pues,  el  indulto  extingue  la 
responsabilidad  penal  proveniente  del  delito  y 
remite  ó  conmuta  por  otra  la  pena  impuesta, 
es  obvio  que  en  el  otorgamiento  deesta  gracia 
DÓ  cabe  condición  revocatoria  ni  resolutoria, 
como  quiera  que  una  pena  extinguida  no  pue- 
de revivir  en  ningún  caso.  En  consecuencia,  el 
indulto,  una  vez  concedido,  no  es  susceptible 
de  revocación  ni  de  resolución  por  motivo  al- 
guno, ni  aún  en  el  caso  de  quebrantamiento  de 
la  pena  impuesta  en  sustitución  de  la  condena 
ó  de  infracción  de  lafl  obligaciones  civiles  con- 
traídas como  condición  para  alcanzar  la  gra- 
cia. En  el  primer  caso  la  ley  penal  regla  las 
consecuencias  del  quebrantamiento  de  la  pena, 
y  en  el  segundo,  la  ley  civil  otorga  las  acciones 
adecuadas  para  obtener  el  cumplimiento  de  la 
obligación  infringida. 

Otra  consecuencia  que  naturalmente  se  de- 
riva del  precepto  de  la  ley  penal  que  regla  los 
efectos  del  indulto,  es  la  de  que  éste  no  pncdc 
afectaren  ningún  caso  loa  derechosadquiridos 
por  terceros,  ya  que,  según  la  Hisposición  tras- 
crita más  arriba,  dicha  gracia  sólo  remite  ó 
conmútala  pena,  de  modo  que  no  puede  alcan- 
zar más  allá  del  penado  ni  extenderse  á  otra 
materia  diversa  de  la  sanción  penal.  De  consi- 
guiente, el  indulto  no  pue<le  tocar  las  acciones 
civiles  nacidas  del  delito,  las  cuales  pertenecen 
al  patrimonio  de  un  extraño  y  forman  parte 
de  su  propiedad  garantida  en  la  forma  prcs- 
cripta  por  el  artículo  10  de  la  Constitución.  El 
derecho  romano  sancionaba  ya  este  principio, 
resumiéndolo  en  la  forma  siguiente:  Princeps 
nuoquam  tolUt  Jas  qass  situm  tercio;  y  la  doc- 
trina y  la  legislación  moderna  lo  han  respeta- 
do asimismo  en  toda  su  amplitud.  El  consti- 
tuye, según  los  expositores  del  derecho  de  gra- 
cia, una  condición  tacita  ó  sub  entendida  en 
todo  decreto  de  indulto. 

Para  terminar  este  informe  dentro  de  las 
proporcionesen  queel  infrascriptohacreído ne- 
cesario encerrarlo,  sólo  restaría  considi-rar  un 
punto,  también  muy  debatido  por  los  publicis- 
tas en  razón  de  su  importancii  manifiesta.  Bs 
el  de  saber  si  el  agraciado  por  el  indulto  puede 
aceptar  ó  rechazar  á  su  arbitrio  la  remisión  6 
conmutación  de  la  pena.  El  resumen  de  la  doc- 
trina sobre  la  materia  se  encuentra  expresado 
con  claridad  y  precisión  en  el  siguiente  párrafo 
de  las  Pnndectas  Francesas  (V.  Grace,  núme- 
ro 27),  con  expresión  de  los  autores  de  donde 
ha  sido  extraída:  "Casi  todos  los  tratadistas 
consideran  la  gracia  como  obligatoria  para  el 
condenado,  porque  éste  no  tiene  derecho  á  la 


pena;  sólo  está  obligado  A  sufrir  la  expiación, 
pero  sería  inadmisible  que  pudiese  reivindicar- 
la y  compeler  al  poder  publico  á  una  represión 
que  éste  juzga  contrariad  la  justicia  ó  á  la  uti- 
lidad social.  La  pena  pertenece  á  la  sociedad  y 
no  al  culpable.  Que  éste  nada  pida  y  que  pro- 
leste contra  la  sentencia,  he  ahí  su  derecho; 
pero  que  no  rehuse  la  gracia,  porque  la  gracia, 
como  la  pena,  le  alcanza  á  pesar  suyo".  Esto 
por  lo  que  hace  á  la  remisión  de  la  pena;  en 
cuanto  ála  conmutación, lamisma  obra(Kci- 
tado,  núm.  28)  se  expresa  así:  "La  cancille- 
ría ha  resuelto  la  cuestión  por  medio  de  una 
distinción.  La  gracia  es  obligatoria  cuando  á 
la  pena  de  muerte  sustituye  una  pena  corpo- 
ral, ó  cuando  á  una  pena  corporal  sustituye 
otra  pena  corporal  más  suave.  Por  el  contra- 
rio, no  podriaimponérsela  al  condenado  cuan- 
do crea  para  él  una  obligación  que  no  quiere  ó 
no  puede  cumplin"  De  lo  expuesto  se  sigue  que 
el  agraciado  por  el  indulto  no  podría  rehusar 
en  ningún  caso  la  remisión  total  ó  parcial  de 
In  pena,  y  que  la  conmutación  sólo  seria  obli- 
gatoria para  él  cuando  á  la  pena  impuesta  por 
la  sentencia  se  sustituye  otra  pena  legal  más 
suave. 

Con  lo  expuesto,  el  Fiscal  cree  haberllenado, 
en  la  medida  de  sus  facultades  y  dentro  de  los 
límites  propios  de  un  trabajo  de  este  género, 
la  misión  que  V.  E.  se  ha  servido  encomendar- 
le, de  preparar  el  estudio  de  la  consulta  que  el 
Excmo.  Tribunal  está  llamado  á  evacuar  al 
tenor  del  precedente  oficio. 

Santiago,  14  de  junio  de  1904.— Va/díés. 

Bxcma.  Corte: 

Después  de  evacuado  por  el  infrascripto  el 
dictamen  que  V.  E.  se  sirvió  pedirle  acer.'a  de 
la  cónsul  ta  del  Excmo.  Consejo  de  Estado  sobre 
la  facultad  del  Presidente  de  la  República  jiara 
conceder  indultos  en  forma  cojidicional,  el 
señor  Ministro  de  Justicia  ha  dirijido  á  V.  E., 
con  fecha  18  de  junio  último,  otra  comunica- 
ción, en  la  cual  expresa  que  el  Consejoha  teni- 
do á  bien  concretar  dicha  consulta  en  los  tér- 
minos siguientes:  "si  hay  algún  inconveniente 
legal  para  que  se  otorgue  el  indulto  de  la  pena 
de  presidio  ó  de  la  de  reclusión  con  la  condi- 
ción de  que  si  el  reo  agraciado  es  condenado 
más  tarde  por  un  nuevo  delito  deberá  cumplir 
la  parte  de  la  pena  primera  que  había  sido  ob- 
jeto del  indulto." 

Por  decreto  de  fecha  29  de  julio  V.  E.  ha 
mandado  pasar  también  en  informe  al  Fiscal 
esta  segunda  comunicación. 
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creto  supremo  que  concedió  el  indulto  en  la 
parte  que  lo  obliga  á  constituir  la  renta  TÍta- 
licia  de  la  Rferencia,  j  que,  en  consecuencia, 


En  su  dictamen  anterior,  el  infrascripto,  al 
ocuparse  de  las  diversas  formas  condicionales 
que  pueden  afectar  loa  indultos,  tomó  en  con- 
sideración, aunque  bajo  un  aspecto  general, 
las .  condiciones  resolutorias  y  revocatorias, 
para  llegar  á  la  conclusión  de  que  no  pueden 
tener  cabida  en  un  decreto  de  gracia.  Como  á 
esta  categoría  pertenece  la  especie  particular 
de  condición  sometida  ahora  al  estudio  de 
V.  E.,  muy  poco  habrá  que  agregar  á  lo  dicho 
en  aquel  informe.  , 

Segán  el  artículo  93  del  Código  Penal,  la 
responsabilidad  penal  se  extingue  por  el  indul- 
to, el  cual  remite  ó  conmuta  la  pena.  De  aquí 
se  sigue  como  consecuencia  precisa  que  la  res* 
poiisabilidad  penal  y  la  pena  extinguidas  por 
el  indulto  no  pueden  hacerse  efectivas  en  nin- 
gún tiempo  ni  por  motivo  alguno.  Para  ello 
existe  la  misma  imposibilidad  legal  que  se 
opondría  á  que  una  sentencia  condenatoria 
fuese  ejecutada  dos  ó  mas  veces,  puesto  que, 
según  la  referidadispostción,  el  indulto  produ- 
ce los  mismos  efectos  que  el  cumplimiento  de 
la  condena. 

De  consiguiente,  la  concesión  de  indultos  en 
la  forma  propuesta  en  la  última  consulta 
del  Excmo.  Consejo  de  Estado,  es  contraria 
al  precepto  citado  del  Código  Penal,  porque 
ella  envuelve  una  condición  resolutoria  ó  re- 
vocatoria, cuyo  evento  haría  cesar  los  efectos 
de  aquella  gracia,  que  son  inamovibles  y  per- 
petuos, y  vendría  á  hacer  revivir  una  pena  ex- 
tinguida, lo  que  es  jurídicamente  inadmisible. 

No  se  ocultan  al  infrascTÍpto  las  ventajas  que 
ofrecería  la  implantación  del  sistema  é  que  se 
re6ere  la  consulta  en  estudio,  puesto  que  llena- 
ría cumplidamente  los  dos  objetos  principales 
que  deben  tenerse  en  vista  en  todo  decreto  de 
indulto:  disminuir  el  rigor  excesivo  de  ciertas 
penas  con  relación  á  las  circunstancias  pecu- 
liares de  cada  caso,  que  el  legislador  no  haya 
podido  tomar  en  cnenta  al  prescribir  la  pena* 
lidad  de  tos  delitos,  y  propender,  al  mismo 
tiempo,  por  medio  de  la  clemencia,  á  la  regene- 
ración moral  del  delincuente,  Elindultoconcedi- 
doen  las  condiciones  que  indicael  Excelentísimo 
Consejo  de  Estado  sólo  produciría  sus  efectos 
mientras  el  agraciado  se  mantuviera,  por  su 
conducta  posterior,  en  situación  de  seguir  me- 
reciendo el  perdón,  y  desaparecería  en  cuanto 
se  hiciera  indigno  de  esta  gracia.  Sin  embargo, 
el  obstáculo  legal  que  se  opone  á  la  adopción 
de  la  medida  propuesta  es  manifiesto  y,  por  lo 
tanto,  sólo  el  legislador  podría  obviarlo  por 
medio  de  una  reforma  ó  aclaración  del  precep- 


debe  cesar  para  él  la  obligación  de  seguir  pa- 
gando esa  renta,  y  de  entregar  el  capital  de 
$  10.000  A  los  herederos  del  occiso,  debiendo 


to  de  la  ley  penal  á  que  se  ha  hecho  refe- 
rencia. 

Por  lo  demás,  el  sistema  que  el  Excmo.  Con- 
sejo de  Estado  querría  ver  establecido  entre 
nosotros  ha  sido  ya  implantado,  aunque  bajo 
una  forma  jurídica  diversa,  en  otros  países,  en 
los  cuales  han  podido  palparse  sus  ventajas. 
Esta  forma  es  la  de  la  condena  condicional, 
adoptada  en  Inglateria,  en  algunos  Piistados 
de  la  Unión  Americnna,  en  Francia  y  Bélgica. 

En  el  primero  de  estos  países  la  estableció 
la  ley  de  8  de  agosto  de  1887:  Probation  oí 
fírst  offenders  act.  En  virtud  de  esta  ley,  el  juez 
puede,  cuando  se  trate  de  delincuentes  prima- 
rios, acusados  por  delitos  que  se  castigan  á  lo 
más  con  dos  años  de  prisión,  decretar,  en  con- 
sideración á  los  buenos  antecedentes  del  cul- 
pado, á  su  juventud  ó  á  la  poca  gravedad  de 
la  infracción,  que  se  sobresea  en  el  pronuncia- 
miento de  la  pena  por  un  tiempo  determinado, 
mediante  el  compromiso  que  contrae  el  reo  de 
observar  buena  conducta.  Durante  este  plazo 
puede  el  juez  hacer  comparecer  al  culpable  é 
infligirle  la  condenación  suspendida. 

Análogo  sistema  fué  incorporado  en  la  legis- 
lación del  Estado  de  Massachusetts,  en  1869, 
para  los  delincuentes  menores  de  edad,  y  en 
1878  para  los  mayores,  con  la  diferencia  de 
que  la  legislación  americana  establece  un  Pro- 
bation ofScer,  6  funcionario  encargado  de  in- 
vestigarla conducta  observada  por  el  culpable 
sometido  á  prueba.  La  estadística  criminal  de 
la  ciudad  de  Boston  demuestra  los  benéficos 
resultados  que  se  han  obtenido  con  la  aplica- 
ción del  Probation  system. 

En  Francia,  la  ley  de  26  de  marzo  de  1891 
ha  introducido  en  el  derecho  penal  la  institu- 
ción del  sobreseimiento  en  la  ejecución  de  la 
pena,  que  puede  ser  acordado  por  el  juez  á  fa- 
vor de  un  delincuente  primario  condenado  á 
prisión  ó  multa.  Si  durante  los  5  años  siguien- 
tes el  culpable  no  es  condenado  de  nuevo,  que- 
da exento  de  la  pena  impuesta,  y  la  condena 
se  borra;  si,  por  el  contrario,  sobreviene  otra 
condena  durante  el  plazo  de  prueba,  la  segun- 
da sentencia  acarrea  como  consecuencia  la  eje- 
cución de  la  anterior. 

En  Bélgica  la  ley  de  31  de  mayo  de  1888 
contiene  disposiciones  casi  idénticas  á  las  de 
la  ley  francesa;  y  las  estadísticas  oficiales,  de 
que  hace  mérito  Mr,  Adolfo  Prins,  profesor  de 
Derecho  Penal  de  la  Universidad  de  Bruselas, 
en  su  obra  titulada  Science  Pénale  et  Droit  Po- 
sitif,  de  donde  han  sido  tomados  estos  datos, 
se  han  encargado  de  demostrar  la  bondad 
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además,  serle  devueltas,  dentro  deltercno  dia, 

las  pensiones  que  las  demandadas  han  percibi- 
do desde  lafecha  de  laconstituciónde  la  renta. 

Funda  esta  demanda  en  las  consideraciones 
siguientes: 

£1  Presidente  de  la  República  no  puede,  den- 
tro de  sns  facultades  ordinarias  «inferidas 
por  la  Constitución,  conmutarle  las  penas  de 
presidio  y  accesorias  por  la  constitución  de 
una  renta  vitalida  á  favor  de  determinadas 
personas,  porque  no  es  ésta  una  pena  estable- 
cida por  la  ley  que  pudiera  servir  para  cambiar 
por  otra. 

Tampoco  habría  podido  el  decreto  de  in- 
dulto, crear  derechos  á  favor  de  terceros  por 
estar  en  abierta  contravención  con  los  princi- 
pios del  Derecho  Público  Chileno.  Ni  aán  con- 
siderada la  obligación  de  constitufr  la  renta 
vitalicia  como  una  pena  de  multa,  tampoco 
seria  legal,  ni  por  su  cuantía,  ni  porque  se 
asignaba  á  favor  de  nn  particular.  Por  fin,  la 
aceptación  de  las  condiciones  en  que  fu£  conce- 
dido el  indulto,  fué  obra  de  la  fuerza,  ejercida 
en  los  términos  del  artículo  1456  del  Código 
Civil,  pues  se  le  puso  en  la  disyuntiva  de  per- 
der su  libertad  por  diez  ^ños,  ó  renunciar  á 
su  patria,  á  su  familia  y  á  su  hogar,  abando- 
nando en  absoluto  sus  intereses. 

Las  demandadas  piden  k  deseche  esa  de- 
manda, fundándose  en  que  Moreno  aceptó 
expresamente  las  condiciones  en  que  se  conce- 


del  sistema.  Consta,  en  efecto,  que  entre  132 
mil  casos  decondenas  condicionales  en  7  años, 
solo  en  4.000  ha  sobrevenido  reincidencia;  lo 
que  quiere  decir,  según  el  autor  citado,  qué 
únicamente  en  el  3%  de  esas  condenas  los  jue- 
ces no  han  aplicado  con  acierto  la  ley,  y  que 
en  el  97%  restante  ésta  ha  correspondido  ple- 
namente á  Ips  propósitos  del  legislador. 

El  écito  álcanzaldo  en  estos  países  mediante 
el  sistema  de  las  condenas  condicionales  se  ob- 
tendría entre  nosotros  por  medio  de  los  índut 
tos  condicionales  á  qne  alude  el  Excmo.  Con- 
sejo de  Bstado;  pero  esta  institución,  como  se 
ha  dicho,  solo  podría  deber  su  existencia  á  una 
ley  que  permitiera  ejercer  de  ese  modo  el  dere- 
chodegrac¡aque,en  términos  generales,  acuer- 
da al  Presidente  de  la  República  la  parte  15 
del  artículo  73  de  la  Constitución.  Una  ley 
bien  concebida  en  este  sentido  y  discretamente 
aplicada,  produciría  sin  duda  excelentes  frutos- 

Con  lo  expuesto  cree  el  Fiscal  haber  llenado 


dió  el  perdón,  sin  que  ahora  k  sea  Unto  re- 
tractarse. Por  lo  demás,  agregan,  para  ellas 
les  es  indiferente  que  se  Ies  pague  o  nó  esa 
renta  vitalicia,  queno  desean  ni  quieren;  y  qne 
prefieren  que  Moreno  cumpla  la  condena  que 
le  fué  impuesta  en  el  proceso  criminal,  ingre- 
sando á  la  Penitenciaría.  En  otro  escrito,  el  ca- 
rador de  la  menor  demandada  agregó  la  si- 
guiente connderación  de  fondo:  qne  nendo  la 
gracia  del  indulto  una  facultad  privativa  del 
Ejecutivo,  reconocida  por  la  Constitución,  no 
puede  el  poder  judicial  rever  lo  resuelto  por 
aquél. 

En  los  escritos  de  réplica  y  dúptica  las  par- 
tes insisten  en  sns  alegaciones. 

Estimándose  como  de  derecho  la  cuestión 
debatida,  se  citó  parfi  sentencia  y  con  fecha 
18  de  junio  de  1903  el  Juzgado  resolvió: 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 
1^  Que  la  Constitución  PoUtica  confiere  al 
Presidente  de  la  República,  entre  otras,  la  fa- 
cultad especial  de  conceder  indultos  particnla- 
res,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado; 

2^  Que  esta  facultad  se  ejercita,  sea  de  una 
mao^  ámplia,  relevando  Al  reo  de  toda  la 
pena  que  le  haya  sido  impuesta  por  los  Tri- 
bunales que  lo  juzgaron,  lo  qne  propiamente 
se  llama  indulto;  sea  en  nna  forma  limitada, 
cambiando  esa  pena  por  otra  mas  benigna, 
que  es  lo  que  se  llama  conmutación; 


el  propósito  de  V.  E.  al  someter  de  nuevo  á  su 
estudio  estos  antecedentes. 
Santiago,  1 1  de  agosto  de  1904.— Valdin. 


OPICIO  DB  LA  COKTB  KJPRBKA  AL  MINXSTBKIO 
DB  JUSTICIA 


Santiago,  19  de  agosto  de  1904.-.Para  eva- 
cuar la  consulta  que  el  Ministerio  de  Justicia, 
á  indicación  del  Bxcmo.  Consejo  de  Bstado,  se 
ha  servido  someterle,  esta  Corte  remite  á  la 
consideración  de  V.  S.  los  dictámenes  que  se 
han  pedido  á  su  Fiscal,  cuyas  opiniones,  en  lo 
relativo  á  la  concesión  de  indultos  condiciona- 
les, acepta  el  Tribunal. 

Dios  guarde  á  V.  S.— GaArie/  Gaete.—A\  se- 
ñor Ministro  de  Justicia. 
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3^  Qac  conriatiendo  taS  la  conmutación  en 
el  cambio  de  una  pena  por  otra,  la  determina- 
ción de  eata  líltrma,  tiene  que  hacerse  dentro 
de  la  claúficación  contenida  en  la  escala  penal 
respectiva;  ya  que  apartarse  de  ella  importa- 
ría atribuirse  la  facultad  de  dictar  penas  es- 
peciales, lo  que  es  privativo  del  poder  kjisla- 
tívo; 

4^  Que,  desde  el  momento  mismo  en  que  el 
Presidente  de  la  RepiÜblica  concede  esa  gracia 
del  indulto,  en  cualquiera  de  sus  dos  significa- 
ciones, se  extingue  la  responsabilidad  del  reo 
en  cuanto  á  la  pena  impuesta  por  los  Tribu- 
nales, quedando  sólo  obligado  á  cumplir  la 
mas  benigna  que  se  le  haya  señalado,  si  raque 
la  gracia  del  perdón  le  ha  sido  concedida  en 
forma  timitadOi  es  decir,  por  via  de  conmuta- 
ción; 

5^  Qae  la  aceptación  que  presta  un  reo  al 
procedimiento  condenatorio  seguido  en  su  re- 
beldía como  ausente,  es  ineñcaz  para  fijar  su 
responsabilidad  penal  por  el  hecho  que  ha  sido 
materia  de  ese  procedimiento,  puesto  que  el 
juicio  plcnario  no  sólo  tiene  por  objeto  el  cas- 
tigo del  culpable,  presunto  6  verdadero',  sino 
también  oír  los  descargos  de  éste  j  determinar 
los  antecedentes  y  los  móviles  del  crimen,  y 
afin  dedarar  su  inocencia,  si  llega  á  compro- 
barse; 

6*^  Que  tan  es  así,  que  la  ley  ha  establecido 
que  se  oiga  al  reo  ausente  en  cuanto  sea  apre- 
hendido, abriéndose  de  nuevo  el  procedimien- 
to; como  también  ha  prescripto  el  trámite  de 
la  consulta  de  la  sentencia,  que  aunque  con- 
sentida por  los  procesados  á  quienes  afecta, 
imponen  penas  que  exceden  ciertos  Hmites  en 
cuanto  á  la  privación  de  la  libertad  indivi- 
dual; 

7^  Que,  de  la  misma  manera,  la  ley  ha  con- 
siderado por  lo  general  Ín8n6ciente  para  con- 
denar en  materia  criminal  la  sola  confestón 
del  reo,  si  no  vá  acompañada  de  otros  ante- 
cedentes que  la  corroboren; 

8.'  Que,  en  conformidad  á  estas  considera- 
ciones, no  han  podido  surtir  efectos  ni  servir 
de  fuentes  de  obligaciones,  las  condiciones  dic- 
tadas por  el  Presidente  de  la  República  al 
conmutar  la  pena  que  la  justicia  ordinaria 
impuso  al  reo  don  Francisco  Javier  Moreno, 
exigiéndole  la  constitución  de  una  renta  vitap 

APUACIONES 


licta  y  el  pago  de  una  fuerte  suma  de  dinero, 
como  precio  de  su  libertad  y,  lo  que  es  más 
grave,  la  aceptación  del  procedimiento  conde- 
natorio dictado  en  su  rebeldfti,  como  ausente; 

9^  Que  el  hecho  de  que  el  reo  se  allanara 
por  su  parte  á  cumplir  con  esas  condidones, 
sobre  ser  una  consecuencia  obligada  de  la  si- 
tuación en  que  el  reo  se  encontraba,  en  virtud 
de  la  condena  que  lo  privaba  de  la  libertad 
indispensable  para  atender  á  sn  seguridad 
personal  y  sus  negocios,  no  habría  podido  dar 
al  decreto  del  Presidente  de  la  República  ana 
fuero  obligatoria  de  que  carecía  ante  la  ley; 

10.  Que  no  corresponde  á  la  justicia  ordi- 
naria dengnar  la  pena  que  haya  de  cumplir 
nn  reo  indultado,  cuando  resalte  ineficos  por 
cualquiera  causa  la  que  se  le  ha  dengnado  co- 
mo base  del  indulto;  y 

11.  Que  el  demandante  no  tiene  derecho  á 
exigir  la  devolución  de  las  pensiones  pagadas 
en  razón  tle  la  constitución  de  la  renta  vitali- 
cia, porque  ese  pago  se  ha  hecho  á  causa  de 
nnn  obligación  natural. 

Por  estos  fundamentos,  y  á  virtud  de.  lo 
dispuestoenlosartículos 124(133),  151  (160)^ 
de  la  Conatituriófl  Política,  1437  y  1470  del 
Código  Civil  y  21  del  Código  Penal,  se  declara: 
que  don  Francisco  Javier  Moreno  no  está  obli- 
gadoá  seguir  pagandoádofla  Beatriz  Baezav. 
de  Pavez  la  renta  vitalicia  dispuesta  por  «1 
Presidente  de  la  República  al  concederie  la 
gracia  del  indulto,  ni  tampoco  á  entregar  á 
los  herederos  de  ésta,  después  de  su  muerte  el 
capital  de  $  10.000  que  constituye  esa  renta. 
En  esta  forma  k  declara  qne  ha  lugar  á  la 
demanda  y  se  desecha  en  lo  demás — Antoaio 
Ibar. 

LaOorte: 

Santiago,  3  de  enero  de  1905  Vistos:  Acep-, 

tando  la  relación  de  hechos  de  la  sentencia 
apelada  y  considerando: 

1^  Que  del  proceso  criminal  qne  se  ordenó 
troerála  vista  durante  el  acuerdo  aparece  qne 
don  Francisco  Javier  Moreno,  fué  condraado 
á  diex  años  y  nn  día  de  presidio  mayor,  por 
sentencias  de  4  de  mayo  y  5  de  diciembre  de 
1899,  como  uno  de  los  responsables  del  homi- 
cidio de  José  Mercedes  Pavez,  en  calidad  de  reo 
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ausente  y  con  declaración  de  oírsele  cnando  se 
presentare  ó  fuere  habido; 

2^  Que  aparece  igualmente  que,  estando  di- 
cho proceso  en  el  mismo  estado,  se  dictó  el 
decreto  supremo  de  fecha  3  de  junio  de  1901, 
conmutando  la  pena  impuesta  al  citado  Mo- 
reno por  una  renta  vitalicia  que  debía  cons- 
tituir á  favor  de  la  viuda  y  herederos  del 
occiso,  sobre  un  capital  de  $  10.000  y  bajo  las 
demás  condiciones  que  en  él  se  expresan; 

3^  Que,  según  nuestro  sistema  de  enjuicia- 
miento criminal,  tratándose  de  reos  ausentes 
no  hay  condenación  á  firme,  por  cuanto  los 
efectos  de  las  sentencias  que  se  dictan  en  tales 
casos  quedan  suspendidos  por  el  hecho  déla 
presentación  6  aprehensión  de  los  condenados, 
á  quienes  hay  que  enjuiciar  nuevamente  y  pro- 
nunciar un  segundo  fallo,  confirmando  ó  mo- 
dificando el  antn-ior,  según  sea  el  mérito  de 
¡os  antecedentes  que  se  produzcan; 

49  Que  si  bien  el  artículo  73  (82)  de  la 
Constitución  Política  faculta  al  Presidente  de 
la  República  para  conceder  indultos  particu- 
lares con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  tal 
atribución  debe  ejercitarse  conforme  á  los 
principios  generales  de  jurisprudencia,  respec- 
to á  los  reos  condenados  por  nntencia  ejecu- 
toría, ya  que  sólo  puede  haber  perdón  de  las 
penas  que  realmente  han  sido  impuestas; 

5^  Que,  sin  entrar  al  examen  de  lasfaculta- 
des  que  haya  podido  tener  el  Presidente  de  la 
República  para  dictar  el  decreto,  las  cuales 
no  es  permitido  calificar  á  los  Tribunales  de 
Justicia,  hay  sin  embargo,  que  considerar  los 
efectos  legales  que  está  llamado  á  ptx>ducir  en 
los  litigios  que  con  ocasión  de  él  se  susciten 
entre  las  partes;  y 

6^  Que,  mirado  bajo  ese  aspecto  el  referido 
supremo  decreto,  no  es  bastante  para  exigir 
de  Moreno  el  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes que  ahí  le  fueron  impuestas,  desde  que 
ellas  se  establecieron  en  reemplazo  de  una  con- 
dena criminal  que  hasta  hoy  no  le  ha  sido 
aplicada  definitivamente. 

Por  estos  fundamentos,  y  visto  lo  dispuesto 
en  los  artículos  1437. 1445  y  1698  del  Códi- 
go Civil,  se  confirma  en  la  parte  apelada  la 
sentencia  de  fecha  18  de  junio  del  año  1903, 
sin  costas,  por  estimar  elTribimal  que  la  par- 


te demandada  ha  tenido  motivos  plansíblea 
para  litigar. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bcnavente. 
-Darío  Beaayeate.—B.  Castílh.—?ieñalÍCrux 
Cañas. 


Corte  de  Talca  14  de  mayo  de  1904 

Constant  de  Lacassié  con  Sepúlvedn 

Tercería  de  dominio.  -  Donación;  bie- 
nes muebles.— Sociedad  oonyuffal; 
haber. 

DocTSENA:— ¿os  bienes  muebíes  adqui- 
ridos por  la  majer,  aun  á  título  gratuito^ 
durante  el  matrimonio^  forman  parte  da 
haber  de  la  sociedad  conyugal,  ha  dispo- 
sición del  articulo  1726  del  Código  Civil 
según  la  cuallas  adquisiciones  hechas  á  ti* 
tulo  de  donación  se  agregarán  á  los  bienes 
del  cónyuge  donatario  y  no  aumentarán 
el  haber  sociaU  no  reserva  al  cónyuge  el 
dominiot  el  cual,  segán  el  hrtkalo  1725 
número  4"^  corresponde  A  lasociedadcon- 
yugal,  siendo  el  marido  considerado  due- 
ño  de  ellas  durante  el  matrimonio. 


Doña  Ana  Rosa  Constant  de  Lacassiéexpone 
que  en  la  ejecución  seguida  contra  su  esposo 
don  Pablo  Lacassié,  por  don  Calixto  Sepúlve- 
da,  ha  pretendido  éste  trabar  embargo  en  unos 
muebles  de  pertenencia  exclusiva  de  la  solici- 
tante, según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1726 
del  Código  Civil  y  lo  que  consta  de  las  escritu- 
ras públicas  de  donación  y  aceptación  que 
acompaña;  y  que  como  el  Código  de  Procedí* 
miento  Civil  preceptúa,  á  su  vez,  que  el  em- 
bargo se  trabe  en  bienes  del  deudor,  pide  se 
excluyan  de  él  loa  muebles  de  su  referencia. 

El  ejecutante  responde  que  no  hay  constan- 
cia de  que  esos  muebles  pertenezcan  á  la  peti- 
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ctonarin,  pues  lasescríturasacorapañadas  son 
sólo  una  declaración  hecha  con  posterioridad 
al  matrimonio,  que  no  tiene  el  carácter  de  do- 
nación ó  dote;  y  que  no  pueden  aceptarse  las 
escrituras  en  referencia,  ya  que  con  declaracio- 
nes parecidas  se  burlaría  á  todos  los  acreedo- 
res de  la  sociedad  conyugal,  por  lo  que  debe 
negarse  tugar  á  lo  pedido  de  contrarío. 

Con  los  antecedentes  expuestos,  se  dictó  la 
sentencia  de  primera  instancia: 

Considerando: 

1^  Que  sea  que  la  señora  Constanthaya  ad> 
quindo  los  muebles  de  que  se  trata  antes  ó 
después  de  su  matrímonio  con  el  ejecutado,  se- 
ñor Lacassié,  ellos  componen  el  haber  de  la 
sociedad  conyugal,  conforme  A  lo  dispuesto  en 
el  número  4^  del  artículo  1725  del  Código  Ci- 
vil, que  dice:  "7^  de  las  cosas  fungibles  y  espe- 
cies muebles  que  cualquiera  de  los  cónyuges 
aportare  al  matrímonio  ódurante  él  adquirie- 
re, quedando  la  sociedad  obligada  á  restituir 
su  valor,  según  el  que  tuvieron  al  tiempo  del 
aporte  ó  de  la  adquisición"; 

2^  Que  sí  bien,  según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1726  del  mismo  Código,  las  adquisicio* 
nes  hechas  por  cualesquiera  de  los  cónyuges  A 
título  de  donación  deben  agregarse  A  los  bie- 
nes del  cónyugedonatario,  tal  agregación  sólo 
debe  hacerse  en  valor,  á  fin  de  que  la  sociedad 
los  haga  suyos,  puesto  que  si  la  donataría 
conservase  también  el  dominio  en  especie  de 
los  muebles  reclamados,  quedaría  sin  efecto  la 
citada  disposición  de  número  4>^  del  artículo 
1725;  y 

3"  Que,  según  el  artículo  1750  de  dicho  Có- 
digo,  "el  mando  es,  respecto  de  terceros,  due- 
ño de  los  bienes  sociales  como  si  ellos  y  sus 
bienes  propios  formaran  un  solo  patrímonío, 
de  manera  que  durante  la  sociedad  los  acree- 
dores del  marido  podrían  perseguir  tanto  los 
bienes  de  éste  como  los  bienes  sociales",  se  re- 
voca la  sentencia  apelada  de  30  de  abñl  del 
año  próximo  pasado,  y  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  lo  pedido  por  doña  Ana  Rosa  Cons- 
tant  de  Lacassié  en  su  escríto. 

Acordadacontrael  voto  del  señor  Presidente 
Urrutia  que  estuvo  por  confirmar  la  sentencia 
apelada. 

El  señor  Ministro  Herrera  tuvo  además  pre- 


sente para  revocar,  los  fundamentos  que  con- 
signa en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Montero. 
—F.  üxrutia.^J.C,  Herrera  F.  Román  Blan- 
co.— Af.  Montero. 

VOTO  BSPKCIAL 

Kn  el  juicio  seguido  por  doña  Ana  Rosa 
Constant  con  don  Calixto  J.  Sepúlveda,  sobre 
embargo  de  bienes,  el  que  suscribe  ha  tenido 
además  presente  para  revocar  la  sentencia 
apelada  los  siguientes  fundamentos: 

El  artículo  1726  del  Código  Civil  tiene  por 
objeto  establecer  el  dominio  de  las  adquisicio- 
nes hechas  porcualquíerade  los  cónyuges  A  ti- 
tulo de  donación,  herencia  ó  legado,  ó  sea,  á 
quien  pertenecen  los  bienes  adquiridos  por  es- 
tos títulos  al  tiempo  de  la  adquisición  para 
determinar  los  derechos  del  adquirente  du- 
rante la  sociedad  conyugal  ó  cuando  ésta  se 
disuelva;  pero  rigiendo,  por  lo  demás,  las  dis- 
posiciones del  artículo  anterior,  según  el  cual 
entran  á  componer  el  haber  social  los  dineros 
y  cosas  fungibles  y  especies  muebles  que  cual- 
quiera de  los  cónyuges  adquiriere,  quedando 
obligada  la  sociedad  á  restituirsu  valor  según 
el  que  tuvieron  al  tiempo  de  la  adquisición,  y 
equiparados  estos  bienes  á  los  aportados  al 
matrimonio  de  la  misma  clase,  pues  á  unos  y 
otros  los  coloca  en  igual  condición. 

A  este  respecto  debe  observarse  que  los  ar- 
tículos 1726  y  siguientes  hasta  el  1738  consig- 
nan reglas  concernientes  á  los  bienes  que  se 
adquieran  durante  el  matrimonio,  establecien. 
do  cuáles  pertenecen  á  la  sociedad  conyugal  y 
cuáles  á  cada  cónyuge;  de  este  modo  se  com- 
pleta la  di&posición  del  artículo  1725,  que  en 
los  números  2^,  3^  y  4^  habla  en  términos  ge- 
nerales de  las  adquisiciones  que  cualquiera  de 
los  cónyuges  hiciera  durante  la  sociedad  con- 
yugal, con  obligación  de  restituir  su  valor; 
pero  esto  no  sucede  respecto  de  todas  las  ad- 
quisiciones sino  solo  de  las  que  los  artículos 
siguientes  consideran  de  pertenencia  del  cón- 
yuge adquirente  y  como  si  hubieran  sido 
aportadas  al  tiempo  del  matrimonio.  Por  eso 
estas  y  aquéllas  las  contempla  la  ley  en  igual 
condición  en  los  citados  números  3^  y  4^,  que 
dicen:  "del  dinero  que  cualquierade  los  cónyu- 
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ges  aportare  al  matrimonio,  ó  durante  él  ad- 
quiriere  esto  es,  que  le  pertenezca,  según 

los  artículos  y  qne  est^,  por  consiguiente,  en 
la  misma  situación  que  las  aportadas.  Hay, 
pnes,  períecta  armonía  entre  las  disposiciones 
citadas  y  las  unas  esplican  el  alcance  de  las 
otras. 

Talca,  14  de  marzo  de  1904.—/.  C.  Herrera. 


Corte  de  Concepción.— 18  de  junio  de  19M 

González  con  Kioseco 

Julolo  cdeoutlvo.— Aoolón  mneble — 
Doralollio. -Cambio  de  domicilio.— 
Inoompetenoia. 

Doctrina:— Siirntfo  ¡a.  acciónentabíada 
de  las  que  se  reputan  muebleSy  es  compe- 
tente para  conocer  deJ  juicio  el  Juezdeí 
lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación^ 
que  lo  es  el  del  domicilio  del  deudor  al 
tiempo  de  constituirse  la  obligación,  si 
no  se  ha  estipulado  lagar  para  el  pago. 

Si  se  hubiera  mudado  el  domicilio  del 
deador,  entre  la  celebración  del  contrato 
y  el  pago,  éste  debe  siempre  hacerse  en 
el  lugar  que  sin  estamudanxa  correspon- 
dería, salvo  el  acuerdo  de  las  partes;  de 
modo  que  es  incompetente  el  Jaez  del  ac- 
tuál  domicilio  del  demandado. 


Bn  14  de  mayo  de  1903  se  presentó,  ante  el 

Juzgado  de  La  Florida,  don  EHseo  Quintana, 
mandatario  de  don  Busebio  González  B.,  abo- 
gado y  Defensor  de  Menoresde  Valdivia  y  do- 


miciliado en  dicha  dudad,  exponiendo:  qne, 
según  el  documento  que  acompaña,  don  Ber- 
nardo Rioseco  le  adeuda  á  mi  mandante  la 
suma  de  $  350,  de  plazo  Tencído,  mils  los  in- 
tereses del  10  **/o  anual;  y  que  se  despache 
mandamiento  de  embargo  contra  los  bienes 
del  deador  por  el  capital,  intereses  y  costas. 

Con  el  mérito  de  la  escritura  se  despachó 
mandamiento  de  embargo  contra  el  deador  y, 
requerido  de  pago,  expuso  que  no  p^aba  por 
razones  que  oportunamente  expondría. 

El  mismo  día  se  presentó  deduciendo  la  ex- 
cepción de  incompetencia  del  Juz^do  para  co- 
nocer de  este  asunto,  fundándose  en  que  la 
obligación  se  contrajo  y  debió  cumplirse  fuera 
de  este  departamento  y  que,  por  consiguiente, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  216  de 
la  ley  oi^gánica,  este  negocio  no  era  de  la  in- 
cumbencia del  Juigado;  y  que,  en  consecaen- 
cia,  pedía  se  suspendiera  la  ejecudón,  conde- 
nando en  costas  al  ejecutante. 

Confirrído  traslado  á  la  parte  de  González, 
el  mandatario  de  éste  pidió  que,  con  el  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  1588  del  Código 
Civil,  se  desechara  la  excepción  de  incompe- 
tencia deducida  por  el  señor  Rioseco  y  se  de- 
clarara que  este  Juzgado  era  competente,  con 
costas,  deduciendo  en  el  primer  otrori  de  didio 
escrito  el  recurso  de  apeladón  para  el  caso  que 
el  Juzgado  denegara  la  petición  hecha  en  lo 
principal  de  su  escrito. 

Con  fecha  5  de  noviembre  de  1903,  el  Juzga- 
do declaró  admínble  la  excepción  y  estimando 
innecesario  redbir  la  causa  á  pmeba  para  re- 
solver, pidió  los  autos  para  sentencia,  y  al  dia 
siguiente  resolvió: 

Con  lo  reladonado  y  teniendo  presente: 

1^  Que  el  título  que  ha  servido  de  base  á  esta 
ejecución  es  la  escritura  pública,  de  la  cual 
consta  que  don  Bernardo  Rioseco,  domicilia- 
do en  Valdivia,  se  constituyó  deudor  de  don 
Eusebio  González  Bustamante  de  la  suma  de 
$  350  que  le  adeudaba  por  ciertos  arreglos 
que  con  éste  había  tenido; 

2^  Que,  como  queda  dicho  en  el  consideran- 
do anterior,  el  Secutado  don  Bernardo  Riose- 
co, al  otorgar  la  escritura,  estaba  domiciliado 
en  Valdivia  y  al  exigírsele  el  pago  se  hallaba 
domiciliado  en  esta  ciudad,  como  el  ejecutan- 
te lo  reconoce; 
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3^  Que,  siendo  la  acción  entablada  de  las 
que  te  reputan  muebles  con  arreglo  al  artScn- 
lo  580  del  Código  Civil,  es  competente  para 
conocer  del  juicio  el  Juez  del  lugar  donde  debe 
cumplirse  la  obligaáón,  según  lo  eitablecido 
en  los  artículos  1687»  1588  y  1589  del  mismo 
Código; 

4*  Que  no  habiéndose  estipulado  en  la  etcri- 
tora  logar  para  el  pago,  éste  ha  debido  hacer- 
se en  el  domicilio  del  deudor,  que  era  Valdivia, 
según  el  inciso  2^  del  artCculo  1588; 

5*  Que,  conforme  al  artículo  1589  del  Códi- 
go. Civil,  si  hubiere  mudado  de  domicilio  el 
deudor  entre  la  celebración  del  contrato  y  el 
pago,  que  es  el  caso  de  que  se  trata  en  el  pre* 
senté  juiáo,  se  hará  siempre  el  pago  en  el  lu- 
gar  en  que,  sin  esa  mudanza,  correspondería, 
salvo  que  las  partes  dispongan,  de  común 
acuerdo,  otra  cosa; 

6^  Que  las  partes  no  han  llegado  &  este 
acuerdo  y  con  lo  preceptuado  en  los  artículos 
1588  y  1589  del  Código  Civil  y  lo  expuesto  en 
los  considerandos  anteriores,  el  pago  ha  debi- 
do hacerse  en  Valdivia  y,  en  consecuencia,  el 
Juez  competente  para  conocer  en  este  juicio  es 
también  el  de  Valdivia. 

Por  estos  fundamentos  y  las  disposiciones 
legales  citadas  y  lo  preceptuado  además  en  el 
artículo  216  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875 
y  en  los  artículos  489  y  492  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara:  que  se  absuel' 
ve  al  ejecutado  don  Bernardo  Rioseco  y  se 
condena  en  las  costas  al  ejecutante  y,  en  con- 
secuencia, álcense  las  prohibiciones  una  vez 
que  cause  ejecutoria  esta  sentencia. 

Prov^endo  la  apelación  deducida,  concéde- 
se el  recurso  y  elévense  los  autos  al  Iltmo.  Tri- 
bunal con  citación  y  emplazamiento  de  las 
partes.— Francesco  A.  Moreno  V. 

La  Oorte: 

Concepdón  18  de  junio  de  1904._Se  conúr- 
ma,  con  costas  del  recurso,  la  sentencia  apela- 
da de  6  de  noviembre  de  1903.—  E,  Egañu.-^ 
Sxcqml  Figaeroa  Lagos»— ftuh  David  Crog, 


15f) 

Cotte  de  Concepci6a.-~30  de  junio  de  1904 

Hutt  con  Monjatve 

Pagaré. -Endoso;  valor  recibido;  oo- 
misión  de  cobranza.— Falta  de  per- 
sonalidad para  demandar. 

Doctrina:— Í7a  pagaré  que  no  esáta  > 
orden  no  es  transferible  por  ¡a  vía  del  en- 
doso. 

El  endoso  por  "valor  recibido"  ímpoT' 
ta  una  simple  comisión  de  cobranza  que 
no  transfiere  la  propiedad  del  pagaré  en- 
dosado. 

El  endosatario  carece  de  derecho  para 

demandará  sa  nombre  jr  en  el  carácter 

de  dueño  un  pagaré  endosado  en  esta 
forma. 


Don  Germán  Hutt  dice:  que  don  Manuel 
Monsalve,  ya  finado,  le  adeuda  el  valor  del 
documento  que  acompaña,  el  que,  liquidado, 
arroja  un  saldo  á  su  favor  de  $  418; 

Que  la  deuda  proviene  de  la  escritura  de 
compraventa  que  también  acompaña,  cele- 
brada entre  don  Homero  é  Hijos  y  don  Ma- 
nuel Monsalve,  el  21  de  abril  de  1894; 

Que,  como  nohaobtenído  el  pago  de  la  deu- 
da, habiendo  fallecido  el  deudor,  demanda  á 
ans  herederos,  representados  por  su  viuda 
doña  Viviana  Noriega  y  sus  hijos  Elena,  Teó- 
filo, Maximiliano,  Juan,  Benito,  Mauricio, 
Aníbal,  Viviano,  Germán,  José  Manuel,  Car- 
los y  Blanca  Ceferina  Monsalve;  y  pide  que, 
dentro  de  tercero  día,  le  paguen  la  suma  ex* 
presada,  intereses  y  costas. 

Don  Fia  vio  Gómez,  contestando  por  los  de- ' 
mandados,  dice:  que  sn  parte  nada  debe  al 
demandante  ni  á  don  Homero  é  Hijos  y  niega 
la  autenticidad  del  docnnwnto  con  que  ae  les 
demanda. 

Agrega  que  don  Germán  Hntt  carece  de  per» 
sonería  para  demandar,  porque  el  endoso  que 
■ele  ha  hecho 'del  documento  sólo  importa 
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una  simple  comisión  de  cobranza,  circunstan- 
ciaque  alegaparaqne,é8ti  tiempo,  se  tome  en 
consideración. 
El  Juzgado  falló: 

Union,  febrero  9  de  1902  Considerando: 

Que  el  endoso  del  documento  hecho  á  don 
Germán  Hutt  expresa  que  es  por  valor  recibi- 
do y,  en  consecuencia,  el  crédito  le  ha  sido 
transferido  en  dominio; 

Que  la  devolución  del  documento  hecha  por 
don  Olegario  Bastidas  con  la  nota,  está  en 
forma,  pues  el  endoso  que  á  éste  había  hecho 
don  Germán  Hutt  importaba  sólo  una  comí- 
sión  de  cobranza; 

Que  consta  de  la  escritura  pública  que  corre 
en  autos  que  don  Manuel  Monsalve  quedó 
adeudando  á  don  Homero  é  Hijos  la  suma  de 
$  1.500,  parte  del  precio  <le  la  venta  que  éste 
hizo  á  aquel  de  unas  acciones  y  derechos  en  los 
fundos  "Tollico"  y  "Collico"  de  este  departa- 
mento, por  cuya  cantidad  firmó  un  documen* 
to  á  plazo; 

Que  don  Darío  Díaz,  que  firmó  á  ruego  de 
Monsalve  el  documento  de  que  se  trata,  ha  re- 
conocido sn  firma  y  ha  expuesto  que  el  docu- 
mento fué  otorgado  &  virtud  de  lo  estipulado 
en  la  escritura  de  que  se  ha  hecho  mención; 

Que  el  documento  tiene  la  misma  fecha  de 
la  escritura  y  está  otorgado  en  papel  sellado 
del  mismo  año  y  don  Darío  Díaz,  que  lo  firmó, 
es  uno  de  los  testigos  instrumentales  de  la 
susodicha  escritura  pública; 

Que  todas  estas  circunstancias  constituyen 
presunciones  graves,  precisas  y  concordantes 
para  establecer  los  hechos  en  que  se  basa  la 
demanda. 

Y  de  conformidad  con  lo  prescrípto  en  los 
artículos  1698, 1706  y  1712  del  Código  Civil, 
se  declara  que  ha  IngAr  á  la  demanda,  debien- 
do pagarse  los  intereses  estipulados  desde  la 

fecha  de  la  contestación  de  la  demanda  San- 

huexa. 


Que  el  pagaré  no  es  á  la  orden  y,  por  lo  tail- 
to,  no  es  trasmisible  por  la  vía  del  endoso: 

Que  aunque  fuera  trasmisible  por  ese  medio 
en  el  presente  caso  don  Germán  Hutt  no  ha 
adquirido  la  propiedad  de  dicho  pagaré,  por 
no  expresarse  en  ese  endoso  si  el  valor  ha  sido 
recibido  en  dinero  efectivo,  mercaderías  6  en 
cuenta; 

Que  importando,  en  consecuencia,  una  sim- 
ple comisión  de  cobranza  el  endoso  hecho  en 
el>recordado  pagaré  á  favor  del  expresado 
don  Germán  Hutt,  no  ha  tenido  derecho  para 
exigir  el  pago  á  nombre  propio  y  en  el  carác- 
ter de  dueño. 

Y  de  conformidad  con  lo  prescrípto  en  los 
artículos  658  y  660  del  Código  de  Comercio, 
se  revoca  la  sentencia  de  9  de  febrero  de 1902, 
y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  ta  demanda, 
sin  peijuicio  de  otros  derechos  que  se  puedan 
hacer  v^ler  por  quienes  corresponda  en  la  for- 
ma que  vieren  convenirles. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cruz.— 
Juan  N.  Parga.—Bxequiel  Figmroa  Lagos.— 
Luis  David  Crux. 


Corte  de  ¡a  Serena.— 22  de  julio  de  1904 
Muñoz  y  otro  con  ürtiz 

Querella  de  amparo.  ~  Posesión  del 
suelo.— Oomunldad 

Doctrina:— La  posesióndel  suelodehe 
probarse  por  hechos  positÍYOS  de  aque- 
llos á  que  da  derecho  el  dominio. 

Entre  comuneros  no  proceden  las  ac- 
ciones posesorias  (1). 


La  Oorte: 

Aceptando  la  parte  espositiva  de  la  senten- 
da  apelada;  y 

Teniendo  en  consideración: 


Don  Julio  Villarroel,  por  don  Amador  Mu- 
ñoz, don  Juan  Muñoz  y  doña  Celestina  Cor- 

(1 )  Los  Ministros  Beñores  Abales  y  CAdti  se  fon- 
daron,  además,  en  qne  no  hay  prescripción  entre 

oomiineros,  sejjún  los  principios  que  se  deducen  de 
loa  artículos  718  y  2504  del  Código  Civil  y  en  qac 
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tés,  residentes  en  la  subdelegación  de  In  Ca- 
nela y  de  profesión  agricultores,  dice:  que  sus 
mandantes  están  en  posesión  tranquila  y  no 
interrumpida  de  unos  terrenos  ubicados  en 
la  comunidad  de  los  Tomes,  de  la  subdelega- 
ción de  la  Canela  del  departamento  de  Illapel 
por  espacio  de  muchos  años,  pero  que  don 
Juan  Ortiz  arbitrariamente  está  cerrando, 
con  una  cierra  de  ramas  y  pirca,  la  parte  del 
terreno  que  corresponde  á  sus  representados 
en  la  comunidad,  prindpiando  este  trabajo 
del  portezuelo  llamado  de  la  Mina  y  va  con 
este  trabajo  llegando  hasta  la  parte  sur  de 
la  quebrada  de  las  Maulinas;  de  manera  que 
Ortiz  tiene  á  sus  mandantes  encerrados  y  pri- 
vados de  trabajar  tranquilamente  sus  pose- 
siones en  el  campo  comtin,  porque  ha  invadi- 
do todo  el  frente  de  sus  propiedades. 

Que  aun  más:  Ortiz  hace  rodeo  de  los  ani- 
males que  pertenecen  á  sus  mandantes,  los 
encierra  en  un  corral  y  en  seguida  los  suelta 
para  que  se  vayan  á  pastar  á  fundos  ajenos, 
con  el  exclusivo  objeto  de  perjudicar  á  sus 
representados  en  la  posesión,  uso  y  goce  en 
que  injustamente  han  sido  perturbados  por 
don  Juan  Ortiz;  se  les  ampare  y  se  condene  á 
éste.á  la  indemnización  de  los  peijuicios  cau- 
sados 7  las  costas  de  esta  causa  y  se  le  aper- 


según  el  artículo  917  do  puede  haber  aceión  poseso- 
ria sobre  laa  ooias  qne  no  pueden  ganarse  por  pres- 
orípción.  Rste  oonñderando  no  foé  aceptado  por  el 
fiical  señor  Mourenl,  con  razón  ¿nuestro  juicio, 
pues  el  artículo  917  no  es  aplicable  al  caso  que  se 
trataba  de  resolver. 

Nuestro  Código  no  contiene  una  disposición  ex- 
presa qne  diga  qne  entre  oomnneroe  no  ha;  pres- 
cripción Ó  que  se  suspenda  entre  ellos,  como  lo 
dice,  por  ejemplo,  respecto  de  los  cónyuges:  pero 
ea  evidente  qne  un  comunero  que  invoca  su  caricter 
de  tal,  no  podría  prescribir  contra  otro  comunero, 
ya  qne  en  el  hecho  reoonooe  qne  sn  posesión  no  es 
exclusiva  y  la  prescripción  supone  posesión  excln- 
yente.  Del  mismo  modo,  nn  arrendatario  no  pnede 
prescribir  contra  el  propietario. 

Más  uno  y  otro  podrían  prescribir  desde  el  mo 
mentó  en  qne,  dejando  ¿  un  lado  ese  título,  preten- 
dan posesión  y  posesión  exelnsiva  Así  los  herede- 
ros  de  nn  comnoero  que  se  dan  por  dnefloa  de  la 
cosa  qne  éste  poseía  en  común  podría  prescribir. 

No  es  posible,  por  lo  mismo,  aplicar  el  artículo 
917  que  se  refiere  á  las  cosas  imprescriptibles  por 
natnnleis. 


ciba  con  la  multa  ó  prisión  que  el  Juzgado 
estime  conveniente  para  que  en  adelante  se 
abstenga  de  semejantes  actos. 

Se  citó  á  las  partes  á  la  audiencia  del  5^ 
día  hábil  después  de  la  notificación  del  quere- 
llado, como  lo  dispone  el  artículo  704  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 

Don  Juan  Ortiz,  agricultor  y  domiciliado 
en  la  subdelegación  de  la  Canela,  dice:  "los 
trabajos  que  estoy  ejecutando  como  adminis- 
trador de  doña  Leonor  Olguín  son  la  recons- 
trucción de  una  cerca  que  forma  parte  de  una 
encierra  llamada  Los  Quillayes,  que  divide 
los  Tomes  Altos  de  los  Tomes  Bajos,  encierra 
que  tiene  más  de  20  años  de  existencia,  que 
posee  la  señora  Olguín  y  cuyo  cierro  en  la 
parte  que  se  construye  actualmente  fué  dete- 
riorado en  parte  por  la  acción  del  tiempo  y 
destruido  poco  después  por  tin  incendio  en 
una  extensión  como  de  6  cuadras  más  ó  me- 
nos y  sobre  cuyo  incendio  ha  hecho  denuncia 
al  Juzgado. 

"Aunque  tengo  derecho  como  comunero  en 
la  estancia  de  la  comunidad  de  los  Tomes 
Bajos,  donde  talvez  sean  comuneros  los  que- 
rellantes, no  he  ejecutado  los  rodeos  y  demás 
actos  que  se  indican  en  la  querella:  me  he  li- 
mitado sólo  á  impedir  qne  los  animales  de  di- 
versos individuos  y  comuneros  penetren  en  la 
encierra  de  la  señora  Olguín  á  hacer  daños  éa 
sus  sementeras. 

"Para  justificar  los  hechos  expuestos  en 
este  escrito  y  al  mismo  tiempo  la  falsedad  de 
ser  comuneros  los  querellantes  en  el  fundo 
Tomes  Altos  que  alcanza  hasta  la  quebrada 
de  las  MAulinas  por  el  lodo  sur,  que  es  el  pun- 
to por  donde  pasa  en  su  mayor  parte  la  cerca 
y  pirca  que  forma  la  encierra  de  Los  Quilla- 
yes, acompaño  la  lista  de  testigos  qne  pres- 
cribe el  artículo  706  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil. 

El  querellante  tachó  á  los  siguientes  testi- 
gos: á  Filanor  Vivanco,  por  tener  íntima 
amistad  con  Juan  Ortiz,  por  cuanto  tienen  ne- 
gocio en  compañía  entre  ellos;  á  Pedro  Fran- 
cisco Molina,  por  ser  íntimo  amigo  con  Ortiz 
y  prestarse  mutuamente  servicios;  á  Ernesto 
Godoy,  por  ser  íntimo  amigo  de  Ortíz  y  so- 
brino de  la  mujer  de  éste;  y  á  Froilán  Roj'», 
por  ser  inquilino  de  Ortiz,  dependiente  de  éste, 
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pagarle  arriendos  y  notarse  mucha  intimi- 
dad entre  ellos. 

Se  ordenó  se  tuviesen  por  opuestas  las  te- 
chas y  se  recibiesen  ft  prueba. 

El  Juzgado  de  lUapcI,  con  fecha  24  de  no* 
Tiembre  de  1903,  £all6: 

Considerando  en  orden  á  las  tachas: 

Que  las  tachas  opuestas  no  han  sido  jastifi- 
(udas,  por  lo  que  no  deben  tomarse  en  cuenta, 
por  cuanto  no  se  ha  probado  que  los  testigos 
á  quienes  se  ha  tachado  reúnan  las  condicio- 
nes tachables  que  se  indican  más  arriba. 

En  consecurncia,  se  declara  que  en  esta  cau- 
sa debe  considerarse  las  declaraciones  de  los 
testigos  presentados  por  ambas  partes. 

Considerando  en  cuanto  á  la  cuestión  prin- 
cipal que  se  ha  debatido  en  este  expediente: 

1^  Que  con  la  prueba  rendida  se  ha  acredi- 
tado que  los  Tomes  es  un  solo  fundo  y  una 
sola  comunidad,  de  la  que  son  comuneros  los 
querellantes  y  querellados; 

2^  Que  se  ha  probado  que  en  la  comunidad 
de  los  Tomes  don  Juan  Ortiz  hace  traba- 
jos que  perjudican  á  los  querellantes,  quitán- 
dola terrenos  de  que  están  en  posetión,  ence- 
rrándoles animales  y  estrechándolos  fuera  de 
ias  pertenencias  que  ocupan;  y 

Qae  en  una  comunidad,  todos  los  comu- 
neros tienen  derecho  á  gozarde  lacomunidad, 
sin  que  á  uno  les  sea  lícito  privar  á  los  otros 
comuneros  del  bien  comfin,  como  lo  hace  el 
querellado. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
918,  926  y  927  del  Código  Civil  y  artículos 
703.  714  y  715  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  querella. 

Se  condena  en  costas  al  querellado. 

No  ha  lugar  al  apercibimiento  solicitado  en 
el  escrito  de  querella. 

Se  dga  al  querellado  á  salvo  el  ^ercicio  de 
la  acción  ordinaria  que  le  corresponde  con 
arreglo  á  derecho. 

-  Las  notificaciones  se  harán  en  la  forma  que 
determina  el  articulo  61  del  Código  en  r^ 
rencia,— fioafibe/o  ConeA  B, 


La  Corte: 

Serena,  22  de  julio  de  1904.— Vistos:  repro- 
dudendo  la  parte  expositiva  de  la  sentencia 
apeladl^  y 

Considerando: 

Que  los  querellantes,  aparte  de  no  haber  de- 
terminado en  forma  cual  es  el  predio  en  don- 
de sesuponen  ejecutados  los  actos  que  han  mo- 
tivado la  querella,  no  han  probado  la  pose- 
sión del  suelo  del  campo  comün  en  que  piden 
se  les  ampare,  por  hechos  positivos  de  aque- 
llos á  que  da  derecho  el  dominio,  como  lo 
exige  el  artículo  925  del  Código  Civil; 

Que,  además,  sosteniendo  los  mismos  quere- 
llantes que  son  comuneros  en  dicho  predio  con 
el  querellado  ó  su  representado,  no  proceden 
en  derecho  las  acciones  posesorias  instaura- 
das. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  del 
referido  Código,  se  revoca  la  sentencia  de  24 
de  noviembre  último,  y  se  declara  sin  lugar  la 
querella,  sin  perjuicio  de  otras  acciones  que 
competan  á  los  querellantes  y  que  puedan  ha- 
cer valer  en  la  forma  que  vieren  convenirles. 

Los  señores  Abalos  y  Cádiz  tienen  además 
presente  que  como  se  deduce  de  los  principios 
establecidos  por  los  artículos  718  y  2504  del 
Código  Civil,  no  hay  prescripción  entre  le» 
partícipes  de  una  cosa  común;  y  que,  como  lo 
preceptúa  el  artículo  917  del  mismo  Código, 
no  puede  haber  acción  pesesoria  sobre  las  co- 
sas que  no  pne  den  gonarse  por  prescripción. 

Acordada  con  el  voto  de  los  señores  Minis- 
tros Abalos,  Cádiz  y  Fiscal  señor  Monreal, 
llamado  A  dirimir  el  empate  que  se  produjo  en 
la  primera  vista  de  la  causa,  y  contra  el  voto 
del  señor  Presidente  Gómez  Herreros  y  Minis- 
tro señor  Herrera,  quienes  estuvieron  por  la 
conBrmación  de  la  sentencia  apelada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Abalos.— 
Eduardo  Gómet  Herreros,^ Maximüiaao B. 
Abalos.— Felipe  Herrera,— Daohl  Cádu—R, 
Monreal  M. 
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JURISPRUDENCIA 

SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Coi  te  de  Ja  Serena  10  de  mayo  de  1904 

Marineros  del  buque  mercante  Amphítríte 
con  su  capitán  Gamboni  Mazzitelli 

Contrato  de  enganohe  en  el  extranje- 
ro—Oobro  de  salarlos  en  CMle.—In. 
oompetencla  del  Juez  chileno:  nuli- 
dad; medida  disciplinaria. 

Doctrina:— Traíáníf ose  de  ua  contra- 
to de  enganche  celebrado  en  país  extran- 
jeto  y  de  e&ctos  exigibhs  solo  en  el  ex- 
tranjerot  principalmente  en  lo  relativo  al 
cobro  de  salarios,  el  fue*  del  puerto  chik' 
aoea  queseencuentre  nn  baque  mercante 
extranjero  no  es  competente  para  cono- 
cer de  un  juicio  sobre  cobro  de  salarios 
promovido  ante  él  por  tres  marineros  de 
dicho  buque  contra  élcapitán  delmismo. 

Es  doctrina  de  derecho  internacional 
generalmente  aceptada  la  desusWastal 

APlUJiCIONtS 


juzgamiento  de  las  autoridades  locak^ 
las  diierencias  que  ocurran  en  un  buque 
mercaste  extranjero  entre  ¡a  gente  de  mar 
y  élcapitán,  decaalqakra  naturaleza  que 
sean,  siempre  que  ellas  no  afecten  la  tran- 
quilidad ni  los  intereses  de  la  nación  en 
que  se  producen. 

Correspondiendo  á  los  Tribunales  de 
Justicia  velar  por  el  Sel  cumplimiento  de 
las  leyes  en  el  orden  judicial,  no  puede 
serles  extraña  la  facultad  de  ordenar, 
^ntro  de  la  es&ra  de  sus  atribuciones, 
las  medidas  que  estimen  conducentes  á 
la  estricta  observancia  de  las  prácticas 
establecidas  en  lasrelaciohes  deCbihcon 
las  potencias  extranjeras. 

La  fíKultad,  disciplinaria  y  económica, 
que  á  las  Cortes  de  Apelaciones  otorga  el 
articulo  69  de  la  ley  orgánica  de  15  de 
octubre  de  1875,  á  virtud  de  la  cual  ks 
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corresponde  dictar  las  medidas  condu- 
centes á  corregir,  por  los  medios  que  la 
misma  lejr  determina^  las  faltas  y  abusos 
qoe  los  Jueces  de  Letras  cometieren  en  el 
ejercicio  dt  sas  funciones,  tiene  aplicación 
contra  un  Juez  que,  sin  reclamación  de 
partCt  ha  conocido  deuna  máteríaque  la 
Corte,  informada  al  respecto,  ha  juzga- 
do posteriormente,  de  oñcio,  no  ser  de 
la  competencia  de  aquély  anulando  ¡o 
obrado. 


Vistos:  estos  antecedentes  han  sido  traídos 
á  conocimiento  de  este  Tribunal  con  motivo 
del  oficio  del  Señor  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores de  la  República,  en  el  que  inserta  ana 
notn  que  le  fué  dirigida  por  el  Señor  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
de  Italia,  &  efecto  de  solicitar  del  Gobierno  de 
Chile  "quiera  promover,  en  lo  posible,  una 
resolución  favorable"  en  el  juicio  que  se  sigue 
ante  el  Juzgado  de  Letras  de  Taltal,  por  tres 
marineras  del  buque  mercante  italiano  Am- 
phitrite,  contra  su  comandante,  el  capitán 
U.  Gnmboni  Mazzitellí,  por  sueldos  devenga- 
dos, alzándose  la  retención  de  sesenta  y  tres 
libras  esterlinas  decretada  como  medida  pre- 
cautoria. 

Habiendo  pedido  informe  á  esta  Corte  el  Se- 
ñor Ministro  de  Relaciones  sobre  los  hechos 
expuestos  en  la  referida  nota,  la  Corte  lo  pi- 
dió, á  su  vez,  al  Jnez  Letrado  de  Taltal. 

Bste  funcionario,  para  cumplir  lo  manda- 
do, remitió  copia  autorizada  de  todos  los  an- 
tecedentes que  obran  en  su  poder,  limitándose 
á  hacer  presente  que  conoció  en  ellos  porque 
ninguna  de  las  partes  reclamó  de  su  compe* 
tencia. 

Teniendo  presente: 
1^  Que  en  el  contrato  celebrado  en  Cape- 
Town,  ante  el  cónsul  de  Italia,  entre  el  capi- 
tán del  Ampbitríte  y  los  marineros  Pedro  Ar- 
teaga,  Manuel  Meza  y  Catalino  Solano,  de- 
mandintes,  consta  que  éstos  se  engancharon 
en  di  .lio  buque  para  prestar  sus  servicios  du- 
rante Ir  marchade  Tablc  Bay  porNew^Castle, 


Chile  y  Europa,  debiendo  quedar  en  libertad 
en  esta  última  parte,  donde  serían  pagados  de 

su  haber; 

2^  Que,  dado  lo  expuesto,  se  trata  en  el  pre- 
Fcnte  coso  de  un  contrato  celebrado  en  país 
extranjero  y  cuyos  efectos,  principalmente  en 
lo  relativo  al  cobro  de  salarios,  sólo  pueden 
hacerse  exigibles  en  el  extranjero; 

3'  Que  es  doctrina  de  derecho  internacional 
generalmente  aceptada,  la  de  sustraer  al  juz- 
gamiento de  las  autoridades  locales  las  dife- 
ren.:las  que  ocurran  en  un  buqtie  mercante  ex- 
tranjero, entre  la  gente  de  mar  y  el  capitán, 
de  cualquiera  naturaleza  que  sean,  3-  siempre 
que  ellas  no  afecten  la  tranquilidad  ni  los  in- 
tereses de  la  nación  en  que  se  producen;  y 

4^  Que,  correspondiendo  á  los  Tribunales 
de  Justicia  velar  por  el  fiel  cumplimiento  de 
las  leyes  en  el  orden  judicial,  no  puede  serles 
extraña  la  facultad  de  ordenar,  dentro  de  la 
esfera  de  sus  iitribucioncf ,  las  medidas  que  es- 
timen conducentes  á  la  estricta  observancia 
de  las  prácticas  establecidas  en  las  relaciones 
del  país  con  las  potencias  extranjeras. 

Bn  mérito  de  estas  consideraciones,  de  la 
facultad  que  otorga  á  los  Tribunales  el  artícu- 
lo 69  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  y  de 
acuerdo  con  lo  dictaminado  por  el  Señor  Fis- 
cal, se  declara:  queel  Juez  Letrado  de  Taltal  no 
es  competente  para  conocer  de  esta  materia, 
y,  en  consecuencia,  se  suspenden  los  efectos  de 
todo  lo  obrarlo  por  dicho  funcionario  en  lo  re- 
ferente al  cobro  de  salarios. 

Comuniqúese  al  Juez  mencionado  y  diríjase 
oficio  al  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, insertándose  la  presente  resolución.— 

Eduardo  Gómex  Herreros  Felipe  Herrera,^ 

Af.  Carvallo  Daniel  CÁdix, 


En  la  nota  del  Señor  Ministro  de  Ita- 
lia, á  que  alude  esta  sentencia,  se  da  por 
establecido  queel  contrato  de  enganche 
de  los  marineros  demandantes  fué  cele- 
brado en  país  extranjero,  ante  antorída- 
des  extranjeras  y  para  cumplirse  en  d 
extranjero.  De  ahí  deduce  el  Señor  Mi* 
nietro,  según  los  principios  generakSi 
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dice,  del  derecho  público,  la  incompe- 
tencia de  las  autoridades  locales,  sean 
administrativas  6  sean  judiciales,  para 
conocer  de  aquella  controversia;  siendo, 
agrega,  de  la  competencia  de  las  respec- 
tivas autoridades  consulares  de  la  nación 
bajo  cuya  bandera  navega  la  nave,  las 
cuestiones  sobre  salarios  de  marineros 
de  embarcaciones  extranjeras. 

El  respectivo  dictamen  fiscal  dice  que, 
si  bien  los  cónsules  carecen  de  jurisdic- 
ción en  sentido  estricto,  se  les  reconoce 
la  facultad  de  arreglar  6  componer,  ex- 
trajudicial  y  amigablemente,  las  cuestio- 
nes que,  en  el  lugar  de  su  residencia,  sur- 
jan entre  sus  conciudadanos;  facultad  de 
mero  arbitraje,  agrega,  que  acepta  y  es- 
tablece Bluntschli  (art.  253)  y  que,  se- 
gán  éste,  podrían  dejar  sin  efecto  los 
jueces  locales,  si  á  éstos  ocurrieran  las 
partes,  contra  el  fallo  consular. 

No  obstante,  los  intereses  generales  del 
comercio  y  de  la  navegación,  la  conve- 
niencia universal  de  mantener  á  bordo 
la  disciplina  y  el  buen  orden,  y  la  condi- 
ción jurídica  misma  de  las  naves,  consi- 
deradas porción  flotante  del  territorio 
del  Bstado  cuyo  pabellón  conducen;  todo 
esto,  según  el  dictamen  relacionado,  han 
llevado  á  las  naciones  á  aceptar  de  buen 
grado  que  los  cónsules,  aún  sin  necesi- 
dad de  tratados  especiales,  resuelvan  ad- 
ministrativa y  arbitralmente,  con  exclu- 
sión de  las  autoridades  locales,  las  cues- 
tiones relativas  á  los  salarios  y  condi- 
ciones de  enganche  de  la  gente  de  mar,  y 
todas  las  diferencias,  de  cualquiera  na- 
turaleza que  sean,  suscitadas  entre  los 
hombres  de  la  tripulación  ó  entre  éstos 
y  el  capitán. 

•  Por  último,  el  Fiscal  de  la  Corte  de  la 
Serena  arriba  á  las  siguientes  conclttaio- 
nes: 


"Con  lo  expuesto  creeel  Fiscalhaber  demos- 
trado que  el  Juez  de  Letras  de  Taltal  carece 
de  competencia  para  conocer  del  litigio  sobre 
salarios  devengados  y  resolución  de  su  empe- 
ño, que  los  marineros,  de  nacionalidad  espa- 
ñola, Arteaga,  Meza  y  Solano,  han  promovido 
al  comandante  de  la  nave  italiana  Amphitríte, 
capitán  V.  Gamboni  Mazzitellí. 

"Es  verdad  que  las  partes  no  lian  reclamado 
de  la  jurisdicción  del  Juez;  pero,  esta  circuns- 
tancia no  podría  conferirle  ni  prorrogarle  una 
jurisdicción  que  no  existe  en  principio. 

"Pero,  en  todo  caso,  es  el  hecho  que  el  Su- 
premo Gobierno  ha  traído  al  conocimiento 
de  V.  S.  lltma.  la  reclamación  diplomática  en- 
tablada, en  forma  regular  y  correcta,  porel  Se- 
ñor Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Ple- 
nipotenciario de  Italia,  ante  autoridad  le^ti- 
ma;  y,  yaqueel Gobierno  carece  de  acción  para 
imponer  su  modo  de  pensar  á  los  Tribunales  é 
inducirlos  á  pronunciar  resolución  en  sentido 
conforme  á  sus  apreciaciones  y  conocimientos, 
es  natural  que  la  correspondiente  autoridad 
judidal  vele  por  el  exacto  y  fiel  cumplimiento 
de  las  lejres,  y  remueva  las  dificultades  que 
puedan  presentarse  &  las  amigables  relaciones 
que  el  Estado  cultiva  con  las  potencias  ex- 
tranjeras, con  arreglo  á  las  prácticas  estable- 
cidas, á  la  conducta  observada  por  la  Repú- 
blica en  ocasiones  análogas,  y  á  la  doctrina 
corriente  y  de  mayor  aceptación. 

"A  V.  S.  lltma.,  como  superior  jerárquico  in- 
mediato del  Juez  de  Letras  de  Taltal,  le  incumbe 
ejercer  las  atribuciones  que  á  las  Cortes  de 
Apelaciones  confiere  el  articulo  69  de  la  ley  de 
15  de  octubre  de  1875,  el  que  las  autoriza 
para  dictar,  sumariamente  y  sin  forma  de  jui- 
cio, y  previa  audiencia  del  Juez,  trámite  ya 
cumplido,  las  medidas  convenientes  para  po- 
ner pronto  remedio  al  mal  que  se  denunda, 
pudiendo  ejerritar  de  oficio  dichas  atribucio- 
nes, según  lo  preceptúa  el  artículo  71  de  la 
misma  ley. 

"Por  estas  razones  y  para  corregir  debida- 
mente el  procedimiento  del  Juez,  contrario  al 
derecho  internacional,  que  sustrae  de  su  co- 
nocimiento las  cuestiones  sobre  salarios  y  re- 
solución del  contrato  de  enganche,  que  se  ori- 
ginen entre  la  gente  de  mar  y  el  capitán  de  nn 
buque  mercante  extranjero,  el  Fiscal  opina  que 
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V.  S.  IltnuL,  en  TÍsta  de  los  antecedentes  com> 
pulsados,  únicosexisteiitcsenel  Juzgado  de  pri- 
mera instancia,  y  en  uso  de  la  facultad  que  le 
acuerda  el  referido  artículo  69,  suspenda  los 
efectosde  todo  loobrado  ¡lor  el  Juez  de  Letras 
de  Taltal,  y  mande  poner  esta  resolución  en 
conodmíento  del  Juez  para  que  proceda  cu 
consecuencia. 

"Si  V.S.IItma.,  aceptando  este  dictamen,  re- 
solviera como  queda  indicado,  podría  V.  S. 
Iltma.  comunicar  su  resolución  al  Señor  Mí- 
nÍ3trodeRelacionesExteríores,en  contestación 
al  oficio,  y  al  real  cónsul  de  Italia  en  Valparaí- 
so, en  respuesta  á  la  nota  de  13  del  presente, 
agregada  á  estos  antecedentes".  (1 ) 


En  los  antecedentes  relacionados  apa- 
recen deficientes  y  no  bien  establecidos 
los  hechos  que  sirven  de  base  á  la  de- 
manda. 

Según  ésta,  el  contrato  de  enganche  en- 
tre el  capitán  demcuidado  y  los  marine- 
ros demandantes,  se  habría  celebrado 
ante  el  cónsttl  de  Italia,  en  Cape-Town, 
para  un  viaje  por  New-Castie  á  Chile, 
con  retomo  á  Europa,  donde  los  marine- 
ros serian  pagados  de  su  haber  por  el 
viaje;  acerca  de  lo  cual,  no  ha  habido 
conformidad  de  parte  de  aquéllos,  como 
permite  creerlo  su  demanda  misma,  pues- 
ta en  Taltal,  sobre  cobro  de  salarios  de 
vengados  y  exigibles. 

Por  lo  demás,  no  aparecen  determina- 
das las  condiciones  del  contrato,  no  indi- 
cándose ni  cuál  seria  en  Chile  el  puerto 
de  destino  Ó  descarga,  ni  cuál  serla  en 

(1)  En  las  üllimai  NoUeku  de  El  l^eratrio  de 
Santiago,  correspondiente  al  *29  de  jnnio  de  1904, 
se  publican,  en  extracto,  la  referida  nota  diplomática 
y  la  primera  parte  del  dictamen  fíKsal,  y  en  su  texto 
íntegro,  las  «onclusionea  de  éste  y  la  sentencia  mis- 
ma, la  eaal  corre,  además,  tnserbida  bajo  el  número 
655,  en  la  Gaceta  de  los  Triuunalea  de  aqnel  afio,  con 
este  extraordinario  epígrafe:  t Antecedentes  relati- 
vos á  una  reolamaoión  diplomática  del  Seilor  Hiniii- 
tn  Fltiiipüteneiano  y  Enviado,  ato,,  etc.» 


Europa  el  señalado  para  término  del  via- 
ge  y  ün  del  empeño.  Es  probable  que  el 
pnmero  fuera  Taltal,  donde  el  Amphi- 
tríte  se  hallaba  al  ancla  á  la  época  de 
aquella  litis,  trabada  pordemanda  y  con- 
testación. 

Como  quiera  que  sea,  debe  suponerse 
que  los  marineros  se  obligaron  á  prestar 
á  bordo  los  servicios  propios  de  su  oficio, 
y  que  el  capitán,  por  su  parte,  se  obligó 
á  alimentarlos,  á  curarlos  en  sus  enfer- 
medades, á  pagarles  el  salario  estipuiado 
y  á  cumplir  en  favor  de  ellos  todas  las 
obligaciones  nacidas  de  la  naturaleza  de 
aquel  contrato  mercantil  y  de  las  leyes 
incorporadas  en  el  mismo. 

Esas  mutuas  obligaciones,  con  los  de- 
rechos correlativos,  constituyeron  entre 
los  contratantes  el  respectivo  vínculo  ju- 
rídico y  fueron,  con  prescindencia  de  las 
condiciones  de  exigibilidad  y  cumplimien- 
to posteriores,  el  efecto  inmediato  del 
contrato  celebrado  en  Cape-Tovni. 

El  considerando  2**  de  la  sentencia  ana- 
lizada introduce  cierta  confusión  áeste 
respecto,  ó  una  impropiedad  en  los  tér- 
minos, cuando,  atribuyendo  al  contrato 
diversidad  de  efectos,  establece  que  éstos 
sólo  podrían  hacerse  exigibles  en  el  ex- 
tranjero, principalmente,  agrega,  en  lo 
relativo  al  cobro  de  salarios. 

Mejor  se  expresó  al  respecto  el  Sefior 
Ministro  de  Italia  cuando,  en  su  mencio- 
nada nota,  hizo  presente  que  el  contrato 
fué  celebrado  en  pfds  extranjero  y  detía, 
á  su  juicio,  cumplirse  en  el  extranjero. 

Por  lo  demás,  Corte  y  Ministro  concu- 
rren en  hacer  valer  aquella  consideración 
de  exigibilidad  de  efectos,  ó  de  cumpli- 
miento del  contrato,  fuera  de  ChÜcpara 
negar  á  la  justicia  de  este  país  competen- 
cia en  la  materia. 

Pero,  no  hay  relación  nectt aria  catre 
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la  competencia  de  un  Juez  para  conocer 
de  un  negocio,  y  la  ley,  nacional  ó  extran- 
jera, que  ha  de  aplicar:  la  competencia, 
se  regla  exclusivamente  por  las  leyes  na- 
cionales que  en  derecho  público  determi- 
nan la  organización  y  atribuciones  del 
poder. judicial,  delegatario  de  la  sobera- 
nía; la  ley  civil  aplicable  será  la  ley  na- 
cional ó  una  ley  extranjera,  cuando  aqué- 
lla se  refiera  á  ésta,  según  los  casos,  con- 
forme á  los  artículos  14:ál8  del  código 
civil,  que  ninguna  conexión  tienen-  con 
la  materia  de  jurisdicción  ó  competencia 
de  los  jueces. 

De  todo  lo  cual  parece  en  nuestro  caso 
resultar  que  el  considerando  2^ de  la  sen- 
tencia comentada  no  es  antecedente  pre- 
ciso de  la  declaración  de  incompeten- 
cia del  Juez  Letrado  de  Taltal,  y  que  bien 
pudo  suprimirse  con  ventaja,  atin  siendo 
exacto  que  el  contrato  debiera  cumplirse 
en  el  extranjero;  lo  que  no  'aparece  cía* 
raméate  establecido,  pudiendo  deducirse 
otra  cosa  de  la  naturaleza  misma  de 
aquél. 

£1  contrato  de  enganche  de  la  gente  de 
mares  de  arrendamiento  de  servicios, 
de  prestaciones  mutuas  que,  durante  el 
-viaje,  se  cumplen  y  se  deben  día  á  día, 
como  la  de  los  alimentos,  y  se  devengan 
día  á  día,  como  los  salarios,  cualquiera 
que  sea  la  época  designada  para  su 
ajuste.  Es  de  los  contratos  llamados  su- 
cesivos. 

Bn  nuestro  caso,  el  contrato  de  engan- 
che pudo,  por  diversas  causas,  modifi- 
carse 6  expirar  antes  del  término  estipu- 
lado; y  pudo,  por  falta  de  cumplimiento 
de  las  obligaciones  del  capitán  durante 
el  viaje,  mal  trato  ó  falta  de  alimentos, 
por  ejemplo,  dar  lugar  á  la  acción  resolu- 
toria, que  en  nuestro  caso  los  tres  mari- 
neros españoles  del  Ampbitríte  compren- 


dieron en  su  demanda  de  Taltal  y  que  no 
tomó  en  cuenta  la  sentencia  de  la  Corte, 
acaso  por  no  serle  en  ningún  caso  aplica- 
ble aquel  2^  considerando. 

El  considerando  3',  ese  sí  que  dice  re- 
lación con  la  declaración  de  incompeten- 
cia del  Juez  Letrado  de  Taltal,  aplicable 
á  cualquier  otro  Juez  ó  Tribunal  chileno; 
y  esa  declaración,  en  el  supuesto  de  ser 
hecha  por  un  Tribunal  competente  y  con 
arreglo  á  las  leyes  dé  procedimiento,  es- 
taría ciertamente  justificada  si  la  doctri- 
na de  derecho  internacional  que  dicho 
considerando  establece,  fuera  efectiva- 
mente exacta  y  tuviera,  además,  como 
tal  doctrina,  fiierza  para  prevalecer  en 
las  resoluciones  judiciales  sobre  las  leyes 
positivas  de  la  nación. 

Cierto  que  la  importcuicia  del  comercio 
marítimo  y  sus  peculiares  necesidades  lo 
han  sometido  á  un  régimen  especial,  con- 
signado en  los  códigos  de  comeráo  délos 
diversos  países  y  en  sus  leyes  particulares 
-  sobre  navegación  y  servicio  consular. 

En  interés  de  ese  comercio,  y  acaso 
también  por  el  prestigio  de  la  bandera, 
cada  nación  ha  procurado  extender  el  im- 
perio de  su  ley  y  la  autoridad  de  sus 
agentes,  no  sólo  á  la  alta  mar,  donde  el 
buque  mercante  es  considerado  porción 
flotante  del  territorio  nacional,  sino  tam- 
bién á  las  aguas  territoriales  y  á  los 
puertos  de  las  demás  naciones,  donde 
acjuél  queda  indubitablemente  sujeto  á 
la  jurisdicción  de  las  autoridades  locales. 

De  ahí,  las  facultades,  reconocidas  ge- 
neralmente á  los  capitanes  de  buques 
mercantes  y  á  los  respectivos  cónsules, 
para  mantener  e!  buen  orden  á  bordo  de 
aquéllos,  aplicahdo  disciplinariamente  á 
la  gente  de  mar  las  penas  correccionales 
áque  haya  lugar,  cuando  la  falta  ó  delito 
cometido  A  bordo  no  ha  trascendido  al 
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exterior,  turbando  la  tranquilidad  del 
puerto.  El  que  obra  asi,  en  gercicio  de  su 
cargo,  queda  exento  de  responsabilidad 
criminal  (art.  10,  núm.  10  del  código 
penal.) 

Pero,  respecto  de  otra  clase  de  faltas 
ó  delitos  cometidos  en  aguas  territoria- 
les, ó  respecto  de  cuestiones  del  orden  ci- 
vil suscitadas  en  puertos  extranjeros,  los 
cónsules  carecen  de  la  jurisdicción  que  en 
otros  siglos  e¡ercÍ£tn  y  que  hoj  conservan 
solo  en  las  llamadas  escalas  de  levante  y 
en  los  países  berberiscosy  otros  extraños 
á  la  cristiandad.  Fuera  de  esos,  ninguno 
de  los  que  forman  la  comunidad  interna- 
cional consiente  dentro  de  su  territorio 
otras  autoridades  ni  otra  jurisdicción 
que  las  emanadas  de  su  soberanía. 

Se  ha  indicado  una  excepción  á  esa 
regla.  Se  refiere  al  caso  de  diferencias 
promovidas  en  puertos  extranjeros  entre 
úidividuos  de  la  tripulación  de  un  buque 
mercante  y  su  capitán  sobre  alimenta- 
ción ó  sobre  cobro  de  salarios,  y  aún  so- 
bre resolución  ó  rescisión  del  contrato 
de  enganche.  Para  evitar  retardos  en  el 
viaje,  se  ha  creído  conveniente  que  el  co- 
nocimiento y  fallo  de  esas  cuestiones  se 
sustraigan  á  la  jurisdicción  propia  de  los 
jueces  locales  y  se  atribuyan  al  cónsul  de 
la  bandera  del  buque. 

Corresponde  ciertamente  á  los  cónsu- 
les la  misión  de  ofrecerse  como  amigables 
componedores,  en  arbitraje  voluntario, 
de  las  controversias  civiles  de  cualquiera 
naturaleza,  suscitadas  en  el  lugar  de  su 
residencia  entre  sus  connacionales,  sin 
distinción  de  materias,  y  especialmente 
entre  mercaderes,  lo  cual  no  ofrece  incon- 
veniente y  ha  pasado  á  ser  función  pro- 
'  pia  y  natural  del  cargo  consular,  según 
el  derecho  común. 

Avanzando  más,  la  legislación  de  al- 


gunos países  ha  llegado  á  dar  á  sus  cón- 
sules investidura  de  autoridad  pública, 
con  jurisdicción  para  fallar,  en  el  país  ex- 
tranjero de  su  residencia,  dichas  cuestio- 
nes entre  capitanes  y  marineros,  con  pres- 
cindencia  de  las  judicaturas  territoriales 
i  con  carácter  imperativo;  y  el  ejercicio  de 
tal  jurisdicción,  eso  que  es  incondliable 
con  la  noción  fundamental  de  la  sobera- 
nía é  independencia  de  los  Estados. 

De  hecho,  no  es  raro  que  la  ley  parti- 
cular de  una  nación  atribuya  á  sus  cón- 
sules aquella  jurisdicción;  pero,  claro  está 
que  eso  no  regirá  sino  respecto  de  sus 
nacionales  y  en  el  territorio  de  la  misma 
nación.  £n  el  país  extranjero  de  residen- 
cia del  cónsul,  no  producirían  efecto  algu- 
no ni  aquella  ley  ni  esa  jurisdicción.  Los 
faltos  consulares  carecerían  allí  de  fuerza 
ejecutoria,  quedarían  sin  cumplirse,  sin 
asistencia  de  la  fuerza  pública,  y  no  im- 
pedirían que  los  perdidosos  del  pleito 
ante  el  cónsul  lo  renovaran  y  lo  ganaran 
eficazmente  ante  los  jueces  locales  á  quie- 
nes compitiera  su  conocimiento,  según  la 
respectiva  ley  territorial;  caso  previsto 
por  el  citado  Bluntschli,  cuya  opinión  re- 
sulta así  contraproducente. 

Para  que  pueda  un  cónsul  ejercer  en 
derecho  jurisdicción  contenciosa,  valede- 
ra y  eficaz,  en  el  país  de  su  residencia,  con 
exclusión  de  las  autoridades  locales,  no 
bastaría  que  el  soberano  de  la  nación 
que  lo  nombró  le  hubiera  conferido  atri- 
bución al  efecto;  sería,  además,  indispen- 
sable el  consentimiento  del  soberano  te- 
rritorial del  país  que  lo  recibió,  mediante 
ley  ó  tratado  que  reconociera  aquella 
jurisdicción  y  reglara  su  ejercicio.  (1) 

(1)  La  legislación  chilena  (ley  consalar  de  1860, 
código  de  comercio  de  1865,  ley  de  navegaciiSD  de 
1878)  ha  coDrerido  á  los  cónsuli-s  chilenos  en  el  ex- 
tranjero, no  á  los  oónsnleB  extranjeroB  en  Chile, 
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Sin  eso,  la  jurisdicción  consular  en  paí- 
ses de  la  cristiandad,  restringida  que  sea 
á  dichas  cuestiones  del  orden  civil  entre 
tripulantes  3'  capitanes»  más  bien  que 
una  doctrina  positiva  6  regla  de  derecho 
internacional,  es  un  desiderátum  indica- 
do para  su  incorporación  en  tratados. 

**Cada  legislación,  dice  Fiore,  deter- 
mina los  poderes  y  atribuciones  de  los 
cónsules  sobre  la  marina  mercante  y  la 
gente  de  mar,  en  cuanto  concierne  á  las 
necesidades  de  la  navegación  

"Pero,  agrega,  no  basta  que  la  ley  de 
un  Estado  determine  especialmente  los 
deberes  y  atribuciones  de  sus  cónsules 
para  llegar  á  la  conclusión  de  que,  una 
vez  reconocidos  en  un  país  extranjero^ 
pueden  aquéllos  ejercer  en  éste  todas  las 
atribuciones  que  les  pertenecen,  según 
dicha  ley.  Por  lo  contrario,  todo  depende 
de  los  acuerdos  entre  los  dos  gobiernos, 
pudiendo  asf  decirse  que,  en  sus  particu- 
laridades, esta  materia  se  rige  entera- 
mente por  el  derecho  convencional".  (2) 

Tal  es  la  doctrina  jurídica  que  preva- 
lece, doctrina  más  conforme  á  la  práctica 
de  las  naciones  que  la  establecida  en  el 
considerando  3^  de  la  precedente  senten- 
cia de  la  Corte  de  la  Serena. 

atribniaones  jarísdicciü  halas  sobre  lu  radicad» 
oaeitioiiM  entre  eapitaoes  y  triiiulaotea  de  buqnea 

chileno!);  pero,  para  que  tales  atribuciones  BUrtienia 
efecto  en  el  Perú,  preciso  fué  establecerlo  en  la 
oonvenciAn  cooBular  que  coa  ese  país  celebré  Chile 
en  1870,  oomo  antes  le  había  establecido  en  la  cele- 
brada ]ior  el  mismo  coa  el  Ecuador  en  1855. 

(2;  FlORS,  Nouvmu  Oi-oii  JnternatioiuU  Public 
(trad.  Antdine,  1885),  t.  II,  p.  598. — En  el  mismo 
sentido:  Bello,  cap.IV,  núm.  7;  Hkki^tkr.  Le  Droit 
International  de  VEarope  y  la  nota  de  Geffckbn 
(trad.  BsRGBON,  1883),  p,  664;  F.  de  Martens,  Traiti 
de  Droit  Internatirmal  (trad.  L¿o,  1886),  t  III,  p. 
116  y  p.  338;  Carnazza  Amaki,  Traite  de  Droit  Iti 
ternatioaal  Public  (trad.MoNTANAHi,  1882),  t.  II,  p_ 
Í150;  Lyon-CaEN  et  Bknaclt,  Tniité  de  Droit  Com- 

mereial,  1898,  t.  I,  p.  684.  Sería  fioil  maltiplidar 

las  citas. 


Pero,  como  quiera  que  sea,  no  corres- 
ponde á  los  tribunales  establecer  doctri- 
nas científicas,  más  ó  menos  controverti- 
bles y  controvertidas.  Sus  resoluciones 
deben  precisamente  enunciar  les  leyes  po- 
sitivas y,  en  su  defecto,  los  principios  de 
equidad,  con  arreglo  á  loa  cuales  ha  de 
pronunciarse  el  fallo,  al  tenor  de  lo  pres- 
cripto  en  los  artículos  193  y  194  del  C6* 
digo  de  Procedimiento  Civil.  Sin  eso,  que- 
daría establecida  la  arbitrariedad  como 
base  de  las  resoluciones  judiciales. 

Como  para  justíBcar  la  anterior  refe- 
renria  á  una  doctrina  internacional,  el 
considerando  4*^  aparece  destinado  á  qui- 
tar á  la  actuación  el  carácter  de  senten- 
cia para  darle  el  de  medida  "condticente, 
dice  la  Corte,  á  la  estricta  observancia 
de  las  prácticas  establecidas  en  las  rela- 
ciones del  país  con  las  potencias  extran- 
jeras." 

De  este  modo,  la  Corte  de  la  Serena  in> 
vade  la  atribución  de  dirigir  y  mante- 
ner las  relaciones  internacionales  que  la 
Constitución  política  atribuye  especial- 
mente al  Presidente  de  la  República. 

£n  razón  de  sus  funciones  judiciales, 
aquel  Tribunal  no  tiene  por  qué  conocer 
las  prácticas  internacionales  seguidas 
por  nuestra  cancillería,  ni  tiene  antece- 
dentes para  conocer  y  apreciar  el  estado 
de  esas  relaciones  y  los  fines  á  que  con- 
venga dirigirlas.  Su  intromisión  en  eso 
seria  sumamente  peligrosa,  más  ocasio- 
nada á  dificultar  que  á  auxiliar  la  acción 
del  gobierno. 

En  todo  caso,  carecería  de  base  legal. 
No  se  derivaría  de  la  misión  general,  que 
la  Corte  se  atribuye  y  que  ningún  estatu- 
to le  confiere,  de  velar  por  el  fiel  cumpli- 
miento de  las  leyes  en  el  orden  judicial, 
frase  esta  última  cuyo  significado  en  nues- 
tro caso  no  es  fácil  compreder.  Consti- 
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tucion  al  mente,  no  puede  atribuirse  la 
facultad  de  ordenar  las  medidas  que  esti- 
me conducentes  al  fín  internacional  que 
indica  en  dicho  considerando  4^,  porque 
esa  autoridad  no  le  ha  sido  conferida  ex- 
presamente por  ninguna  ley. 

Antes  bien,  aquella  intromisión  en  ac- 
tos propios  del  poder  ejecutívo-admiois- 
tratÍTO,  le  ha  sido  expresamente  vedada 
por  el  artículo  4'  de  la  lej  orgánica  del 
poder  judicial,  que  prohibe  A  éste  mez- 
clarse en  las  atribuciones  de  otros  pode- 
res públicos. 

Con  todo,  ¿  yirtnd  de  las  precedentes* 
consideraciones,  la  Corte  de  la  Serena 
tomó  la  medida  de  declarar  la  incompe- 
tencia del  Juez  Letrado  de  Taltal  y  la  nu- 
lidad de  lo  obrado  ante  él  en  Eiquella 
causa  de  tres  marineros  con  el  capitán 
del  Amphitrite;  declaración  hecha  de 
acuerdo  con  lo  dictaminado  por  el  Fiscal, 
que  parece  admitir  la  posibilidad  de  un 
conflicto  de  jurisdicciones  entre  aquel 
Jue2  Letrado  de  Taltal  y  el  cónsul  de  Ita- 
lia en  Valparaíso! 

Sin  embargo,  la  competencia  del  Juez 
chileno  en  aquel  caso  parece  incuestiona- 
ble: se  trataba  de  una  acción  personal, 
-sobre  un  asunto  del  orden  temporal,  mer- 
cantil, promovido  dentro  del  territorio 
de  la  República  y  de  los  límites  asigna- 
dos á  dicho  Juzgado;  y  á  estos  respectos, 
son  claras  laa  disposiciones  de  la  ley  de 
15  de  octubre  de  1875,  que  organizó  los 
Tribunales  y  determinó  sus  atribuciones, 
cuyo  ejercicio  no  pueden  aquéllos  remitir 
ó  transferir  á  nadie,  por  ninguna  consi- 
deración de  deferencia  6  atención. 

Pudo  el  Juez  de  Taltal,  si  lo  hubiera 
creído  conforme  á  derecho,  declarar  su 
propia  incompetencia,  con  dictamen  ó  á 
petición  del  Ministerio  Público;  como  el 
capitán  demandado  pudo,  antes  que  con- 


testar la  demanda,  promover,  por  decli- 
natoria 6  por  inhibitoria,  la  correspon- 
diente cuestión  de  competencia,  abriéndo- 
se así  á  las  partes  la  vía  de  la  apelación 
para  revocar  lo  resuelto,  6  anular  lo 
obrado,  si  á  ello  hubiera  lugar.  Eso  era 
lo  procedente  en  dtrecho  procesal. 

Pudo  la  Corte  de  la  Serena,  en  segun- 
da instancia,  previo  emplazamiento  y 
con  audiencia  de  las  partes  y  del  Fiscal, 
pronunciarse  en  aquel  caso  sobre  la  com- 
petencia del  Juzgado  de  Tatal,  y  sobre  su 
propia  competencia,  para  entender  eo.  la 
cuestión  sometida  á  su  conocimiento; 
pero,  no  pudo  hacer  lo  que  hizo. 

No  pudo  ciertamente  la  Corte  de  la  Se- 
rena pronunciarse,  sin  citación  ni  audien- 
cia de  las  partes,  sobre  un  asunto  que 
actualmente  no  estaba  siquiera  sometido 
á  su  conocimiento,  en  la  acepción  legal 
de  la  palabra.  Tenía  noticia  de  la  causa 
por  la  citada  comunicación  ministerial  6 
por  las  copias  que,  por  vía  de  informe,  le 
remitió  el  Juzgado  de  Taltal,  reteniendo 
los  autos;  pero,  eso  no  importaba  cono- 
cer de  la  causa,  esto  es,  tener  actual  ju- 
risdicción para  entender  en  ellay  fallarla. 
Couoda  el  juicio;  pero,  no  conocía  del 
juicio. 

Y  aquí  fué  donde  la  Corte  consideró 
aplicable  al  caso  la  disposición  del  articu- 
lo 69  de  la  citada  ley  orgánica,  referen- 
te al  ejercicio  de  sus  facultades  discipli- 
narias y  económicas;  facultades  que  le 
corresponden  sobre  los  Jueces  de  Letras, 
sin  perjuicio  de  la  irresponsabilidad  gene- 
ral que  á  éstos  reconoce  el  artículo  12  de 
la  misma  ley,  por  las  decisiones  ó  decre- 
tos que  expidieren  en  los  negocios  de  que 
conocen. 

En  el  caso  del  Ámpbitríte  estimó,  pues, 
la  Corte  que  Inconducta  ministerial  del 
Jnez  Letrado  de  Taltal,  tramitando  aque- 
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Ua  cansa,  en  que  nadie  alegó  su  incom- 
petencia, era  contraría  á  los  deberes  im- 
puestos por  la  disciplina  judicial,  y  que 
asf,  había  cometido  en  el  ejercicio  de  sus 
funcioj^es  una  falta  6  abuso  que  ella,  la 
Corte,  podía  y  debía  corregir  de  oficio, 
aun  sin  queja  de  la  parte  agraviada;  y 
estimándolo  así,  en  vez  de  aplicar  al  Juez 
indisciplinado  algunas  de  las  penas  co- 
ireccionales  taxativamente  determina- 
das  para  el  cciso  en  el  artículo  70  de  la 
citada  ley  orgánica,  amonestación  ó  cen- 
sura, pago  'de  costas  ó  multa,  le  aplicó 
la  declaración  de  incompetencia  y  la  nu- 
lidad de  lo  obrado. 

Se  ignora  si  las  partes  ó  el  Juez  mismo, 
sorprendidos  por  aquelladeclaración,  co- 
municaSa  por  simple  oficio  de  la  Corte,  á 
falta  de  autos  que  devolver,  interpusie- 
ron ó  nó  contra  ella  los  recursos  legales 
respectivos.  Parece  que  no,  y  que,  de  ese 
modo,  los  marineros  quedaron  sin  Juez 
ante  quien  hacer  efectiviu  las  responsa- 
bilidades del  capitán;  las  cuales,  así  como 
en  aquel  caso  se  refirieron  especialmente 
al  pago  de  salarios  devengados,  pudieron 
referirse  al  abandono  de  los  marineros, 
sin  pago  de  salarios  ni  de  tepatríación, 
en  un  puerto  extranjero,  en  que  ni  cón- 
sul había  á  quien  acudir  en  solicitud  de 
buenos  oficios. 

Y,  en  conclusión,  por  indirecta  virtud 
de  la  citada  comunicciciÓn  diplomática, 
hubo  de  resultar:  para  el  Juez  Letrado  de 
Taltal,  una  inmerecida  y  muy  singular 
corrección  disciplinaria;  para  los  marine- 
ros espafioles  del  Amphitríte,  una  dene- 
gación de  justicia;  y  para  las  relaciones 
internacionales  de  la  República  un  prece- 
dente poco  conciliable  con  el  pleno  ejerci- 
cio de  la  soberanía  nacional. 

G.  T. 


Corte  ae  Tacna.— 7  de  abril  de  lOOá 

IvanoTÍdi  con  Compañía  de  Seguros 
La  Anglo  Chilena  Limitada 

Domicilio. -Deollnatoria  de  Juriadlo- 
olón.-Aoolón  mueble.— Persona  ju- 
rídica; varias  oflolnas. 

Doctrina: — Cuando  la  persona  jurídi- 
ca demandada  tuviere  establecimientos, 
comisiones  ú  oScinas  que  la  representen 
en  diversos  lugares,  deberá  ser  deman- 
dada ante  eijuex  del  lugar  donde  ejoste 
el  estabkcimientOt  comisión  ú  o£cina  que 
celebró  el  contrato  6  que  intervino  en  el 
hecho  que  da  origen  al  juicio;  por  consi- 
guiente, un  contrato  de  seguros  contra 
incendio  celebrado  con  el  agente  de  una 
compañía  róldente  en  Iquique^  sobre 
mercaderías  existentes  en  la  misma  ciu- 
dad, da  derecho  al  asegurado  para  de- 
mandar el  pago  de  Ja  cantidad  asegura' 
da  ante  el  Jues  de  Iquique;  y  no  es  un 
obstáculo  para  ello  la  declaración  con- 
signada en  uno  de  los  artículos  de  la 
póliza  sobre  que  el  domicilio  de  la  Com- 
pañía es  Santiago,  porque  la  regla  es- 
pecial ó  de  excepción  consignada  en  el  ar- 
tículo 220  de  la  Ley  de  Organización  y 
Atribuciones  de  los  Tribunales  prevalece 
sobre  la  regla  general  del  artículo  212 
de  la  misma  ley. 


APELACIONES 


Vistos:  don  Jotge  Romissi.  por  don  Nicolás 
Ivanovieh,  ae  presentó  entablando  demanda 
contra  le  Compañía  de  Segaros  la  Anglo-Chí* 
lena  Limitado,  por  la  suma  de  £  300,  valor 
de  nn  segnro  contratado  con  dicha  Compasé 
sobre  las  existendas  de  nn  establecimiento  de 
comercio  que  su  representado  tenía  en  e9ta 
cindad  y  que  fué  destruido  por  un  incendio. 

Notificado  de  lademanda,  don  Guillermo  P. 
Portales,  gerente  de  ja  Compañía  demaa- 
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dada,  ae  presentó  declinando  de  jurisdic- 
ción j  soUdtando  la  remifidn  de  los  antece* 
dentes  ni  señor  Jiicz  de  Santiago,  tundadu  en 
qne  la  Sociedad  demandada  tiene  su  domicilio 
en  esta  ciudad,  en  donde  tiene  el  asiento  pria- 

dpal  "i^Qfríffff.T'TTr  P^^^~ 

«a,  écvayxj  coliro  se  trata,  se  fijó  como  domi- 
cilio de  la  Compañía  la  ciudad  de  Santiago. 

Conferido  traslado  y  autos  al  demandante, 
éste  lo  evacuó  pidiendo  se  deseclie  la  declina- 
toria, con  costas,  por  cuanto  si  bien  es  cierto 
que  la  Compañía  demandada  tiene  en  Santia- 
go el  asiento  principal  de  sus  negocios,  tiene 
también  en  este  puerto  una  agencia  que  es  la 
que  ha  contratado  el  seguro  materia  de  la  de- 
manda y,  por  lo  tanto,  no  sólo  puede  dicha 
Compañía  ser  demandada  en  este  departa- 
mento, sino  que  debe  ser  demandada  aquí. 

Y  la  circunstancia  de  que  la  póliza  que  da 
cuenta  del  seguro  aparezca  otorgada  en  San- 
tiago, nada  importa  en  contra  del  hecho  de 
haber  intervenido  la  agencia  de  este  puertoen 
la  contratación  del  mismo,  siendo,  por  otra 
parte,  absurdo  suponer  que  existiendo  aquí 
tal  agencia,  hubiera  ido  el  señor  Ivanovich  á 
Santiago  á  contratar  un  seguro  por  £  300. 

Recibido  el  incidente  á  prueba,  se  rindió  por 
el  demandado  la  documental  de  autos. 

El  Juzgado  de  Jquiqne,  con  fecha  17  de  di- 
ciembre de  1903,  falló: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

1^  Que,  segiín  se  expresa  en  el  artículo  24 
de  las  condiciones  bajo  las  cuales  se  contrató 
entre  las  partes  el  seguro  de  cuyo  cobro  se 
trata  en  la  demanda,  se  convino  entre  las 
mismas  que,  para  loa  efectos  de  las  estipula- 
ciones contenidas  en  la  póliza,  se  reconocía  la 
dudad  de  Santiago  como  domicilio  de  la  so- 
ciedad aseguradora; 

2'  Qne,  tratándose  en  e!  presente  caso  del 
ejercicio  de  una  acción  mueble  por  parte  del 
demandante,  es  competente  para  conocer  del 
juicio  el  Jntz  del  lugar  donde  debe  cumplirse 
la  obligación,  que  en  este  caso  es  la  cipdad  de 
Santiago,  según  se  ha  expresado;  y 

3'  Que  la  regla  precedente  prevalece  sobre 
la.consignada  en  el  inciso  2*^  del  artículo  220 
de  la  Ley  de  Organización  y  Atribuciones  de 
loa  Tribunales,  segfin  la  cual,  cuando  una  per- 
sona jurídica  demandada  tuviere  estableci- 


mientos, comisión  ú  ofidna  que  la  representes 
en  diversos  lugares,  deberá  la  míaauaerde- 

mandada  ante  el  Juez  dd  ingar  donde  exista 
el  establttiminito,  comisión  ú  ofidna  que  cele- 
bi*  e!  contrato  ó  que  intervino  en  el  hecho 
que  da  origen  al  juicio  y,  en  consecucngja,  aun 
cuando  el  demandante  ha  comprobado  sufi- 
dentemente  que  la  sociedad  demandada  tiene 
agenda  en  esta  ciudad,  que  ha  intervenido  en 
la  contratación  del  seguro,  no  puede  tener 
aplicación  esta  última  regla. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
216  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875  y  1587 
del  Código  Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
declinatoria  de  jurisdicción  dedudda  por  don 
Guillermo  F.  Portales  y  que  deben  remitirse 
los  antecedentes  al  señor  Juez  de  tumo  en  lo 
dvil  de  Santiago— Af.  Vargas  Mardooes. 

La  Corte: 

Reprodudendo  la  parte  expositiva  de  la  re- 
solución apelada  con  la  enmienda  de  que  ha 
sido  el  demandante  quien  ha  rendido  prueba 

documental  y  testimonial;  y 
Teniendo  presente: 

Que  con  dicha  prueba  se  ha  acreditado  que 
don  Carlos  A.  Neuhaus  es  agente  en  Iquique 
de  la  Compañía  de  Seguros  La  Anglo-Chilena 
Limitada  y  que  dicho  agente  intervino  en  la 
contratación  del  seguro  á  favor  del  deman- 
dante, de  que  da  testimonio  In  póliza; 

Que,  como  consta  de  dicha  póliza,  las  mer- 
caderías aseguradas  existían  en  Iquique  y  alU 
ocurrió  el  siniestro  que  las  destruyó; 

Que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  inciso  2^ 
del  artículo  220  de  la  Ley  de  Organizadón  y 
Atribuciones  de  los  Tribunales,  si  la  persona 
jurídica  demandada  tuviere  establedmientos, 
comisiones  ú  ofidnas  que  la  representen  en  di- 
versos lugares,  como  sucede  con  las  socieda- 
des comerdales,  deberá  ser  demandada  ante 
el  Juez  del  lugar  donde  exista  el  establedmien- 
to,  comisión  ú  o6cina  que  celebró  el  contrato 
ó  que  intervino  en  el  hecho  que  da  origen  al 
juicio,  como  sucede  en  el  presen  te  caso  respecto 
á  la  oficina  de  Iquique  servida  por  el  señor 
Neuhaus,  con  reladón  al  seguro  contratado 
por  don  Nicolás  Ivanovich;  y 

Que  esta  regla  espedal  ó  de  excepción  pre- 
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valece  sobre  el  precepto  general  «stableoe 
ta  competencia  del  Juez  del  lugar  donde  teaga, 
su  asiento  la  respectiva  corporación  ó  funda- 
ción, como  lo  determina  el  artículo  212  de  la 
ley  orgánica  citada  y,  por  tanto,  no  obsta  á 
la  aplicación  de  esta  regla  especial  lo  expresa- 
do en  el  artículo  24  de  las  condiciones  genera- 
les de  aquella  póliza,  ó  sea  el  reconocimiento 
de  la  ciudad  de  Santiago  como  domicilio  de 
la  sociedad  aseguradora. 

Por  estas  consideraciones  y  con  arreglo  á 
lo  prescripto  en  las  disposiciones  legales  cita- 
das, se  revoca  la  resolución  apelada  que  se 
determina  al  principio  y  se  declara  que  no  ha 
lugar  al  artículo  de  declinatoria  de  jurisdic^ 
ción  deducido  por  el  demandado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vega  y 
acordada  por  los  votos  del  señor  Ministro  Cis- 
ternas Peña  y  del  expresado  señor  Ministro 
Vega,  contra  el  voto  del  señor  Ministro  Qui- 
rell,  que  estuvo  por  confirmar  la  sentencia 
apelada  en  virtud  de  los  fundamentos  de  dicha 
sentencia  y  consideraciones  que  consigna  en 
el  libro  de  votos.— K  Cisternas  Peña. — P,  Ro- 
berto  Vega.—\í,  A.  QuireU. 

VOTO  BSPECIAL 

El  infrascripto  ha  disentido  de  la  mayoría 
del  Tríbnnaly  ha  estado  por  confirmar  la  reso- 
lución apelada  de  12  de  diciembre  último,  en 
el  juicio  entablado  por  don  Nicolás  Ivanovich 
contra  la  Compañía  Anglo>Chilena  y  otra, 
en  virtud  de  los  fundamentos  de  dicha  resolu- 
f^ión  y  de  las  consideracioaes  siguientes: 

De  la  relación  entre  td  de  los  artfcnlos  312 
y  316  de  la  Ley  de  Organización  y  Atribucio- 
nes de  los  Tribunales  y  1587,  1588  y  1589 
del  Código  Civil,  se  ve  que  en  el  caso  de  accio- 
nes muebles,  como  es  la  del  presente  juicio,  se- 
rá Juez  competente  el  del  lugar  señalado  por 
la  convención  ó  contrato  para  el  pago. 

A  falta  de  tal  estipulación  y  no  tratándose 
de  un  cuerpo  cierto,  el  Juez  competente  será  el 
del  domicilio  del  demandado. 

En  la  póliza,  que  es  la  escritura  del  contra- 
to de  seguro,  se  designa  la  ciudad  de  Santia- 
go para  el  cumplimiento  de  las  estipulaciones 
de  dicho  contrato,  una  de  las  cuales  es.  natu- 
ralmente el  pago  de  la  suma  asegurada. 


Siendo,  pues,  Santiago  el  lugar  señalado 
por  la  convención  para  el  pago  de  la  obliga- 
(ñ)Vná.^«e  este  juicio  se  refíere,  el  Juez  del  de* 
partamento  li  i^ctt  debe  mirarse  como  el 
competente  para  conocer  ^^MhaÍMio. 

El  artículo  220  de  la  Ley  de  OrganizncMa 
y  Atribuciones  de  los  Tribunales,  que  estable- 
ce reglas  sobre  el  domicilio  de  ana  persona 
jurídica,  no  tiene  aplicación  en  el  presente  caso. 

En  efecto,  sólo  se  atiende  al  domiciUo, 
cuando  no  hay  convención  que  señale  lugar 
para  el  cumplimiento  de  la  obligación  y  ya  se 
ha  visto  que  se  señaló  á  Santiago  con  tal  ob 
jeto.  Tacna,  8  de  abril  del904.— Jif.  A.  QuirtU. 


Corte  de  Tacna;  Cas.— 6  de  abril  de  1904 

Williamson  Balfour  y  Compañía  con  Banco 
de  Tarapacá  y  Argentina  Limitado 

Oasaoión  en  la  forma.— Sentencia  pro- 
nunciada por  juez  recusado.  —  In* 
competencia.  —  Juicio  universal  do 
concurso.— Providencias  de  trámites 
posteriores  á  la  reonsaolón. 

Doctrina: — Im  qniebraes  un  juiciotmir 
versal  al  cual  deben  Acumularse  todas  Jas 
causas  ordinarias  ó  ejecutivas,  civiles  ó 
comerciaies,  que  al  tiempo  de  su  declara- 
ción se  balkn  pendientes  contra  el  fallido 
y  puedan  a&ctar  sus  bienes  conforme  al 
articulo  1366  del  Código  de  Comercio 
que  ha  sido  expresamente  conñrmado 
por  el  Código  de  Procedimiento  Civil  sin 
más  limitación  que  la  consignada  en  el 
inciso  2*  del  art.  574.  Debe  conside- 
rarse,por  lo  tanto,  como  parte  del  juicio 
universal  de  concurso  uno  de  tercería 
que  existia  pendiente  entre  acreedores 
del  fallido  al  declararse  la  quiebra  aun* 
qite  se  hubiese  tramitado  en  juicio  sepa^ 
rado. 
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.  El  Juez  recusado  para  conocer  en  la 
quiebra  carece  igualmente  de  competen- 
cia  para  conocer  en  todos  j  cada  ano  de 
loa  juicios  que  se  acumulan. 

No  se  opone  al  recurso  de  casación 
ñtndado  en  haberse  dictado  la  sentencia 
en  uno  de  esos  juicios  por  el  juez  recusa- 
do  el  hecho  de  que  en  el  cuaderno  en  que 
se  dictó  1^  sentencia  hubiese  dicho  juez 
dictado  providencias  con  posterioridad 
á  su  recusación,  sin  reclamación  del  recu- 
rrentCt  quien  pudo  aceptar  esas  provi- 
dencias de  mera  sustanciación,  sin  acep- 
tar que  dictara  la  sentencia  el  juez  recu- 
sado y  el  procedimiento  del  juez,  aunque 
incorrecto,  no  constituía  un  vicio  suscep 
tibie  de  reforma  por  la  vía  de  la  casación 
que  no  procede  en  general  sino  contra 
sentencia  deñnitiva. 

Aceptada  una  causal  de  casación  es  in- 
necesario pronunciarse  sobre  las  demás. 


Don  Jorge  I<ewís,  en  representación  de  Wi- 
Uiamson,  Balfoury  Compañía  interpuso  recur- 
so de  casación  en  la  forma  contra  la  sentencia 
dictada  por  el  Juzgado  de  Antofagasta  en  el 
juicio  de  tercería  promovido  con  motivo  de  la 
ejecución  seguida  por  el  Banco  de  Tarapacd 
y  Argentina  Limitado  contra  la  Fundición 
Templeman  Limitada. 

Funda  e!  recurso  en  que  el  24  de  juHu  último 
y  en  el  cuaderno  "Quiebra  de  los  Directores", 
se  obtuvo  la  recusación  deijuez  accidental  don 
MannelR.  Vásquez  para  ese  expediente  y  para 
todos  los  cuadernos  del  concurso  Templeman, 
por  lo  cual  dicho  Juez  quedó  inliabilitado  para 
conocer  en  los  litigios  contra  el  fallido  y  en  la 
tercería  que  fué  su  consecuencia. 

Sm  embargo,  ha  pronunciado  sentencia  de* 
finiti  va  en  el  juicio  de  tercería  incurriendo  en  la 
causal  de  casación  prevista  en  el  número  2^dej 
j^rt.  941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Suponiendo,  continúa  el  recurrente,  que  el 
Juez  señor  Vásquez  fuera  competente,  después 
de  haber  aceptado  él  mismo  su  recusación  sin 


dificultad,  la  sentencia  sería  casable  porque 
se  ha  dado  nhra  petita,  mandando  pagar  per- 
juicios en  condiciones  más  ventajosas  que  las 
solicitadas  por  el  Banco. 

El  señor  Juez  olvidó  al  dictarla,  lo  dispuesto 
en  el  art.  19é  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  pues  no  hubo  debate  judicial  respecto 
del  monto  líquido  de  los  peijuicios  y  sólo  ha^ 
bría  podido  declararse  el  derecho  del  Banco 
para  cobrarlos  en  un  nuevo  juicio  contradíc" 
torio  de  lato  conocimiento,  en  el  que  hubiera 
habido  inspección  ocular,  informe  de  perito 
y  antecedentes  documentables  y  no  por  el  sim- 
ple dicho  de  los  testigos,  empleados  de  los  sín- 

<IÍC08. 

La  Corte: 

Considerando,  con  relación  á  la  primera 
causal: 

1^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1366  del  Código  de  Comercio,  todas  las  can- 
sas ordinarias  y  ejecutivas,  civiles  6  comercia- 
les, que  al  tiempo  de  la  declaración  de  quiebra 
se  hallen  pendientes  contra  el  fallido  y  puedan 
afectar  sus  bienes,  serán  acumuladas  al  juicio 
universal  del  concurso; 

2°  Que  este  principio  ha  sido  mantenido 
expresamente  por  el  Código  de  Procedimiento 
Civil,  sin  mas  limitación  que  la  consignada  en 
el  inciso  2'  del  art.  574,  que  se  refiere  á  los  jui- 
cios posesorios,  de  desahucio  y  los  de  que  estén 
conociendo  6  deban  conocer  jueces  árbitros; 

3^  Que,  no  estando  el  juicio  actual  entre  los 
expresamente  exceptuados  por  la  ley,  debe 
considerarse  como  parte  del  juicio  universal 
de  concurso,  sin  que  altere  esta  situación  jurí- 
dica la  circunstancia  de  haberse  tramitado  y 
fallado  en  cuaderno  separado; 

4^  Que  se  desprende  de  lo  expuesto  que  el 
Juez  que  carece  de  competencia  para  conocer 
en  unode  los  juíciosde  laquiebra,  carece  igual- 
mente de  competencia  para  conocer  en  todos 
ó  cada  uno  de  ellos  desde  que  no  forman  sino 
un  sólo  juicio; 

5^  Que,  por  resolución  de  24  de  jnlio  último, 
el  Juez  Vásquez  declaró  bastante  la  causal  de 
recusación  alegada  en  su  contra  y  ordenó 
pasar  1m  antecedentes  al  funcionario  corres- 
pondiente, siendo  de  notar  que  la  recusación 
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ae  interpnso  no  sólo  para  el  cuaderao  en  que 
incidía  nno  para  todos  los  originados  coamo- 
tivo  de  la  quiebra  de  )a  fundición  Templeman; 

6"  Que,  en  consecaencia^^  y  aceptada  por  el 
Jnez  llanamente  y  sin  contradicción  de  parte 
su  recusación,  carecería  de  copipetencia  para 
conocer  en  el  presente  jnido,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  ene]  artículo  247  de  la  Ley  de  Orga- 
nización y  Atribuciones  de  los  Tribunales; 

7^  Que,  si  bien  consta  de  autos  que  con  pos- 
terioridad al  auto  en  que  rl  Juez  aceptó  sn  re- 
cusación y  ordenó  pasarlos  antecedentes  al 
funcionario  correspondiente,  dictó  dos  provi- 
dencias en  el  juicio  sin  que  el  recurrente  recia* 
mará  de  la  falta,  debe  tenerse  presente  que  el 
procedimiento  del  Juez,  aunque  incorrecto,  no 
constituía  un  vicio  susceptible  de  reforma  por 
la  vía  de  la  casación,  ya  que,  por  regla  gene- 
ral, ésta  no  procede  sino  contra  las  sentencias 
definitivas; 

8*  Que,  por  lo  tanto,  el  recurrente  pudo 
aceptar  que  el  Juez  dictara  en  el  juicio  provi- 
dencias de  mera  sustanciación,  cotno  son  las 
que  obran  en  autos,  sin  que  por  esto  aceptara 
q^ue  pronunciara  la  sentencia  definitivaóhubie. 
ra  perdido  su  derecho  para  reclamar  cuando 
ésta  se  le  hizo  saber; 

9^  Que,  aceptada  la  primera  causal  de  ca- 
sación, es  innecesiirío  pronunciarse  sobre  la 
segunda;  con  arreglo  á  estas  consideraciones 
y  disposiciones  legales  citadas  y  visco  ademAs 
lo  dispuesto  en  el  artículo  959  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  hay  casa* 
ci¿n  y  se  repone  la  causa  al  estado  de  pronun- 
ciarse sentencia  definitiva,  debiendo  pásar  los 
autos  al  Tribunal  correspondiente. 

Devn£lvAse  al  recurrente  la  cantidad  con- 
ugnaday  comnnfqueseal  Tribunal  de  Cuentas 
y  al  Tesorero  Fiscal  de  Antofagasta. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Pefta  y  acordada  por  los  votos  del  expresado 
señor  Ministro  y  del  señor  Ministro  Quirell, 
contra  el  voto  del  señor  Ministro  Vega,  que 
opinó  que  no  había  casación  por  la  causal 
aceptada,  por  las  razones  que  consigna  en  el 
libro  respectivo. 

El  señor  Ministro  Quirell  tiene  además  pre- 
sente otras  razones  qne  consigna  también  en 
el  mismo  libro.— Citteraas  Peña.^P,  H. 
Ytg^^M,  A.  QttinlU 


riíIMKR.VOTO  KSPnCIAt, 

En  el  recurso  de  casación  en  la  forma  contra 
la  sentencia  definitiva  de  primera  instancia 
pronunciada  en  ta  tercería  de  dominio  enta- 
blada por  Williamson  Balfonry  Compañía, 
en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  el  Banco 
Tarapacá  y  Argentina  Limitado,  contra  la 
Fundición  Templeman,  el  infrascripto  ha  teni- 
do además,  presente  parador  lugar  al  recurso 
las  nguíentes  conúderaciones: 

Usando  del  derecho  que  concede  el  artículo 
129  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
presentó  en  el  expediente  sobre  fvmpliactón  de 
la  quiebra  á  los  directores  de  la  sociedad  falli- 
da, don  José  Santos  denlos  Reyes  Díaz,  como 
apoderado  de  un  señor  Powdicht,  ¿  quien,  se- 
gún indica  en  otro  escrito,  atribuye  el  carácter 
de  mandatario  de  la  Fundición  Templemui  y 
pidió  ante  el  mismo  Juez,  señor  Vasqnez,  qne 
éste  declarase  su  recusación. 

Dicho  Juez,  si  bien  con  una  rcGertnda  errónea 
al  artículo  124  del  citado  Código,  declaró  en 
el  fondo  su  recusación,  como  realmente  podía 
hacerlo,  en  virtud  del  indicado  artículo  129, 
y  mandó  pasar  los  anteoedentes  al  fnndona- 
rio  correspondiente. 

El  infrascripto  cree  que  los  términos  de  este 
artículo  son  tan  claros  qne  hacen  redundante 
todo  comentario. 

Es  innecesario  también,  entrar  aquí  en  apre- 
ciaciones sobre  el  carácter  y  facultades  del 
recusante,  pues  debe  tenerse  presente  que  se  le 
admitió  como  representante  de  parte  y  dedo- 
rada  la  recusación,  se  produjo  una  «tuacióp 
legal  que  ahora  hay  que  tomar  en  cuenta  tal 
como  es. 

En  nada  altera  tal  situación  el  escrito  pre- 
sentado por  el  mismo  don  José  Santos  de  los 
Reyes  IMaz,  en  autos  de  tercería. 

Díaz,  creyendo  probablemente  que  seria  ne- 
cesario recusar  en  cada  expediente  de  que  se 
quisiera  apartar  al  Juez  señor  Vásquez,  había 
hecho  una  consignación  para  entablar  su  re- 
cusadón  en  esta  tercería. 

Focodespués  presentó  Díaz  el  dtadoescrito, 
acompañando  la  boleta  de  consignadón  y  pi- 
diendo se  le  devolviera  la  cantidad  consigna- 
da, porque,  afin  cuando  había  pensado  for- 
mular esa  recusación,  había  pasado  el  tiempo, 
segtin  dyo. 
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Este  escrito,  como  se  re,  que  hace  referencia 
á  nna  nuera  recusación  innecesaria  y  no  enta- 
blada y  al  retiro  de  la  boleta  respectiva,  no 
puede  destruir  ni  afectar  el  estado  de  cosas 
establecido  por  nna  recusación  antes  decla- 
rada. 

Igual  cosa  puede  decirse  respecto  del  hecho 
de  haberel  mismo  Juez  sefior  Vásquez,  después 
de  declarada  su  recusación,  dictado  providen 
ciás  y  tomado  algunas  declaraciones,  de  lo 
que,  por  otra  parte,  no  aparece  que  haya  te- 
nido conocimiento  el  recurrente  ni  de  Ío  cual 
tampoco  habría  tenido  necesidad  de  reclamar 
yá  que  el  vicio  en  qne  se  funda  la  casación  se  co- 
metió precisamente  en  el  pronunciamiento  mis- 
mo de  la  sentencia  recurrida.  ~  Af.  A.  Quireü. 

SBGUNDO  VOTO  ESPECIAL 

En  la  tercería  de  dominio  deducida  por  Wi- 
liiamson  Balfour  y  Compañía,  que  incide  en 
el  juicio  ejecutivo  seguido  por  el  Banco  Tara- 
pacá  y  Argentina  Ltdo.,  contra  la  sociedad 
fallida  Fundición  Templeman  Limitada,  el  Mi- 
nistro infrascripto  ha  disentido  de  la  opinión 
de  la  mayoriaque  formó  sentencia  y  ha  opina- 
do qne  no  debe  aceptarse  la  causal  de  casación 
acogida  por  el  Tribunal,  que  consiste  en  la 
incompetencia  del  Juez  que  pronunció  la  sen- 
tencia cniya  casación  se  pide,  por  haber  sido 
recusado  en  el  juicio  de  quiebra  y,  en  conse- 
cuencia, el  suscripto  ha  votado  que  no  es  casa^ 
ble  la  expresada  sentencia,  á  virtnd  de  tos  he- 
chosy  consideraciones  que  consigna  en  seguida. 

Presentada  la  tercería  el  2  de  abril  de  1903, 
ha  intervenido  como  Juez  subrogante  por  mi- 
nisterio de  la  ley  el  abogado  don  Manuel  R. 
Vásquez  C,  sin  reclamación  alguna  y  en  di- 
versas épocas,  desde  el  ti  de  mayo  hasta  el 
21  de  septiembre  del  mismo  año,  proveyendo 
■oKcitudes  presentadas  por  el  ejecutante,  el 
tercerista  y  el  ejecutado,  representado  por  los 
síndicos  de  su  quiebra;  fué  el  Juez  que  dictó  el 
auto  de  prueba,  redbió  la  testimonial  que  se 
ha  rendido  é  intervino,  como  se  ha  dicho,  has- 
ta el  21  de  septiembre  y  sin  observación  de  las 
partes. 

El  22  de  este  último  mes  pronunció  la  sen- 
tencia, y  el  tercerista  ha  intoptiesto  contra 
ella  los  recursos  de  casación  y  de  apelación, 


fundando  el  primero  de  estos  recursos  en  dos 
causales,  á  saber:  incompetencia  del  Juez,  por 
haber  éste  aceptado  su  recusación  y  haber  fa- 
llado ultra-petita,  causales  previstas  en  los 
números  2'  y  4'  del  artículo  941  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

Aceptada  por  la  mayoría  del  Tribunal  la 
primera  de  dichas  cánsales,  ha  estimado  inne- 
cesario pronunciarse  sobre  la  segunda. 

El  recurrente,  para  comprobar  la  causal  de 
incompetencia  aceptada,  ha  hecho  agregar 
copia  de  un  escrito  de  recusación  presentado 
en  el  cuaderno  de  calificación  de  la  quiebra  de 
la  Fundirión  Templeman  Limitada,  por  su 
mandatario  don  Carlos  Powdicht,  quien  fué 
representante  de  la  sociedad  nombrada  hasta 
que  se  la  declaró  en  quiebra,  y  en  el  cual  escri- 
to se  pidió  la  recusación  del  Juez  subrogante 
en  esta  forma:  ''vengo  en  recusar  á  Sj  Señoría 
en  este  cuaderno  (el  de  calificación  de  la  quie- 
bra) y  en  todos  los  originados  con  motivo  de 
la  quiebra  de  la  Fundición  Templeman,  fun- 
dado en  la  causal  1*  del  artículo  230  de  la  ley 
de  15  de  octubre  de  1875. 

"En  efecto.  Su  Señoría  ha  manifestado  su 
opinión  legal  respecto  al  auto  que  amplió  la 
quiebra  á  los  directores  de  la  sociedad  fallida 
en  Londres,  y  de  las  consecuencias  que  dicho 
auto  y  la  resolución  de  la  Iltroa.  Cortede  Ape- 
laciones de  Tacna,  importaba  para  las  diver- 
sas personas  que  figuran  en  este  juicio  de  quie- 
bra y  concluye  pidiendo  al  Juez  que,  teniendo 
por  hecha  la  recusación  y  aceptándola,  se  in- 
hiba del  conocimiento  del  negocio  en  los  diver- 
sos ramos  ó  cuadernos  del  juicio  de  quiebra. 

El  Juez  proveyó  con  fecha  24  de  julio  de 
1903:  "De  conformidad  al  inciso  2*  del  articu- 
lo 124  de  la  ley  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  bastante  la  causal  de  recusación  ale- 
gada. Pase  al  funcionario  correspondiente." 

Como  se  ve,  la  recasación  formulada  en  el 
juicio  de  calificación  de  la  quiebra  por  ana 
persona  que  no  es  parte  en  este  expediente  de 
tercería,  se  fundójen  que  el  Juez  recusado  hal^ 
manifestado  su  opinión  respecto  de  determi- 
nada cuestión  qne  no  tiene  atingencia  con  la 
que  se  ventila  en  este  expediente,  y  la  única 
intervención  que  dicha  persona  ha  tenido  en 
este  cuaderno  ha  sido  la  que  consta  en  sa  soli- 
citad, en  la  cual  dice:  qae  "según  lo  acredita 
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la  boleta  de  depósito  que  acompaña,  ha  ente- 
rado en  Tesorería  Fiscal,  la  cantidad  de  $  50, 
para  recusar  al  Juez  señor  Manuel  R.  Vás- 
quez  C.,que  actuaba  en  este  juicio.  No  habién- 
dolo hecho  en  tiempo  oportuno,  pide  se  le 
devuelva  el  depósito  por  la  Tesorería." 

Así  se  decretó  y  se  ejecutó  el  decreto  sin  in- 
tervención de  las  partes  en  este  juicio. 

Estima  el  infrascriptoque  la  recusación  men- 
cionada no  ha  podido  surtir  efectos  ni  esti- 
marse  válida  en  este  juicio,  por  las  considera- 
ciones siguientes: 

La  recusación  de  un  Juez  que  desempeña  un 
Tribunal  unipersonal,  á  diferencia  de  la  impli- 
cancia del  mismo,  debe  hacerse  valer  ante  el 
tribunal  que  según  la  ley  debe  conocer  de  este 
incidente,  como  lo  prescriben  los  artículos  120 
y  121  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  en 
el  caso  de  que  se  trata  no  aparece  que  la  recu- 
sación se  haya  elevado  al  conocimiento  de 
esta  Corte,  que  era  la  llamada  á  resolver  la 
reclamación,  conforme  al  artículo  259  de  la 
Ley  Orgánica  de  los  Tribunales,  disposición 
que  no  ha  sído  derogada  y  antes  bien,  ha  sido 
confírmada-por  lo  estatuido  en  el  artículo  125 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Es  verdad  que  el  artículo  129  de  este  Códi- 
go faculta  al  recusante  para  que,  antes  de  pe- 
dir la  recusación  de  un  Juez  al  Tribunal  que 
deba  conocer  del  incidente,  pueda  recurrir  al 
mismo  recusado,  exponiéndole  la  causa*en  que 
la  recusación  se  funda  y  pidiéndole  la  declare 
sin  más  trámite,  pero  en  la  recusación  que 
formuló  don  José  Santos  de  los  Reyes  Díaz,  en 
representación  de  don  Carlos  Powdicht,  en  el 
cuaderno  de  calificación  de  la  quiebra  de  la 
sociedad  Fundición  Templeman  Limitada,  no 
entendió  el  Juez  que  se  ejercitaba  tal  facultad, 
puesto  que  en  la  providencia  de  24  de  julio 
citada,  invocó  el  inciso  2^  del  artículo  124  de 
dicho  Código,  para  declarar  bastante  la  causal 
de  recusación  alegada,  declaración  que  este 
artículo  atribuye  al  Tribunal  que  debe  conocer 
del  incidente  y  no  al  propio  Juez  recusado. 

Y  no  importa,  en  concepto  del  infrascripto, 
que  la  mencionada  providencia  hubiera  sido 
consentida  por  las  partes,  circunstancia  que 
fao  consta  de  la  copia,  porque  si  tal  coasenti- 
miento  hubiera  ocurrido,  ella  no  daría  efica- 
cia ó  efecto  legal  á  la  declaración,  desde  que  k 


habría  expedido  por  un  Tribunal  diverso  del 
llamado  por  la  ley  á  expedirla. 

Además,  la  solicitud  de  estos  autos,  proveí- 
da el  26  de  agosto  de  1903,  parece  manifestar 
que  sólo  se  intentó  recusar  en  este  juicio  al  se- 
ñor Vásquez  C,  y  como  no  se  llevó  á  efecto  en 
tiempo  oportuno,  se  pidió  devolución  del  de- 
pósito requerido  para  la  recusación  y,  por 
tanto,  quedó  retirada  la  recusación,  y  las  par- 
tes presentaron  al  mismo  Juez  sus  solicitudes 
hasta  la  víspera  de  darse  la  sentencia  cuya 
casación  se  pide. 

Por  otra  parte,  la  recusación  sólo  puede  en- 
tablarse por  la  parte  á  quien,  según  la  pmun- 
ción  de  la  ley,  puede  perjudicar  la  falta  de  im- 
parcialidad que  se  supone  en  el  Juez;  y  en  el 
presente  caso  la  recusación  ha  sido  entablada 
por  quien  no  es  parte  en  este  juicio  y  por  una 
causal  que  ninguna  atingencia  tiene  en  la  ter- 
cería ni  en  el  juicio  ejecutivo  en  que  innde, 
puesto  que  se  funda  en  haber  manifestado  el 
Juez  su  opinión  respecto  de  un  asunto  distinto. 

Por  lo  expuesto,  el  Ministro  infrascripto  ha 
estimado  que  no  procede  la  casación  de  la 
sentencia  de  22  de  septiembre  último,  por  la 
primera  de  las  causales  que  ha  sido  aceptada 
por  la  mayoría  del  Tribunal  y  se  abstiene  de 
pronunciarse  sobre  la  segunda  por  el  mismo 
fundamento  que  ha  tenido  en  vista  la  Corte 
para  abstenerse  de  tomarla  en  consideración. 
— P.  Roberto  Vega. 


Corte  áe  Ja  Sereaa.—30  de  julio  de  1904 

Municipalidad  de  Salamanca  con  Valenzuelá 

Julolo  posesorio;  oposlolón  á  Insorlp- 
olón.-Condenaolón  en  costas 

Doctrina: — Los  juicios  sobre  oposi- 
ción á  inscripción  de  un  titulo  translati' 
cío  de  dominio  son  posesorios  y  en  elloa 
no  deben  tomarse  en  caenta  ni  los  títtt' 
los  de  dominio  que  se  aleguen,  ni  caestio- 
nes  de  lato  conocimiento  sobre.  yaVdez  6 
nulidad  de  ellos. 
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Habiendo  probado  e¡  opositor  haber 
poseído  ios  terrenos  cuyo  titulo  se  pre- 
tende inscribir,  no  procede  la  inscripción 
sin  que  previamente  sea  vencido  aquél  en 
juicio  ordinario. 

Siendo  pública  y  notoria  la  posesión 
del  opositor,  los  demandados  que  han 
pretendido  la  inscripción  carecen  de  ñtn- 
damento  plausible  para  litigar  y  deben 
ser  condenados  en  las  costas  de  la  causa. 


Don  Aurelio  del  Rio,  por  U  Ilustre  Munici- 
palidad de  Salainanca,  dice:  que  ha  visto  en 
el  periódico  La  Voz  de  lUapel  una  publicación 
del  Conservador  de  Bienes  Raíces  de  este  de- 
poctamento,  para  proceder  á  la  inscripción  de 
un  sitio,  solicitada  por  don  Clorindo  Valen- 
snela  y  doña  Mercedes  Antonia  Sáez. 

Que  en  los  deslindes  que  figuran  en  dicha 
publicación  se  ha  comprendido  un  sitio  de 
propiedad  de  la  Ilustre  Corporación  que  re- 
presenta, por  lo  cual  viene  en  oponerse  á  la 
inscripción  en  referencia. 

Se  dió  traslado  á  don  Clorindo  Valenzue- 
la  y  á  doña  Mercedes  Antonia  Sáez,  tenién- 
dose por  presentada  la  demanda.  Contestan- 
do don  Agustín  Cuevas  por  los  demandados, 
dice: 

Que  la  Ilustre  Municipalidad  de  Salamanca, 
no  es  ni  nunca  ha  sido  dueño,  ni  ha  tenido  ni 
tiene  posesión  de  terrenos  dentro  de  los  des- 
liado que  se  señalan  por  sus  representados, 
cuya  inscripción  se  trata  de  efectuar. 

Que  ni  siquiera  en  las  inmediaciones  ha  pó- 
telo legalmente  terrenos  sobre  los  cuales 
haya  ^ercido  dominio. 

Bl  Jugado  de  Illapd  con  fecha  19  de  junio 
de  1902,  fiaUó: 

Considerando: 
1^  Que  no  se  ha  señalado  con  predúón  y 
claridad  el  objeto  de  la  demanda  como  lo  man- 
daba la  ley  de  Partidas  vigente  en  la  época  en 


que  se  inició  este  juicio,  por  lo  cual  debe  consi- 
derarse la  demanda  indeterminada; 

2^  Que  la  demanda  descansa  en  la  publtca- 
Q\6tí  hecha  por  un  periódico,  el  que  no  se  ha 
acompañado;  y 

3^  Que  no  existen  antecedentes  para  conn- 
derar  que  el  demandante  ha  procedido  con 
mala  fe,  y,  por  el  contrarío,  hay  motivo  para 
suponer  que  ha  tenido  cansa  plausible  para 
litigar. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  tos  ar- 
tículos 151,  251  y  252  del  Código  Civil,  se 
declara:  no  ha  lugar  á  la  demanda.  No  ha  lu- 
gar á  las  có^tM.— Bonifacio  Correa  B. 

La  Corte: 

Serena,  30  de  julio  de  1904.— Vistos:  repro- 
duciendo la  parte  expositivade  lasentenciadc 
prime 'a  instancia;  y 
Teniendo  presente: 

1^  Que  los  juicios  sobre  oposición  á  la  ins- 
cripción de  un  título,  como  es  el  de  que  se  tra- 
ta, son  juicios  posesorios,  en  los  cuales  no  de- 
ben tomarse  en  cuenta  ni  los  títulos  de  domi- 
nio que  se  al^uen,  ni  cuestiones  de  lato  cono- 
cimiento sobre  validez  ó  nulidad  de  ellos; 

2^  Que  la  Municipalidad  opositora  ha  jus- 
tificado haber  pos^o  los  terrenos  cuyo  títu- 
lo se  pretende  inscribir  y  que,  dado  este  ante- 
cedente, no  procedería  la  inscripción  porcnan- 
to  con  ello  se  la  privaría  de  la  posesión  sin 
ser  oída  ni  vencida  en  juicio  de  lato  cónoci- 
miento;  y 

3^  Que  en  autos  hay  mérito  suficiente  para 
establecer  que  los  demandados  no  han  tenido 
motivo  plausible  para  litigar  en  este  juicio. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1698  del  Código  Civil  y 
151  del  de  Procedimiento,  se  revoca  la  sen- 
tencia  apelada  de  19  de  julio  de  1903,  y  se  de- 
clara que  ha  lugar  á  la  oposición  deducida, 
sin  perjuido  de  los  derechos  que  puedan  hacer 
valer  las  partes  respecto  del  dominio  del  te* 
rreno  sobre  que  versa  la  oposición,  con  eos* 
tas  de  primera  y  segunda  instancia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Abalos, 
quien  sólo  acepta  la  condenación  en  costas  de 
segunda  instancia.— Afax/mi/iaoo  E.  Abalos, 
—  Ftrlipe  Herrera  Daniel  Cádtx» 
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SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Taca».— 24  de  mayo  de  1904 

Vidauire  con  Merícg 

Documentos  invocados  en  la  demanda; 
presentadón.-Mlnas;  mensura— Ma- 
nifestación; Registro;  ratificación; 
prioridad. 

Doctrina:— Los  documentos  invoca- 
dos en  la  demanda  deben  ser  tomados  en 

cuenta  aunque  se  presenten  después  del 
fallo  de  í.'  instancia.  El  plazo  de  noven- 
ta días  concedido  al  registrador  para  la- 
brar el  pozo  y  ratiñcar  el  registro  debe 
contarse  desde  la  fecha  de  la  providencia 
recaída  en  la  solicitud  de  manifestación 
en  que  se  le  hizo  merced  de  la  pertenencia 
solicitada  (1). 

(1)  EatimunoB  oomo  el  Mfior  Ministro  Vega,  que 
el  plizo  se  concede  si  regiairador  y  no  al  denun- 
ci€tnte  y,  por  lo  tanto,  los  Doventa  días  deben  con- 
tarse desde  la  fecha  del  rastro  qae  es  el  aoto  pú 
ArBLACIOHU 


La  ratiñcación  debe  ser  registrada  den- 
tro  del  mismo  plazo  de  noventa  días. 

Este  plazo  no  es  fatal;  pero  debe  en- 
tenderse que  el  minero  que  no  ha  cumpli- 
do en  tiempo  las  obligaciones  que  la  ley 
le  impone,  pierde  sus  derechos  en  favor 
del  tercero  que  constituya  título  provi- 
sorio después  de  vencido  dicho  plazo. 


Don  Eduardo  Vidanrre,  por  sí,  como  reprc* 
sentante  legal  de  su  mujer  doña  Teresa  Ro- 
mero de  Vidaurre  y  diciéndose  encargado  de 
.  los  leñores  Rafael  Garmendta  Reyes,  Carlos 
Rivera  Jofrí  y  doña  Marta  Zaldfvar,  se  pre- 
sentó exponiendo  que,  por  resolución  del  Juz- 
gado y  á  solicitud  de  don  Tomás  V.  Merícg,  se 
ha  mandado  citar  á  los  mineros  colindantes 
para  proceder  á  la  mensura  de  las  minas  Mer- 

blico  que  fija  de  un  modo  ineqaÍTooo  la  posesión  y 
principio  de  apropiación  de  la  mina  de  parte  de!  de. 
nnnoiante  fc  quien  se  otoi|^  merced  de  ella. 
I^as  modificaciones  que  se  hiMan»  en  «1  Código 
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cedes  Primera,  Mercedes  Segunda  y  Mercedes 
Tercera,  ubicadas  en  Collahnasi. 

Que  las  minas  Bateas,  Santa  Teresa,  Mara- 
villa, Ilusión  y  Fantasía,  cuyos  derechos  re- 
presenta á  nombre  de  las  personas  que  ha 
mencionado,  fueron  manifestadas  con  anterio- 
ridad á  las  minas  de  don  Tomás  V.  Mericg, 
antes  mencionadas,  y  para  las  cuales  este  se- 
ñor pide  mensura  y  viene  en  oponerse  á  dicha 
operación,  conforme  al  arttcnlo  48  del  Códig;o 
de  Minexfa,  núentras  no  se  verifique  previa- 
mente la  demarcación  y  mensura  de  las  cita- 


das minas  Bateas,  Maravilla,  Ilusión,  Fanta- 
sía y  Santa  Teresa. 

Conferido  traslado  de  la  oposición  dedudda 
á  don  Tomás  V.  Mericg,  expone: 

Que  se  ha  impuesto  de  que  las  minas  que 
dice  representar  el  señor  Vidaurre  fueron  ma- 
nifestadas, según  el  cargo  respectivo,  á  las  3 
P.  M.  del  dfa  6  de  mayo  de  1903. 

Que  en  el  mismo  día  se  expidió  el  decreto 
mandando  registrar  las  manifestaciones  y  pu- 
blicar los  registros,  y  que  fueron  re^tradas 
el  dSa  6  de  dicho  mes. 


de  1888  i  loi  orttculos  correspondientes  del  Código 
de  1874  coDfirman  Im  doctrina  del  voto  difidente. 

Segán  el  Código  de  1674,  el  registrador  estaba 
obligado  á  poner  á  desnudo  el  filón  ó  veta  de  sn 
desoubri  miento  dentro  del  plaso  de  noventa  días 
coontadoa  desde  la  fecha  en  qne  se  mande  hacer  el 
r^istro»  (art  31);  veríScado  d  trabajo  el  registra- 
dor debía  ntífioar  sn  registro  por  medio  de  an  pedi- 
mentodirígido  al  Jnaa,  pedimento  qus  debía  también 
n^iatrane  como  la  msnif estación  (art.  Si);  y  ai  el 
registrador  no  labraba  el  poso  dentro  del  placo  le- 
gal ó  sí  labrado  no  ratificaba  su  regititro,  se  le  tenía 
por  desistido  de  sns  derechc»  y  se  adjadicaba  la 
mina  cal  prímem  que  la  dennncie,  decía  el  artionlo 
38,  antes  de  haber  sido  snbaanadaa  por  el  r^patrador 
estas  faltas*. 

El  artíenlo  35  del  Código  de  1888,  que  oorrespon- 
de  al  artículo  31,  dice  que  «el  registrador  está  obli- 
gado á  labrar,  dentro  del  plaso  de  noventa  días,  un 
poso  ó  boca-mina  de  6  metroai  ún  expresar  an  quÓ 
forma  se  enentau  eatps  días.  El  artionlo  38  agre- 
ga qne  clal»«do  el  poio  ó  boca-mina  de  qne  trata 
el  artionlo  35,  el  registrador  deberá  alinderar.  En 
segnida  deberá  ratificar  sn  registro  por  medio  de 
nn  pedimento...  Este  pedimento  se  registrará  tam- 
bién como  la  nanifeataeión.  Estas  obligacioneB  de- 
berá cnmplirlas  el  registrador  dentro  del  i^laso  con- 
cedido para  labrar  el  pozo»;  j  finalmente  el  artículo 
41  dispone  qne  cai  el  registrador  no  labrare  el  poto 
y  no  ratificare  an  regiatoo,  se  le  tendrá  por  desistido 
de  sos  derachos.a 

La  ley  ae  refiere,  pues,  únioa  y  exolnsivamente  al 
ngiitradoi-  y  el  registro  es  el  panto  de  (wa-tida  que 
toma,  modificando  así  lo  que  establecía  la  ley  ante- 
rior. Así  el  artionlo  30  á  qne  se  refiere  expresamente 
el  32,  dice  qne  tel  descubridor  en  cerro  rirgen  será 
él  únioo  qne  tenga  derecho  i  pedir  pertenencias  den- 
tro del  radio  de  5  kilómetros,  partiendo  del  pozo 
de  la  pertenencia  desenbridora,  dtirante  lo»  cincuenta 
dio»  iigmenttt  á  tu  re^íflro». 

M  registro  atiende  también  la  ley  para  fijar  et 


panto  de  partida  de  la  posesión.  cIa  posesión  ori- 
ginaria de  las  minas,  dice  el  artíenlo  81,  se  adquiere 
por  el  regittro  legalmente  verificado  y  desde  qne 
éste  tiene  lugar  la  mina  qneda  anjeta  á  las  preacrip- 
mones  q<ie  rigen  la  propiedad  inscrita».  Por  oonsi- 
gaiente,  la  merced  6  concesión  minera  por  ai  sola 
no  confiere  al  minero,  los  derechos  sobre  la  perte- 
nencia. Si  el  registro  no  ae  hace,  el  minero  nada  ad- 
quiere aunque  el  Jues  haya  puesto  en  la  manifesta- 
dÓn  el  decreto  de  merced. 

Es  natural,  por  lo  mismo,  qne  desde  el  momento 
que  adquiere  la  posesión  originaria  de  sn  mina,  es 
decir,  desde  el  registro,  se  principian  á  contar  los 
plasoR  pan  la  oonstitnción  de  sn  (ítalo  definitivo. 
Esto  esplioa  la  supresión  hecha  en  al  artículo  SI  del 
Código  de  1874. 

La  observación  que  hace  la  Corte  en  el  oonúde- 
rando  6.°,  aparte  de  que  no  es  procedente  como  ar- 
gumento doctrinal,  carece  de  valor  en  sí  minma, 
pnea  no  ea  eféotivo  qne  quedaría  i  meroed  dd  mi- 
nero ounstitair  cuando  qniaien  títolo  provisorio  de 
BU  pertenencia  con  sólo  presentar  en  tiempo  la  soli- 
citud He  ratificación,  dejando  para  onitndo  le  conri- 
niere  lu  iascripción  de  dicha  siilicitud.  Ul  registro 
de  la  ratificación  es  siempre  obligatorio  y  debe  ser 
hecho  con  arrezo  al  artículo  38,  dentro  del  plaso 
concedido  para  labrar  el  pozo.  La  única  cuestión 
que  queda  por  resolver  es  la  fecba  inicial  desde  la 
cual  debe  contarse  el  plazo,  si  es  la  del  regittro  6  la 
de  la  providencia  que  recae  en  la  manifettaeióm. 
Este  en  el  únioo  punto  controvertido  en  la  especie, 
y  por  lo  tanto,  la  observación  de  la  Corte  está  fuera 
de  lugar  y  es  inexacta  porque  no  se  pretendía  que 
el  registro  de  la  ratificación  pudien  hacerse  después 
del  plazo  de  noventa  díaa  de  registrada  la  manifes- 
tación. 

Elregistro  es  el  hecho  notorio  y  pAblico;  y  no  hay 
perjnicio  de  nadie  tomándolo  como  base  para  definir 
los  derechos  de  los'  denunciantes. 

Luis  Clabo  Solas. 
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Que  el  derecho  que  adquiere  un  minero  de  la 
poséción  de  las  minas,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  81  del  Código  de  Minería,  á  vir- 
tnd  del  registro  de  la  manifestación,  está  su- 
jeto á  lacondídón*  que  puede  considerarse 
provisoria,  de  cumplir  dentro  del  término  de 
noventa  días,  pre6jado  en  el  artículo  35,  todas 
las  obligaciones  que  le  impone  el  articulo  38 
del  Código  citado. 

Dentro  de  ese  plazo  debe  labrar  el  pozo  ó 
boca  mina,  alinderar  prorisoriamente  la  per- 
tenencia con  mojones  visibles  colocados  en 
cada  uno  de  sus  extremos,  ratificar  su  registro 
y  hacer  registrar  la  ratificación,  de  tal  manera 
que  la  omisión  de  cualesquiera  de  esas  obliga- 
cionea  importa  la  pérdida  del  derecho  de  la 
posesión  de  la  mina  adquirido  por  el  registro 
de  la  manifestación,  j  el  derecho,  una  vez  per- 
dido, habiendo  perjuicio  de  terceros,  no  se 
puede  readquirír  con  el  cumplimiento  tardío 
de  una  ó  más  de  aquellas  obligaciones. 

Que  el  señor  Vidaurre  y  demáspersonasque 
adquirieran  derechos  por  el  registro  de  las  ma- 
nifestaciones de  las  minas  Bateas,  Maravilla, 
Santa  Teresa,  Ilusión  y  Fantasía,  en  el  su- 
puesto de  que  esas  manifestaciones  hubieran 
sido  válidas,  legalmente  hablando,  lo  perdie- 
ron porque  no  hicieron  registrar  la  ratifica- 
ción de  su  registro  dentro  del  término  de  no- 
venta días,  á  contar  desde  la  fecha  del  decreto 
del  Juzgado  que  mandó  registrar  las  manifes- 
taciones. 

Ese  plazo  de  noventa  días  se  venció  á  las 

12  de  la  noche  del  día  3  de  agosto  último,  y  el 
registro  de  la  ratificación  vino  á  efectuarse  al 
día  siguiente. 

Que,  según  lo  expuesto,  los  señores  Vidau- 
rre y  demás  interesados  en  esas  minas  no  tie- 
nen derecho  alguno  que  ejercitar  en  contra  del 
exponente,  aunque  la  manifestación  de  las  mi- 
nas Mercedes  Primera,  Mercedes  Segunda  y 
Mercedes  Tercera  hubiera  sido  dos  días  poste- 
rior, pues  que  fueron  presentadas  el  día  7  de 
mayo,  á  las  2^  de  )a  tarde; 

Que,  por  otra  parte,  de  las  minas  en  que 
tiene  interés  el  señor  Vidaurre,  solo  la  Santa 
Teresa  podría  ser  afectada  con  la  mensura  de 
las  minas  de  propiedad  del  exponente,  porque 
las  demás  se  encuentran  muy  distantes  de  éstas. 

V  la  manifestación  de  aquella  mina  es  com- 


pletamente ilegal,  por  cuanto  el  peticionario 
solicitó  una  pertenencia  para  explotar  en  la 
fecha  antes  indicada  de  5  de  mayo,  á  continua- 
ción de  la  mina  Cavancha;  y  esta  mina  había 
sido  manifestada  solamente  por  don  Felipe 
Araya  en  21  de  febrero  del  presente  año,  ha- 
biéndose hecho  aquella  petición  solo  sesenta  y 
tres  días  después  de  la  manifestación  de  esta 
última  mina. 

De  modo  que  se  atropelló  sin  miramiento 
alguno  la  disposición  del  artículo  44  del  Có- 
digo de  Minería,  que  sólo  permite  pedir  perte- 
nencias para  explorar  ciento  ochenta  días  des- 
pués que  se  ratifica  el  registro  y  se  demarca  la 
pertenencia  de  una  mina  descubierta. 

Que  como  el  registro  de  la  manifestación  de 
la  mina  Santa  Teresa  no  fué  legalmente  veri- 
ficado, los  peticionarios  no  adquirieron  dere- 
cho alguno  á  posesión  del  terreno  mineral  que 
designaron  en  su  solicitud  y,  por  consiguien- 
te, habrían  carecido  de  base  legal,  absoluta^ 
mente,  para  oponerse  á  la  mensura  que  trata 
de  llevar  á  efecto,  por  lo  cual  pide  se  deseche 
la  demanda,  con  costas. 

Por  un  otrosí,  los  señores  Anacleto  Valen- 
zuela,  empleado  residente  en  el  cuartel  de  po- 
licía, y  Manuel  Rencoret,  médico,  residente  en 
la  calle  de  Zegers,  frente  á  dicho  cuartel,  expo- 
nen que  teniendo  participación  en  las  minas 
que  el  señor  Mericg  trata  de  mensurar,  se  ad- 
hieren á  lo  expuesto  por  éste  en  lo  principal, 
petición  que  se  mandó  tener  presente. 

Por  la  solicitud,  de  fe.  26,  exponen  loa  de- 
mandados que  no  habiendo  el  señor  Vidaurre 
acompañado  á  su  demanda  ninguno  de  los 
documentos  públicos  en  que  ha  debido  fun- 
darla, piden  se  le  notifique  para  que,  en  el  tér- 
mino del  siguiente  día  hábil,  presente  copia 
autorizada  de  los  registros  de  las  manifesta- 
ciones y  de  las  ratificaciones  de  las  minas  Ba- 
teas, Maravilla,  Santa  Teresa,  Ilusión  y  Fan- 
tasía, bajo  aperdbimiento  de  no  ser  tomados 
en  considerarión  si  los  presentare  después  de 
fenecido  ese  plazo,  petición  á  la  cual  accedió  el 
Juzgado. 

Notificado  al  efecto  don  Eduardo  Vidaurre, 
no  presentó  losdocumentos mencionados  den- 
tro del  término  fijado,  por  lo  cual  «e  le  man- 
dó tener  por  rebelde  y,  siendo  la  cuestión  de 
derecho,  se  citó  para  sentencia. 
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Hl  Jazf^ado  de  Iqníqne,  con  fecha  19  de  no- 
viembre de  1903,  falló: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presentequeel 
oponente  no  ha  jnstKcado  ni  intentado  justi- 
ficar que  por  sí  ó  en  unión  de  otras  personas, 
haya  adquirido,  por  los  correspondientes 
trámites  de  manifestación  y  ratificación,  las 
pertenencias  mineras  Bateas,  Maravilla,  San* 
ta  Teresa,  ilusión  y  Fantasía,  ni  menos  la 
prioridad  de  las  manifisstadones  de  las  men- 
cionadas minas,  con  respecto  á  las  denomi' 
nadas  Mercedes  Primera,  Mercedes  Segunda 
y  Mercedes  Tercera,  de  los  stores  Mericg, 
Valenznela  y  Rencoret;  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  151  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  y  4>7  del  Código  de  Minería, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  la  oposición  de- 
ducida por  don  Eduardo  Vidaurre  á  la  mensu- 
ra de  las  mencionadas  minas  Mercedes  Pri- 
mera, Mercedes  Segunda  y  Mercedes  Tercera. 
~Af.  Vai:gaa  Mardonea. 

La  Ctorte: 

Vistos:  teniendo  presente: 

1^  Que  el  demandado,  al  contestar  la  de- 
manda, hace  valer  en  apoyo  de  su  defensa  las 
soliatudes  de  manifestación  y  ratificación  de 
las  minas  Bateas,  Maravilla,  Santa  Teresa. 
Ilusión  y  Panta^  del  demandante,  por  lo 
cual,  y  aunque  presentados  los  antedichos  do- 
cumentos en  segunda  instancia,  deben  ser  to- 
mados en  consideración,  en  virtud  de  lo  dis< 
puesto  en  el  inciso  2',  del  artículo  252  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil; 

2"  Que  el  plazo  de  noventa  días  concedido 
al  registrador  para  labrar  el  poso  y  ratificar 
el  registro  debe  contarse  desde  la  fecha  de  la 
providencia  recaída  en  la  solicitud  de  niani< 
festactón,  porque  en  esa  fecha  se  le  hizo  mer- 
ced al  minero  de  la  pertenencia  solicitada  r 
principian  sus  deredios,  contándose  entre  és- 
tos como  más  importante  el  que  le  concede  el 
artículo  48  del  Código  de  Minería,  para  de- 
marcar y  mensurar  preferentemente  su  mina, 
y  principian,  por  consiguiente,  las  obligacio- 
nes correlativas  que  la  ley  le  impone; 

3^  Que  de  los  documentos  indicados  en  el 
cpasiderando     consta  que  don  Eduardo  Vi- 


daurre, si  bien  presentó  escrito  de  ratifica- 
ción de  las  pertenencias  nombradas  en  tirai- 
po  oportuno,  esto  es.  antes  de  vencerse  el  pla- 
zo de  noventa  días  que  para  la  práctica  de 
esa  diligencia  fija  el  artículo  38  del  citado  Có- 
digo, el  registro  de  la  ratificación  se  verificó 
cuando  ese  plazo  estaba  ya  vencido; 

4>^  Que  lo  que  la  ley  quiere  no  es  solamente 
que  en  el  plazo  de  noventa  días  despuísde  esa 
manifestación  se  presente  el  escrito  de  ratifi- 
cación, sino  que  en  ese  plazo  se  constituya  tí- 
tulo prorisorio  de  propiedad  de  la  mina,  por- 
que el  inciso  final  del  artículo  38citado  dispo- 
ne "que  estas  obligaciones  (entre  las  que  se 
encuentra  la  de  registrar  la  ratificación)  de- 
berá cumplirlas  el  registrador  dentro  del  pla- 
zo concedido  para  labrar  el  pozo";  y  el  ar- 
tículo 35  dispone:  "que  el  plazo  para  hacer  es- 
ta filtima  operación  es  de  noventa  días"; 

5^  Que  de  no  reptarse  esta  interpretación, 
resultaría  que  quedaría  á  merced  del  minero 
constituir  cuando  quisiera  título  provisorio 
de  su  pertenencia,  porque  le  bastaría  presen- 
tar en  tiempo  la  solicitud  de  ratificación,  de- 
jando para  cuando  le  conviniera  la  inscrip- 
ción de  dicha  solicitud,  lo  que  es  manifiestamen- 
te contrario  al  propósito  de  la  ley; 

6^  Que  aunque  el  plazo  á  que  se  refieren  las 
disposiciones  citadas  no  es  latal,  porque  no 
debe  tenerse  por  tal  sino  el  denominado  por 
la  ley  de  esta  manera,  debe  entenderse  que  el 
minero  que  no  ha  cumplido  en  tiempo  las  obli- 
gaciones que  la  ley  Ic  impone  pierde  sus  dere- 
chos á  favor  del  tercero  que  constituye  título 
provisorio  después  de  vencido  aquel  plazo, 
que  es  prerísamente  lo  ocurrido  en  el  presente 
caso; 

7^  Qu**  segfin  lo  dispuesto  en  el  artículo  41 
del  mismo  Código,  si  el  registrador  no  labra- 
re el  pozo  y  ratificare  su  registro,  se  le  tendrá 
por  dewstido  de  sus  derechos,  cotf  lo  cual  la 
ley  establece  la  sanción  que  impone  al  minero 
que  no  cumpk  ó  cumple  tarfSíamente  las  obli- 
gaciones que  la  ley  le  impone; 

8^  Que,  en  consecuencia,  la  acción  de  oposi- 
ción á  mensura  que  se  ejercita  en  la  demanda 
es  improcedente,  porque  el  derecho  en  que  ella 
se  funda  no  existe  ó,  lo  qae  es  lo  mismo,  por- 
que la  ley  ha  dado  ya  al  denunciante  por  de- 
sistido de  su  ejercicio. 
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Con  arreglo  á  estas  coonderaciones  y  dis- 
pondooes  legales  citadas,  se  confirma  la  len- 
tencia  apelada  de  ITdenovíembre  último. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña  y  acordada  por  los  votos  del  señor  Pre- 
sidente Barros  y  del  expresado  señor  Ministro 
contra  el  voto  del  señor  Ministro  Vega,  que 
opinó  por  la  revocatoria  de  la  sentencia,  por 
las  razonesqueconsigna  en  el  libro  respectivo. 

—E.  Barros  fi.  Cisternas  Peña  P.  Roberto 

Vega. 

VOTO  BSFBCIAL 

El  Ministro  infrascripto,  en  la  causa  seguida 

por  don  Eduardo  E.  Yídaurre  y  otros  con  don 
Tomás  Mericg,  sobre  oposición  á  mensura  de 
la  mina  Mercedes  Primera  y  otras,  hn  opina- 
do por  revocar  la  sentencia  apcladn  y  decla- 
rar que  ha  lugar  á  la  oposición  formuladh,  en 
virtud  de  las  consideraciones  que  consigna  en 
seguida: 

1*  Que  los  demandados,  al  contestar  la  de- 
manda, hacen  valer  en  apoyo  de  su  defensa  las 
manifestaciones,  ratificaciones  y  registros  de 
las  minas  Bateas,  Maravilla,  Santa  Teresa, 
Ilusión  y  Fantasía,  en  que  el  demandante 
funda  su  acción;  y,  por  tanto,  estos  instru- 
mentos públicos,  que  se  agregaron  á  los  autos 
después  de  dictada  la  sentencia  de  primera 
instancia  y  que  se  hacen  valer  en  la  segunda, 
deben  tomarse  en  consideración  á  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  inriso  3^  del  artículo  252  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

2*  Que,  como  consta  de  dichos  instrumen- 
tos públicos  y  lo  reconocen  los  demandados, 
las  cinco  minas  nombradas  fueron  manifesta- 
das el  día  5  de  mayo  de  1903,  y  con  la  misma 
fecha  el  Juez  correspondiente  mandó  registrar 
y  publicar  esas  manifestaciones,  registro  que 
el  respectivo  notario  de  minas  verificó  al  día 
siguiente,  6  de  mayo; 

3*  Que  el  registrador  de  las  antedichas  ma* 
nifestaciones,  labrado  el  pozo  de  ordenanza  y 
alinderada  provisoriamente  cada  pertenencia, 
se  presentó  ratificando  sus  registros  el  3  de 
agosto  del  mismo  año  y  el  Juez,  con  la  misma 
^echa,  mandó  registrar  dichas  ratificaciones, 
'o  que  el  notario  verificó  también  al  día  si- 
guiente, 4  de  agofito; 

4*  Que.  según  lo  prescripto  en  el  inciso  final 


del  artículo  38  del  Código  de  Minería,  el  regis- 
trador deberá  cumplir  las  oblígacionM  de  alin- 
derar provisoriamente  su  pertenencia,  ratifi- 
car su  registro  y  registrar  'a  ratificación  den- 
tro del  plaxo  fijado  para  labrar  el  poso; 

5*  Que  este  plazo,  que  es  de  noventa  días, 
debe  contarse,  no  desde  que  se  presenta  la  ma- 
nifestación, sino  desde  que  se  registra,  puesto 
que  la  obligación  de  labrar  el  pozo  se  impone 
al  re^ñí¿rac/or  y  no  al  manifestante,  y  puesto 
que  hasta  que  se  ha  mandado  registrar  y  se 
ha  registrado  la  manifestación,  el  peticionario 
no  adquiere  ningún  derecho  ni  contrae  nin- 
guna obligación; 

6*  Que  esta  inteligencia  se  corrobora  con 
la  ktrn  de  las  disposiciones  contenidas  en  los 
artículos  38  y  41  del  Código  de  Minería,  el 
primero  de  los  cuales  impone  al  registrador  y 
no  al  manifestante  la  obligación  de  ratificar 
sn  registro  y  no  su  manifestación,  y  el  segundo 
manda  tener  por  desistido  de  sus  derechos 
también  al  registrador  y  no  al  simple  manifes- 
tante, si  no  labra  el  pozo  ó  no  ratifica  su  re- 
gistro en  el  término  legal; 

7^  Que  habiendo  el  demandante  registrculo 
las  ratificaciones  de  los  registros  de  las  minas 
Bateas,  Maravilla,  Santa  Teresa,  Ilusión  y 
Fantasía,  el  4  de  agosto  de  1903,  estos  regis- 
tros se  han  verificado  dentro  de  los  noventa 
días  concedidos  al  registrador  de  las  manifes- 
taciones para  labrar  el  pOio  y  dentro,  por 
tanto,  del  plazo  señalado  en  el  inciso  5°  del 
artículo  38  citado;  y 

8'  Que,  siendo  anteriores  en  dos  días  las 
manifestaciones  de  dichas  minas  á  las  que  hi- 
cieron los  demandados  de  las  minas  Mercedes 
Primera,  Mercedes  Segunda  y  Mercedes  Ter- 
cera, como  consta  de  los  títulos  y  lo  recono- 
cen los  mismos  demandados,  tiene  el  deman- 
dante don  Eduardo  Vidaurre  derecho  prefe- 
rente para  la  demai%ación  y  mensura  de  sus 
minas  tvspecto  délas  de losdemandados  señor 
Tomás  Mericg  y  compartes,  según  lo  pres- 
cripto en  el  artículo  48  del  Código  de  Minería. 

Tacna,  24  de  mayo  de  1904.— P.  Roberto 
Vega. 
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Corte  de  Tacna.~-26  de  mayo  de  1904 

Videla  con  Herrera 

Cesión  de  derechos;  derechos 
litigiosos 

Doctrina:— Lo  que  constituye  Ja  csen- 
cia  del  contrato  de  cesión  de  derechos 
litigiosos  es  qve  el  objeto  directo  de  la 
cesión  sea  el  evento  incierto  de  una  litis 
de  que  no  se  hace  responsable  el  ceden  te. 

Terminado  un  juicio  ejecutivo  por  sen- 
tencia ñrme  que  desecha  las  excepciones 
opuestas  por  el  ejecutor  j  entre  ellas  la 
de  pago  de  la  deuda,  y  manda  llevar 
adelante  la  ejecución,  no  existe  ya  dere- 
cho litigioso,  y  la  cesión  del  crédito  he- 
cha  con  posterioridad  á  dicha  sentencia^ 
no  puede  estimarse  como  cesión  de  dere- 
chos litigiosos. 


Kn  escritura  pública  de  18deinarzodel899 
reconoce  don  Demofilo  Herrera  que  el  31  de 
diciembie  del  año  anterior  un  contrato  de 
cuenta  corriente  qne  habfa  celebrado  con  el 
Banco  Internacional  (Chile)  arrojaba  en  sn 
contra  un  saldo  de  $  15.798,57. 

Con  el  mérito  de  este  instrumento  se  pidió 
por  el  Banco  acreedor,  el  1'  de  junio  de  1900, 
mandamiento  de  embargo  contra  el  deudor  y, 
proveída  en  la  mísma  fecha  favorablemente 
esta  petición,  se  siguió  el  correspondiente  jui- 
cio ejecutivo  que,  tramitado  con  arreglo  á  la 
ley,  se  terminó  por  \&  sentencia  de  24  de  di- 
ciembre del  mismo  año  que  desecha  las  escep- 
cienes  de  transacción,  no  ser  bastante  el  títu- 
lo y  pago  déla  deuday  ordena  seguir  adelante 
la  ejecudón  hasta  hacer  trance  y  remate  de  la 
propiedad  hipotecada  y,  con  su  producto, 
cumplido  pago  al  acreedor  del  capital,  inteie- 
ses  estipulados  y  costas. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Herrera  los 
recursos  de  nulidad  y  apelación,  que  le  fueron 
concedidos,  aunque  solo  en  el  efecto  devoluti- 
vo, el  27  del  mismo  mes  y  año. 


En  este  estado  y  sin  que  conste  que  se  haya 
hecho  gestión  alguna  para  llevar  adelante  los 
recursos  interpuestos,  se  celebró  el  14  de  enero 
de  1901  un  comparendo  en  el  que  el  acreedor 
convino  en  suspender  la  prosecución  del  juicio 
ejecutivo  con  la  condición  de  que  el  deudor  ce- 
diera, como  convino  en  hacerlo,  el  total  de  lo 
que  le  correspondía  en  los  productos  de  la  mi- 
na Panizo  hasta  enterar  la  suma  de  $  3.000. 

Se  comprometió  además  el  deudor,  una  vez 
enterado  el  pago  de  los  $3.000  enunciados, 
ñ  entregar  al  Banco  el  40%  de  los  mismos 
productos  de  la  mina  ya  nombrada  hasta  ha- 
cer al  Banco  entero  pago  del  capital,  intereses 
y  costas  de  la  cobranza,  debiendo  atenerse  en 
cuanto'  al  monto  de  las  costas  judiciales  á  la 
estimación  que  haga  de  ¿stas  el  señor  Juez  de 
la  causa,  don  M.  Pigueroa. 

H^sta  aquí  el  juicio  se  había  seguido  entre 
el  Banco  Internacional  (Chile)  como  ejecntan- 
te,  y  don  Demofilo  Herrera  como  ejecutado; 
pero  por  escritura  pública  otorpada  en  Val- 
paraíso en  2fi  de  aposto  de  1901,  el  Banco 
acreedor  cedió  sus  derechos  á  don  Luis  Felipe 
Videla,  por  el  precio  de  $  6.000,  suma  qne  el 
cedente  confiesa  haber  recibido, 

£1  cesionario  Videla.  después  de  diversas 
gestiones  que  no  se  mencionan  en  esta  exposi* 
ción  por  ser  extrañas  á  la  cuestión  debatida, 
pidió  la  continuación  del  juicio  ejecutivo. 

Tramitada  esta  solicitud  con  arreglo  á  dere- 
cho y  después  de  llamarse  á  los  interesados  A 
comparendo  y  de  recibirse  el  incidente  á  prue- 
ba, fué  fallada  por  el  auto  de  10  de  octubre 
de  1903,  en  el  que  se  declara  que  el  Banco 
Internacional  tiene  derecho  para  continuar  el 
juicio  ejecutivo. 

Esta  resolución  fué  confirmada  en  14  de 
noviembre  del  mismo  año,  siendo  de  notar 
que  por  sentencia  de  la  misma  fecha  se  declaró 
improcedente  el  recurso  de  casación  deducido 
contra  el  auto  de  10  de  octubre  ya  citado. 

A  estas  resoluciones  se  les  puso  el  cúmplase 
el  22  de  diciembre  de  1903  y  con  fecha  28  de 
marzo  de  1904  el  cesionario  Videla  presentó 
la  liquidación  que  arroja  un  saldo  en  contra 
del  deudor  de  $  13.234,55,  que  constituye  el 
valor  de  la  deuda  de  don  Demofilo  Herrera  el 
31  de  marzo. 

Esta  liquidación  se  mandó  poner  en  conoci- 
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nñeoto  de  la  contrBparte  j  oportnnamente 
filé  objetada  en  loi  términos  «gnientcs: 

Bl  acreedor  ha  practicado  la  liquidación 
partiendo  de  nn  capital  de  $  15.798,57  y  to- 
mando en  cuenta  el  interés  del  12  % ,  cuando  el 
capital  debe  ser  considerado  de  $  6.000  úni* 
camente  y  el  interés  debe  ser  el  legal. 

Qne  el  capital  debe  ser  estimado  en  $  6.000 
solamente,  á  Tirtnd  de  lo  cfue  dispone  el  artícu- 
lo 1913  del  Código  Civil,  á  cuyo  bene6ciose 
acoge  y  por  haber  sido  esa  suma  la  qne  dió  el 
cesionario  señor  Videla,  en  pago  de  la  cesión 
del  derecho,  según  consta  del  título  respectivo 
y  qne  el  interés  debe  ser  el  legal  en  virtud  del 
título  de  traníiacción,  en  el  cual  no  se  le  consi- 
deró interés  alguno  en  favor  del  Banco. 

Evacuando  don  Luis  Felipe  Videla  el  tras- 
lado qne  se  le  confirió  de  la  solicitud  anterior- 
mente transcrita,  pide  que  se  la  deseche  y  que 
se  acepte  como  justa  y  legal  la  liquidación  pre 
sentada  por  él. 

En  apoyo  de  su  petición  expone:  que  la  dis- 
posición del  articulo  1911  del  Código  Civil 
dice:  "que  se  cede  un  derecho  litigioso  cuando 
el  objeto  directo  de  la  cesión  es  el  evento  in- 
cierto de  la  litis";  de  manera  que  para  que 
haya  cesión  de  derecho  litigioso  es  menester 
que  el  objeto  directo  de  la  oesión  sea  un  dere- 
cho cuya  existencia  depende  de  lo  que  se  decla- 
re en  juicio  ó  que  no  constituya,  segfin  la  ex- 
presión de  la  ley,  más  que  un  evento  incierto; 
que  el  objeto  de  la  cesión  fiié  el  saldo  del  cré- 
dito que  tenía  el  Banco  Internacional  (Chile) 
contra  don  Demofilo  Herrera,  proveniente  de 
la  cuenta  corriente  abierta  en  el  Banco  el  31 
de  octubre  de  1895;  qne  las  excepdones  alega- 
das por  el  deudor  fueron  rechazadas  por  la 
sentencia  definitiva  recaída  en  el  juicio,  qne 
cuando  se  procedía  á  los  trámites  para  la  su- 
basta de  la  propiedad  embargada,  se  verificó 
el  convenio  de  14  de  enero  de  1901,  segfin  el 
cual  el  acreedor  consentía  en  suspender  la  tra- 
mitación de  la  ejecución,  obligándose,  por  su 
parte,  Herrera  á  pagar  al  Banco  en  la  forma 
que  se  expresa  en  esa  acta  de  convenio  hasta 
hacer  entero  pago  del  capital,  intereses  y  cos- 
tas; que  después  de  esto,  Herrera  verificó  va- 
rios pagos,  alcanzando  la  cantidad  percibida 
en  abónos  por  el  Banco  hasta  el  23  de  agosto 
de  1901  á  $  7.764  y  que,  después  de  esto,  el 


Banco  tt^nsfírió  por  la  suma  $  6.000  el  saMo 
dd  crédito  qne  en  esa  forma  estaba  pagando 

el  deudor. 

Resultando  de  lo  anterior,  continúa  el  ejecu- 
tante, qne  el  crédito  del  Banco  no  fué  jamás 
negado  ni  .controvertido  por  el  deudor,  sino 
qne  expresamente  reconocido  en  instrumentos 
públicos;  pero  aún  suponiendo  qne  se  tratara 
de  la  cesión  de  un  derecho  litigioso,  la  oposi- 
ción del  deudor  sería  estemporánea  por  haber- 
se verificado  mucho  tiempo  después  délos  nueve 
días  trascurridos  desde  la  notificación  del  de- 
creto en  que  se  mandaba  ejecutar  la  sentencia, 
ó  sea,  en  el  presente  caso,  del  cúmplase  al  fallo 
ejecntoriadd  que  ordenaba  seguir  adelante  en 
el  juicio  qecntiTo. 

Respecto  de  la  petición  para  que  se  declare 
que  el  interés  no  debe  ser  el  de  12%  sino  el 
lega;l,  pide  también  se  la  rechace  por  no  existir 
la  transacción  en  que  el  ejecutado  se  funda 
para  pedir  la  reducción  del  interés. 

Como  la  sentencia  en  que  se  resuelve  este 
incidente  sÓlo  acepta  la  primera  petición  del 
ejecutado,  mas  no  la  segunda  y  la  resolución 
sólo  fué  apelada  por  el  ejecutante,  sólo  quedó 
en  pie  para  ser  fallada  en  este  Tribunal  la 
cuestión  de  saber  si  el  contrato  celebrado  en- 
tre el  Banco  Internacional  (Chile)  y  don  Luis 
Felipe  Videla  es  ó  no  de  cesión  fie  un  derecho 
litigioso. 

Bl  Juzgado  resolvió: 

Iqnique,  16  de  abril  de  1 904.— Vistos:  resol- 
viendo las  objeciones  formuladas  por  don  De- 
mofilo Herrera,  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que,  según  lo  prescrípto  en  el  inciso  2^ 
del  artículo  1911  del  Código  Civil,  deben  con- 
siderarse comt>  derechos  litigiosos,  para  los 
efectos  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  1913  del 
Código  Civil,  los  que  se  ceden  después  de  noti- 
ficada judicialmente  la  demanda; 

2^  Qne  el  Banco  Internacional  (Chile)  cedió 
á  don  Luis  Felipe  Videla  los  derechos  qne  tenia 
contra  don  Demofilo  Herrera  después  de  noti- 
ficada ta  demanda  ejecutiva  de  que  eran  obje- 
to los  derechos  cedidos; 

3^  Que  no  ha  expirado  el  término  de  nueve 
días  qne  señala  el  artículo  1914  del  Código  Ci- 
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vil  para  que  el  deudor  pueda  oponer  al  cesiona- 
rio el  beneficio  que  le  otorga  el  citado  artículo 
1913,  puesto  que  todavía  no  ha  recaido  sen* 
tencia  de  término  en  la  presente  ejecución,  se 
declara:  que  ha  lugar  á  la  primera  petición 
sabsidiaria,  y  que  la  liquidación  debe  ser  he- 
cha tomando  como  base  el  capital  de  $  6.000 
y  el  interés  de  12%. 

Y  estando  en  esta  forma  la  que  et  ejecutado 
acompaña,  téngasele  como  liquidación  defini- 
tiva R.  Fueautlida  G. 

La  Oorte: 

Considerando: 
Que  lo  que  constituye  la  esencia  del  con- 
trato de  cesión  de  derechos  litigiosos  es  que  el 
objeto  directo  de  la  cesión  sea  el  evento  incier- 
to de  una  litis  de  que  note  hace  responsable  el 
oedente,  como  con  toda  claridad  lo  expresa  el 
artículo  I9tl  del  Código  Civil;  de  lo  que  se 
desprende  que,  si  no  hay  litis  en  el  momento 
de  la  cesión,  ésta  no  puede  ser  de  derechos  liti  • 
giosos; 

2^  Que  el  juido  ejecutivo  seguido  por  el 
Banco  Internacional  (Chile)con  don  Demofilo 
Herrera,  sobre  cobro  de  pesos,  terminó  con  ta 
sentencia  definitiva  de  24  de  diciembre  del900, 
por  la  que  se  desechan  todas  las  excepciones 
opuestas  por  el  ejecutado,  entre  las  que  figu- 
raba la  de  pago  de  la  deuda,  y  se  ordena  lle- 
var adelante  la  ejccucióo  hasta  hacer  trance 
y  remate  de  la  propiedad  hipotecada  y,  con 
su  producto,  cumplido  pago  al  acreedor  del 
capital,  interesus  estipulados  y  costas; 

3^  Que  ^ecutorínda  esta  resolución,  ya  no 
existe  derecho  litigioso  y  lo  único  que  renta 
que  hacer  en  el  juicio  es  la  tramitación  indis- 
pensable para  dar  cumplimiento  á  lo  fallado, 
ó  sea,  la  tasación  y  subasta  de  los  bienes  em- 
bargados y  la  definitiva  liquidación  del  eré. 
dito; 

4'  Que  si  bien  don  Demofilo  Herrera  se  alzó 
contra  la  sentencia,  interponiendo  los  recur- 
sos de  nulidad  y  apelación,  renunció  expresa- 
mente al  ejercicio  de  su  derecho  porque  en  el 
comparendo  de  14  de  enero  de  1901,  convino 
en  pagar  á  su  acreedor  la  totalidad  del  capi- 
tal, los  intereses  y  las  costas  de  la  cobranza; 

5^  Que  la  cesión  de  derechos  hecha  á  don 


Luis  Felipe  Videla  ae  efectuó  el  26  de  agosto 
de  1901,  esto  es,  cuando  ya  estaba  ^ecntoria- 
da  la  sentencia  pronunciada  en  el  juicio  y 
cuando  no  había»  por  consiguiente,  litis  pen> 
diente. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  dis- 
posición legal  citada,  y  visto  además  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1698  fiel  Código  Civil,  se 
revoca  en  la  parte  apelada  la  sentencia  inter- 
locutoria  de  16  de  abril  último,  y  se  declaran 
sin  lugar  las  objeciones  formuladas  por  don 
Demofilo  Herrera,  contra  la  liquidación,  con 
costas  del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 

Peña  E.  Barroa.~E.  Cisternma  Peña.—P.  Rn- 

berta  Veffa.—M.  A.  QuinU. 


Corte  de  Saatiago.~-28  de  agosto  de  1905 

I^Duc,  Saintives,  Pischer  y  Compañía 
contra  Raymond  Pujos 

Cuestión  oivil  prejadioial.-  Ooaa 
Juzgada.—  Quiebra 

Doctrina: — La.  sentencia  civU  por  la 
cual  se  detzlara  fortuita  una  quiebra  pro- 
duce cosa  Juzgada,  y  hace  por  tanto  inad- 
misible ia  querelia  criminal  que  se  enta- 
bla más  adelante^  fundada  en  los  mismos 
hechos,  para  que  se  condene  al  fallido 
como  reo  de  qaiebra  fraudulenta  ó  cul- 
pable. 


Hl  comerciante  don  Raimundo  Pujos  ñié  de- 
clarado en  quielira  el  año  1899.  El  síndico  en 
su  memoria  y  en  una  ampliación  de  la  misma 
acusó  esa  quiebra  como  fraudulenta  y  culpa- 
ble. Después  de  liquidado  el  concurso,  y  sin 
que  en  el  espacio  de  varios  años  se  hubiese  ac- 
tivado el  cuaderno  de  la  calificación,  un  acree- 
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dor  entabló  gestiones  pura  tramitar  aquel  ex- 
pediente.  El  fallido  negó  á  dicho  acreedor  per- 
sonería para  intervenir  en  el  ramo  de  la  califi- 
cación, afirmándose  en  el  articulo  1341  del 
Código  de  Comercio,  conforme  al  cual  et  cu  a" 
demo  de  calificación  de  ana  quiebra  debe  tra- 
mitarse solo  con  audiencia  del  indico,  del  fa- 
nido  y  del  Ministerio  Público.  El  Tribunal  de 
primera  instancia  desestimó  la  pretensión  del 
fallido;  pero  la  Corte  revocó  e)  auto  apelado, 
declarando  que  de  los  antecedentes  no  apare- 
cía por  el  momento  justificada  la  ingerencia 
de  los  acreedores  en  el  ramo  de  la  calificación. 
Vuelto  el  expediente  á  primera  instancia,  el 
fallido  evacuó  los  traslados  de  las  memorias, 
y  produjo,  además,  constancia  de  que  el  sín- 
dico retiraba  de  un  modo  absoluto  todos  los 
cargos  que  había  deducido  al  iniciarse  la  quie- 
bra. Previo  dictamen  favorable  para  el  fallido, 
del  Ministerio  Público,  el  Juq^do  dictó  sen- 
tencia por  la  cual  declaraba  fortuita  la  quie- 
bra. El  mismo  acreedor  que  había  tratado  de 
hacerse  parte  en  el  cuaderno  de  la  califícftdón, 
se  notificó  de  ese  fallo  y  dedujo  apelación  con- 
tra ét.  Como  el  recurso  le  fuera  negado  preci- 
samente por  haberse  resuelto  qneno  era  parte, 
entabló  apelación  de  hecho  ante  la  Corte,  ape- 
lación que  le  fué  desestimada. 

Algunos  meses  después  de  haber  quedado 
ejecutoriada  la  sentencia  del  Juez  en  lo  Civil, 
el  mismo  acreedor  entabló  acción  criminal  ten- 
dente A  que  se  condenase  al  fiilltdo  por  los  he- 
chos relacionados,  como  reo  de  quiebra  culpa- 
ble ó  fraudulenta.  Notificado  é  impuesto  del 
tenor  de  la  querella  al  ser  llamado  á  declarar, 
el  fallido  pidió  sobreseimiento  definitivo,  el 
cual  fué  decretado  por  el  tercer  Juzgado  del 
Crimen  de  Santiago,  en  mérito  de  la  sentencia 
en  lo  civil  que  declaraba  la  quiebra  fortuita  y 
de  lo  dispuesto  en  los  artículos  463  y  464  del 
Código  PenaL  Apelada  por  el  querellante  esta 
resolución. 

La  Corte  de  Santiago  dictó  el  «guiente 
fallo: 

Vistos  y  teniendo  presente: 

1^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  articulo 
1341  del  Código  de  Comercioy  artículos  910, 
911  y  912  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
el  expediente  sobre  caHficadón  de  la  quiebra 

APELACIONES 


debe  tramitarse  con  audiencia  del  fallidot  de 
los  síndicos  y  del  Ministerio  Público; 

2^  Que  siendo  la  calificación  de  la  quiebra 
una  cuestión  prejudicial  que  se  relaciona  con 
los  intereses  generales  del  concurso,  como  se 
deriva  de  las  diversas  disposiciones  del  Código 
de  Comercio  que  determinan  los  efectos  de  la 
declaración  de  quiebra,  según  sea  fortuita, 
culpable  ó  fraudulenta,  la  intervención  que  la 
ley  ha  conferido  en  ella  al  sindico  de  la  quie- 
bra es  indudablemente  en  representación  de 
los  acreedores  áquienespor  la  razón  indicada, 
deben  afectar  las  resoluciones  que  en  aquella 
gestión  se  pronuncien; 

3^  Que  atendido  lo  expuesto,  la  acción  que 
el  artículo  1339  del  Código  de  Comercio  otor- 
ga á  los  acreedores  es  solo  para  el  caso  en  que 
no  haya  existido  la  declaración  previa  de  ser 
la  quiebra  fortuita; 

4^  Que  establecido  ya  el  carácter  fortuito 
de  la  quiebra,  como  sucede  en  el  presente  caso, 
noesadmisibleque  pueda  iniciarse  un  procedi- 
miento criminal  por  cualquiera  de  los  acreedo- 
res con  el  único  objeto  de  que  se  la  declare 
fraudulenta  ó  culpable,  á  pretextode  no  haber 
sido  personalmente  representado  en  el  expe- 
diente en  que  se  dictó  aquella  resolución,  lo 
que  podría  dar  origen  á  fallos  contradictorios 
y  á  mantener,  indefinidamente  una  situación 
incierta  para  el  fallido,  que  ha  sido  juzgado  ya 
por  el  Tribunal  llamado  especialmente  para 
ello. 

Se  confirma  la  resolución  apelada  de  fecha  6 
de  septiembre  del  año  último,  con  costas  del 
recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bemales. 
—y.  Akjo  Fernándei.~José  Bemales  M,— 
A.  Vem^ra  AIbaao.~LuÍa  Barriga. 

Creemos  que  esta  sentencia  se  confor- 
ma con  la  letra  y  el  espíritu  de  nuestras 
leyes  y  que,  por  tanto,  si  existiera  entre 
nosotros  la  casación  en  materia  crimi- 
nal, la  doctrina  qne  de  esa  sentencia  flu- 
ye sería  la  que  habría  de  prevalecer  en 
estos  casos. 

El  artículo  1341  del  Código  de  Comer- 
cio, al  cual  se  hace  referencia  en  la  sen- 
tencia transcrita,  dice  textualmente  así: 
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"Para  la  calíficaciAn  de  la  quiébrase  forma- 
rá ante  el  Juzgado  de  Comercio  un  expediente 
separado  que  será  instructÍTamente  tramita- 
do con  audiencia  del  fallido,  de  los  índicos  y 
del  Ministerio  Público. 

"No  resultando  mérito  para  cali6car  la  quie- 
bra de  culpable  6  fraudulenta,  el  Juzgado  de 
Comercio  la  declarará  fortuita;  pero  en  el  caso 
contrario  remitirá  el  expediente  á  la  justicia 
ordinaria  para  que  proceda  con  arreglo  A  de- 
recho. 

Considerando  este  artículo  aislada- 
mente, parece  tan  claro  y  decisivo  qtie 
no  se  comprende  como  pudiera  nadie  de- 
cir que  apesar  de  su  precepto,  la  ley  au- 
toriza la  persecución  criminal  de  un  falli- 
do aun  en  contra  de  la  sentencia  civil  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada  que 
declara  fortuita  la  quiebra. 

Sin  embargo,  existe  Otro  artículo  el 
1339,  del  cual  parecería  fluir  la  tésis  con- 
traria, y  que  ha  sido  el  que  sirvió  implí- 
citamente de  base  para  la  gestión  crimi- 
nal rechazada  por  las  sentencias  que  he- 
mos reproducido.  Dice  ese  artículo: 

"Los  acreedores  y  el  Ministerio  Público  pue- 
den acusar  y  perseguir  ante  loa  juzgados  com- 
petentes la  quiebra  culpable  ó  fraudulenta  y 
la  complicidad  en  ella. 

"Los  síndicos  no  podrán  acusar  sin  previa 
autorización  de  la  mayoría  personal  de  los 
acreedores." 

Aparentemente,  pues,  existe  entre  am- 
bos artículos  del  Código  de  Comercio 
una  contradicción;  y,  aun  si  no  se  quisie- 
ra ver  entre  ellos  dicha  contradicción  y 
se  tratare  de  concordarlos  y  armonizar- 
los podría  también  sostenerse  como  lo 
sostuvo  en  el  presente  caso  el  acreedor 
Leduc  Saintives,  Fischer  y  C*.  que  si  el 
artículo  1341  no  permite  lu  intromisión 
de  los  acreedores  en  el  ramo  de  la  califí- 
cación,  los  faculta  en  cambio  el  artícu- 


lo 1339  para  entablar  acción  criminal 

con  absoluta  independencia  y  prescinden- 
cia  de  lo  que  sin  su  audiencia  se  ha  resuel- 
to en  el  cuaderno  civil  de  la  calificación; 
de  tal  suerte  que  la  sentencia  dict«u3a  en 
este  último,  solo  de  un  modo  relativo, 
mas  no  absoluto,  produce  cosa  juzgada 
en  favor  del  fallido. 

Podría  sostenerseesto  último,  decimos, 
y,  en  efecto,  no  faltan  sentencias  denues- 
tros  tribunales  que  resuelvan  de  ese  modo, 
á  nuestro  juicio  equivocado,  la  cuestión. 

Como  ejemplo  de  un  fallo  de  esa  natu- 
raleza, transcribimos  á  continuación  el 
siguiente: 

Don  Javier  Gumucio  con  don  Juan  José 
Velasco  por  quiebra  fraudulenta  (1) 

"Santiago,  junio  9  de  1882  Vistos;  habién- 
dose declarado  fortuitalaquiebradedon  Juan 
José  Velasco,  en  juicio  contradictorio  con  el 
síndico  de  su  concurso,  ante  el  señor  Juez  de 
Comercio,  según  consta  de  la  respectiva  sen- 
tencia testimoniada,  se  declara  nn  lugar  la 
presente  querella  interpuesta  por  don  Javier 
Gamncio  y  don  BUas  Velasco  (de  que  éste  de- 
siste), ambos  acreedores  del  expresado  don 
Juan  José  Velasco  y  en  que  se  le  acusa  de  frau- 
deen  la  referida  quiebrk.—  Huidobro.—  LWo." 

"Santiago,  noviembre  9  de  1882.— Vistos: 
don  Javier  Gumucio  ha  acusado  criminalmen- 
te á  don  Juan  José  Velasco,  por  quiebra  frau- 
dulenta y  ha  pedido  se  le  aplique  la  pena  de- 
signada por  la  ley. 

Velasco  ha  opuesto  á  esta  acusación  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada;  y  ha  pedido  se  decla- 
re que  dicha  acusación  no  debe  tramitarse, 
por  obstar  á  ello  esta  excepción. 

Funda  su  solicitud  en  haberse  resuelto,  pre- 
vios los  trámites  legales,  con  audiencia  del 
síndico  y  del  Promotor  Fiscal,  que  la  quiebra 
es  fortuita. 

El  síndico  es  mandatario  de  los  acreedores, 

(1)  Gaceta,  aAo  1882,  pig.  im,  ^.  2979 
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y  éstos  no  pueden  reaccionar  contra  lo  obra- 
do por  él. 

Aunque  no  hubiera  cumplido  sus  deberes, 
no  dejaría  por  eso  de  obligar  al  poderdante, 
ni  sería  nulo  lo  que  hubiera  ejecutado. 

A  lo  mas,  podría  el  poderdante  hacer  efecti- 
va su  responsabilidad. 

Ilabiendo  intervenido,  por  otra  parte,  en  la 
declaración  de  inculpabilidad  de  la  quiebra  el 
Ministerio  Público,  nadie  puede  pedir  se  abra 
una  causa  ya  sentenciada  por  autoridad  com- 
petente. 

''£1  mismo  acusador  ha  manifestado  estar 
couTencido  de  su  inculpabilidad  en  laquiebra, 
y  de  la  buena  fe  de  sus  procedimientos,  puesto 
que  le  acordó  alimentos  por  algún  tiempo. 

"Gumncio  ha  contestado  que  la  ley  dispone 
que  se  tramite  instructivamente  un  expedien- 
te separado  para  ta  calificación  de  laquiebra, 
con  audiencia  del  fallido,  y  que  el  Juez  de  Co- 
mercio la  declare  fortuita,  si  no  resultare  mé- 
rito para  declararla  culpable  ó  fraudulenta. 

"Pero  la  misma  ley  faculta  á  los  acreedores 
y  al  Ministerio  Público  para  acusar  ó  perse- 
guir ante  los  juzgados  competentes  laquiebra 
culpable  ó  fraudulenta. 

'"En  el  primer  caso,  el  procedimiento  es  su- 
mario ante  el  Juez  Civil;  y  en  el  segundo  ple- 
nario  ante  el  Juez  del  Crimen. 

"En  el  primero  se  procede  sin  más  trámite 
ni  citación  que  la  memoria  del  síndico,  y  el 
dictamen  del  Ministerio  Público.  En  el  segun- 
do debe  procederse  recibiendo  las  pruebas  que 
los  interesados  ofrezcan  para  justificar  los 
hechos  culpables  6  fraudulentos  que  se  impu- 
tan al  fallido.  La  sentencia  pronunciada  en 
un  juicio  meramente  civil,  como  es  el  de  cali- 
ficación, no  puede  producir  excepción  de  cosa 
juzgada  para  el  juicio  criminal. 

"Además,  no  concurrieron  en  el  presente 
caso  las  circunstancias  necesarias  para  que 
sea  admisible  esa  excepción,  pues  no  hay  iden- 
tidad de  cosas,  ni  identidad  de  cansa,  ni  iden- 
tidad de  personas, 

"El  sindico  no  es  mandatario  de  los  acree- 
dores para  acusar  al  fallido.  Lejos  de  eso,  la 
1^  impone  la  prohibición  de  acusar  sin  previa 
autorización  de  los  acreedores;  al  paso  que 
da  solo  á  éstos  el  derecho  de  hacerlo. 

''La  intervención  del  Ministerio  Público  en 


el  juicio  civil,  de  mera  instrucción,  tampoco 
priva  á  los  acreedores  de  ese  derecho.  La  con- 
cesión de  alimentos  fué  aconsejada  por  consi- 
deraciones personales,  que  no  deben  tomarse 
en  cuenta. 

"Pide,  en  consecnencta,  se  niegue  lugar  á  la 
excepción." 

Considerando  que  el  Juzgado  de  Conierdo 
sólo  está  autorizado  por  la  ley  para  tramitar 
instructivamente  un  expediente,  con  audien* 
ciadel  fallido,  del  ^dico  y  del  Ministerio  Pú- 
blico, para  los  efectos  civiles  de  la  declaración 
de  quiebra;  y  en  este  juicio  no  son  oídos  per- 
sonalmente los  acreedores; 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1339  del  Código  de  Comercio,  los 
acreedores  pueden  acusar  y  perseguir  ante  los 
juzgados  competentes  la  quiebra  culpable  ó 
fraudulenta;  y  quedarían  privados  de  este  de- 
recho, si  la  declaración  de  ser  la  quiebra  for- 
tuita hecha  por  el  Juzgado  de  Comercio  pro- 
dujera excepción  de  cosa  juzgada; 

Considerando:  que  el  síndico  representa  los 
intereses  generales  del  concurso,  no  los  inte- 
reses particulares  de  cada  acreedor,  ya  sea 
contra  la  misma  masa  concursada,  ya  contra 
el  fallido;  mucho  menos  tratando  de  acusar  á 
éste;  pues  la  ley  niega  al  síndico  la  facultad 
de  acusarle,  á  menos  de  ser  antoiízado  pre- 
viamente por  la  mayoría  personal  delosacree- 
dores. 

Considerando:  que  la  acusación  "de  la  quie- 
bra culpable  ó  fraudulenta  pnedr  fnndarse  en 
hechos  conocidos  solo  por  el  acr(*edor  6  acree- 
dores que  acusan,  y  que  no  apaiecen  del  escri- 
to, balance  ó  memoria  qué  la  ley  impbne  al 
comerciante  la  obligación  de  presentar,  envis- 
ta de  los  cuates  debe  el  síndico  redactar  sn 
memoria  sobre  el  estado  aparente  de  la  quie- 
bra. 

Considerando:  que  esos  hechos  pueden  llegar 
á  conocimiento  del  acreedor  despn^  de  decla- 
rada la  quiebra  fortuita,  por  cuya  razón  la 
ley  autoriza  la  acusación  en  cualquier  esta- 
do del  concurso,  aun  después  de  aprobado  ju- 
dicialmente el  convenio  del  deudor  y  acreedo- 
res, según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1485  y 
1488  del  Código  de  Comercio,  lo  cual  no  po- 
dría hacerse  con  la  declaración  de  quiebra 
fortuita,'  pnes  quedarían  extingnidíia  las  ac- 
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cioncfl  criminalefl  concedidas  á  los  deudores. 

Con  el  mérito  de  las  consideraciones  prece- 
dentes 7  risto  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1839  y  1341  del  mismo  Código,  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  9  de  junio  último,  y  se  de- 
clara que  no  es  admisible  en  la  presente  causa 
la  excepción  de  cosa  juzgada  opuesta  por  el 
concursado,  don  Juan  José  Velasco. 

Bl  Ministro  Reyes,  conforme  con  la  resolu- 
ción, consigna  en  el  libro  de  votos,  las  razo- 
nes  de  su  opinión— Covarru¿fas.—fie^. — 
Bernaks  Barceió. 

ACUBRDO 

En  la  cansa  que  se  sigue  por  don  Javier  Gu- 
mucio  contra  don  Juan  José  Velasco  por  quie- 
bra fraudulenta,  el  Ministro  que  suscribe,  con- 
forme con  la  mayoría  de  la  Corte  en  revocar 
la  sentencia  apelada,  se  funda  paradlo  en  que 
es  inadmisible  la  excepción  de  cosa  juzgada, 
porque  en  el  juicio  de  calificación  de  quiebra 
no  figuró  Gumucio  ni  se  ventiló  en  ét  la  cues- 
tión que  se  ha  debatido  en  el  juicio  criminal. 
—Santiago,  noviembre  9  de  1882.— Xe^s. 

£n  apoyo  de  esta  tesis,  contraría  á  la 
sentencia  qtie  comentamos,  se  han  invo- 
cado también  los  preceptos  del  Código 
Francés,  del  Código  Español  y  del  Código 
Argentino,  que  respectivamente  dicen  así: 

"Código  Francés.  Artículo  584.— Los  casos 
de  bancarrota  simple  se  castigarán  con  las 
penas  establecidas  en  el  Código  Penal,  y  serán 
juzgados  por  los  Tribunales  de  Policía  Correc- 
cional, á  instancia  de  los  síndicos,  de  cualquifr 
acreedor  ó  drl  Ministerio  Póblico. 

"Artículo  589.— Los  síndicos  no  podrán  in- 
tentar acción  de  bancarrota  simple,  ni  decla- 
rarse parte  civil  en  nombre  de  la  masa,  sino 
después  de  haber  sido  autorizados  para  ello 
por  un  acuerdo  tomado  por  la  mayoría  indi- 
vidual de  los  acreedores  presentes." 

Código  Español.  Artículo  896  En  ningfin 

caso,  ni  á  instancia,  ni  de  oficio,  se  procederá 
por  los  delitos  de  quiebra  culpable  ó  fraudu- 
lenta, sin  que  antes  el  Juez  ó  Tribunal  haya 
hecho  la  declaración  de  quiebra  y  la  de  haber 
méritos  para  proceder  criminalmente. 


"ArtCcnlo  897.— La  calificación  de  qniebra 
fortuita  por  sentencia  firme  no  será  obstáculo 
para  el  procedimiento  criminal,  cuando  de  los 
juicios  pendientes  sobre  convenio.  leconoci- 
miento  de  créditos  ó  cualquiera  otra  inciden- 
da,  resultaren  indicios  de  hechos  declarados 
punibles  en  el  Código  Penal,  los  que  se  some- 
terán al  conocimiento  del  Juez  ó  Tribunal 
competente.  En  estos  casos  deberá  ser  oído 
previamente  el  Ministerio  Público." 

"Código  Argentino.  Artículo  1552  Los 

acreedores  tcn<lrán  derecho  á  ser  oídos  como 
parte  en  el  juicio  criminal;  pero  lo  harán  á  su 
costa,  sin  acción  á  ser  reintegrados  por  la 
masa  de  los  gastos  del  juicio,  cualquiera  que 
sea  el  resultado  de  sus  gestiones. 

"Artículo  1553.-  La  circunstancia  de  que 
el  Tribunal  de  Comercio  no  hallare  mérito 
para  proceder  contra  la  persona  del  fallido, 
coq  arreglo  á  las  disposiciones  del  presente 
título,  no  será  un  inconveniente  para  seguir 
el  procedimiento  establecido,  siempre  que  apa- 
recieren en  cualquiera  época  del  juicio  de  quie- 
bra, los  indicios  que  dan  lugar  á  dicho  proce- 
dimiento." 

Si  bien  en  los  artículos  896  y  897  del 
Código  Español  y  1552  y  1553  del  Códi- 
go Argentino  se  ha  entendido  ver  algo 
así  como  un  refuerzo  ó  comprobación  de 
la  doctrina  adversa  al  fallo  que  comen- 
tamos, nosotros  creemos  que  se  incnrre 
en  un  desconocimiento  del  alcance  verda- 
dero de  aquellos  artículos. 

El  artículo  897  del  Código  español,  en 
efecto,  limita  el  alcance  de  la  sentencia 
civil  que  declara  fortuita  una  quiebra  al 
solo  caso  ea  que,  estando  aun  pendientes 
los  juicios  sobre  convenio,  reconocimien- 
to de  créditos  ó  cualquiera  otra  inciden- 
cia ( dentro  del  mismo  juicip  general  civil 
de  quiebra,  evidentemente)  resultaren  in- 
dicios de  hechos  declarados  ptinibles  en 
el  Código  Penal,  los  cuales  hechos  se  so- 
meterán al  conocimiento  del  Juez  6  Tri- 
bunal competente.  Pero,  parécenos  mani- 
fiesto que  tal  disposición  no  antorísa  en 
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modo  algnnoUi  instauración  de  un  juicio 
criminal  en  el  caso  en  que  todos  los  jui- 
cios civiles  relativos  á  la  quiebra  havan 
fenecido.  El  principio  de  la  cosa  juzgada 
se  opondría  en  tal  evento  á  la  renovación 
deljuicio  sobre  responsabilidad  personal 
del  fallido»  considerada  ésta  bajo  el  pun- 
to de  vista  criminal. 

Igual  observación  puede  hacerse  res- 
pecto del  artículo  1553  del  Código  Argen- 
tino. Dados  sus  términos  bien  explícitos, 
parece, — ^nos  parece  al  menos  á  nosotros, 
— que  tan  sólo  se  encuentra  autorizada  la 
reapertura  de  gestiones  en  contra  del 
fallido  cuando  estando  todavía  pendien- 
te la  tramitación  de  la  quiebra  aparecie- 
ren antecedentes  que  modificaran  en  un 
sentido  desfavorable  el  carácter  de  la 
misma;  mas,  dado  el  tenor  literal  y  lo  que 
también  creemos  que  es  el  espíritu  de  esa 
disposición,  no  se  nosocurrecómo  ella  po- 
dría permitir  la  iniciación  de  un  procedi- 
miento criminal  contra  el  fallido  después 
de  que  verdadera  v  propiamente  haya 
pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la 
sentencia  en  lo  civil  que  declara  fortuita 
la  quiebra. 

Según  nos  parece,  la  sentencia  de  la 
ntma.  Corte,  que  sirve  de  motivo  á  este 
comentario  coordina  y  armoniza  los  ar- 
tículos 1339  y  1341  de  nuestro  Código 
de  Comercio  en  forma  tal  que  evita  la 
contradicción  que  entre  ellos  se  quisiera 
ver  por  algunos,  y  evita  por  otra  parte 
la  interpretación  aparentemente  armó- 
nica también  de  ambas,  pero  en  una  for- 
ma tal  esa  armonía  que  autorizase  por 
medio  de  un  juicio  criminal,  posterior  é 
independiente,  la  rescisión  del  fallo  dicta- 
do en  lo  civxl.rSituación  esa  que  seria 
depresiva  paraba  administración  de  jus- 
ticia, considerada  ésta  en  abstracto,  y 
ocasionada  á  consecuencias  inaceptables 


y  verdaderamente  absurdas  para  laprác- 
tica  del  comercio. 

Dicha  sentencia  ha  reconocido  la  exis- 
tencia en  esta  materia  de  las  quiebras  de 
una  cuestión  civil-prejudicial,  de  cuyo 
fallo  adverso  6  desfavorable  para  el  falli- 
do depende  Ó  nó  que  se  pueda  iniciar  ante 
el  Tribunal  represivo  el  juicio  que  tiende 
á  la  imposición  de  la  pena  que  merece 
todo  fallido  culpable  ófraudulento.  Cues- 
tión prejudicial  que,  insinuada  por  pri- 
mera vez  en  el  artículo  1341  del  Código 
de  Comercio,  se  halla  confirmada  en  otras 
disposiciones  legales  igualmente  cat^ó- 
rícaa. 

Los  artículos  463  y  464  del  Código 
Penal  castigan  en  efecto  al  quebrado  que 
fuese  declarado  en  caso  de  insolvencia 
fraudulenta  ó  culpable,  con  arreglo  al 
Código  de  Comercio;  y  siendo  así  que  la 
declaración  de  quiebra  y  la  de  si  ella  es 
ó  no  fortuita  son  atribuciones  exclusivas 
del  Tribunal  mercantil,  es  evidente  que 
no  puede  haber  procedimiento  criminal 
por  falta  del  cuerpo  del  delito,  en  caso 
que  dicho  Tribunal  de  Comercio  ó  civil, 
haya  declarado  que  la  quiebra  ba  sido 
fortuita. 

A  este  respecto  dice  Viada  al  comentar 
el  artÍL-ulo  537  del  Código  Penal  de  Es- 
paña: 

"Adviértase  que  el  artículo  no  dice  que  in- 
curriere en  insolTcncia  fraudulenta,  sino  que 
fílese  declarado  en  tnsolveDcia  fraudulenti^ 
ello  pmeba  evidentemente  que  el  legislador  ha 
querido  que  á  todo  procedimiento  criminal  en 
esta  materia  preceda  la  declaración  de  insol- 
vencia frandukota  6  culpable,  hecha  por  el 
Tribunal  civil  competente,  el  cual  si  resultaren 
méritos  del  expediente  para  calificar  la  quie- 
bra de  firaadnlenta  6  culpable,  6  de  alzamien- 
to, deberá  mandar  sacar  el  testimonio  de  tan- 
ta culpa  para  que  se  proceda  criminalmente 
contra  el  qnebrxido  ó  alzado," 
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Como  se  obserra,  de  estas  palabras  del 
comentador  Viada  puede  inferirse  tam- 
bién que  la  interpretación  que  dimos  an* 
teriormente  al  artículo  397  del  Código 
de  Comercio  español,  no  ptlede  ser  equi- 
vocada. 

Nuestro  reciente  Código  de  Procedi- 
miento Civil  ha  venido  á  confirmar  la 
doctrina  de  la  prejudiciabilidad  civil  que 
estamos  sustentando  j  qne  fluye  de  la 
sentencia  de  28  de  agosto  último  dictada 
en  el  asunto  Leduc-Pujos.  Después  de  re- 
glar en  los  artículos  910,  911  y  912  el 
procedimiento  qne  debe  seguirse  en  el  ra- 
mo de  la  calificación,  se  dice  en  el  artícu- 
lo 913: 

''Si  no  resultare  mérito  para  calificar  la 
quiebra  de  culpable  6  fraudulenta,  el  Tribunal 
la  declarará  fortuita. 

"En  el  caso  contrario,  sin  pronunciarse 
sobre  el  carácter  de  la  quiebra,  mandará  pa- 
sar este  ramo  al  Tribunal  que  ejerza  jurisdic- 
ción en  lo  criminal,  6  procederá  á  formar  el 
correspondiente  proceso,  sí  ejerriere  también 
esta  jurisdicción." 

Mncho  podría  decirse  en  contra  de  la 

teoría  que  en  esta  materia  de  las  quie- 
bras independiza  en  absoluto  á  la  juris- 
dicción criminal  de  la  jurisdicción  civil  y 
no  acepta  la  existencia  de  la  cuestión 
prejudicial  con  su  obligada  consecuencia 
de  la  cosa  juzgada.  Pero  todo  eli o  pue- 
de sintetizarse  en  los  siguientes  párrafos 
de  León-Caen  j  Renault  {Traité  de  Droit 
Commcrdal  t.  VII,  pág.  149.) 

"Se  ha  resuelto  que  un  procno  por  banca- 
rrota es  adminblc  no  solo  cuando  la  jurisdic- 
ción comerdal  no  ha  sido  llamada  á  conocer 
de  la  existencia  de  la  quiebra,  sino  todavía 
cuando  una  sentencia  pasadaen  autoridad  de 
cosa  juzgada  haya  decidido  que  ni  siquiera 
existe  la  quiebra,  en  vista  de  que  no  existe  en- 
tre ambas  instancias,  ni  identidad  de  objeto. 


ni  identidad  de  partes.  Por  la  inversa,  nn  fa- 
llo declaratorio  de  quiebra  no  dispensa  al  Tri 
bunal  de  represión  de  buscar  por  fÁ  mismo  en 
las  circunstancias  de  la  causa  «  el  inculpado 
era  comerciante  y  si  había  cesado  en  sus 
pagos... 

Las  consecuencias  lógicas  de  este  nstema 

parece  que  deberían  hacer  vacilar  mucho  antes 
de  aceptarlo.  Son  ellas  de  lo  más  inconve- 
nientes y,  como  mny  Iñen  se  ha  solido  decir,  de 
naturaleza  ocasionada  á  producir  verdaderos 
escándalos  judiciales.  La  jurisdicción  especial- 
mente competente  ha  resuelto  qne  tal  indi- 
viduo no  hacaido  en  estado  de  quiebra:  ahora 
bien,  ¿este  caso  no  impediría  condenar  á  ese 
mismosujetocomo  si  fuese  fiillido?  Por  el  con- 
trario, una  quiebra  ha  sido  legalmente  decla- 
rada, existe  por  tanto  para  todoel  mundo  con 
sus  efectos  consiguientes  porcuanto  han  expi- 
rado los  términos  dentro  de  los  cuales  se  pudo 
pedir  repostción:  ¿y.  apcsar  de  esto  el  Juez  en 
lo  criminal  podría  declarar  que  no  hay  banca- 
rrota simple  en  razón  de  no  haber  habido 
quiebra?  Todo  estoes  soberanamente  chocan- 
te;existe  en  cierto  modo  entre  ambas  jurisdic- 
ciones una  lucha  directa  trabada  con  motivo 
de  una  situación  que  la  ley  ha  querido  reglar 
de  nn  modo  general  y  uniforme...  Según  este 
sistema  de  la  jurisprudencia,  habría  la  más 
absoluta  independencia  entre  las  dos  jurisdic- 
ciones que  tendrían  que  proveer  á  dos  órde- 
nes de  intereses  de  todo  en  todo  diferentes: 
nada  más  natural,  entonces,  se  dice,  que  pnc 
da  existir  nn  desacuerdo  tan  sólo  aparente 
entre  las  dos  soluciones,  la  civil  y  la  criminal. 
Pero  esta  separación  absoluta  entre  los  inte- 
reses privados  j  el  interés  general  no  parece 
que  haya  sido  deseada  por  el  legislador  en 
materia  de  quiebras.  Es  muy  curioso  ante 
todo  que  sea  el  Código  de  Comercio  mismo  y 
no  el  Código  Penal,  el  que  mencione  los  casos 
de  bancarrota  simple  y  de  bancarrota  fraudu- 
lenta como  resultados  posibles  de  la  quiebra 
cuyo  procedimiento  y  organización  determi- 
na. Además,  las  disposiciones  mismas  de  la 
ley  prueban  que  ella  se  ha  preocupado  del  in- 
terés público  y  que  ha  pensado  que  es  posible 
satisfacer  ese  interés  público  aún  haciendo  de 
la  quiebra  un  negocio  de  ta  competencia  exclu- 
siva de  la  jurisdicción  comercial.     .e^  como  el 
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Tribunal  de  Comercio  tiene  facultad  para  de- 
clarar de  o6cio  la  quiebra;  este  poder  le  ha  «do 
otorgado  no  solamente  para  la  protección  de 
los  acreedores  ausentes,  sino  también  en  res- 
guardo del  interés  general;  puede  rechazar  la 
homologación  de  un  convenio  por  razones 
fundadas  en  ese  interés  público.  La  ley  comer- 
cial se  ha  inquietado  de  la  represión  de  los 
hechos  frandnlentOB  qne  se  pueden  cometer 
con  ocasión  de  las  quiebras;  ha  previsto  la  in- 
tervención del  Ministerio  Público;  ha  exigido 
la  trasmisión  inmediata  al  procurador  de  la 
República  del  lugar,  del  extracto  délas  actua- 
ciones sobre  la  declaración  de  quiebra;  según 
el  art^lo  483  los  oficiales  del  Ministerio  Pú- 
blico pueden  asistir  á  la  facdón  del  inventario 
levantado  por  los  Jadieos,  y  tienen  en  cual- 
quier momento  el  derecho  de  requerir  las  co- 
municaciones de  todos  los  actos,  libros  ó  do- 
cumentos relativos  á  la  quiebra.  Esta  última 
disposición  seria  muy  difícil  de  explicar  den- 
tro de  un  sistema  que  permitiese  al  Ministerio 
Público  requerir  ta  iniciación  de  un  proceso 
criminal  de  bancarrota  independiente  de  toda 
declaración  de  quiebra;  no  habria  necesidad 
de  autorizarlo  para  efectuar,  en  caso  de  quie- 
bra declarada^  actos  que  podría  verificar  en 
todo  tiempo  y  drcunatancias. 

El  sistema  que,  en  nombre  del  interés  públi- 
co, reivindica  para  la  justicia  represiva  el  de- 
recho de  castigará  un  individuo  como  reo  de 
bancarrota  sin  consideración  de  las  decisiones 
de  la  jurisdicción  comercial,  nos  parece  en  de* 
finitiva  envolver  una  critica  de  la  ley,  la  cual 
habria  errado  al  confiar  las  gestiones  de  la 
quiebra  á  los  jueces  consulares  y  dejando  asf 
primar  los  intereses  privados  y  las  considera- 
ciones personales,  sobre  el  orden  público." 


de  la  única  manera  racional,  de  la  única 
manera  como  no  aparece  contradicción 
entre  ellos,  ó,  como  no  se  llega  al  resul- 
tado inconveniente  para  los  más  altos 
intereses  de  la  justicia  de  que  un  fallido, 
apesar  de  ser  absuelto  y  alcanzar  áreha* 
bilitarse  plenamente  ante  la  justicia  ci- 
vil, pudiera,  no  obstante,  sermandado  á 
presidio  por  la  jurisdicción  criminal. 

El  interés  especial  y  muy  justo  que  los 
acreedores  tienen  de  alcanzar  al  castigo 
del  fallido  culpable  6  fraudulento  se  ejer- 
cita, según  esto,  previamente  ante  la  jus- 
ticia civil,  estando  en  ésta,  representados 
por  su  mandatario  forzado  que  es  el  sín- 
dico, y  afectándoles,  por  tanto,  el  resul- 
tado de  esa  gestión.  Ese  interís  ha  sido 
tutelado  por  la  acción  combinada  del 
síndico,  del  Ministerio  Público  y  del  ma- 
gistrado. Tan  solo  cuando,  habiéndose 
declarado  que  la  quiebra  no  es  fortuita, 
se  remiten  los  antecedentes  á  la  justi- 
cia en  lo  criminal,  recuperan  los  acreedo- 
res su  libertad  de  acción  y  pueden  hacer- 
se parte  directa  contra  el  fallido,  á  me- 
nos que  voluntariamente  y  por  cierta 
mayoría  quieran  autorizar  al  Mndíco  pa- 
ra representarlos  nuevamente  ante  la 
jurisdicción  criminal,  bien  así  como  an- 
tes los  representara  por  ministerio  de  la 
ley  ante  la  jurisdicción  civil. 

Ricardo  Cabibsbs. 


Por  todo  lo  dicho,  concluiremos  di- 
ciendo lo  propio  que  consignábamos  al 
principiar:  esto  es  que  la  sentencia  de 
28  de  agosto  se  ajusta  en  todo  al  siste- 
ma de  la  prejudiciabilidad  de  la  acción 
civil  sobre  la  acción  criminal  que  mani- 
fiestamente han  querido  establecer  nues- 
tras leyes;  é  interpreta  los  artículos  1339 
y  1341  de  nttestro  Código  de  Comercio 
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8BOUNDA  PASTB.— imCCIÓN  SEGUNDA 


Corte  de  Tacna  27  de  mayo  de  1904 

Pocacci  con  Empresa  del  Ferrocarril 
de  Arica  y  Tacna 

Onasl  delito;  daflo;  Indexnnlzaoión  de 
peijuioios.  —  Imprudenoia  temera- 
ria; responsabilidad.— Ooaa  Juzgada. 

Doctrina: — Cuando  el  accidente  que 
produce  el  daño  se  debe  á  la  propia  im- 
prudencia del  hsionadOf  no  existe  res- 
ponsabilidad  para  la  empresa  de  un  &- 
rrocarril  por  el  accidente  y  sus  conse- 
cuencias. 


la  demanda,  querría  dcrir  que  I%ito  haUa 
cnmplido  sus  fundones  de  un  modo  improiño, 
no  teniendo  la  Empresa  medios  de  preveer  ni 
impedir  tal  proceder,  caso  contemplado  en  el 
artículo  2322 del  Código  Ciril,por  locnal  pide 
se  deseche  ta  demanda,  con  costas. 

Rendida  la  prueba,  el  demandante  tachó  á 
los  testigos  Comelío  Flores,  Angosto  Cock, 
Manuel  Pinto,  Darío  Mendoza  j  Enrique  Ame- 
tís^  por  ser  empleados  asalariados  de  la  em- 
presa. 

El  demandado  tachó  á  los  testigos  Santiago 
Aratta  j  Juan  Carrajal,  por  ser  empleados  de 
don  Alberto  Focacri, 

Con  fecha  3  de  marzo  de  1904  el  Jnxgado  de 
Arica  falló: 


Don  Alberto  Focacci  por  don  Jacinto  Ata- 
noca,  entabla  demanda  contra  la  Empresa  del 
Ferrocarril  de  Arica  y  Tacna  con  el  fin  de  que 
se  declare  que  está  obligada  á  pagar  á  su 
mandante,  por  via  de  indemnización  de  daños 
y  perjuicios,  la  suma  de  $  40.000  y  las  costas 
de  la  causa  con  motivo  de  que  el  señor  Alano- 
ca  perdió  un  brazo  en  el  accidente  ocurrido  el 
22  de  octubre  de  1902,  por  haber  sido  empu- 
jado violentamente  por  el  palanquero  Manuel 
Pinto  que  cumplía  órdenes  del  gerente  don  Ar- 
turo F.  Gnillemar. 

Contestando  la  demanda  don  Guillermo  E. 
Bradley,  por  la  Empresa  del  Ferrocarril  de 
Aricay  Tacna,  dice  que  laexposicíón  de  hechos 
del  demandante  es  completamente  falsa,  pues 
el  señor  Alanoca  pretendió  subir  al  tren  que 
estaba  en  movimiento,  encontrándose  en  es- 
tado de  ebriedad,  sin  que  el  palanquero  Pinto 
lo  haya  empujado;  que  el  daño  sufrido  se  debe 
á  imprudencia  temeraria  del  demandante  y 
que  la  Empresa  no  es  responsable  en  ningfin 
caso  porque,  suponiendo  cierto  lo  expuesto  en 


Con  lo  expuesto  y  teniendo  presente: 

1^  Que  es  inoficioso  pronunciarse  sobre  las 
tachas;  y 

2^  Que  por  sentencia  de  4  de  septiembre  de 

1903,  se  absolvió  de  la  acusadón  al  reo  Ma- 
nuel Pinto  por  el  delito  de  lesiones  graves  in- 
feridas á  don  Jadnto  Alanoca  y  se  sobreseyó 
definitivamente  respecto  del  acddente,  por 
aparecer  de  autos  que  se  debe  á  la  propia  im- 
prudencia del  lesionado;  visto  lo  prescrito  en 
los  artículos  1698,  2314  y  2322  del  Código 
Civil  y  artículos  201  y  202  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  sin  luirla  de- 
manda sobre  indemnizadón,  sin  costa?,  por 
aparecer  que  el  demandante  ha  tenido  moti- 
vos plausibles  para  litigar— 4.  Fuaixatida. 

La  Oorte: 

Vistos:  se  confirma  la  sentenda  apelada  de 
3  de  mayo  último,  con  costas  del  recurso.— £. 
Berros.— E.  Chtemas  Peña.—P.  Roberto  Ve 
ga.~M.  A.  QttireíL 
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SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Tacna,— 31  de  mayo  de  1904 
con  Paiva 

Querella  de  amparo.  -  Mina;  fando  so- 
perfloial.  -Posesión.— Senrldumbre 

Doctrina:  —  Las  acciones  posesorias 
ticnea  por  objeto  conservar  ó  recuperar 
la  posesión  de  bienes  rahes  ó  derechos 
reales  constituidos  en  ellas  se  dirigen 
contra  la  persona  que  causa  perturba- 
Cfoaes  ó  priva  á  otro  de  la  posesión,  sin 
atender  al  derecho  que  esta  persona  pre- 
tenda. 

La  querella  de  amparo  la  interpone  el 
poseedor  para  conservar  la  posesión  que 
no  ha  perdido  y  en  consecuencia  no  co- 
rresponde esta  acción  al  denunciante  de 
una  mina  sobre  el  terreno  aoperHciáü  para 
impedir  que  en  él  ediñque  una  persona 

APILACIONKS 


que  ba  obtenido  ese  terreno  en  arrenda- 
miento,  pues  carece  de  posesión  sobre 


En  diciembre  de  1903  don  Cristóbal  P.  Za- 
nelli  interpuso  querella  de  amparo  exponíeii* 
do  que,  como  aparece  de  los  tftnlos  que  debi- 
damente inscritos  u:ompañu,  desde  el  22  de 
agosto  de  1900  está  en  quieta  y  pacífica  po- 
sesión de  la  propiedad  minera  denominada 
"Porvenir",  ubicada  en  la  estación  de  Buena- 
ventura del  ferrocarril  salitrero  de  Tarapacá 
p<»esi6n  que  data  desde  hace  mas  de  nn  año. 

Ahora  bien,  con  el  propósito  de  explotar  sal 
com6n,  que  es  la  sustancia  que  contiene  in 
propiedad,  ha  estado  Secutando  algunas  ca^ 
tas  6  posos  y  ha  sido  turbado  en  sus  traba- 
jos, porque  precisamente  en  el  mismo  sitio  de 
sus  labores  doña  Aurístela  Paiva  ha  empcz»> 
do,  desde  principios  de  ese  mes,  á  construir 
•mía  casa  y  esos  trabajos  nguen  en  aumento. 

s6 
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Por  lo  expuesto  se  querelló  de  amparo  con- 
tra la  citada  duna  Auristela  Paíva  y  pidió  en 
atención  á  los  docnmentos  en  que  la  funda  y 
á  la  prueba  testimonial  que  ofrece  rendir,  se 
diera  lagar  á  ella,  con  costas. 

Con  fecha  18  de  diciembre  de 1903,  el  Juzga- 
do de  Iquique  falló: 

Considerando: 

1^  Que  la  parte  querellada,  doña  Auristela 
Paiva,  ha  demostrado  qoe  tiene  la  propiedad 
de  que  se  trata  á  título  de  arrendataria  del 
Fisco,  siendo,  por  lo  tanto,  improcedente  la 
acción  sumaria  de  que  se  trata; 

2'  Que,  como  consecuenciadelanterior  con- 
siderando, se  desprende  que  la  demanda  de 
don  Cristóbal  P.  Zanelli  ha  debido  serdírígida 
contra  el  Fisco. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
700  y  1698  del  Código  Civil,  714  y  715  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin 
lugar  la  querella,  con  costas,  en  que  se  conde- 
na al  querellante  y  se  le  reservan  las  acciones 
que  pueda  deducir  con  arreglo  á  la  ley. 

Aparece  de  los  autos  que  el  querellante  es 
de  profesión  comerciante  y  domiciliado  en 
este  puerto  y  que  la  querellada  es  de  profesión 
labores  del  sexo  y  domiciliada  en  Buenaven- 
tura.-^^.  Facamlida  G. 

La  Oortei 

Vistos:  eliminando  la  cita  del  artículo  700 
del  Código  Civil  j  los  dos  considerandos  de  la 
sentencia  de  primera  instancia;  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que  nendo  el  objeto  de  las  acciones  po- 
sesorias conservar  6  recuperar  la  posesión  de 
bienes  riUces,  se  dirigen  contra  la  persona  que 
cansa  perturbaciones  ó  priva  á  otro  de  la  po- 
sesión, sin  atender  á  si  esta  persona  es  propie- 
taria ó  arrendataria,  pues  bien  puede  suceder 
que  no  tenga  tino  ni  otro  carácter 

2^  Que  la  querella  de  amparo  la  interpone 
el  poseedor  para  conservar  la  posesión  que  no 
ha  perdido,  se  lé  indemnice  del  daño  cansado 
y  se  le  dé  segnridadeá  c<mtra  el  qne  fnndoda- 
mente  teme;  y 

3^  Que  U  interpuesta  por  dea  Cristóbal  F« 


Zanelli  no  es  procedente  desde  qne  no  ti«ne  la 
posesión  del  terreno  objeto  de  la  querella  ni 
reúne  los  requisitos  exigidos  por  el  artículo 
703  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

De  conformidad  con  la  disposición  anterior- 
mente citada  y  artí.ulos  916  y  921  del  Códi- 
go Civil,  se  confirma  la  sentenria  apelada  de 
29  de  diciembre  último,  con  costas  también 
del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Barros. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
que  el  señor  Ministro  Cisternas  Peña  tuvo 
presente  para  confirmar,  las  consideraciones 
que  consigna  en  el  libro  respectivo.— £.  Ba- 
rros.—E.  Cisternas  Peña. — P.  Roberto  Ve/fa. 
—Ai.  A.  QuireU. 

TOTO  ESPECIAL 

61  infrascrito,  para  confirmar  la  sentencia 
apelada  por  don  Cristóbal  P.  Zanelli  en  el  jui- 
cio qne  sigue  con  doña  Auristela  Paiva,  so- 
bre querella  de  amparo,  ha  tenido  presente 
las  siguientes  consideraciones:  que  las  minas 
forman  un  inmueble  distinto  y  separado  del 
terreno  6  fundo  superficial,  aunqne  aqnéllas  y 
éste  pertenezcan  á  un  mismo  dueño,  según  lo 
dispuesto  en  el  artículo  10  del  Código  de  Mi- 
nería; 

Que,  en  el  caso  actual,  el  Estado,  dueño  de 
ambos  inmuebles,  ha  ejecutado  con  reladón  á 
ellos  y  con  los  partes  litigantes  dos  actos  ju- 
rídicos de  naturaleia  completamente  diversa: 
al  querellante  le  transfirió  el  dominio  y  pose- 
sión definitiva  de  la  mina  y  á  la  querellada  le 
did  en  arrendamiento  el  terreno  superficial  6 
una  parte  de  él; 

Que,  dados  estos  antecedentes,  la  situación 
jurídica  se  encuentra  perfectamente  definida 
en  el  sentido  de  que  el  Estado  no  solo  no  ha 
transferido  al  querellante  la  posesión  del  te- 
rreno superficial,  sino  que  por  un  acto  expre- 
so la  mantiene,  dando  ese  terreno  en  arrenda- 
miento á  otra  persona; 

Que  no  puede  qercítar  aeción  posesoria  el 
que  no  está  ó  no  ha  estado  en  posesión,  por 
lo  caal  y  demostrado  como  queda  que  el  que- 
rellante no  ha  sido  poseedor  del  terreno  que 
reclama,  la  acción  es  improcedenteen derecho; 

Que  si  bien  es  cierto  que  todo  minero  puede 
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adquirir  el  derecho  real  de  servidumbre  sobre 
el  terreno  superficial,  también  lo  es  que  esta 
serridiimbre  se  constituye  previa  indemniza- 
ción no  solo  del  valor  del  terreno  ocupado 
sino  de  todo  perjuicio,  ya  se  cause  este  á  los 
dueños  de  los  fundos  superficiales,  ya  á  cual- 
quiera otro,  según  lo  dispuesto  en  el  articulo 
&f  del  Código  citado; 

Que  el  querellante  no  ha  probado  ni  ínten' 
tado  probar  que  haya  pagado  esa  indemniza- 
ción, obligación  tanto  mas  imperiosa  en  el 
caso  actual  en  que  aparece  de  manifiesto  que 
el  terreno  superfidal  tiene  algún  valor,  como 
que  ha  dado  materia  para  celebrar  un  contra- 
to de  arrendamiento; 

Que,  en  consecuencia,  el  querellante  no  ha 
acreditado  ni  la  posesión  ni  la  existencia  de 
nn  derecho  real  constituido  sobre  el  terreno 
que  reclama  y,  por  lo  tanto,  bajo  cualquier 
aspecto  que  se  la  considere,  la  acción  deduci- 
da, como  toda  otra  acción  posesoria,  carece 
de  fundamento  legal. 

Tacna,  31  de  mayo  de  1904.— £.  Cisteraaa 
Peña. 


dentes  deí  extranjero  ni  Añctas  aJ  pago 
de  los  derechos  Sscales  de  internación  qae 
pudieran  corresponder  áJa  naturaleza  de 
las  mercaderías  contenidas  en  dichas  enr 
comiendas. 


El  jefe  del  resguardo  de  Sama,  en  parte  de 
fecha  15  de  octubre  de  1903,  dió  cuenta  al  Juz- 
gado de  Tacna  de  que  un  guarda  de  esa  ofici- 
na, habla  descubierto  nn  contrabando  de  mer- 
caderías consignadas  A  Matías  Cubillos  y  que 
consistía  en  treinta  y  ocho  docenasde  pañuelos 
de  seda,  cuatro  mantos  de  espumilla,  tres  cor- 
tes de  casimir  y  un  cajón  con  encomiendas 
postales  despachadas  por  correo  de  Iquique  á 
Arica,  conteniendo  géneros  para  pantalón  y 
chaquetas. 

Llamados  los  interesados  á  comparendo,  se 
recibió  la  causa  á  prueba  y  se  rindió  la  que 
obra  en  autos. 

Oído  el  señor  Promotor  Fiscal,  este  funcio- 
nario estimó  que  no  había  comiso  que  perse- 
guir. 

En  14de  mayo  de  1904,el  Juzgadode  Tacna 
falló: 


Corte  de  Tacna,— 31  de  majo  de  1904 
Fisco  con  Cnlnllos 

Provinoia  de  Taona.  —  Encomiendas 

Sostales^ontrabando;  derechos  de 
iternaoión. 

DfKTítiKA:— La  provincia  de  Tacnaestá 
sometida  á  la  legislación  de  Chile  y  su  te- 
rritorio se  halla  asimilado  al  territorio 
de  la  República^  de  modo  que  rigen  enesa 
provincia  las  leyes  y  decretos  sobre  servi- 
cio de  correos  y  encomiendas  postales 
dictadas  para  el  resto  del.país. 

Las  encomiendas  pmtaks  que  del  inte" 
tior  de  ¡a  RtpúbHea  ae  enrían  á  la  ofíeina 
de  ilr/ca,  no  pueden  considerarse  procc' 


Considerando: 

Que  con  la  prueba  testimonial  rendida  y  con 
las  facturas  y  cuentas  de  cancelación  exhibi- 
das por  el  demandado  don  Matías  Cubillos, 
ha  probado  éste  sin  contradicción  que  las  mer- 
caderías que  le  fueron  detenidas  por  ta  oficina 
del  Resguardo  de  Sama,  proceden  de  otras  pla- 
zas comerciales  de  la  República; 

Que,  por  tanto,  aunque  dichas  mercaderías 
sean  de  fabricación  extranjera  y  estén  sujetas 
al  pago  de  derechos  de  internación,  debe  pre- 
sumirse que  estos  derechos  han  sido  pagados 
al  internarse  las  mercaderías  en  el  país; 

Que,  aun  cuando  los  derechos  no  hubieran 
sido  pagados  en  esa  oportunidad,  no  corres, 
ponderia  á  este  Juzpido  conocer  respectoáesa 
infracáótt. 

Por  tanto,  y  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo 
101  de  la  Ordenanza  de  Aduanas,  se  absuelve 
á  don  Matías  Cubillos  de  la  demanda  de  co- 
miso. 
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Devuélvase  á  su  dueño  la  mercaderia  deco- 
mÍ6ada.-V>  Salinas. 

La  Corte: 

Vistos:  eliminando  los  tres  considerandfM  de 
la  sentencia  consultada  de  11  del  actual,  y  te- 
niendo presente  en  su  lugar: 

Que  hallándose  la  provincia  de  Tacna  some- 
tida á  la  legislación  de  Chile  y  estando  su  te- 
rritorio asimilado  al  territorio  de  la  Repúbli- 
ca, rigen  en  esta  provincia  las  leves  y  decre- 
tos sobre  servicio  de  correos  y  encomiendas 
postales  dictadas  para  el  resto  del  país; 

Que,  en  consecuencia,  siendo  nacional  la  ofi- 
cina de  correos  de  Arica,  tas  encomiendas  pos- 
tales que  á  ella  se  envien  del  interior  de  la  Re- 
pública, no  pueden  considerarse  procedente 
del  extranjero  ni  afectas  al  pago  de  los  dere- 
chos fiscales  de  internación. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  decreto  su- 
premonúmero  2.140  de  21  de  mayo  de  1897  y 
Tratado  de  Paz  y  Amistad  celebrado  entre  Chi- 
le y  el  Perú  en  21  de  mayo  de  1884,  se  aprueba 
la  sentencia  indicada  al  principio. 

Tómeserazónen  el  Tribunal  de  Cuentas  yen 
la  Tesorería  Fiscal  de  Tacna. — B  Barros,— 
B.  Cisternas  Peña. — P.Roberto  Vega.— M.  A, 
Quirell 


Corte  de  Tacna.— 8  de  juaio  de  1904 

Comuneros  del  río  CapHna  con  Cerda 

DeroKaolón.— Distribución  de  aguas. 
—Juez  de  aguas  nombrado  oon  an- 
terioridad á  la  promulgación  del  Có- 
digo de  Prooedlmlento  Civil. 

Doctrina:— jSÍ  Código  de  Procedimien- 
to Civil  ba  derogado  todas  ¡as  leyes  so- 
bre las  materias  que  en  él  se  tratan;  yco- 
mo  el  título  XI  del  libro  3^  de  dicho  Có- 
digo trat»  especialmente  de  loa  juicios 


sobre  distribución  de  aguas  estableciendo 
nuevas  reglas,  dando  á  los  interesados 
más  amplitud  de  facultades  y  derogando 
implícitamente  todas  las  ordenanzas  Ó 
disposiciones  anteriores  relativas  á  la 
materia,  tienen  derecho  para  reunirse  y 
deliberar  sobre  las  materias  que  indica 
el  articulo  827  y  no  puede  ser  un  obs' 
táculo  para  ellos  la  existencia  de  un  Jaez 
de  aguas  nombrado  con  anterioridad  á 
la  vigencia  de  dicho  Código. 


Don  Buena  ventura  González  y  don  Julio  Pai- 
sa, comuneros  de  las  aguas  del  río  Caplina, 
dicen:  que,  en  cumplimiento  á  lo  dispuesto  en 
el  título  XI,  libro  3«  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  deben  reunirse  en  comparendo 
los  dueños  de  las  aguas  que  conduce  el  río  Ca- 
pHna, con  el  objeto  de  tomar  los  acuerdos  y 
providencias  que  en  dicho  artícnlo  se  pre»- 
criben. 

La  Ley  de  Municipalidades  de  1891  creó  un 
Juez  de  aguas  que  debía  ser  nombrado  por  el 
Tuez  Letrado  del  departamento;  pero  este  car- 
go, que  recayó  en  don  Filomeno  Cerda,  ba 
quedado  suprimido  de  hecho  con  la  promul- 
gación del  Código  de  Procedimiento  Civil,  pa- 
sando las  funciones  del  Juez  de  aguas  á  la  jnn- 
ta  de  vigilancia  y  al  delegado  qaedeben  elegir 
los  interesados. 

Apoyándose  en  estas  disposiciones  legales, 
vienen  en  solicitar  m  llame  á  un  comparendo 
á  todos  los  interesados  en  las  aguas  del  río 
Caplina,  á  fin  de  que  se  adopten  los  medidas 
«cpresados  en  el  artfcnlo  827  del  referido  Có- 
digo. 

Notificado  don  Filomeno  Cerda  del  decreto 
que  ordenó  citar  á  comparendo,  se  opnso  á  la 
reunión  solicitada,  expresando  que  hace  más 
de  dos  años  á  que,  en  virtud  de  lo  dispuesto 
por  la  Ley  de  Municipalidades  vigente,  ha  sido 
nombrado  Jaesdeagnas  del  ríoCapfina,  j  qne 
no  ae  le  poede  privar  de  este  cargo,  por  caon- 
to  el  puesto  no  ha  «do  declarado  vacante.QÍ 
ha  hecho  rennncia  de  £1. 
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Agrega  que  rl  CAdigo  de  Procedimiento  Ci- 
vil, en  el  párrafo  referente  á  la  distríbucidn  de 
aguas,  no  contiene  disposición  alguna  que 
prescriba  que  hayan  cesado  en  sus  funciones 
los  jueces  de  aguas  nombrados  en  conformi- 
dad ñ  la  ley  anterior. 

En  mérito  de  lo  expuesto,  se  opone  á  la  pe- 
tición de  los  ocurrentes  señores  González  y 
Palza. 

Se  oyó  al  Promotor  Fiscal  sobre  esta  ges- 
tión, funcionario  que  opina  en  el  s«)tido  de 
qué  debe  deferirse  á  la  solicitud  de  los  comu- 
neros del  Caplina. 

Con  fecha  13  de  enero  de  1904,  el  Juzgado 
resolvió: 

Teniendo  presente: 

Que,  segfin  consta  de  los  autos  que  se  han 
tenido  á  la  vista,  don  Filomeno  Cerda,  por 
re8oluci<^  ejecutoriada  de  fecha  9  de  noviem- 
bre de  1900,  expedida  por  la  autoridad  judi- 
cial, fué  nombrado  Juez  A  repartidor  de  aguas 
de  la  comunidad  del  rio  Caplina,  en  conformi* 
dad  á  lo  dispuesto  por  el  articulo  26,  nfimero 
2^,  de  la  Ley  Orgánica  de  Monicipalidades  vi- 
gente en  esa  fecha; 

Que  este  nombramiento,  sancionado  por  au- 
toridad pública,  debe  surtir  todos  sus  efectos 
legales  en  cuanto  á  la  persona  á  cayo  favor 
recayó,  mientras  no  incidan  motivos  justifica- 
dos que  autoricen  su  reemplazo; 

Que  en  la  solicitud  de  dos  comuneros  del  Ca- 
plina que  ha  motivado  esta  gestión  no  se  men- 
ciona hecho  alguno  que  aconseje  el  reemplazo 
del  funcionario  ya  designado,  y  solo  se  apoya 
en  consideraciones  de  derecho  relativas  al  pro- 
cedimiento establecido  en  la  nueva  ley  parala 
distribución  de  las  aguas  y  para  el  nombra- 
miento de  los  repartidoresó  representantes  de 
la  comunidad; 

Que  la  permanencia  del  Juez  de  aguas  ya 
nombrado  no  obsta  para  que  en  el  ejercicio  de 
su  cargo  ajuste  sus  procedimientos  á  las  dis- 
posiciones que  el  Código  de  Procedimiento 
Civil  establece  en  el  título  XI  del  libro  3?  para 
la  distribución  de  las  aguas,  previo  acuerdo 
de  los  interesados  tomado  en  conformidad  ú 
esa  ley  sobre  las  medidas  que  convenga  adop- 
tar, 

Qoe  la  interpretadón  que  se  da  á  la  ley  en 


los  considerandos  anteriores  está  en  el  siste- 
ma establecido  para  casos  análogos  por  la 
ley  de  7  de  octubre  de  1861,  sobre  efecto  re- 
troactivo de  la  ley,  cuyo  artículo  9'  respeta  el 
nombramiento  de  guardadores  válidamente 
constituidos  bajo  una  legislación  anterior,  y 
dispone  que  seguirán  ejerciendo  sus  cargos  en 
conformidad  á  la  ley  posterior,  aun  en  el  caso 
en  que,  segfin  ésta,  hubiesen  sido  incapaces  de 
asumirlos,  debiendo  quedarsujetos  á  la  nueva 
ley,  en  cuanto  al  ejercicio  de  sus  funciones. 

En  mérito  de  las  consideraciones  que  prece- 
den y  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  las  le- 
yes citadas  arriba,  se  declara  que  ha  lugar  á 
la  oposición  deducida  por  don  Filomeno  Cef^ 
da,  en  cuanto  por  ella  sepidequeen  1a reunión 
solicitada  por  los  comuneros  del  Caplina  don 
Buenaventura  González  y  don  Julio  Palza,  no 
se  altere  la  designación  hecha  en  el  actual  Juez 
de  aguas,  sin  perjuicio  de  que  en  dicha  reunión 
puedan  tomarse  los  acuerdos  que  los  interesa- 
dos crean  conveniente  adoptar  respecto  á  las 
demás  materias  á  que  se  refiere  el  articulo  837 
del  Código  de  Procedimiento  Civil.—/.  Salinas. 

La  Oorte: 

Reproduciendo  la  parte  expomtiva  de  la  re- 
solución apelada  de  13  de  enero  último,  y 

Teniendo  presente: 

Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  final 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  desde  su 
vigencia  han  quedado  derogadas  todas  las  le- 
yes sobre  las  materias  que  en  él  se  tratan; 

Que  el  título  XI  del  libro  3^  de  dicho  Código 
trata  especialmente  de  los  juidos  sobre  distri< 
bución  de  aguas,  estableciendo  nuevas  reglas, 
dando  á  los  interesados  más  amplias  faculta- 
des y  derogando  implícitamente  todas  las  or- 
denanzas ó  disposiciones  anteriores  relativas 
á  la  materia; 

Que  en  la  solicitud  de  los  comuneros  del  rio 
Caplina,  los  que  la  suscriben  no  hacen  sino 
ejercitar  un  derecho  que  les  concede  expresa- 
mente el  título  ántes  citado;  y 

Que,  en  consecuencia,  don  Filomeno  Cerda 
no  ha  podido  oponerse  á  la  reunión  que  los 
comuneros  solicitan;  se  revoca  la  resolución 
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expresada  al  principio  j  se  declara  sin  lugar 
la  oposición  deducida  por  el  expresado  Cerda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 

Peña.— £.  Barros.— £.  Cisternas  Peña  M.  A. 

QüinU. 


Corte  áe  Tacna.— 11  de  Junio  de  1904 
Schiavetti  Hermanos  con  Ochoa  (sucesión) 

Oasaolón  en  la  forma.— Trámites  esen- 
olale8.—OÍtaolóii.— Julolo  verbal. 

Doctrina:— £!s  nala  la  sentencia  que 
condena  á  una  persona  que  ñgura  en 
una  calidad  distinta  de  aquella  en  que  es 
condenada  á  pagar  la  sama  demandada 
sin  previo  emplazamiento. 


Con  fecha  16de  abril  de  1904  tuvo  lugar  un 
comparendo,  con  asistencia  de  ambas  partes 
Bolicitantes,  quienes  estuvieron  de  acuerdo  en 
que  la  sucesión  de  don  Prudencio  Ochoa  debe 
á  la  casa  de  Schíavetti  Hermanos  la  suma  de 
$  232,50. 

Agregó  Ochoa  que  no  había  rerífícado  este 
pago  porque  á  su  vez  tiene  un  crédito  contra 
la  casa  de  Schiavetti  por  la  sama  de  $  208, 
crédito  que  proviene  de  noa  garantía  otorga- 
da por  esta  casa. 

Bl  señor  Romussi  replicó  que  la  casa  Schía- 
vetti  no  debe  aquella  suma  porque  el  decla- 
rante dió  aquella  garantía  en  su  propio  nom- 
bre y  no  en  el  de  la  casa  Schiavetti  Hermanos; 
que  además  considera  que  la  garantía  dada 
se  encuentra  cancelada  casi  en  su  totalidadi 
pues  sólo  reconoce  un  saldo  de  $  8;  expone 
que  los  señores  sucesores  de  Prudencio  Ochoa 
y  Compañía  no  quisieron  recibir  nn  cheque 
por  valor  de  $  200,  suscrito  por  los  señores 
Zanelli  y  Frumento  y  que  se  les  daba  en  pago 
de  la  garantía  otorgada;  que  este  valor  que- 


dó después  en  poder  de  fa»  mismos  señores 
Zanelli  y  Frumento  como  pago  de  las  cuentas 
pendientes  que  tenían  con  el  señor  Boghietti,  y 
que  habiendo  rehusado  los  sucesores  de  Pru- 
dencio Ochoa  recibir  aquella  cantidad,  lo.  ga- 
rantía otorgada  debe  considerarse  dismínnida 
en  $200. 

El  demandado  expuso  que  esos  $  200  á  qtie 

se  refiere  el  señor  Romussi  no  los  recibió  al 
principio  porque  quiso  ponerse  al  habla  con 
este  caballero  y  que  después  de  haber  confe" 
rencíado  con  él,  quiso  retirar  de  poder  del  se- 
ñor Frumento  la  suma  aludida,  lo  que  no 
pudo  obtener  y  que,  en  consecnencin,  la  ga- 
rantía otorgada  por  el  señor  Romusn  ha  que- 
dado subsistente  mientras  no  se  le  pague  la 
totalidad  de  la  deuda,  ó  sea,  la  sumade  $  208. 

Terminó  exponiendo  que  así  como  estaba 
dispuesto  á  pagar  á  los  señores  Schiavetti 
Hermanos  la  cantidad  que  les  adeuda,  exige 
que  el  señor  Romussi,  por  su  parte,  le  pague 
también  los  $  208. 

Bn  vista  de  lo  relacionado,  el  Juzgado  decla- 
ró que  los  señores  sucesores  de  Prudencio 
Ochoa  deben  de  pagar,  dentro  de  tercero  día, 
á  los  señores  Schiavetti  Hermanos,  la  suma 
de  $  232,50  y  que,  dentro  del  mismo  térainOf 
don  Jorge  Romussi  debe  pagar  á  los  señores 
sucesores  de  Prudencio  Ochoa  la  suma  de 
$  208,  sin  peijuicio  de  los  derechos  que  el  se- 
ñor Romussi  pueda  ^ercitar  contra  quien  vie- 
re convenirle. 

Se  acompañan  las  dos  cuentas  materia  de 
este  juicio,  habiendo  declarado  el  señor  Ro- 
mussi que  respondía  de  la  cuenta  de  los  seño> 
res  Boghietti  Hermanos  en  la  forma  que  se  ha 
expresado  en  la  presente  acta. 

Se  firmó— ff.  Faeaxah'da  G.^orherto  Mu- 
Jiea.— Jorge  Romusai.—H.  Cordero. 

La  Oorte: 

Vistos:  en  este  juicio  verbal  de  comercio  se- 
guido por  Schiavetti  Hermanos  con  sucesores 
de  Prudencio  Ochoa,  por  cobro  de  pesos,  se  ha 
presentado  don  Jorge  Romussi  interponiendo 
recurso  de  casación  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada en  el  juicio  y  que  se  inserta  en  el  acta 
del  comparendo  de  16  de  abril  último. 

Funda  el  recurso  en  las  mgnientcs  cánsales: 
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1*  Haberse  faflado  a/trA /wíita,  esto  es,  ex- 
tendiéndose á  pantos  no  sometidos  á  la  deci- 
sión del  Tribunal;  y 

2*  Haberse  faltado  á  diligencias  ó  tr&mites 
esenciales  del  procedimiciito,  según  lo  dispues* 
to  en  el  artículo  962  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil. 

Respecto  de  la  cansa  primera,  exponed  re- 
currente que  consta  de  autosqneel demandan- 
te ha  sido  SchiaTetti  Hermanos  j  los  deman- 
dados los  sncesores  de  Prudencio  Ochoa  y  que 
el  fallo  ha  condenado  á  una  tercera  persona 
llamada  Jorge  Romnssi. 

Y  respecto  de  la  segunda,  si  Jorge  Romnssi 
fué  demandado  no  consta  de  autos  que  haya 
sido  emplazado  en  la  forma  prescrita  por  la 
ley  y,  por  consiguiente,  no  se  ha  encontrado 
siquiera  en  el  caso  de  oponer  sus  defensas  y 
de  alegar  las  exce[>ciones  &  que  tiene  derecho, 
entre  otras,  el  beneficio  de  excusión  que  en  el 
presente  caso  se  desprende  claro  y  explícito. 

Se  han  mandado  traer  los  autos  en  relación 
sobre  este  recurso. 

De  autos  consta  que  se  ha  seguido  este  jui- 
rio  únicamente  entre  Schiavettí  Hermanos  y 
sncesores  de  Prudencio  Ochoa  y  que,  si  bien  en 
el  comparendo  celebrado  en  conformidad  á  la 
ley  los  demandados  exigieron  que  don  Jorge 
Romussi  les  pagara  el  valor  de  una  fianza  para 
pagar  ellos  á  su  vez  lo  que  debían  á  los  de- 
mandantes, esta  excepción  6  reconvención 
fué  formulada  por  la  circunstancia  casual  de 
encontrarse  en  el  comparendo  Romussi  como 
representante  de  Schiavettí  Hermanos,  mas 
no  porque  inera  parte  directa  en  e!  juicio;  y 

Considerando: 
Que  en  el  fallo  se  condena  á  don  Jorge  Ro- 
mussi á  pagar  una  determinada  cantidad  sin 
haber  sido  emplazado  para  contestar  ningu- 
na demanda  y  sin  que  haya  «do  parte  en  el 
juicio; 

Que  esta  causa  de  casación  de  los  juicios 
verbales  se  encuentra  prevista  en  los  nrtículos 
961  y  962  del  Código  de  Procedimiento;  y 

Que  aceptada  una  causa  de  casación,  es  in- 
necesario pronunciarse  sobre  los  demás. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  visto 
ademas  lo  dispuesto  en  el  artículo  959  del  ci- 
tado Código,  se  invalida  U  sentencia  antes 


referida  eu  cuanto  condena  á  don  Jorge  Ro- 
mnssi á  pagar  ta  suma  de  $  208,  reponiéndose 
la  causa  al  estado  de  citarse  y  emplazarse  al 
expresado  Romussi  &  contestar  demanda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña..— E.  Barros.— B.CÍ8teroas  Peña.—M.  A. 
Qairctt. 


Corte  de  Valparaíso  10  de  aeptwmbre 

de  1904 

Sutphen  con  Docherty 

Minas;  mensura.  —  Plazo  para 
la  mensura  preferente. 

Doctrina:— Para  proceder  á  la  men- 
sura de  una  pertenencia  minera  debe  ci- 
tarse previamente  á  los  colindantes,  ¡os 
cuales  tienen  el  píaxo  de  dies  días  pata  el 
solo  efecto  de  reclamar  la  mensura  preñ- 
rente  de  la  mina. 

El  propietario  de  la  mina  denunciada 
con  anterioridad  tiene  prioridad  para 
practicarla  mensura  y  el  Jaez  puede  Bjar* 
le  el  plazo  prudencial  en  que  debe  hacer 
aso  de  su  derecho. 


Don  Hdson  Webster  Sutphen,  dice  que  se  le 
ha  notificado  un  decreto  del  Juzgado  por  el 
cual  ae  le  cita,  como  colindante  de  varías  per^ 
tenencias  auríferas  de  don  James  Docherty, 
con  motivo  de  la  mensura  solicitada  por  este 
caballero. 

Fundado  en  lo  que  dispone  el  artículo  48 
del  Código  de  Minería,  viene  en  oponerse  á  la 
mensura  de  estas  pertenencias  por  cuanto,  se- 
gún esa  disposición,  tiene  preferencia  para 
practicar  dicha  operación,  la  cual  por  el  mo- 
mento no  puede  llevarla  á  cabo. 

En  virtud  de  lo  que  deja  expuesto,  mtabla 
estA  demanda  para  que  se  declare  que  el  señor 
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Docherty  debe  esperar  á  que  ¿1  practique  aa 
mensura  para  poder  hacer  la  suya. 

En  subsidio,  pide  que  se  le  designe  un  placo 
prudencial  para  practicar  su  mensura. 

Don  James  Docherty,  contestando,  pide  que 
se  deseche  la  demanda  interpuesta  por  el  se- 
ñor Sutphen  por  no  tener  éste  derecho  para 
oponerse  á  la  mensura  sino  únicamente,  como 
primer  manifestante,  para  reclamar  su  men- 
sura preferente. 

El  Juzgado  de  Punta  Arenas,  con  fecha  30  de 
dioembre  de  1903,  falló: 

Considerando: 

Que  para  proceder  á  la  demarcación  y  men- 
sura de  una  pertenencia  minera  detjerá  citarse 
previamente  á  los  colindantes,  los  cuales  ten- 
drán el  término  de  diezdfas  para  el  soto  efecto 
de  reclamar  la  mensura  preferente  de  la  mina; 

Que  el  demandante,  sin  solicitar  la  mensura 
de  sus  pertenencias,  se  ha  limitado  en  la  de- 
manda á  deducir  oposición  á  la  mensura  pe- 
dida por  el  demandado  hasta  intertanto  él  no 
la  practique. 

En  virtud  de  estas  consideraciones  j  tenien- 
do presente  lo  dispuesto  en  el  artículo  47  del 
Código  de  Minería,  se  declara  sin  lugar  la 
oposición  á  la  mensura  deducida  por  don  Ed- 
son  Webster  Sntphen  Mialáo  Seguel. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parteexpostttvade 
la  sentencia  de  1*  instancia  y  teniendo  presen- 
te, en  lugar  del  segundo  fundamento  de  ella, 
que  don  Edson Webster  Sutphen  en  el  escrito 
por  el  cnal  se  opone  A  la  mensura  y  demarca- 
ción que  pide  don  James  Docherty,  solicita,  á 
más  de  representar  su  derecho  de  preferencia 
como  primer  manifestante,  que  el  Juzgado 
subsidiariamente  señale  un  plazo  pradenrial 
en  que  deba  ejercitar  su  derecho. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artCculo  48 
del  Código  de  Minería,  se  confirma  la  senten- 
cia de  30  de  diciembre  último,  con  declaración 
de  que  el  demandante  don  Edson  Webster 
Sntphen  tiene  derecho  preferente  para  la  de- 
marcación y  mensura  de  sus  pertenencias  y 
que  debe  ejercitar  este  derecho  en  el  plaxo  que 
prudcndalmente  le  fije  d  Jues  de  la  cansa. 


Acordada  por  ananimidad,  deqniéi  de  ha- 
berse desechado  la  indicación  del  aefior  Minia- 
tro  ^Iva  para  que  ae  suspendienut  los  efectos 
de  la  sentencia  de  1*  instancia  por  estimar- 
que  en  ella  el  Juez  a  gao,  habiendo  desechado 
la  petición  principal  de  don  Bdson  Webster 
Sutphen,  omitió,  no  obstante,  pronunciarse 
sobre  la  petición  subsidiaria  formulada  por  el 
mismo. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Alamos 
González  estuvo  por  confirmar  sin  modifica- 
dón  la  resolndón  de  1*  instancia  á  virtud  de 
los  fundamentos  que  consigna  en  el  libro  res- 
pectivo. 

Kedactada  por  el  sefior  Ministro  Silva.— 

Pedro  AT.  Pineda.^  Braulio  Moreno  Luis  Ig- 

amcio  Silva.'— B,  Alamos  Goasáiex. 


VOTO  BSPBCIAL 

En  la  causa  seguida  pordon  Bdaon  Webster 
Sutphen  contra  don  James  Docherty,  sobre 
opoddón  &  la  mensura  de  las  pertenencias  mi- 
neras de  este  último,  disintiendo  de  la  resoln- 
dón pronundada  por  la  mayoría  del  Tribu- 
nal, yo  he  opinado  que  se  debe  confirmar  la 
sentenda  apelada  de  30  de  diciembre  de  1903, 
con  declaradón  de  que  tampoco  puede  conce- 
dérsele al  demandante  un  plazo  para  medir 
previamente  sus  derechos. 

Para  sostener  esta  opinión  me  he  fondado 
en  las  siguientes  consideradones: 

1*  Que  el  apoderado  del  demandante  no  re- 
clama alguno  de  los  plazos  que  acuerdan  los 
artículos  30,  35,  38  y  44  del  Código  de  Mine- 
ría á  los  registradores,  sino  que  se  funda  solo 
en  la  circunstanda  de  estar  ausente  su  repre- 
sentado, por  lo  cual  sostiene  que  no  puede 
consentir  en  que  se  midan  desde  luego  los  co* 
lindantes  de  derecho  posterior,  y  pide  tambiéo, 
en  subsidio,  que  se  le  acuerde  un  plaso  pru- 
dendal  para  hacerlo  más  tarde  con  la  priori- 
dad que  le  corresponde; 

2*  Que  el  hecho  de  la  auaendadel  primer  re- 
gistrador no  es  un  obstáculo  computado  en- 
tre los  requisitos  exigidos  por  el  ortfcnlo  47 
del  Código  dtado  para  proceder  á  la  mensu- 
ra, puesto  que  lo  manda  dtar  por  edictos  en 
la  secretaría  y  por  aviso  en  los  diarios; 
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3*  Que  las  partes  están  de  acuerdo  sobre  la 
prioridad  de  caria  rcgifitrador,  y  no  habiendo 
contradicción  sobre  el  derecho  de  los  colin- 
dantes, el  Juez  a  que},  de  conformidad  coa  lo 
dispuesto  por  el  artículo  49  del  referido  Códi- 
go, debe  ordenar  que  se  proceda  á  ejecutc.r  la 
operación  señalando  prcTÍanienteeldía  en  que 
debe  tener  lugar; 

4*  Que  la  frase  "mensura  preferente"  usada 
por  el  artículo  47  in'-iso  2^,  del  Código  de  Mi- 
nería no  puede  entenderse  en  el  sentido  de  que 
se  mida  en  fecha  anterior  qae  los  otros  regis- 
tradores, sino  que  se  refiere  á  que  se  le  mída 
más  próximo  al  punto  designado  por  el  des- 
cubridor, pues  de  otro  modo,  la  ley  habría  de- 
jado al  segundo  registrador  á  merced  de  la 
voluntad  caprichosa  de  su  antecesor,  desde 
que  las  autoridades  judiciales  no  podrían  ir, 
bajo  pretexto  alguno,  contra  un  precepto  es* 
plidto  del  legislador; 

6*  Que,  dados  los  antecedentes  de  autos,  no 
puede  existir  dificultad  para  proceder  á  la 
mensura  desde  que  ella  debe  demarcarse,  se- 
gún e!  artículo  52  en  la  forma  que  los  mineros 
hubieren  pedido  en  la  ratificación,  si  los  co- 
lindantes no  la  contradijeren; 

6*  Que  el  mandatario  del  oponente  puede 
hacer  valer  los  derechos  de  su  representado  en 
conformidad  á  lo  dispuesto  por  las  leyes  y  es* 
pecialmente  por  los  artículos  51, 57  y  siguien- 
tes del  Código  de  Minería; 

7*  Que  disposición  alguna  autoriza  á  la  jus- 
ticia para  darle  mayores  plazos  al  primer  re- 
gistrador, en  el  estado  actual,  y  no  es  posible, 
por  lo  mismo,  retardar  el  legítimo  derecho  de 
sus  colindantes,  á  los  cuales  puede  convenirles 
el  pronto  perfeccionamiento  de  sus  títulos  de- 
finitivos; 

8*  Y,  en  consecuencia,  que  no  es  aceptable 
la  oposición  deducida,  ni  es  posible  otorgarle 
nuevos  plazos  al  primer  registrador  sin  causa 
legal  y  fundada,  y  con  probable  perjuicio  de 
los  demás  colindantes, 

Valparaíso,  10  de  septiembre  de  1904 — 
B.  Alamos  Goazálcs. 


Corte  de  Santiago.  Cas.  y  Apel,—25  dt  mayo 
de  1905 

Torres  con  Fisco 

• 

Instruoclón  püb  lóa.— Premios  do  pro- 
fesores; computo  de  lasouarpntavás 
partes-  -  Interpretación  de  U  ley; 
historia  de  su  estableolmlento.— Ul- 
tra petlta. 

Doctrina:— Con/braw  al  articuló  4é 
de  ÍH  ley  de  9  de  enero  de  1879,  los  recto- 
res y  proñsores  de  los  establecimientos 
de  instrucción  secundaria  y  superior  tie- 
nen  derecho  después  de  seis  años  de  servi- 
cios á  una  gratiñcación  anual  equivalen- 
te á  la  cuarentava  parte  del  sueldo  que 
les  estuviere  asignado^  al  terminar  el  sex- 
to año,  no  tomándose  en  cuenta  el  tiempo 
de  Ucencia  de  un  mes;  y,  por  lo  tanto^  la 
gratiñcación  debe  contarse  desde  el  sépti- 
mo año  sin  incluir  los  anteriotes,  ya  que 
conforme  á  la  letra  clara  de  ¡a  disposición 
hgal  citada,  la  gratiñcación  se  tiene  des- 
pués de  seis  años  de  servicios. 

Este  sentido  atribuido  á  la  ley  está 
conforme  con  la  historia  de  sü  estableci- 
miento (1). 

( I )  Oreemos  útil  reprodoeir  aqnf  la  santsDoia  de 
de  10  de  mayo  de  1886,  aprofasds  por  k  Corte  Su 
prama  de  •inttioia  y  oon  arreglo  á  la  oual  n  habían 
dictado  todu  las  resolooíoues  gabemstivas  en  ma- 
teria de  premios,  que  la  seoteocia  de  la  Orate  de 
Santiago  rieoe  i  modifioar  sustancial  mente: 

Santiago,  10  de  mayo  de  1885.  -Considerando  que 
el  artfculo  44  de  la  ley  de  9  de  enero  de  1879,  oon- 
oede  d  los  rectores  y  profesores  de  los  eRtaUed- 
mientoa  de  edacacióo  secandaria  y  snpeñor  des- 
pués de  seis  años  de  Berríoios,  una  gratiflcacióa  anual 
equivalente  á  Is  cuarentava  parte  del  sueldo  qne  les 
estuviera  asignado  al  terminar  el  sexto  aQo,  ain  que 
se  tome  en  cuenta  para  en  grstifloaeíón  ti  tiempo 
de  lioencia  que  se  les  faubíese  oonoedído,  siempre 
que  ella  no  pasard  de  un  mes; 

Conúderando  que  eea  gratificación  tiende  á  pre- 
miar los  serñoios  de  loe  profesores  y  rectores  y  á 
estimular  á  éstos  para  qne  sigsu  prestando  dichos 
servioios  en  intwés  de  Is  inBtnio(á¿n  secundan»  ó 
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No  falla  "ultra  petita"  ¡a  sentencia 
que^  sin  aceptar  en  todas  sos  partes  la 
demanda,  ordena  una  forma  especial  de 
liquidación  no  pedida  por  las  partes, aji^' 
que  el  demandado  haya  reconocido  al  con' 
testar  que  debe  la  cantidad  que  se  cobra, 
ai  al  terminar  pide  al  juez  que  resuelva 
lo  que  estime  más  arreglado  á  derecho. 

Si  el  Juez  estima  más  arreglado  á  dere- 
cho  que  la  petición  de  la  demanda,  la  re- 
solución que  en  la  sentencia  pronunciada 
en  la  causa  da  á  la  cuestión  sometida  á 
su  fallo,  no  otorga  al  hacerlo  más  de  lo 
pedido  ni  se  extiende  á  puntos  no  somc 
tidos  á  su  decisión. 


Don  Rojerio  Torrea,  demandando  al  Fisco 


■aperior  y  por  oonsiguiente  oomprende  no  rolo  1m 
aervieios  qne  se  presten  deupuéii  del  tiexto  afio,  sino 
timbién  los  prestados  con  anterioridad,  porqne  el 
premio  k  acuerda  al  servicio  en  ni  misino,  y  la  na* 
taralesi  de  éste  no  varía  eo  rasón  del  tiempo  en  qoe 
M  hubiere  preotado; 

Oonñderando  qtie  la  gratifieaoídn  fijada  por  la 
ley,  en  la  cuarentava  parte  del  sueldo  que  estuviere 
asignado  á  loe  profesores  y  rectores  al  terminar  el 
sexto  año  de  BerTÍ<^ios,  y  por  crinsiguiente  debe  de 
terminarse  dividieoilo  efe  sueldo  en  onarentavas 
parte»  iguales  y  pagarea  anualmente  á  loa  profeso- 
res y  rectfires  después  del  sexto  afio,  teutas  da  eana 
partea  oomo  aüos  de  servicioa  tuvieren  prestados; 

Considerando  qne  si  se  atiende  al  espíritu  de  la 
ley,  manifestadti  en  ella  miama  ó  en  la  bietoña  fide- 
digna de  su  establecimiento,  se  vé  elaramente  qne 
ha  querido  que  ¿  loa  cuarenta  afios  deaervicios  pue- 
dan doblar  ^us  »neldo8  loa  profesores  y  rectores  que 
con  conittHncia  habieniu  servido  en  la  edaoaoÍ6n  se- 
cuudaria  6  superior; 

ConHÍdei  Audo  que  en  autos  aparece  justificado  qne 
hasta  ahora  se  ha  pagado  á  loa  profesorea  deman 
dantes  las  gratificaeionoB  i  que  la  ley  de  9  de  cínero 
du  1R79  les  da  derecho,  en  la  proporoii^n  de  unacua- 
rentava  parte  del  soeldo  por  el  sáptimo  año,  áo*  pur 
el  octavo  y  así  sucesivamente. 

En  mérito  de  las  oonaidentcionei  precedentes  y 
oon  arreglo  á  las  dibpoiioiones  citadas  y  artículos  19 
y  1698  del  Código  Civil,  se  declara  q<ie  ha  lagar  á 
la  demanda  y  en  conHCcuencia: 

1."  Qüo  los  rectores  ó  profesores  demandantes  des- 
de la  vigencia  de  la  ley  de  9  de  enero  de  1679,  tib- 


ante uno  de  los  juzgados  de  Santiago,  expone: 
qne  el  año  1900  ni  hermano  don  Rafael  To- 
rres, profesor  del  Liceo  de  Curicó,  reclamó 
administratÍTamente  el  pago  de  ciertas  canti- 
dades que  se  le  debían  por  premios.  Después 
de  un  año  de  tramitaciones  el  Ministerio  res- 
pectivo ordenó  que  la  Dirección  de  Contabili- 
dad practicara  laliqnidación  correspondiente; 
la  cual  arrojó  la  sama  de  $  3.441,63.  En  se- 
guida se  pasaron  los  antecedentes  en  dicta- 
men al  señor  Fiscal  de  Hadenda  quien  opinó, 
el  18  de  julio  de  1902,  que  se  debía  mandar 
pagar  esa  suma.  Habiendo  sido,  dice,  absolu- 
tamente ine&caces  todas  las  gestiones  hechas 
con  aquel  objeto,  como  único  heredero  de  su 
hermano  segfin  se  acredita  con  el  certificado 
respectivo,  pone  demanda  contra  el  Pisco  para 
que  se  declare  qne  dentro  de  tercero  día  debe 
pagarle  la  suma  expresada.  Bl  señor  Director 
del  Tesoro,  por  el  Fisco  contesta:  qne  de  los 

nen  derecho  á  la  graiiflcación  qne  aeoerda  el  artículo 
44  de  dicha  ley,  cxin  arreglo  al  námeio  de  añoa  de 
servicios  qne  han  prestado  deade  la  fecha  de  ans 
nombramientos  y  sobre  loa  sueldos  que  respectiva- 
mente se  les  hubiera  asignado,  con  deduccíóo  de  las 
Ircenoias  de  un  mes  que  m  les  hayan  concedido,  de 
hiendo  tomarse  en  cuenta  loa  seis  primwos  afios  de 
servicios  aulo  para  determinar  las  ouarentavaa  par- 
tes quv  corresponden  á  la  gratifioaoión  que  debe  pa- 
girselex  el  séptimo  año  &  rasón  de  una  cnarentara 
[tarte  por  cada  año  de  aervioioK; 

2."  Que  el  Fisco  debe  hacer  el  pafio  previa  liqví- 
dscIAu  de  las  gratífieacioneH  que  les  correspondan 
oon  arreglo  al  ndmero  anterior,  y  dednciendo  pre- 
viamente lo  que  bayan  percibido  por  tast^n  de  gra- 
tifioaeiones  hasta  la  fecha  en  que  se  lea  haga  el  pago 
qne  se  adeuda  por  esta  sentencia;  y 

Que  el  Fiaoo  debe  oontínnar  pagando  á  loa  ife- 
mandantea  en  lo  sucesivo  los  premios  6  gratifioaeio- 
nes  qtie_  devenguen  con  arreglo  á  lo  resuelto  en  loa 
niimeroB  anterioies. — Henriqutz. 

Santiago,  mayo  87  de  lf85.— Vistos:  «a  ajirueba 
la  aaatencia  consultada  de  10  de  mayo  última  T6 
mese  razón  en  la  Contaduría  Mayor  y  Tesorena 
Fiscal  d«  Santiago.  Esta  reaolnoiÓn  ha  sido  acorda- 
da contra  el  voto  del  señor  Presidente  Prats  y  del 
señor  Hiiiiairo  I^starría,  que  habiendo  dictamina- 
do primero  porqne  se  retuviera  el  oonoeimiento 
du  la  causa,  desechado  este  dictímen,  han  opinado 
porque  se  revoque  y  se  declare  que  no  ha  lugar  i 
la  demanda.  —  PraU.  —  Cotarriíbia*.  —  Bemalet, — 
Cousfño, — LcMarrUi, 


Digitized  by 


Google 


fCSISPRÜDBNCU 


201 


antecedentes  acompañados  por  el  demandan- 
te y  de  la  liqtiidnción  practícnda  |iur  la  Üirec- 
cíón  de  Contabilidad,  se  desprende:  que  el  Fis- 
co adeuda  la  cantidad  cobrada.  En  consecuen- 
cia, pide  que  se  resuelva  lo  qnfc  el  Juzgado 
estime  más  arreglado  á  derecho.  El  señor  Pro- 
motor Fiscal  opina  en  su  dictamen  que  la 
demanda  es  fundada  y  qne  debe  darse  lugar 
á  ella. 

£1  Juzgado,  con  fecha  28  de  junio  de  1904, 
&116: 

Considerando: 

1^  Que  de  los  certificados  consta  que  don 
Rafael  Torres  fué  nombrado  profesor  de  la 
seccidn  preparatoria  del  Liceo  de  Curicó  el  5 
de  Abril  de  1881  y  sucesÍTamente  de  varías 
otras  asignaturas  en  el  mismo  establecimien- 
to, qne  desempeñó  hasta  1901; 

2^  Que  conforme  al  articulo  44  de  la  ley  de 
9  de  enero  de  1879,  los  rectores  j  profesores 
de  los  establecimientos  de  instrucción  secun 
daria  y  superíor  tienen  derecho  después  de 
seis  años  de  servicios  á  una  gratificación  anual 
equivalente  á  la  cuarentava  parte  del  sueldo 
que  Ies  estuviere  asignado,  al  terminar  el  sex- 
to año,  no  tomándose  ea  cuenta  el  tiempo  de 
licencia  de  un  mes; 

3^  Que,  por  consiguiente,  la  gratificación 
debe  contarse  desde  el  séptimo  año  sin  incluir 
los  anteriores,  ya  que  conforme  á  la  letra  cla- 
ra de  la  disposición  legal  citada,  la  gratifica- 
ción se  tiene  después  de  seis  años  de  servicios; 

4'  Que  el  sentido  dado  á  la  ley  en  el  consi- 
derando anterior  está  también  conforme  con 
la  historia  de  su  establecimiento  según  consta 
de  su  discusión  en  el  Honorable  Senado; 

5^  Que  de  la  liquidación  aparece  que  don 
Rafael  Torres  ha  percibido  por  gratificación 
de  sus  servicios  la  suma  de  $  5.124,55;  y 

6^  Que  con  el  certificado  acompañado  ha 
probado  el  demandante  ser  heredero  finteo  de 
su  hermano  Rafael  Torres. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar 
tfculos  151, 167,  331  y  924  del  Códigode Pro- 
cedimiento Civil,  y  19,  20,  23  y  1698  del  Có- 
digo Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la 
demanda  solo  en  cuanto  el  Fisco  está  obliga- 
do á  pagar  á  don  Rojerio  Torres,  como  here* 
dero  de  don  Rafael  Torres,  una  gratificación 


anual  equivalente  á  la  cuarentava  parte  del 
sueldo  que  se  le  hubiere  asignado  á  contar 
desde  el  5  de  abril  de  1887  hasta  el  día  en  que 
dejó  de  prestar  sus  servicios,  descontándose 
el  tiempo  de  licencia  de  más  de  un  mes  é  impu- 
tándose al  pago  la  suma  menciona''1a  en  el 
considerando  5^  de  esta  sentencia.  Anótese 
y  consfiltose  si  no  se  apelare.— i4rtoro  Ayaía. 

El  demandante  interpuso  contra  este  fallo 
los  recursos  de  casación  en  la  forma  y  apela- 
ción. 

Fundó  el  primero  en  que  á  su  juicio  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  había  incurrido 
en  el  vicio  de  ultra  petita,  concediendo  al 
Fisco  más  de  lo  pedido,  ya  qne  él  se  había 
limitado  á  reconocer  qne  del^a  exactamente 
la  cantidad  que  se  le  cobraba  y  el  fallo  orde- 
naba una  forma  nueva  de  liquidación,  no  pe* 
dida  por  las  partes  y  fundada  en  la  interpre* 
tación  de  una  disposición  legal  no  discutida 
ni  puesta  en  duda.  Estimaba  que  el  Juez  debía 
respetar  el  acuerdo  de  las  partes  que  revestía 
todos  los  caracteres  de  un  contrato  perfecto 
y  válido,  con  consentimiento,  causa  y  objeto 
y  que  si  no  lo  hacia,  viciaba  su  fallo  de  nuli- 
dad. Este  recurso  fué  desechado  por  el  siguien- 
te fallo: 

La  Oorte: 

Considerando: 

Que  cualesquiera  que  sean  los  términos  en 
qne  el  Director  del  Tesoro  se  expresa  en  su  es- 
crito de  contestación  relativamente  á  los  fun- 
damentos de  la  demanda,  es  el  hecho  que  no 
acepta  claramente  las  petidones  del  deman- 
dante, ya  que  al  final  de  dicho  escrito  dice  así: 
*'A  V.  S.  suplico  se  sirva  resolver  lo  que  esti- 
me más  arreglado  á  derecho"; 

Que  el  Juez  estimó  que  era  más  arreglado  á 
derecho  que  la  petición  de  ladcmanda  la  reso- 
lución que  en  la  sentencia  pronunciada  en  la 
cansa  dá  á  la  cuestión  sometida  á  su  fallo; 

Que  los  conceptos  emitidos  por  el  deman- 
donteeii  el  escrito  en  que  pide  se  cite  á  las  par- 
tes para  oir  sentencia  en  nada  puede  perjudi- 
cará taparte  del  Fisco,  toda  vez  que  proceden 
de  su  contendor; 

Que,  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  no  exis- 
te en  la  sentencia  reclt^nod»  el  vicio  de  haber 
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sido  dada  n/tra  pctita,  pnesto  que  no  ha  otor* 
gado  más  de  lo  pedido  ni  se  ha  extendido  á 
puntos  no  sometidos  á  la  decisión  del  Juzga- 
do, limitándose  el  Juez  á  resolver  lo  que  crejó 
más  justo  en  conformidad  á  lo  solicitado  en 
la  demanda. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  439  y 
960  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma,  deducido  contra  la  sen- 
tencia de  28  de  junio  último  y  cntréguense  los 
autos  al  apelante  para  expresar  agravios. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Donoso  V. 
—E.  Donoso  V.-J.  Ignacio  ÍMrraín.—G.  Sea' 
eoret; 

Y  conociendo  en  apelación, 
La  Corte: 

Santiago,  mayo  25  de  1905.  —Vistos:  se 
confirma  la  sentencia  apelada  de  28  de  junio 
último.  El  señor  Ministro  Fernández  fa£  de 
opinión  de  acoger  la  demanda  en  todas  sus 
partes  por  las  razones  que  consigna  en  el  libro 
respectivo.  El  Ministro  señor  Barriga  fué  de 
parecer  que  se  declarara  que  el  demandante 
no  tenía  derecho  á  premios  por  las  clases  de 
preparatoria,  teniendo  para  ello  presente  que 
no  son  en  realidad  de  instrucción  secundaria 
y  que  no  se  altera  lá  condición  del  servicio  por 
el  solo  hecho  de  prestarse  en  un  establecí* 
mioito  en  que  se  dá  también  instrucción  secan- 
daría.— /.  Akjo  Feraándet.—h.  R.  Mora. — 
Luís  Barriga. 

VOTO  BSPBCUL 

En  lacausa  seguidaentre  don  Kafoel  Torres 
y  el  Fisco  sobre  cobro  de  premios,  el  infras- 
cripto ha  estado  porque  se  dé  lugar  á  la  de- 
manda en  todas  sus  partes,  en  virtud  de  las 
razones  siguientes: 

1*  Apareciendo  de  las  diversas  interpreta- 
ciones que  por  sentencias  definitivas  y  decre- 
tos supremos  ha  recibido  el  artículo  44  de  la 
ley  de  9  de  enero  de  1879,  que  el  mentido  de 
esa  disposición  no  es  claro,  delx  atenderse  á 
su  espíritu  para  explorarsu  gennina  interpre- 
tación y  fijar  su  verdadero  alcance; 


2*  Que  este  espíritu'  de  la  ley  que  no  • 
vela  de  nn  modo  inequívoco  en  la  historia 
fidedigna  de  su  establecimiento,  ha  sido  esti- 
mular  á  los  rectores  y  profesores  de  instruc- 
ción secundaria  y  superior,  á  continnar  en  el 
desempeño  de  sus  funciones,  mediante  la  ex- 
pectativa de  los  premios  que  hubieran  deven- 
gado en  los  sris  primeros  años  de  servicios;  y 
premiar  así  de  un  modo  eficaz  sn  constancia 
en  una  tarea  proficua,  mezquinamente  remu- 
nerada; y 

3*  Que  la  introducción  del  sistema  concén- 
trico en  la  instrucción  secuodarfa,  ha  venido 
á  establecer  la  unidad  de  la  materia  enseñada* 
que  continúa  desarrollándose  sucesivamente 
desde  las  nociones  más  elementales  basta  las 
más  complejas,  desvaneriéndose  casi  del  todo 
la  distinción  de  clases  de  curso  y  de  clases  de 
preparatoria,  que  por  lo  demás  existían  en  la 
época  en  que  se  dictó  la  ley  de  cuya  aplica- 
ción se  trata.— Santiago,  mayo  27  de  1905. — 
/.  AJejo  FeraáadcM. 


Corte  de  Santiago.— 2  de  septiembre  de  1905 

Vila  con  Subercaseaux 

Ouraduría.—Déolma.— Frutos  perolbl- 
dos;  trabajo  del  curador.— Cuentas; 
presoripolón.  •  Oosa  juzgada. 

Doctrina:— La  remaneración  de  los 
tutores  y  caradores  se  les  otorga  como 
recompensa  y  no  como  pago  del  simple 
cargo,  y  esta  interpretación  del  artículo 
526  del  Código  Civil  aearmonixa  con  las 
restantes  diposiciones  legales  concernien- 
tes á  In  materia. 

El  guardador  que  administra  descui- 
dadamente ó  con  aegUgencia  no  tiene  de- 
recho á  décima  de  ha  ñutos  de  aqueüa 
parte  de  losbienes  que  por  su  negligencia 
hubiere  sufrido  detrimento  ó  experimen- 
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tado  una  considerable  disminución  de 
productos. 

El  guardador  sólo  tiene  derecho  á  ¡a 
décima  de  los  írutos  percibidos,  pues  en 
cuanto  á  los  productos^se  aplican  las  re- 
glas del  usufructo  jr  en  conformidad  á  lo 
establecido  á  este  respecto,  los  frutos 
pendientes  pertenecen  al  propietario  (1). 

íl)  KstB  doctrina  <le  la  Corte  d«  Santiago  es 
exacta  aplicada  k  Un  fmtos  oataraleR;  pero  no  lo  es, 

k  anestro  juicio,  con  refereucia  á  los  frutos  cirileüj 
que  era  de  loe  que  iie  trataba  en  la  especie.  I^a  cita 
del  actículo  781  del  Código  Civil  con  que  la  Corte 
completa  la  aenteoeia  de  primera  inetancía,  no  es 
por  eso  prooedeute, 

• 

*  * 

sentencia  de  primera  instanda  establece  una 
dootrína  que  es  rígaronameote  legal. 

Segf'm  el  artfcnlo  &'26  el  tutor  f*  curador  tendrá 
en  general,  en  recompenta  de  tu  trabajo  In  décima 
parte  de  loa  frutos  de  aquellos  bienes  de  su  pupilo 
giu  adminittra,  y  con  arreglo  al  articnlo  635  el  guar- 
dador cobrará  la  décima  á  medida  que  se  realicen  los 
f rotos.  Este  es  el  principio  fundamental:  la  décima 
es  la  recompensa  del  trabajo  y  diligencia  empleados 
en  la  precepción  de  los  frutw  y  bu  realisación  no 
es  ana. regalía  que  oorresponda  al  cargo  mismo. 

De  aquf  es  que  la  ley,  en  el  caso  de  adminíatracitfn 
fraudulenta,  quita  al  guardador  la  décima  y  en  el 
easo  de  adminístraeíén  descuidada  lo  priva  de  la  dé- 
cima de  los  frutos  de  aquella  parte  de  lo8  bienes 
que  por  su  negligencia  hubiere  sufrido  detrimento 
6  experimentado  una  considerable  disminución  de 
prodactoa.  Por  la  misma  razón,  si  bnbicse  varios 
tatOTM  ó  curadores  que  administren  conjuntamente, 
la  distribución  de  la  décima  se  hace  en  proporción 
al  trabajo  de  oad»  onal, 

* 

•  « 

Los  frutos  son  naturales  6  civiles.  El  guardador 
tiene  derecho  á  la  décima  sobre  nnos  y  otios;  pero 
natanlmente  hay  que  tomar  en  cuenta  su  diferen- 
cia esencial  para  aplicar  la  regla  del  artículo  dB6  re- 
fn«nte  á  loe  frates  pendientes  al  tiempo  de  princi' 
piar  ó  expirar  la  tutela.  Ia  ley  dioe  que  la  décima 
se  aujetará  á  Ia«  mismas  reglas  á  que  está  sujeto  el 
Dsafnieto. 

£n  el  OBUfnieto  la  ley  difrtingne  .entre  estap  dos 
oIbhb  de  frutos,  oomo  no  podtft  menee  de  hacerlo. 
Beq^aoto  de  k»  frntos  natmales,  los  artfouloe  781 


No  habiendo  ñgutado  en  la  cuenta  ad- 
ministra-tiva  partida  alguna  referente  á 
la  décima  de  frutos  civiles  no  percibidos 
durante  la  guarda,  aunque 'se  devenga- 
ron  durante  ella,  no  es  procedente  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada  basada  en  la 
sentencia  que  aprobó  aquella  cuenta. 

La  prescripción  de  cuatro  años  esta- 

á  780inclusive  establecen  las  reglas  que  les  son  apli- 
oableti;  el  artículo  790  trata  de  los  frutos  civiles, 

«El  usufructuario  de  una  cokb  inmueble,  dioe  el 
artículo  781,  tiene  el  derecho  de  percibir  todos  los 
frutos  naturales,  íucIuho  los  pendientes  al  tiempo 
de  deferirse  el  usufructo.  Recíprocamente,  tos  fru- 
tos que  aún  estén  pendientes  á  la  terminadón  del 
usufructo  pertenecer&n  al  propietario!.  SegAn  esto, 
en  materia  de  frutos  naturales,  la  regla  en  que  el 
usufructuario  hace  suyos  los  frutos  percibido*  por 
él,  aunque  bnlÑeran  de  deberse  al  trabajo  anterior; 
y  como  ana  e<»mpeni*aoién,  rveipro«nMte,luafrtttoa 
que  se  deben  á  su  trabajo,  pero  que  tioalcansa  kper' 
cibir  no  serán  suyo?,  sino  del  propietario 

Esta  regla  es  aplicable,  según  el  artículo  &ít6  á  la 
décima  de  los  tutores  y  curadores.  Es  decir  que  és- 
tos tienen  derecho  k  la  dédma  de  todos  los  frutos 
naturales  que  ellos  perciben,  aunque  tales  frutos 
hubieran  estado  pfíidienté$  al  príodpiar  la  guarda; 
pero  que  uo  tienen  derecho  k  la  décima  de  los  fru- 
tos naturales  pendientes  al  expirar  la  guarda,  los 
onalee  pertenecerán  á  su  ex-pnpilo. 

Pero  esta  regla  del  artíonlo  761  no  es  aplicable, 
en  modo  alguno,  á  los  frutos  tívilei.  El  artfcnlo  536 
se  ha  referido  en  general  á  las  reglas  del  usufructo 
y  entre  ellas  está  la  del  artículo  790  que  dioe:  cLos 
frutos  civiles  pertenecen  al  iianfmotnario  dia  por 
diaH.  Id  regla  de  loe  frutos  jMinlíeiiüM  ha  aido  aquí 
reemplazada  por  otra.  ▲  medida  que  M  dtivengan 
loa  frutos  se  vá  constituyendo  una  acreencia  á  que 
tiene  derecho  el  propietario  hasta  la  constitución 
del  usufructo  y  el  usufructuario  desde  la  delación 
de  éste  y  hasta  su  expiradón.  En  otros  términos, 
los  f  ratos  dvílee  pendientes  al  prínoípio  del  usn&nD- 
to  pertenecen  al  propietario  y  los  pendientes  á  la 
cspiradón  del  usufructo  perteneoen  al  usofraotua- 
rio.  De  otro  modo  ¿en  qué  oonsistiria  el  usufructo 
de  una  casa  que  sólo  dé  fratos  civiles? 

Aplicada  esta  regla  á  la  dédma  de  loa  guardado- 
res, tendremos  que  éstos  tienen  derecho  á  U  décima 
de  los  frntos  civiles  que,  dia  por  día,  se  devenguen 
durante  f^nadminixtradón;  pero  qne  no  tienen  de- 
recho á  los  frutos  civiloa  devengados  oon  anteriori- 
dad y  que  se  hallan  pendiente)*  alentrar  i  ejercer  n 
oargu,  yunque  loa  peroibau;  y  «n  oamUo,  reoi/wt>eo- 
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hhciáa  en  el  artículo  425  del  Código  Ci 
vil  sólo  extingue  las  acciones  del  pupilo 
contra  el  guardador. 


Se  han  presentado  demandando  á  los  here- 
deros de  la  cuarta  libre  de  don  Vicente  8u- 
bercaseaux  Mercado,  los  herederos  del  ex-cn- 
rador  de  dicha  cuarta,  don  Santiago  Figueroa 
Larrcún  á  saber:  don  Alvaro  Vila,  como  herede- 
ro de  su  finada  cónyuge  doña  Amalia  Figue- 
roa de  Vila;  don  Martín  Figueroa;  don  Betino 
León  Prado,  como  padre  legítimo  y  represen- 
tante legal  de  sus  menores  hijos,  don  Jorge, 
don  Carlos,  doña  Adriana  y  don  Fernando 
León  Figueroa,  don  Santiago  Figueroa  Velas- 
co,  todos  los  cuales  representan  además  como 
herederos  á  los  menores  Adolfo,  Moisés,  Salus- 
tio,  Eduardo  y  Celia  Figueroa  Velasco,  hijos 
también  del  ex-curador  don  Santiago  Figue- 
roa I<arraín.  Esta  demanda  fué  interpuesta 
por  las  dos  primeras  personas  nombradas  y 
hecha  suya  por  las  restantes. 

Exponen:  que  su  causa-habiente  don  Santia- 
go Figueroa  Larraín  cuando  rindió  su  cuenta 
como  curador  de  la  cuarta  libre  representada 
por  los  demandados,  no  cobró  la  décima  co- 
rrespondiente á  los  intereses  del  crédito  contra 
don  Vicente  Subercaseaux  Latorre,  intereses 
que  fueron  percibidos  conmuchaposteriorídad 
á  aquella  cuenta. 

Manifiestan  enseguida  que  don  Santiago 
Figueroa  Larraín  fué  nombrado  carador  de  la 
cuarta  libre  con  fecha  8  de  enero  de  18S3  y  se 
le  designó  sucesor  el  31  de  juKo  de  1885,  pe- 
ríodo durante  el  cual  devengó  el  crédito  de 
don  VicenteSubercaseaux  Latorre  la  cantidad 
de  $  16.899,86,  correspondiendo  al  curador  la 
décima  parte  de  esta  suma. 

Y  terminan  pidiendo  se  declare  que  debe  pa- 
gárseles la  referida  décima  con  los  frutos  que 

mMlc,  tienen  derecho  k  décima  de  Ion  f  mtoe  civiles 
pendientes  al  explnr  la  gnarda  y  qoe  solo  por  esta 
nsin  no  han  alesnado  á  peraibir. 


e% 


La  rai¿n  daterminaiite  para  privar  al  guardador 


ha  producido  ó  debido  producir,  pago  que  de- 
berán hacer  los  herederos  de  la  cuarta  libre, 
don  Francisco,  don  Lnia,  don  Carlos,  doña 
Isolina,  doña  Blanca  j  don  Enrique  Suberca- 
seaux del  Rio. 

Contestando  la  demanda  don  Guillermo  Ga- 
llardo Nieto,  con  poder  de  los  demandados, 
cuyos  nombres  se  acaban  de  enunciar,  expone: 

Que  el  cargo  de  curador  de  la  cuarta  libre 
fué  discernido  al  señor  Figueroa  Larraín  en 

5  de  abril  de  1883  y  noel  8  de  enero  de  ese  año, 
como  aseveran  los  demandantes,  y  terminó  en 
1885  el  día  del  fallecimiento  del  curador,  día 
que  deberá  establecerse  en  el  curso  del  juicio. 

La  cuenta  de  la  administración  fiié  rendida 
al  curador  nombradoen  su  reemplazo  y  quedó 
cerrada  y  finiquitada  con  la  sentencia  judicial 
que  la  aprobó  y  que  fijó  irrevocablemente  el 
saldo. 

Durante  su  administración  el  señor  Figueroa 
Larraín  no  cobró  suma  alguna  por  intereses 
del  crédito  de  la  cuarta  libre  contra  don  Vi- 
cente Subercaseaux  Latorre  y  por  este  motivo 
no  tuvo  derecho  á  décima, y  ni  siquiera  lo  pre- 
tendió. 

La  décima  se  paga  al  curadorcomo  remune- 
ración del  trabajo  efectivo  que  haya  tenido  en 
la  percepción  de  los  frutos  según  el  artículo 
535  del  Código  Civil.  Si  el  carador  señor  Fi- 
gueroa Larraín  hubiera  exigido  enérgicamente 
esos  intereses,  los  demandados,  que  no  alcan- 
zaron después  á  recibir  el  pago  de  su  crédito, 
no  se  habrían  perjudicado  en  dichos  intereses. 

Continúa  el  señor  Gallardo  Nieto  manifes- 
tando que  las  acciones  déla  tntdaycnradniía 
prescriben  en  cuatro  años  j  que  la  sentencia 
aprobatoria  de  la  cuenta  de  la  guarda  fija  de- 
finitiva é  irrevocablemente  los  derechos  del 
pupilo  y  los  del  guardador,  y  en  el  presentecaso 
esa  sentencia  ha  sido  dictada  contra  los  mis- 
mos demandantes,  quienes,  como  herederos 
del  curador,  intervinieron  en  la  rendición  y  fa- 
llo de  la  cuenta,  y  que  si  el  curador  tuvo  áett^ 

de  la  décima  sobre  frutos  civiles  pendientes  al  es- 
pirar una  guarda  no  oonsiste  en  qoe  se  hallen  psa- 
dientet  sino  eo  que  habiendo  debido  ptreibidoi 
durante  )a  guarda,  no  lo  fueron  por  su  ne^igeoeia 

6  descuido  y  oon  ello  ha  oompmmstido  los  iat 
del  pupilo. 

hvn  OuRo  Souft 


Digitized  by 


Google 


nnospRcmBNciA 


205 


cho  á  décima  sobre  frutos  que  no  percibió,  mu- 
cho menos  lo  tiene  A  intereses  conforme  al 
artículo  424  del  Código  Civil. 

Termina  en  consecuencia  solicitando  que, 
por  las  razones  alegadas,  se  deseche lademan- 
da  con  costas. 

En  la  réplica  los  demandantes  insisten  en 
las  peticiones  de  la  demanday  se  ocupan  prin- 
cipalmente de  refutar  Ins  observatriones  de  la 
contestación  y  al  efecto  dicen:  Lo  primero  que 
interesa  averiguar  es  si  don  Santiago  Pigue- 
roa  Larraín  tiene  derecho  á  décima  por  los  in- 
tereses del  crédito  de  qne  se  trata,  durante  sn 
cúratela  y  para  comprobar  la  afirmativa  ci- 
tan los  artículos  647,  536,  790  y  635  del  Có- 
digo Civil. 

No  debe  confundirse  el  derecho  á  décima  que 
corresponde  al  curador  sobre  todos  los  inte- 
reses devengados  durante  su  guarda,  con  la 
oportunidad  para  percibirla. 

Si  así  no  fuera  resultaría  uno  deestos  extre- 
mos: ó  bien  que  el  curador  que  percibiera  los 
intereses  tendría  derecho  á  décima  sobre  to- 
dos los  realizados  durante  su  guarda,  aunque 
provengan  de  intereses  producidos  y  no  pa- 
gados durante  varios  años  ántes  de  su  cara- 
tela,  6  tnen  qne  los  pupilos  pagarían  dédma 
solo  al  curador  que  percibiera  los  intereses  y 
solo  por  los  intereses  producidos  durante  su 
administración  y  no  pagarían  décima  alguna 
por  los  intereses  devengados  anteriormente. 

El  primer  extremo  ha  sido  desechado  por  los 
demandantes  en  el  juicio  que  siguieron  con  el 
curador  que  percibió  los  intereses,  y  el  segun- 
do es  contrarío  á  la  ley,  que,  junto  con  esta- 
blecer el  derecho  del  dueño  á  los  firntos  en  los 
artículos  646  y  648  del  Código  Civil,  establece 
también  que  nadie  puede  edriquecerse  á  costa 
ajena  y  que  nadie  puede  ser  obligado  á  traba- 
jar gratuitamente. 

En  cuanto  á  la  excepción  de  prescrípción  de 
cuatro  años,  dicen  los  demandantes  que  ello 
solo  se  ha  establecido  en  contra  délos  pupilos 
pero  no  en  contra  de  los  guardadores,  siendo 
además  inexacto  qne  hayan  transcnrrído  cua- 
tro años  desde  que  ellos  estuvieron  en  «tna- 
dda  de  cobrar  la  décima,  6  sea  desde  qne  se 
perritneron  los  intereses. 

Analmente,  agregan  los  demandantes  que 
tampoco  poede  pretenderM  que  la  sentencia 


recaída  en  el  expediente  de  cuentas  de  la  cú- 
ratela de  don  Santiago  Figueroa  Larraín  ha- 
ya producido  cosa  juzgada  para  el  presente 
cobro,  desde  que  está  acreditado  en  autos  que 
en  dicha  cuenta  no  hay  partida  alguna  de 
abono  al  curador  por  décima  sobre  intereses 
del  crédito  de  don  Vicente  Subercaseaux  Lato* 
rre.  Tampoco  podía  negarse  lugar  á  la  de- 
manda mediante  la  insinuación  de  los  deman- 
dados de  haber  sido  ellos  perjudicados  por  la 
administración  de  su  causa-habiente,  que,  á 
más  de  ser  infundada,  carecía  de  objeto  para 
su  defensa,  pues  la  sentencia  recaída  en  el  jui- 
cio de  cuentas  desautoriza  completamente  tal 
insinuación. 

En  la  dúplica  los  demandados  insisten  á  su 
vez  en  las  peticiones  de  la  contestación  y  ma- 
nifiestan que  no  se  han  hecho  valer  en  la  répli- 
ca argumentos  que  no  estén  de  antemano  re- 
futados. 

Entrando,  sin  embargo  á  ampliarlas  obser- 
vaciones ya  hechas,  agregan  que  tampoco  es 
verdad  qne  ellos  hayan  recibido  el  pago  de  los 
intereses  del  crédito  de  don  Vicente  Suberca- 
seaux Latorre,  pues  á  causa  de  la  desidia  del 
curador,  don  Santiago  Figueroa  Larr^n,'  que 
no  cobró  oportunamente  los  intereses  cuando 
el  curador  señor  Santa  María  entabló  ejecu- 
ción, los  bienes  del  deudor  no  alcanzaron  para 
pagar  el  crédito,  habiéndosequedado  adeudan- 
do más  de  $  50.000  por  capital  y  sin  que  más 
tarde  adquiriera  bienes  el  deudor,  el  cual  tuvo 
que  vivirel  último  período  de  su  vida  de  una 
mesada  alimenticia  que  le  pagaba  la  cnarta 
libre. 

La  ky  no  puede  conceder  derecho  al  cura- 
dor sobre  frutos  que  no  ha  percibido  siquiera, 
ni  ha  hecho  nada  por  percibir,  por  lo  cual  el 
artículo  533  del  Código  Civil  niega  derecho  á 
décima  al  curador  qne  administra  descuida- 
damente. 

La  causa  se  recibió  á  pmeba  no  habiéndose 
rendido  ninguna  testimonial  y  se  citó  para  sen- 
tencia, que  el  Juzgado  expidió  con  fecha  14  de 
enero  de  1905. 

Con  lo  relacionado  y  connderando: 
1^  Que  se  ha  comprobado  iéhadentemeote 
que  la  atenta  rendida  por  los  herederos  del  cu- 
rador don  Santiago  Figueroa  Larrafn  no 
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contiene  partida  algnna  de  abono  al  curador 
por  décima  sobre  los  intereses  del  crédito 
contra  Vicente  Subercaseauz  Latorre,  á  que 
■e  refiere  la  demanda; 

2^  Que  la  prescripción  de  cuatro  años  esta- 
blecida por  el  articulo  425  del  Código  Civil 
sólo  extingue  las  acciones  del  pupilo  contra  el 
guardador,  no  habiendo  disposición  alguna 
que  fije  una  regla  recíproca  respecto  de  las  ac" 
ciones  del  guardador  contrael  pupilo,  las  cua- 
les deben  regirse,  en  consecuencia,  por  las  dis- 
posiciones generales; 

3^  Que  atendido  el  tenor  literal  del  artículo 
526  del  Código  citado,  la  remuneración  de  los 
tutores  ó  curadores  se  les  otorga  como  re- 
compensa y  no  como  pago  del  simple  cargo. 

Bsta  inteligencia  Uteral  se  armoniza  petfiec. 
lamente  con  las  restantes  disposiciones  de  la 
ley  concernientes  á  la  materia.  Así  el  mismo 
indso  1*  del  refinido  articulo,  al  asignar  al 
curador  como  remuneración  de  su  trabajo  la 
décima  de  los  frutos  del  pupilo,  agrega  la  ft'ase 
explicativa:  guc  administra. 

Así  también  el  inciso  4^  dispone  qu;  cuando 
haya  una  manifiesta  desproporción  entre  íos 
trabajos  j  los  emoJumentosáe  los  varios  guar- 
dadores de  una  misma  persona,  puede  el  Juez 
aumentar  la  décima  del  que  tuviere  mAs  tra- 
bajo, deduciendo  el  aumento  de  la  décima  de 
los  otros. 

La  misma  conclusión  se  deduce  de  la  natu- 
raleza de  las  curadnrfas,  que  son  cargos  im- 
puestos á  dertas  personas  en  favor  de  los  que 
no  pueden  servirse  A  si  mismos  ó  administrar 
completamente  sus  negocios  de  tal  manera 
que  conforme  al  articulo  534.  cuardo  los 
irutos  del  patrimonio  del  pupilo  fueren  tan 
«xiguos  que  apenas  basten  para  su  precisa 
■nbuatencia,  el  guardador  será  obligado  á 
«ervir  su  cargo  gratuitamente  sin  que  pueda 
cobrar  la  décima  sobre  los  bienes  que  poste- 
riormente adquiera  el  pupilo; 

4^  Que  debe  darse  como  implícitamente 
aceptado  por  la  parte  demandante  que  su  cau- 
sa-habiente don  Santiago  Pigueroa  Larraín 
no  hizo  las  debidas  diligencias  judiciales,  du- 
rante el  ejercicio  de  su  guarda,  para  cobrar 
los  intereses  del  crCdito  contra  don  Vicente 
8ttbercaseanx  Latorre,  y  tampoco  se  ha  pro- 
^bado  que  el  curador  hiciera  otra  clase  de  ges- 
tiones para  el  cobro  de  dichos  interesa,  pues 
en  loi  doenmentot  agregados  sólo  aparece  un 


abono  insignificante  de  $  1.028,84  recibidos 
por  el  curadoren  parte  de  pago  de.esta  deuda; 

5^  Que,  á  mayor  abundamioito,  el  ca- 
rador que  administra  descnidadameate  no 
podrá  cobrar  la  décima  de  los  frutos  en  aque- 
lla parte  de  los  bienes  que  por  su  negligencia 
hubiere  sufrido  detrimento  y  experimentado 
una  considerable  disminución  de  productos, 
de  acuerdo  con  lo  prescripto  por  el  artfcnlo 
533  del  mismo  Código; 

6^  Que  está  justificado  que  el  crédito  que  A 
favor  de  la  cuarta  libre  adeudaba  don  Vicen- 
te Subercaseaux  Latorre,  sobre  cuyos  intere- 
ses se  cobra  décima,  sufrió  nn  detrimento  de 
$  38.944,43,  en  capital  según  la  liquidación 
que  se  hizo  en  15  de  octubre  de  1887,  en  el 
juicio  ejecutivo  que  para  cobrarlo  se  ngni6; 

7^  Que  por  lo  expuesto  en  el  4'  consideran- 
do este  detrimoito  es  imputable  por  lo  menos 
á  descuido  del  curador  don  Santiago  Pigue- 
roa Larraín  en  aquella  parte  en  que  tal  detri- 
mento habría  podido  evitarse,  cobrando  dili- 
gentemente la  deuda  tan  pronto  como  el  cara- 
dor se  hizo  cargo  de  la  guarda. 

Conforme  también  con  lo  dispnestoen  el  ar- 
ticulo 1698  del  Código  Civil,  se  declara:  que 
se  desechan  lá  demanda  y  las  excepciones  de 
prescripción  y  cosa  juzgada.~Í?q/as. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte: 

Vistos:  teniendo  además  presente: 
1^  Que  los  intereses  sobre  que  se  pretende 
deducir  la  décima  que  se  demanda,  no  fueron 
cobrados  por  el  curador  Santiago  Pigueroa 
Larraín  y  se  hallaban,  por  consiguiente,  en  la 
condición  de  frutos  pendientes  al  tiempo  de 
expirar  la  córatela  del  expresado  Pigtwroa, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  arttcnlo  647 
del  Código  Civil. 

2*^  Que  según  el  artículo  536  del  Código  ci- 
tado, los  frutos  pendientes  al  tiempo  de  pntr 
cipiar  ó  expirar  la  guarda  se  sujetan  por  lo 
que  respecta  á  la  décima  del  curador  á  las  de- 
más reglas  á  que  está  sujeto  el  usufructo  y  en 
conformidad  al  articulo  781  del  mendonado 
Código,  esa  clase  de  frutos  pertenecen  no  al 
nsnfhictario  sino  al  propietario,  se  confinii$ 
1.1  resolución  apelnda  de  14  de  enero  de  1903, 
sin  costas,  por  haber  apelado  ambas  partes. 
/.  iUle/o  Fem^deM,—/.  Beraaks^-^LuU  Bar 
rriga^ 
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FRANCIA  (i) 


Por  Eustaquio  Pilón 

Frofetor  agregado  d  la  FatniUad  de  Derteho  de  la 
Umvemdad  de  Lille 

Contratos  especiales 

A. — Mandato  tácito  de  la  mujer 

Bl  mandato  tácito  de  que  goza  la  nAjer  en 
ansencia  de  sn  marido  para  hacer  los  gastos 
necnaríos  á  m  manutención  acaba  de  ser  nue- 
Tammtc  reconocido  por  la  sala  de  admisibili- 
dad el  3  de  diciembre  de  1903  (S.  1903 1.260) 
en  conformidad  con  un  fallo  de  la  Corte  de 
Casación  del  21  de  marzo  de  1882  (S.  83. 1. 
112). 

B. — De  la  ratiñcación  de  un  acto  hecho  por  el 
mandatario 

La  Tatt6caci6n  impide  al  mandante  revocar 
lo  qtte  ha  sido  gecutado  por  el  mandatario  de 
un  modo  irregular  (art.  1998  inc.  2^).  Pero 
¿qué  acto  puede  considerarse  que  equivalga  & 

(1 )  De  la  Sewe  trimettrilU  de  Üroit  Civil. 


una  ratificación?  Los  tribunales  á  veces  hun 
mostrado  la  tendencia  de  interpretar  fácilmente 
la  conducta  del  mandante  como  equivalente  á 
una  ratificación.  Un  fallo  del  tribunal  de  Mar^ 
sella  ha  llegado  hasta  interpretar  que  el  silen- 
cio del  mandante  suponía  la  Tolantnd  de  rati- 
ficar (Trib.  com.  Marselln,  27  febrvro  1895, 
Rec.  Marsella,  96. 1 .  1 45 ).  La  Corte  de  Casa- 
ción, por  el  contrario,  siempre  se  ha  mostrado 
más  precavida.  Muchas  veces  ha  recordado  la 
necesidad  de  un  pngo  voluntario  6  de  nn  acto 
que  significara  implícitii  mente  un  pago  volun- 
tario. (V.  cas.  civ.,  7  noviembre  1898,  D.  99. 
4.  223.— Cas.  cir.,  15  marzo  1899,  D.  99 
1. 313).  Acaba  de  inspirarse  en  esta  doctrina 
en  un  fallo  reciente  (Caii  civ.  27  enero  1903, 
D.  1903. 1.  247).  Un  mandante  declaraba  es- 
tar pronto  á  pagar  las  cantidades  debidas  por 
un  negocio  "desde  que  se  las  hubiera  estable- 
cido  en  una  cuenta".  No  ha  parecido  anficicnte 
esta  fórmula  pnra  equipararla  á  un  pago  y 
por  esta  razón  no  se  ha  admitido  la  ratifica- 
ción. Estando  subordinada  la  oferta  á  la  con- 
dición  de  establecer  previamente  una  cuenta, 
no  había  aún  nada  semqante  á  un  pago  vn- 
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luntarío.  Esta  interpretación  es  prudente  y 
el  recuerdo  de  esa  fórmala  es  oportuno;  tiende 
A  evitar  conflictos  entre  contratantes  acerca 
del  alcance  de  actos  quefócilmente  se  querrían 
interpretar  como  ratificaciones  tácitas. 

Donaciones  7  testamentos 

Sastitucióa  prohibida.— Prohibición  de 
enajenar 

La  disposición  testamentaría  por  la  cual  se 
legan  inmuebles  con  la  condición  expresa  de 
que  nunca  serán  vendidos  y  de  que  Tolverán, 
después  de  la  muerte  de  los  primeros  beneficia- 
rios del  legado,  á  los  herederos  de  éstos  t 
]>ermnnecerán  siempre  eñ  la  familia  del  dispo- 
nente,  constituye  no  sólo  una  prohibición  ab- 
soluta y  perpetua  de  enajenar,  sino  también 
nna  sustitución  prohílnda.  Porque  hay  aquf 
una  doble  institución  y  la  transmisión  sucesi- 


va de  un  mismo  bien,  con  la  obtigadón,  para 
el  primer  nombrado,  de  conserrarlo  y  devol- 
verlo á  su  muerte  al  sustituto  llamado  á  reco- 
cerlo después  de  él.  Cas.  civ.  16  de  febrero 
1903  (S.  1903. 1.401  y  la  nota  de  M.  Pilón). 

En  la  nota  qae  acompaña  el  fallo  hemos 
tratado  de  demostrar,  recurriendo  á  los  ante- 
cedentes históricos  y  al  objeto  práctico  del 
artículo  896,  que  ia  sustitocíón  prohibida  por 
ese  artículo  no  es  sino  una  prohibición  abso- 
luta y  perpetua  de  enajenar  que  tiene  sn  san- 
ción propia:  la  nulidad  de  la  dispoñcíón  en- 
tera. 

Y  el  criterio  que  permite  distinguirlas  una 
de  otra  es  el  siguiente:  si  la  prohibición  abso- 
luta de  enajenar  es  pura  y  simple  y  sin  desig- 
nación de  beneficiarios,  debe  reputársela  como 
no  escrita,  aplicando  el  artícnlo  900  del  Códi- 
go civil,  mientras  que  si  se  la  hace  en  provecho 
de  personas  individualmente  determinadas  ó 
de  la  familia  del  disponente,  toma  el  nombre 
de  sustitución  y  se  aplica  el  artScnlo  896. 


ESPAÑA 
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Competencia.— Acción  persoaaL—DotaicUio. 

Que  es  juez  competente  para  conocer  de  los 
pleitos  á  qne  dé  origen  el  ejercicio  de  las  accio- 
nes de  toda  clase,  aquel  á  qnien  los  litigantes 
se  hubieran  expresa  ó  tácitamente  sometido; 
y  que  fuera  de  los  casos  de  sumisión,  cuando 
se  ejercita  acción  personal  para  exigir  el  pago 
de  alguna  cantidad,  debe  tenerse  en  cuenta, 
para  decidir  la  competencia,  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1171  del  Código  Civil  y  regla  1*  del 
artículo  62  de  la  ley  procesal,  según  las  cuales 
disposiciones,  á  faltadel  lugar  en  qne laobliga- 
ción  deba  cumplirse,  es  en  primer  término  com- 
petente el  jnez  del  domicilio  del  demandado. 


Apreciación  soberana  de  ¡os  hechos  por  el  tri- 
htmal  atíttenciador.—Prueba  testimoaittl. — 
Error  de  hecho, 

Qne  no  es  Uctto  en  casací6nl^nedar aislada- 
mente algunos  de  los  elementos  de  prueba  qne 
ha  tmido  presente  la  Sala  sentenciadora  para 
dictar  su  fiülo; 

Que  es  de  la  exclnnvacompetenda  del  Tribu- 
nal sentenciador  la  apreciación  de  la  prueba 
de  testigos,  conformé  á  lo  que  dispone  el  ar- 
tículo 659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
sin  que  contra  ella  pueda  darse  recurso  de  ca- 
sación; 

Que  no  iMsta  dtar  de  manera  vaga  é  inde- 
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terminada  los  documentos  con  que  se  pretenda 

demostrar  el  error  de  hecho,  sino  que  ea  indis- 
pensable señalar  concretamente  el  extremo  de 
los  mismos  qne  lo  acredita. 

TRIBUNAI.  SÜPRBUO  19  X»B  OCTUBBB  DE  1903 

Casación  en  Ja  forma.~Omís¡óa  de  la  recepción 
dt!  la  cansa  á  prueba 

Qne  el  námero  3?  derartículo  1693  de  la  ley 
procesal  autoriza  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  por  falta  de  reci- 
bimiento á  prueba  en  alguna  de  las  instancias* 

Que  no  se  halla  en  el  caso  del  mencionado 
precepto  el  recurso  basado  en  el  hecho  de  ha- 
berse admitidodetermtnada  prueba  á  la  parte 
contraria; 

Que  dicho  recurso  no  es  admisible  por  lo  ex* 
puesto  y  también  jior  la  prescripción  del  ar- 
tículo 567  de  la  misma  1^,  que  establece  en 
absoluto  y  sin  exceptuarningfincaso,  que  con- 
tra las  providencias  en  que  se  otorgue  cual- 
quiera diligencia  de  prueba  no  se  dará  recurso 
alguno. 

TRIBUNAL  SUPRBHO. — 20  DB  OCTUBKE  DU  1903 

Privilegio  de  pobreza.  —  Apreciación  de  los 
hechos  por  el juez  de  la  causa.  —Prueba  tes- 
timonial,—Error  de  hecho. 

Que  conforme  á  los  artículos  20  y  24  de  la 
ley  de  enjuiciamiento  civil,  para  que  el  cesio* 
narío  de  un  crédito  pueda  gozar  del  beneficio 
de  la  defensa  gratuita,  debe  justificar  no  sólo 
su  pobreza  personal,  sino  también  la  de  sn 
causante,  y  si  éste  hubiera  iniciado  el  pleito 
contra  el  deudor  en  el  concepto  de  rico,  debe 
asimismo  justificar  cumplidamente  que  el  ce- 
dente  ha  Tenido  á  tal  estado  por  hechos  pos- 
teriores á  la  incoación  del  mencionado  litigio, 
alcanzando  estas  disposiciones  que  son  de 
carácter  general,  lo  mismo  al  cesionario  ó 
comprador  de  un  crédito  personal  qtie  al  de 
nn  crédito  hipotecario,  porque  la  ley  no  dis* 
tingue  de  casos,  y  sólo  exonera  de  la  obliga- 
ción de  probar  la  pobreza  del  causante  al 


qae  hubiere  adquirido  el  crédito  por  título 
de  herencia; 

Que  no  puede  prosperar  la  casación  por 
error  de  derecho  en  la  apreciación  de  laproeba 
cuando  no  se  cita  ley  alguna  referente  á  la 
misma  que  haya  violado  la  sentencia  recu- 
rrida; 

Que  no  es  de  estimar  en  casación  el  error  de 
hecho  en  que  se  íiinda  el  recurso  cuando  no  se 
acredita  la  equivocación  evidente  que  se  su- 
pone padecida  por  el  juzgador; 

Que  con  arreglo  al  articulo  659de  laley  pro- 
cesal, la  prueba  de  testigos  es  de  apreciación 
discrecional  del  tribunal  sentenciador. 

TRIBUNAL,  SUPRBMO  21  DE  OCTUBRB  DB  1903 

Indemnixacióa  pc-r  accidentes  del  trabajo. — 
Culpa  óel  obrero  Responsabilidad  del  pa- 
trón. 

Que  si  bien  el  artículo  2^  de  la  ley  sobre 
accidentes  del  trabajo  hace  responsables  álos 
patrones  de  los  que  ocurran  á  los  obreros  en 
el  ejercido  de  su  profesión,  con  la  excepción 
de  los  que  sobrevengan  por  fuerza  mayoryex- 
traña,  ésto  no  quiere  decir  que  aquéllos  deban 
responder  de  otros  accidentes  que  los  qne  se 
producen  con  motivo  de  los  actos  que  los 
obreros  ejecutan  naturalmente  para  los  ser- 
vicios que  prestan,  incluso  aquellos  que  revin- 
tan  algún  carácter  de  imprudencia  si  ésta  de- 
riva exclusivamente  de  la  confianza  que  la 
práctica  y  habitualídad  de  la  profesión  ins- 
pira, para  cuya  evitación  impone  la  ley  á  los 
patrones  In  obligación  de  adoptar  especiales 
medidas  de  seguridad,  pero  nunca  de  los  que 
exclunvamente  sobrevienen  por  culpa  notoria 
del  obrero  realizando  actos  innecesarios,  ac- 
tos que  no  sólo  no  son  precisos  para  sus  fun- 
ciones, sino  qne,  por  ser  realmente  extraños, 
no  pueden  comprenderse  entre  las  medidas 
precautorias  del  patrón,  puesde  otra  suerte  se 
barrenarían  los  principios  fundamentales  del 
Código  Civil  sobre  que  se  basa  la  doctrina  de 
la  culpa,  y  nada  existe  en  la  referida  ley  de 
ai»dentes  del  trabajo  que  justifique  tan  extra, 
ordinaria  excepción  de  dicha  doctrina. 
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TKiBUKAL  SUPREMO  21  DE  OCTUBRE  DE  1903    Ordena  d  cierre  de  huecos  abiertos  sin  el  co- 
rrespondiente permiso  en  pared  medianera  y 
Ejecución  de  sentencias. -Improcedencia  del    dÍTÍsoria  de  jardines  6  corrales. 
recurso.— Jaicios  de  menor  cuantía. 

TRIBUHAL  SUPREHO.— 23  DR  OCTUBRR  RK  1903 


Que  no  procede  el  recurso  de  casación,  se- 
^ún  la  ley  de  Enjuiciamento  Civil  artículo 
1695,  contra  los  antos  que  dicten  las  audien- 
cias en  los  procedimientos  para  la  ejecución 
<ile  las  sentencias,  á  no  ser  que  se  resuelvan 
puntos  sustanciales  no  controvertidos  en  el 
pleito  ni  decididos  en  el  fallo,  ó  provean  en 
contradicción  con  lo  ejecutoriado; 

Que  con  arreglo  al  artículo  1 694  de  la  ley 
procesal,  los  juicios  de  menor  cuantía  no 
son  susceptibles  del  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 

TRIBUNAL  SUPREHO  22  DE  OCTUBRK  DK  1903 

Apreciación  soberana  de  loa  hechos  de  prueba 
por  el  tribunal  sentenciador. — Motivos  ine- 
xactos.—Demolición  de  obras. 

Que  no  son  de  estimar  en  casación  los  moti- 
vos del  recurso  fundados  en  supuestos  inexac- 
tos; . 

Que  no  es  lícito  contradecir  en  casación  la 
apreciación  de  las  pruebas  hecha  en  conjun- 
to por  la  Sala  sentenciadora,  oponiendo  á  ella 
y  á  lo  que  es  atribución  exclusiva  de  la  misma 
Sala  el  criterio  parttculardel  recurrente,  dedu- 
cido de  elementos  aislados  de  dicha  pmeba; 

Que  son  ineficaces  para  producir  la  casación 
las  alegaciones  referentes  á  extremos  del  fallo 
no  impugnado  en  los  recursos; 

Que  se  ajusta  á  loque  previenen  los  artículos 
572  y  380  del  Código  Civil  la  sentencia  qoe 


Juicio  de  desahucio. —  Parte  legítima. —  Pone- 
rán,—Cómo  se  pierde  Con&sÍ6n  judicial. 

Que  segfln  precepto  del  artfcnlo  1564  de  la 

ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  sólo  son  parte  le- 
gítima para  promover  el  juicio  de  desahucio 
los  que  tengan  la  posesión  real  de  la  fínca  á 
título  de  dueños,  de  usufructuarios  ó  cualquier 
otro  qne  les  dé  derecho  á  disfrutarla,  debiendo, 
por  lo  mismo,  partirse  para  el  reconodmiento 
de  la  acción,  del  hecho  indiscutible  de  tener  tal 
carácter  quien  la  ejercita; 

Que  en  los  juicios  de  desahucio  no  puede  re- 
solverse la  cuestión  fundamental,  relativa  á  la 
propiedad  de  la  finca,  bastando  para  promo- 
verlos la  pose«6n  real  de  la  misma; 

Que  no  se  puede  sostener  jurídicamente  que 
se  disfruta  en  precario  una  finca  por  el  hecho 
de  no  pagar  merced,  cuando  esto  no  es  debido 
á  la  voluntad  y  aquiescencia  del  propietario; 

Que  la  pose«ón  en  todo  caso  se  pierde  aún 
contra  la  voluntad  del  antiguo  poseedor,  si  la 
nueva  posesiónhubtere  durado  másdeun  añ»; 

Que  no  conformándose  la  Sala  sentenciado- 
ra con  las  precedentes  doctrinas,  infringe  los 
artículos  430,  431,  432,  438,  445,  446  y  460 
del  Código  Civil,  y  por  indebida  aplicadón  los 
artículos  1564  y  1565nfiraefo  3*  de  la  ley  pro- 
cesal; 

Que  se  infringen  los  artículos  1215, 1231, 
1232  y  1235  del  Código  Civil  y  678  de  la  ley 
procesal,  desconociendo  la  eficacia  probatoria 
de  la  confesión  judicial. 
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Propiedad  7  derechos  reales 

PRESCRIPCIÓN 

Preacrípciótt  de  cinco  años.—Huatotk  fábrica. 
—Daños  periódica 

Cuando  un  hacendado  exige  la  indemniza- 
ción del  daño  cansado  á  las  tierras  y  campos 
que  cultiva  por  el  humo  que  despiden  las  fá- 
bricas de  au  vecino,  el  derecho  á  la  indemniza- 
ción de  este  perjuicio  nace  cada  vez  que  el 
viento  arrastra  el  humo  en  la  dirección  de  su 
fundo  y  el  demandado  no  puede  oponer  la 
prescripción  de  cinco  años.  (Lieja,  26  febre- 
ro. 1902,  Pas.,  1902.  2.  298.) 

1a  Corte  hace  notar  que,  según  el  informe 
de  los  peritos,  ese  hecho  se  repitiólvarias  veces 
cada  año  de  1892  á  1897,  pero  á  intervalos 
que  no  tienen  nada  de  fijo;  y  ella  deduce  que, 
por  consiguiente,  no  está  sometido  á  la  repe- 
tidón  periódica  y  característica  de  las  pres- 
taciones á  qne  te  aplicad  artfcnlo  2277  del 
Código  Civil. 


(l)  I)<i  la  Rstme  lrim$$tnelU  de  Droit  CÜvt/. 

JURIS.  kXTRANI. 


Donaciones  y  Testamentos 

Legado  á  un  establecimiento  público.— Acción 
de  revocación  por  iae/ecución  de  las  coadi' 
dones.— A  dmisibilidad. 

Los  herederos  del  autor  de  una  donación 
testamentaría,  hecha  bajo  condiciones,  á  un 
establecimiento  público,  pueden  perseguir  ante 
los  tribunales  la  revocación  de  esa  donación, 
fundados  en  la  inejecución  de  esas  condicio- 
nes. <Código  Civil,  art.  953  y  1046). 

Por  consiguiente,  debe  permitírseles  probar 
ante  la  justicia,  el  hecho  mismo  de  la  no  eje* 
cnción  de  las  condiciones,  sin  qne  puedan  pro- 
bar hechos  que  por  sn  naturaleza  escapan  al 
ezameny  al  "control**  del  poder  judióal  y  son 
de  la  exclusiva  competencia  de  la  autoridad 
administrativa. 

-  ..Al  acojer  esa  acción  así  limitada,  los  tribu- 
nales no  invaden  de  ningún  modo  las  atribu- 
ciones del  poder  administrativo  y  ño  violan  e! 
principio  de  la  separación  de  los  poderes. 

La  demanda  dé  revocadón  puede  hacefseen 
la  forma  de  nna  reconvención  en  una  instan- 
cia que  tenga  por  objeto  la  ejecAcíótt  de  hi  do- 
nación. (Bmselas,  4  diciembre  1^1,  Pos., 
1902.) 

La  Corte  ha  admitido  la  [imeba  del  hecho, 
^lae  la  administxación  de  loshbspidosá  quún 
se  había  legado  una  renta  para  la  creación-í 
instolfydón  de  un  hc^pital,  había  snprittido 

a 
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¿ttc  j  arrendado  el  inmueble  que  le  estaba 
destinado  como  casa*habitacíón  á  un  parti- 
cular. Por  el  contrario,  se  niega  á  admitir 
la  pnwbá  de  loi  hechos  siguientes  qne  ella 
ccnsidera  que  escapan  al  examen  y  "control" 
del  poder  judicial.  "Que  la  renta  producida 
por  el  legado  se  ha  destinado  A  otro  objeto  y 
se  ha  dilapidado;  que  esas  samas,  que  no  se 
han  empleado  en  el  servicio  del  hospital  no 
han  «do  colocadas  con  provecho  para  este 
establecimiento;  que  ya  no  hay  cantidad  al- 
guna en  caj&  y  que  la  administración  del  ser- 
TÍcio  de  beneficencia  se  ha  sustituido  á  la  ad- 
ministración de  los  hospicios  civiles,  de  tal 
manera  que  el  producto  de  la  renta  sirve  á  cu- 
brir los  gastos  del  servicio  de  beneficencia." 


FRANCIA  (i) 

Personas  y  dereohoa  de  fitmlUa 

Por  Luis  Josserand 

Pnfuor     Z^crteAe  C4vÜ  €le  la  ünireraidatt  4e  Lj/oa 

Nombretteadóaimo;  acción  dcmurpación 

El  Tribunal  Civil  del  Sena  ha  pronunciado 
u  £sIlo  que  ha  llamado  la  atención,  no  sólo 
por  las  personalidades  que  en  el  litigaban  sino 
también  por  la  novedad  de  la  cuestión  deba- 
tida en  el  juicio. 

-  Dos  literatos,  hoy  muy  conocidos,  acostum- 
*b|r4ihan  firmar  sus  obras  con  un  seudónimo 
que  erael  nombre  verdadero  deun  sabio  igual- 
mente célebre  en  su  especialidad.  Trascurrió 
mucho  tiempo  sin  que  el  legítimo  dueño  se  mo- 
lestara por  esta  competencia  nominal;  pero, 
después  de  diez  y  siete  añosdesilencio  se  le  ocu- 
rrió que  era  desagradable  para  él  y  que  podía 
pojndicarle  proTOcañdo  confusiones  dañosas 
para  su  reputación  científica.  En  consecnen- 
cía,  notificó  á  los  dos  literatos  que  no  siguie- 
ran asando  de  su  nombfeba|0  apercibimioito 

(t)'  De  la  /f-víM  irínNtñ'V*     Droít  Gvfí. 


de  tener  que  pagarle  daños  y  peijuicios.  Bl 
Tribunal  Civil  del  Sena  consideró  que  su  de- 
manda pudo  al  principio  tener  fundamento, 
en  los  primeros  años  que  siguieron  la  preten- 
dida usurpación  y  cuando  era  probable  que 
ésta  pudiera  producir  confusión  en  el  público, 
pero  que  era  inadmisible despuésdeun  silencio 
de  diez  y  siete  años,  pues  3-a  no  era  de  temer 
ninguna  confusión  entreesas  personas  porque 
cada  una  de  ellas  se  había  formado  una  indi- 
vidualidad distinta  y  cada  día  más  marcada 
dentro  de  la  esfera  de  su  actividad. 

Esta  interesante  solución  nos  parece  jurídi- 
ca y  muy  conforme  con  el  verdadero  rol  que 
debe  desempeñar  el  nombre.  El  nombre  no  es 
sino  una  etiqueta  que  sirve  A  identificar  A  los 
individuos;  es  uno  de  los  atributos,  una  de  las 
sanciones  de  la  personalidad.  Esos  mismos  ca- 
racteres restringen  el  dominio  de  la  acción  de 
usurpación:  no  podemos  oponernos  á  que  un 
individuo  use  como  seudónimo  nuestro  verda- 
dero nombre  sino  cuando  esc  préstamo,  inten- 
cional ó  nó,  amenaza  menoscabar  nuestra  in- 
dividualidad, A  cuya  integridad  tenemos  per- 
fecto derecho.  Si  nuestra  personalidad  sigue 
acentuándose  como  antes,  hacemos  mal  en 
quejamos,  puesto  que  nuestro  nombre  cumple 
con  su  misión  de  identificar.  Y,  suponiendo 
que  la  coincidencia  del  nombre  y  del  seudóni- 
mo, sea  en  su  origen  perjudicial,  del)emos 
obrar  inmediatamente;  si  esperamos  mucho 
tiempo,  corremos  el  riesgo  de  que  el  usurpa- 
dor se  especialice,  de  que  individualice  su  seu- 
dónimo por  el  uso  que  hace  de  él  y  de  que  la 
usurpación  desaparezca  jurídicamente  por  el 
hecho  mismo  de  su  duración. 

Nada  mejor  que  esta  solución,  para  poner 
de  manifiesto  cuánto  hay  de  contingente  en  la 
noción  del  nombre  y  cuánto  se  aparta  de  la 
realidad  la  jurisprudencia  cuando  ve  en  él  una 
"propiedad";  es  como  decir  que  somos  dueños 
de  nuestro  est.ido  ó  de  nuestro  domicilio.— 
Trib.  civil  del  Sena  1'  agosto  1903  (Ga*  Tríb. 
2  agosto;  D.  1904.  2.  4). 


Digitized  by 


Google 


Jt^RISPRUDENCIA  BXTRANJBRA 


7 


URUGUAY  (r) 


Reo— Condena. — A  un  penado  departamen- 
tal no  le  es  dado  por  razones  de  salud,  cumplir 
su  pena  en  la  cárcel  de  otro  departamento. 

Excarcelación  bajo  ñama  La  exigencia  de 

fianza  hipotecaria  no  procede  cuando  se  trata 
de  la  excarcelación  provisional  de  un  procesa- 
do que  ha  sido  absuelto  en  primera  instancia 
y  que  ha  presentado  como  fiador  á  persona 
conocida  y  de  abono.  (Montevideo,  IG  de 
marzo  de  1904-). 

Hipoteca. — Frefcrencia  de  ptigo. — Ganan" 
c/a/.— El  acreedor  en  cuyo  beneficio  sehacons- 
titnído  una  hipoteca  sobre  la  cuota  ganancial 
que  corresponde  á  su  deudor  en  un  bien  raíz 
sucesorio  que  no  admite  cómoda  división,  tie- 
ne derecho  de  preferencia  con  relación  á  Ion 
acreedores  quirografarios  del  mismo  deudor  íí 
cobrarse  de  lo  que  del  producto  de  la  venta  de 
dicho  bien  se  adjudique  por  aquella  Corte. 
(Montevideo,  marzo  21  de  1904;. 

Jurisdicción —Juicio  ordinario. ^Juicio  ejeca- 
tiro. — No  hay  relación  alguna  de  dependencia 
entre  el  juicio  ejecutivo  y  el  ordinario  que  des- 
pués de  concluido  aquel  puede  promoverse; 
por  consiguiente,  éste  puede  ser  iniciado  ante 
juez  distinto  del  que  entendió  en  el  ejecutivo, 
siempre  que  tenga  jurisdicción  legal.  (Monte- 
video, febrero  8  de  1904). 

Escribanos  públicos  Documentos. — Proto- 
colización.—hos  escríbanos  públicos  no  tienen 
obligación  ni  facultad  legal  para  examinar  si 
los  documentos  cuya  protocolización  se  Ies 
pide  están  ó  no  en  lorma  deacuerdoáderecho. 
Su  rol  es  completamente  pasivo  y  se  limita  á 
autorizar  la  agregación  del  documento  al  re- 
gistro. 

La  intervención  de  los  escríbanos  públicos 
en  las  protocolizaciones  no  da  al  documento 
protocolizado  más  validez  de  la  que  antes  te. 
nía,  adquiríendo,  sin  embargo,  techa  derta. 
(Resolución  del  Tribunal  Pleno). 

Acción  pauliana.— Es  indispensable  dirígír 


(1}  De  la  ReptBta  d9  Deneho,  JurísprutUaeia  y 
«1  (tminlufitici^, — (MontBvideo). 


la  acción  pauUana  contra  el  deudor  que  oon 
firaude  y  en  perjuicio  del  acreedor  enajena  ras 
bienes.  Esta  acción  no  puede  establecerse  úni- 
-camente  contra  el  adquirente  de  dichos  bie- 
nes. (Guadalupe,  abríl  20  de  1904). 

Attxiliatoria  d¿  pobreza. — Incompetencia.— . 
En  los  juicios  de  nuxiliatoría  de  pobreza  no 
puede  admitirse  la  excepción  de  incompeten- 
cia por  razón  de  la  materia.  (Montevideo, 
23  de  abríl  de  1898). 

Excnrceinción  provisional  Los  jueces  están 

en  el  deber  estricto  de  no  dilatar  bajo  pretejt- 
to  alguno  la  solución  del  incidente  de  excar- 
eslaciún  provisional.  (Montevideo,  marzo  11 
de  1904). 

H onorarío  de  abogado.  —  Apelación.  —  Es 
apelable  el  auto  que  fíjalos  honorarios  de  abo- 
gado ó  procurador,  cuando  ellosdeben  serpa- 
gados  por  la  parte  vencida  como  indemnísa- 
cíón  á  la  vencedora.  ( Montevideo,  11  de  no- 
viembre de  1903). 

Prueba — Todo  hecho  articulado  en  la  de- 
manda, su  contestación,  en  la  réplica  ó  la 
duplica,  puede  ser  objetade prueba  nosólopor 
quien  lo  ha  invotrado,  sino  por  la  contraria 
para  impugnarlo;  la  parte  que  no  ha  contes- 
tado la  demanda,  puede,  pues,  produdr  príxe- 
ba  sobre  los  hechos  articulados  en  aquélla. 

Los  jueces  no  pueden  rechazar  de  oficio,  du- 
rante «1  término  de  prueba,  las  que  ofrezcan 
las  partes;  podrán  hacerlo sóloen  el  momento 
del  fallo.  (Mayo  23  de  1904). 

Bienes  hereditarios.— Enajenacióa.TrléB,  ena- 
jenación de  los  bienes  hereditarios  hecha  por 
uno  de  los  herederos,  á  título  de  único  herede- 
ro, y  asf  declarado  judicialmente,  nocs  válida 
en  la  universalidad  de  diches  bienes.  (Mon- 
tevideo, febrero  24  de  1904). 

Incapacidad. —lacotapeteaeia. —ho»  jueces 
de  la  República  no  piwden  declarar  la  incapa- 
cidad de  una  persona  residente  fuera  del  pais. 
(Incapacidad  fundada  en  su  estado  psíoológ^ 
co).  (Montevideo,  agosto  27  de  1889). 

Imputacióo.  —  Delito. Competencia. —,1^ 
imputación  de  un  delito  es  el  hecho  que  deter- 
mina la  competencia. 

La  imputación  de  aborto  aún  cuando  no 
resulte  comprobado,  impone  la  jnrisdtocióndel 
juzgado  del  crimen  aunque  este  delito  no  se 
haya  probado  y  la  causa  esté  acumnloda  á 
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otro  uonto  que  perteneica  á  una  jurisdicción 
iaferÍOTA  aquélla.  {Moateridco,  agosto  19  de 
1904). 

ífMTe§.-~DeTtcboa  de  pnerto.—No  existe  dis- 
posición legal  alguna  que  cstablesca  dcnchos 
de  importación  para  las  embarcaciones  que 
entran  y  salen  de  los  puertos  de  la  República 
y  K  ocupan  en  sus  aguas  jurisdiccionales  del 
tráSco  comercial  é  industrial. 

Los  buques  pueden  entrar,  salir  ó  permane- 
cer libremente  en  las  aguas  jurisdiccionales, 
sin  más  graTamen  que  los  derechos  Uamados 
de  puerto.  (Montevideo,  septiembre  12  de 
1904). 

Comaaidad.— Herencia.— "EX  derecho  de  loa 
Goadómiiies  á  dividir  los  bienes  comunes,  debe 
■nbordínarse  al  derecho  que  tienen  los  herede- 
ros á  exigir  que  la  herencia  les  sea  adjudicada 
pncisamente  en  los  mismos  bienes  sucetorios. 
(Montevideo,  10  de  octubre  de  1904). 

Extradición  Los  pedidos  de  extradición 

deben  ser  íntrodncidoB  por  los  agentes  diplo- 
máticos 6  consulares  respectivos,  Ó  en  defecto 
de  éstos»  de  gobierno  á  gobierno.— (Montevi- 
deo, 20  de  octnbra  de  1904). 


ESPAÑA 
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Xecimmmcióa  de  derechos  hereditarios — Tes- 
tamento üauñvcto.-~C»uciótt.  ■ 

Conúderando: 

Que  no  infringe  las  leyes  del  Digesto:  4*  tí- 
tulo 1*  y  32  título  5?  del  ÜbrD  20,  la  sentencia 
que  se  ajusta  á  la  voluntad  del  testador,  ex- 
puesta con  daridad  en  su  testamento; 


Que  designado  por  el  testador  un  usulrnc- 
tnario  de  sus  bienes  y  autoríxado  plenamente 
para  vender  los  necesarios  para  pagar  todas 
las  deudas  del  propio  testadory  para  atender 
á  toda  otra  necesidad  sin  otro  requisito  que 
la  intervención  de  una  tercera  persona,  sería 
contracdictorio  con  la  voluntad  de  aquél  el 
que  no  pudiera  entrar  el  nsnfructuario  en  po- 
sesión de  los  bienes  objeto  del  usufructo  antes 
de  prestar  caurión,  aún  en  el  caso  de  que  á 
dio  viniese  obligado,  pues  que  esto  vendria  á 
impedirle  vender  bienes  para  pago  de  deudas 
y  aún  para  la  satisfacción  de  toda  otra  nece- 
sidad, facultad  que  modi6ca  esencialmente  la 
naturaleza  del  usufructo  ordinario,  porque  ea 
virtud  de  la  misma  puede  desaparecer  le^ti* 
mámente  en  absoluto  la  cosa  que  constituye 
su  objeto,  y  el  heredero  de  la  nuda  propiedad 
sólo  tiene  un  derecho  eventual,álos  bienes  que 
pudieran  quedar; 

Que  tampoco  puede  darse  más  extensión  á 
las  l^es  romanas  que  regulan  esta  materia, 
según  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de 
7  de  noviembre  de  1859,  que  la  de  poder  el 
propietario,  cuando  el  usufructuario  se  haUs 
en  la  posesión  de  los  bienes,  pedir  que  se  se- 
cuestren 6  depositen  los  frutos,  pero  nunca  la 
pérdida  délos  derechos  que  nacen  del  usu- 
fructo; 

Que  conformándose  la  Sala  sentenciadora 
con  la  precedente  doctrina,  no  infringe  las  le- 
yes del  Digesto  7»  12,  y  13  título  1»,  y  !•  y 
12  título  9»,  Ubro  7» 

Que  siendo  perfectamente  legal  la  mencio- 
nada forma  de  designación  de  heredero  usu- 
fructuario y  propietario,  la  voluntad  del  tes- 
tador es  la  única  que  rige,  y  nó  la  de  un  terce- 
ro al  condicionar  con  la  intervenrión  de  éste 
la  valide4.de  las  rentas  que  pueda  hacer  el  usu- 
fructuario sin  que  exista  disposición  alguna 
que  declare  la  ineficacia  de  dicha  condirión,  ni 
por  lo  tanto,  la  de  las  consecuencias  que  su 
cumplimiento  pueda  produrír  en  cuanto  á  los 
deredios  eventuales  del  propietario. 
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FRANCIA 
Obligaciones  y  oontratos  especiales 

Por  M.  Señé  Demogue 

Prvfetor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho  de  la 
Ortivereidad  de  LUle 

I.  OBUGACIONES  BN  GBMBBAL 

Gondiolones  de  eziatenola  de  las  obli- 
gaciones derivadas  de  oontratos  6 
provenientes  de  delitos. 

De  la  prenda  y  de  la  cesióa  de  créditos  ñttáros 

;Puede  constituirse  válidamente  un  derecho 
de  prenda  sobre  una  cosa  futura?  Una  socie- 
dad (la  Sociedad  del  Jardín  de  aclimatación) 
había  dedicado  especialmente  una  parte  de 
sus  entradas  (65%)  á  garantir  sus  obligacio- 
nes (Tríb.coin.dal  Sena,  3  agosto  1901.  Pand. 
fr.,  1903.  2.  267).  La  Sociedad  daba  cada 
iiies  á  los  ácreedores  nna  cuenta  de  las  entra- 
das jles  pagaba  el  65%  convenido.  El  Tribuna] 
del  Sena  ha  declarado  que  aquí  no  podia  tra- 
tarse de  una  prenda.  "Si  se  puede  válidamen- 
te, dice,  dar  en  prenda  derechos  incorporales, 
es  preciso  que  esos  derechos  existan  porque  la 
validez  de  la  garantía  exige  que  el  deudor  ae 
desprenda  de  la  cosa.  Bste  no  es  el  caso;  las 

JDILIS.  UtriANf. 


cosas  cedidas  consisten  en  cosas  futuras  y 
eventuales."  Tampoco  admite  que  pueda  ha- 
ber una  cesión  de  crédito,  «n  indicar  por  lo 
demás  los  fundamentos  de  esta  resolución.  Y 
agrega  que,  por  consiguiente,  no  puede  ser 
sino  un  privilgío  que  tiene  por  objeto  dar  an- 
terioridad j  preferencia  á  los  tenedores  de  las 
obligaciones.  El  Tribunal  ha  deducido  que  los 
pagos  hechos  á  esos  acreedores  eran  válidos 
mientras  la  sociedad  estaba  in  bonis,  porque 
haUa  un  pago  anticipado  de  la  deuda.  Pero, 
estando  la  sociedad  en  liquidación  judicial, 
muere  el  derecho  de  exigir  el  65  %  de  las  en- 
tradas porque  no  puede  haber  un  privilegio 
no  previsto  por  la  lej^. 

Sentimos  que  se  hayan  pronunciado  esas  re- 
soluciones á  nuestro  juido  inexactas.  En  efec- 
to, aún  cuando  un  objeto  no  exista,  se  puede 
prometer  válidamente  darlo  en  prenda  el  día 
en  que  se  llegará  á  adquirirlo.  Y  ese  día,  el 
acreedor  tendrá  acción  para  hacerse  entregar 
la  cosa  y  nacerá  el  contrato  real  de  prenda 
(suponiendo  que  este  contrato  tenga  ese  ca- 
rácter). Y  prácticamente  esa  entrega  al  acree- 
dor podía  muy  Uen  leaHsarse.  Era  fácil  que 
tuviera  uu  agente  que  habría  recogido  inme- 
diatamente el  65%  de  las  entradas. 

Aquí  se  presenta  una  nueva  objeción.  ¿Po- 
día el  dinero  ser  materia  de  un  contrato  de 
prenda?  Hay  sin  duda  á  primera  vistá  algo 
extraño  en  esa  prendil  en  dinero.  Sis  émbsrr- 
go,  nada  más  natural,  los  aereédoteÉ  tienen 
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intecéi  en  qoe  se  les  entregue  ÍDmediatamente 
ana  parte  de  las  entradas,  sin  peijuido  de 
arreglar  después  sus  cuentas  con  el  deudor. 

Sin  embargOt  cabe  preguntar  si  el  estado 
de  quiebra,  al  suspender  los  pagos,  no  traerá 
como  consecuencia  el  hacer  cesar  esa  promesa 
de  {wenda  para  el  porvenir?  Tal  vez  podría 
apartarse  esta  solución  diciendo  que  la  quie- 
bra no  debe  suspender  la  ^ecnción  del  contra- 
to, porqne  eso  no  está  de  acnerdo  coa  sn  espí- 
ritu que  sólo  tiende  á  impedir  el  nacimiento 
de  nuevos  derechos  sobre  el  patrimonio  actual 
que  es  d  tiníco  con  que  cuentan  los  acreedores. 

En  todo  caso,  creemos  que  es  inexacto  de- 
cir que  no  podía  concebirse  cesión  de  créditos. 
¿Por  qué  no  ha  de  poder  cederse  un  crédito 
futuro?  Se  puede  vender  una  cosa  futura  cual- 
quiera, como  una  cosecha,  un  animal  que  ha 
de  nacer.  ^  esto  es  se  ha  de  poder  ceder  de 
antemano  nn  crédito  contra  un  tercero  cual- 
quiera. 

Pero  aquí,  la  regla  del  artículo  1690  del 
C6digo  Civil  hace  mr^r  ana  dificultad  cspe- 
d  al;  ese  artículo  exige  la  notifican  6n  para  que 
eae  contrato  pueda  oponerse  á  terceros.  Esta 
disposídón  impide  que  pueda  considerarse  ese 
contrato  como  ana  cesión  de  créditos  eficax, 
para  todos.  Sin  embargo,  tal  vez  podrá  decir- 
se lo  contrario,  tratándose  de  entradas  prove- 
nientes  de  pagaos  al  contado.  Siendo  imposi- 
ble la  notificadón,  la  cesión  produce  plena 
eficacia  desde  luego  y  respecto  de  todos.  Pero 
aún  allí,  sería  necesario  que  Iok  acreedores 
tuvieran  un  agente  para  redbír  directamente 
de  los  deudores. el 65%  de  loque  pagan;  de 
otro  modo,:  d  dinero,  entrando  de  hecho  al 
patrimonio  de  la  Sociedad  del  Jardín  de  acli- 
mftMidón,  los  acreedores  oesionartos  no  po- 
drían recuperar  ese  dinero  «no  á  título  de 
acreedores  quirografarios. 

La  toladón  del  Tribunal  del  Senaes  también 
muy  grave  de  hecho.  En  nn  terreno  análogo 
se  ha  visto  estados  (Turquía,  Argentina, etc.), 
dar  las  entradas  de  sus  aduanas  en  goxantía 
de  empréstitos.  Las  sodedades  se  ven  redud- 
das  á  imitar  lo  que  hacen  los  estados  y  á  ga- 
rantir empréstitos  coa  entradas  determina- 
das. Bso  en  el  hecho  puede  ser  átil.  No  consti- 
tuye nn  prívil^o  no  previsto  por  la  ley  si  es 
ana  preuda  ó  una  cesión  de  créditos  y  no  pue- 


de prohibirse  aunque  produzca  el  resoltado  de 
colocar  á  algunos  acreedores  en  m^or  dtua- 
dón  que  los  demás.  ¿Por  qué  entonces  declarar 
natas  estas  ventajas  espedales  cuando  si  se 
las  concede  se  habría  podido  salvar  ana  socie> 
dad  amenacada? 

¿Cómo  puede  probarse  que  ana  obíigRciAn 
tiene  una.  cansa  ilhka? 

Cuando  un  acto  tiene  una  causa  ilídta  ¿pue- 
de probarse  esta  cansa  ilídta  por  simples  pre- 
sundones  6  por  testigos?  Al  principio  la  Corte 
de  Casadón  lo  había  aceptado  (Cas.,  19  ene- 
ro 1830;  D.  30. 1.  92)  y  la  habían  seguido  Uu 
Cortes  de  Apeladones.  Pero  se  maniiéstó  otra 
tendenda  en  un  fallo  de  marzo  de  1860  (S.  60. 
'  1.  321;  D.  60.  1.  235).  Es  derto  qne  éste  no 
tenía  sino  un  alcance  limitado;  invocabaelpe- 
ligro  de  entrar  en  tnvestigadones  aleatorias 
sobre  la  causa  de  la  obligadón  qne  según  se 
deda  era  el  concubinato,  siendo  que  el  legis- 
lador había  procurado  evitar  ese  peligro  su- 
primiendo la  incapaddad  de  los  concubinos. 
Las  Cortes  de  Apeladones  habían  seguido 
&  la  Corte  Suprema  en  esta  nueva  juríspm- 
denda.  Pero  ésta  acaba  de  volver  á  su  primer 
sistema  en  el  mismo  caso  en  que  se  pretende 
que  ha  habido  reladones  de  concubinato:  pri- 
mero implídtamente  en  un  fallo  de  4  ^  ene- 
ro de  1897  (S.  98. 1.  309;  D.  97. 1. 126),  des- 
pués explídtamente  en  un  verdadero  fallo  de 
doctrina  pronundado  por  la  Sala  Civil  el  21 
de  marzo  de  1898  (D.  1903. 1. 403;  S.  98. 1. 
513,  coa  la  nota  de  M.  Appert).  La  Corte 
deja  á  nn  lado  las  reglas  espedales  á  los  con- 
cubinos é  invoca  únicamente  el  prindpio  ge- 
neral del  artículo  1853  del  Código  Civil,  qne 
permite  ta  prueba  por  presundones  desde  qne 
hay  fraude. 

ESPAÑA 

TRIBDK&L  SUPRBMO.— 27  DB  OTTUBBB  DB  1903 

Interpretación  de  una  clénsttla  testamenta- 
ria.—Palabras:  50  signiScado  jurídico  j 
vulgar,  ¿cutí  prerakeef—Renattefa  de  A~ 
recbos — Legado  de  cantidad:  iatert»cs.-^ 
Entrega  de  legado,— Mora, 

Considerando: 
Que  cuando  en  un  testamento  ó  contrato 
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donde  se  establecen  derechos  ú  obligaciones 
que  ban  de  constituir  materia  jurídica  se  hace 
uso  de  frases  6  palabras  que  tienen  sentido  ó 
significación  definidos  en  las  leyes  deben  ser 
entendidas  en  dicho  sentido  y  no  en  elque  vul- 
garmente se  atribuya  á  los  vocablos  de  que 
se  trata,  á  no  ser  que  con  toda  claridad  y  sin 
que  pueda  quedar  duda  de  clase  alguna  acerca 
de  ellos,  aparezca  que  el  testador  ó  los  contra- 
tantes en  loicasos  en  que  les  es  lícito  hacerlo, 
tas  emplearen  con  la  significación  léxica  dis- 
tinta de  la  del  derecho  que  el  uso  corriente  les 
concede,  porque  no  seria  apropiado  ni  razo- 
nable que  los  tribunales  llamados  A  aplicar 
las  l^es,  dieran  á  las  palabras  que  deben  in- 
terpretar significado  distinto  del  que  la  cien- 
cia del  derecho  y  la  legislación  positiva  les 
tiene  marcado; 

Que  cu  el  artículo  29  del  Código  Civil  m  de- 
fine la  significación  jurídica  que  debe  darse  á 
la  palabra  "nacido",  obligando  á  tener  como 
tal  para  todos  los  efectos  qtie  le  sean  favora- 
bles, al  concebido  y  nacido  en  las  condiciones 
del  artículo  30  á  no  ser  que  de  una  manera 
evidente  aparezca  que  el  testador  quiso  dar  á 
las  palabras  por  él  usadas  significado  distinto 
del  que  las  leyes  les  atribuyen; 

Que  es  condirión  jurídica  y  necesaria  de  las 
renuncias  de  derecho  la  de  que  estas  sean  per- 
aonallbtmas  y  nó  fundadas  sobre  formalismos 
deducidos  de  actos  indeliberados  de  otras  per- 
sonas; 

Que  no  corresponden  intereses  al  legado  de 
cantidad,  según  la  terminante  prescripción 
del  artículo  884>  del  Código  Civil,  sino  cnando 
el  testador  lo  hubiese  dispuesto  expirsamente; 

Que  la  círcunstanria  de  que  por  ana  fi  otra 
cansa,  no  maliciosa,  ni  por  tanto  torticera, 
se  baya  producido  dilación  en  la  entrega  del 
legado  para  determinar  el  derecho  al  mismo, 
no  produce  el  efecto  de  que  los  obligados  á 
entregarlo  hayan  incurrido  jurídicamente  en 
dolo,  negligencia  ó  morosidad  de  que  se  haya 
de  derivar  la  relajadón  de  precepto  tan  abac- 
iato como  el  del  artícalo  884. 

TRIBUNAL  8UPKBHO.— 27  DB  OCTUBBB  DB  1903 

Casación,  —  Improcedencia.  —  lademaizacióa 
de  daños  y  perjuicios 

Gn  su  considerando  único  se  establece: 


Que  es  improcedente  la  casación  cuando  por 
el  recurrente  no  se  combate  la  apreciación 
fundamental  de  la  sentenda  recurrida. 

TRIBONAL  8UPRBHO.— 24  DB  OCTDSK&  DB 

1903 

Casación.— Incidentes  sobre  nulidad  de  acíua- 
cJOjies.-^ii^roce{íeiicia 

En  su  considerando  finico  se  establece: 
Que  según  tiene  repetidamente  declarado  el 
Tribunal  Supremo  las  resolnriones  dtctadasen 
incidente  sobre  nulidad  de  actuariones  no  tie- 
nen el  carácter  de  definitivas  en  el  sentido  de 
la  ley  para  los  efectos  de  poder  interponer  con- 
tra ellas  recursos  de  caaaaón,  puesto  qne  ta- 
les inddentes  no  son  de  los  que  ponen  término 
al  pleito  ni  hacen  imposible  su  continuadón, 
ni  obstan  al  ejercirio  de  la  acrión  correspon~ 
diente  en  el  juicio  respectivo. 

Qne  por  lo  expuesto  y  conforme  al  número 
3^  del  artículo  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  no  deben  ser  admitidos  los  recursos 
que  se  interpongan  contra  dicha  sentenria. 

ECUADOR 
Oorte  Suprema 

TBRCBRA  INSTANCIA.— IfAKZO  13  DB  1900 

Atento  el  artículo  1744  del  Código  Ciril 
(art.  1754  del  C.  C.  chileno)  en  el  contrato  de 
compra-venta  que  ha  motivado  el  presente  li- 
tigio, debió  intervenirM... personalmente  ópor 
medio  de  procurador;  y  como  no  ha  interveni- 
do en  persona,  y  el  poder  conferido  ása  esposo 
ante  el  juez  parroquial  de  T...  ea  insuficiente, 
desde  que  su  consentimiento  debía  constar 
por  eacritnra  pública,  resulta  que  el  enanriado 
contrato  es  nulo.  Por  tanto,  administrando 
justicia  en  nombre  de  la  República  y  por  auto- 
ridad de  la  ley,  se  confirma,  con  costas,  la  sen- 
tenda de  que  se  ha  recurrido. 

TBRCESA  inSTANCIA.— OICIBHBBB  24  DB  1891 

Zhrechos  hereditaríoa.— Compra-reata  Res- 
cisión por  ksión  enoroK 

En  orden  á  laresdsiónde  la  venta  por  lesión 
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«wnttc-^e  «Odudeni:  ^oe,  eonráticBdo  ¿ata, 
s«iP«cto  a1  rcodedor,  en  que  reciba  un  precio 
infisríor  Á  la  mitad  del  justo  precio  de  la  cosa 
que  Tenda,  no  puede  tener  lugar  dicha  resct> 
citeenia^saita  de  una  sucesión  hereditaria, 
porque  falta  uno  de  los  términos  de  la  com- 
paración, á  saben  el  justo  precio  de  la  cosa 
wndida,  yaque  ísta es «empre indeterminada, 
en  razón  de  las  cargas,  grarámenes  y  otras 
dependencias  que  pueden  sobrevenir  á  la  he- 
rencia, 7  de  las  cuales  tal  ves  ni  el  mismo  cau- 
sante tUTO  noticia,  menos  aún  sus  herederos 
6  el  comprador.  Aán  cuando  á  la  enajenación 
hubiese  precedido  inventario  de  los  bienes  he- 
reditarios, no  podría  conocerse  con  exactitud 
•1  justo  precio  de  la  sucesión  vendida,  por  ser 
evidente  que  el  valor  de  esos  bienes  está  sujeto 
á  variación  en  las  ventas  ó  adjudicaciones  que 
de  ellos  se  hacen  á  terceros  ó  á  los  otros  co- 
partícipes, y  por  los  gastos  y  créditos  pasivos 
que,  descubiertos  posteriormente,  pueden  dis- 
minuir el  valor  del  inventarío.  Tanto  el  ven- 
dedor como  el  comprador  de  una  herencia 
proceden,  en  cierta  manera,  como  en  los  con- 
tratos aleatorios  y  quedan  sujetos  á  los  resul- 
tados prósperos  ó  adversos;  y  esto  mismo 
reconocieron  los  actuales  litigantes  cuando, 
en  la  escritora  fijaron  el  precio  en  considera- 
ción á  los  gastos  que  tenía  que  hacer  el  com- 
prador, quien,  por  su  parte,  deUa  también 
quedar  satisfecho  con  cualquier  producto  que 
leresnltaae.  Por  tanto,  administrando  justi- 
cia en  Bombrede  laRepáblica  y  por  autoridad 
dt  la  ley,  se  revoca  la  sentencia  de  que  se  ha 
nenrrído^  y  se  declara  sin  lugar  la  demanda. 

YBRCXRA  INSTANCIA.— MOVnifBBK  27  DB  1890 

YmtA  de  immutílk  de  anfier  cañada.— Contm- 
timiento 

Vistos:  Para  la  enajenación  de  los  bienes 
s«icss  de  la  mujer,  qnc  et  marido  esté  ó  pneda 
estar  obligado  á  vtstituir  en  especie,  son  nece- 
sarios, según  el  artículo  1744  del  Código  Civil 
(ftpt.  1794  del  C.  C.  chileno),  decreto  judicial 


con  conocimiento  de  causa  y  consentímwnto 
de  la  mujer,  que  puede  ser  soplido  por  el  juez 
si  ella  está  imposibilitada  para  manifestarlo. 
Por  manera  que  los  dos  requisitos  deben  co- 
existir al  tiempo  de  la  enajenación,  y  que  el 
primero  no  puede  dar  de  sí  ningún  ^cto, 
cuando  el  segundo  llega  á  faltar  por  oposición 
de  la  mujer,  anterior  á  la  celebración  del  con- 
trato. 

TBBCBRA  INSTANCIA.— MAKZO  1^  DB  1895 

Arrendamiento  de  servicios  vitalicios. — Ob/e- 
to  i^to.—Naiidad 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  por  la  cual  se  condenó  á 
C.á  devengar  lasuma  de  dos  mil  ymás pesos 
con  su  trabajo personalf  por  el  ínfimo  salario  de 
veinte  pesos  al  año,  se  pronundó  en  juicio  eje- 
cutivo, y  por  lo  mismo  no  causa  instancia  ni 
excepción  de  cosa  juzgada,  según  el  artículo 
702  del  Código  de  Enjuiciamientos  Civiles; 

2*  Que  el  demandante  confiesa  que  C...  por 
la  edad  que  tiene  y  por  la  cuantía  del  crédito 
no  podrá  desquitarlo  en  toda  su  vida,  lo  que 
equivale  á  haberse  constituido  en  verdadera 
esclavitud,  mediante  on  simulado  arrenda- 
miento, prohibido  por  loa  incisos  1'  y  2^  del 
artículo  1454  (art.  1464  del  C.  C.  chileno)  é 
inciso  3^  delartfculo  1979del  Código  Ciril(l). 
y  que  recae  sobre  el  inalienable  derecho  de  li- 
bertad garantido  por  la  Constitución,  y  que, 
por  lo  mismo,  dicho  documento  contiene  un 
pacto  iUcito,  comprendido  en  las  disposiciones 
de  loa  artículos  1672  y  1673  del  precitadoCó- 
digo  (á  los  arts.  1682  y  1683  del  C.  C.  chileno). 

Por  tanto,  se  declara  nulo  dicho  contrato, 
y  administrando  justicia  en  nombre  de  la  Re- 
pública y  por  autoridad  de  la  ley,  se  confirma 
en  estos  términos  la  sentencia  recurrida. 


( I )  Diee  ess  ídoÍbo;  «El  smndsmiento  beobo  por 
toda  li  vida  es  nulo»;  dispOÉÍción  que  no  existe  én 
nuefltro  Código  qae  estable&e  en  caso  de  MtipalaeiAn 
un  miximan  forzoso  de  5  años  pero  qne  permite 
renavHr  indsfinidsmttntefll  srrsndsmíento  fort.  1968 
dsl  C.  O.  ohikno). 
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TRIBUNAL  SUPRKilO  24  DB  OCTUBRR  DE 

1903 

Casación. ^Formalidadea  externas  de  senten- 
cias.—Herencia;  sa  representación — Admi- 
nistración proindiviso. 

Considerando: 

Que  las  sentencias  no  son  impugnables  en 
casación  porsaformaexterna,  y  entendiéndolo 
así  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  ar- 
tículos 372  de  la  ley  de  Enjuiciamento  Civil  y 
fífí9  de  la  Orgánica  del  Poder  Judicial; 

Que  no  adolece  del  vicio  de  incongruencia  con 
infracción  de  los  artículos  1692  número  2^  y 
359  de  la  ley  procesal,  el  fallo  que  con  unidad 
absoluta,  en  cuanto  ála  solución  que  da  al 
pleito  ven  perfecta  consonancia  con  una  délas 
excepciones  puestas  á  la  demanda,  absuelve  de 
ella  al  demandado; 

Que  no  es  de  estimar  la  infracción  de  los  ar- 
tículos 1232  y  1218  del  Código  Civil,  por  la 
sentencia  que  no  desconoce  el  valor  legal  ni  el 
contenido  de  la  confesión  judicial  y  de  los  do- 
cumentos públicos; 

Que  la  plena  representación  de  la  herencia, 
aunque  esté  proindiviso,  y  por  lo  mismo,  el 
ejercicio  de  tas  acciones  que  correspondieran  al 
difunto  radica  en  sus  herederos,  á  quienes  se 
defiere  por  el  mero  hecho  de  la  muerte  del  cau- 

JORIS.  IXTRANI. 


sante;  y  si  bien  el  artículo  1008  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  establece  uiiaexcepcióná 
esa  regla,  confiriendo  tal  representación  alad- 
ministrador  del  abintestato,  este  precepto  es 
tan  sólo  aplicable  al  administrador  judicial  que 
en  de^nsa  de  la  herencia  yacente  debe  nom- 
brarse, á  falta  de  herederos  testamentarios  ó 
legítimos  reconocidos,  y  no  al  nombrado  por 
los  herederos  ó  por  el  juez  á  falta  de  acuenlo 
entre  ellos,  lo  cual  se  evidencia  en  primer  1u- 
g<Ar,  porque  el  mismo  artículo  1008  limita  la 
duración  de  esas  facultades  que  el  administra  ■ 
d  >r  conli^rc,  hasta  el  momento  que  se  haga  la 
ileclaración  de  herederos  por  sentencia  firme, 
y  debiendo  desde  entonces  acomodarse  el  jui- 
cio á  los  trámites  del  de  testamentaría,  dispo- 
ne el  artículo  1097  que  su  administración  se  re- 
girá por  las  reglas  establecidas  para  el  abin— 
t  stato  con  expresa  excepción  del  mencionado 
artículo  1008;  y  en  segundo  lugar,  porque  en 
consonancia  con  el  límite  señalado  á  la  dura- 
ción délas  facultades  excepcionales  concedidas 
al  administrador  judicial,  compete  á  los  here- 
deros una  vez  reconocidos,  la  representación 
legal  de  la  herencia,  según  otros  preceptos  de 
la  misma  ley. 

Que  ínterin  la  herencia  se  halle  proindivisa 
poseída  en  común  por  varios  herederos,  puede 
cualquiera  de  eltos  por  sí  sólo  ejercitar  en  be*' 
neficio  de  la  masa  hereditaria  las  acciones  que 
correspondieran  al  difunto,  quedando  al  ejer- 
citarlo sometido  á  las  reglas  establecidas  para 
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la  comunidad  de  bienes, y, en  su  caso,álas  que 
ngen  respecto  á  las  obligaciones  mancomuna- 
das y  solidarias  6  sea  obrando  en  utilidad  co- 
mún sin  perjuicio  de  los  demás  cohcrtderos, 
y  sin  alterar  la  cosa  ó  el  derecho  poseído  por 
todos;  por  lo  cual,  sea  ó  nó  procerlente  la  ac- 
ción que  ejercitase  el  colierederoy  la  responsa- 
bilidad que  por  su  indebido  ejercicio  pudiera 
contraer,  no  cabe  negarle  {Krsonalidnd  suficien- 
te para  ejercitarla,  con  tanta  mayor  razón, 
cnanto  que,  siendo  inconciso  su  derecho  Á  par- 
ticipar de  la  herencia  en  la  proporción  que  le 
corresponda,  ese  derecho  no  está  subordinado 
A  la  voluntad  de  los  demás  coparticípes. 


ciamiento  Civil,  cuando  el  recurrente  alega 
vaga  y  genéricamente,  sin  concretarlas  ni  ex- 
presar su  concepto,  la  infracción  de  las  dispo- 
siciones que  se  citan  y  aplican  en  las  senten- 
cias recurridas; 

Que  es  inadmisibleel  recurso  de  casación,  en 
cuyos  motivos  se  hace  supuesto  de  la  cues- 
tión, sin  proponerae  clara  y  concretamente 
cuestión  alguna  que  el  Tribunal  Supremo 
deba  resolver  sobre  la  base  de  los  hechos  pro- 
bados, y  sobre.errores  de  hecho  ni  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba  ajustada  A  las 
condiciones  exigidas  por  la  ley. 


TRIBUNAL  SUPBEUO.— 24  DB  OCTUBRE 
DE  1903 

Casación.— Sociedad.'— Acuerdo  paru  su  diso- 
lución 


ECUADOR 
Ctorte  Suprema 


Considerando: 

Que  no  son  de  estimar  en  casación  las  in- 
fracciones legales  que  se  citen  fundándolas  en 
supuestos  inexactos: 

Que  no  infringe  los  artículos  1256  del  Códi- 
go Civil,  en  relación  con  los  50  y  51  del  de  Co- 
mercio, en  el  conceptode  que  la  validen  ycum- 
plimiento  de  los  contratos  no  pueden  dejarse 
al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes,  la  sen- 
tencia que  deniega  la  nulidad  del  acuerdo  de 
una  disolución  de  una  sociedad,  tomado  por 
la  mayoría  de  los  socios  con  la  oposición  de 
algunos  de  ellos. 

TKIBl'NAL  SL'PKEHO.— .4  DR  NOVIEMBRE 
DK  1903 

Casación.— Documentos.-^Informe  pericial  y 
»u  valor.— Indicación  de  ¡a  disposición  le- 
gal infringida. 

Que  según  los  artículos  659  y  632  de  la  ley 
procesal,  pueden  los  Tribunales  desestimar 
documentos  que  sólo  contienen  informes  peri- 
ciales sin  formalidad  alguna  y  contra  aprecia- 
ción de  esta  naturaleza  no  se  da  ningún  re- 
curso. 

Que  se  contraviene  á  lo  preceptuado  en  el 
número  4  del  artículo  1 729  de  la  ley  de  Bnjuí' 


TERCERA  INSTANCIA.- JUNIO  22  DB  1899 

Servidumbre  de  lux  y  vi»ta.— Posesión.— 
Presa  ipción 

Vistos:  Las  servidumbres  voluntarias  de 
luz  y  de  vista,  aparentes  y  continuas,  pueden 
adquirirse  no  sólo  por  título,  sino  también 
por  prescripción  de  diez  años,  según  así  lo  de- 
claran los  artículos  873,  inciso  2.^  (inc.  2, 
art.  882  C.  C.  chileno),  y  2494,  regla  2.»  del 
Código  Civil  (art.  2512  C.  C.  chileno);  y  esas 
servidumbres  por  la  propia  razón  de  ser  vo- 
luntarias, no  están  sujetas  en  su  ejercicio  á 
las  reglas  de  los  artículos  866  y  S69  del  cita- 
do Código  (arts.  875  y  878  C.  C.  chileno),  ya 
queatentoel  artículo  875  del  mismo  (art.  884 
C.  C.  chileno)  la  posesión  de  las  servidumbres 
por  el  tiempo  indicado  arriba,  es  el  único  me- 
dio para  determinarlo.  Las  servidumbres  á 
que  la  demanda  se  refiere,  podían,  pues,  ser 
adquiridas  de  la  manera  dicha  por  el  dueño 
del  precio  dominante.  Y  efectivamente  lo  han 
sido,  por  cuanto  él  las  haposeido,  como  cons- 
ta de  las  declaraciones  de  los  testigos  presen- 
tados por  las  partes  y  del  informe  de  los  peri- 
tos, por  mayor  espacio  de  tiempo  que  el  pun* 
tualizado  en  el  articulo  873;  y  en  conndera- 
ción  á  que  son  voluntarías,  no  les  son  aplica- 
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bles  las  reglas  de  los  antedichos  artículos 
866  y  869.  Conforme  al  artículo  876,  iiúrive- 
ro  5,  (núm.  5,  art.  885  C.  C.  chileno),  las  ser- 
vidumbres de  que  ae  trata,  podían  quedar 
extinguidas  por  no  haberlas  gozado  por  vein- 
te años  el  dueño  del  predio  dominante;  pero 
era  la  parte  demandada,  que  alegó  la  extin- 
ción, quién  debió  comprobarla  y  no  la  ha 
comprobado.  Po  lo  expuesto,  administran- 
do justicia  en  nombre  de  la  República  y  por 
autoridad  de  la  ley,  se  revoca  la  sentencia  de 
que  se  ha  recurrido;  y  en  consecuencia,  acep- 
tándose la  demanda,  se  dispone  que  V...  qui- 
te la  manta  que  cubre  la  ventana  de  la  casa 
del  actor,  á  fin  de  que  el  ejercicio  de  las  servi- 
dumbres quede  expedito. 

TERCERA  INSTANCIA  OCTUURK  27  DK  1890 

Compra-venta  de  inmueble,  —  Inscripción.^ 
Vendedor. — Acción  rciviudicai  oria 

Vistos:  El  comprador  no  adquiere  el  domi- 
nio de  la  cosa  raíz,  mientras  no  se  efectúe  la 
inscripción  del  título  en  la  oficina  repcctiva; 
pero  como  según  el  artículo  1815  del  Código 
Civil  f  art.  1824  del  C.  C.  chileno),  está  obli- 
gado el  vendedor  á  la  entrega  ó  tradición,  se 
sigue  que  no  puede  ejercitar  la  acción  reivin- 
(licatoria  contra  el  otro  contratante,  ó  sus 
sucesores  en  el  mismo  derecho,  sin  haber  obte- 
nido previamente  la  resolución  ó  la  nulidad 
del  contrato;  pues  de  otro  modo  sería  dejar  á 
la  voluntad  de  uno  solo  de  los  contratantes 
el  invalidar  sus  obligaciones,  con  infracción 
de  lo  prescrito  en  el  artículo  1535  del  mismo 
Código  (art.  1545  C.  C.  chileno).  Por  tanto 
administrando  justicia  en  nombre  de  la  Re- 
pública y  por  autoridad  de  la  ley,  se  confirma 
con  costas  la  sentencia  recurrida. 

TRKCRRA  INSTANCIA.— ARHIL  39  »K  1885 

Intereses.— Capit aligación 

Vistos:  Rs  legal  y  está  arreglada  á  los  mé- 
ritos de  los  autos  la  sentencia  recurrida,  en 
cuanto  evoca  la  de  primera  instancia;  pero  no 
es  justa  en  la  parte  en  que  condena  al  ejecu- 
tado al  pago  de  los  intereses  estipnlados  re- 


lativos á  la  capitalización  de  ellos,  la  cual  es 
prohibida  por  la  ley. 

FRANCIA 
ObUgaoiones  y  contratos  espeolales 

Por  M.  Rcné  Demogue 

Profemr  agrfgiido  a  la  FacuUitd  de  Derecho  de.  hi 
1'aieenidad  de  LiÜe 

I.  OBLIGACIONBS  KN  GENERAL 

Condiciones  de  exlatenoia  de  las  obli- 
gaciones derivadas  de  contratos  ó 
provenientes  de  delitos 

Obligaciones  de  una  persona  respecto  del  que 
trata  como  hijo  suyo 

La  jurisprudencia  trata  de  eludir  más  y  más 
las  consecuencias  rigorosas  producidas  por  la 
aplicación  de  las  reglas  del  Código  á  la  prue- 
ba de  la  filiación.  Un  fallo  de  la  sala  de  admi- 
sibilidad, de  5  de  marzo  de  1902  (S.  1902. 1. 
312)  acaba  de  establecer  que  un  paifre  que 
había  tratado  siempre  á  una  persona  como 
hija  suyay  quele  habíaentregado  dinero  para 
que  se  estableciera,  no  había  sino  cumplido 
con  una  obligación  natural  yno  tenía  dereí'ho 
á  repetir  lo  pagado.  De  manera  que  hay  una 
obligación  natural  reconocida  por  la  ley  res- 
pecto de  aquellos  á  quienes  se  trata  como  hi- 
jos, aunque  legalmente  no  lo  sean.  Esta  juris- 
prudencia es  muy  buena  y  debe  aprobarse.  En 
efecto,  está  en  completo  acuerdo  con  las  ten- 
dencias actuales  el  ensanchar  el  campo  de  las 
obligaciones  naturales  para  dar  más  amplia 
satisfacción  á  los  deberes  de  conciencia. 

De  las  cláusulas  que  dan  competencia  para 
un  litigio  á  un  tribunal  determinado 

La  cláusula  de  un  contrato  que  atribuye  al 
tribunal  de  comercio  el  conocimiento  de  las 
dificultades  que  pudieran  nacer  del  contrato, 
es  nula  por  ser  contraria  al  orden  público  si  el 
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tríbahal  de  comm-io  era  incompetente  ratio- 
ne  ttiatermc.  Bn  efecto,  las  reglas  de  la  compe- 
tencia están  íntimamente  unidas  ni  principín 
de  la  separación  de  loa  poderes  3' no  se  les  pue- 
de modificar  por  una  simple  convención.  Es 
lo  que  ha  declarado  un  fallo  He  Amiens  de  7 
de  mayo  de  1901  fD.  1901.  2.  487)  conforme, 
por  lo  demás,  con  alanos  fallos  antiguos 
{París,  5  agosto  1848,  S.  48.  2.  529).  Aún  no 
ha  sido  llamada  In  Corte  de  Casación  á  resol- 
ver este  panto  cuya  solución,  en  el  sentido  de 
esos  fallos,  nos  parece  segura.  Debemos  hacer 
notar  que  esta  solución  debería  ser  distinta  si 
el  demandante  pudiera  elegir  entre  las  dos  ju- 
risdicciones. Es  lógico  que  haga  su  elección  de 
antemano,  renunciando  á  una  de  elhis.  Así  lo 
ha  declarado  la  Corte  de  Nímes  el  21  de  febre- 
ra de  1893  (D.  93.  2.  439). 

De  lan  condiciones  de  ¡n  responsabilidad 
civil 

¿Supone  la  responsabilidad  civil  la  existen- 
cia de  una  falta,  como  lo  exígela  doctrina  clá- 
sica, ódebe  bastar  eldaño  causado?  La  Corte 
de  Tolosa  admite  esta  segunda  solución  con 
una  claridad  y  una  amplitud  sin  precedentes. 
Una  locomotora  produjo  el  incendio  de  un 
bosque.  Declara  que  incumbe  á  los  explotado- 
res del  ferrocarril  tomar  todas  las  precaucio 
nes  necesanas  para  prevenir  esc  daño  y  qre 
aunque  se  probara  la  imposibilidad  de  hacer- 
lo, no  por  eso  qnedarfan  exentos  de  la  obliga- 
ción de  indemnizarlo,  no  habiendo  falta  alpnra 
que  imputar  á  la  víctima  (Tolosa.  6  ninyo 
1902,  D.  1903.  2.  413).  Er.  establecer  del  mo 
do  más  absoluto  la  teoría  de  la  responsabili- 
dad resultante  de  la  actividad  industrial;  por* 
que  el  fallo  rechaza  aun  la  fuerza  mayor.  Esta 
solución  choca  evidentemente  con  las  ideas 
admitidas,  pero  conviene  tal  vez,  para  com- 
prenderla bien,  insistir  un  poco  sobre  los  hechos 
de  la  causa.  Ha  sido  pronunciada  en  el  caso 
de  un  incendio  causado  por  una  locomotora. 

Bl  Consejo  de  Estado,  en  su  jurisprudencia 
reciente,  hace  responsable  A  la  Administra, 
ción  del  daño  que  causa,  a6n  sin  falta,  cuan- 
do hace  un  aso  anormal  de  su  derecho  de  pro- 
piedad; por  ejemplo  atravesando  una  monta- 


ñn  por  un  túnel  que  agota  las  fuentes.  El 
fallo  de  Tolosa  es  tal  vez,  en  materia  civil,  el 
equivalente  de  esta  solución.  ¿Cómocomparar 
en  efecto  una  compañía  que  utiliza  la  vía  fé- 
rrea, lanzando  trenes,  con  el  particular  que 
hace  un  acto  normal  y  frecuente?  Pero,  aún 
limitada  así,  esta  solución  es  un  paso  impor- 
t  inte  hacia  la  idea,  hoy  tan  de  moda,  del  ries- 
go profesional. 

Respottsahiüdnd por  eldaño  caasndo  por  un 
anima/ 

A  pesar  de  un. fallo  reciente  de  la  Corte  de 
Grenoble.  de  S  de  agosto  de  1900  (D.  1901. 
2.180),  la  doctrina  sostenida  por  la  Corte  de 
Casación  según  la  cual  el  dueño  de  un  anima' 
ó  sn  guardián  es  responsable  de  él,  aún  cuan- 
do el  daño  haya  sido  causado  á  uno  de  sus 
sirvientes,  pnrece  triunfar  de6nitivamente  en 
]ajurÍ!»priidencia  (Cas.,  9  marzo  1886,  S.  86. 
1.  244).  La  Corte  de  Poitiers  acaba  de  acep- 
tarla en  un  fallo  de  7  de  diciembre  de  1903 
{Gax.  da  Palais,  1904.  1.  84). 

Ks  interesante  desprender  el  significado  de 
cstajurisprudenciaya  sentada.  Se  habría  podi" 
do  creer  que  el  artículo  1385  descansaba  en 
l.i  idea  de  que  el  que  cuida  ó  debiera  cuidar  un 
animal  es  responsable  del  dañoque causa  por- 
que este  daño  proviene  de  una  falta  suya.  Cnn 
más  prudencia,  probablemente  lo  habría  im- 
pedido. No  es  ese  el  concepto  de  la  jurispru- 
dencia: en  efecto,  habría  llevado  al  resultado 
dj  negar  al  sirviente  del  dueño  el  beneficio  del 
artículo  1385.  Porque  ese  sirviente  tiene  la  vi- 
gilancia del  animal  on  el  momento  del  acáden* 
te  con  mayor  razón  que  el  dueño  que  muchns 
veces  está  lejos. 

En  resumen,  la  jurisprudencia  considera  que 
el  artículo  1385  establece  una  especie  de  ries- 
go profesional.  Ubi  cmolumentum,  ibi  onus 
esse  debet.  Hl  dueño,  el  guardián  del  animal 
que  saca  provecho  de  esta  guarda,  como  el 
pasa  de^o  que  recibe  caballos  en  sus  pesebreras 
son  responsables  del  daño  porque  obtienen  el 
I>eneficio.  Por  consiguiente,  son  responsables 
aún  respecto  de  sus  mismos  sirvientes  (V.  en 
este  sentido.  Cas.  11  marzo  y  29  mayo  1902, 
S.  1902.  1.  309-310;  D.  1903.  1.  614). 
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Prueba  de  las  obllgaoloneB 


Obligaciones  y  contratos  especiales 
Por  M.  Rcné  Demogue 

Pro/enor  agregado  á  l»  Facultad  de  Dertcho  de  la 
Ünirertklad  de  LHle 

OBLIGACIONES  BN  GENERAL 

Gondlolones  de  existencia  de  las  obli- 
gaciones derivadas  de  contratos  ó 
provenientes  de  delitos. 

Responsabilidad  del  Estado  por  accidentes 
ocurridos  en  las  escuelas 

La  ley  de  20  de  julio  de  1899  ha  reemplaza- 
do la  responsabilidad  de  los  profesores  por  la 
del  Estado  en  caso  de  delitos  cometidos  por 
niños  que  tienen  á  su  cuidado.  Bstn  ley  ha 
reemplazado  sencillamente  la  responsabilidad 
del  preceptor  por  la  del  Estado  pero  no  ha 
creado  para  el  Estado  una  responsabilidad 
mayor  que  la  del  preceptor.  De  manera  que  el 
Estado  puede  probar  que  no  ha  habido  falta 
del  preceptor  y  exonerarse  así  de  toda  respon- 
sabilidad como  podía  hacerlo  el  mismo  pre- 
ceptor antes  de  1899.  Es  lo  que  lia  estableci- 
do la  Corte  de  Algerel  l'dediciembrede  1902 
(S.  1904.  2. 12). 

JUXIS.  UCTRANf. 


Principio  de  prueba  por  escrito 

No  es  necesario  para  que  un  acto  pueda  ser* 
TÍr  de  principio  de  prueba  por  escrito  que  se 
refiera  por  su  fecha  al  acto  jurídico  cuya  exis- 
.  tencía  se  pretende  demostrar.  Así  por  ejemplo, 
una  correspondencia  es  un  principio  de  prueba 
afin  cuando  por  su  fecha  sea  extraña  al  hecho 
alegado.  El  artículo  134-7  no  subordina  la  efi- 
cacia del  principio  de  prueba  porescritod  nin- 
guna condición  cronológica  (Cas.  sala  de  admi- 
sibilidad.—27  octubre  1903,  D.1903.  1.  574). 

Fuerza  probatoria  de  ios  actos  de  arbitraje 

Las  resoluciones  de  arbitraje,  estando  en 
principio  asimiladasálosfallos,  tienen  la  fuer- 
za probatoria  que  corresponda  &  actos  autén- 
ticos. Hacen,  pues,  fe,  mientras  no  se  les  re- 
darguye de  falsedad,  en  cuanto  á  las  enuncia- 
ciones que  encierran;  hacen  fe  especialmente 
en  cuanto  á  su  fecha.  • 

Efectos  de  las  obligaciones 

¿Cuándo  se  considera  entregada  ana  cosa? 

¿Cuándo  se  considera  que  un  comprador  ha 
adquirido  la  posesión  real  y  efectiva  de  la  cosa 
comprada?  /Es  por  cl  sólo  hecho  de  haberse 
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puesto  la  cosa  á  su  dísponción?  ¡Nó!  dne  un 
fallo  de  la  Saín  de  adniistbilidad  de  la  Coi*te 

de  Casación,  de  6  de  abril  ^^c  1903  (S.  1903. 1. 
516).  Si  el  vendedor  recoge  la  cosa  vendida 
para  conponerla  porque  no  ha  podido  liincio- 
nar,  puede  considerarse  que  no  ha  habido  to- 
ma de  posesión  real  y  efectiva.  Puede,  pues, 
deducirse  que  la  toma  de  posesión  supone  que 
el  vendedor  abdica  su  posesióny  no  la  recupe- 
ra. La  obligación  del  vendedor  es,  pues,  una 
obligación  continua  y  no  una  obligación  des- 
tinada á  extinguirse  por  un  acto  positivo  co- 
mo la  toma  de  posesión  del  comprador. 

B^to  de  un  acto  simalado  entre  ¡os  nuceso- 
res  ( ayants  cause)  de  tos  dos  simuladores 

Dos  personas  celebran  un  acto  simulado.  El 
comprador  aparente  hipoteca  la  cosa.  El  ven- 
dedor aparente  tiene  por  su  lado  un  acreedor 
de  hipoteca  generaL  El  acreedor  de  hipoteca 
general  ¿puede  valerse  de  la  situación  verda- 
dera para  ejercer  su  hipoteca  en  contra  de  los 
intereses  del  acreedor  hipotecario  del  compra- 
dor? El  Tribunal  de  Grenoble  lo  ha  aceptado 
el  25  de  junio  de  1902  (Pand.  fr.,  1903.  2.209 
y  la  nota  de  M.  Dbvogub)  "Es,  dice,  un  prin* 
cipio  de  doctrina  y  de  jurisprudencia  el  de  que 
la  anulación  de  un  contrato  que  confiereáuna 
persona  el  dominio  de  un  inmueble  acarrea  la 
anulación  de  todos  los  derechos  reales  queesa 
misma  persona  ha  concedido  sobre  dicho  in- 
mueble, con  reserva  de  los  efectos  de  la  pres- 
cripción adquisitiva."  Se  hacía  valer  como  ar- 
gumento en  contra  de  esta  opinión,  el  articu- 
lo 1321  del  Código  Civil,  según  el  cual  las  con- 
tra-escrituras no  producen  efectos  respecto  de 
terceror.este  artículo  se  refiere  á  todos  los  ac- 
tos ocultos  é  inipidc  que  se  les  haga  valer  con- 
tra terceros.  Pero  este  artículo  no  es  aplica- 
ble íiquí,  porque  no  impide  que  los  terceros  ha- 
gan valer  las  contra-escrituras  r  nos  encon- 
tramos en  presencia  de  dos  personas,  agenas 
á  los  contratos,  y  que  pretenden  con  igual  ra- 
zón, la  una,  que  ella  puede  hacer  valer  la  con- 
tra escritura  en  la  cual  no  ha  tomado  parte, 
la  otra,  que  no  se  le  puede  oponer  una  contra- 
escritura celebrada  por  su  autor  con  otra  per- 
sona. Para  salir  de  este  conflicto  hay  que  vol- 
ver al  derecho  común  y  á  la  regla:  Nemo  plus 


jurís  ad  aJiam  transürre  potest  qoam  ispse 
habet.  Es,  por  lo  demás  la  solución  que  han 
dado  un  antiguo  fallo  de  la  Corte  de  Casación 
de  24  de  diciembre  de  1834  y  un  falto  un  poco 
más  reciente  de  25  de  enero  de  1847  (S.  19O0. 
1.  450,  en  nota).  Sin  embargo,  el  Tribunal  de 
Grenoble  ha  considerado  el  asunto  de  un  mo- 
do un  poco  diverso.  Ha  creído  necesario  dese- 
char el  artículo  1321,  fundándose  en  que  no 
habfa  ccmtra-escrítura.  Lo  que  es  inexacto, 
porque  se  extiende  generalmente  la  regla  ad- 
mitida por  la  ley  en  el  artículo  1321,  á  to- 
dos los  casos  en  que  hay  una  situación  nmu- 
lada,  aun  cuando  no  se  habíera  hecho  un  es- 
crito para  restablecerla  verdad  de  los  hechos. 

Pero  el  Tribunal  distingue  con  más  razón  el 
caso  actual  de  aquel  en  que  se  ejercitaría  una 
acción  pauliana.En  estecaso,  el  tercero  de  bue- 
na fe,  adquirente  subsidiario  de  una  parte  á 
título  moroso,  está  completamente  protegido. 
Pero  en  caso  de  simulación  no  ocurre  a»;  no 
se  trata  deun|acto  verdadero  que  se  haanula- 
do,  se  trata  de  un  escrito  que  resulta  ser  una 
^mple  aparíenóay  tras  el  cual  hay  que  buscar 
la  realidad  para  deducir  de  las  consideraciones 
de  hecho,  las  consecuencias  normales  que  ellas 
acarrean. 


ESTADOS  UNIDOS  0) 

Mensajeros. — Pasajeros, 
— Descarrilamiento  de  trenes 

El  demandante  era  obrero  telegrafista  de 
la  línea  que  estaba  "haciendo  reparadones, 
levantando  y  afianzando  alambres  de  t** légra- 
lo y  otros  trabajos  de  esta  clase  para  la  com- 
pañía demandada".  Formaba  parte  de  ana 
cuadrilla  de  trabajadores  que  la  compañía 
transportaba  gratis  en  carros  de  carga  arre- 
glados para  eSe  uso,  de  un  punto  á  otro,  se- 
gún lo  exigía  el  trabajo. 

Varios  carros  del  tren,  entre  ellos  el  carro 
en  que  iba  el  demandante,  se  descarrilaron  y 
volcaron  resultando  éste  herido.  En  la  dc- 

(1)  De  la  Michigan  Lav  Review. 
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manda  porpeijníctos  que  se  entablóse  declaró 
que  un  individuo,  obrero  en  el  telégrafo  áe  la 
línea,  á  qnien  la  compañía  de  ferrocarril  tras- 
porta sin  costo  de  un  punto  á  otro  de  su  tra- 
bajo y  que  durante  el  trayecto  no  tiene  nada 
que  hacer  en  el  manejo  del  tren,  es  un  pasajero 
y  que  la  compañía  está  obligada  á  ejercer  la 
mayor  vigilancia  para  protegerle  de  cualquier 
daño.  Carsweil  v.  Macón,  D.  E,  S.  R.  Co. 
(1903)  Ca.  45  S.  E.  Rep.  695. 

Se  dice  que  la  cuestión  de  saber  si  un  em- 
pleado que  circula  gratuitamente  por  la  línea 
del  que  lo  emplea,  es  ó  nó  un  pasajero,  depen- 
de de  la  vigilancia  que  el  que  emplea  puede 
qercer  ó  éste  ejerciendo  en  ese  momento  sobre 
el  empleado.  Una  persona  puede  ser,  yendo 
en  un  mismo  ferrocarril,  empleado  una  vez  y 
pasajero  otra,  á  pesar  de  ser  siempre  em- 
pleado de  la  compañía  del  ferrocarril.  Cuando 
el  empleado  no  está  bajo  la  vigilancia  de  su 
jefe  y  no  tiene  ninguna  obligación  que  cumplir 
ni  nada  que  hacer  en  el  manejo  del  tren,  se  le 
considera  como  pasajero.  Sin  embargo,  el  ca- 
so está  opuesto  en  principio  á  lo  que  hace 
autoridad  en  esta  materia  pues  se  resolvió 
por  ejemplo,  que  un  sirviente  continúa  siéndo- 
lo durante  su  trasporte,  á  pesar  de  no  cum- 
plir en  ese  momento  su  labor  acostumbrada, 
si  el  objetivo  de  ese  viaje  es  el  llevarlo  más 
rápida  y  cómodamente  al  lugar  donde  tra- 
baja. 

Constitacionalidad  de  estatatoii.~Garatttía 
de  ¡a  libertad  de  hablar. — Inmigración, 
Exclusión  de  anarqahtaa, 

Elactade  inmigración  de  3  de  marzo  de  1903 
aumentó  las  categorías  de  extranjeros  á  quie- 
nes delña  negárseles  la  admisión  en  Estados 
Unidos.  Entre  las  clases  que  se  agregaron 
figuran  los  anarquistas  6  personas  que  pre- 
gonan la  destrucción  de  los  gobiernos  por  la 
violencia.  La  comisión  especial  de  investiga- 
ción examinó  los  hechos  y  resolvió  que  Tur- 
ner  era  un  "anarquista"  y  estaba  excluido 
por  lo  tanto.  Tumer  alegó  que  el  acta  de  ex- 
clusión contravenía  á  la  primera  enmienda 
de  la  Constitución  que  dice:  "El  Congreso  no 
hará  ninguna  ley  que  coharte  la  libertad  de 
palabra".  Se  resolvió:  que  la  cláusula  déla 


Constitución  sobre  disminución  de  "la  liber- 
tad de  palabra"  se  refiere  á  las  palabras  áe  las 
personas  en  Estados  Unidos  y  no  tiene  apli- 
cación alguna  á  la  cuestión  de  saber  qué  per- 
sonas pueden  entrar  en  estos  Estados. 

El  argumento  del  relator  de  que  el  acta  de 
exclusión  es  inconstitucicmal  se  ha  aducido  en 
muchos  casos  y  siempre  ha  sido  desechado. 
El  relator  reconoce  el  poder  del  Congreso 
para  excluir  á  todas  las  personas  enumeradas 
menos  á  los  anarquistas,  arguyendo  de  que 
en  los  otros  casos  la  diferencia  es  más  bien 
física  que  mental  En  esa  resolución  la  Corte 
se  guió  por  los  principios  establecidos  en  el 
caso  áe"EpKa",  142.  U.  S.  657. 12  Sup.  Ct. 
336.  35  L.  Ed.  1146,  y  en  muchísimos  otros 
fallos  parecidos.  Es  una  máxima  aceptada 
por  las  leyes  internacionales  la  de  que  toda 
nación  soberana,  tiene  la  facultad,  inherente 
á  su  soberanía  y  escencial  para  su  propia  de- 
fensa, de  prohibir  á  los  extranjeros  la  entrada 
de  sus  dominios,  6  de  admitirlos  sólo  en  los 
casos  y  bajo  las  condiciones  que  juzgue  con- 
veniente fijar, 

/<ej  Constitacionah— Derechos  Civiles.— Po- 
der del  Congreso—Conspiración  contra  ha 
tíegros.~~hos  demandados  fueron  enjuiciados 
por  haber  conspirado  con  el  fin  de  impedir  á 
los  negros  d  arrendar  y  cultivar  libremente 
unas  tierras,  únicamente  á  cansa  de  la  raza  y 
color  de  éstos,  estando  en  vigencia  el  Acta  de 
los  Derechos  Civiles  (§  1978,  1866)  que  dá 
esos  derechos  á  todos  los  ciudadanos  y  casti- 
ga su  violación.  Se  resolvió,  que  el  estatuto 
era  constitucional  y  que  era  un  medio  correc- 
to del  Congreso  de  ejercer  su  poder. 

Según  el  fallo  en  Scott  v.  Samford,  19  Ho\^^ 
393.  405,  hasta  después  de  la  promulgación 
de  la  13^  Enmienda  y  el  acta  de  derechos  civi- 
les de  1866,  un  negro  "no  tenia  ningún  dere- 
cho que  un  hombre  blanco  tuviera  que  respe- 
tar". Las  enmiendas  se  ponen  en  práctica 
generalmente  en  las  demandas  en  los  estados 
pero  la  13*  enmienda  es  excepcional  bajo  es- 
tos aspectos,  pues  incluye  á  todos  los  qne  es- 
tán bajo  lajuridicción  nacional. 

El  Congreso  promulgó  el  Acta  de  los  Dere- 
chos Civiles  paragarantizarálosnegros'aqne- 
llos  derechos  qne  se  consideran  geno'almcnte 
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fundamentales  é  inherentes  á  la  condición  de 
hombre  libre. 

Daños.— Asaltos  y  qucieltai. — Fatto  inade- 
cuado.— E\  deinnndado  nsaltó  al  demandante 
y  lo  echó  de  nn  edificio  donde  trabajaba.  El 
jurado  concedió  dafios  por  valor  de  diez  do* 
llars,  y  la  Corte  desechó  esta  resolución  como 
enteramente  inadeeuada.  El  demandado  apeló 
de  este  fallo  de  la  Corte,  primero:  porque  los 
daños  no  eran  necesariamente  inadecuados 
pues  el  jurado  tenía  derecho  cíe  considerar  la 
provocación  como  circunstancia  atenuante;  y 
segundo:  porque  en  juicios  de  esta  clase  no  se 
pueden  desecharlas  fallos  por  ser  inadecuados. 
Se  resolvió  que  la  Corte  tenía  motivos  para 
desechar  el  fallo. 

Este  caso  contaría  probablemente  con  el 
apoyo  de  la  autoridad  competente  en  cuanto 
considera  que  una  provocación,  que  no  alcan- 
za á  ser  justifícación,  no  puede  ser  tomada  en 
cuenta  para  reducir  los  daños  compensato- 
rios, sino  tan  sólo  los  daños  ejemplares  (ejcem- 
pJary  damages). 

En  cuanto  al  otro  argumento  que  aducía  el 
demandado,  las  Cortes  inferiores  inglesas  y 
algunas  americanas  declararon  que,  como  re- 
gla general,  no  debían  las  Cortes  desechar  sen- 
tencias  ni  otorgar  nuevos  juiciosen  demandas 
por  agravios,  por  ser  pequeñas  las  indemniza- 
ciones concedidas  por  lo  menos  en  agravios 
"viet  armis".  Sbdgwick  meas. —daños.  Tomo 
2.  páj.  656  dice:  "que  en  demandas  por  agra- 
vios la  regla  general  es  no  conceder  nuevos 
juicios  por  ser  pequeños  los  daños.  Pero  si  el 
jurado  se  desentendiera  de  tal  manera  de  la 
justicia  de  la  causa  que  no  concediera  indem- 
nización alguna  cuando  hay  derecho  claro  á 
ella,  la  Corte  se  interpondría". 


La  regla  actual  parece  ser  la  de  que,  en  de- 
mandas por  agravios  personales  y  demandas 
en  que  se  trata  solo  de  daños  y  perjuicios,  las 
Cortes  rehusan  concedernuevosjuiciospor  ser 
inadecuados  los  daños  y  pertenecer  al  jurado 
cifíjarsu  monto;  sin  embargo,  concederán  ape- 
lación cuando  la  indemnización  concedida  esté 
en  completa  desproporción  con  el  agravio  in- 
ferido. O,  según  muchas  autoridades,  solo 
cuando  se  desprenda  claramente  de  la  senten- 
cia que  al  fallar  el  jurado  obró  con  parcialidad 
y  prevención  ó  bajo  alguna  influencia  ¡licita. 


ECUADOR 

TRRCRRA  INSTANCIA  ABHIL  29  DK  1902 

Posesión  efíxtiva  de  herencia.— Posesión  ma- 
terial 

Vistos:  Conferida  la  posesión  efectiva  de  los 
bienes  hereditarios,  mediante  la  inscripción  de 
la  respectiva  sentencia,  no  hay  necesidad  de 
ningún  otro  requisito  para  que  tal  posesión 
surta  los  efectos  que  puede  surtir  con  arreglo 
á  la  ley;  y  si  el  heredero  quiere  obtener  tam- 
bién la  posesión  material,  debe  solicitarla  ha- 
ciendo uso  de  las  acciones  que  habHa  podido 
entablar  su  antecesor.  (Arts.  910  del  Código 
Civil,  919  C.  C.  Ch.,  914  del  de  Enjuiciamien- 
tos). Por  consiguiente,  cualquiera  solicitud  á 
este  respecto,  constituye  nueva  demanda  que 
debe  sustanciarse  por  los  trámites  regulares. 
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FRANCIA 

Uaroas  de  fábrica  y  de  comercio 

CoKTE  PB  CASACH»N.— 30  (le  novíi^mlíre  1903 

Propiedad  de  la  marca.— ley  do  23  de 
junio  de  1857  -  Extensión  del  dere- 
cho.-No  está  restringido  á  la  loca- 
lidad en  que  la  marca  se  deposita  y 
explota- 

La  propicdná  de  una  marca  de  comercio  no 
se  restrínje  á  In  sola  localidad  en  (¡ue  se  depo- 
sita 6  explota;  se  extiende  á  todo  el  territorio 
francés  y  proteje  de  toda  confusión  posible 
los  productos  sohie  los  cuales  se  coloca  en 
ctiaiquierlagar  que  ellos  circulen. 

Es  ésta  la  doctrina  del  sigtiietite  fallo: 
Sociedad  Francesa  de  las  Nuevas  Galerías 
Unidas  con  C.  Billiéres. 

La  Corte:— Sobre  e!  único  fundamento  del 
recurso: 

Visto  el  artículo  2*?  de  la  ley  He  28  de  junio 
del8r>7;  Considerando  que  la  pro  piedad  de 
una  marca  de  eomereio  no  está  restringida  á 
la  sola  localidad  en  que  se  deposita  v  ex[)1ota, 
que  ella  secxtiende  á  todoel  territorio francé  ; 
que  ella  cubre  y  proteje  de  toda  confusión 
posible  los  productos  sobre  los  cuales  se  colo- 
ca, en  cualquier  lugar  que  ellos  circulen; 

JÜKIS.  KXTKANf . 


Considerando,  en  cuanto  al  hecho,  que  la 
Sociedad  Francesa  de  las  Nuevas  Galerías 
Unidas  ha  recurrido  del  fallo  de  1 '  de  abril  de 
1901  por  el  cual  la  Corte  de  Apelaciones  de 
A;^en,  pronunciándose  en  demanda  de  Billié- 
res habría  ordenado  A  Lucas  suprimir  la  de- 
nominación "Nuevas  Galerías"  de  las  etique- 
tas y  mercaderías  que  este  último  recibe  de  la 
Suciedad;  que  para  establecer  en  contra  de 
Bitliéres  su  derecho  anterior  á  la  posesión  de 
la  marca  de  comercio  "Nuevas  Galerías,"  ella 
alegaba  dos  depósitos  que  se  habían  ejecutado, 
el  primero  el  25  de  mayo  de  1895  en  el  tribu- 
nal de  comercio  de  Angoulcme  por  un  señor 
Dcmigiiot,  negociante  de  esa  ciudad  en  cuyos 
derechos  ella  se  habría  sustituido;  el  segundo, 
en  la  misma  época,  en  el  tribunal  de  comercio 
de  Burdeos,  por  la  Sociedad  de  los  grandes  al- 
macenes de  las  Nuevas  Galerías  de  Burdeos, 
con  la  cual  se  habría  fusionado  posterior- 
mente; 

Considerando  que,  .sin  negar  la  existencia 

de  estos  hechos,  elfnlíorecurridohadesechado 
la  oposición  de  la  Sociedad,  fundado  en  que  ni 
Demignot,  ni  las  Nuevas  Galerías  de  Burdeos 
han  justificado  tener  clientela  en  Agen  ní  ha- 
ber vendiílo  ó  enviado  productos  á  esta  ciu- 
dad, antes  de  la  época  en  que  Billicres  se  había 
servido  de  la  marca  "N'uevas  Galerías  de 
Agen";  que  la  propiedad  de  una  marca  de  co- 
mercio pertenece  al  primero  que  hace  uso  de 
ella  en  una  localidad,  apesar  de  los  derechos 
anteriores  que  se  aplicarían  á  otras  regiones 
del  territorio; 
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Considerando  que  ni  fallar  nsí  la  sentencia 
ha  violado  el  texto  de  la  ley  citada; 

Con  estos  fundamentos,  casa  y  anula  el  fa- 
llo de  la  Corte  de  Agen  de  5  de  agosto  de 
1901. 

OUSBRTACIONER 

El  fallo  transcrito  parece  conforme  al  espf- 
rítu,  si  no  al  texto  mismo  de  la  ley  de  23  de 
junio  de  1857  sobre  marcas  de  fñbricn  y  de 
comercio.  En  efecto,  nndn  en  cstn  ley  indica 
qne  sus  autores  hayan  querido  restringir  la 
propiedad  de  una  marca  á  la  localidad  en  que 
ha  sidodepositada  ó  donde  es  explotada.  Por 
el  contrarío,  el  cuidado  del  legislador  de  cen< 
tralizar  en  París,  en  el  Conservatorio  de  artes 
y  oficios,  lasmnrcas  depositadas  en  toda  Fran- 
cia, parece  indicar  claramente  que  fuésuinten- 
ción  qne  la  propiedad  de  la  marca  no  se  res- 
tringiera 6  la  localidad  en  que  ha  sido  deposi- 
tada ó  explotada. 

Kn  este  sentidose  pronuncian  ta  mayor  par- 
te de  los  tratadistas  (V.  Pouillet.  Tratado  de 
las  marcas  de  fábrica,  números  23  y  78;  Mi- 
chel  Pelletier,  Derecho  industrial;  Enciclopedia 
de  obras  públicas,  numero  552  in  fine). 

ha  consecuencia  de  este  principio,  es  que, 
como  lo  declara  el  fallo  transcrito,  la  marca  co- 
bre y  proteje  en  toda  la  extensión  del  territo- 
rio francés,  los  productos  sobre  los  cuales  se 
coloca,  cualquiera  que  sea  el  lugar  en  que  cir- 
culen. 

Nombre  oomeroial 

CoRTR  DR  Apelaciones  dr  Montpbllier  (1* 
sala).— 18  de  enero  de  1904 

Usurpación.  —  Aposlólón  del  nombre 
de  un  fabricante  diverso  del  autor 
del  ol^eto  fabricado.— Uso  del  nom- 
bre usurpado  sobre  fkctu  ras  y  cartas 
de  porte.— No  es  necesaria  la  Incor- 
poración material  del  nombre  usur- 
pado con  el  producto  fabricado.— Le- 
yes de  28  de  Julio  y  4  de  agrosto  de 
1824  (art  l.O-Dellto. 

El  hecho  de  un  fabricante  de  dar  engañosa- 
mente 4  susproductos  sobre  sus  factnrasy  so- 


bre sus  cartas  de  porte  el  nombre  de  otro  fn- 
bricante,  basta  para  constituir  el  delito  de 
usurpación  de  nombre  comerciálporaposicióat 
tal  como  está  previsto  y  castigado  por  el  ar- 
ticulo de  ta  ley  de  28  de  julio  y  4  de  agosto 
de  1824, 

La  palabra  *' aposición*' t  inscrita  en  esc  ar- 
tículo no  significa^  en  e^to,  en  manera  a¡gu- 
na,  la  necesidad  de  una  incorporación  material 
establecida  por  el  delincuente  entre  kI produc 
to  fabricado  y  el  nombre  falso,  basta,  en  el 
verdadero  sentido  de  la  ley,  que  el  nombre  íah 
so  se  haya  agregado  al  producto  y  aparezca 
con  él, de  tal  manera  que  disimule  su  identidaa 
y  le  atribuya  una  identidad  que  no  es  ta  saya. 

Es  esta  la  doctrina  del  siguiente  fallo: 

Dubonnet  C.  Perthnis,  Péríery  Botta. 

La  Cortb: 

Considerando  que  Perthuis,  Périer  y  Botta, 
según  los  términos  de  la  citación  notificada  el 
9  de  diciembre  de  1903,  á  instancia  del  procu- 
rador general,  en  conformidad  á  los  artículos 
479  y  483  del  Código  Penal,  están  acusados: 

Ve  haber  desde  hace  menos  de  tres  años,  en 
Frontignan: 

1^  Apuesto  6  hecho  aparecer  agregado,  so- 
bre objetos  fabricados,  el  nombre  de  un  fabri- 
cante diverso  de  aquel  que  es  autor  de  ellos  ó 
la  razón  social  de  una  fábrica  diversa  de  aque- 
lla que  fabricó  esos  objetos; 

2^  De  halwr  puesto  en  venta  y  en  circula- 
ción, á  sabiendas,  objetos  marcados  con  ese 
nombre  supuesto; 

S*'  De  haber  hecho  uso  de  una  denominación 
condenable  según  los  términos  de  la  ley  de  22 
germinal,  año  XI; 

{¿ue  Dubonnet,  en  la  acusación  del  procura- 
dor general,  pidióen  la  audiencia  que  Perthuis, 
Périer  y  Botta,  fueran  condenados  solidaria- 
mente á  indemnizar  los  perjuicios  qne  se  fija- 
ran y  á  la  inserción  de  la  condena  en  veinte 
diarios;  

Considerando,  en  segundo  lugar,  que  de  los 
libros  de  comercio  de  Perthuis,  elevados  al  jui- 
cio con  su  consentimiento,  aparece,  por  una 
parte,  que  con  anterioridad  al  16  de  abril 
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1903,  y  menos  de  tres  años  antes  de  la  fecha 
de  ]a  citación  del  procurador  general,  Perthuis, 
en  diversas  ocasiones,  ha  puesto  en  facturas  A 
sus  clientes,  bajo  la  denominación  engañosa 
de  "Dubonnet"  vinos  quina  que  sabía,  como 
lo  ha  reconocido  en  la  audiencia  ante  ta  Cor- 
te, que  no  provenfan  de  la  fábrica  de  Dubon- 
net; que  ha  reconocido  por  lo  demás,  ante  la 
Corte,  haber  enviado  personal  y  directamente 
fl  sus  compradores  cierta  cantidad  de  sus  vi- 
nos de  quina  comprados  á  sus  proveedores  y 
haber  apuesto  la  fnlsn  denominación  de  Du- 
bonnet en  las  cartas  de  porte; 

Consideraiido  quédelas  enunciaciones  de  los 
libros  citados  y  de  las  declaraciones  mismas 
de  los  acusados  resulta,  por  otra  parte,  que 
estos  vinos  de  quina,  vendidos  y  enviados  por 
Perthuis  bajo  la  falsa  denominación  de  Du- 
bonnet, le  habían  sido  entregadosensu  mayor 
parte  y  por  pedido  suyo  por  Pírier  y  Botta; 
que  Périer  y  Botta,  hacen  valer,  es  cierto,  que 
en  sus  cartas  á  Perthuis,  los  quinas  que  ellos 
entregaban  ñ  este  último,  no  llevaban  sino  la 
denominación  de  Qninas-Grenat,  y  que  los  que 
ellos  enviaban  dirctamente  á  los  clientes  de 
Perthuis,  ^or  orden  de  éste,  viajaban  sólo  ba- 
jo la  simple  etiqueta  de  vinos; 

Pero,  considerando  que  las  declaraciones  ex- 
presas de  Perthuis  en  la  audiencia,  declarado- 
nes  no  desmentidas  por  Périer  y  Botta.  y  con- 
firmadas, por  el  contrarío,  al  menos  por  una 
de  sus  facturas,  prueban  que  Périer  y  Botta-, 
mucho  antes  del  16de  abril  de  1903, conocían 
y  autorizaban  el  abuso  cometido  por  Perthuis 
del  nombre  de  Dnbonnet,  aplicándolo  á  sus 
vinos,  y  que,  en  cuanto  á  sn  correspondencia 
comercial  con  Perthuis,  estaba  convenido  en- 
tre ellos,  según  las  expresiones  mismas  de  Per- 
thuis en  la  audiencia  del  tribunal  comercial, 
que  "le  Grenat  significaba  Dubonnet;" 

Considerandoque  estos  hechos  nuevos  cons- 
tituyen contra  los  acusados  delitos  que  con- 
sisten en  haber  conjuntamente:  1'  apuesto  so- 
bre productos  fabricados  un  nombre  diverso 
del  del  fabricante;  y  2^  puesto  en  venta  ó  en 
circulación,  á  sabiendas,  objetos  marcados 
con  ese  nombre  supuesto; 

Considerando  que  los  demandados  alegan 
en  vano  que  losactos  que  acaban  de  indicarse 
TIO  reúnen  los  rec|uisitos  materiales  exigidos 


por  el  texto  de  la  ley  de28de  julioy  4de  agos- 
to de  1824; 

Considerando,  en  efecto,  que  la  palabra 
"aposición"  inserta  en  el  texto  no  implica  en 
manera  alguna  la  necesidad  de  una  incorpora- 
ción material,  establecida  por  el  delincuente, 
del  producto  fabricado  con  el  nombre  ó  la  mar- 
ca  falía;  que  basta,  según  el  verdadero  senti* 
do  de  la  ley,  que  el  nombre  falso  ó  la  falsa  mar- 
ca hayan  sido  agregados  al  producto  y  apa- 
rezcan con  él,  de  manera  de  disimular  su  iden- 
tidad y  de  atribuirle  una  individualidad  que 
no  es  la  suya;  que  tales  eran  el  objeto  y  el  re- 
saltado del  uso  de  facturas  Ó  de  cartas  depor- 
te combinado  por  los  acusados;  que  esas  fac- 
turas ó  cartas  especializando  y  acompañando 
cada  envío  de  mercaderías  debían  y  podfan 
por  sí  sotas,  cuando  no  Bguraba  en  ellas  nin- 
guna otra  indicación,  individualizaré  identifi- 
car esas  mercaderías,  imprímíéndoles  nn  orí- 
gen  y  un  nombre;  que,  apuestos  en  esas  condi- 
ciones sobre  esas  facturas  y  esas  cartas  de 
porte,  ese  origen  y  ese  nombre  se  hallaban  en 
realidad  apuestos  sobre  las  mercaderías  mit- 
mas;  

Con  estos  fundamentos,  declara  que  Per- 
thuis, Périer  y  Botta  acusados  y  convictos  de 
los  delitos  especificados  en  este  fallo  é  indica- 
dos en  la  acusadón; 

Condena  &  cada  uno  y  solidariamente  á  la 
pena  de  50  francos  de  multa;  ordena  la  confis- 
cación del  frasco  que  lleva  la  etiqueta  Dubon- 
net, presentado  á  la  Corte. 

Condena,  además,  á  Perthuis,  Périer  y  Bot- 
ta, solidariamente  á  pagar  á  Dubonnet  la  in- 
demnizadón  de  perjuidos  que  se  fijará,  etc..... 

OBSKKVACIONBS 

El  artículo  1?  de  la  ley  de  28  de  julio  y  4  de 
agosto  de  1824,  castiga  con  las  penas  seña- 
ladas en  el  artículo  423  del  Código  Penal  "al 
que  haya  apuesto  6  hecho  aparecer  por  agre- 
gado, supresión  ó  por  una  alteradón  cualquie- 
ra sobre  obietos  manufacturados,  el  nombre 
de  un  fabricante  diverso  del  que  es  autor  de 
ellos".  Se  admite  igualmente  que  las  expresio- 
nes apuesto,  hacer  aparecer  sobre  objetos  iSi< 
bricados,  no  importan  la  necesidad  de  incor- 
por^f  el  líon^hre  con  el  prodqcto  mismo  ^  quQ 
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el  delito  existe  aún  cuando  se  col  ica  simple- 
mente sobre  la  etiqueta  ó  sóbrela  envoltura 
del  producto  (véase  en  este  sentido:  Bcdarride, 
número  782;  ííastarabride,  número  4-01;  Ken- 
du,  número  398;  Pouillet,  número  413;  Tribu- 
nal Corr.  Sena,  5  de  marzo  de  1829;  París;  11  de 
noviembre  de  1829;  París,  27  de  julio  de  1828 
G.ic.  trib.  28  de  julio;  cnss.  desech.  12  de  julio 
de  1843.  Sirey,  45, 1,  842).  Se  ha  fallado  aún 
que  hay  delito,  en  el  sentido  de  la  ley  de  1824, 
cuando  se  emplean  los  prospectos  de  im  com- 
petidor  para  vender  un  producto  similar 
(París,  20  de  noviembre  de  181-7.  Patallle,  60, 
95).  Pero  el  fallo  citado  es  el  primero,  al  me- 
nos que  nosotros  sepamos,  que  llegue  hasta 
admitir  que  hay  delito,  en  los  términos  de  la 
ley  de  1824,  en  colocnrel  nombre  usurpadoso- 
bre  cartas  de  porte  6  simplemente  so  I  jre  fac- 
turas que  acompañan  un  envío  de  productos; 
parece,  por  lo  demás,  tan  exacto  como  equi- 
tativo considerar,  en  ese  caso,  que  esas  factu- 
ras y  cartas  de  porte  pueden  individuali- 
zar é  identificar  los  productos,  imprimiéndo- 
les un  origen  y  un  nombre,  y  admitir  que  ese 
origen  y  ese  nombre,  apuestos  en  esas  condi- 
ciones sobre  esas  facturas  y  cartas  de  porte 
están»  en  realidad,  apuestos  sobre  los  proiluc- 
tos  mismos. 


ECUADOR 


TBKCKRA  INSTAKCIA.— MARZO  5  DB  1900 


Mujer.  ^Alimeatos;  vivienda 


V<8tos:  Bl  marido  tiene  el  deber  de  suminis- 
trar á  la  mujer  lo  necesario  segán  aus  facnlta- 
des,  [>ero  goza  del  derecho  de  obligarla  á  vivir 
con  él;  y  de  estos  principios  deestricta  justicia 
reconocidos  por  el  Código  Civil,  se  sigue  que 
sólo  en  el  caso  de  cesar  legalmente  este  deber, 
puede  compelerse  al  primero  á  alimentar  á  la 
segunda  lejos  del  hogar  conyugal.  La  ejecuto- 
ria que  obra  en  copia,  considerando  que  no 
existia  motivo  legal  para  que  P.  viva  separa- 
da de  su  esposo  B.,  ha  declarado  que  debe  vi- 
vir con  él.  Por  consiguiente,  si  no  existe  moti- 
vo que  justifique  la  separación,  tampoco  lo 
hay  para  que  sea  alimentada  fuera  del  expre- 
sado hogar,  pues  de  aceptarse  lo  contrario,  se 
violaría  la  sobredicha  ejecutoria  y,  con  ella, 
la  ley. 

Por  lo  expuesto  y  atentos  los  artículos  322 
del  enunciado  Código  Civil  (=:art.  332  C.  C. 
Ch.)  y  788dclde  Enjuiciamientos  en  la  misma 
materia,  se  revoca  el  auto  de  que  se  ha  recu- 
rrido, y  se  confirma  el  de  1*  instancia. 
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Beglamentaoióndel trabajo  Industrial 

TRIBUNAL  CORRECCIONAL  DK  LILLB. 
—28  I>E  OCTUBRE  DE  1903 

Trabajo  de  los  niños  y  de  las  mujerea 
—Ley  de  20  de  noviembre  de  1892. 
—Descanso  (tiempo  de).  —  Cuadro 
de  trabajo.— Modifloaoión  del  hora- 
rÍo.-Omlslón  delavlso  al  inspector 
del  trabi^o.— Contravención. 

&'  i  falta  de  prohibición  escrita  ea  la  kj,  no 
cstáprobibido  al  director  de  una  íSbrica  hacer 
trabajar ásus  obrerostsea  antes  del comienMO, 
aea  antes  del  ñn  (hl  día,  tales  como  están  Sjar 
dos  por  el  horario^  no  le  es  permitido,  por  el 
contrario,  hacer  trabajar  durante  horas  que 
según  el  horario  están  destinadas  á  los  des- 
cansos ñjados  por  la  ley,  aún  cuando  la  du- 
ración del  trabajo  efectivo  no  excediera  dellí* 
mite  legal.  En  e&cto,  el  legislador  no  se  ha 
propuesto  sólo  reducir  la  jornada  de  trabajo, 
aitto  también  asegurar  la  regularidad  de  la 
YÍda  obrera. 

Bn  consecuencia,  infringe  la  ley  de  2  de  no- 
viembre de  1892,  el  Industrial  que  ha  hecho 
trabajar  mujeres  y  jóvenes  de  menos  de  18 
años,  durante  el  tiempo  destinado  al  descanso 
por  el  horario  aprobado  por  la  inspección  de 
trabajo;  esto  es  así  aún  cuando  el  trabajo  se 
hubiera  interrumpido  durante  ua  tiempo  igual 

JVKIS.  IXTRAMI.  , 


al  del  (kscanso,  á  consecuencia  de  una  des- 
compostura de  la  máquina  á  vapor. 

Así  resolvió  el  fallo  siguiente,  confirmando 
en  apelación  una  sentencia  del  Tribunal  de  po- 
lida  de  Tourcoing,  de  23  de  julio  de  1903: 

Dcsurmont  con  Ministerio  Público 
El  Tribonal: 

Considerando:  qne  resulta  del  proceso  ins- 
truido por  el  inspector  que  el  27  de  mayo  úl- 
timot  á  la  1.10  P.  M.  este  inspector  se  trans- 
ladó  á  la  fábrica  de  tegídos  de  que  se  trata  y 
TÍ6  que  en  las  diferentes  salas  de  trabajo  los 
motores  estaban  en  movimiento  y  todos  los 
telares  funcionaban;  que  algunos  minutos  des- 
pués de  su  llegada  el  cartel  colocado  en  la  pri- 
mera sala  de  máquinas  señalaba  la  1.15  P.  M. 
y  165  obreras  y  jóvenes  de  menos  de  18  años 
estaban  ocupados  en  la  fábrica  antes  de  la 
hora  fijada  para  reanudar  el  trabajo;  que  en 
efecto,  según  el  horario  víjente  el  27  de  mayo 
de  1903,  comenzando  el  trabajo  á  las  6  de  la 
mañana  debfa  terminar  á  las  6.30  de  la  tarde 
y  estaba  interrumpido  por  tres  descansos,  de 
las  8  á  las  8.20,  de  las  12  á  la  1.20  y  de  las 
4  á  las  4.20; 

Considerando  que  si  en  esa  fiechase  ha  acor- 
tado deese  modo  el  descanso  principal  deUUa, 
sostiene  el  acusado  que  es  únicamente  A  con- 
secuencia de  la  necesidad  en  que  se  halló  de  re- 
cuperar en  pane  una  hora  perdida  en  la  ma> 
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nana  ponina  descompostura  de  una  máquina 
á  vapor; 

PerOi  considerando  que  scf^Cin  los  términos 
det  artículo  3^  de  la  ley  de  2  de  noviembre  de 
1902, los  obrerosprotegtdosiiopueden  ser  em- 
pleados entm  trabajo  efectivo  de  más  de 
horas  cortadas  por  uno  6  varios  descanso», 
cu;a  duración  total  no  podrá  ser  inferior  á 
nna  hora  y  durante  los  cuales  estará  prohi* 
bido  el  trabajo:  que  en  primer  lugar  hay  que 
observar  que  este  artículo  no  dice  que  debe 
suspenderse  el  trabajodurante  nna  hora,  sino 
durante  el  tiempo  de  los  descansos,  cualquiera 
que  éste  sea,  y  que  no  puede  ser  de  otro  modo 
ya  que  estando  establecido  que  la  jornada  de 
trabajo  efectivo  es  de  ÍO¥í  horas,  es  claro  que, 
por  el  hecho  de  una  reducción  cualquiera  de 
estos  descansos,  esta  jomada  aumentaría  en 
otro  tanto  y,  por  consiguiente,  excedería  for- 
zosamente el  máximum  fijado  por  la  ley;  que 
de  este  modo,  entrando  los  obreros  de  la  fá- 
brica de  tegidos  de  Desurmont  á  las  6  déla 
mañana,  para  salir  á  las  6H  de  la  tarde,  te- 
nfan  derecho  á  nno  6  varios  descansos  de  una 
duración  total  de  2  horas  y  de  2  horas  ínte- 
gras; que,  por  lo  demás,  estando  estas  2  horas 
concedidas  por  el  reglamento,  se  trata  de  saber 
hasta  qué  punto  este  reglamento  es  obligato- 
rio para  el  patrón,  s¡  puede  modificarlo  por  ri 
sólo  sin  siquiera  arisar  á  la  iospecdÓn  de  tra- 
bajo y  cuáles  deben  ser  las  consecuencias  jurí- 
dicas de  la  Ttolactón  del  horario  cometida 
por  él. 

Considerando  que  Desurmont  no  desconoce 
que  ese  hecho  podría  constituir  una  infracción 
del  articulo  11  de  la  ley  citada,  pero  sostiene 
que  en  todo  caso  las  contravenciones  del  ar- 
tículo 3^  no  estarían  de  ningún  modo  justifi- 
cada^  qne,  á  este  respecto,  debe  hacerse  una 
distinción  entre  las  dos  clases  de  descansos: 
1*^  el  descanso  que  separa  el  fin  de  un  día  del 
comienzo  del  siguiente;  2^  los  descansos  que 
interrumpen  el  trabajo;  que  respecto  del  pri- 
mer punto  es  cierto  que  la  ley  guarda  silencio 
y  que,  siendo  de  derecho  estricto  toda  dispo- 
«don  penal,  convendHa  resolver  qne  no  está 
prohibido  trabajar  antes  del  principio  ó  des- 
pués del  fin  del  día  fijado  por  el  horario,  siem- 
pre, por  sttpnesto,  que  el  total  no  «xoeda  de 
10V&  horas. 


Pero  que,  respecto  del  segundo  punto,  por 
el  contrarío,  el  texto  es  expreso  y  al  decir  qne 
está  prohibido  trabajar  durante  los  descan- 
sos, ese  texto  no  ha  podido  referirse  sino  á  los 
descansos  reglamentarios,  tales  como  están 
fijados  en  el  taller,  consecuencia  de  una  ver- 
dadera convención  que  es  ley  entre  las  .partes; 
que  el  legislador  se  ha  preocupado  en  esta 
materia,  no  sólo  de  reducir  la  jomada  de  tra- 
bajo, sino  también  y  en  el  mismo  grado,  de 
asegurar  la  regularidad  de  la  vida  obrera  y 
que  ese  ot^eto  no  se  conseguiría  ri  la  distribu- 
ción de  las  horas  de  descanso  pudiera  variar- 
se día  á  día  á  voluntad  del  patrón  ó  estuviera 
á  la  merced  de  los  diversos  acridentca  que 
pueden  producirse  en  el  funcionamiento  del 
taller;  que,  por  lo  demás,  es  seguroque  la  ma- 
yor parte  de  las  infracciones  que  pudieran  co- 
meterse escaparían  asi  necesariamente  al  con- 
trol de  la  inspección  cuya  vigilancia,  en  seme- 
jantes condiciones,  sería  materialmente  hnpo- 
sible,  y  qne,  por  consiguiente,  también  bajo 
este  segundo  punto  de  vista,  se  harían  casi 
siempre  enteramente  ilusorias  las  garantías 
establecidas  por  la  ley  en  favor  del  personal 
protegido. 

Considerando,  sin  embargo,  que  admitiea- 
do  afín,  lo  que  no  es  efectivo,  que  el  industrial 
pudiera  estar  autorizado  para  fijar  arbitra- 
riamente y  sin  que  lo  sepa  la  administradón, 
el  tiempo  de  trabajo  y  el  tiempo  de  descanso, 
debería  afín  probarse  que  la  duradón  del  des- 
canso á  que  tenían  derecho  los  obreros,  ha 
sido  efectivamente  reemplazada  por  una  du- 
ración equivalente  en  otro  momento  del  díf^ 
que  Desurmont  lo  comprende  tan  bien,  qne 
invoca  para  justificarse,  la  drcunstanda  de 
que,  á  consecuenda  de  composturas  en  la  má- 
quina, el  trabajo  sólo  se  inidó  á  las  7  de  la 
mañana  y  de  allí  deduce,  aunque  la  entrada  á 
la  fábrica  de  tegidos  tenga  lugar  á  las  6,  que 
el  trabajo  efectivo  no  había  sido  sino  de  9  ho- 
ras 35  a  9  horas  40  minutos. 

Pero,  considerando  que  esa  palabra  "traba- 
bajo  efectivo"  está  tomado  por  la  ley  en  con- 
tra posidón  á  la  palabra  "docanso",  y  que  es 
evidente  en  derecho,  que  no  se  podría  contar 
como  descanso  una  intermpdón  acddental 
de  trabajo,  durante  la  cual  loa  obreros  eqw 
rondeun  momento  á  otro  que  te  reanude  el 
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trabajo  y  están  en  realidad  á  la  disposición 
del  patrón;  que,  por  consiguiente,  tomando 
los  hechos  tales  como  el  acusado  los  presenta 
£1  mismo,  pero  no,  sin  embargo,  con  la  ínter- 
pretodón  qne  él  les  da,  resalta  que  el  27  de 
tnayo  último,  la  jornada  de  trabajo  no  ha 
sido  de  9  horas  35  á  9  horas  40,  como  él  pre- 
tende, sino  de  10  horas  35  &  10  horas  40,  ya 
qne  no  es  posible  decir  que  el  personal  ha  ob- 
tenido realmente  en  el  curso  de  ese  día,  una 
compensación  real  del'  descanso  reglamenta- 
rio de  que  indebidamente  se  le  ha  privado; 
Con  estos  fundamentos,  se  confirma,  etc. 

OBSERVACIONES 

Respecto  del  primer  punto  es  seguro  que, 
según  una  jarísprudenda  constante,  el  hecho 
de  emplear  trabajadores  protegidos  antes  ó 
después  de  la  hora  fíjada  por  el  horario  de 
trabajo  no  está  prohibido,  cuando  no  se  ha 
excedido  la  duración  del  trabajo  tal  como 
está  autorizada;  lo  que  constituye  la  contra- 
Tención  es  el  empleo  de  trabtyadores  más  allá 
de  la  duración  legal  (cas.  27  abril  1900,  Hevis- 
ta  práctica  de  derecho  ¡adustrial,  1900,  317; 
Tríb.  simple  potida  Lyon,  20  febrero  1901, 
Mon.  judie,  de  Ljon,  15  junio  1901;  Trib. 
corree.  Lilla,  7  mayo  1902,  Gac.Pa/.,1902,2, 
426;  París,  Sala  apel.  corree,  11  noviembre 
1903.) 

En  cuanto  á  ia  cuestión  de  saber  si  hay  con- 
travenáón  ea  hacer  trabajar,  sin  exceder  por 
lo  demás  la  duración  del  trabajo,  durante 
horas  que  están  indicadas  en  el  horario  como 
tiempo  de  descanso,  es  más  delicada. 

La  contravención,  á  nuestro  parecer,  no 
estará  tanto  en  el  hecho  á  qne  se  refiere  el 
fallo  trascrito,  de  haber  hecho  trabajar  obre- 
ros á  cierta  hora  más  bien  que  á  cierta  otra, 
como  en  el  hecho  de  haber  modificado  su  hora- 
rio 7  de  no  haber  notiScado  esta  modificación 
al  iüspector  de  trabajo.  El  artículo  1 1  de  la  ley 
de  2  de  noviembre  de  1892  dispone,  en  efecto, 
que  se  mandará  un  duplicado  del  horario  de 
trabajo  al  inspector;  y  si  el  jefe  del  «tableci- 
miento  modifica  este  horario  hay,  en  el  hora- 
río  modificado,  un  nuevo  horario  que  debe, 
como  el  primero»  ponerse  en  conodmiento  del 
iaupector.  Bn  este  sentido  k  ha  pronunciado 


un  fallo  del  tribunal  de  polida  de  Courbevoe, 
del  5  de  diciembre  de  1902  (V.  Rerista  prác- 
tica de  derecho  iadasjtrial,  1903, 119.) 


ECUADOR 

TBKCERA  INSTANCIA  ACOSTO  1^  ÜB  1901 

ParticÍón.~Nulidaá,~~Dcíeasor  de  menores 

Vistos:  Consta  que  fue  representada,  en  la 
partición  de  los  bienes  dejados  por  el  curador 
y  atenta  la  naturaleza  del  acto  de  partidón, 
era  aplicable  al  caso  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 389  del  Código  Civil,  (=399  C.  C.  Ch.) 
desde  que  no  hay  motivo  para  considerar 
como  no  sujetas  á  las  formalidades  preflcrítas 
por  el  propio  articulo,  las  partidones  en  las 
cuales  interviniesen  curadores  ad  litem;  y 
como  aparece  que,  para  dictar  la  sentenda  nd 
se  oyó  al  defensor  de  menores,  requisito  que 
no  constituye  una  mera  solemnidad  de  trámi- 
te, sino  que  dice  al  acto  de  partidón,  se  sigue 
que  no  puede  surtir  efecto  la  que  es  materia 
de  este  litigio.  Cierto  que  las  partidones  se 
anulan  ó  se  rradnden  de  igual  manera  y  segfin 
las  mismas  reglas  que  los  contratos,  pero  de 
aquí  mismo  se  deduce  que  habiéndose  omitido 
nna  solemnidad  establedda  por  la  ley  en  con- 
sideradótt  á  las  personas,  no  ála  partidón,  la 
nalidad,  siendo  como  es,  relativa,  da  derecho 
á  la  rescisión  demandada.  Ni  se  opone  á  ello 
el  que  la  sentenda  se  halle  ejecutoriada  y  eje- 
cutada ya  porque  el  artículo  1338  del  Código 
(=:art,  1348  C.  C.  Ch.)  dtado  no  comporta 
tal  excepdón,  ya  porque  tomándose  en  cuenta 
la  clase  de  jurisdicdón  egerdda  por  el  juez  que 
la  expidió,  no  habiéndose  cumplido  prévia' 
mente  con  todas  las  formalidades  legales,  «a 
sentenda  no  puede  produdr  dectos  irrevoca- 
bles. Por  tanto,  y  en  virtud  de  lo  prevenido 
por  el  artículo  703  del  Código  de  Bnjuida- 
miento  en  materia  civil,  administrando  justi- 
cia en  nombre  de  laRepúblíca  y  por  autoridad 
de  la  ley,  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia 
de  que  se  ha  recurrido. 
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TBRCKKA  INSTANCIA.— FBBKKKQ  8  DB  1884 

Documentos  privados;  reconocimiento.  —  Ac- 
ción ejecutiva 

Vistos:  Los  documentos  privados  reconoci- 
dos por  la  parte  que  los  otorgó,  traen  apare- 
jada ejecnctón,  segan,  cl  artículo  682  del  C6 
digo  de  enjuiciamiento  en  materia  civil;  y  por 
el  383  de  este  Código,  para  ser  ejecutivo», 
basta  se  reconozca  su  firma  y  rúbrica,  sin  que 
al  tiempo  de  practicarse  el  reconocimiento  sea 
lícito  proponer,  menos  admitir,  excepción  al- 
guna; pues  cualquiera  que  se  alegue,  ha  de  ser 
objeto  de  la  sentencia,  y  no  desvirtúa  la  na- 
turaleza del  juicio.  Presupuestos  estos  ante- 
cedentes, se  observa:  que  el  fundamento  de  la 
nulidad  declarada,  por  la  Corte  Suprema  es, 
en  realidad,  una  excepción  que  debe  decidirse 
en  definitiva,  ya  que  no  altera  la  naturaleza 
ejecutiva  de  la  acción.  Por  tanto,  declarando 
sin  lugar  la  nulidad,  se  manda  devolver  la 
causa  al  inferior,  para  que  falle  sobre  su  prin- 
ópaL 

TBRCBBA  INSTANCIA.— UARZO  4  OB  1893 

Maaic^MÜidad.— Responsabilidad  civil.— 
Acuerdos 

Vistos:  Las  Municipalidades  capaces,  como 


toda  persona  jurídica,  de  contraer  obligacio- 
nes civiles,  no  solamente  en  virtud  de  contra- 
tos  por  ellas  celebrados,  sino  también  á  con- 
secuencia de  hechos  voluntarios,  lícitos  ó  ilíci- 
tos, están  sujetas,  lo  mismo  que  las  personas 
naturales,  A  la  responsabilidad  que  establecen 
los  artículos  2196  y  2311  del  Código  Civil 
(arts.  2209  y  3329  C.  C.  Ch.)  La  ley  de  Ré- 
gimen Municipal,  al  declarar  que  los  miem- 
bros de  las  Corporaciones  Municipaks  son 
responsables  cuando  contribuyen  con  su  voto 
á  sancionar  actos  contrarios  ñ  la  Constitu- 
ción ó  &  las  leyes,  no  excluye  en  manera  algu- 
na la  obligación  que  las  leyes  comunes  Impo- 
nen, á  las  Municipalidades,  de  indemnizar  á 
quienes  esos  actos  hubiesen  irrogado  perjui- 
cio. Ni  la  responsabilidad  criminal  en  que  pu- 
dieran incurrir  los  miembros  de  esas  Corpo- 
raciones en  tos  casos  que  determinan  los  ar- 
tículos 10  y  46  de  la  ley  citada,  ni  la  acción 
civil  que,  en  tales  casos,  compete  á  la  respec- 
tiva Munici|>altdad,  obstan  á  las  obligaciones 
deésta  para  con  los  terceros  petjudicados.  Lo 
dispuesto  por  el  artículo  541  del  Código  Ci- 
vil (art.  552  C.  C.  Ch.)  no  puede  aplicarse, 
por  analogía,  al  caso  actual;  puesto  que  iio  se 
trata  de  actos  ejecutados  por  el  representante 
del  Municipio,  fuera  de  los  límites  de  su  minis- 
terio sino  de  un  acto  de  la  misma  Corpora- 
ción Municipal,  en  el  ejercicio  de  las  funcionei 
que  le  corresponden. 
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FRANCIA 
Arrendamiento  de  servidos 

Contrato  de  duraoión  Indeterminada. 
—Derecho  de  resolución.— Abuso. 
—  Desahucio.  —  Inobservancia  de 
parte  del  patrón.  -  Usos  locales. 
-Fuerza  obligatoria. 

El  patrón  que  resuelve  an  contrato  de  arrea^ 
damiento  de  servicios  de  duración  indetermi- 
nada debe  conceder  un  plazo  de  desahucio  bajo 
pena  de  indemnizar  perjuicios,  y  si  este  plazo 
no  ba  sido  estipulado  por  la  convenciónf  loa 
usos  locales  tienen  á  este  respecto^  fuerza  obli- 
gatoria^ 

Airf  lo  ha  resuelto  el  siguiente  fallo: 
Considerando:  que  desdp  luego  hay  que  ha- 
cer notar  que  la  dificultad  entre  Niqnet  y 
prínce  nació  en  Bolona;  que  según  los  tírmi- 
nos  del  decreto  que  creó  el  consejo  de  hombres 
bnenos^pracf  bommea)  en  esta  ciudad,  "están 
sujetos  á  este  consejo  los  fabricantes,  empre- 
sarios, y  jefes  de  taller  que  dirigen  establecí- 
mientoB  industriales,  pomo  tambi¿n  los  con- 
tramaestres, obreros  y  aprendices  que  traba- 
jan para  ellos  cualquiera  que  sea  el  lugar  del 
domicilio  6  de  la  residencia  délos  unos  y  de  los 
otros";  qoe  es,  pues,  el  lugar  de  la  ubicación 

JDEU.  IXTUIIJ. 


del  taller  y  no  el  domicilio  el  que  determina  la 
competencia;  que  el  taller  en  que  trabajaban 
Niquet  y  Leprince  se  encuentra  para  cMe  caso 
sometido  á  la  jurisdicción  del  consejo  de  hom- 
bres buenos  de  Boloña  sobreelmar,  que  queda 
pues  bien  establecido  que  la  cuestión  Iterada 
por  Niquet  ante  el  consejo  de  hombres  buenos 
de  Boloña  sobre  el  mar,  nació  en  los  límites  te- 
rritoriales de  su  jurisdicción;  que  aparece  que 
son  los  usos  de  Boloña  los  que  corresponde 
observar. 

En  eonsecuencta: 

Respecto  del  primer  punto  suscitado  por  Le 
prínce^que  es  uso  constante  en  empresas  como 
la  suya  que  los  obreros  trabajen  sin  contrato; 
que  se  Ies  paga  por  hora  y  que  las  partes  pue- 
den despedirse  mutuamente  sin  aviso  previo; 

Considerando  que,  si  el  empresario  reclama 
el  derecho  de  despedir  á  sus  obreros  sin  desa- 
hucio, como  que  así  se  hace  en  Reims,  es  lógi- 
co que  el  obrero  pueda,  en  cambio,  pretender 
qne  se  aplique  el  desahucio  como  que  es  preci- 
samente una  costumbre  de  Boloña,  lugar 
donde  reside,  donde  el  contrato  de  arrenda- 
miento deservidos  se  haefecttiado,  y  donde  es 
jurisprudencia  constante  que  obreros  y  patro- 
nes se  concedan  mutuamente  un  plazo  de  desa- 
hucio de  6  días,  ó  sea,  60  horas; 

Que,  por  otra  parte,  si  Leprince  pretende 
que  esta  obligación  del  desahucio  puede  váli- 
damente suprimirse  en  sus  talleres  es  necesario 
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que  esta  obligación  esté  prevista,  netamente 
estipulada  en  un  reglamento  de  taller,  6  que 
ella  sea  un  uso  admitido  en  los  talleres  com- 
prendidos en  la  jurisdicción  territorial  del  con- 
■ejo  de  hombres  buenos  de  Boloña  sobre  el 
mar,  y  &  condición  de  que  este  reglamento  de 
taller  ó  este  uso  hayan  sido  conocidos  por  los 
interesados  y  aceptados  por  ellos; 

Considerando  que  es  condición  primordial, 
para  que  haja  reciprocidad,  que  esa  supre* 
slón  del  desahucio  sea  conocida  de  los  obreros 
en  el  momento  de  su  enganche  á  ñn  de  que 
puedan  exigir  su  beneficio  cuando  llegue  el  caso 
de  hacerlo; 

Considerando  que  Leprince  no  da  prueba  al- 
gcna  de  que  Niquet  haja  tenido  conocimiento 
de  las  condiciones  cnya  aplicación  en  Boloña 
sobre  el  mar  exige  el  mismo  Leprince,  ni  en  el 
momento  del  enganche  ni  durante  su  presencia 
en  los  talleres; 

Sobre  el  segundo  punto,  queNiquet  reconoce 
haber  sufrido  recientemente  una  disminución 
de  salario  sin  adyertencía  previa  y  que  habría 
declarado  igualmente  que  no  habría  pensado 
en  demandar  si  se  le  hubiera  advertido  con  2 
6  3  días  de  antídpación; 

Considerando  que  Niquet  ha  consentido,  en 
efecto,  en  la  reducción  de  su  salario  de  59  fran- 
cos á  50;  pero  que  no  podía  exigir  que  se  le 
advirtiera  esta  disminución;  que  Niquet  no 
insiste  en  sus  peticiones  á  este  respecto  y,  por 
consiguiente,  no  hay  para  qué  detenerse  en 
ellas; 

.  Pero  considerando  que  Niquet,  al  declarar 
que  se  habría  contentado  con  2  6  3  días  de 
aviso,  manifestaba  atf  un  espíritu  conciliador 
y  no  trataba  sino  de  garantirse  de  algunos 
días 'nii  trabajo  mientras  encontraba  donde 
ocuparse; 

Que.  en  todo  caso,  Niquet  indicaba,  con  esa 
observación,  que  contaba  con  una  advertencia 
previa  antes  de  que  se  le  despidiera;  que,  poco 
al  corriente  de  las  leyes,  manifestaba  á  su  mo- 
do el  deseo  de  obtener  una  indemnización  de 
perjuicios  por  una  despedida  brusca,  indemni- 
zación á  qne  le  da  derecho  el  artículo  1780  del 
Código  Civil; 

Connderondo  qne  en  el  contrato  deanenda- 
miento deservicios,  hechosin determinar  su  du> 
rociónt  1m  partci  contratiuites  ttencn  libertad 


para  fijar  el  plazo  que  deberá  existir  entre  la 
declaración  de  despedida  y  la  cesación  efectiva 
del  trabajo;  que  ellas  pueden  aún  convenir  que 
no  se  observará  ningún  plazo  de  esta  especie 
cuando  quieran  evitar  la  aplicación  de  usos 
contrarios;  pero  que  es  necesario  que  este 
acuerdo  sea  mutuo;  que  en  todo  caso,  á  falta 
de  con  venciones  expresas,  las  partes  no  pueden 
renunciar  de  antemano  al  derecho  eventual  de 
pedir  la  indemnización  de  daños  t  peijuicios; 
que  la  resolución  del  contrato  por  la  voluntad 
de  uno  solo  de  los  contratantes,  constituye 
una  falta  que  origina  perjuicios; 

Que  el  consejo  no  tiene  para  qué  tomar  en 
cuenta  la  declaración  de  Niquet  "que  no  ha- 
bría pensado  en  demandarsi  se  le  hubiera  avi- 
sado con  dos  6  tres  días  de  anticipación";  que 
á  falta  de  convenciones  escritas  que  esfiecili* 
quen  netamente  esta  reserva  y  que  también  se- 
ñalen las  pretensiones  de  Leprince,  debeel  con- 
sejo aplicar  para  patrones  y  obreros,  los  usos 
de  Boloña,  que  en  este  caso  consisten  en  un 
desahucio  de  6  días. 

.  Sobre  el  tercer  punto:  que  resulta  del  artícu- 
lo 1780  y  de  los  trabajos  preparatorios  que 
cada  una  de  las  partes  estaba  libre  de  sepa- 
rarse una  de  otra  á  su  antojo. 

Considerando  que  si  el  artículo  1780  del  Có- 
digo Civil  diré  que  las  partes  tienen  libertad 
para  separarse  cuando  se  les  ocurra,  debe,  sin 
embargo,  reconocerse  que  si  este  artículo  ha 
querido  el  principio  de  la  libertad  recíproca, 
se  admite  generalmente  que  la  parte  que  des- 
pide á  la  otra,  debe  respetar  los  plazos  usua- 
les, bajo  pena  de  indemnizar  perjuicios;  qne 
ese  ha  sido  el  ot^eto  perseguido  por  la  ley  de 
27  de  diciembre  de  1890;  qne  ai  esta  ley  ha 
mantenido  el  antiguo  artículo  1780  y  con  él 
el  principio  superior  de  la  Ubertad  absoluta  de 
resolución,  esta  ley  ha  previsto  también  el  de- 
recho á  la  indemnización  de  daños  y  perjuiciot 
en  caso  de  tina  despedida  abnñva  y  ha  es- 
pecificado claramente  que  debían  tomarse  en 
cuenta  cuando  llegara  el  caso,  los  usos  locales 
y  de  una  manera  general,  todas lascircnnstan- 
cias  que  pueden  determinar  la  extrasión  del 
peijuicio  cansado; 

Coniiderando  que  á  falta  de  comproinúo  es- 
crito, hay  que  admitir  que  el  obrero,  A  quien 
no  >e  ha  comunicado  ningún  reglamento  á  lu 
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entrada  al  taller,  se  ha  creído  enganchado  se- 
gún los  asos  locales,  y  no  tenia  para  qué  saber 
ni  siquiera  conocer  los  reglamentos  deotros 
talleres; 

Que  por  el  hecho  de  no  hacer  ningivia  res- 
tricáón  á  este  respecto,  Leprince  ha  aceptado 
tácitamente  observar  los  usos  de  Boloña  so- 
bre el  mar;  que  aun  mAs,  los  ha  aplicado  y  se- 
^ído  en  parte.  7a  que  pagaba  por  semana, 
enganchaba  sin  estipulaciones  especiales,  etc.; 

Que  esta  observancia  regular  de  los  usos  lo- 
cales que  se  aplicaban  normalmente  en  los  ta- 
lleres y  á  los  cuales  Niquet  y  sus  compañeros 
estaban  sometidos,  podía  perfectamente  hacer 
entrever  al  demandante  que  en  coso  de  que  se 
le  despidiera,  no  se  alteraría  el  plazo  usual  de 
desahucio; 

Que  esta  observancia  tácita  de  los  usos  lo- 
cales es  la  prueba  irrefragable  de  que  Leprince 
se  ajustaba  á  ellos  y  que  sólo  quiere  derogar- 
los hoy  día  para  escapar  á  la  acdón  que  con- 
tra él  intenta  Niquet,  como  también  para  sus* 
traerse  al  compromiso  verbal  y  á  las  respon- 
sabilidades á  que  está  sujeto  por  la  ruptura 
brusca  de  ese  compromiso  como  también  de 
las  obligaciones  contraídas  por  él  para  con 
Niquet;  que  en  realidad  ha  habido,  eo  el  mo- 
mento del  enganche,  compromiso  recíproco 
que  liga  á  las  partes  á  los  usos  que  se  obser- 
van en  Boloña  sobre  el  mar;  que  al  no  respe» 
tar  ese  uso  y  al  despedir  bruscamente  al  obrero, 
el  patrón  ha  violado  las  costumbres  seguidas 
para  esta  clase  de  contratos  en  Boloña  sobre 
el  mar  y  que  debe,  por  consiguiente,  indemni- 
zar al  obrero. 

Con  estos  fundamentos,  después  de  haber 
deliberado  en  conformidad  á  la  ley  y  fallando 
sin  ulterior  recurso: 

Se  condena  á  Leprince  á  pagar  á  Niquet  la 
cuitidad  de  30  fruicos  calcnlada  á  razón  de 
60  horas  para  6  días  de  salario; 

Se  desecha  el  carecimiento  de  prueba  que 
hace  Leprince,  no  siendo  los  hechos  que  indica 
DÍ  pertinentes  ni  concluyentes  y  estando  ya 
demostrados  y  se  le  condena  en  las  costas  de 
este  juicio. 


ECUADOR 
Oorte  Suproma 

TBBCBBA  INSTANCIA.— 11  DB  OCTUBRBDB1901. 

Áíbacea  tenedor  de  bieaea  Companeeaeia. 

Vistos:  Atentos  los  artículos  1286  y  1286 
del  Código  Civil  (arts.  1295  y  1296  del  C.  C. 
ch.),  el  olbacea  con  tenencia  de  bienes  ó  sin 
ella,  necesita  de  la  intervención  de  los  herede- 
ros ó  del  curador  de  la  herencia  yacente,  para 
aparecer  en  juicio. 

TBRCBRA.IMSTAHCU  25  DB  HAYO  DB  1893 

Contrato^'^uUdad  irrtaunciabk. 

Vistos:  La  acción  de  nulidad  es  irrennncia- 
ble;  pues  los  contratos  son  válidos  6  nulos 
con  arreglo  á  las  leyes,  independientemente  de 
las  cláusulas  introducidas  en  ellos,  renuncian- 
do la  expresada  acción.  Por  consiguiente,  ta- 
les cláusulas  no  surten  ningún  efecto,  ni,  por 
lo  mismo,  puede  su  infracción  set-vír  de  funda- 
mento para  que  se  haga'  efectiva  la  pena  con- 
vencional. 

TBRCBBA  IinTAXCIA.— 7  DB  HAYO  DB  1901 

Veata  de  iammbh.— Firma  de  escritura.— 
Nulidad 

Se  resuelve:  1'  que  tanto  por  las  leyes  es- 
pañolas como  por  las  vigentes,  adolece  de  bu- 
lidad  absoluta  la  venta  de  un  inmueble,  si  en 
la  escritura  matriz  falta  la  suscripción  del  es- 
cribano ante  quien  se  la  otorgó;  y  2^  que  no 
es  admisible  la  excepción  de  prescripción  ale- 
gada por  los  herederos,  cuando,  llamadot  á 
juicio  en  lugar  de  su  causante,  ella  se  funda  en 
la  posesión  exclusiva  de  los  demandados. 

TBRCBRA  INSTANCIA.— 16  DB  tlCTUBRB  DB  1893 

Obra  aaera.— Pared  medianera^—Veciao, 

E\  único  objeto  del  juicio  práctico  á  que  se 
refiere  el  inciso  1^  del  artículo  842  del  Código 
Civil  (art.  855  del  C.  C.  ch.),es  el  de  dictarlas 
medidas  necesarias  para  que  la  nueva  cons- 
trucción no  dañe  al  vecino;  y,  por  consigaien- 
te,  él  voKto  hecho  de  edificar  ana  pared  media- 
nera sin  haber  obtenido  previamente  el  con* 
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sentimiento  del  vecino,  6  sin  haber  provocado 
el  antedicho  jnicio,  no  es,  por  sí  solo,  motivo 
legal  suficiente  para  ordenar  la  destmcción  de 
la  nuera  obra. 

TBRCBBA  INSTANCIA  15  DB  mCIBKBSH 

DB 1893 

Aneadamicnto.— Cánones  insolutos — 
Intereses. 

Atentos  los  artículos  636, 1549  (regla  cuar- 
ta)  y  2197  del  Código  Civil  (arts.  647,  1559 
y  2210  C.  C.  ch.),  no  deben  abonarse  intereses 
por  las  pensiones  de  arrendamiento  que  hu- 
bieren dejado  d^pagarse,  aunque  haya  estipu- 
laáón  en  contrarío. 

TSRCBBA  INaTANCU.— 18  DB  FBBBBBO  DB  1885 

H^o  aatural.^Reconocimiettto. 

Vistos:  Bl  reconocimiento  de  hija  natural 
de  M...  se  ha  hecho  ante  un  Juez  y  dos  testi- 
gos;  de  con»guiente,con  los  requisitos  necesa- 
rios, atento  lo  dispuesto  en  el  artifenlo  269  del 
Código  Civil  (1),  y  no  puede  invalidarse  por 
la  circunstancia  de  haberse  firmado  de  ante- 
mano por  la  reconociente,  puesto  que  no  exi- 

(1)  «Art.  269.  El  rwoDOcimíento  deberi  hacerse 
por  instrumento  páblioo,  ó  ante  nn  Jaez  y  dos  testi ' 
gos,  6  por  acto  testamentario.—Si  es  udo  solo  de  los 
padres  al  qa«  reoonooe,  no  esti  obligado  á  expresar 
U  jfMrsona  en  quien,  6  da  quien,  hubo  al  hijo  natu* 
nü>.^Art.  272  del  O.  C.  chileno  no  admite  el  reoo' 
SoeMento  ant»  na  Jnes  y  dos  teitigoi.) 


giendo  el  citado  artículo,  ni  ninguna  otra  ley, 
que  el  reconocimiento  de  hijos  natnrales,  he- 
cho ante  un  Juez  y  dos  testigosi  se  firme  en  d 
mismo  acto,  por  el  que  lo  hace;  y  constando, 
ademán,  que  fu¿  presentado  personalmente 
por  A...  y  ktdo  por  el  Juez  en  presencia  de  ella 
y  de  los  testigos,  tiene  que  concluirse  que  no 
puede  tacharve  por  la  expresada  circunstan* 
da.  Tampoco  puede  objetarse  por  dedr  qneno 
ha  sido  notificado  ni  aceptado  en  la  manera 
prescripta  por  el  artículo  270  del  referido  Có- 
digo (art.  273  C.  C.  ch.);  pnes  la  notificación 
y  aceptación  son  actos  diversos  del  econocí- 
miento,  y  su  falta  no  es  causa  por  la  cual  pue- 
de atacarse  este,  por  no  estar  comprendida 
entre  las  designadas  en  el  artículo  272  (casi 
igual  al  art.  275  del  C.  C.  ch.) 

TBKCBBA  INSTANCU  14  DB  NOTIBICBRB  DB 

1893 

Ámndamiento.—Mora  en  eí  pago. — 
Resolución. 

La  mora  en  el  pago  de  la  renta,  tratándose 
de  arrendamiento  de  predios  urbanos,  da  de- 
recho al  arrendador  para  hacer  cesar  el  con- 
trato, más  no  para  pedir  la  resolución,  pues- 
to que,  existiendo  }a  especialísíma  disposición 
contenida  en  el  artículo  1968  del  Código  Civil, 
(art.  1977  C.  C.  ch.)  no  es  aplicable  al  caso, 
lo  que,  respecto  de  contratos  bilaterales  en 
general)  prescribe  el  articulo  1479  del  propio 
Código  (art.  1489  C.  C.  ch.) 
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ESTADOS  UNIDOS 

Se/furos.—Socicdades  de  socorros  mátuos, 
—  Pérdida  de  ¡a  calidad  de  miembro  de  una 
ot  den  reliffjosa.—Vn  tal  James  Barry  era  iniem- 
bru  de  una  sociedad  de  socorros  mútuos.  Los 
estfi  tutos  exigían  para  que  un  miembro  tu- 
viera derecho  á  los  beneficios  de  la  sociedad 
que  fuera  y  continuarn  siendo  católico  practi- 
cante. En  su  solicitud  de  ingreso  Barry  pro- 
metía someterse  á  la  constitución  y  estatutos 
de  la  orden.  En  segaida  se  casó  con  la  deman- 
dante. Un  ministro  protestante  puso  las  ben- 
diciones y  ella  se  sustituyó  como  beneficiaria 
en  la  póliza  del  seguro  por  causa  de  mnerte. 
En  esa  ¿poca  el  demandado  ignoraba  la  forma 
en  que  había  tenido  lugar  la  ceremonia  del 
matrimonio.  Muerto  Barry,  la  demandante 
entabla  juicio  cobrando  la  póliza  de  seguro. 
Se  resolvió  qiie  no  podía  cobrar. 

Se  probó  que  según  las  leyes  de  la  Iglesia 
católica  romana  el  matrimonio  celebrado  por 
un  ministro  protestante  da  como  resultado  la 
excomunión  del  ofensor.  De  manera  que  Barry 
estaba  ipso  fucto  excomulgado  por  acto  pro- 
pío,  y  no  siendo  ya  católico  en  la  práctica, 
cesaba  ta  responsabilidad  del  demandado. 
Contestando  el  argumento  de  que  los  estatu- 
tos eran  contrarios  al  espíritu  de  las  leyes  por 
hacerse  depender  los  derechos  del  demandante 
de  opiniones  religiosas,  dice  la  Corte:  "La  ob- 
jeción es  pueril.  El  ser  miembro  de  una  so- 

JUKIS  UTEANI. 


ciedad  es  acto  enteramente  voluntario...  y 
todo  hombre  puede  contraer  compromisos  á 
su  antojo  mientras  éstos  no  sean  contrarios  á 
las  leves  y  á  la  seguridad  pública".  La  doctri- 
na de  este  caso  parece  ser  indiscutible. 

Propietario  Y  arrendatario.— Hotel, — Bscar 
leras  de  escape  para  caso  de  incendio.— Obli- 

gación  de  constrair  Los  demandados  eran 

dueños  de  dos  casas  habitaciones  que  habían 
arrendado  como  una  sola,  por  diez  años,  para 
hotel  y  á  las  cuales  no  se  les  podfa  dar  otro 
uso  sin  su  autorizaciónescrita.Lasreparado- 
nes  debía  efectuarlas  el  arrendatario  cnn  el  c(»i- 
sentimiento  del  arrendador.  El  demandante 
arrendaba  una  pieza  en  el  tercer  piso  del  edifi- 
cio,yporno haber escalerasdeescape  tuvo  qué 
arrojarse  á  la  calle  desde  esa  altura  para  sal- 
var de  las  llamas.  El  demandante  recibió  he- 
ridas graves  y  entabló  juicio  cobrando  daños 
por  el  descuido  del  demandado  que  no  había 
construido  escaleras  de  escape  como  lo  orde- 
naba la  ley.  Se  resolvió:  que  según  la  ley  que 
ordena  que  todo  propietario,  arrendatario  ó 
dueño  de  hotel  construya  escaleras  de  escape 
para  caso  de  incendio  y  que  considera  delito 
para  todos  ellos  el  no  hacerlo,  la  obligación 
de  construir  escalera  de  escape  en  nn  edificio 
arrendado  para  hotel,  recae  sobre  el  arrenda- 
tario y  no  sobre  el  arrendador  ó  el  dueño. 

Generalmente  es  obligación  del  arrendatario 
el  mantener  la  propiedad  libre  de  defectos  qae 
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puedan  dañar  al  prógimo.  Pero  cuando  al  ha- 
cer el  contrato  la  propiedad  se  encuentra  en 
mal  estado,  la  obligación  recaesohre  el  arren- 
dador y  no  sobre  el  arrendatario.  Los  estatu* 
tos  que  exigen  que  todo  edificio  tenga  escale- 
ras de  escape  contra  incendio,  imponen  una 
obligación  que  no  establece  la  ley  común.  En 
casos  como  el  presente  sería  mejor  imponer  al 
arrendador  y  no  al  arrendatario  1n  obligación 
de  construir  escaleras  de  escape,  pues  seme- 
jante mejora  es  de  carácter  permanente  y  se  la 
considera  como  tal. 

El  caso  principal  se  apoya,  sin  embargo, 
en  la  interpretación  dada  á  esto«i  estatu  tos  en 
Ohio  y  Pensílvania,  en  donde  se  exoneró  al 
arrendador  de  toda  obligación  y  responsabí* 
lídad,  no  habiendo  contrato  al  respecto,  y  re- 
cayó ésta  sobre  el  arrendatario. 

Patrón  y  sirviente—Compañero.— Deber 
áeí patrón.'— Delegación  de  deberes.— k\  ensa- 
yar ana  máquina  nueva  que  estaba  conec- 
tada con  otra  maquinaría,  el  superintendente 
del  demandado  ordenó  se  aumentara  la  rapi* 
des  de  la  máquina  sin  desconectar  la  otra. 
Del  aumento  de  rapidez  resultó  que  una  rueda 
de  conexión  de  ta  otra  maquinaria  se  despe- 
dazó y  mató  á  uno  de  los  obreros.  Se  falló: 
que  el  acto  del  superintendente  de  aumentar 
la  rapidez  sin  desconectar  la  maquinaría  era 
descuido  de  un  vice-jefe  por  el  cual  el  demanda- 
do era  responsable.  La  Corte  opina  que  el 
saber  si  un  empleado  es  compañero  en  el  ser- 
vicio de  otro,  debe  determinarse  por  la  natu- 
raleza del  acto  que  produjo  el  daño,  sin  to- 
mar en  cuenta  rango  ó  graduación  del  sirvien- 
te. HI  demandado  tenía  la  obligación  de  ver 
que  la  maquinaría  ofreciera  segundad;  y  si  el 
patrón  delega  este  deber  al  mayor  ó  al  menor 
de  sus  empleados,  ese  empleado  es  vice-jefe,  es 
decir,  está  en  el  lugar  del  jefe  al  desempeñar 
su  cometido.  No  están  las  Cortes  de  acuerdo 
sobre  el  alcance  verdadero  de  lo  que  constitu- 
ye el  ser  compañerodeemp1eu;pero  el  sentido 
que  se  le  dió  en  estecaso  ha  sido  el  mismo  que 
le  han  dado  varías  Cortes  del  país.  Sobre  di- 
sensión de  la  doctrína  de  compañeros  en  ser. 
vicio  en  Inglaterra  véase  Pollock  en  Daños 
(6*  ed.,  pág.  95  y  sig.) 

patrón  y  empleado. —Daños  al  empleado. — 


Compañeros  de  servido.— Palanquero  y  coa- 
ductor. — El  conductor  de  un  tren  en  construc- 
ción ordenó  al  palanquero  hiciera  una  co- 
nexión de  un  modo  defectuoso.  Al  cumplir  esta 
orden  el  palanquero  resultó  herido.  En  la  de- 
manda en  contra  de  la  compañía  del  ferroca- 
rríl  por  el  daño,  se  falló  que  el  demandante 
podía  cobrar. 

Uno  de  tos  argumentos  de  la  defensa  era 
que  el  palanquero  y  el  conductor  eran  compa- 
ñeros en  el  serricio,  pero  la  Corte  resolvió  que 
no  eran  compañeros  de  manera  de  [)oderh.-iccr 
responsable  al  palanquero  del  descuido  del  con* 
ductor.  La  resolución  tiene  como  base  la  rrgla 
de  '*el  sirvientesuperíor"comoenel  caso  ante- 
rior de  la  Northern  Pacific  R.  C  v.  O'Brien. 
Es  en  Ohio  y  en  Kentucky  en  donde  esta  doc- 
trina encuentra  el  mayor  apoyo.  Kn  otros  Es- 
tados se  ha  seguido  á  veces,  pero  no  siempre. 
En  Texas  el  poder  de  vigilar  debe  ir  junto  con 
el  poder  de  emplear  y  de  despedir  para  que 
pueda  considerarse  á  un  sirviente  como  vice- 
jefe.  Un  contrato  por  el  cual  los  empleados  del 
jerrocarri!  se  comprometerían  á  no  hacer  res- 
ponsable á  la  compañía  por  daños  causados 
por  descuido  de  los  conductores  sería  nulo  por 
ser  contrarío  A  las  leyes  de  interés  público. 

Hipoteca  Seguro  Derechos  del  hipote- 
cado.—Contrato  que  se  traspasaconla  tierra. 
— K.,  el  hipotecador  de  cierta  propiedad,  con- 
signaba en  la  hipoteca  que  contenía  tin  con- 
venio que  debía  el  que  había  hipotecado  man- 
tener la  propiedad  asegurada  y  que  en  casode 
que  no  lo  hiciera  podía  hacerlo  el  hipotecado. 
K.  amortizó  más  tarde  la  hipoteca  y  asegurfi 
la  propiedad  en  beneficio  propio.  Estafué  der 
truída  por  el  fuego  y  se  pagó  el  valor  del  se- 
guro &  K.,  dando  éste  un  escríto  de  indemni- 
zación como  garantía  para  el  caso  de  que  la 
compañía  se  viera  obligada  á  pagar  el  seguro 
á  otro.  En  la  demandaque  entabló  el  ejecutor 
de  la  asignación  de  hipoteca  en  contra  de  la 
compañía  de  seguros  y  de  K.,  se  falló:  que  K. 
era  responsable  de  la  suma  como  deudor  prin- 
cipal y  la  compañía  lo  era  también  como  fia- 
dor de  él. 

Algunas  Cortes  opinan  que  un  contrato  de 
seguro  hecho  en  hipoteca  es  un  contrato  que 
se  traspasa  con  la  tierra.  Guiándose  por  este 
parecer  todo  comprador  ulterior  del  terreno 
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está  amarrado  por  el  contrato.  Otras  Cortes 
opinan  que  el  contrato  de  seguro  es  personal 
en  su  esencia  y  no  se  traspasa  con  la  tierra. 
Bn  el  caso  principal,  habiendo  declarado  la 
Corte  que  no  era  necesario  discutir  ñ  el  con- 
trato de  seguro  era  6  nó  transferible  con  la 
tierra,  se  falló:  que  sería  injusto  y  contrario  al 
derecho  público  el  no  conceder  al  asignatario 
de  la  hipoteca  una  parte  equitativa  del  pro- 
ducto de  la  póliza.  Aplicando  la  regla  del  caso 
de  Spencer,  1  Smtth's  leading  Cases,  55  riz.  de 
que  se  dice  que  un  contrato  se  transfiere  con 
la  tierra  cuando  se  traspasan,  sea  la  capaci- 
dad de  cumplirlo,  sea  el  derecho  de  aprovechar 
de  ¿1,  al  adquirente  del  terreno;  aplicando, 
digo,  este  regla  á  la  opinión  de  la  Corte  como 
prueba  para  determinar  si  el  contrato  de  se- 
guro era  6  nó  un  convenio  transferible  con  la 
tierra,  parece  que  la  Corte  dejaba  entender 
que  se  traspasaba  con  la  tierra,  ya  que  el  ad- 
quirente del  terreno  era  responsable  de  sa 
cumplimiento. 


ECUADOR 

TBRCBRA  INSTANCIA  1^  DB  SBS>TIBIÍBRB 

DE  1S84. 

Jurísdkción.— Muerte  de  aa  extraniero  

Cmaáor  de  herencia  yacente 

Vistos:  Siendo  lajurisdicción  6  facultad  de  ad< 
ministrar  justicia  inherente  á  la  soberanía  € 
independencia  de  los  Estados,  sólo  á  los  tribu- 
nales nacionales  corresponde  el  conocimiento 
de  todos  los  asuntos  sometidos  á  la  influencia 
de  sus  leyes,  sean  naturales  ó  extranjeras,  do- 
miciliados ó  transeúntes,  los  interesados  en 
ellas;  porque  extendiéndose  la  jurisdicción  tan- 
to como  el  imperio,  ella  puede  ejercerse  sobre 
los  unos  y  los  otros.  La  circunstancia,  pues, 
de  que  el  fallecido  B...  haya  sido  italiano  tran- 
seúnte, en  nada  pudo  menoscabar  la  jurisdic- 
ción del  Juzgado  1^  municipal  de  G...en  donde 
falleció,  para  conocer  en  los  asuntos  de  su 
mortuoria.  Y,  m  bien  es  cierto,  que  esta  especie 
de  jurisdicción  la  ejercen  algunas  veces  los 


cónsules,  es  únicamente  en  virtud  de  concesio- 
nes que  se  Ies  hacen  por  tratados;  como  vn 
efecto  la  tienen  los  cónsules  de  Francia,  por  el 
de  6  de  junio  de  1843.  El  auto  recurrido  es, 
por  tanto,  legal  y  arreglado  á  los  méritos  del 
proceso,  en  cuanto  confirma  la  resolución  del 
Juez  de  primera  instancia  que  se  ha  declarado 
competente  para  conocerde  laexpresada  mor^ 
tnoría.  No  así  en  la  parte  que,  después  de  ha- 
ber declarado  yacente  la  herencia  de  B...,  ha 
nombrado  un  carador  de  su  elección,  porque 
el  proponerlo,  sí  correspondía  al  cónsul  de 
ItaKa,  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  articulo 
471  del  Código  Civil  (art.  482  C.  C.  ch.).  Por 
consiguiente,  se  lo  revoca  en  esa  parte. 

TBRCRRA   INSTANCIA  .~31  DB  JUNIO  DR  1885 

Recurso  de  hecho  Nulidad 

Vistos:  Según  la  clara  y  terminante  dispo- 
sición del  artículo  612  del  Código  de  Enjuicia- 
mientos en  materia  civil,  es  indudable  que  la 
Corte  Superior  de  Guayaquil,  sin  necesidad 
de  admitir  6  negar  previamente  el  recurso  de 
hecho,  ha  debido  declarar  la  nulidad  del  pro- 
ceso, deleitado  articulo  impone  tal  deber, 
en  el  caso  por  él  previsto,  para  que  el  Supe- 
rior lo  cumpla  "al  tiempo  de  fallar  sobre  el 
recurso  de  hecho",  esto  quiere  decir,  al  tiempo 
de  admitirlo  ó  negarlo;  pues  al  no  ser  así,  la 
declaraciiin  de  nulidad  no  sería  al  tiempo, 
sino  después  de  fallar  sobre  dicho  recurso. 


URUGUAY 

Testamento  solemne  abierto  Nulidad, — 

Reconocimiento  de  hijo  n&tural 

Un  testamento  solemne  y  abierto,  otorgado 
ante  escribano  público  y  dos  testigos,  es  nulo; 
su  nulidad  es  absoluta  (1). 

(1)  El  artíoalo  768  del  Código  Civil  arugutyo 
exije  tres  testigos,  fonnalidsd  que  debe  llenarse  so 
peu  de  nulidad.  (Art.  805  del  mismo  Código.) 
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La  expresada  nalidad  no  afecta  la  valides 

del  instrumento  con  relación  á  hechos  para 
cuya  comprobación  se  requieraotorgamiento 
ante  escribano  público  y  dos  testigos. 

En  consecuencia,  c.t  váh'do  el  reconocimiento 
de  hijos  naturales  hecho  en  testamento  nulo 
por  el  vicio  apuntado.  (Montevideo,  junio  16 
de  1904.) 

Tator.— Caución;  au  monto 

£1  monto  de  la  caución  que  preste  el  tutor 
deberá  corresponder  al  valor  conocido  ó  pro- 
bable de  los  bienes  no  raíces  del  menor.  Si  se 
trata  de  un  usufructo,  deberá  contarse  el  to- 
tal de  los  frutos  á  recibirse  por  el  menor. 

La  caución  deberá  consistir  en  la  prestación 
de  una  fianza  personal,  y  solo  á  falta  de  ésta 
podrá  prestarse  hipoteca  especial.  (Monte- 
video, junio  9  de  1902.; 


Jaraidkción  del  jue*  á  tjuo ' 

Eljuezdela  instancia,  mientras  no  venza 
el  término  legal  que  cada  una  de  las  partes 
tiene  por  separado  para  recurrir  de  sus  autos, 
retiene  la  jurisdicción  bastante  para  proveer 
sobre  todos  y  cada  uno  de  los  recursos  que 
contra  ellos  se  dedujeren.  (Montevideo,  junio 
9  de  1904.) 


Prueba. -~Le jes  extranjeras 

La  prueba  de  las  leyes  extranjeras  (en  la 
es]K*cic  de  las  leyes  brasileras  para  demostrar 
la  validez  de  un  testamento  otorgado  en  ese 
pais)  puede  hacerse  por  medio  de  un  informe 
pericial  de  abogados. 

Partición, — Indivaióa 

La  partición  de  una  herencia  responde  á  un 
derecho  exclusivo  de  los  herederos,  sus  cesio- 
narios y  del  cónyuge  sobreviviente  los  que 
pueden  dejarla  en  estado  de  indivisión  por 
todo  el  tiempo  que  les  parezca.  En  herencia  en 
que  son  interesados  menores  de  edad  sujetos 
á  patria  potestad  el  padre  ó  madre  puede 
ejercitar  ese  derecho  en  nombre  de  los  meno- 
res. (Montevideo,  agosto  10  de  1889.) 

Herencia.^Iaipuesto  ñaeaU— Cónsul 

Los  derechos  fiscales  por  extracción  de  he- 
rencia han  sidoestablecidos  en  razón  de  la  pri- 
vación  délos  beneficios  económicos  que  sufre  el 
Estadocnando  se  verifica  el  hecho  de  la  trans- 
lación de  los  bienes  del  país  al  extranjero;  de- 
be pagarse  este  derecho  en  el  caso  de  herencia 
recibida  por  la  esposa  de  un  cónsul  de  la  Re- 
pública, estando  éste  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. (Montevideo,  abril  28  de  1893.) 
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FRANCIA 
Obligraolones  y  contratos  especiales 

Por  René  Deraogue 

Profetor  itgregado  ii  la  FitculUtd  de  Derecho  de  la 
Uitiveriidad  de  LiUe. 

EFECTO  DE  LAS  OBLIGACIONES 

E&ctos  del  segan  por  cuenta  de  aquel  á  quien 
pcrtenexa 

ha.  jurisprudencia  ha  establecido  con  firme- 
xa  que  habiéndose  hecho  un  seguro  por  cuen- 
ta de  aquel  á  quien  pertenezca,  este  seguro  es- 
tablecía un  vínculo  de  derecho  entre  los  ase- 
guradores y  los  dueños  presentes  y  futuros  de 
la  mercadería  asegurada  (V.  cas.  25  de  octu- 
bre de  1897.  S.  98.  1.443).  Había  llegado  á 
admitir  que  el  propietario  adquiría  este  bene- 
ficio sin  necesidad  de  que  la  póliza  le  fuera  re- 
gularmente transmitida  (Cas.  5  de  marzo  de 
1888.  S.  88. 1.313.) 

Pero  la  jurisprudencia  reconoce  al  mismo 
tiempo  que  el  dueño  puede  transmitir  este  se- 
guro á  un  tercero.  El  vinculo  natural  que 
existe  entre  el  derecho  de  propiedad  y  el  dere- 
cho á  la  indemnización  del  seguro  puede,  pues, 
romperse  por  la  voluntad  ^el  dueño.  De  ma- 
nera que  la  suerte  del  seguro  no  está  exclusi- 
vamente entregada  á  la  voluntad  del  firmante 
de  la  póliza;  los  dueños  sucesivos  de  la  merca- 
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dería  pueden  darla  á  un  tercero  con  tal  dice  el 
fallo  (Cas.  req.  27  de  junio  de  1899.  S.  1903, 
1.502),  que  éste  haya  adquirido  antes  de  ocu- 
rrir el  siniestro,  un  interés  personal  en  la  con- 
servación de  la  cosa  asegurada.  Serla  nccesa- 
rio  hoy  día  completar  la  fórmula  y  decir  que 
el  seguro  por  cuenta  de  aquel  á  quien  perte- 
nezca está  hecho  para  todos  los  que  tengan 
derechos  reales  sobre  la  cosa. 

De  la  caducidad  del  derecho  al  segara  en  caso 
de  suicidio 

La  Corte  de  Casación  ha  admitido,  el  3  de 
agosto  de  1776  (S.  77. 1.25),  que  el  único  sui- 
cidio que  podía  acarrear  la  caducidad  del  de- 
recho al  seguro  era  el  suicidio  voluntario.  Esta 
solución  ha  formado  definitivamente  jurispru- 
dencia. I.A  Corte  de  Lyou  la  había  adoptado 
el  17  de  febrero  de  1891^8.  91.  2.  115),  como 
también  varios  fallos  del  Tribunal  del  Sena. 
Acaba  de  pronunciarse  la  misma  solución  en 
el  caso  de  seguro  de  accidente,  por  la  Corte  de 
Burdeos  el  8  de  junio  de  1903  (S.  1903.  2. 
295.) 

Situación  del  aserrado  cuando  el  asegurador 
reediñca  el  inmueble  incendiado 

Una  compañía  de  seguros,  hadendo  aso  de 
la  facultad  que  le  da  la  póliza,  en  lugar  de  pa- 
gar la  indemnización  prometida  al  asegurado 
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en  caso  de  incendio^  prefiere  reedificar.  No  pue- 
de en  ese  caso  exigir  al  asegurado  una  canti- 
dad equiralente  á  la  diferencia  de  valer  entre 
lo  nuevo  y  lo  viejo.  Eso  es  conforme  á  la  in- 
tención y  al  interés  de  las  partes,  dice  la  Cor- 
te de  Casación  en  un  fallo  de  21dejulio  de 
1903.  {Gac,  Trih.,  8  nov.  1903).  El  &llo  pro- 
nunciado en  ese  sentido  no  viola  el  precepto 
de  que  nadie  debe  enriquecerse  á  expensas  aje- 
nas. Ya  que  el  asegurado  no  pedía  sino  una 
indemnización,  la  compañía  hizo  uso  por  su 
cuenta  y  riesgo  de  la  facultad  que  le  confiere 
la  póliza.  Esta  solución  sobre  esta  cuestión, 
nueva  en  jurisprudencia,  parece  racional.  Si 
la  compañía  enriquece  al  asegurado  es  por  su 
propia  voluntad.  Por  lo  demás,  este  enrique- 
cimiento no  es  sino  eventual,  el  asegurado  no 
hace  sino  encontrar  el  inmueble  que  tenia  an- 
tes. Solo  el  valor  venal  de  éste  ha  aumentado. 


Extinción  de  las  obllgraolones 


¿Constituye  la  huelga  an  eaao  de  faena 
mayor? 


Cuando  una  huelga  impide  á  un  contratan* 
te  el  ejecutar  sus  compromisos,  se  ba  recono- 
cido que  en  principio  no  habla  alK  un  caso  de 
fuerza  mayor.  La  jurisprudencia  ba  admiti- 
do sin  embai;go  que  deUa  pasar  otra  cosa 
cuando  la  huelga  era  una  huelga  general, 
(Aix.  21  nov.  1901,  S.  1902.  2.  51;  D.  1902. 
2.  197 ).  Acaba  de  admitir  la  misma  solución 
para  el  caso  en  que  la  huelga  ha  ocurrido  re- 
pentinamente 7  de  la  manera  más  imprevista, 
sin  ningún  ngno  precursor.  (Rúan,  8  agosto 
1900.  S.  1904.  2.  42;  O.  1903.  2.  389).  El  fa- 
llo declara  al  mismo  tiempo  que  en  semejante 
materia  todo  depende  de  las  circunstancias. 
Parece,  pues,  que  predomina  poco  á  poco  la 
idea  de  que  no  puede  considerarse  la  huelga 
por  sí  sola  como  una  justificación.  Puede  ser- 
lo, pero  á  condición  de  demostrar  que  se  ba 
producido  en  condiciones  en  que  no  hal^  cul- 
pa para  el  deudor  que  ha  faltado  á  sus  com- 
promisos. 


¿Borra  no  desñtijnwnto  Ja  iatempaún 
de  preacripciones  qae  reautta  th  la  citación? 

Si  una  persona,  habiendo  interrumpido  la 
prescripción  por  una  demanda  judidal,  sed^ 
siste  de  esta  demanda  en  cuanto  al  fondo  dd 
negocid,  se  conddera  que  no  procede  la  inte- 
rrupción de  la  prescripción.  Pero  sí  el  desisti- 
miento solo  se  produce  para  llevar  la  acrión 
ante  otro  Tribunal,  subsiste lainterrupcióo  de 
la  prescripción.  La  Corte  de  Casación  acaba 
de  pronunciar  esta  resolución  el  21  de  julio  át 
1903  (Sala  de  admisibilidad,  D.  1903. 1.  536). 
Ya  anteriormente  las  Cortes  de  Apelaciones  se 
habían  pronunciado  en  ese  sentido  (Rúan,  2T 
de  marzo  de  1858, S.  59. 2. 337).  Porlodemés, 
eso  es  lógico  ya  que,  segAn  el  artículo  2246, 
la  citación  ante  Juez  incompetente  interrumpe 
la  prescripción.  Y  seria  absurdo  obligar  á  se- 
guir hasta  terminar  la  instancia  para  que  el 
efecto  de  interrupción  de  la  prescripción  con- 
tinuara produciéndose. 


Contratos  especiales 

ABKKCDAHnniTO 

De  la  t^pedida  de  oa  obrero  ata  desahucio 

La  sala  rivit  de  la  Corte  de  Casadón  había 
juzgado  el  11  de  mayo  de  1886  (S.  86. 1. 476, 
D.  87.1.30)que  un  reglamento  de  taller  podía 
estipular  válidamente  para  el  patrón  el  dere- 
cho de  despedir  á  sus  obreros  sin  plazo  de  de- 
sahucio. Después  de  esto,  el  artículo  1780  del 
Código  Ciril  ha  sido  modificado  sin  prercr 
expresamente  ese  punto.  Sin  embargo,  el  es- 
píritu de  la  ley  desfavorable  á  las  rupturas 
bruscas  é  injustificadas  del  arrendamiento  de 
obra,  habría  podido  inducir  á  resolver  que  se- 
mejante estipulación  es  contraria  al  orden  pú- 
blico. Pero  la  sala  de  admisibilidad  ha  mante- 
nido estrictamente  la  antigua  jurisprudencia 
desfavorable  al  obrero  y  ba  permitido  hacer 
vana  é  inútil  la  protección  que  se  le  había  que- 
rido dar.  (Cas.  5.de  agosto  de  1903,  S.  1904. 
1.  39,  D.  1903, 1.  480.  Cf.  Cas.  22  de  julio 

1902,  S.  1904  1.  27  y  Cas.,  16  de  marzo  de 

1903,  S.  1903. 1.  407,) 
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DBPósrro 

Opósito  de  un  objeto  en  ua  restaurant 

La  cuestión  de  los  depósitos  en  lugares 
abiertos  al  público,  restaurants,  carros,  etc... 
suscita  siempre  dificultades  delicadas.  Un  fa- 
llo del  Tribunal  Civil  de  Lyon,  de  11  de  mayo 
'  de  1900  (S.  1904.2.21)  conforme  con  la  juris- 
prudencia anterior  acaba  de  negar  al  depósi- 
to en  un  restaurant  el  carácter  de  depósito 
necesario.  El  fallo  niega  igualmente  que  pue- 
da haber  depósito  voluntario  si  el  cliente  se 
ha  quitado  él  mismo  su  abrigo  y  lo  ha  colga- 
do. Parece  que  habría  resuelto  otra  cosa  si  el 
mozo  le  hubiera  quitado  el  abrigo.  Esta  dis- 
tinción parece  muy  sutil.  Cuando  el  cliente  se 
quita  él  mismo  su  sobretodo,  ¿no  puede  decir- 
se en  ese  caso  que  el  dueño  del  restaurant 
acepta  tácitamente  el  depósito  si  el  abrigo  se 
halla  necesariamente  algo  lejos  de  su  dueño? 


UANDATO 

Poder  de  los  administradores  prorisorios 
de  sucesión 

Los  administradores  provisorios  de  sucesio- 
nes ó  de  otros  bienes,  adquieren  cada  día  una 
importancia  mayor.  Reciben  de  ordinario 
mandato  de  gerencia,  de  administrar  activa 
y  pasivamente.  Este  mandato  ¿los  autoriza 
á  instaurar  una  acción  real  inmueble?  Kó,  h- 
dicho  un  fallo  de  la  Corte  de  Bourges,  de  16 
de  junio  de  1902  (Pand.  Fr„  1903.  2.  288.) 

Este  mandato  dado  en  esos  términos,  no 
puede  ir  más  allá  de  los  actos  de  pura  admi- 
nistración. Es  interesante  tomar  nota  de  este 
fallo,  porque  es  el  primero  que  limita  los  po- 
deres del  administrador  provisorio.  Hasta 
ahora  se  había  visto  sencillamente  á  los  admi- 
nistradores autorizados  por  la  justicia  para 
celebrar  los  actos  más  diversos,  pero  nunca 
se  había  puesto  en  duda  ante  las  Cortes  de 
Apelacíonea  la  extensión  de  sus  poderes. 


Propiedad  y  dereohos  reales 

Por  Louis  Josserand  y  Bmmanuel  Lévj 
Profesores  de  la  Universidad  de  Lyon 

PROPIEDAD 

Derechos  adqairídos.^Sacesionea 

Los  tribunales  de  derecho  ordinario  son  jue- 
ces exclusivos  en  todas  las  cuestiones  referen- 
tes al  derecho  de  propiedad.  Pero  la  autori- 
dad judicial  es  incompetente  para  resolver 
sobre  el  retiro  de  una  autorización  adminis- 
trativa y  sus  consecuencias. 

Cuando  una  ley  que  atribuye  ciertos  bienes 
al  dominio  público,  ha  reservado  los  derechos 
de  propiedad  anteriormente  adquiridos,  esa 
reserva  aprovecha,  no  solo  á  los  que  eran 
^  propietarios  en  el  momento  de  la  promulga- 
ción de  la  ley,  sino  también  á  sus  herederos* 
cuyos  derechos  no  han  nacido  sino  después. 
(Cas.  27  de  abril  1900,  S.  1903.  1.  525.) 

Respecto  del  áltimo  punto  se  ot^etaba  que 
los  herederos  no  tienen  sino  simples  espectati- 
vas;  pero  el  de  cuyas  tenía  él,  un  derecho  ad- 
quirido que  ha  trasmitido  á  sus  herederos. 

Nombres  y  apellidos,— Propiedad 

El  nombre  patronímico  de  una  familia  cons- 
tituye una  propiedad  que  dá  á  sus  miembros 
el  derecho  de  oponerse  á  que  ese  nombre  sea 
tomado  por  otra  familia,  sin  que  tenga  que 
justificar  ningún  otro  interés  que  el  de  defen- 
der de  una  usurpación  el  nombre  que  le  perte- 
nece. 

Tay  que  ser  miembro  de  la  familia  para  te- 
i.cr  el  derecho  de  oponerse  así  á  la  usurpación 
de  un  nombre.  Un  fallo  sobre  este  punto  no 
puede  ser  anulado  en  casación  sino  fundándo- 
se en  razones  de  derecho,  no  si  se  ha  limitado  á 
apreciaciones  de  hecho  y  no  ha  violado  ningu- 
na ley.  (Cas.  civ.  10  nov.  1902,  S.  1903, 
1.  505  y  la  nota  de  M.  Naquet.) 

Deslindes. — Predios  separados 
por  aa  arrojo 

La  acción  de  deslindes  es  por  au  naturaleza 
misma  inaplicable  á  fundos  separados  por  un 
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arroyo  que  forma  entre  ellos  un  limltt  nata- 
ral.  Y  el  artículo  3  de  la  ley  de  8  de  abril  de 
1898  no  ha  podido  crear  entre  ellos  la  conti- 
güidad que  supone  d  artícnlo  446  del  Código 
Civil,  porque  sin  duda  el  artículo  3' hace  á  los 
riberanos  dueños  por  mitad  del  lecho  de  un 
carao  de  ^ua  no  navegable  ni  flotable,  pero 
esta  propiedad  tiene  un  carácter  especial,  no 
pudiendo  el  lecho  ser  aislado  del  agua  corrien- 
te que  lo  cubre  y  que  no  está  en  el  patrimonio 
de  nadie.  Los  dneños  ríberanc»  pueden  inter- 
poner una  acción  que  tenga  simplemente  por 
objeto  ñjar  la  línea  media  del  curso  de  agua 
en  su  estado  actual;  es  una  acción  de  deslin- 
des ordinaria,  que  debe  llevar  á  un  alindera- 
miento  definitivo  y  á  poner  piedras  que  seña- 
len el  lindero  en  el  lecho  del  arroyo.  (Cf.  Aix, 
7  abril  1902.  S.  1902.  2.  241  y  la  nota  Na- 
quet—Cas.  civ.,  11  diciembre  1901.  S.  1903. 
1. 461.) 

El  último  de  estos  fallos  agrega  que  el  ar- 
tículo 3«  de  la  ley  de  8  de  abril  de  1898  ha  po- 
dido aplicarse  en  la  instancia  darante  la  cual 
la  ley  se  ha  promulgado,  como  que  no  atenta- 
ba contra  ningún  derecho  adquirido.  Parece 
inútil,  para  justificar  esta  solución,  conside- 
rar la  ley  de  1898  como  una  ley  interpretati- 
va (así  la  considera  la  nota  arriba  citada  de 
M.  Naquet).  Basta  que  la  ley  de  1898  sea  la 
continuación  de  una  jurisprudencia  que  admi- 
te que  el  lecho  de  los  arroyos  es  res  nallius. 


Coastraccióa  ea  terreno  ajeno.— Maía  & 

El  tercero  que  edifica  sobre  terreno  ajeno 
apesarde  una  oposición  que  se  le  ha  notificado 
desde  el  principio  de  los  trabajos  por  el  dueño 
del  suelo,  debe  ser  considerado  como  de  mala 


fe  y  puede  ser  obligado  á  demoler  los  edifido» 
construidos.— Cas.  16  junio  1903.  (Ga*.  Pal, 
1903.  2.  20.) 

Snoesionea  y  donaolonee 

Por  Eustaquio  Pilón 

Prohaor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
<h  la  Universidad  de  Lille 

PARTICIÓN 

Praeba  testimonial  de  ana  partición 

Conforme  á  la  jurisprudencia  anterior,  eltñ. 
banal  Civil  del  Nimes  (18  de  marzo  de  1903, 
Ü.  1904  2.  24)  ha  fallado  que  los  terceros  que 
invocan  una  petición  pueden  probar  su  existen- 
cia por  testigos,  cualquiera  que  sea  la  impor- 
tancia de  la  sucesión.  Si  así  no  fuera,  los  terce- 
ros estarían  expuestos  á  sufrir  las  consecuen- 
cias de  unacolisiónfraudulentaentre  los  copar- 
tícipes. Resulta,  por  lo  demás,  del  artículo  1 34S 
del  Código  Civil,  que  la  necesidad  de  un  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito  sufre  excepción 
siempre  que  no  ha  sido  posible  al  demandant; 
procurarse  como  prueba  una  prueba  escrita. 
Es  lo  que  ocurre  en  el  caso  deque  un  acreedor, 
habiendo  obtenido  la  expropiación  de  inmue- 
bles de  su  deudor  y  habiéndolos  obtenido  en 
adjudicación  un  tercero,  se  presente  la  herma- 
na del  embargado  reivindicando  esos  inmue- 
bles como  quehacian  parte  de  la  sucesión  de  su 
madre,  indivisa  entre  ella  y  su  hermano.  B1  eje- 
cutante y  el  adjudicatario,  extraños  á  la  par- 
tición, pueden,  á  falta  de  un  principio  de  prue- 
ba por  escrito,  probar  por  testigos  que  ha  ha- 
bido partición  verbal. 
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LIBROS 

Simahción  de  /a  locura.— E\  señor  doctor 
don  José  du  Ingegnibhos,  profesor  de  la  Uni- 
versidad de  Buenos  Aires,  ha  publicado  hace 
poco,  una  obra  de  500  pá^nas  en  4^  ma- 
yor, con  el  títnio  con  que  encabezamos  estas 
líneas. 

El  autor  estudia  ]as  simulaciones  humanas 
de  toda  índoh,  dedicando  sus  esfuerzos  prin- 
cipalmente al  estudio  de  la  simulación  de  la 
locura  por  los  delincuentes  en  sus  relaciones 
con  la  psiquiatría,  la  sociología  criminal  y  la 
medicina  le^al. 

El  plan  de  esta  obra,  de  notable  mérito,  se 
reduce  á  estudiar  la  simulación  en  general,  en 
el  mundo  biológico  y  en  la  vida  humana,  la 
simulación  de  estados  patológicos,  después  la 
simulación  de  la  locura,  en  general,  y  por  £n 
la  simulación  de  la  locura  en  los  delincuentes. 

Los  alienados  delincuentes  están  óptima- 
mente defendidos  por  la  irresponsabilidad  pe- 
nal de  que  disfrutan.  Los  simuladores  delin* 
cuentea  apelan  á  lasimulación  cuando  carecen 
de  medios  eficaces  para  defenderse  de  la  repre- 
sión penal  ó  sea  para  evadir  el  castigo. 

La  difusión  de  los  conocimientos  sobre  la  lo- 
cura facilita  su  simuladón  á  los  individuos 
astutos,  pudiendo  éstos  elegir  formas  clínicas 
simulables  con  poco  esfuerzo  físico  y  mental. 
La  cultura  de  los  peritos,  que  auxilian  á  la 
justicia  criminal  en  estos  casos,  cada  día  más 
re6nada,  obstacaliza  el  éxito  de  los  simula- 
dores. 


La  obra  del  sefior  logegnieros  será  tin  anzí- 
Kar  poderoso  para  los  magistrados  que  ejer- 
cen jurisdicción  criminal.  Mo  hay  problema 

que  no  estudie  al  respecto  y  todo  lo  dilucida 
con  claridad  y  precisión.  El  autor  revela  em- 
dición  y  estudio  de  la  materia  qne  trata  en  m 
obra,  qne  ya  ha  comenzado  ádrcularen  Chile. 

Archivo  de  Psiquiatría  ^crímiaolog1a.—Koié 
ha  llegado  el  número  correspondioite  á  wp- 
tiembre  y  octubre  de  esta  importante  Revista 
que  también  dirige  en  Buenos  Aires  el  misirio 
doctor  don  José  db  lN6B6KXBR08,qae  contteüe 
artículos  notables  de  Medicina  legal,  Sociolo' 
gía.  Derecho,  Psicología,  etc.  Han  aparecido 
en  esta  Revista  artfcnlofl  de  los  hombrea  más 
notables  de  Europa  y  América  relativos  A  las- 
materias  á  que  está  dedicada  es,  pues,  una  pu- 
blicación interesante  bajo  todos  aspectos. 

Eiemeatos  de  Derecho  Internacional  Pó- 
6/rco.— Recién  acaba  de  aparecer  la  sq^nda 
edición  de  esta  obra,  escrita  por  el  distingui- 
do jurisconsulto  español  don  Manubl  Torkbs 
Campo,  catedrático  de  esta  asignatura  en  la 
Universidad  de  Granada. 

£1  señor  Torres  Campos  es  autor  de  Tariaa 
obras  de  Derecho  y  en  la  Revista  de  Legisfal- 
ción  y  Jurisprudencia,  qne  edita  en  Madrid 
el  Excroo,  señor  don  José  María  Manreta, 
ha  dado  cuenta  constantemente  de  todas  las 
publicaciones  que  han  llegado  á  sus  manos, 
siendo  siempre  muy  generoso  al  juzgarlas. 

El  señor  Torres  Campos  es  miembro  corm- 
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pendiente  de  nuestra  Universidad  en  la  Facul- 
tad de  Leyes  y  cultivaestrechasrelacíonescon 
los  más  distinguidos  miembros  del  foro  chi- 
leno. 

Lu  prenda  de  las  naves  en  íu  Íei>¡sÍac¡óii 
Ycaejeolana,— .Hipoteca  naval.— Ta.\  es  el  título 
con  qae  el  señor  Néstor  Luis  Pérez  ha  publi- 
cado en  Maracaibo,  corectamente  impreso,  un 
estudio  bastante  completo  sobre  esta  materia 
como  tesis  para  optar  al  grado  de  doctor  en 
ciencias  políticas. 

El  libro  está  dividido  en  seis  capítulos,  trii- 
tandoen  el  primero  todo  lo  relativo  á  la  prenda, 
en  el  otro  á  ta  nave  como  objeto  ile  contrato, 
después  ¡las  fuentes  y  formas  de  la  hipoteca 
naval,  cosassobre  que  puede  constituirse  la  hi- 
poteca naval,  personas  que  pueden  constituir 
esa  clase  de  contratos,  y,  por  fin,  la  libera- 
ción y  extinción  del  vínculo  hipotecario.  Todas 
e^  tas  materias  las  ha  tratado  el  señor  Pérez  con 
criterio  jurídico  y  con  conocimiento  de  todos 
sttsaspectos.  La  lectura  de  su  trabajoes  intere 
sonte-y  de  positivo  interés  para  mejorar  la  le- 
gislación marítima,  desgraciadamente  tau  des- 
cuidada entre  nosotros. 

Interdictos  en  el  Derecho  Romano  y  en  el 
Derecho  Venezolano.  Es  otro  libro  publicado 
también  en  Maracaibo,  debido  al  doctor  don 
FSDBRico  March.  En  él  se  indaga  el  origen  y 
loa  fundamentos  de  la  propiedad,  la  posesión, 
los  interdictos  del  Derecho  Romano  y  su  pro- 
cedimiento para  usarlos  y  después  estudia  los 
in  terdictos  en  el  Derecho  Venezolano  y  los  enu- 
mera todos,  siendo  ellos  para  adquirir  la  pose- 
sión, para  retenerla,  para  recobrar,  interdictos 
prohibitivos  que  entre  los  romanos  eran  en 
bastante  número  y  de  los  cuales  la  legislación 
^e  Venezuela  sólo  ha  conservado  dos:  el  de 
obra  nueva  y  el  de  obra  vieja,  basados  en  la 
máxima  que  mejor  es  evitar  qae  castigar. 

Este  libro,  como  el  anterior,  revela  un  estu- 
dio completo  sobre  la  materia  que  dilucida  y 
su  lectura  es  agradable  por  la  erudición  de  da- 
tos con  que  se  ha  formado  este  trabajo. 

:  fie  la  Sociedad  conyugal. — Lecciones  da- 
da^ en  el  anla  de  derecho  Civil,  por  el  doctor 
EuGBNio  J.  Lacarhilla  tomodos  taquigráfi- 


camente. (Montevideo,  imprenta  de  Bl  Sig-ta 
//usíraífo,  un  folleto  en  8^  de  75  págs.)  Con- 
tiene este  folleto  una  interesantísima  intro- 
ducción sobre  la  Sociedad  conyugal  en  que  el 
distinguido  jurisconsulto  posa  en  revista  el 
derecho  de  la  mujer  en  las  distintas  épocas 
analizando  la  infiuenciaqueel  elemento  roma- 
no, el  elemento  cristiano  y  el  elemento  germá- 
nico han  ejercido  en  el  derecho  moderno  de  la 
América  Española  en  la  organización  del  sis- 
tema de  bienes  entre  cónyuges. 

A  juzgar  por  la  introducción,  el  estadio  de 
los  regímenes  matrimoniales  consagrados  en 
la  legislación  uruguaya,  hará  honor  á  su  au- 
tor. El  estudio  tendrá  además,  para  nosotros, 
el  mérito  de  ser  un  comentario  de  nuestra  le- 
gislación. 

La  influencia  de  nuestro  Código  Civil  como 
el  señor  Lagarmílla  lo  reconoce,  ha  sido  gran- 
de en  la  redacción  de  las  leyes  del  continente 
sud-americano,  y  esa  influencia  la  ha  ejercido 
en  el  Código  Civil  del  Uruguay  que  ha  adop- 
tado, con  ligerisimasvariantesque  no  afectan 
al  fondo  del  sistema,  elréjimen  de  bienes  entre 
c'inyuges  establecido  por  nuestro  Código,  ins- 
pirado en  las  tradiciones  visigodas,  respetuo- 
sas de  la  mujer  y  de  la  igualdad  de  los  es- 
posos. 

Las  lecciones  del  señor  Lagarmilla,  redacta- 
das con  concisión  y  limpieza,  en  lenguaje  sen- 
cillo y  correcto,  serán  leídas  con  verdadero 
agrado. 

T raité  élémentaire  de  Législation  industrie- 
Ue.  (Tratado  elemental  de  legislación  indus- 
trial), por  M.  Paul  Pic,  profesor  de  la  facul- 
tad de  derecho  de  la  Universidad  de  Lyon,  in 
8^  XI— 1065  págs.,  París  1903,  Arthur  Rous- 
seau, editor. 

Este  autor  ya  había  publicado  una  primera 
edición  de  este  tratado  que  fué  favorablemen- 
te acogida  por  el  público  y  se  agotó  rápida- 
mente. La  nueva  edición  de  que  damos  cuenta 
está  completamente  refundida;  el  rápido  de- 
sarrollo de  la  legislación  obrera  en  estos  últi- 
mos años  exigía  hacer  de  nuevo  la  obra.  En 
efecto,  la  obra  de  M.  Pic  está  exclusivamente, 
consagrada  á  la  legislación  obrera.  No  entran 
en  su  programa  las  leyes  de  privilegios  exclu- 
sivos, de  propiedad  industrial,  ni  de  marcas 
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de  fábrica.  Por  lo  demás,  el  lector  está  adver- 
tido por  el  segundo  título  de  su  obra:  Las  le- 
yes obreras.  Sí  es  cierto  que  reducido  á  estos 
términos,  el  libro  no  abarca  toda  la  legisla- 
ción industrial,  también  lo  es  que  trata  una 
parte  muy  importante  de  ella  j  que  la  trata 
del  modo  más  completo  posible. 

En  una  extensa  introducción  (105  p.)  el  au- 
tor estudia  las  diferentes  escuelas  según  los 
principios  diversos  en  que  pretenden  apoyar 
las  leyes  obreras.  Después  de  esta  exposición 
crítica  de  los  sistemas,  da  áconocerel  desarro* 
lio  histórico  de  la  legislación.  Vienen  en  segui- 
da los  cuatro  capítulos  en  que  el  autor  ha  dis- 
tribuido metódicamente  la  materia:  1^  Regla- 
mentación administrativa  del  trabajo;  2'' 
Contratos  industriales;  3*^  Conflictos  entre 
patrones  y  obreros  y  modos  de  resolverlos;  4' 
Economía  social,  es  decir,  estudio  de  las  ins- 
tituciones que  tienen  por  objeto  mejorar  la 
condición  de  los  obreros.  Hneste  extensomar- 
co,  M.  Paul  Pie  ha  hecho  entrar  todo  lo  que 
conviene  saber  y  ha  acumulado  una  inmensa 
riqueza  de  datos,  documentos  é  indicaciones. 
Su  libro,  de  lectura  interesante,  muy  útil  para 
el  estudio,  es  también  un  espléndido  texto  de 
consulta,  gracias  A  las  numerosas  citas  ó  re- 
ferencias que  contiene.  Indica  las  soluciones 
más  importantes  de  todas  las  cuestiones  ac- 
tuales, señala  sus  antecedentes  históricos,  las 
leyes  extranjeras  y  permite  por  la  abundancia 
de  sus  citas,  profundizar  más  algunos  puntos 
que  sólo  se  han  diseñado  ligeramente  en  la 
obra. 

A  nuestro  juicio,  el  autor  tiene  tal  vez  una 
confianza  exagerada  en  las  reglamentaciones 
administrativas;  pero  lo  anima  el  noble  deseo 
de  procurar  un  acuerdo  entre  todos  los  que 
persiguen  el  fin  común  de  mejorar  la  suerte  de 
las  clases  obreras.  Es  además  enteramente 
sincero  al  exponer  las  opiniones  contrarias  ó 
diversas  de  la  suya. 

Elementos  del  derecho  mercantil  de  Espa- 
ña, por  Carrera  y  González  y  L.  Gonzálkz 
Rkvii-LA  (6*  edición J;  y  elementos  de  derecho 
mercantil  internacional,  legislación  de  adua- 
nas y  tratados  de  comercio  (3^  edición)  por 
L.  Gonzálkz  Revilla.— 1  toI.  in.  8*^;  Madrid: 
Hernando  y  C»,  1902. 


El  manual  de  derecho  comercial  español  de 
González  Revilla,  cuya  6*  edición  acaba  de  sa- 
lir, es  en  España  desde  hace  mucho  tiempo,  un 
libro  clásico.  Por  lo  demás,  es  merecido  el 
prestigio  de  que  goza. 

La  obra  ha  sido  rehecha  para  publicar  esta 
nueva  edición.  Encabeza  el  tomo  una  noticia 
acerca  de  la  vida  y  trabajos  de  Marciano  Ca- 
rreras y  González,  el  autor  de  los  Elementos 
de  Derecho  Mercantil  ñe  quien  González  Revi- 
lla ha  pasado  á  ser  después  el  colaborador. 
Pero  las  dos  partes  que  comprende  la  obra  se 
han  aumentado,  la  primera  con  dos  libros,  la 
segunda  con  un  cuarto  libro. 
'  Los  principios  generales  y  la  historia  de  la» 
instituciones  y  de  las  legislaciones  comercia- 
les ocupan  ahora  los  cuatro  primeros  libros 
de  la  primera  parte;  el  libro  5  está  dedicado  á 
los  actos  de  comercio  y  á  los  comerciantes;  el 
libro  6  á  los  agentes  auxiliares;  el  libro  7  á  los 
contratos  comerciales  en  general;  el  libro  8  & 
la  venta;  el  libro  9  al  contrato  de  cambio;  el 
10  á  los  contratos  accesorios;  el  libro  11  á  los 
contratos  que  facilitan  á  los  comerciantes  sus 
operaciones;  el  libro  12  á  los  contratos  desti- 
nados á  favorecer  especialmente  el  comercio 
marítimo;  el  libro  13  á  los  cuosi-contratos  y 
el  libro  14  á  la  suspensión  de  pagos  y  á  la 
quiebra. 

El  titulo  de  los  tres  primeros  libros  de  la  se- 
gunda parte  no  ha  cambiado.  En  el  ctiBrto  li- 
bro, que  se  ha  agregado,  el  autor  se  ocupa  de 
los  tratados  de  comercio. 

Un  decreto  real  de  17  de  agosto,  ha  dis- 
puesto que  en  adelante  se  estudien  en  las  es- 
cuelas elementales  los  rudimentos  del  derecho 
comercial  y  de  la  legislación  aduanera  yea  las 
escuelas  superiores  el  derecho  comercial  inter- 
nacional y  los  tratados  de  comercio  en  vigor, 
trracias  á  las  nuevas  revisiones  que  ha  hecho 
González  Revilla  de  la  obra  original  de  Carre- 
ras puede  recomendarse  su  libro  para  esa  en- 
señanza. 
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REVISTAS 

Francia 

BOLBTIN  UBNSUAI,  OB  LA  SOCIBDAD  DB  LEGIS- 
LACIÓN COMPARADA  (Bnero-iaOi). 

El  Presidente  de  la  Sociedad  M.  Bavik>in 
inicia  las  sesiones  del  año  con  tin  discurso  en 
que  evoca  el  recuerdo  de  lossociosque  fallecie- 
ron el  año  anterior.  En  interesantes  é  instruc- 
tivas biografías  muestra  como  los  señores 
Cressou,  Accarias,  Lamé-Fleury  y  otros  sirvie- 
ron á  la  Sociedad  y  conquistaron  el  renombre 
jurídico  de  que  gosan. 

Bl  Derecho  de  Haetgm  es  el  temaqueM.  Hv- 
BBST  Vallbroux  sometc  arexamen  de  la  So- 
ciedad presentando  un  estudio  histórico  de  estu 
derecho  en  Francia,  Bélgica  é  Inglaterra.  La 
Sociedad  se  propone  proseguir  ese  estudio  de 
tan  palpitante  actualidad  en  todos  los  países 
del  mundo»  especialmente  en  Australia  donde 
reviste  caracteres  originales. 


Estados. Unidos 

Amekican  Law  Review  Septiembre-octu- 
bre 1904. 

I.  Propiedad  priradaen  alta  mar.— Con  este 
título  analiza  el  señor  G.  A.  Pi.\kblnburo  los 
esfuerzos  hechos  en  repetidas  ocasiones  por 
Francia,  Italia  y  principalmente  por  los  Esta- 
dos Unidos  para  restringir losdaños causados 
por  las  escuadras  beligerantes  en  la  propiedad 
privada,  en  el  mar.  Señala  la  dcclaraciñn  de 
Parla  en  1856  como  el  primer  paso  dado  en 
este  sentido.  En  ella  se  protegía  la  propiedad 
de  neutrales  á  bordo  de  buques  de  guerra  y  la 
del  enemigo  £.  bordo  de  buques  neutrales. 
Cita  en  seguida  las  palabras  de  Frnnkiin  en 
1  773  que  pedía  ya  al  Gobierno  francés  hiciera 
una  proposición  de  1^  i'que  impidiera  el  sa- 
queo en  tiempo  de  guerra  de  la  propiedad  de 
los  ciudadanos  útiles  y  pacíficos. »  Señala  el  éxi- 


to de  Franklín  que  logró  hacer  reconocer  es- 
tos principios  en  el  primer  tratado  que  celebró 
con  Federico  II  de  Pmsia.  Da  en  seg;uida  las 

declaraciones  de  los  Presidentes  Monroe  en 
1823,  J.  Adamsen  1826  en  el  mismo  sentido. 
Pierce  en  1854  y  el  Ministro  inglés  Bacha- 
n  án  opinaban  de  igual  modo,  pero  sólo  en  la 
Declaración  de  París  en  1856  se  pretendió  ofi- 
cialmente abolir  el  saqueo  de  la  propiedad  pri- 
vada en  el  mar.  Francia,  Italia,  Holanda,  Ru- 
sta y  Estados  Unidos  (este  último  país  con  al- 
gunas modificaciones)  se  declararon  dispues- 
tos á  acoger  la  proposición  qne  se  presentó,  la 
cual  fracasó  por  la  oposición  de  Inglaterra.  En 
1871,  dice  el  autor,  se  celebró  un  convenio  en- 
tre Italia  y  los  Estados  Unidos  en  el  cnal  se 
declará  que  "en  caso  de  guerra  la  propiedad 
de  los  ciudadanos  de  ambos  países,  salvo  tra- 
tándose de  contrabando  de  guerra,  no  podría 
ser  ni  capturada  ni  destruida  en  alta  maro  en 
parte  alguna  por  las  escuadras  ó  fuerzas  mili- 
tares del  otro  bando,  exceptuando  á  los  ba- 
ques que  intentaran  introducirse  en  algún 
puerto  bloqueado  por  fuerzas  beligerantes. •< 
En  la  guerra  con  España,  los  Estados  Unidos 
eiercieron  plenamente  el  derecho  que  las  leyes 
marítimas  actuales  danaún  para  capturar  bo- 
ques mercantes,  pero  á  pesar  de  esto  cl  Presi- 
dente Mac-Kinle}'ped!a  al  Congreso  autoriza- 
ra al  ejecutivo  para  ponerse  de  acuerdo  con 
las  demás  Potencias  y  tratar  de  suprimir  es- 
tos usos.  Señala  por  finel autor  la  última  ma- 
nifestación hecha  por  los  Estados  ITnídos  en 
el  Congreso  de  la  Haya  en  1899,  en  que  los 
comisionados  yankees  presentaron  una  pro- 
posición parecida  á  la  del  convenio  celebrado 
con  Italia  en  1871,  pero  que  quedó  aplazada 
por  no  haber  sido  incluida  entre  los  temas 
presentados  al  Congreso  y  carecer  los  demás 
representantes  de  instrucciones  al  respecto. 
Termina  el  autor  con  algunas  consideraciones 
fie  orden  general  sobre  la  divergencia  que  exis- 
te entre  las  ideas  modernas  y  el  ya  anticuado 
sistema  de  saqueos  marítimos  ycree  que,  á  pe* 
sar  de  la  oposición  tenaz  de  Inglaterra,  se  lo- 
grará su  completa  abolición. 
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Dt  Fétat  de  aécessHé  ra  Drok  /Vaa/.— (Del 
estado  de  necesidad  en  derecho  penal),  por  M. 
FÉux  Marchand  doctor  en  derecho,  abogado 
de  Cortes  de  Apelaciones.—!  toL  in  8^,  Parfo. 
Arthur  Rousseau,  1902. 

La  cuestión  de  saber  si  el  estado  de  necen- 
dad  debe  considerarse  como  circnnstanciaezi- 
mente  de  responsabilidad  en  las  infracciones 
de  la  ley  penal,  ha  suscitado  siempre  numero* 
sas  discusiones  doctrinarías  y  hoy  dfe  casi  to> 
dos  los  códigos  penales  consagran  expresa- 
mente la  justificación  del  delito  cometido  en 
estado  de  necesidad.  Sólo  el  Código  Penal 
francés  guarda  silencio  á  este  respecto. 

Después  de  haber  hecho  notar  al  principio 
de  su  obra  este  sensible  vatío  del  derecho  fran- 
cés, M.  Marchand  pide  al  legislador  que  llene 
ese  Yado  aprobando  un  proyecto  de  ley  con- 
cebido en  los  siguientes  términos: 

"No  hay  crimen,  ni  delito,  ni  contravención, 
de  parte  del  que,  no  pudíendo  impedir  un  mal 
injusto  é  inminente  sino  realizando  un  acto 
contrario  á  la  ley  y  sensiblemente  menos  gra- 
ve que  cl  mal  que  se  trata  de  evitar,  realiza 
ese  acto  en  los  límites  que  exigen  las  circuns- 
tancias. 

"Si  el  agente  es  inmediatamente  responsa- 
ble del  peligro  ó  si  el  mal  causado  y  el  mal  que 
se  trataba  de  impedir  son  de  análoga  grave- 
dad, habrá  sólo  una  circunstancia  atenuante. 
Sin  embargo,  no  habrá  cu  este  dltimo  caso 


ni  crimen,  ní  delito,  ní  contravención  si  el 
autor  del  mal  es  nn  tercero  que  obra  por  deber 
o  por  afección  6  si  la  vfcttma  ha  provocado 
dolosamente  el  peligro. 

"No  es  legitima  la  defensa  contra  un  actoa^ 
justificado,  cuando  sus  motivos  son  conocidos 
y  sólo  lesiona  el  derecho  de  propiedad. 

"Será  civilmente  responsable  del  mal  causa- 
do el  que,  por  su  culpa,  ha  provocado  el  con- 
flicto. No  habiendo  falta,  la  indemnización  civil 
del  daño  incumbirá  al  que  se  ha  aprovechado 
de  él  ó  habrfa  podido  aprovecharse." 

Debemos  señalar  especialmente  en  el  libro  de 
M.  Marchand  una  exposición  interesante  de 
las  teorías  generala  qne  sncenvamente  se 
han  ido  emitiendo  y  de  las  soluciones  posi- 
tivas adoptadas  hasta  hoi  dfa  en  las  legisla- 
dones  extranjeras  acerca  de  la  justificación 
del  delito  necesario., 

En  sus  orígenes  la  Iglesia  sostiene  la  doctrina 
de  la  yucHr  á  Jh  comunidad  así  formulada 
por  Grotio:  "Los  hombres  no  han  consentido 
en  fundar  la  propiedad  individual  nno  reser- 
vándose el  derecho  de  volver  á  la  comunidad 
primitiva  en  caso  de  extrema  necesidad." 

En  el  siglo  XVII  aparece  una  nueva  doctri- 
na que  justifica  el  delito  necesario  por  la  idea 
del  apremio,  de  la  opresiótt  moraJ,  que  borra 
la  responsabilidad  del  agente,  quitándole  su 
libre  albedrío. 

Viene  en  seguida  la  teoría  de  la  hatead 
de  la  represión  sostenida  por  los  escritores 
alemanes.  Según  ella  d  derecho  social  de  «as- 
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tigar  desaparece  cuando  un  estado  de  nece* 
sidad  ha  sido  la  causa  del  delito,  porque  la 
pena  no  podría  tener  entonces  ningán  efecto 
prerentÍTO. 

Un  cuarto  siatema,  más  reciente  y  en  que  se 
inspira  el  proyecto  de  M.  Marchand,  encuen- 
tra  la  justificadón  del  delito  necesario  en  la 
siguiente  idea:  cuando  de  dos  bienes,  uno  de 
ellos  debe  necesariamente  pmcer,  no  hay 
delito  en  saWar  el  más  precioso,  sacrificando 
el  de  menos  valor,  porque  es  ese  el  interés  de 
la  sociedad.  Es  /a  doctrina  del  conBtcto  de 
loa  bienes. 

La  reproducción  que  hace  el  autor  de  las 
disposiciones  especiales  sobre  ese  tema  que 
contienen  las  legislaciones  modernas,  especial- 
mente en  Inglaterra,  Alemania,  Holanda, 
Italia,  Hungría,  Suiza,  Finlandia,  Japón,  Ru- 
sia, Austria,  Bulgaria  y  España  constituye 
un  estudio  muy  valioso  de  legislación  compa- 
rada. 


De  PHabeas  corpna  franjáis  en  ce  qui  coa* 
cerne  le  droit  d arrestation  spontanée.  (Del 
Habeas  corpus  francés  en  lo  que  se  refiere  al 
derecho  de  arresto  espontáneo),  por  M.  Cb. 
Morizot-Thibault.  (Extracto  de  la  cuenta 
dada  en  la  Academia  de  Ciencias  morales  y 
políticas);  1903. 

Él  respeto  por  la  libertad  individual  es  el 
signo  que  m^or  caracteriza  las  instituciones 
de  los  pueblos  libres.  Muchos  lo  proclaman  en 
sus  leyes  pero  lo  desconocen  con  frecuencia  en 
la  práctica.  La  Francia  es  de  esos,  y  algunos 
hechos  recientes  han  llamado  la  atención  de 
los  publicistas  liberales  sobre  ese  punto.  M. 
Georges  Picot  publicaba  sobre  ese  tema  un 
excelente,  estudio  en  la  Rerista  de  Ambos 
Mundos,  del  15  de  julio  de  1903.  M.  Morizot- 
Thibault,  magistrado  en  ejercicio  y,  por  con- 
siguiente, buen  juez  en  la  materia,  señala  á 
su  vez  el  mal  y  en  una  forma  moderada,  con 
jgran  seguridad  de  criterio,  presenta  sobre  este 
tema  un  estudio  jurídico  muy  interesante. 

Muestra  primero  la  libertad  individual  sóli- 
damente.  establecida  en  Inglaterra  y  garanti- 
da por  recursos  de  procedimiento  al  alcance 
de  todos  y  que  se  imponen  aun  á  loa  más  po- 
derosos. Sin  embargo,  están  completamente 


res^guardados  los  interesesde  la  jnsticia  icpre- 
siva  y  del  orden  público. 

En  Francia,  la  jurisprudencia  de  las  Cortes 
y  del  Tribunal  de  Conflictos  hadestmfdo  poco 
á  poco  las  garantías  que  la  ley  mtBina  haUa 
concedido  á  los  ciudadanos  y  en  vano  un  de- 
creto de  19  de  septiembre  de  1870  derogó  el 
artículo  75  de  la  Constitución  del  año  VITI  y 
todas  las  demás  disponciones  que  tenían  por 
objeto  entorpecer  las  acciones  contra  los  fun- 
cionarios. La  polida  administrativa  ha  com- 
pletadb  la  obra  abusando  de  los  arrestos  es- 
pontáneos deqne  nose  dacuenta  á  la  jastida: 
el  Prefecto  de  Polida  se  atribuye  el  derecho  de 
no  comunicar  al  Ministerio  PfibUco  los  suma- 
rios que  se  le  antoja  retener.  El  autor,  con  sa 
extraordinaria  competencia  hace  un  cuadro 
alarmante  de  la  siluadón  actual.  La  yicúmt. 
de  un  arresto  arbitrario  no  tiene  ningún  re- 
curso. Es  urgente  hacer  desaparecer  la  prác- 
tica actual,  al  menos  en  lo  que  k  refiere  á  la 
libertad  individual  y  á  los  derechos  primor* 
diales  del  dndadano.  Si  esto  se  consi^^,  U 
Francia,  sin  igualar  las  instítadoncs  de  In- 
glaterra ó  de  América,  se  acercará  al  menos  á 
la  situadón  de  Italia,  Bélgica,  Pmsía  y  Es- 
paña. 

Étades  de  droit  común  ^gislatif  oa  de  droit 
comparé.  latrodactioa:  Les  ñactions  dn 
droit  civil:  I,  Les  conceptions  étroite  son  ani- 
latéraks.  (Estudios  de  derecho  común  legisla- 
tivo ó  de  derecho  comparado.  Introducción: 
Las  fundones  del  derecho  dvil:  I.  Las  concep- 
dones  estrechas  ó  unilaterales,  por  M.  Lak- 
BBHT,  1  Yol.  in  8',  Giard  et  Briíre,  editores): 
1903. 

M.  Lambert,  profesor  de  derecho  dvil  com- 
parado en  la  Universidad  de  Lyon,  ha  comen- 
zado á  publicar  una  colecdónde  estudios  con- 
cebidos según  un  plan  enteramente  nuevo  y 
destinados  á  formar  un  tratado  de  derecho 
dvil  comparado.  Esos  estudios  se  dividirán 
en  dos  seríes:  Estudios  de  derecho  común  le- 
gislativo y  estudios  de  historia  comparada 
del  derecho  dvil  francés  y  de  los  países  veci- 
nos. Esta  última  serie,  según  la  intendón  del 
autor  no  será  sino  un  anexo  de  la  primera  que 
k  formará  una  espede  de  introducdón  histó- 
rica que  permitirá,  estudiando  el  pasado, 
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apreciar  el  valor  de  las  conclusiones  obtenidas 
gracias  al  acercamiento  de  las  legraciones 

vigentes.  Los  estudios  de  Derecho  comáa  le- 
gislativo, por  el  contrarío,  tendrán  por  objeto 
extraer  de  las  principales  legislaáones  ó  juris- 
prudencias que  imperan  en  civilizaciones  aná- 
logas á  la  nuestra  una  base  general  de  princi- 
pios y  de  máximas  jurídicas  semejante  á  lo 
que  fué  en  nuestro  antiguo  derecho,  el  derecho 
común  consuetudinario  y  en  Alemania  el  DeutS' 
ches  Privatrecht  antes  de  la  codificación  de 
1897.  £1  autor  se  propone  comenzar  esta  pu- 
blicación por  el  estudio  del  derecho  de  suce- 
sión en  las  diversas  legislaciones. 

Antes  de  entrar  en  estos  estudios,  M.  Lam- 
bert  ha  querido  precisar  en  una  introducción, 
cuyo  primer  volumen  se  ha  publicado,  lo  que 
puede  ser  la  funeión  dd  derecho  civil  compa- 
rado. Examina  sucesivamente  tres  conceptos 
que  considera  demasiado  estrechos.  £1  prime- 
ro confunde  el  derecho  comparado  con  el  es- 
dio  de  las  legislaciones  extranjeras,  lo  que  es 
inexacto.  £1  segundo  lo  reduce  al  rol  de  un  ac- 
cesorio de  los  estudios  de  derecho  civil  y  lo 
transforma  así  en  un  simple  instrumento  de 
educación  jurídica.  Un  cuanto  al  tercero  ve  en 
los  estudios  de  este  género  uno  de  los  princi- 
pales instrumentos  de  elaboración  de  una 
ciencia  6  más  bien  de  un  arte,  cuyo  objeto  es 
preparar  las  transformaciones  del  derecho  in- 
terno, ihistrar  y  guiar  al  legislador  nacionaL 
M.  Lambert  se  ha  dedicado  especialmente  á 
refutar  este  último  concepto.  Con  este  objeto, 
dedica  largas  páginas  á  rebatir  lo  que  llama 
X&teoriaromanO'Canómca  delacostumbrCt  se- 
gún la  cual  el  desarrollo  del  derecho  debería 
pasar  por  dos  fases  distintas:  desarrollo  in- 
consciente ó  consuetudinario,  derecho  escrito 
inmutable  que  corresponde  á  los  tribunal^ 
interpretar  mientras  el  legislador  no  lo  ha 
modificado.  La  costumbre,  por  el  contrario, 
se  confunde  con  la  jurisprudencia  y  con  las 
resoluciones  de  los  jurisconsultos.  Para  de- 
mostrarlo M.  Lambert  recurre  á  la  historia 
del  derecho  griego,  del  derecho  celta,  del  dere- 
cho musulmano,  del  derecho  indú,  del  derecho 
hebreo,  del  derecho  romano,  del  derecho  in- 
glés y  del  derecho  ^rmánico. 

Este  primer  volumen  está  lleno  de  erudición, 
de  ideas  nuevas  y  originales^  Aunque  es  un 


poco  comp^jo  y  carece  á  veces  de  divinones 
claras  y  cómodas,  contiene  muchos  aspectos 
originales  y  muchas  informaciones  interesan- 
tes. Al  leerlo,  hay  mucho  que  aprender,  más 
aún,  mucho  que  recordar,  á  pesar  de  la  auda- 
cia de  ciertas  proposidones  y  d«  la  ixijnaticia 
de  ciertas  criticas. 


REVISTAS 
Franola 

BOLETÍN  MENSUAL  OB  LA  SOCIEDAD  DB  LBGU- 

I.ACIÓK  coicPAKADA  (MoTzo  de  1904)- 

M.  Albhrt  Mbtin  analiza  el  Derecho  de 
huelga.  la  conciliación  j  el  arbitraje  en  Aas- 
traíiaj  Nueva  Zelanda.  Estas  colonias  han 
seguido  paso  á  paso,  en  materia  de  legislación 
obrera,  el  ejemplo  de  la  metrópoli,  votando 
leyes  análogas  á  las  que  sucesivamente  se  han 
ido  dictando  en  el  Reino  Unido.  No  hay  en  ellas 
aún  originalidad  en  la  legislación.  El  derecho 
de  huelga  en  teoría  es  el  mismo,  pero  en  la 
práctica  ha  sido  siempre  mucho  más  amplio 
en  las  colonias  que  en  la  metrópoli. 

Señala  en  seguida  las  cansas  de  esta  dife- 
renda  y  hace  un  estudio  completo  de  Ira  mo- 
vimientos obreros  en  Australia  y  de  las  refor- 
mas obtenidas.  Juzgamos  de  tanto  interés  d 
trabajo  de  M.  M£tin  que  procuraremos  publi- 
car próximamente  su  traducdón  íntegra. 

Continuando  el  estudio  del  tema  general 
presentado  á  la  Sociedad  por  M.  Valleronz, 
M.  Fernand  Lbpbllbtier  hace  algunas  ob- 
servadones  acerca  del  Derecho  de  huelga  y  de 
coalición  en  España  é  indica  las  diferentes  dis- 
posidones  legislativas  dictadas  y  por  dictarse 
para  satisfacer  las  legítimas  preocupadones 
de  la  opinión  pública,  que  parece  más  bien  fa- 
vorable á  los  progresos  de  la  legislación  in- 
dustrial y  á  todo  lo  que  puede  tener  una  in- 
flnenda  feliz  en  la  soludón  pocffica  de  los  ince- 
santes conflictra  entre  el  capital  y  el  trabajo. 
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Estados  Unidos 

Amrrican  Law  RBViRW.-^Scptíembre-Octu- 
bredel904 

I.  El  Arbitraje  Venezolano ;  ta  ley  y  los 
hechos,  por  Rudolp  Dulon. 

£1  antor  faace  la  historia  del  conflicto  vene- 
zolano con  las  potencias  en  1903  y  después 
de  detallar  las  reclamaciones  de  éstas  y  las 
negociaciones  conriguientes,  hace  el  remmen 
«guíente:  Después  del  bloqueo  de  los  puertos 
venezolanos  por  Alemania  é  Inglaterra^  Vene- 
zuela pidió  á  los  Estados  UnidcM  ks  propusie- 
ra solucionar  la  cuestión  por  medio  del  arbi- 
traje. Aceptada  esta  proposición  bajo  ciertas 
condiciones,  el  Presidente  de  Venezuela  contes- 
tó qne  reconocía  la  justicia  de  las  reclamacio- 
nes de  las  potencias  y  que  autorizaba  á  Mr. 
BoweOt  el  Ministro  norte^americano  para  irá 
Washington  y  ponerse  de  acuerdo  con  los  re- 
presentantes europeos  para  someter  el  asunto 
al  Tribunal  Arbitral  de  la  Haya.  Antes  de  ini- 
ciar las  negociaciones,  Alemania  é  Inglaterra 
pidieron  se  les  garantizara  el  pago  de  las  su- 
mas adeudadas.  Venezuela  declaró  por  inter- 
medio de  Mr.  Bowen  que  daba  las  entradas 
de  las  aduanas  de  la  Guaira  y  Puerto  Cabello 
como  garantfay  pidió  se  levantara  el  bloqueo 
de  dichos  puertos. 

Dice  el  autor  que  el  Tribunal  de  la  Haya  no 
discutió  el  derecho  que  tenía  el  presidente  de 
Venezuela  para  encargar  á  Mr.  Bowen  de  re- 
presentarlo, pues  según  algunas  autoridades 
en  asuntos  internacionales  tales  como  Whea- 
ton  y  Hall,  basta  el  consentimiento  mutuo  sea 
verbal,  sea  escrito,  para  hacer  válida  la  repre- 
sentación. Otro 'punto  que  señala  es  el  de  que 
al  dar  Venezuela  las  aduanas  como  garuitfa 
lo  hizo  sólo  obligada  por  la  fuerza  y  que  tal 
promesa  podría  ser  nula  por  este  motív%.  Sin 
embargo  dice  Hall  en  su  "Ley  Internacional": 
que  habiéndose  alegado  qne  un  tratado  de 
paz  obtenido  con  amenazas  ó  coerción  es  nulo 
por  tal  motivo,  si  se  aceptara  este  argumen- 


to» se  destrabé  en  su  base  toda  la  segiiiidad 

de  los  tratados  de  paz  pues  no  habría  casi  coo- 
venio  que  no  pudiera  ser  violado  bayo  seme- 
iaate  pretesto.  Termina  el  antor  czpficaiido 
el  papel  altamente  humanitario  y  de  estricta 
justicia  y  respeto  á  la  1^  que  corresponde  al 
Tríbnnal  de  la  Hayaen  conflictoidecsta  e^ 
cié  y  que  cumplió  debidamente  en  este  caso. 

II.  La  relbraia  de  la  .Jartsprm^nciát  ca  Sae- 
da  por  SRTMOim  D.  Thompsoic. 

El  autor  después  de  enumerar  los  serios  de* 
fectos  de  los  procedimientos  judiciales  suecos 
tal  como  los  demuestra  Herr  Fahkrants  en  so 
proyecto  de  reforma,  opina  que,  estando  él 
pueblo  sueco  en  su  mayoría  satisfecho  con  d 
sistema  judióal  actual  (srgán  el  mismo  antor 
de  la  reforma)  es  porque  tiene  el  sistema  que 
merecey  qne  cuando  un  solo  hombre  quiere  re- 
formar un  sistema  arfraigado  y  respetado  en 
un  pfds  desde  tiempo  atrás,  acomete  una  em- 
presa qne  nadie  te  agradecerá  mientras  viva; 
quizás  sólo  tras  muchas  generacioiies. 

III.  M.  Albrrt  Gainbs  en  un  artículo  mali- 
cioso titulado  Bl  derecho  del  ahogado  par» 
llorar  declara  que,  habiendo  hecho  uso  los 
abogados  en  todo  tiempo  de  las  lágrimas 
en  sus  alegatos  como  medio  eficaz  de  con* 
mover  é  influenciar  á  los  jueces  y  de  retorzar 
su  argumentación,  y  existiendo  á  este  respec- 
to la  declaración  expUcita  de  la  Corte  Supre- 
ma del  Tennesee  representada  por  el  juez  Wil- 
kes,  el  cual  dice  "que  considera  qne  el  abogado 
tiene  completo  derecho  para  hacer  uso  de  las 
lágrimas  ante  la  Corte,  que  es  aún  su  deber 
profesional  el  hacerlo,  si  es  necesario,  y  que  el 
juez  no  debe  intervenir  sino  en  caso  de  que  el 
abuso  de  ellas  demorara  ó  estorbara  los  pro- 
cedimientos judiciales",  y  siendo  que  la  Cons- 
titución de  la  Repáblica  garantiza  á  los  da- 
dadanos  de  todos  los  estados  los  privilegios 
de  que  disfrutan  los  de  cualquiera  de  ellos,  el 
derecho  de  llorar  de  los  abogados  es  claro  é 
indiscutible  en  Norte  An^rica. 
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LIBROS 

La  Républtque  de  Saint-Marín,  ses  institu- 
tionsetses  /o/s.— (La  República  de  San  Ma- 
rino; BUS  instituciones  3-  sus  leyes)  por  M.  Pbk- 
NAND  Daguin.  1.  vol.  in.  78°,  XII,  88  páginas; 
L.  Larose,  1904.  Precio  2.50  frs. 

Nada  más  curioso  que  el  espectáculo  de  ese 
pequeño  estado  que  ha  conservado  su  libertad 
y  su  independencia  en  medio  de  los  trastornos 
que  desde  el  comienzo  de  nuestra  era  ban  agi- 
tado continuamente  la  Italia. 

Fundada  en  el  siglo  IV  por  un  anacoreta 
dálmato  llamado  Marinus,  organizada  desde 
el  siglo  VIII  como  comunidad  política,  inde- 
pendizada del  dominio  de  la  Santa  Sede  y  co- 
rroborada su  independencia  y  sus  privilegios 
por  una  Bula  de  30  de  marzo  de  1482,  la  Re- 
pública de  San  Marino  adoptó  y  guardó  el  ré 
gimen  constitucional.  Sus  estatutos,  modifi- 
cados en  el  siglo  XIV,  refundidos  en  el  siglo 
XVI  é  impresos  en  1600,  no  han  sufrido  modi- 
ficaciones importantes. 

Después  de  prolijas  y  minuciosas  investiga- 
ciones, Mr.  Daguin  ha  hecho  un  estudio  com- 
pleto y  realmente  muy  interesante  de  las  insti- 
tuciones y  de  la  organización  de  San  Marino. 

Dirige  el  pais  con  el  doble  poder  legislativo 
y  ejecutivo  el  "Consejo  general,  príncipe  y  so- 
berano" 6  "Consíjo  délos  sesenta"  nombra- 
dos  vitaliciamente  y  elegidos  por  terceras  par- 
tes en  la  nobleza,  la  burguesía  y  la  clase  de  los 
propietarios  rurales.  Ese Consejodelega  sa  po- 

HOTAS 


der  ejecutivo  en  dos  Capitanes-Regentes,  ün 
'^Pequeño  Consejo"  de  doce  miembros  emana- 
do del  "Consejo  Príncipe",  lo  ayuda  en  la  ad- 
ministración general  y  en  ciertas  funciones  ju- 
diciales. 

Después  de  haber  descrito  el  mecanismo  de 
esta  organización  política,  Mr.  Daguin  estu- 
dia la  organización  administrativa,  judicial  y 
militar  de  la  República.  La  parte  más  impor* 
tante  de  su  obra  está  consagrada  á  la  legisla- 
ción de  San  Marino;  Códigos  y  leyes  principa- 
les (Derecho  civil,  comercial  penal  y  adminis- 
trativo, procedimiento);  derecho  internacional 
(tratados,  situación  de  los  extranjeros).  Por 
fin,  hay  apéndices  que  nos  presentan  el  texto 
de  los  documentos  legislativos  más  importan- 
tes: ley  de  15  de  septiembre  de  1842,  sobre  la 
caza.  Código  del  cambio,  de  6  de  febrero  de 
1882.  ley  de  6  de  agosto  de  1894  sobre  la  in- 
migración de  los  extranjeros;  cuadro  de  las 
monedas,  pesos  y  medidas.  Un  índice  alfabéti- 
ct>  y  sintético  ayuda  á  las  investigaciones. 

El  distinguido  secretario  general  de  la  Socie- 
dad de  legislación  comparada,  ha  contribuido 
una  vez  más  con  su  trabajo  al  estudio  de  las 
legislaciones  extranjeras.  La  reseña  de  esta 
pequeña  República  es  interesante  é  instmc 
tiva. 

¡Feliz  país  que  no  conoce  ni  el  parlamenta- 
rismo ni  las  deudas!  "No  hay  deuda  pública, 
hace  notar  Mr.  Daguin,  y  San  Marino  es,  en 
cnanto  á  bu  población, uno  de  lospueblosmás 
recargados  de  impuestos  del  mundo". 
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La  íionUh'  hhinclic,  (  L:i  hulla  blam.-:i)  por 
M.  H.  I'ASCA.i'i>  consejero  de  la  Corte  de  Ape- 
Inción  de  CImmbcry,— 1  vol.,  in.  8",  París;  A. 
I'ontcmoiii'í,  1903— Precio,  .T  francos. 

lin  estíi  oljra  de  lecttira  fácil  y  amena,  el 
consejero  Pascand  estudia  los  procedimientos 
R  j^islativos  que  se  han  propuesto  para  conse- 
;,'uir  el  aprovechamiento  más  completo  de  la 
fuerza  motriz  que  proviene  de  las  aguas  co- 
rrientes (la  hulla  blanca);  y  estudia  el  valor 
respectivo  de  los  diferentes  sistemas  creados 
con  ese  objeto. 

Ks  innegable  que  una  gran  parte  de  la  fuer- 
'a  natural  desarrollada  por  las  caídas  de 
agua  ó  simplemente porlaseorricntesde agua, 
■^<r  pierde,  en  perjuicio  de  la  comunidad, 

Para  remediar  este  estado  de  cosas  perjudi- 
cial, llegan  á  proponer  conceder  al  Estado  una 
especie  <lc  dominio  —maínmise—,  sobre  las 
aguas  corrientes  de  toda  categoría  dándole 
la  facultad  de  conceder  el  uso  de  ellas  á  per- 
petuidad ó  por  un  tiempo  limitado,  á  indns- 
trinles  <lisi>uestos  á  aprovecharlas.  Bajo  una 
foriKa  más  ó  menos  disfrazada  es  la  expro- 
piación en  Ínteres  privado.  El  ministerio  Wal- 
ilcck-Rousscaii  había  creído  poder  presentar 
al  Í*arlamento  francés  un  proyecto  de  ley  fun- 
dado en  esas  bases. 

M.  Pascaud, espíritu  eminentemente  liberal 
V  hostil  á  la  intervención  del  Kstado  en  el  do- 
minio privado,  aun  bajo  el  pretexto  de  la  uti- 
lidad general,  recha/a  enérgicamente  seme- 
jante proyecto.  Parte  de  la  idea  muy  justa  de 
(pie  los  riberanos  de  un  curso  de  agua  que  no 
i  navegable  son  propietarios  en  la  caída  ó  en 
!:i  cttrrienti.-,  en  el  sentido  <lc  ipic  tienen  un  de- 
lecho  síií\¡,'e«eWs  á  esa  caída  ó  corriente.  La 
•-onelusióu  (pie  él  deduce  del  principio  así  sen- 
tado es  (¡ue  cada  uno  de  los  riberanos  debe 
¡loder  provocar  la  licitación  del  derecho  indi- 
viso que  se  le  reconoce.  En  consecuencia,  no 
del>e  haber  expropiación,  no  debe  haber  con- 
cesión administrativa,  pero  sí  la  posibilidad 
•k*  una  enagenación  por  la  vía  de  una  adjudi- 
cación forzada. 

Mr.  Pascaud  considera  que  su  sistema  pue- 
de satisfacer  suficientemente  los  intereses  ge- 
nerales <Ie  la  colectividad.  Sin  duda,  bajo  el 
punto  de  vista  del  aprovechamiento  completo 
de  las  corrientes  de  agua  por  hi  industria, 


sería  menos  efíeaz  que  el  régimen  de  las  conce- 
siones; pero,  en  cambio,  tendría  la  venttija.  de 
respetar  el  derecho  de  propiedad,  de  Amplifi- 
car las  formalidades  necesarias  para  el  apro- 
vechamiento del  agua  como  elemento  dinámico 
ydcapartar  la  intervención  siempre  pelígroisa 
del  Estado  en  las  empresas  privadas.  Bajo 
estos  puntos  de  vista  tiene  derecho  á  nuestras 
prefereneÍRS. 

L/i  France  et  le  marché  du  monde. — { La 
Francia  y  el  mercado  del  mundo)  por  Mr. 

(teokges  Blokdbi  1  vol.  in.  18;  París,  L. 

Larose,  11)01.  Precio  2  francos  óO. 

ni  comercio  exterior  de  la  Francia  no  ha 
tenido  en  este  último  tiempo  sino  unaamento 
muy  débil  comparado  con  el  de  los  pueblos 
vecinos.  ¿Cuíít  es  la  causa,  ó  más  bien,  caálcí^ 
son  las  causas  de  esa  inferioridad  comercial? 

Esa  es  la  cuestión  que  Mr.  Blondel  estudia 
en  el  interesante  libro  de  que  damos  cuenta. 

Desde  las  prímeras  páginas  el  autor  hace 
notar  los  peligros  que  corre  la  vieja  Europa, 
bajo  el  punto  de  vista  económico, con  los  pro- 
gresos inauditos  realizados  por  el  comercio  y 
la  industria  en  los  pa íses nuevos,  esjsecialmente 
eu  los  Estados  l'nidos. 

Alemania,  Austria,  Inglaterra,  y  otros  Es- 
tados más,  han  aceptado  la  lucha  y  gracias  á 
esfuerzos  prodigiosos  y  continuos,  han  logra- 
do combatir  la  invasión  de  los  mercados  ex- 
tranjeros por  los  productos  de  suscompetido- 
res  más  jóvenes. 

¿Por  ((ué  está  la  Francia  á  este  res|)ecto  en 
una  sittiación  menos  favorable?  Mr.  Blondel 
lo  explica.  Los  negociantes c industriales  fran- 
ceses no  se  preocupan  lo  bastante  de  dar  «co- 
nocer sus  productos  en  cl  extranjero;  su  repre- 
sentación es  insuficiente.  Por  otra  parte,  los 
capitales  franceses  son  ó  demasiado  tímidos  ó 
demasiado  audaces;  desdeñan  las  empresas 
fructíferas  pero  modestas  y  los  ahorros  se  in- 
vierten en  los  grandes  negocios,  muchas  veces 
desastrosos,  anunciados  y  apoyados  por  la 
prensa  y  por  los  bancos.  Por  fin  la  carestía 
de  la  mano  de  obra  y  el  (>cso  abrumador  de 
los  impuestos  paralizan  considerablemente  el 
desarrollo  de  la  industria  y  del  comercio. 

¿Quiei-e  esto  decir  que  hai  que  desesperarse? 
M.  Blondel  (|ue  es  valiente  no  se  desalienta  fá- 
cilmente y  no  locrcc.  Crcv*quelaPrauc¡apuede 
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evantarse,  si  lo  quiere  é  indica  los  medios  de 
conseguirlo. 

No  basta  en  efecto  formular  críticas  c  indi- 
car el  mal,  debe  además  mostrarse  el  remedio. 
Es  lo  que  hace  el  autor  al  terminar  su  libro. 

M.  Blondel  afirma  que  el  comercio  de  la 
Francia  recuperaría  por  completo  su  antigua 
prosperidad  si  los  comerciantes  pusieran  ma- 
yor empeño  que  antes  en  dar  á  conocer  en  el 
extranjero  sus  productos,  si  los  gobiernos  de- 
sarrollaran las  vías  de  comunicación  internas 
j  redujeran  los  impuestos  gracias  á  sabias  y 
fáciles  economías. 

La  qacstion  sociale  ct  le  devoir  social,  (La 
cuestión  social  y  el  deber  social):  Introducción 
&  las  conferencias  dadas  en  casa  de  la  señora 
baronesa  Piérard,  bajo  el  título  "Ideassociales 
Y  hechos  sociales"  por  M.  Gsurgrs  Blondkl. 
30  p-,  pet.  in.  8'  Blois.  E.  Riviére.  1903. 

En  este  folletoque  reprcduceunaconferencia 
dada  en  casa  de  la  señora  baronesa  Piérard,  M. 
Blondel  trata  de  iniciar  á  las  señoras  munda- 
nas en  el  estudio  de  las  cuestiones  sociales.  Les 
explica  bajo  la  influencia  de  qué  ajenies  se  ha 
transformado  la  sociedad  en  la  segunda  mi- 
tad del  siglo  XIX  y  les  indicalo  que  deben  ha- 
cer para  ayudar  eficazmente  á  la  clase  obrera. 
Culpa  á  la  burguesía  contemporánea  de  no 
haber  sabido  ni  prever  las  consecuencias  de 
los  cambios  ocurridos  en  el  orden  político  y 
económico,  ni  hacer  la  educación  de  las  masas 
á  quienes  pertenece  ahora  la  dirección  de  los 
negocios  públicos.  ¿Es  tal  vez  mtís  severo  de  lo 
que  debiera  ser?  Evidentemente  exageríi  los 
defectos  y  faltas  de  esa  burguesía;  pero  loliacc 
con  una  intención  laudable  para  estimular 
mejor  el  celo  de  su  auditorio,  como  un  pintor 
que  acentúa  los  contornos  de  sus  personajes 
óda  más  vigor  «  su  colorido  para herircon  más 
fuerza  la  imaginación  del  público.  Pide  &  esas 
caritativas  señoras  á  quienes  se  dirige,  qu^ 
entren  en  relación  más  directa  con  el  pueblo. 
Les  pide  que  le  den  no  sólo  auxilios  de  di- 
nero sino  también  palabras  de  consuelo  y  de 
apoyo  moral.  Espera,  que  obrando  ellas  asi, 
contribuirán  á  restablecer  en  tm  porvenir  que 
desea  muy  próximo,  la  armonía  entre  las  dife- 
rentes clases  sociales,  armonía  tan  necesaria 
para  el  bienestar  de  la  patria.  Son  esos,  sabios 
y  útiles  consejos. 


Histoire  de  la  chariíé,  (Historia  de  la  cari- 
dad, por  M.  Lbu.i  Lallrh&nii,  miembro  co- 
rrespondiente del  Instituto  de  Francia  (tomo 
11:  Los  nueve  primeros  siglos  de  la  era  cris- 
tiana).! vol.  in.  8*^.  París;  Alphonse  Picard 
é  hijos.  1903. 

Es  el  segundo  tomo  de  la  gran  obra  que  M. 
León  Lnllemand  piensa  dedicar  á  la  historia 
de  la  caridad.  Este  tomo  abarca  un  período 
de  nueve  siglos  quecomienza  con  el  nacimiento 
de  [esus  para  llegar  hasta  principios  de  la 
Edad  Medía,  sí  se  admite  que  el  reinado  de 
Carlomagno  señala  el  punto  de  partida  de  esta 
era  de  transición. 

M.  Lallemand  nos  muestra  los  primeros  es- 
fuerzos de  la  caridad  que  se  organiza  lenta  y 
costosamente  en  medio  de  enormes  dificulta- 
des, de  trastornos  incesantes  y  de  cataclismos 
que  á  cada  instante  amenazan  destruir  la  hu- 
manidad. 

El  amor  al  prógimo,  la  compasión  por  los 
humildes  y  por  los  débiles  son  ideas  esencial- 
mente cristianas  que  el  mundo  pagano,  con 
excepción  de  algunos  espíritus  superiores,  no 
L-onocía.  Por  eso  la  difusión  de  estas  ideas  en* 
contró  mil  obstáculos  en  la  lucha  trabada  en- 
tre el  paganismo  que  moría  y  el  cristianismo 
naciente. 

Pero  las  nuevas  doctrinas  triunfan  al  fin 
á  pesarde  las  persecuciones.  Bajosu  influencia 
la  sociedad  se  transforma  y  purifica.  Lamujer 
mejora  de  condición,  se  asegura  á  los  niños 
unaprotección  eficaz,  se  da  asistencia  á  los  po- 
bres, se  cuida  á  los  enfermos.  La  esclavitud^ 
([uc  fué  la  base  delcstado  social  en  los  pueblos 
la  aiitigiit.da(I,  es  combatida  desde  su  ori- 
gen. La  Iglesia  no  exige  que  se  la  suprima  in- 
mediatamente. Más  sabia  que  ciertos  utopis- 
1  as  modernos  que  quieren  arrasar  cuanto  exis- 
te para  construir  un  mundo  quimérico,  ella  no 
quiere  desorganizar  la  sociedad  por  reformas 
precipitadas,  ni  acumular  ruinas.  Pero  por  sus 
consejos,  por  sus  enseñanzas,  por  su  acción 
constante,  tiende  A  suprimir  gradualmente  esa 
iniquidad  monstruosa  que  hace  de  un  hombre 
la  cosa  de  otro  hombre  y  mientras  tanto  sua- 
viza y  mejora  la  condición  del  esclavo. 

En  cuanto  á  la  beneficencia  propiamente  tal 
M.  Lallemand  hnce  en  su  libro,  el  cuadro  fiel 
de  los  progresos  pacientemente  realizado» du- 
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rante  los  nueve  siglos  que  comprende  su  con- 
cienzudo estudio,  progreso  cuyos  principales 
artesanos  son,  hay  que  reconocerlo,  los  obis- 
pos cristianos.  Nos  lleva  así  hasta  los  prime- 
ros años  de  la  Edad  Media,  lín  el  tercer  tomo 
que  esperamos  no  se  demorará  mucho  en  salir 
nos  mostrará  el  maravilloso  desarrollo  de  las 
instituciones  de  caridad  en  el  [ktÍoíIo  coniprcn- 
dido  entre  los  siglos  X  y  X\'I  de  nuestra  era. 

Fhknando  Darimn 


REVISTAvS 
Francia 

RBTUB  de  LÉUlSLATION  DRR  MIKKS  ET  StAI  IS- 
TIS¿UE  DES  HOnLLthKliS  EN  FUANCE  ET  EN 

Belcique.  (Septiembre-octubre  líHt4). 

M.  Ghorghs  Ferron  hace  un  interesante 
estudio  de  la  responsahiUdari  del  dueño  de 
ana  explotación  minera  por  daños  que  tienen 
su  oíigen  en  una  explotación  anterior. 

Aceptando  la  doctrina  de  la  Corte  de  casa- 
ción, combate  una  sentencia  déla  Corte  de 
Lyon  que  fué  anulada  por  carecer  de  base  le- 
gal. Se  trataba  de  una  demauda  de  indemni- 
zación dirigida  contra  una  sociedad  minera 
por  los  daiios  causados  por  su  explotación  A 
los  edificios  construidos  en  la  superlicie.  Un 
peritaje  dejó  establecido  que  esos  daños  se 
debían  en  gran  parte  á  falta  de  cuidado  de  los 
edificios  de  la  su¡)eTficie,  pero  también,  aunque 
en  menor  grado,  á  antiguos  trabajos  mineros, 


efectuados  en  una  ¿poca  anterior  i(  la  conce- 
sión actual,  sin  que  los  peritos  pudieran  fijar 
el  momento  en  que  esos  antiguos  trabajos  ha- 
bían sido  completamente  abandonados.  Con 
estos  antecedentes  la  Corte  de  Lyon,  confir- 
mando el  fallode  primera  instancia,  c1«:]:trahn 
que  la  Compañía  demandada  era  responsable 
de  los  perjuicios  causados  en  los  iiimueljles  en 
cuanto  estos  se  debían  ñ  los  trabajos  subte- 
rráneos, por  la  finica  razón  de  "que  represen- 
tante lejjal  de  todos  los  que  la  habían  prece- 
(Vu\o  en  ta  explotación  de  una  mina  situada 
en  el  perímetro  de  bu  concesión,  ella  respondía 
de  todns  las  cargfls  y  obligaciones  de  esa  ex- 
plotación anterior,  á  menos  que  justificara 
una  causa  de  exención." 
Este  fallo  fué  anulado. 

Leves  y  Decretos. — Entre  otras  disposicio- 
nes gubcnmtivas  publica  este  n6mcro  vtn  de- 
creto del  Presidente  Loubet  de  fecha  28  de 
julio  de  1904  que  reglamenta /a  hiffiene  y  se- 
guridad de  hs  trabajadores  en  los  estableci- 
mientos índustrinles. 

Este  decreto,  cuya  reglamentaci  ín  ptiede 
parecemos  excesiva,  demuestra  la  preocupa- 
ción constante  del  gobierno  francés  por  mejo- 
rar la  situación  de  las  clases  trabajadoras  r 
la  necesidad  de  la  intervención  del  Estado  en 
la  protección  de  esas  clases. 

Bs  también  digno  de  interés  el  reglamento 
de  9  de  agosto  ile  19(t4  dictado  por  el  Rey  de 
Bélgica  lA-opoldo  II,  para  el  alumbrado  de  los 
trabajos  subterráneos  de  las  minas  de  balín.. 

O.  D.  I. 
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OBRAS 

Jadicml  statistiat,  Engtand  and  Waks^ 
1902. 

Part.  II,  Civit  Judicial  Statistica  Loadon, 
1904.— Bata,  publicación  oficial  se  divide  en  tres 
putes  dÍTcrsasy  contiene  cuadros  comparati- 
vos que  comprenden  los  últimos  veinte  años  y 
cuadros  anuales,  precedidos  unos  y  otros  de 
una  introducción  que  Ies  sirve  de  resumen.  Bn  la 
introducción  están  reunidas  las  principales  ci- 
fras que  arrojan  los  cuadros.  Para  cada  catego- 
ría de  tribunales  se  comparaelresultadodelos 
5  6  10  años  anteriores  con  el  número  y  la  na- 
turaleza de  losjuiciosentabladosy  de  losfallos 
dictados  en  1902,  como  también  los  gastos 
causados  por  estosjuicios.  Bl  lector  puede  ver 
porejemplo,  queelnúraero  de  divorcios  y  de  se- 
paraciones de  cuerpo  judiciales  aumenta  cada 
día  y  que  si  bien  no  alcanzad  número  que  indica 
la  justicia  francesa,  prueba  sin  embargo  que  el 
matrimonio  sufre  en  Inglaterra  como  en  otras 
partes,  una  crisis  muy  sensible.  El  aumento  del 
número  de  juicios  sobre  testamentos  es  un  in- 
dicio del  crecimiento  de  la  riqueza  general, 
porque,  sí  los  individuos  hacen  mas  testamen- 
tos y  sobre  todo  si  los  herederos  piden  más  á 
menudo  que  se  proceda  £  la  liquidación  regu- 
lar de  las  sucesiones,  es  seguramente porqnese 
ha  desarrollado  la  importancia  de  los  patri- 
monios. Bn  niúmen,  como  todat  las  csto^- 
ticaa,  este  documento,  de  aspecto  poco  atra^ 

IIOTAS 


vente,  puede  ser  útilmente  consultado  por 
todos  los  que  se  interesen  no  sólo  por  el  pro- 
cedimiento puro,  sino  también  por  el  conjunto 
de  la  vida  económica  y  de  las  instituciones  so- 
ciales inglesas. 

A1.KXAKDKII  DK  LaVRRONR. 

Dircito  commcrcial  marítimo,  por  el  señor 
JOSÉ  nA  SILVA  COSTA,  abogado,  ctc.  — 2  vol. 
in.  8"*,  Río  Janeiro,  1899-1900. 

En  su  tratado  de  derecho  comercial  maríti- 
mo el  señor  da  Silva  Costa  no  se  ha  contenta- 
do con  esponer  y  comentar  las  disposiciones 
del  derecho  brasilero;  ha  dado,  además,  sobre 
Cada  punto,  una  reseña  de  las  principales  le- 
gislaciones extranjeras  deteniéndose  especial- 
mente en  las  legislaciones  fran  cesa,  inglesa,  ale- 
mana, italiana,  española  y  portuguesa.  Su 
libro  es  pues,  una  obra  dederechocomparado. 

Durante  los  años  que  siguieron  la  procla- 
mación de  la  independencia  del  Brasil,  el  dere- 
cho comercial  marítimo  permaneció  igual  al 
del  Portugal.  Fué  establecido  por  una  ley  de  20 
de  octubre  de  1823  que  refundió  las  disposi- 
ciones de  las  antiguas  ordenanzas  reales  y  de 
algunasleyes  mas  recientes.  Sin  embargo,  desde 
1833  el  Gobierno  se  preocupó  de  dar  al  país  un 
Código  de  comercio.  La  elaboración  de  esta 
ley  fué  difícil  y  lenta.  Sólo  el  25  de  junio  de 
1880  w  promulgó  el  Código.  Desde  entonces  ha 
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stifrído  algunas  modificaciones  de  detalle,  pero 
la  parte  relativa  al  derecho  marUimo  no  ha 
sufrido  cambios  importantes.  Es  esta  parte 
la  que  comenta  sábiamenbe  el  señor  da  Silva 
Costa. 

£1  libro  principia  por  consideraciones  gene 
rales  sobre  el  comercio  y  sus  orígenes,  sobre  el 
comercio  marítimo,  clderecho  marítimo  y  sus 
fuentes.  Esta  exposición  ocupa  cuatro  ca- 
pítulos. De  paso,  el  autor  insiste  en  liiutiltdad 
práctica  que  habría  en  adoptar  reglamentos 
uniformes  en  todos  los  paises  del  mundo. 

Los  capítulos  V  y  siguientes  hablan  de  las 
naves  (nacionalidad,  adquisición,  propiedad, 
navegación,  etc.),  del  contrato  de  trasporte,  de 
las  averías,  de  los  seguros  marítimos,  del  prés- 
tamo á  la  grues.i  y  del  crédito  marítimo. 

Por  fin,  el  segundo  tomo  termina  con  un 
apéndice  que  contiene  el  texto  de  las  reglas  de 
York  y  de  Anvers,  un  modelo  de  reglamento 
de  averías  comunes  y  una  bibliograíTade  Dere- 
cho comercial. 

Fbhnand  Dagitin 

El  Código  penal  de  la  Corea,  traduci'lo  por 
M.  Laurrnt  Crémazy,  primer  presidente  de 
Corte  honorario,  consejero  legista  en  S^oul.— 
1  vol.  in.  49;  Seoul  1904. 

Bste  volumen  podría  titularsecou  mascxac- 
titud:  "Proyecto  de  Código  Penal delaCorea", 
porque,  como  el  autor  lo  explica  en  el  prólogo 
que  precede  á  su  traducción,  el  pais  está  aún 
sometido  al  Código  de  los  Ming  y  el  texto 
cuya  versión  francesa  nos  da,  no  ha  recibido 
aún  la  sanción  del  Soberano.  Hace  dos  años 
que  estA  en  estudio  en  el  gran  consejo  que  en 
este  plazo  se  ha  ocupado  de  algunas  indica- 
ciones nuevas  que  lo  modifican. 

El  Código  Penal  corrano  ea,  hablando  en 
general,  una  adaptación  de  las  leyes  chinas  al 
reino  de  Corea.  Como  su  modelo,  el  Código 
de  los  Túng,  contiene,  no  sólo  disposiciones 
de  derecho  criminal,  sino  también  artículos 
que  se  refieren  al  derecho  civil,  ixglas  de  eti- 
queta y  prescripciones  de  carácter  religioso. 
Sin  embargo,  en  varios  puntos,  se  muestra 
más  humano  y  más  justo.  Por  ejemplo,  consa- 
gra cl  principio  de  la  peraonaltdad  de  las  penas. 
Mientras  en  Chinn,  en  el  caso  de  crimen  de 


alta  traición  por  ejemplo,  los  parientes  más 
próximos  del  culpable  sufren  con  él  el  castiga 
y  la  fo:  tuna  de  todos  se  confisca,  en  Corea,  se 
trata  de  suprimir  la  confiscación  de  los  bteoes 
del  condenado  por  crimen  político  de  manera 
de  no  castigar  á  su  familia  inocente. 

Puede  señalarse  también,  como  un  signo  de 
que  las  costumbres  se  suavizan,  el  hecho  de 
que  la  tortura  está  prohibida  como  medio  ik 
investigación  (art.  322). 

Kn  cambio  algunas  disposiciones  del  Códi- 
go son  extrañas.  Entre  ellas  lu  del  artícalo 
142  que  establece  la  exención  de  la  pena  á  fa- 
vor del  criminal  que  va  á  confesar  su  falta  á 
la  justicia  antes  de  toda  denuncia.  No  pueile 
menos  de  pensarse  que  semejante  bondad  ha 
de  favorecer  el  crimen,  quitando  á  los  culpa- 
bles el  temor  del  castigo. 

Una  medida  curiosa  entre  todas  es  aquella 
en  virtud  de  la  cual  se  impone  la  pena  de 
destierro  durante  diez  años  A  los  funcionarios 
que  no  dnn  á  conocer  al  Soberano  los  talen- 
tos de  un  sujeto  meritorio,  que  era  digno  por 
su  capacidad  de  su  alta  lienevoleneia  (artículo 
213). 

Estas  breves  indicaciones  permitirán  apre- 
ciar el  interés  que  presenta  la  publicación  de 
Mr.  Crémazy. 

Fhrnanu  Daguis 


REVISTAS 

Franola 

BULLBTIN  OBLA  SoCláTÉ  DBLIGISLATION  COK- 

FARÉB-  (Enero  1905). 

Contiene  este  número  los  estatutos  y  re^ 
mentos  de  la  "Sociedad  de  Legislación  compa- 
rada" y  la  lista  completa  de  los  miembros  de 
la  sociedad. 

Publica ademásuna  sesión  en  que  vuelvcu  á 
hablar  sobre  el  Derecho  de  huelga  los  señores 
Démarest  y  Métin. 

El  Presidente  M.  Bauooin  resume  los  traba* 
jos  realizados  durante  el  año  último.  Nopue* 
do  ménos  de  reproducir  un  párrafo  de  su  no* 
table  discurso  en  que,  refiriéndole  al  Arrecio 
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de  hlielga,  temo!  de  varias  sesiones,  se  expresa 

así: 

"I.a  cuestión  cjuc  nos  ocupa  es  tan  grave, 
está  en  tan  íntimo  contacto  con  los  intereses 
vítnies  del  país,  que  no  se  puede  prescindir  de 
estudiarla  bajo  todos  sus  aspectos.  Antes,  la 
huelga  era  un  acontecimiento  excepcional  f^ne 
atravesaba  el  espacio  como  una  tempestad, 
empañaba  un  instante  la  atmósfera,  pero  se 
disipaba  muy  luego  y  permitía  que  los  rayos 
del  sol  ejercieran  su  obra  bienhechora.  Es  hoy 
un  fenómeno  diarto  y  casi  normal  y  no  hay 
día,  como  lo  demuestran  las  estadísticas,  que 
no  estalle  en  nuestra  tierra  algún  conflicto 
violentoentre  el  capital  y  el  trabajo.  Esindís- 
pensable  encontrar  por  cualquier  precio  un  re- 
medio radical  contra  este  mal  profundo  (jue, 
agravándose  día  á  día,  acabaría,  sin  duda, 
por  desencadenar  la  revoluciónóladictadura. 
Este  remedio  no  consiste  únicamente  en  la  re- 
presión de  los  desórdenes  que  deseo  es  cierto, 
se  haga  con  más  fuerza.  Es  preciso  que  los  po- 
deres públicos  entren  resueltamente  en  la  vía 
de  las  reformas  necesariosy  hagan  más  amplio 
en  la  vida  el  sitio  que  se  destina  á  los  deshere- 
dados de  la  fortuna  y  sobre  todo,  es  indispen- 
sable que  encuentren  el  medio  de  acercar  el 
obrero  al  patrón,  de  hacerles  comprender  á 
todos  que  no  pueden  vivir  los  unos  sin  los 
otros  y  que  tratando  de  destruirse  mutua- 
mente se  condenan  primero  á  la  miseria  más 
atroz  y  muy  luego  á  la  muerte,  sin  auxilios  y 
sin  recursos.  Estas  ideas  tan  sencillas  y  tan 
ciertas  no  pueden  no  ser  comprendidas  en 
nuestro  país  que  siempre  ha  mostrado  una 
comprehensión  tan  clarade  las  necesidades  so- 
cíales.  Tengamos  fe,  señores,  en  el  porvenir. 
La  Francia  tiene  tesoros  inagotables  de  fuer- 
za, de  generosidad  y  de  razón.  Ella  encontró 
hace  cien  años  la  palabra  mágica  para  redimir 
á  la  humanidad  de  la  servidumbre  que  la  opri- 
mía; ella  sabrá  encontrar  de  nuevo  lafórmula 
libertadora  que  resolverá  el  problema  y  abrirá 
aate  nosotros  una  nueva  era  de  prosperidad  y 
de  paz". 


Estados  Unidos 

AuERiCAN  Law  Rktikw.— May o-j linio  1904 

I.  El  Derecho  de!  Gttbierao  Nacional  para 
impedir  la  corrupción  de  las  aguus  de  Ion  ríos 
del  país,  por  Charles  Ci-afun  Aulbn  Des- 
pués de  estudiar  detenidamente  el  poder  que 
la  Constitución  da  al  Gobierno  Federal  para 
velar  por  la  salud  pública  é  impedir  la  propa- 
gación de  enfermedades  contagiosas,  el  autor 
cita  diversas  autoridades  que  confirman  el  de- 
recho del  Gobierno  para  impedir  que  se  co- 
rrompan ias  aguas  de  los  ríos  y  otras  arterias 
fluviales  y  que  se  garantice  sii  pureza.  Toma 
como  ejemplo  el  conflicto  ocurrido  entre  los 
Estados  de  Missouri  é  IIHnois  por  halarse  co- 
rrompido las  aguas  del  Mississippi,  y  da  cuen- 
ta del  fallo  de  laCorteSuprema  de  los  Estados 
Unidos  que  declaró  que  no  es  lícito  que  un  Es- 
tado cause  daños  al  Estado  vecino  corrom- 
piendo las  aguas  que  corren  del  uno  al  otro  y 
que  en  caso  semejante  el  Estado  dañado  puede 
obtener  prohibición  de  la  Corte  Federal.  El 
autor  opina  que  indudablemente  corresponde 
al  Gobierno  ejercer  esta  vigilancia,  pues  es  un 
hecho  comprobado  que  las  aguas  de  los  ríos 
están  ya  inutilizadas  como  aguas  potables, 
queeste  mal  aumenta  en  rápidas  proporciones 
y  que  corresponde  al  Gobierno  atajarlo  y  ha- 
cerlo desaparecer  pues  tiene  medios  y  faculta- 
des para  solucionar  tan  grave  problema. 

Análisis  crítico  de  la  ley  sobre  el  error  en 
los  contratos.— B,n  un  extenso  artículo  el  au- 
tor estudia  primero  lo  que  se  entiende  por 
"error  mutuo"  y  el  alcance  que  se  da  á  este 
término  en  jurisprudencia.  Da  como  ejemplo 
varios  casos  judiciales  y  llega  á  la  conclusión 
deque  son  más  aparentes  que  reales  las  di- 
versas interpretaciones  que  se  le  dan  pues, 
para  fallar,  se  toman  en  cuenta  otras  circuns- 
tancias. 

Estudia  en  seguida  las  dos  clases  funda- 
mentales de  error,  el  error  que  proviene  de 
que  al  hacer  el  contrato  las  dos  partes  no  es- 
taban de  acuerdo  en  pensamiento  y  no  enten- 
dieron las  cosas  del  mismo  modo,  y  2^  el  caso 
en  que  estando  ambas  partes  enteramente  de 
acuerdo,  ignoraban  alguna  circunstancia  co> 
lateral,  conociendo  la  cual  no  habrían  hecho 
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el  contrato.  En  el  primer  caso  de  error  no  hay 
contrato;  en  el  segundo  podría  ¿ste  ser  decla- 
rado nulo  según  las  circunstancias.  Da  va- 
ríos  ejemplos  sobre  este  caso.  Saca  por  fin  la 
cottclusián  de  que  los  contratos  pueden  ser 
nulos  por  causa  de  error  en  virtud  de 
dos  teorías  enteramente  diversas:  1.^'  caso, 
no  hubo  contrato  sino  an  intento  infructuoso 
de  hacer  uno;  2^  caso,  á  pesar  de  existir  un 
contrato,  se  ha  producido  un  error  de  tal 
naturaleza  que  una  de  las  partes  no  recibió  lo 
que  ambas  partes  tenían  el  propósito  de  que 
recibiera  y  que  existe,  por  consiguiente,  una 
importante  equivocación.  Terminad  autor 
diciendo  que  á  menudo  no  se  han  tomado  en 
cuenta,  al  fallar  asuntos  de  esta  especie,  estas 
dos  teorfastan  distintas,  que  el  termino  "error 
mutuo"  aplicado  á  las  dos  ha  contribuido  á 
confundirlas  y  que  sólo  cierta  clase  de  error 
permite  anular  un  contrato  según  dice  Mr. 
Benjamín,  sec.  415. 


ItA  reaponsabiJidad  del  niño  por  daños  cau- 
sados, sea  círit,  sea  criminalmente.— M.  Thk- 
DOKR  SuTRO,  de  Nueva  York,  nos  dice  que  la 
ley  considera  que  un  niño  menor  de  doce  años 
es  responsable  del  daño  que  ha  hecho  y  que  no 
sólo  debe  pagar  la  compensación  material  que 
se  le  exija,  sino  también,  en  caso  de  que  posea 
la  inteligencia  suficiente  para  comprender  el 
alcance  de  sus  actos,  debe  recibir  el  castigo 
que  merece.  Trata  en  seguida,  dando  muchos 
ejemplos  de  los  daños  y  perjuicios  materiales 
que  se  pueden  exigir  después  de  aquellos  que 
■e  pidan  como  castigo  del  acto  cometido.  Es- 
tos últimos  dependen  sobre  todo  de  la  opinión 
médico-legal  sobre  el  desarrollo  mental  del  ni- 


ño y  del  punto  hasta  el  cual  tuvo  conciencia 
del  daño  que  cometió. 

Termina  el  autor  'deplorando  que,  &  pesar 
de  todos  los  beneficios  de  la  civilización,  ni  aán 
los  niños  dqan  de  cometer  crímenes  premedi- 
tados y  considera  que  la  ley  actnal  al  hacer 
materíal  y  moralmente  respcmsable  al  niño, 
obra  como  freno  poderoso  sobre  los  padres 
descuidados  y  negligentes. 

Reñtrma  de  la  Jvrkpradeacia  en  Snec/a. — 
Mr.  Sbvhour  Thohpson  nos  da  cuenta  de  la 
importante  obra  de  Kerr  fí.  FahlcrantaE,  so- 
bre las  reformas  que  se  imponen  en  los  proce- 
dimientos judiciales  suecos.  Según  este  juris- 
consulto la  falta  absoluta  de  respeto  á  la  ver- 
dad, de  justicia  y  honradez  que  ofrecen  estos 
procedimientos  es  algo  que  avergüenza  á  la 
par  que  asombracn  un  pueblo  serío  y  honrado 
como  lo  es  el  sueco.  Lo  máscnrioso  es  que  este 
pueblo  está  contento  ó  conforme  al  menos  con 
este  modo  de  proceder  y  la  idea  de  que  los 
asuntos  legales  no  tienen  nada  que  hacer 
con  la  justicia,  nimucho  menos  con  la  verdtul,  . 
está  profundamente  arraigada  en  él.  Kerf 
Fahlcrantz,  nos  dice  el  autor,  hace  una  com- 
paración, dolorosa  para  el  patriotismo,  entre 
la  honradez  y  elevación  de  miras  de  los  proce- 
dimientos legales  ingleses,  que  ha  estudiado  á 
fondo,  y  losdesu  pi^.  Reconoce, sin  embar^ro, 
que  estos  males,  aunque  en  menor  grado,  exis- 
ten en  todos  los  demás  países  europeos.  Ter. 
mina  Mr.  Seymour  elogiando  el  esfuerzo  arduo 
é  ingrato  de  este  hombre  de  bien  que  desea  ver 
establecidas  la  verdad  y  la  justicia  en  las  cor- 
tes de  su  pfljs. 

O.  D.  1. 
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REVISTAS 
JBstadoB  Unidos 

American  Law  Revibw. —Julio  -  Agosto 
1904. —£ra  subrogación  por  el  Vtce-Presi' 
dente,  segva  ¡a  Constitución, — En  caso  de 
no  poder  el  presidente  ejercer  sus  funciones 
el  vice -presidente  que  le  sucede  ¿ejerce  tan 
sólo  las  funciones  y  ocupa  el  lugar  del  presi- 
dente 6  bien  se  transforma  en  presidente  ver* 
dadero  no  sólo  en  el  hecho  sino  también  en  el 
derecho?  pregunta  Mr.  Lbwis  R.  Woeks.  La 
Constitución  no  da  respuesta  clara  A  este  res- 
pecto, pues  hay  cierta  ambigüedad  en  los  tér- 
minos, ni  tampoco  la  dan  las  obras  de  diver- 
sos autores,  autoridades  en  la  materia.  La 
única  declaración  queexiste,  dice  el  autor,  es  la 
del  jnez  Cranch,  de  la  Corte  *de  Columbia,  an- 
te quien  prestó  juramento  John  Tyler,  vice- 
presidente, al  suceder  al  presidente  Harrison 
que  acababa  de  fallecer. 

Bra  la  primera  vez  que  ocurría  el  caso  y  el 
juez  dice  "que  habiéndose  presentado  ante  él 
John  Tyter,  que  se  considera  con  derecho  para 
qercer  las  funciones  de  presidente  porhaberfa- 
llecido  Mr.  Henry  Harrison,  Presidente  de 
los  Estados  Unidos,  sin  prestar  más  jaramen- 
te que  el  de  vice-presidente,  habiendo  dudas  al 
respecto  y  ])ara  mayor  seguridad,  prestó  y  fir. 
mÓ  el  juramento  consigoado  más  ab^o". 

MOrAB 


En  un  nrlífulo  titulado  SVr  Walter  Scott 
abogado.  Mr.  Mntu  Mac  Chihmon  de  la  Ca- 
nadean  Law  Review  nos  da  cuenta  de  los  pri- 
meros años  en  que  el  gran  escritor  ejerció  en 
Edimburgo  la  profesión  de  abogado.  No  ob- 
tuvo nunca  en  ella  grandes  triunfos  ni  pin- 
gues ganancias  á  pesar  de  haber  hecho  buenos 
estudios,  pues  su  vocación  literaria  ya  naciente 
le  impedía  dedicar  todos  sus  esfuerzos  y  pen- 
samientos á  la  jurisprudencia  y  no  hay  por 
que  sentirlo.  . 

Medida  propuesta  para  aliviar  el  trabajo  de 
la  Corte  Suprema  de  Aí^mania—Brcv  un  infor- 
me el  Sr.  Hugo  Mdrnch,  cónsul  alemán  en 
Plañen,  da  cuenta  del  recargo  abrumador  de 
trabajo  de  la  Corte  Suprema  de  Alemania  que 
funciona  en  Leipzig.  Dicequeentre  lasmedidas 
que  se  han  propuesto  para  aliviar  está'situa- 
ción  la  más  acertada  parece  ser  el  restringir, 
en  los  faltos  sobre  asuntos  de  dinero,  el  dere- 
cho de  apelar  ante  esta  Corte  á  las  causas  ma- 
yores de  3.000  marcos  por  ejemplo,  con  lo 
cual  se  eliminará  un  90%  de  los  asuntos  de 
esa  clase.  Y  siendo  que  los  tribunales  inferio- 
res se  guían  en  todo,  en  casos  análogos,  por 
las  resoluciones  de  la  Corte  Suprema,  no  se 
puede  decir  que  sólo  se  darían  las  ventajas  def 
tribunal  superior  á  los  litigantes  ricos.  Es  tal 
el  interés  con  que  esta  reforma  sediscute  en  le 
foro  y  en  la  prensa  nlemann  que  cualquier  pro- 
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Tccto  qtte  se  adopte  será  k>y  nncinnal  muy 
pronto. 


OBRAS 
Francia 

^aero  concepto  de  ¡os  estudhs  jurídicos  y 
de  la  codiScación  del  derecho  civil. 

Bajo  este  título  nuestro  comiintriotn  don 
Alejandro  Alvares,  publicó  hace  poco  en  Fran- 
cia una  obra  de  filosofía  juritlicn  que  ha  lla- 
mado con  justicia  la  atención  de  los  juríscon- 
■ultos  franceses  y  ha  sido  objeto  de  numerosos 
elogios. 

Con  agrado  reproducimos  la  exposición 
que  Mr.  Henry  Hayem  hace  de  este  libro  en  el 
"Boletín  mensual  de  la  Sociedad  de  Legisla- 
ción comparada"  (ném.  3',  marzo  1905),  ex- 
posición que,  aunque  breve,  permite  npreciar 
en  su  conjunto  el  plan  y  las  ideas  fundamenta* 
les  del  autor. 

Vne  nonveVe  conception  des  eludes  jurídi- 
qaes  et  de  Ja  codiBcation  du  droit  civil,  por 
M.  Algandro  Alvarez,  doctor  en  derecho  de 
la  facultad  de  París,  diplomado  de  la  Escuela 
de  Ciencias  Políticas,  profesor  de  legislación 
comparada  de  la  Uníverúdad  de  Santiago  de 
Chile;  con  nn  prefacio  de  M.  Jacquea  Flach, 
profesor  de  historia  de  Ins  legislaciones  com- 
paradas del  Colegio  de  Fnmda,  profesor  de  la 
Escuela  de  Ciencias  Políticas.— Vol.  IX  de  la 
BibKotecalntemacional  de  Enseñansa  supe- 
rior publicada  biyo  la  dirección  de  M.  Fran- 
gís Picavet.— In.  8'.— Paria,  librería  general 
de  derecho  y  de  jurisprudencia,  1904. 

Las  cuestiones  de  metodología  y  de  filoso- 
fía jurídica  comienzan  á  preocupar  á  los  juris- 
consultos. Hay  que  confesar,  sin  embargo, 
qne  las  obras  relativas  á  estas  cuestiones  son 
bastante  escasas.  Las  que  se  han  publicado 
en  estos  últimos  años  han  sido,  es  cierto,  en 
general,  notables,  pero  en  muy  poco  tiempo 
se  haría  una  enumeración  completa  de  ellas. 

Sin  duda,  el  señor  Alvares  ha  notado  esta 
pobresa  de  nuestra  literatura  jurídica  Este 


distinguido  profesor  ha  emprendido  una  tarea 
atrevida,  tanto  más  atrevida  cuanto  qne  ra 
las  232  p/iginas  desu  libro,  trata  muchos  más 
temas  de  los  que  podría  suponerse  dado  el  tí- 
tulo de  su  obra. 

En  electo,  la  primera  parte  iyága.  1-72) 
Constituye  unestudio  histórico  en  que  el  señor 
Alvarez  habla  de  la  codifíatción  francesa,  de 
sus  battes,  de  sos  principios  y  thsu  acción.  Tal 
es  al  m£nos  el  título  de  esta  introducción  his- 
tórica y  filosófica,  que  encabeza  la  obra.  En 
realidad,  la  materia  vertida  en  esa  introduc- 
ción desborda  el  molde  en  que  el  autor  quería 
amoldarla,  ya  que  esta  primera  parte  comien- 
za por  un  capítulo  relativo  A  la  iafíuencia  de 
Jas  doctrinas  SlosAñcas  dvJ  siglo  XVHl  sobre 
Je  JegisJación  fi-anceaa  de  laépocn  revohtcioea- 
ría  y  termina  por  dos  capítulos  en  que  se  hace 
un  paralelo  entre  la  legislación  codiScada  y  la 
legislación  no  codiñcada. 

La  segunda  parte  titulada  Reacción  entre 
los  príncipios  y  los  efectos  de  la  codiHcacióa 
(págs.  73-149),  contiene  una  enumeración  rá- 
pida de  Ifts  reformas  introducidas  en  los  mé- 
todos de  los  estudios  jurídicos  por  Charles 
Comte,  Laboulaye,  Courcelle-Senenil,  Aubrv 
et  Rau,  Bufnoir,  una  «posición  bastante  bre- 
ve de  los  diversos  métodos  de  interpretación 
actualmente  patrocinados  por  los  señores  Sa- 
leilles,  Planio!,  Lambert,  Gény,  y  un  estudio 
critico,  igualmente  rApido,  de  estos  diversos 
sistemas.  En  seguida,  despn¿s  de  un  estudio 
bastante  avanzado  de  los  efectos  jurídicos 
producidos  por  las  transformaciones  políticas 
y  económicas,  por  las  nuevas  doctrinas  socia- 
les y  por  la  doctrina  democrática,  el  autor 
desprende  de  ese  cuadro,  como  condusiones: 
1  ^  la  constatación  de  que  "la  codificación  no 
ha  detenido  como  se  cree  á  menudo  (?),  el  de- 
sarrollo del  derecho";  2"  "la  necesidad  de  cier- 
to método  de  estudio,  gracias  al  cual  se  pue- 
dan conocer  primero  las  modificaciones  segui- 
das hastaahora  por  las  instituciones  jurídicas 
y  volver  á  trazar  su  verdadero  carácter  y  que 
permitirá  después  reunir  los  elementos  objeti* 
vosde  interpretación,  suficientes  para  resolver, 
en  doctrina  y  en  jurisprudencia,  los  conflictos 
que  pueden  surgir  en  el  porvenir";  3'  el  deseo 
de  "un  nuevo  sistema  de  codificación  que  per- 
mita al  derecho  privado  armoniiarK  con  la* 
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modificaciones  de  la  vida  social,  sin  servirles 
de  traba  como  hoy  día,  sin  disimularlas,  dejan- 
do siempre  A  las  relaciones  jurídicas  la  misma 
se^ridad  que  bajo  el  imperio  del  Código." 

La  tercera  parte  dedicada  á  la  Afuera  orien- 
tación que  debe  imprimirse  &  los  estudios  de 
derecho  privado  (págs.  151-191)  comprende 
la  exposición  del  nuevo  método  de  estudio  que 
debe  producir,  según  el  señor  Alvares,  maravi- 
llosos resultados. 

Este  método  consiste  en  estudiar  separada- 
mente el  derecho  positivo  completo  (derecho 
administrativo,  derecho  civil,  derecho  comer- 
cial, la  legislación  obrera,  derecho  industrial, 
etc.)  las  iastitvciooes  jurídicas,  cada  una  en 
su  conjunto  (familia,  propiedad,  sociedad  y 
asociación,  contratos  en  general,  contrato  de 
trabajo,  etc.),  los  fenómenos  políticos,  econó- 
micos j  sociales  y  sus  diversas  manifestacio- 
nes en  doctrina,  en  legislación  y  en  jurispru- 
dencia; la  historia  del  derecho  y,  por  fin,  la 
lejfislaeión  civil  comparada* 

Este  proyecto  es  interesante,  f^ero  no  lo- 
gramos comprender  cómo,  poniéndolo  en  prác- 
tica, se  conseguirla  reunir  "los  elementos  ob- 
jetivos de  interpretadÓn  bástanles  para  re- 
solver, en  doctrina  y  en  jurisprudencia,  los 
conflictos  que  pueden  surgir  en  el  porvenir" 
(p.  149).  El  señor  Alvarez  dice  (p.  190)  que  la 
"ciencia  jurídica"  enseñada  así,  da  "iil  legisla- 
dor el  medio  de  realizar  progresivamente  sn 
ideal  jurídico  sin  un  brusco  sacudimiento". 
Pero  sería  necesario  que  el  señor  Alvarez  nos 
diera  un  medio  cualquiera  de  obligar  "al  legis- 
lador" á  conocer  á  fondo  esa  "ciencia  jurídi- 
ca". De  otro  modo  aunque  existiera  esa  marn- 
villosa  "ciencia  jurídica"  nuestro  "legislador" 
no  obraría  por  eso  con  más  sabiduría.  El  se- 
ñor Alvarez  alaba  también  ese  método  como 
"guía"  del  "intérprete"  y  del  "juez",  porque 
es  (p.  191)  "el  medio  más  seguro  de  conocer 
el  sentido  en  que  las  transformaciones  sociales 
hacen  evolucionar  las  instituciones".  Pero  el 
señor  Alvares  ha  descuidado  demostramos 
que  ese  "sentido  en  el  cual  las  transformacio- 
nes sociales  hacen  evolucionar  las  institucio- 
nes" podría  determinarse  con  tal  rigor,  queno 
habría  ya  lugar  á  controversia.  No  queremos 
decir  que  los  esfuerzos  efectuados  en  el  camino 
indicado  por  el  señor  Alvnrez  son  estériles. 


Creemos  lo  contrario.  Pero  es  vulgar  hoy  día 
decir  que  hay  que  esclarecer  las  cuestiones  de 
derecho  por  medio  delestudio  complementario 
de  las  cuestiones  económicas  y  sociales;  es  tsrual- 
mente  vulgar  decir  que  es  importante  formar- 
se una  idea  precisa  de  las  inflnendas  recípro- 
cas ejercidas  los  unos  üobre  los  otros,  durante 
su  evolución,  por  los  fenómenos  sócíales  y  por 
las  concepciones  jurídicas.  Lo  que  no  es  vul- 
gar, es  decir,  como  lo  hace  el  señor  Alvarez, 
que  de  los  estudios  preconizados  deben  des- 
prenderse "los  elementos  objetivos  de  inter- 
pretación bastantes,  para  resolver,  en  doctri- 
na y  en  jurisprudencia,  los  conflictos  que  pue- 
den surgir  en  el  porvenir."  El  día  en  que  la 
"ciencia  jurídica"  haya  alcanzado  un  grado 
tal  de  objetividad,  los  tribunales  ya  no  ten- 
drían que  resc^ver  sino  cuestiones  de  hecho:  el 
derecho  se  aplicaría  matemáticamente.  Sin 
duda  que  eso  no  sería  un  mal;  pero  esa  expec- 
tativa es  más  bien  lejana. 

Bn  su  cuarta  y  iiltima  parte  el  señor  Alva- 
rez trata  de  determinar  el  porvenir  de  Ja  codi^ 
ñcación  (p.  193-232). 

Las  proposiciones  del  sabio  profesor  son 
las  siguientes:  el  legislador  se  contentará,  "y 
eso  bastaría  sobradamente,  con  indicar  los 
principios  fundamentales  sobre  los  cuales  de- 
ben establecerse  las  relaciones  jurídicas";  á  la 
Corte  deCasación  "corresponderíaentonces  la 
misión  de  reglamentarlos  de  una  manera  más 
ó  menos  precisa  según  las  necesidades  de  la 
vida  social"  (p.  207);  los  Cóc^goi  se  harían 
por  Instituciones;  habría  así  "un  código  de 
las  relacionen  de  familia,  un  código  de  la  pro- 
piedad, en  el  cual  se  expondrían  cun  clasifica- 
ciones racionales,  todos  las  formas  de  propie- 
dad: comercial,  industrial,  agrícola,  etc.";  ha- 
bría también  un  "Código  de  las  sociedades  y 
de  las  asociaciones,  otro  de  las  obligaciones 
en  general,  otro  de  los  contratos  especiales, 
sea  civiles,  sea  comerciales,  un  código  del  tra- 
bajo, etc."  (p.  208);  se  desecharía,  por  lo  de- 
más, resueltamente,  el  principio  de  la  anidad 
de  legislación,  siempre  que  pareciera  inútil  ó 
molesto,  especialmente  en  lo  que  se  refiere  al 
régimen  de  las  aguas,  á  las  servidumbres  nt* 
rales  y  á  la  propiedad...  (p.  211 );  y  como  úl- 
tima reforma,  nos  desprenderíamos  siempre 
que  se  le  creyera  átil,  de  este  viejo  principio 
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que  ja  ha  cumplido  su  misión:  "la  igualdad 
de  todos  los  individuos  ante  la  misma  ley" 
(p.  211).  Agreguemos  á  esto  que  una  Comi- 
sión permanente  de  codificación  propondría 
al  Parlamento  "cada  cinco  ó  diez  años"  las 
niodificadones  óalteraciones  que  juzgara  con- 
veniente recomendar  (p.  230). 

Rendimos  homenaje  al  gran  esfuerzo  de 
•íntesís  realizado  por  el  señor  Alvarez,  admi- 
ramos la  fecundidad  de  su  imaginación  y  la 
injeniosídad  de  su  espíritu  inventivo;  pero  nos 
vemos  en  la  necesidad  de  hacer  al  señor  Alva- 
rez  la  siguiente  objeción:  que  sus  códigos  por 
Jnatitucioaes  no  serían  niAs  cómodos  que  los 
nuestros  y,  sobre  todo,  que  el  sistema  pro* 
puesto  por  é\  crearía  una  perpetua  inseguri- 
dad. No  habiendo  fijado  el  legislador  suficien- 
temente el  derecho  y  debiendo  éste  ser  precisa* 
do  por  la  Corte  Suprema,  no  se  estaría  nunca 
seguro  mientras  ésta  no  hubiern  pronunciado 
8U  falto,  de  la  validez  de  un  gran  número  de 
actúa  jurídicos.  Por  lo  demás,  una  codificación 
repetida  cada  cinco  ó  diez  años  traería  por  re- 
sultado el  suspender  sobre  la  cabeza  de  todos 
aquellos  que  organizan  sus  operaciones  jurí- 
dicas según  ciertas  reglas,  el  temor  perpetuo 
de  tener  que  modificar  su  modo  de  proceder. 
Tal  vez,  por  lo  demás,  para  que  reine  una  se- 
guridad maj'or  y  para  poner  fin  á  sus  temo- 
res, la  comisión  de  codificación  vacilaría  mu- 
chas veces  en  proponer  reformas,  juzgando 
que  podían  postergarse  dichas  reformas  ctnco 
6  diez  años;  y  esto,  indefinidamente. 

Sin  embaigo.  el  libro  del  señor  Alvares  tñ 
rico  en  ideas  nuevas  y  en  pensamientos  filosó- 
ficos. Bs  un  trabajo  considerable  reunido  en 
pocos  pápnas.  Ba  una  obra  valiente  de  nn  es- 


píritu desprendido  de  todos  los  prejuicios  y 
cuya  audacia  interesa  vivamente.  E¡  libro  del 
señor  Alvarez  hace  pensar. 

Hbnkv  Havem. 


Exposición  del  derecho  de  saccsióa  ab  ta- 
testAto  musulmana  en  Turquía^  por  M.  Kia- 
»H  ZiA,  doctor  en  derecho  (Lransanne,  1902. 1 

El  libro  de'Kiazim  Zia  es  una  exposición 
del  derecho  de  sucesión  ab  ¡ntestato  en  Tur- 
quía, precedida  de  un  estudio  de!  derecho  mu. 
sulmano  en  general,  sin  lo  cual  es  muy  difícil 
comprenderel  raimen  hereditario  musnlmano. 
El  autor  no  ha  querido  hacer  obra  crítica;  se 
reduce  á  exponer  las  reglas  de  la  legislación  po- 
sitiva, encerrándose,  por  lo  demás,  en  uoo  de 
de  los  cuatro  grandes  ritos  conocidos,  el  rito 
hanefito.  El  trabajo  es  muy  ordenado  y  el 
gran  mérito  de  M.  Kiazim  Zia  ha  sido  in- 
troducir claridad  y  método  en  una  materia 
tan  confusa  y  embrollada  como  esa.  El  panto 
de  vista,  tal  vez  un  poco  estrecho,  en  que  se  ha 
colocado,  no  le  ha  permitido  tratar  semejante 
tema  con  la  amplitud  que  él  exige.  Tal  como 
está  ese  trabajo  es,  sin  embargo,  una  obra  in- 
teresante y  sobre  todo  muy  útil  para  los  que 
desean  conocer  las  reglas  de  este  derecho  de 
sucesión  hereditaria,  cuya  ciencia  es  tan  difícil 
de  adquirir,  si  hemos  de  creer  á  los  doctores 
musulmanes,  ya  que  según  ellos  "poseer  la 
materia  de  las  sucesiones,  es  tener  la  mitad  de 
la  ciencia." 

P.  SUMIBN. 
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OBRAS 
Chile 

BxpNeachnes  de  Derecho  Civil  Chikaoy 
Comparado,  por  Lüis  Claro  Solar,  profesor 
de  Código  Civil  de  la  Univenúdad  de  Chile. 

La  publicación  del  segundo  tomo  de  la  obra 
con  cuyo  nombre  encabezamos  estas  líneas,  es 
un  verdadero  acontecimiento  entre  nosotros, 
en  que  la  literatura  jurídica  es  tan  escasa. 

El  primer  tomo,  publicado  en  1898,  expone 
y  comenta  el  tftulo  preliminar  y  los  cuatro 
prínwros  títulos  del  Libro  I  del  Código  Civil. 
El  tomo  segundo  comprende  hasta  el  títnlo  14 
del  mismo  Libro. 

La  obra  del  señor  Claro  no  es  propiamente 
un  texto  de  enseñanza,  sino  de  consulta;  pero 
sin  qne  este  desarrollo  dado  á  su  trabajo  haya 
llevado  al  autor  á  detenerse  demasiado  en  las 
numerosas  aplicaciones  de  detalle,  que  abarca 
la  legislación  civil  de  un  país. 

Bn  el  estudio  del  Derecho,  como  en  el  de  to- 
da dencia,  lo  más  importante  es  fijar  los  prin- 
cipios, seguirlos  en  sus  principales  desarrollos 
y  aplicaciones  y  habituar  asi  al  espíritu  á  re- 
solver  las  variadas  cuestiones  civilesáque  dan 
lugar  los  hechos  sociales. 

Inspirándose,  sin  duda,  en  estas  ideas,  el  se- 
ñor Claro  Solar  no  ha  escrito  en  realidad  nn 
comentario  del  Código  Civil  chileno,  sino  nn 
verdadero  tratado  de  Derecho  Civil,  siguiendo 
el  orden  de  materias  del  Código. 

NOTAS 


Esto  le  ha  permitido  abarcar  cuestiones  que 
no  tienen  en  el  Código  una  solución  especial; 
y,  sin  perder  de  vista  los  preceptos  legales, 
examina  en  cada  caso  su  texto  y  lo  compara 
con  las  legisladones  que  le  han  servido  de 
fuente  6  origen  y  con  las  similares  de  otros 
países,  dando  muestras  de  una  gran  erudición 
y  de  extensos  conocimientos  legales. 

Ha  conseguido  así  el  distinguido  profesor 
recopilar  en  su  obra  un  conjunto  de  doctrina 
que  abarca  la  solución  délas  más  importantes 
cuestiones  que  se  relacionan  con  la  interpreta- 
ción de  los  preceptos  del  Código  Civil  y,  al 
mismo  tiempo,  presentar  un  cuadro  completo 
del  espíritu  dominante  en  este  cuerpo  de  leyes, 
estudiado  á  la  luz  del  derecho  civil  comparado; 
y  todo  esto  en  estilo  claro,  sin  divagaciones 
inútiles  y  sin  desarrollos  exagerados. 

Cuida  también  la  obra  del  señor  Claro  So- 
lar de  anotar  la  jurisprudencia  de  loa  tribuna- 
les, cuya  autoridad  como  fuente  de  interpreta- 
ción de  la  ley  no  podría  desconocerse;  de  esta 
manera,  las  cuestiones  legales  que  el  estudia  y 
comenta  son  llevadas  en  la  mayoría  de  los  ca- 
sos al  terreno  práctico  de  las  descisiones  de 
los  tribunales  de  justicia. 

La  obra  del  señor  Clnro  Solar  no  es  sólo  de 
interés  para  los  estudiantes,  sino  que  consti- 
tuye el  texto  más  6til  de  consulta  que  pueden 
elegir  los  abogados  y  los  jueces. 

No  siempre  es  fácil  tener  ála  mano  las  obras 
de  los  grandes  comentadores  de  derecho  civil 
de  Francia;  y,  aun  en  caso  de  tenerlas,  no  es 
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siempre  fácil  abarcarlas  en  suficiente  número 
para  hacer  un  estudio  fructífero,  ni  tampoco 
es  siempre  fácil  apreciar  con  exactitud  las  di- 
ferencias que  existen  en  las  disposiciones  lega* 
les  de  uno  y  otro  pais. 

La  obra  citada  viene  á  llenar  este  vacío  que 
se  bacía  sentir  en  el  estudio  y  aplicación  de 
nuestro  Código  Civil,  proporcionando  así  á 
los  estudiantes  como  á  los  profesionales  un 
trabajo  de  conjunto  sobre  los  principios  del 
derecho  y  una  exposición  clara  y  precisa  de 
las  soluciones  del  Código  Civil.  Ks  un  libro 
que  jnerece  una  atenta  lectura  de  todos  los 
que  se  interesan  en  los  estudios  de  iterecho  ci- 
vil,yque  nunca  dejará  deconsultarse  sin  sacar 
de  él  algún  fruto  para  la  aplicación  de  los  pre- 
ceptos legales. 

Las  breves  observacióáes  que  dejamos  he- 
chas no  bastan,  sin  duda,  para  dar  una  idea 
completa  de  la  obra  del  señor  Claro  Solar. 
Nuestro  propósito  no  ha  sido  hacer  un  juicio 
crítico  de  ella,  sino  sencillamente  llamar  la 
atención  sobre  un  trabajo  queeael  más  aca- 
bado y  completo  que  hasta  hoy  se  haya  em- 
prendido en  Chile  sobre  nuestro  Código  Civil, 

El  señor  Claro  Solar  está  sólo  en  los  co- 
mienzos de  su  trabajo.  Aun.  no  termina  el 
comentario  del  libro  l'del  Código  Civil.  Por 
lo  publicado  hasta  hoy,  puede  apreciarse  la 
magnitud  de  la  obra,  y  con  cuánta  razón  ha- 
cemos votos  porque  llegue  á  felis  término. 

Bliodoro  YXKkz. 

Lfí  doctríaa  de  Monroe,  por  don  Adgvsto 
Vicuña  S.;  memoria  para  optar  al  grado  de 
licenciado  en  la  Facultad  de  Leyes  y  Ciencias 
Políticos  de  Ift  Universidad  de  Chile. 

De  tres  partes  se  compone  este  estudio  escri- 
to en  estilo  fácil  y  correcto. 

Trata  la  primera  de  la  doctrina  Monroe 
misma:  sus  antecedentes  históricos,  los  térmi- 
nos de  la  declaración,  el  alcance  que  se  le  dió 
y  termina  analizando  esta  doctrina. 

La  segunda  parte  expone  la  evolución  his- 
tórica de  la  doctrina  Monroe  y  estudia  dete- 
nidamente la  aplicación  de  este  principio  á  las 
diversas  cuestiones  internacionales  suscitadas 
en  América  en  el  curso  del  siglo  XIX. 

En  la  tercera  parte  de  su  estudio  el  autor 
ha  expuesto  el  desarroHo  de  la  doctrina  Mon* 


roe  á  principios  del  siglo  XX,  estudiando  prin- 
cipalmente la  cuestión  de  Venezuela  de  1902. 

Bn  la  conclusión  de  su  Memoria,  cuya  lec- 
tura es  interesante  é  instructiva,  resume  el 
autor  los  principios  generales  de  la  doctrina 
Monroe  y  los  que,  según  el  criterio  norte-ame- 
ricano, son  una  emanación  de  elln,  y  dice  que 
en  la  actualidad  son  los  siguientes: 

1^  Que  ningún  estado  europeo  puede  pre- 
tender la  adquisición  de  territorios  america- 
nos, á  cualquier  título  que  sea; 

2^  Que  no  lea  está  permitido  á  los  estados 
intervenir  en  el  continente  americano  para 
cambiar  ó  contribuir  á  cambiar  la  forma  de 
gobierno  que  se  han  dado  las  diferentes  repú- 
blicas que  lo  componen; 

3^  Que  la  Europa  debe  abstenerse  de  actos 
que  se  resuelvan  en  la  opresión  ó  el  controla- 
miento  del  destino  de  un  estado  americano; 

4^  Que  los  estados  latino-americanos  no 
deben  pensar  en  aumentar  su  territorio  á  ex- 
pensa de  otro  ú  otros  del  mismo  continente; 

5'  Que  todo  canal  interoceánico  que  atra- 
viese territorio  americano  debe  estar  bajo  la 
vigilancia  de  los  Estados  Unidos,  excluyén- 
dose toda  ingerencia  directa  6  indirecta  de 
cualquier  potencia  europea;  ^ 

6^  Que  procede  la  ínterposicióii  del  único 
pE^s  dominante  en  América,  los  Estados  Uni- 
dos, entre  unos  ó  varios  estados  europeos  y 
uno  ó  más  americanos,  cuando  se  trate  por 
los  primeros  de  cobrar  por  la  fuerza  créditos 
en  contra  de  los  segundos  ó  ejercer  cualquiera 
acáón  sostenida  por  la  violencia,  pero  sin  que 
exista  estado  de  guerra  entre  las  partes; 

7^  Que  Europa  debe  comportarse  en  stis  re- 
laciones con  el  Nuevo  Mundo  detal  modo, que 
no  sufra  quebranto  el  principio  tan  reconocido 
de  que  las  cuestiones  americanas  sólo  admiten 
ser  resueltas  por  los  propios  americanos.  ■ 


Ouba 


Loa  Estados  norte-americ&nos  bajo  el  pun- 
to de  vista  de  sus  gobiernos  monicipaks,  por 
Francisco  Correa  y  J^snz;  un  folleto,  27 
págs.  Habana  1903. 

Expone  este  distinguido  publicista  que  el 
gobierno  de  las  ciudades  constituye  tin  noto- 
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rio  fracaso  para  los  Estados  Unidos  como  lo 
reconocen  sus  más  eminentes  estadistas. 

Estima  que  una  de  las  principales  cansas 
del  fracaso  en  el  gobierno  de  las  ciudades  nor- 
te-americanas, está  en  que  los  Estados  Unidos, 
con  perjuicio  del  engranaje  natural  de  los  po- 
derespúblicos, mantienen  la  ficción  deser.aun, 
tales  Estados  unidos,  cuando  en  el  orden  real 
eso  no  existe  7  con  ello  se  originan  los  natu- 
rales perjuicios  de  interponer  en  el  juego  de  su 
m  aquinaría  administrativa  una  rueda  enor- 
me que  sólo  Ksponde  á  la  abstracta  concep- 
ción de  unos  supuestos  "estados"  que  uo 
existen  más  que  en  la  fantasía  nacional  de  los 
norte-americanos. 

Agrega  que,  en  algunos  casos  importantísi- 
mos, los  intereses  de  las  grandes  ciudades  son 
totalmente  diversos  de  los  del  resto  de  los  res- 
pectivos estados,  donde  se  encuentran  colo- 
cadas, por  una  artificial  combinación  de  Hmi- 
tesfyálosque  se  encuentran  subordinadas, 
sólo  porque  se  mantiene  la  ficción  de  la  exis- 
tencia de  esos  organismos  de  estados,  mero 
recuerdo  de  lo  que  fué,  enunoscasosy  tributo 
de  componendas  políticas,  en  otros. 

Deduce  que,  siendo  imposible  la  desparicíón 
de  las  ciudades  cuya  riqueza  y  poder  aumenta 
día  á  día,  tendrán  esos  supuestos  estados 
que  entrar  en  la  verdadera  realidad  de  su  exis- 
tencia, viniendo  á  ser  de  derecho  lo  que  son 
de  hecho,  meras  circunscripciones  administra- 
tivas, llámeselas  provinnas,  departamentos 
6  regiones,  cesando  en  su  perniciosa,  inútil  6 
innecesaria  función  legislativa.  Así  la  autono* 
mía  local,  hoy  ilusoria  en  las  ciudades  norte- 
americanas, podrá  desenvolverse  en  su  campo 
propio. 


Franoia 

E¡  Código  CiriL^Libro  delCeateaarío  (1804- 
1904)  publicado  porta  Stxicdad  de  estu- 
dios legislativos.— 2.  vol.  in.  8',  Paris, 
Arthur  Rousseau,  precio:  20  francos. 

Con  ocasión  de  las  fiestas  del  Centenario,  la 
Sociedad  de  estudios  legislativos  ha  querido 
erigir,  con  la  colaboración  de  namerosos  sa- 


inos franceses  yextranjeros,un  verdadero  mo- 
numento á  la  gloria  del  Código  Civil. 

Esta  obra  se  ha  publicado  con  el  título  que 
encabeza  estas  líneas  y  ha  sido  honradá  por 
la  Academia  de  ciencias  morales  y  políticas- 
con  una  de  las  recomiKnsas,  mas  envidiadas: 
el  Premio  Chevallíer. 

El  libro  del  Centenario  comienza  con  una 
introducción  magistral  de  M.  Albert  Sorel,  el 
eminente  historiador,  miembro  de  la  Acade- 
mia francesa,  en  la  cual  analiza  la  influencia 
del  Código  Civil  en  la  vida  social  y  literaria 
de  la  Francia  desde  hace  un  siglo,  la  huella 
profunda  que  haimpreso  en  todas  lasmanifes- 
taciones  det  espíritu  nacional.  En  seguida  la 
obra  se  desarrolla  en  cuatro  partes:  la  prime- 
ra comprende  las  Generalidades,  la  segunda 
los  Estudios  especiales,  la  tercera  la  historia 
del  Có  ligo  Civil  en  el  extranjero  y  la  cuarta 
está  destinada  á  la  cuestión  de  la  Rcria¡6n  det 
Código  Civil. 

Para  dar  una  idea  del  interés  y  del  valor  de 
l;i  obra  bastará  reproducir  la  lista  de  los  co- 
l:iborndores  franceses.  Son  los  señores  Esmein. 
Vigié,  Boistel,  Tissier,  Saleilles,  Charmont» 
Chaussc,  Meyniat,  Lyon-Caen,  Thaller,  Weiss, 
Larebours  Pigeonniére,  Ambroise  Colín,  Te- 
rrat,  Josserand,  de  Loynes,  Guillonard,  Wahl, 
Balleydier.CapitantLamaude,  Pilón,  Planiol, 
Gaudemet,  Geny,  Moreau,  Caillemer,  Hayem, 
Arratnjon,  le  barón  de  Rolland.  A  esta  brillan- 
te pléyade  se  unieron  eminentes  escritores  ex- 
tranjeros los  señores  Crome,  Kohler,  Müller, 
Van  Biervliet,  Hanssens,  Mignault,  Chironi, 
Garaí,  Ruppert,  Asser,  Dissescon,  Alfred  Mar 
tin.  Su  colaboración  en  el  gran  trabajo  empren. 
dtdo  consistió  eu  estudiar  la  influencia  de  la 
legislación  civil  francesa  fuera  de  las  fronteras 
de  nuestro  país,  en  Alemania,  Bélgica,  Canadá, 
Egipto,  Italia,  el  Lnxemburgo,  Paises  Bajos, 
Suiza,  Rumania  y  hasta  en  el  Japón;  las  alter- 
nativas por  las  cuates  ha  pasado  esta  influen- 
cia y  los  rastros  que  ella  ha  dejado  en  el  Dere- 
cho, aun  vigente,  de  nuestros  vednoa  é  imita- 
dores. No  será  sin  duda  esta  parte  del  libro  la 
de  menos  intei^  para  los  lectores. 

La  cuestión  de  la  revisión  que  á  consecuen- 
cia de  una  decisión  reciente  del  guarda  sellos, 
tiene  un  carácter  de  gran  actualidad  ha  dado 
lugar,  en  el  Kbro  del  centenario,  á  estudios  de 
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tendencias  divergentes  que  por  lo  mismo,  son 
de  más  útil  consulta.  Mientras  Lamaude  y 
Pilón  se  muestran  partidarios  convencidos  de 
una  revisión  general  del  Cddigo  Civil,  que  juz- 
gan necesaria  debido  á  las  transformaciones 
de  nuestro  estado  económico  y  social,  Planiol 
y  Gaudemet  ponen  en  duda  lautílidad  y  sobre 
todo  la  oportunidad  de  semejante  empresa. 
Geny  y  Morcan,  sin  pronunciarse  sobre  el  fon- 
do mismo  de  la  cuestión,  se  preocupan  sobre 
todo  de  las  garantías  especia  les  de  que  debería 
rodearse  el  trabajo  si  Se  quisieia  sustraerlo  de 
las  influencias  disolventes  y  esterilizantes  del 
procedimiento  parlamentario  habitual,  y  ase- 
gurarle una  forma  verdaderamente  técnica, 
nnn  terminología  firme  y  coherente. 

En  resumen,  muchos  lectores  juzgarán  que 
el  libro  del  Centenario  es  la  obra  más  notable 
de  crítica  legislativa  que  desde  hace  un  siglo, 
se  haya  consagrado  al  Derecho  privado  de  la 
Francia.  A  lo  snmo  podrían  críticarsenigunss 
desigualdades  de  redacción,  inevitables  en  to. 
da  obra  colectiva,  algunos  vacíos  tambiért,  por 
ejemplo  la  cuestión  feminista,  la  de  las  reía 
Clones  de  los  esposos  entre  sf,  parecen  haber 
sido  descuidadas.  Son  pequeñas  manchas  que 
no  oscurecen  el  brillo  de  una  publicación  sin 
precedente,  destinada,  estamos  seguros,  á  te- 
ner el  éxito  más  brillant«  en  Francia  y  en  el 
extranjero. 

A.  C. 


La  política  proteccionista  en  Inglaterra;  un 
nuevo  peligro  para  la  Francia^  por  Jorgb 
Blohdbl.— 1  vol.  in.  18;  París;  Victor  Le- 
coffre,  1904. 

En  este  libro,  muy  documentado,  Blondel 
sefiala  el  peligro  qne  puede  acarrear  á  la 
Francia  la  realización  del  nuevo  programa 
económico  del  Gobierno  inglés.  Mr.  Chamber- 


lain  quiere  sustituir  al  régimen  del  libre  cam- 
bio que  durante  tanto  tiempo  ha  imperado 
en  Inglaterra,  el  régimen  proteccionista.  Ha 
emprendido  una  campaña  activa  en  favor  de 
la  difusión  de  sus  ideas,  y  se  esfuerza  en  hacer 
que  el  pfibUco  participe  de  ello»,  empleando 
con  ese  objeto,  los  medios  más  adecuados  pa- 
ra influir  sobre  la  opinión  pública. 

Nuestro  sabio  colega  maestro,  por  medio  de 
argumentos  irrefutables,  cómo  una  orienta- 
ción en  ese  sentido  seria  perjudicial  al  comer- 
cio exterior  de  la  Francia.  La  Inglaterra 
(aunque  mucha  gente  lo  ignora,)  es  el  mgor 
cliente  de  la  Francia,  que  le  vende*  cada  año 
casi  mil  doscientos  millonesen mercaderías.  ^ 
su  mercado  llegara  á  cerrarse  á  nuestros  pro- 
ductos, esto  produciría,  sin  duda,  una  crisis 
comercial  aguda. 

No  es  la  primera  vez,  por  lo  demás,  que 
Blondel  da  el  grito  de  alarma.  En  una  obra 
anterior  nos  ha  hedió  medir  el  terreno  qne  la 
Francia  ha  perdido  en  los  mercados  extranje- 
ros y  la  ventaja  que  otros  pueblos  rivales  han 
sabido  conquistarse. 

Sin  duda,  el  Reino  Unido  de  Gran  Bretaftn  é 
Irlanda  no  está  alín  á  punto  de  cerrar  sus 
puertas  á  nuestras  importaciones;  parece  aún 
que  la  mayoría  de  los  electores  ingleses  no 
mira  de  un  modo  muy  favorable  el  alza  de  los 
derechos  de  Aduana.  Sería,  nn  embargo,  ini* 
prudente  adormecerse  en  una  falsa  seguri- 
dad. Es  tiempo  que  nuestro  comercio  aban- 
done sus  antiguos  erroresyse  organice  mejor, 
en  vista  de  la  lucha  internacional.  £s  tirapo 
que  una  política  exterior  mejor,  tranquilícelos 
espíritus  inquietos,  haga  renacer  la  confianca 
y  aproxime  los  miembros  dispersos  de  la  gran 
familia  francesa.  Tales  son  los  votos  que  for- 
mula Mr.  Blondel  al  terminar  su  notable  es- 
tudio, votos  á  los  cuales  ncM  adherimos  sinoc- 
ramente. 

Fernando  Daouin. 
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OBRAS 
Fraaola 

El  mandato  mercaatit;  ñ}rmas  que  pueden 
adoptar  las  scichdadea  mercantilea;  Manual 
de  derecho  mercantií,  vol.  I,  Parte  general, 
por  Lorenzo  Benito,  vice-rector  y  proíesof  de 
derecho  comercial  de  la  Universidad  de  Bar- 
celona, abogado  de  las  Cortes  de  Barcelona  v 
de  Madrid. 

El  Sr.  Lorenzo  Benito,  profesor  de  derecho 
comercial  de  la  Universidad  de  Barcelona,  au- 
tor de  gran  número  de  publicaciones  relativas 
al  derecho  comercial  é  industrial,  publica  una 
nueva  serie  de  estudios  muy  interesantes  rela- 
tivos A  la  legislación  comercial.  En  dos  con- 
ferencias dadas  en  1904  en  Barcelona  exponía 
las  reglas  generales  del  mandato  comercial  y 
las  diferentes  formas  que  pueden  adoptar  las 
sociedades  comerciales;  y  al  mismo  tiempo  pu- 
blicaba un  importante  manual  de  derecho  co- 
mercial sobre  el  cual  conviene  inústir. 

En  efiecto,  este  manual  se  distingue  por  su 
plan  enteramente  original.  El  autor  abando- 
na la  distinción  clásica  del  derecho  comercial 
en  terrestre  y  marítimo;  considera  que  estas 
dos  partes  se  penetran  demasiado  íntimamen- 
te para  poder  pensaren  separarlas,  sobre  todo 
cuando  los  principios  generales  de  la  equidad 
que  transforman  incesantemente  las  costum- 
bres marítimas,  tienen  una  inflnencia  prepon- 
derante sobre  el  derecho  comercial  terrestre. 

MOTAS 


Por  eso  ha  preterido  estndiar  el  derecho  co- 
mercial en  dos  partes:  una  general  consagrada 
á  las  cuestiones  ftmdamentales  de  la  legislación 
comercial;  la  otra  especial,  reservada  á  los 
contratos  comerciales.  El  tomo  1^  que  acaba 
de  publicar  el  señor  Benito  encierra  la  exposi- 
ción de  esta  parte  general. 

Esta  exposición  se  desarrolla  en  un  orden 
digno  de  llamar  la  atención.  Sn  título  primero 
es  el  estudio  de  ta  naturaleza  y  de  los  caracte- 
res de  la  legislación  comercial  española  en  sus 
relaciones  con  las  otras  ramas  del  derecho  y 
especialmente  del  derecho  civil,  y  de  las  fuentes 
del  derecho  comercial;  la  ley,  la  costumbre,  la 
jurisprudencia,  los  principios  generales  del  de- 
recho. 

El  título  segundo,  mucho  más  largo,  es  el 
dedicado  al  desarrollo  de  la  actividad  jurídica 
comercial.  El  autor  estudia  primero  ¡as  cosas 
comcrciahs:  las  naves,  la  moneda,  los  títulos 
de  crédito  y  los  efectos  de  comercio,  insistiendo 
sobre  la  naturaleza  especial  de  la  propiedad 
mercantil  española,  que  está  caracterizada  por 
el  principio  de  la  "irrei vindicación."  Viene  en 
seguida  la  nomenclatura  </e  ¡as  personas  de  de-- 
recho  comercial:  los  comerciantes,  las  socieda- 
des, sus  auxiliares  (comisionistasyempicados; 
administradores  y  directores  de  sociedades^ 
capitaneSi  patrones,  armadores,  consignata- 
rios, etc.) 

El  capitulo  tercero  está  consagrado  á  los 
actos  de  comercio  que  el  autor  divide  en  obje- 
tivos, subjetivos,  formales  y  legales;  y  el  último 
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á  las  instituciones  sociales  creadas  para  faro- 
lecer  el  desarrollo  de  la  actividad  comercial, 
es  decir,  á  las  ferias  y  mercados,  á  los  puertos 
francos,  á  las  bolsas,  á  los  bancos,  á  los  con- 
gos administrativos  de  industria  y  de  co^ 
ntercio. 

^o  faltan  ideas  originales  en  este  libro  al 
que  su  autor  da  el  nombre  demasiado  modes- 
to de  Manual. 

P.  SUHIUN. 

Del  conjunto  de  medios  de  la  solución  pací' 
ñca,  por  Raoul  de  la  Grasserie,  laureado  del 
Instituto  de  Francia,  etc.  71  págs.  in.  8. 
Giard  y  Brígre;  París,  1904.  Precio:  1  franco. 

La  paz  no  tiene  apóstol  más  ardiente  ni 
más  convencido  que  Raoul  de  la  Grasserie.  Es- 
te magistrado  filántropo  deplora  los  conflictos 
armados  que,  demasiado  á  menudo,  ensan- 
grientan la  tierra  y  quisiera  ponerles  térmi- 
no. Sus  propóutos  ion  generosos.  La  guerra 
es,  evidentemente,  una  cosa  horrible  y  bár- 
bara. Pero  hay  talvez  mucho  optimismo  en 
imaginarse  que  llegará  un  día  en  que  los  pue- 
blos renunciarán  en  recurrir  á  las  armaspara 
solucionar  sus  dificultades.  M.  de  la  Orasse- 
ríe  piensa,  sin  embargo,  que  no  es  imposible 
encaminar  á  los  Estados'  á  renunciar  al  uso 
déla  fuerza  para  solucionar  las  dificultades  in- 
ternacionales, y  aconseja  un  conjunto  de  me- 
dios y  medidas  que  apresurarían,  según  él,  el 
advenimiento  de  la  era  de  la  paz  perpetua. 

Propone,  en  primer  lugar,  una  nuera  orien- 
tación de  los  espíritus  fundada  en  una  educa- 
ción onti-militarísta.  £n  lugar  de  exaltar  los 
virtudes  guerrieras,  desearía  que  los  pedago- 
gos, tos  historiadores  y  los  literatos  se  empe- 
ñaran en  rebajarlas.  Esto  nos  parece  muy 
peligroso.  Sin  duda,  si  todas  las  naciones, 
sin  excepción  alguna,  adoptaran  simultánea- 
mente semejante  sistema  de  educación,  po- 
drían e^>erarse  de  él,  resultados  favorables 
bajo  el  punto  de  vista  del  mantenimiento  de 
la  paz.  Pero  que  un  pais  aislado  ponga  en 
práctica  las  teorías  de  M.  de  la  Grasserie  (y 
parece  .deagradadamente  qne  la  Francia  to- 
ma ese  camino)  y  no  tardará  ese  país  en  estar 
á  la  merced  de  sns  vecinos  y  en  ser  para  ellos 
una  presa  fádl. 

El  autor  del  folleto  está  m^or  inspirado 


cuando  recomienda  el  desarrollar  las  relacio- 
nes de  pueblo  á  pueblo,  el  asimilar  más,  en 
cada  Estado,  los  extranjeros  á  los  naciona- 
les, el  unificar  en  lo  posible  las  diversas  legis- 
laciones, á  fin  de  acudir  más  y  más  á  los  arbi- 
trajes internacionales. 

Pero  en  todo  eso  M.  de  la  Grasserie  no  ve 
sino  medios  preparatorios.  Para  él,  la  solu- 
ción definitiva  del  problema  está  en  la  forma- 
ción de  una  confederación  europea,  llamada 
á  transformarse  rápidamente  en  confedera- 
ción mundial.  Estas  ideas  no  son  nuevas. 
Han  sido  desarrolladas  y  sostenidas  con  ta- 
lento por  un  pensador  de  principios  del  siglo 
XYIII.  Pero  hoy  como  entonces,  ¿no  podrá 
decirse  de  ellas:  "Son  sueños  de  un  hombre  de 
bien?" 

Fernando  Daguin. 

Cartilla  de  Educación  Cívica^  por  Mala- 
qnias  Concha.— Santiago  de  Chile.— Imprenta 
Cervantes,  1905, 193  pájínas. 

La  obra  del  señor  Concha  ha  venido  á  lle- 
nar un  vado  qne  existíaen  noestn»  textos  de 
enseñanza.  Es  su  cartíllaunexcelenteresumen 
de  derecho  público  y  en  especialde  nuestro  de- 
recho constitucional  y  contiene  á  la  vez  nocio- 
nes elementales  de  economía  política.  Escrita 
en  estilo  conciso  y  daro,  sus  materias  están 
perfectamente  ordenadas,  cualidad  indispen- 
sable para  un  texto  de  estudio. 

Se  divide  el  libro  en  cuatro  partes.  La  pri- 
mera, bajoel  rubro  de  "Principios  generales", 
comprende  seis  capítulos,  dedicados  á  dar  ideas 
fundamentales  sobre  la  patria,  la  soberanía 
nacional,  las  diferentes  formas  de  gobierno, 
la  libertad,  la  igualdad  y  la  fraternidad. 

Dedicada  la  segunda  parte  al  estudio  de  la 
"Organización  y  funciones  del  Estado",  trata 
en  ella  el  autor  de  la  Constitución,  la  separa- 
ción de  los  poderes,  el  poder  legislativo,  el  po- 
der ejecutivo,  el  poder  judicial,  el  poder  muni- 
cipal y  el  poder  electoral. 

En  la  tercera  parte  titulada  "Instituciones 
de  la  patria",  se  estudian  las  siguientes  mate- 
rias: historia  de  la  constitución  chilena,  cons- 
titución de  1833  y  sus  reformas,  de  la  religión, 
de  los  chilenos,  derecho  público  de  Chile,  del 
Congreso  Nacional,  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica, de  la  administradón  de  jnstida,  del  go- 
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bierao  y  a(lniinÍBtracióa  interior,  disposicio- 
nes generatet,  y  de  la  observancia  y  reforma  de 

la  Constitución. 

Por  fin,  la  cuarta  parte  está  destinada  A 
las  "Nociones  de  economSa  poHtica",  y  en  ella 
se  dan  ideas  elementales  sobre  el  trabajo,  el 
capital,  la  distribución  de  la  riqueza  y  las  finan- 
zas del  Estado. 

La  obra  del  señor  Concha  es  el  primer  paso 
dado  en  la  redacción  de  textos  para  la  ense- 
ñanza de  la  instrucción cÍTÍcaentre  nosotrosy 
podemos  afirmar  que  ha  sido  un  ensayo  feliz. 

Es  conocida  de  todos  la  dificultad  que  hay 
para  presentar  en  forma  sencilla  y  clara  las 
nociones  elementales  de  una  ciencia.  Aumenta 
eüta  di6cultad  cuando  se  trata  de  dar  los  pri- 
meros conocimientos  de  una  ciencia  social  en 
que  lo  abstracto  de  los  conceptosy  la  comple- 
jidad de  las  materiashacen  árdua  la  tarea  del 
autor. 

No  Tacilamos  en  sostener  que  es  más  difícil 
hacer  un  buen  libro  para  la  enseñanza  de  las 
escuelas  primarias,  queun  texto  acabado  para 
la  instrucríón  universitaria. 

Bl  señor  Concha,  á  pesar  de  sus  esfuerzos, 
no  ha  logrado  vencer  del  todo  esas  dificulta- 
des. Su  obra,  que  sin  duda  en  un  principio  qui- 
so adaptar  á  la  escuela  primaria  elemental, 
resultó  una  vez  terminada,  más  adecuada  á 
as  esencias  superiores,  normales  y  aun  á  los 
establecimientos  de  instrucción  secundaria, 
como  lo  comprendió  la  comisión  llamada  á 
informar  en  el  concurso  abierto  para  la  redac- 
ción de  esta  cartilla. 

Bn  nada  disminuye  esta  circunstancia  el 
mérito  de  la  obra  y  con  justicia  le  discernió  la 
comisión  el  primer  premio. 

En  los  establecimientos  donde  se  estndíees- 
ta  cartilla,  ella  prestará  ínapreciablesserriaos. 

Habríamos  deseado,  sin  embargo,  que  el  se- 
ñor Concha  hubiera  dado  aún  menos  exten- 
sión á  su  cartilla,  que  hubiera  prescindido  en 
ella  de  ciertas  conrideraciones  políticas  que 
no  creemos  al  alcance  de  los  niños  de  las  es- 
cuelas superiores  y,  sobre  todo,  que  hubiera 
concretado  las  ideas  y  las  definicioiies  con 
ejemplos  que,  á  la  vez  que  habrian  precisado 
el  alcance  del  concepto,  habrían  servido  para 
grabarlo  profundamente  en  la  memoria  de 
los  niños. 


Sin  embargo,  éste  no  es  propiamente  nn  de- 
fecto de  la  obra  A  lo  es  sólo  entre  nosotros; 
porque  es  misión  del  maestro  el  comentar  la 
cartilla,  é  ilnstnrla  con  ejemplos  para  hacer 
amena  la  enseñanza.  Aqnf,  donde  se  pnede 
contar  con  la  iniciativa  de  tan  pocos  maes- 
tros porqne  la  Escuela  Normal  no  sabe  desa- 
rrollar en  ellos  esa  cualidad,  ni  inculcarles  el 
amor  á  la  misión  á  que  dedican  su  vida,  ha- 
bría sido  preferible  completar  en  esa  forma 
la  cartilla. 

Habríamos  deseado  también  que  el  autor 
no  hubiera  dado  tanto  desarrollo  al  estadio 
de  los  derechos  políticos  y  hubiera  insistido 
más  sobre  la  importancia  de  los  deberes  del 
ciudadano;  que  no  hnbiera  señalado  con  tan- 
ta prolijidad  todas  las  obligoáones  del  Go- 
bierno y  de  la  sociedad  y  que,  en  camino, 
hubiera  procurado  despertar  en  los  albmnos, 
el  sentimiento  del  deber,  la  aspiración  al  per- 
feccionamiento moral,  el  robustecimiento  del 
carácter  y  el  anhelo  hacia  la  independencia 
personal  mediante  el  esfuerzo  perseverante  y 
honrado. . 

Creemos  que  así  habría  sido  más  completa 
su  obra  educadora. 

O.  D.  I. 


REVISTAS 
Franola 


Rerae  trinustriette  dé  Droit  Civil  núm.  4. 
Octubre,  Noviembre  y  Diciembre. 

Del  conflicto  entre  esposos  dtrordadcM  res- 
pecto del  matrimonio  de  nn  hijo  común,  por 
Albbrto  Wahl. 

Ensayo  de  una  teoría  sobre  el  enriquecimien- 
to sin  causa  en  el  derecho  civil  francés,  por 
Gborobs  Ripbrt  y  M.  TsissftRB. 

;Es  el  juramento  una  transacción?,  por  Cas- 
LO  Lbssona. 

Bibliografía  de  obras  sobre  Derecho  CiviL 

Jurisprudencia  firanoesa  en  materia  de  Dere- 
cho Civil. 

Notas  parlamentarías  de  Dercdio  y  Frooe- 
dimiento  Civil. 


Digitized  by 


Google 


28 


NOTAS  BIBUOGRÁnCAB 


Estados  ünldos 

Harwsrd  Law  Review  núm.  7  Mayo  de 
1905. 

Un  falto  antiguo  sobre  derechos  intercolo- 
iiialet.— Distribución  del  activo  de  las  socie- 
dades y  socios  en  quiebra. 

Acto  ilegal  del  demandante  como  defensa  en 
juicios  por  peijuicios. 

Receptor  auxiliar  en  casos  de  bancarrota — 
Notas.— Cosos  Recientes.— Libros  y  perió- 
dicos, 

Michigan  Law Reviewnúm.  7.  Mayo  1905. 

Responsabilidad  de  las  Compañías  de  Aguas 

por  pérdidas  ocasionadas  por  el  fuego  Otro 

ponto  de  vista.  -El  examen  del  experto  médi- 
co.—Matrimonio  y  divorcio  en  el  Estado  y  en 
lalglesia.— Notas  y  comentarios.— Fallos 
cientes  de  importancia.— Literatura  l^al  re- 
ciente. 

CobtmbÍA  Law  Review  núm,  6.  Mayol905. 

¿Necesitamos  una  filosofía  de  la  ley?— Ac- 
aón  de  cobro  de  pesos  pagados  por  una  eqoi- 
▼ocaeidn  de  1%  ley  .—Un  episodio  de  la  ley  so- 
bre los  trosti.— Notas— J^alloB  ncientes.— Re- 
vista de  libros. 

Italia 

RhIatB  Peaale  di  DottriaSf  Legialatáone  e 
Giurísprndettza,  Dispensa 242*.  Mayodel905. 

Del  acto  público  en  relación  á  la  doble  pena- 
lidad del  artículo  276  del  Código  Penal— 

Eduarim)  Bbrtola.  —Jurisprudencia  Corte 

de  Casación.— Crónica:  Crisis  ministerial;  Se- 
nado y  Senadores  Aplicación  de  la  condena 

condicional. — Policía  científica.— Conferencia 
en  el  Instituto  de  Corrección  paterna  en  Ro- 
ma.—Justicia  en  materia  penal— Bibliograflía. 

Dimoanrio  di  Deñnixioai  Giaridicbe  ta  Dirí- 
tto  Romano  eDirítto  e  Prqcedara  Civife,  Z)ffT> 
tto  Commerciale,  Dirítto  e  Proeedura  Penak, 
Dirítto  Amminiatrativo... 

Dispensa  6*.  Fresco  L.  1.  Comprende  esta 
entrega  las  definiciones  de  las  voces  compren- 
didas entre  Actio  ex  compromiso  y  Actto 


quasi  institoría  6  iostitoría  utilis,  con  anota- 
dones,  referencias  muy  completas  á  los  códi- 
gos italianos  y  al  Código  Civil  francés  y  una 
excelente  bibliografía  en  cada  voz. 

España 

Revista  General  de  Legislación  x  Jarispru- 

dencia,~Afto  53  Tomo  106  Marzo  1905. 

—Madrid. 

—La  protección  legal  de  los  trabajadores. 
— Raul  Jay. 

—Robo  con  intimidación  ó  violenda  en  las 
personas.— J.  García  Rohrro  deTrjada. 

— Er'dereclio  interregional  (Continuación). 
— (tOnzalo  FbrkXndrz  db  Córdova. 

—Consulta:  Acumulación  de  una  cuenta  ju- 
rada ú  un  concurso  de  acreedores. — A.  Char- 
rik. 

—Derecho  Penal  y  Procedimiento  criminal 
(Continuación)  P.  GonzXlbz  dbl  Alba. 

—Revista  de  Revistas  Jurídicas. 

—Noticias  bibliográficas. 

—Anales  de  Derecho  Internacional:  Los  re- 
cursos estraordinaríos  de  casaáón  y  de  revi- 
sión según  la  legislación  chilena.— Robcstia- 
NO  Vkra. 

K^loo 

Holetio  det  Instituto  Cientiñco  y  Literario 
Porñrio  ¿)fax.— Tomo  VIL— N'  8'.— Tohica. 

Sección  científica:  Impnlnón  al  juego,  por 
Rodolfo  Sen  et.— Sección  histórica:  Historia 
de  los  chichimecas,  por  Eduardo  Flores.— 
Sección  de  Programas— Variedades.— Sección 
Iiteraria.—Bibliografia.— Folletín  de  metodo- 
logía. 

Ecuador 

Revista  de  la  Sociedad  Jurídico-Literaria. 

Quito.— Año  IV.— Tomo  VI  Abril  de  1905.— 

N»  34. 

Cuarta  Conferencia  de  don  Abelardo  Mon- 
cnyo.— El  Quijote  y  sn  sentido  esotérico — 
A  España.— A  Cervantes  (poesías) — Defensa 

nacional  Breves  ra^os —  Bibliografía  y 

notas. 
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Francia 

Revue  trímestríelh  de  Droít  Civil.  4', año, 
nfim.  2.  Abril,  mavoyjunio  de  1905.— París. 

Examen  de  filgunas  cuestiones  re&rentes  á 
la  donación  contenida  en  un  seguro  de  vida 
en  provecho  de  un  tercero  determinado,  por 
M.  P.  Lacostb. 

De  ta  condición  jurídica  de  las  asociaciones 
no  declaradas,  por  M.  Makgat. 

JDerogaci6n  del  artículo  298  del  Código  Ci- 
vil, por  M.  Paul  Api'letón. 

Variedades;  Una  aplicación  de  la  nueva  teo- 
ría del  contrato  de  trabajo,  por  M.  Ehilb 
Chatelain. 

Bibliografía  de  obras  sobre  Derecho  Civil. 

Jurisprudencia  francesa  en  materia  de  Dere- 
cho Civil. 

Jurisprudencia  Jbelga  en  materia  de  Derecho 
Civil. 

Jurisprudencia  belga  en  materia  de  Proce- 
dimiento Civil — Xotas  parlamentarias. 

Rerae  [de  Législatioa  des  mines  et  Statís^ 
tique  des  bouiUéres  en  France  et  en  Belgique. 
Año  22.  Marzo,  abril,  1905.— Lille. 

Doctrina:  Nota  sobre  las  penúones  de  los 
antigaos  mineros  según  la  ley  de  31  de  marzo 
de  1903,  por  M.  Louis  Aguix.lon,  iiupector 
general  de  minas. 

Provfcto  de  ley  modificando  v  completando 
laa  leyes  de  21  de  abril  de  1810  y  2  de  mayo 
de  1837  sobre  minas,  por  M.  Francottb,  Mi- 

MOTAS 


nistro  de  Industria  y  Trabajos  y  el  conde  de 
SmeíI'  dr  Naybr,  Ministro  de  Hacienda  y 
Obras  Públicas. 

Leyes  y  decretos:— Francia  Decreto  de 

29  de  noviembre  de  1904-  relativo  á  la  higie- 
ne y  seguridad  de  los  trabajadores. 

Francia.— Circular  del  Ministerio  de  Comer- 
cio de  24  de  diciembre  de  1904-,  á  los  inspec- 
tores de  trabajo  sobre  la  aplicación  del  decre- 
to de  29  de  noviembre  de  1904. 

Bélgica.— Circular  de  31  de  enero  de  1905.— 
Explosivos  de  seguridad.— Aplicación  de  la 
drcalar  ministerial  de  27  de  octubre  de  1900. 

Jurisprudencia:— Corte  de  Casación,  Con- 
sejo de  Estado,  Corte  de  Lyon. 

Biblíoorafía. 

BuUetin  mensuel  de  ¡a  Société  de  Legisla- 
tion  Comparée.  Año  36.  Abril,  mayo  1905, 
núma  4,  5  París. 

Comunicación  de  M.  V.  Bripavt  sobra  las 
Iglesias  y  el  Estado  en  los  Estados  Unidos.— 
Observaciones  de  tos  señores:  abate  Klein, 
líOcroíx,  Armauné,  Hubert— Valleroux,  etc. 

Estudio  de  HbNRV  Haiíeu  sobre  la  ley  in- 
glesa referente  á  los  permisos  para  expendio  de 
bebidas.— Reseña  de  M.  E.  Spira  sobre  Anto- 
nio Randa  Crónica  legislativa.— Movimien- 
to legislativo— Bibliogratía. 

BeUica 

Revue  de  Droit  Internatinnal  et  de  Legista' 
tion  Comparée.  Tome  VII,  3, 1905  Bruxe- 
lles. 
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La  libertad  de  conciencia  en  Derecho  Inter- 
nacional, por  M.  Jean  dk  Riuorr. 

De  la  autoridad  y  ejecución  de  los  fallos  ex' 
tranjeros  en  Francia,  por  M.  P.  dk  Parpb. 

Bl  réjimen  constitucional  en  Bulgaria,  ptir 
M.  J.  Calbb. 

Deberes  de  los  neutrales  en  la  guerra  ma- 
rítima y  los  acontecimientos  recientes,  por 
M.  Thoscas  Brsrinb  Hollaxo. 

Notas  bibliográBcns. 

Italia 

Dizioaarío  dt  DeSaixioai  Criunc/w/ie.— Dis- 
pensa 8*— Prczzo  L.  1. 

Comprende  esta  entrega  desde  la  voz  Actio 
pablkiaaa  hasta  la  voz  Actio  venditi. 

Rivista  Italiana  per  le  Scieaae  Giurídiehe  — 
Dispensa  116-117.— Turín. 

— La  publicidad  de  los  traspasos  de  la  pro- 
piedad aegtin  el  derecho  romano  del  bajo  im- 
perio. 

—Yus  civile  papiríanum. 
—BI  usufructo  del  crédito  en  el  derechocivil 
italiano. 

— Bl  articulo  11  de  la  ley  de  introducción  al 
Código  Civil  alemán  y  la  reg^  hca»  regis 
aettttn, 

—La  filoBoSa  del  demho  en  el  Bstado  Mo- 
derno. 

—La  concurrencia  ilícita  del  tráfico. 
—Lo  prgudicial  en  los  procesos  civiles. 
—La  Santa  Sede— Reseña  de  revistas  na- 
cionales y  extranjeras.— Boletín  bibliográfico. 

Annali  della  Giuriapradeaxa  Italiana. — Año 
XXXIX.-1905._Fascicolo  4»-Florencia. 

I.  Corte  de  Casación.— Decisiones  civiles. 

II.  Casaaones  de  Roma. —Jurisprudencia 
especial. 

III.  Cortes  de  Apelaciones. 

IV.  Jurisprudencia  penal. 

V.  Jurisprudencia  administrativa. 
AñoXXXIX.-1906.-Fasctcolo  S^-Flo- 

rencin. 

I.  Corte  de  Ccuación.— Decisiones  civiles. 

II,  Casaciones  de  Roma. —Jurisprudencia 
tspedaL 


ni.  Corten  de  Apelaciones. 

IV.  Jurisprudencia  penal. 

V.  Jurisprudenria  administrativa. 

Rivista  Pénale  di  Dottrina  Legislaxioae  e 
Giuri»praden*a,~-tAapetk9a.  243*— Junio  de 
1905. 

I.  Delaabstenciónyrecnsacióndelos jueces. 
PlHTRO  Pagani. 

II.  Jurisprudencia:  a)  Corte  de  Casarión; 
b)  Corte,  tribunal  y  pretor. 

III.  Reseña  parlamentaria:  Sobre  la  refor 
ma  carcelaria.— Discurso  del  diputado  Lnci 
LcccHiNi  en  la  CAmara. 

IV.  Legislación  italiana:  Decreto  de  9  de 
abril  de  1905  que  da  plena  y  entera  ^ecnción 
al  acuerdo  internacional  de  París,  de  18  de 
mayo  de  1904-,  para  la  represión  de  la  trata 
de  blancos, 

V.  Crónica:  Nuestras  cárceles  en  el  Con- 
greso penitenciario  de  Budapest.— Recurso  de 
casación  en  interés  de  la  ley.— Disposiciones 
penales  en  el  proyecto  de  ley  (ranees  sobre  se- 
paración de  la  Iglesia  de)  Estado  Las  cár- 
celes en  Tokio — Transferencia  de  los  detenidos 
en  los  establecimientos  penales.— Primer  con- 
greso nacional  francés  contra  la  pomografia. 
-—Los  capellanes  en  las  cárceles  francesas.— 
La  ley  contra  el  duelo  en  Alemania. 

VL  Variedades. 

VIL  Bibliografla. 

Sspafla 

Revista  general  de  Legislación  y  Jurispra- 

dencia.—krio  53  Tomo  106.— Mayo,  junio 

1905._Madrid. 

—El  obrero  y  las  leyes.  —Endoso  civil.— 
Apuros  de  la  Hacienda  y  enfermedad  delamo- 
ucda  española  en  tiempos  de  Cerrantes.- De- 
recho penal  y  procedimiento  criminal  Cró- 
nica de  tribunales.— Liga  contra  el  anar- 
quismo. 

Sección  académica:  La  sffatesis  de  la  obra 
de  conservación  y  reforma  social. 

Necrología:  Revista  de  revistas  jurídicas: 
españolas  é  hispa  no-americanas. 

Notas  biblic^áficas.— Anales  del  Derecho 
lateraacionAl. 
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Portogal 

Mando  legal  e  yiwfic/arío.— Lisboa.— Año 
XIX  número  17.— 10  de  junio  de  1905. 

¿Igualdad  6  privilegio?— Católicos  porfuer* 
za. — Una  sociedad  para  el  crimen.— Una  revo- 
lución en  el  derecho  criminal:  la^  sentencias  del 
buen  jaez  Magnaud.— Pallo  interesante — Una 
superstición  en  Portugal.— O alería  de  hom- 
bres del  Foro.— El  Código  de  trabajo  en  Fran- 
cia El  arbitraje  obliga  torio  en  Francia,  Nue- 
va Zelanda  y  Ginebra  Consultas  y  respues- 
tas.— Bibliografía. 
t 

Revista  de  Z>/reiío.— Liaboa.— Año  I.— Nú- 
mero 17  20  de  junio  de  1905. 

Derecho  civil  y  fiscaL—Una  contribución  de 
registro  en  los  contratos  de  arrendamiento 
á  largo  plazo. 

Notariado:_Jueces  y  notarios.  Consulta.— 
Registro  predial.— Jurisprudencia.-Asociaci6n 
de  abogados  de  Lisboa:  11*  y  14*  conferen- 
cias £1  notariado  en  el  Perú. 

Año  I  número  18.— 30  de  junio  de  1905. 

Notariado:  Registro  y  archivo  de  papeles.-'- 

Consultas.— Jurisprudencia  El  notariado  en 

el  Perú  (ConcIasifia.J 

Estados  ünidos 

Mkhigan  Law  Review.— Húmero  8.— Junio 
1906. 

El  examen  del  experto  médico — Libertad  de 
conTenciones  —-Mandamiento  contra  un  go- 
bernador.—-Notas  y  comentarios.— Fallos  re- 
cientes de  mayor  importancia.— Literatura 
jurídica  reciente. 

Cohmbiu  Law  ifertfw.—Número  6.— Jnnto 

de  1905. 

Sujeción  de  las  grandes  empresas  capitalis- 
tas á  la  legislación  nacional — Jurisdicción  so- 
bre los  no  residentes  en  lo  relativo  á  acciones 
personales  Notas  Fallos  recientes.— Li- 
bros y  revistas. 

American  Law  íferíeir.— Número  3.— Mayo 
y  junio  1903. 

Thomas  JefTerson  como  legislador.— El  Có- 
digo de  Hammurabi  comparado  con  las  leyes 


americanas.— La  guerra  ruso-japonesa  y  el 

derecho  internacional.— Influencia  del  Foro  en 
la  elección  de  los  jueces  en  los  Estados  Unidos. 
—Soberanía  de  los  Estados  modernos.— El 
sistema  de  jurados;  su  administración.— El 
legislador.  —  Notas. —  Fallos  recientes.— Li- 
bros y  revistas. 

Méjloo 

fíuhtfn  deí  Instituto  Cientiñco  y  Literario 
Porfirio  D/flz.— Número  í)  Toluca, 

La  República  de  PanamA.— Estudio  sobre 
legifdaciñn  mercantil.— Formición  de  profeso- 
res de  jimnasia.— Historia  de  losChichimecas. 
—Poesías.  —  Programas  de  la  Academia  de 
M  ntemú  ticas.— Notas  científicas.— Bibliogra- 
fía. 

Oosta  Rioa 

£/  Foro:  San  José  de  Costa  Rica.— Tomo  I, 
—Número  2. 

Bl  recurso  de  casación.- Derecho  mercantil: 
de  las  quiebras.— El  proyecto  de  ley  sobre  au- 
tonomía municipal.— Importante  moción  al 
Colegio  de  Abogados.- El  derecho  de  Habeas 
Corpus — Apremio  corporal  contrae!  albacea. 
—Acta  de  la  sesión  del  Colegio  de  Abogados. 
—Constitución  política  de  Costa  Rica.^IotaB. 

Ecuador 

Revista  de  ¡a  Sociedad  Jurídico-Literaría.— 
Año  IV.— Mayo  de  1905.— Número  35. 

Nociones  elementales  de  legislación  civiL— 
Doctor  J.  M.  Borja. 

Defensa  nacional.— Ramón  Ojeda  V. 

Artículos  literarios:  Al  Agoyan;  El  Quijote; 
El  Khan  y  su  hijo;  Arpejio;  Donjuán  Valera. 
— Bibliografía  y  notas. 

Uruguay 

Revista  de  Thttcho^  Jurisprudencia  y  Admi- 
nistración.~kño  XI  N^  16.— Montevideo. 

Administración  de  Justicia.— Unificación  de 
los  tribunales  colegiados.— Dr.  Duuinoo  Gon- 

ZX.I.HZ. 

-Proyecto  de  ley  de  protección  de  menores, 
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de  los  doctores  Terra,  I^agarmilla  y  Aiué- 

Sobre  honorarios  de  defensor  no  leirado, 
Machaix)  y  Macera. 

Jurisprudencia.— Ley  sobre  construcción  de 
edificios  universitarios. 

Revista  de  Derecho,  Jarísprudencia  y  Admi- 
aistración.  Montevideo.— Año  XI,  núm.  18, 
Mayo  31  de  1905,  doctor  Enrique  Azarola;t 
en  Montevideo  el  23  de  mayo  de  1905. 

Declaraciones  de  testigos  por  cartas,  por 
el  doctor  Pablo  de  María.— Jurisprudencia.— 
Sobre  establecimientos  para  los  criminales  de- 
lincuen tes,— Resolución  guliemativa  sobre  re- 
clamos por  perjuicios  de  guerra  presentados 
después  del  22  de  abril  de  1905.— Sistemas  |ie- 
nitenciarios.— Informe  al  Gobierno  del  Para- 
guay .-Registro  demarcas.— Lamarca*'Gal]o", 
—Crónica. 

Año  XI.  Núm.  19.  Junio  15  de  1905. 

Los  empresarios  de  teatros  ó  espectáculos 
públicos  ¿son  comerciantes?  por  el  doctor 
Alberto  Jones  Brown.— Jurisprudencia.— ¿Se 
requiere  intervención  judicial  en  las  particio- 
nes extrajudiciales  en  que  tienen  interés  meno- 
res sujetos  á  patria  potestad?— Consulta  so- 
bre pesca  clandestina  de  lobos  marinos  Re- 
gistro de  marcas  La  marca  "Gallo".— Cró- 
nica. 

Año  XI,  núm.  20— Junio  30  de  1905. 

La  pesca  de  lobos  marinos  en  aguas  juris- 
diccionales, sin  permiso  de  los  concesionanos, 
es  delito  de  hnrto,  por  el  doctor  José  P.  Mas- 
sera. 

Sobre  el  artículo  1929,  3'>  del  Código 
Civil.— Jurisprudencia — ¿Se  requiere  interven- 
ción judicial  en  las  particiones  extrajudiciales 
en  que  tienen  interés  menores  sujetos  á  patria 
potestad?— Bibliografía  Crónica. 

Chile 

Revista  de  Tribunales.—  Santiago,—  Año 
VIII.-N»  3.- 

La  probidad  y  competencia  de  los  jueces.— 
Jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema.— Juris- 
prudencia civil  de  1905,  de  las  Cortes  de  la 
República. 


Juicios  (le  liacietida,— Artículo  921  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 

líosquejo  de  imíi  teoría  ."íobre  el  enriqueci- 
miento sin  causa  Naturaleza  y  fundamentos 

del  derecho  de  repetición. 

Revista  de  Tribunales;  Santiago.— Año  VIH. 
_\úm.  4, 1*  de  julio  de  1905. 

¿Vale  la  adjudicición  de  bienes  raíces  siii 
haberse  obtenido  previamente  el  decreto  de 
posesión  efectiva?  ¿Es  cierto  que  la  falta  de 
posesión  efectiva  vicia  de  nulidad  absoluta  la 
enajenación  ó  hipoteca  de  los  bienes  raíces  de 
una  sucesión? 

Jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema en*asun- 
tos  de  casación. 

Estados  Unidos 

Michigan  Law  Review,  Marzo  de  1904, 

¿Bs  el  Imperio  Británico  una  nación  bajo  el 
punto  fie  vista  constitucional?  pregunta  Mr. 
Stephen  Stantun  y  estudia  sucesivamente  la 
Constitución  del  Imperio  y  las  constituáones 
coloniales,  las  relaciones  de  Inglaterra  v  sus 
colonias  (tomando  como  ejemplo  el  Canadá 
que  es  la  que  goza  de  mayor  autonomía),  la 
situación  de  Inglaterra  en  el  Imperio  y  llega  al 
siguiente  resultado: 

En  el  Imperio  Británico,  Inglaterra  soporta 
todos  los  deberes  y  las  colonias  gozan  de  to- 
dos los  beneficios,  pues  el  Imperto  es  federal  en 
el  espíritu  c  imperial  en  la  forma;  es  decir,  que 
Inglaterra  trata  de  gobernarcontosprinripios 
federalistas  sin  tener  las  ventajas  ni  la  fuerza 
que  dan  una  constitución  federal.  Ella  trabaja 
y  llénalas  necesidades  de  lascoloniasygasta  y 
pelea  por  ellas,  pero  no  tieneunarentade  Impe- 
rio para  hacer  frente  áesos  gastos  nidisponede 
un  poder  naval  y  militariraperial  para  esa  de- 
fensa. Paraella  la  unión  no  es  la  fuerxa  sino  el 
agotamiento.  El  Imperio  entero  adolece  de  la 
falta  de  poder  central  y  por  esto  se  puede  decir 
que  no  constituye  una  nación  constttudonal* 
mente  hablando.  Mayor  centralización  de  to- 
das las  fuerzas  es  el  único  remedio  y  el  único  ca. 
mino  para  llegar  á  esto  en  un  pah  constitucio- 
nal es  la  federalización.  lo  han  comprendi- 
do Roseberry  y  Chamberlain. 
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Italia 

Rirista  Italiana  per  le  ScieoMe  Giarídiche.— 
Dispensa  118.  10  agosto  1905.  Torino. 

£1  articulo  11  de  la  Ley  de  Introducción  al 
Código  Civil  alemán  y  la  regla  locas  regít  ac- 

tam  Del  concepto  de  la  expresión  "público" 

en  el  derecho. — El  elemento  psicológico  en  la 
ciencia  juridica.— Las  suscripciones  públicas 
ante  el  derecho  privado — Revista  de  revistas 
nacionales  j  extranjeras  Boletín  Bibliográ- 
fico. 

Rivista  pénale  de  Dottrína  Legislazione  e 
Giarisprodeaia,—Dispena&  244.  Jolio  1905. 
Torino.  Fascicolo  I. 

El  límite  de  la  defensa  judicial.— Condena 

por  decreto  Jurisprudencia  de  la  Corte  de 

Casación — Reseña  parlamentaria:  Rehabili- 
tación.—Desarrollo  del  proyecto  de  ley  pre- 
sentado por  el  diputado  Lnigi  Lucchini. 

Crónica:  La  sugestión  del  mal.— Perito  y 
pericia.— El  proyecto  de  Código  Penal  corea- 
no.—Unión  internacional  del  derecho  penal.— 
Montepío  para  las  viudas  y  huérfanos  de  los 
abogados  de  Madrid.— La  "Juvenile  Court" 
y  la  "Probation  Work"  del  Estado  dePensyl- 
vania.  Bibliografía: 

Dispensa  245.  Agosto  1905.  Torino.  Fas- 
cicolo II. 

NOTAS 


El  peculado  (1 )  y  sus  extremos. 

Jurisprudencia:  I  Corte  de  Casación;  II  Cor- 
tes tribunales  y  pretor. 

Legislación  italiana:  Ley  de  2  de  julio  de 
1905  modificando  el  artículo  8^  de  la  ley  de  6 
de  diciembre  de  1888  sobre  la  casación  penal 
única. 

Crónica:  Perito  y  pericia  Comisión  con- 

sulti  va  Bibliografía. 

AanalideUa  Giurisprudeaza  Italiana.— kño 
XXXIX.  Fascicolo  6.  Florencia. 

Parte  I — Corte  de  Casación,— Decisiones  ci- 
viles. 

—  II — Casaciones  de  Roma.— Jurispru- 

dencia especial. 

—  III — Corte  de  Apelación. 

—  IV — Jurisprudencia  penal. 

Diñonarío  di  Deñnixiom  Gtnrídiche.—lAa- 
pensa  9. 

Esta  dispensa  del  notable  Diccionario  Jurí- 
dico del  Presidente  Augusto  Niele  contiene  las 
voces  comprendidas  entre  accettazione  di  co- 
manioae  y  acqae  prívate. 

Portugal 

Revista  de  D/reito.— Lisboa  10  de  julio  de 
1905.  Núm.  19. 
La  individualidad  jurídica  de  las  sociedades 

(1)  En  el  seotido  di  snstracoión  dolosa  cometida 
por  fuodonaríos  pAblioos  de  bienes  confiados  i  su 
anidado  por  rasón  de  so  puesto. 
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comerciales  Consultas  y  respuestas.— Con- 
greso internacional  de  abogados. 

Lisboa,  20  de  julio  de  1905.— Número  20.— 
La  prescripción  de  las  obligaciones  sin  día  de- 
terminado.—Notariado.— Consultas  y  res- 
puestas.-Jurisprudencia. 

Lisboa,  30  de  julio  de  1905.— Número  21.— 
Interpretación  del  artículo  1210  del  Código 
Civil  —Notariado.— Consultas  Un  Juez  con- 
temporáneo: el  Presidente  Magnaud. 

Lisboa,  10  de  agostode  1905.— Número  22. 
— El  depósito  del  10%  en  las  sociedades  anó- 
nimas.—Consultas  y  respuestas. 

Lisboa,  20  de  agosto  de  1905. —Número  23. 
—La  individualidad  jurídica  de  las  sociedades 
comerciales.— Consultas  y  respuestas. 

O  Mando  légale  jWw/arro.— Lisboa,  25  de 
junio  de  1905.— Número  18. 

La  mujer  en  Portugal;  lamujer  casada  ante 
el  Código  Civil.— Entrega  de  un  hijo  menor.— 
La  censura  previa.— Derecho  y  procedimiento 
comercial.- Una  revolución  en  el  derecho  cri- 
minal: las  sentencias  del  buen  Juez  Magnaud. 

—Revista  de  revistas  jurídicas  Medidas  para 

el  ejercicio  del  notariado  Galería  de  hombres 

del  Foro. 

Lisboa»  10  de  julio  de  1905  Número  19. 

Una  superstición  en  los  Tribunales  portu- 
gueses; Un  proceso  odioso. — Acerca  de  la  in- 
vestigación de  la  paternidad  ilegítima.— Gale- 
ría de  hombres  del  Poro.— Una  revolución  en 
el  derecho  criminal:  las  sentencias  del  bu(  n 
juez  Magnaud.— Revista  de  Revistas  jurídi- 
cas. 


Estados  ünldos 

Amerícati  Law  Review.— Número  4  Julio- 
agosto  1905.— La  evidencia  en  el  informe  mé- 
dico.—La  Doctrina  Monroe,— Es  impractica- 
ble la  regulación  de  tarifas  de  los  ferrocarriles 
por  el  Congreso.— La  materia  ú  objeto  de  la 
Jurisprudencia — De  la  oportunidad  en  la  ley. 
—La  jurisdicción  de  las  cortes  federales  en 
acciones  en  que  son  partes  corporaciones  — 
Investigación  acerca  del  estado  actual  de  la 

educación  legal  Notas  Palios  recientes  

Correspondencia.- Libros  y  revistas. 


Mélico 

Boktía  del  Instituto  Cientíñco  y  Literario 
*  Por£rio  Díaz". —Tomo  VIL— Número  11.— 
Breve  reseña  histórica  de  ta  taquigrafía — Li- 
jeras  consideraciones  hechas  á  los  alumnos  de 
química  sobre  la  estructura  de  los  cuerpos 
simples.— Historia  de  los  chicbimecas.— Ar> 
tfculos  literarios.— Programas.— Bibliografía. 

Ecuador 

Revista  de  la  Sociedad Jurídico-Literaria.— 

Quito  Número  36.— Junio  de  1905  De  la 

confesión  de  parte  en  materia  civil,  por  el 
doctor  Augusto  Bueno,  —  Conferencia. —  Ar- 
tículos literarios.— Bibliografía.— Notas. 

Costa  Rica 

El  Foro.— San  JosédeCosta  Rica  Tomo  I. 

—Número  3.  —  Destitución  de  jueces  Dere- 
cho mercantil  de  las  quiebras  Jurispruden- 
cia de  lo  criminal  El  artículo  453  de  nuestro 

Código  Penal  vigente.  —  Fragmentos  de  un 
juicio  crítico  del  ilustre  orador  español  don 
Antonio  Ríos  Rosas— Constitución  política 
de  la  República  de  Costa  Rica  Notas. 

Uruguay 

Ln  Revista  de  Derecho  Jurispt  adencia  y  Ad- 
ni//i/íffr«ci<5n,—Montevideo.— Año  XI  .—Núme- 
ro 21.— Julio  15  de  1905. 

Auxiliatoria  de  pobreza  Acción  lícita  c  im- 
posibilidad de  costear  los  gastos  para  ejercer- 
la.— ¿Procede  la  partición  extra-judicial  de 
bienes  en  que  tienen  parte  menores  sujetos  d 
patria  potestad?— Sobre  establecimientos  pa- 
ra los  criminales  alienados.- Jurisprudencia — 
Reformas  al  Código  de  Procedimiento  Civil.— 
Denuncia  voluntaria  de  los  tratados. 

Año  XL-Número  22.-Julio  31  de  1905. 

Actas  del  estado  civil. —Derecho  de  herencia 
á  los  colaterales  que  heredan  por  representa- 
ción.—Jurisprudencia  —Consulta.  — Denuncia 
voluntaria  de  los  tratados. 

Año  XL— Número  23.— Agosto  15  de  1905. 

La  acción  privada  en  el  delito  de  lesiones 
personales.— Jurisprudencia. 
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ahile 

Revista  de  Tríbanales  Año VIII.— Número 

39—1'  de  agosto  de  1905. 

Bosquejo  de  una  teoría  sobre  el  enriqueci- 
miento sin  causa  Teoría  del  cuasidelito.— 

Jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema.— Acuer- 
dos de  la  Corte  de  Apelaciones  sobre  el  arre- 
glo de  los  procesos  cuando  en  ellos  ha  habido 
recursos  de  hechos  y  sobre  suplencia  de  secre- 
tarios de  los  Juzgados  Jurisprudencia  de  las 

Cortes  de  la  República. 

Año  VIII.  -Número  6'.— 1'  de  setiembre  de 
1905. 

Don  José  Alfonso.— Forma  de  las  notifica- 
ciones de  segunda  instancia  en  los  juicios  or- 
dinarios.— Acción  de  desahucio;— Juez  compe- 
tente para  conocer  de  ella.— Jurisprudencia  de 
la  Corte  Suprema. —Jurisprudencia  ciril  de 
las  Cortes  de  la  República— Legislación  ex- 
tranjera.—Separación  entre  la  Iglesia  y  el  Es- 
tado Nota  bibliográfica. 


OBRAS 

La  propiedad  intelectual  en  el  derecho  ar» 
gentino,  por  Ernesto  Quezada,  Juez  de  prime- 
'ra  instancia  en  materia  civil  en  la  capital  de 
la  República — 1  volúmen,  in  8^;  Buenos  Aires, 
1904.  J.  Menéndez,  editor. 

No  existe  en  la  República  Argentina  una  lej 
especial  sobre  propiedad  literaria  j  artística. 
Hay  que  aplicar  á  esta  materia  el  derecho  co- 
mún, es  decir  los  principios  del  derecho  civil  y 
déla  Constitución.  ¿Hasta  qu¿  punto  los  ex- 
tranjeros, pueden  invocarlo?  La  cuestión  le- 
vanta serias  dificultades;  es  discntidayresuel- 
ta  en  sentido  diverso  por  la  doctrina  y  las  so- 
luciones de  la  jurisprudencia  son  contradicto- 
rias. Se  ha  planteado  de  nuevo  esta  cuestión 
á  principios  de  1903  ante  don  Enrique  Queza- 
da, Juez  civil  de  primera  instancia  de  Buenos 
Aires  con  ocasión  de  una  demanda  de  indem- 
nización de  perjuicios  interpuesta  por  los  se- 
ñores Podestá  y  Scott  contra  don  Luis  An- 
selmi,  á  quien  se  culpaba  de  haber  hecho  re- 
presentar sin  derecho  dos  piezas  "Julián  Jimé- 
nez" y  "Nobleza  Criolla",  cuya  propiedad  les 


pertenecía.  El  señor  QMotaási  ha  aceptado  la 
demanda.  Su  fallo  que  no  tiene  menos  de  80 
páginas  in  8^  es  un  tratado  completo  de  la 
propiedad  intelectual  en  derecho  argentino; 
demuestra  en  el  magistrado  que  lo  ha  redac- 
tado no  solo  la  escrupulosa  conciencia  con  qoe 
la  magistratura  argentina  estudia  las  causas, 
sino  también  el  conocimiento  cabal  que  el  se- 
ñor Quezada  tiene  de  todas  las  obras  que  en 
América  ó  en  el  extranjero  se  ocupan  de  estas 
delicadas  cuestiones. 

Se  ha  considerado  con  razón  que  un  docu- 
mento tan  considerable  y  tan  importante  me- 
recía ser  publicado.  I  a  casa  Menéndez  ha  he- 
cho de  él  la  introducción  de  un  manual  que 
bajo  la  forma  de  apéndice  á  este  fallo  reúne 
todas  las  resoluciones  judiciales  pronunciadas 
en  asuntos  relacionados  con  la  propiedad  ar- 
tística y  literaria  y  todos  los  textos  legislati- 
vos ó  los  proyectos  de  ley  que  se  refieren  á 
esta  materia.  Notas  numerosas  y  sabias  en 
qne  se  ha  cuidado  de  reproducir  ni  extenso  los 
textos  de  leyes  citados  en  los  diferentes  fallos, 
facilitan  el  estudio  y  la  inteligencia  de  esos 
documentos,  y  el  conjunto  constítuyeuna  mo- 
nografín  de  la  mayor  utilidad;  no  solo  para 
los  argentinos,  sino  tambiém  para  los  extran- 
jeros que  ejercen  en  la  Argentina  derechos  de 
propiedad  intelectual.  Esta  publicación  es  dig- 
na bajo  todos  respectos  de  los  trabajos  ante- 
riores por  los  cuales  el  honorable  señor  Queza- 
da ha  adquirido  ya  una  legítima  notoriedad 
en  la  ciencia  del  derecho. 

Hbnri  Pkudhohvb. 

Del  nombre  comercial,  artístico  y  literario 
en  derecho  francés,  por  Carlos  Reibel,  doctor 
en  derecho,  abogado  á  la  Corte  de  Apelación. 
(Librería  general  de  Derecho,  20,  calle  Sonf- 
flot,  París.  ) 

En  estilo  elegante  y  literario  el  autor  de  esta 
monografía  ha  estudiado  en  detalle  las  reglas 
del  derecho  teórico  y  positivo  que  se  aplican  á 
la  propiedad  del  nombre  en  la  vida  privada  y 
bajo  el  panto  de  vista  comercial,  artístico  6 
literario.  Se  pregunta  primero  si  la  palabra 
propiedad  aplicada  corrientemente  en  esta 
materias  es  exacta,  y  después  deuna  sabia  di- 
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wrtaciótt,  apoyándose  en  los  análisis  riguro- 
sos de  loa  jurisconsultos  alemanes,  muestra 
comOf  en  el  sentido  jurídico  de  U  palabra,  esta 
expresión  es  impropia  y  propone  sustituir  á 
ella  la  fórmula:  derecho  al  nombre.  Vé  en  él 
uno  de  esos  derechos  llamados  de  Ib  persona- 
lidad  que  constituyen  una  tercera  clase  de  de- 
rechos al  lado  de  los  derechos  reales  y  de  los 
derechos  personales  y  que  la  doctrina  atemana 
de  la  segunda  mitad  del  siglo  XIX  ha  hecho 
surgir,  como  los  derechos  á  la  vida,  al  honor» 
á  la  libertad,  el  derecho  á  las'  obras  literarias 
y  artísticas,  etc. 

Trata  en  seguida  de  la  aplicación  del  dere- 
cho poBÍtÍTo  á  las  diversas  especies  de  nom- 
bres; nombres  patronímicos,  seudónimos,  ho- 
mónimos, firmas  sociales,  denominación  de 
productos,  nombres  de  localidades  y  estudio 
de  las  acciones  por  las  cuales  esos  derechos 
están  protegidos  y  de  las  sanciones  civiles  y 
penales  anexas  á  ellos. 

La  ley  de  6  de  febrero  de  1893  que  regla  las 
consecuencias  del  divorcio  3'  de  la  separación 
de  cuerpos,  en  lo  que  concierne  al  nombre  de 
los  esposos;  la  ley  de  28  de  julio  de  1824  so- 
bre usurpación  de  nombre  comercial;  la  de  9 
de  febrero  de  1896  sobre  usurpación  de  nom- 
bre artístico,  encuentran  también  en  la  obra 
su  comentario  y  las  reglas  de  su  aplicación. 

J.  BOULLAIKE. 


Tratado  teórico  y  práctico  de  lo  coateocio- 
so  en  las  transferencias  de  acciones  y  de  obli- 
gaciones nominativas,  por  J.  Bezard-Falgas, 
doctor  en  derecho  Paris.  Pichón  1905. 

El  tratado  de  Bezard-Falgas  viene  á  tiem- 
po, dado  el  rol  considerable  que  desempeñan 


los  valores  mobiliarios  en  la  vida  contempo- 
ránea. Las  dificultades  múltiples  que  nacen 
de  lo  contencioso  en  las  transferencias,  deben, 
como  lo  indica  el  autor,  resolverse  con  ayuda 
de  los  principios  fundamental^-  de  nuestro 
derecho  y  las  soluciones  de  casos  numero- 
sos y  variados  no  nos  darían  ninguna  idea  de 
conjunto  si  no  se  las  agrupara  según  las  re- 
glas jurídicas  que  les  son  aplicables. 

£1  señor  Bezard-Falgas  ha  mantenido  la 
balanza  igual  entre  la  práctica  y  la  teoría,  y 
las  numerosas  referencias  de  jarísprudencia 
insertas  en  su  tratado  serán  de  gran  utilidad 
para  todos  loa  hombres  de  negocios  y  espe- 
cialmente para  los  oficiales  públicos. 

Después  de  una  introducción  consagrada  á 
las  generalidades  respecto  de  los  títulos  nomi- 
nativos y  sus  anotaciones,  encontramos  ex- 
puestas en  detalle  las  cuestiones  que  se  refieren 
á  la  responsabilidad  de  los  establecimientos 
deudores  y  á  las  operaciones  de  títulos  suscep- 
tibles de  ponerla  enjuego.  En  seguida  el  au- 
tor pasa  revista  á  las  divmas  garantías  qne 
tienen  derecho  de  exigir  los  establecimientos 
deudores  encargados  de  efectuar  las  transfe- 
rencias (actos  auténticos,  legalizaciones,  etc. ), 
así  como  las  diferentes  aplicaciones  particu- 
lares de  los  principios  generales  á  los  ca- 
sos más  corrientes  en  la  práctica  diaria  (me- 
nores, interdictos,  mujeres  casadas,  sucesiones, 
donaciones,  regímenes  matrimoniales,  etc.) 

El  autor  ttfrmina  su  interesante  obra  por 
una  exposición  de  las  cuestiones  fiscales. 

Este  tratado  encontrará  sin  duda  buena 
acogida  de  parte  de  los  hombres  denegodos  y 
de  las  personas  deseosas  de  aprender  porque 
tiene  el  gran  mérito  de  haber  sido  hecho  por 
un  práctico. 

Albzandre  Rbdlos. 
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TRAMITAClÓíí  DE  KXHí-liTOS  DE  TRIBUNALES  EXTRANJEROS  EN  EL  l»EKl= 


aantiitgo,  28  tie  enero  ríe  1905, 

El  Cónfiu)  General  de  laUepública  en  el  Peni,  en 
iii  ta  de  fecha  23  de  diciembre  último,  me  dice  lo 
BÍ^'oieate: 

iLa  Lección  de  los  EMados Unidor  de  América, 
«olicitó  del  Ministerio  de  Kf-laciouca  Exteriores  del 
Perá,  un  infoiine  qiio  diese  á  conocer  el  procedi- 
mianto  que  se  «igae  en  t-xte  país,  en  los  exhorto-i 
qiit;  vientin  d^l  extraiijeio,  y  ti  valor  y  medios  de 
coucción  que  se  pudieniii  prestar  á  las  decUracioue» 
quD  en  el  Perú  tomasen  fiiticionarios  diplnmáticOM  y 
ciiDoulares,  ó  por  particulares,  en  virtud  del  man- 
dato judicial  de  un  tribunal  extranjero. 

itlnformando  al  respecto  el  Tribunal  Supremo  de 
.Tuiticia,  resolvií,  en  acuerdo  del  19  de  noviembre 
último  remitir  por  informe  el  dictamen  de  su  Fis- 
c»l  que  contiene  todas  laa  disposición^»  legales  i|ue 
reglamentan  esta  importante  materia. 

«Por  creer  conveniente  que  dicfao  informe  Kea 
conocido  por  jas  lutniidadc»  judicÍH]es  de  Cliile, 
qua  ])or  conducto  de  V.  S.,  continuamente  remiten 
exhoitcs  para  que  Man  dilit^enciadoa  por  este  Con 
sulado,  loncomiHlfiv  á  V.  S.  cu  el  impreso  adjunto.» 

Lo  que  trascribo  k  V.  K.,  ncompañándole  f  I  anexo 
impreso  fi  que  se  hace  referencia  en  la  nota  prein- 
serta. 

Dios  {{uardo  á  V.  E. 

E31ILII)  Beli.u  C. 
A  la  Excma.  Corte  Huprenia  de  Justicia. 


(1)  Abrimos  esta  atcrión  p;im  dar  t:al>iilft  á  las  leyes, 
(leci'itoii,  instnicciones,  etc.  de  interw  general,  tanto 
imoi  malos  como  extranjeros, 


Bantingo,  cuatro  de  marzo  de  mil  novecientos 
cinco. — Aciisc&e  recibo  y  publíquese. —  V.  Aguirrc 
Vaiffdg. 

Proveído  por  la  Excm».  Cotte  Suprema. — 3íonU. 
Excmo.  feñor: 

El  ceffor  Ministro  de  Justicia  envía  á  T.  E.  elad- 

juntn  ofiHo  de  su  colega  del  despacho  de  Relaciones 
ExtPiiortR  tniscriptorin  del  que  le  ba  dirigido  el 
plenipi'lenoia' io  de  los  Estados  Unidos,  solicitando 
por  enciuiio  do  su  gobierno,  una  informaciíín  deta- 
llada del  prorodimienio  que  Fe  signe  en  la  ejecución 
de  los  exhorto»  (jue  í^e  remiten  del  extranjero. 

Kl  gobitrno  ,(e  ios  Estados  Unidos  solicita,  por 
medio  de  mu  iigente  diplomático,  un  informe  detii- 
Ihuio  d(!  Lis  leyt-R  y  usos  no  s<'ilo  tocante  ;i  la  ejecu- 
cii'in  de  lo*  ■  xborto-i  veniiios  do  un  tribunal  extran- 
jeio  k  otro  del  l'crú  sino  también  con  referencia  a 
líis  dt'claracrorii  s  tomadas  por  funcionarios  díploui.'i- 
tico^  ó  coiixilares,  ó  por  particulares  extranjeros,  en 
virtud  rio  un  mandato  judicial. 

Quiere,  además,  suber,  si  en  el  caso  de  un  man- 
dato judicial  expedido  por  la  Corte  Supiema  de 
Xueva  Yo:'k  á  un  funcionario  consular  de  tos  Estii- 
dos  Unidos  en  el  Perú,  á  efecto  de  que  tome  decla- 
raciones á  ciertos  testií^os  que  han  de  ser  progau- 
tildo-*  y  repreguiitadi  s  con  arrtglo  á  un  interroga- 
torio anexo  á  dicho  miindato  ¿«ería  contravenir  á 
las  leyes  del  Peni  el  que  un  'í'ribnnal  uvimpetente 
peruano  obli^Hsc  k  testigos  recalcitrantes  á  prescn- 
taise  ante  el  comisionado  nombrado  por  la  Corte  de 
NucvR  York  p:ira  leribii-  sus  dcposiciontís,  si  se  i-o- 
licitase  su  ayuda  al  efecto  por  la  vía  diplomática, 
puede  procederi-e  de  otro  modo  que  no  tíea  por  me- 
dio de  exhorto  de  la  Corte  de  ^'ueva  York  k  la  díjí 
Perú  y 

El  Fiscal  que  suscribe  pasa  &  expedir  el  informe 
solicitado,  como  sigue: 
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el  retfUnionto  de  trilma  il.»».  ni  c!  í'i'i  liiro  il« 
Pnioflimitíiiti»  Aiil  Pui'ú  «o  <>  •aimn  do  Li  iii  mcni  <!« 
cumplir  liis  (M»:ni-ioni."í  miiiit.n  i  is  uiivcnl  m  u-ir  jutj- 
ees  o  trilmnrilos  Hxtninjcr.-s  ;í  lo-(  H"ii>'iii;t- 
Ifs  dol  paÍM;  exi-*tien'Ío  iV  (¡■«ti'  r>-ci  i  Id  iiiiic;iiin'nUí 
lo  (»rencripio  en  la  cii-tMiUir  itel  l'n  It  KjcL-uúvo  á 
ias  Oartes  SujMírior.-B  lie  11  niiYÍi'iii  >rtí  *Ie  I-íT;*; 
que  liico  quii  iMie  olwtrvars*!  ettriclanifiite  lo  es- 
tipiilatlo  t'ii  ¡os  tnilíiiiiis;  y  ([Uu  á  tultii  df  ústi^s,  <k'- 
Wii  libnirat' y  cintuilirstí  lnh  ijin-  t i'-iii-ii  ]un-  uliji-to 
citiioioiiCH  <'iii[il;>z  imiciitoM,  dv  -lii  ':u'iiiiii,s.  rocouo- 
ciiniento»,  dai'i-^n  de  cc>iii;is  ó  tc'-tii.n'wiiiM  y,  oii  g>i- 
iieral,  íictox  j'nticinKM  >}«  instnif'i  >ii;  y  int  iicms 
I  cales,  cornil  ioH  de  po-isi-'m.  S"<:rn-.t  n  do  IíÍouüs  y 
iitnw;  y  i>rfVÍ»'iH:  que  un  m'  do  no  »  exiroit  -s  qim 
niuiiortoubtiii  la  jun!«di(;L*i<'iu  ii;ii;ioil  il,  ii>  si  libren 
cilio  am  arnsiílo  á  lo  qiu'  quedn  i."-t  it>!-oÍ  lii. 

Coiifornifl  H  esta  do-triim,  el  «íoiii  rno  d-l  l'i-ni. 
eii  5  de  octubre  de  Isli.  dúo  ;ir.>  qiio  el  Tfiluinül 
del  (}oll^ulad<l  DO  p'idía  llov;ir  ii i iio  ol  iI.-í;  ii.  li  » 
suplicatorio  que  le  fiió  di'i,"il  ■  [  i.r  --1  ( '.iri-iii.i^i  i  ily 
TiilpiiniHo,  iHira  el  endcinío  de  l.i  n  brit.íiiioa 
Arlrt'iii  y  armifío  d«  «ii  <-apil:íii  •  n  -  i  imortii  del  Ca 
ll;i<>,  con  motivo  dol  juiu'ii  pon  ii  -iiio  amo  el  dioho 
Clonsiilado  de  ValparNÍsn;  y,  do  iiinio  de  l'^45, 
aprolió  el  voto  adverso  dol  (Inniojo  K-tad  >  on  la 
cohbuICh  que  liizo  soluo  iiii  ox'iuno  qiio  el  juo/.  do 
1,*  instancia  de  e-ta  capital.  d-^Cor  diiu  T'  niá-*  Va- 
lle, dirÍLíiii  al  piez  t-rnto'ial  do  la  oiiid.id  ile  Ijuitu, 

fi!»m  que  i)ractic;uie  Iji»  dilisíoiieüis  i'iuiMjj.iienleit  ú 
asurtt¡>ínoia  de  t  'ancu  y  leiii-ite  áa  una  haoiunda 
uuiulinula  uCoienuualuu,  fita  en  la  R-piiídiea  del 
Kcuador;  y  en  el  cual  ho  opíiut  ipie  iiiiuntraR  fe  eu- 
lebre  con  aquella  Kepi\blic:i  iiniít  oFe  tratado  espe- 
cial fobre  la  m-itería,  ho  manden  noldicnr  en  el  Perñ 
solamente  loa  aotoi!  ó  pni\jdono¡as  liiindas  por  las 
justicias  ilel  Kouadoi-;  imra  quo  mí  cniiilaoen  ó  oiton 
á  lo*  ciudadano»  del  Peri'i,  ó  á  extranjeros  residen- 
teH  en  el,  á  asar  de  su  dere<''io  unto  mían  en  todo  lo 
que  pue<la  serles  lítil  ó  caiisarit-s  [ks  jni  iu,  )i:ibiou  lo 
reciprocidad  por  parte  de  a  pipila  [iri<-i  jn.  (0<il.  Ovie- 
do, iii'uns  '.):t7  y  p.ó^'s,  í:  a  I'.',  tomo  \2  ) 
Kn  cuanto  á  la  forma,  la  pr¡u;nca  oxi;io: 
u)  Que  la  requisitoiia  se  •linja  á  la  Lei^aiMÚn  que 
el  paiti  de  donde  se  expi>lii  tiene  aut>ídiuida  en  el 
Perú; 

t  i  Qiio  esta  Lección  la  remiti  al  Ministerio  de 
Reliiciones  lOxteriorex;  y 

c¡  Que  el  Ministerio  de  Ilulai^iori';^  Exteriores  U 
dinja  al  juex  que  di*bo  ounipliri^i  por  conlu>:[o  del 
Ministerio  d»  Justicia. 

(Cumpliendo  el  obieto  del  exUurUi,  de  devuelve 
coa  las  misuias  formalidadun. 


II 


El  Perú  ha  celebradn  s(>!)re  ente  pirticular  I  )s  si- 
guientes tratador: 

1,"  La  conveiiciiin  t^clobrada  cu  esta  oapital  el  '¿'J 
de  septiembre  de  t"^?!!  y  uaiijradu  el  ^1  de  iiovieiuíire 
del  mismo  afio.  outre  el  Miiii-ítro  do  K.'l.icmnes  Ex- 
teriores y  el  Kncari,'íidu  do  N'oi,'íji:ios  du  S.  M.  el 
Emperador  del  Brasil,  estableciondo  la^  ro:;las  que 
delten  regir  entre  amlK>s  paí>es,  un  la  expedi<:ÍLMi  y 
tramitación  de  los  exliorto.s  ó  des|Kielios  nwiioiioii; 
Gayan  estipulaciones  aprobadas  por  rosoluciún  legis- 
lativa de  27  de  octubre  de  m7*J,  van  ú  continua- 
ción: 

Aktícjülo  l'KiMElto.  Las  coni|Kileutu8  autoridades 


judiiñnlcft  de  cada  uno  de  loa  dos  paiAes^  ejecntiráo 
rl  pídido  que  contenifan  las  cirtat  ro^toriaA, 
los  fiior'-n  <|irí¿i'las  por  el  otro,  tinco  en  n]a''er  i 
tit'i  niiial  oomn  civd. 

Akp.  2."  Uas  c-irtas ro^atori tu  en  materi.i  frimin*! 
se  limitarán  á  nitacnWi,  iiitt-rro;*-itor¡n,  deci  iración  i- 
tt'Sl nos.  pn>cnracii'>n,  exaino:i,  copian*,  rerifi  ;;icnin, 
reini^h'iii  do  dooura  -ntos,  ó  eui'q  iiei-a  otnut  d  !<■;.-. i 
cias  que  importen  cAcIarecim-eiibis  pan  cocs:  iti' 
el  dt.'lito. 

Akt.  S."  Las  carta'*  roifiitoi-ia*  eo  m atería  c*!..: 
P'idrán  ci>  nprender.  á  m,U  de  lo  que  ({uetl.-t  e-^p 'ci- 
tii-  ido  en  ot  anicnlo  anterior.  la  avalu  lición,  indiie-'  - 
(áón  y  cualesquiera  otras  ddifjeai'ias  RoriduRen'*-t  i 
la  «k'oisióii  de  la  causa,  siempre  que  fueren  perm::i 
das  pui-  la  legislación  de  loi  doN  paíse^i  eontnttmiit-». 

AliT.  4."  Tolas  las  cartas  ser.in  concebid:»*  eo 
lonninoa  deprecitlvf).:conten1rán,  niempre  que  f ae- 
ro pi-sible,  la  ind  caci  ui  del  domicilio  de  lu"*  jíer-o 
HAS  c|no  hubieren  de  oí  ladas,  y  serán  les^ihz  ids- 
|)  .r  vi  fn'icioiiario  d'ptom'ition  ó  co'isnlar,  eAt;ililf 
oído  on  el  país  donde  fueren  rxiiedidas. 

AiiT.  r>,"  En  U  oj-C'ioi.'m  de  las  cai-t;is  n »<pii(»rii-. 
lis  oxoop  inries  o|ni  >sl:is  por  lafi  partes,  sorau  sio-u- 
pre  adniiiidas,  aub-tatic  adas  y  remitidas  ni  ju  i 
orii:iiiario  tiara  s-^r  jii/:^'  idas  ooiifo-me  á  <Íei-eclio. 

AnT.  1j  >s  pin  (jularos  interesad  .s  en  el  cu-n- 
plini'eiitu  de  i;is  caria-  loifatorias  en  materia  i'ivñ, 
debci.iii  roiistitnir  pnK-urador  en  forma. 

Aitr.  7."  Las  cosí  is  (juo  ocaHioitcn  las  dilit^encia^ 
de  bis  (Mrlas  lOiíatorias  en  materia  civil,  «-t^rtit  de 
car^o  del  interesado;  y  de  cuenta  del  j^Irerno  do 
país  de  donde  fueren  cx|N*didas,  si  ventaren  »>.din: 
objeto  ciiminal  de  «iticio;  excepto  cuando  se  tr.i*v 
del  exáuien  ó  declaración  de  tesfigus,  eu  c  ivo  civi 
corrosjHinde  al  vcdiierilo  del  país  donde  las  cartas 
delieii  ser  ejecutadas. 

E-ta  convención  fué  ampli¡:da  en  8  de  jutii.i  de 
IK',11  os[iil)leoí-iido  <nie; 

«Las  Ciirtas  ro>!atorÍas  i\  exhorto»  de  simple  oita- 
cióii  ó  emplazamiento,  «pie  hayan  de  cumplirle  en 
el  do[Kir<ainonto  de  Lort-to  ó  en  los  Estado-^  .te¡ 
Pará  •)  Amaüoniis.  se  tt'i;alizaráii  eu  Ies  coiisulailo» 
lio  los  rospeotivüs  países  y  se  trasmitirán  á  los  jue- 
o.cs  d"prec  inte  y  deiireiia  lo,  por  el  prefecto  peruano 
y  :i  los  ^iiberniidores  de  los  referí  los  E>Íidos  »  Am- 
pliai-itiii  que  fiio  aivi'obala  |M>r  refloluciún  lej^isl^iiiva 
de  4  de  noviembre  de  lHi)'.¡. 

2.'-  Por  resoliiciiMi  tegidativa  de  4  de  novieniSre 
de  Irtsy  el  P^rú  prostó  su  aprtjKi'ñón  á  los  Trat  idos 
sancionados  {xir  el  Oong  eso  Internacional  de  Mim 
tevtdeu,  ^iendo  uno  de  estos,  el  relativo  al  Ddrecli.> 
Pmco!4l  (jiio  eu  el  título  III,  contiene  lits  Rij^uien- 
tes  dis]M>'>itiiones  sobre  cD'uplimiento  de  lo*  exhor- 
to», seutencias  y  fallos  arbitrales. 

Aur.  5."  has  sentenciaB  j  HVoa  arbitrales  dicta- 
dos en  asuntos  civiles  y  comerciales  on  auo  de  lus 
Estados  ^it;uataM<>8,  Ceñirán  en  loi  territorius  de 
los  deiaá->  la  misma  fuRrzt  que  en  el  |iaís  en  que  se 
han  pronunciado,  si  reúnen  los  requisitos  siguientes: 

II )  (j  je  la  sentencia  ó  fallo  haya  sido  expedido 
por  tribunal  eoiiipetenCe  en  la  esfera  internación  ti. 

bj  Que  ten^^l  el  carácter  du  ejecutoriado  ó  pasa- 
do en  autoridad  de  cosa  juzgada  en  el  Estad»  en 
que  se  ha  expedido. 

I-)  Quü  la  parte  coutra  quien  se  ha  dictado  haya 
»ido  ha(;iiuiente  citada  ó  lepreseutada  ó  declarada 
rebelile,  conforme  á  la  ley  oel  [»íb  en  donde  se  ha 
seguido  «1  juicio. 

UJ  Que  no  be  oponga  álos  leyes  de  orden  páfaUco 
del  país  de  ttu  ejeuuciún. 
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AsT.  6.**  Los  documentoR  indispensables  p:ira  fo- 
licitarel  cumplimiento  ñe  las  Heattiiicíat  y  fütlus 
arbitrales,  BOU  \.m  nv^imnioi: 

II }  Copia  íntQ<rra  de  L  suiit»tici-i  ó  t'uÜo  a  bitr.il. 

6'  Copia  de  la<i  piezas  uecesurias  pira  aci'ediLai' 
que  las  partes  baa  sido  citadas, 

c)  Copia  auténtica  del  auto  en  que  se  dei:lare  que 
la  seuteiicia  ó  laudo  tiene  el  caráuter  de  ejeciit  u'ia- 
do  ú  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  y  du  las 
Itiye»  en  que  dicho  auto  se  funda. 

Art.  7."  El  carácter  ejecutivo  íí  de  apremio  da 
las  sentencias  ó  fallos  arbitrales,  y  el  juicio  á  que 
íiu  cumplimiento  dit  lugar,  surán  los  que  detcrmiuij 
la  ley  de  piocedimieutos  del  Estado  en  donde  se 
pide  la  ejecuciÓD. 

Akt.  y."  Los  actos  de  juri-dici-íón  voluntaria, 
üoniu  soa  loa  inveiitarios.  apertura  do  testameoto, 
taHUcioaea  ú  otros  seiuejaiites,  practicados  en  un 
Estado,  tendrán  en  los  demás  Estadfts  el  mismo  va 
lor  qufi  si  se  hubiesen  realizado  en  ku  propio  terri- 
torio, con  tal  de  que  reúnan  les  rt^qnisitos  estable- 
cidos eo  los  artículos  anteriureti. 

Akt.  i).'*  Los  exhorto»  y  cartas  ro^atoiias  que 
tengan  por  objeto  hncer  iK^tificscionos.  recibir  de- 
claraciones ó  practicar  cuiilquiera  otni  (lilí<.'ei)cia  de 
carácter  judicial,  «e  cumplirán  en  lo-s  K?,t;idiis  signa- 
tarios, siempre  que  dichos  exhortoa  (>  cartas  rojjato- 
riaH  j  euDAD  las  condiciones  establecidHS  eu  este  Tra- 
t.ido. 

Art,  10.  Cuando  los  exhortos  ó  cartas  rogatorias 
so  refieran  á  einiiargos,  tasaciones,  iiiventiiriii.s  ó  ih- 
li*CQCÍH8  preventivas,  el  Juez  t-xhortado,  pruveerá 
lo  que  fuere  necesario  respecto  al  noriibrümifnto  ile 
peritos,  tasadores  depositarios  y  en  yent-ral  á  todn 
aquello  que  sea  conducente  al  mt-jor  cumplimiento 
de  la  comisión 

Art.  11.  Los  cxhortos  y  cartas  rogatorias  se  dili- 
genciarán con  arn-<^lo  á  las  leyi^s  del  país  in  donde 
se  pide  la  ejecuciúu. 

Akt.  12.  Los  interesados  en  la  ejecución  d?  los 
cxhortos  y  cartas  rü^atorias  podrán  constituir  apo- 
derados, siendo  de  su  cuenta  los  gastos  que  estos 
apodeiados  y  las  diligenciiut  ocasionen. 

III 

En  cnanto  á  la  manera  de  cumplir  los  exhortos  6 
cirtas  rogatorias,  los  Jueces  se  cifien  extrictameiite 
á  ios  pi-ocedimieiitos  establecidos  para  ta  ejecución 
de  las  respectivas  diligencias  por  las  leyes  peruanas. 
(Código  de  E.  Civil  y  lleglamento  de  Tribunales.) 

Así  las  ritaclnnrs  y  e.rtiii[if:uinifiiitO!f  se  mau<lan  ha- 
cer por  los  Escríbanos  de  Estado,  conforme  á  los 
urtíoiilos  003.  604,  (iOñ  á  tlOi)  del  Código  de  Enjuicis- 
uiientti  Civil. 

La  cn/eiiiin  jiifliciul  ó  sna  la  declara3Í6n  que  por 
mandato  de  juer.  competente  hacen  los  litigantes  en 
juicio,  debe  recibirse  a  pre.sencia  del  escribano  y  ba- 
jo de  juramento.  Puede  Ib  jiarte  que  la  ha  solicita- 
do asistir  al  acto  y  hacer  ai  confesante  preEfontas  y 
repreguntas  relativüs  á  la  materia  disputada.  En  la 
confesión  del  menor  y  en  la  de  cualquiera  otra  per 
sona  que  goce  del  mismo  privilegio,  debe  estar  pre- 
sente el  respectivo  guarda  lor.  (ArtH  683  v  634  del 
C.  E.  C.) 

Al  que  habiendo  sido  emplazado  para  hacer  una 
confesión  con  parece,  pero  se  niega  á  declarar  de  un 
modo  ambiguo  ó  evasivo,  se  le  tiene  ])or  confeso. 
Tambión  se  le  tendrá  [wr  confeso,  si  después  dtt  no- 
tificado por  dos  veces,  rehusa  comparecer  ante  el 
juez  á  prestar  m  declaraci'tu.  (Arts.  688,  707  y  709 
id.) 


Gsta  confesión  debe  pedirse  dentro  del  tórmino 
de  prueba,-  y  sólo  se  admite  independientemente  de 
juicio:  <'>  antes  de  él  para  preparar  una  acción. 

1.  "  Si  la*  pro^icioiitís  (iinquiries)  tieneu  por  obje 
to  el  esclarecimiento  de  la  capacidad  civil  de  la  per 
Bona  que  deb)  absolverlas,  Ó  del  interesado  que  de- 
pendí de  ulla:  (c^im  )  en  Í'«  casos  de  un  menor,  de 
un  reliijioso  profeso,  de  una  mujer  casada,  etc.) 

2.  "  Si  por  las  posiciones,  sa  trata  de  descubrir  a 
existencia  de  al^'iin  título  le^al,  documentj  ó  cosí 
sobre  <|ue  deba  reijaer  la  deminda; 

H."  Si  hay  peligro  da  muerte  próxima  de  la  per- 
rioiia  que  debe  absolverlas  posiciones,  6  se  teme  fun- 
dada cuente  su  ausencia. 

En  estos  casos  la.s  pi  eguntas  pueden  estar  consig- 
nadas en  pliego  abierto  y  eo  hu  absolución  se  proce- 
de en  la  forma  prescrita  parala  prueba  testimonial. 
(Arts.  302  á  305  idera). 

Las  tlcr.laracioHf»  de  tesiiyo»  en  camas  eivile8B9  re- 
ciben bajo  juramento,  conforme  al  interrogatorio 
que  presente  el  intei-wado.  En  éste  cada  praguuta 
debe  contener  un  solo  hecho;  pues  cuando  éstoa  son 
di  verbos  se  exprcsai  áo  en  preguntas  diversas.  No  se 
})ei  mito  al  testigo  leer  ninjiiin  pa  >el  para  contestar, 
[jas  partes  pueden  concurrir  al  auto  por  sí  ó  por  me- 
dio de  personas  especialmente  facultadas  para  este 
objetu  ó  con  sus  defensores;  y  pueden  pedir  al  jnes 
que  haga  al  testigo  las  preguntas  que  indiquen  y 
se  iii  conducentes  al  esclarecimiento  de  los  hechos 
cinitro  vertidos.  El  juez  puede  hacer  también  las  pre- 
guiitiis  que  juzgue  convenientes  para  que  el  testigo 
aclare  su  exposición  ó  dé  razón  de  su  dicho.  (Arte. 
H'.).'»,  8Si>,  \)UH,  !H)y,  911  y  '3V¿  Ídem.) 

I'il  juez  puede  obligar  por  medio  de  apremio  á  la 
|ifr>oiia  citada  como  test'go,  para  que  comparezca. 

La  pai  te  ó  testigo  que  eiitando  en  el  lagar  del 
juicio,  se  resista  ¿  com|>arecer  ante  el  juez  para  al- 
guna dilii^ncin  personal,  sufrirá  apremio  de  ser  ooii- 
ducido  con  guardiaH  ásu  costa.  El  juez  pedirá  eatas 
guardias  á  la  autoridad  politioa.  (Arts.  915  y  476 
Ídem). 

La  i/pclararión  <¡r.  Ifríigos  en  caums  cñminaUé  se 
ttmiará  también  l>ajo  de  juramento  y  se  les  pregun- 
tará: si  tienen  noticia  del  dehto  y  saben  el  lugar, 
día  y  hora  en  que  se  cometió,  y  qué  personas  vieron 
cometerlo  ó  pueden  dar  razón  de  él;  si  conocen  al 
airraviado  y  á  los  delincuentes,  y  que  relación  tiu- 
iiun  ci>ii  ellos;  con  qué  motivo  saben  lo  que  declaran 
y  si  vieron  cometer  el  delito  ú  oyerou  hablar  de  él, 
á  qué  personas,  dónde  y  en  qué  tiempo;  y  lo  demás 
que  según  los  casos  se  creyere  necesario. 

Están  obligados  á  comparecer  persoaalm.mte  to- 
dos los  que  hubiesen  visto  ó  presenciad  >  1 1  {lerpe- 
tración  del  delito  ó  tuviesen  al^i'in  conocimiento 
aceroa  de  él.  8i  el  testigo  se  resistiese  á  oompareoer, 
será  conducido  al  juzgado  oon  el  auxilio  de  la  faena 
pública;  y  si  se  negase  á  declarar,  se  le  im)iondrá 
multa  ó  arresto,  segdn  el  prudente  arbitrio  del  jnei. 
El  que  declare  de  una  manera  coatradiotoria  ó  se 
manifieste  inconsecuente  con  los  hechos  ó  con  lo 
que  lleva  declarado,  podrá  ser  detenido  como  sosfie- 
eboso  de  perjurio  ó  de  participación  en  el  delito.  Es- 
ta detención  durará  hasta  que  se  practiquen  las  di- 
ligencias concernientes  al  caso,  oon  cuyo  resultado 
se  le  pondrá  en  libertad,  ni  se  acreditase  su  inocen- 
cia. Quedará  sujeto  al  juicio  si  apareciere  partici' 
pante  del  detito;  ó  88  le  aplicará  la  pena  oorrespon- 
diente  si  fuese  culpable  de  perjurio.  (Ar*s  56  á  69 
del  C.  de  E.  P.) 

En  el  reconocimiento  dt  docamentos,  se  procede 
también  en  la  forma  empleada  para  la  prueba  testi- 
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'mcuial,  (mplosando  al  obligado  ú  obli^'adrs  á  reco- 
rocfiltp,  piiditiido  ser  éstoo:  1)  los  que  liiciieion  ó 
6iD  aii  D  el  docunicDto:  2}  h  k  testÍt.'<'K  que  lo  snii- 
ciibit-TcD;  3)  loB  pertout-roB  ó  heredtrüa  de  lox  otur- 
pi  DtcF.  M  reconocimiento  di-be  ncíicr  no  sólo  ¡o- 
bie  iHfmcripcióiifiíiio  también  t>('bre  la  realidad  del 
coiitenido  del  documento.  (Ai  ts.  HIU  y  ^'.15  i '.     C. ) 

Si  el  implaiadü  á  recouocor  un  di^Mimunto  no 
compartcifse,  se  le  aciiha  una  rebtkiía  y  f.\  J  vf¿  fx 
pide  secunda  orden  de  compart  oenciu  bajo  apt-ri-i- 
bioiieiitu  de  darse  el  dccumentii  por  'econoiido.  Si 
tioobtdere  A  esta  xeguuda  citación,  el  Juez,  á  ins- 
tancia de  parte,  pide  autos  y  declara  n.-coiiocido  el 
doriimento  (Ait.  'Al'A  ídem). 

hi  conipurecieiido  el  obligado  se  iie.|,'aüc  á  rcuoiio 
cer  el  doiuineuto,  ó  no  ronftsusu  ni  iiej;  ií-o  dara- 
mente  U  obligiiciún,  ú  eludieM-  el  ie«  nLociuiibnto 
con  ]iHlabraH  auibit^uiiR,  ó  de  cualquier  ntrn  mmlo, 
el  Juez  lo  declara  leconocido.  (Art.  'Mi  Ídem), 

Durante  el  término  de  prueV'a  A  que  ♦  stú  abierto 
el  juicio,  íe  peimite  p»-dir  el  rect  norimiento de  Iok 
i>igQÍeiite8  documente  »,  denominados  por  la  U,r  pe- 
roana,  instriimentoR  privados: 

1."  Vale»  a  mplea,  paíiHré»  y  onrtaa: 
i."  Partidns  de  entrada  y  ^asto  diaiio; 
3*  Libros  admiuifitmtnrio.'t  y  de  Caja; 

4.  "  CuentnH  extriijndicialea: 

5.  "  InvfntorioB,  ta^acionc"  y  pitwupneBtoB  extra- 
judiciale*. 

Antes  de  intentar  la  demanda,  y  para  prepararla, 
aólo  jiuede  ordenante  el  reconocimiento  de  los  vales 
ó  pagarés  (en  quo  se  confiera  deber  y  se  obliga  á  pa- 
gar  en  determinado  plazo  ó  i  la  vista,  nna  cantidad 
de  dinero.  6  de  esiMcie»,  ú  de  efecto»  de  comercio^ 

Si  naa  eseritani  privúla  no  Hiiicrita  por  testii^os, 
no  pnede  ser  reconocida  por  ausencia,  muerte  i'i  otro 
impedimento  del  que  la  nrmA,  pndde  la  parte  n  quien 
interese,  pedir  que  se  baga  comparación  ó  cotejo  de 
firmas.  Esta  dilif^niia  no  puede  hacerse  sino  en  id 
término  proliatorío,  con  citación  y  por  peritfis  calí 
(¿rafüs  nombrados  por  las  partes  y  í  ]iresoncia  del 
Juez.  (Art".  9íi0  y  %1  Meml. 

En  cnanto  á  la  dnrión  fie  i:o¡>Íii»  ó  tr^f/inúnio»  de 
los  inotrumentoB  públicos,  los  intereNadus  pueilen 
pedir,  después  dti  otor^'ado  un  iii^trumento,  que  el 
escribano  les  H¿  boleta  ó  testimonio,  para  su  re>gu:ir- 
do,  Entendiéndose  por  boleta  un  resumen  del  con- 
tenido del  instrumeuto,  con  desigiiacuín  de  nombres, 
cosa,  fecha  y  f<  ja  en  que  se  Hiuíuetitra,  tirmudo  por 
el  escribano;  y  por  testimonio,  la  i.-o|>¡a  fiel  <lel  ori- 
(;inal  en  la  que  se  trasunta  el  texto  íntei^nidel  ins- 
tnimeoto  con  todon  ruh  insertos:  rubricambi  el  is- 
crilano  en  cada  foja  del  testimonio  y  autoriKAadolo 
con  BU  ñgno  y  firma.  (Art',  772  á  774  ídem). 

Si  el  escrilñno  hubiese  fallecido,  no  se  dará  copia 
sin  mandato  judicial  y  citación  de  parte  intereHada, 
bajo  pena  de  nulidad.  Estos  mismos  requi-itos  son 
uecemrios,  si  el  que  pide  lu  copia  no  aparece  en  el 
inatrumento  con  iutcrés  inmediato  y  directo.  (Ails. 
775  y  776  ídem). 

En  el  caso  de  no  ser  conocida  la  pergeña  á  quien 
debe  citarse  pam  )a  dación  de  un  teRtinu)nio,  la  ci- 
tación se  hará  por  edictos  6  por  avisos  en  los  perió- 
dicofl  en  el  término  que  señale  el  Juez.  (Art.  780 
Ídem). 

El  escribano  que  extendió  un  instrumento  puede 
dar  un  testimonio  de  él  &  las  i^artes  que  lo  otoi^ron 
■in  neceüdad  de  mandato  judicial:  salvo  ol  caso  en 


que  m\  acreedor  pide  ttstimonio  de  ta  eecrítara  de 
obliiíaci'in  des|iu<-s  de  habértele  dado  la  primera  co- 
pia: porque  entonces  es  indinpensable  dicho  manda- 
to: y  el  Juez  dÍN|Kindrá  que  se  entregue  la  nneva 
co|iia  si  el  acretdor  afírma  bajo  de  juramento: 

1.  "  Que  se  le  ]K-rdió  la  copia  anterior  é  ignora  sn 
paradero,  ó  que  le  es  imposible  pret-entarla  en  el  acto; 

2.  °  Que  no  ha  hecbo  el  cobro  de  su  crédito:  y 

H."  Que  tii  pareciese  la  copia  anterior,  la  devol- 
verá. 

Ku  lim  testimonios  mandados  dar  judicial  ote  o  te, 
se  iu^erUin  las  actuaciones  en  cuya  virtud  se  expideu. 
(Arts.  7Sl  A  7Ha  ídem). 

LiiR  ci>pías  de  actuaciones  judiciales  se  dan  por  los 
Escriltancts  de  Estado,  previo  mandato  judicial  y 
cou  citación  de  la  jarte  conttaría. 


IV 


Los  funi.-ioosrioH  diplomáticos  y  ctinsulares,  no 
i  jercen  en  «1  Perú,  como  en  los  demás  países  civili- 
zadoi>,  otias  funciones  judiciales  que  aquellas  que 
coricsjioiiden  á  la  jurisdicción  Toluntaría  y  por  consí- 
gnieute  no  seria  admÍBible  que  se  les  encargara  el 
cumplimiento  de  actos  judiciales,  coiuo  son  citacio- 
nes, declaraciones  de  testigos,  etc.,  etc.,  que  corres- 
ponden á  la  jiiriídicciún  contenciosa,  porqne  ello 
sería  opucstfi  k  la  soberanía  de  la  Nación  y  al  ar- 
tículo 1.°  del  (Código  de  Enjuiciamiento  Civil;  y 
mucho  ménos,  posible,  que  los  propioB  joeces  tem 
tonales  pudieran  librar  órdenes  tendentes  á  obliga* 
álaspcraonas  citadas  (naoionalefl  ó  extranjeias)  A 
compai'ccer  ante  los  referidos  cónsules  á  efecto  de 
evacuar  dichas  diligencias. 

Ija  facnltiid  que  los  Tribunales  tienen  para  obli- 
gar á  una  persona  recalcitrante  á  com{iarecer  ante 
su  autoridad  á  prestar  declaración,  no  puede  ser  em- 
ple:ida  en  manera  alguna,  para  obligarla  A  presen 
tiuse  ante  un  consul  ú  comisionado  de  un  Tiibuniil 
de  JuHticía  extranjero,  aunque  esto  Be  Bolicitase  por 
la  vía  di|iloniátics.  En  la  República  no  se  rficonore 
la  jurisdicción  encomendada  ó  delegada  por  autoii- 
daü  ó  persona,  sobre  cosa  y  en  el  modo  qne  ta  ley 
no  designa;  y  «1  poder  de  admioistrar  justicia  no 
puede  ejercerse  en  el  imis  sino  por  las  perdonas  se- 
ñaladas en  el  <  Vidigo  de  Enjniciamiento  Civil.  (Ar- 
tículo 11  de  la  Constitución  y  3  y  4  del  C.  E.  C.) 

Hay,  pnes.  que  contestar  afirmativamente  la  pre- 
gunta del  Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos: 
esto  es,— que  sería  contravenir  k  las  leyes  del  Peni 
ol  que  un  Tribunal  competente  peruano  obligue  A 
testigos  recHleitrauCis  ¿  presentarse  ante  el  Comi- 
sionadn  de  la  Ciirte  de  Xueva  York  para  recibir  sus 
deposiciones,  aunque  se  solicitase  su  ayuda,  al  efec- 
to, por  lu  vía  diplomática. 

El  modo  de  proceder  e»  por  medio  de  exhorto^ 
de  la  (Jortc  de  Nueva  York  á  los  jueces  del  Perú. 
enviadoH  por  medio  de  la  Legación  de  los  Estado; 
TTnido', 

Cou  lo  que  queda  expoesto,  el  Fiscal  cree  que  el 
Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos  de  X.  A., 
tendrá  cuanto  necesita  saber  paia  dejar  Batisfecbos 
lo»  deseos  de  su  Gobierno, 

Lima,  3  de  septiembre  de  1004. 

Calle. 
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LEYES,  DECRETOS,  ETC. 


Francia 

Le.y  de  12  dé  iiinio  d«  1893  concerniente  á  la  higiene 
y  la  seguridad  de  los  trabajadores  en  lo»  eaUtbleci- 
miento»  índmtrialea. 

AhtICTJLO  primero.  Quedan  Hometidan  k  laa  dis- 
posieiones  de  la  pmente  ley  las  miinDfactarHH,  fábri- 
w,  ingenion,  oonteniB,  tallereR  de  todo  ^nero  y  -an 
dependencia»!.  8e  exceptúan  i'intuamcntR  loa  estiiblH- 
cimientos  en  que  sólo  mn  empleados  los  miembroH 
de  la  familia  bn jo  U  autoridad  sea  del  padre,  a  do 
la  madre,  aea  del  tutor.  Bin  embargo,  bí  el  tmbiiju  se 
hace  con  ayuda  de  oaldmo  á  va]>or  ó  de  motor  mecá- 
nico, 6  ai  la  induattia  ejercida  enti  claaificnda  f>n  el 
número  de  loa  establecimientos  pt-ticjORna  ó  insalu- 
bres, el  ioBpector  tendrá  el  derecho  de  prescribir  Ina 
medidas  de  ^p|;u^idad  j  de  aalnhridad  que  deben  per 
tomftdu  oouforme  i  Ims  dÍHposicñoDeB  de  la  presen- 
te ley. 

Art.  2.<*  Los  estableeioiieiitos  iDdicadoa  en  el 
artículo  1."  del)en  ser  mantenídoi  en  nn  e-tado 
constante  de  limpieza  y  presentar  laa  c«>ndioiones 
de  faigfiene  y  de  salubridad  neceBariao  á  la  salnd  del 
|t«rsona).  Deben  ner  dirigidos  de  manera  de  «¡aran- 
tir  la  se^rídfld  de  los  trabajadores.  En  todo  esta- 
blecimiento que  f  nncione  por  mediode  aparatos  me- 
cánicos, las  ruedas,  lan  correas,  los  engranajes  ó  todo 
otro  Órgano  que  pueda  presentar  ana  canaa  de  peti- 
zo serán  separados  de  los  obreros  de  tal  manera  que 
la  aproxinmción  á  ellos  no  aea  posible  sino  para  las 
necesidades  del  servicio.  Los  pozos,  tnmpsa  y  aber- 
turas deben  mantenerse  cerradas. 

Las  máquinas,  niecanísmos,  aparatos  de  trasmi- 
sión, útiles,  é  iostmmentofl  deben  ser  instalados  y 
mantenidos  en  las  mejores  condiciones  posibles  de 
segui'idad. 

Las  diapoaioiones  que  preceden  son  aplicables  i 
los  teatros,  circos,  tiendas  y  otros  establecimientos 
similares  en  qne  se  hace  empl«o  de  aparatos  mecá- 
nioofi. 

AxT.  3.<*  Beglaraentos  de  administración  pública 
diccadoa  previo  informe  del  comité  consnltívo  de  las 
artes  y  manufactaras  determioarán: 

l.o  Dentro  de  tres  meses  de  li  promnlgación  de 
esta  ley,  laa  medidas  generales  de  protección  y  de 
salubridad  aplicables  á  todos  los  establecimientos 
sujetos,  principalmente  en  lo  referente  al  alambra- 
do, la  aereación  y  la  veotilaciún,  las  aguas  potables, 
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los  desa^B,  Ih  wuaumán  de  polTOa  y  vaporea,  lu 
precauciones  qne  deben  tomarse  contra  incendios, 
etc. 

2.**  A  medida  qne  las  necesidades  comprobadas  lo 
hafcao  oectsarío,  las  prescripciones  particulares  re- 
lativas, sea  á  ciertas  industnaa,  sea  i  ciertas  mane- 
ra» de  trabajo. 

El  comité  .consultivo  de  higiene  pública  de  Fran- 
cia será  llamado  4  dar  an  parecer  en  lo  que  concier- 
ne á  los  reglameiitoR  generales  previstos  en  el  §  2 
del  i-reserite  artículo. 

A  4,°  Loa  inspectores  dtl  trabajo  ei^tán  en- 
cargados de  asegurar  la  ejecución  (te  la  presente  'ey 
y  de  Ins  reglamentos  á  que  («lia  re  refiere;  tienen  en- 
trada libie  á  los  estab'ecimieutos  eaueciScados  en  el 
ai  ti'cu'o  1."  y  en  el  último  pArnifo  del  artículo  2."  i 
efecto  ríe  proceder  á  la  vigilancia  é  investigación  de 
que  están  encHrgiidos. 

AiiT.  ñ.o  Laa  contravenciones  serán  comproba- 
das por  las  informaciones  levantadas  por  los  inspec- 
tores que  hacen  fe  basta  prueba  contraría 

Las  informaciones  se  levantatán  por  duplicado  y 
un  ejfmplar  se  enviará  al  prefecto  dol  depútamento 
y  el  otro  al  mtniaterio  pAolico 

lias  disposiciones  precedentes  no  derogan  á  las  re- 
glan de  derecho  común  en  lo  referente  á  la  consta- 
tación y  repre>-ión  de  las  infraooioDea  cometidas  i 
la  presente  ley. 

Art.  6.0  Sin  embarito,  en  lo  qne  ooncierne  i  la 
apreciaciÓu  de  lo»  reglamentos  de  administración 
pública  previstos  por  el  artículo  ü."  anterior,  loa  ins- 
pectores, antes  de  levantar  el  sumario,  requerirán  á 
los  jefe.<i  de  industrias  para  ')ae  se  conformen  á  las 
prescripciones  dicho  reiilamento  |>ara  constituir- 
los en  mora.  Eite  requerimiento  será  hecho  por 
escrito  en  el  regi-'tro  de  la  fábrica;  será  fechado  y 
ñrmado,  indicará  las  cont-  avenciones  notadas  y  fija- 
rá un  plazo  á  cuya  expiración  tales  contravenciones 
deben  haber  desaiarecido.  Kste  plaso  no  aerá  jamás 
inferior  á  nn  mes 

Rm  los  qninoe  díaa  que  üígan  á  este  requerimiento, 
el  jufe  de  industria  diríge  si  lo  jns^  conveniente, 
nua  reclamación  al  Ministerio  de  Comercio  y  de  In- 
dustria. Este  último,  pnede  cuando  el  obedecimien- 
to al  requeiimiento  necesita  transforraaoiónes  im- 
portantes en  las  obras  princiiuües  de  la  fábrica,  des- 
pués del  informe  favorable  del  comité  de  las  artes  y 
manufactura?,  acordar  al  industrial  un  plazo  cuya 
duración,  en  todo  caso,  no  excederá  jamás  de  ocho 
meses. 

2 


Digitized  by 


6 


CÜARTA  PAKTB 


La  decÍBÍóa  del  indostríal  BerA  nntiñoada  en  la 
forma  administrativa;  «e  dará  avino  dti  ella  al  ini- 

pectttr. 

A  BT.  7.«  Loa  jef eít  de  índobfaüi,  directorea,  ge- 
rentM  6  fiotorcB  que  hayan  contravenido  á  laa  día- 
poBÍc  nnes  de  la  iirmente  ley  y  de  los  reglamentoa 
de  admiuistraciAn  púUica  reUtiroe  ¿an  ejecudÓD, 
Fcráii  petieguidos  aule  el  Tríbnnal  de  policía  >  caa- 
ti]{&do!*  con  multa  de  cinco&qnince  francos.  La  mul- 
ta seii  nplicadu  tantas  veces  cuantas  Eean  las  con- 
travenciones comprobadas  i-n  la  informaciún,  sin 
qoe  iiueda,  sin  embarco,  exceder  el  total  de  las  mul- 
tes de  düsci«ntO'4  francos.  La  sentencia  fijará,  ade- 
más, el  plazo  dentro  del  cual  serán  ejecutadoa  loa 
trtib.ijo8  de  seguridad  y  de  salobridad  impueatoapor 
la  ley. 

liOM  jefes  de  industrias  son  civilmente  responsa- 
bles de  las  condense  ones  pi  ouunciadtts  contra  sus 
diiecton-s,  fierentee  6  factores. 

Akt.  B.°  Si  después  de  una  condenación  pronun- 
ciada en  virtnd  del  artículo  precedente,  las  medidas 
de  segnridad  ó  de  saluhiidad  impuestas  por  la  pre- 
sente ley,  6  por  los  reglamentos  de  administración 

Ciblioa  no  fueren  ejeentadas  en  el  plaso  fijado  por 
sentfncia  condenatoria,  el  aaunto  será  llevado, 
rfespnés  de  levantar  on  nuevo  anmario,  ante  el  Tri- 
bunal correccional,  el  onal  pnede,  después  de  na 
nuevo  requerimiento  sin  resultado,  ordenar  is  elan- 
sura  dt-1  esiableeimiento. 

La  8(  nteooia  será  apelable ;  la  Corte  fallará  aoma- 
ríamente. 

Art.  0.*  En  caso  derei  .cideneia,  el  contraventor 
será  perseguido  ante  el  Tribunal  correccional  y  cas- 
tigado con  multa  de  .'O  á  ñi  O  francos  sin  que  la  to- 
talii'ad  do  las  multas  pueda  exceder  de  'ii.OOU  fran- 
cos. 

Hay  reincidencia  cuando  el  contraventor  ha  su- 
frido en  los  doce  met-es  que  han  precedido  al  becho 
que  es  objeto  de  U  pm-qoísa  una  primera  condena- 
ción por  infracción  de  la  presente  ley  ó  de  lo»  n-gla- 
mentüs  de  administración  pública  relativos  ásu  eje 
unción. 

Akt.  10.  Los  inspeett-r^  deberin  auminístnr, 
cada  sHo,  informes  drcuiistanciadoa  sobre  la  aplica- 
ciíín  de  la  preaente  ley  en  toda  la  ezteitaión  de  an 
drcnn^oiipción.  Gatos  informes  mencionarán  losao* 
cidentti  da  qne  loa  obreioa  bayan  sido  vfotimaa  y  aus 
eausaa  Contendrán  las  proposiciones  relatí\*Aa  á  laa 
prescripción*^  nuevas  que  serian  de  uaturaleza  pare 
Ksrantir  mejor  la  segundad  del  trabajo.  Uu  informe 
de  ciinjiintu,  que  resuma  estas  modificaciones,  será 
publicado  todo  los  años  bajo  el  cuidado  del  Minis- 
terio de  Comercio  y  de  Industria. 

Art.  11.  Todo  accidente  que  haya  causado  una 
herida  á  uno  ó  vatios  obreros,  sobrevenido  en  uno 
delonestablecimittntos  mencionados  ene!  artículo  1." 
y  en  el  último  párrafo  del  artículo  '2.<*,  será  materia 
de  una  declarsoión  por  el  jefe  de  la  empresa  ó  á 
falta  suya  y  en  so  ausencia  por  su  factor.  EUta  d«- 
clareuión  contendrá  el  nombre  y  domicilio  do  los 
testigin  del  accidente;  será  h«cha  dentro  de  laa  cna- 
reniuyocho  huras  al  alcalde  de  la  comuna,  quien 
levantará  un  somario  en  la  ftKma  qne  indique  un 
reglamento  de  administración  pAblioa.  8e  soregará 
á  esta  detdnraoión,  suministrada  )K>r  el  patrón,  un 
certificado  de  médico  que  indique  el  estado  del  he- 
rido, laa  oonaeenenoias  probaUea  del  accidente  y  la 
época  en  que  aerá  poeible  conocer  an  definitivo  re- 
soltado. 

So  dará  inmediatamente  al  deponente,  copÍH  de  la 
(legración  j  del  oei-tifioado  médioo. 


El  alcalde  dará  inmediatamente  aviao  del  acciden- 
te al  inspector  divisionario  ó  depariamentaL 

Akt.  12.  Sufrirán  nna  multa  de  100  á  500  francna 
y  en  caso  de  reincidencia  de  500  á  1.G00  francos, 
todos  aqnélloe  qoe  poniian  nbstáculoe  al  cumpli- 
miento de  loa  deberes  del  insi>ector.  Las  diapoucáo- 
nes  del  Código  Penal  que  privan  y  reprimen  loa  ac- 
tos de  miisti-ncia,  los  oUrajes  y  violenaas  eontn 
loa  oAdalea  de  la  policía  jndioal,  aerán,  ademá*, 
apUcablea  á  aqnelhw  que  se  hagan  aulpables  de  he- 
ehoa  de  la  misma  natnralen  con  respecto  á  loa  ins- 
pectores. 

Art.  l.S.  No  se  innova  nada  en  lo  referente  á  la 
vigilancia  en  los  atwratos  á  vapor. 

Art.  14.  El  articnlo  46.)  del  Código  Penal  ea  apli- 
cable á  las  condenaciones  pruonnoisdas  en  virtud 
de  la  presente  ley.  (I) 

A  RT.  15.  Se  derogan  todas  las  dispoaiciones  de  las 
le^  y  re^mentos  contnrioa  á  la  ptvaente  ley. 


Deertío  tU  28  de  Jaliu  d%  1904,—ffigieita  jf  mgwridad 
délo»  trabtyadore$  en  loa  eatablecimi«ñto$  mAm- 
frHf¿». 

El  Presidente  de  la  República  franoeaa: 
Con  lo  informado  por  el  ministro  de  comercio,  de 
industria,  de  correos  y  telé^fos, 
Vistos: 

La  ley  de  12  de  junio  de  I K93  modificada  por  la 
ley  de  1 1  de  iulio  de  1903,  espedalmente  el  artíea- 

lo  a.*,  asi  redactado: 

iLos  reglamentes  de  administra^óo  pública  dic- 
tados después  de  oído  el  comité  consultivo  de  las 
art*'s  y  manufacturas,  determinarán: 

fl.''  Lfls  medidas  gt^nerale»  de  protección  y  de 
salubridad  aplicables  á  todiw  los  establecí mientois 
en  especial  en  lo  que  se  refiere  al  alumbrado,  ála 
a»-reación  ó  ventilacióu,  laa  a^nss  potables,  loe  desa- 
gües, la  evacuación  del  polvo  y  del  vaiiw,  las  pre- 
caooionea  qne  deban  tomane  oonfcra  kw  inoenJtos, 
etc  ; 

<2."  A  medida  qne  laa  neoeeidadei*  so  vayan  ob- 
servando, determinarán  las  presoiipciones  especia- 
les, relstivas  sea  á  ciertas  profesiones,  sea  á  ciertas 
olases  de  trabajos; 

•  El  comité  consultivo  de  higiena  pública  de  Fran- 
cia dará  su  op-nión  en  lo  que  »e  refiere  á  loa  reg^- 
m«  ntoH  generales  previstos  en  el  número  1.*  de  esie 
artículos. 

Tiscoe:  el  informe  del  comité  oonsultivo  de  hi 
giene  pública  de  Francia  y  el  informe  del  oomitc 
coitHultivo  de  artes  y  manufacturas;  oído  el  Consejo 
de  Eftado, 
Decreto: 

Artículo  primrro.  El  enbiasi{e  de  aire  en  kw 
locales  destinados  á  donn<toiios  del  iierannal  en  b  s 
establecimientos  á  qoe  se  refiere  el  utículo  1."  déla 
ley  de  12  de  junio  de  18i)3,  modificada  por  la  ley  de 
14  de  julio  de  1903,  no  deberá  ser  inferior  á  14  me- 
tros cnbtooA  por  persona.  Esto«  looalea  aertn  bien 
ventilados;  para  esto  tendrán  ventanaa ú  otraa  aber- 
turas de  posti»»  moviblea  y  qne  den  díraetajnente 
hacia  afuera.  Loa  loenlea  une  no  se  ventilen  por  nns 
chimenea  deberán  tenar  aJgnn  medio  de  ventilaeiéu 
continua. 

(1)  El  orticido  del  Códifco  Penal  i  que  se  alude  beni- 
ta á  loa  tribunales  pai-a  reducir  la  peña  de  prisión  y  la 
de  multa* 
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A  RT.  2."  Lofi  dormitorioB  tendrán  por  lo  ménos 
una  altura  media  de  2  metros  60;  se  tolerará  una 
altura  menor  pero  siempre  saperíoi-  k  2  metros  40 
en  los  dormitorios  de  lus  talleres  establecidos  antes 
de  la  promulgación  de  este  decreto.  Cusndo  el  cielo 
forme  un  solo  cuerpo  con  el  techo  de  la  cara,  debe- 
rá iier  imperm<  able  y  esbir  cubierto  de  uua  capa  sin 
iutersticioa.  Si  carecen  de  un  muro  de  albuñileiíu  de 
30  oentímetros  poi'  lo  menoa,  las  paredes  exteriores 
deberio  tener  uua  capa  de  aire  ó  de  materiales  ais- 
Indores  de  un  gmeso  suficiente  para  protejer  al  ocu- 
liante  de  los  cambiut  violentoH  de  temperatura. 

Aht.  3."  Los  matrímouioa  deberán  tener  cada  ano 
nna  pieia  especial.  lAsp  eza»  destinadas  á  dormi- 
torios comunes  no  podrán  contener  sino  personas 
del  mismo  sexo  y  cadu  una  lendrá  para  su  nsn  ex- 
ulasivo  unn  csma  compiiesta  de  un  sommier  ó  pa- 
llasa, colchón,  almobadíi,  sábanas  y  frasada  y  ade- 
más un  mueble  ó  caja  para  la  ropa.  Los  c;<tres  dista- 
ran unos  de  otros  á  lo  menos  80  cei  tímetro!-. 

Akt,  4.°  Es  prohibido  hacer  dormir  el  pemonal 
ea  los  talleres,  tiendas  ó  locales  cualesquiera,  dt-sti- 
nadu»  á  un  uso  indastríal  ó  comercial. 

Esta  dii'poi-íoión  do  rige  ret>peoto  de  h's  guardia 
nes  que  ae  necesiten  para  la  vígilanoia  duraute  la 
noche. 

Akt.  f>.o  El  piso  de  los  dorniilorios  será  un  re- 
vestiuÉieoto  impermeable  ó  un  pav  meoto  que  se 
preste  fácilmente  al  lavado.  Se  cuorírán  las  muralLis 
sea  coa  una  sustancia  que  permita  lavar  con  facili- 
dad sea  con  pintura  de  cal.  I^a  pintura  de  cal  se  ha- 
rá siempre  que  lo  exija  la  limpieza  y  á  lo  menos  ca- 
da tres  añof. 

Akt.  6.*  Ias  camas  se  mantendrán  constantemen- 
te en  bufn  estado  de  limpieEa.  La  ropa  de  cama  ?e 
lavará  |Jor  lu  menos  todoH  los  meses  y  además  cada 
vez  que  las  camas  cambien  de  ocupante.  Los  col- 
ch'ines  se  arreglarán  por  lo  menos  cada  dos  años  y 
las  pallasas  se  renovarán  por  lo  menos  dos  veces  por 
a  fio. 

Akt.  7."  Lo»  dormitorios  siempre  catarán  dt-so- 
cupadoB  y  no  se  debeiá  dejsren  ellos  la  ropa  sucia, 
Se  lea  mantendrá  constantemente  limpio»,  nea  la 
váiidolos,  sea  limpiándolos -fior  medio  de  escobillas  ó 
do  paños  húmedoH.  E>ia  o)>eración  y  el  asco  de  las 
camas  debeiá  hacerse  todos  lúa  días. 

Si  llega  el  caso  se  tomarán  todas  las  medidas  ne<^ 
cesarins  para  la  de8trucci('>n  án  loa  insectos. 

A  kt,  8-*  Habrá  agua  potable  y  lavatorios  A  la  dia- 
p*i»>icióu  del  personal,  en  la  proporcit^a  de  uno  por 
lo  menos  por  Cada  6  personas.  Estos  lavatorios  ten- 
dráu  una  toalla  para  cada  pentona  y  jabdn. 

Akt,  V.*  Las  pieaaii  destinadas  para  dormitorios  no 
podrán  ser  atravtrzadas  sino  pur  chimeoeaii  de  alba- 
fiileria.  Estas  piezas  no  tendrán  comuttioaoídn  dilec- 
ta con  los  lagares,  desagües,  acequias  6  letrinsB. 

Akt.  10.  VÁ  plaso  t«ira  ejecutar  los  trabajos  de 
trauhfurmacíóa  que  implica  este  reglamento  será  de 
un  año  contado  desde  su  promulgación. 

Art.  1  i  .  El  texto  de  este  decreto  y  un  aviso  que 
indique  en  caracteres  que  puedan  leerse  fácilmente 
los  medidas  de  higiene  referentes  á  la  profilaxia  de 
U  tuberculosis,  se  colocarán  eu  todas  las  piesaa  dea- 
tinadas  á  dormitorios. 

Ura  disposición  ministerial  fijará  los  términos  de 
este  aviso. 

Akt.  12.  El  ministro  de  comercio,  de  indnstria, 
de  correos  y  telégrafo?,  queda  enearigiido  de  la  eje- 
OQoión  de  este  decreto,  que  se  insertará  en  el  cBo- 
letfn  de  las  Leyes»  y  se  pobliavá  en  el  Diario  Ofi- 
cial de  la  República  francesa. 


Hecho  en  Psrís,  el  28  de  jolio  de  1904. 

Emilio  Loubbt. 

Por  el  Preúdente  de  la  República: 

El  mÍHÍtlro  de  comercio,  de  induetriOy 
de  correo»  y  telégrafoM, 

Geokoes  Thouillot. 


HIJOS  NATÜRALKB 

Ley  de  28  de  mai  xa  de  1896  relativa  á  lo»  derecho»  de 
to»  hijos  mtumle»  «a  loa  toeetione»  de  «tw  padre  y 
madre, 

«Artículo  primero.— Créase  en  el  capítulo  III 
del  titulo  pri tuero  del  libro  III  Código  Civil  nna 
serciun  TJ  con  el  título:  eDelaa  eaeeñonee  deferidoM 
á  lo»  hijos  naturales  legalmente  reconocido»  y  de  lo» 
derechos  de  su  padre  ¡f  madre  en  tu  «hcmiór.» 

Esta  seccíóu  VI  contendrá  loa  artículua  siguientes: 

«Art.  756.  La  ley  no  acuerda  derechos  á  los  hijos 
naturales  sobre  los  bienes  de  su  padre  y  madre  fa- 
llecidos sino  cuando  han  sido  l^almente  reconoci- 
doH.  Los  hijos  naturales  legalmente  recouucidos  son 
llamados  en  calidad  de  lierederos  á  la  sucesión  de  ra 
padre  ó  de  su  madre  fallecidos. 

t  Art.  7A7.  Ia  ley  no  aonerda  ningún  derecho  4 
los  bij<  s  naturales  sobre  los  bienes  de  loe  padres  de 
su  podre  ó  de  su  madre. 

«Art.  758.  El  derecho  hereditario  del  hijo  natu- 
ral en  la  auoesióu  de  su  padre  y  madre  se  fija  como 
sigue: 

'  «Si  el  padre  ó  la  madre  ha  dejado  descendientea 
legíiimoH,  este  derecho  es  de  la  mitad  en  la  iiorción 
hereditaria  que  habría  tenido  sí  hubiera  siao  legí- 
timo. 

«Ari'.  759.  El  derecho  es  de  tres  coartas  partea 
cuando  los  padie  y  madre  no  dejan  descendientes, 
pero  %i  ascendientes  ó  hermanos,  6  descendientea  le 
gítimoB  de  hermanos, 

(Art.  760.  El  hijo  natural  tiene  derecho  á  la  to- 
talidad de  loe  bienes  cuando  sos  padre  y  madre  uo 
dejan  ni  descendiente»,  ni  ascendientes,  ni  herma- 
niis,  ni  descendientes  legítimos  de  hermanos. 

«Art.  761.  En  caso  de  muerte  anterior  de  hijos 
naturales^  sus  hijos  y  descendientes  pueden  reda- 
mar lus  derechos  fijados  por  los  artículos  preceden- 
tes. 

«Art.  762.  Las  disposiciones  de  los  artícnlos  756, 
758,  759  y  760  no  son  aplicables  á  los  hijos  adnlte- 
rinoB  ó  iucestaoBos.  La  ley  no  tes  acuerda  maa  que 
alimentos. 

«Art.  763.  Estos  alimentos  son  reglados  habida 
consideración  á  las  facultades  del  padre  y  de  la  ma- 
dre, al  número  y  i  la  calidad  de  los  herederos  legí- 
timos. 

«Art.  764.  Cuando  el  padre  y  la  madre  del  hijo 
adulterino  ó  incestuoso  le  haya  hecho  aprender  un 
arte  mecánico,  ó  cuando  uno  de  ellos  le  haya  asegu- 
rado alimentos  en  vida,  el  hijo  no  podrá  entablar 
ninguna  reclamación  contra  su  sucesión. 

«Art.  765.  La  sucesión  del  hijo  natural  fallecido 
sin  poeteridad  ea  deferida  al  padreó  á  la  madre  i^ue 
lo  ha  reconocido,  ó  |K>r  mitad  á  ambos,  si  ha  sido 
reoonoddo  por  los  doe.v 

Los  attíooloa  766  á  766  Gódígo  (Mvil  son  deroga- 
dos; 

Art.  2.**  La  sección  primetn  del  capítulo  lY  del 
título  1."  del  libro  III  se  titulará:  «De  loe  derecho* 
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de  Im  hermnnot  en  los  bitnet  de  los  hijoa  naturate».t 
OoDteadr&  áuicamente  el  artíonlo  76')  Código  Ci- 
vil. 

«iArt.  766.  En  caso  de  maerte  aaterior  de  los  pa- 
dre j  madre  del  hijo  natural  fallecido  mq  posteri- 
dad, los  bienes  que  había  recibido  de  ellos  [man  á 
los  hermanos  legítimos  si  se  encuentran  en  espeeie 
en  la  snoesióo;  las  acciones  resolutorias  si  existen, 
ó  el  preoio  de  los  bienes  enajenados  si  ann  se  debe 
vuelven  tgiolmente  á  los  hermanos  legítimos.  Tf>> 
duH  loa  otros  bienes  pasan  á  los  hermanos  naturales 
ó  k  sus  detoeo  dienten». 

Art.  3.°  El  artículo  908  Código  CítÜ  es  modifi- 
cado como  aigue; 

.  «Art.  908.  Los  hijos  natarales  lesalmeote  reoo- 
nooidos  no  podrán  recibir  nada  por  donación  entre 
títob  mas  allá  de  lo  que  Ies  es  acordado  en  el  título 
De  las  auceeioneB.  Eata  incapacidad  no  podrá  ser  in- 
vocada Bino  por  los  descendientes  del  donante,  por 
BUS  ascendientes,  por  lua  hermanos  y  los  descen- 
dientes legítimos  de  sus  hermanos. 

El  padre  y  la  madre  que  loa  han  reconocido  po- 
drán leerles  el  todo  ó  parte  de  la  cuota  de  libre 
disposición;  i>ero,sin  embat^.  en  caso  alguno,  en 
concurrencia  cou  descendientes  legítimos,  tendrá  nu 
hijo  natu  ral  una  parte  superior  á  U  del  hijo  legítimo 
á  quien  toque  menea. 

Los  hijos  adultwinos  6  incestuosos  no  podrán  re- 
oitnr  por  donación  entre  invos  6  por  testamento  mas 
qne  lo  que  les  acuerdan  los  artículos  762, 763  y  764*. 

Art.  4.°  Se  agrega  al  artículo  916  Código  CítíI 
an  §  2  así  concebido: 

cEl  hijo  natural  legalmente  reconocido  tiene  de- 
recho á  una  legítima.  Esta  legítima  es  una  cuota  de. 
aquella  que  habría  tenido  ñ  hubiera  sido  legítimo, 
calculada  observando  la  proporción  que  existe  entre 
la  porción  atribuida  al  hijo  natural  en  el  caso  de 
aucesiÓD  ab-iutestato  y  la  que  habría  tenido  en  el 
mismo  caso  si  hntiera  BÍdo  legítimos. 

Se  agregü  al  mismo  artículo  913  un  tercer  párrafo 
reproduciendo  el  artículo  914  Código  Uívil,  modifi- 
cado como  sigue: 

<Se  comprenden  en  el  presente  artículo  bnjo  el 
nombre  de  hijos,  á  loa  descendientes  en  cualquier 
grado  que  sea.  Sin  embargo,  no  son  contados  sino 
por  el  hijo  qne  representan  en  la  snoesión  del  dís- 
ponente. 

El  artíonlo  915  Código  Civil  llevará  el  número 
910. 

Art.  5.*  El  artíonlo  91R  (naevo)  será  redactado 

como  sigue: 

cArt.  915.  Cuando  i  falta  de  hijos  legítimos,  el 
difunto  deja  á  la  vez  uno  ó  varios  hijos  naturales  y 
aRcendientes  de  las  dos  lineas  ó  de  una  sola,  las 
liberalidades  por  actos  entre  vivos  y  por  tt^stamen- 
to  no  podrán  exceder  de  la  mitad  de  los  bienes  del 
dispouente  si  solo  tiene  un  hijo  natural,  del  tercio 
sí  tiene  dos,  del  cnarto  si  tiene  tres  6  más.  Los  bie- 
nes así  reservados  serán  recogidos  por  los  ascendien- 
tes hasta  concurrencia  de  la  octava  parte  de  la  su- 
cesión y  el  exceso  por  los  hijos  nstnrales». 

Art.  6."  Los  artículos  723  y  724  Código  Civil  se 
modifican  como  sigue: 

<Art.  723.  La  ley  re^  el  orden  d«  snoesión  en- 


tre los  herederos  legítimos  y  los  herederos  natura- 
les. A  falta  de  unos  y  otros  los  bienes  pasan  a)  cón- 
yuge sobreviviente  v  si  no  lo  hay  al  Ebtado. 

iArt.  7^4.  Los  herederos  legítimos  y  lo»  here- 
deros natarales  son  llamados  inmediatamente  í  la 
posesión  de  los  bienes,  derechos  y  aueinnea  del  di- 
funto por  el  ministerio  de  la  ley,  a  condición  de  sa- 
tisfacer todas  las  cargas  de  la  sucesión.  El  cónyuge 
Bobreviviente  y  el  Estado  deben  hacerse  dar  la  p<j- 
sesión.* 

Art.  7.**  Se  deroga  el  artículo  773  Código  Civil. 

Art.  8."  El  articulo  53  de  la  ley  de  28  de  abril, 
4  de  mayo  de  1816  se  modifica  como  sigue: 

tEt  hijo  natural  legalmente  reconocido,  que  es 
llamado  á  la  sucesión  ab  htleetato  ó  testamentaria  de 
sil  autor,  será  considetado  en  cnanto  i  la  cuota  de 
su  deuda,  como  hijo  legítimo.» 

Ditpotición  iraneUoria 

Art.  9.*  Toda  reclamación  será  prohibida  al  hijo 
natural  cuando  en  vida  de  sus  padre  y  madre  haya 
recibido  antes  de  la  promulgación  de  la  presente 
ley,  la  mitad  de  lo  que  le  es  atribuido  por  los  ar- 
tículos 758,  759, 760  y  761  precedentes,  con  decU- 
raoión  expíen  de  ana  padre  y  madre  de  que  sn  in- 
tención es  de  radudr  al  hijo  á  la  porción  que  le  han 
asignado.  En  el  caso  en  que  esta  porción  sea  infe- 
rior á  la  mitad  de  lo  que  debía  tocar  al  hijo  natural, 
sólo  podrá  reclamar  el  complemento  necesario  para 
enbnr  esta  mitad. 

En  lo  que  concierne  al  cómputo  de  la  legítima  de 
loa  hijos  naturales  la  presente  ley  se' á  aplicada  á 
todita  las  liberalidades  hechas  ron  anterionda  I  á  so 
promulgación. 

Art.  10.  La  presente  ley  es  .ipl<cable  k  todaa  las 
colonias  en  qne  el  Código  Civil  ha  sido  promul- 
gado. 


Como  es  sabido  el  Código  de  N'spoleóo  colocaba 
á  los  hijos  naturales  entre  loa  suoeKOrea  irregulares 
y  ans  derechos  hereditsríos  eran  mucho  más  limita- 
dos. Si  había  descendientes  legítimos  sólo  tenía  de- 
recho i  la  tercera  parte  de  la  porción  que  le  habría 
tocado  sí  hubiera  aido  hijo  legítimo;  sí  oooonrrla 
coa  ascendientes  legítimos,  6  beriDant»  ó  d*-scen- 
dientes  legítimos  de  éstos,  recibía  la  mitad  de  tos 
bienes;  si  el  difunto  no  dejsba  descendientes,  i.i  aa- 
eendíentes  Ó  hermanos,  tenía  derecho  á  las  tres 
cuartas  partes  de  los  bíem-s;  y  sólo  tenía  derecho  i 
la  totalidad  en  el  caso  de  qne  sus  padre  y  madre  no 
dejaran  parientes  con  derecho  á  suceder  ab  inUs- 
tato. 

La  nneva  ley  ha  mejorado  considerablemente  su 
derecho.  Si  hay  descendientes  legítimos  del  (iscdyuí, 
reciben  la  mitad  de  lo  que  lea  habría  correspondido 
siendo  legítimos;  ñ  no  hay  descendientes  legítimos 
y  concurren  con  ascendientes  ó  he>  manos  é  hijos  de 
éstos,  tienen  derecho  á  las  tres  cuarta»  par[«s  de  la 
herencia;  y  ai  tampoco  hay  asoeniientes  ni  herma- 
nos 6  hijos  de  éstos  reciben  U  totalidad  de  la  he- 
reneia. 
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AB&NDOXO  DE  LA  INSTANCIA 

1.  Caaafiiiin  m  */  fondo.  -  D^re- 
dü>a  procfaalfü,  ~  Efecto  rrtro- 
aetiro.  -  Presrripeiiin.--  Sm- 
/«nrfa.  -  La  sentencia  que  ro- 
r  -  '  ■  la  incidencia  sobre 
abandono  de  la  instancia,  le 
pone t^rniinoydeun  modode- 
nnitivo  ó  permanente  rennolve 
]&  cuestión  que  lia  sido  mate- 
nade  ellaipnroonHigiiiente,  es 
fluscepttble  de  ser  atacada  por 
el  roc^urso  de  casación  eu  el 
fondo.  El  Códif^o  de  Procedi- 
nionto  Civil  ha  innovado  en 
lo  referente  al  abandono  de  la 
instancia,  pues  ha  señalado  un 
plaxo  especial  para  que  »e  en- 
tienda abandonado  el  derecho 
de  continuar  el  juicio  que  an- 
tes Bolo  podia  declBiui«  per- 
dido ó  extinf^iido  en  confor- 
midad Á  las  refflaa  generales 
establecidas  por  el  Código  Ci- 
vil pora  la  prescripción  de  los 
dei'echos  yaccionesjudiciates. 
-Cas.  20 mano  11X16  I.  377 


AltOGADQ 

2.  Los  preceptos  dol  Códico  de 
Procedimiento  Civil  ruferen- 
ten  al  abandono  de  la  instin- 
cia,  no  son  aplicables  á  los  au- 
tos cumplidos  con  anteriori- 
dad ¿  la  fecha  en  que  entró  en 
vi(ror,  porque  In  ley  puede  sólo 
disponer  para  lo  futuro  y  no 
tendrá  jamás  efecto  retrwicti- 
vo  y  el  conflicto  que  existe  en- 
tre dichos  preceptos  y  los  de! 
Código  Civil  debe  i-esolverse 
en  conformidad  con  las  dispo- 
siciones de  la  ley  de  7  de  octu- 
bre de  1)461.  -  Mismo  fallo. 

ABANDONOSE  HUO.-V,  Sljo 

ABOGADO 

Apreciación  los  hñrho».  -  Ho- 
norario. -  Mandato.  -  Obli{/a- 
ei^t.  -  Prunha.  -  No  habién- 
dose nei^o  la  efectívi<lad  de 
los  servicios  prestados  por  el 
abofíado  y  establecida  su  im- 
portancia con  la  prueba  ren- 
dida, el  Tribunal  puede  deter- 
minar el  h<morario  en  uso  de 
la  facnltad  que  le  acuerda  el 


ACCIDENTE 

ai-ticulo  2117  del  Código  Civil. 
La  disposición  del  articulo 
17Ü9  de  este  Código  es  inapli- 
cable á  este  caso.  -  Cas.  6  junio 
ia05   I.  411 

ACOIDBNTE 

1,  Cuasidelito.  -Eaño.  -  Tmpra- 
dencia.  -MiitUtrc.  -  Otaisíón. 
Pfrjiiiriot.  - S<mt0neia.-ijaaa- 
do  el  accitlente  que  pi-oduce 
la  muerte  de  una  persona  atro- 
pelli^a  por  un  carro  eléctrico 
se  debe  a  imprudencia  temera- 
ria dol  maquinista  ó  conduc- 
tor, es  responsable  la  Empre- 
sa, aunque  la  victima  haya 
obrado  con  imprudencia.  Esta 
circunstancia  sólo  se  toma  en 
cuenta  pa-i-a  la  apreciación  del 
daño. -Cas.  2 j octubre  lOOl-I.  141 

2.  La  muerte  de  un  hijo,  causa- 
da poreae  accidente,  importa 

I  un  daño  real  y  efectivo  pai-a 

I  su  madre  viuda  porque  la  pri- 

I  va  de  los  recursos  que  utdia 

I  esperar  de  él.  -  Mismo  fallo. 

'  X  Vmridatío.-Dafin.-  Impru- 

I  (inicia.  - Indtmnixari  ¡u.-Par- 
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2        ACCIÓN  MUEBLE 


ACCIÓ»  REAL 


ACUERDOS  UÜNICIPAUÜ 


Juieioi,  -  Rff/oitimhilidad,- 
Cuando  el  accidente  que  pro- 
duce  el  daño  se  debe  a  la  pro- 
pia impi-udencin  del  leaionado, 
no  existe  l  espongabilidad  paia 
la  empresa  de  un  ferroeanil 
por  el  accidente  y  sus  con- 
Mcnencriaii.  -  Ü.  A.  -¿7  mayo 
IWl  II.  190 

ACCIÓN  EJECUTIVA 

itArrmilatuUnto,--  Carntetín.— 
Cosían.  —  M mulato  judicial. - 
Srntfncin  itifi-rtoruloria.-Th 
tuto  fj*ctítira, -LiH  sentencia 
que  nie^a  liigui*  ni  manda- 
miento de  eirilKirfiO  ea  interlo- 
cutoria  qutí  hace  ini posible 
la  continuación  del  juicio  en 
forma  ejeiutiva  y  procede  en 
Hu  contr.i  (;]  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  -  Cas.  2  sep- 
tiembre li;Ot  I.  6i 

2.  Ejriinióii.  -  Fitiilor,  ~  Fiama, 
—  Titulo  fj'rutiri).  El  titulo 
en  que  coiiHtii  la  <leuda  y  la 
ftanza  sulMidinria  bu  bastante 

E[ini  t'jccutnr  al  tiaclor,  si  loa 
íencs  que  i^ato  señala  para  la 
exciiHión  no  non  Huticienteii;  y 
á  él  le  incuiiil>e  probar  que  á 
acreudorf  ut>  remiso  en  la  excu- 
sión.-Cas.  \'2  seutiinubi-e 
IflO*  I.  75 

3.  Bmharyfí.  -  íniitrumlfuria.  - 
Lfi/fs  tie  pi'urnHmi'-ntii.  -  Tí- 
tulo fjf-ntÍrii,-Hi  por  mcflio 
de  una  acción  ejecutiva  se  co< 
bran  lo»  intcix^vs  qne  se  dicen 
devengados  de  un  capital  da- 
do en  mutuo,  sien<lo  que  en 
ente  fontiato  no  su  i-unsicnó 
dispoxicióii  algún:)  á  virtud  tio 
la  cual  pudiera  entenderse  que 
los  tuter^-8ps  se  debieiun  eii  to- 
do ó  parte  aiit-  a  que  el  capi- 
tal, la  oMi;raeÍ(in  rei-lamada 
no  es  actualmente  nxigibley 
por  tal  causa  el  titulo  carece 
de  mérito  eieciitivo.  {Doctrina 
de  la  C.  (le  Ai>eUK'ioites. )  - 
Cas.  'A  noviembre  10(11,  I.  ftt 

A,  Lrtra^ih-  ram'iio,  -  Fi'ofttsfo.- 
La  acción  ejecutiva  desechada 
porque  el  prot^xto  do  una  le- 
tra de  cambio  ¡u-eptada  por 
falta  de  ptigo  »e  liizo  fuemdel 
plazo  legal  y  la  ejecución  no 
Me  baliia  prepariulo  con  el  ro- 
coiioeimiento  de  la  lirma  del 
librado  que  aceptó  la  letnv,  no 
puede  renovarte  por  la  vía  eje- 
cutiva una  vez  i-econocida  esa 
firma,  en  virtud  de  lo  dispues- 
to en  oí  articulo  4!W  del  U<»di- 
eodc  Pi-ocedi  miento  CiviL - 
G.  A.  13  agosto  1<«»  II.  48 

acckW  murblb 

X.CompftfjKia.  -  Domi  cilio. - 
Biendo  la  acción  entablada  de 
las  que  mi  reputan  muebles,  es 
competente  para  conocer  del 
juicio  el  jnei  del  lugar  donde 
debe  cumplirle  la  oíiligación. 
que  lo  es  el  del  domicilio  del 
ileudor  al  tiempo  de  conati- 
tuiiiie  la  obligación,  ai  un  se 
ha  estipulado  lugiir  pam  el 
pago.  -  C.  A.  IS  junio  11K4-II.  154 

2,  ComjieUncia.  -  iM-tiiutloria, 
-  Domicilio.  -  Pprmmu  jurltO- 
ca. -Seanro.  -  V.  CompeUntitia 
-O.  A.  7 abi-il  lfl04  II.  107 


ACCIÓN  PBBaOJIAL 

1.  aipeUaHÍa.-C«umeía»  «  q/f- 
cío.  -  CUaeU»  Un  Uit  parUu.  - 

Domicilio.  -  Efecto  rttroacti- 
rv.  -  EmpUtzatHietUo.  -  Int- 
crifjción.-HoHUtre.-JfaJidad. 
-  PrrKTipeiáH.  -  Pro¡féñ¿K.  - 
Prueba.  -  Tabla.  -  Vista.— ^ 
gÚQ  el  articulo  2042  del  Códi* 
£0  Civil  la  acción  personal 
del  censualieta  paia  demandar 
pensiones  devengadas  o  el  ca- 
pital del  censo,  prescribe  en 
treinta  años.  -  (lloctrina  de  la 
C.  de  Apelaciones).  -  Cas.  VA 
abril  19tto   I  340 

AüCIÚN'  POPULAR 

1.  Ae.urrdo  municipal,  —  Conipe- 
tttuña.  -  Héitponaabilidtid  tk- 
PÍÍ.-La  acción  popular  que 
concede  el  articulo  1(9  de  la  ley 
de  '22  de  diciembre  de  1891  no 
excluye  la  acción  para  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  ci- 
vil de  los  mniiici|>ales  qne  ce- 
lebian  un  acnenlo  ilegal,  ac- 
ción que  pue<le  hacerse  efecti- 
va  ante  el  juez  ■'esportivo.  La 
atribución  que  la  ley  citada 
cor.feriii  á  la  Corte  Supi-oma 
contm  las  rcsolucioneH  ilega- 
les de  las  municipalidades  y 
que  lioy  con  e.tpouiie  a  las  Cor- 
tes de  Apelaciones  con  an-e- 
glo  á  la  ley  de  2X  de  agohto  de 
IW¿,  ea  para  el  solo  efecto  de 
establecer  en  sentido  general 
la  validez  ó  nnliilail  de  lo» 
acuerdofí  municipales  y  nó 
para  pronunciarle  en  linica 
instancia  sobre  la  responsabi- 
lidad quo  piidieia  deducirse 
de  los  inism<is  acuerdos  para 
los  municipales  que  los  acor- 
daron. C.  A,  13  junio  ItXH.  II  106 

2.  naciaunifg.  -  Cttnrr.  ~ 
Ottru  mu-ra,  -  Jíío.—Ijl  acción 
popular  que  concede  el  articu- 
lo U48  del  Cckbgo  l'ivil  xe  re- 
fiere á  los  lugares  de  uao  pú- 
blico como  chilles,  plaicasy  ca- 
mino» y  ]>ara  la  seguridad  de 
los  que  tianMÍtaii  por  ellos  y 
no  e»  aplicable  a  las  obras  que 
ejecutan  en  un  rio  por  un  pro- 
pietario ribeianu.~C  A.  10 
mayo  lt»4  II  136 

ACUIÓX  POdBSORlA 

1.  Comunidad.  -  Ponfñón,- Qtui- 
rrllu,  -  Kiitre  comuneros  no 
proceden  los  acciones  poseso- 
rias.-C.  A.  22  jiUio  im...  II  lad 

ACCIÓN  BBAL 

1.  Camrióndi'  ofirio,  -  Eciittíón, 
-  Improcmifiticia.  -  Omitdón.  - 
Sf»tt:ncin.~'LA  existencia  de 
un  gravamen  hipotecario  de 
que  no  se  dió  conocimiento  al 
lulKistador  de  una  propíedatl, 
importa  una  acción  rm  que 
da  dei-ecbo  al  comprador  para 
exigir  la  cancelación  y  entre 
tanto  el  deposito  del  precio. 
Si  esto  ha  sido  entregado  al 
ejecutante,  aunque  esté  rete- 
nido es  noceMirio  que  el  juicio 
se  siga  con  él  para  poder  fa- 
llar la  demanda  en  que  se  pide 
que  el  pago  del  gravamen  se 


haga  con  dicho  precio.  -  (Doc- 
trina de  laÜ.  ti8A.).-Cki.3 
■eptiembre  IMH   I  » 

Acxoe  OB  hbka  faculta» 

ó  TObEBANCIA 

1.  DnranuM,-  Stíaeadat.-  /»• 

t^dicttu  rtjMCiate».  -  Omitid 
-PoBnién.  -  Prf-tcripeíáH.  ~ 
Ultra  patita, -Eldaeño de  m 
predio  lo  es  también  de  los 
derramen  y  filtraciones  que  en 
él  se  producen  y  la  circunstan- 
cia de  haber  dejado  salir  cm» 
deiTames  y  tílttacione»  fuera 
de  su  predio  impoi-ta  sólo  la 
omisión  de  actos  de  mera  fa 
cuitad  y  la  mera  toleruiciade 
acto4  de  que  no  resulta  grava- 
men, que  no  confieren  ul  due- 
ñodel  predio  inferior  poscaioa, 
ni  dan  fundamentos  prescrip- 
ción alguno. -C.  A.  cas.  '23 

diciembre  1903   II  3» 

2:  DKrnimf»,  -  Pot^giá».  -  Prtm- 
cripcion.  —  Qturrlla.  -  \a  omi- 
sión de  actos  de  mera  facul- 
tad y  lu  mera  tolerancia  de 
actos  do  que  no  resulta  grava- 
men, no  confieren  posesión  ni 
dan  mérito  para,  prescripción 
alguna  y,  por  lo  tanto,  el  he- 
cho de  que  el  dueño  de  un  pre- 
dio no  haga  uso  de  los  derra- 
mes que  en  él  se  producen  y 
los  deje  salir  libremente  para 
que  otro  se  aproveche  de  ellos, 
no  puede  ser  invocado  como 
antece<l«nte  de  una  arción  po- 
sesoria que  no  procede  sobre 
las  cosas  que  n»  pueden  ganar- 
se por  pi-escriuciun.  —  C  A.  12 
niarxol»ii4   II  « 

3.  Ai/ua»,  "  Apr^ciariÓH.  -  Bir- 
n^it.  -  Vamcii'u  i-n  rí  fondo. - 
Vlandmfini'liiil.  -  Errritcián.  - 
OhraH  «/"íf-f  íi/r.i.— /'(),v.  jitm,  - 
J*rf$fíril¡rijM,  ~  Prwlw.  -  -Vr- 
VitíHuibrf,  -  Vt^rti^tít".  -  El  oso 
que  se  hace  de  las  agiiat  por 
el  propietario  rihei-auo  de  un 
canee  natural,  no  es  un  acto 
de  mera  tolerancia  del  propie- 
tario sup<-rior.  puesto  qne  la 
coiistriu  ción  de  obras  aparen- 
tes destinatlas  al  aprovecha- 
miento de  los  aguas,  al  dar 
baso  Á  la  prescripción,  cansa 
gra^-amen  al  propietario  supe- 
rior. -  Ua».  7  mayo  y  34  junio 
IttU)   ..;   I  382 

AcuEorcTO.  -  V.  Sfrvittumibrf 
(Núm.  1.) 

ACUERDOS  MUNICIPAUB 

1.  DfafTcion.  -  Ejtrltuión.  -  Im- 
proc^dtmria.  -  Mmiirifial.  - 
Méelamarión.  -  Es  ilegal  el 
acuerdo  de  la  Huníciitalidad 
que  no  se  pronuncia  !«obre  la 
retOaniacion  de  un  muníci[Ml 
que  pide  que  al  calificar  mi 
elección  se  le  declare  elegido 
en  lugar  <le  otro  que  delH>  ser 
excluido  por  haber  obtenido 
menor  numero  do  votos.  -  O. 

8. 10  agosto  19(H   I  1^ 

2.  Acci<in  ji^tpuUtr.  -  i^omfM^. 
eia.  -  S*raiHiHMahitidííd  ñríl.- 
La  acción  popular  que  conce- 
do el  articulo  90  de  la  ley  de 
22  do  diciembre  de  1891  no  ex- 
cluye la  arción  para  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  lá- 
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TÜ  d«  Iw  municipales  que  oe- 
lebrao  un  acuerdo  ilegal,  ac- 
ción que  puede  hacene  efecti- 
va ant«  el  juet  respectivo.- 
O.  A.  15  junio  1904   II.  106 

3.  Ia  atribución  que  la  ley  cita- 
fia  conforia-álaCoi-teSiiprema 
<xmtra  laa  reiio)ucione«  ilega- 
lem  de  la*  M  unid  pal  idodea  y 
que  hoy  correiipunde  á  lae  Cor* 
tei  de  Apelaciones  con  arre- 
ad á  la  ley  de  'Jü  de  agosto  de 
1902,  es  para  el  solo  efecto  de 
establei-er  cu  sentido  general 
la  validez  ó  uuliilad  de  lo» 
acueido»  uiunicipales  y  no  pp.- 
ra  pronunoiamc  en  única  iiis- 
taucí"  sobre  la  i-csiionwibíli- 
dad  que  pudiera  detiui-'itse  de 
los  miüntoa  acuerdos  para  los 
municiinles  que  Ion  acorda- 
ron. -  Mismo  fullo. 

4.  CatacUn  íí*  n/'cio.  -  Conipel*^- 
da,  -  Mrt:iri)itíliilinl.  -  JVvli- 
dad.  -  PaírHtf.  -  liniumucii'ii. 

-  De  la»  resi)lucioiics<le  la  Mu- 
nicipalidad en  Hu  carácter  de 
corporación  di;  Dmecho  Pú- 
blico, dche  ncluniHi^c  ante 
ella  mibiiia  y  sdI'i  cuando  di-s- 
ostima  el  rtt-lnmo  jodi-nacn- 
dii-be  ante  la  i'c«iici  liva  Corte 
de  ApelucioncM.  Loi  jiiecc-s  le- 
tradot  son  iiiconpctciitc'it  para 
entondfr  eu  eHtw  aHrntoH.  - 

C.  A.  2S  abril  líK>l   II.  132 

aoumi'LaciiVn  de  Arios 

Bi^nsM  ÍnfMt»tr¡/iüilf:i,  -  f'om- 
pftfiKtU,  -  <:oir'  nrxi¡.  -  AJhian. 

-  ÍSieiido  í"!  juicio  dt-  concurso 

Sr  su  iiatumlcza  uitiversal, 
hen  acnnuilanc  a  el  tutlos 
los  que  p.stablwcn  i'elocionea 
entre  !  crocdoi-OK  y  coiiciiifa- 
dos,  jwi-^ue  am  lo  exino  ia  in- 
dividibili^lad  que  c)  juicio  de 
co-iciirMO  pro<luce  paiu  el  falli- 
do y  acrec<lore».  En  coumu- 
cuencia,  «1  juicio  iniciado  por 
los  fallidos  iiai-a  baccr  efectiva 

Sb  respon^bilidiid  de  lonacroe- 
o.efi  y  del  sindiuo  que  pidic- 
ron  el  embargo  do  las  minan  y 

Sor  los  actos  ail  ministra  ti  vox 
o  e^te  último,  dclw  tramitar- 
se dentro  del  juicio  genenil  de 
conourM)  y  nu  competente 
para  conocer  de  dicbo  juicio 
el  juez  del  doniiiTÍIio  de  algu- 
DOü  acreedores  ó  de  la  ubicp  - 
ción  de  Uu  minas.  -  C.  A.  9  ju- 
nio 1904,   11.  133 

^DHIKISTBADOR 

1.  CaxaciAn  tn  la/orma.  -  Fiiniui. 

-  ímtraméiito  i>rimtlo.  -  Pa- 
garé. -  Pri'KríitcióH .  -  PremuH- 
eíón,  -  Prufha.  -  Salario.  -  Es- 
tablecido el  hecho  de  que  la 
administración  del  fundo  se 
ejercía  c;on  arreglo  á  los  órrle- 

nes  imiiartidoH  somanalniento 
al  administrador,  hay  mérito 

Sra  estimar  "dependiente"  á 
^  »  y,  en  consecuencia,  la  ac- 
ción prescribe  con  arreglo  al 
articulo  i">L'2  en  dos  .uioa.  - 

Cas.  Ül  diciembre  1904   I.  223 

^BfijtrfBMUneiñn.-  Elsimpleafl- 
ministrador  ó  mandatario  de 
un  establecimiento  industrial 
de  una  sociedad,  no  es  el  re- 
presentante legal  páralos  efec- 


tos del  articulo  9.o  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil.  - 
aA.'2»septiembreig03...II.  125 
3.  Agrañoa,—  AprtacU^tt.-Arrfn- 
Uamiimto,  -  CamriiiH  t^n  la/or- 
ma. ~  ConipeUncia.  -  J iirittlic- 
cU».  -  SocUdad  coltcíim.  -  lio- 
eto  indiutrial.  -  El  aiTcndata- 
rio  de  un  fundo  confió  áotm 
persona  su  explotación,  po- 
niendo aquel  el  capital  é  inte- 
resada ésta  en  una  parte  de  las 
U(.ilichM)et>,  La  persona  que  tu- 
vo A  su  cargo  la  explotación 
tieno  derccho&uua  remunera- 
ción por  sus  sei-vii-ios  porque 
ellok  por  su  naturaleza  nu  son 

fratuitosy  porqiieajuicio  del 
ribunal  ta  pruel.a  que  obra 
en  autos  nu  es  l.aslutito  p;ua 
determinar  las  condicione!,  cu 
que  c^ia  ptrsoiia  i-e  ol<Ii<;o  ti 
piextar  sus  servicio».  (I¡i>ctri- 
..a  de  la  Coitc  de  Apclacio- 
ne»».}-Caf..24  maraolSOñ.  I.  313 

AdhisiBILIKai)  de  prueba  testi- 

nioniiil.  -  V.  Pyuft.il. 
Admisibilidad  del  recurso  de 

c<uución,  -  V.  Itii¡irocfiimcia. 

AUENCIA  OFIClOtA 

CoufftTi'  n  tlf  (ihra.-  Fiama. - 
Iwfirticf'ltmia.-  Obra.  -  Rf- 
claiHuriuti.  ~  Viciiig.- Kl  fiador, 
codeudor  solidario  do  un  con- 
trato para  la  confección  de 
una  obra  material  por  precio 
alzado  li  quien  el  coiiti-itante 
ó  eii) presar io  cede,  con  acop- 
faciun  del  dueíio  do  la  obra, 
lob  dividendos  i^cmannloH  por 
los  trabajos  que  so  ejecutan, 
facultundolu  iHira  profcjjuir 
éstoH.uun  porcnenta  propia, 
al  ejecutarlos  da  cumplimien- 
to á  W  ob)i{racionfH  contraí- 
das por  el  deudor  princiiiol  y 
no  pnM'ede  como  agente  oficio- 
so.-Cas.  15  diciembre  líKH  I  258 

AokaVios.  -  V.  Ejíprfiiion  dr 
u¡/rarioti. 

AüVaS  de  VaO  PI'BUtO 

1.  AcloK  di  ntfra  fuleraiiria.  - 
Aprfr  I H  r  ión .-  Bi^Hfs.-Citxnrión 
t-ti  ti  Jimdfi.  -  ClatfIfgliHidítrl. 
EjTfprii'm,  -  Ohntn  uparfntfs, 
Potfsioii.  -  Prftcrijiri^.— 
Prwba.  -  Sfrrídmnbre.  -  Vfrr- 
tUnitr.—El  derecho  que  el  ar- 
tículo S.'U  del  Código  Civil 
conce<le  al  dueño  de  una  here- 
dad para  usar  de  las  aguas  de 
UHO  público  que  corren  natu- 
ralmente por  ella,  se  limita  se- 
gún el  articulo  Kiñ  en  cuanto 
el  diiei^o  de  la  heredad  infe* 
rior  haya  adquirido  por  pres- 
cripción u  oti-o  titulo  el  dere- 
cho de  servirse  de  las  mismas 
aguaa.  -  La  prescripción  en  es- 
te caso,  sera  de  diez  años  con- 
tados como  para  adquirir  el 
dominio  y  cerrará  desde  que 
se  hayan  construido  ohi-aa 
aparoiiLcs  destinadas  á  facili- 
tar ódirigir  el  descenso  de  las 
uuascn  hi  bcre<lad  inferior, 
^te  preci'pto  es  aplitaiblo  se- 
gún el  artículo  á  bu*  a^^uos 
que  corren  itor  entre  dos  beie- 
aade».  La  ley  no  estatuye  en 


orden  ¿  la  ubicación  de  las 
obrAS  aparentes  de  que  sa 

ti-ata  y,  por  lo  tanto,  es  erró-  ' 
neo  estimar  que  tales  obras 
deben  haberse  ejecutado  en  1» 
heredad  superior,  pues  con  tal 
interpretación  se  desatiende 
el  tenor  literal  de  la  ley  a  pre- 
texto de  consultar  su  espíritu. 
Por  lo  tanto,  basta  que  estas 
olM-as  se  construyan  en  el  pre- 
dio que  hace  nso  de  las  aguas 
con  tal  que  sean  aparentes.  - 
Cas.  24  junio  1905.  I.  382 

2.  El  uso  que  se  hace  <le  las 
aguas  por  el  propietario  ribe- 
rano de  un  cauce  natural  no 
es  un  acto  de  mera  tolerancia 
del  propietario  superior  pues- 
toqiie  la  consti-ucción  de  obras 
aparentes  riestinadas  al  apro- 
vechamiento de  las  aguas,  al 
llar  Itasc  á  la  prescripción,  cau- 
sa gravamen  al  propietario  su- 
perior. -  Mismo  fallo. 

3,  J}fr<niaci¿».  -  J iwz  (if/iuix.  — 
El  CódiKo  de  Procedimiento 
Civil  ha  derogado  todas  las  le- 
yes sobre  loa  materias  que  en 
el  se  tratan:  v  como  el  titulo 
XI  del  libro  3.-  de  dicho  Có- 
digo trata  especialmt  nte  do 
los  juicios  sobre  distribución 
de  siguas  estableciendo  nue- 
vas reglas,  dando  a  lo»  intere- 
sados más  amplitud  de  facul- 
tades y  derogando  implícita- 
mente todas  las  oi  dcnunzas  ó 
disposioioncB  antei-ioivs  ixila- 
tivns  á  la  materia,  tienen  de- 
recho para  reunii-se  y  delilje- 
rar  sobre  las  materias  que  in- 
dica el  articulo  8:í7  y  no  pucile 
ser  uti  obstáculo  para  ellos  la 
existencia  de  un  juez  de  aguas 
nombi-ado  con  anterioridad  á 
la  vigfüicia  lie  dicbo  Código 
-C.  A.,  8  junio  1«M.  IL  194 

ALBAL'EA 

1.  Curador.  -  Dt-rntaiU.  ~  Initr- 
dirHim.-Jio  es  incompatible 
el  cargo  de  curador  testamen- 
tario de  una  persona  y  el  do 
albacea  del  tentador  que  hace 
el  iiotiibramiento.-Cat<.  4  oc- 
tubre 1904  I.  89 

2.  Apririncio»  lU  tos  herhoi.  - 
CvmuuUtad.  -  Proliibiriun  de 
tmujtuar.  -  Jtftriu  iiUi.  —  Styu- 
ro.  -  El  heredero  que  contrata 
un  seguro,  siendo  á  la  vez  al- 
baü'ia  tene<lor  de  bienoH,  pro- 
cede en  uso  de  sus  facultades 
de  tal  y  el  seguro  se  entiende 
en  beneficio  de  la  comunidad 
aunque  no  se  exprese  esta  cir- 
cunHtancia  en  la  póliza,  no 
BÍen<lo  necesario  poder  espe- 
cial para  contratar  el  seguro. 

-  Ca«.  27  diciembi-e  1904 ....  I.  282 
Amparo,  quoi-ella  de.— V.  Qu»- 
rríla. 

Anuncio  del  recurso  do  casa- 
ción. -  V.  Plazo, 

APELACION 

J.  AcHftrdo.-  Dfs*rci¿n.~  Extíu- 
tUiu.  -  ImproeMifncia.  -  Muni- 
cfjM/.-iZ«ctamaRf(f». -Negado 
un  recurso  de  casación  en  el 
fondo  por  la  Coi-te  de  Apela- 
ciones, y  emplazadas  las  par- 
tes para  la  apelación  inter- 
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piwHta  contra  «u  re«oIución, 
M  procedente  la  declaración 
■  da  deMrcíAn  del  recui-w  por 
no  babor  comparecido  el  ape- 
lante, hecha  por  la  Corte  Su- 
premlu  -  C.  S.  16  aRosto  1904. 1 

2.  CteHr'^v-  -  Ctvtfartftncia  - 
Dtuva^.  -  EmplautmÚHt»- 
Senientia  -  TíiftAi.  -  Bl  Tribu- 
nal de  nesunda  instancia  no 

Euede  ver  la  apelación  sin  que 
k  causa  se  halle  en  estado  por 
haberse  llenado  todo*  los  tra- 
mites enisfidos  por  1?,  l^y- - 
Cas.  30  diciembre  1904   1 

3.  El  apelante  debe  comparecer 
ante  el  Tribunal  do  Alwia 
dentro  do  trei»  día»  contartos 
desde  aquel  en  que  «e  reciban 
loa  aiitwt  en  secretaria;  y  si 
dentro  de  este  plaio  no  com- 
parece, no  puede  continuarse 
en  la  tramitación  del  recumo 
y  el  apelado  debe  pedir  nece- 
■ariamente  que  se  declare  de- 
■terta  la  apelación.  -  Mismo 

4.  Kh  nulo,  por  lo  tanto,  el  fallo 
dictado  en  una  apelación  cuan- 
do el  tribun  >1  la  ha  puesto  en 
tabla  antes  ile  la  comparecen- 
cia del  apelante;  y  aunóle 
éste  se  haya  apersonado  al  jui- 
cio el  mismodiaen  que  fue  fa- 
llado el  recurso.— Misino  fallo 

5.  Avalii"  —  Contnl'ució*.  ¡m- 
pr^'Jennt  -  Tmr-u-st.i  -  Pa- 
Unte  -No  es  aplicable  á  ias  re- 
clamaciones á  (^ue  pueda  dar 
oriffen  la  formación  de  la  ma- 
trícula de  patentes  de  indus- 
trias y  profesiones,  el  articulo 
iSO  dé  la  ley  de  32  de  diciem- 
bre de  1891  que  prescribe  qne 
las  apelaciones  deslucidas  so- 
bre los  resolueionos  del  Juez 
serán  i-e^ueltas  por  los  tribu- 
nales de  alzada  respectivos.  El 
cobro  del  impuesto  de  patente 
está  autorizado  además  por  la 
ley  periódica  de  contribucio- 
nes con  an-eglo  á  la  ley  de  22 
de  diciembre  de  18ÍW,  y  con 
arreglo  al  artioulo  10  de  esta 
ley  el  Juez  de  Comercio  deci- 
de sin  ulterior  recurso  lo»  re- 
clamos sobre  la  clasificación 
de  patentes  profeaionalcn  ó  in- 
dustríales, Hiendo  po;  lo  t  mto 
improcedente  el  recursi  de 
apelación  de  sui  resoluciones. 
CÍM.  30  diciembre  1W)4  I  298 

6.  ^rfw/Mij/ra(/ff»- .  ^  Afff-aviot. 
-  ArrenJamienle.  —  Cisaci¿n 
en  la  firma.  ~  Co'ut'fle'itia.- 
Juris  fnción  —  Sode  'a  I  lokrti- 
Vil'  -  .W/íi  in  lnftrinl  -  La  ju- 
i'isdircíón  de  los  ti-ibnnalps  da 
seífunda  instancia  está  limita- 
da A  los  puntos  que  len  hayan 
sido  sometidos  por  me'lio  'le  la 
apelación  y  tratándose  de  sen- 
tencia definitiva  esos  puntos 
deben  quedar  establecidos  de 
□na  manera  ron crcti  en  la  ex- 
presión do  airravio»  y  la  con- 
testación á  ellos.  -  Cas.  24 
marso  1«0S   ■ 

7.  En  conseoaencia,  habiendo 
declarTwío  la  sentencia  do  pri- 
mera instancia  que  habia  exis- 
tido entro  el  demandante  y  el 
demandado  una  sociedail  co- 
lectiva civil  que  m  inriiba  li- 
quidar reconociendo  á  aquel 
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el  derecho  al  aO»/»  de  las  ntUi- 
dades,  si  lu  habiste,  y  habien- 
do apelado  de  esta  senteaoia 
sólo  el  demandado  ciaien  al 
expreearajcravios  pidió  so  ro- 
Tocaae  r  le  le  absolviera  de  la 
demanda,  mlentmi  el  deman- 
dante solicitó  lisa  y  llanamen- 
te la  confirmación  del  fallo,  la 
Corte  al  modiiicarlo  y  decla- 
rar que  el  dem-indaoo  debió 
pajpvr  al  demandante  UT«  re- 
muneración por  sos  sm-vicioi, 
resuelve  sobre  un  punto  qae 
no  habia  sido  sometido  4  su 
jusK  <-mionto  y  falla  con  m-uii- 
tiesta  incompetencia.  -  Mimno 
fallo 

8.  Competenria  -  Emp'nzannen- 
to.-furi$'ticn6t.  -  La  juris- 
dteoión  del  Tribunal  de  Alza- 
da so  halH  limitada  por  la 
apelación  y  cuando  ésta  com- 
prende TOi-ios  puntos  30  en- 
tienden las  partes  que  han 
sido  notiti<»aaa  del  decreto 
que  la  coacede,  emplazadas 
para  oír  la  resolución  del  Tn- 
bunal. -Cas-fl  mayo  1905..  I.  338 

9.  Casaeió't  de  ofiáa  -  O  nitiú». 
-  Es  nula  la  sentencia  do  la 
Corte  de  Apelaciones  quo  se 

Sronuncia  sobre  una  sentencia 
e  primera  instvnuia  diversa 
de  ía  que  lo  está  sometida  en 
nado  de  apelación.  -  Cas.  27 
mino  1905  I- 

Apekoiack^íí  db  los  hkihob 

por  el  tribuna!  de  casación. 

1.  Legado.  -  Mora  -  Pia*iO.  - 
Requerimiento.  -  Término.  - 
Oorresponde  al  Tribunal  een- 
tenciaoor  la  fliación  soberai» 
do  loa  hechos  de  la  eau-»  y  la 
intorpi-ct  vclón  con  arrcfrlo  a 
ellos,  de  las  disposiciones  tes-  | 
tamentarias  discutidas, -Ca*.  | 
19  julio  190*   l-  o 

2.  Arreitilaoiienlo.  —  Deposito 
judiiial.  —  Ley  del  contrato.  - 
Menciñn,  —  .'inlid-irifiad.  — 
Venta.  -  Decretado  el  depósito 
de  una  propiedad  en  juicio  eje- 
cutivo, el  acreedor  no  es  por 
esto  solo  hecho  i-e*poiisable 
solidariamente  de  loa  actos  del 
depositario  nombrado,  ni  se 
encuentra  obliffatlo  á  i-endir 
cuenta;  y  al  declarar  el  Tribu- 
nal da  Aliada  que  no  se  ha  es- 
tablecido causal  alguna  de  » 
cualaparezcji  la  r  ■■'"'^"■"■bili- 
dad  solidaria  del  ejecntauto 
resuelve,  on  uso  de  suo  fa"m- 
tados  e\clusivii8,  una  cuestión 
de  puro  hecho,  nn  siiHceptible 
de  («■*a<'ión.  -  Caá.  16  agosto 
IftOt   I-  " 

3,  Cuentas.  -  Ex-t'retiáii  de  a^ra- 
vios.- Maniato.  -  Nuliituiáe 
ofirio.  -  Setitencii  in'erloeufo- 
ria.  -  El  conocimiento  del 
mandatario  de  la  obligación 
que  tiene  de  rendir  cuontus  es 
un  hecho  cuya  aprociaeión  es 
privativa  del  juez  de  la  causa 
en  ojercirio  de  las  facultades 
que  le  son  propias.  -  Cas.  22 
a^to  1904   I.  " 

4.  Kitis-eontestació't.-  Mensura. 
Pi-esertf^íión.  -Sa'itrerat.- 
ÜH'^ación.  -  El  saber  si  una 
pertenencia  salitrera  se  en- 
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ouentmn  ó  nó  en  la  mna  de 
Agnas  Blancas,  es  una  simple 
cuestión  de  hecho  que  ^tri- 
bunal de  la  caum  aprecia  omi 
ftuiultad  soberana  -  Cae.  9 ' 

septiembre  190*   I.  SB 

8.  ConfetiAn.  ~  P(K9  ~  Pretum- 
cián.  -  Si  el  Tribunal  do  I»  cau- 
sa establece  one  eetá  probaila 
la  excepción  <ae  pafn>  conside- 
rando que  lina  sola  iM'asaii- 
ción  ooastituye  prueba  bas- 
tante, oíercita  al  hacerlo  una 
faculta<l  privativa  (jue  no  está 
sometida  á  revisión. -Cu.  4 
octubre  19J<  ,.  I.  n« 

6.  Cétfeti^n  ju  tidal  -  Conirm- 
dictar  ¡efíliiuo-  -  Cota  /uipi- 
da  -  Error,  -  fíeredent,  -  Le- 
Xadú.  -  Testamento.- A\ 
aceptar  la  rectificación  de  la 
confesión  prestada  por  el  man- 
datario.fundadaen  un  error  en 

Jue  incurrió  éste,  el  Tribunal 
e  la  causa  resuelve  una  cues- 
tión de  hecho,  apreciando  para 
ello,  en  ejercicio  de  faculüdae 

Íirivativ'aa,  el  mérito  de  la  eoa- 
esión  y  de  la  prueba  rendida 
para  demostrar  el  error,  siem- 
pre que  no  se  quebrante  algún 

S recepto  lc¿a1.-0as.  23  ochi- 
re  1ÍÍ04...   1.  Itó 

7.  Mint  -  K'ez'S'ro.  -  Eteduci- 
da  la  litis  á  determinar  si  la 
mina  manifestada  por  el  do- 
mand  ido  es  la  misma  que  coa 
anterioridad  había  manifee- 
tailo  el  demandante,  la  apre- 
ciación que  el  Tribunal  hace 
de  la  prueba  rendida  sobre 
este  hecho  le  es  privativa  y  ee- 
mpa  á  la  censura  de  la  Cor- 
te de  Casación. -Cas.  26  oc- 
tubre 1904   I.  l-'M 

S.  Arren  íutiienfo,  ~-('esió  ti.  - 
Nulidad.  ñtsisién  -  Pres- 
cripeii'i.  -  Venta  — Estableci- 
do por  el  Tribunal  de  la  causa 
el  doble  hecho  de  haber  pa- 
sado mus  do  treinta  años  des 
de  la  celebración  del  contrato 
impugnado  hasta  la  intarpo^- 
ción  de  la  demanda,  y  de  ha- 
bei-se  ejercido  con  conocimien- 
to de  los  deiftan  iantes  y  sin 
clandestinidad  losdercchos 

Sus  aquel  contrat/j  conferia  al 
eraandado,  el  fallo  es  inatax»^ 
ble  en  cuaiitu  da  por  cumplida 
la  prosci  ipción  extintiva  de  la 
acción  de  nulidad,  por  haber 
sido  dictado  en  ejci-cicio  de 
r^(;ultadc«  que  le  son  etcluai- 
va».  -  Cas.  29  octubre  1904...  L  15* 
9.  dmfiratKHta.  -  P-^Sfsiín  - 
Prescripd/'n.  -Reivindica 
fí"(í«.  —  S-ycir  i  fd  coteetiva.  — 
Titulo. -la,  apreciación  q  ue 
el  Trihunal  sentenciador  hace 
I  en  onlen  á  establecer  que  un 
1  inmueble  vendido  jior  el  «ocio 
I  adniinistradorde  una  sociedad 
colectiva  f  ormalwi  parte  del  ha- 
I  ber  social;  que  el  comprador 
proceilió  de  buena  fe  y  que  no 
80  ha  justificido  que  los  de- 
mandantes, sotiios  de  dicha  so- 
ciedad, sa  hubieran  hecho  más 
ricos  con  el  precio  de  la  ena- 
jenación, corresponde  exclusi- 
vamente al  Tribunal  que  ha 
dictado  la  sentencia,  y  los  be- 
choeosi  estaiblecidos  deben 
servir  de  baso  para  reTOlvwel 
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rttouno  de  casación.  -  Cas.  3 
aovtombn  19M  I.  164 

10.  Ia  afirnutción  hecha  por  el 
Tribunal  sentenciador  ae  (jiie 
el  iiimueltle  social  fué  vendido 
por  el  10010  atlminíitmdoraiD 
estar  investido  ile  poder  espe- 
cml,  ni  hallane  el  acto  com- 
prendido en  el  giro  ordiiia- 
rio  de  lo»  nefiocios  sociales, 
oorresponde  i  una  apreciación 
Juricica  que  pnede  ser  revisa- 
da por  el  ^innnal  anuremo  y 
como  tai,  susceptible  de  casa- 
ción. Mismo  fallo. 

11.  Fru0ba.-Viátifíoa.-D«- 
mandiimlüee  el  vago  de  viátí- 
cM  devengados  en  el  desempe- 
ño de  ana  comisión,  ul  punto 
litigioso  queda  i-eilucido  á  una 
cuMtión  de  hecho,  ó  sea  si  se 
descmpefió  ó  nó  la  comiiión, 
y  al  apreciar  el  Tñhunal  tten- 
ten€Ía«lor  las  prucbns  adnci- 
da»  por  el  demandante  y  de- 
clararlas tnsuticiontcfl,  obra 
dentro  de  la  esfera  de  aiiH  ex- 
clnnivas  y  leffitimas  faculta- 
des y  en  '^umplimirnt^  del  de- 
ber que  le  imponen  loa  leyes 
de  fallai'  loa  pleitos  bajo  el  do- 
ble punto  de  vista  del  ber-ho  y 
del  dei-echo  -  Cos.  3  noviem- 
bre 1901   I.  ao7 

"12.  (Htaeiiín.-  Concurso.  -  Oré- 
ditojt.  -  Kfcritura.  Hi/mtmt. 
Noramán.  -  Plazo.  -  Sintlico. 
-  Para  qtie  haya  novación  oh 
necesario  que  lo  declaren  las 
parte»  ó  que  aparezca  cla- 

•  ramente  mu  intención  de  no- 
Tar  El  Tribunal  de  la  causa 
es  soberano  piira  apreciar  esta 
intención  y  anotaldu  el  hecho 
de  que  uo  hubo  voluntad  de 
novar,  e»  correcta  la  aplicación 
de)  inciso  2. del  articulo  16.34 
del  Código  Civil  al  declarar 

Sue  la  hipoteca  no  se  extten- 
B  álos  mayores  intereses  oon- 
venidoe  en  la  segunda  escritu- 
ra. -  Cos.  19  novlembi-e  1904  I.  217 

13.  Correspondo  a  los  jueces  de 
la  causa  en  ueo  de  sus  faculta- 
des soberanos,  resolver  si  la 
nota  puesta  en  una  escritura 
y  q  le  no  ha  reconocido  la 
perMna  que  la  fírma,  importa 
o  nó  la  cancelación  del  crédito 
A  que  se  pretende  aplicar. - 
Mismo  folio. 

14.  Catira  ilícita.  -  Li'lias.  -  ífU' 
liihuL-OhjAo  ili-"^:  Prue- 
ba. -  Toro».  -  Al  calilicar  cier- 
ta! convenciones  comoconti-a- 
toi  para  lidias  de  toros,  el  error 
eiiquepudieiahaberiiicurrído 
el  Tribunal  de  la  cansa  al  ha- 
cer esta  calificación  podría  mo- 
tivar un  recurso  de  casación  en 
el  fondo  pero  no  en  la  forma.  - 
CoH.  36  diciembre  1904  I.  227 

V>  ImproceUmela.  -  Prueba.  - 
Tornería.  -  La  apreciación  de 
la  |>rueha  testimonial  es  pri- 
vativa del  Tribunal  senteiioia- 
dor.  -  Cas.  24  noviembi-e  1901.  233 

36.  Posfiióft.  -  Retíatnañón.  - 
Vicios.  -  La  apreciación  que 
hace  el  Tribunal  sentenciador 
de  haber  estado  poseyendo  de 
buena  fe  uno  de  loe  herederos 
una  pi-opiedadquele  htbia  si- 
do entregada  en  vida  de  la 
tettodota  por  eserituta  públi- 
ca y  en  virtud  de  un  acto  que 


la  testadora  mandaba  respe- 
tar «i  su  testamento,  es  un 
hecho  do  la  causa  que  no  pue- 
do ser  modiiScado.  -  Cas.  iudi- 
ciembi-e  IflOí  I.  240 

17.  Causal.  -  Ooiumblna.  -  Cria- 
do  dom^Hieo.  -  Impron-im- 
efa.  -  PrtserifKiitn.  -  Svnl- 
eios.  -  Laaprociación  que  hace 
el  Tiibunol  sentenciador  sobre 
la  continuidad  «le  ciertos  servi- 
cios prestados,  importa  una 
apreciación  de  los  hechos  pi-o- 
batoríos  de  la  causa  que  es  de 
la  exclusiva  competencia  de 
loa  jueces  que  fallan  el  proce- 
sa-Oba.  iS  diciembre  IHM.  I.  2n 

Albaeta.-Comunidad.- 
Prohibieión  d/f  taM¿Miar.-&s- 
témrián.  -  Suguro.  -La  c  u  e  s- 
tión  sobre  si  un  seguro  fue  con- 
tratado en  benetício  exclusivo 
del  aspirado  ó  de  la  comuni- 
dad es  una  mera  aprcciaeión 
do  hechos  que  corresponde  A 
los  jueces  de  la  causa. -Cas. 
27  diciembre  IW*   I.  2ftí 

19.  Compraventa.  -  Knlrftja.  - 
Interprnl  leión.  -  Lagar.  -  La 
determinación  del  luf^ar  en 
que  debe  hacerse  la  eiitrcgade 
las  mercaderías  vendidiia,  se- 
gún la  inteligencia  atribuida 
ni  contrato  como  más  conforme 
con  la  voluntad  delns  partas, 
deducida  del  contexto  de  sus 
cláusulas  y  de  la  aplicación 

Sráctica  que  <]ol  contrato  han 
echo  los  contratantes,  con- 
forme A  la  apreciación  de  la 
prueba  rendida  al  renpecto 
en  la  causa,  ea  prirativa  del 
Tribunal  sentenciador. —Cas. 

aOdiciembra  1004  I.  291 

SO.  CompravslUa.  -  Sntrrga.  - 
Pago.  -  Frusta  léstimontat.  ~ 
Laaprecioción  que  hoce  el  Tri- 
bunal sentenciador  de  un  con- 
trato de  compraventa  para  el 
efecto  de  determinar  la  cosa 
vendida  y  la  forma  del  pago, 
es  inamovible,  pues  obra  en 
uso  de  focidtades  que  le  son 
privativas.  -  Cas.  30  diciembi  e 

iflO»  L  304 

21.  Casaritín.  -  Cesación  pa- 
fjos.  -  CrMito.  -  Deuila.  -  Quie- 
lira.  -  SnUnuña,  -  La  aprecia- 
ción genérica  que  el  juex  liace 
del  mérito  de  los  autoa,  no  im- 
porta el  establecer  hochija  que 
sean  fundamento  inamovible 
para  el  recurso  de  casación, 
sobre  todo  ai  eaa  apreciación 
importa  el  estimar  como  mer- 
cantil un  crédito  de  natuiale- 
za  civil  y  como  obligaciones 
de  la  misma  índole,  planillas 
no  i-cconocidas  ni  comproba- 
das.-Cas.  12 enero  190Í....L  310 
<)2-  f'Onñderufuios,  —  Estado  ci- 
vil. -  Reivindicación.  -  Escues- 
tión  puramente  de  hecho  la  de 
saber  sí  los  demandantes  tie- 
nen en  efecto  la  calidad  de 
herederos  en  que  apoyan  su  ac- 
ción. Si  el  Tribunal  de  la  cau- 
sa, después  de  examinadas  las 

Sruebas  traídas  al  proceso,  ha 
ecidido  que  la  uocomental 
preaentoda  por  los  demandan- 
tes en  primera  y  en  segumla 
iastanda,  es  bastante  par»  es- 
tablecer la  calidad  de  here- 
deros por  elloi  alegada,  es- 
ta apreciación  es  inamovible. 


pues  el  examen  de  las  cuestio- 
nes de  hecho  y  su  caliticación 
legal  corresponden  á  los  jue- 
ces de  la  causa,  en  oso  de  las 
facidtades  exclusivas  que  le* 
confiere  la  ley,  y  la  aprecia- 
ción que  hagan  no  puede  ser 
modiliirada  por  la  Corto  de 
Casación.  ~  Oaa.  31  mayo 
IQÜo  L  3» 

33.  iPrror. -if#nri'in.  -  Presun- 
ción^. -  No  es  procedente  el 
recurso  de  oasarión  fundado 
en  que  el  Tribunal  de  la  cau- 
sa ha  dado  por  probado  un  he- 
cho por  prenum  ión  desdo  que 
al  apreciar  loa  hechos  obra 
dentro  du  sus  facultados  pri- 
vativas.-Cas.2  junio  1905...  I.  36B 

24,  Actos  dti  Tíwrn  lolm-uncia.  - 
Aguas.  -  Bi^ruf.  -  Comciiín  m 
t4  fondo.  -  {'latytfstimdad. - 
Ejec»>pcián.  -  Ohnis  a¡Ktrmt«a. 
-Posfsián.  -  Prrsrri¡xdán.  - 
Prunba.  -  Serriitmutirf  .  -  Ver- 
tilinte.  -  Loa  hechos  eatabieoi- 
dos  por  la  sentencia  recuriida 
como  resultado  de  la  aprecia- 
ción déla  prueba  d  ben  aerx'ir 
de  base  para  la  i-eiwliición  del 
i-ecurso  do  casación  en  el  fon- 
do. Ka  también  base  inamovi- 
ble paiael  fallo  del  recurso 
la  declaración  que  el  Tribunal 
de  la  causa  ha  fa>>uho  sobra  la 
naturaleza  jurídica  de  deter- 
minados bienes  cnandn  tal  de- 
claración no  ha  sido  objeto 
dol  recurso.  Si,  por  ejemplo, 
lasentencia reclamada  Impar- 
tido do*  la  boro  jurídicamen- 
te establecida  de  que  ciertas 
aguas  son  de  uso  público,  y 
esta  declaración  en  cuyo  vir- 
tud fué  desechada  la  petición 
principal  de  la  demanda  no 
ha  sido  recurrida  por  la  de- 
mandante, coiintituyeellauna  ' 
base  inamovible  pam  pronun- 
ciar la  sentencia  que  resuelve 
el  i-ecurso.  -  Cas.  24  junio 
1905  n.  3B8 

•¿i.  Abogado.  -  Honorarío.  - 
Mándalo.  -  Obligación  -  Prv»- 
Iki.  ~  La  efectividad  de  ciertos 
servicios  profesionales,  su  im- 

Krtancia  y  la  aquiescencia  de 
I  demandados  á  que  estos 
servicios  se  prestaran,  son  he- 
chos que  el  Tribunal  de  Casa- 
ción debe  aceptar  tales  como 
han  sido  establecidos  en  el  fa- 
llo recurrido.  -  (Ja».  B  junio 

1905   I.  411 

26.  Contrato.  -  Interitrelación.^ 
Cualqaiei'a  que  sea  la  denomi- 
nación que  las  partes  puedan 
dar  á  un  contrato,  deberá  te- 
ner siempre  la  clasificación  le- 
gal que,  atendida  su  natura- 
lezi  jurídica,  le  corresponda. 
La  calificación  errada  del  con- 
trato es  fundamento  bastante 
de  casación,  pero  no  lo  es  la 
interpretación  del  contrato  le- 

g ¿mente  caliKcado  poi-quees 
ta  una  cuestión  de  hecho  que 
el  Tribunal  de  la  causa  apre- 
cia soberanamente.  -  Cas.  21 
junio  1903.  I.  4)5 

ABBmiArOK 

1.  CasacUín.  -  CUañín.  ~  Jjocw 
menloÉ.  -  Perjuicios.  -  Proee- 
d*tteia.  -  RgsolucúfH.  -  SrtUfn- 
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cía.  -  La  i:ita<'ión  ijftrn  oir  sen- 
tencia dftiiiitira  DO  C9  iin  trá- 
mite esencial  en  juicio  de  ma- 

Íor  cuantía  Hc^iiirlo  anto  ar- 
itrador. -O.  A.  Con.  '¿2  d\- 

citímlii-ulÜIM  II.  111 

2.  La  a(íre(ínfióii  (icdocinncntos, 
coii  citarión  del  liti^atitv  con- 
tra quimi  «f  |íi»'Bfn¿in,  no  ha- 
.  .bidiidime  dctt'tminndn  eti  la 
coiiHtiíiiri<iii  dfl  ai-bitiiijc  Ion 
trúmiten  oruiiciales  á  que  dt- 
biii  íM)nipt(ti  «tí  ol  juicio,  es  un 
requisito  cuya  omisión  vicia 
do  nulidad  el  fnllnrit;!  aihitra- 
dor;  bastando  [>am  que  el  vi- 
cio SI'  produ/cn  il  nieio  hecho 
(le  liat^oiK»  omitid»  la  citai'ión, 
oualqnifia  qun  haya  sido  la 
inHuenHa  de  di<-l)(>ii  documen- 
tos «n  lo  dinvo^itivo  d*-'  la  sen- 
tencia y  aún  cuando  esasdo- 
cunicnTo'*  lia>an  podido  »>ei' 
conocido;'  (le  la  \>nite.  contra 
la  cual  Kc  uiesentan.  -  Mi^mo 
fallo. 

akhitkajk 

C!i»rj"mi.  -  Cnntpi-liiicnt,  -  Kl  ar- 
biti'aje  de  lo»  romÍKarloB  y 
din>ctorío  dol  t/Iub  Uipirode 
Saiitiat^ci,  1  stahlfcido  por  ios 
articuloD  lU,  IH,  Ltí  y  '¿Vi  de  au 
reBl«ni«nto,  ea  obligatorio  pa- 
ra loB  dueikuK  de  caballón  que 
Mean  inscritos  piii-a  rom>ry, 
por  lo  ta-nto,  la  junticia  ortli- 
naría  no  en  i-onipetcnto  pura 
cono<-er  de  una  demanda  que 
tiene  por  objeto  se  rutahlezca 
que  el  ordt-n  de  llef^da  de  los 
caballo»  en  uita  carrera  fué 
divei-No  del  declarado  por  lo» 
comimirioii  del  Club  y  que  de- 
ben iMfp'r-e  al  demandante  el 
nremío  dr  'a  i-n  riera,  el  valor 
de  los  apiie  t  as  mutuas  con-es- 
poiiilieiiU-Hy  los  perjuicioa  con- 
sÍRuienteti.  -  C.  A.  VI  octnbre 
IHM   II.  SI 

AKRKN  DA  MIENTO 

1.  Aprurinrión.  -  (.'oinprtiffiitti, 
-  /ff/Miritn  -Lftf  <M 
contrato,  ~  MmciiUi.  -  Sotiila- 
rifdoii.  -  Ktitá  ohlipado  á  re«- 
petarel  an-iendo aquel  li  quien 
86  tranüñerc  el  derecho  del 
arrendador  á  titulo  oneroso, 
si  el  arrendamiento  eonsta  de 
eserítiira  iii  blica,  cnnfoi-me  al 
«rtioulo  1W2 del  f'údifn)  Civil 
que  no  extaldecc  ditoronoia 
entre  el  airiendo  cuyo  periodo 
de  duriiciúii  se  halle  ]>etidieii- 
te  á  la  fecha  do  la  enajena- 
ción y  ol  que  aún  no  ha  emiw- 
ndo  &  correr.  -  Cas.  ifí  airestn 
IBM   .  I  18 

2.  Acrióti  ejecutiva.  -  Üamríiin. 
— Coxtaa.- MantUttu  jwiirial. 
Sent-0neta.  -  TitulotQívnlirn.  ■ 
Siendo  el  titulo  pretientadn  la 
primen  ropia  de  una  esci-ítn- 
ra  de  arrendamiento  ^ue  da 
testimonio  de  una  obliifaeióu 
liquidii,  ai-tiialmentp  oxígihie 

? respecto  do  la  enal  no  lia 
rnscuM-ido  el  ticni|>o  iiei-esa- 
rio  para  la  preseripción,  la  cii- 
cnnstancia  ríe  ser  el  arrenda- 
miento nn  contmto  bilatct-al, 
no  hace  necesario  que  w  esta- 
btescn  que  el  arrendador  ha 


cumplido  las  ob)itmcione)i  que 
se  impuso,  sobre  todo  si  en  la 
esvrítura  aparece  que  el  tér- 
mino del  aniendo  prinripial» 
en  una  fecha  anterior  á  la  de 
la  escrituia.,  ya  que  ello  tiaoe 
suponer  que  la  entrept  ne  ha- 
bía efectuado.  —  (^as.  2  seo- 

tiembiv  Hm   1 .  64 

X  Por  con^íguiente,  no  puede  es- 
timarse la  escritura  de  ari-en- 
damiento  solo  como  un  prii  ci- 
pio  de  prueba  por  escrito  que 
dé  mavgeu  á  nna  prueba  testi- 
monial que  delie  rendirse  en 
juicio  ordinario,  üino  como 
prueba  bastante  de  la  obliga- 
ción cuya  «Jeoiic-ión  se  persi- 
gue. '  Mismo  fallo 
4,  t.'aaariuH.  -  i^tmtrflniriJn.  ~ 
Mora.  .Viiltti.  ~  liti/n^i- 
minuto.  -  Kl  pago  del  impuesto 
de  haberes  co  r  resuo  nde  á 

auien  tiene  en  su  pocier  el  fun- 
o  gnivado  y  percibe  sus  fru- 
tos coma  nn-endutarío.  -  ras. 

_  26  octubre  IflM  l.  m 

A¡irti-¡uri,ÍH  ite  Ion  htfhoii.  - 
Vt'Kivn.  -  NhIÍ'IiiiI,  -  PonmiMi. 
trpgrriiirii'iH.  -  Venia.  -  Im» 
hen-deros  del  arr<!ndador  en- 
n.>ccii  de  acción  pai-a  deman- 
dar la  nulidad  de)  conti-ato 
que  el  ar  i-cndatn  rio  eelfbre  con 
un  tt>rcero  v  en  que  le  cede 
todos  sus  «lei-eebos  á  la  cosa 
arrendada;  pero  instando  reco- 
nocido el  dominio  de  aquéllos 
dios  tcn-enos  objeto  del  con- 
tmto. tieueuex|HHlito,  a  pesar 
del  fallo  que  niega  lugar  á  la 
nulidad  y  admite  la  prescrip- 
ción de  la  ncoiún  en  el  supues- 
to de  exÍKtir,  el  dcrei-ho  para 
dethicir  las  acciones  que  pu- 
dieran ronvsiiondorles  para 
reclamar,  subr-e  todo  después 
de  la  muerto  del  ari'endatario 
cedento,  s«>:i  de  la  sucesión  de 
éste,  sta  del  'xtsioiiario  ó  sub- 
arrendatario la  i-estitución. 
con  los  frutos  ó  rentas  insolu- 
tas, do  los  tCF-renos  mielen  per- 
tenecen. -  ('jis.   2fl  octubre 

WOÍ   I.  157 

tí.  Jmproceitruñu.- Mención.  - 
KrirituHmrh'n,  -  Ja  disposi- 
ción del  articulo  1962  del  Có- 
digo Civil,  referente  i  las  per- 
sonas que  t'tttan  obligadas  á 
I-espetar  el  arriendo,  no  es 
aplicable  a)  vcivindicador  de 
la  propiedad  arrendadai  aun- 
que elan-endador  demandado 
haya  reconocido  el  dominio  del 
reí  vindicador.  Cas.  'J9  noviem- 
bre im  I. 

7.  Afimitiigtradtnr.  -  Agravio». 
-  Aprtai^fiH.—VitiKirián  en  Iti 
fortna.  -Oomputenrla.—Jurüt- 
liirriin.  -  Snrif/Infl  cnlerfira.  - 
Snrio  iuihixlrial.  -  Habiendo 
el  arrendatario  de  un  fundo 
confiado  á  otra  persona  su  ex- 
plotación, poniendo  aquél  el 
capital,  é  intei-osada  ésta  en 
una  parte  de  las  utilidades, 
hay  un  Tentadero  arrenda- 
miento de  servicios  y  la  perso- 
na que  tuvo  á  su  cu-go  la  ex- 
plotación tiene  derecho  á  una 
i-emuneroción,  porque  sus  ser- 
vicios por  HU  naturaieEa  no 
son  gratuitos  y  porque  á  jui- 
cio del  Tribunal  la  prueba  que 
obra  en  autos  no  es  bastante 


para  determinar  las  pondicio' 
nos  en  que  esa  i>eraona  se  obli- 
gó á  pi'e>tar  eíos  íci-vicíos.  — 
(Doctrina  de  !a    ('.  de  A.}. 

-Cas. '24  mano  1905  I.  -^IS 

8.  üx/irtif'iuriím.  -  ro»rsi¿n.  - 
Proct^  liitiÍcjitt>.—'Dei:\ at-ados  de 
utilida''l  pidilica  ciertos  tcrre* 
non  y  depositado  por  el  eJt- 

K reptante  el  pi'ccio  6  valor  de 
i  tasación   de  loa  hombres 
buenos,  adquiere  éste  l:i  pose- 
I     sión  lepil  del  inmueble  y  esta 
I      posesión  es  inc^ompatibfe  con 
I      la  su)>sÍMtcuci .1   del  arriendo 
'     de  los  mismos  ter  reiwis  que  ei 
esprtipi  inte  tcniii  wlehrado, 
I     «xtinctiiéndotic.  por  lo  tanto, 
tui  obligiicion  de  (lagarivnta 
por  ese  lirncndo.  -  tUis.  jy 
abril  líJlir»   L  .'«."> 

0.  In'Irmnizarü'H.  -  Omiñ¿m.- 

I      P^juir.iog.  -  Rfgoluñ'm.-Ve' 

I     dida  por  anibax  {lartes  l.i  refo- 

'  lución  de  un  contrato  de 
arrendamiento,  ha  tugara  ello, 
iíi  no  exist»'  prueba  <lc  1oj>  per- 

I  juicios  transados,  no  hay  dere- 
cho h  indcmniztición.  H:ih¡en- 
dose  proi-eilido  á  i»  entrevia  y 
recepción  del  fundo  arrrnda- 

'  do  y  reconociílo  este  hecho  en 
los  autos,  el  Tribuí  al  de  Alia- 

'  da  que  ondte  pnin  iniciarse  so- 
bre la  resolución  pedida  por 
amlioB  partes,  con  reciproca 

I  itiJemTitzarión  de  purínicias, 
no  incurre  en  nuliaud.  -  Cas. 
SjuniolUOS   L  4i« 

AUTO  DE  PRUEBA 

10.  ('<iji«fí,fn.  -  CitiiciAn  ¡xira 
tfvtenria,  ~-  Dmirchivo,  -  Ex- 
peiliente.  -  NoUJintcii'n. Ia 
falta  de  notitirariiin  del  atito 
de  {iriietin,  vieia  de  nulidad 
la  <ientoncia  que  rt  proiiuntñm.  _ 
C.  A.  Ca--.  UabiíllM»....  IL  .3 

AtiTOHIZAt'IÓN  Jt'blCUL 

1.  Biffteg  niireM,  -  Hipnt^ra.  - 
liwrripritin.  -  Marido.  -  Mn- 
jt-r  rantuta.  -  NulUlait  abaotu- 
ta.  -  Of'Mo  ilteifo.  -  Prohihi- 
ci^tn.  -  Es  nula  de  nulidad  ab- 
soluta, la  hipotecación  de  una 
propiedad  rail  do  In  mu}er<  a- 
sadíi,  aunque  exista  autoriair 
cióii  judicial  otorgada  con 
consentimiento  de  la  mujer, 
si  e^ta  ha  suspendido  su  coa- 
sentimiento  y  existia  una  pro- 
hibición do  gravar,  notifioula 
al  marido  con  antt^rioridad  al 
contrato  de  bipotcci.-  Cas. 
SOdiciembraliMM  I.  ^ 

2.  Ceatín.  -  Hipotm.  -  Mari- 
do. -  Mnpnr  ranuia,  -  Ifttli- 
dart,  -  El  marido  no  puede  hi- 
potecar ni  enajenar  los  bienes 
raices  de  su  mujer  que  esté  ó 
puerla  estar  obligado  i  resti- 
tuir en  fspocie,  sino  con  vo- 
luntad de  In  mujer  y  previo 
decreto  judicial  eon  conoci- 
miento de  causa.  Habíéndoso 
concedido  la  autorización  con 
el  objeto  de  pagar  el  alcance 
hereditario  que  gravaba  la  hi- 
juela de  la  mujer,  y  para  efe*'- 
tuar  ciertas  reinrociones  ne- 
cesarias, y  urgentísimas  en  la 
misma  propiedad;  y  conocien- 
do el  mutuante  estft  condi- 
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ráón  que  constaba  det  decreto 
que  otorgó  la  autoríiaruin  m- 
aerta  en  la  eboiitura,  no  pue- 
«ie  Bfcctnr  n  la  niiijei'  t>I  mu- 
tuo coiitiaitln  y  cuyo  vjiloi-  re- 
tiene ol  niixnio  mutuante  para 

»f{arKetIel  precio  de  nicrca- 
nas  vendida»  al  marido  y 
<le  otraii  obligacionrN  que  el 
mando  le  adeudaba,  deiidaa 
todas  vWñti  peí  xoiiale»  del  ma- 
rido y  extmfii  8  eii  absoluto  al 
ínten'sde  la  niiij<<r.  La  hipo- 
teca contialda  eit  etttiw  rir- 
GunstinciiiH^H  nula  y  lu  mujer 

Sede  pt  dir  m  cancelación. 
a.  U  enero  liH'.)   I.  320 

3L  AulmriztifiM  nmrilat.  -  fíie- 
fMff  rairra.  ~  ('nmirinii.-  Etia- 
gmari¿u.  -  M.'i-iiU».  -  Muj&r 
m*«/rt.-  lie^rini,  ti.  -  ha  ena- 
seiiacióii  de  Ion  bieiie»  i&icea 
oela  miijei-,  dunintv  la  'tocie- 
liad  (wnyugal.  sn)anioiitu  pue- 
de efectuaiie  }or  ol  nuirido, 
previo  tvínnentimienlb  de  la 
mujer  y  permipo  de  la  ju^tit-ia 
«vtlinaria.  l,a  antorinu-ión  ju- 
(ticia),  ruando  «•  supletoiia 
«te  la  del  marido,  ne  coimcde 
desparádc  <-:ilitii'Aiw  las  la- 
xonen  que  Vft>'  alerta  ]>iii  a  opo- 
nerse al  contrato,  ñor  lo  cual 
<lel»e  oírsele  ó  acreditarle  que 
m  halla  imposibilitado  para 
dar  BU  couBcntimionto.  Oan. 
2t  marzo  190»   I. 

AUTOKIZACK'm  MARITAL 

1.  Autorlzarüht  jiiilirUit.  -  Bie- 
ne»  ruírm.  -  dtnir.ii'n.  -  Ktiu- 
gtmarühi.  -  Marido.  Mtijnr 
eoMaila.  -  R^sriniún.  -  La  ena- 
genarión  de  los  bienes  raicen 
de  la  mn.ier,  durante  la  no<'\a- 
dad  conyugiil,  íolamente  pue- 
de efectuarse  por  el  marido, 
previo  consentimiento  de  la 
mujer  y  permiso  de  ta  justicia 
ordinaria,  Ln  autorización  ju- 
ilicial,  cuando  ck  supletoria 
de  la  do]  marido  se  concedo 
«letpnee  de  calificarse  las  raso- 
ne*  que  ^te  alega  para  opo- 
nerle al  contrato,  por  lo  cual 
debe  oirseleóocmlítaríie  que 
se  halle  itnposiLilitatlo  para 
dar  BU  coiiMintiniiento.  -  Cas. 
24  mano  1905   I.  848 

Atali^o  para  la  contribución 
de  haberes,  V.  Contribución. 

Avalizo  do  patente.  -  V.  Pa- 
AVidO 

1.  Cgtíótt.  --  Formal itari^.  ~ 
Improcéd^ria.  -  Plazo .  -  pa- 
tita. -  S&ffuro.  -  Cuando  en  el 
scfruro  contra  incendio  «e con- 
viene que  el  nsemirado  ten- 

fi  la  oblieución  de  dar  aviso 
la  compañía  aaegiiradora  de 
cualquier  otro  neguro  que  en 
adelante  efectúe  el  aseffurado 
sobre  la  misma  com  asegura- 
da, es  aplicable  la  sanción  es- 
tablecida en  el  mismo,  sí  no  se 
dá  cumplimiento  é  dioha  obll- 
6n.  -  Cas.  13  septiembre 
  .....  I.  73 


B 

BIBNKS  lNEHItATt<lABI.KS 

1.  Amrtmlu'h'fí.  -  f'«m;W^nr/«. 
—  Concurso.  -  MiiiuM,  -  Las 
minas  ile  carbón  mmi  Inembar- 
gables. (I)cctrina  citada  en  el 
Fallo). -C.  A.» junio  19M.  II.  1,*» 

BIBNES  Mt'KBLKS 

1,  DonoHita.  -  Surtrtluti  ronyu- 
ffat,-  Tfretriii,  -  Los  bienes 
muebles  atbitiii'idii"  por  la  mu- 
jer aun  á  titulo  gi.iUiito,  du- 
rante el  leatrinioiiio,  foiinan 
pai  te  del  balH-rdc  la  t^ociedad 
conyugal.  l  a  disposición  del 
articulo  17'^6(lel  Ci  di;^!  Civil 
seciin  la  cual  las  iidquisicio- 
nes  hechas  á  titulo  <lc  dona- 
ción se  agietcarán  á  Ioh  bienes 
del  cónyuge  donatario  y  no 
aumentaran  el  haber  so'-ial, 
no  reserva  al  cónyufre  el  do- 
minio, el  cual,  según  el  artícu- 
lo 172.1  núnieni  4."  cori-espon- 
de  á  la  «oi-icdiid  rouyuintl, 
aiendn  el  marido  c<msidemdo 
dueño  de  ellas  durante  el  ma- 
trimonio. -  ('.  A.  U  mayo 
lOM   II.  152 

BIBNBS  NACIOÜALEB 

1.  Acción  pt)¡,Hltir.  -  Cauris  - 
Obra  nutirit.  -  Rio.  -  Ks  prohi- 
bido ( onsti  uír  sin  pcmuso  de 
autOrida<l  obi-a  alguna  sobre 
las  callen,  plazas  y  demás  lu- 
gares do  propiolad  nacional, 
como  lo  son  los  ríos  y  sus  le- 
chos que  la  ley  enumei-a  entre 
los  bienes  nacíonalc»  de  uso 

gúblico;yes  icunlinente  prohi- 
ído  hacer  entHC!ida«,  parcele» 
ú  oti-as  labore»  que  tucr/^n  la 
dirección  de  la**  aguofl,  de  ma- 
nera que  se  derramen  sobre 
el  suelo  ageno:por  consiguien- 
te, aunque  Lis  obro»  c^tie  el 
propietario  riberano  ejecuta 
en  el  cauco  de  un  rio  tengan 

Eor  objeto  la  protección  de  su 
eredad,  debe  obtener  el  per- 
miso reauerido  por  la  ley  y 
ejecutarlas  de  modo  que  no 
dañen  la»  proplefloiíes  de  la 
ribem  opuesta.  -  O.  A.  10 
mayo  1901   IL  136 

2.  La  acción  popular  que  conce- 
do el  articulo  M8  del  Códij^o 
Cüvil  se  refíei*e  á  los  lucres 
de  uso  público  como  calles, 
plazos  y  caminos  y  pai-a  la  se- 
guridad de  lo8  que  tiunsiton 
por  ellos  y  no  es  aplicable  á 
las  obms  que  se  ejecutan  en 
un  rio  por  un  propietario  ribe- 
i-ano.  Mismo  fallo. 

3.  AetOB  th  m^ra  toterancin.  - 
AgvoM.  -  AprfriaeiM.  -  C»»u- 
«'<*«  ftt  /on/fr>.  -  Clantimti- 
nifiad.  -  EjFr.fjMriAn.  -  Obran 
ajHtrentfg.  -  Pogfgiifn.  -  Prm- 
cripci¿n.  -  Prufba.  -  Strri- 
tlumhr*.  -  V^inttti.  -  El  dere- 
cho que  el  articulo  834  del  Có- 
digo Civil  conceíle  al  duofio 
de  una  heredad  para  usar  de 
las  aguas  de  uso  público  que 
corren  naturalmente  por  ella, 
se  limita  s^ún  el  artículo  SSd 
«n  cuanto  el  dueflode  la  here- 
dad inferior  haya  adquirido 


por  prescripción  ú  otro  titulo 
el  derw-ho  de  servirse  de  las 
mimnns  aguas.  La  prescrip- 
ción en  este  caso  será  de  diez 
años  conta'Ios  como  para  ad- 
quirir el  dominio  y  correrá 
desde  que  se  hayan  construi- 
do obras  aparentfs  destina- 
das  6,  facilitar  ó  dirigir  el  des- 
censo de  hiM  aguas  en  la  here- 
dad inferior.  Este  pi  ccopto  es 
aplicable  según  el  aiticulo 
á  las  aguas  qne  corivn  por 
enti-e  dos  heredados.  -  Co».  ^ 
junio  inOS   L 

BIBNFB  HAU-KS 

1.  Atitorizaritiu  Jurliriai.  -  jtfí- 
potfra.  -  /iisrripri'Ui.  -  .Vari- 
lio,  -  Mu¡fr  ramuia.  -  Xutiilnii 
abaoMa.  -  vhjtto  tííiiin.  - 
ProhUfiriúH.  -  Prestando  su 
consentimiento  para  la  hijio- 
tecación  de  hiis  biene»  raices 
la  mujer  casada,  no  es  necesa- 
rio que  concurra  al  Otoi'ga- 
mtciito  del  contrato  hipoteca- 
rio. ~  (.,',  H,  ítO  de  dioienibi-e 
1904   L  ¿Htt- 

2.  Es  nula  do  nulidad  absoluta, 
la  hipoteca  do  una  propiedad 
raíz  <le  la  mujer  ñateada,  aun- 
que exista  autorixación  judi- 
cial otorij^a  con  su  consenti- 
miento, SI  ésta  ha  suspendido 
su  consentimiento  y  exirtia 
una  prohibición  de  gravar,  no- 
tifírada  al  marido  c<m  anterio- 
ridad al  contnito  de  hipoteca. 
Mismo  fallo, 

2.  AvloriuitHón  Juiliríal.  -  Au- 
toriznciiin  marilah  -  Cata- 
fivn.  -  KnaQéHacÜm,  -  Mari- 
do.  -  Mvj^r  eoMatta.  -  Ract- 
chin.  -  La  ensgensuión  de  los 
bienes  raíces  tie  la  mujer,  du- 
rante la  soiaedad  conyugal, 
solamente  puedo  efectuarse 
por  el  marido,  pi-evio  consen- 
timiento de  la  mujer  y  permi- 
so de  la  Josticia  ordinaria.  - 
Cas.  31  marzo  ICOS   I.  3tS 

BOBATEBAfl 

1.  Citactóit,  -  Competencia,  ~ 
Dfcial'yn.  -  Prfijuzffaiitii^to.  - 
Rsctttnmci'rtt,  -—  JifirintHca- 
ción.  -  Ultra  prtUa  -  Hiendo 
la  ubicación  do  imas  borate- 
ra»  la  causa  fundamental  del 
juicio  reivindicatorío  inter- 

?iie8to,  no  es  ditble  aceptar 
negar  la  competencia,  en 
atención  4  que  ellas  se  en- 
cuentren ó  no  dentro  de  la  ju- 
risdicción del  tribunal  reque- 
rido, sin  prejuzgar  Bobi*e  el 
n«:ocio  principal.  Por  tanto 
debe  seguirse  en  este  caso  la 
regla  general  del  domicilio  de 
los  demandados  en  conformi- 
(hid  al  artículo  212  de  la  ley 
I  de  IR  de  octubre  de  187fi;  - 
I     C.  A.  cas.  3  enero  11X15.  .11.  88 

I 

C 

CABIDA 

1.  -  CfímnmUtad.  -  Ihr*^o  rrat. 
-  DesputhU,  ~  Efecto  retroar- 
(Iro.  -  MmiMura.  -  Prfierip- 
ciiln.~Sattírérat.  ~  Y.  Mttuu- 
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9  CARHÓH 

ra».  ~8alUrarat.-0.  A.  13 
ODflro  190S  II.  97 

CAMINO 

!•  Amparo.  -  Posesión.  -  Qmare- 
//«.- Acreditada  con  testigos 

y  con  el  titulo  de  dominio  ins- 
crito, la  posesión  tranquila  y 
no  interrumpida  durante  moM 
de  un  año  de  los  teiTenos  en 

aue  existía  tm  camino  priva- 
o  que  ha  sido  cerrado  por 
unacer<^  da  alambre  por  el 
querellada,  ea  pi-ocedente  la 
aaerolU  de  amparo. -C.  a. 
a)abrillBM....vr.  II.  26 

UIPKLUKÍA 

1.  Dontmenios.  -  Oí-ra  pía.  - 
PartnUtte.  -  Patronato.  - 
Refiresenl'uió».  -  hn  las  cape- 
Uanian  ó  aniversarios  de  mi- 
su  en  que  i«e  llama  al  goce  de 
ellas  á  los  hijos  y  descendien- 
tes de  los  primeros  llamado», 
debiendo  preferir  el  clérigo  si 
lo  hubiera  dentro  de  la  línea 
y  el  giTWlo  y  soguii-se  el  orden 
de  sucesión  de  la  fundación 
en  caso  que  fuem  interrnm- 

£ido  por  osfci  cauKa,  tos  parien- 
18  más  próximos  del  primer 
llamado  tienen  derecho  prefe- 
reiite&  los  parientes  mis  próxi- 
mos del  último  posomlorque 
no  son  sus  drscendientes  legí- 
timos, pues  con  ai  rexlo  &  las 
leyes  5.»  titulo  17,  libro  X  de 
la  K  oTÍsi  ma  Kecopilación, 
que  es  la  40  de  Toro  y  9  del 
mismo  titulo  y  libre  de  la  No- 
vinima  Recopilación,  aunque 
«1  hijo  mayor  muera  en  vida 
del  tenedor  riel  mayoraxgo,  si 
dejare  hijo  ó  nieto  ó  descen- 
diente legitimo,  estos  descen- 
dientea  nel  hijo  mayor  por  bu 
orden  proHeren  aJ  hijo  segun- 
do y  representan  las  presónos 
de  BUS  padree.  -  Cas.  9  mayo  ' 

^  la»  V  331 

3s.  Acción  personal.  -  Casación 
dt  ofieio.  -  Ciiaciin  -  Domi- 
cilia. -  ^ecto  ret'oafiivo,  - 
Emplaiainiittío.  -  ¡nscrificiétt. 
-  Nombre.  -  Nutidoii,  -  Pres- 
cripción. -  ProfisiSm.  -  Prut- 
ba.  ~  Toóla.  -  yisfa.  -  Las  ca- 

Sellanías  constituidas  antes 
B  la  vigencia  del  Código  Ci- 
vil no  requieren  la  inscripción 
en  el  Registro  del  Coní^rva- 
dor  de  Bienos  Raices  de  que 
habla  el  articulo  2lt27,  con 
arreglo  al  iirticulo  V¿  de  la  ley 
de  efecto  retroactivo,  según 
la  cual  están  exceptuadas  las 
leyea  refei-entes  i  mayorax 
gw  y  vinculaciones. -Cas.  13 

abrill905   I.  340 

3.  lA  prueba  do  la  prescripción 
de  la  acción  para  el  cobre  de 
laa  pensiones  capellánicas  in- 
cumbe al  que  la  ^ega.  Hismo 
nulo. 

OARBÚN 

1.  Avalúo.   -  Contiihttción.  - 
Sfinas,- Patente.  -  Rtrlama- 
din.  -  Con  arreglo  al  articulo 
%  de  la  ley  de  22  de  diciem- 
bre do  1881,  las  minas  de  car- 


CAUClÓHDSOnCIO 

bón  están  sujetas  á  la  contri- 
bución de  haberes  y  uó  á  la  de 
patentede  mtr^,  pues  la  frO' 
iriedad  carbonífera,  á  diferen- 
cia de  la  pertt'nencia  de  mina 
metálica,  forma  parte  inte- 
grante del  dominio  del  suelo. 
U.  A.  30  noviembre  i9U3...  II  I. 
2.  Avahie.  -  Contribunón.  -  Mi' 
na^.  -  Patente.  -  Pectamaciát. 
Misma  do[-trina.  -  C.  A.  30 
noviembre  ltJ03.   II.  5 

CASOO 

Lisín  lie  testigos.  -  Minuta.  - 
Plazo.  -  Pnuha.-  Secretario. 
Testigos.  -  Ea  válido  el  cargo 
puesto  por  un  aecretai-io  que 
no  es  oí  de  la  causa  en  una  mi- 
nuta y  lista  do  testigos  presen- 
tadas en  juicio  ordinario  ante 
él,  en  ausencia  del  seor'-tario 
de  la  caivui,  si  dicha  presenta- 
ción ha  tenido  lugar  antes  de 
las  12  de  la  noche  <lel  últi- 
mo día  del  plazo.  -  C.  A.  17 
diciembre  19(U  II.  82 


1.  Arbifmfe.-  Cow/Vteun'it.  -  El 
arbitraje  de  los  comisarios  y 
directorio  del  Club  Hipiro  de 
Santiago,  establecido  por  los 
artículos  10,  l!>,  26  y  21-.' de  su 
reglamento,  es  obligatorio  pa- 
ra ios  dueños  de  caballos  que 
sean  inscritos  para  correr;  y, 
por  io  tanto,  la  justicia  onli- 
naria  no  en  competente  para 
conocer  do  una  demanda  que 
tiene  por  objeto  so  estableica 
que  el  orden  de  llenada  de  los 
caballos  en  una,  carrera  fué 
diverso  del  declarado  por  lo» 
comisarioH  del  Club  ji  que 
deben  pagarse  al  demandante 
el  premio  de  la  carrera,  el  va- 
lor de  iuH  apuestas  mutuas 
correspondiente  y  lo»  perjui- 
cios consigitientOH.  -  C.  A.  12 
octubre  1901   II.  81 

C'AKTA  AVI8D 

De  notifloadón.  -  Y.  /íotiUfo- 
ciin. 

CASAClrtíí  DK  OFICIO 

1.  Acrién  real -Evic(i¿n,-lm- 
proitámeia.  —  Comisión  -Sen 
tcncia.  -  Es  nula  en  au  ixxrtc 
pertinente  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  cuyas  declara- 
cioneti  afectan  los  derechos  de 
ciertos  aci-eedoras  hipoteca- 
rios que  no  han  nido  partes  en 
el  juicio.  -  Cas.  3  septiembre 
IflOl   I.  39 

2,  La  sentencia  que  suspende 
los  efectos  do  un  fallo  de  pri- 
mer» instancia,  en  virtud  de 
la  focultad  dada  á  los  Tribu- 
nales de  Alzada  por  el  articu- 
lo 9*0  del  Código  oo  Procodi- 
mient-o  Civil,  y  hace  cesar  en 
sus  ofoctoeelnlloauspendido, 
importa  un  fallo  de  casación 
contra  el  cual  no  procede  este 
recurso,  pues  segiín  el  articulo 
67  de  la  ley  de  15  de  octubre 
de  1875,  corroeponde  A  las 
Cortes  de  Apelacioneii  conocer 
en  única  instancia  do  los  re- 


GUAOIÓHDR  OFICIO 

cursos  de  fnimrtdn.  —  mí— m. 
faUo, 

3.  Impuesto.  -  Nnliilaá.  -  UUwm 
pttiia.  -  Siendo  la  acción  enta- 
blada en  la  demanda  la  de 
cumplimiento  del  contiatode 
compr.iventa,  conindemnin- 
ción  de  perjuicios  es  nula  a 
sentencia  que  declara  la  nuli- 
dad de  dicho  contrato,  pro- 
nunciándose asi  sobre  un  pan- 
to que  no  ha  sido  contreverti- 
do  por  las  partes  en  el  curw> 
del  juicio.  -  C.  A.  Cas.  18  oc- 
tubre 1904  II.  a 

4.  impuznatiSa.  -  I^eilim  tciím. 
-  Nuli-ia.1.  -  Plazo.  -  Es  deber 
de  los  jueces  de  fondodeclanr. 
con  arreglo  á  derecho,  de  ofi- 
cio, ta  nulidad  abunluta  de  lotf 
actoa  y  contratos  i>ometídon  á 
Hu  examen  cuando  ete  vicio 
M>arece  en  ello»  do  manifiesto. 
No  en  sus-joptible  de  ra-wñón 
en  el  fnndo  el  filio  del  Tribu- 
nal de  Alzada  que  no  d<;clam 
esa  nulidad,  en  el  nuptieítto  de 
que  concurrieran  en  la  escri- 
tura imptignadx  todos  Iw  m- 

Iuisitos  iicces-irins  para  p<ider 
eclarni'la,  sí  ella  nohabna 
influido  en  forma  alguna  sobra 
el  pronunciamiento  de  la  cues- 
tión previa  resuelta  por  el  fa- 
llo reclamado,  la  cual  versa 
sobre  un  punto  extraño  c  in- 
dependiente de  la  v.nlidea  de 
la  escritura  y  ha  po  lidn.  por 
lo  mismo,  dictarse  «in  consi- 
derarión  a  los  defectos  de  que 
aquélla  pueda  ado1e::er.  -C^ 
29 septiembre  190*  I.  m 

.'5.  Liif  Híiació».  -  Ntthdail.  -  No 
faabiéndomhechonier  dona- 
te  el  juicio  ejecutivo  docanMD- 
to»  que  el  demandado  exhilHÓ 
para  quo  se  tuviesen  preaentea 
en  la  segun<la  instancia  y  so- 
bro los  cuales  no  se  oyó  al 
acreedor  en  forma  lejial,  no 

f Hiede  afectir  á  éste  la  r«»o- 
ución  que  d  i  por  firme  la  li- 

Íiiidación  practicada  por  A 
uncionario  deügnado  por  d  ' 
Juez,  en  que  w  abonaron 
al  deudor  dichos  documentos, 
aunque  so  haya  manthuló  te- 
nor poi-  nprebarla  dicha  liqui- 
dación si  no  es  objetada  dea- 
tro  de  cierto  placo  y  haya 
f^'T'íido  uiecutoria  el  decreto 
que  asi  lo  dispone.  -  Delie  ser 
casada  de  oficio  la  sentencia 
que  declara  lo  contrario,  y 
acepta  el  abono  de  dichos  do- 
cumentos, rechaajido  la  obje- 
ción del  acreedor.  -  Cas.  11 
octubre  190*   I.  lU 

6.  Acción  personal.- Citación.— 
Domicilio,  -  Efecto  relroactivm. 
~  Empla',tmitiiio.  -  Intírip- 
ciÓM.  -  Nomhre,  -  NuliJa.t.  ~ 
Prescripción  .  -  Profesión  ,  - 
Ptneba.  -  Tahla.  -  Vista.  - 
Anunciada  con  un  cambio  de 
nombres  la  causa  en  la  tabla 
del  Tribunal  para  verse  on 
apelación,  la  sentencia  que 
dicte,  aunque  uo  se  hava  re- 
damado,  es  nula  por  falta  de 
citación  de  la  parte  cuyo  nom- 
bre ha  aido  altetado  y  eeta 
I     nulidad  puede  aer  declarada 
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CASACION  EN  LA  FilRMA 


de  oñcio. -Cas.  13  de  abril 
1905  1.  34U 

1.  Compulftida.  -  MunMpali- 
dad.  -  Nuliitad.  -  Patmté.  - 
ItMhtnuMeiún. nula  la  sen- 
tencia pronunoiada  por  an 
Ju«z  de  Leti-SB,  i-ecaida  en  tina 
demanda  motivada  por  una  re- 
solución de  una  Municipali- 
dad, pues  el  Juez  ea  incompe- 
tente pora  rever  acuerdos  ó 
resoliicionea  municipales  y  do 
ellos  debe  reclamarse  anté  la 
misma  Muuicip:ilidad  y  sólo 
cuando  ésta  desestima  el  re- 
damo podrA  ac-udirse  ante  la 
respectiva  Corte  de  Apelacio- 
nes. -  Conociendo  en  apela- 
ción, puede  el  Tribunal  de  Al- 
zada invalidar  de  otlcio  esta 
sentencia.  -  O.  A.  28  abril 
1004  II  132 

9.  Apelación.  -  Omisión.  -  Es  nu- 
la la  sentencia  de  la  Corte 
de  ApelacioneD  que  se  pronun- 
cia sobre  una  sentencia  de 

fviraera  in'ttaiicia  divergí  de 
a  que  le  está  sometida  en  gra- 
do de  apelación,  y  esta  nuli- 
dad debe  ¡tor  declarada  de  otl- 
cio. Cas.  27  maiTO  inio  I.  375 

CAdACKW  EN'  Et,  FOXDO 

J>  Aeciín  ejecutiva.  —  ArrenJa- 
miettíú.  -  Costas.  -  MandcOo,  - 
Senttncia.  -  Título  t¡teuiivo,  - 
Debe  anularse  la  sentencia 
interlocutoria  que  haca  impo- 
sible la  continuación  del  jui- 
cio ejecutivo  desconociendo  el 
mérito  ejecutivo  del  titulo  en 
q^uo  se  funda  la  demau<la, 
siendo  que  éste  es  la  primera 
copia  de  una  escritura  de 
arrendamiento  que  da  testi- 
moniodeuna  obligación  liqui- 
da, actualmente  exigible  y  res- 
pecto de  la  cual  no  ha  tras- 
currido el  tiempo  necesario 

Sara  la  prescripción.  -  Falla- 
o;  V.  ÁrrendiimifíVo.  -  Titu- 
lo fjic  al  iro.-CdA.  2  septiem- 
bre 1!KM    I.  04 

2,  ArrtiadamietUo.  -  (loiUrUm- 
eióH.-Moní.  -  MuUa.  -  Rt- 
auerimi^Hto. -"Deho  anularse 
la  sentencia  que,  contii'mando 
la  resolución  de  un  liando,  es- 
tablece que  el  deudor  de  una 
obligación  exigible,  <lesde  el 
momento  en  que  se  la  consti- 
tuye y  no  habiendo  plazo  fija- 
do pai-a  el  p^o,  puede  estar 
en  mora  sin  el  requerimiento 
judicial  necesario. 

Fallado:  Ko  es  hecho  consti- 
tutivo de  mora  el  que  por  sen- 
tencia lie  término  se  declaren 
de  abono  á  una  sucesión  en 
partición,  valores  qiie  deben 
cargarse  determinadamente  & 
algnnos  coparticípes,  pues,  no 
existiendo  plazo  fijado  para  el 
pago  ni  en  dicha  sentencia  ni 
en  convenio  de  loa  interesados, 
tiene  aplicación  la  regla  del 
niímero  3.<*  del  articulo  1561 
del  Código  OítII  que  exige  re- 
querimiento judicial  para 
constituir  en  mora  al  deudor 
y  no  importa  tal  requerimien- 
to el  acuerdo  do  los  copartíci- 
pes de  desigiHU'  un  arbitro  que 
lin  nlterior  recnno  liquide  la 
cantidad  de  cat^i  á  cada  uno 


de  los  herederos  que  han  ex- 
plotado propiechutes  comunes. 
Cas.  26  octubre  1»W  1.  150 

3,  AfrrsciariúH  delog  aiUo».  -  Ce- 
tacWm  ds  pagos.  -  Crédito.  - 
Dntda  rítfil.  -  Quiébra.  -  Sen- 
tertcia  dejinitica.  -Vohe  anu- 
larse la  sentencia  que  declara 
en  quiebra  á  nn  comerciante 
con  el  solo  mcrito  de  un  ci-é- 
dito  hecho  Talor  en  juicio  eje- 
cutivo y  que  proce<le  del 
an-endamieiito  de  un  bien 
raií  (ya  que  éste  no  constituye 
un  acto  de  comercio  do  que 
pueden  nacer  obligaciones 
mercantiles)  y  de  planillas  ó 
cuentas  cornentiw,  pues  é«tas 
no  constituyen  tamprM:o  obli- 
eaciones  coraercinles  no  ha- 
biendo sido  reconocidas  por  el 
deudor  ni  confi-ontadas  con 
BUS  libros. 

Fallailo:  V.  QuMtra,-  Cas. 
12  enero    I.  310 

4.  AutoritariOnJndieiat.  -  Auto- 
rizadin  marital.  -  Bienra  rai- 
ce». -  EnajfHíicifin. '  Marido. 
-  Mu)tr  cusa-la  -  Rfñrisán. - 
Debe  anularse  la  sentencia 

Sin  declara  vAlidala  enajena- 
ón  de  nn  Men  rolz  de  una 
mujer  casada  hecha  con  auto- 
rización iodicial,  si  esta  auto- 
rización na  sido  concedida  sin 
oir  al  marido  y  sin  que  preste 
su  COTI  sen  ti  miento,  no  estando 
por  lo  demás  impedido  pam 
nacerlo. 

Fallado:  V.  Autorización.  - 
Cas.  24  marzo  19l)d   I.  S48 

6.  Abandono  ii^  la  tnstancin. - 
Derecho»  proemile».  -  E/eeto 
retroactivo.  -  Prescripción,— 
Senttrnfíia.  -  Uehe  anulársela 
sentencia  que  deelam  el  aban- 
dono de  la  instancia  por  haber 
cesado  las  partes  en  la  prose- 
cución de  un  juicio  durante 
más  de  tres  años  si  éstos  son 
en  parte  anteriore.s  á  la  vigen- 
cia del  Código  de  Procedi- 
miento Oívil  y  no  ha  trascurrí- 
do  ese  plazo,  creado  por  el, 
con  posterioridad  A  BU  vigen- 
cia. 

Fallado;  V-  Aluiadono  de  la 
inataneia.- Derechos  procsta- 
lw.Cas.39man»  191»....  I.  377 
8.  Acto»  de  m*m  tolerancia. - 
Aguas.  —  ApreciacüSn.  -  BÍ«- 
fUM.  -  Clamlestiuidail.  -  Excep- 
eiM.  -  Ohraaaparents*.  ~  Pose- 
tt^  ~  PrttrriiicíóH.  ~  Prueba, 
-Servídwnfire.--  VertistUs.- 
Debe  anillarse  la  sentencia 
que  desecha  la  excepción  de 
prescripción  alegada  por  los 
aomantWlos,  dueños  ue  pre- 
dios inferiores  ^  fundada  en 
que  han  adquirido  el  derecho 
a  sei*virife  de  ciertas  aguas  por 
haber  construido  obras  apa- 
rentes destinadas  a  facilitar  ó 
dirígijr  el  descenso  de  esas 
aguas  á  sus  heredades,  y  haber 
hü  gozado  en  esta  forma  du- 
ranteel  tiempo  que  la  ley  pres- 
cribe, si  el  rechazo  de  esta  pres- 
cripción se  funda  en  que  di- 
chas obras  se  encuentran  fue- 
ra del  fundo  superior. 
Fallado:  V.  Aguaa.  -  Ottrat 

iSOB   L  382 

7.  Deba  anularse  la  smtenda 


que  estima  aue  el  uso  y  goce 
que  se  liace  oe  las  aguas  por 
el  propietario  ribemno  infe- 
rior de  un  cauce  natural  es  un 
acto  (le  mera  tolerancia  de 

rki*te  del  propietario  superior, 
pesar  de  haljer  obras  apa- 
rentes destinadas  al  aprove- 
chamiento de  esas  aguns. 

Fallado:  V,  Atdm  de  m^ra 
toleraticitt.  -  Aguat  -  Mismo 
fallo. 

8.  Hipoteca.  -  Inxcripción.  -  Ley, 
Svlidad  absoluta .- I'osfsián. 
-  Jiei/intro.  -  Tercería. -Debe 
anularse  la  sentencia  que  nie- 
ga el  alzamitíuto  de  un  embar- 
go trabado  sobre  una  hijuela 
adjudicada  en  partición,  fun- 
dada implícitamente  en  que 
es  válida  la  hip  teca  que  un 
herwli'ro  constituyo  si^bre  la 
hijuela  lue  se  le  ailiudicó  en 
la  parti<;¡6n  <Ie  la  nei*encia, 
como  cuci'uo  cierto,  sin  haber- 
se obtenido  previamente  la 
posesión  efectiva  de  la  heren- 
cia, niefectuado  pir  lo  mismo 
las  inscripciones  generales  y 
especiales  de  que  ti-ata  el  ar- 
ticido (tKM del  Código  Civil. 

Fallado:  V.  Inseriprión,- 
PoteslM  efeidira.  -  Cas.  12  ma- 
yo 1903    L  3ns 

CASACIÓN  EN  LA  FOE»A 

l.Auto.  -  Citacijn,  -  Desarchi- 
vo. -  Ejcptiditrtile,  -  Not^ica- 
ción,  -  Es  nula  la  sentcnda 
pronunciada  on  una  causa  en 
qtic  no  se  ha  notificado  en 
foma  ¡ilguna  á  las  p.irtcs  el 
auto  de  prueba  y  en  que  tam- 
poco Ku  na  iiotíncado  en  for 
ma  letp.1  el  deoroto  que  ordenó 
citar  a  los  paites  para  senten- 
cia. 

Fallado:  V.  Citación.  -  Natijt- 
alción,  -  C.  A.  Cas.  16  abiil 
im  II.  SS 

2.  Partes. -  E»  nula  la  senten- 
cia que  ha  omitido  la  designa- 
ción precisa  de  las  partes  liti- 
gantes, oiileiiotla  por  el  nú- 
mero 1."  del  articulo  19.1  del 
Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil. -  O.  A.  Cas.  -¿2  julio 
1904   IL  38 

3.  Emptazamienlo.  -  IfoUfiea- 
eión.  -  Fis  nula  la  sentencia 
pronunciada  en  un  juicio  en 
que  la  dcra<inda  no  ha  sido  le- 
galmente notiñcada,  pues  se 
practicó  dicha  notificación  por 
avisos, habiendo  el  dcmandan- 
to  indicado  en  la  demanda  el 
domicilio  del  demandado  y 
siendo  conocida  la  residencia 
de  éste.  -  C.  A.  Cas.  2*}  sep- 
tiembi-el904  II.  53 

4.  Arbitrador.  -  CUaeiónd4ipar- 
t».-CUaeiiÍH  para  tmtfñcia. 
-Dot!ummto$.-  P»rjuiiAof.~ 
Procedencia.  -  Resolución.  - 
Senlenria.  -  Bs  nula  lasenton- 
ciik  dictada  en  un  juicio  de 
miqror  cuantía  seguido  ante 
arbitrador,  en  que  se  agrwa- 
ron  documentos  presentados 
por  una  porte  sin  citación  de 
la  contraría,  síemio  que  el 
Jiies  tomó  estos  documentos 
espectalmonte  en  onenta  en 
uno  de  los  comiderandoa  de 
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CBSACIOH  DE  PA&Q6 


m  foUo,  después  de  haber  he- 
dio  meneiúD  de  ellüsen  la  psir- 
te  expoeitiva  del  minno. 

Fallado:  V.  Docutwmlot.  -  O.  A. 
Üaa.  22  diciembre  1904. ...II.  111 

6.  Admtniatrador,  -  Firma.  - 
ItutrunurUo  privado.  -  Paga- 
ré.  -  Prneripeión.  -  Presun- 
ción. -  Prtuba.  -  Salario».  - 
E«  nula  la  sentencia  del  Tri- 
bonal  de  Alsatbk  que  acepta  la 
excepción  de  prescrijKión 
opuesta  ante  él  por  pnmera 
Tes  y  al  hacerlo  modinra  bus- 
tancialmente  el  fallo  de  pri- 
mera itutancia  y  que  sin  em- 
borgo  no  reproduce,  ni  siquie- 
ra se  n^ei<e  á  üs  peticiones 
fomaladaa  en  eiaprimera 
instancia.  -  Cas.  21  dtcieiD- 
br»  1904  1.  228 

C  jCrfjttfuMraaor.  jiorvueíof.  - 
Ap^laetán.  ~  Arrendamiento. 
—  CompeUnria.-Juritdierión. 
Sociádad  roltfiica.  -  Üorio  in- 
duMtrtat.  -  Es  nula  por  haber 
■Ido  pronunciada  con  mani- 
fiesta Incompetencia  y  resol- 
ver sobre  un  punto  no  8ometi> 
do  á  sa  lui^miento,  la  sen- 
tencia del  'J  ribunal  de  Alwda 

Sue  roodiflca  la  de  primeift 
Htanda  y  doolara  que  et  de- 
mandado debió  pagar  al  do- 
mandante  una  remuneración 
por  sus  servicios,  habiendo 
«teclaiado  la  Bcntetuña  de  cri- 
nera instancia  que  había 
existido  entre  el  demandante 
7  el  demandado  una  sociedad 
colectiva  civil  que  mandaba 
liquidar  reconociendo  á  aquél 
el  derecho  al  'Mol'  de  las  utill- 
dadea,  si  las  hubiese  y  habien- 
do apelado  de  esta  sentencia 
sólo  el  demandado  <^uien  al 
expresar  onuvíos  pidió  se  re- 
vocase T  se  le  abeolviera  de  la 
demanda,  mientras  el  deman- 
dante solicitó  lisa  y  llanamen- 
te  la  couflrmoción  del  fallo.  - 

Oae.a«marxolR05  1.  318 

7.  Oon^Mt0tuia.  -  Coneuno,  - 
i^uiMtra.  -  Jiscusactón.  -  Sén- 
téncia  iniéríonttoria.  -  Es  nu- 
la,  por  carecer  el  Juez  do  com- 
petencia, la  sentencia  dictada 
en  un  iutcio  de  terceriaj  es- 
tando u  demandado  declara- 
do en  Quiebm  y  habiendo  sido 
recusado  el  Jnei  para  conocer 
en  ese  juicio  de  quiebra,  pues 
el  Juez  recusado  para  conocer 
en  un  juicio  de  esta  naturale- 
»  es  Incompetente  para  eono- 
en  todoe  y  cada  ano  de  los 
jniciM  que  se  acumulan  al 
ooncuno.  -  O.  A.  Cas.  6  abril 
1904  II.  160 

&  Contidtrandot.  -  Omisión.  - 
Semtaneia.  -  Es  nula  la  senten- 
cia de  segunda  instancia  que 
al  oontirmar  la  de  primera 
elimina  los  fundamentos  de 
Iweho  y  de  derecho  en  que  se 
fonda  una  de  las  resolucio- 
Dee  apeladas,  sin  consignar 
otros  en  su  reemplaio.  -  Cas. 
19  mayo  190G.  I.  88» 

i.  Coadyuvaníé.  ~  ContÍd«ran' 
do*.  -  Dtnuncia.  -  SaUtrsrat. 
—StñtÉmeia,  >  Ei  nnla  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia 
qnemodlflea  la  da  primera  y 
nooondgna  las  oonsidemoio- 


nes  de  hecho  y  de  derecho  y  las 
leyes  ó  principios  de  equidad 
en  que  ba»  ta  fallo  contrario 
al  de  primera  instancia.  -  Gas. 

26mayoig05  1.  404 

10,  Oitaciifn.  -  Dalégado.  -  Em- 
phtxainÍ4fnio.  -  ExpraMn  d» 
agravioa.  -  Mandato.  -  Subd*- 
Uigatario.  -  Es  nula  Ift  lenten- 
da  de  segunda  instancia  i»^ 
nunclada  sin  que  una  parte 
haya  sido  legalmente  empUua- 
da  y  sin  que  haya  expñsado 
agravios  ni  hi^  ñdo  legal- 
mente citada  para  sentencia, 
debido  A  que  el  procurador 
nombnulo  no  representaba  vá- 
lidamente á  su  parte  por  de- 
fecto en  BU  mandato.  Cas.  21 
juniolMñ  I.  420 

11-  CiUtción,  -  2M0gndo.-  Em- 
plniamimlo.  -  Krprtaldm  d» 
agraiHot.-  Mamlato.-  Sub- 
dél«íiaUirio.  -  Misma  doctri- 
na. Cas.  21  junio  1005  1.  421 

12.  EmptatamitnUh  -  Juicio  vtr- 
bal.  -  Et  nula  la  sentencia 
que  condena  A  una  peieona 
que  figura  en  una  calidad  dis- 
tinta de  aquella  en  que  es 
condenada  A  pagar  la  suma 
demandada,  iln  previo  emola- 
ainiento.-0-  A.  Oaa.  Ifiu-  _ 
nio  1904  fl.  188 

CABO  TOETUITO 

1.  CtUiia.  -  I>aüo.  -  Dolo.  -  In- 
dtnnniiación,  -  Perjuicios.  - 
Prusba.  -  Tachas. -^Tettif/os. 
-Debe  estimarse  como  caso 
fortuito  la  caída  i  un  rio  de  un 
tren,  causada  por  la  destnte- 
dón  de  un  puente,  siempre  que 
se  pruebe  que  la  Empraea  del 
Fmmoarril  nsó  en  el  cuidado 
eepedaldelpoente,  la  vigUan- 
cia  debida.  -  O.  S.  29  agosto 
1904   1.  46 

Oaüií.-V:.  Jito. 

CArU  ILÍCITA 

1.  Aprtieiafííén  d«  lo»  h«eho».  - 
Lidia».  -  Ifuttdad.  -  mjeto  üi- 
ato.- Prueba»,'  Toro».  -  No 
tiene  causa  y  objeto  ilídto 
sino  sólo  objeto  ilicito  el  con- 
trato que  tiene  por  objeto 
obligarse  uno  de  loe  contra- 
tantes á  lidiar  t  ros,  pues  las 
lidias  de  toros  estAn  prohibi- 
das por  la  ley  lio  10  fio  "ep- 
tiembre  de  1823;  y  es  por  lo 
tanto,  nulo  de  nulidad  abso* 
luta.  -  Cas.  28  diciembra 
11104   L  221 

Causal  ds  oasACiAir,  -  T. 
Jmpromdtiieto. 

1.  Apr»etaetá»  d»  lo»  h»eho».~ 
Improetdonekí.  -  Pru^- 
T»TV»ría  -  Xas  oaosales  alega- 
das después  de  interpaesto  el 
recurso  de  oasadón.  no  se  to- 
man en  ooBsideraaón;  y  la 
sentencia  sólo  puede  recaer 
sobre  las  alegadas  en  tiempo 
y  fdrma  y  oon  especlfloadon 
de  la  ley  Infringida. -Oaa.  34 
noviembre  1884   I.  OS 

2.  l>olo,-PMaa.-Pnaar^>eUm, 
-Stiumaía.-  S»gnro,~Suiet- 
dio. -El  reouno  de  oasadón 


en  el  fondo  no  puede  exteodo^ 
se  á  puntos  extraños  del  deba- 
te, A  caiisalss  nuevos,  porque 
estos  recursos  son  dederawo 
estricto  y  sólo  tienen  por  ob- 
jeto mantener  la  correcta  apli- 
cadÓQ  de  las  leyes  que  inflo- 

Í'en  de  un  modo  sustancial  en 
a  dispositivo  de  las  sentm- 
das  en  armonía,  por  lo  tanto, 
ooD  loe  antecedentes  del  pld- 
to,  sometido  por  las  partee  A 
la  apredadón  de  los  jneoes 
déla  «aosa;  pues, de  no  ser 
asi,  el  Tribunal  de  Casación 
quedaría  oonstituído  en  een- 
tenciador  de  única  instanda 
respecto  de  materias  no  con- 
trovertidas, lo  cual  es  contra- 
rio A  los  prinripíos  generales 
del  derecho,  A  los  fines  de  la 
casación,  y  especiabDente  A  lo 
prescrito  por  los  artiealos 

vn.m.my  m dei código 

de  Procedimiento  Civil.  -  Cas. 

'  U  BSqitiembre  19M  L  20» 

3.  Apn^taetím  dP  lo»  iUekoM.  - 
Concubina.  -  Criado  domtésti- 
co.— Presrripciám.  -  Ssrvfeto. 
-  El  recurso  de  casadón  en  d 
fondo  no  poede  extenderse  A 
causales  que  no  fueron  dedu- 
cidas en  «  escrito  an  que  se 
formalitó.  -  Cas.  16  dicMubn 
1904  L2IT 

CBETinOACIÓir 

1.  CHaet^  para  »«nt»»eÍa.~'L», 
agregadón  de  una  certifica- 
don  pedida  por  el  Juez  des- 
iMiés  do  la  dtación  para  sen- 
tencia, en  uso  de  la  facultad 
dismdonal  que  le  otorga  el 
nümeral.**  del  articulo  loBdel 
Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil y  oon  conocimiento  ó  notí- 
ficadón  de  la*  partes,  no  im- 
porta una  diliéencia  proba- 
toiú  de  aquellas  A  que  se  re- 
fiere oí  número  «V  deiarticulo 
90S  y  para  la  cual  sea  necesa- 
ria la  citación.  -C.  A.  23  abril 
1904   IL  10» 

cBdAOióN  DR  raaos 

1.  Qiibbm-La  quiebra  es  si 
estado  del  comerciante  que 
oesa  en  el  pago  de  sus  obliga- 
dones  mercantiles;  y  por  le 
tüito,  no  se  atiende  A  la  in> 
Bolvenda  del  deudor  ó  sea  A 
la  situación  en  que  et  activo 
sea  momentáneamente  menor 
que  d  pasivo,  sino  al  hecho 
podtivo  de  deiar  de  pagar 
una  deuda  oWnerdal  exigible. 
-O.  A.  18 mayo  1904        II.  104 

2.  Un  acreedor  puede  pedir  la 
declaración  de  quiebra,  aun 
cuando  sn  crédito  no  sea  exi- 
gible, siempre  que  indique  es- 
pedficamente  las  circuns- 
tancias constitutivas  de  la  «e- 
sadón  de  pagos.  —  Mismo 
faUo. 

3.  AprnciaciM.  -  Casación.  - 
Oréátto,-D»udo  cieiL-Qui»- 
bra.  -  SsnUncia  -  Para  que 
proceda  legalmente  la  dedaia- 
dón  de  la  quiebra  se  requiere 
que  el  fallido  sea  comerdante 
que  hiura  oe»do  en  el  pago  de 
sos  oUiiuiones  y  qne  éstas 


Digitized  by 


Google 


CHEQDB 

«wan  mei-cantilea.  -  Cas,  12 
«aero  19Ü6   I.  SIO 


1.  AvUo,  ••  FormatixadM.  -  /m-« 
trroe*<lmeÍa.  -  Plazo.  -  PÜixa, 

—  S«guro,  -  El  traapuo  ó  ce- 
sión de  la  polia  de  un  wguro 
oontra  inoendiM,  no  importa 
ana  nutación  de  la  penona 
ascoarada  lino  una  garantía 
dada  por  ésta  á  su  acreedor. 

-  Cas.  ISsepticmbrelOM...!.  78 

2.  AprtcÍ4íci6n.  ~  ArrendamUn- 
to.-  Nulidad.  ~  Posetiún.  - 
PrtMcripcián.  -  Vtmta.  —  Loe 
herederoidel  arrendador  care- 
cen de  acción  paia  demandar 
I&  nulidad  del  contrato  que  el 
arrendatario  celebre  con  un 
terceto  y  en  que  le  cede  todoa 
8DB  dei-echci  á  la  coca  arrenda- 
da; pero  CKtando  reconocido  el 
dominio  de  aquéllos  álos  teñe- 
nos  objeto  del  contrato  tienen 
expedito,  á  pesar  del  fallo  que 
niega  lugar  ¿  la  nulidad  y  ad- 
mito la  pretciipción  de  la  ac- 
ción en  el  lupueeto  de  existir, 
el  derecho  de  drducir  laa  ac- 
vienes  que  pudieran  corres- 

Knderles  paia  i-eclamar,  to- 
B  todo  después  de  la  muerte 
del  arrendatario  oedeote,  sea 
de  la  sucesión  de  éste,  sea  del 
cesionario  ó  sub-arrenda^río 
la  rettituoión,  con  los  Irntos 
ó  rentas  inaolutai,  de  los  te- 
rrenos que  les  peitenecen.  - 
Cas.  20 octubre  lt04  1.  167 

3.  Auíorizaciénjuditiat.  -  Btpo- 
Uea.-  Uyisr  tatada.  ~Jtuli- 
dad,  -  La  cestón  de  un  crédito 
proveniente  de  un  contrato  de 
mutuo,  faecba  por  el  acreedor 
aun  tercero  y  notificado  al 
mando,  no  puede  tampoco 
afectar  á  la  mujer  i  quien  no 
se  ha  notificada  por  estar  pro- 
hibido al  marido  ejecutar  ta- 
lesactos.-CanUenerolMSI.  320 

4.  Dtréchot  litigiotot,  -  Lo  que 
constituye,  la  esencia  del  con- 
trato  de  cesión  de  -derechos 
litigiosos  es  que  el  objeto  di- 
recto de  la  cesión  sea  el  even- 
to incierto  de  una  litis  de  que 
no  se  hace  responsable  el  ce- 
dente.  -  C  A.  üfimayo  19C4 IL  180 

&  Terminado  un  juicio  ejecuti- 
vo por  sentencia  firme  que  de- 
secha las  excepciones  opuestas 
y  entro  ellas  la  de  pago  de  la 
deuda,  y  mandallevar  adelan- 
te la  ejecución,  no  existe  ya 
derecho  litigioso,  y  la  cesión 
del  crédito  necha  con  pMte- 
rioridad  á  dicha  Fentencia,  no 

Sede  estimarse  como  cesión 
derechos  litigioKM.  -  Mis- 
mo talla 

CBBQVK 

1.  Doeumtnío.  -  SndoMO.  ~  Bl 
cheque  que  ee  gira  eontm  un 
Banco  importa  un  mandato  de 
pago  que  puede  tener  por  cau- 
la una  obligación  existente  á 
&vor  de  la  penona  á  enyo 
non  bre  se  extiende  ó  ana  lim- 
pie comisión  de  cobmnsa  que 
se  le  da  á  Ja  misma  persona, 
doUe  sei-vicio  que  el  cheque 


CITACIÓHPARÍ8KHTKRCU 

está  llamado  &  prestar.  -  O,  A. 

SmajfoiaH  11.  SO 

2.  No  siendo  el  cheque  un  docu- 
mento á  la  orden,  no  es  trans- 
ferible  por  la  via  del  endoso, 
pues  la  costumbre  no  puede 
tomarse  en  cuenta  desow  que 
no  suplirla  en  este  caso  el  si- 
lencio de  la  ley,  ya  que  éstaes 
explícita  en  negar  lugar  al 
enaoio  en  documento  qae  no 
wa  i  la  orden.  -  Mismo  fallo. 

Citación  i  reconocer  denda,  - 
V.IhMda. 

CrtAtaóv  de  deudor  y  acreedor 
A  verificar  i;rédito«. 

AprteiadM.  -  Concuño.  -  Cré- 
dito.- Xnriíura.-  Bipoteeu. 
Jtoraeiin,  -  Plato.  -  Sindico. 
-Ia  recia  maciónqueimpugna 
los  créditos  verificados,  lun- 
dada  en  que  no  se  citó  al  deu- 
dor y  á  otros  acreedores,  no  es 
atendible  si  el  recurrente  no 
obró  como  lepresentante  de 
esas  personas  nutoriiadasMia 
reclamar  á  eu  nombi*e.  ~ Cas, 
IS  noviembre  IDM.  I.  Z17 

CITACIÓN  DB  PIRIE 

Acción  ptrtomal.  -  Capéllania.  — 
CatacioH,  -  Oomimio.  -  íi/ec- 
to  retroactivo.— £niplazami0n- 
io.-J«KripeÍi}n,  -  Hombre.- 
SuUdad.  -  Prticripci^n.  - 
Fr<tfe»iún.~  PrvttM.-  Tubta. 
Vijita,  ~  Anunciada  con  un 
cambio  de  nombres  la  causa  en 
la  tabla  d^l  Tribunal  para  ver- 
se en  apelación,  la  sentencia 
que  dicte,  aunque  no  se  haya 
reclamado,  es  nula  por  faltade 
citación  de  la  parte  cuyo  nom- 
bre ha  sido  altnado  y  la  sea* 
tenda  puede  i^  invalidada  de 
oflclo.-Oa8. 18 abril  1905...I.  340 


CITACIÓN  PARA  tBKTBKOlA 

1.  Auto  de  prutba.  -  Caiaci^n.  - 
Desarchivo.  -Expedienté.  ~ 
Notificación.  ~G».r9Ge  de  mé- 
rito legal  el  decreto  que  cita 
i  las  partes  para  sentencia  si 
BU  notificación  no  se  hace  en 
la  forma  establecida  por  la  ley 
y  este  defecto  vicia  de  nulidad 
el  Mío  que  se  pronuncia, -C. 

A.  Cas.  16  abril  100*          II.  23 

2.  Boratfrraa.  -  Comptítneia .  - 
DtciMíón.-  Prepagamimto,  ~ 
Reivindicación.  -  ültra-petíta. 
~  Es  improcedente  el  recurso 
de  casación  interpuesto  por  no 
haberse  hecho  en  forma  le^ 
la  citarión  para  sentencia  si  de 
las  actnaaonea  del  proceso 
consta  qoe  el  recurrente  tenia 
conocimiento  mis  de  tres  me- 
ses anteado  que  se  pronuncia- 
ra la  sentenott  ád  decreto  que 
idtaba  i  las  partea  para  oiila  jr 
no  haUa  reclamado  de  él  en 
tiempo  oportuno,  ya  por  su 
forma,  ya  por  incompetencia^ 
ya  por  falta  de  jorisaicción  o 
por  cualquier  otro  motivo.  - 

C.  A.  cía.  3 enero  1905....  II.  88 

3.  CtrtíñeaeiM.  -  La  agrención 
de  una  certificación  pedida  por 
d  Juea  después  de  la  dtaoión 
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nara  sentencia,  en  uso  de  la 
facultad  discréoional  que  le 
otorga  el  número  l."  del  ar- 
ticulo 166  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  y  con  cono- 
cimiento ó  notíncaelón  délas 
partes,  no  importa  una  diU- 

rncia  probatoria  de  aquellas 
Que  se  refiere  el  nómero  6." 
del  articulo  906,  y  para  la  cual 
sea  necesaria  la  citación. -C. 

A.S3abrU  IMM  U.  10» 

4.  Arbiírador.  -  Cataetón.  -  Do- 
cumentos. -  PerjuicioM.  -  Pro- 
eedencia,  -  Bttolucien.  -  Sen- 
tencia.-La,  citación  para  oir 
sentencia  definitiva  no  es  un 
tiimite  esencial  on  juicio  de 
mayor  cuanUa  seguido  ante 
arlntradores.  -  C.  A,  cas.  22 

diciembre  1901  II.  lU 

6.  Corporación.  -  Impltrancta.  - 
Periontria.  -  Stctamacián.  - 
Smtmeia.  -  Babiéndoee  d  e- 
mandado  i  todos  los  directo- 
res de  una  corporación,  d  uno 
solo  de  ellos  interpone  nn  ar- 
ticulo de  incontestación  i  la 
demanda,  no  es  necesario  para 
BU  fallo  notificar  á  los  demás 
el  auto  de  prueba  y  citación 
paia  sentencia. -Apel.  y  Cas. 
»abrílyl6ma7o1,flQ6....  1.392 

6.  £mpla2amiénto.~fmpToré- 
dencia.  -  Notifiractón.  -  Jttda- 
mación.  -  Aenteneia.  -  La  noti- 
ficación del  decreto  de  "au- 
tos" importa  la  citación  para 
sentencia  en  segunda  instan- 
cia con  arreglo  a  loa  artículos 
fi3  y  446  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil.  -Cae.  19  octu- 
bn9l904  «  I.  66 

7.  Casaeítin,  -  iMlegado.  -  An- 
pUitatniimto.  -  XxprtMn  de 
ttífravio».  -  Mandato.  -  Omi- 
tión.  -  Subd^gatario.  -  La  ci- 
tación para  sentencia  hecha  á 
procnrador  que  no  reiuvesta- 
iia  vAlidamente  i  so  mandante 
por  defecto  en  su  mandato,  es 
nula,  y  nula  la  sentencia  dic- 
tada con  omisión  de  esetrimi- 

te.  -  Cas.  21  junio  1906. . . .  I.  4S0 

8.  Cataeitin.  -  Delegado.  -  Em- 
plainntiénto.  -  Expresión  de 
agravios.  -  Mandato. —  Subde- 
legatario.  -  Minna  doctrina.  - 
Oas>21JnnÍol90B  L  421 


0LAHDI8TI1IIIUD 


Actos  de  mera  tolerancia,— 
Aguas.  -  Apreeiadán.  - 
nes.- GuaeUm.- Exucción, - 
Obras  aparentes.  -Peiesíón.  - 
Prsscripcián.  -  Prueba.  -Ser- 
vidumbre. -  Vertiente.  -  V.  Po- 
eesiM.-0»9.  2*  Junio  1906..  I.  382 

OlAdSDLA  nSTAlIKlfTARU.  - 
V.  nitamento. 


COADTÜVAITTI 

Cataci/hi  en  la/orma.  -  Conside- 
randos. -  Denuncia.  -  Salitre- 
ras. -  Sentencia.  -  El  denun- 
ciante de  salitreras  como  bie- 
nes fiscales  tiene  derecho  Aser 
eonsideiado  parte  ooa^avan- 
teen  el  juicio. -Cas.  26  mayo 
1906.  I.40Í 
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1.  Endoao.  -Pagaré.  -  Ptmona- 
litl til.  ■- Titulo, -VI  endoso 
por  "valor  recibido"  importa 
unfl  simple  comÍBÍón  da  oa- 
branza  que   no  ti'aiirtfiere  la 

Sropiedai)  del  pajeare  cndosa- 
0.  -C.  A.  30  jimio  1904.  II.  155 
2<  Fitro,  ~  fliislox  piiiiliros.  ~-  In- 
Pérti¿n.  -  Mantiato,  -  Prmi- 
dentf  1(1  R^p'ibUca.  -  Prué- 
ba.  -  No  viola  sino  (^iie  aplica 
debidamente  los  ai-ticiiloA  28, 
Ií.'4.".  73,  N.»  12  y  146  de  la 
Coiistitu<:ión,  la  sentencia  que 
rechaza  la  demanda  sobre  pa- 
go de  un  lionomno  por  serri- 
cios  pi-eHtndo!)  en  virtud  de 
una  comisión  conferida  por  el 
Presidente  de  la  RepÚDlira, 
sin  estar  autorinulo  por  la  ley 
el  Basto  que  ella  demande.  - 
Cu.  27  junio  IWS  I.  371 

1.  Com-dor  dñ  enmúrelo.  -Rtg- 
pontabilidad.  -  Una  persona 
que  no  e»  corredor  pública  non 
nombramiento  de  autoridad 
competente,  puede  contmtar 
váliaamente  como  comisionis- 
ta con  nrrefflo  al  articulo  HO 
del  Código  de  Comercio.  - 

Cas.  21  m-vrzo  1005  I.  345 

.  El  coniiiiioninta  para  vender 
al  contado  no  puede  celebrar 
el  contrato  de  venta  &  los  pla- 
Mwde  usO'Keneral  en  plaza;  y 
si  se  cree  antoritado  tácita  ó 
expresamente  para  ello^  debe 
vender  á  permna  notoriamen- 
te solvente.  -  Mismo  fallo. 

3.  El  comisionista  que  obra  en 
nombre  propio  es  responiatils 
riel  cumplimiento  del  contrato, 
salvo  que  declai-e  más  tarde 
por  cuenta  ríe  quien  celebra  el 
contrato  ó  pruebe  que  su  co- 
mitente se  ha  entendido  di- 
reetemente  con  el  comprador. 
-Mismo  fallo. 

4.  El  comisionista  debe  rendir 
cuenta  de  su  arlministmción 
inmediatamente  y  reintegrar 
al  comitente  et  saldo  <le  pre- 
cio, siendo  responsable  ríe  sa 
n^ligencia.  -Mismo  fallo. 

CJOHPARKUBNCIA.  -  V.  Emplaza- 

COMFETBXCU 

1.  OfteialM  de  Ejercito,  -  Snfldo. 
-Es  competente  la  justicia 
ordinaria  para  conocer  de  una 
demanda  nue  tiene  por  objeto 
exiiifir  del  Fisco  una  rlif  ei-encia 
fie  sueldos  coiTespondiente  a 
una  fecha  anterior  é  indepen- 
diente de  la  pjnsión  de  retiro 
acordada  por  el  Presidente  de 
la  República  con  posterioi-i- 
dad,  en  virtud  de  la  atribu- 
ción especial  que  le  acuerda  el 
númeroll  del  articulo  7Hde1a 
Gonstiturión  Política  déla 
República  para  conceder  jnbi- 
laoiones,  retiros,  licencias  y 

ree  de  montopios  con  arreglo 
las  loyes.  -  C.  S.  18  abril 
1904....:  I.  2 


2.  Improcédencia.  -  Multa.  -  Sm- 
ténda.  -  Aunque  no  se  haya 
apelado  de  la  resolución  de  la 
Co?te  de  Apelaciones  que  al 
declarar  inadmisible  el  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  ha- 
bla aplicado  al  Fisco  sólo  la 
cuarta  parte  de  la  multa,  la 
Corte  Suprema  es  competente 

{;ar&  rever  esta  resolnción.  - 
7.  S.  11  agosto  190A  I.  13 

3.  Cfítía».  -  Es  competente  pora 
conocer  en  la  ejecución  sobre 

Sigo  de  coatas  en  que  es  con- 
enado  uno  de  los  liticgntes, ' 
con  arreglo  al  articulo  del 
Código  de  Procedimiento  Cí- 
vil,  el  Juez  que  counce  en  el 
juicio. -C.  A.  19  abril  1904.  II.  ^ 

3.  Arlñírajf.  -  Carrtra.  -  La  jus- 
ticia ordinaria  no  es  compe- 
tente para  conocer  de  una  de- 
manda que  tiene  por  objeto  se 
establezca  que  el  oi*deu  de  lie- 
gada  de  los  caballos  en  una 
cari-cm  fué  diverso  del  decla- 
rado por  los  comisarios  del 
club  y  que  deben  pigarae  al 
demandante  el  premio  de  la 
carrera,  el  valot  de  las  apues- 
tas mutuas  correeponiliente  y 
los  perjuicios  consiguientes. 
Para  solucionar  estos  conflic- 
tos es  obligatorio  paralosdue- 
ños  de  caballoit  que  sean  ins- 
critos :para  con-er,  el  arbiti-a- 
je  de  los  coraÍ!<ario9  y  dÍr*K^- 
rio  del  Club  Hípico  de  San- 
tiago, establecido  por  los  nr- 
ticuloj  lU,  10.  26  y  212  del  Ro- 

f lamento.  -  C.  A.  12  octubre 
904...  11.  81 

4.  Boradfrat.  -  Citación.  -  Dtiei- 
Mm.  -Prfjuzg  imipnto.  -  Sei- 
ríudicaeijn.  -  Ultra- putüa.  - 
Siendo  la  ubicación  dp  unai 
horate)-aa  la  causa  fundamen- 
tal del  juicio  reivindicatoiío 
interpoeóto,  no  es  dable  acep- 
tar ó  negar  la  competencia,  en 
atención  á  que  ellas  se  encuen- 
tren ó  nó  dentro  de  la  juris- 
dicción del  tribunal  requeri- 
do, sin  prejuígLir  sobre  el  ne- 
gocio principal.  Por  tanto,  de- 
be fl^uii-se  en  este  caso  la  i'O- 

f;la  Lfencral  del  domicilio  de 
08  dcrnanrlados  eii  contormí- 
midad  al  articulo  312  do  la  ley 
do  15  de  octubre  de  1875.  - 
C.A.  cía.  3onei-ol»05....  II.  88 
8.  Acrián  popular.  -  AcufritoK 
mu n  ieipat^K.-R^Hpnnsahi- 
Uilad,  —  Ija  acción  que  la  ley  de 
22  de  diciembre  de  1891  confi- 
rió á  la  Corte  Suprema  contra 
laa  resoluciones  ileírales  de  las 
municipalidades,  es  hoy  de  la 
competencia  de  los  Cortea  rio 
ApelacioneH  con  arreglo  á  la 
ley  de  2S  de  agosto  de  1902,  y 
es  paro  el  «olo  efecto  de  esta- 
blecer en  sentido  general  la 
validez  ó  nulidad  de  los  acuer- 
dos municipales  ynó  paia pro- 
nuncíame en  única  instancia 
sobre  la  responsabilida*!  que 
pudiera  deducirse  de  los  mis- 
mos acuenloB  para  loa  muníci- 
paleaque  los  acordaron, -O. 

A.  13  junio  1004  II.  106 

6,  Don^ili:  -  tmproüfdpaeta.  - 
MmteiJn  d»  ley.  -  SoHtidad  cO' 
hctipa.  —  Solidariflad.  -  De- 
mandándose el  pago  de  una 
deuda  social,  aun  después  de 


disuelta  la  sociedad,  es  com- 
petente para  conocer  del  jui- 
cio el  Juez  del  domicilio  dé  la 
sociedad,  aunque  el  socio  de- 
mandado tenga  su  domicilio 
en  otro  lugar.  -  Cas.  23  no- 
viembre 1901  L  212 

7.  La  incompetencia  del  Juez  só- 
lo dá  mérito  para  interponer 
el  recurso  de  casación  en  la 
forma.  -  Bfiamo  &II0. 

&  Arufrdo  munieiftal.  -  ITrntiet' 
palidad.  -  NitlVlad.  -  Patmtf. 

-  Reelamación.  -  De  las  reso- 
luciones de  la  ManicipaUdad 
en  su  carácter  de  oorporaeión 
de  derecho  público,  debe  re- 
damarseante  ella  misma  y  só- 
lo cuando  desestime  el  recla- 
mo |>odrá  acitdirse  ante  la  res- 
pectiva Corte  de  ApelacíODes. 
-Los  jueces  letradm  son  in- 
competentes para  entender  en 
eatos asuntos. -C.  A.2Sabríl 
1904  IL  m 

9.  Aramulañón.  —  Bin*«t.— Con- 
curso. -  Minaji,  -  El  juicio  ini- 
ciado por  los  fallidos  para  ha- 
cer efectiva  la  responsabilidad 
de  los  acreedores  y  del  sindi- 
co que  pidieran  el  embargo  de 
unas  minas,  y  por  los  actos  ad-  ' 
ministrativos  de  e^te  liltimo. 
debe  tramitarse  dentro  del 
juicio  general  de  concurso,  y 
noen  competente  para  conocer 
de  dicho  juicio  el  Juez  del  do- 
micilio de  algnnoa  acreedores 

ó  de  la  ubÍc«CLán  de  las  mi- 
nas.-C.  A.  9  junio  1904.  IL  133 

10.  Accián  mwhlr.  -  Itomiritio. 

-  Siendo  la  acción  entablada 
de  las  que  se  reputan  mue- 
bles, es  competente  para  cono- 
cer del  juicio  el  Juezdellugar 
donde  debe  cumplirse  la  obli- 
gación, que  lo  es  el  del  domi- 
cilio del  deudor  al  tiem^  de 
constituirse  la  obligación,  si 
nose  haestipulado  lugar  iHHa 
el  pago. -G.  A.  18  junio 
líwíT   ILW 

11.  Si  se  hubiera  murlado  de  do- 
micilio el  doudor,  entre  la  ce- 
lebr,ición  del  contrato  y  el  pa- 
go, ^ste  dol>c  siempre  nacerse 
en  el  luj^r  que  sin  esta  mn- 
danza  correspondería,  salvo 
acuerdo  do  las  partes;  de  mo- 
do que  es  incompetente  el  Jues 
del  actual  domicilio  del  de- 
mandado. -  Mismo  fallo. 

12.  Enganche.— JurUdieeión. 

-  Mudlda  diarlptinaria.-Nw 
Udad.  -  SalarioM.  -  Tiatándoee 
de  un  contrato  de  enganche 
celebrado  en  pais  extranjero  y 
de  efectos  exigiblea  sólo  en  « 
extranjero,  principalmente  en 
lo  relativo  al  cobro  de  sala- 
rios, el  Juez  del  puerto  chile- 
no en  que  se  encuentre  un  bu* 
que  mercante  extranjero  no  ee 
competente  para  conocer  de 
un  juicio  sobre  cobro  de  sala- 
rios promovido  ante  él  por 
trea  mxrineros  de  dicho  buque 
contra  el  capitin  del  mismo. 

-C.  A.  10  mayo  1904          IL  I» 

12,  E-*  doctrina  de  derecho  in- 
ternacional generalmente 
aceptada  la  de  sustraer  de  la 
competencia  de  las  aatorida* 
des  lócalo  las  diferencias  que 
ocuiranenunbuque  mercaete 
extranjero  entre  la  gente  de 
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mary  el  capitán,  de  cualquia- 
naturaleza  que  sean,  siempre 
que  ellas  no  afecten  la  tran- 
quilidad dÍ  loB  intereses  de  la 
nación  en  que  bo  prodooeni  - 
Mismo  fullo. 

13.  Accifyt  mueblé.  ~  Dedtnato- 
ria.  -  Domirüio, -Persona  ju- 
rítliea,  -  Seguro.  -  Cuando  la 
penona  jiiri<lica  demandada 
turtese  establecimiento,  comi- 
siones ú  ofí(.-inas  quo  la  repre- 
senten on  diversos  Iniciares, 
deberá  ser  demomlada  ante  el 
Juei  dd  lugar  donde  existe  el 
establecimiento,  comisión  n 
oficina  que  celebró  el  contrato 
o  que  intervino  en  el  hecho 

?ne  da  origen  al  i  uicio.  ■- C.  A. 
abnl  im   II.  187 

14.  Por(H>nMfniiente,  un  contra- 
to de  seguros  contm- incen- 
dio celebmdo  con  el  agente  de 
una  compañía  residente  en 
Iquiquc,  sobre  mercaderías 
existentes  en  la  misma  n'udad, 
da  derecho  al  aserrado  para 
demandar  el  pago  de  la  canti- 
dad asegurada  ante  ol  Juea  de 
Iquique;  y  no  es  un  obstáculo 
para  ello  la  declaración  con- 
signada en  unode  loa  artículos 
de  la  póliza  sobre  qne  el  domi- 
cilio de  In  compañía  es  Santia- 
go, porque  la  regla  especial 
O  de  excepción  consignada  en 
«1  articulo  2*20  de  la  Le^  de 
Üi-ganización  y  Atribuciones 
de  los  Tribunales  prevalece 
sobre  la  regla  general  del  ar- 
ticulo 213  de  Ta  nisma  ley. 
-Mismo  fallo. 

15.  CataríM.  -  Coneurao.- 
Qttiébra.  -  Seeueación.  -  Sen- 
tetuda  interlomtoría.  -  ElJuez 
recusado  para  conoi«r  en  la 
quíebm  carece  igualmente  de 
competencia  para  conocer  en 
todos  y  cada  uno  de  los  Juicios 
que  se  acumulan.  -  C.  A.  - 
CW.  6  abril  1901   II.  169 

16.  Admiuislrador.  ~  Ajtfiaeión. 
-  ArreHftamlénto.  ■  ■  Erpretián 
de  agravioe,  -  Jurimiie^iin.  - 
Sociedad  colectiva.  -  Sorio  in- 
duetrial  -  Habiendo  declara- 
do la  sentenciado  !.■  iiistan- 
eia  que  había  existido  en- 
tre el  demandante  y  el  de- 
mandado una  sociedad  colec- 
tiva civil  que  mandaba  liqui- 
dai',  reconociendo  á  aquel  el 
derecho  al  9(X>/°  de  los  utilida- 
«lades,  si  las  hubiese,  y  ha- 
biendo apelado  de  esta  senten- 
cia sólo  el  deniand.ido  quien 
al  expresar  agravios  pidió  se 
revocase  y  so  le  absolviera  de 
la  demanda,  mientras  el  de- 
mandante solicitó  lisa  y  lla- 
namente la  confirmación  del 
fallo,  la  Corte  al  modificarlo 
y  declarar  quo  el  demandado 
debió  pagar  al  demandante 
una  remuneración  por  sus  ser- 
vicios, resuelve  sobre  un  panto 
que  no  había  sido  sometirlo  á 
su  juzgamiento  y&Uaoon  ma- 
ní f  esta  incompetrada.  -  Cas. 

24  mano  IflOS   I.  313 

17.  Apelaet^  -  Swtpliatamíe»- 
to.  ~  JitrUtUnetón.  -  La  compe- 
tencia del  tribunal  de  aliada 
se  halla  limitada  por  la  ape- 
lación V  cuando  ¿stk  compren- 
de varios  puntos  se  entunden 


las  partes  aue  han  sido  notifi- 
cadas del  decreto  que  la  con- 
cede, emplosadas  para  oir  la 
resolución  del  Tribunal.  -  Cas. 
Bmayo  1906...  I.  : 


OOHFKATUfTA 

1.  Apreriacián.  -  Arrendamim- 
lo,  -  DepóaUo  jwtieiat.  -  Ley 
rfflí  contrato.  —  Mmñón.  —  So- 
lidaridad. -  Está  obligado  á 
resj>etar  el  arriendo  aquel  A 
aniea  se  transfiere  el  dere<dio 
ael  aiTendádor  á  titulo  onero- 
so, por  ejemplo:  por  compra- 
venta, si  el  arrendamiento 
consta  de  escritura  pública, 
confoime  al  artículo  1962  del 
Código  Civil  que  no  estable- 
ce diferencia  entre  el  arriendo 
cuyo  periodo  de  duración  se 
halla  pendiente  a  la  fecha  de 
la  enajenación  y  el  qne  aúu 
no  ha  empezado  Aoorrer.  Cea. 

16  agosto  190*   1.  18 

2.  Apreciación  de  toe  h^-Jio».— 
Poeetión.  —Preacriprián. — Rti- 
víndicaeiAt.  -  Sociedad.  —  TI- 
tuto.-'Venta.  -  La  venta  de 
cosa  agena  os  válida  entre  loe 
contratantes,  pero  !«  es  sin 
perjuicio  de  los  derechos  del 
duéfto,  no  extinguidos  por  la 
pi-escrípcióa¡  y  la  venta  de  un 
mmneble  que  forma  pai-te  dol 
haber  de  una  sociedad  colecti- 
va mercantil  hecha  por  el  so- 
cio administmdor,  no  puedo 
afectar  al  dominio  de  los  de- 
más socios  sobi-e  el  inmueble 
vendido  en  la  proporción  cuo- 
tatíva  que  corresponde,  pues 
los  socios  administrad  ai-ee  no 
están  autorizados  paiu  enaje- 
nar los  inmuebles  sociales  si 
esta  enajenación  no  está  com- 
prendida en  el  número  de  las 
operaciones  que  constituyen  el 
giro  ordinario  de  ella.  lía  dis- 

SMicióndel  artículo  896  del 
ódigo  de  Comercio  sólo  se 
refiere  á  láa  alteraciones  que 
puedan  efectuarse  en  los  in- 
muebles á  vista  y  paciencia  de 
los  demás  socios;  y  el  conoci- 
miento que  éstos  puedan  te- 
ner do  la  venta  no  puede  esti- 
marse como  una  autorización 
ó  aprobación  tácita  del  acto, 
üna  venta  hecha  en  estas  con- 
diciones no  puede  considerar- 
se ^usto  titulo^ra  la  prescrip- 
ción ordinaria.  -  Cos.  3  no- 
viembre 1904  I.  16* 

3.  Encrtíura  moírfe.  -  Firma.  - 
Notario.  -  ITídidad.  -  Omi- 
tián.  -  La  venta  de  I04  bienes 
"muebles  y  eemoTentes",  sin 
otra  explicación,  es  absoluta- 
mente Indeterminada  y  nula. 
-C.  A.  I.ojanio  190*....  IL  119 

4.  Apreciación  dé  loa  het^oa.- 
Entreya.  -  Jnterpretaeián.  - 
Lugar.  -  El  comprador  qne  no 
se  presta  á  recibir  las  merca- 
derías en  el  lugar  y  tiempo 
señalado  ála  entrega,  infringe 
d  contrato  y  da  deieoho  al 
vendedor  pora  pedir  el  depóai- 
tode  las  mercaaerios  y  bu  ven- 
ta por  cuenta  de  aqud  y  el  pa- 

£0  del  predOk  -  Cha.  SOdlciñn- 
re  1904   I.  2W 

&  Arneiaelám  de  toa  htehoa,- 


Entraga.  -  Pago.  -  Prueba  té»- 
timonial,  -  Por  regla  general 
la  venta  se  reputa  perfecta 
desde  que  las  partos  nan  con- 
venido en  la  cosa  y  en  el  pre- 
cio, y  de  conformidad  con  d 
articido  155  del  Código  de  Co- 
mercio, puesta  la  cosa  á  dis- 
posición de]compi3dor  y  dán- 
dose ¿ste  por  satisfecho  dO 
ella,  deberá  pagar  el  precio 
en  el  lugar  y  tiempo  estipula- 
do. Esta  r^la  no  está  modifi- 
cada por  el  inciso  2  <■  del  ar- 
tículo lfi7  de  ese  Código,  que 
sólo  contempla  el  efecto  de  las 
entregas  parciales  aceptadas 
por  el  comprador:  pei-o  que  no 
estatuye  cosa  alguna  en  cuan- 
to al  vigor  y  observanoia  de 
las  cláusulas  del  contrato  re- 
ferente al  lugar,  tiempo  y  mo- 
do del  pago  del  precio;  no  im- 
poniendo de  derecho  al  com- 
prador la  conservación  par- 
cial de  una  venta  por  In  entre- 
ga de  parte  de  lan  mercaderías 
vendidas,  la  obligación  de  pa- 
gar el  precio  al  contado,  fie 
tal  modo  que  quede  excluida 
toda  convención  en  contrario; 
puesto  que  el  pago  al  contado 
no  es  un  requisito  esencial  de 
perfeccionamiento  de  la  ven- 
ta, la  cual  puedo  haberse  cele- 
brado á  plazo  en  cuanto  al  pa- 
go del  precio.  -  Cos.  di- 
ciembre 19(M   X.  3M 

cAu Pirro  DI  PLAZO. -V.  Flaao, 

VOHDZnDAD 

1.  Cabida,  -  Derecho  real.  -  Dea- 
pueble.  —  E/arto  retroactivo.  - 
Metuura.  -  Preacripdifn.  -  Sa- 
tilreraa,  -  Concedida  é  indciñ- 
ta  la  posesión  efectiva  de  una 
herencia  entre  cuyos  bienes  se 
encuentra  una  pertenencia  sa- 
litrera y  siendo  de  una  comu- 
nidad indivisa  dicha  perte- 
nencia, ol  acto  de  dominio 
ejercitado  por  la  petíción  de 
mensura  por  unode  los  comu- 
neros aprovecha  á  los  demás 
que  no  han  aparecido  ó  aper- 
sonádose  al  juicio.  ~C.  A.  13 
enero  IMB   II.  BT 

2.  Ami^  poaeaorta.—Pomf¿n. 
-  Querella.  -  Entre  comune- 
ros no  proceden  las  acciones 
posesorias.  -C.  A.  22  jnlio 
1904.   II.  lfi« 

8.  Albacea.-Atrréeiaeídn  de  lo» 
héchoa.  -  Prohibición.  -Reten- 
ción. -  Seguro.  -  Jil  heredero 

2uecontrataun  seguro,  siendo 
la  vez  albaoea  tenedor  de 
bienes,  procede  en  uso  de  sns 
fticultades  de  tal  y  el  seguro 
se  entiende  en  beneficio  de 
la  comunidad  aunque  no  se 
exprese  esta  circunstancia  en 
la  póliza,  no  siendo  necesario 
poder  especial  paiu  contratar 
el  seguro.  -  Cas.  27  dloiem- 
bn>  1904   I.  2B2 

CONOUBRTA 

Apreciación  de  loa  hechoa.  -  Cau- 
aal.  -  Criado  doméatico,  — 
Preacripdón,  -  ServUAot.  - 
Habiendo  sosteiiidoel  deman- 
dado que  la  demandante  no  le 
prestó  Bsrvicios  como  criada 
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domt^fltíca  sino  romo  concubi- 
oa,  no  CB  ai>Iicablo  la  disposi- 
cióii  del  artu-ulo  litOñ  del  Oódi 

BOivi).  -Cu.  16  diciembre 
M  l.  277 


OONCCRtíO 

1.  Actitnutarión.  -  JUt^iifs.  -  Com- 
pétfnria.  -  Mina.  -  Aunque 
una  setit^iicia  <Ie  termino  na- 
ya (lec-íarudo  (juf  tas  minas  de 
t-arbón  de  piu-ira.  pertene- 
cientes á  (ina  Biu-esiñn  concnr- 
8a<la,  no  8011  einUirgabloB,  tal 
declnraciún  no  put-de  alterar 
la  eitu:iciúii  jurídica  de  dicha 
Buce-'<íún  por  lo  que  hace  al 
juicio  de  eoncurno,  pues  bÍ 
bien  el  doininio  de  ¡as  mioiu 

Scrinai  e  'o  ntnicado  en  sus 
ueñosque  no  hrtnaceptiido  la 
enajenación  forzailn,  Iob  pro- 
ductos de  las  niísmas  minas 
tienen  que  entrar  á  formal- 
parte  de  la  ma^  concurnada. 
-O.  A.  i)  junio  l!:04  II.  133 

3.  El  juicio  ínir-iiido  por  Ioh  fa- 
llidos paia  hoct-r  efectiva  la 
responsabilidad  dt-  Ina  acrce- 
dorcH  y  del  si  mtico  o  to  pidie- 
ron el  enibirgii  fin  la"  minas 
y  por  loB  actos  adminititiati- 
vosde  este  último,  debctm- 
mitarsp  denUo  del  juicio  Re- 
neial  de  coiiciirMO  y  no  es 
competente  |H»ni  conocer  de 
dicho  juicio  el  Jui'R  del  domi- 
cilio tle  aljiunos  acreedores  ó 
de  la  iibitnicióii  de  las  niinnB. 

—  Miímo  fallo. 

3«  Átn-(tciar.i,in.  -  Cítar.ión,  -  Cre- 
diio.~  Encñtitr»'  -  Bip'ifrra. 

-  I{ortiri¿n.  -  I'lazo.  -  Sindi- 
co. -  El  cnncurHo  abierto  en 
vii'tud  de  la  L-csión  do  bienes 
del  deudor  ei  un  juicio  uni- 
versal que  comprende  ttxlos 
nwbienetyul  cuiil  deben  com- 
parecer todo»  sus  acniedores 
qiuedando,  por  lo  mismo,  ven- 
cidas y  exifribles  respecto  del 
fallido  totbiB  Hus  deudas  pam 
el  efecto  de  que  los  acreedores 

Eucdan  intervenir  en  todas 
.B  opemcioiieíi  del  juicio  y 
percibir  el  todo  ó  parte  de 
■US  crcditos.  -  Cas.  ISnovlna- 
brel904   I.  217 

4.  Para  veriticar  buh  créditos  no 
necesitan  por  tanto  Ioh  íicree- 
dores  exhibir  un  título  que 
traiga  apMi-ejada  ejecución, 
bastando  cualquier  aocumen- 
to  que  tos  arreiliten  ó  cual- 
quier otro  medio  antonsado 
por  la  ley  para  prestigiar  la 
existencia  ó  legitimidad  de  la 
deuda.  En  consecuencia,  las 
copias  de  cscnturas  publicas 
mandadas  agrc^r  á  los  autoe 
por  el  Juez  que  conoce  del  jui- 
fño  de  concurso  y  de  cuya  con- 
formidad con  la  sentencia  no 
se  cuestiona,  bastan  para  com- 
probar los  créditos  respectivos 
y  el  Ti-ibunal  que  seoasaen 
ella  ven  la  lista  privwladd 
deudor  y  su  declaración  poste- 
rior, no  infringe  ley  alguna. 
-Mismo  fallo. 

A.  El  sindico  ejerce  la  adminis- 
tración do  lo«  bienes  concur- 
sados y  le  corresponde,  en 
.ooiuecuencia,  la  fiicultad  de 


dar  en  arrendamiento  los  fuo. 
dos  rústicos.  -  Mismo  íaXio. 

6.  C^taeton.  ~  tJompetnteía.  - 
QuMmí.  -  JtfeutacioH.  -  Sén- 
tmcia  iníerlorutoria.  -  I>ebe 
considerai-se  como  parte  del 
juicio  universal  de  concurso 
uno  de  tercería  que  existía 
pendiente  entre  acreedoree 
del  fallido  al  doclanii-se  la 
quiebia,  aunque  se  hubiese 
bamitodo  en  juicio  separado. 
-C.  A.  can.  6  abríl  IflM...  IL  lOB 

7.  El  Jues  recusado  para  cono- 
c  e  r  en  un  concurso  carece 
igualmente  de  competencia 
para  conocer  en  todos  y  cada 
uno  de  los  juicios  que  se  acu- 
mulan. -  Mismo  fallo. 

coy  Ff.ociAif  OB&A  HansiaL.  - 

V.  Obra. 

cQyrmiótt 

1.  Apr^riaríOH  de  tot  /uv-hot.  - 
Pagn.  -  PrnHwAáH.  -  No  vio- 
la el  ai-ticulo  391  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  que 
establece  que  el  mérito  de  la 
confesión  no  puefle  dtvidii-se 
en  pei-juicio  del  c<mfei<nnte,  la 
sentencia  que  acepta  la  excep- 
ción de  pa^o,  opuesta  al  cobro 
de  una  deuda,  a  pesar  de  ha- 
bcr  confesado  el  deudor  la 
exií<tonciade  otra  demin  poe- 
terior,  sienilo  qno  el  ejecutan- 
te sostenía  que  el  pago  corres- 
pondía H  esta  última. -  Cas.  4 
oituhre  1904  I.  110 

2.  Afirmafitin  ilf  los  hd^hot.— 
Ctinfrtidictur  legítimo.  -  Cota 
jtugailti.  -  Error.  -  Hrrfdfro. 

-LhjuíIo.-  Tfxtnmtmto.--  AI 
aceptar  la  rectificación  <le  la 
confesión  pi4»tada  por  el  man- 
datario, fundada  en  un  error 
en  que  incurrió  este,  el  Tribu- 
nal do  la  causa  i-exiielve  una 
cuestión  do  hecho,  apreciando 
pam  ello,  en  ejeixiicio  de  fa- 
cultadles pnvati%-a»,  el  mérito 
de  la  confesión  yel  de  la  prue- 
ba i-emÜda  pnra  demostrar  el 
eri-or,  siempre  que  no  so  que- 


brante algún  precedo  legal.  - 


Cas.  octubre 


I.  145 


(X)NSIDBKAKD0B.-V.  Caaoeidn. 

1.  Aprfriat!Í¿H  Ú4I  lot  hfehol.— 
EkIoiIo  dril.  -  Hfiriiulicacwn. 
-  El  recurso  de  casación  no  se 
da  contra  los  considerandos 
délas  sentencias,  sino  contra 
las  declaraciones  que  conten- 
gan. -Cas.  .31  mayo  1905...  I.  358 

2.  Camfión,  -  OmiMon,  -  Smten- 
ría.  -  La  sentencia  do  segunda 
instancia  que  al  confirmar  la 
de  primom  ollraina  los  con- 
siderandos de  hecho  y  de  de- 
recho en  oue  se  funda  una 
de  laa  resoluciones  apeladas, 
sin  consignar  otras  e  n  s  u 
reemplaso,  es  nula.-Oaa.  19 
mayo  1905  I.  399 

3.  Catación  en  ta  forma.  - 
Coattyuvanté.  -  Dmunria.  - 
8alÜr«nu.  -  Sentencia,  -  La 
sentenciadesegunda  instancia 
que  modiñca  la  de  primera  de- 
be consignar  los  considerandos 
de  hecho  ydedereoho  y  las  le- 
yes ó  principios  de  equidad  en 

3 lie  base  el  folio  contrario  al 
e  primera  instancia,  so  pena 


de  incurrir  en  nulidad.  -  Cas. 
26  mayo  190»   L  40C 

CONStONAClAir.-V.  Fago, 

ooKTEsTAcníx  8  demandas. 

Mantiato.  -  Podar,  -  La  limita- 
ción de  "no  poder  contestar 
nuevas  demandas  sin  que  soa 
Dotifícndo  pré^ñamento  el  man- 
dante, en  csBo  que  el  manda- 
tario juzgue  que  tiene  suficien 
te  conocimiento  de  los  hechos 
para  obiar  sin  consultar  al 
mandante",  importa  precisa- 
mente el  caso  do  excepción 
contemplado  en  la  ley.  -  C.  A. 
II  julio  1304   n.  1(1» 

cu NTKA BANDO 

EncnmiftulaM.  -  T'artftí.  -Xohay 
contrabando  en  el  he<'ho  dt; 
enviar  encomiendas  poetales 
dtfl  interior  d«  ta  Kepublica  á 
Arica  sin  pagar  derechos  de 
internación,  pues  la  provincia 
de  Tacna  esU  sometida  áU 
le^lación  de  Chile,  y  sii  te- 
rritorio se  halla  asimilado  al 
territorio  de  la  Repiíldica,  de 
modo  que  rigen  en  esa  provin- 
cia las  leyes  y  decretos  sobre 
servicio  «le  correos  y  e  n  c  o- 
miendas  po!<tales  dictados  paia 
el  resto  del  país.  En  conse- 
cuencia, huf  encomiendas  pos- 
tales que  del  interior  deblte- 

Sública  se  envían  a  laoHctna 
e  Arica,  no  pueden  conside- 
rarse proce«lentes  del  extr&n- 

J'aro  ni  afectas  al  po^o  de  los 
lei-echoe  tni:aleB  de  intema- 
ciófi  que  pudieran  correa pon- 
dor  á  la  natumleza  ile  las  mer- 
caderia.f  conteiiidaH  en  dichas 
encomiendas.  -  C.  A.  31  ma- 
yo 1904    II.  19» 

COVTRADILTOK  LBUlTIMO 

1.  Apr^riaeivH  dé  loa  h^hot,- 
ConfetiAn  judfríal.  -  Coaajmz- 
yaiía.-  Error,  -  Ufr^lrro.  - 
Legado,  -  Tettammto.  -  Sólo 
el  que  reclama  para  si  el  de- 
recho de  suceder  al  difunto 
puede  ser  contradictor  legiti- 
mo del  heredero  institiude, 

Sata  discutirle  su  calidad  o 
erecho  de  tal  heredero.  -  Cas. 
2d  octubre  1904   I.  l» 

2.  Cora  iMSfNUia- -  ¿Vvda  ílffiti- 
da.  -  ¡ÍPÚUUu  prtuMtitoritu.  - 
fífteactán.— Titulo  tjmdivo.  ~ 
Los  herederos  representan  al 
contradictor  legitimo  que  ha 
fallecido  antes  de  la  sentencia, 
y  el  fiillo  pronunciado  á  favor 
ó  en  conba  de  cualquiera  de 
olios,  aprovecha  ó  perjudica  i 
los  coherederos  que  citados 
no  comparecieron;  de  donde 
se  sigue  qne  loe  hereden»  det 
legitimo  contradictor  repre- 
senten ó  no  representen  i  éste 
en  todas  sus  cualidades  ^rao- 
nales  y  de  familia  en  el  juicio 
de  filiación,  siempre  se  hallan 
subordinados  en  cuanto  á  loe 
efectos  jurídicos  del  fallo  á  lo 

S rescrito  por  el  articulo  31S 
el  Código  Civil ,  según  el  cual 
no  hay  cosa  jutgaoa  respecto 
de  loe  herederos  que  no  foe- 
KMi  oitadoi.  (Doctrina  de  la 
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CONTKIBUCIÓN 

Oorto  Suprema        -  Cas.  23 
noviembre  1904   I.  171 

CONTKATO 

1 .  Ind^nixaci^H.  -  Ltty  del  con^ 
trato.-H«gwro.-lio  infringe 
el  articalo  1545<1el  Código  Ot- 
TÍl  la  Hentencia  tjiie  da  lugar 
á  una  de  laa  peticiones  de  la 
parte  demandada,  formulada 
con  el  raticttir  de  pi-evia  y  no 
acepta  la  formulada  en  segun- 
do término  para  que  se  le  per- 
mita, conforme  a  una  de  Ins 
cláusulas  del  conti-ato,  optar 
por  la  facultad  de  reemplazar 
UW  especies  perdidas,  i-eedifi- 
cando  los  onificios  incendia- 
doa.-CaB.  '21  octnbi-e  IDO*.  - 
  I.  123 

2.  Apreciación  tleloskfchog.  -  In- 
ttvprríacit  'n.  ~  Cualquiera  que 
sea  la  denominación  que  las 
partes  puedan  dar  ¿  un  con- 
trato, deticrá  tener  siempre  la 
clasificación  logal  c^uo,  atendi- 
da su  naturaleza  jurídica,  le 
correspondo.  -  Cas.  21  junio 
1B05....  j.  415 

3.  Las  cláusulas  de  un  contra- 
to deben  inturprelarse  unas 
por  oti-as,  dándose  »  cada  una 
el  eoiitido  que  mejor(;onven- 
ga  al  coiitmtncn  su  totalidad. 
-Mismo  fallo. 

4.  Aunque  en  el  contrato  se  ca- 
lifique de  doniicióu  la  trans- 
ferencia de  un  terreno  hecha 
por  una  de  las  partes  a  la  otra, 
que  se  obliga  á  hacer  diversas 
obius,  debe  estimarse  como  el 

auivalente  du  estas  obras. - 
ismo  fallo. 
6.  La  ejecución  práctica  que  los 
partes  han  hocho  del  contiuto 
deW  servir  de  b(u<e  para  su  in- 
terpretación. -  Mismo  fallo. 

CONTRIBrciÚ.V 

1.  Arabio.  -  (!arbán.~  Mituis.  - 
Patfrnle.  ~  Ji^rlamaci,}n.  -  Con 
arreglo  al  artículo  36  do  la  ley 
de  de  diciembre  de  1881, 
los  haberes  inmuebles  com- 
prenden la  propiedad  carbo- 
nífera, y  las  minas  de  carbón 
están  sujetas  por  lo  tanto,  á 
la  contribución  de  haberes  y 
no  á  la  de  patentes  de  minas, 
pues  la  propiedad  carbonífe- 
ra, á  diferencia  de  la  perte- 
nencia de  mina  metálica 
forma  parto  integrante  del 
dominio  del  suelo.  -  C.  A.  30 
noviembre  1M)3   II.  1 

2.  Aratáo.- Carbón. -Mina». - 
Patente.  -  lUdamación.  -  Mis- 
ma doctarino.  -C.  A.  30  no- 
viembre 1903   II.  6 

3.  Arrendamiento.  -  Caaadón.  - 
Minuta.  ~  Multa.  -  SsqiurU 
mUnío.  ~  El  pago  de  la  contri- 
bución de  haberes  correspon- 
de á  quien  tiene  en  su  poder  el 
fundo  gravado  y  percibe  sos 
frutos,  -  Cas.  26  octubre  1904. 
  I.  IBO 

4.  Oota  juzgada.  -  Impwtto.  ~ 
Matadero.  -  Municipalidad. 
-  Ordenaniat.  ~  La  ley  de  26 
de  noviembre  de  1873  que  au- 
toriió  á  las  Municipalidades 
para  eetableoer  el  impuesto  de 
matadero,  no  les  Imputo  oo- 


CONTRIBUCION 

mo  un  requisito  previo  in- 
dispensaÜe  para  el  oobrode 
dicno  impuesto  la  ordenansa 

prescrila  por  el  articulo  4." 
de  la  misma  ley.  La  única 
condición  establecida  expresa- 
mente y  que  era  necesario  lle- 
nar en  atención  á  la  naturale- 
za del  servicio  que  se  imponía 
era  que  los  mataderos  conta- 
sen con  los  elementos  necesa- 
rios para  beneficiar  carnes  y 

forduras.  -  Cas.  14  diciembre 
MM   I.  244 

5.  Al  dictarse  la  ley  de  26  de 
noviembre  de  1873  eran  mate- 
ria do  ordenanza  las  resolu- 
ciones municipales  que  deter- 
minaban las  cuotíisque  debían 
pagarse  por  el  uso  de  Ion  esta 
nleciniientot  dcHtiiindos  á  un 
servicio  público  especial,  las 
i-esolucinnes  que  establedaii 
reglas  reíipectó  de  la  policía 
local  de  salubridad  ó  buen 
orden  cuando  sujetabnn  su ' 
cumplimiento  á  leprefión  pe- 
nal y  en  términos  generales 
aquellas  resoluciones  tnie  res- 
tringían el  nso  de  la  libertad 
personal  ó  el  libre  ejercicio  de 
una  profesión  ó  industria;  pe- 
ro estas  disposiciones  han  sido 
variadas  por  las  leyes  poste- 
riores de  municipalidades  j 
cuando  se  hizo  extensiva  a 
Iquique  aquella  le^,  no  eran 
estos  asuntos  materia  de  orde- 
nanza, de  modo  que  sin  violar 
la  ley  de  municipalidades  ha 
podido  cobrar  ol  impuesto  á  pe- 
sar de  no  haberse  dictado  la 
ordenanza.  -  Mismo  fallo, 

6.  Camtcián  de  oñrio.  -  JVulitlad 
ahgotata.  -  Uttra-nelUa.  -  Si  ol 
demandante  funda  su  deman- 
da en  un  documento  que  ca- 
rece de  las  eítt.ampil]¡LK  de  ím- 

Euesto  necesarias,  debe  pagar 
k  multA  legal  fie  5"/».  Kl  de- 
mandado debe  eva<^uar  el  tras- 
lado de  la  demanda  en  el  tér- 
mino legal,  sin  perjuicio  de 
que  el  demandante  efectúe  el 

rfodela  multa  indicada.— 
A.  18  octubre  1904....  IL  63 

7.  Arahio.  -  Impromlencin.  ~ 
Impuesto.  -  Patente.  -  No  es 
aplicable  á  las  reclamaciones 
á  que  puetla  dar  origen  la  for- 
mación de  la  matricula  de  pa- 
tentes de  industrias  y  profe- 
siones el  articulo  00 den  Igy 
de  22  de  diciembre  de  1801. 
Según  el  ai-tfculo  34  do  esta 
ley  las  rentas  municipales  se 
componen  de  los  impuestos 
<iue  enumera,  entre  loi  cuales 
indica  el  de  patentes  sobre  in- 
dustrias y  profesiones;  pero 
dicha  disposición  al  hacer  esta 
eiiumcmción,  se  refiere  al  im- 
puesto establecido  y  rwla- 
mentadoporla  ley  de  23  de 
diciembre  de  1866  y  que  la  ley 
de  28  de  julio  de  1888  habia 
dispuesto  que  "seria  percibi- 
do por  las  oficinas  fiscales  y 
su  producto  entregado  á  las 
municipalidades  respectivas"; 

nor  lo  tanto,  lo  deja  sometido 
os  disposiciones  de  la  refe- 
rida ley  de  "22  de  diciembre  de 
1866.  Ésto  se  confirma  con  los 
artículos  35  y  sieuientea  del 
tttuloVdfl  la  ley  deHunlei- 
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polidadcs  que  reglamentan 
minueioeamente  los  Impuesto* 
personal  y  de  babei-es  mueUes 
e  inmuebles  oreados  por  rila, 
los  cuales  no  so  refieren  al  de 
patentes  Bino  para  indicaren 
el  inciso  áltiifio  del  articulo 
44,  como  ha  de  componerse 
la  comisión  que  forme  su  ma- 
tricula. El  contexto  de  las 
disposiciones  de  la  ley  y  la 
historia  fidedigna  de  su  esta- 
blecimiento corroboran  esta 
interpretación.  -  Cas.  30  di- 
ciembre 1904   I.  29S 

8.  £1  cobro  del  impuesto  de  pa- 
t  e  n  t  e  s  está  autorizado  ade- 
más por  la  ley  periódica  de 
contribuciones  conarrcglo  á  la 
ley  de  22  do  diciembre  de 
1866  y  con  arreglo  al  articulo 
1(1  de  esta  ley,  el  Juez  de  Co- 
mercio decide  sin  ulterior  re- 
curso los  reclamos  sobre  la 
clasifíaición  de  patentes  pro- 
fesionales é  industriales,  sien- 
do, por  lo  tanto,  impi-ocedento 
el  recurso  de  apelación  de  sus 
reeolucionoe .  -  Mismo  taX\o. 


OOBPORACIÓN 


1.  CitacÍ¿H.  -  fmplirnncia.  -  Per- 
aowría.-  Reclamación.- Sen- 
ttneia.-ltieM  el  carácter  de 
definitiva  la  sentencia  que  pa- 
ra fallar  un  articulo  de  in- 
contcstación  de  la  demanda 
fundado  en  la  &lta  de  perso- 
nería de  loa  demandantes  paiti 
representar  á  una  corporación, 
tiene  que  pi  oniinciarse  sobre 
la  constitución  misma  del  di- 
rectorio y  sobre  la  validet  ó 
nulidad  de  la  junta  jencral  de 
accionistas,  de  donde  procede 
dicha  constitución.  -  Apel.  y 
CaB.34abñl  y  16  mayo  1905. 1.  3^ 

2.  Habiéndose  demandado  á  to- 
dos los  directores  de  una  cor- 
poración, si  uno  solo  de  ellos 
interpone  articulo  de  incon- 
testación  á  la  demanda  no  es 
necesario  para  su  fallo  notifi- 
car á  los  demás  el  auto  de 

eriieba  y  citación  para  sen- 
moia.  -Mismo  fallo. 

3.  Los  directores  de  la  oorponk' 
ción  que  no  interponen  el  ar- 
ticulo, aunque  sean  parte  en  la 
causa  no  lo  son  en  la  inciden- 
cia y  no  es  necesario  su  em- 
plañmtento  y  citación  para  loe 
trámites  en  la  apelación  ínter- 

{luesta  contra  el  fallo  que  da 
ugaral  articulo.  Mismo  fallo. 

ÜORBKDOB  nS  COHBBOIO 

1.  Comitinniaia.  -  Réspomaftili- 
dad,  -  lina  persona  que  no  es 
"corredor  publico"  con  nom- 
bramiento do  autoridad  com- 
petente, puede  contratar  váli- 
damente como  comisionista 
con  arreglo  al  articulo  8.°  del 
Código  de  Oomeroio.-'V.  Co- 
mijdonista.  -  Cas.  21  marzo 
1906  L  346 

008A  JUZGADA 

1.  Derecho  adquirido,  -  VftHa 
rHroatitivo,  -  Mnmtra,  -  Ht>- 
vitUm.  —  aaUtrwra.  -  SmUn- 
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CBÉDITO 


«ja.  -  Pronunciada  una  sen- 
tencia ant«a  de  la  vifi|encia  del 
ÜAdlfO  do  Pi-ocedimtcnto  Ci- 
vil y  oabiendo  dicha  aeiiten- 
<-ia,  L-on  arreglo  i'i  la  ley  2H,  ti- 
tulo 22  de  la  partida  3.*,  que 
regía  en  esa  fecha,  pasado  en 
autoridad  de  cosa  jusgada  con 
sólo  811  notiftcación  á  las  par- 
tea contendientes,  los  derechos 
declarados  por  dicha  sentencia 
quedaron  fírniea  t  definitiva- 
mente adquiridos  oajo  el  im- 
perio de  la  ley  vigente  á  la  sa- 
zón, y  dejarían  de  «cr  tales  ba- 
jo él  imperio  de  osa  ley  si  pu- 
aieraser  reformada  oiiivali- 
dada  por  medio»  ó  vías  que 
establece  uiia  ley  nueva  y  no 
admitía  la  antigua.  Por  con- 
siguieate,  aunque  el  Mgundo 
ftulo  sea  contrarío  A  la  cosa 
juzgada  establecida  p  o  r  et 
primero,  procede  contra  él 
el  recurso  dj  revisión  creado 
cotí  piwterioridad  A  la  fecha 
de  este  se|^ndo  fallo  por  el 
Código  de  Prooe«limíento  Ci- 
vil. ~  K«T.  16  agosto  19M . . . .  I.  25 
%  Clduiula.  ~  Mtnción.  -  Solmi- 
nidada».  -  Teittamcnto.  -  Care- 
ce de  base  legal  la  excepción 
de  cosa  juzgada  si  no  concu- 
rren las  condiciones  esenciales 
de  ella  misma,  esto  en,  iden- 
tidad en  la  cosa,  eii  la  acción 
y  en  las  pepwnos.  -  Cas  25  ju- 
hiol904   I.  33 

3.  ImproefdMit^ia.  -  Sfnttinfíia, 
-Mo  siendo  )a  causa  de  pedir 
en  el  juicio  idcntica  al  funda- 
mento inmediato  de  laa  de- 
mandas anteriormente  resuel- 
tas, no  procede  la  excet>ción 
de  coaa  juzgada.  -  C.  A.  7  oc- 
tubre im  n.  61 

4.  Opuesta  y  tramitada  la  excep- 
ción <le  cosa  jnigoda  como  dí- 
üitoría,  es  decir,  como  mero 
incidente,  no  puede  estimarse 
como  definitiva  la  sentencia 
que  la  resuelve.   Mismo  folio. 

ft.  AtfriKtaei4n  dn  lo*  AmAox.  - 
<Mitféti¿H..  -  CtnUradMor  tt- 
ffitimo.-  Error.  -  JSf*nwf<rro. 
Ltffado.  -  TMtamf^lo.  -  El  or- 
ticulo  1246  dol  Código  Civil, 
sólo  dispone  que  ol  que  A  ins- 
tancia fie  an  acreedor  heredi- 
tario ó  testamentario,  ha  sido 
judicialmente  declarado  he- 
redero y  condenado  por  tal, 
se  entenderá  serlo  respecto  de 
1m  demAs  acreedores  sin  nece- 
sidad de  nuevo  juicio:  y  por 
consiguiente  no  os  aplicable  al 
caso  opuesto,  de  tal  modo  que 
la  decoración  de  no  ser  liei-e 
dero  obligue  también  A  loe 
acreedores  oue  no  litigaron  y 
poeda  oponérseles  pura  impe- 
dirles demandar  el  pago  de 
sos  créditos.  J»icho  articulo 
contiene  una  excepción  ú  loa 
principios  generales  de  la  cosa 
luagatui,  que  debe  ser  enten- 
dida estrictamente  en  el  sen- 
tido claro  y  esplicito  que  tie- 
ne.-Oas.  &  octubre  lft)i.  I.  146 
A.  Kn  eonsecuenda,  la  senten- 
cia que  en  el  juicio  seguido 
por  un  legatario  declara  la 
nulidad  de  un  testamento,  no 
pcoduce  cosa  jusgada  respec- 
to de  otro  l^tano  que  pide 
éi  pago  de  un  locado  institui- 


do en  ese  testamento  declara- 
do nulo. -Mismo  fallo. 

7.  CotUradietor  Ugitiino.  -  IMh- 
da  ilíquida.  -  Mmtida»  précau 
torios,  -  RtttnfíUn.  -  Título 
gjéeutivo.  -  Loa  herederos  re- 
presentan al  contradictor  le- 

Jítimo  que  ha  fiülecido  antea 
le  la  sentencia,  y  el  fallo  pro- 
nuncíMlo  á  favor  ó  en  contra 
de  cualquiera  de  ellos  produ- 
ce coaa  juagada  respecto  de 
los  coherederos  que  citados 
no  oompai'ecieron;  de  donde 
se  sigue  que  los  horederoe  del 
legitimo  contradictor  aiempre 
ae  hallan  subordinados  en 
cuanto  á  los  efectos  jurídicos 
del  fallo  á  lo  pi-esi-nto  en  ol 
ai-ticulo31S  del  Código  Civil 
según  el  cual  no  hay  coaa  jua- 
gada respecto  do  lo»  hei^eroa 
que  no  fueron  citados.  (Doc- 
trina de  la  Coi-te  Suprema 
lM)B|.-Oas.  23  noviembre 
IQM  I.  171 

8.  OontrIbueU».  -  Impwato.  - 
Maíadéro,  -MunietinHidait.- 
Ordsnamtia.  -  Noea  proceden- 
te la  excepción  de  cosa  juzga- 
da cuando  no  hay  ideflti<lad 
on  la  causa  ile  pedir,  y  no  la 
hay  si  en  el  primar  juicio  ae 
pidió  In  devolución  de  la 
cuarta  parte  del  monto  del 
impuesto  percibido  por  una 
Municipalidad  por  ol  carneo 
de  coda  buey,  fundándose  en 
que  el  término  medio  del  peso 
de  los  animales  boneflciados 
no  excedía  de  50ü  kilogramos 
y  pidiéndose  en  el  segundo  la 
devolución  de  la  totalidatl  del 
iropuento  poi*que  lo  Munici- 
palidad demandadla  le  ha  per- 
cibido ilegalmento  por  no  ha- 
ber dictado  la  ordenanza  que 
debió  dictar.  -  Caá.  14  diciem- 
bre 1901    I  . 

9.  Fiama.  -  Novariún.  -  No  hay 
novación  cuando  el  fiador  re- 
munerado cede  aus  derechos  y 
traspasa  siia  oUigaciones  con 
consentimiento  del  acreedor; 
pero  sin  intervención  del  deu- 
dor, yotificada  esta  cesión  al 
deudor,  la  sentencia  recaída  en 
la  oposición  por  él  deducida 
que  acepta  esa  cesión,  produce 
cosa  iiizgada  respecto  de  la 
cuestión  sobra  nulidaddel  cam- 
bio do  fiador,  operado  por  ella, 
por  no  haberse  aceptadlo  el 
mismo  fiador  por  el  Juez  co- 
mo lo  había  sido  primei-o.  -  „^ 
Cas.  23  diciembre  1904....  1.265 

10.  ImprocutlmeUt.  -  Rticlama- 
cUin.  -  El  recurso  de  casación 
en  la  forma  fundado  en  ha- 
berse dailo  la  sentencia  con- 
tra otra  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  exige  que  ésta 
se  baya  alegado  oportunamen- 
te en  el  juicio.  -  Cas.  3  enero 

1905  I.  aw 

11.  Quisbra.  -  1a  sentencia  ci- 
vil por  la  cual  so  declara  for- 
tuita lina  quiebra  pi-oduoe  co- 
sa jusgada  y  hace  por  tanto 
inadmisible  la  querella  crimi- 
nal que  se  entabla  mAs  ade- 
lante, funda<Ia  en  los  mismos 
hechos  para  que  so  condene  al 
fallido  como  reo  do  quiebra 
fraudulenta  ó  culpable.  -  C. 

A.  2Sacoetol90&   U  .  182 


12.  Cu0tUa.  -  Cara  dor.  -  Déáma. 

-  Fruto».  -  Pm  eripcitín.  -  Ko 
habiendo  figurado  en  la  cuen- 
ta administrativa  presentada 
por  UD  curador,  partida  algu- 
na referente  A  la  décima  de 
frutos  civiles  no  percibido» 
durante  la  giiard  a,  aunque  se 
devengaron  durante  ello,  no 
es  procedente  la  e  xcepción  de 
cosa  juagada  bruadaen  la  sen- 
tencia que  aprobó  aquella 
cuenta. -Ü.  A.  S  eeptíembre  

1905  II.  a» 

OOSTAfl 

1.  Actió»  ^snttípa.  -  Arr^nda- 
miSHto,  -  C.tsaM4m.  -  ídantUt- 
tojmdieial,  -  SmUsmeia  imterlo- 
emtoria.  -  TUuto  ^fomti99.- 
Anulado  un  fallo  por  casación 
en  el  fondo  y  habiendo  orde- 
nado la  segunda  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Corte  que  se 
despache  el  mandamiuito  ds 
embarao  por  el  capital  y  en  t- 
tns  de  u  ejecución,  es  inacp|>- 
table  la  petición  del  recu- 
rrente de  que  se  condene  en 
costas  al  ejecutado,  tanto  mis 
cuanto  que  no  procede  respec- 
to del  recurrido  el  pago  de 
costas  en  el  recurso  de  casa- 
ción. Cas.-2  septiembre 
1904    I  .  « 

2.  fíompi't^ntfia,  -  Es  competen- 
te para  conocer  en  U  ejecu- 
ción sobre  pago  de  costa*  en 
que  es  condenado  nno  de  los 
litigantes,  el  Jnes  que  cono- 
ce en  el  juicio.  -  C.  A.  19  abril 
1904   II.  25 

%.lnarripei¿n.- Juicio  posesorio- 

-  Posesl'm-  -  Siendo  pública 
y  notoria  la  posesión  ael  opo- 
sitor, loa  demandados  que  han 
pretendido  la  inscripción  ca- 
recen de  fundamento  plausi- 
ble para  litigar  y  deben  ser 
comtenadOB  en  lú  coatma  de 

la  cauaa-C-  A.  30  julio  190L  n  173 


obAdro 

1.  Aprseiaci4u.  -  Citación.  -  Com- 
curso. -Sseritun,  Sipotsoa. 
- /foración.  -  Ptazo.  -Síndi- 
co, -  Pñm  verificar  sus  crédi- 
tos en  un  concurso  no  necesi- 
tan los  acreedores  exhibir  un 
titulo  que  traiga  aparejada 
ejecución,  baata  cualquier  dth 
enmonto  que  los  acredite  ó 
cualquier  otro  medio  autorí- 
fado  por  la  ley  para  prestigiar 
la  existencia  ó  legitimidad  de 
la  deuda.  -  Om  19  noviembre 
1904   L  217 

:'.  En  conseoiiencia,  las  copias 
de  escritur  is  públicas  manda- 
das agregar  A  los  autos  por  él 
Juez  que  conoce  del  juicio  de 
concurso  y  de  cuya  conformi- 
dad con  la  sentencia  no  se 
cuestiona,  hartan  para  com- 
probar los  créditos  respeciinM 
y  el  tribunal  que  se  basa  en 
ellos  y  en  ht  lista  jurada  del 
dmidoryau  dedaración  poe- 
terior,  no  infrioge  lar  alguna. 
-Mismo  fallo. 

3.  la  reclamación  que  impugna 
loacréditos  verificados,  fonda- 
daeu  que  no  ae  citó  al  deo- 
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dor  y  i  otros  acreedores,  no  es 
atendiblo  si  el  recurrente  no 
obró  como  representatite  de 
las  perBonafl  autorizadas  pora 
reclamar  á  ña  nombre,  ~-  Mis- 
mo fallo. 

■4.  Aprp.riiiriM  dñ  loa  autot.  - 
Camrióa.  -  C/;»ncÍón  de  pagot. 
-  Dituda  ririt.  -  Quúthra.  - 
Smlennia  d^/nitiva.  -  "El  cré- 
dito que  itiocede  tie  la  renta 
de  arruimamientode  un  alma- 
cén tm  que  el  comoi-ciante  tie- 
ne establecido  un  negocio,  no 
es  de  naturaleza  comci  cial  si- 
no civil,  y  no  autoriza  la  de- 
ciarai'ióh  de  quiebra.  -  Cas. 
12  enero  IHtti  I.  310 

£,  Jmpugmdón.  -  Perito,- 
Quiehra.  -  SmteHeia.  -  Sobre 
ñda  crédito  impugnado  debo 
formará!  pieza  separada  aólo 
hatiti  que  esté  cu  catado  de 
pi'onuiKÚiirso  suiitcncia  defini- 
tiva; y  una  vez  tr.^scurrido  el 
término  de  emplazamiento  de 
los  acreedores  ausentes,  se  dic- 
ta una  itentencia  única.  -C.  A, 
4juniol9IM  11.  140 

CHIA  DO 

1,  Apr^rltirión  de  Iom  hecho».  ~ 
Ciiitml.  ~  CoMutiina,  -Pret- 
ttriitciáa.  -  Serricío».— Tmtán- 
dese do  una  seiie  deservicios 
continuos  y  no  interrumpidos, 
preítt'idoií  como  crLida  domés- 
tica y  ,L(:(!i)tados  {lor  el  di  mau- 
flailo,  la  obÜRaciiin  <lc  pauar 
Ion  salarios  dL-vencailoH  «e  ha- 
ce oxigiblo  dewle  c]  diaon  que 
esos  Kci-vicíos  ccfiaron.  -  Can. 
16dic!eiiibi-e  ¡S04  I.  277 

"S.  Hiibiüiido  sostenido  el  deman- 
dado q\ie  la  demandante  no  lo 
pi-Ofitij  Kervicius  como  criada 

.  doméstica  üi lio  como  coniubi- 
iia,  no  ci  iiplit^blc  lailispoAi- 
ciún  del  articulo  líWi  del  Có- 
digo Civil,  -  M.Í8mo  fallo. 

ÜtJA!>M>KLlTO 

1.  Iticendio.-  Ind^mnisarUín . - 
Jffgliíffucia.  -  PurjuirioM.  - 
Habiendo  pratiado  el  deman- 
dante gue  no  proilujeron  dos 
incendios  en  semetitei-as  dusu 
propiedad  debido  á  los  car- 
ooiicilloíi  iucandesceutos  que 
salían  de  las  chimeneas  de  las 
locomotonis  de  los  Ferrocarri- 
les del  Estado  por  la  alta  pi-e- 
sión  que  tenían  que  darles  pa- 
ra vencer  una  f  unrto  Kia<liente 
y  no  e:iitar  en  buen  estado  los 
canastillos  y  que  por  su  parte 
había  tomado  tonas  las  pre- 
caucioneK  necesarias  paiu  evi- 
tar esos  ineeiidioH,  debe  la 
EmpreHa  indemnisu'le  el  per- 

Íuicio  i-Riisado  por  su  eiuisi-de- 
ito.-C.  A.&octubreI904.n.  86 
12.  Accidents.  -  Daito  -  fmpnt' 
dmñii.- Siniestro .  -OmíñM. 
Perjuicios,  —  SgnteticUi.  ~ 
Cuando  el  accidento  que  pro- 
duce la  mucite  do  una  perso- 
na atropellada  por  un  carro 
eléctrico  se  debo  á  impruden- 
cia temeraria  del  maquinista 
ó  conductor,  es  responsable  la 
Empresa  del  cnasi-delito  aun- 
que la  victima  haya  obrado 
«on  impradenciA.  Esta  üii*- 
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cunstancia  sólo  so  toma  en 
caenta  pai-a  la  apreciacióu  del 
dafto.-OBS.  25  octubre  190*.  I.  141 
3.  AeetOente.  ~  fíafio.  -  Impru- 
dencia. -  ¡wimnnizaeiin  - . 
Pfrjulcioa.  -  Rfsponaabilidad . 
-Cuando  el  accidente  que 
produce  el  dafto  se  debe  a  la 
propia  imprudencia  del  lesio* 
nado,  no  existe  responsabili- 
dad para  la  empresa  de  un  fe- 
rrocarril por  el  accidentoy  sus 
consecuencias. -O.  A. Ü7  ma- 
yo IW  II.  190 


1.  A])r^rtarión  de  lo»  hecho».— 
Expresión  dt>  aqravio».  -  Afan- 
dalo.  - Svlidad.  -  Seat^eia, 
-  Establecido  el  hecho  do  ha- 
ber reconocido  el  mandatario 
la  obli)[aciún  de  rendir  cuen- 
tas, tiene  aplicación  el  articulo 
H."i(l  del  Códi;»o  do  Procedi- 
miento Civil,  que  permite  al 
Juez  fíjar  el  plazo  para  ren- 
dirlas, -  Cas.  22  ajTOsto  IOM.  I,  41 

2.  Las  circimstancias  invocadas 
por  el  mandatario  de  haber 
pasado  al  mandante  estados 
mensuales  y  bnlanccx  trimes- 
trales de  l:i  cnnt'ibilidoil  del 
negocio  aduiiristi-ado y  de  ha- 
lierle  entrc<rado  los  libros  da 
dieha  contai>ilidad,  no  son  su- 
ficientes para  considerar  cum- 
plidla la  obligai-ión  do  rendir 
r-uentaa  cminao  al  niandataiio, 

3ue  no  if^noraha  tales  antero- 
en tes,  habia  reconocido  rliclia 
obliffación.  -  Mismo  fallo. 
2.  CoMa jungada.  -  Carócl^.  - 
Décima. -Fruto».  -  Prncrip- 
Hán.-y.  Curador.- C.  A.  3 
septiembre  IMG  II,  202 


CCLFA 

Cato  fortuito.  -  Delito.  -  Dolo. 
-  Indmmiiitmin.  -  Perjuicio». 
-Prwrba.  -  Tarha».  -  Testi- 

fin».  -  Todo  delito  ó  ctiaside- 
ito  HU]>one,  respectivamente, 
dolo  ó  culpa,  y  estos  hechos  de 
responsabilidad  no  se  presu- 
men en  la  perpetración  de 
aquéllos,  sino  en  los  casos 
pi-evistos  por  la  ley,  yde  c:ou- 
sifTiii^tite,  es  necesario  proltar- 
los  por  quien  los  alega,  -C.  S. 
25  agosto  19M   I.  46 


1.  Atbacea.  -  Dfm*nte.  -  Inter- 
diañM.  -  Con  aii'eglo  al  ai*- 
tículo  3r>5  del  Código  Civil  el 
padre  Icmtimo,  y  á  falta  de  él 
la  mailrcieeitima,  puede  nom- 
brar cui-arior  por  testamento 
i  los  adultos  de  cualquiera 
edad  que  se  hallen  en  estado 
de  demencia;  y  para  ejercitar 
esta  facultad  sólo  se  exige  la 
existencia  del  estado  de  de- 
mencia y  no  una  declaración 
judicial  previa  al  i-espccto,  ya 
que  está  última  no  coai-ta 
aquella  factdtad  y  sólo  tiende 
i  establecer  la  situación  1^1 


del  demente  y  las  consecuen- 
cias consiguientes.  -  Cos.  4  oc- 
tubre 10Ü4   I.  80 

2.  Aun  cuando  el  articulo  457 
del  Código  Civil  impone  al 
padre  la  obligación  de  pi  ovo- 
car  el  juicio  <le  interdicción 
del  hijo  demonte  que  llem  A 
lamnyor  tnlnd,  dicha  obliga* 
cíóii  no  niodtficA  la  facultad 
de  nombrar  curador  por  tes- 
tamento, ni  pugna  con  la  letra 
y  espirita  del  articulo  355  si  & 
la  fecha  del  testamento  el  hi- 
jo so  hallaba  en  extado  de  der 
mencia.  -  Mismo  fallo, 

'A.  El  cuidado  ilc  la  persona  del 
demente  coriTspoiide  al  cura- 
dor, salvo  el  (raso  excepcional 
que  contempla  el  incÍMo2.''del 
articulo  464  del  Código  Civil, 
ó  que  existan  antecedentes 
bastantes  parn  pfltiniar  quoes 
conveniente,  además  del  cura- 
dor teshi  nien  ta  ri  o,  el  nom- 
bramienlo  deotro  cumdor  pa- 
ra el  cuidado  inmediato  do  su 
persona,  no  siendo  circunstan- 
cia bastante  la  de  que  el  úni- 
co pariente  llamado  inmedia- 
tamente á  la  herencia,  tea  la 
madre  del  curador,  personado 
edad  muí  avanzada,  ni  la  do 

aue  los  frutos  de  los  bienes 
el  interdicto,  y  en  caso  nece- 
sario BUS  c;ipitales,  deben  em- 
plearse  princi^linente  en  ali- 
viar su  condición  yon  procu- 
rar BU  restablecimiento,  cues- 
to que  la  inhabilidad  legal 
debe  existir  en  el  mismo  cua- 
flor  nombnufo,  y  éste  tiene  el 
deber  de  cuidar  de  la  i.dminis- 
ti-ación  di?  los  bienes  y  de  la 
persona  del  inmno. -Mismo 
fallo. 

4.  Ko  es  incompatible  el  cargo 
de  cuiador  t«]4tiiraentarío  de 
una  pei'sona,  y  el  de  alhacea 
del  testiidor  que  hace  d  nom- 
bramiento, -  Mismo  fallo. 

fl.  Cogii  jusgada,  -  Cwnta.  -  Dé- 
cima. -  Fndi)».  -  Prf»rri/i- 
ciiin.  -  La  lemunci-acióii  dolos 
tutores  y  curadores  se  les  otor- 
ga como  recompensa,  y  no  co- 
mo pago  del  simple  ea.rno,  y 
esta  interpretación  del  articu- 
lo 526  del  Código  Civil  se  ar- 
moniza con  las  restantes  dis- 
posiciones legales  concernien- 
tes ¿  la  materia.  El  guardador 
que  administm  descuidada- 
mente ó  con  negligencia,  no 
tiene  derecho  á  décima  de  los 
frutos  de  aquella  parte  de  los 
bienes  que  por  su  negligencia 
hubiere  sufrido  detrimento  it 
experimentado  una  considera- 
ble disminnción  do  productos. 
-C.  A.  2 septiembre lOa")  II.  SOB 

6.  El  guardador  sólo  tiene  de- 
recho á  la  décima  de  los  fru- 
tos percibidos,  pue»  en  cuanto 
i  los  productos,  se  aplicnn  las 
reglas  del  usufructo  y  en  con- 
formidad á  lo  establecido  á 
este  respecto,  los  frutos  pen- 
dientes pertenecen  al  pvo|^ 
tario.  -  Mismo  foUo. 

7.  La  prescripeión  de  cuatro 
años  establecida  en  el  articu- 
lo 425  del  Códi^  Civil  sólo 
extingue  las  nccionus  de)  pu- 
pilo contra  el  ganrdndor.- 
Mismo  fallo. 
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DA>0 

Af!riilmt«.  -  CuttidiMito.  - 
JmprwUncUi.  -  A/iuütro.  - 
OmitUn,  -  PtirjuMot.  -  Sfn- 
ttneUt,-  La  iiiipriHlencia  co- 
metida por  la  vfrtinia  ile  un 
ciuuülelito  no  eximo  de  res- 
ponsabilidad al  autoi-,  pero 
esa  circunstancia  se  toma  en 
cnenta  para  la  apreciación 
del  daño.  -  Cas.  ¿i  octiibi-e 
IDO*   I.  141 

3.  Lamuei-to  de  iinhiju  importa 
uivdaño  i'cnl  ytfectivo  para 
■D  madre  viuda,  porque  la  pri- 
va de  los  ntcui-sOT  que  potlia 
esperar  de  61.  -  Mismo  fallo. 

8.  Acci-lentf.  -  CuaKidttito,  — 
Imprwleucia.  -  Iniléfiinixa- 
etáu.  —  Péríuieln,  -  Reajwnta- 
MlUtad.  -Ctiaudocl  accidente 
qno  pi-odiico  el  daño  se  debe  ¿ 
H  pi'opia  impnidencia  del  lo- 
■ionano,  no  pxiitte  responsabi- 
lidad pura  la  empresa  de  un 
ferrwai  ril  [¡or  e¡  accidente  y 
ius  consecuencias.  -  C.  A.  '¿¡ 
mayo  líKíj   il.  190 

DÉCIMA  DB  CVKADOK.- 

V.  Curador. 

deui-hVn 

1.  fiomicUio.  -  JCfurto  rftrnnett' 
vo,  -  OmiitiilH.  -  ProffBiñn.  - 
Apreciadas  en  los  coiifidemn- 
dos  del  fallo  la»  excepciones 
opucitas  á  la  demanda,  es 
innecesaria  la  decisión  de 
ellas  ciinndo  con  incompnti- 
Llescon  la  acción*  aceptada. 
l)ebe  rwhozai'se  en  este  cano 
In  acción  de  nulidad  que  se 
funda  en  la  falta  de  deristón 
del  asunto  controvertido.  - 
C  A.ca8.10al>iUlUM....  11.  SB 

Z.  BoratfTtu,  -  Cilnct¿».  -  Com- 
p^t«ni:in.  -  PrfjH:ijatiiiento.  - 
JMriwlicficlón.-  OUra-pftUa. 
-  Si  por  la  demanda  se  pide  la 
iwititución  de  ciertas  porto- 
iiencins,  objvto  de  la  acción 
roi\'indicatoria,  por  haber  ocu- 
ptvlo  los  dem:in(iado^  i'sas  pro- 
pie.lndes  sin  titulo  atgiino  le- 
gal, lafulta  de  esto  titulo  es 
uno  de  los  fiimlaraentos  do  la 
a«»lón,  pero  no  es  la  acuíón 
misma  que  es  la  reivindicato- 
ría. Por  consifinicnte,  contie- 
ne la  decisión  del  asunto  con- 
ferovertido  la  aentencta  que 
folla  efta  acción,  annqiie  no 
■c pronuncia  solirc  ta  %'ulidez  ó 
nulidail  de  diclios  titnloi,  - 
C.  A.  cas.  3  enero  190  j....  ir.  88 

DSC  LIGATORIA  IB  JÜRrBDIOClAS 

V.  -  Comptitiuria  (Xiím.  13.) 

DECRETO  t>B  INIHU.TO.-V.  IndtittO. 

DBLBOAUO 

1,  Catacit'm  tn  ¡a  formo.- Cita- 
ciAi.-  KmfiUiznutit^tlo.  -  Ex- 
prtaii^n  ríe  iit/rnviox.  -  Mamla- 
to.'  SnMfhyatdriii.-  Sólo  el 
mandatario  purdo  delefmrel 
encarno  á  menn»  que  se  le  ha- 
ya neg:ulo  onta  tncnita'l.  No 
estando  ni>tfii'i«vd(i  p  o  i-  el 
mandante  el  delointario  p:ira 
subdelegar,  el  proiiiiadov  que 
¿ste  nombre  no  representa  vá- 
lidamente al  maullante.  -  Ca*. 
Ül  junio  191)3.  II.  420 


3.  Cataci^n  «n  Ut  forma.  -  Cita- 
ci¿n.  -  Sutpiazamisnto.  -  Ex- 
pmUn  dé  agrarlo$,  -  Manda- 
to. -Subd^Mffotario.  -  S^lo  oí 
mandatario  puede  deleitar  e) 
encarRo,  á  menos  que  se  le  ha- 
ya nejtado  esta  faonltnd.  >.l 
delegatai-io  no  puede  subdete- 
Kar  si  el  mandante  no  lo  auto- 
ría. -Oos.  21  juulo  1005  ..  I.  m 

DBUOAtABK).— V.  liáitgado, 
ORLITO 

1,  CoM  fortuito, -Gul/ta.-Doio. 

-  Ifuttmnizfteiiht.  -  PgTjui-io», 

-  Priwbit.  -  TarJuu.  -  T^ati- 
got.  -  Todo  delito  ó  cuasideli- 
to supone,  i-especti^-amente, 
dolo  o  culpa,  y  estos  hechos 
de  resitonsabilidad  no  se  pre- 
sumen en  la  perpetración  do 
aquél  OH,  sino  en  los  casos 
previstoM  por  la  ley,  y  de  con- 
sijpiiente  es  noccsarío  probar- 
los por  quien  los  alepiu  -  C.  S. 

25  agosto  lOM   I.  46 

DBMKNTB 

AtbacM.  -  Curador.  -  /n'M-- 
dieción.  -  V  Curador.  -  (Nú- 
moro4l,'-',3  y4).-Ca8.  4oo- 
tubralOM   L  89 

DKHVHCIA  DB  BaUIRBKA 

Cotaelóm  m  la  forma.  -  Coadyu- 
vante. -  Conndurando»,  -  Sali- 
trera». -  Sentencia.  -  El  dc- 
nunoiivnte  de  salitreras  como 
bienes  tit^calc8.tienedei-erhoá 
ser  considerado  parte  coadyu- 
vante en  el  juicio.  -  Cos.  26 
mayo  lOft'»   I.  401 

DBPi'iSITO  jcrmoiAL 

ApreriacióH.  -  Arrendamimto. 
— Comprarenía.  -  Ley  ilel  ron- 
trato,  —  MenriÓH.  ~  Snlidnri- 
dad.  -  Decretado  el  depósito 
de  una  propieilad  en  juicio 
ejecutivo,  el  aci-ecdor  no  es 

eor  este  solo  htyho  rosponsa- 
lo  snlidai-inmento  de  los  ac- 
tos del  dupositario  nombrado, 
ni  se  encuentra  obligndo  i 
rendir  cuenta. -Coa.  1<>  nf[os- 
to  IMM   I.  18 

ubbecho  adquirido. 

-  V.  Efecto  retroactipo. 

DERECHO  LITIOIOAi 

1.  Centón  de  derecho».  -  I.o  que 
constituye  la  cseneia  fiel  con- 
trato de  cesión  de  derechos  li- 
tigiosos es  que  el  objeto  direo- 
to  de  la  tictión  sea  el  ewnto 
inciei'to  do  una  litis  de  que  no 
se  hace  responsable  el  oedentc. 
~C.  A.2Rmayo  1904.....  II.  tSO 

2.  Terminado  un  Juicio  ejecuti- 
vo por  B  'ntencía  firme  que  do- 
secna  los  excepciones  puestas 
por  el  ejecutoi'  y  entro  ellas  la 
de  pago  de  la  deuda  y  manda 
llorar  adelante  la  ejecución, 
no  existe  ya  derecho  litigioso 
y  la  cesión  del  crédito  hecha 
con  posteriorido/l  ii  dicha  sen- 
tencia, no  puede  estimarse  co- 
mo cesión  fie  dt^i-echos  litigio- 
sos. -  Mismo  fallo. 


DXHECHO  bBAL 

Cabida.  -  Comunidad.  •  Despue- 
ble, -  t¡f»rto  retroaelivo.  — 
Stéiuntra.  -  Prtarríprión.  — 
Salitreraa.-  El  derecho  i-eul 
adquirido  por  la  ini'cri pelón  de 
la  merced  concedida,  no  pue- 
de ser  modificado  posterior- 
mente por  las  diligencias  que 
se  piactíquen  para  mu  pei-fec- 
rionamiento,  á  pretesto  de 
existir  otras  dispMÍcíones  qne 
conceden  mayor  cabida.  - 
C.  A.  13  enero  1903    II.  9T 

DSEir-HOS  PKOCESALRfl 

1.  Abandono  (í«  In  instancia. — 
Camteii»  en  M  fondo.  -  Efecto 
retroartiro.  -  Preteripcián. - 
Sentencia.  ~  i Ji  facultad  que 
tiene  f.1  demandante  de  conti- 
nuar un  juicio  iniciado  y  de 
hacer  mérito  do  los  procedi- 
mientos qne  en  él  se  bnn  pro- 
ducido, constituye  un  vei'dib- 
dcro  derecho,  asi  como  liv 
constituye  también  la  facul- 
tad que  tiene  el  demandado 
deoiioncr)ie&  qnese  ha^an  va- 
ler on  su  contra  ó  se  continiien 
dichos  procedimientos  una  vea 
que  se  cumplen  los  condicio- 
nes detemunadas  por  la  ley, 

{'  on  tal  concepto  han  sido  ca- 
iftcadns  ambos  fociiltndes  por 
los  artículos  102  y  163  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 

-1^20  marzo  1903   I.  3TT 

2:  Im  disposiciones  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  si  bien 
tienen  generalmente  por  obje- 
to la  mera  onlcnacion  de  la 
litis,  y  en  ente  sentido  deben 
ser  aplicadas  desdo  su  vigen- 
cia, pueden,  no  obstante,  ofec- 
tor  al  fondo  mismo  del  dere- 
cho, eomo  son  las  que  estable- 
cen loa  recunos  o  me<Hoa  que 
pueden  ejei-citarae.  Entre  éa- 
tO!t  se  cuentan  los  que  connul- 
tan  la  facultad  de  pedir  la  de- 
claración de  abandono  de  la 
instancia.  -  Mismo  fallo. 

DEROOAflidN 

1.  F^hifieaei^.- Marcas. -Mk- 
ttietpalidad,  -  Registro.  -  La 
disposición  d  c  1  articulo  26 
numera  7.°  de  la  ley  de  "¿2  de 
dictembrede  1891,  quedaáliu 
municipalidades  la  facultad 
de  reglamentar  el  uso  de  las 
marcas  de  fábrio  i  y  do  comer- 
cio, y  llevar  los  regi-itros  co- 
rrespondientes, ha  derogado 
los  artieuloR  R."  y  lU  de  la  ley 
de  13  de  noviembre  de  1874. 
qiie  atribulan  &  la  "Sociedad 
fTacional  de  Agiicultitra"  la 
intervención  en  la  materia.  - 

C.  A.  10  noviembre  I9U4  ..  II.  45- 

2.  Apuax.-  JuK  tt«  asta».-R\ 
Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil ha  dei-ogailo  todtis  las  le- 

Íes  sobt'e  las  materia»  que  en 
I  se  tratan;  y  como  el  titulo 
XI  del  libro  3.»  de  dicho  Oó>li- 
go  trata  especialmente  de  los 
juicios  snbi-e  distríbución  de 
aguas  eftnbleeiendo  nuevas 
regla»,  dando  ú  los  interesa- 
dos taia  amplitud  de  Oculta- 
dos y  derogando  implicita- 
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mente  tocias  los  ordenaiuas  ó 
dlapoBícioneM  anterioi-ex  rela- 
tivas A  la  materia,  tienen  de- 
recho los  iiitOTi!sa<Io8  para 
reimíi-sc  y  dclibenu-  sobre  lus 
tnatcTÍas  que  indica  elai-tlculo 
827,  y  no  piieile  aer  nn  obstácn- 
lo  para  ellos  la  cxi»  t-*nda  de  an 
juez  de  apias  nombrado  con 
anterioriclud  á  la  vigencia  de 
dicho  Oúdieo.  -  C.  A.  8  junio. 
WM    II.  194 

DBHKaMI-8 

1.  —  Acto  dé  mera  /aeultail.  -  Et- 
•  taettdai,  -  Ittturdietot.  ~  0.ni- 
•Un.  -  Potéríífn.  -  Prearrip- 
eUin.-  Qu^ella.  -  UUra-jiéU' 
ta. -Si  las  ogaas.  objeto  da 
una  quei-ella  provienen  «le  ñl- 
traciones  y  dermnn:8  del  fun- 
do del  querellado  á  que  el 
querellante  no  ha  probado  te- 
ner derecho,  sea  por  compra 
al  dueño  de  ella^,  acá,  \¡ov  otro 
titulo,  el  hecho  de  qiir  se  haya 
aprovectuulo de  ellas  durante 
mucho  tiempo,  no  os  bastante 
para  basaren  cltiuuna acción 
posewrin.puBHol  dnauo  de  un 
predio  lo  at  timbi^n  de  loa  de- 
rnmes  y  filtraciones  que  en  él 
■e  prodoceu  y.  por  tanto, 
puede  disponer  libremente  de 
ellos  y  hiú»r  las  obnw  nece- 
Kii-ias  para  recoj^'erlns  dentra 
del  mismofand».  y  la  cirouns- 
tenoia  de  haber  dejado  salir 
esos  derrames  y  liltraoionos 
fuera  do  su  predio  irapoi-ta  só- 
lo la  omisión  de  actos  de  me- 
ra facultad,  y  la  mora  tnlemn- 
eia de actoi deque  110  resulto 
gravamen,  que  no  confieren 
al  dueño  del  predio  inferior 

Íosesión,  ni  dan  fundamento 
prescripción  alguna.  -  O.  A. 
oas. -^2:!  diciembre  1903....  II.  38 
2.  Actoa  lie  mera  /acuitad,  - 
Potnsiim,  -  PrexrriftciJn.  - 

Ítueretlu.-'El  dueño  de  un 
undo  es  dueOo  también  de  las 
aguas  que  en  el  se  acumulen 
y  que  provengan  de  tiltracio- 
noH  del  terreno  ó  de  la  que  no 
alcance  á  consumir  la  tierra 
en  el  riego.  La  omisión  de  ac- 
tos de  mera  facultad  y  la  me- 
ra tolerancia  de  actos  de  que 
no  resulta  sravamen,  no  oon< 
fieron  posesión  ni  dan  mérito 
para  presci-ípi-ión  alguna,  y 
por  lo  tanto,  el  hecho  de  que 
el  dueño  de  un  predio  no  ha- 
ga uso  de  los  derrames  que  en 
el  se  producen  y  los  deje  salir 
libremente  pam  que  otro  se 
aproveche  de  elloH,  no  puede 
ser  invocado  como  anteceden- 
te de  una  acción  posesoiía 
que  no  procede  sobre  las  co- 
sas que  no  pueden  ganarse 
por  prescripción. -C.  A.  12 
manú  1901   II.  42 

DHABi-Hivo  de  expediente. 
-V.  KxiwUtiUñ. 

1.  Acuerdo.- ApflaeU¡n.-EMÍu- 
tián.  ~  fmproaMifHiia.  -  Muni- 
cipal. -  Reelamaeiífn.  -  Negado 
un  recurso  de  tasación  en  el 
fondo  por  la  Coite  de  Apela- 
ciones, y  emplosadas  Jas  pai^ 


tes,  para  la  apelación  intei> 
pueste  contra  sn  resolneión, 
es  proceden  to.la  declaración  de 
deserción  del  recurso  por  no 
haber  comparecido  el  apelan- 
te, hecha  por  la  Corte  Supre- 
ma. -  O.  S.  16  agosto  1901...  I.  15 
S.  AptíaeUn.  -  CataeiJn.  -  (íont- 
pareemeia.  -  SfiufmcM.  -  7'a- 
bta.  -  VÁ  apeinntodebe  compa- 
recer ante  el  Ti-ibutiol  deAl- 
zadadenti-ode  tres  iliaH  con- 
tados desde  aquel  en  que  se 
reciban  los  autos  en  sécreta 
ría,  y  si  dentro  de  este  pLtzo, 
no  comparece,  nu  puede  con- 
tinuarse en  la  tramitación  del 
recurso  y  el  apelado  debe  pe- 
dir necesariamente  que  íe  de- 
clare desierta  la  apelación.  — 
Cas.  30  diciembre  1904....  I.  296 

DBSPDBBIB 

Cabida.  -  Comunidad.  -  Darecho 
rmt.  -  a/eeto  r^truantica.  — 
Mensura,  -  Pmcrífifián,  ~  Sa- 
lltreraa.  -  No  estando  en  ejer- 
cicio el  Código  de  Minería  que 
contempla  oí  despuebl»  co- 
mo un  medio  de  perder  el  do- 
minio, ni  habiéndose  verifíca- 
do  quo  otro  denunciara  y  hu- 
biera obtenido  para  si  \a  p^'o- 
piodad,  no  procede  la  declara- 
ción de  despueble  solicitedo. 
G.  A.  13  enero  1900.  II.  97 

DKUDA 

CitaeiCm.  -  Notificación.  -  Jeta- 
dla. -  R^ronocimiénlv,  -  1a 
notificación  personal  hecha  al 
demandado  del  flecreto  en  quo 
■e  le  cita  para  reconocer  ó  con- 
fesar la  deuda,  no  basta  para 
considerarlo  incluso  en  la  re- 
beldía y  dar  por  prestado  el 
reconocimiento  si  no  ao  leba 
notificado  personalmente  tam- 
bién el  "cúmplase"  puesto  por 
el  Juez  á  la  rei^oluciún  de  se- 
frunda  instancia  que  desecha 
el  articulo  introducido  por  el 
demandado  pidiendo  se  <^jara 
sin  efecto  esa  citación,  aun- 
que dicho  decret»  de  "ciSm- 
plaítc"haya  sido  notifícadoal 
apoderado  quo  ha  constituido 
en  el  juicio. -C.  A.  6  junio 
1908     II.  141 

BBtrnA  CIVIL 

AprteiaeUa  dit  toa  hfchog.-Ca- 
nación.  -  CfsariJn  ditpugo».- 
Crédllo.  -  QHÍf.hra.--Srnlencia 
ttfJinUira.  —  El  ci-édito  que 
procefle  de  la  rentn  de  arren- 
damiento de  un  almacén  en 
que  el  comerciante  tiene  esta- 
blecido MU  negocio  no  es  de 
naturaleza  comei-c'al  sino  ci- 
vil, y  no  autorita  la  declara- 
ción de  la  quiebra. -Cas.  12 
enero  1903   I.  310 

DRDDA  ILÍQUIDA 

1.  Contradictor  Ugitimo.  -  Cosa 
juigada.  -  U'ditiat  pr^rauto- 
rías,-Jt*-lfuriiiH,- Titulo  eje- 
cutiva. -  Habiéndose  declara- 
do que  los  demandados  no 
tienen  dererbo  como  preten- 
didos herederos  de  un  norma- 


no dol  "de  cujas"  A  figurar  en 
el  juicio  tío  paiticíór. ,  sin  per- 
juicio do  los  efectos  que  pro- 
cedan de  la  sentencia  detiuitl- 
vadictulaen  juicio  anterior 
seguido  con  otro  de  los  he  liede- 
ros  y  en  aue  s  i  falla  quo  loa- 
demandados  tenian  la  calidad 
de  parientes,  no  es  Uouida  la. 
obligación  de  restituirlas  can- 
tidades i-etenidaa  á  los  deman- 
dad 8  y  retiradas  por  éstos  ba- 
jode  fianza  durante  el  juicio, 
por  no  estar  liquidada  la  par- 
te quu  respectivamente  pueda 
';or  responde  ríos  con  i'ela'.'iónA 
los  aaignataríosá  quienes  ven- 
cieron en  el  juicio  anterior. - 

Cas.  23  noviembre  1904  I.  17B 

2,  -•  Firha  -  Improcedencia.  - 
Mención,  -  Novación.  -  Objeto 
ilícito.— Titulo  ejecutivo.-  Las 
tichoa  doblas  en  una  oficina 
salitrera  &  los  opéranos,  á 
cuenta  de  sus  salinos,  aunque 
lleven  lii  expresión  "vale  en 
moroaderir.s ',  representan  en 
moucdacoi-riente  el  \'alorque 
ellas  in<Ucan  y  son  por  lu  tan- 
to una  deuda  liquida  <)iie  pue- 
de ser  cobrada  ejecutivamen- 
te. -  Cas.  20  diciembre  lOOl.  I.  23t 

DOCUMENTO.  ^  V.  Instrumento. 

1.  Chtque.- Endono. -"So  sien- 
do el  cheque  un  documento  A 
la  orden,  no  es  transferible 
por  la  vía  del  endoto,  pues  la 
costumbre  no  puede  tomarse 
en  cuoiita  desdo  que  no  supli- 
ría en  este  caso  el  silencio  do 
la  ley,  ya  que  ésta  en  evpli'cita 
en  negar  lugar  al  endoso  en 
documento  que  no  sea  a  la  or- 
den. -  O.  A.  9  mayo  1004  ..  II.  3» 

2.  Gisaríán  de  o^rio.  -  LujuidO' 
ciJn.  -  Nnlidad. --  No  habién- 
dose hecho  valer  <lurante  el 
juicio  ejecutivo  documentos 
que  el  demandado  exhibió  pa- 
ra que  xe  tiiviiscn  pi-escntes 
en  la  segunda  instancia  y  so- 
bre los  cuales  no  se  oyó  al 
acreolor  en  forma  legal,  no 
puede  afectar  á  ésto  la  resolu- 
ción que  da  por  firme  la  liqui- 
dación practicada  por  el  fun- 
cionario designado  por  el 
Juez,  en  quo  se  abonaron  al 
deador  dichos  documentos, 
aunque  se  haya  mantlado  te- 
ner por  npi-obada  dicha  liqui- 
dación si  no  es  objetada  den- 
tro de  cierto  plazo  y  baya  cau- 
sado eiücutoriad  derroto  que 
asi  lo  dispone. -Cas.  11  octu. 
bre  1904   I.  llí 

3.  Arbitrador  -  Casación.  -  Ci- 
tacirin,  -  Perjuicios,  -  Proee- 
denci.t,~Sitilenna.-tja  agre- 
gación de  documentos,  con  ci- 
tación del  litigante  contra 
quien  se  prosentan.no  habién- 
dose determinado  en  la  cons- 
titución del  arbitraje  I<is  trá- 
mites esenciales  á  que  debia 
someterse  el  juicio,  es  un  re- 
quisito ouya  omisión  vicia  de 
nulidad  el  fttllodel  arbitrador 
con  arreglo  á  los  artículos  067 
y  941  número  3."  del  Código  de 
Proceítiroient  o  Civil;  I  astando 
para  que  el  vicio  se  produica 
el  mero  hecho  de  haberse  omi- 
tido la  citación,  cualquiera 
que  haya  «ido  la  influenoia  de 
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dieboB  doGUmentm  en  lo  diü- 
¡MXiitivo  «le  la  sentencin  y  aun 
cuando  eso»  rlociiracntos  ha- 
yan podido  ser  conocidos  de 
U  parte  contra  la  cual  se  pre- 
Kontan.-C.  A.  Cos.  22  di- 
oienibro  1904   II.  111 

4.  C-ipylttm/a.  -  Ohra  pín.-Pa- 
r#nfr»fo.  -  Patronato.  -  Hifiirtt- 
wtttariíltt.  -  Aunque  ne  haya 
ordenotlo  piTuentav  d'^itro  de 
cierto  plazo  todos  1(;9  <lncuii)en- 
tos  que  harén  al  dei-ec-ho  de 
]a,9  parte»,  ni  los  presentados 
desput's  ac  ajürret^n  d  \m  autúñ 
cnn  citación,  no  i>k  nula  la  sen- 
tencia que  en  ellos  se  funda, 
no  re<-Iain,'ínilose  deau  presen- 
tación -Oa-!.  9  mayo  ivm..  1.  331 

■5.  Manifi'»f<icUUi.  -  Aftnumra.- 
ilina.  -  Plazo.  -  RalificariM. 

-  Sfgintro.  -  Los  documentos 
invor-odoa  en  la  deniand^t  de- 
Iten  «cr  tomadoH  ei  cuenta 
aunoui-  se  pi-csenton  despuOs 
del  fallo  de  primera  inst:in- 
nia.  -  (J.  A.  2Íinayü  1!I04.  II  175 

6.  iMtrunynto  priradi».-  Ohli- 

?\cwitin.  -  Prufha.  —  En  toiln 
nstriimentu  Imv  que  distin- 
guir g]  acto  ó  contrato  li  qne 
sirvo  de  prueba  y  rl  e»(M  Íto  ó 
la  coufucción  inat<n-ial  dul  or- 
critoon  Cjiio  se  ha«*o  const  ir. 
La  coitfección  del  encrito  ó  su 
suscripción  por  la  p;!rsoiia  ó 
peraonOH  que  aparecen  fínnán- 
•  dolo,  pueden  ser  cstablecidns 
por  doclarnciones  ilo  tostigos. 

-  Caá.  20  inavo  190.»   I.  401 

7.  El  mismo  Viilor  que  el  docu- 
mento privado  l  ecoiiocido  por 
la  parte  contra  quien  se  hnco 
ralnr,  lo  tiene  el  documento 
que  se  lia  mnnd-ido  tener  )wr 
reconocido  en  los  casos  ywn 
los  i-eqiiisitos  prevenido»  por 
la  ley.  E-íta  ley  os  la  de  pi-o  e- 
dimiento,  y  tanto  las  leyes  an- 
teriores al  C^ódi)^  de  Procedi- 
miento Civil  como  esto  ('ódi- 
g¡o,  admiten  la  prueba  de  t<»s- 
ti((0«  para  .icre<iit;ir  el  hecho 
de  ta  inscripción  de  un  docu- 
mento -Mismo  fallo. 

8.  Acreditada  la  ant«>nticidad 
de!  documento  por  Ins  decla- 
raciones do  los  teattgoH  instru- 
mentales y  debiendo  estimar- 
se reconocido  conforme  á  los 
preceptos  legales  por  la  parto 
que  lo  acredita,  constituye  un 
principio  de  pruetta  por  escri- 
to que  puede  hacer  admisible 
la  prueba  testimonial  de  la 
obligación  <le  que  da  testimo- 
nio. -  Mismo  folio. 

%  Sobre  la  confección  misma  de 
un  instrumento  no  cabe  enigir 
prueba  por  es<'nto,  sin  incu- 
rrir en  un  circido  vicio:'40,  y 
quedaría  ¿  merced  déla  derla- 
racidn  del  deudor  el  mérito 
del  documento  escrito  para 
dar  cumplimiento  Ala  ley. - 
Mismo  fallo. 

DOLO 

1.  fíOMO  fortyifo.  -  CHlpa.  -  Mi- 
to. -  ImUmnizariAn,  -  Ptrjut- 
eto».  -  PrHflMt.  -  Tarkat.  ~  Tfa- 
tigot.  -  Todo  delito  ó  cnaiide- 
lito  supone,  respe  ct  ir  amenté, 
dolo  ó  culpa,  y  estos  hechos  de 
i-esponirbilidad  no  í?  i-vesn- 


men  on  la  perpetración  de 
aquéllos  sino  en  los  rasos  pre- 
vistos por  ta  ley,  y  de  consi- 
guiente es  necesario  probarlos 
por  quien  los  aleira.  -  U.  S.  25 

agento  luOl  I.  46 

2.C(iiu<it.  —  P¿l{za.  -  Prn/^ip- 
ri'Sn,  -  Rununriii,  -  ¿'«juro. - 
Stiiritiio.  ~ÍM  póliza  de  acu- 
mulación cubre  toda  clase  de 
riesgos,  )  su  cláivida  de  no 
tener  rratrifción  aljfuna  por 
genero  de  vida  ó  e.iusa  de 
muerta,  corapi-cndc aiin  el  sui- 
cidio del  ase»ura<ln,  salvo  el 
caso  de  dolo  por  parte  del  ii<w- 
gurailo  li  la  celebración  del 
contrato.  -  Oos.  16  septiembi« 
Ifl04   I.  at» 

DOXIUIUO 

1.  Drc¡»iM.  -Eft^fo  rtfronrtint, 
^OiiiiñíHi.  -  Pro/fKÍ¡in.-H^- 
biéndo^  omitido  en  la  deman- 
da y  en  la  contestación,  que 
fueron  prraetttadas  antes  de 
la  vigencia  dfl  Código  do  Pro- 
ce<limicnto  Civil,  la  designa- 
ción del  domicilio,  profettión 
ü  oficio  de  las  i>ai-t<>8  lit.ii^&n- 
tos,  no  impoi'ta  una  infracción 
del  articulo  }\ñ  de  dicho  Có- 
di^  la  falta  de  esa  designa- 
ción on  la  sentencia,  la  cual 
debe  sujetarse  á  los  antece 
dictes  que  en  dichos  escriUM 
ileben  consignar  las  pirt«s. 
Dicha  diHpnsícíón  no  puede 
ten^r  el  alcance  de  exigir  la 
consignneión  de  antecedentes 
desconocidos, -C.  A.  ca.t.  16 
abril  IflOí   II.  28 

2.  Pruftia.  -  TfMtfgM.  --  La  indi- 
cación del  ilomicilío  de  los 
testigo»  debo  ser  hechn  en  for- 
ma que  permita  apreciar  su 
ubicación,  -  C.  A.  6  octubre 
190*   II.  » 

3.  ExprttsiAi  itK  fifiraHoK.  -  Nom- 
hrr.  -  OminiJu.  -  Prof^»HÍn.  - 
lU.riamaci'in.  -  El  Cóiligo  de 
Pix>cedimiento  Civil  dispone 
que  el  demandante  en  la  de- 
manila  y  el  demandado  on  la 
contestación  dciten  expi-esar 
el  nombre,  domicilio  y  profe- 
sión ü  oñcio  de  uno  y  otro  i-es- 

*  pectivamente  y  por  eso  el  ar- 
ticulo 198  del  mismo  Código 
dispone  (jue  las  Henteiicias  de 
primera  uistincia  y  las  de  ae- 
gunda  que  modifiquen  ó  revo- 
quen las  de  otroH  tribunales 
contengan  esas  designaciones; 
de  modo  que  no  conot-indo  de 
autos  dichas  indicaciones  por 
habei-tfo  iniciado  el  Juicio  an- 
tes de  la  videncia  del  Código 
d«  Procedimiento  Civil,  no 
incurre  en  nulidad  la  senten- 
cia en  que  so  omiten.  -  Cüm. 
23  agosto  1904   L  103 

4.  Cnmpftfitcia.  -  Impror.iulmría, 
-  Mtftir.iihí.  -  íitieifdud.  -  Soti- 
dariiUitl,  -  Demandándose  el 
pago  de  una  deuda  social, aun 
después  de  disuelta  la  socie- 
dad, es  competente  para  cono- 
cer del  juicio  el  Juez  del  do- 
micilio de  la  sociediid,  aunque 
ol  socio  demandado  tenga  su 
domicilio  en  otro  Insar.  -  Cas. 

23  de  noviemhi-e  1904    I.  212 

6.  Arrién  muMtle.  -  Comp^ttnria. 
--Si  la  acción  entablada  es 


mueble,  es  competente  el  Jnes 

del  lugar  donde  debe  cumplir- 
se la  obligación,  que  lo  es  d 
del  domicilio  del  deudor  al 
tiempo  de  constituirle  la  obli- 
gación si  no  se  ha  estipulado 
fugar  para  el  pago.  Sí  se  hu- 
biese mudud'i  el  domicilio  del 
deudor,  entre  ta  celebra^rión 
del  contrato  y  el  pago,  ente 
debe  siempre  hacoise  eii  el  lu< 
gar  que  sin  esta  mudanza  co- 
rrespondería, Kitvo  el  acuerdo 
d?  las  partes;  de  modo  que  es 
iooompetent-t  el  Juez  del  ac- 
tual domicilio  del  demandado. 

a  A.  18  junio  1904  II.  134 

9.  Arcián  muMe,  -  Com¡tftauM. 

-  Drrlinatoria.'-P*r$nna.  j«rl- 
íUea.  —  Srguro.  -  <Juandf>  la 
persona  jurídica  demandarla 
tuviere  establecimientos,  co- 
misiones ú  oficinas  que  la  re- 
presenten en  diverjo*  lugares, 
deberá  ser  demandada  ant«  el 
Juez  del  Ingnr  donde  existe  el 
establecimiento,  comisión  u 
oficina  que  celebró  el  contrato 
ó  que  intctvino  en  el  bocho 
que  da  origen  al  juicio.  -  O.  A. 
7abrU  IWW  ...    H-  IW 

7.  Por  consiguiente,  un  contra- 
to de  seguro  contra  incendio 
celebnulo  con  el  ájente  de  nnA 
compañía  residiente  en  Iqiii- 
que,  sobre  mercadenoA  exís- 
tentc>  en  la  misma  c>>idad,  da 
derecho  al  asegundo  para  de- 
mandai  el  peigo  de  la  cantidad 
asegurada  ante  el  Jues  de 
Iquique;  y  no  es  'un  obstáculo 
para  ello  la  declaración  con- 
signada en  uno  de  los  artícu- 
los de  la  póliia  sobrv  que  A 
domicilio  de  la  Oompanm  tm 
Santiago,  porqno  la  regla  es- 
pecial de  excepción  consigna- 
n  i  en  el  ai-ticulu  220  de  la  Lfj 
da  Organisacitin  y  Atribucio- 
nes de  los  Tribunales  preva- 
lece sobre  ta  regla  general  del 
ai'tictilo  212  de  la  misma  lev. 
-C.  A.  7  abril  1904  IL  lOT 

8-  AeríÓH  jt^fMonal.  -  Caprtlñntñ. 

-  CasarioH.—  Cí/rríñ.^,  -  S/tto 
rftroartirn.-Emplazamifñto.- 
Inter ipr.i'in.  -  Nomhrr.  -  IfiUi- 
dad.  -  OmúñÓH.  -  PresrripciM. 
-Pro/nión.  -  Prufiba.  -  Tatía, 

-  VÍMh.  -  Tratándose  de  un 
juifño  iniciado  antes  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil* 
no  es  necesario  que  la  senten- 
cia conten^  tmias  loa  onnn- 
ciaciones  do  nombre,  domici- 
lio y  pi-ofcsión  que  determina 
el  articulo  193  de  di  .^ho  Códi- 
go.- Cas.  13  abril  IM»         I-  340 

DO«Aeii'>X 

Bims*  tHMfAlM.  -~  Soriedail  mn- 
yugal.  -  TVnvrfti.  -  Los  bienes 
muebles  adqtúridoa  |>or  la  mu- 
jcr,  aun  á  titulo  gratidto,  du- 
rante el  matrimoniu,  forman 
parte  del  halwr  do  la  luidedad 
conyugal.  Ta  disnoxliñón  dd 
articulo  1726  dct  Código  Civil 
según  la  cual  las  ikdquisicio- 
ites  hechas  á  titulo  de  dona- 
ción M  agregarán  á  los  bienes 
del  conyugo  donatario  y  no 
aumentaián  ni  hnhor  social, 
no  reserva  al  cónyugeel  domi- 
nio, ol  cual,  se^n  «i  artienlo 
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1725  número  4.*  corresponde  á 
la  sociedail  conyugal,  siendo 
«1  mando  coniiiüorado  dueño 
de  ellas  durante  el  matrimo- 
nio. -  U.  A.  14  mayo  1904.  II .  25 


EFBUTO  BETBOACTIVO 

1.  Cota  juzgada.  -  Derecho  ad- 
quirido. - Mtmuura.  -  Reri- 
íián.  -  Sulitrern.  —  Sentejiria. 
-  Loa  reciifBOíi  ó  vínii  legaira 
para  obtenerla  refoinna,  revo- 
cación ó  invalidación  ile  una 
sentencia  deben  ser  considcra- 
rad&a  uonio  comlicioneH  do  su 
existencia  ó  validez,  inheren- 
tes á  olla  y  que,  por  lo  miaino 
son  regidos  igualmente  por  la 
ley  vigente  á  la  fecha  do  su 
pronunciamiento.  -  Pronun- 
ciada una  sentencia  antes  de 
la  vigencia  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  y  habiendo 
dicha  sentencia,  con  arreglo  á 
ley  '2«,  titulo  22  de  la  Partida 
3.*  que  regia  en  o»a  fecha,  pa- 
sado en  autoridad  de  "osa  ju;:- 
gada  con  sólo  su  notificación  ¿ 
las  partes  contendientes,  los 
derechos  deolai-odos  por  dicha 
sentencia  quedaron  firmes  y 
deñnitivamente  a  d  q  u  i  r  id  os 
bajo  el  imperio  de  laley  vigen- 
te á  la  sazón;  y  dejarían  de  ser 
tales  bajo  el  imperio  de  esa  ley 
si  pudiera  ser  lofomada  ó 
invalidada  por  ine<lÍo8  ó  vías 
que  establece  una  ley  nueva  y 
no  admitía  la  anH(cua;y  por 
lo  tanto,  no  pueden  invocai'se 
«n  su  contra  las  disposiciones 
del  Código  de  ProcfMlimiento 
Civil  que  ha  establecido  el  re- 
curso de  revisión,  sin  darles 
efecto  retroactivo.  Aun  en  el 
supuesto  de  que  los  medios 
creados  porhi  ley  para  impug- 
nar un  fallo  pudieran  caliti- 
carse  do  i-eglas  concernientes 
á  la  ordenación  ó  mera  ritua- 
lidad del  juicioy  no  como  dis- 
posiciones Qoe  afectan  el 
fondo  del  denoho,  tampoco 
serian  aplicables  las  disposi 
clones  de  dicho  Cófligo,  por- 
que una  sentencia  dictada 
antes  do  su  vigencia  estaría 
comprendióla  dentro  de  la  ex- 
cepción del  articulo  24  de  la  ley 

de  7  de  octubi*ede  1861,  que  es 
una  conñrmncióii  del  princt- 

Sio  do  que  "la  ley  puede  sólo 
isponer  para  lo  futuro  y  no 
tendrá  jamas  efecto  retroacti- 
vo", ya  que  In  sentencia  es 
más  que  una  actuación  inicia- 
da, es  acto  procesal  comple- 
to. -  Bevútíón.  -  16  airOBto 
19M   I.  25 

2.  Embargo.  ■  Formalización. 
~  ImproemleneSa.  -  tmtión. 
~  Plazo,  -  Según  el  artícnlo 
466  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  no  son  erabarsa- 
bles  tas  pensiones  de  retiro  y 
montepío  pagados  por  el  Esta- 
do y  las  MuniciuaHdades,  sal- 
vo que  se  trate  de  deudas  pro- 
venientes do  pensiones  ali- 
Tnohtícias.  Debe  alzarse  el 
embargo  trabado  sobro  una 
pensión  do  retire  con  anterio- 
rídad  al  Códífco  de  Procedí' 
miento  Oivil,  á  contar  deede 


la  vigencia  de  este  Código.  - 
(Doctrina  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones}. -  Cas.  27  agosto 

19M.....  "..  I.  52 

X  DeciHOH.  ~  DotnMHo,  -  Omt- 
ñón. — Profesión,  -  Habién- 
dose omitido  en  la  demanda 
y  en  la  contestación,  que  fue- 
ron presentadiis  antes  de  la 
vigencia  del  Código  de  Pro- 
caimiento  Oivil,  Ta  designa- 
ción del  domicilio  y  profesión 
ú  oficio  de  las  partes  litigan- 
tes! ne  importa  una  infrac- 
ción del  articulo  l!Et  de  dicho 
Código  la  fulta  densa  designa- 
ción en  la  sentencia,  la  cual 
debe  sujetai'se  a  los  antcoe* 
dentes  que  en  dichos  escritos 
deben  consi(;nar  las  partes. 
Dicha  disposición  no  puédete- 
ner  efecto  reiroac^ivo  ni  exi- 

Sir  la  consignación  de  antece- 
entes  desconocidos.  -  C.  A. 
Cas.  16  abril  19M   II.  28 

4.  notificación.  -  Sénlftieia.- 
Habiéndose  iniciado  el  juicio  ' 
antes  de  la  vigencia  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  no 
os  aplicable  el  ai-ti'  Ulo  53  de 
dicho  Código  en  orden  á  la 
notifloación  por  el  estado  de 
la  sentencia  definitiva,  aunque 
la  persona  á  quien  se  notifica 
y  que  ha  entrado  al  juicio  con 
posterioridad  ásu  vigencia  no 
naya  hecho  la  designación 

{«revenida  en  el  articulo  82.  - 
A.  34  septiembre  1»04  ..  II.  55 

5.  Cabida.  -  Comunüiaii .- Dere- 
cho real.  -  Despuehle.  -  Aten- 
gura.  -  PreecrtjKñón.  ~  Salitre- 
ra». -  Conforme  al  articulo 
149  del  Código  de  Minoría  de 
1874  la  posesión  origiuai-ia  de 
las  minas  se  adquiría  por  el 
i-egistro  legalmente  verificado 
y  esa  posesión  constituía  de- 
recho de  propiedad  legal.  Por 
consiguiente,  habiendo  sido 
legalmente  registradas laa  per- 
tenencias A  que  se  refiere  la 
demanda  anté)  del  1.°  de  ene- 
ro de  188ÍÍ  y  no  constando  qne 
se  ha^a  perdido  el  derecho  de 
propied:i<l  por  abandono  so- 
lemne ó  despueblo  legítima- 
mente declai-ado  ó  por  decla- 
ración de  terreno  franco,  es 
procedente  la  mensui-a  de  di- 
chas pert4'nencias,  ya  que  so- 
bre ellas  se  había  constituido 
propiediid  niinci-a  antes  de  la 
vigencia  del  Código  actual  y 
iñto  exceptúa  del  dominio  fis- 
cal los  depósitos  sobre  los  cua- 
leH  so  hubiere  cimstituido  pro- 
piedad minera  de  pa rlioulares 

Sr  leyes  anterioi-es.  -  C.  A. 
enero  Ifltti   II.  VI 

9,  Kl  derecho  real  adquirido  por 
la  inscripción  de  ía  merced 
concedi<lik,  no  puetle  sermoiti- 
ficado  posteiiormente  por  las 
diligencias  que  se  practiquen 

rLra  su  perfeccionamiento, 
pretexto  de  existir  otras  dis- 
posiciones que  conceden  ma- 
^or  cabida.  Por  consiguiente, 
inscritos  ciertos  pedimentos  sa- 
litreros el  ^1  de  agosto  de  1876 
quedan  ellos  sujoton.  en  cuan- 
to &  BU  cabida,  á  lo  dispuesto 

Sor  el  decreto  supremo  de  2 
B  enero  de  187.1,  no  piidiendo 
excedw  de  480^000  metros  las 


descubridoras  ni  de  160.000  las 
estacadas.  -Mismo  fallo. 

7.  Acción  jíersonal.  -  CttpeHanía. 
—Ctisaeiifnde  oficio.— Citación, 
-Doi:iicilio.  -  Emplazamiento. 
—Inucriprión.  -  Nombre.  ~  Nu- 
lidad. -  Prenrripeió»,  -  Profe- 
eián.  -  Pntebo.  -  Tabla.  -  Vit- 
ta.  -  Las  capcUunias  consti- 
tuidas antes  do  la  vigencia 
del  Código  Civil  no  rcquieven 
la  inscripción  en  el  Kegístro 
del  Conserv.idor  de  Bienes 
Raices  de  que  habla  el  artícu- 
lo 20'i7,  con  arre;;]©  al  articulo 
12  déla  ley  de  efe<  to  retroac- 
tivo, sepi'm  la  cual  e  stán  excep- 
tuadas tas  leyes  rcfei-entea  li 
mayorazgos  y  vinculaciones. 

-  QiK  1.S  abril  1905   I.  !Mo 

8.  Tratándose  de  un  juicio  ini- 
ciado antes  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  no  es  nece- 
sario que  la  sentencia  conten- 
ga todai  las  enunciaciones  quo 
determina  el  articulo  193  de 
dicho  Código,^  que  este  pre- 
cepto no  puede  tener  efecto 
retroactivo.  —  Mi^mo  fallo. 

9.  Derecho  adguiríi/o,  -  Emtiar- 
go.  -  Sueldo.  -  El  embargo 
efectuado  antes  de  la  vigencia 
del  Código  de  Pi'Oecdimiento 
Civil  constituye  uu  derecho 
adquirido,  incorporado  al  pa- 
trimonio del  que  lo  habla 
puesto  en  acción  que  no  podía, 
por  lo  mismo,  ser  anulailo, 
modificado  ó  enervado  en  ttus 
ofectos  legales  por  una  ley 
posterior,  -  Cos.  12  mayo  líK^ 

  ...  I.  3» 

10.  Abandono  de  tn  inetancia, - 
Casación  en  el  fondo.  -  Derti-  » 
chos  proc^tfdfg.  -  Pregrrípriihi. 

-  Senlencia.  —  Los  preceptos 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil  referentes  al  abandono 
de  la  instani'ia,  no  son,  por  lo 
mismo,  aplicables  á  los  autos 
cumplidos  con  anterioridad  á 
la  fecha  en  que  entró  en  vigor, 
porque  la  ley  puede  sólo  dis- 
poner pai-a  lo  futuro  y  no  ten- 
drá jnmás  efecto  retioactivo 
y  el  confiicto  que  existe  entre 
dichos  preceptos  y  los  del  Có- 
digo Civil  deben  resolverse 
en  conformidail  con  las  dispo- 
siciones de  la  ley  do  7  de  oc- 
tubre de  1881.  —Cas  20  marso 
1905   I.  3ÍT 

11.  La  prescripción  iniciada  bajo 
el  imperio  de  una  ley  y  que 
no  se  hubiere  completado  aún 
al  tiempo  de  promulgarse  otra 
que  la  modifica,  puede  ser  re- 
gida por  la  primera  ó  la  segun- 
da á  volunta^l  del  pi-escribicn- 
te;  pero  eligiendo  la  última,  la 
proscripción  no  empieza  á  con- 
tarse sinodesde  la  foehaen  que 
emiñeceá  rogin-Miuno  fallo. 


EMBáKOO 

1,  Efecto  retroactivo.  -  Forma- 
lizamó»,  —  Improcedenria.  - 
Peneién.  ~  Plazo.  -  Segiin  al 
articulo  46t)del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  no  son  em- 
bargables  los  pensiones  de  re- 
tiro y  montepío  pagadas  |tor 
el  hfttadoy  las  Municipnl  ida- 
des,  salvo  que  se  trate  de  deu- 
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An»  provenientes  de  penaiouea 
alimenticiaa.  -  Debe  alzarse 
iA  embargo  trabado  sobi'e  nna 
penaión  üe  retiro  ron  aiiterio- 
ñdad  al  Código  de  Prouedi- 
miénto  Civil,  ¿  contar  deade 
la  vigenria  do  este  Códifro.  - 
(Doctrina  de  la  (!orte  do  Ape- 
laciones. -  Cos.  27  aiiosto  liXM. 

  I.  62 

;^  Acción  fijurutioa  -  Improre- 
iieticiti.  -  Lfyt!s  de  ifrortiliiniMn- 
to.-Tiliilo  fjeitUiro.  -Si  por 
medio  do  una  at.'oión  ejecutiva 
«e  cobran  los  intci-esca  que  ae 
<lieen  dt^venf^os  de  un  rapi* 
tal  dado  en  mutuo,  alendo 
que  en  estecontrato  no  se  ron; 
mffnó   dispofliciiin  ulguna  a 
virtud  de  la  cual  pucíiora  en- 
tenderse que  loa  interem»  m 
debieran  en  todo  ó  parto  an- 
tes que  el  capital,  Taobliga- 
f^ciori  rwlaniada  no  es  actiiiil- 
ment'j  (-xi(:;ilile  y  jjor  tal  cauta 
el  titulo  caí  ecu  de  mói  Íto  eje- 
cutivo y  del  e  rcvoraise  el 
mandamiento  de  embarco  de- 
cretado. -  [Doctrina  ae  la 
Corte  de  Apelacione»),  -  Cm. 
Suoviombro  líK>4  ........  1.  9i 

3.  ¡tururho  (uhjuirido.  -  ¡i/feto- 
retroartivo.  -  Suilitn.  -  Kl  em- 
bargo de  los  emolumento»  po- 
riódicori  que  el  I<'iaco  pa^ja  n 
lo»  martiUcroü  por  cl  reinaic 
de  oro  sellado  rccuoHobr^  can- 
tidades que  la  ley  permite  era- 
bargai'  en  un  solo  acto  como 
bienes  presentes  y  futui-oa  sin 
ncccHidnd  de  i-enovnr  dicho 
enihartro  dia  por  d:a.  -  Coa. 

1-2  mayo  im   I.  343 

,4.  El  embargo  efectuado  antea 
de  la  vigencia  di-l  Ocxllgo  de 
Procedimiento  Civil  constitu- 
ye uu  derecho  adquirido,  in- 
corporado al  patrimonio  del 
que  lo  había  puesto  en  acción 
que  no  podía,  por  lo  mismo, 
■er  anulado,  mwlilicadoóenor- 
vado  en  «ns  efectos  lesalea.  - 
Mismo  fallo. 

RMFATB 

Inieí/nirión.  -  Trihunat.  -  Vi»- 
ta.  -  Uabiorido  iutcrvcnido  en 
la  vista  de  una  cansa  el  perso- 
nal completo  de  nna  de  las  sa- 
las de  la  Corte  de  Apelaciones, 
y  producido  el  empate,  de- 
niendo  ver^e  la  causa  nue^'a- 
mente  por  los  mismos  minis- 
tros que  han  pasailo  A  formar 
el  poi-aonal  de  otiua  salas  dol 
Triounal,  debe  éste  integrarse 
con  el  Ministro  máa  antiguo 
de  las  otras  Kila»  en  la  misma 
forma  en  quesehabnaíntcgra- 
do  si  cl  pci-sonal  de  la  wla  üo 
liubiom  cambiado.  -  C.  S.  20 
BlM  Í1190»   I.  1 


BHFUXAKIKMTO 

1.  Casaetín.  -  Jr(aUleaclún.  -No 
ha  habido  emplasamiento  en 
la  forma  prescrita  por  la  ley 
y  por  consiguiente  es  nula  la 
•entencia  pronunciada  en  un 

fiicio  on  qae  1*  demanda  no 
a  sido  legalmente  notificada, 
poea  se  practicó  dicha  notifi- 
cación por  aTlsos,  habiendo  el 


demandante  indicado  en  la 
demanda  el  domicilio  del  de- 
mandado y  siendo  conocida  la 
residencia  de  éste.  -C.  A.  2Ü 
septiembre  190Í   11.  53 

2  Apelación.  ~  CtittirtiiH.  ~  Coih- 
parereuña.  -  Denrffiin.  -  &»- 
téneia.  -  l^Ma,  -  El  apelante 
debe  comparecer  ante  cl  Tri- 
bunal do  Alzada  dentro  de 
tres  dias  contarlos  dowle  aquel 
en  que  se  reciban  los  autos  un 
Secretaria;  y  si  denti-o  de  este 
pla7o  no  comparece  no  puede 
continuarse  en  la  traniitactóu 
del  recurso  y  el  apelado  debe 
pedir  nocesariameiite  que  se 
ueclai'e  desierta  la  apelación. 
Cas.  30  diciembre  190*....  I.  296 

.'t.  ApfUici'in.  -  Compft'ttria.  - 
Jarwlirrión.  —  La  juriiidii;- 
ción  del  Tribunal  <le  Alsuda 
se  halla  limitada  |K>r  la  apela- 
ción y  cuando  óstí*  rompn!»- 
de  vivnos  puntos  se  entiondoii 
lat  partes  que  liivn  sido  notili- 
cadasdel  decreto  que  la  con- 
cede, unipIa^diLs  paitv  oír  la 
resolución  di! I  Tribunal.  - 
Cat.  !tniLiyol!«j   I.  338 

4.  Aechan  pfmoiuil.  -  OuprlUi- 
»/«.  -  Camríón  lin  oficiin  -  Vi- 
taci:hi,  -  D  tminUo.  -  ^fttrto 
rftrtmrtivo.  -  Inscripción.  — 
NimO'rt-.  -  yuHitml.  -  Pyí-k- 
eriprii'iii,  -  Pro/rxiOii  -  Pruflia. 

-Taf'ln.-  Viuld.-  Hal.iciido- 
so anunciado  con  un  camliioile 
nombres  la  causa  en  la  tabla 
del  Tribunal  pam  vérto  v.n 
apelació  n,  la  sentencia  que 
dicte,  aunque  no  se  hayai-e- 
clamoilo,  et  nula  por  faltado 
emplazamiento  *lv  la  parto  cu- 
yo nombre  ha  sido  alterailo 

?'  la  sentencia  puede  ser  inva- 
tdada  de  oticio.  -  Cas.  13 
abrillfilü   I  340 

5.  imtaetOn  jiara  sfnttneia.  ~  Im- 
protsnitneia.  -  IfotiJIcacidn.  - 
Mrtanuiñón,  ~  SfHleucfa.  ~  1a 
notificación  del  decreto  "con- 
cédese el  rpcurao"  es  empla- 
«amicnto  bastante  para  seguir 
la  apelación.  -Cas.  19de  octu- 
bre IflOi.,   I.  363 

6.  Casacitin,  -  Citanón.  -  D.'l*<jit- 
Uo.  -  Emptazamifitto.  -  Expi'e- 
lión  de  agravio».  -  Mantlalo.  — 
SuMelcgatario.  -  Es  nula  la 
sentencia  de  segunda  instan- 
cia pronunciada  sin  que  una 
parte  haya  sido  legalmente; 
emplazada  y  sin  que  naya  ox- 

f>re9ado  agravios,  ni  haya  siilo 
egalnientc  citaila  pam  senten- 
cia, debido  á  que  el  procura- 
dor nombr;tdo  no  represen- 
taba válidamente  á  su  parte, 
por  defecto  en  su  mandato.  - 
Cas  21.  junio  11103...   I.  420 

7.  OataciÓH.  -  ('itaciif».  -  Dele- 
gado.- Emplawmienio.  -  Ex- 
pretión  de  ayrario»,  ~-  Manria- 
to.  ~ Subdttegatario.  ~  Misma 
doctrina.  -  Coa.  21  junio  1005. 
  I.  421 

8.  Casación  e»  la  forma. -Juieio 
rerbat.  -  Es  nula  la  sentencia 
que  condena  i  una  persona 
que  figura  en  una  calidad  día- 
tinta  de  ai^uella  en  que  es 
condenada  a  pagar  la  suma 
demandada,  sin  pravio  empla- 
Bmiento.  -  C.  A.  Cas.  11  Ju- 
nio 19CH   II.  196 


RN  AJENACIÓN 

AutoriznrÍ¿n  judicial  y  marital. 
~Bi€Hitt  raicu.-Ca»aci¿m  «n 
tl/nndiK  -  .Marido.  -  .Vmer,  - 
Jtetcittiittt.  -  La  enajenación  de 
los  biene«  raíces  de  la  mujer, 
durante  la  sociedad  conyugal, 
solamente  pue<le  efectuarse 

Sr  el  marido,  previo  conson- 
niento  de  la  mujer  y  permt- 
ao  do  la  justicia  ordinaria.  La 
autorixación  judicial,  cnando 
es  supletoria  de  la  del  marido, 
se  concedo  después  de  califi- 
carse las  razones  que  éste  ale> 
ga  parn  opoiiert'!  i  la  enaje- 
nación, por  la  cual  debo  oír- 
sele ó  oci-editarsc  que  so  halla 
impotibili tildo  pai-a  dar  sii 
coDsontiniiento.  -  Cas,  24  nutr- 
ió 1905   I.  34S 


ENOOMIRXD^a 

¡  (*ontrid>anit(}.  -  Tacna.  -  Ía  pro- 
vincia de  Tacna  wta  sometida 
¿  la  legislación  de  Chile  y  aii 
territorio  ae  halla  asímiIa<lo 
al  territorio  de  la  Kepúbliea, 
do  modo  que  rigen  en  eea  pro- 
vincia las  leyes  y  docretoe  so- 
bre sor^'icio  dn  coi-reos  y  enco- 
miendas postales  dictadas  pa- 
ra el  resto  del  [kíís.  Las  enco- 
miendas pottales  que  del  inte- 
rior do  la  República  se  envían 
¿  la  oficina  <ie  Arica,  no  pue- 
den considerarse  proccdonteti 
del  extranjero  ni  afectas  al 

Sagn  de  loa  derechos  fiscales 
e  internación  que  pudieran 
corresponder  á  la  natura  l«a 
de  las  mercaderías  conteni- 
das en  dichas  enuomteodaa.  - 
C.  A.  81  mayo  1904    II.  IVt 


ENDOSO 

1.  i'/iet/ue.  -  I>onit»*nto.  -  No 
siendo  el  «ihequc  un  documen- 
to ét  la  orden  uo  es  transferi- 
bte  por  la  via  del  endoso,  pues 
la  coütinubre  no  puede  tornar^ 
so  en  cuenta  desde  que  no  au- 
itliria  en  ft«te  ca^o  el  silencio 
de  la  ley,  ya  queéttta  es  expli- 
cita  en  negar  lugar  al  ondoso 
en  documento  que  no  aea  á  la 
orden.  -  C.  A.  9  mayo  1901. 
  II,  30 

2.  <7owii*íi»n.  -  Pagaré,  -  Perto- 
naluiail.  -  Titulo.  —  Un  pa- 
gare que  no  es  i  la  orden  no 
es  tmnsferíblo  por  la  via  del 
endoso.  -  C.  A.  30  junio  19M. 
  II.  1.55 

3.  El  «idoso  por  valor  recibido 
inporta  una  simple  coiui- 
aión  de  cobranza  que  no  trans- 
fiere la  propiedori  del  p^arc 
endosado.  -  El  endosatario  ca- 
rece de  derecho  para  deman- 
dar ¿  BU  nombre  y  en  el  carác- 
ter de  dnefio  un  pagaré 
endosado  en  esta  forma.- 
Mismo  fallo. 

■MOAHOHK 

CÜOMiMtWKta.  -  JsrtaUeeiAi.- 

dad.-SalartM.  -  V.  Compt- 
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K8CRITURA 


ESTADO  CIVIL 


KXCEPCIÚK 


KNTRlUiA 

1.  — AfifteiaeiM  dtt  lot  heehot,  - 
Compraventa.  -  Interpreta- 
Hén.  -  Lugar.  -  El  compnuioi' 
qué  no  se  presta  á  recioir  las 
mercodcrins  en  et  )a([av  y 
tiempo  señalado  &  la  entrega , 
infringe  el  contrato  y  «la  dere- 
cho al  vendedor  para  peilir  el 
depósito  de  las  mercaderías  y 
su  venta  por  menta  de  aquel 
y  el  pago  del  preeio.  -  Cas.  'íO 
iHclembre  ItXU   I.  201 

2.  Apr^-iatñón  lo»  hfchon.  - 
Coinpravtnta,  ~  Pagn.  -  iVur- 
batÍHimonial,-  V.  Compra- 
vgnta.  númei-o  R.  -  Cas.  3U  di- 
dembre  1904     1.  3(H 

EHHOK 

1.  ApreeiaeiOn  de  loa  hechoii,  — 
Confmián.  -  CtmlnidMor  It- 
glUmo.-Ctim  juzgada.  ~  Be- 
redero.- Lfgmí  o.-  Testamen- 
to.- Al  ace[)t!ir  la  rectilica- 
ciÚQ  de  la  cuufesión  prestada 
por  e)  mandatario,  lundnda 
en  un  oi-ror  en  que  incurrió 
éste,  el  Tritjnnal  do  la  rnii^a 
resuelve  una  (riu-siion  de  lie- 
cho,  apreciando  uara  ello,  en 
ejercicio  de  f.ncnltades  priviL- 
tivas.  el  méiito  de  la  confe- 
sión y  fl  (le  la  prueba  i-endida 
pnmdemostmrel  error,  MÍcm- 
pro  que  no  se  <|ncbrante  alRtin 
precepto  Iciriil,  -  Cas.  2S  octu- 
bre \m   I.  M5 

2-  Apreciarían  df  lo»  h^rlios.  ~ 
Me.ucián.  -  Pre  función  es.  - 
—  Aunque  por  referiine  á  ma- 
teria enteramente  extmfia  á 
las  cuestinneti  discntidaR  en 
ei  juicio,  el  articulo  cita<Io  co- 
mo infringido  y  que  por  lo 
mismo  no  ea  citado  en  m  sen- 
tencia'recurrida,  es  do  KUiiQ- 
ner  que  el  recurrente  ha  come- 
tido un  error  de  cito,  no  ha- 
biendo subsanado  t:\lerror,  el 
Tribunal  de  Casación  no  pue- 
de hacer  variaciúu  alguna  cu 
el  recurso.  -  Cas.  2  junio  1905. 
  I.  368 

ESCBITl'KA 

1.  Comprai'enta.  -  Firma.- Ifo- 
tario.  -  Nnlittad.  -  Omisión.  - 
La  falta  de  firma  de  la  escri- 
tura matris  incorporada  en  el 
protocolo  y  que  ha  sido  pues- 
ta con  posterioridad  á  la  fe- 
cha  en  que  txj  inscribió  en  el 
refpstro  do  propiedades  la  co- 
pia autorizada  de  la  misma  es- 
critura qup  el  notario  había 
dado  al  comprador,  no  es  una 
incorrcrción  que  importe  la 
nulidad  del  instramcntoy  sólo 
da  mérito  para  una  medida 
disciplinaría.  -  G.  A.  I."  junio 
1904    H.  119 

2.  Jteclamaeián.  -  Remate.  -  De- 
be llevarse  adobnte  una  eje- 
cución iniciadla  por  una  Muni- 
cipalidad que  ha  sacado  á 
remate  unos  terrenos,  contm 
el  subastador  que  so  niega  á 
flrmar  la  escritura  pública  á 
que  se  redujo  el  octa  de  rema- 
te; sirviendo  de  titulo  ejecuti- 
vo á  la  Mimicipolidad  una 
tercera  copia  de  esa  escritura. 


(Doctrina  de  la  Corto  de  Ape- 
laciones). -  Cas.  6  diciembre 
IWW   I.  215 

3.  Apreríarí¿n.  -  CitaciSn.  - 
CoHcnrio.— Crédito.-  ffi/toté- 
m.  -  ífoetteiín.  -  Pinto.  -  Sin- 
dico. -  laa  copias  de  escritu 
ras  públicas  mandadas  agre- 
gar a  los  auto»  por  el  Juet  que 
conoce  del  juicio  de  concurso 
y  de  cuj^a  conformidad  con  la 
sentencia  no  se  cuestiona,  bas- 
tan pira  corflprobftr  loa  ci-édi- 
tos  respectivos  v  el  Tribunal 
que  Be  nasa  en  ellos  y  en  la  lis- 
¿junitladel  deudor  y  su  de- 
clamción  posterior,  no  infrin- 
ge ley  alguna.  -  Cas.  19  no- 
viembre fitfM   I.  217 

4.  Corresponde  &  Ion  juecoa  de 
la  eauK) ,  en  mo  de  sus  facul- 
tades soberanas,  resolver  si  la 
nota  puesta  on  una  escritura 
y  que  no  ha  reconocido  la 
persona  que  la  firma,  impoi-ta 
o  no  cancelación  del  crvdíto 
á  ijue  se  pretende  aplicar.  - 
Minmo  fallo. 

1,  Acr.ión  ejerutira.  -  Flaifor.— 
Fianza.  -  Titulo  ejn-nlieo.  - 
No  expresándose  claramente 
en  el  contrato  que  el  fiador  li- 
mita Ku  rexponítabili'iad  &  la 
pai-te  del  crédito  que  el  aci-ee- 
dor  no  pueda  obtener  de  los 
bienes  (Icl  deudor,  es  necesa- 
rio que  el  ñador  h^ga  uso  del 
beneñ(!Ío  deescusión  en  foniia 
I<%a1.  De  este  beneficio  sólo 
puede  hacerse  uho  una  vex  y 
no  siendo  escutibles  ios  bienes 
fltíüa)a<los,  el  fiador  está  obli- 
gado á  pngar. -Cas.  12  sep- 
tiembre 19U4   I.  75 

2.  El  tittdo  en  que  consta  la 
deuda  y  la  fianza  subsidiaria 
es  bastante  para  ejecutar  al 
fiador,  si  los  bienes  que  cate 
señala  para  la  escusión  no  son 
suficientes;  y  á  ¿1  le  incumbe 
protHvr  que  el  acreedor  fué  re- 
miso on  la  esciisión.  -  Mismo 
fiUlo. 

ESTACADA» 

Actos  dr  nierafaniltad.  -  Derra- 
me». -  Interdicto»,  -  Omi»ifyt. 
-Potttíún.  -  Prftcripci^n.'- 
Querella.- Ultra  f>elita.-Pm- 
ra  ejercitar  la  acción  que  con- 
ceden los  artículos  9?íi  y  937 
del  Código  Civil,  se  requiere 
que  el  quercllnnte  f^ea  dueño 
o  poseedor  de  nn  pi'edio  que 
tenga  derecho  á  ser^'irse  de 
las  aguas  de  que  ha  sido  pri- 
vado con  las  estocadas,  pare- 
des ú  otras  labores  que  tuer- 
mn  la  dilección  de  las  aguas 
corrientes.  -  G.  A.  oas.  23  di- 
ciembre 1608.   ti.  38 

EBTADO  UIVIL 

Apreciarían  de  los  hechos.  -  Ccn- 
siderandos.  -  Reivindieacifin. 
—  Habiéndose  probado  p  r 
los  demandantes  flu  estado  ci- 
vil de  herederos  del  antiguo 
dueño  de  la  propiedad  que 
reivindican  y  no  habiendo  an- 
tecedentes  que  establezcan 


que  la  indicada  propiedad  ha- 
ya salido  legítimamente  del 

poder  de  su  sucesión,  por  ad- 

Íudio:ición  i  alifirnos  de  los 
lerederos  ó  por  nabcrsc  trans- 
foridoátei'cei-as personas,  pro- 
ceiie  la  r«i vindicación  contra 
el  a<'tual  p«ccdor  que  no  jus- 
tifica que  su  vende<lnr  ei"a  el 
verdadero  dueño.  -  Cas.  31 
mayollWS   I.  358 


BVICCIÓ.V 

1.  Firma.  -  Mora.  -  R^¡u*ri- 
mi^tío.  -  K^sotariiht.  -  Senten- 
cia. -  La  obligación  del  ven- 
dedor de  ^anear  la  cosa  ven- 
dida no  tiene  utt  t«iinino  fa- 
tal y  peientorio  dentro  del 
cual  deba  indispensablemente 
cumplirse,  so  pena  do  quedai' 
constituido  en  mora,  sin  nece- 
sidad de  rcqueriinieuto  judi- 
cial y  por  el  soloministenode 
)a  ley.  Faltando  dítiposición 
c^pci^ial  entre  las  que  rigen 
el  contrato  do  nonipraventa 
que  tal  cosa  entablexoa,  hay 
que  recurrir  á  las  reglas  gmte- 
rales  y  no  siendo  aplicable  la 
dÍBpoNÍ<áón  del  número 2."  <lel 
articulo  Iññl  del  Código  Ci- 
vil, ni  habiéndose  estipulado 
expret^mcnte  un  plato  pora 
el  cumplimiento  do  la  obliga' 
ciónuonaiTCgloal  número l."* 
PB  necesario  lequoriniicnto  iii- 
dicial. -Cas.  19  agosto  1904. 
  I.  5S 

2.  La  presen t'ición  en  que  se 
pide  se  notifique  al  vendedor 
para  que  dentro  de  tercero 
dia  sanee  la  pruuieflad  vendí- 
da,  no  tiene  el  carácter  de 
una  vei-dadera  reconvención 
judicial.  -  Mismo  fallo, 

3.  Accián  real.  ~  CasaciM  ds  ofi' 
cío.  —  Improcedencia.  -  Oiñt- 
sién.  -  Sentencia.  ~  8i  el  ven- 
dedor no  ha  entregado  la  cosa 
vendida  en  la  forma  determi- 
nada  por  la  l-y,  debe  respon- 
der de  la  evícción  al  compra- 
dor. La  existencia  de  un  gi-a- 
vauien  hipotecario  ile  que  no 
se  dió  conocimiento  al  subas- 
tador de  una  pi-apledad,  fm- 

Sorta  una  acción  real  que  da 
erecho  al  comprador  para 
exigir  la  cancelación  y  entre 
tanto  el  depósito  del  precio. 
Si  éste  ha  sido  entregado  al 
ejecutante,  aunque  esté  rete- 
nido, es  necesario  quo  ei  jui- 
cio so  siga  con  él  para  poder 
fallar  la  demanda  en  que  se 
pide  que  el  pago  del  gravamen 
se  haga  con  dicho  precio.  - 
(Doctnnadela  C.  A.)  Cas.  3 
de  npUembro  1904.  I.  60 


EXCEPCIÓN 


Actos  de  tnera  tolerancia  .  - 
Agua*.  -  ApreciaeLfn.  -  Bié- 
n«r.  -  Casación  en  «í  fondo. — 
Clandestinidad.  -  Obra»  apa- 
rentes. -  PosesiM,  -  Prescrip- 
ción. -  Prueba.  -  Servidumbre. 
-  F«rífo»Í0.  -  Opuesta  en  tér- 
minos generales  en  la  contes- 
tación de  la  demanda  la  exccp- 


Digitized  by 


94  EXPKKMÓN 


KALKIFtOACIÚM 


FIANZA 


ción  de  prescripciñn,  tanto  or- 
«lioai-ia  tomo  extt-aonlinaria, 
la  limitnciÓTi  de  los  fiinda- 
niGiitos  en  que  se  apoya,  no  es 
uii  nbstáculopara  pronunciar- 
se solire  la  admiflibilidad  de  la 
dU-ha  excepción  si  en  la  se- 
euuda  inütaiicia  so  repi-odiice 
con  ese  fundamento.  El  Tri- 
bunal de  Alxada  ante  el  cual 
«e  promueve  una  excepción  ea 
árbitro  para  apreciar  la  admi- 
sibilidad de  la  pi-ueba  ofrect- 
4a  para  acrctUtarla.  --  Cas  7 
mayo  y  ¿1  junio  1905   I.  382 

■TOLI^huVn  do  niunicípaloB 
-V.  MtmU-ipatét. 


EXPBUIBATB 

1.  Auto.-Cauaciiín.  -  CitoLiM. 
~  lieánrcfiiri'.  -  Nntijicitcián, - 
El  deaarcbi -o  dnl  expediente 
debe  ser  notihuado  pei-nonal- 
mente  á  Ins  parten  con  todos 
los  roouiiiitoft  cxifiido.1  \\o\  oí 
artículo  .il  del  Códijío  <le  Pro- 
ce<iimicnto  Civil.  Una  orai- 
sióu  en  este  sentido  asi  como 
la  fallit  do  notíKcación  del 
auto  do  prueba,  ó  ladealtru- 
noH  do  loit  requintos  indicados 
on  ol  ai  t.culii  citiilo  en  la  iio- 
tiñcacíün  del  decreto  que  cita 
á  las  partes  pai-a  sentencia, 

S-oducc  la  nulidad  de  ésta.  - 
.A.  Osa.  Mabríl  19(H..  II. 


KXPKBSt^K  DB  ¿ORAVI08 

1.  ApTtciarióH  dé  lot  Iteehos,  - 
Confitas.  -  Mandato.  -  Hidi- 
dadiie  ojUño,  ~  SfitUncia.  -  El 
trámite  de  la  expresión  de 
agmvioi  tiene  lugar  única- 
mente eu  la  apelación  de  las 
sentencias  defínitiras  y  no  en 
lasqne  ponen  termino  á  una 
cuestión  de  carácter  inciden- 
tal, cualquiera  que  Heaii  lox 
efectos  que  se  le  atribuyan. 
Cas. 22 agosto  19U4   I.  41 

2.  IMmicüio.  -  Omisión.  -  Pro- 
/MtáH.  -  SéelavuteiJn.  -  Cual- 
quieta  que  sea  la  procedencia 
I^al  del  trimtte  «e  la  etpre- 
sion  de  affiavios  y  su  contes- 
tación, atendida  la  natura- 
leza de  la  causa,  paia  que 
pueda  pedirse  la  nulidad  por 
omisión  do  este  trámite,  debe 
el  recurrente  milamar  del  vi- 
cio ejercitando  los  recursos 
establecidos,  uno  de  loa  cuales 
es  el  de  reposición  y  no  bi^ 
biéndolo  hecho,  no  le  api-ove- 
cba  la  reclamación  que  del 
mismo  viuio  baya  hecho  el 
abogado  de  la  parte  contraría, 
aunque  ol  vicio  pudiera  exis- 
tir. Í3aB.  23  agosto  19W....  I.  103 

Administrador.  -  ApMaeián, 
ArrmutamitHto.  -  CoMtp»t»n- 
eia.-JuritdteeidSn.~  Soci^lad 
coUKtim.  -  Sociti  imtiutriat.  - 
La  jurisdicción  de  los  Tribu- 
nales de  segunda  instancia  os- 
tA  limitada  á  los  puntos  que 
lee  hayan  sido  aometidtw  por 
medio  de  la  apelación  y  tra- 
tándose de  sentenciaa  deñniti- 
VBB  esos  puntos  deben  quedar 
establecidos  de  una  manera 


concreta  en  la  expresión  de 
agravios  y  la  conteetacíón  á 
ellos.  -  Cas.  24  marzo  1905.  1 .  313 

4.  Cataeián.  -  Cílacián,  -  DOa- 
gado.  -  BiHplaiamtt>a(o.  — 
Mándalo.  -  Subdeíi»jatario.  - 
Es  nula  la  sentencia  de  segun- 
da instancia  pronunciada  sin 
que  una  parte  haya  sido  lesal- 
men  tu  emplazada  y  sin  queha- 
ya  expresado  ogiavlos,  ni  ha- 
ya sido  legalmente  citada  para 
sentencia,  debido  á  que  cl  pro- 
curador nombrado  no  repre- 
sentaba válidamente  á  su  par- 
te, por  defecto  en  i«u  mandato. 
-Coa.  21  junio  1!»()5   I.  420 

5.  Oasación.  —  Citítuitin.  -  Dfiln- 
gado.  -  Etufdatauiifnlo.  - 
Afandato.  -  SHbdMiyttlario,  ~ 
Misma  doctrina. -Cas.  21  ju- 
nio IflOj   I.  421 


EXPROPIACIÓN 

Arrendamiento.  -  PosNiión,  - 
Promfí miento.  -  La  ley  de  18 
de  junio  de  1S57  es  de  cai-á^- 
tor  ONpei-ial  y  C-ftanlece  un 
procedimiento  también  espe- 
cial y  sumario  para  que  el 
expropiante  entre  en  pusosión 
de  Ioh  terrenos  declarados  de 
utilidad  pública  y  por  lo  tan- 
to da  al  expropiante  que  de- 
posita el  pi-ecio  ó  valor  de  la 
tasación  ile  loa  hombren  bue- 
nos, una  poaoiíón  legal.  -  Esta 
pottesión  es  incompatible  con 
la  Huljsistencia  del  arriendo 
de  Ion  mismos  terrenos  que  el 
expropiante  tenia  celohiado. 
Cas.  -fabril  ISOS  1.  336 


EXTRADIUIOV 

Bmuisitorfa,  -  La  requisitoria 

de  extradición  e^  admisible 
cuando  hay  mérito  para  esti- 
mar que  el  delito  que  )a  moti- 
va se  na  perpetrado  y  ea  uno 
<le  los  enumerados  en  ol  trata- 
do de  extiudición  y  la  requisi- 
toria se  presenta  acompañada 
de  la  respectiva  orden  de  pri- 
sión dicta<la  poi  autoridad 
competente  del  Eatatio  quo 
solicita  la  entropa  del  presun- 
to delincuente  y  de  aquellos 

Sruebas,  que  según  las  le^es 
el  Estado  requerido  jnstiti- 
carian  su  prisión  si  el  crimen 
hubiera  sido  cometido  allí  y 
la  identidad  personal  del  acu- 
sado so  encuentra  suticiente- 
mente  acro<lÍta<Ia.  -  O.  S.  14 
septiembre  IKU   I.  97 


FAliSIFICACIoN  i>E  MARGA 

IhroganicUi.  -  ifurm.  -Muñid- 
jHitidad.  -Jtfffistro.-  £1  deli- 
to de  falsíHcación,  adultera- 
ción ó  uso  fraudulento  de  una 
marca  np  existo  sino  tratán- 
dose de  la  quo  está  i-egistmda 
debidiiniciite  y  no  lo  está  la 
que  so  ha  inscrito  on  el  r^;is- 
tro  de  la  Soclwlad  Nacional 
de  Agricultura.  -  C.  A.  10  no- 
viembre 1<)01   IL  45 

riAiioa-V.  f  iania 


FIANZA 

1.  Atxí¿n  ^éoUiva.  ~  SteuBión. 
-  Fiador.  -  TUitio  ^Moateo.  - 
No  oxpre>ándoao  darainente 
en  el  contrato  que  el  fiiwlor 
limita  BU  responsabilidad  á  la 

Sarte  del  crmito  que  el  acree- 
or  no  pueda  obtener  do  los 
bienes  riel  deudor,  es  neceaa* 
rio  que  el  tiador  lú;ia  uso  del 
beneficio  de  escusión  en  for- 
ma l^ul.  De  este  beneficio 
aólo  pueilo  haoente  uso  una  vas 
y  no  siendo  esciitibles  loa 
bienec  sjíiiilados,  el  tiailor  es- 
tá obligado  á  {>agar.  -  Ca*.  12 
septiembre  19Ü4   I.  7S 

2.  El  título  en  que  conitta  ta 
deuda  y  la  fi.inia  subsidiaria 
es  bastante  para  ejecutar  al 
fiador,  si  los  bienes  que  éste 
sei^ala  par.i  la  excusión  no  son 
sufícientes;y  á  él  le  incumbe 
prolur  que  el  acroe<lor  fué  ro- 
miso  en  la  esouaióit.  -  Mismo 
falto. 

2.  Consignación.  -  Payo.  -  ParA 
que  la  ofeii»  de  pag»  que  do- 
be  precv4ler  á  la  consignación 
sea  válida  dclie  ser  hecha  al 

[  acreedor  mismo,  siendo  énte 
capas  de  recibir  óúsulegiti- 

I  mo  i-opiesentante.  -  No  lo  es, 
en  consecuencia,  la  que  se  ha- 
ce ni  tiitdor,  co  deudor  soli- 
dario, aunque  sj  hiigaporel 
propietario  del  inmuebledado 
en  garantía  hipotecaria  suImí- 
diaria  al  indiuulo  fiador  de  la 
obligación,  pues  éste  no  pue- 
de sor  acreedor  mienti'os  no 
haya  paga<lo  la  dcu'la  que  ga- 
i-antiia,  -   C.  A.  20  junio 

1904   II.  127 

¡t.  El  fiador  no  está  obligadói 
recibir  el  pago  del  deudor  por 
cuenta  del  acreedor  y  consti- 
tuirse, sin  titulo  ni  facultad 
para  ello,  en  mandatario  dcd 
acreedor  ó  int,Tme<liario  en- 
tre él  y  el  deudor  paia  el  pa- 
go. -  Mismo  fallo. 

4.  Agencia  ojiciom.  -  Co^fetieiM 
de  la  obra.  ■  1  mprocetienria.  — 
Reciamarián.  -  Vicios.  —  Kl 
tiador.  co  deudor  solidaríode 
un  contrato  parala  confección 
de  una  obra  material  por  pre- 
cio olsido,  á  quien  el  contra- 
tante ó  empresario  cede,  con 
aceptación  del  dueilo  de  la 
obra,  los  dividendos  semana- 
les por  los  trabajos  que  se 
ejecutan,  facultándolo  para 
proseguir  éstos,  aun  por  cuen- 
ta propia,  al  ejecutarlos,  da 
cumplimiento  á  las  obligacio- 
nes contraídas  por  el  deudor 
principal  y  no  procede  como 
ájente  oficioso.  -  Gas.  IS  di- 
ciembielOM   I.  2SB 

5.  Cosa  juzgada  -  Novación.  - 
La  excepción  de  caducidad  de 
la  fiauA  es  concedida  al  fia- 
dor en  el  caso  de  que  se  ex- 
tinga do  conformidad  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  2381 
y  2){^  del  Código  Civil  r  no 
al  afiansado.  -  Cos.  23  diciem- 
bre 1904   I.  385 

6.  No  hay  novación  cuando 
fiador  remunerado  cede  sus 
derechos  y  traspasa  sus  ohli- 
gociones  con  oonsentimiento 


Digitized  by 


Google 


FISCO 

«leí  acreedor,  pei-o  iñn  inter- 
▼enctón  dul  deudor.  Notíflca- 
da  esta  oeiiióii  ni  deudor,  la 
«ontciicia  i-enaida  en  U  oti>Md< 
ción  por  él  deiliicidaque  acep- 
ta esa  cesión,  pi-oduce  cosa 
juzgada  respecto  do  la  cues- 
tión sobre  utilidad  del  cambio 
de  Uador,  opei-ado  por  ella, 
por  no  beberse  acepta«lo  el 
mismo  fiador  por  el  Jiiu  como 
lo  había  nido  el  primero.  - 
Mismo  fallo. 

FICHA 

1.  limda  UU/vida.  -  Impruc- 
tlgHCÍa.  -  Afuneim.  -  JfoBarirtn. 
4)bjrío.  -  Titulo.  -  Las  fichas 
dadas  en  una  oñcina  salitrom 
A  loa  operarioi,  A  cuenta  de 
■US  laliiriot,  aunque  llevan  la 
expresión  *'vale  por  mercade- 
rias",  representan  en  monmla 
corriente  el  valor  que  ella» 
indican.— Cas.  'Si  diciembre 
IWH   I.  231 

"S.  No  acreditiindnso  que  entre 
la  adminíntiarión  (le  laofloi- 
na  qne  emite  las  tíchns  j[  los 
trawjadores  q  m  laii  reciben 
■e  hava  celehnulo  un  contrato 
I>oi'el  cual  •>stos  se  comprome- 
ten á  ciimp  ar  memidenaa  en 
latiendo  ó  pulpería  del  pri- 
mero, no  puede  decirse  qiie 
etiste  noT.ición  en  el  becho 
de  que  los  tmbajndores  tras- 
pamn  á  terceras  penonas  eeas 
Kchas.  -  Mismo  fallo. 

FIBMA 

1,  La  falta  de  firma  de  la  escrí- 
tum  matriz  incorpo  'aila  en  el 
protocolo  y  que  ha  nido  pues- 
ta con  posterioridad  á  la  fo- 
cha en  qne  se  inscribió  en  el 
rei;istro  de  propiedades  la  co- 
pia aatoriiada  de  la  misma 
escritura  que  el  notario  habia 
dado  al  rompi'ador,  no  es  una 
iiioorreocióii  ciue  ímportn  la 
nulidad  del  instrumento  y 
sólo  da  mérito  pam  una  me- 
dida disciplinaria.  -  C.  A.  1." 
junio  1904.   11.  119 

"2.  AUmtnMrailor.  -  Ctuatián  m 
Mt  fiirwa. '  Inttrumento  pri- 
vado, -  Pagaré.  -  Pntrrip- 
etOn.  -  P  retuttriSn.  -  Pmsba. 
-Salario,  —  La  prueba  del 
cotejo  de  Armas  unida  A  ante- 
cedentes que  haoen  reroaimil 
la  existencia  de  la  oblifca- 
ción  en  bastante  para  estable- 
cer la  efectividad  de  un  poga- 
í-é  cuya  lirma  ha  nenado  el 
demandado.  -  Gas.  21  diciem- 
bre 19U4   I.  2S 

FiRXA  de  MBtencia.-  V.  8m- 

feneia. 

naco 

l.  Inspector  AatxU.  -  Par»  que  el 
Fisco  sen  obligado  se  necesita 
qne  los  actos  ejecutados  por 
Uw  autoridades  á  su  nomnre 
Hean  ajustados  i  una  ley  de- 
terminada.— C.  A,  Tseptiem- 
brie  1904   II.  oe 

■í.  Ctmitión.  -  Ofiito»  púHieot. 
"  InumMt.  -  Mandato,  -  Pre- 
ñdenté  ta  JUptibliea.  -  Prw- 
ha.~Kl  Ooldorno  como  fniti- 

7 


HIJOKATl'BAL 

tución  encargada  de  la  recau- 
dación é  inversión  de  sos  ren- 
tas, obra  con  sujeción  A  las  le- 
yes que  lo  organiian.  debien- 
do, por  lo  tanto,  ajiistai-se  A 
las  r^los  y  preceptos  que  es- 
tablecen Ím  Gónifcos  funda- 
mentales y  orgánicos  del  Es- 
tado; y  pudieudn  sólo  iifeutar 
A  loe  intereses  del  Fisco  los 
gastot  de  la  arlministraclón 
que  se  hallen  expreMamente 
antorizadoB  por  la  ley  —Cas. 

27  junio  IflOa   I.  371 

3.  £n  consecuencia,  no  viola  si- 
no que  aplica  dobidamente  los 
artienloa  2K  ndniero  4.*,  7-1  nú- 
mero 12  y  146  de  la  Constitu- 
ción la  sontoncia  que  i-ochaza 
la  demanda  sobre  pago  de  un 
honoiwio  por  Bei*vicioe  pres- 
tados en  vii-tnd  de  nna  nnmi- 
sló'i  conferida  por  el  Prexi- 
dente  de  la  República,  sin  es- 
tar autnriado  por  la  ley  el 
gasto  aoe  día  demando.  -  Mis- 
mo Mío. 

FORMALtZACióif  del  recuno  de 
casación.  -  V.  Plazo. 

Cota  juzgada.  -  íhumta.  ~  Cura- 
dor. ~  Décima.  -  PraacripñM. 
El  cutador  sólo  tiene  derecho 
A  la  dói'ima  de  loe  fruto»  per- 
cibidos, pues  en  ciuhuto  A  los 
productos,  se  aplican  las  re- 
glas del  usufructo  y  en  con- 
formidad A  Ir>  establecido  A 
este  respecto,  \os  frutos  pen- 
dientes pertenecen  al  propie- 
tario. -  C.  A.  2  septiembre 
1905   U.  202 

Ga8TO0  Pi^BLicoa.  -  V.  Piaeo  (nú- 
meros 2  y  3). 

Hkchos.  -  V.  AiirteiaciáH  ds  lot 
hteho», 

HIRXOSaO 

1,  ApreeiaeiJn  d»  lo»  htiAoa.  - 
Confn$iM  jwlMat.  -  Cowtrv- 
(iictor  Ugítimo.  -  Cota  Juzga- 
da. -  Error-  -  Legado.  -  Tetta- 
in«nto.-El  articulo  I24tf  del 
Código  Civil  sólo  diapone  que 
el  que  A  instancia  de  un  acree- 
dor hereditario  ó  testamenta- 
río  ha  sido  judicialmente  de- 
clamdo  heredero  ó  condenado 
por  ser  tal  heredero,  ae  enten- 
oerA  serlo  respecto  de  los  de- 
más acreedores  sin  necesidad 
de  nuevo  juicio  y,  por  consi- 
guiente, no  es  apíicaoleal  caso 
opuesto,  de  tal  modo  que  la 
declaración  de  no  ser  herede- 
ro obligue  tambión  A  los  acree- 
dores quenoUtígaron  y  pueda 
oponérseles  para  impediriesde- 
mandar  el  pago  de  sus  nrédi- 
toe.  Dlcbo  articulo  contiene 
una  excepción  A  los  principios 
generales  de  la  coxa  jusgoda, 
que  debe  ser  entendida  estric- 
tamente en  el  sentído  claro  y 
explícito  que  tiene. -Gas.  sí 
octubre  1904   I.  145 

HIJO  NATVBAL 

1.  .^bandOM, -Bl  podre  nntu- 
tal,  cualquiera  que  sea  la  épo- 


HIPOTIECA  ti 

ca  ou  que  reconoce  al  hijo  que 
durante  su  abandono  ha  sido 
alimentado  y  criado  por  otra 
persona,  debe  pisar  tas  coatas 
de  la  criansa  y  educación,  ta- 
sadas por  el  juejc-G.  A.  22 
diciembre  1004  II  7 

2.  La  entrega  del  hijo  natural 
que  el  padre  quiere  sacar  del 
poiler  ne  esa  persona  debe  ha- 
cerse inmediatH  mente;  y  esa 
persona  no  tiene  derecho  de 
retener  al  hijo  miontras  el 
pago  se  efectúa.  -  Mismo  fallo. 

3.  Portilla.  -  Jlficonooimitnto.  - 
La  simple  indicación  del  nom- 
bre del  podre  y  madra  del'  re- 
cién nacido  consignada  en<  la 
partida  de  nacimiente  á  loli- 
citud  de  ambos  que  la  suscri- 
ben, sin  expresir  por  lo  de- 
más la  calidad  de  la  flliarlón, 
no  importa  por  si  sola  un  reco- 
nocimiento de  hijo  natural. 
Para  este  reconocimiento  es  de 
rljKor  que  del  instrumento  pú- 
blico entre  vivoe  ó  del  acto 
testamentario  ap  tresna  de  ma- 
nifiesto la  Intención  de  confe- 
rir esa  oulidad  especial,  no 
bastando  el  mero  recnnoci- 
mentode  la  calidad  de  hi  o 
ilcftítimo  que  la  ley  admite 
oomo  independionte  y  separa- 
da y  con  efectos  diversos.— 
OaK.3ma3ro  19ü6   I.  337 

BIFOTBCA 

1.  ApreiHaeié»  d»  lot  hétAo»,- 
alacian.  -  fíonewno.  -  Créti- 
to.-ICtcritura.  -  JfovtuitM.  - 
Plazo.  -  Ülndi^.  -  La  arción 
para  reducir  la  hipoteca  que 
excede  d«>l  duplo  de  la  obli- 
gación principal  se  concede 
sólo  al  neiidnr  por  el  articulo 
21.H1  del  Código  Civil.  No  in- 
fringe tampoco  esta  disposi- 
ción la  sentencia  que  manda 
pagar  I  s  intereses  de  la  deu- 
da con  la  preferencia  que  co- 
rresponde a  los  capitales,  aun- 
que sumados  unos  y  otros 
excedan  de  aquel  duplo.  - 
Gas.  19  noviembi-e  1904. ...  1 .  217 

2.  AutorizaeiAn  judicial.  -  Büi- 
mm  raieaa.  ~  Itueripetón.  -  Ma- 
rido.easada.  -  Nuli- 
dad abtotvta,-Oliíido  Uietto. 
-iyoAf6ícidn--Prentendo  su 
consentimiento  para  la  hipo- 
tecación  de  sus  bienes  raicen 
Uk  mujer  casada,  no  es  neoe- 
mño  que  concurra  al  otoi^- 
miento  del  contrato  hipoteca- 
rio.-Gas.30dicierobre  1904.  L  2M 

3.  El  poseedor  de  la  finca  hipo- 
tecada puede  oponer  excep- 
ciones A  la  ejecución  aunque 
no  las  haya  optiesto  el  deudor 
directo  y  entre  ellas  la  de  nu- 
lidad de  la  obligación.  -  Mis- 
mo fallo . 

4.  Es  nula,  de  nulidad  absolu- 
ta, la  hipotecacíón  de  una  pro- 
piedad raíz  de  una'  mujer  ca- 
sada, aunque  exista  autoriia- 
dón  judicial  otorenda  con  con- 
sentimiento de  la  mujer,  al 
ésta  ha  suspendido  su  consen- 
timiento y  existia  una  prohi- 
bición de  gravar,  notificada 
al  marido  con  antartfwidad  al 
conisto  de  hipoteca.  -  Miamo 
faUo. 
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&  Autorhaeión  judicial.  -  O- 
«f4n.  -  Jliujfr  viMtifla,  -  Nuli- 
iltuL  -  Kl  marido  no  piiciln  hi- 
potecar ni  enajenar  los  bienea 
irnkei  (le  nu  mujer  nue  este  ó 

<  pueila  e»tar  ouli^aao  íL  reati- 
tuir  en  t^pm  ii',  sino  con  vo 
liintad  de  la  niiijei'  y  previo 
decruto  judicial  t-on  conoci- 
miento de  cauflu.  -  Cas.  14  ene- 
rolflOA   1.  320 

6.  Halii^ndoM  com-etlído  la  aii- 
toriKiciiiii  para  hipuleLar  con 
el  objeto  dfl  pnpir  el  aU-anve 
bereditiirio  que  gi  avaba  la  hi- 
juela du  la  mnjor  y  ptim  efec- 
tuar cii-rtos  reperocioncfi  neoe- 
8ar¡iiByur|rei)tj8Ínia!<en  la  mis- 
ma propiedad;  y  coi  oliendo 
el  mutuiiuteeitauoiidición  que 
constaba  del  decn-to  que  otor- 
gjii  la  aiitonziivinii  inserta  en 
uí  escvitiirti,  no  puede  afectar 
¿la  mnjer  el  mutuo  contiaido 
y  cuyo  valor  retiene  »-l  mismo 
mutuante  paiu  paKarso  del 

Srooio  de  itiemidenaa  veniU- 
ns  al  mando  y  de  <  ti  ai  obli- 
gactones  quo  el  marido  le 
adeudaba,  deudaii  todns  ellas 
persouali-K  del  marido  y  extra- 
ñas en  absoluto  al  interés  de 
la  mujer. -La  hipoteca  con- 
trai'la  en  estas  circunstancias 
es  Dula  y  la  mujer  puede  pe- 
dir su  canoBluciun.  -  Mismo 
fallo. 

7.  Camr.i6u  en  til  fondo*  -  In»' 
triprítn.  -  Lt-y.  -  JTaltdad.  - 
PowHén,  -  B^istro,  --  Terce- 
ría. -  Iiiv  hipotvi-a  que  uii  he- 
redero coii^ituye  solire  la  hi- 
juola  qur  xe  le  adjudicó  en  la 
partición  do  la  heroueia,  omno 
cuerpo  rñcrto,  sin  haber  obte- 
nido previamente  la  poiie»ión 
efectiva  de  ta  hei-enuia  ni  cfec- 
taado  por  lo  mismo  las  ins- 
cripciones generales  y  especia- 
les de  que  trata  el  aiticulo 
68ltdel  CVrtligo  Civil,  ta  nula, 
pnes  según  dicha  diMposioión 
legal  los  heredi'roB  no  pueden 
de  consuno  disponer  en  mane- 
ra alguna  de  los  itnnuebleii  he- 
reditario» mieiit  ras  no  se  prac- 
tique la  inserí  [iciiiM  del  decre- 
to de  pONCsión  efectiva  y  del 
teatomento  cuando  lo  hubiere, 
ni  es  licito  a  los  asignatarios 
dvponrr  de  los  inmiieliles  que 
lee  hayan  onbido  en  la  parti- 
ción, mientias  no  se  efectúen 
laa  intuTÍpciones  especiales 
nenoiowulas.  -  Cas.  12  mayo 
1905  I.  393 

HOKOXABIO  de  abogado. - 
y.  Abogado. 


IMPLICANCIA 


1.  Citacián,~Cvritoraeiíin. — 
Permim-la.  -  B^aamarián.  - 
SéntmHa. -Vo  procedo  el  re- 
curso do  casación  contm  una 
seotercia  fundada  en  hnbet  se 
proveído  el  decreto  "en  rela- 
ción" p<ir  un  Ministro  que  y» 
■e  había  dec1:iia<lo  implicado, 
si  este  defert»  fu*^  subsanado 
oportunamente  por  el  Tiilm- 
nal.-A|«t.  y  Cas.  24  abril  y 
lemayolWB   f.  í 


iHPBOCRDUiOI «  DBL  RBOUBK 
DB  APELACIÓN.  -  V.  Aprtacién, 

Ap9Uu!tán.  -  Avalúo.  -  Jm- 
pmilo.-  Fobmls.  -Noesaplí- 
cable  i  las  reclamaciones  í 

quo  pueda  dar  orig.-n  la  for- 
mación do  la  matricula  de  pa- 
tentes de  industrias  y  profe- 
eiones,  el  artículo  fiO  de  la  ley 
de  —  de  diciembre  de  18D1  que 

Sresrrihe  que  las  apelaciones 
educidas  «obre  las  resolu- 
cioueA  delJuciKprin  resueltas 
por  los  Tribunales  de  Almda 
respectivos.  El  cobro  del  tm- 
pueMto  de  patentes  está  aiitori- 
tallo  además  por  la  ley  perió- 
dica do  contribuciones  con 
arreglo  á  la  ley  de  Ü  de  di- 
iliembre  de  ISW  y  con  arre- 
glo ni  artii  ulo  10  lie  eüta  loy 
el  Juez  do  Comereio  decide 
sin  ultcríor  recunm  los  recla- 
mos xnbre  la  clasifí' ación  de 
patenten  profesionales  é  in- 
dustriales, siendo  por  lo  tan- 
to, improcedente  el  rectirso 
de  a|M>Iar-ión  de  i^ua  l  exolucio- 
nen. -Cas.  3U  de  dici«nbre 
190«   I.  208 

iNrROCRfiRNCIA  D^L  SBCl'BSO 
DK  OASAUIi^N 

I.  Por  la  natumleia  de  la  causa 
ó  sentenci'i; 

IL  Por  defecto  en  él  anuncio; 

III.  Por  defecto  en  la  forma- 
lización: 

rV.  Por  defecto  en  la  consigna- 
ción de  la  multa. 


a)  Por  tratarse  d«  causa  elec- 
toral. 

1.  AeHiirdo.-AptíaoMt.~Dr 
MereiiiH.  -  Excturí^n  mHuMpal. 
~  Jt^frlanuieién.  -  Kñ  impi-oco- 
dente  el  recurso  de  casación 
en  una  causa  electoraJ  en  que 
se  trata  de  si  es  ó  nó  ilegal  el 
acuerdo  déla  Municipalidad 
que  no  se  pronuncia  sobre  la 
reclamación  de  un  municipal 
que  pide  que  al  calificar  su 
elección  se  le  declare  elegido 
en  lugar  de  otro  que  debe  ser 
excluido  por  haber  obtenido 
menor  número  de  votos.- 
(Doctrína  de  la  C.  de  A.)- 

0.  S.  16  agosto  igiH    I.  16 

b)  Por  tratarse  de  sentencia 
interlociitoría. 

2.  ComtfétmeUt.  -  MtUta.  -  Sm- 
téHcieu  -  La  sentencia  que  or- 
dena oont«Btai  la  demanda  j 
contra  la  cual  ne  interpone  re- 
curso de  cnsaciÓM  en  el  fondo 
no  es  definitiva  ni  interlocu- 
toria  que  ponga  termino  al 
juicio  ó  haga  Imposible  su 
continuación  y,  por  consi- 
guiente, es  improcedente  el  i-e- 
curso  que  contra  ella  se  in- 
terponga.-C.  8.  11  agosto 
1904..   I.  18 

3.  AeeiM  real.  -  Evirrítín.  -  Ca- 
mtián  de  qjMo.  -  O  nitUn.  - 
&nU«fM!to. -El  recurso  de  ca- 
sación se  concede  sólo  contra 
laa  sentencias  definitivas  y 
contra  laa  interloinitoriaa 
cuando  ponen  término  al  jal- 


ólo o  hacen  imposible  su  con- 
tinuación y  oomo  el  fallo  que 
suspende  loa  efectos  de  otro 
es  interlocutorio  que  lejos  de 
tener  est»  eignificaeión  permi- 
te ejípi-oaamente  hacer  valor 
derechos,  no  procodeen  contra 
de  ¿I  el  recurso  de  cnfación.  - 
(V.  letra  r).  -  Caá  »  aeptóem- 
bre  1!I04   I.  6» 

4.  -  Coaa  juxffada.SMUenrta.  - 
Opuesta  y  tramitad»  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada  como 
dilatoria,  es  decir,  como  mero 
incidente,  no  puede  eatinuirae 
oomo  definitiva  la  nintencia 
que  la  reauelve.  Esa  sentencia 
ca  intcriocutoría  y,  por  consi- 
guiente, no  estando  en  los  ca- 
sos de  excepción  que  consigna 
la  ley.  no  procede  contra  ella 
el  i<ecurso  de  casación.  -  C.  A. 

7  oc  tubre  1904  II.  61 

5.  Mfdidue  prerautoria».  — Pro- 
hütieiiin .  -  RfUmci.  n.  -  SenOm- 
eitiimÍerlo<^<iria  -  Tvm  resolu- 
ciones Bolire  me«]tdafi  preuau- 
torini  son  eacncialrnente  pitt- 
visioiiales  y  no  procede  res- 
pecto de  elliis  el  recurso  de  ca- 
sación. -  Cas.  2  mayo  19115.  I.  342 

ej  Por  tnitarae  de  un  fallo  de 
casación. 

6.  ArirUn  real.-EvircUiti.-Ca- 
laviiin  de  ofido.  -  OmiaUn,  - 
Sentencia, -ta,  sentencia  que 
suspende  los  efecto»  de  un  fo- 
lio de  piiniem  instancia,  en 
virtud  ae  la  fuculbid  d:ida  á 
los  Tribunales  de  Alzada  por 
el  articulo  !H9  del  l'ódigo  de 
Procedimiento  Civil,  y  hace 
cesar  en  sus  efectos  el  faUo 
siispnndido,  importa  un  fallo 
de  casación  contra  el  cual  no 
procedo  este  ivcurso,  pues  se- 
gún el  articulo  67  de  la  ley  de 
\^  de  octubre  de  187-=,  corres- 
ponde a  loa  Cortes  <io  Apela- 
ciones conocer  en  única  ins- 
tancia do  los  recursos  de  casa- 
ción. (V.  letra  /•  núm.  2).  Cas. 

3  aeptiembre  1904.   |.  6» 

d)  Varias. 

7.  Acri¿n  rjMíutipii,  -  Embarco. 
-  Lryre  ti»  jirocedimieutú,  -  7V 
ttüo  ríecntiro.  -  Cuando  las 
caúsale)  en  que  se  furnia  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo 
consisten  en  la  tnf  mcción  de  las 
leyes  de  procedimiento,  que  su- 
poniéndolas de  observancia 
sustanc-ial,  habrían  dulo  lu- 
gar sólo  á  un  recurso  de  can- 
ción en  la  forma,  aquél  es  im- 
procedente. Cas.  9  noviem- 
bre 1904  I.  M 

8.  Agencia  oficiota.  -  Cot^ftniM 
deobra.-Fítinza.  -  S^ama- 
eián.  -  Viriot.  -  Es  improce- 
dente el  recurso  de  caiación 
contra  la  sentencia  do  segun- 
da instancia  por  defecto  o  vi- 
cios de  forma  en  que  mi  pudo 
incurrir  en  1%  de  primera  ins- 
tancia. Cas,  15  diciembre  de 
1904  I.  258- 

9.  Cota  jiagaíla.  -  ñedamariJn. 
-Es  improcedente  el  recurso 
de  casación  en  la  f  oi  ma  on- 
trala  sentencia  do  la  Corte 
de  Apalacíonee  que  se  funda 
en  una  causal  que,  caso  de 
existir,  importaría  un  vicio 
en  que  habría  incurrido  la 
sentencia  de  primem  instan- 
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oa,  ño  rectamado  por  el  r«ru- 
rreiite.  Cas.  3  enero  1906...  I.  3OT 
IOl  Citación.  -  KtupluxamittUo, 
-  JtotifieartOH.  -  Snlamaelón- 
-Smitncia.  -  No  procede  el 
recurso  do  casación  por  vicios 
q^oe.  aiiit  suponicrdolos  efec- 
tivos, habrían  incidido  en  el 
juicio  ejecutivo  y  deberían  ser 
reclü  mad  oh  in  terponiendoron  - 
tn  la  sentencia  que  lo  di  flnió 
loe  recnnKW  que  bobieran  sido 

{irocedentei.  -  Cas.  IB  octubre 
004  I.  366 


II 

ll.Anitneio.  -  Cartaaviío.  - 
InadmitWitUiad.  -Sutifi  ea- 
ción  -^/dzo. -La  omisK.n  del 
envío  de  la  caita-avito  de  una 
notificaciun  y  la  consieaiente 
falta  de  re<;epción  del  aviso, 
no  anula  d  cha  notifít  ación. 
Por  consijEuiünte,  es  improce- 
dente un  rt'cui-xo  de  ci.saoión 
ailnnciado  fueia  dol  pli  lo  le- 
gal por  no  l.nber  la  paiu-  ro- 
curi'ente  recibido  el  avino  con 
opf>i  tunidad.  -  C.  S.  14  wu- 
tiembrelUM   I.  86 


ni 

12.  ^teto  raíroarliTO.  -  Smhar- 
go.  -  Formulizaeiun,  -  l^untión. 
-jftaio.  -E»  improcrdente  el 
recurso  de  casacliin  en  el  fon- 
do formalizado  después  del 
plazo  de  dit't  días  Otiles  que  á 
contar  áp\  anuncio,  concedo 

la  ley.  -  Cas.  27  agoRto  HXH.  I.  S2 

13.  AriMO.~C«»Un.- J-orniatiza- 
cUn.-Plaío.-Piliza.-  Sfffu- 
ro. -Anunciado  el  recurso  de 
capación  debe  formatizaise 
dentro  del  termino  legal  jf  «-s 
improct  dente  pando  dicfao 
término  fntal. -Caá.  18  sep- 
tieinbre  19(M   I.  73 

14.  l''ormtilÍ2uci^.  -  Plazo.  - 
improcedente  el  rccui  eo  de  ca- 
sación en  la  fot  mu  que  no  ee 
foimaliia  on  el  plaio  fatal  de 
dmodias,  cnntndos  dente  el 
anuncio. -Cas.  l2abrillW4.I.  88 

16,  Fcrmalizat  ióti, —  Plazo.  -  Ea 
improcedente  el  recurso  de 
casación  en  lafoima  que  no 
scfornialisa  en  el  plazo  fatal 
de  cinco  dias,  conbidoa  de^de 
el  anuncio.  -  Cas.  4  noviembre 
1803  I.  105 

16.  SíeiieiM  «M  victo.  -  Si  en  la 
fomialisariÓD  del  recurso  de 
canción  la  paite  recurrente 
no  hnce  mención  expresa  y 
determinada  de  la  ley  ó  Ityes 
infringidas  y  de  la  que  conce- 
de el  recurso  por  la  causal  que 
■e  invoca,  es  Injirocedenta  di- 
cho recurso. 'J6  diciem- 
bre 1904   I.  170 

17.  Comjiflenria.  -  Domicilio.  - 
Mnuión  da  tuy.  -  Sociedad.  - 
£otf «/aW(/arf.-  Esimprnceden- 
te  el  recurso  de  casi-ción  qne 
se  funda  en  infraccinnes gené- 
ricas de  la  ley.  Es  oblifcacióo 
primnniial  de  todo  recurrente 
nacer  mención  ex  presa  y  da- 
tenninada.  al  fommlisar  él  re- 
eurto,  del  rioio  ¿  defecto  en 
qn«  N  fonda,  da  la  lay  ó  l^yes 


infringidas  y  de  la  que  conce- 
de el  rfcnrso  porta  causal  que 
se  invoco.  -  Cas.  '23  noviembre 
1904   I.  212 

18.  Dfuiia  ilíquida.  -  FieZ-a.  - 
3Smri¿inlf  Ity.-Hoeación.- 
Objrío  ilteito.  -  Ttiuto  fjt^tl- 
ert, -En  el  (Strrito  en  que  se 
fonnatizii  el  recurso  de  ca^a- 
ción.  Jebe  hacerse  mención 
expi-Cfa  y  det«minada  det  vi- 
cio ó  defecto  en  qne  se  funda 
y  de  ta  ley  ó  leyes  ÍDfrinf!ÍdaB, 
asi  como  de  la  que  concede  el 
recutíui.  Ito  l>abiéndose  cum- 
plido con  •  ste  i-equisito  oí  re- 
can-oes  improcedente  y  es  ino- 
fliñoso  ptoiinnciaise  sol  re  el 
fondo.  -  Cok.  ^9diciembre 
1904...    1.  281 

Ifl  Jjtrf-cuici'in  d»  loa  hi-rhow. 
-Cautal.  -  Prvihti.  -  Ttrrr- 
rfa. -Los  camales  alegiidas 
defpucH  do  fdiniiilixado  el  re- 
curso de  cnsncicn,  no  se  toman 
en  conj-idi  iacicn,  y  la  srnlen- 
eias'-lo  pni de  recaer  sóbrelas 
alcgadaf  en  ticmpn  y  foima  y 
con  esi  eciticacii'n  de  la  ley  in- 
fringida, Hiendo  impiot-eden- 
te  efreetirso  en  cuanto  á  las 
demás.  -  Cos.  24  novicml  re 
IWM   .....  I.  233 

20.  Arrmthiwimto.  -  Mtvrión. 
-  ÍUiviiidiracii'ii.  -  Las  dispo- 
siciones le^lcK,  no  indirfldns 
como  infnnindas  al  formali- 
zar el  recuno  de  capación,  no 

fiueden  ser  consíderodas  al  fa- 
lar  ese  re-orí^o,  que  es  impro- 
cedente al  mt- nos  por  enas  cau- 
sales. -  Cas.  29  noviembre 
1904   I.  236 

21.  Ayrtriarinn  dn  lot  herhotr.- 
Caiuat.  -  Canevbitía.—  Criada 
dom4)iliro.  -  Preteripriiin,  - 
SrrF¡cÍot.-Y.\  recuiíodecafa- 
ción  en  el  fondo  no  puede  ex- 
tenderse á  iuf rat^ionea  que  no 
fueron  contimpladas  en  el  es- 
crito en  qne  t>e  foi  matizó  y  res- 
pecto de  r>taa  es  improceden- 
te el  recurro.  -  Cas.  ItS  di- 
ciembre 1904   I.  277 

22.  Ajim-iarión  dé  ta»  heehet.  - 
Error,  -  Mmriá»,  -  PrftunHo- 
nei.  -  Es  improcedente  cl  re- 
curso de  casación  fundado  en 
la  alefiación  pen^rica  de  ha- 
berse infringido  todos  tos  pre- 
ceptos legales  en  que  re  funda 
ta  demandil  y  la  expresirn  de 
agravios,  pues,  al  foinializbr 
el  recurso,  debe  bacer^n  men- 
ción empresa  y  detorminaHa 
de  la  ley  ó  leyes  infringidas. 
-C^as.  2  junio  1906   L  868 

IV 


S3.  AnwuAo.~lvadmi»a)ÍUdad. 
-MuUa.- Plazo, -1»  consig- 
nación de  la  multa  qne  ta  ley 
oxiee  para  interponer  el  recur- 
so decoHación,  debe  hacerse 
dentro  del  término  qge  conce- 
de para  el  anuncio,  sin  lo  cual 
el  recurso  es  improcedente.  .. 
C.  a.  28  septh'iubre  1904...  I.  B7 

iMFBVDKxnA.  -  Y.  Cva$t- 
IllF0ttTO.~V.  CoHtrlbmHóii. 


iHPUOHioiCN  de  estado  civil. 

Caaimidñ  dé  oficio.  ~  Legitima', 
eiim.  -  Nulidad.  -  Plazo.  -  Ha-, 
hiendo  tenido  conorimiento 
de  la  legitimación  el  aseen- 
diente  demandante  más  de  se- 
senta días  anteado  interponer 
la  demanda  en  quelaimpug-  . 
na,  no  puede  ser  oído  y  Iok  de- 
mandados no  están  obligados 
&  contestar  su  demanda.- 
Cas. -JOseptienbre 1904....  I.  IOS 

iMPUONACióM  de  crédito. -V.  Cré- 
düo. 

Inadhisibiudah  del  recurao  d» 
casación.  -  V.  improcédencta. 

INCEKOIO 

Cuaai-drtito, — Indfmnizaeitin.  -  - 
-  N^aUgenria.- Ptriuic  i  ot. — 
Baliiendo  probado  el  deman- 
dante que  se  produjeron  doe 
incendios  en  sementeiai>  de  so 
propifdad  debido  á  tos  car- 
boncillos incandescentes  one. 
salían  de  las  chimeneas  de  las 
locnmocorae  de  los  Perroca- 
rrítei  del  Estado  por  la  sita 
presión  que  tenían  qae  darles 

Snra  vencer  una  fuei-te  gra- 
íei  te  y  no  eptar  en  buen  es- 
tado los  ranaatitlos  y  que  por 
su  pai  te  bahía  tomado  todas 
las  precauciones  necesarias 
nai  a  evitar  los  íncrndioa,  debe  ■ 
la  Fnipn-sa  indemni.jirte  ti 
perjuicio  causado,  — C.  A.  5 
octuhi-e  1904   II.  89 

lNcoMPBrBNfnA.-V.Comfwl«a- 
efu. 

Indemnización  de  perjuicios. 
-V.  Perjuiídoi. 

iNbKMNizacn'm  do  Boguro.  -  V. 

Se¡/uro, 


INDULTU 

1.  DeeT0to.~Obligaciónnatvrél. 
-  Prfridente,  -  Reo.     La  fa- 
cultad que  cl  articulo  73|í>21  do-., 
la  Constitución  concedeal  Pre- 
sidente de  la  Bepüblii-a  pora  . 
conceder  indultos  paitícida-. 
res  con  acuerdo  del  Consejo . 
de  Estado,  debe  ojeroitaive 
conforme  &  loa  principios  ge- 
nerales de  jurisprudencia,  res- 
pecto á  los  reos  condenados 
por  sentencia  ejecutoria  ya 

3ue  sólo  puede  haber  perdón 
e  las  penas  que  realmente 
ban  síffo  impuestas;  y  tratán- 
dose de  reos  ausentes  no  hay 
condenación  &  firme,  por  - 
cuanto  los  efectos  de  ns  sea- 
tencias  que  se  dictan  en  talos 
co^os  quedan  suspendidos  por.- 
et  hecho  de  la  presentación  ó 
aprehensión  de  los  condena- 
dos, a  quienes  hay  que  enjui- 
ciar nnevn  mente  y  pronunciar 
nn  segundo  fallo,  confirman- 
do ó  modificando  el  anterior.  . 
-O.  A.  3enero  lUOS....  II.  143 
S.  Los  efectoe  leaaleadel  decre- 
to de  indulto  del  Presidente,  ' 
pueden  mr  apreciados  por  Ina. 
Tribunales  con  motivo  de  ka 
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nrSTKl'MEItro  PRIVADO 


UfBnCHXHTO  rWTADO 


litigio*  qo*  con  ocaslÓB  de  él 

M«iiicit«n,  y  cuando  hn  sido 
expedido  en  reoiaplaio  de  una 
TOudena  críminsi  quo  no  ha 
«ido  aplicada  deflDiununente, 
nu  fla  naitanta  para  Imponar 
el  enmplimiento  de  obligacio- 
nes eetabloridae  como  condi- 
ción del  mÍBnio  indulto,  cual- 
quiera que  sea  el  alcance  de  lae 
houltaaes  del  Freeidente  de 
la  República  para  deorotar  in- 
-dnltOB  comí  Clónales  y  que  no 
-es  permitido  calificar  á  los 
Tribuiialen  de  Justicia.  -  Mis- 
mo fallo. 
3,  Ia  obligación  impuesta  al 
reo  en  «i  decreto  do  indulto 
de  constituir  una  renta  vita- 
licia á  fiivor  (le  la  viuda  del 
occiso  por  un  capital  determi- 
nado ane  debería  pasar  en 
propiedad  aljsoluta  á  los  he- 
rederos de  la  viuda,  es  una 
obliKAción  II  'tural  y,  eo  con- 
seouunoia,  ei  indultado  no  tie- 
ne derecho  para  repetir  las 

Snslonea  que  ha  pagatlo.  - 
Ismotallo. 


infokmaciAn  aUSUBU  . 

1.  MimMro  df  ft.  -  Pnuba.  - 
Steeplor.  -  Sieriitario.  -  En 
las  informaciones  aamarias 
debe  actuar  el  secretario  de 
la  caiiMa  y  no  un  recentar, 
pues  el  iirocedlmiento  oroina- 
rio  quo  avgM  el  articulo  8." 
del  Código  do  Procedimiento 
Civil  i\ohe  aplicarse  en  todas 
la»  geiitioties,  trámites  ó  ac- 
tuaoionee  que  no  estén  some- 
tidos á  uñármela  especial,  es 
que  las  actuaciones  deben  ser 
autorindas  por  el  secretario 
do  la  causa,  siendo  la  excep- 
ción las  audiencias  de  prue- 
ba. C.  A.  9  junio  1404....  11.  121 

'J.  El  O.  do  P.  C.  ha  cuidado  de 
indicar  en  cada  caso  en  que 
lo  ha  creído  necesario,  que  la 
prueba  se  rinde  conforme  al 
procedimiento  especial  qne 
«■table'<e  pam  el  juicio^  orai- 
natio,  o  sea  en  audiencia  pú- 
blka  y  sirvieudo  de  actuario 
un  receptor,  lo  qiie  no  esta- 
Mece  teepecto  de  Im  inf orma- 
oiones  sumaria»,  las  cuales, 
por  lo  tanto,  deben  que<lar  so- 
metidas 4  la  regla  general  de 
ha  antnacionee  judiciales. 
HinnD  fallo. 

UrSCBIFCIÓN 

1.  Autoritaeién  Judicial.-  Bi^- 
hm  raífltt.  -  Hipotfcti.  -  Mari- 
do. -  Jtft^  «oMdo.  -  NlUidaa 
abtobUa.  -  tMtío  UMto.  - 
iYoMMeftfn.  -  Antes  del  O.  de 
F.  O.  no  era  necesaria  la  ins- 
cripción de  la  prohibición  de 
enuenar  j  gravar  para  que 
sonrUeta  cfectoe.  Cas.  80  di- 
oieiDl)n>19M  I.  S86 

%  fíottaM.  -  Juiíio  potnorio.  - 
Ponvtfn.  -  Los  juicios  sobre 
opoeición  4  insoripción  de  un 
titolo  traslaticio  de  dominio 
son  poseeorloa  y  en  ellos  no 
deben  tomarse  on  cuenta  ni 
loe  títulos  de  dominio  que  se 
aleguea,  ni  coaitiones  d«  lato 


eonodraiento  sobra  nUidesó 
nulidad  de  elloe.  -  Ü.  A.  30  Ju- 

IWI   n.  173 

3.  Habiendo  probado  el  oposi- 
tor haber  poseído  los  terrenos 
cayo  titulo  ae  pretende  inscri- 
bir, no  procede  la  Inscripción 
sin  que  previamente  sea  ven- 
cido aquél  en  juicioordloario. 
Mismo  fallo, 

4.  Aneián  ft^nomil,  -  OapMa- 
nía.  -  VaiactAi  úr  ofieio.  -  Ci- 
taeUn,  -  DainiHlio,  -  Efeiáo 
retroaelivo.  -  /Siaptaxataiénto. 
~Nomhr«.  "NiUidad.-Pret- 
crípcidn,  -  Pruttha.  -  Tablti,  ~ 
VtMla.  -  Los  capellanías  cons- 
tituidas antes  de  la  videncia 
del  Códifco  Civil  no  rcquinren 
la  inscripción  on  el  Reinstro 
del  Conservador  de  Bienos 
Raices  do  que  habla  el  articulo 
*2037,  con  arrejiloal  articulo  12 
de  la  ley  de  efoc  o  i-etroacti- 
vo,  segdn  la  cual  están  excep- 
tuadas las  leyes  referentes  á 
mayorazgos  y  vinculaciones. 
Ciu.  13al>rUlSaj  L  340 

&  OoMct^m  «l  fondo. -RlpO' 
tf€a.  -Lfy.  -  KiUid'ui.-Potíi- 
tUn,  -  iügtríro.  -  Turraría,  - 
Es  nula  la  hipoteca  que  un  he- 
redero constituye  sobre  la  hi- 
juela que  se  le  arljudícó  en  la 
partición  de  la  herencia,  oo- 
mo  cuerpo  cierto,  sin  haberse 
obtenido  pj-ériamonte  lapnne- 
sión  «foctivm  de  In  herencia  ni 
efectuado,-  por  lo  misino,  Ina 
inscripcifineii  gt>neniIo4  y  es- 
pecial»" do  que  trata  el  articu- 
-Io68.-4del  C.  Civil,  pimseíúa 
dicha  disposición  lesal  loslie- 
rederos  no  pueden  de  consu- 
no <littponeren  manera  algiina 
de  los  inmueblex  horc<litarÍOB 
míentruH  no  se  practique  la 
inscripción  de¡  decreto  de  po- 
sosión  effctiva  y  del  testamen- 
to cuando  lo  hubiere,  ni  es  li- 
cito á  los  asignat^rtoi  dispo- 
ner de  lOs  inmui^bles  que  lee 
hayan  cabido  en  la  partición 
miéntran  no  se  efectúen  las 


ispee  1 

cionaoas.  Cas.  \'l  mayoIOOS  1.  3B8 

IN'ePECTOK 

Fiaeo.  -  No  tiene  derecho  á  re- 
muneración ni  sueldo  alguno 
del  Fisco  ta  persona  que  por 
convenio  con  el  inspector  resi- 
dente queda  como  inspector 
de  un  puente  fiscal  y  que  no 
ha  recibido  nombramiento  ni 
comisión  en  forma  debida.  Pa- 
ra que  el  Fiaoo  quede  obliga- 
do es  necesario  que  los  actos 
que  ejecutan  las  autoriiiodes 
a  su  nombre,  sean  ajustados  4 
una  tey  determinada.  O.  A. 
7  septiembre  1904  IL  52 

Inrkuociün  P[^blica.  -  V.  Pro' 

nmBVM KNTO  FBPTADO 

1.  Admisibilidad. -Prineitriodt 
prusha  por  urrito.  -  Pnuba 
téstimomaU  -  Un  documento 
privado  qne  la  parte  contra 
quien  se  presenta  ni^ia  q^ue 
baya  sido  otorgado  Ó  suscrito 
por  la  persona  que  en  él  se  ba- 


oe  figurar  noea  un  principio 
de  prueba  por  escrito  que  ^r- 
va  de   hoM  paia  producir 

Sroeha  de  testtK  s,  sí  ae  trmta 
B  obligaciones  de  iii4s  de 
8S0O.  El  principio^  prueba 
por  escrito  debe  ser  nn  meto 
reconocido  por  la  persona  con- 
tra la  cual  se  invoca,  de  ma- 
nera oue  la  prueba  testino- 
nial  sólo  suida  las  defleienciaa 
que  en  él  so  noten.  ~  C.  A.  21 
abril  190t   U.  7X 

2.  Administrador .-CaM<-Í6n*m 
la  forma.— firma.  -  Pagaré. 
PretrriitelM.  ■- Pr^mmizióii,  — 
Pruiba.  -  S'tl  trio.  -  La  prue- 
ba del  cotejo  de  Hrma»  unid» 
&  antee  edén  teH  que  hncen  to- 
roflírail  laexiiteucia  de  laoMi- 
gación,  «8  biisbinte  par»  frtta- 
blecer  la  cf*H.-tivÍdail  de  un 
pagare  cuya  tirina  ha  negado 
el  demand  vdo .  -  Cas.  21  di- 
ciembre 1U04  L  2S 

3.  DocamutUit.  -  0biigitel4m.  — 
Pnuiha.  -  Í>ohen  conitar  por 
escrito  los  actos  ó  contratos  qiie 
contienen  la  entrej^k  ó  proiu> 
sa  de  una  co^a  aiie  valga  más 
de  $  200;  v  por  lo  tanto  la  ley 
exige  que  se  otorguen  por  es- 
crito, repudiando  para  acre- 
ditar su  existencia  la  pruel» 
testimonial,  las  convenciones 
ó  los  dem^s  ucto^  jiiridicos 

3ue  impoilun  declaraciones 
e  voluntad  cu V'o  valor  eaoo- 
dado  la  referidasnma.  Bn  to- 
do instrumento  hay  qoe  dis- 
tinguir el  acto  ó  contrito  4 
que  sirve  d  prueba  y  el  escri- 
to ó  la  confección  matwial  del 
escrito  en  ^ue  se  hace  constar. 
La  confección  del  escrito  ó  so 
sascripoión  por  la  persona  ¿ 

Sorsonas  one  aparecen  tirmán- 
olo,  pueaon  sor  establecidos 
por  deolaracione*  de  testi- 
gos. -  Cas.  -20  mayo  1905  ..  L  tf( 

4.  Bl  mismo  valor  qne  e]  instm- 
mento  privado  reconocido  por 
la  parte  contra  quien  se  lüae 
valer,  lo  tiene  el  docnmente 
que  se  ha  mandado  tener  por 
reconocido  en  los  casos  y  coa 
los  requisitos  prevenidos  por 
laloy.  Esta  ley  tw  la  de  pro- 
caimiento  y  tanto  las  leyes 
anteriores  alCódigo  de  Proce- 
dí miento  Oivil  como  este  Có- 
digo, admiten  la  prueba  de 
testigos  para  acreditar  el  he- 
cho de  la  suscripción  de  un 
documento.  Mismo  fallo- 

5.  Acreditada  la  autenticidad 
del  docamento  por  las  dedaiar 
cienes  de  los  testigos  instru- 
mentales y  debiendo  estimarse 
reconociilo  conforme  4  los  pre- 
ceptos legales  por  la  parta 
que  lo  acredita,  constituye  un 
prínoipio  de  prueba  por  escri- 
to que  puede  h  cer  admiidble 
la  pruetia  testimonial  de  la 
oUinctón  de  que  da  teitímo- 
nio.  ntamo  fallo. 

6.  Sóbrela  oonfeod^n  misma  ds 
un  instrumento  no  cabe  exi- 
gir pruein  por  escrito  sin  in- 
currir en  circulo  vicioso  y  qoe- 
darla  4  merced  de  la  dedara- 
olón  del  deudor  el  mérito  dd 
documento  escrito  para  dar 
cumpHmisnto41alej.  Mismo 
tallo. 
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ISTERrKETAClÓS 

INTBOBAdóir  del  Tribunal 

Empale.  -  Tributial,  -  Vista.  - 
V.  Tribunal.  C.  &.  -JO  abrU 
IIKM   I.  1 

INTERDICCIÓN  UBL  DISMBNTB 

2.  Atbacf a.  -  Carador.  -  J)emm- 
t*.  -  El  |ja(lre  le^timo  y  á  fal- 
ta de  el  la  mailro  le^itims, 
puedu  nombi-ar  curador  por 
teatiimeuto  á  los  adultos  de 
citalquiora  edad  que  ne  halleu 
en  extiudo  de  deoieiicía;  y  pora 
«jercitar  esta  facultad  sólo  «e 
exijíe  la  exiiiteiiuia  del  estudo 
de  numeiicia  y  no  la  declara- 
ción judicial  previa  de  ititer- 
dt<-ciun,  ya  que  esta  última  no 
(■oart:i  aquella  facultad  y  sólo 
tiende  u  establecer  la  MÍtua- 
ciun  legal  del  demente  y  las 
coiiSL-cueiicias  couuiguienteB. 
Cas.  4  octubre  IDOi   I.  89 

2.  Aun  cuando  el  articulo  4ó7 
4lel  Código  Civil  impone  al  pa- 
di^  la  obligación  de  provocar 
el  juiiiio  de  intordii^ción  del 
hijo  demento  quo  llega  á  la 
mayor  olad,  dicha  nbligacictn 
no  modifica  la  facultad  de 
nombrar  ctirador  por  teita- 
meoto,  ni  pugna  con  la  letra 
y  espíritu  derarticulo  355  del 
mismo  Códigos!  a  la  fecha  del 
testamento  el  liijo  ee  hallaba 
en  t'Stado  de  demencia.  Mis- 
mo fallo. 

INTKKDIUTOS  JtaPECIALBS 

Artot  df  mt-ra/nr-utlad.  -  Durra- 
tii'ii,  —  EslacíiilaB.  -  Oiniñtht, 
— FotfKiéii.  —  Pfmvripcifyi .  - 
Querftla.  -  Ultrii  pfliUi. -Se- 
gán  la  tramitación  breve  (|uo 
«1  articulo  T.ñ  del  Cóiligo  de 
Proce<lí miento  Civil  <la  a  los 
interdictos  espe'íiales,  el  que- 
rellado no  es  oído  sino  solo 
citado  a  ta  inspección  que  de- 
be practicarse  en  el  lugar  de 
te  uueittión;  no  hay  dufensa 
propianioiite  tal  que  deba  con- 
signarsodeun  moilo  uspecial 
en  la  sentencia;  y  esta  cum- 
ple con  los  requisitos  legales 
si  contiene  la  enunciación 
completa  de  la  queiella,  e<- 
pre9an<lo  lo  que  ae  pid^,  la  ac- 
ción que  se  entabla  y  las  i-a- 
zonea  en  que  se  apoya,  con  de- 
Jiignación  precisa  del  quere- 
llante y  quci-ellado,  su  profe- 
sión y  domicilio.  C.  A.  Can. 
21  diciembre  1U03   II.  3S 

INTERESES 

MmIUIoí  prerautoriat.  -  Retéo- 
rüm,  -  La  reten''ión  de  valorea 
para  respouder  ó  las  resultas 
del  pleito  no  constituyo  ¿  di- 
chos valorea  en  pi'enda,  ni  da 
derecho  al  acreetlor  pon  rete- 
ner por  este  solo  hecho  los  in- 
'  tiH-esos  que  dicho  capital  pro- 
duicu.  -  C  A.  27  octubre  1904 
 II.  68 


Intkepretaüion  de  contrato 

1 .  Apreciación  ü«  los  htchoa.  - 
Compravmta.  —  EtUrtga.- 

8 


LEGADO 

Lugar.  ~  La  determinación 
del  lugar  en  que  debe  hacei-se 
la  entrega  de  las  inercoderias 
vendidas,  iiegúh  la  intelifren- 
cia  atribuida  al  coutiato  co- 
mo más  uonfoime  con  la  vo- 
luntad de  las  partes,  de<]uci- 
da  del  contexto  de  sus  clausu- 
las y  de  la  aplicación  pi-áotica 
que  del  contrato  han  hecho  los 
contratantes,  conforme  á  la 
apreciación  de  la  prueba  ren- 
dida al  respecto  en  la  causa, 
es  privativa  del  Tiibunal  sen- 
tenviador.— Cas.  'Jü  diciembre 
1904   I.  291 

2.  Apreciación  il«  lotherhot.- 
Contrato.  -  Los  cláu.-^ulas  de 
un  contrato  deben  interpre- 
tarse unas  por  otra»,  dándose 
&  cada  una  el  sentido  que  me- 
jor convenf»  al  contrato  en 
sil  totalidad. -CftH.  21  junio 
1905   I.  415 

3.  La  ejecuuíóu práctica  que  las 

S artes  han  hecno  del  contrato, 
eh«  servir  de  base  para  su 
iutei'pretación.  -  Mismo  fallo. 

InterSk'in  de  dineros  fiscales. 
-V.Fltco.  (Núm.2y3.) 

JUEZ  DK  JAUafl 

Aguan.  ~  DeroguriJn.  -  Kl  Có<U- 
go  de  Procedimiento  Civil  ha 
derogado  todas  las  leyes  sobre 
las  materias  qiifl  on  él  so  tra- 
tan; y  como  el  titulo  XI  del 
libro  íi."  <le  dicho  Código  tnta 
especialmente  de  los  juicios 
sobre  <Ut4triburión  de  aguas 
estableciendo  nuevas  recias, 
dando  á  los  iiiteresulos  más 
amplitud  de  focuhades  y  do- 
rogando  implícitamente  to«hi8 
las  onienanzas  ó  disposicio- 
nes anteriores  relativai  á  la 
materia,  tienen  derecho  para 
i'eunir-<e  y  deliberar  sobre  las 
materias  que  indica  el  artícu- 
lo 827  y  no  puede  ser  un  obn- 
ticulo  para  ellos  la  existencia 
de  un  juez  de  Aguas  nombrado 
con  anteñoridad  á  la  vigencia 
de  dicho  Código. -C.  A.  8  i  ii- 
mol904   II.  IM 

Juicio  fosbsokio.  -  V.  PosrtiJn 

Costa».  -  ItmKripción.  -  Posesión, 
Los  juicios  sobre  oposición  á 
inscripción  de  un  titulo  tras- 
laticio de  dominio  son  poseso- 
ños  y  en  ello»  no  delien  to- 
marse nn  cuenta  ni  loa  titules 
de  dominio  que  se  aleguen  ni 
cuestiones  de  lato  conocimien- 
to sobre  validez  ó  nulidad  de 
ellos.  -  C.  A.  3Ü  jul  o  1904.  II.  173 

JUICIO  VJBBBAI, 

Casación  «n  ta  fornut.-EmpUt- 
zamiento.  -  V.  Cusaciifn  m  la 
/orma,  (Núm.  12.)  -  C.  A. 
Cos.  U  junio  190t  IL  196 

JUXISDICCIÓK.- V.  Compftmeia. 

LIOAOO 

1.  Apreciación  ds  toa  hsehos,- 
Mora.  -  Plazo.  -  Rsgwrimien- 
to.  -  Término.  -  Cuando  se 
trote  de  ana  obligación  teate- 


LEY  DEL  COKTRATO  29 

mentaría  que  el  legatario  de- 
be cumplir  dentro  del  plaxo 
fijado  por  el  tcstatlor,  cs  nece 

sarioreqnerimiciitn  i>ai-acona- 
t'tuir  en  nioi'a  l;1  deudor  si  no 
^u  trata  <Ie  una  c<>->a  que  no 
huya  pmiido  ser  d.tda  ú  ejecu- 
tada sino  dentro  de  ciirto  es- 
pacio de  tiempo,  ó  soa  del  ca- 
so coiit'.' ni  piado  en  el  núme- 
ro 2,"  del  articulo  lüll  del  Có- 
digo Cíivil.  -  Cius.  10  julio  19114 

  I.  6 

2.  Apreciación  los  hf^hos.— 
Conftmión  jaiiicial,  —  Oimtra- 
tlMor  Ifijítimo,  -  dima  juzga- 
da. -  Error.  -  ff»^-m/fro,  -  Tm- 
tanwnto,  -  Ixisi-nt^n'-iaqueen 
el  juicio  seguido  por  un  lega- 
tanodeelaia  la  nulid  d  de  nn 
testamento  no  puede  oponei-se 
á  otro  legatario  que  j  ido  el 
pago  de  un  legado  iniítituid» 
en  eso  testamento  declarado 
nulo.-  Cas.  23  o.-tubre  1904 
  I.  145 

LicuiriUAL'ic't.v 

Casacián  de  oficio.  ~  impugna- 
ci/in.  -  Nvlidnd.  -  Pírese. —Iti- 
biendo  tenido  conocimiento 
do  la  legitimación  el  ascen- 
diente demandantfi  más  de  se- 
tenta días  antes  de  interpo- 
ner la  demanda,  no  puede  ser 
oído  y  los  demanda''os  no  es- 
tán obligados  á  coiit^stor  su 
demanda,  -  Cas.  29  septiem  - 
brel904  I.  lOB 

LBrttA  UB  L-AHBIO 

l.  ArrUia  fjrcutieti .  -  Proteo. 
-La  acción  ejecutiva  deao- 
chada  poniue  ol  protesto  de 
nna  leti'a  de  cambio  aceptada 
por  falta  de  pago  so  hizo  fue- 
ra del  plazo  leiral  y  la  ejecu- 
ción no  ve  había  preparado 
con  el  rwonocimiento  de  la 
firma  del  librado  que  acepto 
la  letia,  no  puede  renovaiite 
por  la  vía  ejecutiva  una  voz 
reconocidaesatíi'ma,  en  virtud 
délo  dispueoto  en  ol  articu- 
lo 498  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil   II.  49 

Lby  de  AU'OHOLEa.  -  V.  Paten- 
té. (ITúm.  3.) 

LEY  DBL  CONTRATO 

1 .  Apreciuciiín  d^  los  hechos.  - 
Arrettdamümto.  -  Co mura- 
venta   -  Depósito  jmlicial.  - 
Mención.  -  Solítlarídad.  -  No 
es  admisible  el  recurso  de  ca- 
sación porviolactón  "de  las  le- 
yes relativas  al  contrato,"  in- 
vocándose así  en  términos  in- 
definidos las  leyea  de  aplica- 
ción genéritr.!,  sin  eitar  los 
preceptos  de  aplicación  con- 
creta á  la  cuestión  en  liti- 
gio, pues  ésta  partíctdnriza- 
ción  es  iinn  solemnidad  ó  i-e 
quisito  de  forma  para  la  in- 
terposición del  recurso  de  ca- 
sación, con  arregloal  precepto 
terminante  del  articulo  04d 
del  Código  de  Proce<Ii  miento 
Civil. -Cas.  16  agosto  1904 

   I.  18 

2.  Contrato.'- lud^mniz'hzitin.- 
Ssffuro.  -  Ho  infringe  el  ar- 
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3»  LIQUIDACIÓN  DE  CBEDITO 

ticulo  1545  del  Código  Civ»  ta 
Bentencia  qna  da  lugar  á  una 
de  las  peticiones  de  la  parte 
deniftiiaada,  fomiilada  von  el 
carácter  de  previa  7  110  acep- 
ta la  foimulada  en  según- 
do  término  pai-a  qiio  Be  !e  per- 
mita confoime  á  tina  do  ln« 
cláuiulna  del  contrato,  optar 
por  la  faculta<t  de  reemplaznr 
u*  espedios  poi-dida»,  reedift- 
cando  Ion  ediücioB  incendia- 
doe.-CaB21octiibrel«)4  ..  I.  láS 

LET  ns  oki»e:?  público 

CtiiKiri6n«n  fl  fondo.  -  Hipoteca. 
-  ItuKripr.ián.  ~  Nutiflail  abso- 
luta. -  Poiéiii'in  fftetira.  -JU- 
güiro.  -  Terrería.  -  La»  leyea 
que  ritíoii  el  Registro  do  Bie- 
iien  Raices  non  de  orden  públi 
ro  y  su  infiiK'cñón  vicia  de  na- 
lidad  abfioluta  lo*  actos  ó  con- 
tratos ceirbmdon  «in  lujeción 
&  laa  solemiiidadca  preiic-t'itns 
por  esas  leyes.  -  Cas.  12  mayo 
IflÜfl   1.  38S 

LRTEá  DK  rBOCEDIMlBMTO 

Aerién  f¡/feMtira.  -Embargo,  - 
ím/iroetuifneia,  -  Título  tjnm- 
livo. — Cuando  laa  causales  en 
que  se  funda  el  n- curso  de  ca- 
Kaciónen  el  fondo  ronsisten  en 
la  infmccii'in  de  las  leyes  de 
proeetlimiento  que,  saponién- 
dolas  de  obsenuncín  sustan- 
ci»l,  habrían  dado  lugar  húIo 
a  un  rpciirso  de  casación  en  la 
forma,  aquél  es  improcedente. 

.  Uu.Dnovíenibro  iWH.....  I.  M 

UDIAB  DE  TOHOB 

Apr^idacUn  dr  loa  /mchos,  -  Cnu- 
na  itieita.  -  Nnlvlaú.  -  ObjHo 
ilícito-  -  Prwha.  -  Torot.- 
Ticne  objeto  ilícito  el  contra- 
to que  tiene  por  objeto  obli* 
gane  uno  de  loa  contratantes 
a  lidiar  toros,  pues  las  lidias 
de  toros  cstin  prohibidos  por 
la  ley  de  16  df  septiembre  de 
1^3  y  es,  por  lo  t:into,  nulo 
de  nulidad  absoluta. 

No  incuire  en  nutida^l  la 
sentencia  que  no  atwpta  la 
prueba  ofrecida  en  el  escrito 
de  eaeprobirádeairravioB  para 
acreditar  que  dirho  contrato 
no  tiene  objeto  ilícito  por  no 
referirse  á  lidias  de  toros  sino 
á  un  simulacro  ó  pantomima 
de  tales  lidias,  pues  la  peti- 
ción para  qitc  la  causa  se  re- 
ciba a  prueba  con  tal  objeto, 
no  esta  comprendida  en  \on 
casos  de  excepción  ilc)  articu- 
lo 300  del  Cóaiijro  de  Procedi- 
miento Civil,  fil  error  en  que 
el  Tribunal  puedo  haber  incu- 
rrido al  hacer  esta  c^ilifioación 
del  contrato  y  estimar  que  se 
trata  de  lidias  de  toros,  podri;i 
motivar  un  rocuriH)  de  casa- 
ción en  el  fondo.  Cas.  2fi  di- 
ciembre IflM   I.  227 

UqUlDACIÓN  DE  CREDITO 

Catacitfn  d»  oficio,  -  DofHtnimto. 
-Ifuíiilad.  -  No  h  ihíéndoHe 
bpcho  valor  durante  el  juicio 
ejecatlTo  documentos  que  el 


MANDATO 

demandado  exhibid  panqtie 
se  tuviesen  presentes  en  la  se- 
gunda instancia  y  sobre  loe 
cuales  no  se  oyó  al  acreedor 
en  forma  legal,  uopaedeafec- 
tar  á  éste  la  resolución  queda 

Syr  firme  ta  liquidación  prao- 
cada  por  el  funcionario  de- 
signado por  el  Juez,  en  qoe  se 
abonaron  al  deudor  dlchoe  do- 
cumentos, aunque  h  haya 
mandado  tener  por  aprobada 
dicha  liquidación  si  no  es  ob- 
jetada dentro  de  cierto  plaso 

5 baya  causado  ejecutoria  el 
ecreto  que  asi   lo  dispone. 
Gas.  11  octubre  19M  I.  113 

htSTA  de  testigos.  -  V.  Tutigot 

L(T  B  covrnrAcntir 

Aprmiaeií»  á»  hw  AwAos.  -  ATm- 
iura.  —  Prftcriprtiñ.  -  Salitre- 
ra». -  UMrariútt.  -Trabado  el 
cuasi-contrato  de  litis  contes- 
tación sobre  una  oocsUón  de 
becbo  (el  sabor  si  mu  perte- 
nencia e^  ó  nó  en  la  lona  de 
Agnas  Blancas)  corresponde  i 
la  Corte  de  Apelaciones  la 
apreciación  solieiuna  de  este 
hecho  y  no  procede  el  recurvo 
de  casación  contra  el  fallo  dic- 
tado por  ello.  Cas.  0  septiem- 
bi-elW4   I.  flB 

LVOAK  DE  ENTBBOa 

Apreciación   <i«   lo*  hachos.  - 
Comí  ira  vmUi.  ~  Entrrga.- 
Jnt*rinretación,-  V.  Sntrf- 
aa  numero  1.*  Cae.  90  diciem- 
bre 1«H  I.  291 

makdato 

1.  Apr^riaciOn  <h  lo»  hfctuu.  - 
Cumias.  -  Exprtmión  lié  offra- 
vio».  -  Ifulidad,  -  Sfntemria,  - 
Establecido  el  hecho  de  ha- 
ber reconocido  el  mandatario 
la  obligación  de  rendir  cuen- 
tas, tiene  aplicación  el  articu- 
lo 850  del  (lódijio  de  Procedi- 
miento Civil  que  permite  al 

{'lies  fijar  el  plazo  ptra  rentlir- 
u.  ÍÁb  circunstancias  Invo- 
cadas por  el  mandatario  de 
haber  pasado  al  mandante  es- 
tados mt>nRualeN  y  balances 
trimestmles  do  la  contabili- 
dad del  negocio  adminístiudo 

Íde  haberle  enti-CKi'do  los  li- 
ros  de  dicha  oontahilida<l, 
no  son  suficientes  para  consi- 
dorar  complida  la  obligación 
de  rendir  cuentas  cuando  el 
mandatario,  que  no  ifrnoiaba 
tales  antecedentes,  había  re- 
conocido dicha  obligación.  - 
Qu.-i2ngOBto  \m   I.  41 

2.  Acetíin  tjfmtlra.-  Arrenda- 
miento. -  Ca$ar.i<in.  -  Coslai.  - 
Sfítit^ncia  intfirlocutoria.  -  Ti- 
tuto  fj^nliro.-Covao  no  ter- 
mina poi-  la  muerte  del  man- 
dante c)  mandato  judicial  con 
arreplo  al  articulo  397  de  ta 
ley  de  Ifl  i^e  octubre  de  1875 

Í'  habiendo  sido  iiotificaiio  de 
a  sentencia  pronunciada  des- 
pués de  su  muerte,  ocurrida 
durante  el  acuerdo,  uno  de  los 
herederos  tiene,  con  arreglo 
al  articulo  17  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  derecho 


MARGA  DE  FAKBICA 

para  interponer  el  reeurao  de 

casación. -Cas.  2  sepaembre 
1«>I    I.  M 

3.  CotUétíaei/m.- Poder  judicial. 
-1a  limitación  de  no  poder 
contestar  nuevait  demiindos 
sin  que  sea  notíficado  previa- 
mente el  mandante,  en  cmso 
que  el  mandatario  juzgue  que 
no  tiene  suflciente  conocimien- 
to de  los  hechos  para  obrar 
sin  consultar  al  mandante, 
importa  precisamente  el  coso 
de  excepción  contemplado  en 
la  ley.-C.  A.  11  julio  1904. 
  II.  109 

4.  Comitión,  -  Fitco.  -  tfastos 
ptíbHeo».  -  InwrMm.  -  Pnti- 
dmtetts  Ut  República.- Pru^ 
ba.  -  No  viola  sino  que  aplica 
debidamente  los  artículos  ::S 
número  4.°,  73  número  12  y 
146  de  la  Constitudón,  la  sen- 
tencia que  rechaza  la  deman- 
da sobre  pigo  de  un  honora- 
rio por  servicios  prestad*»  en 
virtud  de  una  comisión  confe- 
rida por  el  Presidente  de  la 
República  sin  estar  autorin- 
do  pcrr  la  ley  el  gasto  que  ella 
demando.  -       27  j  anlo  1903. 

 I.  sn 

6.  AbogaHo.  -Apre^HOn  d*  lo» 
AffcAojt.  -  ffonorifrfo. — Obliga- 
ción.—Prueba.  -  V.  AbtigaHo. 
Cas.  6  junio  1905   I.  411 

6.  CatatíOn  en  la  forma,  -  Citm- 
fitfn.  —  Delegado.  -  Emplaza- 
miento,  ExitreaiSn  de  attra- 
vio».  -  Stibdelegatarin.  -Sólo 
el  mandatario  puede  delegar 
el  encargo  á  menos  que  s«:  le 
haya  negado  esta  facultad.  No 
estando  autorizarlo  por  el  man- 
dante el  dolegatario  pira  sub- 
delegar, cl  procurador  que 
éste  nombra  no  representa  va- 
lidamente al  mandante.  -  Cas. 

21  junio  1906   I.  430 

7.  Cataciún  ta  forma.  -  Cita- 
cíifn.  -  Drífgado.  -  Emplaza- 
miento. -  Expresión  de  aura- 
rio».  -  Sub-iMegatario.  -  Sólo 
el  mandatario  puede  del^pir 
el  encargo,  á  menoe  que  se  e 
haya  negado  esta  facultad. 
El  delqcatarto  no  puede  sulv 
delegar,  si  el  mandante  no  \o 
autoríso.  -Ota.  21  junio  1905 

 :  1. 421 

hakca  de  fAbhica 

1,  Derofjañ'in,  -  FaltifiniríM,  - 
Mmiiripnlidnd.  -  Beijiatro.  - 
Xa  disposición  del  artículo  28 
número  T."  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1891  que  da  á 
las  municipalidades  la  facul- 
tad de  reglamentar  el  uso  de 
las  mareas  de  fábrica  y  do  co- 
mercio y  llevar  los  rastros 
correspondientes,  ha  dn-  gado 
los  artículos  S.»  y  10  do  la  ley 
de  12  de  noviembre  de  1^74 
qiie  atribuve  á  la  "Sociedad 
Nacional  (lo  Agricultura"  la 
intervención  en  ta  mai«i-ia.  - 

C.  A.  10  noviembre  1»)4  ..  11.  45 

2,  La  propiedad  exclusiva  de  la 
marca  qii-  asegura  la  le^  es 
concedida  sólo  al  que  la  ins- 
cribo en  el  retrioti-o  legal,  que 
es  hoy  el  (^ue  deben  llevar  las 
municiualidadetf.  Kl  delito  de 
fálsilicaetón,  alterooión  ó  uso 


Digitized  by 


Google 


MEDIDAS  I^áLTOMÁS 

fraudulento  de  ana  mam  no 

existe  sino  tratándose  de  ta 
que  está  i-^íatf&da  debida- 
mente. -  Minno  fallo. 

MuaFCnACiÓN.  -  V.  Mina. 

KABIUO 

1.  Autoriatutén  ¿adieíal.  -  BU- 
iM*  rutneg.  -  HijtotMxi.  -  Int- 
eripdüH,  -  Majer  oaxada.—Nu- 
Hdud  abaoluia.  -  Objeto  Uíeiío, 
- Prohibicuia.  -V.  Autorixa- 
eiimjudieial  (N.«  l.<'}.-CaB.30 
diciembre  IMM   I.  2B6 

2.  AuíoriiaeiJn  judicial.  —  C«- 
sitfn.  '  Hipolsctt.  -  Aí«j*r  caga- 
da.— Natitíid.  -V.  Autoríta- 
rtórt  judicial  2).  -  Cas. 

14  enero  190  »   I.  320 

3.  A^orizarvin  jutlirial  y  viari- 
tal.  ~  BUme»  ra  ícfK.  ~  Catatii¿n. 
-  SnaieHufiM.  -  Mvjtrr  eaau- 
da.-JtwH»MH.-\.  Autorisa- 
riM  judicial  {S."  3).  -  CaR. 
^manol905   I.  348 

ContrUntcitin.  -  Cora  juzgada.  - 
Imptuado,  -  iiatiiñtKiLvlad.  - 
Ord€Hamas."V.  Contrihufíiiim 
(N.o  S  y  4).-Caa.  It  diciem- 
bre 19tM  1.  3*4 

HEDIDA.  SISUIPLINABU 

CbH^teteneta.  -  Enaanehe.~JU' 
ritdícciófu  -  Nulidad.  -  Sala- 
rio», -  Correspondiendo  &  loa 
tríbunalcH  de  justicia  velar 
por  el  tiel  cumplimiento  de 
ma  leyes  en  el  onlon  judicial, 
no  pnedc  eerles  exti  aña  la  fa- 
cureatl  dq  ordenar,  rlentro  do 
la  entera  de  sus  atribuciones, 
las  medidas  que  estimen  con- 
ducentes ú  la  estricta  obser- 
vancia de  lafi  prActicus  esta- 
bleoidas  en  las  relaciones  de 
Ghile  con  las  potencias  extran- 
jeras, ha  facultad  disciplina- 
ria y  económica  que  á  las  Cor- 
tes de  Apelaciones  otorga  el 
articulo  de  la  ley  orgánica 
de  15  de  octubre  de  ^5,  á 
virtud  de  la  cual  les  corres- 
ponde dictar  las  medidas  con- 
aucentes  &  corregir,  por  loe 
medios  que  la  ley  determina, 
las  faltas  y  abusos  que  loa  jue- 
ces de  letras  cometieren  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  tie- 
ne aplicación  contra  un  jues 
qae,  sin  ■■eolamaciónde  púrte, 
na  conocido  de  una  materia 
que  la  Corte,  informada  al 
respecto,  ha  juzgado  poste- 
riormente de  oficio,  no  ser  de 
la  cmnpetencia  de  aquél,  onn- 
lando  lo  obrado. -C.  A.  10 
mayo  1904   II.  im 

MBDIDAB  PJtKCACrOKUa 

1.  Intm'Hmg.-  ¡Uittmeián.  ~  Lu 
medidas  precautorias  sólo  tie- 
nen porobjutd  responder  á  los 
restifta-'í  deljuicio,  yno impor- 
ta n  prcjuz^amiento  de  las 
cuestiones  qtie  on  él  se  vonti- 
lan,  siendo  facultativo  del 
Tribunal  que  cono'-e  del  Itti- 
hacerlas  cesar  ó  moditicar- 
-C.  A.  L7  octubre  1904.  n.  6S 


MENCIÓN  UE  U  LKY  1NFIUN6ID1 

%"  Contradictor  ttgiUmo,— Co- 
tajuzgada.  -  D0uda  ilíquida.  - 
Sétenei¿n.  -  Titulo  ty^áttivo.  - 
Habiéndose  dcolaratio  que  loe 
demandados  no  tienen  dore- 
clio  como  pretendidos  herede- 
ros de  un  bermano  del  rio  eu- 
yui,%  figuiaren  el  juicio  de 
partición,  sin  perjuicio  de  los 
efectos  que  procedan  de  la 
sentencia  dennitiva  dictada 
en  juicio  anterior  se^cnido  con 
otro  de  los  herederos  y  en  que 
se  falla  que  los  demandados 
tenían  la  calidad  de  parientes, 
no  es  líquida  la  obligación  de 
restituir  las  cantidades  reteni- 
das á  los  demandado»  y  re- 
tiradas por  ^stos  bajo  de  flan- 
ea durante  el  juicio;  por  no 
estar  liquidada  la  pnrte  que 
respectivamente  pueda  corres- 
pondorles  con  relación  a  los 
asignatarios  á  quienes  vencie- 
ron en  el  juicio  anterior.- 
Cas.  -23  noviembre  1904  ....  I.  171 

3.  Tmprowdenciu.  -  Prahihidén 
—  Metenttión,  —  Senteticia.  - 
Los  resoluciones  sobre  medi- 
das precautorinn  S'>ti  esencial- 
mente provisionales  y  i\o  pro- 
cede respecto  <le  ellas  d  recur- 
so de  casación.— Cas4  2  mayo 
1905   1.  842 

1UNCI<'>N  UE  LA  LEY 
INFBniGIDA 

1 .  -  ApréeiaeiÍH.  -  Amndamim- 

to.  -  Comprav/^a.  -  D^riio 
judiHjí,  -  L*y  ddl  cotUrato.  - 
SoWiaridad.  -  No  es  admisi- 
Ue  él  recurso  de  oasnción  por 
violación  ''de  las  relati- 
vas al  contrato",  invocándose 
asi  on  términos  indefinidos  las 
leyes  de  aplicación  jenérica, 
sin  citar  los  preceptos  de  apli- 
cación concreta  a  la  cuestión 
en  litif^io,  pues  esta  partícula- 
rizaoion  es  una  solemnidad  ó 
requisito  de  forma  para  la  in- 
terposición del  recurso  de  ca- 
sación. -  Cas.  16  afcosto  190*.  I.  18 

2.  -  Improcedencia  -  Si  en  la  in- 
terposición del  recurso  de  ca- 
sación la  parte  recurrente  no 
hoco  mención  expresa  y  detei'- 
mina/ladelateyoleycs  infrin- 
gidas y  de  la  que  concede  el 
recurso  por  ia  causal  que  se 
invoca,  es  inaceptable  dicho 
recurso.  -  Cas.  26  diciembre 
1904   I.  170 

3.  Competencia.  -  Domicilio.  - 
ImproeÉdmeia .  -  Sontmtad.- 
SolMarisdad.  -  Es  ímpi-occ- 
dente  el  recurso  de  casación 
que  se  funda  en  infracciones 
genéricas  de  la  ley.  Ks  obiif^- 
ción  primordial  de  todo  recu- 
rrente hacer  mención  expresa 
y  determinada,  al  formalizar 
el  recurso,  del  vicio  ó  detecto 
en  que  ae  funda,  de  la  ley  ó  le- 
yes infringidas  y  de  la  que  con- 
cede «1  recurso  por  la  causal 
que  se  Invoca. -Cas,  23  no- 
viembre 1904   I.  212 

4.  ¡Muda  ilíguiila.  -  Ftieha.  - 
Ittiprocfdmcla.  -  NovaeiM.  — 
Objeto  ilícito.  -  Titulo  t^teuti- 
ro.  -  En  el  cncrito  en  que  se 
interpone  el  recurao  de  casa- 
ción, debo  hacerse  mención 
e^wnydetorminada  del  vi- 
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ció  ó  defecto  en  qua  w  funda  y 

de  la  ley  ó  leyes  infringida», 
asi  como  de  la  que  concede  el 
recurso.  TSo  habiéndose  ciira- 
plldo  cbn  esto  requisito,  el  re- 
curso es  inadmisible  y  es  inotl- 
cioio  pronunciarse  sobre  el 
fondo.  -  Cas.  SS  diciembre 
1904  I.  231 

5.  Arrendamiento.  -  Imjiroee- 
deneia.  -  Reivindicación.  -  Las 
disposiciones  legales  no  indi- 
cadas como  infringidas  al  for- 
malizar ul  recurso  de  casación 
no  pueden  ser  consideradas 
al  fallar  ese  recurso,  que  e> 
improcedente  al  menos  por 
esas  causales.-  Cas.  29  no- 
viembre 1904   I.  Z36 

6.  Aprédanion  dé  lo*  hecho». - 
Catual.  -  Concubina.  -  Criollo 
doméstico.—  Improcedencia,— 
PreicripciM.  -  Senirio».  -  El 
rectirso  de  casación  en  el  fon- 
do no  puede  extenderse  á  in- 
fracciones que  no  fueron  men- 
cionadas en  el  escrito  en  qne  se 
formaliiió,  y  respecto  de  éstas 
es  inipi  océdonte  el  recurso.  - 
Cas.  16  diciembre  1904. ...  1.  27T 

7.  AfreciacUín  de  toe  hecho».  - 
Error.  -  Improeetleneia.  -  Pre- 
sunción»», -Es  improcedente 
el  recurso  de  casación  fundar 
do  en  la  alegación  genérica 
de  haberse  infringido  todos  los 
preceptos  legales  en  que  se 
ftiuda  la  demanda  y  la  expre- 
sión de  agravios,  pues  al  xor- 
maJizar  el  recurso,  debe  hacer- 
se mención  expresa  y  deteimi- 
nada  de  la  ley  ó  leyes  infringí- 
das.  -  Cas.  2  junio  1905. ...  I.  38» 

Mkncióm  de  solemnidades  testa- 
meatarias.  -  V.  Tegtamento 

MEN8VBA 

1.  Cota  juzgada, -Derecho  ad- 
quirido. -  Afecto  ratroactiro. 
-  Recitión.  -  Salitrera.  -  Sen- 
tencia.  -  V.  Revisión. -'Rev. 
16ago8tol904   I.  25 

2.  Apreeiiíciiin  de  lo»  hécho».  - 
Liti».-  Conleitacién.  -  Pr«»- 
cripci¿n.  -  Salitrera.  -  Ubica- 
ción.-Tifo  habiéndose  justifi- 
cado que  una  pertenencia  sa- 
litrei-a.  ntorgiwla  por  «1  Go- 
bernador de  Antofagasta,  cu- 
ya mensura  se  pide  como  ubi- 
cada en  la  zona  de  Aguae 
Blancas,  se  halle  efectivamen- 
te en  dicha  zona,  no  procede 
la  mensura.  -  Cas.  6  iieptiem- 
br«190*  I.  » 

3.  La  prescripción  extintiva  de 
las  acciones  no  es  aplicable  á 
la  que  tiene  el  denunciante  de 
una  pertenencia  salitrera  para 
solicitar  su  mensum,  puos  ésta 
«s  una  de  las  varias  diligencias 
tendentes  á  constituir  un  titu- 
lo definitivo  y  completo  de  pro- 
pÍDda<l.  y  no  supone  una  per- 
sona obl  fgadatle  quien  haya  de 
exigirse  una  obligación.  -  Mis- 
mo fallo. 

4.  Ademrtíi,  los  decretos  supremos 
de  28  de  mayo  de  ISKi  y  de  22 
de  diciembre  de  189tí,  han 
mantenido  en  suspenso  respec- 
to de  las  concesiones  de  perte- 
nencias en  Aguas  Blancas,  las 
oUicacinncs  prescritos  en  el 
K^lamento  ac  28  fio  julio  de 
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1877,  de  modo  que  si  fuera 

growdente  la  prescripción  es- 
iria  en  Bnspcii«o  ol  plato  de 
ella.— Mismo  fallo. 
S.  Oabiiia.  -  Comunidatl.  -  Dé' 
rtrho  jval.  -  lMt¡>tublf.  - 
to  rríroaHivo.  -  PregirripeitiH. 
Salitr^rax.  -  Conforme  «1  ar- 
ticulo 14PdelO(>iligo  de  Mine- 
ría de  1S74,  la  ^oaesión  origi- 
naria de  las  uiína-H  se  ad(|iii> 
na  por  el  i-efftstro  le^lmeiite 
verificado  y  esa  posesión  cons- 
titaía  dei'ccho  de  propiedad 
legal.  Por  consiguiente,  ha- 
biendo sido  legalmente  reg's- 
trodos  las  pei-tent>nc¡a9  á  que 
se  ri'ñere  la  demnnda  antes 
del  1."  de  enero  de  18S9  y  no 
constando  qne  se  haya  perdi- 
do ol  dei-echo  de  propie<lad 
poralmndono  solemne  ó  des- 

Sneble  legitimaniento  deciaro- 
o  ó  por  declarai;ión  de  terre- 
no fr.ii'(  i>,  eti  pi-ocedcnttí  la 
mensuiM  de  dichas  portenen- 
cios,  ya<jiie  sobre  ella»  se  ha- 
bla constituido  propiedad  mi- 
nera antes  de  la  videncia  del 
Códipo  actual  y  éste  exceptúa 
dol  dominio  tiscal  los  depósitos 
sobre  Ion  cuales  se  hubiere 
constituido  pi'opiedad  minera 
de  particulares  pnr  leyes  nnte- 
riOren.  Kl  articulo  2."  del  Ke- 

{Jameiiti  del  '28  de  julio  de 
S77,  dictado  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  articulo  'A."  del 
Código  de  Minería  de  1874, 
prescribo  que  el  registro,  po- 
sesión y  propiedad  de  los  de- 
pósitos (le  Halitre  sé  regirán 
por  el  indicado  Código  en 
cnanto  00  fuere  moililicado 
por  dicho  Reglamento  y  aun 
«cuando  el  articulo  4."  de  este 
Resrlamcnto  seilalaba  pLusos 
determinados  para  efectuar 
los  trabajos  que  doblan  hacer- 
se en  sustitución  del  pozo  de 
ordenanza  prcfMrrito  por  oí  ar- 
ticulo ^1  del  Código  y  pam 
proceder  á  la  mensura  ae  Ja 
pertenencia  rastrada,  el  re- 
tardo de  esos  trabajos  y  de  la 
mensura  no  tenia  otra  sanción 
que  el  despueble  legítimamen- 
te declarado  y  no  puedo  im* 
pe«lir  la  mensura  que  so  de- 
tnamla.  -  No  puede  invocarse 
contra  la  demanda  do  mensu- 
i-ala  cinninstancia  do  que  el 
articulo  20  del  citado  i-egla- 
mento  dispone  que  si  el  inge- 
niero nombrado  para  mensu- 
rar y  dar  la  posesión  del  depó- 
sito dennnciado  hallare  i^ue 
los  tral^jofl  de  exploración 
ejecutados  por  el  descubridor 
no  dan  idea  alguna  del  depósi- 
to, ni  en  hondura,  ni  en  su  su- 
perñcie,  la  concesión  quedará 
anillada,  puesto  que  aun  no  se 
ha  pniotieado  esa  operación 
pericial  que  es  pi-eoisamente  el 
objeto  de  la  demanda  y  por  lo 
tanto  no  puede  aplicarse  esa 
sanción.-  C.  A.  13  enero 

1905   II. 

tf.  El  ejercicio  del  derecho  de 
mensurar  ciertas  pertenenoi» 
salitreros  para  perfeccionar  ol 
dominio  y  concretarlo  ¿des- 
lindarlo de  otras,  no  es  una  ac- 
ción personal  contra  persona 
que  tenga  obligación  correla- 
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tiva  y,  por  lo  tanto,  no  puede 
oponerse  a  ese  dei'echo  la 
excepción  de  prescripción  ex- 
tintiva  de  lOH  ;u-o¡ones  judicia- 
les que  tuponen  un  ilerecbo 
personal  á  la  vei  que  una  obli- 
gación exieible.  -MIsmotallo. 

7.  No  esbvndo  en  ejercicio  el  Có- 
digo de  Minería  que  contem- 
pla el  despueble  como  un  me- 
dio de  pei-dur  el  dominio,  ni 
habiéndose  veriñuaduque  otro 
denunciara  y  hulut^m  obteni- 
do pari  si  la  prapiedad,  no 
pi-occile  la  decl^imctou  de  des- 
pueble solicitada  y  puede  con- 
cederse la  mensura.  -Mismo 
fallo. 

8.  El  derecho  ivAlotlquirido  por 
la  inscripción  do  la  merced 
concedida,  no  puede  ser  mo- 
dificado posteririrmente  por 
las  diligeitcias  que  Me  praeti- 
qtieii  para  sti  perfix^niona- 
niiento,  á  pretexto  de  existir 
otras  disposiciones  uite  conce- 
den mayor  cabi<la.  Por  oonsi- 

Suíente,  inscritos  ciertos  pe- 
imentos  solic  todos  el  ■'<!  de 
agosto  do  iHTtí  qu-dan  ellos  su- 
jetos, en  cuanto  &  su  cahida, 
á  lo  dispuesta  por  el  decreto 
supremo  de  2  de  enero  de  IfíTS, 
no  pudiendo  exceder  de  4SU 
mil  inetroi  las  descubrid  oras, 
ni  de  16tl  OIN)  las  estacadaii.  - 
Misino  fallo. 

9.  D'icummtvs.-  M(%H\ffatación. 

-  Minti.  -  Ptazn.  -BaUflearián. 

-  Rt^Mro.  ~  El  ulaso  de  no- 
venta días  ooiiceaido  al  i'egia- 
ti-ador  para  labrar  «1  pozo  y 
ratilicar  ol  registra  debe  con- 
tarse desde  la  fecha  de  la  pro- 
videncia recaída  en  la  solici- 
turl  de  manifestación  en  que 
se  lo  hiso  mei*ced  de  la  perte- 
nencia solicitada.  La  ratifica- 
ción debe  sor  registrada  den- 
tro del  mismo  placo  de  noven- 
ta dios.  Este  plazo  no  es  fatal; 
pero  debe  entenderse  que  el 
minero  que  no  ha  cumplido  i 
tiempo  las  obligaciones  que  la 
ley  le  impone,  pierdesusdere- 
chos  en  favor  del  tercero  que 
constituye  título  provisorio 
después  de  vencido  dicho  pla- 
to.-C.  A.  24  mayo  IWl...  II.  175 

10.  Mina.- Plazo. -Ihíra  proce- 
der á  la  mensura  de  una  per* 
tenencia  minera  debe  citarse 
prévíamcnte  ¿  los  colindan- 
tes, loa  cuales  tienen  til  plan 
de  diez  días  para  elsoloefoo- 
to  de  reclamar  la  mensura 

fireferente  de  la  mina.  -  C.  A. 
O  septiembre  1904   II.  197 

11.  El  propietario  de  la  mina 
denunciada  con  anterioridad, 
tiene  pi'ioridad  para  practicar 
la  mensuia  y  el  Jues  puede 
Hjaric  un  plazo  prudencial  en 
que  debe  hatrcr  uso  de  «i  de- 
recho. -  Mismo  fiülo. 

MBRUADUfa 

Porteador.  -  Pr^mripritiH.  -  La 
responsabilidad  Hel  porteador 
por  pérdidas,  desfalcos  y  ave- 
rias de  las  mercaderías  se  ex- 
tingue por  la  prpBct-ipoión  de 
seis  meses  en  la  exp^icíones 
realizadas  dentro  de  la  Repú- 
blica, principiando  á  correr 


la  prescripción  en  caso  de  pér- 
dida desde  el  día  en  que  de- 
bió ler  cnmidída  la  oondue- 
ciÓD.-C.  A.iljumol90t.  IL  M 

)UNA.-V.  Meiuntra  {VÚXOM,  5, 
S.  7,8  y  91 

1.  Araláo.  —  Carbán,  ~  Contri- 
buTiJn.  -  Patéale,  —  Reclama- 
ción. -  Con  arreglo  al  articu- 
lo 30  de  la  ley  de  21  de  diciem- 
bre de  1891.  los  babem  in- 
muebles comprenden  la  pro- 
piedad carbonifem.  y  las  mi- 
nas de  RirUtiQ  etftán  sujetas, 

Sor  lo  tant».  a  1  i  contribución 
e  haberes  y  nó  á  la  de  potkQ- 
te  de  min;is.  pues  la  propie- 
dad carlionifiira,  á  difei-encia 
de  la  pertenencia  de  min:v  me- 
t&lici,  forma  parte  integran- 
te del  dominio  del  suelo.  - 
C.  A.  :iü noviembre  laO:i  ,.  II,  1 

2.  Araláo.  -  dirhán.  -  f'outribu- 
ci¿n.  -  P.ttfnt».  -  Rnrlatnaciáit. 
(Misma  doiTtrinai.  -  C.  A.  % 
noviembre  VXA  .   IL  5 

3.  AitrK'-.iaciSmlfloiihfluis.  -Rg- 
gislrú.  -  Reducida  la  litis  á 
determinar  si  U  mina  mani- 
festada por  el  demandado  es 
la  misma  que  con  anteriori- 
dad! bitbm  manifestado  td  de- 
inandante,  la  apreciación  que 
el  Tribunal  haou  de  la  prueba 
i-endida  sobre  este  hecho  ie  es 
privativa.-  ^  octubre 
18W   I.  15Í 

4.  jimmiiíarf^tt  ^  nnlo»,  -  Bü- 
n«t  int-mharffahU».  -  Compe- 
tencia. -  Concurto,  -  Aunque 
una  sentencia  de  término  na- 
ya dedil ra<lo  que  las  mina*  de 
larbón  de  pien  ra,  pertenecien 
tes  á  una  sucesión  concursa- 
da, no  son  emliargables.  tal 
declaración  no  puede  alterar 
la  situación  jurídica  de  dicha 
sucesión  por  lo  que  haoe  al 
iuiolo  de  concurso,  pues  ñ 
nien  el  dominio  de  las  minas 
permanece  radicado  en  sus 
duedos  que  no  han  aceptado 
la  enajenación  fomda,  lo* 
productos  de  las  mitmaH  mi- 
nas tienen  que  entrar  á  for- 
mar parte  de  la  masa  concur- 
sada.-C.  A.  9  juniol90t...IL  IS 

6.  DoruiiuntfMi.  -  Manifntafíióm. 
-Matura.  -  Plato.  -  Ratm- 
mcién.  -  Registro.  -  El  plazo 
de  noventa  días  concedido  al 
registrador  para  labrar  el  po- 
lo y  ratiti'.-ar  el  i-egistro,  debe 
contarse  desde  la  fecha  de  la 
providencia  ret-aida  en  la  soli- 
citud de  manifestación  en  que 
se  le  hizo  merced  de  la  pwte- 
oencia  solicitada.  La  ratifica- 
ción debe  ser  registrada  den- 
tro del  mismo  plazo  de  noven- 
ta días.  Este  plazo  no  es  fatal: 
pero  debo  entenderse  que  ei 
minero  que  no  ha  cumplido 
en  tiempo  las  obligaciones  que 
la  ley  le  impono,  pierde  sos 
derechos  en  favor  del  tei-cero 
que  constituya  título  proviso- 
rio después  de  vencido  el  plv 
so.  -  C,  A.  24  mayo  1904  .  IL  175 

tt.  .^iHp.-tro.  -  Potivién.  -  Qturé- 
Ua.-tM  querella  de  amparo 
la  interpone  el  poseeilor  para 
conservar  la  posesión  que  no 
ha  perdido  y  en  consecuencia 
no  corresponde  esta  acción  la 
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denunciante  de  una  mina  so- 
bre el  terreno  siipei-fioial  para 
impedir  que  en  éf  edifique  una 
pernoiia  que  ha  obtenido  ese 
teri-eno  en  arrendamiento, 
piiea  cai-eoe  de  posesión  fiobi« 
él.-O.  A.  »1  mayo  IWH  .  il.  191 

7.  MfOMura,  -  Fluzo.  -  Para  pi-o- 
ceder  á  la  nien^um  de  inia 
mina  debe  citiirse  previamen- 
te ¿  los  colindantes,  los  cuales 
tienen  el  placo  de  díex  dios 
para  el  solo  efecto  do  rM;laniar 
la  mensura  preferente  du  la 
mina.  -  C.  A,  10  septicmbi« 
1«M   II.  197 

S.  El  pi-opietarÍo  de  la  mina  de- 
Donríada  con  anterioridad  tie- 
ne prioridad  pani  practicar  la 
mensuia  y  el  juez  pue<U>  fijar- 
le al  plazo  pruilnnuial  en  que 
delie  liacer  uso  de  sn  <lerecno. 

-  Mismo  folio. 

MINISTllO 

Arridmtte.-  CuaH-dHUo.  -  Da- 
fio. "  Impradiaicia.  -  OmMtín. 

-  Perjuicio».  -  SriUmña.  - 
Entro  loa  causalen  de  caKuñón 
en  la  forma  nn  se  encuentra  la 
dft  haberse  omitido  al  nombre 
del  Ministro  que  redactó  la 
Hentenci  i,  porque  U  del  memo- 
ro 9."  del  artículo  W*l  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil 
invocada,  se  reticie  a  "la  falta 
de  alj[un  trámite  ódilig^ueta 
declai-adoa  eHencialea  por  la 
ley  y  á  cualquier  otro  requisi- 
to por  cuyo  defecto  las  leyt» 

K revendan  oxpreinmente  que 
ay  nulidadi.,  y  la  omisión  i-e- 
feiida  no  reviste  ninguna  dn 
eHtaa  condiciones.  -  Can.  21  oc- 
tubre 1904   I.  Ul 

MINISTRO  DK  FE 

lt\formaeii¡n  mimaria.  -  Prufba. 

-  Rwtator.  -  St-cretario.  -  V, 
Ii^formución  suKuxria.~C.  A. 

9  junio  1901   II.  121 

MINUTA  PE  PKUBBA 

1.  JPmHti.  -  Hayan  ó  no  presen- 
tado las  partes  minutas  de 

Erueija,  es  obligación  del  Tri- 
anal  fijar  los  puntos  sobre 
que  ha  oe  recaer  la  de  testi- 
gos. -  O.  A.  6  octubre  1904.  II.  58 

2.  Cargo.  -  Lisia  df  ínMtt{/ot.  - 
Plazo,  -  Pfueha,  -  St^ríario. 
—T^tígo.  -Aunque  la  ley  or- 
dena que  todo  escrito  debe 
prosentana  al  Tribunal  de  la 
eausa  por  conducto  del  Socre- 
tot  io  respectivo,  no  puede  con  - 
sidersrse  viciado  de  nulidad 
el  acto  que  deba  eieaitarse 
dentro  de  un  i^ato  fatal,  co- 
mo es  la  presentación  de  la 
minuta  de  puntos  de  prueba  y 
lista  de  testigos  en  el  juicio  or- 
dinario, por  el  hecho  de  ha- 
ber presentado  el  escrito  res- 
pectivo ante  otro  Secretario 
j>ara  que  lo  ponga  cargo  en  au- 
sencia del  Secretario  delacau- 
sa,  con  tal  que  dicha  presen- 
tación haya  tenidolugar  antes 
de  las  V¿  de  la  noche  del  úl- 
timo día  del  plato.  -  O.  A .  17 
diciembrolOOi   II.  82 

3.  LiHa.-PrxtMba.-  Tettigo*.  - 


El  Juei  debe  fijar  por  si  mis- 
mo los  puntos  de  prueba;  nn 
bosta  rt  fei'ii-HO  á  los  minutas 
de  las  partes,  -  C.  A.  29  marzo 

1905.  11.  118 

MUÜA 

1.  Aprtciitriáu  tiñ  Ittt  hfcho».  - 
Ltígadú.  —  Plazo.  -  jRM/ugri- 
mitmlo.  -  Térmiw,  -  El  deu- 
dor sólo  incun  e  en  mora  en  loa 
prestacíoneH  &  día  cteito, 
cuando  él  mismo  pi-omete  con- 
tractual mente  ú  su  ocreeilor 
que  la  obligación  nei-á  cum- 
plida ilontr»  del  plazo  conve- 
nido, salvo  que  la  ley  en  canos 
especiales  exija  que  se  requie- 
ra al  deudor  para  constituir- 
lo en  mora.  Cas.   19  julio 

1904  1.  fi 

'2.  La  expresión  "término  esti- 
pulado empleada  en  el  nú- 
mero 1."  <lel  articulo  1551  del 
Código  Civil  sinónima  en 
derecho  de  "término  convenido 

ó  prometido".  Por  uunaiguion- 
te,  cuando  se  tmta  ite  una 
obligación  tpMtamentaria  que 
el  lujmtarío  debe  cumplir  den- 
tro del  placo  fijado  por  el  tes- 
tador, es  necesario  requeri- 
miento para  constituir  en  mo- 
ra al  deudor  si  no  ite  trata  de 
una  cosa  que  no  haya  podido 
ser  dada  ó  ejecutaila  sino  den- 
tro de  cierto  ewpíicio  de  tiem- 
po, ó  sja  del  raso  contempla- 
do on  el  número  ^.''del  ni-ticu- 
lo  1511  citado.  -  Mismo  fallo. 

3.  Firma.  —  Jieqiutriiuhnto.  - 
RetoluciOn.  -  SaniamlftUo.  — 
Hmtfmña.  -  La  obligAción  del 
vendedor  Je  sauRur  la  cosa 
vendida  no  tiene  un  término 
fatal  dant'o  del  cual  deba 
cumplirse,  sopeña  dequedar 
constituido  en  rooiu,  sin  nece- 
8Ída<l  de  requerimiento  judi- 
cial y  por  el  solo  miniatei-io 
de  la  ley.  Faltando  disposición 
especial,  entre  las  que  rigen  el 
contrato  de  compraventa,  que 
tal  cosa  establezca,  hay  que 
recurrir  4  las  realas  generales 
y  no  siendo  aplicable  la  dis- 
posición del  numi^ro  a."  del  ar- 
ticulo 1551  del  Cf'idigo  Civil,  ' 
ni  habiéndose  estipulado  ex- 
pt-esaiueote  un  plazo  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación 
con  arreglo  al  número  1.",  es 
necesaiio  i-equeiimiento  judi- 
cial.-Cas.  19  agosto  1904..  L  53 

4.  Arr€iyiamÍ€»to.  -  Oeuaeión.  - 
ContHhueiáH.  -  Multa.  -  Jtf- 
qvfrimimnto.  -  No  es  hecho 
constitutivo  de  moi-a  el  que 
por  sentencia  do  término  se 
declaren  de  abono  «  una  suce- 
sión en  partición  valorea  que 
deben  cargarse  detorminada- 
meute  &  algunos  copartícipes, 
pues  no  existiendo  plaio  fijado 
para  el  pago  ni  on  dicha  sen- 
tencia, ni  en  convenio  de  los 
interesados,  tiene  aplicación 
la  regla  del  número  del  ar- 
ticulo 1551  del  Código  Civil 
que  exige  i-equerimiento  judi- 
cial para  constituir  en  mora  al 
deudor.  -  Oai.  28  o  tnbre 
I9W   I.  150 

5.  No  importa  requerimiento  el 
acuerdo  de  los  copartícipes  de 


designar  un  Arbitro  que  sin  ul- 
terior recui-so  liquido  la  canti- 
<):td  de  cargo  á  <-ada  uno  de  los 
herederos  que  han  explotado 
propioilades  comunes.  -  Mis- 
mo mito. 


MIJKR  CASADA 


2.  AuturizitñMi ivdieial.  -  Bi^- 
uet  raifíf».- Hipolem.  ~  Im- 
rrinrü'n.  -  NnUtltil  afmoltUa. 
-O'jfto  iíicUo.  -  I'rohibirUit. 
-V.  Auturiznri'm  jiiilirinl  nú- 
mem  1.  -  0.iS.  3Ü  diciembre 
1904   1.  235 

2.  Autorizaelm  judicial .  -  Ce- 
iríón,  -  Hipolecii.  -  Mari/tu. - 
NhHHuiI,  -  V.  AHÍorizaei'rH 
juiliriiil  número  2. -Cas.  14 
enei-o  lfW5   1.3  *» 

3.  Autori-iari'ínjui/íciiil  ynutri- 
tal.  -  Bimf»  raíem.  -  Caiftidiin. 
~  KnajMtiieiíHt..  -  Marido,  - 
KMciñÓH.  -   V.  AutorizaeiAt 
jndirial  y  marital  número 

Va».  24  marzo  19(»   I.  ."US 


MDLIA 


1.  Comptltmcia.  -  Itnproced'U- 
da.  —  St^ttencia,  -  l>eclar.u1o 
inadmisible  un  reoiimo  de  <  a- 
sación  en  ul  fonda  por  la  Cor- 
te de  Apelaciones  por  notr<^ 
tai'se  do  sentencia  deKiiiti^'a 
ni  de  interlocutoria  que  pon- 
ga t(-miino  al  juicio  ó  ha^ 
imposible  su  cotuinunción,  se 
aplica  n]  Fisco  la  totnlid  id  de 
la  multa.  -  C.  S.  11  a<fosto 
1904  ;  I.  13 

2.  ^lunque  no  se  haya  apelado 
de  la  rcKolucióii  que  al  decla- 
rar inadmiHÍble  el  i'ecurso,  ha- 
bla aplicado  al  Finteo  ^ólo  la 
ciarta  parte  de  la  multa,  la 
Corte  Suprema  es  competente 

ra  rever  esta  resolución.  - 
ismo  ftillo. 

3.  .ilniincio.  -  Improcedencia.- 
InadmttiMUtUtd.  -  Plazo.  -  La 
consignación  de  l&  multa  que 
la  ley  exige  para  interponer  el 
recurro  de  caoación  deVie  ha- 
cerse dentro  del  término  que 
concede  para  el  anuncio,  sin 
lo  cual  no  reAue  los  condicio- 
nes legales  para  poder  wr  ad- 
mitido.-Ü,  S.  iSi  septiembre 
1901  L  87 

4.  La  aireación  al  Pisco  de  la 
multa  consignada  procedeoun- 
queel  rociirao  sea  desechado 
por  no  habe:-ao  hecho  oportu- 
namente la  consignación.  - 
Mismo  fallo. 

5.  j4rrm/famtoUo.  -  (Mtaetén.  - 
Contríburíón.  -  Afora.  -  Rb- 
qu0rimienlo.  ~  La  partición  de 
bienes,  como  las  cuestiones  so- 
bre petición  de  bbrenoia  y 
otras  que  tienen  con  cllf  gran 
analogía,  no  está  sujeta  á  una 
determinada  apreciación  pe- 
cuniaria y  diíbe,  por  lo  tanto, 
considerarse  como  de  menos 
de  9  l'i.OOU  para  los  efectos  de 
la  multa  que  del>o  consignarse 
para  interponer  el  vecunode 
casación.  -  Cas.  2tt  octubi-e 
1904   I.  1» 
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mmK  CACIÓS 


HOVACIOH 


HDMJCIPAL 

1.  Aeattrdot.  -  Dtaarr-Un.  -  Ex- 
dtiMUn.  -  ImnrtíTultwia.  -Be- 
ftamaeíín.  ~E»ilfaa.\  el  acuer- 
do de  la  Municipalidad  que  no 
se  pronuncia  iiohi*e  la  recia 
moción  de  un  municipal  que 
pide  que  al  calificar  8ii  elec- 
ción ne  le  dec-lai*e  elejido  en 
lugar  de  otro  que  debe  aei- 
exduido  por  haber  obtenido 
menor  número  de  voto!)."0.8. 
leaRosto  19M   I.  15 


MUNICIPALIDAD 

1.  Aeufrihn  niunitH¡¡<tlet.  ~  fí«- 
ureUn,- ExríuMiifn.  -  Impro- 
mte«cia,  -  Altinirifiul.  -  Rt^la- 
niucith.-  V.  AcH*r((tig  imitti- 
cipalfn  {'S."  1).-C.  S.  16  agos- 
to IWM...   L.  15 

2.  J)«rofjaci<'"i.  -  Fulnifirarii^n. — 
Marea  d"  fiibrira.  -  Rfuistro, 
V.  Marran  tl«  fnbrira  (Ñ,°  1  y 
2í.— a  A.  10  noviembi-tí  1904 
  II.  45 

S.  Acuerdos  nmiiiriiHileH.  -  Cnm- 
petfnría.  -  Nulidud.  -  PaUtUe. 
- R.'fítam(ici¿n.  -V.  jienerdoa 
munici/Hitea  (N."  4).  -  C,  A.  28 
abril  1H04   II.  132 

4.  Contribarifiu,  -  Comí  Juzgad»'. 
-  fmjWKlo.  -  Matadero.  -  Or- 
dmanza.  -  V.    Citn trittuHtiH 


(N.o  3  y  4).  -  Caá.  14  diciem 
bn  1904 


I  244 


It  EOLIGRKCIA.  -  y.  Cnati  dríito. 


NOMBRE 


1.  J>imtft!ÍHo.  -  Erpvfitíán 
tturariai.  -  Omiri'itt.  -  Pro/»- 
tiián.  ~  Rfrlauiariiin.  -  El  Ct'»- 
dij[o  de  Procedimiento  Civil 
dispone  qnc  el  demandante 
en  la  demanda  y  el  demanda- 
do en  In  contcfttnción  dclicu 
expresar  el  nombre,  domicilio 
y  profofión  ú  oficio  d<*  uno  y 
otro  rai'iK'ctivnnifnt*'.  y  por 
efo  el  artieulo  del  mismo 
Ciídipo  flispoiie  que  los  sen- 
tonciaN  (le  primeni  iii^taiK-ia 
y  la»  de  nefíitniia  <|ne  niwliti- 
quen  ó  iwoqueii  laii  <le  otros 
tribiinaleti  eoiiteii(<an  efiasdo- 
8Í{fnneioiiet<:  de  lumlo  que  no 
Constando  de  aiitoíi  dicna.<<  iii- 
dieaciuni'H  i)or  lialjerso  inicia- 
do el  juicio  antes  de  In  vigen- 
cia del  (Código  de  Preeedi- 
miento  Civil,  no  iiicuri-e  en 
nulidad  la  aentencia  en  que 
se  omiten.  -  Cax.  23  agosto 
1904   I.  103 

2.  Aeriín  ptVHitial.  -  Capellanía, 

-  Cagarión.  -  Cltacii'ri.  -  /Jo- 
midlin.  -  Efecto  rft roar/ iro,  - 
limpia zammtito.  -  ¡ii/nrrifrUin. 

-  Nulidud.  —  PrfKcripci.  n.  - 
Profetitm,  -  Prueba.  ~  Tabla. 

-  Futía.  -  Tratándose  do  un 
joicío  iniciado  antes  del  Có- 
digo do  Pi-oced ¡miento  Civil, 
no  es  necepario  que  la  senten- 
cia contenga  todas  las  enun- 
oísciones  de  nombre,  domici- 
lio 7  profesión  qne  determina 
el  articulo  183  de  dicho  Có- 
digo.-Cas.  13  abril  1S05...  I.  34 


BOU  RIO 

EterUura.  -  Comprwmtta.-' Fir- 
ma. —  NvUidad.  -  OmUtón.  - 
La  falta  de  tirnia  de  la  escri- 
tura matriz  incx>rporada  en  el 

Srotocolo  y  que  ha  nido  pues- 
L  con  pontcríoridad  á  la  fe- 
cha «n  que  iie  inscribió  en  d 
registro  de  propiedades  la  co- 
pia siitoriiada  de  la  misma 
cscritui-a  que  el  notario  había 
dado  al  o»mpra<lor,  no  es  una 
incorrecrión  que  impoiie  la 
nulidad  del  instriiaiento  y  sólo 
da  mérito  pfiia  una  medida 
disciplinaria  contra  el  nota- 
rio. -V.  A.  1."  junio  1904.  ll.  U9 

SOTIlíHJAriólt 

1.  Auto. —  Camrión,  -  (.'itarii'm, 

-  l¡pmti^hi);tK  ■  Keftfiti^ntf.  ~ 
El  desarchivo  del  expediente 
del>e  ser  notitieado  |)ei-s(inal- 
nierite  á  lan  partcH  con  todos 
los  requisitos  exigidos  por  el 
arcicido  .'íl  del  Códieo  de  Pro- 
ceílimiento  Civil.  Una  «mi- 
sión en  est«  sentido,  asi  como 
la  falta  de  notifieaeiún  del 
auto  de  pruobii  u  la  de  alguno 
de  los  requisitos  indicado»  en 
el  articulo  citado  en  la  notiñ- 
cación  del  decreto  que  cita  a 
las  parte»  pam  sentencia,  pro- 
duce la  nulidad  de  esta.-  „ 
C.  A.  16  abi-il  l«n  II.  2» 

2.  Anunrío.  -  Carta  arixo.  - 
ImprwHlfwia,"  iHadiaUtihüi- 
dad.  -  Pta^ii.  -  Ljts  notíHcacio- 
nes  en  t-egunda  instancia  con 
excepción  d«  la  primera  que 
debe  ser  personal,  deben  pntc- 
ticavse  por  el  estíulo;  y  aun- 

aue  los  artículos  Si  y  49  Inciso 
nal  del  Ct'tdiso  de  Procedi- 
miento Civil  disponen  que  el 
secretai'io  del>crá  mandar  car- 
ta-avian á  la  persona  que  se 
notifica,  la  omisión  de  esta  di- 
ligencia y  la  eonnignieitte  fal- 
ta do  recep<riun  del  aviso,  no 
anula  la  notit  caeión.  -  C.  S. 
14  septiembre  19(H    I.  86 

3.  JÜ/fclu  rutroariico.  -  SMd^' 
eia.  -  Iniciado  «I  juicio  antes 
de  la  vicencia  del  ('ódigo  de 
Proceílimicnto  Civil,  no  ea 
aplicable  el  articulo  tiH  de  di- 
cho Código  en  orden  á  la  no- 
tilic;\ción  por  el  estado  de  la 
sentencia  doHnitiva,  aunque 
la  persona  á  quien  se  notitica 
y  que  ha  entrado  al  juicicicon 
posterioridad  á  su  vigencia 
no  haya  hecho  la  designación 

Prevenida  en  el  ai-ticulo  üi.  - 
!.  A.  ■Í4eeptiembrel904.  II.  55 

4.  EmjAtt2atui*nlo,  -  Cameión. 

-  La  primera  notiticación  á  la 
porte  a  guien  ha  de  afectar 
una  gestión  judicial  debe  ha- 
cei-fe  poi-sonalmente.  La  noti- 
ficación por  Bvisos  está  enta- 
blocida  {Ara  las  [rersonas  cuya 
individualidad  ó  residencia 
sea  difícil  determinar:  y  ha- 
biendo el  demandante  indica- 
do en  la  demanda  el  domicilio 
del  demanitado  y  siendo  cono- 
cida la  residencia  de  éste,  no 
es  aplicable  el  proce<limiento 
de  la  notificación  poi-  avisos. 

C.  A.  Cas.  2»  septiembre  1904  , 
 II.  63  I 


ÜL  Citaeifin.  -  fhmda.  -  IMtHdia, 

-  E^i-onoeiminUo,  -  La  notifi- 
cación personal  bei^ba  al  de- 
mandado del  decreto  en  que  se 
le  cita,  á  reconocer  ó  confesar 
la  deuda,  no  basbi  pam  con- 
siderarlo incluso  en  I»  rebel- 
día 7  dar  por  preHtado  el  re- 
conocimiento ti  no  ae  le  ba 
notificado  personalmente 
también  el  "cúmplale"  pues- 
to por  el  juez  á  la  resolución 
de  anuncia  instancia  que  de- 
secha el  articulo  intmdurido 

Sor  el  demandado  pidiendo  se 
ejara  sin  efecto  e^a  citación, 
aunque  dicho  decn.-to  de 
"cúmplase"  haya  nido  notifi- 
cado II I  apodei  a<lo  q  ne  ha  coos- 
tituidoenel  juicio--- O.  A.  6 
junio  I9(B....   IL  141 

6.  Citariihi  para  i^ntenria.  - 
KtHptazu luifii/o.  - ItMprttrrden- 
ria.  -  R':r.Unnañiin.  -  Sf-nlnt- 
€ia.  -  La  notÍfica<'ión  del  de- 
creto de  "autox"  importa  la 
citación  ]nra  sentencia  en  se- 
gunda instancin  con  arreglo  a 
Tos  aiticuios  5:1  y  4J(í  del  Có- 
digo de  Pi-ocwli miento  CÍ\iI. 
-Cas.  Ifl  ocf.brc  11104. ...  L  36» 

7.  La  notiticación  del  dwreto 
"concédese  el  wiirw*'  e»  em- 
plazamiento iKistante  para  se- 
guir la  apelación,  -  Mismo 
faJlo. 

S.  La  falta  de  notifimciún  déla 
sentencia  de  fc;;unda  instan- 
cia re'.urrida  no  e«  vicio  que 
importe  la  nulidad  déla  mis- 
ma. Esta  notificación  debe  en- 
tenderse hech<«  porel  b«t:ho  de 
hacer  iwt  paHes  gestiones  pos* 
teriores  que  Mupoiien  el  cono- 
cimiento de  la  misma  senten- 
cia, -  Mismo  fallo. 

NOVACtt'W 

1.  ApTfriaei'fn.  -  Citaciütt,  -  Con- 
mno.  -  CrrdiUi.  -  Enrritura. 

-  Bipotpca.  -  Plaza.  ~  Slmliro. 

-  La  mora  ampliación  del  pla- 
zo no  constituye  novación  y 
no  la  hay  tampoco  cuando  la 
segunda  obligación  se  limita 
á  elevar  los  intci-eses  estipnla- 
dos:  siendo  ñor  ott-a  parte  ne- 
cesario para  la  no\-at  i<in  que 
lo  declaren  la-*  partes  ó  que 
a|>ai'ezi-a  claramente  fn  inten- 
ción de  uo™r  t>orque  la  niiei-a 
ol>lij;acinn  importa  l;i  extin- 
ción He  la  antigua.  El  tribu- 
nal de  la  causa  es  Bobeiano 
para  anret^iar  esta  i  ntención ,  y 
anotado  el  hecho  de  no  haber 
voluntad  de  novar,  w  correc- 
ta la  aplicación  del  inciM>  2.* 
del  articulo  16S4  del  C-ódigo 
Civil,  al  declarar  que  la  hipo- 
t*'ca  no  se  extiende  á  los  ma- 
yort-s  intereses  conTenidosen 
la  segunda  esciñturo.  -  Cas. 

1»  noviembre  1904    1  21' 

2.  Df^tda  Ü(i/HÜIa.  -  Firha.  -  fia- 
prortKt«nria.  -  Mt^ñón.  -  iHt- 
Jfto,  -  TUhIo.  -  Si  no  se  prueba 

3ue  entre  la  administración 
e  una  oficina  salitrera  que 
emite  fichas  y  los  trabajado- 
res que  las  i-eciben  i>e  ha  cele- 
brado un  contrato  por  el  cual 
éstos  se  comproneten  a  com- 
prar mercaderías  en  la  tienda 
o  pulpería  de  la  ofidna,  no 
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SULIDAD 


NUUDAD 


OBLIGACION  ^> 


puede  decirse  que  exiate  no- 
vación en  el  hecho  de  cjue  los 
traba  adnres  tr  aspatiun  a  teice- 
nu  pet-sona»  ü^ak  tichaa.  -  Cas. 

29dioiembie  1904   I.  231 

3.  CVuTf  juzgada, -Fiama. -Ho 
hay  novxoión  cuando  e]  tiador 
reiuuiioi-ado  ceile  sus  deret-ho» 
y  tiiifpasii  Hiis  obligación  es 
confOi'BentÍDiiento  del  Rci  ee- 
dor.  pero  sin  ínVi-^endón  del 
deador.  -  Cas.  Zi  diviembro 

1804  1.  -jes 

NutlDAD.— V.  CaMuHifn, 

1.  Apr^ñaei^H  Ion  hfrhoB.- 
ExfiTPtiim  ttf  agraitio»,  -  Man- 
dato. S^ntPH'  ia.  -  Las  ii-re- 
y ulai'idadcs  que  pudieron  co- 
nictci-Hi;  en  la  traniiUicíiín  <le 

Erimeia  iii»laiM-iii  y  que  hu- 
iemu  |i«ididu  dar  liijiar  á  un 
recurso  do  rafncidn  i-ontra  el 
fallo  dictiiil»  por  el  Ju/sado, 
no  dan  lut'iu-  a  dot-larar  de  ofi- 
cio la  nulidnd  en  conformidad 
al  artirulri  M»  dol  <  orli{¡o  de 
Procedimiento  Civil,-  Cas.  '-"J 
aposto  1WI4   I.  41 

2.  Ctixai'Uu  th  i'fii-iii.  -  Imjnugtii. 
-  UUra-i'ffif»'  ~  Siendo  la  ac- 
ción cntiibL'idn  en  la  deman- 
da la  de  runiplini^nto  del 
contrato  de  conipi-iveiita.cm 
indemnización  de  pcrjiiiciníi, 
es  nula  la  sentencia  qne  decla- 
ra la  nulidad  de  dicho  contra- 
to, pi-onunclántkixe  asi  Kohie 
un  pui  to  que  no  ha  fido  con- 
ti-ovei  tido  por  las  partes  en  el 
ctirso  tiel  juicio.  -  C.  A.  Caí». 

18  octuhi-e  IIKH  lU  63 

5.  £1  JucK  no  debe  declararla 
nulidad  de  ofíeio  »i  no  aparece 
^e  maniticsto  en  el  acto  ó 
contmto.  -  Mismo  fallo, 

4.  CaxiicUn  ttf,  o/lciv.  -  Imjiug- 
nación.  -  Lfgitiniqri'in.  -  Pía- 
2o,  -  Es  deber  de  los  jueces  de 
fondo  declarar  con  ariwlo  á 
derecho,  de  oficio,  la  nulidad  . 
absoluta  de  los  actos  ó  contra- 
tos Bomitidos  ¿  su  examen 
coando  esc  vicio  aparece  en 
ellos  de  ma^iitiesto.  -  Cas.  t9 
ae|.tienihre  IfXH   I.  106 

íi.  Ctmuci/ti  i/p  ojino.  -  Lii¡H¡<la- 
cián.  -  V.  t'ugfirit'n  iln  iificiu, 
numero  5.  Cas.  11  octubre 
1804   I.  m 

6.  ApTfriarión  ilf  loa  htrho».  - 
ArruvlftinUnio.  -  Cfaiihi,  - 
PonrKiÓH.  -  PrtiK}-ipri,ÍH.  - 
Venta.  -  Los  herederos  del 
arretidadoi*  carecen  do  icciún 
para  demandar  la  nulidad  del 
conti-ato  qne  el  arrendatario 
celebi-e  con  un  tercero  y  en 

2ue  le  cede  todos  sus  derechos 
la  cosa  an-emlada;  pero  es- 
tando reconocido  el  domíDio 
deaqu^llos  á  los  terrenos  ob- 

Í' itodel  contrato,  tienen  expe- 
ito.  á  pesar  del  fallo  que  nie- 
tfa  luitar  ¿la  nulidad  y  admite 
la  pi-escripcióu  de  la  acción 
en  el  supuesto  de  existir,  el 
derecho  para  deducir  las  ac- 
ciones qne  pudieran  corres- 
ponderle»  para  reclamar,  sobre 
todo  despuétt  de  la  muerte  del 
arrendatario  cedente,  sea  de 
laaiicesión  de  ésto,  sea  del  ce- 
sionario 6  sub-arrendstaiio  la 
reatitiición  con  los  frutos  ó 


rentas  insolutas  de  los  terre- 
nos que  les  pertenecen.  -  Ca^i. 
29  octubre  llM   I.  157 

7.  Cmiifira  rutila,  -  Escritura 
matriz.- Firma.  -  Nutarió.- 
(Mnini^in.  -  V.  Etcritura  ma- 
triz, N."  1.  O,  A.  1."  junio 
1804  IL  119 

8.  Ciisar.ión  de  ajirio.  -Cotitps- 
tf.uria.  -  Hfuiiiri]'ttlid(id.  -  Pa- 
tfnir,  -  he'  tiimariiht.—y .  Va- 
aaciún  df  oficio.  N-"  7.  -  C.  A. 
28abrill904    IL  132 

9.  Ajiri-ciaciM  d^  kn  íitrfios  - 
Cansa  iflrifa.  -  LiiVuif.  -  Obje- 
to iltcilo.  -  Prufbii.  -  loro».  - 
Tiene  objeto  ilícito  el  contra- 
to que  tiene  por  objeto  oblJ- 
cai'se  URO  de  los  contratantes 
a  lidiar  toroM,  pues  las  lidia» 
de  toi  cs  rstnn  prohihidii-s  por 
la  1^-  de  Iti  de  septiembre  de 
182:1;  y  e^,  por  lo  tanto,  nulo 
de  nulidad  abxotuta.  -  Cas.  28 
dici(mV>reIWI4   I.  227 

10.  Aufitrizurií'n  Juilirinl.  — 
Bienfg  raiifx,  -  Hijmtfra.  — 
Interipriiitt,-  Mariao.  -  Jfit- 
Jfr  eamda.  -  Ohptn  ificíto.  - 
PriiliiUHi'n.  -  Es  nula,  de  nu- 
lidad abHoliit.-i,  Li  hipoteca- 
cion  de  una  propiedad  raizdo 
la  mujer  ca^ada,  aunque  exis- 
ta nutoriHición  judicial  otor- 
gada con  ron>entÍniicnto  de  la 
mujer,  si  t'sta  ha  suspendido 
su  consentimiento  y  exibtía 
una  prohibición  de  fcravar, 
notificarla  al  marido  con  ante- 
rioridad al  contrato  de  hípo- 
tcca.  -  Cas.  30  diciembre 
1S04   I.  286 

11.  Cotujft*iu  ia .  -  Knyancbe, .  - 
Juriadisciiin.  -  Mnliita  disri- 
plinm  Ui.  -  .S'H/(i»  t(ií.  -  La  fa- 
cultad disciplinaria  y  econó- 
mica que  á  la»  Cortes  de  Ape- 
laciones otorga  el  articulo  69 
de  la  ley  orj^Anicn  de  15  de  oc- 
tubre de  iKTr),  li  viitud  de  la 
cual  les  corresponde  dictar  las 
medidas  conducentes  á  corre- 
gir, por  los  medioH  que  la  ley 
determina,  las  faifas  y  abusos 

■  que  los  jueces  do  letras  come- 
tieren en  el  ejei-cioio  de  sus 
funciones,  tiene  aplicación 
conti-a  un  juez  que,  sin  recla- 
mación de  pai~te,  ha  conocido 
de  una  materia  que  la  Corte, 
informada  al  respecto,  ha  jnx- 
gado  posteriormente  de  oncio 
no  ser  de  la  competencia  de 
aquél,  anulando  lo  obrado. - 
C.  A.  10  mayo  1904   II.  159 

12.  Autorización  judieitd.-Ce- 
id¿n.- Hipoteca.  -  Afajt^  rasa- 
da.-\.  Hipot^ra  (N.ooye). 
-Cos.  14  enero  ICOS   I.  320 

1.1.  Acción  p*rtontd.-Ca»aci¿n 
de  oficio.  ~  Citación.  -  ÍJomici- 
íio,  -  Effcto  rttroartito.  -  Em- 
plmamiMito.  -  Ituseripeitin.  - 
Homltre.  -  Pregcripciún  -  Pro- 
fetiihi,  -  Pnifba.  -  Tabla,  - 
Vista.  -  Anunciada  con  un 
cambio  de  nombres  la  causa 
en  la  tabla  del  Tribunal  para 
veree  cu  apelación,  la  senten- 
cia que  dicto,  aunque  no  se 
baya  reclamado,  es  nula  poi* 
fálta  de  citación  de  la  parte 
cuyo  nombre  ha  sido  alterado 
y  e^la  nulidad  puede  ser  de- 
clararla do  oficio.  -  Cas.  1.1 
abril  1905.   I.  340 


14.  OtuaeUn  ta  ttl  fondo.— m- 
potara,  -  Insrriprión.  -  Lty.  - 
Posexvin.  -  Ksgisiro.  -  Tercf- 
ria.  -  La  hipoteca  qne  un  ho- 
mlero  constituye  sobre  la  hi- 
juela que  se  le  adjudicó  en  la 
partición  do  la  hei-encia,  como 
CHCi-po  cierto,  sin  haberse  ob- 
tenido previamente  la  pose- 
sión efectiva  de  la  herencia  ni 
efectuado,  por  lo  mismo  las 
ini-cripcioues  penei-ales  y  es- 
peciales de  que  tinta  el  arti- 
culo 688  del  Código  Civil,  es 
nula,  de  nulidad  nlwohita.  ~ 
Cas.  12  mayo  1005  1-  3«t 

Ifi.  La  nuli<fad  de  la  hipoteca- 
ción  de  que  se-  trata,  381  como 
ladel  embargo,  que  es  sn  con- 
secuencia, aparecen  de  mani- 
ticsto  y  deben  ser  declaradas 
de  olicio.  -  Mismo  fallo. 

16.  Los  leyes  que  riften  el  Ro- 
ítit-tro  de  Bienes  Raice»  son 
de  orden  público  y  sn  infrac- 
ción vicia  de  nuliflad  absoluta 
los  octos  ó  contmtos  celebra- 
dos sin  sujeción  á  las  snlemni- 
dadex  prescritas.  -  Mismo  fa- 
llo. 

OBJETO  ILfniTO 

1 .  A}>r*ciaetfn  de  tos  hechos,  - 
Cavsa  illfrita.  -  Lidias.  -  Jfuli- 
dnd.~-Pruti>a.-Torog.  -  Tie- 
ne objeto  ilícito  el  contrato 
que  tiene  por  ob.'eto  obligarse 
uno  de  los  contratante»  a  li- 
diar toros,  pues  las  lidias  de 
toros  están  prohibi<tas  por  In 
ley  de  16  de  septiembre  do 
IS'JÍ!  y  es,  por  lo  tanto,  nulo 
de  nulidad  absoluta.  -  Cas.  20 
diciembre  IWÍ  I.  227" 

2.  AulorizariM  judicial.  -  Bis- 
n*g  raícs.  -  Hipotf-ea.  -Ins- 
cripción. -  Maririo.-Mvjcr  ca- 
snda.  -  Nulidad  abxolvta. — 
Proliibirim.  -  Hay  objeto  ili- 
cito  en  la  enajenación  de  las 
co^as  embarpidas  por  decreto 

judicial  ¿  mer.os  que  el  jiies 
onutorire  ó  el  aci-ce do r  con- 
sienta en  ello  y  conf  01  me  Ales 
artículos  144.'i  y  16^2  del  Có- 
digo Civil  el  acto  juridicooe- 
lebiadocon  objeto  ilícito  es 
nulo,  de  nuüdad  absoluta. - 
Cas.  .30  diciembre  1904        I.  380^ 

OBLIGACIÓN  NATURAL 

DecTKto,  -  liuluUo .  -  Prfsidmte. 
-Reo. -la,  obligación  impues- 
ta al  reo  en  el  decreto  de  in- 
dulto do  constituir  una  renta 
vitalicia  á  favor  de  la  viuda 
del  occiso  por  un  capital  de- 
terminado que  deberá  pasar 
en  propic<ÍBd  absolnta  A  los 
heredoi-os  de  la  viuda,  es  ana 
obligación  natui-al  y.  en  con- 
secuencia, el  indultado  no  tie- 
ne derech'i  para  repetir  las 
pensiones  qno  ha  pagado. — 
C.  A.  8  enero  1905   II.  143 

OBLlOACKiN  que  debe  constar 
por  escrito. 

1,  Documento.— Instrumento  pri' 
vado.  -  Prwha.  -  l  eben  cons- 
tar por  escrito  los  actos  ó  con- 
traUm  que  contienen  la  en- 
trega ó  promesa  de  una  oosa 
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:t6     ÜBKAS  AI'ABEKTES 


ÜKICIALES  DEL  EJBBCITO 


UXISION  I>E  LA  ^«ENTEKCU 


^iie  valgii  mas  do  it  200  yi  por 
lo  tanto,  la  ley  cxi^e  qiio  «c 
<itorgiieii  por  escrito,  i-cpu- 
(liitndo  para  acreditar  sii  cxin- 
tent.'ia  la  priiolta  (.eatíuionial, 
los  voni-enL-ioiies  ó  los  demda 
actos  jurídicos  que  importen 
decIai-acioiie:d  de  voluntad  cu- 
yo valor  exceda  <le  la  referida 
auma.  -  Cas.  2U  mayo  m05.  I.  401 
2.  Ahogado  ~ AjiTfCHteión  detot 
htiehas. — fíoHorario. -Aíaiuta- 
tii.-  Prueba.  -  No  infrinfre  el 
articulo  1703  (le!  Código  Civil 
que  establece  que  "debei-an 
constar  por  escrito  los  actos 
ú  contratos  que  continúen  la 
cnti-ega  ó  promesa  de  nun 
co»a  que  valKa.  inaa  de  $200", 
lu  sentencia  que  ordena  el  pa- 
so de  un  honorario  de  aboga- 
do de  más  valor,  fundada  m 
que  los  demandado!)  han  reco- 
nocido la  efectividad  de  los 
servicios  prestados  y  sólo  recLi- 
rrQa  la  pruufaa testimonial  ren- 
dida para  apreciar  la  impor- 
tancia ili;  esos  servicios.  -  Cas. 
S  junio  lOOj  I.  411 

OBUAB  ArAKRNTIH 

1.  Actos  (le  in«ra  tol^ínña.- 
Agita».  -  Apreciación.  -Bim¡t«t. 

—  Ciiiniei¿ti «»  fowlo.  -  Ulan- 
liftliiiidail.  -  Ex.vpci'fa.  -  Pu- 
MPHión .  --  PrtrxcrijM^iifn.  -  Prue- 
ba. -  Scrpiduti^tre."  Yerti-nte. 

-  La  prescripción  por  la  cual 
el  diieúu  de  un  prefiio  inferior 
puede  a<1qiiirir  el  derecho  de 
servirse  a<i  aj^uas  de  umo  pú- 
blico, conforme  al  articulo 
835  del  Códieo  Civil,  os  de 
diez  aíioB,  contados  vomo  para 
adquirir  el  <Iominio  y  L-ori-erá 
desde  que  se  hayan  construido 
"obras  aparantes"  destinadas 
A  facilitar  ódirígir  el  descenso 
de  las  aguas  en  la  heredad 
inferior. -Cas.  2*  junio  lí)05 
  I.  382 

2.  La  ley  no  estatuye  en  ortlen 
á  la  ubicación  de  las  "obras 
aparentes"  de  que  se  trata  y, 
por  lo  tanto,  ot,  erróneo  esti- 
mar que  tales  olnai  deben 
haberse  cjet'uta  lu  en  la  here- 
dad superior,  puos  con  tal  in- 
terpretación se  desatiende  el 
tenor  literal  de  la  ley  á  pre- 
texto de  consiiltir  su  espíritu. 
La  ley  no  habla  de  obi-as  oue 
faoÍlit«n  el  dcscunio  "deaiie" 
la  heredad  superior  sino  de 
obras  que  faciliten  el  descen- 
so "en  la  heredad  inferior". 
Y,  por  lo  tanto,  basta  que  es- 
tas  obras  so  construyan  en  el 
predio  que  hoce  uw  de  las 
actúas,  con  tal  que  sean  "apa- 
rentes". -  Mismo  fallo. 

3.  Ia  posesión  que  se  funda  en 
obras  apa>  entes  destinadas  & 
facilitar  ó  dirigir  el  descenso 
do  las  aguas  de  una  heredad, 
no  p>ic<le  estimarse  olnndeati- 
na  puesto  que  son  notorias.  - 
Mismo  fallo. 

4.  El  US  •  que  so  baite  de  las 
aguas  por  ol  propietario  de 
un  cauce  natural,  no  os  un 
acto  de  mera  tolerancia  del 
prop  etarto  superior,  puesto 
que  la  wnstrncción  de  obius 
aparentes  destinados  al  apro- 


vechamiento de  líu  aguo»,  al 
dar  base  á  la  pi-escripción, 
causa  gra^-áineu  al  propietario 
superior.  -  Mismo  folla 

OBBA  HATIEBIAL 

A'jeneia  oficiosa.  -  Confecdán  tU 
obra,  -  fianza.  -  Improne- 
dga'^ia,  —  Serfamarüín,  —  Vi- 
etoa.  -  El  fiador,  codeudor  so- 
lidario de  un  contrato  pira  la 
confección  de  un  \  obra  mato- 
rial  por  precio  alzado,  aquien 
el  contratante  ó  empresario 
cede,  con  acoptació»  dul  due- 
ílo  de  la  obra,,  los  dividendos 
semanales  par  los  trali:ijos 
que  se  ejecutan,  faciiltándoio 
para  proseguir  éstos,  au;i  por 
cuenta  propia,  al  ejecutarlos 
da  cumplimiento  á  las  obliga- 
ciones cuatraidas  por  el  deu- 
<lor  prin[:ipa1  y  no  procede  co- 
mo a:rente  oficioso.  -  Cas.  15 
diciembre  1901  I.  S» 

OBBi  N  T  EVA 

Acción  popular.  -  Bi-nea  nado- 
nalfs.  -  ''itíTo.  ~  Rio.  ~  Bs  pro- 
hibido construir  sin  permiso 
de  autoridad  obra  alipina  sv 
bre  la»  calles,  plams  ydi>m:'is 
lugares  de  propiedad  nacional, 
como  lo  B  >n  los  rio^  y  sus  lechos 
quo  la  ley  enumera  entre  los 
bienes  nacionales  de  uso  públi- 
co, y  es  Igualmente  prohibido 
hacer  estucadas,  pai-edes  ú 
otras  liiboi-csqucuierzanla  di- 
rección de  la»  aguas,  de  manera 
que  se  derramen  sobre  el  suelo 
ajeno;  por  consiguie^ite.  aun- 
que las  obras  que  ol  propieta- 
rio ril>ei-aiio  ejecute  en  el  can- 
co de  un  no  tengan  por  objeto 
la  protección  de  su  heredad,  de- 
be obtener  el  permiso  requeri- 
do por  la  lev  y  ejecrutarlaa  de 
modo  quo  no  d  iñen  la'í  propie- 
dades de  la  ribera  opuesta.  ~ 
C.A.10  mayo  lUOt  IL  136 

OBRAp(á.-V.  CapMlania. 

OFICIALES  I>R 

Comp'leDria.  -  Sueldo.  -  Los  ofi- 
ciales llamailoa  á  calificar  ae~ 
vicios  en  1891  y  1HH2  por  la 
Excma.  Junta  de  Gobierno, 
tienen  derecho  ni  pago  de  los 
sueldos  devengados  desde  el 
1."  de  snptíembi-ede  1S91  hasta 
Id  cnlihcaeión  y  retiro  del  ser- 
vicio, pero  sólo  en  conformidad 
al  sueldo  de  aHiimblea  señala- 
do por  la  ley  de  '2.)  de  septiem- 
bre de  1892.  Los  decretos  su- 
premos de  9  de  junio  y  3  de 
septiembre  de  (891,  espedidos 
por  la  Excmi.  Junta  de  (.to- 
oierno,  te  refieren  al  Ejército 
Constitucional  y  tuvieron  por 
causa  determinante  las  condi- 
ciones excepcionales  de  la  com- 
paña on  ^ue  se  encontraba,  y 
por  consiguiente,  no  aon  apli- 
cables á  los  militares  <]ue  no 
ingresaron  á  dicho  Ejercito, 
sino  que  por  el  contrario,  fue- 
ron llamados  á  calificar  como 
ex  jefe<<  y  ex-oñciales.-0.  S. 
18  abril  im   I.  2 

Ohisk'in  hk  f  kma  de  escritu- 
ra.-V.  Enrritura. 


OMQIIl'>N  DEL  PBOCBDDCIBXTO 

L  Omisión  de  trámites.  -  Artáím 
rtat.~  HoaacUn  tU  oJIHo.  - 
EvfaM».  -  Improeeden-ia.- 
SMitenria.  -  Es  nula  en  mi  par- 
te pertinente  la  sentencia  de 
(■rimera  instancia  cuyas  decla- 
raciones afectan  lot  derechos 
de  ciertos  acreidoi-ea  bipote- 
cai-ios  á  quienes  ae  omitió  ha- 
cer p.'irtes  en  el  juicio. -Cas. 
3  septiembre  1991  L  00 

2.  Omisión  de  la  citición  para 
sentencia.  -  V.  ditaeién  pa- 
ra Sfnfencia  [JT."  7  y  8). - 
Cas.  21  junio  !!«.>  l.  tíO 

3.  Cas.  21  junio  1!W.Í   I.  tíl 

4.  Omisión  de  U  expresión  de 
agrarios.  ~  V.  Ejrpf^niÓH 
de  iiyrnrio».  iS."  iy5).-Ca<. 

21  junio  1935   L  tótt 

5.  Cos.  21  junio  1903   1.  421 

II 

03II8IÚ!f  DB  Ll  BBXTB!fi*I& 

1.  Omisión  de  la  denjtnacíón  del 
domicilio  y  profesión  4le  las 
partes.  -  V.  Cataci-m.  -  /H*mt- 
cilio.  -  PrnfrgiM.  -  C.  A.  Caí. 

16  abril  19(14   II.  » 

C.  A.  Cos.  -li  julio  1901....  II.  36 

Caa.aSasíouo  1914   L  lOÍ 

Cas.  13  abril  190.>   l.  3« 

3.  Omisión  de  enunciación  de 
acciones,  excepciones,  leyes  o 
principios  de  (le  equidad. 
Actos,— ítfrrani's,  —Enticadae. 
iH'.fTdiclos  ffptialet,-  Poaé- 
m(M.  -  Pnaerí/ta  íu.  —  PUra- 
jtetifa.  -  La  sentencia  que  re- 
suelve un  intírdi'-to  no  debe 
consignar  de  un  modo  especial 
la  defensa  del  q^ierellado  >a 
que  ésto  noel  o. do  sino  •tólo ci- 
tado á  la  inspección  que  debe 
praoticars"  en  el  lujrar  de  la 
cuestión.  Por  co'isiguiente.  no 
incuri-e  en  omisión  dicha  sen- 
tencia y  cumple  <«n  los  requi- 
sitos legales  si  contiene  la 
enunciación  completa  de  la 
querella,  expresando  lo  que  se 
pide,  la  acción  que  se  entabla 
y  las  razones  en  que  se  apoya, 
con  designación  precisa  del 


querellante  y  querellado,  su 
profesión  y  domicilio.  -  C.  A. 


3S 


Cas.  2;t  diciembre  1W3. . . .  IL 
.1.  Omisión  de  fundamentos  de 

hecho  y  de  deiwho, 
Cataci¿n  en  ht  forma.  -  Conñde- 
rando».  -  Sentenrin.  -  ■  I^a  sen- 
tencia de  segunda  instancia 
que  al  confirmar  la  <le  prime- 
ra instmcia.  elimina  los  fun- 
damentos de  hecho  y  de  dere- 
cho en  que  se  funda  una  de  ^s 
resoluciones  apeladas,  y  omite 
consignar  otros  en  aa  reera- 

f laso,  es  nula. -Cas.  19  mayo  
905..  L3» 

4.  Omisión  do  firma. 
Firma. -Sentencia  definUira.- 
La  omisión  de  la  firma  de  uno 
de  los  cuatro  ministros  que 
concuriieron  á  la  vista  de  la 
causa  y  al  acuerdo  de  la  sen- 
tencia, constituye  uno  de  los 
vicios  que  autoriKai  ia  para  in- 
terponer el  recurso  oe  casa- 
ción en  la  forma,  y  por  lo  tsa- 
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to,  debe  aor  reolamado  dentro 
delplam  leRat.-C.  S.  }Soc- 

tabn  1804  I.  117 

Omisión  del  nombre  del  Hi- 
nistro  i-edactof, 
Aeeidtmtt!.  -  Cuasi  delüo.-fíailo. 

-  Improcedencia.  -  Minitlro. 

-  Pnj[uUtioa.  -  SmUmteitt.  -  La 
omisión  del  nombi-e  del  Mi- 
nistro quo  i-odaotó  ta  Beiitencia 
no  08  üausal  da  ca^:iún  en  la 
forma  y  debe  reobazame  el  re- 
curso que  en  ella  se  funde.  - 
Cas. '¿5  octubre  190(   I  141 

4.  Omisión  d»  pai-te  expositiva 
y  oita. 

Aceidsntt.  ~  Cueui-dtlUo.-Dafío. 
-Impntdemda.  -  Ministro,- 
Pétjuieios. "  :ienténcia.  -  No  ea 
anuiable  la  sentencia  del  Tri- 
bunal de  Alzada  que,  aunque 
supi-íme  una  eíta  legal  y  va- 
rios núniut-os  de  los  conoide- 
raudos  del  fallo  de  primera 
instancia,  lo  confirma  uo  obs- 
tante, reduciendo  sólo  b  can- 
tidad en  que  se  habla  fijado  el 
valor  de  los  peduieios  que  se 
demandaban.  -  Caá.  25  octu- 
bre IDUi    I.  141 

7.  Noes  anuiable  por  babei'  omi- 
tido la  reproducuión  de  la  par- 
te exposiciva  de  la  sentencia 
de  primera  intstancia,  la  del 
Tribunal  de  Alzada  que  no 
sólo  se  refiere  de  una  manera 
clara  y  precisa  A  la  de  prime- 
ra instancia,  sinoqueal  expi*e- 
«ar  que  elimina  una  cita  legal 
y  sustituye  una  consideración 

eir  otro,  ronhrmando  la  sen- 
noia  apelada,  manifiesta  de 
una  manera  implfcita  que 
acepta  todo  lo  demás  que  cita 
contiene  y  entre  ello  la  expo- 
sición de  los  hechos. — Mismo 
fallo. 

5.  Omisión  de  resolución  del 
asunto  controvertido. 

A¡J«lacián.  -  Capación  de  oficio. 

-  Es  nula  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  que  se 
pronuncia  sobre  una  senten- 
cia de  piimei-a  instanciu  dí- 
veim  de  la  que  le  estA  someti- 
da en  Kr»do  de  apelación  y 
omite  pronunciarse  sobi-e  la 
apelada.  -  Cas.  27  marzo  1905 
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a.  Arrandamitiato.  -  Indtmttixa- 
ciÓJt.  -  Pirpuirioi.  -  Rexolu- 
ñán.  -  Habiéndose  procedido 
A  la  entrt-ga  y  recepción  de  un 
fundo  aiTendodo  y  reconocido 
este  hecho  en  los  autos,  el  Tñ- 
bunal  de  Alzada  que  omite 
pronunciarse  sobro  la  resolu- 
ción podida  por  ambas  partos, 
con  recipi-oca  indemnunción 
de  pcrjutoios,  no  incurre  en 
nuHdad.-Caa.    junio  1905.  I.  408 

OroucKtN  á  meDsura.-V.  Men- 
aura. 

OKDBNANZA8. -V.  C<mtribueiá^ 

1.  Ádnúñvdrador.  -  Capación.  - 
Firma. -Inttrutmnto  privado. 

-  Preteripeián .  -  Premnciéji. 
■■Prtteba.  ~  Satario.  -  La  prue- 
ba del  cotejo  de  firmas,  unida ' 
A  antecedentes  que  hocen  ve- 
roumil  la  existencia  de  la  oblí- 

lo 


PARTIDA  DE  NACIMIEKTO 

e ación  es  bastante  para  esta- 
lecer  la  efoctivitlod  de  un  pa- 
iraré cuya  firma  ha  negado  el 
demandado.  -  Cas.  21  diciem- 
bre 190*   I.  223 

2.  Comiti¿n.  -  £ndoto.  -  Perao- 
Ttalidad.  -  TltxUo.  -  Un  pagaré 
que  no  ea  A  la  orden,  no  es 
transferible  por  la  vía  del  en- 
doso. El  endoso  por  "valor 
recibido"  importa  urji  simple 
comisión  de  cobmnza  qiie  no 
transfiere  la  propiedad  del 
pagaré  endosado.  VA  endosa- 
tario careoe  de  derecho  para 
demandar  á  su  nombi'e  y  en 
el  carácter  de  dueño  un  paga- 
ré endosado  en  esta  forma.  - 
C.  A.  30  junio  1904   II.  15B 

FaOO 

1.  Apreciación  de  lot  hmhoti.  ~ 
Co»fesiJn.-Présunci¿n.-G\ial 

Suiera  que  sea  el  valor  legal 
e  uno  de  los  considerandos 
del  fallo  sobre  la  imputación 
'  del  pago  que  supone  efectuado 
en  el  caso  de  existir  doa  deu- 
das que  proceden  de  actos  de 
comercio,  uo  siendo  ésta  una 
cuestión  debatida  en  el  juicio, 
no  ¡nñuyo  ella  en  lo  dispositi- 
vo.-Cas.  4  octubre  190Í...  I.  UO 

2.  Coa»ignafÍtin.~FÍama.-'P&' 
ra  que  la  oferta  de  paco  que 
debe  preceder  A  la  consigna- 
ción sea  válida,  debe  ser  hecha 
al  aciecdor  mismo,  siendo  este 
capiz  de  recibir,  ó  á  su  legíti- 
mo representante.  lo  es,  en 
consecuencia,  la  que  se  hace 
al  fiador,  codeudor  ttoltdario, 
aunque  se  haga  por  el  propie- 
tario del  inmueble  dado  en  ga- 
rantia  hipotecaria  subsidiaria 
al  indicado  fiador  de  la  obU- 
gación,  pues  éste  no  puede  sei- 
acreedor  mientras  no  haya 
pagado  la  deuda  que  garanti- 
za.-C.  A.  20  junio  1904  ,,  n  127 

3.  El  fiador  no  está  obligado  á 
recibir  el  pago  dnl  deudor  por 
cuenta  del  acreedor  y  consti- 
tuirse, sin  titulo  ni  facultad 
para  ello,  en  mandatario  del 
acreedor  ó  intermediario  en- 
tre él  y  e)  deudor  para  el  pa- 
go. -  Mismo  folio. 

4.  Apreriaci(tn  dn  to*  héchos.- 
Comprarenta.  -  Entrega.  - 
Prueba  tentimonial.-Y.  Com- 
praemta  (N.»  3).  -  Cos.  30  di- 
ciembi-oigru...  1.  304 

PAKKKTBBCO.-V.  CapOlanía. 

PARTRB 

CatKiA»  m  la  forma. -toña. 
sentencia  debe  contener  la  de- 
signación precisa  de  las  par- 
tes litigantes  y  la  omisión  de 
eata  enunciación  es  causal 
bastante  de  casación  en  la 
forma.— C.  A.  Cu.  22  julio 
1904  II.  36 

PARTIDA  DE  NACIMIBNTO 

Hijo  natural.  -  ReconofimiétUo. 
-  La  simple  indicación  del 
nombre  del  padre.y  madre  del 
recién  nacido  consignada  en 
la  partida  de  nacuniento  A 
solicitud  da  ambos  que  la  aus- 
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criben,  sin  expresar  por  lo  de- 
mAs  la  oalidaa  de  latiliación, 
no  importa  por  si  sola  un  re- 
coDommiento  de  hijo  naturoL 

-  Cás.  3  mayo  1905   I.  337 

PATENTE 

1.  Avaliu>.-Carb¿n.-C(mtrtím- 
ción.  -  Minas.  ~  Redamani'in. 

-  Las  minas  de  carbón  eatiin 
sujetas  á  la  contribución  de 
haberes  y  no  A  la  de  (latente 
de  minas,  pues  la  propicdnd 
carbonifei-a,  á  diferencia  de  la 

f ertenencia  de  mina  metálica, 
9rma  parte  integrante  del 
dominio  del  suelo  y  con  arre- 
glo al  articulo  30  de  la  ley  de 
22  de  diciembre  de  lS9i,  los 
haberes  inmu<íbles  compren- 
don  la  propiedad  carbonífera, 
a  A. :«  noviembre  IflOS...  II.  1 

2.  Avalúo.  -  Carbán. -Oontribu- 

-  Miniu.  -  HectitmaeiM. 
-Misma  doctrina.  - C.  A.  30 
noviembre  1903   li.  5 

3.  Acuerdo  mutiMpal.  -  CatO' 
donde  oficio.— Competmña.- 
Muttieipalidad.  —  Nulidatt.  - 
Utelataaríón  -  De  las  resolu- 
ciones sobre  patentes  do  bebi- 
das alcohólicas  tomadas  por 
la  Municipalidad,  debe  recla- 
marse ante  ella  misma  y  sólo 
cuando  desestima  el  reulamo 
podrá  acudinte  ante  la  respec- 
tiva Corte  de  Apelaciones.  Los 
jueces  letra'los  son  incompe- 
tentes para  entender  en  estos 
asuntos.  O.  A.  2Á  abril  1904 
  II.  1.12 

4.  Avalúo.  -  Contribución.  -  Im- 
procedencia.-Impuesto.-  Ko 
ea  aplicable  a  las  reclamacio- 
nes á  que  pueda  dar  origen  la 
formación  de  la  matriimla  de 
patentes  de  induHti-ias  y  pro- 
fesiones, el  artículo  50  (le  la 
ley  de  22  de  diciembre  de  1S81. 
Según  el  articulo  ¡14  de  esta 
ley,  los  rentas  municipales  se 
componen  de  los  impuestos 
que  enumera,  entro  Iom  cuales 
indica  el  de  patentes  sobre  In- 
dustrias y  profesioueB-,  pero 
dicha  disposición  legal  al  ha- 
cer esta  ouumoración,  se  refie- 
re al  impuexto  establecido  y 
reglamentado  por  la  ley  de  & 
de  diciembre  de  1868,  y  que  la 
ley  do  2S  de  julio  de  \m  ha- 
bla dispuesto  que  "será  perci- 
bido por  las  oficinas  fílenles  y 
BU  producto  entregado  A  las 
municip:ilidade8  respectivos" 
y,  por  lo  tanto,  lo  deja  someti- 
do A  los  disDosiciones  de  la  re- 
ferida 1er  ae  22  de  diciembre 
de  1886  Esto  se  confirma  con 
las  disposiciones  de  los  urticu- 
culos  !vt  y  siguientes  del  titn- 
lo  V  de  la  Ley  de  Mnnicitiali- 
dades  que  repamentan  minu- 
ciosamente los  impuestos,  pcr^ 
sonal  y  de  haberes  muebles  é 
inmuebles  creado»  por  ella, 
loa  cuales  no  se  refieren  al  de 
patentes  sino  iiara  indicar  en 
el  inciso  último  del  articulo 
44  como  ha  de  componerse  la 
comisión  que  forme  su  matri- 
cula. El  contexto  de  Ii\s  dis- 
posiciones de  la  loy  y  la  histo- 
ria fidedigna  <le  su  estableci- 
miento corroboran  esta  inter- 
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fi.  El  cobro  del  impuesto  ció  pa- 
tente» está  autorizado,  además, 

Enr  la  ley  peri<'Hliu!V  de  fontrí- 
ucioncs  ron  arreglo  á  la  ley 
de  22  de  dicieml>re  de  1866,  y 
con  arreglo  al  artículo  10  de 
esta  ley  el  Juez  de  Comercio 
decide  nin  ulterior  recurxo  loa 
reclamos  sobre  1-.»  clasificaefón 
de  patenten  profesionales  éin- 
diutriales,  siendo,  por  lo  tan- 
_  U>,  impi^>cedeiite  el  recurso 
'  de  apelaolón  do  ttas  rasolucio- 
nta.  -  HiBino  fallo. 

Patronato. -y.  Cápgttanía. 

KJécto  rriroaeíípo.  —  EveAmrgo, 
-  FbrmaUzat!Í¿n.  -  Improtx- 
dénnia,- Plazo. -TSo  son  em- 
bargables  lis  penHÍones  de  re- 
tiro y  oiontepm  pagadi»  por  el 
Estado  y  las  muniripalicUdes, 
salvo  qiie  so  trate  de  deiidns 
provenientes  de  pensiones  ali- 
menticias. Debe  álzame  el  em- 
bargo trabado  sobre  una  pen- 
sión de  retiro  con  anteriori- 
dad al  Código  de  Procedi- 
miento Ciñl,  &  contar  desde 
la  vtgi'ncia  de  este  Código.  - 
(Doctrina  de  la  ü.  de  A. )  Oos. 
27  agosto  190(  I.  52 

PBRITO 

Crédito.  -  Imitugnacién,  - 
Quíébrn.  -  SenUneia.  -  £1 
nmnbramiento  de  peritos  pa- 
im  examinar  los  libros  del  fa- 
llido en  orden  ala  veríficnción 
é  impugnación  de  los  créditos, 
■i  no  ha  sido  materia  de  prue- 
ba, puede  ser  una  diligencia 
de  los  que,  para  mejor  resol- 
ver, puede  decretar  el  jiies 
conforme  al  articulo  166  del 
Código  de  Procedimiento  Cl- 
vÍL-0.A.4junio  1904...  II.  140 

PXBJViaios 

.  Cato  fortuito.  -  Culpa.  - 
IMÜo.  -  Dolo.  -  Indemniza- 
eiM.  -  Prueim.  -  Tafrha .  -  Ta- 
tÍQO$,  -  La  Empi-esa  de  los  Fe- 
rrocarriles del  Extodo  nootti 
obligada  á  pagar  la  indemnl- 
ncion  de  perjuicios  que  se  le 
cobra  por  la  muerte  de  una 
persona  acaecida  con  motivo 
de  la  caída  i  un  rio  del  tren 
en  aue  viaja,  caída  causada 
por  la  destrucción  de  un  puen- 
te, si  ella  prueba  haber  em- 

Sleado  en  el  cuidado  especial 
el  puente.  la  vigilancia  debi- 
da. C.  S.  25  agosto  1904..  ..  X.  46 
2:  Cuasi-dellto.  -  Infíendio.  -  /«- 
dmnnizarión,  -  If^lig^tcia.  - 
Habiendo  probado  el  deman- 
dante que  se  produjeron  dos 
inoendios  en  «omenteras  de  su 
propiedad  debido  ¿  los  car- 
DOndlIos  incandescentes  que 
sallan  de  las  chimeneas  do  las 
ocomotoras  de  loa  •  errocarri- 
k»  del  Estado  por  la  alta  pre- 
sión que  tenian  que  darles  pa- 
xm  Tenuer  una  fuerte  gradien- 
te y  no  ertor  en  bnen  estado 
los  canastillos,  y  que  por  su 


parto  babia  tomado  todas  las 
precauciones  necesarias  para 
evitar  esos  incendio»,  debe  la 
Umpresa  indemnizarle  el  per- 
juicio cauBado.~0.  A.  S  octu- 
bre IWrt  II.  86 

3.  Aunque  se  baya  litigado  la 
especie  y  monto  de  los  perjui- 
cios, no  está  el  Tribunal  de 
Alzada  obligado  á  determinar* 
la  cantidad  liquida  que  por  es- 
tas causas  debe  alionarse  si  es- 
tima que  no  hay  en  autos  an- 
tecedentes bastantes  para  esa 
apreciación.  Por  conaíguien 
te,  la  producción  y  precio  del 
ti-igo  y  rastivjo  consumidos 
deben  Ajarse  por  el  jues,  pre- 
vio informe  de  un  perito.  Mis- 
mo fallo. 

4.  ArcUlentf,  —  Cuasi-tlelüo,  — 
Daño.  -  Imprudtmeiti.  -  Jff- 
nittvo.  -  Omitid -Smtntcia. 
-Cuando  el  accidente  que 
produce  la  muerte  de  una  per- 
sona atropellada  por  un  carro 
eléctrico  se  debe  á  impniden- 
eía  temeraria  del  maquinista 
ó  conductor,  es  rssponsable  la 
Empresa  y  debe  imdemnÍEar 

Eorjuicios,  aunque  la  victima 
aya  obrarlo  con  imprudencia. 
Esta  circiiuatancia  sólo  se  to- 
ma en  cuenta  p  >ra  la  aprecia- 
oión  del  daño.  -  Cas.  25  octu- 
bre 190*   I.  141 

5.  La  muerte  de  un  hijo  importa 
un  daño  real  y  efectivo  para  m 
madre  viuda,  porque  la  priva 
de  los  recursos  qoe  podia  espe- 
rar de  él .  -  Mismo  fallo. 

6.  Arbitrador.  ~  Camtcián,  -  Ci- 
tación. -  Doeuméntoa.  -  Prnet- 
(Unria .  ■- Smttttuía.  -  La  de- 
terminación de  la  cantidad  li- 
Quida  que  en  razón  de  perjui- 
cios det>e  pagar  la  parte  ven- 
cida ¿  virtud  de  la  sentencia 
que  declara  resuelto  un  con- 
trato, y  segiin  la  cual  el  arbi- 
tro se  reservó  esa  determina- 
ción, para  resolver  con  j>ost«- 
ríoiídad  con  el  mérito  de  au- 
tos y  el  informe  do  un  peiito, 
es  una  parte  del  fallo  deHnitt- 
To  oonfonne  al  articulo  198 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  carácter  que  también  le 
corresponde  desde  que  la  fija- 
ción de  esos  perjuicios  puede 
ser  materia  de  un  juicio  onti- 
narto  distinto  á  lo  «jue  se  agre- 
ga, que  la  ejecución  de  una 
sentencia  que  ordena  el  cum- 
plimiento de  una  obli^ión 
de  dar.se  sujeta  á  los  tramites 
del  juicio  ejecutivoen  los  cua- 
les es  procedente  et  recurso  de 
casación,  de  modo  qne  t-ste  re- 
curso es  también  procedente 
contra  el  fallo  que  determina 
el  monto  de  los  mismos  per- 
juicios. -C.  A.  Cos.  22  diciem- 
bre IfltM   IL  III 

7.  Af^idenle.  -  Cwui-déltto.  - 
Daño.  -  Imprudencia.  -  In- 
d^mmizaeián.  -  Stupontabtti- 
dacL  -  Cuando  el  accidente 
que  produce  el  daño  se  debe  i 
la  propia  imprudencia  del  le- 
sionado, no  existe  responsa- 
bilidad para  la  emprem  de  un 
ferrocaiTil  por  el  accidente  y 
los  perjuicios.  -  C.  A.  27  ma- 
yo 1904  IL  190 

8.  Amndamiento.  -  Indtnmita- 


eíán.  -  Omltián,  -  Re$oluHám, 
-  Pedida  por  ambas  partes  la 
resolución  de  nn  contrato  de 
arrendamiento,  ha  lugiar  á 
ella.  Si  no  existe  prueba  de  los 
perjuicios  caundon,  no  hay 
derecho  á  indemniiación.  - 
Om.  3  junio  M06  1.  4W 

PEKSONA  JURÍDICA 

Aeeíán  ttiuMtlt!.  -  Comp^ttmeia.  — 
Díclínatoria.  -  Domii^io.  — 
&Vuro. -Cuando  la  pemona 
jurídica  demandada  tupiere 
esta  blucí  míen  tos,  comisiones 
ñ  oficinas  que  la  representen 
en  diversos  llares,  debermser 
demandada  ante  el  juez  del 
lugar  donde  evist?  el  estable- 
cimiento, comisión  ú  obcina 
que  celebró  el  contrato  ó  que 
intervino  en  el  hecho  qne  da 
origen  al  juicio;  y  no  es  obs- 
táculo para  ello  la  declaración 
consignada  en  uno  de  los  ar- 
tículos del  contrato  aobr«  que 
el  dtnnlcilio  de  la  Compuia 
es  otra  riudod,  porque  u  re- 
gla especial  ó  de  excepción 
consignada  en  el  articulo  2:9 
de  la  Lejr  de  Organización  y 
Atribuciones  do  los  Tribuna- 
les prevalece  sobre  lar^la  ge- 
neral del  articulo  212  de  la 
misma  ley.  -  C.  A.  7  abril 
1904   IL  167 

PBBSOITALIUAO 

1 .  Comigián.  -  Entloíto,  —  Paga- 
ré. -  TUulo.  —  El  endosatario 
de  un  pagaré  que  no  es  i  la 
orden,  carece  de  derecho  para 
demandar  á  su  nombre  y  en  el 
carácter  ile  duefto,  nn  pagaré 
endosado  con  la  explosión 
"valor  tecibido".-  C.  A.  30 
junio  1904   IL 

maosmtx 

OitaH^.  -  Corporaeiíín,  -  Im- 
plieanri/t.  -  Sfilaiaaüióm.  -  Stn- 
IsMcla.  -  Tiene  el  corécter  de 
definitiva  la  sentencia  qne  pam 
Miar  un  articulo  de  incontes- 
taeión  de  la  demanda  f  nndado 
en  la  bita  de  personería  de  los 
demandantes  para  representar 
i  una  corporación,  nene  qoe 
pronunciane  sobre  la  ooosti- 
tudón  misma  del  directorio  y 
sobre  la  validez  ó  nulidad  de 
la  junta  general  de  accionistas 
de  donde  procede  dicha  cons- 
titacÍón.-Apel.  y  Cas.  34abril 
yUmayoIflOB.   I.  SSÍ 

PLAZO 

1.  AprteiaaM  dt  loa  hxfioj. 
litigado.  -  Mora.  -  Btquéri 
«dmto.  -  Término.  -  El  deu- 
dor sólo  incurre  en  mora  en 
las  prestSbciones  á  día  cierto, 
cuando  él  mismo  promete  con- 
tractualmente  á  su  acreedor 
que  la  oblinción  senL  ciimpli- 
oa  dentro  dd  plazo  conveni- 
do, salvo  que  la  ley  en  casos 
especiales  exija  que  se  requie- 
ra al  deudor  para  oonstltnir- 
lo  en  mora.  La  expresión  'tér- 
mino estipulado"  empleada  en 
d  número  L*  del  «rttenlo  un 
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del  Oócliffo  CítíI,  es  BÍDÓnima 
en  dvr«ciio  «le  "termino  con- 
venido ó  pi-ometido"  no  aólo 
porque  esta  sigoiticación  co- 
rrcoponde  literalmente  al  ver- 
bo "eBtipulai-",  según  su  dbo 
Keneial  y  bu  etimología,  sino 
porque  tal  concepto  le  atribu- 
yen también,  entre  otros,  los 
artículos  16,  1497, 1538,  1542, 
1543,  2180.  -2207,  2205  y  S208 
del  Código  Civil,  Por  consi- 
guiente, cuando  se  trata  de 
una'obligacióu  testanientaria 

3ae  el  lefntario  debe  cumplir 
entro  del  plazo  Ajado  por  el 
teatador,  ea  uecexario  requei*i- 
míento  para  constituir  en  mo- 
ra al  deudor  si  no  se  trata  de 
ttna  rosa  que  no  haya  podido 
ser  dada  o  ejecutaim  sino  den- 
tro de  cierto  espacio  de  tiem- 
po, ó  sea.  el  cano  oontemp)a<lo 
en  el  número  "i."  Jcl  ai-ticuUi 
1511  citado, -Cas.  19  de  julio 
l«H   I.  5 

2.  tifeeto  retroa'^tiro,- Embar- 
go. -  FormathaHón.  -  Impro- 
CMlfnria,- PeTuiitm.  -  Es  iiu- 
proee<lenti;  el  recurso  do  ra- 
aacióii  en  el  fondo  formaliza- 
do después  del  plazo  de  diez 
tliafl  titiles  que,  á  contar  dosde 
el  anuncio,  concede  la  ley.  - 
Cos.  27  agosto  1904   1.  62 

3.  Aviso.  - Vegion.  -  í'onnalizu- 
eUtn.  -  fmprofuiimcia.  -  PólU 
za.-Seifuro.  -  Anunciado  el 
recurso  do  casación  debe  for- 
maltorse  en  el  pinzo  legal  y  es 
ini  procedente  pasado  d  icho  tér- 
nino&tal.-CaB.  1:í  septiem- 
bre 1904   I.  73 

4.  Anuncio. -Carta-avito.- Im- 
ftroeeíU  ncitt.—Inathn  iríh  ilidad. 

-  ífotificacÍán.-Vn  recurro  de 
casación,  anunciado  fuera  del 
¡doio  legal  por  no  haber  la 
paite  recurrente  rer4bido  la 
varta-aviso  de  notificación  con 
oportunidad,  esimprocedente. 
-C.  S.  14septiembie  19U4.  I.  86 
fi.  AuuhHo.  -  Imprveetiéntia,  - 
InmImiMüidad.  -  Mvita.  - 
Dentro  del  plazo  ^uu  la  ley 
concede  para  anunciar  el  re- 
curso de  casación  dehe  hacerse 
la  consignación  de  la  multa 
que  la  ley  exige,  sin  lo  cual  es 
improcedente, -C.  S,  23  sep- 
tiembre ItMH   f.  87 

5.  ^¡mtalitatiÓn. — Improeeden- 
da.—'Rs  improcedente  el  re- 
curso de  casac^ión  en  la  forma 
que  no  se  foiTualiza  en  el  pla- 
w>  fatal  de  cinco  dias,  conta- 
dos desde  el  annucio. -Cas. 

12  abril  1904   I.  88 

7.  Oargo,  -  Lista.  -  Minuta.  - 
Pru$ba.  -  Secretario.  -  Tésti- 
gas.  -  No  puede  considerarse 
viciado  de  nulidad  el  acto  que 
deba  ejecutarse  dentio  de  un 
plaso  ftital,  como  ea  la  presen- 
tación de  la  minuta  de  pontos 
de  prueba  y  lista  de  testigos 
en  el  juicio  ordinario,  por  el 
hecho  de  haber  presentado  el 
escrito  ante  otro  secretario 
para  q.ue  le  ponga  carKO  su 
ausencia  del  de  la  causa,  oon 
tal  que  dicha  presentaeióu  ha- 

S tenido  lugar  antes  de  las 
de  la  noche  del  ültímo  dia 
del  plazo. -Ü.  A.  17  didem- 
breÚ04  II.  82 


8.  Formalisariiin.  -  iMproceátrn- 
da.  -  Es  improcedente  t'l  re- 
curso de  casación  en  la  forma 
que  no  se  formaliza  en  el  pla- 
zo fatal  de  cinco  dias,  conta- 
dos desde  ol  anuncio. -Cas. 

4  noviembre  190:;   I.  105 

9.  Caaaciún  du  ujicio.  -  Jmpug- 
nadá»,  -  LegUimacÍ¿H.-IÍn- 
tidad.  -  £1  ascendiente  de- 
mandante que  ha  tenido  co- 
nocimiento de  la  logitimaoión 
en  un  plazo  de  mas  de  sesenta 
dias  Antes  de  interponer  la  de- 
manda,  no  puede  ser  oído  y 
los  demandados  no  están  obli- 
gados A  contestar  su  deman- 
da.-Cas.  29  Heptiembre  1904 
  I.  106 

10.  Apréeittetín.  -  tHtattióu.  - 
CoHeurso,—  Crédito.  -  Stcritu- 
ra.  -  Hipottfca.  -  Novarhfn.  - 
Síndico.  -  iAxaen  ampliación 
del  plazo  no  constituye  nova- 
ción y  no  la  hay  tampoco 
cuando  la  segunda  obligación 
se  limita  á  elevarlos  intereses 
estipulados;  aicndo  por  otra 
parte  necesario  para  la  nova- 
ción que  lo  declaren  las  par- 
tes ó  que  aparesca  clai-amente 
su  íntenci'^n  de  no^'ar,  porque 
la  nueva  obligación  importa 
la  extinción  de  ta  antigua.  - 
Cas.  19 noviembre  1904....  1.  217 

11.  Doeummtos.— Manifestó ciAn. 
-Memtura.  -  Mina.-  Jtatifi- 
íMci^n.  ~  Registro.  -  El  plazo 
de  noventa  dias  concedido  al 
i-egistrador  pai-a  labrar  el  po- 
zo y  ratificar  el  registro  debe 
contarse  desde  la  fecha  de  la 
providencia  recaída  eii  la  soli- 
citud de  manifestación  en  que 
se  le  hizo  merced  de  la  perte- 
nencia solicitad.'v.  La  ratitica- 
ción  debe  ser  registrada  den- 
tro del  mismo  plazo  de  noven- 
ta dias.- C.  A.  24  mayo  19D4 
   II.  175 

12.  Este  plazo  no  es  fatal:  pero 
debe  entenderse  qne  el  mine- 
ro que  no  ha  cumplido  en 
tiempo  las  obli^icionea  que  la 
ley  le  impone,  pierde  sus  dere- 
chos en  ravor  del  tercero  que 
constituya  titulo  provisorio 
después  de  vencido  dicho  pla- 
co. -Mismo  fallo. 

13.  Mensura.  -  Mintu  -•  Los  co- 
lindantes de  ana  pertenencia 
minera  que  se  pretende  men- 
surar de*b  en.  ser  citados  pré> 
viamente  y  tienen  el  plazo  de 
diez  días  para  el  solo  efecto  de 
reclamar  la  mensura  pi  eferen- 
te do  la  mina.  -  G.  A.  10  sep- 
tiembre 1004   II.  197 

14.  El  propietario  de  la  mina 
denunciada  con  anterioridad 
tiene  prioridad  ^ra  practicar 
la  mensura  y  el  juez  puede  fi- 
jarle el  plazo  prudenrial  en 
que  debe  hacer  uso  de  su  de- 
recho. -  Miaño  fallo. 

POOBB .  -  V.  Mandato, 

P6aZÁ..-'V.S«gitro. 

FOKTUDOK 

Mereadirría.  -  Presaripeién,  -  La 
responsabilidad  del  porteador 
por  pérdidas,  desfalcos  y  ave- 
rias de  las  maroaderiss,  se  ex- 


tingue por  la  prescripción  de 
seis  meses  en  las  expraiciones 
realizadas  dentro  de  la  Kepú- 
btica,  principiando  á  coiTei* 
la  prescripción  en  casode  pér^ 
di<Ia  desdo  el  <lia  en  que  debió 
ser  cumplida  la  •■onduución.  - 
O.  A.2nnniol9M   IL  M 

P06E8Iótf 

1.  Amparo  -  Camino.  -  Quers- 
/to.  -  Acreditada  con  testigos 
y  con  el  titulo  de  dominio  ins- 
crito, la  posesión  tranquila  y 
no  interrumpida  durante  maa 
do  un  año  de  los  tei-renos  en 
que  existia  un  camino  pri>'ado 
que  ha  sido  cerrado  por  una 
cerca  de  alambres  por  ei  que- 
rellado, es  procedente  la  que- 
rella de  ampai-o.  -  C.  A.  'JO 
abril  1904   11.  26 

2.  Avíos  de  mera /acuitad. — Ve- 
rranuis.  -Estacadas.  -  Intur- 
dietos.  -  Omisién.  -  Prescrip- 
ción. -  Qusrella.  -  Ultra-péti- 
la.-  V.   Derrames  (N.»  I).- 

C.  A.cas.23diciembrel903.II.  38 

3.  Actos  de  nura /actütad De- 
rrames.- Prescripción.  -  Que' 
relia. -V.  Derrames  (ü. "'i). - 

C.  A.  12  marzo  1904   IL  42 

3.  Apreeiacvin  de  los  hechos. - 
Arrendamiento.  —  Cesián.  — 
Nulúltid.  -  Prescripdá».  - 
Fmfa.- Alegada  la  presen^ 
ción  exrintiva,  la  clandesti- 
nidad de  la  posesión  opuesta 
por  los  actores  A  esa  presen p- 
ción,  es  improcedente  é  inad- 
misible por  tratarse  de  un  con- 
trato celebrado  en  escritura 

(lública  y  cuyos  efectos,  seg\in 
as  propias  declai-aciones  de 
los  demandantoa,  han  sido  de 
todos  conocidos,  especialmen- 
te de  elloa  mismos,  propieta- 
rios colindantes  de  loa  terre- 
nos A  que  el  contrato  se  .refe- 
ria. -  Cas.  29  octubre  1904 
(Doctrina  do  la  C.  de  A.)...  1.  157 

4.  Apredacián»  -  Compraventa. 
-  Pretcriprión .  -  Reivindica- 
ción. -  Sociedad  coieeliva.  -  Ti- 
tulo. -  Para  ganar  por  pres- 
cripción ordinaiia  se  necesita, 
entre  otros  requisitos,  posevón 
i-egular,  esto  es,  que  proceda 
degusto  titulo  y  haya  sido  ad- 
quirida de  buena  fe.  No  es  jus- 
to titulo  el  conferido  por  una 
persona  en  representación  de 
una  sociedad  colectiva,  sin  te- 
nor efectivamente  esa  repre- 
sentación para  los  efectos  de 
vender  el  inmueble  de  cuya 
prescripción  se  trata.  (Dootri- 
nade  laC.  de  A.)  Cu.  3  no- 
viembre 1904  L  164 

5.  Querella.  -  No  puede  entablar 
acción  posesoria  sino  el  que 
ha  estado  en  posesión  tranqui- 
la y  no  interrumpida  durante 
un  aítocompletoanteriorA  los 
actos  de  perturbadla.  -  O.  A. 

6  junio  10M   IL  123 

6.  Por  consiguiente,  perdida  por 
el  querellante  una  querella  de 
amparo  por  no  haber  probado 
los  uechoe  en  que  ao  fundaba, 
no  puede  entablar  querella  de 
restitución  por  la  repetidón 
de  hechos  anAlogos  que  se  han 
efectuado  dnitro  del  aüo  d- 
guiente,  porque  la  posesión  in^ 
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vocada  no  ha  BÍdo  tranquila 
en  el  aúo  anterior  n.1  despoio 
y  Im  hechos  de  perturbación 
quedaroD  saudonados  por  el 
reohaso  de  la  anterior  qitero- 
lia  de  amparo.  Mismo  mllo. 

7.  Apncíaeián.  -  Sátelatnariám,  - 
Vicio».  -  La  apreciación  aue 
hace  el  Tribunal  Bentenciaoor 
de  haber  eetado  poseyendo  da 
buena  fe  uno  de  lee  herederos 
una  propiedad  que  le  babia  sU 
do  entregada  en  vida  de  la  tes- 
tadora por  oaerítura  pública  y 
en  virtud  de  un  acto  que  la 
testadora  mandaba  respetar 
en  m  teetamento,  es  un  hecho 
de  la  causa  que  no  puedo  ser 
modificado;  y,  por  lo  tanto, 
aplica  correctamente  el  inciso 
3>  del  artículo  907  del  Códlvo 
Civil  la  sentencia  q»e  manda 
restituir  frutos  sólo  desde  la 
fecha  en  qtir*.  modifleondo  sus 

EretenisÍont:t  ^interiores,  dicho 
er^ero  reconoce  el  dominio 
ajeno.  -  Cas.  10  diciembre 
11104  I.  240 

8.  Aceián  potewria.  -  Comuni- 
dad. -  Qa*reHa.  -  posesión 
del  suelo  debe  probarse  por 
hechos  positivos  de  a<iun)lo9  i 
que  d.k  ilerecho  el  dominio. 
Énti-e  comuneros  no  proceden 
las  acciones  posesorias.  -C.  \. 

22  julio  19UI   II.  156 

9.  Cottoji. -- lH»rrÍ¡M!Ídn.  -  Jui- 
rio  poMtorio,  -  Los  juicios 
sobre  opo^it^ón  á  inscrip- 
ción de  nn  titulo  traslaticio  de 
dominio  aon  posesorios  y  en 
ellos  no  deben  tomirse  en 
cuenta  ni  los  titules  dn  domi- 
nio quesealej^ien,  ni  cuestio- 
nes de  lato  conocimiento  so- 
bre validez  ó  nulidad  de  ellos. 

C.  A. :«  julio  im  11.  173 

10.  Habiendo  probado  el  oposi- 
tor haber  poseído  los  terrenos 
cayo  titulo  se  pretende  ins- 
cribir, no  procede  la  insoríp- 
ción  sin  que  préviamente  sea 
vencido  at^uól  en  juicio  ordi- 
nario. -  Mismo  fallo. 

11.  Hiendo  pública  y  notoria  la 
poeesión  del  opositor,  los  de- 
mandados que  nan  pretendido 
la  inscripción  carecen  de  fun- 
damento plausible  pata  litiear 
y  deben  ser  condenados  en  las 
oostaa  da  la  causa. -Mismo 
faUo. 

12.  Arrmttamíimto.  -  Expropia' 
ufó».  -  ProrMtimImto.  -  ijocla- 
radoB  de  utilidad  póblica  cier- 
tos teri-enoB,  y  depositado  pop 
el  expropiante  el  precio  v  va- 
lor de  la  tasación  do  los  nom- 
bres buenos,  adquiere  éste  la 
posesión  lejtal  del  inmueble  y 
esta  posesión  es  incompatible 
con  la  lubsistencia  del  arrien- 
do de  los  mismos  terrenos  que 
el  expropiante  tenia  celebra- 
do, extinjniiéndose,  por  lo  tan- 
to, su  obligación  de  pacar 
renta  por  ese  arriende.  -  (As. 
29abnl  ISOS    I.  325 

13.  Aetoi  d«  ntéra  tolaraneta.  - 
Aguut.  -  AprtHaeHn,  -  Bis- 
Mt.  ~  Catacion  é»  »t  fondo-  ~ 
ClandéHiitidad.  -  SxmteiJn.  - 
Obra»  aparmt*».  -  Prnerip- 
eUk  ■■  PruAa»  -  StnMwnbrt, 
-VniitiUt,-lm  poaestóa  de 
ciertu  agOM  qne  te  fonda  en 


obras  aparentes  destinadM  i 
facilitar  ó  dirigir  el  dsscenso 
délas  aguas  en  una  heredad, 
no  puede  estimarse  clandesti- 
na puesto  que  sen  notorias. - 
Ota.  24  junio  1903  L  382 

14.  Aw^ro.  -  Mina.  -  QusrtUa. 
-  Las  acciones  posesorias  tie- 
nen por  objeto  conservar  ó  re- 
cuperar la  powiión  de  bienes 
raices  ó  derechos  reales  consti- 
tuidos en  ellos  y  se  dirigen 
oontra  la  persona  que  caoM 
perturbaciones  ó  priva  i  otra 
de  la  posoaión,  sin  atender  al 
derecho  q<ie  éstii  pirsoua  pre- 
tenda. -  C.  A.  :M  miyo  1Ü04.  II.  101 

15.  La  querella  de  iimparo  la 
interpone  el  poseedor  para 
conservar  la  posesión  que  no 
ha  perdido  y,  en  ironsocuencia, 
no  corresponde  wtx  acción  al 
denunciante  de  ana  mina  so- 
bre et  torreno  auperítcíal  para 
impeilir  que  en  él  edifique  una 
persona  que  ha  obten  do  ese 
terreno  en  arrendamiento, 
pues  carece  de  posssión  sobre 
¿L- Mismo  fallo. 


CtuoníM  en  til  fondo.  -  líipotéca. 
-  IntrripcitSn.  -  Ley,  -  Jfuti- 
daU.-  Reffislro.  -  TereTia.- 
L*  hipoteca  que  un  heredero 
constituye  sobre  la  hij  uela  que 
se  le  adjudicó  en  la  partición 
de  la  herencia,  como  cuerpo 

'  cierto,  sin  haberse  obtenido 
préviamente  la  posesión  efec- 
tiva de  la  herencia  ni  efectua- 
do, por  lo  mismo,  Ibs  inscrip- 
ciones generales  y  especiales 
de  qne  trata  el  articulo  688 
del  Código  Civil,  e^  nula,  pues 
según  dicha  dispoaii-ión  le^l 
los  horederofl  no  pueden  de 
consuno  disponer  en  manera 
aJgunade  los  inmueble^  here* 
ditarius  mientras  no  se  pirac- 
tiqoe  la  inscripción  'leí  decre- 
to de  posesión  efoctivrv  y  del 
testameñto,  cuando  lo  htibiere, 
ni  es  licito  á  los  Asii^nataríoi 
disponur  de  los  inmuebles  que 
lea  hayan  cabido  en  la  partí-  ■ 
ción  mientras  no  se  efi^ctúen 
las  inaeiipcionos  especiales 
meiioioiiBuas.  -  Cal.  12  mayo 
igOS   I.  383 


PHBJUKaAHIBNTO 

BoratttríU,  -  Citattiiin.  -  Campe- 
teneia.  -  Decisión.  -  Rtii^ama- 
cíón.  -  Reirindícaoi^n.  —Ultra- 
P»tUa.  -  Sien<lo  la  ubicación 
de  unas  hoi-ateraa  la  causa  fun- 
damental del  juicio  reivindi- 
catoilo  interpuesto,  no  es  da- 
ble aceptar  ó  nefcar  la  compe- 
tencia, en  atencion  á  que  ellas 
se  encuentren  ó  no  dentro  de 
la  jurisdicción  del  tribunal 
requerido,  sín  prejusgar  sobre 
el  negocio  principal.  Portan- 
te, debe  seguirse  en  este  caso 
la  regla  general  del  domicilio 
de  loe  demandados  en  confor- 
midadal  articulo  212de  la  ley 
de  IS  de  octubre  de  1873^-C.  ^V. 
Cas.  8  enera  1900   II. 


InHrueeliin  pñhliea.  -  Proftto- 
m».  -  UUra-petUa.  -  Conforme 
al  articulo  w  de  la  ley  de  9  de 
enero  de  IrtTS,  los  rectores  j 
profesores  de  los  estableci- 
mientos de  instmcoióu  secun- 
daria y  superior  tienen  dere- 
cho, después  de  seis  años  de 
servicios  4  una  gnitific«ción 
anual  equivalente  4  la  cuaren- 
tava parte  del  sueldo  que  Ies 
estoviere  asignado,  al  termi- 
nar el  sexto  afto,  no  tomándo- 
se en  caenta  el  tiempo  do  li- 
cencia de  un  mes  y,  por  lo 
tanto,  la  p^tiScacion  debe 
cootarse  desdo  el  séptimo  aOo 
sin  incluir  los  anteriores,  ya 

Siie  conforme  i  la  letra  clara 
a  la  disposición  Imal  citada, 
la  gmiinoaeión  se  tiene  des- 
pués de  «oís  años  de  servicies. 
Este  sentido  atribuido  k  la 
ley  está  conforme  con  la  his- 
toria de  su  establecimiento.  - 
C.  A.  Cas.  y  Apsl.  25  mayo 

1805  :...¡7;  iL  1» 

PBIBOEIPOlAX 

1,  Aprnciaei^n  dé  tot  AmAos  — 
Lilic-TGtitétlaeión.-  Mtiumru. 
-  Salitrtira.  -  l/bitiaei-in.  - 
La  pres;:ripción  extintivade 
las  acciones  no  es  aplicvble  i 
la  qne  tiene  el  denunciante  de 
una  ^rtenencla  salitrera  pan 
solicitaren  men8ur<i,  pues  ésta 
es  una  de  las  varias  diligen- 
cias tendentes  á  constituir  un 
titulo  deünitivo  y  completo 
de  propisdad  y  no  supone  una 
persona  obligada  de  quien  ha- 
ya de  exigirse  una  obligación. 
-Cas.  6  soptiembi-e  1904  ..  I.  S 

2,  Aun  mas.  los  decretos  supre- 
mos de  2S  de  mayo  de  1881  y 
de  22  de  diai«nbi-e  de  18flS 
han  mantenido  en  suspenso 
respecto  de  los  concesiones  de 
pertenencias  en  Affuas  Blan- 
cas las  obligaciones  prescritas 
en  el  Reglamento  do  24  de  ju- 
lio de  1877,  de  moilo  que  si  fue- 
ra pnicedente  la  prescripción, 
estaría  en  suspenso  el  plaso  de 
ella.  -  Mismo  fallo. 

3,  Mereadfrin .  -  PijrteadoT.— 
La  responsabilidad  del  por- 
teador por  pérdidas,  desmioas 
y  averias  de  la^  m-troodenas, 
se  extingue  por  la  prescripción 
de  seis  meses  en  las  expedicio- 
nes realizadas  dentro  de  la 
República,  priii(;i|ñando  á  co- 
rrer la  pi-escripción  en  caso  de 

Sérdida  desde  el  día  en  que 
ebió  ser  cumplidi\  laconduc- 
ción, -C.  A.  2l  junio  1901.  IL  34 

4,  Las  reclamarlo nes  hechasan- 
te  la  junta  de  rociamos  dolos 
Ferrocarriles  del  BstOflo,  no 
pueden  estimarse  como  la  in- 
terposición de  la  acción  judi- 
cial á  que  se  refiere  el  articu- 
lo 2518  del  Código  Civil  y,  per 
lo  tanto,  no  intemimpm  di- 
cha prescrípción. — Mismo  Is^ 
lio. 

5,  Aetoid*  man  ftunMad.  -  Dé- 
rramat,-  Eataiada.  -  Imi^f 
dietot.-Pematí».  -  QumOa, 
-  üttra-pHtta.  -  Ia  drenns- 
da  de  haber  dejado  el  dueftc 
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■de  un  fuii'^o  salir  fuoi-a  de  bu 
predio  Im  derrame»  y  tiltra- 
«iones  que  en  él  tie  producen, 
importii  sólo  la  omiflión  de  ac- 
tos de  meca  facultad  y  la  mo- 
ra tolerancia  de  actos  do  que 
no  tx»ulta  |[i-avamen,  que  no 
'confieren  aldueño  del  predio 
inforior  posesión,  ni  dan  fun- 
damento A  prescripción  algu- 
na.-C.  A.  Cas.  23  diciembre 
1903   11.  38 

tf.  Aetoa  da  m*ra  facultad.  -  De- 
rrmuB.—Poimti^n.  -  QumUa. 
-  La  omisión  de  actos  de  mera 
fncultaii  y  la  mera  tolerancia 
de  aotoi  deque  no  resulta  p'a- 
vanien,no  confieren  potiesión 
ni  dan  niéiíto  para  preaorip- 
-ción  alfnma.  Por  lo  tanto,  el 
hecho  dti  auo  el  dueño  de  un 
predio  no  ii&ga  uso  de  los  de- 
rrames gue  en  ól  se  producen 
y  los  deje  salir  libremente  pa- 
ra que  otro  se  aproveche  de 
ellos,  no  pnecie  ser  invocaflo 
como  antecedente  de  nna  ac- 
ción posesoria  que  no  procede 
sobre  las  cosas  que  no  pueden 
sanarse  por  prescripción.  - 
C.  A.  12  marzo  190*   II.  42 

1.  Cabiila .  -  Comunidad.  -  Dere- 
cho real.  -  De$ftmble.  -  E/feto 
reiroofítirfo .  -  Mm9ura.-  S(tli- 
tr«ra.  ~  El  ejercicio  del  dere- 
cho de  mensurar  ciertas  per- 
tenencias salitreras  para  pei- 
feccionai*  el  dominio  y  concre- 
tarlo ó  deslindarlo  de  otro,  no 
es  una  acción  peraoiial  <>onti-a 
persona  que  tenga  obligación 
-correlativa  y,  por  lo  tanto,  no 
puedo  oponerse  &  «  se  dc  echo 
uL  excepción  «le  proscrÍ|-cÍón 
extíntivade  l.is  acciones  judi- 
ciales que  suponen  un  derecho 
personal  á  la  vez  que  una  obli- 
gación e<^iirible.- O.  A.  llene- 
ro 1«B   II.  87 

A  AprticiatíiSn. —  Arrandamien- 
to.  -  Cfitión,  -  Nuliilad.  -  Potr- 
iUn.  -  Vmla.  -  Alegada  la 
prescripción  extintiva,  la 
-clandestinidad  de  la  posesión 
opuesta  por  los  actores  á  esa 
preeoripsión,  es  improcedente 
«  inadmisible  por  tratarse  de 
un  contrato  celelnado  en  es- 
critura pública  y  cuyos  efec- 
tos, acKUn  las  propias  decía- 
raoiones  de  los  demandantes, 
han  sido  de  todos  oonotMos, 
especialmente  de  elloa  mis- 
mos, propietarios  colindantes 
de  los  terrenos  á  qiie  el  con- 
trato se  ■■oferia.  (Doctrina  de 
la  O.  de  A.) -Cas.  29  octubre 
1904  I.  167 

9.  Bstablecido  por  el  Tribunal 
de  la  cansa  el  doble  hecho  de 
de  haber  pasado  más  de  trein- 
ta aíios  desde  la  celebración 
del  contrato-impugnado  hasta 
la  interposición  de  la  deman- 
da, y  <Íe  haberse  ejercido  con 
«onocimíento  de  los  deman- 
dantes y  «in  clandestinidad 
los  derechos  que  aquel  contra- 
to confería  ai  demandado,  el 
fallo  es  inatacable  en  cuanto 
da  por  cumplida  la  prescrip- 
ción extintiva  de  la  acción  ae 
nulidad  por  haber  sido  dicta- 
do en  ejercicio  de  tecollades 
que  la  son  eselu^TM.  -  Mitno 
&H0. 


II 


10.  Áprtciaeiín.  -  Compravtn- 
ta.  -  PoíMtián,  ~  JMvtndiea- 
ci<in,-  SocUdad  r-oiécliea.  - 
Itttdo.  -  Para  ganar  por  pres- 
cripción ordinaria  se  necesita, 
entre  otros  requisitos,  pose- 
sión regular,  esto  es,  que  pro- 
ceda de  jnsbO  titulo  y  naya  si- 
do adquirida  de  buena  fe.  No 
es  juxto  título  el  conferido 
por  una  persona  en  repre- 
sentación de  una  Socncdaii  co- 
lectiva, sin  tener  efectivamen- 
te esa  representación  para  los 
efectos  de  vender  el  inmueble 
de  cuya  prescripción  se  trata. 
(Doctrina  de  la  C.  de  A.}- 
Cas.  3  noviembre  im  I.  164 

11.  La  oniisMeración  que  el  Tri- 
bunal hace  valer  para  recha- 
zar la  prescripción,  fundada 
en  que:  "en  todo  irano  la  pres- 
cripción alegada  habría  estado 
siupendida  respecto  de  uno  de 
los  demandantes,  mientras 
permaneció  en  la  menor  eilad", 
aunque  contraria  al  articulo 
2309  del  Código  Civil  en  lo 
que  toca  á  los  demandantes 
que  eran  mayores  de  edad,  no 
autoriza  la  canación  del  fallo, 
porque  no  influye  en  lo  dispo- 
sitivo que  se  basa  en  la  caren- 
cia de  justo  titulo  para  la 
prescripción .  -  Mismo  fallo. 

12.  AdvtiniBlrador.  -  Catatñán 
«nía  forma.  -  forma. -Int- 
trununto  privado.  -  Pagaré. 

-  Prfauneidn.  -  Pru^.  -  Sa- 
lario. -  Establecido  el  hecho 
deque  la  administración  de 
nn  fundo  se  ejercía  con  arre- 
glo &  los  órdenes  impartidas 
semanalmente  al  administra- 
dor ,  hay  mérito  para  estimar 
"dependiente" á éste  y,en  coii- 
secuencia,  la  aoción  prescribe 
son  arreglo  al  articulo  2322  en 
dos  años.  (Apuesta  esta  excep- 
ción on  segunda  instiincia,  la 
sentencia  debe  reproducir  ó, 
por  lo  menos,  referirse  á  las 
peticiones  formuladas,  sin  lo 
cual  es  nula.  -  Cos.  '21  diciem- 
bre 1904    L  223 

13.  Cawal.  -  Doto.  -  PMiza.  - 
RmuiKia,.- Stímro.  -  Suicidio. 

-  1a  pr^cvipción  de  corto  pla- 
co estipulada  por  los  contra- 
tantes de  un  sugni'o  de  vida, 
no  afecta  al  beneflciarío  de  la 
{tóliso,  qno  no  sasoribe  la  es- 
tipnbM^on. 

La  prescripción  sólo  puede 
ronunciai'se  después  de  cum- 

Elida,  de  acuerdo  con  lo  esto- 
lecido  en  el  artículo  3494  del 
Código  Civil.  -  Gas.  16  eep- 
tiembrel904   I.  266 

14.  Apraciaeián  de  lo*  hacho».  - 
Cautal.  -  ContruiHna.  -  Criado 
doméHifío.  -  SereiHM.  -  Ia 
prescripción  de  corto  tiempo 
del  articulo  2522  del  Oódifco 
Civil  no  es  admisible  respeté 
de  un  conjunto  de  servicios  re- 
munerados por  BU  naturaleca 
y  que  el  Tribunal  avalúa  en 
su  totalidad.  -  Cas.  16  diciem- 
bre 1904   L  277 

16.  Acción  pereonal.  -  Capella- 
nía. -  Gaaaeián  de  Cificío.-Oi- 
taeién.  -  DomiitÜio.-Bfeelo  re- 
troactivo. -  BmplazamIatUo. - 
InecripciM.  -  Ifombre.  -  Nuli- 
dad. -  Prqfuiá».  r  Pni*6a.— 


Tabla.  -  Vista.  -  La  prueba  de 
la  prescripción  de  la  aoción 
para  el  cobrode  las  pensiones 
mpellánicas  incumbe  al  que 
la  alega.  La  acción  personal 
del  censualista parademandar 
pensiones  devengadas  ó  el  ca- 
pital del  censo,  prescribe  en 
treinta  año».  ( Úoctrina  de  la 
C.  de  A.) -Cas.  U  abril  1905 

  I.  3M 

16-  Abandono  de  In  inetavda.  - 
Ckuaci4n  en  el  fomto.  -  Dere- 
<Ao»  proeeeulet.  -  lyecto  retro- 
activo.-Senten^Ut.- 1a  pjyn- 
cripción  invocada  bajo  el  im- 

ferio  de  una  loy  y  que  no  se 
ubiere  completado  aún  al 
tiempo  de  promulgarse  otra 
que  la  moditica,  puede  ser  re- 
gida por  la  primera  ó  la  se- 

funda,  á  voluntad  del  prescri- 
iente;  pero  diciendo  la  últi- 
ma, la  prescripción  no  empie- 
za á  contarse  sino  desde  la  fe- 
cha que  cmpÍo<!e  á  regir.  De  lo 
que  se  deduce  que  el  término 
requei-ido  por  el  articulo  160 
del  Código  de  Pi-otwdimieDto 
Civil,  sólo  puede  tomarse  en 
cuenta  desde  la  fecha  en  que 
dicho  Códi[{o  entre  en  vigen- 
cÍa.-Cas.  '¿a  marzo  1903....  I.  377 

17.  Alólos  de  Viera  totnruncia,  - 
Aguat.  —  AprgcUtriJn.  -  Bie- 
nes. -  Oatririiin  en  f.l  fondo.  — 
Clandestinidad.  -  Ky^ce/imJn,  — 
Obras  ap<trenlfí».  -  Posesión.  - 
Pru^a.  -  Semklumhre.  -  Ver- 
tiente. -  Puesta  en  términos 

fBnerales  en  la  contestación 
e  la  demanda  la  excepción 
de  prescripción,  tanto  ordina- 
ria como  extraonlinaria,  la  li- 
mitación de  los  fundamento* 
en  que  se  apoya  no  os  un  obs- 
táculo para  pronunciarse  so- 
bre la  admisibilidad  de  la  di- 
cha excepción  sí  en  la  segun- 
da instancia  se  reproduce  con 
ese  fundamento.  La  presorip- 
clón  por  la  cual  el  ctuefto  de 
un  predio  inferior  puede  ad- 

auírír  el  derecho  de  servirse 
e  aguas  de  uso  público,  con- 
forme al  artículo  835  del  Có- 
digo Oivil,  es  de  dtei  aBos, 
contados  como  para  adqidrir 
el  dominioycorrerideBdoque 
se  hayan  constniido  "obras 
aparentes"  destinadas  &  &oí- 
litar  ó  dirigir  el  descenso  de 
las  aguas  en  la  heredad  infe- 
rior. Bste  precepto  es  aplica- 
ble según  el  articulo  83o  á  las 
aguaM  que  corren  por  entre 
dos  heredades.  -  Cae.  24  junio 
1906   I.  888 

18.  Cota  juzgada.  -  Cuenta.  ~ 
Curador.  -  Décima,  -  Frutos. 

-  La  prescripción  de  cuatro 
aíloe  establecida  en  el  articulo 
425  del  Código  Civil  sólo  ex- 
tingue las  acciones  del  pupilo 
contra  el  guardador. -C.  A. 

2  septiembre  1906   II.  202 

PETODum  vm  u  xarúmcu, 

1.  Decreto.  -luduUo.  -<Miga- 
cián  natural.  -  Seo,  -  Y,  In- 
'iuUo.-C.  A.  3euerol906.  IL  143 

2.  Comisi^.  -  Kisec-fíastos  pú- 
blicos. -  InversiM.  -  Mandato. 

-  Prueba. -V.FÍMeo{H.'2rÍH. 
-Caá.  27  junio  1906.  I.  371 
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.  Apreetaeión  á*  lo$  hw^o$,~ 
Confttión,  -  Pago.  -  Una  nola 
preaiinuióii  puede  constituir 
prueba á  juicio  del  tribunal 
ae  la  cansa  jr  en  ello  ^erdta 
ana  atribución  privutiva  que 
no  e«tá  aoniotida  á  revisión.  - 

Can.  4  octiibi-e  1904   I.  UQ 

%  Adminiatrador.  -  Caiacitin.  ~ 
Firma."  Inttrvmwto  privado, 
-  Pagaré.  —  Prttrrtpeim.  ~ 
Prueba.  -  Salario,  -  la  prueba 
del  cotejo  do  firmas  unida  k 
antecedentes  que  hacen  pre- 
sumir la  exÍBt«ncia  do  la  obli- 
ssción  es  bastante  liara  esta- 
blecer la  ef ectividnd  de  un  pa* 

£ré  cuya  firma  ha  negado  el 
raaiK^do.  -  Oas.  2L  uicíem* 

bre  1904   1-223 

8.  Apreciarum  de  lo»  lMJto$,  - 
Error.  -  Menci>'-n.  -  No  es  pro- 
cedente f1  recurso  d«  casación 
fundado  on  que  el  Tribunal 
ha  dado  por  proh<ulo  un  hecho 
por  presunción  drrde  que  al 
apreciar  loe  hechos  obra  den- 
tro de  9113  facultades  privati- 
Tas. -Cos.  2  junio  1005....  I.  368 

FBtNCIPIO  DB  PRUEBA 
rOK  KSCKITO 

1.  AdmUihüidatí.-  InxtrumnUo 
privado.  -  PruMta  Ifuttimonlal. 
-Uu  doiuiniento  privado  que 
la  pai>te  contm  quion  se  pi-e- 
Mnta  niega  que  haya  sido  otor- 
lEado  ó  susmíto  por  la  persona 
qite  en  él  se  hace  fifrurar,  tío  es 
no  principio  de  pi-ueha  pores- 
crito  quo  sirva  do  base  pan 
producir  prueba  de  testigoa, 
ai  se  trata  de  obtifniclones  de 
mas  de  $200,  El  principio  de 
prueba  por  escrito  debe  ser 
un  acto  reconocido  pnr  la  per- 
sona contra  la  cual  se  invoca, 
de  manera  cine  la  prueba  tes- 
tímonial  sólo  supla  los  d^- 
ciencias  que  en  él  se  noten.  — 

O.  A.  21  abril  im   II.  73 

2.  ¡)oeHmmto.-JnHrumento  pri- 
vado.—  Ohtiganiín.  —  PruM)a. 
-Acreditflda  la  autenticidad 
de  un  documento  por  las  de- 
olaiaoiones  dolostestifros  ins- 
tromentales  y  debiendo  tirti- 
narse  reconocido  conforme  & 
los  preceptos  lef^es  por  la 

Crte  que  lo  acredita,  oonstí- 
ye  un  principio  de  pinetM 
por  escrito  que  puede  hacer 
admisible  la  prueba  testimo- 
nial de  la  obligación  de  que 
da  testimonio.  -  Cas.  20  mayo 
11105  i.  401 

PoocBDENCiA  d«l  recorso  de 
CMación.-V.  Otttaeióit,-Iiit- 
prondéttoia, 

PROCBDIIUBNTO  nPECTAL 

Arrendamiento.-  Bxproaiaetún. 
— Pom/Ai.— La  l«r  ele  18  de 
Junio  de  1857  es  de  carioter 
especial  que  establece  un  pro- 
cedimiento también  especial 
j  eumarío  para  quo  el  expro- 
nante  entre  en  posesidn  de 
los  terrenos  declarados  de  uti- 
lidad pública  y  por  lo  tanto 
da  al  expropiante  que  deposi- 


ta el  precio  ó  valor  de  la  tasa- 
ción de  los  hombres  buenos, 
luta  posesión  legal. -Cas.  29 
abril  1905   I.  325 

PKUCUBADOR.-Y.  Mandato 

Bécaudador.  -  El  nombramiento 
de  recaudadores  de  contribu- 
ciones, autorizado  por  al  inci- 
so '2."  del  articulo  28  de  la  ley 
de  20  de  enero  de  1883  que  les 
da  el  doble  carácter  do  procu- 
rador y  de  ministro  de  fe,  no 
es  materia  de  aue  trate  el  Có- 
digo de  Pi-oowllmieiito  Civil  y 
por  consiguiente  puede  hacer- 
se bajo  la  vigencia  de  este  Có- 
digo. -  C.  A.  30iunio  1904.  II.  85 

PBOntSIÓN 

1.  DMiMn.-DonüeiUo.-^teío 
rétroaetiro.  -  OniMM.  -  Ha- 
biéndose omitido  en  la  do- 
manda  y  en  la  contestación, 

3ue  fueron  presenfeidus  antes 
e  la  vigencia  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  la  desK- 
nación  del  domicilio  y  profe- 
sión ú  oAcio  de  las  partes  liti- 
^ntes,  no  importa  una  inf  rac< 
ción  del  articulo  193  de  dicho 
Código  la  falta  do  esa  desig- 
nación en  la  sentencia,  la  cual 
debe  sujétame  &  los  antece- 
dentes que  en  dichos  escritos 
deben  consignar  las  partes. 
Dicha  disposición  no  puede 
tentar  el  alcance  de  exigir  la 
consignación  de  anteoeoenfees 
desconocidos. -G.  A.  Oos.  16 
abril  1904   11.  28 

2.  Domiítiíio.-Ejepr€gián'lsaora' 
vio».  -  Jfottd>r0.  -  Omitid- 
R*ciamaei¿n.  —  Los  aiticuUn 
251  y  2W  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  disponen  que 
el  demandante  en  la  demanda 
y  el  demandado  en  la  contes- 
tación deben  expresar  el  nom- 
brOj  domicilio  y  profesión  ú 
oficio  de  uno  y  otro  rospecti- 
vamente  y  por  eso  el  articulo 
193  del  mismo  Código,  con  el 
cual  concuerdan  aquéllo»,  dis- 
pone <^ue  las  sentencias  de  pri- 
men instancia  y  los  de  se- 
gunda que  moditiquen  ó  revo- 
quen los  de  otros  Tribunales 
contengan  esas  designaciones; 
de  modo  que  no  constando  de 
autos  didíns  indicaciones  por 
haberae  Iniciado  el  juicio  an- 
tes de  la  vigencia  del  Código 
de  Prooedimtento  Civil,  no  in- 
curre en  nulidad  la  sentencia 
en  qne  se  omiten.  -  Cos.  23 
agosto  1904  I.  103 

3.  Acción  p^monal.  -  OapeltanUt. 

-CafidAn.  -  Citación.  -  Do- 
micilio. —  Eftitíto  mlroaetiro,  — 
EmplajMnti»Hto.  -  Inaeripciñn, 

-Nonthra.  -  Iftüiilad.  -Omí- 
»ÍAt.  -  Preafíripción.  -  Prwba. 

-  Tabla.  -  Vi»ta.  -  Tratándose 
de  un  juicio  iniciado  antea  del 
Código  de  Procedimiento  Ci- 
ril,  no  es  necesario  que  la  sen- 
tencia contenga  todas  las 
enunciaciones  de  nombre,  do- 
micilio y  profesión  quo  deter- 
mina el  articulo  Iftl  de  dicho 
Código. -OM.13abrillS0(L  L  8M 

FBiWORKB  de  instrucción  se- 
oundarÍa.-y.  Prsmiut, 


raOHITOMÓK  Dg  gyAJKtAB 

1.  Aebatim.-Apntíaeiin  d»  le* 
hecho».  -  fhmmnittad.  -  Sega' 
ro.  -  Una  prohibición  de  ena- 
jenar no  ce  on  obstiralo  para 
contratar  un  seguro.  -  Ou>  27 
diciembre  1904   L  SBC 

2.  AntorisaeiAtJmdieiat.  -  JNm«* 
raice».  -  Hi/toteca.  -  Interip- 
ciMt.  -  Xarido.  -Mnier  cam- 
do.— jririirinil  eAt^ta.  -  Ob- 
jeto Uietto- Ka  nula,  de  nuli- 
dad absoluta,  la  faipotecación 
de  una  propiedad  nlx  de  la 
mojer  casada,  aunque  exista 
aiitoriación  judicial  otorgada 
con  consentimiento  de  la  mu- 
jer, si  ésta  ha  suspendido  so 
consentimiento  y  existia  una 
prohibición  de  gravar,  notifi- 
cada al  marido  con  anteriori- 
dad al  contrato  de  hi  potecsi.  - 
C^.30dioiembi«ia>4     ..  I.  210 

.1  Antes  del  Código  do  Prore- 
d. miento  Clril  no  era  necasa- 
ria  la  inscripción  de  la  prohi- 
bición pan  que  turtíen  aus 
efeotos.  -  Mismo  Mío. 

4.  íiuproredencia .  -  Medida» 
precautoria».  -  BeUnciM.  - 
Sentencia.  -  Las  resoluciones 
sobre  medidas  precautorias, 
como  una  prohlbiriónde  ena- 
jenar, son  esencialmente  pro- 
visionales y  no  prooeilo  rcs- 
peotodeel&s  elreenrm  deea- 
¿ación. -Oat.:!  mayo  1W5.  1.  SU 

PboiwiO. -Y.  Letra  deeambio. 

Pbdeba.— V.  Apreciaci^delo» 

hecho». 

1.  CoM  fortuito. -Cuipa.  -  D*- 
lito.  -  Dolo.  -  ludnamitmriám. 
-Perjuicio».-  nHstef— rssíi- 

go».  -  El  dolo  ó  culpa  no  se 
presumen  en  la  perpetnción 
de  delitos  ó  cuasi  delitos,  sino 
en  los  casos  previstos  por  la 
ley,  y  de  consiguiente,  fuera 
de  éstos,  es  noccswio  probar- 
los por  quien  los  alega. -O.  S. 
26  agosto  1904   L  4» 

2.  Minuta  de  prueba .  -  Hayan  ó 
no  pi-esontado  tas  partos  minn- 
tos  de  prueba,  es  obligación 
del  Tribunal  fijar  los  puntos 
sobie  que  ha  de  recaer  la  de 
-teatigos.    De  esta  resolución 

fiueden  reclamar  las  partes  so- 
¡citándola  inclusión  de  otros 
que  se  hubieren  omitido  y  so- 
bre los  ctmiea  puede  haber 
oontroverela  como  eocede  mi 
el  caso  en  que,  habiéndose  «n- 
tablado  reoonvenrión  por  el 
demandado,  se  acusó  reoeldia 
al  demandante,  sin  haber  éste 
discutido  los  hechos  de  la  i-e- 
convenoión.-C  A.  0  octubre 
1904  n.  » 

3.  DomieUio.  -  Tettigo».  -  El  Tri- 
bunal debe  fijar  por  af  mismo 
los  puntos  sobre  que  debe  re- 
caer la  prueba  de  testigos  y  no 
puede  estiaaneoumplidaesta 
obligación  oonift  aolá  referen- 
cia a  los  hechos  mencionados 
por  las  partes  en  los  escritos 
presentados  en  el  curso  de  la 
causa.  -  O.  A.  A  octubre  _ 
lu04   II.  » 

4.  Los  testigos  deben  sor  exami- 
nados al  tenor  de  Ies  pontos  de 
prueba  que  se  hubieren  desig- 
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nado  y  fijados  ('stoB,  las  par- 
tes no  pueden  formular  inte- 
mw^cioneB  á  lo>  testigos,  sino 
en  la  forma  eítnblecioa  por  el 
a.rtíciilo  del  Código  de  Fr»- 
c«dimieuto  Civil. -Mismo ^ 
lio. 

B.  Admisibilidad.  -  fnttrvmén- 
to  irirado.  -  Frintipio  de 
jpnuba  por  ricrito,  -  Un  docn- 
mento  privado  qne  la  parte 
contra  quien  se  prefenta niega 
qae  haya  sido  otorgHdo  ó  bub- 
Giito  por  la  peiBona  qne  en  él 
ae  hace  tij;urar,  no  es  uu  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito 
que  sirva  de  base  para  produ- 
cir pi-ueba  de  testigos,  si  se 
trata  de  obligacionen  de  más 
de  S  200.  >  1  principio  de  prue- 
ba por  efcrito  debe  eer  un  acto 
reconocido  por  la  persona  con- 
tra la  ciial  se  invoca,  de  mane- 
ta que  la  prueba  tcstimonfAl 
■ólo  Fupla  Tas  <leficienc-iaa  que 
en  ¿1  te  nottn.  -  C.  A.  21  abril 
1904  II.  73 

4.  Eljues  puede  admitir  como 

EDntosde  piuebn,  hechos  con- 
¡nidos  en  lasminulasprescn- 
tedai*  por  Ins  partes  c<  n  arre- 
ai  articulo  ?,m  dp]  Código  de 
Procedimiento  Civil,  aunque 
no  ce  haya  hecho  mención  de 
ellos  in  los  eíicritos  antertoi  es, 
sí  los  estima  pei-tinentes  o 
conducentes  á  esclarecer  los 
Iiecbos  snntancíaleacontiover- 
tidos  en  dichos  escritos.  - 
C.  A.  í»  abril  1SC4   IL  75 

7.  Cargo,  -  Liita  de  ttttigos.  - 
Minuta.- Plazo.  - Sttretario. 
—  Tratigos.  -  V.  Minuta  da 
íyuífiafN."  2).-C.  A.  17  di- 
ciembre I«04   II.  S2 

8.  Liata.  -  Minuta.  -  Teatigoa.  - 
Para  admitir  la  rendición  de 
prueba  en  el  extranjero  es  ne- 
cesario que  de  los  anteceden- 
tes aparezca  justificada  la  con- 
Toniencia  deohtener  las  decla- 
netones  de  los  testigos  que  ee 
ofrecen.  El  juet  debe  fijar  por 
simíamo  los  puntos  de  prue- 
ba; nn  basta  referirse  a  las 
minutas  de  las  partes.  -  ü.  A. 
ttmanolflOS   II.  116 

IUfitrmaelM  nmaria .  -  Mi- 
niairo  d«  fé.  -  Jteei7>tor.  -  Se- 
cretario. -  En  las  informacio- 
nes sumarias  debe  actuar  el 
secretario  de  la  cauta  y  no  un 
receptor,  ^ues  el  procedimien- 
to ordinario  que  segiin  el  ar- 
tículo 3."  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  debe  aplicar- 
se en  todas  las  gestiones,  trá- 
mites y  actuaciones  que  no  es- 
tén sometidos  á  una  regla  es- 
pecial, es  qtie  las  actuaciones 
deben  ser  autorizadas  por  el 
secretario  de  la  causa,  nmdo 
la  excepción  las  audiencias  de 
prueba. 

En  general,  el  Cóói^o  de 
Procedimiento  Civil  ha  cuida- 
do de  indicar  en  cada  caso  en 
que  lo  ha  ci-eido  necesario  que 
la  prueba  se  rinda  conforme 
al  procedimiento  ea^cial  que 
establece  pera  el  juicio  orai- 
nario,  ó  sea  en  audiencia  pú- 
blica y  sirviendo  de  sctnario 
nn  receptor,  loque  no  estable- 
ce respecto  de  las  inférmacio- 
nee  iamarias  las  enales,  por  lo 


tanto,  deben  quedar  someti- 
das á  la  regla  general  de  las 
actuaciones  jiidicialea.  -  C.  A. 
junio  1904  II.  121 

10.  Querella. -Tettiffoa.-'Rn  el 
escrito  de  querella  deben  ex- 
presaise  todos  los  medios  de 
prueba  de  que  piensa  valerse 
el  querellante;  y  si  piensa  ha- 
cer  uso  de  la  pi  ueba  testimo- 
nial, debe  expresari-e  en  la 

Suerella  el  nombre,  profesión 
oticio  y  residencia  de  los 
testigos,  que  son  los  únicoB 
que  (ueden  ser  examinados, 
to  pena  de  nulidad. -C.  A. 
22  jimio  1Í.04   II.  124 

11.  AprtciaciúH  de  to»  heehot.  - 
Viático».  -  liimitándose  el  de- 
mandado i  pedir  el  rechaxode 
la  demanda,  la  absolución  de 
la  demanda  es  una  roiisecuen' 
da  legal  necesaria  de  la  falta 
de  prueba  del  demandante, 
conforme  con  el  articulo  1698 
de]  Ccdiflo  Civil.  -  Cas.  no- 
viembre lil04   I.  207 

12.  Adminiatrador.  -  Ca»aciJ» 
en  la  forma.  -  Firma.  -  /lufru- 
mtnto  privado.  -  Pagaré.  - 
Preacr^tci^.  -  Premnción.  - 
Satorto. -La  prueba  del  cote- 
jo de  filmas  unida  á  antece- 
dentes que  hacen  verosímil  la 
existencia  de  la  oblieación,  es 
bastante  pata  estaolerer  la 
ofectividaa  de  un  pasaré  cuya 
firma  ha  negado  el  demanda- 
do. -  Cas,  21  de  diciembre 
IflOí   I.  223 

"iS.  Aprteiadón  dé  lo»  htchoa.- 
Cauta  ilícita. -Lidia».-  Ob- 
jeto ilícito.  -  Nulidad,  -  Toro». 
-No  incurre  en  nulidad  la 
sentencia  que  no  acepta  la 

Srueba  ofrecida  en  el  escrito 
s  expresión  de  agiavios  para 
acreditar  que  un  contrato  no 
tiene  objeto  ilícito  por  no  re- 
ferirte i  lidias  de  toros  sino  á 
un  simulacro  ó  pantomima  de 
tales  lidias,  pues  la  petición 
para  que  la  cauta  se  reciba  A 
prueba  con  tal  objeto,  no  está 
comprendida  en  loa  casos  de 
excepción  del  articulo  800  del 
Código  de  Procedimiento  Ci- 
TÍl.-Cas.26dic{einbi«lflO«.T.  227 
14.  Apreciación  de  lo»  finhoa.  - 
Cttuaal.-Imvrocídencia.-Ter- 
eerfo.-Ko  Miera  ni  adiciona 
la  csoritura  de  oompiaTCnta 
la  piueba  testimonial  que  tie- 
ne por  objeto  esclarecer  la  de- 
limitación del  fundo  materia 
déla  venta  y  diteiminar  su 
verdadei a  extensión.  Laapre- 
ciación  de  la  prueba  testimo- 
nial es  privativa  del  Tribunal 
sentenciador.  -  Cas.  21  no- 
viembre 1804   I.  233 

10.  Apreciación  de  lo»  hecho».  - 
Compraventa.  -  Entriga.-Pa- 
go.  -  La  existencia  de  una 
obligación  mercantil  puede 
acreditarse  con  prueba  testi- 
monial, cualquieta  oue  sea  su 
cuantía. -Cu.  30  dioiembra 

lfl04   I.  304 

16.  Acción  peraonaL  —  Capaila- 
nia.~Ca»aci¿n  de  oficio. -Ci- 
tacián.  -  DomieiHo.-£/eeto  re- 
trtaeUvo.  -  Emptoiamiénto.  - 
Tmaeripci^. — Jtombre.  -JfuU' 
dad.  -  Pretcripci¿n.  -  Profe- 
sMn.  -  TaMa.  ~  Tiata.  -  La 


prueba  de  la  prescripción  de 
la  acción  para  el  cobro  de  las 

Ensiones  capellánicas  incum- 
al  que  la  alMa,-Cas.  13 
abril  1905   I.  340 

17.  Comitión.  -  Fiaco.  -  Oaato» 
público».  -  Inverai'in.  -  Man- 
dato. —  Presidente  déla  Septir 
blica.- Al  decidir  que  carece 
de  base  leeal  la  demanda  so- 
bre pago  do  un  honorario  por 
servicios  prestados  eii  viitud 
de  una  comisión  conferida  por 
el  Presitlente  de  la  Repúbli- 
ca sin  estar  autoriiado  por 
la  ley  el  gasto  que  ella  deman- 
da, hace  tombien  la  sentencia 
coii'ecta  aplicación  del  aiií- 
culo  16!8  del  Código  CítíI.- 
Cas.  27  junio  IflOS   I.  371 

18.  Acto»  de  mera  tolerancia.- 
Agua».  -  Apreciaei4in.--Bifnfa. 
-  Caiadón  en  H/ondo,  -  Cían- 
de»tinÍda<L-E3eetiietdn.—Wiraa 
aparente».  -  PoteMn,  -  Pret- 
cripeián.  -  Servidumbre.  -  Ver- 
titnte.  -  El  Tribunal  de  Alia- 
da ante  el  cual  se  promueve 
una  excepdán,  es  árbitro  paim 
apreciar  la  admisibilidad  de 
la  prueba  ofrecida.  -  Caá  7 
mayo  y  24  junio  ItOS   I.  382 

19.  Locumtnto.  -  Inaírum^nto 
privado.  -  (Migación.  -  Deben 
constar  por  escrito  los  actos 
ó  contratos  que  contienen  la 
entrega  ó  promesa  de  una  coca 
que  valga  más  de  9  200;  y  por 
lo  tanto,  la  ley  exige  que  so 
otorguen  por  escrito,  repu- 
diando para  acreditar  su  exis- 
tencia la  prueba  testimonial, 
las  convenciones  ó  los  demás 
actoB  juridicoB  que  ímpoiten 
declaraciones  de  voluntad  cu- 
yo valor  exceda  de  la  referida 
suma. -Cas.  20 mayo  IW».  I.  401 

20.  En  todo  instrumento  hay 
que  distinguir  el  acto  ó  con- 
tiato  a  que  sirve  de  prueba  y 
el  escrito  ó  la  confección  ma- 
terial del  escrito  en  que  se  ha- 
ce constar.  La  confección  del 
escrito  ó  bu  suscripción  por  la 
persona  ó  personas  que  apa- 
recen firmándolo,  pueden  ser 
establecidos  por  dedaraciones 
de  testigos. -Mismo  hilo. 

21.  Tanto  las  leyes  anteriores  al 
Código  de  Ptocedimiento  Ci- 
vil, como  este  mismo  Código, 
admiten  la  prueba  de  teatigoa 
para  acreditar  el  hecho  de  la 
suscripción  de  un  documento. 
-Mismo  fallo. 

22.  Acreditada  la  autenticidad 
del  documento  por  las  decla- 
raciones de  los  tfstigtsinstro- 
mentales  y  debiendo  estimar- 
se reconocido  conforme  á  loa 
preceptos  legales  por  la  paite 
que  lo  acredita ,  constituye  un 
principio  de  prueba  por  escri- 
to que  puede  hacer  admisible 
la  priiena  testimonial  de  la 
obligación  de  que  da  testimo- 
nio. -  Mismo  fallo. 

23.  Bobre  )a  confección  misma 
do  un  instrumento  no  cabo 
exigir  prueba  por  escrito,  sin 
incurrir  en  un  circulo  vicioso, 
y  quedarla  á  merced  de  la  de- 
claración del  deudor  cd  mérito 
del  documento  escrito  para 
dar  cumplimiento  i  la  1^. — 
Mismo  (állo. 
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91.  Jlioífado.— AprteUteiM  dé 
lot  heehot.  -  Bonorarto,-Man- 

tIuto.-  O  AigtnH¿n.-Vlo  hnbién- 
dcse  ne^no  la  efectiviiltwl  fie 
lo»  nervicios  pi-cstadoa  por  el 
abogado  y  establecida  nu  im- 

SortanciH  ooii  la  pi-ueba  reñ- 
ida, el  Tribunal  puedo  detór- 
minarel  honomño,  en  uso  d« 
la  fannltod  que  le  acuerda  el 
articulo '/117  del  Código  Civil. 
La  diHpoaición  del  ai-ticulo 
1709  de  ew  üótligo  es  ina|>li- 
cable  á  este  caiio.-Oaa.  6  ju- 
nio 1ÍW5   I-  411 

PuMToa  DE  PRraBA.-V.  Mimt^ 
ta,  -  Prtt^ta. 

(ICBJA 

1.  Rectuacii'm.-'EX  recurro  de 
queja  ha  sido  establecido  on 
fiivor  de  Ioh  partes  agraviadas 
porlosart'H  del  jue«  y  nólo 
compete,  )<or  lo  tanto,  á  las 
portea. -C.  S.  3  noviembre 
mt   I.  67 

1.  Amparo.  -  Camino.  ~  Ptite- 
sión.  -  Acreflitada  con  testif^ 
y  con  el  titulo  de  dominio  ins- 
crito, la  poaefiión  tranquila  y 
no  Ínter i'umpida  dunitite  más 
de  un  abo  do  Ion  terrenos  en 

3ue  existia  un  camino  príva- 
o  que  ha  nido  cermilo  por  una 
cerca  do  alMnbreü  por  el  que- 
rellado, es  procedente  la  que- 
rella de  amparo.  -  C.  A.  20 
abril  1911   II.  26 

2.  Aetot  d»  muru  faCHltad.  -  D«- 
rr  ifam.-Eiitai:aiia».'-Int»rdic- 
toa  M/Mcíii/fJc.  -  Omuián,  -  Po- 
aétiÓH.  -  VrrtCfiiteim.  -  Ultra- 

-Para  ^orcitar  ta  ac- 
ción que  conceopn  loa  artícu- 
los 936  y  937  del  Código  Civil 
se  requiere  ^iie  el  qiierellante 
aea  dueño  ó  poseenor  de  un 
predio  que  tenga  derecho  asei^ 
Ttrse  de  las  aguas  de  que  ha  si- 
do privado  con  las  estacadas, 
paredes  ñ  otiaa  laboi'O»  que 
tuertan  la  dirección  de  las 
aguas  corrientes.  -V.  Dtrra- 
muí.  -  IfUeritírto»  npmtiaUu,  - 
O.  A.  Cas.  -23  diciembre  1903.  II.  38 

3.  Acto*  de  nuira /acuitad. — Vt- 
rramn.  -  Posutión.  ~  Prétcrip- 
rñ^,-Es  improcedente  la  que- 
rella de  restitución  interpues- 
ta pOr  el  dueño  de  un  predio 
contra  el  dtiefto  del  predio  su- 
perior por  haber  interoeptado 
este  derrames  que  se  produ- 
cían en  su  fundo  y  que  antes 
dejaba  salir  libremente.  El 
hecho  de  que  ol  dueño  de  un 
predio  no  haga  uso  de  los  de- 
rrames qiM  en  él  se  producen 
7  loe  deje  ealir  libremente  pa- 
ra que  otro  se  aproveche  de 
ellos,  no  puede  ser  invocado 
como  antecedente  de  una  ac- 
ción posesoria,  ya  qiteéstas  no 
proceden  sobre  las  ooeas  que 
no  pueden  sanarse  por  pres- 
cripción y  la.  mera  toleianoia 
de  actos  de  que  no  resulta  gra- 
vamen, no  confieren  pMesión 
ni  dan  mérito  á  prescripción 
alcana.  -O.  A.  12  marso  1904 
 11.  42 

4.  PoMfi^.-Ko  puedo  entablar 


QUIEBRA 

ac'ión  posesoria  sino  el  que 
ha  estallo  en  posesión  tranqui- 
la y  no  interrumpida  durante 
un  año  completo  antciior  á  los 
actos  de  perturbación.  Por 
consígDiento,  perdida  por  ol 
querdiante  una  querella  do 
amparo  por  no  haber  probado 
los  nechOB  en  que  so  fundaba, 
no  puede  entablar  querella  <le 
restitnción  por  la  i«petición 
de  hechos  análogos  que  se  han 
efectiiudo  dentro  del  año  si- 
guiente, porque  la  posesión 
invocada  no  ha  sido  tranquila 
en  el  año  anterior  al  despojo 
y  Ion  hecho»  de  perturbacíun 
quedaron  sancionados  por  el 
rechaso  de  la  anterior  querella 
de  amparo.— C.  A.  o  junio 
1904   II.  122 

5.  Prutita.  -  J'^Mlif/íM.  -  En  el  es- 
crito do  quei-ella  deben  expre- 
s'irse  todos  losmediosde  prue- 
ba de  quo  piensa  valerse  el 
querellante;  y  si  pieiif<a  hacer 
nso  de  la  prueba  testimonial 
debe  oxprewrse  en  la  q^  lerella 
el  nombre,  profesión  u  oficio 
y  residencia  de  loa  testigoa, 
que  son  los  único»  que  pueden 
ser  examinailos,  xo  pona  de 
nnliilad.  -  O.  A.  ^>3juuÍo  1904 
 IL  IM 

A.  Anión  poM»»óría.  -  Comimi- 
dad,  -  Powtión,  -  Entre  coniti- 
neros  no  proceden  las  acciones 
posesorias.  -  C.   A.  22  julio 

1904   II.  m 

7.  Amftaro.- Mina,  ~  Potai/ín. 
-  Las  acciones  pisesoríos  tie- 
nen por  objeto  conservar  ó  re- 
cupeiur  la  posesión  de  bienes 
raices  ó  derechos  imles  cons- 
tituidos en  ellos  y  se  dirigen 
contra  la  persona  t^iie  cansa 
pei-turbaciones  ó  priva  á  otro 
de  la  posesión,  sin  atender  al 
derecho  que  esta  persona  prc- 
tenila.-C.  A.  31  mayo  1904 
  II.  191 

8.  Ia  querella  de  amparo  la  in- 
terpone el  poseedor  para  con- 
servar la  poeesión  que  no  ha 
perdido  y  en  ronsecruencia  no 
corresponde  esta  acción  ol  de- 
nunciants  de  una  mina  sobre 
el  terreno  snperHoial  para  im- 
podir  que  en  él  ediñque  nna 
persona  que  ha  obtenido  ese 
terreno   en  arrendamiento, 

Suea  caroca  de  poaeeión  sobfe 
1.-Hinnoíál1o. 

gUIUKA 

1.  CnaeM»  ti»  pago».  ~  Im  qnte- 
bra  es  ol  estado  del  comer- 
ciante ^ue  cesa  en  el  pago  de 
BUS  obligaciones  mercantiles; 

Ípor  lo  tanto,  no  «e  atiende  á 
i  insolvencia  del  deudor  ó  sea 
i  la  sitiiadto  en  que  el  activo 
sea  momentáneamente  menor 
que  el  pasivo,  sino  al  hecho 
positivo  de  dejar  de  pagar 
una  deuda  comereial  exigible. 
-G.  Á.  18  mayo  19M....  II.  101 

2.  Un  ocroedor  puede  pedir  la 
declai-ación  de  quiebra,  aun 
cuando  su  crédito  no  sea  ext- 
^ble,  siempre  que  mdíqueen. 
pecificamente  las  circunstan- 
cias constitutivas  de  la  cesa* 
ción  de  pagos.  -  Mismo  fallo. 

3.  P»rUo.-S&iUirneiati$ grado». 
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-En  la  quiebra  «obie  cada 
crédito  impugnado  debe  for- 
mara picsa  sepamda  s  jlo  has- 
ta que  esté  en  establo  de  pro- 
nunciara sentencia  definitiva; 
y  una  veztranscnrrido  el  tér- 
mino de  emplatamiouto  de  loa 
acreedores  ausentes,  se  dicta 
una  sentencia  única.  -  C.  A. 
4iuniol!l01   lí.  140 

4.  El  nombramiento  de  peritos 
para  examinar  los  litaros  dd 
fallido  on  orden  á  la  verifica- 
ción é  impuirnaoión  de  Iom  cré- 
ditos, si  no  ha  sido  materia  de 
prueba,  puede  ser  una  diligen- 
cia de  lai  que,  uara  mejor  i*»- 
solver,  poeile  necretar  el  jues 
conforme  al  articnlo  186  del 
Código  de  Pim»dimiento  Ci- 
vil. -Mismo  fallo. 

5.  Apneiitriim  tte  loa  hachos.— 
Gtuaeiéti.  -  Craañét  de  ftago»* 
-médito.  -  Béuda  tAt>U.  - 
SanUnria  dudnitiva.  -  Par» 
que  proc'ida  legalmente  lado- 
claiución  de  quiebra  se  i-eqiiie- 
ro  que  el  fallido  sea  coiua*^ 
ciante  que  haya  oesado  en  el 
pago  de  Buaobllgacionesvquo 
éstas  sean  mercantiles.  El  cré- 
dito que  procede  de  la  renta 
de  arrontiamiento  de  un  alma- 
cén en  que  el  comeroiaute  tie- 
ne eitableoído  su  negocio,  no 
ea  de  naturaleia  comercial  y 
no  autoriia  la  declaración  de 
la  quiebro.  Loa  cuentas  por 
mei-caderias  compradas  por  el 
oomemante  no  autorixan  tam- 
poco la  declaración  de  la  (quie- 
bra si  no  han  sido  reconocidoa 
por  él  ó  no  kc  ha  est<iblecido 
su  veracidad  por  la  inspecL-ión 
de  los  libros  ó  de  otra  manen. 

-  Cas.  12  enero  1905   I.  3lt 

6.  Dados  los  efectos  que  la  ley 
atribuyo  á  la  declaración  de  la 
quiebra  y  á  la  cesación  de  pi- 
gos  en  que  ae  fnnda,  debe  re- 
putarse dicha  declaraetón  co- 
mo sentencia  definitiva  pora 
loa  efectos  del  recurso  de  ca- 
sación. -Mismo  fallo. 

7.  Ca*aci,in  m  la  forma.  -  Com- 
psfaocja.  -  Concurso.  -  R^citaa- 
dM.-  Saniauia.  -  La  quie- 
bra es  un  joido  univerhal  al 
cual  deben  acumularaa  todas 
las  causas  oidinariaa  ó  ejeou- 
tivjs,  civiles  ó  oomerelalee, 

Sue  al  tiempo  de  au  deelam* 
ión  ae  hallen  pendientea  con- 
tra el  fallido  y  puedan  afectar 
sus  bienes  conforme  al  articu- 
lo 1966  del  Código  de  Oomor- 
cio  que  ha  sido  exprosamente 
confirmado  por  el  Código  de 
Procedimiento  Civil  sin  máa 
limitación  que  la  consignada 
en  el  inciso  2."  del  articulo 
674.  Debeoonaiderarae,  MH-lo 
tanto,  como  porte  del  juiño 
universal,  una  tercería  que 
existía  pendiente  entre  acree- 
dores del  fellido  al  declararae 
la  quiebra  aunque  so  hubiese 
tramitardo  en  inicio  separado. 
-C.  A.  Cas.  6abril  1904..  II.  IflO 

8.  El  juei  recusado  para  conocer 
en  la  quiebra  carece  igualmen- 
te de  competencia  para  cono- 
cer on  todos  y  cada  uno  de  loe 
juicios  qne  se  aonmnlao.  - 
Mismo  fallo. 

9.  Co»aJm2gada.-lA  aentencia 
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•üítíI  por  ta  cutil  w  declara  for- 
tuita una  cjuiebi-a,  produce  co- 
sa juzga<lt>,  y  haré.  pf>r  tanto, 
inadniííiit'le  la  rineiflla  crimi- 
nal que  Kt  ental'ld  más  adelan- 
te, futifliidaen  Ion  mismua  he- 
c-b08,  para  que  ho  condene  al 
fallido  como  reo  de  qiüebra 
fraudulenta  ó  culpable.  —  C.  A. 
■J8  agosto  1904   H.  182 

Ratifio  u.'I(')n  de  ruina.  -  V.  Jfi- 

BSBBLDiA 

Citaciífn.  -  />«(ítt.  -  Noiifiea- 
eián,~  Bec<moHmitnio,  -  La 
notíRcación  personal  hecha  al 
demandado  del  decreto  en  que 
se  le  cita,  para  reconocer  ó 
confesur  la  deuda,  no  basta 
para  considerarlo  incluso  en 
la  rebeldía  y  dar  por  prcftta- 
-do  el  recoiioi'imiento  si  nos^ 
le  ha  notihcado  personal nicn- 
te  tambiOti  el  "cúmplase" 
puesto  por  el  jnez  á  la  resolu- 
ción de  segunda  instancia  que 
desecha  el  articulo  introduci- 
do poi'  el  demandadlo,  pidien- 
do se  dejara  ñn  efecto  esa  oi- 
tociÓD  aimquedicho  decreto  de 
"cúmplase  haya  sido  notifi- 
cado al  apoderado  c|ue  ba 
constituido  en  el  jUicio,  - 
O.  A.  6  junio  1901   II.  141 

HBCAUDADOK 

Procurador.  —  El  nombramiento 
de  recaudadores  de  contribu- 
ciones, nutot-i/ado  por  el  núme- . 
ro  "2.°  del  articulo  'iS  de  la  ley 
de  20  de  enero  de  1S83,  no  es 
materia  de  (lut;  trate  el  Códi- 
go de  Pi-ocmimtento  Civil,  y 
por  consiguiente,  puede  ha- 
cerse bajo  la  vigencia  de  dicho 
Código.  -  O.  A.  30  junio- 
1904..  II.  86 

RB0IPE0C[i>ad.  -  V.  Exlradi- 

KECLAM.WJlí'lN 

1.  Aeuentos  mftnMpales.  -  thi- 
terciihi.  -  Errimid»,  —  ímpro- 
Cf-áencia.  -  V.  Aca^rUox  mmii- 

(N.o  l)-0.  S.  16  ogoH- 
tol90»   I.  15 

2.  Í  Avalvu,  -  Cnrbán.  --  Contribu- 
ción. -  Mi  hoji,  -  P(iíi»n/«.  -  V. 
Conlrihucinfí  (N."  1).-C.  A. 

30  noviembre  1903  ...          11.  1 

3.  j4t)cí«o.  -  tVíí-ftitft  -Contrihu- 
eUtn,  -  Afiítíia.  -  Pat*^Ue.  ~  V. 
Contrilnit-i^u.  [S."  2). -O.  A. 

30  noviembre  líWÍ   II.  5 

4.  Smtfitcitt.  -  Cuando  los  vicios 
que  se  invocan  como  funda- 
mento en  las  causales  do  casa- 
ción contra  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  se  hubieran 
cometido  en  la  de  primera  y 
dichos  vicios  no  hubieran  sido 
observados  y  reclamados  ejer- 
citando todos  los  recursos  le- 
gnlM,  no  es  licito  invocarlos 
contra  la  sentencia  del  Tribu- 
nal de  Apolaciones  que  se  li- 
mita á  conlirmar  lisa  y  llana- 
mente el  fallo  de  Numera  ins- 
tancia. -  Cas.  18  noviembre 
]{)0I   L  96 

&  Domicñio.  -  ¿xprwiéH  dé 

12 


agratíos.  -  Nonthre.  -  Omi- 
itián.  -  ProffKÍ'iH.  -  El  lecu- 
n-ente  en  casación  debe  recla- 
mar del  vioio.  ejercitando  los 
rcciii'sos  establecidos,  uno  de 
los  cuales  es  el  de  reposición 
y  no  habiéndolo  hecho,  no  le 
aprovecha  la  i-eclamoción 
que  del  mismo  vicio  haya  he- 
cho el  aboRado  de  la  parte  con- 
tiuria,  aunque  el  vicio  pudie- 
ra existir  atendida  la  natuta- 
leaide  la  cansa. -C^  Magos- 
to 1904   I.  108 

6,  Borat^ras.  -  CltnñOn.  -  Com- 
petencia. -  Dfciñiu.  -  Frtjui' 
gamí4mto.  -  RfiriattiraHáti.  ~ 
UUro-pKtUa.- Para  que  pue- 
da ser  admitido  el  i-ecurwde 
casación  en  la  forma  es  indis- 

Ecnsablo  que  el  que  lo  entabla 
aya  reclamado  de  la  falta 
ejerciendo  oportunamente  y 
en  todos  xus  grados  los  recur- 
sos establecidos  por  la  ley. 
Por  consiguiente,  e»  impiwe- 
deiite  el  recurso  de  casación 
interpue!<to  por  no  haberse  he- 
cho en  forma  U-fntl  la  citación 
para  sentencia,  ¡«i  de  las  actua- 
cionee  del  proceso  consta  que 
el  reclamante  tenia  conoci- 
miento más  de  tres  meses  an- 
tes de  que  se  pronuncíala  la 
sentencia,  del  decreto  q'.;6  cita- 
ba á  las  partes  para  oírla  y  no 
habia  reclamado  de  él  en  tiem- 
po oportuno  ya  por  su  foi-mo, 

a por  incompetencia.  );a  por 
:ta  de  jur^icción  ó  por 
cualquier  otro  motivo.  -  C.  A. 

Señero  tflOS   li.  88 

7.  ^«rriÍMra.  -  fl«moí^.  -  Cuan- 
do el  vicio  ó  defecto  en  que  se 
funda  el  recurso  de  casación 
rn  In  forma, en  casodeexistír, 
habría  tenido  lugar  en  la  sen- 
tencia de  primei-a  instancia  y 
de  este  vicio  ó  defecto  nn  se 
reclamó  ejerciendo  oportuna- 
mente en  todos  mis  oriudos  los 
recursos  establecidos  por  la 
ley,  es  improcedente  el  recur- 
sodnouación  interpuestocon- 
tra  la  sentencia  de  la  l'orte 
de  Apelaciones.  -  Cas.  6  di- 
ciembre 1904   I.  215 

8.  Acut'rdo  innnlfipaf.  -  Casa- 
ción tff  o/irio.  -  Cnmpi  fftiria.  — 
Muniripiilii/tiil,  —  Xuli'lad,  — 
Paimtf.—^^e  las  resoluciones 
de  la  Municip:ilidnd  en  su  ca- 
rácter de  corporación  de  De- 
recho Público,  debe  reclamar- 
se ante  ella  misma  y  sólo  cuan- 
do desestime  el  reclamo  podrá 
acudirse  ante  la  respectiva 
Corte  de  Apelaciones.  Loa 
jueces  letrados  son  incompe- 
tentes para  entender  en  estos 
asuntos.— C.  A.  28  abril  1904 
  II.  182 

9,  Aprneiari¿n  de  lo»  /iwAojt. — 
Potttión.  -  Virim.  -  Atacada 
una  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia por  el  reeiiiiTO  de  casa- 
ción en  el  fondo,  no  pi-ouede 

Sne  se  la  declare  nula  de  otí- 
ío  si  no  se  ha  interpuesto  con- 
tra ella  recurso  de  casación 
por  vicios  de  foi-ma  y  no  apa- 
rece tampoco  que  baya  mérito 
para  que  el  Tribunal  ejercite 
su  facultad  de  invaliibria  de 
oficio,  ya  que  la  causal  que  al 
'     efecto  se  invoca,  aún  supo- 


niendo cierto  el  hecho  en  qne  ; 
se  funda,  consistiría  sólo  en  ' 
un  error  de  cálculo  ó  á  lo  más 
en  un  error  ile  hecho  en  que 
habría  incurrido  la  sentencia  ■ 
del  juez  a  tjno.  contra  la  cual, 
en  consecuencia,  debió  formu- 
larse oportunamente,  para  an- 
te el  Tribunal  correspondien- 
te la  reclamación  que  proce- 
diera en  derecho.-Ca3.  10  di- 
ciembre 1901   1 .  210 

10.  Afftm4.-in  ofieiona,  -  Con/i":- 
dAidf  obra, -Fiama.  —  Iin- 
proreilfitiría.-  Obra  matfriitl. 
-  Vicios.  -  No  c»  pi  ocedeiitc  el 
recurso  de  ca^íación  contra  la 
sentencia  de  ¡legunda  instan- 
cia pordcfectos  ó  vicios  de  for- 
ma en  que  se  pn<lo  in'rurrir  on 
lade  primem  instancia  y  de 
que  no  se  reclivinó  oportuna- 
mente. -  Ca".  1)  diciembi-e 
190*   t.  238 

11.  dota  juzgadn.  -  Impror- i/t^n- 
cía. -Es  iraproceíiente  el  re- 
curso de  casación  en  la  foi  ina 
contra  la  sentencia  de  la  Cor- 
te de  Apeladonex  que  su  funda 
en  una  causa)  que,  caso  de  cvís- 
tir,  importaría  un  vicio  en  que 
habría  incurrido  la  sentenHa 
de  primera  instancia,  no  i-ecla- 
mado  por  el  recui-rente.  -  Cus. 
Señero  Xm   I.  307 

12.  Citación.  -  Corpnracié'K  — 
Implicancia.  -  Pprxoniriii.— 
Sentencitt.  -  Demandados  to- 
dos los  directores  de  ntuiror- 
poroción,  si  uno  solo  de  ellos 
interpone  un  artículo  de  in- 
contei>tación  á  la  demanda, 
no  es  necesario  para  su  fallo 
notificar  á  lo^  demás  el  auto 
do  prueba  y  citación  para  i^en- 
timcia.  Esta  omisión  en  que 
incu're  el  juez  de  primera  ins- 
tancia df^be  ser  además  recla- 
mada oportunamente  y  de  gra- 
do en  grafio  para  (]>ic  procetla 
el  rccui-so  de  casación.  -  Apel. 
y  Cas.  24  abril  y  10  mayo 
ioffií   I.  382 

13.  Citación  pitra  ^tfufpncia.  - 
Emplmamii-nto,    ~  Improcu- 

■  deniiia.-  NotÍ,liranóii.  -  Si-n- 
íenrífí. -No  procede  el  recur- 
so de  casación  por  vicios  que, 
aun  suponiéndolos  efectivos, 
habrían  incidido  en  el  juicio 
ejecutivo  y  doberian  ser  recla- 
mados interponiendo  contra  la 
sentencia  nuelo  definió  los  re- 
cursos que  nnbioran  sido  )'i"o- 
cedentcs.  -  Cas.  19  octubre 
1904  I.  386 

RECEPTOB 

Ivformaeión  mmiiria.  -  Mini»' 
tro  de  ff.  -  Pnifha .  -  Smrtta- 
Tio.  -  V.  /w/or»iací'i»  swmaria. 
-C.  A.  9  junio  1904   11.  121 

Becok*  niMTRNTO  de  hijo  natu- 
ral. -  V.  Hijo  ntittti'/d. 

KEurSACH'tN 

1.  ^íía. -El  juez  que  ha  ¡ddo 
recusado  por  haber  manifes- 
tado su  opinión  sobre  las  con- 
secuencias de  Ins  pesquisas  he- 
chas para  estable<Kr  el  cuerpo 
del  delito,  en  una  nota  dirigi- 
da al  j^e  de  pnlloia  que  Ikeba 
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practicado,  c&i-ece  de  dei-echo 
por  no  ter  parte  en  el  juioio» 
pam  reclamar  del  procedi- 
inlento  de  la  Corte  de  Apela- 
ctonea  que  admite,  por  la  cau- 
sa indicada,  sn  recusación  no 
Biendo,  además,  conforme  al 
articulo  I&t  déla  ley  de  15  de 
octubre  de  1875,  ni  ronvenien- 
te  al  buen  serrioío  judicial, 
q  ue  los  jueces  escriban  esa  cla- 
se de  notas  aun  con  el  plaiui- 
ble  propósito  de  dar  aliento  í 
la  policía  m  su  delicada  y  di- 
fícil misión.  -  C.  S.  3  noviem- 
bre 190*    I.  67 

2.  La«  aiteveraciones  hechaa  por 
el  juei  que  instruye  un  procesb 
para  averii^ar  la  exutencia 
de  un  delito,  en  una  nota  diri- 
|EÍ'*a  al  Prefecto  do  Policía  en 

3 no  se  expresa  que  "la  sección 
e  pesquisas  ha  dado  pnie- 
bas  del  ocio  y  acierto  con  que 
coadyuva  á  iaacción  judicial  en 
la  investígación  . .  en  la  cual  se 
l<^ró  enconti-ar  todos  los  -n- 
liceos  títulos  que  constituían 
el  cuerpo  del  delito"  importan 
una  opinión  sobre  el  fondo 
do  la  cania,  y  son  motivo  bas- 
tante para  rertuar  al  Juec.- 

C.  A.  5octubi-eí9M  II.  67 

9.  Catacién  ett  la  forma.  -  Com- 
wteneia.  -  Concuño.  -  Quin- 
bra.—Smlmeia.—  El  jnu  re- 
cusado para  conocer  en  la 
qiiiehi-a  carece  ij^ialracnte  de 
competencia  para  conocer  en 
todos  y  cada  uno  de  los  juicios 
que  se  acumulan . 

No  se  opone  al  recurso  de 
casación  fundado  en  haberse 
dictado  la  sentencia  en  uno  de 
los  juicios  por  et  juez  recusa- 
do el  hecho  de  que  un  el  cua- 
derno en  que  se  dictó  la  sen- 
tencia hubiese  dicho  jiies  dic- 
tado piv) videncia »  con  poste- 
riorinad  á  su  rccuíiación,  sin 
reclamación  del  recuri«nte, 
quien  pudo  aceptar  exas  pro- 
videnc-tns  de  mera  sustancia- 
ción,  Nin  ocvptar  que  dictara 
la  sentencia  13I  juo/  recusado  y 
el  procedimiento  del  juez,  aun* 
que  incoirci-to,  no  constituía 
un  vicio  snsrf^ptible  de  refor- 
ma por  1:1  vía  de  la  casación 
que  no  procnlo  en  (renoiul  si- 
no contra  sentencia  definitiva. 
C.  A.  Cas.  eabril  im.....  II.  169 

BBGISTRO  DKL  COVSEItVADOB 
DK  BIZNE8  UiCBR 

Ca$ani'.n  en  til /mulo.  -  Hipolftca. 
-  ítucrhtcim.  -  L«y.  -  Nuli- 
dad. -  PoMitM  í^Mítira.  -  Tur- 
wria.  -  La  prohibición  im- 
puesta ¿  los  here<lcroH  por  el 
ai-tículo68Sdel  OódijíO  Civil 
de  disponer  de  consuno  en 
manara  alf^una  de  los  inmue- 
bles hereditaiioB,  mienti-as  no 
se  practique  la  inscvipción  d^ 
decreto  de  posesión  efectiva  y 
del  testamento  cunndo  lo  hu- 
biere y  de  difponer  de  los  in- 
muebles que  les  hayan  cabido 
en  la  partición  mientras  no  se 
efectúen  las  inscripciones  es- 
peciales mencionadas,  tiene 
por  objeto  manifiesto  or^ni- 
mr  el  rc^stro  de  bienes  raices 
y  mantener  regularmente  su 


continuidad,  lo  cual  quedarla 
frustrado  si  al  fallecimiento 
del  duefto  de  los  predios  no  se 
anotaran  las  trasmisiones  de 
dominio,  de  modo  que  las  le- 
yes que  rijfen  este  reiristro  son 
de  orden  público  y  su  infrac- 
ción vicia  de  nulidad  absoluta 
loe  aotos  ó  contratos  celebra- 
dos sin  sujeción  á  las  solemni- 
dades prescritas.  -  Cas.  12 
mayo  IH»   L  SB3 

KBOmKO  m  HABCUl 

1.  Derof/aetón.  -  FalHflcatíón-  - 
Marea  dé  fábrica.  -  Municipa- 
lidad.-Y.  Marea  défábrba. 
-(Niims.ly2).-0.  A.  lOno- 
viembrel9(i4  11.  4S 

RloiffTBO  DS  HIÑA.  -  V.  Mima. 

{Sfúma.  3  y  5.) 

bsivindicaciAh 

1.  Boraitra*.-  CiUuMn.-Comi- 

p^tmeia.  -  Decitián.  -  Pr^m- 
gamietUo.  -  Jtfrlamación.  - 
Uitra-peíüa.  -  Si  por  la  de- 
manda se  pide  la  restitución 
de  ciertas  pertenencias,  objeto 
de  tía  acción  reivindicatoría, 

Sor  haber  ocupado  loa  deman- 
ados  esas  propiedades  sin  ti- 
tulo alffuno  legal,  la  falta  de 
este  titulo  es  uno  de  los  fun- 
damentos de  la  acción,  pero 
no  es  la  acción  misma,  que  es 
la  reivindicatoría.  Por  consi- 
IFuiente,  contiene  la  detrisión 
del  asunto  controvertido  1n 
sentencia  que  falla  esta  acción, 
aunque  no  se  pronuncie  sobre 
la  validez  ó  nulidad  de  dichos 
títulos.  -  C.  A,  Cas.  3  enero 
IflOB   II.  88 

2.  Af/reeiaciifn.  -  Comprarmta, 
-PoMitión.  -  PretcrijKÍ¿n.  - 
Sociedad  roUctiva.  -  TUulo.- 
La  venta  de  cosa  agens  es  vá- 
lida entre  los  contratante, 
pero  lo  es  sin  perjuicio  de  los 
derechos  del  dueño,  no  extin-  '  . 
guidos  por  la  prescrípción, 
quien  puede  entablar  la  ao- 
dón  reivindicatoria  paiu  re- 
cuperar BU  CO!<a.  -  Cas .  A  no- 
viembre im  I.  164 

3.  Arrmdamtimto.  -  Imfn-oce- 
detnritt,  -  MmciÓH.  -  La  dispo- 
sición del  articulo  196'.!  del 
Código  Civil,  referente  á  las 
personas  que  están  obligadas 
a  respetar  d  arriendo,  no  es 
aplicable  al  reivíndicodor  de 
la  propiedad  arrendada,  aun- 
que el  airendador  demandado 
naya  reconocido  el  dominio 
del  reivindirador.  -  Cas.  29 
noviembre  1904   I.  236 

4.  Apretiacián  df  l"t  herhot.- 
Cotuidttrandoii,  -  Bttado  civü. 
-  Habiéndose  probado  por  toa 
demandantes  s»  calidad  de  he- 
rederos del  antiguo  dueño  de 
la  propiedad  que  reivindica,  y 
no  naoiendo  antecedentes  que 
establescan  que  la  indicada 
propiedad  haya  salido  legíti- 
mamente del  pwler  de  su  su- 
oesión,  por  adjudicación  A  al- 
guno lie  los  herederos  ó  por 
haberse  transferido  á  terceras 
personas,  procede  la  reivindi- 
owióncontm  el  actual  posee- 


dor qoe  no  jastiflcs  que  su 
vendedor  era  el  verdadmo  due- 
fio.-Ois.  SI  mayo  1905..- L  WS 


BBXATX 

Elcrttttra,  -  Bertamactón.  -  De- 
be llevarse  adelante  una  eje- 
cución iniciada  por  una  Muni- 
cipalidad que  ha  sacado  á  re- 

^  mate  anos  terrenos,  contra  el 
subastador  que  se  niega  A  fir- 
mar la  escrítura  pública  A  qne 
se  redujo  el  acta  de  remate; 
sirviendo  de  título  ejecutivo  a 
la  Municipalidad  una  tercera 
copia  de  esa  escritura  (Doc;trí- 
na  de  la  Coi-te  de  Apelacio- 
nes).-Ca8.6diciembrel9(H.  l.  21& 

RsinTNClA  de  prescripción.  -  V. 


1.  Dtcreto.-ImfuUo.  -  Obliga 
eiárt  natural.  -  PrfsiilerUf.  - 
Ia  facultad  qne  el  artículo  73 
i9i)  de  la  Constitución  conce- 
de al  Presidente  de  la  Bepd- 
blica  para  conceder  indultos 
particulares  cnn  acuerdo  dlí 
Consejo  de  Estado,  debe  ejer- 
citarse oonforme  a  loa  princi- 
pios generales  de  jurispruden- 
cia, respecto  á  los  reos  conde- 
nados por  sentencia  ejei-nto- 
ria,  ya  que  sólo  puede  haber 
perdón  de  las  penaü  que  real- 
mente han  sido  impuestas:  y 
tratándose  de  i-eos  ausentes 
no  hay  condenación  A  tirme, 
por  cuanto  Ioh  efectos  de  las 
sentencias  qupxe  dicten  en  ta- 
les casos  qiietlan  suspendidos 
por  el  hecho  de  la  presentación 
ó  aprehensión  de  loe  condena- 
dos, á  quienes  hay  que  enjui- 
ciar nuevamente  y  pronunciar 
un  segundo  fallo,  oontii-mando 
ó  moflilicando  el  anterior.- 

C.  A.  S  enero  1905   II.  14J 

2.  ^os  efectos  lejiales  del  decre- 
to de  indulto  del  Presidente 

■  de  la  República,  piieden  ser 
apreciados  por  los  Tribunales 
con  motivo  de  los  litigioH  que 
con  ocasión  de  él  se  susciten; 
y  cuando  ha  sido  expedido  en 
reemplaso  de  una  condena  cri- 
minal que  no  ha  sido  aplicada 
definitivamente,  no  es  bastan- 
te para  imponer  el  cumpli- 
miento de  oblipu;iones  esta- 
blecidas como  condición  del 
mismo  indulto,  ciialauiera  que 
sea  el  alcance  de  las  lacultades 
del  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca para  decietar  indultos  in- 
condicionales y  que  no  es  per- 
mitido calificar  a  los  Tribuna- 
les de  Justicia.  -  Mismo  faílo. 

3.  La  obligación  impuestaal  reo 
en  el  deci-eto  de  indulto  de 
constituir  una  renta  vitalicia 
A  favor  de  la  viiula  del  occiso 
por  un  capital  determinad» 
que  deberla  pasar  en  propie- 
dad absoluta  A  los  herederos 
de  la  viuda,  es  una  obligación 
natural  y,  en  consecuencia, 
él  indoltado  no  tiene  deredto 
para  repetir  las  pensionos  qne 
ha  pagado.  -  Mismo  foUth 
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BI80LDCI0N  DE  (XamUTO 
KintBKNUOlÓH 

AdwiinMraeián.  -  El  simpta 
administrador  6  mandatario 
do  un  establecimiento  indua- 
trial  de  una  íociedad,  no  n  el 
representante  lesa)  paia  los 
efttcloH  del  articulo  9."  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 
-C.  A.  23  septiemb»  1003 
 ; .   n,  12B 

BBVBBaHTAOiÓN,  (derecliode) 

CtmMinía.  -  Doevmentot.  - 
Obra  i>ia.  -  ParerUéseo.  -  Pa- 
troHato.-'En  laa  capellaniaB 
ó  anIvenuioB  de  miw  en  oae 
M  llama  al  goce  de  ellas  á  loa 
hijos  y  dcscendieiitet  de  los 
primeros  llamados,  debiendo 
preferir  el  clérigo  si  lo  hnbie- 
ra  dentro  de  la  linea  y  el  gi«- 
do  y  sefuirae  el  orden  de  euce- 
ción  de  la  fundoción  en  raso 
que  f  ueiu  interrumpido  por  es- 
ta causa,  loa  ^nentes  más 
próximos  del  primer  llamado, 
tienen  derecho  preferente  á 
los  parientes  más  próximos 
del  último  poseedor  que  tío 
son  sus  debcend lentes  legíti- 
mos, pues  con  arreglo  á  los  le- 

Kb6.»,  titulo  17,  Libro  X  de 
Novísima  Recopilación  que 
esla  4UdeToi'o  y  9."  del  mismo 
titulo  V  Libro  ele  ia  Novísima 
Becopilsción,  aunque  el  hijo 
m^or  muera  en  vida  del  te- 
nedor <lel  roayoiutgo,  si  dejare 
hijo  ó  nieto  ó  tí  encendiente  le- 

Íitimo, estos  descendientes  del 
ijo  mayor  por  su  orden  pretie- 
ren al  nijo  segunrlo  y  repre- 
sentan, las  personas  de  sus  pa- 
dree. Esta  sucesión  por  dere- 
cho de  representanón  es  la 
misma  que  establece  el  articu- 
lo 2045  del  Código  Civil.  -  Cas. 
9  mayo  1805   I.  331 

BUQCERIMIBNTO 

1 .  Ajir^riari^n  dn  lo$  heehoa,  — 
Iiftfado.  -  Mora.  -  Píuzo.- 
Termino.-Y.  J/oni.-Xúms. 
ly:.'.-Ca8.lOjDliolSO(      L  5 

2.  f'irma.  -  Afora.  -  RtsDhicíÓn, 
SantamUwto.  -  StnttTieia.  -  V. 
Mora.  -  Múm.  .3.  -  Cas.  19 
agostolflW...    l.  63 

3.  Arrentiamitinto.—Casaci¿n.— 
CotttriburiCn. —  Mora.  -  Mul- 
ta. -V.  Mora.  -Núma.  4  y5.- 
Cas.  26  octubre  1904   I.  IfiO 

Bequisitobu  doextradioióo.— 

V.  Etlradición. 

BttUIBióN.-V.  KuNdad. 

BB80LUC1ÓN  DE  COKTUIO 

1,  Firma.  -  Mora.  -  Sequ4>ri' 
miento.  -  Sntt^amimio.  -  Sm- 
ttncia.  -  Habiéndose  cancela- 
do el  gravamen  que  motivaba 
la  demanda,  antes  de  la  sen- 
cía  de  primera  instancia,  no 
proueile  la  resolución  del  con- 
trato pedida  por  no  haberse 
hecho  la  cancelación. 

Tampoco  procede  ostaresola- 
eión  por  mom  en  la  obligaeidn 
del  vendedor  de  anear  1»  e»- 
m  vendida,  ya  que  eita  obU- 


BETENCIOX 

gaeión  no  tiene  un  término  fe- 
tal y  perentorio  denti\>  dol 
cual  deba  indispensablemen- 
te cumplirse,  so  pena  de  que- 
dar eoii>«títu  do  en  mora,  sin 
necesidad  de  requerimiento 
judicial  y  por  el  solo  ministe- 
rio de  la  ley.  No  habiéndose 
estipulado  expresamente  pía* 
so  y  no  fiiendo  aplicable  la  dis- 
posición del  número  2."  del  ar- 
tículo 1A51  del  Código  Civil,  es 
necesario  requerimiento  jttcli- 
dal.  Si  no  lo  ha  habido,  no 
hav  mora  y  no  procede  la  reso- 
ladóii.-díis.  19  agoato  1904 

 rr.   I.  63 

S.  Arrendamiénto.  -  liuienmh 
soeffffl.  -  OmÍtí¿H.—PMÍuMot. 
-  Pedida  por  ambas  partes  la 
resolusión  de  un  contrato  de 
arrendamiento,  ha  lugar  á 
ella.  Si  no  existe  prnebadeloa 
perjuicios  causeaos,  no  hay 
derecho  á  indemnización.  - 
Gas.  6  junio  1906   I.  406 

Bl8FOICflABIIJDjtJ>.-Y.  Oiaut- 
dOao. 

1.  Acción  poj'Vtar.  -  Atiar- 
dfí»  municipaUg.  —  Competm- 
cítí.-La  acción  popular  qna 
concede  el  articulo  m  de  la  ley 
de  22  de  diciembre  de  1891  no 
excluye  la  acción  para  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  ci- 
vil de  los  municipales  que  ce- 
lebran un  acuerdo  ilegal,  ac- 
ción que  puede  hacerse  efecti- 
va ante  el  juez  respectivo. - 

C.  A.  IS  junio  1904   II.  106 

2.  Comisionitía.  -  Corretlvr.  - 
£1  comisionista  que  obm  en 
nombre  propio  es  responcable 
del  cumplimiento  del  contra- 
to, salvo  que  declare  más  tar- 
de por  cuenta dcquién  celtbra 
el  contrato  ó  pruebe  uue  su 
comitente  se  ha  entendido  di- 
reotunente  con  el  comprador. 
El  comisionista  debe  rendir 
cuenta  de  bu  administración 
inmediatamente  y  reintegrar 
al  comitente  el  saldo  de  precio, 
siendo  responsable  de  su  ne- 
gligencia. -  Cas.  21  marso  1906 
  I.  345 

BB^PUNfABlLIDAD  del  Fisco.- 
V.  FUeo. 

BETBNCIÓN 

1.  InttreM.  -  Medidas  precau- 
toria», -  Las  medidas  precau- 
torias (reteccicn)  sólo  tienen 
por  objeto  i'cspondcr  á  las  re- 
sultandel  juicio  y  no  impoitau 
prejutggoníento  de  las  cuestio- 
nes oae  en  él  se  ventilan,  sien- 
do facultativo  del  Tribunal 
que  conoce  del  litigio  hacerlas 
cesai-  ó  moditicarlas.-  C.  A, 
27octubre  1904   II.  68 

2.  La  retención  de  valores  para 
responder  ¿  las  resultas  del 
pleito  no  constituye  á  dichos 
valores  en  prenda,  ni  da  dere- 
cho al  acreedor  pata  retener 
por  este  solo  hecho  los  intere- 
ses quo  esto  capítol  produzca, 

nsto  que  el  titulo  IT  del  li- 
III  del  Código  de  Proce- 
diamnto  Civil  se  refiere  al  de- 
recho real  de  retendón,  y  ■os 


KIVISIOK  47 

disposiciones  no  pueden  apli- 
carse á  los  casos  previstos  en 
el  titulo  IV  del  libro  II  del 
mismo  Código,  y,  por  otm 
parte,  el  articulo  697  de  dicho 
Código  equipara  la  retención 
á  la  mpoteca,  y  á  la  prenda 
sólo  jnra  los  efectos  de  su  rea- 
lización y  de  la  preferenuia  en 
fuvordelos  créditos  que  ga- 
rantiza.--Mismo  fallo. 

3.  Contradictor  Ugitímo.  -  Cota 
judiada.  -  Dtuda  Utquida.  - 
Mtdidat  prteautoriat,  ~  TUu- 
lo  t!jeetUivo.~Y.  Medida»  pre- 
cflKÍoriaí  (N.o  2)  Cas.  23  no- 
viembre 1004   IL  171 

4.  Improe»d»neía*  ~  Medida» 
precautoria».  -  ProhMcÜn.  - 
Sentétirla.-  Las  resoluciones 
sobre  retención  son  esencial- 
mente provisionales  y  no  pro- 
cede respecto  de  ellas  el  i-ecur- 
so  de  casación.  -  Cas.  2  mayo 
1906   1.  342 

BKiBOAcnTiDAD.  -  V.  lífetio 
retroactivo. 


REVIPIÚN 


Co»a  juzgada.  -  Derfc/io  adqui- 
rido. -  JS/ecto  rHrorictivo.  - 
Mentura.  -  Salitrera.  -  Sen- 
tencia. -  Pronunciada  una  sen- 
tencia antes  de  la  vigencia  del 
Código  de  Prore<l  i  miento  Ci- 
vil, y  habiendo  dicha  senten- 
cia, con  arcglo  á  la  ley  20,  ti- 
tulo 22  de  la  Partida  3.»  que 
regia  en  esa  fecha,  pasado  en 
autoridad  de  cof=a  juzgada 
con  sólo  su  notificación  a  las 
partes  contendientes,  los  de- 
rachos  declarados  por  dicha 
sentencia  qurdaron  tirmes  y 
detinitivamente  adquiridos  ba- 
jo el  imperio  de  la  ley  vigente 
a  la  saxón;  y  dejarían  de  ser 
tales  bajo  el  imperio  de  esa 
le^  si  pudiera  ser  roformada 
ó  invali<lada  por  medios  ó  vias 
que  establece  ona  ley  nueva  y 
noadmitfa  la  antigua;  y  por 
lo  tanto,  no  pueden  invocarse 
en  BU  contra  las  di^tpnsícioiies 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  mío  ha  establecido  el  re- 
curso de  revisión,  sin  darles 
efecto  i'etroactivo.  Aun  en  el 
supuesto  de  que  los  medios 
creados  por  la  ley  para  impug- 
nar un  fallo  pudieron  ualin- 
carse  de  realas  concernientes 
á  la  ordenación  ó  mera  rituali- 
dad del  juicio,  y  no  como  dis- 
posiciones que  afectan  al  fon- 
do deldf  recQO,  tampoco  serian 
aplicables  los  disposiciones  de 
dicho  Código,  porque  una  sen- 
tencia dictoda  antes  de  su  vi- 

fencin  estaría  compi'Ondida 
entro  de  la  excepción  del  ar- 
ticulo 24  de  la  ley  <le  7  de  oc- 
tubre <le  1861,  que  es  una  con- 
firmación del  principio  de  que 
"la  ley  puede  sólo  disponer 
para  lo  futuro  y  no  tendrá  ja 
más  efecto  retroactivo",  ya 
que  la  sentencia  es  mas  que 
unaactoación  iniciada,  es  ac- 
to procesal  eomideto.-  Ber. 
Magosto  1901  L  SB 
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RÍO 

Jínián  jio¡)a¡'ir.-  Birnt4  narío- 
mtlft.~(-nw.-  (fhra  HUfra. 
~  V.H  ]ii-o)iiIri(l()  confltniír  xin 
permiso  lU-  autoridad  olira  al- 
ffiina  solire  hiit  oalleu,  plazas  y 
doniás  liieores  de  prop¡e<Iaa 
nacional,  romo  lo  son  fon  ríos 
y  suB  lecliosqne  la  ley  enume- 
ra entre  Ioh  bienes  nacionales 
óe  UNO  jmbliro;  y  es  igualmen- 
te prohi))i(lo  hacer  ratacadaa, 
pftredes  ü  otra»  laboi-es  que 
tuerzan  la  flirerctón  do  las 
Af^uati,  (lo  manera  que  se  de- 
irameii  sobre  el  suelo  aj^no; 
por  cousijíiúeutc,  aunque  laa 
obras  quo  el  propietario  ribe- 
nuio  ejecuta  en  ol  ciiuce  <1e  un 
río  tenpan  i»or  objeto  la  pro- 
tección lio  au  hrmlad,  debe 
obtener  el  pL'rmiso  i-oquerido 
uor  la  ley  ■■  eji'cutarlaa  de  mo- 
<lo  que  no  iLiñen  laa  propieda- 
des fie  la  ril>era  opuesta. - 
C.  A.  10  mayo  1004  ....    11.  138 

2.  Ia  acción  jiopular  que  oonoe- 
«le  el  ni'ti'  iiln  9.ÍS  del  (Vxlifo 
Civil, no  refioi-ea  lo.s  luctiresde 
luo  público,  coiuo  calles,  pla- 
na y  caminos,  y  para  la  sej^i- 
rida<l  de  Iuk  que  ti-ansitau  por 
ellos  y  no  üs  aplicable  á  las 
obnts  qut'  HC  ejecutan  en  un 
rio  por  un  propietario  ribera- 
no.-Mismo  fallo. 

SALARIOS 

L  Adminiatrador.  -  Oatari<ht  fn 
laforuia.-  Firma.  -  Itutru- 
menlo  príraifo.  -  Pat/iirr'.- 
Prfuuiii  ii'it  -  PrmrritM-hiu. - 
Pritrí'U.  -  E8table<'ido  el  he- 
cho «lo  qne  la  ailministmción 
del  íundo  «e  ejercía  con  ari-o- 
gloá  las  órtlcues  imp^irtidas 
semanalmento  ul  aílministra- 
dor.  hay  nici  ito  para  estimar 
"depentlientc"  áést»sy,on  coii- 
mcueiicia,  la  acción  ¿a,n.  el  co- 
bro de  •HU!'  s;ilnrinri  pii*M-ribe 
con  arreglo  al  articulo  iVÍ  J  en 
doH  ai^O!'.  -  Ca».  21  diciembre 
V»)i   I-  ±!3 

2.  ('oiiiptfniria.  -  Enunin'hf.- 
Juri.i'iii^iOii.  -  ilfifliiln  liimh 
ptintiii'i.  ■  yitliflad.-  Tratan- 
aose  de  un  contrato  de  engan- 
che celebrado  en  país  evtran- 
jeroy  deeíectosexigible;*  sólo 
en  el  extranjei-o,  prinñpal- 
mente  en  lo  relativo  al  robro 
de  salarios,  el  juci  del  pntTto 
chileno  cu  que  se  enenentro  un 
buque  mercante  extranjero  no 
es  comirt'tüiitt.'  iKira  conocer  de 
un  juicio  Hobre  cobro  <)e  ¡«ila- 
rlOB  pfomovidoantcól  portirs 
niarinei'os  de  dieho  buque  con- 
tra el  capitán  del  mismo.  ~ 
C.  A.10  RiayoigM   11.  150 

SAUTKBK48 

1.  Cota  juzgada.— Drr^rho  ad- 
quMdu.  ~  Effdii  rfiroadivo. 

-  M^umm.-RfrisiM.  —Sfn- 
teMin,-V.  TfcrííWtí-Rov.  16 
agosto  190(   I.  29 

2  Ajirirlariiin  dn  lox  Iifühos.  - 
Litis-'-.onlviilefián.  -  MrruHra. 

-  PrfícripríM.  -  Ühicañóti. — 
V.  Mttuara  (Núms.  2.  »  y  4). 
-Cas.  esoptiembre  19M..  I.  58 


3.  Cabida,  ~  Comunidad.  - 
rechii  rfal.  -  Dfufiwf'h;  -  h/t-e- 
to  rrfroartÍiH>.  -  Mninurn.  ~ 
Pr^iirrÍ¡KÍ  '■«,  -  V.  MftmHrti. 
(Niim.-^.r>.6.7ySl.-(.'.  A. 

enero  litft>  II.  97 

4.  Cam<ión  «ntn /orina.— Coad- 
j/ura)df.  -  Ci'HuidirandiiH.  — 
Ift-nunria.  -  Sfiitfw¡<i .  -  El  de- 
nunciante de  salitreiTis  como 
bienes  tiwales,  tiene  dereehoá 
ser  conHideriwlo  p  irte  coadyu- 
vante en  el  juicio. -Can.  26 
mayo  IflOÓ   I.  401 

SANBAIIIICNTO.-V.  Erícri^H. 


BRC&eTAIlIO 


1 .  Carpo.  -  Lista  de  t^^irioi.  - 
Minuta.  -  Plazo.  -  l'rti*''».  - 
Tr*(iij<iii.~Y.9,  conip't-nto  pa- 
ra ¡«oner  trartro  «ii  iui:i  iiiinut.i 
y  lista  de  ti»stig')s  prei«.- ufados 
en  ^'uicio  ordinario,  un  secre- 
tario que  no  es  el  de  In  caum, 
en  ausencia  del  seci-etario  do 
la  causa,  si  dicha  pre:íent  icióu 
ha  tenido  lugar  antes  de  l:is 
doce  de  la  noche  del  últim<) 
día  del  plazo.  For  t-onsiifuicii- 
te  es  valida  dicha  pivsenta- 
ción. -C  A.  17  de  (íiciemhre 
1904   11.  82 

2.  Inforvmeión  aiiimiria.  -  .Vi- 
ni^itro  df  /*.-  Pritf^ia.  —  Hf- 
irnj}tnr.  -  Hn  las  informncionev 
sumarías  delte  actuar  el  secre- 
tario de  la  l  ausa  y  no  un  re- 
ceptor, pues  el  procedimiento 
oniinario  qn»;  fe¿ún  el  artícu- 
lo 3."  del  tJódiyo  do  Procedi- 
miento Civil  detn»  aplii'arHe  en 
toilas  la.**  j^stionoH,  trÁmitos  y 
actuaciones  que  no  e:iti<u  co- 
metidos li  unx  D'gli  expeciíU; 
es  que  las  actuaciones  deben 
ser  antorimdas  por  el  socreta- 
rio  de  la  causa,  siendo  la  ex- 
cepción loH  auilieiicia'<de  prue- 
ba. En  general  el  Código  de 
P  roce  l  i  mié  uto  Civil  hit  cuida- 
do de  indicar  en  cada  caoo  en 
que  lo  lia  creido  neceniirio  que 
la  pinieba  se  rinda  conforme 
al  procedimiento  especial  que 
etttAblwe  para  el  juicio  oi-di- 
nario,  óseaon  audiencia  pú- 
blica y  sirviendo  de  actuario 
un  receptor,  lo  que  no  estable- 
ce respecto  de  las  inforraacio- 
nes  sumirías,  las  cuales,  por 
lo  tanto,  doben  quedar  some- 
tidas á  la  regla  funeral  de  las 
actuaciones  judiciales. -O.  A. 

9  junio  1904    II.  I2t 


SEGURO 


1.  Aeiso.-Sfuión.  -  Formaliza- 
cÍón.-Improefd^ncia.-Plaio. 
Pélita.  -  Cuando  en  el  aej^iiro 
contra  incendio  se  conviene 
que  el  asegurado  t«nga  la  obli- 
gación de  dar  avi^io  á  la  Com- 
ñia  asegunulora  de  cualquier 
otro  seguro  que  en  adelante 
efectúe  oí  asegurado  sobre  la 
misma  cosa  asegurada,  es  apli- 
cable la  sanción  establecida 
en  el  mismo,  si  no  se  da  cimi' 

Ílimíento  á  dicha  obligación. 
¡1  traspaso  ó  cesión  de  la  pó- 


liza no  importa  una  mutación 
de  la  pei-sona  aHegurada  sino 
una  garantía  dada  por  ésta  i 
su  ocreetlor.— Caí.  IHseptían- 
breHKH   I.  73 

2.  Contrato .  -  índtmnizarUn.  - 
Lty  drí  contrato.  -  El  seguróos 
un  contmto  de  mera  inuemni- 
sacióu  que  no  pueile  ser  jamas 
O'.'asióii  de  una  ganancia  para 
el  asegurado,  i-oxón  por  la  c«!Ü 
el  asomirador  no  puede  ser 
obligado  á  pagar  sino  el  valor 
do  la  pérdida  i*ealment«  expe- 
rimentarla por  el  asegurado  y. 
por  consiguiente,  para  ta  eetí- 
maciún  <le  la  pt-rdida  sufrida 
debe  tomarse  como  base  el  va- 
lor de  Ion  objetos  afe;n>nMlns 
en  el  momento  del  siniestro, 
con  deilucción  del  valor  apre- 
ciablc  que  tengan  los  despo- 
jos. 

No  infringe  el  articulo  iliS 
la  sent>-u''ia  que  d  v  lu;r-^r  á 
una  de  bis  pi'tíciones  de  la 
parto  donmnd.»la,  fnrmiil  ida 
con  el  cai-a^ter  de  Dievía  y  do 
acepta  l.a  formul.idaen  se;^n- 
do  t4!>rtnÍno  para  que  so  le  per- 
mita, conforme  li  una  do  las 
cláusulas  del  contrato,  optar 
por  la  fiicultad  de  re-^uplisir 
las  espei'icK  perdidas,  reedifi- 
cando IiH  editiciofi  incendiados 
-Cas.  21  octubre  líKH  ...  I.  13 

3.  Caiigal.  -  iMfto.  -  Pólizu.  - 
Prrxr.ripciiin.  -  Bfuunria.  - 
Siii'-idio.-hA  pólixa  proviso- 
ria ó  temporal  del  seguro  de 
Wda  otorgada  por  cuatro  me- 
ses, mtcutrns  se  consulta  ala 
ofic  na  principal,  es  vAli'lay 
obligad  la  Gompal^ia  si  du- 
rante ese  plazo  ocurre  el  si- 
niestro. -  C'ívs.  16  septiembre 
1904    I.  28 

4.  La  póliza  de  acumulación  en* 
bre  to<la  cla-je  de  l  iesgos,  y 
su  cláusnia  de  no  tenor  ix'strio- 
ción  alguna  por  genero  de  ri- 
da  ó  cau*a  de  muert<i,  com- 
prende aun  el  suicidio  del  ase- 
gurado, salvo  el  caso  de  'lolo 
por  parte  del  asegiitíido  á  la 
celi-bi-ación  del  contrato.  I* 
póÜKi  de  acumulai-ión  se  rige 

Sor  las  disposiciones  generales 
e  los  cont'Utos,  de  acuerdo 
con  lo  dis|(iiesto  en  el  articu- 
lo 51S  del  Cóiligo  de  Comeiwo 
y,  en  consecuencia,  no  puede 
aplicirneíe  el  articulo  del 
mismo  <'il<Ugo  quo  i-es  'inde  «I 
seguro  de  vida  del  suicida.  - 
Mismo  ñillo, 

5.  Las  disposiciones  ó  condicio- 
nes de  la  solicitud  de  seguro, 
no  comprendidas  en  la  polim, 

2ue  es  el  contrato,  no  obligan 
las  partes,  -  Mismo  fallo. 

6.  La  prescripción  de  corto  pla- 
zo estipulada  por  los  contra- 
tantes lio  afecta  al  beneñcta- 
rlo  de  la  póliia,  <iue  no  suscri- 
be la  estipulación,  y  sólo  pue- 
de renunciarse  después  de 
cumplida,  de  acuer<Io  con  lo 
estaolecido  en  al  artículo  21M 
del  Código  Civil.  -  Uismo  &- 

no. 

7.  AlhacAa.  -  Aprtriarián  d»  íot 
herhoB.  —  Comunidad, —  Proki- 
bieióH.  -  El  heredero  que  con- 
trata nn  seguro,  siendo  4  la 
Tsi  albaoea  tenedor  de  MeneSf 
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5rooede  «□  luo  de  «lu  &ciilta- 
na  de  tal  y  el  seguro  m  en- 
tiende en  Mneticto  de  la  oo- 
munidad  aanque  no8eex|nre- 
se  esta  circunstancia  en  la  pó- 
lita,  no  siendo  nooesario  poder 
especial  para  contratai'  ol  se- 
guro. -  Cas.  27  didembra  1901 

  I.  282 

8.  Una  prohibición  do  enajenar 
nn  e"  un  olwtdcalo  para  con- 
tratar on  seguro.  -  Mismo  fa- 
llo. 

1).  Aeei¿n  nuuMit.  -  CompeUmeta. 

-  lirelimitoria.  -  DomietUo. 
- Pn-nOnalUlad jurídica  -Un 
contrato  de  seguro  coatrain' 
oendio  celebrado  oon  el  agen- 
te do  una  compaüia  residente 
en  Iqniqiie,  sobre  mercaderías 
exiatentet  en  la  misma  ciudad, 
da  derecho  al  as^urado  para 
dcmFindai-  el  pago  de  la  canti- 
dad asegaiuda  ante  el  juex  do 
do  Iquique;  y  no  es  un  obs- 
táculo para  ello  la  ileclaracián 
cnnaiKniula  en  uno  de  los  ar- 
-tieulos  (le  la  pólisa  sobre  que 
el  domicilio  de  la  Compañía 
es  Santiago,  porque  la  regla 
especial  o  de  excepción  con- 
signada en  ol  articulo  ¿20  de 
la  Loy  de  Organiiacióo  y  Atri- 
buciones de  los  Tribunales 
prevalece  sobra  la  regla  gene- 
ral del  articulo  212  de  la  mis- 
ma ley.  -  O.  A.  7  abril  1901  II.  167 

nMTUfOlA 

I.  Oo$a  jnsffadiu~I)9rteho  ad- 
quirido. ~  SftfAo  rttroaetivo. 

-  iÍ0ntura.  -  Jtmuián.  -  8ati- 
trara.  -  Loa  recursos  ó  vías  le- 
gales pa^ra  obtener  la  reforma, 
revocación  ó  innlidaolón  de 
ana  sentencia,  deben  sor  con- 
flideradoa  como  condiciones  de 
au  existencia  ó  validez,  inhe- 
rentes á  ella,  ^  que  por  lo  mis- 
mo ion  roffidoa  fgaalmente 
por  la  ley  vigente  á  la  feoba  de 
su  prontniciamiento.  Pronun- 
ciada una  B-'ntemria  antea  de 
la  vii^ncia  de)  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  y  habiendo 
dicha  sentencia,  con  arrecio  4 
la  ley  titulo  22  de  la  I^rti- 
da  3.'  que  regia  en  esa  feclia, 
pasado  en  autoridad  de  cosa 
juagada  con  solo  au  notifica- 
ción i  las  partes  contendien- 
tes, los  derechos  decluadoi 
por  dicha  sentencia  quedaron 
firmee  y  doñiiitivamente  nd- 
quirídos  bajo  el  imperio  de  la 
ley  vigente  á  laHazonsy  deja- 
rían de  ser  tales  bajo  d  im- 
perio de  esa  ley  ai  pudiera  aer 
reformada  ó  invalidada  por 
medios  ó  viaa  que  establece 
una  ley  nuera  y  no  adínltia  la 
«ntigna  y.  por  lo  tanto,  no 

Cieden  invouarae  on  su  contra 
■dUposicionesdol  Ctídigode 
Proceai  miento  Civil  que  hae»- 
tablecido  el  recurso  de  rerl- 
aión,  sin  daries  efecto  retroac- 
tivo. Aun  en  el  eopuflato  4e 

![iie  Um  medioe  ereaaoe  por  la 
ey  para  impugnar  on  &llo  pu- 
dieran oalifioarse  de  re^M 
concernientes  á  la  ordonamn 
ó  mera  ritaalMad  del  iuMo  y 
no  como  dimetcionM  que 
«iBetan  al  fondo  del  daraeno, 

13 


8ENTEMCTA  CONnBJIATOKU 

tampooe  serian  aplicables  loa 
dispoeicionea  de  dicho  Código, 
porque  una  sentencia  dictada 
anteado  su  vigencia  eatoria 
comprendida  dentro  de  la 
excepción  del  artículo  '2i  de 
la  ley  de  7  de  octubre  de  1S61, 
que  ea  una  confirmación  <1el 
principio  de  que  "la  ley  pue- 
de sólo  diapontir  para  lo  futu- 
ro y  no  tendrá  jamáa  efecto 
retroactivo",  ya  que  lasenten- 
tenofa  mis  que  luia  aotiia* 
ción  iniciada,  es  acto  procesal 
completo.  -  Rev.  16  agosto 
lí»4  I.  25 

2.  Firma.  -  Mora.  -  Requeri- 
mietUo.  -Sanaand^nto.  -  Acor- 
dada una  sentencia  por  \m 
siete  ministros  que  intervinie- 
ron en  la  oauHa  y  autorizada 
y  notiticada  íimobidamente 
antes  que  la  hubiesen  Hrmado 
dos  de  ellos,  puede  el  Tribunal 
que  la  dictó  declarar  en  una 
nueva  sentencia  firmada  por 
los  siete  ministros  que  la  pri- 
mera debe  entendei-»e  tírma<la 
también  por  aouelloa  doa  cu- 
ya Arma  se  omitió.  -  Cos.  27 
airoato  19M  I.  53 

3.  RtidataaeiM.  -  Cuando  los  vi- 
cios que  se  invoi«n  como  fun- 
damento de  casación  contra  la 
sentencia  de  segunda  instan- 
cia se  hubieren  cometido  en 
la  de  primera  y  dichos  ricioa 
no  hubieran  aido  observados  y 
reclamados  ejercitando  todoa 
loe  recursos  legkles,  no  es  lici- 
to invocarlos  contra  la  senten- 
cia del  Tribunal  de  Apelacio- 
nes que  se  limita  A  confirmar 
lisa  y  llanamente  el  fallo  da 
primera  initanoisL  ~  Oas.  18 
noviembre  1901   I.  99 

4.  AaeUUnU.  ~  CuaH-^éHto.  — 
Dítíio.  -  Imprtuimria.  -  Áfinit- 
tro.  -OmMón.-  PurjulHo».  - 
La  omisión  del  nombra  del 
Hiniitro  que  redactó  la  aen- 
tenda,  no  ee  causal  de  caía- 
clón  en  la  forma.  -  Cas.  25  oc- 
tubre 1904   I.  141 

5.  Ctuaelántn  Ia/brma.~Com- 
pttéiula,  -  Ctrneuno.  -  Qulg- 
ora.  -  BeeutoeU».  -  lü  Jnet  re- 
cusado para  conocer  en  la 
quiebra  es  incompetente  para 
conocer  en  todos  y  cada  uno 
de  los  juicios  que  seacumulan, 
y  es  nula  la  sentencia  que  en 
onalqniera  de  elloa  dicte. - 
O.A.C!M.6abrUUI»4.....  U.  160 

SBOTaNOIA  DB  ORADOS 

Crédito.  -  ImfmgnacUin.  -  Pnri- 
to.  -  Qttiábra.  ~  Sobre  cada 
crédito  impugnado  debe  for- 
marse en  la  quiebra  piera  ae- 
ftarada  sólo  beata  que  esté  en 
eatado  de  |>ronuncÍarse  sen- 
tencia d^nitiva;  y  una  vei 
trascurrido  el  término  deem- 
planmiento  de  los  acreedo- 
res auaeates,  se  dicta  una  sen- 
teausia  única,  qne  es  la  de  gra- 
dea. -O.  A.  4  jimfo  1904..:i[.  140 

ninuoiA  coNnuiATOBU 

L  AaeidmtÉ.  ~  OmatttMtt».- 
Me.  -  Imjmulmu^  -  M*- 
hMto.  -  OMisMk  -  Ainf  Nietoa 
-Vo  ea  uolaUo  la  eentenoto 


SBITRNCTA  SEFmmVA  49 

del  Tribunal  de  Alzada  que, 
aunque  suprime  una  cita  legal 
y  varios  números  de  los  oonsi* 
derandos  del  fallo  de  primera 
inatAncia.  loconñma  no  obs- 
tante, reduciendo  sólo  ia  can- 
tidad en  que  se  habia  fijado  e) 
ralor  de  los  perjuicios  que  ae 
demandaban. -Cas.  25  oetu- 

bré  1«M   I.  141 

2.  Caiai:i6n  en  la  forma.  -  Coad- 
uHvanté.  -  ConMidrranflo$. 
DtnwKia.  -  Sata^tra».  —  La 
sentencia  de  segunda  instan- 
cia que  confirma  In  de  prime- 
ra, con  decinración  de  qne 
el  Fisco  no  está  obligado  á  li- 
tigar como  demandante,  sin 
perjuicio  de  tos  derechos  quo 
se  puedan  hacer  valer  con 
arreglo  al  articulo  22  del  C('i- 
digo  de  Procedimiento  Civil, 
en  una  denuncia  semejante, 
raodifíra  sustjvncialmetittf  la 
de  primera  instancia,  que 
mandaba  tener  al  Pisco  como 
demandante.  La  sentencia  <(e 
segunda  instancia  que  modifi- 
ca la  de  primera  debe  consig- 
nar la»  consideraciones  de  he- 
cho y  de  derecho  y  los  leye«  ó 
principios  de  equitlad  en  qne 
Re  base  el  fallo  contrario  al  de 
primeni,  so  pona  de  nulidad.  - 
Cos.  26  mayo  im5   I.  404 

BEKTBNCIA  DEFUTITIVA 

1.  ¿íftrfo  rtitroaelivo.  -  Kotifiva- 
«■í<>n.- Iniciado  el  juicio  ante» 
de  la  vigencia  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  no  es 
aplicable  «I  articulo  63  de  di- 
cho Código  en  orden  ¿la  noti- 
ficación por  el  estado  de  la 
sentencia  deftnitira  annque  la 
persona  A  quien  se  notinca  y 
que  ha  entrado  al  juicio  con 
posterioridad  &  m  vigencia  no 
naya  hecho  la  designación 
prevenida  en  el  articulo 

C.  A.  -¿4  septieiobra  IMH  ..  IL  5B 

2.  ArbUradoT.  -  Cataclán.  - 
Citaeíén,  -D»euméntoa.-P*'-- 
jnitioa.  -  Pron«tmeia.  -  lAdo- 
terminaoión  de  la  cantidad  li- 
quida míe  en  razón  de  perjni- 
oios  deoe  pagar  la  parte  ven- 
cida en  virtud  de  la  sentencia 
que  declara  resuelto  un  con- 
trato 7  según  la  onal  el  Arbi- 
tro ae  reeervó  esa  drterailna- 
ción,  para  i-es<dverla  con  poe- 
teriondod  con  el  mérito  de 
autos  y  el  informe  de  un  peri- 
to, es  unw  parte  del  &llo  defi- 
nitivo reforme  al  articulo  190 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  carActer  qne  tamlüén  le 
corresponde  deade  que  la  ffja- 
dón  de  esos  perjnidoe  paidm 
■er  materia  de  un  jnieio  onll- 
nario  distinto  A  lo  qne  se  agra- 
ga  que  la  ejecución  de  una 
sentencia  que  ordena  el  cura- 

SUmiwito  de  nna  obligación 
e  dar,  se  sujeta  A  loe  trAmi- 
tea  del  juicio  ejecutivo  en  lee 
(Malea  ea  procedente  el  reenr- 
'  aodecaaaclón.-C.  A.  oas.  2S 

didembra  1904   IL  Ift 

S.  jnniM.-OmMrfn.-lA  árma 
de  tres  Htnietroi  Uuta,  con- 
forme al  artíualo  170  del  V^f 
digo  de  Procedfaniento  ÜivHt 
pam  aonddomr  el  acto  jwM* 
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dal  como  aenteociadeflnitiTa. 
LÍthlta  de  firma  de  uno  de 
loe  cu&tro  MiiiÍBtroi  que  oon- 
cumeron  á  la  vista  déla  causa 
y  al  acuerdo  de  la  sentencia, 
constituye  uno  de  loe  ricioi 
que  autorizaría  para  interpo- 
ner recui-no  de  casación  en  la 
forma  y,  poi-  lo  tanto,  debe  ser 
leclamado  dentro  del  plato 
l^l.-C.S.lHoctubrelStH  I.  117 
4.  ApreciadJn  de  los  hnhoa.  - 
Cattieidn.  —  Cetacidn  de  pago». 

-  Crédito.  -  Dmtda  girU.  - 
Qui«bra.  -  Dados  los  efectos 
que  la  ley  atribuye  á  la  decla- 
ración de  la  quiebra  y  A  la  ce- 
sación de  pagos  en  que  se  fun- 
da, debe  i-epiitai-se  dicha  de- 
claración como  sentencia  deñ- 
nítiva  Dará  lo«  efecto»  del  re- 
curso de  casación. -Cas.  12 
enero  19U6   I.  .110 

BL  CUaebíH.-  CorporacUin.  -  Im- 
pUeaneüí.  -  Ptrmmarta.  -  S«- 
damaciiin. -Tiene  el  carácter 
«le  detinitiva  la  sentencia  que 
para  fallar  un  articulo  de  in- 
contestación  de  la  demanda 
fundada  en  la  falta  de  perso- 
nería de  los  demandantes  para 
representará  lina corpofación, 
tiene  que  pronunciante  sobre 
la  constitución  misma  del  di- 
rectorio y  sobre  la  mlldez  ó 
nu1ida<l  ae  la  junta  c:eneral  do 
accionistas  de  donde  pi-ocede 
dicha  constitución.  -  Apel.  y 
Oa8.S4abrílyl0mayolH05. 1.  3S2 

6.  CUadanpara  mümcia.  -  Km- 
plaxitmü'nto.  -  ItHproredtaifíia. 

—  Notijktteián.  -  Reclama- 
eiM,  -  La  notificación  del  de- 
creto de  "ftutfw"  importa  la 
citación  para  oir  sentencia 
definitiva  en  scgnnda  instan- 
cia con  arreglo  a  los  artículos 
f3  y  446  del  Córlifro  de  Proce- 
dimiento Civil. -Cas.  19  oc- 
tubre 1901   I.  386 

7.  Cagacián  en  la  forma,  -  Con- 
Miderandot.  -  Omin<>n.  -  La 
sentencia  detinitiva  de  sefpin- 
da  instancia  que  al  confirmar 
la  de  primera  elimina  los  fun- 
damentos de  hecho  y  de  dere- 
choen  que  se  funda  una  de  las 
resoluciones  apeladas,  sin  ron- 
■ignor  otros  en  «u  reemplazo, 

•9  nula.  -  Coa.  19  mayo  1006.  t.  8W 

BlMTXNOU  ÍnterIocutoria..-Y. 
Imfirocédmeia  [l,  h). 

1.  Aprññacitfn  Hf  loa  htehot.  - 
CiUtUat.  ~  Erprugiin  tlti  agrá- 
vtot.  -  Maiutato.  -  JÜnliihul.  - 
Kl  trámite  de  la  expresión  de 
agravios  tiene  lugar  única- 
mente en  la  apelación  de  las 
sentencias  drtínitivos  y  no  en 
loi  interlocutorias  que  ponen 
término  i  una  cueatión  inci- 
dental, cualquiera  que'  sean 
loe  efectos  que  se  le  atríbu- 
yan.  Es  iiiteiiooutoria  la  sen- 
tencia que  declárala  oblijn- 
dón  dM  mandatario  de  rendir 
cuentas.  -  Cas,  2!  a^tosto 
1904  ...    I.,  41 

2.  Aeeiáa  ^«culítut.  -  Arrtm- 
dami«nlo.  -  Catofiiín.  -  Gof 
ta».  -  Mandato  judicial.  -  Ti- 
tuto  ^aciftlvo.  -  La  sentencia 
que  niesa  luftar  al  manda- 
miento de  einbuffio  es  intei^  - 


loootoña  que  haeeimpoaiUe 

la  continuación  del  jálelo  en 
forma  ejecutiva  y  procede  en 
su  contni  ol  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo.  -  Cos.  2  sep- 
tiembre 1904   X.  6< 

3.  Aeel^rifat.-Ca»aeiMdeq/t- 
eio.  -  ErircMn.  -  Improemi*^- 
fria.  -  (hni»i¿n.  -  El  recurso  de 
casación  sólo  se  concede  con- 
tra las  sentencias  dcfinitívos 
y  contra  las  intcrlocutorias 
cuando  ponen  término  al  jui- 
cio ó  hacffu  imposible  su  con- 
tinuación y  el  fallo  que  sus- 
pende los  efectos  de  otro  es 
interlocii torio,  que  lejoe  de 
tener  esta  aienificBCÍón  permi- 
te exurewniente  hacer  valer 
derecnoa.  -  Cos.  3  septiembi*e 
1904   L  69 

4.  Cofa  Juzgada.  —  ImproewUn- 
rto. -Opuesta  y  tramitada  la 
excepción  de  cosa  juzgada  co- 
mo dilatoria,  es  decir,  oonio 
mero  iticidcnte,  no  puede  es- 
timante como  detinitiva,  sino 
como  intorlocutoría  la  senten- 
cia que  la  resuelve.  Sentencia 
definitiva  es  la  que  pone  fin  & 
la  instancia  rcHolviendo  la 
cuestión  ó  asunto  que  ha  sido 
objetn  del  juicio,  y  la  senten- 
cia que  desecha  la  excepción 
indicada  no  resuelve  el  asun- 
to.-C.  A.  7  octubn-1904-IL  61 

5.  Losreqnisitosennmem'losen 
el  articulo  193  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  son  pora 
las  sentencias  definitivos  de 
primera  instancia  ó  de  segun- 
da que  modifítf  lien  ó  revoquen 
los  de  otros  tribunales.  El  re- 
cui-so  de  casación  en  la  forma 
no  proceflp  contra  sentoncias 
ínterlocutorias  sino  por  excep- 
ción, cuando  en  la  segunoa 
instancia  se  dictaren  sin  pre- 
vio emplazamiento  de  la  parte 
agraviada  ó  sin  señalarse  dia 
para  la  vista  de  la  causa.  - 
Mismo  fallo. 

6.  AptÍaciún.-Ca»aei¿n,-Com- 
parfcfineia.  -  I>e»«rcitin,  -  Ta- 
bla. -  Aun  cuando  por  regla 
goneml  sólo  se  conoede  el  re- 
curso de  casación  contra  loa 
sentencias  ínterlocutorias 
cuando  ponen  término  al  jui- 
cio ó  hacen  imposible  su  con- 
tinuación, caracteres  de  que 
carece  la  de  que  aquí  se  trat», 
el  recuno  de  casación  en  la 
forma  se  conce<le  también  por 
excepción  contra  toda  senten- 
cia interloeiitoria,  cualquiera 
que  sea  su  naturáleia,  cuando 
se  dicta  en  la  s^mda  Instan- 
cia sin  pravio  emplasamiento 
de  la  parte  agraviada  ó  sin 
señalar  día.  paiv  la  vista  de 
la  causa.  Bxistíendoi  estos  de- 
fectos la  sentencia  debo  ser 
anulada.  -  Cas  30  diciembre 
1904  \  L  296 

7.  ImjtrorMlenria.  r-  Mmiida» 
mrfOftUaríM.-  PrtthihtHAt. - 
JtubnirMn.—  Las  resoluciones 
sobre  medidas  pi-ecautorías 
son  esencialmente  ínterlocu- 
torias y  no  pi-ocede.  respecto 
de  ellas  el  recurso  de  casación 
por  no  haberse  notificmdo<  1» 
agregación  de- un  documento' 
en  segunda  instancia,  -Oos.  2 
mayol906   .W....L342 


8.  Abandomo  d»  la  üutanebt.  - 
(kuaeUm  «n  «I  /ómto.-D»r»- 
eho» proeetalea.  -  Sft^o  retro- 
activo. -  Pre»erittción.  -  1a 
sentencia  que  resuelve  la  inci- 
dencia sobre  abandono  de  la 
instancia,  aunque  ínterlocuto- 
río,  le  pone  término  y  de  un 
modo  definitivo  y  permanente 
resuelve  la  cuestión  que  ha 
sido  materia  de  ella;  y  reviste 

Sor  consiguiente  lais  caJida- 
es  exigidas  por  el  articulo 
979  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  para  que  pueda 
ser  atacada  por  el  recurso  de 

casación  en  el  fondo.  -  Gas.  

29  marxo  1903.  1.  377 

BBKVicioa 

1.  AprMiaciJn  dti  lo»  liécho».  - 
Cauaal.  -  Concuhina.  ~  Cria- 
do doméMieo.  -  Praertiteión. 

-  Tratándose  ura  serie  de 
servicios  ctmtinuos  y  no  inte- 
nnimpídon,  aceptados  por  el 
demandado,  la  obligación  de 
pagar  los  salarios  devengados 
senaoeexigiblo  desde  el  dia 
en  que  esos  servicios  cesaron; 
y  la  apreciación  que  hace  el 
tribunal  sentenciador  sobre 
la  continuidad  de  los  servicios, 
importa  una  meiu  aprecia- 
ción de  los  hechos  probatorios 
de  la  cansa  qu^esae  su  exclu- 
siva competencia. -Cas.  16  di- 
ciembrel904..  L  277 

2.  La  prescripción  deoorto  tiem- 
po (fel  articulo  252:!  dul  Códi- 
go Civil,  no  es  admisible  res- 
pecto de  un  conjunto  de  ser- 
vicios remunerados  por  su  iia- 
tui-aleia  y  que  ol  Tribunal 
avalúa  en  sit  totalidad.  -  Mis- 
mo fallo. 

3.  Habiendo  soHtenidoel  doman- 
dado  que  la  demandante  no 
le  prestó  Bcr\'ícios  como  cria- 
da doméstica  sino  como  con- 
cubiiia,  no  es  aplicable  la  did- 
poaición  dol  articulo  1995  del 
Código  Civil.  -  Mismo  fallo. 

SERVIurMBUB 

1.  Acut^lucto.  -  La  sei-vidumbi» 
de  acueducto  sólo  puede  recla- 
marla el  dueño  del  predio  que 
caresca  del  agua  necesaria  pa- 
ra el  cultivo  y,  por  lo  tanto, 
si  existe  un  canal  por  donde 
se  llo^-an  ya  las  aguas,  aun- 
cuando  fuera  útil  y  convenien- 
te constituir  en  otraforma.la 
servidumbre,  tal  considera- 
ción nó  es  bastante  para  limi- 
tar el  dominio  del  dueño  del 
predio  sirvientií  y  obligarlo  á 
soportar  contra  su  vouintaid 
una  serridUmbre  que  la  ley  no 
le  impone  sino  en  el  coso  de- 
qiie  el  predio  dominaste  ca- 
resca de  las  aguas .  necesarias 
paca  su  regMlioi-C.  A.  27  • 

£lHÜl90t    II.  ;71 

Si  AHo»  de  mera  iolpraneia,.-  ■ 
Agua».  ~  Aprecíae&n.  —  Bis- 

■  n«s.  -  CataeiM  «»     fondo.  -  - 
Ciandettinidad.  ~  ExenpdM. 

-  Ohrat.  —  Po»»ttáH.  -  Prm~ 
ertpetón.  -  Prueba..  ~-  Verti»»- 
í«.-El  derecho-qúeelartionT 
lo  834  del'  Código  Civil  comw 
de  olldudlo  ,<te  una!  herodad-  ' 


Digitized  by 


Google 


SOCnSIUD  COI.BCTIVA 


SOCIEDAD  GONTUOAL 


SUELDO  SI 


para  onr  de  las  agm»  de  dio 
públioo  que  corren  natuml' 
nwnte  por  ella,  «e  limita  teg&n 
el  articnlo  835  en  cuanto  el 
dacño  de  la  heredad  inferior 
haya  adquirido  por  pi-escrip- 
(iioii  ü  otro  título  el  derecho 
(1«  Hrviiiie  de  las  minnaB 
aguae.  La  prescripción  en  es- 
te caso,  será  de  diez  años  con- 
tados como  peía  adquirir  el 
dominio  y  correrá  desde  qae 
Be  hayan  construido  obras 
aparentes  destinadas  &  facíU* 
ter  ó  diririr  el  ddicenso  de  las 
uues  en  Ta  hereilnd  inferior. 
&te  precepto  es  aplicable,  se- 
fún  el  articulo  t^3ü  á  las  aeuae 
que  corren  por  entre  dos  he- 
ndadea.  -  Cas.  -H  juniol906  I.  382 

8lM>lCO 

Aprttiación  d»  ion  htcho».  -  €i- 
Uicien.  -  Conatr^a.  -  Crédito. 

-  Escriíura.  -  Bipotira.  - 
NovacUtt.-Flazu.-TLl  sindi- 
co ejerce  la  administración  d« 
los  bienes  conciirt'ados  y  le  co- 
rresponde, en  consecuencia, 
la  facultad  de  dar  en  an-enda- 
nlento  los  fundos  rústicos.  ~ 
Cos.  19  noviembre  lt(M....  I.  217 

fOCIKDAD  COLBCTITA 

1.  ApreeiaKiCt>,~  Compraventa. 

—  PottHón.  -  retrripción  .  - 
Seivindican¿n,  ~  Tiivio.  -  La 
ventado  cosa  ajena  es  válida 
entre  los  conti  atantes,  pero  lo 
es  sin  perjuicio  de  los  dere- 
chos del  áueüo,  no  cxtinfcui* 
doh  por  la  prencripción;  y  la 
Tenta  de  un  inmueblo  que  for- 
ma parte  del  haber  de  una  so- 
ciedad colectiva  mcixTontil  he- 
cha por  el  socio  administra- 
dor, no  puede  afectar  al  domi- 
nio de  los  demás  sgcios  sobre 
el  inmueble  vendido  en  la  pro- 
porción cnotatívs  que  con-ea- 
ponde,  pues  los  socios  admi- 
nistradores no  están  autoriza- 
dos para  enajenar  los  inmue- 
bles  déla  sociedad,  st  esta  ena- 
jenación no  está  comprendida 
en  el  númoio-  de  las  operacio- 
nee  que  constituyen  el  siro  de 
«lia.  El  articulo  :t9e  del  Cmli- 

ftde  Comercio,  i<ólo  se  refiere 
las  alteraciones  que  pueden 
efectuarle  en  loa  inmuebles  A 
vista  y  pac'ienciade  los  demáa 
«ocios;  y  el  conocimiento  que 
^stos  puetlnn  tener  de  la  ren- 
ta no  puede  estimarse  como 
una  autorización  ó  aprobación 
tácita  del  acto. -Cas.  3  no- 
viembre 1904   I.  1«4' 

2.  Competent^Ui.  --  Domicilio.  - 
Improctdunria,  -  AtemrUn.  - 
SotíitariUad.  -  Demandándose 
el  paco  de  una  deada  social, 
aun  oespúes  de  disuelta  la  so- 
ciedad, es  competente  para 
(wnocer  del  juicio  el  juez  del 
domicilio  de  la  sorie<]ad,  aiin- 

'  que  el  socio  demandado  tenfa 
SK  domicilio  -en  otnt  Itisar.  - 
Cas.  *¿H  noviembre  19».  .  I.  212 

3.  I>*.cláu«ii]a',  sefrtín  la  ciwl  en 
una  sociedad  para  la  compra 
y  venta  fie  «mnadoe,  se  divide 
c>  trabajo  csti^leciéndose  que 
oso  deloa  socios tendrük su 


nrgo  la  compra  de  animales  y 
el  otro  su  vento,  no  importa 
la  modificación  del  réj^men 
legal  ordinario  de  la  sociedad 
en  lo  relativo  á  las  focnltatles 
de  adminÍBti  ación  de  los  so- 
cios y  sobre  todo  en  sns  rela- 
ciones con  terceros,  sobre  to- 
do cuando  se  establece  en 
otra  de  las  cláusulas  que  la 
administración  y  el  uso  de  la 
firma  social  coiTcsponde  áum- 
bos  socios.- Sfiomo  ftkllo. 

4.  Bii  la  sociedad  comercial  co- 
lectiva la  administración  co- 
rresponde á  todos  los  socios, 
si  no  se  desif^an  administra- 
dores especíale»,  y  pueden 
hacer  todos  los  netos  y  con- 
tratos comprendidos  en  el  si- 
ró ordinario  de  la  sociedad  ó 
que  son  nece»aríos  ó  condu- 
centes á  la  connecacíón  de  los 
fines  rocíales,  obligando  soli- 
dariamente la  responsabilidad 
de  los  otros  socios,  tan  ta  no- 
ticia ó  consentimiento.  -  Mil' 
mo  fallo. 

5.  AdmÍ7ii$tTaJor.  -  ApelarUn. 
Arrgmdamiento.  -  CatatiUn.  - 
Oomp&Uneitt.  -  Exprntín,  — 
Jvriadicrián.  —  Socio  fndtit- 
Mal.  -  Habiendo  confiado  el 
arrendatario  de  un  fundo  á 
otra  persona  su  explotación, 
imniendo  aquél  el  capital  é 
interesada  esta  en  una  parte 
de  las  utilidades,  hny  un  ver- 
dadero arrendamiento  de  srr- 
vicios  y  la  persona  que  toma 
á  m  cargo  la  explotación  tfe- 
derecfao  á  una  remiinermcfón, 
porque  sus  servicios  por  su  na- 
turaleza no  son  gratuitos  y 
porque  á  jiiirio  del  Tribunal 
la  prueba  que  obra  en  autos 
no  ea  bastante  para  determi- 
nar las  condiciones  en  qne  ei^a 
perdona  se  oblifcó  á  prestar 
osos  semcios, -(Doctrina  de 
la  C.  de  A.) -Habiendo  de- 
clarado la  sentencia  de  prime- 
nt  Instancia  que  h&bia  existi- 
do entre  el  demandante  y  el 
demandado  una  Eociednd  co- 
lectiva civil  que  mandaba  li- 
quidar, reconociendo  á  aquel 
d  derecho  al  30  de  las  utili- 
dades, si  las  hubiere,  y  ha- 
biendo apelado  do  esta  sen- 
tencia  sólo   el  demandado 

auien  al  expresar  agravios  pi- 
ló se  revocóse  y  se  le  absol- 
viem  de  la  demanda,  mien- 
ina  el  demandante  solicita  li- 
sa y  llanamente  la  confii-ma- 
ción  del  fallo,  la  Corto  al  mo- 
dificarlo y  declarar  que  el  de- 
mandado debió  pagar  al  de- 
mandante una  remuneración 
Dor  sus  servicios,  resuelve  so- 
bre nn  ponto  que  no  habia 
sido  sometido  A  su  jnigamien- 
to  y  falla  con  manifiesta  in- 
competencia.-Caá.  24  marzo 
1906   I.  813 

flOCIBDAn  CONYUGAL 

Bünét  ntveblft.  -  Vonacién.  - 
Trrtirria,  -  Loe  bienes  muebles 
adguiiidoapor  la  miijer,  aun 
á  titulo  gratuito,  durante  el 

.  matripionio,  forman  parte  del 
haberde  la  sociedad  conyugal. 
Ia  '  diipoaioióii-  d«l  articulo  \' 


1726  del  Código  Civil,  según 
Ift  cual  las  adquisiciones  he- 
chas á  titulo  do  donación  se  ' 
agregarán  á  los  bienes  del 
cónyuge  donatario  y  no  au- 
mentarán el  haber  social,  no 
i'eserva  al  cónyuge  el  domi- 
nio, ei  cual,  según  el  artículo 
17'2&,  número  4.",  corresponde 
á  la  sociedad  conjugal,  sien- 
do el  marido  considerado  due- 
ño de  ellas  durante  el  matri- 
monio. -  C,  A.  14  m  a  y  o 
WM  II.  18? 

Socio  i>DUBTBt4iL.- V.  Socie- 
dad colectiva  (Núm.  5.) 

Solemnidad  de  testamento. - 
V.  TtttamerUo. 

SOLIDARIDAD 

1*  ÁpTériación  d«  loM  twchOB,~ 
Arrtmdamitnto.  -  J)«pó$iloJU' 
dIHat.  -  CompraxetUa.  -  Ltv 
d&l  lontrato.  -  Mtnnión.  De- 
cretado el  depósito  de  una 
propiedad  en  juicio  ejecutivo, 
el  acreedor  no  es  por  este  solo 
hecho  resnoniabie  solidaria- 
mente de  los  actos  del  deposi- 
tario nombrado,  ni  se  encuen- 
tra obligado  á  rendir  cuenta; 
y  al  declarar  el  Tribunal  de 
Alzada  que  no  80  ha  rstable- 
cido  causal  alguna  de  la  cual 
aparezca  la  responsabilidad 
solidaría  del  ejecutante,  re- 
suelve, en  uso  de  sus  fiiculta- 
tades  exclusivas,  una  cuestión 
de  puro  hecho,  no  susceptible 
de  casación.  -  Cas.  16  agosto 
19C4   I.  18 

2.  Cowptttncia.  -  Domicilio.  - 
Jmptoctdtncia.  -  MfnríM  — 
Soritdad  eolerlira .  -  En  la  so- 
ciedad comercial  colectiva  la 
administración  coi-ree ponda  á 
todos  loe  socios  ('i  no  se  desig- 
nan administradores  especia- 
les, y  pueden  hacer  todos  los 
actos  y  conti-atos  comprendi- 
dos en  el  giro  ordinario  de  la 
tociedad  o  que  son  necct-aríoit 
ó  conducentes  á  la  consecu- 
ción de  los  fines  sociales,  obli- 
gando «'oltdariamonte  la  res- 
ponsabilidad de  los  otros  so- 
cios, sin  su  noticia  ó  consen- 
timiento.-Cas.  23  noviembre 
19M  L  212 

SUBDlLlOATABia  -JY.  DOtga. 
da.  ~  Mandato. 

BVBUX) 

1.  ComprtmMHa.  -  Ofieiaínt  d»- 
Sjireito.  -  Loa  decretos  supre- 
mos leferentea  á  sueldos,  de  9 
de  junio  y  3  de  septiembre  de 
1891,(expedidoB  por  la  Ezcma. 
Junta  de  Gobierno,  se  refie- 
ren al  Ejército  qite  de  ella  de- 
pendía y  tuvieron  por  causa 
determinante  las  condiciones 
especiales  de  la  campaña  en 
qne  se  encontraba;  y  no  son 
aplicables  A  los  qne  fiisron 
llamados  A  califlcoi-  como  ex- 
jefes ó  ex-ofiohües.  -  O.  8. 18 
abril lfl04......  L  .  2 

2.  D^écho  adquirido.  -  ^«eto 
rHrooHivo.  -  Embargo.  -  El 

:  ombvj[0  d*  loa  emolumontos 
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periódicos  que  el  Fisco  paf^a  i 
loe  martilieros  por  el  remate 
de  oro  sellado,  i-ecae  sobre 
cantittades  que  la  ley  permite 
emltarRar  eii  un  solo  acto  co- 
mo bienes  presenten  y  futuros 
sin  necDsidad  rie  renovar  di- 
cho embargo  día  por  día,  pues 
se  consideran  esos  emolumen- 
tos como  sueldos  de  un  em- 

tleado  público.  -  Cas.  V¿  mayo 
905...:  1.  3Í3 

Caiuat.  -  Dolo.  -  PMza.—  PrM- 
eriprióa.  -  R«nuneia.  -  Stguro. 
-La  pólica  de  ncumuloción 
en  el  seguro  de  vida  cubre  to- 
da clase  de  riesgos,  y>u  cláusu- 
la de  lio  tener  -^e^tricción  al- 
guna por  {(énero  de  vida  ó 
causa  (le  muerte,  compi-ende 
aun  el  suicidio  del  asegura- 
do, salvo  el  cnso  de  dolo  por 

earte  del  asei;ji-ado  i  laoole- 
ración  del  coiicrato.  -  Cas.  16 
Mptiembre  1904  I.  269 

lÁHU 

1.  ApéUiciín.--Cutaci¿n.~Com- 
parcéeneia,  -  fíaercién.  -  S^- 
tmetn.  -  Esnulo  el  fallo  dic- 
tado en  ana  apelación  cuando 
elTril)un.-ü  la  ha  puesto  en 
tabla  antes  do  la  oompare- 
concia  del  apelante;  y  aunque 
éste  se  hayaapersoiudo  al  jui- 
cio el  mismo  dta  en  oue  fué 

tellado  el  recurso. -Osa.  30  

diciombi-o  1904   I.  296 

2.  jLceiénp«rBonal.-Gap«UanÍa. 

-  CatacUn  ti»  nficio,  -  Cita- 
ción.  -  Domleilio.  —  ^«eto  r#- 
troaeUpo.  -  Emplaz-imUnio, 

-  Irur.ripeiiin.  -  Nombré.  — 
Nulidad,  ~  PmfíripciSn.  - 
Fr^Mí^m.  -  PriUiba.  -  Vista. 
-Habiéndose  anunciado  non 
un  cambio  de  nombres  la  cau- 
sa en  la  tabladel  Tribunal  pa- 
ra verse  en  apelación,  la  sen- 
tencia que  dtcta,  aunque  no 
se  haya  reclamado;  es  nula 
por  falta  de  citiición  de  la 
parte  ouyo  nombre  ba  sido 
altei«do  y  la  senteuuia  puede 
sariiivalidadado  oficio.  -  Cas. 
ISabrU  I9U5  L  S<0 

laCHA 

Coto  fortuUo.- Culpa. -DélUo. 

-  Dolo,  -  In-iémiUtanU».  - 
Ptriuicio.  -  Prwba,--Tsstigot. 

-  Para  declarar  i  favor  de  la 
Empresa  de  Ferrocarriles  del 
Estado,  no  em  tacha  legal, 
cnaforme  á  la  ley  1&.  titulo  16 
de  la  Partida  3,*  el  ser  em- 
pleado de  ella.  -  O.  S.  25  agos- 
to 1904  L  46 

TACNA 

Coutrabatuio.  ~  Bncon^ándoM.  - 
Ta  proflnoia  de  Tacna  eatá 
sometida  i  la  legislación  de 
OhUe  y  BU  territorio  se  ha- 
lla asinútedo  al  territorio  de 
la  ftepúblioa,  de  modo  que  rir 
'  gon  en  osa  provlnoia  las  leyes 
y  decretos  sobre  servicio  de 
corraoe  y  onoQMiewlaa  posta* 
leedlotadawpmdiwÉ»  4tl 


pais.  Los  encomiendae  posta- 
los oue  del  intorior  de  ut  Be- 

Súbiíca  se  envían  á  la  oficina 
«  Arica,  no  pueden  conside- 
rarse procedentes  del  extr.in- 
jero  iii  afectad  al  p  itfo  de  los 
derechos  üscales  de  Interna- 
ción oue  pudieran  correspon- 
der á  la  naturaleza  de  laa  mer- 
caderías ontenidaH  en  dichas 
encomiendas.  -  C.  A.  31  mayo 
1904   Ü.  198 

TEKOKEÍA 

1.  Aprsciaeián  dé  lot  háchnt.  - 
Cauial.  -  Impror.iiil«n-Ha.  — 
Prwfbu.  —  Es  procedente  la 
tercería  interpuesta  por  ol 
compi-ador  do  una  casa  contra 
el  sindico  del  concurso  forma- 
do á  los  bienes  del  vendedor, 
qtie  protendo  vender  esa  mis- 
ma casa,  ha))iendo  probado  el 
tercerista  que  la  venta  fué  an- 
terior al  concurso  y  que  en 
ella  estaba  incluida  la  piirte 
de  la  ca><a  que  el  sindico  pre- 
tendía vender  por  eaenta  del 
eonouno.  -  Doutrina  de  U  Ó. 
de  A.)  -  Cas.  24  norimbre 

„  19M   I.  233 

2.  Bi»w  muM»*.  -  Donación.  - 
SoeUfinU  ronyuifat.  -  Es  im- 
procedente la  iereeria  de  do- 
minio promovida  por  una  mu- 
jer para  que  se  excluyan  de  la 
ejecución  sej^uida  contra  su 
marido  losbienos  muebles  ad- 
quiridos por  ella  á  titulo  gra- 
tuito durante  el  matrimonio. 
Esos  bienes  forman  parte  dtd 
haber  da  la  socieilad  conyugal 

Íla  disposición  del  articulo 
TX  del  Códi^  Civil  segün  la 
cual  las  adguisicioaes  faeobaa 
á  título  de  donación  se  agre- 
gai-án  á  los  bienes  del  cónyuje 
donatario  y  no  aumentarán 
el  haber  social,  no  reserva  al 
cónyuge  el  dominio,  el  cual, 
según  el  articulo  1725  núme- 
ro 4.**  corresp  mde  á  la  socie- 
dad conyugal,  siendo  el  mari- 
do considerado  duoAo  do  días 
durante  el  matrimonio.  -  C.  A. 
14  mayo  1904.  II.  \sz 

3.  Cataclfn  «nul /oHdo.  ~  Hipo- 
t«ea.  -  l9*crlpci¿n  -  L«m.  - 
Ifulidad.  -  Pottstón  ^édiva, 
ÜAfrMro. -Debe  aceptarao  1» 
tercería  interpuesta  por  un 
heredero  por  la  cual  pide  que 
se  alce  el  embargo  trabado 
por  un  acreedor  hipotecario 
sobre  un  inmueble  adjudicado 
i  otro  de  los  herederos  como 
cuerpo  cierto  en  la  partición 
de  ana  berenoia  ó  hipotecado 
por  éste  sin  haberse  obtenido 
préviamente  la  posesión  efec- 
tiva de  la  herencia  ni  efectua- 
do, por  lo  mismo,  las  iusñip- 
clones  generales  y  especiales 
de  qiio  U-ata  el  artículo  63S 
del  Códiuu  CivU.  -  Cas.  U 
mayo  1905  I.  803 

TáRHiNO.  -V.  Ptaso. 

I.  Gldusula,  -  CoM  Jmmda.  - 
Utmnián.  -  N»  existe  disposi- 
ción legal  alguDAMM  praaerl- 
ba  «1  qné  piirte  del  tartamen* 


to  debe  haoerse  la  mención  de 
la  solemnidad  de  la  lecftnra. 
Es  TÍlida.en  consecuencia,  la 
agregación  de  una  cláusula 
testamentaria  después  del  cer- 
tificado del  Notario  que  da  fe 
de  In  forma  y  solemnidadea 
con  que  se  otoi^el  tAstamen- 
to.  Sata  agregación  no  dn- 
virtua  la  fuerza  de  Ifta  aatrre- 
rscioues  que  este  certifícado 
contiene,  ni  aun  en  lo  concer- 
niente á  que  el  testamento  fué 
todo  él  leído  en  alta  voz  por 
el  Notario  autoi-izonte,  antes 
de  ser  firmado  y  á  presencia 
del  testador  y  testigos.  -  Cas. 

26  junio  1904  I.  33 

2.  Aprntriaeiéa  d»  lot  hfifJtot.  - 
ConfnUn  jttdirial.  -  Coníra- 
di'ior  Ugilimo,  ~  Co$a  juzga- 
da, -  Error,  ~  Hrred^ro.  —  L» 
gado.  -  La  sentenci»  que  en  el 
juicio  seguido  por  un  legata- 
rio declara  la  nulidad  de  ua 
testamento  no  puede  oponerse 
á  otro  legatario  que  pide  el 
pago  de  un  legndo  inAtituirln 
«n  eee  testamento  declankdo 
nulo.- Cas.  £S  octubre  1904.  1.  143 

TK0TlaOfl 

1.  Cato Jort  vilo,  -  Cmlpa.  -  IMi- 
to.~Oofo,-  ltuUM»taa^óm,  ~ 
PéHmittioa,  -  Pnuha. -TaekaM. 

—  Dema  n  da  da  indraanisa- 
ciÓQ  de  perjuicio»  por  la  muer- 
te de  una  persona  acaecida 
con  motivo  de  la  caída  á  un 
rio  del  treu  en  que  viaja,  caí- 
da causada  por  la  destrucción 
de  nn  puente,  los  anteceden- 
tas  que  se  invocan  para  esta- 
hleoer  que  dicho  puente  esta- 
ba en  mal  estado,  no  pueden 
consistir  en  la  apreciación  de 
testigos  que  carecen  de  eono- 
cimieatos  especiales  para  de- 
olarar  sobre  un  hecho  que  no 
puede  ser  establecido  sino  por 
una  apreciación  profesioDol  ó 
técnica,  sobre  toao  cuando  la 
Empresa  demandada  ha  pro- 
bado haber  empleado  en  el 
cuidado  especial  del  puente  la 
diligeDcéa  debida.  -  C.  8.  2¿ 

Tito  1904.  I.  4f 
wUeüio.  -  Prwibít.  -  Los 
testigos  deben  ser  examina- 
dos al  tenor  de  los  puntos  de 
prueba  une  se  hubieren  desig- 
nado y  Ajados  éstos,  las  par- 
tes no  piuden  formular  irte- 
mwseiones  á  los  testigos  sino 
en  la  forma  establecida  por  el 
artienlo  S55  de)  Código  de 
Procedimiento  CiriL  -  C.  A.  6 

octubre  1M4  IL  BB 

9l  La  indicación  del  domicilio 
de  los  testigos  debe  ser  hecha 
en  forma  que  pennita  apre- 
ciar m  abieaDión.  -  Misnib  te- 
Un. 

4.  Oar^-  Ligia.-  Sfímmta.  - 
Ptat».  -  Pnuha.  -  SttrrMario. 

-  jBs  viltda  la  presenmoióa  de 
k  minuta  He  proeiin  y  listado 
testigos  aunque  se  haga  ante 
nn  seoretsMio  que  no  es  el  de 
la  oaum,  pata  que  le  ponga 
oargoen  ausenciadel  seqrrta 
rio  do  la  eaosa.  oon  tal  mm 
dicha  presentación  hajratsM- 
de  lugar  antas  de  las  Udi 
1»  MÓte  del  dhf»»  dia  dri 
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plaio.  -  C<  A.  17  dicierobre 
IBOT  II.  82 

5.  Liita.  -  Jitinuta.  -  Frwba.  - 
Para  admitir  la  rendición  da 
prueba  en  el  extranjero  ne- 
cesario que  de  loa  anteceden- 
tesaparewa  justttlcada  la  con- 
veniencia de  obtener  las  de- 
elaracioiies  de  los  testigos  que 
se  ofi'ecea.  las  indicaciones 
que  debo  contener  la  listado 
testigoe  deben  ser  precisas  y 
no  basta  indicar  el  domicilio 
con  relación  al  territorio  ex- 
ti-anjero  ó  a  la  ciudad  en  que 
M  ofrece  rendir  pnieba.  - 

C.  A.  20  mano  190j.  iJ.  116 

6,  Prueba.  -  Quirtíla.  -  En  el 
escrito  de  querella  deben  ex- 
presarse todos  los  medlod  de 
prueba  de  quo  piensa  valerBe 
el  querellante;  y  si  piensa  ha- 
cer uso  de  la  prueba  testimo- 
nial debe  expi-esarse  en  la 
querellad  nomt>re,  piofeeión 
u  oficio  y  ¡"esidencia  de  los 
testigos,  que  son  los  únicos 
que  pueden  ser  examinados, 
so  pena  de  uuUdud.  -  O.  A.  22 
junio  19(H  ll.  121 

TlTUIiO  SJBCUTIVO 

1.  Áixtín  ^acutivfi.  -  Arrgnda- 
mi»Hto.  -  Casación.  -  UosIom.— 
Mandato  jutiíctal.  -  :ientencia 
intmrlocutoria,  -  Siendo  el  ti- 
tulo pi-esentado  la  primeiu  co- 
pia de  una  escrituia  de  arren- 
damiento, testimonio  de  una 
obligación  liquida,  actiiaimeu- 
exigible  y  respticto  de  la  cual 
no  na  trascurrido  el  tiempo 
necesario  pam  la  prescripuion, 
la  circunstancia  de  ser  el 
arrendamiento  nn  contmto  bi- 
lateral, no  liace  neuesario  que 
se  establezca  que  el  ari-endu- 
dor  ha  cumplido  Ion  obligacio- 
nes que  se  impuro,  sobro  todo 
■1  en  la  escñiura  aparece  que 
el  término  del  amendo  prin- 
cipiaba en  una  fecha  anterior 
a  la  de  la  eacrituia,  ya  que 
eilo  hace  suponer  que  la  en- 
trega se  habm  efectuado.  Por 
eoMlffuiente,  no  puede  esU- 
marae  la  escritura  de  arrenda- 
miento sólo  como  un  principio 
d«  prueba  por  escrito  que  dó 
manten  a  una  prueba  tescirao- 
niai  que  debe  rendirse  en  jai- 
cío  ordinario,  sino  como  prue- 
ba bastante  de  la  obligación 
cuya  ejecución  se  persigue.  - 
Oaa.S  septiembre  ItfM  L  61 

1.  Acción  «wuMea.  -  üxeuiión. 
-fiador.- Fianza. -&\  titu- 
lo de  escritura  pública,  en  que 
consta  una  deuda  y  ta  bauza 
subsidiaria  es  botante  para 
ejecutar  al  Üador,  si  los  bie- 
nes que  éste  seúaía  píu^  la 
exL-uüiuii  no  sou  suiiuieiites;  y  a 
él  le  incumbe  prob  r  que  el 
acreedor  fue  ramiso  en  la 
excusión.  —  (Jas.  ii  septiem  bre 
IBÜl  1.  75 

3.  Aeeii»  ^«ffwfti>ii.  -  Etíibargo. 
-  Improcedéncia.  -  L«y  de 
proeédimUnto.  -  Si  por  medio 
de  una  acción  ejecutiva  se  co- 
bittn  los  intei-eses  que  se  dicen 
devengados  de  un  capital  da- 
do en  mutooi  lundo  que  en 
Mte  contrato  no  n  ooiuigaó 
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disposición  alguna  á  virtud  de 
la  cual  pudiera  entenderse 
que  los  intereses  se  debieitto 
en  todo  ó  parte  antes  que  el 
capital,  la  obligación  reclama- 
da no  es  actualmente  exigible 
y  por  tal  oausa  el  titulo  carece 
ne  mérito  ejecutivo.  (Doctrina 
de  la  Corte  de  Apelaciones).  - 
CiXH.  flooTiembi-e  ItiUl  I.  91 

4.  JJeada  UiquUJa.  -  Ficha.  - 
Iniproctdmcia.  -  Mmeion,  — 
IfoxHici-'m.  -  Objtto.  -  Los  fi- 
chas dadas  en  una  oficina  sa- 
litrera á  los  operarioH,  li  cuen- 
ta de  MUS  salarios,  aunque  lle- 
ven la  expi*esión  "vale  por 
mercaderías",  representan  en 
moneda  corriente  el  valor  qtio 
ellus  indican  y  aon  par  lo  tan- 
to una  deuda  liquiduque  tiene 
fuerza  ejecutiva,.  -  Cas.  2U  di- 
ciembre 1904  I.  231 

5.  Coidradiclor  légltimo.  -  Cota 
jutga-ia.  -  Dewia  üíquiiia,  ~ 
Mi¡di<tas  precautoria*.  -  Reten- 
ción.- Uabiéiidose  declarado 
que  los  demandados  no  tienen 
deiticho  como  pi-eten<Udoij  he- 
rederos de  un  hermano  del 
"de  cuytis  '  á  tíKurai'en  el  jui- 
cio de  pai'ticiún,  sin  perjuicio 
de  los  efectos  quo  pi-ocedan 
de  ta  sentencia  definitiva  dic- 
tada un  juicio  &nterior  segui- 
do con  otro  do  los  herederos  y 
en  que  se  fallo  que  los  deman- 
dados teman  la  calídud  de  pa- 
rientes, no  es  liquida  la  obli- 
gación de  restituir  las  canti- 
dades i-etenidiis  á  los  deman- 
dados y  retiradas  por  éstos 
bajo  de  fianza  durante  el  jui- 
cio, por  no  estar  liquidada  la 
parte  que  respectti'amente 

Sede  corresponderles  con  re- 
ion  á  los  asign  .tarios  á 
quienes  vencieron  en  el  ^juicio 
anterior.  So  siendo  liquida  )a 
obligación,  el  titulo  no  es  eje- 
cutivo. -  Cas.  'Ü  noviembre 
IBUl  I.  171 

llTULO  IITJtTSTO 

Aprteiattilin,  -  {hmpratunUa.- 
PoaetdÓH. -Prgteripei¿n.--Biit- 
vindicación.  -  Sociedad  colec- 
tiva,-Pnv^  ganar  por  pi-es- 
cripción  ordinaria  se  necesita, 
enti-e  otros  requiattos,  pose- 
sión regular,  eato  es,  que  pro* 
ceda  de  justo  titulo  y  haya  si- 
do adquirida  de  buena  fe.  Ño 
es  justo  titulo  el  conferido  por 
una  persona  en  representa- 
ción de  una  Bociertm  colecti- 
va, sin  tener  efectivamente  esa 
I  epresentación  para  los  efec- 
tos de  vender  al  inmueble  de 
cujra  prescripción  se  trata.  - 
(Doctrina  de  la  C.  de  A.)- 
C'oa.  ;i  noviembralUUl....  1.  Ifil 

lilULO  NOMINATIVO 

Cotmti'm.  - Eniloso.  -  Pagaré.  - 
Personalidad,  -  Un  pagura  no- 
minativo no  ea  cranafurible 
por  la  vía  del  eiidoao.  £1  en- 
doso por  "valor  recibido"  im- 
porta una  simple  comisión  de 
cobranza  que  no  transfiere  la 
propiedad  del  pagaré  endeu- 
do, ifil  endosatario  careoe  de 
dersaho  para  denmwUr  á  lu 


nombre  y  en  el  car&cter  de 
dueño  un  pagaré  endosadQ  en 
esta  forma. -O.  A.  30  junio 
1904  U.  U» 

TOROB.  -  V.  LidiOM  de  tona. 

raxBUSA-L 

Empale.  ~  IntegraeMa,  -  VUta. 

-  Habiendo  intervenido  en  la 
vista  do  una  causa  el  personal 
completo  de  ana  de  íu  salas 
de  la  Corte  de  Apelaciones  y, 
pi-oducido  el  empate,  debien- 
do verse  la  causa  nuevamente 
por  loa  mismos  Ministros  que 
ban  pasado  á  formar  el  perso- 
nal de  otras  salas  del  xribu- 
nal,  del>e  i'ste  integrarse uon  el 
MiniRtro  más  antiguo  do  las 
otros  salas  en  la  misma  forma 
en  que  se  habría  inte^^rado 

el  personal  de  la  Sala  no  hu- 
biera cambiado.  ->  C.  S.  20 
abrUltUl  L  1 

UBiciuiÓN  de  wlittara.  -  V. 
Meiuura. 

UIiTU  PIIITA 

1.  Acto»  de  mura  facultad.  -  Dñ- 
rruinea.  -  Estacadas.  -  Inter- 
dictos. -  Omisión.  -  Posesión. 

-  Pi-^riprión.  --  QuereUa.  - 
-No  falla  "ultra  petita"  .la 
sentencia  quo  en  los  interdic- 
tos especiales  á  que  se  reHeren 
Im  artículos  »:«  y  9S7  del  Có- 
digo Uivil,  se  limita  á  dese- 
char en  la  parte  i-esolutiva  la 
querella;  "y  si  en  los  conside- 
randos se  ti-ata  del  dominio 
y  posesión  del  quei-ellante, 
paiu  examinar  si  tiene  "el  de- 
recho á  las  aguas  de  qu^  se  ha 
privado  á  un  predio",  que  exi- 
ge el  articulo  9SQ  citado,  esto 
no  importa  resolución  sobre 
dichos  puntos,  pues  los  consi- 
derandos por  si  solos  mida  re- 
suelven y  expresamente  se  re- 
servan las  acciones  que  pue- 
dan hacerse  valor.  -  C.  A.  Coa. 

2S  diciembre  1903  II.  38 

2.  Casaciihi  de  oficio.  -  Impuesto. 
—Jfutidad.  -Hiendo  la  acción 
entablada  en  la  demanda  la 
de  cumplimiento  del  contrato 
de  compraventa,  oon  indrai- 
niiación  de  perjuidiw,  es  nula 
la  sentencia  que  deolara  la 
nulidad  de  dicho  contrato, 
pues  falla  "ultra  peüta"  pro- 
nunciándose sobre  un  punto 
to  no  controvertido  por  laa 
partes  en  el  curso  del  juicio. 
-O.  A.  18  octubre  1901...  II.  63 

3.  Borot^ra*.  -  Citación.  ~  Com- 
petencia,  -  DscisiOn.  -  Prt^uz- 
gaMtenlo.  -  Peivindieaeion.- 
No  falla  "ultra  p<!tita"  el  jues 
que  ae  declara  incompetente 
pata  pronunciai'se  sobre  una 
cuesti'in  do  limites  entre  dos 
departamentos,  aun  en  el  su- 
puesto de  que  no  se  h^ya  so- 
metido oicna  cuestión  á  la  de- 
cisión del  Tribunal,  cuando 
sobre  el  paiticular  la  senten- 
cia nada  resuelve.  -  C.  A.  Cas. 

3  enero  1905  II.  88 

4. 17tstrucei*in  púMica.-Premitis. 
pr<^fuor«t.~i¡[o  falla  "ultra 
petita"  la  watoncla  qtnOf  iln 
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aceptar  en  todaa  toa  partsa  la 
detnaoda,oi<(Iena  una  forma  es- 
pecial de  liquidacicin  no  pedi- 
-  da  por  las  partes,  aunqno  el 
demandado  haya  iticonoiiido 
al  contestar  que  debe  la  citnH- 
(bul  ()ue  be  cobra,  «i  al  turmi- 
liar  pide  al  juez  que  i'eiiiulva 
lo  que  estime  más  arreglado  u 
derecho.  Si  el  juez  estima  más 
an;eglado  á  derecho  que  la  pe- 
tición de  la  demand:v.  In  i-C!4o- 
lución  que  en  la  scutuurin 
pronunciada  en  la  causa  da  ñ  la 
cuestión  sometida  ú  so  fallo, 
no  oto  rea  al  hacerlo  niiis  áo 
lo  pedido  ni  «e  extiende  apun- 
tos no  sometidos  á  mi  deci- 
sión.—C.  A.  Cas.  y  ApcI.  25 
mayo  IHuO  II.  199 

Vknta.  -  V,  Comprarmfa. 


VBKTIENTE 

Áctotd»  mera  tolfraiu-ia.- 
Aguut.  ~  Afireebtríífa.  -  ñie- 
1WB.  -  Httiaeiiin  m  ti  fatulo,  ~ 
CtanUnutinitlad.  -  Krct^tríd». 

-  Obran  apamttg.  -  PoatvUfn, 

-  frucrijieián.  -  Prueba.  - 


SfruiiinuUirg,  -  V.  Aguat.  - 
Cas.  7  mayo  y  24  junio  1905.  L  3S2 

VIATICOS 

Aim^ituriáit  d^loihfchoM.  -  Prtu- 
fxi.  -  Demandándose  el  pafco 

(l(>  viáticos  devengados  un  el 
desempeño  de  uua  comisión, 
ol  punto  litijiioso  quefla  redn- 
ciftb  a  nnn  cuestión  de  hecho, 
ó  so:«.  si  se  dc^cmpefló  ó  no  la 
f-omisión,  y  aluprn-iar  elTi'i* 
buual  íenteiiriador  las  prue- 
bas aducida)*  por  el  deman- 
'^auto  y  declai-arlas  insuñcien- 
tes,  obra  dentro  de  la  esfei-a 
de  sus  exclusivas  y  leoitimos 
facultades  y  en  cumplimien- 
to del  deber  que  le  imponen 
la^i  leyes  du  fallar  los  pleitos 
bato  el  doble  punto  de  vista 
del  hecho  y  del  derecho.  Cas. 
R  noviembre  1904   I.  207 

ViOKiB  no  reclamados.  -  V.  /.V 
eiamari¿H. 

VISTA 

1.  Emftat^.  -  IntMjTQriiñ.  -  Tri- 
6miuiI.  ~  Habiendo  interveni 


dn  en  la  vista  de  una  catu&el 
personal  completo  de  nna  de 
Lis  salas  de  la  C  rte  de  Ape- 
laciones, y  producido  el  em- 
pate, debiendo  verse  la  cauu 
nuevamente  por  loe  mismo* 
Ministros  qne  han  pasado  a 
formar  cl  personal  de  otrai 
mitas  del  J  ribunal.  de)»e  éfite 
intein^rse  con  el  Ministro 
uiusanti;:uo  de  las  otras  sala» 
en  la  misma  fo;nia  en  que  le 
habría  inti  fri-ado  si  el  perso- 
nal de  In  Ktila  nc>  hubieTítc^iiD- 
biado.  -  C.  S.  2U  abril  1901.  I..  1 
1.  Aei-iM  iMrscnal.  -  CaptUa- 
nm. -- Caaañón  il^  oficio C't- 
tttcióti.  -  J>omirUio.  ~  S/rrtu 
Tftroaclir».  -  Krnplaiamienío. 
-  /iMrrí;H-í((n.  -  A'otiit/r^,  - Xu- 
Uilai/.—  Pr^tcripciún.  -  Prnjt- 
miin.  -  Prwiba.  -  TViMa.  — 
Habiéndose  anunciado  con  un 
cambio  de  nomVires  la  causa  en 
la  tabla  del  '1  rtbunal  para  ver- 
se en  apelación,  la  sentencia 
que  dicte,  aunque  no  se  ha}-a 
reclamado,  es  nula  por  falta  de 
citación  de  la  parte  cuyo  nom- 
h)-e  ha  sido  alterado  y  la  md- 
tencia  puede  ser  invalidada 
deofleio.  -  Cas.  13  abril  IWb.  1. 310 
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